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LAS  IGLESIAS  Y  EL  ESTADO  EN  LOS  ESTADOS  UNIDOS  (1) 

Comunicación  de  M.  Valentín  Brífaut 

Abogado  de  la  Corte  de  ApeÍacione$  de  Bru$elat 


De  todas  las  causas  que  provocaron  la 
invasión  del  Nuevo  Mundo  por  la  raza 
blanca  en  los  siglos  XVII  y  XVIII  ningu- 
na obró  con  más  fuerza  que  la  persecu- 
ción religiosa.  Puritanos,  hugonotes,  cuá- 
queros, presbiterianos  y  católicos,  emi- 
graron á  América  y  se  establecieron  en 
diferentes  regiones,  huyendo  de  las  veja- 
ciones de  que  eran  objeto  en  su  pais  na- 
tal y  buscando  un  lugar  dónde  poder 
practicar  un  culto  conforme  con  las  ins- 
piraciones de  su  conciencia. 

Pero  los  nuevos  colonos,  aunque  ellos 
mismos  habían  sufrido  de  la  intolerancia 
de  sus  conciudadanos,  no  por  eso  se  mos 
traron  en  general,  más  pródigos  de  tole- 
rancia y  libertad  respecto  de  los  disi- 
dentes. 


(1)  Del  cBalletia  measnel  de  la  Société  de  Lé 
gislation  oomparée,t  núm.  4-5,  abril- mayo,  1905. 


En  la  Nueva  Inglaterra,  la  Iglesia  pu- 
ritana era  de  un  rigor  extremo  con  los 
adherentes  de  otros  cultos  que  llegaban 
á  establecerse  en  su  territorio.  Pena  de 
muerte,  prisión,  suplicios  diversos,  expul- 
siones, todo  fué  puesto  en  obra. 

En  los  Estados  del  Sur,  la  Ie;lesia  epis- 
copal trasplantada  de  Inglaterra  no  se 
mostraba  más  generosa  para  los  que  no 
eran  episcopales. 

Sólo  los  católicos  hicieron  excepción  á 
esta  regla  en  su  colonia  de  Maryland. 
Desde  su  llegada,  en  marzo  de  1634,  im- 
plantaron la  libertad.  Me  complazco  en 
señalar  este  hecho  histórico.  Con  mucha 
frecuencia  se  acusa  á  la  Iglesia  católica 
de  intolerancia;  conviene  recordar  que  su 
firma  se  halla  al  pié  de  la  primera  carta 
política  que  estableció  la  libertad  com- 
pleta de  la  conciencia  humana. 

Reconocen  este  hecho,  no  sólo  los  au- 
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tores  católicos,  sino  también  los  protes- 
tantes de  más  fama  como  Bancroft» 
Frost,  Baird  y  otros. 

Diez  años  después,  en  1644,  en  el  Esta- 
do de  Rhode  Island,  Roger  Willams,  ex. 
pulsado  de  Massachussets  por  la  intole- 
rancia puritana,  por  sus  teorías  baptis- 
tas,  instauró  él  también  la  libertad  de  los 
cultos,  pero  cuidó  de  no  extenderla  á  los 
católicos,  que  se  vieron  privados  del  dere- 
cho de  voto  en  las  elecciones  v  excluidos 
de  toda  función  pública  en  el  Estado. 

Algunos  años  más  tarde,  en  1682,  po- 
demos tomar  nota  de  una  nueva  tentati* 
va.  En  la  colonia  protestante  de  Nueva 
York,  Thomas  Dongan,  un  católico,  nom- 
brado gobernador  por  don  Carlos  II» 
quiso  que  su  primer  acto  fuera  también 
una  carta  de  libertad,  cuya  ratificación 
obtuvo  por  la  primera  Asamblea  legisla- 
tiva de  Nueva  York,  el  30  de  octubre  d^ 
1683. 

Declara: 

«Que  quien  quiera  que  profese  la  fe  en  Dios 
y  en  Jesucristo  no  podrá  en  ninguna  circuns- 
tancia ser  inquietado  ni  llevado  ante  la  justí» 
cia  por  sus  opiniones  religiosas,  pero  que,  por 
el  contrario,  todos  los  que  tienen  esta  fe,  pue" 
den  conservar  libremente  y  poner  plenamente 
en  práctica  los  impulsos  de  su  conciencia  en 
materia  de  religión.  Todo,  naturalmente,  con 
la  condición  de  no  usar  de  esa  libertad  para 
perjudicar  al  Estado  ó  para  perturbar  á  sus 
conciudadanos,  n 

Pero  este  régimen  no  fué  de  larga  dura- 
ción. Después  de  Carlos  II,  cuando  Ja- 
cobo  II  subió  al  trono  de  Inglaterra,  en 
1685,  Thomas  Dongan  fué  reemplazado 
como  gobernador  de  Nueva  York,  por 
Andros,  uno  de  los  tiranos  más  detesta" 
bles  que  tuvieron  que  soportar  las  colo- 
nias inglesas  de  América,  Con  él  se  des- 


vaneció el  último  rayo  de  libertad  y  las 
persecuciones  se  reanudaron  con  furia. 

Ocurrió  lo  mismo  en  el  Marvland  don- 
de  los  protestantes,  que  entraron  favore- 
cidos por  la  libertad,  la  suprimieron  cuan- 
do se  vieron  en  número  bastante*.  Los 
católicos  fueron  perseguidos  y  se  les  negó 
esa  libertad  de  conciencia  que  tan  gene- 
rosamente habían  otorgado  á  los  demás. 

Así  permaneció  el  país  hasta  la  guerra 
de  la  independencia.  Los  irlandeses  ca- 
tólicos, que  formaban  más  de  la  mitad  de 
los  ejércitos  republicanos,  contribuyeron 
poderosamente  á  asegurar  la  victoria. 
Habría  sido  difícil,  después  de  eso,  excluir- 
los aún  de  la  libertad  de  cultos  que  el 
Congreso  iba  á  proclamar. 

Esta  libertad,  después  de  la  guerra,  era 
una  necesidad  imperiosa.  El  gobierno  fe- 
deral se  halló  en  presencia  de  Estados 
que  ostentaban,  con  igual  intransigencia 
como  culto  oficial,  las  religiones  más  di- 
versas. Había  que  suprimir  toda  causa 
de  conflictos  y  de  susceptibilidades  y  man' 
tener  la  balanza  igual.  **La  libertad  de 
todos  debía  ser  la  mejor  garantía  de  la 
libertad  de  cada  uno.*' 

Por  eso  la  C(fnstitución  Federal  dete- 
nidamente discutidaen  1787  y  adoptada 
en  definitiva  con  algunas  modificaciones 
en  1791,  contiene  una  declaración  formal 
de  completa  libertad  religiosa. 

Esta  libertad  está  afianzada  por  la  su- 
presión de  toda  profesión  de  fe  para  la 
admisión  á  una  función  pública  depen- 
diente del  gobierno  federal  y  por  la  prohi- 
bición impuesta  á  ese  gobierno  de  esta- 
blecer una  religión  de  Estado  ó  de  impe- 
dir el  libre  ejercicio  de  cualquier  culto. 

La  abolición  del  juramento  religioso 
ya  estaba  establecida  en  algunos  Esta- 
dos; Pensylvania  especialmente  lo  había 
excluido  de  su  nueva  Constitución   en 


DBRBCHO 


1776.  Sin  embargo,  esta  institución  sub- 
sistía casi  en  todas  partes  y  esos  dos 
principios  que  enuncia  la  Constitución 
Federal  y  que  hoy  día  nos  parecen  tan 
naturales,  tan  indispensables  aun  en  una 
Constitución  moderna,  no  han  sido  ad- 
mitidos sino  después  de  largas  discusio- 
nes. Se  temía  que  faltando  el  juramento, 
los  católicos,  los  judíos  y  los  infieles  se 
hicieran  dueños  de  la  Confederación. 

Un  delegado  de  la  Carolina  del  Nort^ 
sostuvo  que  por  la  supresión  del  jura- 
mento, hasta  el  Papa  de  Roma  podría 
llegar  á  ser  Presidente  de  los  Estados 
Unidos. 

Felizmente,  la  mayoría  optó  por  los  ar- 
gumentos desarrollados  por  el  Rev.  Mr. 
Backus  quien  estimaba  que  semejante  ju- 
ramento era  uno  de  los  mayores  instru- 
mentos de  tiranía  del  mundo,  y  por  el 
Rev.  Mr.  Shute  que  sostenía,  no  sin  ra- 
zón, que  esta  institución  no  podía  produ- 
cirlos resultados  que  de  ella  se  esperaban, 
pues  no  serviría  de  obstáculo  á  la  gente 
de  mala  fe  y  sin  principios  á  quien  espe" 
cialmente  convenía  alejar. 

Fué  ese  un  paso  inmenso  dado  en  el 
camino  de  la  libertad.  Hav  allí  una  indi- 
cación  valiosa  del  espíritu  público  que 
nace  en  esa  época.  Fué  también  un  ejem- 
plo dado  á  los  legisladores  futuros  de  los 
diversos  Estados  de  la  Unión. 

Conviene  notar,  en  efecto,  que  no  se 
trata  aquí  sino  de  la  Constitución  Fede- 
ral que  no  ligaba  sino  al  distrito  de  Co- 
lumbia  y  los  territorios  sometidos  al  po- 
der federal  (1).  Los  diversos  Estados  que- 
dan libres  para  legislar  sobre  esta  mate* 
ria  como  mejor  les  parezca,  para  exigir  el 


juramento,  para  conservar  6  instituir 
una  iglesia  del  Estado  ó  para  prohibir  á 
su  antojo  tal  ó  cual  culto. 

En  los  Estados  Unidos,  donde  vemos 
dos  legislaciones  coexistentes,  los  conflic- 
tos entre  una  y  otra  no  son  de  temer,  gra- 
cias á  la  demarcación  tan  sencilla  y  radi- 
cal de  su  esfera  respectiva:  cada  Esta- 
do puede  reglar  por  sus  propias  leyes 
todo  lo  que  no  hace  formalmente  parte 
de  las  atribuciones  del  poder  federal  y 
todo  lo  que  no  le  ha  sido  espresamente 
prohibido  por  la  Constitución  federal. 

No  obstante,  esta  fecha  de  1790  inau- 
gura la  ruina  de  la  intolerancia  brutal  y 
el  fin  de  las  persecuciones  religiosas  en 
toda  la  estensión  del  territorio  de  la 
Unión. 

Quedarán  aun  es  cierto  por  aquí  y  por 
allá  ciertos  vestigios  de  intolerancia  en 
una  ú  otra  legislación,  reacciones  hasta 
brutales  del  espíritu  sectario  en  la  opi- 
nión pública  de  una  ciudad  ó  de  una  re- 
gión (2);  pero,  desde  esaépoca,  continuó 
el  progreso  déla  libertad  y  hoy  día  no  está 
en  ninguna  parte  más  firmemente  esta- 
blecida en  las  leyes  y  en  el  espíritu  de  los 
ciudadanos,  que  en  la  gran  República 
americana. 

Hubo  de  trascurrir  algún  tiempo  para 
que  esta  evolución  penetrara  sucesiva- 
mente en  las  Constituciones  de  los  diver- 
sos  Estados. 

Desde  los  primeros  años  del  siglo  X  VIII, 


(1)  El  distrito  de  Alaska,  las  islas  Hawai  y  Fili- 
pinaSy  loB  Territorios  del  Arízona,  de  Nuevo  Méjico 
de  Oklahoma  y  el  Territorio  Indígena, 


(2)  De  1834  á  1870  la  corriente  de  odio  antireli- 
gioso  qae  agitó  á  la  Europa  occidental  repercutió  en 
los  Estados  Unidos.  Hubo  también  allí  tumultos 
sangrientos,  iglesias  y  conventos  robados  y  saquea  - 
dos,  cementerios  violados,  ca^as  incendiadas.  Así 
ocurrid  especialmente  bajo  el  impulso  de  la  secta  de 
los  Knoif-nothing  que,  en  1856,  provocó  desórdenes 
en  diversos  puntos,  eppecialmente  en  San  Luím,  eq 
Nneva  York  y  en  Nu^va  Orleans. 
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la  tolerancia  más  ó  menos  amplia  existía 
casi  en  todas  partes,  pero  no  la  verdade- 
ra libertad.  Cada  Estado  tenía  su  iglesia 
oficial  costeada  por  las  finanzas  públicas. 
En  la  mayor  parte  de  ellos,  sólo  el  culto 
católico  era  excluido  de  los  favores  de 
que  gozaban  los  diferentes  cultos  protes- 
tantes disidentes. 

Sin  embargo,  vemos  ya  un  Estado  que 
aún  antes  de  la  declaración  de  la  inde 
pendencia,  el  4  de  julio  de  1776,  estable- 
ce la  libertad  de  conciencia. 

Los  legisladores  de  Virginia,  el  12  de 
junio  de  1776,  gracias  á  la  influencia  de 
Thomas  JefFerson,  aprueban  por  unani- 
midad el  artículo  16  de  la  Declaración  de 
Derechos,  que  dice  así: 

"La  religión,  ó  el  culto  que  debemos  á  núes 
tro  Creador  y  la  manera  cómo  lo  ejercemos, 
no  pueden  ser  determinados  sino  por  la  ra- 
zón y  la  convicción  y  nó  por  la  fuerza  ó  por  la 
violencia.  Por  consiguiente,  todos  los  hom- 
bres tienen  el  mismo  derecho  para  el  libre  ejer- 
cicio de  la  religión  en  conformidad  con  las 
inspiraciones  de  su  conciencia.  Es,  por  lo  de- 
más, el  deber  de  todos  de  practicar  la  humil- 
dad cristiana,  el  amor  y  la  caridad  de  los 
unos  para  con  los  otros." 

Como  consecuencia  directa  de  este  con- 
cepto de  la  libertad  y  de  la  igualdad  de 
cultos,  los  Estados  unos  tras  otros,  rea- 
lizan el  disestablishmenty  la  supresión  de 
la  iglesia  oficial. 

Así  ocurrió  en  el  Estado  de  Nueva 
York  en  1777,  en  que  la  Iglesia  Episco- 
pal perdió  su  situación  privilegiada  de 
Iglesia  de  Estado.  El  Estado  de  Virgi- 
nia, en  la  misma  época,  procedió  de  igual 
modo.  En  otros  Estados  esta  trasfor- 
mación  fué  más  lenta.  En  el  Connecticut 
hasta  en  1818,  en  Massachusetts,  hasta 
en  1833  la  Iglesia  Congregacionalista 


fué  mantenida  por  impuestos  pagados 
por  todos  los  ciudadanos  sin  distinción 
de  opinión  religiosa. 

Observemos  que  los  templos  construi- 
dos generalmente  con  finanzas  públicas 
fueron  dejados,  sin  discusión,  á  los  cre- 
yentes, que  hasta  entonces  se  habían  ser- 
vido de  ellos. 

Así,  estos  disestablishments  no  des- 
pertaron odios,  y  el  recuerdo  de  las  opo- 
siciones V  de  las  críticas  del  momento  se 
borró  rápidamente. 

La  revisión  de  las  Constituciones  trajo, 
casi  en  todas  partes,  la  inserción  de  una 
cláusula  semejante  á  la  que  encontramos 
en  la  Constitución  de  la  Carolina  del 
Norte. 

"Todos  los  hombres  tienen  el  derecho  natu- 
ral é  inalienable  de  adorar  á  Dios  Todopode- 
roso, según  las  inspiraciones  de  su  propia  con- 
ciencia; ninguna  autoridad  humana  podrá, 
en  ningún  caso,  subordinar  la  conciencia  ó 
inmiscuirse  en  sus  derechos.'' 

La  Constitución  de  la  Carolina  del  Sur 
admite: 

"Todo  culto  que  guarde  relación  con  las  su- 

m 

gestiones  de  la  conciencia,  declarando  al  mis- 
mo tiempo  que  esa  libertad  no  podrá  justifi- 
car prácticas  inconciliables  con  la  paz  pública 
y  la  seguridad  moral  de  la  sociedad"  (1). 

Las   mismas   disposiciones,    ú    otras 
muy  semejantes,  se  hallan  consignadas 


(1)  Esta  restricción  racional  al  principio  du  la  li- 
bertad absoluta  de  cultos  se  refiere  á  las  prácticas 
iomoi-ales  y  crueles  que  caracterizan  ciertas  religio- 
ues  bárbaras.  Ha  teuido  una  aplicación  reciente 
para  la  poligamia,  que  era  una  de  las  bases  de  la  re- 
ligión de  los  mormones  y  que  las  autoridades,  d9 
acuerdo  con  la  opinión  pública,  onsideran  como 
contraria  al  orden  moral  del  país. 


DERECHO 


actualmente  en  las  Constituciones  de  un 
gran  número  de  Estados  de  la  Unión. 

Con  excepción  de  los  chinos,  cuyos  tem- 
plos adornados  con  ricos  y  burlescos  ído- 
los se  encuentran  en  todas  las  grandes 
ciudades,  las  leyes  civiles  que  se  refieren 
á  la  religión  no  han  tenido  que  aplicarse 
sino  á  formas  diversas  de  la  idea  cristia- 
na; por  eso  puede  decirse  que  el  pueblo 
americano  es  aun  hoy  día  profundamen- 
te cristiano  en  sus  ideas,  en  sus  costum- 
bres y  en  sus  instituciones.  No  puede  re- 
sumirse mejor  el  carácter  especial  de  la 
cristiandad  americana  que  diciendo  que 
nos  muestra  una  Iglesia  libre  en  un  Esta- 
do libre,  ó  una  cristiandad  bastándose  y 
gobernándose  á  sí  misma  en  una  rela- 
ción, nó  de  simple  independencia,  sino 
más  bien  de  amistad  con  el  gobierno  ci- 
vil. 

En  América,  el  Gobierno  protege  á  la 
Iglesia  en  sus  bienes  y  en  sus  derechos  sin 
tratar  de  inmiscuirse  en  sus  negocios  in- 
ternos. 

Por  otra  parte,  el  Estado  conserva 
toda  su  independencia  en  la  dirección  de 
los  negocios  temporales  de  la  nacíRn. 

Es  la  realización  de  la  palabra  evangé- 
lica: **Dad  al  César  lo  que  es  del  César  y 
á  Dios  lo  que  es  de  Dios.'^ 

Eso  se  concibe  fácilmente  cuando  se  re- 
cuerda que  la  gran  mayoría  de  los  habi- 
tantes de  los  trece  Estados  primitivos 
eran  originarios  de  esos  países  británi- 
cos, donde  la  libertad  de  asociación,  para 
no  hablar  sino  de  ésa,  ha  tenido  siempre 
un  desarrollo  y  espansión  mucho  mayo- 
res que  en  la  Europa  continental,  donde 
el  antiguo  Derecho  Romano  ha  prevale- 
cido casi  exclusivamente. 

En  efecto,  todo  el  sistema  de  la  sitúa 
ción  legal  de  las  Iglesias  en  el   Estado 
americano,  descansa  en  realidad  sobre  la 

DERKCÜO 


libertad  de  asociación  ampliamente  com- 
prendida y  desprendida  de  las  innumera- 
bles trabas  que  entre  nosotros  la  ani- 
quilan. 

Como  en  Inglaterra,  no  han  tenido  en 
la  América  del  Norte  la  vieja  máxima: 
imperium  in  imperio^  cuyo  significado 
fatídico  ha  hecho  temblar  siempre  á  nues- 
tros legisladores. 

En  Francia  como  en  Bélgica,  sólo  las 
asociaciones  que  persiguen  un  fin  lucra- 
tivo han  podido  triunfar  de  las  invenci- 
bles desconfianzas  de  nuestro  Derecho. 

En  los  Estados  Unidos,  por  el  contra- 
rio, la  libertad  de  asociación  es  completa, 
sin  distinción  de  creencia  ni  de  objeto: 
asociaciones  religiosas,  asociaciones  cien- 
tíficas, asociaciones  de  agrado,  de  ense- 
ñanza, de  beneficencia,  tienen  entera  li- 
bertad para  organizarse,  para  adquirir 
un  patrimonio  aveces  muy  considerable, 
para  legislar  y  gobernar  en  la  esfera  de 
sus  respectivas  atribuciones. 

En  las  crisis  por  las  cuales  más  de  una 
vez  ha  atravesado  el  Estado  americano, 
ha  aprovechado  ampliamente  la  noble 
iniciativa  y  la  acción  enérgica  de  una  ú 
otra  asociación  política  (1). 

Tal  es  el  carácter  general  de  la  legisla- 
ción de  los  cultos  en  los  Estados  Unidos 
y  la  idea  que  le  sirve  de  base. 

Veamos  su  aplicación. 

Observemos,  desde  luego,  que  la  legis- 
lación de  los  cultos  no  depende  del  go- 
bierno federal  sino  del  gobierno  interior 
de  los  diversos  Estados.  Cada  uno  de 
ellos  ha  reglamentado  esta  cuestión  á  su 
entender. 

De  allí  que  haya  cuarenta  y  cinco  legis- 
laciones distintas.  Nonos  es  posible  exa- 


(1)  Fué  el  caHo  de  la  e Union    Leagne  Club»,  de 
Nueva  York,  durante  la  guerra  de  Secesión. 


10 


PRIMBRA  PARTB 


minarlas  á  todas  sucesivamente  ni  si- 
quiera á  grandes  rasgos. 

Por  lo  demás,  encontramos  en  todas 
partes  los  mismos  grandes  principios  que 
son  los  únicos  que  pueden  entrar  en  el 
marco  reducido  de  una  reseña  como  ésta. 

El  sistema  puede  descansar  sobre  dos 
bases  diversas: 

1*  La  legislación  general  donde  se  en- 
cuentra la  antigua  institución  del  tmst 
(1)  (Common  Law); 

2'  Las  leyes  precisas,  de  las  cuales  hay 
algunas  que  reglan  la  organización  de 
las  corporaciones  religiosas  en  general  ó 
de  una  ú  otra  en  particular; 

Sin  incorporation  conforme  á  la  ley  que 
crea  y  organiza  las  personas  morales, 
puede  existir  un  ser  híbrido,  una  asocia- 
ción de  hecho,  comunidad  voluntaria  de 
individuos  ó  de  familias  unidas  para  ins- 
truirse en  las  doctrinas  y  en  los  preceptos 
de  su  religión  y  para  gozar  juntos  de  un 
local  para  el  ejercicio  de  su  culto. 

Se  ha  fallado  que  las  personas  investi- 
das así  de  un  ttast^  los  jefes  (2),  los'que 
dirigen  una  asociación  semejante  tienen 
el  derecho  de  poseer  bienes  á  su  nombre 
y  aun  el  de  perseguir  ante  la  justicia  al 
que  haya  causado  perjuicios  en  el  local 
de  las  reuniones.  Un  legado  hecho  en  esas 
condiciones  á  una  iglesia  católica,  no  in- 
corporada, ha  sido  perfectamente  valida- 
do por  las  Cortes  de  Justicia. 

Este  sistema  existe  aún  en  algunos  Es' 


(1)  Trust,  del  danés:  trost,  troster:  confíanza,  fe. 
cFil  trust  (W.  A.  Preston,  Estudio  sobre  los  trusts 
y  los  trustees  pág.  21)  es  uua  obligación  sancionada 
por  los  tribunales  de  equidad,  por  la  cual  se  confía 
un  bien  al  cuidado  y  á  la  buena  fe  de  una  persona, 
para  el  provecho  y  el  uso  de  otra.» 

(2)  Y  nó  la  asociación  mitma  porque  ésta  es  inexÍH- 
tente  á  los  ojos  de  la  ley;  no  tiene  individualidad 
distinta,  aunque  el  trust  exista  en  provecho  suyo. 


tados.  Lo  he  encontrado  especialmente 
en  el  de  Missouri,  en  San  Luis,  donde  el 
arzobispo  es  dueño  in  trust  de  todos  los 
bienes  de  la  arquidiócesis. 

Aunque  la  ley  del  Missouri  es  formal 
para  la  incorporación  de  las  asociaciones 
religiosas,  no  hay  sino  cinco  parroquias 
incorporadas  en  el  Estado. 

Pero  allá,  como  en  todos  los  regímenes 
tolerantes  y  no  vejatorios,  es  muy  ancho 
el  margen  entre  el  derecho  estricto  y  la 
práctica  (3). 

Este  sistema  presenta  un  grave  peli- 
gro, porque  muchas  veces  llega  á  ser  di- 
fícil distinguir  entre  los  bienes  que  el  trus- 
íee(4)  posee  á  título  personal  y  los  que 
detiene  in  trust.  Así,  ocurre  especialmen- 
te á  la  muerte  del  obispo,  si  no  ha  hecho 
testamento  que  establezca  claramente 
la  distinción  de  propiedad  entre  los  dife- 
rentes bienes  que  deja. 

Por  eso  uno  de  los  concilios  de  Balti- 
more  ha  resuelto  que  todo  obispo,  en  el 
momento  de  su  consagración,  debía  de- 
positar en  manos  de  dos  de  sus  colegas 
del  episcopado,  un  testamento  en  quede- 
jara  af  reglados  sus  negocios. 

La  ventaja  del  sistema  es  la  perfecta 
independencia  que  da  al  Obispo  en  la  ges- 
tión y  organización  material  de  su  dió- 
cesis. No  corre  el  riesgo  de  ver  al  elemento 
laico  inmiscuirse  en  sus  negocios  é  intro- 
ducir talvez  disturbios  haciendo  surgir 
lamentables  conflictos  (5). 

Digamos  que  este  sistema  ya  no  sería 
admitido  en  Estados  como  el  de  Nueva 


(\)  En  la  Virginia  occidental  no  hay  incorporación- 
Todo  el  sistema  descansa  sobre  la  institución  del 
tmst,  ei^plícitamente  organizado  por  las  leyes. 

(4)  Persona  investida  del  írM«<. 

(5)  £s  el  sistema  preconizado  en  el  7.°  concilio  de 
Baltimore  de  1849. 
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York,  donde  existe  una  ley  especial  con- 
forme á  las  exigencias  de  cada  uno  de  los 
grandes  cultos  que  dividen  el  país  y  que 
posee  en  todo  caso,  la  incorporación  en 
personas  morales. 

Estas  entidades  jurídicas  así  creadas 
corresponden  á  los  tipos  principales  con 
diferencias  de  aplicación  en  los  detalles, 
pero  organizadas  sobre  las  mismas  bases 
esenciales: 

1*  El  sistema  de  la  corporation  sole^ 
una  sola  persona,  Obispo  ó  Arzobispo, 
formando  ella  sola,  toda  la  corporación. 
(He  estudiado  ese  sistema  en  California, 
Oregon  é  Illinois); 

2*  El  sistema  de  ladoblecorporación, 
la  de  la  diócesis  y  la  de  la  parroquia; 

3*  El  sistema  de  las  corporaciones  pa- 
rroquiales separadas.  El  Obispo  ó  Arzo- 
bispo posee  entonces^i'a  trust  los  bienes 
eclesiásticos  de  interés  general,  que  no 
pertenecen  en  particular  á  ninguna  pa- 
rroquia déla  diócesis. 

En  el  Estado  de  Nueva  York,  cuya  le- 
gislación sobre  las  iglesias  es  la  más  com- 
pleta y  la  más  vasta,  hay  una  ley  espe- 
cial para  la  incorporación  de  cada  uno 
de  los  grandes  cultos  y  una  ley  general 
para  todas  las  demás  asociaciones  reli- 
giosas de  cualquier  especie. 

La  parte  general  de  esta  legislación 
comprende  las  reglas  que  se  aplican  á 
toda  asociación  religiosa,  cualquiera  que 
ella  sea.  Es  de  1813  y  prevee  la  creación, 
la  organización  y  la  desaparición  de  esa 
entidad  moral  que  es  la  corporación  reli- 
giosa. 

Es  interesante  notar  la  sencillez  y  el 
laconismo  de  las  reglas,  el  campo  que 
ellas  dejan  á  la  iniciativa  privada,  á  la 
satisfacción  de  necesidades  particulares, 
especialmente  la  falta  de  tramitación  ad- 
ministrativa, de  vejaciones  inútiles,  de 


penas  hábilmente  dispuestas  para  asus- 
tar á  los  tímidos  ó  coartar  lo  arbitrario 
del  poder,  el  libre  ejercicio  de  uno  de  los 
derechos  más  sagrados  del  hombre. 

Desde  el  principio,  la  ley  distingue  los 
dos  casos  que  he  enunciado:  la  corpora- 
ración  constituida  como  persona  moral 
y  la  asociación  de  hecho  existente  entre 
personas  que  practican  juntas  el  mismo 
culto  religioso  sin  haber  pedido  á  la  ley 
que  lo  consagrara.  Esta  asociación  puede 
poseer  bienes  por  medio  de  los  trastees. 

La  ley  dice  expresamente  que  si  una 
asociación  de  este  género,  una  unincor» 
porated  churcb  se  hace  incorporar,  el 
nuevo  ser  moral  así  creado  pasa  á  ser,  por 
el  hecho  mismo,  y  sin  ninguna  formalidad^ 
el  dueño  de  todos  los  bienes  que  pertene- 
cían á  eeta  asociación,  sea  que  estos  bie- 
nes hayan  sido  atribuidos  por  donación 
ó  por  legado  directamente  á  esta  iglesia, 
sociedad,  congregación  ó  asociación  ó  á 
una  ú  otra  persona  para  el  uso  de  la  aso- 
ciación. 

Para  formar  una  corporación  religiosa 
(una  iglesia  con  personalidad  civil)  basta 
que  siete  individuos,  de  veintiún  años  á 
lo  menos,  siendo  ciudadanos  délos  Esta- 
dos Unidos  y  en  su  mayoría  residentes  en 
el  Estado  de  Nueva  York,  se  reúnan  para 
redactar,  firmar  v  hacer  reconocer  ante  el 
oficial  público  competente  para  otorgar 
los  títulos  de  propiedad  inmueble,  un 
acto  escrito  en  que  se  hallen  indicados: 

1^  El  nombre  ó  título  bajo  el  cual  la 
nueva  sociedad  quiere  ser  reconocida  por 
la  ley; 

2^  Su  objeto: 

3^  Los  nombres  de  siete  trustees  de  los 
cuales  cinco  á  lo  menos  no  pueden  ser  mi- 
nistros del  Evangelio  ó  sacerdotes  de 
cualquiera  iglesia  que  sea. 

Esta  ley  exige,  pues, páralos  fundado- 
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res  de  la  corporación,  la  calidad  de  ciu- 
dadano americano.  Teme  evidentemente 
que  extranjeros  no  naturalizados  puedan 
introducir  en  el  país  cultos  extraños  en 
contradicción  con  sus  tradiciones,  su  ca- 
rácter y  su  concepto  del  porvenir  social. 

La  escritura  debe  hacerse  en  doble  ejem- 
plar, firmado  por  las  partes  y  autorizado 
por  el  oficial  civil  competente. 

£1  doble  acto  así  firmado  y  autenti- 
cado debe  ser  sometido  á  la  aprobación 
escrita  y  firmada  de  la  Corte  Suprema  ó 
distrito  en  el  cual  la  iglesia  ó  la  sociedad 
van  á  establecerse. 

En  la  ciudad  de  Nueva  York  habrá  que 
dirigirse  aun  juez  de  la  Corte  Suprema  de 
la  Cité  (1). 

En  seguida,  uno  de  los  dos  ejemplares 
se  trascribe  al  departamento  del  secre- 
tario de  Estado,  el  otro  á  la  oficina  del 
secretario  del  condado  en  que  la  iglesia 
se  funda. 

Gracias  á  estas  diversas  formalidades, 
las  personas  designadas  como  trustees^n 
el  acta  y  sus  sucesores, ciudadanos  délos 
Estados  Unidos  v  domiciliados  en  el  Es- 
tado  de  Nueva  York,  forman  una  persona 
moral. 

Esta  persona  moral  tendrá  un  sello 
especial  que  podrá  modificar  á  su  antojo. 
Bajo  su  nombre  de  incorporación,  puede 
adquirir  legalmente  por  donación,  por 
legado  ó  por  compra  y  conservar  bienes 
inmuebles  y  muebles. 

La  ley  pone  sin  embargo  dos  restric- 
ciones á  este  derecho  de  proi)icdad: 
1*  Esta  propiedad  no  puede  servir  sino 

(1)  Observemos  que  se  trata  aquí  de  un  simple 
visto  bueno  que  hai  que  obtener.  El  poder  judicial 
no  puede  físcalizai*  sitjola  observancia  délas  estipu- 
laciones legales  Fuera  de  este  punto  especial  no 
tiene  ningún  poder  de  apreciación  y  no  puede  negar 
BU  aprobación. 


á  conseguir  el  objeto  para  el  cual  la  so- 
ciedad ha  sido  creada; 

2*  Esta  propiedad  no  puede  exceder, 
en  inmuebles,  un  valor  de  250.000  fran- 
cos y  en  bienes  muebles,  350.000  francos; 
la  renta  del  conjunto  de  bienes  muebles 
é  inmuebles  no  puede  exceder  de  50.000 
francos  anuales. 

Esta  última  restricción  no  se  aplica  en 
la  ciudad  ni  en  el  condado  de  Nueva  York, 
donde  el  valor  del  edificio  mismo  de  la 
iglesia  y  del  terreno  que  ella  ocupa,  no 
deben  tomarse  en  consideración  (2). 

¿Y  la  sanción  á  esta  regla? 

Hay  que  encontrarla  en  la  obligación 
que  tienen  las  corporaciones  de  hacer,  á 
pedido  de  la  Corte  Suprema  representada 
por  su  attornejr  general,  un  inventario 
completo  de  sus  bienes  muebles  é  inmue- 
bles. 

En  caso  de  que  su  conjunto  excediera 
el  máximum  permitido  por  la  ley,  la  Cor- 
te debe  comunicarlo  á  la  legislatura. 

Según  la  ley  de  1813,  la  corporación 
que,  durante  seis  años  consecutivos  á 
contar  desde  el  pedido  de  la  Corte,  haya 
descuidado  el  hacer  este  inventario  y  pro- 
bar que  sus  bienes  no  exceden  y  no  han 

(2)  Esta  disposición  se  concibe  en  una  ciudad  en 
que  el  terreno  alcanza  hoy  día  el  precio  de  1.570 
francos  el  pió  cuadrado  y  donde  la  generosidad  de 
lo8  fíeles  h'i  construido  templos  espléndidos,  como 
la*catedral  de  Saint -Patrie,  edificio  de  estilo  gótico 
terciario,  enteramente  de  mármol  blanco,  que  ha 
costado  más  de  1 6.000,000  de  francos. 

Es  así  como  la  Corporación  Episcopal  de  Tiinity 
Ohurch  puede  conservar  alrededor  de  áu  pintoresca 
iglesia,  en  la  parto  más  hacinada  y  comercial  de 
Nueva  York,  su  lindo  cementerio  {chiirch-yard)^ 
donde  descansan  bajo  el  césped  y  á  la  sombra  de  vie- 
jos árboles,  algunos  de  los  ciudadanos  ilustres  de  los 
primeros  tiempos  de  la  República.  Falten  duerme 
allí  su  último  sueño  en  medio  de  esas  formidables 
riquezas  que  su  genio  inventor  ha  contribuido  á 
crear. 


DERECHO 


13 


excedido  del  máximun  previsto,  perdería, 
por  ese  solo  hecho,  su  carácter  de  incor- 
poración. 

Aunque  no  se  la  haya  suprimido,  dudo 
mucho  que  esta  ley  de  sanción  esté  aún 
en  vigor  hoy  día  y  no  he  podido  encon- 
trar ningún  caso  en  que  se  la  haya  apli- 
cado. Hay,  sin  embargó,  muchas  corpo- 
raciones que  poseen  bienes  que  exceden, 
en  proporciones  colosales,  el  máximum 
fijad  o. 

Fuera  de  estas  reglas,  de  carácter  gene- 
ral, la  ley  no  hace  sino  señalar  las  garan- 
tías para  la  elección  correcta  de  los  tras- 
tees y  la  conservación  de  la  sociedad  y 
de  sus  bienes  con  el  objeto  inicial  de  su 
fundación. 

Autoriza  expresamente  á  la  corpora- 
ción para  organizarse  como  mejor  le 
parezca,  para  nombrar  á  las  personas 
que  han  de  tener  la  administración  de 
sus  bienes,  asignándoles  la  remuneración 
á  que  sus  servicios  les  dan  derecho. 

Se  contenta  con  preveer  el  reemplazo 
de  los  trastees  y  con  imponerles  cierta 
responsabilidad  personal  como  garantía 
de  su  actividad. 

Este  reemplazo  debe  hacerse  por  terce- 
ras partes  del  Comité  todos  los  años.  Si 
no  se  renueva,  los  trastees  deben  perma- 
necer en  sus  puestos  hasta  que  se  les 
nombre  sucesor. 

Los  trastees  son  indivisibles  y  solida- 
riamente responsables  de  toda  deuda  de 
la  corporación  contraida,  autorizada  ó 
aprobada  por  ellos  en  una  reunión,  á 
condición  que  se  presente  en  forma  una 
demanda  de  pago  en  el  curso  del  año 
posterior  á  la  fecha  del  vencimiento. 

Los  derechos  de  los  trastees  pueden  re- 
sumirse en  una  regla  general:  no  son  due- 
ños. No  tienen  sino  la  vigilancia  de  los 
bienes  cuya  administración  les  confía  la 


corporación.  En  esa  calidad  pueden  pre- 
sentarse ante  la  justicia  como  deman- 
dantes ó  demandados,  ejerciendo  cual- 
quier acción  que  tenga  por  objeto  un  de- 
recho, un  bien,  una  obligación  de  la  So- 
ciedad, Iglesia  ó  Congregación,  á  con- 
dición de  que  no  excedan  el  máximum 
previsto  por  la  ley.  Pueden  hacer  en  la 
iglesia  ó  en  el  local  de  reuniones  todas 
las  composturas  necesarias  y  edificar,  si 
es  necesario,  habitaciones  para  su  clero 
y  cualquiera  otra  construcción,  como  es- 
cuelas (1)  para  el  uso  de  la  corporación. 
La  ley  prevee  expresamente  la  compra  de 
un  cementerio  y  el  arreglo  de  él. 

De  manera  que,  en  general,  toda  la  or- 
ganización material  depende  de  los  tras- 
tees, A  ellos  les  incumbe  el  derecho  de 
reglamentar  la  distribución  y  arriendo 
de  los  asientos  de  la  iglesia,  el  ritual  pa- 
ra abrir  las  tumbas  en  el  cementerio  ó  en 
la  iglesia  para  enterrar  á  los  muertos. 

Ellos  nombran  ó  destituven  al  secreta- 
rio,  al  tesorero  v  al  cobrador  de  su  co- 
mité.  Fijan  el  sueldo  que  les  correspon- 
den. 

El  secretario  debe  recopilar  cuidadosa- 
mente en  un  registro  ad  boa  todas  las 
reglas  y  decisiones  tomadas  por  los  tras- 
tees y  todos  los  gastos  ordenados  por 
ellos. 

La  ley  cuida  también  con  esmero  del 


( 1 )  La  ley  americana  que  organiza  tan  amplia- 
mente la  libertad  de  enseñanza,  une  casi  siempre 
estas  dos  nociones,  iglesia  y  escuela  como  si  ambas 
no  formaran  sino  una  sola.  Los  americanos  consi- 
deran que  es  insuficiente  é  ilusoria  la  instrucción 
religiosa  que  sólo  se  da  en  la  iglesia,  especialmente 
para  los  niños.  De  allí  proviene  la  creación  de  tan- 
tas escuelas  libres,  de  cursos  dominicales,  de  cole- 
gios, de  universidades  muchas  veces  regiamente  do- 
tadas, que  católicos  y  protestantes  han  multiplica- 
do hasta  el  infinito  bajo  la  protección  de  leyes  ra- 
cionales y  liberales 
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cumplimiento  estricto  de  las  voluntades 
de  aquellos  que,  por  donación  ó  legado, 
han  enriquecido  la  corporación  religiosa 
con  un  fin  determinado.  Los  trustees  tie- 
nen el  deber  fundamental  de  velar  á  que 
este  objeto  sea  cumplido,  y  ni  aun  la 
mayoría  de  los  miembros  de  la  corpora- 
ción podría  decidir  que  esos  bienes  fueran 
empleados  en  provecho  de  un  culto  diver- 
,so  del  previsto  por  el  benefactor  (1). 

Sólo  los  trustees  pueden  obligar  vali- 
damente á  la  Sociedad  respecto  de  terce- 
ros y  aun,  para  hacerlo,  deben  deliberar 
regularmente  y  tomar  una  resolución 
por  mayoría  de  votos.  La  acción  indivi- 
dual de  los  trustees,  aún  si  formaran  ma- 
yoría, no  podría  producir  un  compromi- 
so válido.  El  comité  (board  of  trustees) 
de  los  trvstees,  debe  reunirse,  en  todo 
caso,  á  pedido  de  dos  de  ellos.  Con  asis- 
tencia de  la  mayoría  de  sus  miembros, 
habiéndolos  citado  regularmente  á  to- 
dos, pueden  tomar  cualquiera  decisión 
conforme  á  las  atribuciones  que  les  con- 
fiere la  ley  ó  los  reglamentos  especiales 
de  la  Sociedad.  Si  hay  empate,  el  voto 
del  Presidente  resuelve  la  dificultad. 

La  ley  no  es  menos  democrática  y  libe, 
ral  al  precisar  la  manera  cómo  la  corpo- 
ración religiosa  podrá  obtener  la  coope- 
ración de  un  clérigo  ó  de  un  ministro  del 
culto,  fijar  un  sueldo  ó  despedirlo  para 
elegir  otro. 

Un  punto  falta  todavía,  el  de  la  venta 
de  inmuebles.  La  ley,  que  permite  á  los 


(1)  Esta  regla  hace  imposible  que  se  dediquen  á 
otro  objeto  bienes  destinados  á  nn  culto  por  una  di- 
visión 6  escisión,  para  hacerlos  pasar  al  servicio  de 
otra  religión.  Los  Tribunales^iigámoslo  en  elogio 
guyo— nunca  se  han  desviado  de  esta  regla  funda- 
mental, sin  la  cual  no  hay  situación  religiosa  esta- 
ble, sino  al  contrario,  se  da  una  prima  á  la  sedición 
y  á  la  beregía, 


trustees  hipotecar  sus  bienes  sin  restric- 
ción alguna,  no  les  permite  venderlos 
sino  bajo  la  doble  restricción  de  que  esta 
resolución  sea  tomada  por  la  mayoría 
de  los  votantes  en  una  asamblea  de  todos 
los  miembros  de  la  corporación  y  de  que 
sea  aprobada  expresamente  por  la  Corte 
Suprema  del  Estado  ó  por  la  Corte  del 
condado  (2).  Esta  aprobación  de  la  Cor- 
te se  da  á  solicitud  escrita  de  los  trustees, 
solicitud  que  debe  no  sólo  esponer  la  cau- 
sa ó  el  objeto  de  la  veüta,  y  la  opinión 
favorable  de  la  mayoría  regularmente 
requerida,  sino  que  debe  además  ser  con- 
firmada por  un  afñdavit  (3)  de  uno  de 
los  miembros  del  comité  de  los  trustees. 

Muy  luego  notaron  en  el  Estado  de 
Nueva  York  que  las  reglas,  por  generales 
y  liberales  que  fueran,  no  satisfacían  las 
exigencias  de  la  mayoría  de  los  ciudada- 
nos. Ellas  podían  no  contrariar  en  nada 
las  ideas  y  los  principios  de  esas  peque- 
ñas religiones  especiales,  de  esas  capillas 
aisladas,  de  esos  cultos  más  6  menos  ex- 
traños, cuyo  nacimiento  ha  presenciado 
la  ximérica  durante  el  siglo  XIX,  con 
más  frecuencia  que  éxito.  Al  lado  de  la 
iglesia  de  los  mormones  y  de  los  Cristia- 
nos Scientistas,  ¡cuántas  pequeña,s  doc- 
trinas surgidas  de  la  imaginación  fecun- 
da de  algún  lunático  ó  pseudo-Mahomet, 
deseoso  de  conquistar  el  mundo  á  sus 
ideas,  no  han  tenido  sino  una  gloria  efí- 
mera casi  olvidada  hov  día! 

En  efecto,  actualmente,  fuera  de  las 
sectas  que  alcanzan  talvez  á  varios  cen- 
tenares, pero  cuyo  conjunto  no  compren- 
de sino  una  pequeña  fracción  de  la  parte 


(2)  Los  irutiéé»  pueden,  sin  embargo,  vender  sin 
autorización,  concesiones  en  los  cementerios. 

(3j  Declaración  escrita,  confirmada  bajo  jura- 
mento, 


bskÉCBo 


ió 


t'eligiosa  practicante  del  pueblo  america- 
no, hay  seis  ó  siete  grupos  que  abarcan 
la  gran  mavoría  de  los  habitantes  del 
Estado  de  Nueva  York,  y  de  los  demás 
estados  de  la  Confederación:  el  Catolicis- 
mo, el  Methodismo,  el  Baptismo,  la  Igle- 
sia Episcopal  protestante,  el  Presbiteria- 
nismo  V  el  Luteranismo. 

Los  católicos  especialmente  no  podían 
conformarse  con  el  sistema  (|ue  acabo  de 
diseñar. 

No  es  conforme  á  la  constitución  de  la 
iglesia  católica  el  que  haya  personas  lai- 
cas sustituidas  á  la  autoridad  eclesiás- 
tica para  administrar  libremente  los  bie- 
nes de  las  parroquias  y  diócesis. 

Pasa  lo  mismo,  por  lo  demás,  con  la 
iglesia  episcopal,  esportación  inglesa  muy 
gustada  en  el  este  de  Norte  América  y 
cuyas  instituciones  son  un  calco  dismi- 
nuido sin  duda  por  las  intervenciones  su- 
cesivas del  poder  civil,  pero  sin  embargo 
aún  bastante  fiel,  de  la  organización  ca- 
tólica. 

Los  legisladores  del  Estado  de  Nueva 
York,  velando  por  el  interés  y  el  bien  de 
la  idea  religiosa,  que  todos  los  hombres 
de  Estado  norte  americanos,  consideran 
como  una  de  las  bases  indispensables  del 
orden  social  y  de  la  prosperidad  de  una 
nación,  concedieron  leyes  religiosas,  sin 
abdicar  sin  embargo  en  nada  los  dere- 
chos del  Estado. 

De  allí  nació  una  serie  de  leyes  para  la 
incorporación  de  la  Iglesia  presbiteriana 
reformada,  de  la  Iglesia  romana  católica 
(1863),  de  la  Iglesia  griega  (1871),  de  la 
Iglesia  baptista  ( 1876 ),  de  la  Iglesia 
episcopal  (1886),  de  la  Iglesia  evanjélica 
luterana  (1886  y  1887). 

Desde  el  ano  1813,  en  la  ley  general  so- 
bre corporaciones  religiosas,  se  había  ac* 
cedido  en  parte  á  los  deseos  de  la  Iglesia 


episcopal.  Las  leyes  de  1868  y  1886 
agregaron  las  disposiciones  que  aún  fal- 
taban. 

Lo  mismo  ocurrió  con  la  Iglesia  pro- 
testante holandesa  reformada;  para  ella, 
la  ley  inicial  de  1813  fué  completada  por 
las  de  1819,  1825,  1835,  1869  y  1883. 

Me  limitaré  á  esponer  I9  referente  á  la 
Iglesia  católica,  que  es  aquella  que  más 
nos  interesa  en  este  momento,  ya  que  es 
la  de  la  mayoría  de  los  franceses. 

Durante  mucho  tiempo,  no  pudiendo 
los  católicos  avenirse  con  las  leyes  gene- 
rales de  1813,  habían  observado  en  el 
Estado  de  Nueva  York,  como  en  casi 
toda  la  América,  el  sistema  del  trust.  Los 
arzobispos  y  obispos  detenian  in  trust 
los  bienes  de  la  Iglesia  en  toda  la  dió- 
cesis. 

Pero  este  sistema  fué  prohibido  á  las 
asociaciones  religiosas  por  la  ley  de  1855. 
Según  esta  le\',  sólo  las  sociedades  reli- 
giosas legalmente  incorporadas  pueden 
recibir  inmuebles  destinados  al  uso  de  un 
culto.  Todos  los  bienes  poseídos  in  trust 
por  una  persona  cualquiera  en  provecho 
de  una  asociación  religiosa  debian  á  su 
muerte,  ser  trasmitidos  regularmente  á 
una  corporación  religiosa  del  mismo  cre- 
do ó  si  no  la  había  en  el  país,  los  bienes 
debian  volver  al  Estado  para  ser  entre- 
gados en  el  porvenir  á  la  corporación  de 
la  misma  opinión  que  pudiera  nacer. 

La  ley  de  1863  ha  venido  á  satisfacer 
á  los  católicos.  La  incorporación  de  las 
iglesias  pertenecientes  al  culto  católico 
está  regida  por  un  principio  esencial- 
mente distinto  del  que  hemos  visto  para 
las  asociaciones  religiosas.  En  general, 
ya  no  es  la  junta  de  fíeles  la  que  tiene  el 
derecho  de  elegir  los  miembros  del  board 
o/'trwsíees,  la  ley  establece  que  ese  comité 
comprenderá  de  derecho  al  Arzobispo  ú 
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Obispo  de  la  diócesis,  su  Vicario  General, 
el  cura  de  la  parroquia  y  dos  laicos  ele- 
gidos en  la  parroquia  por  las  tres  pi  ime- 
ras personas  indicadas. 

Existe  la  misma  regla  para  la  Iglesia 
griega  ortodoja,  con  la  diferencia  que  el 
Arzobispo  es  reemplazado  por  el  embaja- 
dor 6  por  el  Cónsul  general  de  Rusia  ante 
el  gobierno  de  los  Estados  Unidos.  Este 
sistema  da,  en  cada  parroquia,  toda  la 
autoridad  al  Obispo,  ya  que  de  él  depende 
el  nombramiento  del  Vicario  General  v 
del  cura.  La  elección  de  los  dos  laicos  que 
completan  el  board  of  trastees  depende 
también  del  Obispo.  En  caso  de  desa- 
cuerdo, el  Obispo  puede  nombrar  libre 
mente  un  nuevo  cura  para  asegurarse  la 
mayoría  en  el  Consejo.  Por  derecho  pro- 
pio el  cura  de  la  parroquia  nombrado 
por  el  Obispo,  reemplazará  á  aquel  que 
sea  enviado  por  él  á  otra  parte. 

Corresponde  al  Obispo  el  derecho  de 
presentar  solicitud  á  la  Corte  para  la 
venta  de  los  inmuebles  de  la  corporación 
parroquial. 

Fuera   de   este   detalle,    el    board    of 
trusteeSf  como  tal,  tiene  todos  los  dere- 
chos y  obligaciones  previstos  por  las  le- 
yes generales  para  los  trastees  de  cual- 
quiera otra  corporación  religiosa. 

Por  encima  de  estas  corporaciones  pa. 
rroquiales,  los  católicos  han  fundado  cor- 
poraciones diocesanas  para  todas  aque- 
llas cuestiones  de  un  interés  más  general 
que  el  <lel  radio  relativamente  limitado 
de  una  parroquia:  seminarios,  hospicios 
ú  hospitales,  casas  de  asilo  para  los  clé- 
rigos enfermos  ó  desvalidos. 

Tal  es,  en  sus  principales  rasgos,  el  es- 
queleto de  la  ley  de  cultos  en  el  Estíido 
de  Nueva  York. 

Se  observa  en  ella  esa  enorme  amplitud 
de  criterio,  esa  comprensión  muy  exten- 


sa del  derecho  de  asociación,  esas  formas 
democráticas,  que  concuerdan  con  el  ca- 
rácter general  de  las  instituciones  ameri- 
canas que  hemos  señalado  al  comenzar. 

Estas  reglas  son  casi  las  mismas  para 
la  mayor  parte  de  los  Estados.  Hay  evi- 
dentemente variaciones  en  cuanto  al  nú- 
mero de  los  trastees  (casi  en  todas  partes 
el  minimum  es  de  tres,  el  máximum  varía, 
es  de  quince  en  California),  al  modo  de 
elegirlos,  á  la  duración  de  su  mandato,  á 
los  límites  del  derecho  de  propiedad,  á  las 
formalidades  para  la  venta  de  inmuebles, 
etc.  Algunas  legislaciones  prevén  aun  su 
duración  (en  California  cincuenta  años) 
si  el  acta  de  incorporación  no  indica  al- 
guna. 

Todo  eso  es  sin  importancia. 

Pero  en  algunos  Estados,  al  lado  de  las 
corporaciones  establecidas  sobre  la  base 
de  los  principios  que  acabo  de  enunciar^ 
hay  la  institución  especial  de  laCorpora- 
tion  solé.  La  hallamos  especialmente  en 
California,  Oregon  (Portlandj  e  Illinois 
(Chicago.) 

Las  leyes  de  California  estatuyen  que 
cuando  las  leyes  y  reglamentos  de  una  so- 
ciedad religiosa  ó  de  una  iglesia  lo  exi- 
gen para  la  gestión  de  sus  intereses  ma- 
teriales, puede  legalmente  el  Obispo,  el 
clérigo  principal  ó  el  anciano  que  está  á 
la  cabeza  de  esa  iglesia  ó  sociedad  reli- 
giosa, transformarla  en  nna.  Corporation 
so/e  teniendo  los  poderes  y  derechos  délas 
demás  corporaciones  y  sometidas  al  mis- 
mo tiempo  á  las  mismas  condiciones,  lí- 
mites y  estipulaciones. 

Para  probar  el  nombramiento  6  la 
elección  del  Obispo,  del  clérigo  principal 
ó  del  anciano  jefe  de  la  Iglesia,  basta  pre- 
sentar al  secretario  del  condado  donde 
reside  la  persona  referida,  el  original  ó  la 
copia  de  su  certificado  de  elección,  ó  sus 
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decretos  de  nombramiento  ( Bula  del 
Papa,  por  ejemplo)  debidamente  autori- 
zados. 

Se  declarará  que  todos  los  bienes  po- 
seidos  á  este  título  por  la  referida  per- 
sona, Obispo  ú  otra,  los  posee  hi  trust 
para  el  uso  y  el  fin  que  persigue  su  culto, 
su  iglesia  ó  su  sociedad  religiosa. 

La  Corporation  solé  no  estará  some- 
tida á  la  limitación  de  la  propiedad,  im- 
puesta á  las  otras  corporaciones.  Pero 
deberá  permitirse  en  todo  tiempo  que  el 
juez  de  distrito  donde  existe  la  corpora- 
ción, pueda  examinar  los  registros  ó  pa- 
peles de  la  corporación. 

No  hay  aquí  by-laws  (1)  y  la  ley  no 
precisíx  casi  nada. 

Los  tribunales  resuelven  los  conflictos 
y  las  dificultades  según  las  leyes  eclesiás- 
ticas de  la  religión  de  que  se  trata. 

He  notado  que  en  general  este  sistema 
de  la  Corporation  solé  que  á  primera 
vista  parece  el  más  sencillo  y  el  más  ven- 
tajoso, especialmente  para  los  católicos, 
no  produce  todo  lo  que  de  él  se  espera  y 
da  ocasión  á  críticas  muv  vivas. 

Especialmente  en  el  Illinois  he  oido  con- 
tra él  objeciones  muy  fundadas,  especial- 
mente bajo  el  punto  de  vista  de  las 
responsabilidades.  El  jefe  de  la  dióce- 
sis es  responsable  de  lo  que  hace  cada 
uno  de  sus  clérigos  considerados  como 
simples  mandatarios  suyos  en  las  parro- 
quias, aunque  sea  materialmente  imposi- 
ble para  él  vigilar  en  todos  sus  detalles 
la  administración  financiera  de  todas  las 
parroquias.  Surgen  de  allí  graves  dificul- 
tades y  muchas  veces  cargas  muy  pesa- 
das para  la  diócesis.  . 


(1)  Reglamentos  de  organización  interna  que  de- 
ben depositarse  al  misnao  tiempo  que  el  acta  df»  in 
corporación. 

DE&KcUO 


Lo  mismo  ocurre,  por  ejemplo,  en  el 
caso  de  un  accidente  ocurrido,  en  una  ú 
otra  iglesia.  El  hecho  tuvo  lugar  poco 
antes  de  mi  estadía  en  Chicago.  Algunas 
personas  habían  sido  heridas  por  el  de- 
rrum})e  del  piso  de  una  capilla  durante 
los  oficios  religiosos.  Inevitablemente  es- 
tas personas  iban  á  cobrar  fuertes  indem- 
nizaciones á  la  caja  de  la  diócesis,  ha- 
ciendo sufrir  así  á  la  totalidad  de  los  fie- 
les de  la  diócesis  de  la  falta  ó  negligencia 
imputable  á  una  persona.  Eso  es  tanto 
más  cierto  cuanto  que  siendo  la  Iglesia 
católica  la  única  constituida  en  Corpo- 
ration solé  y  estimándose,  con  ó  sin  ra- 
zón, que  posee  grandes  bienes,  los  Jueces 
y  Cortes  tienden  á  mostrarse  más  severos 
C(jn  ella.  No  hay  en  eso  prueba  alguna  de 
hostilidad  religiosa,  sin.)  ese  sentimiento 
común  á  muchos  magistrados  cuando 
comparecen  ante  ellos  litigando,  un  hom- 
bre de  fortuna  y  otro  sin  recursos. 

H^y  cargos  más  graves  aun  contra  el 
sistema  d^la  Corporation  solé.  En  primer 
lugar,  exige  en  la  persona  investida  del 
cargo  de  jefe  y  titular  de  la  corporación, 
aptitudes  de  administrador  verdadera- 
mente excepcionales.  El  peso  de  la  res- 
ponsabilidad del  gobierno  temporal,  uni- 
do á  la  responsabilidad  de  las  cargas  es- 
pirituales es  demasiado  pesado  para  un 
solo  hombre.  Se  necesita  un  hombre  de 
genio  para  que  en  esa  acumulación  de 
ocupaciones  no  tenga  que  sufrir  en  cierto 
modo  alguno  de  los  dos  intereses  que  se 
le  han  connado. 

Además,  esa  exclusión  completa  del 
elemento  laico  en  la  administración  de 
los  bienes  de  la  Iglesia  desinteresa  forzo- 
samente á  los  fieles  de  esa  cuestión  tan 
importante. 

En  resumen,  bajo  el  punto  de  vista  ca- 
tólico, es  el  sistema  de  la  doble  corpora- 
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ción  establecido  en  la  legislación  de  Nue- 
va York  el  que  ha  dado  hasta  ahora  los 
mejores  resultados. 

Sin  embargo,  no  he  oído  formular  nin- 
gunaquejaen  los  países  rjgidos  por  otra 
legislación,  debido  sin  duda  mucho  me- 
nos que  á  las  peculiaridades  y  obligacio- 
nes de  éstas,  al  espíritu  de  libertad  com- 
pleta, desprovisto  de  todo  artificio  y  de 
toda  reticencia  que  anima  las  ideas  de 
los  particulares,  mucho  más  que  las  ins- 
tituciones públicas. 

Habria  aún  mucho  que  decir  respecto 
de  las  reglas  que  rigen  el  derecho  de  pro- 
piedad de  las  corporaciones  religiosas, 
especialmente  en  lo  que  se  refiere  al  máxi- 
mum previsto  (1). 

Podría  también  ser  objeto  de  un  estu- 
dio interesante  la  exención  de  impuestos 
y  contribuciones  que  la  ley  de  algunos 
Estados  concede  á  los  edificios  de  los  cul- 
tos y  aún  á  las  escuelas,  á  los  colejios,  á 
los  presbiterios,  á  la  pequeña  propiedad 
privada  de  los  clérigos  enfermos  ó  inváli- 
dos, á  los  presbiterios  y  habitaciones 
episcopales. 

Sería  también  interesante  la  cuestión 
de  los  cementerios;  pero  saldríamos  de 
los  límites  de  este  estudio.     • 

Más  vale  consagrar  algunas  líneas  al 
examen  de  los  medios  de  existencia  de 
una  parroquia  tipo. 

Tomaremos  la  de  Santa  Genoveva,  en 
el  Misuri,  á  algunas  horas  del  ferrocarril 
de  San  Luis.  Estos  dos  nombres  por  sí 
solos  son  certificados  de  origen  y  prue- 
ban la  influencia  inicial  de  los  colonizado- 
res franceses  en  el  curso  del  siglo  XVIII. 

Casi  toda  la  población  de  la  pequeña 
ciudad  de  Santa  Genoveva  es  católica. 


(1)  Máximam  previsto,  pero  aplicado  may  pooai 
veces. 


La  parroquia  tiene  525  familias  ó  sea  al- 
rededor de  2.300  almas.  Puede  tomárse- 
la como  spécimen  bajo  el  punto  de  vista 
de  las  instituciones  y  del  presupuesto. 
Evidentemente,  otras  parroquias  esta- 
rán mejor  provistas,  otras  serán  menos 
ricas,  sea  porque  son  de  creación  recien- 
te en  una  gran  ciudad,  pero  entonces  la 
situación  mejorará  rápidamente,  sea  por- 
que el  país  es  pobre  y  de  colonización  re- 
ciente. 

La  parroquia  de  Santa  Genoveva  está 
dirigida  por  un  cura,  ayudado  de  un  vi- 
cario. 

Está  incorporada,  hecho  bastante  raro, 
en  el  Misuri,  como  ya  lo  he  hecho  notar. 

Tengo  á  la  vista  el  balance  de  su  esta- 
do financiero  para  el  año  1904,  publica- 
do con  fecha  17  de  enero  de  1905. 

Alcanza  á  la  suma  de  32.242,55  fran- 
cos (incluido  el  saldo  del  año  anterior) 
de  entradas  y  de  26.020,55  francos  de 
gastos. 

Los  recursos  provienen  principalmente 
de  \2i  pew-renty  arriendo  de  asientos  que 
por  sí  sola  da  cerca  de  16.450  francos  y 
de  las  Sunday  coUections^  colectas  he- 
chas durante  los  oficios  y  que  producen 
cerca  de  3.500  francos.  La  parroquia 
goza  de  una  renta  de  5.000  francos,  pro- 
ducto de  los  bienes  legados  por  donantes 
generosos.  Esta  última  partida  no  figura 
aun  en  gran  número  de  presupuestos  pa- 
rroquiales. 

La  pew-rent  es  siempre  en  América  co- 
mo en  Inglaterra,  la  gran  fuente  de  en- 
tradas de  la  iglesia. 

Las  colectas  contribuyen  con  cierta 
cantidad,  pero  como  en  Francia  y  en  Bél- 
gica hay  colectas  especiales  en  algunos 
domingos  ó  días  festivos.  Estas  se  dedi* 
can  á  los  seminarios  (Año  Nuevo),  á  las 
obras  de  evangelisadón  de  los  indios  y 
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negros  de  la  Unión,  (primer  domingo  de 
Cuaresma),  á  las  obras  de  Tierra  Santa 
(Viernes  Santo),  al  óbolo  de  San  Pedro, 
á  la  Universidad  de  Washington,  á  los 
Huérfanos,  etc. 

El  día  de  Pascua  se  hace  la  colecta  pa- 
ra el  mismo  clero. 

Los  fieles  americanos  no  se  contentan 
con  querer  y  respetar  á  su  clero  de  una 
manera  extraordinaria,  sino  que  dan 
prueba,  además,  á  su  respecto,  de  una 
generosidad  inagotable. 

Se  debe  á  los  irlandeses  el  honor  de  ha- 
ber impreso  esos  sentimientos  á  la  Igle- 
sia americana. 

El  cura  de  Santa  Genoveva  recibe  5.000 
francos  del  board  of  tmstees  de  su  igle- 
sia y  su  vicario  recibe  3.500. 

No  pueden  aceptar  mas  del  board  ol 
trastees,  pero  la  colecta  del  día  de  Pas- 
cua les  da  un  suplemento  de  sueldo  muy 
apreciable.  En  algunas  parroquias  de 
San  Luis  sube  hasta  5.000  francos. 

Tienen,  además,  las  donaciones  volun- 
tarias de  los  fieles  eñ  dinero  ó  en  espe- 
cies, ordinarias  ó  extraordinarias,  como 
en  el  caso  de  una  fiesta  ó  de  una  jubila- 
ción (1)  y  ciertas  entradas  extraordina- 
rias como  en  Europa. 

Para  formarse  una  idea  exacta  de  la 
situación  del  cura  americano,  hay  que 
considerar  además  el  hecho  de  que  la 
corporación  parroquial  le  proporciona 
la  habitación.  Esta  es  generalmente  muy 
cómoda  y  bien  amueblada.  El  cura  vive 
en  ella  con  sus  vicarios,  y  muchas  veces 
sus  parroquianos,  con  sus  múltiples  rega- 
los, aumentan  sus  comodidades  y  contri- 

(1)  Recaerdo  el  caso  de  an  clérigo  á  qaien  da- 
tante mi  estadía  en  San  Luin,  le  entregaron  sus 
parroquianos,  oon  ocasión  desn  jubilación  por  cin- 
cuenta años  de  ejercicio,  la  suma  de  16,000  francos^ 
fuera  de  numerosos  regalos,  mueblen,  lib"0!«,  objelotí 
de  arte,  etc. 


buyen  á  dar  á  la  habitación  un  aspecto 
alegre  y  familiar.  Esas  instalaciones  pa- 
recerán lujosas  si  se  las  compara  con  los 
presbiterios  Je  nuestros  curas  de  campo 
y  de  nuestras  pequeñas  ciudades,  que 
son  tan  modestos  v  muchas  veces  tan 
pobres.  Es  ciq*tio  que  allá  todo  es  nuevo 
y  que  los  americanos,  como  los  ingleses, 
tienen  conceptos  distintos  de  los  nues- 
tros en  cuanto  al  lujo  y  á  la  comodidad 
de  su  hotne. 

En  el  capítulo  de  los  gastos,  hay  que 
inscribir  casi  en  todas  partes,  la  escuela 
parroquial  mixta  ó  con  organización  di- 
versa para  niñas  y  jóvenes.  Generalmen- 
te, son  religiosas  que  no  viven  allí  las 
que  dan  la  enseñanza  y  que,  saliendo  del 
convento  que  no  pertenece  á  la  pairo- 
quia,  van  á  pasar  el  día  en  la  escuela. 

Es  lo  que  ocurre  en  Santa  Genoveva. 

La  escuela  parroquial  mixta  importa 
para  la  parroquia  de  Santa  Genoveva  un 
gasto  de  poco  más  de  3.500  francos  anua- 
les. 

Agreguemos  para  terminar,  que  cada 
parroquia  está  tasada  proporcionalmen- 
te  á  sus  recursos,  en  beneficio  de  la  dióce- 
sis y  desús  obras.  Esta  recibe,  además,  di- 
rectamente donaciones  de  los  fieles.  La 
importancia  de  estas  donaciones  varía 
naturalmente  mucho  según  la  mayor  ó 
menor  popularidad  del  titular  del  obis- 
pado. Conozco,  á  este  respecto  más  de 
una  personalidad  del  alto  clero  católico 
americano,  tan  ricamente  dotado  de  co- 
razón como  de  inteligencia,  que  obtienen, 
para  crear  sus  obras  de  caridad,  un  con- 
curso mui  generoso  aun  de  parte  de  pro- 
testantes reconocidos. 

Creo  que  esta  exposición  puede  bastar 
para  dar  una  idea  general  de  la  situación 
jurídica  y  material  de  las  lo^lesias  en  los 
Estados  Unidos.  Sería  muy  interesante 
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continuar  este  estudio  por  el  examen  de 
su  situación  social  y  política.  El  terreno 
estrictamente  legal  en  que  debo  encerrar 
mis  observaciones  no  me  permite  hacerlo 
aquí. 

Creo,  sin  embargo,  que  los  elcmentí  s 
diversos  contenidos  en  el  rápido  examen 
que  acabo  de  hacer,  son  de  tal  naturaleza 
que  arrojan  cierta  luz  respecto  déla  cue&" 
tión  de  las  Iglesias  y  del  Estado  en  los 
Estados  Unidos,  tantas  veces  invocada 
en  el  curso  del  grave  debate  promovido 
en Francia.'De  su  solución,  buena  ó  malíi, 
depende  un  porvenir  tranquilo  de  frater- 
nidad y  de  prosperidad  material,  ó  una 
larga  serie  de  luchas  fratricidas,  de  discu- 
siones y  conflictos,  de  divisiones  tan  per- 


judiciales para  la  situación  económica  co- 
mo para  el  progreso  moral  de  un  gran 
pueblo.  Ojalá  que  estas  pocas  líneas  escri- 
tas de  buena  fe,  este  primer  bosquejo  de 
1  is  deducciones  de  una  investigación  con- 
cienzuda, pueda  dar  á  los  unos  un  con- 
cepto más  justo  de  lo  que  es  la  verdadera 
libertad,  la  única  que  no  sea  bajo  un 
nombre  engañoso,  un  instrumento  pér- 
fido de  tiranía,  y  á  los  otros  el  consuelo 
y  la  energía  que  nacen  inevitablemente 
en  el  que  estudia  los  maravillosos  resul- 
tados de  ese  bello  espíritu  de  tolerancia, 
de  ese  eterno  optimismo  y  de  esa  inagota- 
ble iniciativa  individual  de  los  america- 
nos. 

Valentín  Brifaut. 
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AUTORIZACIÓN  JUDICIAL  I  AUTORIZACIÓN  MARITAL 


D  CTAMEN  PKL'SKSOR  MINISTRO  DE  LA  EXCMA.  CORTE  SUPREMA  DON  LEONCIO  RODRÍGUEZ.  RECAÍDO  EN  EL  RECURSO 
DE  CASACIC  N  EN  EL  KONDO  INTERPUESTO  EN  1.A  CAUSA  VALKN7.UELA  CON  IRARRÁZABAL  (1). 


La  BDajenación  de  Ioh- 
bienes  raices  de  la  mu- 
jer, durante  la  sociedad 
oonyogal, solamente  pue- 
de efectuarse  por  el  mari- 
do, previo  consentimien- 
to de  la  majer  y  permi- 
so de  la  justicia  ordina- 
ria. La  autorización  ju- 
dicial, cuando  es  suple- 
toria de  la  del  marido,  se 
concede  después  de  ca- 
li fícarso  las  razones  que 
éste  alega  para  oponerle 
al  coniratO)  por  lo  cti:il 
debe  oírsele  ó  acreditai  se 
que  se  baila  imposibilita 
do  para  dar  su  consenti- 
miento. 

Excma.  Corte: 
Don  Ramón  Valenzuela  V.  ha  inter- 
puesto recurso  de  casación  en  el  fondo 
contra  la  sentencia  de  30  de  abril  ultimo, 
pronunciada  por  la  Corte  de  Apelaciones 
de  Santiago,  y  que  corre  á  fs.  58  de  estos 
autos.  Ha  recaido  este  fallo  en  el  juicio 
suscitado  por  el  referido  don  Ramón  Va- 
lenzuela V.  contra  don  Domingo  Irarrá- 
zabal,  sobre  nulidad  de  la  venta  de  una 


casa  de  doña  Juana  Irarrázabal,  mujer 
del  propio  recurrente  Valenzuela  V. 

La  resolución  impugnada  por  dicho  re- 
curso se  contrajo  únicamente  á  declarar, 
que  confirmaba  la  dictada  por  el  Juez  de 
primera  instancia. 

Este  ultimo  fallo,  exposición  fiel  y  sus- 
tancial del  litigio  en  que  incide,  dice  lite- 
ralmente como  sigue: 

**San  F^ernando,  28  de  agosto  de  1902. 
—Vistos:  don  Ramón  Valenzuela  á  f .  1 
espone:  que  ha  llegado  á  su  conocimiento 
una  autorización  judicial  que  su  esposa, 
doña  Juana  Irarrázabal,  ha  obtenido 
para  vender  la  propiedad  en  que  vive, 
ubicada  en  la  calle  de  Nacimiento  de  esta 
ciudad,  por  el  precio  de  $  2.500,  proce- 
diendo á  vendérsela  á  su  hermano  don 
Domingo  Irarrázabal,  ante  el  notario  de 


(l)  Hemos  creido  de  Ínterin  la  publicación  de  este 
informe  que  dilucida  una  cuestión  de  doctrina  con- 
tiovertida.  La  sentencia  á  que  este  dictamen  se  re- 
fiere fué  publicada  en  el  tomo  II  de  la  Revista,  Se- 
gunda parte;  Sección  primera,  página  848  y  comen- 
tada además  por  don  Luis  Claro  Solar. 
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esta  ciuíiad  don  Enrique  O.  Passi;  que 
son  completamente  inexactas  las  causales 
en  que  se  fundó  la  señora  Irarrázabal 
para  tener  la  autorización  á  que  se  refiere, 
pues  no  ha  existido  ninguna  de  aquellas 
que  permiten  al  Juzgado  suplirla  autori- 
zación del  marido;  que  habiéndose  omiti- 
do las  condiciones  prescritas  por  la  ley  al 
otorgar  aquella  autorización  v  enajenar 
la  propiedad  de  que  se  trata,  hay  en  ello 
nulidad  absoluta,  por  lo  cual  demandad 
don  Domingo  Irarrázabal  para  que  en 
definitiva  se  declare  nula  y  sin  valor  algu- 
no la  enajenación  á  que  se  refiere,  cance- 
lándose la  inscripción  que  se  ha  hecho,  ó  en 
subsidio  se  rescinda  por  lesión  enorme." 

**Contestando  v  reconviniendo  don  Do- 
mingo  Irarrázabal  expone:  que  el  actor 
entabla  dos  acciones:  la  de  nulidad  ab- 
soluta y  la  subsidiaria  de  lesión  enor- 
me, de  la  cual  no  se  ocupará  por  no 
existir;  que  el  artículo  1681del  Código 
Civil  dice  que  hay^  nulidad  cuando  se  ha 
faltado  á  algún  requisito  que  la  ley  pres- 
cribe, según  la  especie  y  la  calidad  ó  es- 
tado de  las  personas;  que  el  1682  del 
mismo  Código  agrega  que  en  el  caso  ac- 
tual  sólo  habría  nulidad  absoluta  si  se 
hubiera  faltado  á  algunos  requisitos  que 
la  ley  prescribe,  pero  nada  de  esto  ha 
habido,  desde  que  lo  preceptuado  en  los 
artículos  143  y  1754  del  Código  citado 
se  ha  cumplido;  que  la  mujer  casada  no 
es  absoluta  sino  relativamente  incapaz, 
por  lo  que  en  caso  de  haber  nulidad,  sería 
relativa  y  nó  la  absoluta  de  que  hace 
mérito  el  demandante;  y  que  la  demanda 
no  tiene  ni  fundamento  serio.  En  la  re- 
convención pide  la  entrega  de  la  propie- 
dad." 

"En  la  réplica,  el  demandante  pide  que 
se  resuelva  conforme  á  lo  pedido  en  la 
demanda  v  se  deseche  la  reconvención, 


con  costas;  y  agrega  que  la  lesión  enor- 
me existe  evidentemente  por  cuanto  la 
propiedad  de  que  se  trata  vale  mucho 
más  del  doble  del  precio  que  se  hace  figu- 
rar en  la  escritura.  En  orden  á  la  recon- 
vención, sostiene  que,  siendo  nula  é  im- 
procedente la  enajenación,  no  puede  te- 
ner cabida  la  entrega  de  la  propiedad." 

"En  la  duplica,  se  agrega  que  la  lesión 
enorme  no  ha  podido  existir  desde  que 
la  venta  fué  autorizada  porque  había  evi- 
dente necesidad  y  utilidad,  siendo  que 
ésta  no  habría  podido  existir  si  el  precio 
hubiera  sido  tal  que  ocasionara  lesión 
enorme." 

"Recibida  la  causa  á  prueba,  se  rindió 
la  que  consta  de  autos." 

"El  demandado  alegó  lo  conveniente  á 
su  derecho,  en  rebeldía  del  demandante; 
y  se  citó  para  sentencia." 

"Considerando  en  cuanto  á  la  de- 
manda: 

"Que,  según  se  vé  en  los  autos  y  en  los 
que  corren  agregados,  el  contrato  de 
compraventa  de  que  se  trata  en  la  de- 
manda, celebrado  entre  don  Domingo 
Irarrázabal  y  doña  Juana  Irarrázabal, 
lo  ha  sido  válidamente  toda  vez  que  se 
han  cumplido  á  su  respecto  las  formali- 
dades que  la  ley  establece. 

"Que  si  bien  el  actor  ha  formulado  di- 
versas observaciones  en  apoyo  de  la  nu- 
lidad que  alega  respecto  del  contrato  re- 
ferido, no  son  ellas  de  tal  naturaleza  que 
importen  la  omisión  de  los  requisitos  ju- 
rídicamente necesarios  para  su  validez. 

"Que  la  acción  subsidiaria  que  se  pro- 
mueve en  la  demanda  no  aparece  suficien- 
temente comprobada,  como  quiera  que  la 
prueba  rendida  en  la  secuela  de  la  causa 
y  conducente  á  ese  efecto,  es  de  tal  natu- 
raleza vaga  que  no  permite  formarse  con- 
cepto cabal  si  el  justo  precio  de  la  pro- 
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piedad  de  qtie  de  trata  en  la  época  del 
contrato  era  superior  al  precio  de 
venta. 

''Considerando  en  cuanto  á  la  recon- 
vención. 

"Que  ella  aparece  suficientemente  com- 
probada con  el  instrumento  público  com- 
petentemente inscrito  que  correen  el  cua- 
derno agregado  y  que  por  el  hecho  de 
comprobar  el  dominio  pleno  de  la  cosa, 
justifica  su  entrega  inmediata. 

"Visto,  además,  la  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 1698  del  Código  Civil,  se  declara: 

"Que  no  ha  lugar  á  la  demanda;  que  ha 
lugar  á  la  reconvención,  debiendo  hacer- 
se la  entrega  de  la  propiedad  referida 
después  de  quinto  día  de  ejecutoriada 
esta'sentencia. " 

Resolviendo  el  Tribunal  de  segunda  ins- 
tancia la  apelación  deducida  contra  el 
fallo  que  precede,  dijo: 

"Vistos:  se  confirma  con  costas  del  re- 
curso, la  sentencia  apelada  de  28  de  agos- 
to último,  corriente  á  fs.  47." 

Como  fundamento  del  recurso  inter- 
puesto contra  esta  sentencia,  aduce  don 
Ramón  Valenzuela  V.  la  infracción  de  los 
artículos  144  y  1754  del  Código  Civil,  "ó 
á  lo  menos  la  del  artículo  143  del  mismo 
Código.'' 

Consisten  estas  infracciones  en  que, 
conforme  á  los  preceptos  que  dichos  ar- 
tículos contienen,  la  enajenación  de  los 
bienes  raices  de  la  mujer  casada,  debe  eje- 
cutarse por  el  marido,  previo  acuerdo  de 
la  mujer  y  permiso  de  la  justicia  ordinaria. 

El  contrato  de  compraventa,  objeto  del 
pleito,  fué  celebrado  previa  autorización 
judicial  concedida  á  doña  Juana  Irarrá- 
zabal,  pero  sin  audiencia  de  su  marido, 
no  obstante  de  ejercer  la  administración 
de  la  sociedad  conyugal,  y  no  estar  im- 
pedido para  decir  si  concedía  ó  rehusaba 


su  consentimiento  para  la  celebración  de 
dicho  contrato. 

Se  han  violado  con  esa  omisión,  en  con- 
cepto del  recurrente,  las  reglas  de  derecho 
que  se  consignan  en  las  disposiciones  le- 
gales citadas.  Administrador  y  usufruc- 
tuario de  los  bienes  de  la  mujer  casada, 
tiene  el  marido,  según  Valenzuela  V.,  en 
ejercicio  del  primero  de  esos  derechos,  el 
deber  de  conservar  en  todo  caso  los  bie- 
nes raices  que  pertenecen  á  la  mujer. 

Como  pueden  sobrevenir  circunstancias 
en  que  es  necesario  proceder  ó  la  enajena- 
ción de  esta  clase  de  bienes,  agrega  la 
parte  que  recurre,  la  ley  ha  fijado  las  re- 
glas á  que  los  cónyuges  deben  precisamen- 
te sujetarse;  reglas  que  garantizan,  por 
otra  parte,  el  usufructo  á  que  tiene  dere- 
cho el  marido  en  los  bienes  de  la  mujer. 

Advierte  en  seguida  el  recurrente  que, 
según  el  artículo  144  del  Código  Civil, 
esas  reglas  son  especiales,  porque  termi- 
nantemente se  refiere  este  precepto  á  los 
bienes  raices  de  la  mujer  casada;  al  paso 
que  las  otras  disposiciones  del  título,  de 
que  dicho  artículo  forma  parte,  miran  en 
general  á  todos  los  demás  contratos  que 
la  mujer  casada  puede  contraer. 

En  cuanto  á  la  violación  del  artículo 
143,  aducido  en  primer  término  en  el  re- 
curso, hace  presente  Valenzuela  V.  que 
preceptúa  este  artículo  que  la  autoriza- 
ción del  Juez  es  subsidiaria  de  la  del  ma- 
rido, y  sólo  se  concede  después  de  califi- 
carse las  razones  en  que  funda  su  opo- 
sición. Según  esta  misma  parte,  carece  de 
eficacia  la  autorización  judicial  por  falta 
de  este  requisito;  y,  consiguientemente, 
la  mujer  casada  que  intervino  en  el  con- 
venio continúa  siendo  incapaz. 

Por  fin,  expresa  Valenzuela  V.,que  fun- 
dado en  las  consideraciones  que  prece- 
den, puede  sostener  que  la  venta  del  bien 


24 


PRIMERA  PARTE 


raiz  que  más  arriba  se  menciona,  ha  sido 
nulamente  autorizada  v  contratada:  v 
que  se  debe,  por  lo  tanto,  dar  lugar  á  la 
casación. 

En  rebeldía  de  don  Domingo  Irarráza- 
bal,  se  dio  por  omitido  el  traslado  que  se 
confirió  á  esta  parte  del  escrito  en  que  se 
funda  el  recurso,  y  se  dispuso  pasar  los 
autos  al  Ministro  que  suscribe  á  fin  de 
que  dictamine  en  la  causa. 

La  cuestión  que  en  el  presente  recurso 
se  ventila,  consiste  en  decidir  si  la  mujer 
casada  tiene  capacidad  legal  para  vender 
sus  bienes  raices  con  sólo  autorización 
judicial,  supletoria  de  la  marital,  sin 
audiencia,  ni  requerimiento  previo  del 
marido,  no  obstante  hallarse  éste  pre- 
sente y  ejerciendo  la  administración  de 
los  bienes  de  su  mujer. 

Para  el  estudio  v  acertada  solución  del 
tema  que  envuelve  y  se  plantea  en  este 
recurso,  he  de  acudirá  las  reglas  y  precep- 
tos del  título  VI,  del  libro  V^,  del  Código 
Civil,  y  á  sus  correlativos,  que  son  los  que 
rigen  las  obligaciones  y  derechos  entre  los 
cónyuges  y  regulan  su  capacidad  civil. 

Por  el  hecho  del  matrimonio  se  contrae 
sociedad  de  bienes  entre  los  cónyuges,  di- 
ce el  artículo  135  del  Código  citado,  y 
toma  el  marido  la  administración  de  los 
bienes  de  la  mujer,  segün  lo  que  se  expon- 
drá en  el  título  **De  la  Sociedad  Conyu- 
gal." Y  el  artículo  1718, contenidoen  este 
último  título,  estatuye,  (jue,  á  falta  de 
pacto  escrito,  se  entenderá  por  el  mero 
hecho  del  matrimonio,  contraída  la  so- 
ciedad conyugal  con  arreglo  á  las  dispo- 
siciones que  ahí  se  contienen;  debiendo 
asumir  el  marido,  según  el  artículo  1749 
del  mismo  título,  las  funciones  de  jefe  de 
dicha  sociedad  v  administrar  libremente 
en  ese  carácter  los  bienes  sociales  v  los  de 
su  mujer,  sin  otras  limitaciones  que  las 


que  en  el  propio  título  se  le  imponen  y  las 
que  haya  contraido  por  las  capitulacio- 
nes matrimoniales. 

Como  regla  general  establece  también 
el  Código  Civil,  que,  sin  autorización  es- 
crita del  marido,  no  puede  la  mujer  casa- 
da parecer  en  juicio,  por  sí  ni  por  procu- 
rador, sea  demandando  ó  defendiéndose, 
salvo  en  causa  criminal  ó  de  policía  en 
que  se  proceda  contra  la  mujer,  ó  en  los 
pleitos  que  se  susciten  entre  ambos  con- 
sortes, cualesquiera  de  ellos  quesead  que 
los  promueva. 

Con  igual  generalidad  preceptúa  el  mis- 
mo cuerpo  legal,  que  la  mujer  no  puede, 
sin  autorización  del  marido,  celebrar  con- 
trato alguno,  ni  desistirse  de  un  contra- 
to anterior,  ni  enajenar,  hipotecar  ó  em- 
peñar, ni  remitir  una  deuda,  ni  aceptar 
una  donación,  herencia  ó  legado,  ni  ad- 
quirir á  título  alguno  oneroso  ó  lucra- 
tivo, excepto  el  caso  en  que  disponga  de 
lo  suyo  por  acto  testamentario  que  haya 
de  obrar  después  de  su  muerte. 

Entre  estas  y  las  demás  reglas  genera- 
les, á  que  deben  legalmente  sujetarse  las 
atribuciones  y  deberes  de  los  cónyuges, 
figura,  en  primer  término,  la  que  fija  el 
inciso  2*^  del  artículo  131,  que  dispone 
que  el  marido  debe  protección  á  la  mujer 
y  la  mujer  obediencia  al  marido. 

De  este  deber  primario  y  fundamental, 
respectivamente  impuesto  por  la  ley  á 
los  cónyuges;  del  estado  de  subordinación 
y  dependencia  en  que  se  coloca  á  la  mu- 
jer; y  de  las  restricciones  impuestas  á  su 
capacidad,  nace  la  potestad  marital,  que 
el  artículo  siguiente  define,  diciendo,  que 
es  el  conjunto  de  derechos  que  las  leyes 
conceden  al  marido  sobre  la  persona  y 
bienes  de  la  mujer. 

Dedúcese  de  estos  principios,  que  los 
actos  ínter  vivos  de  la  vida  civil  de  la 
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mujer  casada,  deben  ser  autorizados  por 
el  marido  para  que  puedan  adquirir  va- 
lide/ y  eficacia  legal;  y  que  los  actos  mor- 
tis  causa,  no  necesitan  de  tal  autoriza- 
ción, por  corresponder  á  una  época  en 
que  se  han  extinguido  los  lazos  de  la 
vida  común  y  disuelto  por  la  muerte  el 
vínculo  con\^ugal. 

La  autorización  del  marido,  exigida 
cti  forma  tan  abstracta  y  general,  como 
indispensable  para  que  la  mujer  pueda 
válidamente  obligarse,  no  basta  por  sí 
sola,  sin  embargo,  para  la  celebración 
de  ciertos  contratos  expresamente  deter- 
minados por  las  lej^es.  Así  sucede  respec- 
to á  la  enajenación  é  hipotecación  de  los 
bienes  raices  de  la  mujer  casada. 

Establece  en  lo  concerniente  á  este 
ptinto  el  artículo  144  del  Código  antes 
citado,  que  ni  la  mujer,  ni  el  marido,  ni 
ambos  juntos  podrán  enajenar  ó  hipote- 
car los  bienes  raíces  de  la  mujer,  sino  en 
los  casos  y  con  las  formalidades  que  se 
dirán  en  el  título  "De  la  sociedad  con- 
yugal." 

Reglando  estos  contratos  el  artículo 
1754,  que  se  halla  en  relación  y  concor- 
dancia con  el  inmediatamente  preinserto, 
y  determinando  los  casos  en  que  pueden 
tener  lugar  la  venta  y  gravamen  de  esta 
clase  de  bienes,  y  las  formalidades  á  que 
deban  rigorosamente  sujetarse,  manda 
lo  que  sigue: 

"No  se  podrá  enajenar  ni  hipotecar 
los  bienes  raices  de  la  mujer,  que  el  ma- 
rido esté  ó  pueda  estar  obligado  á  resti- 
tuir en  especie,  sino  con  la  voluntad  de 
la  mujer  y  previo  decreto  de  Juez  con  co- 
nocimiento de  causa. 

"Podrá  suplirse  por  el  Juez  el  consenti- 
miento de  la  mujer  cuando  ésta  se  halla- 
re imposibilitada  de  manifestar  su  vo^ 
luntad. 
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"Las  causas  que  justifiquen  la  enaje* 
nación  ó  hipotecación  no  serán  otras 
que  éstas: 

**1*  Facultad  coucedida  para  ello  en 
las  capitulaciones  matrimoniales; 

"2^  Necesidad  ó  utilidad  manifiestadc 
la  mujer.*' 

Se  infiere  claramente  de  los  términos 
de  estos  preceptos,  que  la  mujer  carece 
de  capacidad  jurídica  para  enajenar  6 
hipotecar  sus  propios  bienes  raices,  que 
el  marido  esté  ó  pueda  estar  obligado  á 
restituir  en  especie;  y  que  sólo  correspon- 
de al  marido,  representante  legal  de  stl 
mujer  en  todos  los  actos  de  la  vida  civil 
y  jefe  de  la  sociedad  conyugal,  la  celebra* 
ción  y  otorgamiento  de  esos  contratos, 
previa  aquiescencia  de  la  mujer  y  com^ 
probación  de  evidente  necesidad  ó  utili- 
dad, y  previo  decreto  de  Juez  con  conoci- 
miento de  causa. 

En  el  caso  del  presente  litigio,  no  fué 
don  Ramón  Valenzuela  V.  sino  su  mujer 
quien  gestionó  hasta  llevar  á  cabo  la 
venta  del  bien  raíz  que  ha  sido  objeto 
del  pleito.  Apoyada  en  que  sigue,  desde 
dos  años,  juicio  de  divorcio  con  Valen- 
zuela V.,y  en  que  carece  de  los  elementos 
necesarios  para  atender  á  la  subsistencia 
y  diario  mantenimiento  de  su  persona, 
ocurrió  doña  Juana  Irarrázabal  ante  el 
Juez  de  Letras  de  San  Femando,  pidiendo 
permiso  para  la  enajenación  de  la  casa 
de  que  se  ha  hecho  ya  referencia.  El  Juez 
decretó  la  venta  del  predio  urbano  indi- 
cado, declarando  que  suplía  para  ello  en 
este  caso  la  autoriza  non  del  marido. 

Este  auto  y  la  ejecutoria  que  consagra 
la  validez  y  fuerza  civil  definitiva  de  la 
enajenación,  no  se  hallan  ajustados,  en 
mi  concepto,  á  las  formalidades  y  pres- 
cripciones legales  que  rigen  ese  punto  del 
derecho.  La  facultad  de  enajenar  ó  hi- 
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potecar  los  bienes  raices  de  ia  mujer,  co- 
rresponde privativamente  al  marido,  en 
la  administración  regular  y  ordinaria  de 
la  sociedad  conyugal;  el  cual  marido, 
como  antes  se  há  dicho,  es  el  jefe  de  la 
sociedad  y  el  libre  administrador  en  tal 
carácter  de  los  bienes  sociales  y  de  los 
de  su  mujer,  con  sujeción  á  las  obliga- 
ciones impuestas  por  las  leyes  ó  por  las 
capitulaciones  matrimoniales. 

En  la  época  en  que  obtuvo  doña  Juana 
Irarrázabal  autorización  del  Juez  para 
vender  su  casa  en  San  Femando,  y  en  la 
fecha  en  que  celebró  la  venta  de  dicho 
predio,  era  don  Ramón  Valenzuela  V.,  el 
administrador  de  la  sociedad  conyugal 
y  el  representante  de  la  persona  é  intere- 
ses de  su  mujer. 

No  consta  de  modo  alguno  fehaciente 
en  los  autos  que  se  haya  alterado  ni  res- 
tringido la  esfera  de  aplicación  de  esas 
facultades,  que,  por  el  mero  hecho  del 
matrimonio,  confieren  las  leyes  al  mari- 
do. No  se  ha  comprobado,  en  verdad,  la 
existencia  de  ninguna  de  las  causas  de 
carácter  puramente  excepcional  que  pro*; 
ducen  tales  efectos,  y  que  se  hallan  pre- 
vistas y  determinadas  en  los  párrafos 
2',  3^  y  4^  del  título  VI,  del  libro  1^  del 
Código  Civil.  No  hay  tampoco  testimo- 
nio en  el  proceso  de  que  se  encontrara 
suspendida,  en  aquel  tiempo,  la  potestad 
marital  de  Valenzuela  V.  por  alguno  de 
los  calificados  motivos  que  el  derecho 
tiene  establecidos. 

Al  contrario,  aparece  de  la  exposición 
de  ambos  consortes  que  el  marido  don 
Ramón  Valenzuela  V.  se  hallaba,  al  tiem- 
po de  la  enajenación  de  que  se  trata,  en 
el  ejercicio  de  la  potestad  marital  en 
toda  su  integridad,  y  en  la  plenitud  de 
Stis  facultades  administratorias  y  repre* 


sentativas,  con  relación  á  la  persona  y 
bienes  de  su  mujer. 

Despréndese  lógicamente  de  lo  que  pre- 
cede, que  al  desestimar  la  sentencia  re- 
currida de  casación  en  el  fondo,  la  de- 
manda de  Valenzuela  V.  para  que  se  de- 
clare sin  efecto  la  venta  de  la  casa  de  su 
mujer,  contratada  por  ella  misma,  dea- 
conoce  la  representación  jurídica  que  la 
ley  asigna  al  marido  que  tiene  la  admi- 
nistración de  los  bienes  de  su  mujer,  y 
contraviene  al  principio  de  la  potestad 
marital,  cuya  índole  y  caracteres  funda- 
mentales son,  como  ya  se  ha  dicho,  am- 
parar en  su  persona  y  bienes  á  la  mujer 
y  representarla  en  todos  los  actos  de  la 
vida  civil. 

Pero  aún  discurriendo  en  el  concepto 
de  que  existiera  alguno  de  los  estados 
jurídicos  de  excepción,  á  que  se  alude  en 
los  párrafos  anteriores,  ó  que  doña  Jua- 
na Irarrázabal  hubiera  tenido  la  admi- 
nistración extraordinaria  de  la  sociedad 
conyugal,  cuando  pidió  permiso  para 
vender  su  casa,  siempre  sería  improce- 
dente en  derecho  la  demanda  de  f.  1. 

Para  demostrar  con  mayor  claridad  y 
eficacia  la  exactitud  de  la  conclusión 
enunciada,  es  oportuno  y  conducente  á 
dicho  fin,  trazar  los  principios  regulado- 
res de  la  administración  extraordinaria; 
los  que  conciencien  á  la  autorización  ma- 
rital y  á  la  subsidiaria  judicial;  é  indicar, 
además,  las  formalidades  á  que  estos  di- 
ferentes estados  legales  se  hallan  en  de- 
recho sometidos. 

En  caso  de  sobrevenir  al  marido  impe- 
dimento de  larga  é  indefinida  duración, 
como  el  de  interdicción,  el  de  prolongada 
ausencia,  ó  desaparecimiento,  se  suspen- 
de el  ejercicio  de  la  potestad  marital 
(art,  145);  y,  como  consecuencia  de  ello, 
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pasa  la  administración  de  la  sociedad 
conyugal  á  la  mujer  6  al  curador  que 
con  ese  objeto  se  nombra,  si  no*  pudiera 
desempeñarla  por  excusa  ó  incapacidad 
(art.  1758).  Constituida  así  la  adminis- 
tración excepcional  ó  extraordinaria  de 
la  sociedad,  corresponde  tener  á  la  mu- 
jer, cuando  á  ella  incumbe  administrar, 
iguales  facultades  que  el  marido,  y  po- 
drá además  ejecutar  por  sf  sola  los  actos 
para  cuya  legalidad  es  necesario  al  ma- 
rido el  consentimiento  de  la  mujer,  ob- 
teniendo autorización  especial  del  Juez 
en  los  casos  en  que  el  marido  hubiera  es- 
tado obligado  á  solicitarla  (art.  1759.) 

Podrá,  en  consecuencia,  proceder  á  la 
enajenación  éhipotecación  de  sus  propios 
bienes  raices,  sujetándose  para  ello  á  los 
requisitos  y  formalidades  del  artículo 
1754  y  sus  concordantes,  esto  es,  ocurrir 
al  Juez  del  lugar  donde  el  inmueble  estu- 
viere situado  para  que  autorice  ó  aprue- 
be la  venta,  obtener  autorización  de  su 
marido  ó  de  la  justicia  en  subsidio,  y 
acreditar  necesidad  ó  utilidad  manifiesta. 

La  autorización  del  marido  para  que 
pueda  la  mujer  otorgar  todo  acto  ó  con- 
trato del  que  nazca  alguna  obligación, 
concierne  y  es  inherente  á  la  mudanza 
del  estado  civil  de  su  persona.  Una  mu- 
jer soltera  ó  viuda,  legalmente  capaz,  y 
que  puede,  por  tanto,  obligarse  sin  el  mi- 
nisterio ó  la  autorización  de  otra  perso- 
na, se  convierte  por  la  propia  virtuali- 
dad del  matrimonio  en  incapaz,  y  queda, 
¡psoJarCf  suj€;ta  á  la  potestad  marital. 
Es  entonces  la  autoridad  que  el  marido 
ejerce  sobre  la  persona  de  su  mujer,  una 
consecuencia  racional  de  los  derechos  y 
deberes  que  respectivamente  le  confiere  é 
impone  el  matrimonio;  y  la  necesidad  de 
autorizarla  para  contratar  y  obligarse, 
es,  asimismo,  uno  de  los  efectos  que  na- 


tural y  lógicamente  emanan  de  la  potes- 
tad marital. 

Tratando  el  Código  Civil  de  la  capa- 
cidad de  las  personas,  dice  en  su  artículo 
1446: 

"Toda  persona  es  legalmente  capaz, 
excepto  aquellas  que  la  ley  declara  inca- 
paces." 

Establece  después  que  la  mujer  casada 
pertenece  á  esta  última  categoría,  pues 
en  el  artículo  siguiente,  el  1447,  que  enu- 
mera las  personas  naturales  y  legales, 
absoluta  y  relativamente  incapaces,  dice 
en  su  inciso  2^: 

*'Son  también  incapaces  los  menores 
adultos  que  no  han  obtenido  habilita- 
ción de  edad,  los  disipadores  que  se  ha- 
llan bajo  interdicción  de  administrar  lo 
suyo;  las  mujeres  casadas,  los  religiosos 
y  las  personas  jurídicas. 

'Tero  la  incapacidad  de  estas  cinco 
clases  de  personas  no  es  absoluta;  y  sus 
actos  pueden  tener  valor  en  ciertas  cir- 
cunstancias y  bajo  ciertos  respectos  de- 
terminados por  las  leyes." 

De  suerte  que,  según  la  doctrina  que 
estas  reglas  consagran,  é  invirtiendo 
una  de  las  conclusiones  antes  expuestas, 
toda  mujer  casada,  por  el  mero  hecho  de 
investir  ese  carácter,  no  puede  obligarse 
por  sí  misma,  sino  por  la  autorización 
de  su  marido,  que  sustancialmente  es  lo 
contrario  de  aquéllo  en  que  consiste  la 
capacidad,  según  la  definición  que,  acer- 
ca de  este  importante  punto  del  derecho, 
da  el  artículo  1445.  En  virtud  de  la  au- 
torización marital,  se  habilita,  pues,  á 
la  mujer  para  ejercer  derechos  y  contraer 
obligaciones  civiles  que  no  puede  válida- 
mente practicar,  sin  el  concurso  de  la 
voluntad  del  propio  jefe  de  la  familia. 

Por  lo  que  anteriormente  queda consig 
nado,  la  autorización  del  marido  en  la 
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venta  6  hipoteca  de  los  bienes  raices  de 
la  mujer,  que  el  marido  esté  6  pueda  es- 
tar obligado  á  restituir  en  especie,  cons- 
tituye un  requisito  kgal  interno,  necesa- 
rio para  la  fuerza  y  validez  jurídica  del 
contrato  por  cuanto  mira  á  la  capacidad 
legal  de  una  de  las  partes  contratantes. 

Aplicando  estas  reglas  y  principios  á 
la  cuestión  que  se  controvierte  en  esta 
casación,  se  vé  que  al  conceder  permiso 
el  Juez  de  Letras  de  San  Fernando  á  doña 
Juana  Irarrázabal,  para  vender  la  casa 
ya  mencionada,  declaró  que  suplía  la  au- 
torización marital,  sin  que  exista,  en 
apoyo  de  tal  declaración,  en  el  fallo  del 
Juez  ni  en  documento  ni  pasaje  alguno 
del  proceso,  testimonio  fidedigno,  ni  aún 
meras  referencias  de  que  se  haya  oido  ni 
citado  á  su  marido,  don  Ramón  Valen- 
zuela  V. 

La  autorización  judicial,  supletoria  y 
representativa  de  la  marital,  la  han  esta- 
blecido las  leyes,  como  Y.  E.  perfecta- 
mente lo  sabe,  en  previsión  de  los  casos 
en  que  el  marido  no  puede  6  no  quiere 
prestar  la  autorización  que  la  mujer  ne- 
cesita. A  este  fin  dispone  el  artículo  143: 
**La  autorización  del  marido  podrá  ser 
suplida  por  la  del  Juez,  con  conocimiento 
de  causa,  cuando  el  marido  se  la  negare 
sin  justo  motivo,  y  de  ello  se  siga  perjui- 
cio á  la  mujer. 

"Podrá  asimismo  ser  suplida  por  el 
Juez  en  caso  de  algún  impedimento  del 
marido,  como  el  de  ausencia  real  ó  apa- 
rente; cuando  de  la  demora  se  siguiere 
perjuicio." 

El  artículo  146  agrega  en  su  inciso  1^: 
"La  autorización  judicial  representa  la 
del  marido,  y  produce  los  mismos  efectos, 
con  la  diferencia  que  va  á  expresarse." 

Para  que  el  Juez  pueda  suplir  la  auto- 
rización  del  marido,  es  indispensable,  con- 


forme á  las  disposiciones  legales  que  se 
acaban  de  citar,  la  existencia  conjunte,  y 
simultánea  de  estas  dos  circunstancias: 
1*  Negativa  sin  justo  motivo  del  ma- 
rido; y 

2*  Que  de  tal  negativa  se  siga  perjuicio 
á  la  mujer. 

Otro  requisito  esencialmente  exigido 
por  el  artículo  143  y  que  mira  á  la  sus- 
tanciación  del  negocio,  es  que  el  Juez  se 
pronuncie  acerca  de  él  con  conocimiento 
de  causa. 

Aunque  ni  el  derecho  común  ni  el  pro- 
cesal han  designado  la  ritualidad* á  que 
debe  someterse  la  petición  de  la  mujer» 
para  que  la  justicia  súplala  autorización 
marital,  se  deduce  racionalmente  del  ar- 
tículo 143,  atendida  la  naturaleza  y  los 
fines  de  este  precepto,  que  debe  acudir  al 
Juez  competente;  exponer  el  acto  para 
que  necesite  ser  autorizada;  la  necesidad 
de  ejecutarlo  desde  luego,  ó  las  ventajas 
que  dicho  acto  puede  reportarle;  y  la  au- 
sencia ó  negativa  del  marido,  que  hará 
constar  por  medio  de  requerimiento  diri- 
gido al  efecto.  El  conflicto  de  voluntades 
y  la  legítima  contradicción  de  intereses 
que,  por  razón  de  la  resistencia  del  ma- 
rido puede  suscitarse,  debe  ser  forzosa- 
mente dirimido  por  el  Juez  con  conoci- 
miento de  causa,  esto  es,  juzgando  y  cali- 
ficando las  pretensiones  encontradas  de 
las  partes. 

La  expresada  contienda  entre  el  ma- 
rido y  la  mujer,  aunque  tenga  lugar  en 
un  acto  de  jurisdicción  voluntaria,  su- 
puesta su  índole  contenciosa,  es  un  ver- 
dadero juicio,  si  bien  más  breve  y  menos 
solemne  que  el  ordinario  propiamente  tal. 
Debe,  por  ello  y  por  lo  menos,  sustan- 
ciarse con  arreglo  al  procedimiento  fijado 
por  la  ley  á  los  incidentes. 

Este  modo  de  proceder,  implícitamente 
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prescrito  por  el  artículo  14f3,  tiene  su 
origen  y  base  histórica  en  la  ley  57  de 
Toro,  que  exigía,  para  fallar,  el  previo 
conocimiento  de  causa.  Dicha  ley,  que  re- 
produjo la  Novísima  Recopilación,  en 
la  13,  título  1"  de  su  libro  10,  y  cuyo  es- 
píritu se  halla  conservado  en  el  referido 
artículo  143,  dice  así:  **E1  Juez  con  cono- 
cimiento de  causa  legítitna  ó  necesaria, 
compela  al  marido  que  dé  licencia  á  su 
mujer  para  todo  aquello  que  no  podría 
facer  sin  licencia  de  su  marido;  y  si  com- 
pelido  no  se  la  diere,  el  Juez  solo  se  la 
pueda  dar/' 

No  puede,  pues,  el  Juez  decidir  en  el  jui- 
cio sin  conocimiento  de  causa.  Esta  es 
una  condición  sustancial  que  requiere  la 
ley  para  la  validez  de  la  autorización  del 
Juez  que  suple  la  del  marido,  ya  sea  ella 
en  sentido  afirmativo  ó  negativo  á  los 
intereses  de  la  mujer. 

Corrrobora  esta  doctrina  el  texto  ex- 
preso del  artículo  138  del  Código  Civil, 
tantas  veces  citado.  Dispone  este  precepto 
lo  siguiente:  • 

**La  autorización  del  marido  debe  ser 
otorgada  por  escrito,  ó  interviniendo  él 
mismo,  expresa  ó  directamente  en  el  acto. 
'*No  podrá  presumirse  la  autorización 
del  marido  sino  en  los  casos  que  la  ley  ha 
previsto." 

Del  tenor  literal  del  artículo  precitado, 
puede  claramente  colegirse  que  la  autori- 
zación que  el  marido  ha  de  discernir  á  la 
mujer,  para  que  sus  actos  ó  contratos 
tengan  fuerza  civil  obligatoria,  debe  ne- 
cesariamente revestir  una  de  estas  dos 
formas:  consentimiento  otorgado  por  es- 
crito; ó  intervención  ó  concurso  directo  y 
expreso  del  marido  en  el  acto. 

Ha  querido  la  ley  que  la  autorización 
del  marido  se  establezca  de  un  modo  fe. 
haciente,  cierto,  exento  de  dudas,  para 


que  sean  validas  las  obligaciones  con- 
traidas por  la  mujer.  Si  el  consentimiento 
del  marido  no  consta  por  escrito,  es  pre- 
ciso que  su  intervención  en  el  acto  mani- 
fieste inequívocamente  su  voluntad  de 
concederlo. 

Ahora,  discurriendo  a  contrarío  sensí/, 
la  prescripción  de  que  el  consentimiento 
marital  conste  en  forma  auténtica  ó  fe 
haciente,  presupone  la  exigencia  correla- 
tiva, que  de  igual  modo  conste  la  nega- 
ción infundada  del  marido,  para  que  di- 
cho  consentimiento   pueda   ser   válida- 
mente suplido  por  autorización  judicial. 
No  excusa  ni  atenúa  la  inobservancia 
de  las  solemnidades  de  que  se  hace  men- 
ción, el  hecho  de  hallarse  interrumpidas 
las  relaciones  conyugales  entre  don  Ra-r 
món  Valenzuela  V.  y  doña  Juana  Irarrá- 
zabal;  y  de  presumirse,  por  ello,  la  injusta 
negativa  del  marido  para  autorizar  la 
venta  de  la  casa  de  su  mujer.  La  i  nega- 
tiva, como  la  autorización  marital,  no  se 
-supone  ni  presume,  sino  que,  como  se  ha 
dicho,  es  necesario  que  aparezca  estable- 
cida de  un  modo  irrefragable  en  los  ante- 
cedentes del  negocio. 

Tampoco  desvirtúa  el  poder  de  los  ra« 
zonamientos  que  más  arriba  se  han  ex« 
puesto,  la  declaración  de  ambos  cónyu- 
ges  acerca  del  pleito  de  divorcio  que  entre 
ellos  se  hallaba  pendiente.  Cuando  se  au- 
torizó la  venta  á  que  alude  el  recurso,  el 
estado  del  matrimonio  ern  normal  y  orí* 
dinaria  la  administración  de  la  sociedad 
conyugal.  Legalmente  hablando,  no  ha 
habido  separación  de  bienes  ni  separa- 
ción de  personas. 

Admitiendo  todavía  la  hipótesis  de 
que  se  hubiera  dado  lugar  al  divorcio, 
subsistiría,  sin  embargo,  la  incapacidad 
de  doña  Juana  Irarrázabal  para  enajenar 
sus  bienes  inmuebles..  Dentro  del  sistema 
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dd  Código  Civil,  que  establece  la  perpe- 
tuidad del  vínculo  conjugal,  el  divorcio 
a  un  estado  de  excepción  en  el  matrimo- 
■io  que  no  desata  el  vínculo  y  que,  por 
tanto,  no  modifica  el  estado  civil  de  mu* 
jer  casada,  que  es  lo  que  jurídicamente  la 
constituye  en  incapacidad  de  enajenar 
908  bienes  raices. 

Razón  no  menos  poderosa  que  las  an- 
teriores, para  que  conste  el  carácter  en 
que  se  concede  la  autorización  judicial, 
que  suple  y  representa  á  la  marital,  es  la 
de  cxclarecer  los  efectos  legales  que  dicha 
autorización  produce.  Conforme  á  las  re- 
glas consignadas  en  el  artículo  14*6,  si  la 
mujer  ha  sido  autorizada  judicialmente 
porimpedimento  accidental  del  marido  en 
casos  urgentes,  con  tal  que  haya  podido 
presumirse  el  consentimiento  de  éste,  obli- 
ga los  bienes  del  marido  y  obliga  sus  pro- 
pios bienes  hasta  concurrencia  del  bene- 
ficio particular  que  ella  reportare  del  acto. 

Pero  si  la  autorización  se  ha  otorgado 
contra  la  voluntad  del  marido,  obliga 
solamente  sus  bienes  propios;  "más  no 
obligará  el  haber  social  ni  los  bienes  del 
marido,  sino  hasta  concurrencia  del  be- 
neficio que  la  sociedad  ó  el  marido  hu- 
biesen reportado  del  acto." 

Es  de  notar,  además,  en  el  caso  que 
analizo,  que  se  coloca  al  marido  en  desi- 
gual situación  de  defensa  con  relación  á 
su  mujer,  contraviniéndose  con  ello  el 
axioma  fundamental  de  derecho  que  de- 
termina la  absoluta  igualdad  de  los  liti- 
gantes en  eluso  de  los  medios  de  defensa. 
Citado  el  marido  para  que  exprese  si  con- 
cede ó  rehusa  su  consentimiento  respecto 
de  la  enajenación  de  un  bien  raíz  de  su 
mujer,  que  esté  obligado  á  restituir  en 
'"^^-^'ñe,  ha  podido  reclamar  para  ante  el 
'al  superior  del  fallo  del  Juez  que, 
ado  su negativaí  declara  que  suple 


la  autorización  marital.  Ha  podido  tam- 
bién impugnar  por  la  vía  de  la  casación, 
tanto  esta  sentencia  como  la  que  se  pro- 
nuncie en  las  diligencias  de  mera  jurisdic- 
ción voluntaria,  según  lo  dispuesto  en  el 
artículo  993  del  Código  de  Procedimien- 
to Civil. 

Otro  punto  de  notar  es  que  el  artículo 
143,  en  cuanto  dispone  que  la  autoriza- 
ción del  marido  puede  ser  suplida  por  el 
Juez,  constituye  un  precepto  de  excepción 
á  la  regla  general  que  establecen  los  ar- 
tículos 136  y  137,  de  que  la  mujer  casada 
no  puede  contratar  entre  vivos  sin  con- 
sentimiento ó  autorización  de  su  marido. 
No  ha  podido,  por  tal  motivo,  aplicarse 
dicho  precepto  en  el  sentido  amplio  6 
general  en  que  lo  hace  la  sentencia  deque 
se  recurre;  porque  tratándose  de  una  dis- 
posición 6  estatuto  de   carácter  pura- 
mente excepcional,  es  regla  de  hermenéu- 
tica jurídica,  que  no  puede  dársele  inter- 
pretación analógica  ni  extensiva,  sino 
simplemente  restrictiva,  es  decir,  que  no 
debe  extenderse  en* su  aplicación  á  casos 
no  comprendidos  literalmente  en  lo  dis- 
positivo del  precepto. 

La  autorización  del  Juez  de  Letras  de 
San  Fernando,  supletoria  de  la  marital, 
sin  citación  ni  audiencia  de  su  marido,  ni 
expresión  de  los  motivos  que  dieron  mé- 
rito para  suplirla,  no  se  ha  otorgado  con 
arreglo  á  las  solemnidades  legales  re- 
queridas para  su  validez  y  eficacia  jurí- 
dicas. Como  consecuencia  legal  de  este 
defecto  ó  informalidad,  tampoco  se  ha 
celebrado  la  venta  de  la  casa  de  dicha  se- 
ñora, con  sujeción  á  las  leyes  que  fijan  los 
requisitos  que  han  de  preceder  y  concu- 
rrir en  la  enajenación  de  los  bienes  rai- 
ces de  la  mujer  casada,  que  el  marido 
esté  ó  pueda  estar  obligado  á  restituir 
en  especie. 
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I^a  falta  de  aatorízactón  competente 
para  celebrar  el  contrato  origen  del  re* 
curso,  no  es  un  mero  defecto  que  sólo  al- 
tere la  validez  del  título,  sino  que  afec- 
tando al  fondo,  á  la  sustancia  misma  de 
la  obligación,  vicia  uno  de  los  elementos 
jurídicos  internos,  esencialmente  consti- 
tutivo de  la  compraventa:  la  capacidad 
para  obligarse  (arts.  1795, 1445  y  1447. ) 

No  siendo,  pues,  válida  ni  eficaz  la  auto- 
rización concedida  á  doña  Juana  Irarrá- 
zabal,  es  obvio  que  ha  subsistido  su  in- 
capacidad para  contratar,  procedente  de 
su  estado  civil  de  mujer  casada;  y  en  conse- 
cuencia, que  es  rescindible  el  referido  con- 
trato de  compraventa,  por  falta  de  ca- 
pacidad legal  de  la  vendedora. 

Según  los  artículos  1447, 1682  y  1684 
del  Código  Civil,  la  nulidad  que  afecta  á 
dicho  contrato  no  es  absoluta  sino  rela- 
tiva y  saneable,  por  consiguiente,  por  el 
lapso  de  tiempo  ó  por  la  ratificación  de 
las  partes^.  Al  prescribir  el  segundo  de  es- 
tos preceptos  que  la  nulidad  relativa  no 
puede  ser  declarada  de  oficio  sino  á  pedi- 
mento de  parte;  que  no  puede  ser  recla- 
mada sino  por  las  personas  en  cuyo  be- 
neficio la  han  establecido  las  leyes;  y 
determinar  otras  de  sus  peculiaridades, 
dice  en  su  inciso  2^:  'Ma  incapacidad  de 
la  mujer  casada  que  ha  obrado  sin  auto- 
rización del  marido  ó  del  Juez  en  subsi- 
dio, habiendo  debido  obtenerla,  se  en- 
tiende establecida  en  beneficio  de  la  misma 
mujer  y  del  marido." 

De  manera  que  si  el  marido  ó  la  mujer 
ó  BUS  herederos  ó  cesionarios,  á  quienes 
únicamente  se  concede  esta  acción,  no  la 
ejercitan  en  el  cttadrienio  legal,  ó  se  rati- 
fica lo  obrado,  el  contrato  relativamente 
nulo  ab  initioy  se  convierte  en  firme  y 
valedero  por  la  virtud  de  la  prescripción 
ó  de  la  ratificación. 


Consideraciones  de  conveniencia  social 
y  principios  de  equidad,  indujeron  aiCó* 
digo  Civil  á  validar  por  esos  medios  le- 
gales, los  actos  y  contratos  celebrados 
por  la  mujer  casada.  Apartándose  del 
Derecho  Romano  y  de  otras  legislaciones, 
reconoció  este  Código  suficiente  juicio  y 
discernimiento  en  la  mujer  para  contra- 
tar y  declaró  la  incapacidad  de  la  mujer 
casada  y  la  necesidad  consecutiva  de  au- 
torizarla, no  por  razón  de  fragilidad  del 
sexo,  ni  debilidad  intelectual,  sino  en 
atención  á  la  unidad  de  la  familia  y  obe- 
deciendo á  fines  económicos  y  á  conside- 
raciones de  orden  moral  en  el  seno  de  la 
propia  familia. 

Confirman  la  veracidad  y  la  exactitud 
de  esta  aserción  los  orígenes  históricos 
de  dicho  cuerpo  de  leyes  y  el  texto  expre- 
so de  su  artículo  1470.  Ocupándose  de  las 
obligaciones  civiles  y  de  las  meramente 
naturales,  establece  dicho  artículo  que  las 
pertenecientes  áesta  última  categoría,  no^ 
dan  acción  sino  excepción,  y  entra  en  se- 
guida á  enumerarlas,  diciendo  en  el  nú- 
mero 1': 

"Las  contraidas  por  personas  que  te- 
niendo suficiente  juicio  y  discernimiento^ 
son,  sin  embargo,  incapaces  de  obligarse^ 
según  las  leyes,  como  la  mujer  casada,  en 
los  casos  en  que  le  es  necesaria  la  autori* 
zación  del  marido,  y  los  menores  adultos 
no  habilitados  de  edad." 

Pero  volviendo  al  caso  concreto  que  se 
debate  en  este  recurso,  el  marido  ha  re- 
clamado la  rescisión  del  contrato,  pidien- 
do que  se  invalide  por  las  causas  legales 
que  aduce  en  su  escrito  de  demanda.  Por 
ello  la  disertación  doctrinal  que  insinúan 
los  párrafos  que  anteceden,  relativa  á  los 
caracteres  y  efectos  del  referido  contrato, 
es  conducente  sólo  en  cuanto  tiende  á  ob- 
servar  que  las  obligaciones  meramente 
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naturales  no  producen  fuetiza  civil  obli- 
gatoria; y  en  cuanto  pueden  ser  aplica- 
bles á  la  acción  rescisoría  intentada  v 
miran  á  la  demanda  reconvencional. 

Como  repetidas  veces  se  ha  dicho,  la 
venta  de  la  casa  contratada  por  doña 
Juana  Irarn'izabal,  en  la  administración 
ordinaria  de  la  sociedad  conyugal,  encon. 
trándose  presente  y  no  inhabilitado  su 
marido,  implica  el  desconocimiento  de 
algunos  de  los  más  importantes  atribu- 
tos legales  constitutivos  de  la  potestad 
marital:  la  libre  administración  de  los 
bienes  de  la  sociedad  y  la  representación 
legal  de  la  mujer,  que  son  peculiares  del 
marido  en  ese  estado  del  matrimonio.  De- 
fectos de  no  menor  importancia  modifi- 
can también  la  esencia  jurídica  del  con- 
trato, en  el  caso  hipotético  de  la  admi- 
nistración extraordinaria  de  la  sociedad 
conyugal,  más  arriba  aludido:  no  haber- 
se otorgado  en  la  forma  debida  la  auto 
rización  para  vender  ó  lo  que  es  lo  mismo 
haberse  faltado  á  solemnidades  que  la  ley 
exige  para  que  produzca  efectos  civiles; 
solemnidades  que  en  este  caso  se  resuel- 
ven en  una  regla  absoluta,  inflexible,  de 
cuya  observancia  no  es  lícito  desenten- 
derse sin  incurrir  en  sanción  de  nulidad. 

Es,  por  último,  de  observar  que  estas 
lolemnidades  ó  requisitos  son  de  tal  gra- 


vedad y  trascendencia,  que  pueden  mi- 
rarse como  una  salvaguardia  necesaria 
de  los  intereses  de  la  mujer  casada;  desde 
que  constituyen  en  nuestro  derecho  posi- 
tivo la  garantía  más  eficaz  á  la  conserva- 
ción de  los  bienes  raices  de  la  mujer,  al 
progreso  de  la  sociedad  conyugal  y  al 
bienestar  de  la  familia. 

Como  resumen  y  consecuencia  final  de 
todo  lo  expuesto,  estimo  que  la  sentencia 
que  se  redarguye  de  casación  en  el  fondo, 
al  atribuir  efectos  jurídicos  á  la  compra- 
venta de  que  se  trata,  infringe  las  dispo- 
siciones legales  citadas  en  tal  concepto 
por  don  Ramón  Valenzuela  V. 

Reputo,  por  lo  mismo,  procedente  el  re- 
curso interpuesto  y  juzgo  que  V.  E.  debe 
casar  dicho  fallo,  disponiendo  que  se  de- 
vuelva la  cantidad  consignada  á  la  parte 
que  recurre;  y,  con  arreglo  á  lo  dispuesto 
en  el  artículo  958  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  pronunciar,  por  separado, 
y  sin  nueva  vista,  sentencia  revocatoria 
de  la  de  primera  instancia,  y  declarar, 
como  repetidamente  lo  he  indicado  en  el 
curso  de  este  dictamen,  que  ha  lugar  á  la 
demanda  de  f.  1,  desestimando  al  mismo 
tiempo  la  reconvención. 

Santiago,  agosto  25  de  1904. 

Leoncio  Rodríguez. 


Afio  m 
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LITISCONTESTATÍO  íd 


Nuestro  Código  Civil,  como  la  gene- 
ralidad de  los  modernos  códigos,  no  se 
ocupa  de  las  acciones,  ni  de  su  ejercicio, 
y  como  la  ley  de  enjuiciamiento  no  desen- 
vuelve más  que  la  parte  mecánica,  por 
decirlo  así,  del  procedimiento,  de  aquí 
que  multitud  de  cuestiones  que  en  la 
práctica  se  presentan  todos  los  días,  no 
tengan  otra  solución  que  la  que  se  deri- 
va de  los  principios  generales;  pero  he- 
mos descuidado  tanto  el  estudio  de  esos 
principios,  que  no  es  raro  ver  en  nues- 
tros Juzgados  y  aún  en  los  Tribunales 
superiores,  decisiones  absolutamente  in- 
compatibles con  las  reglas  más  elemen- 
tales del  enjuiciamiento.  Para  tratar 
algunos  casos  que  en  la  práctica  se  me 
han  presentado  y  que  han  recibido  una 
solución  evidentemente  errónea,  voy  á 


(1)  Do  ]&  Revista  General  dé  Legislación  y  Juris- 
prudencia^  Madrid,  Afio  53,  Septiembre  de  1905. 
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discurrir  un  poco  sobre  la  materia  indi- 
cada por  el  título  de  este  trabajo. 

Desde  luego,  que  bajo'el  título  de  litis- 
contestatio,  no  pretendo  designar  un 
acto  que  en  el  actual  procedimiento  sus- 
tituya exactamente  á  la  litíscontestatio 
del  Derecho  Romano:  ni  ese  acto  equiva- 
lente existe,  ni  puede  existir,  porque  las 
diferencias  entre  nuestro  procedimiento 
y  el  romano  son  demasiado  profundas 
para  que  conservemos,  no  digo  ya  la 
antigua  litíscontestatio ,  pero  ni  siquiera 
un  acto  parecido.  Se  acostumbra  admi- 
tir que  en  la  actualidad  la  litíscontes- 
tatio tiene  lugar  por  la  contestación  á 
la  demanda,  verdad  que  dista  mucho  de 
serlo,  porque  bastantes  efectos  que  en  el 
Derecho  romano  se  asignaban  á  la  fija- 
ción de  los  hechos  litigiosos  por  parte 
del  actor  y  demandado,  son  hoy  ante- 
riores á  la  contestación  de  éste,  y  ade- 
más en  el  Derecho  Romano  la  palabra 
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litiscontestatío  se  aplicaba  más  bien  al 
demandante,  pues  el  acto  del  deman- 
dado en  cuanto  proclamaba  que  queda- 
ba planteado  el  juicio,  recibía  el  nombre 
dejudicium  aceptum. 

Ahora  bien,  entendiendo  por  Utiscon- 
testatio  la  contestación  á  la  demanda 
¿cuál  es  la  naturaleza  de  ese  acto  de  pro- 
cedimiento? 

Si  nos  atenemos  á  su  origen  histórico, 
no  hay  duda  que  por  la  litiscontestatio 
se  formaba  un  verdadero  contrato.  La 
litiscontestatio  en  la  actio  legis  per  sa- 
cramentarriy  sin  duda  la  más  antigua  de 
las  acciones  de  ley,  tiene  lugar  cuando 
después  de  realizada  la  apuesta,  las 
partes  requieren  á  los  presentes  como 
testigos  de  que  el  litigio  está  empeñado. 
La  apuesta,  un  contrato,  es  la  base  de  la 
litiscontestatio  y  precede  inmediatamen- 
te áésta  (1). 

Este  origen  histórico  de  las  litiscon- 
testatio, no  dejó  de  influir  sobre  las 
ideas  de  los  jurisconsultos  clásicos,  que 
positivamente  equiparan  el  juicio  á  un 
contrato  (2)  y  aún  muchos  jurisconsul- 
tos modernos  han  profesado  1^  misma 
opinión.  Donneau  (3),  decia  que  la  7/íís- 
contestatio  no  es  un  cuasicontrato, 
sino  un  verdadero  contrato  tácito,  y 
Cujas  (4*)  que  por  ella  se  engendra  una 


(1)  Ihbsing  en  bd  obra  Esprit  du  Droit  romain, 
tomo  1.*  párrafo  15,  página  173,  traducción  france- 
sa'de  Meleanaere,  3.*  edición,  dice:  nEl  contrato 
qne  resaltaba  aní  el  f  andamento  de  todo  el  proce- 
dimiento, se  llama  litiscontestatio *^  era  concluido 
ante  el  Pretor,  en  presencia  de  testigos  contestan, it 

(2)  ÜLPIANO  DiG.,  libro  15,  títalo  1.»,  ley  2^,  pá- 
rrafo 11,  nam  sicüt  in  stipulatione  contrahitur  cum 

fllio,  itajudicio  contrahi. 

(3)  Citado  por  Sati^ny,  Sii^tema  tomo  5.^  de  la 
traducción  espafiola,  página  28  nota  r. 

(4)  Citado  por  Proüdhon,  Traitñ  des  droits  des 
usufruits^  segunda  edición,  tomo  3°  numero  1290. 
He  aquí  las  palabras  de  Cujas:  litiscontestatio  con- 
traettis  estj  et  obligatio  nova,  nata  secuta  condetuUione, 


nueva  obligación,  por  lo  que  la  califica 
de  contrato.  Savigny  (loe.  cit.),  sólo 
objeta  á  la  teoría  de  Donneau  que  un 
elemento  esencial  del  contrato  tácito  6 
expreso  es  la  voluntad  libre,  y  que  esa 
voluntad  no  existe  en  este  caso.  Proud- 
hon  (5)  adopta  la  opinión  de  Donneau 
y  sostiene  que  entre  los  dos  litigantes  se 
forma  una  convención  tácita,  un  com- 
promiso judicial,  no  un  cuasicontrato, 
porque  en  el  cuasicontrato  no  hay  la 
voluntad  de  dos  o  más  personas. 

La  opinión  de  que  por  la  contestación 
á  la  demanda  se  forma  un  contrato 
entre  ambos  litigantes,  parece  difícil  de 
sostener.  Nada  de  particular  tiene  que 
los  jurisconsultos  romanos  hayan  cora- 
parado  el  juicio  á  un  contrato,  dado  que 
en  Roma  el  origen  histórico  de  aquél  es 
la  decisión  contractual  (6);  pero  en  el 
derecho  actual  no  hav  convención  tácita 
ni  expresa,  no  hay  un  compromiso  judi- 
cial. En  el  compromiso,  las  partes,  de 
común  acuerdo,  dan  la  misión  á  un  arbi- 
tro de  pronunciar  la  decisión  de  sus 
diferencias,  éste  es  el  objeto  del  contrato; 
pero  el  Juez  no  recibe  de  los  litigantes 
poderalguno  de  decidir,  ese  poder  es  inhe- 
rente á  su  cargo,  no  dimana  de  las  par- 
tes sino  del  Estado  (7). 


actio  prístina  conoertitur  in  actionem  judtcati  atque 
ita  navatur, 

(5)  Obra  cit  ,  núms.  1290  j  1291. 

(6)  Véase  Ihbbin'Q,  loe.  cit. 

(7)  La  opinión  de  que  en  un  litigio  se  forma  un 
contrato  judicial  entre  los  litigantes  está  mnj  exten- 
dida. Yéase  Demolombe  Cours  de  Code  Napoleón^ 
XXX,  númn.  281,  282  j  295;  Dbmantb  y  Colmbt 
DE  Santbrrb,  Cours  de  Code  Civil,  Y,  núm.  328  bis., 
Xiy;BoNNiBR.  Tratado  de  las  Pruebas,  trad.  de 
esta  Revista,  tomo  2."  página  401:  Lacostb,  De  la 
chose  jugie,  núms.  473  y  494,  si  bien  oree  que  ese 
contrato  es  una  ficción;  Griolet  en  su  tratado  De 
Vautorité  de  la  chose  jugée;  páginas  147  y  148,  dice  y 
con  razón  que  las  palabras  contrato  judicial  no  son 
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La  doctrina  de  Savígny,  de  que  la  litis- 
contestatio  no  es  un  contrato  porque  (íür 
ta  en  ella  la  voluntad  libre,  me  parece 
asimismo  insostenible;  verdad  es  que  el 
actor  está  obligado  á  acudir  al  terreno 
judicial  si  no  quiere  exponerse  á  que  su 
derecho  se  extinga  por  prescripción,  como 
el  demandado  se  vé  obligado  á  compare- 
cer en  el  juicio  y  se  expone  en  otro  casoá 
ser  condenado  en  rebeldía;  pero  todo  esto 
no  impide  que  la  voluntad  de  ambos  liti- 
gantes sea  perfectamente  libre.  Si  supo- 
nemos á  un  reo  del  delito  de  violación, 
que  para  obtener  el  perdón  de  la  parte 
ofendida  celebra  con  ella  un  contrato,  es 
indudable  que  su  prestación  en  el  contra- 
to estipulado  se  debe  al  temor  de  la  gra- 
ve pena  que  le  espera  de  no  obtener  el 
perdón  deseado,  y  no  obstante  ese  con- 
trato es  perfectamente  válido  y  en  él 
existe  verdadero  consentimiento.  El  te- 
mor no  anula  la  voluntad,  quamvis  si 
liberum  esse  nohissem,  tamen  coactus 
volui.  La  violencia  cuando  es  injusta, 
da  una  acción  para  la  anulación  ó  resci- 
sión del  contrato  bajo  su  influencia  cele- 
brado; por  la  injusticia  que  la  violencia 
envuelve,  no  por  falta  de  voluntad;  no 
habiendo  esa  injusticia  la  voluntad  es 
intachable.  Si  no  se  forma  un  contrato 
por  la  contestación  á  la  demanda,  es  por 
que  no  hay  objeto  que  sea  materia  del 
contrato,  ni  hay  voluntad  en  ambos  liti- 
gantes de  contratar.  La  opinión  muy 
generalizada  de  que  por  la  contestación 
á  la  demanda  se  forma  un  cuasicontrato, 
tiene  su  base  más  bien  en  el  Derecho  ro- 
mano que  en  el  actual.  Los  romanistas 
calificaron  á  la  litiscontestatio  de  cuasi- 
contrato, atendiendo  á  la  novación,  muy 


8ÍDO  ana  buena  fórmula  para  hacer  entender  que  la 
sentencia  en  obligatoria. 


limitada  por  lo  demás  que  producía  en 
los  derechos  deducidos  en  juicio,  y  así 
como  en  los  demás  cuasicontratos  hay 
un  contrato  al  cual  se  asemejan,  en  éste 
de  litiscontestatio  se  suponía  que  tenía 
por  tipo  la  novación.  Actualmente  el  jui- 
cio no  produce  novación  alguna;  verdad 
es  que  existe  una  acción  y  excepción  de 
cosa  juzgada;  pero  ni  esa  acción  es  con- 
secuencia de  la  demanda  ó  contestación, 
si  no  de  una^sentencia  firme,  ni  tampoco 
produce  una  novación. 

Ciertamente  que  en  la  demanda  y  con- 
testación hay  actos  libres  que  pueden 
producir  determinados  efectos  jurídicos; 
pero  si  por  esto  se  les  quisiera  calificar 
de  cuasicontratos,  habría  que  calificar 
así  á  muchos  otros  actos  dentro  del  pro- 
cedimiento que  también  son  libres  y  pro- 
ducen efectos  jurídicos. 

Esta  cuestión  es  más  bien  teórica  que 
práctica,  porque  en  cuanto  á  los  efectos 
jurídicos  de  los  actos  referidos,  no  puede 
haber  duda;  el  actor  con  su  demanda  in- 
troduce para  la  decisión  del  Juez  la  de- 
claración de  un  derecho,  y  desde  este  mo- 
mento tiene  un  derecho  adquirido  á  que 
la  decisión  recaiga  en  su  día,  previos 
los  trámites  correspondientes,  como  el 
demandado  con  la  contestación  adquiere 
otro  derecho  para  que  en  su  día  se  decida 
si  es  ó  nó  arreglado  á  justicia  lo  que  so- 
licita. Importa  poco  para  el  caso  que 
por  la  contestación  se  forme  un  contra- 
to, cuasicontrato,  ó  sea  un  acto  espe- 
cial de  procedimiento.  Lo  que  no  cabe 
duda  es  que  hay  un  acto  jurídico,  una 
pretensión,  que  interpuesta  en  forma,  el 
Juez  no  puede  sustraerse  á  la  decisión, 
como  no  puede  sustraerse  á  decidir  un 
recurso  de  reforma  ó  de  apelación.  De 
esto  se  deduce  que  por  la  demanda  el  ac- 
tor adquiere  un  derecho  á  la  sentencia, 
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como  por  la  contestación  lo  adquiere  el 
demandado,  y  á  semejanza  de  lo  que 
ocurre  en  un  contrato  bilateral,  ese  de- 
recho de  cada  uno  de  los  litigantes  no 
desaparece  mientras  no  intervenga  la 
propia  voluntad  renunciando  á  él. 

Lo  dicho,  que  es  de  lo  más  elemental, 
ya  se  mire  esta  cuestión  bajo  el  punto  de 
vista  de  los  principios  generales  de  dere- 
cho, ya  se  mire  bajo  las  reglas  que  racio- 
nalmente tienen  que  regular  el  procedi- 
miento, es  en  la  práctica  constantemen- 
te violado.  Aán  después  de  contestada 
la  demanda,  lo  mismo  en  el  desistimien- 
to del  actor,  que  en  el  allanamiento  del 
demandado,  lo  corriente  es  que  se  dicte 
una  providencia  que  diga:  Por  allanado 
6  por  desistido,  con  las  costas. 

La  práctica  confunde  el  desistimiento 
ó  allanamiento  en  una  instancia,  con  el 
desistimiento  de  un  recurso  de  apelación, 
cosas  enteramente  distintas.  En  un  re- 
curso de  apelación  hay  una  segunda  ins- 
tancia á  la  cual  sólo  tiene  derecho  el  ape- 
lante, y  es  natural  que  si  éste  renuncia  á 
su  derecho,  surta  la  renuncia  completo 
efecto;  pero  en  un  litigio  en  que  está  con- 
testada la  demanda,  hay  una  instancia 
á  que  tienen  derecho  dos  personas,  y  es, 
por  tanto,  equiparar  lo  que  no  tiene  la 
menor  semejanza. 

En  esa  providencia,  cuya  crítica  hace- 
mos, brilla  una  completa  incoherencia. 
En  efecto,  para  condenar  en  costas,  es 
preciso  juzgar  según  la  petición  de  la 
parte  contraria  á  la  allanada  ó  desisti- 
da, porque  de  oficio  no  puede  el  Juez 
condenar  en  costas.  Si  el  Juez  se  cree  en 
el  caso  de  juzgar  acerca  del  extremo  de 
costas,  ¿por  qué  no  juzga  también  en 
cuanto  á  los  demás  extremos  de  la  de- 
manda ó  contestación?  ¿En  qué  se  dife- 
rencia una  petición  de  la  otra?  Por  otra 


parte  ¿cómo  se  decide  por  una  providen 
cia  una  parte  de  la  declaración  definiti- 
va del  litigio  que  sólo  puede  hacerse  en 
forma  de  sentencia?  Esa  práctica  es, 
pues,  una  mera  rutina,  un  proceder  pu- 
ramente empírico,  que  no  tiene  base  al- 
guna en  la  ley,  ni  en  las  reglas  generales 
del  procedimiento  (1). 

El  desistimiento  del  actor  y  el  allana- 
miento del  demandado  no  son  actos 
idénticos  y,  por  tanto,  conviene  que  tra- 
temos ambos  casos  con  la  debida  sepa- 
ración. 

Cuando  el  actor  desiste,  el  demanda- 
do queda  dueño  del  procedimiento,  y 
por  tanto,  puede  elegir  á  su  voluntad 
una  de  las  tres  soluciones  que  vamos  á 
examinar. 

Puede  mostrarse  conforme  con  el  de- 
sistimiento y  á  su  vez  renunciar  á  que  se 


(1)  En  dos  ocasiones  de  la  práctica  profesional 
y  en  las  dos  se  trataba  del  desistimiento  de  la  parte 
actora,  hemos  visto  con  sorpresa  esa  providencia. 
En  la  primera  ocasión  habíamos  reconvenido,  7  á 
pesar  de  eso,  se  dio  por  terminado  el  litigio;  en  t^I 
caso,  puede  calificarse  de  atrocidad  el  proceder  del 
Juez,  porque  siendo  la  reconvención  una  verdadera 
demanda,  ésta  se  dejaba  sin  efecto,  prescindiendo  de 
la  voluntad  del  demandante;  pero  como  en  el  caso 
el  actor  era  perfectamente  insolvente,  no  interpu- 
simos recurso  alguno  contra  la  providencia.  En  la 
otra  ocasión,  después  de  contestar  á  la  demanda, 
el  actor  desistió,  y  recayó  la  providencia  consa- 
bida; pedimos  reposición  para  que  se  dictara  senten- 
cia, porque  nos  interesaba  que  hubiera  cosa  juzga- 
da, y  no  estimado  aquel  recurso,  apelamos. 

Lo  inexplicable  es  que  hubiera  una  Sala  de  Au 
diencia  que  confirmara  lo  hecho  por  el  Jues,  sentan- 
do la  doctrina  que  el  actor  tiene  siempre  el  derecho 
de  desistir  y  de  hacer  terminar  así  todo  el  procedi- 
miento. Más  inexplicable  es  aún  que  la  Sala  diga 
que  en  ese  caso  el  desistimiento  puede  producir  ó 
nó  la  excepción  de  cosa  juzgada,  según  prudente  ar- 
bitrio del  Jaez.  No  habiendo  sentencia  ni  habiendo 
contrato  porque  no  hay  acuerdo  de  voluntades,  no 
comprendo  de  dónde  puede  derivarse  la  autoridad 
de  la  cosa  juzgada.  Probablemente,  se  confunde  este 
caso  con  el  de  allanamiento  del  demandado. 

Véase  lo  que  más  adelante  decimos  en  el  texto. 
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dicte  sentencia,  en  cuyo  caso,  como  los 
dos  interesados  renuncian  ala  instancia, 
el  Juez  tiene  que  limitarse  á  dar  por  ter- 
minado el  litigio  sin  pronunciar  condena 
ni  siquiera  en  costas  (1). 

En  la  práctica,  no  obstante,  ha  de  ser 
muy  raro  que  ese  caso  se  presente,  por- 
que es  de  interés  del  demandado  que  en 
el  litigio  recaiga  sentencia. 

Basta  hacer  notar  que  si  no  hay  sen- 
tencia no  hay  cosa  juzgada,  y  el  actor 
puede  cuando  le  acomode,  promover  un 


(1)  £1  desistimiento  paede  presentarse  bajo  dife- 
rentes formas:  haj  casos  en  que  es  un  verdadero 
contrato,  como  cuando  demandante  y  demandado, 
conformes  en  desistir  del  litigio,  lo  manifiestan  así 
al  Juez,  6  cuando  el  actor  ofrece  jndicialmente  e^ 
desistimiento  para  que  el  demandado  lo  acepte; 
aceptado,  hay  un  contrato  que  termina  el  litigio; 
rechazado,  ese  desistimiento  queda  reducido  á  una 
polUcitaiio  que  no  puede  surtif*  efecto  alguno.  Más 
difícil  es  decidir  si  el  desistimiento  incondicional 
del  actor  constituye  un  contrato  cuando  el  deman- 
dado se  manifiesta  conforme.  Los  tratadistas  fran- 
ceses, en  general  al  menos,  convienen  que  hay  ahí 
un  contrato  judicial;  pero  esta  solución  explicable 
dada  la  jurisprudencia  francesa  sobre  el  desisti- 
miento, me  parece  inadmisible  en  nuestro  derecho.  En 
ese  caso  hay  seguramente  coincidencia  de  volunta- 
des; pero  para  que  exista  contrato  no  basta  que 
haya  coincidencia  de  voluntades,  es  preciso  que  cada 
una  se  manifieste  con  la  intención  de  qne,  ponién- 
dose de  acuerdo  con  la  voluntad  del  otro  contra- 
tante, resulten  relaciones  jurídicas,  y  eo  el  caso  en 
cuestión  el  actor  desiste  independientemente  de  la 
voluntad  del  otro  litigante,  renuncia  á  la  instancia 
porque  es  dueño  de  hacerlo  sin  que  el  contrario 
pueda  impedirlo,  como  el  demandado  puede  des- 
pués renunciar  á  la  suya  porque  queda  dueño  del 
litigio.  En  resumen,  hay  dos  voluntades  que  coin- 
ciden, pero  inde  pendientemente,  sin  que  la  presta- 
ción de  la  una  sea  causa  de  la  prestación  de  la  otra. 

De  lo  anteriormente  expuesto,  que  el  desisti- 
miento es  un  acto  en  sí  mismo  perfecto,  se  deduce 
que  llegado  el  caso,  el  Juez  debe  tener  per  hecho 
desde  luego  el  desistimiento,  sin  perjuicio  de  que 
oyendo  al  demandado  dé  por  terminado  el  asunto, 
si  éste  está  conforme  con  el  desistimiento,  cite  para 
sentencia  ó  mande  seguir  la  tramitacióu  según  la 
voluntad  de  esa  parte. 

Ycase  lo  que  decimos  en  el  texto. 


nuevo  litigio,  porque  el  anterior  se  ter- 
minó de  una  manera  análoga  al  caso  en 
que  se  dechira  la  caducidad  de  la  instan- 
cia. El  demandado  sólo  aceptará  el  de- 
sistimiento cuando  esté  particularmente 
de  acuerdo  con  el  actor  ó  cuando  tenga 
un  interés  especial  en  evitar  la  sentencia, 
y  ésta  no  le  es  necesaria,  por  ejemplo,  si 
el  actor  es  absolutamente  insolvente  y 
el  demandado  quiere  evitar  los  gastos 
que  la  sentencia  supone. 

Lo  probable  es  que  el  demandado  pida 
que  se  dicte  sentencia;  pero  depende  de 
su  voluntad  que  esa  sentencia  siga  inme- 
diatamente al  desistimiento  ó  que  antes 
de  ella  se  tramite  por  completo  el  juicio, 
y  es  muy  fácil  darse  cuenta  de  las  razones 
que  inoverán  al  demandado  á  optar  por 
uno  ú  otro  extremo. 

Cuando  el  demandado  opta  porque  se 
dicte  sentencia  inmediatamente,  el  Juez 
tiene  que  pronunciarla,  fundándola  en  la 
falta  de  acción  del  demandante,  pues  si 
bien  el  desistimiento  sólo  significa  la  re- 
nuncia á  la  instancia,  como  el  Juez  no 
puede  absolver  de  la  instancia  porque 
debe  juzgar  en  el  fondo,  de  aquí  que,  re- 
nunciada aquélla,  venga  la  absolución 
del  demandado  absolutamente  lo  mismo 
que  si  el  actor  no  hubiera  probado  su  ac- 
ción: renunciando  el  actor  á  defender  su 
acción,  es  como  si  no  la  tuviera.  Pero  á 
no  ser  que  se  hubiera  realizado  la  prueba, 
el  Juez  no  puede  estimar  las  excepciones 
del  demandado,  y  para  éste  puede  ser  de 
interés  que  esas  excepciones  se  estimen 
en  la  sentencia  y  tengan  á  su  favor  la 
autoridad  de  la  cosa  juzgada.  El  actor, 
por  ejemplo,  reclama  una  cantidad  como 
debida  por  préstamo,  y  el  demandado 
excepciona  que  el  préstamo  ha  sido  pa- 
gado; se  comprende  que  el  demandado 
desee  que  en  la  sentencia  se  declare  el  pa- 
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go  como  realizado.  De  igual  manera  si 
excepcionó  la  novación,  puede  ser  de  inte- 
rés capital  para  él  que  la  novación  se 
estime  y  adquiera  asi  la  autoridad  de  la 
cosa  juzgada. 

Que  tiene  derecho  á  ello  no  cabe  la  me- 
nor duda,  porque  su  instancia  debe  resol- 
verse tal  como  la  planteó  en  la  contesta- 
ción. Por  consiguiente,  si  cuando  el  de- 
mandante desiste  no  ha  realizado  su 
prueba  el  demandado,  bien  puede  solicitar 
que  el  asunto  se  reciba  á  prueba  y  que 
continúe  por  todos  los  trámites  hasta 
sentencia  (1). 

El  desistimiento  puede  presentarse  tam- 
bién bajo  la  forma  de  una  pollicitatioy 
si  el  actor  renuncia  su  derecho,  pero  debe 
tenerse  en  cuenta  que  si  por  esa  renun- 
cia *se  quiere  renunciar  el  derecho  que 
tenga  en  la  cosa  litigiosa,  hay  un  ofreci- 
miento que  no  puede  surtir  efecto  algu- 


(1)  Qaizá  He  vea  un  iuoouvenieute  en  esta  facul- 
tad del  demandado  en  la  circunstancia  de  que  se 
aumentaran  las  coHtas  en  que  será  condenado  el  ac- 
tor por  feU  desistimiento;  pero  éste  sería  un  error,  y 
el  abuso,  si  lo  hny.  será  consecuencia  de  que  el  Jnez 
no  sabe  cumplir  con  su  deber.  En  la  sentencia  defi- 
nitiva, el  actor  debe  ser  condenado  en  costas  hasta 
el  de8i^  ti  miento;  pero  d«''allí  en  adelante  bien  ]íUf*áe 
el  Juez  declarar  que  no  impone  costas  si  el  seifui- 
miento  del  litigio  por  todos  los  trámites  no  le  parece 
justificado. 

Podría  ocurrir  la  du^la  de  si  después  que  el  actor 
desistió,  continúa  siendo  parte  en  las  diligencias 
posteriores  cuándo  el  demandado  opta  por  seguir  el 
litigio  A  mi  juicio,  es  preciso  contestar  afirmativa- 
mente. El  actor  sigue  siendo  parte  en  el  litigio,  pi*r- 
que  él  sólo  se  separó  de  sn  instancia;  pero  solamente 
con  derecho  á  discutir  las  excepciones  del  deman- 
dado, así  no  podrá  proponer  prueba  para  justificar 
los  hechos  en  que  fundó  su  acción,  porque  ésta  está 
abandonada;  pero  bien  puede  proponerla  para  com- 
batir las  excepciones,  así  en  el  csso  supuesto  en  el 
texto  le  es  lícito  articular  prueba  para  demostrar 
que  no  hubo  novación  ó  que  ésta  recayó  sobre  otro 
crédito. 

Yéase  el  artículo  849  de  la  Ley  de  Enjuiciamien- 
to Civil. 


no,  dado  que,  según  el  artículo  1178  del 
Código,  debe  revestir  la  forma  de  la  do- 
nación. 

Hasta  ahora  hemos  examinado  el  de- 
sistimiento, pero  conviene  que  dedique- 
mos algunas  palabras  al  acto  del  de- 
mandado llamado  allanamiento;  en  la 
práctica  se  le  trata  igual  que  el  desisti- 
miento con  la  consabida  providencia  por 
allanado  con  las  costas,  A  mi  juicio,  hay 
aquí  también  un  error.  Desde  el  punto  de 
vista  del  derecho  constituido  creo  que  la 
cuestión  no  tiene  racionalmente  duda  (2). 

El  artículo  1541  de  la  ley,  suponiendo 
que  los  demandados  se  allanen,  ordena 
que  se  cite  á  las  partes  para  sentencia  y 
que  se  dicte  ésta;evidentemente  tal  precep- 
to no  es  especial  para  las  tercerías  sino 
la  mera  aplicación  á  un  caso  especial 
de  una  regla  general;  véanse  además  los 
artículos  1577  y  1578  donde,  dada  una 
presunción  de  conformidad  del  deman- 
dado con  la  demanda,  se  dicta  senten- 
cia. Desde  el  punto  de  vista  de  la  prác- 


(2)  Tampoco  á  mi  juicio  tiene  duda  que  desisti- 
do el  actor,  puede  el  demandado  exigir  sentencia. 
Además  de  los  priocipioü  generales  que  hemos  de- 
senvuelto en  el  texto,  véase  el  artículo  361  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento,  la  ley  9.»,  título  22,  Parti- 
da 3.*,  que  da  expresamente  ese  derecho  al  deman- 
dado, fti  bien  en  ciertos  casos  autoriza  al  Juez  paní 
absolverle  tan  lólo  de  la  instancia  j  la  sentencia  del 
Tribunal  Supremo,  del  5  de  diciembre  de  1891,  en 
BUS  dos  primeros  conHÍderandos,  que,  aunque  no  ex- 
plícitamente, da  por  supuesto  que  después  de  la  con- 
te^tHción  á  la  demanda,  debe  recaer  sentencia. 

Pueden  consultarse  sobre  el  desistimiento  y  el  alla- 
namiento las  siguientt-s  sentencias  del  Tribunal  Su- 
premo, inspirada?  en  la  misma  doctrina  que  defen- 
demos; para  mayor  com<»didad  citamos  k  continua- 
ción de  la  fecha  de  la  sentencia,  el  tomo  y  página 
de  la  colección  de  esta  Revista  donde  puede  consul- 
tarse: 19  de  enero  de  1885,  tomo  LVII,  pág.  67;  19 
de  abiil  de  1886,  tomo  LIX,  pág.  745;  15  de  abril 
y  18  de  junio  de  1890,  tomo  LXVII,  págs.  453  y 
806;  2  de  marzo  y  18  de  abiil  de  1901,  tomo  XGI 
pág.  304. 
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tica,  aunque  la  ley  no  lo  dijera,  no  se 
comprende  que  racionalmente  pudiera 
hacerse  otra  cosa;  el  demandante  pide 
que  se  dicte  sentencia  con  determinada 
condena,  j  el  demandado,  al  allanarse, 
no  hace  otra  cosa  que  pedir  también  la 
misma  sentencia,  de  manera  que  si  el 
Juez  no  la  dicta,  tal  como  de  común 
acuerdo  se  solicita,  decide  incongruente- 
mente con  lo  solicitado  por  las  partes. 

Fué  muy  discutido  por  los  glosadores 
si  en  caso  de  una  simple  confesión  del 
demandado  á  la  demanda,  debía  dictar- 
se sentencia.  Savigny  (l),*dice  que  es 
una  cuestión  teórica  que  carece  de  impor- 
tancia práctica.  Esto  es  exacto,  porque 
aunque  no  se  dicte  sentencia,  hay  una 
renuncia  tácita  de  los  derechos  del  de- 
mandado y  á  esa  renuncia  judicial  hay 
que  reconocerle  el  valor  al  menos  de  una 
transacción,  pero  á  mi  juicio  nuestra  ley 
al  mandar  que  se  dicte  sentencia,  está 
dentro  de  la  buena  doctrina. 

Es  preciso  suponer  un  demandado  que 
al  contestar  diga:  Estoy  conforme  con 
realizar  todas  las  prestaciones  que  el  ac^ 
tor  me  pide,  aunque  no  me  allane  en  ab- 
soluto á  la  demanda  porque  no  quiero 
que  recaiga  sentencia. 

Se  podtía  sostener  que  en  un  caso  así, 
puesto  que  no  hay  diferencias  que  resol- 
ver, la  sentencia  huelga.* 

Pero  debe  notarse  que  el  actor,  al  acu- 
dir al  Juez  pidiendo  que  dictara  senten- 
cia en  determinado  sentido,  no  hizo  más 
que  usar  de  un  derecho,  y  no  se  vé  la  ra- 
zón por  qué  el  demandado  que  ha  dado 
lugar  á  que  el  actor  adquiera  ese  dere- 
cho, pueda  privarle  de  él.  El  Juez  no  es 
un  arbitro  para  dirimir  diferencias,  es  un 
funcionario  encargado  por  la  sociedad 

(1)  Obra  cUada^  tomo  V;  nota  g^  pág.  34. 


de  declarar  el  derecho,  y  desde  que  en 
tiempo  y  forma  se  le  pide  una  declaración 
de  tal  naturaleza,  no  puede  sustraerse  á 
su  misión.  Nótese  que  si  ese  allanamiento 
ha  de  producir  la  autoridad  de  la  cosa 
juzgada,justo  es  que  la  forma  correspon- 
da al  fondo.  No  se  nos  objete  que  en  caso 
de  transacción  judicial  hay  cosa  juzgada 
sin  sentencia,  porque  en  ese  caso  hay  un 
contrato  destinado  en  el  ánimo  de  las 
partes  á  suplir  á  la  sentencia  en  perspec- 
tiva. 

A  mi  juicio,  fué  tan  discutida  esta  cues- 
tión, más  bien  que  porque  ofreciera  du- 
das, porque  se  tenía  á  la  vista  el  Pretor 
romano,  que  en  caso  de  confesión  tenía 
al  demandado  projudicato  como  conde- 
nado sin  dictar  sentencia;  pero,  á  mi  jui- 
cio, el  proceder  del  magistrado  romano, 
más  es  contrario  que  favorable  á  la  opi- 
nión que  lo  invocaba  en  su  auxilio. 

En  la  más  antigua  acción  de  ley  el  liti- 
gio se  formalizaba  por  una  apuesta,  y 
luego  se  nombraba  el  judex  que  dictara 
sentencia,  y  en  caso  de  confesión  del  de- 
mandado, no  había  apuesta  ni  nombra- 
miento de  Juez;  de  manera  que  la  falta  de 
sentencia  obedecía  á  una  especialidad  del 
procedimiento;  pero  la  prueba  de  que  no 
obedecía  á  la  naturaleza  de  las  cosas,  la 
tenemos  que  en  caso  de  in  jure  cessio, 
que  es  una  reivindicación  fingida,  una  es- 
pecie de  acto  de  jurisdicción  voluntaria 
tomado  de  la  verdadera  reivindicación, 
después  de  conformes  las  partes  que  al 
reivindicante  correspondía  la  propiedad, 
el  Pretor  no  daba  el  acto  por  terminado, 
sino  que  adjudicaba  la  cosa  al  actor,  es 
decir,  dictaba  una  verdadera  sentencia 
adecuada  al  caso.  No  estando  ligado  en 
este  caso  por  la  apuesta,  la  entrega  de  la 
fórmula  y  el  nombramiento  de  Juez,  pro- 
cedía, como  debe  hacerlo  el  Juez  de  hoy. 
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Si  comparamos  el  trámite  que  hemos 
señalado  en  caso  de  desistimiento  con  el 
de  allanamiento,  se  nota  una  diferencia 
sensible  entre  ambos.  En  el  allanamiento 
procede  se  cite  á  las  partes  para  senten- 
cia, y  en  el  desistimiento  el  Juez,  después 
de  haber  por  hecho  el  desistimiento,  debe 
oír  al  demandado,  para  silenciar  el  asun- 
to, citar  inmediatamente  para  senten- 
cia 6  seguirla  tramitación  del  juicio.  La 
causa  de  esta  diferencia  es  muy  fácil  de 
explicar.  Generalmente,  se  dice  que  alla- 
namiento es  el  caso  inverso  del  desisti- 
miento (1 ),  lo  que  no  me  parece  exacto;  en 
el  allanamiento  hay  una  aceptación  del 
demandado  á  las  pretensiones  del  actor, 
mientras  que  en  el  desistimiento  sólo  hay 
un  actor  negativo;  el  actor  se  niega  á  se- 
guir litigando,  no  hay  una  renuncia  del 
derecho  que  le  pueda  corresponder  en  fa- 
vor del  otro  litigante,  sino  una  separa- 
ción de  la  instancia;  de  aquí  que  el  trámi- 
te tenga  que  ser  diferente  en  ambos  casos. 
Pero  puede  suceder  que,  en  efecto,  el  acto 
del  demandante  equivalga  á  un  allana- 
miento. Supongamos  que  el  actor  no  sólo 
desiste  de  la  demanda,  sino  que  se  allana 
á  lo  solicitado  por  el  demandado  en  la 
contestación:  en  ese  caso  no  hay  duda 
posible,  procede  la  citación  para  sen- 
tencia. 

Hasta  aquí  hemos  supuesto  una  de- 
manda contestada,  porque  antes  de  la 
contestación,  el  actor  puede  desistir  cuan- 
tas veces  se  le  antoje. 

Verdad  es  que  no  hay  precepto  termi- 
nante que  exprese  esta  regla,  pero  ade- 
mas de  los  principios  generales,  tenemos 
el  artículo  157  de  la  ley,  que  parece  una 
aplicación  de  la  regla  que  mientras  la 
demanda  no  esté  contestada,  el  deman- 


dante es  dueño  de  la  litis.  Aún  los  tra- 
tadistas que  sostienen  que  la  litis  can- 
tes tatio  se  verifica  hoy  por  la  citación  y 
emplazamiento,  admiten  el  desistimiento 
hbredel  demandante,  mientras  la  deman- 
da no  esté  contestada. 

La  regla  referida  es  de  aplicación,  aún 
en  el  caso  que  el  demandado  verificara 
todas  las  prestaciones  que  el  actor  solici- 
te en  su  demanda:  esta  circunstancia  no 
le  eximiría  de  comparecer  en  el  juicio. 
Verdad  es  que  en  ese  caso  debe  ser  ab- 
suelto,  fundándose  en  el  pago  hecho,  pero 
esto  no  priva  que  haya  sido  demandado 
justamente  y  que  tenga  que  comparecer 
en  el  juicio.  Si  no  satisfaciere  á  toda  la 
reclamación  del  actor,  por  negarse,  por 
ejemplo,  á  pagar  las  costas,  el  juicio  se- 
guiría por  éstas  y  en  la  sentencia  el  Juez 
absolvería  al  demandado  como  en  el  ca- 
so anterior,  por  la  prestación  principal,  y 
en  cuanto  á  las  costas  haría  la  declara- 
ción que  procediese.  El  demandante  es 
dueño  del  litigio  y  el  demandado  no  tiene 
medio  de  privarle  de  la  sentencia. 

Conviene  precisar  el  momento  en  que 
el  actor  tiene  así  sujeto  al  demandado, 
porque  en  la  práctica  se  presentan  casos 
en  que  es  de  interés  determinarlo.  Si  el 
demandado  paga  lo  que  en  la  demanda 
se  le  exige,  el  actor  no  puede  rechazarlo, 
pero  si  paga  desde  que  está  ligado  por  la 
instancia,  esto  no  le  impide  de  verse  obli- 
gado á  comparecer  en  juicio,  como  si  lo 
efectúa  antes  de  aquel  momento,  el  actor 
debe  retirar  la  demanda  (2). 

Ese  momento  parece  que  está  determi- 
nado por  la  citación  y  emplazamiento: 


(1)  Savigny.— Ob.  y  tomo  cit.,  pág.  311. 


(2)  Téngase  en  cuenta  que  esto  no  impide  que 
quizá  el  demandado  esté  obligado  á  indemnizar  al 
actor  de  los  gastos  de  preparación  del  litigio,  pero 
tendrá  que  entablar  nueva  demanda. 
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desde  que  el  demandado  está  emplazado 
le  obsta  la  instancia  y  no  puede  sustraer 
se  á  ella.  Antes  de  aquel  acto  queda  extra 
ño  á  la  misma  y  no  le  puede  ser  opuesta 

Lo  expuesto  nos  permite  determinar  si 
desde  la  citación  y  emplazamiento  hay 
pleito  pendiente.  Creemos  que,  en  general, 
esta  pregunta  debe  contestarse  afirma- 
tivamente (1). 

Se  objeta  que  el  demandado  puede  alla- 
narse, y  que  en  ese  caso  no  podrá  nunca 
decirse  que  hubo  pleito,  pero  debe  tener- 
se en  cuenta  que  aún  en  caso  de  allana- 


(1)  El  Tribunal  Supremo,  en  sentencia  de  17  de 
enero  de  1877,  parece  establecer  la  doctiina  que 
mientras  no  hay  contestación  á  la  demanda,  no  hay 
pleito  pendiente;  pero  en  la  de  26  de  febrero  de  1897 
Tuelve  sobre  su  doctrina.  Alguna  ley  de  Partida  se 
inspira  en  el  mismo  criterio  que  la  primera  senten> 
cia  citada;  pero  quizá  el  legislador  tuvo  á  la  vista  el 
antiguo  procedimiento  romano,  profundamente  di- 
ferente del  actual. 


miento  hay  las  tres  circunstancias  esen- 
ciales en  todo  juicio:  demanda,  contesta- 
ción y  sentencia. 

Frecuentemente,  hemos  oído  lamentar- 
se de  que  la  ley  de  Enjuiciamiento  tuvie- 
ra muchas  lagunas,  entre  ellas  la  mate- 
ria que  es  objeto  de  este  artículo.  La  ley 
no  está  tan  mal,  porque  en  la  mayoría 
de  los  casos,  los  principios  generales  bas- 
tan y  sobran  para  llenar  las  supuestas 

* 

lagunas.  La  culpa  es  nuestra,  que  parti- 
mos del  supuesto  que  la  ley  no  obedece 
á  principios  generales,  los  que,  bien  apli- 
cados, nos  dan  solución  científica  y  prác- 
tica á  dificultades  que  de  otra  manera 
parecen  insolubles. 

Ferrol,  marzo  de  1905. 

Manuel  Calderón, 

Registrador  de  la  Propiedad 


<•> 
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LA  SECCIÓN  DE  CIENCIAS  JURÍDICAS  Y  SOCIALES 

DEL 

TBRCER    CONGRESO    CIENTÍFICO    LATINO • AMERICANO   (D 


KBSBÑA   DE  SUS  TRABAJOS  Y   CONCLUSIONES 


En  el  desempeño  del  muy  honroso  cargo 
de  miembro  de  la  delegación  uruguaya 
ante  el  3.*^^  Congreso  Científico  Latino- 
Americano,  tuve  la  satisfacción  de  asistir 
al  gran  torneo  intelectual  que  se  celebró 
en  Río  Janeiro  desde  el  6  hasta  el  16  del 
mes  de  agosto  del  año  corriente. 

Los  gratos  recuerdos  que  traje  de  mi 
estadía  entre  el  buen  pueblo  brasileño, 
no  se  borrarán  nunca,  ni  nunca  podré 
corresponder  á  las  atenciones  que  allí 
recibí  y  que  fueron  generosa  y  sincera- 
mente tributadas  á  todos  los  delegados 
que  á  dicho  Congreso  concurrieron,  lle- 
gados de  las  naciones  de  la  América 
latina. 

La  impresión  que  recibí  de  la  inteligen- 
cia, laboriosidad  y  patriotismo  de  los 


(1)  De  la  Revista  de  Derecho,  Jurisprudencia    y 
Administración,  Montevideo,  Año   XII,  námero  1. 


hijos  de  aquel  grande  y  hospitalario 
país,  es  tan  profunda,  que  veo  claro  el 
porvenir  grandioso  que  está  reservado  á 
esa  tierra  privilegiada  por  más  de  un 
concepto;  su  grandeza  presente  se  multi- 
plicará ineludiblemente  en  el  porvenir, 
pues  tiene  todos  los  elementos  más  nece- 
sarios para  ello. 

La  Comisión  organizadora  del  3.*'  Con- 
greso,—presidida  por  una  de  las  figuras 
más  grandes  del  Brasil,  el  eminente  mar- 
qués de  Paranaguá,  cuya  vida  é  inteli- 
gencias preciosas  respetan  los  años,— 
desempeñó  su  cometido  á  entera  satis- 
facción: ni  un  solo  detalle  escapó  á  su 
amable  previsión,  y  cuando  los  delegados 
extranjeros  llegamos  á  Río  Janeiro,  ya 
estaba  todo  perfectamente  preparado 
para  empezar  la  labor,  y  las  carpetas  de 
las  diversas  secciones  repletas  de  impor- 
tantes trabajos,  esperando  ser  sometidos 
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á  la  consideración  de  los  amigos  que  de 
todos  lados  acudían. 

Como  miembro  de  la  Sección  de  Cien- 
cias Jurídicas  y  Sociales,  mi  aplauso 
debe  tributarse  especialmente  á  los  tres 
miembros  de  la  sub-comisión  organiza- 
dora de  los  trabajos  de  la  expresada  Sec- 
ción, doctores  Manuel  Alvaro  de  Souza 
Sa  Vianna,  Deodato  C.  Villela  dos  Santos 
Y  Ceferinode  Faría,  cuya  labor  inteligen- 
te pude  apreciar  de  cerca,  y  al  eminente 
estadista  y  notable  jurisconsulto  conse- 
jero doctor  Carlos  de  Carvalho,  (1)  que 
sustituyó  en  la  presidencia  de  la  dicha 
Comisión  organizadora,  al  marqués  de 
Paranaguá  que  en  aquellos  días  estuvo 
privado  de  salir  de  su  casa  por  motivos 
de  salud. 

Los  abogados  de  Montevideo,  que  con- 
currieron al  2^  Congreso  celebrado  aquí, 
recuerdan  siempre  al  presidente  entonces 
de  la  Sección  Ciencias  Sociales  v  Políti- 
cas,  doctor  Sa  Vianna,  á  quien  acabo  de 
referirme,  y  no  olvidan  su  inteligencia 
vivaz,  sus  ideas  generosas,  su  ilustración 
y  extremada  amabilidad,  y  recuerdan 
también  que  pocos  días  después  de  elegi- 
do para  presidir  las  tareas,  inmediata- 
mente después  de  oída  la  lectura  de  su 
trabajo  sobre  arbitraje,  nuestro  maestro 
el  doctor  don  Pablo  De-María  se  puso  de 
pié  y  pidió  que  por  aclamación  se  le  con- 
firmase en   la   presidencia,  pues   había 


(1)  En  momentos  de  entregar  los  originales  á  la 
imprenta,  me  sorprendo  dolo*  osamente  la  noticia 
de  la  muerte  de  este  ilustre  hombre  de  ciencia,  una 
de  las  personalidades  m4s  notables  d«l  Brasil,  esta 
dista,  diplomático  y  jurísconAulto,  lleno  de  condi- 
ciones sobresalientes.  Su  fallecimietito  es  para  su 
tierra  una  verdadera  desgracia  nacional.  £1  Uru- 
guay pierde  con  él  un  noble  amisro.  Los  que  tuTÍ~ 
mos  la  dicha  de  conocerlo  y  admirarlo  nos  asocia- 
mos de  todo  corazón  al  justo  duelo  del  pueblo 
brasileño . 


demostrado  que  entre  todos,  era  el  más 
digno  de  ocupar  dicho  cargo,  propuesta 
que  fué  aprobada  en  medio  de  grandes 
aplausos.  Pues  bien,  yo  puedo  decir  aho- 
ra que  el  doctor  Sa  Vianna  siempre  es 
nuestro  amigo  sincero,  que  recuerda  con 
aprecio  uno  por  uno  á  todos  los  compa- 
ñeros del  Congreso  de  Montevideo,  que 
estudia  con  el  mayor  empeño  todas  las 
producciones  jurídicas  uruguayas  y  las 
cita  frecuentemente;  después  de  lo  cual, 
fácilmente  ha  de  comprenderse  con  qué 
placer  hube  de  encontrarme  de  nuevo  con 
este  estimable  colega,  á  quien  estaba 
especialmente  vinculado  por  la  circuns- 
tancia de  haber  sido  yo  secretario  aquí 
de  la  Sección  que  él  presidió. 

Nuestras  sesiones  tuvieron  lugar  en  los 
salones  del  .''Instituto  da  Ordem  dos  Ad- 
vogados"  institución  la  más  antigua  y 
respetable  entre  las  de  su  género  en  toda 
la  América  latina,  y  que  desde  hace  más 
de  sesenta  años  está  prestando  al  Brasil 
invalorables  servicios  en  el  sentido  del 
mejoramiento  de  la  legislación,  y  cuya 
opinión  es  oída  y  altamente  apreciada 
siempre  que  se  trata  de  iniciar  alguna 
reforma  de  importancia  en  las  leyes  bra- 
sileñas. No  podía  ser  más  augusto  el 
recinto  que  nos  fué  destinado. 

En  la  sesión  inaugural  de  nuestros  tra- 
bajos fui  honrado  con  el  nombramiento 
de  presidente  de  la  Sección,  y  al  recibir 
tan  inesperada  como  grande  distinción, 
manifesté  que  la  aceptaba  sólo  como  una 
demostración  de  simpatía  á  mi  país  y 
que,  en  ese  concepto,  en  nombre  del  Uru- 
guay, daba  las  gracias  á  los  señores  con- 
gresales. 

Por  la  ligera  reseña  que  hago  en  segui- 
da, se  verá  que  realmente  fué  muy  impor- 
tante el  caudal  de  estudio  presentado  á 
la  Sección. 
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La  razón  qtie  me  ha  movido  á  hacer 
esta  relación  incompleta,  seguramente, 
es  la  de  que  los  lectores  uruguayos  de 
esta  Revista  no  tienen  sino  noticias  muy 
escasas  de  la  labor  de  nuestra  Sección,  y 
no  las  tendrán  completas  hasta  la  publi- 
cación de  las  actas  que,  aunque  verán  la 
luz  en  breve,  siempre  se  demorará  algu- 
nos meses. 

Para  llevará  cabo  esta  tarea,  he  toma- 
do como  base  de  información,  fuera  de 
mis  recuerdos,  las  crónicas  aparecidas  en 
t\  Journal  do  Commercio^  ese  coloso  del 
periodismo  fluminense. 


El  primero  de  los  trabajos  tratados  fué 
el  del  doctor  Alfredo  Russell,  estimable 
pretor  fluminense,  quien  disertó  sobre  el 
XIX  tema  del  cuestionario:  "¿En  ausen- 
cia de  capitulación  matrimonial  deberá 
prevalecer  el  régimen  de  comunidad  de 
bienes? 

La  discusión  á  que  dio  lugar  este  tema 
fué  interesantísima  y  brillante,  empezán- 
*dose  así  los  trabajos  de  la  Sección  bajo 
auspicios  sumamente  favorables. 

Varias  fueron  las  conclusiones  que  se 
presentaron  á  votación,  y  fué  aprobada 
la  presentada  por  los  señores  congfresales, 
consejero  Carlos  de  Carvalho,  doctores 
Souza  Bandeira,  Vicente  de  Ouro  Preto, 
Carlos  Soares  Guimar^es,  Alejandro  Al- 
varez,  Eliezer  Tavares,  Ferreira  Coelho, 
yo  y  otros,  concebida  en  los  siguientes 
términos: 

•*En  ausencia  de  capitulación  matrimo- 
nial, el  régimen  de  los  bienes  no  deberá 
ser  el  de  la  comunidad  universal  según  el 
régimen  brasileño  vigente,  sino  el  de  la 
separación  de  los  dos  patrimonios  y  la 
comunidad  de  los  gananciales." 


El  doctor  don  Solidonio  Leite,  distin- 
guido é  ilustrado  miembro  del* 'Instituto 
da  Ordem  dos  Advogados  Brazileiros" 
y  autor  de  varias  eruditas  obras  jurídi- 
cas, presentó  un  trabajo  contestando  la 
pregunta  XVI  del  cuestionario  formula- 
do por  la  Comisión  organizadora. 

La  pregunta  es  ésta:  ''¿Cuáles  son  las 
garantías  que  debe  tener  el  nombre  co- 
mercial, y  cuáles  las  condiciones  que  de- 
ben cumplirse  para  gozar  de  ellas?" 

El  doctor  Leite  trata  el  tema  con  toda 
competencia.  Combate  á  Yhering,  soste- 
niendo que  el  nombre  comercial  no  puede 
ser  objeto  de  propiedad;  se  ocupa  de  la 
expresión  "nombre  comercial"  y  las  fra- 
ses sinónimas;  pasa  luego  á  estudiar  las 
garantías  que  deben  amparar  al  nombre 
comercial,  ó  sea  su  tutela  jurídica,  y 
llega  á  las  siguientes  conclusiones: 

**1*  Las  garantías  del  nombre  comer- 
cial tienen  por  objeto  asegurar  las  dife- 
rencias, imprimiendo  ó  reprimiendo  con- 
fusión ó  concurrencia  desleal;  y  hácense 
efectivas  por  los  siguientes  medios,  que 
pueden  ser  precedidos  de  revisaciones  y 
embargos: 

**a)  Acción  civil,  para  que  se  prohiba  6 
reprima  la  usurpación  ó  el  acto  de  con- 
currencia desleal  y  se  mande  pagar  los 
daños  causados; 

**&)  Acción  criminal,  para  que  sea  cas- 
tigado el  responsable  de  la  usurpación  6 
el  concurrente  desleal;  v 

"c)  Acción  civil  para  obligar  á  quien 
tenga  derecho  á nombre  igual  ó  semejan- 
te, á  modificarlo  de  modo  que  no  pueda 
haber  equívoco  ó  confusión. 

**2*  Para  que  se  recurra  á  esos  medios 
que  garanten  el  nombre  comercial  ó  in- 
dustrial, se  requiere  que  se  evidencie  la 
existencia  ó  posibilidad  de  confusión  ó 
concurrencia  desleal. 
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"Con  el  objeto  de  que  las  garantías 
legales  sean  efectivas,  se  requiere: 

**a)  El  uso  anterior  y  legítimo  del 
nombre  en  ramo  idéntico  de  comercio;  y 

"6)  Que  ese  nombre  no  sea  del  dominio 
común." 

Bstas^  conclusiones  fueron  aprobadas 
sin  modificación  alguna,  recibiendo  el 
doctor  Leite,  justas  felicitaciones  por  la 
corrección  de  su  trabajo. 

El  doctor  Adherbal  de  Carvalho  pre- 
sentó una  memoria  respondiendo  afirma- 
tivamente á  la  VII  pregunta  del  cuestio- 
nario: **¿Es  admisible  la  institución  de  la 
adopción,  en  presencia  de  la  moderna 
orientación  del  derecho  civil?" 

Se  manifestó  entre  los  señores  congre. 
sales  una  opinión  predominante  á  favor 
de  la  tesis  sostenida  con  brillo  por  el  doc- 
tor Carvalho.  Durante  la  discusión  va- 
rios señores  se  declararon  contrarios  á 
ella,  considerándola  como  una  ficción  v 
no  conesponder  á  necesidad  real  algu- 
na, hoy  que  las  costumbres  romanas  que 
le  dieron  vida  y  razón  de  ser,  han  desa- 
parecido y  va  ganando  terreno  la  liber- 
tad de  testar. 

La  Sección  se  manifestó  de  acuerdo  con 
la  conclusión  del  doctor  Carvalho,  en  el 
sentido  de  que: 

"Es  admisible  la  institución  de  la  adop- 
ción, en  presencia  déla  moderna  orienta- 
ción del  derecho  civil." 

La  discusión  de  la  solución  que  debía 
darse  á  la  IV  pregunta  del  cuestionario, 
fué  una  de  las  más  interesantes. 

La  mencionada  cuestión  era  ésta: 
"¿Cuál  es  el  sistema  preferible  en  mate- 
ria de  identificación  de  los  reincidentes: 
el  sistema  antropométrico  de  Bertillón, 
ó  el  dactiloscópico  de  Vucetich? 

Se  presentaron  muy  meritorios  traba- 
jos, sosteniendo  uno  la  bondad  del  siste- 


ma antropométrico,  y  otros  la  del  dacti- 
loscópico. 

El  autor  del  primero,  es  el  doctor  don 
Alfredo  Giribaldi,  director  de  la  Oficina 
Antropométrica  de  Montevideo,  bien  co- 
nocido por  su  inteligencia  y  laboriosi- 
dad. Su  título  es  "Identidad  y  filiacio- 
nes", y  llegaá  las  siguientes  conclusiones: 

"1*  Declárase  el  "bertillonage",  el 
sistema  de  filiación  más  perfecto  y  acon- 
séjase su  adopción  á  las  naciones  latino- 
americanas, en  todas  sus  partes; 

"2*  La  dactiloscopia  según  el  sistema 
Vucetich,  es  un  complemento  necesario  á 
toda  filiación  y  átil  para  la  solución  del 
problema:  Identidad. 

"3*  Cada  una  de  las  naciones  latino- 
americanas  podrá  adoptar  como  base  de 
clasificación  en  sus  reparticiones  de  filia, 
ción,  el  sistema  antropométrico  ó  dacti- 
loscópico, según  la  altura  á  que  se 
encuentren  sus  respectivos  trabajos; 

"4*  Para  el  fin  de  la  intemalización, 
las  fichas  destinadas  al  intercambio  poli- 
cial constarán:  1^  de  las  medidas  se- 
gún el  sistema  Bertillón;  2^  del  retrato 
de  frente  y  perfil,  tomado  de  acuerdo  con 
las  indicaciones  del  mismo  sistema;  3^ 
de  la  fórmula  dactiloscópica  de  Vucetich, 
tal  como  se  emplea  en  la  repartición  de 
Montevideo; 

"5*  El  Congreso  reconoce  la  urgente 
necesidad  de  unificar  los  servicios  de  filia- 
ción científica  y  recomienda  á  los  gobier- 
nos la  adopción  de  medidas  en  tal  sen- 
tido." 

El  señor  Félix  Pacheco,  director  del 
Gabinete  de  Identificación  y  Estadística 
Criminal  de  Río  de  Janeiro,  joven  ilus- 
trado, de  inteligencia  brillante,  es  un 
entusiasta  partidario  del  sistema  Vuce- 
tich y  presentó  un  trabajo  titulado:  "La 
excelencia  del  sistema  dactiloscópico  Vu- 
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cetícli  y  la  necesidad  de  la  creación  de 
gabinetes  intercontinentales",  que  llega 
á  las  conclusiones  siguientes: 

'*a)  El  sistema  dactiloscópico  es  el  que 
más  conviene  adoptar  como  base  de  los 
convenios  internacionales  para  permuta 
de  informaciones  relativas  á  los  antece- 
dentes de  individuos  peligrosos; 

b)  Deben  ser  excluidas  en  absoluto  de 
esta  permuta,  las  informaciones  concer- 
nientes al  pasado  político  de  los  indivi- 
duos; 

c)  Sería  de  grande  utilidad  la  creación 
de  tres  gabinetes  intercontinentales,  para 
la  permuta  de  ^^Individualidades  dacti- 
loscópicas": una  en  una  capital  de  Euro- 
pa, otra  en  América  del  Norte,  extendien- 
do  su  radio  de  acción  hasta  América 
Central,  y  otra  en  América  del  Sud." 

Cerrado  el  número  de  trabajos  sobre 
este  tema  tan  importante,  presentó  el 
suyo  el  apreciable  creador  del  nuevo  sis- 
tema que  viene  obteniendo  triunfos  en 
Europa  y  América  sobre  el  bertillonage, 
—donjuán  Vucetich,  un  verdadero  após- 
tol de  la  dactiloscopia,  un  trabajador 
incansable,  un  hombre  meritorio  en  ex- 
tremo, que  se  ha  hecho  un  especialista, 
debido  á  su  solo  empeño  y  movido  por 
nobles  aspiraciones. 

El  trabajo  del  señor  Vucetich  se  llama 
''Evolución  de  la  dactiloscopia"  y  sus 
conclusiones  son  las  siguientes: 

**E1  sistema  que  más  conviene  adoptar 
es  el  ''Dactiloscópico  Sudamericano",  en 
la  forma  pregonada  por  los  doctores 
Lacassagne,  Locard  é  Ivert,  de  la  Uni- 
versidad de  Lyon: 

a)  Porque  es  sencillo,  rápido  y  exacto, 
permitiendo  encontrar  con  seguridad  y 
prontitud  la  individualidad  dactiloscó- 
pica archivada  en  el  armario;  la  sub- 
división por  familias,  obedeciendo  á  los 


cuatro  tipos  fundamentales:  Arco=A=l , 
presilla  internai=:lzi:2,  presilla  extema= 
E=3,  permite  extender  hasta  lo  infinito 
la  descomposición  analítica,  reuniendo, 
fuera  de  eso,  la  ventaja  de  ser  el  más 
económico,  el  de  más  fácil  difusión  y  el 
que  mejor  consulta  las  prerrogativas  de 
la  personalidad  humana; 

b)  Porque  en  el  sistema  dactiloscópico 
la  exactitud  no  depende  absolutamente 
del  operador:  cualquier  impresión  repeti- 
da el  número  de  veces  que  se  quiera,  da 
siempre  el  mismo  resultado;  no  existen 
dos  dedos  de  una  misma  persona  ó  dos 
de  personas  diferentes,  cuyo  diseño  papi- 
lar sea  idéntico:  basta  la  impresión  de 
un  solo  dedo  para  determinar  la  identi- 
dad matemática  de  cualquier  persona; 

c)  Porque  el  diseño  digital  es  inmuta- 
ble desde  los  últimos  meses  de  la  vida 
intrauterina  hasta  la  descomposición 
cadavérica;  solóla  dactiloscopia  permite 
comprobar  la  identidíid  exacta  de  los 
menores  y  de  los  cadáveres;  los  acciden- 
tes posibles  en  el  curso  de  la  vida,  no 
producen  otros  resultados  sino  indivi- 
dualizar más  aún  la  impresión;  la  resti- 
tucio  ad  in  integrum  de  los  diseños  papi  • 
lares  en  caso  de  quemaduras  superficiales 
ó  de  otros  accidentes  pasajeros,  es  un 
hecho  comprobado  por  la  ciencia; 

d)  Las  impresiones  digito-palmares 
y  plántales  sangrientas,  asi  como  las  in- 
visibles reveladas,  pueden  determinar  y 
facilitar  el  descubrimiento  del  criminal; 

e)  Seria  muy  ventajoso  sustituir  todos 
los  antiguos  sistemas,  por  la  aplicación 
pura  y  simple  de  la  impresión  digital, 
susceptible  de  ser  empleada  con  la  mayor 
utilidad  en  los  actos  de  la  vida  civil,  co- 
mercial, militar,  etc.,  reservándose  la 
filiación  morfológica,  las  señales  particu- 
lares y  cicatrices  visibles  para  los  fines 
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de  la  captura  en  la  vía  pública;  la  impor- 
tancia de  la  fotografía  en  materia  de 
identificación,  es  relativa,  y  conviene 
restringir  su  aplicación  á  los  condenados 
por  delitos  contra  la  propiedad  y  delitos 
graves  contra  las  personas; 

fi  La  antropometría  por  sí  sola,  no 
identifica:  para  llegará  la  identidad  pro- 
bable le  son  indis i^ensabies  la  filiación 
morfológica,  la  fotográfica,  las  señales 
particulares,  las  cicatrices,  los  tatuages, 
obligando  al  detenido  á  desnudarse  has- 
ta la  cintura,  mientras  que  con  la  indi- 
vidualidad dactiloscópica  se  determina 
la  identidad  de  la  persona,  con  la  cir- 
cunstancia de  que  todas  las  policías  del 
mundo  podrán  leer  la  misma  individua- 
lidad, cualquiera  que  sea  la  clasificación 
que  adopten,  viniendo  de  esta  manera  á 
ser,  el  sistema  dactiloscópico,  un  verda- 
dero lenguaje  universal." 

La  Sección  oyó  con  el  mayor  interés 
la  lectura  de  los  trabajos  del  doctor  Gi- 
ríbaldi  y  de  los  señores  Pacheco  y  Vuce- 
tich,  apreció  la  importanciíidel  punto  de 
vista  científico,  presenció  las  experiencias 
prácticas  que  hicieron  los  dos  últimos,  y 
se  proclamó  unánimemente  á  favor  de 
las  conclusiones  de  éstos,  después  de  ha- 
ber oído  su  elogio  hecho  por  los  doc- 
tores Poirier,  Bento  de  Paría,  Leite  y 
Sa  Vianna. 

Justo  es  consignar  que  fué  brillante  el 
triunfo  obtenido  por  el  sistema  Yucetich 
y  así  lo  hice  constar  en  breves  palabras, 
como  presidente  de  la  Sección,  cuando, 
después  de  la  votación,  concluyó  la  salva 
de  aplausos  que  afirmó  la  opinión  de  los 
señores  congresales. 

Antes  de  pasar  á  otro  tema,  el  doctor 
Sa  Vianna,  hizo  uso  de  la  palabra,  elo- 
gió el  talento  del  doctor  Giribaldi  y 
pidió  que  se  hiciera  constar  en  el  acta 


que  la  Sección  había  oído  con  placer  la 
lectura  de  la  memoria  presentada,  por 
este  facultativo  y  resolviese  publicarla 
en  los  anales  del  Congreso  como  docu- 
mento de  alto  valor  científico.  Esta  mo- 
ción fué  aprobada  con  aplausos. 

El  doctor  Antonio  Bento  de  Paría  dio 
lectura  de  su  trabajo  sobre  **La  necesi- 
dad de  uniformar  la  acción  de  la  policía 
de  los  países  americanos".  El  trabajo 
de  este  distinguido  letrado  es  digno  de 
su  saber  y  laboriosidad,  condiciones  éstas 
demostradas  en  las  varias  publicaciones 
jurídicas  de  que  es  autor,  las  que  han 
merecido  justos  aplausos  tributados 
por  jurisconsultos  de  figuración  spbresa- 
liente. 

Sus  conclusiones,  que  fueron  aproba- 
das, son  las  siguientes: 

**1*  La  actual  organización  policial  re- 
clama, con  urgencia,  su  completa  refor- 
ma, y  una  reglamentación  más  proficua 
déla  policía  judicial  y  preventiva,  que  de- 
ben libertarse  de  prácticas  insuficientes 
que  sólo  atrasan  y  dificultan  su  misión; 

2*  Los  principios  generales  de  repre- 
sión y  vigilancia  de  las  policías  america- 
nas deben  ser  uniformados,  de  modo  de 
permitir  y  facilitar  una  acción  común; 

3^  La  identificación  del  criminal  es  la 
base  de  la  instrucción  criminal,  constitu- 
yéndose como  imprescindible  auxiliar  de 
la  policía,  siendo  el  sistema  de  don  Juan 
Yucetich  el  que  debe  ser  uniformemente 
adoptado  por  ser  el  único  capaz  de  dar 
con  exactitud  matemática  la  identidad 
del  individuo; 

4*  Para  llevar  á  efecto  las  medidas 
indicadas  es  indispensable  la  realización 
de  un  Congreso  policial  americano." 

El  secretario  de  la  Sección,  doctor 
A.  Rodriguez  del  Busto,  leyó  una  memoria 
titulada:  '*E1  sistema  de  gobierno  dual 
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de  la  República  Argentina  y  su  origen", 
cuyo  minucioso  trabajo  llega  á  las  si- 
guientes conclusiones:  "El  gobierno  debe 
ser  un  organismo  sencillo,  eficaz  para 
mantener  la  independencia,  el  orden  y 
la  libertad,  y  estos  fines  pueden  obtener- 
se por  el  planteamiento  del  sistema  dual 
de  nación  y  municipio." 

Por  moción  del  doctor  Carlos  de  Car- 
valho,  la  Sección  hizo  sobre  el  trabajo  del 
doctor  del  Busto  la  siguiente  declara- 
ción: 

"La  Sección  ha"oído  con  mucho  interés 
la  lectura  de  la  notable  memoria  del  doc- 
tor Rodríguez  del  Busto,  reconociendo  y 
aplaudiendo  el  talento  y  la  ilustración 
con  que  fué  tratado  el  tema." 

La  pregunta  XXXIII  del  cuestionario 
fué  desarrollada  con  toda  erudición  por 
el  respetable  desembargador  Souza  Pi- 
tanga,  orador  del  ilustre  "Instituto  His- 
tórico y  Geográfico  del  Brasil".  El  tra- 
bajo se  titula:  "El  salvaje  ante  el  de- 
recho", y  contiene  la  pregunta  XXXIII 
ya  referida,  planteada  en  los  siguientes 
términos: 

"¿Cuál  es  la  situación  jurídica  de  las 
tribus  aborígenes  que  habitan  en  el  inte- 
rior de  la  América  en  estado  salvaje? 
¿En  las  relaciones  de  derecho,  deben  ser 
equiparadas  á  las  razas  civilizadas? 

"¿En  la  invasión  determinada  por  la 
conquista  de  la  civilización,  pueden  los 
invasores  suprimirlas  por  la  lucha  y  apo- 
derarse de  las  regiones  que  ellas  ocu- 
pan? 

"¿Qué  leyes  deben  ser  promulgadas 
para  evitar  su  exterminio  y  cuáles  son 
las  providencias  administrativas  condu- 
centes á  conciliar  el  predominio  de  la 
civilización  con  el  respeto  á  las  condicio- 
nes esenciales  de  su  existencia?" 

La  nobleza  de  sentimientos  que  mani- 


festó el  doctor  Souza  Pitanga  impresio- 
nó vivamente  al  auditorio;  sus  conclu- 
siones, que  fueron  aprobadas  sin  modifi- 
cación, son  las  siguientes: 

"1*  Hacer  expresamente  aplicables  á 
los  crímenes  perpetrados  contra  los  sal- 
vajes las  disposiciones  del  Código  Penal, 
ya  en  lo  tocante  á  la  seguridad  de  la 
persona  y  vida,  ya  en  cuanto  á  los  que 
atentasen  contra  su  libertad,  honra  ó 
propiedad,  entendida  ésta  según  el  con- 
cepto elemental  dominante  en  su  medio 
primitivo; 

2*  Delincación  de  zonas  de  tierra  in- 
culta más  ó  menos  extensa  según  el 
cálculo  probable  délas  tribus  ocupantes, 
respetándoles  la  posesión  de  dichas  zonas, 
salvo  en  cuanto  á  las  riquezas  minera- 
les ó  productos  minerales  que  no  fuesen 
aprovechados  por  ellas,  ni  fueran  esen- 
ciales á  sus  condiciones  de  vida; 

3*  Fundación  de  centros  de  civiliza- 
ción y  creación  de  escuelas  en  que  se 
enseñasen  los  dialectos  generales  facili- 
tando la  comunicación  por  el  lenguaje; 

4*  Explotación  de  la  industria  pecua- 
ria en  los  vastos  campos  ocupados  por 
ellas,  aprovechando  sus  aptitudes  en  esta 
clase  de  vida  compatible  con  su  natu- 
raleza nómade,  y  educándolos  á  fin  de 
perfeccionarlos  en   las  labores  ganade- 


ras 
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Del  punto  de  vista  práctico,  merece 
mención  elogiosa  la  iniciativa  del  doctor 
Souza  Bandeira,  apreciable  jurisconsulto 
y  brillante  literato,  "sobre  el  nombra- 
miento de  una  Comisión  encargada  de 
formular  las  bases  para  la  publicación 
de  un  Anuario  de  Legislación  de  los 
países  de  la  América  latina",  idea  que  en 
forma  de  proposición  fué  elevada  á  la 
mesa  con  las  firmas  de  los  señores  con- 
gresales  Carlos  de   Carvalho,  Alvarez, 


DERBCHO 


49 


Leite  y  la  mía,  fuera  de  la  del  iniciador 
doctor  Souza  Bandeira,  quien  hizo  uso 
de  la  palabra  y  fundó  en  elocuentes  tér- 
minos dicha  proposición  que  fué  aproba- 
da unánimemente.  En  consecuencia,  se 
designó  la  Comisión  referida,  que  quedó 
compuesta  con  los  siguientes  señores 
congresistas:  doctores  Carlos  de  Carva- 
Iho,  Alejandro  Alvarez,  Eduardo  Poirier, 
M.  A.  de  S.  Sa  Vianna,  Souza  Bandeira, 
Carlos  Soares  Gui maraes,  Fer reirá  Coe- 
Iho,  Solidonio  Leite  y  yo,  á  los  que  se 
nos  confirió  plenas  facultades  para  llevar 
á  la  práctica  la  tan  oportuna  inicia- 
tiva. 

La  Comisión  nombrada  se  propone 
llevar  á  la  práctica,  de  inmediato,  la 
tarea  que  le  ha  sido  confiada,  y  hay  fun- 
dadas esperanzas  de  que  esta  iniciativa 
ha  de  fructificar. 

Los  servicios  que  se  deben  esperar  de 
esta  iniciativa  son  tan  importantes,  que 
ellos  serían  suficientes  para  regocijarse 
de  la  celebración  del  3.®^  Congreso,  de 
que  damos  cuenta,  aunque  no  fuese  otro 
el  resultado  que  de  sus  deliberaciones  se 
obtuviese. 

El  doctor  Carlos  de  Carvalho  fundó  en 
breves  palabras  la  siguiente  moción  que 
fué  aprobada: 

**La  Sección  de  Ciencias  Jurídicas  y 
Sociales  felicita  al  Excmo.  señor  Minis- 
tro de  Industrias,  doctor  Lauro  MüUer, 
por  el  interés  que  le  inspira  la  unión 
directa  de  la  América  del  Sud  con  la 
América  del  Norte  por  medio  de  una  línea 
de  navegación  entre  el  Río  de  la  Plata  y 
Nueva  York,  con  escala  en  un  puerto  de 
la  América  Central.*' 

Uno  de  los  trabajos  que  más  llamó  la 
atención  de  los  señores  congresistas,  fué, 
sin  duda,  la  interesante  memoria  presen- 
tada por  el  doctor  don  Alejandro  Alva- 

DBRKCHO 


rez,  distinguido  delegado  oficial  de  Chile, 
sobre  el  ** Origen  y  desarrollo  del  derecho 
internacional  americano/' 

Como  su  tema  lo  expresa,  hizo  una  re- 
lación del  génesis  y  desenvolvimiento  del 
derecho  internacional,  tal  cual  ha  sido 
planteado,  estudiado  y  resuelto  en  Amé- 
rica; señaló  sus  rasgos  característicos; 
indicó  que  así  como  hay  un  cierto  núme- 
ro de  reglas  que  la  historia  denuncia, 
para  la  solución  de  las  cuestiones  inter- 
nacionales de  ciertas  regiones  de  la  tierra, 
se  puede  decir  también  que  existe  un  con- 
junto de  reglas  para  resolver  las  cuestio- 
nes internacionales  del  punto  de  vista 
americano,  debido  á  que  el  Nuevo  Mundo 
tiene  intereses  y  modalidades  propias, 
por  cuya  razón  las  relaciones  internacio- 
nales han  debido  y  deben  sujetarse  á 
esos  intereses  y  modaHdades  que  no  son 
los  mismos  en  los  otros  continentes. 
Sostuvo  la  conveniencia  de  estudiar  la 
manera  cómo  han  sido  resueltas  y  cómo 
deben  resolverse  las  cuestiones  interna- 
cionales en  dicha  América. 

El  trabajo  del  doctor  Alvarez  evidencia 
la  sólida  preparación  que  este  eminente 
jurista  tiene  en  la  materia  que  desarro- 
lló con  tanta  brillantez. 

Llega  á  las  conclusiones  siguientes: 

El  3.*'  Congreso  Científico  Latino- 
Americano  reconoce  que  existe  un  dere- 
cho internacional  americano,  esto  es,  un 
conjunto  de  reglas  y  leyes  especiales  que 
los  estados  latino-americanos  observan 
ó  deben  observar  en  sus  relaciones  recí- 
procas ó  con  otros  estados  de  Europa  ó 
América,  y  manifiesta  el  deseo  de  que  en 
el  próximo  Congreso  Científico  Latino- 
Americano  haya  una  Sección  destinada 
especialmente  al  estudio  de  este  derecho 
y  de  cada  una  de  las  partes  que  lo  cons- 
tituyen. 


So 
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Recomienda  á  todos  los  estados  de 
América  (jiie  en  las  Facultades  de  Juris- 
prudencia y  Ciencias  Sociales  se  dé  pre- 
ferente atención  al  estudio  del  derecho 
mencionado." 

Estas  conclusiones  fueron  nprolnulas 
después  de  un  cambio  de  ideas  en  cjue 
tomaron  parte  los  doctores  Lacerda  de 
Almeida.  Hevia  Riquelme,  Alonso  Gua- 
yavaz,  Villela  dos  Santos,  Ferreira  Coe- 
Iho,  Osear  Varady,  Eduardo  P";irier, 
Octalicio  Cámara,  Solidonio  Leite,  Car- 
los de  Carvalho  y  otros. 

Se  resolvió  aprobar  dos  proposiciones 
presentadas  por  los  doctores  Hevia  Ri- 
quelme y  Lacerda  de  Almeida  sobre  la 
manera  de  presentar  y  discutir  en  el 
próximo  Congreso  Latino-Americano  la 
materia  á  que  se  refiere  el  doctor  Alvare?.. 
El  doctor  Solidonio  Leite  fundó  la  si- 
guiente indicación: 

"La  Sección  de  Ciencias  Sociales  y  Po- 
líticas del  3.*^'  Congreso  Latino -America- 
no elogia  el  modo  brillante  y  original  con 
que  el  ilustre  representante  de  Chile,  doc- 
tor Alejandro  Alvarez,  trató  el  tema: 
**Origen  y  desenvolvimiento  del  derecho 
internacional  americano'*,  sin  importar 
este  merecido  elogio,  la  aprobación  ó 
desaprobación  de  la  conclusión  á  que  lle- 
gaba el  meritorio  congresal,  ya  aproba- 
da simbólicamente  por  mayoría  de  vo- 
tos," 

Como  temiese  el  doctor  Alvarez  que 
sus  ideas  pudiesen  dar  lugar  á  interpre- 
taciones que  estarían  bien  lejos  de  su 
espíritu,  hizo  la  siguiente  declaración: 

"Que  el  trabajo  á  favor  de  la  unidad 
mental,  material  y  moral  de  la  América 
latina  no  implica,  en  modo  alguno,  pre- 
tender formar  una  unidad  de  combate 
contra  la  gran  República  del  Norte  ó 
contra  nación  alguna  de  Europa,  y  que 


sería  un  punto  de  vista  falso  y  mezqui- 
no todo  cuanto  no  fuese  propender  á  que 
esta  unión  sea  sólo  un  elemento  de  pro- 
greso para  la  América  latina  y  la  ponga 
en  condiciones  de  mantener  estrechos 
vínculos  de  amistad  v  de  comercio  con 
todos  los  países  de  Europa  y  del  mundo, 
y  de  un  modo  especial  con  los  Estados 
Unidos  de  América  del  Norte." 

Una  dama  hizo  oir  su  voz  también  en 
la  Sección  y  lo  hizo  en  forma  tal,  y  trató 
un  tema  tan  simpático,  que  se  ganó  el 
respeto  y  aprecio  de  todos  los  congresa- 
les:  me  refiero  á  la  abogada  doña  Myr- 
thcs  Campos,  que  fundó  las  siguientes 
conclusiones  que  fueron  aprobadas,  sal- 
vo la  redacción  de  la  segunda: 

**l*  Debe  ser  abolida  la  incapacidad 
de  la  mujer  casada,  manteniéndose  sólo 
algunas  restricciones  al  ejercicio  de  sus 
derechos,  en  cuanto  fuese  indispensable 
para  el  mantenimiento  de  la  sociedad 
conyugal; 

2'^  Debe  admitirse,  como  ya  lo  fué  por 
esta  Sección,  el  régimen  de  separación 
de  los  bienes  anteriores  al  matrimonio  v 
comunidad  en  cuanto  á  los  gananciales, 
teniendo  sin  embargo  la  mujer  el  derecho 
de  administrar  3^  disponer  de  los  lucros 
provenientes  de  la  industria  ó  profesión 
que  ejerza; 

3^^  Puede  la  mujer  casada  comparecer 
en  juicio  sin  autorización  de  su  ma- 
rido; 

4*  Siempre  que  la  mujer  se  haga  cargo 
de  un  puesto  público  ó  tenga  una  profe- 
sión que  ejerza  fuera  del  domicilio  con- 
}■  ugal,  se  entiende  que  tiene  autorización 
del  marido,  es  decir,  tales  actos  impor- 
ta 1  la  dicha  autorización,  la  cual  no 
podrá  ser  revocada; 

5*  La  mujer  puede  ejercer,  independien- 
temente de  la  autorización  del  marido, 
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la  profesión    que  tuviera  anteriormente 
al  matrimonio;   v 

6*  El  marido  puede  conceder  á  la  mu- 
jer la  autorización  <^cncral  para  practicar 
todos  los  actos  que  dependen  de  su  auto- 
rización especial/* 

Se  dedicó  una  sesión  especial  á  la  ense- 
ñc'inza  del  derecho.  En  ella  el  doctor  Ale- 
jandro Alvarez,  demostrando  indudable 
conocimiento  del  tema,  hizo  una  relación 
sobre  la  evolución  de  la  enseñanza  de  esta 
rama  del  saber  humano,  señalando  cuá- 
le.-í  son  los  fines  prácticos  de  acuerdo  con 
el  estado  actual  de  adelanto  de  la  Amé- 
rica latina,  las  necesidades  que  llena  en 
la  sociedad  el  ejercicio  de  la  profesión  de 
abogado  y  la  conveniencia  de  que  ciertas 
ideas  de  derecho  sean  conocidas  por  to- 
dos los  ciudadanos. 

Luego,  el  doctor  E.iuardo  Acevedo,  de- 
legado oficial  del  Uruguay  y  rector  de  la 
Universidad  de  Montevideo,  hizo  una 
larga  disertación  sóbrela  institución  que 
dirige,  comparó  los  diversos  métodos  de 
enseñanza,  indicó  las  reformas  que  se 
han  llevado  á  cabo  en  esa  institución, 
y  las  que  están  en  ensayo,  patentizó  la 
necesidad  de  que  las  Universidades  se 
preocupen  de  ir  formando  prof^ísorcs, 
comparó  las  distintas  formas  de  las 
pruebas  de  suficiencia,  indicó  cuál  era,  en 
su  concepto,  el  rol  del  profesor,  y  se  de- 
claró decidido  partidario  de  la  enseñanza 
práctica  áfin  de  que  el  estudiante,  al  salir 
de  las  aulas,  lleve  un  criterio  personal  y 
un  espíritu  de  investigación  que  de  inme- 
diato le  sirva  para  entrar  al  ejercicio  de 
la  profesión  de  abogado  ó  á  tomar  parte 
en  la  vida  pública. 

El  doctor  Bartolomé  Carvajal  y  Ro- 
zas, delegado  oficial  de  Méjico,  dio  cuen- 
ta de  la  organización  de  la  enseñanza 
del  derecho  en  su  país. 


Hicieron  después  uso  de  la  palabra  el 
desembargador  Lima  Drummond,  espí- 
ritu selecto,  de  inteligencia  muy  cultiva- 
da, de  palabra  elocuente;  el  doctor  César 
Bierrenboch,  joven  de  extraordinaria  fe- 
cundidad oratoria,  y  el  doctor  Nclson 
Senna,  profesor  de  Minas  Geraes,  de 
inteligencia  vigorosa  y  de  brillante  por- 
venir por  su  amor  al  estudio,  los  que 
dieron  á  conocer  su  modo  de  pensar  so- 
bre el  tema. 

En  definitiva,  se  aprobaron  las  siguien- 
tes indicaciones: 

1*  Presentada  por  los  doctores  Car- 
los de  Carvalho,  Alejandro  Alvarez  y 
Eduardo  Acevedo: 

**E1  Congreso  hace  votos  para  que  la 
enseñanza  del  derecho  y  de  las  ciencias 
políticas  tenga  por  objeto,  en  vez  de  for- 
mar profesionales,  desenvolver  el  criterio 
jurídico  y  político  de  los  ciudadanos. 

**Para  conseguir  ese  fin  se  declaran  co- 
mo fundamentales  el  estudio  de  la  histo- 
ria de  las  instituciones  y  de  la  legisla- 
ción comparada. 

**La  enseñanza  debe  hacerse  por  medio 
de  exposiciones  doctrinales,  por  medio 
de  conferencias  de  interrogación,  por 
medio  de  ejercicios  prácticos.*' 

2*  Presentada  por  el  doctor  Carlos  de 
Carvalho: 

**La  Sección  hace  votos  para  que  la 
forma  de  enseñanza  del  derecho  no  sea 
simplemente  ex  cathedrn,  siendo  de  de- 
sear que  se  complete  con  una  parte  prác- 
tica, ó  sea  la  crítica  y  solución  de  casos 
concretos,  análisis  de  la  jurisprudencia  y 
consultas  gratuitas,  estableciendo  así 
una  clínica  jurídica,^* 

3*  Presentada  por  el  doctor  Eduardo 
Acevedo: 

**La  Sección  emite  un  voto  á  favor  de 
la  celebración  de  un  Congreso  especial 
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consogrado  al  estudio  de  todas  las  cues- 
tiones relativas  á  la  enseñanza  del  dere- 
cho V  de  las  ciencias  sociales.'* 

El  doctor  Carlos  de  Carvalho  comuni- 
có á  la  Sección  que,  de  acuerdo  con  los 
términos  de  la  ley  número  193  de  10  de 
septiembre  de  1893,  se  estaba  organi- 
zando una  asociación  para  la  creación 
de  una  **Escuela  práctica  y  popular  de 
derecho'*,  fundando  en  breves  palabras 
la  necesidad  de  tal  institución  que  tendrá 
por  objeto: 

1^  Completar  la  enseñanza  que  se  ha- 
ce en  las  Facultades  de  Derecho,  facili- 
tando á  lo?  alumnos  el  estudio  práctico 
ó  de  aplicación  por  medio  de: 

a)  Aulas  en  las  que  los  estudiantes  de 
derecho  y  los  recién  graduados  en  las 
Facultades  estudien  casos  concretos  ex- 
plicados y  criticados  por  un  profesor; 

h)  Conferencias,  memorias,  acopio  de 
materiales  para  redactar  monografías  ó 
trabajos  de  conjunto; 

c)  Análisis  y  crítica  de  las  sentencias 
dictadas  por  los  tribunales;  y 

á)  Análisis  y  crítica  de  los  trabajos  le- 
gislativos. 

2^  Organizar  salas  de  consultas  gra- 
tuitas en  las  que  los  estudiantes  se  per- 
feccionen en  el  diagnóstico  jurídico,  y  las 
clases  necesitadas  encuentren  quién  las 
aconseje  en  materia  jurídica  cuando  lo 
necesiten; 

3'  Organizar  el  conocimiento  de  las 
leyes  por  medio  de  pequeños  cursos  po- 
pulares gratuitos; 

4*^  Promover  la  colaboración  de  los 
estudiantes  en  las  obras  ó  trabajos  de 
los  profesionales; 

5*^  Creación  de  una  biblioteca  de  cien- 
cias sociales  y  jurídicas  para  consulta 
y  estudio  del  pueblo  y  los  estudiantes  de 
derecho;  v 


6^  Publicación  de  pequeños  manuales 
de  derecho  para  uso  de  las  escuelas  y  de 
las  clases  obreras. 

La  Sección  aplaudió  la  noble  y  genero- 
sa iniciativa  contenida  en  las  palabras 
del  doctor  Carvalho,  reconociendo  su 
gran  utilidad  práctica. 

Por  moción  del  doctor  Carlos  de  Car- 
valho fué  aprobado  un  voto  de  aplau- 
so al  doctor  don  Eduardo  Poiríer,  de- 
legado oficial  de  Guatemala,  por  su  me- 
moria sobre  la  "Actuación  de  la  Repu 
blica*  de  Guatemala  en  la  América  Cen- 
tral." 

El  trabajo  del  delegado  guatemalteco 
es  una  reseña  física,  geográfica,  estadís- 
tica é  histórica  de  la  nación  indicada, 
tocando  algunas  cuestiones  constitucio- 
nales. Considerada  la  importancia  de  la 
memoria,  su  espíritu  elevado,  y  el  interés 
que  despertó,  la  moción  del  doctor  Car- 
valho, obtuvo  unanimidad  de  votos. 

Estaba  reunida  la  Sección,  cuando  lle- 
gó la  noticia  de  que  se  había  realizado 
un  atentado  criminal  contra  la  vida  del 
Excmo.  señor  Presidente  de  la  República 
Argentina\  doctor  don  Manuel  Quinta- 
na, jurisconsulto  distinguido  que  hace 
honor  á  su  patria;  entonces  el  señor  con- 
gresal  doctor  Juan  Marques,  estimado 
miembro  del  * 'Instituto  da  Ordem  dos 
Advogados  Brazileiros'*  ocupó  la  tribu- 
na y  con  palabra  elocuente  hizo  moción 
para  que  el  presidente,  en  nombre  de 
la  Sección,  enviase  al  doctor  Quintana, 
un  telegrama  felicitándolo  por  haber  es- 
capado al  criminal  intento  y  condenan- 
do el  odioso  crimen.  Interpretando  los 
sentimientos  de  la  asamblea  felicité  al 
noble  doctor  Marques  por  su  iniciativa 
y  por  la  forma  de  generosa  confraterni- 
dad americana  con  que  la  había  funda- 
do. El  telegrama  fué  enviado  en  seguida. 
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Bl  desembargador  Souza  Pitanga  díó 
lectura  á  su  profunda  memoria  sobre  la 
''La  organización  penitenciaría  en  los 
países  de  la  América  latina'*.  Arriba  á 
las  siguientes  conclusiones  que  fueron 
aprobadas: 

**1*  El  mejor  sistema  penitenciario  es 
el  que,  consultando  el  estado  psíquico  del 
criminal,  establece  régimen  compatible 
con  su  grado  de  responsabilidad  y  sus 
condiciones  personales. 

2*  La  mejor  organización  práctica  es 
la  que,  adoptando  esa  base  cientí6ca, 
establece  insti tu tos'pecu liares  á  la  infan- 
cia delincuente  (premunitorios);  á  los 
jóvenes  delincuentes  primarios  responsa- 
bles ante  la  ley  (reformatorios);  á  los 
atacados  de  afecciones  psíquicas  que  les 
restrinjan  la  responsabilidad  (sanato- 
rios); y  para  la  ejecución  de  las  senten- 
cias, el  sistema  creado  por  sir  Walter 
Crofton,  llamado  sistema  irlandés,  adap- 
tado al  medio  ético  y  geográfico  de  los 
países  latino-americanos. 

En  la  observancia  de  este  sistema  es 
necesario  establecer  modalidades  relati- 
vas al  sexo,  institutos  unisexuales  y  de 
administración  femenina;  á  la  edad,  re- 
formatorios de  carácter  educacional;  á 
la  moral  del  condenado,  etc; 

3*  El  presidio  es  instituto  de  organi- 
zación militar,  de  trabajo  forzado  situa- 
do en  sitios  lejanos  ó  islas  remotas;  la 
colonia  penal  es  de  administración  civil, 
trabajo  agrícola  ó  industrial,  propor- 
cionalmente  remunerado,  situada  próxi- 
ma al  distrito  del  crimen,  en  el  continen- 
te ó  isla  próxima; 

4*  Deben  estar  organizadas  las  colo- 
nias, en  condiciones  de  que  las  sentencias 
se  cumplan  con  observancia  del  sistema 
irlandés; 

5*  A  ellas  deben  ser  enviadog  solamen- 


te los  condenados  á  penas  más  ó  menos 
largas  por  sentencias  ejecutoriadas; 

6*  La  traslación  de  los  condenados  á 
establecimientos  así  organizados,  no  im- 
porta agravación  de  la  pena;  y 

7*  El  tratamiento  de  los  delincuentes 
atacados  de  afecciones  psíquicas  mera- 
mente funcionales,  debe  participar  del 
régimen  hospitalario  y  de  coerción  penal. 
Deben  estar  recluidos  én  manicomios 
donde  se  les  proporcione  asistencia  y 
trabajo/' 

A  solicitud  del  doctor  Poirier  se  votó 
afirmativamente  la  siguiente  proposi- 
ción: 

''E\  3.^'  Congreso  Científico  Latino- 
Americano  acuerda  enviar  á  la  revista 
internacional  El  Pensamiento  Latino 
que  se  edita  en  Santiago  de  Chile  y  á  su 
infatigable  director,  señor  Enrico  Pic- 
cione,  un  voto  de  estímulo  relativo  á  la 
noble  propaganda  que  ha  emprendido  en 
favor  de  la  unión  latino-americana." 

**La  cuestión  VI  del  cuestionario,  que 
dice:  **¿Debe  el  inventario  ser  hecho  en 
el  lugar  del  domicilio  del  de  cvjus^  que- 
dando la  sucesión  sujeta  á  la  influencia 
de  su  ley  nacional?",  fué  desarrollada 
por  medio  de  un  notable  trabajo  enviado 
por  el  eminente  profesor  de  la  Facultad 
de  Derecho  de  Recife,  doctor  Clovis  Be- 
vilacqua.  Kl  autor  no  concurrió  á  las 
sesiones  en  razón  de  no  poder  desaten- 
der sus  obligaciones  que  lo  retenían  en 
Recife,  y  esta  circunstancia  fué  muy  la- 
mentada por  los  congresales  extranjeros 
que  hubieran  tenido  gran  placer  en  cono- 
cer personalmente  al  ilustre  autor  de 
"La  fórmula  de  la  evolución  jurídica" 
y  del  'Troyecto  de  Código  Civil." 

Las  conclusiones  á  que  llega  el  doctor 
Bcvilacqua  son  las  siguientes: 

1*  La  sucesión  debe  considerarse  abier  • 
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ta  en  el  óltinio  domicilio  del  ie  cajvs^ 
lugar  donde  se  debe  proceder  al  inventa- 
rio y  á  la  partición;  y 

2*  La  ley  reguladora  de  la  sucesión  es 
la  nacional  del  de  cujuSy  admitiéndose, 
entretanto,  las  excepciones  fundadas  en 
razones  de  orden  pííblico  y  de  las  buenas 
costumbres.'' 

Estas  conclusiones  provocaron  una  ani- 
mada discusión,  en  la  que  tomaron  par- 
te los  doctores  Carlos  de  Carvalho, 
Lacerda  de  Almeida,  Souza  Bandeira, 
Lima  Drummond  v  otros. 

Las  conclusiones  del  doctor  Bevilac- 
qua  fueron  aprobadas  por  15  votos 
contra  13,  que  se  pronunciaron  á  favor 
de  la  siguiente  conclusión  propuesta  por 
el  doctor  Carlos  de  Carvalho:  **La  lev 
territorial  deberá  regirla  sucesión  de  los 
extranjeros  domiciliados." 

Se  trató  este  tema  en  la  tarde  del  día 
antes  de  concluir  las  sesiones, en  momen- 
tos en  que  yo  tomaba  el  vapor  que  debía 
traerme  á  Montevideo.  Si  hubiera  esta- 
do presente,  hubiera  dado  mi  voto  á 
favor  de  Ja  aplicación  amplia  de  la  ley 
territorial,  de  acuerdo  con  la  argumen- 
tación que  hizo  triunfar  esta  solución  en 
el  Congreso  Internacional  Sudamericano 
reunido  en  Montevideo  en  1899. 

En  atención  á  la  falta  de  tiempo  para 
oír  la  lectura  y  tomar  en  consideración 
las  conclusiones  de  algunos  trabajos,  se 
resolvió  que  los  siguientes  fuesen  publi- 
cados en  los  anales  del  Congreso  y  se 
recomendasen,  en  vista  de  su  importan- 
cia científica,  al  4?^  Congreso  á  cele- 
brarse: 

**E1  problema  de  la  infancia  abando- 
nada**, por  don  Franco  Yaz;  "La  ne- 
cesidad del  bomestead  en  la  América 
latina",  por  el  doctor  Octalicio  Cámara; 
**El  determinismo  psíquico  y  la  imputa- 


bilidad  y  responsabilidad  criminal",  por 
los  doctores  Pedro  Lessa  y  Arturo  Or- 
lando; *'La  unidad  del  espíritu  humano", 
por  el  doctor  Alfonso  Guayavaz  da  Fon- 
seca;  **¿Es  conveniente  la  investigación 
de  la  paternidad  en  los  pueblos  de  la 
América  latina?**,  por  el  doctor  Tito  Ro- 
zas; **  Proposiciones  relativas  al  estudio 
del  punto  de  vista  psicosociológico  de 
las  manifestaciones  científicas**,  por  el 
doctor  Antonio  Vidal;  **De  la  necesidad 
de  la  creación  de  un  ministerio  ó  núcleo 
cualquiera,  factor,  agente  ó  mediador  de 
la  grandeza  **co-¡rmá-neo-latina*',  por 
los  doctores  Godofredo  d*Escragnolle 
Taunay  y  Escragnolle  Doria.** 

Concluida  esta  relación,  réstame  ma- 
nifestar que  las  deliberaciones  de  la  Sec 
ción  se  desarrollaron  en  medio  de  un 
ambiente  puramente  científico,  cultísimo 
y  fraternal,  que  fué  una  de  las  notas  más 
gratas  de  las  reuniones. 

Esta  circunstancia  hizo  que  me  fuese 
fácil,  y  sumamente  agradable,  desempe- 
ñar las  altas  funciones  de  presidente,  así 
como  lo  fué  para  quien  me  sustituyó  en  el 
cargo,  el  ilustre  doctor  Hevia  Riquelme, 
presidente  honorario  del  Congreso  y 
ministro  de  Chile  acreditado  ante  el  Go- 
bierno del  Brasil. 

Desempeñaron  con  general  y  justo 
aplauso  las  funciones  activas  de  secreta- 
rios, los  doctores  Carlos  Soares  Guima- 
ráes  y  Solidonio  Leite,  y  los  inteligentes 
estudiantes  de  derecho  señores  Pablo 
Domingues  Vianna  y  Adhemar  de  Faría 
prestaron  sus  buenos  servicios  como 
auxiliares  de  secretaría. 

Al  separarme  de  mis  amables  compa- 
ñeros para  volver  á  Montevideo,  hice 
uso  de  la  palabra  para  agradecerles  de 
nuevo  las  atenciones  de  que  fui  objeto  y 
expresar  mi  admiración  por  el  Brasil 


intelectual  y  material  en  cuanto  á  las  manifestaciones  que  sc  produjeron  hasta 

manifestaciones  que  pude    apreciar.   El  mi  salida  del  local,  constituyen  par¿i  mí 

doctor  Juan  Marques  en  nombre  de  la  una  distinción   tan  grande  como  inme- 

Sección  me  contestó  dedicándome  algu-  recida. 
ñas  frases,  que  agregadas  á  las  otras  Daniel  García  Acevkdo. 
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LA  AGENCIA    M  ATR  IMON  I A  L^l) 

Por  Alberto  Wahl 


1.  Hay  serios  indicios  que  permiten 
creer  que  la  doctrina  sentada  hasta  hoy 
por  la  sala  civil  de  la  Corte  de  Casación 
en  1855  (2)  y  seguida  por  los  tribunales 
(3]  hasta  estos  últimos  tiempos  y  por  to- 


(1)  Courtage. 

(2)  Cas.  Civ.  1.°  mayo  1855,  8.  55.  1.3:^7,  D.  55. 
1  147. 

(3)  Era  generalmente  rechazada  por  ellos  antes 
del  fallo  de  1855  (V.  en  el  sentido  del  fallo  de  1855, 
París,  19  agosto  1836,  Poitiers,  9  marzo  1853,  S.  53. 
2.  653.  D.  53.  2.  211;  es  el  fallo  que  era  objeto  del 
recarso — y  en  sentido   contrario,  Trib.  del  Sena,  6 
enero  1830,    Oaz.  de    Trib.   7  enero  1830.  Trib.  de 
Bourgoin  10  julio  1843;  Trib*  de  Mans,  28  agosto 
1850,  Trib.  de  Saint  Girons,  2  junio  1851  y  Tolosa 
23  agosto  1848  y  24  marzo  1853  citados  S.  55.  1.  342) 
— pero  ba  sido  generalmente  admitida  después:  Pa- 
rís, 3  febrero  1859,  S.  69.  2.  295.  D.  59.  2. 112.— Pa- 
rís, 8  febrero  1862,  8.  62.  2.  377.— Nímes,  22  junio 
1868,  S.  68.  2.  270,  D.  69.  2  58.— París,  24  agosto 
186í^,  S.  68.  2.  270.— París,  11  enero   1884,  8  84.  "i. 
1.^-2.— Nímes,  18  marso  1884,  8.  84.  2.  100:  D.  Rep, 
SapiementOf  Y.  Ob¿igac¿one9  núm.  179.  Aix  19  octa- 
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dos  los  autores  (4),  doctrina  que  declara 
nulo  como  fundado  en  una  causa  ilícita, 
el  contrato  de  agencia  matrimonial,  no 
tardará  en  perder  su  prestigio  y,  sufrien- 
do igual  suerte  que  la  teoría  de  la  nuli- 
dad del  contrato  celebrado  por  las  em- 
presas de  éxitos  dramáticos  (5),  será  tal- 


bre  1886,  Recueil  d'Aix  1886,  p.  127.— París,  29  ju- 
nio 1891,  Gaz  dtiPal.,  91.2. 523.— París,  27octBbre 
1892,  8.  93.  2.  24,  D.  93.  2.  171.— Besan^on,  6  mar- 
BO  1895,  8.  95.  2.  196,  D.  95.  2.  223.— París,  13  no- 
viembre 1897,  Le  Droitf  5  enero  1898,  y  varios  fa- 
llos citados  en  nuestra  obra  Tratudo  del  contrato 
de  arrendamiento^  2.*  ed.,  t.  II,  p.  851,  nota  3. — 
V.  También  Tríb.  de  Lyon.  17  julio  1896,  Mon.  Jud, 
de  Lyon,  14  diciembre  1896.— Tríb.  del  Sena,  15 
marzo  1904,  La  Loi,  31  marzo  1904. 

(4)  Demolombe.  Tr,  de  los  cont.  y  obligs,,  t.  I, 
núm.  335;  Laurent,  t.  XYI,  núm  51;  Larombiére, 
Teor.  y  prat,  de  las  obligs,,  t.  I,  sobre  el  art.  1133, 
núm.  11;  Aubry  y  Rau,  t.  IV,  p.  323,  §  345,  texto  y 
nota  14;  Bufooir,  Propiedad  y  contrato^  p.  541. 

(5)  Este  contrato  siempre  había  sido  declarado 
nalo,  especialmente  por  la  Coi  te  de  Paría  (Pariii  3 
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vez  abandonada  por  la  jurisprudencia. 
Ya  la  combaten  un  tribunal  y  un  peque- 
ño número  de  autores  (6).  En  noviembre 
de  1902  la  Sala  de  Admisibilidad,  de 
acuerdo  con  las  claras  conclusiones  del 
abogado  general  Mr.  Feuilloley  (7),  ad- 
mitió el  recurso  contra  una  sentencia  de 
la  Corte  de  Tolosa,  que  declaraba  la  nu- 
lidad (8);  la  cuestión  va  á  ser  de  nuevo 
sometida  á  la  sala  civil  y  será  seguramen- 
te examinada  á  fondo  v  definitivamente. 
2.  Por  otra  parte,  ciertas  jurispruden- 
cias extranjeras,  que  habían  admitido  la 
nulidad,  hoy  día  se  pronuncian  en  favor 
de  la  validez;  tales  son  las  jurispruden- 
cias italiana  (9)  y  belga  (10). 


junio  1839  y  4  abril  1840,  Pal.  40.  1.  700;  23  julio 
185'^,  Pal.  53.  2.  144,  D.  53.  5.  450;  8  agosto  1853, 
S  53.  2.  499,  D.  53.  5.  450;  29  dic.  186G,  Le  DroU 
7  enero  1867.— LyoQ,  25  marzo  1873,  S.  73.  2.  179, 
D.  73.  2.  68).  Recientemente  ha  admitido  hu  validez. 
—Paria,  5 abril  1900,  S.  1900.  2.  144,  D.  1903.  2.  279. 

(6)  Trib  de  Linieux,  21  etero  1903,  S.  1903.  2. 
182. —  V.  en  e^e  sentido  nuestra  obra  Tratado  riel 
contrato  de  arrendamiento,  2.*  ed.,  t.  II,  núm.  3149  y 
Baudry-Lacantinerie  y  Barde,  Trata'lo  de  lax  obliga 
riane»,  1. 1,  núm.  311.  Baudry-Lacantineiie,  Compen- 
dio de  Derecho  Civil,  t.  II,  núm.  852.— V.  Trib.  de 
com.  del  Sena,  6  nov.  1883,  bajo  París,  1 1  enero 
1884,  citado  anteriormente.  Nouguier,  Trilunalen 
de  Comercio^  t.  I,  núm.  330,  y  las  consultas  de  De- 
langle,  Berryer,  etc ,  citadas  en  S.  53.  2.  653.  D.  53. 
2.  211.  Comp.  Trib.  de  paz  de  Lyon,  29  oct.  1902. 
Mon.jnd,  de  Lyon^  11  abril,  1904. 

(7)  bistas  conulusioues  han  sido  reproducidas  en 
parte  por  la  Gaceta  del  Palacio  (núm.  del  14  nov. 
1902.) 

(8)  Kbta  sentencia  no  ha  sido  reproducida  en  los 
repeí  torios  de  jurisprudencia. 

\!d)  V.  en  favor  de  la  nulidad:  Cas.  Turín,  25 
sep.  1883,  S.  84.  4.  20  (esta  sentencia  no  es  sino  una 
reproducción  de  la  que  dio  la  Corte  de  Casación 
francesa  en  1^>55);  y  á  favor  de  la  validez:  Cas.  Ña- 
póle» 30  dic.  1^99,  Legge,  1900,  1.  299;  Cas.  Turín, 
4dic.  1900,  S.  190.Í.  4.  14,  .l/o/ití.  dei  Trib.,  1901, 
p.  1^6  Legge^  1901,  p.  3i3;  Cas.  Ñapóles,  lO  oct. 
VJi)ó^  Monit.  d^i  trib  ,  1904,  p.  208;  Ñapóles,  26  ag^ns- 
tü  I  yol,  Mond  dei  trib.,  1901,  p.  992;  Genova,  5  ju- 
iiiii  IJU.^,  Monit  dei  trib.,  1903,  p.  668. 

(10)  A  decir  verdad  la  jurisprudencia  belga  vacila 


La  misma  transformación  se  observa 
en  Rumania,  donde  antiguamente  la.  le- 
gislación rei)robaba  el  contrato  de  agen- 
cia matrimonial  y  donde  hoy  día  la  juris- 
prudencia reconoce  su  validez  (11). 

Los  tribunales  alemanes  admitían  la. 
nulidad  sobre  todo  para  los  paises  en 
que  regía  el  derecho  francés  (12). 

Era  reconocida  en  Alemania  por  dife- 
rentes legislaciones  (13).  Aun  hoy  día  el 
Código  Civil  del  Imperio,  después  de  ha- 
berse negado  á  reconocer  la  validez  de 
las  promesas  hechas  de  antemano  al  ne- 
gociante del  matrimonio,  parece  negar 
lalegitimidad  delasdeudas  suscritas  por 
los  esposos  en  su  favor  (14). 

El  viejo  Código  austríaco  ha  perniane- 
cido  fiel  á  la  antigua  doctrina  (15). 

aún.  Sólo  los  tribunales  de  primera  instancia  sa  han 
pronunciado  basta  ahora.  V.  por  la  nulidad,  Trib. 
de  Bruselas,  31  enero  1883.  Pasier,  85.  2.  23.  Trib. 
de  Briiges,  28  febrero  1808.  Pamer,  98.  3.  42.  y  por 
la  validez,  Tril).  de  Mons  29  marzo  1873.  Belg.  ¡mi 
lf»73,  p.  63."),  Trib.  de  Anvers.  U  marao  1894,  Pa- 
Hier,  04.  3.  171.  Ti  ib.  de  Nivelles,  11  febrero  1902. 
S.  1902.4.24. 

(11)  V.  Cas.  Rumania  19  enero  1899.  S.  1901.  4 
37.  y  la  nota. 

(12)  Fallo  del  Tribunal  del  Imperio,  8  febrero 
1881.  Diario  de  derecho  internacional  privado,  1882, 
p.  ,S49.  Fallo  del  Tribunal  del  Imperio,  7  enero  1890, 
Rheininch  Archir.  t  LXXXÍ,  p.  44;  ,/«m/.  Ztach, 
V.  Eh'Lothr,  i.  XV.  p.  188. 

(13)  C.  Civ.  del  reino  de  Sajonia,  artículo  1259. 
— Ordenanza  de  20  de  abril  de  1800  y  aonerdos  del 
consejo  privado  de  27  de  marzo  y  29  de  mayo  de 
1804  para  el  electorado  de  Hesse. 

(14)  O.  Civ.  artículo  656:  «No  es  obligatorio  el 
compromiso  de  pagar  un  salario  á  la  persona  que 
indica  una  ocasión  de  realizar  6  negociar  un  matri- 
monio. 

La  sama  que  se  ha  pagado  en  cumplimiento  de 
este  compromiso  no  puede  repetirse,  fundado  en  el 
mctivo  de  que  no  era  obligatorio  el  pago  Estas  dis- 
posiciones se  aplican  igualmente  al  contrato  por  el 
cual  una  de  las  partes,  para  cumplir  su  compromiso, 
suscribe  una  obligación  A  favor  del  Agente,  especial- 
mente el  rcconocimieuto  de  una  deuda. 

(ló)  Art.  879:  «Son  especialmente  nulos  loe  coa- 
tratos  por  los  oaaleh  se  estípula  un  precio  para  la 
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3.  £s  sabido  que  la  ley  rondana  esti- 
maba lícita  la  industria  de  agencias  ma- 
trímonialeSy  aunque  no  se  consideraba 
que  los  agentes  pertenecían  ala  categoría 
de  los  hombres  honrados. 

**Projre/2eí/ca,  decía  XJipianOyjurc  licito 
petuntur  (1)*'.  Decía  además,  **Facilius 
petiapud  eos  poterit,  si  quis  forte  condi- 
tiones,  vel  araícitse,  vel  adsessurae,  vel 
cujus  alteríus  hujusmodi  proxeneta 
fu¡t(2)/* 

Hacía  notar  además  que  todas  las  con- 
diciones del  matrimonio  son  discutidas 
por  terceros  (3).  Una  constitución  de 
Teodosio  y  Valentiniano,  prohibía  toda 
acción  á  los  mediadores;  es  cierto  que  por 
motivos  de  orden  público  y  sin  razón  al- 
guna derivada  de  principios  legales;  una 
nueva  constitución  de  Justiniano  (4)  da 
nueva  sanción  á  la  institución  de  los  me- 
diadores, prohibiéndoles  pedir  más  de  la 
vigésima  parte  de  la  dote  y  de  la  donación 
propternuptiaSf  y  en  ningún  caso  más  de 
diez  libras,  y  multando  en  diez  libras  á 
los  que  trataran  de  conseguir  más  (5). 

Por  el  contrario,  por  dos  veces  el  Par- 
lamento de  Paris  proclamó  la  nulidad  de 
pactos  contraídos  con  el  objeto  de  llevar 
á  cabo  un  matrimonio  (6). 

Los  autores  se  contentaban  con  hacer 


negociación  del  matrimonio».  Y.  también  la  Corte 
de  Apelación  de  Kentncky  (Estados  Unidos),  "20  se p. 
1W^,  Diario  de  derecho  internacional  privado,  1884, 
p.  534,  según  el  cual  es  opinión  general  que  el  con- 
trato ea  civil. 

(1)  L.  1.  D.  De  proxénet.  liv.  L.  tít.  XIV. 

(2)  L.  3.  Ibid. 

(3)  L.  18.  D.  De  $j)on8alibus,  liv.  XXIIl,  tít.  I. 

(4)  L.  T.,  C.  Théfd.y  nuptins. 

(5)  L.  6  O.  dea  sponsiilihus  et  proxenet/cfn^  liv.  V, 
tít.  I. 

(6)  Fallo  del  29  enero  1591,  citado  por  Mornac, 
(?Jui7>«,  ed,  3721.  Rep.  í/<?/a//ofi,  !.•  parte,  artículo 
55  y  citado  por  Bousseaud  de  Liacombe,  Rep  deju- 
risp.civ.  V.«  Proxénéte,  4.*  ed.  1 7f 9,  p.  533.  Fallo 
del  7  de  agonto  1690.  Gillet,  loe.  cit.  infra. 


notar  esta  jurisprudencia;  sino  la  critica- 
ban (7),  no  la  aprobaban  tampoco;  pues 
tenía  sencillamente  para  ellos,  fuerza  de 
ley. 

4.  Por  lo  demás,  como  la  jurispruden- 
cia moderna  ha  sacado  del  derecho  anti- 
guo uno  de  sus  principales  argumentos, 
es  útil  demostrar  por  qué  debe  abando- 
narse la  antigua  ley. 

Desde  luego,  como  lo  mostraremos 
más  adelante,  si  el  derecho  antiguo  se  se- 
paró del  derecho  romano,  es  en  gran  par- 
te porque  antes  de  la  Revolución  el  matri- 
monio era  indisoluble,  mientras  que  para 
la  ley  romana  no  lo  era;  y  si  en  la  época 
en  que  se  formó  la  jurisprudencia  moder- 
na sobre  la  nulidad  del  contrato  de  agen- 
cia matrimonial,  el  divorcio  no  era  admi- 
tido en  nuestras  leves,  hov  día  lo  es. 

En  seguida,  el  derecho  antiguo  se  deja- 
ba guiar  por  la  desconfianza  que  bajo  el 
punto  de  vista  de  la  honorabilidad,  le  ins- 
piraban los  agentes  matrimoniales.  Esta 
desconñanza  se  extendía  á  todos  los  agen- 
tes (8)  y  como  ha  desaparecido  en  lo  que 
concierne  á  estos  últimos,  sometidos  por 
completo  á  la  ley  común,  puede  desapare- 
cer razonablemente  en  lo  que  concierne  á 
los  primeros. 

5.  Se  puede   esperar  un   cambio,  con 


(7)  FerriRRK,  Dict.  de  dr.et  pmt.  V."  PrcrénMei 
4  •  ed.  I7ó8,  t.  II,  p.  433-.  Gu}  ot  en  el  Reperí.  de  Merlíii 
V."  Proxhiéte  (ed.  de  Bruselas  1827,  t.  XXV,  p.  5H. 
«Ru  Francia  no  se  pueden  celebrar  convenciones  po- 
bre esos  objetos.  Los  mediadores  que  efectúan  ma- 
tiimouios,  Ro  pueden  pretender  sino  lo  que  buena- 
mente se  les  dé»). — V.  sin  embargo  Gillet.  Phti- 
dot/ers^  ed.  1718,  t.  I,  p.  114. 

(8)  V.  especialmente  Co>ft.  de  Oriéatu,  art.  429 
y  Delalande,  Coftt  de  Orléam  comenUuia,  2.*  ed.» 
t.  IT,  p.  282;  Co8t.  de  Berry,  tít.  IX,  artículos  31  y 
32;  Boucheul  Costumbre  general  de  Coitoul  sobre  el 
artículo  404,  números  1 1  y  siguientes;  Cost.  de  Ne- 
vers,  artículo  21;  Brillon,  Dícr.  de  Fallos.  —  V.« 
Agentes,  t.U,  ed.  1727,  p.  446:  Merlin,  Rep,  Y.'' 
Agentes, 
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tanta  mayor  razón  qnehoy  dfajos  argu- 
mentos que  en  1855  sedujeron  á  la  Corte 
de  Casación,  aparecen  como  falsos  y  pue- 
riles. 

La  santidad  y  la  importancia  social  del 
lazo  matrimonial,  era  lo  que  la  Corte  de 
Casación  invocaba  en  primer  lugar: 
**Siendo  el  matrimonio  por  nuestras  leyes, 
un  compromiso  irrevocable  ligado  á  los 
intereses  más  elevados  de  la  familia  y  de 
la  sociedad  de  la  cual  él  es  la  base  princi- 
pal, debe  ser  libre  el  consentimiento  de 
los  esposos  que  se  unen,  6  de  los  padres 
que  tienen  autoridad  sobre  ellos,  razona- 
do y  por  lo  tanto  excento  de  toda  inter- 
vención extraña  interesada  en  influir  so- 
bre la  determinación  de  unos  v  otros.*' 

¿Hay  algón  contrato  en  que  no  se  exija 
la  libertad  del  consentimiento?  Se  puede 
decir  que  es  más  necesaria  en  la  generali- 
dad de  las  convenciones  que  en  el  matri- 
monio, porque  los  vicios  del  consenti- 
miento, producen  más  difícilmente  la  nu- 
lidad del  matrimonio  que  la  de  cualquier 
otro  contrato. 

Sobre  todo,  el  rol  del  agente  matrimo- 
nial necesariamente  no  es  el  de  ejercer  una 
influencia  sobre  el  consentimiento;  puede 
sin  duda  ponderar  á  su  cliente  las  venta- 
Jas  de  la  unión  que  le  aconseja,  pero  puede 
también  ponerlo  sencillamente  en  rela- 
ción con  una  persona  de  diferente  sexo 
que  á  su  juicio  sea  para  su  cliente,  lo  que 
llamamos  "un  partido  ventajoso"  y  dejar 
á  los  dos  discutir  entre  ellos  libremente. 
En  tal  caso  es  nula  la  influencia  del  me- 
diador sobre  el  consentimiento. 

Pero  aun  existiendo  esta  influencia,  es 
decir,  si  el  agente  hace  lucir  á  ambos  inte- 
resados la  utilidad  y  conveniencias  de  la 
unión  que  les  propone  que  contraigan, 
no  hace  sino  cumplir  con  el  rol  ordinario 
del  agente  que  es  el  de  mostrar  y  exagerar 


un  poco  las  cualidades  délas  mercaderías 
que  vende.  Nunca  ha  admitido  la  juris- 
prudencia que  en  estas  indicaciones  ni 
aun  en  estas  exageraciones— cuando  no 
constituyen  un  verdadero  fraude— haya 
un  hecho  que  altere  el  contrato.  Si  hubie- 
ra decidido  lo  contrario,  habría  recono, 
cido  por  ese  solo  hecho  el  carácter  ilícito 
de  toda  operación  de  agencia,  siendo  las 
operaciones  de  esta  naturaleza,  perfecta- 
mente regulares,  y  estando  algunas  de 
ellas  previstas  y  reglamentadas  por  el 
Código  de  Comercio.  El  obstáculo  á  la 
libertad  del  consentimiento  no  se  puede 
hacer  consistir,  tratándose  de  agencia  ma- 
trimonial, en  hechos  que  no  se  considera 
que  tienen  este  carácter  tratándose  de 
otras  agencias.  Aun  cuando  se  considerase 
el  lazo  matrimonial  como  el  mássagraáo 
de  todos  los  lazos  que  se  derivan  de  un 
contrato,  resultaría  sin  embargo  que  una 
inmixión  de  naturaleza  siempre  idéntica, 
dejaría  en  un  caso  entera  la  libertad  del 
consentimiento  y  en  otro  la  alteraría. 

6.  **Todo  lo  que,  agrega  la  Corte  de  Ca- 
sación, podría  comprometer  ó  alterar  la 
moralidad  y  la  libertad  del  consentimien- 
to en  el  matrimonio  es  por  lo  mismo  con- 
trario á  los  deseos  de  la  ley,  al  orden  pú- 
blico y  á  las  buenas  costumbres'*,  es  de- 
cir, anula  la  convención. 

La  consecuencia  más  directa  v  también 
la  menos  admisible  de  este  pretendido 
principio  sería  la  nulidad  del  matrimonio 
en  que  el  consentimiento  habría  sido  vi- 
ciado en  su  libertad  ó  moralidad;  el  ma- 
trimonio sería  '^contrario  al  orden  públi- 
co'', se  sabe,^sin  embargo,  que  esto  es 
absolutamente  inexacto;  que  especialmen- 
te el  error  no  es  sino  rara  vez  causa  de  nu- 
lidad del  matrimonio,  que  el  dolo  no  aca- 
rrea tampoco  su  nulidad  y  que  lo  que  el 
artículo  180  del    Código   Civil  entiende 
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por  falta  de  ^'consentimiento  libre"  que 
acarrea  la  nulidad,  es  la  violencia. 

Desde  que  el  matrimonio  que  se  ha  rea- 
lizado por  intermedio  deunagente,  es  na- 
turalmente inatacable,  y  que  no  lo  es 
menos  un  matrimonio  contraído  por  in- 
tereses puramente  pecuniarios,  no  vemos 
por  qué  ha  de  ser  nulo  el  contrato  de 
agencia,  y  cómo  podría  ser  contrario  al 
orden  público  el  provocar  un  matrimonio 
queen  sí  mismo  está  libre  de  todo  ataque. 
Según  la  Corte  de  Casación  la  inmorali" 
dad  consiste  aquí  en  que  **un  pacto  de  esa 
naturaleza  mezclaría  la  intervención  y  el 
interés  de  un  agente  dominado  por  ideas 
de  especulación  y  de  negocio  á  las  rela- 
ciones destinadas  á  preparar  la  sociedad 
indisoluble  en  la  cual  cada  uno  de  los  es- 
posos da  junto  con  sus  bienes  su  persona 
misma  y  su  vida  entera;  que  este  agente 
para  asegurar  el  éxito  que  es  la  condición 
de  la  prima  estipulada,  podría  aún  sin 
fraude  influir  directa  ó  indirectamente  so- 
bre el  consentimiento  de  los  esposos  ó  de 
sus  padres,  haciendo  lo  posible  para  disi- 
mular, prevenir,  atenuar  ó  combatir  las 
causas  aun  más  legítimas  de  vacilación 
ó  negativa." 

Esta  argumentación  tendría  algún  va- 
lor si  se  pudiera  asegurar  que  los  esposos 
mismos  y  sus  padres  no  se  dejan  nunca 
dominar  por  ideas  de  especulación  ó  de 
negocio,  ó  si  la  ley  ó  la  jurisprudencia  de- 
clararan nulos  los  matrimonios  inspira- 
dos por  ideas  de  esa  índole;  no  tiene  valor 
alguno  ya  que  esta  clase  de  ideas  se  con- 
sideran legítimas  aun  por  las  mismas  par- 
tes. El  agente  matrimonial  es,  sin  duda, 
menos  culpable  que  sus  clientes;  como 
ellos,  busca  una  fuente  de  beneficios  en  el 
matrimonio  que  él  provoca  y  existe  entre 
él  y  sus  clientes  la  diferencia  de  queen  vez 
de  contraer  por  motivos  pecqniívrios  esta 


indisoluble  sociedad  que  debería,  según  la 
Corte  de  Casación,  tener  por  única  base  la 
atracción  mutua,  saca  un  beneficio  más 
6  menos  honorable  de  una  profesión  re- 
conocida y  lícita. 

7.  Cuando  en  realidad  el  agente,  sin 
fraude,  como  lo  supone  la  Corte  de  Casa- 
ción, hace  lucir  á  los  ojos  de  su  clientelas 
ventajas  de  la  unión,  no  hace,  como  ya 
lo  hemos  dicho,  sino  lo  que  hacen  todos 
los  agentes. 

Si  á  esto  agrega  manejos  fraudulentos, 
admitimos  perfectamente  que  se  le  haga 
pagar  daños  y  perjuicios  por  la  falta  co- 
metida en  la  formación  del  contrato,  que 
los  tribunales  pueden  considerar  compen- 
sados todos  ó  parte  de  estos  dañosy  per- 
juicios con  el  salario  convenido,  y  que  aun 
pueden  fijar  una  suma  superior  á  dicho 
salario  (1).  Pero,  en  todo  caso,  y  supo- 
niendo que  estos  manejos  fraudulentos  y 
el  finjimiento  y  disimulo  sin  manejos  de 
esta  naturaleza,  deben  impedir  que  el 
agente  pueda  exigir  los  honorarios  con- 
venidos, es  inadmisible  que  la  simple  po- 
sibilidad de  hechos  de  esta  clase  nos  lie 
ve  á  rechazar  en  todo  caso  y  aun  cuando 
ellos  no  concurran,  la  validez  de  la  agen- 
cia matrimonial;  al  menos  habría  que 
subordinar  la  nulidad  á  las  circunstancias 
de  hecho  previstas  por  la  Corte  de  Casa- 
ción. Todo  contrato  de  agencia,  ó  más 
bien  dicho,  todo  contrato  puede  adole- 
cer de  error  ó  dolo,  y  no  se  puede  anu- 
lar sino  cuando  existen  el  error  ó  el  dolo; 
V  aun  entonces  no  está  viciado  de  nulidad 
absoluta,  no  tiene  en  todo  caso,  como 
sostiene  la  Corte  de  Casación  respecto 
del  contrato  de  agencia  matrimonial,  una 
causa  ilícita.  Parece  que  esta  objeción 
ha  llamado  la  atención  de  la  Corte  de 


(1)  V.  infrá,  núra.  19  y  20, 
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Casación,  pues  sin  duda  ha  querido  con- 
testarla al  decir: 

**Para  hacer  ilícita  tal  convención  no 
es  necesario  que  el  peligro  de  esta  influen- 
cia interesada  se  haya  realizado,  y  que 
se  haya  producido  el  mal,  basta  que  se 
vea  el  peligro  y  que  el  mal  sea  posible;  en 
efecto,  ahí  todo  es  irreparable  y^  el  orden 
social  tiene  demasiado  interés  en  defen- 
derse de  tales  consecuencias  para  poder 
con  tentarse  con  hacer  reserva  de  la  excep- 
ción de  dolo  ó  fraude  contra  la  acción  del 
agente  culpable  de  manejos  desleales  en 
la  ejecución  de  su  mandato*'.  De  manera 
que  la  causa  por  la  cual  la  simple  posibi- 
lidad de  un  fraude  acarrea  la  nulidad 
del  contrato  de  agencia  matrimonial  aun 
cuando  no  exista  fraude,  es  que  el  fraude, 
cuando  se  produce,  es  irreparable. 

No  hay  necesidad  de  decir  que  este  mo- 
do de  razonar  no  tiene  ningún  valor  jurí- 
dico, é  implica  el  reconocimiento,  por  la 
Corte  de  Casación  misma,  de  que  el  con- 
trato de  agencia  matrimonial  es  á  menú 
do,  ó  al  menos  á  veces,  perfectamente  hon- 
rado y  satisface  todas  las  condiciones  de 
validez  de  los  contratos.  No  hay,  pues,  en- 
tonces ningún  principio  de  derecho  que 
permita  anularlo.  Bajo  el  punto  de  vista 
moral,  es  igualmente  inadmisible  que  un 
contrato  sea  nulo,  que  se  niegue  á  un 
contratante  el  derecho  de  hacerse  pagar 
un  salario  legítimamenteconvenido,  por- 
que otros  contratos  de  la  misma  especie 
no  son  irreprochables.  Además,  no  es  esta 
nulidad  la  que  impedirá  que  las  conse- 
cuencias del  contrato  sean  irreparables, 
esto  es,  que  el  matrimonio  subsista. 

Permitirá  á  los  esposos  que  se  han  aso- 
ciado al  acto  reprensible  del  agente  y  que 
han  consentido  en  contraer  un  matrimo- 
nio  inmoral  á  los  ojos  dé  la  Corte  de  Ca- 
sación, el  despreciar  la  moral  por  segun- 


da vez,  eludiendo  compromisos  contrai- 
dos libremente. 

8.  Son  menos  poderosas  aun  otra?  con- 
sideraciones invocadas  á  favor  de  la  doc- 
trina de  la  Corte  de  Casación  y  que,  por 
lo  demás,  ésta  no  ha  aceptado. 

Mientras  que,  **en  los  contratos  ordi- 
narios, el  objeto  directo  es  la  cosa,  en 
materia  de  matrimonio,  es  la  persona;  y 
por  eso  no  es  posible  casarse  por  medio 
de  un  mandatario... 

El  tercero...  ha  especulado  sobre  una 
cosa  ó  con  ocasión  de  una  cosa  que  está. 
fuera  del  comercio''  (1). 

Es  cierto  que  el  matrimonio  es  la  unión 
de  dos  personas,  y  que  no  tiene,  al  me- 
nos directamente  por  objeto,  cosas  sus- 
ceptibles de  una  avaluación  pecuniaria. 
Pero  esto  no  debe  tener  influencia  alguna 
sobre  la  cuestión  de  saber  si  es  lícito  el 
contrato  de  agencia  matrimonial.  La  mi- 
sión del  agente  no  es  contraer  el  matri- 
monio, sino  poner  á  sus  clientes  en  esta- 
do de  contraerlo:  no  tiene  por  objeto,  en 
en  una  palabra,  el  mntrimonio  en  %í  mis- 
mo, sino  sólo  facilitar  entre  personas  de 
sexo  diferente  los  preliminares  en  vista 
del  matrimonio;  el  agente  contrae  una 
obligación  de  hacer,  la  que  consiste  en 
poner  á  su  cliente  en  relación  con  una  ter- 
cera persona,  y  darle  datos  acerca  de  ella. 
Considerar  que  la  agencia  tiene  por  ob- 
jeto la  persona  ó  un  objeto  fuera  del  co- 
mercio, es  confundir  el  objeto  de  la  ajen- 
cia  con  el  del  matrimonio.  Por  otra  parte, 
el  matrimonio  por  intermedio  de  un  agen- 
te no  se  parece  en  nada  al  matrimonio 
por  mandatario.  No  es  posible,  sin  duda, 
hacerse  reemplazar  en  la  celebración  del 
matrimonio  por  un  tercero,  y  es  eso  lo 
que  significa  la  prohibición  del  matrimo- 


(1)8.532.656, 
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nio  por  mandatario.  Pero  el  agente  no  re- 
presenta á  su  cliente  en  la  celebración  del 
matrimonio.  Además,  la  prohibición  del 
matrimonio  por  poder,  tiene  simplemente 
por  objeto  permitir  al  oficial  del  Registro 
Civil,  el  constatar  la  libertad  del  consen- 
timiento de  los  esposos  íl).  El  compro- 
bará esta  libertad  interrogando  á  los  es- 
posos como  la  ley  lo  prescribe,  tanto  en 
el  caso  del  matrimonio  preparado  por  un 
agente  como  en  el  caio  contrario. 

9.  Se  ha  sacado  un  argumento  de  ana- 
logía de  la  prohibición  de  celebrar  con- 
tratos, impuesta  alas  empresas  de  éxitos 
dramáticos. 

Las  dos  convenciones  no  tienen  rela- 
ción alguna  entre  sí;  en  todo  caso,  la  Cor- 
te de  Casación  nunca  ha  proclamado  la 
nulidad  del  segundo  contrato,  y  sabemos 
que  la  jurisprudencia  más  reciente  tiende 
á  desechar  esta  nulidad  (2);  hemos  dedu- 
cido de  esta  evolución  una  presunción  á 
favor  de  un  próximo  cambio  de  la  juris- 
prudencia de  la  Corte  de  Casación  res- 
pecto de  la  cuestión  que  nos  ocupa. 

10.  Desechados  los  argumentos  de  la 
doctrina  que  hasta  ahora  ha  prevalecido, 
resulta  que  es  válido  el  contrato  porque 
descansa  en  una  causa  lícita.  Se  puede 
asegurar  que  la  extensión  de  las  conven- 
ciones de  esta  naturaleza,  forma  parte 
del  espíritu  de  las  leyes  modernas.  El  Có- 
digo Civil  favorece  el  matrimonio,  ya  que 
el  matrimonio,  á  pesar  de  su  importan- 
cia, pueden  contraerlo  los  esposos  á  una 
edad  en  que  aun  no  pueden  celebrar  nin- 
gún contrato  pecuniario,  ya  que  deben 
obtener  el  consentimiento  de  un  numero 
más  reducido  de  personas  que  para  los 


más  importantes  contratos  pecuniarios, 
que  los  casos  de  nulidad  son  más  escasos 
y  prescriben  más  rápidamente  que  en  los 
demás  contratos,  que  el  contrato  de  ma- 
trimonio está  sujeto  igualmente  á  condi- 
ciones de  menor  capacidad.  Si  se  quiere 
favorecer  el  matrimonio,  es  justo  favore- 
cer también  los  contratos  que— sin  fraude 
ni  violencia— provocan  el  matrimonio. 

El  espíritu  de  lucro  del  agente,  no  es 
motivo  bastante  para  desechar  su  inter- 
vención cuando  el  resultado  de  esta  in- 
tervención es  benéfico  (3). 

Además,  la  moral  debería  felicitarse  de 
la  intervención  de  este  agente,  que  evita 
á  los  futuros  esposos  y  á  sus  familias 
muchos  preliminares  penosos  acerca  de 
las  condiciones  pecuniarias  del  matrimo- 
nio, permite  que  estas  discusiones  se  efec- 
túen antes  de  las  entrevistas  que  prece- 
den al  matrimonio,  ahorrándoles  todo 
lo  que  pueda  haber  de  irritante  en  ellas  y 
evita  así  las  ocasiones  de  una  ruptura. 

11.  Bajo  el  punto  de  vista  social  los 
servicios  que  presta  el  agente  son  incon- 


(1)  V.   Bandry    Lacuntinorie  y    Hcqi^g-rour- 
cade — Tr.  des persoiut^y  t.  II,  núm.  1597. 
(2;  V.  miprá  niira.  1. 


(B)  Ks  lo  que  dicfl  muy  bien  el  abogado  general 
Feuilioley  en  sus  concluMiones  mencionadas.  cEn 
nnestras  leyes  todo  está  hecho  para  favorecer  el  ma- 
trimonio. Bajo  el  triple  puuto  de  visti  rcligiono, 
moral,  social  y  ecooóiiiico,  el  estado  del  matrimonio 
es  el  estado  por  excelencia. 

(¿Cómo  entonces  el  hecho  de  facilitar  el  matri- 
monio, de  poner  en  relación  dos  familias,  de  bascar 
una  companera  al  hombre  que  desea  formar  una  fa- 
milia, un  protector  y  un  sostén  á  la  mnjer  que 
quiere  formar  un  hogar  con  la  dignidad  de  esposa 
y  madre,  cómo  puede  declararse  Apriorí^  ipsofacto, 
un  acto  contrario  á  las  buenas  costumbres,  á  las 
leyes  ó  al  orden  público?  ;Pero  si  es  todo  lo  contra- 
rio! ipriori  y  en  principio  es  un  acto  meritorio  y 
que  debería  estimarse. 

«¿Acaso  cambiará  de  naturaleza  este  acto  merito- 
rio y  moral,  por  el  hecho  de  que  el  intermediario 
co  sea  de.sinteresado?  ;Nó!  Se  puede  muy  bien  rea- 
lis»  t*  un  acto  detest-able,  siendo  sólo  intermediario 
desinteresado  del  matrimonio,  así  como  el  interme- 
diario interesado  puede  haoer  un  acto  ezoelente, 
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testables;  como  hemos  visto,  el  derecho 
romano  reconocía  que  eran  indispen- 
sables. 

Aun  en  el  antiguo  derecho  todos  los 
autores  reconocían  los  servicios  presta- 
dos por  los  agentes  matrimoniales.  Deni- 
sart,  apropiándose  his  observaciones  de 
un  comentador  del  Digeste,  declara:  **la 
Administración  de  Francia  tiene  el  gran 
defecto  de  no  poseer  esos  negociantes  y 
mediadores  que  arreglan  los  matrimo- 
nios; parece  que  este  medio  de  relacionar- 
se sería  muy  cómodo  para  el  comercio 
público"  (Ij.  Authomme  decía:  **Sería 
necesario  que  en  las  ciudades  hubiera 
cierto  lugar  designado,  donde  pudieran 
ir  los  que  algo  necesitaran  á  hacer  ano- 
tar sus  asuntos  por  un  oficial  establecido 
con  ese  objeto...  parece  que  este  sistema 
de  relacionarse  sería  muj^  cómodo  para 
el  servicio  público...  Es  un  defecto  de  la 
Administración  de  Francia,  el  no  tener 
como  en  otros  países  los  agentes  matri- 
moniales'' (2).  Gillet  decía:  **Es  indispen- 
sable para  eso  (para  un  matrimonio)  el 
servirse  de  la  intervención  de  los  demás; 
y  todo  lo  que  hoy  día  se  hace  sobre  eso, 
se  ha  hecho  siempre.  Y  es  porque  en  la 
vida  no  hay  un  rechazo  más  semsible,  y 
por  poca  delicadeza  que  se  tenga,  uno  no 
se  expone  así  no  mas  á  que  le  digan  que 
no  se  le  acepta...  Sea  como  fuere,  la  cos- 
tumbre de  hacer  un  matrimonio  por  in- 
termedio de  otros  es  muv  común;  v  un 
autor  célebre  ha  llegado  á  decir  que  en 
cada  ciudad  debería  haber  personas  pre- 
paradas para  esta  función''  (3). 

12.  A  decir  verdad,  la  profesión  de 
agente  matrimonial  está  muy  desacredi- 


(1)  V.  ProxénéUs,  !•  ed.  t.  IV,  p  73. 

y^'l)  Sobre  el  título  de  proxeneticts  en  el  Digeste, 

{fi)  Loe  cU. 


tada,  sea  porque  un  sentimiento  muy  vi- 
vo y  laudable  por  la  santidad  del  matri- 
monio, trae  por  consecuencia  una  repug- 
nancia instintiva  hacia  los  hombres  que 
sacan  provecho  de  realizar  uniones  ma- 
trimoniales, ósea— lo  quecs sin  duda  más 
cierto— porque   esta   profesión    siempre 
se  ha  ejercido  de  una  manera  muy  poco 
escrupulosa.  Pero  no  es  más  indebido  el 
sacar  provecho  de  un  matrimonio  que  de 
un  fallecimiento;  y  ¡cuántas  profesiones 
hay  que  encuentran  en  los  fallecimientos 
su  única  fuente  de  l)eneficios!  v  cuántas 
hay  que.  sin  haber  sido  reprobadas  jamás 
por  la  ley  ó  la  jurisprudencia,  viven  ex- 
clusivamente de  los  matrimonios!  Y,  por 
otra  parte,  no  es  el  descrédito  que  va 
unido — suponiéndolo  justo — á  una  profe- 
sión el  que  hace  ilegítimo  el  provecho  sa- 
cado de  esta  profesión,  si  este  provecho 
en  sí  mismo  se  ha  adquirido  sin  fraude. 
La  profesión  de  ugier  y  la  de  agente  de 
negocios  también  han  sido  despreciadas 
por  mucho  tiempo;  la  última,  si  no  la 
primera,  es  á  veces  ejercida  de  manera 
poco  honrada.  Pero  no  por  eso  dejan 
de    ser    lícitas,  y   la  jurisprudencia   ha 
creido  salvaguardiar  suficientemente  los 
intereses  de  la  moral  y  de  los  clientes  de 
los  agentes  de  negocios,  considerando  á 
estos  últimos  como  mandatarios  y  auto- 
rizándose así  para  reducir  sus  salarios 
exagerados. 

Hay  que  agregar  que  el  contrato  no  se 
celebra  siempre  con  un  agente  de  profe- 
sión; entre  las  decisiones  de  la  jurispru- 
dencia francesa,  hay  algunas  que  se  refie- 
ren á  una  hipótesis  en  la  cual  el  interme- 
diario, pensando  sólo  en  sacar  provecho 
de  sus  relaciones  con  una  familia  deter- 
minada, estipula  que  si  llega  á  realizar  el 
matrimonio  entre  la  persona  que  se  ha 
dirigido  á  él  y  un  miembro  de  dicha  fauíi- 
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lia,  él  obtendrá  una  remuneración.  Nada 
prueba  que  este  intermediario  usará  pro- 
cedimientos severamente  reprobados  á 
los  profesionales;  la  desconfianza  de  la 
Corte  de  Casación,  respecto  de  la  profe- 
sión de  agente  matrimonial  no  debe  ex- 
tenderse á  individuos  qucaccidentalmen. 
te  practican  la  agencia. 

Así  hay  autores  que  parecen  restringir 
la  nulidad  al  contrato  celebrado  por  un 
agente  de  profesión  (1). 

Pero  la  jurisprudencia  no  hace  esta  dis- 
tinción, que  no  sabría  justificarse;  pues 
en  derecho,  siendo  el  contrato  á  título 
oneroso,  es  siempre  de  la  misma  natura- 
leza, entre  ó  no  en  los  hábitos  del  que 
acepta  el  rol  de  intermediario. 

13.  Lo  que  permite  también  esperar 
un  cambio  en  la  jurisprudencia  de  la  Cor- 
te de  Casación  es  que  la  indisulubilidad 
del  matrimonio  no  existe  hoy  día.  Pare- 
ce que,  en  el  sistema  que  considera  ilícito 
el  contrato  de  agencia  matrimonial,  la 
irrevocabilidad  del  matrimonio  ha  juga- 
do un  rol  mucho  más  importante  de  lo 
que  se  creería  al  leer  la  mayor  parte  de 
las  decisiones  judiciales.  Puede  parecer 
perjudicial  que  se  forme  un  lazo  indisolu- 
ble bajóla  influencia  de  un  tercero  impul- 
sado por  el  amor  al  lucro,  y  se  concibe 
que  la  jurisprudencia,  al  ver  que  los  espo- 
sos son  impotentes  para  deshacer  este 
^azo,  haya  pensado  en  hacerlo  imposible 
6  poco  frecuente,  quitando  á  los  agentes» 
por  medio  del  rechazo  de  toda  acción  ju- 
dicial, todo  interés  en  intervenir.  Sin 
duda  esta  consideración  no  tiene  ningún 
valor  en  derecho;  y  no  tiene  tampoco  im- 
portancia moral,  ya  que  el  agente  se  li- 
mita con  frecuencia  á  poner  en  contacto 
á  ambas  partes,  y  aun  cuando  ejerce  su 

(1)  Vt  Demolomb6|  loe,  cU, 
DUKcao 


influencia,  lo  hace  á  menudo  de  una  ma- 
nera lícita.  Conel sistema  legislativo  que 
no  admite  el  divorcio,  se  explica  muy 
bien  el  temor  á  los  abusos. 

Hoy  día  que  el  divorcio  es  autorizado 
en  muchas  circunstancias,  ese  temor  debe 
desaparecer:  la  intervención  remunerada 
de  un  tercero  tiene  menos  inconvenien- 
tes hoy  día,  ya  que  los  esposos  desgracia- 
dos pueden  poner  fin  á  su  unión. 

Las  relaciones  entre  la  cuestión  de  la 
indisolubilidad  del  matrimonio  y  de  la 
nulidad  de  la  agencia  matrimonial  expli- 
can talvez  la  divergencia  que  sobre  este 
punto  se  suscitó  entre  el  derecho  roma- 
no y  el  antiguo.  En  el  derecho  romano, 
en  que  el  divorcio  era  permitido  Ja  agen- 
cia matrimonial  era  lícita;  y  era  conside- 
rada ilícita  por  el  antiguo  derecho  que 
rechazaba  el  divorcio.  De  la  misma  ma- 
nera, la  jurisprudencia  que  en  la  época 
moderna  se  ha  negado  á  reconocer  la  le- 
gitimidad de  la  agencia  matrimonial,  se 
ha  formado  con  posterioridad  á  la  su- 
presión del  divorcio.  Es  seguramente  en 
virtud  de  la  tradición  creada  por  el  fallo 
de  casación  de  1855,  que  con  posteriori- 
dad al  restablecimiento  del  divorcio,  las 
Cortes  de  Apelaciones  y  los  Tribunales 
han  persistido  en  declarar  ilícito  el  con- 
trato. 

En  el  fallo  de  1855,  la  Corte  de  Casa, 
ción  no  hacía  sino  una  alusión  muy  bre- 
ve—pero al  mismo  tiempo  muy  clara — 
(2)  á  la  indisolubilidad  del  lazo  matri- 
monial: ''Siendo  el  matrimonio,  en  e/sis- 
tema  He  nuestra  legislación  un  compro- 
miso irrevocable  que  afecta  los  intereses 
más  elevados  de  la  familia  y  de  la  socie- 
dadi./'  Pero  el  informe  del  consejero  La* 

{Z)  La  Oorte  de  Csiaaciún  de  Tarín  (fallo  del  26 
6op.  1883)  insiste  en  ella, 
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borie  insistía  de  una  manera  especial: 
-El  matrimonio  no  es  hoy  día  lo  que  fué, 
en  las  instituciones  civiles  de  los  roma- 
nos; no  tiene  esas  facilidades  de  repudia- 
ción y  de  divorcio,  ni  esc  carácter  de  es- 
peculación y  de  negocio  que  le  habían 
impreso  las  leyes.  El  cristianismo  levan- 
tó poco  á  poco  el  matrimonio  de  ese  es- 
tado de  degradación  y  bajeza.  Quiso  qite 
el  matrimonio,  fuera  el  resultado  de  una 
elección  libre,  que  se  purificara  en  el  fuego 
de  la  gracia,  y  cjue  elevándose  á  la  digni- 
dad de  un  sacramento  en  el  orden  e>pir¡- 
tual,  fuera  por  la  ley  un  lazo  indisolu- 
ble..." 

14.   Al  lado  de  la  evolución  que  se  ha 
producido  en   las  legislaciones,  hay  que 
señalar  la  que  se  ha  verificado  en  las  cos- 
tumbres. Esta  últimanoes  talvez  la  que 
supone  el  Tribunal  de  Lisieux  (1 ).  *'En 
un  gran  número  de  casos  la  unión  del 
hombre  y  de  la  mujer  no  la  determina 
esa  afección  recíproca  que  el  consejero 
Laborie  proclamaba  en  1855  como  la 
esencia  del  matrimonio;  el  hombre  no 
busca  en  la  mujer  con  quien  se  casa,  la 
compañera  fiel  y  abnegada  de  su  existen- 
cia, y  la  mujer  que  sin  cesar  está  aspi- 
rando á  una  emancipación  más  comple- 
ta, y  de  día  en  día  tiende  á  igualarse  con 
el  hombre,  no  ve  en  el  esposo  que  acepta, 
tni  protector,  un  sostén  natural,  el  jefe 
de  una  familia;  las  preocupaciones  son 
muy  distintas,  y  muchas  uniones  se  ba- 
san hoy  día  sólo  sobre  el  interés;  en  una 
palabra,  el  matrimonio  ha  llegado  á  ser 
un  negocio;  esto  pasa  especialmente  en 
cierta  clase  de  la  sociedad,  que  no  es  la 
menos  elevada." 

En  realidad,  como  ya  lo  hemos  dicho, 
el  matrimonio  no  ha  sido  nunca  un  lazo 

0;  Fallo  ciUdü  del  ¿I  enero  de  1903. 


basado  únicamente  en  el  afecto;  no  es 
probable  que  las  cuestiones  de  interés  se 
mezclaran  menos  que  hoy  día  bajo  el  an- 
tiguo régimen,  ó  en  la  época  de  la  pro- 
mulgación del  Código  Civil.  Lo  que  ha 
progresado  es  la  franqueza  humana;  ha 
desaparecido  la  hipocresía  con  que  antes 
se  disimulaba  una  parte  de  los  elemen- 
tos cpie  determinaban  el  consentimiento 
de  los  esposos  y  de  sus  familias.  Todo  el 
mundo  conviene  hoy  día  en  que  el  matri- 
monio no  está  ni  puede  estar  basado  ex- 
clusivamente en  una  simpatía  recíproca 
y  por  lo  tanto  nada  tiene  de  extraño  que 
sean  remunerados  los  servicios  prestados 
por  los  agentes  en  la  celebración  de  un 
contrato  en  el  cual   los  esposos  buscan 
abiertamente  la  satisfación  de  sus  inte- 
reses pecuniarios  y  materiales. 

15.  La  cuestión  no  cambia  en  manera 
alguna  cuando  el  agente  matrimonial  en- 
cargado por  su  cliente  de  hacerlo  con- 
traer matrimonio,  sea  con  una  persona 
determinada,  sea  con  una  que  reúna  cier- 
tas condiciones,  deja  que  esta  persona 
ignore  el  carácter  interesado  de  su  mi- 
sión y  el  móvil  á  que  obedece.  La  Corte 
de  Poitiers  en  el  caso  resuelto  por  la 
Corte  de  Casación  de  1855,  al  declarar 
absolutamente  ilícito  el  contrato  de  agen- 
cia matrimonial,  había  tenido  cuidado 
de  agregar  que  los  manejos  ejercidos  por 
el  agente  á  fin  de  obtener  el  consenti- 
miento de  l;is  partes  son  graves,  sobre 
todo  **cuando  la  persona  cayo  consenti- 
miento se  trata  de  obtener  ignora  el  mó- 
vil pecuniario  que  hace  obrar  al  tercero 
que  se  interpone,  móvil  cuidadosamente 
disimulado  bajo  las  apariencias  de  una 
falsa  amistad**;  hacenotarque  en  el  caso 
de  que  se  trata  la  convención  secreta  ce- 
lebrada entre  el  agente  y  su  cliente,  no 
fué  conocida  por  la  mujer  de  éste  sino  al 
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entablarse  el  pleito  entre  el  agente  y  él. 
Pero  aun  en  ese  caso  nos  parece  induda- 
ble que  el  contrato  no  es  nulo.  En  efecto, 
para  resolver  si  es  válido  un  contrato 
hay  que  colocarse  en  el  momento  en  que 
se  lecelebray,en  este  momento,  se  ignora 
si  el  agente  dará  cuenta  al  interesado  del 
carácter  interesado  de  su  misión.  Por 
otra  parte,  sea  que  se  confiese  6  se  disi- 
mule ese  móvil,  los  servicios  del  agente 
para  con  su  cliente  conservan  su  natura- 
leza; la  situación  cambia  sólo  respecto 
de  terceros,  á  quienes  no  tiene  que  exigir 
ni  exige  su  salario,  y  sólo  cabrá  pregun- 
tar si  la  persona  con  quien  el  cliente,  gra- 
cias al  agente,  llega  á  casarse,  puede  exi- 
gir al  agente  una  indemnización  de  per- 
juicios. Esta  última  consideración  con- 
serva todo  su  valor  aun  en  caso  de  que 
á  virtud  de  su  contrato  se  haya  compro- 
metido el  agente  con  su  cliente  á  no  de- 
jar entrever  á  la  tercera  persona  intere- 
sada el  carácter  oneroso  de  su  compro- 
miso. 

16.  En  todo  caso,  la  jurisprudencia  de 
la  Corte  de  Casación  no  tiene  el  alcance 
absoluto  que  se  le  ha  atribuido  á  veces. 
Como  los  parlamentos,  ha  querido  ata- 
car exclusivamente  la  convención  por  la 
cual  el  agente  se  ha  hecho  prometer  una 
indemnización  en  caso  de  éxito.  Ella  mis- 
ma lo  ha  dicho:  **el  contrato  altera  la  li- 
bertad V  moralidad  del  consentimiento 
cuando  el  agente  estipula,  en  cambio, 
bajo  la  condición  del  éxito,  una  prima 
calculada,  no  tanto  por  las  diligencias  y 
trámites  prometidos  sino  en  vista  del 
éxito".  Sólo  en  este  caso  puede  el  agente 
tener  interés  en  ejercer  presión  sobre  el 
consentimiento  de  las  partes;  este  interés 
falta  por  completo  cuando  ha  de  recibir 
la  prima,  en  todo  caso,  aun  si  no  obtie- 
ne éxito;  el  agente  no  pensará  ''eu  in- 


fluenciar  directa  ó  indirectamente  el  con- 
sentimiento sólo  por  asegurar  el  éxito 
que  es  la  condición  de  la  prima  estipu- 
lada»' (1). 

17.  Aun  se  podría  interpretar  que  el 
fallo  de  1855  reprueba  únicamente  la 
prima  proporcional  á  la  dote;  si  la  prima 
consistiera  en  una  suma  fija  sería  válida 
aun  si  estuviera  subordinada  al  éxito; 
porque  la  Corte  de  Casación  ataca  la  pri- 
ma **calculada...  en  vista  del  éxito  y  se- 
gún la  importancia  del  resultado**.  Sin 
embargo,  no  es  probable  que  sea  tan  li- 
mitado el  alcance  de  la  doctrina  formu- 
lada por  la  Corte  de  Casación,  pues  **las 
ideas  de  especulación  y  negocio*'  se  mez- 
clan á  los  trámites  tanto  en  un  caso 
como  en  el  otro.  El  agente  tiene  tanto 
interés  en  obtener  éxito  en  un  caso  como 
en  otro.  Si  la  prima  es  proporcional  sin 
duda  que  el  peligro  es  mayor,  ya  que 
el  agente  puede  posponer  todas  las  con- 
sideraciones de  moral,  honorabilidad  y 
salud  ante  la  cuestión  de  la  dote;  pero 
aun  si  la  prima  es  fija,  pueden  obrar  el 
fraude,  el  disimulo  y  las  influencias.  Ade- 
más, en  la  frase  que  hemos  trascrito  hay 
una  inexactitud  material  en  el  hecho,  en 
el  caso  resuelto  por  el  fallo  de  1855  era 
de  6.000  francos  la  suma  fija  prometi- 
da al  agente  en  caso  de  éxito  (2). 

18.  La  Corte  de  Casación  tampoco  se 
ha  preocupado  especialmente  de  la  hipó- 
tesis en  que  el  agente  se  compromete  á 
tratar  de  realizar  el  matrimonio  con  una 
persona  determinada.  En  este  caso,  es 
más  bien  im  arrendador  de  servicios  que 
un  verdadero  agente.  Pero  las  rabones 
para  resolver  son  las  mismas.  Nuestra 

(1)  V.  en  este  sentido:  Larombiére,  he,  cit. 

(2)  V.  Poitiers,  9  marzo  1863,  ya  citado,  ho  miii* 
mo  ocurría  en  la  mayor  parte  de  los  oahoa  aometi- 
dos  á  U  jantpradenoia; 
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Opinión  es  que  el  contrato  es  válido, 
pues  nada  tiene  de  ilícito  el  poner  en  re- 
laciones dos  personas  en  vista  de  un  ma- 
trimonio (1).  Según  la  doctrina  de  la 
Corte  de  Casación  es  nulo  el  contrato, 
pues  el  agente  puede  influenciar  á  la  per- 
sona con  quien  su  cliente  desea  contraer 
matrimonio.  Por  lo  demás,  era  de  una 
hipótesis  de  esta  naturaleza  de  lo  que  se 
trataba  en  el  caso  resuelto  por  la  Corte 
de  Casación  en  1855,  aunque  su  fallo  no 
hiciera  alusión  alguna  (2). 

19.  La  moral  y  los  principios  de  dere- 
cho están  completamente  á  salvo  por  la 
responsabilidad  que  incumbe  al  agente 
por  el  fraude  que  ha  podido  cometer.  Si 
el  agente  ha  disimulado  intencionalmen- 
te  vicios  morales,  debe  pagar  daños  y 
perjuicios,  ya  que  el  perjuicio  moral  da 
lugar  á  reparación  (3),  y  esta  indemniza- 
ción puede  alcanzar  ó  sobrepasar  el  sa- 
lario. 

No  vacilamos  siquiera  en  sostener  que 
el  agente  debe  indemnización  de  perjui- 
cios á  la  parte  cuyo  consentimiento  ha 
obtenido  exagerando  el  monto  de  la  for- 
tuna de  la  otra  parte  (4).    Hay  aquí 


fl)  y.  en  este  sentido:  Cas.  Ñapóles,  10  octubre 
1903,  ya  citado. — Genova,  5  junio    1003,  ya  *»itado. 

(2)  V.  Poitíeri»,  9  aiaieo  1853,  ya  citado. 

(3)  CiJ",  Ñapóles    10  octubre  1903,  ya  citado. 

(4)  y.  hin  embargo,  Cas.  Ñapóles  10  octubre 
1903,  ya  citado.  Este  fallo  so  niega  á  declarar  nulo 
el  contrato  por  el  cual  el  agente  había  prometido 
intervenir  para  hacer  que  su  cliente  se  casara  con 
una  persona  determinada.  El  cliente  pretendía  que 
había  una  causa  falsa  (sería  más  exacto  decir:  error 
en  la  causa)  po.que  el  agente  lo  había  engañado 
sobre  el  monto  de  la  dote  de  f>u  cónyuge  y  esta 
pretensión  había  sido  admitida  por  la  Corte  de 
Apelaciones  (Ñapóles,  26  agosto  1^01,  Legge,  1902. 
1.1  j3)  La  Corte  de  Casación  tiene  razón  al  de- 
cir que  sólo  hay  error  en  los  motivos;  el  objeto 
de  la  obligación  del  agente  y,  por  oonsiguiente,  la 
caa^a  de  la  obligación  del  cliente,  es  el  matriiuonio 
de  este  oliente  con  la  persona  indicada;  entre  los 
taotiyot  que  han  determinaclo  al  olienie  á  contratar 


un  perjuicio   causado  por   la  falta  del 
agente,  y  lo  debe  indemnizar.  Sin  duda 
se  objetará  que  la  parte  perjudicada  in- 
voque al  reclamar  esta   indemnización 
su  propia  bajeza,  ya  que  confiesa  haber- 
se  guiado  en  su  elección   matrimonial 
sólo  por  consideraciones  pecuniarias.  La 
objeción  tendría  gran  importancia  si  se 
pensara  como  la  Corte  de  Casación,  que 
las  **ideas  de   especulación  y  negocio" 
en  materia  de  matrimonio  son  contra- 
rias al  orden  público.   Pero  lo  son  tan 
poco  que  todas  las  convenciones  matri- 
moniales, y  las  donaciones  que  contiene 
el  contrato  de  matrimonio  se  inspiran 
esencialmente  en  ideas  de  esta  naturale- 
za; la  lej»-  no  desconoce  el  derecho  de  los 
esposos  para  guiarse  por  consideraciones 
pecuniarias  en  la  elección  de  sus  cón^'u- 
ges,  siendo  legítimas  estas  consideracio- 
nes; un  esposo  engañado  sobreesté  punto 
puede  muy  bien  dirigirse  contra  el  agente 
que  lo  indujo  en  error,  tal  como  un  com- 
prador de  mercaderías  tiene  derecho  para 
reclamar  una  indemnización  de  perjui- 
cios al  agente  que  lo  ha  engañado  res- 
pecto de  la  calidad  de  esas  mercaderías. 
No  es  menos  cierto  que  el  contrato  de 
agencia  es  anulable,  como  todos  los  de- 
más, si  el  consentimiento  de  una  de  las 
partes  adolece  de  un  vicio  (5).  Tal  sería 
el  caso  de  que  los  manejos  fraudulentos 
del  agente  hubieran  inducido  al  cliente  á 
encargarlo  de  hacer  algunas  gestiones. 


con  el  agente,  figura  la  impo.  taiicia  de  la  dote  de 
la  pe'Hona  con  quien  piensa  casarse.  El  error  pobre 
los  nmtivos  no  es,  como  es  s:ibido.  una  causui  de  nu- 
lidad de  IciH  concrato5(.  Colooida  en  este  terreno  la 
cuestión,  no  podía  Her  resuelta  sino  cumo  lo  Iiíko  la 
Corte  de  Casación  de  Náp  «le 4.  Pero  saber  si  el 
agente  debe  ó  no  i ndeninis ir  perjuicios,  es  nna  cue^- 
ti6n  diferente  que  no  se  trató  en  el  juicio. 

(ó)  V.  en  este  sentido:  G-énova,  5  junij  190.J,  ya 
citado. 
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20.  Y  recíprocamente,  la  persona  con 
la  cual  el  cliente  del  agente  ha  podido, 
gracias  á  la  ayuda  de  este  último,  con- 
traer matrimonio  ¿tiene  alguna  acción 
contra  el  agente? 

Si  esta  persona  es  un  verdadero  con- 
tratante, es  decir,  si  ella  por  su  lado  ha 
confiado  igualmente  al  agente  el  encargo 
de  procurarle  un  cónyuge,  los  dos  espo- 
sos son  clientes  del  agente;  las  condicio- 
nes en  que  pueden  exigirle  daños  y  per- 
juicios son  las  mismas  para  ambos;  las 
condiciones  en  que  pueden  perder  la  nuli- 
dad del  contrato  son  igualmente  las  mis- 
mas, con  la  salvedad,  naturalmente,  de 
que  no  pueden  pedir  la  nulidad  sino  los 
clientes  que  han  prometido  un  salario  al 
agente,  cuando— y  es  lo  que  ocurre  gene- 
ralmente—es el  marido  el  que  ha  ofrecido 
al  agente  una  parte  de  la  dote  de  su  mu- 
jer, ésta  no  tiene  interés  alguno  en  pedir 
la  nulidad  del  contrato. 

Si  la  tercera  persona  no  es  uno  de  los 
contratantes,  es  decir,  si  no  ha  encargado 
al  agente  ninguna  gestión,  y  éste  ha  ve- 
nido por  sí  solo  á  solicitarla;  es  el  caso, 
por  ejemplo  de  la  mujer  á  quien  el  agen- 
te, cumpliendo  la  misión  que  le  ha  sido 
encomendada  por  su  cliente,  convence  de 
que  se  case  con  ese  cliente,  ella  no  podría, 
naturalmente,  pedir  la  nulidad  de  un  con- 
trato de  agencia  en  que  no  ha  sido  parte. 
Tampoco  puede  exigir  indemnización  de 
perjuicios  al  agente  si  ella  ha  conocido  el 
carácter  interesado  de  su  misión  v  no  ha 
sido  por  lo  demás  perjudicada.  El  hecho 
sólo  de  haber  ignorado  el  carácter  one- 
roso del  contrato,  no  le  permite  cobrar 
daños  y  perjuicios;  no  puede  decirse  que 
este  disimulo  constituve  una  falta  del 
agente,  pues  ningún  principio  obliga  á 
un  mandatario  ó  agente  de  negocios  á 
imponer  á  terceros  de  las  estipulaciones  de 


su  contrato.  Por  lo  demás,  el  tercero  no 
ha  sido  perjudicado  por  el  solo  hecho  de 
este  disimulo.  No  habría  perjuicio,  sino 
cuando  el  agente  disimulando  ó  no  el  ca- 
rácter oneroso  de  su  encargo,  hubiera  en- 
gañado á  la  tercera  persona,  acerca  de  la 
fortuna,  de  la  situación  y  aun  del  estado 
físico  de  su  cliente. 

Ha  cometido  así  un  verdadero  fraude, 
que  ha  causado  perjuicios  y  naturalmen- 
te debe  indemnizarlos. 

Esto  basta  para  suprimir  los  inconve- 
nientes que  pudieran  resultar  del  contra- 
to  de  agencia  matrimonial. 

21.  Otra  solución,  tomada  de  la  juris- 
prudencia, también  impide  los  abusos. 
Los  agentes  matrimoniales  entran  en  la 
categoría  de  agentes  de  negocios,  es  de- 
cir, en  la  categoría  de  hombres  que,  por 
profesión  y  mediante  un  salario,  prestan 
servicios  á  los  demás,  sin  ningún  carácter 
oficial  y  como  lo  hemos  dicho  anterior- 
mente, como  la  jurisprudencia  insiste,  á 
pesar  de  la  resistencia  de  una  gran  parte 
de  la  doctrina,  en  considerar  á  los  agen- 
tes de  negocios  como  mandatarios,  les 
aplica  la  teoría  uniforme, — muy  discuti- 
ble, por  lo  demás,  y  quesehacreado  pre- 
cisamente contra  los  agentes  de  negocios, 
— que  permite  á  los  Tribunales  reducir 
los  salarios  ofrecidos  de  antemano  á  los 
mandatarios,  si  estos  salarios  exceden  el 
valor  de  los  servicios  prestados  (1). 

Rara  vez  los  Tribunales  no  hallarán 
exagerado  el  salario  del  agente  matrimo- 
nial, fijado  por  la  convención,  en  general 
en  una  fracción  de  la  dote  (á  veces  2'X  y 
á  menudo  5%),  lo  reducirán,  por  consi- 
guiente y  así  disminuirá  sensiblemente  el 


(l)  V.  nuestro  Tratado  del  arriendo,  2.*  ed.  t.  II, 
núm.  2080,  y  nuestro  Tratado  de  los  contratos  alea- 
torios; del  mandato^  etc.,  2.»  ed.  núm.  739, 
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escándalo,  inherente  á  las  **ideas  de  es- 
peculación y  negocio**  que  impulsan  al 
agente. 

22.  Y,  en  resumen,  resulta  de  todo  esto 
que  la  Corte  de  Casación,  cuando  reco- 
nozca la  validez  del  contrato  de  agencia 
matrimonial,  no  innovará  tanto  como 
podría  creerse.  Ya  en  vista  de  la  juris- 
prudencia actual,  se  reconoce  general- 
mente que  el  agente  matrimonial  puede 
exigir  una  indemnización  á  su  cliente  por 
los  viajes,  el  tiempo  perdido,  y  los  demás 
gastos  (1).  En  verdad  esto  es  discuti- 
ble (2)  pues  estos  viajes,  esta  pérdida  de 
tiempo  y  estos  gastos  se  han  hecho  en 
vista  de  facilitar  el  matrimonio;  consti- 
tuyen, pues,  la  remuneración  de  un  servi- 
cio prestado  en  virtud  de  un  contrato 
considerado  ilícito  por  la  jurisprudencia. 
La  acción  del  agente  contra  su  cliente  no 
puede  basarse  sino  sobre  la  gestión  de 
negocios  ó  sobre  el  beneficio  obtenido  por 
el  cliente  de  las  gestiones  del  agente.  Pero 
lá  gestión  de  negocios,  como  el  mandato 


(!)  Nímes,  18  marzo.  1884  ya  oitado.^Aiz.  19 
oct.  1886,  ya  citado. — París  29  jun.  1891,  ya  citado. 
— Trib.  de  Nimes,  bajo  Nime?»,  22  de  jun.  1868,  ya 
citado. — Trib.  de  Lyon  17  jul.  1896,  ya  citado. 

(2)  V.  Laurent,  t.  XYI,  núm.  151.  En  sn  fallo  ya 
citado  del  22  de  junio  de  1868,  la  Corte  de  NímeH 
ha  dado  esta  solución,  pero  en  términos  extraños  y 
contradictorios.  Después  de  haber  dicho  cqne  con- 
siderando la  naturaleza  de  los  gastos  hechos,  los 
trámites  y  el  trabajo  realizado,  la  Corte  ha  estimado 
exagerada  la  apreciación  del  Ti-ibunaU — y  haber 
reconocido  al  menos,  al  parecer,  la  legitimidad  de  la 
remuneración, — agrega  cque  no  corresponde  á  la 
justicia  el  ordenar  la  remuneración  de  servicios 
prestados,  cuando  no  ha  habido  convención  alguna 
celebrada  áeste  respecto  entre  las  partes».  La  Cor- 
te de  Nímes  olvida  enteramente  la  teoría  de  la  ges- 
tión de  negocios. 


Ó  el  arrendamiento  de  servicios  y  como 
toda  operación  jurídica,  no  da  lugar  á 
remuneración  sino  cuando  los  servicios 
prestados  son  lícitos;  el  provecho  obteni- 
do por  el  cliente  de  las  gestiones  del 
agente  entra  en  el  provecho  que  ha  obte- 
nido del  matrimonio  mismo,  facilitado 
por  el  agente  y,  en  consecuencia,  no  está 
más  legítimamente  retribuido  que  éste 
último. 

Sea  como  fuere,  la  jurisprudencia  es 
expresa  á  este  respecto.  Por  consiguien- 
te, el  agente  puede  tener  derecho  á  una 
remimeración  necesariamente  inferior  á 
la  que  había  estipulado  y  como  la  Corte 
de  Casación,  si  reconoce  la  validez  del 
contrato,  atribuirá  á  los  Tribunales  el 
derecho  de  moderar  esta  última  remune- 
ración, las  dos  doctrinas  no  están  tan  dis- 
tantes una  de  otra  como  parece.  Sin  du- 
da, cuando  los  Tribunales  lleguen  á  pro- 
clamar lalegitimidad  de  la  remuneración, 
basándose  sobre  la  importancia  del  ser- 
vicio prestado,  serán  más  generosos  para 
con  el  agente  matrimonial,  que  lo  que  lo 
son  en  el  estado  actual  déla  jurispruden- 
cia; los  agentes  tienen  pues  mucho  inte- 
rés en  sostener  la  validez  del  contrato; 
pero,— y  es  en  esto  que  está  la  importan- 
cia de  nuestra  observación  —  la  Corte 
de  Casación  no  tendrá  que  hacer  un 
gran  esfuerzo  para  admitir  que  bajo  el 
punto  de  vista  moral— el  único  por  el 
cual,  se  ha  guiado  en  realidad — el  reco- 
nocimiento de  la  validez  del  contrato  na- 
da tiene  de  subversivo  y  no  constituye 
una  gran  novedad. 

Alberto  Wahl. 


Revista  de  Derecho  y  Jurisprudencia 


DOS  MUERTOS  ILUSTRES 


El  mundo  científico  acaba  de  perder 
dos  hombres  notables.  Ellos  son  el  Exce- 
lentísimo señor  don  José  María  Manresa 
V  Navarro,  miembro  de  la  Academia  de 
Legislación  y  Jurisprudencia  de  Madrid; 
y  don  Ángel  M.  Domínguez,  miembro  de 
la  Sociedad  Mexicana  de  Jeografía  y  Es- 
tadística; diputado  largos  años  al  Con- 
greso Federal  de  México  y  socio  corres- 
ponsal de  la  Facultad  de  Humanidades 
de  nuestra  Universidad.  El  señor  Domín- 
guez era  un  notable  escritor  y  había  pu- 
blicado algunas  obras  de  importancia, 
entre  éstas,  la  titulada  ''Descrípción  de 
los  Ríos  Principales  del  Mundo*\  Su 
muerte  acaeció  el  27  de  diciembre  de  1905 
y  sólo  ahora  nos  ha  llegado  tan  triste 
nueva.  El  extinto  tenía  gran  admiración 
por  Chile  y  estudiaba  sus  progresos  con 

gusto. 

El  señor  Manresa  era  natural  de  .\li- 
cante,  en  España,  y  había  nacido  el  9  de 
febrero  de  1818  y  falleció  el  18  de  no- 
viembre del  año  pasado.  Había  ejercido 
la  magistratura  desde  simple  Juez  de  Le- 
tras, hasta  llegar  á  ser  miembro  del  Tri- 
bunal de  Casación  de  Madrid  y  antes  Fis- 
cal de  una  de  las  Audiencias  de  esa  capi- 
tal. 


La  Revista  de  Legislación  y  JurisprvT 
dencia  de  Madrid,  fundada  en  1853  por 
don  José  Reus  y  García  y  don  Ignacio 
Miquel,  contó  al  señor  Manresa  por  su 
colaborador  desde  el  principio  de  su  ca- 
rrera. Fallecidos  sus  fundadores,  la  Re- 
vista pasó  á  poder  de  don  Emilio  Reus, 
por  fin  á  la  de  Manresa,  siendo  su  direc- 
tor hasta  que  falleció, 

Manresa  fué  diputado  á  las  Cortes  y 
Ministro  de  Estado  y,  en  fin,  casi  no  hu- 
bo cargo  judicial  y  político  que  no  de- 
sempeñó con  brillo,  hasta  que  jubilado  se 
consagró  por  completo  á  la  Revista  y  en 
ella  han  colaborado  los  más  notables  es- 
critores jurídicos  de  Europa  y  América. 

Manresa  es  autor  de  obras  importan- 
tes, como  ser  la  Enciclopedia  de  Derecho 
y  Administración,  que  comenzó  á  publi- 
carse en  1848;  de  los  comentarios  á  la 
ley  de  Enjuiciamiento  Civil;  Comenta- 
rios al  Código  Civil,  Tratado  sobre  cues- 
tiones prejudiciales  y  previas  en  el  Pro- 
cedimiento Penal  y  otras.  Sobre  todo, 
no  hubo  en  su  época  ley  ó  trabajo  ju- 
rídico en  que  no  tomó  parte  en  su  ela 
boración.  Fué  un  obrero  infatigable  en 
el  cultivo  de  las  ciencias,  hasta  que  fa- 
lleció y   á  pesar  de   sus  años   no   per- 
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dio  su    amor  á    los  estudios  jurídicos. 

Había  de  notarse  que  el  señor  Manre- 
sa  conocía  casi  todas  las  obras  jurídicas 
publicadas  en   Chile  y  tenía  un  cariño 
especial  por  nuestros  escritores.  Las  pá- 
ginas de  su  Revista  están  llenas  de  elo- 
gios á  estos  hombres  y  á  sus  produccio- 
nes. Por  eso  no  hay  abogado  mediana- 
mente instruido  que  no  conociera  á  Man- 
resa  y  sus  obras,  las  que  son  citadas  y  lo 
serán  siempre  con  la  autoridad  que  me- 
recen. 

Nuestro  Código  de  Enjuiciamiento  Ci- 
vil, calcado  en  parte  de  la  ley  española, 
en  la  que  tanto  trabajó  Manresa,  así 
como  en  la  ley  de  Enjuiciamiento  Penal, 
nos  harán  consultar,  para  sanjar  las  du- 
das, el  comentario  de  tan  exclarecido 
jurisconsulto  sobre  estas  materias  de 
aplicación  diaria  en  nuestros  Tribunales. 

Es  de  sentir  lo  que  ocurre  en  España; 
hace  poco  falleció  don  Germán  Gamaso 


y  Calvo,  don  Francisco  Sil  vela  y  el  señor 
Romero  y  Robledo,  distinguidos  juris- 
consultos que  eran  honra  de  España. 
Antes  de  estos  y  lejos  de  su  patria  había 
muerto  el  hábil  jurisconsulto  don  Emilio 
Rcus. 

No  obstante  vive  otro  distinguido  ju- 
risconsulto bastante  conocido  en  Chile 
por  sus  obras  y  por  el  cariño  con  que 
mira  !os  estudios  jurídicos  de  Chile.  Este 
lo  es  el  Exmo.  señor  don  Manuel  Torres 
Campos  distinguido  profesor  de  la  Uni- 
versidad de  Granada  en  Derecho  ínter 
nacional  Público  y  Privado. 

Aunque  lejos  de  la  madre  patria,  no 
por  eso  somos  indiferentes  á  lo  que  allí 
ocurre  y  por  eso  desde  tan  lejanas  pla- 
yas, envianos  nuestro  tributo  de  admi- 
ración por  sus  hombres  y  de  condolencia 
por  sus  muertos. 

RoBUSTiANo  Vera. 
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EL  CONTRATO  DE  IGUALA  CELEBRADO  ENTRE  ABOGADO  Y  CLIENTE, 

POR  ESCRITO,  NO  SE  RUÉ,  EN  CUANTO  A  LA  PRESCRIPCIÓN,  POR  EL  ARTÍCULO  2521  DEL 

CÓDIGO  CIVIL,  SINO  POH  EL  ARTICULO  2515 


La  prescripción,  como  medio  de  extin- 
guir las  acciones  y  derechos  ajenos,  se 
produce  cuando  se  ha  dejado  trascurrir 
cierto  lapso  de  tiempo,  durante  el  cual 
no  se  hubieran  ejercitado. 

Este  tiempo,  dice  el  artículo  2515,  es  en 
general  de  diez  años  para  las  acciones  eje- 
cutivas y  de  veinte  para  las  ordinarias. 

Tal  es  la  regla  6  precepto  común  de 
general  aplicación. 

Pero  hay  ciertas  acciones  que  prescri- 
ben en  corto  tiempo,  á  cuya  materia  se 
contrae  el  párrafo  4^  del  título  XLII,  Li- 
bro IV  del  Código  Civil. 

Estas  acciones  son  las  relativas  á  los 
honorarios  de  jueces,  abogados,  procura- 
dores, médicos,  cirujanos,  directores  de 
colejios  ó  escuelas,  ingenieros,  agnmeu* 


sores  y,  en  general,  de  todos  los  que  ejer- 
cen cualquiera  profesión  liberaL  (Art. 
2521).  Estas  acciones  prescriben  en  tres 
años. 

Prescriben  en  dos  años  las  acciones  de 
los  mercaderes,  proveedores  y  artesanos 
por  el  precio  de  los  artículos  que  despa- 
chan al  menudeo;  la  de  los  dependientes 
y  criados  por  sus  salarios;  la  de  toda  cla- 
se de  personas  por  el  precio  de  los  servi- 
cios prestados  periódica  ó  accidentalmen- 
te, como  posaderos,  acarreadores,  men- 
sajeros, barberos,  etc.  (art.  2522.) 

Unas  y  otras  prescripciones,  conforme 
á  lo  dispuesto  en  el  artículo  2323,  tienen 
además  la  especialidad  de  que  corren 
contra  toda  especie  de  personas  y  de  no 
admitir  suspensión  alguna.  Se  intcrruav 


72 


PRIMERA    PARTS 


pen  solamente  desde  que  interviene  pa- 
garé ú  obligación  escrita,  concesión  de 
plazo  por  el  acreedor  ó  requerimiento, 
sucediendo  entonces  á  la  prescripción  de 
corto  tiempo  la  del  artículo  2515. 

Bn  presencia  de  las  disposiciones  que 
acabamos  de  trascribir,  cabe  preguntar: 
¿En  qué  tiempo  prescribe  la  acción  que 
tiene  un  abogado  para  cobrar  su  hono- 
rario pactado  por  escrito? 

Respondemos  sin  vacilar  que  prescribi- 
rá en  diez  años,  como  acción  ejecutiva,  y 
en  veinte  como  acción  ordinaria. 

El  artículo  2521,  al  decir  que  los  hono- 
rarios de  abogados  y  demás  personas 
que  enumera  prescriben  en  tres  años,  ha 
entendido  referirse  á  los  servicios  presta- 
dos por  aquellos  individuos  en  el  ejerci- 
cio de  sus  profesiones,  sin  que  haya  me- 
diado pacto  por  escrito  entre  el  que  los 
presta  y  la  persona  que  los  recibe. 

Mediando  ó  interviniendo  dicho  pacto, 
las  relaciones  jurídicas  que  de  él  nacen 
quedan  subordinadas  á  las  reglas  del  de- 
recho común. 

Así,  el  juez  arbitro  ó  arbitrado  r,  que  se 
encarga  del  conocimiento  y  fallo  de  un 
juicio;  el  abogado  y  procurador,  de  la 
defensa  y  representación  de  un  litigante; 
el  médico  ó  cirujano,  de  la  asistencia  de 
un  enfetmo;  el  profesor,  de  la  enseñanza 
de  un  alumno;  el  in¿>eniero  ó  agrimensor, 
de  la  tasación  de  un  fundo,  etc.;  termina- 
dos los  respectivos  trabajos,  tienen  tres 
años  para  cobrar  sus  honorarios,  conta- 
dos desde  que  cada  cual  cumplió  su  co- 
metido ó,  lo  que  es  lo  mismo,  desde  que 
se  hizo  exigible  la  obligación  de  pago. 

Trascurrido  dicho  plazo,  prescribe  el 

derecho  de  cobrar  aquellos  honorarios, 

se  opera  la  prescripción  extintiva  de  ese 

derecho. 

¿Pero  sucederá  lo  mismo  cuando  existe 


un  contrato  por  escrito,  en  que  se  esta- 
blezca la  forma  de  prestación  del  servi- 
cio, la  cuantía  ó  monto  de  la  remunera, 
ción,  el  plazo  6  condiciones  del  pago, 
etc.? 

N6.  En  el  primer  caso,  la  obligación 
nace  de  un  convenio  verbal  sobre  presta- 
ción de  servicios,  que  la  ley  presume  han 
debido  pagarse  tan  pronto  como  se  han 
prestado;  y  por  eso  les  señala  un  térmi- 
no breve  para  que  se  entiendan  pres- 
critos. 

En  el  segundo  caso,  el  derecho  del 
acreedor,  llámese  juez,  abogado  ó  médi- 
co, etc.,  nace  de  un  contrato  por  escrito, 
en  que  no  se  presume  el  pago,  ni  éste  se 
entiende  efectuado  si  no  se  ha  hecho  tam 
bien  constar  por  escrito,  como  lo  ha  sido 
el  contrato  mismo. 

Luego,  no  puede  tener  cabida  la  pres- 
cripción de  corto  tiempo,  sino  la  ordina- 
ria de  veinte  años. 

Y  tan  cierto  es  esto  que  la  misma  ley 
no  ha  podido  referirse  sino  á  contratos 
verbales,  al  establecer  en  el  artículo  2523 
que  se  interrumpen  las  prescripciones  de 
corto  tiempo  de  que  ha  hablado  en  los 
artículos  anteriores,  entre  otros  moti- 
vos, desde  que  interviene  pagaré  ú  obli- 
gación escrita. 

Lo  que  importa  reconocer  que  habien- 
do ó  precediendo  obligación  escrita,  con- 
trato de  iguala  escriturado  entre  aboga- 
do y  cliente,  no  tendría  cabida  la  dispo- 
sición del  artículo  2523,  según  la  cual  se 
interrumpe  la  prescripción  de  corto  tiem- 
po, que  hubiere  empezado  á  correr,  por 
el  hecho  de  intervenir  después  obligación 
escrita. 

Esto  importa  reconocer,  volvemos  á 
repetirlo,  que  la  obligación  primitiva  ftié 
verbal,  porque  si  hubiera  sido  literal,  6 
celebrada  por  escrito,  no  tendría  explica* 
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ción  lógica  la  doctrina  de  la  interrupción 
por  intervenir  obligación  escrita. 

En  efecto,  si  la  obligación  escrita,  toda 
vez  que  ella  interviene  cuando  está  co- 
rriendo el  plazo  de  la  prescripción  de  cor- 
to tiempo,  basta  para  hacer  cesar  ésta,  á 
la  cual  sustituye  la  prescripción  ordina- 
ria del  artículo  2515,  es  de  la  más  vul- 
gar concepción  que,  cuando  la  obligación 
nace  ó  se  inicia  por  escrito,  no  tenga  ra- 
zón de  ser  la  prescripción  de  corto  tiem- 
po, que  sólo  afecta  á  las  convenciones 
verbales,  ni,  por  consiguiente,   la  inte- 
rrupción de  la  misma  por  intervenir  obli- 
gación escrita. 

Se  ha  sostenido  por  algunos  que  al  de- 
cir el  artículo  2521  que  prescriben  en  tres 
años  los  honorarios  de  los  abogados,  no 
se  ha  hecho  diferencia  entre  pacto  de  igua- 
la verbal  ó  por  escrito,  que  en  cualquiera 
forma  que  ese  pacto  se  hubiera  celebrado, 
la  prescripción  de  tres  años  lo  afecta  de 
lleno.  Así  lo  establece,  entre  otras,  la  sen- 
tencia de  la  Corte  de  Apelaciones  de  San- 
tiago (año  1887,  pág.  2059,  nóm.  3060, 
Primera  Sala.) 

A  nuestro  juicio,  se  padece  un  grave 
error. 

Es  cierto  que  el  artículo  citado  no  dis- 
tingue entre  contrato  verbal  ó  por  escri- 
to, sino  que  habla  en  términos  generales, 
pero  el  artículo  2523  viene  á  complemen- 
tar el  2521,  explicando  su  verdadero  al- 
cance. 

En  tal  caso  tiene  perfecta  aplicación  la 
regla  de  interpretación  contenida  en  el 
artículo  22  del  Código  Civilr/'El  contexto 
de  la  ley  servirá  para  ilustrar  el  sentido 
de  cada  una  de  sus  partes,  de  manera  que 
haya  entre  todas  ellas  la  debida  corres- 
pondencia y  armonía. 

**Los  pasajes  oscuros  de  una  ley  pueden 
ser  ilustrados  por  otras  leves,  particular- 


mente si  versan  sobre  el  mismo  asunto.*' 
Ahora  bien;  si  cuando  interviene  obli- 
gación escrita,  estando  corriendo  el  plazo 
de  la  prescripción  de  corto  tiempo,  se  en- 
tiende ésta  interrumpiday  se  convierte  en 
prescripción  ordinaria  ó  de  largo  tiempo, 
no  se  comprendería,  dentro  de  la  lógica 
menos  severa,  que  pudiera  regir  otra  pres- 
cripción cuand<)  la  obligación  nace  direc- 
ta ó  originariamente  de  un  contrato  por 
escrito. 

Sería  cosa  curiosa  que  el  derecho  del 
abogado,  en  este  caso,  fuera  depeorcondi- 
ción  que  el  de  cualquier  otro  contratante. 

El  que  toma  sobre  sí,  por  ejemplo,  bajo 
contrato  escriturado,  la  construcción  de 
xm  edificio  por  una  suma  determinada 
de  pesos,  tendría  veinte  años  para  ejerci- 
tar su  acción  personal  cobrando  el  precio 
estipulado;  pero  el  abogado  que  ha  pac- 
tado en  la  misma  forma  ó,  si  se  quiere, 
todavía,  por  escritura  pública,  un  hono- 
rario tal  ó  cual,  por  la  defensa  de  un 
juicio,  ¿no  habría  de  tener  sino  el  estrecho 
término  de  tres  años  para  perseguir  efi- 
cazmente el  pago  de  sus  servicios? 

Nó.  Eso  es  un  absurdo. 

Tanto  el  pacto  sobre  construcción  de 
edificio  como  la  iguala,  constituyen  una 
convención  bilateral  conmutativa,  que 
establece  obligaciones  recíprocas  de  parte 
de  uno  v  de  otro  contratante. 

Esa  convención  celebrada  por  escrito  es, 
en  uno  v  otro  caso,  el  título  de  los  con- 
tratantes,  que  habrá  de  invocar  cadacual, 
para  exigir  el  uno  del  otro,  el  cumplimien- 
to de  sus  respectivas  obligaciones. 

Si  el  arquitecto  ó  constructor,  termi- 
nada su  obra,  tiene  derecho  á  cobrar  el 
precio  convenido  y  ese  derecho  no  pres- 
cribe sino  en  veinte  años,  ¿qué  razón  po- 
dría caber  para  que  el  abogado,  que  tam- 
bién terminó  la  defensa   encomendada, 
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no  tuviera  sino  el  plazo  de  tres  años  para 
cobrar  el  valor  de  su  honorario? 

¿Esa  razón  habrá  de  ser  el  que  así  lo 
prescriba*  el  artículo  2521  del  Código 
Civil? 

Pero  ya  hemos  observado  que  esa  dis- 
posición rige  solamente  en  ausencia  de 
todo  título  ó  prueba  escrita  ó,  lo  que  es 
lo  mismo,  en  convenciones  verbales,  úni- 
ca solución  que  viene  á  salvar  el  absurdo 
que  resultaría  de  dar  á  ese  artículo  una 
aplicación  general  y  absoluta. 

Por  eso  dice  el  artículo  2523:  "Las  pres- 
cripciones mencionadas  en  los  dos  artícu- 
los anteriores  se  interrumpen:  1^  desde 
que  interviene  pagaré  ú  obligación  escrita 
óconcesión  de  plazo  por  el  acreedor;  y  2^ 
desde  que  interviene  requerimiento. 

Si  el  honorario  del  abogado  hubiere  de 
prescribir  en  tres  años,  contados  desde 
que  se  hizo  exigible,  ya  se  pactara  por 
escrito  ó  verbalmente,  el  pagaré  firmado 
por  el  deudor,  reconociendo  deber  una 
canti  lad  de  pesos  por  servicios  profesio- 
nales devengados,  no  tendría  la  virtud 
de  suspender  la  prescripción  de  corto  tiem- 
po, para  dar  en  su  lugar  cabida  á  la  pres- 
cripción ordinaria,  porque  el  pagaré  no 
constituye  una  nueva  obligación  ó  con- 
trato siendo  solamente  la  expresión  es- 
crita de  las  prestaciones  del  litigante 
deudor. 

La  obligación  que  nace  del  pagaré  es 
absolutamente  la  misma  que  contrajo  el 
litigante  al  pactar  verbalmente  con  el 
abogado,  sin  otra  modificación  que  la  de 
haberse  dado  forma  escrita  á  las  estipu- 
laciones verbales,  expresándose  el  monto 
del  honorario  y  las  condiciones  de  pago, 
después  de  fallado  el  juicio. 

Luego,  si  el  honorario  del  abogado  pres- 
cribe en  tres  años,  no  es  por  la  índole  ó 
condición  de  los  servicios  profesionales, 


sino  por  la  forma  verbal  en  que  ellos  se 
pactaron,  puesto  que  reducida  esa  forma 
á  un  contrato  por  escrito,  no  cabe  la  pres- 
cripción de  corlo  tiempo,  sino  la  que  rige 
las  obligaciones  personales  en  geiierril. 

Ha  dicho  la  ley:  **se interrumpe  la  pres- 
cripción de  corto  tiempo  si  interviene  pa- 
garé VI  obligación  escrita**,  términos  que 
no  son  sinónimos,  porque  pagaré  es  la  es- 
pecie y  obligación  escrita  es  el  género. 

Pues  bien,  el  legislador  ha  contemplado 
la  obligación  escrita  en  contraposición  á 
la  obligación  verbal,  lo  que  está  demos- 
trando que  las  prescripciones  de  corto 
tiempo,  á  que  se  refieren  los  artículos 
2521  y  2522,  tienen  aplicación  limitada 
á  aquellos  actos  ú  operaciones  que  se  li- 
bran á  la  viva  voz  de  los  contratantes, 
sin  que  de  ellos  quede  un  principio  de 
prueba  por  escrito. 

La  teoría  que  sostenemos  no  es  tam- 
poco una  novedad.  Aparte  de  que  ella 
cabe  dentro  de  los  principios  generales 
del  derecho,  la  sustentan,  entre  otros  ex- 
positores del  Código  Napoleón,  Troplong 
y  Marcadé,  en  sus  comentarios  al  artícu- 
lo 2274  de  dicho  Código. 

El  primero  dice,  bajo  el  número  989, 
página  580:  ^'Tratado  de  la  prescripción**, 
tomo  II:  **Ninguna  délas  prescripciones 
de  corto  tiempo,  cuya  nomenclatura  he- 
mos visto  en  los  artículos  2271  y  2272, 
tendría  lugar,  si  las  partes  hubiesen  con- 
tratado por  escrito,  porque  la  presunción 
de  pago  sobre  la  cual  reposan,  no  es  ad- 
misible sino  en  tanto  que  la  acción  per- 
sonal, que  ellas  tienden  á  combatir,  no 
está  fundada  en  ningún  título.** 

La  cita  que  hacemos  de  los  comentarios 
al  artículo  2274  del  Código  Civil  fran- 
cés, responde  á  nuestro  propósito,  por- 
que ese  Código  contempla  disposiciones 
análogas  á  las  del  nuestro,  en  sus  9.rtícu- 
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los  2271,  2272,  2273  y  2274,  con  la  sola 
diferencia  de  que  no  comprende  entre  las 
acciones  que  prescriben  en  corto  tiempo 
'as  de  los  abogados  y  jueces,  por  el 
pago  de  sus  honorarios,  y  que  los  plazos 
de  esas  prescripciones  son  de  seis  meses, 
uno  y  dos  años  respectivamente,  siendo 
de  esta  última  clase  la  de  los  procurado- 
res de  pleitos,  por  el  pago  de  gastos  pro- 
cesales y  de  sus  salarios. 

Pero  es  de  común  aplicación  á  todas 
esas  prescripciones  de  corto  tiempo  que 
ellas  cesan  cuando  interviene  reconoci- 
miento de  la  deuda,  cédula  ú  obligación, 
6  citación  judicial. 

Marcadé,  en  el  número  295,  párrafo  4,^ 
página  342,  ** Explicaciones  del  Código 
Napoleón'',  libro  3^  título  20,   **De  la 
Prescripción*',  se  expresa  en  estos  térmi- 
nos: **La  presunción  de  pago,  en  la  que 
están  exclusivamente  fundadas  las  pres- 
cripciones de  corto  tiempo,  de  los  tres  ar- 
tículos 2271,  2272  y  2273,  reposa  visi- 
blemente  en  el  hecho  de  que  los  créditos 
que  son  objeto  de  ellas,  no  han  constado 
jamás  por  escrito;  de  suerte  que  el  acree- 
dor, por  una  parte,  por  carecer  de  título, 
no  ha  debido  esperar  largo  tiempo  sin 
hacerse  pagar,  y  que  el  deudor,  por  otra 
parte,  por  la  misma  razón  de  no  existir 
título  en  su  contra,  ha  podido  hacer  el 
pago,  sin  pensar  en  premunirse  de  un  do- 
cumento de  cancelación.  De  donde  con- 
cluye que  tales  prescripciones  no  debían 
correr  desde  el  momento  en  que  los  cré- 
ditos, á  que  se  refieren,  estuvieran  garan- 
tidos por  una  prueba  escrita  en  manos 
del  acreedor. 

•*Pues,  en  efecto,  agrega  Marcadé,  el 
acreedor  no  tiene,  en  este  caso,  motivo 
para  moverse  dentro  de  un  plazo  breve 
y,  por  otra  parte,  el  deudor,  que  sabe 
haber  dado  un  título  á  su  acreedor,  no 


pagará  sin  retirar  ese  título,  ó  hacerse 
firmar  un  finiquito  ó  carta  de  pago." 

El  mismo  autor,  en  el  número  296,. di" 
ce  lo  siguiente:  **¥  puesto  que  es  por  la 
ausencia  de  prueba  escrita  que  la  ley  ha 
establecido  estas  prescripciones  excepcio- 
nales, y  que  ellas  cesan  desde  que  existe 
un  título,  es  preciso  reconocer  que  tales 
prescripciones  no  tendrían  lugar,  como 
lo  ha  dicho  M.  Troplong.  (N^  989)  y  con 
gran  suma  de  razón  esta  vez,  si  el  contra- 
to desde  su  origen  se  hubiera  hecho  cons' 
tar  por  escrito.  La  prescripción  sería  en- 
tonces, ó  la  de  treinta  años,  en  general 
ó,  si  se  tratara  de  cantidades  pagaderas 
á  términos  periódicos  de  im  año  para 
arriba,  la  de  cinco  años,  que  es  hoy^  el  de- 
recho comiín  respecto  de  las  sumas  pa- 
«rablcs  de  esta  manera,  etc." 

Contemplado  el  caso  de  interrupción 
de  la  prescripción  de  corto  tiempo,  por 
intervenir  pagaré  ú  obligación  escrita, 
réstanos  considerar  esa  misma  interrup- 
ción por  intervenir  concesión  de  plazo  ó 
requerimiento. 

La  concesión  de  plazo  otorgada  al  deu- 
dor, es  pues  una  prueba  de  que  la  deuda 
no  ha  sido  pagada  y,  por  consiguiente, 
desaparece  la  presunción  de  pago,  que  es 
el  fundamento  de  la  prescripción  decorto 
tiempo,  á  que  se  refieren  los  artículos 
2521  y  2522  del  Código  Civil. 

Y  como  esa  concesión  de  plazo,  solici- 
tada por  el  deudor,  ha  debido  hacerse 
constar  por  escrito,  el  acreedor  queda 
amparado  por  una  prueba  escrita,  en  que 
se  hace  relación  del  contrato  á  que  dicha 
concesión  accede. 

En  este  caso,  la  convención  deja  de  ser 
verbal,  y  las  obligaciones  que  de  ella  ema- 
nan salvan  el  estrecho  círculo  de  la  pres- 
cripción especial,  para  entrar  de  lleno  en 
los  dominios  del  derecho  común. 
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El  requerimiento  es  lo  que  el  Código 
francés  ha  llamado  citación  judicial. 

Pues  bien,  tanto  el  requerimiento,  en 
nuestro  Código,  como  la  citación  judicial, 
en  el  Código  Napoleón,  importa  la  decla- 
ración hecha  por  el  acreedor  de  que  la 
deuda  no  ha  sido  pagada,  para  que  el 
deudor  proceda  á  efectuar  el  pago. 

Si  no  lo  verificare,  ni  se  excepcionare 
contra  dicho  requerimiento,  queda  al  me- 
nos una  diligencia  escrita,  en  que  consta 
haberse  exigido  el  pago  de  la  deuda,  des- 
de cuyo  momento  sucede  ala  prescripción 
de  corto  tiempo  la  del  artículo  2515. 


Creemos  haber  demostrado  que  la  ac- 
ción de  cobro  de  honorario  procedente  de 
un  pacto  de  iguala,  celebrado  por  escrito, 
entre  abogado  y  cliente,  no  presen l>e  en 
tres  años,  sino  en  veinte. 

Sin  dar,  por  ahora,  mas  lato  desenvol- 
vimiento á  estos  ligeros  apuntes,  los  en- 
tregamos á  la  publicidad,  por  tratarse  de 
una  materia  que  ha  sido  tratada  y  re- 
suelta, no  siempre  de  una  manera  unifor- 
me, por  nuestros  Tribunales  de  Justicia. 

José  Miguel  Gonzalbz. 


LA  DEROGACIÓN  DEL   ARTÍCULO  298  DEL   CÓDIGO   CIVIL   (1) 

NUEVAS  TENDENCIAS  EN  MATERIA  DE  MATRIMONIO  Y  DIVORCIO 

Por  M.  Paul  Appleton 

Conferencista  de  la  FacuÜad  de  Derecho  de  la  Uinversidad  de  Parts 


El  Código  Civil,  al  reglamentar  el  di- 
vorcio, había  juzgado  necesario  prohibir 
al  cónyuge  contra  el  cual  el  divorcio  ha- 
bía sido  pronunciado  por  causa  de  adul- 
terio el  que  se  casara  con  su  cómplice 
(era  la  disposición  del  art.  298)  y  la  ley 
de  27  de  julio  de  1884,  que  introdujo  nue- 
vamente el  divorcio  en  nuestra  legisla- 
ción, había  reproducido  esta  prohibi- 
ción (2). 

Una  ley  reciente,  de  16  de  diciembre  de 
1904,  deroga  el  artículo  298:  en  adelante 
el  esposo  adúltero  podrá  casarse  con  su 
cómplice. 

La  nueva  disposición  tiene  partidarios 


1)  De  la  «Bevae  trimestrielle  de  Droit  Civil».*  - 
N.«  2.— 1905. 

(2)  £1  texto  de  1884  no  era  exactamente  igaal  al 
de  1804.  £1  Código  Civil  establecía  la  pena  de  re- 
clusión (de  tres  meses  á  dos  años)  en  una  casa  de  co- 
rrección contra  la  mujer  adúltera;  la  ley  de  1884 
abandonó  esta  sanción  penal. 


decididos  y  adversarios  irreductibles  (3). 
No  es  el  objeto  de  este  estudio  el  apreciar 
su  valor  legislativo. 

Pero  al  estudiar  el  espíritu  de  esta  re- 
forma, se  ve  que  no  es  un  fenómeno  aisla- 
do; sino  que  talvez  está  unido  por  un 
estrecho  lazo  de  afinidad  á  una  serie  de 
nuevas  soluciones.  Podemos  preguntar- 
nos si  ella  no  constituye  una  de  las  ma- 
nifestaciones características  de  un  movi- 
miento más  general  de  ideas  que  talvez 
se  considere  algún  día  como  uno  de  los 
rasgos  esenciales  de  la  transformación 
operada  por  la  noción  del  rol  social  de 


(3)  Sobre  las  soluciones  admitidas  en  la?  diferen* 
tes  legislaciones,  y  que  varían  desde  la  prohibición 
absoluta  al  esposo  adúltero  de  contraer  con  nadie 
nn  nuevo  matrimonio,  banta  la  libertad  completa, 
las  costumbres  tienden  aún  al  matrimonio  del  OKpo- 
so  adúltero  y  de  sn  oómplioe  (Inglaterra),  véase  el 
nuevo  tratado  de  derecho  uivil  oomiMirudo  de  M.  Bo- 
guin,  decano  de  la  Facultad  de  Derecho  de  Lau- 
sanne.  {El  imUrimonio^  i  68  y  69  ) 
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las  leyes  en  el  siglo  siguiente  á  la  codifi- 
cación. 

Es  muy  conocida  la  idea  á  que  obede- 
cieron el  Código  Civil  y  la  ley  de  1884, 
al  reproducir  esta  interdicción  antigua 
(1)  que  prohibe  al  esposo  adúltero  casar- 
se con  su  cómplice. 

Guiado  por  una  idea  moral,  ha  trata- 
do el  legislador  de  hacer  mas  escaso  el 
adulterio,  agravando  sus  consecuencias. 
Los  esposos  talvez  se  detendrán  antes 
de  cometer  la  falta  si  saben  cjue  la  caida 
es  irremediable,  la  reparación  imposible 
Y  su  situación  irregular  para  siempre. 
Además,  no  se  quiere  tolerar  que  el  adul- 
terio llegue  á  ser  un  medio  de  realizar  un 
nuevo  matrimonio  (2).  Se  creía  qne  las 
buenas  costumbres  ganaban  con  la  pro- 
hibición. 

Hoy  día,  con  ó  sin  razón,  el  legislador 
desecha  este  concepto.  Renuncia  á  la  pro- 
hibición del  matrimonio  porque  ya  no 
tiene  tanta  confianza  en  su  poder  de  inti- 
midcición.  Cree  que  es  mejor  suprimir  la 
prohibición,  facilitar  á  los  culpables  la 
vuelta  á  la  vida  normal  y  permite  el  ma- 
trimonio. 

Pero,  apenas  se  han  hecho  notar  las  ra- 
zones invocadas  para  explicar  el   texto 


antiguo  y  las  que  justifican  la  ley  nueva 
que  extraña  encontrar  en  materias  seme- 
Jantes  transformaciones  simétricas,  fun- 
dadas, según  parece,  en  la  misma  idea. 


(1)  Existía  antes  de  la  Revolución  é  impedía  que 
':i  mujer  adúltera,  después  de  la  muerte  de  su  man- 
ilo '^e  casará  con  su  cómplice.  Se  relaciona  á  menudo 
la  prohibición  del  artículo  298  del  Cóüsfo  Civil  con 
un:i  de  las  dispociones  de  la  ley  Julia  de  aduUfriUs, 
Pero  creemos  que  el  impedimento  para  el  raatri- 
moaiü  establecido  por  esta  ley  de  Augusto,  obede- 
cía á  una  idea  distinta. 

(2)  l^sto  concepto  se  manifentó  de  una  manera 
e.xtraña  en  nuestro  antiguo  derecho.  Ea  principio 
el  matrimonio  estaba  prohibido  entre  el  e8[K)so  adúl- 
tc'o  y  su  cómplice  después  de  la  muerte  del  otro 
cónyuge.  Pero  el  Derecho  Canónico  resolvía  que  si 
el  matrimonio  se  efectuaba  de  hechf»,  era  válido  á 
ménosque  junto  con  el  adulterio  fio  »e  hubiera  }u*cho 
lina  promesa  de  matrimonio  (P oihi^v^  Contrato  de 
mutrinionio  N,°  234). 


Hay  que  relacionar  desde  luego  lo  ex- 
puesto con  una  disposición  reciente  to- 
mada por  el  Guarda-Sellos  y  que  se  refie- 
re al  matrimonio  entre  cuñados  v  cu- 
nadas. 

En    principio    su    unión    es   prohibida 
(C.  Civ.,  art.    162).   No  ofrece  duda    la 
causa  de  esta  prohibición:  el  impedimen- 
to tiene  por  objeto  prevenir  á  parientes 
tan  próximos  de  las  tentaciones  de   una 
falta  incestuosa  que  la  intimidad  necesa- 
ria de  sus  relaciones  de  familia  haría  fá- 
cil. *Xa  prohibición  del  matrimonio  dice 
M.  Demolombe,  debe  ser  y  permanecer  la 
regla  para  conservar  la  moralidad  y  la 
pureza  en  las  relaciones   de  familia"  (3). 
Es  cierto  que  pueden  concederse  dispen- 
sas **por  causas  graves'*,  dice  el  artículo 
166  del  Código  Civil. 

Pero,  era  el  ánimo  del  legislador  que  no 
podían  obtenerse  sino  cuando  las  relacio- 
nes de  los  futuros  cónyuges  habían  sido 
siempre  puras.  Diversas  circulares  del 
Guarda-Sellos  á  los  procuradores  genera- 
les (4)  ordenaban,  en  consecuencia,  que 
debía  procederse  á  investigaciones  que 
acarreaban  el  rechazo  de  la  dispensa  si 
dejaban  alguna  duda  sobre  la  naturaleza 
de  las  relaciones  anteriores  de  los  pa- 
rientes. 

Una  circular  reciente  del  Ministro  de 
Justicia  (5)   híi  invertido  este  orden  de 


(3)   Car.fo  ded-rerho  riril,   t.    III.  N.«  118,  p.  102. 

^4)  Vér^se  especialmente  una  circular  de  11  de 
noviembre  de  1S75. 

(5)  Circular  do  19  de  noviembre  1904,  publicada 
en  la  Gaceta  de  loa  Tribunales  de  20  de  noviembre 
de  1904. 
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cosas.  Las  circulares  precedentes  han 
establecido,  dice  el  Ministro  **una  serie 
de  investigaciones  con  relación  ala  situa- 
ción moral  de  los  peticionarios,  investi- 
gaciones á  que  creo  inútil  seguir  recu- 
rriendo.*' 

**A  mi  juicio,  agrega,  las  relaciones  es- 
tablecidas en  vida  del  cónyuge  difunto, 
no  deben  ser  una  causa  absoluta  de  re- 
chazo de  la  solicitud  de  dispensa  para  el 
matrimonio.  Yn  no  será  necesario  '^reco- 
ger datos  á  este  respecto''.  Por  fin,  la 
circular  termina  así:  Resumiendo  mi  in- 
tención, deseo  que  el  otorgamiento  de 
las  dispensas  llegue  á  ser  la  regla  (1\  y 
que  el  rechazo  sea  la  excepción.  Invito, 
en  consecuencia,  á  los  magistrados  del 
Ministerio  Público  a  considerar  de  la 
manera  más  amplia  y  más  humana  este 
medio  de  remediar  el  rigor  exagerado 
que  en  la  mayoría  de  los  casos  reviste  Iíl 
situación  creada  por  el  artículo  162  del 
Código  Civil  (2). 

Es  cierto  que  est?  cambio  de  régimen 
es  obra  del  Ministro  solo,  y  se  podría 
sostener  que  esa  circular  no  refleja  la 
opinión  dominante  en  la  materia.  Pero 
entonces  conviene  meditar  este  segunda 
caso  tomado  de  la  jurisprudencia  y  que 
se  refiere  á  la  transformación  de  los  fa- 
llos de  separación  de  cuerpos  en  fallos 
de  divorcio. 

La  ley  de  1884.  al  restablecer  el  divor- 
cio al  lado  de  la  separación  de  cuerpos, 
ha  permitido  (art.   310  del  Cód.   Civ.) 

(1)  Es  iadispea»«able  c iinparar  estas  expresiones 
con  el  texto  de  la  ley  (Ct5d.  Civ.,  art.  KU),  que 
establece  que  las  dispensas  no  podrán  concffh.nip. 
HÍao  i>of  cauHan  gnicpa! 

("2)  La  comparación  de  esta  situación  con  U  del 
esposo  adúltero,  ha  sido  hecha  expresamente,  por  lo 
dt^más,  en  esta  circular.  Aunque  la  ley  quii  derogó 
el  artículo  298  del  Código  Civil  no  hubiera  sido  aún 
aprobada,  el  (riiarda  Sellos  dt-c'ara  inspirarse  en  el 
proyecto  de  ley  ya  admitido  por  las  Cámaras. 


la  transformación  de  los  fallos  de  sepa- 
ración de  cuerpos  en  fallos  de  divorcio. 
La  ley  deja  al  Juez  en  libertad  de  conce- 
der ó  negar  la  transformación,  sin  ifidi- 
car  siquiera  en  qué  clase  de  hechos  debe- 
rá fundar  su  resolución.  Luego,  se  ha  re- 
conocido que  el  Juez  debía  investigar  si 
la  vuelta  á  la  vida  común  era  6  no  posi- 
ble V  conceder  la  transformación  sólo 
en  el  segundo  caso.  Pero,  sentado  este 
punto,  no  desaparecen  todas  las  dificul- 
tades. 

Supongo  que  es  el  esposo  contra  el 
cual  se  ha  pronunciado  la  separación  de 
cuerpos  el  que  pide  la  transformación, 
¿pcKlrá  obtenerla  si,  para  justificar  la 
imposibilid  id  de  volver  á  la  vida  en  co- 
míín,  se  limita  a  hacer  valer  el  haber 
persistido  en  su  falta?  Se  ha  pronuncia- 
do, por  ejemplo,  la  separación  contra  el 
marido  por  su  mala  conducta.  Después 
de  la  separación  vive  con  una  concubina 
y,  al  cabo  de  tres  años,  pide  la  transfor- 
ni:  cióii  prira  casarse  con  su  querida  ¿po- 
drá obtener  el  divorcio? 

Este  punto  provocó  divisiones:  se  die- 
ron soluciones  diametral  mente  opues- 
tas, según  el  concepto,  las  ideas  filosófi- 
cas ó  religiosas  de  cada  cual. 

Colocándose  bajo  el  punto  de  vista 
moral,  se  creyó  que  un  esposo  no  po- 
dría, ni  sicjuieríi  para  pedir  la  transfor- 
mación, invocar  su  propia  mala  conduc- 
ta para  obtener  el  divorcio.  Dictada  la 
ley  de  1884-,  prevaleció  esta  o])inión  v 
muchos  fallos  rechazaron  la  transíor- 
mación  cuando  sólo  la  persistencia  ílel 
esposo  culpable  en  su  falta,  hacía  impo- 
sible volver  á  la  vida  en  común  (3). 

Pero  nuestros  tribunales  se  apartan 
más  y  más  de  este  concepto.   Se  conside- 


{^,  Vóíise,   por  ejemplo,   un  fallo  de  la  Corte  de 
la  Murtinica  de  21  de  febrero  de  1885,  cuyos  tóimi- 
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ra  que  la  separación  de  cuerpos  presen- 
ta los  más  graves  inconvenientes  no  sólo 
para  el  esposo  culpable,  sino  también 
para  la  sociedad  en  general,  cuando  ella 
se  impone  á  un  cónyuge  que  no  la  acep- 
ta voluntariamente.  Si  ese  cónyuge  se 
niega  á  observar  el  celibato  forzado  que 
produce  la  separación,  será  condenado 
á  una  situación  irregular,  anti  social, 
especialmente  por  la  condición  inferior 
que  ella  produce  para  los  hijos  nacidos 
de  esa  unión  ilícita.  Hay  que  conceder, 
pues,  la  transformación  por  el  solo  he- 
cho de  ser  improbable  la  vuelta  á  la  vida 
en  común,  sin  buscar  las  razones  que  no 
permiten  esperar  una  reconciliación. 

Esta  solución  está  consagrada  actual- 
mente por  la  gran  mayoría  de  los  fallos. 
Para  no  citar  sino  un  caso,  veamos  la 
solución  dada  por  la  Corte  de  Angers  y 
en  seguida  por  la  Corte  de  Casación  en 
una  causa  célebre  (causa  Bollée,  Cas.  24 
iulioQOl.  S.  1902.1.  84.) 

La  separación  de  cuerpos  había  sido 


nos  conviene  recordar  para  relacionarlos    con  los 
fallos  que  vamos  á  citar: 

cConhiderando,  dice  la  Corte,  que  no  se  ha  pro- 
bado ningún  hecho  contra  la  mujer;  que  no  se  ha 
invocado  contra  ella  ningún  cargo  posterior  al  fallo 
de  la  separación  de  cuerpos;  que  L...  (el  marido) 
pide  el  beneficio  de  la  transformacino  de  la  separa- 
ción en  divorcio  apoyándose  únicamente  en  los  ac- 
tos que  han  motivado  la  separación,  es  decir,  en  los 
actos  de  que  él  fué  culpable;  cotí nirl erando  que  no 
podría  admitirse  que  L,.,  tna/ntrara  en  su  jyropia 
faltUy  en  el  adulterio  ¡cometido  por  él,  un  motivo 
bastante  para  imponer  á  su  mujer  una  ruptura  de- 
finitiva, que  ella  repugna  y  que  ella  misma  no  ha- 
bía podido  preveer  como  conFocuencia  de  la  deman- 
da que  interpuso:  considerando  que  el  marido  ha 
hecho  valer,  es  cierto,  que  su  mujer,  interrogada 
por  él  delante  de  los  primeros  jueces,  se  había  ne- 
gado á  toda  reconciliación;  pero  que  aparece,  por 
otra  parte,  de  las  informaciones  y  documentos  acu- 
mulados ai  proceso,  que  L...  nada  ha  hecho  para 
hacer  olvidar  su  falta  y  procurar  un  acercamiento». 
V.  los  fallos  citados  Da  Hoz,  Re/)ert,  Supplem  \\, 
Divorce,  núm,  696. 


pronunciada  contra  el  marido,  quien, 
trascurrido  el  plazo  de  tres  años,  pidió  la 
transformación.  La  mujer  se  opuso  ha- 
ciendo valer  que  el  divorcio  no  podría 
ser  obtenido  por  su  marido  porque  sólo 
la  persistencia  de  él  en  su  falta  hacía  im- 
posible el  volver  á  la  vida  en  común.  La 
Corte  de  Angers  no  se  detuvo  por  estas 
consideraciones  y  concedió  el  divorcio.  La 
mujer  recurrió  en  casación;  la  Corte  Su- 
prema declaró  que  la  Corte  de  Angers,  al 
pronunciar  el  divorcio,  fundadaen  la  per- 
sistencia de  la  falta  del  esposo  culpable, 
no  había  violado  la  ley  (1). 

Esto  no  es  todo;  hasta  entonces  el  prin- 
cipio unánimemente  admitido  en  lo  que 
se  refiere  á  los  gastos  de  la  demanda  de 
transformación,  era  que  estos  gastos 
debía  hacerlos  en  todo  caso  el  esposo 
contra  quien  se  había  pronunciado  la  se- 
paración. 

Poco  importa,  se  decía,  quesea  él  quien 
pida  la  transformación  y  que  se  acoja  su 
petición;  en  el  fondo,  es  él  quien,  por  su 
falta,  ha  hecho  necesario  el  divorcio  y, 
por  consiguiente,  él  debe  soportar  los  gas- 
tos. 

Por  lo  demás,  la  transformación  no  es 
sino  la  sustitución  de  un  fallo  por  otro; 
es  el  fallo  de  separación  de  cuerpos  que 
se  transforma  en  divorcio;  los  gastos  de 
la  demanda  de  transformación  debe  so- 
portarlos el  esposo  culpable,  como  los  de 
la  separación. 

En  la  causa  Bollée  se  dio  una  solución 
muy  diversa,  ya  algunos  fallos  habían 
establecido  que  los  gastos  de  la  apelación 
interpuesta  por  el  esposo  inocente  contra 


(1)  Se  sabe  que  la  Corte  de  Casación  invocando 
los  términos  del  artículo  310  del  Código  Civil,  decía 
ra  al  Juez  de  la  causa  con  facultad  soberana  pata 
apreciar  hechos  que  por  su  naturaleza  puedan  justi- 
ficar la  transformación. 
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uti  fallo  de  transformación  podían  ser  de 
cargo  al  apelante  (1).  Pero  la  Corte  de 
Angers  ha  ido  más  allá,  ha  condenado  á 
la  señora  Bollée  á  todos  los  gastos  de  la 
primera  instancia  y  de  la  apelación.  In- 
terpuesto recurso  de  casación,  su  doctri- 
na fué  confirmada  por  la  sala  civil  de 
la  Corte  de  Casación  que  rechazó  el  re- 
curso (2). 

Se  ve,  pues,  el  camino  que  se  ha  recorri- 
do. Parece  actualmente  que  la  transfor- 
mación al  cabo  de  tres  años  es  un  dere- 
cho del  esposo  culpable  (3),  derecho  á 
que  desposo  inocente  no  puede  oponerse 
ya  que  se  resuelve  que  el  esposo  contra  el 
cual  no  se  ha  probado  ningún  cargo  an- 
tes de  la  separación  ni  durante  ella,  hace 
mal  en  oponerse  á  la  transformación  y 
debe  ser  condenado  en  los  gastos  que  ella 
ocasiona  (4-). 

(1)  Caen,  20  de  abril  de  1885  (1).  P.  86  2.  98). 

(2)  Estos  son  los  términos  del  fallo  en  cuanto  á 
la  caestión  de  los  gastos:  uOonsiderando  que  se  ha 
promovido  un  litigio  serio  entre  los  esposos  BoUóe 
en  primera  instancia,  y  en  apelación  para  saber  sí 
procedía  convertir  en  divorcio,  á  petición  del  mari- 
do, la  separación  de  cuerpos  pronunciada  en  benefi- 
cio de  la  mujer:  considerando  que  en  este  fallo  la 
mujer  ha  sid»  vencida,  y  que  por  consii^uiente  la 
Corte  de  Apelación  ha  podido  conienaila  á  todos 
loa  gastos  sin  violar  el  artículo  niimero  130  del  Có- 
digo de  Procedimiento  9 

(3)  Se  sabe  que  varios  proyectos  de  ley  después 
de  1884  han  propuesto  hacer  obligatoria  la  transfor- 
mación. Compárese  con  el  régimen  de  la  transfor- 
mación bajo  el  Código  Civil,  artículo  298  primitivo. 

(4)  Se  ve  así  cuan  á  menudo  la  realidad  de  los  he- 
chos, difiere  del  régimen  que  los  principios  parecen 
establecer.  En  teoría  nuestra  ley  actual  repudia  el 
divorcio  por  consentimiento  mutuo  y  áfortiori  e] 
divorcio  por  la  voluntad  de  uno  solo.  Y  es  ocioso 
por  lo  demás  recordar  que  en  el  hecho  el  divorcio 
por  consentimiento  mutuo  no  es  raro  en  la  práctica « 
Y,  por  lo  demás,  la  solución  que  prevalece  ante  los 
tribunales  en  materia  de  transformación,  es  mni  ve- 
cina en  algunos  casos  al  divorcio  por  la  voluntad  de 
uno  solo:  basta  que  uno  de  los  esposos  obligue  por 
BQ  oondnota  á  su  cónyuge  á  hacer  pronunciar  la  se- 
paración y  podrá,  tres  años  después,  obtener  el  di- 
vorcio. 


Todas  estas  soluciones  son  hermanas. 
Imbuidas  de  un  mismo  espíritu,  señalan 
el  retroceso  de  los  conceptos  morales,  ri- 
gurosos, tal  vez  un  poco  utópicos,  ante 
nociones  de  utilidad  social  que  algunos 
juzgarán  menos  levantadas,  pero  que  son 
más  reales. 

En  su  origen,  todas  las  disposiciones 
que  hemos  mencionado,  se  inspiran  en 
una  idea  moral:  se  cree  que  el  derecho 
civil  debe  intervenir  para  proteger  las  bue- 
nas costumbres  y  salvar  la  dignidad  de 
la  familia. 

Prohibición  al  esposo  adúltero  de  ca- 
sarse con  su  cómplice,  impedimento  al 
matrimonio  de  cuñado  y  cuñada  cuyas 
relaciones  han  sido  culpables,— imposibi- 
lidad para  el  cónyuge  separado  de  cuer- 
po que  persiste  en  su  falta,  de  recuperar 
su  libertad:  se  espera  que  el  rigor  de  la 
situación  creada  á  estas  personas  tendrá 
un  efecto  preventivo.  La  perspectiva  de 
la  vida  desorganizada  para  siempre  los 
asustará  y  no  cometerán  la  falta. 

Hoy  día  las  cosas  no  se  miran  de  la 
misma  manera.  Se  considera  que  la  ayu- 
da que  tales  prohibiciones  prestan  á  la 
moral  es  una  ayuda  ficticia;  se  es  escép- 
tico  respecto  de  los'Telices  resultados  de 
esas  disposiciones,  ya  no  se  cree  que  im- 
piden la  caída  y  se  nota,  en  cambio,  que 
agravan  sus  consecuencias  sociales. 

Cuando,  por  ejemplo,  se  niega  el  divor- 
cio al  esposo  separado  de  cuerpos  que 
quiere  casarse  con  su  concubina,  la  irre- 
gularidad de  la  situación  á  que  se  le  con- 
dena no  sólo  alcanza  al  culpable.  La  so- 
ciedad entera  sufrirá  de  la  persistencia  de 
esas  relaciones  ilícitas,  siempre  perjudi- 
ciales bajo  el  punto  de  vista  social,  sea 
que  permanezcan  estériles,  sea  que  den 
nacimiento  á  hijos  ile^jítimos. 

Las  mismas  razones  han  inducido  a 
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permitir  el  matrimonio  del  esposo  adúl- 
tero y  de  su  cómplice,  como  también  el 
de  cuñado  y  cuñada.  Parece  que  es  mejor, 
cuando  esas  personas  piden  la  dispensa 
para  el  matrimonio,  no  rastrear  sus  an- 
tiguas faltas,  cerrar  los  ojos  y,  si  las 
han  cometido,  facilitarla  vuelta  auna  vi- 
da regular  (1). 

En  legislación  es  mejor  política  tomar 
la  debilidad  é  inmoralidad  humanas  co- 
mo ptintos  de  partida  para  buscar  prác- 
ticamente los  medios  de  atenuar  sus  con- 
secuencias. 

Con  otras  palabras,  ese  es  el  rasgo  dis- 
tintivo, acerca  de  los  diversos  puntos 
que  hemos  señalado  y  que  no  son  talvez 


(1 )  ¿Incumbe  por  lo  demás  al  derní-ho  civil  seme- 
jauto  rol  de  rt'f«íini.uU)r?  Parece  (pío  li"y  día  se  ad- 
mite menos  que  antes  !a  intervonci''n  del  poder  so- 
cial para  asegurar  la  fidelidad  en  el  matrimonio,  l^a 
sanción  penal  del  adulteiio  se  ba  ido  atenuando;  la 
pena  de  reclusión  en  una  casa  de  corrección,  esta- 
blecida contnila  mujer  adúltera  por  el  antiguo  ar- 
tículo '298  del  Código  Civil  ha  desaparecido  y,  si 
bien  es  cierto  que  el  Código  Penal  castiga  el  delito 
de  adulterio  (arts.  337  y  339),  es  mui  sabido  que  los 
Tribunales,  obligados  por  la  ley  á  condenar,  impo- 
nen penas  muy  suaves  en  esos  juicios. 

T  parece  que  las  sanciones  civiles  siguen  la  mis- 
ma norma. 

A  la  fecha  del  Código  C «vil  se  sacriñcaban  más 
fácilmente  las  Mtuaciones  individuales;  hoy  día  so- 
mos más  respetuosos  de  los  derechos  propios  á  la 
persona  humana  y  de  su  voluntad  íntima. 

Asistimos,  pues,  á  dos  movimientos  contrarios:  el 
uno  concierne  el  derecho  público,  el  otro  el  derecho 
privado.  El  derecho  público  ó  comparativo  í-lere- 
cho  administrativo,  legislación  obrera,  etc.)  se  .ocia- 
Uzüj  es  decir,  se  organiza  en  vista  de  los  inii  reses 
generales,  pidiendo  sacrificios  á  los  intereses'priva- 
d(i8.  y,  al  mismo  tiempo,  el  derecho  privado,  espe- 
cialmente el  derecho  civil,  se  indir/dualiza^es  decir, 
reduce  los  sacrificios  que  el  individuo  está  obligado 
á  hacer  á  un  interés  social  real  ú  opuesto.  Parece 
que  uno  fuera  el  cambio,  el  pago  del  otro.  Se  deja- 
rá á  oada  cual  mayor  libertad  para  organizar  su 
vida  privada  en  cambio  de  la  subordinación  más 
estrecha  á  reglas  dictadas  por  el  derecho  público  en 
iaterés  de  todos* 


los  únicos  (2),  se  cuida  mas  de  preparar 
el  porvenir  que  de  asegurar  el  respeto  de 
la  moral  por  el  castigo  severo  de  las  fal- 
tas pasadas. 

tíl  derecho  civil  ha  realizado  así,  en 
esta  materia,  una  obra  paralela  á  la  que 
se  efectuaba  en  una  esfera  vecina.  Acaba- 
mos de  hacer  notar  que  las  faltas  come- 
tidas dentro  de  la  familia  ó  contra  ella, 
ya  no  se  juzgan  como  antes.  El  derecho 
es  más  humano,  menos  inexorable.  Ya 
no  se  considera  que  es  una  medida  social- 
mente  útil  la  de  dejar  al  culpable  en  una 
situación  penosa  y  sin  esperanza.  Se  pre- 
fiere borrar  el  pasado  y  facilitar  al  que 
se  ha  extraviado  un  instante,  la  vuelta  al 
buen  camino. 

Esta  misma  tendencia  indulgente  que 
ante  todo  procura,  en  presencia  de  una 
falta,  levantar,  redimir  al  culpable  en 
vez  de  castigarlo  sin  piedad,  se  manifies- 
ta aún  con  mayor  claridad  en  el  derecho 
penal.  En  él,  durante  el  siglo  XIX,  se  ha 
efectuado  una  trasformación  casi  radi- 


(2)  Podrían  hacei-se  también  otras  com|iaracio- 
nes,  especialmente  con  las  reajlas  draconianas  dicta- 
das antes  para  los  hijos  naturales;  día  á  día  estas 
reglas  se  van  suavizando  por  la  intervención  del  le- 
gislador ó  gracias  á  la  jurisprudencia.  Es  probable 
que  se  hagan  otras  reformas;  talvez  en  un  porvenir 
no  lejano  el  hijo  natural  tendrá  el  derecho  de  bus- 
car á  su  padre.  Es  biempie  el  mismo  movimiento 
inspirado  por  las  mismas  ideas. 

ti  examen  de  la  condición  de  los  hijos  adulteri- 
nos ó  incescuosos  muestra  también  el  retroceso  de 
esos  conceptos  inñexibles  de  moral.  El  artículo  331 
del  Código  Civil  prohibe  la  hgitimacióu  de  los  hi 
jos  adulterinos  ó  incestuosos.  Pero  es  sabido  que  se 
ha  ]>ropuesto  reformar  esta  disposición.  (Cf .  Piauíol 
Tratado,  t.  I,  núm.  2i)43,  páj.  937)  y  que,  sin  espe- 
rar la  intervención  parlamentaria,  la  jurisprudencia 
alzándose  contra  la  ley,  considera  no  escrita  la  prohi- 
bición en  lo  que   se   refiere  á  los  hijos   incestuosos. 
El  matrimonio  posterior  de  la  tía  y  del  sobrino  del 
tío  y  sobrina,  de  cuñado  y  cuñada,  legitimará   loa 
hijos  nacidos  de  su  unión  incestuosa.  ^Fuíier- Her- 
mán, Code  C/vil  anmtéf  art,  331,   núms.  20  y  h- 
guienies) 
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cal;  al  lado  de  la  noción  ejcmplarizadora 
de  la  pena  que  era  la  única  que  inspiraba 
^  los  redactores  del  Código  de  1810,  la 
idea  de  regeneración  del  culpable  se  ha 
abierto  ancho  campo.  Ley  de  sobresei- 
miento, libertad  condicional,  rehabilita- 
eión;  esas  son  algunas  de  las  manifesta- 
ciones características  de  ese  retroceso  del 
régimen  de  intimidación  ante  la  idea  de 
la  regeneración. 

Se  considera  que  la  sociedad  está  más 
interesada  en  recibir  al  culpable,  facili- 
tándole la  vuelta  á  la  vida  normal  que 


en  hacer  pesar  indefinidamente  sobre  sus 
hombros  las  consecuencias  de  una  falta 
pasada.  Sin  desconocer  las  diferencias 
inherentes  á  la  diversidad  de  las  mate- 
rias, nos  parece,  pues,  que  una  modifica- 
ción paralela  en  los  conceptos  sociales 
ha  inducido  á  rechazar,  en  los  puntos  de 
derecho  civil  que  hemos  indicado,  las  so- 
luciones antiguas  para  reemplazarlas  por 


un  régimen  menos  rigoroso. 


Paul  Appleton. 


Alio  IT 


AbrU  de  1806 
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LAS  INFORMACIONES  PARLAMENTARIAS  EN  INGLATERRA 

por  Julio  Philippi. 


Estas  informaciones,  llamadas  gene- 
ralmente etiquetes,  palabra  tomada  del 
Derecho  Procesal  Francés,  tienen  una  im- 
portancia -especial  en  la  historia  de  la 
legislación  y  en  la  vida  política  del  pue- 
blo inglés. 

Cuando  ae  impone  la  necesidad  de  al- 
guna reforma,  y  alrededor  de  ésta  se  agi- 
ta la  opinión  pública,  lo  primero  que  se 
hace  en  Inglaterra  es  nombrar  una  comi- 
sión que  estudie  la  reforma,  investigue 
los  hechos  y  proponga  como  resultado 
de  sus  trabajos  las  medidas  que  estime 
necesarias. 

Esta  investigación  es  pública,  amplia; 
á  las  sesiones  de  la  comisión  puede  de 
ordinario  asistir  quien  quiera,  y  la  pren- 
sa y  la  opinión  pública  siguen  dfa  á  día 
sus  trabajos  cuando  la  cuestión  en  estu- 
dio es  de  gran  actualidad* 

DKft&GUO 


Las  enquétes  son  verdaderos  procesos 
que  un  Tribunal  creado  al  efecto  y  la  opi- 
nión del  país  levantan  sobre  algún  astm^ 
to  económico  ó  social. 

El  poder  legislativo  no  se  atrevería  á 
pronunciarse  en  una  materia  de  impor- 
tancia nacional,  sin  haber  hecho  antes 
una  enquéte  que  agote  la  materia.  No  le 
bastan  los  datos  que  suministra  el  ejecu- 
tivo, ni  las  discusiones  de  la  prensa,  6 
los  antecedentes  que  de  un  asunto  téngáií 
los  miembros  del  Parlamento.  Tfatái- 
dose  de  fenómenos  tan  complejoií  cómo 
los  económicos  y  sociales,  en  qué  ¿tíal- 
quier  medida  puede  producir  efecto.s  dift* 
ciles  de  prever  y  de  trascendenciit  en 
otros  órdenes  de  la  vida,  el  Parlamentó 
inglés  siempre  prepara  la  ley  haciendo 
previamente  una  enquéte  completa  é  im* 


tt 
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parcial  sobre  el  estado  de  cosas  en  que 
se  hace  necesario  una  reforma. 

El  legislador  quiere  conocer  los  hechos 
tales  como  son  y  no  como  pretenden  ha- 
cerlos aparecer  los  intereses  en  juego. 
Planteado  el  problema  en  términos  que 
no  admiten  discusión,  puede  desempeñar 
sus  funciones  con  conocimiento  de  causa 
y  con  probabilidades  de  acierto.  Y  en  ese 
pafs  el  legislador  búscala  solución  de  las 
dificultades  ateniéndose  á  la  realidad  de 
las  cosas  y  sin  pagarse  de  teorías  ni  doc- 
trinas. 

Las  mejores  leyes  inglesas  han  sido  el 
producto  de  una  enquéte,  y  son  innume- 
rables los  reports,  memorias  y  actas  de 
las  comisiones  encargadas  de  tales  tra- 
bajos. 


Entre  otras,  son  importantes  las  e/iqriié- 
tes  solire  los  siguientes  asuntos: 
;  La  abolición  de.  la  esclavitud  í  1832); 

Medios  para  concluir  con  el  comercio 
de  esclavos  (1848.) 

El  trabajo  délos  niños  y  de  las  mujeres 
en  las  fábricas  (1816, 1818, 1832, 1833, 
1842, 1863,  1867.) 

La  aplicación  y  resultados  de  la  ley  de 
pobres  (1834\  16  vols. 

Condición  de  los  ancianos  inválidos  y 
inodificacÍ9ne8  que  en  beneficio  de  éstos 
conviniera  hacer  á  la  ley  de  pobres;  tres 
partes  (1895.) 

Los  asilos  y  escuelas  de  niños  huérfa- 
nos y  abandonados  (Poor  law  schools) 
1896. 

Bibliotecas  populares  y  organización 
délas  mismas  (1849-1852.) 

Marcas  de  fábricas  (1862, 1887, 1890.) 

Asociaciones  obreras,  12  partes  (1867- 
1869.) 


Resultados  de  la  vacuna,  14  partes 
(1889-1890.) 

El  truck  system  (1871.) 

El  sweating  system  (1889-1890),  9 
vols. 

La  creación  de  un  sistema  de  instruc- 
ción secundaria  oficial  en  Inglaterra,  9 
vols.  (1895.) 

La  instrucción  técnica.  (1882-1884.) 

Resultado  de  las  leyes  sobre  instruc- 
ción primaria,  10  vols.  (1886-1888.) 

Efectos  que  sobre  la  industria  azucare- 
ra de  Inglaterra  y  Colonias  producen  las 
primas  á  favor  de  la  exportación  de  azú- 
car establecidas  en  otros  psdses;  8  partes 
(1879-1880.) 

Condiciones  en  que  algunos  países  ex- 
tranjeros levantan  sus  empréstitos  en 
Inglaterra,  (especialmente  Honduras, 
Santo  Domingo,  Costa  Ricay  Paraguay) 
y  causas  de  la  suspensión  de  pagos  de  los 
intereses  y  amortización  de  estos  emprés- 
titos (1875-1876). 

Las  contribuciones  municipales  j  la 
repartición  equitativa  de  éstas  sobre 
las  diferentes  formas  de  la  riqueza;  14 
partes  (1898-1902.) 

Condiciones  de  seguridad  y  salubridad 
de  las  minas  en  Gran  Bretaña  ( 1864. ) 

Resultado  de  la  ley  que  reglamenta  el 
trabajo  en  las  minas  y  lo  somete  á  ins- 
pección (1866-1867.) 

Accidentes  de  trabajo  en  las  minas  y 
medios  de  prevenirlos  (1881.) 

Principios  que  deben  regir  las  conce- 
siones que  por  ley  se  hagan  á  los  mu- 
nicipios para  explotar  empresas  indus- 
triales (1900.) 

Efectos  de  las  leyes  sobre  venta  de  be- 
bidas alcohólicas  y  reformas  que  convi- 
niere hacer,  16  partes  (1897-1899.) 

Educación  de  niños  inválidos  y  epilép- 
ticos, 2  vols.  (1898.) 
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Medidas  que  impidan  el  cohecho,  inti- 
midación j  corrupción  en  la  elección  del 
Parlamento  (1835.) 

Resaltados  de  la  ley  que  previene  las 
malas  prácticas  en  la  elección  del  Parla- 
mento (Corrupt  Prátices  Prevention 
Act.  de  1854, 1860, 1870, 1875.) 

Resultados  de  la  ley  sobre  sociedades 
de  protección  mutua  y  ói^anización  de 
estas  sociedades,  12  partes  (1871-1874.) 

Fluctuaciones  del  valor  de  la  plata. 
(1887-1888.) 

Habitaciones  para  obreros  (1885.) 

Crisis  agrarias  (1880-1882,  5  vols.) 
(1895-1897,  31  partes.) 

Cantidad  de  carbón  existente  en  Gran 
Bretaña,  cantidad  que  se  consume  anual- 
mente y  reservas  con  que  se  puede  con- 
tar para  el  porvenir;  3  vols.  (1871.) 


* 


En  cambio,  puede  suceder  que  revistan 
un  carácter  político  perjudicial  á  la  im- 
parcialidad de  la  investigación,  ó  que  se 
constituyan  atendiendo  más  á  conve- 
niencias de  partido  que  ala  competencia 
de  las  personas.  Además,  como  en  estas 
comisiones  no  pueden  figurar  sino  miem- 
bros del  Parlamento,  no  sería  posible 
aprovechar  la  preparación  especial  de 
muchas  personas  que  no  lo  son,  y  que, 
por  su  situación  social  ó  independencia 
de  criterio,  estarían  llamadas  á  prestar 
en  ellas  útiles  servicios. 

Este  inconveniente  no  existe  en  las  co- 
misiones oficiales  que  se  componen  gene- 
ralmente de  personas  que  por  muchos 
títulos  merecen  figurar  en  una  Royal 
Comission.  El  rey  actual  de  Inglaterra, 
Eduardo  VII,  estuvo  en  la  que  fué  encar- 
gada de  la  enquéte  de  las  habitaciones 
obreras. 


A  veces  el  Parlamento  encarga  la 
enquéte  á  un  comité  de  sus  miembros 
(Select  Committees  oflnqtiiry);  éi  veces 
la  Corona  nombra  una  comisión  con 
ese  objeto  (Royal  Cotnissions  of  Inqui- 
ry)\  y  en  algunos  casos  es  el  ministro 
de  un  ramo  quien  encomienda  la  enqué- 
te á  una  comisión  de  funcionarios  de 
su  dependencia;  {Departamental  Com- 
mittees). Las  comisiones  se  disuelven 
cuando  han  terminado  sus  tareas. 

Propiamente  sólo  pueden  llamarse  par- 
lamentarias las  creadas  por  el  poder 
legislativo,  pero  como  es  idéntico  el 
objeto  (el  estudio  de  reformas)  y  el 
modo  de  trabajar  de  estas  comisiones, 
es  corriente  hablar  de  informaciones 
parlamentarías  con  referencia  á  unas  y 
á  otras. 

Las  creadas  por  un  acuerdo  del  Parla- 
mento son  las  que  tienen  más  autorídad. 


De  la  composición  de  estas  comisio- 
nes depende,  como  es  evidente,  el  éxito 
de  la  investigación.  Se  trata  por  lo  co- 
mún de   problemas  en  que  están  com- 
prometidos   muchos    intereses.     Estos 
intereses,  así  como  las  distintas  opinio- 
nes, deben  estar  representadas  en  la  co- 
misión. Supongamos  que  el  asunto  en 
estudio  es  una   cuestión  que  afecta  al 
capital  y  al  trabajo:  industriales  y  obre- 
ros deben  tener  en  ella  sus  representan- 
tes. De  este  modo  se  consigue  la  impar- 
cialidad de  la  investigación,  y  hay  segu- 
ridad de  que  las  diferentes  apreciaciones 
y  modos  de  pensar  podrán  hacerse  oír. 
El  principal  recurso  de  la  enquéte  es  el 
examen  de  las  personas  que  tienen  algún 
conocimiento  del  asunto  en  estudio  ó  á 
quienes  afectan  las  reformas  que  se  quie- 
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re  introducir.  Sólo  una  'comisión  com- 
petente, con  miembros  cfue  ya  conocen  la 
materia,  podrá  encaminar  bien  la  inves- 
tigación y  sabrá  distinguirlo  fundamen- 
tal de  lo  accesorio  y  descubrir  la  verdad 
con  preguntas  pertinentes,  oportunas, 
que  no  aburran  al  testigo  y  que  adelan- 
ten el  conocimiento  del  asunto. 


Las  comisiones  se  reúnen  en  el  palacio 
de  Westminster.  Al  constituirse,  eligen 
presidente  y  fijan  los  días  de  sesión^ 
Ciando  la  comisión  es  parlamentaria 
siempre  forma  parte  de  ella  el  miembro 
que  formuló  la  indicación  de  hacer  la 
enquéte.  Y,  como  hemos  visto,  también 
se  tiene  cuidado  que  los  distintos  parti- 
dos é  intereses  tengan  en  ella  sus  repre- 
sentantes. 

Las  sesiones  son  públicas.  Quien  quiere 
puede  ir  y  declarar.  Ningún  testimonio 
se  rechaza.  Sin  distinción  de  categorías 
comparecen  ante  estas  comisiones  los 
apellidos  más  ilustres  de  Inglaterra  y  los 
quc;  pertenecen -al  gran  ejército  délas  cla- 
ses trabajadoras. 

El  fabricante  llevará  á  declarar  á  per- 
sonas que  piensen  como  él,  y  los  obreros 
tendrán  cuidado  de  que  la  situación  se 
exponga  desde  un  punto  de  vista  favo- 
rable &.  sus  intereses. 

Unos  y  otros  pedirán  razón  á  las  per- 
sonas que  piensen  de  distinto  modo,  las 
contra- interrogarán  y  rectificarán  é  indi- 
carán los  nombres  d^  otras  cuyo  juicio 
pudiera  dar  luz  en  la  materia. 

A  veces  se  les  envía  á  los  testigos  una 
minuta  con  el  apunte  de  las  cuestiones 
sobre  las  cuales  se  las  deSea  oír,  porque 
no  8€  tmta  de  sorprenderlos  sino  de  ob- 


tener de  ellos  informaciones,  de  apro- 
vechar sus  conocimientos  y  experiencia 
y  enviándoles  una  minuta  podrán  prepa- 
rarse y  reunir  documentos,  papeles,  da- 
tos con  qué  comprobar  sus  afirmaciones. 

Se  considera  más  conveniente  exami- 
nar á  estas  personas  que  pedirles  sü  opi- 
nión por  escrito.  En  el  examen  oral,  pre- 
gunta, respuesta  y  réplica  se  suceden 
rápidamente:  es  más  difícil  encubrir  la 
verdad,  mas  fácil  caer  en  contradicciones, 
y  obra  además,  el  temor  de  que  afirma- 
ciones inexactas  ó  antojadizas  no  puedan 
pasar  sin  ser  rectificadas.  Basta  leer  las 
actas  de  una  comisión  para  notar  las 
ventajas  del  examen  oral  sobre  el  es- 
crito; por  ejemplo,  las  det  clásico  report 
sobre  el  trabajo  fabril  de  los  niños.  El 
lenguaje  sencillo  de  los  obreros,  poco 
correcto  talvez,  pero  expresivo,  presenta 
cuadros  llenos  de  vida  y  colorido,  que 
hablan  con  la  elocuencia  de  los  hechos, 
y  que  ningún  cuestionario  con  sus  res- 
püfest as  podría  reemplazar.  Esos  obreros 
pfóbablomente  no  habrían  sido  capaces 
de  expresarse  por  escrito,  aun  suponien- 
do que  hubieran  querido  darse  ese  tra- 
bajo. Tan  elocuentes  fueron  esas  decla- 
raciones, que  el  legislador  inglés  protegió 
á  los  niños  empleados  en  las  fábricas 
contra  la  explotación  inhumana  de  sus 
patrones,  desentendiéndose  de  los  prin- 
cipios de  no  intervención  del  Estado,  que 
en  aquel  entonces  parecían  tener,  en  la 
teoría  y  en  la  práctica,  un  imperio  incon- 
trastable sobre  economistas  y  políticos. 

El  Parlamento  autoriza  por  lo  común 
al  **SeleCt  Committee'*  para  citar  tiestigos 
y  ^édir  documentos  é  informes  ('-to  send 
for  persons,  papers  and  records")  fra- 
se consagrada  para  estos  casos,  con  lo 
cuál  delega  en  ese  comité  algunas  de  sus 
atribuciones  judiciales.  * 


DHRHCHO 
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"Cada  una  de  las  ramas  del  Parlamen- 
to tiene  lá  facultad  de  citar  testigos  ante 
un  comité,  y  de  arrestar  y  castigar  por 
desacato  á  las  personas  que  se  niegan  á 
comparecer  6á  contestar  preguntas.  Pe- 
ro un**Select  Committee"  no  puede  obli- 
gar aun  testigo  á  comparecer  (aunque sí 
rogarle  se  presente)  si  no  ha  sido  autori- 
zado expresamente  para  ello;  y  aun  cuan- 
do lo  hubiere  sido,  no  puede  ordenar  el 
castigo  6  el  arresto  de  una  persona  que 
se  niega  á  comparecer  6  declarar:  sólo 
puede  poner  el  desacato  en  conocimiento 
déla  Cámara  para  que  ésta  proceda  co- 
mo crea  conveniente.  A  veces  los  corai- 
tees  parlamentarios  son  autorizados  por 
ley  para  examinar  á  los  testigos  bajo 
juramento,  j' el  declarar  en  falso  ante  tal 
comité,  importa  cometer  el  delito  de  per- 
jurio. No  es,  sin  embargo,  costumbre  to- 
mar juramento  á  los  testigos.  No  hay 
acción  de  calumnia  ó  injuria  contra  un 
testigo  por  las  declaraciones  que  haga 
ante  un  comité  del  Parlamento''  (1). 

Las  declaraciones  siempre  serán  más 
ó  menos  parciales:  es  humano  que  los 
hombres  no  puedan  concebir  el  bien  pú- 
blico sino  en  armonía  con  su  propio 
bienestar,  y  que  cada  uno  presente  las 
cosas  como  las  ve  á  través  de  los  vi- 
drios opacos  de  su  conveniencia.  No  im- 
porta. Las  declaraciones  de  testigos  sir- 
ven para  reunir  datos,  recoger  materia- 
les é  informaciones,  cuyo  estudio  poste- 
rior, descartándose  -lo  que  hubiera  de 
parcial  é  interesado,  permitirá  trazar  un 
cuadro  fiel  de  la  situación  y  establecer  la 
verdad  de  los  hechos,  tal  como  necesita 
conocerla  el  legislador:  no  desfigurada 
por  el  interés  individual  ó  de  clase. 


El  resultado  de  las  enqtiétes  inglesas 
ha  sido  casi  siempre  satisfactorio.  Es  una 
excepción  el  encubrimiento  intencional 
de  la  verdad.  El  carácter  público  y  con- 
tradictorio de  la  información,  el  amor  á 
la  verdad  de  los  ingleses,  su  interés  por 
la  cosa  pública,  su  cultura  política,  ex- 
plican este  resultado. 


*  * 


**Desearía  trasportar  al  lector,  dice 
Colm  ( 1 ) ,  á  las  animadas  salas  del  tercer 
piso  del  palacio  de  Westminster — encima 
de  las  salas  de  sesión  del  Parlamento — 
en  que  se  reúnen  las  distintas  comisio- 
nes. Á  la  entrada  de  las  antesalas  hay 
avisos  que  indican  día,  hora,  y  pieza  en 
que  celebran  sesión.  El  procedimiento 
sencillo  y  de  pocos  tramites  délos  juicios 
civiles  se  simplifica  en  el  procedimiento 
de  los  Prívate  Bill  Committees^  y  aun 
más  en  el  de  las  comisiones  encargadas 
de  hacer  una  etiquete.  Separados  por  una 
barra  de  un  público  más  ó  menos  nume- 
roso, según  el  interés  que  ha  despertado 
el  asunto  en  estudio,  están  los  miembros 
de  la  comisión,  sentados  delante  de  una 
mesa,  examinando  sucesivamente  ó  á  un 
tiempo  á  los  testigos,  ó  conversando  fa- 
miliarmente con  ellos. 

**No  conozco  otra  institución  del  dere- 
cho público  inglés  más  adecuada  á  su  ob- 
jeto, mas  sencilla  y  de  menos  aparato.  El 
buen  sentido  délos  ingleses, sü  franqueza 
y  seriedad,  su  amor  á  la  verdad  y  á  la 
investigación  de  ésta  en  interés  del  bien 
público,  encuentran  en  la  institución  de 
que  hablamos  su  expresión  natural,  ex- 
pontánea  é  inaparente*\   Y  continúa  en 


(1)  A  Wood  Renton  Encyclopedia  of  the  Lawa  (1)  CoiiN,  Estudios  ecomSmicos.   Artículo  sobre 

of  Eaglaad.  Artículo  Parliamentary  Committees.      las  iuformaciones  parlamentarías  en  Inglaterra. 
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otra  parte:  **Lo  que  puede  decirse  del  arte, 
que  el  maestro  se  revela  en  la  sencillez  y 
expontaneidad  de  los  medios  de  que  se 
vale,  puede  aplicarse  también  á  las  mani- 
festaciones de  la  vida  pública.  Lo  que  en 
Inglaterra  se  hace  con  el  objeto  de  levan- 
tar una  información,  es  lo  natural,  lo  in- 
mediato: llamar  á  las  personas  que  algo 
saben  del  asunto  que  se  desea  estudiar, 
examinarlas,  cuidando  de  que  se  hagan 
representar  todos  los  intereses,  hacer  pú- 
blico el  examen  para  que  concurran  los 
que  hubieran  sido  olvidados,  oír  á  los 
que  quieran  contradecir  ócompktaruna 
declaración.   Y   todo  sin  trámites,  sin 
formalidades,  con  la  sencillez  de  la  con- 
versación, á  la  vez  que  con  la  dignidad 
de  una  tradición  antigua  y  respetada. 
Se  trascriben  textualmente  preguntas  y 
respuestas  y  se  publican  para  que  el  que 
quiera  pueda  leerlas." 


En  general,  hemos  dicho,  se  prefiere 
examinar  á  los  testigos á  pedirles  su  opi- 
nión por  escrito.  Esta  preferencia  por  el 
procedimiento  verbal  ya  la  encontramos 
en  los  juicios  civiles,  y  es  característica 
de  las  informaciones  parlamentarias.  Ha 
sido  poco  satisfactorio  el  resultado  ob- 
tenido con  cuestionarios  y  circulares  en- 
viadas á  las  personas  cuyo  testimonio 
se  desea.  Es  difícil  conseguir  que  se  lle- 
nen formularios  estadísticos  con  unas 
cuantas  preguntas  elementales  y  concre- 
tas, y  se  comprende  que  sean  escasos  los 
resultados  que  se  obtienen  haciendo  cir- 
cular largos  cuestionarios,  con  muchas 
distinciones,  sobre  asuntos  complejos  y 
de  difícil  apreciación. 

Las  declaraciones  se  trascriben  y  pu- 
blican palabra  por  palabra.  La  publica- 


ción de  las  declaraciones  v  del  ma^terial 
que  se  reúne,  se  hace  una  vez  terminados 
los  trabajos  de  la  comisión,  ó  dura.nte  el 
curso  de  la  enquéte^  aun  día  á  día  cuan- 
do es  muy  vivo  el  interés  del  público.  En 
un  apéndice,  á  continuación  délas  decla- 
raciones, van  los  documentos,  informes, 
cuadros  estadísticos,  etc.  Los  informes 
tienen  importancia  cuando  emanan  de 
autoridades,  profesionales  y  personas 
ilustradas;  pero  siempre  se  considera  el 
examen  de  testigos  el  principal  recurso 
de  la  enquéte. 

La  comisión  da  fin  á  sus  tareas  pre- 
sentando una  memoria  en  que  expone 
los  resultados  á  que  ha  arribado  y  reco- 
mienda las  reformas  que  estime  necesa- 
rias. Esta  -memoria  sirve  de  base  &  la 
discusión  del  Parlamento  y  de  la  pren- 
sa. El  público  á  la  vista  de  todo  el  ma- 
terial reunido  y  dado  á  luz,  aprecia  el 
mérito  de  las  conclusiones. 

Los  reports  publicados  como  docu- 
mentos parlamentarios  (blue  books)  se 
venden  á  precios  bajos,  á  veces  por  unos 
cuantos  peniques,  para  que  puedan  te- 
ner amplia  circulación  é  ilustren  y  for- 
men la  opinión  pública. 

Las  informaciones  parlamentarias 
han  llegado  á  ser  un  factor  importante 
de  la  vida  política  del  pueblo  inglés.  Por 
medio  de  estas  informaciones  parlamen- 
tarias se  prepara  la  ley  y  no  sucederá 
que  ésta  se  dicte  únicamente  por  consa- 
grar doctrinas,  sino  también  porque  se 
ha  demostrado  su  oportunidad,  medido 
su  alcance  y  calculado  todos  los  efectos 
que  pudiera  producir.  Al  mismo  tiempo, 
el  público  toma  parte  en  estos  trabajos, 
práctica  muy  propia  de  un  país  demo- 
crático, en  que  la  voluntad  nacional,  re- 
flejada por  la  opinión  pública,  es  la  fuen- 
te de  toda  autoridad. 
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Hay  otra  clase  de  enquétes  que  pudie- 
ran llamarse  administrativas.  Un  Mi- 
nistro pide  á  sus  funcionarios  que  reú- 
nan datos  6  informen  sobre  cierta  mate- 
ria. Las  contestaciones  de  éstos,  hechas 
según  un  esquema,  se  extractan  en  una 
oficina  que  prepara  con  ellos  una  memo- 
ria. El  Estado  hace  funcionar  su  meca- 
nismo administrativo  como  oficina  de 
información.  El  público  no  toma  parte 
en  estos  trabajos  ni  se  le  consulta.  Los 
resultados  que  se  obtengan  podrán  ser 
muy  útiles  é  interesantes,  pero  no  tienen 
el  alcance  de  una  información  parlamen- 
taria porque  les  falta  la  amplitud  y  pu- 
blicidad de  estas  últimas. 


Se  ha  dicho  que  las  enquétes  carecen 
de  objeto  habiendo  estadística.  No  hay 
casi  para  qué  detenerse  en  esta  objeción . 
La  estadística,  aun  cuando  esté  muy 
bien  organizada,  no  las  puede  suplir. 
Ella  no  da  sino  el  esqueleto  de  los  estu- 
dios sociales;  ella  no  suministra  más  que 
números,  esquemas,  cuadros  y  diagra- 
mas á  los  cuales  hay  que  dar  vida  para 
que  puedan  servir.  La  estadística  es  un 
auxiliar  indispensable  de  un  buen  Go- 
bierno y  de  las  ciencias  sociales,  pero  no 
puede  sustituir  la  enquéte.  La  estadística 
no  reflqa  la  opinión  pública  y  muchos 
fenómenos  sociales  que  el  estadista  nece- 
sita conocer  no  admiten  expresión  numé- 
rica. 


Para  completar  la  idea  de  lo  que  son 
las  informaciones  parlamentarías  en  In- 
glaterra, daremos  algunos  detalles   so- 


bre los  trabajos  de  la  '*Royal  Comission 
on  Labour"  encargada  de  estudiar  la 
cuestión  obrera  en  el  Reino  Unido. 

Fué  creada  en  1891  y  terminó  sus  ta- 
reas en  1894. 

Estendió  sus  estudios  á  todos  los  pro-- 
blemas  del  capital  y  del  trabajo:  á  los 
salarios,  duración  de  las  jomadas,  tra- 
bajo de  las  mujeres  y  niños,  huelgas,  tri- 
bunales de  conciliación  y  arbitraje,  aso-, 
ciaciones  de  obreros  y  patrones,  etc. 

Se  componía  esta  comisión  de  veinti- 
cuatro miembros,  entre  los  cuales  había 
cinco  obreros.  La  presidía  el  duque  de 
Devonshire  y  formaban  parte  de  ella  el 
ex-Ministro  Mundella,el  conocido  profe- 
sor de  Economía  Política  Marshall,  y 
grandes  industriales  como  Dale  y  sir  Wi- 
lliam  Lewis.  La  comisión  se  dividió  para 
sus  trabajos  en  tres  secciones:  una  encar- 
gada de  estudiarla  situación  de  los  obre- 
ros en  la  minería,  en  las  industrias  que 
elaboran  metal,  fabricación  de  máquinas 
y  construcción  de  buques.  La  segunda  se 
hizo  cargo  del  mismo  estudio  en  la  agri- 
cultura é  industria  de  trasportes;  y  la 
tercera  se  dedicó  á  la  industria  textil  del 
vestido  y  del  tocado,  de  edificación  y 
trabajo  en  los  oficios. 

La  comisión  celebró  treinta  y  ocho  se- 
siones y  las  comisiones  especiales  se  reu- 
nieron ciento  cuarenta  y  cuatro  veces; 
examinó  quinientos  ochenta  y  tres  testi- 
gos; trescientos  cincuenta  obreros,  ciento 
sesenta  y  tres  fabricantes  y  setenta  per- 
sonas más,  entre  funcionarios  públicos, 
directores  de  sociedades  cooperativas,  etc. 

Primero  oía  á  los  obreros,  en  seguida 
á  los  patrones. 

Los  secretarios  de  los  sindicatos  obre- 
ros y  de  las  asociaciones  de  industriales 
indicaron  á  las  personas  á  quienes  se 
examinó. 


92 


PRIMERA   PARTE 


Las  declaraciones  se  trascribieron  ta- 
quigrácafimente  y  se  publicaron  después 
de  haberlas  revisado  los  testigos. 

Miles  de  cuestionarios  se  enviaron  á 
los  sindicatos  y  gremios  obreros,  á  las 
asociaciones  de  patrones  y  capitalistas. 
La  comisión  reunió  los  estatutos  de  to- 
das estas  sociedades  y  asociaciones. 

Una  comisión  especial  estudió  las  con- 
diciones del  trabajo  en  la  agricultura  y 
otra  compuesta  de  señoras,  el  de  las  mu- 
jeres. Se  juntaron  además  innumerables 
publicaciones,  documentos  y  memorias 
relacionados  con  la  materia. 

Los  materiales  y  resultados  de  esta 
enquéte  llenan  77  volúmenes;  11  volúme- 
nes gruesos  contienen  el  texto  de  las  de- 
claraciones (minutes  of  evidence):  com- 
pendiadas y  ordenadas  según  materia 
en  otros  10  volúmenes  pequeños  (di- 
gests  of  evidence);  4  libros  reúnen  las 


contestaciones  á  los  cuestionarios  y  los 
estatutos  de  las  asociaciones  v  socieda- 
des;  cinco  libros  son  Índices  de  mate- 
rias; uno,  diccionario  de  términos  técni- 
cos; hay  un  informe  especial  sobre  el  tra- 
bajo de  las  mujeres  y  diez  y  ocho  sobre 
el  trabajo  en  la  agricultura;  once  libros 
tratan  del  trabajo  en  otros  países  (Ale- 
mania, Austria,  Italia,  Prusia,  Holanda; 
Béljica,  América,  Suiza,  Dinamarca,  Sue- 
cia,  Noruega,  España  y  Portugal).  La 
memoria  de  la  comisión  ocupa  cinco  li- 
bros, con  un  informe  de  mayoría  y  otro 
de  minoría  redactado  por  los  miembros 
obreros.  Nunca  se  ha  hecho  un  estudio 
más  completo  y  extenso  sobre  las  rela- 
ciones del  capital  y  del  trabajo.  La  en- 
quéte abarca  casi  todos  los  problemas 
de  la  cuestión  social. 

Julio  Phiuppi. 
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EL  ESTUDIO  DEL  DERECHO  ROMANO  Y  REFORMA  DE  SU  PROGRAMA 


El  estudio  del  Derecho  Romano  ha  te- 
nido diversas  faces  entre  r\psotros;  ha 
pasado  por  varios  períodos  en  cuanto  á 
la  manera  cómo  se  le  ha  enseñado  en 
nuestra  Universidad  del  Estado. 

Durante  muchos  años,  distinoruidos 
profesores  y  jurisconsultos  lo  enseñaron 
como  se  profesaba  en  los  últimos  tiem- 
pos del  Imperio  Romano,  y  como  se  le 
siguió  ensenando  en  las  escuelas  de  dere- 
cho'de  la  Edad  Media.  Se  tomaba  como 
base  la  Instituta  de  Justiniano,  6  sea  el 
resumen  de  su  legislación  codificada,  que 
este  emperador  hizo  componer  para  el 
uso  de  las  escuelas  de  Derecho,  y  para  el 
conocimiento  y  manejo  fácil  del  derecho 
por  las  autoridades  administrativas  y 
algunas  judiciales  del  Imperio. 

Entre  nosotros  se  enseñaba  la  Institu- 
ta de  Justiniano  como  si  fuera  un  código 
de  nuestro  derecho  positivo,  se  la  hacía 
aprender  literalmente  y  se  la  comentaba 
directa  é  inmediatamente,  sin  estudiarla 
como  fuente  de  nuestro  Derecho  y  sin  re- 
lacionarla en  tal  carácter  con  nuestra 
lejislación. 

Resultaba  de  aquí  que  los  alumnos  que 
habían  cursado  este  ramo  no  se  daban 
cuenta  cabal,  ó,  más  bien  dicho,  no  se 


daban  absolutamente  razón,  al  estudiar 
el  derecho  civil  nacional, de  la  importan- 
cia del  estudio  que  acababan  de  hacer,  y 
no  podían  relacionar  el  conocimiento  del 
Derecho  Romano  con  el  de  la  legislación 
civil  positiva  que  nos  rige. 

Por  consiguiente,  el  propósito  inme- 
diato que  antes  se  perseguía  con  el  estu- 
dio del  derecho  romano,  cual  era  el  de 
darlo  á  conocer  como  fuente  mediata  6 
inmediata  de  nuestra  legislación,  espe- 
cialmente del  Derecho  Civil,  no  se  obtenía, 
pues  la  enseñanza  que  de  él  se  hacía  sólo 
parecía  encaminada  á  formar  abogados 
romanos,  y  talvez  tinterillos  Romanos, 
como  decía  alguien. 

Tampoco  servía  esa  enseñanza  para 
dar  á  conocer  al  alumno,  con  el  ejemplo 
del  derecho  romano,  la  manera  cómo  se 
desarrolla  y  evoluciona  el  derecho,  su 
carácter  como  hecho  social,  las  bases 
científicas  de  su  evolución  ó  su  progreso 
y  transformaciones  según  el  medio  social 
en  que  funciona;  pues  no  se  daba  de  él 
ninguna  noción  histórica  que  permitiera 
darlo  á  conocer  en  sus  formas  y  modifi- 
caciones sucesivas. 

Si  se  hablaba  del  * 'derecho  antiguo", 
del  **derecho  nuevo'*  y  del  "derecho  no- 
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YÍsímo'*,  era  para  enumerar  simplemen- 
te algunas  de  las  disposiciones  positivas 
que  sucesivamente  había  tenido  el  dere- 
cho romano  en  tal  6  cual  aplicación  6  ins- 
titución determinada  de  él,  pero  sin  dar 
jamás  á  conocer  la  naturaleza  y  alcance 
de  la  disposición,  y  de  su  modificación, 
fundándola  en  la  razón  histórica  que 
determinara  el  establecimiento  de  una 
institución  6  disposición  legal  y  de  sus 
sucesivas  alteraciones. 

Debo  reconocer,  á  fin  de  que  mis  afir- 
maciones tengan  su  verdadero  carácter, 
que  la  enseñanza  se  hizo  generalmente, 
desde  que  yo  tengo  noticia,  por  profeso- 
res muy  distinguidos,  llenos  de  saber  y 
de  celo  por  la  enseñanza;  pero  era  el  sis- 
tema el  malo,  y  malos  debían  ser  sus  re- 
sultados. 


cia,  toda  la  teoría  de  las  obligaciones  y 
los  contratos, etc.,  etc.,  todas  estas  crea« 
ciones  é  instituciones  del  derecho  roma- 
no, que  sirven  de  cimiento  al  edificio  le- 
gal de  nuestra  sociedad  moderna,  co- 
menzaron á  ser  estudiadas  y  explicadas 
en  su  origen  y  desarrollo  históricos,  pa- 
ra llegar  después  á  darles  su  carácter  de 
fuente  de  nuestra  legislación. 

Esta  nueva  tendencia  histórica  de  la 
enseñanza  universitaria  del  Derecho  Ro- 
mano, tomó  forma  algunos  años  des- 
pués en  el  decreto  supremo  de  10  de  ene- 
ro de  1902,  que  dice  en  su  artículo  1^: 
'Xos  ramos  de  estudios  del  curso  de 
Leyes  y  Ciencias  Políticas  son  los  si- 
guientes: 

"Primer  año:  1.  Filosofía  del  derecho. 
— 2.  Derecho  Romano  en  su  desarrollo 
histórico. — 3.  Economía  Política  y  so- 
cial." 


Posteriormente  algunos  profesores  jó- 
venes intentaron  dar  un  poco  de  vida  á 
la  enseñanza  de  una  legislación  muerta, 
que  tenía  para  los  estudiantes  el  sabor 
de  cosa  añeja,  como  el  latín  ó  el  griego, 
cuando  no  seles  da  su  valor  etimológico 
ni  su  importancia  como  fuente. 

Estos  esfuerzos  bien  intencionados  die- 
ron  más  interés  al  estudio  del  ramo, 
dándole  la  vida  del  fundamento  histórico 
de  sus  disposiciones  y  transformaciones, 
y  haciéndolo  ver  á  los  estudiantes  como 
la  base  originaria  y  fundamental  de  las 
instituciones  principales  de  nuestro  dere- 
cho privado  actual,  en  el  orden  llamado 
"civil"  en  nuestro  lenguaje  jurídico. 

Así,  la  idea  de  persona  legal,  la  perso- 
nalidad jurídica  natural  ó  de  creación 
puramente  legal,  la  familia,  el  matrimo- 
nio, las  tutelas  y  cúratelas,  el  dominio, 
los  derechos  reales,  la  posesión,  la  heren- 


Para  dar  satisfacción  á  esta  nueva  for- 
ma en  que  el  Supremo  Gobierno  daba  vi- 
da al  ''plan  de  estudios  para  el  curso  de 
Leyes  y  Ciencias  Políticas"  concebido 
por  los  profesores  de  la  Facultad,  se  con- 
feccionó el  "Programa  de  Derecho  Ro- 
mano" que  sirve  actualmente  de  base  y 
de  guía  á  los  profesores  del  ramo. 

Es  el  análisis  y  estudio  someros  de 
este  programa  lo  que  motiva  este  artícu- 
lo, en  el  cual  queremos  dar  á  conocer  en 
pocas  palabras  los  defectos  capitales  de 
que  adolece,  y  la  necesidad  de  sustituirlo 
por  otro  que  se  halle  en  armonía  con  el 
nuevo  rumbo  que  el  "plan  de  estudios" 
de  la  Universidad  ha  querido  dar  ala  en- 
señanza del  Derecho  Romano. 

Es  evidente  que  al  establecer  el  plan 
de  estudios  "que  el  Derecho  Romano  de- 
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be  profesarse  tomando  como  base  y  nor- 
ma su ''desarrollo  histórico",  ha  querido 
dar  á  su  enseñanza  una  tendencia  y  un 
método  completamente  diversos  del  an- 
teriormente seguido  entre  nosotros,  y  se 
ha  pretendido  acercarlo  al  concepto  com- 
pletamente distinto  que  de  esa  enseñan- 
za se  tiene  en  los  países  más  adelantados 
en  esta  materia. 

Es  indudable  que  la  enseñanza  del  De- 
recho Romano,  tomándolo  en  su  desarro- 
llo histórico,  significa  que  el  profesor 
ha  de  exponer  sucesivamente  en  su  cur- 
so las  diversas  etapas  del  derecho  den- 
tro del  cuadro  histórico  de  la  sociedad 
romana  á  que  ese  derecho  servía,  y  que 
iba  modificándose  á  medida  que  cambia- 
ban la  fisonomía,  el  carácter  y  las  nece- 
sidades de  la  sociedad. 

Esto,  que  es  tan  evidente,  no  ha  sido 
comprendido  así  por  los  autores  del  pro- 
grama que,  para  responder  á  la  reforma 
del  plan  de  estudios,  se  confeccionó  á 
raíz  de  la  sanción  gubernativa  del  plan 
de  estudios. 

Me  bastarán  pocas  palabras  para  jus- 
tificar esta  afirmación. 

El  actual  programa  de  Derecho  Roma- 
no sólo  se  diferencia  del  antiguo,  es  decir, 
del  anterior  al  plan  de  estudios  de  1902, 
en  que  hace  preceder  el  estudio  de  la  Ins- 
tituta  de  Justiniano  de  un  cuadro  histó- 
rico de  los  cuacro  períodos  que,  como 
principales  en  la  alteración  de  la  vida 
pública  y  privada  de  la  sociedad  roma- 
na, produjeron  como  consecuencia  las 
modificaciones  respectivas  de  las  insti- 
tuciones jurídicas  que  regían  á  esa  so- 
ciedad. 

Esos  períodos  son:  1^  "la  Monar- 
quía", desde  la  fundación  de  Roma  hasta 
la  c^da  de  los  Reyes;  2^  ''la  República" 
desde  la  ítmdación  de  este  sistema  de  go- 


bierno hasta  su  caída  y  reemplazo  por  la 
forma  de  gobierno  llamada  el  Imperio; 
3*^  el  **  período  de  los  Emperadores  paga- 
nos", hasta  Constantino,  que  estableció 
la  religión  cristiana  ó  católica  como  la 
oficial  del  Imperio;  y  4^  el  "período  de 
los  Emperadores  cristianos",  desde  Cons- 
tantino hasta  la  muerte  de  Justiniano, 
el  codificador  de  la  legislación  de  los  ro- 
manos, y  que  falleció  en  565  de  la  era 
cristiana. 

Esta  parte  del  "programa"  se  llama 
la  "historiaexterna"  del  Derecho  Roma- 
no, y  estudia,  en  cada  uno  de  los  cuatro 
períodos,  los  siguientes  factores:  historia 
de  la  fundación  de  Roma,  historia  del  es- 
tablecimiento de  la  forma  de  gobierno 
del  respectivo  período,  con  su  mecanis- 
mo del  jefe  de  él,  el  senado,  el  pueblo, 
las  clases  sociales,  las  magistraturas,  el 
estado  económico,  religión  y  costumbres, 
íiientes  del  derecho,  'códigos  promulga- 
dos, y  alguna  que  otra  circunstancia  de 
detalle. 

Estos  cuadros  históricos  no  hacen  men- 
ción alguna  del  Derecho  mismo,  es  decir, 
de  las  disposiciones  ó  instituciones  lega- 
les que  en  cada  uno  de  ellos  existían,  ni 
se  hace  en  ellos  referencia  alguna  á  la 
relación  que  los  hechos  ó  circunstancias 
históricas  puedan  tener  con  el  desarrollo 
y  transformaciones  del  derecho. 

Después  de  la  "Historia  Extema"  con- 
tinúa el  programa  con  su  segunda  par- 
te, llamada  "Historia  Interna"  del  De- 
recho Romano. 

Esta  "Historia  Interna"  es,  con  algu- 
nas variantes,  el  estudio  directo  é  inme- 
diato de  las  Instituciones  de  Justiniano, 
con  indicaciones,  algunas  veces,  de  las 
mutaciones  y  diversas  disposiciones  que 
ha  tenido  el  Derecho  en  tal  6  cual  ma- 
teria. 
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Esta  "Historia  Interna"  está  dividida 
en  un  "capítulo  preliminar",  que  trata 
del  "Concepto  del  Derecho",  y  en  cuatro 
libros. 

El  libro  primero  trata  "de  las  perso- 
nas" (concepto  de  persona,  matrimo- 
nio, patria  potestad,  relaciones  entre 
padres  é  hijos,  tutela);  el  libro  segundo 
trata  "de  las  cosas"  (noción  de  cosa, po- 
sesión, dominio,  servidumbres,  derecho 
de  prenda  é  hipoteca);  el  libro  tercero  se 
ocupa  de  "la  herencia"  (sucesiones,  su- 
cesión testamentaria  ó  necesaria,  adqui- 
sición de  la  herencia,  legados,  ley  Falci- 
dia,  fideicomisos,  sucesión  universal  in- 
tervivos, sucesión  abintestato,  donacio- 
nes); y  el  libro  cuarto  trata  de  **las  obli- 
gaciones'* (noción,  fuente  de  las  obliga- 
ciones, caracteres  especiales  de  los  diver- 
sos contratos,  contratos  literales,  rea- 
les y  consensúales,  pactos,  cnasi-contra- 
tos,  delitos  y  cuasidelitos,  obligaciones 
que  nacen  de  otras  causas,  efectos  de  las 
obligaciones,  extinción  de  las  obligacio- 
nes, trasmisión  de  las  obligaciones). 
Y  termina  la  ^'historia  interna"  con  un 
"Apéndice"  sobre  el  "Procedimiento  Ci- 
vil." 

En  todo  este  árido  desarrollo  de  mate- 
rias puramente  jurídicas,  no  hay  una 
sola  alusión  histórica,  por  cierto,  ni  se 
ve  de  moQO  alguno  la  trabazón,  ó  la 
simple  relación,  que  la  "historia  inter- 
na" tenga  con  la  "historia  externa"  del 
mismo  programa. 

En  consecuencia,  estas  dos  partes  del 
programa  están  simplemente  colocadas 
la  una  al  lado  de  la  otra,  sin  que  el 
alumno  pueda  descubrir,  si  el  profesor  se 
ciñe  medianamente  al  programa,  la  idea 
de  cairsa  y  efecto  que  necesarúiraente 
debe  existir  entre  el  medio  ó  estado  so- 
cial y  las  instituciones  legales  ó  de  dere- 


cho que  ese  medio  6  estado  social  deter- 
mina y  exige. 


No  es  esto  lo  que  ha  querido  el  plan  de 
estudios  de  1902,  al  disponer  que  el  Dere- 
cho Romano  se  enseñe  y  estudie  **en  su 
desarrollo  histórico";^pues  esto    signifi- 
ca fundamentalmente  que  á  los  jóvenes 
se  les  dé  á  conocer  la  evolución   históri- 
ca del   Derecho   Romano,  dándoles    una 
noción  clara  del  medio  social  histórico, 
de  la  manera  cómo  este  medio  influía  en 
el  desarrollo  y  transformaciones  de  las 
instituciones  jurídicas,  hasta  llegar  á  la 
formación  de  las  grandes  bases  del  Dere- 
cho Romano,  que  las  naciones  modernas 
conservan   aíín  en  el  derecho  privado, 
porque  la  organización  de  la  sociedad 
moderna  descansa  sobre   fundamentos 
que  hacen  en^  gran  parte    aplicables  y 
útiles  todavía,  en  sus  líneas  generales, 
las  creaciones  del  derecho  civil  privado 
de  los  romanos. 

De  otro  modo  no  es  posible,  sin  la  ra- 
zón histórica,  estudiar  el  derecho  como 
fuente,  ni  dar  á  conocer  el  alcance  é  in- 
tención de  una  institución  jurídica;  y, 
por  otra  parte,  es  imposible  formar  al 
alumno,  con  el  ejemplo  del  Derecho  Ro- 
mano, el  verdadero  criterio  jurídico,  en 
el  sentido  de  que  el  Derecho  es  un  factor 
social  esenciíil mente  evolutivo,  mudable, 
y  reflejo  y  corolario  de  las  modificacio- 
nes y  transformaciones  de  la  sociedad 
humana. 


Por  estos  motivos,  que  brevemente 
sintetizo,  y  que  se  fundan  en  la  experi- 
mentación que  del  programa  que  impug- 
no he  hecho  en  la  enseñanza  del  ramo  en 
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la  Universidad  de  Chile,  indiqué  el  año 
último  en  una  reunión  del  cuerpo  de  pro- 
fesores de  la  Facultad  de  Lej^es  y  Cien- 
cias Políticas,  la  necesidad  de  reformar 
el  programa  del  curso  de  Derecho  Roma- 
no, y  de  sujetarlo  al  verdadero  criterio 
que  presidió  la  reforma  del  plan  de  estu- 
dios de  1902. 

Los  profesores  aceptaron  por  unani- 
midad esa  indicación,  y  para  responder 
á  esa  aceptación  he  hecho  el  trabajo  de 
que  paso  á  ocuparme  brevemente. 


La  generalidad  de  los  autores  y  profe- 
sores antiguos  de  Derecho  Romano,  que 
han  dado  á  luz  obras  importantes  de 
análisis  y  de  exposición  délas  histitucio- 
nes  jurídicas  de  los  romanos,  han  anali- 
zado estas  instituciones  estudiando  su 
índole,  su  intención  y  su  propósito  inme- 
diato, y  á  veces  su  fundamento  filosófi- 
co y  moral,  como  también  su  alcance  y 
su  importancia  generales. 

Pero,  son  pocos  los  autores  que  han 
tomado  en  cuenta  el  elemento  propia- 
mente histórico  al  hacer  este  estudio,  y 
se  han  circunscrito  á  estudiar  el  derecho 
en  sí  mismo,  ó  en  la  forma  positiva  de 
sus  transformaciones  sucesivas,  sin  tener 
en  consideración  las  causas  históricas  de 
esas  transformaciones  y  de  la  forma  de- 
finitiva adoptada  por  las  instituciones 
jurídicas  que  analizan. 

En  el  siglo  diez  y  nueve  el  estudio  del 
derecho  romano  fué  inclinándose  hacia  la 
fuente  histórica,  hacia  el  análisisy  exposi- 
ción de  su  evolución  histórica  con  el  auxi- 
lio de  la  arqueología,  de  la  numismáti- 
ca, de  la  filología,  de  la  etnolojía,  etc.  y, 
como  consecuencia  de  ello  la  enseñanza 
del  Derecho  Romano  tomó  también  el 
mismo  rumbo* 


La  literatura  contemporánea  del  Dere- 
cho Romano,  que  ha  tenido  representan- 
tes filósofos  é  historiadores  tan  ilustres 
como  Savign}',  Von  Jhering  y  Momm- 
sen,  ha  producido  también  últimamente 
obras  de  sumo  interés  y  utilidad  para  el 
estudio  v  la  enseñanza  del  ramo  en  las 
cátedrasuniversitarias,  impregnadas  del 
mismo  espíritu  de  análisis  compara- 
tivo histórico,  para  llegar  algunas  de 
ellas  á  grandes  síntesis  sobre  la  manera 
cómo  se  desarrolla  y  evoluciona  el  Dere- 
cho en  general. 

La  mayor  parte  de  las  obras  recientes 
que  pueden  servir  de  base  inmediata  al 
profesor  y  al  alumno  para  la  enseñanza 
V  el  estudio  del  Derecho  Romano,  están 
basadas  sobre  la  historia,  pero  están  tra- 
zadas generalmente  con  un  método  que 
no  corresponde  á  la  noción  que  deesa  en- 
señanza y  de  ese  estudio  comienza  á  te- 
nerse en  la  actualidad,  y  que  tuvo  la  re- 
forma de  nuestro  plan  de  estudios  de 
1902. 

Algunos  de  los  autores  mismos  á  que 
me  refiero,  como  Rubén  de  Couder,  Gas- 
tón May,  Van  Wetter  y  otros  muchos, 
han  enseñado  el  Derecho  Romano  y  han 
escrito  sus  textos  tomando  en  cuenta 
sólo  el  análisis  de  la  disposición  misma, 
siguiendo  el  orden  de  materias  de  la  Ins- 
tituta  de  Justiniano,  tal  como  se  hacía 
entre  nosotros  antes  de  ahora. 

Otros  de  esos  profesores  y  autores,  co- 
mo Eugenio  Lagrange,  Lord  Macken- 
zie,  J.  Ortolan,  Jorge  Bonjean,  Carlos 
Maynz,  Federico  Girard,  actual  profe- 
sor de  la  Universidad  de  París,  han  en- 
señado el  Derecho  Romano,  y  compuesto 
sus  obras  de  enseñanza  y  de  estudio,  so- 
bre la  base  de  dividir  la  materia  en  dos 
secciones,  siendo  la  primera  una  intro- 
ducción ó  cuadro  histórico,  más  ó  menot 
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extenso  y  más  6  menos  fundado  en  las 
ultimas  investigaciones  de  la  vida  y  cos- 
tumbres públicas  y  privadas  de  los  ro- 
manos, para  analizar  después,  en  una 
segunda  parte,  las  instituciones  jurídicas 
del  pueblo  romano  en  sf  mismas,  y  sin 
relacionarlas  con  la  parte  primera  de  la 
obra. 

Debo  advertir  que  Ortolan  ha  enseña- 
do y  escrito  sucesivamente  en  estas  dos 
formas. 

Sobre  estas  dos  maneras  de  compren- 
der y  practicar  la  enseñanza  del  Derecho 
Romano,  prepondera  hoy  el  método  ver- 
daderamente histórico,  el  que  estudia 
conjunta  y  gradualmente  el  desarrollo 
del  Derecho  Romano  dentro  del  medio  6 
del  cuadro  histórico  de  la  sociedad  que 
ha  dado  vida  á  cada  período  del  derecho 
y  que  á  su  vez  ha  sido  rejido  por  él. 

El  profesor  de[la  Facultad  de  Derecho 
de  la  Universidad  de  Paris  Mr.  Eduardo 
Cuq,  que  antes  fué  profesor  del  mismo 
ramo  en  la  Facultad  de  Burdeos,  es  au- 
tor de  una  obra  titulada  **Les  Institu- 
tions  Juridiqucs  des  Romaíns'\  concebi- 
da en  conformidad  con  el  plan  y  método 
de  que  venimos  ocupándonos. 

Esta  obra,  escrita  en  dos  tomos  y  con 
una  magnífica  introducción  del  distingui- 
do jurisconsulto  y  romanista  Mr.  Labbé, 
antecesor  de  Mr.  Cuq  en*la  Cátedra  de 
Derecho  Romano  de  la  Universidad  de 
Paris,  modifica  radicalmente  el  anterior 
sistema  de  enseñar  el  Derecho  Romano 
con  la  división  de  su  estudio  en  "Histo- 
ria externa''  y  en  "Historia  interna",  y, 
fundiendo  en  una  sola  ambas  partes,  am- 
bas historias  "externa  é  interna",  divide 
la  materia  en  tantos  períodos  cuantas 
han  sido.'^á  juicio  del  autor,  las  etapas 
de  gestación  y  transformaciones  funda- 
mentales sucesivas  del  Derecho  Romano, 


dentro  del  cuadro  y  de  las  causas  histó- 
ricas en  que  ha  vivido  y  por  qué  se  ha 
transformado  el  derecho. 

Voi  á  dar  una  suscinta  idea  de  esta 
obra,  que  viene  á  transformar  y  casi  á 
revolucionar  el  estudio  del  Derecho  Ro- 
mano, con  virtiéndolo  de  una  materia  ári- 
da y  muerta,  en  una  enseñanza  viva,  pal- 
pitante, amena  al  par  que  apta  para 
formar  un  concepto  cabal  del  Derecho  es- 
tudiado en  su  jeneración  histórica,  y,  por 
consiguiente,  en  su  verdadera  base  filo- 
sófica, moral  y  práctica. 

El  libro  de  Cuq,  que  sólo  es  en  sus  lí- 
neas generales  el  desarrollo  xlel  "progra- 
ma" por  el  cual  ha  enseñado  el  ramo  en 
8U  cátedra,  se  divide  del  siguiente  modo: 

Una  "Introducción",  destinada  á  ma- 
nifestar la  utilidad  del  estudio  del  Dere- 
cho Romano  como  hecho  social  y  como 
obra  científica,  su  influencia  sobre  las  le- 
gislaciones modernas,  el  método  de  su  es- 
tudio, la  distinción  entre  las  institucio- 
nes jurídicas  de  carácter  local  y  las  de  un 
alcance  general  y,  finalmente,  el  plan  del 
curso,  dividido  en  tres  períodos  como 
sigue: 

Primer  período,  ó  primera  parte:  "De- 
recho Antiguo",  que  comienza  por  "la 
noción  del  derecho,  sus  relaciones  con  el 
estado  político  y  social",  "modos  de  for- 
mación del  Derecho"  ( costumbre,  lev,  in- 
terpretación  de  los  pontífices),  y  "docu- 
mentos relativos  alas  leyesy  costumbres 
primitivas"  conforme  á  los  últimos  estu- 
dios y  conclusiones  sobre  la  materia.  En 
seguida  entra  á  estudiar  y  exponer,  en  ca- 
pítulos sucesivos,  el  estado  y  disposicio- 
nes del  Derecho  Romano  durante  este 
período,  respecto  de  "la  familia",  "la 
propiedad",  "las  obligaciones",  "la  he- 
rencia y  legados",  "la  organización  judi- 
cial y  procedimientos." 
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Esta  "primera  parte"  trae  al  final,  y 
antes  de  pasar  á  la  "segunda  parte"  ó 
segundo  periodo,  una  "sección"  impor- 
trantísima,  titulada  "adaptación  de  las 
instituciones  primitivas  á  las  nuevas  ne- 
cesidades del  estado  social" .  Comienza 
esta  "sección"  por  analizar  "los  cambios 
verificados  en  el  estado  social",  "el  au- 
mento del  territorio  y  sus   consecuen- 
cias", "las  relaciones  de  los  romanos  con 
los  extranjeros",  "modos  de  formación 
del  Derecho"  (leyes,  plebiscitos,  jurispru- 
dencia, los  usos  y  costumbres  de  las  gen- 
tes honradas  y  el  jus  gentium).  Y  en  se- 
guida enumera  en  capítulos  separados, 
y  de  un  modo  conciso,  cada  una  de  las 
modificaciones  que  las  costumbres,  y  en 
general  las  nuevas  causas  de  alteración 
del  Derecho,  han  producido  en  la  orga- 
nización y  reglamentación  legal  de  "la 
familia",  "la  propiedad",  "las  obligacio- 
nes", "la  herencia  y  legados"y  "la  or- 
ganización judicial  y  procedimiento." 

Segundo  período,  ó  segunda  parte:  "El 
Derecho  clásico." 

En  esta  segunda  parte,  que  forma  el 
período  má9  importante  del  desarrollo 
y  formación  del  Derecho  Romano,  y  que 
es  su  edad  adulta,  se  emplea  exactamen- 
te el  mismo  método  que  en  la  parte  pri- 
mera. 

Se  inicia  con  la  indicación  de  los  lími- 
tes del  período  clásico,  la  utilidad  de  su 
estudio  especial,  su  encadenamiento  con 
el  período  anterior,  y  el  plan  de  su  estu- 
dio. En  el  "libro  primero"  se  estudia  "la 
formación  del  derecho  clásico",  es  decir 
la  nueva  "noción  del  Derecho  y  sus  rela- 
ciones con  el  estado  social",  los  "modos 
de  formación  del  Derecho"  en  este  perío- 
do (la  costumbre, leyes-plebiscitos,  sena- 
do-consultos, constituciones  imperiales, 
edictos  de  los  majistrados  y  jus  hono- 


rariutn,  responsa  prudentiam,  y  aproxi- 
mación del  Jus  honorarium  y  t\jus  civile 
hecha  por  la  jurisprudencia),  "la  juris- 
prudencia", (método,  principios,  escue- 
las, caracteres  distintivos  del  derecho  clá- 
sico, reacción  contra  el  formalismo, etc.) 
"esfera  de  aplicación  de  las  leyes  roma- 
nas y  de  las  leyes  peregrinas." 

En  seguida  trata  especialmente,  en  li- 
bros ó  capítulos  separados,  de  las  modi- 
ficaciones del  Derecho  respecto  de  "las 
personas",  "el  patrimonio  y  los  derechos 
reales",  "las  obligaciones",  "las  sucesio- 
nes por  causa  de  muerte",  y  "las  accio- 
ne?  y  el  procedimiento." 

Tercer  período,  ó  tercera  parte:  "El  De- 
recho del  Bajo  Imperio." 

Esta  filtima  parte,  como  las  anterio- 
res, principia  por  un  análisis  de  "la  for- 
mación del  Derecho"  en  este  período,  con 
estudios  especiales  sobre  el  "doble  origen 
de  las  reglas  del  derecho  fjus  vetus,  leges 
novce^*),  "el  poder  legislativo  del  Empe- 
rador", "estado  político,  social  y  econó- 
mico", "influencia  del  cristianismo",  "de- 
cadencia de  la  ciencia  del  Derecho",  "co- 
dificación" y  ''legislación  de  Justiniano." 

En  secciones  ó  capítulos  especiales  pa- 
ra cada  materia,  estudia  el  estado  del 
Derecho  respecto  de  "las  personas",  "el 
patrimonio",  "las  sucesiones",  "laS  obli- 
gaciones" y  "nociones  sobre  la  organi- 
zación judicial  y  el  procedimiento." 


Llama  particularmente  la  atención  en 
esta  obra  su  trabazón  perfecta,  su  con- 
cisión, su  lenguaje  perfectamente  jurídi- 
co al  mismo  tiempo  que  sencillo,  y,  sobre 
todo,  la  unidad  y  armonía  completa  que 
hay,  en  cada  período,  entre  lo  que  antes 
se  llamaba  "historia  externa"  é  "histo- 
ria interna"  y  que  en  esta  obra  está 
amalgamado  en  una  sola  y  verdadera 


100 


PRIMERA    PARTE 


\ 


historia  progresiva  del  Derecho  dentro 
del  cuadro  cambiante  de  la  sociedad  que 
va  modificándose  y  produciendo  sucesi- 
vamente las  nuevas  formas  del  Derecho 
cuyo  desarrollo  histórico  se  expone  y 
analiza. 


Me  parece  que  con  la  sola  exhibición 
somera  del  plan  de  la  enseñanza  de  Cuq, 
basta  para  comprender  sus  excelentes 
condiciones  pedagójicas;  pero,  á  pesar  de 
ello,  me  voy  á  permitir  formular  algunas 
observaciones  que  evidenciarán  aún  más 
las  ventajas  del  nuevo  método  ó  plan 
de  enseñanza  sobre  el  adoptado  por  otros 
profesores  y  autores  y  que  hasta  ahora 
se  ha  seguido  entre  nosotros,  como  lo 
demuestra  el  **programa  de  Derecho  Ro- 
mano" aun  vigente. 

Desde  luego,  al  colocar  el  Derecho  de 
cada  período  dentro  del  cuadro  histórico 
de  la  época  y  de  la  sociedad  que  lo  ha 
originado  y  que  á  su  vez  se  ha  goberna- 
do por  él,  retratando  al  mismo  tiempo 
las  costumbres,  las  ideas,  las  institucio- 
nes sociales  ó  políticas,  y  consignando 
las  reglas  de  Derecho  que  en  ese  momento 
regían  las  relaciones  sociales,  se  hace  una 
exposición  y  estudio  que  está  conforme 
con  la  naturaleza  de  las  cosas  y  con  la 
verdad  histórica,  y  no  un  estudio  artifi- 
cial y  contrario  al  modo  cómo  los  acon- 
tecimientos se  han  verificado. 

Esta  exposición  completa  y  verdadera 
de  cada  período  histórico,  descrito  y  es- 
tudiado conjuntamente  con  las  disposi- 
ciones jurídicas  que  en  ese  mismo  perío- 
do de  tiempo  existieron,  tiene  la  ventaja 
inapreciable,  capital  de  que  el  alumno  se 
penetra  de  la  idea  de  causalidad,  del  ori- 
gen histórico  de  cada  institución  jurídi- 
ca, y  de  su  congruencia  con  los  aconteci- 
mientos y  necesidades  sociales  que  hicie- 
ron nacer  cada  institución  jurídica, 


Por   otra  parte,  cojno  se  principia  á 
describir  y  estudiar  el  desarrollo  histó- 
rico del  Derecho  Romano  desde  su  oricren 
desde  sus  pasos  iniciales,  desde  sus  débi- 
les comienzos  en  una  sociedad  que  recién 
se  forma,  resulta  que  el  joven  alumno 
asiste  á  la  formación  del  Derecho  cuando 
éste  se  halla  en  forma  sencilla,  lo  si^ue 
en  sus  transformaciones  y  complicacio- 
nes sucesivas,  lo  ve  en  su  pleno  desarro- 
llo en  el  período  clásico,  y,  por  último,  lo 
encuentra  encarnado  y  fijo  en  la  Codifi- 
cación de  Justiniano. 

De  esta  manera,  el  alumno  va  siguien- 
do el  desarrollo  gradual  y  progresivo  del 
Derecho,  y  va  preparándose  para  com- 
prenderlo en  su  pleno  desarrollo  del  pe- 
ríodo clásico  y  del  derecho  codificado. 

El  alumno  que  llega  á  la  Universiflad 
sin  que  los  estudios  secundarios  le  per- 
mitan formarse  una  idea  de  lo  que  es  la 
ley,  ni  menos  el  Derecho,  va  de  este  modo 
subiendo  de  lo  simple  á  lo  complejo,  v 
va  desarrollando  su  noción  del  Derecho 
á  medida  que  se  le  va  mostrando  el  desa- 
rrollo mismo  del  Derecho  en  su  crecimien- 
to histórico  gradual  y  progresivo. 

Además,  como  en  cada  período  se  va 
pasando  revista  á  cada  una  de  las  mate- 
rias del  Derecho,  á  cada  una  de  las  insti- 
tuciones de  él,  el  alumno  repasa  hasta 
cuatro  veces  en  el  año  cada  una  de  esas 
instituciones,  con  las  modificaciones  que 
en  cada  período  va  ella  experimentando. 
La  repetición  grava  así  las  ideas,  y  el 
análisis  separado  de  la  forma  de  la  ins- 
titución en  cada  período,  da  al  alumno 
una  idea  más  cabal  del  verdadero  carác- 
ter esencial  de  la  institución  misma,  á 

través  de  sus  sucesivas  transformaciones 
y  modificaciones. 

Santiago  Aldunate  B. 
(  Continuará,) 
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EL  ESTUDIO  DEL  DERECHO  ROMANO  Y  REFORMA  DE  SU  PROGRAMA 

(Con  tinuación) 


No  quiero  dar  ejemplos  detallados  por 
no  dar  demasiada  extensión  á  estas  ob- 
servaciones, que  tienen  el  sencillo  propó- 
sito de  afianzar  en  pocas  palabras  lo  que 
ya  ha  demostrado  la  simple  exhibición 
del  plan  de  la  obra  de  Cuq. 

Es  fácil  imaginarse  que  la  repetición, 
en  cada  período,  de  la  noción  que  enton- 
ces tenían  los  romanos  acerca  de  la  pa- 
tria potestad,  de  la  posesión,  del  domi- 
nio, de  la  hipoteca,  del  derecho  de  testar 
ó  de  heredar,  de  la  obligación,  del  con- 
trato, etc.,  etc.,  irá  gravando  en  la  memo- 
ria y  en  la  inteligencia  del  alumno  las 
líneas  dominantes,  los  caracteres  salien- 
tes de  cada  una  de  estas  creaciones  del 
Derecho. 

Por  el  plan  antiguo,  y  también  por  el 

vigente,  el  alumno  recibe  una  vez  al  año, 

al  tratar  de  cada  materia  en  la  parte 

respectiva  de  la  "Historia  Interna",  la 

noción  y  la  exposición  completas  de  cada 

PIRICHO 


institución,  que  apenas  ha  dejado  un  ás- 
pero recuerdo  sólo  en  su  memoria,  y  no 
en  su  inteligencia. 

Creo  que  no  es  indiferente,  y  muy  al 
contrario,  que  el  estudio  de  una  materia, 
de  una  rama  cualquiera  del  saber  huma- 
no, sea  agradable;  pues  la  gran  ventaja 
de  la  enseñanza  moderna  está  en  enseñar 
agradando,  por  medio  del  agrado. 

Al  estudiar  primeramente,  en  la  prime- 
ra parte  del  año,  la   ^'Historia  externa" 
del  Derecho  Romano,  el  alumno  puede 
sentir  algún  atractivo  por  el  ramo;  pues 
la  exhibición  del  carácter,  de  las  costum- 
bres y  de  la  organización  de  la  sociedad 
romana  en  su  vida  pública  y  privada, 
así  como  la  exposición  de  sus  creencias 
religiosas,  de  sus  ideas  filosóficas,  de  su 
índole  y  vida  intelectuales,  de  la  influen- 
cia estoica  y  cristiana,  dan  tela  y  colo- 
rido para  presentar  cuadros  interesan- 
tes, atray entes  y  profundamente  instruc- 
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tívos,  filosófica,  moral  y  jurídicamente 
hablando. 

Pero,  al  llegar  á  la  ''Historia  interna", 
que  es  sólo  un  desfile  de  instituciones  ju- 
rídicas, en  la  difícil  comprensión  funda- 
mental de  su  base  racional,  moral  y  filo- 
sófica, y  en  sus  sucesivas  transforma- 
ciones, el  estudio  se  hace  sumamente  ári- 
do y  monótono;  pues  en  esta  parte  del 
programa  no  se  hace  alusión  alguna  á 
la  causa  histórica  que  originó  cada  ins- 
titución, ni  á  los  motivos  que  operaron 
sus  modificaciones,  salvo  que  el  profesor 
vuelva  á  repetir  en  otra  forma,  y  con 
aplicación  inmediata,  lo  que  ya  dijo  al 
estudiar  la  **Historia  extema",  lo  cual 
significaría  que  la  primera  parte  de  su 
enseñanza  habría  sido  inútil. 

De  este  modo,  además  de  ser  inconexa 
con  la  "Historia  externa",  la  **Historia 
interna"  del  Derecho  Romano  es  suma- 
mente molesta  para  el  alumno,  pues  ella 
se  concreta  al  análisis  de  los  principios 
que  sirven  de  base  á  cada  institución,  del 
carácter  de  ella,  de  las  disposiciones  posi- 
tivas que  la  contenían  y  reglaban  en  el 
''Derecho  Antiguo",  en  el  "Derecho  Nue- 
vo" y  en  el  "Derecho  Novísimo";  y  este 
estudio  frío,  descarnado,  al  mismo  tiem- 
po que  oscuro  y  profundo  á  veces,  se  re- 
pite sucesivamente  en  cada  una  de  las 
materias  del  Derecho,  que  apresurada- 
mente van  desfilando  ante  la  inteligen- 
cia mal  preparada  y  juvenilmente  in- 
quieta del  alumno. 

La  nueva  enseñanza  tiene  otro  carác- 
ter, tiene  la  armonía,  la  variedad  y  la  vi- 
veza de  la  vida;  pues  en  cada  período  se 
muestra  al  Derecho  viviendo  dentro  de 
la  sociedad  que  le  ha  dado  nacimiento,  y 
se  le  va  exhibiendo  sucesivamente  en  sus 
diversas  faces,  á  medida  queel  cuadro  va 
cambiando  ó  que  se  va  modificando  el 


Derecho  por  las  alteraciones  del  medio 
que  le  da  vida. 

La  enseñanza  antigua  mostraba  un 
cadáver,  al  exhibir  sólo  las  partes  dispo- 
sitivas, ya  sin  uso,  de  las  leyes  romanas. 

La  enseñanza  posterior  ha  seguido  ex- 
hibiendo el  cadáver,  con  la  añadidura 
de  mostrar  aisladamente  la  casa  en  que 
vivió,  cual  es  la  "Historia  extema/* 

La  nueva  enseñanza  nos  señala  y  da  á 
conocer  un  ser  vivo,  pintándolo  en  su 
centro,  en  su  vida,  en  los  accidentes  de 
su  existencia,  en  su  crecimiento,  en  sus 
transformaciones,  en  su  apojeo,  y  tam- 
bién en  sus  caídas. 

El  alumno  tiene  ante  los  ojos  de  su 
mente  un  espectáculo  constantemente 
variado,  y  vé  así  el  funcionamiento  del 
Derecho  dentro  de  la  sociedad,  estudian- 
do con  agrado  un  ramo  que  le  deja  cono- 
cimientosjurídicosfundamentalesy  gran- 
des enseñanzas,  como  las  que  deja  siem- 
pre el  espectáculo  ó  el  recuerdo  de  la  his- 
toria verdadera. 


Llego  aquí  á  un  punto  de  sumo  interés, 
y  es  el  de  la  utilidad  que  tiene  el  estudio 
del  Derecho  Romano,  enseñado  en  esta 
forma,  y  no  en  la  de  dividir  artificialmen- 
te su  ibstudio  en  "Historia  extema"  é 
"Historia  interna",  para  formar  al  alum- 
no, con  el  ejemplo  del  Derecho  Romano, 
una  idea  del  modo  cómo  funciona  en  la 
sociedad  humana  este  factor  de  su  vida 
que  se  llama  "Derecho." 

El  Derecho  Romano  estudiado  así,  en 
su  desarrollo  histórico  conjunto  y  com- 
pleto, da  al  alumno  un  concepto  de  la 
manera  cómo  evoluciona  el  Derecho  en 
la  historia,  es  decir,  que  le  da  á  conocer 
cuáles  son  las  causas  que  ordinariamente 
le  dan  vida  v  ocasionan  sus  cambios. 


DBRBCHO 


103 


De  este  modo  el  estudiante  sabe  que  el 
Derecho  es  una  institución  humana  esen- 
cial mente  mudable  y  precaria,  sujeta  á 
cambios  constantes  producidos  por  las 
nuevas  necesidades,  costumbres  ó  ideas 
de  la  sociedad. 

Así  el  joven  adquiere  un  espíritu  críti- 
co jurídico  é  independiente,  se  aleja  de 
la  rutina  estrecha,  no  se  apega  inexora- 
blemente al  sic  voluerunt  majoreSy  y,  apli- 
cando ese  criterio  á  la  realidad  de  lo  que 
vé,  puede  analizar  nuestro  Derecho  con 
mayor  elevación  de  miras  y  con  juicio 
más  emancipado. 

£1  estudiante  comprende  asi  que  si,  por 
ejemplo,  mañana  se  arraiga  como  idea 
general  de  la  sociedad  la  abolición  de  la 
propiedad  individual,  y  si  llega  á  madu- 
rar la  idea  de  la  nacionalización  de  la 
propiedad  del  suelo,  la  ley  llegaría  á  re- 
formarse en  ese  sentido,  y  entonces  la 
base  cardinal  de  los  derechos  patrimo- 
niales del  hombre  tendría  que  alterarse 
casi  por  completo.  Lo  mismo  ocurriría 
en  otras  secciones  del  Derecho,  si  llegara 
á  suprimirse  en  las  costumbres  la  mono- 
gamia, y  si  se  modificaran  sustancial- 
mente  las  ideas  y  costumbres  sobre  el 
derecho  de  testar  v  sobre   el  derecho  de 
heredar. 

Cambiadas  de  este  modo  en  el  hecho 
las  principales  bases  en  que  defscansa  la 
organización  social  privada  del  presen- 
te, las  bases  de  la  legislación  ó  del  dere- 
cho privado  se  alterarían  en  la  misma 
forma;  y  entonces  el  estudio  del  Derecho 
Romano  perdería  casi  totalmente  su  im- 
portancia, porque  sus  principios  y  sus 
disposiciones  no  tendrían  aplicación  en 
una  sociedad  quese  hallaba  establecida 
sobre  bases  á  que  corresponden  otros 

pnncipiosy  otras  disposiciones  del  Dere- 
cho. 


El  alumno  debe  penetrarse  de  esto, 
como  criterio  general  y  como  concep- 
to fundamental  sobre  la  naturaleza  del 
Derecho  Romano  y  del  Derecho  en  ge- 
neral. 

Hay  que  tener  presente  que  los  aboga- 
dos son  ciudadanos  que  deben  tener  un 
criterio  propio  en  materia  tan  delicada 
como  el  Derecho,  ya  lo  apliquen  é  inter- 
preten como  abogados,  ya  lo  apliquen  ó 
lo  reformen  como  jueces  ó  legisladores. 

El  abogado,  juez  ó  legislador,  y  aún  el 
simple  ciudadano,  casuista,  apegado  á 
la  letra  de  la  ley,  sin  independencia  de 
juicio  para  comprender  su  espíritu  6  re- 
fractario á  su  reforma  oportuna,  son 
una  plaga  social,  una  remora  de  progre- 
so, y  un  elemento  perturbador  délas  ver- 
daderas nociones  de  justicia,  de  conve- 
niencia y  de  equidad  en  que  se  funda  y 
que  está  encargado  de  servir  el  derecho. 


Con  este  criterio,  con  estos  elevados 
propósitos  debe  enseñarse  el  Derecho  Ro- 
mano; y  ello  será  imposible  de  realizar 
si  se  divide  y  separa  artificialmente  su 
enseñanzaen  **Historia  externa*'  é  "His- 
toria interna*',  pues  eso  no  es  **historia" 
ni  es  nada,  sino  dos  partes  de  enseñanza 
inconexas  y  diferentes,  que  no  permitirán 
ni  al  profesor  ni  al  alumno  conocer  el  ver- 
dadero y  completo  proceso  histórico  del 
desarrollo  del  Derecho  Romano. 

Menos  podrá  servirse  tan  elevado  ob- 
jetivo si  se  circunscribe  la  enseñanza  del 
Derecho  Romano  al  estudio  directo  y  ex- 
clusivo de  la  Instituta  de  Justiniano,  in- 
terpretaday  analizada  escolásticamente 
con  el  auxilio  de  Vinnio  v  de  Heinecio, 
como  lo  hacían  hasta  no  hace  muchos 
años  los  profesores  de  Derecho  Romano, 

en  Europa  y  entre  nosotros. 
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Este  concepto  de  la  manera  de  enseñar 
el  Derecho  Romano  va  se  va  desterran- 
do,  y  el  movimiento  de  opinión  en  el  sen- 
tido de  hacer  ampliamente  fructífera  su 
enseñanza,  sacándola  de  la  escolásti- 
ca j  de  la  dialéctica  malsanas,  para  pro- 
fesar el  Derecho  Romano  en  su  desarro 
lio  histórico,  ha  prendido  ya  en  todas 
partes,  y  aún  los  países  en  que  el  De- 
recho Romano  ha  tenido  más  larga  y 
más  directa  influencia  como  legislación 
positiva,  como  España  por  ejemplo,  reac- 
cionan de  un  modo  sensible  en  esta  ma- 
teria. 

Tengo  sobre  mi  mesa  una  **Histo ría  del 
Derecho  Romano  seg^n  las  más  recien- 
tes investigaciones",  por  don  Eduardo  de 
Hinojosa,  de  la  Real  Academia  de  la  His- 
toria de  Madrid,  y  en  la  Introducción  de 
este  recomendable  libro  (edición  de  1880) 
dice  el  señor  Hinojosa:  *  *E1  Derecho  Roma- 
no, en  su  acepción  más  lata,  comprende 
el  conjunto  de  principios,  preceptos  y  re- 
glas que  determinaron  las  relaciones  ju- 
rídicas del  Pueblo  Romano^en  las  distin- 
tas épocas  de  su  historia.  En  sentido  es- 
tricto suele  designarse  con  este  nombre 
el  Derecho  contenido  en  las  Compilacio- 
nes de  Justiniano.  Aunque  el  Derecho 
Justiniáneo,  como  base  que  es  de  la  le- 
gislación civil  de  los  pueblos  modernos 
y  en  especial  de  nuestro  Derecho  Patrio, 
sea  el  que  tenga  principal  importancia 
para  nosotros,  no  por  eso  se  ha  de  estu- 
diar aisladamente,  antes  bien,  para  com- 
prenderlo y  penetrar  su  espíritu,  es  de 
todo  punto  necesario  el  conocimiento  de 
la  Legislación  Romana  en  los  períodos 
que  le  precedieron .  No  es  posible  compren- 
der las  instituciones  deDerecho  tales  como 
se  nos  presentan  en  tiempo  de  Justinia- 
uosin  investigar  su  origen  y  seguirlas  en 
•u  progresivo  desarrollo,  sin  conocer,  en 


una  palabra,  su  historia;  pues,  sobre  ser 
una  verdad  innegable  que  para  la  inte- 
ligencia de  un  precepto  jurídico  es  preci 
so  saber  las  causas  que  le  dieron  origen, 
qué  necesidades  vino  á  satisfacer,  cnál 
fué  la  intención  del  legislador  al  dictar- 
lo, y  qué  transformaciones   ha   sufrido 
á  través  de  los  tiempos,  fué  tan  grande 
el  respeto  del  Pueblo  Romano   4  la  tra- 
dición en  el  orden  jurídico  que,  aún  en  e! 
último  período,  su  derecho  tiene  por  fun- 
damento principal  la  ley  de  las  Doce  Ta- 
blas, fotts  omnis  publicique  jurís,  como 
decía  Tito  Livio.  En  el  Derecho  Roma- 
no, más  que  en  otra  legislación  alguna, 
encuentran  su  comprobación  las  asercio- 
nes de  la  escuela  histórica  acerca  de  las 
relaciones  de  lo  pasado  con  lo  presente 
en  la  marcha  del  Derecho;  hállanse  enla- 
zados por  tan  estrecho  vínculo  los  va- 
riados períodos  de  su  historia,  que,  si  los 
estudiamos  separadamente,  no  podremos 
alcanzar  más  que  un  conocimiento  im- 
perfecto y  oscuro.  Por  esto  el  estudio  del 
Derecho  Romano  ha  de  ser  esencialmen- 
te histórico,  y  aún  cuando  las   obras  de 
Justiniano  sirvan  principalmente  de  ba- 
se para  su  estudio,  éste  debe  comprender 
y  abarcar  en  la   medida  necesaria  el  de- 
sarrollo de  la  legislación  de  Roma  en  los 
varios  períodos  de  su  existencia." 

Como  se  vé,  el  señor  Hinojosa  tiene 
una  concepción  del  estudio  del  Derecho 
Romano  que  justifica  en  absoluto  las 
afirmaciones  que  hemos  venido  haciendo, 
así  como  el  empeño  que  gastamos  por 
que  se  dé  una  nueva  tendencia  y  un  ntie- 
vo  método,  más  generalmente  fructífero, 
á  la  enseñanza  d^  este  importante  ramo 
del  Derecho. 

Y  hace  veinticinco  años  que  esta  obra 
se  publicó  en  España, 
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A  fin  de  no  acumular  citaciones,  cuya 
abundancia  podría  dañar  á  la  sencillez 
de  estas  observaciones,  quiero  justificar 
y  afianzar  mi  tesis  con  una  opinión  muy 
autorizada,  que  tiene,  además  de  su  pro- 
pio mérito,  la  importancia  actual  de  que 
ella  da  una  idea  del  propósito  que  encie- 
rra la  obra  reformadora  de  don  Eduar- 
do Cuq,  que  sirve  de  motivo  á  este  ar- 
tículo. 

Como  ya  lo  dije  antes,  Mr.  Labbé,  an- 
tecesor de  Cuq  en  la  Cátedra  de  Derecho 
Romano  de  la  Universidad  de  Paris,  es- 
cribió un  prefacio  para  el  libro  de  su  fu- 
turo sucesor. 

En  la  edición  de  1891  de  esta  obra, 
aparece  ese  prefacio,  y  en  él  Mr.  Labbé, 
después  de  hablar  de  la  evolución  huma- 
na, manifiesta  con  gran  lucidez  que  á  la 
par  de  ella  se  hace  la  transformación  del 
derecho  y  la  evolución  consiguiente  déla 
noción  y  de  la  forma  de  él;  y  añade,  co- 
mo su  concepto  general  de  la  misión  del 
derecho:  "el  fin,  la  función  del  Derecho 
es  consagrar,  de  una  manera  más  y  más 
perfecta,  los  derechos   inherentes  á    la 
naturaleza  del  hombre,  la  libertad  de  los 
actos  lícitos  compatibles  con  el  orden 
social,  la  igualdad  jurídica  de  las  condi- 
ciones y  de  las  aptitudes." 

Y,  concretando  sus  observaciones  de 
carácter  general,  y  aplicándolas  al  De- 
recho Romano,  sintetiza  en  la  siguiente 
frase  la  evolución  de  este  Derecho,  al 
mismo  tiempo  que  da  la  característica 
que  lo  distingue  del  derecho  de  los  de- 
más pueblos  coetáneos   del  romano,  y/ 
que  justifica  su  importancia  é  influencia 
universales:  "Los  hombres  han  comenza- 
do por  vivir  una  vida  jurídica  colectiva. 
El  Derecho  ha  reconocido  la  existencia, 
la  capacidad  á  grandes  grupos  solidari- 
sados,  no  á  los  individuos  que  los  com- 


ponían. El  mismo  estado  se  encuentra 
en  el  comienzo  de  todas  las  sociedades: 
un  movimiento  general  ha  tendido  á 
trasportar  la  capacidad  del  grupo  al 
individuo.  Lo  que  distingue  á  la  socie- 
dad romana  es  que  la  jurisprudencia  ha 
trabajado  desde  temprano,  y  con  una 
energía  sostenida,  por  la  emancipación 
del  individuo." 

¿Cómo  se  puede  dar  al  alumno  esta 
elevada  concepción  del  Derecho  como 
factor  del  orden,  del  adelanto  y  de  la  feli- 
cidad humanas,  V  cómo  se  le  formará  una 
idea  cabal  de  la  formación  y  de  la  índole 
peculiar  del  Derecho  Romano,  si  no  se  le 
presenta  á  la  vista  el  cuadro  completo, 
armonioso  y  vivo,  de  las  sucesivas 
transformaciones  necesarias  de  la  socie- 
dad romana,  y  de  su  necesario  producto 
y  corolario,  el  Derecho? 

La  simple  exposición  de  la  mal  llama- 
da "Historia  extema",  seguidade  la  ári- 
da y  descolorida"  "Historia  interna",  no 
pueden  llenar  este  objeto  tan  hermoso 
como  elevado,  pues,  no  pudiendo  el 
alumno  comprender  la  relación  de  cau- 
salidad que  hay  entre  la  agrupación  de 
los  antecedentes  históricos  de  la  "histo- 
ria externa"  con  los  principios  y  precep- 
tos jurídicos  que  después  se  le  dan  á  co- 
nocer en  la  "Historia  interna",  no  llega  á 
tener  noción  alguna  del  proceso  históri- 
co de  la  formación  y  del  desarrollo  del 
Derecho  Romano. 


Me  limito  á  las  consideraciones  que 
preceden,  y  que  creo  suficientes,  para 
justificar  la  necesidad  de  modificar  la 
enseñanza  que  hoy  se  hace  en  nuestra 
Universidad  del  Estado,  y  de  reformar 
en  consonancia  con  ella  el  programa  hoy 
existente. 


n;5: 


^i.1    ^J-^ 


•  TIí*- 


■* ■• 


•  >>£. 


I   *  *:r 


Z    JZ  i  1.4- 


^•■«^     ^  *» 


i4  ,     . 


">•"  >  ',  v#^  *: 


.''•  <5^-^3 


-  j^'.-C^i-/^ 


y/f  '^>^    ^-^c.-^ííc   tívít   ^'v'»^,^  ^    'V,-     7 


nttrU-Ij--^  V 


«íír/^  f '. 


s^^  *-^    C^J'^f      T"     '  'Tí*' 


x^-i^a  r- 


n.-  V  >»^ 


r,r:;'> 


**.  y-'fjfir^  "^'v^ 


wr  fino  6  (/rifíi"ríi  part>-,  orniturridoen 
f'//l/Hi  \fp%'*\f*'ríoAo%**  I;í  rriíiVrría  d^r  Ia<i 
/  StWyuí  íotu'%. 

¡*or  rouniyuU'fíU'f  yo  h^  U-nrlo  (\*v'  co- 
UnfírftU'fiilfi  **\f''rítnlo**  íJ'r  la  Hííítoria 
íl^'l  f)<'r''<  lio  Korriíifio,  una  j/arU:  /;  hí-c- 
rí/;n  rí'latíva  al  <*»it,'i^J/;  y  íIíhjíohíí  íoh'-h 
<!'♦  la  li*|^!<ilm'íAn  r4'<»|;<'<'fo  íI<í  **olil¡^a- 
non^íi  y  conlralon'*,  p;ira  lo  nial  hr  <'x* 
tr/ii'(nr|o  <'«it/i  rn/it<'rifi  /le  la  última  rrli- 
c'i/>M  Hrl  liliroíli»  (*iiíj, 

A  conlíniím'i/iti  íÍ<*  <*Hti'  ;irt(rulo  va  pu- 
hüí'/iílorl  pro^niiii/i  í|I4<*  Ih*  arn-^^larlo, 
y  (¡lu*  rl  pt'ofrHor  podrA  ampliar  ó  rcH- 
triiiKi»*  í^í  initar  de  cada  tina  de  huh  par- 


^  »—'^        *  m.   ^    .«  ^    _r  ^•'.^^       .        _      J7t 


jí  a.  v<- 


¿^*J 


erfi.'.'v   d— :.  r»  "^i:-  t      -  "i-^ 


rarr,a  e*>íx-:al  del 


o  del 


SaXTLVO'»    ALr-TXJlT£   ^ 


Santia^ro,  29  de  Abril  de  19t:»6. 


Pro|;^rania  de  Dereek»  lUmmM»» 

INTRODUCCIOX 

Utilidad  del  estudio  histórico  del  Dere- 
cho  Romano  considerado  como  hecho 
sí)cial  V  como  obra  científica.— Inflaencía 
del  Derecho  Romano  sobre  las  legislacio- 
nes modernas. — Método  que  debe  seguir- 
se en  el  estudio  del  Derecho  Romano.- 
Distinción  entre  las  instituciones  jurídi- 
cas fjue  tienen  un  carácterlocal  y  las  que 
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enen  un  alcance  general,  entre  el  dere- 
lo  pliblico  y  el  derecho  privado,— Plan 
el  curso:  división  en  tres  períodos. 

PRIMERA  PARTE 
Wál  derecho  anti^ao 

LrlBRO  PRIMERO 

Noción  y  modos  de  formación  del 

Derecho 

Capitulo   I.  Noción  del  derecho,  sus 
relaciones  con  el  estado  político  y  social. 
I.   Noción  primitiva  del  derecho. — II 
Noción  después  de  la  creación  de  las  ciu- 
dades.— ^III  Noción  en  Roma;  sus  rela- 
ciones con  el  estado  político. — IV  El  ob- 
jeto  del  derecho  y  el  estado  social. — V 
Su  carácter  exclusivo  bajo  la  reyecía. — 
VI  Ampliación  del  derecho  bajo  la  Re- 
pública.— VII  Relaciones  de  los  romanos 
con  los  extranjeros. 

Capítulo  II.  Modos  de  formación  del 
derecho. 

I  La  costumbre. —II  La  ley.— III  La 
interpretación  de  los  pontífices. 

Capitulo  III.  Documentos  relativos  á 
las  leyes  y  costumbres  primitivas. 

I.  Leyes.— 1'  leyes  reales.— 2^  Las  Do- 
ce Tablas,  su  origen,  historia  y  carácter. 
—II.  Costumbres,  sus  documentos,  estu- 
dio comparativo  con  las  de  otros  pue- 
blos y  etnografía. 

LIBRO    SEGUNDO 

La  familia 

Capítulo  I.  Organización  primitiva  de 
la  familia. 


I.  La  familia  patriarcal.— II  Compo- 
sición de  la  familia. — III  Diferencias  en- 
tre la  familia  patriarcal  i  la  familia  mo- 
derna.—IV  Patria  potestad.— V  Escla- 
vos y   personas  libres  asimiladas VI 

Clientes  y  libertos. 

Capítulo  II.  El  matrimonio. 

I.  Noción  del  matrimonio.— II.  Con- 
diciones de  existencia  y  condiciones  de 
validez.—  III,  Efectos  del  matrimonio 
en  cuanto  á  las  relaciones  de  los  cónyu- 
ges entre  sí.  Influencia  de  la  manus. — 
IV.  Efectos  del  matrimonio  en  cuanto  á 
los  bienes. — V.  Disolución  del  matrimo- 
nio. 

Capítulo  III.  La  agnación. 

I.  Cómo  se  forma  la  agnación.—  II 
Cómo  se  disuelve  la  agnación. 


LIBRO  TERCERO 

La  propiedad 

Capítulo  I.  Propiedad  de  derecho  y 
propiedad  de  hecho, 

I.  Rejímenes  diversos  y  fundamentos 
de  la  propiedad.— II  Propiedad  de  de- 
recho. Propiedad  de  hecho.  Límites  le- 
gales del  derecho  de  propiedad. 

Capítulo  II.  Modos  de  adquirir  la  pro- 
piedad. 

I.  Mancipación. —  II  Usucapión.— III 
Adquisición  de  la  propiedad  de  hecho 
por  medio  de  la  tradición. 

Capítulo  III.  Protección  de  la  propie- 
dad. 

I.  Protección  de  la  propiedad  quirita- 
ria.— II  Protección  de  la  propiedad  de 
hecho, 

Capítulo  IV.  Servidumbres. 

Capítulo  V.  Tutela  y  cúratela. 

I.  Tutela.— II  Cúratela, 
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LIBRO    CUARTO 


UBRO    SÉPTIMO 


Obligaciones 

Capítulo  I.  Noción  y  efectos  de  las 
obligaciones. 

I.  Noción. — II  Efectos. 

Capítulo  II.  Fuentes  de  la  obligación. 

I.  Obligaciones  que  resultan  de  un  acto 
ilícito. — II  Obligaciones  que  resultan  de 
un  acto  lícito. 

Capítulo  III.  Extinción  de  la  obliga- 
ción. 

LIBRO    QUINTO 

Herencia  y  legados 

Capítulo  I.  Noción  primitiva  de  la  he- 
rencia.— Relaciones  de  esta  noción  con  la 
organización  de  la  familia  y  de  la  pro- 
piedad .—Delación  déla  herencia. — Diver- 
sas clases  de  herederos:  domésticos,  tes- 
tamentarios, legítimos. 

Capítulo  II.  Herencia  textamentaria. 
—Formas  del  textamento.— Límites  de 
la  libertad  de  textar.— Adición  de  la  he- 
rencia. 

Capítulo  III.  Herencia  legítima.— Usu- 
capión pro-herede. 

Capítulo  IV.  Legados  y  mortis  causa 
capio. 


Caracteres  distintivos  del  antiguo  de- 
recho.—Los  actos  jurídicos  y  el  formalis- 
mo.— Exclusión  de  los  actos  indetermi- 
nados y  de  los  actos  complejos. 

SECCIÓN  SEGUNDA 

Adaptación  de  las  institaciooes  pri- 
mitivas á,  las  nuevas  necef^ldAdes 
del  estado  social. 

LIBRO  PRIMERO 

El  estado  social  y  la  formación 
del  derecho 

Capítulo  I.  Cambios  verificados  en  el 
estado  social. 

I.  Aumento  del  territorio  y  sus  conse- 
cuencias.—II  Condición  jurídica  de  los 
pueblos  vencidos.— III.  Relaciones  de 
los  romanos  con  los  extranjeros. 

Capítulo  II.  Modos  de  formación  del 
derecho. 

I.  Leyes.  — II  Plebiscitos.— III  Juris- 
prudencia.—IV  Las  costumbres  ó  usos 
de  las  personas  honradas  y  el  jus  gen- 
tium. 

LIBRO    SEGUNDO 

La  familia 


LIBRO    SESTO 


I.  Restricciones  al  poder  del  patrón 
sobre  sus  clientes  v  libertos.— II  Deberes 
Organización  judicial  y  procedimiento     del  marido  con  la  mujer  repudiada. 


Capítulo  I.  Organización  judicial. 

I.  Función  del  Estado  eU  la  adminis- 
tración de  la  justicia  civil. —  II  Magis- 
trados.—III  Jueces. 

Capítulo  II.  Nociones  sumarias  sobre 
el  procedimiento  de  las  acciones  de  la  ley. 


LIBRO  TERCERO 


La  propiedad 


Capítulo  I.  Modificaciones  en  el  régi- 
men de  la  propiedad  quiritaria. 
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I.  Asimilación  de  la  propiedad  de  he- 
cho á  la  propiedad  de  derecho. — Posesión 
é  interdictos  posesorios. —  III  Protec- 
ción de  la  propiedad  raíz  contra  ciertos 
daños  que  la  amenazan  6  que  resultan 
de  trabajos  efectuados  clandestinamente 
ó  por  violencia.— IV  Nuevas  restriccio- 
nes á  la  propiedad  del  suelo. — V  Res- 
tricciones á  la  libertad  de  donar. 

Capítulo  II.  Tutela,  cúratela,  procú- 
ratela, gestión  de  negocios. 

I.  Tutela.— II  Cúratela.— III  Procura- 
tela  del  ausente.— IV  Gestión  de  nego- 
cios. 

LIBRO  CUARTO 

Obligaciones 

Capítulo  I.  Nueva  noción  de  las  obli- 
gaciones. 

1.  Carácter  primitivo  y  explicaciones. 
— 2.  Extensión  de  la  nueva  noción  de  la 
obligación. — 3.  Coexistencia  de  la  noción 
antigua  y  de  la  nueva. 

Capítulo  ll.  Fuentes  de  las  obliga- 
ciones. 

I  Leyes  que  reprimen  los  actos  ilíci- 
citos.  Ley  Aquília.— II  Actos  jurídicos. 
1.  Estipulación.  2.  Dotis  condictio. 
3.  Juramento  promisorio.  4.  Expensi' 
latió:  Codex  accepti  et  expensi;  forma- 
ción de  la  obligación  literal;  aplicacio*- 
nes;  sanción. — III  Enriquecimiento  in- 
justo. 1.  Mutuum.  2.  Pago  de  lo  no 
debido.  3.  Robo. — IV  Actos  que  impli- 
can obligaciones  recíprocas.  1.  Venta 
(venta  consensual;  extipulaciones  de  ga- 
rantía; edictos  de  los  ediles).  2.  Arren- 
damiento (arrendamiento  de  cosas; 
arrendamiento  de  servicios  y  arrenda- 
miento de  obras).  3.  Sociedad.  4.  Man- 
dato. 5.  Fiducia.  6.  Comodato.  7.  De- 
pósito. 8.  Prenda, 


Capítulo  III.  Extinción  de  las  obli- 
gaciones. 

Capítulo  IV.  Naturaleza  del  derecho 
que  resulta  de  los  actos  por  los  cuales 
se  compromete  la  propia  fé  en  favor  de 
otro. 

Capítulo  V.  Aproximación  de  las  dos 
concepciones  de  la  obligación.  * 

I  Atenuación  del  derecho  que  resulta 
de  una  damnatio,  (1.  Ley  Paetelia;  ley 
Vallia). — 2.  Transmisibilidad  de  las  obli- 
gaciones que  resultan  de  actos  por  los 
cuales  se  empeña  en  favor  de  otro  la 
propia  fe. 

Capítulo  VI.  Garantías  personales  y 
reales.— I.  Fianza:  1.  Formas  de  la 
fianza;  2.  carácter  de  la  obligación  de  la 
fianza;  3.  leyes  relativas  á  la  fianza. — II 
Prenda. 

LIBRO    QUINTO 

Herencia  y  legados 

Capítulo  I.  Herencia. 

I  Transformación  de  la  noción  de  he 
rencia. — II  Herencia  testamentaria:  1.  li- 
bertad  de  textar;  2.  nuevo  modo  de  tes- 
tar; 3.  condiciones  de  validez  de  los  tes- 
tamentos; 4.  primeras  restricciones  á-  la 
libertad  de  testar.— III  Herencia  ahin- 
testato.  1.  agnados;  2.  gentiles.— IV  Ad- 
quisición de  la  herencia.— V  Interdicto 
quorum  bonorum. 

Capítulo  II.  Legados. 

II.  Diversas  causas  de  legados.— ÍIl 
Mortis  causa  capio. 

IV.  Primeras  restricciones  á  la  liber- 
tad de  legar. 
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LIBRO   SBXTO 

Organización  judicial  y  procedimiento 

Capítulo  I.  Los  interdictos. 

I  Noción  del  interdicto.— II.  Aplicacio- 
nes: 1.  lugares  sagrados;  2.  bienes  de^ 
Estado;  3.  bienes  particulares;  4.  perso- 
nas smjuris  6  alienijuris.— 111,  Carácter. 

Capítulo  II.  Comienzos  del  procedi- 
miento formulario. 

I.  Noción.— II.  Primeras  aplicaciones* 
—III.  Ley  -¿Ebutia. 


SEGUNDA  PARTE 
Dereeho  elásleo 

Límites  del  período  clásico.— Utilidad 
de  un  estudio  especial  del  derecho  clá- 
sico.—Plan. 

LIBRO  PRIMBRO 

Formación  del  derecho  clásico 

Capítulo  I.  La  noción  del  derecho,  sus 
relaciones  con  el  estado  social. 

I.  Noción  del  derecho.— II.  El  estado 
social  y  económico  en  el  último  siglo  de 
la  República.— III.  El  estado  social  i  eco- 
nómico en  los  últimos  siglos  del  Imperio* 

Capítulo  II.  Modos  de  formación  del 
derecho. 

I.  La  costumbre.  —  II.  Leyes-plebisci- 
tos.— III.  Senado-consultos. — IV.  Consti- 
tuciones imperiales.— Y.  Edictos  de  los 
magistrados,  tljus  civile  y  el  jus  bono- 
rarium;  aproximación  del  jus  bonora- 
rium  y  el  jus  civile  hecha  por  la  jurispru- 
dencia.—YI.  Responsa  prudentium. 

Capítulo  III.  La  jurisprudencia. 


I.  Influencia  de  la  jurisprudencia. — II. 
El  método. — III.  Los  principios. — IV.  Las 
escuelas.  Los  grandes  jurisconsultos. — 
Y.  La  literatura  jurídica. 

Capítulo  lY.  Esfera  de  aplicación  de 
^as  leyes  romanas  y  de  las  leyes  pere- 
grinas. 

LIBRO  SBGUNDO 

Las  personas 

Capítulo  I.  De  las  personas  libres  é 
independientes. 

I.  Personas  que  gozan  de  capacidad 
jurídica.  1.  Adquisición  de  la  capacidad 
jurídica  (personalidad,  libertad,  ciuda- 
danía, ingenuidad,  suijuris);  2.  Capitis 
deminutio;  3.  Caducidades  que  insultan 
de  la  ley  ó  del  edicto  del  pretor II.  Ca- 
pacidad restringida  de  los  latinos  ficti- 
cios y  de  los  peregrinos. 

Capítulo  II.  De  las  personas  que  están 
bajo  la  dependencia  de  otro. 

IReorganización  de  la  familia. — II.  Fa- 
milia agnaticia  y  familia  natural. — III. 
Reglamentación  legal  de  las  relaciones 
de  familia. 

Capítulo  III.  El  matrimonio  y  la  ma- 
ñus. 

1.  Relaciones  de  los  cónyuges  entre 
sí;  relaciones  del  padre  y  de  la  madre 
con  sus  hijos.— II.  La  dote  y  el  régimen 
dotal. 

Capítulo  lY.  La  patria  potestad,  sus 
límites.— Capacidad  jurídica  del  hijo  de 
familia. 

Capítulo  Y.  La  potestad,  dominical. 
—El  mancipium.— El  patronato.— I.  Di- 
versas clases  de  esclavos  y  de  libertos.— 
II.  Sanción  de  los  derechos  de  potestad. 

Capítulo  YI.  Tutela  y  cúratela. 

I.  Reformas  introducidas  en  la  organi' 
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zadón  de  la  tutela.  1.  Modos  de  delación 
de  la  tutela. — 2.  Funciones  del  tutor.— 
Gestión  de  los  negocios  del  pupilo  por  el 
tutor. — 3.  Capacidad  del  pupilo  salido  de 
la  wfatttia.-—4f,  Pluridad  de  tutores.— 5. 
Cuentas  de  la  tutela. 

Capítulo  VIL  Transformación  de  la 
tutela  de  los  pródigos. — Innovaciones  in- 
troducidas por  el  pretor  y  por  las  cons- 
tituciones imperiales  en  la  condición  de 
los  menores  de  veinticinco  años. 

Capitulo  VIII.  Las  personas  jurídicas. 
— Cómo  se  forman. — Su  capacidad  jurí- 
dica. 

LIBRO  TERCERO 

El  patrimonio  y  los  derechos  reales 

Capítulo.  I.  Noción  y  composición  del 
matrimonio. 

1.  Divisiones  de  las  cosas.  —  Interés 
práctico  de  estas  divisiones. — 2.  Los  dere- 
chos del  patrimonio  y  res  extra patrimo" 
nium,  —  Derechos  reales  y  derechos  de 
obligación  (créditos).— Adquisición  y  pér- 
dida de  los  derechos  del  patrimonio. 

Capítulo  II.  La  propieded. 

I.  Noción  de  la  propiedad. — Extensión 
y  límites  del  derecho  de  propiedad:  1.  Di- 
versas clases  de  propiedad:  pretoriana, 
provincial,  peregrina.— 2.  Diferentes  ma- 
neras de  ser  de  la  propiedad:  plena  pro- 
piedad, nuda  propiedad,  copropiedad, 
propiedad  condicional,  propiedad  en  su- 
pensó. 

Capítulo  III.  La  posesión. 

1.  Noción  de  la  posesión.— 2.  Analogía 
de  la  posesión  y  de  la  propiedad. — Dis- 
tinción de  la  posesión  y  de  la  tenencia 

3.  Adquisición  y  pérdiíía  dé  la  posesión.— 

4.  Protección  de  la  posesión:  interdictos 
posesorios. 


Capítulo  IV.  Modos  de  adquirir  la 
propiedad: 

1.  Modos  originarios:  ocupación,  ac- 
cesión, adquisición  de  frutos,  especifica^ 
ción.— 2.  Modos  derivativos:  transferen- 
cia convencional,  judicial  6  legal  de  la 
propiedad  .—3.  Usucapión  y  prescripción 
longae  possessionis.  Nuevas  condiciones 
exigidas  para  la  usucapión. 

Capítulo  V.  Cómo  se  pierde  la  pro- 
piedad. 

Capítulo  VI.  Protección  de  la  pro- 
piedad. 

1.  Acción  reivindica toria;  procedimien- 
to y  funciones  nuevas  de  esta  acción. — 
2.  Acción  publiciana. 

Capítulo  VIL  Derechos  reales  sobre 
la  cosa  de  otro. 

1.  Noción  general  de  los  derechos  reales 
sobre  la  cosa  de  otro  (jura  in  re  aliena). 
—2.  Caracteres  comunes  á  todas  las  ser- 
vidumbres.- 3.  Distinción  de  las  servi- 
dumbres prediales  y  de  las  servidumbres 
personales.— I.  Caracteres  propios  de  las 
servidumbres  prediales. — Utilidad  prác- 
tica de  la  división  de  las  servidumbres 
prediales  en  rústicas  y  urbanas — II.  Ser- 
vidumbres personales;  caracteres  pro- 
pios.—1.  Usufructo.— Derechos  del  usu- 
fructuario.— Derechos  del  nudo  propieta- 
rio.— Cautio  usiifriictíiar/a.— Obligacio- 
nes deljusufructuario.— Cuasi  usufructo. 
—2.  Uso,  habitación,  servicios  de  un  escla- 
vo ó  de  un  animal. — III.  Modos  de  esta- 
blecimiento y  de  estinión  de  las  servi- 
dumbres segfin"el  derecho  civil  y  el  dere- 
cho pretorio,  el  derecho  provincial  y  el 
derecho  imperial.— Cuasi  posesión. — IV. 
Protección  de  las  servidumbres.— Acción 
confesoria  y  acción  negatoria. — Acciones 

útiles.— In  terdictos. 
Capítulo  VIII.  La  superficie  y  el  Jus 

in  agro  vectigali. 


112 


PRIMERA  PARTB 


Capítulo  IX.  La  hipoteca. 

1.  Noción  de  la  hipoteca.— 2.  Historia 
Y  caracteres  de  la  hipoteca.— 3.  Modos 
de  constitución. — 4.  Objeto,  efectos,  ex- 
tinción de  la  hipoteca.— 5.  Pluralidad  de 
hipotecas. — 6,  Hipotecas  privilegiadas. 

LIBRO    CUARTO 

Las  obligaciones 

Capítulo  I. — Naturaleza  y  fuentes  de 
las  obligaciones. 

I. — Noción  de  la  obligación.— II  Histo- 
ria de  la  noción  de  la  obligación. — III 
Objeto  de  las  obligaciones:  1.  obligacio- 
nes de  dar  ó  de  hacer;  2.  obligaciones 
divisibles  é  indivisibles;  3.  obligaciones 
posibles,  imposibles;  4.  obligaciones  ilíci- 
tas ó  inmorales;  5.  obligaciones  determi- 
nadas, indeterminadas  C a  obligación  al" 
temativa,  b  obligación  de  género,  c 
obligación  de  cantidades).— IV.  Sugetos 
de  la  obligación;  i.  pluralidad:  (a  obli- 
gaciones conjuntas,  b  obligaciones  soli- 
darías, c.  obligaciones  in  solidum);  2. 
exclusión  de  los  terceros;  estipulación 
para  otro;  3.  exclusión  de  la  representa- 
ción; 4.  modificaciones  debidas  al  pretor 
(n  acción  exercitoria,  b  acción  instito- 
ria,  c.  acción  de  peculio,  d  acción  quo 
jussuy  e  acción  tributoria);  5.  modifica- 
ciones debidas  á  la  jurisprudencia  (a 
contratos  hechos  por  un  tutor  en  nom- 
bre del  pupilo,  b  contratos  hechos  por 
un  mandatario);  6.  reglas  particulares 
á  los  delitos. — V.  Sanción  de  las  obliga- 
ciones.— 1.  noción  de  la  obigación  natu- 
ral; 2.  formación  de  las  obligaciones  na- 
turales; 3.  efectos  de  las  obligaciones  na- 
turales.—VI.  fuentes  de  las  obligaciones. 

Capítulo  II.  Los  contratos. 

I  Noción  del   contrato.—II.  Condicio- 
nes de  formación  de  los  contratos III. 


Condiciones  de  validez:  1.  causas;  2.  ca- 
pacidad; 3.  ausencia  de  los  vicios  de  vio- 
lencia y  de  dolo  (a  violencia,  b  dolo);  4-. 
condiciones  comunes  á  todos  los  actos 
jurídicos IV.  Modalidades  de  los  con- 
tratos:   1.  Condición.— División  de    las 

condiciones Condición    suspensiv^a    (a. 

efectos  de  la  condición  en  suspenso;  b. 
efectos  de  la  condición  cumplida). — Con- 
dición resolutoria.— 2.  Término  (a.  tér- 
mino suspensivo;  ¿.  término  extintivo). 
—V.  Diversas  clases  de  contratos:  1.  con- 
tratos solemnes  y  no  solemnes;  2.  con- 
tratos unilaterales,  signalagmátícos;  3. 
contratos  de  derecho  estricto,  contrato 
de  buena  fé. 

Capítulo  III.  Contratos  solemnes. 

I.  Contratos  verbis:  1  utilidad  de  la 
extipulación;  2.  formas  de  la  extipu- 
lación;  3,  sanción  de  la  extipulación. 
4.  Clausula  doli.—lL  Contratos  literales: 

1.  Transcriptio,   2.  Chirographum,  syn- 
grapba. 

Capítulo  IV.  Contratos  reales. 

I  Mutuum,  1.  Formación  del  mutuum; 

2.  obligaciones  resultantes  del  mutuum; 

3.  sanción;  4.  querella  non  numeratae pe- 
cuniae;  5.  extipulación  de  intereses;  6. 
tasa  de  los  intereses;  7.  personas  inca- 
paces de  tomar  parte  en  un  mutuum;  8. 
préstamo  á  la  gruesa  {Nauticum  faenus). 
—II  Comodato.  1.  Noción;  2.  obligacio- 
nes que  resultan;  3.  Precario.— III  De- 
pósito. 1.  Noción;  2.  obligaciones  que 
resultan;  3.  depósito  miserable;  4.  de- 
pósito irregular;  5.  secuestro.— IV  (Pren- 
da. 1.  Noción;  2.  Obligaciones  que  re- 
sultan. 

Capítulo  V.— Contratos  consensúales. 

I.  Venta.  1.  Elementos  esenciales  de  la 
venta:  (a  objeto;  b  precio;  c  consenti- 
miento.— 2.  Obligaciones  del  vendedor: 
(a  obligación  de  entregar;  b  Obligación 
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de  garantía.  (Garantía  contra  evíccio- 
nes.  Garantía  contra  vicios  redhibito- 
rios).— 3.  Obligaciones  del  comprador.— 
4.  Derecho  3el  vendedor  á  quien  no  se  ha 
pagado.  5. — Venta  bajo  condición  reso- 
lutoria  II  Arrendamiento.  1.  Arrenda- 
miento de  cosas  (a  elementos  esenciales 
del  arrendamiento,  b  aplicaciones  del 
arrendamiento  de  cosas,  c  obligacio- 
nes del  arrendador,  d  obligaciones  del 
arrendatario,  e  cómo  termina  el  arren- 
damiento).—2.  Arrendamiento  de  servi- 
cios.— 3.    Arrendamiento   de   obra III 

Mandato  (a  noción  del  mandato;  b) 
obligaciones  que  resultan  del  mandato, 
c  extinción  del  mandato,— IV.  Sociedad 
(a  noción,  b  obligaciones  de  los  asocia- 
dos, c  relaciones  de  los  asociados  con 
terceros,  d  disolución  de  la  sociedad, 
e  liquidación  y  partición  de  la  sociedad, 
/sociedad  de  publicamos). 

Capítulo  VI.  Contratos  innominados. 
I.  Noción  é  historia  de  los  contratos 
innominados.  1.  -estima íuin.— 2.  Permu- 
tatio. — 3.  Extensión  de  los  contratos  in- 
nominados. 

Capítulo  VIL— Leges  **contractus'\— 
Pactos  adjuntos  á  los  contratos. — Pac- 
tos pretorianos. 

I.  [Leges  contractas,— 11  Pactos  adjun- 
tos á  los  contratos.— 1.  Pactos  adjun- 
tos á  los  contratos  de  buena  fe.— 2.  Pac- 
tos adjuntos  á  los  contratos  de  derecho 
extricto. — III  Pactos  pretorios 1.  Pac- 
to de  constituto  (a  elementos  esenciales, 
b  efectos  del  constituto. — 2.  Receptum 
(a  receptum  arbitrio  b  receptum  nauta- 
rumj  cauponum,  estabularium,  c  recep- 
tum  argentaríorum).—3.  Pacto  de  jura- 
mento. 

Capítulo  VIII.  Delitos. 

I  Delitos  públicos  i  delitos  privados.— 
n  Obligaciones  que  resultan  de  los  deli- 


tos públicos  y  privados.— III  Injuria.— 

1.  Noción  de  la  injuria— 2.  Personas  á 
quienes  puede  alcanzar  la  injuria.  — 3. 
Personas  que  pueden  ser  perseguidas  por 
causa  de  una  injuria.— 4.  Represión  de 
las  injurias,— IV.   Robo.—  1.  Noción.— 

2.  Sanción  del  robo.—  V.  Damnum  infá- 
ría  datum.  1.  Nociónprimera  de  él. — 2Í. 
Ampliaciones  debidas  á  la  jurispruden- 
cia.— 3.  Sanción — 4.  Daños  causados  por 
dolo.  -  5.  Daños  causados  por  impru- 
dencia: (a  medidas  preventivas;  h  me- 
didas de  represión).— VI.  Actos  jurídicos 
efectuados  bajo  la  acción  de  la  violencia 
ó  del  dolo,  ó  en  fraude  de  los  acreedores: 
1.  violencia;  2.  dolo  (a  acción  de  dolo, 
b  excepción  de  dolo,  c  restitución);  3. 
fraude  respecto  de  los  acreedores  (a  in- 
terdicto contra  el  fraude,  b  acción  Pau- 
liana). 

Capítulo  IX.  —  Obligaciones  impues- 
tas por  la  ley. 

I  Enriquecimiento  injusto.— 1.  princi- 
pio,—2.  Noción  del  enriquecimiento  in- 
justo— 3.  Obligación  que  de  él  resulta.— 
4.  Represión  del  enriquecimiento  injus- 
to (1^  Extensión  de  la  condictío,  2^  Ac- 
ción de  buena  fe,  3'  Fórmula  petitoria, 
4^  In  integra m  restítut¡o).—5.  Pago  de 
lo  no  debido  (1^  Noción.— 2^  Obligación 
del  accipiens),-—6j  Condictio  causa  data 
non  secuta, — ^11  Gestión  de  negocios.— 1. 
Noción.— 2.  Condiciones  requeridas.— 3. 
Obligaciones  recíprocas.—  III  Comuni- 
dad de  derechos.— 1.  Indivisión.— 2.  Des- 
linde. 

Capítulo  X,  Extinción  de  las  obliga- 
ciones. 

I  Nuevos  modos  de  extinción.— II  Cla- 
sificación. —  III  Pago.— 1.  Condiciones 
requeridas  para  la  validez  del  pago.— 2. 
Interpretación  del  pago.— 3.  Prueba  del 
pago.— IV.  Dación  en  pago.^— V  Nova- 
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ci6n,— 1.  Utilidad  de  la  novación.— 2. 
—Condiciones  esenciales. — ^3.  Bfectos  de 

• 

la  novación.— YI  Delegación. — 1.  Noción. 
—2.  Formas.— 3.  Efectos.— VII  Remisión 
de  deuda. — 1.  Aceptilación  (a  forma,  b 
efectos,  c  aplicaciones). — 2.  Pacto  de  re- 
misión,—3.  Contraríus  consensus. — VIII 
Compensación.  —  1.  La  compensación 
antes  de  Marco  Aurelio.— 2.  El  rescripto 
de  Marco  Aurelio. — 3.  La  compensación 
después  de  Marco  Aurelio. — IX  Imposi- 
bilidad de  ejecución. 

Capítulo  XI.  Cesión  de  créditos. 

I  Formas  de  la  cesión.—II  Causas  de 
la  cesión.— III  Efectos  de  la  cesión. 

Capítulo  XII.  Fianza 

I  Objeto  de  las  garantías  personales. 
-  II  Modos  de  afianzar. — 1.  Adpromia- 
sio  (1^  Ventajas  de  la  ñdejussio 2^  Re- 
laciones entre  la  obligación  del  que  pres- 
ta la  ñdejussio  y  la  del  deudor.— 3'  Dere- 
chos del  acreedor  contra  el  que  presta  la 
ñdejussio.— 4:^  Recursos  del  que  da  la 
ñdejussio, -^S^  Pluralidad  de  fiadores. — 
6^  Extinción  de  la  ñdejussio).— 2.  Man- 

datum pecuniae  credendae 3.  Pacto  de 

constituto. — III  Interccssio, — 1.  Noción; 

2.  Incapacidades  (1^  los  esclavos;  2^  las 
mujeres).  — 3.  Senado-consulto  Veleya- 
no  (1^  aplicaciones  del  senado-consulto. 
—2^  Sanción.) 

Capítulo  XIII.  Inejecución  de  las  obli- 
gaciones, 

I.  Estipulación  de  pena. — II  Daños  y 
perjuicios  judiciales. — 1.  Naturaleza  del 
perjuicio. — 2.  Extensión  del  perjuicio. — 

3.  Estimación  del  perjuicio.— III  Falta 
contractual.^!.  Acciones  de  derecho  es- 
tricto.— 2.  Acciones  de  buena  fe.— 3.  Ac- 
ciones in  factum. — IV  Mora.— 1.  Forma- 
ción de  la  teoría  de  la  mora.— 2.  Mora 
del  deudor— 3.  Efectos  de  la  mora  del 
deudor.— 4.Casos  excepcionales  en  que 


se  deben  los  intereses  sin  declaración  de 
estar  en  mora 6.  Mora  del  acreedor. 


LIBRO    QUINTO 

De  las  sucesiones  por  causa  de  muerte 

Capítulo  I — Noción  de  la  sucesión. — 
Distinción  de  las  sucesiones  á  título  uni- 
versal y  á  titulo  singular.— La  herencia 
yacente. — Delación  de  las  sucesiones  á  tí- 
tulo universal. 

Capítulo  11. — Sucesiones  textamenta- 
rias.— I  Definición  del  testamento.— 11 
Nuevo  principio  de  interpretación  de  los 
textamentos.  —  III  Condiciones  devali- 
dez.—  Institución  de  heredero.— Acreci- 
miento entre  co-herederos.  -  Sustitucio- 
nes.— IV  Invalidación  de  los  testamentos. 
—V  Restricciones  á  la  libertad  de  testar, 
según  el  derecho  civil,  el  derecho  pretorio 
y  el  derecho  consuetudinario.— Querella 
de  inoficioso. 

Capítulo  III.— Sucesiones  abintestato. 
— Reformas  introducidas  por  el  edicto 
del  pretor  y  por  los  senados-consultos 
Tertuliano  y  Orficiano. — Bonorum  poS' 
sessiones. 

Capítulo  IV.— Adquisición  de  las  suce- 
siones.—I  Apertura  de  las  sucesiones.— 
II.  Plazo  para  deliberar. — III.  Sucesiones 
vacantes. — IV  Intrasmisibilidad  del  dere- 
cho hereditario  antes  de  li  adición. — 
V.  Adquisición  de  las  sucesiones. — 1.  Adi- 
ción.— Di  versas  clases  de  herederos. — Dis 
tinción  de  la  testamentifaetio  y  del  jus 
capiendi. — Leyes  caducarias. — Causas  de 
indignidad.— VI.  Efecto  de  la  adquisición 
de  las  sucesiones. — Beneficios  acordados 
á  los  acreedores  del  difunto  y  á  los  here- 
deros necesarios  (separación  de  patrimo- 
nios, beneficio  de  abstención).— VII.  Ven* 


DBRBCñO 


115 


ta  de  una  herencia.— Repudiación  de  las 
sucesiones. 

Capítulo  Y. — Partición  de  las  sucesio- 
nes.— Collatio  bonorum. 

Capítulo  VI.— Protección  del  derecho 
hereditario. —  Petición  de  herencia.— In- 
terdictos quorum  bonorum,  quod  lega- 
ton/m.— Innovaciones  introducidas  por 
el  senado-consulto Juvenciano. — Derecho 
pretoriano. 

Capítulo  VII Legados,  fideicomisos, 

donaciones  por  causa  de  muerte. — No- 
ción de  los  legados.— Innovaciones  in- 
troducidas por  la  jurisprudencia. — For- 
mación y  revocación  de  los  legados. — Co- 
dicilos. — Atenuación  del  formalismo:  se- 
nado-consulto Neroniano. — Nueva  forma 
de  legados.— Restricciones  á  la  libertad 
de  legar:  Ley  Falcidia. — Adquisición  de 
los  legados. — Protección  y  garantía  de 
los  derechos  del  legatario. — II  Fideico- 
misos singulares  y  fideicomisos  de  heren- 
cia.— Senado-consultos  Trebeliano  v  Pe- 
gasiano. — III  Donaciones  por  causa  de 
muerte. 

LIBRO    SBSTO 

Nociones  sobre  las  acciones  v  otras 
vias  judiciales  de  derecho,  sobre  la  orga- 
nización judicial  y  sobre  el  procedimien- 
to formulario. 

TERCERA  PARTE 
El  derecho  del  Bajo  Imperio 

LIBRO  PRIMERO 

Formación  del  derecho 

1.  Estado  político,  social  y  econó- 
mico del  Bajo  Imperio.— Influencia  del 
cristianismo.— 2.  Doble  origen  de  las  re- 


glas del  derecho:  jus  veti/s,  leges  novae. 
—3.  El  poder  legislativo  de  los  Empera- 
dores.—4.  Decadencia  de  la  ciencia  del 
derecho.  Ley  de  citas.  Codificación  del 
derecho. — 5.  Legislación  de  Justiniano. 
Redacción  del  Corpus  Jurís, 

LIBRO  SBGUNDO 

Las  personas 

Capítulo  I.  La  capacidad  jurídica. 

I  Modificaciones  introducidas  en  las 
reglas  sobre  la  capacidad  jurídica.  —  II 
Mejoramiento  de  la  condición  de  los  es- 
clavos  y  de  los  libertos.— III  Los  colo- 
nos, origen,  formación  y  extinción  del 
colonato.  Su  condición  jurídica  y  social. 
— IV  Las  personas  jurídicas;  las  funda- 
ciones.—Y.  Las  incapacidades  de  hecho. 
—1.  Reglas  nuevas  sobre  la  gestión  de  los 
tutores — 2.  Garantías  acordadas  á  los 
pupilos  para  la  conservación  de  sus  bie- 
nes.— 3.  Modificación  de  las  reglas  sobre 
la  cúratela  de  los  dementes  y  de  los  pró- 
<lígos,  y  sobre  la  venia  aetatis  de  los  me- 
nores de  veinticinco  años. 

Capítulo  II.  La  familia  y  el  matri- 
monio. 

I— Nueva  concepción  de  la  familia 
lia,  fundada  sobre  la  comunidad  de  orí- 
gen.— II.  El  matrimonio.— 1.  Nuevas  re- 
glas sobre  la  prueba  del  matrimonio 2. 

Sanción  rigurosa  de  los  impedimentos 
para  el  matrimonio.— 3.  Restricciones  al 
derecho  de  repudiación,  establecidas  en 
interés  de  los  hijos.— 4.  Segundas  nup- 
cias; medidas  tomadas  en  interés  de  los 
hijos. — 5.  Efectos  del  matrimonio  en 
cuanto  á  los  cónyuges;  subordinación 
de  la  mujer  al  marido.— 6.  Efectos  del 
matrimonio  en  cuanto  á  los  bienes;  nue- 
vas ideas  introducidas  en  la  legislación. 
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—7.  Bienes  parafernales»  Administración 
de  ellos  por  el  marido.  Renuncia  al  se- 
nado-consulto Veleyano. — 8.  Innovacio- 
nes del  régimen  dotal  en  favor  de  los  hi- 
'jos  y  de  la  mujer. 

Capítulo  ni.  Patria  potestad. 

1.  Modificación  de  los  efectos  de  la 
adopción.— 2-  l>egitimación.— 3.  Nueva 
forma  de  la  emancipación. — 4.  Restriccio- 
nes al  derecho  del  padre  sobre  sus  hijos 
sobre  los  bienes  de  ellos.  Los  peculios  y 
los  bienes  adventicios. 

MBRO   TERCERO 

El  patrimonio 

'  Capítulo  I.  I'ropiedad  y  derechos 
reales  sobre  la  cosa  de  otro. 

1.  Simplificación  déla  teoría  de  la  pro- 
piedad y  délas  servidumbres. — 2. Nuevas 
reglas  sobre  la  adquisición  de  la  propie- 
dady  de  las  servidumbres. — 3.  Modifica- 
ciones de  las  reglas  sobre  la  posesión  en 
caso  de  despojo  por  medio  de  la  violen- 
cia o  de  usurpación  sin  violencia.-— 4. 
Creación  de  un  nuevo  derecho  real;  la 
eniiíeijsis.— Transformación  del  derecho 
sobre  el  ager  vectigalis.S.  Multiplici- 
dad de  las  hipotecas  legales.  Mejoras  in- 
troducidas en  el  réjimen  hipotecario. 

Capítulo.  II  Obligaciones. 

I  Noción  de  la  obligación.— l.Suaviza- 
miento  de  los  lazos  contractuales  (1.° 
Venta.  2.°  Arrendamiento.  3.°  Contratos 
innominados).-r2.  Medidas  de  equidad.— 
II  Formación  de  las  obligaciones,—  1. 
Contratos.— 2.  Pactos  pretorianos.— 3. 
Pactos  lejítimos  (1.  Pacto  de  constitu- 
ción de  dote.— 2.®  Pacto  de  donación).— 
4f.  Delitos.—  III  Extinción  de  las  obliga- 


ciones.—!. Novación.— 2.  Compensación. 
— lY  Fianza.— V.  Solidaridad.— VI  Medi- 
das de  protección  en  favor  de  ciertos  deu- 
dores.— 1.  Disminución  de  la  tasa  de  inte- 
rés.—2.  Dación  en  pago  necesario. — .3  Li- 
mitación de  los  daños  y  perjuicios  judí- 
,  ciales. — 4.  Restricciones  á  la  cesión  de  ac- 
ciones ( 1^  Derechos  litigiosos.  2^  Crédi- 
tos).—5.  Beneficio  de  competencia. 

Capítulo  III.  Sucesiones  por  causa  de 
muerte: 

Sección.  I.— Reformas  ^del  réjimen  de 
sucesiones. 

I.  Sucesiones  testamentarias.— 1^  Sim- 
plificación    de  las  formas  de  los  testa- 
mentos. —  2.  Facilidades  acordadas  al 
ejercicio  del  derecho  de  textar.— 3.    Me- 
didas  tomadas  para  asegurar  la   con- 
servación de  los  testamentos.  — 4.    Mo- 
dificación de  las  reglas  sobre  la  deshere- 
dación.—5  Sustitución  cuasi  pupilar. — II 
Sucesión   abintestato.— 1.    Derechos    de 
los  cognados.— 2.  Delación  de  las  sucesio- 
nes  según  las   afecciones  naturales  del 
difunto.— 3  Reforma  de  las  bunorum  pos- 
siones,  4  Réjimen  de  las  Novelas  de  Jus- 
tiniano.— 111.  Adquisición   de   las  suce- 
siones.  Beneficio    de   inventario.    Cola- 
ción. 

Sección  II.— Legados,  fideicomisos,  do- 
naciones por  causa  de  muerte. 

I  Simplificación  de  las  reglas  de  forma 
y  de  fondo.  Asimilación  de  los  legados  y 
de  los  fideicomisos,  de  las  donaciones  por 
causa  de  muerte  y  de  los  legados. — II 
Sanción.  Hipoteca  legal  del  legatario.— 
III.  Fideicomiso  de  herencia.  Derogación 
parcial  del  senado  consulto  Pegasiano. 

Capítulo.  IV.  Nociones  sobre  la  or- 
ganización judicial  y  sobre  el  procedi- 
miento. 


DE  LOS  DERECHOS  DEL  PROPIETARIO  RESPECTO  DE  SUS  VECINOS  (1) 

Por  M.  Georges  Appert 

Doctor  en  Derecho 


Hay  pocas  materias  en  derecho  civil 
tan  delicadas  como  las  de  las  relaciones 
entre  vecinos.  Los  casos  son  infinita- 
mente variados,  las  ocasiones  de  conflic- 
to, innumerables,  las  disposiciones  lega- 
les muv  escasas.  Por  eso  los  autores  se 
han  ingeniado  para  descubrir  una  fór- 
mula que  permita  resolver  todas  las  di- 
ficultades. Temo  que  no  lo  hayan  con- 
seguido. Porque  en  buenas  cuentas  de- 
cir con  Pothier  (2)  que  "el  dueño  de 
una  heredad  no  puede  dañar  el  derecho 
ageno";  con  Portalis  ( 3 )  que  "no  de- 
bemos permitimos  en  nuestro  inmueble 
procedimientos  que  podrían  perjudicar 
los  derechos  adquiridos  por  un  veci- 
no"; con  los  señores  Baudry  -  Lacanti- 
nerie  et  Chauveau  (4),  "que  todo  propie- 
tario tiene  limitado  el  ejercicio  de  su  de- 
recho de  propiedad  por  la  prohibición  de 


(1)  De  la  Revue  Trimestrielle  dé  Droit  Civil — Nú- 
mero 1  enero-  febrero  marzo  1906. 

(2)  Pothier,  TrcUté  du  droit   de  propriété,  Núme- 
ros 4, 13. 

3)  l»C!  é  1 V.  p.  80. 

(4)  Traite  de  droit  civüf  Des  biens,  2.*  edic  nú- 
mero 217 
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perjudicar  el  derecho  igual  del  propieta- 
rio vecino",  será  tal  vez  enunciar  una 
serie  de  proposiciones  exactas;  pero  no 
es  hacer  adelantar  ni  siquiera  un  paso  la 
cuestión,  ya  que  ignoramos  precisamen- 
te qué  debe  entenderse  por  "el  derecho 
iguaP'  ó  "los  derechos  adquiridos  por 
el  vecino*'.  No  es  más  útil  sostener,  con 
los  mismos  señores  Baudry  Lacantine- 
rie  et  Chauveau  (1),  que  se  puede  impo- 
ner al  vecino  "el  simple  perjuicio  que  re^ 
sulta  de  la  privación  de  un  goce  y  no 
atentar  verdaderamente  al  derecho  aje- 
no'*; porque  no  sabemos  exactamente 
dónde  termina  la  privación  de  un  goce 
y  dónde  comienza  el  atentado  al  dere- 
cho. Por  fin  la  distinción  propuesta  por 
M.  Blondel  (2)  entre  "la  simple  priva- 
ción de  una  ventaja  y  la  lesión  de  un  de- 
recho" tropieza  con  la  misma  dificulta- 
tad  de  fijar  los  límites  entre  el  "dere- 
cho" y  la  simple  "ventaja." 

Creo,  por  mi  parte,  que  la  jurispru- 
dencia moderna  se  ha  inspirado  mejor. 

(1)  Eod.  op.,  número  220. 
{2}  Nota  en  8.  y  P  97.  1.  273. 
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adoptando  una  forma,  muy  elástica 
naturalmente,-era  necesario  para  que 
pudiera  adaptarse  á  las  mil  necesidades 
delapráctíca— pero  muy  á  propósito  pa- 
ra guiar  á  los  magistrados  ofreciéndoles 
una  cuestión  de  hecho  que  resolver  en 
lugar  de  una  cuestión  de  derecho {!),  Me 
propongo  buscar  en  qué  época  y  después 
de  qué  vacilaciones  ha  llegado  á  esta 
fórmula  y  como  la  aplica. 

El  problema  de  las  relaciones  entre  ve- 
cinos es  importante  no  sólo  por  la  tran- 
quilidad de  la  ciudad  perturbada  por  la 
multiplicidad  de  los  juicios;  mostraré  que 
el  porvenir  de  la  industria  estaba  muy 
interesado  en  que  fuera  bien  resuelto. 

La  cuestión  se  plantea  más  á  menudo 
respecto  de  establecimientos  industria- 
les. Estos  presentan  para  la  vecindad 
inconvenientes  de  todas  clases,  inconve- 
nientes graves,  muchas  veces  permanen- 
tes. Sin  duda  las  leyes  y  reglamentos 
sobre  establecimientos  insalubres,  peli- 
grosos ó  incómodos  no  autorizan  sü 
apertura  sino  en  condiciones  determina- 
das. Pero  ha  habido  que  reconocer,  des- 
de hace  mucho  tiempo,  que  esas  leyes 
sólo  se  referían  á  las  relaciones  del  Esta- 
do con  los  industríales  y  que  la  autori- 
zación acordada  dejaba  intacto  el  dere- 
cho de  los  terceros  perjudicados  por  el 
establecimiento  autorizado.  Y,  además, 
¡cuántas  industrias  escapan  á  la  clasifi- 
cación de  establecimientos  insalubres  y 
ofrecen  sin  embargo  á  los  vecinos  peli- 
gros é  incomodidades  incontestables! 
¿Qué  debía  hacer  la  jurisprudencia  en  el 
silencio  de  la  ley?  Veremos  como  ha  sa- 
bido plegarse  á  las  necesidades  del  pro- 
greso y  conciliarias  con  la  necesidad  ge- 


*neral  de  seguridad  y  tranquilidad,  dedu- 
ciendo del  artículo  1382  un  concepto 
muy  original  de  la  falta.  Este  concepto 
no  ha  pasado  desapercibido  y  ya  se  edi- 
fican sobre  esa  base  teorías  muy  atrevi- 
das y  muy  generales  (1). 

No  tengo  la  intención  de  examinar  es- 
tas teorías  en  sí  mismas.  He  qrterido 
señalar  únicamente  cuál  había  sido  su 
origen  probable  ó  casual  (2). 


Las  recopilaciones  de  fallos  anteriores 
á  1789,  conservan  pocas  resoluciones  re- 
ferentes á  las  relaciones  de  vecindad.  La 
razón  principal  de  esta  pobreza  no  es,  á 
mi  juicio,  sino  el  débil  desarrollo  de  la 
industria  en  esa  época.  Los  oficios  de 
nuestros  antepasados  no  producían  pa- 
ra  los   vecinos  sino   inconvenientes    de 
muy  poca  importancia,  si  se  les  compara 
con  los  de  la  gran  industria  moderna. 
Sea  como  fuere,  los  pocos  fallos  de  Par- 
lamentos que  han  llegado  hasta  noso- 
tros presuponen  más  bien  que  enuncian 
este  principio:  nadie  puede,  aunque  sea  en 
el  ejercicio  de  una  industria  útil,  perjudi- 
car seriamente  el  trabajo  de  sus  vecinos, 
hacer  inhabitable  su  casa  y,  sobre  todo, 
comprometer  la  salubridad  pública.  Pe- 
ro sólo  en  el  siglo  XVII  los  tribunales 


(1)  Véase  la  nota  interesante  de  M.  Lacoste  en 
fiirey.  1900.  2.  169. 


(1)  Véase  especialmente  á  este  respecto,  el  esplen- 
dido informe  de  M.  Sabeillen,  sfobre  el  ahu»o  del  de- 
recho y  la  bibliografía  que  eu  él  cita. 

(2)  Sobre  la  cuestión  especial  de  las  relaciones 
de  Vecindad  consúlteae  á  Capitaat:  Des  obligación» 
du  voisinage  (Rev.  Crit.,  1900.  p.  156.  228);  Ri- 
pert,  Théw  mr  Vexercice  du  droit  de  propriéíé  dam 
tes  rapporis  avec  les  prftpriétés  voisines,  Adde,  Lacos- 
te, notasen  S.  91.  1.  61  y  1900.  2.  69,  y  Josseraud, 
De  Vahus  de  droits. 
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parecen  apercibirse  del  interés  que  estas 
cuestiones  tienen  para  la  industria  (1). 
En  el  siglo  XVIII,  en  defecto  de  los  tri- 
bunales, los  escritores  se  dan  cuenta  per- 
fectamente de  las  dificultades  del  proble- 
ma y  las  exponen  muy  doctamente.  Gu- 


( 1 )  Los  fallos  qae  dos  han  sido  consenrados  de  los 
siglos  XV  y  XYI  se  pronuncian  todos  á  favor  de 
los  burgueses  y  son  por  consiguiente  desfavorables 
á  loR  artesanos.  En  general,  los  demandantes  son 
personas  de  toga  que  pertenecen  á  la  jurisdicción. 
Por  la  queja  de  un  abogado  un  fallo  de  1570  pro- 
hibe A  un  carnicero  el  matar  y  descuerar  en  la  ciu  - 
dad  (La  Bocheflavin,  Parí,  de  France.  1. 1,  tít.  2. 
arr.  2);  á  solicitud  de  un  consejero  de  la  Corte, 
otro  fatlo  de  1571  obliga  á  un  cerrajero  á  cambiar 
de  domicilio  (I^a  Bocheflavin,  eod.  op.^  lib.  10,  cap. 
28  p.  609).  Un  tercero  de  1.»  de  febrero  de  1577 
prohibe  á  un  cardador  de  lana  perturbar  los  estu- 
dios de  un  abogado  (Boniface,  Arréts  de  Provence^ 
t.  III,  lib.  2  tít.  1,  cap.  2).  Por  fin,  en  1605  un  con- 
sejero del  Parlamento  de  Dijon  obtuvo  la  expulsión 
de  un  fabricante  de  cuchillos  vecino  suyo,  (Bon- 
vot,  Arréte  de  Bourgogne^  t.  II,  p.  268;  Dice,  de 
Riolz  ü.  il  r¿{8an«).  ¿Deberá  creerse  en  algún  privile- 
gio de  los  hombres  de  ley,  ó  en  alguna  parcialidad 
de  los  jueces  respecto  de  ello»?  Tal  vez.  Sin  embar- 
go es  posible  también  que  los  autores  de  recopila* 
cioues  de  fallos  se  hayan  dedicado  á  reproducir  los 
fallos  favorables  al  personal  judicial  únicamente, 
porque  es  sobre  todo  en  ese  medio  donde  se  redu- 
taban  sus  lectores;  los  demás  han  podido  parecerles 
de  menos  inteiés. 

En  el  siglo  XVII  los  jueces  se  muestran  menos 
estrictos  para  los  artesanos.  El  fallo  citado  de  1605 
da  la  razón,  es  cierto,  al  magistrado  demandante, 
pero  lu  obliga  á  reembolsar  al  fabricante  de  cuchi- 
llos el  precio  de  sn  casa.  En  1674,  el  Parlamento 
de  Grenoble  rechaza  la  acción  intentada  por  un 
doctor  en  derecho  contra  un  herrero.  (Expílly,  34. 
plaidoyer;  Honard  Dict  de  la  CoiU.  de  Normandié, 
t.  lY.y.  Voisins).  En  1675  un  fallo  del  Parlamento 
de  Aix  anula  un  decreto  que  prohibía  á  un  fabrica  ite 
de  sombreros  fabricar  cola  (Boniface,  op.  cit.  lib.  2, 
tít.  I.  cap.  3,  t.  III,  p.  177).  Es  cierto  que  se  pro- 
nuncian otros  fallos  contra  los  artesanos.  Aix,  6  de 
febrero  1654  (Bonifaoe,  op.  cit,  t  III.  lib  2,  tít.  1. 
cap.  2);  Aix,  30  junio  1670  (Boniface,  op.  cit..  lib.  4. 
tít.  18.  cap.  2,  t,  III.  p.  405);  Aix,  26  enero;  1672. 
(3oniface,  loe.  cit.  JourU'  du  Pal..  1. 1,  p.  159);  Pa- 
rís, 29  julio  1676  (Foumel,  IVaiié  du  voieinage  v. 
Odeurs  t.  II.  p.  319). 


yot  especiamente  insiste  en  ellas  varías 
veces  (1). 

Los  primeros  fallos  pronunciados  ba» 
jo  la  vigencia  del  Código  Civil  contenían 
proposiciones  generales  y  principios,  pe- 
ro insuficientes  para  resolver  las  dtfíeul* 
tades  de  esta  materia.  Es  una  fórmula 
demasiado  absoluta  la  de  varios  fallos 
''que  es  permitido  á  cada  cual  disponer 
de  su  propiedad  como  mejor  le  plazca, 
pero  sin  perjudicar  al  prójimo  (2)."  El 
propietario  cuja  muralla  me  tápala  vis* 
ta  del  paisaje,  el  vecino  cuyo  humo  se 
esparce  sobre  mis  habitaciones,  el  nego- 
ciante cuya  competencia  disminuye  el 
número  de  mis  negocios,  me  causan  sin 
duda  perjuicio,  y  sin  embargo  no  exce» 
den  su  derecho. 


(1)  «Los  vecinos  deben  guardarse  mutuas  con 
sideraciones  en  su  interés  recíproco,  sea  cuidando 
de  no  incomodarse  unos  á  otros,  sino  lo  menos  posi 
ble,  sea  soportando  las  incomodidades  que  á  veces  re- 
sultan de  la  vecindad  ...  No  debe,  pues,  ser  permitido 
el  ejercer  en  las  ciudades  profesiones  que  pudieran 
hacer  inhabitables  las  casas  vecinas.  Pero  no  se  pue- 
de tampoco  impedir  en  las  ciudades  el  ejercicio  de 
todas  las  profesiones  que  puedan  acarrear  inoonye- 
nientes.  El  bien  mismo  de  la  sociedad  y  del  comer- 
cío  que  tiene  allí  tanta  influencia,  exige  qne  se 
toleren  muchas  co.Ha8  hasta  cierto  punto  incómodas 
7  desagradables»  (Guyot,  Ripert^  v,  Voisinage  seco. 
3).  Si  hemos  de  creer  á  Houard  (Dict.  de  la  Cout  de 
Normandié,  t.  IV.  v.  VoiaimJ  los  parlamentos  vela- 
ban con  cuidado  por  el  interés  de  la  industria  y  de  la 
tranquilidad  pi^blicas.  Guando  se  trataba  de  oñcios 
que  no  podían  ejercerse  con  provecho  sino  en  el  inte- 
rior de  las  ciudades,  los  parlamentos,  lejos  de  per- 
turbar la  libertad  de  !os  artesanos,  se  limitaban  á 
prescribir 'es  las  precauciones  necesarias,  tales  como 
el  aumento  de  espesor  de   las  murallas.  Por  lo  de- 
más, este  deseo  de  conciliación  se  manifiesta  clara- 
mente en  algunos    autores  desde  antes  del  siglo 
XVIII.  Véase  Guy— Ooquille,  Cout  de  Nieerttaie, 
cap.  X,  art   1 ;   La    Rocheflavin,  Dee  Carleiu  de- 
France,  lib.  X.  cap.  XXVIII,  p.  609;  Domat,  Loi$. 
civilee,  1. 1,  lib.  1,  tít  12,  secc.  2;  regla  10. 

(2)  Metí,  10  nov.  1808,  D.  rep.  alf.^  v.  Induetrie^ 
número  212.— coé.  req.  14  sep.  1816,  S.  17.  T  377,— 
Burdeos,  30  enero  1839,  D.  rep.  alf,  v.  Respontabi^ 
lité  numero  118. 
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Si  es  más  exacto  decir,  como  hacía  la 
Corte  de  Metz  en  1820,  "que  un  vecino 
no  puede  usar  su  propiedad  sino  respe- 
tando la  de  su  vecino  y  que  siendo  iguales 
sus  derechos  respectivos  el  de  uno  debe 
concillarse  con  el  del  otro  (1)",  no  es 
eso  (permítaseme  repetirlo)  resolver  el 
problema,  ya  que  consiste  en  cada  caso 
en  saber  cuál  es  precisamente  el  derecho 
de  cada  cual. 

La  Corte  de  Colmar,  repitiendo  tam- 
bién que  no  se  podía  perjudicar  á  los  de- 
más, hacía,  en  1827,  una  tentativa  inte- 
resante para  conciliar  el  interés  de  los 
industríale:»  con  el  de  sus  vecinos,  sin 
que  sin  embargo  su  fórmula  fuera,  á  mi 
juicio,  enteramente  exacta  (2). 


II 


Hay  que  llegar  hasta  1844  para  des- 
cubrir en  la  jurisprudencia  la  fórmula 
que,  en  esta  materia,  le  sirve  hoy  día  de 
regla. 

El  dueño  de  una  casa  de  sanidad  se  ha- 
bía quejado  del  ruido  y  del  humo  provi- 
nientes  de  las  minas  Derosne  y  Cail  veci- 
nas de  su  inmueble.  Los  enfermos,  decía, 
ya  no  encontraban  en  su  establecimiento 
el  bienestar  y  la  seguridad  que  necesita- 
ban y  lo  abandonaban.  La  Corte  de  Pa- 
rís, reconociendo  la  intensidad  del  ruido 


(1)  Metz,  IG  agosto  1820.  P.  20.  125. 

(2)  c Considerando  que,  si  el  derecho  del  propie- 
tario consiste  en  usar  su  cosa  de  la  manera  más  ab- 
soluta, este  derecho  no  se  extiende  hasta  perjudi- 
car al  prójimo;  que  por  una  parte  el  vecino  no  puede 
quejarse  cuando  el  ejercicio  del  dominio  del  predio 
dominante  le  causa  únicamente  algunos  desagrados 
ó  incomodidades,  pero  que  no  podría  obligársele  á 
tolerar  cotas  que  le  producirían  un  perjuicio  real  y 
noUbleí  (Colmar,  16  mayo  1827,  S.  28.  2.23}.  En- 
contramos más  6  menos  la  misma  doctrina  en  un 
fallo  de  la  Corte  de  Douai,  de  10  de  enero  1843,  D; 
rep,  al/.  t\  Induttrie;  número  118. 


y  el  perjuicio  que  de  ello  resultaba,  había 
condenado  á  los  dueños  de  las  fábrícets  & 
pagar  una  indemnización  de  perjuicios. 
La  Corte  de  Casación  anuló  el  fallo  por- 
que la  Corte  de  Apelación,  "al  declara  r 
que  el  ruido  era  perjudicial  á  los  pro  pie- 
tarios  vecinos,  no  había  declarado  que 
fuera  continuamente,  de  un  grado  -tal, 
que  excediera  la  medida  de  las  obligacio- 
nes ordinarias  de  la  vecindad*^  (1). 

La  Corte  encargada  de  fallar  reprodu- 
jo en  su  sentencia  la  fórmula  indicada(2). 
Esta  fórmula  presentaba  varias  ven- 
tajas: 

a)  Sustituía  una  cuestión  de  derecho 
por  una  cuestión  puramente  de  hecho. 
Porque,  buscar:  l'^  lo  que  es  de  uso  entre 
vecinos  y  2^  si  un  propietario  se  ha  con- 
formado al  uso,  son  cuestiones  de  hecho. 
La  tarea  de  los  jueces  se  hace  más  fácil. 
El  propietario  acusado  deberá  ser  ab« 
suelto  si  no  ha  hecho  sino  lo  que  hace, 
en  las  mismas  circunstancias,  la  ma- 
yoría de  los  propietarios,  aun  cuando 
sus  vecinos  sufran  del  estado  de  cosas 
establecido  por  él  (3).  Si  se  ocupa  de  que- 
haceres excepcionales,  sus  vecinos  pueden 
quejarse  de  los  inconvenientes  que  de 
ellos  resulten,  por  buenos  que  sean  los 
motivos  que  él  tenga  para  obrar  así; 

(1)  Caá.  27  nov.  1844,  8.  44.  1.  211,  D.  45. 1.  13. 

(2)  Amiens,  18  julio  1845,  R.  45.  2.  475.  cGonai- 
dorando  que  el  ruido  producido  por  el  trabajo  de 
los  talleres  de  D...  y  O...  es  continuo,  muy  violento 
y  extraordinariameote  incómodo  para  les  vecinos  y 
que  excede  la  medida  de  las  obligaciones  ordinarias 
de  la  vecindad f  que  reaultn,  pues,  para  elloB  un  per- 
juicio que  debe  indemniz4r8ele8...> 

(3)  Es  necesario,  sin  embargo,  que  las  circunstan- 
cias sean  las  mismas.  Lo  que  es,  por  ejemplo,  nor- 
mal y  permitido  en  un  barrio,  en  una  ciudad  in- 
dustrial, puede  ser  anormal  y  piirconsig'iiente  pro- 
hibido en  otra  ciudad  6  en  barrio  de  lujo.  En 
cnanto  á  jurisprudencia  véase  4  este  respecto  la 
notaenSirey  (S.  1905.  2.41).  £1  informe  citado 
de  Mr.  Saleilles,  p.  11. 
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b)  La  fórmula  de  la  Corte  concilia  con 
mucha  felicidad,  las  necesidades  de  la  in- 
dustria y  la  necesidad  general  de  tran- 
quilidad y  bienestar  (1); 

c)  La  fórmula  es  bastante  flexible  pa- 
ra plegarse  á  las  modificaciones  introdu- 
cidas en  la  industria  y  en  la  vida  social. 
Por  una  parte  pueden  introducirse  en  la 
maquinaría  industrial  ciertos  perfeccio- 
namientos, que  permiten  considerar  co- 
mo abusivo  el  empleo  de  aparatos  que 
carezcan  de  esos  perfeccionamientos.  Por 
el  contrarío,  el  uso  de  ciertos  objetos  y 
los  inconvenientes  que  acarrea  puede  ge- 
neralizarse y  deja  entonces  de  constituir 
una  cosa  "extraordinaría." 

Encontraremos  luego  (2)  una  aplica- 
ción de  esta  idea;  y 

dj  La  fórmula  de  la  Corte  Suprema 
tenía  por  fin  la  ventaja  de  ser  perfecta- 
mente equitativa.  El  que  viene  á  estable- 
cerse en  un  lugar,  espera,  ó  debe  esperar, 
que  sus  vecinos  se  porten  como  es  cos- 
tumbre hacerlo.  Si  no  ha  previsto  que 
así  ocurríría,  la  culpa  es  de  él:  sería  in- 
justo castigar  á  los  vecinos  por  su  falta 
de  previsión.  El  hecho  de  vivir  en  socie- 
dad, y  en  cierta  sociedad,  impone  á  cada 
cual  obligaciones  ya  que  produce  ven- 
tajas correlativas  (3). 


( 1 )  Me  permitiré  desarrollar  mis  adelante  am- 
pliamente esta  observación.  Por  ahora  me  limito  á 
hacer  notar  qne  eate  lado  del  problema  no  había 
escapado  á  la  Corte  Saprema:  cOonaiderando,  dice 
el  fallo  de  casación,  que  si  de  un  lado  no  puede 
desconocerse  que  el  ruido  cauHsdo  por  una  fábrica, 
cuando  llega  á  un  grado  insoportable  para  los  pro- 
pie¿iríoe  vecinos,  es  una  causa  legítima  de  indem- 
nización, no  puede,  por  otra  parte,  considerarse  que 
cualquier  ruido  causado  por  el  ejercicio  de  una  in- 
idustría  constituye  un  daSo  que  puede  dar  lugar  á 
indemnización.» 

(2)  Ver  m&s  adelante. 

(3)  Verá  este  respecto  lo  que  dice  Mr.  Biperi 
en  su  notable  tesis  sobre  el  Derecho  de  propiedad^ 
j  especialmente  págs.  333,  336,  401. 


Si  la  fórmula  dada  en  el  fallo  de  27  de 
noviembre  de  1844  era  nueva,  la  teoría 
que  de  ella  se  desprendía  no  lo  era  en  el 
mismo  grado.  Tal  vez  con  atención  se  la 
podría  encontrar  en  el  fondo  de  los  fallos 
anteriores  á'1789.  En  todo  caso,  está 
subentendida  en  el  fallo  de  la  Corte  de 
Colmar  de  1827  (1). 

Los  primeros  fallos  posteriores  á  1844 
reprodujeron  exactamente  las  expresio- 
nes del  fallo  de  27  de  noviembre  (2). 
Desde  entonces  las  expresiones  de  la 
Corte  Suprema  se  han  modificado  y  es 
de  sentirlo  (3).  Pero  en  el  fondo  su  doc- 
trina es  la  misma  y  las  Cortes  de  Apela- 
ciones la  han  aplicado  repetidas   veces 


(1)  En  efecto,  un  estado  de  cosas  quis  por  su 
naturaleza  puede  cansar  un  perjuicio  real  y  notable 
A  loa  vecinos,  aera  muy  pocas  yeoes  un  estado  de 
cosas  cordinarion.  Ea  ese  el  punto  de  contacto  de 
loa  don  fallos  de  1827  y  1844.  Sin  embargo,  podría 
suceder  que  un  propietario  qne  tiene  ocupaciones 
especiales,  n.-^  pueda  quejarse  de  un  perjuicio  nota- 
ble que  le  causa  su  vecino,  ai  éste  se  ha  conforma- 
do k  la  costumbre.  Así  por  ejemplo:  un  lavandero 
tendrá  que  sufrir  que  el  humo  de  sus  vecinos  man- 
che su  ropa;  el  director  de  un  colegio  6  de  nn 
hospital  puede  sufrir  el  ruido  de  Us  casas  vecinas; 
la  jurisprudencia  actual  establece  que  los  dueños 
de  ésta  solo  serán  condenados  á  indemnisar  per- 
juicios  ai  han  hecho  más  ruido  ó  más  humo  que  el 
ordinario.  No  sería  lójico  que  nn  dueño  se  viera 
privado  de  los  beneficios  del  derecho  común  porque 
á  su  vecino  se  le  ocurre  instalar  en  su  casa  nn  esta- 
blecimiento qne  exige  oondiciones  ezcopcionaleB 
do  limpiesa  ó  de  tranquilidad. 

(2)  Cas.  28  febrero  1848  (8.  48.  1.311 ;  D.  P.  48. 
1. 122);  20  junio  1849  (J.  P ,  49.2.476). 

(3)  Cías.  3  dic.  1860  (D.  P.  61.  1. 331);  27  agosto 
1861  (S.  1. 61.  1.  840.  D.  61.  1.  331);  17  abril  1872 
(S.72.  1.  76);  '14  julio  1375  (S.  75. 1.352);  5  dic. 
1904  (D.  1906.  1.  77);  19  abril  1905  (D.  190?..  1- 
256).  Por  el  contrarío  el  fallo  de  3  de  enero  de  1887 
(a.  87. 1.  263,  D.  P  88.  1.  39)  reproduee  electa- 
mente la  fórmula  de  1844. 
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(1).  Una  de  esas  aplicaciones  me  parece 
especialmente  interesante.  Un  propieta* 
ría  había  instalado  un  pabellón  delan- 
te del  frente  de  su  casa.  Un  vecino  se 
quejó  pretendiendo  que  ese  pabellón  le  in- 
comodaba en  su  comercio  de  abarrotes  y 
disminuía  el  valor  venal  de  su  inmueble. 
La  Corte  de  Douai,  conociendo  del  litigio, 
resolvió  que  la  instalación  de  una  pabe- 
llón delante  de  las  tiendas  era  desde  ha- 
cía algunos  años  de  un  uso  bastante  ge- 
neral para  que  se  obligara  á  los  vecinos 
de  la  casa  á  tolerarla  como  uno  de  los 
inconvenientes  habituales  de  la  vecin- 
dad../'(2). 

Haciendo  reservas  respecto  á  la  apre- 
ciación de  los  hechos,  la  doctrina  de  la 
Corte  me  parece  de  una  exactitud  abso- 
luta y  de  una  perfecta  conformidad  con 
la  de  la  Corte  de  Casación.  Tal  prác- 
tica, escasa  en  una  época,  puede  después 
hacerse  ordinaria.  Mientras  es  excep- 
cional, los  vecinos  pueden  quejarse  si  les 
causa  perjuicios.  Pierden  este  derecho 
cuando  se  ha  jeneralizado. 

III 

A  la  teoría  que  acabamos  de  diseñar 
va  unido  un  concepto  de  la  falta  tan  ori- 
ginal como  importante  en  la  práctica. 

Es  sabido  que  es  el  artículo  1382  el 
que  sirve  de  base  á  las  resoluciones  de 
la  jurisprudencia  en  materia  de  vecin- 
dad. Este  artículo  sólo  autoriza  la  con- 


(1)  Douai,  30  mayo  1854  (P.  54. 1.  563).  (hamo 
proviniente  de  ana  fábrica);  Paria,  28  abril  1860 
(D.  602,  D.  1 17)  (raido  que  no  excedía  la  medida  or- 
dioaria);  18  ma>o  1860  (D.  60.  2.  116)  (ruido  exa- 
gerado); Met2  23  agosto  1863^  (D.  P.  64.  2.  111.) 
ruido  exagerado);  Dijoa.  10  marzo  1865  (S.  65.  2. 
343)  (ruidoJ]exagerado);  Paria  9  diciembre  1904, 
(Droit  de  26^ diciembre  1904);  Trib.  civ.  de  Mar- 
sella, 10  marzo  1905  (S.  1905.  2.  149). 

(2)  Douai,  8  diciembre  1897  (Jurisprudencia  de 
la  Corte  de  Douai,  1898,  p.  59). 


denación  á  indemnizar  perjuicios  si  el 
autor  del  hecho  dañoso  incurre  en  falta. 
Si  bien  la  incomodidad  causada  por  un 
propietario  á  su  vecino,  es  á  veces  el  re- 
sultado de  una  imprudencia,  de  una 
negligencia,  de  una  falta  de  precaucio- 
nes, es  á  veces  también  la  consecuencia 
del  oficio  ejercido  por  él  normalmente. 
Muchas  industrias  causan  daños  á  los 
vecinos  que  ninguna  medida  podría  pre- 
ver. ¿Habrá  que  dejarlos  sin  reparación? 
Los  jueces  han  eludido  esta  necesidad 
considerando  como  una  falta  el  solo  he- 
cho de  exceder  la  medida  de  los  incon- 
venientes ordinarios  de  la  vecindad. 

En  el  fondo  ese  ha  sido  siempre  el 
concepto  de  nuestros  tribunales.  Los 
Parlamentos  que  obligaban  á  un  arte- 
sano á  mudarse  para  evitar  á  sus  veci- 
nos el  ruido,  los  malos  olores  ó  el  humo, 
no  establecían  ninguna  imprudencia  ó 
negligencia  que  le  fuera  imputable  (1).  El 
hecho  mismo  de  que  se  use  una  medida 
tan  radical  significa  que  los  inconve- 
nientes en  cuestión  no  podían  prevenirse 
por  ningún  medio;  sin  eso  el  deber  de  los 
jueces  habría  sido  recurrir  á  él  (2  j. 

A  principios  del  siglo  XIX,  la  juris- 
prudencia rara  vez  tuvo  ocasión  de  exa- 
minar la  cuestión.  La  gran  industria 
acababa  de  nacer  y  es  ella,  sobre  todo, 
la  que,  aparte  de  toda  negligencia,  im- 
pone á  los  vecinos  desagrados  intolera- 
bles. Sin  embargo,  el  fallo  pronunciado 
el  16  de  agosto  de  1820  por  la  Corte  de 


(1)  Fuera  de  los  fallos  citados  anteriormeote 
véase  an  fallo  de  1486,  qae  prohibe  á  un  fabri- 
cante de  objetos  de  greda  el  cocer  en  París  á  causa 
de  los  olores  (Fournkl,  Tratado  de  la  vecindad,  v. 
Olores,  t  TI,  pá?.  317). 

(2)  En  1670,  el  parlamento  de  Aix  se  limita  á 
prohibir  á  un  herrero:  1.»  el  trabajar  durante  la  no- 
che; 2/*  el  quemar  «carbón  de  piedra»  (Bonifacio, 
Arr  de  Prov  ,  lib.  IV,  tit  18,  cap.  2.  Bd.  1708i 
t.  III,  pág.  403). 
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Metz  indicaba»  confusamente  aun,  qué 
camino  podría  tomar  la  jurispruden- 
cia (1). Otro, déla Cortede  Douai(1843) 
estaba  redactado  en  el  mismo  espíri- 
tu (2). 

Después  de  1844,  es  decir,  cuando  la 
Corte  Suprema  hubo  determinado  con 
precisión  el  límite  de  las  obligaciones  de 
la  vecindad  y,  por  consiguiente,  el  mo- 
mento en  que  comenzaba  el  derecho  á 
una  indemnización  de  perjuicios,  la  ju- 
risprudencia pudo  formarse,  por  decirlo 
así,  una  conciencia  más  clara  de  su  doc- 
trina y  sostenerla  de  una  manera  más 
positiva.  Un  fallo  de  la  Corte  de  Douai, 
de  30  de  mayo  de  1854,  señala  á  este 
respecto  un  paso  en  el  progreso  (3). 

(1)  Metz,  16  agosto  1820  (P.  20.  125).  Bn  este 
caso  se  trataba  de  un  panadero  qoe  había  coustruido 
un  homo  en  el  subterráneo.  El  vecino  se  quejaba 
de  que  ese  homo  inutilizaba  su  bodega  para  conser- 
var vino.  La  Corte  declara  que  «si  á  pesar  de  las 
precauciones  tomadas  las  construcciones  del  pana- 
dero perjudican  aán  á  los  vecinos  y  les  causan  gra- 
ves incomodidades  es  necesario  remediarlas....  Con- 
siderando que  un  vecino  no  puede  usar  su  propie- 
dad sino  respetando  la  de  su  vecino.» 

(2)  Douai,  10  enero  1843  (D.  Rep,  alf.  v.  In- 
dustrie núm.  212).  c Considerando:  que  admitiendo 
para  todo  dueño  de  inmuebles  la  necesidad  de  so- 
portar hasta  cierto  punto  los  inconvenientes  que 
puedan  resultar  de  una  vecindad  cualquiera,  hay 
que  reconocer,  sin  embargo,  que,  si  esos  inconve- 
nientes llegan  á  producir  un  deterioro  ó  una  depre- 
ciación notable,  procede  aplicar  la  regla  de  derecho 
común  establecida  en  el  artículo  1382».  Un  posa- 
dero se  había  quejado  del  estremecimiento  que  su- 
fría su  casa  debido  á  las  máquinas  que  tenía  su  ve- 
cino para  extraer  aceite.  El  industrial  fué  conde  • 
nado  á  indemnizar  perjuicios,  sin  que  por  lo  demás 
se  le  hubiera  imputado  negligencia  alguna. 

(3)  Douai,  30  mayo  1854  (D.  55.  2  26).  La  Corte 
establece  que  «si  la  obligación  de  soportar  el  humo 
que  se  escapa  de  las  chimeneas  vecinas  es  una  de 
las  necesidades  que  impone  la  vecindad...  el  dere. 
cho  de  reclamar  existe,  si  el  dueño  del  edificio  de 
cual  se  desprendo  el  humo,  hace  un  uso  inmoderado 
de  su  derecho,  ó  si,  en  lugar  de  una  habitación  ordi- 
naria, forma  un  estahhci miento  que^  por  su  explota 
,<?ú5fj,  produce  un  humo  perjudicial  á  la  heredad  ve- 
cina,^ 


Pero  la  cuestión  iba  á  plantearse  con 
caracteres  de  mayor  gravedad  á  conse- 
cuencia del  funcionamiento  de  los  ferro- 
carriles. A  pesar  de  todas  las  precaucio- 
nes impuestas  por  el  Gobierno  y  toma- 
das por  las  compañías,  la  circulación 
de  los  trenes  y  la  actividad  de  los  talleres 
de  construcción,  de  mantención  ó  de  re- 
paración no  podía  dejar  de  acarrear  in- 
convenientes y  accidentes  muy  serios 
para  los  vecinos  de  las  estaciones  y  los 
riberanos  de  la  línea  férrea,  ¿Qué  hacer 
cuando  la  compañía  probaba  que  no 
había  incurrido  por  su  parte  en  im- 
prudencia ni  en  negligencia?  ¿Habría  que 
permitirle  declinar  toda  responsabilidad 
escudándose  tras  el  artículo  1382  del 
Código  Civil?  La  jurisprudencia  no  vaci- 
ló. Dos  fallos  de  30  de  agosto  de  1858  y 
21  de  junio  de  1859  establecieron  la  res- 
ponsabilidad de  las  compañías  (l).^s- 


(1)  París,  30  agosto  1858  (Bonneville  de  Mar- 
ñungyt  Jurisp.  gen.  des  Assur,  2/  parte,  p.  207).  Las 
chispas  escapadas  de  una  locomotora  habían  incen 
diado  una  gmnja  vecina  á  la  vía.  La  Corte*  resolvió 
que  la  Compañía  hmbía  cometido  una  falta  al  omi- 
tir el  expropiar  esta  construcción  cuya  vecindad 
creaba  un  peligro  de  incendio.  Ademis  el  fallo 
agrega:  «Por  otra  parte,  el  que  ejerce  una  profe- 
sión que,  por  su  naturaleza,  es  peligrosa  ó  incómoda 
para  sus  vecinos,  debe  indemnizar  el  dafío  que  les 
ha  causado,  aún  cuando  ejerza  su  industria  con  o- 
das  las  reglas  de  la  prudencia  ordinariaj».— Burdeos, 
21  junio  1S59  (D.  P.  59.  2.  187.  8.  60.  2.  41;  P.  60. 
310).  En  ese  casóse  trataba  también  de  un  incen- 
dio causado  por  una  locomotora  en  un  criadero  de 
pinos.  «Aun  cuando  la  ciencia  fuera,  dice  la  Corte, 
hasta  ahora  impotente,  las  compañías  no  por  eso 
dejarán  de  estar  obligadas  á  indemnizar  á  los  due- 
ños incendiados,  porque  el  daño  necesarío  cansado 
por  una  industría  debe  iudemniíearlo  ena  misma 
industrian.  Tal  vez  habría  sido  posible  establecer 
de  otra  manera  la  responsabilidad  de  las  compa- 
ñías de  ferrocarril,  recurriendo  á  los  principios  es- 
peciales del  derecho  administrativo  en  materia  de 
obras  publiais.  Véase  á  e^te  respecto,  nota  en  S, 
1905.  2.  106.  Pero  es  evidente  que  las  dos  Cortes 
de  Paris  y  Burdeos  se  inspiraron  únicamente  en 
los  principios  del  derecho  civil  y  especialmente^n 
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de  entonces  la  jurisprudencia  lia  sido 
más  6  menos  constante  á  este  respecto: 
las  compañías  de  ferrocarriles  deben 
indemnizar  los  accidentes  que  causa  su 
explotación,  cualesquiera  que  sean  las 
precauciones  que  hayan  tomado  (1). 

Casi  en  la  misma  época,  es  decir,  cerca 
de  1860,  la  Corte  de  Casación,  luego  se- 
guida por  las  Cortes  de  Apelaciones, 
aplicaba  á  otra  materia  este  nuevo  con- 
cepto de  la  falta.  La  explotación  de  las 
casas  de  tolerancia  provocaba  reclama- 
ciones variadas  de  parte  de  los  vecinos. 
Es  seguro  que  sin  que  haya  negligencia 
alguna  de  parte  de  los  que  mantienen 
esos  establecimientos,  su  vecindad  sola 
constituye  en  sf  misma  una  causa  de  de- 
preciación delosinmuebles  vecinos.  ¿Bas- 
tará ese  hecho  para  imponer  indemniza- 
ciones á  esas  personas?  La  Corte  de 
Besangon  y  la  Corte  de  Casación  con- 
testaron afirmativamente  (2).  La  Corte 
de  Apelación  no  invocaba  el  principio 
sentado  en  el  fallo  de  27  de  noviembre 
de  1844.  Veía  en  la  explotación  de  una 
casa  de  tolerancia  un  acto  contrario  á 
las  buenas  costumbres,  asimilable,  por 


el  artícuki  1382.  Sus  fallos  son  tanto  más  significa- 
tivos  á  este  roRpecto,  cnanto  que  afirman  la  respon- 
sabilidad, nn  Mo  de  las  compañías  de  ferrocarril, 
sino  de  todas  las  industrias.  £1  principio  está  for- 
mulado on  los  téi  minos  más  generales. 

(1)  Paris.  14  dio.  187^  (Bonneville  de  Marsangy, 
Jurisp.  des  A88.,  2/  parte,  p.  533).  Grenoble  (eod, 
loc^  p.  278);  Cas.  req.,  3  enero  1887  (S.  87.  1. 
263,  D.  P.  88, 1,  39);  Tolosa.  6  mayo  1902  (8.  y 
P.  1905,  2,  100);  Caen,  15  julio  1902  (Rec.  des  Arr. 
de  Caeti  etdes  Rouen,  1902.  C,  p.  236).  Véase  sin 
emb.  Burdeos,  25  enero  1886  fRec.  per.  des.  Ass. 
1886,  p.  102)  i  Trib.  civ.  del  Sena,  23  dic.  1897 
(Rec.  Gag.  des  Trih.,  98, 1,  215).  Estas  dos  resolu- 
cioncH  exigen,  para  condenar  á  las  compañías,  la 
imprudencia  6  la  negligencia  de  alguno  de  sus  ajen- 
tes. 

(2)  Beaan^on,  3  agosto   1859  y  Cas.  3  diciembre 
1860,  (8.  60,  2, 255;  P.  60, 1068). 


lo  mismo,  á  las  negligencias  6  impruden- 
cias del  artículo  1383  y  por  consiguien- 
te, susceptible  de  acarrear  una  indemni- 
zación de  perjuicios  (1).  La  Corte  de  Ca- 
sación desechó  el  recurso,  pero  fundando 
más  exactamente,  según  creo,  la  conde- 
nación pronunciada  (2).  Desde  entonces, 
la  jurisprudencia  nunca  ha  cambiado  á 
este  respecto  (3). 

Las  aplicaciones  que  ha  hecho  de  este 
concepto  de  la  falta  á  las  diversas  in- 
dustrias, son  demasiado  numerosas  pa- 
ra poder  citarlas  todas.  Me  contentaré 
con  citar  los  fallos  pronunciados  el  18 
de  mayo  de  1860  y  el  9  de  diciembre  de 

1904  por  la  Corte  de  Paris  (4),  el  10  de 
marzo  de  1865  por  la  Corte  de  Dijon  (5) 
y  por  fin  el  14  de  julio  de  1875,  el  5  de 
diciembre  de  1904  y  el  19  de  abril  de 

1905  por  la  Corte  de  Casación  (6).  El 


(1)  £1  Tribuual  de  Be8ari9on  había  deciarado  ic* 
déme  al  individuo  demandado. 

(2)  El  derecho  del  propietario,  dice,  oencnentrs 
una  limitación  necesaria  en  los  cargos  y  obligacio- 
nes recíprocas  que  impone  la  vecindad;  el  ejercicio 
del  derecho  de  propiedad...  toma  el  carácter  d«  uua 
falta  desde  el  momento  en  que  perjudica  grave  y 
seriamente  los  derechos  del  vecino...;  á  los  tribuna- 
les corresponde  determinar  hasta  qué  punto  los 
inconvenientes  de  la  vecindad  deben  sopórtame 
respectivamente»..;  el  fallo  atacado  declara  en  el 
hecho  que  los  ioconvenientes  y  los  peligios  que  re- 
sultan para  los  demandantes  eventuales  de  la  pro- 
ximidad del  establecimiento  de  la  demandada  exce- 
da la  medida  de  tolerancia  impuesta  por  las  rela- 
ciones de  vecindad.» 

(3)  Cas.  27  agosto  1861  (S  61,  1,  840);  Moatpe- 
Uier,  18  febrero  1898  (S.  y  P.  98,  2,  100  y  referen- 
cia). Este  último  fallo  presupone  muy  claramen- 
te la  falta  del  tenedor  y  su  responsabilidad,  pres- 
cindiendo de  toda  negligencia,  porque  lo  condena 
á  pagar  en  el  porvenir  y  cada  año  una  suma  deter- 
minada de  antemano  al  propietario  vecino. 

(4)  París,  IS  mayo  1860  (D.  P.  61,  2,  116);  9  dic. 
1904  Droii  del  29  dic.  1904). 

(5)  Dijon,  10  marco  1865  (S.  65,  2,  343). 

(6)  Cas.  req.  14  jul  o  1875  (S.  7j,  1,  352);  5  di 
ciembrer.04  (D.  1905,  1,77;;  19  abril  ¡905  (D. 
1905, 1, 256). 
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fallo  de  14  de  julio  de  1875  tiene,  á  mi 
juicio,  un  interés  especial,  por  la  circuns- 
tancia de  que  la  Corte  se  apoya  en  el 
principio  sentado  en  el  fallo  de  27  de 
noviembre  de  1844.  El  lazo  que  une  las 
dos  teorías  (las  de  las  relaciones  de  ve- 
cindad y  la  de  la  falta)  aparece  así  cla- 
ramente (ly. 

¿Será  enteramente  legítimo  este  con- 
cepto de  la  falta?  Podrían  dar  tentacio- 
nes de  criticarla  en  interés  de  la  indus- 
tria que  parece  sacrificar.  Pues  bien,  creo 
por  el  contrario  qu¿  es  racional  y  sobre 
todo  admirablemente  adecuada  á  favo- 
recer el  progreso. 

Era  evidentemente  imposible  permane- 
cer sordo  ante  la  queja  de  los  riberanos 
de  líneas  férreas  cuando  sus  plantaciones 
6  edificios  se  incendiaban,  debido  al  fue- 
go que  salía  de  las  locomotoras,  ante  la 
queja  de  aquellos  cuyo  mobiliario  ó  mer- 
caderías eran  deteriorados,  cuyos  inmue* 
bles  eran  depreciados  por  la  vecindad  de 
las  grandes  fábricas.  Si  los  tribunales  les 


( I )  Un  fabricante  de  cera  blanca  se  había  que- 
jado de  que  el  humo  producido  por  una  fábrica  de 
porcelana  HÍtuada   á  300   metros   de   su  estableci- 
miento ensucÍHba   su  mercadería.  La  Corte   de  Li- 
moges  le  dio  la  razón  y  la  sala  de  admisibilidad  de 
la  C«  rte  de  Casación  desechó  el  recurso:  «conside- 
rando que  un  dueño,  por  amplio  que  sea  su  derecho, 
va  más  allá  del  límite  de  él  cuando   daña  los  dere- 
chos de   otro   dueño,  excediendo   en  perjuicio  de 
aquél,  la  medida  délas  obligaciones  que  existen  en- 
tre vecinos;  que  semejante  modo  de  ejercer  la  fa- 
cultad de  gozar  y  disponer  de  su   cos;i  constituye 
una  falta  y  da  nacimiento  á  la  obligación  de  in- 
demnizar el  daño   causadojí.   Kl  fallo  citado,  pro- 
nunciado el  H  de  enero  de    1S87  por  la  misma  sala 
en  una  hipótesis  análoga  (queja  de  un  blanqueador 
de  cera  contra  una  couip^inía  de  ferrocarriles),  jus- 
tiflca  también  ti  priocipio  de  la   falta  objetiva.— 
Cíis.  req.  3   enero    1887,  S.  87,  1,   2G3.  Véase  sin 
embargo,  en  sentido  contrario  fuera  de  las  dos  de- 
cisiones ya  citadas  de   Burdeos,   25  enero   18S6  y 
Trib.  ci7.  del  Sena,  23  dic.  181)7,  un  fallo  déla  Cor- 
te  de  Metz  de  23  de  agosto  de  1863  (D.  64,  2,  111). 


hubieran  negado  toda  indemnización  fal- 
tando la  negligencia 6 imprudencia  délos 
industriales  ó  de  los  agentes  de  las  Co- 
pañías,  la  administración  ó  el  legislador 
se  habrían  visto  en  la  necesidad  de  im- 
poner á  los  industriales  condiciones  de 
explotación  muy  onerosas  y,  en  realidad, 
poco  compatibles  con  las  necesidades  de 
la  sociedad.  Se  habría  obligado,  por 
ejemplo,  á  las  compañías  de  ferrocarril  á 
expropiar  los  terrenos  riberanos  á  sus 
líneas  (1).  En  cuanto  á  las  otras  indus- 
trias, se  habrían  visto  obligadas  á  esta- 
blecerse fuera  de  las  ciudades  ó  al  menos 
en  su  perímetro  extremo  (2). 


(1)  La  Corte  de  Paris,  en  su  fallo  citado  de  30 
de  agosto  de  1858,  hace  cargos  expresos  á  la  Com- 
pañía del  Mediodía  por  no  habsr  «ejercido  el  dere- 
cho de  expropiación  respecto  de  una  construcción 
cuya  vecindad  creaba  un  peligro  de  incendióla.  Ca- 
lifica áefnlta  esta  omisióu. 

(2)  Los  antiguos  Parlamentos  que  practicaban 
mucho  meuos  que  los  tribunales  actuales  el  sistema 
de  las  condenaciones  á  indenmizar  perjuicios  y  que 
procedían  más  bien  por  vía  de  prohibicióii,  habían 
llegado  á  prohibir  el  ejercicio  de  ciertos  oficios  en 
la  ciudad.  Un  fallo  de  Tolosa,  de  20  de  abril  de 
1570,  ordena  á  los  carniceros  el  matar  los  bueyes  en 
los  lugares  destinados  á  este  fin  y  no  en  su  casas. 
fHrillon,  Dicf.  d  h  nrrétit,  v.  ^lrofa/^;dos  f.iUos  del 
Parlamento  de  Provenza  de  lóGDy  1()74  habían 
prohibido  quemar  «carbón  de  piedra»  (Boiiiface, 
Arréts  notables,  lib.  IV,  tít.  18,  cap.  '2;  Lyon,  I7()í^, 
t.  III,  p.  405.)  Guyot  reproduce  un  filio  de  regla- 
mento pronunciado  en  Paris  para  prohibir  á  los 
panaderos  el  uso  de  molinos  para  harina,  debido  al 
gran  ruido  y  i\  la  incouiodida  I  que  producían  paia 
los  vecinos  {HéperL  de  Guyot,  v.  Vohinage,  sec.  3  ) 
Bouvot  hacía  notar  que  en  las  ciudades  bien  admi- 
nistradas, los  artesanos  tienen  sus  domicilios  apar- 
tados; pero  agregaba  que  no  hay  que  expulsar  á  las 
artes  mecáaicis  de  las  ciudades,  porque  son  nece- 
sarias pira  ella-*.  E<ta  observación  vino  en  seíjuida 
de  un  fallo  de  1'>Ü5,  por  el  cual  se  expulsó  de  su 
casa  co!i  iudemnización  á  un  fabricante  de  cuchillos 
porque  incomodaba  a  un  magistrado  (Bouvot,  Nouv, 
re*,  (i's  arrest  de  Bourgogne,  Ginebra,  628,  t.  II 
p.  2üH  ) 
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Si  este  alejamiento  es  comprensible  y 
usual  para  ciertas  industrias  cuyos  pro- 
ductos se  trasportan  sin  inconvenien- 
tes, no  ocurre  lo  mismo  con  todas.  Es  la 
intervención  de  los  tribunales  v  la  mane- 
ra  ingeniosa  como  han  comprendido  las 
relaciones  de  la  vecindad  lo  que  ha  per- 
mitido al  legislador  y  á  la  administra- 


ción el  mostrarse  de  una  tolerancia  ex- 
trema respecto  de  los  fabricantes.  El  pú- 
blico ha  hallado  en  la  autoridad  judicial 
garantías  que  le  eran  indispensables  y 
esto  para  el  mayor  beneficio  de  todos. 

G.  Appert. 


>   mm- 


Afio  m 


Junio  de  1906 


Iiiin.  7 
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LAS  ESCUELAS  DE  BENEFICENCIA  EN  BÉUICA 


La  legislación  belga  distingue  tres 
períodos  bajo  el  punto  de  vista  de  la 
edad  de  los  jóvenes  delincuentes: 

1'  El  inculpado  tiene  menos  de  dieci- 
seis años; 

2^  Tiene  más  de  dieciseis  años  y  menos 
de  dieziocho;  y 

3*^  Tiene  más  de  dieziocho  años. 

En  el  primer  período  el  Código  Penal 
belga  de  1867  (art.  72)  remite  á  los  Tri- 
bunales  el  cuidado  de  examinar  si  el  in- 
culpado ha  obrado  con  ó  sin  discerni- 
miento. El  discernimiento  de  que  aquí  se 
trata  es  "la  facultad  de  entrever  la  pena- 
lidad de  la  acción  según  la  ley  positiva; 
no  es  el  discernimiento  en  el  sentido  vul- 
gar, que  consiste  en  discernir  el  bien  y  el 
mal  moral." 

Cuando  se  ha  resuelto  por  el  poder  ju- 
dicial que  el  inculpado  ha  obrado  sin 
discernimiento,  no  puede  discutirse  si  se 

DBRBCHO 


le  declarará  responsable  ó  se  le  conde- 
nará á  una  pena  cualquiera:  deberá  ab- 
solvérsele; pero,  como  podría  ser  peligro- 
sopara  él  y  para  la  sociedad  el  dejarlo  en 
el  medio  en  que  ha  vivido,  el  legislador 
concede  al  juez  la  facultad  "deponerlo  á 
la  disposición  del  gobierno  por  un  tiem- 
po que  no  exceda  del  momento  en  que 
llegue  á  los  veinte  años." 

Cuando  el  poder  judicial  admite  que  el 
inculpado  ha  obrado  con  discernimiento 
su  responsabilidad  será  atenuada  por 
razón  de  su  edad  y  por  consiguiente  la 
pena  será  menor. 

El  Código  Penal  no  establecía  en  este 
caso  la  medida  de  poner  ala  disposición 
del  gobierno  al  mismo  tiempo  que  la 
condena.  Este  vacío  se  ha  subsanado  por 
la  ley  de  27  de  noviembre  de  1891  (art. 
26),  que  permite  á  las  Cortesy  Tribuna- 
les, cuando  condenan  aun  individuo  que 

«4 
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no  tiene  la  edad  de  díeziocho  años  cum- 
plidos, el  ordenar  que  quedará  ala  dispo- 
sición del  gobierno  desde  la  expiración 
de  su  pena  hasta  su  mayor  edad. 

El  artículo  24  de  la  misma  ley  permite 
al  juez  de  paz,  cuando  un  individuo  de 
menos  de  dieziocho  agios  de  edad  es  acu- 
sado ante  él  por  mendicidad  ó  vagancia 
y  que  se  ha  probado  este  estado  habitual, 
el  ponerlo  á  la  disposición  del  gobierno 
para  que  se  le  detenga  hasta  su  mayor 
edad  en  una  escuela  de  beneficencia  del 
Estado. 

El  artículo  25  de  la  ley  de  27  de  no- 
viembre de  1891  ha  resuelto  que  el  me- 
nor de  menos  de  dieziseis  años  de  edad 
en  el  momento  del  hecho,  llevado  ante  el 
Tribunal  de  policía,  no  podría  ser  conde- 
nado ni  á  la  cárcel  ni  al  pago  de  multa, 
aun  en  el  caso  de  reincidencia,  pero  sería 
puesto  á  disposición  del  gobierno  hasta 
su  mayor  edad. 

La  lev  de  15  de  febrero  de  1897  modi- 
fica  este  artículo;  conserva  el  mismo  prin- 
cipio, pero  ordena  al  juez  el  hacer  cons- 
tar la  infracción  y  reconvenir  al  niño,  si 
éste  está  convicto  de  haber  cometido  la 
contravención  con  discernimiento. 


Clatiiflcacióii  de  lo»  menores  pnetutos 
&  diHposición  del  n^obierno,  es  decir 
colocados  en  escuelas  de  beneficen- 
cia. 


Según  el  artículo  29,  los  niños  que  ten- 
gan menos  de  trece  años  á  la  fecha  de  su 
entrada  en  una  escuela  de  beneficencia 
del  Estado,  deben  permanecerseparados 
de  los  demás  durante  todo  el  tiempo  de 
su  internación.  Lo  mismo  ocurre  con  los 
alumnos  de  más  de  trece  años  pero  de 
menos  de  dieziseis. 

En  Béljica  hay; 


Cuatro  escuelas  de  beneficencia  para 
muchachos. 

Dos  escuelas  de  beneficencia  para  niñas. 

Hay  una  sección  de  corrección  para 
machachos  incorregibles  anexa  A  la  pri- 
sión central  de  Gante. 

Las  escuelas  de  beneficencia  de  hombres 
están  situadas:  i^l) 

1*  en  Ruysselede....  516  alumnos 
2""  en  Saint-Habert  414 

3*^  en  Ypres 306 

4^  en  Molí 282 


»> 


>9 


La  escuela  de  Ypres  comprende  dos 
secciones.  La  primera  sección  para  los 
alumnos  puestos  á  la  disposición  del  go- 
bierno y  la  segunda  sección  destinada  á 
los  alumnos  reincidentes  que  han  vuelto 
á  entrar,  después  de  habérsele  dado  colo- 
cación ó  de  haber  sido  puestos  en  libertad 
provisoria,  por  faltas  graves  ó  mala  con- 
ducta, sin  que  sin  embargo  se  haya  esti- 
mado necesario  enviarlos  á  la  sección  de 
corrección. 

Las  escuelas  de  beneficencia  para  ni- 
ñas están  situadas  en: 

Bernem 240  alumnas 

Namur 470         „ 

Los  individuos  puestos  á  la  disposi- 
ción del  Gobierno  antes  de  la  edad  de 
dieciocho  años  cumplidos,  en  virtud  de 
la  ley  de  27  de  noviembre  de  1891  para 
reprimir  la  vagancia  y  la  mendicidad  y 
por  la  aplicación  del  artículo  72  del  Có- 
digo Penal,  son  enviados  á  las  escuelas 
de  beneficencia  del  Estado  en  conformi- 
dad al  reparto  siguiente: 


( 1 )  Estas  cifras  corresponden  á  la  población  d« 
31  d«  agosto  de  1905. 


DERECHO 


129 


EDADES 


en  el  momento  del  fallo 


PROVINCIA 

en  el  cual  está  ubicado  el  tri- 
bunal que  ha  pronunciado 
el  fallo. 


ESCUELA 


de  bjaeBcericia  destinatoria 


I.  Muchachos 

Menos  de  trece  años  cum-  |    Las  nueve  provincias  |     Ruysselde. 

plidos 

Trece   años   cumplidos  y  |  Brabant  ( 

menos  de  dieziseis  cum-  <,  Flandre  occidental  <     Ypres  1*  sección 


plidos. 


Trece  años  cumplidos  y 
menos  de  dieziseis  cum- 
plidos. 


(  Hainaut 

Anvers 

Flandre  oriéntale 

Namur 

Liége 

Limbourg 

Luxembourg 


Molí 


Dieziseis  años  cumplidos  y     |  Las  nueve  provincias.        |     Saint  Hurbert 

más 

II.  Nlftas 

Menos  de  trece  años  cum-     |  Las  nueve  provincias.         |     Beernem 

plidos 
Trece   años   cumplidos  y     |  Las  nueve  provincias.         |    Namur 

más 


Or||:anÍ2  ación 

Como  todas  las  escuelas  están  organi- 
zadas sobre  el  mismo  modelo,  nos  basta- 
rá detallar  la  organización  de  la  escuela 
de  Molí. 
El  personal  es  compuesto  de: 
Un  director,  un  capellán,  dos  médicos, 
un  agente  contador,  cuatro  dependien- 
tes, cuatro  profesores,  un  guarda  alma- 
cenes y  treinta  inspectores,  veinte  de  los 
cuales  desempeñan  á  la  vez  las  funciones 
de  mayordomos. 

Ijxanien  de  admisión  para 
los  alumnos 

Á  la  entrada  á  la  escuela  los  alumnos 
son  examinados  por  el  director,  los  mé- 
dicos, el  capellán  y  los  profesores,  á  fin 


de  establecer  el  motivo  de  la  internación, 
el  estado  civil,  la  situación  de  la  familia, 
el  estado  físico,  el  grado  de  instrucción 
y  de  moralidad.  De  esta  manera  se  forma 
un  expediente  que  se  completa  además 
con  los  datos  que  proporcionan  las  ad- 
ministraciones locales  y  la  magistra- 
tura. 

Entre  los  alumnos  entrados  á  la  escue- 
la desde  e¡  I''  de  enero  de  1905  hasta  el 
31  de  agosto,  el  75%  pertenece  á  la  po- 
blación urbana;  25%  á  la  población 
agrícola;  28%  de  los  * 'entrantes"  eran 
analfabetos. 

JBnseftansa 

Se  hace  ala  vez  enseñanza  escolar  y  :í 
enseñanza  profesional.  Líjs  alumnos  van  ^ 
á  clases  todos  los  días;  en  la  mañana  de 


130 


PRIMBRA  PARTE 


SYtál  y  en  la  tarde  de  SV2  á7:  ó  sea  tres 
horas  por  día. 

El  programa  es  más  6  menos  el  de  las 
escuelas  primarías  del  Gobierno  y  está 
bajo  la  vigilancia  de  los  inspectores  de 
instrucción  primaría. 

La  enseñanza  profesional  es  entera- 
mente práctica  y  se  da  en  los  talleres 
donde  los  alamos  trabajan  bajo  la  direc- 
ción de  mayordomos  vigilantes,  desde 
las  8  hasta  las  HV2  de  la  mañana  y  des- 
de la  1  á  las  5  de  la  tarde. 

La  enseñanza  agrícola  profesional, 
teóríca  y  práctica  se  ha  organizado  re- 
cientemente sobre  bases  serías. 

Se  enseñan  los  siguientes  oficios: 

Panadero,  sastre,  zapatero,  herrero, 
gasfiter,  hojalatero,  carpintero,  carroce- 
ro, ebanista,  tornero,  pintor,  albañil-pi- 
zarrero,  impresor,  tipógrafo,  encuader- 
nador y  cestero. 

La  explotación  agrícola  comprende  al 
rededor  de  30  hectáreas  de  tierra  de  siem- 
bra, 10  hectáreas  de  prados  y  3  de  hor- 
taliza. 

En  las  caballerizas  y  establos  hay  tres 
caballoS;  treinta  vacas  lecheras,  un  toro 
y  setenta^  y  cinco  chanchos. 

La  explotación  de  los  talleres  se  hace 
por  administración  por  la  escuela  mis- 
ma, pero  los  alumnos  no  fabrícan  pro- 
ductos sino  para  las  administraciones 
piiblicas  ó  para  los  fabrícantes  que  vi- 
ven en  un  radio  de  más  de  30  kilómetros 
de  distancia  del  establecimiento. 

Los  productos  necesaríos  al  estableci- 
miento se  piden  en  adjudicaciones  públi- 
cas: se  acepta  como  proveedor  al  pro- 
ponente más  bajo. 

Los  alumnos  reciben  cierto  salarío  por 
su  trabajo,  salarío  que  se  coloca  en  su 
libreta  de  la  Caja  de  Ahorros.  Este  sala- 
río,  que  no  excede  de  3  francos  por  mes, 


depende  á  la  vez  de  su  conducta,  de  su 

actividad  y  del  trabajo  producido. 
Entre  las  obras  de  rejeneración  moral 

seríamente  organizadas  citaremos  una 
sociedad  mutual,  que  tiene  por  objeto  la 
creación  de  una  pensión  de  retiro  á  una 
edad  elegida  por  el  interesado  y  una  so- 
ciedad "anti-alcohólica." 

Régimen  diseiplinario 

La  cuestión  del  régimen  de  la  escuela 
es  sobre  todo  una  cuestión  de  psicolojía 
y  de  estudio  personal;  exije  mucho  tac- 
to y  un  profundo  conocimiento  del  cora- 
zón humano;  es  necesarío,  por  decido 
así,  aplicar  un  método  especial  á  cada  in- 
dividuo. Pero  es  posible  aplicar  reglas 
generales. 

Prevenir  es  siempre  mejor  que  casti- 
gar y  vale  más  reprender  que  castigar. 

Partiendo  de  estos  principios  se  trata 
de  evitar  lo  más  posible  los  castigos, 
pero  cuando  se  castiga  se  es  muy  severo. 

Los  castigos  que  se  imponen  son:  la 
pérdida  de  un  grado  ó  de  un  puesto  de 
confianza,  el  poner  á  pan  y  agua,  la  pri- 
vación del  paseo  mensual  y  la  celda  con 
marcha  forzada  obligatoria. 

Los  alumnos  se  clasifican  por  lo  demás 
en  cuatro  divisiones:  1*  de  castigo,  2* 
de  prueba,  3*  de  recompensa  y  4*  de 
honor. 

De  más  está  decir  que  hai  diferentes 
ventajas  que  se  obtienen  al  entrar  en  la 
división  de  honor. 

La  dirección  ha  introducido  también 
el  sistema  de  los  castigos  condicionales. 

Sobre  una  población  de  280  alumnos, 
hay  un  término  medio  de  10  alumnos 
por  mes  castigados  con  2  á  30  días  de 
celda  con  marcha  forzada  (grupo  de  cas- 
tigo.) 
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Un  cuadro  de  músicos  y  una  sección 
coral  se  han  organizado  en  la  escuela- 
Solo  pueden  formar  parte  de  ellas  los 
alumnos  dignos  de  una  recompensa. 

Ijibertad  condicional  y  colocación  en 

aprendizaje 

Los  artículos  30,  31  y  32  de  la  ley  de 
27  de  noviembre  de  1891  autorizan  al 
Ministro  de  Justicia  para  poner  en  liber- 
tad condicional  á  los  jóvenes  detenidos 
en  las  escuelas  de  beneficencia. 

Esta  liberación  se  hace: 

1^  Devolviéndolos  á  sus  familias; 

2^  Colocándolos  en  aprendizaje  con  un 
agricultor  ó  un  artesano;  y 

3*=*  Enganchándolos  en  el  Ejército. 

Los  directores  de  las  escuelas  de  bene- 
ficencia están  encargados  de  informar 
las  solicitudes  de  libertad  condicional  ó 
de  colocación  de  alumnos  en  aprendizaje. 

El  alumno  en  libertad  provisoria  que- 
da bajo  la  vigilancia  de  los  comités  ó 
patronatos  que  obligan  al  alumno  á  vol- 


ver á  la  escuela  de  beneficencia  si  se  por- 
ta mal  ó  se  halla  en  un  medio  que  puede 
ser  peligroso  bajo  el  punto  de  vista 
moral. 

Nos  hemos  limitado  á  señalar  los  gran- 
des rasgi^s  del  organismo  de  las  escuelas 
de  beneficencia  en  Bélgica.  Podría  decir- 
se mucho  más,  especialmente  del  funcio- 
namiento de  esa  bella  institución  de  ''los 
comités  de  patronato." 

Digamos,  para  teminar,  que  las  escue. 
las  de  beneficencia  no  son  aún  populares 
en  Bélgica,  no  sólo  entre  el  público  igno- 
rante sino  aún  entre  ciertos  magistra- 
dos. Mtfchos  creen  ver  en  ellas  una  re- 
producción de  la  prisión,  un  antro  de 
corrupción,  de  depravación  y  de  inmo- 
ralidad. 

Es  evidentemente  un  error  enorme  y 
muy  sensible,  pero  proviene  en  gran  par- 
te de  la  administración  misma,  que  mu- 
chas veces  ha  desdeñado  el  lado  intelec- 
tual de  la  cuestión. 

A.  VAN  Walsberghb. 
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TRANSACCIONES  SOBRE  LOS  EFECTOS  CIVILES  DE  UN  DELITO 


UN  CASO  DE  VALIDEZ  O  NULIDAD  DE  ELLAS 


1.— ¿Es  válidaónulala  transacción  ce- 
lebrada con  los  inculpados  de  un  delito, 
sobre  la  responsabilidad  civil  que  en  vir- 
tud de  él  les  pudiera  afectar,  si  esos  in- 
culpados son  absueltos  después  en  el  jui- 
cio criminal? 

O,  en  otros  términos  y  valiéndonos  de 
un  ejemplo:  Pedro  y  Juan,  acusados  del 
delito  de  hurto  ó  del  de  estafa,  transigen 
con  el  particular  ofendido  la  acción  civil, 
obligándose  á  pagarle  cierta  suma  de  pe- 
sos; se  sigue  el  proceso  criminal  y  en  él 
los  acusados  son  absueltos  del  delito  que 
se  les  imputaba.  ¿Es  válida  esa  transac- 
ción, ó  deberá  considerársela  nula  por 
falta  de  causa? 

lia  canna  en  lai«  transacciones 

en  general 

2.— *Xa  transacción,  dice  el  artículo 
2446  del  Código  Civil,  es  un  contrato  en 
que  las  partes  terminan  extrajudicial- 
mente  un  litigio  pendiente,  ó  precaven 


un  litigio  eventual.  No  es  transacción  el 
acto  que  sólo  consiste  en  la  renuncia  de 
un  derecho  que  no  se  disputa." 

Por  su  parte,  el  artículo  2044  del  Có- 
digo francés  dice:  *Xa  transacción  es  un 
contrato  por  el  cual  las  partes  terminan 
un  litigio  empezado  ó  precaven  un  litigio 
por  nacer.*' 

Bien  puede  decirse  que  aquél  no  es  sino 
la  traducción  de  éste;  mayor  exactitud 
no  podría  exigirse;  lo  que  nos  ahorrará 
un  gran  trabajo,  pues  permitirá  aprove- 
char sin  recelos  todo  lo  que  ya  nos  ofre- 
cen los  jurisconsultos  y  los  tribunales 
franceses  sobre  esta  interesante  materia. 

3.— De  la  definición  que  de  este  contra- 
to dan  ambos  Códigos,  no  se  necesita 
gran  esfuerzo  para  deducir  el  carácter 
esencial  y  dominante  de  la  transacción: 
terminar  los  juicios  ya  empezados  ó  que 
puedan  sobrevenir,  por  medio  de  un  arre- 
glo directo  entre  las  partes,  con  prescin- 
dencia  absoluta  de  la  intervención  de  la 
justicia. 
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Como  decía  el  Consejero  de  Estado 
Bigot-Préaméneu,  al  proponer  la  ley 
sobre  las  transacciones,  en  la  sesión  de 
24  ventoso,  año  12:  "De  todos  los  me- 
dios de  poner  fin  á  las  diferencias  que 
hacen  nacer  entre  los  hombres  sus  rela- 
ciones variadas  y  multiplicadas  hasta  lo 
infinito,  la  más  feliz  en  todos  sus  efectos 
es  la  transacción ,  este  contrato  por  el  cual 
se  terminan  los  litigios  existentes,  ó  por 
el  cual  se  precaven  los  litigios  por  nacer. 
Cada  parte  se  desprende  entonces  de  to- 
da prevención;  balancea  de  buena  fé,  y 
con  el  deseo  de  la  conciliación,  la  venta- 
ja que  le  resultaría  de  una  sentencia  fa- 
vorable y  la  pérdida  que  le  reportaría 
una  condenación;  sacrifica  una  parte  de 
la  ventaja  que  podría  esperar  para  no 
soportar  toda  la  pérdida  que  es  de  te- 
mer; y  aun  ovando  la  una  de  ellas  se  de- 
sista enteramente  de  su  pretensión,  se  de- 
termina á  ello  por  el  gran  interés  de  res- 
tablecer la  unión  y  de  garantirse  de  la 
pesadez,  las  costas  y  las  inquietudes  de 
un  proceso.  Un  derecho  dudoso,  y  la  cer- 
tidumbre con  que  las  ffertes  han  enten- 
dido balancear  y  reglar  sus  intereses;  ta- 
les son  los  caracteres  que  distinguen  y 
que  constituyen  la  transacción.'* 

Y  como  con  tanta  elocuencia  cuanta 
exactitud  dice  Troplong,  en  su  tratado 
de  \ai3 Transacciones:  **Los  procesos  ase- 
dian la  vida  de  los  hombres  con  numero- 
sos tormentos;  son  á  menudo  la  ruina 
de  las  familias.  La  transacción  que  los 
hace  desaparecer  es  el  partido  del  sabio. 
No  se  pierde  transigiendo,  porque,  cual- 
quier sacrificio  que  imponga,  se  gana  en 
cambio  el  primero  de  todos  los  bienes,  la 
tranquilidad:  Melior  est  certa  pax  quam 
sperata  victoria,'^ 

Por  esto  la  ley  romana  (L.  41,  C.  De 
transactionibus)  consignaba  la  siguien- 


te elocuente  disposición:  **S/  el  que  fuere 
mayor  de  veinticinco  años,  cree  que  pue- 
de faltar  al  cumplimiento  de  los  pactos 
ó  transacciones., .ya,  interpelando  al  juez 
ó  ya  recurriendo  al  emperador,  ó  no  cum- 
pliendo su  obligación. ../ío  sólo  será  no- 
tado como  infame,  sí  que  perderá  su  ac- 
ción, incurrirá  en  la  pena  preñjada  en  el 
pacto  y  perderá  la  propiedad  de  la  cosa 
y  el  provecho  que  le  traíala  transacción, 
todo  lo  que  redundará  en  beneficio  de 
los  que  cumplen  fielmente  lo  conve- 
nido." 

Por  esto  el  emperador  Felipe  Augus- 
to, dijo  á  Apollofania  (L.  10, CDe  tran- 
sactionibus): ^^Conpoca  probidad  inten- 
tas ahora  promover  cuestiones  acerca 
de  la  sucesión  paterna  á  los  hijos  de  tu 
hermano,  sin  reparar  en  los  vínculos  de 
la  sangre  y  en  la  fé  de  lo  pactado;  /amas 
tendrían  término  los  pleitos  si  pudieran 

rescindirse  las  transacciones  hechas  de 
buena  fé.'^ 

Y  el  emperador  Antonino  Augusto  á 
Luctacio  (L.  2,  C.  De  transactioni- 
bus): "Diciendo  tu  que  transigiste  con  tu 
hermana  acerca  de  una  herencia,  y  que 
por  esta  razón  te  declaraste  deudor  de 
una  cantidad  de  dinero,  aún  cuando  no 
haya  mediado  litigio,  se  entiende  que 
debes  esta  cantidad  en  fuerza  de  la  tran- 
sacción que  hiciste  para  evitarlo.'* 

4.— El  carácter  esencial  de  las  transac- 
ciones, la  causa  de  todas  ellas,  es,  pues, 
terminar  los  litigios  comenzados  ó  pre- 
caver los  eventuales;  adquirir  la  certi- 
dumbre en  las  relaciones  jurídicas  y  po- 
ner fin  á  toda  situación  dudosa;  por  lo 
cual  no  es  necesario  que  haya  un  proce- 
so sobre  la  cuestión  que  se  transige,  sino 
que  exista  el  temor  de  verse  envuelto 
en  alguno.  Fundado  en  lo  cual  dice  Tro- 
plong, que  la  transacción  tiene  un  ca- 
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rácter  de  mucho  mayor  utilidad,  cuan- 
do va  adelante  de  los  debates  judiciarios, 
que  cuando  termina  un  proceso  comen- 
zado. 

La  duda,  la  incertidumbre  en  el  dere- 
cho que  uno  cree  pertenecerle,  la  amena- 
za de  verse  envuelto  en  una  contienda 
judicial  acerca  de  ese  derecho,  bastan 
por  demás  para  servir  de  causa  á  una 
transación.  Ni  el  Código  Civil  Chileno, 
üi  su  modelo  el  francés,  ni  ninguna  legis- 
lación que  haya  podido  influir  en  la  chi- 
lena, exigen  ni  entran  á  examinar,  para 
aceptar  la  validez  de  la  transacción,  que 
el  derecho  que  se  transigió  sea  o  nó  du- 
doso, que  el  temor  del  litigio  sea  ó  nó 
fundado,  si  el  litigio  mismo  que  se  preca- 
ve es  ó  nó  de  resultados  seguros  para 
uno  de  los  litigantes. 

Como  dice  Dalloz  en  su  Repertorio 
(r.  transaction,  núm  148),  sobre  cuando 
tendrá  ó  nó  la  transacción  una  causa 
bastante:  "En  los  casos  cuya  solución 
parezca  difícil,  es  preciso  no  olvidar  lo 
que  hemos  dicho,  que  la  causa  de  la  tran- 
sacción es  válida,  aun  cuando  no  tenga 
su  fuente  en  un  interés  apreciable  en  di- 
nero, sino  en  un  deseo  de  unión,  de  paz, 
y  en  la  voluntad  de  poner  término  á  las 
inquietudes  de  un  proceso.  ''Un  sentimien- 
to de  honor  jr  de  alta  equidad  pueden 
también  ser  considerados  como  una  cau- 
sa lejítima.''  Y  esto  último  bien  lo  ma- 
nifiesta el  artículo  2455  de  nuestro  Có- 
digo Civil,  que  llega  hasta  aceptar  que 
pueda  transigirse  un  litigio  que  ya  ha  si- 
do terminado  por  sentencia  pasada  en 
autoridad  de  cosa  juzgada,  con  tal  que 
las  partes  hayan  conocido  la  sentencia 
al  tiempo  de  transigir;  puesto  que  sólo 
declara  nula  la  transacción,  "si  al  tiem- 
po de  celebrarse,  estuviese  ^^a  terminado 
el  litigio  por  sentencia  pasada  en  autori- 


dad de  cosa  juzgada,  y  de  que  las  partes 
ó  alguna  de  ellas  no  baya  tenido  cono- 
cimiento al  tiempo  de  transigir.'* 

Baudrv  Lacantinerie  (tomo  21,  pág. 
580,  núm.  1202  de  su  obra)  agrega: 

"Basta  para  la  validez  de  la  trans£ic 
ción  que  el  derecho  (sobre  que  se  transi- 
ge) sea  dudoso  en  la  mente  de  las  partes 
que  transigen,  aun  cuando  él  no  presen- 
tase este  carácter  á  los  ojos  de  un  hom- 
bre   desinteresado   ó    competente.    En 
otros  términos,  la  cuestión  de  saber  si  el 
derecho  que  ha  sido  el  objeto  de  la  tran- 
sacción es  ó  nó  dudoso  ó  litigioso,  debe 
ser  apreciada  de  una  manera  completa- 
mente sujestiva:  el  juez  encargado  de  re- 
solverla no  deberá  preguntarse  si  el  dere- 
cho es  dudoso  para  él,  para  un  juriscon- 
sulto, para  todo  el  mundo;  sino  si  lo  era 
para  las   partes  en  el  momento  en  que 
ellas  han  transigido.  Esta  era  la  solu- 
ción  admitida  en  derecho  romano;   lo 
que  es  además  conforme  al  espíritu  de 
nuestra  ley,  que  ha  querido  hacer  de  la 
transacción  un   instrumento  de  paz,  y 
que  debe  por  lo  tonto   autorizar  su  em- 
pleo aun  para  disipar  la  eventualidad  de 
una  contestación;  y  esa  solución  no  es 
contraria  al  texto  (de  la  ley),  que  nos 
representa   la  transacción  como  preca- 
viendo una   contestación  nacida  ó  por 
nacer,  sin  distinguir  si  ella  es  o  nó  fun- 
dada. Por  lo  demás,  suponiendo  que  el 
derecho  no  sea  dudoso  ó  contestable,  las 
partes  no  habrían  incurrido  sino  en  un 
error   de    derecho,  y,  según   el   artícu- 
lo 2052,  el  error  de  derecho  no  es  causa 
de  rescisión  de  la  transacción.  (Igualmen- 
te, según  el  art.  1452   de  nuestro  Códi- 
go Civil,  el  error  sobre  un  punto  de  dere- 
cho no  vicia  el  consentimiento  en  ningu- 
na clase  de  contratos).  6n  fin,  las  partes 
han  podido  querer,  aun  teniendo  plena 
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certidumbre  de  su  derecho,  evitar  un 
proceso  por  temor  de  atraer  la  atención 
ó  de  causar  un  escándalo." 

"Así  la  transacción  sobre  la  acción  de 
rescisión  de  una  venta  por  causa  de  le- 
sión es  válida  aunque  la  rescisión  no  fue- 
se de  temer".  (Cita  á  Larombiere,  art. 
1131,  núm.  11.) 

**De  la  misma  manera,  la  transacción 
sobre  los  términos  de  un  testamento 
(la  inteligencia  de  alguna  de  sus  cláu- 
sulas), es  válida  aun  cuando  la  simple 
lectura  del  testamento  desvanezca  la  di- 
ficultad, con  tal  que  las  partes  hayan 
sido  sinceras." 

Resulta  de  lo  expuesto  que  la  verdade- 
ra causa  y  objeto  de  la  transacción  es 
precaver  un  litigio  eventual  sobre  un  de- 
recho que  es  dudoso  para  las  partes, 
aunque  en  realidad  no  lo  sea;  ó  en  otros 
términos,  es  causa  y  objeto  bastante, 
evitar  un  proceso,  aunque  sea  injusto. 

5.— Laurent,  (tomo  28,  Des  transac- 
tions,  pág.  330,  núm.  325),  dice  así: 
"¿Cuándo  es  dudoso  un  derecho?  La 
cuestión  parece  que  fuera  una  cuestión  de 
derecho  que  el  juez  debiera  decidir  según 
las  leyes  que  rigen  el  objeto  de  la  tran- 
sacción. Pero  esta  manera  de  apreciar 
la  duda  no  es  exacta.  La  transacción  es 
un  contrato  que  interviene  entre  perso- 
nas extrañas  al  estudio  del  derecho,  lo 
que  hace  necesario  colocarse  bajo  el  pun- 
to de  vista  de  los  contratantes  para  de- 
cidir si  ellas  han  considerado  como  du- 
dosa la  cuestión  que  las  divide.  La  duda 
que  presenta  una  cuestión  de  derecho  es, 
pues,  una  cosa  muy  relativa:  ¿qué  de  ve- 
ces hemos  dicho  que  á  nuestro  sentir  la 
solución  de  tal  dificultad  no  era  dudosa, 
aunque  fuese  el  objeto  de  una  controver- 
sia? Eso  no  impide  que  se  transija  váli- 
damente sobre  todo  punto  controverti- 


do. Es  menester  ir  más  allá:  muchas 
cuestiones  que  no  son  dudosas  para  el 
jurisconsulto,  pueden  ser  muy  dudosas 
para  las  partes  que  transigen.  Lo  único 
que  resulta  de  su  ignorancia,  es  que  se 
engañan  sobre  un  punto  de  derecho;  pero 
la  ley  no  permite  atacar  las  transaccio- 
nes por  causa  de  error  de  derecho  (art. 
2052-1452  de  nuestro  Código)  Así,  pues, 
aun  cuando  las  dudas  de  las  partes  no 
tuviesen  fundamento  alguno,  basta  que 
haya  duda  para  que  la  transacción  ten- 
ga una  causa,  porque  el  motivo  jurídico 
que  le  sirve  de  causa,  es  que  podría  tener 
lugar  sobre  ello  un  proceso;  pues  bien, 
este  proceso  es  posible  desde  que  las 
partes  dudan." 

Después  en  la  página  351,  número  353, 
agrega:  **Se  puede,  en  general,  transigir 
sobre  toda  especie  de  derechos  desde  que 
son  dudosos.  Según  los  términos  del  ar- 
tículo 1130,  las  cosas  futuras  pueden 
ser  el  objeto  de  una  obligación.  ¿Se  pue- 
de transigir  también  sobre  los  derechos 
eventuales?  La  Corte  de  Casación  ha 
juzgado,  en  principio,  que  las  partes  ca- 
paces pueden  transigir  sobre  pretensio- 
nes eventuales  y  sobre  derechos  que  no 
nacerán  sino  posteriormente  á  la  tran- 
sacción (cita  á  Dalloz,  en  la  palabra 
transacción,  núm.  86).  Esto  nos  parece 
evidente:  basta  que  haya  un  derecho  y 
que  este  derecho  sea  dudoso,  poco  im- 
porta que  sea  eventual  ó  condicio- 
nal." 

Por  eso  PoTHiER,  haciéndose  cargo  de 
un  edicto  de  Francisco  II  de  1560,  que  es- 
blece  que  las  transacciones  no  son  rescin- 
dibles  por  lesión,  cualquiera  que  ésta  sea, 
se  expresa  así  (t.  2,  pág.  22,  núm.  36, 
Obras  Completas);  "La  razón  del  edicto 
arranca  de  la  naturaleza  particular  dees- 
tas  convenciones.  En  los  otros  contratos 
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in  teresados,  cada  uno  de  los  contratantes 
tiene  intención  de  recibir  tanto  como  lo 
qne  él  da,  y  de  no  ceder  nada  de  lo  que  le 
pertenece:    su   consentimiento   no  está, 
pues,  enteramente  perfecto  cuando  es  le- 
sionado, pues  que  en  este  caso  parte  de  un 
error  en  que  está,  de  que  recibe  tanto  como 
dio;  y  sobre  el  fundamento  de  esta  falta 
en  su  consentimiento,  es  que  se  le  admite 
á  hacerse  restituir  contra  el  contrato.  Al 
contrario,  en  las  transacionesj  por  la  na- 
turaleza misma  de  estas  convenciones, 
los  contratantes  tienen  intención  de  evi- 
tar un  proceso^  aun  á  expensas  de  lo  que 
les  perteneced 

6 Esto  equivale  á  hacer  6  equiparar 

la  transacción  á  un  contrato  aleatorio: 
en  estos  casos  y  en  la  generalidad  de  las 
transacciones,  la  principal  causa  de  ellas 
está  en  el  alea,  que  se  quiere  evitar  y  que 
aun  corren  las  partes  al  transigir.  Antes 
de  celebrar  el  contrato,  se  encontraban 
ellas  en  presencia  de  un  pleito,  iniciado  ó 
por  iniciar,  cuyo  resultado  no  podía  nin- 
guna de  ambas  partes  considerar  asegu- 
rado; y  he  ahí  el  alea,  la  verdadera  suer- 
te ó  ventura  que  ambas  corrían  ó  iban  á 
correr  en  el  juicio.  Que  una  de  las  partes 
había  de  vencer,  ello  es  evidente,  una  de- 
bía tener  la  razón;  pero  como  esto  no  se 
sabe  mientras  no  se  llegue  al  resultado 
final,  que  depende  de  tantas  causas  y  tan- 
tos accidentes,  las  partes  se  mueven  á 
evitarse  ese  albur,  transigiendo;  pero  co- 
rriendo al  mismo  tiempo  el  otro  albur, 
de  dar  más  6  de  recibir  menos  de  lo  que 
en  justicia  correspondería  si  esperasen  la 
sentencia  judicial. 

Y  que  existe  ese  albur,  esa  alea,  en  to- 
dos los  pleitos,  no  sólo  lo  manifiesta  la 
experiencia  con  la  dura  realidad  de  los 
hechos;  lo  dice  y  reconoce  el  mismo  legis- 
lador. 


En  efecto,  nuestro  Código  Civil,  tra- 
tando de  la  cesión  de  los  derechos  litigjio- 
sos,  dice  en  su  artículo"  1911:  "Se  cede  tan 
derecho  litigioso  cuando  el  objeto  direc- 
to de  la  cesión  es  el  evento  incierto  de  la, 
litis,  del  que  no  se  hace  responsable  el  ce- 
dente." 

Basta,  pues,  en  el  criterio  de  laley,  que 
haya  un  juicio,  que  haya  una  litis,  para 
que  el  evento  de  ella  se  considere  incierto, 
el  derecho  afectado  por  ese  juicio  sea  liti- 
gioso y  lo  que  se  ceda,  al  cederlo,  sólo  sea 
ese  evento  incierto  de  la  contienda. 

Por  consiguiente,  al  tratarse  de  una 
transacción,  no  hay  que  atender  á  otra 
cosa  que  á  la  existencia  de  un  juicio  que 
se  termina  ó  ala  probable  superveniencia 
de  un  juicio  que  se  precave.  Esto  es  sufi- 
ciente ante  la  ley  para  legitimar  la  tran- 
sacción, porque  la  sola  posibilidad  del  li- 
tigio hace  á  sus  ojos  inciertos  los  dere- 
chos sobre  que  verse.  Lo  demás  queda  en- 
tregado al  cuidado  natural  que  las  per- 
sonas deben  poner  en  sus  negocios:  ellas 
deben  calcular,  cuanto  más  aproximati- 
vamente puedan,  las  probabilidades  fa- 
vorables y  adversas  que  les  ofrezca  el  li- 
tigio presente  ó  eventual,  y  según  éstas 
sean,  separarse  más  ó  menos  de  sus  pre- 
tensiones, á  trueque  de  obtener  la  tran- 
quilidad y  la  certidumbre  de  sus  derechos. 

Alcance  de  lasi  transacciones 
sobre  los  efectos  civiles  de  nn  delito 

7.— El  Código,  después  de  establecer  en 
el  artículo  2446  que  la  transacción  pue- 
de tener  por  causa  el  poner  término  á  un 
juicio  pendiente  ó  eventual,  sean  estos 
fundados  ó  nó,  agrega  en  el  artículo 
2449:  **  La  transacción  puede  recaer  so- 
bre la  acción  civil  que  nace  de  un  delito; 
pero  sin  perjuicio  de  la  acción  criminal." 
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Conocida  es  la  completa  distinción  que 
hay  entre  ambas  acciones,  civil  y  crimi- 
nal, que  nacen  de  un  delito,  como  asi- 
mismo la  absoluta  independencia  que  por 
regla  general  existe  entre  ambas;  distin- 
ción é  independencia  que  viene  á  confir- 
mar explícitamente  esta  disposición  del 
Código  Civil.  Se  puede  transigir  sobre  la 
acción  civil  que  nace  de  un  delito;  pero 
ello  es  sin  perjuicio  de  la  acción  criminal; 
lo  que  claramente  manifiesta  que  no  de- 
penden una  acción  de  otra  ni  son  ellas 
iguales,  cuando  las  estipulaciones  que 
sobre  la  una  se  celebren  no  afectan  á  la 
otra. 

Después  de  lo  establecido  en  la  primera 
parte,  casi  no  sería  necesario  insistir  ó 
entrar  á  manifestar  el  alcance  de  esta 
disposición  legal.  Si  puede  transigirse  so- 
bre cualquier  pleito  que  amenace  existir, 
cualquiera  que  sea  su  fundamento  ó  fal- 
ta de  él,  con  mayor  razón  se  puede  tran- 
sigir sobre  la  acción  civil  naciente  del 
delito,  que  es  una  acción  establecida  con 
tanta  claridad  como  precisión  en  el  de- 
recho. 

8. — Sin  embargo,  conviene  examinar  el 
alcance  de  la  disposición  legal  en  cues- 
tión, para  determinar  la  razón  de  su 
existencia,  que,  á  primera  vista,  parecía 
no  necesitarse. 

El  origen  de  este  artículo  del  Código 
chileno  se  encuentra  en  el  204-6  del  Códi- 
go francés,  del  cual  casi  es  simple  tra- 
ducción, tal  como  el  2446  lo  es  del  2044-, 
según  lo  ya  manifestado.  Dice  dicho  ar- 
tículo 2046:  **Se  puede  transigir  sobre  el 
interés  civil  que  resulta  de  un  delito.  La 
transacción  no  impide  la  persecución  del 
Ministerio  Público.'* 

A  su  turno,  el  origen  de  esta  disposi- 
ción del  Código  francés,  exacta  á  la  del 
chileno,  se  encuentra  en  la  "Exposición 


de  motivos  de  la  ley  sobre  las  transac- 
ciones, por  el  consejero  de  Estado  Bi- 
got-Préameneu"  (sesión  de  14  ventoso, 
año  12,)  que  ya  se  ha  citado.  Dijo  dicho 
consejero: 

**¿Un  delito  puede  ser  objeto  de  una 
transacción?  En  las  leyes  romanas  se  en- 
cuentran muchos  textos  relativos  á  esta 
cuestión.  En  ellos  se  distingue,  á  este  res- 
pecto, los  delitos  privados  y  los  crímenes 
públicos  Respecto  de  los  delitos  priva- 
dos, tales  como  el  hurto  ó  la  injuria,  ha- 
bía toda  libertad  para  transigir.  Se  po- 
día también  transigir  sobre  los  crímenes 
públicos  cuando  acarreaban  pena  capi- 
tal. No  había  excepción  sino  para  el  adul- 
terio. Esta  facultad  de  transigir  sobre 
semejantes  crímenes  se  fundaba  en  el  mo- 
tivo de  que  no  era  posible  privar  á  nadie 
de  los  medios  de  salvar  su  vida.  En  cuan- 
to á  los  crímenes  públicos  contra  los 
cuales  la  pena  no  era  capital,  no  era  per- 
mitido transigir.  Los  acusadores  esta- 
ban obligados  á  perseguir  el  castigo  de 
estos  crímenes:  no  había  entre  ellos  acu- 
sador público...  Esta  legislación  sobre  la 
persecución  de  los  crímenes  y  sobre  la  fa- 
cultad de  la  defensa  de  transigir,  era  de- 
masiado defectuosa. 

**En  Francia,  el  delito  se  ha  distingui- 
do siempre  de  los  daños  y  perjuicios  que 
puedan  resultar  de  él.  En  todos  los  deli- 
tos, públicos  ó  privados,  contra  los  cua- 
les se  arma  la  vindicta  pública,  ella  no 
•depende  de  la  acción  de  los  particulares; 
semejante  interés,  que  esel  de  la  sociedad 
entera,  está  confiado  á  oficiales  públicos. 
Estando  así  asegurada  la  vindicta  públi- 
ca, y  no  pudiendo  aquel  á  quien  ha  perju- 
dicado el  delito,  contratar  sobre  el  delito 
mismo,  sino  solamente  sobre  su  indemni- 
zación, esta  indemnización  ha  sido  siem- 
pre considerada  como  un  interés  privado 
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sobre  el  cual  es  permitido  transigir.  Pero 
aquel  que  ejercita  la  vindicta  páblica  ¿pue- 
de presentar  como  la  confesión  de  un  deli- 
to el  acto  por  el  cual  se  ha  transigido  so. 
brela  indemnización  que  de  él  resulta?  En 
el  proyecto  de  la  ordenanza  de  1670,  se 
había  colocado  un  artículo  que  importa- 
ba la  prohibición  á  toda  persona  de  tran- 
sigir sobre  crímenes  que  merecieran  una 
pena  aflictiva  ó  infamante,  y,  en  este  ca- 
so, se  imponía  una  multa  de  500  libras 
tanto  á  la  parte  civil  como  al  acusado, 
al  cual  se  le  tendría  por  confeso.  Este  ar- 
tículo fué  rechazado  como  muy  riguroso 
y  como  innecesario  en  nuestras  costum- 
bres, ea  que  el  interés  social  que  exige 
que  los  crímenes  sean  castigados,  es  inde- 
pendiente de  todas  las  convenciones  de 
los  particulares.  Se  ha  debido  considerar 
aún  que  aquel  mismo  que  es  inocente^ 
puede  hacer  un  sacriñcio  pecuniario  para 
evitar  la  humillación  de  un  proceso  en  el 
cual  estaría  obligado  á  justiñcarse^  y  se 
ha  debido  deducir  de  esto  que  no  siendo 
hecha  la  transacción  sobre  el  delito  mis- 
mo con  aquél  que  está  encargado  de  per- 
seguirlo, no  se  debe  inducir  de  allí  una 
confesión.  Es  también  por  este  motivo 
que  toda  transacción  entre  los  que  de- 
sempeñan el  Ministerio  Público  y  los 
acusados,  sería  ella  misma  un  delito.  Se 
ha  establecido,  como  regla  general  en  el 
proyecto  de  ley,  que  se  puede  transigir 
sobre  el  interés  civil  que  resulta  de  un  de- 
lito^ pero  que  la  transacción  no  impide 
la  persecución  del  Ministerio  Público.  Es- 
ta regla  se  aplica  al  crimen  de  falsedad 
como  á  todos  los  delitos.  Cuando  aquel 
contra  el  cual  se  quiere  hacer  valer  una 
pieza  falsa  á  la  que  él  opone  la  falsedad, 
cesa  de  usar  esta  excepción  y  transige, 
no  se  puede  deducir  de  esta  transacción 
que  no  había  cuerpo  del  delito,  y  que  no 


sólo  los  daños  y  perjuicios,  sino  añn  la 
persecución  del  mismo  delito  por  el  inte- 
rés público,  estén  subordinados  á  la  vo- 
luntad de  las  partes.  Si  la  transacción  no 
hace  prueba  contra  los  acusados,  na  de- 
be  tampoco  y  en  ningún  caso,  atar  las 
manos  al  Ministerio  Público,  que  no  po- 
día él  mismo  transigir.^' 

9. — Este  ha  sido  principalmente  el  ob- 
jeto de  la  disposición:  que  la  transacción 
que  se  celebre  sobre  la  acción  civil  no  pro- 
duzca efecto  alguno  en  la  acción  crimi- 
nal, ni  en  contra  del  reo  ni  en  favor. 

A  eso  obedece  la  disposición  del  Códi- 
go francés,  que  el  Código  chileno  ha  tra- 
ducido casi  textualmente,  diciendo  en  el 
artículo  2449  *'la  transacción  puede  re- 
caer sobre  la  acción  civil  que  nace  de  un 
delito;  pero  sin  perjuicio  de  la  acción  cri- 
minal". Sin  perjuicio  alguno:  ni  en  favor 
ni  en  contra  de  ella;  ni  atando  las  manos 
al  Ministerio  Público  para  que  persiga 
el  delito,  ni  importando  tampoco  la  con- 
fesión del  delito  por  parte  del  que  tran- 
sige, porque  aún  quien  sea  del  todo  ino- 
cente del  delito  que  se  le  impute,  puede 
transigir  válidamente  sobre  él  para  evi- 
tarse las  molestias  y  humillaciones  de 
un  proceso  en  que  justificar  su  inocencia. 

Y  en  el  Código  chileno  este  fin  ú  objeto 
de  dicha  disposición  legal  es  aún  más 
manifiesto,  si  cabe,  que  en  la  legislación 
francesa.  Allá  era  un  mero  proyecto  de 
ordenanza  el  que  hacía  ó  consideraba 
confesión  del  delito  la  transacción  que 
se  celebrara  sobre  él;  aquí  era  una  ley 
(la  ley  22,  tít.  I.  de  la  Partida  7*)  la 
que  ordenaba  se  tuviera  como  confesión 
del  delito  en  causa  criminal,  la  transac- 
ción celebrada  por  el  reo  con  el  acusador; 
ó  según  la  propia  expresión  de  la  ley  "se 
da  por  fazedor  del  yerro  por  razón  de  la 
^.venencia,  e  que  lo   puede  condenar  el 
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Juzgador  a  la  pena  que  mandan  las  leyes 
sobre  tal  yerro  como  aquel  de  que  el  era 
acusado".  Y  Gregorio  López, en  su  nota 
16  á  las  palabras  facedor  del  yerro,  agre- 
ga que  si  la  transacción  fuere  hecha  fue- 
ra de  juicio,  se  tenga  siempre  como  con- 
fesión justa  y  baste  para  que  el  reo  sea 
condenado. 

Esto  fué  lo  que  el  Código  Civil  chileno, 
siguiendo  á  la  letra  al  francés,  no  quiso 


que  continuara  rigiendo;  y  por  eso  dijo 
que  la  transacción  era  sin  perjuicio  de  la 
acción  criminal,  ó  sea  que  no  quedaba 
afectada  en  lo  más  mínimo,  que  no  tenía 
influencia  alguna  en  ella,  favorable  ni 
desfavorable,  este  medio  de  extinguir  la 
acción  civil  que,  por  regla  general^  no  es 
medio  de  extinguir  la  acción  criminal. 

Santiago  Lazo. 
(Continuará) 
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LA  LEGISLACIÓN  INTERNACIONAL  DEL  TRABAJO 


Por  Daniel  Crick 


I. — Utilidad  de  la  legislacióx  inter- 
nacional DEL  TRABAJO 

Debido  á  una  serie  de  invenciones  me- 
cánicas, cuya  eficacia  no  tardó  en  au- 
mentar el  vapor,  la  industria  del  tejido 
sufrió,  á  fines  del  siglo  XVIII,  una  tras- 
formación  radical  en  Inglaterra.  La  pro- 
ducción aumentó  en  grandes  proporcio- 
nes y  la  industria  tomó  un  vuelo  enor- 
me, pero  causando  la  ruina  de  la  clase 
de  los  artesanos,  incapaces  de  luchar 
contra  los  nuevos  procedimientos.  Se  es- 
tablecieron numerosas  fábricas,  hacia 
las  cuales  afluyeron  los  obreros,  atraidos 
por  los  altos  salarios.  Se  extendió  el  co- 
mercio exterior;  exigió  esfuerzos  de  tra- 
bajo más  prolongados,  y  pronto  los  es- 
tablecimientos permanecieron  abiertos 
día  y  noche.  Pero  la  concurrencia  pro- 
dujo una  baja  en  las  ganancias  y  los  in- 
dustriales trataron  de  disminuir  el  valor 
de  sus  productos  reduciendo  los  salarios 
y  utilizando  un  trabajo  poco  costoso. 
Enrolaron  entonces  mujeres  y  niños,  lo 


que  les  fué  tanto  mas  fácil  cuanto  que  el 
empleo  de  máquinas  perfeccionadas  re- 
ducía la  intervención  de!  obrero  á  un  pa- 
pel secundario. 

Pero  el  empleo  de  estas  personas,  que 
estaban  sometidas  á  un  trabajo  excesivo 
en  condiciones  higiénicas  deplorables,  no 
tardó  en  producir  males  que  levantaron 
protestas.  Los  excesos  del  **dejar  hacer" 
comprometían  la  vida  y  la  salud  de  las 
mujeres  y  los  niños  y  amenazaban  el  por- 
venir de  la  raza.  No  fué  sólo  en  Inglate- 
rra donde  se  manifestó  este  estado  de 
cosas.  Las  mismas  consecuencias  se  hi- 
cieron sentir  en  el  continente,  á  medida 
que  se  extendía  la  industria.  Los  poderes 
públicos  se  vieron  obligados  á  intervenir. 
En  Inglaterra  se  inició  la  legislación 
obrera  en  1802  con  una  ley  sobre  el  tra- 
bajo de  los  niños;  en  Francia,  en  1841, 
con  una  ley  sobre  el  mismo  objeto;  en 
Prusia,  la  lectura  de  un  informe  militar 
que  comprobaba  que  los  distritos  manu- 
factureros no  alcanzaban  á  suministrar 
su  contingente  de  reclutas,  decidió  á  Fe- 
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derico -Guillermo  IV  á  promulgar  la  ley 
sobre  fábricas  de  1839.  Estas  primeras 
medidas  fueron  seguidas,  con  intervalos 
más  6  menos  largos,  de  nuevas  regla- 
mentaciones; los  otros  Estados  entraron 
por  el  mismo  camino,  y  así  se  elaboró 
lentamente,  en  el  curso  del  último  siglo, 
la  legislación  protectora  del  trabajo. 

La  uniformidad  de  los  procedimientos 
industriales  modernos  ha  producido  en 
todas  partes  la  igualdad  de  las  condicio- 
nes de  trabajo.  Por  esto  los  países  indus- 
triales se  han  visto  obligados  á  legislar 
sobre  los  mismos  objetos,  y  puede  decir- 
sé  que,  muy  á  menudo,  las  diversas  legis- 
laciones no  se  diferencian  más  que  en  los 
detalles;  y  á  hacer  desaparecer  esas  dife- 
rencias se  han  dedicado  los  promotores 
de  la  unificación  de  las  leyes  protectoras 
del  trabajo. 

El  temor  de  la  concurrencia  extranjera 
ha  sido,  en  todos  los  países,  el  escollo  de 
la  legislación  obrera.  Los  industriales 
han  presentado  siempre  las  cargas  y 
trabas  que  ella  impone  como  otras  tan- 
tas ventajas  indirectas  conferidas,  en  el 
mercado  internacional,  á  las  naciones 
exentas  de  las  mismas  reglamentaciones. 
No  se  puede  negar  que  esta  objeción  no 
sea  seria.  El  deseo  de  salvar  este  obstá- 
culo que  encontraba  la  legislación  del 
trabajo,  hizo  que  los  filántropos,  conmo- 
vidos con  los  sufrimientos  de  las  clases 
trabajadoras  y  que  buscaban  un  reme- 
dio, concibieran  la  iílea  de  unificar  las 
condiciones  del  trabajo  por  medio  de 
convenciones  internacionales;  siendo  la 
misma  en  todas  partes  la  legislación,  los 
concurrentes  de  todos  los  países  se  en- 
contrarían colocados  en  un  mismo  pié 
de  igualdad. 

Los  primeros  partidarios  de  hacer  in- 
ternacionales las  leyes  protectoras  del 


trabajo  salieron  de  entre  los  industria- 
les. Un  nombre  sobre  todo  atrae  la 
atención,  el  de  un  industrial  alsaciano, 
Daniel  Legrand.  En  los  Appels  que  diri- 
gió á  las  naciones  industriales,  fué  el  pri- 
mero que  propuso  formalmente  á  los 
gobiernos  llegar  á  una  inteligencia  sobre 
el  establecimiento  de  una  legislación  in- 
ternacional del  trabajo.  Pero  su  voz  no 
debía  encontrar  más  eco  que  la  de  Ro- 
berto Owen,  cuando,  en  1818,  llamó  la 
atención  de  las  potencias  reunidas  en 
Aix-la -Chapelle  sobre  la  desgraciada 
condición  á  que  había  reducido  la  indus- 
tria moderna  á  las  poblaciones  obreras. 

La  tarea  de  realizar  la  unificación  de 
las  leyes  protectoras  de  los  trabajadores 
habría  sido  probablemente  muy  ardua 
para  ser  emprendida  sólo  por  la  filan- 
tropía. Fué  necesario  que  viniera  á  pres- 
tarle su  ayuda  un  impulso  inspirado  en 
motivos  de  interés,  y  que  partió  de  las 
mismas  filas  de  los  que  se  mostraban 
los  adversarios  más  ardientes  de  la  re- 
glamentación de  la  industria  en  el  terre- 
no nacional.  Esta  actitud  se  observó 
por  primera  vez  en  Suiza.  Algunos  indus- 
triales del  cantón  de  Glarus,  temiendo 
que  los  reglamentos  que  se  habían  dic- 
tado en  interés  de  la  clase  obrera  dismi- 
nuyeran su  poder  de  concurrencia  y  les 
trajeran  perjuicios  en  el  mercado  inter- 
nacional, insistieron  con  su  gobierno  pa- 
ra que  propusiera  á  los  otros  cantones 
industriales,  con  el  objeto  de  que  queda- 
ran en  igualdad  de  condiciones,  ponerse 
de  acuerdo  en  la  aplicación  de  una  legis- 
lación común.  El  gobierno  accedió,  pero 
este  ensayo  de  acuerdo  intercantonal  no 
tuvo  resultados. 

Todos  los  países  que  tienen  una  legis- 
lación protectora  del  trabajo  están  inte- 
resados en  preconizar  y  buscar  loa  acuer» 
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dos  internacionales.  Las  convenciones 
de  esta  naturaleza  les  proporcionan  el 
medio  de  poner  fin  á  la  oposición  de  los 
industriales  á  la  legislación  nacional, 
manteniendo  el  poder  de  concurrencia 
de  sus  industrias;  les  permiten  también, 
sin  temor  de  perjudicar  á  estas  últimas, 
cumplir  para  con  sus  poblaciones  el  de- 
ber de  conservación  y  de  protección  que, 
en  las  condiciones  actuales  de  la  indus- 
tria, es  más  imperioso  que  nunca. 

A  partir  del  año  1870,  ha  progresado 
rápidamente  la  idea  de  hacer  internacio- 
nales las  leyes  protectoras  del  trabajo. 
La  unificación  de  Alemania  permitió  con- 
centrar todos  los  esfuerzos  en  este  país, 
al  mismo  tiempo  que  creaba  un  poder 
central  bastante  fuerte  para  proseguir, 
en  caso  necesario,  la  acción  preconizada. 
Fué  en  Suiza,  sin  embargo,  donde  se  hi- 
cieron los  primeros  esfuerzos  para  im- 
primir un  rumbo  práctico  á  los  proyec. 
tos  de  unificación  de  las  leyes  protecto- 
ras de  los  trabajadores.  Pero  las  tenta- 
tivas oficiales  no  fueron  felices.  Las  de 
Suiza  fracasaron,  y  los  resultados  de  la 
Conferencia  de  Berlin,  que  reemplazó  á 
la  que  la  Suiza  había  logrado  convocar 
en  Berna,  después  de  muchas  dificulta- 
des, estuvieron  muy  lejos  de  correspon- 
der á  las  esperanzas  que  se  había  fun- 
dado en  ella.  Estaba  reservado  á  la  ini- 
ciativa privada  y  á  la  Asociación  Inter- 
nacional para  la  protección  legal  de  los 
trabajadores,  creada  por  ella,  poner  al 
fin  la  idea  en  vías  de  realizarse.  Es  cierto 
que  en  el  tiempo  que  medió  entre  estos 
diversos  acontecimientos  las  ideas  ha- 
bían progresado.  Los  gobiernos  se  ha- 
bían empeñado  más  y  más  en  formar 
una  legislación  obrera,  y  la  opinión  pú- 
blica había  podido  convencerse  mejor  de 
la  necesidad  de  los  acuerdos  internacio- 


nales. Por  eso  la  proposición  de  la  Suiza 
de  reunir  una  conferencia  en  Berna  en 
1905  no  podría  dejar  de  ser  bien  acogida. 
Las  convenciones  internacionales  es- 
tán llamadas  á  cumplir  un  fin  altamente 
humanitario.  Asegurarán  la  estabilidad 
de  las  medidas  ya  implantadas  en  cier- 
tos Estados   y   harán  beneficiarse  con 
ellas  á  los  obreros  de  otros  países.  Per- 
mitirán á  las  naciones  más  progresistas 
perfeccionar  sus  leyes.  No  es  necesario, 
en  efecto,  que  estas  últimas  esperen  que 
las  otras  se  hayan  decidido  á  seguirlas 
para  emprender  nuevas  reformas.  La  su- 
perioridad de  sus  recursos  y  de  su  pros- 
peridad les  permitirá  siempre  soportar 
cargas  más  pesadas  que  sus  concurren- 
tes más  desprovistos.  Lo  que  debe  im- 
portarles es  tener  la  certidumbre  de  que 
el  conjunto  de  las  medidas  protectoras 
que,  dadas  las  circunstancias,  constitu- 
yen un  mínimum  cuya  legitimidad  nadie 
puede  negar,  será  observado  en  todos 
los  países  industriales,  y  que,  en  con  se 
cuencia,  el  interés  que  demuestren  por 
sus  clases  obreras  no  les  creará  á  sus  in- 
dustrias cargas  que  tengan  que  soportar 
en  la  lucha  internacional.  Corresponde, 
por  otra  parte,  á  los  interesados,  ayu- 
dados por   economistas  y   filántropos, 
hacer  progresar  las  legislaciones  nacio- 
nales y  preparar  la  opinión  pública  á  fin 
de  facilitar  los  acuerdos  internacionales 
sobre  nuevas  materias. 

Las  convenciones  internacionales  en 
favor  de  la  protección  de  los  trabajado- 
res no  pueden  menos  de  aproximar  á  las 
naciones,  creando  entre  ellas  nuevos  vín- 
culos, tanto  más  poderosos  cuanto  que 
interesarán  á  la  masa  de  los  trabajado- 
res. Serán,  en  el  interior  de  los  países, 
una  garantía  de  orden,  permitiendo  á 
los  gobiernos  satisfacer  las  legítimas  re- 
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clamaciones  de  las  clases  obreras  y  colo- 
car á  éstas  en  las  condiciones  higiénicas 
j  de  bienestar  indispensables  para  obte- 
ner una  población  fuerte  y  consciente. 

Los  tratados  sobre  el  trabajo  prome- 
ten, pues,  llegar  á  constituir  una  rama 
fecunda  del  derecho  internacional,  y  no 
serán  por  cierto  la  parte  menos  simpá- 
tica. Por  este  motivo  nos  ha  parecido 
útil  trazar  sucintamente  la  historia  del 
movimiento  en  favor  de  la  legislación  in- 
ternacional del  trabajo,  desde  su  origen 
bástala  Conferencia  de  Berna  que  acaba 
de  poner  término  á  sus  trabajos,  indi- 
cando brevemente  los  resultados  obteni- 
dos hasta  hoy. 

II Las  primeras  manifestaciones  en 

FAVOR  DEL  ESTABLECIMIENTO  DE  UNA 
LEGISLACIÓN  INTERNACIONAL  DEL  TRA- 
BAJO Y  LOS  ENSAYOS  DE  ACUERDO  IN- 
TERCANTONAL  EN  SUIZA. 

Entre  los  precursores  de  una  acción 
internacional  en  el  dominio  social,  con- 
viene citar  ante  todo  á  Roberto  Owen. 
Sus  proposiciones  no  tenían  especialmen- 
te por  fin  el  establecimiento  de  una  legis- 
lación internacional  del  trabajo:  iban 
más  allá.  Quería  establecer  un  sistema 
de  distribución  de  las  riquezas  que  per- 
mitiese á  todos  los  hombres  proveer  á 
sus  necesidades,  lo  que,  decía  él,  era  muy 
fácil  gracias  álos  progresos  de  la  técnica 
y  al  enorme  aumento  de  la  producción 
que  era  su  resultado. 

Roberto  Owen  expuso  sus  proyectos 
en  dos  memorias  presentadas,  en  1818, 
una  á  los  gobiernos  de  Europa  y  Amé- 
rica y  otra  á  las  potencias  aliadas  reuni- 
das en  congreso  en  Aix-la-Chapelle.  (1)  En 


(\)  Two  Memoriales  on  behalf  of  the  working 
clasBes;  the  fírnt  presen  ted  to  the  governements  of 
Eorope  and  America,  the  second  to  the  allied  po- 
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el  primero  llamaba  la  atención  de  los  go- 
biernos hacia  la  lucha  que  se  había  em- 
prendido  entre  las  fuerzas  técnicas  re- 
cientemente  descubiertas  y   el    trabajo 
manual.    Hasta  el  presente,  decía,  las 
clases  obreras  han  subsistido  gracias  á 
su  trabajo,  pero  el  valor  de  éste  ha  dis- 
minuido mucho  á  consecuencia  del  em- 
pleo de  máquinas,  y,  si  no  se  resuelve  to- 
mar medidas  á  tiempo,  llegará  un  mo- 
mento en  que  el  valor  de  cambio  del  tra- 
bajo manual  será  apenas  suficiente  para 
mantener  una  existencia   miserable   en 
una  parte  de  la  población,  mientras  que 
el  resto   estará   condenado  á  morir  de 
hambre.  Estimaba  que  había  llegado  el 
momento  de  efectuar  reformas  que  per- 
mitieran á  todos  los  hombres  aprove- 
charse de  las  riquezas  que  es  posible  pro- 
ducir con  el  auxilio  de  las  máquinas  en 
abundancia  tal  que  todos  puedan  satis- 
facer sus  necesidades.  Creía  sin  embargo 
**que  era  de  desearse  que  fueran  realizadas 
por  medio   del  consentimiento  general, 
gradual  y  lentamente,  y  de  modo  que  no 
se  produjera  ningún  perjuicio  á  una  cla- 
se ó  á  un  particular  con  los  cambios  que 
necesariamente  debían  producirse." 

En  la  segunda  memoria,  recordaba  y 
comentaba  las  conclusiones  de  la  prime- 
ra, y  ofrecía  á  las  potencias  reunidas  en 
Aix-la-Chapelle  indicarles  los  medios 
prácticos  para  realizar  las  reformas  que 
preconizaba.  Les  proponía  también  de- 
signar una  comisión  que  se  encargara  de 
visitar  su  establecimiento  de  New-Lanark 
y  de  presentar  un  informe  sobre  las  pro- 
posiciones que  haría  en  interés  de  todas 
las  naciones. 
En  Francia  se  hicieron  declaraciones 

wers  assembled  in  Congreso  en  Aix-la-Chapelle,  by 
Robert  Owen,— Un  folleto  de  27  páginas.  Lon- 
dres, 1818. 
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precisas  en  favor  de  un  acuerdo  interna- 
cional, en  la  época  en  que  tuvo  lugar  una 
campaña  por  la  reglamentación  de  la 
duración  del  trabajo  de  los  niños  en  las 
fábricas.  La  iniciativa  fué  tomada  por 
los  industríales  de  Alsacia  y  especial- 
mente por  la  Sociedad  Industrial  de  Muí- 
house,  y  tuvo  por  resultado  la  promul- 
gación de  la  ley  de  1841  sobre  el  trabajo 
de  los  niños.  Una  Carta  de  un  indas- 
trial  de  los  Vosges  (l)hizo  notar  que  "  la 
concurrencia  obra  sobre  la  producción 
con  todo  el  ascendiente  de  una  fuerza 
mayor;  no  deja  entrever  más  que  la  ruina 
á  cualquiera  que  pretenda  reaccionar 
contra  la  avidez  comían  y  obstinarse  en 
rechazar  medios  económicos  en  nombre 
de  la  humanidad'*,  pero  este  llamado 
aislado  de  un  fabricante  en  favor  de  la 
reglamentación  internacional  de  la  cues- 
tió  quedó  sin  respuesta. 

El  mismo  año,  M.  Blanqui,  aludiendo 
á  las  necesidades  de  la  concurrencia,  ex- 
clamaba, al  hablar  de  la  reglamentación 
del  trabajo  (2). 

**Sólo  hay  uü  medio  de  llevarla  á  cabo 
evitando  desastrosas  consecuencias:  y  se- 
ría hacerla  adoptar  al  mismo  tiempo  por 
todos  los  pueblos  industriales  que  se  ha- 
llen expuestos  a  hacerse  competencia  en 
el  exterior.  Pero,  ¿será  aceptado?  Pero 
¿será  posiVe?  En  el  hecho,  ¿por  qué 
nó?  Numerosos  tratados  se  han  cele- 
brado hasta  hoy  de  potencia  á  potencia 
para  comprometerse  á  matar  hombres, 
¿por  qué  no  se  celebrarían  también  para 
conservarles  la  vida  y  hacérsela  agrá  - 
dable?'' 

Por  último,  en  1841,  Daniel  Le  Grand, 

(1)  St»asbourp,  lft.^8.— Citado  por  Brentano  (Re- 
viata  de  ecoaomía  política,  1890.) 

(2)  Curso  de  economía  iadostrial,  1838  1839  (oc- 
ia valeoción.) 


industrial  alsaciano,  presentó  al  Canci- 
ller de  Francia  y  á  la  Cámara  de  los  Pa- 
res, con  ocasión  de  la  discusión  del  pro- 
yecto de  ley  sobre  la  reglamentación  del 
trabajo  de  los  niños,  una  memoria  en 
que  insistía  sobre  la  necesidad  de  una 
legislación  internacional  para  la  protec- 
ción de  los  trabajadores.  Esta  petición 
no  tuvo  resultados.  Le  Grand  no  aban- 
donó sin  embargo  su  idea.    Doce  anos 
más  tarde,  en  1853,  dirigió  á  los  go- 
biernos de  los  paises  industriales  una 
nueva  memoria  en  favor  de  un  acuerdo 
internacional.  La  reiteró  sucesivamente 
en  1855,  en  1856  y  en  1857.  El  último 
ejemplar,  dirijido  á  los  gobiernos  de  Pa- 
ris,  de  Viena,  de  San  Petersburgo  y  de 
Berlin,  llevaba  el  siguiente  título:  "Ulti- 
mo apremiante  y  respetuoso  llamado  en 
favor  de  los  intereses  de  las  clases  des- 
graciadas, tan  dignas  de  la  solicitud  cons- 
tante de  los  gobiernos  y  tan  íntima  y 
legítimamente  ligadas  á  los  destinos  de 
los  príncipes  y  de  los  pueblos". 

Le  Grand  justificaba  en  él  sus  proposi-  • 
ciones  en  los  términos  siguientes:  "Una 
ley  internacional  sobre  el  trabajo  indus- 
trial es  la  única  solución  posible  del  gran 
problema  social,  el  único  medio  de  dis- 
pensar á  la  clase  obrera  los  beneficios 
morales  y  materiales  deseables  sin  que 
las  industrias  sufran  por  ello,  y  sin  que 
por  ello  tampoco  sufra  la  concurrencia 
entre  las  industrias  de  estos  países". 

Invitaba  á  los  gobiernos  á  curar  "las 
ocho  grandes  llagas  de  nuestra  industria 
moderna  que  minan  la  salud  del  cuerpo 
y  del  alma  del  obrero:  la  falta  de  instruc- 
ción y  de  educación,  el  temprano  empleo 
de  los  niños  en  los  talleres,  el  trabajo  ex- 
cesivo, el  trabajo  nocturno  y  el  de  los 
domingos  seguido  de  las  intemperancias 
de  los  lunes,  la  confusión  de  los  sexos,  el 
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acuartelamiento  de  los  obreros,  v  el  aban- 
dono  de  los  obreros  ancianos". 

Esta  memoria  fué  recibida  con  abso- 
luta indiferencia  por  los  gobiernos.  En 
Berna,  donde  se  recibió  un  ejemplar,  se 
limitaron  á  enviarla  á  los  archivos  con 
estas  palabras:  ad  acta. 

Más  ó  menos  en  la  misma  época,  un 
anhelo  semejante  se  manifestó  en  Bélgi- 
ca, donde  se  habían  conmovido,  como 
en  los  otros  países,  con  los  abusos  de  la 
industria.  Pero  antes  de  proponer  al 
Parlamento  medidas  legislativas  para 
reprimirlos,  el  gobierno  había  ordenado 
una  investigación  sobre  las  condiciones 
del  trabajo.  En  la  conclusión  del  infor- 
me que  presentaron,  en  184?5,  sobre  la 
industria  del  algodonen  Gand  (1),  los 
doctores Mareska  y  Heyman  decían:  **Se 
comprende  que  toda  legislación  sobre  el 
trabajo  sea  un  estorbo  y  un  motivo  de 
pérdida  para  el  que  se  somete  á  ella, 
cuando  cualquiera  puede  sustraérsele. 
Es,  pues,  de  suma  importancia  colocar 
al  mismo  nivel,  no  sólo  todas  las  fábri- 
cas de  un  mismo  país,  sino  también  las 
fábricas  similares  de  todas  las  naciones, 
j  para  alcanzar  este  £n,  es  necesario  un 
acuerdo  general  entre  los  pueblos." 

En  1855  asisrimos  á  una  nueva  mani- 
festación en  favor  de  la  unificación  de  las 
leyes  del  trabajo.  Esta  no  es,  como  las 
anteriores,  inspirada  por  consideracio- 
nes filantrópicas,  sino  dictada  por  razo- 
nes de  orden  práctico.  Emana  de  los  in- 
dustriales del  cantón  suizo  de  Glarus, 
donde  se  habían  puesto  en  vigencia  dis- 
posiciones en  favor  de  la  protección  obre- 


(1)  J.  Mareska  y  J.  Hey man.- InvtíHtigación sobre 
el  trabajo  y  la  condiciÓD  física  y  moral  de  los  obre- 
ros empleados  en  las  manufactnras  de  algodón,  en 
Oand.  {Ana/es  de  la  Sociedad  de  Medicina  de  Gand, 
1846.) 


ra.  Temían  que  esto  les  acarreara  algún 
perjuicio  desde  el  punto  de  vista  de  la 
concurrencia  en  el  exterior,  y  deseaban 
restablecer  la  igualdad  uniformando  las 
legislaciones  de  los  diferentes  cantones 
industriales.  En  la  comunicación  que  el 
cantón  de  Glarus  envió  en  esta  oca- 
sión á  los  otros  cantones,  se  decía  que 
'^para  dar  á  la  cuestión  una  solución  del 
todo  satisfactoria,  sería  preciso  estable- 
cer un  sistema  uniforme  por  medio  de  un 
acuerdo  internacional  entre  todos  los  paí- 
ses industriales  de  Europa".  El  gobierno 
del  cantón  de  Glarus  reconocía  que  un 
anhelo  de  esta  naturaleza  pertenecía  aún 
al  dominio  de  la  utopía,  pero  agregaba 
que  no  era  una  razón  para  no  establecer 
un  acuerdo  sobre  una  base  más  restrin- 
gida. Las  negociaciones  fracasaron.  No 
fué,  pues,  posible  ni  aún  llegar  á  un 
acuerdo  intercantonal. 

No  fué  este  el  único  fracaso  ocurrido  en 
el  interior  de  Suiza.  Hubo  otras  dos  ten- 
tativas de  acuerdo  intercantonal  en 
1864?  y  en  1872.  Delegados  de  diversos 
cantones  se  reunieron,  en  el  primer  caso, 
en  Berna,  y  en  el  segundo,  en  Glarus, 
pero  sus  deliberaciones  no  tuvieron  re- 
sultados positivos. 

En  Francia,  en  1856,  un  anciano  San- 
Simoniano,  Audiganne,  llamaba,  por  su 
parte,  la  atención,  hacia  la  utilidad  de 
una  legislación  internacional.  Escribía, 
á  este  propósito,  en  uno  de  sus  libros: 
**E1  derecho  diplomático,  el  derecho  de 
gentes  tiene  reglas  y  principios  coloca- 
dos bajo  la  salvaguardia  y  el  honor  de 
todos  los  pueblos.  ¿Por  qué,  en  una  épo- 
ca en  que  los  cambios  internacionales  se 
multiplican  cada  día,  el  derecho  indus- 
trial no  tendría  los  suyos?  La  unidad  de 
esta  parte  de  las  leyes  en  las  naciones  ci- 
vilizadas sería  un  progreso  desde  el  pun- 
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to  de  vista  cristiano  y  desde  el  punto  de 
vista  social/' 

En  el  curso  del  mismo  año,  la  cuestión 
fué  propuesta  ante  el  Congreso  interna- 
cional de  beneficencia,  reunido  en  Bruse- 
las. Un  filántropo  bávaro,  M.  Hahn, 
haciéndose  intérprete  de  M.  Le  Grand  y 
de  otro  industrial  M.  Dollfus,  de  Mul- 
house,  que  participaba  de  este  último, 
sometió  al  Congreso  una  proposición  en 
favor  de  una  reglamentación  internacio- 
nal del  trabajo  industrial.  M.  Hahn  ha- 
cía notar  que  el  acercamiento  de  los  pue- 
blos y  la  supresión  de  las  distancias  han 
establecido  una  especie  de  solidaridad  de 
intereses  entre  las  naciones,  y  que  las  le- 
yes particulares  no  pueden  otorgar  bene- 
ficios á  la  clase  obrera  de  un  país  sin  que 
de  ello  resulten  graves  inconvenientes 
para  este  país  desde  el  punto  de  vista  de 
la  concurrencia.  ¿Sería  posible,  decía,  au- 
mentar el  salario  en  una  industria  si  este 
mismo  aumento  no  fuera  admitido  en 
las  industrias  similares  de  los  otros 
países  que  tienen  la  misma  exportación? 

Para  resolver  estas  dificultades  llama- 
ba la  atención  del  Congreso  sobre  **la 
utilidad  y  aún  la  necesidad  de  una  ley  in- 
ternacional  relativa  al  trabajo   indus- 
trial''. Esta  ley  debía  prohibir  hacer  tra- 
bajar á  los  obreros  más  de  doce  horas 
en  veinticuatro,  emplear  los  niños  meno- 
res de  doce  años  cumplidos,  ocupar  á  los 
muchachos  de  menos  de  dieziseis  años  y 
á  las  mujeres  de  cualquiera  edad  en  tra- 
bajos nocturnos,  y  de  ocupar  el  domingo 
á  los  muchachos  de  menos  de  dieziocho 
años  y  á  los  obreros  de  cualquiera  edad. 
La  proposición  de  M.  Hahn  fué  acogi- 
da favorablemente  por  el  Congreso.  Fué 
presentada  de  nuevo  por  su  autor,  el  año 
siguiente,  en  el  congreso  de  higiene  de 
Francfort,  é  igualmente  adoptada.  Esta 


vez,  M.  Hahn  fué  apov^ado  por  MM.  Duc- 
pétiaux,  Audiganne,  Ahrens,  Rogier,  an- 
tiguo ministro  belga,  etc. 

En  1858  aparece  en  Alemania  la  idea 
de  una  reglamentación  internacional  del 
trabajo.  En  su  diccionario  de  ciencias 
políticas,  publicado  ese  año,  Bluntschli 
y  Brater  expresan  la  opinión  de  que  "el 
descanso  dominical  es  una  cuestión  cuva 
solución  podría  obtenerse  ventajosamen- 
te por  medio  de  convenciones  internacio- 
nales." 

Se  ha  invocado  también,  en  la  cuestión 
que  nos  ocupa,  el  voto  emitido  por  la 
Asociación  Internacional  de  trabajado- 
res, fundada  en  Londres  en  1864,  en  su 
primer  congreso  que  se  reunió  en  Genova 
en  1866.  Se  adoptó  en  él  la  siguiente  re- 
solución: ** Declaramos  que  la  Hmit ación 
de  la  jornada  de  trabajo  es  la  condición 
previa  sin  la  cual  todos  los  esfuerzos  pa- 
ra alcanzar  la  emancipación  pueden  fra- 
casar. Proponemos  ocho  horas  como  lí- 
mite á  la  jornada  de  trabajo  (1)."  Esta 
resolución  merece  ser  tomada  en  cuenta 
en  razón  del  carácter  internacional  de 
la  asociación,  pero  no  se  la  puede  consi- 
derar como  la  manifestación  de  un  deseo 
de  procurar  una  legislación  internacio- 
nal del  trabajo  ó  un  acuerdo  entre  los 
Estados  para  realizarla.  La  declaración 
del  Congreso  de  Genova  tiene  más  bien 
el  valor  de  un  fin  señalado  á  los  obreros 
para  que  lo  persigan  en  sus  respectivos 
países. 

Una  discusión  análoga  á  la  que  acaba- 
mos de  recordar  se  suscitó  en  el  Congre- 
so Obrero  de  Baltimore  en  1868. 

En  Francia,  Wolowski  señaló,  en  1868, 
la  oportunidad  de  una  legislación  inter- 


(1)  Malón.  La  legislación  internacional  del  tra- 
bajo (Revista  socialista,  1890 ) 
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nacional  deljtrabajo  en  sus  conferencias 
sobre  el  trabajo  de  los  niños  en  las  fábri- 
cas. **Si  es  cierto,  decía,  que  los  pueblos 
se  ven  arrastrados  por  una  necesidad  de 
equilibrio  industrial,  á  explotar  en  com- 
petencia al  niño,  al  adolescente  y  á  la 
mujer,  sería  el  caso  de  recurrir  á  una  in- 
teligencia internacional  que,  de  coman 
acuerdo,  hiciera  cesar  un  tan  doloroso 
tráfico,  como  ha  hecho  cesar  el  abomi- 
nable escándalo  de  la  trata  de  negros. 
¡Cuántos  tratados  se  han  celebrado  con 
el  objeto  de  hacer  matar  á  los  hombres! 
Se  saludaría  con  profundo  reconocimien- 
to á  los  que  tuvieran  por  fin  hacerlos  vi- 
vir (2)/' 

Algunos  años  mas  tarde,  el  5  de  febrero 
de  1873,  Wolowski  sometió  á  la  Asam- 
blea nacional  la  idea  de  una  reglamenta- 
ción internacional  del  trabajo.  Esta  pro- 
posición fué  renovada,  el  18  de  marzo  de 
1874,  por  J.  B.  Dumas,  en  ima  petición 
presentada  á  la  misma  Asamblea  en 
nombre  de  la  Sociedad  protectora  de  los 
aprendices. 

IIL— Las  primeras  tentativas  oficia- 
les DE  LA  SUIZA  CON  EL  OBJETO  DE 
REUNIR  UNA  CONFERENCIA  INTERNACIO- 
NAL DEL  TRABAJO. 

Desde  1870  la  idea  entra  en  una  nueva 
fase.  Debido  á  la  acción  de  los  economis- 
tas reformadores  y  de  los  congresos  de 
todos  los  partidos,  el  movimiento  á  fa- 
vor del  establecimiento  de  una  legislación 
internacional  del  trabajo  hace  rápidos 
progresos. 

En  Alemania,  los  socialistas  de  la  cá- 
tedra se  pronuncian  en  favor  de  la  nueva 
idea.  Schouberg  decaía  en  1871:  **Hemos 


(2)  El  trabajo  de  los  niños  en  las  fábricas. 


tenido  hasta  el  presente  una  era  de  tra- 
tados de  comercio  internacionales,  del)e- 
mos  tener  y  tendremos  una  nueva  era  en 
que  la  legislación  en  materia  social  será 
el  objeto  de  las  negociaciones  internacio- 
nales**. El  mismo  año  A.  Wagner  defen- 
día la  misma  opinión,  diciendo  que  era 
preciso  establecer  en  todos  los  países  una 
legislación  análoga  por  medio  tratados 
con  el  objeto  de  impedir  que  las  naciones 
que  aplican  medidas  protectoras  sean 
peijudicadas  en  su  capacidad  de  concu- 
rrencia. Por  último,  Lorenz  von  Stein 
proponía  compensar  las  ventajas  que  se 
tomaban  los  países  que  no  vacilaban  en 
recurrir  al  trabajo  de  las  mujeres  y  de  los 
niños  por  medio  de  derechos  de  impor- 
tación elevados. 

La  cuestión  de  la  reglamentación  inter- 
nacional ocupó  también  al  Vereinfür  So- 
cialpolitik  en  sus  sesiones  de  1872  y 
de  1882.  Fué  calurosamente  defendida, 
aunque  Brentano  se  mostró  escéptico  en 
la  primera,  y  aunque  Cohn,  uno  de  los 
informan  les  en  la  segunda,  la  combatió 
resueltamente. 

Entre  los  otros  autores  que  defendie- 
ron la  misma  causa  en  la  misma  épo- 
ca, puede  citarse  á  M.  Thiersch  que  en 
1875,  en  uno  d^  sus  escritos,  invitaba 
al  gobierno  alemán  á  tomar  la  iniciativa 
para  celebrar  con  venciones  internaciona- 
les; el  profesor  Barón,  que  en  1878  re- 
clamaba mía  legislación  obrera  interna- 
cional en  interés  del  libre-cambio,  que  de- 
cía, no  podía  mantenerse  sin  una  regla- 
mentación internacional  déla  jomada  de 
trabajo;  Lohman,  que  en  1878  hacía  no- 
tar que,  dada  la  grande  importancia  de 
la  legislación  industrial  para  los  países 
de  exportación,  no  es  imposible  que  esta 
legislación  llegue  á  ser  materia  de  trata- 
dos internacionales  y  que  se  desarrolle  un 
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derecho  general  en  este  dominio;  agrega- 
baque  había  ocasión  de  tomar  en  cuenta 
las  diferencias  en  las  condiciones  de  pro- 
ducción cuando  se  celebraran  nuevos  tra- 
tados de  (comercio.  En  1879,  los  Staats- 
wírthschaftliche  Abhandiungen,  publica- 
dos por  R.  F.  Seyfferth,  reclamaron  una 
Ieí2^islaci6n  internacional  que  prohibiera 
el  trabajo  de  los  niños  y  fijara  el  máxi- 
mum de  la  jomada  de  trabajo. 

Es  ocasión  de  recordar  también  que  en 
1878  el  pastor  Stocker  fundó  en  Berliñ 
el  partido  obrero  cristiano-social  cuyo 
programa,  en  materia  de  protección 
obrera,  comprendía:  1^  prohibición  del 
trabajo  del  domingo;  supresión  del  tra- 
bajo de  los  niños  y  de  las  mujeres  casa- 
das en  las  fábricas;  2^  fijación  de  ima 
jornada  normal  de  trabajo,  que  se  fija- 
ría por  la  respectiva  corporación  del  ofi- 
cio; y  3^^  acción  enérgica  para  alcanzar  la 
intemacionalización  de  estas  medidas  de 
protección  y,  mientras  se  logra  este  fin, 
protíícción  suficiente  de  los  trabajadores 
nacionales. 

En  el  extranjero  se  exparcía  igualmen- 
te la  idea  y  conquistaba  sufragios  en  di- 
versos medios.  Así  en  1877,  el  Congreso 
Obrero  de  Lyon  se  pronunció  en  favor 
de  la  protección  internacional  del  traba- 
jo é  hizo  llegar  el  Gobierno  francés  una 
orden  del  día  invitándolo  á  entrar  á  este 
respecto  en  negociaciones  con  los  países 
extranjeros.  Los  jefes  de  industria  no  se 
quedaron  atrás.  En  sus  reuniones  de  Li 
lie  (1876)  y  de  Paris  (1881)  los  indus- 
triales cristianos  de  la  región  del  norte 
preconizaron  el  establecimiento  de  una 
legislación  internacional  del  trabajo. 

Ivn  Bélgica,  en  1880,  el  socialista  Cé- 
sat  Üepayse  hizo  resaltar,  en  una  serie 
de  conferencias,  la  eficacia  de  una  legis- 
lación (ibrcru  unificada  desde  el  punto 


de  vista  de  la  higiene  industrial.  Lla- 
maba especialmente  la  atención  hacia 
los  males  que  resultaban  del  empleo  de 
sustancias  tóxicas,  como  el  albayalde, 
y  proponía  hacerlo  reemplazar  por  el 
blanco  de  zinc.  Pero  como  ningún  país 
podía,  sin  exponerse  á  colocarse  en  una 
situación  de  inferioridad  desde  el  punto 
de  vista  de  la  concurrencia,  tomar  una 
medida  de  esta  naturaleza,  era  preciso 
necesariamente  recurrir  á  disposiciones 
internacionales. 

El  Congreso  Internacional  de  Higiene 
reunido  en  Bruselas  el  mismo  año,  ma- 
nifestó el  deseo  de  ver  "á  la  Sociedad  de 
Medicina  pública  y  á  los  Congresos  In- 
ternacionales de  higiene,  de  medicina, 
de  legislación,  de  industria  y  de  comer- 
cio, de  economía  política  y  social,  etc., 
ocuparse  de  la  cuestión  de  una  legisla- 
ción internacional  del  trabajo".  Esta  le- 
gislación debía  tener  por  objeto  regla- 
mentar de  una  manera  uniforme  las  me- 
didas de  higieneen  las  fábricas, el  empleo 
de  materias  primas  tóxicas  é  insalubres, 
tales  como  el  albaynlde,  la  supresión 
del  trabajo  de  los  niños  en  las  minas  y 
fábricas,  el  alejamiento  de  las  mujeres  de 
las  industrias  incompatibles  con  el  orga- 
nismo femenino  y  la  fijación  de  una  jor- 
nada normal  de  trabajo  para  los  adul- 
tos. 

Pero  corresponde  á  la  Suiza  el  honor 
de  haber  puesto  la  cuestión  en  vías  de 
realizarse,  sometiéndola  oficialmente  al 
examen  y  á  la  consideración  de  los  Go- 
biernos. La  primera  manifestación  de  su 
iniciativa  tuvo  lugar  en  1876.  Acababa 
de  presentarse  en  esta  época  por  el  Con- 
sejo Federal  al  Consejo  Nacional  un  pro- 
yecto de  ley  sobre  las  fábricas.  Este  pro- 
yecto encontraba  una  gran  oposición  en 
los  industriales,  que  se  alzaba  sobre  todo 
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contra  la  disposición  que  HmiLaba  áonce 
horaslajornadade  trabajo  de  los  adul- 
tos. En  el  discurso  que  el  Presidente  del 
Consejo  Nacional,  M.  Frey,  pronunció  en 
su  apertura  (5  de  junio  de  1876),  se 
ocupó  especialmente  del  proyecto  que 
iba  á  ponerse  en  discusión,  y  manifestó 
la  opinión  de  que  tal  vez  habría  que  to- 
mar en  consideración  **la  cuestión  de  sa- 
ber si  la  Suiza  debía  tomar  la  iniciativa 
en  la  celebración  de  tratados  internacio- 
nales que  tuvieran  por  objeto  reglamen- 
tar, de  la  manera  más  uniforme  posible, 
las  cuestiones  obreras  en  todos  los  paí- 
ses industriales." 

Las  palabras  de  M.  Frey  produjeron 
el  efecto  de  llevar  á  la  prensa  suiza  á  ocu- 
parse de  la  cuestión.  La  opinión  pública 
estaba,  sin  embargo,  bastante  dividida 
cuando,  en  1880,  un  incidente  vino  á 
poner  en  claro  la  necesidad  de  llegar  á 
un  acuerdo  internacional.  Los  industria- 
les, descontentos  con  la  aplicación  de  la 
ley  de  1877,  emprendieron  una  campaña 
con  el  objeto  de  que  se  hiciera  una  revi- 
sión de  la  ley  y  especialmente  de  la  dis- 
posición que  fijaba  el  máximun  de  la  jor- 
nada de  trabajo. 

Esta  actitud  provocó  contramanifesta- 
ciones de  parte  de  los  obreros.  La  prime- 
ra resolución  respecto  á  la  cual  éstos  ex- 
presaron su  sentimiento,  data  del  27  de 
junio  de  1880.  En  esta  época,  los  repre- 
sentantes de  las  organizaciones  obreras 
de  Suiza  votaron  una  moción  invitando 
al  Consejo  federal  á  entrar  en  relaciones 
con  los  otros  países  industriales  para 
ponerse  de  acuerdo  respecto  al  estableci- 
miento de  una  reglamentación  interna- 
cional de  las  fábricas.  El  mes  siguiente 
fué  ratificada  esta  resolución  por  la  asam- 
blea de  la  Sociedad  de  Grutti. 

Estas  decisiones  son  dignas  de  aten- 


ción. Es  la  primera  vez  que  los  obreros 
suizos  se  deciden  á  sostener  resuelta  y 
enérjicamente  el  movimiento  en  favor  de 
la  intemacionalización  de  las  leyes  obre- 
ras y  á  invocar  la  intervención  del  poder 
central  y  de  la  diplomacia  para  resolver 
la  cuestión.  Hasta  entonces, habían  aban- 
donado la  defensa  de  la  idea  á  hombres 
que  pertenecían  principalmente  al  mun- 
do de  los  industriales  v  de  los  economis- 
tas  reformadores.  El  órgano  de  los  jóve- 
nes demócratas,  la  Züñcher  Post,  habia 
hecho  resaltar  muchas  veces  la  anomalía 
de  esta  actitud,  reprochando  á  los  obre- 
ros su  indiferencia  respecto  á  una  cues- 
tión en  que  ellos  eran  los  principales  in- 
teresados. En  1878,  este  periódico  había 
aun  publicado  una  serie  de  artículos  so- 
bre esta  materia.  En  el  mes  de  mayo  de 
1880,  los  exhortaba  de  nuevo  á  no  limi- 
tarse á  defender  la  ley  sobre  las  fábricas, 
sino  á  reclamar  una  solución  internacio- 
nal del  problema  que  les  interesaba. 

Después  de  las  manifestaciones  con  que 
la  clase  obrera  suiza  demostraba  el  valor 
que  atribuía  al  mantenimiento  de  la  le- 
jislación  dictada  en  su  favor,  M.  Frey,  á 
quien  corresponde  el  honor  de  haber  sido 
el  primero  en  proponer  una  solución 
práctica  de  la  cuestión,  presentó  al  Con- 
sejo Nacional  (9  de  diciembre  de  1880) 
la  moción  siguiente:  **Se  invita  al  Conse- 
jo Federal  á  abrir  negociaciones  con  los 
principales  estados  industriales  Con  el 
objeto  de  establecer  una  lejislación  inter- 
nacional de  las  fábricas".  Fué  adopta- 
da el  30  de  abril  de  1881,  y  el  Consejo 
Federal  encargó,  por  instrucciones  de  fe- 
cha 10  de  mayo  de  1881,  á  sus  represen- 
tantes en  Paris,  en  Berlin,  en  Viena,  en 
Roma,  en  Londres  y  en  Bruselas,  averi- 
guar si  los  gobiernos  ante  los  cuales  es- 
taban acreditados  * 'estarían  dispuestos  á 
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asociarse  á  una  reglamentación  interna- 
cional del  trabajo  en  las  fábricas  y  en 
qué  medida''.  Pero  la  acogida  que  los  di- 
versos gobiernos  prestaron  á  las  gestio- 
nes de  la  Suiza  fué  tan  poco  alentadora, 
que  ésta  no  creyó  poder  continuar  su 
proyecto. 

Alemania  había  respondido  que  no  juz- 
gaba oportuno  ligar  la  reglamentación 
del  trabajo  por  medio  de  tratados.  In- 
glaterra estimaba  que  las  legislaciones 
nacionales   eran    demasiado    diferentes 
para  que  fuera  posible  llegar  á  un  acuer- 
do internacional.  Italia  y  Austria  pidie- 
ron se  les  diera  á  conocer,  antes  de  pro- 
nunciarse, las  cuestiones  que  figurarían 
en  el  programa  de  la  conferencia.  Fran- 
cia declinó  la  invitación  de  Suiza  dando 
como  motivo   que  **el  rol  del  Estado  no 
es  intervenir  en  los  contratos  entre  pa- 
trones y  obreros',  y  de  atentar,  sin  una 
necesidad  absoluta  y  bien  demostrada 
contra  la  libertad  del  trabajo.  Si,  pues, 
en  Francia  misma  el  gobierno  se   mues- 
tra poco  dispuesto  á  entrar  en  este  cami- 
no, estaría  todavía  menos  inclinado  á 
atarse  las  manos  en  esta  materia  con 
tratados  internacionales."  En  cuanto  á 
Bélgica,  á  pesar  de  las  instancias    del 
Consejo  suizo,  no  contestó.  La  primera 
tentativa  oficial  para  resolver  la  cues- 
tión obrera  por  medio  de  un  acuerdo  in- 
ternacional había  pues  fracasado. 

La  idea  no  fué,  sin  embargo,  abando- 
nada. Se  continuó  la  propaganda  en  fa- 
vor de  la  unificación  de  las  leyes  protec- 
toras de  los  trabajadores.  Los  economis- 
tas reformadores  insistieron  en  demos- 
trar su  utilidad  y  en  estudiar  los  medios 
de  asegurar  su  ejecución;  los  congresos 
obreros,  tanto  en  Suiza  como  en  el  ex- 
tranjero, se  estrecharon  más  y  más  con 
el  principio  de  un  acuerdo  común  entre 


los  países  industriales;  por  fin,  la  cues- 
tión fué  promovida  ante  los  parlamentos 
de  Francia  y  Alemania. 

Entre  los  publicistas  que  se  ocuparon 
de  la  cuestión  en  esta  época,  pueden  ci- 
tarse:  Lorenz  von    Stein,    que  reclamó 
la  unificación  de  las  leves  obreras  ennom- 
bre  de  la  humanidad,  en  atención  á  que 
la  legislación  protectora,  al  hacer  más 
difícil  la  concurrencia  para  los  Estados 
que  la  aplican,  coloca  el  deber  en  oposi- 
ción con  el  interés;  Adler,  que  hizo  notar 
que  uno  de  los  efectos  de  un  acuerdo  in- 
ternacional sería  poner  fina  la  oposición 
de  los  industriales  contra  las  leyes  pro- 
tectoras nacionales,  suprimiendo  el  te- 
mor de  la  concurrencia  extranjera,  é  im- 
pedir,  que  las  ventajas  adquiridas  por 
los  obreros  en  ciertos  países  y  que  traen 
un'aumento  de  producción,  sean  retiradas 
poco  á  poco  bajo  la  presión  de  esta  mis- 
ma concurrencia;  y  Brentano,  que  reco- 
mendó tratar  de  alcanzar  la  legislación 
internacional  por  la  presión  diplomáti- 
ca; á  este  efecto  proponía  agregar  ácada 
tratado  de  comercio  una  cláusula  en  vir- 
tud de  la  cual  las  ventajas  acordadas  es- 
tarían subordinadas  ala  observación  fiel 
de  las  convenciones  celebradas  sobre  le- 
gislación de  las  fábricas  (1). 

Entre  los  congresos  obreros  que  en  es- 
ta época  apoyaron  la  idea  de  una  confe- 
rencia internacional,  hay  que  citar  ante 
todo  el  Congreso  Obrero  de  Zurich,  de 
1883,  que  reuníalos  delegados  de  cerca  de 
doscientas  cincuenta  asociaciones  obre- 
ras. Una  moción  fué  en  él  adoptada,  **reco- 
mendando  al  Consejo  Federal  proseguir 
las  negociaciones  comenzadas  con  los 
gobiernos  extranjeros  sobre  el  estableci- 


(1)  La  reglamentación  internacional  de  la  indus- 
tria, (Revista  de  economía  política,  1890.) 


DBRBCHO 


151 


miento  de  una  legislación  internacional 
del  trabajo*'.  El  Congreso  nombró  tam- 
bién una  comisión  encargada  de  hacer 
una  propaganda  activa  á  favor  de  la  idea, 
entre  los  obreros  del  extranjero.  Los  ob- 
jetos sobre  que  debía  versar  el  acuerdo 
internacional  eran:  I*'  la  jornada  de  ocho 
horas;  2^  prohibición  del  trabajo  de  los 
niños  menores  de  quince  años;  3^  limita- 
ción del  trabajo  de  las  mujeres  y  de  los 
menores;  y  4"  prohibición  de  ciertos  pro- 
cedimientos de  fabricación  nocivos  para 
la  salud. 

Gracias  á  la  acción  del  Congreso  de 
Zurich,  la  cuestión  de  la  reglamentación 
internacional  del  trabajo  fué  debatida  en 
un  gran  número  de  asambleas  obreras 
de  Suiza  y  del  extranjero.  El  Congreso 
de  obreros  franceses  de  Roubaix  de  1884, 
como  también  la  Conferencia  internacio- 
nal de  trabajadores  reunida  en  París  en 
1886,  adoptaron  votos  en  favor  del  pro- 
vecto. 

Lo  mismo  ocurrió  en  la  Sociedad  de 
Grutti,  en  su  reunión  anual  de  1886;  en 
el  Congreso  de  socialistas  alemanes  de 
1887;  en  el  Congreso  de  Trade  Unions  de 
Swansea  de  1887,  que  decidió  reunir  un 
congreso  internacional,  el  año  siguiente, 
en  Londres,  con  el  mismo  objeto;  en  e^ 
Congreso  de  sindicatos  obreros  de  Fran- 
cia, reunido  en  Montlugon  en  1887;  en  el 
Congreso  católico  alemán  y  en  el  del  par- 
tido del  pueblo,  ambos  de  1887;  en  los 
diferentes  congresos  católicos  de  Alema- 
nia, Francia  y  Bélgica;  en  el  Congreso  de 
socialistas  belgas  de  Gand  de  1888,  y  en 
el  Congreso  internacional  obrero  socialis- 
ta de  París  de  1889.  Después  de  este  úl- 
timo, numerosos  congresos  socialistas  de 
Francia  y  del  extranjero  se  pronuncia- 
ron abiertamente  á  favor  de  la  fijación 
de  la  jomada  de  ocho  horas,  por  medio 


'de  acuerdo  internacional.  El  Congreso  de 
obras  sociales,  reunido  en  Liége  en  1890 
se  ocupó  igualmente  de  la  internaciona- 
lización  de  las  leyes  obreras. 

Hay  que  recordar  también  el  VI  Con- 
greso de  higiene,  reunido  en  Viena  en 
1887,  en  el  cual  tomaron  parte  nume- 
rosos médicos  y  estadísticos.  Decidió 
que  era  preciso  recurrir  á  la  acción  in- 
ternacional para  prohibir  ciertos  medios 
de  producción  peligrosos  (empleo  del  fós 
foro  y  del  arsénico),  para  fijar  la  dura' 
ción  del  trabajo  de  los  niños  de  catorce 
á  dieziocho  años,  para  prohibir  el  traba- 
jo de  los  niños  de  doce  á  catorce  años, 
el  trabajo  nocturno  de  las  mujeres  y  el 
trabajo  del  domingo,  y  por  último,  para 
fijar  la  duración  máxima  de  la  jornada 
del  trabajo  (1). 

La  cuestión  de  la  reglamentación  in- 
ternacional fué  objeto  de  las  discusiones 
de  los  parlamentos  de  Francia  y  Alema- 
nia en  1885  y  1886. 

El  príncipe  de  Bismarck  se  ocupó  de  la 
cuestión  en  el  Reichstag  (15  de  enero  de 
1885),  con  ocasión  de  una  proposición 
en  favor  de  la  protección  obrera  presen- 
tada por  el  diputado  Hertling.  La  limi- 
tación de  la  jornada  de  trabajo  traería 
una  rebaja  del  salario,  decía.  Para  evi- 
tar este  mal,  sería  preciso  establecer  un 
salario  mínimum,  pero  para  que  éste  no 
coloque  á  un  país  determinado  en  una 
situación  desventajosa  respecto  á  otros, 
sería  necesario  que  fuera  objeto  de  un 
acuerdo  internacional  en  que  tomaran 
parte  todos  los  Estados  industriales, 
aún  los  Estados  Unidos.  Pero  este  acuer- 
do no  es  practicable,  porque  no  hay  me- 
dio de  obligar  á  los  Estados  á  implantar 
una  medida  semejante. 


(1)  Adler,  artícalo  citado» 
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En  presencia  de  estas  declaraciones dd 
canciller,  los  socialistas  se  decidieron  el 
año  siguiente  á  presentar  al  Reichstag 
una  proposición  invitando  al  canciller 
á  reunir  una  conferencia  con  el  fin  de 
echar  las  bases  uniformes  de  una  legisla- 
ción protectora  de  los  trabajadores.  In- 
dicaban como  puntos  sobre  los  cuales 
debía  establecerse  el  acuerdo:  la  fijación 
de  la  jornada  de  trabajo  en  diez  horas 
como  máximum,  la  prohibición  del  tra- 
bajo de  noche  (salvo  en  los  estableci- 
mientos en  que  lo  exija  la  naturaleza  del 
trabajo)  y  la  prohibición  de  ocupar  á 
niños  menores  de  catorce  íiños. 

Las  discusiones  á  que  dio  lugar  esta 
proposición  fueron  la  señal  de  un  acre- 
centamiento de  esfuerzos  á  favor  de  la 
reglamentación  internacional. 

En  Francia,  los  diputados  socialistas 
presentaron  á  la  Cámara  de  Diputados, 
en  la  sesión  de  7  de  diciembre  de  1885, 
un  proyecto  de  ley  que  tenía  por  objeto 
crear  una  legislación  internacional  del 
trabajo.  Según  sus  términos,  **el  Go- 
bierno francés  tomará  la  iniciativa,  de 
acuerdo  con  el  Gobierno  suizo,  para  en- 
tablar lo  más  pronto  posible  cerca  de  los 
gobiernos  extranjeros,  las  negociacio- 
nes necesarias  para  establecer  una  legis- 
lación internacional' '.  Esta  ley  interna- 
cional debía  tener  por  objeto:  la  prohi- 
bición del  trabajo  industrial  de  los  niños 
menores  de  catorce  años;  la  limitación 
del  trabajo  de  las  mujeres  y  de  los  me- 
nores; la  higiene  y  la  segundad  de  los 
talleres;  la  protección  y  el  seguro  contra 
los  accidentes;  la  inspección  de  las  fá- 
bricas y  talleres  por  inspectores  de  los 
cuales  la  mitad  serían  elegidos  por  los 
obreros;  la  fijación  de  una  jornada  nor- 
mal de  trabajo  para  los  adultos;  la  fija- 
ción de  un  día  de  descanso  á  la  semana; 


la  institución  de  una  oficina  internacio- 
nal de  estadística  obrera,  encargada  de 
estudiar  los  medios  de  extender  y  de  co- 
dificar  la  legislación  internacional  del 
trabajo. 

Ya  el  año  anterior,  en  el  curso  de  un 
debate  sobre  la  situación  económica  de 
Francia,  el  conde  de  Mun,  jefe  de  los  de- 
mócratas cristianos,  había  emitido  la 
idea  de  la  legislación  internacional  del 
trabajo,  en  la  sesión  de  la  Cámara  de 
Diputados  de  25  de  enero  de  1884,  "Yo 
quisiera,  decía,  que  Francia  tuviera  la 
gloria  de  volverlas  á  entablar  (las  nego- 
ciaciones diplomáticas);  es  una  misión 
capaz  de  tentarla,  de  inflamar  su  cora- 
zón y  su  genio." 

El  11  de  marzo  siguiente,  el  Consejo 
Municipal  de  París  había  adoptado,  á 
proposición  de  M.  Vaillant,  un  voto  di- 
rigido á  que  **las  Cámaras  decidan  y  el 
Gobierno  entable  lo  más  pronto  posible 
con  los  gobiernos  extranjeros  las  nego- 
ciaciones necesarias  para  el  estableci- 
miento de  una  legislación  internacional 
del  trabajo.*' 

Las  circunstancias  parecían, pues,  pro- 
picias para  tentar  un  nuevo  ensayo.  La 
iniciativa  fué  tomada  nuevamente  por  el 
Consejo  Nacional  de  Suiza.  El  27  de  ju- 
nio de  1888,  MM.  Descurtíns  y  Favon 
hicieron  la  siguiente  proposición:  "Con- 
siderando que  un  cierto  número  de  paí- 
ses poseen  va  ó  están  á  punto  de  conse- 
guir una  legislación  protectora  de  los 
trabajadores,  inspirándose  en  considera- 
ciones idénticas  y  persiguiendo  fines  aná- 
logos á  los  de  las  leyes  suizas,  el  Consejo 
Nacional  invita  al  Consejo  federal  á  enta- 
blar relaciones  con  estos  Estados,  á  fin 
de  dictar,  por  medio  de  convenciones  in- 
ternacionales ó  de  una  legislación  inter- 
nacional, disposiciones  comunes  concer- 
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nientes  á  la  protección  de  las  personas 
menores,  la  limitación  del  trabajo  de  las 
mujeres,  el  descanso  del  domingo  y  la 
jornada  normal  de  trabajo. 

M.  Deucher,  miembro  del  Consejo  fede- 
ral, se  pronunció  en  favor  de  la  acepta- 
ción de  la  proposición.  En  vista  de  los 
progresos  considerables  que  la  cuestión 
de  la  protección  obrera  había  hecho  du- 
rante los  últimos  años,  manifestó  la  es- 
peranza de  que  las  gestiones  de  la  Suiza 
serían  mejor  acojidas  que  antes,  y  que 
una  parte  al  menos  de  los  cfe5Ícferata for- 
mulado por  los  autores  de  la  proposición 
podrían  ser  realizados.  Agregaba  que 
esta  vez  la  Suiza  podía  someter  á  la 
aprobación  de  los  demás  países  un  pro- 
grama claramente  determinado. 

El  Consejo  federal  comisionó  entonces 
á  M.  Descurtins  para  preparar  una  me- 
moria sobre  la  materia.  Esta  se  publicó 
el  12  de  febrero  de  1889  con  el  título  de 
La  cuestión  de  la  protección  obrera  in- 
ternacional. El  autor  decía,  en  conclu- 
sión, que  era  preciso  contentarse  con  fi- 
jar algunos  puntos  fundamentales  como 
obligatorios,  y  señalaba  como  tales  los 
siguientes:  1^  fijación  de  un  límite  míni- 
mum de  edad  para  el  trabajo  de  los  niños 
en  las  fábricas  y  en  las  minas;  2^  prohi- 
bición del  trabajo  de  noche  de  las  muje- 
jeres  y  los  menores;  3^^  prohibición  abso- 
luta del  trabajo  de  noche  de  las  mujeres 
en  ciertas  industrias  insalubres  6  peli- 
grosas; 4^  prohibición  del  trabajo  del 
domingo;  y  5^  fijación  de  la  jornada 
máxima  de  trabajo  para  los  menores. 

M.  Descurtins  promovía  todavía  otra 
cuestión:  la  creación  de  una  oficina  cen- 
tral internacional.  Esta  oficina  debería 
**recibiry  trasmitir  les  informes  relati- 
vos á  la  ejecución  de  la  convención  inter- 
nacional. Debería  también  estudiar  la 


cuestión  del  desarrollo  de  la  legislación 
obrera  y  publicar  el  resultado  de  sus 
estudios." 

El  Consejo  federal  dirigió  el  1%5  de  mar- 
zo de  1889  una  nota-circulará  los  minis- 
tros de  relaciones  exteriores  de  Alemania, 
Austria-Hungría,  Bélgica,  Italia,  Luxem- 
burgo,  Países  Bajos,  Portugal,  Rusia  y 
Suecia  y  Noruega.  Después  de  recordar 
la  iniciativa  de  Suiza  en  1881  y  hecho 
notar  los  progresos    alcanzados  desde 
entonces  por  la  legislación  obrera  en  di- 
ferentes países,  como  también  las  mani- 
festaciones que  se  habían  hecho  á  favor 
de  una  legislación  internacional,  el  Con- 
sejo federal  exponía  que,  en  su  concepto, 
no  debía  tratarse  únicamente  de  dictar 
disposiciones  en  favor  de  los  obreros  y 
de  sus  familias,  sino  que  se  imponían 
además  dos  órdenes  de  consideraciones: 
por  una  parte,  una  cierta  reglamenta- 
ción de  la  producción  industrial,  y  por 
otra,  el  mejoramiento  de  la  condición  de 
los  obreros.  Por  último,  daba  á  conocer 
el  programa  que  se  proponía  someter  á 
la  futura  conferencia.   Comprendía  los 
puntos  siguientes:  1^  prohibición  del  tra- 
bajo del  domingo;  2^  fijación  de  un  míni- 
mum de  edad  para  la  admisión  de  los  ni- 
ños en  las  fábricas;  3^  fijación  de  un 
máximum  de  la  jomada  de  trabajo  para 
los  obreros  jóvenes;  4?^  prohibición  de 
ocupar  á  los  jóvenes  y  á  las  mujeres  en 
los  trabajos  peligrosos  y  especialmente 
nocivos  para  la  salud;  5^  limitación  del 
trabajo  de  noche  para  los  obreros  jóve- 
nes y  las  mujeres,  y  6^^  forma  de  dar  cum- 
plimiento á  las  convenciones  que  llegaran 
;t  celebrarse. 

El  Consejo  federal  se  expresaba  en  los 
términos  siguientes,  sobre  el  alcance  de 
las  resoluciones  que  podría  tomar  lacon- 
íerencia:  **Cuando  la  conferenciase  haya 
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puesto  de  acuerdo  sobre  estos  puntos,  6 
sobre  algunos  de  ellos,  se  comunicarán  los 
resultados  á  los  gobiernos,  con  el  carác- 
ter de  una  proposición  que  no  compro- 
mete á  nadie.  En  el  caso  en  que  sólo  una 
parte  de  estas  proposiciones  fuere  acep- 
tada por  uno  ú  otro  de  los  gobiernos^ 
podrán  celebrarse  convenciones  interna- 
cionales particulares  sobre  cuestiones  de- 
terminadas entre  los  Estados  que  están 
de  acuerdo  en  la  solución  que  se  les  ha 
de  dar.  Las  convenciones  no  tendrían 
por  objeto  reemplazar  las  leyes  naciona- 
les, sino  obligar  á  las  partes  contratan- 
tes á  introducir  en  su  legislación  un  cier- 
to mínimum  de  prescripciones;  dando 
por  establecido  que  los  Estados  que  qui- 
sieren ir  más  lejos,  serán  siempre  libres 
de  hacerlo.  Así,  la  Suiza  no  piensa  en  re- 
ducir su  legislación  sobre  fábricas,  que  se 
ha  asimilado  por  completo  en  los  doce 
años  que  lleva  de  existencia,  sino  al  con- 
trario en  darle  más  desarrollo.  Se  podría 
tomar  en  cuenta  un  período  transitorio 
de  una  duración  apropiada,  en  favor  de 
los  Estados  cuya  legislación  no  respon- 
día todavía  á  este  mínimum  de  prescrip- 
ciones, en  caso  que  accedieran  á  una  con- 
vención internacional. 

La  determinación  de  la  forma  de  los 
tratados  que  se  habían  de  celebrar  entre 
los  Estados,  se  reservaría  á  conferencias 
ulteriores  en  que  tomarían  parte  los  Es- 
tados que  estuvieren  dispuestos  á  ello. 

Las  repuestas  de  los  gobiernos  extran- 
jeros fueron  esta  vez  muy  distintas  de  las 
de  1881.  Francia,  Béljica,  Luxemburgo, 
los  Países  Bajos,  Austria-Hungría  y  Por- 
tugal se  adhirieron  sin  reservas.  **E1  Go- 
bierno de  la  Kepüblica,  decía  el  Gobierno 
francés,  toma  gran  interés  en  todas  las 
cuestiones  sociales,  especialmente  en  las 


que  se  refieren  á  la  ^'producción  indus- 
triar* y  al  **niejoramiento  de  las  condi- 
ciones de  la  vida  del  obrero'*  para  no 
acoger  con  especial  simpatía  la  insinua- 
ción del  Consejo  federal.**  Basta  compa- 
rar este  lenguaje  con  el  que  usaba  el  Go- 
bierno francés  en  1881,  para  conocer  el 
cambio  que  se  había  producido  en  las 
ideas  en  estos  pocos  años. 

Inglaterra  hacía  reservas  sobre  la  cues- 
tión de  fijar  la  duración  normal  del  tra- 
bajo de  los  obreros  hombres  y  adultos  y 
de  la  restricción  de  la  producción,  á  las 
cuales  hacía  alusión  en  su  nota  el  Con- 
sejo federal.  Italia  hacía  también  ciertas 
reservas,  pero  declaraba  que,  á  pesar  de 
ellas,  el  Gobierno  federal  podía  contar 
con  su  adhesión.  Rusia  declinó  la  invita- 
ción. España  se  contentó  con  acusar  re- 
cibo de  la  nota.  Alemania,  Dinamarca  y 
Suecia  y  Noruega  no  respondieron. 

En  estas  circuntancias,  el  Consejo  fede- 
ral resolvió  continuar  los  preparativos 
para  la  reunión  de  la  conferencia.  Esta, 
que  se  había  fijado  primeramente  para 
el  mes  de  septiembre  de  1889,  fué  retarda- 
da después  hasta  el  15  de  mayo  del  año 
siguiente.  Al  mismo  tiempo  que  las  invi- 
taciones para  reunirse  en  Berna  en  esta 
última  fecha,  el  Gobierno  federal  envió  á 
los  gobiernos  extranjeros  un  proyecto  de 
programa  de  las  cuestiones  que  se  habían 
de  discutir.  Estas  eran  las  que  se  habían 
enunciado  en  la  circular  del  15  de  marzo 
de  1889,  pero  cada  una  de  ellas  se  había 
subdividido  en  preguntas  detalladas  á 
manera  de  un  cuestionario.  El  programa 
no  hacía  mención  alguna  de  la  reglamen- 
tación del  trabajo  de  los  obreros  hom- 
bres V  adultos  ni  de  la  restricción  de  la 
producción. 
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IV.  —  Los    RESCRIPTOS    IMPERIALES 
I  LA  CONFERENCIA  DE  BeRLÍN 

El  5  de  febrero  de  1890,  esto  es, el  mis- 
mo día  en  que  Suiza  enviaba  a  los  go- 
biernos extranjeros  las  invitaciones  para 
reunirse  en  conferencia  en  Berna,  apare- 
cían en  el  Reichsanzeiger  dos  rescriptos 
del  Emperador  de  Alemania  relativos  al 
mejoramiento  de  la  condición  de  los  tra- 
bajadores; el  primero  iba  dirigido  al  prín* 
cipe  de  Bismarck;  el  segundo  á  MM.  von 
Berlepsch,  Ministro  de  Comercio,  y  von 
Maybach,  Ministro  de  Obras  Públicas. 
El    rescripto  dirigido    al    príncipe  de 
Bismarck  por  el  Emperador  estaba  con- 
cebido en  los  términos  siguientes:  **Estoy 
resuelto  á  tratar  de  alcanzar  el    mejora- 
miento de   la  coadición   de  los   obreros 
alemanes,  en   los  límites   fijados  por  la 
necesidad  de  mantener  la  industria  ale- 
mana en  un  estado  tal  que  pueda  soste- 
ner la  concurrencia  en  el  mercado  inter- 
nacional, y  asegurar  así  su  existencia  y 
la  de  los  obreros.  La  decadencia  de  la 
industria  nacional  por  la  pérdida  de  sus 
exportaciones  al  extranjero  privaría  del 
pan  no  sólo  á  los  patrones,   sino  tam- 
bién á  sus  obreros.  Las  dificultades  que 
se  oponen  al  mejoramiento  de  la  condi- 
ción de  nuestros  obreros,  y  que  provie- 
nen de  la  concurrencia  internacional  no 
pueden  ser,  ya  que  no  subsanadas,  por 
lo  menos  disminuidas,  sino  poi*  el  acuer- 
do internacional  de  los  países  que  do- 
minan  el  mercado  internacional.  Con- 
vencido de  que  los  demás  gobiernos  están 
igualmente  animados   del  deseo  de  so- 
meter á  un  común  examen  las  tentati- 
vas sobre  las  cuales  los  obreros  de  estos 
países  han  entablado  ya  entre  ellos   ne- 
gociaciones internacionales,  quiero  que, 
para  empezar,  mis  representantes  oficia- 


les en  Francia,  en  Inglaterra,  en  Bélgica 
y  en  Suiza,  propongan  oficialmente  la 
cuestión  de  saber  si  los  gobiernos  están 
dispuestos  á  entraren  negociaciones  con 
nosotros,  con  el  objeto  de  procurar  un 
acuerdo  internacional  sobre  la  posibili- 
dad de  satisfacer  las  necesidades  y  los 
deseos  de  los  obreros,  que  se  han  mani- 
festado en  las  huelgas  de  los  últimos 
años,  ó  en  otras  circunstancias.  En  cuan- 
to mis  ideas  sean  aprobadas,  os  encargo 
convocar  á  los  gobiernos  que  presten 
el  mismo  interés  á  la  cuestión  obrara,  á 
tomar  parte  en  una  conferencia  que  de- 
liberará sobre  las  cuestiones  promo- 
vidas." 

El  segundo  rescripto  contenía  la  expo- 
sición de  una  serie  de  mejoras  que  intro- 
ducir en  la  legislación  obrera  del  Impe- 
rio. Mencionaba  también  la  misión  de 
que  había  sido  encargado  el  canciller  por 
el  rescripto  precedente,  pues,  entre  las 
dificultades  que  se  oponían  á  las  refor- 
mas proyectadas,  se  encontraba:  **La 
necesidad  de  amparar  los  intereses  de  la 
industria  nacional  en  su  concurrencia 
con  el  extranjero  desempeña  un  papel 
esencial." 

La  publicación  inesperada  de  estos  res- 
criptos produjo  en  Suiza  profunda  sen- 
sación. El  Gobierno  federal  se  decidió 
sin  embargo  á  dejar  que  las  cosas  .siguie- 
ran su  curso.  Le  parecía,  por  lo  demás, 
queen  vista  de  la  extensión  del  programa 
imperial,  que  sobrepasaba  en  mucho  el 
que  había  formado  laSuiza,  las  dos  con- 
ferencias podían  dividirse  el  trabajo.  Sin 
embargo,  á  consecuencia  de  las  negocia- 
ciones que  se  entablaron  entre  Alemania 
y  Suiza,  ésta  renunció  á  la  reunión  de 
la  Conferencia  de  Berna,  y  lo  comunicó 
á  las  potencias  por  una  circular  de  fecha 
25  de  febrero  do  1900.  La  Suiza  justifi- 
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caba  su  resolución  en  los  términos  si- 
guientes: **  Preocupados  ante  todo  del 
éxito  de  la  obra  que  habíamos  tomado 
entre  manos  desde  el  principio,  y  de- 
seando sinceramente  ver  coronados  por 
el  éxito  los  esfuerzos  emprendidos  con  el 
mismo  fin  por  S.  M.  el  Emperador  de 
Alemania;  considerando,  además,  por 
una  parte,  que  no  se  ha  creído  posible 
una  repartición  del  trabajo  entre  las  dos 
Conferencias;  y  por  otra  parte,  que  mu- 
chos Estados  que  han  aceptado  nues- 
tra inyitación  han  prestado  también  su 
adhesión  á  la  Conferencia  de  Berlin,  no 
hemos  vacilado,  en  estas  circunstancias, 
en  acceder  al  deseo  que  se  nos  ha  mani- 
festado, deseo  compartido  por  otros  go- 
biernos, y  en  renunciar  por  el  momento, 
á  continuar  nuestra  iniciativa." 

El  programa  de  la  Conferencia  de  Ber- 
lin, tal  como  se  indicaba  en  el  rescripto 
del  Emperador,  era  demasiado  extenso. 
Pero  la  influencia  de  Bismarck  y  la  opo- 
sición de  Inglaterra  y  Francia,  que  vaci. 
laron  largo  tiempo  en  enviar  delegados, 
hicieron  restringir  el  marco  y  eliminar 
todo  lo  relativo  á  la  fijación  de  una  jor- 
nada máxima  de  trabajo  para  los  obre- 
ros adultos  del  sexo  masculino.  En  la 
carta  con  que  trasmitía  al  embajador  de 
Alemania  en  Paris  el  rescripto  imperial 
de  4  de  febrero  de  1890,  el  príncipe  de 
Bismarck  decía:  '^Vuestra  Excelencia  se 
dará  cuenta  de  que  el  descanso  del  do- 
mingo, la  reducción  del  trabajo  de  las 
mujeres  y  de  los  niños  y  el  límite  de  la 
iornada  de  trabajo  son  las  cuestiones 
principales  que  habrá  que  tratar".  En 
su  respuesta  al  gobierno  alemán,  el  Mi- 
nistro de  Relaciones  Exteriores  de  Fran- 
cia, M.  Spuller,  escribía:  "Hay,  en  todo 
caso,  una  cuestión  que  menos  que  cual- 
quiera otra  parecería  poder  ser  objeto  de 


un  acuerdo  internacional:  la  de  la  limi- 
tación de  la  jornada  de  trabajo;  se  rela- 
ciona tan  estrechamente,  á  lo  menos  en 
lo  que  se  refiere  á  los  adultos,  por  una 
parte  ^con  los  principios  sobre  que  des- 
cansan las  lejislaciones  políticas  de  los 
diferentes  Estados,  y  por  otra  con  las 
condiciones  generales  de  la  producción 
industrial,  que  debe  ser  considerada  co- 
mo de  orden  exclusivamente  interior  y 
parlamentario,  y  no  podría,  por  lo  mis- 
mo, ser  sometida  provechosamente  á 
una  discusión  diplomática  (1)". 

Habiendo  rehusado  todos  los  países, 
menos  la  Suiza,  entrar  en  discusión  so- 
bre esta  cuestión,  se  redujo  el  programa 
de  laconferenciaá  los  seis  puntos  siguien- 
tes: 1^  reglamentación  del  trabajo  en 
las  minas;  2^  reglamentación  del  traba- 
jo del  domingo;  3^  reglamentación  del 
trabajo  de  los  niños;  4^  reglamentación 
del  trabajo  de  los  obreros  jóvenes;  5^  re- 
glamentación del  trabajo  de  las  mujeres; 
y  6*^  aplicación  de  las  disposiciones  adop- 
tadas.— Como  para  la  Conferencia  de 
Berna,  estos  diferentes  puntos  estaban 
subdivididos  en  una  serie  de  cuestiones 
de  detalle. 

La  conferencia  de  Berlín  se  reunió  del 
15  al  29  de  marzo  de  1890.  Estaban  re- 
presentados quince  Estados,  que  eran: 
Alemania,  Austria-Hungría,  Bélgica,  Di- 
namarca, España,  Francia,  Gran  Breta- 
ña, Italia,  Luxemburgo,  los  Países  Ba- 
jos, Portugal,  Suecia  y  Noruega  y  Suiza. 
Rusia  y  Estados  Unidos  no  fueron  in- 
vitados. Los  últimos  tampoco  lo  habian 
sido  por  la  Suiza.  Rusia  había  ya  rehu- 
sado tomar  parte  en  la  Conferencia  de 
Berna.  La  Santa  Sede  fué  representada 


(1)    BÉCHAun.  —  Beiviodicacioaes    obrera»    eo 
Francia,  pág.  73,  nota. 
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oficiosamente  por  M.  Kopp,  príncipe- 
obispo  de  Breslau,  que  formaba  parte  de 
la  delegación  de  Alemania.  Los  miem- 
bros de  la  Conferencia  eran  47. 

Los  trabajos  de  la  Conferencia  se  repar- 
tieron entre  tres  comisiones  que  se  ocupa- 
ron respectivamente  del  trabajo  en  las 
minas,  del  descanso  del  domingo,  y  del 
trabajo  de  los  niños,  de  los  obreros 
jóvenes  y  de  las  mujeres.  La  segunda  co- 
misión estudió  también  la  cuestión  de 
las  medidas  de  ejecución. 

Desde  el  principio,  dice  M.  t'Kint  de 
Roodenbeke,  uno  de  los  delegados  bel- 
gas, tres  grupos  de  opiniones  se  señala- 
ron en  el  seno  de  la  Conferencia:  el  grupo 
autoritario  tenía  á  su  cabeza  la  Alema- 
nia y  la  Suiza,  y  buscaba  sobre  todo  la 
solución  de  la  cuestión  social  en  una  in- 
tervención extensa  y  enérgica  del  legisla- 
dor; el  grupo  liberal,  que  comprendía, 
entre  otros,  á  Francia,  Inglaterra  y  Bél- 
gica, se  confiaba  más  en  la  iniciativa  pri- 
vada, individual  ó  colectiva.  En  el  ter- 
cer grupo,  cuyos  intereses  eran  especia- 
les, se  juntaban  los  países  meridionales: 
Italia,  España  y  Portugal.  Estos  últi- 
mos, que  se  encontraban  todavía  en  la 
primera  fase  de  su  desarrollo,  hacían  va- 
ler la  imposibilidad  de  imponerles  legis- 
laciones semejantes  á  las  que  protegían 
en  otras  partes  al  niño,  al  obrero  joven» 
y  a  la  mujer,  so  pena  de  condenar  su  in- 
dustria naciente  á  una  segura  decaden- 
cia. Era  preciso,  además,  tomar  en  cuen- 
ta, por  lo  que  á  ellos  concernía,  las  dife- 
rencias de  raza  y  de  clima,  y  la  situación 
especial  de  ciertas  industrias,  la  de  la  se- 
da por  ejemplo,  que  sufre  mucho  con  la 
concurrencia  oriental. 

En  su  informe  sobre  el  cumplimiento 
de  las  disposiciones  adoptadas  por  la 
conferencia,  M.  EUena,  uno  de  los  dele- 


gados de  Italia,  ha  analizado  el  carácter 
de  la  Conferencia  de  Berlín.  Las  reunio- 
nes internacionales  pueden  dividirse  en 
dos  categorías:  en  unas,  los  plenipoten- 
ciarios de  los  diferentes  Estados  deben 
celebrar  tratados  cuya  ejecución  está 
garantida  por  los  principios  del  derecho 
de  gentes;  la  otra  categoría  comprende 
los  congresos  cuyos  miembros  se  ocupan 
del  estudio  científico  de  las  cuestiones 
que  se  les  someten  más  bien  que  de  la 
solución  práctica  que  se  les  ha  de  dar. 
La  Conferencia  de  Berlín  tiene— agrega- 
ba— un  carácter  sui  generis,  porque  no 
puede  tomar  resoluciones  con  fuerza 
obligatoria  para  los  gobiernos,  y  no 
debe  limitarse  tampoco  al  estudio  cien- 
tífico de  los  problemas  sometidos  á  su 
examen.  No  podía  aspirar  al  primero  de 
estos  dos  papeles;  no  podía  contentarse 
con  el  segundo. 

Después  de  largas  discusiones,  la  Con- 
ferencia de  Berlín  se  contentó  sin  embar- 
go con  expresar  una  serie  de  votos  res- 
pecto [de  las  cuestiones  que  eran  mate- 
ria de  sus  deliberaciones.  Examinare- 
mos rápidamente  las  conclusiones  á  que 
llegó. 

Reglamentación  del  trabajo  del  do- 
mingo.— El  descanso  semanal  fué  objeto 
de  un  voto  unánime  de  parte  de  los 
miembros  de  la  Conferencia.  Alemania 
propuso  prohibir  el  trabajo  del  domingo , 
en  virtud  de  la  ley,  á  todos  los  obreros 
de  ambos  sexos,  adultos  ó  nó,  salvo  las 
escepciones  necesarias. 

Esta  proposición  fue  aceptada  por 
Austria-Hungría,  Gran  Bretaña,  Suecia, 
Noruega  y  Suiza.  Dinamarca,  España, 
Italia,  Portugal  y  los  Países  Bajos  de- 
clararon no  admitir  la  intervención  del 
legislador  sino  en  favor  de  las  personas 
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protegidas  por  la  ley,  es  decir  de  los  ni- 
ños, de  los  adolescentes  y  de  las  mujeres. 
En  cuanto  á  los  adultos,  estimaban  que 
la  cuestión  solo  podía  ser  resuelta  por 
una  acción  legislativa  indirecta,  en  vir- 
tud de  la  cual,  en  muchos  establecimien- 
tos industriales,  el  descanso  de  ciertas 
categorías  de  trabajadores  produce  la 
inactividad  de  todos;  por  medio  de  re- 
glamentos administrativos,  y  por  la  ini- 
ciativa individual  y  colectiva  de  los  par- 
ticulares y  de  las  asociaciones. 

Bélgica  y  Luxemburgo  pensaban  de  la 
misma  manera;  pero,  á  causa  de  un  ar- 
tículo de  sus  respectivas  constituciones 
que  disponía  que  nadie  podía  ser  obliga- 
do á  observar  los  días  de  descanso  de  un 
culto  determinado,  estos  dos  países  cre- 
yeron que  no  podían  admitir,  ni  aún 
para  las  personas  protegidas,  la  fijación 
legal  del  domingo  como  día  de  descanso 
semanal. 

Francia  se  abstuvo.  Sus  delegados  ha- 
bían recibido  instrucciones  formales.  Te- 


mían también  atentar  á  la  libertad  de 
conciencia  y  de  trabajo  de  los  adultos. 
El  jefe  de  la  delegación,  M.  Jules  Simón, 
se  declaró  sin  embargo,  partidario  con- 
vencido de  esta  reforma  saludable  y  ma- 
nifestó el  deseo  de  ver  pronto  triunfar  sus 
ideas  personales  en  el  parlamento  francés. 
Todos  los  Estados  estuvieron  de  acuer- 
do en  admitir  ciertas  escepciones  á  la  re- 
gla general  de  un  día  de  descanso  por 
semana,  respecto  á  las  explotaciones  que 
exigen  la  continuidad  de  la  producción 
por  razones  técnicas,  como  las  fábricas 
de  vidrio,  ó  que  proporcionan  al  público 
artículos  de  primera  necesidad  de  fabri- 
cación diaria,  como  también  aquellas 
que,  por  su  naturaleza,  no  pueden  fun- 
cionar sino  en  estaciones  determinadas 
ó  que  dependen  de  la  acción  irregular  de 
las  fuerzas  naturales.  Sin  embargo,  ex- 
presaron el  deseo  de  que,  aún  en  estos 
establecimientos,  cada  obrero  tuviera  de 
dos  domingos  uno  libre. 

(Continuará) 
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TRANSACCIONES  SOBRE  LOS  EFECTOS  CIVILES  DE  UN  DELITO 


UN  CASO  DE  VALIDEZ  O  NULIDAD  DE  ELLAS  (1) 


(Conclusión) 


OTROS  ASPECTOS  DE  LA  CUESTIÓN. 

10. — Con  lo  va  expuesto,  parece  que  la 
cuestión  propuesta  puede  considerarse 
solucionada  sin  lugar  á  dudas  en  el 
sentido  de  la  validez  de  la  transacción 
celebrada,  á  pesar  de  la  absolución  más 
categórica  que  pudiera  hacerse  en  la 
causa  criminal. 

Creemos,  sin  embargo-,  que  la  misma 
cuestión  puede  también  estudiarse  bajo 
el  aspecto  de  las  disposiciones  consigna- 
das en  los  artículos  2455  v  2459  del 
Código  Civil,  para  llegar  siempre  á  la 
misma  solución:  no  poderse  declarar 
nula  una  transacción  por  lo  que  pueda 
resolverse,  en  cualesquiera  juicios  que 
sea,  con  posterioridad  á  ella. 

11. — Dispone  el  artículo  2455  del  Có- 
digo Civil:    *'Es  nula  asimismo  la  tran- 
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sacción,  si  al  tiempo  de  celebrarse^  estu- 
viere ja  terminado ellitigiopor  sentehcia 
pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada,  y 
de  que  las  partes  6  alguna  de  ellas  no 
haya  tenido  conocimiento  al  tiempo  de 
transigir.'* 

El  artículo  2649  del  Proyecto  de  1853, 
del  cual  fué  tomada  esta  disposición, 
decía:  **Es  nula  así  mismo  la  transacción, 
si,  al  tiempo  de  celebrarse  estuviere  ja 
terminado  el  litigio  por  sentencia  pasa- 
da en  autoridad  de  cosa  juzgada,  y  áé 
que  la  parte  que  ha  vencido  eü  jtiicití 
no  haya  tenido  conocimiento  al  tiempo* 
de  transigir.*'  Y  cita  don  Andrés  Béllü 
como  fuentes  ú  origen  de  este  artículo, 
la  L.  32,  C.  De  transact.  y  DelvincoüR'í,- 
t.  III,  p.  137,  nóm.  2*^;  de  los  cuateá,  láfr 


{])  Véa»>e  la  sentencia  qne  ^e  publica  en  este  nú 
mero.  Segunda  parte,  Sección  I,  páj   330. 
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lev  32  está  concebida  así:  **Es  cosa  sa- 
bida  que,  según  la  tradición  del  derecho, 
de  nada  sirve  transigir  después  de  pro- 
nunciada una  sentencia,  con  conocimiento 
de  causa  y  no  suspendida  por  la  solemni- 
dad de  la  apelación  ó  de  la  restitución 
por  entero/'  Y  Delvincourt  se  expresa 
de  este  modo:  **Así,  para  que  pueda  ha- 
ber transacción,  es  preciso  que  haya  un 
litigio,  ó  materia  de  un  litigio.  De  esto 
resulta:...  2.^  que  la  transacción  es  igual- 
mente nula  si,  al  momento  en  que  ella 
ha  tenido  lugar,  el  proceso  estaba  termi- 
nado por  sentencia  pasada  en  autoridad 
de  cosa  juzgada,  de  la  cual  las  partes, 
ó  al  menos  la  que  ha  vencido,  no  tenía 
conocimiento." 

12. — El  porqué  de  estas  disposiciones 
no  es  difícil  de  determinar;  lejos  de  eso; 
lo  señala  el  buen  sentido. 

Si  el  objeto  y  causa  de  la  transacción 
no  es  otro  que  terminar  extrajudicial- 
mente,  por  un  arreglo  directo  entre  las 
partes,  las  incertidumbres  que  hace  nacer 
entre  ellas  la  existencia  de  un  litigio  ó 
la  amenaza  ó  posibilidad  de  alguno 
sobre  sus  derechos  ó  pretensiones;  natu- 
ral es  que  la  transacción  carezca  de  causa 
y  objeto,  cuando  ese  litigio,  que  produ- 
cía la  incertidumbre,  ha  terminado  judi- 
cialmente  por  la  sentencia  pasada  en 
autoridad  de  cosa  juzgada. 

La  sentencia  que  reúne  tal  carácter 
produce,  antes  que  nada,  el  efecto  de 
hacer  cesar  la  incertidumbre,  de  impedir 
la  continuación  del  litigio  en  que  ha  re- 
caído y  la  iniciación  de  todo  nuevo 
pleito  que  tienda  á  introducir  la  más 
leve  modificación  en  lo  que  se  ha  juzgado. 
Lógico  es  suponer,  entonces,  que  si  la 
disputa  ó  diferencia  está  así  resuelta, 
ambas  partes,  ó  por  lo  menos  una,  no 


habría  consentido  en  transigir,  si  hubiera 
tenido  conocimiento  de  tal  sentencia. 

O,  como  decía  el  consejero  de  Estado 
Berlier,  en  la  discusión  del  artículo 
2053  del  Código  francés:  "No  es  verosí- 
mil, en  efecto,  que  la  transacción  hubiese 
tenido  lugar  si  la  parte  que  se  obliga  á 
dar  más  ó  consiente  en  recibir  menos, 
hubiese  conocido  el  título  irrefragable 
que  hacía  su  condición  mejor.  Por  otra 
parte,  cuando  el  proceso  está  terminado, 
no  hay  realmente  materia  de  transacción; 
de  suerte  que  la  que  ha  intervenido  des- 
pués de  una  sentencia  de  última  instancia, 
y  sin  que  nada  indique  que  haya  tenido 
conocimiento  de  ella,  debe  ser  considera- 
da como  el  mero  efecto  de  un  error  v,  á 
este  título,  no  podría  subsistir.'*  Y  como 
consecuencia  de  esto,  propuso  Berlier 
la  siguiente  redacción  al  artículo,  que 
fué  aceptada  y  constituye  el  texto  del 
artículo  2056  del  Código  francés:  "La 
transacción  sobre  un  proceso  terminado 
por  sentencia  pasada  en  autoridad  de 
cosa  juzgada,  de  que  las  partes  ó  una 
de  ellas  no  tenía  conocimiento,  es  nula. 
Si  la  sentencia  ignorada  de  las  partes 
era  susceptible  de  apelación,  la  transac- 
ción será  válida.*' 

Por  esto,  el  artículo  2455  de  nuestro 
Código  dispuso:  es  nula  la  transacción 
si,  a/  tiempo  de  celebrarse  estuviere  ya 
terminado  el  litigio  por  sentencia  pasada 
en  autoridad  de  cosa  juzgada,  y  de  que 
las  partes  ó  alguna  de  ellas  no  haj^a 
tenido  conocimiento  al  tiempo  de  tran- 
sigir. 

13. — Conviene,  sin  embargo,  á  pesar 
de  la  claridad  de  la  disposición,  fijar  la 
atención  en  el  verdadero  alcance  de  ella. 

Declara  este  artículo,  como  se  vé,  la 
nulidad  de  la  transacción  celebrada  des- 
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pues  de  terminado  el  litigio  por  sentencia; 
pero  siempre  que  concurran  estos  requi- 
sitos: 1**^  que  la  sentencia  que  ponga  fin  al 
litigio  haya  pasado  en  autoridad  de  cosa 
juzgada;  2^  que  esa  sentenciase  haya 
pronunciadoprecisamente  en  el  litigio  que 
se  ha  transigido;  3*^   que  esa  sentencia 
sea   anterior  á   la   transacción,  pues  el 
artículo  pronuncia  la  nulidad  expresa- 
mente   **s/  al  tiempo  de  celebrarse  (la 
transacción),  estuviere  ya  terminado  el 
litigio  por  sentencia*',  etc.;  4?*^  que  las 
las  partes  6  una  de  ellas  hayan  ignora- 
do esa  sentencia  al  tiempo  de  transigir; 
lo  que  confirma  la  necesidad  del  requisito 
de  su  existencia  anterior. 

Pero  no  es  eáto  sólo  lo  que  se  puede 
deducir  del  texto  del  artículo  2455,  sino 
algo  más,  de  gran  trascendencia  para  la 
cuestión  en  estudio;  y  que  consiste  en 
que,  por  consecuencia  rigurosa,  es  válida 
la  transacción,  perfectamente  válida,  ya 
que  la  ley  no  declara  su  nulidad,  en  los 
casos  inversos  ó  contrarios  á  los  expre- 
sados. Por  consiguiente  y  sin  considerar 
otros  casos,  será  perfectamente  válida 
la  transacción  cuando  la  sentencia  que 
ponga  fin  al  litigio  sea  posterior  á  la 
transacción;  será  igualmente  válida^ 
cuando  esa  sentencia,  ya  anterior,  ya 
posterior,  se  haya  pronunciado  enjuicio 
sobre  una  materia  distinta  de  la  transi- 
gida; será  así  mismo  válida,  cuando  esa 
sentencia,  sea  anterior  ó  posterior,  no 
produzca  ó  carezca  de  autoridad  de  cosa 
juzgada  en  la  materia  que  se  transigió; 
etc. 

Más  aún,  fundarse  en  una  sentencia 
posterior  para  declarar  nula  una  tran- 
sacción celebrada  antes,  es  ir  hasta  con- 
tra el  simple  buen  sentido,  el  cual,  sin 
auxilio  legal  de  ninguna  especie,  mani- 
fiesta que  sería  desnaturalizar  por  com- 


pleto la  transacción,  el  hacer  depender 
su  validez  ó  nulidad  de  lo  que  después 
vaya  á  resolverse,  en  cualquier  juicio  que 
sea,  sóbrelas  cuestiones  que  se  han  tran- 
sigido. 

¿Para  qué  se  transigiría  entonces? 

Si  se  transigió,  la  transacción  puso  fin 
al  litigio,  el  cual  no  pudo  seguir  adelante 
ni' llegar  á  terminar  por  sentencia,  pues 
ya  estaba  terminado  por  transacción. 

l^.— Así  como  el  2455  anula  la  transac- 
ción celebrada  cuando  al  tiempo  de  otor- 
garse estaba  ya  terminado  el  litigio  por 
sentencia  ignorada  de  una  de  las  partes, 
así  el  artículo  2459,  á  su  turno,  anula  la 
transacción  relativaá  algún  objeto,  cuan- 
do se  ha  celebrado  en  la  ignorancia  de 
títulos  auténticos  que  atestiguaran  la 
falta  de  todo  derecho  á  ese  objeto  pqr 
una  de  las  partes. 

Al  efecto,  dice  el  artículo  2459:  **Si 
constare  por  títulos  auténticos  que  una 
de  las  partes  no  tenía  derecho  alguno  al 
objeto  sobre  que  se  ha  transigido  y  esos 
títulos  al  tiempo  de  la  transacción  ef  an 
desconocidos  de  la  parte  cuyos  derechos 
favorecen,  podrá  la  transacción  rescin- 
dirse; salvo  que  no  haya  recaído  sobre 
un  objeto  en  particular,  sino  sobre  toda 
la  controversia  entre  las  partes,  habienr 
do  varios  objetos  de  desavenencia  entre 
ellas.  —  En  este  caso  el  descubrimiento 
poiterior  de  títulos  desconoc/í/os  no  sería 
causa  de  rescisión,  sino  en  cuanto  hubie- 
sen sido  extraviados  ú  ocultados  dolo* 
sámente  por  la  parte  contraria.'* 

Este  artículo  está  tomado  á  la  letrg. 
del  artículo  2652  del  Proyecto  de  1853, 
al  cual  le  anota  el  señor  Bello* como  fuen- 
tes, la  ley  34,  título  14,  Partida  5^  y 
Delvincourt,  página  137,  número  1*^. 

La  ley  34  citada  ordena,  cual  lo  dice  en 
su  epígrafe  ó  resumen,  que  **lo  que  orne 
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quita  a  su  contendor,  por  enojo  de  non 
seguir  pleyto,  non  lo  puede  después  de- 
mandar"; pero  concluye  con  la  siguiente 
excepción:  "Fueras  ende  si  el  demanda- 
dor pudiere  provar  que  el  demandado  le 
£zo  engafio  en  fazerle  perder  las  cartas  o 
embargarle  los  testigos  con  que  pudiera 
provar  su  demanda:  e  que  por  esta  razón 
fizo  el  quitamiento  de  ladebda,  o  alguna 
partida della".  Y  Delvincourt establece: 
"si  no  puede  haber,  en  derecho,  un  liti- 
gio, aunque  exista  uno  de  hecho,  como 
si,  por  qemplo,  estaba  acreditado  por 
títulos,  que  una  de  las  partes  no  tenía 
ningún  derecho  al  objeto  sobre  el  cual  se 
ha  transigido,  la  transacción  sería  nula, 
si  estos  títulos  eran  desconocidos  de  las 
partes  ó  una  de  ellas,  en  el  momento  en 
que  ellas  han  transigido.^^ 

15.— Fácil,  es,  pues,  fijar  el  alcance  de  la 
disposición  legal  contenida  en  el  artículo 
2469  de  nuestro  Código  Civil. 

Dejando  aun  lado  otros  tópicos,  tene- 
mos que  la  ley  declara  aquf  la  nulidad,  da 
la  acción  rescisoria  por  error,  contra  la 
transacción  que  se  celebre  en  pugna  de  lo 
que  constare  por  títulos  auténticos,  pe- 
ro desconocidos,  al  tiempo  de  celebrarse 
la  transacción,  de  la  parte  á  quien  fa vo- 
lteen. 

Como  requisitos  de  esta  acción  resciso- 
ria, merecen  fijar  la  atención  estos  dos: 
que  ella  no  se  da  sino  en  el  caso  de  que 
esos  títulos  auténticos  hayan  sido  desco- 
nocidos de  la  parte  á  quien  favorecen;  y 
que  es  menester  todavía  que  esos  títulos 
hayan  existido  en  el  momento  de  cele- 
brarse la  transacción. 

No  se  podría,  pues,  de  manera  alguna, 
sin  contravenir  al  artículo,  hacerlo  com- 
prender en  la  nulidad  que  establece,  el 
caso  de  que  por  títulos  posteriores  á  la 
transacción  se  viniera  á  establecer  que 


una  de  las  partes  no  tenía  ningún  dere- 
cho al  objeto  sobre  que  se  transigió.  Un 
caso  como  este  no  está  absolutamente 
comprendido  en  la  nulidad  que  establece 
el  artículo  2459:  todo  su  contexto,  todas 
sus  frases,  están  refiriéndose  única  y  ex- 
clusivamente al  caso  de  que  esos  títulos 
existan  ya,  en  el  momento  de  la  tran- 
sacción. 

16. — ^Y  ello  es  natural.  La  transacción 
tiene  por  objetó,  junto  con  evitarlas  con- 
tiendas ó  dificultades  del  presente,  asegu- 
rar la  certidumbre  para  el  porvenir.  La 
transacción,  una  vez  celebrada,  fija  para 
siempre  los  derechos  y  obligaciones  de 
las  partes,  produce  entre  ellas  el  efecto  de 
cosa  juzgada  en  última  Instancia  (art. 
2460);  hace  extinguirse  por  completo 
todos  los  derechos  y  obligaciones  de  los 
que  transigen,  anteriores  á  ella  y  sobre 
las  materias  que  transigen  (art.  1567); 
fija  ella  sola  en  adelante  los  derechos  y 
obligaciones  de  los  contratantes,  que  ya 
no  tienen  más  fuente  que  ella  misma 
(art.  1628,  2446  y  1437). 

En  consecuencia,  ningún  hecho  poste- 
rior, ninguna  prueba,  nada  que  venga  á 
producirse  después  de  ella  y  que  se  refie- 
ra á  los  derechos  y  obligaciones  que  se 
transigieron,  puede  venir  á  influirla  de 
modo  alguno.  Para  que  pueda  ser  rescin- 
dida, es  menester  que  esos  hechos,  esas 
pruebas,  sean  anteriores  á  la  transacción 
é  ignorados  de  las  partes,  fuera  de  los 
otros  requisitos  que  la  ley  también  exige. 
Por  eso  Delvincourt,  pone,  en  nota 
número  2,  los  siguientes  ejemplos  en  el 
párrafo  ya  reproducido,  del  cual  se  deriva 
la  disposición  de  nuestro  Código:  "Si, 
por  ejemplo,  un  deudor  transige  con  el 
heredero  de  su  acreedor,  sobre  una  deuda 
que  fe  estaba  remitida  por  un  testamento 
que  ignoraba:  si  un  legatario  transige 
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sobre  un  legado  cuya  redacción  era  oscu- 
ra en  uri  primer  testamento,  pero  estaba 
exclarecida  en  un  segundo  que  era  igual- 
mente ignorado;  y  esto,  aun  cuando  las 
dos  partes  hayan  estado  de  buena  fé/' 

En  todos  estos  casos,  ese  título  que  re- 
solvía claramente  la  cuestión,  existía  ya, 
necesariamente,  en  el  momento  que  se 
transigió,  siendo  posterior  á  este  acto 
únicamente  el  descubrimiento,  la  noticia 
del  título  llegado  á  la  parte  favorecida 
con  él. 

Por  eso  nuestro  artículo  2459,  en  su 
inciso  I'',  usa  estas  palabras:  **y  estos 
títulos  al  tiempo  de  la  transacción  eran 


desconocidos  de  la  parte  cuyos  derechos 
favorecen".  Y  en  el  inciso  2^  estas  otras: 
**e/  descubrimiento  posterior  de  títulos 
desconocidos  no  sería  causa  de  rescisión, 
sino  en  cuanto  hubiesen  sido  extraviados 
ú  ocultados'^  Todo  lo  cual  trae  consigo 
esa  doble  exigencia:  que  la  existencia  de 
los  títulos  preceda  á  la  transacción,  y 
que  su  descubrimiento  sea  posterior.  No 
puede,  pues,  absolutamente  hacerse  va- 
ler, para  anular  una  transacción,  un  tí- 
tulo posterior,  una  prueba  ó  antecedente 
cualquiera  que  se  haya  producido  des- 
pués de  haber  transigido. 

Santiago  Lazo. 
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LA  LEGISLACIÓN  INTERNACIONAL  DEL  TRABAJO 


Por  Daniel  Crick 


(Continuación) 


Reglamentación  del  trabajo  de  los  ni- 
ños,—has  delegados  estuvieron  unáni- 
memente de  acuerdo  en  declarar  que  era 
muy  deseable  que  *Íos  niños  de  ambos 
sexos  que  no  hubieran  alcanzado  una 
cierta  edad,  fueran  excluidos  de  todo 
trabajo  en  los  establecimientos  indus- 
triales y  en  las  minas.*'  Suiza  proponía 
fijar  ésta  edad  en  los  catorce  años,  que 
era  el  límite  admitido  en  este  país.  Pero 
la  Conferencia  aceptó  la  proposición  de 
M.  Jules  Simón,  de  no  permitir  la  entra- 
da á  los  establecimientos  industriales  á 
los  niños  menores  de  doce  años.  Además, 
votó  una  disposición  adicional  de  Ale- 
mania deque  es  deseable  que,  donde  exis- 
te la  instrucción  obligatoria,  los  niños 
cumplan  la  ley  escolar  antes  de  hacerse 
obreros,  lo  que,  en  la  práctica,  elevará 
á  trece  años,  en  estos  países,  la  edad  de 
admisión  al  trabajo. 

Los  delegados  ingleses   no    pudieron 
comprometerse,  por  el  estado  de  su  le- 


gislación, á  prohibir  el  trabajo  de  los  ni- 
ños menores  de  doce  añ  os  empleados  bajo 
el  régimen  del  medio-tiempo.  Por  último, 
el  mínimum  de  edad  se  bajó  á  diez  años 
para  los  países  meridionales,  en  razón  de 
la  precocidad  de  la  raza. 

La  conferencia  decidió  también  que  era 
deseable  que  los  niños  menores  de  catorce 
años  no  trabajasen  ni  de  noche  ni  el  do- 
mingo, y  que  su  trabajo  efectivo  no  pa- 
sase de  diez  horas  por  día  y  fuera  inte- 
rrumpido por  un  descanso  de  media  ho- 
ra; que,  además,  fueran  excluidos  de  las 
ocupaciones  insalubres  ó  peligrosas,  ó 
admitidos  bajo  ciertas  condiciones  pro- 
tectoras. 

Reglamentación  del  trabajo  de  los 
obreros  jóvenes. — Para  los  obreros  jóve- 
nes de  catorce  á  dieziseis  años,  decidió  la 
Conferencia  que  era  deseable  que  no  tra- 
bajasen ni  de  noche  niel  domingo,  que  su 
trabajo  efectivo  no  pasase  de  diez  horas 
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por  día  y  fuera  interrumpido  por  descan- 
sos de  una  duración  total  de  hora  v  me- 
dia  á  lómenos,  salvo  las  escepcionesque 
podrían  admitirse  para  ciertas  indus- 
trias; debían  dictarse  restricciones  para 
las  ocupaciones  particularmente  insalu- 
bres 6  peligrosas. 

En  cuanto  á  los  obreros  jóvenes  de 
dieziseis  á  dieziocho  años,  la  conferencia 
fué  de  parecer  que  era  deseable  que  se  les 
acordara  protección  en  los  puntos  si- 
guientes: jornada  máxima  de  trabajo, 
trabajo  de  noche,  trabajo  del  domingo, 
y  ocupación  en  industrias  especialmente 
nocivas  ó  peligrosas. 

Inglaterra  se  reservó  la  facultad  de 
permitirla  jornada  de  trabajo  de  diez  ho- 
ras á  los  niños  de  trece  años  cumplidos 
que  hubieran  rendido  la  prueba  escolar 
fijada  por  la  ley;  y  Bélgica  no  pudo  ad- 
mitir, para  los  niños  de  doce  á  dieziseis 
años,  una  jornada  máxima  inferior  á 
doce  horas  y  dividida  por  descansos  de 
una  hora  v  media  á  lo  menos. 

La  ley  belga  de  13  de  diciembre  de 
1889  dejaba  á  la  resolución  real  la  fija- 
ción de  una  jornada  menor  de  trabajo 
para  los  niños  de  esta  edad  que  es  nece- 
sario proteger  de  una  manera  especial , 
pero  daba  al  rey  un  plazo  de  tres  años 
para  determinarla.  En  presencia  de  esta 
disposición,  los  delegados  belgas  no  pu- 
dieron comprometer  en  este  punto  la  li- 
bertad del  poder  real.  Por  motivos  aná- 
logos rehusaron  los  delegados  holande- 
ses adherirse  á  una  jornada  máxima  de 
trabajo  inferior  á  once  horas  y  uniforme 
para  todas  las  industrias. 

Reglamentación  del  trabajo  de  las  mu- 
jeres, — La  mayor  parte  de  los  Estados 
parecían  de  acuerdo  en  las  primeras  se- 
siones en  restringir  los  favores  de  la  ley 


á  las  niñas  y  á  las  mujeres  menores  de 
veintiún  años,  con  dos  excepciones:  una 
relativa  al  trabajo  subterráneo  en  las 
minas;  la  otra  al  tiempo  próximo  al  par- 
to. Pero  después  de  largas  discusiones, 
y  gracias  al  inesperado  cambio  de  mu- 
chas delegaciones,  la  Conferencia  decidió, 
por  ocho  votos  contra  cinco  y  dos  abs* 
tenciones,  colocar  en  el  mismo  pié  de 
igualdad  á  las  niñas  y  á  las  mujeres  de 
toda  edad  y  les  prohibió  el  trabajo  de 
noche,  una  jornada  de  trabajo  de  más  de 
once  horas  y  ciertas  ocupaciones  insalu- 
bres ó  peligrosas,  salvo  las  excepciones 
que  se  establecerían  por  la  ley.  La  pro- 
hibición de  trabajar  durante  las  cuatro 
semanas  siguientes  al  parto  fué  votada 
por  unanimidad. 


Reglamentación  del  trabajo  en  las  mi- 
nas,— Por  lo  que  respecta  al  trabajo  mi- 
nero la  Conferencia  resolvió  elevar  pro" 
gresivamente  á  catorce  años,  en  la  medida 
de  lo  posible,  la  edad  hasta  la  cual  los  ni- 
ños no  podrían  ser  empleados  en  los  tra- 
bajos subterráneos  de  las  minas.  Este 
límite  de  edad  no  fué  aceptado  por  todos 
los  delegados.  Los  de  Bélgica,  sobre  to- 
do, rehusaron  comprometerse  en  este 
punto,  á  causa  de  la  situación  particular 
de  la  industria  carbonífera  de  este  país, 
que  tiene  **las  minas  de  htilla  menos  ven- 
tajosas de  los  países  productores'*.  Lo 
mismo  ocurrió  con  Francia,  que  reclamó 
la  admisión  de  los  niños  en  el  fondo  del 
de  las  minas  desde  la  edad  de  doce  años, 
con  tal  que  presenten  "certificados  que 
acrediten  un  desarrollo  suficiente".  En 
cuanto  á  España  é  Italia,  obtuvieron,  en 
lo  relativo  á  la  explotación  de  las  minas, 
el  privilegio  que  se  les  había  concedido 
para  el  trabajo  industrial:  el  mínimum 
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(Je  edad  para  estos  países  se  redujo  de 
catorce  á  doce  años. 

La  Conferencia  manifestó  también  el 
deseo  de  que  se  prohibiera  el  empleo  de 
Ips  mujeres  y  de  las  niñas  en  los  traba- 
jos ^subterráneos  de  las  minas.  Esta  pro- 
hibición existía  ya  en  todos  los  países, 
menos  en  Bélgica,  donde  la  supresión 
4el  trabajo  de  las  mujeres  no  era  más 
que  una  cuestión  de  tiempo.  Una  ley  de 
13  de  diciembre  de  1889  disponía,  en 
eftcto,  que  **á  contar  desde  el  I*'  de  ene- 
ro de  1892,  las  niñas  y  las  mujeres  me- 
nores de  veintiún  años  no  podrán  ser 
empleadas  en  los  trabajos  subterráneos 
de  las  minas**.  Parecía  seguro  que  las 
mujeres  de  esta  edad  no  consentirían  en 
bajar  á  las  minas.  En  efecto,  las  esta- 
dísticas demostraban  que,  bajo  el  régi- 
men en  vigor,  las  mujeres  abandonaban 
el  trabajo  de  las  minas  entre  los  veinte 
y  yeÍAticinco  años,  y  aun  antes  si  se  ca- 
saban, 

It^  Conferencia  estudió  en  seguida  la 
organización  del  trabajo  en  las  minas  y 
particularmente  en  las  de  hulla,  desde  el 
punto  de  yista  de  la  seguridad  del  obre- 
^-o,  de  Insalubridad  de  los  trabajos,  y  de 
1^  continuidad  de  la  producción  carboní- 
fiffn.  Las  discusiones  demostraron  que 
lf\^  legislaciones  eran  muy  diversas  en 
Iqs  dos  primeros  puntos.  La  conferencia 
a^  limitó  á  resolver,  por  unanimidad, 
que  era  deseable  que  "la  seguridad  del 
obrero  minero  y  la  salubridad  de  los  tra- 
bajos fueran  aseguradas  por  todos  los 
n^^dips  de  que  dispone  la  ciencia  y  colo- 
cada b^jo  la  vigilancia  del  Estado**,  y 
qw  "losi  ingenieros  encargados  de  diri- 
girla explotación  tuvieran  una  experien- 
cia y  V^^a  competencia  técnica  debida- 
tq^nte  comprobadas.'* 

Una  última  cuestión  tenía  por  objeto 


buscar  los  medios  de  asegurar  la  con- 
tinuidad de  la  producción  carbonífera 
sometiendo  el  trabajo  de  las  minas  á. 
una  reglamentación  internacional.  Debe 
examinarse  esta  cuestión  desde  un  doble 
punto  de  vista;  por  una  parte,  impedir 
las  huelgas,  y,  por  otra  parte,  evitar  sus 
efectos.  Los  debates  dieron  á  conocer  lo 
que  se  había  hecho  en  los  diferentes  paí- 
ses para  mejorar  la  condición  del  obrero 
y  reducir  los  motivos  de  conflictos  entre 
el  capital  y  el  trabajo.  Estas  discusiones 
llevaron  á  la  conclusión  de  que  la  confe- 
rencia manifestara  el  deseo  de  que  las 
relaciones  entre  los  obreros  mineros  y 
los  ingenieros  de  la  explotación  fuesen  lo 
más  directas  posibles;  que  se  crearan  ins- 
tituciones para  garantir  al  obrero  y  á 
su  familia  contra  los  efectos  de  las  enfer- 
medades, de  los  accidentes,  de  la  invali- 
dez y  la  muerte,  y  que,  con  el  objeto  de 
asegurar  la  continuidad  de  la  produc- 
ción carbonífera,  se  esforzara  en  prevenir 
las  huelgas;  haciendo  consistir  el  mejor 
medio  preventivo  en  el  arbitraje,  en  caso 
que  los  patrones  y  los  mineros  no  pue- 
dan entenderse  directamente. 

Cumplimiento  de  las  resoluciones  adop- 
tadas por  la  Conferencia, — Suiza  hizo 
una  proposición  que  tenía  por  objeto 
proveerá  la  celebración  de  acuerdos  obli- 
gatorios entre  los  diversos  países,  á  la 
creación  de  un  órgano  especial  encarga- 
do de  reunir  las  informaciones  que  se  de- 
bían suministrar,  y  á  la  periodicidad  de 
reuniones  análogas  á  la  de  Berlín,  con 
el  fin  de  desarrollar  las  decisiones  toma- 
das y  de  resolver  las  dificultades  ó  desa- 
cuerdos que  sobrevinieran.  La  Conferen- 
cia rechazó  esta  proposición,  porque  los 
diferentes  Estados  que  en  ella  estaban 
representados  no  querían  someter  á  la 
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discreción  de  un  poder  extranjero  sus 
respectivas  legislaciones.  Adoptó,  al  con- 
trario, por  la  unanimidad  de  sus  miem- 
bros, salvo  los  delegados  de  Francia, 
una  proposición  de  Alemania,  modifica- 
da por  Bélgica  y  Gran  Bretaña.  Esta  úl- 
tima recomendó  **para  el  caso  en  que  los 
gobiernos  llevaran  á  efecto  los  trabajos 
de  la  Conferencia,  hacer  vigilar  las  medi- 
das tomadas  en  cada  Estado,  por  un  nú- 
mero suficiente  de  funcionarios  públicos, 
especiaUnente  calificados  é  independien- 
tes de  los  patrones  y  de  los  obreros;  pro- 
vocar, entre  los  diversos  países,  el  cam- 
bio de  las  informaciones  anuales  de  estos 
inspectores;  reunir  las  estadísticas  que 
pudieran  interesar  á  la  reglamentación 
del  trabajo,  y  los  textos  de  las  decisiones 
legislativas  ó  administrativas  que  tuvie- 
ran relación  con  las  cuestiones  discuti- 
das en  Berlín;  y,  por  último,  renovar  las 
conferencias  internacionales,  para  comu- 
nicarse recíprocamente  las  observaciones 
sugeridas  por  la  ejecución  de  las  delibe- 
raciones de  la  Conferencia  y  para  exami- 
nar la  oportunidad  de  modificarlas  ó 
completarlas." 

Cuando  se  examinan  las  conclusiones 
á  que  llegó  la  Conferencia  de  Berlín,  el  fin 
que  se  le  había  señalado  en  el  pensamien- 
to del  monarca  que  la  convocó,  y  que 
consistía  en  contribuir  al  mejoramiento 
de  la  condición  de  los  trabajadores  po- 
niéndose de  acuerdo  sobre  una  serie  de 
disposiciones  que  deberían  aplicarse  en 
los  principales  países  industriales,  no 
puede  decirse,  desde  el  punto  de  vista 
práctico,  que  no  haya  fracasado.  Se  limi- 
tó á  manifestar  una  serie  de  anhelos,  sin 
tomar  ninguna  medida  para  asegurar  su 
realización.  La  generalidad  de  los  dele- 
gados parecía  no  tener  otro  cuidado  que 
evitar  todo  compromiso  positivo,  y  mu- 


chos de  entre  ellos  eran  aún  portadores 
de  instrucciones  restrictivas,  como  los 
de  Inglaterra,  Bélgica  y  Francia.  Dos 
países  solamente,  Alemania  y  Suiza,  pa- 
recían deseosos  de  llegar  á  un  resultado 
práctico.  Los  otros  eran  indiferentes  ú 
hostiles.  En  la  mayor  parte  de  ellos,  la 
opinión  pública  no  se  interesaba  sufi" 
cientemente  en  la  cuestión.  Fuera  de  In- 
glaterra, la  legislación  obrera  no  se  ha- 
bía desarrollado,  y  las  leyes  que  tenían 
eran  muy  mal  aplicadas.  Hay  que  notar 
también  que  en  algunos  de  ellos  la  clase 
obrera  no  estaba  bastante  organizada 
para  defender  sus  intereses,  6,  á  causa 
del  sistema  electoral  vigente,  se  encon- 
traba en  la  imposibilidad  de  hacer  oir 
su  voz  en  las  asambleas  deliberantes. 

Algunos  críticos,  mostrándose  dema- 
siado rigurosos,  han  llegado  á  rehusar 
toda  utilidad  á  los  trabajos  de  la  Confe- 
rencia de  Berlín.  Es  posible  que  fuera  di- 
fícil citar  muchas  medidas  inspiradas  en 
ella;  pero,  por  otra  parte,  no  se  puede 
negar  que  haya  ejercido  una  influencia 
moral.  El  hecho  sólo  de  que  haya  sido 
reunida  por  el  jefe  de  un  gran  país  indus- 
trial y  que  hayan  tomado  parte  en  ella 
todas  las  naciones  manufactureras  de 
Europa,  ha  debido  contribuir  necesaria- 
mente á  hacer  reconocer  la  legitimidad 
de  una  serie  de  reformas  reclamadas  des- 
de hace  mucho  tiempo  por  los  filántro- 
pos y  los  obreros.  Además,  no  se  puede 
desconocer  que  en  los  últimos  diez  años 
del  siglo  pasado,  se  ha  producido  un  im- 
portante movimiento  en  los  diversos 
países  de  Europa,  en  el  dominio  de  las 
leyes  protectoras  del  trabajo. 

Los  partidarios  de  la  unificación  de  las 
leyes  protectoras  de  los  trabajadores  no 
tenían,  pues,  motivos,  para  desalentarse. 
El  fin  que  se  creían  á  punto  de  alcanzar 
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se  había  alejado,  pero  no  había  desapa- 
recido. En  los  años  que  siguieron  á  la 
Conferencia  de  Berlín,  no  ha  decaído  la 
propaganda  en  favor  de  la  legislación  in- 
ternacional. Los  congresos  han  continua- 
do proclamando  la  necesidad  de  los 
acuerdos  internacionales,  v  sus  esfuer- 
zos  no  han  sido  infructuosos. 

V.— Otras  tentativas  de  la  Suiza  pa- 
ra REUNIR  UNA  CONFERENCIA  INTERNA- 
CIONAL. 

Es  siempre  en  Suiza  donde  se  observa 
la  acción  más  enérgica  y  mejor  secunda- 
da por  los  poderes  públicos.  En  la  pri- 
mavera de  1892,  el  Consejo  federal  fué 
invitado  por  asociaciones  obreras  y  de 
patrones  que  pertenecían  á  la  industria 
de  la  bordadura  mecánica,  á  entraren 
negociaciones  con  los  países  en  donde  te- 
nía importancia  esta  industria,  especial- 
mente con  Austria  y  Alemania,  con  el  ob- 
jeto de  reglamentar  por  medio  de  trata- 
dos ciertas  cuestiones  que  interesaban  á 
la  producción.  Los  obreros  deseaban 
que  las  deliberaciones  versaran  sobre  la 
reglamentación  de  la  duración  del  traba- 
jo y  la  fijación  de  un  mínimum  de  salario, 
mientras  que  los  patrones  querían  res- 
tringirlas al  primer  punto. 

El  Consejo  federal,  acogiendo  estas  pe- 
ticiones, encargó  á  sus  representantes  en 
Berlín  y  en  Viena  sondear  á  los  gobier- 
nos alemán  y  austriaco  sobre  la  posible 
celebración  de  un  acuerdo  sobre  estas 
cuestiones,  pero  las  respuestas  que  reci- 
bieron no  dejaron  ninguna  esperanza  de 
éxito. 

Tres  años  más  tarde,  se  produjo  en  Sui- 
za una  nueva  manifestación  en  favor  de 
la  legislación  internacional  del  trabajo. 
El  21  de  junio  de  1895,  las  cámaras  fe- 
derales adoptaron  un  voto  para  invitar 


al  Consejo  federal  **á  volver  á  entablar 
las  negociaciones  con  el  objeto  de  llegar 
á  una  reglamentación  internacional  de 
las  cuestiones  relativas  á  la  protección 
obrera''.  Pero  resultó  de  las  impresiones 
recogidas  por  el  Consejo  federal  en  la  reu- 
nión anual  de  los  embajadores  suizos  en 
Berna,  que  no  era  oportuno  el  momento 
para  una  tentativa  de  esta  naturaleza. 
El  Consejo  federal  se  resolvió,  pues,  á  es- 
perar una  ocasión  más  favorable,  y  en- 
cargó, entretranto,  á  M.  Descurtins,  la 
redacción  de  un  resumen  del  estado  de  la 
legislación  obrera  en  el  extranjero. 

Como  no  tenía  ninguna  probabilidad 
de  éxito  la  reunión  de  una  conferencia,  se 
emitió  la  idea  de  crear  una  oficina  inter- 
nacional para  la  protección  obrera.  A 
este  efecto,  el  Consejo  federal  dirigió,  con 
fecha  1"=*  de  junio  de  1896,  á  sus  represen- 
tantes en  Amsterdan,  Berlín,  Bruselas, 
Copenahue,  Londres,  Madrid,  Paris,  Ro- 
ma, Stokolmo,  San  Petesburgo  y  Viena, 
una  circular  en  que  les  rogaba  se  infor- 
maran si  los  gobiernos  extranjeros  esta- 
rían dispuestos  á  entrar  en  negociaciones 
con  la  Suiza,  respecto  á  la  creación  de 
una  oficina  internacional  para  la  pro- 
tección obrera.  Esta  oficina  estaría  en- 
cargada de  reunir  las  leyes  y  estadísticas 
obreras  de  todos  los  países,  de  publicar 
relaciones  anuales  sobre  los  progresos 
de  la  legislación  social,  y  de  servir  de  ofi- 
cina de  información.  Se  lee  en  el  informe 
del  Consejo  federal  en  que  expone  los  re- 
sultados de  esta  tentativa,  que  **de  nin- 
gún lado  ha  venido  una  respuesta  que 
hiciera  concebir  la  esperanza  de  ver  reno- 
vada en  este  momento,  con  alguna  pro- 
babilidad de  éxito,  la  cuestión  de  la  re- 
glamentación internacional  de  la  protec- 
ción obrera.  Al  contrario,  se  objetó  que 
sería  inoportuno  reanudar  al  presente 
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ese  debate,  que  no  se  quería  comprome- 
ter por  acuerdos  internacionales,  etc. 
Por  lo  que  respecta  especialmente  á  la 
creación  de  una  oficina  internacional,  un 
gran  país  ha  declarado  que  acogía  favo- 
rablemente esta  idea;  uno  pequeño  se 
muestra  dispuesto  á  tomar  parte  en  el 
estudio  de  esta  cuestión;  dos  grandes 
países  no  se  oponen  al  proyecto  en  prin- 
cipio, pero  estiman  que  no  ha  llegado 
tona  vía  el  momento  de  entrar  en  discu- 
sión á  este  respecto." 

La  relación  del  departamento  federal 
del  comercio,  de  la  industria  v  de  la 
agricultura  del  año  1899  se  ocupó  de 
nuevo  de  la  cuestión  de  una  oficina  inter- 
nacional; y  manifiesta  que  el  Consejo 
federal  no  pierde  de  vista  este  objeto,  y 
que  se  interesa  en  las  discusiones  que  han 
tenido  lugar  en  los  diferentes  parlamen- 
tos extranjeros  sobre  la  creación  de  una 
oficina  internacional  para  la  protección 
de  los  obreros.  Resultaba,  sin  eml)argo, 
de  las  informaciones  recibidas,  que  no 
encontrarían  otras  nuevas  gestiones  de 
Suiza,  la  acogida  deseada.  El  Consejo 
federal  se  asbtuvo,  pues,  de  agitar  la 
cuestión. 

VI.   Los  Congresos  DE  ZuRicH  (1897), 
DE  Bruselas  (1897)  y  de  París  (1900) 

Y  LA  FUNDACIÓN  DE  LA  ASOCIACIÓN  IN- 
TERNACIONAL PARA  LA  PROTECCIÓN  LE- 
GAL DE  LOS  TRABAJADORES. 

Las  tentativas  oficiales  para  resolver 
la  cuestión  no  habían  tenido  éxito.  La 
iniciativa  privada  no  abandonó,  sin  em- 
bargo, la  idea.  Le  estaba  reservado  ob- 
tener resultados,  en  lo  que  habían  fraca- 
sado los  Gobiernos.  Hay  que  recordar 
tres  Congresos  á  este  respecto:  los  de  Zu- 
rich  y  de  Bruselas,  en  1897,  y  el  de  Pa- 


rís, en  1900.  (iracias  á  sus  esfuerzos  se 
pudo  fundar  la  Asociación  Internacional 
para  la  protección  legal  de  los  trabaja- 
dores. 

En  la  asamblea  general  de  los  delega- 
dos de  la  Unión  Obrera  Suiza,  en  Bienne, 
en  1898,  M.  Descurtins,  consejero  de  la 
nación,  presentó  una  moción  en  que  invi- 
taba al  comité  central  de  la  Unión  á 
**convocar  una  reunión  de  los  delegados 
de  las  asociaciones  obreras  de  los  dife  • 
rentes  países,  con  el  objeto  de  deliberar 
y  de  pronunciarse  sobre  la  cuestión  de  la 
legislación  internacional  del  trabajo." 
A  este  Congreso  debían  tener  acceso  **to- 
dos  los  representantes  de  las  asociacio- 
nes obreras,  sin  distinción  de  tendencias 
religiosas  ó  políticas,  que  consideraran 
justificada,  necesaria  y  urgente  la  inter- 
vención del  Estado  en  favor  de  la  clase 
obrera  para  reducir  la  duración  del  tra- 
bajo, prohibir  el  trabajo  del  domingo  y 
a|)licar  medidas  de  protección  especiales 
para  las  mujeres,  los  obreros  jóvenes  y 
los  niños,  y  se  comprometieran  á  traba- 
jar seriamente  en  su  país  para  alcanzar 
esta  protección  obrera." 

La  proposición  de  M.  Descurtins  fué 
adoptada  por  una  gran  mayoría,  y  en 
la  primavera  de  1894,  el  comité  central 
invitó  á  las  asociaciones  obreras  de  to- 
dos los  países  industriales  á  un  congreso 
internacional  que  se  reuniría  en  Zurich 
en  el  mes  de  agosto  siguiente. 

Este  llamamiento  no  encontró  la  aco- 
gida deseada.  Los  socialistas  alemanes 
y  austriacos  contestaron  que  ellos  no  to- 
marían parte  en  un  congreso  al  que  con- 
currirían otros  partidos  políticos,  por- 
que una  reunión  de  esta  naturaleza  sólo 
llevaría  á  discusiones  estériles.  Los  cató- 
licos extranjeros  se  mostraban  igual- 
mente desconfiados.  En  vista  de  estos 
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hechos,  el  comité  prefirió  renunciar  á  su 
proyecto  antes  que  exponerse  á  un  fra- 
caso. 

La  idea  renació  en  1897.  El  comité 
central  de  la  Unión  Obrera  suiza  aprove- 
chó el  Congreso  Internacional  socialista 
obrero  que  había  tenido  lugar  en  Lon- 
dres para  entablar  nuevas  negociacio- 
nes. Esta  vez  sus  esfuerzos  fueron  coro- 
nados por  el  éxito.  Los .  socialistas  pro- 
metieron su  concurso.  Por  otra  parte, 
M.  Descurtins  había  logrado  vencer  las 
vacilaciones  de  los  católicos  moderados, 
gracias  al  breve  que  le  había  dirigido  el 
Papa  el  16  de  agosto  de  1893,  y  en  el 
cual  decía  León  XIII:  ** Aprobamos  la 
resolución  de  la  Asamblea  de  Bienne  que 
establece,  para  una  época  muy  cercana, 
la  organización  de  un  congreso  obrero, 
á  fin  de  que  los  Gobiernos  lleguen  á  dic- 
tar leyes  para  la  protección  de  los  niños 
y  de  las  mujeres  y  para  llevar  á  la  prác- 
tica lo  que  hemos  aconsejado  en  nuestra 
encíclica.'* 

El  "primer  Congreso  Internacional  pa- 
ra la  protección  obrera''  celebró  sus  se- 
siones en  Zurich,  del  25  al  28  de  agosto 
de  1897.  Se  componía  de  trescientos  no- 
venta i  un  delegados  de  asociaciones 
obreras  sin  distinción  de  opiniones  reli- 
giosas ó  politicas,  y  de  ciento  ochenta 
invitados.  Sólo  los  primeros  podían  to- 
mar parte  en  las  votaciones,  para  con- 
servar así  á  la  Asamblea  su  carácter  de 
Congreso  de  delegados  obreros,  particu- 
laridad á  que  atribuían  gran  valor  las 
asociaciones  obreras. 

Asistieron  al  Congreso  delegados  de 
asociaciones  obreras  de  América,  Alema- 
nia, Bélgica,  Francia,  Gran  Bretaña,  Ita- 
lia, Austria,  Hungría,  Países  Bajos,  Po- 
lonia, Rusia,  Luxemburgo,  España,  Sue- 
cia  y  Suiza. 


Entre  los  que  hicieron  uso  de  la  pala- 
bra figuran  Bebel,  Vandervelde,  Decur- 
tins,  Adler,  Mms.  Zelkin,  Lily  Braun,  de 
Vogelsang,  etc.  El  Consejo  Federal  y  un 
gran  numero  de  cantones  estaban  ofi- 
cialmente representados. 

El  programa  del  Congreso  ponía  en 
discusión  los  puntos  siguientes:  l'^  tra- 
bajo del  domingo;  2*^  trabajo  de  los  ni- 
ños y  de  los  obreros  jóvenes;  3^  trabajo 
de  las  mujeres;  4^  trabajo  de  los  adultos; 
5^  trabajo  de  noche  y  trabajo  en  los  es- 
tablecimientos insalubres;  6^  medios  de 
realizar  la  protección  obrera. 

Este  Congreso,  en  donde  estaban  re- 
presentadas las  opiniones  más  opuestas, 
estableció  con  sus  discusiones  y  con  las 
resoluciones  adoptadas,  que  hay,  en  el 
dominio  de  la  protección  obrera,  una  se- 
rie de  puntos  sobre  los  cuales  pueden  po- 
nerse de  acuerdo  todos  los  que  son  par- 
tidarios de  ella.  La  mayor  parte  de  las 
resoluciones  se  adoptaron  por  unanimi- 
dad: las  otras  reunieron  una  gran  ma- 
yoría. 

No  hubo  divergencia  de  miras  sino  en 
dos  cuestiones:  el  descanso  del  domingo 
y  el  trabajo  de  las  mujeres.  La  primera 
fué  combatida  por  los  ingleses,  acostum- 
brados, sin  embargo,  desde  mucho  tiem- 
po, al  descanso  dominical.  Se  opusieron 
á  que  se  fijara  el  domingo  como  día  de 
descanso  y  propusieron  dejar  á  cada 
país  en  libertad  de  elegir  el  día  que  qui- 
sieran. El  descanso  del  domingo — de- 
cían— tal  como  ha  sido  establecido  en 
Inglaterra,  por  razones  de  orden  religio- 
sa, no  corresponde  alo  que  tienen  dere- 
cho á  esperar  los  obreros  de  un  día  de 
descanso.  Este  día  están  cerrados  los 
museos,  está  suspendido  el  servicio  de 
los  ferrocarriles,  que  podrían  permitir  á 
los  obreros  ir  á  respirar  el  aire  del  cam- 
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po  durante  algunas  horas,  etc.  El  Con- 
greso mantuvo,  sin  embargo,  su  manera 
de  pensar  y  se  pronunció,  contra  los  de- 
legados ingleses,  á  tavordel  descanso  del 
domingo,  que  debería  comprender  á  lo 
menos  treinta  y  seis»  horas  continuas  de 
descanso. 

La  división  más  seria  de  las  opiniones 
tuvo  lugar  con  motivo  de  la  discusión 
sobre  el  trabajo  de  las  mujeres.  Los  ca- 
tólicos y  los  socialistas  tenían  conceptos 
enteramente  diversos  sobre  el  papel  de  la 
mujer.  Para  los  primeros,  el  lugar  de  la 
mujer  es  el  hogar;  y  por  lo  tanto  querían 
excluirla  de  los  establecimientos  indus- 
triales y  de  las  minas.   Los  socialistas 
protestaron  contra  este  principio.  Es  im- 
posible, decían,  suprimir  el  trabajo  de 
las  mujeres  en  las  grandes  industrias. 
Ha  llegado  á  ser  una  necesidad,  tanto 
para  asegurar  el  desarrollo  de  la  indus- 
tria como  para   permitir   equilibrar  el 
presupuesto  de  la  familia.  Su  actitud  se 
inspiraba  todavía  en  otra  consideración. 
Los  socialistas  perseguían  la  igualdad 
de  los  dos  sexos,  y  veían  en  la  emanci- 
pación económica  de  la  mujer  el  mejor 
medio  de  alcanzareste  fin.  Pero  reclama- 
ban una  protección  más  eficaz  en  cuanto 
á  la  constitución  más  débil  de  las  muje- 
res. Por  este   motivo   se    pronunció   el 
Congreso  en  favor  de  una  jornada  de 
ocho  horas,  ó  de  cuarenta  y  cuatro  horas 
de  trabajo    por  semana  para  las  mu- 
jeres. 

El  Congreso  adoptó  también  resolu- 
ciones relativas  á  la  prohibición  del  tra- 
bajo de  noche,  al  trabajo  en  las  explo- 
taciones nocivas  á  la  salud,  al  trabajo  de 
los  niños,  cuya  edad  de  admisión  al  tra- 
bajo se  fijó  en  quince  años,  á  la  duración 
del  trabajo  de  los  adultos,  para  los  cua- 
les se  señaló  la  jornada  de  ocho  horas 


como  el  fin  á  que  se  podría  aspirar,  á  la 
inspección  del  trabajo,  y  por  fin  manifes- 
tó el  deseo  de  que  se  creara  una  oficina 
internacional  para  la  protección  obrera. 
Esta  oficina  tendría  como  misión  recopi- 
lar las  leyes  obreras,  reunir  estadísticas 
del  trabajo,  publicar  un  informe  anual 
sobre  los  progresos  de  la  legislación 
obrera,  suministrar  informaciones  y  or- 
ganizar congresos  para  deliberar  sobre 
el  desarrollo  de  la  legislación  protectora 
del  trabajo. 

El  segundo  Congreso  que  nos  interesa 
es  el  de  Bruselas.  Se  reunió  del  27  al  30 
de  setiembre  de  1898  bajo  el  nombre  de 
Congreso  Internacional  de  la  legislación 
del  trabajo.  El  principal  promovedor  de 
este  Congreso  fué  M.  Mahaim,  profesor 
de  la  Universidad  de  Liége,  que  ha  dado 
á  conocer  sus  antecedentes  (1).  Desde 
1895,  M.  Mahaim  había  fundado  un  co- 
mité compuesto  de  hombres  de  diversas 
opiniones  políticas  y  económicas  con  el 
fin  de  organizar  un  congreso  en  que  to- 
marían parte  tanto  los  partidarios  como 
los  adversarios  de  la  legislación  del  tra- 
bajo. Tan  pronto  como  este  comité  tuvo 
conocimiento  del  proyecto  de  Zurich,  se 
puso  en  comunicación  con  sus  organiza- 
dores con  el  fin  de  llegar  á  una  fusión. 
Estas  proposiciones  no  encontraron  eco. 
La  composición  de  los  dos  congresos  era 
muy  diferente.  El  de  Zurich  reunía  hom- 
bres que,  en  principio,  eran  partidarios 
de  la  intervención;  el  de  Bruselas,  al  con- 
trario, estaba  abierto  á  todas  las  opi- 
niones. El  primero  estaba  llamado  á  to- 
mar resoluciones  por  medio  del  sufragio; 
en  el  segundo  se  prohibía  votar.  Los  dos 


(\)  MahMÍm.  Protection  Internationale  du  tra- 
viiil  oRcvue  écoiomiiue  internationMe.  100|»; 
Biants.  Oíi  **n  est  la  létjislation  intcrnational  du 
travail.  (Revne  sociale  caihol'qne,  19<»1.) 
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congresos  se  organizaron,  pues,  separa- 
damente. 

El  Congreso  de  Bruselas  reunió  un 
gran  número  de  los  nombres  más  cono- 
cidos en  las  ciencias  política  y  sociales. 
Pudo  verse,  entre  otros,  á  M.  de  Berle- 
psch,  antiguo  Ministro  de  Prusia,  que 
había  presidido  la  conferencia  de  Berlín, 
á  los  profesores  Schmoller,  von  Mayr, 
Sombart,  Brentano,  á  los  diputados  Hit- 
ze  y  Lieber  del  centro  alemán,  al  profe- 
sor von  Philippovich,  de  Viena,  MM. 
Y.  Guyot,  RafTalovitch,  de  L.  Strauss, 
H.  Denis,  etc. 

Los  organizadores,  dice  M.  Mahaim, 
habían  tenido  cuidado  de  relacionar  visi- 
blemente el  Congreso  de  Bruselas  con 
la  conferencia  de  Berlín.  Después  de  ha- 
ber discutido  diferentes  cuestiones  de 
principios,  como  la  de  la  intervención  del 
Estado,  el  Congreso  abordó  la  última 
cuestión  á  la  orden  del  día:  **¿Es  de  de- 
sear que  se  establezcan  relaciones  inter- 
nacionales entre  las  oficinas  del  trabajo  y 
que  se  organice  internacionalmente  la  es- 
tadística del  trabajo?"  El  informante  era 
M.  H.  Denis,  que  propuso  la  creación  de 
una  oficina  internacional  oficial.  **  La  pro- 
posición, decía,  de  crear  una  oficina  in- 
ternacional del  trabajo,  aunque  en  apa- 
riencia es  modesta,  tiene  un  gran  alcance 
científico,  moral  y  social. Se  ha  dichoque 
nuestro  acuerdo  era  negativo.  Es  inexac- 
to. Lo  cierto  es  que  ningún  acuerdo  posi- 
tivo es  posible  sin  la  institución  de  una 
estadística  comparativa  del  trabajo,  que 
preparará  á  la  legislación  nacional  y 
también  á  la  internacional,  y  sería  de 
lamentar  que  una  obra  semejante  sufrie- 
ra, no  ya  un  eclipse,  sino  aún  una  simple 
interrupción.*' 

La  discusión  que  se  formó  al  rededor 
de  esta  cuestión  terminó  conforme  al  re- 


glamento, sin  llegar  á  una  decisión,  pero 
después  de  la  reunión,  que  era  la  última. 
las  partidarios  del  principio  de  la  inter- 
vención se  reunieron  y  encargaron  á  una 
comisión  compuesta  de  tres  miembros, 
M.M.  duque  de  Ursel,  Brants  y  Mahaim 
que  **buscara  los  medios  de  organizar 
una  continuación  al  Congreso.*' 

La  comisión  decidió  que  esta  continua- 
ción debería  ser  una  gran  asociación  in- 
ternacional en  que  entrarían  todos  los 
partidarios  de  la  intervención,  sin  dis- 
tinción de  escuela,  y  en  el  mes  de  enero 
de  1898  presentaba  á  M.  de  Bcrlepsch 
un  proyecto  de  estatutos. 

La  comisión  tampoco  perdía  de  vista 
la  reaHzación  de  los  deseos  manifestados 
en  el  Congreso.  Entre  estos  figuraba  la 
publicación  de  una  recopilación  de  las  le- 
yes y  reglamentos  relativos  á  la  protec- 
ción de  los  trabajadores.  Gracias  á  las 
gestiones  de  la  comisión  ante  M.  Xvs- 
sens.  Ministro  de  Industria  de  Bélgica, 
este  de])artamento  emprendió  la  publica- 
ción de  un  Anuario  de  la  legislación  del 
trabajo.  El  primer  volumen  de  esta  pu- 
blicación, que  ha  continuado  regular- 
mente después  de  su  creación,  compren- 
de las  leves  dictadas  en  1897. 

**Teníamos  entonces,  dice  M.  Mahaim, 
tanto  M.  Nyssens  como  los  miembros  de 
la  comisión  y  los  adherentes  al  Congreso 
de  Bruselas,  un  mismo  pensamiento:  que 
Bélgica  sería  el  asiento  de  la  futura  aso- 
ciación y  de  su  oficina  internacionar*. 
Las  circunstancias  políticas  vinieron  des- 
graciadamente á  destruir  estos  planes. 
Mientras  que  una  reunión  de  economis- 
tas y  hombres  políticos  que  tuvo  lugar 
en  Bélgica  bajo  la  presidencia  de  M.  de 
Berlepsch,  aceptaba  las  principales  dis- 
posiciones del  proyecto  y  nombraba  una 
delegación  de  veinte  miembros  encarga- 
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dos  de  provocar  la  creación  de  agrupacio- 
nes análogas  en  Austria  y  Suiza,  la  si- 
tuación se  modificaba  en  Bélgica:  M. 
Nyssens  dejaba  el  ministerio,  y  "la  co- 
rriente, en  las  esferas  del  Gobierno,  no  era 
favorable  al  progreso  de  la  legislación  del 
trabajo**.  La  agitación  que  se  produjo 
en  el  pais  con  motivo  de  una  revisión  de 
las  leyes  electorales,  desvió  aún  más  la 
atención  de  esta  ultima.  El  duque  de 
Ursel,  presidente  del  comité  belga,  esta- 
ba desalentado.  Dudaba  aún  de  que  pu- 
diera establecerse  en  Bruselas  el  asiento 
de  la  asociación. 

Sin  embargo,  la  idea  progresaba.  Se 
fundaron  tres  nuevos  comités  en  Alema- 
nia, en  Austria  y  en  Suiza  respectivamen- 
te, en  1899  y  1900.  Desde  Berlín  se  co- 
municaba  al  comité  de  Bruselas  que  se 
esperaba  una  invitación  para  el  otoño. 
Pero  como  ésta  no  llegó,  se  dirigieron  á 
Suiza,  donde  el  comité  permanente  nom- 
brado para  el  congreso  de  Zurich  estaba 
señalado  para  continuar  la  empresa. 

Entretanto  se  había  formado  en  Fran- 
cia, con  la  iniciativa  de  M.  Carvés  y  R. 
Jay,  un  comité  que  convocó  con  motivo 
de  la  Exposición  Universal,  un  congreso 
internacional  en  París.  Este  congreso,  que 
tenía  porobjeto  continuarla  obra  comen- 
zada por  la  Conferencia  de  Berlín  (1890) 
y  los  Congresos  de  Zurich  y  Bruselas 
(1897)  se  reunió  del  25  al  28  de  julio  de 
1900.  Se  sometió  el  proyecto  de  M.  Ma- 
haim  al  examen  de  una  comisión  cuyas 
conclusiones  fueron  adoptadas.  Estaba, 
pues,  fundada  en  principio  la  Asociación 
Internacional  parala  protección  legal  de 
los  trabajadores.  Se  encargó  la  realiza- 
ción del  proyecto  á  una  comisión  inter- 
nacional. Se  estableció  sin  oposición  en 
Berna  el  asiento  de  la  Asociacióü.  Se  acor- 
dó que  los  estatutos  serían  aprobados 


definitivamente  en  la  asamblea  constitu- 
tiva que  tendría  lugar  en  Bale,  en  1901. 

VII.— La  asociación  internacional  pa- 
ra LA  protección  legal  DE  LOS  TRA- 
BAJADORES Y  SU  OBRA. 

La  Asociación  Internacional  para  la 
protección  legal  de  los  trabajadores  está 
abierta  á  todos  los  que  consideren  como 
necesaria  la  legislación  protectora  de  los 
trabajadores.  No  es,  pues,  accesible  sino 
á  los  que  reconocen  el  principio  de  la  in- 
tervención de  los  Gobiernos  en  la  regla- 
mentación de  las  relaciones  entre  el  capi- 
tal y  el  trabajo  (1). 

La  Asociación  comprende  secciones  na- 
cionales con  cincuenta  miembros  á  lo 
menos  y  con  una  contribución  anual  mí- 
nima de  1,000  francos. 

( I )  He  aquí  los  tres  primeros  artículos  de  los  es- 
tututos  de  la  asociación: 

Artículo  PRIMERO.  Se  entablece  una  Asociación 
internacional  para  la  protección  de  los  trabajadores, 
£1  asiento  de  la  Asociación  e^^tará  en  Suiza. 

Art.  'i¿.**  Esta  Asociación  tiene  por  objeto: 

l.«  Servir  de  lazo  de  unión  entre  los  que  consi- 
deran, en  los  diferentes  países  industriales,  como 
necesaria  la  legislación  protectora  de  los  trabaja- 
dores; 

2.°  Organizar  una  oficina  internacional  del  trabajo, 
que  tendrá  como  misión  publicar  en  f raneé?,  en  ale- 
mán y  en  inj/léa,  un  recopilación  periódica  de  la  le- 
gislación del  trabajo  en  todos  \o<  iiMÍsen.  ó  prestar 
su  concurso  á  una  publicación  sera»  j  inte;  esta  reco- 
pilación comprenderá: 

a)  Kl  texto  ó  resumen  de  todas  las  leyes, regla- 
mentos ó  decretos  en  vigor  relativos  á  la  protección 
de  los  obreros  en  general,  y  especialmente  al  trabajo 
de  los  niños  y  de  las  mujeres,  á  la  limitación  de  las 
horas  de  trabajo  de  los  obreros  adultos,  al  descauso 
del  domingo,  á  los  descansos  periódicos,  á  las  indui 
trias  peligrosas; 

b)  Una  exposición  teórica  relativa  á  estas  leyes 
y  reglamentos; 

c)  El  resumen  de  los  informes  y  documentos 
oficiales  relativos  á  la  interpretación  y  ejecución  de 
estas  leyes  y  decretos; 

3  "  Fncilitar  el  e«»tudio  de  la  legislación  del  traba- 
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Cada  sección  será  autónoma  en  lo  que  á 
ella  concierna.  Se  organiza  y  fija  su  pro- 
grama como  lo  cree  conveniente.  Nada 
le  impide  tener  un  programa  nacional. 
Basta  que  sus  estatutos  sean  conformes 
á  los  de  la  Asociación.  Esta  libertad  es 
necesaria  para  permitir  ¡í  las  secciones 
adaptarse  á  las  situaciones  locales. 

El  comité  internacional  que  dirije  la 
Asociación  se  compone  de  delegaciones 
de  las  secciones,  y  también  de  los  repre- 
sentan tes  de  los  gobiernos  (comprendien- 
do á  la  Santa  Sede).  En  el  hecho  no  se 
invita  á  haceruso  de  esta  facultad  sino  á 
los  Gobiernos  que  demuestran  su  interés 
por  la  empresa  acordándole  subsidios. 

Asamblea  constitutiva  de  Bale  (1900.) 
— La  asamblea  constitutiva  de  la  Aso- 
ciación tuvo  lugar  en  Bale  del  27  al  28 
de  septiembre  de  1901 .  Se  reunieron  en 
ella  treinta  y  ocho  delegados  de  siete 
secciones  nacionales  que  representaban 
á  Alemania,  Austria,  Bélgica,  Francia, 
Italia,  Países  Bajos  y  Suiza  (los  delega- 
dos húngaros  estaban  ausentes)  y  los 
representantes  oficiales  de  los  gobiernos 
suizo,  francés,  neoirlandés  é  italiano.  Esjta 
primera  asamblea  determinó  la  misión 
de  la  oficina  internacional  del  trabajo  y 


jo  en  los  diversos  países,  y,  en  paiticular,  proporcio- 
nar á  los  miembros  de  la  Asociación  informaciones 
sobre  las  legislaciones  vigentes  y  su  aplicación  en 
los  diversos  Estados; 

4.*  Facilitar  por  lii  preparación  de  memorias  ó  de 
otra  manera,  el  estudio  de  la  cuestión  de  U  concor- 
dancia de  las  diversas  legislaciones  protectoras  de 
los  obreros,  como  también  la  de  una  estadística 
internacional  del  trabajo; 

5.»  Provocar  la  reunión  de  congresos  internacio- 
nales de  legislucion  del  trabajo. 

Art.  3.**  l-a  Asociación  se  compone  de  todas  las 
personas  y  sociedades  (fuera  de  las  secciones  nacio- 
nales) que  se  adhieran  al  objeto  de  la  Asociación, 
tal  como  ha  sido  indicado  en  los  artículos  1."  y  2.*», 
y  que  paguen  al  tesorero  una  cuota  anual  de  10 
francos. 


tomó  acuerdos  sobre  los  primeros  tra- 
bajos de  la  misma  Asociación. 

La  oficina  internacional  es  la  creación 
más  importante  de  la  Asociación.  Es  el 
organismo  que  le  permitirá  alcanzar  re- 
sultados prácticos.  Tiene  por  objeto,  en 
primer  lugar,  reunir  y  publicar,  en  fran- 
cés,   eil  alemán  y  en  inglés,   las  leyes, 
reglamentos  y  decretos  relativos  á  la 
protección  de  los  obreros  en  los  diversos 
países. 

La  utilidad  de  una  oficina  internacio- 
nal de  carácter  privado,  ha  sido  recono- 
cida desde  el  fracaso  de  la  Conferencia 
de  Berlín.   En  el  discurso  que  pronunció 
M.  Millerand  el  25  de  julio  de  1900,  en 
la  apertura  del  Congreso  de  Paris,   re- 
cordó   las    objeciones    puestas  por  los 
gobiernos  á    una  oficina   con  carácter 
público;  la  responsabilidad  que  deberían 
asumir  por  sus  actos  y  sus  consecuen- 
cias,   habría  entrabado  su  libertad  de 
acción;  una  oficina  privada,  aun  cuando 
no  pudiera  dictar  reglas  obligatorias, 
ejercería  influencia  en  la  opinión  pública 
que,    al    fin,    determina    la  política    de 
todo    gobierno;    la  Asociación     tendrá 
como  misión  conquistar  al  público  para 
sus  ideas,  y  por  medio  de  él,   á  los  go- 
biernos.   Y,   para   terminar,   agregaba: 
**He   aquí  porqué  aplaudo   la   idea  que 
han  inscrito  en  el  programa  los  organi- 
zadores de  este  Congreso,   á  saber:   la 
creación    de    una    oficina  internacional 
privada  del  trabajo.  Veo  en  ella  un  ins- 
trumento de  trabajo  que  está  llamado 
á  prestar  á  la  humanidad   los  más  im- 
portantes servicios.'* 

La  oficina  internacional  del  trabajo, 
aunque  se  derive  de  la  Asociación,  es  sin 
embargo,  absolutamente  distinta  de  ella. 
Los  informantes  de  la  comisión  encarga- 
da de  examinar  el  programa  de  la  acción 
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de  la  oficina,  M.  Fontaine,  director  de 
la  oficina  del  trabajo  de  PVancia  y  M. 
von  Philippovich,  presidente  de  la  sección 
austríaca,  se  han  expresado  claramente  á 
este  respecto  (1).  Resulta  de  las  declara- 
ciones de  M.  Fontaine  que  hay  "una  dis- 
tinción que  es  preciso  hacer  entre  el  fin  de 
la  Asociación  Internacional,  que  persigue 
el  desarrollo  de  la  protección  legal  de  los 
trabajadores,  y  la  obra  de  la  oficina 
internacional,  que  busca  por  la  simple 
observación  científica  de  los  hechos  y  la 
publicación  de  sus  observaciones,  hacer 
nacer  en  el  espíritu  de  cada  cual  ideas 
precisas  sobre  todas  Ins  cuestiones  que 
tengan  relación  con  la  reglamentación 
del  trabajo."  Y  M.  von  Phihppovich, 
declaraba,  por  su  parte,  que  "la  oficina 
internacional  del  trabajo  es  una  insti- 
tución para  investigaciones  científicas, 
que  no  se  ocupa  en  manera  alguna  de 
hacer  propaganda  en  favor  de  tal  ó  cual 
dirección  de  la  legislación  protectora 
del  trabajo.  Importa  que  tenga  la  con- 
fianza de  los  gobiernos  y  de  todos  los 
partidos  políticos  sin  distinción,  y,  para 
esto,  es  preciso  que  sus  publicaciones  no 
tengan  color  político  y  se  reduzcan  sim- 
plemente al  resultado  de  sus  observa- 
ciones y  á  dar  una  idea  clara  y  verídica 
de  la  protección  obrera  en  los  diferentes 
países.  La  oficina,  en  una  palabra,  de- 
berá limitarse  á  constatar  los  hechos 
ya  verificados.  Otra  cosa  sucede  con  la 
Asociación.  Esta,  compuesta  de  cierto 
número  de  personas,  todas  animadas 
del  deseo  de  mejorar  y  desarrollar  la  le- 
gislación protectora  del  trabajo,  pero 
que  pueden  tener  á  este  respecto  opinio- 
nes diferentes  que  podrán  hacer  valer 


en  el  congreso,  adoptará  quizás  una  ú 
otra  de  estas  opiniones,  pero  en  todo 
caso  hará  obra  de  propaganda." 

La  asamblea  acordó  en  seguida  el  plan 
de  sus  trabajos  (1).  Dio  pruebas  de  sen- 
tido práctico  en  su  elección.  Se  guardó 
de  abordar  inmediatamente  los  grandes 
y  delicados  problemas  que  habrían  le- 
vantado muchas  objeciones,  tales  como 
la  reglamentación  del  trabajo  á  domici- 
lio ó  la  limitación  de  la  jornada  de  los 
adultos,  y  se  decidió  sabiamente  por  dos 
cuestiones  sobre  las  cuales  era  más  ó  me- 
nos unánime  la  opinión  publica  y  podía 
llegarse  fácilmente  á  un  acuerdo,  á  saber: 
la  prohibición  del  trabajo  de  noche  de  las 
mujeres  y  la  reglamentación  de  las  in- 
dustrias insalubres,  especialmente:  I''  las 
que  fabrican  ó  emplean  los  colores  de 
plomo;  y  2^  las  que  fabrican  y  emplean  el 
fósforo  blanco. 

Se  encargó  á  las  secciones  nacionales 
preparar  informes  sobre  estas  cuestiones 
en  el  intervalo  que  mediaba  entre  la 
asamblea  de  Bale  y  la  que  debía  reunirse 
en  Colonia  el  año  siguiente. 

Segunda  asamblea  general  de  Colonia 
(1902).— La  asamblea  de  Colonia  sesionó 
del  26  al  28  de  septiembre  de  1902  (2). 
Se  llegó  fácilmente  á  un  acuerdo  sobre  la 
prohibición  del  empleo  del  fósforo.  La  ex- 
periencia hecha  por  Francia  desde  1898 
demostraba,  por  otra  parte,  que  esta  me- 
dida no  presentaba  dificultades.  Los  in- 
formes llegaban  también  á  la  conclusión 
de  prohibir  el  albayalde,  que  puede  ser 


■  1 1. .» 


(1)  L»  AalooiatioD  internationale  pour  la  proteo- 
tion  légale  dcR  traviiilleui-s.  (Pablicition.»  de  la 
Aasociatinn,  núm.  1.901.) 
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(1)  Mahaim,  artículo  citado;  Alfassa,  L'Associa- 
tion  internatioDale  pour  la  protection  légale  des 
travaillears  (Revue  politiqueet  parIameDtaire,1304.J 

(2)  Publicationa  de  L* Associatiou  interoationale 
pour  la  p-.otection  lógale  des  travaillours,  núm.  2.*, 
1903. 
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reemplazado  sin  inconveniente  por  el  óxi- 
do de  zinc. 

El  principio  de  la  prohibición  del  tra- 
bajo de  noche  de  las  mujeres  ha  sido  ad- 
mitido en  la  leofislación  de  la  mavor 
parte  de  los  países,  pero  todos,  excepto  la 
Suiza  y  los  Países  Bajos  (1),  admiten  ex» 
cepciones.  Los  informantes  estuvieron  de 
acuerdo  en  suprimir  las  liltimas. 

Debía  tratarse  enseguida  délos  nicdios 
para  asegurar  la  adopción  de  estas  con-* 
clusiones  por  los  diferentes  países.  A  este 
efecto  nombró  el  Congreso  una  comisión 
cuyo  objeto  se  determinó  en  las  dos  reso- 
luciones que  se  adoptaron.  La  primera 
se  refería  á  la  prohibición  del  trabajo  de 
noche  de  las  mujeres  y  encargaba  á  la  co- 
misión **averiguar  los  medios  de  intro- 
ducir esta  prohibición  general  y  exami- 
nar la  manera  cómo  se  podrían  suprimir 
progresivamente  las  excepciones  á  esta 
prohibición  todavía  existentes.'* 

En  la  discusión  de  esta  resolución,  se 
había  aludido  va  á  la  celebración  de  una 
convención  internacional. 

La  segunda  resolución,  que  se  refería 
á  los  venenos  industriales,  aceptaba  sin 
reservas  la  prohibición  del  fósforo,  pero 
admitía  algunos  arbitrios  respecto  al  al- 
bayalde.  La  comisión  estaba  encargada 
**de  investigar  los  medios  conducentes  á 
producir  un  acuerdo  internacional  sobre 
la  prohibición  del  fósforo  blanco,  y  sobre 
la  supresión,  en  la  medida  de  lo  posible, 

(1)  Hay  que  observar,  sin  embargo,  que  en  los 
PaíseB  BajoR,  la  ley  de  21  de  octubre  de  1902  a  ato- 
riza  el  empleo  de  las  mujeres  hasta  media  nouhe  ó 
hasta  las  dos  de  la  mañana,  en  ciertas  épocas  del 
año,  en  ensartar  el  arenque. 

Hay  que  observar  timbién  que  en  Italia  la  ley  de 
19  de  junio  de  1902  prohibió  el  trabajo  de  noche  de 
]as  mujeres,  excepto  las  que  ya  estaban  ocupadas  en 
esa  época.  Estas  podían  continuar  empleadas  duran- 
te los  cinco  años  siguientes  á  la  promulgación  de  la 
ley,  qno  tnvo  IngHr  A  fines  de  1903. 


del  blanco  de  albayalde".  Se  concedió  á 
la  comisión  un  plazo  de  dos  años  para 
cumplir  su  misión. 

Reanión  de  la  comisión  en  Bale  (1903). 
— La  comisión  se  reunió  en  Bale  del  9  al 
11  de  septiembre  de  1903. 

Después  de  una  discusión  á  fondo,  lle*^ó 
á  diferentes  conclusiones  sobre  los  tres 
asuntos  á  la  orden  del  día. 

Respecto  al  albayalde,  no  juzgó  nece- 
sario recurrir  á  convenciones  internacio- 
nales; en  materia  de  pintura  no  es  de 
temerse  la  concurrencia  internacional; 
bastará,  por  lo  tanto,  que  cada  país  to- 
me medidas  para  prohibir  su  venta  y  su 
uso. 

En  cuanto  al  empleo  del  fósforo,  la  co- 
misión se  pronunció  claramente  por  su 
prohibición  y  recomendó  la  celebración 
de  una  convención  internacional;  con  es- 
te fin,  encargó  á  la  oficina  "se  dirigiera  al 
Consejo  Federal  de  la  Confederación  Sui- 
za para  rogarle  que  tomara  la  iniciativa 
de  una  conferencia  internacional  que  tu- 
viera por  objeto  la  prohibición,  por  me- 
dio de  una  convención  internacional, 
del  empleo  del  fósforo  blanco  en  la  fabri- 
cación de  los  fósforos.'' 

La  cuestión  de  la  prohibición  del  tra- 
bajo de  noche  de  las  mujeres  llevó  la  dis- 
cusión á  otros  dos  puntos.  M.  Brants 
(Bélgica)  expuso,  sin  acogerlas  como  su- 
yas, las  objeciones  que  oponía  la  indus- 
tria de  la  lana  de  Verviers,  la  única  que 
continuaba  ocupando  de  noche  á  las  obre- 
ras. En  Inglaterra,  Francia,  Alemania, 
Países  Bajos  y  Suiza,  esta  industria  pue- 
de prescindir  perfectamente  de  ese  traba- 
jo. M.  Brants  explicó  la  razón  de  ser  de 
esta  práctica  haciendo  notar  que  Bélgica 
está  rodeada  de  obstáculos  aduaneros 
que  hacen  difícil  la  existencia  de  estable- 
cimientos para  los  cuales  es  una  necesidad 
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la  exportación.  Preguntó  si  no  sería  justo 
ligar  la  cuestión  de  la  reglamentación  del 
trabajo  con  la  de  los  derechos  de  impor- 
tación. Se  le  contestó  que  no  era  lógico 
juntar  en  un  tratado  internacional  esti- 
pulaciones de  distinta  naturaleza.  Los 
derechos  de  importación  son  por  su  na- 
turaleza variables  y  sujetos  á  reformas; 
las  disposiciones  de  las  leyes  protectoras 
del  obrero  son  definitivas.  Los  primeros 
se  refieren  á  un  Estado  determinado;  las 
segundas  son  generales.  Por  fin,  se  agre- 
gó, nada  impide  á  Bélgica  hacerle  protec- 
cionista y  reservar  igualmente  su  comer- 
cio interior  á  sus  propios  producto- 
res. (1) 

La  segunda  cuestión  previa  de  que  se 
ocuparon  los  delegados  fué  saber  si  sería 
preferible  discutir  desde  luego  la  regla- 
mentación del  trabajo  á  domicilio,  porque 
sucede  á  menudo  que  se  abandona  el  tra- 
bajo en  las  fábricas  para  adoptar  este 
último,  que  escapa  átoda  vigilancia.  Pe- 
ro la  comisión  estimó,  como  en  el  caso 
precedente,  que  debía  limitarse á  su  man- 
dato, si  quería  llegar  á  un  resultado. 
Manifestó,  sin  embargo  el  deseo  de  que 
se  estudiara  pronto  y  con  cuidado  esta 
cuestión  en  vista  de  los  rápidos  progresos 
de  la  legislación  obrera. 

Como  para  la  cuestión  del  fósforo,  la 
comisión  encargó  á  su  oficina  rogara  al 
Consejo  Federal  déla  Confederación  Sui- 
za que  convocara  **una conferencia  inter- 
nacional que  tuviera  por  objeto  la  prohi- 
bición, por  medio  de  una  convención  in- 
ternacional, del  trabajo  de  noche  de  las 
mujeres  en  la  industria." 


(l)No  se  han  publicado  latt  actas  de  las  ^esiunos 
de  la  comisión  <1e  Bale.  Para  los  pormenores,  ver 
Mabaim  y  Alfaesn,  artículos  citados;  Millerand,  Les 
traites  de  travail  et  )a  (Jonférence  de  Bale  (Kevue 
politique  et  parlamentaire,  1903.) 


La  oficina  debería  en  seguida  precisar, 
en  una  memoria  dirigida  á  todos  los  go- 
biernos, que  **la  prohibición  del  trabajo 
de  noche  de  las  mujeres  debería  consistir 
en  asegurar  á  todas  las  obreras  emplea- 
das en  un  establecimiento  industrial,  v 
por  consiguiente  separadas  de  su  fami- 
lia, un  descanso  de  doce  horas  consecuti- 
vas de  la  tarde  á  la  mañana.  Donde 
ofreciera  dificultades  la  introducción  in- 
mediata del  descanso  nocturno  de  doce 
horas,  se  podría  fijar,  durante  un  período 
de  transición,  en  diez  horas  la  duración 
del  descanso  nocturno." 

Sólo  se  admitió  un  caso  de  excepción: 
el  de  un  accidente  repentino,  como  incen- 
dio, inundación,  esplosión.  Se  autorizó  el 
trabajo  de  noche  en  las  fábricas  de  con- 
servas de  frutas  y  de  pescado,  cada  vez 
que  fuere  necesario  **para  salvar  estos 
productos  de  una  pérdida  irreparable.*' 

Se  rehusó  extender  la  excepción  á  las 
industrias  de  estación  ó  de  moda.  Ellas 
encontrarán  *^en  la  disposición  transito- 
ria que  fija  en  diez  horas  la  duración  del 
descanso  largo  de  noche,  las  horas  su- 
plementarias que  pueden  necesitar  en  el 
estado  actual  de  su  organización.''  Por 
fin,  se  estipuló  que  podrían  señalarse  pla- 
zos para  la  realización  délas  reformas. 

El  Consejo  Federal  suizo  aceptó  el  man- 
dato que  le  había  ofrecido  la  comisión. 
Entabló  algunas  gestiones  cerca  de  los 
gobiernos  extranjeros,  y  éstos  le  asegu- 
raron (jue  estaban  dispuestos  a  tomar 
parte  en  una  conferencia  internacional. 
En  la  sesión  del  13  de  Abril  de  1904,  el 
consejero  M.  Deucher  decía:  **Así  la  ac- 
ción diplomática  de  Suiza  en  la  cuestión 
de  la  protección]obrera  ha  vuelto  á  pro- 
seguirse después  de  diez  años  de  interrup- 
ción, gracias  á  los  esfuerzos  de  la  Asocia- 
ción Internacional  para  la   protección 
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legal  de  los  trabajadoras.  Según  las  co- 
municaciones que  hasta  ahora  nos  han 
llegado,  podemos  esperar  con  seguridad 
que  en  Mayo  de  1905  tendrá  lugar  en 
Berna  una  conferencia  diplomática.'* 

Tercera  Asamblea  General  de  Bale 
(1904). — En  adelante,  las  dos  cuestiones 
del  trabajo  de  noche  de  las  mujeres  y 
del  empleo  del  fósforo  y  del  albajalde, 
pertenecían  al  dominio  de  la  diplomacia. 
I^a  Asociación  Internacional  podía  con- 
sagrar su  esfuerzos  y  realizar  otros  pro- 
gresos en  la  legislación  del  trabajo.  La 
asamblea  general,  que  se  reunió  en  Bale 
del  26  al  28  de  septiembre  de  1904,  pudo 
pues  poner  en  la  orden  del  día  nuevos 
objetos.  Tomaron  parte  en  ella  quince 
representantes  oficiales  y  sesenta  y  tres 
delegados  de  las  secciones  nacionales. 

La  Asamblea  decidió  crear  cinco  comi- 
siones que  se  ocuparían  respectivamente 
de  las  cuestiones  de  orden  interno,  de  los 
venenos  industriales,  de  la  prohibición 
del  trabajo  de  noche  de  los  adolescentes, 
del  trabajo  á  domicilio  y  de  las  medidas 
de  seguridad. 

La  segunda  sección  estableció  dos  ca- 
tegorías en  los  venenos  industriales:  la 
primera  comprende  el  plomo  y  sus  deri. 
vados;  la  segunda,  todas  las  otras  sus~ 
tancias  tóxicas.  Se  ha  hecho  esta  distin- 
ción porque  los  efectos  del  plomo  pon 
conocidos,  y  se  sabe  á  dónde  dirigir  los 
esfuerzos.  La  comisión  pensó  también 
que  era  necesario  agrupar  las  industrias 
según  el  grado  de  peligro  que  presenta- 
ran. Se  encargó  á  una  comisión  que  hi- 
ciera esta  clasifición  y  formara  tipos  de 
reglamentos. 

Respecto  al  albayalde,  la  comisión  re- 
comendó su  supresión  en  todos  los  tra- 
bajos en  que  pudiera  ser  reemplazado 
por  otros  productos,  é  imponer  una   re- 


glamentación estricta  en.  donde  no  se 
haya  conseguido  todavía  la  supresión. 
En  cuanto  á  los  otros  venenos  industria- 
les, la  comisión  adoptó,  en  gran  parte, 
un  proyecto  de  reglamentación  muy  ri- 
gurosa presentado  por  los  delegados 
austríacos. 

La  comisión  anunció  también  que  al- 
gunos filántropos  habían  enviado  á  la 
asociación  una  suma  de  25,000  marcos, 
destinada  á  repartirse  entre  los  autores 
de  las  mejores  memorias  que  tuvieran 
por  objeto  combatir  los  peligros  de  in- 
toxicación por  el  plomo. 

La  tercera  comisión  tenía  que  exami^ 
nar  si  debería  inscribirse  en  el  programa 
de  la  conferencia  de  Berna,  la  prohibición 
del  trabajo  de  noche  de  los  adolescentes. 
Esta  cuestión  fué  resuelta  negativamen- 
te, porque  se  presentaba  de  muy  diver- 
sa manera  que  la  del  trabajo  de  noche 
de  las  mujeres.  Este  estaba  ya  prohibi- 
do por  la  mayor  parte  de  las  legislacio- 
nes, lo  que  no  sucedía  con  los  adoles" 
centes.  La  comisión  no  quiso  exponer  á 
un  fracaso  á  la  conferencia  de  Berna, 
pero  '^considerando  la  urgencia  de  la 
supresión  del  trabajo  de  noche  de  los 
obreros  jóvenes,"  invitó  á  su  oficina  á 
colocar  esta  cuestión  en  primer  lugar 
para  la  próxima  reunión  de  la  Asocia- 
ción. La  comisión  redactó  también  un 
cuestionario,  á  fin  de  dirigir  los  traba- 
jos de  las  secciones  nacionales. 

Esta  cuestión  encontrará  una  cierta 
oposición,  especialmente  de  parte  de  las 
industrias  que  mantienen  fuego  conti- 
nuo. Se  ha  objetado  j'a  que  la  sustitu- 
ción de  los  obreros  jóvenes  por  adultos 
aumentará  los  precios  de  producción,  y 
que,  en  ciertas  industrias,  como  la  del 
vidrio,  sería  casi  imposible  reemplazar- 
los, porque  sólo  los  obreros  jóvenes  tie- 
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nen  la  agilidad  necesaria  para  ejecutar 
ciertos  trabajos;  y  por  último,  que  hay 
que  tomar  en  cuenta  el  aprendizaje,  que 
para  que  sea  eficaz,  exige  la  presencia 
de  los  obreros  jóvenes  en  la  fábrica,  aun 
durante  la  noche. 

La  cuarta  comisión  se  ocupó  de   las 
relaciones   de  la  legislación  protectora 
de  los  trabajadores  con  el  trabajo  á  do- 
micilio. El  estudio   de   esta  cuestión  se 
impone,  pues  un  gran  número  de  patro- 
nes recurren  cada  vez  más  al   trabajo  á 
domicilio,  para  burlar  las  disposiciones 
legales  aplicables  á  los  talleres.  La   co- 
misión resolvió  que  las  secciones  nacio- 
nales se  encargarían  de  preparar  mono- 
grafías para  averiguar  la  influencia  que 
ejercen  las  leyes  protectoras  de  los   tra- 
bajadores en  el  desarrollo  del  trabajo  á 
domicilio»  sobre  todo  respecto  á  las  mu- 
jeres y  á  los  obreros  jóvenes,  y  también 
los  abusos  á  que  puede  dar  lugar  este 
género  de  trabajo,  tanto  desde  el  punto 
de  vista  de  la  duración  del  trabajo  como 
de  la  higiene  de  los  talleres. 

La  quinta  sección  estudió  el  problema 
de  la  aplicación  de  las  leyes  nacionales  á 
los  obreros  extranjeros.  La  ley  alemana 
sobre  accidentes,  de  1884,  fué  la  primeía 
en  establecer  una  diferencia  entre  los  na- 
cionales y  los  extranjeros.  En  otros  paí- 
ses han  adoptado  algunas  leyes  poste- 
riores el  mismo  punto  de  vista.  Según 
la  legislación  alemana  (1)  se  suspende 
la  renta  del  obrero  extranjero  durante 
todo  el  tiempo  que  permanezca  ausente 
del  territorio  alemán.  Puede  obtener  tam- 
bién como  salario  si  deja  el  país  sin  áni^ 

(1)  La»  leyes  alemanas  de  protección  contra  los 
accidentes  del  trabajo,  han  sido  modificadas  por  la 
ley  de  80  dd  junio  de  1900.  Se  ha  publicado  un  tex- 
to único,  qne  contiene  los  artículos  vigentes  y  los 
artículos  modificados  ó  nuevos. 


mo  de  volver,  un  capital  equivalente  á 
tres  anualidades.  La  ley  francesa  vá  más 
lejos,  pues  ella  impone  este  reembolso  al 
extranjero.  Ni  según  la  ley  francesa  ni  se- 
gún la  alemana,  se  concede  derecho  á  in- 
demnización á  los  que,  en  el  momento 
del  accidente,  no  residían  en  el  país. 

M.  Feigenwetler  (Baiej  presentó  un 
informe  en  que  demostraba  que  los  ex- 
tranjeros debían  tener  los  mismos  dere- 
chos que  los  nacionales.  Estimaba  que  la 
indemnización  no  correspondía  á  la  pro- 
tección, sino  que  se  derivaba  del  contra- 
to de  trabajo, y  que, en  consecuencia,  en-* 
tra  en  el  dominio  del  derecho  privado. 
Hay  dos  clases  de  derechos  que  se  des- 
prenden del  contrato  de  trabajo,  los  que 
resultan  de  él,  y  que  son  de  derecho  pri- 
vado, y  los  que  resultan  de  la  ley.  Estos 
últimos  son  de  orden  público,  de  derecho 
público,  pero  de  ellos  se  derivan,  sin  em- 
bargo,  derechos  de  naturaleza  privada. 
Por  lo  tanto,  los  principios  restrictivos 
de  las  legislaciones  protectoras  atacan 
los  principios  del  derecho  de  gentes  ins- 
critos en  los  tratados  entre  las  naciones, 
que  establecen  que  los  extranjeros  se  asi- 
milan á  los  nacionales  desde  el  punto  de 
vista  de  sus  derechos  privados  y  del  de- 
recho de  ejercitar  su  actividad  (2). 

Los  delegados  alemanes  no  pudieron 
aceptar  este  concepto  de  legislación  so- 
cial; M.  Gaspar,  delegado  del  Imperio 
Alemán,  declaró  que  no  podría  adherirse 
á  una  declaración  que  aceptara  una  opi- 
nión semejante.  Otros,  como  M.  Mille- 
rand  y  M.  R.  Jay,  hicieron  notar  que  la 
distinción  entre  derecho  público  y  dere- 
cho privado  era  muy  vaga  para  servir  de 
base  á  una  resolución.  Finalmente  la  co- 
misión se  puso  de  acuerdo  para  votar  la 


(2)  Alfassa,  artículo  citado. 
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siguiente  resolución:  **Respecto  á  los  dere- 
chos asegurados  al  obrero  por  las  legis- 
laciones de  protección  y  de  responsabili- 
dad profesionales,  no  debe  establecerse 
ninguna  diferencia  entre  los  beneficiados 
según  su  nacionalidad,  su  domicilio  6  su 
residencia.  La  ley  aplicable  debe  ser  la 
de  la  industria  para  la  cual  trabaja  el 
obrero'*.  Las  secciones  nacionales  se  han 
encargado  de  presentar  un  informe  so- 
bre los  medios  de  aplicar  este  principio 
antes  de  la  próxima  asamblea  general. 

'VIIL— La  Conferencia  internacional 
DE  Berna.— (1905) 

La  Conferencia  internacional  de  Ber- 
na se  reunió  del  8  al  17  de  mavodel905 
(1).  Asistieron  cincuenta  delegados,  que 
representaban  á  todos  los  gobiernos  de 
Europa,  excepto  la  Rusia,  que  no  había 
sido  invitada,  Grecia,  Rumania  y  Servia 
que,  aún  cuando  se  las  invitó,  no  se  hi- 
cieron representar.  Las  sesiones  de  la 
Conferencia  fueron  secretas,  á  pedido  del 
delegado  inglés,  que  hizo  de  ello  una 
condición  absoluta  para  la  participación 
de  la  Gran  Bretaña. 

Dos  cuestiones  estaban  á  la  orden  del 
diaria  prohibición  del  empleo  del  fósforo 
blanco  en  la  industria  de  los  fósforos,  y 
la  prohibición  del  trabajo  de  noche  de  las 
mujeres.  El  objeto  de  la  Conferencia  era, 
según  lo  expresa  el  proyecto  de  ley  que 
el  Gobierno  francés  pasó  al  Parlamento 
para  votar  los  fondos  necesarios  para 
tomar  parte  en  ella,  **establecer  los  prin- 


(1)  La  Couferencia  Internacional  de  Berna  para 
la  protección  obrera  C Hemie  du  l.\ara¡l^  de  Bély^ica, 
1005). — Alfa^sa,  La  législation  internationaíe  du 
travail.  La  conférenco  diplomatique  á  Berne  (Bu- 
lletin  de  ]a  Société  d'encouragemcnt  pour  Findus- 
trie  nationale»  1905.) 


cipios  de  convenciones  internacionales 
sobre  estas  materias,  producir  entre  los 
gobiernos  representados  un  acuerdo  efec- 
tivo susceptible  de  traducirse  por  con- 
venciones que  enunciaran  ciertas  medi- 
das idénticas  para  introducirlas  en  las 
legislaciones  interiores.*' 

Los  delegados  obraban  en  nombre  de 
sus  gobiernos,  pero  éstos  se  reservaban 
el  derecho  de  ratificar  las  disposiciones 
sobre  las  cuales  se  celebraran  acuerdos. 

La  Conferencia  constituyó  dos  sub- 
comisiones,  una  para  el  trabajo  de  no- 
che de  Iris  mujeres  y  otra  para  el  fósforo. 

En  un  proyecto  que  debía  servir  de 
base  á  la  discusión,  la  delegación  suiza 
había  propuesto  prohibir  la  venta  y  el 
transporte  del  fósforo  blanco  y  de  otros 
productos  inflamables,  excepto  para  fines 
científicos  ó  farmacéuticos.  Esta  propo- 
sición provocó  críticas.  Uno  de  los  dele- 
gados alemanes,  M.  Caspar,  hizo  notar 
que  CvStas  cuestiones  salían  del  progra- 
ma sometido  á  las  deliberaciones  de  la 
Conferencia  y  que  los  delegados  no  te- 
nían instrucciones  respecto  á  ellas.  En 
consecuencia,  hubo  acuerdo  para  aban- 
donar esta  base  de  discusión. 

La  discusión  á  que  dio  lugar  la  cues- 
tión del  fósforo  no  fué  por  eso  menos  ar- 
diente. Se  creyó  por  un  momento  que  la 
obra  de  la  Conferencia  sería  estéril  en 
esta  materia.  Los  representantes  de  No- 
ruega declararon  que,  por  entonces,  su 
Gobierno  se  oponía  en  absoluto  á  la  pro- 
hibición del  fóstoro  blanco.  Esta  declara- 
ción provocó  protestas  en  Cristianía,  y, 
bajo  la  presión  de  la  opinión  pública,  el 
Gobierno  modificó  las  instrucciones  que 
había  dado  á  sus  delegados. 

Se  produjo  otra  dificultad  con  motivo 
de  que  el  Gobierno  Federal  suizo  había 
creido  que  no  debía  invitar  á  la  Rusia  y 
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al  Japón  á  tomar  parte  en  los  trabajos 
de  la  Conferencia,  por  las  hostilidades 
que  existían  entre  estos  países.  El  Japón 
es,  como  se  sabe,  un  gran  exportador  de 
fósforo  y  un  serio  competidor  para  Hun- 
gría, Noruega  é  Inglaterra.  El  delegado 
de  esta  última,  M.  Cunnigham,  declaró 
que  su  Gobierno  no  podía  aceptar  la  su- 
presión del  empleo  del  fósforo  blanco. 
Inglaterra  produce  especialmente  fósfo- 
ros sin  fósforo,  y  la  fabricación  de  los 
que  dedica  á  la  exportación,  y  que  lo 
contienen,  es  sin  peligro  para  sus  obre- 
ros. Bélgica  hizo  notar  que  la  reglamen- 
tación muy  severa  que  ella  ya  había  ini- 
ciado, había  producido  resultados  muy 
satisfactorios.  Además,  hacía  notar, 
como  Hungría,  que  toda  acción  interna- 
cional debía  subordinarse  á  la  convoca- 
ción de  los  Estados  interesados.  En  re- 
sumen, Austria,  Hungría  y  Bélgica  su- 
bordinaron su  adhesión  á  la  supresión 
del  fósforo  á  la  del  Jíipón,  mientras  que 
Alemania,  Francia,  Holanda,  Luxembur- 
go  y  Suiza  pedían  la  prohibición  del  fós- 
foro sin  condiciones. 

Se  adoptó  la  sÍ8:uiente  resolución  por 
once  Estados  sobre  quince: 

Artículo  primero.— A  contar  desde  el 
1^  de  enero  de  1911,  quedará  prohibido 
introducir,  fabricar  ó  poner  en  venta  fós- 
foros que  contengan  fósforo  blanco. 

Art.  2*^  -Las  actas  de  ratificación  de- 
berán ser  depositadas  ámás  tardar  el  31 
de  diciembre  de  1907. 

Art.  3^ — El  Gobierno  del  Japón  será 
invitado  á  prestar  su  adhesión  á  la  pre- 
sente convención  antes  del  31  de  diciem- 
bre de  1907. 

Art.  4?^ — La  vigencia  de  la  convención 
queda  subordinada  á  la  aceptación  de 
todos  los  Estados  representados  en  la 
Conferencia  y  del  Japón. 


Los  cuatro  Estados  que  rehusaron  ad- 
herirse á  esta  resolución  son:  Gran  Bre- 
taña, Suecia,  Noruega  y  Dinamarca.  Hay 
motivos  para  creer  que  el  Japón  acepta- 
rá la  prohibición  del  empleo  del  fósforo 
blanco.  Hay,  por  otra  parte,  la  intención 
de  establecer  el  monopolio  de  la  fabrica- 
ción de  los  fósforos,  y  se  sabe,  por  el 
ejemplo  dado  por  Francia,  que  es  muy 
fácil  sustituir  al  fósforo  el  sesqui-sulfu- 
ro,  producto  cuyo  precio  es  actualmente 
inferior  al  del  fósforo. 

La  cuestión  de  la  prohibición  del  tra- 
bajo de  noche,  al  contrario  de  lo  que  se 
esperaba,  no  encontró  oposición.  Ya  en 
la  primera  sesión  se  adoptó  por  unani- 
midad el  principio  de  la  supresión  del  tra- 
bajo de  noche  de  las  mujeres. 

Para  hacer  más  eficaz  la  prohibición, 
era  ])reciso  fijar  una  duración  igual  al  des- 
canso no  interrumpido  y  á  la  noche.  Era 
necesario  también  suprimir  las  excepcio- 
nes, gracias  alas  cuales  era  posible  eludir 
la  aplicación  de  las  leyes,  especialmente 
en  las  industrias  de  la  moda  y  de  la  cos- 
tura. 

Sin  señalar  un  descanso  no  interrum- 
pido, habría  sido  posible  fraccionar  el 
descanso  de  manera  que  la  prohibición 
resultara  ilusoria.  Era,  pues,  indispensa- 
ble hacerlo  admitir.  En  la  comisión,  ocho 
países  propusieron  doce  horas;  uno,  la 
Italia,  once;  y  tres,  entre  los  cuales  esta- 
ba la  Bélgica,  diez  horas.  La  solución  de 
transacción  de  once  horas  reunió  todos 
los  sufragios,  excepto  los  de  Bélgica  y  No- 
ruega. En  la  sesión  siguiente,  los  delega- 
dos belgas  declararon,  sin  embargo,  que 
estaban  autorizados  por  el  gobierno  pa- 
ra prestar  su  adhesión  al  descanso  de 
once  horas  á  condición  de  que  pudiera 
limitarse  á  diez  horas,  durante  tres  años 
á  lo  más,  la  duración  del  descanso  noc- 
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turno  de  las  mujeres  en  los  Estados  don 
de  no  está  reglamentado  el  trabajo  de 
noche  de  las  mujeres  adultas.  Esta  pro- 
posición fué  aceptada. 

La  duración  de  la  noche  legal,  durante 
la  cual  se  prohibe  á  las  mujeres  el  traba- 
jo, se  fijó  en  siete  horas,  desde  las  diez  de 
la  tarde  hasta  las  cinco  de  la  mañana. 
Se  vé,  pues,  que  el  descanso  no  interrum- 
pido deberá  necesariamente  comprender 
las  siete  horas  de  la  noche  legal,  pudien- 
do  agregarse  las  demás  horas  antes  de 
las  diez  de  la  tarde,  ó  después  de  la  cinco 
de  la  mañana,  ó  repartirlas  antes  y  des- 
pués. 

Se  sabe  que  en  los  países  en  que  está 
prohibido  el  trabajo  de  noche  de  las  mu- 
jeres, se  habían  permitido  excepciones 
permanentes  para  ciertas  industrias  (fá- 
bricas de  fuego  continuo,  plegado  de  dia- 
rios, etc.)  ó  temporales,  para  las  indus- 
trias de  estaciones  que,  en  ciertas  épo- 
cas del  año,  tienen  períodos  de  excesivo 
apremio  (modas).  Otra  excepción  era  re- 
lativa á  las  industrias  que  trabajan  en 
materias  que  se  destruyen  (pescados, 
frutas).  lis  la  única  que  querían  dejar 
subsistente  los  partidarios  de  la  prohi- 
bición absoluta  del  trabajo  de  noche. 

Bélgica  hubiera  querido  que  la  indus- 
tria de  la  lana  fuera  excluida  del  bene- 
ficio de  la  convención,  y  Hungría  re- 
clamaba lo  mismo  para  su  industria  del 
azúcar  de  betarraga.  Se  adhirieron,  sin 
embargo  á  la  opinión  de  Alemania,  Fran- 
cia, Países  Bajos  y  Suecia,  después  de 
haber  obtenido  un  plazo  suplementario 
de  siete  años  parala  industria  de  la  lana, 
las  fábricas  de  azúcar  de  betarraga,  y, 
en  ciertas  condiciones,  para  los  trabajos 
al  día  de  las  explotaciones  mineras. 

Se  hizo  una  excepción  á  favor  de  las 
industrias   que    transforman    materias 


que  se  destruyen.  Respecto  á  las  indus- 
trias de  estación,  podría  reducirse  á  diez 
horas  el  descanso  no  interrumpido,  sin 
quitar  nada  sin  embargo  á  la  noche  le- 
gal, durante  sesenta  días  por  año. 

Hungría  propuso  que  la  convención 
no  se  aplicara  sino  á  las  empresas  indus- 
triales que  emplean  más  de  veinte  perso- 
nas. Fué  rechazada  esta  proposición, 
que  habría  permitido  á  ese  pais  sustraer- 
se á  los  efectos  de  la  prohibición. 

Fué  necesario  también  señalar  un  pla- 
zo para  las  ratificaciones.  Se  estimó  que 
bastaría  el  de  dos  períodos  legislativos, 
y  se  fijó  como  término  hasta  el  31  de  di- 
ciembre de  1907.  Por  último,  se  tomó  el 
acuerdo  de  que  las  reglamentaciones  se 
pusieran  en  vigencia  desde  el  I'  de  enero 
de  1911,  bajo  reserva  de  una  prolonga- 
ción de  siete  años  para  las  industrias 
antes  indicadas. 

Hé  aquí  el  texto  del  protocolo  relati- 
vo á  la  supresión  del  trabajo  de  noche 
de  las  mujeres: 

Artículo  primero.  El  trabajo  in- 
dustrial de  noche  será  prohibido  á  todas 
las  mujeres,  bajo  la  reserva  de  las  excep- 
ciones aquí  previstas. 

La  convención  se  aplicará  á  todas  las 
empresas  industriales  en  donde  estén 
empicados  más  de  diez  obreros  y  obre- 
ras; no  se  aplicará  en  ningún  caso  á  las 
empresas  en  que  sólo  estén  empleados 
miembros  de  la  familia. 

A  cada  una  de  las  partes  contratan- 
tes corresponderá  el  cuidado  de  definir 
lo  que  debe  entenderse  por  empresas  in- 
dustriales. Se  comprenderán  en  éstas  las 
minas  y  canteras,  y  las  industrias  de 
fabricación  y  transformación  de  mate- 
rias; la  legislación  nacional  precisará 
sobre  este  último  punto  el  limite  entre 


DERECHO 


183    . 


la  indostria,  por  una  parte,  y  la  agricul- 
tura y  el  comercio  por  otra. 

Art.  2*^  El  descanso  de  noche  esta- 
blecido en  el  artículo  precedente  tendrá 
una  duración  mínima  de  once  horas 
consecutivas.  Bn  las  once  horas,  cual 
quiera  que  sea  la  lejislación  de  cada  Es- 
tado, deberá  comprenderse  el  intervalo 
desde  las  diez  de  la  tarde  hasta  las  cinco 
de  la  mañana. 

Sin  embargo,  en  los  Estados  donde 
no  está  reglamentado  actualmente  el 
trabajo  de  noche  de  las  mujeres  adultas 
empleadas  en  la  industria,  podrá  limi- 
tarse á  diez  horas,  á  título  transitorio  y 
por  un  periodo  de  tres  años  á  lo  más, 
la  duración  del  descanso  no  interrum- 
pido. 

Art.  3"^  La  prohibición  del  trabajo 
de  noche  podrá  suspenderse: 

1^  En  caso  de  fuerza  mayor,  cuando 
en  una  empresa  se  produce  una  interrup- 
ción del  trabajo  imposible  de  prevenir  y  • 
que  no  tenga  un  carácter  periódico. 

2^  Kn  caso  que  el  trabajo  se  aplique 
á    materias   susceptibles   de   alteración 
muy  rápida,  cada  vez  que  esto  sea  nece-  ^ 
sario  para  salvar  estas  materias  de  una 
destrucción  inevitable. 

Art.  4^  En  las  industrias  sometidas  á 
ia  influencia  de  las  estaciones,  y,  en  caso 
de  circunstancias  excepcionales,  para  to- 
da industria,  podrá  reducirse  á  diez  ho- 
ras, sesenta  veces  por  año,  la  duración 
del  descanso  de  noche  no  interrumpido. 

Art.  5^  Las  ratificaciones  de  la  con- 
vención deberán  ser  depositadas  á  mas 
tardar  el  31  de  diciembre  de  1907. 

Para  poner  en  vigor  la  convención,  se 
estipulará  un  plazo  de  tres  años  á  contar 
desde  el  depósito  de  las  ratificaciones. 

Este  plazo  será  de  diez  años: 


1*^  Para  las  fábricas  de  azúcar  bruto 
de  betarraga; 

2"^  Para  la  cardadura  é  hilado  de  la 
lana;  y 

3^  Para  los  trabajos  al  día  de  las  ex- 
plotaciones mineras  cuando  estos  traba- 
jos se  suspenden  anualmente,  cuatro  me- 
ses á  lo  menos,  por  influencias  climaté- 
ricas. 

« 
IX. — El  tratado  de  comercio  franco- 
italiano  DE  7  DE  ABRIL  DE  1904  Y 
OTRAS  DISPOSICIONES  Ó  CONVENCIONES 
INTERNACIONALES  QUE  INTERESAN  A  LOS 
OBREROS. 

La  convención  celebrada  el  7  de  abril 
de  1904  entre  Francia  é  Italia  constitu- 
ye el  primer  tratado  relativo  á  las  cues- 
tiones del  trabajo  (1).  Desde  hacía  tiem- 
po, el  Gobierno  italiano  se  preocupaba 
de  llegar  á  un  acuerdo  con  el  Gobierno 
.  francés,  á  fin  de  asegurar  á  los  doscien- 
tos mil  obreros  italianos  que  van  á  tra- 
bajar en  Francia,  el  beneficio  de  la  ley 
de  1898  sobre  los  accidentes  del  traba- 
jo. M.  Luzzatti  envió  en  1902  un  pri- 
mer proyecto  de  convención  á  M.  Barré- 
re,  embajador  de  Francia  en  Italia  y  fué 
bien  acogido  por  el  Gobierno  francés. 
Continuaron  las  negociaciones  en  la 
Asamblea  de  Colonia  de  la  Asociación 
Internacional  parala  protección  legal  de 
los  trabajadores,  en  1902,  entre  M.  Luz- 
zatti y  M.  Fontaine,  director  del  trabajo 
en  Francia.    Al  fin  se  abrieron  oficial- 


(1)  V.  Barrault,  La  conventioo  franco -italie une 
da  travail  da  9  avril  1904  fBullethi  de  li  Societé  de 
protection  des  apprentis,  1904J.  Y.  Güyot.  La  con- 
vention  franco  italienne  da  travail  (Revue  de  droit 
iníernational,  1904^.  V.  Raynaud.  ue  traite  de 
travail  franco  italienne  du  15  avril  1904  (Cluuet, 
1905.; 


184 


PKIMESA    PAKTE 


mente  las  negociaciones  en  1904,  gracias 
á  los  esfuerzos  de  M.  Luzzatti,  que  había 
sido  nombrado  Ministro  del  Tesoro  en 
1903,  y  terminaron  con  la  convención 
de  7  de  abril  de  1904. 

No  podía  hacerse  cuestión,  entre  Fran- 
cia é  Italia,  de  reciprocidad  pura  y  sim- 
ple, pues  la  legislación  protectora  del 
trabajo  era  demasiado  incompleta  en 
Italia,  y,  por  otra  parte,  el  número  de 
franceses  empleados  en  la  industria  en 
Italia  era  considerablemente  menor  que 
el  de  los  italianos  que  trabajan  en  Fran- 
cia, puesto  que  no  pasan  de  diez  mil.  Por 
un  momento  se  pensó  eh  buscar  una  com- 
pensación en  las  ventajas  comerciales, 
pero  se  abandonó  luego  esta  idea.  Se 
prefirió  realizar  el  acuerdo  adoptando 
una  serie  de  disposiciones  que  tuvieran 
por  objeto  hacer  concordar  las  legisla- 
ciones de  ambos  países. 

Este  resultado  tenía  gran  importancia 
para  la  industria  francesa  que  había  te- 
nido mucho  que  sufrir  con  la  concurren- 
cia italiana.  Esta  llevaba  necesariamen- 
te una  ventaja  en  el  mercado  internacio- 
nal, pues  no  tenía  que  soportar  las  car. 
gas  de  una  legislación  protectora  del 
trabajo. 

La  convención  franco-italiana  está  ba" 
sada,  pues,  en  razones  puramente  utili- 
tarias. Francia  acuerda  el  beneficio  de 
su  legislación  á  los  obreros  italianos,  á 
condición  de  que  Italia  soporte  cargas 
idénticas  á  las  de  Francia. 

El  preámbulo  del  tratado  asemeja  los 
tratados  de  trabajo  á  los  tratados  de 
comercio,  por  haberse  celebrado  el  acuer- 
do con  el  objeto  de  **asegurar  á  la  per- 
sona de  los  trabajadores  garantías  de 
reciprocidad  análogas  á  las  que  han  pre- 


visto los  tratados  de  comercio  para  los 
productos  del  trabajo.*' 

Los  dos  países  persiguen  un  doble  fin: 

1"^  Facilitar  á  sus  nacionales  que  tra- 
bajan en  el  extranjero  el  goce  de  sus  alio- 
rros  y  proporcionarles  el  beneficio  de  las 
garantías  sociales; 

2^  Asegurar  á  los  trabajadores  el  man- 
tenimiento de  las  medidas  de  protección 
ya  dictadas  en  su  favor  y  concurrir  al 
progreso  de  la  legislación  obrera. 

Las  disposiciones  del  tratado  pue- 
den dividirse  en  dos  grupos  que  co- 
rresponden á  cada  uno  de  estos  fines.  El 
primero,  que  tiene  por  objeto  el  ahorro 
y  las  garantías  sociales,  es  ventajoso  so- 
bre todo  en  Italia,  en  razón  de  la  supe- 
rioridad numérica  de  los  obreros  italia- 
nos que  trabajan  en  Francia.  El  segundo, 
relativo  á  la  protección  y  reglamenta- 
ción del  trabajo,  constituye  la  presta- 
ción recíproca  que  otorga  Italia  á  Fran- 
cia en  cambio  de  las  concesiones  que  ob- 
tiene de  esta  última. 

Resulta  de  las  cláusulas  del  primer  gru- 
po que  las  economías  de  los  obreros  de 
cada  país  podrán  ser  trasportadas  sin 
gastos  de  la  Caja  de  Ahorros  de  una  de 
las  naciones^á  la  de  la  otra.  Esta  dispo- 
sición, á  la  que  Italia  atribuía  gran  va- 
lor, constituye  para  ella  un  beneficio  in- 
contestable. Se  formará  una  idea  de  ello, 
recordando  que,  gracias  á  los  contratos 
de  emigración  en  la  América  del  Norte, 
la  cantidad  disponible  de  las  Cajas  de 
Ahorro  de  Italia  se  aumenta  anualmente 
en  50  V  70  millones. 

El  tratado  asegura  también  á  los  obre- 
ros italianos  el  beneficio  de  la  ley  de  1898 
sobre  los  accidentes  del  trabajo,  y  de  la 
relativa  á  la  intervención  en  los  retiros 
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y  en  las  huelgas.  Estas  dos  últimas  ven- 
tajas serán  objeto  de  un  reglamento  en- 
tre los  dos  Estados,  mientras  se  voten 
disposiciones  legislativas  á  este  efecto 
en  ambos  países. 

No  existe  actualmente  ni  en  Francia  ni 
en  Italia  legislación  sobre  el  seguro  con- 
tra los  huelgas.  La  cuestión  del  retiro 
de    los   obreros   está  reglamentada  en 
Francia  por  el  establecimiento  de  una 
Caja  Nacional  para  la  invalidez  y  la  an- 
cianidad de  los  obreros,  que  fué  creada 
en  1898.  La  inscripción  en  esta  caja  es 
facultativa,  y  el  Estado  interviene  en  ella 
por  medio  de  abonos.   En  Francia  se  ha 
presentado  á  la  Cámara  un  proyecto  de 
ley  sobre  retiros,  que  obliga  á  los  obre- 
ros á  hacer  imposiciones.  Será  preciso, 
pues,  admitir  el  mismo  principio  en  las 
dos  legislaciones  antes  que  pueda    ser 
cuestión  de  reciprocidad  entre  ellas. 

El  tratado  indica  las  bases  sobre  que 
deberán  hacérselas  convenciones  en  lo  fu- 
turo, distinguiendo  los  tres  elementos 
que  concurren  ala  formación  de  las  pen- 
siones de  retiro,  á  saber:  las  imposicio- 
nes de  los  obreros,  las  de  los  patrones,  y 
las  del  Estado. 

Se  convino  respecto  á  las  primeras, 
que  la  parte  de  la  pensión  correspondien- 
te alas  imposiciones  del  obrero  ó  del  em- 
pleado, ó  á  las  retenciones  hechas  sobre 
su  salario,  le  sería  pagado  íntegramen- 
te. Este  principio,  que  es  de  estricta  equi- 
dad, tiene  por  objeto  impedir  que  se  apli- 
quen á  los  italianos  ciertos  proyectos 
de  retiros  que  establecen  imposiciones 
iguales  respecto  á  los  obreros  franceses 
y  á  los  obreros  extranjeros,  sin  asegurar 
á  éstos  un  retiro.  Las  imposiciones  de 
estos  últimos  aprovecharían,  pues,  exclu- 
sivamente álos  obreros  franceses. 

En  cuanto  á  las  imposiciones  de  los 


patrones,  el  tratado  se  limita  á  sentar  el 
principio  de  la  reciprocidad.  Correspon- 
derá, pues,  á  las  convenciones  posterio- 
res determinar  dentro  de  qué  límites  be- 
neficiarán las  contribuciones  de  los  pa- 
trones á  los  obreros  extranjeros. 

Por  último,  el  tratado  establece,  res- 
pecto álas[imposicIonesdel  Estado,  **que 
la  parte  de  pensión  que  provenga  even- 
tualmente  de  subvenciones  del  presupues- 
to, será  dejado  á  la  apreciación  de  cada 
Estado  y  pagada  con  sus  recursos  á  los 
nacionales  que  hubiesen  adquirido  un  re- 
tiro en  el  otro  país'*.  La  subvención  del 
Estado  solo  aprovechará,  pues,  á  los 
obreros  nacionales,  y  nó  á  los  extranje- 
ros que  trabajen  en  el  país,  pero  cada 
Estado  conserva  la  facultad  de  acordar 
también  un  abono  á  aquellos  de  sus  na- 
cionales que  hayan  adquirido  un  retiro 
en  el  extranjero.  Esta  solución  difiere  de 
la  aplicada  por  Alemania,  puesto  que  es- 
ta última  solo  reserva  á  sus  nacionales 
la  subvención  del  Estado,  que  es  de  50 
marcos  por  año. 

La  convención  establece  en  seguida  la 
igualdad  de  asistencia  entre  los  obreros 
italianos  y  los  obreros  franceses  respecto 
al  seguro  contra  accidentes.  La  ley  ita- 
liana de  17  de  marzo  de  1898  no  hacía 
distinción  entre  obreros  extranjeros  y  na- 
cionales, mientras  que  en  Francia  la  ley 
de  9  de  abril  de  1898  solo  acordaba  al 
obrero  extranjero,  víctima  de  un  acciden- 
te, que  dejaba  de  residir  en  Fj^ncia,  por 
toda  indemnización,  un  capital  igual  á 
tres  veces  la  renta  abonada,  y  negaba  en 
seguida  toda  indemnización  á  los  repre- 
sentantes del  obrero  extranjero  si,  en  el 
momento  del  accidente,  no  residían  en 
territorio  francés.  La  jurisprudencia  ha- 
bía acentuado  todavía  el  rigor  de  esta 
disposición,  rehusando  á  estos  últimos  el 
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derecho  de  invocar  el  [artículo  1382  del 
Código  Civil. 

Italia  había  pedido  también  que  se  to- 
mara una  medida  de  protección  á  favor 
de  los  jóvenes  italianos  contratados  en 
Francia,  y  cuya  condición  dejaba  mucho 
que  desear.  Se  accedió  á  sus  deseos  en  el 
artículo  2  del  tratado.  Dispone,  entre 
otras  cosas,  que  se  instituirán  comités 
de  patronato,  que  comprendan  italianos 
entre  sus  miembros,  en  las  regiones  in- 
dustriales en  que  estén  empleados  gran 
número  de  jóvenes  italianos. 

El  segundo  grupo  de  las  cláusulas  del 
tratado  impone  á  Italia  ciertas  medidas 
á  favor  de  la  protección  del  trabajo  y  de 
la  reglamentación.  Este  país  se  compro- 
mete á  organizar  un  servicio  de  inspec- 
ción "ofreciendo,  para  la  aplicación  de 
las  leyes,  garantías  análogas  á  las  que 
presenta  el  servicio  de  inspección  del  tra- 
bajo en  Francia."  En  realidad,  Italia  de- 
berá crear  una  organización  casi  total, 

puesto  que  sólo  existían  en  este  país  tres 

• 

inspectores  en  el  momento  de  firmarse  el 
tratado. 

Este  servicio  deberá  vigilar  el  cumpli- 
miento de  las  leyes  vigentes  sobre  el  tra- 
bajo de  las  mujeres  y  de  los  niños,  espe- 
cialmente en  cuanto  á  la  prohibición  del 
trabajo  de  noche,  la  edad  de  admisión  del 
trabajo  en  los  talleres  industriales,  la  du- 
ración del  trabajo  diario  y  la  obligación 
del  descanso  semanal. 

Los  dc^  gobiernos  se  comprometen  á 
publicar  un  informe  anual  sobre  la  aplica- 
ción de  las  leyes  y  reglamentos  relativos 
al  trabajo  de  las  mujeres  y  de  los  niños. 

El  Gobierno  italiano  declara  también 
que  ** tiene  la  intención  de  estudiar  y  rea- 
lizar gradualmente  la  reducción  progre- 
siva del  trabajo  diario  de  las  mujeres  en 
la  industria." 


Francia  hubiera  deseado  que  Italia  se 
comprometiera  de  una  manera  precisa,  á 
establecer  la  jomada  de  once  horas,  piero 
esta  última  no  ha  podido  aceptar  esa 
proposición.  Ha  declarado,  sin  embargo, 
oficialmente  que  estaba  pronta  á  adop- 
tar esta  medida,  si,  en  el  momento  de  la 
renovación  del  tratado,  es  decir,  en  cinco 
años,  ella  se  encuentra  en  aplicación  en 
todos  los  países  de  la  Europa  occidental. 

La  sanción  de  la  convención  consiste 
en  el  derecho  que  se  reserva  cada  parte 
de  denunciar  el  tratado  en  caso  que  la 
legislación  relativa  al  trabajo  délas  mu- 
jeres y  de  los  niños  no  sea  respetada  por 
la  otra  parte. 

Es  de  notar  también  el  artículo  3^  del 
tratado.  Dispone  que  si  se  convoca  una 
conferencia  internacional  con  el  fin  de  uni- 
ficar las  leyes  protectoras  de  los  trabaja- 
dores, la  adhesión  de  uno  de  los  contra- 
tantes, llevará,  en  principio  la  del  otro. 
Esta  cláusula  ha  producido  el  efecto  de 
asegurar  la  participación  de  Italia  en  la 
Conferencia  de  Berna  de  1905,  que,  sin 
esto,  habría  sido  dudosa. 

En  el  tratado  de  comercio  celebrado 
entre  Suiza  é  Italia  el  13  de  julio  de  1904, 
se  insertó,  á  pedido  del  gobierno  italiano, 
una  disposición  que  corresponde  al  mis- 
mo orden  de  ideas  que  el  tratado  franco- 
italiano.  El  artículo  17  de  esta  conven- 
ción dice,  en  efecto,  lo  siguiente: 

**Las  partes  contratantes  se  compro- 
meten á  examinar,  de  común  acuerdo  y 
y  amigablemente,  el  tratamiento  de  los 
obreros  italianos  en  Suiza  y  de  los  obre- 
ros suizos  en  Italia  respecto  á  las  garan- 
tías obreras,  con  el  fin  de  asegurar,  por 
medio  de  arreglos  oportunos,  á  los  obre- 
ros de  las  naciones  respectivas  en  el  otro 
país  un  tratamiento  que  les  acuerde  ven- 
tajas tan  equivalentes  como  sea  posible. 
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**Estos  acuerdos  serán  consagrados, 
independientemente  de  la  vigencia  del  pre- 
sente tratado,  en  un  acto  separado." 

El  tratado  de  comercio  celebrado  entre 
Alemania  é  Italia  el  3  de  diciembre  de 
1904,  contiene,  en  su  artículo  20,  una  dis- 
posición concebida  en  los  mismos  térmi- 
nos. Este  artículo  se  agregó  igualmente 
al  tratado  á  pedido  de  Italia.  Como  la 
materia  de  las  garantías  obreras  es  muy 
compleja,  no  habría  sido  posible  regla- 
mentarla de  una  manera  completa  en  un 
tratado  de  comercio.  Las  partes  contra- 
stantes han  debido  pues  limitarse  á  con- 
traer el  compromiso  de  buscar  en  común 
una  solución  satisfactoria  á  esta  cuestión. 
Al  presente,  Italia  no  podría  ofrecer  á  los 
obreros  alemanes  ventajas  que  pudieran 
considerarse  como  equivalentes  á  las  que 
proporciona  la  organización  de  las  ga- 
rantías en  Alemania. 

Conviene  mencionar  todavía  algunas 
disposiciones  en  materia  de  reparación 
de  las  consecuencias  perniciosas  de  los 
accidentes  del  trabajo.  Según  los  térmi- 
nos de  la  legislación  alemana  sobre  se- 
guro contra  los  accidentes,  la  renta 
atribuida  a  los  obreros  extranjeros, 
víctimas  de  accidentes,  se  suspende  du- 
rante el  tiempo  que  no  residen  en  Alema- 
nia, y,  por  otra  parte,  los  herederos  de 
un  obrero  extranjero  que  en  el  momento 
del  accidente  no  tienen  su  residencia 
habitual  en  Alemania,  no  tienen  ningún 
derecho  á  la  renta.  Sin  embargo,  la  ley 
agrega  que  el  Consejo  Federal  puede 
decidir  que  estas  disposiciones  no  serán 
aplicables  á  los  que  dependan  de  Esta- 
dos extranjeros  cuya  legislación  asegure 
á  los  obreros  alemanes  y  á  sus  herederos 
ventajas  correspondientes  á  las  que  ga- 
rantiza la  ley  alemana. 

Aplicando  esta  disposición,  el  Consejo 


Federal  ha  admitido  la  igualdad  de  tra- 
tamiento, respecto  á  las  reparaciones 
en  caso  de  accidentes  del  trabajo,  para 
los  nacionales  de  Austria-Hungría  y  de 
Italia,  por  ordenanza  de  29  de  junio 
de  1901,  y  para  los  de  los  Países  Bajos, 
por  ordenanza  de  1*^  de  juHo  de  1903. 

Bélgica  y  el  gran-ducado  de  Luxeni- 
burgo  han  admitido  poruña  convención 
de  15  de  abril  de  1905,  la  reciprocidad 
del  tratamiento  en  materia  de  repara- 
ción de  accidentes  del  trabajo  para  sus 
respectivos  nacionales.  Se  establece  una 
excepción  A  esta  regla  tratándose  **de 
obreros,  sin  distinción  de  nacionalidad, 
ocupados  temporalmente,  es  decir,  du- 
rante seis  meses  á  lo  más,  en  el  territo- 
rio de  aquel  de  los  dos  Estados  contra- 
tantes donde  ha  sobrevenido  el  accidente, 
peroqueestán  ocupados  en  una  empresa 
situada  en  el  territorio  del  otro  Estado, 
caso  en  el  cual  será  aplicable  únicamente 
la  legislación  de  este  último  Estado." 

Se  han  entablado  negociaciones  por 
Bélgica  y  Alemania  por  una  parte,  y 
Francia  por  la  otra,  con  el  objeto  de 
alcanzar  la  igualdad  de  tratamiento  en 
favor  de  los  obreros  belgas.  Hay  que 
notar  que  la  ley  belga  de  24  de  diciem- 
bre de  1903  sobre  la  reparación  de  los 
daños  resultantes  de  los  accidentes  del 
trabajo  no  hace  diferencia  ninguna  entre 
los  nacionales  y  los  extranjeros  respecto 
al  derecho  á  las  indemnizaciones  y  á  la 
prestación  de  garantías. 

Por  último,  recordaremos  todavía  que 
entre  Bélgica  y  Francia,  y  entre  Bélgica 
y  los  Países  Bajos  existen  estipulaciones 
análogas  á  las  del  tratado  franco-italia- 
no de  7  de  abril  de  1904,  relativas  á  la 
traslación  libre  de  gastos  de  un  país  á 
otro  de  los  fondos  depositados  en  las 
cajas  de  ahorro. 
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La  coaveocíóa  celebrada  entre  el  go- 
bierab  belga  j  el  gobierno  francés  el  31 
de  mayo  de  1882,  fijaba  en  2,000  francos 
el  máxinaum  de  los  fondos  depositados 
en  las  cajas  de  ahorro  de  Francia  ó  de 
Bélgica,  que  podrían  trasladarse  sin 
gastos^  á  pedido  de  los  interesados,  de 


una  caja  á  otra.  Por  la  convención  de 
4  de  marzo  de  1877,  se  redujo  este  máxi- 
mum á  1,500  francos. 

La  convención  celebrada  entre  Bélgica 
y  los  Países  Bajos  el  16  de  septiembre 
de  1883«  sobre  el  mismo  objeto,  no  seña- 
la máximum.  * 
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LOS  RESULTADOS  DEL  SEGURO  OBRERO  OBLIGATORIO  EN  ALEMANIA  (1) 


El  Imperio  alemán  ha  planteado  y  re- 
suelto, en  un  plazo  relativamente  breve, 
problemas  de  extraordinario  interés  pa- 
ra las  clases  proletarias.    El  constante 
aumento  de  las  masas  obreras  y  su  con- 
centríición  en  las  ciudades  y  en  los  cen- 
tros fabriles,  por  virtud  del  desarrollo  de 
la  industria  y  del  desenvolvimiento  del 
comercio,  impusieron  la  ampliación  y  la 
reforma  de  leyes  y  reglamentos  anticua- 
dos. Era  preciso  acudir  al  remedio  de  mu- 
chos males  y  á  la  defensa  de  los  más  dé- 
biles  mediante   una  legislación   nueva, 


1  De  la  «Revista  de  Legislación  y  JurisprudeD- 
cia».  Madrid  a  fio  1906  número  11. 

Einriehtung  und  Wirkung  der  deustchen  Arbeiter- 
vergieherung^2  teAu$gábe, — Im  Auftrage  der  Reichs 
Versicherumgsamt  bearbeitet  von  Prof.  Dr.  Ludwig 
La$»  und D.,Freidrich  Zahn  — 1  vol.  Berlín  1902. 

Atías  der  Arbeiterveraicherung  des  deutschen 
Riechs. — Herausgegeben  vom  K,  Sialistischen  Amt 
BerlÍD.  1904. 

Compulsory  Insurance  in  Germany. — Reporl  to  the 
Labour  Department. —WMhingtoti,  1903. 
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inspirada  en  amplios  criterios,  que  regú- 
laselas relaciones  entre  patrones  y  obre- 
ros, amparase  los  derechos  de  estos  últi- 
mos y  procurase,  en  general,  el  bienestar 
de  los  más  pobres. 

De  cuantas  leyes  de  carácter  social  se 
han  promulgado  en  Alemania,  durante 
los  últimos  veinticinco  años,  las  más  im- 
portantes, las  que  más  influencia  han 
ejercido  en  las  clases  obreras,  las  quemas 
han  contribuido  á  su  bienestar  material 
y  á  su  cultura  moral,  han  sido  las  refe- 
rentes al  seguro  obligatorio  contra  la 
enfermedad,  los  accidentes  del  trabajo  y 
la  vejez. 

La  idea  fundamental  de  este  triple  se- 
guro no  podía  ser  más  filantrópica,  y 
algunos  la  calificaron  de  peligrosa  y  de 
imposible.  Asegurar  á  muchos  millones 
de  individuos  contra  las  consecuencias 
de  la  enfermedad,  de  la  vejez  y  de  los  ac- 
cidentes; alejar  de  la  mente  del  obrero  y 
del  empleado  modesto  la  imagen  de  la 
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miseria  que  se  cierne  sobre  ellos  á  cada 
paso  en  forma  de  padecimientos  6  de  in- 
capacidad para  el  trabajo;  facilitarles  los 
medios  de  recobrar  la  salud  sin  desaten- 
der á  su  familia;  llevarles  á  sanatorios, 
abonarles  pensiones  é  impedir  que  llega- 
dos á  viejos  se  conviertan  en  grave  carga 
para  los  suyos,  es  indudablemente  un 
pensamiento  de  alta  trascendencia  so- 
cial ,  cuya  realización  constituye  para  Ale- 
mania una  gloría  más  preclara  que  la 
conquistada  en  las  batallas  de  1870. 

No  vamos  á  tratar  del  aspecto  jurídico 
del  asunto,  sino  á  exponer  sucintamente 
los  resultados  que  producen  los  seguros 
obreros  alemanes,  para  lo  cual  no  nece- 
sitamos acudir  á  gruesos  tomos  de  lite- 
ratura legal,  sino  á  los  curiosos  datos 
y  á  las  interesantes  memorias  publicadas 
en  Berlín  recientemente  por  la  Oficina 
Imperial  de  Estadística  en  nombre  de  la 
Oficina  Imperial  de  Seguros  obreros. 


Comencemos  por  lo  que  es  común  de 
las  tres  ramas  del  Seguro  obrero  ale- 
mán. 

La  legislación  referente  al  mismo  se 
inició  en  1881  con  la  presentación  al 
Rcichstag  de  un  proyecto  de  ley  sobre 
accidentes  del  trabajo.  Hastaentonces  no 
había  habido  más  que  disposiciones  ais- 
ladas acerca  del  particular  y  nada  acerca 
de  seguros  contra  la  enfermedad  y  con- 
tra la  invalidez.  Este  estado  de  cosas  no 
podía  prolongarse,  porque  el  partido  so- 
cialista iba  adquiriendo  arraigo  en  las 
masas  y  el  Gobierno  debía  evitar  que  sus 
ataques  estuviesen  justificados  por  las 
deficiencias  de  la  ley.  "Es  preciso,  decíase 
en  el  Mensaje  que  acompañaba  á  aquel 
proyecto,  que  las  clases  pobres  se  con- 


venzan de  que  el  Estado  no  es  sólo  una 
institución  útil,  sino  también  una  insti- 
tución beneficiosa,  el  temor  á  introdu- 
cir en  la  legislación  un  elemento  socia- 
lista no  debe  ser  obstáculo  para  que  el 
Gobierno  cumpla  con  su  misión,  y  em- 
plee sus  recursos  en  bien  de  todos  y  muy 
especialmente  á  favor  de  los  menestero- 
sos." Estas  palabras  fueron  solemne- 
mente ratificadas  en  el  Mensaje  de  17  de 
noviembre  de  1881,  que  es,  según  Woed- 
tke,  la  magna  carta  de  la  política  social 
alemana.  En  este  documento,  muy  nota- 
ble por  cierto,  se  encomia  la  necesidad 
de  que  el  Parlamento  se  interese  por  el 
bienestar  de  los  obreros  y  dé  á  la  patria 
una  nueva  y  duradera  garantía  de  paz 
interior,  otorgando  á  los  que  sufren  la 
protección  á  que  son  acreedores. 

En  este  criterio  se  ha  inspirado  desde 
entonces  el  Reichstag,  y  no  ha  pasado 
año  sin  que  una  nueva  ley  ó  una  reforma 
de  las  existentes  completase  ó  perfeccio- 
narse el  complicado  mecanismo  del  segu- 
ro obrero  ó  mejorase  de  algún  modo  las 
condiciones  de  vida  del  proletariado  ale- 
mán. 

El  Atlas  del  Seguro  obrero  en  Alema- 
nia, publicado  no  hace  mucho  por  la  Ofi- 
cida  Imperial  de  Estadística,  nos  permi- 
te apreciarlos   en  conjunto.   En  1885, 
siendo  la  población  del  Imperio  de  unos 
47  millones  de  habitantes,  estaban  ase- 
gurados con  traía  enfermedad  unos  4  mi- 
llones y  3  contra  accidentes.  En  1895  el 
número  de  los  primeros  se  elevaba  á  8  mi- 
llones y'ál6  el  de  los  segundos;  contando 
ya  el  recién  creado  seguro  contra  la  in- 
validez, 12  millones  de  asegurados.  En 
1902  estas  cifras  eran  de  10, 17  y  13  mi- 
llones respectivamente. 

En  1885,  por  cada  1,000  habitantes, 
había  100  que  estaban  asegurados  con- 


DBRHCHO 


191 


tra  la  enfermedad,  y  70  contra  acciden- 
tes. En  1895  esta  proporción  era  ya  de 
154  y  325,  y  en  1902  ascendía  á  181  y 
305.  Ix)s  asegurados  contra  la  invalidez 
eran,  por  1,000  habitantes,  234  en  1895 
y  232  en  1902.  Estas  cifras  se  refieren  sin 
embargo  á  la  población  total  y  no  á  la 
obrera.  En  1885  estaban  asegurados  con- 
tra la  enfermedad  unos  250  obreros  por 
cada  1,000;  en  1895  pasaban  de  520  en 
la  sección  de  accidentes  y  de  791  en  la 
de  invalidez,  y  en  1901  estaban  asegu- 
rados contra  la  enfermedad  unos  625 
y  contra  la  invalidez  800  por  1 ,000.  En 
esa  fecha  todos  los  obreros  estaban  ase- 
gurados contra  los  accidentes.  Las  suce- 
sivas reformas  legislativas  habían  ido 
comprendiendo,  poco  á  poco,  dentro  de 
la  esfera  del  seguro  á  toda  clase  de  obre- 
ros y  empleados  de  poco  sueldo. 

LrO  mismo  sucede  con  las  obreras.  Hoy 
día  están  aseguradas  unas  2.230,000 
(788,000  en  1885),  siendo  la  proporción 
por  cada  1,000  de  833  (122  en  1885.) 

Pormuy  notables  quesean  estas  cifras, 
lo  son  aun  más  las  cantidades  recauda- 
das por  las  Cajas  de  Seguros,  y  las  em- 
pleadas por  elhis  en  los  servicios  que  les 
corresponden . 

En  1885  ingresaron  en  las  arcas  de  es- 
tas sociedades  66  millones  de  marcos; 
en  1888,  111;  en  1895,  341;  en  1898, 
462;  en  1901,  526.  Es  decir,  que  desde 
1885  hasta  1901  se  recaudaron  nada 
menos  que  4,790  millones  de  marcos, 
que  fueron  devueltos  en  su  mayoría  en 
forma  de  pensiones,  de  socorros,  de  in- 
demnizaciones, de  curas  en  sanatorios  y 
hospitales,  etc.  En  1901  disponían  las 
sociedades  de  un  capital  de  1,298  millo- 
nes, y  de  ingresos  por  valor  de  490  mi- 
llones. 


II 


Los  datos  referentes  á  los  resultados 
particulares  de  cada  una  de  las  ramas 
del  seguro  obrero,  son  tan  interesantes 
como  los  que  acabamos  de  exponer.  El 
seguro  contra  la  enfermedad,  establecido 
por  la  ley  de  15  de  junio  de  1883,  refor- 
mada en  1892  y  en  1909,  es  el  primero 
por  orden  de  antigüedad.  Empecemos  por 
él.  Todos  los  obreros  que  trabajan  en 
industrias,  comercios,  oficios  manuales, 
cualquiera  que  sea  su  jornal;  las  fami- 
lias de  éstos;  los  empleados  fabriles  ó 
técnicos,  los  del  Estado,  provincia  y  mu- 
nicipio, oficinas  notariales  ó  de  aboga- 
cía, bancos,  etc.,  están  obligados  á  ase- 
gurarse contra  la  enfermedad.  Excepto 
los  obreros,  los  demás  solo  tienen  esta 
obligación  cuando  perciben  un  sueldo  in- 
ferior á  2,000  marcos.  Pueden  asegurar- 
se, además,  voluntariamente  las  perso- 
nas cuyos  ingresos  anuales  no  excedan 
de  esta  cifra. 

El  seguro  se  efectúa  en  las  Cajas  loca- 
les (Orts  Krankenkassen),  en  las  fabri- 
les (Betríebs  Krankenkassen),  en  las  del 
gremio  de  construcciones  ("Baw  Kranken- 
kassen)  6  en  las  municipales  (Gemein- 
de'Krankenkassen)y  organismos  autóno- 
mos todos   ellos  constituidos   por  los 
mismos  asegurados  y  regidos  por  esta- 
tutos. En  1885  el  total  de  Cajas  de  Se- 
guroscontralaenfermedaderade  18,971 
con  4.670,000  asegurados;  en  1901  se 
elevaban  á  23,000  con  más  de  10  millo- 
nes de  asegurados,  siéndolas  más  nume- 
rosas las  municipales  (cerca  de  9,000,  las 
locales  (cerca    de  5,000)  y  las  fabriles 
(unas  7,500.) 

Los  asegurados  tienen  derecho  á  mé- 
dico y  botica,  á  asistenciaen  sanatorio, 
á  aparatos  quirúrjicos  y  á  un  socorro 
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en  metálico  equivalente  á  la  mitad  del 
sueldo  6  salario  durante  trece,  y  aveces, 
hasta  veintiséis  semanas.  Desde  1885 
hasta  1902  se  gastó  en  estos  servicios  la 
enorme  suma  de  2,054  millones  de  mar- 
cos, y  en  1901  solamente,  recibieron  los 
asegurados  81  millones  en  metálico  y 
183  en  médico,  botica,  sanatorios,  etc. 
El  total  de  ingresos  de  estas  Cajas  se 
elevó  á  192  millones  en  1900  (56  proce- 
dente de  los  patrones  y  126  de  los  obre- 
ros) sin  contar  los  intereses  del  capital. 
Estos  ingresos  proceden  de  cuotas  equi- 
valentes al  1%,  á  lo  sumo  al  3%,  del  sa- 
lario medio  local,  abonadas  por  los  obre- 
ros y  de  otras  cuotas  menores  que  satis- 
facen los  patrones.  Estos  abonan  un 
tercio  y  los  obreros  dos  tercios  de  la 
cuota  legal. 


III 


ley  el  número  de  asegurados  ha  aumen- 
tado en  modo  formidable.  En  1885,  no 
llegaban  á  3  millones  los  obreros  asegu- 
rados; en  1888  pasaban  de  9;  en  1891 
eran  ya  17  y  en  1901  alcanzaban  un  to- 
tal de  18  millones  289  mil,  de  los  cuales 
11  millones  trabajaban  en  el  campo  y 
más  de  6  en  las  fábricas  y  talleres. 

En  1900  se  indemnizaron  ciento  siete 
mil  accidentes  del  trabajo,  abonándose 
á  las  víctimas  ó  á  sus  familias,  según  los 
casos,  un  total  de  117  millones  de  mar- 
cosj  cifra  enorme  si  se  compara  con  los 
20,010  marcos  correspondientes  al  año 
1885.  Desde  esta  fecha  hasta  1903  se 
han  invertido  en  indemnizaciones  por 
este  concepto  930  millones  de  marcos. 

Las  sociedades  encargadas  del  seguro 
disponían  en  1901  de  199  millones  de 
marcos  de  capital  y  de  ingresos  anuales 
que  ascendían  á  141  millones. 


El  seguro  contra  accidentes,  estableci- 
do por  la  ley  de  6  de  julio  de  1884,  re- 
formada en  188  >,  en  1886  en  1887,  y 
finalmente  en  1900,  fué  poct)  á  poco  am- 
pliando su  esfera  de  acción  hasta  com- 
prender á  todos  los  que  pueden  ser  víc- 
timas del  riesgo  profesional,  incluso,  los 
pescadores.  No  se  exceptúan  del  seguro 
ni  siquiera  los  empleados  técnicos  que 
ganan  menos  de  3,000  marcos,  ni  los  pe- 
queños patrones  cuyos  ingresos  no  exce- 
den de  esta  última  cifra.  Del  seguro  se 
encargan  las  Berufsgenossenschaften 
constituidas  por  los  patrones  que  explo- 
tan una  misma  industria,  i  las  oficinas 
de  seguros.  Sus  servicios  son  análogos 
á  los  del  seguro  contra  la  enfermedad, 
con  la  adición  de  pensiones  á  las  vícti- 
mas ó  á  sus  familias  en  caso  de  falleci- 
miento. 

Gracias  á  las  sucesivas  reformas  de  la 


IV 


El  segtiro  contra  la  invalidez  se  orga- 
nizó en  virtud  de  la  lev  de  22  de  junio  de 
1889,  reformada  en  julio  de  1899,  y  se 
aplica,  poco  más  ó  menos,  á  las  mismas 
categorías  de  personas  que  las  otras  dos 
ramas  anteriormente  citadas.  Se  efec- 
túan en  oficinas  imperiales,  que  funcio- 
nan en  31  grandes  distritos  y  en  nueve 
cajas  autorizadas.  En  realidad,  este  se- 
guro es  doble,  puesto  que  sus  beneficios 
se  obtienen  ya  por  haber  perdido  las  dos 
terceras  partes  de  la  capacidad  para  el 
trabajo,  ya  por  haber  alcanzado  la  edad 
de  setenta  año<9.  También  gozan  de  ellas 
los  que  no  han  podido  trabajar  por  en- 
fermedad ó  por  un  accidente  durante  seis 
meses  consecutivos,  en  cuyo  caso,  como 
el  obrero  ó  empleado  tiene  derecho á  una 
pensión  por  virtud  de  la  ley  de  acciden- 


DBRBCHO 


193 


tes,  no  se  concede  la  de  invalidez  sino 
cuando  es  superior  esta  última.  Para  la 
concesión  de  pensiones  se  clasifica  á  los 
obreros  en  cinco  grupos,  según  su  sala- 
rio. El  primero  comprende  á  los  que  ga- 
nan hasta  350  marcos  anuales;  el  segun- 
do á  los  que  perciben  de  350  á  550;  el 
tercero  á  los  de  550  á  850;  el  cuarto  á 
los  de  850  á  1,150;  y  el  quinto  á  los  de 
1,150  hatta  2,000.  El  mínimum  de  las 
pensiones  anuales  es  de  116,  126, 134, 
142  y  150  marcos  respectivamente,  pa- 
gaderos por  meses  adelantados. 

Los  que  cumplen  setenta  años  tienen 
derecho  á  una  pensión,  hayan  perdido  ó 
no  la  capacidad  para  el  trabajo.  Tam- 
bién se  dividen  en  cinco  grupos,  cobran- 
do los  del  primero  110  marcos  anuales, 
lo^  del  segundo  140,  los  del  tercero  170, 
200  los  del  cuarto  y  230  los  del  quinto. 

En  1903  los  asegurados  eran  13  millo- 
nes, y  se  abonaron  setecientos  treinta  y 
cuatro  mil  novecientos  ochenta  y  cinco 
pensiones  de  invalidez  y  ciento  cuarenta 
y  cinco  mil  de  ancianidad.  Bastará  de- 
cir que  solamente  en  1903  se  otorgaron 
ciento  sesenta  mil  pensiones  nuevas  y 
que  el  importe  de  ellas  pasó  de  113  mi- 
llones, habiéndose  gastado  por  este  con- 
cepto, desde  1885,  la  friolera  de  770  mi- 
llones de  marcos. 

Pero  el  seguro  contra  la  invalidez  no 
reconoce  como  único  fin  la  indemniza- 
ción y  las  pensiones.  Las  últimas  esta- 
dísticas nos  dicen  que  las  cajas  encarga- 
das de  efectuarlo  destinaron  35  millones 
á  la  curación  de  obreros  tuberculosos 
habiendo  llevado  á  los  sanatorios  75,000 
hombres  y  26,000  mujeres. 


Lo  más  notable,  lo  más  digno  de  estu- 
dio no  es  precisamente  el  funcionamiento 
del  seguro  obrero  alemán,  sino  la  enor- 
me influencia  que  ha  ejercido  y  ejerce 
cada  vez  con  más  intensidad  sobre  to- 
das las  clases  sociales.  Lo  mismo  su  ac- 
ción directa  que  su  acción  indirecta,  se 
extiende  efectivamente  á  todas  ellas.  Las 
Cajas  de  seguros  disponen,  co4no  hemos 
visto,  de  capitales  enormes,  á  los  que 
hay  que  dar  empleo, y  para  esto  se  pre- 
fiere las  empresas  de  utilidad  general. 
Las  federaciones  de  estas  Cajas  edifican 
sanatorios  y  hospitales,  colonias  obre- 
ras, baños  públicos,  barriadas  para 
obreros  y  escuelas,  y  secundan  la  cons- 
trucción de  ferrocarriles  y  canales.  Las 
sociedades  sajonas  tienen  empleados  en 
esta  clase  de  empresas  más  de  55  mi- 
llones, la  del  Rhin  y  Hesse-Nasau  más 
de  30  millones,  las  del  Hannover  más 
de  25  millones.  La  agrupación  de  ca- 
pitales considerables  en  las  Cajas  de  Se- 
guros no  ha  podido  menos  de  ejercer 
cierta  influencia  en  el  mercado  moneta- 
rio, pero  en  último  extremo,  siempre  re- 
sultan las  clases  obreras  las  más  bene- 
ficiadas. Los  auxilios  y  las  pensiones 
procedentes  del  seguro  constituyen  hoy 
parte  muy  principal  de  los  ingresos  de 
las  familias  obreras,  y  este  suplemento 
no  ha  determinado,  como  se  creía,  la 
baja  de  los  salarios,  puesto  que  estos 
han  aumentado  en  casi  todas  las  indus- 
trias. 

En  Sajonia,  el  término  medio  anual 
de  los  ingresos  por  habitante  que  era  de 
323  marcos  en  1878,  es  hoy  de  500.  En 
los  demás  Estados  ocurre  lo  propio. 
Las  estadísticas  del  consumo  de  artícu- 
los de  primera  necesidad,  demuestran 
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que  en  la  actualidad  las  clases  populares 
consumen  un  50%  más  que  antes.  Los 
balances  de  las  Cajas  de  Ahorro  revelan 
un  aumento  considerable  en  las  imposi- 
ciones. No  pasaban  éstas  en  Prusia  de 
setecientos  veinte  i  cinco  mil,  por  valor 
de  1,583  millones  en  1880,  y  llegaban 
en  1897  á  dos  millones  ciento  sesenta  i 
cuatro  mil,  por  valor  de  4,968  millones, 
siendo  en  su  parte  recientes  i  pequeñas. 
En  Baviera,  el  63%  de  las  libretas  de  la 
Caja  de  Ahorro  está  en  manos  de  los 
obreros. 

Esto  por  lo  que  respecta  al  bienestar 
económico,  pues  merced  al  seguro  se  han 
modiñcado  favorablemente  también  las 
condiciones  higiénicas  déla  vida  obrera. 
Antes  los  pobres  no  acudían  al  médico 
sino  en  última  instancia;  ahora  las  me- 
nores indisposiciones  son  objeto  de  so- 
lícitos cuidados.  La  gratuidad  del  servi- 
cio médico-farmacéutico,  i  el  mayor  no- 
mero  de  hospitales,  han  contribuido 
á  fortalecer  la  clase  obrera.  Esta  va  te- 
niendo mayor  conciencia  de  su  fuerza; 
lo  que  antes  pedía  como  limosna,  lo  exi- 
ge hoy  como  un  derecho,  y  tan  arraiga- 
da está  la  creencia  en  la  eficacia  de  las  ins- 
tituciones de  previsión,  que  al  lado  del 
seguro  legal  se  ha  ido  formando  un  se- 
guro voluntario,  eminentemente  prácti- 
co, que  colma  las  deficiencias  de  aquel  y 
facilita  auxilios  en  casos  urgentes  y  di- 
nero para  viajes. 

Para  los  patrones,  la  aplicación  del  se- 
guro va  unida  á  un  aumento  en  los  gas- 
tos de  la  industria.  Más  de  1,000  millones 
han  pagado  por  ese  concepto  desde  1885 
á  1900,  y  solamente  la  Casa  Krupp  en- 
tregó en  1898,  937,000  marcos.  Por  eso 
se  creyó  en  un  principio  que  el  seguro  enca- 
rececía  la  producción.  No  ha  sido  así.  La 
producción  ha  aumentado  sin  cesar  y  la 


exportación  no  ha  cesado  un  punto  de 
desarrollarse.  Y  es  que  los  patrones  se 
dan  cuenta  de  que  aun  significando  el  se- 
guro un  aumento  en  los  gastos,  el  bie- 
nestar y  la  tranquilidad  que  reportan  al 
obrero,  hacen  que  su  trabajo  sea  mejor, 
más  intenso.  Tanto  es  así,  que  los  pa- 
trones, lejos  de  protestar  contra  el  segu- 
ro, lo  amplían,  consagrando  cantidades 
muv  considerables  en  beneficio  de  sus 
obreros.  En  1898  se  emplearon  por  dife- 
rentes compañías  hasta  27  millones  en 
favorecer  á  los  trabajadores  de  sus  fá- 
bricas, y  en  1899,  39  millones,  cantidad 
muy  inferior  á  la  realidad.  Entre  otras 
sociedades,  la  de  Electricidad,  de  Berlín, 
gastó  más  de  un  millón  de  marcos  en 
fundar  pensiones;  la  Casa  Krupp  entre- 
ga anualmente  á  las  cajas  de  pensiones  de 
sus  obreros  950,000  marcos,  además  de 
las  cuotas  fijadas  por  la  ley,  y  las  memo- 
rias de  los  inspectores  industriales  anun- 
cian constantemente  la  creación  de  nue- 
vas instituciones  benéficas,  organizadas 
por  los  patrones,  bajo  muy  diversas  for- 
mas, desde  la  de  comedores  económicos 
hasta  la  de  barrios  obreros. 

Ya  no  son  únicamente  patrones  y  obre- 
ros quienes  se  interesan  en  el  éxito  del  se- 
guro y  en  su  perfeccionamiento,  sino  los 
municipios,  creando  centros  de  informa- 
ción del  trabajo,  como  los  de  Munich  y 
Colonia,  y  los  particulares  instituyendo 
sociedades  para  la  protección  de  los  tra- 
bajadores enfermos  ó  lisiados  con  asilos 
como  el  de  Kreuznach,  ó  con  sanatorios 
para  tuberculosos,  como  los  de  la  Cruz 
Roja. 

El  seguro  obrero  obligatorio,  califica- 
do por  algunos  de  salto  en  las  tinieblas, 
dice  el  Dr.  Lass,  **ha  sido  y  es  una  escue- 
la social  para  la  nación,  porque  ha  des- 
pertado en  todas  las  clases  de  la  pobla- 


DBRBCHO 


195 


cióti,  especialmente  en  las  más  cultas,  la 
idea  de  que  deben  auxiliar  á  los  inferio- 
res, y  procurar,  por  todos  los  medios  po- 
sibles, que  se  eleven  moral  y  material- 
mente." 

Alemania  ha  dado  un  gran  ejemplo  á 
las  demás  naciones  de  Buropa,  y  al  re- 
flexionar acerca  de  la  colosal  y  bienhe- 


chora empresa  de  sus  seguros  obreros, 
se  ocurre  preguntar:  ¿cuándo  imitaremos 
nosotros  ese  ejemplo? 


Julián  Juderías, 

Auxiliar    del   Intituto 
de  Refoi  mas  Sociales?. 


EL  DERECHO  DE  RETENCIÓN  DEL  ARRENDADOR 


Aunque  no  les  atríbuimos  mayor  im- 
portancia, vamos  á  exponer  aquí  algu- 
nas observaciones  sobre   el  derecho  de 
retención  á  favor  del  arrendador  que  es- 
tablece el  artículo  1942  del  Código  Civil. 

En  general,  el  derecho  dé  retención  que 
en  determinados  casos  concede  nuestro 
Código,  ha  dado  origen  á  dificultades, 
pues  no  están  claramente  definidas,  ni 
su  naturaleza  ni  sus  efectos  jurídicos,  so- 
bre todo,  cuando  se  encuentra  en  conflic- 
to con  otros  derechos. 

Recordaremos  un  caso  práctico  relati- 
vamente reciente,  el  cual  fué  objeto  de 
una  resolución  pronunciada  por  la  Cor- 
te Suprema  el  13  de  enero  de  1902. 

La  Junta  de  Beneficencia  de  Valparaíso 
había  dado  en  arrendamiento  ciertas 
propiedades  urbanas  á  don  O.  B.  E' 
arrendatario  se  reservó  una  parte  esta 
b'eciendo  en  ella  una  carrocería,  y  dio  en 
sub-arriendo  la  restante.  La  falta  de  pa- 
go de  los  cánones  obligó  al  arrendador 
á  embargar  y  retener  los  muebles  in- 
troducidos en  la  casa  arrendada  y  los 
cánones  de  sub  arriendo.  Pendiente  la 
ejecución,  el  deudor  fué  declarado  en 
quiebra  y  el  juicio  ejecutivo  se  acumuló 
al  juicio  universal  de  concurso t  En  este 


juicio  el  arrendador  hizo  valer  su  dere- 
cho de  retención  y  sostuvo  que,  en  vir- 
tud de  él,  debían  aplicarse  preferente- 
mente al  pago  de  su  crédito  el  valor  de 
los  bienes  retenidos  v  los  cánones  de  sub- 
arriendo.  La  sentencia  de  grados  man- 
dó pagar  en  cuarto  lugar  el  crédito  de 
la  Beneficencia,  considerándolo  como 
prendario,  y  acordó  preferencia,  primero 
á  las  costas  del  concurso  y  después  á  dos 
créditos  privilegiados,  procedentes  el  uno 
de  alimentos  suministrados  al  fallido  y 
el  otro  de  derechos  de  aduana.  Como  los 
bienes  del  concurso  no  alcanzaban  á  cu- 
brir los  créditos  privilegiados,  en  el  he- 
cho el  crédito  de  la  Beneficencia  quedaba 
totalmente  insoluto. 

En  la  segunda  instancia  de  ese  juicio 
sostuvimos  la  tesis  que  es  objeto  de 
nuestras  observaciones,  á  la  cual  prestó 
acogida  la  Excma.  Corte  Suprema  en  la 
sentencia  recordada. 

Es  un  error  muy  generalizado  el  de 
confundir  el  derecho  de  prenda  con  el  de 
retención;  pero  es  fácil  notar  que  son  pro- 
fundamente diversos  en  su  origen  y  en 
sus  efectos  jurídicos. 

La  prenda  trae  su  origen  del  contrato 
que  lleva  su  nombre  y  hay  en  ella  una  es" 
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pecie  de  tradición  de  la  cosa  empeñada. 
El  derecho  de  retención  nace  de  un  hecho, 
esto  es  del  acto  mismo  de  retener  la  co- 
sa que  es  objeto  del  derecho.  Así,  en  el  caso 
del  arrendamiento,  ese  derecho  nace  del 
hecho  de  que  se  retengan  para  garantía 
de  los  cánones,  los  frutos  de  la  casa 
arrendada  6  los  muebles  en  ella  introdu- 
cidos por  el  arrendatario. 

Los  efectos  jurídicos  del  contrato  de 
prenda  están  señalados  por  la  ley  y,  en 
caso  de  concurso,  ella  le  acuerda  un  pri" 
vilegio  de  segunda  clase  (art.  2474).  Los 
efectos  del  derecho  de  retención  se  reducen 
á  que  el  acreedor  retencionario  no  es 
obligado  á  entregar  la  cosa  retenida  sin 
previo  pago  y  puede  perseguir  ese  pago 
sin  que,  en  caso  de  concurso,  necesite  pe- 
dir graduación  alguna. 

La  demostración  de  este  último  aserto 
está  precisamente  en  que  nuestro  Código 
no  reconoce,  en  materia  de  concurso, 
más  causas  de  preferencia  que  el  privile- 
gio y  la  hipoteca;  y  en  que  la  ley  no  ha 
considerado  en  una  ni  en  otra  categoría 
al  derecho  de  retención,  ni  le  ha  dado 
por  tanto  colocación  en  el  título  de  la 
prelación  de  créditos. 

¿Será  esto  uüa  omisión,  será  un  olvido 
del  legislador? — Seguramente  nó,  porque 
el  artículo  2466  del  Código  Civil  estable- 
ce y  marca  claramente  la  diferencia  entre 
el  derecho  de  retención  y  el  derecho  de 
prenda. 

Dice  ese  artículo: 

**Sobre  las  especies  identificables  que 
pertenezcan  á  otras  personas  por  razón 
de  dominio  y  existan  en  poder  del  deu- 
dor insolvente,  conservarán  sus  derechos 
los  respectivos  dueños  sin  perjuicio  de 
los  derechos  reales  que  sobre  ellas  com- 
petan al  deudor  como  usufractuarío  6 
prendario  ó  del  derecho  de  retención  que 


le  concedan  las  leyes,  en  todos  los  cuales 
podrán  subrogarse  al  acreedor." 

El  legislador  mismo  ha  cuidado  de 
señalar  la  diferencia  entre  el  derecho  de 
retención  y  los  demás  derechos. 

Esta  diferencia  resulta  todavía  más 
patente,  si  se  atiende  á  la  historia  del 
derecho  de  retención  y  á  las  diversas 
transformaciones  por  que  ha  pasado  en 
el  Derecho  Romano,  en  el  Derecho  Espa- 
ñol y  en  nuestra  legislación  patria. 

En  el  Derecho  Romano  no  hubo  origi- 
nariamente sino  dos  medios  de  garantir 
el  cumplimiento  de  una  obligación:  la 
mancipatio  y  elpjgnus.  (Maíz,  "Cours 
de  Droit  Romain",  t.  I,  §  573). 

En  virtud  del  primero  de  esos  medios 
la  cosa  destinada  á  servir  de  garantía 
era  transferida  al  acreedor  por  medio  de 
la  mancipatio.  Pero  como  esta  transfe- 
rencia del  dominio  no  tenía  más  objeto 
que  la  seguridad  del  crédito,  se  agregaba 
á  la  mancipatio  una  convención  llamada 
ñducia^  por  lo  cual  el  acreedor  se  obliga- 
ba á  remancipar  la  cosa  al  deudor. 

La  situación  respectiva  de  las  partes 
se  resumía  en  estos  términos:  en  tanto 
que  la  deuda  no  era  exigible,  la  cosa  per- 
tenecía al  acreedor.  Vencida  la  deuda,  ó 
bien  ella  era  pagada  ó  nó.^^Si  lo  primero, 
el  deudor  podía  pedir  el  cumplimiento 
de  la  ñducia  y  volvía  á[ser  dueño  por  la 
mancipatio.  Si  lo  segundo,  el  acreedor 
podía  disponer  de  la  cosa  para  venderla 
y  pagarse  con  su  producido. 

En  cuanto  al  pignus  era  algo  absolu- 
tamente distinto  de  la  mancipatio.  Con- 
sistía en  entregar  al  acreedor  la  cosa  pa- 
ra que  la  guardara^en  su  pod^r,  mientras 
no  se  pagaba  la  deuda.  Pero  no  hacía 
propietario  al  acreedor  y  la  garantía 
estaba  únicamente^  en  que  no  podía  el 
deudor  recobrar  la  cosa  sin  pagar;  y  á 
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fin  de  que  no  quedara  esa  garantía  A 
merced  del  deudor,  el  acreedor  era  inves- 
tido de  las  acciones  posesorias. 

Estas  dos  especies  de  garantías  no  es- 
taban exentas  de  inconvenientes.  La 
mancipatio  comprometía  los  intereses 
del  deudor,  puesto  que  hacía  dueño  ni 
acreedor  y  las  enajenaciones  que  éste  hi- 
ciera eran  válidas.  El  pignus  era  oneroso 
parael  deudor  y  tampoco  ofrecía  al  acre- 
dor  masque  una  garantía  imperfectj, 
pues  el  deudor  podía  vender  la  cosa  dada 
en  prenda. 

El  pretor  Servio  encontró  un  medio  de 
subsanar  ésos  inconvenientes.  El  arren- 
dador de  un  fundo  había  exigido  de  su 
arrendatario  una  garantía  y  éste  le  ha- 
bía autorizado  para  embargar  y  apode- 
rarse de  los  diversos  objetos  muebles  con 
que  había  guarnecido  la  cosa  y  que  los 
romanos  llamaban  ///ata.  Servio  hizo 
producir  á  esta  convención  el  efecto  de 
un  derecho  in  re  en  favor  del  arrendador, 
que  le  permitía  perseguir  las  illata  aún 
en  manos  de  un  tercero,  á  fin  de  tomar 
posesión  y  de  pagarse  con  el  valor  de 
ellas. 

Esta  acción  fué  llamada  serviana,  v 
por  analogía  se  extendió  después  á  otras 
hipótesis  y  dio  origen  á  la  hipoteca. 

Viniendo  ahora  á  la  legislación  espa- 
ñola, vemos  que  el  derecho  de  retención 
fué  también  considerado  como  un  dere- 
cho real  por  las  leyes  españolas. 

La  más  antigua  ley  que  conocemos  so- 
bre la  materia  es  la  I^y  9',  título  17, 
Libro  3^  del  Fuero  Real.  Dice  así: 

**Toda  cosa  que  el  ome  toviese  en  casa 
alogada  de  otro  mandamos  que  sea  em- 
peñada al  dueño  de  la  casa  por  el  alo- 
guer  maguer  que  non  fuese  pleyto  e  ha- 
ya por  lei  su  loguer." 

Posteriormente,  la  ley  5*,  título  VIII, 


partida  5%  después  de  facultar  al  arren- 
dador para  expulsar  de  la  casa  al  que 
no  pague  el  arriendo,  agrega:  "E  demás 
dezimos  que  todas  las  cosas  que  falla- 
ren en  la  casa  de  aquel  que  la  tenía,  fin- 
can obligadas  del  señor  de  la  casa  por 
el  loguer  é  por  los  menoscabos,  etc.,  é 
puédelas  retener  el  señor  de  la  casa  como 
por  peños  hasta  que  pague  el  loguer". 

Finalmente  la  ley  6*,  título  II,  libro  10, 
de  la  Novísima  Recopilación,  es  todavía 
más  terminante,  pues  manda  que  "en 
los  frutos  de  las  tierras  sean  preferidos  los 
señores  de  ella  por  su  renta  á  todos  los 
otros  acreedores,  de  cualquiera  calidad 
que  sean". 

Resulta  del  espíritu  y  de  la  letra  de  es  • 
tas  leyes,  que  en  la  Legislación  españo- 
la el  derecho  de  retención  conferido  al 
arrendador,  era  un  derecho  absoluto  y 
excluyente  de  todos  los  otros  acree- 
dores. 

Esta  influencia  del  derecho  romano  y 
del  derecho  español,  se  hizo  sentir  sin 
duda  alguna  en  nuestra  legislación  pa- 
tria anterior  al  Código  Civil. 

En  31  de  octubre  de  1845,  se  dictó  la 
primera  ley  de  prelación  de  créditos,  y 
en  ella  se  estableció,  páralos  casos  de 
concurso,  como  causas  de  preferencia,  el 
privilegio,  la  hipoteca  y  la  escritura  pú- 
blica. 

Entre  los  créditos  privilegiados  colocó 
aquella  ley  (art.  7,  inc.  5^)  el  del  arren- 
dador  para  pagarse  con  los  frutos  de  la 
cosa  arrendada  existente  en  poder  del 
arrendatario  ó  que  el  arrendatario  tu- 
viera el  derecho  de  percibir;  y  con  los 
muebles  y  semovientes  que  se  hayan  em- 
pleado en  arreglar  y  guarnecer  la  cosa 
arrendada  y  que  existan  en  poder  del 
arrendatario  y  pertenezcan  á  éste;  lo  que 
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se  presumirá  á  menos  de  prueba  en  con- 
trario. 

El  privilegio  fué  extendido  á  los  frutos 
y  aperos  del  subarrendatario  hasta  con- 
currencia de  lo  que  debía  al  arrendata- 
rio principal.  El  artículo  4"?  déla  misma 
lev  acuerda  á  este  crédito  del  arrenda- 
dor  preferencia  aun  respecto  de  las  hipo- 
tecas y  de  las  escrituras  públicas. 

Con  posterioridad,  esa  ley  de  1845  fué 
sustituida  por  la  de  25  de  octubre  de 
1854,  y  en  el  título  1^  de  ella  se  enume- 
ran los  acreedores  que  no  están  obliga- 
dos á  entrar  en  concurso.  Entre  ellos 
figura  (art.  1*^,  núm.  5)  el  arrendador 
de  alguna  cosa  raiz  6  mueble.  Dice  así: 
"El  derecho  del  arrendador  de  un  predio 
se  extiende  hasta  tomar  de  los  muebles 
y  semovientes  de  propiedad  del  arrenda- 
tario introducidos  en  él  los  que  basten 
para  reemplazar  los  que  se  entregaren 
con  el  mismo  predio  y  que  hubieren  de- 
saparecido". 

Como  se  ve,  nuestra  legislación  ante- 
rior al  Código  acordaba  al  arrendador 
el  derecho  de  tornar^  y,  por  consiguiente, 
de  retener,  los  frutos,  los  muebles  y  se- 
movientes de  la  cosa  arrendada,  atribu- 
yéndoles aun  en  caso  de  concurso  la  pre- 
rrogativa de  no  hacer  venir  á  la  masa 
común  las  especies  sobre  las  cuales  ejer- 
citaba su  derecho  excluyente. 

Tal  era  la  situación  legal  del  arrenda- 
dor en  su  calidad  de  acreedor  retencio- 
nario,  cuando  el  Código  Civil  se  pro- 
mulgó. 

Ahora  bien,  este  derecho  del  arrenda- 
dor como  acreedor  retencionario  ¿ha 
sido  modificado  en  sus  efectos  jurídicos 
por  nuestro  Código? 

En  respuesta  á  estu  cuestión  podemos 
invocar  el  artículo  1942  de  ese  Código 
que  dice: 


**E1  arrendatario  es  obligado  al  pago 
del  precio  ó  renta. 

**Podrá  el  arrendador,  para  seguridad 
de  este  pago  y  de  las  indemnizaciones  á 
que  tenga  derecho,  retener  todos  los  fru- 
tos existentes  de  la  cosa  arrendada  y  to- 
dos los  objetos  con  que  el  arrendatario 
la  haya  amoblado,  guarnecido  ó  provis- 
to y  que  le  pertenecieren;  i  se  entenderá 
que  le  pertenecen  á  menos  de  prueba  en 
contrario.*' 

Se  objetará  que  en  competencia  con 
otros  acreedores,  este  crédito  no  goza  de 
preferencia,  que  la  ley  no  lo  menciona  si- 
quiera en  el  título  de  la  prelacion,  i  que, 
por  lo  tanto,  en  ese  caso  no  es  más  que 
un  crédito  común. 

Pues  precisamente,  el  que  no  haya  si- 
do colocado  el  crédito  garantido  con  la 
retención  entre  los  que  gozan  de  preferen- 
cia en  caso  de  concurso,  es  prueba  de  que 
el  propósito  del  legislador  fué  mantener 
las  cosas  en  el  estado  en  que  se  encontra- 
ban antes  del  concurso. 

No  es  este  un  olvido  ni  una  omisión. 
Mal  podría  atribuirse  á  olvido  ú  omi- 
sión semejante  silencio,  cuando  es  un  he- 
cho que  el  artículo  1942  del  Código  Ci- 
vil que  consagra  el  derecho  de  retención, 
tiene  como  fuente  el  artículo  2122  del 
Código  Civil  de  1853,  el  cual  estaba  con- 
cebido en  estos  términos: 

"El  arrendatario  es  obligado  al  pago 
del  alquiler.  La  ley  da  al  arrendador  pa- 
ra seguridad  de  este  pago  un  privilegio 
sobre  todos  los  frutos  existentes  de  la 
cosa  arrendada  y  sobre  todos  los  obje- 
tos con  que  el  arrendatario  la  hay  a  amo- 
blado, guarnecido  ó  provisto  y  que  le 
pertenezcan;  y  se  presumirá  que  le  perte- 
necen á  menos  de  prueba  en  contrario.'* 

La  palabra  privilegio  fué  suprimida  en 
el  Código  vigente  y  se  la  sustituyó  por 
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la  de  retener  (art.  1942);  y  tal  cambio 
indica  claramente  que  se  abandonó  la 
idea  de  que  este  derecho  del  arrendador 
fuese  un  crédito  privilegiado  y  que  se  qui- 
so conservar  la  situación  jurídica  que 
había  creado  la  ley  de  1854;  prevalecien- 
do así  el  propósito  de  que  la  retención 
era  un  derecho  fuera  de  concurso. 

No  cabe,  por  lo  tanto,  interpretar  el 
hecho  de  no  haberse  clasificado  la  prefe- 
rencia del  derecho  de  retención,  en  caso 
de  concurso  de  acreedores,  como  prueba 
de  que  se  le  ha  negado  tal  preferencia. 

Ello  sería  absurdo  y  contra  toda  ló- 
gica. 

No  se  comprendería  que  el  legislador 
que  precisamente  estableció  en  el  artícu- 
lo 1942  la  preferencia  de  que  tratamos,  á 
fin  de  que  en  ningún  caso  y  por  ningún 
motivo  el  arrendador  perdiese  el  medio 
de  asegurar  el  cobro  de  sus  cánones  inso- 
lutos, que  la  ley  le  garantiza  con  los  fru- 
tos de  la  cosa  arrendada  retenidos  por 
él,  quedase  en  caso  de  concurso  sin  prefe- 
rencia alguna  y  reducido  á  la  condición 
de  simple  acreedor  común.  Precisamente 
en  caso  de  concurso  es  cuando  esa  garan- 
tía reviste  mayor  importancia  y  tiene 
mayor  interés. 


Y  no  sería  sólo  una  falta  de  lógicasino 
que  este  sería  también  una  contradicción 
dentro  de  los  principios  y  de  la  doctrina. 

No  sería  esplicable  que  á  los  demás 
acreedores,  en  caso  de  concurso,  se  otor- 
gase preferencia  para  pagarse  de  sus  cré- 
ditos con  los  frutos  de  la  cosa  arrenda- 
da, que  por  la  naturaleza  de  las  cosas 
pertenecen  al  dueño  y  cuyo  goce  éste  ha 
concedido  al  arrendatario  bajo  la  condi- 
ción de  pagarle  el  precio  de  esos  mismos 
frutos. 

Tal  es  la  doctrina  que  ha  sancionado 
con  su  autoridad  la  Excma.  Corte  Supre- 
ma en  la  sentencia  que  pronunció  el  13 
enero  de  1902  en  el  juicio  de  que  hicimos 
mención  al  principio.  Esa  sentencia  re- 
solvió que  el  crédito  del  arrendador  de- 
bía pagarse  con  el  valor  de  los  efectos  re- 
tenidos con  prescindencia  de  todos  los 
demás  créditos,  volviendo  á  la  masa  el 
exceso,  si  alguno  resultara;  y  que  si  no  al- 
canzase á  cubrirse  íntegramente  figura- 
ría por  el  saldo  á  prorrata  con  los  acree- 
dores comunes. 
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DEL  RECURSO  DEL  ASEGURADOR  Ó  DEL  ASEGURADO 

CONTRA  EL  TERCERO  QUE,  POR  SU  CULPA,  HA  OCASIONADO  LA  REALIZACIÓN  DEL 

RIESGO  PREVISTO  EN  EL  CONTRATO  DE  SEGURO 


Por  M.  Henri  Capitant 


Profesor  de  Derecho  Civil  en  la  Universidad  de  Grenoble 


Cuando  una  compañía  de  seguros  está 
obligada,  á  consecuencia  de  una  falta 
cometida  por  un  tercero  contra  el  asegu- 
rado, á  pagar  á  este  último  6  á  sus  re- 
presentantes sea  una  indemnización  co- 
rrespondiente al  perjuicio  sufrido,  sea  el 
capital  estipulado  en  la  póliza,  ¿puede 
ejercitar  un  recurso  contra  el  tercero  y 
exigirle  el  reembolso  de  lo  que  ha  paga- 
do al  asegurado? 

Estacuestión  es  antigua  y  puede  decir- 
se que  se  ha  presentado  desde  el  día  en 
que  se  puso  en  práctica  el  contrato  de 
seguro.  Los  tribunales  han  sido  llama- 
dos á  menudo  á  resolverla.  Parecía  aún 
que  estaba  definitivamente  resuelta,  pues 
la  jurisprudencia  y  la  doctrina  estaban 
de  acuerdo  en  decir  que  el  asegurador 


tenía  el  derecho  de  hacerse  reembolsar 
por  el  tercero,  y  que,  por  otra  parte,  el 
asegurado  no  podía  reclamar  nada  á 
este  último,  porque  ya  estaba  indemni- 
zado de  las  consecuencias  del  acto  daño- 
so por  efecto  del  contrato.  Pero  el  desa- 
rrollo de  los  seguros  sobre  la  vida  y  de 
los  seguros  contra  los  accidentes,  ha  lle- 
vado de  nuevo  la  atención  hacia  esta  di- 
ficultad; y  un  examen  más  á  fondo  de  las 
relaciones  de  los  interesados  ha  demos- 
trado cuan  frágil  era,  desde  el  punto  de 
vista  jurídico,  y  cuan  poco  fundada  en 
la  equidad,  la  solución  que  había  sido 
aceptada  durante  tan  largo  tiempo. 
También  ha  desaparecido  hoy  el  acuer- 
do, y  si  la  doctrina  permanece  en  mayo- 
ría fiel  al  sistema  tradicional,  los  tribu- 
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nales  lo  abandonan  y  la  mayor  parte  de 
las  decisiones  recientes  rehusan  al  asegu- 
rador el  derecho  de  reclamar,  fundándo- 
se en  el  artículo  1382  del  Código  Civil, 
daños  y  perjuicios  al  tercero,  y  declaran 
al  mismo  tiempo  que  el  asegurado  puede 
acumular  el  beneficio  del  seguro  con  la 
reparación  que  le  debe  el  autor  del  hecho 
dañoso. 

Nos  proponemos  averiguar  cuáles  son 
las  razones  que  han  determinado  á  los 
autores  á  conceder  un  derecho  de  recurso 
al  asegurador,  trazar  la  historia  de  la 
jurisprudencia  y  su  evolución,  y  demos- 
trar, por  último,  que  la  tendencia  que  se 
manifiesta  actualmente  en  la  mayor  par- 
te de  las  sentencias  dictadas  por  los  tri- 
bunales es  la  única  conforme  á  la  vez  con 
los  principios  que  rijen  el  contrato  de 
seguro  y  con  las  exijencias  de  la  equidad. 

8   I. 

PoTHiER,  en  su  tratado  del  contrato  ¿e 
seguro,  consagrado  especialmente  al  se- 
guro marítimo,  que  era  entonces  casi  el 
único  conocido  (1),  prevé  ya,  en  el  §  50, 
el  caso  en  que  el  buque  asegurado  haya 
sufrido  perjuicios  por  un  abordaje sobre- 


(1)  El  seguro  contra  incendien  hicía,  fíu  embnr 
go,  8U  aparición  en  tiempo d*)  Potuibk,  pues  nos  di- 
ce en  el  §  B:  «Puede  haber  una  in6nidad  de  especies 
de  contratos  de  seguros.  Tal  era  el  qne  proponía,  en 
1754,  una  compafiía  establecida  en  París,  de  asegii 
rar  á  los  propietarios  de  las  casas  contra  los  peligros 
del  fuego,  mediante  una  cierta  suma  que  los  propie- 
tarios que  quinieran  hacer  a<<egurar  sus  casas  paga- 
rían por  cada  año  á  esta  compafiía.  Sé  que  este 
proyecto  ha  sido  ejecutado,  y  que,  de  dos  compa- 
ñías de  aseguradores  que  hay  en  París,  hay  una  que 
no  se  limita  á  los  seguros  marítimos  y  que  asegura 
también  contra  el  daño  del  fuego  á  los  propietario*^ 
de  las  cafias  que  quieren  hacerlas  asegurar  por  una 
cierta  suma.  El  acto  de  hu  sociedad  ha  bido  regis- 
trado en  el  Chátelet  de  París».  Ver  también  el  §  26. 


venido  por  culpa  del  jefe  de  otro  buque; 
y  dice  que  el  asegurado  debe  ceder  al  ase- 
gurador sus  acciones  contra  aquel  por 
cuya  culpa  ocurrió  el  abordaje  y  contra 
su  comitente. 

Lacuestión  se  presentó,  pues,  por  prime- 
ra vez  en  materia  de  seguros  marítimos, 
y  PoTHiER  reconocía  implícitamente 
que  el  asegurado  no  puede,  á  la  vez,  obte- 
ner la  indemnización  estipulada,  y  ejer- 
citar una  acción  de  daños  y  perjuicios 
contra  el  tercero  responsable  del  daño, 
puesto  que  lo  obliga  á  ceder  al  asegura- 
dor el  beneficio  de  esta  acción.  Aun  más, 
en  el  §  65,  Pothier  declara  que  si  el  ase- 
gurador ha  tomado  á  su  cargo  en  la  pó- 
liza las  pérdidas  y  daños  causados  por 
la  culpa  de  los  jefes  y  marineros,  es  sub- 
rogado de  pleno  derecho  en  las  acciones 
de  los  asegurados  tanto  contra  el  jefe 
como  contra  el  armador. 

Después  todos  los  autores  han  acepta- 
do esta  solución,  y  todos  los  jurisconsul- 
tos que  han  tratado  del  seguro  maríti- 
mo afirman  que,  en  virtud  de  una  anti- 
gua tradición,  el  asegurador  es  subro- 
gado legalmentc  en  los  derechos  del  ase- 
gurado (1). 

Cuando  se  introdujo  las  práctica  de 
los  seguros  terrestres,  especialmente  del 
seguro  contra  incendio,  que  fué  el  primero 
en  usarse,  las  compañías  han  invocado 
esta  tradición  y  han  intentado,  en  caso 
de  siniestro,  un  recurso  contra  el  tercero 
responsable,  y,  en  particular,  contra  el 


( I )  Lyon-Caen  et  Renault,  Traifé  de  Droii  Com^ 
mercialf  t.  YI,  Núm  1311:  Lyon-Gaen.  nota  sobre 
Cas.  ci7.,  2  marzo  1886,  S.  87.  1.  17;  Wahl,  noU 
en  S.  1903.  2.268,  2.*  col,  injine. 

Se  cita  en  el  mismo  sentido,  una  sentencia  de  la 
Corte  de  París  do  2G  de  marzo  de  1891,  Journal  de 
Marseille,  91.  2.  iOb;  ver  la  nota  deM.  Wahl,  antes 
citada. 
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arrendatario  del  inmueble  incendiado, 
que,  según  el  artículo  1733  del  Código 
Civil,  responde  del  incendio,  á  menos  que 
pruebe  que  está  exento  en  absoluto  de 
culpa.  Han  sostenido  que  gozan  del  be- 
neficio de  la  subrogación  legal  en  los  de- 
rechos y  acciones  del  asegurado.  Estos 
son  los  términos  en  que  se  ha  presenta- 
do al  principio  la  cuestión  ante  los  tribu- 
nales. Pero  éstos,  á  pesar  del  preceden- 
te favorable  de  los  seguros  marítimos, 
han  rechazado  esta  pretensión.  El  artí- 
culos 1251  del  Código  Civil  enumera  los 
casos  en  que  hay  subrogación  legal,  y 
ninguno  de  estos  casos  es  aplicable  al  ase- 
gurador. El  beneficio  de  la  subrogación 
legal  está  reservado  al  que  paga  la 
deuda  de  otro,  sea  porque  está  obligado 
legalmente  á  ello,  sea  porque  tiene  un 
interés  considerable.  Pues  bien,  el  ase- 
gurador cuando  paga  la  indemnización 
del  asegurado,  no  paga  por  otro,  paga 
su  propia  deuda,  la  que  ha  contraído 
por  la  póliza  de  seguro.  Esta  deuda  se 
distingue  de  la  que  pesa  sobre  el  tercero 
responsable  del  incendio;  son  dos  obliga- 
ciones diferentes.  El  argumento  tenía 
tal  fuerza  probatoria,  que  la  doctrina  se 
ha  inclinado  ante  él  (1). 


( 1 )  En  1 848 ,  Moü R lo n  ( Traite  des  su b rogation  ^ 
personelleSy  p.  447)  eBcribía  que  que  ya  do  se  litigaba 
sobre  esta  cuestión.  Mourlon  combatía  aún  epta 
jurisprudencia  y  pretendía  demostrar  que  el  ase- 
gurador tiene  derecho  al  beneficio  de  la  subroga- 
ción  legal.  DemoloMBE,  Traite  des  contrats,  t.  IV, 
Núm.  597'y  sgtes.,ha  acogido  á  su  vez  esta  teoría.  Pe- 
ro los  demás  autores  se  han  plegado  á  la  solución  a*l- 
mitida  piarla  jurisprudencia.  Pardessüs,  Droit  Com- 
m«rcio/,5.*.edic.,Nám.  595;Grün  et  Joliat.  Des  assur. 
terr,,  Nóm.  294.  Qoesnaült,  Des  assur,  tein-.^  Noras. 
326,327;  Alauzkt,  Traite  desassurances,  t.  II,  Ni'imp. 
478,479;»DUPÜICHE,  Traite  de  Vassurance,  Núm  192; 
liBFOET,  Traite  ducantratd* assur.  sur  la  vie,  t.  II,  p. 
130;  Cons.  Dalloz,  Suppe,  au  RéperL,  v.  asgur,  terr., 
Núm.  225. 


Pero,  al  mismo  tiempo  que  rehusaba 
al  asegurador  el  beneficio  de  la  subroga- 
ción legal,  la  Sala  civil,  en  la  sentencia 
de  2  de  marzo  de  1829,  dejaba  entrever 
otro  recurso  posible  fundado  en  el  artí- 
culo 1382  del  Código  Civil,  es  decir,  en 
la  noción  del  daño  causado  al  asegura- 
dor por  la  culpa  del  tercero. 

Esta  idea  hizo  rápidamente  camino. 
Los  jurisconsultos  la  acogen  tanto  más 
fácilmente  cuanto  que  el  ejercicio  de  una 
acción  de  indemnización  de  la  Compa- 
ñía contra  el  tercero  responsable  del  si- 
niestro, les  parece  ser  el  único  medio  de 
evitar  una  injusticia  y  de  cumplir  con  la 
equidad.  He  aquí,  en  efecto,  como  ra- 
ciocinan: 

El  autor  del  daño  debe  necesariamente 
reparar  el  perjuicio  que  ha  causado;  no 
podría  ser  exonerado  de  esta  obligación 
porque  la  víctima  recibe  una  indemniza- 
ción de  la  compañía  de  seguros.  **La  pre- 
caución que  ha  tomado  el  propietario  de 
hacerse  asegurar  ¿podría  tener  por  re- 
sultado libertar  al  culpable  de  pagar  da- 
ños y  perjuicios?*'  (1).  Pero,  por  otra 
parte,  el  asegurado  ha  sido  ya  indemni- 
zado por  el  asegurador  y  no  es  admisible 
que  pueda,  por  el  mismo  daño,  recibir 
una  doble  reparación.  El  incendio  no  de- 
be ser  para  él  una  fuente  de  enriqueci- 
miento. Ha  recibido  del  asegurador  el 
equivalente  á  la  pérdida  que  ha  sufrido, 
él  no  puede  ya  reclamar  daños  y  perjui- 


En  cuanto  á  la  jurisprudencia,  ver  Amiens,  19 
enero  1897;  Oiv.  rej.,  2  marzo  1829,8  chr.:  Dalloz, 
Jar.  Gen.,  V.  Ass.  terr.^  N/>  247;  Cas.  24  noviembre 
U40,  S.  41.  1.  45;  B'»nieanx  1845,  S.  40.  •?.H2'i;  Ca^. 
22  d'ciembre  1852,  motivos,  S.  53.  1.  109,  D.  P.  .^>3 
1.  O.í;  Cas.  2  j.ilio  1878,  S.    78.  1.  413,  D.  P.  78.  1. 

:u">. 

(1)  Pardessüs,  Cours  de  Droit  Comm,  ''».»  edic, 
t.  II,  núm.  595,  5.° 
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cios  al  tercero.  La  una  v  la  otra  de  estas 
soluciones  son,  pues,  inaceptables,  por- 
que tanto  la  segunda  como  la  primera 
conducirían  á  un  resultado  injusto.  Por 
lo  tanto,  sólo  queda  un  medio  de  conci- 
liar el  derecho  con  la  equidad,  y  es  con- 
ceder al  asegurador  una  acción  contra  el 
autor  del  siniestro  (1). 

Pero  ¿qué  fundamento  jurídico  puede 
darse  á  esta  acción?  Pardessus,  que  de- 
sarrolla estas  consideraciones,  se  esfuer- 
za en  descubrirlo  (2).  Por  de  pronto,  in- 
voca la  equidad  **la  cual  deben  aplicar 
los  magistrados  en  todos  los  casos  en 
que  están  obligados  á  juzgar  en  el  silen- 
cio de  la  ley".  Después  deduce  dos  argu- 
mentos, uno  de  la  culpa  delictuosa,  el 
otro  de  la  gestión  de  negocios:  **E1  ase- 
gurador, dice,  es  la  verdadera  parte  per- 
judicada, pues  tenía  interés  en  que  lacosa 
asegurada  no  sufriera  perjuicios...  Es  el 
caso  de  la  regla  que  nadie  puede  quedar 
dispensado  de  reparar  el  daño  que  ha 
hecho,  ni  enriquecerse  á  expensas  de  otro, 
y  que  aquel  que  ha  administrado  útil- 
mente el  negocio  de  otro  adquiere,  aun 
contra  los  terceros,  las  acciones  de  aquel 
cuyo  negocio  maneja**. 

Los  jtirisconsultos  posteriores  precisan 
el  razonamiento  así  esbozado;  dejando  á 
un  lado  la  noción  de  la  gestión  de  nego- 
cios, fundan  el  derecho  del  asegurador 
en  el  artículo  1382  del  Código  Civil.  El 
autor  de  un  delito  ó  cuasi-delito  es  res- 


ponsable para  con  todos  aquellos  á  quie- 
nes ha  causado  un  perjuicio,  aún  aque- 
llos que  han  sido  afectados  indirecta- 
mente por  su  culpa,  con  tal  que  el  daño 
indirecto  sea  una  consecuencia  inmediata 
y  directa  de  esta  culpa,  y  estén  unidos 
con  la  relación  que  liga  el  efecto  á  la  cau- 
sa. Pues  bien,  es  el  hecho  del  tercero,  el 
siniestro  de  que  es  autor,  lo  que  obliga 
al  asegurador  á  pagar  la  indemnización 
estipulada  en  la  póliza;  esta  obligación 
tiene  por  causa  inmediata  y  directa  la 
culpa  que  se  ha  cometido.  El  asegurador 
puede,  pues,  exigir  reparación  hasta  con- 
currencia de  la  suma  que  está  obligado 
á  pagar  al  asegurado  (2). 

Así  se  encuentra  justificado  el  recurso 
del  asegurador  contra  el  autor  del  si- 
niestro. 

Notemos  bien  que  el  origen  de  esta  teo- 
ría se  encuentra  en  la  idea  de  que,  por 
efecto  del  contrato  de  seguro,  el  asegura- 
do ha  sido  ya  indemnizado  del  perjuicio 
que  se  le  ha  causado,  y  que,  por  consi- 
guiente, ya  no  puede  perseguir  el  tercero. 
Sería  injusto  que  este  tercero  escapara  á 
las  consecuencias  de  su  culpa.  El  único 
medio  de  evitar  esta  injusticia,  es  conce 
der  al  asegurador  una  acción  de  daños 
y  perjuicios  contra  él. 

La  Corte  de  Casación  sancionó,  á  su 
vez,  esta  teoría,  con  una  sentencia  de  la 
Sala  civil  de  22  de  diciembre  de  1852, 
que  declara  que  el  asegurador  encuentra 


(1)  De  Lalande,  Assur.  contre  Vincendie,  p.  362.  . 
«Si  el  asegarado  ha  sido  ya  cubierto  de  sus  pérdi- 
das ea  todo  ó  en  parte,  sería  iumoral  que  este 
asegurado  recibiera  una  doble  indemnización,  mien- 
tras qae  el  asegurador,  que  á  lo  menos  lo  ha  resar- 
cido parcialmente,  no  tendría  ninguna  acción  con- 
tra aquél  que,  en  cierta  manera,  ha  pagado  la 
de  oda.» 

(2J  Loe.  cit. 


(2)  Demolombe,  t.  31,  núms  673, 674;  Alauzet, 
Traite  génér.  dea  Áisur.  (1844)  t.  2,  nám.  478;  Ru- 
bén DE  CoüDER,  Dictionn'  de  dr,  comm,,  v.*  Ai$ur, 
terr.  núm.  252  y  v.®  Asaur,  ríe,  núm.  57;  Larom- 
BiÉRE,  Théor.  et  praU  des  ohlig,  art.  1382  1383, 
núm.  36;  Lefokt,  op.  cit,  t.  2,  p.  131;  Planiol, 
Traite  élém.  de  dr.  civ.f  3.'^  edic,  t.  II,  núm.  2164; 
Lyon  Caen  et  Renault,  Traite  á^  droit  comme.- 
cial,  t.  VI,  núm.  1311;  Lyon  Caen,  Examen  docir., 
Révue  crit.  de  légid.,  1882,  p.  524;  1886,  p.  351. 
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eii  el  artículo  1382  del  Código  Civil  el 
derecho  de  exigir  al  incendiario  repara- 
ción del  perjuicio  causado  (1). 

Esta  solución  parecía,  pues,  definitiva- 
mente aceptada;  pero  el  día  en  que  dfe  la 
quiso  aplicar  á  las  nuevas  formas  de  se- 
guro que  se  vulgarizaban,  al  seguro  so- 
bre la  vida  y  al  seguro  contra  los  acci- 
dentes, se  notó  cuan  frágiles  eran  las 
consideraciones  de  justicia  que  la  habían 
hecho  adoptar,  pues  ella,  que  había  sido 
colocada  bajo  el  patronato  de  la  equi- 
dad, llevaba,  en  estas  nuevas  aplicacio- 
nes, á  resultados  verdaderamente  cho- 
cantes. 

Mientras  se  trataba  de  incendio  ó  de 
siniestro  marítimo,  no  aparecían  estas 
consecuencias.  En  efecto,  el  seguro  con- 
tra incendio  y  el  seguro  marítimo  tie- 
nen por  objeto  el  pago  al  asegurado  de 
una  suma  igual  al  daño  que  causa  el  si- 
niestro, y  esta  suma  debe  representar 
exactamente  este  daño;  no  podría  ser  su- 
perior  á  él.  Por  consiguiente,  el  recurso 
que  el  asegurador  ejercitaba  contra  el 
autor  del  siniestro  estaba  siempre  limi- 


(1)  8.  63.  t  1.  109;  D.  P.  53.  1.  9H.  Ver  también 
Chambéry,  6  feb.  1882,  8.  82.  2.  104;  D.  P.  82.  2. 
238.  Posteriormente  dÍTersas  sentencias  han  apli- 
cado esta  soloción  no  sólo  al  segnro  marítimo,  Civ. 
Cas.  12  agosto  1872,  8.  72.  1.  323;  D.  P.  72.  1.  21^3; 
sino  también  al  seguro  sobre  la  vida,  Conr  d'assises 
Jura,  28  junio  1884,  8.  85.  2.  219;  París,  10  julio 
1893,  D.  P.  94.  2.  505;  y  al  seguro  contra  los  acci- 
dentes, París,  22  mayo  1903,  P.  F.  1904.  2.  133. 

En  el  caso  que  ha  resuelto  esta  última  sentencia, 
¡a  compafita  de  ferrocarril  responsable  del  accidente 
ha  sido  condenada  á  pagar  una  indemnización  al 
herído,  y  ademán,  á  reembolsar  al  Estado  el  capital 
de  la  pensión  militar  á  que  tenía  derecho  la  víctima 
(un  soldado  reservista).  Así  la  Compañía  ha  sido 
obligada  á  pagar  una  doble  indemnización  por  razi'm 
de  un  solo  y  único  acto.  C£  Trib.  civ.  Sen»,  26  dio. 
1905,  Frunce  jud.  2G  feb.  1906. 

Ver  t¡inibién  las  otras  r«f8ol liciones  citadas  por  M 
Wiihl,  en  su  nota  8.  1903.  2.  257,  1.*  co.umna. 
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tado  al  monto  del  perjuicio  causado  por 

él.  Poco   importaba  entonces,  parecía, 

que  esta  suma  fuera  pagada  por  él  al 
asegurador  6  al  asegurado,  con  tal  que 

la  pagara.  No  se  le  reclamaba  sino  lo 
c[ue  debía. 

Pero  esta  correlación  entre  el  monto 
del  capital  debido  por  el  asegurador  y 
la  cifra  que  representa  el  daño,  no  existe 
en  el  contrato  de  seguros  sobre  la  vida, 
ni  aún  en  el  de  seguros  contra  los  acci- 
dentes. La  fijación  de  la  suma  que  será 
pagada  por  la  compañía  se  deja  á  la  li- 
bre apreciación  de  las  partes  contratan- 
tes. La  noción  del  perjuicio  causado  por 
el  riesgo  no  interviene  para  limitar  su 
monto,  ó,  por  lo  menos,  este  perjuicio 
es  estimado  libremente  por  las  partes  y 
es  su  consentimiento  lo  que  determina 
el  capital  en  que  lo  avalúan. 

De  esto  resulta  que  la  suma  pagada 
por  la  Compañía  no  corresponde  al  da- 
ño que  ha  causado  al  asegurado  la  culpa 
del  tercero,  y  que  puede  ser  muy  superior 
á  la  avaluación  de  este  daño.   Y  sin  em- 
bargo, es  el  capital  desembolsado  por 
ella  lo  que  reclamará  la  Compañía  al 
tercero,  puesto  que  es  el  acto  de  éste  lo 
que  produce  la  obligación  de  pagarlo. 
Así,  el  tercero  será  condenado  á  reem- 
bolsar al  asegurador  una  indemnización 
variable  según  las  pólizas,  que  no  ten- 
drá  ninguna  relación  con   el  perjuicio 
causado  por  él  á  la  víctima,  y  que  será, 
en  gran  parte  de  los  casos,  mucho  más 
elevada.  Aún  más,  podrá  suceder  que  con 
motivo  de  la  culpa  única  que  ha   co- 
metido, este  tercero  sea  obligado  á  pa- 
gar una  doble  indemnización,  á  la  víc- 
tima y  al  asegurador  (1). 


(1)  V.  especialmente  la  sentencia  de  la  Corte  de 
l';iri8  de  22  de  mayo  1903,  Pand.franc,  1904.  2.1. H.H 
MI  tes  citada. 
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Así,  este  sistema  (jue,  en  el  pensa- 
miento de  sus  promotores,  permitía  evi- 
tar una  injusticia  y  parecía  conciliar  to- 
dos los  intereses,  imponiendo  al  autor 
del  hecho  dañoso  la  obligación  de  repa- 
rar sus  consecuencias,  sobrepasaba  aho- 
ra su  objeto,  puesto  que  la  indemniza- 
ción debida  se  calculaba,  no  según  el 
perjuicio  sufrido  por  la  víctima,  sino  se- 
gún la  importancia  de  las  sumas  desem- 
bolsadas por  la  Compañía.  Este  resulta- 
do no  es  equitativo,  pues  impone  á  los 
terceros  una  obligación  de  reparación 
que  no  corresponde  al  daño  realmente 
causado,  y,  por  otra  parte,  procura  á  la 
Compañía  un  beneficio  puramente  gra- 
tuito, V  contrario  al  carácter  aleatorio 
del  contrato  de  seguro,  puesto  que  el 
asegurador  ha  obtenido  ya  en  forma  de 
primas  el  equivalente  del  riesgo  que  ha 
asumido. 

Así  la  jurisprudencia,  naturalmente 
más  accesible  que  la  doctrina  á  las  con- 
sideraciones de  justicia,  porque  ve  el 
efecto  inmediato  que  sus  resoluciones 
van  á  producir  en  los  intereses  de  las 
partes  que  litigan,  ha  vacilado  en  consa- 
grar esta  solución.  Aceptando  que  el 
asegurador  tiene  el  derecho  de  dirijirse 
contra  el  autor  del  hecho  dañoso,  algu- 
nos tribunales  han  limitado  la  extensión 
de  este  recurso  al  perjuicio  realmente 
causado  á  la  víctima,  v  han  sostenido 
que  el  tercero  no  podía  ser  condenado  á 
pagar  una  suma  superior  (1).  Pero  ¿có- 
mo justificar  esta  limitación?  ¿No  es  evi- 


dente que  es  arbitraria?  Si  la  Compañía 
tiene  una  acción  directa  contra  los  ter- 
ceros, esta  acción  no  puede  encontrar  su 
fundamento  sino  en  el  perjuicio  directo  á 
ella<ausado,  y  este  perjuicio  tiene  por 
medida,  no  el  daño  sufrido  por  el  mismo 
asegurado,  sino  la  cifra  de  la  suma  de- 
sembolsada por  la  Compañía. 

La  conciliación  era,  pues,  imposible. 
Era  preciso  aceptar  el  sistema  con  to- 
das sus  consecuencias,  ó  abandonarlo 
definitivamente  y  decidir  que  el  asegura- 
dor no  tiene  derecho  de  reclamará  los 
terceros  daños  y  perjuicios.  Es  esta  últi- 
ma solución  la  que  consagran  hoy  los 
tribunales.  (1) 


(1)  Ver  trib.  civ.  »^ena,  13  de  junio  1899.  JtAirn 
des  assur,  18H9,  p.  497;  Paris,  10  de  julio  de  1893, 
D.  P.  94.  '2.  505,  nota  de  M.  Dupuich.  Esta  sentencia 
establece  quo  Ion  terceros  no  podrían  ser  obligados 
á  una  reparación  que  excediera  el  perjuicio  en  rea- 
lidad guindo. 


(1;  Hó  aquí  las  principales  resoluciones  que  bao 
declarado  que  el  asegurador  no  podía,  fundándose 
en   el   artículo  1382  del  Cód.    Civ.,  intentar  una 
acción  de  responsabilidad  contra  el  autor  del  acci- 
dente. Burdeos,  14  agosto  1889,  Rec.  Bordaaux,  89. 
1.  550:  Paria,   26  marzo    1891,  Journ.  de   MarseiUf^ 
1891.  2.  180,  citadas  por  W<ihl,  nota  S.  1903.  2.  257; 
Trib.  civ.  Sena,  6  abr.  1897,    Le  Drott,  9  abr.  1897; 
Trib.  com.  Sena,  27  julio  1901,  Le  Droit^  17  agosto 
rK)l;  Trib.  federal  suizo,  1.»  junio  1900,  S.  1901.  4. 
28  (esta  última  resolución  en   particularmente  inte- 
resan te«porque  se  pronunció  con  motivo  del  incen- 
dio de  una  ca^-a  asegurada,  y  el  tribunal  declara  que 
el  Código  federal  do  las  obligaciones   no  acuerda  al 
asegurador  ninguna  acción  directa  de  daños  y  per- 
juicios contra  los  terceros  autores  del  daño):  Amiens 
4  dic.  1902,  D.  P.  190.Í.  2.  313,  nota  de  M:  Hitier; 
S.  1903.  2.  i.>7.  nota   de    M.    Whal:   Pand,  friftr , 
1904,  2.  129,  nota  de  .M.  Cosmao-Dumanoir;  Paris, 
27  marzo  1903,8.  1903.  -'.  257;  Trib.  com.  Sena,  dos 
fallos,  9  abril,    19.»3,    Fund.   f ranee  ,    1904.2.    IH4, 
135;  Trib.  com   Sena,  13  mayo  1903,   Haz,  de*  fri- 
¿//«.  16  julio]1903:  Trib.  civ.    Dunkerque,    12  nov. 
1903,  Ue'ueil  .les   assur  ,    1904.  28:  Montpellier,  9 
enero  1905,  S.  1905.  2.  211:  Le  Droit,  12  mayo  1905; 
Paris,  21  marzo  1905.  Le  Droii,!  junio  1905: Trib. 
com  Sena,  13  abril  1905,  Le  DroU,  24  junio  1905; 
Trib.  civ.  Nice,    8  nov.    1905,   Gaz,  PaL  29   dic. 

i9o:>. 

La  jurisprudencia  suiza   más   reciente,    resuelve 

igualmente  esta  ciieutión  en  el  mismo  sentido.  Yer 

Expomfciñn  de  motiros   s»  Ore  el  proyecto  de   una  letf 

federal  relativa  al  contrato  de  seguro  de  2  dr  febrero 

de  iy04,  boja  federal,  s  .iz'i,  10  f*rbr.  1904,  p.  3  .7. 
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Puede  decirse  que  se  forma  una  verda- 
dera corriente  en  la  jurisprudencia;  casi 
todas  las  resoluciones  recientes  pronun- 
ciadas en  materia  de  seguros  sobre  la 
vida  ó  de  seguros  contra  los  accidentes, 
rechazan  las  demandas  de  daños  y  per- 
juicios entabladas  por  los  aseguradores 
contra  los  terceros  responsables  del  ac- 
cidente que  ha  producido  la  muerte  de  la 
víctima  6  la  ha  dejado  incapacitada  pa- 
ra el  trabajo.  Asistimos  á  un  cambio  en 
la  jurisprudencia,  y  aquí,  como  en  la  ma- 
yor parte  de  los  casos,  son  los  tribuna- 
les los  que  primero  sacuden  el  yugo  de  la 
tradición  y  señalan  el  camino  á  la  doc- 
trina. 

Aun  más,  estas  protestas  contra  las 
consecuencias  injustas  del  recurso  direc- 
to del  asegurador,  han  tenido  ya  su  eco 
en  la  doctrina,  y  algunos  autores  reba- 
ten el  fundamento  jurídico  de  este  dere- 
cho de  recurso  (1).  Sin  embargo,  la  ma- 
yoría de  los  jurisconsultos  permanece 
aun  fiel  á  la  interpretación  tradicional, 
V  no  vacila  en  mantener  todas  lasconse» 


cuencias  quede  ella  se  desprenden  ( 1 ) 
En  efecto,  dicen,  el  tercero  responsable 
del  daño  está  obligado  á  reparar  todo  el 
perjuicio  que  su  acto  ha  podido  causar, 
no  sólo  á  aquel  que  ha  sido  la  víctima 
directa,  sino  también  á  los  terceros  que 
han  sufrido  sus  consecuencias.  Porque  no 
se  puede  negar  que  el  perjuicio  soporta- 
do por  la  Compañía  sea  la  consecuencia, 
á  lo  menos  indirecta,  del  hecho  del  que 
ha  provocado  el  siniestro.  Es  pues  impo- 
sible escapar  á  la  aplicación  del  artículo 
1382  del  Código  Civil.  Es  igualmente 
imposible  limitar  la  reclamación  del  ase- 
gurador á  la  medida  del  perjuicio  real 
causado  á  la  víctima,  puesto  que  hay  dos 
daños  distintos  y  separados  causados 
por  el  hecho  delictuoso. 

Tal  es,  según  los  partidarios  del  dere- 
cho de  recurso,  el  argumento  decisivo, 
irrefutable,  contra  el  cual  vienen  á  estre- 
llarse no  sólo  las  consideraciones  de  equi- 
dad, inciertas  y  variables  según  sean  los 
casos  que  se  examinen,  sino  también  las 
objeciones  jurídicas  que  se  han  opuesto. 


(H  PaTinot,  De  l^assur.  sur  la  vie,  Rev.  prat.  de 
(Iroil /ranc.f  t.  XXVII  ( 1809),  p.  57;  Dupuioh,  uota 
D.  P.  94.  2.  505;  Hitier,  nota  D.  P.  1903.  2  313. 
Ver  también  Réperi.  du  droitfrang.  de  Fuaier-Her- 
man,  v*  Ansurance  incendiey  núm.  488. 

En  apoyo  de  esta  solución,  se  ha  hecho  notar  que 
era  muy  difícil  y  aun  imposible  avaluar  exacta- 
mente el  perjuicio  sufrido  por  el  asegurador.  No 
ba^ta,  en  efecto,  para  calcular  este  perjuicio  dedu- 
cir del  capital  pagado  las  prim;is  recibidas  hasta  el 
día  del  accidente;  pues  es  precis^o igualmente  tomar 
en  cuenta  el  alea  que  pesaba  sobre  el  asegurador 
y  que  resultaba  de  la  posibilidad  de  la  realización 
del  riengo;  y  ésta  alea  no  es  susceptible  de  avalua- 
ción. Como  lo  hace  notar  M.  Dupuich,  nota  ante 
citada,  lo  que  el  asegurador  ha  perdido  por  culpa 
del  autor  del  accidente,  no  es  la  certidumbre  de  no 
pigar,  ó  de  no  pagar  sino  más  tarde,  sino  la  probabi' 
lidad  de  no  pagar  ó  de  pagar  en  una  f  echi  más  le- 
jana. Este  argumento  está  muy  bien  presentado  en 
on  ia  nota  antes  citada  de  M.  Hiiier. 


(I)  Ver,  ea  especial,  las   notas  de  MM.  Wahl  y 
CosmHO  Dumanoir  antes  citadas.  Para   probar  que 
el  perjuicio   cansado   por  el   hecho  de  un  tercero 
puede  dar  origen  aun»  «icción  de  daños  y  perjuicios, 
aun  cuando  él  no  sea  sino  la  Ci>usecuoncin  in  lirecta 
de  ese  hecho,  se  invoca  una  sentencia  de  casación 
de  4  de  marzo  He  1902,  S.  1902.  1 .  224,  pronunciada 
en  el  caso  siguiente:  La  Compañía  parisiense  de  gas, 
re.'tponsable  por  su  contrito  cnu  la  ciudad  de  Paris 
de  todos    los   accidenta»  y  perjuicios  causados   al 
material,    había  encar<r:ido  á   un    empresario    que 
procediera,  en   su    luijar,  á  reemplazar  los  objetna 
deteriorados.    La  seutencia  citada  resolvió  que  el 
empresario  tenía,  en   consecuencia,  el  derecho   de 
cobrar  indemnización  á  los  autores  de  los  perjuicios. 
Pero  hay  que  notar  que  esta  sentencia  no  habla  de 
daño  indirecto,  constata  pura  y  simplemente  que  el 
empresario  tenía  interés  en  que  no  se   rompiera  el 
reverbero,    puerto  que  el    perjuicio   resultante  He 
todo  deterioro  debía  recaer  sobre  él.   E^n  H  en'm 
cfiH  el  único  que  remlUtba  fi*r¡iuLrii<lo 
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Es  en  vano,  dicen,  que  se  pretenda  que 
no  existe  entre  la  culpa  y  el  perjuicio,  el 
vínculo  de  causa  á  efecto  exigido  por  el 
artículo  1382  del  Código  Civil.  En  vano 
se  sostiene  también  que  la  responsabi- 
lidad del  autor  del  accidente  no  puede  ser 
agravada  por  un  contrato  de  seguro, 
que  es  á  su  respecto,  res  inter  alios  acta. 
Estas  dos  objeciones  desaparecen  ante 
esta  respuesta  del  asegurador:  por  la 
culpa  que  habéis  cometido  se  me  impone 
la  obligación  de  pagar  bic  et  aune  la 
suma  asegurada.  Poco  importa  que 
esta  obligación  tenga  su  fuente  en  el 
mismo  contrato  de  seguró:  ella  estaba 
subordinada  á  una  condición  ó  á  un  tér- 
mino incierto,  y  es  vuestra  culpa  lo  que 
la  hace  exigible.  Me  causáis  un  perjuicio 
al  obligarme  á  pagar  al  asegurado  el  ca- 
pital estipulado. 

Esta  argumentación  llama  la  atención 
por  su  sencillez,  pero  es  esta  misma  sen- 
cillez lo  que  constituye  su  punto  débil. 
En  efecto,  no  toma  en  cuenta  para  nada 
la  naturaleza  especial  del  contrato  que 
une  al  asegurador  y  al  asegurado.  Sólo 
se  fija  en  una  cosa,  en  la  obligación  del 
asegurador  de  pagar  el  capital  estipula- 
do, sin  preguntarse  cuál  es  la  contra-par- 
te de  esta  obligación.  No  se  preocupa  del 
mecanismo  de  la  operación  de  seguro,  de 
stí  manera  de  funcionar,  lo  que  es  sin  em- 
bargo indispensable  para  determinar  sus 
efectos  jurídicos. 

Por  de  pronto,  el  contrato  celebrado 
entre  el  asegurador  y  el  asegurado  no  de- 
be ser  considerado  como  un  acto  único, 
independiente  de  todo  otro,  que  encuen- 
tra en  sí  mismo  su  razón  de  ser,  acto  por 
el  cual  el  asegurador  consentiría  en  to- 
mar á  su  cargo,  mediante  una  prima  mí- 
nima, el  riesgo  que  pesa  sobre  el  asegu- 
rado. Eso  no  es  más  que  la  apariencia. 


"Así  entendido,  este  contrato  sería  un 
negocio  de  engaños,  y  nadie  lo  haría.  El 
asegurador  no  tiene  razón  ninguna  para 
correr  el  riesgo  en  lugar  de  otro,  y  no  lo 
hace  (1)".  En  realidad,  lascosas  suceden 
de  otra  manera.  El  asegurador  es  un  in- 
termediario cuyo  papel  consiste  en  agru- 
par un  cierto  número  de  personas  expues- 
tas al  mismo  riesgo.  El  acontecimiento 
que  temen  estas  personas,  no  llegará  pa- 
ra todas  ellas;  Solo  algunas  serán  afecta 
tadas  por  él,  y  la  estadística  permite  es- 
tablecer esta  proporción.  El  asegurador 
pide  entonces  á  cada  uno  de  los  asegura- 
dos un  ligero  sacrificio  pecuniario,  bajo 
la  forma  de  una  cuota  anual,  calculada 
según  las  indicaciones  proporcionadas 
por  los  datos  de  la  estadística,  y  con  el 
conjunto  de  estas  cuotas,  obtiene  un  ca- 
pital suficiente  para  pagar  una  indemni- 
zación á  aquellos  para  quienes  se  realice 
el  acontecimiento  previsto  en  el  contrato. 
Así,  el  seguro  consiste  esencialmente  en 
repartir  en  un  gran  número  de  cabezas 
el  riesgo  que  amenaza  individualmente  á 
cada  una  de  ellas  y  á  neutralizarlas  con- 
secuencias perjudiciales  de  este  riesgo  por 
la  acumulación  de  las  primas  pagadas. 
Toda  operación  de  seguros,  cualquiera 
que  ella  sea,  se  funda,  pues,  en  el  princi- 
pio dé  la  mutualidad;  es,  como  dice  M. 
Chaufton  (2),  "la  compensación  de  los 
efectos  del  azar  por  la  mutualidad  orga- 
nizada según  las  leyes  de  la  estadística." 
Así  sucede  en  todos  los  casos,  sea  que  el 
seguro  se  practique  en  su  forma  más  sim- 
ple, la  de  la  asociación  mutua,  forma  en 
la  cual  el  mecanismo  de  la  operación  apa- 


(1)  Planiol,  Traite  élémentaire  du  dr&U  civil, 
:).»  eiiio.,  t.  II  nútn.  214*2. 

(2)  Le»  aswurafieeSf  1. 1,  p.  216t  ver  también  Pla- 
niol, Traite  ¿lim,  dé  droit  riril,  3  .•  e4io.,  t.  II,  ni'im . 
2143. 
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rece  claramente  á  la  vista,  sea  que  se  le 
explote,  como  es  el  caso  más  frecuente 
entre  nosotros,  por  una  Compañía  de  se- 
guros á  prima  compuesta  de  accionistas» 
que  hace  del  seguro  una  especulación  en 
provecho  de  estos  últimos.  Aun  entonces 
la  Compañía  no  es  sino  el  gerente  de  la 
mutualidad  formada  por  sus  asegura- 
dos; no  es  el  capital  social  lo  que  sirve 
para  pagar  las  indemnizaciones  estípula. 
das  en  las  pólizas;  es  la  suma  formada 
por  las  primas  que  pagan  los  asegura- 
dos. 

Tal  es  el  rasgo  característico  del  segu" 
ro,  y  se  le  encuentra  en  todas  las  varie- 
dades de  seguros,  cualquiera  que  sea  el 
riesgo  que  tomen  á  su  cargo,  siniestros 
marítimos,  incendios,  accidentes,  segu- 
ros sobre  la  vida  en  sus  diversas  for- 
mas (1). 

De  este  análisis  resulta  que  la  realiza- 
ción del  riesgo  previsto  no  causa  á  la 
Compañía  de  seguros  ningún  perjuicio, 
y  no  altera  las  condiciones  6  previsiones 
de  la  póliza,  como  lo  ha  hecho  notar  muy 
bien  la  sentencia  antes  citada  de  la  Cor- 
te de  Montpellier  de  9  de  enero  de  1905, 
puesto  que  la  reparación  de  este  riesgo 
está  prevista  de  antemano  y  cubierta 
con  las  primas  que  la  Compañía  recibe 
de  sus  asegurados.  Desde  el  momento 
que  estas  primas  han  sido  ñjadasde  una 
manera  exacta,  es  decir,  conforme  á  cál- 
culos basados  en  tablas  de  probabilidad 
bien  establecidas,  la  realización  de  los  si- 
niestros no  acarrea  ningún  daño  para  la 
la  Compañía.  El  único  perjuicio  que  pue- 
de sufrir  provendría  de  la  fijación  inexac- 
ta del  monto  de  las  primas. 

Y  notemos  que  no  basta  contestar  que 
en  el  hecho  hay  un  daño  causado  por  el 


acto  del  tercero,  puesto  que  la  Compa- 
ñía desembolsa  un  capital;  pues  este  pa- 
go no  podría  ser  separado  del  conjunto 
de  las  operaciones  de  seguros,  de  las  cua- 
les no  es  más  que  uno  de  los  elementos. 
El  asegurador  no  puede  contentarse  con 
decir  al  tercero:  por  vuestra  culpa  me 
veo  obligado  á  pagar  una  suma  de  dine- 
ro á  la  víctima,  debéis  reembolsármela. 
El  tercero  tendrá  el  derecho  de  respon- 
derle: habéis  pagado  ese  capital  á  título 
de  asegurador,  y  á  este  título,  el  pago 
está  compensado  con  las  primas. 

A  esta  primera  consideración  hay  que 
agregar  una  segunda,  que  acaba  de  des- 
truir el  argumento  invocado  por  los  par- 
tidarios del  derecho  de  recurso.  El  segu- 
ro es,  como  dicen  las  sentencias  que  he- 
mos citado,  un  contrato  esencialmente 
aleatorio,  es  decir  un  contrato  en  el  cual 
cada  una  de  las  partes  busca  ó  una  pro- 
babilidad de  ganancia,  ó  evitar  una  pro- 
babilidad de  pérdida.  Cuando  el  asegu- 
rador es  una  sociedad  comercial,  es  decir 
una  Compañía  aprimas  fijas,  el  carácter 
aleatorio  del  contrato  aparece  de  una 
manera  muy  clara,  pues  la  Compañía  eje- 
cuta actos  de  especulación,  descuenta 
un  beneficio  que  consiste  en  el  exceden- 
te de  las  primas  que  recibe  sobre  las 
cantidades  aleatorias  que  estará  obliga- 
da á  pagar,  y  este  beneficio  será  tanto 
mayor  cuanto  menos  frecuentemente  se 
realicen  los  riesgos  asegurados.  Cuando 
el  seguro  se  pone  en  práctica  bajo  la  for- 
ma de  asociación  mutua,  cada  asegura- 
do es  á  la  vez  ''asegurador  de  los  demás 
y  asegurado  por  ellos  (1)",  cada  asegu- 
rado celebra  por  lo  tanto  un  contrato 
aleatorio  porqite,  mediante  el  pago  de  la 
prima  anual,  tiene  la  probabilidad  de  re- 


(1)  y.  Dupuiqu,  ot>i«  «tttcta,  número  126. 


(1)  Planiol,  obra  citada,  t.  II,  número  2147. 
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cibír  el  capital  estipulado.  Cuando  una 
persona  celebra  un  contrato  aleatorio, 
se  expone  voluntariamente  á  la  suerte 
de  ganar  6  de  perder  que  entraña  ese 
contrato,  y  sólo  ella  debe  6  aprovechar- 
se de  la  ganancia,  ó  soportar  las  pérdi- 
das que  pueden  producirse. 

Supongamos,  por  ejemplo,  que  se  tra- 
ta de  una  renta  vitalicia,  y  que  el  acree- 
dor de  ella  muera  á  consecuencia  de  un 
accidente  imputable  á  la  culpa  de  un  ter- 
cero. ¿Xo  es  muy  cierto  que  este  tercero, 
obligado  apagar  daños  y  perjuicios  á  los 
representantes  de  la  víctima,  no  podría 
intentar  una  acción  contr¿i  el  deudor  de 
la  renta,  bajo  el  pretexto  de  que  la  muer- 
te del  acreedor  procura  á  este  último  un 
beneficio,  extinguiendo  prematuramente 
la  renta  que  estaba  obligado  á  pagar? 
Por  lo  mismo,  á  la  inversa,  cuando  el 
asegurado  es  obligado  á  pagar  el  capital 
estipulado,  no  puede  reclamar  su  reem- 
bolso al  autor  del  accidente  de  que  ha 
sido  víctima  el  asegurado,  porque  queda- 
ra con  eso  suprimida  el  alea,  que  se  en- 
cuentra expuesto.  En  otros  términos,  la 
falta  cometida  por  el  tercero  no  modifica 
en  nada  las  previsiones  ó  condiciones  del 
contrato  de  seguro;  al  contrario,  es  el  re- 
curso del  asegurador  contra  el  tercero  lo 
(jue  transformaría  el  contrato,  despoján- 
dolo de  su  verdadero  carácter.  Resulta, 
pues,  de  la  naturaleza  misma  del  contra- 
to de  seguro  que  sus  efectos  no  pueden 
recaer  sobre  los  terceros. 

Para  responder  á  esta  argumentación, 
se  ha  pretendido  (jue  la  Compañía  de  se- 
guros podía  tomar  en  consideración,  pa- 
ra el  cálculo  de  la  prima,  el  caso  de  muer- 
te imputable  á  la  culpa  de  un  tercero  y 
la  eventualidad  del  recurso  contra  este 


tercero  (1).  Pero  no  hay  para  qué  dete- 
nerse ante  esta  objeción,  por  las  razones 
siguientes. 

Por  de  pronto,  creemos  que  las  Com  - 
pañías  á  primas  no  toman  en  cuenta  es 
te  recurso  hipotético  en  la  fijación  del 
valor  de  la  prima,  la  cual  solo  se  la  de- 
termina según  la  importancia  y  la  fre- 
cuencia del  riesgo  por  que  se  responde  (2). 
Solo  las  sociedad  ?s  de  seguros  mutuos, 
que  no  fijan  de  antemano  el  monto  de  la 
prima  exigida  á  los  asegurados,  sino  que 
lo  determinan  según  el  monto  de  las  in- 
demnizaciones que  han  pagado  á  los  ase- 
gurados en  el  curso  del  año  precedente, 
deducen  á  veces  las  sumas  que  les  procu- 
raría este  recurso,  pero  tienen  cuidado  de 
hacerse  subrogar  en  los  derechos  y  accio- 
nes del  asegurado  contra  el  autor  de  la 
culpa  (3);  es  decir,  tienen  en  vista,  no  la 
acción  directa  de  daños  y  perjuicios  funda- 


(1)  Yer  las  notas  de  M.  Wahl  y  Gosmao-Dama- 
noir  antes  citadas,  S.  1903.2.  258,  2.*  col.:  P.  F. 
1904.  2.  130. 

(2)  En  BU  Traite  des  assuranceít^  Alanset,  qae  le- 
gaba la  validez  de  la  cesión  hecha  al  asegurador  del 
derecho  de  recurso  que  el  artículo  1733  da  al  pro- 
pietario del  inmueble  incendiado  contra  sus  arren- 
datarios, se  expresaba  así:  cEn  cuanto  al  temar  de 
que  el  asegurador  exija  una  prima  más  alta  á  los 
propietarios,  porque  éstos  no  podrán  cederle  el  pri- 
vilegio establecido  á  su  favor  por  el  artículo  1733 1 
está  desmentido  de  la  manera  más  perentoria  por 
el  hecho  constante,  antiguo  y  universal,  de  que  las 
compañías  no  hacen  ninguna  disminución  en  sus 
tarifas  en  vista  de  esta  eventualidad,  que  saben 
apreciar  en  su  justo  valor.  Ellas  no  fundan  de  nin- 
guna manera  sus  cálculos  en  una  base  semejante». 
T.  II,  nám.  485. 

(3)  Ver  dos  sentencias  de  la  Corte  de  París  de  27 
de  marzo  1903,  P.F.  1904.  2. 132,y  de  24  nov.  1903, 
S.  1904. 2.  174,  en  las  cuales  se  dice  que  la  sociedad 
de  seguros  la  Préí^ervatrice  ^  sociedad  de  seguros 
mutuos,  había  calculado  las  primas  tomando  en 
cuenta  el  recurso  del  asegurador  contra  los  terce- 
ri'S  responsables.  Pero  la  sociedad  se  subrogaba  en 
\o^  derechos  del  asegurado.  Ver  también  Pantf. 
franc.f  Rép.  v«.  Ásmr,  contre  Vincendie,  núm.  1617. 
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da  en  el  artículo  1382  del  Código  Civil,  si- 
tióla acción  que  corresponde  al  asegurado 
contra  el  tercero  responsable  del  daño. 
Si,  pues,  la  Compañía,  que  ha  consenti- 
do así  en  una  disminución  en  el  valor  de 
la  prima.  No  ha  estipulado  expresamen- 
te, como  contra-parte,  la  cesión  de  los 
derechos  eventuales  del  asegurado,  pue- 
de decirse  que  esta  cesión  se  subentiende 
siempre  y  resulta  de  la  intención  misma 
de  las  partes  oontratantes.  Kn  efecto,  el 
asegurado  ha  renunciado  necesariamen- 
te, en  provecho  del  asegurador,  el  dere 
cho  de  perseguir  la  responsabilidad  del 
terc«  ro,  por  la  ventaja  que  ésta  la  pro- 
porcionaba. Por  su  parte,  la  Compañía 
que  inserta  esta  cláusula  en  la  póliza,  so- 
lo puede  tener  en  vista  el  ejercicio  de  la 
acción  del  asegurado,  acción  que  le  per- 
mitirá reclamar  al  tercero  una  suma  que 
represente  exactamente  el  perjuicio  cau- 
sado á  la  víctima.  Si,  por  el  contrario, 
se  viera  reducida  á  invocar  un  pretendi- 
do daño  personal,  el  resultado  de  su 
acción  sería  hipotético,  pues  el  daño  exac- 
to debería  calcularse  apreciando  cuál  es 
la  influencia  que  la  culpa  del  tercero  ha 
ejercido  sobre  las  consecuencias  norma- 
les del  contrato  de  seguro  (1). 

Por  último,  nos  parece  jurídicamente 
imposible  que  una  Compañía  de  seguros 
pueda,  por  su  voluntad  y  en  virtud  de 
una  cláusula  que  inserta  en  el  contrato, 
dar  nacimiento  en  su  provecho  á  una 
acción  personal  de  daños  y  perjuicios 
contra  un  tercero,  cuando  esta  acción, 
fundada  en  razones  de  orden  público, 
no  le  corresponde  según  el   derecho  co- 


mún, V  es  contraria  á  la  naturaleza  alea- 
toria  del  contrato  de  seguro  (2). 


S  2 


Hemos  llegado  á  la  conclusión  de  que 
el  asegurador  no  tiene  el  derecho  de  en- 
tablar contra  el  tercero  autor  del  hecho 
dañoso  una  acción  de  responsabilidad 
fundada  en  el  artículo  1382  del  Código 
Civil,  para  obtener  de  él  el  reembolso  de 
la  suma  que  ha  pagado  al  asegurado. 

Esto  no  quiere  d^cir  que  el  tercero  res- 
ponsable se  encontrará  al  abrigo  de  to- 
da persecución  y  que  escapará  á  las  con- 
secuencias de  su  culpa.  Semejante  con- 
clusión sería  inexacta.  La  víctima  del 
accidente  tendrá  siempre  el  derecho  de 
exigirle  la  reparación  del  perjuicio  su- 
frido 

Sin  embargo,  es  preciso  dejar  estable- 
cida esta  proposición,  porque  á  menudo 
se  hci  puesto  en  duda  su  exactitud.  Seha 
sostenido,  en  efecto,  que  la  persona  que 
ha  sufrido  el  accidente  se  encuentra  in- 
demnizada con  la  suma  que  le  paga  el  ase- 
gtirador;  el  daño  que  sufre  se  repara  con 
este  pago,  y  car*.ce  de  fundamento  su  re- 
curso contra  el  tercero,  puesto  que  yano 
hay   perjuicio.    Permitirle  reclamar  da- 


(1)  Ver  las  nota»  de  M.  Dupuich  ó  Hltier,  antes 
citadas. 


(J)   La  sei  tt'ihia  (1«>  la  ('orto  fio  Moiit|'ellier  de  9 
onuiü  r.'ij  ,  p  i-vé,  (fi  sus  '.'ün>i'icr;unlt'S,  la  hipótesis 

íjUf '1¡>(Mit.im(»s:    X qne   foIo   ha    dependiólo  de 

cll:i  ['ix  C<  ni[){ir;í:i  de  s(  .^^urcis),  adeniás,  avuhiar,  res 
p*  fio  á  la  exten^iót»  do  los  riesgos  que  a^umía,  la 
iii.poi  [aiifia  do  la  piiiua  anual,  y  qne  correKpnn- 
<li('ii«l<  h-  la  caiga  de  la  prneha.  no  poílía,  en  el  estadv» 
iie  su  cü  lUa'.),  justiliiwr  res[)eor.«»  á  la  <\>inpañÍM 
por  judicíida  qne  so  tstah'ecía  que,  en  caso  de  muer- 
te iuiputahle  á  la  culpa  <le  un  tercero,  ha  tomado 
en  oonsidei ación  pard  el  cálenlo  do  la  prima,  la 
ovoiitnaljdad  y  la  utilidad   del   recurso  que  las  dis- 

posirioncs  del  doríclio   corniin  podrían  autorizarlo 
á  ejercitar »  Pero  U  sentencia  no  dice  cual  sería 

la  naturaleza  de  este  recurho. 
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ños  y  perjuicios,  á  más  del  capital  asegu- 
rado, es  permitirle  cobrar  una  doble  in- 
demnización y,  por  consiguiente,  enri- 
quecerse, lo  que  es  contrario  al  principio 
mismo  que  justifica  la  acción  de  daños 
y  perjuicios  fundada  en  el  artículo  1382. 

Durante  largo  tiempo  los  autores  se 
han  declarado  satisfechos  con  este  razo- 
namiento. Y  aún  en  este  argumento,  que 
consideraba  como  decisivo,  fundaba  Par- 
DESsus  la  acción  de  indemnización  del 
asegurador  contra  el  autor  del  daño: 
"Sería  contrario  á  la  equidad,  decía,  que 
el  tercero  responsable  fuera  descargado 
de  la  obligación  de  reparar  el  daño,  por- 
que aquel  que  lo  había  sufrido  ya  habría 
recibido  su  reparación...  Por  otra  parte, 
¿sería  justo  que,  indemnizado  ya  por  el 
asegurador,  el  asegurado  recibiera  por 
segunda  vez  una  indemnización?'*  (1). 

Así,  para  muchos  autores,  es  incontes. 
table  que  el  asegurado  que  ha  sido  in- 
demnizado con  el  capital  estipulado  en 
la  póliza,  carece  de  derecho  para  perse- 
guir á  los  terceros  por  daños  y  perjui- 
cios. 

Durante  largo  tiempo  también  la  juris- 
prudencia ha  adoptado  esta  opinión.  En 
particular,  en  materia  de  accidentes  del 
trabajo,  antes  de  la  ley  de  9  de  abril  de 
1898,  resolvía  que  el  obrero  que,  después 


(1)  Pardessus,  Cfmra  de  dr.comin.,  6.»edic.,  t.  ÍI 
ui'im.  595,  2.^  p.  6  11.  En  el  mismo  sentido,  Alau- 
ZET,  Asnii'.f  t.  II,  núms.  478,  486;  Toüllier,  Droit 
civil,  t.  II,  núms.  174,  175;  Couteaü,  Traite  fies 
assur»  viCy  t.  II,  núm.  421 :  Cosmao-Dumanoir,  nota 
antes  citada.  De  LalandE,  Traite  da  contrat  d'asau  • 
ranee  conlre  IHncendie^  |>.  362,  declara  que  sería 
inmoral  que  el  asegurado  recibiera  una  doble  in- 
demnización, mientras  que  el  asegurador  no  tendría 
ninguna  acción  contra  cuiuel  cuya  deuda  ha  pagado 
ñn  cierta  manera,  £1  error  de  razonamiento  apar>?ce 
claro  en  esta  última  fórmula.  Yer  también  Lyon 
Caen,  Examen  doctr.,  Bev.  crít.,  1882,  p.  524. 


de  haber  cobrado  la  indemnización  v:Sti- 
pulada  en  la  póliza  colectiva,  perseguía 
la  responsabilidad  de  su  patrón,  no  po  • 
día  obtener  por  estos  dos  medios  una 
suma  superior  al  daño  sufrido,  y,  en  con- 
secuencia, los  tribunales  deducían  de  los 
daños  y  perjuicios  que  representaban  el 
daño  experimentado,  la  indemnización 
ya  pagada  al  obrero  por  la  Compañía  (  2  ) , 
porque,  decían,  esta  indemnización  repa- 
ra en  parte  el  perjuicio  sufrido.  Notemos 
bien  que,  casi  siempre,  las  primas  del  se- 
guro colectivo  eran  exclusivamente  so- 
portadas por  el  obrero  y  deducidas  ínte- 
gramente de  su  salario.  (3) 

Pero  esta  solución  pierde  partidarios 
cada  día;  hoy  la  rechazan  los  tribunales 
y  así  como  niegan  al  asegurador  el  dere- 


(2)  Caen,  18feb.  1885,  8.  8S.  2.  121;  Limoges, 
10  mayo  1897,  S.  98.  2.  264;  Nimes,  10  abril  1897, 
S.  97,  2.  301 ;  Lyon,  3  feb.  1897,  S.  97.  2  301:  Of . 
Sauzet,  Reo.crit.,  1886,  p.  395;  Chavegrin,  notí, 
S.  1900.  4.  5. 

(3)  Una  sentencia  del  tribunal  civil  de  Boalogne 
srr-Mer  de  9  julio  1897,  S.  98. 2. 307,  había  reauelu) 
á  propósito  de  un  accidente  ocurrido  en  una  partida 
de  caza,  que  la  víctima  no  podía  acumular  el  capi- 
tal pagado  por  la  Compañía  en  que  estaba  asegurncia 
y  la  acción  de  daños  y  perjuicios  contra  el  culpable, 
y  que  debía  deducirse  de  su  demanda  la  indemniza- 
ción del  seguro. 

Por  otra  partv^  los  tribunales  declaraban  quo 
conyenia  deducir  del  perjuicio  causado  por  el  acci- 
dente, el  emolumento  representado  por  la  pennión 
de  retiro  pagada  á  la  viuda  de  la  víctima.  Bruxe- 
lies,  18  dio.  1893,  S.  1900.  4.  2;  Cas.  Belg.,  11  julio 
1895,  S.  1900.  4.  5;  Trib.  civ.  Brnxelles,  motivos, 
8  feb.  1896,  S.  1900.  4.  7;  Bruxelles,  10  mai-w, 
1896  y  8  abril  1896,  S.  1900.  4.  8,  porque  la  pea.sión 
de  retiro  viene  á  disminuir  el  perjuicio  causado  i 
la  viuda  por  la  muerte  de  su  marido.  (Yer  la  not  i 
de  M.  Chavbgrin  sobre  estas  sentencias). 

Sin  embargo,  la  sentencia  del  tribunal  civil  de 
Bruxelles  agrega  que  otra  cosa  sucedería  si  la  pen  - 
sión  ó  el  seguro  bubieran  sido  creados  por  el  he  :ho 
de  sumas  desembolsadas  efectivamente  por  la  víc- 
tima del  accidente  6  por  medio  de  dineros  que  s^  le 
hubieran  pagado  efectivamente.  Ver  en  favor  de 
la  acumulación,  Liége,  15  dic.  1897,  S.  1900.  4.  36. 
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cho  de  reclamar  daños  y  perjuicios  al  au- 
tor del  daño,  también  declaran  que  el 
beneficio  que  resulta  para  la  víctima  del 
contrato  de  seguro  no  puede  modificar 
la  extensión  de  la  responsabilidad  del 
tercero. 

La  sentencia  de  la  Corte  de  Amiens  de 
4  de  diciembre  1902  (1)  declara  que  las 
acciones  del  asegurado  contra  la  Com- 
pañía de  Seguros  y  contra  el  autor  del  si- 
niestro se  acumulan,  y  que  el  capital 
asegurado  es  un  recurso  suplementario 
que  vendrá  á  agregarse  á  la  indemniza- 
ción debida  por  el  autor  del  accidente. 
La  Corte  de  París,  en  su  sentencia  de  2 
de  marzo  de  1905  (2),  hace  notar  igual- 
mente que  el  contrato  de  seguro  sobre 
la  vida  no  podría  modificar  la  situación 
jurídica  del  tercero,  agravando  ó  dismi- 
nuyendo las  obligaciones  que  le  incum- 
ben en  razón  del  hecho  por  que  es  res- 
ponsable. La  misma  idea  se  encuentra 
en  muchas  otras  sentencias  (3). 


(1)  S.  1903.  2.267;  D.  P.  1903.  2.313. 

(2)  Le  Droit,  7  junio  1905. 

(.3)  Trib.  Civ.  Sena,  6  abril  1897.  Le  Droit,  9 
abril  1897;  Corte  Sup.  Jost.  del  Luxembourg,  8 
mayo  1806,  S.  97,  4,  24:  Donai,  19  enero  1898,  S. 
98. 2. 307;  Trib.  Com.  Sena,  13  abril  1905,  Le  Droit, 
!¿4  junio  1905;  Montpellier,  9  enero  1905,  S.  1905, 
2.  271;  Le  Droit^  12  mayo  1905.  Esta  sentencia  de- 
clara que  el  contrato  de  segaro  sobre  la  vida  vo 
excluye  de  ninguna  manera,  cumo  el  seguro  contra 
incendio,  la  acumulación  del  pago  de  la  suma  ase- 
gurada con  el  de  las  indemnizaciones  á  que  esiá 
obligado  el  tercero  en  razón  de  su  culpa.  La  sen- 
tencia de  Douai  de  19  enero  1898  hace  la  misma 
distinción  entre  el  seguro  de  vida  y  el  seguro  contra 
incendio.  Ver  también  Trib.  Civ.  Nice,  8  nov.  19U5, 
Gaz.  Pal,,  29  dic.  1905.  l'or  último,  puede  citaise 
todavía  una  sentencia  de  Donai  de  24  nov.  1871, 
D.P.  72.  2.    17. 

Después  de  la  ley  de  9  de  abril  do  1898,  ba  si^o 
vivamente  controvertida  la  cuestión  de  saber  si  el 
obrero  de  una  compañía  de  ferrocarriles  tiene  el 
derecho  de  acumular  la  renta  vitalicia  debida  por  la 
incapacidad  resultante  del  accidente,  con  la  pensión 
de  retiro  asegurada  por  los  reglamentos  de  la  com- 


Algunos  autores  participan,  por  lo 
demás,  de  esta  opinión  (4). 

Tal  es,  á  nuestro  parecer,  la  opinión 
exacta.  Conviene,  en  efecto,  aplicar  á 
esta  situación  la  disposición  del  artículo 
1165  del  Código  Civil,  en  virtud  de  la 
cual  las  convenciones  sólo  producen  efec- 
to entre  las  partes  contratantes  y  no 
pueden  aprovechar  á  los  terceros.  El  au- 
tor del  daño  no  podría  prevalerse  del 
contrato  de  seguro  celebrado  por  la  víc- 
tima para  rechazar  la  acción  de  daños 


pañía  á  sus  ajentes  ó  á  sus  viudas.  Ver  Bourgea, 
2o  nov.  1900  y  17  julio  1901.  S.  1901.  2.  241.  nota 
de  M.  Snchet.  Ver  también  D  P.  1902.  2. 481,  nota 
de  M.  Dupuicii.  Agen,  28  feb.  1901,  S.  1902.  2. 
172;  Montpellier,  14  febr.  1901,  y  2  marzo  1901, 
S.  1902.  2.  108;  París  18  julio  1901,  S.  1902. 2. 110; 
Bourges,  22  dic.  1902,  S.  1903.  2.  46;  Poitiers,  8 
julio  1901,  T>ordeaux,  24  junio  y  8  julio  1902,  S. 
1903.  2.  245. 

La  Corte  de  Casación  la  ha  resuelto  en  favor  de 
la  acumulución.  lia  declarado  que  está  prohibido 
imputar  á  la  indemnización  acordada  por  la  ley  de 
9  abril  189S  las  rentas  debidas  por  la  Caja  do  reti- 
ros, aún  cuando  esas  rentas  pi*ovengan  de  depósitos 
deducidos  exclusivamente  de  los  beneficios  de  la 
empresa.  Civ.  cas.,  21  julio  1904,  Fr,  Judic.y  1904. 
2.361;  24  junio  1905,   Fr.   Judie,   1905.  2.   380. 

Estas  dos  sentencias  de  la  sala  civil  invocan  las 
consideraciones  siguientes;  la  indemnización  acor- 
dada por  la  ley  de  9  de  abril  de  1898  á  los  obreros 
víctimas  de  un  accidente  ó  á  sus  representantes 
debe  quedar  enteramente  á  cargo  del  jefe  de  l:i 
empresa;  la  renta  vitalicia  por  accid^snte  y  la  pen- 
sión de  retiro  constituyen  dos  créditos  que  no  tie- 
nen la  misma  causa  y  no  se  confunden,  aunque 
nmbos  deriven  de  un  hecho  único,  la  muerte  de  la 
víctima. 

(4)  Laürent,  Droit  civil,  t.  23,  núm.  607;  Pati- 
iiot,  Revue  pratique  de  droit  franqfiU,  t.  XXVII 
Í1869),  p.  57;  Chavegrin,  nota  en  S.  1900.  4.  1.  Eu 
esta  nota  el  autor  propone  una  distinción:  Siempre 
que  el  autor  del  accidente  nada  tenga  que  ver  con 
el  provecho  que  se  relaciona  con  él  (por  ejemplo, 
un  individuo  matfi,  por  maldad  ó  imprudencia,  á 
un  padre  de  familia  que  ha  contratado  sobre  su 
propia  vida  un  seguro  á  favor  de  sus  hijos;  un  ter- 
cero })one  fuego  á  una  casa  que  había  asegurado  el 
propietario)  el  daño  debe  avaluarse  como  si  nada  lo 
atemperara.  Al  contrario,  el  provecho  debe  dedu« 
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3'  perjuicios  dirigida  contra  él,  preten- 
diendo que  se  encuentra  ya  indemnizada 
por  efecto  de  este  contrato.  El  artículo 
1165  del  Código  Civil  es  terminante,  y,  ó 
se  le  aplica  en  este  caso,  ó  nunca.  Agre- 
guemos que  semejante  pretensión  desco- 
nocería l.-i  intención  del  que  firma  una  pó- 
liza de  seguro.  En  efecto,  la  persona  que 
contrata  un  seguro  sobre  la  vida  ó  con- 
tra los  accidentes,  estipula  el  pago  de  un 
capital  para  reparar  las  consecuencias 
dañosas  que  acarrearán  para  él  y  los 
suyos  su  estado  de  invalidez  ó  su  muerte, 
pero  no  entiende  renunciar  al  derecho  de 
intentar  una  acción  de  daños  y  perjui- 
cios, para  el  caso  en  que  fuera  víctima  de 
un  accidente  causado  por  la  culpa  de  un 
tercero. 

Por  último,  no  es  admisible  que  el  acto 
de  previsión  pueda  volverse  contra  el 
que  lo  ha  ejecutado;  y  sin  embargo,  á 
este  singular  resultado  se  llega  cuando 
se  adopta  la  opinión  tradicional.  En 
efecto,  el  asegurado  se  encuentra,  en  úl- 
timo análisis,  menos  bien  tratado  que 
si  no  hubiera  celebrado  un  seguro;  pues, 


cirse  del  daño,  cuando  la  persona  responsable  del 
hecho  ha  concarrido,  con  gastos  ó  diligencias  ante- 
riores, á  crear  la  ventaj«*\,  y  ha  tenido,  además,  la 
intención  de  disminuir  las  condenacioneH  á  que  ella 
misma  está  expuesta.  El  autor  hace  entrar  en  enisi 
segunda  hipótesis  las  relaciones  del  patrón  y  del 
obrtro  y  decide  que  siempre  que  el  patrón  oiganiza 
un  servicio  de  pensión  de  retiro  ó  un  Mcguro  en 
provecho  de  sus  obreros,  aún  formándolos  exclusi 
vameiite  con  retenciones  de  sus  salarios,  entiende 
disminuir  de  antemano  su  responsabilidad.  Seme 
jante  solución  nos  parece  inaceptable,  puesto  que 
no  se  puede,  sin  un  verdadero  abuso  do  intcrpieta- 
cíón  de  volnntad,  admitir  que  el  obrero,  que  sufre 
la  retención,  consienta  en  renunciar,  en  esta  medida? 
sus  derechos  contra  el  patrón  en  caso  de  accidente. 
Por  lo  demás,  se  ha  visto  qne  la  Corte  de  Casación 
había  condenado  este  sintema  y  declarado  que  el 
obrero  tenía  derecho  á  la  vez  á  la  renta  debida  por 
causa  del  accidente  y  á  la  pensión  de  retiro. 


en  este  ííltimo  caso,  habría  tenido  el   de- 
recho de  reclamar  al   tercero  el  monto 

• 

total  del  perjuicio  sufrido,  mientras  que 
en  el  primer  caso,   si    recibe   un    capital 
equiv.'dcnte  de  la  Compañía,  soporta  sin 
embargo  la  carga  délas  primas  qne  híi 
pagado  durante  un  tiempo  más  ó  menos 
largo.  Esta  observación  demuestra  que 
el  capital  ascí^unido  está  opuesto   á  las 
primas  estipuladas  en  el  contrato.    Per- 
mitir al  tercero  prevalerse  del    pago  de 
este  capital  para  rechazarla  acción  in- 
tentada contra  él,  es  quitar  á  la  opera- 
ción de  seguro    su   verdadero  carácter. 
Además,  en  la  teoría  que  combatimos 
hay  una  manifiesta    contradicción.    Los 
que  niegan  al    asegurado  el   derecho   de 
perseguir  al   autor  del  delito,   declaran 
sin  embargo  que    este  asegurado  puede, 
ya  de   antemano  en   la  póliza,   ó    en  el 
momento  en  ((ue  se  produce  el  accidente, 
subrogar  al   asegurador    en    su   recurso 
contra    el    tercero   responsable,    ó    más 
bien  cederle  su  acción  de  indemnización 
(1).  Pero,  ¿cómo  conciliar  esta  proposi- 
ción con  la  anterior?  Si,  como  se  preten- 
de, el  asegurado  indemnizado  ya  por   el 
contrato  de  seguro  carece  de  acción  con- 


(1)  En  efecto,  la  convención  por  la  cual  el  ase- 
gurado subroga  al  aHegurador  en  iíus  derechos,  no 
es  nn.i  verdadera  8uV)rogaci6n;  el  pago  con  subroga- 
ción  es  una  institución  que  sólo  se  aplica  en  el  caso 
en  que  el  pago  de  una  deuda  ae  haré  por  otro  que 
el  deudor  (art.  1249  y  sig.  C  Civ.)  El  tercero  que 
paga  puede  ser  subrogado  convencional  ó  legalmen- 
te  »*n  ios  derechos  del  acreedor.  Pues  bien,  la  Com- 
pañía de  seguros  que  pnga  el  c'i]Mtal  prometido, 
piga  su  propia  deuda  y  no  la  de  otro  La  conven- 
ción constituye,  en  realidad,  una  cesión  por  la  cual 
el  aRegurado  traspasa  al  asegurador  su  acción  de 
daños  y'perjuicios  contra  el  autor  del  delito.  Con. 
Orleans,  iM)  ag.  Ifi58,  D.  P.  59.  2.  2;  Civ.  cas.,  3  feb. 
y  5  ag.  18ft5,  D.  P.  86.  1.  173;Poitiers,  18  dic.  1889* 
S.  90.  '2  70;  Paris,  21  marzo  100.5,  Lf  Droil,  7  junio 
1005;  Cas.,  2  julio  1878,  D.  P.  78.  1.  345,  nota. 
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tra  el  autor  del  daño,  no  tiene  objeto  la 
cesión  que  hace  á  la  Compañía.  Y  no  se 
diga  que,  en  la  póliza,  cede  su  acción 
eventual  contra  el  tercero,  pues  esta  ac- 
ción no  nacerá  en  su  persona,  si  se  ad 
mite  que  el  perjuicio  sufrido  es  reparado 
por  el  crédito  que  tiene  contra  el  asegu- 
rador. La  cesión  no  sería  válida  sino  en 
el  caso  en  que  el  capital  pagado  por  la 
Compañía  fuera  inferior  al  daño  real- 
mente causado  y  sólo  hasta  concurren- 
cia del  exceso.  Alauzet,  en  su  Traite gé- 
néral  des  assar anees  (1),  ha  señalado 
ya  esta  objeción:  **Está  rfconocido, 
dice,  que  el  asegurado  indemnizado  no 
puede  perseguir  el  pago  de  una  segunda 
indemnización  contra  quien  quiera  que 
sea;  ¿cedería  entonces  un  derecho  que  no 
puede  ejercer  por  sí  mismo?  Esto  nos 
parece  imposible".  Pero  esta  contradic- 
ción no  ha  detenido  ni  á  los  autores  ni 
á  la  jurisprudencia,  queestán  de  acueido 
en  reconocer  la  validez  de  la  menciona- 
da cláusula  de  subrogación  convencio- 
nal (2). 

Queda  la  objeción  que  consiste  en  dc- 
cii  res  preciso  que  la  víctima  del  daño  no 
sea  indemnizada  dos  veces;  esto  sería 
contrario  al  principio  de  que  el  seguro 
es  un  contrato  de  indemnización  que  no 
debe  procurar  ningún  enriquecimiento 
al  asegurado. 

Hay  que  responder,  por  de  pronto,  que 
el  seguro  no  es  siempre  un  contrato  de 
indemnizíición.  A  veces  el  asegurado  tie- 
ne en  mira  re|)arar  las  consecuencias  pe- 
cuniarias de  un  riesgo  que  teme,  á  veces 
quiere  simplemente  hacer  un  acto  de  pre- 


visión estipulando  el  pago  de  un  ca- 
pital, sea  para  sí  mismo  ó  pata  los 
suvos. 

Ciertos  jurisconsultos,  exagerando  la 
importancia  del  carácter  de  indemniza- 
ción, han  pretendido,  es  cierto,  hacer  de 
él  un  elemento  esencial  de  todo  contrato 
de  seguro.  Por  eso  es  por  lo  que  se  ha 
sostenido  que  el  seguro  sobre  la  vida  te- 
nía por  objeto  la  indemnización  de  un 
dfiño  (3),  y  se  ha  discutido  largamente 
sobre  este  punto.  Pero  este  concepto  no 
resiste  al  examen.  Es,  en  efecto,  impo- 
sible aplicarlo  al  seguro  en  caso  de  vida; 
el  que  estipula  el  pago  de  un  capital  pa- 
ra el  caso  en  que  esté  vivo  en  una  fe- 
cha determinada,  no  trat¿ide  precaverse 
contra  las  consecuencias  de  un  daño  (4). 
Además,  aun  cuando  el  asegurado  pro- 
cede con  la  intención  de  protejer  á  los 
suyo^  contra  el  riesgo  de  una  muerte 
prematura,  no  entiende  dar  al  capital 
que  estipula  el  carácter  de  una  pura  in- 
demnización destinada  á  reparar  exacta- 
mente el  perjuicio  que  su  muerte  causará 
á  su  familia.  La  importancia  de  este  ca- 
pital depende  exclusivamente  de  la  vo- 
luntad de  las  partes  contratantes,  y  es 
debido  sin  que  los  beneficiarios  tengan 
que  justificar  ningún  perjuicio  (5). 

En  el  seguro  contra  accidentes,  no  es 
dudoso  que  el  asegurado  quiere  prote- 
jerse  contra  las  consecuencias  perjudicia- 


tl)  T.  II,  nüm.  480. 

(2)  Ver  la»  referencias  citadas  por  I  )alloz,  Jurivjir. 
(fénr.f  v.^  AMntranrfA  terrestrety  núm.  247,  y  Suppenxl. 
V,  núm.  227. 


(!í)  Ver  CouTEAU,  Traite  des  assur.  sur  la  cif.,  t. 
r,  p.  252  y  sig,;  Mornard,  Thése  pour  le  doctórate 
Píiris,  1883;  Lefort,  op.  ciU^  t.  I,  p  169  y  sigte. 

(4)  Ver  DuPüicH,  op  cit.,  n.®  18;  Planial,  op  cit., 
t.  II  n.°*  2178  y  sigt.  Pero  aun  los  que  rcchrizm 
ente  concepto  parecen  creer  que  la  idea  de  iniein- 
nización  constituye  un  elemento  esencial  en  toda 
operación  de  seguro.  Asi  M.  Dupuich,  op  cit ,  n.® 
18,  p.  62,  declara  que  el  seguro  en  caso  de  vida  róIo 
tiene  del  negnio  el  nombre. 

(6)  Ver  DüPUiCH,  op  cit.,  p.  64,  65. 
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les  que  le  acarrearía  un  accidente.  Pero, 
aquí  todavía,  el  asegurado  fija  libre- 
mente las  sumas  que  se  le  han  de  pagar 
en  caso  que  sufra  un  accidente  más  ó 
menos  grave,  que  lo  deje  incapacitado 
para  el  trabajo  6  le  produzca  la  muerte, 
y  es  muy  cierto  que  cuando  el  riesgo  pre- 
visto se  realiza,  el  asegurador  debe  pa- 
gar la  indemnización  estipulada  en  la 
póliza;  no  podría  pedir  que  se  disminu- 
yera, con  el  pretexto  de  que  el  perjuicio 
real  resultante  de  la  incapacidad  para  el 
trabajo  ó  de  la  muerte  del  asegurado  es 
inferior  á  las  estipulaciones  de  la  póliza. 

Así,  vemos  que  en  los  seguros  de  per- 
sonas no  aparece  el  carácter  de  pura  in- 
demnización, ó  sólo  desempeña  un  papel 
del  todo  secundario. 

No  sucede  lo  mismo,  es  cierto,  en  los 
seguros  de  cosas.  Consideraciones  de  or- 
den público  se  oponen  á  que  estos  segu- 
ros puedan  ser  una  fuente  de  enriqueci- 
miento para  el  asegurado.  Es  preciso 
que  el  asegurado  no  quede  colocado,  en 
caso  de  siniestro,  en  una  situación  pecu- 
niaria mejor  que  si  ningún  riesgo  se  hu- 
biera producido.  Si  nó,  la  operación  de- 
generaría en  apuesta  y  podría  dar  lugar 
á  numerosos  fraudes.  En  consecuencia, 
la  indemnización  debida  por  el  asegura- 
dor debe  ser  igual  y  no  puede  ser  supe- 
rior al  dañocausado  por  el  siniestro  (1). 
Pero,  aún  en  esta  clase  de  seguros,  la  no- 
ción de   indemnización   no   constituvé. 


(1)  Esta  idea  es  admitida  por  todas  las  lejisla 
cioneR.  La  jurisprudencia  la  ha' aplicado  á  veces  en 
ul^^unos  casos  en   que  se  llegaba  á  uua  verdadera 
iniquidad*  Así,  una  sentencia  de  la | Corte  de  Lyon 
do  13  de  mayo  de  1904,  S.   1906.   2.   136,  resuelve 
que,  en  el  caso  que  un  cuadro  asegurado  en  unn 
cantidad  elevada  en  una  póliza  de 'seguro  contra  in 
cendio,  con  motivo  de  atribuirse  á  un  maestro  ita 
liano,  es  estimado  por  peritos,  después  del  siniestro 


desde  el  puato  de  vista  jurídico,  on  ele- 
mento esencial  del  contrato.  En  una  de 
sus  notas  más  vigorosas  (2),  M.  Labbb 
ha  probado  que,  Jurídicamente,  el  segu- 
ro, cualquiera  que  sea,  seguro  de  cosas  ó 
de  personas,  no  tiene  por  objeto  reparar 
una  pérdida,  porque  ''la  pérdida  no  es 
la  causa  jurídica  de  la  deuda  á  que  está 
obligado  el  asegurador".  £1  riesgo  no  es 
sino  la  condición  que  da  nacimiento  á 
esta  deuda,  pero  la  causa  verdadera  de 
la  deuda  es  el  pago  de  las  primas.  El 
seguro  no  procura  una  indemnizacióii. 
''El  seguro  convierte  en  capital  las  rentas 
entregadas  durante  un  tiempo  variable. 
La  pérdida  del  inmueble  es  un  aconteci- 
miento fortuito  que  determina  la  cesa- 
ción del  curso  de  las  rentas  que  se  deben 
entregar  y  la  exigibilidad   del  capital 
convenido.  La  suma  debida  por  el  ase- 
gurador corresponde  como  cambio  de 
valores,  no  al  inmueble  destruido,  sino 
á  las  primas  acumuladas".   Y  más  ade- 
lante, M.  Labbé  agrega  muy  justamente: 
"En  todas  las  hipótesis  el  seguro  es  un 
contrato  de  capitalización  aleatoria". 

Pues  bien,  es  así  como  debe  analiz£U^ 
el  contrato  de  seguro  respecto  á  los  ter- 
ceros. Los  terceros  no  pueden  sostener 
que  la  suma  pagada  por  el  asegurador 
tenga  el  carácter  de  una  indemnización, 
y  que  repara  el  perjuicio  causado  por  su 
culpa.  El  asegurado  tiene  siempre  el  de- 
recho de  contestarles  que  esta  suma  se 


que  lo  destruyó,  en  una  suma  mny  inferior,  en  ra- 
zón de  que  erróneamente  se  atribuía  á  un  maestro 
italiano,  el  asegurado  no  puede  pretender  una  in- 
demnisactón  superior  á  la  cantidad  fijada  por  Iw 
peritos.  Dudamos  que  las  consideraciones  de  orden 
ptlblico  que  se  invocan  sean  bastante  poderosas 
para  exigir  que  los  tribunales  consagren  semejante 
injusticia.  Yer,  por  lo  dem^s,  las  observaciones  de 
M.  Labbé  sobre  esta  cuestión,  S.  80.  1.  441. 
(2)  S.  80.  1. 441,  sobre  Ga^.  req.,  19  en.  1880. 
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ha  pagado  en  virtud  de  un  contrato  de 
seguros,  y  que,  por  este  título,  es  el  equi- 
valente de  las  primas  entregadas  por 

él  (1). 

En  resumen,  el  principio  de  orden  pu- 
blico que  exije  que  el  seguro  de  cosas  sea 
un  contrato  de  indemnización,  sólo  debe 
aplicarse  en  las  relaciones  del  asegura- 
dor y  del  asegurado.  Impide  al  asegura- 
do reclamar  al  asegurador  una  cantidad 
superior  al  daño  sufrido,  pero  no  le  impi- 


de de  ninguna  manera  exigir  al  tercero 
la  reparación  de  la  falta  cometida. 


§  3 


Resulta  de  la  argumentación  que  ««e 
acaba  de  desarrollar  que  la  teoría  de  la 
acumulación  debe  aplicarse  en  todos  los 
seguros  sin  distinción,  sea  que  se  trate 
de  seguros  de  cosas,  como  el  seguro  con- 
tra incendio,  6  de  seguros  de  personas. 


(1)  El  art.  7  de  la  ley  de  9  de  abr.  de  1898  sobre 
loe  áecidentes  del  trabiijo,  establece  qae,  indepen- 
dieotemente  de  la  indemnización  que  el  obrero 
puede  reclamar  al  patrón,  puede  también  perseguir 
la  reparación  del  perjuicio  causado  contra  el  tercero 
autor  del  accidente.  La  indemnización  así  obtenida 
exonera,  hasta  la  debida  concurrencia,  al  jefe  de  la 
empresa  de  las  obligaciones  que  le  corre!>ponden.  1 .1 
texto  autoriza  aún  al  jefe  de  la  empresa  para 
ejercer  esta  acción,  en  lugar  de  la  víctima,  .si  ésta 
es  negligente  en  hacer  uso  de  ella.  Sobre  la  na 
tnraleza  de  esta  acción  ver:  Bordeaux,  11  en.  1904, 
Réeueil  de  documenU  sur  les  accidents  du  travail. 
minist.  de  Com.,  n.»  17.  p.  5*2.  En  la  práctica,  el 
asegurador  del  patrón  se  aprovecha  de  esta  acción. 
En  efectOf  ó  bien  el  obrero,  en  vez  de  proceder 
contra  el  jefe  de  la  empresa,  persigue  al  tercero  y 
obtiene  condenación,  y  en  este  caso,  el  asegurador  s«^ 
encuentra  dispensado  de  pagar  las  indemnizaciones 
estipuladas  por  la  ley  de  9  de  abril  de  1898,  puesto 
que  dejan  de  deberse;  ó  bien  el  obrero  invoca  l»s 
disposiciones  de  la  ley  de  1898,  y  es  negligente  en 
cobnr  dailos  y  perjuicios  al  tercero.  El  asegui-ador 
se  vale  entonces  de  la  cláusula  de  subrogación  c<'U- 
vencional,  que  nunca  deja  de  insertar  en  la  póliza,  y 
entabla  la  acción  que  concede  al  patrón  el  artículo 
7.  Ver  París,  24  nov.  1903,  S.  1904.  2.  174;  Paris,  21 
enero  1904,  P.  F.  1  1906. 2.  101. 

Pero  supongamos  que  en  el  contrato  no  se  con 
tengu  la  cláusula  de  subrogación.  Ocurre  preguntar 
si  la  ooropaftfa  que  ha  pagado  á  la  víctima  la  indem  • 
nisaoión  fijada  por  la  ley  de  1898,  |podrá  ejercitar 
un  roeurso  contra  el  tercero,  nó  fundándose  en  el 
artículo  1382  del  Código  Civil,  sino  invocando  á  su 
favor  la  disposioión  del  artículo  7,  ó  si,  al  contrario, 
es  el  patrón  quién  tendrá  el  derecho  de  ejercitar 
por  BU  cuenta  ]ieiBonal  la  acción  que  le  concede  este 
artículo.  Una  sentencia  de  la  Corte  de  París  de  21 
abríl  1903,  Reeueil  de  documents  sur  hs  accidents  da 


travail f  minist  de  Com.,  n.°  9,  dice  que  el  hecho  de 
que  el  patrón  se  haya  asegurado  no  lo  príva  del  be- 
neficio del  artículo  7  de  la  ley;  pero,  en  el  caso,  no 
se  sabe  si  había  conflicto  entre  el  asegurador  y  el 
asegurado.  Ver  también  Rouen,  18  julio  1003,  I*. 
F.  1905.  2.  98. 

No  parece  que,  en  este  caso  particular,  es  el  ane- 
gurador  el  beneficiado  por  el  artículo  7  y  quien  debe 
ejercitar  en  su  provecho  la   acción  contra  el   t=ir- 
C3ro.  En  efecto,  la  situación  de  las  partes  es  muy  di 
fe  rente  de  la  que  se  presenta  en  ios  demás  contratos 
de  seguros  Cuando  una  persona  se   ha  asegurado 
personalmente  contra  los  incendios  ó  contra  los  ac- 
cidentes, y  un  tercero  prende  fuego  á  la  casa  ii  oca- 
siona el  accidente,  el  asegurado  sufre  un  perjuici'", 
en  sus  bienes  ó  en  su  persona,  por  el  hecho  del  terce  - 
ro.  Al  contrario,  en  el  caso  de  seguro  contra  el  ries- 
go profesional,  cuando  el  obrero  es  herido  ó  muerto, 
por  culpa  de  un  tercero,  no  es  el  patrón  el  que  sufre 
el  daño,  y  desde  el  momento  que  está  asegurado,  el 
acto  del  tercero   no    le   produce   ningún  perjuicio. 
Ks  el  asegurador  quién  soporta  las   consecuencias 
de  la  culpa,  puesto  que  ha  pagado  la  indemnización 
prescríta  y  estipula  que  se   le   reserve  el  beneficio 
del  artículo  7.    Queda  por  preguntarse  en  qué  fun- 
damento podría  basarse  esta  acción  del  asegurador. 
Creemos  que  el    asegurador  podría  prevalerse  de 
la  subrogación  legal.  En  efecto,  está  obligado  á  pa> 
gnr  en  vez  del  patrón,  declarado  responsable  por  la 
ley  de  1898;  entra  pues  en  el  círculo  de  aplicación 
del  articulo  1251 — 3.°  Una  sentencia  del  tribunal 
civil  de  Douai  de  8  de   junio  de    1902,  Reeueil  de. 
documents  sur  les  accidents  du  travail^  minist.  de  Com. 
n.^  7  p.  95,  declara  que  la  Compañía  de  seguros  pue 
de  reclamar  al  tercero  responsable  del  accidente  e  ^ 
capital  constitutivo  de  la  renta  del  obrero  herid ->; 
pei'o  esta  sentencia  se  funda  simplemente  en  el  ar> 
lículo  1382. 
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como  los  seguros  sobre  la  vida  6  contra 
los  accidentes.  Hemos  intentado  probar 
que  el  contrato  celebrado  en  estos  dife- 
rentes casos  era  jurídicamente  el  mismo 
y  no  podía  ser  interpretado  de  distinta 
manera. 

Hay  que  reconocer,  sin  embargo,  que 
los  fallos  recientes  que  han  rechazado 
la  acción  intentada  por  las  compañías 
contra  los  terceros,  y  han  reconocido  al 
asegurado  el  derecho  de  acumular  el  be- 
neficio del  contrato  con  la  indemnización 
debida  en  reparación  del  daño,  han  sido 
pronunciados  con  ocasión  de  seguros  so- 
bre la  vida  ó  contra  los  accidentes.  Nin- 
guno ha  aplicado  todavía  esta  solución 
al  seguro  contra  incendio  (1).  La  razón 
es  que  todas  las  pólizas  contra  incendio 
contienen  una  cláusula  que  subroga  á  la 
Compañía  en  todos  los  derechos,  recur- 
sos y  acciones  del  asegurado  contra  to- 
das las  personas  garantes  ó  responsables 
del  siniestro,  de  manera  que  nunca  se  ha 
presentado  la  cuestión  á  propósito  de 
esta  variedad  de  seguros. 

§4 

Queda  ahora  por  averiguar  cuál  es  el 
valor  de  la  cláusula  de  subrogación  con- 
vencional (2).  Hemos  dicho  ya  que,  en 
realidad,  no  se  trata  aquí  de  la  subroga- 


(1)  Aún  muchas  de  estas  resoluciones  hacen  re- 
servas respecto  al  seguro  contra  incemiio,  porque 
la  indemnización  representa  ]a  re])aración  adecuada 
del  perjuicio  sufrido  y  el  asegurado  no  puede  acu- 
mular el  pago  de  esta  indemnización  con  el  de  los 
daños  piír  que  responded  tercero.  Ver  Montpellier, 
9  en.  iy05;  París,  '21  mar.  1905;  Amiens,  4  «He 
1902. 

(2)  Esta  subrogación  es  de  estilo  en  las  pólizas 
de  seguros  contra  incendio,  que  contieuen  la  cláusu- 
la siguiente:  «Por  el  solo  hecho  de  la  presente  póliza 
y  sin  que  sea  necesaria  ninguna  otra  cesión  ó  trampa- 
soi  la  Compañía  queda  subrogada  en  todoa  los  dere- 
chos, recursos  y  acciones  del  asegurado  contra  tudas 


ción  que  puede  acordarse,  en  virtud  del 
artículo  1250  del  Código  Civil,  al  terce- 
ro que  paga  por  el  deudor  al  acreedor, 
sino  de  una  verdadera  cesión  de  los  dere- 
chos del  asegurado  contra  el  tercero. 

Algunos  tribunales,  fundándose  en  es- 
ta consideración,  han  rechazado  el  valor 
de  la  cláusula  de  subrogación,  porque, 
han  dicho,  la  Compañía  no  es  el  tercero 
previsto  por  el  artículo  1250  del  Código 
Civil;  al  pagar  á  la  víctima,  pagasu  pro- 
pia deuda  ])ara  con  su  asegurado  y  no 
la  deuda  de  un  tercero  (3).  Pero  el  solo 
hecho  de  que  las  partes  hayan  dado  á  su 
convención  una  denominación  inexacta 
no  sería  bastante  para  declararla  inefi- 
caz; es  preciso  averiguar  ante  todo  cuál 
ha  sido  su  intención,  y  hacer  producir  al 
acto  todos  los  efectos  que  han  querido 
atribuirle,  con  tal  que  estos  efectos  sean 
lícitos,  es  decir,  no  contengan  nada  con- 
trario  al  orden  público.  Así  la  jurispru- 
dencia no  vacila  en  reconocer  que  la  cláu- 
sula de  subrogación  convencional  cons- 


las  personas  garantes  ó  responsables  del  siniestro,  á 
cualquier  título  y  por  cualquier  causa  que  sea,  y  aún 
contra  sus  asegura  lores  si  hai  lug;ir  a  ello.» 

Ella  ofrecií.  entre  otras  ventiJHs,  la  do  permitir 
al  asegura'lor  eritai)iar  contra  los  arrendatarios  del 
inmueble  incen«liado  la  acción  que  coaceden  al  pro- 
pietario lo»  aitícuh)S  173:^  y  1734  del  Código   Civil. 

En  materia  de  hütupos   de    pernonas,  es  mucho 
menos  íreciente.  No  s)  la  oncuentr.i  en  las   pólizas 
de  seguros  sobre  la  vida(V.  las  condiciones  genera- 
lea  citadas  por  Dupuich,  op  cit,   p.   íjIí  y  sgt).  Pero 
ie  encuentra  á  menudo  en  los  contratos  do  segnros 
conira  \o^  aociientea.  Con»».  Parí?»,  .í7  mar.  1903,  P. 
F.  11104.  2.  129:  S,    1903.  2.  2»;i;  París 21  mar  1906, 
Le  DroiL  7  junio  VjOd.  l'^pecialmente  en  los  contra- 
ta >s  de  seguros  celebrados  por  el  patrón  en  provecho 
de  sus   obreros  para  precaverse  del  riesgo  profetio- 
nal,  la  compañía  se  hace  subrogar  en  todos  los  dere- 
chos  y   acciones  del  jefe  de  la  empresa  contra  lo^ 
autores  responsables  del  accidento,  en  los  términos 
del   artículo  7  de  la  ley  de  1893. 

f3)  Trib.  cora.  Sena.  9  abr.  1903,  Pand.fr.,  190 i, 
2.l33í  U  Droit,  20  mayo  1903. 
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tituye  en  realidad  una  cesión  de  la  acción 
de  daños  y  perjuicios  hecha  por  el  asegu- 
rado al  asegurador  (1). 

¿Es  válida  esta  cesión? 

Por  de  pronto,  conviene  observar  que 
el  asegurador  que  se  hace  ceder  la  acción 
del  asegurado,  sin  acordarle  una  dismi- 
nución correí?pondiente  en  la  prima,  no 
da  nada  en  cambio,  pues  no  se  puede 
considerar  que  haya  correlación  entre  el 
pago  del  capital  asegurado  i  la  obliga- 
ción del  asegurado  de  ceder  sus  derechos 
al  asegurador.  Este  capital  forma,  como 
lo  hemos  demostrado,  la  contra-parte 
de  las  primas.  La  cesión  se  verifica,  pues, 
á  título  gratuito  departe  del  asegurado, 
porque  no  recibe  el  equivalente  de  ella. 
Pero  esto  no  basta,  aunque  así  se  h.iya 
pretendido,  para  anular  la  cesión,  cjue  lo 
mismo  puede  ser  hecha  á  título  gratuito 
que  á  título  oneroso  (2).  Xada  parece, 
pues,  oponerse  á  la  validez  de  esta  cesión 
y  la  jurisprudencia  resuelve  que  esta  es- 
tipulación es  del  todo  lícita  y  debe  cum- 
plirse. (3). 

Sin  embargo,  no  puede  dejarse  de  ob- 
servar que  esta  cesión,  que  de  hecho  es 


(1)  V.  sobre  esta  cnestinn,  not:i  D.  P.  78.  I.  345, 
Robre  Cas.,  2  jul.  1878;  Civ.  Cas.,  H  fcb  y  5  ag. 
1M85,  1).  P.  f^yy  1.  )73. 

(2)  Ver  los  c<.r.siderHnd(js  de  la  seutf  ricia  de  Pii. 
rÍ8  de  21  do  marzo  de  lOO.S,  antes  citada. 

(.^)  Esta  cuestión  ha  t-ido  discutida  á  pro[)Ó8Íto 
del  artículo  1733  del  (/ódtgo  ('ivil.  So  pici;untal>a 
si  el  propifctarii»  podía  ceder  al  asi^nrador  el  bene- 
ficio de  au  recurso.  Dcvsde  el  principio  li  jnrisp«u- 
dencia  ha  contestado  afirirativair.enie  y  t«  dos  los 
aiitotefl  han  reconocido  la  validez  de  la  cláusula  de 
subrogación,  escepto  Alauzet  ( Op.  cit ,  t.  IT,  núms. 
480  i  siguiente»),  Cons.  civ.  rej.,  2  dic.  1h;u,  S.  35. 
1.  148;  Civ.  cas.,  18  ahr.  1836,  S.  30.  1.  273,  Civ., 
Cas.,  21  riüV  1840,  S.  41.  1.  45;  Contra,  Colmar,  13 
en.  1832,  D.  P.  32.  2.  208;  S.  33.  2  lO.V  Verá  pro- 
pósito del  seguro  contra  accidentes,  la  sentencia  de 
la  Corte  de  Paiis  de  21  de  marzo  de  1005,  antes 
citada 


impuesta  por  la  Compañía  al  asegurado, 
modifica,  sin  que  este  último  se  dé  cuen- 
ta de  ello,  las  condiciones  del  contrato, 
y  se  lo  hace  más  oneroso  de  lo  que  de- 
biera ser.  En  efecto,  las  obligaciones  con- 
traídas por  las  dos  partes  encuentran 
su  equivalente  las  unas  en  las  otras;  el 
alea  que  pesa  sobre  la  Compañía  y  que 
consiste  en  pagar  el  capital  al  asegura- 
do, cuando  sobreviene  el  acontecimiento 
previsto,  está  balanceado  por  la  prima 
que  paga  el  asegurado,  puesto  que  esta 
prima  se  fija  previendo  la  suma  que  el 
asegurador  tendrá  qfue  desembolsar.  Por 
consiguiente,  al  exigir  la  cesión  de  la 
acción  de  daños  y  perjuicios  que  puede 
nacer  en  la  persona  del  asegurado,  el 
asegurador  rompe  el  equilibrio  del  con- 
trato en  detrimento  del  asegurado;  se 
hace  atribuir  por  este  último  una  venta- 
ja gratuita.  Para  que  esta  cesión  fuera 
equitativa,  sería  menester  que  el  ase- 
gurador tomara  en  cuenta,  á  favor  del 
asegurado,  esta  cesión  en  la  determina- 
ción del  valor  de  la  prima.  (4). 

En  la  práctica  sucede  á  menudo  que  ni 
siquieni  se  consulta  al  asegurado  sobre 
la  aceptación  de  esta  subrogación,  que 
figura  entre  las  estipulaciones  impresas 
de  la  póliza,  estipulaciones  que  se  presu- 
me que  las  conoce  y  acepta  al  poner  su 
Hrnia  al  pié  de  la  póliza.  Alemas,  puede 
afirmarse  que  aún  cuando  se  llamf  la 
atención  del  asegurado  sobre  esa  clausu- 
la, no  se  da  cuenta  del  sacrificio  puramen- 
te   gratuito  (|ue  le   pide  la  Compañía. 

(4)  La  .seutencia  de  Colmar  de  13  de  enero  de 
1832  antes  citada,  que  niega  la  validez  de  la  cesión 
hecha  al  asegurador  contra  incendio,  del  derecho  de 
recurso  que  el  artículo  1733  da  al  propietario  con- 
tra sus  arrendataiioa,  invoca  precisamente  esta  con- 
sideración: «Considerando que  no  se  ha  hecho  nin- 
guna disminución  en  los  derechos  usuales  del  8egu« 
10  como  indemnización  del  derecho  cediJop. 
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Así,  nos  parece  que  la  cláusula  de  subro- 
gación convencional  destruye  en  parte, 
en  perjuicio  del  asegurado  y  sin  que  éste 
se  aperciba  de  ello,  el  carácter  conmuta- 
tivo del  contrato  de  seguro. 

Esto  es  tanto  más  grave  cuando  que, 
por  efecto  de  esta  subrogación,  el  asegu- 
rado garantiza  al  asegurador  la  existen- 
cia ó  la  conservación  de  sus  derechos 
contra  el  autor  del  siniestro;  queda,  pues, 
privado  del  beneficio  del  seguro,  cuando 
se  coloca  por  su  culpa  en  la  imposibilidad 
de  subrogar  al  asegurador  en  la  plenitud 
de  los  derechos  de  que  había  prometido 
investirlo  (1). 

No  tenemos  para  qué  estudiar  aquí  los 
efectos  de  esta  subrogación;  nos  conten- 
taremos con  decir  que  sólo  confiere  al 
asegurador  los  derechos  del  asegurado 
contra  el  autor  del  siniestro.  El  asegura- 
dor no  puede  reclamar  á  este  último  más 
que  la  reparación  del  perjuicio  causado 


(1)  Civ.  rej.,  15  mar  1871),  D.  P.  7i).  1.  449.  Comp. 
Dalloz,  SuppL  au  Réperi.  r.**  Assur.  terr,  número 
238.  Convendría  paes,  á  nuestro  juicio,  que  el  legis 
lador  reglamentara  en  el  proyecto  á**.  lei  sobre  los 
segoros  las  condiciones  y  los  efectos  de  esta  subió 
gación. 

La  c^ánsala  do  subrogación  su  comprende  mwy 
bien,  8Ín  embargo,  cuando  se  trata  del  seguro  del 
riesgo  profesional  del  jefe  de  la  empresa.  Ella  es^ 
impuesta  por  el  artículo  7  de  la  ley  de  9  de  alnil 
de  1898,  que  establece  que  el  patrón  puede  proceder 
á  su  riesgo  y  peligro,  contra  los  terceros  responsa* 
bles  del  accidente.  En  efecto,  la  compañía  sólo  ga- 
rantiza al  patrón  en  la  medida  de  aquello  áque  está 
obligado;  el  artículo  7  declara  que  la  indemnización 
que  puede  obtenerse  del  tercero  exonera  hasta  de- 
bida concurrencia  al  jefe  de  la  empresa  de  las  obli- 
gaciones que  le  corresponden.  La  subrogación,  es, 
pues,  conforme  en  este  caso,  á  la  intención  de  las 
dos  partes.  El  patrón  no  podría  pretender  aprove 
charse  él  solo  del  beneficio  de  la  acción  que  entabla 
contra  el  tercero,  porque  en  este  contrato  de  seguro, 
ebtipula  nó  en  su  provecho,  sino  en  provecho  de\ 
librero  y  en  la  medida  de  la  obligación  que  la  ley  le 
impone  ¡)ara  con  este  obrero. 


al  asegurado,  y  nó  el  reembolso  de  la 
suma  que  ha  pagado  (2). 

Por  táltimo,  cuando  la  subrogación  con- 
vencional no  ha  sido  estipulada  en  la  pó- 
liza, el  asegurador  no  tiene  derecho  para 
exigirla  del  asegurado  (3). 


§  5 


El  proyecto  de  ley  de  contratos  de  se- 
guros, resultado  de  las  deliberaciones  de 
la  Comisión  extraparlamentaria,  y  en- 
viado por  el  Gobierno  á  la  Cámara  de 
Diputados  el  12  de  julio  de  1904,  con- 
tiene un  artículo  26  que  resuelve  de  una 
manera  muy  sencilla  la  cuestión  que  aca- 
bamos de  estudiar.  **E1  asegurador  que  ha 
pagado  la  indemnización  del  seguro  es 
subrogado  de  pleno  derecho  en  todos  los 
derechos  y  acciones  del  asegurado  contra 
los  terceros  que,  por  su  culpa,  han  causa- 
do el  daño  que  ha  dado  lugar  ala  respon- 
sabilidad del  asegurador". 

Esta  disposición  se  aplica  á  todos  los 
contratos  de  seguro,  cualquiera  que  sea 
su  objeto.  La  exposición  de  motivos  la 
justifica  en  estos  términos:  "'Parece  á  la 
vez  racional  y  justo  extender  á  todos  los 
seguros  la  subrogación  legal  ya  admiti- 
da en  materia  de  seguros  marítimos.  £s- 
ta  subrogación,  que  quizás  sale  algo  de 
los  límites  que  deben  asignarse  á  la  su- 
brogación legal  del  articulo  1251-3^  del 
Código  Civil,  se  esplica  por  el  hecho  de 
que  el  asegurado,  siendo  indemnizado  por 
el  asegurador,  no  debe  conservar  los  de- 
rechos á  indemnización  que  puede  tener 
contra  terceros:  es  justo  que  todos  los 
derechos  que  se  relacionen  con  el  daño 


(í¿)  Paria,  27  mar.  1903,  8.  1903.  2.  261. 
(3)  Nota  Wahl,  S.  1903.  2.  259,  2.*  col.;   Paii^  J I 
de  marzo  1905,  antes  citada. 
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sufrido  pasen  al  asegurador  desde  el  mo- 
mento en  que  el  asegurado  ha  sido  indem- 
nizado por  él". 

A  diferencia  del  nuestro,  los  proyectos 
de  ley  actualmente  en  estudio  en  Alema- 
nia y  en  Suiza,  hacen  una  distinción.  Sólo 
acuerdan  el  beneficio  de  la  subrogación 
legal  al  asegurador  de  cosas,  y  lo  niegan, 
al  contrario,  en  materia  de  seguros  de 
personas,  seguro  de  vida  y  seguro  contra 
accidentes  (1).  "La*subrogadón,  en  efec- 
to, dice  la  exposición  de  motivos  del  pro- 
yecto suizo,  sólo  puede  basarse  en  moti' 
vos  de  equidad  y  en  consideraciones  de 
oportunidad.  Estos  motivos  y  estascon- 


(1)  Efiiicvffeines  Genetzes  über  den  Vernicherung» 
itvertrag,  §  61,  Berlín,  1903,Gatentag.  Ver  un  resD- 
men  de  este  proyecto  en  los  Annales  de  Hroit  eom- 
tnercial,  1904..  pág.  113.  Ver  el  proyecto  euizo  en  el 
númeio  de  ]  O  de  febrero  de  1904  de  la  Feuille  fede- 
ral fuisse,  pág.  267  y  s.,  especinlmente  pág.  337.  El 
artíc  ulo  63  de  este  proyecto  está  concebido  a^í :  cEn 
la  medida  en  que  ba  pagado  una  indemnización,  el 
asegurador  se'  subroga  en  los  derecbos  que  el  ase- 
gurado puede  tener  contra  terceros  en  razón  de 
actos  ilícitos.  £1  asegurado  es  responsable  de  trdo 
acto  que  perturbe  este  derecho».  Ver  un  artículo 
de  comparación  entre  estos  dos  proyectos  de  ley  por 
el  doctor  Bselli,  en  la  ZeUschriftfürdiegesanUe.Ver- 
incherungsivi8ifev8chqftj  julio  de  1903,  especialmente 
pág.  359. 

Entre  las  legislaciones  extranjeras  que  regla- 
mentan el  contrato  de  seguro,  algunas,  como  la  ley 
belga  de  11  de  julid  de  1874,  aiticulo  22,  Anuario 
de  Ifjñhdórt  tvtionjtfa,  1874,  pág.  420;  el  Código 
de  Comercio  boiandéi».  artículo  í?84,  trad.  Tripelo, 
f  ág.  364;  el  Código  de  Comercio  italiano  de  1."  de 
enero  de  1883,  artículo  438.  trad.  Turrel,  pág.  120; 
el  Código  de  Comercio  chileno  de  1865,  artículo  553, 
trad.  Pnidbomme,  pág.  183,  acuerdan  al  asegurador 
el  beneficio  de  la  subrogación  legal  en  Iüm  derechos 
del  asegurado,  en  todos  los  seguros  sin  distinción; 
otros,  al  contrario  sólo  aplican  esta  disposición  á 
los  seguros  de  cosas.  (C.  de  Com.  portugués  de  1888, 
art.  441,  trad.  Lehr,  p.  147;  C.  de  Com.  español  de 
1 885,  arts.  413  y  437,  trad.  Prudbomme),  ó  á  todos 
los  seguros  m»nos  los  cóbrela  vida,  (C.  de  Com. 
hángaro  de  1S76,  art.  483>  trad.  De  la  Grasseiie»  p. 
223;  C.  de  Com.  rumano  de  1887,  art.  462,  trad 
Bohl,p.  185). 
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sideraciones  no  pueden  invocarse  en  el 
seguro  de  personas,  que  debe  hacer  abs- 
tracción de  toda  avaluación  de  la  vida 
faumana  i  que  no  conoce  ningún  límite 
para  la  liquidación  del  daño.  No  parece 
equitativo  que  el  seguro  aproveche  al 
autor  del  daño  que  ha  cometido  un  acto 
ilícito.  Se  evita  este  dilema,  concediendo 
el  derecho  de  recurso  al  asegurador  de 
cosas.  Sin  duda,  el  asegurador  ha  recibi- 
do en  la  prima  un  equivalente,  y  esta  cir- 
cunstancia impide  aceptar  la  idea  de  que 
el  asegurador  haya  experimentado  un 
daño.  Pero,  respecto  al  seguro  de  cosas, 
este  argumento  debe  ceder  ante  la  consi- 
deración de  que,  excluyendo  el  derecho  de 
recurso,  se  comprometería  la  operación 
de  seguro  con  relación  al  derecho  privado 
y  al  derecho  público". 

Así,  los  proyectos  de  ley  suizo  y  alemán 
no  establecen  la  subrogación  legal  en 
materia  de  seguros  de  personas,  porque 
en  estos  seguros  desaparece  por  completo 
el  carácter  de  indemnización  del  contrato, 
á  causa  de  que  la  vida  humana  no  es  sus- 
ceptible de  estimación.  El  capital  estipu- 
lado por  el  asegurado  no  puede  ser  con- 
siderado como  el  equivalente  del  valor 
de  la  vida  y  de  la  capacidad  de  trabajo 
del  asegurado. 

Al  contrario,  acuerdan  la  subrogación 
legal  al  seguro  de  cosas,  porque  "no  pa- 
rece equitativo  que  el  seguro  aproveche 
al  autor  del  daño  que  ha  cometido  un 
hecho  ilícito*',  y  que  el  único  medio  de 
evitar  este  resultado  es  conceder  un  re- 
curso al  asegurador.  La  exposición  de 
motivos  del  proyecto  de  ley  francés  da 
una  razón  análoga:  **E1  asegurado,  sien- 
do indemnizado  por  el  asegurador,  no 
debe  conservar  los  derechos  á  indemniza- 
ción que  pueda  tener  contra  terceros;  es 
justo  que  todos  los  derechos  que  se  reía 
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donen  con  el  daño  sufrido  pasen  al  ase- 
gurador desde  el  momento  en  que  el  ase- 
gurado ha  sido  indemnizado  por  él". 

Hemos  demostrado  en  las  páginas  an- 
teriores que  este  razonamiento  es  inexac- 
to, y  es  inútil  reproducir  esta  demostra- 
ción. Si  el  seguro  de  cosas  es  un  contrato 
de  indemnización,  este  carácter  sólo  exis- 
te en  las  rchiciones  del  asegurador  y  del 
asegurado,  y  no  puede  ser  invocado  por 
los  terceros,  y  en  especial  porel  autor  del 
daño.  Aplicar  es  te  principio  á  las  relacio- 
nes del  asegurado  y  de  los  terceros,  es 
desviarlo  de  su  verdadero  fin.  La  acción 
de  reparación  que  corresponde  al  asegu- 
rado contra  el  culpable  es  absolutamente 
independiente  del  contrato  de  seguro,  y 
no  podría  ser  modificada  por  él.  Por  una 
parte,  el  tercero  no  puede  excepcionarse 
con  este  contrato  para  rechazarla  acción 
de  danos  y  perjuicios  entablada  contra 
él.   Por  otra  parte,  no  puede  invocarse 
contra  el  asegurado  el  principio  de  que 
el  seguro  de  cosas  no  debe  ser  un  motivo 
de  beneficio,  porque  podrá  responder  que 
se   respeta  este  principio  desde  que  la 
indemnización  pagada  por  la  Conrpañía 
se  limita  al  daño  sufrido. 

Hay  que  agregar  que  esta  subrogación 
legal  es  contraria  á  la  intención  del  ase- 
gurado, que,  en  el  momento  de  celebrar 
el  contrato  de  seguro,  no  entiende  ceder 
al  asegurador  la  acción  que  podrá  nacer 
á  su  favor  contra  los  terceros  responsa- 
bles del  siniestro,  puesto  que  la  obliga- 
ción de  pagar  las  primas  á  la  Compañía 
constituye  el  equivalente  de  la  obligación 
(jue  ésta  contrae  de  pagar,  en  caso  de  si- 
niestro, una  indemnización  que  represen- 
te el  valor  del  objeto  asegurado  ó  su  de- 
terioro. 

Por  último,  hemos  demostrado  que  el 
asegurador  no  sufre  ningún  daño  á  cau- 


sa  del  hecho  del  tercero,  precisamente 
porque  el  pago  de  las  primas  es  para  él 
el  equivalente  de  la  indemnización  que 
debe  pagar. 

Así,  otorgar  al  asegurador  el  benefi- 
cio de  la  subrogación  legal,  es  concederle 
una  ventaja  puramente  gratuita,  en  de- 
trimento del  asegurado. 

La  exposición  de  motivos  del  proyec- 
to suizo  reconoce  que  son  fundadas  estas 
consideraciones;  sin  embargo,  mantiene 
ja  subrogación  legal  en  favor  del  asegu- 
rador de  cosas,  porque,  dice,  excluyendo 
el  derecho  de  recurso  "se  comprometería 
la  operación  de  seguro  con  relación   al 
derecho  privado  y  al  derecho  público". 
Es  fácil  demostrar  que  esta  última  ob- 
servación, un  poco  enigmática  en  la  for- 
ma, no  contiene  ningún  nuevo  argu  mentó 
en  favor  de  la  subrogación.  El  autor  del 
proyecto  quiere,  sin  duda,  decir  con  eso: 
ó  el  tercero,  no  pudiendo  ser  perseguido 
por  el  asegurado,  escapará  á  las  conse- 
cuencias de  su  responsabilidad,  ó  podrá 
ser  perseguido  por  el  asegurado,  pero 
entonces  se  violaría  el  principio  de  que  el 
seguro  es  un  contrato  de  indemnización. 
Acabamos  de  demostrar  que  esta  doble 
proposición  es  inexacta,  y  que  el  princi- 
pio invocado  no  se  opone  á  que  el  asegu  • 
rado  reclame  daños  i  perjuicios  á  los  ter- 
ceros. 

En  resumen,  creemos  que  el  legislador 
deberá  rehusar  el  beneficio  de  la  subroga- 
ción legal  al  asegurador,  cualquiera  que 
sea  el  objeto  del  contrato  (1). 


(I)  Sin  emuargo,  hay  una  hipótesi»  en  t|ae  es 
jastificada  la  subrogación  legal,  porque  corresponde 
al  objeto  mismo  de  la  operación  y  á  la  intención  de 
las  partes,  y  es  el  caso  del  seguro  que  contrata  el 
patrón,  para  cubrirse  del  riesgo  profesional  que  ha 
ce  pefiar  sobre  él  la  ley  de  9  de  abril  de  1898.  Ver 
las  razones  que  antes  hemos  dado. 
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Podría  objetarse  todavía  que  no  hay 
interés  en  rehusar  al  asegurador  el  bene- 
ficio de  la  subrogación  legal,  porque  éste 
puede  siempre  estipular  en  el  contrato  la 
subrogación,  ó,  más  bien  dicho,  hacerse 
ceder  los  derechos  y  acciones  que  podrían 
nacer  á  favor  del  asegurado  címtra  los 
"terceros.    Pero  haremos  notar  que  las 
cl&usulas  de  subrogación,  que  son  de  es- 
tilo en  los  seguros  contra  incendio,  no  se 
encuentran  jamás,  en  la  práctica,  en  los 
seguros  sobre  la  vida,  y  que  no  siempre 


figuran  en  los  seguros  contra  los  acciden- 
tes. Nada  prueba  que  las  compañías  cam- 
bien sus  costumbres.  Por  otra  parte, 
creemos  que  el  proyecto  de  ley  sobre  los 
contratos  de  seguro  debería  reglamentar 
el  uso  de  estas  cláusulas,  y  exigir  que  el 
asegurador,  á  cuyo  favor  se  estipula  en 
la  póliza  la  subrogación,  tome  en  cuenta 
al  asegurado,  rebajando  la  prima,  el  be- 
neficio que  pueda  obtener  con  este  re- 
curso. 

Henki  Capitant. 


Alio  m 


Setiembre  de  1806 


Húm.  10 
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OBSERVACIONES  SOBRE  LOS  EFECTOS  EXTRATERRITORIALES  DE  LOS 

REJÍMENES  MATRIMONIALES  (O 

Por  Eujenio .  Audinet 

Profesor  de  ia   Facultad  de   Derecho  de   Aix 


No  hay  controversia  más  antigua  ni 
más  famosa  que  la  que  provoca  el  con- 
flicto de  las  leyes  relativas  á  los  regíme- 
nes matrimoniales.  Nuestros  antiguos 
jurisconsultos  la  habían  discutido  larga- 
mente después  de  Dumoulin  y  de  Argen- 
tré  y  aun  en  nuestros  días  los  tribuna- 
les con  frecuencia  deben  resolverla. 

Con  el  tiempo,  sin  embargo,  ha  cambia- 
do un  poco  de  aspecto.  Se  admitía  an- 
tes, casi  sin  discusión,  que  el  régimen 
matrimonial,  á  falta  de  contrato,  era 
determinado  por  la  ley  6  la  costumbre 
del  domicilio  del  marido;  pero  ¿debía 
aplicarse  esta  ley  6  esta  costumbre  á  los 
bienes  que  no  caían  bajo  su  imperio?  Ese 
era  el  principal  objeto  de  la  discusión. 


Hoy  día,  por  el  contrario,  la  discusión 
se  refiere  más  á  menudo  á  determinar 
qué  ley  es  aplicable  y  por  consiguiente 
cuál  es  el  régimen  á  que  están  sometidos 
los  cónyuges.  Conocido  este  régimen,  no 
se  niega,  al  menos  en  Francia  y  en  los 
otros  países  del  continente  europeo,  que 
deba  extenderse  á  todos  los  bienes  de  los 
esposos.  Recientemente,  sin  embargo,  la 
Corte  de  Montpellier  y  en  seguida  la 
Corte  de  Casación,  conociendo  del  recur- 
so interpuesto,  han  establecido  una  vez 
más  la  extraterritorialidad  del  régimen 
matrimonial.  El  caso  se  presentaba  en 
condiciones  nuevas  que  merecen  llamar 
la  atención  (2). 


(1)  Dj  U  Reviie  de.  Droit  international  privé  et  de 
Droit  penal  intérnatinnal. 

DF.RBCHO 


^2)  Montpellier,  25  abril  1904  i  Gas.  18  julio 
1905.  y.  infrUf  Jurispriidenoia  francesa,  v.*^  Régi- 
men matrimomal. 
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Un  francés,  establecí» lo  desde  hacía  mu- 
chos años  en  los  Estados  Unidos,  donde 
dirigía  una  casa  de  comercio,  se'  había 
casado  en  ese  país,  sin  contrato  de  ma- 
trimonio, con  una  mujer  americana.   In- 
mediatamente después  del   matrimonio 
los  esposos  se  habían  ido  á  vivir  á  Fran- 
cia en  la  ciudad  natal  del  marido;  en  se- 
guida habían  vuelto  á  América  y  por  fitl 
vuelto  á  Francia,  donde  el  marido  había 
muerto.  Los  bienes  que  el  marido  dejaba 
en  Francia  ¿estaban  sometidos  al  régi-- 
men  de  la  comunidad  en  conformidad  á 
la  lei  francesa  ó  al  régimen  de  la  separa- 
ción de  bienes  según  la  ley  del  Estado  de 
Nueva  York?  Esa  era  la  cuestión.  Para 
resolverla,   la  Corte  de  Montpellier,  si- 
guiendo la  jurisprudencia  conscante  de 
los  tribunales  franceses,  resuelve  que  hay 
que  buscar  cuál  ha  sido  la  intención  de 
las  partes  en  el  momento  del  matrimonio 
y  que,  para  descubrir  su  voluntad,  no 
hay  que  detenerse  únicamente  en  la  pre- 
sunción que  nace  del  domicilio  matrimo- 
nial sino  que  hay  que  tomar  en  cuenta, 
además,    todos    los    hechos    anteriores, 
coexistentes  ó  posteriores  al  matrimonio 
que  pueden  dar  á  conocer  esa  voluntad. 
En  este  caso  i  dadas  las  circunstancias, 
la  Corte  considera  que  los  esposos  han 
tenido  la  intención  de  adoptar  el  régimen 
americano,  es   decir,  la   separación    de 
bienes. 

No  discutiremos  este  fallo.  Otro  siste- 
ma que  hoy  día  tiende  á  prevalecer  más 
y  más,  aplica  al  régimen  matrimonial, 
como  á  los  otros  efectos  del  matrimonio, 
la  ley  nacional  del  marido,  lo  que  nos 
llevaría  en  este  caso  á  una  consecuencia 
opuesta  á  la  que  ha  sido  admitida.  Es  la 
solución  propuesta  en  1904   por  la  Con- 


ferencia de  la  Haya  (3).  es  la  que  ha  sido 
consagrada  por  varias  legislaciones  ex- 
tranjeras, especialmente  en  Italia,  Espa- 
ña, Alemania,  y  es  probablemente  la  so- 
lución que  pertenece  al  porvenir.  Pero 
las  razones  á  favor  de  uno  ú  otro  siste- 
ma han  sido  dadas  con  demasinda  fre- 
cuencia para  que  haya  interés  en  repro- 
ducirlas aquí.  Sin  desconocer  por  lo  de- 
más, los  inconvenientes  de  la  jurispru- 
dencia francesa  que  deja  inseguro  el  régi- 
men matrimonial  mientras  no  interven- 
ga una  resolución  de  los  tribunales,  es 
decir,  de  costumbre  hasta  la  disolución 
del  matrimonio,  estimo  que  el  sistema 
contrario  levanta  por  su  parte  demasia- 
das objeciones  para  que  su  superioridad 
se  imponga  con  evidencia. 


II 


Si  se  admitía  que  el  régimen  matrimo- 
nial estaba  determinado  por  la  ley  de  los 
Estados  Unidos  ¿debía  aplicarse  á  los 
bienes  que  se  hallaban  en   Francia?  Sí, 
sin  duda  alguna.  Si  la  adopción  del  régi- 
men matrimonial  resulta  de  la  voluntad 
de  las  partes,   hay   que  reconocer  que  la 
convención  tácita  de  ellas  produce  los 
mismos  efectos  que  una  convención  es- 
presa: no  es  admisible  que  ellos  hayan 
querido  someter  sus  bienes  á  diferentes 
regímenes,  según  el  país  en  que  se  encuen- 
tran. 

La  solución  sería  la  misma,— supoaien- 
do  americano  al  marido,— si  se  considera 
que  el  régimen  legal  está  determinado  por 
la  ley  nacional  del  marido;  es,  entonces, 
evidentemente  independiente  de  la  situa- 
ción de  los  bienes. 


(.'^)  Pioyocto  de  una  convención  referente  a  los 
conflictos  de  leyes  relativas  á  los  efectos  del  matri 
monio. 
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En  la  hipótesis  de  que  nos  ocupamos  no 
se  ponían  en  duda  precisamente  estos 
principios,  pero  se  sostenía  que  ellos  lle- 
vaban, por  una  consecuencia  indirecta,  á 
la  aplicación  de  la  ley  francesa  misma. 
En  efecto,  se  decía,  según  la  ley  america- 
na, el  régimen  matrimonial,  á  falta  de 
contrato,  está  determinado  por  la  ley  del 
país  en  que  están  situados  los  bienes;  de 
manera  que  si  la  ley  americana  debe  apli- 
carse, es  necesario  para  obedecerla  some- 
ter á  la  lei  francesa,  es  decir  al  régimen  de 
la  comunidad,  los  bienes  que  están  en 
Francia:    los  muebles  deberán  dividirse 
entre  los  dos  esposos. 

En  el  fondo  era  el  principio,  después 
célebre,  del  i?envoi,  que  aplicaban  en  una 
materia  en  que  talvez  nunca  hasta  ahora 
se  le  había  aplicado  (1). 

La  Corte  de  Montpellier  se  ha  negado 
á  aceptar  que  los  efectos  del  régimen  ma- 
trimonial pueden  dividirse  y  cambiar  con 
los  paises.  Había,  por  lo  demás,  una 
razón  mas  decisiva  aún' para  rechazar 
esa  argumentación:  era  que  invocaba 
erróneamente  la  ley  de  los  Estados 
Unidos. 

Según  la  legislación,  ó  más  bien  según 
la  práctica  americana,  los  derechos  recí- 
procos de  los  esposos  están  regidos  por 
la  ley  del  país  en  que  los  bienes  se  encuen- 
tren, sólo  en  lo  que  se  refiere  á  los  inmue- 
bles. El  régimen  establecido,  á  falta  de 
contrato,  por  la  ley  del  domicilio  del  ma- 
rido, se  aplica,  por  el  contrario,  á  los 
bienes  muebles,  cualquiera  que  sea  el  país 
en  que  se  encuentren,  y  como  en  nuestro 
caso  se  trataba  únicamente  de  muebles, 
el  sistema  seguido  en  los  Estados  Unidos 


(1)  StoRY    Comnienlaries  ou  the   couflkt   of  Imrs, 

§  186. 
W  HARTÓN  A  trealise  on  the  conjiict  of  laioa,  §  191. 
Wi.BTLAKK,  Privule  inttnuHtofwl  law  §  31-H'2. 


estaba  de  acuerdo  con  el  de  la  jurispru- 
dencia francesa  para  proscribir  la  apli- 
cación de  la  ley  americana. 

La  diferencia  entre  los  dos  sistemas  se 
habría  manifestado  realmente  si  se  hubie- 
ra  tratado    de  inmuebles    situados   en* 
Francia  y  adquiridos  por  el  marido  á 
título  oneroso  durante  el   matrimonio. 
¿Habrían    permanecido  esos   inmuebles 
como  de  su  propiedad  exclusiva  ó  habrían 
caído  por  el  contrario  en  la  comunidad 
en  virtud  de  la  ley  francesa  cuya  apli- 
cación habría  sido  ordenada  por  la  mis- 
ma ley  americana?  La  primera  solución 
se  desprende  del   fallo    de  la  Corte  de 
Montpellier.  La  sala  de  admisibilidad  ha 
desechado  el  recurso  de  que  había  sido 
objeto,  pero  por  un  motivo  que  deja  inde- 
ciso acerca  de  su  verdadero  pensamiento. 
Se  hacían  cargos  á  la  Corte  de  Apelacio- 
nes por  no  haber  fundado  suficientemen- 
te el  fallo  en  el  cual  se  negó  á  tomar  en 
cuenta  la  ley  americana  y  ordenóla  apli- 
cación de  la  lev  francesa.  La  Corte  de  Ca- 
sación  contesta  que  la  Corte  de  Montpe- 
llier, al  juzgar  que  el  régimen  de  separa- 
ción de  bienes,  bajo  el  cual  los  esposos 
se  habían  casado,  era  indivisible  y  re- 
glaba sus  intereses  matrimoniales  tanto 
en  Francia  como  en  América  **había  im- 
plícitamente,   pero    necesariamente    de- 
clarado que  no  consideraba  que  la  ley 
americana  permitiera  á  una  mujer  casa- 
da bajo  el  régimen  usado  en  América,  rei- 
vindicara en  Francia  el  beneficio  de  otro 
réjimen*'  ¿Será  necesario  creer  entonces 
que  la  Corte  de  Apelaciones  habría  podi- 
do y  talvez  debido  aplicar  la  ley  francesa 
á  los  bienes  que  se  hallaban  en   Francia, 
si  ella  hubiera  estimado  que  eso  era  per- 
mitido por  la  ley  americana? 

Esa  solución  estaría  en   armonía  con 
las  tendencias  de  la  jurisprudencia,  jene- 
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raímente  favorables  al  principio  del  Ren- 
Fo/(l).  No  discutiré  aquí  esta  teoría; 
carece  á  mi  juicio  de  toda  base  jurídica 
Y  descansa  únicamente  en  un  falso  con- 
cepto  de  las  reglas  del  derecho  interna- 
cional privado.  Si  ella  tuviera  en  otros 
casos  alguna  apariencia  de  realidad,  su 
aplicación  á  la  determinación  del  régi- 
men matrimonial  sería  especialmente 
irracional. 

Si  se  piensa,  como  la  jurisprudencia 
francesa,  que  los  esposos  están  regidos 
por  la  lei  que  tácitamente,  pero  libremen- 
te han  elejido,  es  preciso  aceptar  que 
ellos  han  querido  que  los  rijan  las  dispo- 
siciones mismas  que  reglan  en  cuanto  á 
los  bienes  las  consecuencias  de  la  unión 
conyugal;  no  podría  interpretarse  su  in- 
tención en  el  sentido  de  que  han  querido 
sencillamente  confiar  á  esta  lei  el  cuidado 
de  determinar  aquella  que  ha  de  regir  el 
régimen  de  sus  bienes.  Si  resulta  de  las 
circunstancias  que  los  cónyuges  han 
adoptado  el  régimen  americano,  ¿cómo 
admitir  que  han  querido,  por  ese  mismo 
hecho,  aceptar  para  una  parte  de  sus  bie- 
nes el  régimen  de  otro  pais? 

Es  inverosímil  que  su  convención  haya 
tenido  por  objeto  la  elección  de  una  regla 
de  conflicto:  podría  aún  decirse  que  eso 
es  imposible,  porque  las  reglas  que  deben 
seguirse  para  resolver  los  conflictos  no 
dependen  de  la  voluntad  de  las  partes 
interesadas. 

Si  se  resuelve,  por  el  contrario,  que  el 
régimen  matrimonial  está  determinado 
obligatoriamente  por  la  lei  nacional  del 


marido,  resultará  del  sistema  del  Renvoi 
que  los  derechos  sobre  los  inmuebles   se- 
rán regidos  por  la  ley  del  país  en  que  están 
situados,  cuando  la  lei  nacional  de    los 
cónyuges  se  pronuncia  por  su  aplicación. 
A  decir  verdad,  una  vez  admitido  el  prin- 
cipio, no  habría  razón  para  no  aceptar  en 
este  caso,  el  envío  de  la  ley  nacional  A  la 
lex  rei  sitos,  como  también  el  envío  á  la 
ley  del  domicilio,  ó  para  rechazar,    con 
relación  al  régimen  matrimonial,  una  so- 
lución que  se  adoptaría,  por  ejemplo,  en 
materia  de  sucesión.  Pero  entonces  es 
necesario  llegar  á  la  consecuencia  que  la 
ley  americana  ha  condenado  con  justi- 
cia, es  decir  que  habrá  tantos  regímenes 
matrimoniales  como  países  en  que   los 
bienes,  á  lo  menos  los  inmuebles,  estén 
situados  i  que  una  mujer  americana  invo- 
caría la  ley  de  su  pais  para  conservar 
todos  los  muebles  que  le  pertenecían  an- 
tes del  matrimonio  ó  que  le  hubieren  to- 
cado durante  él,  mientras  que  ella  invo- 
caría al  mismo  tiempo  la  ley   francesa 
para  dividir  los  inmuebles  ubicados   en 
Francia  i  adquiridos  á  título  oneroso 
por  su  marido  durante  el   matrimonio. 
En  resumen,  cualquiera  que  sea  la  so- 
lución dado  el  conflicto  de  las  le3'es  que 
reglan  los  efectos  del  régimen  matrimo- 
nial, el  principio  del  Renvoi  llevaría,   en 
esta  materia,  á  soluciones  tan  poco  sa- 
tisfactorias en  la  teoría  como  en  la  prác- 
tica. Es  un  argumento  más  que  agregíir 
á  los  que  pueden  invocarse  contra  este 
sistema. 


III 


(1)  La  (Jorte  de  Casación  ba  aceptado  sin  embar- 
go en  principio,  que  el  régimen  matrimonial  de  es- 
posos casados  bajo  el  imperio  de  la  lei  de  los  Ksta- 
dos  Unidos  se  extendía  á  los  inmuebles  ubicados  en 
Francia  (4  Abril  1881,  8.  83.  1.65). 


Los  efectos  del  régimen  matrimonial, 
cualquiera  que  sea  la  ley  que  lo  determi- 
ne, deben,  pues,  estenderse  á  todos  los 
bienes  de  los  esposos,  muebles  6  inmue* 
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bles,  aún  citando  estén  situados  en  país 
extranjero.  ¿Habrá  que  aplicar  esta  ley  á 
las  relaciones  de  los  cónyuges  con  terce- 
ros como  también  á  las  relaciones  que 
tienen  entre  ellos?  Algunas  legislaciones 
han  creído  deber  hacer  aquí  una  distin- 
ción. 

Según  la  ley  suiza  relativa  á  las  rela- 
ciones del  derecho  civil,  de  25  de  Junio  de 
1891  (1),  las  relaciones  pecuniarias  de 
los  esposos  entre  sí  están  sometidas  á  la 
ley  del  domicilio  conyugal,  es  decir,  del  lu- 
gar en  que  han  fijado  su  domicilio  en  el 
momento  de  su  matrimonio;  pero  si  han 
cambiado  de  domicilio,  sus  relaciones 
con  terceros  están  regidas  por  laleyde  su 
actual  domicilio. 

De  la  misma  manera,  según  la  ley  de 
introducción  al  Código  Civil  alemán 
(arts.  15  y  16,  inc.  2*^),  el  régimen  matri- 
monial depende  de  laley  nacional  del  ma- 
rido; pero  sidos  cónyuges  extranjeros  fi- 
jan su  domicilio  en  el  Imperio,  los  terce- 
ros pueden  invocar  contra  ellos  los  artí- 
culos 1337  i  1405  del  Código  Civil  ale- 
mán, que  conceden  á  la  mujer  el  derecho 
de  representar  á  su  marido  en  la  esfera 
de  su  acción  doméstica,  ó  que,  cuando 
ella  ejerce  una  profesión  lucrativa,  la  exi- 
men de  obtener  la  autorización  del  mari- 
do para  los  actos  que  celebra  con  terce- 
ros, y  el  artículo  1362,  según  cuyos  térmi- 
nos se  presume  que  el  marido,  en  interés 

de  sus  acreedores,  es  dueño  de  todos  los 
bienes  muebles  que  posee. 

La  ley  extranjera  que  rige  los  bienes  de 
los  esposos,  domiciliados  en  Suiza  ó  en 
Alemania,  no  tendrá,  pues,  efecto  cuando 
sea  contraria  á  la  ley  local,  sea  en  Suiza 
de  una  manera  general,  sea  en  Alemania 


(1)  Anuario  de  legislación  estranjera,  1892,  p.  (i64. 


sobre  los  puntos  restrictivamente  enu- 
merados. 

Estas  legislaciones  han  querido  ampa- 
rar á  los  terceros  de  las  sorpresas  deque 
pudieran  ser  víctimas.  Los  acreedores 
que  contratan  con  los  esposos  no  cono- 
cen sino  la  ley  del  país  que  es  el  suyo  y 
donde  han  contratado;  han  contado 
con  su  aplicación;  sufrirían  un  perjuicio 
contra  el  cual  no  podrían  garantirse  si 
se  les  opusiera  una  ley  que  ignoran  y  que 
sustrae  á  su  acción  una  parte  de  los  bie- 
nes que  consideran  como  garantía  suya 
y  restringe  los  derechos  de  la  mujer  ó  las 
facultades  del  marido. 

No  creemos,  sin  embargo,  que  se  deban 
limitar  así,  en  interés  de  terceros,  los 
efectos  extra-territoriales  del  régimen 
matrimonial.  La  protección  que  así  se 
les  concede  nos  parece  exagerada.  Los  es- 
posos tienen  el  derecho  de  ser  regidos  en 
todos  los  países  por  la  lei  que  ha  presi- 
dido, en  el  momento  de  su  formación,  á 
las  consecuencias  pecuniarias  de  su  unión, 
y  la  aplicación  de  un  régimen  diverso  de 
aquel  á  que  están  sometidos,  los  sor- 
prenderá más  aún  de  lo  que  pudiera  sor- 
prender á  terceros  la  aplicación  de  un 
régimen'matrimonial  extranjero. 

Y  si  los  intereses  de  los  acreedores  son 
respetables,  no  hay  razón  para  protejer- 
los  en  perjuicios  de  los  intereses,  y  sobre 
todo,  de  los  derechos  de  los  cónyuges.  A  lo 
sumo,  las  legislaciones  cuyo  sistema  cri- 
ticamos no  aplican  la  ley  local  á  las  rela- 
ciones de  los  esposos  }'  de  terceros  sino 
cuando  se  trata  de  extranjeros  domici- 
liados; ¿por  qué  esta  condición?  Si  se 
cree  que  deben  protejerse  los  intereses  de 
los  acreedores,  no  dejan  ellos  de  estar 
amenazados  por  la  aplicación  de  una  ley 
extranjera,  cuando  los  cónyuges  no  tie- 
nen sino  una  simple  residencia  ó  están 
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simplemente  de  tránsito  en  el  país.  El 
cambio  de  domicilio  no  podría  en  esa 
materia  modificar  lalei  que  debe  aplicar- 
se, sobre  todo  colocándose  bajo  el  punto 
de  vista  de  una  legislación  que,  como  la 
ley  de  introducción  al  Código  Civil  ale- 
mán, no  toma  en  cuenta  sino  la  naciona- 
lidad de  los  esposos  para  fijar  el  régimen 
de  sus  bienes. 

A  lo  sumo  podría  admitirse  que,  para 
oponer  á  terceros  las  cláusulas  de  su  con- 
trato ó  aún  de  su  régimen  legal,  que  res- 
tringen las  facultades  del  marido  ó  la  ca- 
pacidad de  la  mujer,  los  esposos  deberían 
hacerlas  públicas  según  las  formas  pres- 
critas por  la  ley  local  (1). 

El  régimen  matrimonial  debe,  pues, 
producir  sus  efectos,  aún  fuera  del  país  á 
cuya  ley  está  sometido,  tanto  respecto 
de  terceros  como  respecto  de  los  esposos. 

No  divisamos  sino  un  sólo  caso  en  que 
esta  regla  dejaría  de  aplicarse,  es  aquel 
en  que  las  consecuencias  del  régimen  es- 
tablecido bajo  el  imperio  déla  ley  extran- 
jera fueran  en  un  país  contrarias  al  or- 
den público.  Según  la  ley  danesa  de  7  de 
febrero  de  1899,  acerca  del  régimen  de 
bienes  entre  esposos  (art.  33)  **el  contra- 
to de  matrimonio  celebrado  por  un  ma- 
rido no  domiciliado  en  Dinamarca  y  vá- 
lido según  la  ley  de  su  domicilio,  es  váli- 
do en  Dinamarca  en  lo  que  se  refiere  al 


(1)  V.  en  este  sentido:  la  ley  de  introducción  al 
Código  Civil  alemán,  artículo  1(>.  El  proyecto  de 
convención  discutido  en  La  Haya  en  1904  admite 
)art.  8.°)  que  cada  uno  de  ios  Eutados  contratantes 
puede  reservarse  el  derecho:  1.'  de  exigir  formali- 
dades especiales  para  que  el  régimen  de  los  bienes 
puoda  ser  inyocados  contra  terceros;  2."  de  aplicar 
disposictones  que  tengan  por  objeto  protejer  á  teri^ 
ceros  en  sus  relaciones  con  la  mujer  casada  que 
ejerce  una  profesión  en  el  territorio  de  ese  Estado. 
L<s  Estados  contratantes  se  comprometerían  á  co- 
municarse las  disposiciones  legales  á  las  cuales  se 
aplicaría  esta  reserva.  Y.  MissiR,  supra,  p.  63. 


régimen  de  bienes  entre  esposos  cuando 
no  contiene  nada  contrario  á  la  presente 
¡efil). 

De  la  misma  manera,  la  convención  de 
Montevideo  (art.  41)  estipula  que  "á 
falta  de  convenciones  especiales,  en  toda 
aquello  que  no  está  previsto  y  prohibido 
por  la  ley  de  la  ubicación  de  los  bienes^ 
las  relaciones  de  los  esposos  relativamen- 
te á  estos  bienes  están  regidas  por  la  ley 
del  domicilio  conyugal...  (2)";  si  por  eso 
se  entiende  que  el  régimen  matrimonial 
extranjero  no  podrá  aplicarse  en  un  país 
en  que  sea  contrario  á  las  prescripciones 
6  á  las  prohibiciones  de  la  ley,  esa  es  sin 
duda  una  exageración;  se  llega  así  á  res- 
tringir hasta  suprimirlo,  el  efecto  extra- 
territorial de  las  convenciones  matri- 
moniales. Pero  algunas  prohibiciones  ó 
prescripciones  de  las  leyes  relativas  á  los 
bienes  de  los  esposos  son  de  orden  pú- 
blico y  excluyen  la  aplicación  de  las  leyes 
extranjeras:  la  inalienabilidad  de  los  bie- 
nes dótales  por  ejemplo,  no  tendrá  efecto, 
al  menos  á  nuestro  juicio,  en  un  país 
como  España,  en  que  la  ley  no  la  admite, 
porque  es  contraria  á  la  libre  circulación 
de  los  bienes  y  por  consiguiente  al  inte- 
rés económico  del  Estado  (3). 

El  orden  público  puede  además  poner 
obstáculo  á  la  ejecución  de  las  cláusulas 
del  contrato,  válidas  según  la  ley  que  ha 
presidido  su  formación  y  que  no  tienen 
precisamente  por  objeto  regir  el  régimen 


(1)  «Anuario  de  legislación  extranjera»,  190O 
p.  545. 

(*2)  J.  dr.  intern.  pr.  1886,  p.  440. 

{^)  Según  el  proyecto  de  Oonv*in«5Íón  de  la  Con- 
ferencia de  la  Haya  (art  7)  el  réjimen  matrimonial 
determinado  por  la  ley  nacional  del  marido  no  se 
aplicaría  á  los  inmuebles  colocados  por  la  ley  de  su 
ubicación  bajo  nn  réjimen  financiero  especial. — Y* 
Missir,  supra,  p.  62. 
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matrimonial;  tal  sería,  en  Francia,  la  re-  tado,  6  también  las  restricciones impues- 
nuncia  anticipada  de  uno  de  los  cónyuges  tas  á  algunos  de  los  derechos  de  la  po- 
á  la  sucesión  de  la  persona  que  lo  ha  do-     testad  marital  ó  de  la  patria  potestad. 


^flfffffffffffffffffffflff^ 


DEL  ARTÍCULO  3  DEL  CÓDIGO  CIVIL 


CONFLICTO    DE  LEYES 


Y  DEL  LUGAR  QUE  SE  DEBE  ASIGNAR  AL  DERECHO  INTERNACIONAL 

EN  EL  NUEVO  CÓDIGO  CIVIL 


Informe  preliminar  presentado  á  la  primera  subcomisión  de  revisión  del  Código  Civil 

por  M.  Joseph  Dubois 


Secretario  del  Comité  de  L^jishtción  Extranjera  del  Ministerio  de  Justicia,  secretario  de  Ui 

Comisión  del  Código  Civil 


Señores,  me  habéis  pedido  que  os  pre- 
sente un  informe  preliminar  sobre  el  ar- 
tículo  3^,  y  me  habéis  invitado  á  hacer 
de  este  primer  contacto  coa  el  derecho 
internacional,  la  materia  de  un  estudio 
más  general,  y  en  cierta  manera  prejudi- 
cial, sobre  el  lugar  que  conviene  acordar 
á  este  derecho  en  el  nuevo  Código  Civil. 

Mi  primer  cuidado,  al  abordar  la  tarea 
que  me  habéis  confiado,  debe  ser  precisar 
su  naturaleza  y  limitar  su  extensión. 

Por  de  pronto  dejo  á  un  lado,  como 
que  salen  de  los  límites  del  asunto,  las 
cuestiones  particulares  del  derecho  inter- 
nacional que,  no  teniendo  relación  con 
el  título  preliminar,  actualmente  en  dis- 
cusión, deben  reservarse  para  un  estudio 


posterior  y  profundo:  la  nacionalidad,  la 
participación  de  los  extranjeros  en  el 
goce  del  derecho  privado  francés,  la  com- 
petencia de  los  tribunales  franceses  res- 
pecto á  los  extranjeros,  el  valor  y  el  cum- 
plimiento de  las  resoluciones  extranjeras 
en  Francia. 

Sólo  debo  ocuparme  del  artículo  3^. 
No  esperéis  de  mí  que,  bajo  pretexto  de 
precisar  ó  completar  sus  disposiciones, 
entre,  desde  luego,  en  el  detalle  de  las  in- 
numerables dificultades  á  que  puede  dar 
lugar  el  conflicto  de  las  leyes;  ni  mucho 
menos  todavía  que,  á  través  de  las  solu- 
ciones muy  diversas,  contradictorias  á 
veces,  dadas  por  la  doctrina,  la  jurispru- 
dencia, las  legislaciones  positivas  ó  Ias 
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cotivenciones  internacionales,  trate  de 
deducir  los  principios  definitivos  que, 
sancionados  por  vosotros  é  inscritos  en 
el  nuevo  Código,  podrían  poner  fin  á 
controversias  muchas  veces  seculares. 

**E1  conflicto  de  la  ley  francesa  con  las 
leyes  extranjeras,  dice  M.  Lainé  (1),  no 
es  otra  cosa  que  el  derecho  civil  comple- 
to, comprendiendo  aún  el  procedimiento 
civil  y  el  derecho  comercial,  contemplado 
bajo  un  cierto  aspecto,  considerado  en 
sus  relaciones  con  las  leyes  extranjeras 
del  mismo  orden." 

No  sólo  la  materia  es  de  las  más  vas- 
tas, sino,  aún  hay  todavía,  á  pesar  de 
los  más  valientes  esfuerzos  para  aclarar- 
la y  perseguir  su  metódica  exploración, 
no  ha  perdido  nada  de  los  temibles  obs" 
táculos  que  la  hacían  considerar  en  otro 
tiempo  por  el  presidente  Bouhier  como 
una  de  las  más  ^'intrincadas  y  espino- 


sas . 

Refiriéndonos  al  Código  Civil,  consta- 
tamos que  el  título  preliminar  no  consa- 
gra al  derecho  internacional  más  que  un 
artículo,  el  artículo  3^,  el  cual  sólo  tiene 
un  alcance  restringido  y  una  significación 
limitada.  Se  relaciona  con  la  teoría  ge- 
neral de  la  lev,  tal  como  han  tratado  de 
formularla  los  redactores  de  este  título. 
Es  una  de  las  reglas  generales  que,  en  el 
dintel  del  Código  se  dirigen  á  organizar 
su  aplicación  en  sí  ó  en  relación  con  las 
otras  fuentes  de  derecho.  Así  como  el  ar- 
tículo 2^,  consagrado  á  la  no  retroacti- 
vidad,  marca  el  imperio  de  la  ley  á  tra- 
vés del  tiempo,  el  artículo  3*^  trata  de 
definir  su  imperio  á  través  del  espacio. 

Aún  cuando  los  primeros  proyectos  re- 
dactado por  Cambacérés  para  las  asam- 


bleas revolucionarias  hayan  parecido 
querer  dar,  en  todos  los  casos  de  conflic- 
tos, la  preponderancia  á  la  ley  francesa, 
el  Código  Civil  se  ha  visto  obligado  á 
admitir  que,  en  ciertos  casos,  la  ley  ex- 
tranjera sería  aplicable  en  el  territorio 
francés.  Pero  sus  redactores  han  retroce- 
dido ante  la  multiplicidad  de  las  cuestio- 
nes que  promueve  el  conflicto  de  las  leyes 
y  ante  la  diversidad  de  soluciones,  pro- 
ducto de  la  larga  y  penosa  elaboración 
de  la  teoría  de  los  estatutos.  No  han  tra- 
tado de  prever  todos  los  casos  en  que  la 
ley  francesa  podría  encontrarse  en  con- 
tacto ó  en  competencia,  ni  de  determinar 
á  cuál  de  las  legislaciones  en  conflicto  se- 
ría preciso  dar  la  preferencia  en  cada  hi- 
pótesis particular. 

En  su  redacción  definitiva,  el  artículo 
3^^  contiene  tres  reglas  aisladas  y  frag- 
mentarias, de  las  cuales  dos,  á  primera 
vista  muy  sencillas,  son,  en  realidad, 
muy  obscuras  y  enigmáticas.  (1 ) 

He  aquí  el  texto: 

Las  leyes  de  policía  y  de  seguridad 
obligan  á  todos  los  que  habitan  el  terri- 
torio. 

Los  inmuebles,  aún  aquellos  cuyos  po- 
seedores son  extranjeros^  son  regidos 
por  la  ley  francesa. 

Las  leyes  relativas  al  estado  y  á  la  ca- 
pacidad de  las  personas  rigen  para  los 
franceses  aun  cuando  residan  en  pais  ex- 
tranjero. 

No  tengo  necesidad  de  señalaros  las  la- 
gunas de  este  artículo  único. 

La  ley  nada  dice  de  los  muebles. 

Permite  formarse  una  duda  sobre  las 
sucesiones,  de  las  cuales  no  habla. 


(1)  Rev.  dr.  intem.  pr.  et  dr.  péninUm,^   1905  (1)  Laiflé.  Rev.  dr,   int,  pr.   H  dr.  pén  intern 

p.  22.  1905,  p.  21-61. 
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No  se  ocupa  de  la  eapacíd^id  de  los  ex- 
tranjeros en  Francia. 

Guarda  silencio  sobre  los  contratos. 

No  se  explica  sobre  la  forma  de  los  ac- 
tos. 

Las  disposiciones  del  artículo  3^  son 
tan  poca  cosa,  en  relación  con  las  nece- 
sidades á  que  se  aplican  y  con  las  cues- 
tiones que  ha  multiplicado  el  desarrollo 
de  las  relaciones  internacionales  que,  se- 
gún la  expresión  de  M.  Lainé  (1),  "pare- 
cen menos  constituir  una  legislación  so- 
bre el  conflicto  de  las  leyes,  que  señalar 
el  lugar  de  una  legislación  ausente''. 

¿Por  qué  se  ha  mostrado  el  Código  tan 
reservado  en  una  materia  tan  importan- 
te? Se  han  dado  dos  razones  principales. 
Por  una  parte,  la  teoría  de  los  estatu- 
tos, todavía  mal  digerida  á  pesar  de  su 
elaboración  de  cinco  siglos,  sólo  ofrecía 
á  sus  redactores  soluciones  insuficientes, 
y  por  demás  poco  conocidas.  Por  otra 
parte,  en  una  época  en  que  los  pueblos 
estaban  animados  los  unos  para  con  los 
otros  de  sentimientos  hostiles,  contra  los 
cuales  no  obraba  todavía  la  necesidad 
de  tener  entre  ellos  relaciones  pacíficas, 
en  el  dominio  del  derecho  privíido,  no  se 
presintió  la  importancia  que  adquirida 
más  tarde  el  problema  del  conflicto  de 
las  leyes. 

Estas  dos  razones  j^a  no  subsisten  hoy. 
¿No  es  este  el  momento  de  introducir  en 
el  Código  la  nueva  legislación,  cuyo  lu- 
gar señala  el  actual  artículo  3*^? 

Antes  de  resolverlo,  hay  talvez  inte- 
rés en  averiguar  cuáles  han  sido,  en  el 
hecho,  las  consecuencias  de  esta  insufi- 
ciencia de  reglamentación,  y  en  exami- 


nar después  la  posibilidad,  y  al  mistlio 
tiempo  las  ventajas  y  los  inconvenientes 
de  una  codificación  más  completa.  Por 
último,  debemos  estudiar,  desde  el  punto 
de  vista  de  la  técnica  legislativa,  la  me- 
jor forma  de  llevar  á  cabo  esta  legisla- 
ción,  si  la  juzgáis  posible  y  deseable. 


(1)  Estudio  sobre  el  título  preliuiinar  del  pro- 
yecto de  revisión  del  Código  Civil  b«lga  (Bull, 
Soc.  Lég,  comp.,  1890,  p.  319.) 


Se  ha  hecho  al  artículo  3*^  un  primer  re- 
proche, de  interés  práctico.  Sus  lagunas 
son  tales,  se  ha  dicho,  que  los  juriscon- 
sultos encargados  de  explicar  y  aplicar 
el  derecho  se  encuentran  en  una  incerti- 
dumbre  enojosa  y  desconcertante. 

Sin  embargo,  colocándose  solo  en  el 
punto  de  vista  histórico,  es  decir,  si  se 
averigua  únicamente  el  verdadero  pensa- 
miento de  los  autores  del  Código,  no  pa- 
rece que  el  obstáculo  sea  insuperable.  En 
los  puntos  en  que  el  legislador  no  se  ha 
pronunciado  expresamente,  su  intención 
es  poco  'dudosa.  No  puede  negarse,  por 
ejemplo,  que  el  Código,  aunque  nada  diga, 
ha^^a  entendido  so  meter  el  régimen  de  las 
sucesiones  al  estatuto  real,  y  haya  reco- 
nocido el  carácter  personal  del  estatuto 
de  la  capacidad  de  los  extranjeros. 

Pero  podría  preguntarse  si  en  los  casos 
en  que  es  conocida  la  voluntad  del  legis- 
lador sin  que  se  haya  manifestado  expre- 
samente, es,  sin  embargo,  obligatoria 
para  el  juez,  ó  si  la  jurisprudencia  con- 
servaba entonces  toda  su  libertad. 

En  el  curso  del  último  siglo,  en  Alema- 
nia, dos  teóricos  del  derecho  internacio- 
nal privado,  Woechter  i  SchoefTner,  han 
sostenido  que  el  juez,  llamado  á  fallar  un 
asunto  que  promueva  un  conflicto  de  le- 
yes, debe  conformarse  ante  todo,  para 
determinar  la  ley  aplicable,  á  la  voluntad 
del  legislador,  de  la  cual  es  el  intérprete. 
Y  solo  cuando  el  texto  y  el  espíritu  de  la 
ley  dejan  la  cuestión  indecisa,  debe  el  juez 
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aplicar  6  la  lex  foríy  6  la  ley  del  lugar  en 
que  ha  nacido  la  relación  jurídica. 

Recordaréis  que  en  el  discurso  pronun- 
ciado en  la  celebración  del  centenario  del 
Código  Civil  el  30  de  octubre  de  1904,  el 
Primer  Presidente  de  la  Corte  de  Casa- 
ción, M.  Ballot-Beaupré,  ha  reivindicado 
para  la  jurisprudencia  una  mayor  liber- 
tad, en  el  silencio  ó  en  la  ambigüedad  de 
los  textos: 

"El  juez  no  debe  detenerse  en  averiguar 
obstinadamente  cual  ha  sido,  hace  cien 
años,  el  pensamiento  de  los  autores  del 
Código  al  redactar  tal  ó  cual  artículo; 
debe  preguntarse  lo  que  sucedería  si  el 
mismo  artículo  fuera  redactado  hoy  por 
ellos;  debe  decirse  que,  en  presencia  de 
todos  los  cambios  que  se  han  operado, 
en  el  siglo  XIX,  en  las  ideas,  en  las  cos- 
tumbres, en  las  instituciones,  en  el  estado 
económico  y  social  de  Francia,  la  justi- 
cia y  la  razón  ordenan  adoptar  liberal- 
mente,  humanamente,  el  texto  á  las  rea- 
lidades y  á  las  exigencias  de  la  vida  mo- 
derna." 

La  jurisprudencia  francesa  ha  interpre- 
tado, en  general,  sus  deberes  en  el  mismo 
amplio  sentido  que  su  más  alto  represen- 
tante actual.  Ilustrado  por  la  doctrina, 
se  ha  reconocido  á  sí  mismo  cuando  no 
se  veía  encadenada  por  un  texto  preciso, 
el  derecho  de  evolucionar  en  el  sentido  de 
las  nuevas  necesidades  v  de  las  nuevas 
conquistas  de  la  conciencia  jurídica.  Pue- 
de, pues,  considerarse  retrospectivamen- 
te como  un  beneficio  las  lagunas  y  las  in- 
suficiencias del  artículo  3*^,  redactado  en 
una  época  en  que  la  ciencia  del  derecho 
internacional  no  estaba  bastante  adelan- 
tada para  ofrecer  soluciones  satisfacto- 
rias. 


El  artículo  3*^  debe  á  su  misma  falta  de 
precisión  el  haber  sido,  según  la  expre- 
sión de  M.  Weiss,  **un  molde  en  el  que 
pueden  entrar  los  más  diferentes  siste- 


mas 


>> 


En  el  hecho,  si  seguimos  la  evolución 
de  la  jurisprudencia  francesa  en  materia 
de  conflicto  de  leyes  (1),  veremos  que  en 
el  comienzo  del  último  siglo  los  tribuna- 
les, imbuidos  en  la  antigua  teoría  de  los 
estatutos,  empiezan  por  excluir  casi  por 
completo  la  aplicación  de  las  leyes  extran- 
jeras y  toman  como  regla  la  realidad  y 
la  territorialidad  del  derecho,  de  la  que 
hacen,  por  decirlo  así,  una  cuestión  de 
patriotismo. 

Si  se  apartan  de  este  rigor,  admitien- 
do, tí  más  de  las  leyes  territoriales,  la 
aplicación  de  ciertas  leyes  llamadas  per- 
sonales, concernientes  al  estado  v  á  la 
capacidad,  y  que  se  determinan,  según 
los  casos,  por  el  domicilio  ó  por  la  nacio- 
nalidarl,es  más  bien  por  una  concesión  al 
comitas  gentwnif  es  decir,  á  las  conside- 
raciones recíprocas  que  se  deben  las  na- 
ciones entre  sí,  que  por  aplicación  de  una 
regla  jurídica  precisa. 

Después  el  derecho  internacional  sedes- 
prende  poco  á  poco  del  elemento  territo- 
rrial  i,  espiritualizándose  en  cierta  ma- 
nera, concede  una  importancia  más  i  más 
grande,  á  veces  excesiva,  á  la  voluntad 
de  las  partes.  Es  esta  voluntad,  expresa 
ó  presunta,  lo  que  déte;  mina  la  ley  com- 
petente. 

Por  reacción  contra  las  exageraciones 
de  esta  idea,  que  amenaza  destruir  la 
fuerza  imperativa  de  las  reglas  de  dere- 
cho, una  doctrina  moderna,  3e  la  cual 


(1)  DoNNEDiisü  DE  Vabues,  Lévohition  de  la 
jur'tspi'udence  fran^aiite  en  muí  tere  de  coufliU  de  lots. 
París  1905. 
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cabe  el  honor  principal  al  jurisconsulto 
y  hombre  de  Estado  italiano,  Manciui, 
hace  regir  todas  las  relaciones  jurídicas 
por  el  estatuto  personal,  por  la  ley  na- 
cional, salvo  las  excepciones  ó  atenua- 
ciones resultantes  del  orden  público  in- 
ternacional, de  la  regla  Locas  regit  ac- 
tam  V  de  la  autonomía  de  la  volimtad. 
Realidad  del  derecho,  autonomía  de  la 
voluntad,  personalidad  del  derecho,  son, 
pues,  los  principios  que,  sucesivamente, 
pero  sin  ceder  nunca  por  completo  el  lu- 
gar, han  inspirado  la  jurisprudencia  y  la 
doctrina  en  la  aplicación  é  interpretación 
del  artículo  3^ 


¿Deberemos  lamentar  v  condenar  la 
coexistencia  de  estos  diversos  sistemas? 
¿No  sería  mejor  reconocer  que  encuentra 
su  explicación,  más  bien  dicho,  su  justifi- 
cación, en  la  fórmula  de  Savigny,  hoy 
generalmente  aceptada,  de  que  la  exten- 
sión de  la  aplicación  de  una  le\'  se  deter- 
mina averiguando,  en  cada  relación  de 
derecho,  el  dominio  de  derecíio  á  que  esa 
relación  pertenece  por  su  naturaleza? 

Este  principio  no  hace  sino  reproducir, 
en  una  forma  más  científica,  la  idea  ex- 
presada por  Portalis  en  su  segunda  ex- 
posición de  motivos,  cuando  se  presentó 
el  proyecto  definitivo  del  Código  al  Cuer- 
po Legislativo  el  4  ventoso  del  año  XI. 
Al  principio  de  su  explicación  del  artículo 
3^^  dice:  **Todas  las  leyes,  aunque  ema- 
nen del  mismo  poder,  no  tienen  el  mismo 
carácter,  y  no  podrían,  por  consiguiente, 
tener  la  misma  extensión  en  su  aplica- 
ción, es  decir,  los  mismos  efectos;  ha  sido, 
pues,  necesario  distinguirlos  (1)/' 

Dicho  en  otra  forma,  en  esta  materia 
no  hay  principio  general.  Imposibilidad 


de  abarcar  el  conflicto  de  las  leves  en  una 
fórmula  absoluta  (2).  Ni  la  territoriali- 
dad ni  la  personalidad  del  derecho,  con- 
sideradas una  y  otra  como  principio  di- 
rector, podrían  proporcionar  la  solución 
de  todas  las  dificultades.  El  dominio  de 
aplicación  de  cada  ley  se  determinará 
por  el  análisis  del  fin  que  se  ha  propues- 
to el  legislador.  Siendo  las  leyes  de  natu- 
raleza diversa,  reglas  igualmente  diver- 
sas, y  distintas  disposiciones  determina- 
rán su  extensión  y  alcance,  desde  el  pun- 
to de  vista  internacional. 


Si  es  imposible  formular  una  regla  úni- 
ca, aplicable,  como  una  especie  de  gan- 
zúa, á  los  múltiples  problemas  que  pre- 
senta cada  día  el  conflicto  de  las  leyes, 
¿no  podrían,  por  lo  menos,  las  diversas 
naciones  dar  á  cada  uno  de  estos  proble- 
mas, considerado  separadamente,  una 
solución  idéntica? 

Para  realizar  esta  uniformidad,  basta- 
ría que  se  pusieran  de  acuerdo  para  de- 
terminar de  la  misma  manera,  según  la 
fórmula  de  Savignj^  el  dominio  de  dere- 
cho á  que  corresponde  cada  relación  de 
derecho.  Sin  duda,  un  acuerdo  semejante 
no  es,  teóricamente,  imposible.  Pero  hay 
que  reconocer  que  el  acuerdo  no  es  de  los 
más  fáciles  y  que  está  muy  lejos  de  ha- 
berse realizado. 


(1)  Looré,  I,  pág.  ó79. 


(/)  «li«a  solución  del  conflicto  de  lasleycH  no  dehe 
depender  de  nin-^iin  principio  absouto  ni  general, 
debe  buscarse  en  un  i-ierto  número  de  reglas  diver- 
sas apropiadas  á  la  diversidad  que  ofrecen  las  leyes 
respecto  ú  la  naturaleza  variada  de  las  relaciones  ó 
materias  juiídicas...  Todo  !egi>ladop,  si  está  libre 
de  prejuicios  y  si  se  le  ha  dejado  tiempo  para  re 
flexionar,  se  ab»íten<lrá  de  proclamar  en  esta  mate- 
ria nn  principio,  cuyo  alcance  le  sería  mui  difícil 
medir  y  que  debería  en  seguida  restringir  con  es- 
cepcionts  de  toda  clase».  —  LainÓ,  Rev,  dr.  intern. 
pr.  et  dr.  pén,  intern,,  1905,  pág.  58-59. 
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El  examen  de  las  legislaciones  extrange- 
ras  nos  demuestra  que  en  ningún  punto, 
por  decirlo  así,  se  ha  llegado  á  una  solu- 
ción definitiva  (l):esta  simple  observa- 
ción ¿no  retarda,  casi  hasta  lo  infinito 
de  los  matemáticos,  la  esperanza  de  rea- 
lizar, porel  progreso  de  las  codificaciones 
nacionales,  una  solución  racional  y  satis- 
factoria, uniforme  en  todos  los  países, 
del  conflicto  de  las  leves? 

¿Cómo  admirarse  de  ello? 

Si,  según  el  principio  de  Savigny,  el  do- 
minio de  aplicación  de  una  ley  se  deter- 
mina lógicamente,  necesariamente,  según 
su  fin  y  su  naturaleza,  resulta  que  el 
alcance  territorial  ó  extraterritorial  de 
las  instituciones  dependerá  de  su  regla- 


(1)  Mientras  que  siguiendo  el   ejemplo  de  la  ju- 
risprudencia anglo -ame  I-i  cana,   el  Código  Civil  Ar 
getitino  de    1871  y  la  lei   Colombiana   de  1887   se 
prouuQcian  en  favor  de  la  territorialidad  mas  abso- 
luta, y  colocan  al  extranjero  que  reside  en  el  pais 
bajo  ei   imperio  exclusivo  de  la  legislación  local, 
tRnto  en    cuanto  á   su   persona  y    á  Iom    bienes  que 
posee  en  el  territorio,  como  pjira  los  netos  que  en  é! 
ejecuta,  la  doctrina  de  la  pernoualidad  del  derecho, 
ha  tenida  acogida,  con  ciertas  atenuaciones,  en  el 
Código  Civil  italiano  de  1865,  en    el   Código  (Jivil 
español  de  1809,  en  el  decreto  para  el  C(»ngo  de  'JO 
de  febrero  de  1891,  en  el   proyecto  de  revisión  dt-l 
Título  Preliminar  del  Código   Civil  enviado   el  17 
de  Noviembre  de  1887  á  la  Cámara  de  Representan- 
tes de   Bélgica.  Por  último,   algunas  legialacione-», 
sometiendo  en  principio  el  estado  y  la  capacidad  del 
extranjero  á  su  ley  personal,  prefieren,  sin  embargo 
á  esta  ley  la  ley  territorial,  en   todos  aquellos  cajcs 
en  que  podría  ^er,  ó  bien  una  causa  de  nulidad  paia 
el  acto  jurídico  ejecutado  por  el  extranjero,  ó  bien, 
de  ima  manera  más  general,  motivo  de  un  perjuicio 
para  un  nacional  ó  para  una  persona   residente,  en 
el  territorio  del  Estado;   entre  las   mas   recierítes, 
citaremos  la  ley  federal   suiza  sobre    la  capacidad 
civil,  de  22  junio  de  1881  y   el  TituK»  final  (1905) 
del  Proyecto  de  Código  Civil  suizo;   la  ley  monte- 
negrioa  sobre  los  bienes,  de  1888;  la  ley   japonesa 
de  1890  sobre  la  aplicación  de  las  leyes  en  general; 
y  por  último  la  ley  de   introducción  del  Código  Ci- 
vil alemán  (1900). — Weiss,  Code  civil,  ei  confl'd  des 
loÍ9,  Libro  del  Centenario,  p.  253-254. 


mentación  en  el  derecho  interno.  El  dere- 
cho internacional  privado  aparece  enton- 
ces como  la  faz  externa  del  derecho  priva- 
do. La  unificación  del  uno  supone,  pre- 
viamente, la  unificación  del  otro. 

Por  ejemplo,  á  ley  francesa  sobre  suce- 
siones, dictada  en  vista  de  una  cierta 
organización  de  la  propiedad,  habrá  que 
reconocerle  un  carácter  territorial.  Al 
contrario,  en  Italia,  donde  la  ley  sobre 
sucesiones  se  inspira  en  consideraciones 
relativas  á  la  constitución  de  la  familia 
y  á  los  debeies  del  parentesco,  predomi- 
nará la  idea  de  la  personalidad,  y  la  su- 
cesión formará  una  unidad  indivisible, 
cuya  trasmisión  será  rejida  por  la  ley 
nacional  del  difunto. 

Así  también,  para  todas  las  institucio- 
nes civiles  que,  como  la  organización  de 
la  familia  i  de  la  propiedad,  reciben  el 
sello  profundo  de  la  raza,  del  tiempo,  de 
las  costumbres,  de  la  religión,  déla  orga- 
nización política,  los  sistemas  de  derecho 
internacional  privado  podrán  diferir  mu- 
cho en  cada  pais,  porque  igualmente  di- 
ferentes serán  las  reglas  de  derecho  inter- 
no que  les  conciernen.  Y  es  imposible  de- 
cir, según  la  observación  de  M.  Renault, 
(2)  que,  entre  estas  legislaciones,  las 
unas  sean  superiores  á  las  otras.  Su  di- 
versidad tiene  su  razón  de  ser,  adaptadas 
como  están  á  las  necesidades  de  los  pue- 
blos para  que  han  sido  dictadas.  Hay 
pocas  probabilidades  de  que  se  reduzcan 
á  un  tipo  único,  por  la  sola  investigación 
de  los  principios  racionales. 

Pero  si  deben  subsistir  por  mucho  tiem- 
po todavía  las  diferencias  y  contradiccio- 
nes en  las  legislaciones,  haciendo  así  im- 
posible toda  solución  definitiva  del  con- 


{2]  Les  Conveniion  de  í.a  ¡íuye  sur  U  droit  inter- 
nacional privé^  p.  8. 
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flicto  de  las  leyes  (1)  ¿no  estaríamos 
autorizados  para  llegar  á  la  conclusión 
de  que  toda  codificación  nacional  sobre 
la  materia,  por  completay  bien  ordenada 
que  se  la  suponga,  sólo  produciría  un 
efecto  muy  relativo  y  muy  limitado,  pues- 
to que  será  siempre  impotente  para 
establecer— que  es  lo  único  que  importa- 
ría— una  regla  común  que  se  impusiera á 
los  tribunales  de  los  diversos  países,  en 
caso  de  conflicto  sobre  un  mismo  acto 
jurídico? 

Sólo  las  convenciones  internacionales 
pueden  daruna  solución,  aunque  todavía 
incompleta  y  parcial,  del  conflicto  de  las 
leyes.  Desde  este  punto  de  vista,  la  reu- 
nión de  las  cuatro  conferencias  de  La 
Haya  sobre  el  derecho  internacional  pri- 
vado es  un  acontecimiento  importante, 
menos  todavía  por  los'resultados  que  se 
han  obtenido,  como  por  los  que  es  permiti- 
do esperar  para  el  porvenir.  A  los  siste- 
mas nacionales  de  derecho  internacional 
privado,  derivados  de  las  discusiones 
de  derecho  interno  y  que  ocasionan  con- 
flictos insolubles  entre  las  jurisdicciones 
de  los  diversos  países,  se  ha  tratado  de 
sustituir,  progresivamente,  un  sistema 
general,  convencional,  que,  dominando 
las  legislaciones  internas  sin  violentarlas, 
atenuando  sus  oposiciones,  esforzándose 
en  acercarlas  y  conciliarias  en  dominios 
cada  vez  más  numerosos  y  más  extensos, 
llegue  á  ser  la  regla  común  para  la  solu- 
ción de  los  conflictos  de  las  leyes  en  todos 
los  Estados  participantes. 

Mientras  llega  el  día  en  que  se  hayan 
unificado,  en  sus  principios  y  en  sus  ten- 


dencias, todas  las  legislaciones,  para  re- 
solver, suprimiéndolos,  los  conflictos  de 
calificaciones  legales  y  los  conflictos  de 
competencia,  los  acuerdos  internaciona- 
les dan  una  solución,  aproximativa  toda- 
vía, poco  satisfactoria  á  veces,  desde  el 
punto  de  vista  de  los  principios,  pero  la 
única,  sin  embargo,  prácticamente  eficaz, 
del  conflicto  de  las  leyes. 

Desgraciadamente  esta  solución  no  es 
ni  general  ni  universal.  Hay  países  que, 
voluntariamente  o  nó,  permanecerán  fue- 
ra de  esta  comunidad  internacional.  Hay 
materias  sobre  las  cuales  jamás  podrá, 
quizás,  llegarse  á  un  acuerdo.  Una  regla- 
mentación interna  del  conflicto  de  las  le- 
yes conserva,  pues,  á  lo  menos  subsidia- 
riamente, una  utilidad  relativa. 


(1)  Bartix,  De  V  iinponH'bdiié  íV  arriver  á  la 
éuppresHWn  definí  ti  ve  den  conflU  des  lois  (J.  dr.  int.  pr.^ 
18';.i7,  p.  225,406,720) 


Después  de  las  observaciones  generales 
que  he  tenido  el  honor  de  presentaros, 
debo  ahora  abordar  la  primera  cuestión 
que  se  os  ofrece.  En  el  estado  actual  del 
derecho  internacional  privado  ¿es  posible 
y  deseable  una  codificación,  ó  por  lo  me- 
nos una  reglamentación  precisa  y  deta- 
llada? 

Unánimemente  habéis  lamentado  que 
ciertos  representantes  eminentes  de  la 
ciencia  del  derecho  internacional  privado 
no  hayan  sido  llamados  á  formar  parte 
de  esta  Comisión.  Sus  luces  os  serían  en 
esto  especialmente  necesarias.  En  su  au- 
sencia, tengo  el  deber  de  recordaros  sus 
opiniones. 

M.  Lainé,  estudiando,  hace  algunos 
años,  el  título  preliminar  del  proyecto  de 
revisión  del  Código  Civil  belga,  aproba- 
ba el  que  sus  redactores  hubieran  reem- 
plazado las  disposiciones  insuficientes  de 
nuestro  artículo  3  por  una  reglamenta- 
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cíón  más  completa  (1).  Hacía  valer  con 
mucha  fuerza  y  autoridad  todas  las  ra- 
zones que  en  esta  materia  obligan  al  le- 
gislador á  intervenir: 

**No  basta,  en  esta  materia,  que  el  le- 
gislador siente  un  principio,  dejando  á  la 
jurisprudencia  el  cuidíido  de  definirlo  y 
seguir  sus  consecuencias  variadas  a  tra- 
vés de  todo  el  derecho.  El  conflicto  de  las 
leyes  requiere  un  gran  número  de  reglas 
profundamente  diferentes,  si  se  admite 
que  debe  inspirarlas  la  idea  de  justicia, 
y  no  tal  ó  cual  fin  político;  y,  cuando  han 
sido  suficientemente  discutidas  las  difi- 
cultades propias  de  esta  rama  del  dere- 
cho, cuando  las  soluciones  propuestas 
por  la  doctrina  y  experimentadas  por  la 
práctica  han  llegado  a  un  cierto  grado 
de  madurez,  corresponde  estatuir  al  le- 
gislador, estableciendo  entre  las  relacio- 
nes jurídicas  las  categorías  que  necesitan 
reglas  distintas,  y  formulando  estas  re- 
glas como  otros  tantos  principios,  entre- 
gados, en  cuanto  á  sus  consecuencias,  á 
la  apreciación  de  los  jueces. 

El  legislador  debe  estatuir,  porque  se 
trata  de  cuestiones  capitales:  se  trata  de 
saber,  para  los  particulares,-  nacionales, 
ó  extranjeros,  en  ciertas  circunstancias, 
á  qué  ley  están  sometidos  en  cuanto  á  su 
estado,  sus  relaciones  de  familia  y  su  ca- 
pacidad, relativamente  á  sus  bienes,  en 
materia  de  sucesión,  para  la  forma  ó 
sustanciación  de  sus  actos  jurídicos,  res- 


(I)  Laürknt,  en  su  ante  proyecto,  habíji  señalado 
el  cárnico  ¿Habrá  que  mantener  el  artículo  3  sin 
modificación  ninguna?  Yo  respondo  que  es  imjM)SÍ- 
ble,  y  Robre  este  punto  no  po  Iría  haber  dÍ!*eutiniien- 
to...  No  m  una  doctrina  lo  que  con^al^ra  el  Código 
Napoleón,  ea  la  incertidumbre  ..  Cuando  se  revisa 
una  ley,  Be  trata,  ante  todo,  de  agotar,  en  el  límite 
de  lo  posible,  la  fuente  de  las  controversia»  á  que  ba 
daio  l'igar.i>  (Avant  Projet,  I,  p.  27  28.) 


pecto  á  las  pruebas  que  deben  procurar- 
se, en  lo  que  concierne  al  carácter  lícito 
ó  ilícito  de  sus  acciones,  etc.;  cuestiones 
de  esta  naturaleza  no  deben  ser  abando- 
nadas á  la  jurisprudencia,  cuando  la  ley 
puede  intervenir;  el  no  determinar  qué 
ley,  entre  muchas,  deben  seguir  los  par- 
ticulares, equivale  casi  á  dejarles  priva- 
dos de  toda  ley;  antes  de  que  la  jurispru- 
dencia llegue  á  adquirir  la  fijeza  de  la  ley, 
si  alguna  vez  la  alcanza,  los  intereses 
más  legítimos  y  más  considerables  ha- 
brán sido  mil  veces  lesionados.  El  legis- 
lador debe  todavía  estatuir,  porque  el 
conflicto  de  las  leyes,  que  resulta  de  las 
relaciones  internacionales,  debe  ser  re- 
suelto de  manera  que  se  faciliten,  por  la 
observancia  de  la  justicia,  las  relaciones 
internacionales,  y  porque  velar  por  las  re- 
laciones internacionales,  en  el  dominio  de 
los  intereses  privados  como  en  el  orden  de 
los  intereses  generales,  es  naturalmente, 
en  cada  país,  el  rol  del  poder  supremo; 
semejante  misión  debe  cumplirse  por  el 
legislador  mismo,  desde  que  puede  ha- 
cerlo, y  ya  que  la  doctrina  le  haprepara- 
rado  la  tarea;  no  podría  entonces,  sin 
faltar  á  su  deber,  descargarse  de  ella, 
delegándola  en  el  poder  judicial.'*  Lainé 
BuU.  soc.  leg.j  cotnp,  1890,  p.  318. 

También  M.  Weiss,  en  su  estudio  so- 
bre el  Código  Civil  y  el  conflicto  de  las 
leyes  publicado  en  el  libro  del  Centenario, 
os  insta  á  poner  fin,  con  un  texto  preciso 
y  detallado,  á  las  incertidumbres  y  á  las 
lagunas  de  nuestro  artículo  3.° 

**¿Es  decir  que  la  libertad  dejada  á  los 
comentadores  y  á  la  jurisprudencia  es  de 
todas  la  mejor  solución?  Seguramente 
nó.  Las  vacilaciones,  naturales  al  princi- 
pio del  fjltimo  siglo,  no  son  hoy  permiti- 
tidas.  Desde  hace  cien  años,  los  juriscon- 
sultos v  las  sociedades  científicas  han 
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multiplicado  sus  investigaciones  y  sus 
esfuerzos;  con  un  celo  incansable,  han 
averiguado  y  fonnulado  el  desiderátum 
de  la  ciencia,  en  el  dominio  del  derecho 
internacional  privado;  han  hecho  su 
obra.  Al  legislador  corresponde  ahora 
llevar  á  cabo  la  suj'a.  Los  materiales  es- 
tán reunidos.  Se  trata  de  levantar  el 
edificio.  Los  problemas  tan  delicados  que 
promueve  el  conflicto  de  las  leyes,  y  cuya 
importancia  que  aumenta  cada  día  reve- 
la la  práctica,  han  sido  casi  en  todas  par- 
tes, á  nuestro  alrededor,  abordados  y 
resueltos.  Francia  está  en  el  deber  impe- 
rioso de  emprender  lo  que  Italia,  lo  que 
España,  lo  que  el  Imperio  Alemán  han 
sabido  realizar  en  sus  Códigos." 

La  invitación  que  así  se  os  hace,  está, 
en  efecto,  autorizada  con  el  ejemplo  de 
las  legislaciones  extranjeras  que,  en  su 
mayor  parte,  sobre  todo  las  más  recien- 
tes, acuerdan  al  derecho  internacional  y 
á  los  conflictos  de  las  leyes  un  lugar  más 
amplio  que  el  Código  francés. 

**No  se  limitan,  dice  M.  Weiss  (I),  á 
sentar  un  principio;  descienden  á  los  múl- 
tiples detalles  de  su  aplicación;  pasan  en 
revista,  en  numerosos  artículos,  los  di- 
versos conflictos  posibles,  y  precisan  la 
solución  que  debe  dárseles,  trazando  así 
al  juez  una  línea  de  conducta,  de  la  cual 
no  le  es  permitido  separarse.** 

Pero  quizás,  en  su  deseo  de  ver  em- 
prender en  Francia  una  obra  análoga, 
los  dos  eminentes  autores  se  han  dejado 
llevar  á  exagerar  un  poco  la  facilidad  re- 
lativa de  su  realización.  **Los  materia- 
les están  reunidos,  dice  M.  Weiss,  solo  se 
trata  de  levantar  el  edificio.**  Y  M.  Lai- 
né,  (2)  por  su  parte:   **De  todos  los  es- 


fuerzos que  concurren  bajo  la  presión  de 
necesidades  urgentes  á  la  formación  del 
derecho  internacional  privado,  ha  resul- 
tado que  esta  nueva  rama  del  derecho  se 
ha  desarrollado  rápidamente,  que  solu- 
ciones que  han  permanecido  en  germen 
durante  siglos  han  madurado  en  algu- 
nos años,  y  que  en  adelante  todo  nuevo 
Código  contendrá  una  verdadera  legis- 
lación sobre  el  conflicto  de  las  leyes." 

Al  contrario  de  estas  afirmaciones,  pa- 
rece á  algunos  que  la  codificación  del  de- 
recho internacional  privado  no  es  toda- 
vía un  fruto  suficientemente  maduro  para 
poderlo  tomar  sin  dificultad,  ni  talvez 

sin  inconvenientes.  ¿Qué  nos  dice,  en  efec- 
to, el  mismo  M.  Lainé?  (1).  "Es  verdad 
que  no  en  todos  los  puntos  se  ha  llegado 
al  acuerdo,  á  la  unidad.  Aún  se  ha  pro- 
ducido respecto  á  los  principios  ó  á  los 
métodos  una  divergencia  de  miras  incon- 
testable cuyas  consecuencias  no  dejan  de 
ser  graves.  Pero  es  un  mal  que  era  impo- 
sible conjurarlo,  y  del  cual  resultará  qui- 
zás un  bien  para  el  porvenir.  Aún  cuan- 
do las  discusiones  actuales  se  prolonga- 
ran largo  tiempo  todavía,  llegará  sin 
duda  un  día  en  que  la  mayoría  de  los 
espíritus  se  plegará  á  la  larga  á  una  de 
las  teorías  en  que  hoy  se  divide  la  ciencia 
del  derecho  internacional  privado,  y  esta 
libre  elección  estará  entonces  fundada  en 
razones  que  habrá  consolidado  la  prue- 
ba de  la  crítica*'. 

Y  más  adelante  (2):  **Se admiran  algu- 
nos de  este  desacuerdo  y  hacen  por  ello 
cargos  á  la  ciencia  del  derecho  interna- 
cional privado.  No  tienen  razón.  Es  des- 
conocer que  esta  ciencia,  que  responde  á 


(1)  Libro  del  Centenario,  p.  253,  254. 

(2)  Bull.  Soc.  lég.  comp.,  1890,  p.  323. 


{\)  Rev.  dr.  inU-nt.  pr.  W  dr,  pen.  intern.,  1905,  In 
trodiicciúii,  [).  7. 
(2)  Ibidftn,  p.  16. 
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necesidades  nuevas,  creadas  por  relacio- 
nes relativamente  recientes,  solo  está  en 
vías  de  formación  y  se  encuentra  conobs-' 
táculos  naturales  aun  más  que  con  la 
inercia,  el  error,  y  la  desaveniencia  de  los 
hombres". 

Pero  si  el  derecho  internacional  sólo 
está  todavía  en  vías  de  formación^  si  los 
desacuerdos  actuales,  consecuencia  de 
una  reglamentación  legislativa  insuficien- 
te, son  un  mal  inevitable  de  donde  resul^ 
tara  un  bien  para  el  porvenir^  ¿no  habría 
más  inconvenientes  que  ventajas  en  dete- 
ner este  libre  desarrollo,  este  crecimiento 
continuo, con  una  codificación  temprana 
y  prematura? 

Y,  por  otra  parte,  ¿no  puede  conside- 
rarse que,  precisamente  á  causa  de  su 
carácter  internacional,  es  preferible  dejar 
á  este  derecho  el  beneficio  de  quedar 
como  un  derecho  de  jurisprudencia,  entre- 
gado al  desarrollo  de  la  costumbre  inter- 
nacional, bajo  el  control  y  la  sanción  de 
la  jurisprudencia?  que  además,  el  día  en 
que  ciertas  construcciones  jurídicas  pa- 
rezcan edificadas  sobre  una  base  suficien- 
temente segura  y  generalmente  acepta- 
da, corresponderá  más  bien  á  las  confe- 
rencias internacionales  terminar  la  obra 
de  consolidarlas? 

Tal  es  la  primeracuestión  que  desearéis 
sin  duda  examinar  y  resolver. 


Pero  supongo,  para  llevar  hasta  el  fin 
mis  observaciones,  que  la  hayáis  resuelto 
en  el  sentido  de  que  es  posible  y  deseable 
una  codificación,  una  reglamentación 
tan  detallada  como  sea  posible,  del  dere- 
cho internacional.  Nuevas  dificultades  se 
os  presentan,  en  escalones  en  cierto  mo- 
do sucesivos.  Por  de  pronto  ¿en  qué  for- 
ma realizar  esta  codificación?  Las  mate- 
rias muy  diversas  que  deberá  compren- 

DICIF.MB    E 


der,  aunque  se  relacionan  con  el  derecho 
privado,  no  entran  todas  en  el  derecho 
civil  propiamente  dicho  (1).  Por  eso,  ¿no 
sería  una  ley  particular  más  bien  que  el 
Código  Civil  el  lugar  propio  para  esta 
reglamentación?  Y  vista  su  importancia 
y  su  extensión,  ¿no  convendría  encomen- 
darla á  una  comisión  especial? 

Os  recordaré,  á  este  propósito,  que  las 
materias  de  Derecho  Internacional  han 
sido  exclu'das  del  Código  Civil  de  los 
Países  Bajos,  del  Código  Civil  japonés, 
del  Código  Civil  alemán;  han  sido  regla- 
mentadas en  Holanda  (2)  y  en  Japón  (3) 
por  leyes  especiales  sobre  la  aplicación 
de  las  leyes  en  general,  y  en  Alemania 
por  la  ley  de  introducion  (4).  Los  redac- 
tores han  pensado  que  había  ventaja  en 
no  incor])orar  en  el  Código  disposiciones 
no  bien  fijas  todavía,  susceptibles  de  fre- 
cuentes modificaciones.  Se  hace  así  más 
fácil  mantenerlas  en  armonía  con  el  de- 
sarrollo del  régimen  convencional  elabo- 
rado por  las  conferencias  internacio- 
nales. 


(1)  cEntran  en  el  derecho  internacional  privado 
no  sólo  las  materias  propias  del  derecho  civil,  del 
derecho  comercial,  sino  también  las  materias  que, 
relacionándose  en  la  legislación  interna  con  el  dere- 
cho público,  ofrecen  con  las  precedentes  una  cierta 
afinidad,  porque  sus  dificultades  son,  desde  el  pun- 
to de  vista  internacional,  del  mismo  orden  ó  por  lo 
menos  análogas.  Tales  Kon,  por  ejemplo,  además  de 
la  nacionalidad,  reí^pecto  de  la  cual  ninguna  duda 
es  posible,  ciertas  partes  del  derecho  administrati- 
vo, como  los  impuestos  en  general,  y  especialmente 
el  derecho  de  inscripción.  Ciertas  funciones  y  pren 
rrogativas  de  los  agentes  diplomáticos  y  de  los  cónn 
sules  se  relacionan  igualmente  con  el  derecho  inter- 
nacional privado.  En  cuanto  al  derecho  penal  inter- 
nacional... hay  en  este  orden  de  ideas  verdaderos 
conflictos  de  leyes,  y  la  extradición  mis>ma  implica 
la  intervención  del  derecho  ¡irivado  propiamente  di- 
cho».— (Lainé,  Iier.  dr.  int.  pr.  et  dr.  pén,  httern.y 
11)05,  Introd.,  p.  1^). 

(2)  Art.  6á  10. 

(:^)  Art.  3  á  IG. 

(4)  Art.  7  á  30, 
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Al  contrarío  del  sistema  precedente, 
podéis  decidir  que  el  Código  Civil,  para 
formar  un  todo  completo,  que  se  baste 
á  sí  mismo,  debe  contener  en  él  las  reglas 
de  su  aplicación  á  los  franceses  en  el  ex- 
tranjero y  á  los  extranjeros  en  Francia. 

Y  entonces  debéis  elegir  entre  tres  pro- 
cedimientos. 

El  primero  consistiría  en  desarrollar 
el  actual  artículo  3  y  condensar  en  un 
cierto  número  de  artículos,  en  el  Título 
preliminar,  todas  las  disposiciones  rela- 
tivas al  conflicto  de  las  leyes  (1). 

I'ero  entonces  se  presenta  una  dificul- 
tad. 

Cuando  los  conflictos  de  leyes  eran 
considerados  como  simples  conflictos  de 
soberanías  territoriales  ó  personales,  se 
podía,  por  «na  delaración  a  prior j\  de 
carácter  más  bien  político  que  propia- 
mente jurídico,  determinar  su  dominio 
respectivo.  Si  se  admite,  al  contrario, 
que  el  fin  y  la  naturaleza  de  cada  ley  de- 
terminan la  extensión  de  su  aplicación, 
hay  que  esperar  que  se  haya  elaborado 
enteramente  el  nuevo  Código,  antes  de 
pensar  en  reglamen^-ar  las  dificultades 
que  pueden  resultar  de  su  aplicación 
internacional. 

Un  segundo  procedimiento  consistiría, 
pues,  en  dejar  esta  reglamentación  para 
un  Título  final:  es  lo  que  ha  hecho  el  pro- 
vecto de  Códi^ro  Civil  suizo  en  su  última 
redacción  (Título  final,  capítulo  I). 

Esta  condensación  en  un  Título  preli- 
minar ó  en  un  Título  final,  presentaría 

(1)  M.  Lainé  {Rer.  dr.  inf.  ¡)r.  et  dr.  pen.  intern.y 
190Ó,  p.  *2¿)  hacG  observar  quo  no  hay  para  ello 
iiiuguna  imposibilidad  material.  La  ley  de  intro- 
ducción alemana  consagra  á  la  materia  veinticinco 
artículos;  los  autores  del  proyecto  de  revisión  del 
Código  Civil  belga  proponían  sólo  doce;  el  Título 
final  del  proyecto  de  Código  Civil  f-uizo  contiene 
treinta  y  dos  (art.  1741-1773). 


un  inconveniente:  el  de  separar  de  la  or- 
ganización de  las  diversas  instituciones 
jurídicas  las  reglas  concernientes  á  su 
aplicación  en  las  relaciones  internacio- 
nales. 

Un  tercer  procedimiento  conservaría 
en  el  Título  preliminar  ó  en  el  Título 
final  sólo  las  prescripciones  de  carácter 
general,  que  consideraran  al  Código  en 
su  conjunto,  ó  aplicables  á  falta  de  re- 
glas especiales,  é  incluiría  en  cada  uno 
de  los  capítulos  del  Código  que  traten 
de  las  diversas  instituciones  de  derecho 
civil  las  disposiciones  que  reglaran  su 
aplicación  internacional. 

Era  lo  que  hacía  el  ante-proyecto  del 
Código  Civil  suizo  de  1900,  y  los  redac- 
tores del  Título  final  de  1905  parecen 
haber  abandonado  con  pesar  su  primera 
idea  (1). 

(1)  aEl  capítulo  1.°  (del  Título  final)  está  forma- 
do con  disposiciones  que  figuran  en  sti  mayor  parte 
en  los  diversos  títulos  del  ante  pioyecto  (de  1000 , 
|)ero  que  hemos  agrupado  bajo  un  mismo  rubro, 
que  abarca  todo  el  derecho  internacional  privado 
del  futuro  Código  Civil.  ¿Es  preferible  este  método 
al  que  habíamos  adoptado  al  principio?  Es  dudrso. 
En  el  ante  proyecto  de  1900,  habíamos  determina- 
do, á  propósito  de  cada  una  de  las  materias  que 
estaban  en  el  reglamentadas,  la  forma  en  que  ha- 
brían de  resolvente  en  adelante  los  conñicto9  entre 
la  ley  suiza  y  la  lej  extranjera.  Aun  exteriormente 
resguardábamos  la  unidad  de  la  obra  legislativa; 
y  especialmente  cisi  todas  la  cuestiones  del  fuero, 
que  afectan  indirectamente  al  derecho  material, 
podrían  resolverse  en  correlación  con  las  del  dere* 
cho  internacional  privado.  Peto  la  dispersión  de 
reglas  que,  eti  sum^,  no  dejan  de  constituir  un 
todo,  habtía  presentado  inconvenientes;  no  se  ha** 
bría  podido  prescindir  de  disposiciones  generales, 
que  habría  sido  menester  incluir  en  el  Título  pre- 
liminar ó  en  el  Título  final.  Ademá«,  las  convencio- 
nes internacionales  se  apoderan  de  este  dominio,  y 
es  probable  que  en  nn  tiempo  más  ó  menos  breve, 
lo  regirán  completamente,  y  estos  tratados  tendrán 
la  forma  de  verdaderos  Códigos».-* Mensaje  del 
Consejo  Federal  á  la  Asamblea  Federal  sobre  el 
proyecto  de  ley  destinado  á  completar  el  proyecto 
de  Código  Civil  suizo  (derecho  de  las  obligaciones 
y  título  final)f  de  3  de  marzo  de  1905. 
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Nuestro  Código  francés  nos  propor- 
ciona muchos  ejemplos  de  este  método. 
En  efecto,  es  en  las  disposiciones  rela- 
tivas al  derecho  interno  donde  hay  que 
buscar  la  solución  de  los  conflictos  á 
que  pueden  dar  lugar,  relativamente  á 
su  forma,  los  actos  del  estado  civil,  los 
matrimonios  y  los  testamentos  de  núes- 
tros  nacionales  fuera  de  Francia  (art. 
47,  170,  999),  ó  la  constitución  en  un 
país  extranjero,  de  una  hipoteca  sobre 
un  inmueble  francés  (2128). 

Desde  un  punto  de  vista  práctico,  el 
de  la  aplicación  del  Código  por  los  jue- 
ces franceses,  este  sistema  ]:)resentaría  la 
ventaja  de  que  las  prescripciones  de  de- 
recho internacional  estarían  mejor  re- 
fundidas con  el  derecho  interno  y  po- 
drían formular.se  en  detalle  para  cada 
especie  (1  j.  En  esta  hipótesis,  cada  sub- 
comisión de  revisión  del  C.  C.  debería 
organizar,  en  cada  materia,  paralela- 
mente con  la  legislación  interna,  su  apli- 
cación internacional,  aplicación  que, 
por  otra  parte,  ya  lo  hemos  dicho,  se  de- 
riva lógicamente  de  esta  organización 
misma. 

Como  conclusión  de  las  observaciones 
preliminares  que  he  tenido  el  honor  de 
presentaros,  os  propongo  examinar  su- 
cesivamente las  cuestiones  siguientes: 

1*  ¿Es  actualmente  posible  y  deseable 
una  codificación  del  Derecho  Internacio- 
nal  Privado? 

2*  Si  se  comprende  esta  codificación 
¿debe  incorporarse  en  el  C.  C?  ;ó  debe 
ser  materia  de  una  ley  particular? 


(1)  Por  ol  con  ti  ario,  en  Suiza,  los  cspecÍHÜstas 
del  derecho  internacional  y  los  funcioDaiins  llama- 
dos á  aplicarlo,  como  los  repie8eutante.<4  diplomá- 
ticos de  la  Confedeíación  « n  el  t-xtianjero,  han, 
recomendado,  como  más  ventajosa  en  la  práctica^ 
la  condensación  de  las  prescripciones  de  ilerecho 
internacional  en  un  texto  único.  La  redacción  del 
nncvo  Título  final  les  ha  dado  la  razón. 


¿Quiere  vuestra  Comisión  reservarse 
su  elaboración?  ¿O  propone  enviarla  á 
una  comisión  especial,  constituida  al 
efecto? 

3*  Si  se  hace  entrar  esta  codificación 
en  el  Código  Civil  ¿se  la  colocará  en  el 
Título  preliminar,  ó  en  un  Título  final? 

¿Se  la  dispersaría  á  través  del  Código, 
de  manera  que  las  dificultades  de  dere- 
cho internacional  se  resuelvan  en  corre- 
lación con  cada  una  de  las  materias  de 
derecho  interno? 

4^  Por  último,  aun  si  retiráis  del  Có- 
digo Civil  las  reglas  del  derecho  interna- 
cional, ¿no  haríais  una  excepción  inclu- 
yendo en  el  Título  preliminar  ciertas  dis- 
posiciones generales,  como  aquellas  que, 
en  algunos  Códigos  (1),  autorizan  la  apli- 
cación y  reglan  la  formada  prueba  de 
las  leyes  extranjeras? 

Cuando  ha  vais  tomado  una  resolución 
sobre  estas  cuestiones  prejudiciales  y 
cuando  emprendáis  la  elaboración  de  las 
nuevas  disposiciones  que  habréis  acor- 
dado redactar,  pondré  á  vuestra  dispo- 
sición, si  juzgáis  que  la  comparación  pue- 
de ayudaros  en  vuestros  propios  traba- 
jos, la  copia  ó  la  traducción  de  todos  los 
textos  que,  en  las  legislaciones  extranje- 
ras, reglamentan  el  conflicto  de  las  leyes. 


(1)  El  artículo  h.^  del  ante -proyecto  suizo  de 
]9uO  á  iaiitaciun  del  artículo  12  del  Código  italia<^ 
no  y  del  artículo  14  del  proyecto  belga,  autorizaba 
la  aplicación  de  lan  leyes  extranjeras;  preveía,  ade- 
niás,  que  la  Confederación  podrÍH,  por  medio  da 
tratados  interoacionales,  derogar  al  derecho  civil 
fcJer«l. 

En  cnanto  á  la  praeba,  el  artículo  174  i  del  pro*» 
yectodel  Có  ligo  huíxo  establece:  <iLos  jueces  suizos 
aplicarán  de  oficio,  siempre  que  lo  conozcan,  el  de- 
recho extranjero  en  las  cau^)aH  rcgidjia  por  él.  Si  no 
lo  conocen,  podrán  exigir  que  se  e^tablezcíi  la  exis- 
tencia y  el  tenor  de  las  liyes  extranjeras  por  la 
parte  que  se  pievalga  de  ellas.  Aplicarán  el  derecho 
suizo,  bi  no  se  rinde  e.^^ta  prueba». 


mmmmmmmmmmmmmmmmm§^'^mmmmmmmmmmm 


DE  LAS  ACCIONES  QUE  NACEN  DEL  DELITO 

DE  SU  DISTINCIÓN,  DIí  Sü  INDEPENDENCIA  Y  DE  SU  INPLUUNCIA  RECÍPROCA 


1.  "El  que  lia  cometido  un  delito  6 
cuasi-dclito  que  ha  inferido  daño  á  otro 
(dice  el  art.  2314  de  nuestro  Código  Ci- 
vil), es  obligado  á  la  indemnización,  sin 
perjuicio  de  la  pena  que  le  impongan  las 
leyes  por  el  delito  ócuasi-delito'*.  Por  su 
parte,  el  Código  Penal,  en  su  artículo  1*^ 
inciso  3^  dice:  **E1  que  cometiere  delito 
será  responsable  de  él  é  incurrirá  en  la 
pena  que  la  ley  le  señale*'.  Y  á  su  turno, 
el  Código  de  Procedimiento  Penal,  que 
nos  comenzará  á  regir  el  I''  de  marzo 
próximo,  establece  en  su  artículo  30: 
"De  todo  delito  nace  acción  penal  para 
el  castigo  del  culpable;  y  puede  nacer  ac- 
ción civil  para  obtener  la  restitución  de 
la  cosa  ó  su  valor  v  la  indemnización 
establecida  por  la  ley  á  favor  del  perju- 
dicado". 

2.  Nacen,  por  tanto,  del  delito,  como 
bien  lo  indican  estas  disposiciones  lega- 
les, dos  acciones:  una  penal,  cuyo  objeto 
es  pedir  y  obtener  la  imposición  de  la  pe- 
na señalada  por  l.-i  ley  al  delincuente;  y 
la  otra  civil,  para  que  el  perjudicado  con 
el  delito  obtenga  la  indemnización  délos 
perjuicios  que  sufrió.  Hay,  pues,  en  todo 


delito,  hablando  en  términos  generales, 
dos  clases  de  responsabilidad,  dos  géne- 
ros de  consecuencias  señalados  al  acto 
delictuoso:  el  castigo  y  la  indemnización, 
la  responsabilidad  penal  y  la  responsa- 
bilidad civil. 

Y  ello  es  natural.  La  ley,  al  encontrar- 
se frente  á  un  delito,  no  ha  podido  dejar 
de  considerar  los  dos  distintos  intereses 
ó  derechos  que  viola  semejante  acto:  el 
interés  social  y  el  interés  privado;  el  in- 
terés social  de  que  no  se  cometan  ias 
trasgresiones  de  la  ley  que  ésta  califica 
de  delitos,  y  que  una  vez  cometidas, 
no  queden  impunes,  sino  que  sus  auto- 
res reciban  el  castigo  correspondiente 
para  que  ello  sirva  de  escarmiento  á  los 
qtie  se  sintieran  tentados  á  cometer 
otras,  asegurando  así  la  tranquilidad 
de  los  asociados  todos;  y  el  interés  pn- 
vado,  el  derecho  indiscutible  de  los  par- 
ticulares directamente  ofendidos  por  d 
delito,  para  ser  indemnizados  de  los  da- 
ños que  injustamente  sufrieron,  ya  resti- 
tuyéndoles aquello  de  que  fueron  priva- 
dos ó  su  valor,  yaindcmnizádole  los  per- 
juicios en  general,  conforme  á  las  reglas 
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del  Derecho  civil.  Por  eso  la  lev  ha  dis- 
puesto  que  el  delincuente,  á  más  de  res- 
ponder y  satisfacer  á  la  sociedad  por 
medio  de  la  pena,  responda  y  satisfaga 
también  á  los  directamente  ofendidos, 
indemnizándoles  los  perjuicios  ocasiona- 
dos por  el  delito. 

3.  Ambas  acciones  tienen,  pues,  un  só- 
lo origen,  el  delito,  y  están  por  tanto  re" 
lacionadas  en  cuanto  provienen  de  un 
mismo  hecho.  Pero  ¿querrá  esto  decir 
que  la  relación  entre  ambas  llegue  á  li- 
garlas hasta  el  punto  de  que  la  una  no 
se  distinga  de  la  otra,  de  que  ambas  se 
confundan  en  su  existencia,  no  pudiendo 
nacer  ó  expirar  la  una  sin  que  nazca  ó 
expire  la  otra? 

Creemos  que  nó.   Creemos  que  ambas 
acciones  son  distintas  é  independientes 
entre  sí,  pueden  existir  y  ejercitarse  inde- 
pendientemente, y  no  están  subordina- 
das la  una  á  la  otra  sino  limitadamente. 

4.  Decimos  que  ambas  acciones  son 
distintas  é  independientes  entre  sí,  y, 
comprobándolo,  podemos  ver  que  esta 
distinción  é  independencia  comienza  (en 
contra  de  lo  que  se  pensara  á  la  simple 
vista)  desde  el  nacimiento  mismo  de 
ellas;  porque,  si  bien  es  cierto  que  ambas 
nacen  de  un  mismo  hecho,  tienen,  sin 
embargo,  una  causa  jurídica  distinta. 

En  efecto,  la  acción  penal  nace  del  de- 
lito contemplado  bajo  el  punto  de  vis* 
tadel  interés  de  toda  la  sociedad;  nace 
de  la  ofensa  que  el  delincuente  hace  á  la 
sociedad  entera,  violando  las  leyes  que 
esta  dicta  en  su  resguardo;  nace,  en  una 
palabra,  de  la  sola  violación  voluntaria 
de  la  ley  penal.  Mientras  tanto,  el  ori- 
gen de  la  acción  civil  es  el  delito  contem- 
plado solamente  bajo  el  aspecto  de  cons- 
tituir un  hecho  dañoso  que  lastima  el  in- 
terés individual,  que  causa  un  perjuicio. 


apreciable  en  dinero,  al  particular  ofen- 
dido. 

Y  de  aquí  es  que  no  sea  unareglagene- 
ral  absoluta,  el  que  de  todo  delito  nazcan 
estas  dos  acciones;  porque  hay  muchos 
hechos  que  son  punibles,  dando  por  tan- 
to nacimiento  á  la  acción  i)enal,  y  que 
sin  embargo  no  son  dañosos,  por  lo  que 
no  nace  de  ellos  la  acción  civil;  y,  á  la  in- 
versa, hay  muchos  hechos  ilícitos  que 
son  dañosos  y  sin  embargo  no  son  puni- 
bles, dando  así  nacimiento  á  la  acción 
civil  y  no  á  la  penal.  Así  las  injurias  por 
regla  general,  casi  todos  los  crímenes 
frustrados  y  las  tentativas,  sólo  dan  na- 
cimiento á  la  acción  penal;  aun  el  homi- 
cidio mismo,  si  el  fallecimiento  de  la  víc- 
tima no  produce  un  daño  apreciable  en 
dinero  á  persona  determinada.  Así,  por 
otra  parte,  el  delito  de  hurto,  robo  ú  otro 
que  produzca  perjuicio  á  tercero,  come- 
tido por  un  infante  ó  un  demente,  no  da 
lugar  ala  acción  penal,  pues  el  infante  y  el 
loco  están  exentos  de  responsabilidad 
criminal;  y  sin  embargo,  nace  de  ahí  la 
acción  civil  para  la  restitución  de  las  co- 
sas ó  su  valor,  para  ser  indemnizado 
de  todos  los  perjuicios  por  las  personas 
á  cuyo  cargo  estén  dichos  infante  ó  de- 
mente. 

5.  Vemos  también  la  distinción  é  inde- 
pendencia entre  ambas  acciones  en  el  fin 
que  ambas  persiguen,  tan  distinto  entre 
sí,  que  en  el  lenguaje  común  y  corriente 
es  lo  que  sirve  principalmente  para  dis- 
tinguirlas. La  acción  penal  tiende  á  la 
aplicación  de  una  pena,  á  la  imposición 
de  un  castigo  señalado  por  la  ley  penal 
como  desagravio  á  la  sociedad  ofendida, 
como  preservativo  para  que  los  demás 
no  se  sientan  tentados  á  ofenderla  y  de- 
más fines  que  los  penalistas  señalan  á  líi 
pena,  y  que  tienen  en  vista  á  la  sociedad 
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y  al  ofensor.  Mientras  que  la  acción  civil 
tiene  por  objeto  satisfacer  al  particu- 
lar ofendido  los  daños  que  le  hacausado 
el  delito,  ya  restituyéndole  aquello  de 
que  fué  privado,  ya  indemnizándole  los 
perjuicios,  y  siempre  teniendo  en  mira  el 
solo  derecho  del  ofendido. 

6.  Sigue  la  distinción  é  independencia, 
en  que  ambas  acciones  incumben  á  per- 
sonas distintas. 

La  acción  penal  pertenece  á  la  sociedad 
entera,  representada  por  funcionarios  á 
quienes  confiere  esta  misión  especial; 
pertenece  al  mismo  ofendido,  pero  sin 
que  su  intervención  pueda  enervar  la  de 
la  sociedad;  y  puede  aún  ser  ejercitada 
por  cualquiera  persona  del  pueblo,  siem- 
pre que  sea  capaz  de  parecer  en  juicio 
(arts.  31,  35,  43,  44,  y  45  del  Código  de 
Procedimiento  Penal). 

En  cambio,  la  acción  civil  sólo  corres- 
ponde á  la  persona  dañada  con  el  delito 
ó  á  las  que  la  representen,  según  el  ar- 
tículo 2315  del  Código  Civil. 

Lo  que  se  traduce  en  que  la  acción  ci- 
vil es  esencialmente  privada;  mientras 
que  la  acción  penal  es  esencialmente  pú- 
blica, porque  la  sociedad  está  interesada 
en  que  se  respeten  las  leyes  constitutivas 
del  orden  social  y  se  considera  profunda- 
mente  ofendida  cuando  las  violan. 

Cierto  es  que  el  artículo  31  del  nuevo 
Código  de  Procedimiento  Penal  dice  que 
la  acciónpenalespúblicaó  privada;  pero, 
examinando  en  sus  artículos  38  y  39  los 
casos  que  taxativamente  enumera  en 
que  existe  sólo  la  acción  privada,  se  ve 
que  son  muy  contados  y  verdaderamen- 
te de  excepción,  aquellos  en  que  se  res- 
tringe la  acción  penal  al  ejercicio  parti- 
cular y  que  ello  sucede  cuando  los  hechos 
criminosos  afectan  solamente  al  honor 
de  persona  determinada  ó  en  su  relacióa 


con  otra  con  quien  está  ligada  íntima- 
mente. 

7.  Se  distinguen  todavía  ambas  ac- 
ciones, y  con  ello  marcan  aun  más  su  in- 
dependencia recíproca,  en  las  maneras 
cómo  se  extinguen:  la  acción  penal,  por 
los  medios  que  establece  el  artículo  93 
del  Código  Penal  para  la  extinción  de  la 
responsabilidad  penal;  y  la  acción  civil, 
por  las  causas  que  según  el  artículo  1567 
del  Código  Civil,  extinguen  todas  las 
obligaciones  civiles. 

Examinando  en  detalle  estos  medios 
de  extinción,  se  encuentra  que  la  acción 
penal  se  extingue  por  los  siguientes  me- 
dios que  no  sirven,  absolutamente,  para 
poner  fin  á  la  responsabilidad  civil: — por 
la  muerte  del  reo,  siempre  en  cuanto   á 
las  penas  personales,  y  respecto  de  las 
pecuniarias  cuando  á  su  fallecimiento  no 
hubiere  recaído    sentencia   ejecutoria; — 
por  el  cumplimiento  de  la  condena; — por 
amnistía; — y  por  indulto.  En  todos  es- 
tos casos,  la  acción  penal  se  extingue, 
desaparece;  y  sin  embargo,  la  acción  ci- 
vil subsiste,    libre    é  independiente,    sin 
que  la  extinción  de  aquella  la  afecte  en 
lo  más  mínimo. 

De  los  medios  de  extinción  de  la  res- 
ponsabilidad civil,  no  existe  necesidad 
de  ocuparse  en  detalle  para  saber  que  no 
extinguen  la  acción  penal;  basta  leer  la 
terminante  disposición  del  artículo  34 
del  nuevo  Código  de  Procedimiento  Pe- 
nal, que  no  es,  por  lo  demás,  sino  la  con- 
sagración de  un  principio  ya  establecido 
en  la  antigua  legislación.  "Extinguida 
la  acción  civil,  no  se  entiende  extinguida 
por  el  mismo  hecho  la  acción  penal  que 
nace  del  delito.  La  sentencia  firme  abso- 
lutoria dictada  en  el  pleito  promovido 
para  el  ejercicio  de  la  acción  civil,  no  se- 
rá obstáculo  para  el  ejercicio  de   la  ac- 
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cíón  penal  correspondiente  cuando  se  tra- 
te de  delitos  que  deban  perseguirse  de 
oficio". 

En  la  enumeración  de  los  medios  de 
extinción  de  estas  acciones,  figuran,  sin 
embargo,  dos  que  parecen  comunes  á 
ambas:  la  remisión  y  la  prescripción. 
Pero  basta  una  lijera  atención  en  ellas 
para  ver  las  diferencias  sustanciales  que 
tienen  esos  medios  respecto  de  una  ac- 
ción V  de  la  otra. 

Así,  la  remisión,  que  en  la  acción  civil 
no  tiene  límite  alguno,  en  la  penal  solo 
tiene  ó  produce  efecto  en  aquellos  pocos 
delitos  respecto  de  los  cuales  la  ley  sólo 
ha  concedido  acción  privada,  ó  en  aque- 
llos otros,  que  son  menos  aún,  que  no' 
pueden  perseguirse  sin  previo  denuncio  ó 
requisición  del  ofendido  ó  sus  parientes. 
La  remisión  no  tiene  absolutamente  lu- 
gar en  los  delitos  para  cuya  persecusión 
se  concede  acción  pública,  y  que  son  la 
generalidad;  en  los  cuales  el  ministerio 
público  y  la  justicia  ejercitan  libremente 
su  ministerio,  sin  esperar  ni  la  querella 
ni  la  denuncia  de  la  parte  ofendida  ni  de 
otra  persona  alguna;  en  los  cuales  es 
prohibido  á  los  oficiales  del  ministerio 
público  renunciar  al  ejercicio  de  la  ac- 
ción; y  en  los  que,  aun  en  el   caso    de 
haber  un  querellante  ó  acusador  parti- 
cular y  que  éste  se  desista,  el  juicio  sigue 
adelante,  constituyéndose  el  ministerio 
público  en  parte  principal  A  falta  de  otro 
acusador  particular.  (Arts.  47  á  50  del 
Código  de  Procedimiento  Penal). 

A  su  tumo  la  prescripción,  que  para 
la  acción  civil  necesita  solo  im  lapso  de 
cuatro  años  contados  desde  la  perpetra- 
ción del  acto  que  ocasiona  los  perjucios, 
necesita  para  la  acción  penal  un  tiempo 
que  varía,  según  la  mayor  ó  menor  gra- 
vedad del  hecho  que  constituye  el  delito. 


desde  veinte  años  en  los  crímenes  mavo- 
res,  hasta  seis  meses  en  las  faltas. 

8.  Todavía,  llega  la  distinción  é  inde- 
pendencia de  ambas  acciones  hasta  seña- 
larse en  las  personas  á  quienes  afectan, 
ósea,  las  personas  contra  quienes  se  dan 
ó  se  dirigen  estas  acciones. 

Según  el  artículo  59  del  nuevo  Código 
de  Procedimiento  Penal,  la  acción  penal, 
sea  pública  ó  privada,  no  puede  dirigir- 
se sino  contra  los  personalmente  respon- 
sables del  delito  ó  cuasi-delito;  no  pu- 
diendo  hacerse  efectiva  la  responsabili- 
dad penal  sino  en  las  persona  naturales: 
por  las  personas  jurídicas  responden  los 
que  hayan  intervenido  en  el  acto  puni- 
ble. Y  esas  personas  que  son  personal- 
mente responsables  del  delito  ó  cuasi-de- 
lito, las  indica  el  artículo  14  del  Código 
Penal:  los  autores,  los  cómplices  y  los 
encubridores. 

En  cambio,  la  acción  civil  puede  enta- 
blarse, según  el  artículo  60  del  Código 
de  Procedimiento  Penal,  no  sólo  contra 
los  personalmente  responsables  del  deli- 
to (autores,  cómplices  y  encubridores) 
sino  también  contra  sus  herederos;  v 
también  contra  las  personas  jurídicas, 
según  la  parte  final  del  artículo  59. 

Además,  según  las  reglas  que  establece 
el  Código  Civil,  afecta  igualmente  la  ac- 
ción civil  á  los  que  reciben  provecho  del 
dolo  ajeno,  hasta  concurrencia  de  tal 
provecho;  al  padre  ó  en  subsidio  á  lama- 
dre,  por  los  delitos  de  sus  hijos  menores; 
al  tutor,  por  los  de  su  pupilo;  al  marido 
por  la  conducta  de  su  mujer;  á  los  jefes 
de  colegios  y  escuelas;  etc.,  etc. 

Y  es  digna  de  fijar  la  atención,  una  cir- 
cunstancia que  concurre  en  la  responsa- 
bilidad civil  de  los  que  han  cometido  el 
delito  ó  cuasi-delito  y  que  falta  en  abso- 
luto en  la  responsabilidad  criminal  de 
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los  mismos;  y  es  la  solidaridad.  Las  per- 
sonas que  han  cometido  el  delito  ó  cuasi- 
delito son  solidariamente  responsables 
de  todos  los  perjuicios  procedentes  de 

ellos. 

9.  En  cuanto  al  ejercicio  de  ambas  ac- 
ciones, su  independencia  era  en  extremo 
marcada  antes  de  la  promulgación  del 
Código  de  Procedimiento  Penal.  Eran 
distintos  los  tribunales  que  debían  cono- 
cer de  ellas:  de  la  acción  civil  sólo  eran 
competentes  para  conocer  los  jueces  en 
lo  civil,  y  de  la  criminal  los  jueces  con  ju- 
risdicción en  lo  criminal;  con  una  sola 
excepción  establecida  por  el  artículo  234? 
de  la  Ley  de  Organización  y  Atribucio- 
nes de  los  Tribunales,  que  confirmaba,  si 
era  posible,  la  regla  general. 

Decía  ese  artículo,  hoy  derogado  por 
el  Código  de  Procedimiento  Penal:  **Si 
en  el  proceso  criminal  que  se  siga  contra 
un  reo,  se  entablaren  contra  él  acciones 
civiles  nacidas  del  delito  para  obtener  la 
mera  restitución  de  alguna  cosa,  será 
competente  para  conocer  de  estas  accio- 
nes el  tribunal  que  conozca  del  proceso 
criminar'. 

Luego,  de  las  acciones,  civiles  nacidas 
del  delito  que  no  tuvieran  tal  objeto  y 
que  no  se  dirigieran  contra  el  reo,  no  po- 
día conocer  el  juez  en  lo  criminal,  sino  el 
juez  en  lo  civil;  y  así  resultaba  no  sólo 
una  diferencia,  sino  la  independencia 
más  marcada  entre  ambas  acciones,  de 
que  debían  conocer  distintos  jueces. 

10.  Hoy  día,  sin  embargo,  desde  la  pro- 
mulgación del  reciente  Código  de  Procedi- 
tniento  Penal,  esta  independencia  de  am- 
bas acciones  en  cuanto  á  los  tribunales 
que  deben  conocer  de  ellas,  ha  sido  gran- 
demente aminorada  con  la  variación  in- 
troducida respecto  á  la  competencia  para 
conocer  de  la  acción  civil,  que,  según  este 


Código,  puede  ejercitarse  tanto  ante  el 
juez  en  lo  civil  como  ante  el  juez  en  lo 
criminal,  á  opción  del  ofendido  con  el  de 
lito. 

La  regla  general  del  nuevo  Código  es 
la  de  la  competencia  del  juez  en  lo  crimi- 
nal para  conocer  de  ambas  acciones,  y 
que  consigna  en  los  siguientes  términos 
en  su  artículo  32:  *'Siempre  que  se  ejerci- 
te la  acción  penal,  se  entenderá  utilizada 
también  la  civil,  á  menos  que  el  ofendido 
con  el  delito  la  renunciare  ó  reservareex- 
presamente  para  ejercitarla  después  de 
terminado  el  juicio  criminal  por  la  con- 
denación del  delincuente*'.  Levéndose 
ademasen  el  artículo  25:  **E1  tribunal 
que  conoce  del  proceso  criminal  es  com- 
petente para  resolver  acerca  de  la  res- 
ponsabilidad civil  que  pueda  afectará 
terceros  á  consecuencia  de  un  delito;  y 
podrá  adoptar,  durante  el  juicio,  las  me- 
didas necesarias  para  hacer  á  su  tiempo 
efectiva  esa  responsabilidad". 

Y  la  regla  especial,  6  excepción  según 
parece  ser  la  mente  del  Código,  la  esta- 
blece  así  en  el  artículo  24:  "Puede  ejerci- 
tarse separadamente  ante  el  tribunal  ci- 
vil correspondiente,  la  acción  civil  que 
provenga  de  un  delito;  á  menos  que  esta 
acción  tenga  por  objeto  la  mera  restitu- 
ción de  una  cosa,  pues  entonces  deberáser 
deducida  ante  el  juez  que  conozca  del  pro- 
ceso. Cuando  la  acción  civil  se  ejercite  se- 
paradamente de  la  penal,  aquélla  podrá 
quedar  en  suspenso  desde  que  el  procedi- 
miento criminal  pase  al  estado  de  plena- 
rio,  y  se  observará  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 174  del  Código  de  Procedimiento 
Civil". 

Y  esta  excepción  ó  regla  especial  sólo 
es  aplicable  á  los  particulares  ofendidos 
con  el  delito:  "Los  oficiales  del  Ministe- 
rio Público,  dice  el  artículo  61,  no  po- 
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drán  entablar  la  acción  civil  qtte  proceda 
de  un  delito  separadamente  de  la  acción 
criminal;  á  menos  que  aquélla  tenga  por 
objeto  dejar  á  salvo  los  intereses  fiscales 
que  hayan  sufrido  detrimento  por  razón 
del  delito". 

11.  Como  se  ve,  no  pequeña  ha  sido 
en  esta  parte  la  reforma  introducida  por 
el  nuevo  Código  en  el  sistema  existente 
sobre  la  independencia  de  las  dos  accio- 
nes que  nacen  del  delito,  así  como  tam- 
bién no  es  pequeño  el  contraste  que  se  ha 
venido  á  establecer  con  el  sistema  consa- 
grado por  el  resto  de  nuestra  legislación 
acerca  de  la  distinción  é  independencia 
entre  tales  acciones  y  que  hemos  ya  exa- 
minado. 

No  nos  creemos  autorizados  para  en- 
trar á  discutir  las  razones  que  indujeron 
á  los  legisladores  del  nuevo  Código  á 
efectuar  la  expresada  reforma  y  consig- 
nar esta  notable  excepción  al  sistema 
todo  de  nuestra  legislación  sobre  el  par- 
ticular. Nos  limitaremos  á  tomar  nota 
déla  historia  de  su  establecimiento, en  la 
cual  aparecen  discutidas  esas  razones,  á 
fin  de  comprenderla  mejor  y  determinar 
más  exactamente  su  verdadero  alcance. 

12.  El  señor  don  Manuel  E.  Balleste- 
ros, en  la  nota  al  artículo  27  de  su  Pro- 
vecto, idéntico  casi  al  artículo  32  del  Có- 
digo,  consigna  lo  siguiente: 

"El  señor  Lira  creyó  que  no  debía 
apartarse  un  punto  de  las  reglas  estable- 
cidas por  la  Ley  Orgánica  de  Tribunales, 
y  de  aquí  es  que  no  estableciera  otra  acu- 
mulación de  acción  civil  y  criminal  que 
la  reconocida  en  el  artículo  234  de  aque- 
lla ley,  es  decir,  de  la  acción  civil  que 
tiene  por  objeto  la  restitución  de  la  cosa. 

"No  pensamos  en  este  punto  como  el 
distinguido  jurisconsulto.  El  legislador 
no  puede  considerar  entrabada  su  acción 


por  disposiciones  de  otras  le^'es  inconci- 
liables con  los  propósitos  que  persigue  al 
dictar  una  nueva  ley.  Ya  hemos  estable- 
cido en  el  artículo  25  los  diversos  obje- 
tos de  la  acción  civil  resultante  del  delito 
(la  restitución  de  la  cosa  ó  su  valor,  la 
indemnización  de  perjuicios,  ó  la  aplica- 
ción de  la  pena  pecuniaria  establecida 
por  la  ley  á  favor  del  perjudicado).  Ma- 
nifestaremos ahora  con  la  opinión  de  no- 
tables criminalistas  la  conveniencia  de 
que  la  acción  penal  marche  unida  con  la 
civil.  Esa  conveniencia  se  funda  en  los 
motivos  siguientes: 

1.^  Que,  dependiendo  ambas  acciones 
de  la  prueba  de  un  mismo  hecho,  es  na- 
tural y  más  económico  que  ambas  se  si- 
gan conjuntamente; 

2.*^  Que,  siendo  el  objeto  del  legislador, 
no  sólo  satisfacer  la  vindicta  pública, 
sino  también  el  derecho  particular  lesio- 
nado, es  justo  que  permita  que  el  ofendi- 
do aproveche  la  prueba  amplia  y  com- 
pleta que  se  rinde  en  el  juicio  criminal; 

3.  ^  Que  la  concurrencia  del  ofendido 
al  juicio  criminal  facilita  la  acción  de  la 
justicia,  pues  velando  por  sus  propios 
intereses,  vela  al  mismo  tiempo  por  el 
interés  social. 

"Para  que  el  ofendido  aproveche  el  ejer- 
cicio de  la  acción  penal  en  favor  de  su 
acción  civil,  no  es  menester  que  sea  él 
quien  ejercite  aquélla,  puesto  que  los  tér- 
minos de  la  ley  manifiestan  claramente 
que  puede  deducir  ese  provecho,  aún 
cuando  la  acción  penal  sea  entablada 
por  el  ministerio  público  ó  por  un  ex. 
traño". 

13.  Y  con  respecto  á  la  facultad  con- 
cedida al  particular  ofendido  para  dedu- 
cir, si  prefiere,  la  acción  civil  ante  el  tri- 
bunal civil,  se  expresa  el  mismo  Sr.  Ba- 
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llesteros  del  modo  siguiente,  en  la  nota 
al  artículo  19  de  su  Provecto: 

"El  principio  consignado  en  este  ar- 
tículo lo  está  igualmente  en  todas  las  le- 
gislaciones de  Europa.  La  excepción  re- 
ferente á  las  cuestiones  de  dominio  está 
formando  parte  de  nuestra  legislación 
desde  la  vigencia  de  la  Ley  Orgánica  de 
Tribunales,  v  nosotros  lo  hemos  conser- 
vado  porque  nos  parece  indispensable 
que  solo  el  juez  del  crimen  disponga  de 
la  cosa  que  ha  sido  materia  del  delito, 
ya  que  ella  puede  constituir  un  elemento 
probatorio  en  el  juicio  criminal,  y  que, 
en  todo  caso,  debe  servir  de  base  para 
las  investigaciones  del  sumario'*.  **La 
restitución,  dice  Faustin  Hélie,  tiene  por 
objeto  la  cosa  de  que  ha  sido  despojado 
el  ofendido  por  el  delito.  La  demanda  es 
independiente  de  la  que  tiene  por  objeto 
la  simple  indemnización  de  perjuicios,  y 
no  está  sometida  á  las  mismas  reglas. 
Sólo  al  tribunal  criminal  corresponde 
ordenar  la  restitución,  sea  á  petición  del 
interesado,  sea  de  oficio".  **E1  particular 
lesionado,  agrega  Berriat-Sain-Prix,  co- 
mo dueño  que  es  de  su  acción  civil,  pue- 
de ó  no  ejercitarla,  y  por  eso  le  es  permi- 
tido deducirla  separadamente  y  ante  los 
tribunales  civiles;  pero  como  esta  acción 
da  lugar  á  cuestiones  sobre  cuya  solu- 
ción tiene  influencia  la  resolución  que 
recaiga  sobre  la  acción  pública,  su  ejer- 
cicio debe  permanecer  suspendido  hasta 
que  ésta  sea  fallada,  aún  cuando  se  ini- 
cie el  juicio  civil  antes  ó  durante  el  pro- 
ceso criminal,  lo  que  se  expresa  por  el 
axioma  vulgar:  Le  criminel  tieut  le  civil 
en  état'\  Los  criminalistas  están  de 
acuerdo  en  aceptar  la  doctrina  seguida 
en  varias  ocasiones  por  la  Corte  de  Ca- 
sación francesa,  según  la  cual,  conclui- 
do el  juicio  criminal  por  sentencia  firme. 


el  tribunal  criminal  cesa  de  ser  compe- 
tente para  conocer  de  una  acción  civil 
proveniente  del  delito". 

14.  Por  su  parte,  la  Comisión  Mixta 
de  Senadores  y  Diputados,  en  su  informe 
al  Honorable  Senado,  en  que  le  propone 
la  aprobación  del  Proyecto  que  fué  en 
seguida  el  Código,  dice  lo  siguiente: 

**Asunto  que  la  preocupó  desde  el 
principio  y  que  sólo  en  las  últimas  sesio- 
nes quedó  resuelto,  es  eljde  si  se  acumu- 
larán ante  el  tribunal  del  crimen  la  ac- 
ción penal  y  la  civil  que  nacen  de  un 
delito.  Deteníanla  opiniones  muy  auto- 
rizadas; y  al  fin  se  decidió  creyendo  que 
de  suyo  van  juntas  ambas  acciones  y 
que  conviene  considerarlas  en  un  solo 
juicio;  pero  dejando  á  los  interesados  la 
facultad  de  separarlas  y  reservarse  la  ci- 
vil para  ejercitarla  después  que  se  pro- 
nuncie la  condenación  del  inculpado." 

Revisando  las  actas  de  las  sesiones 
celebradas  por  esta  Comisión,  puede 
leerse  en  el  acta  de  la  segunda  sesión: 

**Se  dilucidó  la  conveniencia  de  acu- 
mular la  acción  civil  á  la  penal,  como  lo 
hace  el  Proyecto.  Atendida  la  importan- 
cia de  esta  cuestión,  se  acordó  dejar  pen- 
diente su  estudio,  y  aprobar  los  diversos 
artículos  del  Proyecto  que  se  relacionen 
con  ella,  sin  perjuicio  de  la  resolución 
que  más  adelante  se  adopte  en  orden  á 
dicha  acumulación." 

15.  En  el  acta  de  la  sesión  séptima, 
se  encuentra  lo  que  sigue  relacionado 
con  la  acumulación  de  la  accióa  civil  á 
la  penal: 

**E1  señor  Rodríguez  (don  Agustín 
Rodríguez),  que  no  asistió  á  la  primera 
sesión  en  que  se  trató  de  esta  materia, 
no  acepta  el  sistema  del  Proyecto  y  hace 
á  su  respecto,  las  siguientes  observa- 
ciones: 
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"El  sistema  francés,  seguido  en  el  Pro- 
3'ecto,  de  acumular  á  la  acción  penal  las 
¿icciones  civiles  que  nacen  del  delito,  es 
contrario  á  nuestra  legislación  y  á  nues- 
tras prácticas  tradicionales. 

**En  efecto,  al  establecer  la  Ley  de  Tri- 
bunales la  única  excepción  á  la  regla  de 
que  de  todademandacivilconocelajuris- 
dicción  civil,  dice  en  su  artículo  234  que: 
**si  en  el  proceso  criminal  que  se  siga 
contra  un  reo,  se  entablaren  acciones  ci- 
viles nacidas  del  delito  para  obtener  la 
n:era  restitución  de  una  cosa,  será  com- 
petente para  conocer  de  estas  acciones  el 
tribunal  que  conoce  del  proceso  crimi- 
nar*. Y  al  disponer  el  Código  Penal  en 
su  artículo  24  que  **toda  sentencia  con- 
denatoria en  materia  criminal  lleva  eti' 
vuelta  la  obligación  de  pagarlas  costas, 
daños  y  perjuicios,  etc.",  establece  vir- 
tual é  inequívocamente  que  esta  obliga- 
ción meramente  civil  es  extraña  al  pro- 
ceso y  á  la  jurisdicción  criminales;  y  que 
solamente  le  sirve  de  título,  porque  la 
sentencia  condenatoria  la  lleva  envuelta 
ó  entendida. 

'*Este  sistema  es  al  que  estamos  acos- 
tumbrados y  al  cual  se  conforma  la  na- 
turaleza diversa  y  el  expedito  ejercicio 
de  las  acciones  penal  y  civil,  que  no  tie- 
nen más  vínculo  que  nacer  la  una  del 
hecho  punible  y  la  otra  del  mismo  hecho 
considerado  como  dañino.  Por  lo  demás 
son  distintas  en  su  índole,  en  su  procedi- 
miento, en  sus  medios  de  prueba  y  de 
extinción  y  en  las  leyes  que  las  rigen;  no 
menos  que  en  su  objeto,  pues  la  penal 
mira  solo  al  castigo  del  culpable  en  inte- 
rés social  y  la  civil  al  mero  interés  pecu- 
niario del  ofendido;  por  lo  cual  las  in- 
demnizaciones que  nacen  del  delito  pa- 
san á  los  heiederos  y  contra  los  herede- 
ros  y  no  son  nunca  pena,  ni  aún  en  los 


casos  de  aplicación  particular  del  artícu- 
lo 370  del  Código  Penal.  A  este  respecto 
han  sido  constantes  la  jurisprudencia  de 
los  tribunales  y  ladoctrina,como  lo  dice 
Pacheco,  al  explicar  este  autorizado  co- 
mentador el  artículo  372  del  Código  de 
España,  modelo  de  nuestro  artículo  370. 
Dice  en  efecto  en  la  página  159  del  to- 
mo 3.^:  **La  responsabilidad  civil,  esto 
es,  la  indemnización  del  daño  causado,  es 
una  de  las  consecuencias  de  todo  deli- 
to...*' No  hace,  pues,  la  ley,  en  el  artículo 
que  acaba  de  copiarse,  ninguna  excep- 
ción particular  para  los  delitos  de  que 
tratamos;  no  hace  más  que  aplicar  en  él 
los  principios  generales  á  los  casos  de 
rapto,  violación  ó  estupro.  Era  esto 
conveniente  para  evitar  dudas  é  impri- 
mir á  la  jurisprudencia  el  carácter  prác- 
tico que  podía  pedirle  la  razón. 

**Porotra  parte,  la  acción  penal  se  diri- 
ge contra  los  autores,  cómplices  ó  encu- 
bridores del  delito;  y  la  civil  se  extiende 
también  á  otras  personas  civilmente 
responsables  y  extrañas  al  proceso  cri- 
minal, como  ser  las  comprendidas  en  los 
artículos  2316,  inc.  2.^  2319  y  2322  del 
Código  Civil;  fuera  de  qué  hay  menores 
y  otros  exentos  de  la  responsabilidad 
penal  y  no  de  la  civil  que  nace  del  de- 
Hto. 

**Se  comprende,  por  lo  tanto,  que  lejos 
de  existir  utilidad  científica  y  práctica 
para  acumular  la  acción  civil  á  la  pe- 
nal, es  aquella  un  elemento  extraño  y 
perturbador  en  el  proceso  criminal  que 
debe  ser  tan  expedito  y  rápido  cuanto  lo 
exige  el  interés  social  que  prima  sobre  el 
privado,  que  tiene  sus  vías  propias  y  ga- 
rantidas por  la  ley. 

**De  aquí  que  en  la  misma  Francia  se 
hayan  palpado  los  inconvenientes  gra- 
ves de  la  acumulación,  y  se  abogue  por 


252 


PRIMERA    PARTE 


sacudir  el  procedimiento  penal  de  la  ac- 
ción civil,  que  lo  desnaturaliza  y  emba- 
raza. Lo  propio  pasa  en  los  países  que 
han  seguido  el  sistema  francés. 

**Asi,  por  ejemplo,  el  Código  de  Proce- 
dimiento Penal  de  Holanda  contiene  es- 
tas disposiciones,  entre  las  generales: 

**Art.  3*^  No  podrá  solicitarse  la  re- 
paración del  daño  causado  por  cualquier 
delito,  sino  por  una  acción  civil  separa- 
da, salvo  en  los  casos  previstos  por  la 
lev. 

**Art.  4^  Se  suspenderá  la  acción  por 
daños  y  perjuicios  anteeljuezcivil, mien- 
tras dure  el  procedimiento  para  la  apli- 
cfición  de  la  pena,  sin  perjuicio  de  lasme- 
d^idas  de  conservación  autorizadas  por 
la  lev.'' 

**Aunque  á  medias,  que  tal  es  la  fuerza 
de  la  tradición,  el  reputado  Código  de 
Instrucción  Penal  de  Austria,  promulga- 
do en  1874,  relajó  untantoel  sistema  en 
esta  forma: 

**Art.  4.*^  Se  puede,  á  petición  de  la 
parte  ofendida,  resolver  acerca  de  los 
daños  y  perjuicios  al  mismo  tiempo  que 
sobre  la  instancia  criminal,  si  no  aparece 
que  la  necesidad  de  una  instrucción  más 
lata  hace  indispensable  ocurrir  ante  el 
juez  civil," 

**Se  comprende  que  los  tribunales  de  lo 
criminal  tengan  competencia  para  resol- 
ver las  cuestiones   civiles   accesorias  é 
inseparables  del  hecho  punible,  como  si 
el  acusado  de  parricidio  alega  que  no  es 
descendiente  del  occiso,  como  si  el  perse- 
guido por  hurto  asegura  que  es  propie- 
tario déla  especie,  ó  como  si  el  procesado 
por  defraudación   niega  el  mandato,  el 
depósito  ó  la   entrega  de   los  objetos, 
actos  todos  civiles  que  sirven  de  base  al 
procedimiento  penal  y  que  como  tales 
son  un  elemento   primordial  del  delito. 


Pero  la  solución  de  estas  cuestiones  es 
para  el  solo  efecto  de  la  represión  penal 
y  nada  más;  lo  que  acaba  de  justificar  la 
competencia  en  ellas  de  la  jurisdicción 
en  lo  criminal  y  la  existencia  del  artículo 
Í7  del  Provecto. 

**Seconiprenden  asimismo  los  pocos  ca- 
sos de  excepción  á  la  regla  general  de  la 
separación  de  las  acciones  y  de  las  juris- 
dicciones que  respectivamente  les  con 
ciernen,  porque  en  estos  casos  singulares 
no  se  perturba  la  marcha  del  proceso, 
pues  la  mera  restitución  recae  en  cosas 
de  dominio  cierto  é  incontrovertible;  y 
las  otras  excepciones  se  refieren  á  inci- 
dentes muy  ligados  con  el  proceso,  como 
ser  las  costas  y  gastos  del  juicio. 

**También  se  justifica  que  el  juez  en  lo 
criminal  puede  decretar,  en  cuaderno  se- 
parado y  en  casos  urgentes  y  en  que  no 
exista  juicio  ante  el  juez  civil,  medidas 
provisionales  y  de  garantía  de  las  res- 
ponsabilidades civiles  provenientes  del 
delito.'' 

16.  En  la  sesión  27*  de  la  Comisión 
Mixta  se  lee  por  último: 

**Se  tuvieron  presentes  las  obsenracio- 
nes  hechas  por  el  señor  Rodríguez  en  la 
sesión  7*;  por  las  cuales  ha  estimado 
inaceptable  el  sistema  de  la  acumula- 
ción  

**E1  señor  Ballesteros  manifiesta  que 
el  Proyecto  autoriza  ala  parte  que  desea 
deducir  la  acción  civil  para  interponerla 
junto  con  la  acción  penal  correspondien- 
te, ante  el  juez  que  conoce  del  proceso 
criminal;  pero  no  la  priva  de  su  derecho 
para  formularla  en  juicio  separado  y  ante 
el  respectivo  tribunal  civil. 

**E1  señor  Valdés  (don  Miguel  Luis) 
acepta  el  sistema  del  Proyecto  y  hace 
presente  que  ha  sido  adoptado  por  di- 
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versos  Códigos  modernos,  entre  los  cua- 
les recuerda: 

**La  ley  española,  que  dispone  en  los 
artículos  108  y  siguientes  que  ambas 
acciones  van  unidas  v  conoce  de  ellas  el 
tribunal  del  crimen  y  representa  al  ofen- 
dido el  ministerio  público. 

"Igual  sistema  sigue  el  Código  de  Pro- 
cedimiento Criminal  de  6  de  agosto  de 
1898  de  Bolivia  (art.  8,^  Ap.  IX);  según 
el  cual  pueden  intentarse  conjunta  ó  se- 
paradamente las  referidas  acciones. 

**E1  mismo  procedimiento  establece  el 
artículo  5.^  del  Código  de  Procedimiento 
Penal  de  Hungría  de  1897.  Los  artículos 
80  y  siguientes  del  mismo  Código  en  el 
estado  de  Michoacán  en  Méjico;  y  el 
artículo  Sy  del  Código  de  Enjuiciamien- 
to Criminal  de  1898  de  Venezuela. 

**E1  Código  de  1896  del  cantón  de  Tesi- 
no  en  Suiza,  en  su  artículo  4.*^  dispone 
que  la  acción  civil  puede  ejercitarse  en  el 
mismo  juicio  acumulativamente  con  la 
penal. 

"Pueden  también  deducirse  conjunta  ó 
separadamente  en  Italia  y  Bélgica  (Có- 
digo de  Procedimiento  Penal,  arts.  3*^  y 
sigs.  y  Código  de  Instrucción  Criminal 
de  1878,  art.  4*^,  respectivamente). 

"El  señor  Presidente  y  los  demás  miem- 
bros de  la  Comisión  lo  aceptaron  tam- 
bién y  aprobaron  en  todas  sus  partes  el 
artículo  19.*' 

17.  Desde  hoy  en  adelante,  por  con- 
siguiente, las  acciones  civil  y  criminal 
que  nacen  del  delito,  quedan  ligadas  en 
cuanto  á  su  ejercicio  con  la  competencia 
dada  al  juez  en  lo  criminal  para  conocer 
de  ambas  en  un  solo  proceso,  si  bien  es 
permitido  al  particular  ofendido  sepa- 
rarlas y  deducir  su  acción  civil  ante  el 
juez  de  esta  jurisdicción. 

Pero  la  relación  de  ambas  acciones  en 


cuanto  á  su  ejercicio  no  queda  reducida 
solo  á  esto.  Aun  en  el  caso  deque  el  par- 
ticular ofendido  prefiera  deducir  su  ac- 
ción civil  ante  el  juez  civil,  queda  siempre 
ligado  en  el  ejercicio  de  esta  acción  al  de 
la  acción  criminal  en  dos  puntos:  en  que 
puede  suspenderse  el  proceso  de  la  acción 
civil  hasta  que  se  falle  la  acción  penal,  y 
en  que  el  fallo  recaído  en  esta  acción 
puede  influir  decisivamente  en  el  de  aqué- 
lla. 

18.  ** Cuando  la  acción  civil  se  ejercite 
separadamente  de  lapenal(dice  el  inc.  2^ 
del  art.  24  del  Código  de  Procedimiento 
Penal),  aquella  podrá  quedaren  suspen- 
Bo  desde  que  el  procedimiento  criminal 
pase  al  estado  de  plenario,  y  se  obser- 
vará lo  dispuesto  en  el  artículo  174  del 
Código  de  Procedimiento  Civil." 

Y  lo  dispuesto  en  el  artículo  174  cita- 
do es:  **Cuando  la  existencia  de  un  de- 
lito hubiere  de  ser  fundamento  preciso 
de  una  sentencia  civil  ó  tuviere  en  ella 
influencia  notoria,  podrán  los  tribunales 
suspender  el  pronunciamiento  de  ésta 
hasta  la  terminación  del  proceso  crimi- 
nal, si  en  éste  se  hubiere  dado  lugar  al 
procedimiento  plenario.  Esta  suspensión 
podrá  decretarse  en  cualquier  estado  del 
juicio,  una  vez  que  se  haga  constar  la 
circunstancia  mencionada  en  el  inciso 
precedente". 

Antes  de  dictarse  estos  Códigos,  no 
existía  ley  alguna  que  dispusiera  algo 
semejante  ni  obligara  de  modo  alguno  á 
esperar  el  fallo  del  proceso  criminal  para 
exigir  la  imdemnización  debida  por  el 
delito;  de  modo  q.ie  el  particular  ofen- 
dido podía  ejercitar  su  acción  civil  y  lle- 
gar á  obtener  sentencia  en  su  juicio,  con 
absoluta  independencia  del  proceso  cri- 
minal. 

19.  En  cuanto  á  la  influencia  del  fallo 
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recaído  en  el  proceso  criminal  sobre  la 
acción  civil,  el  Código  de  Procedimiento 
Civil  establece  en  su  artículo  201:  **En 
los  juicios  civiles  podrán  hacerse  valer 
las  sentencias  dictadas  en  un  proceso 
criminal  siempre  que  condenen  al  reo". 
Prescripción  bastante  ampliada  por  el 
articulo  33  del  Código  de  Procedimien- 
to Penal:  **Cuando  el  acusado  hubiere 
sido  condenado  en  el  juicio  criminal  co- 
mo responsable  del  delito,  no  podrá  po- 
nerse en  duda,  en  el  juicio  civil,  la  exis- 
tencia del  hecho  que  constituye  el  delito, 
ni  sostenerse  la  inculpabilidad  del  con- 
denado". 
« 

Para  el  caso  inverso  dispone  el  ar- 
tículo 202  del  Código  de  Procedimiento 
Civil: 

*Xas  sentencias  que  absuelven  de  la 
acusación  ó  que  ordenen  el  sobreseimien- 
to definitivo,  sólo  producirán  cosa  juz- 
gada en  materia  civil,  cuando  se  funden 
en  algunas  de  las  circunstancias  siguien- 
tes: 

**1'  La  no  existencia  del  delito  ó  cua- 
si delito  que  ha  sido  materia  del  proceso. 
No  se  entenderán  comprendidos  en  este 
número  los  casos  en  que  la  absolución  ó 
sobreseimiento  provengan  de  la  existen- 
cia de  circunstancias  que  eximan  de  res- 
ponsabilidad criminal; 

**2*  No  existir  relación  alguna  entre 
el  hecho  que  se  persigue  y  la  persona  acu- 
sada, sin  perjuicio  de  la  responsabilidad 
civil  que  pueda  afectarle  por  actos  de 
terceros,  ó  por  daños  que  resultaren  de 
accidentes,  en  conformidad  á  lo  estable- 
cido en  el  título  XXXV,  libro  IV,  del  Có- 
digo Civil;  y 

**3*  No  existir  en  autos  indicio  alguno 
en  contra  del  acusado,  no  pudiendo  en 
tal  caso  alegarse  la  cosa  juzgada  sino 
respecto  de  las  personas  que  hubieren 


intervenido  en  el  proceso  criminal  como 
partes  directas  6  coadyuvantes." 

20.  Estos  mismos  principios  eran  los 
que  ya  nos  regían  en  esta  materia  desde 
antes  de  la  vigencia  de  estos  nuevos  Có- 
digos, y  que  don  J.  Bernardo  Lira  consig- 
naba en  los  siguientes  precisos  y  claros 
términos,  que  aún  hoy  día  tienen  perfec- 
ta aplicación: 

**Sin  detenernos  á  examinar  los  encon- 
trados sistemas  que  sobre  esta  impor- 
tante materia  se  han  sostenido  con  más 
ó  menos  ardor  por  los  jurisconsultos 
franceses,  sólo  diremos  que  creemos 
igualmente  errados,  por  lo  que  tienen  de 
absoluto,  tanto  el  que  niega  completa- 
mente esa  influencia  como  el  que  hace 
depender  de  la  decisión  de  la  justicia  cri- 
minal toda  la  responsabilidad  civil  prove- 
niente del  delito  ócuasi-delito.  Siguiendo 
también  sobre  este  particular  al  juicioso 
autor  á  quien  tomamos  por  guía  al  tra- 
tar en  el  libro  II  de  las  condiciones  y  de 
la  fuerza  de  la  cosa  juzgada  (Marcadé  - 
opinamos  que  solo  es  admisible  acerca 
de  la  responsabilidad  civil  la  discusión 
de  una  jDretensión  que  no  sea  incompati- 
ble con  la  resolución  emanada  de  la  jus- 
ticia criminal.  Así,  el  que  ha  sido  conde- 
nado criminalmente  como  falsificador  de 
un  documento,  no  puede  discutir  en  jui- 
cio civil  la  validez  de  ese  mismo  docu- 
mento, porque  eso  equilvadría  á  poner 
en  duda  la  declaración  de  falsedad  6  de 
nulidad  comprendida  en  la  sentencia  an- 
terior. Por  el  contrario,  el  que  ha  sido 
absuelto  del  delito  de  haber  incendiado 
su  propia  casa,  no  puede  excusarse  de 
discutir  civilmente  con  el  asegurador  su 
responsabilidad  en  el  mismo  incendio, 
porque  bien  puede  suceder  que  haya  sido 
bastante  imprudente  para  perder  su  de- 
recho á  la  indemnización  debida  por  el 
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asegurador,  sin  haber  sido  tan  culpable 
que  merezca  la  pena  del  incendiario. 

'•Particularizando  inás  esta  regla,  po- 
demos  agregar   con  el   presidente   La- 
grange,  que  la  condenación  pronunciada 
en  juicio  criminal  importa   también  la 
condenación  en  lo  civil,  pero  la  absolu- 
ción de  la  responsabilidad  criminal  no 
lleva  necesariamente  consigo  la  absolu- 
ción de  la  responsabilidad  civil.   Como 
la  responsabilidad  criminal  comprende 
siempre  la  civil  (véase  en  efecto  el  art.  24? 
del  Código  Penal);  como  para  constituir 
aquélla  se  requieren  generalmente  más 
condiciones  que  para  establecer  aislada- 
mente esta  óltima;  como  respecto  de  la 
recepción  y  calificación  de  la  prueba,  la 
ley  otorga  mayores  garantías  al  acusa- 
do criminalmente  de  un  delito  que  al  que 
sólo  es  demandado  sobre  su  responsabi- 
lidad civil;  y,  por  último,  como  en  el  caso 
de  la  condenación  pronunciada  en  lo  cri- 
minal se  trata  de  hacer  efectiva  una  res- 
ponsabilidad civil  contra  el  que  ha  sido 
oído  en  juicio,  circunstancia  que  en  el 
caso  de  la  absolución  no  siempre  existe 
respecto  del  que  reclama  contra  el  ab- 
suelto,  nos  parece  perfectamente  justifi- 
cada esta  distinción''.  {Prontuario  t.  2, 
p.  10,  5*edic.) 

21.   En  el  caso  inverso  ó  sea  para  de- 


terminar la  influencia  de  la  sentencia  re- 
caída en  la  acción  civil  sobre  la  respon- 
sabilidad penal,  como  bien  se  comprende, 
las  reglas  tienen  que  ser  sustancialmente 
diversos.  En  esta  parte  el  principio  de  la 
distinción  é  independencia  de  ambas  ac- 
ciones, rige  en  todo  su  vigor. 

**La  sentencia  firme  absolutoria  dicta- 
da en  el  pleito  promovido  para  el  ejerci- 
cio de  la  acción  civil  (dice  el  art.  34,  inc. 
2"^  del  Código  de  Procedimiento  Penal), 
no  será  obstáculo  para  el  ejercicio  de  la 
acción  penal  correspondiente  cuando  se 
trata  de  delitos  que  deban  perseguirse 
de  oficio." 

En  cuanto  á  la  acción  penal  privada 
que  correspondeejercitarcuando  se  trata 
de  delitos  que  no  pueden  perseguirse  de 
oficio,  se  considera  extinguida  dicha  ac- 
ción por  el  mero  hecho  de  deducirse  sepa- 
radamente la  acción  civil;  como  lo  ad- 
vierte la  nota  puesta  á  este  artículo  en 
el  Proyecto  del  señor  Ballesteros  y  como 
se  desprende  del  claro  tenor  del  artículo 
32,  inciso  2^  del  mismo  Código,  que  dice: 
**Cuando  se  ejercite  sólo  la  acción  civil 
que  proviene  de  un  delito  que  no  puede 
perseguirse  de  oficio,  se  considerará  ex- 
tinguida por  ese  hecho  la  acción  penal." 

Santiago  Lazo 
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SECCIÓN  PRIMERA 
CORTE     SUPREMA 


Cas.  Civ.^7  de  junio  de  1905 
Wuth  con  Mirstchin 

Ouenta  oorriente;  ouenta  simple.  — 
Deoomlsaoión  heolia  por  las  partes. 
—Fallido.  —  Personalidad  para  de- 
mandar casación;  rehabilitación.  — 
Prescripción.  —  Apreciación  de  lie- 
clio. 

Doctrina: — No  constituye  cuenta  co- 
rriente la.  cuenta  llevada  por  un  comer- 
ciante á  otro  en  que  le  carga  el  valor  de 
las  mercaderías  que  le  vende  y  le  acre- 
dita las  sumas  pagadas  por  precio  de 
las  mismas  mercaderías,  sino  una  simple 
cuenta  de  ^*debe^^  y  **haber^\  No  inñuye 
para  la  caliñcación  de  esta  cuenta  la  cir- 
cunstancia de  que  las  partes  la  hayan 
denominado  ** cuenta  corriente.^ ^ 

No  habiéndose  exhibido  en  los  autos  el 
contrato  que  sirve  de  base  ala  demanda^ 
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es  una  cuestión  de  hecho  la  de  determi- 
nar si  es  ó  nó  una  cuenta  corriente,  y  es- 
ta calificación  corresponde  privativa- 
mente á  los  jueces  de  la  causa. 

La  acción  para  el  pago  del  saldo  de 
una  cuenta  simple  no  prescribe  en  cinco 
años. 

El  comerciante  fallido  que  ha  celebrado 
convenio  con  sus  acreedores,  aprobado 
judicialmente  por  sentencia  pasada  en 
autoridad  de  cosa  juzgada,  queda  resti- 
tuido en  el  goce  de  sus  derechos  y  accio- 
nesytiene  personalidad  bastante  para 
entablarlas  acciones  que  correspondan 
al  caso. 


SEGUNDA  PARTE.— SECCIÓN   PRIMERA 


Don  Carlos  Wiith  se  presen t;6  ante  el  Juz- 
gado de  Iquique  como  cesionario  de  don 
Máximo  Mirstchin,  de  un  crédito  en  con- 
tra de  don  Moisés  K.  López,  por  valor  de 
$  14.902,20  procedentes  de  una  liquidación 
de  cuenta  que  acompaña  exponiendo  que  con- 
venía á  su  derecho  que  don  Glasfiro  G.  Gaci- 
túa,  ex-notario  público  de  Taltal,  reconociera 
su  firma  puesta  al  pie  de  la  cuenta  corriente 
celebrada  entre  don  Moisés  R.  López  y  su  ce- 
dente  en  Taltal  el  19  de  diciembre  de  1888  v 
legalizada  con  fecha  22  de  agosto  de  1889,  la 
firma  de  López,  y  solicitando  la  comparecen- 
cia de  dicho  señor  Gacitúa  de  tránsito  en  esta 
ciudad. 

Citado  don  Glasfiro  G.  Gacitúa  expuso  que 
es  su3''a  la  firma  con  que  en  su  calidad  de  no- 
tario público  de  Taltal  aparece  autorizando 
la  de  don  Moisés  R.  López  en  la  liquidación 
de  cuenta  corriente  entre  dicho  señor  v  don 
M.  Mirstchin,  de  fecha  19  de  diciembre  de 
1888,  que  se  le  muestra. 

Con  estos  antecedentes  se  presentó  nueva- 
mente don  Carlos  Wuth  exponiendo  que  se- 
gún los  documentos  que  acompaña,  don  Moi- 
sés R.  López  le  adeuda  $  14.902,20  é  intere- 
ses corrientes,  y  que  no  habiendo  podido  obte- 
ner su  pago,  le  entabla  demanda  á  fin  de  que 
se  declare  que  debe  pagarle  dicha  suma,  con 
intereses  y  costas. 

Contestando  don  Ramón  Ramírez  por  don 
Moisés  R.  López  expone,  que  la  presente  de- 
manda no  es  honrada  ni  tiene  fundamento 
alguno  legal. 

Que  es  verdaderamente  extraño  que  el  señor 
Wuth,  que  ha  tenido  una  situación  expectable 
en  el  comercio  de  esta  plaza,  acuda  á  procedi- 
mientos incorrectos  y  ajenos  á  la  honradez 
para  proporcionarse  fondos. 

Que  hará  unos  dos  años,  más  ó  menos,  el 
señor  Wuth  habló  al  señor  López  de  su  mala 
situación  pecuniaria  y  le  pidió  que  en  aten- 
ción á  las  relaciones  de  comercio  que  habían 
mantenido  en  época  anterior  le  protegiera 
con  algo;  pero  desgraciadamente  para  él,  cre- 
yendo tener  mejor  éxito  en  su  petición,  le  agre- 
gó que  tenía  en  su  poder  una  cuenta  de  Mirst- 
chin que  podría  hacer  efectiva  en  su  contra. 
El  señor  López  le  contestó  que  aunque  su 
situación  de  negocios  era  muy  distinta  de  la 


que  tuvo  en  Taltal,  cuando  mantuvieron  rela- 
ciones comerciales,  habría  tenido  el  mayor 
gusto  en  a3'udarlo;  pero  que  la  amenaza  que 
le  hacía  de  cobrarle  judicialmente  una  cuenta 
que  á  él  le  constaba  que  estaba  cancelada, 
aprovechando  de  la  circunstancia  de  no  haber- 
la recogido  oportunamente,  lo  hacía  indigno 
de  la  protección  que  solicitaba. 

Que  después  de  esto  ha  conseguido  el  señor 
Wuth  la  cesión  de  la  cuenta,  que  además  de 
pagada,  está  prescrita  dos  veces,  en  confor- 
midad á  lo  dispuesto  en  el  artículo  619  del 
Código  de  Comercio,  en  virtud,  según  dice  la 
escritura,  de  haber  sido  pagada  por  Wuth  co- 
mo fiador,  el  1*^  de  diciembre  de  1888,  es  decir, 
antes  de  haberse  reconocido  por  el  señor  Ló- 
pez el  saldo  que  ella  expresa.  Estos  hechos 
son  completamente  inexactos  y,  á  ser  ciertos, 
el  derecho  que  pudiera  haber  adquirido  Wuth 
pertenecería  á  su  concurso  y  no  á  él. 

Y  que  en  mérito  de  lo  expuesto  pide  se  dese- 
che la  demanda  con  expresa  condenación  de 
costas. 

En  la  réplica  expone  el  demandante  que  da- 
da la  forma  de  la  contestación  á  la  demanda, 
le  bastará  por  ahora,  afirmar  que  los  hechos 
expuestos  por  el  señor  López  no  son  verdade- 
ros, y  que  no  es  cierto  que  la  deuda  que  trata 
de  hacer  efectiva  provenga  de  una  cuenta  co- 
rriente mercantil  de  aquellas  cuyo  saldo  pres- 
cribe en  cinco  años,  conforme  el  artículo  619 
del  Código  de  Comercio. 

Duplicando  el  demandado  insiste  en  lo  di- 
cho en  su  contestación,  agregando  que, en  to- 
do casOy  aun  suponiendo  que  el  Saldo  que  co- 
bra el  demandante  no  estuviera  pagado  y 
prescrita  la  acción  para  su  cobro,  ningún  de- 
recho tiene  para  cobrarle  el  demandante,  pues 
siendo  dueño  de  su  crédito,  según  él  lo  expre- 
sa desde  1888,  y  habiendo  quebrado  en  1892, 
pasó  de  hecho  y  de  derecho  al  concurso  ó  á  la 
quiebra  y  aunque  ésta  le  cedió  después,  según 
él  lo  dice,  los  créditos  de  su  activo  que  no  ha- 
bían podido  ser  cobrados,  el  que  ahora  pre- 
tende hacer  efectivo  no  figura  en  su  activo,  ni 
ningún  otro  contra  el  exponente. 

Que  replicando  el  señor  Wuth  sólo  dice  que 
la  cuenta  corriente  mantenida  por  el  señor 
Mirstchin  y  de  que  proviene  el  saldo  que  »c 
cobra,  no  era  mercantil.  Aunque  no  coinpreo* 
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de  que  quiere  decir  con  eso,  u¡  qué  argumento 
deduzca  á  su  favor  de  esa  circunstancia,  debe 
manifestar  por  su  parte  que  el  contrato  de 
cuenta  corriente  es  por  su  naturaleza  mercan- 
til, está  regido  expresamente  por  las  disposi- 
ciones del  Código  de  Comercio  y  en  el  caso  ac- 
tual tuvo  por  objeto  facilitar  las  operaciones 
de  comercio  que  efectuaban  los  señores  Mirst- 
chin  y  López,  ambos  comerciantes. 

En  5  de  febrero  de  1904  el  Juzgado  resolvió: 

Con  lo  relacionado  y  teniendo  presente: 
1^  Que  el  demandado  ha  reconocido  el  ins 
trumento  privado  que  da  cons^'ancia  de  la  li- 
quidación de  una  cuenta  que  existía  entre  él 
mismo  y  don  Máximo  Mirstchin,  practicada 
en  1^  de  diciembre  de  1888  con  un  saldo  en 
contra  del  priiñero  y  á  favor  del  segundo  por 
$  14.902,20,  reconocido  por  aquél  con  fecha 
19  del  mismo  mes  y  año; 

2^  Que,  asimismo,  ha  reconocido  el  deman- 
dado absolviendo  la  articulación  8^  de  las  po- 
siciones, que  el  saldo  que  en  su  contra  arroja 
la  liquidación  contenida  en  el  mencionado  ins- 
trumento, procede  de  mercaderías  compradas 
por  él  á  don  Máximo  Mirstchin; 

3^  Que  la  circunstancia  expresada  basta 
para  demostrar  que  la  cuenta  que  existía  en- 
tre los  señores  Mirstchin  y  López  comercian- 
tes, según  el  demandado  lo  ha  comprobado, 
no  era  una  cuenta  corriente,  en  la  acepción 
jurídica,  sino  una  cuenta  simple  de  debe  y  ha- 
ber, y  puesto  que  las  remesas  de  mercaderías 
vendidas  que  el  señor  Mirstchin  hacía  al  señor 
López  eran  indudablemente  con  aplicación  á 
empleo  determinado,  cual  era  el  de  dar  cum- 
plimiento á  su  obligación  de  hacer,  como  ven- 
dedor, entrega  al  comprador  de  la  cosa  ven- 
dida, y  ya  que  tales  remesas  imponían  al  se- 
gundo, á  su  recepción,  y  conforme  á  su  cali- 
dad de  comprador,  la  obligación  de  pagar  el 
precio  de  las  mercaderías,  ya  fuera  teniendo  á 
la  orden  del  vendedor  un  valor  equivalente,  ó 
en  otra  forma  acostumbrada; 

4^  Que  no  obsta  á  la  calificación  hecha  de 
la  cuentaen  referencia,  la  circunstancia  de  que 
los  señores  Mirstchin  y  Wuth,  la  hayan  de- 
nominado cuenta  corriente,  tanto  en  la  escri- 
tura de  subrogación  otorgada  por  ambos. 


cuanto  en  la  solicitud  presentada  por  el  se- 
gundo, puesto  que  la  clasificación  de  los  con- 
tratos depende  de  los  elementos  esenciales  que 
los  constituyen  y  no  del  nombre  que  les  asig- 
nen los  contratantes; 

5*^  Que,  según  se  comprueba  con  la  escritu- 
ra pública  de  23  de  abril  de  1901,  de  que  se 
ha  hecho  mención,  el  demandante  don  Carlos 
Wuth  se  subrogó  en  los  derechos  del  acreedor 
señor  Mirstchin  en  contra  de  don  Moisés  R. 
López; 

6*^  Que  no  puede  sostenerse,  como  lo  aseve- 
ra hoy  el  demandado  en  su  alegato,  que  el  de- 
mandante hava  mudndo  la  acción  entablada 
en  laderaandn,porcuanto  en  ésta  espresa  que: 
según  los  documentos  que  acompaña  le  es  deu- 
dor el  demandado  porque  en  la  réplica  expo- 
ne que  no  es  cierto  que  la  deuda  que  trata  de 
hacer  efectiva  provenga  de  unacuenta  corrien- 
te mercantil  de  aquellas  cuyo  saldo  prescribe 
en  cinco  años,  conforme  al  artículo  619  del 
Código  de  Comercio,  puesto  que  la  simple  re- 
ferencia á  los  documentos  que  aparejan  la  de- 
manda no  es  bastante  para  dar  por  estable- 
cido que  la  acción  deducida  es  la  que  la  ley  con- 
cede para  cobrar  el  saldo  de  la  cuenta  corrien- 
te, sí  como  en  el  caso  de  autos,  tales  documen- 
tos no  acreditan  por  sí  solos  la  existencia  de 
una  cuenta  corriente  propiamente  tal; 

7^  Que  el  demandado  no  ha  comprobado 
la  excepción  de  pago  que  ha  opuesto  á  la  de- 
manda; 

8^  Que  no  tratándose  del  ejercicio  de  la  ac- 
ción para  el  cobro  de  un  saldo  de  cuenta  co- 
rriente como  se  ha  demostrado,  no  rige  la 
prescripción  especial  de  corto  tiempo  estable- 
cida por  el  artículo  619  del  Código  de  Comer- 
cio que  ha  opuesto  el  demandado,  sino  la  or- 
dinaria de  veinte  años  que  el  Código  Civil  es- 
tablece para  la  prescripción  de  acciones,  que 
no  ha  sido  alegada  ni  se  ha  cumplido  desde 
que  el  demandado  contrajo  la  obligación  de 
pagar  la  suma  demandada;  y 

9^  Que  si  bien  con  el  reconocimiento  del  de- 
mandante ha  quedado  establecido  que  el  mis- 
mo fué  declarado  en  quiebra  en  Valparaíso 
con  posterioridad  á  la  fecha  en  que  se  subro- 
gó en  los  derechos  del  señor  Mirstchin  contra 
el  señor  López  por  el  pago  del  saldo  que  éste 
adeudaba  á  aquél,  de  las  compulsas  aparece 
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que  el  estado  de  quiebra  del  señor  Wuth  cesó 
en  1894  á  virtud  de  un  convenio  celebrado 
con  sus  acreedores,  del)idainente  aprobado  y 
en  ejecución  del  cual  dichos  acreedores  cedie- 
ron al  fallido,  en  pago  de  sus  servicios  presta- 
dos en  la  liquidación  de  la  quiebra,  todas  las 
cuentas  que  formaban  el  activo  de  dicha  quie- 
bra, cesión  que  comprendió  necesariamente  el 
crédito  materia  de  la  demanda,  salvo  prueba 
en  contrario,  que  no  se  ha  producido. 

Con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  los  artículos 
151,  330,  335,  374  y  389  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil;  155,  602,  603  y  822  del  Có- 
digo de  Comercio,  y  1698,  1700,  1702,  1713 
y  2515  del  Código  Civil,  se  declara  que  se  de- 
secha la  prescripción  alegada  por  el  deman- 
dado y  que  ha  lugar  á  la  demanda  en  todas 
sus  partes,  entendiéndose  que  los  intereses 
que  el  demandado  debe  abonar  son  los  del 
8%  anual,  conforme  al  contenido  de  la  liqui- 
dación  M.  Vargas  MarrJones. 

Apelada  esta  sentencia,  la  Corte  de  Tacna, 
resolvió: 

Tacna,  abril  20  de  1904.— Vistos:  se  confir- 
ma la  sentencia  apelada  de  5  de  febrero  úl- 
timo. 

Acordada  por  los  votos  de  los  señores  Mi- 
nistros Vega  y  Quirell  y  contra  el  voto  del  se- 
ñor Ministro  Cisternas  Peña,  que  opinó  por 
la  revocatoria  y  porque  se  declarase  con  lu- 
gar la  excepción  de  prescripción  alegada  por 
el  demandado,  y  en  consecuencia  sin  lugar  la 
demanda.  Funda  su  voto  en  el  libro  respecti- 
vo.—E.  Cisternas  Peña.— R,  Vega.—M.  .4.  Qui- 
relL 

El  demandante  ha  interpuesto  recurso  de 
casación  en  el  fondo,  contra  esta  sentencia, 
fundándolo  en  las  siguientes  causales: 

1^  En  la  calificación  dada  al  contrato  ce- 
lebrado entre  el  recurrente  y  don  Máximo 
Mirstchin,  que,  según  el  artículo  602  del  Có- 
digo de  Comercio,  es  de  cuenta  corriente  y  no 
de  compraventa; y  en  haberse  rechazado,  con 
tal  motivo  la  excepción  de  prescripción  espe- 
cial de  cinco  años,  consignada  en  el  artículo 
619  del  mismo  Código; 

2*  Haberse  aceptado  la  personería  de  don 
Carlos  Wuth,  con  infracción  de  lo  dispuesto 


en  el  artículo  1364  del  Código  de  Comercio 
que  confiere  á  los  síndicos  la  administración 
de  los  bienes  del  fallido;  y  veda  á  éste  compa- 
recer enjuicio,  como  actor  ó  como  reo. 

Refiriéndose  á  la  primera  causal  expresa: 
que  el  convenio  celebrado  con  don  Máximo 
Mirstohin  tiene  todos  los  requisitos  del  con- 
trato de  cuenta  corriente;  enumerados  en  el 
artículo  602  del  Código  de  Comercio;  que  las 
partes  así  calificaron  el  intercambio  de  valo- 
res que  recíprocamente  se  remesaron;  y  la 
misma  denominación  dieron  el  señor  Mirstchin 
y  don  Carlos  Wuth  á  las  operaciones  indica- 
das en  la  escritura  pública  en  que  el  primero 
cedió  al  segundo  sus  derechos  para  cobrar  el 
saldo;  que  la  base  única  de  la  sentencia  se  en- 
cuentra en  el  considerando  2^,  según  el  cual  se 
atribuye  á  don  Moisés  López  la  confesión  de 
que  el  saldo  de  la  cuenta  proviene  de  mercade- 
rías compradas  á  don  Máximo  Mirstchin,  pero 
que  el  contrato  significa,  dados  sus  términos, 
una  cuenta  corriente  como  lo  reconoció  el  de- 
mandante al  iniciar  su  acción. 

Respecto  de  la  segunda  causal  expone:  que 
don  Carlos  Wuth,  cesionario  de  los  derechos 
de  don  Máximo  Mirstchin,  se  encuentra  en  es- 
tado de  quiebra  y  no  ha  sido  rehabilitado,  he- 
cho reconocido  por  Wuth,  que  la  cesión  efec- 
tuada á  favor  de  éste  por  Mirstchin  fué  otor- 
gada en  23  de  abril  de  1901  mientras  el  cesio- 
nario se  hallaba  en  estado  de  quiebra;  que  es- 
ta circunstancia  manifiesta  que  Wuth  no  pu- 
do adquirir  válidamente  el  crédito  cuyo  cobro 
demanda  por  carecer  de  capacidad  legal  para 
hacerlo  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 1362  del  Código  de  Comercio;  que  en 
justificación  de  su  personería,  don  Carlos 
Wuth  debía  haber  probado  los  dos  hechos  si- 
guientes: 

1^  Que  el  crédito,  en  cuestión,  figuraba  en- 
tre los  que  presentó  en  el  activo  de  su  quiebra 
sin  lo  cual  ésta  sería  de  derecho  fraudulenta, 
con  arreglo  á  lo  prescripto  en  el  número  1^ 
del  artículo  1334  del  Código  de  Comercio,  y 
nulo,  en  consecuencia,  el  convenio  por  el  cual 
se  le  entregaron  los  créditos  incobrables;  y 

2^  Que  el  crédito  de  que  se  trata,  fué  de  los 
que  la  comisión  liquidadora  de  su  quiebra, 
consideró  incobrable  y  figuró,  por  tanto,  en- 
tre los  que  se  le  cedieron. 
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Respondiendo  el  demandante  al  escrito  en 
que  se  funda  el  recurso,  ha  expresado  que  no 
se  trataba  que  el  Tribunal  interpretase  6  ca- 
liñcasé  bien  6  mal  un  contrato  que  ante  él  se 
presentaba,  porque  él  no  aparece  de  autos  ni 
estaban  de  acuerdo  las  partes  en  sus  condicio- 
nes, sino  que,  por  el  contrario,  se  trataba  de 
juzgar  y  decidir  sobre  cuáles  fueron  esas  con- 
diciones en  desacuerdo  de  las  partes;  que,  en 
consecuencia,*  el  Tribunal  se  ha  limitado  á 
apreciar  los  antecedentes  probatorios,  decla- 
rando que  no  hubo  cuenta  corriente  sino  com- 
praventa; que  el  origen  de  la  obligación  no 
fué  un  contrato  de  cuenta  corriente,  sino  lisa 
y  llanamente  una  compraventa  ó  una  serie 
de  compraventas  de  mercaderías,  operaciones 
que,  e\i  conformidad  á  la  ley,  se  anotaban  en 
el  **Diario",  pasando  de  él  al  **Mayor*'  para 
constituir  la  cuenta  de  Moisés  R.  López;  que 
no  habiéndose  probado  por  el  demandado  la 
existencia  del  convenio  de  cuenta  corriente,  y 
confesado  por  él  mismo  que  la  obligación  pro- 
venía de  compras  de  mercaderías,  no  procede 
la  prescripción  alegada;  y  que,  la  resolución 
ejecutoriada  dejó  establecida  la  personería  del 
demandante  para  el  juicio,  existiendo,  además, 
la  circunstancia  de  que  don  Carlos  Wuth  hizo 
proposiciones  de  convenio  que  fueron  acepta- 
das con  lo  cual  cesó  el  estado  de  quiebra,  y  re- 
cobró el  goce  de  sus  derechos  y  acciones,  ya 
que  por  haberse  aprobado  dicho  convenio,  se 
produjo  la  rehabilitación  del  fallido. 

La  Corte: 

Con  lo  expuesto  y  considerando: 
1^  Que,  no  habiéndose  exhibido  por  ninguna 
de  las  partes,  durante  el  juicio,  el  texto  del 
contrato  que  sirve  de  base  á  la  demanda,  que 
califica  el  demandante  de  **cuenta  común  ó  de 
venta  al  crédito"  y  el  demandado  como  *'cuen- 
to  corriente  mercantil",  la  resolución  confir- 
mada por  la  sentencia  recurrida  establece  que 
el  origen  de  la  obligación  no  fué  un  contrato 
de  cuenta  corriente,  sino  una  cuenta  simple  de 
"Debe  y  Haber",  habiendo  por  lo  tanto,  el 
Tribunal  al  apreciar  la  prueba  rendida,  resuel- 
to una  cuestión  de  hecho  en  ejercicio  de  facul- 
tades privativas  que  le  acuerda  la  ley; 

2^  Que  no  procediendo  la  obligación  de  un 


contrato  de  cuenta  corriente,  no  tiene  cabida 
la  prescripción  de  cinco  años  que  establece  el 
artículo  619  del  propio  Código,  alegada  por  el 
demandado; 

3"  Que  en  orden  á  la  segunda  causal  del  re- 
curso fundada  en  la  falta  de  personería  de 
Wuth  para  demandar,  aparece  de  autos,  que 
**el  estado  de  quiebra  de  aquél,  cesó  en  1894  á 
virtud  de  un  convenio  celebrado  con  sus  acree- 
dores debidamente  aprobado,  y  en  ejecución 
del  cual  dichos  acreedores  cedieron  al  fallido 
en  pago  de  sus  servicios  prestados  en  la  liqui- 
dación de  la  quiebra,  todas  las  cuentas  que 
formaban  el  activo  de  dicha  quiebra"; 

4*^  Que  el  artículo  1484  del  Código  de  Co- 
mercio prescribe  que,  pasada  en  autoridad  de 
cosa  juzgada  la  resolución  aprobatoria  del 
convenio,  el  fallido  queda  restituido  en  el  goce 
de  sus  derechos  y  acciones,  sin  perjuicio  de  las 
restricciones  acordadas  en  él,  las  cuales  no  se 
hicieron  valer  con  relación  al  crédito;  y 

5^  Que  de  todo  lo  expuesto  aparece  que  la 
Corte  de  Apelaciones  no  ha  infringido  ningu- 
na de  las  disposiciones  legales  en  que  se  funda 
el  recurso  de  casación  en  el  fondo,  al  confir- 
mar la  sentencia  de  primera  instancia  que  da 
lugar  á  la  demanda  deducida  en  este  juicio 
por  don  Carlos  Wuth,  y  que  deniega  la  excep- 
ción de  prescripción  opuesta  por  el  deman- 
dado. 

Vistos  los  artículos  960  y  979  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  se  declara  sin  lugar  el 
recurso  de  casación  en  el  fondo  interpuesto 
contra  la  sentencia  de  20  de  abril  de  1904,  con 
costas.'  Se  aplica  al  Fisco  la  cantidad  consig- 
nada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  don  Gal- 
varino  Gallardo.— F.  Aguirrc  V.  —  Leopoldo 

Urrutia /.  Gabriel  Palma  Guzmán.—Galva' 

riño  Gallardo. ^Gabriel  Gactc.—Leoncio  Ro^ 
dríguez,— Carlos  Varas.—Abel  Saavcdra. 
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Cas.  CÍV.—23  áe  junio  de  1906 
Stephens  con  Morales 

Querella  de  restablecimiento.— Cesión 
de  derechos.  -  Juicio  ordinario  sobre 
falsedad  de  la  querella.— Cosa  juz 
—gada.— Efecto  retroactivo. 

Doctrina: — Fallada  antes  de  la  vigen- 
cia del  Código  de  Procedimiento  Civil 
una  querella  de  despojo  violento,  la  de- 
manda  que  el  querellado  interpone,  ha- 
ciendo  uso  de  la  reserva  de  derechos  con- 
signada en  el  fallo  de  dicha  querella  para 
que  éste  se  declare  nulo  por  ser  falsos  los 
hechos  en  que  se  fundó,  debe  ser  resuelta 
con  arreglo  á  las  leyes  de  enjuiciamiento 
anteriores  al  Código  de  Procedimiento 
Civil,  con  arreglo  al  artículo  9^  del  Códi- 
go Civil  y  24;  de  la  ley  de  7  de  octubre 
de  1861. 

La  excepción  de  cosa  juzgada  no  era 
procedente  en  los  juicios  posesorios  con 
arreglo  á  la  ley  I,  tit.  XXXIV  lib.  XI  de 
la  Novísima  Recopilación,  pues  el  carác- 
ter precario  de  la  resolución  de  un  in- 
terdicto no  sufre  modiñcación  por  la  cir- 
cunstancia ocasional  deque  el  querellado 
hubiera  podido  ser  oido  en  él,  ya  que  tal 
carácter  depende  de  su  naturaleza  y  de 
la  tramitación  especial  á  que  estaba  so- 
metido. 

Justiñcada  en  el  juicio  ordinario  la  fal- 
sedad de  los  hechos  alegados  en  la  que- 
rella y  que  el  querellado  procedió  en  su 
carácter  público  á  la  ejecución  de  los  ac- 
tos de  despojo  violento  que  se  le  atri* 
bulan,  era  procedente  la  declaración  de 
falsedad  de  la  querella. 


Ante  el  Juez  de  Tocopilla  se  presentó  don 
H.  Y.  Stephens  exponiendo:  que  por  sentencia 
de  la  Iltma.  Corte  recaida  en  un  juicio  pose- 
sorio que  entabló  don  José  Elias  Morales  con- 
tra la  Empresa  Anglo-Cliilian  j  en  su  contra, 
se  dio  lugar  al  interdicto  reservándole  la  ac- 
ción ordinaria  para  hacerla  valer  judicial- 
mente. 

Que  haciendo  uso  del  derecho  que  le  otorga 
la  ley,  viene  en  entablar  demanda  ordinaria 
contra  don  José  Elias  Morales  á  ñn  de  que  se 
declare  sin  lugar  la  querella  de  despojo  alega- 
da por  él  con  indemnización  de  costas,  daños 
y  perjuicios,  con  reserva  de  las  acciones  crimi- 
nales por  calumnia  é  injurias  que  procedan 
en  derecho; 

Que  por  denuncia  de  don  M.  Patterson  se 
dio  orden  de  prisión  contra  Antonio  Soto  á 
quien  se  acusó  de  intento  de  asesinato  contra 
el  referido  Patterson; 

Que  en  su  carácter  de  subdelegado  del  Toco 
acompañado  de  varias  personas  de  su  con- 
fianza y  de  soldados  de  la  s^uarnición,  proce- 
dió á  tomar  preso  á  Soto  contra  quien  se  ha 
instruido  por  la  justicia  ordinaria  el  corres- 
pondiente sumario; 

Que  en  seguida  dio  orden  por  escrito  para 
que  se  registrara  la  casa  de  Soto  á  fin  de  bus- 
car las  armas  que  ahí  podían  ocultarse;  que 
el  registro  se  practicó  como  media  hora  des- 
pués de  la  visita  que  hizo  para  aprehender  á 
Soto,  habiéndole  participado  los  comisiona- 
dos que  en  el  chinchel  de  la  boratera  Santa 
Rosa  de  Lima  se  encontraban  todas  las  per- 
sonas que  había  anteriormente,  menos  el  reo 
Antonio  Soto,  y  que  el  registro  se  practicó  en 
el  más  perfecto  orden  y  sin  resistencia  de  los 
presentes; 

Que  estos  son  todos  los  actos  que  ha  ejecu- 
tado el  solicitante  como  subdelegado  del 
Toco  y  á  petición  de  la  parte  ofendida; 

Que  de  estos  hechos  ha  nacido  la  querella 
de  despojo  violento  que  instauró  don  José 
Elias  Morales  en  su  contra  valiéndose  de  fal- 
sos testigos  y  de  personas  que  no  tenían  cono- 
cimiento de  los  hechos; 

Que,  por  lo  tanto,  en  esa  querella  no  ha 
existido  jamás  base  que  la  justifique  siendo 
ella  contraría  á  las  claras  disposiciones  con- 
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tenidas  en  los  artículos  916  y  918  del  Código 
Civil; 

Que,  en  consecuencia,  la  querella  ó  juicio  po- 
sesorio entablado  por  el  señor  Morales  debe 
considerarse  como  nula  para  los  efectos  lega- 
les por  cuanto  no  siendo  efectivos  los  hechos 
en  que  se  basa,  mal  puede  tener  fundamento 
ni  existencia,  por  cuya  razón  entabla  demanda 
en  juicio  ordinario  á  fín  de  que  en  definitiva 
se  declare  nula  y  sin  ningún  valor  la  querella 
entablada  por  don  José  Elias  Morales  indem- 
nización de  costas,  dañoj  y  perjuicios,  decla- 
rándose también  que  el  señor  Morales  no  ha 
sido  molestado  en  la  posesión  de  la  boratera 
Santa  Rosa  de  Lima  ni  en  ningúa  derecho 
real  constituido  en  dicha  propiedad. 

Contestando  la  demanda  don  José  Elús 
Morales  expone:  que  los  Vechos  aseverados 
por  el  demandante  son  completamente  inexac- 
tos, como  son  inaplicables  las  disposiciones 
legales  que  cita  en  su  apoyo  con  el  propósito 
de  destruir  la  mencionada  querella  que  tiene 
fuerza  de  cosa  juzgada. 

Refiriendo  los  hechos,  agrega:  que  el  señor 
Stephens  asaltó  su  casa  en  cuadrilla,  tomó 
preso  á  don  Antonio  Soto,  arrojando  á  su  fa- 
milia fuera  de  la  casa,  y  concluyó  por  ejecutar 
un  saqueo,  llevándose  gran  cantidad  de  mer- 
caderías de  su  propiedad  y  especies  de  ropa 
pertenecientes  á  Soto,  descerrajó  sus  ca- 
jas, etc. 

Que  para  ejecutar  Stephens  el  despojo  y 
asalto  en  su  casa,  formó  el  plan  de  tomar  preso 
á  don  Antonio  Soto,  imputándole  un  delito 
falso,  como  se  justifica  con  la  absolución  judi- 
cial pronunciada  á  favor  del  mencionado  Soto, 
y  que  con  motivo  de  haber  ejecutado  Stephens 
los  hechos  enunciados,  se  vio  en  la  obligación 
de  iniciar  la  querella  de  despojo  á  que  se  refiere 
la  demanda. 

Concluye  pidiendo  que,  por  las  razones  ex- 
puestas, se  deseche  la  demanda  por  ser  impro- 
cedente y  fuera  de  todo  derecho,  haciendo  pre- 
sente que  la  querella  iniciada  por  su  parte  fué 
por  despojo  violento  y  nó  acción  posesoria. 

Replicando  don  Enrique  Lawrencc  por  don 
H.  Y.  Stephens,  expone:  que  de  contrario  se 
ha  negado  sin  argumentos  ni  razones  plau- 
sibles lo  alegado  en  su  escrito  de  demanda;  de 
manera  que  queda  establecido  que  la  querella 


se  deriva  de  hechos  falsos  que  se  han  produ- 
cido tergiversando  los  acontecimientos. 

Ahora  bien,  examinando  la  cuestión  bajo  el 
punto  legal,  sostiene  que  la  pretensión  de  con- 
trario es  enteramente  infundada. 

La  acción  entablada  se  basa  en  el  título  13 
del  libro  2*?  del  Código  Civil  que  trata  de  las 
acciones  posesorias,  y  bajo  esas  condiciones 
legales  no  puede  ejecutarse  una  acción  poseso- 
ria como  medio  para  que  se  le  devuelvan  á 
una  persona  efectos  que  han  sido  robados  vio- 
lentamente y  á  mano  armada. 

Fundado  en  estos  antecedentes  sostiene  que 
la  acción  entablada  por  Morales  no  es  proce- 
dente en  cuanto  se  refiere  á  que  se  repongan 
los  supuestos  muebles,  mercaderías  y  alhajas 
de  que  se  ha  hecho  mérito  en  la  querella  de 
d,;spojo,  y  llevando  la  cuestión  al  terreno  ne- 
tamente legal,  resulta  que  habiéndose  dado 
lugar  á  la  querella,  el  querellante  tuvo  dere- 
cho para  recuperar  la  posesión  de  la  pertenen- 
cia Santa  Rosa  de  Lima  y  la  de  los  derechos 
reales  constituidos  en  ella. 

Que  como  su  mandante  después  de  tomar 
preso  á  Soto,  se  retiró  de  la  pertenencia  y  casa 
de  que  se  trata  sin  volver  á  ella  y  sin  ejercer 
ningún  acto  de  dominio  ó  posesorio,  es  claro 
y  evidente  que  nunca  ha  existido  el  tal  despo- 
jo, siendo  por  consiguiente  falsa  la  base  en 
que  se  funda  la  querella. 

Que  además  hay  que  considerar  que  Mora- 
les no  tuvo  ni  ha  tenido  jamás  derecho  para 
entablar  acción  en  la  forma  que  lo  hizo,  por 
cuanto  como  dueño  de  la  propiedad  Santa 
Rosa  de  Lima,  arrendó  á  don  Antonio  Soto  la 
casa  que  éste  ocupaba  en  dicha  pertenencia- 

Y  que  habiendo  un  arrendatario,  mal  po. 
dría  Morales  quejarse  por  el  doble  motivo  de 
despojo  y  de  robo  en  cuadrilla,  pues  no  le  in- 
cumbía como  dueño  sino  la  acción  posesoria 
que,  como  se  ha  dicho,  es  falsa. 

Duplicando  don  José  Elias  Morales  y  refi- 
riéndose en  gran  parte  de  su  exposición  á  los 
abusos  ([ue  el  señor  Stephens  ha  cometido  en 
la  pampa  como  administrador  de  la  oficina 
Santa  Isabel  y  Peregrina,  y  á  la  vez  como  sub- 
delegado del  Toco,  concluye  haciendo  presen- 
te que  todo  lo  aseverado  por  el  demandante, 
tanto  en  la  demanda  como  en  el  escrito  de  ré- 
plica es  completamente  inexacto,  como  es  fal- 
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SO  que  don  Antonio  Soto  haya  estado  en  po- 
sesión de  su  casa  como  arrendatario  de  ella 
en  la  fecha  cuando  Stephens  en  cuadrilla  asal- 
tó su  casa  y  lo  despojó  de  la  mayor  parte  de 
sus  mercaderías. 

Y  refiriéndose  á  la  recordada  querella  de 
despojo  violento  que  inició  contra  Stephens, 
hace  presente  que  en  dicha  querella  se  ha  pro- 
bado plenamente  que  el  demandante,  en  cua- 
drilla y  armado  de  revolvers,  se  presentó  en  su 
casa  y  arrojó  violentamente  á  su  empleado 
Antonio  Soto  con  toda  su  familia. 

Finalmente,  hace  presente  que  la  demanda 
es  improcedente,  por  cuanto  se  refiere  á  nuli- 
dad de  querella  jen  la  cual  la  ley  no  concede 
dicho  recurso. 

Solicita  en  consecuencia  se  declare  en  defini- 
tiva sin  lugar  la  demanda  con  costas,  daños  y 
perjuicios. 

El  Juzgado: 

Tocopilla,  septiembre  28  de  1903.—  Con  lo 
expuesto  y  considerando: 

1^  Que  la  acción  entablada  en  este  juicio  se 
ha  deducido  por  el  demandante  en  virtud  de 
los  derechos  que  le  reservó  la  sentencia  de  la 
Iltma.  Corte  para  que  los  hiciera  valer  en  la 
forma  que  más  viere  convenirle; 

2^  Que  discutidas  ampliamente  las  alega- 
ciones de  las  partes  en  juicio  ordinario,  se  ha 
justificado  con  abundante  prueba: 

a)  Que  don  H.  V.  Stephens,  como  subdelega- 
do del  Toco  ordenó  la  aprehensión  de  Anto- 
nio Soto  por  denuncia  que  hizo  en  su  contra 
don  M.  Patterson; 

b)  Que  el  mismo  señor  Stephens  en  virtud 
de  la  autoridad  que  investía  ordenó  el  allana- 
miento de  la  casa  de  Soto  para  sacar  las  ar- 
mas que  allí  había; 

c)  Que  consta  de  autos  que  una  vez  practi- 
cada la  aprehensión  y  allanamiento  indicados 
anteriormente,  se  dejaron  las  cosas  tal  como 
estaban; 

d)  Que  de  la  misma  manera  se  ha  justifica- 
do que  ni  Stephens  ni  ninguna  de  las  perso- 
nas que  lo  acompañaron  hayan  sacado  mer- 
mercaderías  ni  ninguna  clase  de  objetos,  á  ex- 
cepción de  las  armas  de  la  casa  ocupada  por 
Antonio  Soto; 

^)  Q^^  por  parte  del  demandante  se  ha  jus- 


tificado ampliamente  que  los  dueños  de  las 
borateras  Santa  Rosa  de  Lima  no  han  sido 
despojados  de  Ja  posesión,  ni  de  ningún  dcre* 
cho  real  de  dichas  pertenencias; 

/)  Que  también  se  ha  justificado  que  en  los 
terrenos  de  las  citadas  borateras  además  de 
no  haber  existido  trabajos  industriales  de 
ninguna  naturaleza,  Soto  explotaba  una  can- 
tina ó  chinchel,  que  era  la  base  del  negocio 
que  allí  existía; 

3^  Que  apreciada  en  términos  generales  la 
prueba  rendida  por  el  señor  Stephens  debe  te- 
nerse presentt  á  este  respecto  que  el  mayor 
número  de  testigos  que  declaran  á  su  favor 
unida  á  la  circunstancia  de  estar  en  su  mayor 
parte  contestes  en  sus  dichos,  hacen  que  di- 
cha prueba  sea  tenida  como  más  valedera,  fir- 
me y  segura; 

4^  Que  no  habiéndose  justificado  las  tachas 
opuestas  por  don  José  Elias  Morales  á  los  tes- 
tigos de  la  parte  de  don  H.  V.  Stephens,  se 
desechan  las  mencionadas  tachas. 

Por  estas  consideraciones  y  teniendo  ade- 
más presente  lo  dispuesto  en  el  párrafo  4^  del 
libro  29,  título  XII  del  Código  Civil  y  artículo 
1698  del  mismo  Código,  se  declara  que  ha  la- 
gar á  la  demanda,  y  en  consecuencia,  nula  y 
sin  ningún  valor  la  querella  posesoria  á  que 
se  refieren  estos  antecedentes,  con  costas,  y 
se  reserva  á  don  H.  V.  Stephens  las  acciones 
criminales  que  procedan  en  derecho  por  ca- 
lumnia o  injuria.— /oagtiin  Elizalde. 

Apelada  esta  sentencia,  se  resolvió  por  el 
Tribunal  de  Alzada: 

Vistos:  Reproduciendo  la  parte  expositiva  de 
la  sentencia  apelada,  de  28  de  septiembre  úl- 
timo, y  teniendo  presente: 

Que  la  demanda  de  H.  V.  Stephens  tiene  por 
objeto  se  declare  nula  y  sin  valor  la  querella 
deducida  en  su  contra  por  José  Elias  Morales 
por  despoio  violento  de  la  boratera  Santa  Ro- 
sa de  Lima  y  que  ha  sido  fallada  por  sentencia 
de  término  en  favor  del  querellante,  condenán- 
dose á  Stephens  en  los  perjuicios  y  costas; 

Que  tal  petición  la  funda  el  demandante  en 
la  reserva  que  á  su  favor  hizo  la  recordada 
sentencia  para  el  ejercicio  de  las  acciones  ordi- 
narias que  le  correspondieran  y  en  la  circuns- 
tancia de  ser  falsos  los  hechos  invocados  por 
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el  querellante  en  aquel  juicio  y  que  sirvieron 
de  fundamento  al  fallo; 

Que  la  sentencia  de  término  en  un  interdicto 
posesorio  falla  en  definitiva  la  cuestión  que  es 
materia  de  ese  jiticio,  esto  es,  la  referente  á  la 
posesión  y  á  los  hechos  en  que  se  hace  consis- 
tir la  perturbación,  de  tal  manera  que  no  sería 
dable  volver  en  un  nuevo  juicio  sobre  la  apre- 
ciación de  los  mismos  hechos  para  que,  fallán- 
dose otra  vez  sobre  ella,  se  dejara  sin  efecto  lo 
resuelto  por  la  sentencia  anterior; 

Que,  por  lo  tanto,  la  reserva  de  derechos 
consignada  en  esa  sentencia  á  favor  del  quere- 
llado Stephens  sólo  ha  podido  referirse  á  las 
acciones  que  la  ley  deja  en  tales  casos  á  salvo, 
esto  es,  tratándose  de  la  querella  de  restable- 
cimiento por  despojo  violento,  á  las  poseso- 
rias que  correspondan  según  la  disposición  del 
artículo  928  inciso  2^  del  Código  Civil  ó  á  la 
de  dominio  ú  otros  derechos  reales,  conforme 
alo  preceptuado  en  los  artículos  922  y  923 
del  mismo  Código  y  artículos  715  y  320  del 
Código  de  Procedimiento  Civil; 

Que  si  á  virtud  del  ejercicio  de  las  indicadas 
acciones  por  parte  del  querellado  que  fué  ven- 
cido en  el  interdicto,  queda  ineficaz  el  fallo  dic- 
tado en  favor  del  querellante  y  obligado  éste 
á  devolver  á  su  contendor  las  costas  y  perjui- 
cios regulados  en  la  querella  anterior,  tal  re- 
sultado no  se  debería  á  una  revisión  del  fallo 
ó  á  una  nueva  apreciación  de  los  hechos  que 
lo  motivaron  sino  á  la  naturaleza  más  com- 
prensiva y  dominante  de  las  referidas  acciones 
relativamente  á  las  deducidas  en  el  interdicto 
y  cuya  aceptación  pone  necesariamente  térmi- 
no á  la  situación  de  carácter  provisional  crea- 
da por  el  juicio  posesorio  anterior; 

Que,  en  consecuencia,  obsta  á  la  demanda  la 
excepción  de  cosa  juzgada  opuesta  por  el  de- 
mandado Morales  en  su  escrito  de  duplica. 

Visto  además  lo  prescrito  en  los  artículos 
198  y  199  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
se  revoca  la  sentencia  al  principio  citada  y  se 
declara  sin  lugar  la  demanda,  con  costas. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Palacios. 

Acordada  por  unanimidad  en  cuanto  decía-, 
rasin  lugar  la  demanda,  habiendo  tenido  ade- 
más presente  el  señor  Presidente  Barros  para 
revocar  que  el  demandante  no  ha  probado 
que  fueran  falsos  los  hechos  en  que  se  fundó 

SUPREMA 


la  querella  de  despojo  violento;  y  no  acepta 
tampoco  la  condenación  en  costas  de  toda  la 

causa  impuesta  al  demandante E.  Barros.^ 

Aníbal  Palacios. —P,  R,  Vega.—M.  A.Quírell. 

Contra  esta  última  sentencia  interpuso  el 
demandante  recurso  de  casación  en  el  fondo  y 
al  formalizarlo  expone:  que  la  teoría  estable- 
cida en  los  considerandos  de  esa  resolución 
como  la  declaración  que  de  ella  se  desprende, 
son  abiertamente  contrarias  á  las  leyes  que 
definían  y  reglamentaban  los  interdictos  po- 
sesorios á  la  fecha  en  que  Morales  entabló  su 
querella  y  á  la  en  que  la  Corte  de  Apelaciones 
expidió  la  sentencia  acogiéndola  con  reserva 
de  derechos  á  favor  del  demandante,  hoy  re- 
currente. 

Se  refiere  á  las  leyes  preexistentes  en  virtud 
del  principio  de  no  retroactividad  consignado 
en  el  articulo  9^  del  Código  Civil. 

Que  el  carácter  de  las  sentencias  posesorias 
ha  variado  radicalmente  como  han  cambiado 
los  trámites  que  deben  seguirse  en  su  ventila- 
ción. Y  de  aquí  nace  el  que  no  sean  aplicables 
los  artículos  198  y  199  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil  que  cita  el  Iltmo.  Tribunal  pre- 
suponiendo la  existencia  de  un  fallo  judicial 
firme,  cuando  el  de  que  se  trata  no  lo  es  sino 
relativamente  y  en  tanto  que  otro  dictado 
en  juicio  ordinario  no  lo  destruya  ó  modi- 
fique; 

Que  si  bien  la  doctrina  sentada  en  la  sen- 
tencia recurrida  se  conforma  talvez  á  las  leyes 
actuales,  en  ningún  caso  está  de  acuerdo  con 
las  anteriores; 

Que  si  dados  los  preceptos  del  título  V,  pá- 
rrafo II  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
que  contiene  reglas  que  garantizan  la  igual 
aceptación  de  la  defensa  de  las  partes,  se  com- 
prende que,  con  semejante  procedimiento,  que- 
de establecida  la  verdad  de  los  hechos,  no  obs- 
tante que  el  artículo  715  otorga  todavía  á  la 
parte  vencida  el  derecho  de  ejercitar  la  acción 
ordinaria  correspondiente  y  que  el  querellado 
tiene  además  los  recursos  de  casación  y  de  re- 
visión, según  los  casos,  siendo  de  advertir  que 
este  último  puede  fundarse  en  la  falsedad  de 
las  pruebas  testimoniales  ó  documentales  que 
motivaron  la  sentencia,  el  procedimiento  an- 
terior no  consultaba  la  igualdad  de  defensa 
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para  ambas  partes,  ni  daba  á  los  fallos  la 
fuerza  que  la  sentencia  recurrida  declara  res- 
pecto á  la  comprobación  de  los  hechos. 

Después  de  una  disertación  sobre  el  origen 
histórico  de  los  interdictos  y  su  desarrollo, 
hasta  la  incorporación  de  ellos  en  el  derecho 
positivo  español,  para  fijar  su  significado  y  el 
valer  jurídico  que  debe  fi  tribuírseles  como  de- 
cisiones judiciales  y  hacer  notar  la  autoridad 
de  la  práctica  de  los  Tribunales  al  respecto, 
citando  las  leyes  X  y  XIV,  título  X,  Partida 
VII;  III,  V  y  VI,  título  34, libro  XI  de  la  Noví- 
sima Recopilación;  II  y  III,  título  XIV,  Parti- 
da VI,  l^  título  24,  libro  XI  de  la  Novísima 
Recopilación,  agrega  que  de  estas  leyes  vigen- 
tes hasta  el  28  de  febrero  de  1902,  se  deduce 
la  confirmación  plena  del  carácter  transitorio 
de  los  interdictos,  pues  la  querella  por  despo- 
jo violento  se  tramita,  habida  solamente  su- 
maria información  y  sin  llamar  á  las  partes; 
la  sentencia  que  en  ellos  se  dicte  debe  ejecu- 
tarse de  la  misma  manera  y  el  procedimiento 
para  la  restitución  no  tiene  los  caracteres  de 
un  litigio  en  que  ambas  partes  ¡>ueden  aducir 
sus  razones  y  probanzas  con  la  amplitud  ne- 
cesaria, sino  que  es  un  acto  de  orden  social. 
Por  eso  es  que  en  los  motivos  de  la  ley  V,  tí 
tulo  34,  libro  XI  de  la  Novísima  Recopila- 
ción se  expresa  que  el  despojado  por  violencia 
**no  cobra  lo  suyo,  y  si  lo  ha  de  cobrar  por 
pleyto,  cóbralo  tarde  y  con  grandes  costas  y 
trabajos.'* 

Continúa  expresando  que  de  aceptar  el  an- 
tecedente acerca  de  la  cosa  juzgada  respecto 
de  los  hechos,  se  podría  condenar  al  pretendi- 
do despojante  sin  ser  oido,  contrariando  el 
principio  de  equidad  natural  que  rige  todo 
procedimiento  y  violando  la  ley  II,  título  34, 
libro  XI  de  la  Novísima  Recopilación;  se  deja- 
ría en  manifiesta  inferioridad  al  querellado,  á 
quien  podría  colocársele  en  la  condición  de 
litigante  vencido  sin  haber  litigado,  contrario 
al  móvil  de  justicia  y  orden  social  que  deter- 
minó la  adopción  legal  de  los  interdictos;  no 
habría  razón  alguna  atendible  para  que  se 
abriera  nueva  discusión  sobre  la  propiedad  y 
aún  sobre  la  posesión  misma  en  un  juicio  pos- 
terior de  lato  conocimiento  y  se  restringiera 
no  obstante  el  procedimiento  sobre  los  hechos 


que  fueron  materia  del  interdicto;  y  por  fin, 
no  se  funda  en  ley  alguna  la  distinción  acerca 
de  la  reserva  expresa  ó  tácita  que  se  deja  al 
querellado  para  que  haga  valer  sus  derechos 
en  un  proceso  ordinario;  ó  hay  facultad  para 
solicitar  la  nulidad  de  la  querella  posesoria 
por  falsedad  de  los  hechos  como  por  cualquie- 
ra otra  causa  ó  no  la  hay  por  razón  alguna. 

Se  agrega  todavía  que  otro  de  los  funda- 
mentos de  la  casación  que  se  ha  interpuesto 
es  la  violación  que  la  sentencia  recurrida  hace 
de  las  leyes  referentes  á  la  prueba,  pues  la  de 
los  interdictos  no  necesita  de  solemnidades  y 
no  puede  entonces  generar  hechos  incontro- 
vertibles ni  anteponerse  á  la  que  se  rinda  en 
juicio  ordinario,  pues  para  que  la  prueba  tes- 
timonial valga  es  necesario  se  preste  con  au- 
torización judicial;  que  se  cite  á  la  parte  con- 
traria según  la  ley  23,  título  16,  Partida  3^, 
que  sea  juramentada  y  que  sea  oportuna  ó 
rendida  dentro  del  término.  Si  falta  alguno 
de  estos  requisitos,  la  prueba  no  vale,  y  por 
consiguiente  la  que  se  rinda  en  los  interdictos 
sólo  produce  efectos  transitorios,  prevalecien- 
do sobre  ella  la  prestada  en  juicio  ordinario 
sobre  los  mismos  hechos.  La  sentencia  de  que 
se  recurre  quebranta  estas  leyes,  declarando 
lo  contríirio  de  lo  que  ellas  establecen. 

Que,  por  último,  el  caráct'r  definitivo  que 
la  sentencia  da  á  los  hechos  controvertidos 
en  el  interdicto,  es  contrarío  á  todo  el  enjui- 
ciamiento preexistente,  cuyos  trámites  son 
diversos  del  juicio  ordinario;  y  si  en  lo  relati- 
vo á  la  posesión  actual  y  momentánea  la 
prueba  del  interdicto  produce  plenos  efectos, 
respecto  de  la  situación  definitiva  que  el  juicio 
ordinario  crea,  esa  prueba  sólo  vale  en  defecto 
de  otra  que  se  rinda  no  teniendo  más  alcance 
que  el  de  atribuirse  el  onus  probaadi  al  liti- 
gante que  fué  vencido  en  el  posesorio. 

Al  fundar  el  recurso  ante  la  Corte  se  refiere 
la  parte  recurrente  al  escrito  en  que  lo  forma 
lizó,  agregando  sólo  la  cita  de  diversas  sen 
tencias  para  acreditar  cuál  ha  sido  en  la  prác 
tica  la  jurisprudencia  establecida  al  respecto 

En  rebeldía  de  la  parte  contraria,  para  res 
ponder  al  escrito  de  fundación  del  recurso,  se 
pidió  el  dictamen  del  Ministro  á  quien  corres- 
pondió el  turno. 
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LaOorte: 

Teniendo  presente: 

1'  Qne  la  querella  de  despojo  violento  á  que 
se  refiere  la  demanda,  fué  iniciada  por  don 
José  Blías  Morales  contra  la  Empresa  Anglo 
Chillan  y  don  H.  V.  Stephens,  el  día  6  de  di- 
ciembre del  año  1900,  fallada  en  segunda  ins- 
tancia en  12  de  junio  de  1901,  es  decir,  antes 
del  1^  de  marzo  de  1903,  fecha  en  que  empezó 
¿I  regir  el  Código  de  Procedimiento  Civil; 

2^  Que  en  la  época  en  que  fué  interpuesta  y 
fallada  esa  querella,  y  aún  en  la  que  fué  inicia- 
da la  demanda  sobre  la  que  recayó  la  senten- 
cia recurrida,  estaban  vigentes,  en  materia  de 
procedimiento,  las  leyes  españolas  consigna- 
das, entre  otros  cuerpos  de  leyes,  en  las  Par- 
tidas y  en  la  Novísima  Recopilación; 

3^  Que  en  conformidad  á  lo  dispuesto  en  el 
artículo  9*  del  Código  Civil,  que  prescribe  que 
la  ley  puede  sólo  disponer  para  lo  futuro,  y 
no  tendrá  jamás  efecto  retroactivo,  la  senten- 
cia recurrida  ha  debido  aplicar  al  fallar  la 
acción  deducida  en  la  demanda  y  las  excep- 
ciones opuestas  en  la  contestación,  aquella» 
leyes  del  enjuiciamiento  y  nó  las  del  Código 
de  Procedimiento  Civil; 

4^  Que,  si  bien  las  leyes  concernientes  á  la 
sustanciación  y  ritualidad  de  los  juicios,  pre- 
valecen sobre  las  anteriores  desde  el  momento 
en  que  deben  empezar  á  regir,  según  lo  esta- 
blece el  artículo  24  de  la  ley  de  7  de  octubre 
de  1861,  las  actuaciones  y  diligencias  que  ya 
estuvieren  iniciadas  se  regirán  por  la  ley  vi- 
gente al  tiempo  de  su  iniciación,  como  en  ese 
mismo  artículo  se  prescribe;  y  el  fallo  recaido 
en  la  querella  iniciada  por  Morales  se  pronun- 
ció, como  se  ha  dicho,  antes  de  empezar  á  re- 
gir el  mencionado  Código  de  Procedimiento 
Civil; 

5^  Que,  en  consecuencia,  la  sentencia  recu- 
rrida, al  aplicar  la  disposición  de  los  artículos 
198  y  199  de  este  último  Código  para  aceptar 
la  excepción  de  cosa  juzgada  opuesta  por  el 
demandado,  ha  infringido  la  disposición  del 
artículo  9^  del  Código  Civil; 

6^  Que  esta  infracción  ha  influido  sustan- 
cialmente  en  lo  dispositivo  de  la  sentencia 
misma,  condición  necesaria  para  que  tenga 
lugar  el  recurso  de  casación  en  el  fondo,  según 


lo  prescripto  en  el  artículo  940  del  Código  res- 
pectivo, pues  si  al  pronunciarse  el  Tribunal 
sentenciador  sobre  la  excepción  de  cosa  juz- 
gada opuesta  á  la  demanda,  hubiera  aplicado 
las  leyes  que  existían  en  el  sistema  de  enjuicia- 
miento anterior  á  la  vigencia  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  especialmente  en  la  ley  II, 
título  XXXIV,  Libro  XI  de  la  Novísima  Re- 
copilación, que  ordenaba  que  nadie  fuese  pri- 
vado de  su  posesión  sin  que  previamente  fuese 
llamado,  oido  y  vencido  por  derecho,  no  ha- 
bría podido  dar  lugar  á  la  excepción  de  cosa 
juzgada,  desde  que  las  resoluciones  de  la  natu- 
raleza de  aquella  en  que  se  fundaba  esa  excep- 
ción, ó  sea  un  interdicto  posesorio  no  podían 
producirla  en  el  juicio  ordinario,  por  no  ser 
propiamente  un  juicio  aquel  en  que  recaían, 
ya  que  no  había  contienda  entre  partes,  ni  se 
discutían  en  forma  alguna  los  derechos  que  en 
ella  se  hacían  valer,  ni  era  necesario  recibir  las 
probanzas  de  la  defensa  y  ni  siquiera  se  oia  á 
la  parte  en  contra  de  quien  se  dirigíala  acción, 
con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  la  ley  V  del  mismo 
título  y  libro,  faltando,  por  consiguiente,  to- 
dos los  requisitos  esenciales  de  un  juicio; 

7^  Que  el  carácter  precario  de  la  resolución 
dictada  en  un  interdicto  no  sufre  modificación 
por  la  circunstancia  ocasional  de  que  el  que- 
rellado hubiere  podido  ser  oido  en  él,  pues  ese 
carácter  depende  de  su  naturaleza  y  de  la  tra- 
mitación especial  á  que  estaban  sometidos,  y 
no  existía  disposición  legal  alguna  que  en  ^ste 
caso  estableciera  lo  contrario. 

Visto  además  lo  dispuesto  en  el  artículo  979 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  declara 
que  ha  lugar  al  recurso  y  se  invalida,  en  con- 
secuencia, la  sentencia  de  la  Iltma.  Corte  de 
Apelaciones  de  Tacna,  de  23  de  diciembre 
de  1903.  Devuélvase  á  la  parte  recurrente  la 
cantidad  consignada  para  este  recurso. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Gaete.— 
V.  Aguirre  V,^José  Alfonso, — Leopoldo  Urrw 

tía,—J,   Gabriel  Palma  Guzmán Galvaríno 

Gallardo,— Gabriel  Gaete,  — Leoncio  Rodrí- 
guez,—Carlos  Varas Abel  Sanvedra, 

Y  fallando  la  causa: 

Santiago,  23  de  junio  de  1905 Vistos:  se 

confirma  la  sentencia  apelada  de  28  de  sep- 
tiembre de  1903. 
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Los  Ministros  señores  Alfonso  y  Gaete,  te- 
niendo presente  que  no  se  han  acreditado  en 
manera  alguna  ni  pretendido  siquiera  hacerlo, 
los  daños  y  perjuicios  cuyo  pago  se  pide  en  la 
demanda,  opinan  que  se  confirme  la  referida 
sentencia,  con  declaración  de  que  sólo  ha  lu- 
gar á  la  demanda  en  cuanto  á  la  suspensión 
de  los  efectos  ó  nulidad  del  interdicto  recaido 
en  la  querella  de  despojo  violento  entablada 
por  don  José  Elias  Morales  contra  la  Empresa 
Anglo  Chilian  y  don  II.  V.  Stephens  á  que  se 
refiere  la  demanda  misma  y  que  se  desecha  lo 
demás  que  en  ella  se  solicita. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Gaete.— 
V,  Aguirre  V,-José  Alfonso.— Leopoldo  Urru- 
tia.—J.  Gabriel  Palma  Guzmán.—Galvarmo 
Gallardo,  —  Gabriel  Gaete.  —  Leoncio  Rodrí- 
guez,—Carlos  Varas Abel  Saavcdra, 


Cas,  tn  la  forma.—lO  de  mayo  de  1905 


Carvallo  con  Figueroa 


Arrendamiento;  restitución  de  la  cosa 
arrendada.— Confusión.— Perjulolos; 
falta  de  justificación. —  Omisiones 
del  fallo.— Consideraciones  de  hecho 
y  de  derecho  que  le  sirven  de  funda- 
mento. 

Doctrina  :—  Establecido  el  hecho  del 
arrendamiento  de  un  fundo  por  un  térmi- 
no ya  vencido,  es  procedente  la  demanda 
de  restitución  de  la  propiedad  arrendada 
y  de  pago  de  la  renta  adeudada^  si  no  se 
justiñca  que  el  arrendatario  haya  adqui- 
rido los  derechos  del  arrendador  y  efec- 
tuádose  así  la  confusión  invocada  por 
aquél  ó  que  los  derechos  del  arrendador 
se  hayan  extinguido. 

No  acreditándose  los  perjuicios  alega- 
dos por  el  arrendador  con  la  mora  en  la 


entrega  del  fundo^  no  procede  la  conde- 
nación del  arrendatario. 

Procede  el  recurso  de  casación  en  la 
forma  en  el  caso  de  que  la  sentencia  recu- 
rrida haya  sido  pronunciada  con  omisión 
de  las  consideraciones  de  hecho  y  de  dere- 
cho que  le  sirven  de  fundamento.  Incurre 
en  este  vicio  la  sentencia  conñrmatoria 
de  segunda  instancia,  que  al  conñrmar  el 
fallo  del  Juez  de  primera  instancia^  omite 
los  considerandos  que  se  reñeren  á  la  re- 
convención y  deja  subsistentes  sólo  /os 
relativos  á  la  demanda. 


Don  Rafael  Carvallo,  en  la  demanda  presen- 
tada al  Juzgado  de  La  Unión,  expone:  que  se- 
gún consta  de  la  escritura  pública  de  arriendo 
acompañada,  dio  en  arrendamiento  á  don  Jo- 
sé Vicente  Figueroa  por  el  término  de  cinco 
años  y  por  el  canon  anual  de  $  2.000  su  fun- 
do Trumag  \^  además,  las  casas,  útiles  y  ani- 
males que  se  detallan  en  un  inventario  priva- 
do que  hicieron  con  el  arrendatario. 

Bl  arriendo,  según  el  contrato,  comenzó  á 
correr  desde  el  1^  de  abril  de  1891;  por  mane- 
ra que  el  plazo  de  duración  del  tal  contrato 
debía  terminar  el  1*^  de  ese  mes  de  1896,  épo- 
ca en  que  el  arrendatario  estaba  obligado  á 
hacerle  entrega  de  lo  dado  en  arrendamiento. 

Pero  el  señor  Figueroa,  no  obstante  las  re- 
convenciones amigables,  que  le  hizo,  á  fin  de 
que  le  entregara  su  propiedad  expirado  el  tér- 
mino de  duración  del  arriendo  y  las  muchas 
otras  que  le  ha  hecho  desde  esa  fecha  hasta 
ahora,  se  ha  negado  tenazmente,  no  sólo  á 
haciírle  entrega  de  lo  arrendado  sino  que  tam- 
poco ha  querido  pagarle  los  cánones  del 
arriendo  á  contar  desde  el  1*^  de  abril  de  1896 
hasta  la  fecha. 

Establecen  los  artículo?  1942  v  1947  del 
Código  Civil  que  el  arrendatario  tiene  entre 
otras  obligaciones  la  de  pagar  el  canon  ó  ren- 
ta en  la  época  en  que  se  hubiere  estipulado  y 
ladeentregar  la  casa  al  findel  arrendamiento. 
Su  arrendatario  ha  infringido  ambas  disposi- 
ciones legales,  pues^no  ha  dado^cumplimiento 
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ni  á  la  una  ni  á  la  otra,  no  obstante  las  reite- 
radas instancias  hechas  por  la  parte  para  ob- 
tener, tanto  el  pago  de  los  cánones  adeufla- 
clos  como  la  entrega  de  la  propiedad  con  sus 
útiles. 

Por  las  razones  expuestas  y  las  demás  que 
alegará  en  su  escrito  de  réplica,  interpone  la 
presente  demanda  contra  don  José  Vicente 
Figueroaá  fin  dequeel  Juzgado,  en  definitiva, 
se  sirva  declarar:  1^  que  el  demandado,  den- 
tro de  tercero  día  á  contar  desfle  el  en  que 
cause  ejecutoria  la  sentencia  que  se  pronuncie, 
debe  entregarle  el  terreno  arrendado  con  to- 
dos los  útiles  que  constan  del  inventario  á 
que  se  refiere  el  contrato  de  arriendo,  que  son: 
trescientas  cabezas  de  ganado  lanar,  ocho 
yuntas  de  bueyes,  cinco  caballos,  dos  yeguas 
paridas,  ocho  carretas  con  yugos  y  demás 
aperos,  un  tonel  de  cincuenta  barriles,  cuatro 
chaochos  y  las  demás  especies  que  contiene  el 
dicho  inventario;  2^  que  dentro  del  mismo 
término  debe  pagarle  los  cánones  de  arrenda- 
miento devengados  y  que  se  devengaren  du- 
rante el  juicio,  con  sus  intereses  corrientes  á 
contar  desde  la  fecha  en  que  ha  debido  verifi- 
car el  pago;  y  3^  que  debe  condenarse  al  de- 
mandado á  pagar  los  daños  y  perjuicios  que 
le  ha  causado  y  además  las  costas  de  este 
juicio. 

Don  José  Vicente  Figueroa,  agricultor  do- 
miciliado en  Trumag,  de  este  departamento, 
contestando  y  reconviniendo,  pide  que  se  de- 
clare: 

1^  Que  ha  lugar  á  la  resolución  del  contra- 
to de  arrendamiento  y  que  don  Rafael  Carva- 
llo debe  pagarle  los  perjuicios  resultantes  de 
la  infracción  de  dicho  contrato,  los  cuales  es- 
tima en  el  12%  del  precio  de  las  compras  he- 
chas durante  los  cinco  años  que  debía  durar; 

2'  Que  el  señor  Carvallo  debe  devolverle 
las  cantidades  que  le  pagó  por  canon  con  los 
intereses  del  12%  anual  y  subsidiariamente 
que  debe  restituirle  aquellas  sumas  que  ha 
pagado  con  posterioridad  á  la  resolución  del 
referido  contrato  y  los  intereses  del  12'/^; 

3*^  Que  don  Rafael  Carvallo  debe  respetarle 
la  posesión  de  comunero  que  tiene  en  el  fundo 
Truraag;  y 

4/^  Que  debe  pagarle  las  costas  del  juicio, 
desechándose  la  demanda. 


En  apoyo  de  sus  peticiones,  expone:  el  fun- 
do Trumag  que  le  arrendó  don  Rafael  Carva- 
llo, según  la  escritura  de  11  de  junio  de  1891, 
pertenece  en  parte  á  la  sociedad  conyugal  di- 
suelta de  den  Enrique  Carvallo  y  de  doña 
María  Carrión,  matrimonio  del  que  hubo  la 
siguiente  descendencia:  Enrique  2^  Carvallo, 
Rafael  Carvallo,  Fernando  Carvallo,  Jacinto 
Carvallo  y  Pedro  Carvallo  y  Carrión,  los 
cuales,  por  consiguiente,  como  hijos  legítimos 
del  matrimonio  Carvallo  y  Carrión  son  entre 
sí  hermanos  carnales  v  concurren  sobre  el  ex- 
presado  fundo  en  la  porción  de  que  la  referi- 
da sociedad  conyugal  es  dueña,  en  las  cuotas 
en  que  son  llamados  por  la  ley,  con  el  cónyuge 
sobreviviente  don  Enrique  Carvallo.  Ha  di- 
cho que  sólo  en  parte  la  expresada  sociedad 
es  dueña  del  fundo  Trumag  porque,  efectiva- 
mente, hsíj  otras  personas  en  absoluto  extra- 
ñas á  la  expresada  sociedad  conyugal,  que 
tienen  pedazos  de  terrenos  de  que  son  dueños 
dentro  de  los  deslindes  fijados  al  fundo  Tru- 
mag en  la  escritura  de  arrendamiento  de  11 
de  junio  de  1891  ya  citada. 

El  predio  Trumag  poseído  proindiviso  por 
la  sucesión  Carvallo  Carrión  y  por  los  demás 
poseedores  ó  comuneros  á  que  alude  en  el 
acápite  anterior,  fué  arrendado  á  Figueroa 
en  la  forma  y  condiciones  que  detalla  la  re- 
cordada escritura. 

El  14  de  junio  de  1893  según  escritura  públi- 
ca otorgada  en  Santa  Cruz,  subdelegación  de 
Cudico,  ante  el  notario  público  don  Pedro  J. 
Díaz  Alvarez,como  consta  del  documento  que 
acompaña,  don  Enrique  Carvallo,  padre,  ven- 
dió á  sus  hijos  Rafael,  Jacinto  y  Femando, 
las  acciones  y  derechos  de  que  era  dueño  en  el 
fundo  Trumag,  según  lo  que  reza  la  cláusula. 

El  21  de  julio  de  1894  en  escritura  pública 
otorgada  en  esta  ciudad  ante  el  notario  ya 
nombrado,  compró  ádon  Enrique  2*^  Carvallo 
que  le  vendió,  como  consta  de  la  escritura  que 
acompaña,  25  cuadras  de  terreno  dentro  del 
fundo  Trumag,  estipulando  el  documento  el 
aumento  ó  disminución  del  precio  de  la  venta 
según  fuere  mayor  ó  menor  la  parte  que  al 
vendedor  en  la  partición  respectiva  le  cupie- 
re, con  lo  cual  quedó  implícitamente  vendida 
toda  la  acción  que  le  pertenece  en  el  predio 
Trumag  por  herencia  materna. 
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El  19  de  noviembre  de  1900,  en  escritura 
extendida  ante  el  mismo  notario  en  esta  ciu- 
dad, don  Pedro  J.  Díaz  Alvarez,  don  Pedro 
Carvallo  le  vendió  la  cuota  íntegra  que  le  co- 
rrespondía en  el  citado  fundo  por  herencia 
materna;  y  con  esta  compra  aceptada  por 
él,  pasó  á  ser  dueño  de  dos  acciones  de  las 
que  dividen  la  sociedad  conyugal  Carvallo- 
Carrión. 

Según  los  antecedentes  relacionados,  que  á 
su  tiempo  se  comprobarán,  en  cuanto  por  las 
escrituras  públicas  que  acompaña  no  apare- 
ciere establecido,  don  Rafael  Carvallo  le  arrer- 
dó  una  cosa  ajena,  en  la  cual  el  arrendador 
no  tenía  sino  un  derecho  limitado. 

Ahora  bien,  cualquiera  que  haya  sido  el  de- 
recho que  el  arrendador  tuviera  para  arren- 
dar la  cosa  ajena  de  que  se  trata,  es  evidente, 
que  desde  el  momento  en  que  don  Enrique  2^ 
Carvallo  y  don  Pedro  Carvallo  le  vendieren 
las  acciones  y  derechos  mencionados,  ha  pa- 
sado á  ser  copartícipe  en  la  expresada  suce- 
sión y  accionista  en  el  fundo  Trumag,  de  tfil 
suerte  que  su  calidad  de  arrendatario  y  ('e 
dueño  se  han  confundido. 

Es  igualmente  cierto  que  desde  el  momento 
en  que  se  verificaron  las  ventas  á  que  se  re- 
fiere, se  ha  sustituido  á  sus  vendedores  en  si  s 
acciones  y  derechos,  los  cuales  le  pertenecen  y 
le  autorizan  para  exigir  se  le  considere  accio- 
nista de  la  sucesión  de  don  Enrique  Carvallo, 
en  las  mismas  condiciones  en  que  sus  vende- 
dores lo  estaban;  de  tal  suerte  que  los  dere* 
clios  que  le  fueron  vendidos,  y  arrendados 
por  don  Rafael  Carvallo,  particularmente  son 
]os  mismos  que  su  vendedor  tenía  al  tiempo 
de  fallecer  su  causahabiente  doña  María  Ca- 
rrión. 

Sus  acciones  y  derechos  de  terreno  se  retro- 
traen á  la  fecha  de  la  muerte  de  doña  María 
Carrión,  ya  que  es  dueño  de  la  cuota  de  dos 
de  sus  hijos. 

Y  bien,  si  con  las  escrituras  públicas  que 
acompaña  y  los  certificados  de  inscripción  que 
se  registran  conjuntamente,  prueba  que  es  co" 
munero  en  el  fundo  Trumag,  don  Rafael  Car- 
vallo no  puede  legítimamente  pretender  que  le 
entregue  el  fundo  expresado. 

Los  artículos  1320,  1832,  718,  670  y  686 
del  Código  Civil  y  los  contratos  de  27  de  julio 


de  1894  y  de  9  de  noviembre  de  1900,  le  am- 
paran en  la  posesión  y  dominio  que  ejercitacn 
el  fundo  Trumag  en  su  calidad  de  comiiiiero, 
del  cual  no  puede  ser  expulsado. 

El  demandante,  en  virtud  de  cierto  con- 
trato, reclama  la  entrega  total  del  predio  Tru- 
mag; pero  en  virtud  de  otros  contratos  y  di- 
versas disposiciones  legales,  puede  ver  el  Juz- 
gado que  no  está  obligado  á  laentregaque  se 
le  reclama. 

Como  comunero  en  el  fundo  Trumag,  tiene 
los  mismos  derechos  que  el  demandante  don 
Rafael  Carvallo;  y  si  él,  sin  duda,  puede  pre- 
tender una  posesión  pro  indiviso,  como  la  que 
él  tiene,  no  tiene  derecho  alguno  para  reclamar 
la  entrega  de  todo  el  predio,  en  mérito  de  un 
contrato  que  ha  caducado. 

El  contrato  de  arrendamiento,  en  efecto,  ha 
caducado  junto  con  la  compra  que  hizo  á  sus 
vendedores  señores  Enrique  2^  y  Pedro  Carva- 
llo y  Carrión,  á  los  cuales  se  ha  sustituido  en 
la  posesión  y  dominio  del  fundo  Trumag  desde 
la  muerte  de  doña  María  Carrión. 

Según  el  inciso  1*  del  artículo  1590,  del  Có- 
digo Civil,  expira  el  contrato  de  arrendamiento 
de  la  misma  manera  que  los  otros  contratos; 
y  según  lo  prescripto  en  el  artículo  1567  del 
mismo  Código,  uno  de  los  modos  de  extinguir 
las  obligaciones  es  la  confusión. 

En  el  caso  de  que  se  trata,  las  calidades  de 
arrendatario  y  de  dueño,  se  han  conftmdido 
por  las  compras  que  hizo  en  el  expresado  pre- 
dio Trumag. 

A  lo  menos  en  la  parte  que  ha  comprado, 
el  arrendamiento  ha  expirado,  ya  que  la  po- 
sesión proindiviso  ha  sustituido  á  la  tenencia 
derivada  del  contrato  de  arrendamiento. 

Actualmente,  según  las  escrituras  públicas 
que  acompaña  á  las  inscripciones  respectivas, 
no  hay  en  el  predio  Trumag  más  accionistas 
que  don  Rafael  Carvallo,  don  Jacinto  Carva- 
llo, don  Fernando  Carvallo,  representado  por 
su  mujer  doña  Ninfa  Montesinos,  como  here- 
dera testamentaria  de  este  último  y  él. 

En  su  calidad  de  accionista,  tiene  evidente- 
mente derecho  para  reclamaren  su  oportu- 
nidad de  don  Rafael  Carvallo  los  frutos  per- 
cibidos por  él  del  predio  Trumag,  en  la  parte 
que  afecta  á  su  cuota  en  el  expresado  fundo: 
de  igual  suerte,  en  la  respectiva  partición,  el 
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expresado  don  Rafael  Carvallo,  tendrá  dere- 
cho para  exigirle  los  frutos  en  la  parte  que  le 
toque  en  el  fundo  Trumag;  pero  no  tiene  ac- 
ción ninguna  ordinaria,  ni  para  pedir  que  le 
entregue  el  fundo  Trumag,  ni  para  que  le  pa- 
gue arrendamientos  que  no  debe,  desde  que 
no  es  arrendatario,  sino  comunero,  como  lo 
es  el  demandante. 

Por  otra  parte,  el  demandante  ha  dispuesto 
de  mucha  parte  del  fundo  Trumag  arrendan- 
do á  terceras  personas  para  hacer  siembras  y 
utilizar  el  terreno  en  otras  industrias  sin  es- 
torbo de  su  parte.  Ha  puesto  en  arriendo  la 
parte  de  terreno  que  le  corresponde  en  el  pre- 
dio Trumag  y  se  ha  entendido  con  varias  per- 
sonas para  ese  arriendo,  con  las  cuales  no  ha 
podido  convenir  en  el  juicio  ni  otras  exigen- 
cias del  demandante. 

Esto  prueba  que  él  no  pone  ningún  obstt^cu- 
lo  para  que  disponga  de  lo  que  le  correspon- 
de en  el  fundo  Trumag. 

En  mérito  de  las  expresadas  consideracio- 
nes, pide  al  Juzgado  se  sirva  negar  lugar  á  la 
demanda,  con  costas.  Según  el  contrato  de 
arrendamiento,  don  Rafael  Carvallo  estaba 
obligado  á  entregarle  las  porciones  de  terreno 
que  fuera  comprando  dentro  de  los  límites 
fijados  en  la  escritura  de  arriendo  y  no  cum- 
plió con  esta  obligación. 

Esta  infracción  le  da  derecho  para  reclamar 
la  resolución  del  contrato  de  arrendamiento 
y  los  perjuicios,  que  avalúa  en  12%  del  precio 
que  don  Rafael  Carvallo  pagó  por  los  terre- 
nos adquiridos  durante  la  vigencia  del  con- 
trato expresado. 

No  habiendo  cumplido  el  arrendador  con 
la  obligación  aludida,  junto  con  la  resolu- 
ción del  contrato  y  la  indemnización,  pide 
al  Juzgado  declare  que  don  Rafael  Carvallo 
debe  devolverle  las  sumas  que  le  pagó  por 
arriendos  con  sus  intereses  del  12%  anual,  y 
subsidiariamente,  aquellas  cantidades  paga- 
das con  posterioridad  á  la  infracción  del  con- 
trato y  sus  intereses  del  12%  al  año. 

Don  C.  Ciudad,  replicando  y  contestando  á 
*a  reconvención,  pide  que  se  acepte  la  deman- 
da y  se  deseche  la  reconvención  y  expone: 

El  18  de  julio  de  1891,  fecha  del  contrato 
de  arrendamiento,  base  de  esta  demanda,  don 
Rafael  Carvallo,  estaba  en  posesión  del  fundo 


Trumag,  dentro  de  los  deslindes  expresndos 
en  ese  contrato,  con  excepción  de  algunas 
partes  que  dentro  de  ese  fundo  correspondían 
y  corresponden  aún  á  particulares,  como  cons- 
ta de  ese  mismo  contrato,  por  cuanto  en  él  se 
expresó  textualmente  que  las  compras  de  te- 
rrenos que  el  arrendador  haga  dentro  del  fun- 
do arrendado  durante  los  cinco  años,  se  com- 
prenderán también  incluidos  en  este  contrato 
y  sin  cargo  alguno  para  el  arrendatario. 

Lo  dado  en  arrendamiento  lo  poseía  su 
mandante  á  virtud  de  compras  que  había  he- 
cho en  el  mencionado  fundo,  y  por  haberle 
entregado  mucha  parte  de  ese  terreno  su  se- 
ñor padre  don  Enrique  Carvallo  para  que  tra- 
bajara en  él. 

Las  compras  hechas  por  su  poderdante  con 
anterioridad  á  la  fecha  del  arriendo,  constan 
de  las  escrituras  públicas  que  ha  signado  con 
los  números  1  y  2,  de  fecha  7  de  noviembre  de 
1883y  19  de  noviembre  de  1888.  Por  la  prime- 
ra deesas  escrituras  su  representado  compró 
un  retazo  de  terreno  de  ese  fundo  á  Carmen 
Traro,  con  deslindes  determinados,  terrenos 
que  la  vendedora  poseía  exclusivamente  á  títu- 
lo de  dueño,  como  se  ve  por  la  hijuela  de  entre- 
ga que  á  ésta  se  le  hizo  en  el  año  de  1856,  según 
el  documento  que  ha  signado  con  el  número  3 
y  por  la  segunda  de  esas  escrituras  adquirió 
su  representado  las  acciones  y  derechos  que 
en  el  fundo  Trumag  correspondían  á  Pedro 
José  Monasterio  y  á  la  cónyuge  de  éste,  Juana 
Flores. 

Posteriormente,  cerca  de  dos  años  después 
de  celebrado  el  contrato  de  arrendamiento, 
don  Enrique  Carvallo,  vendió  á  sus  hijos  Ra- 
fael, Fernando  y  Jacinto  Carvallo  las  accio- 
nes y  derechos  que  correspondían  al  vendedor 
en  el  fundo  Trumag,  según  da  cuenta  la  escri- 
tura pública  acompañada  por  la  contraria; 
y  por  último,  por  escritura  pública  de  fecha 
16  de  junio  de  1893,  la  que  ha  signado  con  el 
número  4,  don  Enrique  y  don  Enrique  2^  Car- 
vallo vendieron  á  su  representado  un  retazo 
de  terreno  del  fundo  Trumag  y  acciones  y  de- 
rechos en  él,  como  se  detalla  en  esa  escritura 
y  las  que  ha  signado  con  los  números  5  y 
6,  siendo  de  notar  que  aquella  escritura  con- 
tiene la  venta  de  un  retazo  de  terreno  del  fun- 
do Trumag  comprendido  dentro  de  deslíodca 
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especiales,  y  que  fué  entregado  al  vendedor 
Traro  el  año  de  1856,  según  consta  del  docu- 
mento que  ha  signado  con  el  número  7. 

Hace  presente  al  Juzgado  que  lo  vendido 
por  don  Enrique  2^  Carvallo,  hermano  legíti- 
mo de  su  representado,  fueron  las  acciones 
propias  que  á  él  pertenecían  por  compras  he- 
chas y  las  que  le  corresponden  por  la  heren- 
cia de  su  madre. 

En  el  terreno  arrendado  su  representado  vi- 
vió largos  años,  construyó  en  él  una  casa, 
que  es  la  en  que  vive  el  demandado  desde  la 
época  en  que  le  fué  dado  el  fundo  en  arrenda- 
miento, cercó  todo  el  terreno  por  él  poseído 
con  cercos  de  tranqueros  y  tranquillas,  divi- 
dió el  fundo  con  esa  misma  clase  de  cercos, 
cercó  también  casi  todas  las  posesiones  que 
dentro  de  ese  fundo  correspondían  á  particu- 
lares, y  lo  preparó  hasta  dejarlo  apto  para 
ser  sembrado,  haciendo  riegos,  desmontes  y 
limpias.  Y  todos  esos  trabajos  fueron  hechos 
con  dineros  de  su  propio  peculio. 

Su  representado,  á  la  fecha  del  arriendo,  es- 
taba en  posesión  de  todo  el  terreno  que  en 
calidad  de  arrendatario  recibió  el  demandado 
y  estaban  en  su  posesión  tanto  las  acciones  y 
retazos  de  terreno  que  ha  indicado  anterior- 
mente como  las  acciones  que  correspondían 
á  sus  hermanos  por  herencia  de  su  madre  y 
por  la  compra  hecha  á  su  padre  de  que  da 
cuenta  la  escritura. 

Su  representado  entregó  al  arrendatario  el 
terreno  arrendado  y  á  mas  las  casas  que  an- 
tes habitara  aquél,  animales  y  útiles  de  cam- 
po, especies  todas  estas  que  constaban  de  un 
inventario  privado  que  se  hizo  en  el  mismo 
día  de  la  celebración  del  contrato,  inventario 
éste  que  fué  acompañado  al  juicio  sustraido 
ha  tiempo,  en  el  cual  su  poderdante  demanda- 
ba á  don  J.  Vicente  Figueroa,  ejercitando  las 
mismas  acciones  que  hoy  se  deducen;  el  arren- 
datario pagó  con  más  ó  menos  puntualidad 
los  cánones  de  arriendo  devengados  hasta  el 
1*^  de  abril  de  1896,  Yecha  en  que  expiraba  el 
arrendamiento;  el  arrendatario,  en  lugar  de 
entregar  el  terreno  arrendado  en  esta  fecha, 
continuó  por  algún  tiempo  ocupando  el  fundo 
con  frivolos  pretextos  y  á  condición  de  cance- 
lar el  mismo  canon  de  arriendo  y,  por  último, 
concluye  el  arrendataríoi  por  dar  el  gran  paso 


alzándose  con  el  santo  y  la  limosna:  dice  que 
no  entrega  el  fundo  ni  paga  los  cánones  de 
arriendo  devengados.  Es  ese  un  verdadero 
colmo  y  el  único  JDaso  que  el  demandado  po- 
día dar  para  manifestar  la  gratitud  qne  debía 
á  su  cuñado  por  la  confianza  que  en  él  había 
depositado  haciéndole  entrega  de  sus  intere- 
ses. El  demandado,  con  tal  procedimiento,  ha 
dado  pruebas  evidentes  de  falta  de  honradez, 
de  honorabilidad  y  que  no  obliga  siquiera  su 
sentimiento  de  gratitud  para  el  cuñado  que 
en  épocas  precarias  para  él,  le  tendió  mano  ge- 
nerosa. 

El  demandante  en  su  contestación  á  la  de- 
manda acompaña  dos  escrituras  sohre  com- 
pras de  acciones  y  derechos  que  hizo  á  don 
Pedro  Carvallo  y  compra  de  25  cuadras  de 
terrenos  que  le  vendió  don  Enrique  2^  Car- 
vallo, todo  esto  comprendido  en  el  fundo  da- 
do en  arrendamiento  por  su  poderdante,  y 
fundado  en  ellas  y  olvidando  que  debe  entre- 
gar la  especie  dada  en  arrrendamiento,  dice: 
el  arriendo  ha  terminado,  y  como  por  esas 
escrituras  públicas  él  entra  á  ser  accionista 
en  el  terreno  arrendado,  se  ha  verificado  con- 
fusión en  mi  calidad  de  arrendatario  y  accio- 
nista, por  lo  cual,  se  quedó  con  todo,  es  decir, 
con  las  tierras,  casas,  animales  y  demás  espe» 
cies  que  ha  recibido  en  arriendo. 

Es  ese  el  fondo  de  la  defensa  de  la  contraria, 
defensa  que  entra  á  examinar. 

Cuando  concurren  en  una  misma  persona 
las  calidades  de  acreedor  y  deudor  se  verifi- 
ca de  derecho  una  confusión  que  extingue  la 
deuda  y  produce  iguales  efectos  que  el  pago,  y 
si  el  concurso  de  las  dos  calidades  se  verifica 
solamente  en  una  parte  de  la  deuda,  no  hay 
lugar  á  la  confusión  ni  se  extingue  la  deuda, 
sino  en  esa  parte,  dicen  los  artículos  1665  y 
1667  del  Código  Civil. 

En  el  caso  actual  no  concurren  en  el  de- 
mandado la  doble  calidad  de  acreedor  y  deu- 
dor, y  sí,  solamente,  esta  última  circunstan- 
cia, puesto  que  su  defendido  no  adeuda  canti- 
dad de  ninguna  especie  al  demandado;  por 
manera  que  esas  disposiciones  no  pueden  ser 
aplicadas  con  relación  á  la  defensa  que  hace 
éste,  ya  que  la  confusión  de  arrendatario  y  de 
comunero  no  ha  podido  existir  en  este  caso,  y 
en  la  hipótesis  de  que  existiera  y  aplicando  las 
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disposiciones  legales  que  ha  citado,  ello  do  da- 
ría derecho  al  demandado  para  quedarse  con 
la  propiedad  j  demás  bienes  dados  en  arren- 
damiento porque  las  obligaciones  y  compro- 
misos contraidos  por  el  arrendatario,  según 
la  escritura,  se  extinguirían  por  la  confusión, 
solamente  por  el  valor  que  pudieran  produ- 
cir por  cánones  de  arriendo  las  acciones  y 
derechos  en  el  fundo  Trumag  y  además  las 
25  cuadras  compradas  por  el  arrendatario  á 
don  Pedro  y  á  don  Enrique  2^  Carvallo.  En 
ningún  caso,  dadas  las  disposiciones  legales 
citadas,  tendría  derecho  el  demandado  para 
quedarse,  á  virtud  de  la  confusión  que  invo- 
ca, con  todo  el  terreno,  dado  en  arrendamien- 
to y  las  especies  anexas  á  ese  contrato. 

Y  así  lo  ha  crcido  el  mismo  arrendatario, 
puesto  que,  hecha  (a  compra  á  don  Hnrique  2^ 
Carvallo  con  fecha  27  de  julio  de  1898,  pu- 
do, alegándola  confusión  que  hoy  dice  existir, 
libertarse  de  pagar  dos  anualidades  por  cá- 
nones de  arriendo,  ya  que  según  él,  con  esa 
compra  se  revistió  de  una  doble  cualidad:  la 
de  arrendatario  y  la  de  coaccionista. 

Pero  no  es  esto  sólo.  Las  escrituras  acom- 
pañadas no  le  dan  derecho  de  accionista  al 
demandado  en  el  bien  que  recibió  en  arrenda- 
miento: la  primera,  o  sea  la  que  le  extendió 
don  Pedro  Carvallo,  porque  fué  otorgada 
cuando  las  acciones  que  correspondían  á  éste 
en  el  fundo  Trumag  estaban  embargadas  á 
solicitud  de  varios  acreedores  en  una  ejecu- 
ción que  se  le  siguió  en  el  Juzgado.  Esa  escri- 
tura tiene  fecha  9  de  noviembre  de  1900  y  el 
embargo  que  se  le  hizo  de  las  acciones  que  le 
correspondían  á  don  Pedro  Carvallo  por  he- 
rencia materna  lleva  fecha  23  de  agosto  de 
1898;.  por  manera  que  la  venta  que  el  dicho 
don  Pedro  Carvallo  hizo  al  demandado  era 
nula,  puesto  que  ese  bien  embargado  no  po- 
día venderse  legalmente  sin  la  autorización  y 
consentimiento  que  faltaron,  por  manera  que 
ha  habido  objeto  ilícito  en  esa  enajenación, 
conforme  á  lo  prescrito  en  los  artículos  1468 
número  3^  y  1445  del  Código  Civil.  Estos  he- 
chos los  comprobará  en  tiempo  oportuno. 

En  cnanto  á  la  compra  de  las  25  cuadras 
que  el  demandado  hizo*  á  don  Enrique  Carva- 
llo, además  de  estar  tasadas  cada  una  por  un 
precio  verdaderamente  excesivo,  no  podrá- co* 
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rresponder,  en  ningún  caso,  en  la  partición 
ese  número  de  cuadras  á  las  acciones  compra- 
das á  don  Pedro  Carvallo  y  con  mayor  razón 
la  acción  de  don  Enrique  2^  deberá  ser  mucho 
menor,  ya  que  éste  vendió  á  mi  representado 
la  mayor  parte  de  su  herencia  materna. 

Y  antes  de  dar  término  á  esta  parte  de  mi 
contestación,  quiero  hacerme  cargo  de  las 
disposiciones  legales  citadas  por  el  demanda- 
do en  apoyo  de  su  defensa. 

El  artículo  1320  del  Código  Civil  establece 
que  si  un  extraño  compra  una  cuota  á  un  co- 
asignatario, ese  tendrá  los  mismos  derechos 
que  éste  para  pedir  la  partición  é  intervenir 
en  ella.  Esta  disposición,  aplicada  al  caso  ac- 
tual, no  confiere  derechos  al  demandado  para 
quedarse  como  dueño  en  el  terreno  dado  en 
arrendamiento  sino  que  le  autoriza  para  pe- 
dir la  partición  de  esa  propiedad  é  intervenir 
en  ella.  Luego,  según  este  precepto  legal,  el 
arrendatario  deberá  hacer  entrega  del  bien 
raíz  y  especies  dadas  en  arrendamiento,  y  si 
se  cree  coaccionista  en  tales  especies  podrá 
pedir  la  partición. 

El  artículo  1832  del  Código  Civil  tampoco 
es  aplicable  al  caso  actual.  Esa  disposición 
sólo  tiene  cabida  cuando  concurren  las  cir- 
cunstancias expresadas  en  el  artículo  1978  de 
ese  Código.  El  arrendamiento  se  hizo  según  el 
contrato  de  f.  1  sin  designar  cuántas  cuadras 
de  terreno  eran  las  dadas  en  arriendo,  sino 
que  se  entregó  un  cuerpo  cierto  bajo  deslindes 
determinados,  con  la  expresa  declaración  que 
dentro  de  ese  fundo  había  posesiones  de  parti- 
culares, las  cuales  entrarían  al  arriendo  sin 
más  gravamen  para  el  arrendatario,  dado 
caso  que  el  arrendador  las  adquiera  durante 
la  época  de  duración  del  arrendamiento.  Lue- 
go en  el  arrendamiento  á  que  se  ha  referido, 
en  ningún  caso  podría  haber  aumento  ni  dis- 
minución de  rentas  por  cánones  de  arriendo. 

Llama  la  atención  del  Juzgado  á  que  no  es 
efectivo  que  su  representado  hubiera  dado  en 
arrendamiento  á  terceras  personas  parte  del 
fundo  Trumag  con  el  objeto  de  que  hicieran 
siembras.  Desde  la  fecha  de  la  escritura  de 
arriendo  celebrada  con  el  demandado,  su  re- 
presentado no  ha  hecho  arriendos  á  nadie 
dentro  de  la  propiedad  arrendada,  ni  ocupado 
siquiera  de  modo  alguno  parte  de  esas  tierras. 
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En  SU  escrito  de  demanda  decía  que  las  obli- 
gaciones del  arrendatario,  conforme  á  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  1942  y  194?7  del  Có- 
digo Civil,  eran  dos:  pagar  los  cánones  de 
arriendo  devengados  y  hacer  entrega  de  la 
propiedad  dada  en  arriendo  una  vez  expirado 
el  plazo  de  su  duración.  Decía  también  que  el 
demandado  había  cumplido  sólo  en  parte  la 
primera  de  esas  obligaciones  y  no  había  dado 
cumplimiento  á  la  segunda  de  ellas.  No  obs- 
tante haber  tratado  ya  estos  puntos,  debe 
hacer  nuevamente  algunas  otras  considera- 
ciones en  vista  de  la  contestación  que  se  ha 
dado  á  la  demanda. 

Es  obligación  ineludible  del  arrendatario  la 
de  restituir  la  cosa  arrendada  á  la  expiración 
del  contrato  de  arrendamiento  en  el  estado  en 
que  le  fué  entregada,  so  pena  de  considerárse- 
le como  detentador  injusto;  y,  como  tal,  ser 
condenado  á  pagar  los  daños  y  perjuicios. 

Esta  obligación  es  imperativa,  no  admite 
dilaciones  ni  excusas  y  debe  ser  cumplida  por 
todo  arrendatario,  desocupándola  enteramen- 
te, poniéndola  á  disposición  del  arrendador  y 
entregándole  las  llaves  cuando  la  especie  fue- 
ra un  bien  raíz,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el 
artículo  1948  del  Código  citado. 

Luego,  según  ese  precepto  legal,  ha  debi- 
do el  demandado  hacer  entrega  de  lo  arrenda- 
do, conforme  á  lo  establecido  en  el  contrato, 
el  que,  por  haber  sido  legalmente  celebrado, 
es  una  ley  para  ambos  contratantes,  según  lo 
establece  el  artículo  1545  del  Código  Civil. 

Ese  contrato,  se  llevó  á  efecto  de  buena  fe, 
por  manera  que  obliga  sn  cumplimiento  á  las 
partes  (art.  1546  del  Código  Civil.) 

Con  buena  fe  procedió  el  arrendatario  á  ce- 
lebrarlo y  continuó  con  ella  durante  parte  del 
plazo  de  duración  del  arriendo;  pero,  poste- 
riormente, buscó  medios  como  burlar  á  su 
arrendador  y  no  encontró  otro  que  la  cele- 
bración de  los  contratos  que  acompaña  á  su 
demanda  y  celebró  esos  contratos. 

Y  esa  mala  fe  con  que  procedía  el  demanda- 
do se  acentuó  más  aún  durante  la  sustancia- 
dón  del  juicio  que  le  inició  su  poderdante,  pi- 
diéndole, en  cumplimiento  del  mismo  contra- 
to de  arriendo,  la  entrega  de  la  propiedad 
arrendada  y  el  pago  de  los  cánones  devenga- 
dos, juicio  que  en  la  mitad  de  su  desarrollo 


fué  sustraido  de  la  secretaría  del  Juzgado,  y 
no  por  culpa  de  su  representado,  puesto  que 
éste  perdió  con  ello  preciosos  documentos 
agregados  en  ese  cuaderno  como  parte  de 
prueba,  entre  otros,  el  acta  en  que  constaba 
la  entrega  de  los  animales  y  especies  á  que 
hace  referencia  el  contrato,  época  en  la  caal  el 
demandado,  para  burlar  á  su  mandante,  da- 
do caso  que  ese  juicio,  como  era  de  esperar, 
favoreciera  á  éste,  dio  en  venta  por  la  suma 
de  $  15.000,  todo  lo  que  el  demandado  poseía 
ó  se  creía  dueño,  escritura  que  felizmente  no 
se  inscribió,  hechos  éstos  que  aparecen  jnsti- 
ñcados  con  los  documentos  que  acompaña, 
signados  con  los  números  8  y  9. 

En  ese  contrato  puede  ver  el  Juzgado  la  ma- 
la fe  con  que  procede  el  demandado. 

Insiste  en  hacer  presente  al  Juzgado  que 
cualquiera  que  sea  el  mérito  legal  que  pue- 
dan tener  las  escrituras  acompañadas  por 
el  demandado  en  la  contestación  á  la  deman- 
da, éste  debe  dar  cumplimiento  al  contrato 
de  arriendo,  pagando  los  cánones  que  debe  y 
haciendo  entrega  de  toda  la  propiedad  arren- 
dada. A^  lo  establecen  la  justicia  y  la  equi- 
dad, porque  no  sería  justo  siquiera,  funda- 
do solamente  en  esas  escrituras  cuya  eficacia 
legal  no  se  conoce,  arrebatar  á  mi  represen- 
tado tierras  y  especies  que  á  buena  fe  le  ha 
dado  en  arrendamiento,  incorporando  en  ellos 
grandes  capitales,  frutos  éstos  de  sus  esfuer* 
zos  perseverantes,  de  trabajos  y  labores  pe- 
sados y  rudos  ejecutados  en  una  gran  canti- 
dad de  años. 

Las  razones  y  fundamentos  que  preceden  se- 
rían bastantes  para  dar  por  contestada  la  x«- 
convención  que  formula  el  demandado  en  su 
escrito  de  contestación  á  la  demanda  si  dicha 
reconvención  descansara  en  hechos  concretos 
y  positivos,  lo  que  no  sucede,  pues  ella  tiene 
por  bases  generalizaciones  sin  fundamentos, 
afirmaciones  abstractas  y  antojadizas  las  cua- 
les no  me  es  posible  refutar. 

Se  pide  al  Juzgado  declare  que  su  poderdan* 
te  debe  pagar  al  demandado  el  12%  del  pre- 
cio que  pagó  por  los  terrenos  adquiridos  du- 
rante la  vigencia  del  contrato  de  arriendo,  j 
tal  petición  no  la  funda  la  contraría  ni  en  un 
hecho  concreto  ni  en  una  dtspostctón  kgal 
que  la  establezca. 
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La  resolución  del  contrato  que  se  pide  no 
procede  en  este  caso  por  estar  ya  terminado 
ese  contrato  de  arrendamiento,  y  porque  es 
su  defendido  el  que  solicita  del  Juzgado  la  en- 
trega de  las  especies  dadas  en  arriendo  de  las 
cuales  se  ha  apropiado  el  demandado. 

Que  se  le  debe  respetar  en  la  posesión  pro- 
indiviso  que  dice  tener  en  el  fundo  Trumag, 
dado  en  arrendamiento,  es  una  petición  injus- 
ta é  ilegal.  El  demandado  debe  entregar  en 
primer  lugar  lo  que  recibió  en  arriendo,  y  des- 
pués eiercitar  las  acciones  que  crea  proceden- 
tes á  efecto  de  que  se  le  entregue  la  parte  que 
le  corresponde  en  esa  propiedad,  dado  caso 
que  sus  escrituras  sean  válidas. 

En  la  dáplica,  don  Rafael  Martel  procura- 
dor del  número,  refuerza  lo  dicho  en  la  con- 
testación y  contradice  lo  expuesto  en  la  ré- 
plica, ag^gando  que  la  escritura  signada  con 
el  número  4  no  se  refiere  al  fundo  Trumag 
sino  al  fundo  Puchilco. 

El  Juzgado  resolvió  con  fecha  31  de  diciem- 
bre de  1903: 

Considerando: 

1^  Que  se  halla  establecido  fehacientemen- 
te en  autos  que  don  Rafael  Carvallo  dio  en 
arrendamiento  á  don  José  Vicente  Figueroa  el 
fundo  Trumag  por  el  término  de  cinco  años  á 
contar  desde  el  1^  de  abril  de  1891,  fijándo- 
se el  canon  de  $  2.000  anuales,  comprendién- 
dose en  el  contrato  varios  útiles  de  campo 
que  se  especificaron  en  un  documento  privado 
firmado  por  los  contratantes; 

2'  Que,  aunque  ese  documento  no  se  ha  ex- 
hibido por  haber  desaparecido  en  otro  expe- 
diente en  que  el  señor  Carvallo  habia  promo- 
vido este  mismo  juicio  contra  el  señor  Figue- 
roa, el  último  ha  confesado  al  tenor  de  las 
articulaciones  duodécimas  y  décimatercia  de 
las  posiciones  que,  juntamente  con  el  fundo 
arrendado,  el  arrendatario  recibió  á  virtud 
del  contrato  las  especies  siguientes:  trescien- 
tas cabezas  de  ganado  lanar,  ocho  yuntas  de 
bueyes,  cinco  caballos,  dos  yeguas  paridas, 
ocho  carretas  con  yugos  y  sus  demás  aperos, 
ttn  tonel  de  cincuenta  barriles  y  cuatro  cerdos 
entre  machos  y  hembras,  todo  de  buena  cali* 
dad  y  en  perfecto  estado; 
3^  Que,  también  se  halla  establecido  feha- 


cientemente en  autos  que  el  arrendatario  no 
ha  entregado  el  fundo  arrendado,  y  que  ha 
continuado  usufructuándolo  después  de  expi- 
rado el  plazo  fijado  para  la  terminación  del 
contrato,  siendo  obligación  de  aquél  restituir- 
lo al  fin  del  arrendamiento  en  el  estado  en  que 
le  fué  entregado; 

4^  Que  las  partes  están  de  acuerdo  en  que 
el  canon  fué  pagado  hasta  el  1^  de  abril  de 
1896  solamente; 

5^  Que  el  arrendatario  no  ha  justificado 
que  se  haya  extinguido  el  derecho  del  arren- 
dador sobre  el  bien  arrendado  ni  que  los  dere- 
chos de  éste  sobre  el  fundo  de  que  se  trata  le 
hayan  sido  trasmitidos  á  él  para  que  pueda 
verificarse  la  confusión  que  alega; 

6^  Que  no  se  hallan  especificad  amenté  de- 
terminadas las  porciones  de  terreno  á  que  se 
refieren  los  derechos  y  acciones  compradas 
por  el  arrendatario  ni  que  éstos  formen  parte 
de  lo  comprendido  en  el  contrato  de  arrenda- 
miento; 

7^  Que  se  ha  justificado  que  don  Rafael 
Carvallo  poseía  como  dueño  los  terrenos  ma- 
teria de  ese  contrato; 

8^  Que  el  señor  Figueroa  no  ha  justificado 
que  se  le  haya  dado  la  posesión  efectiva  de  las 
acciones  y  derechos  de  que  se  dice  dueño;  y 

9^  Que  el  demandante  no  ha  justificado  los 
perjuicios  que  ha  sufrido  con  la  mora  de  la 
entrega  del  fundo,  salvo  la  privación  en  el 
canon  estipulado  en  el  contrato. 

En  mérito  de  estas  consideraciones  y  con 
arreglo  A  lo  que  disponen  los  artículos  1545» 
1551,  1553,  1698,  1942  y  1947  del  Código 
Civil  y  151  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil, se  declara  que  ha  lugar  á  la  demanda  en 
cuanto  se  pide  la  entrega  del  fundo  arrenda- 
do con  las  especies  enumeradas  en  el  segundo 
considerando  y  el  pago  del  canon  á  razón  de 
$  2.000  anuales  á  contar  desde  el  1^  de  abril 
de  1896  hasta  el  día  de  la  entrega  y  no  ha  lu- 
gar á  la  reconvención,  con  costas,  en  que  se 
condena  al  demandado.— César  Manterola. 

Apelada  esta  sentencia,  la  Corte  de  Concep- 
ción resolvió. 

Concepción,  18  de  octubre  de  1904.-^Acep- 
tando  la  parte  expositiva  y  los  cuatro  prime- 
ros considerandos  de  la  sentencia  de  primera 


20 


SBOÜNDA  PARTE.— SECCIÓN  PRIMERA 


instancia,  de  fecha  31  de  diciembre  de  1903, 
se  confirma  en  la  parte  apelada  dicha  senten- 
cia, con  declaración  de  que  no  ha  lugar  á  la 
condenación  en  costas  que  por  ella  se  impone 
y  que  se  reservan  al  denianJ¿iJo  los  derechos 
que  le  correspondan  en  virtud  de  las  compras 
de  que  dan  constancia  las  escrituras  publicas 
que  ha  acompañado  y  los  que  pueda  hacer 
valer  conforme  al  contrato  de  arrendamiento. 
^Manuel  Rodríguez,— E.  Fuentes,— J,  GuiJler- 
mo  Mackay, 

Contra  esta  sentencia  se  interpuso  recurso 
de  casación  en  la  forma  que  fué  fallado  por 

La  Oorte  Suprema  en  los  términos  si- 
guientes: 

Vistos:  En  la  causa  seguida  ante  el  Juzgado 
de  Letras  de  la  Unión,  por  don  Rafael  Carva- 
-  lio  con  don  Vicente  Figueroa  sobre  devolu- 
ción del  fundo  Trumag  que  el  primero  había 
dado  en  arrendamiento  al  segundo  y  pago 
del  precio  de  ese  arrendamiento  durante  cier- 
to espacio  de  tiempo,  se  pronunció  la  senten- 
cia de  primera  instancia,  de  31  de  diciembre 
de  1903,  por  la  cual  se  declara  que  ha  lugar 
á  la  demanda  y  se  desecha  la  reconvención 
qué*  el  demandado  había  deducido  para  que 
se  declarase  resuelto,  con  indemnización  de 
perjuicios,  el  mencionado  contrato  de  arren- 
damiento, se  le  devolviesen  con  intereses  las 
cantidades  que  había  pagado  como  arrenda- 
tario y  que  el  demandante  debía  respetarle  la 
posesión  de  comunero  en  el  ya  indicado  fundo. 

Apelada  esta  sentencia  por  el  demandado, 
solicitó  éste  que  se  declarase  que  no  ha  lugar 
á  la  demanda  y  se  aceptase  la  reconvención, 
pidiéndose  su  confirmación  por  la  parte  con- 
traria. 

Una  de  las  salas  de  la  Corte  de  Apelaciones 
de  Concepción,  pronunciándose  sobre  este  re- 
curso, expidió  la  Sjcntencia  de  18  de  octubre 
de  1904,  en  la  cual,  aceptando  la  parte  expo- 
sitiva y  los  cuatro  primeros  considerandos 
de  la  sentencia  de  primera  instancia,  conside- 
randos que  se  refieren  á  la  demanda  misma, 
la  confirma  en  la  parte  apelada,  con  declara- 
ción de  que  no  ha  lugar  á  la  condenación  en 
costas  que  por  ella  se  impone  al  demandado 


y  de  que  se  reservan  á  este  mismo  los  dere- 
chos que  le  correspondan  en  virtud  de  las 
compras  de  que  dan  testimonio  las  escrituras 
públicas  que  ha  acompañado  y  de  los  que 
pueda  hacer  valer  conforme  al  contrato  de 
arrendamiento. 

Contra  esta  última  sentencia  ha  interpues- 
to la  misma  parte  demandada,  que  litig;a.  en 
este  juicio  con  privilegio  de  pobreza,  los  re- 
cursos de  casación  en  la  forma  y  en  el  fondo, 
y  al  formalizar  el  primero,  sobre  el  cual  se 
han  mandado  traer  los  autos  en  relación,  ex- 
pone: que  la  sentencia  recurrida  ha  sido  pro- 
nunciada con  omisión  de  los  requisitos  4'  t 
5^  del  artículo  193  del  Código  de  Procedí- 
miento  Civil  de  conformidad  con  lo  que  pres- 
cribe el  número  5"?  del  artículo  941,  pues  al 
desechar  la  reconvención,  el  fallo  recurrido  ha 
omitido  los  considerandos  5*,  6*?,  7^,  8^  y  9' 
de  la  sentencia  de  primera  instancia,  con  lo 
cual  se  omitieron  también  las  consideracio- 
nes de  hecho  y  de  derecho  en  que  esta  senten- 
cia se  apoyaba  acerca  de  dicha  reconvención, 
sin  que  la  de  segunda  instancia,  de  que  se 
recurre,  haya  hecho  valer  otras  al  respecto. 

Que  la  misma  sentencia  contiene  decisiones 
contradictorias,  pues,  como  se  ha  dicho,  dese- 
cha la  reconvención  en  cuya  petición  1*  se  so- 
licitaba la  resolución  del  contrato  de  arrenda- 
miento, por  no  haber  cumplido  el  arrendador 
con  la  obligación  de  entregar  al  arrendatario 
los  terrenos  que  durante  el  arrendamiento 
adquirió  dentro  de  los  deslindes  de  la  cosa 
arrendada  para  que  los  gozara  sin  gravamen 
alguno,  obligación  que  contrajo,  en  el  propio 
contrato  dicho  arrendador. 

El  arrendatario  tenía  derecho  para  pedir 
por  esta  infracción  la  resolución  ó  el  cumplí- 
miento  del  contrato  con  indemnización  de  per- 
juicios y  es  evidente  que  si  una  de  estas  accio- 
nes concedidas  por  el  articulo  1489  del  Código 
Civil  se  deduce,  no  puede  interponerse  la  otra. 
No  obstante,  la  sentencia  de  segunda  instan- 
cia desecha  una  de  estas  acciones,  la  que  se  in- 
terpuso, y  reserva  derechos  al  demandado  jre- 
con  viniente,  fundados  en  las  escrituras  de  com- 
pra que  ha  acompañado  á  los  autos.  "Entre 
esas  escrituras  de  compra,  agrega,  figuran 
las  que  á  favor  de  don  Rafael  Carvallo  y  otros 
han  extendido  don  Enrique  Carvallo  y  don 
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Enrique  2^  Carvallo,  durante  la  vigencia  del 
contrato  de  arrendamiento  de  f.  1,  1891- 
1896".  El  peticionario  ''fundándose  precisa- 
mente en  dichas  escrituras  que  manifíestan  e^ 
hecho  de  haber  verificado  compras  don  Ra- 
fael Carvallo  dentro  del  fundo  Trumag  y  de 
las  cuales  junto  con  la  violación  de  lo  conve- 
nido de  no  haber  entregado  al  arrendatario 
esos  terrenos,  interpuso  la  reconvención  que 
se  menciona  en  la  petición  1^  de  la  deman- 
da". La  sentencia  desechó  esa  petición  y 
con  todo,  reserva  derechos  á  don  José  Vicente 
Figueroa.  El  rechazo  de  la  acción  se  contradi- 
ce con  la  reserva  de  acciones,  pues  de  tales  an- 
tecedentes no  se  derivan  otras  acciones." 

Además,  en  la  petición  3*  de  la  reconven- 
ción el  demandado  solicitó  se  le  hiciera  res- 
petar la  posesión  de  comunero  que  tenía  en 
Trumag  en  virtud  de  las  escrituras  de  com" 
pra  á  fs.  36,  38  y  163,  ejercitando  así  la  ac- 
ción que  concede  el  artículo  921  del  Código 
Civil,  acción  que  emana  de  los  títulos  inscri- 
tos y  de  la  calidad  de  dueño  que  tiene  según 
esos  títulos. 

Que  esta  petición  fué  rechazada  por  la  sen- 
tencia recurrida  y,  no  obstante,  se  le  reservan 
los  derechos  que  le  corresponden  en  virtud  de 
esos  mismos  títulos  y  de  los  que  pueda  hacer 
valer  conforme  al  contrato  de  arrendamiento 
de  f.  1;  y  por  último. 

Que  los  derechos  que  pueden  hacerse  valer 
son  los  que  ha  ejercitado  y  aún  cuando  otros 
derechos  más  le  correspondiesen,  la  generali- 
dad del  fallo  está  en  pugna  con  las  concretas 
peticiones  de  la  demanda. 


instancia  que  aceptó  la  recurrida  y  no  consig- 
nándose en  ésta  otros  fundamentos  para  con- 
firmar el  rechazo  de  la  reconvención,  ha  que- 
dado ésta  sin  las  consideraciones  de  hecho  ó 
de  derecho  que  sirven  de  fundamento  á  la  sen- 
tencia misma,  en  el  punto  referente  á  la  ya  ci- 
tada reconvención,  requisito  que  deben  conte- 
ner las  sentencias  definitivas  de  segunda  ins- 
tancia que  modifiquen  las  de  otros  tribuna- 
les, conforme  a  lo  prevenido  en  el  número  4* 
del  artículo  193  del  Código  de  Procedimiento 
Civil; 

4^  Que,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  nú- 
mero 5^  del  artículo  941  de  ese  mismo  Códi- 
go, es  procedente  el  recurso  de  casación  en  la 
forma  en  el  caso  de  que  la  sentencia  recurrida 
haya  sido  pronunciada  con  omisión  de  cual 
quiera  de  los  requisitos  enumerados  en  el  ya 
citado  artículo  193;  y 

5^  Que,  aceptado  el  recurso  por  una  de  las 
causales  en  que  él  se  funda,  es  innecesario  pro- 
nunciarse respecto  de  las  demás. 

Visto  también  lo  dispuesto  en  los  artículos 
959  y  968  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
se  declara  que  ha  lugar  al  recurso  de  casación 
en  la  forma  por  la  primera  de  las  causales  adu- 
cidas y  en  consecuencia,  se  invalida  la  senten- 
cia de  18  de  octubre  de  1904,  y  se  repone  el 
proceso  al  estado  de  verse  nuevamente  la  cau- 
sa por  el  Tribunal  de  Apelaciones  á  quien  co- 
rresponda. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Gaete.— 
GaJvaríno  Gallardo. ^Gabriel  Gaete,  — León' 
cío  Rodríguez,— E.  Fóster  Recabarren, 


Teniendo  presente: 

1^  Que  la  sentencia  recurrida,  al  confirmar 
en  la  parte  apelada  la  sentencia  de  primera 
instancia,  aceptó  sólo  la  parte  dispositiva  y 
las  cuatro  primeras  consideraciones  de  ella 
misma; 

2°  Que  de  esta  manera  eliminó  los  otros 
considerandos  de  la  expresada  sentencia,  al- 
gunos de  los  cuales  contenían  los  fundamen- 
tos del  rechazo  de  la  reconvención,  punto  que 
también  fué  rechazado; 

3^  Que,  en  consecuencia,  refiriéndose  sola- 
mente á  la  demanda  misma,  los  cuatro  prime- 
ros considerandos  de  la  sentencia  de  primera 


Cas,  Civ.^23  de  septiembre  de  1905 
Valencia  con  Valencia 

Hijo  natural;  reoonoolm lento. —Efec- 
to retroactivo.— Derecho  de  heren- 
cia.-Arbitraje,  r  Apreciación  de  la 
prueba. 

Doctrina:— Co/2  arreglo  á  la  ley  11  de 
Toro  ó  sea  la  J*,  título  5,  //6ro  X  de  la 
Novísima  Recopilación ,  vigente  cuando 
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empezó  á  regir  el  Código  Civil,  se  adqui- 
ría el  estado  civil  de  hijo  natural  ^^cuando 
al  tiempo  que  nacieren  ó  fueren  concebi- 
dos,  sus  padres  podían  casar  con  sus  ma- 
dres justamente  sin  dispensación,  con  tal 
que  el  padre  lo  reconozca  por  su  hijo, 
puesto  que  no  baya  tenido  la  mujer  en  su 
casa,  ni  sea  una  soIa.*\ 

El  estado  civil  adquirido  en  esta  forma 
subsiste  bajo  el  imperio  del  Código  Ci- 
vil probándose  que  los  padres  no  tenían 
impedimento  alguno  para  casarse  y  que 
el  hijo  ha  sido  reconocido  por  el  padre  y 
presentado  como  tal  á  su  familia  y  rela- 
ciones antes  y  después  de  la  vigencia  del 
Código  Civil 

Con  arreglo  al  artículo  1 76  de  la  ley 
de  15  de  octubre  de  1875,  los  asuntos  re- 
lacionados con  la  partición  de  bienes  de- 
ben ser  resueltos  por  arbitro  y  á  lajusti* 
da  ordinaria  sólo  toca  declarar  el  estado 
civil  del  reclamante. 

El  Tribunal  sentenciador  es  soberano 
para  establecer  los  htchos  de  la  causa, 
siempre  que  no  incurra  en  error  de  derc 
cha  y  siendo  la  prueba  que  aprecia  apta 
legalmente  para  comprobar  los  hechos 
controvertidos  en  la  causa. 


Don  Manuel  Valencia  entablando  demanda 
ante  el  Juzgado  de  Illapel  dice:  "que  el  año 
1856  adquirió  sus  derechos  de  hijo  natural  de 
su  finado  padre  don  José  Antonio  Valencia. 
£n  aquella  fecha  su  citado  padre  tuvo  rela- 
ciones con  doña  Mercedes  Pinto,  no  teniendo 
ninguna  clase  de  impedimento  para  contraer 
matrimonio,  pues  ambos  eran  solteros.  Su 
referido  padre  que  siempre  lo  reconoció  como 
su  hijo  natural,  lo  mandó  educar  á  la  ciudad 
de  Ovalle  en  unión  con  su  hermana  doña 
Tránsito  Valencia,  y  á  ambos  les  suministró 
los  alimentos  y  todo  lo  necesario  para  pasar 
con  la  mejor  comodidad.  Tanto  á  él  como  á 


su  hermana  ya  citada  los  presentó  á  la  socie- 
dad, á  sus  deudos  y  amigos  como  tales  hijos, 
de  tal  manera  que  no  se  presta  á  ninguna 
duda  el  estado  civil  que  tienen  adquirido. 

La  fe  de  nacimiento  que  acompaña  justifica 
ser  hijo  natural  de  doña  Mercedes  Pinto,  ya 
fallecida.  Testigos  de  este  acto  fueron:  don 
Dionisio  Aracena,  don  Juan  Garmendia,  y  do- 
ña Juana  Pinto,  que  presenciaron  su  bautismo. 
En  esta  virtud  entabla  demanda  para  que  el 
Juzgado  á  su  debido  tiempo  lo  declare  hijo 
natural  de  don  José  Antonio  Valencia.  Por 
tanto,  pide  que  habiendo  por  acompañada 
la  fe  de  nacimiento  y  por  interpuesta  la  de- 
manda sobre  reconocimiento  de  hijo  natu- 
ral, se  sirva  declarar  que  es  hijo  natural 
de  don  José  Antonio  Valencia  y  por  consi- 
guiente heredero  legítimo  y  con  derecho  á  sus 
bienes,  ó  sea  en  la  mitad  de  ellos  en  conjunto 
con  su  hermana  doña  Tránsito  Valencia. 

De  la  fe  de  bautismo  aparece  que  don  Ma- 
nuel Valencia  fué  bautizado  el  30  de  mayo  de 
1856,  teniendo  entonces  un  año  de  edad. 

Don  Enrique  Cantillano  por  doña  Tránsito 
Valencia  contestando  la  demanda  dice:  que 
no  se  dé  lugar  á  ella  con  costas,  en  mérito  de 
los  fundamentos  siguientes:  ''que  su  mandan- 
te ni  ella  no  tenían  conocimiento  alguno  de  los 
hechos  que  se  aseveran  en  la  demanda.  No  co- 
nocían las  relaciones  ilícitas  de  doña  Mer- 
cedes Pinto  con  don  José  Antonio  Valencia, 
ni  el  fruto  que  hubiesen  dado  esas  relaciones; 
no  conocen  tampoco  el  reconocimiento  que 
haya  hecho  don  José  Antonio  en  don  Manuel 
como  su  hijo  natural,  ni  sabe  por  qué  cansa 
el  señor  padre  de  su  mandante,  hubiese  man- 
dado educar  á  don  Manuel  á  Ovalle.  Cuando 
aparezca  alguna  luz  sobre  estos  puntos,  en- 
tonces alegarán  lo  conveniente  á  su  mandan- 
te, y  el  escrito  que  presenten  en  ese  tiempo, 
quiere  que  se  considere  incorporado  en  éste.*' 

Don  Julio  Villarroel,  replicando  por  el  de- 
mandante, expone:  que  habiendo  nacido  don 
Manuel  Valencia  el  año  1855,  adquirió  desde 
entonces  sus  derechos  de  hijo  natural  de  su 
padre  don  José  Antonio  Valencia,  por  actos 
repetidos  y  frecuentes  que  hacía  este  último, 
reconociendo  al  citado  don  Manuel  como  su 
hijo  natural,  presentándolo  á  los  parientes, 
hermanos  y  á  muchas  personas  extrañas  de 
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la  Canela,  como  tal  hijo.  De  modo  que  este 
reconocimiento  reunía  todas  las  circunstancias 
exigidas  por  las  leyes  que  se  hallaban  vigentes 
á  la  época  del  nacimiento  de  su  representa- 
do. Cuapdo  entró  en  vigencia  el  Código  Ci- 
vil, don  José  Antonio  Valencia,  por  hechos 
y  actos  públicos  y  manifiestos  siguió  reco- 
nociendo á  don  Manuel  Valencia,  como  su 
hijo  natural,  cuyos  hechos  justificó  oportuna- 
mente. Bn  esta  virtud,  pidió  que  el  juez  se  sir* 
TÍera  resolver,  como  había  pedido  en  su  escri" 
to  de  demanda,  esto  es,  que  su  representado  es 
hijo  natural  de  don  José  Antonio  Valencia  y 
que  tiene  derecho  á  la  mitad  de  los  bienes  de- 
jados por  el  fallecimiento  del  citado  don  José 
Antonio  Valencia,  debiendo  doña  Tránsito 
Valencia  hacerle  á  su  representado  don  Ma- 
nuel Valencia,  entrega  de  la  mitad  de  dichos 
bienes,  con  costas. 

£n  la  duplica  se  aducen  las  siguientes  razo- 
nes: ''en  la  réplica  de  fs.  48  nada  se  alcanza  del 
estado  en  que  quedó  la  causa  por  la  contes- 
tación de  la  demanda  y  en  ella  verá  US.  que 
tanto  en  la  demanda  como  en  la  réplica  se  ha 
entablado  una  acción  de  reconocimiento  de 
hijo  natural,  lo  que  US.  me  permitirá  decir, 
que  es  el  más  solemne  despropósito  que  he 
conocido,  porque  ese  reconocimiento  se  exige 
solamente  á  los  padres,  y  nó  á  extraños  ni 
herederos  de  los  primeros. 

Se  cobra  también  la  herencia  de  don  José 
Antonio  Valencia  lo  que  no  es  más  acertado 
que  la  petición  anterior,  porque  para  pedir  la 
herencia  de  una  sucesión  testamentaría,  es 
menester  que  prímero  se  obtenga  la  nulidad» 
revocación  ó  reforma  del  testamento;  sin  es- 
tos requisitos  no  se  puede  dar  la  herencia  á 
nadie  siempre  que  contraríe  la  voluntad  del 
testador.  Por  lo  demás,  ni  en  la  demanda,  ni 
en  la  réplica  se  citan  hechos  concretos,  sino 
que  díceres  que  probablemente  ha  oido  el  au- 
tor del  escrito,  y  nada  puede  probar  con  las 
citas  de  nacimiento  antes  de  la  promulgación 
del  Código  Civil." 

La  causa  se  recibió  á  prueba:  las  partes 
produjeron  la  que  consta  de  autos,  y  hecha 
la  publicación  de  prueba  el  mandatario  de 
doña  Tránsito  Valencia  tachó  á  los  siguien- 
tes testigos  por  haber  sido  presentados  fuera 
del  término  probatorio  y  no  valer  en  conse- 


cuencia sus  testimonios:  Juan  Otaiza,  Justo 
Carvajal,  Juan  Vicencio,  Simón  Galleguillos, 
José  Alzamora,  José  Miguel  Pérez,  Bartolo 
López,  Feliciano  Jorquera,  Justo  Herrera,  To- 
ribio  Bacho,  Casimiro  Cortéz,  Ceferino  Car- 
vajal, Juan  de  Dios  Cortéz,  Guillermo  Villalo- 
bos, Manuel  Cortéz,  Comelio  Trigo,  Vicente 
Paz,  Hilario  Ibacache,  Mauricio  Carvajal, 
Gavino  Gálvez,  José  Bacho,  Angela  Valencia, 
Jesús  Paz  V.  de  Jorquera,  María  Ramona 
Cortéz,  Juana  Carvajal,  Juan  Muñoz,  Pedro 
Pascual  Briceño,  Antonio  Vélez,  Romualdo 
Bacho,  Edelmira  Valencia,  Francisco  Gar- 
mendia,  Eulogio  Valencia,  Juan  Bautista  Go- 
doy,  Rosario  Ramírez,  Eleodoro  N.,  Carmen 
Guerrero,  Juana  Cortéz  de  Cuéllar,  Manuel 
Castillo,  José  Hipólito  Páez,  José  del  Carmen 
Leyton,  Estanislao  Ollarzá,  Manuel  León, 
Cipriano  Cuéllar  y  Nazario  Bugueño. 

También  tachó  la  misma  parte  á  trece  testi- 
gos presentados  por  la  contraria,  á  causa  de 
que,  según  el  interrogatorio  de  fs.  182,  declara- 
ron cuarenta  y  tres  testigos,  no  pudiendo  ha- 
berse presentado  más  de  treinta,  en  virtud  de 
las  leyes  de  Partidas,  por  lo  que  estima  c^ue 
son  inadmisibles  las  declaraciones  de  los  tes- 
tigos que  se  expresan  á  continuación:  Justo 
Herrera,  Feliciano  Jorquera,  Bartolo  López, 
José  Miguel  Pérez,  José  Alzamora,  Nazario 
Bugueño,  Cipriano  Cuéllar,  Manuel  León, 
Estanislao  Ollarzú,  José  del  Carmen  Leyton, 
José  Hipólito  Páez,  Manuel  Castillo  y  Juana 
Cortéz  de  Cuéllar. 

Tratándose  de  tachas  que  se  referían  á  los 
autos,  el  Juzgado  ordenó  se  reservasen  para 
definitiva,  por  auto  de  26  de  abril  de  este  año, 
y  con  fecha  6  de  septiembre  de  1902  resolvió: 

Considerando  en  orden  á  las  tachas: 
Que  los  testigos  que  se  indican  áfs.  259  y  259 
vta.,  han  declarado  dentro  del  término  pro- 
batorio, como  consta  de  autos;  y 

Que  las  tachas  de  los  testigos  que  se  indi- 
can son  legales,  por  cuanto  no  se  pueden  pre- 
sentar más  de  treinta  testigos  sobre  cada  una 
de  las  preguntas  de  un  interrogatorio,  como 
lo  ordenan  las  leyes  2*  y  5*,  título  11  de  la 
Novísima  Recopilación,  se  declara:  que  en  esta 
causa  no  deben  considerarse  las  declaraciones 
de  los  testigos  Justo  Herrera,  Feliciano  Jor- 
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quera,  Bartolo  López,  José  Miguel  Pérez,  José 
Alzamora,  Nazarío  Bugueño,  Cipriano  Cué- 
llar,  Manuel  León,  Estanislao  Ollarzú,  José 
del  Carmen  Leyton,  José  Hipólito  Fáez,  Ma- 
nuel Castillo  y  Juana  Córtéz  de  Cuéllar.  Se  de- 
claran válidas  las  demás  declaraciones  d*^  los 
testigos  que  figuran  en  autos. 

Considerando  en  cuanto  á  la  cuestión  prin- 
cipal que  se  ha  debatido  en  este  expediente: 

1'  Que,  según  la  ley  11  de  Toro  ó  sea  la  1*, 
título  5^,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación 
vigente  hasta  el  día  en  que  empezó  á  regir  el 
Código  Civil,  se  tomaba  en  cuenta  para  la 
adquisición  del  estado  civil  de  hijo  natural, 
las  circunstancias  siguientes:  "qtie  entonces  se 
digan  ser  los  hijos  naturales  cuando  al  tiem- 
po que  nacieron  ó  fueren  concebidos  sus  pa- 
dres podían  casarse  con  sus  madres  justamen- 
te sin  dispensación,  con  tal  que  el  padre  le  re- 
conozca por  su  hijo,  puesto  que  no  haya  teni- 
do la  mujer  en  su  casa,  ni  sea  una  sola." 

2^  Que  al  tenor  de  los  interrogatorios  de 
autos  aparecen  plenamente  probados  estos 
hechos: 

'  1'  Que  don  José  Antonio  Valencia  estuvo 
durante  algún  tiempo,  antes  de  la  vigencia  del 
Código  Civil,  en  relaciones  carnales  con  doña 
Mercedes  Pinto,  siendo  legalmente  hábiles 
para  contraer  matrimonio,  habiendo  nacido 
de  estas  relaciones  don  Manuel  Valencia; 

2'  Que  don  José  Antonio  Valencia  recono- 
ció y  trató  siempre  á  don  Manuel  como  su 
hijo,  viviendo  en  su  propia  casa,  presentándo- 
lo en  este  carác*:er  á  muchas  personas,  entre 
otras  á  sus  hermanos  legítimos,  velando  por 
su  crianza,  educación  y  vestuario,  mandándo- 
lo educar  al  pueblo  de  Ovalle,  lugar  á  bastan- 
te distancia  de  la  Canela,  lo  que  ocasionaba 
naturalmente  gastos  de  consideración;  y 

3'  Que  don  Manuel  ha  sido  considerado 
siempre  como  hijo  de  don  José  Antonio,  sien- 
do tratado  en  este  carácter  durante  toda  la 
vida  de  su  padre; 

49  Que  los  puntos  probados  en  el  anterior 
considerando  están  comprendidos  dentro  de 
lo  dispuesto  en  la  ley  citada,  quedando  acre- 
ditado que  don  Manuel  Valencia  adquirió  el 
estado  civil  de  hijo  natural  de  don  José  Anto- 
nio Valencia,  antes  de  la  vigencia*  del  Código 
Civil;  y 


5^  Que  deben  adjudicarse  los  bienes  queda- 
dos al  fallecimiento  de  don  José  Antonio  Va- 
lencia, en  conformidad  á  las  disposiciones  del 
Código  Civil. 

Teniendo  además  presente  lo  dispuesto  en 
la  ley  1*  título  14,  Partida  3^  y  artículos 
1182  y  1184  del  citado  Código,  se  declara: 
que  don  Manuel  Valencia  es  hijo  natural  de 
don  José  Antonio  Valencia  y  que,  en  conse- 
cuencia, tiene  derecho  á  la  mitad  de  los  bienes 
que  quedaron  al  fallecimiento  de  don  José  An« 
tonio  Valencia.  Se  condena  en  costas  á  doña 
Tránsito  Valencia. — C.  León. 

Apelada  esta  resolución,  la  Corte  de  la  Se- 
rena, con  techa  15  de  octubre  de  1903,  falló: 

Vistos:  Teniendo  presente  en  lugar  del  punto 
19  del  2^  considerando:  que  aparece  plena- 
mente comprobado  en  autos  que,  durante  al- 
gún tiempo,  don  José  Antonio  Valencia  vivió 
con  doña  Mercedeá  Pinto,  siendo  en  esa  época 
libres  ambos  paracontraer  matrimonio;  y  que 
fué  en  esas  circunstancias  cuando  tuvo  lagar 
el  nacimiento  de  don  Manuel  Valencia. 

Y,  teniendo  además  presente  que,  seg^ñ  lo 
dispuesto  en  el  número  2'  del  artículo  176  de 
la  Ley  Orgánica  de  Tribunales,  los  asuntos  re- 
lacionados con  la  partición  de  bienes  deben 
ser  resueltos  por  arbitros  y  nó  por  la  justicia 
ordinaria,  se  confirma  la  sentencia  apelada  de 
6  de  septiembre  de  1902,  sólo  en  cnanto  de- 
clara que  don  Manuel  Valencia  es  hijo  natn- 
ral  de  don  José  Antonio  Valencia. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
Abalos,  en  cuanto  se  deniegan  las  tachas  de 
haber  declarado  fuera  del  término  probatorio 
opuestas  en  el  escrito  á  cuarenta  y  cnatro 
testigos  del  demandante,  con  excepción  de  los 
testigos  Juan  Otaiza,  Justo  Carvajal,  Juan 
Vicencio,  Rita  Garmendia  de  Ortizy  Branlio 
Ortiz,  quienes  han  prestado  sus  declaraciones 
en  tiempo  hábil;  y  en  cnanto  se  declara  que 
don  Manuel  Valencia  es  hijo  natural  de  don 
José  Antonio  Valencia. 

Dicho  señor  Ministro  revoca  también,  en  es- 
tos  dos  puntos,  la  sentencia  de  primera  ins- 
tancia y  declara  admisible  la  referida  tacfaa« 
con  la  excepción  hecha,  é  inadmisible  la  decla- 
ración del  estado  civil  del  hijo  natural  de  don 
José  Antonio  Valencia  que  demanda  don  Ma- 
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nuel  Valencia.  Funda  su  voto Af.  Carvallo. 

—  Af.  E.  Abalo s,—  Eduardo  Gómez  Hetreros. 
— Daniel  Cádiz, 

Doña  Tránsito  Valencia  recurrió  por  casa- 
ción en  el  fondo  contra  este  -filtimo  fallo,  y, 
formalizando  el  recurso  dice  que  la  sentencia 
de  que  reclama  ha  infringido  las  leyes  23,  24, 
26,  27  y  34  del  título  16,  Partida  3*,  el  ar- 
tículo 1'  de  la  ley  de  9  de  octubre  de  1855,  el 
49  del  Código  Civil  y  el  28  del  Reglamento  de 
Administración  de  Justicia,  pues  ha  dado 
valor  á  la  prueba  testimonial,  á  pesar  de  que, 
contraviniéndose  al  decreto  judicial  que  orde- 
naba no  cometer  su  recepción,  los  testigos  del* 
demandante  no  prestaron  el  iuramento  de  de- 
cir verdad  ante  el  Juez  de  la  causa,  ni  decla- 
raron ante  ese  funcionario. 

Casi  todas  las  declaraciones  fueron  recibi- 
das por  un  receptor,  sin  comisión  legal,  y  fuera 
del  término  probatorio. 

£s  cierto  que  unos  pocos  testigos  depusieron 
ante  el  Juez,  pero  sólo  uno  ha  declarado  váli- 
damente, porque  los  demás  lo  hicieron  fuera 
de  término. 

Un  testigo  singularno  hace  prueba,  de  modo 
que,  al  dar  por  probada  la  demanda,  la  sen- 
tencia ha  violado  también  la  ley  1*,  título  14, 
Partida  3*  y  el  artículo  1698  del  Código  Civil. 

Es  inoficioso,  además,  dar  por  probados  he- 
chos que  no  producen  el  efecto  jurídico  que  se 
les  atribuye. 

Lo  que  dá  la  calidad  de  hijo  natural  es  el 
reconocimiento  del  padre,  el  cual  debe  ser  per- 
sonal, libre  y  voluntario. 

La  ley,  sea  ésta  la  7*,  título  22,  libro  4^  del 
Fuero  Real,  ó  la  8*,  título  13.  Partida  6*  ó 
la  11  de  Toro,  ó  la  1*  título  5'  del  libro  10  de 
la  Novísima  Recopilación,  exigía  el  reconoci- 
miento expreso  del  padre  ó  actos  indubitables 
de  reconocimiento.  Y  *  la  sentencia  que  ha 
aceptado  como  actos  de  este  género  para  pro- 
bar el  reconocimiento  establecido  en  su  consi- 
derando 1',  es  decir,  que  durante  algún  tiem- 
po don  José  Antonio  Valencia  vivió  con  doña 
Mercedes  Pinto,  siendo  en  esa  época  libres 
ambos  para  contraer  matrimonio  y  que  fué 
en  esas  circunstancias  cuando  tuvo  lugar  el 
nacimiento  de  don  Manuel  Valencia,  ha  in- 
fringido manifiestamente  las  leyes  que  se  aca- 
ban de  recordar. 
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Al  suponer,  por  último,  que  los  hechos  ex- 
puestos en  el  considerando  2^  pueden  ser  cons. 
titutivos  del  estado  civil  del  demandante,  á 
pesar  de  haber  ellos  ocurrido  con  posteriori- 
dad á  la  fecha  en  que  entró  en  vigor  el  Có- 
digo Civil,  ha  violado  también  la  sentencia  el 
artículo  272  de  ese  Código  y  el  2"^  de  la  ley 
de  7  de  octubre  de  1861;  el  primero  de  los  cua- 
les no  admite  otro  medio  de  adquirir  el  estado 
de  hijo  natural  que  el  reconocimiento  del  pa- 
dre ó  madre  hecho  en  instrumento  público  ó 
en  testamento,  y  el  segundo  que  prescribe  la 
preferencia  de  las  leyes  posteriores  que  esta- 
blecen para  la  adquisición  de  un  estado  civil, 
condidones  diferentes  de  las  exigidas  por  la 
ley  anterior. 

En  el  escrito  de  fundación  del  recurso,  se 
dice  que  sé  dan  por  reproducidas  como  viola- 
das todas  las  disposiciones  legales  que  se  indi- 
can en  el  escrito  de  formalizad  ón. 

^  ^g^g^  que  la  ley  11  de  Toro  contiene  dos 
prescripciones  perfectamente  separadas:  La 
segunda  de  ellas— que  contempla  el  caso  áque 
se  refiere  este  litigio—habla  de  los  hijos  teni- 
dos en  mujer;  que  no  vive  en  casa  del  padre, 
ni  es  una  sola.  Estos  hijos  no  son  considera- 
dos como  naturales  sino  cuando  son  recono- 
cidos, y  los  padres  han  podido  casarse  justa- 
mente sin  dispensadón,  al  tiempo  de  la 
concepdón  ó  del  nadmiento. 

Ninguno  de  esos  dos  requisitos  ha  sido  es- 
tableddo  ó  comprobado  en  esta  causa.  De  los 
hechos  sentados  por  la  sentencia  no  se  puede 
dedudr  jurídicamente  que  don  José  Antonio 
Valenda  haya  tenido  á  don  Manuel  Valenda 
en  dolía  Mercedes  Pinto,  ni  menos  que  los 
presuntos  padrea  hayan  podido  casarse  justa- 
mente, sin  dispensación,  en  el  momento  de  la 
concepción  ó  del  nadmiento. 

En  cuanto  al  segundo  de  los  requisitos,  en 
defecto  del  reconodmiento  expreso,  que  nadie 
sostiene  que  haya  existido  en  este  caso,  podía 
tener  lugar  el  tácito,  pero  fundado  en  hechos 
concretos  y  repetidos  constantemente,  que 
manifestaran  la  intendón  inequívoca  en  el 
padre  de  reconocer  al  hijo.  Demás  está  dedr 
que  esos  hechos  debían  ocurrir  antes  de  entrar 
en  vigor  el  Código  Civil. 

Esos  hechos  no  han  tenido  lugar. 

En  el  escrito  de  que  se  trata  se  hacen  largas 
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y  minuciosas  consideraciones  á  intento  de  de- 
mostrar que  no  se  han  cumplido  los  dos  requi- 
sitos que  exige,  en  la  segunda  de  las  prescrip- 
ciones, la  ley  11  de  Toro. 

La  parte  de  don  Manuel  Valencia  expresa 
por  toda  respuesta  que  su  abogado  ^spondrá. 
en  la  vista  de  la  causa  las  razones  que  tiene 
para  pedir  que  se  deseche  el  recurso  con  eos* 
tas. 

La  Oorte: 

Considerando: 

1^  Que,  como  se  desprende  de  los  conside- 
randos de  la  resolución  de  primera  instancia 
que  ha  hecho  suyos  la  sentencia  recurrida  y 
de  la  exposición  que  esta  misma  consigna,  la 
Sala  sentenciadora  establece  como  comproba- 
dos en  el  proceso,  entre  otros  hechos,  los  si- 
guientes: que  don  Manuel  Valencia  nació  de 
las  relaciones  que  mantuvo  don  Tose  Antonio 
Valencia  con  doña  Mercedes  Pinto;  que  estas 
dos  últimas  personas  eran  libres  para  contraer 
matrimonio  entre  sí  al  tiempo  de  la  concep- 
ción y  del  nacimiento  de  aquel;  y  que  don  José 
Antonio  Valencia,  por  actos  obrados  antes 
del  1^  de  enero  de  1857  y  que  continuó  ejecu- 
tando con  posterioridad  á  esa  fecha,  tales 
como  el  de  hacer  vivir  en  su  propia  casa  á  don 
Manuel  Valencia,  el  de  presentarle  como  hijo 
á  muchas  personas,  entre  otras  á  su  hermano 
legítimo,  el  de  atender  á  las  necesidades  de  su 
crianza,  educación  y  vestido,  etc.,  trató  y  re- 
conoció siempre  como  hijo  suyo  al  deman- 
dante; 

2^  Que  el  Tribunal  que  sentencia  es  sobera- 
no para  establecer  los  hechos  de  la  causa,  y 
no  aparece  que,  al  darlos  ppr  establecidos  en 
el  caso  presente,  haya  incurrido  en  error  de 
derecho,  pues  se  ha  limitado  á  avalorar,  en 
ejercicio  de  sus  atribuciones,  la  prueba  testi- 
monial producida,  y  esta  prueba  es  apta,  según 
la  ley,  para  comprobar  hechos  del  género  de 
los  discutidos  en  la  litis; 

3^  Que  entre  los  hechos  de  la  causa  se  com- 
prende naturalmente  el  de  reconocimiento  de 
hijo  natural  que  deduce  el  Tribunal,  en  uso 
también  de  las  facultades  que  le  son  propias, 
de  otros  antecedentes  conocidos  ó  legalmente 
establecidos;  y 

4^  Que,  admitidos  los  antecedentes  de  he- 


cho que  han  sentado  los  jueces  del  fondo, 
sulta  que  el  fallo  recurrido  ha  aplicado  correc- 
tamente la  ley  1*,  título  5',  libro  10  de  la 
Novísima  Recopilación  cuando  ha  decidido 
que  don  Manuel  Valencia  adquirió,  en  confor- 
midad á  dicha  ley  y  antes  de  ponerse  en  vigor 
el  Código  Civil,  la  calidad  de  hijo  natural  de 
don  José  Antonio  Valencia. 

Visto  además  lo  dispuesto  en  los  artículos 
958  en  relación  con  el  977,  960,  979  y  249 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  declara 
sin  lugar,  con  costas,  el  recurso  de  casación 
en  el  fondo  interpuesto  contra  la  sentencia  de 
15  de  octubre  de  1903.  Queda  aplicada  al 
Fisco  la  cantidad  consignada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Saavedra. 

V,  Agvirre  V,  ^Leopoldo  Urrutia Gaírarmo 

Gallardo Gabriel  Gaetc-Leoncio  Rodríguez, 

—Carlos  Varas.-^Abel  Saavedra. 


Cas,  en  la  forma.'-l2  de  octubre  de  1905 

Síndico  de  la  "Sociedad  Julia  y  Virginia 
de  las  Condes"  con  Nieto 

Firma  de  la  sentenoia;  omisión- -In- 
competencia —Falta  de  reclamación 
del  vicio;  nulidad  de  oficio. 

Doctrina:— iVo  puede  reputarse  legal- 
mente como  sentencia  de  primera  instan- 
cia aquella  á  que  falta  la  ñrma  del  fun- 
cionario á  quien  corresponde  dar  fe  del 

acto. 

El  tribunal  de  segunda  instancia  qve 
revoca  semejante  sentencia  procede  sin 
competencia. 

Aunque  el  recurrente  no  baya  reclama- 
do oportunamente  de  esta  formalidad 
declarada  esencial  por  la  ley,  la  Corte  Su- 
prema puede  invalidar  de  oñcio  el  fallo  en 
que  tal  vicio  aparece  de  maniñesto. 
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En  el  juicio  entablado  por  el  síndico  de  la 
quiebra  de  la  sociedad  Julia  y  Virginia  de  las 
Condes  contra  la  sucesión  de  don  Germán 
Xieto  se  dictaron  las  siguientes  sentencias: 

Valparaíso,  26  de  octubre  de  1904.— 
Vistos:  Don  Domingo  León  Prado  por  el 
síndico  de  la  quiebra  de  la  Sociedad  Julia  y 
Virginia  de  las  Condes,  dice  en  el  escrito  de 
f.  1  que  junto  con  el  de  fs.  26,  se  ha  ordenado 
tener  como  demanda:  que  don  Germán  Nieto 
fué  nombrado  síndico  de  la  expresada  quiebra, 
cargo  que  desempeñó  hasta  su  fallecimiento 
que  tuvo  lugar  el  año  1895. 

Que,  en  su  carácter  de  síndico,  cobró  varías 
cantidades  de  dinero  correspondientes  á  la 
quiebra  y  rindió  una  cuenta  en  noviembre  de 
1892.  Después  de  esa  cuenta  don  Germán  Nie- 
to, cobró  y  recibió  de  la  sucesión  de  don  Pa- 
blo del  Río  la  cantidad  de  $  4.983,  según 
consta  del  escrito  de  ñniquito  v  transacción 
de  que  habla  el  escrito  de  fs.  160,  proveido  el 
13  de  octubre  de  1893  de  los  autos  de  la  quie- 
bra y  como  el  expresado  señor  Nieto  no  al- 
canzó á  rendir  cuenta  de  ese  dinero  ni  aparece 
en  los  autos  boleta  alguna  de  depósito,  tiene 
instrucciones  para  pedir  que  la  sucesión  de 
don  Germán  Nieto  entregue  los  referidos 
$  4.983  con  más  los  intereses  del  6%  anual, 
desde  el  13  de  octubre  de  1893  hasta  la  fecha 
en  que  le  sean  entregados. 

A  fs.  26  don  Simón  Sañudo,  síndjf  o  de  la 
quiebra  de  la  sociedad  Julia  y  Virginia  de  las 
Condes,  reforma  la  petición  anterior  en  el 
sentido  de  que  ella  queda  reducida  á  que  la 
sucesión  de  don  Germán  Nieto,  ex-síndico  de 
la  quiebra  de  la  sociedad  Julia  y  Virginia  de 
las  Condes,  debe  rendirle  cuenta  dentro  del 
sexto  día  y  con  arreglo  á  la  ley  de  todos  los 
dineros  recibidos  por  dicha  quiebra  desde  la 
rendición  de  cuentas,  á  que  se  refiere  la  copia 
de  fs.  18,  hasta  el  fallecimiento  del  aludido  se- 
ñor Nieto  y  bajo  apercibimiento  de  despachar- 
se mandamiento  de  embargo  por  los  $  4.983, 
que  recibió  dicho  señor  Nieto,  según  la  copia 
de  fs.  23  y  24  y  certificado  de  fs.  25  en  su  ca- 
rácter de  síndico  antes  indicado. 

Funda  la  petición  en  que  por  la  muerte  del 
señor  Germán  Nieto  ha  sido  nombrado  síndi- 
co de  la  quiebra  antes  nombrada  y  según  el 
artículo  1415  del  Código  de  Comercio:  "El 


nuevo  síndico  está  obligado  á  exigir  del  sín- 
dico anterior  y  á  la  mayor  brevedad  la  ren- 
dición de  cuentas  en  la  forma  del  artículo  1436 
del  mismo  Código**. 

A  {^,  52  don  Carlos  Vicencio  abogado,  do- 
miciliado en  esta  ciudad  por  la  sucesión  de 
don  Germán  Nieto,  presentó  escrito  que  se  ha 
mandado  tener  como  contestación  á  la  de- 
manda, y  en  que  pide  que  se  rechace  ésta  con 
costas. 

Observa  que  la  cuenta  cuya  rendición  de- 
mandan, se  refiere  á  hechos  ejecutados  por  el 
señor  Nieto  en  su  carácter  particular  de  que, 
en  consecuencia,  no  se  tomaba  nota  en  los  li- 
bros comerciales.  Es,  pues,  muy  difícil  á  la  su- 
cesión que  representa  reconstituir  todos  los 
actos  llevados  á  cabo  por  don  Germán  Nieto 
como  síndico  de  la  sociedad  minera  Julia  y 
Virginia  de  las  Condes  para  rendir  cuenta 
detallada  y  comprobada  hoy  día.  Hay  sin 
embargo,  los  suficientes  datos  para  poder 
precisar  que  el  señor  Nieto  nada  quedó  adeu- 
dando á  la  referida  quiebra  y,  por  el  contra- 
rio, es  el  único  que  tiene  créditos  que  puede 
hacer  valer  en  ella.  En  efecto,  de  la  cuenta 
rendida  en  5  de  noviembre  de  1892  por  el  sín- 
dico, resulta  que  en  esa  fecha  existía  un  saldo 
á  su  favor  de  $  4.070,73.  Después  continuó  el 
síndico  haciendo  los  gastos  de  los  juicios  que 
la  quiebra  tramitaba  y  los  que  exigían  la 
conservación  de  las  minas  de  la  sociedad, 
entre  ellas  el  pago  periódico  de  la  patente 
minera.  De  modo  que  aún  suponiendo  que  el 
señor  Nieto  hubiese  recibido  los  $4.983  que  se 
indican  en  la  transacción,  resultaría  que  nada 
adeuda  á  la  quiebra. 

Hace  notar  que  el  señor  Nieto  es  poseedor 
de  más  de  la  mitad  del  pasivo  de  la  quiebra 
citada,  que  en  guarda  sólo  de  sus  intereses, 
tomó  la  sindicatura  de  esa  liquidación  y  que, 
en  consecuencia,  las  acciones  que  ahora  se  diri- 
jan contra  la  sucesión  Nieto  más  que  á  nadie 
competen  á  ella  misma.  La  sentencia  de  gra- 
dos publicada  en  el  aviso  oficial  que  acompa- 
ña comprueba  la  exactitud  de  estos  asertos. 

La  base  fundamental  de  la  petición  del  ac- 
tores el  certificado  á  que  se  refiere  el  otrosí  de 
la  solicitud.  Pues  bien,  ese  certificado  no  está 
autorizado  por  el  Secretario  según  se  estable- 
ce en  la  actuación  y,  por  lo  tanto,  carece  de 
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todo  valor  legal  conforme  á  la  terminante 
disposición  del  artículo  64,  inciso  3'  del  Códi- 
go de  Procedimiento  Civil,  falla  pues  por  la 
base  esta  instancia  y  debe  rechazarse. 

Y  si  no  bastaren  los  fundamentos  que  prece- 
den, se  rechazaría,  sin  duda,  por  estar  pres- 
crita la  acción  que  se  ejercita.  Don  Germán 
Nieto  falleció  el  7  de  septiembre  de  1894  y  la 
prímera  solicitud  de  esta  gestión  vino  á  pre- 
sentarse el  25  de  septiembre  de  1901.  En  los 
siete  años  y  dias  de  intervalo  se  cumplieron 
varias  veces  los  dos  años  que  el  artículo  1437 
del  Código  de  Comercio  fija  á  la  duración  de 
la  responsabilidad  del  síndico. 

En  la  réplica  se  hacen  observaciones  acerca 
de  las  excepciones  opuestas  á  la  demanda  y 
en  la  duplica  se  amplían  los  razonamientos  de 
la  contestación. 

La  causa  se  recibió  á  prueba  y  oportuna- 
mente se  citó  para  sentencia. 

Considerando: 

1^  Que  aparece  de  los  antecedentes  y  ha  si 
do  reconocido  por  los  demandados  que  don 
Germán  Nieto  fué  síndico  de  la  quiebra  de  la 
sociedad  Julia  y  Virginia  de  las  Condes; 

2^  Que  los  síndicos  son  mandatarios  gene 
rales  de  los  acreedores  y  como  tales  los  repre- 
sentan, activa  y  pasivamente  en  juicio  y  fuera 
de  él,  administrando  los  bienes  concursados; 

3^  Que  como  tales  mandatarios  les  corres- 
ponde dar  cuenta  de  su  administración; 

4'  Que  no  es  aceptable  en  el  presente  caso 
la  prescripción  alegada  por  los  herederos  del 
síndico  y  á  que  se  refiere  el  artículo  1437  del 
Código  de  Comercio; 

Con  el  mérito  de  las  precedentes  considera- 
ciones y  con  arreglo  á  la  disposición  citada  y 
artículos  1414  y  1508  del  Código  de  Comercio 
y  2155  del  Código  Civil,  se  declara:  que  ha  lu- 
gar á  la  demanda  en  cuanto  se  solicita  que  los 
herederos  de  don  Germán  Nieto,  ex-síndico  de 
la  quiebra  de  la  sociedad  Julia  y  Virginia  de 
las  Condes,  debe  rendir  cuenta  dentro  del 
sexto  día  y  con  arreglo  á  la  ley  de  todos  los 
dineros  recibidos  por  el  síndico  desde  la  fecha 
en  que  se  rindió  la  cuenta,  hasta  el  falleci- 
miento del  señor  Nieto,  y  bajo  el  apercibimien- 
to á  que  se  refiere  el  artículo  852  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  y  en  consecuencia,  no 


há  lugar  á  la  excepción  de  prescrípdón  dedu- 
cida por  los  demandados. 

El  domicilio,  profesión  ú  oficio  de  los  deman- 
dados es:  Ladislao  Osiadáez,  marido  de  doña 
Carotina  Nieto,  comerciante.  Plaza  Echáurren 
número  30;  Francisco  Nieto,  marino,  oficial 
de  la  Armada  Nacional;  Manuel  Nieto,  embar- 
cado en  un  vapor  de  comercio;  Germán  2^  Nie- 
to, comerciante,  domiciliado  en  esta  ciudad, 
calle  de  Condell  número  24;  Alfredo  O'Ryan, 
empleado  domiciliado  en  Santiago,  calle  Ar- 
gomedo  número  379,  marido  de  doña  Francis- 
ca Nieto;  Juan  Eduardo  Pinochet,  estudiante 
de  leyes,  domiciliado  en  Santiago,  calle  Argo- 
medo  número  379,  marido  de  doña  Margarita 
Nieto;  Aníbal,  Laura  y  Elena  Nieto,  no  tienen 
profesión,  domiciliadas  en  esta  ciudad  calle 
Condell  número  24;  el  actual  síndico  don  Ho- 
racio Muñoz  es  abogado  y  domiciliado  en 
Santiago,  calle  de  Huérfanos  número  1062.— 
/.  Jermán  Alcérreca, 

Esta  sentencia  no  fué  autorizada  por  el  Se- 
cretario del  Juzgado  y  en  la  apelación 

La  Corte  falló: 

Valparaíso,  16  de  junio  de  1905.— Vistos: 
Reproduciendo  la  parte  expositiva  de  la  sen- 
tei^cia  de  primera  instancia  y  teniendo  presente: 

1'  Que  según  consta  del  certificado  corrien- 
te a  fs.  113  vta.,  en  el  comparendo  de  10  de 
septiembre  de  1895  fué  nombrado  don  Simón 
Sañudo  ^síndico  déla  quiebra  de  la  sociedad 
Julia  Virjinia  de  las  Condes,  en  reemplazo 
de  don  Germán  Nieto  que  había  fallecido  en 
septiembre  de  1894; 

2^  Que  la  demanda  quedó  notificada  á  la  su- 
cesión demandada  el  4  de  septiembre  de  1903; 

3^  Que,  en  consecuencia,  en  esta  última  (echa 
se  hallaba  prescrita  la  responsabilidad  del 
síndico  don  Germán  Nieto  por  haber  trascurri- 
do más  de  dos  años  desde  el  nombramiento 
de  don  Simón  Sañudo. 

De  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el  artículo 
1437  del  Código  de  Comercio,  se  revoca  la 
sentencia  apelada  de  26  de  octubre  de  1904, 
y  se  declara  que  ha  lugar  apa  excepción  de  pres- 
cripción alegada  por  los  demandados  y,  por 
lo  tanto,  que  no  ha  lugar  á  la  demanda. 

Y  notándose  que  no  han  sido  autorizadas 
por  el  funcionario  respectivo  nueve  resolucio- 
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nes  que  corren  a  fs.  56,  66, 108  vta.,  119, 121, 
129  y  130  vta.,  ni  la  sentencia  definitiva,  in- 
forme el  juez  de  la  causa  sobre  el  motivo  de 
estas  omisiones. 

Redactada  por  el  señor  Presidente  Alamos 
González.— 5.  Alamos  González.^Braulfo  Mo* 
reno.—Pedro  N.  Pineda.— A,  Bezanilla  Silva, 

La  parte  demandante  interpuso  contra  esta 
última  sentencia  recurso  de  casación  en  la  for- 
ma fundado: 

£n  no  haberse  autorizado  por  el  Secretario 
del  Juzgado  las  diversas  actuaciones  que  el 
recurrente  enumera,  incluso  la  sentencia  de 
primera  instancia,  omisión  que  las  vicia  de 
nulidad,  según  el  inciso  3^  del  artículo  64  del 
Código  de  Procedimiento  Civil;  y 

En  no  haberse  fallado  previamente  de  plano 
el  incidente  formulado  sobre  nulidad  de  la  re- 
ferida sentencia  por  falta  de  su  autorización 
y  ordenado  traer  los  autos  en  relación  acerca 
de  dicho  incidente,  contrariándose  en  ello  á 
lo  prescrito  en  el  artículo  445  de  dicho  Código. 

£1  recurrente  menciona  además  en  su  apoyo 
los  artículos  941,  949,  y  957  del  mismo  Có- 
digo 

La  Corte: 

Considerando: 

1^  Que  la  sentencia  recurrida,  por  el  hecho 
de  revocar  la  de  primera  instancia,  que  no  es- 
taba autorizada  por  el  funcionario  á  quien 
correspondía  dar  fe  del  acto  esencial  para  la 
validez  de  la  actuación,  se  ha  pronunciado 
sobre  un  fallo  que  no  puede  legalmente  repu- 
tarse como  tal; 

2^  Que  faltando  así  la  sentencia  de  primera 
instancia,  el  Tribunal  ha  sido  incompetente 
para  dictar  un  fallo  en  única  instancia  fuera 
de  los  casos  determinados  en  el  artículo  7^  de 
la  Ley  Orgánica  de  los  Tribunales;  y 

3^  Que,  si  bien  el  recurrente  no  reclamó 
oportunamente  de  esta  formalidad,  declara- 
da esencial  por  la  ley,  esta  Corte  no  obstante, 
en  virtud  de  la  facultad  que  le  confiere  el  artí- 
culo 949  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
puede  invalidar  de  oficio  la  sentencia,  cuando, 
como  ocurre  en  presente  caso,  aparece  de  ma- 
nifiesto en  ella  alguna  de  las  causas  que  dan 
lugar  á  la  casación  en  la  forma;  visto  adem&t 


lo  dispuesto  en  los  artículos  941,  959  y  979 
del  citado  Código  de  Procedimiento,  se  decla- 
ra que  ha  lugar  al  recurso  de  casación  en  la 
forma.  Se  repone  la  causa  al  estado  en  que 
el  Tribunal  de  Alzada  correspondiente,  provea 
lo  que  fuere  de  derecho  en  orden  á  la  apelación 
interpuesta. 

Devuélvase  á  la  parte  recurrente  la  cantidad 
de  $  100  consignada. 

Redactad  A  por  el  Ministro  señor  Gallardo. 
— Galvarino  Gallardo,— Gabriel  Gaete.—LeoO' 
cío  Rodríguez,— B,  Fóster  Recabarren, 


Cas,  Civ,-'30  de  junio  de  1905 
Manzano  con  Rocha 

Herencia;  aceptación  tácita;  compa- 
recencia en  juicio. —  Repudiación. 
— Oitaclón  al  Juicio  en  calidad  de 
heredero. 

Doctrina:— iVb  importa  aceptación  tá- 
cita de  la  herencia  el  silencio  guardado 
respecto  de  la  citación  que  se  haga  al  jui- 
cio al  demandado  como  heredero  del  liti- 
gante  fallecido^  ni  el  haber  fígurado  en 
un  juicio  de  tercería  personalmente  ó 
como  apoderado  de  otro  de  los  deman- 
dados. 


En  un  juicio  que  seguía  doña  Carmen  Man- 
zano contra  don  Francisco  Rocha,  sobre  in- 
demnización de  perjuicios,  fué  éste  condenado 
á  abonarlos.  Bn  ese  juicio  gestionó  como  apo- 
derado de  Rocha  su  hijo  Francisco  2^  Rocha. 

La  demandante  pidió  se  citara  á  compa- 
rendo para  nombrar  perito -tasador  de  los 
perjuicios,  y  habiendo  comparecido  solóla  de- 
mandante, se  nombró  perito  y  éste  presentó 
su  tasación.  Entretanto  había  fallecido  Ro- 
cha y  su  hijo  renunció  el  poder.  La  deman- 
dante pidió  se  pusiera  la  tasación  en  conocí* 
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miento  de  los  hijos  legítimos  de  Rocha,  doña 
Francisca  j  don  Francisco  2^  Rocha  como  he- 
rederos de  sn  padre.  Estos  no  objetaron  la  ta- 
sación, pero  presentaron  un  escrito  en  que  hi- 
cieron presente  que  no  eran  herederos  del  de- 
mandado don  Francisco  Rocha,  pues  éste  al 
morir  no  dejó  bienes  de  ninguna  especie,  7. no 
aceptaron  ni  están  dispuestos  á  aceptar  su 
herencia;  y  en  consecuencia  pidieron  que  se 
declarara:  1^  que  no  debe  regir  con  ellos  la 
notificación  de  la  providencia  recaída  en  un 
escrito  de  la  demandante  doña  Carmen  Man- 
zano, sin  perjuicio  de  los  derechos  que  ésta 
pueda  ejercer  en  la  forma  v  contra  quien  vie- 
re convenirle;  2^  que  no  están  obligados  á 
constituir  el  arraigo  solicitado  por  la  deman- 
dante; 7  3^  que  deben  dejarse  sin  efecto  las 
prohibiciones  de  enajenar  j  gravarlas  propie- 
dades á  que  se  refiere  el  segundo  otrosí  del 
escrito  de  fs.  178,  que  no  pertenecen  á  la  su- 
cesión de  don  Francisco  Rocha,  sino  á  uno  de 
sus  hijos  que  Ins  adquirió  el  año  1890,  segan 
aparece  de  dos  escrituras  públicas  de  compra- 
venta acompañadas. 
El  Juzgado  resolvió: 

Tomé,  octubre  14  de  1901. —Vistos  y  tenien- 
do presente: 

1^  Que  las  partes  fueron  citadas  á  compa- 
rendo para  nombrar  el  perito  que  debía  tasar 
los  perjuicios  á  que  se  refiere  la  sentencia,  bajo 
apercibimiento  de  procederse  en  rebeldía  de  la 
parte  inasistente; 

2^  Que  en  ese  comparendo,  al  que  asistió 
sólo  la  parte  demandante,  se  nombró  perito 
tasador  á  don  Benjamín  Henríquez,  quien  pre- 
sentó la  tasación; 

3^  Que  habiendo  fallecido  el  demandado  y 
habiendo  renunciado  el  poder  su  mandatario, 
la  tasación  tué  puesta  en  conocimiento  de  los 
hijos  legítimos  de  aquél,  don  Francisco  2^  j 
doña  Francisca  Rocha; 

4^  Que  con  la  presentación  de  esa  tasación, 
que  no  objetaron  las  personas  nombradas,  la 
causa  quedó  en  estado  de  poderse  fijar  por  el 
Juez  el  valor  de  los  perjuicios  que  debe  pagar 
la  parte  demandada; 

6^  Que,  según  se  vé  por  lo  relacionado  en 
los  considerandos  anteriores,  no  se  ha  tratado 
en  las  diligencias  practicadas  después  de  eje- 


entonada  la  sentencia,  de  obligar  á  don  Fran- 
cisco 2^  Rocha  j  á  doña  Francisca,  su  herma- 
na, al  pago  de  ninguna  cantidad,  ni  se  ha  en- 
tablado particularmente  en  contra  de  ellos 
ninguna  acción  en  su  calidad  de  herederos; 
por  consiguiente,  la  excepción  de  no  ser  here- 
deros por  no  haber  aceptado  la  herencia,  es 
prematura  é  improcedente  en  el  presente  ca- 
so; y 

6^  Que,  habiéndose  condenado  á  don  Fran- 
cisco Rocha  á  pagar  el  valor  de  perjuicios  de 
alguna  consideración  al  demandante,  éste  tie- 
ne derecho,  en  garantía  de  sus  intereses,  á  pe- 
dir que  se  prohiba  enajenar  ó  gravar  las  pro- 
piedades de  los  hijos  de  aquél,  puesto  que  ellos 
pueden  quedar  afectos  al  pago  de  la  deuda. 

En  mérito  de  estas  consideraciones  sede- 
clara: 

1^  Que  no  ha  lugar  á  la  excepción  alegada 
por  don  Francisco  2^  y  doña  Francisca  Ro- 
cha, sin  perjuicio  de  que  éstos  puedan  hacer 
valer  cuando  sea  oportuno  la  misma  excep- 
ción ó  las  que  creyeren  necesarias;  y 

2^  Que  ha  lugar  á  la  prohibición  de  gravar 
ó  enajenar  á  que  se  refiere  la  solicitud Cam- 
pos. 

Y  completando  este  fallo: 

Tomé,  julio  29  de  1902.— Ampliando  el  au- 
to de  fecha  14  de  diciembre  último,  y  teniendo 
presente  que  don  Francisco  2^  y  doña  Fran- 
cisca Rocha,  según  consta  de  las  copias  y  es- 
pedientes que  se  han  tenido  á  la  vista,  han 
intervenido  en  actos  de  tramitación  judicial 
que  suponen  necesariamente  su  intención  de 
aceptar  la  herencia  de  su  padre  don  Francis- 
co Rocha,  se  declara  que  aquéllos  son  herede, 
ros  de  éste  y,  en  consecuencia,  que  son  válidas 
las  notificaciones  que  en  tal  carácter  se  les  ha 
hecho  en  este  juicio.— Caznpos. 

Apelada  esta  resolución: 

Concepción,  mayo  7  de  1903.~Teniendo  en 
consideración: 

1'  Que  don  Francisco  2^  Rocha  ha  figura- 
do en  este  juicio  solamente  en  su  calidad  de 
apoderado  de  su  padi'e  don  Francisco  Rocha, 
según  poder  acompañado; 

2^  Que,  después  de  la  renuncia  que  hizo  de 
este  poder,  su  intervención  en  el  juido  ha  sido 
únicamente  para  protestar  de  la  calidad  de 
heredero  qu^  pretende  atribuirle  el  contendor 
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y  para  renunciar,  en  unión  de  su  hermana  do- 
ña Francisca  R.  Rocha,  á  la  herencia  de  su  £• 
nado  padre  don  Francisco  Rocha; 

3^  Que  la  comparecencia  de  don  Francisco 
29  Rocha  al  juicio  de  tercería  que  se  ha  tenido 
á  la  YÍsta  ha  sido  en  defensa  de  derechos  pro- 
pios, de  terceristas,  y  nó  heredados  de  su  pa- 
dre; 

4^  Que,  si  bien  es  cierto  que  doña  Francisca 
R.  Rocha  que  no  ha  ñgurado  personalmente 
para  nada  en  estos  autos,  concurrió  también 
al  juicio  de  tercería  dando  poder  á  su  herma- 
no para  que  en  él  lo  representara,  á  virtud  de 
citación  que  les  hizo  la  parte  contraría,  des- 
pués del  fallecimiento  del  padre,  también  lo  es 
que  la  concurrencia  á  aquel  juicio  no  importa 
para  ninguno  de  ellos  la  ejecución  de  actos 
que  signiñquen  su  intención  de  aceptar  la  he- 
rencia del  padre,  porque  los  actos  capaces  de 
producir  estos  efectos  han  de  ser  ejecutados 
sobre  los  bienes,  como  ser  vendiéndolos,  arren- 
dándolos, etc.,  y  porque  además  don  Francis- 
co 2^,  sólo  hacía  valer  derechos  propios  de 
tercerista  y  doña  Francisca  no  tomó  en  nin- 
guna parte  el  título  de  heredero  para  obligar- 
se como  tal,  como  lo  exige  el  artículo  124  del 
Código  Civil,  sin  que  valga  objetar  que  ha- 
biéndose hecho  la  citación  á  los  dos  nombra- 
dos como  herederos  del  padre,  no  protestaron 
de  tal  calificación,  porque  el  guardar  silencio 
respecto  de  alguna  cosa  no  significa  acepta* 
ción  ni  repudiación  á  menos  que  la  ley  expre* 
sámente  sancione  el  silencio,  de  alguno  de 
estos  dos  modos;  y 

5^  Que,  á  mayor  abundamiento,  el  juicio  á 
que  concurrió  doña  Francisca  R.  Rocha  es  uno 
de  tercería  en  que  sólo  se  trata  de  una  suma 
exigua  de  $  25,  y  en  que  se  ventilan  derechos 
que  dicen  relación  casi  exclusivamente  entre  el 
ejecutante  y  el  tercerísta,  y  todavía  no  cabría 
suponer  que  al  concurrir  á  ese  juicio  la  señora 
Rocha  lo  hizo  para  defender  derechos  del  eje- 
cutado y  ejercer  actos  de  heredero,  si  se  toma 
en  cuenta  que  el  apoderado  que  eligió  faé  el 
mismo  tercerista,  quien  habría  de  sostener  an* 
tes  sus  derechos  de  tal  que  los  de  su  poder* 

dante. 

Por  estos  fundamentos  y  de  conformidad 
con  lo  prescrito  en  los  artículos  1698,  1241 
y  1242  del  Código  Civil,  se  revoca  la  resolu- 


ción  apelada  de  14  de  octubre  de  1901  y  la 
complementaria  de  29  de  julio  de  1902,  y 
se  declara  que  don  Francisco  2^  y  doña  Fran- 
cisca R.  Rocha  no  son  herederos  de  don  Fran- 
cisco Rocha  y,  en  consecuencia,  que  ha  lugar 
á  lo  pedido  por  aquéllos  en  su  solicitud. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
Cruz,  quien  opinó  por  la  confirmatoria  de  las 
referidas  resoluciones. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Fuentes  R.  • 
— E.  Fuentes  R Luis  David  Cruz.—J.  Guiller- 
mo Mac'Kay, 

£1  recurso  de  casación  en  el  fondo,  inter- 
puesto contra  esta  sentencia  de  segunda  ins- 
tancia, se  fundó  en  las  siguientes  causales: 

Que  la  sentencia  recurrida  infringe  el  artícu- 
lo 1242  del  Código  Civil,  porque  precisamente, 
en  virtud  de  esta  disposición,  debió  fallarse  lo 
contrario  de  lo  que  se  resolvió,  pues  la  ley  sólo 
exige  que  se  tome  el  título  de  heredero  en  un 
acto  de  tramitación  judicial,  sin  exigir  preci* 
sámente  los  actos  aludidos  en  el  consideran- 
do 4^  de  esa  resolución,  para  reputar  heredero 
al  que  lo  toma;  y  él  no  distingue,  mucho  me- 
nos, entre  los  actos  judiciales  de  una  fi  otra 
cuantía,  como  lo  hace  el  considerando  5^  de  la 
sentencia  recurrida; 

Que,  en  consecuencia,  la  sentenda  es  nula, 
según  el  artículo  940  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil;  y  la  procedencia  del  recurso  está 
indicada  en  el  inciso  2^  del  artículo  939,  pues 
el  fallo  aludido  hace  imposible  la  continuación 
del  juicio  contra  don  Francisco  2^  y  doña 
Francisca  Rocha.  Bn  el  escrito  de  fs.  261  se  ex- 
presa que  en  este  juicio  concurren  las  circuns- 
tancias siguientes:  el  mandato  conferido  por 
doña  Francisca  Rocha  á  don  Francisco  2^ 
Rocha,  para  representarla  en  el  juicio  á  que 
fueron  llamados,  á  título  de  herederos  de  don 
Francisco  Rocha;  la  intervención  en  la  vista 
de  la  causa,  aceptando  el  dominio  alegado  por 
el  tercerista  y  trabando  litis  con  el  ejecutante 
sobre  dicha  materia.  Agrega  que  la  compare- 
cencia en  juicio  es  la  forma  más  auténtica  é 
irredargüible  de  la  aceptación  de  una  herencia. 

Don  Francisco  2^  Rocha,  evacuando  el  tras- 
lado que  se  le  confirió  del  escrito,  pide  que  se 
declare  inadmisible  el  recurso  por  no  ser  la  re- 
solución  interiocutoria  de  qne  se  reclama,  de 
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aquéllas  que  ponen  téimino  al  juicio  6  hacen 
imposible  su  continuación  ó  en  subsidio,  soli- 
cita que  no  se  dé  lugar  al  recurso,  fundán- 
dose en  las  siguientes  consideraciones: 

Que  dada  la  naturaleza  de  la  acción  inicia- 
da por  la  ejecutante  ésta  tiene  á  salvo  sus  de- 
rechos contra  los  herederos  de  don  Martín 
Pigueroa,  fiador  del  ejecutado,  habiendo  pe- 
dido la  señora  Manzano,  en  un  otrosí  de 
su  demanda,  que  se  pusiera  ella  en  conoci- 
miento de  dichos  herederos,  de  modo  que  aún 
cuando  don  Francisco  2*  y  doña  Francisca  R. 
Rocha  hayan  repudiado  la  herencia  paterna, 
la  ejecutante  puede  continuar  el  juicio  y  ha- 
cerlo efectiyo  contra  los  herederos  de  don 
Martín  Figueroa,  de  donde  se  deduce  que  la 
resolución  recurrida  no  tiene  los  requisitos 
necesarios  para  hacer  procedente  el  recurso;  y 

Que  no  se  ha  infringido  el  artículo  1242  del 
Código  Civil,  única  causal  que  se  adujo  en  el 
escrito,  pues  la  intervención  de  los  hermanos 
Rocha  en  el  juicio  no  importa,  en  manera  al- 
guna la  aceptación  de  la  herencia  paterna, 
según  aparece  de  los  hechos  siguientes: 

a)  Que  el  poder  conferido  por  doña  Floren- 
cia Rocha  á  su  hermano,  fué  únicamente  para 
la  tercería  que  se  estaba  tramitando  y  no  au- 
torizaba á  don  Francisco  2^  para  aceptar  ó 
repudiar  herencias  y 

b)  Que  la  comparecencia  de  don  Francisco 
2^  al  juicio  de  tercería  ha  sido  en  defensa  de 
sus  derechos  de  tercerista,  y  nó  heredados  de 
■tt  padre. 

La  Oorte: 

Considerando: 

1^  Que  de  autos  aparece  que  durante  la 
tramitación  del  juicio  ejecutivo  inciado  por 
doña  Carmen  Manzano,  figuró  don  Francis- 
co 2^  Rocha  como  mandatario  del  ejecutado; 
y  en  el  inicio  de  tercería  procedió  personal- 
mente, y  á  nombre  de  su  hermana  doña  Fran- 
cisca Rocha  que  le  otorgó  poder  sólo  por  la 
tercería  pcndien  te; 


2^  Que  en  los  escritos  aparece  que  tanto  don 
Francisco  2'  y  doña  Francisca  Rocha,  renun- 
ciaron expresamente  á  la  herencia  de  su  pa- 
dre, afirmando  que  nunca  la  aceptaron  por 
no  haber  dejado  bienes  de  ninguna  clase;  y  si 
bien  con  anterioridad  á  esta  declaración,  ha- 
bía figurado  uno  y  otro  en  el  expediente  de 
tercería,  que  se  ha  tenido  á  la  vista,  tal  inter- 
vención no  importa  la  aceptación  tácita  de 
que  habla  el  artículo  1241  del  Código  Civil, 
porque  el  primero  se  limitó  á  ejercer  su  dere- 
cho propio  de  tercerista,  ajeno  á  la  sucesión, 
y  el  único  acto  de  la  segunda  consistió  en 
otorgar  el  poder  á  que  se  refiere  el  anterior 
considerando,  en  el  cual  no  existe  cláusula 
alguna  que  autorizara  al  mandatario  para 
aceptar  la  herencia; 

3^  Que,  en  consecuencia,  la  sentencia  recu- 
rrida, al  declarar  que  según  el  mérito  de  au- 
tos, don  Francisco  2'  y  doña  Francisca  Rocha, 
no  son  herederos  de  don  Francisco  Rocha,  ha 
dado  cumplimiento  á  lo  dispuesto  en  los  ar^ 
ticulos  1241  y  1242  del  Código  Civil,  sin  in- 
currir en  alguna  de  las  infracciones  de  la  ley 
que  hacen  procedente  el  recurso  entablado,  á 
lo  que  se  agrega  que  dicho  Tribunal  se  ha 
concretado  en  la  declaración  aludida,  á  hacer 
uso  de  una  atribución  privativa,  cual  es  la  de 
apreciar  los  hechos  de  la  causa. 

Visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  940,  960, 
y  979  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se 
declara  sin  lugar,  con  costas,  el  recurso  de  ca- 
sación en  el  fondo,  deducido  contra  la  senten- 
cia de  7  de  mayo  de  1903.  Queda  aplicada  al 
fisco  la  cantidad  consignada.  Comuniqúese  al 
Tribunal  de  Cuentas  y  á  la  Tesorería  Fiscal 
de  Concepción. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Gallardo. 
— F.  Agüirre  V,—J,  Gabriel  Palma  Gutmán. — 
Galvaríno  Gallardo.  --Gabriel  Gaete, — Carlos 
Varas.-- E.  Fóster  Recabarren.^f,  Bcrnaks. 
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SECCIÓN  PRIMERA 
CORTE     SU  PREMA 


Cas.  Civ.—l'^  de  julio  de  1905 
Alfonso  V.  de  Silva  con  González  y  otros 

Nulidad  de  escritura— Estado  civil; 
prueba.  —  Partidas  contradictorias; 
falsificación.  —  Apreciación  de  la 
prueba. 

Doctkisil:—  Establecida  la  adultera- 
ción 6  faísiñcación  de  una  partida  de  na- 
cimiento por  la  apreciación  de  la  prueba 
rendida  que  hace  el  Tribunal  déla  causa, 
en  virtud  de  sus  facultades  privativas^ 
no  procede  la  casación  si  no  se  infringen 
con  ella  las  disposiciones  legales  refe- 
rentes á  la  admisibilidad  de  una  prueba 
determinada  del  estado  civil. 


SUPREMA 


Doña  Petronila  Alfonso  Díaz  v.  de  don  José 
Leocadio  Silva,  demandando  expone:  que  de 
las  escrituras  acompañadas  aparece  que  don 
Ramón    Nonato  Núñez,    dándose  por  único 
dueño  de  una  propiedad  ubicada  en  la  calle 
Galvez,  esquina  sudeste  con  la  de  Valparaíso, 
de  esta  ciudad;  signada  actualmente  con  los 
números  1202  y  1212,  ha  vendido  una  parte  de 
ella  á  don  Ruñno  Vázquez,  según  escritura  de 
5  de  septiembre  de  1899  ante  el  notario  Gómez 
Solar  y  la  parte  restante  hasta  llegar  á  la  de 
Valparaíso,  á  don  Gabriel  González,  según 
escritura  fecha  5  de  febrero  de  1900  ante  el  no- 
tario don  Manuel  Almarza,  en  las  cantidades 
de  $  2.630  y  $  3.750  respectivamente;  y  que 
don  Rufino  Vázquez  vendió  más  tarde  á  Gon- 
zález ki  parte  que  había  adquirido  de  Núñez; 
que  esa  propiedad  no  pertenecía  al  vendedor 
sino  á  la  sucesión  de  doña  Mercedes  Toro  v. 
de  don  José  Tadeo  Silva,  cuya  sucesión  la 
componen  doña  Eulogia  Cavieres  y  don  José 
Leocadio  Silva,  marido  de  la  demandante  y 
cuyos  derechos  se  transfirieron  á  ésta  por 
muerte  del  hijo  legitimo  de  ambos  Rudedndo 
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del  Carmen  Leocadio  Silva  Alfonso.  En  mérito 
de  lo  relacionado,  entabla  demanda  contra 
don  Gabriel  González,  para  que  se  declara: 

1^  Que  las  escrituras  de  venta  á  que  se  ha 
hecho  referencia  son  nulas  y  sin  valor  alguno, 
debiéndose  cancelar  las  inscripciones  de  ellas 
en  el  Registro  Conservador  de  Bienes  Rai- 
ces; y 

2^  Que  el  predio  vendido  debe  volver  al  do- 
minio de  la  sucesión  expresada  con  sus  frutos 
desde  que  entró  á  ocuparlo  el  demandado,  con 
costas. 

Contestando  don  Gabriel  González  pide  se 
deseche  la  demanda,  con  costas.  En  apoyo  de 
esta  petición,  alega  que  en  el  supuesto  de  re- 
ferirse las  partidas  acompañadas  en  autos  á 
las  personas  que  la  demandante  desea,  cosa 
que  niega  González,  sostiene  que  el  menor 
Leocadio  ó  Rogelio  Silva  no  pudo  heredar  á 
su  abuela  doña  Mercedes  Toro,  pues  aquél  fa- 
lleció, según  la  partida  respectiva,  el  29  de 
julio  de  1873  cuando  aún  estaba  viva  la  se- 
gunda; y  que,  por  consiguiente,  ningún  dere- 
cho sobre  la  herencia  de  doña  Mercedes  pudo 
transferir  á  la  demandante  su  hijo  Leocadio. 
En  el  escrito  de  réplica,  el  demandante 
acompaña  una  nueva  partida  de  defunción  y 
alega  que,  si  se  acompañó  la  primera  fué  por- 
que se  creyó,  por  el  entonces  mandatario  en 
la  causa,  que  ella  se  refería  al  menor  Leocadio 
Silva;  que  la  partida  que  á  éste  corresponde 
es  la  que  con  el  presente  escrito  agrega  á  los 
autos;  y  que,  en  7Ísta  de  ella,  no  tiene  cabida 
la  alegación  hecha  por  González. 

Duplicando  éste  hace  notar  los  errores  que 
contienen  las  partidas  de  defunción  acompa- 
ñadas y  sostiene:  que  siendo  éstas  contradic- 
torias ningunti  tiene  valor;  que  en  todo  caso  la 
acción  ^resolutoria  no  procede  contra  tercero 
de  buena  fe.  En  subsidio,  alega  la  prescrip- 
ción ordinaria  de  diez  años  por  haber  poseido 
regularmente  en  unión  con  sus  antecesores 
más  de  diez  años  la  propiedad  á  que  se  refie- 
re este  litigio. 

Con  fecha  29  de  octubre  de  1903,  el  Juzgado 
resolvió. 

Considerando: 

1'  Que  la  demandante  no  ha  comprobado 
el  carácter  de  heredera  de  doña  Mercedes  To- 


ro, pues  no  hay  constancia  alguna  en  autos 
de  que  el  menor  Rudecindo  del  Carmen  Silva 
le  haya  transferido  derecho  alguno  á  la  he- 
rencia referida,  ya  que  con  el  documento  de 
fs.  90  y  certificado  de  fs.  98  se  ha  evidenciado 
la  falsificación  ó  adulteración  de  la  partida 
de  nacimiento  á  que  se  refiere  el  documento. 

Visto  lo  dispuesto  en  el  artículo  1698  del 
Código  Civil  se  declara  que  no  ha  lugar  á  la 
demanda,  con  costas.  Ejecutoriada  que  sea 
esta  resolución,  remítanse  estos  antecedentes 
al  señor  Juez  Letrado  del  Crimen  de  tumo 
para  los  efectos  de  pesquisar  la  falsificación 
hecha.—/?.  Ahumada  M. 

Apelada  esta  sentencia: 

Santiago,  5  de  septiembre  de  1904 ^Vistos: 

Se  confirma  con  costas  del  recurso  la  sentencia 
apelada  de  29  de  octiibre  último.—  Luis  Ba- 
rriga— J,  A.  Rojas.-^Ricaráo  Reyes  Solar. 

Contra  esta  sentencia  interpuso  la  deman- 
dante el  recurso  de  casación  en  el  fondo,  apo- 
yándolo en  que  en  el  presente  caso  se  ha  es- 
timado que  hay  contradicción  entre  las  dos 
partidas  presentadas  á  nombre  de  la  recurren- 
te en  cuanto  á  la  defunción  de  su  hijo  Rude- 
cindo del  Carmen  Silva,  antecedente  que  obli- 
gaba á  prescindir  en  absoluto  de  ellas,  como 
lo  previene  la  parte  final  de  la  ley  11 1,  título 
XVIII,  Partida  3*;  y  á  tomar  en  considera- 
ción sólo  el  mérito  de  la  prueba  testimonial 
rendida  por  la  demandante,  á  virtud  de  lo 
dispuesto  en  el  artículo  309  del  Código  Civil, 
en  relación  con  el  305  del  mismo  Código;  y 
como  esto  no  se  hizo,  tal  infracción,  que  ha  in- 
fluido sustancial  mente  en  lo  dispositivo  de  la 
sentencia,  bastu  para  que  ésta  sea  casada. 

Don  Gabriel  González  ha  solicitado  se  re- 
chace este  recurso,  limitándose  á  indicar  que 
es  un  hecho  establecido  por  la  sentenciar, 
por  lo  tanto,  inconmovible,  el  de  que  la  seño- 
ra Alfonso  V.  de  Silva  no  ha  probado  su  cali- 
dad de  heredera  de  doña  Mercedes  Toro. 

La  Oorte: 

Considerando: 
1'  Que  la  sentencia  de  que  se  recurre,  apre- 
ciando la  prueba  rendida,  se  ha  limitado  á  es- 
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tablecer  el  hecho  de  que  la  demandante  no  ha 
comprobado  el  estado  civil  que  invoca  para 
entablar  su  demanda;  y 

2^  Que  no  parece  que  con  esta  declaración 
se  haya  infringido  alguna  de  las  disposicio- 
nes legales  que  la  recurrente  da  por  quebran* 
tadas. 

Visto  lo  prevenido  en  los  artículos  134?  y 
973  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  de- 
clara sin  lugar  el  recurso  de  casación  en  el 
fondo. 

Redactada  por  el  señor  Presidente  Aguirre 

Vargas V.  Aguirre  V.— /.Gabriel Palma Guz- 

man. -^  Gabriel  Gaete,  ^Leoncio  Rodríguez. 

—  Carlos  Varas Abel  Saavedra.  —  E.  Cas. 

tillo. 


Apelaci6n.^3  de  julio  de  1905 
Núñez  con  Vaccaro 

Medidas  preoautof las.— Inadmisibili- 
dad;  rdcurso  interpuesto  faera  de 
término.— Sentenoia  interlooutorla. 
— Reousaoión. 

Doctrina:— £s  inadmisible  el  recurso 
de  casación  en  la  forma  formalizado  fue- 
ra de  término. 


Parral,  5  de  julio  de  1904 Vistos:  Resol- 
viendo el  incidente  promovido  por  doña  Vic- 
toria Ndfaez  en  el  cuarto  otrosí  de  su  escrito 
sobre  medidas  precautorias;  y  teniendo  pre- 
sente: 

1^  Que  las  medidas  precautorias  solicita- 
das en  este  juicio  se  reñeren  á  los  bienes  que 
son  materia  de  él,  y  en  una  parte  de  los  cuales 
pretende  dominio  la  señora  Núñez,  una  vez 
resueltos  á  su  favor  los  diversos  juicios  que 
tramita  ante  este  Juzgado  en  contra  de  su 
marido  don  Santiago  Vaccaro; 


2^  Que  la  denegación  de  I9.S  medidas  pre- 
cautorias pedidas,  podrían  imponer  á  la  se- 
ñora Núñez  un  mal  irreparable,  toda  vez  que, 
como  se  ha  aseverado,  el  señor  Vaccaro  pre- 
tende enajenar  todos  los  bienes  que  forman  el 
haber  de  la  sociedad  conyugal,  con  su  esposa, 
burlando  en  este  caso,  en  absoluto,  los  dere- 
chos que  ésta  pretende  ejercitar;  y 

3^  Que  el  mantenimiento  de  las  recordadas 
medidas  precautorias  no  importa  para  don 
Santiago  Vaccaro  un  mal  irreparable,  ya  que 
se  le  han  mandado  entregar  bajo  ñanza  cuan- 
tiosos bienes  de  aquellos  que  estaban  afectos 
á  la  interdicción  de  que  se  trata.  Por  estos 
fundamentos  y  de  conformidad  á  lo  dispuesto 
en  los  artículos  280  número  4'  y  286  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil,  se  declara  que 
no  ha  lugar  á  lo  pedido  por  doña  Victoria 
Núñez  en  el  cuarto  otrosí  de  su  escrito  en  ca- 
rácter provisorio  y  pudiendo  cancelarse  la  in- 
terdicción, siempre  que  don  Santiago  Vaccaro 
afianzase  debidamente  las  resultas  del  pre- 
sente juicio. 

Fórmese  cuaderno  separado  del  presente  in- 
cidente con  copia  íntegra  de  este  auto  y  se  lo 
asigna  el  número  237.— E.  Méndez. 
La  Corte  de  Apelaciones: 

Talca,  11  de  noviembre  de  1904 Vistos: 

Atendido  el  mérito  de  autos  y  lo  dispuesto  en 
el  artículo  288  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  se  revoca  el  auto  apelado  de  5  de  julio, 
y  se  declara  que  no  ha  lugar  á  la  medida 
precautoria  solicitada  provisoriamente  en  el 
cuarto  otrosí  de  la  demanda. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
Letelier,  que  estuvo  por  confirmar  el  referido 

auto L.  Ürrutia.—J.  C.  Herrera.— T.  Lete- 

lier.—F.  Román  B.—A.  Montero. 

Doña  Victoria  Núñez  de  Vaccaro  interpuso 
recurso  de  casación  en  la  forma  contra  esta 
sentencia  y  fundándolo  dice: 

Dicho  fallo  es  nulo  con  arreglo  á  lo  dispues- 
to en  el  número  1'  del  artículo  941  del  Código 
citado,  en  razón  de  haber  sido  constituido  el 
Tribunal  con  los  señores  Ministros  Montero, 
Herrera  y  Román  Blanco,  cuya  recusación  fué 
decretada  anteriormente. 

No  se  puede  argüir  que  este  juicio  es  distinto 
de  aquel  juicio  civil  de  divorcio  ea  el  cual  in- 
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cidieron  las  recusaciones  sucesivas  de  los  se- 
ñores Ministros  nombrados  por  cuanto,  en  el 
presente  juicio  como  lo  indica  la  demanda,  se 
trata  de  los  mismos  hechos  relacionados  con 
dicho  juicio  civil  de  divorcio  y,  en  realidad  no 
es  sino  un  cuaderno  ó  expediente  separado  de 
aquél,  pero  unido  á  ese  con  el  vínculo  de  la 
misma  razón  jurídica  de  pedir. 

Dígase  lo  que  se  quiera  por  la  parte  contra- 
ria, el  hecho  real  y  verdadero  es  que  se  trata 
del  mismo  negocio,  en  el  fondo  y  en  la  forma, 
y  que  solo  existe  entre  ellos  la  separación  ma- 
terial de  los  cuadernos  en  que  se  tramitan. 

Por  consiguiente,  habiendo  sido  recusados 
los  señores  Ministros  nombrados  en  el  juicio 
civil  de  divorcio,  no  debieron  ellos  entrar  á 
formar  parte  del  Tribunal  en  la  apelación  que 
dedujo  la  contraría  contra  el  auto  por  el  cual 
se  dio  lugar  á  las  medidas  precautorias. 

Que  el  incidente  fallado  tiene  carácter  de  defi- 
nitivo y  cumple  con  lo  dispuesto  en  el  artículo 
939,  es,  por  otra  parte,  indudable;  negadas  las 
medidas  precautorías  decretadas  en  primera 
instancia,  se  hace  imposible  la  continuación  de 
este  negocio  pero  de  un  modo  absoluto  y  radi- 
cal. Se  ha  puesto  por  US.  Iltma.  término  al 
juicio  y  para  convencerse  de  ello  basta  consi- 
derar que  la  demanda  tiene  por  objeto  preci- 
samente impedir  que  don  Santiago  Vaccaro 
siga  defraudando  á  la  sociedad  conyugal.  Au- 
torizado implícitamente  por  la  sentencia  de 
US.  Iltma.,  dicho  señor  para  la  defraudación 
de  que  me  quejo  y  cuyo  término  pido,  es  obvio 
que  por  medio  de  este  incidente  se  ha  dado 
muerte  á  mi  demanda. 

La  Corte  proveyó  el  recurso: 

Talca,  26  de  noviembre  de  1904- Teniendo 

presente  que  la  sentencia interlocutoria de  que 
se  interpone  el  recurso  de  casación  en  la  forma 
no  se  encuentra  comprendida  en  el  inciso  2^ 
del  artículo  939  del  Código  de  Procedimiento 
Civil;  y  aún  encontrándose  comprendida,  se 
habría  interpuesto  fuera  de  término,  de  con- 
formidad con  lo  dispuesto  en  el  artículo  943 
del  mismo  Código,  se  declara  que  no  ha  lugar 
á  dicho  recurso  y  se  aplica  al  Fisco  la  cuarta 
parte,  ó  sea  la  suma  de  $  25,  de  la  multa  con- 
signada. 

El  aeñor  Presidente  Urrutia  desecha  el  recur- 


so por  haberse  formalizado  fuera  del  plazo 
prescrito  en  el  artículo  943  y  por  no  haberse 
reclamado  de  la  falta  en  que  se  hace  consistir 
en  conformidad  al  artículo  946  del  citado  Có- 
digo.— L.  Urrutia,^.  C  Herrera, — Af.  Mon- 
tero, 
Apelada  esta  sentencia. 

La  Corte: 

Vistos:  Teniendo  presente  que  el  recurso  de 
casación  fué  formalizado  fuera  de  término  y 
visto  lo  dispuesto  en  el  artículo  955  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil,  se  confirma  con 
costas  la  resolución  apelada  de  26  de  no- 
viembre de  1904,  en  cuanto  declara  inadmi- 
sible dicho  recurso  y  aplicaal  Pisco  la  multa 
correspondiente. 

Acordada  por  unanimidad  después  de  dese- 
chada la  indicación  previa  del  señor  Ministro 
Varas  para  que  no  fuera  vista  la  causa  en  ra- 
zón de  que  el  decreto  de  autos  no  aparece  no- 
tificado á  las  partes.— Ga/var/no  Gallardo,-^ 
Gabriel  Gaete. — Leoncio  Rodríguez, — Carias 
Varas E,  Fóster  Recabarren. 


Cas.  Civ.^lO  de  julio  de  1905 
Carióla  con  Trasportes  Unidos 

Trasporte.— Pérdida  de  meroaderias; 
Caso  fortuito;  su  prueba.  -Responsa- 
bilidad del  porteador;  conducción  de 
las  mercaderías  por  un  tercero.— 
Culpa. 

Doctrina:— Ce/eibrarfo  el  contrato  de 
trasporte  de  mercaderías  de  una  plaza 
Á  otra,  la  conducción  puede  ser  hecha 
por  el  porteador  mismo  ó  por  un  tercero 
bajo  la  responsabilidad  de  aquél. 

El  porteador  responde  hasta  de  la  cul- 
pa leve  en  el  cumplimiento  de  sus  obli* 
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¿aciones;  y  se  presume  que  la  pérdida, 
Avería  6  retardo  ocurren  por  su  culpa  si 
nojustiSca  que  ha  ocurrido  un  caso  for- 
tuito, no  bastando  que  se  deje  estableci- 
do, de  un  modo  vago  6  general  que  em- 
pleó toda  diligencia  j  cuidado  en  la  con- 
ducción. No  se  extingue  tampoco  en  este 
caso  la  responsabilidad  del  porteado! 
por  el  hecho  de  conocer  el  cargador  que 
la  conducción  de  las  mercaderías  había 
sido  conñada  por  aquél  á  un  tercero. 


Don  Miguel  Carióla,  comerciante,  domici- 
liado en  la  calle  de  Ahumada,  esquina  de  Mo- 
neda y  don  Manuel  Orellana,  comerciante, 
domiciliado  en  la  calle  de  Ahumada  número 
238,  por  M.  Orellana  y  hermanos,  demandan 
á  la  Compañía  de  Trasportes  Unidos  domi- 
ciliada en  la  calle  de  Bandera  números  146  y 
148,  para  que  se  declare  que  debe  pagarles  las 
cantidades  que  respectivamente  y  ajuicio  de 
peritos  les  debe  por  el  precio  de  las  mercade- 
rías que  se  encargó  de  portear  el  día  14  de  ju- 
lio de  1902,  fecha  en  que  debió  verificar  la  en- 
trega, intereses  y  costas. 

Fundando  su  demanda  expone:  que  según 
las  cartas  de  porte  que  acompañan,  la  Com- 
pañía se  encargó  de  trasportarles  á  Snntia- 
go  las  mercaderías  que  indican  dichas  cartas 
y  las  facturas;  que  la  Compañía  no  entregó  di- 
chas mercaderías  porque  según  se  dijo  se  con- 
sumieron en  el  incendio  de  un  carro;  que  por 
lo  tanto  está  obligada  al  pago  de  las  merca- 
derías; que  probarán  el  valor  de  éstas;  y  que 
el  precio  que  debe  pagárseles  no  es  el  de  las 
mercaderías  sino  el  de  plaza. 

Don  Germán  de  Souza  Ferreira,  empleado 
de  comercio  del  mismo  domicilio  de  la  Com- 
pañía demandada,  contesta  por  ésta  pidien- 
do que  se  deseche  la  demanda  con  costas,  por- 
que la  pérdida  de  la  mercaderías  se  debe  á 
un  caso  fortuito,  porque  además,  según  el  ar- 


tículo 184  del  Código  de  Comercio,  las  merca- 
derías se  trasportan  á  riesgo  y  ventura  del 
cargador. 

Con  fecha  25  de  agosto  de  1905,  el  Juzgado 
resolvió: 


Considerando: 

1*^  Que  consta  de  autos  y  las  partes  están 
de  acuerdo  en  que  el  carro  número  24  de  los 
Trasportes  Unidos,  que  de  Valparaíso  con- 
dujo á  Santiago  las  mercaderías  cuyo  valor 
se  demanda,  se  incendió  en  la  noche  del  13  al 
14  de  julio  de  1902  en  la  Estación  Central  de 
los  Ferrocarriles  del  Estado; 

2^  Que  no  consta  de  autos  ni  se  ha  probado 
que  el  porteador  contratara  el  trasporte 
bajo  responsabilidad  de  su  parte  de  riesgo  y 
ventura;  que  el  incendio  se  debiera  á  un  hecho 
ó  culpa  del  mismo  porteador  ó  de  sus  emplea- 
dos ó  dependientes,  y  aparece,  al  contrario, 
que  empleó  toda  diligencia  y  cuidado,  ya  en 
la  buena  clase  del  carro  conductor,  cierros  y 
marcha,  ya  en  la  averiguación  de  las  cau- 
sas del  incendio  y  medios  de  recuperar  la  mer- 
cadería; 

3^  Que  no  habiendo  pacto  en  contrario  el 
trasporte  tuvo  lugar  á  riesgo  y  ventura  del 
cargador,  ó  sea  de  los  demandantes,  no  sien- 
do responsable  el  demandado  del  accidente, 
ya  que  tampoco  aseguró  la  pérdida,  hecho 
confesado  por  uno  de  los  demandantes,  agre- 
gando que  la  mercadería  no  se  aseguró  en 
parte  alguna; 

4^  Que  de  los  documentos  presentados  por 
los  demandantes,  aparece  que  el  trasporte  se 
contrató  bajo  las  bases  anotadas  al  dorso  de 
ellas,  ó  sea  trasportando  las  mercaderías 
por  los  Ferrocarriles  del  Estado,  y  habiendo 
ocurrido  el  incendio  antes  que  el  carro  con- 
ductor fuera  entregado  ó  puesto  á  la  orden 
del  demandado,  debe  el  demandante  dirigir 
su  acción  en  contra  de  otra  persona  que  no  es 
parte  en  este  juicio;  y 

o^  Que  lo  anterior  no  se  destruye  por  el  he- 
cho de  haberse  demandado  á  la  Empresa  de 
los  Ferrocarriles  ó  al  Fisco,  ya  que  consta  del 
escrito  que  la  Compañía  de  Trasportes  Uni- 
dos ha  iniciado  demanda  ''para  cumplir  con 
exceso  sus  obligaciones  de  empresa  de  tras- 


38 


SEGUNDA  PARTE.— SECCIÓN  PRIMERA 


porte'*,  sin  que  ello  quite  á  los  demandantes 
su  derecho  para  hacerlo  valer  en  forma  legal* 
Por  estos  fundamentos  y  lo  que  disponen 
los  artículos  1545,  1546,  1547  del  Código  Ci- 
vil; 184  del  de  Comercio;  151,  167,  331,  335, 
374  y  392  del  de  Procedimiento  Civil,  se  de- 
clara que  no  ha  lugar  á  la  demanda,  con  cos- 
tas, sin  perjuicio  del  derecho  de  los  demandan- 
tes para  hacerlo  valer  contra  quien  corres- 
ponda  José  T,  Marín, 

La  Corte  de  Apelaciones: 

Santiago,  21  de  julio  de  1904.— Vistos:  sin 
perjuicio  de  los  derechos  que  pudieran  corres- 
ponder á  los  demandantes  en  virtud  del  ar- 
tículo 1677  del  Código  Civil,  se  confirma  la 
sentencia  de  fecha  25  de  agosto  de  1903. 

Acordada  contra  el  voto  del  Ministro  señor 
Donoso  Vildósola,  quien,  por  las  considera- 
ciones que  consigna  en  el  libro  respectivo,  opi- 
nó por  la  revocación  de  la  sentencia  apelada, 
declarándose  que  la  Empresa  de  Trasportes 
Unidos  debía  abonar  á  los  demandantes  el 
valor  de  las  mercaderías  indicadas  en  la  de- 
manda, con  los  intereses  legales  desde  la  noti- 
ficación de  ésta  al  demandado,  y  el  Juez,  con 
el  mérito  de  autos  y  oyendo  el  dictamen  de 
un  perito  si  lo  creyera  necesarío,  fijar  el  aludi- 
do valor,  sin  perjuicio  de  las  acciones  que  pu- 
dieran corresponderá  dicha  Empresa  para  ejer- 
citarlas contra  quien  viere  convenirle -/.  Ale- 
jo Fernández.— 'J.  Bemales.—B.  Donoso  V, 

Carióla  y  Orellana  interpusieron  recurso  de 
casación  en  el  fondo,  sosteniendo  que  esta 
sentencia  ha  sido  dictada  con  infracciones  de 
ley  que  han  influido  en  su  decisión.  Existiendo 
un  contrato  de  trasporte  celebrado  entre  las 
partes  litigantes,  se  ha  infringido  el  artículo 
1545  del  Código  Civil  al  establecer  que  el  res- 
ponsable no  es  la  persona  con  quien  se  ha 
contratado  sino  un  tercero.  Se  ha  infringido 
el  artículo  207  del  Código  de  Comercio  al  san- 
cionar que  el  porteador  no  es  responsable  de 
las  obligaciones  que  se  persiguen,  cuando  tie- 
ne la  obligación  de  la  custodia,  conservación 
y  entrega  de  los  efectos  porteados,  lo  que  ma- 
nifiesta que  se  han  violado  también  los  ar- 
tículos 199  y  201  del  Código  de  Comercio. 
Los  únicos  casos  de  exención  que  reconoce  la 


ley  son  los  de  pérdida  por  caso  fortuito  ó  vi- 
cio propio,  y  nLaún  en  estos  casos,  cuando  el 
caso  fortuito  se  debe  á  un  hecho  ó  culpa  del 
porteador,  ó  no  hubiere  empleado  la  diligen- 
cia y  pericia  necesarias.  No  es  cierto  que  para 
que  exista  la  responsabilidad  del  porteador 
por  pérdida  que  no  se  deba  á  un  caso  fortui- 
to, sea  menester  contratar  el  trasporte  bajo 
su  responsabilidad,  porque  es  la  ley  la  que  la 
impone  salvo  el  caso  fortuito.  Sostener  que, 
sin  pacto  en  contrario,  el  trasporte  se  entien- 
de hecho  á  riesgo  y  ventura  del  cargador,  es 
un  error  legal,  que  choca  con  los  preceptos 
citados,  como  lo  es  el  argumento  que  se  hace 
consistir  en  la  falta  del  seguro.  Que  el  carga- 
dor supiera  que  el  porteador  se  valía  de  un 
tercero  para  verificar  el  trasporte  y  que  por 
esta  causa  el  primero  eximía  al  segundo  de 
responsabilidad  y  gravaba  al  Fisco,  no  se 
conforma  al  precepto  legal,  que  dispone  otra 
cosa  y  dice  que  no  se  puede  obligar  á  otro  sio 
tener  facultad  para  hacerlo.  I^o  que  una  per- 
sona ejecuta  á  nombre  de  otra,  estando  facul- 
tada para  ello  ó  por  la  ley  para  representarla, 
produce,  respecto  del  representado,  iguales 
efectos  que  si  hubiera  contratado  él  mismo; 
lo.  que  no  se  ha  verificado  en  este  caso,  exis- 
tiendo por  el  contrario  el  precepto  del  artículo 
168  del  Código  de  Comercio,  según  el  cual, 
puede  el  porteador  encargar  la  conducción  á 
un  tercero,  pero  precisamente  bajo  su  respon- 
sabilidad. 

La  Corte: 

Teniendo  presente: 

1^  Que,  celebrado  el  contrato  de  trasporte 
que  ha  dado  lugar  al  juicio  entre  M.  Carióla 
y  M.  Orellana  y  Hermano  como  cargador  y 
los  Trasportes  Unidos  como  porteador  para 
conducir  ciertas  mercaderías  de  Valparaíso 
á  Santiago,  los  Trasportes  Unidos  hicieron 
efectuar  la  conducción  por  medio  de  la  Em- 
presa del  ferrocarril  fiscal  que  une  á  aquellas 
dos  ciudades,  perdiéndose  al  terminar  el  viaje 
las  mercaderías; 

2^  Que,  al  establecer  el  Código  de  Comercio 
las  reglas  á  que  debe  sujetarse  el  trasporte, 
dispone  en  el  artículo  168  ''que,  aun  cuando 
este  contrato  impone  la  obligación  de  hacer, 
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el  que  se  obliga  á  conducir  personas  6  merca- 
derías, puede,  bajo  su  responsabilidad,  encar- 
gar 1h  conducción  á  un  tercero.  En  este  caso, 
el  que  primitivamente  ha  tomado  sobre  si  la 
obligación  de  conducir  conserva  su  carácter  de 
porteador  respecto  del  cargador  con  quien  ha 
tratado,  y  toma  el  carácter  de  cargador  res- 
pecto del  que  efectivamente  haga  la  conduc- 
ción de  las  personas  ó  mercaderías;'* 

3^  Que  el  caso  resuelto  por  la  sentencia  re- 
currida se  halla  comprendido  en  el  precepto 
legal  que  se  acaba  de  transcribir,  ya  que  la 
empresa  de  trasporte  que  verificó  la  conduc- 
ción es  un  tercero  con  el  cual  Carióla  y  Orella- 
n a  no  ha  contratado,  sino  el  porteador; 

4^  Que  el  porteador  responde  de  la  culpa 
leve  en  el  cumplimiento  de  las  obligaciones 
que  le  impone  el  trasporte  y  se  presume  que 
la  perdida,  avería  ó  retardo  ocurren  por  su 
culpa,  según  lo  preceptuado  en  el  artículo  207 
del  Código  de  Comercio; 

5^  Que,  efectuada  la  conducción  bajo  la  res- 
ponsabilidad de  los  Trasportes  Unidos,  no 
ha  justificado  esta  empresa  que  se  haya  pro- 
ducido un  caso  fortuito  ó  de  fuerza  mayor 
que  la  exima  de  esa  responsabilidad,  no  bas- 
tando que  se  deje  establecido  de  un  modo 
vago  y  general  que  empleó  toda  diligencia  y 
cuidado  en  la  conducción,  sino  que  es  necesa- 
rio que  se  justifique  el  caso  de  exención  de  res- 
ponsabilidad de  una  manera  precisa  y  con  re- 
lación al  hecho  en  que  se  funda,  de  suerte  que 
no  quede  duda  acerca  de  la  existencia  del  caso 
fortuito  ó  de  fuerza  mayor  que  se  alega  por  el 
demandado,  á  quien  impone  además  la  ley  la 
prueba  de  esta  alegación,  artículo  1547  del 
Código  Civil; 

6'  Que  absuelta  por  la  sentencia  recurrida 
la  empresa  de  los  Trasportes  Unidos  de  res* 
ponsabilidad  por  la  pérdida  de  las  mercaderías 
porteadas,  el  Tribunal  sentenciador  ha  infrin- 
gido los  artículos  168  y  207  del  Código  de 
Comercio,  que  no  admiten  en  este  caso  esa 
exención  de  responsabilidad  por  las  conside- 
raciones legales  ya  expuestas,  sin  que  se  haya 
producido  un  traspaso  de  obligación  por  co- 
nocer el  cargador  al  nuevo  porteador,  ni  que 
sea  aceptable  que  en  la  apreciación  del  contra- 
to de  trasporte  de  que  se  trata,  ese  Tribunal 
proceda  con  una  facultad  prívativa  que  haga 


inamovible  dicha  apreciación,  ya  que  refirién- 
dose ésta  A  la  calificación  de  un  contrato  en 
virtud  (le  la  ley,  es  procedente  la  casación  por 
no  haber  sido  ésta  cumplida  al  aplicarse  al 
caso  en  litigio;  }' 

7^  Que  las  infracciones  apuntadas  han  in- 
finido sustancialmente  en  la  parte  dispositiva 
de  la  sentencia,  que  sin  ellas  se  habría  fallado 
todo  lo  contrario. 

Juzgando  con  arreglo  á  estas  consideracio- 
nes, y  visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  940, 
958  y  979  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
se  declara  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
en  el  fondo  interpuesto  por  Carióla  yOrellana 
contra  la  sentencia  de  21  de  julio  de  1904,  de 
la  Corte  de  Apelaciones  de  Santiago,  en  la 
causa  con  los  Trasportes  Unidos,  sobre  pago 
de  unas  mercaderías,  y  se  invalida  dicha  sen- 
tencia. Cúmplase,  en  orden  al  fallo  definitivo 
de  la  causa,  con  lo  que  preceptúa  el  artículo 
958  que  se  acaba  de  citar. 

Devuélvase  á  la  parte  recurrente  la  cantidad 
de  $  150  consignada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Alfonso. ~ 
V.  Aguirre  V.—José  Alfonso Leopoldo  ür ra- 
fia  Gabriel  Gaete Leoncio   Rodríguez.-^ 

Carlos    Varas E,  Fóster  Recabarren. 

Y  fallando  la  causa: 

Santiago,  10  de  julio  de  1905 Vistos:  re- 
produciendo la  relación  de  los  hechos  conte- 
nida en  la  sentencia  apelada;  y  teniendo  pre- 
sente: 

1^  Que,  ajustado  el  contrato  de  trasporte 
entre  las  partes  contendientes:,  cumplía  al  por- 
tador llevarlo  á  ejecución  por  sí  mismo,  á  me- 
nos de  hacer  uso  de  la  autorización  que  otorga 
el  artículo  168  del  Código  de  Comercio  para 
hacer  efectuar  la  conducción  por  medio  de  un 
tercero,  que  fué  lo  que  hizo  en  este  caso  la  em- 
presa de  los  Trasportes  Unidos,  valiéndose 
para  ello  del  ferrocarril  fiscal  entre  Santiago 
y  Valparaiso; 

2^  Que  si  bien  la  ley  concede  esa  autorización, 
agrega  que  la  otorga  bajo  la  responsabilidad 
del  porteador; 

3^  Que  tal  responsabilidad  no  se  ha  extingui- 
do en  este  caso,  no  bastando  para  ello  que  el 
cargador  conociera  quien  hacía  la  conducción, 
ya  que  la  ley  no  establece  que  de  esta  suerte 
se  estinga  la  responsabilidad  del  porteador; 
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4^  Que  estando  subsistente  esta  responsabi- 
lidad y  presumiéndose  que  la  pérdida  ocurra 
por  culpa  del  porteador,  quien  responde  de  la 
culpa  leve,  no  se  ha  justiñcado  que  haya  exis- 
tido un  caso  fortuito  6  de  fuerza  mayor  ni 
que  la  pérdida  se  hubiera  producido  por  vicio 
propio  de  la  cosa; 

Por  estas  consideraciones  y  visto  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  168,  207,  209  del  Có- 
digo de  Comercio;  1545  y  1698  del  Código 
Civil;  se  revoca  la  sentencia  apelada  de  25  de 
agosto  de  1903  y  se  declara  haber  lugar  á  la 
demanda,  debiendo  pagar  en  consecuencia  los 
Trasportes  Unidos  á  Carióla  y  Orellana  el 
precio  de  las  mercaderías  el  día  en  que  debió 
verifícarse  su  entrega,  que  será  regulado  por  el 
Juez,  previo  informe  de  peritos,  con  el  interés 
legal  desde  la  misma  fecha. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Alfonso.^ 
V.  Aguirre  V.—José  Alfonso. ^Leopoldo  Urní' 
tía.  —  Gabriel  Gaetc,  —  Leoncio  Rodríguez.^ 
Carlos  Varas,— E,  Fóster  Recabarren, 


Cas.  en  la  forma  y  Cas,  Civ.—19  de  julio 
de  1904  y  10  de  julio  de  1905 

Aninat  (su  sucesión)  Concurso 

Oonourso.  -Títulos  ejecutivos;  ejecu- 
oionea— Oompensaclón.—  Sentencia 
interlooutoria  con  carácter  de  defi- 
nitiva. 

Doctrina:— £"/  concurso  necesario  no 
queda  formado  por  el  simple  decreto  ju- 
dicial que  lo  declara^  á  menos  de  acepta- 
ción del  deudor^  quien  tiene  derecho  para 
oponerse  á  la  formación  del  concurso;  y 
su  oposición  constituiré  una  instancia 
especial  y  previa  á  la  formación  ó  aper- 
tura del  concurso  en  la  cual  se  discuten 
contradictoriamente  sus  alegaciones  y  se 


dicta  sentencia  que  pone  £n  á  la  instan- 
cia, resolviendo  de  un  modo  permanente 
la  cuestión  materia  de  la  contienda  y  de- 
cide sobre  la  capacidad  civil  del  deudor, 
manteniéndole  en  capacidad  para  la  ad- 
ministración de  sus  bienes  ó  privándole 
de  ella  y  dejándole  sometido  además  á 
otras  inhabilidades  legales.  Cualquiera 
que  sea  el  procedimiento  fijado  por  la  ley 
para  la  tramitación  de  esta  oposición 
del  deudor  y  la  calificación  que  corres- 
ponda á  la  sentencia  que  la  decide,  ella 
pone  fin  á  la  instancia  en  que  recae. 

Para  decretar  el  concurso  necesario,  se 
requiere  dos  ejecuciones  iniciadas  y  tres 
créditos  ejecutivos  vencidos. 

No  es  bastante  para  ejecutar  el  crédito 
que  ha  dado  lugar  á  una  ejecución  re- 
vocada por  haberse  efectuado  la  com- 
pensación; ni  el  crédito  que  debía  ser 
notificado  previamente  á  los  herederos 
del  deudor  y  que  procede  de  un  documen- 
to otorgado  en  el  extranjero  ante  un 
Cónsul  de  Chile,  en  que  no  se  ha  pagado 
el  impuesto  de  papel  sellado  correspon- 
diente, que  no  se  presenta  en  primera 
copia. 

Para  apreciar  la  legalidad  de  la  sen- 
tencia que  decreta  el  concurso  necesario, 
sólo  deben  tomarse  en  cuenta  los  crédi- 
tos que  el  Tribunal  ha  podido  apreciar 
en  los  autos;  y  aunque  existan  otros 
créditos  ejecutivos,  la  sentencia  es  nula 
si  en  los  que  aprecia  no  existe  el  número 
y  condiciones  que  la  ley  determina. 
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Don  Ramón  Serrano  Montaner,  arrendata- 
rio del  fundo  Santa  Fe,  de  propiedad  de  don 
Antonio  Aninat,  pagó  al  Banco  Hipotecario 
de  Chile  dos  dividendos  de  la  deuda  hipoteca- 
ria del  fundo  ascendentes  á  $  25.725  y  los  in- 
tereses adeudados,  y  el  Banco  lo  sustituyó  en 
los  derechos  y  acciones  contra  el  señor  Ani- 
nat,  por  escritura  que  se  encuentra  acompa- 
ñada en  autos. 

Dice  que  no  efectuó  el  pago  de  la  renta  al 
arrendador  porque^había  fallecido,  y  los  here- 
deros no  habían  aceptado  la  herencia. 

Por  escritura  otorgada  en  Valparaíso  cedió 
estos  créditos  á  don  Carlos  Newman,  quien 
promovió  en  seguida  ejecución  contra  el  cura- 
dor de  la  herencia  yacente  que  se  había  nom- 
brado. 

Despachado  el  mandamiento  de  embargo 
contra  la  sucesión  Aninat  y  trabado  en  el 
fundo  Santa  Fe  y  citado  de  remate,  el  cura- 
dor de  la  herencia  que  se  había  nombrado  se 
opuso  á  la  ejecución  con  las  excepciones,  de 
falta  de  capacidad  ó  personería  para  deman- 
dar, insuñciencia  del  título  y  no  ser  bastante 
para  ejecutar,  y  compensación  de  la  deuda 
con  título  líquido  y  ejecutivo. 

Recibida  á  prueba  la  causa,  se  presentó  por 
el  ejecutante  constancia  de  haber  consignado 
el  señor  Serrano  Mon tañer  boleta  de  consig- 
nación, en  otro  expediente,  para  efectuar  el 
pago  de  la  renta  de  $  40.000  que  adeudaba 
por  el  arriendo  del  fundo  en  un  año  vencido. 

£1  Juez  de  primera  instancia,  teniendo  pre- 
sente entre  otras  razones,  que  habiendo  pasa- 
do á  ser  el  señor  Serrano  Montaner,  acreedor 
de  la  herencia  yacente  del  señor  Aninat,  en 
vista  de  la  subrogación  que  el  Banco  le  había 
hecho  y  siendo  al  mismo  tiempo  deudor  de 
esa  herencia;  según  lo  confiesa,  de  cantidad  de 
dinero  líquida  y  exigible,  se  operó  por  sólo  el 
ministerio  de  la  ley,  en  el  momento  de  la  sub- 
rogación, la  compensación  de  ambas  deu- 
das, extinguiéndose  recíprocamente  hasta  la 
concurrencia  de  sus  valores;  que  si  bien  apare- 
ce que  posteriormente  el  señor  Serrano  Mon- 
taner ha  consignado  judicialmente  cierta  can- 
tidad de  dinero  para  responder  al  pago  de  la 
renta  de  arrendamiento,  esa  consignación  no 
puede  alterar  ya  la  situación  jurídica  que  se 
operó  entre  arrendatario  y  arrendador,  es  de- 
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cir entre  el  señor  Serrano  Montaner  y  el  señor 
Aninat,  ó  sea  su  herencia  yacente;  que  se  de- 
duce del  contexto  claro  de  las  citadas  escritu- 
ras y  de  las  piezas  copiadas  á  fs.  36  y  38  que 
las  cantidades  adeudadas  al  Banco  Hipoteca- 
rio de  Chile  por  los  dividendos  pagados  por  el 
señorSerrano  Montaner,  importan  menos  que 
la  suma  adeudada  por  éste,  como  arrendata- 
rio del  señor  Aninat,  por  lo  cual  las  deudas 
porque  se  ejecuta  están  completamente  extin- 
guidas, declaró  que  había  lugar  á  la  excepción 
de  compensación  y  que  no  era  bastante  el  tí- 
tulo para  ejecutar,  y  revocó,  en  consecuencia- 
la  ejecución. 

El  representante  de  don  Carlos  Newman 
apeló  de  esta  sentencia,  y  pendiente  esta  ape- 
lación se  presentó  en  ramo  separado  pidiendo 
formación  de  concurso  necesario  á  la  sucesión 
de  don  Antonio  Aninat,  previa  agregación  de 
los  certificados  que  pidió,  con  los  cuales  se 
acreditaba  que  había  contra  esa  sucesión  di- 
versas ejecuciones  iniciadas  y  varios  títulos 
ejecutivos. 

Se  designó  para  conocer  del  asunto  al  ter- 
cer Juzgado,  Juzgado  distinto  del  que  había 
desechado  la  ejecución  interpuesta  por  el  señor 
Newman. 

Mandados  dar  los  certificados  correspon- 
dientes, certificó  el  señor  Cuevas,  que  en  la 
Secretaria  que  sirve,  se  encuentra  en  apelación 
una  ejecución  de  don  Carlos  Newman  con  la 
ejecución  de  don  Antonio  Aninat;  el  Secretario 
del  primer  Juzgado,  certificó  que  por  su  Juz- 
gado se  ejecutaba  á  don  Antonio  Aninat  por 
el  Banco  Garan  tizad or  de  Valores  por  la  suma 
de  $97.646,80,  intereses  y  costas;  el  Secretario 
del  quinto  Juzgado  certifica,  que  por  su  secre- 
taría corre  un  expediente  iniciado  por  los  se- 
ñores Seminario,  Fréres  y  C*,  en  el  cual  se  ha 
mandado  notificar  á  los  herederos  del  señor 
Aninat  para  preparar  la  vía  ejecutiva,  en  con- 
formidad á  lo  dispuesto  en  el  artículo  1377  del 
Código  Civil. 

En  vista  de  estos  certificados  "se  declaró  en 
concurso  necesario  á  los  bienes  de  la  sucesión  de 
don  Antonio  Aninat",  por  auto  de  16  de  junio 
de  1903. 

El  síndico  nombrado  pidió  se  agregara  cons- 
tancia en  autos,  de  que  el  señor  Aninat  adeu- 
daba al  Banco  Hipotecario  de  Chile  el  7^  divi- 
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deudo  de  $  12.872,50  desde  el  31  de  diciembre 
de  1903  y  así  se  certificó  por  un  Ministro  de  fe. 

Pidió  también  retención  en  poder  del  arren- 
datario del  fundo  Totoral,  otro  fundo  de  la 
sucesión,  que  retuviera  en  su  poder  la  cantidad 
de  $  20.000,  renta  del  arrendamiento  vencido, 
y  así  se  decretó  y  llevó  á  efecto. 

De  la  misma  manera  se  pidió  que  la  oficina 
del  Banco  de  Chile  en  Tomé  expusiera  qué  can- 
tidades adeudaba  el  señor  Aninat,  á  lo  que 
contestó  que  don  Antonio  Aninat  nada  debía, 
sino  la  sociedad  mercantil  de  Aninat  é  Hijos. 

El  curador  de  la  herencia  yacente  se  opuso 
á  la  formación  del  concurso,  fundado  en  qne 
no  concurrían  los  requisitos  exigidos  por  el  ar- 
tículo 690  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  á 
saber: 

1^  Que  existan  tres  ó  más  títulos  ejecutivos 
y  vencidos  contra  el  deudor; 

2^  Que  se  hayan  iniciado  contra  el  deudor 
dos  ejecuciones  á  lo  menos;  y 

3^  Que  no  se  consigne  al  día  siguiente  del 
requerimiento  cantidad  bastan  te  para  el  pago 
ó  no  se  presenten  bienes  suficientes  para  res- 
ponder á  él. 

El  certificado  del  señor  Cuevas  por  la  forma 
ambigua  en  que  está  redactado,  ha  podido  in- 
ducir en  error  al  Juzgado  porque  no  expresa 
que  la  ejecución  no  existe  por  haber  sido  revo- 
cada por  el  Juez,  de  cuya  sentencia  había  t  pe- 
lado el  ejecutante. 

El  certificado  del  Secretario  del  quinto  Juzga- 
do, deja  constancia  deque  Seminario,  Freres  y 
C^  no  tienen  iniciada  ejecución,  ni  han  podido 
iniciarla,  porque  no  tienen  aún  el  título  ejecu- 
tivo contra  la  sucesión. 

Pero,  aun  cuando  existieran  cumplidas  las 
condiciones  requeridas  para  decretar  el  con- 
curso, no  habría  podido  procederse  á  su  for- 
mación por  no  haber  constancia  en  autos  de 
habérsele  requerido  legal  y  oportunamente  de 
pAgo,  y  de  no  haber  efectuado  el  pago  ó  de  no 
haber  presentado  bienes  bastantes  con  que  sa- 
tisfacer la  deuda. 

Tramitada  la  oposición  con  audiencia  del 
representante  del  señor  Newman  y  del  Síndi- 
co, ha  expuesto  el  ultimo  que  existen  efectiva- 
mente los  siguientes  títulos  ejecutivos;  el  del 
Banco  Garantizador  de  Valores;  el  del  Banco 
Hipotecario  de  Chile;  el  del  Banco  de  Chile  por 


un  dividendo  insoluto  de  una  deuda  que  gra- 
va el  fundo  Santa  Fe  (esta  deuda  según  certi- 
ficado es  de  la  Sociedad  Aninat  é  Hijos),  el  de 
don  Carlos  Newman;  y  el  de  la  casa  Semina- 
rio. Freres  y  C*. 

De  estos  títulos  son  ejecutivos  sin  discusión, 
el  del  Banco  Garantizador,  el  del  Banco  Hi- 
potecario de  Chile  y  el  de  don  Carlos  New- 
man. 

La  circunstancia  de  que  se  requiera  notifi 
car  á  los  herederos  este  crédito  para  hacerlo 
ejecutivo,  no  modifica  su  fisonomía  propia  de 
ser  esencialmente  ejecutivo,  desde  que  consta 
de  escritura  pública  y  está  garantido  con  hi- 
poteca de  las  propiedades  raices  de  la  suce- 
sión. 

Además,  Seminario,  Freres  y  C*  puso  en  co- 
nocimiento del  curador  y  de  don  Julio  Aninat 
el  título  ejecutivo,  con  lo  cual  se  ha  llenado  la 
condición  de  ponerlo  en  conocimiento  del  be- 
redero  para  hacer  ejecutivo  el  título. 

En  resumen,  considera  que  existen  las  si- 
guientes ejecuciones:  la  del  Banco  Garantiza- 
dor de  Valores  y  la  de  don  Carlos  Newman. 

£1  representante  de  don  Carlos  Newman  se 
adhiere  en  sustancia  á  la  respuesta  dada  por 
el  síndico  á  la  oposición  del  curador  de  la  he- 
rencia. 

Recibida  á  prueba  la  oposición  á  la  forma- 
ción del  concurso,  expusieron  las  partes  en  el 
comparendo  á  que  fueron  citadas  que  no  te- 
nían prueba  testifical  que  rendir,  refiriéndose 
á  la  instrumental  existente  en  autos. 

El  Jtiez  de  primera  instancia,  considerando 
que  había  tres  títulos  ejecutivos  en  contra  de 
la  sucesión  de  don  Antonio  Aninat,  é  iniciadas 
dos  ejecuciones,  que  son  la  del  Banco  Garanti- 
zador de  Valores,  sin  aparecer  constancia  de 
haberse  efectuado  el  pago,  ni  haberse  con^g- 
nado  cantidad  suficiente  al  día  siguiente  del 
requerimiento  por  el  curador  de  la  herencia; 
otra  de  Seminario,  Freres  y  C*  en  la  que  no  se 
ha  despachado  aún  mandamiento  de  embar- 
go, aguardándose  previamente  el  fallo  de  este 
incidente;  que  en  la  ejecución  seguida  por  don 
Carlos  Newman,  si  bien  se  aceptó  en  primera 
instancia  la  excepción  de  compensación  pende 
el  fallo  definitivo  ante  la  Corte  de  Apelaciones 
y  que  del  expediente  seguido  por  el  curador 
de  la  herencia  en  contra  de  don  Ramón  Serra- 
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no  Montaner,  relacionado  con  el  de  la  cesión 
hecha  por  éste  á  Newman,  ha  sido  aquél  em- 
bargado, trabándose  el  embargo  en  una  bole- 
ta de  depósito;  y  que  del  expediente  de  con- 
curso aparece  que  la  sucesión  nombrada  re- 
sulta ser  deudora  de  un  dividendo  vencido  por 
doce  mil  y  tantos  pesos;  y  finalmente  que  de  la 
exposición  hecha  por  el  síndico,  consta  que  el 
crédito  de  Seminario,  Fréres  y  C*,  dado  su 
monto,  no  podría  pagarse  íntegramente  sin 
perjuicio  de  los  demás  créditos,  declaró  que 
no  había  lugar  á  la  oposición  á  la  formación 
de  concurso. 

Esta  resolución  fué  apelada  por  el  curador 
de  la  herencia  yacente  y,  concedido  el  recurso: 

£1  curador  de  la  herencia,  acompañó  un  cer- 
tificado del  Banco  Hipotecario  de  Chile  con 
el  cual  se  acredita  que  aunque  se  adeuda  un 
dividendo  de  la  deuda  de  don  Antonio  Aninat 
á  favor  de  dicho  Banco  no  se  ha  iniciado  nin- 
guna gestión  para  su  cobro. 

Por  parte  del  síndico  se  ha  presentado  un 
certificado  en  el  cual  consta  que  se  ha  despa- 
chado contra  Aninat  é  Hijos,  á  solicitud  de 
Edmonson  y  C*,  de  Valparaíso,  un  manda- 
miento por  la  cantidad  de  $  39.500. 

A  fs.  58  se  ha  presentado  don  Alberto  Rome- 
ro Herrera  por  Seminario,  Fréres  y  C*  adhi- 
riéndose á  la  petición  que  tiene  hecha  don 
Carlos  Newman  para  que  se  forme  concurso 
necesario  á  la  sucesión  Aninat. 

La  Corte  de  Apelaciones  resolvió: 

Santiago,  14  de  octubre  de  1903 Vistos: 

se  confirma  la  resolución  apelada  de  20  de 
julio  último. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
Benavente  quien,  por  los  fundamentos  que 
consigna  en  el  libro  de  acuerdos,  estuvo  por 
revocarla  y  por  dar  lugar  4  la  oposición  de- 
ducida á  fi>.  1,  dejándose  en  consecuencia,  sin 
efecto  la  formación  de  concurso  decretado  en 
contra  de  la  sucesión  de  don  Antonio  Aninat. 
— L.  R.  Mora.^A.  Montt Darío  Benavente. 

Contra  esta  última  resolución  ha  interpues- 
to el  procurador  don  Enrique  Costa,  á  nom- 
bre de  los  herederos  de  don  Antonio  Aninat, 
que  han  obtenido  la  posesión  efectiva  de  su 
herencia  y  se  han  hecho  parte  en  la  causa,  el 
recurso  de  casación  en  el  fondo. 


Concedido  el  recurso  y  elevados  los  antece- 
dentes á  este  Tribunal,  don  Macario  Muñoz 
González,  síndico  provisional  y  el  acreedor 
don  Carlos  Newman,  representado  por  don 
Blas  Maira,  han  solicitado  se  declare  la  im- 
procedencia del  recurso. 

Fundando  su  petición,  dicen  los  ocurrentes 
que  en  ninguno  de  los  casos  previstos  en  el 
artículo  939  del  Código  de  Procedimiento 
Civil  se  encuentra  el  fallo  que  no  dio  lugar  á 
la  reposición  del  auto  que  declaró  el  estado  de 
concurso,  pues  ese  fallo  no  hace  más  que  se- 
ñalar un  procedimiento  para  efectuar  el  pago 
de  los  acreedores,  y  cualquiera  que  sea  la  for- 
ma que  en  definitiva  se  adopte  para  cancelar 
los  créditos  cuyo  pago  se  exige,  esa  forma  no 
concluye  con  el  juicio  fundamental  que  es  el 
pago  de  los  créditos. 

En  efecto,  el  Banco  Garantizador  de  Valo- 
res, Edmonson,  Seminario  y  Newman  han  en- 
tablado cada  uno  de  ellos  juicio  ejecutivo  para 
el  pago  de  sus  créditos,  y  no  podría  citarse 
ningún  fallo,  con  carácter  de  definitivo  ó  in- 
terlocutorío,  que  ponga  término  á  aquellos 
Juicios. 

Lo  único  que  se  ha  declarado  es  la  existencia 
de  un  estado  ó  situación  que  produce  efectos 
legales  determinados  y  señala  un  procedi- 
miento para  que  los  acreedores  sean  pagados. 
Y  contra  la  declaración  de  un  estado  ó  situa- 
ción que  fija  una  relación  jurídica  especial 
entre  el  deudor  y  sus  acreedores,  no  cabe  de- 
ducir recurso  de  casación,  desde  que  no  se  ha 
puesto  ni  se  podía  poner  término  á  ningún 
juicio. 

El  fallo  que  se  pretende  casar  no  es  senten- 
cia definitiva,  pues  no  reúne  las  dos  condicio- 
nes especiales,  expresadas  en  el  inciso  2^  del 
artículo  165  del  Código  de  Procedimiento  en 
los  términos  siguientes:  "es  sentencia  definiti- 
va la  que  pone  fin  á  la  instancia,  resolviendo 
la  cuestión  ó  asunto  que  ha  sido  objeto  del 
juicio".  Entre  tanto,  la  sentencia  recurrida, 
lejos  de  poner  término  al  pleito,  ordena  prose- 
guirlo, de  tal  modo  que  éste  continuará  preci- 
samente á  virtud  de  lo  dispuesto  en  aquella 
sentencia  y  luego  que  concluya  el  actual  inci- 
dente. 

Tampoco  resuelve  el  asunto  que  ha  sido  ob- 
jeto del  juicio,  pues  este  asunto,  que  lo  consti- 
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tuye  el  cobro  de  diferentes  créditos,  no  puede 
resolverse  sino  por  el  pago  de  ellos  ó  por  el 
convenio  con  tos  acreedores  y  ni  una  ni  otra 
cosa  ha  tenido  lugar. 

Aparte  de  esto,  el  artículo  693  del  Código 
citado  dispone  que  la  oposición  al  concurso  se 
siga  con  el  síndico  y  se  tramite  como  inci- 
dente, y,  siendo  ello  así,  la  oposición  no  pue- 
de ser  resuelta  sino  porunautointerlocutorio. 

Respondiendo  á  estas  observaciones  sobre 
la  improcedencia  del  recurso,  el  procurador 
de  la  parte  recurrente  expresa  que  la  ley  mis- 
ma ha  reconocido  que  la  índole  natural  de 
esta  cuestión,  en  que  se  crean  derechos  perma- 
nentes y  de  carácter  fundamental  respecto  de 
la  capacidad  civil  de  una  persona,  es  propia 
de  un  juicio  de  lato  conocimiento.  Así  el  inciso 
2^  del  artículo  693  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil  ha  tenido  que  decir  expresa  mente 
que  la  oposición  se  tramitará  como  incidente^ 
esto  es,  ba  tenido  que  dar  la  forma  de  inci- 
dente para  el  efecto  de  la  tramitación  á  una 
cuestión  judicial  de  carácter  contencioso  que 
por  su  naturaleza  no  es  materia  de  incidente. 

Si  la  ley,  con  la  mira  de  abreviar  procedi- 
mientos y  de  evitar  las  dilaciones  que  pudiera 
oponer  el  deudor,  no  hubiera  dicho  que  la  opo- 
sición tendría  la  ritualidad  de  un  incidente, 
indudable  es  que  aquélla  se  habría  sustancia- 
do enjuicio  lato. 

La  circunstancia  de  tramitarse  como  inci- 
dente una  cuestión  fundamental,  que  es  de 
fondo  y  de  conocimiento  lato,  no  le  quita  su 
carácter  jurídico,  ni  priva  á  la  sentencia  que 
la  resuelve  de  su  calidad  propia  de  sentencia 
definitiva. 

Basta  conocer  un  poco  las  legislaciones  espa- 
ñola y  francesa  que  han  servido  de  base  á  la 
nuestra,  y  la  historia  del  artículo  939  del  Có- 
digo de  Procedimiento  también  lo  atestigua, 
para  convencerse  de  que  no  se  concede  en  ge- 
neral el  recurso  de  casación  en  el  fondo  contra 
las  sentencias  interlocutorias  propiamente  ta" 
les,  porque  éstas  son  esencialmente  revocables 
y  porque  la  situación  transitoria  que  ellas 
crean  puede  enmendarse  en  la  sentencia  defi- 
nitiva. 

Pero  hay  una  clase  de  interlocutorias  que 
Vnicgan  sin  reserva  la  personalidad  y  que  pro- 
duciendo, sin  recurso  posterior,  una  verdade- 


ra capitis  diminutiSf  tienen  toda  la  fuerza,  la 
eficacia  legal  y  la  permanencia  y  jcneralidad 
de  efectos  jurídicos  de  la  másjenuina  é  inamo- 
vible de  las  sentencias  definitivas." 

"Basta  leer  los  artículos  588,  607,  616  j 
619,  por  ejemplo,  del  Código  de  Procedimien- 
to Civil,  para  que  se  vea  cuál  es  la  situación 
de  incapacidad  legal  civil  permanente  en  que 
queda  el  deudor  concursado;  y  en  vista  de  ello 
se  podrá  decir  si  la  declaración  de  qtie  debe 
formársele  concurso  es  una  cuestión  propia 
por  su  naturaleza  de  un  simple  incidente. 

**Por  eso  es  que  los  autores  franceses  y  espa- 
ñoles así  como  la  jurisprudencia  de  sus  tribu- 
nales declaran  que  sentencias  interlocutorias 
como  ésta,  suponiéndola  tal,  equivalen  á  defi- 
nitivas, porque  en  realidad  ponen  fin  al  juicio 
de  capacidad  civil  del  deudor,  declarándolo  in- 
capaz y  entregando  la  administración,  liqui- 
dación y  enajenación  de  sus  bienes  á  otras 
personas." 

Es  indudable  que  la  cuestión  relativa  á  es- 
tablecer si  una  persona  es  ó  nó  libre  adminis- 
tradora de  sus  bienes  es  materia  de  un  verda- 
dero juicio,  aunque  se  le  dé  la  tramitación  de 
un  incidente,  y  la  sentencia  que  la  resuelTe, 
poniendo  fin  á  la  instancia,  es  una  sentencia 
definitiva. 

Y  aunque  se  le  llame  interlocutoria  por  su 
forma,  ella  termina  el  juicio  sobre  declaración 
del  estado  civil  del  concursado,  poniendo  tam- 
bién fin  á  los  juicios  que  seguía  el  deudor  en  el 
régimen  de  libertad. 

Debe  tenerse  presente  que  el  artículo  939  del 
Código  de  Procedimiento  concede  el  recurso 
de  casación  en  el  fondo  no  sólo  contra  la  scb- 
tencia  interlocutoria  que  pone  término  al  jui- 
cio sino  también  contraía  que  hace  imposible 
su  continuación;  y  la  sola  lectura  de  los  ar- 
tículos 575  á  645  demuestra  que  la  sentencia 
que  desecha  la  oposición  al  concurso  impide 
la  prosecución  de  los  juicios  ejecutivos  pen- 
dientes. 

Por  último,  concluye  diciendo  la  parte  recu- 
rrente que,  en  su  sentir,  el  auto  por  el  cual 
concedió  la  Corte  de  Apelaciones  el  recurso  no 
puede  moverse,  porque  la  ley,  que  acuerda  el 
derecho  de  apelar  de  la  resolución  que  lo  de- 
niega, no  concede  recurso  alguno  contraía 
que  lo  declara  admisible. 
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En  el  escrito  de  respuesta  al  de  fundación 
del  recurso,  observan  todavia  los  ocurren tesi 
para  sostener  la  improcedencia,  que  el  cura. 
dor  de  la  herencia  yacente  no  apeló  del  auto 
que  declaró  el  concurso,  limitándose  á  pedir 
su  reposición;  y  como,  segi^n  lo  previene  el  in- 
ciso 1^  del  artículo  213  del  Código  de  Proce- 
dimiento, no  se  suspende  por  la  solicitud  de 
reposición  el  plazo  fatal  de  cinco  días  que  con 
cede  para  interponer  apelación,  el  artículo 
212,  aquel  auto,  por  la  expiración  de  este  pla- 
zo, quedó  ejecutoriado  con  arreglo  á  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  197.  Por  otra  parte,  la 
sentencia  que  recayó  en  la  solicitud  de  reposi- 
ción no  es  apelable  en  conformidad  al  artículo 
204. 

Agregan,  además,  que  estando  á  la  propia 
afirmación  de  los  recurrentes,  por  la  posesión 
efectiva  de  la  herencia  de  don  Antonio  Aniña  t, 
concedida  á  don  Julio  Aninat,  don  Emilio  Es. 
pinoza  Pérez  había  cesado  en  sus  funciones  de 
curador  antes  de  pronunciarse  el  auto  que  de- 
claró el  concurso,  y  por  consiguiente  el  cura' 
dor,  ó  más  bien  el  ex-curador,  careció  de  perso- 
nería para  hacer  oposición  al  concurso  y  aún 
para  hacer  cualquiera  gestión  en  él. 

El  señor  Ministro,  á  quien  pasó  el  proceso 
en  estudio,  concretó  su  dictamen  á  la  cuestión 
promovida  sobre  la  improcedencia. 

Con  fecha  19  de  julio  de  1904, 

La  Corte: 

Considerando: 

1^  Que  el  concurso  necesario  no  queda  for- 
mado por  el  simple  decreto  judicial  que  lo  de» 
clara  á  menos  de  aceptación  del  deudor,  quien 
tiene  derecho,  conforme  al  inciso  1^  del  artícu- 
lo 693  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
"para  oponerse  á  la  formación  del  concurso", 
y  su  oposición  se  sustancia,  por  disposición 
de  la  ley,  en  ramo  separado; 

2^  Que  la  oposición  del  deudor  viene  á  cons- 
tituir así  ana  instancia  especial  y  previa  á  la 
formación  ó  apertura  del  concurso,  en  la  cual 
se  discuten  contradictoriamente  con  el  síndico 
provisional  leus  alegaciones  del  deudor,  se  rin- 
de prueba  por  los  interesados  y  se  dicta  la 
Kntencta  que  pone  fin  á  la  instancia,  resol- . 


viendo  de  un  modo  permanente  la  cuestión 
materia  de  la  contienda; 

S'^  Que,  por  otra  parte,  la  sentencia  librada 
en  la  instancia  de  la  oposición  decide  definiti- 
vamente sobre  la  capacidad  civil  del  deudor, 
manteniéndole  esa  capacidad  para  la  admi- 
nistración de  sus  bienes,  ó  privándole  de  ella 
y  dejándolo  sometido  además  á  diversas  otras 
inhabilidades,  que  son  consecuencia  necesaria 
del  estado  de  cowcurso,  entre  las  cuales  se 
cuenta  la  de  no  poder  ejercer  algunos  cargos 
ó  funciones  publicas.  Como  consecuencia  de  la 
pérdida  de  su  capacidad  para  la  administra- 
ción de  sus  bienes,  queda  inhabilitado  el  deu- 
dor para  proseguir  los  juicios  que  hubiere  ini- 
ciado y  tuviese  pendientes,  los  cuales  termi- 
nan en  realidad  para  él,  porque  no  pueden 
continuarse  en  adelante  sino  por  el  síndico,  en 
interés  de  la  masa; 

4^?  Que,  si  bien  el  inciso  2°  del  artículo  693 
del  Código  de  Procedimiento  Civil  dispone 
que  la  oposición  del  deudor  se  tramite  como 
incidente,  esta  circunstancia  carece  del  valor 
que  los  ocurrentes  le  atribuyen,  porque,  cual- 
quiera que  sea  el  procedimiento  seguido  en  la 
discusión  del  negocio  y  cualquiera  que  sea 
aún  la  calificación  jurídica  que  corresponda  á 
la  sentencia,  no  cabe  duda  de  que  ésta  pone 
fin  á  la  instancia  en  que  recae,  resolviendo  de 
un  modo  definitivo  ó  permanente  las  cuestio- 
nes ó  derechos  que  forman  su  materia; 

5^  Que  las  consideraciones  expuestas  ante- 
riormente cobran  mayor  fuerza  si  se  atiende  á 
que  la  oposición  puede  fundarse  en  la  false- 
dad de  los  títulos,  ó  en  que  los  créditos  no 
tienen  el  carácter  de  ejecutivos,  ó  en  alguna 
otra  alegación  semejante,  y  á  que  estas  obje- 
ciones, formuladas  en  el  juicio  ejecutivo  corres-, 
pondiente,  no  podrían  ser  resueltas  sino  por 
sentencia  á  que  la  ley  da  la  fuerza  de  definiti- 
va, artículo  691  del  Código  de  Procedimiento 
Civil; 

6^  Que  la  alegación  producida  á  última 
hora  para  sostener  la  improcedencia,  y  que  se 
apoya  en  los  artículos  204  y  213  de  dicho  Có- 
digo, no  tiene  importancia,  porque  estos  ar- 
tículos miran  al  incidente  ordinario  de  reposi- 
ción que  se  relaciona  con  los  autos  y  decretos; 
y  aquí  se  trata,  como  se  ha  visto,  de  una  ins- 
tancia previa  y  especial,  que  termina  por  una 
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sentencia,  que  no  tiene  por  objeto  la  reposi- 
ción de  ningún  acto  6  decreto,  si  bien,  en  cuan- 
to valida  la  oposición  del  deudor,  produce 
por  el  mismo  hecho  la  suspensión  ó  caducidad 
del  auto  que  declaró  el  concurso;  y 

7^  Que  no  cabe  en  el  momento  actual  un 
pronunciamiento  en  orden  á  la  falta  de  perso- 
nería del  curador  de  la  herencia  yacente  para 
oponerse  al  concurso,  ya  que  esta  falta  de  per- 
sonería no  aparece  reclamada  oportunamente 
por  los  interesados,  ni  discutida  antes  por  las 
partes,  ni  mucho  menos  se  invoca  resolución 
judicial  alguna  que  la  haya  declarado. 

Por  estos  fundamentos,  y  visto  además  lo 
prevenido  en  el  artículo  939  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  se  declara  sin  lugar  la 
petición  formulada  por  don  Macario  Muñoz 
González  y  don  Carlos  Newman  sobre  impro- 
cedencia del  recurso.  Vuelvan  los  antecedentes 
al  señor  Ministro  que  informó  sobre  la  cues- 
tión de  improcedencia  á  fin  de  que  dictamine 
sobre  el  fondo. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Saavedra. 
^Gabriel  Gaete.^José  Alfonso.  —  Leopoldo 
ürrutia.  —  7.  Aguirre  7.  —  Abel  Saavedra,  — 
/.  Alejo  Fernández,—].  Ignacio  Larraín  Z, 

El  recurso  de  casación  en  el  fondo  se  funda 
en  las  causales  siguientes: 

1*  Que  la  sentencia  de  primera  instancia, 
que  la  Corte  de  Apelaciones  de  Santiago  ha 
hecho  suya,  confirmándola  sin  modificación  al- 
guna, ha  infringido  la  disposición  del  artículo 
690  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  por 
haber  decretado  la  formación  de  un  concurso 
necesario  sin  haberse  llenado  los  requisitos 
exigidos  por  este  artículo,  pues  no  había  con- 
tra la  sucesión  Aninat  tres  ó  más  títulos  eje- 
cutivos vencidos  contra  el  deudor,  ni  tampoco 
iniciadas  dos  ejecuciones  á  lo  menos. 

La  sentencia  de  primera  instancia  ha  dicho: 
"Según  consta  de  los  expedientes  que  se  han 
tenido  á  la  vista,  hay  tres  títulos  ejecutivos 
en  contra  de  la  sucesión  Aninat  é  iniciadas  dos 
ejecuciones:  una  del  Banco  Garantizador  de 
Valores,  que  tiene  embargada  la  hacienda  To- 
toral, sin  aparecer  constancia  alguna  de  ha- 
berse efectuado  el  pago  de  la  deuda,  ni  haberse 
consignado  cantidad  bastante  para  el  pago 
al  día  siguiente  del  requerimiento  del  curador 


de  la  herencia  yacente,  y  otra  de  Seminario. 
Fréres  y  C*  en  la  que  no  se  ha  despachado 
aún  mandamiento  de  embargo,  aguardándose 
previamente  el  fallo  de  este  incidente.'* 

Se  ha  afirmado  que  no  hay  dos  ejecuciones 
iniciadas,  y  este  hecho  lo  confirma  la  parte  de 
la  sentencia  que  se  deja  trascrita,  puesto  que 
la  ejecución  de  Seminario,  Fréres  no  estaba  to* 
da  vía  iniciada  cuando  se  pidió  la  formación 
del  concurso,  y  no  lo  está  aún  en  este  momen- 
to, pues,  según  las  disposiciones  de  los  artícu- 
los 462  y  464  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  una  ejecución  no  está  iniciada  sino  cuan- 
do se  ha  despachado  por  el  Juez  el  mandamiea- 
to  de  ejecución  que  debe  contener  el  requeri- 
miento de  pago  al  deudor,  el  embargo  de  bie- 
nes, etc.,  y  en  la  gestión  de  Seminario,  Freies 
y  C^  no  se  ha  expedido  aún  el  mandamiento. 

El  estado  del  crédito  de  este  acreedor  lo  ha 
reconocido  el  mismo  Juez  al  ordenar  que  para 
decretar  el  mandamiento  debe  cumplirse  pre- 
viamente con  lo  preceptuado  en  el  artículo 
1377  del  Código  Civil,  que  prescribe  que  los 
títulos  ejecutivos  contra  el  difunto  lo  serán 
también  contra  los  herederos;  pero  los  acree- 
dores no  podrán  llevar  adelante  la  ejecudón 
sino  pasados  ocho  días  después  de  la  notifica- 
ción judicial  de  sus  títulos.  Esta  notificación 
no  se  ha  efectuado  sino  respecto  de  don  Julio 
Aninat  representante  de  algunos  herederos, 
y  esta  notificación  debe  hacerse  personalmente 
conforme  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  43  del 
Código  de  Procedimiento  Civil,  á  todos  y  á 
cada  uno  de  los  herederos  conforme  á  la  letra 
y  espíritu  del  artículo  citado  del  Código  Civil. 

La  notificación  del  curador  de  la  herencia, 
yacente  fué  estemporánea  é  ineficaz,  pues  ya 
la  herencia  habia  sido  aceptada. 

Las  gestiones  de  Seminario,  Fréres,  son  to- 
davía preparatorias  de  una  ejecución  y  no 
una  ejecución  iniciada  conforme  á  los  pre- 
ceptos terminantes  de  la  ley. 

Según  lo  expuesto  queda  sólo  una  ejecución 
iniciada,  la  del  Banco  Garantizador,  y,  en  con- 
secuencia, faltan  las  dos  ejecuciones  requeri- 
das como  una  de  las  condiciones  indispensa- 
bles por  el  artículo  690  citado  para  poder 
decretar  el  concurso. 

Pero,  aún  la  ejecución  del  Banco  Garantiza- 
dor de  Valores,  no  se  puede  ya  tomar  en  cuen* 
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ta  por  haberse  desistido  la  ejecución  en  es- 
critos presentados  con  este  objeto.  De  modo 
que  puede  añrmarse  que  no  había  ninguna 
ejecución  iniciada  pendiente. 

En  cuanto  á  la  ejecución  de  don  Carlos 
Newman,  basta  decir  que  la  sentencia  que  de- 
cretó el  concurso,  confirmada  lisa  y  llanamen- 
te por  la  Corte  de  Apelaciones,  no  la  tomó  en 
cuenta  al  enumerar  las  ejecuciones  que  ser  vian 
de  ba%  para  formar  el  recurso,  dejando  esta- 
blecido que  sobre  ella  había  recaido  sentencia 
de  primera  instancia,  admitiendo  la  excepción 
de  compensación  y  de  no  ser  bastante  el  título 
para  ejecutar. 

La  ejecución  Newman  no  podía,  pues,  con- 
siderarse como  existente  para  servir  de  base 
á  una  declaración  en  concurso. 

Afirmando  como  lo  ha  demostrado  que  no 
hay  ninguna  ejecución  iniciada  á  la  fecha  en 
que  se  decretó  el  concurso,  sostiene  el  recu- 
rrente que  no  hay  los  tres  títulos  ejecutivos 
vencidos,  requeridos  por  el  artículo  690  del 
Código  de  Procedimiento  Civil. 

Según  la  sentencia,  parece  que  hubieran  cua- 
tro créditos  de  esta  clase:  el  del  Banco  Hi- 
potecario de  Chile;  el  del  Banco  Garantiza- 
dor  de  Valores;  el  de  Seminario,  Fréres  y  C*, 
y  el  de  don  Carlos  Newman. 
Examinándolos  dice  que: 
El  del  Banco  Hipotecario  de  Chile  no  se  ha 
presentado,  ni  pretendido  presentarse,  como 
lo  expresa  el  mismo  Banco  con  el  certificado 
de  fs.  38.  No  puede,  por  consiguiente,  tomarse 
en  cuenta  para  los  efectos  del  concurso. 

El  de  don  Carlos  Newman,  no  existía,  pues 
la  sentencia  que  recayó  en  su  ejecución,  decla- 
ró que  en  el  acto  del  pago  hecho  por  el  señor 
Serrano  Montaner,  se  efectuó  la  compensa- 
ción por  el  ministerio  de  la  ley. 

El  título  de  Seminario,  Fréres  y  C*  no  tiene 
tampoco  mérito  ejecutivo,  porque  el  documen- 
to que  se  quiere  hacer  valer  es  segunda,  ter- 
cera y  cuarta  copia  que,  para  que  tenga  mé- 
rito ejecutivo,  es  menester  que  sea  dada  con 
citación  del  deudor,  requisito  que  no  se  ha  lle- 
nado en  el  caso  presente,  pues  la  primera  co. 
pia  que  dio  el  Cónsul  de  Chile  es  la  que  se  pro- 
tocolizó en  el  registro  del  Notario  don  María- 
no  Meló  Egaña,  en  el  bimestre  de  julio  á 
agosto  de  1901,  y  la  copia,  que  él  ha  dado 


es  copia  de  la  prímera.  Y  el  instrumento 
que  se  ha  pedido  nuevamente  á  París,  y  que 
también  se  ha  presentado  en  autos,  es  copia 
del  instrumento  que  existe  en  el  protocolo  del 
Consulado.  De  modo  que  habiéndose  obteni- 
do y  presentado  sin  citación  de  los  herederos 
del  deudor,  no  pueden  tener  mérito  ejecutivo 
y  no  pueden  servir  para  el  objeto  de  formar 
el  número  de  tres  títulos  ejecutivos  vencidos, 
requerídos  por  el  artículo  B90  del  Código  de 
Procedimiento  Civil  para  poder  ser  presenta- 
dos con  el  fin  de  decretar  un  concurso. 

Este  título  ha  debido  pagar  el  impuesto  de 
papel  sellado  á  su  presentación  y  por  no  ha- 
ber cumplido  con  la  ley  que  ríge  este  impuesto 
no  puede  ser  admitido  en  juicio:  y  en  todo 
caso,  aún  pagada  la  multa,  no  tendrá  méríto 
ejecutivo  según  lo  dispuesto  en  la  ley  de  15  de 
enero  de  1878.  Y  todavía  este  título  de  Semi- 
nario, Fréres  no  era  ejecutivo  contra  don  An- 
tonio Anrnat,  pues  la  deuda  primitiva  es  de  la 
sociedad  en  liquidación  Aninat  é  Hijos,  con- 
tra la  cual  se  ha  presentado  en  el  Tomé. 

Ese  documento,  para  ser  ejecutivo  como 
deuda  de  la  herencia  de  don  Antonio  Aninat 
debe  ser  todavía  notificado  personalmente  á 
los  que  forman  la  sucesión,  según  se  ha  de- 
mostrado más  arriba. 

El  título  del  Banco  Garantizador  de  Valo- 
res, es  el  único  que  sería  ejecutivo  vencido, 
pero  ya  se  ha  visto  que  se  ha  desistido  de  la 
ejecución  y  que  ha  perdido  por  esto  la  calidad 
de  ejecutivo. 

En  resumen,  considera  el  recurrente  que 
cuando  se  decretó  la  formación  del  concurso 
sólo  había  una  ejecución  iniciada,  que  era  la 
del  Banco  Garantizador  y  un  título  qecutivo 
vencido  que  era  el  del  mismo  Banco. 

No  ha  podido,  pues,  con  estos  antecedentes 
decretarse  la  formación  del  concurso,  según  lo 
preceptuado  en  el  artículo  690  del  Código  de 
Procedimiento  Civil. 

En  consecuencia  de  lo  expuesto,  sostiene  el 
recurrente  que  se  ha  infríngido  él  artículo  690 
del  Código  de  Procedimiento  Civil  en  este  in- 
ciso 2^,  al  haberse  decretado  la  formación  del 
concurso,  sin  aparecer  constancia  alguna  de 
la  condición  copulativa  indispensable  y  con- 
junta con  la  de  existir  los  títulos  ejecutivos  y 
dos  ejecuciones,  que  es  la  de  no  consignarse  al 
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día  siguiente  del  requerimiento  cantidad  bas- 
tante para  el  pago,  ó  no  presentarse  bienes 
suficientes  para  responder  á  él.  La  falta  de 
requerimiento  al  curador  que  representaba 
entonces  la  herencia,  no  presentó  la  oportuni- 
dad de  dar  cumplimiento  á  la  le}'  en  esta  par- 
te, y  ha  dejado  sin  llenar  esta  condición  copu- 
lativa, requerida  para  dejar  establecida  la 
necesidad  de  decretar  la  formación  del  con- 
curso. 

Se  ha  infringido  también  el  número  2^  del 
artículo  690  citado  al  admitir  á  don  Carlos 
Newman  á  solicitar  la  formación  del  concurso, 
puesto  que  no  era  acreedor  como  lo  había  re- 
suelto una  sentencia,  y  el  derecho  de  pedir  la 
formación  de  concurso  sólo  está  concedido  á 
los  acreedores  con  título  ejecutivo  y  vencido. 

Hace  valer  como  causal  de  casación  la  in- 
fracción del  artículo  1377  del  Código  Civil, 
porque  la  sentencia  que  da  lugar  á  la  forma- 
ción del  concurso  declara  que  Seminario,  Fréres 
y  C*  tienen  actualmente  ejecución  iniciada  á 
título  ejecutivo  contra  los  herederos  de  don 
Antonio  Aninat  y  esta  declaración  es  abierta- 
mente contraria  á  la  letra,  espíritu  é  historia 
del  artículo. 

Se  han  infringido  también  los  artículos  462 
y  464  del  Código  de  Procedimiento  Civil  al 
declarar  que  es  ejecución  iniciada  una  simple 
gestión  para  preparar  una  ejecución,  como  lo 
es  la  de  Seminario,  Fréres  y  C^  contra  la  suce- 
sión de  don  Antonio  Aninat. 

Aduce  como  causal  especial  de  casación  la 
infracción  de  los  artículos  6^,  8^  y  10  de  la 
ley  de  1^  de  septiembre  de  1874,  sobre  impues- 
to de  papel  sellado  en  relación  con  el  artículo 
1^  de  la  ley  complementaria  de  15  de  enero  de 
1878  al  dar  mérito  ejecutivo  al  documento  de 
Seminario,  Fréres  y  C*,  como  lo  ha  demostra- 
do más  arriba. 

Es  asimismo  infracción  del  artículo  455,  in- 
ciso 2^  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  que 
da  motivo  para  casación  en  el  fondo,  el  haber 
dado  mérito  ejecutivo  al  documento  de  Semi- 
nario, Fréres  y  empresentado  en  copias  que  no 
reúnen  los  requisitos  estableados  en  ese  ar- 
tículo para  dar  mérito  ejecutivo  á  ese  docu- 
mento. 

Dejando  formalizado  el  recurso  de  casación 
de  la  manera  expuesta,  pidió  se  enviaran  los 


antecedentes  á  este  Tribunal  para  su  resolu- 


•  ^ 


Clon. 

En  el  escrito  en  que  se  funda  el  recurso,  am- 
plía el  recurrente  las  razones  expuestas  al  for- 
malizarlo y,  después  de  hacer  una  demostra- 
ción de  los  bienes  que  posee  la  sucesión  Aninat 
para  hacer  frente  á  sus  obligaciones,  termina 
pidiendo  que  se  dé  lugar  á  la  casación  intet^ 
puesta,  con  costas. 

Don  Macario  Muñoz  González,  síndico  pro- 
visional del  concurso  formado  á  los  bienes  de 
la  sucesión  Aninat,  respondiendo  al  escrito  en 
que  se  funda  el  recurso  de  casación,  sostiene 
que  éste  no  puede  ser  acogido,  por  cnanto  se 
pretende  que  se  revea  la  apreciación  que  á  la 
Corte  de  Apelaciones  merecieron  la  prueba  y 
los  hechos  establecidos  en  virtud  del  mérito  de 
ella,  y  porque  el  recurso  de  casación  en  el  fon- 
do sólo  tiene  lugar  contra  sentencia  pronun- 
ciada con  infracción  de  ley  que  haya  influido 
sustancial  mente  en  el  fallo,  lo  cual  no  existe 
en  el  presente  caso. 

La  sentencia  recurrida  estableció  los  siguien- 
tes hechos,  que  no  es  dable  alterar:  que  exis- 
ten contra  don  Antonio  Aninat  ó  su  sucesión 
tres  títulos  ejecutivos,  y  dos  ejecuciones  iniria- 
das;  que  las  ejecuciones  del  Banco  Garantiza- 
dor  de  Valores,  de  Seminario,  Fréres  y  de  don 
Carlos  Newman,  son  ejecuciones  iniciadas: 
que  el  título  del  Banco  Hipotecario  de  Chik 
es  ejecutivo;  que  requerido  de  pago  el  curador 
de  la  herencia  yacente  de  don  Antonio  Aninat 
no  ha  cancelado  las  deudas,  ni  ha  consignado 
cantidad  bastante  para  responder  á  ellas;  v, 
por  último;  que  el  crédito  Seminario,  Fréres, 
y  C*  no  podrá  pagarse  íntegramente  sin  per- 
Juicio  de  los  demás  créditos. 

Entra,  en  seguida  á  examinar  las  objeciones 
que  se  hacen  á  los  créditos  y  observa,  respec- 
to del  título  de  Seminario,  Fréres,  que  tiene  la 
calidad  de  ejecutivo  contra  los  herederos  de 
don  Antonio  Aninat,  por  haberse  cumplido 
con  la  prescripción  del  artículo  1377  del  Có- 
digo Civil,  notificándolo  tanto  al  curador  de 
la  herencia  yacente,  como  á  don  Julio  Aninat 
que  había  aceptado  la  herencia.  Era  bastante 
la  sola  notificación  del  curador  señor  Espino- 
za  Pérez,  porque  á  la  fecha  en  que  ella  se  pra^ 
tico  estaba  en  ejercicio  de  su  cargo.  Así  cons- 
ta de  un  'uicio  ejecutivo  seguido  por  el  cura- 
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dor  nombrado  contra  don  Ramón  Serrano 
Montaner,  que  éste  opuso  la  excepción  de  fal- 
ta de  personería  del  ejecutante  para  represen- 
tar á  la  sucesión  Aninat,  por  estar  ya  conce- 
dida la  herencia  á  uno  de  los  herederos,  y  que 
el  Juzgado  no  aceptó  la  excepción. 

El  instrumento  de  que  consta  el  crédito  de 
Seminario,  Frcres  ha  satisfecho  el  impuesto 
exigido  por  la  ley,  y  aún  en  el  caso  de  no  ha- 
berlo satisfecho,  rio  ha  perdido  su  carácter 
ejecutÍY9.  El  impuesto  que  le  correspondía  pa- 
gar no  se  rige  por  la  ley  de  1874,  sino  por  el 
artículo  187  del  Reglamento  Consular  de  9 
de  abril  de  1897,  puesto  que  dicho  documento 
se  otorgó  ante  el  Cónsul  de  Chile  en  París,  y 
en  el  margen  de  la  escritura  se  encuentra  la 
anotación  de  haberse  pagado  35  frs.  35  cts. 

Si  se  quiere  aplicar  la  ley  de  1874,  también 
resulta  que  se  ha  pagado  el  impuesto  corres- 
pondiente, que  sólo  sería,  en  conformidad  al 
artículo  6"?,  de  papel  sellado  de  5  centavos, 
por  tratarse  de  un  contrato  que  es  una  acta 
de  avenimiento  que  comprende  el  finiquito  de 
una  cuenta  corriente  y  una  promesa  de  venta. 

Si  no  se  hubiera  pagado  el  impuesto,  tam- 
poco habría  perdido  este  documento  su  ca- 
rácter de  ejecutivo,  porque  la  ley  consular  de 
1897  derogó,  en  su  artículo  187,  la  disposi- 
ción del  artículo  8^  de  la  ley  de  1*^  de  septiem- 
bre de  1874,  respecto  de  los  documentos  ex- 
tendidos ante  los  cónsules.  Si  hay  duda  sobre 
el  impuesto  que  se  debe  pagar,  toca  resolverla 
á  un  Juez  de  1*  instancia,  regla  que  también 
debería  aplicarse  á  los  contratos  otorgados 
fuera  del  país;  y  en  el  presente  caso,  ya  el  Juez 
lo  ha  resuelto  al  aceptar  el  documento. 

No  es  efectivo  que  el  título  de  Seminario, 
Fréres  y  C*  no  tenga  fuerza  ejecutiva  por  ha- 
berse presentado  en  2*,  3*  y  4*  copia.  Al  pro- 
tocolizarse en  la  Notaría  de  Meló  Egaña  la 
primera  copia  dada  por  el  Cónsul  de  Chile  en 
París,  quedó  en  realidad  protocolizado  el  ins- 
trumento, de  manera  que  la  copia  expedida 
por  el  Notario  viene  á  ser  la  primera.  Por  otra 
parte,  se  trata  de  una  acta  de  avenimiento, 
regida  por  el  núm.  3'  del  art.  455  del  Cód.  de 
Proced.  Civ.  que  no  contiene  restricción  nin- 
^na  respecto  de  las  copias. 

La  ejecución  de  Seminario,  Fréres  y  C*  esta- 
ba en  realidad  iniciada,  puesto  que  el  juicio 
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ejecutivo  no  empieza  cuando  se  despacha  el 
mandamiento  de  embargo  como  lo  sostiene  el 
recurrente,  sino  con  el  escrito  en  que  se  pide 
ese  mandamiento. 

Por  último,  el  documento  de  Seminario,  Fré- 
res y  C*  está  suscrito  por  don  Antonio  Ani- 
nat por  sí,  además  de  su  ,calidad  de  socio  co- 
lectivo de  Aninat  é  Hijos,  por  lo  cual  no  tiene 
fundamento  la  objeción  que  se  le  hace  de  no 
tener  valor  sino  contra  los  últimos. 

Respecto  de  la  ejecución  de  don  Carlos  New- 
man,  dice  que  la  sentencia  de  primera  instan- 
cia aceptóla  excepción  de  compensación  cuan- 
do la  parte  que  la  oponía  estaba  ya  pagada 
del  crédito  con  que  pretendía  compensar  la 
deuda  al  señor  Newman,  pero  esa  sentencia 
no  está  ejecutoriada  porque  se  entabló  el  re- 
curso de  apelación.  Por  eso  esta  ejecución  debe 
tomarse  en  cuenta,  como  lo  hizo  la  sentencia 
recurrida,  para  formar  el  número  necesario 
para  decretar  el  concurso. 

El  crédito  del  Banco  de  Chile  se  ha  conside- 
rado como  título  ejecutivo  vencido,  y  nó  como 
ejecución  iniciada;  por  auto,  nada  importa 
que  el  Banco  lo  cobre  ó  nó.  Lo  único  que  le 
quitaría  su  valor  sería  la  declaración  de  que 
estaba  cancelado.  Si  el  título  es  exigible,  se 
puede  cobrar  en  cualquier  momento. 

La  ejecución  del  Banco  Garantizador  de  Va- 
lores no  ha  perdido  su  mérito  por  el  desisti- 
miento presentado,  tanto  en  primera  como  en 
segunda  instancia.  En  el  de  primera  instancia, 
se  comunicó  al  ejecutado  traslado,  que  no  se 
evacuó;  el  de  segunda  instancia  se  presentó 
cuando  la  causa  estaba  en  acuerdo  y  la  Corte 
se  desentendió  de  él.  Producido  un  estado  de 
concurso,  no  puede  quedar  en  manos  de  un  solo 
acreedor  modificarlo  ó  hacerlo  desaparecer. 

Hace,  por  fin,  un  análisis  minucioso  del  "De* 
be"  y  "Haber"  de  la  sucesión  Aninat,  para 
llegar  á  la  conclusión  de  que  los  acreedores  no 
podrían  ser  satisfechos  del  valor  total  de  sus 
créditos;  y  termina  pidiendo  que  no  se  dé  lu- 
gar al  recurso,  con  costas. 

Don  Carlos  Newman  acepta  en  todas  sus 
partes  el  escrito  del  síndico  Muñoz  González- 

La  Oorte: 

Considerando: 
Que  el  recurso  de  casación  en  el  fondo  inter- 
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puesto  contra  la  sentencia  de  una  de  las  sa- 
las de  la  Corte  de  Apelaciones  de  Santiago,  de 
fecha  14  de  octubre  de  1903,  que  confirmó  la 
de  primera  instancia,  de  fecha  20  de  julio  de 
1903,  está  fundado  principalmente  en  la  in- 
fracción delart.  690  del  Código  de  Proced.  Ci- 
vil, por  no  haber  á  la  fecha  de  la  sentencia  que 
mandó  formar  el  concurso,  tres  créditos  eje- 
cutivos vencidos  y  dos  ejecuciones  iniciadas; 

Que  el  crédito  de  don  Carlos  Newman  con 
que  se  inició  la  primera  ejecución  consistente 
en  la  cesión  hecha  por  don  Ramón  Serrano 
Montaner  de  las  dos  escrituras  de  subroga* 
ción,  no  puede  considerarse  como  título  bas- 
tante para  ejecutar  por  haber  sido  revocada 
la  ejecución  á  virtud  de  haberse  efectuado  la 
compensación  de  ese  crédito  con  otro  de  ma- 
yor cantidad  adeudado  por  Serrano  Monta- 
ner á  don  Antonio  Aninat,  sentencia  que  se 
encuentra  apelada;  y  que  mientras  esa  resolu- 
ción no  sea  revocada,  carece  dicho  señor  New- 
man de  derecho  para  provocar  la  formación 
de  concurso  necesario;  ^ 

Considerando  respecto  á  los  procedimien- 
tos iniciados  por  Seminario,  '^réres  y  C*  á  fin 
de  preparar  la  vía  ejecutiva  contra  don  Anto- 
nio Aninat  ó  su  sucesión,  que  faltan  á  este 
crédito  los  requisitos  siguientes  para  que  pue- 
da iniciarse  con  él  ejecución: 

1*^  Que,  en  conformidad  á  lo  dispuesto  por 
el  artículo  1377  del  Código  Civil,  se  hubiera 
notificado  á  los  herederos  de  don  Antonio 
Aninat  para  que  trascurrieran  los  ocho  dias 
establecidos  por  este  articulo  á  fin  de  que  pu- 
diera estimarse  exigible  y  vencido  el  crédito 
respecto  de  los  herederos; 

2*^  Que  la  gestión  ejecutiva  se  hubiera  ini- 
ciado con  la  primera  copia  del  instrumento 
público  en  que  consta  la  obligación;  y 

3*^  Que  se  hubiera  pagado  el  impuesto  de 
papel  sellado  correspondiente; 

Que,  aunque  por  parte  de  Seminario,  Fréres 
y  C^  se  ha  sostenido  que  se  ha  hecho  la  noti- 
ficación requerida  por  el  citado  artículo  al 
curador  de  la  herencia  yacente  que  se  había 
nombrado  á  la  sucesión  de  Antonio  Aninat, 
y  á  don  Julio  Aninat,  que  había  aceptado  la 
herencia  de  su  padre,  resulta  que  la  herencia 
había  sido  aceptada  también  por  los  demás 
herederos,  según  consta  del  poder  y  auto  de 


fs.  50  vta.  por  lo  cual  se  vé  que  no  se  había 
cumplido  con  la  disposición  del  art.  1377  del 
Cód.  Civil,  que  ordena  que  para  llevar  ade- 
lante la  ejecución  contra  los  herederos  es  me- 
nester que  trascurran  ocho  días  desde  la  noti- 
ficación judicial  del  título  á  todos  ellos; 

Que  el  curador  de  la  herencia  yacente  había 
dejado  de  serlo  á  la  fecha  en  que  se  le  hizo  la 
notificación,  por  el  hecho  de  haberse  acepta- 
do dicha  herencia  por  los  herederos,  según  lo 
dispuesto  en  el  artículo  491  del  Código   Civil; 

Que  para  que  pueda  promoverse  juicio  eje- 
cutivo con  una  escritura  pública,  el  articulo 
455  inc.  2^  del  Cód.  de  Proced.  Civil  prescribe 
que  ésta  sea  primera  copia,  ú  otra  posterior 
dada  con  decreto  judicial  y  citación  de  la  per- 
sona á  ([uien  deba  perjudicar  ó  de  su  causan- 
te, requisitos  que  no  se  han  cumplido  en  el  ca- 
so presente,  puesto  que  las  copias  con  que  se 
ha  pretendido  entablar  ejecución  han  sido  2** 
ó  3**  copias,  dadas  sin  citación  de  las  perso- 
nas que  componen  la  sucesión  de  don  Antonio 
Aninat.  Así  se  vé,  que  la  copia  dada  por  el  No- 
tario Meló  Egaña  es  copia  de  la  primera  dada 
por  el  Cónsul  de  Chile  en  París,  protocolizada 
ante  él;  y  el  otro  instrumento  emanado  del 
mismo  Cónsul  de  Chile,  que  más  tarde  se  ha 
acompañado  á  los  autos,  es  segunda  copia  del 
instrumento  existente  en  el  libro  número  5  de 
Autos  Pttblicos  del  Consulado,  las  cuales  se- 
gundas copias  han  sido  dadas  sin  citación  de 
la  parte  contraria,  requisito  indispensable 
para  que  puedan  tener  mérito  ejecutivo; 

Que,  por  otra  parte,  las  mismas  copias  no 
sólo  carecen  de  mérito  ejecutivo  por  no  haber- 
se pagado  el  impuesto  establecido  por  la  lev 
de  papel  sellado  de  1874,  sino  que  aún  no  han 
podido  presentarse  en  juicio  sin  el  pago  pre* 
vio  de  la  multa  establecida  por  la  ley  de  15 
de  enero  de  1878; 

Que,  por  tales  motivos,  el  crédito  de  Semina- 
rio, Fréres  y  C^  por  la  cantidad  de  setecien- 
tos treinta  y  nueve  mil  ciento  treinta  y  cuatro 
francos,  noventa  y  cinco  centavos  no  sólo  no 
puede  considerarse  para  tomarlo  en  cuenta 
como  una  ejecución  pendiente,  para  decretar  el 
concurso  necesario,  sino  que  no  se  ha  cumpH. 
do  aún  con  los  requisitos  exijidos  por  la  lev 
para  iniciar  una  ejecución  contra  los  herede- 
ros de  don  Antonio  Aninat; 
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Que,  aunque  por  parte  del  síndico  se  ha  sos- 
tenido que  la  le\'  de  papel  sellado  está  deroga- 
da respecto  de  los  instrumentos  otorgados 
ante  los  cónsules,  por  lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos 183  y  187  del  Reglamento  Consular  de 
9  de  abril  de  1897,  en  los  artículos  citados  no 
se  establece  tal  derogación,   sino  que  única, 
mente  se  reglamentan  los  derechos  que  pueden 
percibir  los  cónsules  por  el  servicio  que  prestan 
y  la  exención  del  uso  obligatorio  de  estampi- 
llas en  las  actuaciones  consulares,  mientras  el 
Presidente  de  la  República  no  prescriba  el  uso 
obligatorio  de  ellas,  caso  muy  distinto  del  de 
que  se  trata,  en  que  se  pretende  hacer  valer  la 
obligación  contraída  por  don  Antonio  Aninat 
de  constituirse  personalmente  deudor  de  la 
cantidad  de  739.134,95  francos. 

Considerando  respecto  á  la  ejecución  del 
Banco  Garantizador  de  Valores,  que  el  apode- 
rado del  Banco,'  en  escrito  presentado  en  el 
cuaderno  de  su  ejecución  expuso  que  desistía 
de  la  ejecución  que  había  iniciado,  con  la  cali- 
dad de  "por  ahora",  y  más  tarde,  cuando  la 
causa  estaba  en  acuerdo  ante  la  Sala  sentencia- 
dora presentó  nuevo  escrito  diciendo  que  se 
desistía  incondicionalmente  de  la  ejecución; 

Que  cualquiera  que  sea  el  mérito  que  se  dé  á 
este  desistimiento,  resulta  de  una  manera  in- 
discutible que  no  han  existido  las  dos  ejecu- 
ciones iniciadas  y  requeridas  por  la  ley  para 
poderse  decretar  la  formación  del  concurso  ne- 
cesario, siempre  que  existan  los  demás  requi- 
sitos legales; 

Que,  como  queda  demostrado,  al  tiempo  que 
se  dictó  la  sentencia  que  mandaba  formar  el 
concurso,  no  existían  dos  ejecuciones  iniciada^ 
ni  tampoco  tres  títulos  ejecutivos  vencidos, 
por  lo  cual  se  ha  infringido  la  disposición  del 
artículo  690  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil al  decretarse  la  formación  del  concurso  ne- 
cesario con  estos  antecedentes; 

Que,  aunque,  mientras  se  tramitaba  en  se- 
gunda instancia  el  expediente  de  concurso,  se 
ha  presentado  por  parte  del  síndico  constan- 
cia de  existir  á  favor  del  Banco  Hipotecario 
de  Chile  un  dividendo  vencido  de  la  deuda  que 
grava  uno  de  los  fundos  de  la  sucesión,  se  ha 
presentado  por  parte  de  éste  un  certiñcado  del 
Banco  en  el  cual  expone  que  no  se  ha  iniciado 
ninguna  gestión  para  su  cobro; 


Que  aún  cuando  se  ha  despachado  manda- 
miento de  embargo  á  petición  de  Edmonson 
y  C^  de  la  ciudad  de  Valparaíso,  contra  Ani- 
nat é  Hijos  y  no  contra  don  Antonio  Aninat 
persona  jurídica  distinta  de  aquéllos;  y  otro 
por  más  de  200.000  francos,  en  la  ciudad  del 
Tomé,  contra  el  socio  liquidador  de  la  Socie- 
dad colectiva  de  Aninat  é  Hijos,  embargo  que 
se  hizo  efectivo  contra  los  bienes  de  don  Anto- 
nio Aninat,  como  solidariamente  responsable 
con  los  demás  socios  de  esa  sociedad,  la  sen- 
tencia de  segunda  instancia  no  hace  mención 
de  estos  créditos,  ni    han  sido  tomados  en 
cuenta  al  pronunciarse  la  sentencia  de  prime- 
ra instancia,  por  lo  que  al  fallarse  este  recurso 
sólo  deben  tomarse  en  consideración  las  ejecu- 
ciones apreciadas  en  la  sentencia  para  la  for- 
mación del  concurso,  puesto  que  solo  se  trata 
de  resolver  si  al  pronunciarse  la  sentencia  se 
ha  infringido  la  ley; 

Que  al  aceptarse  en  la  sentencia  recurrida 
las  gestiones  de  don  Carlos  Newman  solicitan- 
do el  concurso,  con  un  crédito  que  no  tiene 
actualmente  mérito  ejecutivo,  se  ha  infringido 
la  disposición  del  núm.  2^  del  art.  960  dei  Cód. 
de  Procedimiento  Civil,  viciando  de  esta  ma- 
nera todo  el  procedimiento  del  juicio; 

Que  del  mérito  de  los  considerandos  anterio- 
res resulta  que  la  sentencia  recurrida  se  ha 
pronunciado  con  infracción  de  los  arts.  690, 
núm.  2*?,  y  455  núm.  2*?  del  Cód.  de  Proced. 
Civil,  1377  del  Código  Civil,  8  y  10,  núm.  2^ 
de  la  ley  de  1*^  de  septiembre  de  1874,  y  la  de 
15  de  enero  de  1878,  habiendo  influido  esta 
infracción  sustancialmente  en  lo  dispositivo 
de  la  sentencia  se  declara  que  ha  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  y,  en  consecuen- 
cia, y  en  conformidad  á  lo  dispuesto  en  el  art. 
940  del  Cód.  de  Proced.  Civil,  se  invalida  la 
sentencia  recurrida  de  14  de  octubre  de  1903 
y  visto  lo  dispuesto  en  el  art.  958  del  Cód.  de 
Proced.  Civil,  procédase  á  expedir  la  senten- 
cia correspondiente.  Devuélvase  á  la  parte  la 
cantidad  consignada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Palma 
Guzmán.  Acordada  contra  el  voto  del  señor 
Presidente  Aguirre  Vargas,  quien  fué  de  pare- 
cer que  no  debía  darse  lugar  al  recurso,  esti- 
mando que  existían  en  este  caso  los  tres  títu- 
los ejecutivos  y  dos  ejecuciones  iniciadas  que 
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exige  el  número  2^  del  artículo  690  del  Código 
de  Procedimiento  Civil  para  declarar  el  con- 
curso necesario,  pues  las  ejecuciones  del  Banco 
Garantizador  y  de  don  Carlos  Newman  no 
dejan  de  estar  iniciadas  porcjue  en  la  primera 
existía  un  desistimiento,  aún  no  aceptado  ju- 
dicialmente y  porque  en  la  segunda  se  haya 
dictado  sentencia  de  revocación  de  la  ejecu- 
ción, sentencia  que  está  apelada  y  no  puede 
producir  efecto  todavía;  y  con  el  crédito  eje- 
cutivo  no  cuestionado  del  Banco  de  Chile  con- 
tra don  Antonio  Aninat,  se  reúnen  los  tres 
créditos  y  dos  ejecuciones  que  requiere  la  ley 
para  el  concurso  necesario.— V.   Aguirre  V.— 
Leopoldo   Urrutia,—].    Gabriel  Palma    Guz- 
man.— Gabriel  Gaete,— Leoncio  Rodríguez.— 
Abel  Saavedra.—J,  Alejo  Fernández. 

Y  fallando  la  causa: 

Santiago,  10  de  julio  de  I905.-Vistos:  re- 
produciendo la  exposición  de  la  sentencia  de 
primera  instancia,  y  teniendo  presente  que 
para  mandar  formar  concurso  necesario  es 
menester  que  hayan  iniciadas  dos  ejecuciones 
contra  el  deudor  y  que  existan  al  mismo  tiem- 
po tres  ó  más  títulos  ejecutivos  y  vencidos  y 
que  el  concurso  sea  pedido  por  un  acreedor 
con  título  ejecutivo  y  vencido,  concurriendo 
también  las  demás  circunstancias  enumera- 
das en  el  art.  960  del  Cód.  de  Proccd.  Civil; 

Que  de  los  tres  certificados  que  han  servido 
para  acreditar  la  existencia  de  estas  condi- 
ciones requeridas  por  la  ley  como  indispensa- 
bles para  decretar  la  formación  del  concurso, 
no  resulta  que  haya  dos  ejecuciones  iniciadas 
contra  don  Antonio  Aninat,  puesto  que  en 
las  gestiones  de  Seminario,  Fréres  y  C*  para 
preparar  la  vía  ejecutiva  no  aparece  que  se 
haya  cumplido  con  lo  dispuesto  en  el  artículo 
1377  del  Código  Civil,  para  entablar  ó  llevar 
adelante  la  ejecución  contra  los  herederos 
Aninat;  ni  se  ha  presentado  la  primera  copia 
del  instrumento  con  que  se  contrajo  la  obli- 
gación; ni  las  segundas  ó  terceras  copias 
acompañadas  á  los  autos  han  sido  dadas 
con  citación  de  los  herederos  de  Aninat;  ni  se 
ha  pagado  el  papel  sellado  6  agregado  las 
estampillas  correspondientes  en  pago  de  la 
multa,  según  lo  dispuesto  en  la  ley  de  15  de 
enero  de  1878; 


Que,  aunque  se  había  despachado  manda- 
miento de  ejecución  contra  don  Antonio  Ani- 
nat con  la  escritura  de  cesión  que  don  Ramón 
Serrano  Montaner  había  hecho  á  don  Carlos 
Newman  de  los  créditos  en  que  el  Banco  Hi- 
potecario de  Chile  lo  habría  subrogado  con- 
tra don  Antonio  Aninat,  este  mandamiento 
fué  revocado  por  el  mismo  Juez,  en  atención  á 
que  el  crédito  cedido  por  don  Ramón  Serrano 
Montaner  se  había  extinguido  por  miaisteno 
de  la  ley  en  el  acto  de  efectuarse  el  pago,  por 
ser  el  señor  Serrano  deudor  de  mayor  canti- 
dad á  favor  de  Aninat,  y  mientras  esa  senten- 
cia no  sea  revocada,  no  podrá  don   Carlos 
Newman  tener  derechos  para  hacer  valer  en 
juicio  ese  crédito; 

Que  no  pudiendo  don  Carlos  Newman  ha- 
cer valer,  entre  tanto,  el  crédito  que  le  fué  ce- 
dido por  el  señor  Serrano  Montaner  no  pue- 
den considerarse  sus  gestiones  como  ejecu- 
ción iniciada  para  formar  el  número  de  dos 
ejecuciones  seguidas  que  den  derecho  para  pe- 
dir la  formación  de  concurso,  según  lo  dis- 
puesto en  el  inciso  2'  del  artículo  690  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil. 

En  mérito  de  estos  fundamentos  y  de  lo 
dispuesto  en  los  artículos  690  y  455,  número 
2^  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  1377 
del  Código  Civil,  números  2^,  8^  y  10  de  la  ley 
delude  septiembre  de  1874  y  ley  de  15  de  ene- 
ro de  1878,  se  declara  que  ha  lugar  á  la  opo- 
sición á  la  formación  de  concurso  y  en  con- 
secuencia, se  deja  sin  efecto  dicho  concurso. 
Se  revocan  las  sentencias  de  primera  instan- 
cia de  16  de  julio  de  1903  del  cuaderno  de 
concurso  y  la  de  20  de  julio  de  1903,  del  cuader- 
no de  oposición  á  la  formación  de  concurso. 
Redactada  por  el  señor  Ministro  Palma 
Guzmán. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Presiden- 
te Aguirre  Vargas  que  opinó  por  la  confirma- 
ción de  la  sentencia  apelada.— 7.  Aguirrt  T.— 
Leopoldo  ürrutia.— J.  Gabriel  Palma  Guz- 
mán  Gabriel  Gaete.— Leoncio  Rodríguez.-- 

Abel  Saavedra,—J.  Alejo  Fernández, 
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Cas.  Civ.^^1  de  julio  de  1905 

Gómez  y  Lillo  con  Sociedad  de  Minas 
y  Fundición  de  Puquios 

Mina.— Descubridor;  Ratlfloaolón;  la- 
bor legral;  oaduoldad;  plazo. 

Doctrina:—  Debe  tenerse  por  descubri- 
dor de  una  mina  al  primero  que  se  pre- 
sentare á  registrar^  y  los  que  pretenden 
mejor  derecho  á  un  descubrimiento  deben 
entablar  ¡a  demanda  dentro  del  plazo 
que  la  ley  señala  al  descubridor  para  ra- 
tificar su  registro^  no  debiendo  ser  oidos 
si  se  presentaren  después. 

Aunque  el  artículo  41  del  Código  de 
Minas  dispone  que  se  tenga  por  desisti- 
do de  sus  derechos  al  registrador  que  no 
labrare  el  pozo  y  no  ratificare  su  regis- 
tro^ la  caducidad  del  derecho  no  se  pro- 
duce por  el  solo  trascurso  de  los  plazos 
legales  fijados  para  practicar  aquellas  di- 
ligencias desde  que  las  minas  no  se  pier^ 
den  por  el  simple  abandono  ó  falta  de 
trabajo  en  ellas  y  se  hallan  sujetas  á  las 
prescripciones  que  rigen  la  propiedad 
inscrita  y  es  necesario  que  su  inscripción 
se  cancele. 

La  concesión  minera  ó  mina  sólo  ca- 
duca por  la  falta  de  pago  de  la  patente. 


Don  Carlos  Gómez,  por  sí  y  en  representación 
de  don  Secundino  Lillo,  dedujo  ante  el  Juzga- 
do de  Rancagua,  en  noviembre  de  1899,  deman- 
da contra  la  Sociedad  de  Minas  y  Fundición 
de  Puquios,  sobre  reivindicación  de  la  mina 
Carmen. 

Los  demandantes  exponen  que  son  dueños 
de  la  mina  Carmen,  ubicada  en  el  fundo  del 
Manzano  de  don  Carlos  Correa  y  Toro,  según 
lo  comprueba  el  pedimento  y  ratiñcación  que 
acompañan  al  escrito  de  demanda;  que  el  se- 
ñor Lillo  trabajó  la  expresada  mina  desde  la 


fecha  del  pedimento,  diciembre  de  1895,  hasta 
hace  poco  tiempo,  pagando  la  respectiva  pa- 
tente; y  que  en  agosto  de  1898,  don  Darío 
Schiattino,  gerente  de  la  Sociedad  de  Mi- 
nas y  Fundición  de  Puquios,  pidió  la  misma 
mina  bajo  el  nombre  de  Augusta,  tomando 
posesión  de  ella  y  explotándola  indebidamen- 
te hasta  ahora,  no  obstante  las  reclamaciones 
extrajudiciales  que  se  le  han  hecho  y  no  obs- 
tante haber  mandado  jente  para  su  trabaio, 
la  que  no  se  dejó  entrar  á  la  mina.  Fundados 
en  lo  expuesto,  y  en  subsidio  en  la  prescnp* 
ción  establecida  en  el  artículo  86  del  Código 
de  Minería,  formulan  demanda  contra  la  So- 
ciedad de  Minas  y  Fundición  de  los  Puquios 
con  el  objeto  de  que  se  declare  que  dicha  So- 
ciedad debe  entregarles  la  indicada  mina  den- 
tro de  tercero  día,  por  ser  ella  de  su  propie- 
dad exclusiva  y  pagarles,  ajusta  tasación  de 
peritos,  los  perjuicios  ocasionados,  como  así 
mismo  el  valor  de  los  minerales  extraídos  y 
de  los  que  pudieran  extraerse  en  lo  futuro. 

La  Compañía  de  Minas  y  Fundición  de  los 
Puquios,  contestando  la  demanda,  pide  se  de- 
clare sin  lugar.  Dice  que  no  acepta  con  certeza 
la  identidad  de  la  mina  Augusta  con  la  mina 
Carmen,  á  que  se  refieren  los  pretendidos  títu- 
los que  invocan  los  demandantes,  porque  á 
poca  distancia  de  la  Augusta  hay  otra  mina  á 
que  se  pueden  aplicar  las  indicaciones  del  pe- 
dimento de  Carmen.  Supuesta  la  identidad  de 
ambos,  niega  el  dominio  que  sobre  la  Augus- 
ta pretenden  los  demandantes;  niega  también 
que  Lillo  haya  trabajado  la  mina  desde  la  fe- 
cha del  pedimento  de  la  Carmen  hasta  hace 
poco  tiempo;  y  que  la  Compañía  ó  su  gerente 
hayan  recibido  reclamaciones  extrajudiciales, 
ni  ha3'^an  rechazado  jente  de  los  denunciantes 
de  la  mina  Carmen  durante  el  tiempo  que  ha 
poseido  la  mina  con  el  nombre  de  Augusta. 

Analizando  los  títulos  en  que  Gómez  y  Lillo 
fundan  su  demanda  reivindicatoría,  expreas 
que  la  manifestación  de  la  mina  Carmen  fue 
hecha  el  23  de  diciembre  de  1896,  otorgada  y 
registrada  el  24  del  mismo  mes  y  año.  Con 
arreglo  á  los  artículos  35  y  38  del  Código  de 
Minería,  tuvo  desde  la  fecha  del  decreto  del 
Juez  que  ordenó  registrar  la  manifestación, 
noventa  días  para  ratificar  su  registro.  To- 
mando como  punto  de  partida  el  24  de  diciem- 
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bre  de  1896,  la  mina  Carmen  debió  ser  ratifi- 
cada el  24  de  marzo  de  1897;  pero  no  lo  fué 
en  esa  fecha  y,  por  tanto,  con  arreglo  al  ar- 
tículo 41  del  Código  de  Minería,  los  manifes- 
tantes, por  ministerio  de  la  ley,  quedaron  de- 
sistidos de  sus  derechos.  Habiendo  caducado 
de  esta  manera  la  manifestación  del  23  de  di" 
ciembre,  ha  sido  nula  de  pleno  derecho  la  ra- 
tificación hecha  el  26  de  marzo.  Según  el  ar- 
tículo 35  de  ese  Código,  el  registrador  está 
obligado  á  labrar,  dentro  del  plazo  de  noven- 
ta días,  un  pozo  boca-mina  de  5  metros  á  lo 
menos  de  profundidad  vertical  que  sirva  de 
punto  de  partida  para  fijar  la  ubicación  de  la 
pertenencia  y  para  hacer  constar  la  existencia 
del  mineral  que  se  va  á  explotar,  y  según  el 
artículo  41,  si  el  registrador  no  labrase  el 
pozo  se  le  tendrá  por  desistido  de  sus  dere- 
chos. Pues  bien,  los  señores  Gómez  v  Lillo  no 
habían  labrado  el  pozo  que  ordena  el  artículo 
35,  el  24  de  marzo  de  1897,  cuando  venció  el 
plazo  de  los  noventa  días,  y  quedaron  por 
ministerio  de  la  ley,  en  conformidad  al  artícu- 
.  lo  41,  por  desistidos  de  sus  derechos. 

El  pozo  no  estaba  labrado  el  26  de  marzo 
cuando  se  hizo  la  ratificación  inoportuna  de 
la  mina  Carmen,  ni  estaba  labrado  el  23  de 
agosto  de  1898,  cuando  la  Compañía  de  los 
Puquios  hizo  manifestación  con  el  nombre  de 
Augusta  de  la  mina,  que  los  demandantes  di- 
cen ser  la  Carmen.  Por  consiguiente,  aún 
cuando  no  estuviera  vigente  el  artículo  41  del 
Código  de  Minería  de  1888,  sino  el  artículo 
38  del  Código  1874,  que  permitía  subsanar 
la  falta,  ^ntes  de  que  otro  hubiera  denuncia- 
do lamina,  los  señores  Gómez  y  Lillo,  habrían 
quedado  desde  la  fecha  del  denuncio  de  la 
Compañía  de  los  Puquios  en  imposibilidad  de 
subsanar  la  falta  de  pozo  para  justificar  su 
título.  Este  argumento  es  hecho  á  mayor 
abundamiento,  porque  el  artículo  41  del  Có- 
digo de  Minería  vigente  no  da  al  minero  fa- 
cultad para  subsanar  la  falta  de  pozo  y  rati- 
ficación después  de  vencidos  los  plazos  fatales 
que  la  ley  concede  para  estos  actos  relativos 
á  la  constitución  de  propiedad  minera. 

Los  demandantes  fundan  también  subsidia- 
riamente la  demanda  en  la  prescripción  esta- 
blecida en  el  artículo  86  del  Código  de  Minería. 
En  este  caso  faltaría  álos  demandantes  la  po- 


sesión regular,  que  es  la  base  de  la  prescrip- 
ción á  que  ese  artículo  se  refiere;  porque  pose- 
sión regular  es  la  que  procede  de  justo  título 
y  no  es  justo  título  el  que  adolece  de  un  vicio 
de  nulidad.  La  ratificación  de  la  mina  Car- 
men es  nula,  porque  no  fué  hecha  con  los  re- 
quisitos del  pozo  y  del  plazo,  de  que  tratan 
los  artículos  35  y  38  del  Código  de  Minería 
loque  también  importa  un  desistimiento  legal 
del  derecho  que  confiere  la  manifestación,  se- 
gún el  artículo  41  de  dicho  Código. 

Rechaza,  pues,  la  acción  de  dominio  basada 
en  la  prescripción,  porque  falta  posesión  regu- 
lar y  el  tiempo  exigido  por  la  ley  para  la  pres- 
cripción ordinaria. 

Opone  también  á  la  demanda  la  disposición 
de  los  artículos  43  y  58  del  Código  de  Mine- 
ría. Agentes  de  la  Compañía  de  los  Puquios 
descubrieron  en  agosto  de  1898,  la  mina  Au- 
rora con  dos  pequeños  picados  que  no  alcan- 
zaban á  2  metros  de  profundidad.  No  existía 
un  pozo  de  ordenanza,  que  es  el  signo  material 
de  la  propiedad  minera  establecida  por  la  ley. 
Se  hizo  manifestación  y  después,  sin  contra- 
dicción alguna,  la  ratificación  y  la  mensura. 
Según  el  artículo  43,  no  puede  ser  oído  quien 
pretenda  mejor  derecho  á  ese  descubrimiento, 
y  según  el  artículo  58,  la  propiedad  de  la 
Compañía  de  los  Puquios  es  inmutable 

En'8  de  enero  de  1902  el  Juez  resolvió: 

Considerando: 

1'  Que  está  probado  en  autos  que  la  mina 
Carmen,  manifestada  por  don  Secundino  Li- 
llo y  la  Augusta  manifestada  por  la  Compa- 
ñía de  Minas  y  Fundición  los  Puquios  es  la 
misma; 

2^  Que,  según  la  escritura  pública  don  ^- 
cundino  Lillo  hizo  la  manifestación  el  23  de 
diciembre  de  1895  y  ratificó  el  registro  el  26 
de  marzo  de  1896; 

3^  Que  el  artículo  41  del  Código  de  Minería 
dispone  que  si  el  registrador  no  labrase  el 
pozo  y  no  ratificare  su  registro  se  le  tendrá 
por  desistido  de  sus  derechos  y  consta  de  la 
escritura  que  ha  hecho  esa  ratificación  y  de  la 
prueba  rendida,  que  labró  el  pozo  legal; 

4'  Que,  aunque  el  plazo  de  noventa  días 
para  labrar  el  pozo  y  hacer  la  ratificación  de 
una  manifestación  debe  contarse  naturalmen- 
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te  desde  el  día  en  que  el  Juez  manda  registrar 
el  pedimento,  y  la  ratificación  hecha  por  Lillo 
está  fuera  de  ese  plazo,  sin  embargo,  no  debe 
estimarse  caducado  el  derecho  á  la  mina, 
porque  cuando  la  Sociedad  de  Minas  y  Fundi- 
ción los  Puquios  hizo  la  manifestación  en  23 
de  agosto  de  1898,  ya  se  habia  cumplido  por 
parte  de  Lillo  con  aquellos  requisitos; 

5'  Que  no  puede  considerarse,  que  la  omi- 
sión de  las  diligencias  preceptuadas  en  los  ar- 
tículos 33  y  38  del  Código  de  Minería,  dentro 
del  plazo  de  los  noventa  días  establecidos, 
produzca  fatalmente  el  desistimiento  del  soli- 
citante, sino  en  el  caso  en  que  se  hubieren 
creado  antes  de  la  ratificación  intereses  de  ter- 
ceros. 

6^  Que,  constituido  el  derecho  á  la  mina 
á  favor  de  Lillo,  no  ha  podido  caducar  sino 
por  falta  de  pago  de  la  patente  y  aparece  de 
los  documentos  acompañados  que  ha  sido 
pagada; 

7^  Que  la  mina  ha  sido  poseída  por  Lillo, 
con  justo  título  y  por  más  de  diez  años,  lo 
que  le  da  también  el  derecho  de  alegar  en  su 
favor  la  prescripción. 

Con  arreglo  á  la  ley  32,  título  16,  Partida 
3^  artículos  1698  del  Código  Civil;  y  35,  38, 
41,  4-3  y  86  del  Código  de  Minería,  se  decla- 
ra que  ha  lugar  á  la  demanda  y  que  en  con- 
secuencia, la  Compañía  de  Minas  y  Fundi- 
ción de  los  Puquios  debe  entregar,  dentro  de 
tercero  día,  después  de  ejecutoriada  dicha 
sentencia,  la  mina  Carmen  ó  Augusta  á  don 
Carlos  Gómez  L.  y  á  don  Secundino  Lillo  y 
pagar  á  justa  tasación  de  peritos,  los  per- 
juicios que  se  hubieren  irrogado  y  los  mine- 
rales que  se  hubieren  extraído  después  de  al 
notificación  de  la  demanda. 

Apelada  esta  sentencia; 

Santiago,  5  de  mayo  de  1904 Vistos:  se 

confirma  la  sentencia  apelada  de  8  de  enero 
de  1902. 

Acordada  en  la  segunda  vista  de  la  causa 
por  los  señores  Ministros  Fernández,  Bernales, 
Mora  y  Olivos,  contra  el  parecer  de  los  seño- 
res Ministros  Donoso  Vildósola,  Fóster  Reca- 
barren  y  Larraín  Zañartu,  quienes  estuvieron 
por  la  revocación  de  la  sentencia  apelada  y 
negar,  en  consecuencia,  lugar  á  la  demanda, 
en  virtud  de  las  razones  que  consignan  en  el 


libro  de  votos.—/.  Alejo  Fernandez,— D,  Berna- 
Íes  M,—L»  R.  Mora E,  Fóster  Recabarren 

/.  Ignacio  Larraín  Z.^C,  Olivos. 

Contra  esta  sentencia  de  segunda  instancia 
se  anunció  y  se  formalizó  en  tiempo  el  recurso 
de  casación  en  el  fondo. 

En  el  escrito  de  formalización  se  sostiene 
que  la  sentencia  ha  violado  los  arts.  35,  38, 
41,43  y  86  del  Código  de  Minería  y  49  del  Có- 
digo  Civil,  y  que  estas  infracciones  han  influi- 
do sustancialmente  en  lo  dispositivo  del  fallo. 

Ha  infringido  la  sentencia  el  art.  35,  porque 
á  pesar  de  reconocer  el  hecho  de  que  los  de- 
mandantes no  labraron  el  pozo  ó  bocamina 
dentro  del  plazo  de  noventa  días,  ha  dado, 
sin  embargo,  lugar  á  la  demanda  sentando 
la  doctrina  errónea  de  que  no  es  necesario  la- 
brar el  pozo  ó  la  labor  legal  dentro  del  plazo 
fatal  establecido  por  aque,  artículo." 

Reconoce  igualmente  el  fallo  reclamado  que 
los  demandantes  no  ratificaron  el  registro  den- 
tro del  plazo  legal  y  no  obstante  aceptan  como 
válido  el  título  que  adolece  de  este  vicio,  vio- 
lando el  artículo  38,  que  impone  al  registrador 
lo  obligación  de  ratificar  "dentro  del  plazo 
concedido  para  labrar  el  pozo." 

El  artículo  41  del  Código  de  Minería  dispo- 
ne que  ''si  el  registrador  no  labrare  el  pozo  ó 
no  ratificare  su  registro,  se  le  tendrá  por  de- 
sistido de  sus  derechos. 

La  ley  da  por  desistido  de  sus  derechos  al 
minero  que  no  labra  el  pozo  ó  no  ratifica  su 
registro  dentro  del  plazo  de  noventa  días. 

El  plazo  es  fatal  y,  por  tanto,  ningún  valor 
tiene  la  ratificación  hecha  después  de  él. 

Hay,  pues,  violación  de  esa  disposición, 
cuando  se  afirma,  como  lo  hace  la  senten- 
cia recurrida,  que  no  puede  considerarse  que 
la  omisión  de  las  diligencias  preceptuadas  en 
los  arts.  35  y  38  del  Cód.  de  Minería,  dentro 
del  plazo  de  noventa  días  establecidos,  produ- 
jera fatalmente  el  desistimiento  del  solicitan- 
te, sino  en  el  caso  de  que  se  hubieran  creado, 
antes  de  la  ratificación,  intereses  de  terceros. 
Se  ha  dado  también  un  alcance  que  no  tienen 
á  los  artículos  43  y  86. 

El  primero  se  refiere  á  las  cuestiones  que  se 
susciten  sobre  mejor  derecho  á  un  descubrimien- 
to y  no  á  las  que  tengan  por  objeto  la  validez 
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6  nulidad  de  la  ratificación  ó  de  los  títulos 
constitutivos  de  propiedad  minera. 

El  art.  86  es  inaplicable  al  caso  actual  por- 
que para  adquirir  por  prescripción  ordinaria 
de  dos  arios  es  necesario  tener  un  título  justo, 
y  el  de  los  demandantes  no  lo  es,  por  las  cau- 
sas contempladas  en  los  artículos  ya  citados. 

Por  último,  la  sentencia  reclamada,  al  atri- 
buir valor  á  estos  actos  ejecutados  después 
de  trascurrido  el  plazo  dentro  del  cual  de- 
bieron llevarse  á  cabo,  ha  infringido  el  ar- 
tículo 49  del  Código  Civil,  según  el  cual, 
"cuando  se  dice  que  un  acto  debe  ejecutarse 
en  ó  dentro  de  cierto  plazo,  se  entenderá  que 
vale  si  se  ejecuta  antes  de  la  media  noche  en 
que  termina  el  último  día  del  plazo.*' 

La  Corte: 

Considerando: 

1^  Que,  según  el  artículo  27  del  Código  de 
Minería,  debe  tenerse  por  descubridor  de  una 
mina  al  primero  que  se  presentare  á  registrar, 
salvo  el  caso  de  que  hubiere  dolo  para  antici- 
par la  manifestación,  ó  para  retardar  la  del 
que  realmente  descubrió  primero; 

2^  Que,  en  conformidad  al  artículo  47  del 
mismo  Código,  los  que  pretenden  mejor  dere- 
cho á  un  descubrimiento  deberán  entablar  su 
demanda  dentro  del  plazo  que  la  ley  señala  al 
descubridor  para  ratificar  su  registro,  no  de- 
biendo ser  oidos  si  se  presentaren  después; 

3^  Que  la  posesión  originaria  de  las  minas 
se  adquiere  según  el  art.  81  de  dicho  Código, 
por  el  registro  legalmente  verificado,  quedando 
desde  que  éste  tiene  lugar,  sujeta  lamina  á  las 
prescripciones  que  rigen  la  propiedad  inscritaj 
y  de  consiguiente,  para  que  esa  posesión  cese 
es  necesario  que  su  inscripción  se  cancele,  sin 
que  mientras  ella  subsista,  el  que  se  apodere 
de  la  mina  pueda  adquirir  la  posesión  de  ella 
ni  poner  fin  á  la  existente,  conforme  á  lo  dis- 
puesto en  el  art.  728  del  Código  Civil,  que  rige 
para  la  propiedad  inscrita  y  que  es  aplicable 
á  las  minas,  á  virtud  de  lo  prescrito  en  el  ci- 
tado art.  81  del  Código  de  Minería; 

4^  Que,  aún  cuando  el  artículo  41  del  Códi- 
go de  Minería,  dispone  que  se  tenga  por  de- 
sistido de  sus  derechos  al  registrador  que  no 


labrase  el  pozo  y  no  ratificare  su  registro,  no 
puede  deducirse  de  esta  disposición  legal  que 
necesariamente  haya  de  producirse  la  caduci- 
dad del  derecho  por  el  solo  trascurso  <le 
los  plazos  legales  fijados  para  practicar  aque- 
llas diligencias,  desde  que  las  minas  no  se 
pierden  por  el  simple  abandono  ó  falta  de  tra- 
bajo en  ellas,  sino  que  la  ley  requiere,  en  con- 
formidad á  lo  establecido  en  los  consideran- 
dos anteriores,  además  de  la  cancelación  de 
la  inscripción,  la  declaración  judicial  que  re- 
conozca en  otro  mejor  derecho  al  descubri- 
miento; 

5^  Que  el  artículo  134  del  Código  de  Minería 
dispone  que  la  concesión  minera  ó  mina  sólo 
caduca  por  la  falta  de  pago  de  la  patente  que 
el  concesionario  debe  empezar  á  pagar  desde 
que  ratifica  el  registro  ó  practica  la  mensura; 

6^  Que  don  Carlos  Gómez  y  don  Secundino 
Lillo,  manifestantes  de  la  mina  Carmen,  pro- 
cedieron en  26  de  diciembre  de  1895  al  registro 
é  inscripción  de  su  manifestación  en  cumpli- 
miento de  lo  ordenado  en  el  decreto  judicial  de 
24  del  mismo  mes  y  año;  y  desde  ese  instante 
adquirieron  la  posesión  legal  de  esa  mina; 

7°  Que,  estando  en  esa  posesión  legal,  labra- 
ron el  pozo  ó  boca-mina  y  ratificaron  el  regis- 
tro, llenando  así  los  requisitos  ordenados  en 
los  arts.  35  y  38  del  Código  de  Minería; 
adquirieron  el  título  provisorio  inscrito  á  que 
se  refiere  el  art.  39  del  mismo  Código;  sin  que 
antes  hubieran  cesado  en  la  posesión  legal  de 
la  mina  ni  se  hubiera  constituido  un  título  á 
favor  de  un  tercero  por  declaración  judicial; 

8'  Que,  por  tanto,  la  sentencia  recurrida,  re- 
conociendo la  existencia  de  ese  título  legal  del 
dominio  que  invocan  los  demandantes,  no 
contraría,  al  aceptar  la  demanda  dando  lugar 
á  la  acción  reivindicatoria  y  á  la  acción  subsi- 
diaria de  dominio  fundada  en  la  prescripción 
adquisitiva,  ninguno  de  los  preceptos  legales 
que  el  recurrente  señala  como  infringidos. 

Visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  960  y  979 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  y  27,  39, 
81  y  134  del  de  Minería,  se  declara  sin  lugar, 
con  costas,  el  recurso  de  casación  en  el  fondo 
interpuesto  por  la  Compañía  Mjnera  de  los 
Puquios  en  contra  de  la  sentencia  de  5  de  ma- 
yo de  1904,  expedida  por  la  Corte  de  Apela- 
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Clones  de  Santiago.  Queda  aplicada  al  Fisco 
la  cantidad  de  $  150  consignada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Varas 

T^copoldo  Urrutia — Galvarino  Ga llardo Ga ' 

brtel  Gaete — f soneto  Rodríguez, ^Carlos  "a- 
ras — Darío  Benaventc^J.  Agustín  Rojas. 


Cas.  en  la  forma.—?!  de  julio  de  1905 
González  con   Valenzuela 

Mandato;  mandatario  judicial;  terce- 
ros sin  mandato.— Fianza  de  rato.— 
Expresión  de  agravios.— Citación 
para  sentencia. 

Doctrina: — El  que  comparece  enjuicio 
á  nombre  de  otro  debe  exhibir  el  título 
que  acredite  su  representación  ó  rendir  á 
satisfacción  del  Tribunal  la  fianza  de  rato 
dispuesta  por  el  artículo  7^  del  Código 
de  Procedimiento  Civil. 

Los  actos  que  un  tercero  ejecute  en 
Juicio  á  nombre  de  otro  sin  sujetarse  á 
estas  formalidades  son  actos  de  mera  in- 
trusión que  no  obligan  al  supuesto  re- 
presentado, cuando  no  los  ratifica  expre- 
sa ó  tácitamente,  aunque  existiera  poder 
otorgado  por  éste  y  que  es  exhibido  des- 
pués por  la  parte  contraria,  interesada  en 
que  se  considere  á  su  contendor  presente 
en  el  juicio. 


Don  Belisario  González  V.,  por  sí,  y  como 
mandatario  de  sus  hermanos  Mercedes,  Sara 
y  Julia  González  V.,  dice  que  el  12  de  agosto 
de  1902  falleció  su  tío  don  Juan  de  Dios  Va- 
lenzuela sin  dejar  sucesión  legítima,  siendo  por 
consiguiente  él  y  sus  hermanos  y  don  Hermó- 
genes  Valenzuela  los  herederos  de  aquél;  que 
ha  sabido  que  doña  Tránsito,  doña  Mercedes 


SUPREMA 


y  don  Federico  Valenzuela  se  han  presentado 
como  herederos  del  indicado  don  Juan  de  Dios 
Valenzuela,  fundándose  enlaescritura  de  reco- 
nocimiento de  hijos  naturales  que  éste  les  hizo, 
y  con  el  testamento  que  otorgó,  y  que  acom- 
paña, pero  que  ese  testamento  no  vale  por- 
que no  fué  leido  á  los  testigos  que  apare- 
cen firmándolo,  y  también  carece  de  valor  en 
cuanto  lega  y  deja  como  herederos  universales 
á  sus  hijos,  los  que  no  existen,  y  aunque  ^1 
testador  llama  sus  hijos  á  doña  Tránsito,  do- 
ña Mercedes  y  don  Federico,  y  les  lega  y  deja 
como  herederos  universales,  esas  cláusulas  ca- 
recen de  valor  por  cuanto  las  personas  nom- 
bradas no  son  hijos  del  testador.  Sostiene 
también  que  el  reconocimiento  de  nijos  natu- 
rales no  es  válido,  por  no  haberse  notificado 
el  acto  á  las  personas  á  quienes  él  beneficiaba. 

Pide  que  se  dé  lugar  á  la  demanda  con  cos- 
tas y  perjuicios. 

Don  José  Ramón  Lisperguer  por  los  de- 
mandados contesta  y  después  de  negar  á  los 
demandantes  el  derecho  para  entablar  la  ac- 
ción, por  cuanto  no  son  herederos  áh  intesta- 
to,  pide  que  se  deseche  la  demanda,  con  costas. 
Agrega  con  relación  á  la  validez  del  testamen- 
to: que  por  tratarse  de  un  testamento  cerra- 
do no  fué  necesario  que  se  leyera  á  los  testi- 
gos, y  que  la  designación  hecha  por  el  testador 
llamando  hijos  á  sus  representados  está  con- 
forme con  la  realidad  de  los  hechos,  pues  los 
demandados  son  hijos  naturales  del  testador, 
como  se  prueba  con  la  escritura  de  reconoci- 
miento, ya  unque  fuera  nulo  el  testamento, 
siempre  serían  aquéllos,  herederos  de  donjuán 
de  Dios  Valenzuela;  con  relación  á  la  validez 
del  reconocimiento  de  hijos  naturales,  sostiene 
que  es  indudable  y  que  la  aceptación  del  reco- 
nocimiento puede  hacerse  en  cualquier  tiempo. 

El  albacea  don  Luis  Goméz  Vélez  ha  pedido 
también  se  deseche  la  demanda  en  cuanto  re- 
clama la  nulidad  del  testamento,  fundándose 
en  iguales  razones  á  las  alegadas  por  los  de- 
mandados. 

En  la  réplica,  se  dice  que  el  testamento,  si 
se  considera  abierto,  es  nulo  por  no  haberse 
leido  á  los  testigos,  y  si  por  el  contrario,  se 
estima  cerrado  sería  igualmente  nulo  por  ha- 
ber sido  otorgado  ante  un  Oficial  del  Registro 
Civil,  que  no  es  legalmente  competente  para 
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otorgar  ante  él  testamentos  cerrados.  Con 
relación  á  la  validez  de  la  cláusula  testamen- 
taría en  que  se  instituye  herederos  á  los  de- 
mandados, dice  que  el  testador  padeció  un 
error  de  hecho  al  designar  como  hijos  de  él  á 
los  demandados,  siendo  que  no  lo  son  y,  por 
consiguiente,  ese  error  vicia  la  disposición. 

En  la  duplica,  se  han  reforzado  los  argu- 
mentos de  la  contestación  y  se  ha  llamado  la 
atención  á  la  circunstancia  de  que  los  deman- 
dantes han  impugnado  en  la  demanda  el  tes- 
tamento; alegando  que  no  es  válido  por  no 
haberse  leído  á  los  testigos,  y  que  sobre  este 
sólo  capítulo  de  nulidad  debe  recaer  el  fallo,  y 
no  sobre  el  que  se  alega  en  la  réplica,  referente 
á  la  competencia  del  funcionarío  ante  quien  se 
otorgó  el  testamento.  Se  recibió  la  causa  á 
prueba  y  se  citó  para  sentencia. 

Considerando: 

Que  los  demandantes  no  han  probado,  de 
modo  alguno,  su  calidad  de  herederos  ab  in- 
testato  de  don  Juan  de  Dios  Valenzuela,  de 
quien  emanan  los  actos,  cuya  nulidad  é  inefi- 
cacia persigne  la  demanda; 

Que  siendo  así,  carecen  de  interés  y  consi- 
guientemente, de  acción  para  formular  las  pe- 
ticiones de  que  se  ha  hecho  méríto;  y 

Que  es  innecesarío  entonces,  tomar  en  cuen- 
ta las  demás  acciones  y  excepciones  hechas 
valer  en  el  juicio. 

Visto  lo  dispuesto  en  el  art.  1698  del  Cód. 
Civil,  se  declara:  que  no  ha  lugar  á  la  deman- 
da, absolviéndose  á  las  partes  de  las  costas. 

Don  Belisarío  González  es  agricultor,  domi- 
ciliado en  Chépica  y  las  otras  demandantes 
son  hijas  de  familia  y  domiciliadas  en  Santia- 
go, calle  de  la  Purísima,  número  276. 

Don  Luis  Vélez  es  agricultor  y  está  domici« 
liado  en  Chépica. 

Don  Federico  Valenzuela  es  mecánico  v  está 
domiciliado  en  Santiago,  adonde  tienen  tam- 
bién su  domicilio  doña  Tránsito  y  doña  Ma- 
ría Mercedes  Valenzuela,  las  que  no  tienen 
oficio.— i4flto/j/o  Ibar. 

Apelada  esta  sentencia,  el  procurador  don 
Samuel  Donoso  expresó  agravios  y  presentó 
otras  solicitudes  encabezadas  ''por  don  Beli- 


sarío González  y  otros'*  sin  exhibir  poder  de 
don  Belisarío  González. 

Santiago,  27  de  mayo  de  1905.— Vistos:  te- 
niendo además  en  consideración: 

1'  Que  presentada  la  demanda  deducida  en 
esta  cansa,  en  la  cual  se  afirma  que  don  Juan 
de  Dios  Valenzuela  fué  tío  de  los  demandan- 
tes, sin  expresarse  por  parte  de  éstos  si  el  pa- 
rentesco que  se  atríbuyen  con  el  expresado 
Valenzuela  es  legítimo  ó  natural,  se  interpaso 
por  los  demandados  el  incidente  de  fs.  18  para 
que  se  declarase  que  no  estaban  obligados  á 
contestarla  mientras  no  justificaran  aquéllos 
en  debida  forma  el  grado  de  parentesco  legiti- 
mo que  los  ligaba  á  Valenzuela,  y  su  interés  á 
los  bienes  dejados  por  éste; 

2^  Que  los  demandantes,  respondiendo  en 
el  incidente  de  que  se  trata,  afirmaron  categó- 
ricamente que  su  interés  en  el  litigio  reposaba 
en  el  hecho  de  ser  donjuán  de  Dios  Valenzuela 
hijo  natural  reconocido  antes  de  la  vigencia 
del  Código  Civil,  de  don  José  Pilar  Valenzuela, 
motivo  por  el  cual  sólo  en  el  término  proba- 
torio podrían  establecer  de  una  manera  in- 
contrastable su  derecho  á  la  herencia  dejada 
por  el  expresado  Valenzuela,  en  el  evento  de 
que  alguien  se  creyera  con  mejor  derecho  á  ella; 

3^  Que  en  la  minuta  de  puntos  de  prueba 
de  los  demandantes  se  afirma  que  uno  de  los 
hechos  que  se  proponen  acreditar  es  el  mismo 
á  que  se  refiere  el  considerando  anterior,  esto 
es,  el  de  haber  sido  don  Juan  de  Dios  Valen- 
zuela hijo  natural  de  don  José  Pilar  Valenzue- 
la, nacido  antes  de  la  vigencia  del  actual  Có- 
digo Civil,  y  tío  abuelo  de  los  demandantes; 

4-*?  Que  éstos,  durante  el  curso  de  la  causa, 
no  han  probado  de  modo  alguno  el  parentes- 
co natural  que  se  atribuyen  con  el  testador 
don  Juan  de  Dios  Valenzuela,  ni  este  hecho 
sustancial  del  juicio,  cuya  justificación  les  era 
absolutamente  necesaria  para  demostrar  el 
interés  con  que  han  debido  proceder  á  enta- 
blar la  acción  deducida  en  el  juicio,  aparece 
tampoco  acreditado  de  modo  alguno  con  los 
documentos  presentados  por  ellos  en  esta  ins- 
tancia después  del  decreto  de  autos. 

Se  confirma,  con  costas  del  recurso,  la  sen- 
tencia apelada  de  13  de  julio  de  1904. 
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No  ha  lugar  á  lo  pedido  en  el  otrosí  del  es 
crito  de  expresión  de  agravios,  por  no  existir 
fundamento  legal  que  justifique  dicha  petición, 
con  arreglo  al  artículo  166  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Bemales. 

— :/.  Alejo  Fernández J,  Bernahs,^A,  Verga- 

ra  A.^Lw's  Barriga, 

Don  Belisario  González,  por  sí,  y  el  procura- 
dor don  Samuel  Donoso,  por  doña  Mercedes, 
doña  Sara  y  doña  Julia  González,  interpusie- 
ron recurso  de  casación  en  la  forma,  contra 
esta  sentencia,  por  las  siguientes  causales: 

1*  Haberse  prescindido  en  la  segunda  ins- 
tancia de  la  parte  apelante,  don  Belisario 
González,  quien  no  expresó  agravios  ni  fué  ci- 
tado para  oir  sentencia  definitiva,  motivos  de 
casación  establecidos  en  los  art.  941,núms.  9*^ 
y  970,núms.  2^  y  5^  del  Cód.  de  Proced.  Civil; 

2*  No  haberse  recibido  la  causa  á  prueba  ni 
practicado  las  diligencias  probatorias  pedi- 
das en  ti  otrosí  del  escrito  de  expresión  de 
agravios  de  doña  Mercedes,  doña  Julia  y  do. 
ña  Sara  González,  infringiéndose  con  ello  los 
artículos  941,  número  9^,  970,  número  7*?, 
966,  números  2^  y  3^  y  230  del  Código  citado; 

3^  No  haberse  tallado  la  cuestión  controver- 
tida, esto  es,  las  acciones  deducidas  en  la  de- 
manda y  adicionadas,  ampliadas  ó  modifica- 
das en  la  réplica,  escritos  que  fijan  la  contro- 
versia respecto  de  la  parte  demandante,  incu- 
rriéndose  en  los  vicios  á  que  se  refieren  los 
núms.  4'  y  5^  del  art.  941  del  mismo  Código; 

Se  mandó  tener  presente  en  la  vista  del  re- 
curso la  incidencia  promovida  por  el  procura- 
dor don  Carlos  Ugarte  Yalenzuela,  en  nombre 
de  la  parte  recurrida,  para  que  se  declarara 
inadmisible  el  recurso  por  haberse  consignado 
sólo  la  cantidad  de  $  100,  que  es  insuficiente 
por  tratarse  de  un  juicio  de  $  10.000,  según 
la  apreciación  hecha  por  los  demandantes  en 
el  escrito  de  fs.  54  y  los  documentos  por  ellos 
presentados. 

La  Corte: 

Considerando,  respecto  de  la  admisibilidad 
del  recurso: 

Que  el  juicio  versa  sobre  nulidad  de  un  tes- 
tamento y  petición  de  herencia,  negocios  no 


sujetos  á  una  determinada  apreciación  pecu. 
ni  aria,  según  el  art.  209  de  la  Ley  de  Organi- 
zación y  Atribuciones  de  los  Tribunales;  y  de- 
be, por  tanto,  en  conformidad  al  art.  972  del 
Cód.  de  Proced.  Civil  considerarse  su  cuantía 
de  menos  de  $  10.000  para  los  efectos  de  la 
consignación  que  ordena  el  art.  971  del  mis- 
mo Código  para  el  recurso  de  casación. 

Considerando  en  cuanto  á  la  primera  causal: 

1^  Que,  con  arreglo  á  derecho,  el  contrato 
de  mandato  liga  primariamente  al  mandante 
y  al  mandatario  y  para  dar  origen  á  relacio- 
nes jurídicas  con  terceros,  obligatorias  para 
el  mandante,  es  necesario  que  dicho  mandato 
se  ejercite  y  se  ponga  en  noticia  de  esos  terce- 
ros en  la  forma  dispuesta  por  la  ley; 

2^  Que  el  Código  de  Procedimiento  Civil 
indiw-a  los  requisitos  que  debe  llenar  un  man- 
datario para  comparecer  en  juicio  á  nombre 
de  un  mandante  y,  en  consecuencia,  para  li- 
garlo de  un  modo  obligatorio  con  la  persona 
ó  personas  con  quienes  éste  litiga; 

3^  Que  el  artículo  7^  del  expresado  Código 
ordena  á  este  respecto,  en  forma  imperativa, 
que,  para  acreditar  su  representación,  ó  sea 
para  constituirlo  en  mandatario  en  ejercicio, 
deberá  el  que  comparezca  en  juicio  á  nombre 
de  otro,  exhibir  el  título  que  acredite  su  re- 
presentación; á  menos  que  pretenda  obrar 
sin  ese  título,  en  cuyo  caso  deberá  rendir,  á 
satisfacción  del  Tribunal,  la  fianza  de  rato 
dispuesta  por  el  inciso  3^  del  citado  artículo; 

4*^  Que  los  actos  que  un  tercero  ejecuta  en 
juicio  á  nombre  de  otro,  sin  sujetarse  á  las  for- 
malidades más  arriba  dichas,  son  actos  de 
mera  intrusión,  que  no  obligan  al  supuesto 
representado,  cuando  no  los  ratifica  expresa 
ó  tácitamente,  ni  dan  tampoco  derecho  á  la 
contraparte  para  considerar  á  su  contendor 
como  presente  en  el  juicio  en  razón  de  esos 
mismos  actos; 

5^  Que,  en  el  caso  á  que  el  presente  recurso 
se  refiere,  el  procurador  don  Samuel  Donoso 
no  presentó  poder  en  segunda  instancia  para 
representar  en  ella  á  don  Belisario  González 
ni  ofreció  tampoco  fianza  de  rato  ni  se  le  exi- 
gió por  los  apelados  que  justificara  su  perso- 
nería; á  lo  que  se  agrega  que  la  intervención 
del  mencionado  procurador,  en  lo  que  á  Gon- 
zález corresponde,  se  redujo  á  la  presentación, 
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con  el  encabezamiento  genérico  de  "por  don 
Belisario  González  y  otros**,  de  las  solicitu- 
des de  fs.  199  y  205  y  de  los  documentos  á 
ellas  adjuntos,  pero  sin  hacer  acto  directo  de 
defensa  ni  peticiones  de  fondo,  que  indica- 
ran de  un  modo  indubitable  que  asumía  la  re- 
presentación judicial  de  ese  litigante; 

6^  Que  en  esas  condiciones,  y  sin  notificar 
al  referido  González  ninguna  de  las  actuacio- 
nes de  la  segunda  instancia  del  proceso,  se  li- 
bró por  la  Sala  sentenciadora  el  fallo  de  que 
ahora  se  reclama  y,  en  consecuencia,  procede 
para  invalidarlo  la  primera  de  las  causales 
indicadas  por  el  recurrente,  ó  sea  la  de  haber- 
se pronunciado  aquella  resolución  sin  oir  la 
expresión  de  agravios  del  apelante  y  sin  ha- 
berlo citado  para  sentencia  definitiva; 

7'  Que  la  circunstancia  posterior  al  fallo 
recurrido  de  haberse  exhibido  ante  esta  Corte 
por  la  parte  recurrida  el  poder  otorgado  por 
don  Belizario  González  en  favor  del  procura- 
dor Donoso,  no  es  acto  de  mandatario;  por  lo 
tanto,  no  puede  modificar  en  manera  alguna 
el  aspecto  jurídico  de  la  cuestión  debatida,  tal 
como  ha  sido  contemplada  en  los  consideran- 
dos anteriores  de  este  fallo,  y  sólo  demostra- 
ría la  existencia  de  un  poder  del  cual  no  se 
pudo  ó  no  se  quiso  hacer  uso  por  el  mandata- 
rio; pero  sin  que  tampoco  los  demandados 
hayan  solicitado  ó  los  jueces  del  pleito  pro- 
veido  cosa  alguna,  ya  para  que  se  ejercitara 
debidamente  el  mandato,  ya  para  declarar  re- 
belde al  mandante  omiso;  siendo  todavía  de 
advertir  que  en  la  absolución  de  las  posicio- 
nes, el  procurador  Donoso  ha  afirmado  bajo 
ue  juramento  que  ni  siquera  sabía  que  se  le 
hubiera  otorgado  tal  mandato;  y 

8*^  Que,  aceptada  la  primera  causal  de  ca- 
sación, es  inoficioso  pronunciarse  sobre  las 
restantes. 

Visto  además  lo  dispuesto  en  los  artículos 
941,  número  O*?,  970,  números  2'  y  5^  y  950 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  declara: 

1*^  Admisible  el  recurso  de  casación  inter- 
puesto y  sin  lugar,  por  tanto,  la  incidencia 
promovida;  y 

2^  Que  ha  lugar  al  expresado  recurso  de  ca- 
sación por  la  primera  de  las  causales  adu- 
cidas. Se  invalida,  en  consecuencia,  la  senten- 
cia de  87  de  mayo  de  1905  y  se  repone  el  pro- 


ceso en  el  estado  de  entregarse  los  autos  al 
apelante  don  BeKsario  González  para  que  ex- 
prese agravios  por  su  parte. 

Devuélvase  al  recurrente  la  cantidad  con- 
signada. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
Gaete,  en  cuanto  se  acepta  la  primera  causal 
en  que  se  funda  el  recurso  de  casación  en  la 
forma,  pues  opinó  que  se  rechazase  dicho  re- 
curso en  lo  que  respecta  á  esa  causal  y  que,  en 
consecuencia,  el  Tribunal  se  pronunciara  sobre 
las  restantes.  En  el  libro  de  acuerdos  expone 
los  motivos  de  su  opinión. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Fóster  Rc- 
cabarren.— "  Gabriel  Gaete,—  Leoncio  Rodrí- 
guez  Carlos  Varas-^B.  Fóster  Recaharren, 


Cas.  CÍV.—24  de  julio  de  1905 
A  varia  con  Uteau 

Ejecutante.  —  Tercería  de  dominio.— 
Perj  uioios.  -  Dañoa  —Culpa. 

Doctrina:— Toc/o  daño  que  pueda  im- 
putarse á  malicia  ó  negligencia  de  otra 
persona  debe  ser  reparado  por  ésta. 

Del  artículo  488  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil  se  desprende  que  las  reglas 
reía  ti  vas  al  dolo  ó  culpa  no  contractuales^ 
inherentes  á  los  hechos  ilícitos  fuentes  de 
obligaciones  no  han  sido  modiñcadas; 
por  lo  tanto  infringe  el  artículo  2329  del 
Código  Civil  la  sentencia  que  establece 
que  ^^la  ley  no  hace  responsable  al  ejecu- 
tante de  los  actos  del  depositario,  sino 
cuando  el  nombrado  no  haya  sido  de  re- 
conocida responsabilidad.^* 

El  ejecutante  que,  á  sabiendas  de  no 
pertenecer  al  deudor,  embarga  animales 
de  propiedad  de  un  tercero,  de  lo  que  pudo 
cerciorarse  antes  del  embargo  con  media- 
na diligencia^  debe  responder  por  las  fah 
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tas  del  ganado  que  debe  restituir  al  terce, 
rísta  cayo  dominio  ba  sido  reconocido  en 
el  respectivo  juicio. 


En  un  juicio  ejecutivo  seguido  por  don  Rómu- 
lo  Avaria,  como  gerente  de  la  Sociedad  Rómu- 
lo  Avaria  y  C*,  contra  don  Ulises  Uteau  porel 
valor  de  las  cuentas  del  expediente  respectivo- 
se  trabó  embargo  en  cierto  número  de  anim^^ 
les,  carneros,  ovejas  y  corderos,  existentes  en 
el  fundo  La  Calera  que  había  recibido  en  arren- 
damiento el  ejecutado,  pero  que  á  la  fecha  en 
que  se  practicó  la  indicada  diligencia,  estaba 
bajo  la  tenencia  de  don  Pedro  Uteau,  fiador  y 
codeudor  solidario  del  citado  don  Ulises  en 
este  arrendamiento  y  quien,  en  ese  carácter, 
había  tomado  á  su  cargo  el  contrato. 

El  ya  nombrado  don  Pedro  Uteau  dedujo 
tercería  de  dominio  respecto  de  los  animales 
embargados,  y  habiendo  obtenido  sentencia 
favorable  en  la  que  se  ordenó  alzar  el  embar- 
go, haciéndose  por  el  depositario  la  entrega 
respectiva,  se  notó  la  falta  de  una  parte  con- 
siderable de  los  animales  aludidos,  y  algunos 
en  mal  estado,  falta  y  estado  que  el  deposita- 
rio explica  en  las  cuentas  que  más  tarde  rindió 
en  el  mismo  cuaderno. 

Con  estos  antecedentes  el  tercerista,  don  Pe- 
dro Uteau,  dedujo  contra  el  ejecutante  deman- 
da, exponiendo  que  en  8  de  enero  de  1901  se  le 
embargó  por  don  Rómulo  Avaria,  en  una 
ejecución  que  seguía  contra  don  Ulises  Uteau, 
un  ganado  compuesto  de  trescientas  noventa 
y  tres  ovejas,  trece  carneros  y  trece  corderos 
chicos.  Que,  algún  tiempo  antes  de  proceder  á 
la  ejecución,  el  mismo  Avaria  escribió  al  de- 
mandante pidiéndole  le  pagase  una  cuenta 
que  le  adeudaba  don  Ulises  Uteau,  quien,  se- 
gún decía,  le  había  asegurado  que  el  expresa- 
do demandante  había  tomado  á  su  cargo  la 
obligación  de  pagarla,  en  virtud  de  haberle 
entregado  el  arriendo  del  fundo  La  Calera  que 
aquel  había  contratado.  Que,  habiéndose  ne- 
gado el  exponente  á  la  solución  de  la  cuenta 
referida,  por  no  ser  exacto  que  hubiera  con- 
traído tal  obligación  con  don  Ulises  Uteau, 


inició  Avaria  ejecución  contra  éste  y  en  ella 
embargó  el  ganado  de  que  ya  se  ha  hecho 
mérito  existente  en  el  fundo  La  Calera,  en  el 
cual  nada  tenía  ya  que  hacer  el  ejecutado  y 
á  pesar  de  que  esto  estaba  en  conocimiento  del 
ejecutante.  Que  interpuesta  la  correspondiente 
tercería,  se  dio  lugar  á  ella,  pero  que  al  devol" 
vérsele  el  ganado  de  las  trescientas   noventa 
3'  tres  ovejas  sólo  se  le  entregaron  doscientas 
siete  y  trcintay  nueve  más  en  mu)'' mal  estado, 
faltando,  en  consecuencia,  ciento  ochenta  y 
seis.  Que  de  los  trece  carneros  faltaron  todos, 
porque  no  pueden   considerarse  como  devuel- 
tos, tres  de  ellos  por  el  pésimo  estado  en  que 
se  le  entregaron.  Que,  además,  se  ha  perdido 
el  fruto  que  necesariamente  debió  haber  dado 
ese  ganado,  pues  las  trescientas  noventa  y  tres 
ovejas  debieron  producir  otras  tantas,  en  el 
espacio  de  cerca  de  un  año,  que  duró  el  embar- 
go y  sólo  se  le  han  entregado  ochenta  y  seis, 
faltando  trescientas  siete,  y  que  tampoco  se  le 
han  devuelto  los  cuatrocientos  diez  y  nueve  ve- 
llones de  lana  que  debió  producir  el  mismo  ga- 
nado. Termina  diciendo  que  el  demandado 
debe  pagarle  dentro  del  término  de  tercero 
día,  todos  los  animales  y  especies  que  faltaron 
en  la  entrega,  de  los  embargados,  y  á  que  se 
acaba  de  hacer  referencia. 

Don  Rómulo  Avaria,  al  contestar  la  de- 
manda, expone:  que  el  ganado  que  se  cobra  es- 
tuvo en  poder  de  un  depositario  que  se  nom- 
bró en  el  juicio  ejecutivo  en  que  recayó  el  em- 
bargo y  que  lo  fué  don  Leopoldo  Correa.  Que 
pende  del  conocimiento  del  Juzgado  un  juicio 
sobre  rendición  de  cuentas  del  mencionado  de- 
pósito. Que  por  la  naturaleza  misma  de  los 
hechos,  no  está  obligado  á  responder  al  de- 
mandante de  las  faltas  en  el  ganado  que  pue* 
dan  ser  consecuencia  de  casos  fortuitos.  Que 
para  apreciar  el  valor  de  las  indemnizaciones, 
en  el  caso  que  existan,  debe  rebajarse  el  valor 
de  los  talajes  consumidos  por  el  ganado  mis- 
mo, única  obligación  que  tendría  respecto  del 
demandante;  y  termina  pidiendo  que  se  dese- 
che la  expresada  demanda,  en  la  forma  en  que 
ha  sido  deducida,  y  se  declare  que  no  debe  al 
demandante  otras  indemnizaciones  que  las 
que  resulten  contra  el  depositario  del  embar* 
go,  deduciéndose  el  valor  de  los  talajes  con* 
sumidos  por  los  animales  embargados, 
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El  Juzgado  de  Talca,  con  fecha  14  de  agos- 
to de  1903,  falló: 

Considerando: 

1'  Que  del  expediente  ejecutivo  seguido  por 
don  Kómulo  Avaria  en  contra  de  don  Ulises 
Uteau  por  co*bro  de  pesos,  se  embar2:ó  á  éste 
un  ganado,  y  se  nombró  depositario  á  don 
Leopoldo  Correa; 

2'  Que  en  la  demanda  se  persigue  la  respon- 
sabilidad del  ejecutante,  señor  Avaria,  porque 
el  depositario  del  ganado  no  hizo  entrega  al 
tercerista  de  las  trescientas  noventa  y  tres  ca- 
bezas que  recibió  en  depósito; 

3^  Que  la  ley  no  hace  responsable  al  ejecu- 
tante de  los  actos  del  depositario,  sino  cuan- 
do el  nombrado  no  haya  sido  de  reconocida 
responsabilidad,  única  cualidad  que  exige  la 
ley  para  hacer  el  nombramiento,  y  debe  pre- 
sumirse que  el  señor  Correa  tenía  esa  cuali- 
dad por  no  existir  prueba  en  contrario; 

4*^  Que,  además  de  la  diligencia  de  9  de  ene- 
ro de  1901,  consta  que  el  demandado  no  in- 
tervino directamente  en  el  nombramiento  del 
depositario,  sino  que  éste  lo  hizo  el  ministro 
de  fe  que  ejecutó  el  mandamiento  de  embargo; 

5'  Que  aún  suponiendo  que  el  depositario 
hubiera  sido  nombrado  por  el  ejecutante,  éste 
tampoco  sería  responsable  de  no  haber  resti- 
tuido al  demandante  la  totalidad  del  ganado 
que  se  puso  bajo  su  guarda,  porque  según  lo 
dispuesto  en  el  articulo  2222  del  Código  Ci. 
vil,  el  depositario  responde  hasta  de  la  culpa 
leve  en  el  desempeño  de  su  mandato;  y  ade- 
más porque  la  ley  cuando  hace  responsable  á 
una  persona  por  los  actos  de  otra,  ha  tenido 
la  precaución  de  determinarlos  y  no  existe 
disposición  legal  alguna  al  respecto;  y 

6^  Que  de  lo  expuesto  se  deduce  que  la  ac- 
ción ejercitada  en  la  demanda  en  contra  del 
ejecutante  señor  Avaria,  es  improcedente  é 
inadmisible. 

Visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  2250  y 
2257  del  Código  Civil,  se  declara  que  no  ha 
lugar  ala  demanda  y  se  reservan  á  don  Pedro 
Uteau  las  acciones  correspondientes  para  que 
las  haga  valer  contra  la  persona  que  viere 
convenirle,  sin  costas,  por  no  existir  causa 
que  justifique  su  aplicación,— R,  íiriceáo. 


La  Corte  de  Apelaciones  de  Talca  confirmó 
esta  sentencia,  sin  modificación,  por  la  de  16 
de  abril  de  1904.  Y  en  contra  de  ésta  se  ha  de- 
ducido recurso  de  casación  en  el  fondo  por  el 
demandante,  exponiendo  al  formalizarlo: 

Que  la  acción  que  se  entabló  en  la  demanda 
fué  la  de  daños  y  perjuicios  originados  por  don 
Rómulo  Avaria  por  haber  requerido  el  embar- 
go de  especies  de  don  Pedro  Uteau  de  que  éste 
estaba  en  posesión,  en  la  ejecución  que  inició 
contra  don  Ulises  Uteau,  á  sabiendas  de  qnc 
no  eran  de  propiedad  del  deudor  ni  estaban 
en  su  poder.  Que  la  sentencia  de  tercería  de- 
clara que  el  embargo  fué  indebido  y  que  de- 
bieron restituírsele  las  especies  embargadas, 
sentencia  (|ue  afecta  al  acreedor  embargante 
contra  quien  se  pronunció.  Que  declarada  la 
responsabilidad  de  don  Rómulo  Avaria,  no 
puede  éste  excepcionarsecon  la  del  depositario 
que  procedió  en  representación  y  por  cuenta 
de  aquél,  desde  que  el  ejecutado  no  tuvo  inter- 
vención en  el  embargo.  Que,  aceptando  la  ex- 
cepción de  irresponsabilidad,  Ui  sentencia 
recurrida  ha  dejado  sin  cumplimiento  la  de 
tercería,  ha  aceptado  también  un  modo  de 
extinguir  las  obligaciones  que  no  está  señala- 
do en  el  artículo  1567  del  Código  Civil  con 
infracción  de  él,  y  ha  desconocido  los  efectos 
de  la  cosa  juzgada,  violando  los  artículos 
1553  del  citado  Código  y  198, 237  y  1238  del 
de  Procedimiento  Civil.  Que,  por  otra  parte, 
el  embargo  de  una  cosa  agena  á  sabiendas, 
constituye  dolo  y  todo  acto  doloso,  sujeta  al 
que  lo  comete,  á  la  reparación  del  daño  y  al 
pago  de  los  perjuicios,  conforme  á  lo  dispuesto 
en  los  artículos  1458  y  2329  del  Código  Civil 
que  también  se  han  infringido.  Que  aquí  no 
se  trata  de  la  situación  producida  por  el  em- 
bargo trabado  en  condiciones  regulares,  al 
cual  podrían  ser  aplicables  la  doctrina  y  dis- 
posiciones legales  que  se  citan,  sino  de  resol* 
ver  si  puede  estar  exento  de  responsabilidad 
quien  hace  embargar  bienes  sabiendo  que  no 
son  del  deudor.  Que,  además,  en  el  caso  ac- 
tual, á  petición  del  ejecutante,  se  nombró  un 
depositario  en  cuyo  poder  han  desaparecido 
las  especies  embargadas  sin  que  se  haya  esta- 
blecido que  la  pérdida  fuese  debida  acaso  for- 
tuito, y  que,  aún  en  la  hipótesis  de  que  el  de- 
positario hubiese  alegado  dicho  caso  fortuito, 
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no  podría  excusar  la  responsabilidad  del  eje- 
cutante procedente  del  dolo  cometido. 

Respondiendo  la  parte  recurrida  dice:  que 
la  casación  en  el  fondo  no  es  admisible  sino 
cuando  la  sentencia  recurrida  ha  sido  dic- 
tada con  infracción  de  ley,  siempre  que  esta 
infracción  haya  influido  sustancialmen te  en  lo 
dispositivo  de  la  sentencia  misma.  Que,  en 
consecuencia,  este  recurso  procede  contra  sen- 
tencia en  que  exista  errada  aplicación  de  la 
lej,  considerada  en  si  misma,  ó  sea  en  su  al- 
cance jurídico;  pero  no  por  la  apreciación 
equivocada  de  los  hechos  que  constan  de  au- 
tos. Que.  en  el  caso  actual,  aún  cuando  el  re- 
currente pretende  que  don  Rómulo  A  varia 
procedió  dolosamente  á  trabar  embargo  so- 
bre bienes  que  no  pertenecían  al  ejecutado  y 
que  debió  ser  condenado  á  indemnizar  los 
perjuicios  que  con  ese  embargo  ocasionó,  es 
de  evidencia  que  si  no  se  le  condenó,  fué  por- 
que el  Juez  de  primera  instancia  y  la  Corte  de 
Apelaciones  estimaron  que  el  ejecutante,  en 
aquel  juicio  en  que  incidió  el  embargo,  no 
obró  con  dolo  ó  malicia.  Que,  desde  que  el 
dolo  no  se  presume  sino  en  los  casos  especial- 
mente previstos  por  la  ley,  debiendo  acredi- 
tarse en  los  demás,  la  imputación  que  de  él  se 
hizo  al  aludido  ejecutante  debió  ser  materia 
de  prueba  y  su  apreciación  del  resorte  exclusi- 
vo de  los  tribunales  de  primera  y  segunda  ins- 
tancia. Que  esa  apreciación,  buena  6  mala, 
no  puede  ser  corregida  por  el  recurso  de  casa- 
ción. Que  la  condenación  en  costad  que  se  im- 
puso á  Avaria  en  el  incidente  de  tercería,  no 
importa  en  manera  alguna  el  reconocimiento 
de  un  proceder  doloso  ni  la  imposición  de  in- 
demnizar daños  y  perjuicios,  sino  simplemen- 
te una  medida  impuesta  por  la  ley  para  los 
juicios  sumarios. 

Que,  por  otra  parte,  la  demanda  de  don  Pe- 
dro Uteau  no  exige  perjuicios  ocasionados  por 
el  embargo  mismo,  sino  por  causas  inherentes 
á  la  administración  del  depósito.  Que  las  fal- 
tas en  el  ganado  no  han  podido  reconocer 
como  causas  sino  casos  fortuitos  ó  culpa  del 
depositarío,  y  que,  en  el  primer  caso  no  había 
responsabilidad  por  ello,  y  afectaría  al  depo- 
sitario mismo  en  el  segundo;  y  por  último, 
que,  bajo  el  mecanismo  de  la  ley  de  8  de  febre- 
ro de  1837,  vigente  á  la  fecha  en  que  se  prac< 


tico  el  embargo,  el  ejecutante  no  intervenía 
en  el  nombramiento  de  depositario,  ni  éste, 
en  sus  funciones,  dependía  de  aquél.  Que  el 
nombramiento  era  de  la  incumbencia  del  eje- 
cutor y  la  administración  del  depositario  en- 
teramente extraña  al  ejecutante,  quien  no  te- 
nía intervención  ni  responsabilidad  en  ella,  y 
que,  en  el  caso  actual,  ese  depositario  fué  to- 
davía nombrado  directamente  por  el  Juez 
como  aparece  en  el  cuaderno  ejecutivo. 

I  teniendo  presente: 

1'  Que  según  lo  dispuesto  por  el  art.  2329 
del  Código  Civil,  "por  regla  general,  todo  daño 
que  pueda  imputarse  á  malicia  ó  negligencia 
de  otra  persona  debe  ser  reparado  por  ésta." 

2'  Que  tal  prescripción  legal  concordante 
con  la  del  art.  2314  del  mismo  Código,  sólo 
exige  para  la  determinación  de  la  responsabi- 
lidad proveniente  de  daño  causado  por  dolo  ó 
culpa  no  contractuales,  que  el  damnificado 
acredite  que  lo  ha  sufrido  por  malicia  ó  negli- 
gencia de  aquella  persona  á  quien  lo  imputa; 

39  Que  el  Código  de  Procedimiento  Civil 
no  exceptúa  de  esta  responsabilidad  el  hecho 
del  ejecutante  que  en  la  litis  causa  perjuicios 
por  un  embargo  que  ha  motivado  ó  consenti- 
do maliciosa  ó  negligentemente  sobre  bienes 
de  un  tercero  que  no  se  halla  ligado  por  la 
obligación  ejecutiva; 

49  Que,  por  el  contrario,  del  artículo  488 
del  referido  Código,  se  deduce  que  las  reglas 
relativas  al  dolo  ó  culpa  no  contractuales  in- 
herentes á  los  hechos  ilícitos,  fuentes  de  obli- 
gaciones, no  han  sido  modificadas;  pues  en 
dicho  artículo  se  establece  que  el  ejecutante 
que  se  desiste  de  la  ejecución  debe  pagar  los 
perjuicios  que  hubiere  causado  con  ella,  lo  cual 
revela  que  ésta  misma  ley  mantiene  el  princi- 
pio general  de  la  responsabilidad  en  referencia, 
cuando  se  procede  incorrectamente  aun  res- 
pecto de  los  bienes  del  propio  deudor; 

59  Que,  por  lo  tanto,  al  establecer  jurídica- 
mente la  sentencia  de  primera  instancia,  acep- 
tada en  todas  sus  partes  por  la  recurrida,  que 
"la  ley  no  hace  responsable  al  ejecutante  de 
los  actos  del  depositario,  sino  cuando  el  nom- 
brado no  haya  sido  de  reconocida  responsa- 
bilidad", infringe  el  art.  2329  del  Cód.  Civil, 
en  que  apoya  el  recurso  interpuesto;  y 
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6^  Que  esta  infracción  ha  influido  sustan- 
cialniente  en  lo  dispositivo  de  esa  sentencia 
que  ha  absuelto  de  la  demanda  al  ejecutante, 
especialmente  por  la  consideración  que  acaba 
de  mencionarse. 

Vistos  los  artículos  940  y  958  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  se  invalida  la  senten- 
cia recurrida  de  16  de  abril  de  1904.. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  don  Leo- 
poldo Urrutia.—F.  Aguirre  V. ^Leopoldo  Vrru- 
tía.  —  Galvaríno  Gallardo.  —  Leoncio  Rodrí- 
guez. —  Carlos  Varas.  —  Abel  Saavedra.  — 
E.  Fóster  Recaharren. 

Y  fallando  la  causa: 
Santiago,  24  de  julio  de  1905.— Vistos:  re* 
produciendo  la  parte  expositiva  de  la  senten- 
cia apelada  de  14  de  agosto  de  1903  y  tenien- 
do presente: 

1^  Que,  según  lo  dispuesto  por  el  artículo 
2329  del  Código  Civil,  **porrt'gla  general  todo 
daño  que  pueda  imputarse  á  malicia  ó  negli- 
gencia de  otra  persona  debe  ser  reparado  por 
ésta;'' 

2^  Que  el  demandante  ha  justificado  con  el 
expediente  adjunto  que  el  9  de  enero  de  1901 
la  sociedad  de  Rómulo  A  varia  y  C*  le  hizo 
embargar  por  medio  de  la  fuerza  pública  y 
con  protesta  del  apoderado  de  dicho  deman- 
dante, un  ganado  compuesto  de  los  animales 
que  indica  la  demanda,  en  el  juicio  que  la  so- 
ciedad siguió  contra  don  Ulises  Uteau  para  el 
pago  de  una  cuenta; 

3^  Que  igualmente  hajustificado  que  antes  de 
proceder  A  varia  y  C^  ala  ejecución,  tuvo  cono- 
cimiento de  que  los  animales  embargados  perte- 
necían á  la  dotación  del  fundo  La  Calera;  del 
cual  se  había  hecho  cargo  en  calidad  de  arren- 
datario don  Pedro  Uteau  como  fiador  de  su  hi- 
jo don  Ulises  que  era  el  deudor  de  A  varia  y  C*; 

4*^  Que  este  hecho  fué  puesto  en  conocimien- 
to de  Avaría  y  C*  por  el  mismo  don  Ulises,  se- 
gún aparece  de  la  carta  que  se  registra  á  fs.  6 
del  cuaderno  de  tercería  de  dominio,  carta  que 
ha  sido  reconocida  por  el  ejecutante,  y  la  cual 
manifiesta  que  antes  de  procederse  al  embargo, 
pudo  aquél  con  mediana  diligencia  cerciorar- 
se de  que  era  efectivo  el  traspaso  del  contrato 


de  arrendamiento  de  que  daba  cuenta  ese  do- 
cumento; 

S.^Que,  no  obstante  esta  advertencia,  A  varia 
y  C*  trabó  embargo  en  los  animales  en  refe- 
rencia, los  que  fueron  declarados  de  propiedad 
de  don  Pedro  Uteau  en  la  tercería  de  dominio 
que  éste  dedujo  contra  el  referido  embargo: 

6^  Que,  de  consiguiente,  las  faltas  del  ganado 
que  se  ordena  restituir  al  actual  demandante, 
son  imputables  á  la  negligencia  del  ejecutan- 
te que  consintió  el  embargo  después  de  habér- 
sele dado  á  conocer  con  insistencia  la  verda- 
dera propiedad  de  los  animales  y,  por  lo  tan- 
to, debe  reparar  el  daño  que  se  causó  con  di- 
cho embargo; 

7'  Que,  por  otra  parte,  el  mismo  ejecutante, 
demandado  en  esta  causa  para  la  reparación 
deese  daño,  haexpuesto  enlacontestaciónála 
demanda  que,  por  la  naturaleza  misma  de  los 
hechos,  cree  no  estar  obligado  á  pagar  las 
mermas  ocasionadas  por  caso  fortuito,  ni 
otros  cargos  é  indemnizaciones  que  aquellos 
que  resulten  contra  el  depositario  por  la  ad- 
ministración del  depósito,  previo  los  talajes 
respectivos;  y 

8^  Que  no  comprobado  el  caso  fortuito, 
queda  establecida  la  responsabilidad  del  de- 
mandado que  él  mismo  reconoce  en  los  térmi- 
nos que  se  mencionan. 

Visto  el  citado  artículo  2329  del  Código  Ci- 
vil,  se  revoca  la  sentencia  apelada  de  14  de 
agosto  de  1903,  y  se  declara  que  ha  lugar  á  la 
demanda  sólo  en  cuanto  por  ello  debepagar  al 
demandante  el  valor  de  las  ciento  ochenta  v 
seis  ovejas,  trece  carneros  y  tres  corderos  de 
año,  mencionados  en  dicha  demanda,  con  los 
frutos  líquidos  y  los  perjuicios  respectivos  por 
la  detentación  indebida  de  estos  animales; 
frutos  y  perjuicios  que  se  determinarán  inci- 
dentalmente  con  el  mérito  de  estos  autos,  pre- 
vio informe  de  un  perito  nombrado  en  la  for- 
ma ordinaria,  y  sin  que  su  monto  pueda  exce- 
der del  que  se  indica  en  la  misma  demanda. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Leopoldo 
Urrutia.— 7.  Aguirre  V.— Leopoldo  ürrutia.— 
Galvaríno  Gallardo.  —  Láoncio  Rodríguez,  — 
Carlos  Varas. -^ Abel  Saavedra.  —  E.  FósUr 
Recabarrea, 


^•^ 


Año  ni 


Diciembre  de  1906 
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Cas.  civ.^28  de  julio  de  1905 
Bríceño  con  Muñoz 

OaBaoión;    inadmislbilidad.  —  Multa; 
oonsignaoión  insiiflolente. 

Doctrina:— £s  inadmisible  el  recurso 
de  casación  en  que  no  se  ba  consignado 
la  cantidad  que  ordena  la  ley. 


Vistos:  las  sucesiones  de  don  Juan  j  de  don 
Pedro  Pablo  Muñoz  han  interpuesto  recurso 
de  casación  en  el  fondo  contra  la  sentencia  es* 
pedida  por  la  Corte  de  Apelaciones  de  la  Sere- 
na el  3  de  septiembre  de  1904,  que  confirma  la 
del  Juez  de  Letras  de  dicha  ciudad,  de  3  de  fe- 
brero del  mismo  año,  en  la  cual  se  dio  lugar  á 

SUPKBMA 


la  demanda  interpuesta  por  don  Ramón  Do- 
mingo Espinoza,  como  representante  legal  de 
su  esposa,  doña  Carmen  Bríceño;  j  se  rechazó 
la  reconvención  deducida  por  los  demandados. 

Teniendo  presente  que  la  cuantía  del  juicio 
de  que  se  trata  asciende  á  más  de  $  10.000  j 
sólo  se  ha  consignado  en  la  boleta  la  suma  de 
$  150;  visto  lo  prevenido  en  los  artículos  960, 
971,  974  y  979  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  se  declara  inadmisible,  con  costas,  el  re- 
curso de  casación  interpuesto.  Queda  aplica- 
da al  Pisco  la  cantidad  de  $  150,  consignada. 

Redactada  por  el  señor  Presidente  Aguirre 
Vargas.— K.  Aguirre  V.-^José  Alfottso.-~Lco- 
poldo  Ürrutia,—J.  Gabriel  Palma  Guzmán,^ 

Gabriel  Gaete Leoncio  Rodríguez.— E,  Fó&^ 

ter  Recabatren. 
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Cas,  Civ—29  de  julio  de  1905 
Vial  con  Santa  Ana  y  otro 

Partiolón;  resoluoión;  oondloión 
resolutoria  tácita. 

Doctrina:— Las  particiones  de  bienes 
son  ana  liquidación  á  operación  pericial 
que  sólo  produce  sus  electos  á  virtud  de 
resoluciones  dictadas  por  arbitros  ó  por 
los  mismos  interesados.  Las  particiones 
no  son  contratos^  porque  las  partes  se 
bailan  en  ellos  sometidas  á  trámites  y 
resoluciones  legales  obligatorias  y  no 
pierden  su  carácter  aun  en  el  caso  de  que 
los  interesados  las  sustancien  y  resuel- 
van ellos  mismos. 

La  condición  resolutoria  no  va  envuel- 
ta en  los  actos  legales  de  partición;  y 
atendidos  los  efectos  que  produce^  es  ab- 
solutamente incompatible  con  la  natu- 
raleza de  la  partición  y  los  ñnes  á  que 
ella  está  destinada^  razón  por  la  cual  el 
Código  de  Procedimiento  Civil  no  ha 
establecido  la  acción  resolutoria^  sino 
que  para  asegurar  el  pago  de  los  alcan- 
ces ha  constituido  hipoteca  legal  (JL). 


Doña  Pascuala  Díaz,  por  testamento  otor- 
gado en  Santiago,  en  25]de  enero  de  1884,  ante 
el  notario  don  Nicanor  Yaneti,  hizo  varios  le- 
gados  píos  6  de  beneficencia  é  instituyó  por 
heredero  á  don  Antonio  Jacobo  Vial,  á  quien 
nombró  tambiJn  albacea  tenedor  de  bienes. 

La  señora  Díaz,  según  lo  declaró  en  su  tes- 
tamento, era  viuda  de  don  Antonio  Gómez  y 
casada  en  segundas  nupcias  con  don  Tadeo 
Cano,careda  de  hijos  y  descendientes,  no  tenía 


herederos  forzosos  y  había  aportado  á  su 
gundo  matrimonio  una  casa  en  la  calle  del 
Sauce  de  esta  capital. 

En  escritura  pública  de  fecha  16  de  septiem- 
bre de  1885,  ante  el  mismo  notario  Yaneti, 
don  Antonio  Jacobo  Vial  y  don  Tadeo  Cano, 
declarando  que  eran  los  únicos  herederos  de  la 
señora  Díaz  y  que  ejercitaban  el  derecho  que 
les  daba  el  artículo  1325  del  Código  Civil,  una 
vez  concedida  la  posesión  efectiva  de  la  heren- 
cia, efectuaron  la  partición  de  los  bienes  dqa 
dos  por  la  testadora. 

Én  la  cláusula  1^  de  este  instrumento  se  ad- 
judicaron á  don  Tadeo  Cano  todos  los  bienes 
muebles  y  los  inmuebles  por  la  cantidad  de 
$  9.700. 

En  la  cláusula  2^  se  estableció  que  la  pro- 
piedad inmueble  era  "una  casa  ubicada  en  la 
calle  de  Sama  de  esta  ciudad",  adquirida  por 
doña  Pascuala  Díaz,  el  año  de  1843,  cutos 
deslindes .  se  determinaron,  indicándose  al  pk 
de  la  escritura  que  la  casa  hacía  esquina  en  la 
calle  de  Sama  y  del  Sauce. 

En  las  cláusulas  3^  y  4^  se  facultó  á  Caco 
para  que  efectuara  por  sí  solo  la  inscripcióe 
del  título  en  el  Conservador,  y  se  declaró  que 
la  propiedad  adjudicada  no  reconocía  grava- 
men alguno. 

En  la  5^  don  Tadeo  Cano  se  obligó  á  entre- 
gar á  don  Antonio  Jacobo  Vial  la  cantidad  de 
$  4.450  por  la  parte  que  á  este  último  corres- 
pondía en  la  sucesión  y  para  cubrir  los  gastos 
hechos  por  el  mismo  señor  Vial. 

En  la  6*  y  7*  se  declaró  que  á  don  Tadeo 
Cano  correspondía  el  pago  de  los  legados  tes- 
tamentarios y  deudas  hereditarias  y  que  don 
Tadeo  Cano  y  don  Antonio  Jacobo  Vial  se 
confesaban  recibidos  de  los  bienes  que  á  cada 
uno  correspondían,  sin  derecho  á  reclamo  al. 
guno  y  con  renuncia  de  todo  recurso  legal 
dando  á  la  referida  escritura  fuerza  y  valor  de 
sentencia  pasada  en  autoridad  de  cosa  jtu' 
gada. 

Don  Tadeo  Cano  contrajo  segundas  nnpdas 


(1)  Besnelve  esta  sentencia  la  controvertida  caen- 
tióo  Hobre  la  procedencia  de  la  acción  resolutoria 
en  las  partieionen.  El  fallo  de  la  Corte  Suprema,  á 
que  francamente  adherimos,  ne  ha  pronunciado  por 
la  negativa  después  de  detenida  consideración  de  la 


cuestión  de  derecho  que  le  estaba  sometida;  y  li 
sentencia  lleva  la  firma  de  jaeces  que  antes  opina 
ron  en  sentido  ooptnírío,  lo  que  mauifiesta  que  el  et 
tudio  detenido  y  meditado  de  la  controversia  ha  be 
oho,  luz  completa  eo  una  materia  de  suyo  diñcil, 
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con  dona  Elvira  Santana,  á  quien  pasó  la 
propiedad  á  la  muerte  del  primero. 
La  señora  Santana  para  responder  de  una 

8i  DO  se  tienen  bien  presentes  los  principios  funda 
mentales  de  nuestra  lejislación  positiva. 

Es,  en  efecto,  principio  fundamental  en  nuestro 
derecho,  que  los  herederos  ó  copartícipes,  al  adju. 
dicarse  los  unos  á  loa  otros  efectos  de  la  masa  co- 
mún, 00  realisan  una  enajenación,  sino  una  simple 
atribución  del  dominio  en  los  efectos  adjudicados 
que  se  suponen  adquiridos  por  el  adjudicatario  direc- 
ta y  exclusivamente  del  difunto  ó  antecesor.  Una 
ficción  legal  es  ésta;  pero  ella  tiene  efectos  de  ca- 
pital importancia  para  apreciar,  en  la  sucesión  por 
cansa  de  muerte,  la  trasmisión  del  derecho  y  califi- 
car la  naturaleza  de  la  posesión. 

La  ley  dice  (art.  703  C.  C.)  que  pertenecen  á  la 
clase  de  los  títulos  translaticios  de  dominio  las  sen- 
tencias de  adjudicación  en  los  juicios  divisorios,  y 
los  actos  legales  de  partición,  equiparándolos  á  aqué- 
llos; pero  no  porque  sean  por  su  naturaleza  transla- 
ticios de  dominio,  es  decir,  tqae  por  su  naturaleza 
bíitsu  para  transferirlo,  como  la  venta,  la  permuta, 
la  donación  entre  Vivóse,  pues  la  sucesión  por  cau- 
sa de  muerte  no  iranafiere  sino  que  transmite, 

Según  el  artículo  1344,  «cada  asignatario  se  repu- 
ta haber  sucedido  inmediata  y  exclusivamente  al 
difunto  en  todos  los  efectos  que  le  hubieren  cabido, 
y  no  haber  tenido  jamas  parte  alguna  en  los  otros 
efectos  de  la  sucesión. ^  Por  consiguiente,  si  alguno 
de  loB  coasignatarios  ha  enajenado  una  cosa  que  en 
la  partición  se  adjudica  á  otro  de  ellos,  se  podrá 
proceder  como  en  el  caso  de  la  venta  de  cosa  ajena». 
Y  el  artículo  718  dispone  igualmente  que  ucada 
ttüo  de  los  partícipes  de  una  cosa  que  se  fHMseía  pro- 
indiviso  se  entenderá  haber  poseído  exclusivamente 
la  parte  que  por  la  división  le  cupiere,  durante  todo 
el  tiempo  que  duró  la  indivisión.» 

Por  consiguiente,  el  acto  legal  de  partición  no 
importa  una  transferencia  de  dominio,  sino  la  de- 
terminación del  sucesor  inmediato  del  difunto  en 
los  efectos  que  se  le  han  adjudicado;  la  adjudica- 
ción hereditaria,  según  nuestro  derecho,  no  importa 
enajenación.  Los  que  mueren  no  enajenan  sus  bie- 
nes, los  transmiten.  Los  coasignatarios  del  adjudi' 
catarlo  no  venden  ó  permutan,  asignan  simplemen- 
te los  bienes,  declaran  la  propiedad  de  ellos. 

El  señor  Fabres,  en  una  interesante  nota  (Nota 
59,  pág,  413,  tomo  I  de  sus  Instituciones  de  Dere- 
cho Gml  ChiUnOf  segunda  edición)  refiriéndose  á  los 
artículos  703  y  1344,  dice  á  este  respecto: 

tSegún  esto,  la  partición  uo  es  título  de  adquisi- 
ción, sino  que  es  sólo  declarativa  de  la  propiedad 
(según  la  fórmula  francesa);  esto  es,  los  actos  lega- 
es  de  partición  y  Ia9  sentencias  de  adjudicación  en 


deuda,  dio  en  hipoteca  la  casa  á  don  Carlos 
Lalanne  quien,  en  la  ejecnción  que  sobrevino, 
la  remató  para  sí. 


juicios  divisorios,  no  tienen  otro  objeto  que  deter. 
minar  los  bienes  en  que  cada  adjudicatario  ó  cada 
heredero  ha  sucedido  al  difunto.  Los  actos  legales 
de  partición  y  las  adjudicapionesen  juicios  divisorios 
/no  son,  en  consecuencia,  títulos  en  el  sentido  de 
causas  de  adquisición;  la  causa  de  la  adquisición  es 
la  sttcenón  por  causa  t¿e  muerte^  la  que  es  modo  de 
adquirir  ó  cansa  próxima  en  algunos  casos  y  en 
otros  es  solamente  titulo  ó  causa  remota.^ 

La  aiijudicación  hereditaria,  en  otros  términos, 
no  es  un  título  independiente  de  la  sucesión  por 
causa  de  muerte  y  en  la  cual  se  pueda  prescindir  de 
ésta.  Invocar  la  adjudicación  hereditaria  es  invocar 
la  sucesión  por  causa  de  muerte.  La  posesión  debe 
ser  adquirida  en  virtud  de  un  justo  título  para  que 
sea  resfular.  Ese  título  puede  ser  originario  y  cons- 
titutivo de  dominio,  y  entonces  el  poseedor  será  á 
la  vez  dueíSo;  ó  puede  ser  derivativo  y  translaticio 
de  dominio,  y  entonces,  si  el  tradente  ó  la  persona 
de  quien  deriva  el  título  no  era  dueíío,  el  poseedor 
no  será  dueño  tampoco,  sino  mero  poseedor  que  po. 
drá  llegar  á  ser  dueño  con  la  prescri|ición  adquisiti- 
va. Guando  el  título  se  constituye  por  un  acto  en- 
tre vivos  en  que  el  poseedor  transfiere  su  derecho  á 
otro,  el  titulo  será  translaticio.  Guando  el  traspaso 
de  la  posesión  se  opera  después  de  la  muerte  del 
poseedor,  la  causa  de  la  adquisictón  de  la  posesión 
es  la  sucesión  hereditaria  y  el  acto  lega/  de  partición 
no  desempeña  otro  pa|)el  que  el  de  prueba  de  la 
existencia  de  esa  causa.  ^  . 

Según  lo8  principios  del  derecho  romano,  diferen- 
tes en  esto  de  los  principios  de  nuestro  derecho, 
dicePothier  (TVattérftt  contrcUde  vente,  núm.  631)» 
la  partición  entre  coherederos  ó  entre  cualesquiera 
otros  copropietarios  era  mirada  como  una  especie 
de  contrato  de  cambio,  por  el  cual  yo  era  reputado 
'Cambiar  la  porción  indivisa  que  tenía  en  las  cosas 
que  se  comprendian  en  vuestro  lote,  por  la  que  vos 
teníais  en  las  cosas  que  se  comprendian  en  el  min. 
Por  esto  la  partición  era  llamada  permutatio  en  la 
ley  77,  §  18  de  legal  2.°;  y  se  dice  en  la  ley  I.  Cod, 
comm.  utriusqu.  judie  que  vicem  emptionis  obtinet, 

cponforme  á  este  principio  decide  Ulpiano  en  la 
ley  6,  §  8  ff.  comm,  dividundj  que  mi  acreedor  con- 
serva su  hipoteca  sobre  la  parte  que  yo  tenía  antes 
de  la  partición  en  las  cosas  que  se  han  comprendido 
en  vuestro  lote,  porque  reputándose  que  tenéis  de 
mí  esta  parte  y.  que  la  habéis  adquirido  por  la  par- 
tición, no  podéis  haberla  adquirido  sino  tal  como  yo 
la  tenía  y  con  el  gravamen  de  las  hipotecas  de  mis 
acreedores.» 

«Según  los  principios  de  nuestro  derecho  francés, 
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Mientras  tanto,  la  parroquia  de  Santa  Ana 
á  cuyo  beneficio  la  señora  Díaz  había  hecho 
dos  asignaciones,  demandó  á  don  Antonio  Ja- 


muy  opuestos  á  los  del  derecho  romano,  las  parti- 
ciones no  tienen  ninguna  relación  con  el  contrato 
de  cambio:  no  «ion  actos  por  los  cuales  los  copartí- 
cipes adquieran,  ni  es  reputado  que  adquieren,  algo 
los  unos  de  los  otros.  Una  partición,  según  nuestros 
principios,  no  es  otra  cosa  que  un  acto  que  deter- 
mina la  parte  indeterminada  que  tenía,  antes  de  la 
partición  cada  coheredero  en  la  masa  que  se  ha 
partido,  á  las  cosas  solas  que  se  comprenden  en  su 
lote.» 

Y  en  otro  lugar  (Traite  des  successionsy  Ch.  IV^ 
art.  Y,  §  I)  agrega  Potbier: 

cEl  principal  efecto  de  la  partición  es  determinar 
la  porción  de  cada  uno  de  los  coherederos,  y  restrin- 
girla á  los  solos  efectos  que  se  le  han  adjudicado  en 
su  lote,  de  manera  que  cada  coheredero  se  reputará 
haber  solo  sucedido  inmediatamente  al  difunto,  en 
todos  los  efectos  comprendidos  en  su  lote,  y  no  ha- 
ber sucedido  en  ninguno  de  aquellos  comprendidos 
en  los  lotes  de  sus  coherederos.  La  partición  no  es 
considerada,  pues,  como  un  título  de  adquisición  por 
el  cual  cada  coheredero  adquiere  de  sus  coherede- 
ros las  porciones  indivisas  que  ellos  tenían  anteti  de 
la  partición  en  los  efectos  que  se  le  asignan  en  su 
lote,  sino  que  es  únicamente  un  acto  determinativo 
de  las  oosas  en  las  cuales  cada  uno  de  los  coherede- 
ros ha  sucedido  al  difunto,  no  habiendo  podido  cada 
uno  de  loa  herederos,  que  no  era  heredero  sino  en 
parte,  suceder  en  todos,  sino  solamente  en  aquellos 
que  le  asignaría  un  dia  la  partición  que  la  naturale-. 
sa  indivisa  de  la  üucesion  exigía. 

cCada  heredero  no  adquiere,  pues,  algo  por  la 
partición  con  sus  coherederos;  él  .recibe  todo  del  di- 
funto inmediatamente.» 

Es  fácil  ver  en  estas  palabras  de  Pothier,  el  artí- 
culo 883  del  Código  Napoleón: 

cArt.  883.  Cada  heredero  es  reputado  haber  suce- 
dido solo  é  inmediatamente  en  t(»dos  los  efectos 
comprendidos  en  Sti  lote  ó  que  se  le  han  adjudica- 
do eu  la  licitación,  y  no  baber  tenido  jamás  la  pro- 
piedad de  los  otros- efectos  de  la  sucesión,» 

Y  el  artículo  1344  de  nuestro  Cóáigo,  está  formu- 
lado únicamente  en  términos  más  precisos.  • 

cArt.  1344.  Cada  asignatario  se  reputará  haber 
■uoedido  inmediata  y  exclusivamente  al  difunto  en 
todos  los  efectos  que  le  hubieren  cabido,  y  no  haber 
tenido  jamás  parte  alguní^  en  los  otros  efectos  de  la 
■uoesión.» 

Apartóse,  pues,  nuestro  Código  del  derecho  ro- 
mano en  este  punto  y  adoptó  francamente  el  dere- 
cho francés,  repitiendo  esta  disposición  en  varios 
artículos  con  marcada  persistencia. 


cobo  Vial  para  que  las  cumpliera,  demanda 
que  fué  aceptada  en  sentencia  de  término.  £2 
señor  Vial  hizo  el  pago. 

cPor  consiguiente,  dice  el  articulo  1344,  sacando 
la  deducción  del  principio  sentado,  si  alguno  de  k» 
ooasignat arios  ha  enajenado  una  cosa  que  en  la  psr- 
tición  se  adjudica  á  otro  de  ellos,  ae  podrá  proceder 
como  en  el  caso  de  venta  de  cosa  ajena»,  es  decir, 
podrá  ser^  reivindicada  k  cosa  por  su  dueño.  Y  el 
artículo  2417,  ocupándose  de  la  hipoteca,  dice:  c£i 
comunero  puede,  antes  de  la  división  de  la  cosa  co- 
mún, hipotecar  su  cuota;  pero  verificada  la  divisiún, 
la  hipoteca  afectará  solamente  los  bienes  que  en  ri- 
zón dü  dicha  cuota  se  adjudiquen,  ai  fueren  hipote- 
ca bies»,  dando, así  una  solución  duimetralmente  da- 
tinta  de  la  que  daba  sobie  este  mismo   caso  la  Wj 
romana:  ^si  quis  eommunis  rei  partem  pro  indiim 
dederit  hypotkecoBj  divisione  facta  cum  socio,  fwn  uUti*£ 
eam  partemr  creditori  obligatam  esse  quce  e¿  obtitigtU 
qai  pignori  dedit,  sed  utriusque  pars  pro  indivuio  pr\. 
parte  dimidia  manebit  obligata;  si  alguno  bipotecaae 
la  i>arte  de  la  cosa  común  que  estaba  sin  divimr, 
hecha  la  división  con  el  compañero^  ciertamente  m 
está  obligada  al  acreedor  la  parte  que  correapoDdiv 
al  que  dio  la  prenda,  sino  que  lo  del  uno  y  otro  sl& 
dividir  permanecerá.obligadQ  por  mitad.  (D.  ley  T. 
tít.  6.°,  libro  20,  Quibus  modis  pig.  vel  hipoéh.  solri 
tur.  Traducción  Rodríguez  de  Fonseca.) 

La  antinomia  entre  nuestro  Código  y  el  derecbo 
romano  no  puede  ser^  pues,  mas  manifiesta, y  debe- 
mos buscar  en  el  derecho  francés  la  iuterpretacióji 
justa  que  deba  darse  ai  artículo  1344  para  precÍ2»ar 
el  alcance  del  inciso  4.°  del  artículo  703. 

Ijos  tratadistas  franceses  que  han  comentado  el 
Código  Napoleón  están  codos  de  acuerdo  á  este  res- 
pecto; y  preferimos  citar  á  Laurent  que  ee  manifies- 
ta enemigo  de  esta  ficción  legal,  para  él  inneoe- 
saria. 

«Según  el  derecho  francés,  dice  Laurent,  (tomo  X, 
núm.  394),  la  partición  ^o  es  ja  atributiva  de  pro- 
piedad, es  declarativa^  es  decir,  que  «cada  coherede- 
ro es  reputado  haber  siempre  sucedido  solo  e  iune- 
diatameute  en  todos  los  efectos  comprendidos  en 
su  lote,  ó  que  se  le  han  adjudicado  en  licitación;  7 
no  haber  tenido  jamás  la  propiedad  de  loa  otros  efec- 
tos dej  la  sucesión».  Así  el  heredero  no  adquiere 
nada  de  su  copartícipe,  y  nada  le  transfiere;  la  pro- 
piedad indivisa  es  borrada  por  la  partición,  como 
si  ella  no  hubiese  jamás  existido.  Cada  copartícipe 
tiene  su  derecho  del  difunto  ó  de  la  ley,  que  k 
trasmite  la  propiedad  de  los  bienes  comprendidos  en 
su  lote,  desde  la  apertura  de  la  sucesión.  La  parti- 
ción no  hace  mas  que  declarar  cuáles  son  los  bienei 
que  han  perteneciílo  siempre  al  coparticipe,  T  aieodo 
exclusiva  la  propiedad   de   cada  uno,  ningano  de 
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Con  estos  antecedentes,  don  Antonio  Jacobo 
Vial  interpuso  demanda  ordinaria  contra  do- 
ña Elvira  Santana  v.  de  Cano  y  don  Carlos 
Lalanne  ante  uno  de  los  Juzgados  de  Letras 


de  esta  capital,  para  que  se  declarase:  1'  que 
había  lugar  á  la  resolución  del  contrato  -úe 
adjudicación  constante  de  la  escritura  pública 
de  26  de  septiembre  de  1885;  y  2^   que  había 


ellos  ha  tenido  jamás  la  propiedad  de  los  efectos  de 
la  sncesióo  que  uo  se  comprenden  en  so  lote.)» 

De  lo  que  se  desprende,  por  lo  tauto,  que  la  ad- 
jodicación  por  sí  sola,  no  puede  constituir  la  cnum 
de  la  adqnisici^m  del  dominio;  es  sólo  el  documento 
que  acredita  la  cau^aó  título  de  la  adquiHÍción,  que 
es  la  sucesión  por  causa  de  muerte. 

De  aquí  es  que  en  Francia  la  ley  de  23  de  marzo 
de  1855  que  estableció  el  registro  para  la  transfe- 
rencia del  dominio  respecto  de  terceros,  no  sometió 
á  inscripción  loé  actos  legales  de  partición,  c Se  de- 
be quizás  sentir  esta  consecuencia  extrema  de  un 
sistema  bienhechor  en  su  principio,  di¿e  un  distin- 
guido profesor  de  derecho  civil,  Planiol  (Traite  élé- 
mentfiire  de  droit  civily  i.  III,  nám.  2405);  si  no  hay 
enajenación^  hay  á  lo  menos  atribución^  y  la  dis))ensa 
acordada  á  la  partición' crea  una  laguna  e'hf adosa  en 
el  régimen  de  publicidad  organizado  para  la  propio 
dnd  laízi».  inconveniente  que  nuestro  Código  supo 
salvar  tan  bien  con  la  inscripción  de  la  posesión 
efectiva  de  la  herencia;  coh  las  inscripciones  espe- 
ciales de  cada  inmueble  y  con  la  inscripción  de  los' 
actos  legales  de  partición,  sin  afectar  en  lo  más  mí 
nimo  al  principio  consagrado  en  el  artículo  1344. 

No  es  posible  invocar,  pues,  dentro  de  nue*4tro 
Código  Civil  como  un  título  nuevo  y  distinto  de  la 
sucesión  ))or  causa  de  muerte,  la  adjudicación  he- 
cha en  nna  partición.  El  título  tendrá  que  ser  siem- 
pre aquélla  y  ella  bastará  para  adquirir  el  dominio 
conjuntamente,  con  la  posesión  si  el  difunto  era 
dueüo  de  la  cosa  adjudicada. 

Si,  por  el  contrarío,  el  causante  de  la  sncesión  no 
era  dueño  ó  poseedor  de  la  cosa,  si  era  un  simple 
arrendatario,  un  comodatario  ó  depositario,  la  su- 
cesión por  causa  de  muerte  no  podrá  servir  de  títu- 
lo para  la  adquisición;  y  la  adquisición  hereditaria 
lio  le  dará  mayor  fuerza,  ni  podrá  en  ella  generarse 
UQ  título  que  ni  emanaría  de  los  coasignatarios,  ni 
podría  emanar  del  difunto. 

La  Corte  de  Casación  ha  establecido  francamente 
esta  doctrina- al  decir  cque  las  particiones  no  son 
contratos»;  lo  que  parecía  desprenderse  del  fallo  de 
la  Corte  de  Santiago,  que  había  rechazado  los  efec- 
tos de  la  acción  resolutoria  respecto  del  adquirente, 
inclinándose  más  bien  á  aceptarla  respecto  del  adju- 
dicatarío  eí¡  el  evento  de  haber  existido  mora  en  el 
cumplimiento  de  las  obligaciones  impuestas  á  éste, 
¿  pesar  de  reconocer  que  no  existía  condición  reso  - 
latoría  expresa. 

Ai  las.  particiones  fueran  verdaderos  contratos,  el 
artículo  1.348  del  Código  Civil  no  habría  necesitado 


decir  que  se  anulan  y  se  rescinden  de  la  misma 
manera  y  según  las  mismas  reglas  que  los  centra 
tos.  La  índole  de  las  particiones  está  bien  caracte- 
rizada en  el  fallo  de  casación:  «Las  particiones  son 
una  liquidación  ú  operación  pericial,  qne  mediante 
antecedentes  le  tóales  y  bases  suministradas  por  las 
partes,  sólo  producen  sus  efectos  á  virtud  de  resolu- 
ciones judiciales  dictadas  por  arbitros  ó  por  los 
miamos  interesados.» 

Este  carácter  predominante  de  las  particiones 
'  está  explícitamente  reconocido  por  el  Código,  como 
lo  observa  la  Corte  de  Casación.  Así  el  artículo  703 
habla  de  las  sentencias  de  adjudicación  en  juicios  di- 
visorios y  los  actos  legales  de  partición,  colocándole 
en  la  doble  situación  ó  de  una  partición  hecha  ante 
arbitro  y  en  qne  recae  un^  sentencia,  el  lando  y 
ordenata,  que  confirmará  las  adjudicaciones  hechas 
á  cada  uno  de  los  partícipes  como  base  de  la  liquida- 
ción, ó  de  una  partición  practicada' de  común  acuer- 
do entre  todos  los  participes  que  convienen  en  de- 
terminar lr)S  bienes  que  directa  y  exclusivamente  ha 
heredado  cada  uno  de  ellos  del  difunto. 

El  fallo  de  casación  llams,  por  lo  demás,  la  aten- 
ción á  la  incompatibilidad  manifiesta  que  existe  en- 
tre una  partición,  dados  los  fines  á  qne  está  desti- 
nada, y  la  acción  resolutoria,  por  los  efectos  que  éi«ta 
debe  producir.  La  resolución  retrotrae  las  cosas  al 
estado  anterior  como  si  el  acto  no  se  hnbiera  reali- 
zado; y,  por  lo  tanto,  si  se  resolviera  una.  partición 
por  falta  de  cumplimiento  de  uno  de  los  copartíci- 
pes, los  efe(9tos  de  tal  resolución  no  afectarían  úni- 
camente á  éste;  los  bienes,  todos  ellos,  tendrían  que 
volver  á  la  masa  común  para  verificar  una  nueva 
distribución  que,  á  su  vez,  estaría  expuesta  á  no 
ser  definitiva.  Esto  explica  qne  el  Código  haya  guar- 
dado silencio  sobre  la  acción  resolntoría;  y  se  haya 
limitado  á  reglamentar  el  ejercicio  de  las  acciones  de 
nulidad  y  rescisión  que  por  provenir  de  vicios,  de 
infracciones  legales,  no  pueden  constituir  un  acto 
legal  de  partición . 

Este  aspecto  de  la  cuestión,  aspecto  práctico  ó  de 
consecuencia  de  la  doctrína  contraría,  que  no  es,  á 
nuestro  juicio,  el  fundamental,  ha  contribuido,  sin 
duda,  á  uniformar'  las  opiniones  de  los  miembros 
del  Tribunal. 

Reproducimos  con  gusto  á  continuación  la  sen- 
tencia de  la  Corte  de  Santiago  de  20  de  junio  de 
1884  y  el  voto  disidente  del  señor  Alfonso.  £1  cam- 
bio de  opinión  de  este  magistrado  en  una  cuestión 
de  eStrícto  derecho  como  ésta,  en  qne  él  había  sos- 
tenido con  tanto  vigor  la  doctrina  contraría,  es  un 
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lugar  también  á  la  restitución  de  la  propiedad 
mencionada  en  dicho  contrato  con  sus  frutos 
naturales  y  civiles  y  sin  gravámenes. 

ejemplo  digno  de  ser  imitado.  El  estadio  del  dere- 
cho 86  hace  mediante  eatos  sacrificio^  de  opiniones. 

Luis  Claro  Solar. 

Hé  aquí  las  sentencias  á  que  nos  hemos  referido: 

Sentencia  núm.  1327,  pág.  R36  de  la  Gacela  de  his 
Tribunales  de  1884.--/)o;i  Arturo  Larraín  con  Matte 
y  C*  y  otrOy  sobre  rescisión  de  contrato. 

Considerando  que  la  adquisición  hecha  por  don 
José  Vicente  Larraín  Espinosa  en  la  partición  de 
los  bienes  de  su  esposa  doña  María  Ro»a  Portales 
de  la  hijuela  número  1,  fué  k  lítulo  de  adjudicación 
y  no  de  compra,  porque  así  lo  dice  el  acuerdo  de  los 
coherdero9,  corriente  des  ie  f .  1;  porque  así  lo  di- 
ce el  laudo  corriente  á  fs.  4;  y  poique  don  Vicente 
Larraín  era  uno  de  los  comuneros,  y  la  asignación 
de  la  cosa  común  hecha  k  un  comunero  se  llama  ad- 
judicación y  no  compraventa; 

Considerando  que  no  puede  haber  venta  donde 
ninguno  de  loe  partícipes  adquiere  nada  de  los  de- 
más, pues  el  lote  que  por  la  partición  se  le  asigna  le 
pertenecía  ya  á  virtud  de  un  título  preexistente; 

Considerando  que  la  disposición  del  artículo  1480 
del  Código  Civil  que  dice:  en  los  contratos  bilatera- 
les va  envuelta  la  condición  resolutoria  de  no  cum- 
plirse por  uno  de  los  contratantes  lo  pactado,  no  es 
aplicable  á  las  obligaciones  que  nacen  de  un  juicio 
divisorio,  ó  sea  de  un  lando  pasado  en  autoridad  de 
cosa  juagada,  porque  no  hay  contra  las  sentencias 
recui-80 resolutorio,  sino  de  nulidad  y  de  apelación; 

Considerando  que  el  juicio  divisorio  y  la  adjudi- 
cación constituyen  una  serie  de  acuerdos  que  no 
pueden  destruirse  por  partes  ni  pueden  modificarse 
sin  el  concurso  y  audiencia  de  todos  los  interesa* 
dos,  y  en  el  presente  cano  sólo  se  presentan  dos  pi- 
diendo la  resolución; 

Considerando  que  aunque  se  considere  de  nu- 
lidad ó  de  rescisión  la  acción  entablada,  también  ha 
prescrito  por  el  lapso  de  cuatro  anos;  á  lo  que  se 
agrega  que  esa  acción  es  iuadmisible  porque  don  Al- 
varo Larraín  ha  enajenado  varias  partes  de  su  cuo- 
ta (art.  1351)  como  se  vé  en  el  certificado  de  f.  242. 

Por  estos  fundamentos  legales,  se  declara  sin  lu* 
gar  la  demanda  de  fs.  2.-^ffenriquez. 

Santiago,  junio  20  de  1884.— Vistos  y  conside- 
rando: l.^Que  eiitra  losdiversoH  lotes  ó  hijuelas  en 
que  para  llevar  á  efecto- la  partición  se  dividieron 
loe  bienes  de  la  sociedad  conyugal  habida  entre  do- 
fia  María  Bosa  Portales  y  el  marido  de  énta,  d<»n  Jo- 
sé Vicente  Larraín,  se  formó  una  que  se  denominó 


Para  fundar  esta  petición,  el  demandante 
alegó  que  por  la  cláusula  6*  de  la  escritura  de 
partición,  se  impuso  á  Cano,  como  precio  de 


hijuela  de  censos  y  deudas  por  valor  de  $  92..'il9,47, 
compuesta  entre  otras  cosas  de  la  hijuela  número  1 
de  la  quinta  de  Santiago  avaluada  en  $  87.893,73; 

2.^  Que  la  dicha  hijuela  de  censos  y  deodas  fuf 
adjudicada  por  el  partidor,  conforme  k  lo  acordado 
por  los  copartícipes  al  padre  común,  el  mencionado 
don  José  Vicente  Larraín,  quien  según  se  expresa 
en  la  resolución  copiada  á  fs.  4creMponderá  por  todo, 
quedando  los  demás  partícipes  libres  de  toda  respon- 
sabilidad y  saneadas  sus  respectivas  hijuelas,  de- 
biendo proceder  en  un  breve  término  á  practicar  la 
liberación]»*, 

3.**  Que  don  José  Vicente  Larraín  adquirió  s<>lo 
por  acto  de  partición  la  propiedad  de  los  inmueble» 
y  demás  objetos  que  componían  la  hijuela  de  ceosw 
y  deudas,  puesto  que  la  adquisición  se  efecinó  en 
virtud  de  la  división  y  distribución  que  de  los  bie- 
nes comunes  practicó  el  partidor  en  oonformidadi 
los  acuerdos  celebrados  por  los  comuneros- 

4.^  Que  no  obstante  á  la  consideración  anterior, 
la  circunstancia  de  que  el  adjudicatario  don  Jom 
Vicente  baya  contraído  para  con  sus  copartícipes  la 
obligación  personal  de  pagar  los  ceusoa  y  deudas  i 
que  estabn  afectada  la  masa  partí  ble,  porque  las  dea- 
das  hereditarias  ó  testamentarías  deque  cada  partíci- 
pe es  responsable,  ó  los  acuerdos  que  sobre  la  distri- 
bución de  dichas  deudas  celebran  entre  ai  los  copar- 
tícipes y  en  virtud  de  los  cuales  se  obligan  pernonal 
mente  á  no  alterar  la  naturaleza  del  acto  en  virtud 
del  cual  han  adquirido  la  propiedad  exclusiva  de  las 
especies  comunes  que  respectivamente  se  lea  adju- 
dican; 

5.*  Que  establecido  el  antecedente  que  don  José 
Vicente  Larraín  ha  adquirido  la  propiedad  de  b 
hijuela  de  censos  y  deudas  por  un  acto  de  partición, 
la  cuestión  actual  queda  reducida  á  determinar  si 
es  ó  nó  procedente  la  resolución  de  la  adjudicación 
de  la  hijuela  número  1,  de  la  quinta  de  Santiago,  qoe 
es  la  única  de  las  especies  comprendidas  en  la  bijue 
la  de  cenaos  y  deudas  á  que  se  refiere  la  demanda: 

6.^  Que  la  ley  no  subordina  las  particiones  ó  las 
adjudicaciones  en  partición  á  ningnna  condición  re- 
solutoria especial;  y  al  establecer  las  acciones  ó  re- 
cursos legales  que  pueden  deducirse  contra  dichas 
particiones  ó  ooadjudicaciones,  no  menciona  entre 
ellas  la  acción  resolutoria»; 

7.^  Que  no  son  aplicables  á  las  particiones  la  dis- 
posición del  artículo  1489,  según  el  cual  cen  loe  con- 
tratas bilatemles  va  envuelta  la  condición  resoluto- 
ria de  no  cumplirse  por  uno  de  los  contratantes  lo 
pactado,  ni  la  del  artículo  1873,  según  el  cual  puede 
resolverse  la  venta  cuando  el  comprador  estuviere 
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la  adjudicación,  entre  otras  obligaciones,  el 
pa^o  de  los  legados  y  de  las  deudas  heredita- 
rias, y  en  consecuencia  á  él  le  correspondió 


constituido  en  mora  de  pagar  el  precio,  porque  el 
artículo  1B44  dispone  que  «cada  asignatario  se  re- 
putará haber  sucedido  inmediata  y  exclusivamente 
al  difunto  en  todos  los  efectos  que  le  hubiesen  ca- 
bido y  no  haber  tenido  jamás  parte  alguna  en  los 
otroB  efectos  de  la  sucesión»; 

8.**  Que  del  principio  consignado  en  el  artículo 
1344,  aplicable  también  á  la  división  de  los  bieoes 
de  la  sociedad  conyugal,  conforme  á  lo  dispuesto 
por  el  articulo  1676,  se  infiere  manifiestamente  que 
produciendo  la  pattición  el  efecto  de  convertir  el 
derecho  qne  cada  asignatario  ó  comunero  tiene  pro 
indiviso  á  toda  la  masa  común,  eu  propiedad  exclusi- 
va de  la  parte  que  se  le  adjudica,  dicha  propiedad 
exclusiva  se  retrotrae  á  la  fecha  en  que  se  empezó 
la  divisíiÓn  y  no  ha  sido  trasmitida  directa  y  exclu- 
sivamente por  el  antecesor,  sin  que  en  esta  trasmi- 
sión hayan  tenido  parte  alguna  los  coasignatarios  ó 
copartícipes; 

9.*^  Que,  en  consecuencia  de  lo  expuesto,  debien- 
do don  José  Vicente  Larraín  reputarse  dueño  de  la 
hijuela  número  1  de  la  quinta  de  Santiago  desde  que 
empezó  para  él  la  indivisión,  y  qne  la  ha  adquirido 
directa  y  exclusivamente  de  su  antecesor  en  el  do- 
minio, no  pueden  proceder  las  acciones  resolutorias 
establecidas  por  los  citados  artículos  1489  y  .1873» 
porque  el  adjudicatario  don  José  Vicente,  no  ha 
adquirido  la  propiedad  de  la  hijuela  antes  mencio- 
nada en  virtud  de  un  contrato  bilateral  celebrado 
con  sus  copartícipes  en  el  cual  proceda  la  acción  re- 
solutoria, ni  en  virtud  de  un  contrato  de  venta  ce- 
lebrado con  los  miamos; 

10.  Que  si  bien  el  artículo  1353  dispone  que  «el 
partícipe  que  no  quisiere  ó  no  pudieie  intentar  la 
acción  de  nulidad  ó  rescisión,  conservará  los  otros 
recursos  legales  que  para  ser  indemnizado  le  corres- 
pondan]», no  puede  entenderse  comprendida  en  esta 
disposición  ninguna  condición  resolutoria,  porque 
el  efecto  de  ésta,  una  vez  cumplida,  no  es  el  pago 
de  indemnizaciones,  sino  la  restitución  de  lo  que 
hubiere  recibido  bajo  tal  condición,  como  lo  dispone 
el  artículo  1487; 

11.  Que,  siendo  la  nulidad  ó  rescisión  los  únicos 
medios  «stablecidos  por  la  ley  para  dejar  sin  efecto 
las  particiones,  al  referirse  en  el  artículo  1353  antes 
citado  á  otros  recursos  legales,  deben  entenderse 
aquéllos  que,  dejando  subsistente  la  partición,  sir- 
van al  partícipe  perjudicado  para  demandar  la  in- 
demnización que  le  corresponda,  lo  que  no  sucede- 
ría con  la  acción  resolutoria,  mediante  la  cual,  con- 
tra el  propósito  manifiesto  de  la  ley,  se  resolvería  la 
parúción;  y 


cumplir  las  cláusulas  4?*,  5*  y  6*  del  testamen- 
to de  doña  Pascuala  Díaz;  lo  que  no  había  he- 
cho Cano  sino  el  demandante,  quien  con  arre- 

1 '^  Que,  siendo  en  consecuencia  de  lo  espueato 
anteriormente,  improcedente  la  acción  rebolnturia 
formulada  eu  la  demanda,  no  tiene  objeto  la  reso- 
lución de  este  Tribunal  hobre  la  excepción  de  pres- 
cripción de  dicha  acción  deducida  por  el  deman- 
dado. 

Cou  arreglo  á  las  precedentes  consideraciones  y 
disposiciones  citadas,  se  confirma,  con  costas  del  re- 
curso, la  sentencia  apelada  de  21  de  junio  de  1883, 
corriente  á  fs.  248,  en  cuanto  declara  sin  lugar  la 
demanda. — Acordada  con  el  voto  de  los  señores:  Pre- 
sidente Barceló,  y  Ministros  Vergara  Donoso  y  San- 
hueza,  dit'intiendo  el  señor  Ministro  Alfonso,  que 
opinó  por  la  revocación  de  la  sentencia  y  se  diera 
lugar  á  la  demanda  por  los  fundamentos  que  con- 
signa en  el  libro  de  acuerdos. — Barceló. — Alfonso, 
— Vergara  Donoso. — Sanhueza, 

VOTO  B8PBCIAL 

En  el  juicio  promovido  por  dou  Alvaro  Lairaín, 
por  sí  y  eu  represeutacióu  del  insano  don  José  Die- 
go Larraín  contra  el  Banco  D.  Matte  y  C*  y  el  sín- 
dico del  concurso  formado  á  los  bienes  de  don  José 
Vicente  í^rraín,  sobre  resolución  de  una  adjudica- 
ción hecha  á  favor  de  ente  último  al  partirse  los  bie« 
nes  de  la  testaipentaría  de  doña  María  Rosa  Porta- 
les, mujer  de  don  José  Vicente  y  madre  de  los  de- 
mandantes, el  Ministro  que  suscribe  ha  sido  de 
dictamen  que  debe  revocarse  la  sentencia  de  pri- 
mera iostauca  y  acceder  á  la  acción  resolutoria. 

Según  el  precepto  del  artículo  1348  del  Código 
Civil,  las  particiones  se  anulan  y  se  rescinden  de  la 
misma  manera  y  según  las  mismas  reglas  que  los 
contratos.  Por  consiguiente,  cualesquiera  que  sean 
los  puntos  de  semejanza  ó  de  diferencia  que  haya 
entre  los  contratos  y  los  actos  de  partición,  es  un 
hecho  incontiovertil>le  y  fuera  de  discusión,  en  pre- 
sencia de  ese  texto  explícito  y  terminante,  que  la 
ley  ha  querido  equiparar  los  unos  á  los  otros  para 
los  efectos  de  la  nulidad  y  la  rescisión. 

Aparte  de  estos  dos  arbitrios,  la  ley  autoriza  al 
partícipe  que  no  pudiere  ó  no  quisiere  hacer  uso  de 
ellos  para  emplear  los  otros  recuisos  legales  que  pa- 
ra ser  indemuizado  le  correspondan  (art.  1353.) 

¿Entre  est^>8  recursos  fi^nira  la  acción  resolutoria? 
Para  el  que  suscribe,  evidentemente,  sí. 

En  primer  lugar,  la  ley  se  ha  referido  en  esta  dis- 
posición á  los  otros  recursos  legales  en  general  sin 
limitación  ni  reserva  alguna.  No  habría  como,  sin 
separarse  de  su  precepto,  introducir  en  él  excepcio- 
nes que  hicieran  aceptables  unos  recursos  é  inacep- 
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glo  á  los  artículos  1489, 1490  y  1491  del 
Código  Civil  tenía  derecho  de  solicitar  contra 
el  adjudicatario  ó  su  heredero  la  resolución 
del  contrato  de  adjudicación  ya  citado,  con 


indemnización  de  perjuicios,  y  contra  el  actual 
dueño  la  consiguiente  restitución  de  la  propie- 
dad adjudicada  con  sus  frutos,  á  contar  de  la 
contestación  de  la  demanda  y  sin  grávame* 


tablea  otros,  porque  cuando  el  sentido  de  la  ley  ea 
claro,  no  se  desatenderá  su  tenor  literal,  á  pretexto 
de  consultar  su  espíritu. 

En  segando  lugar,  el  mismo  espíritu  de  la  ley 
aconseja  en  este  caso  encontrar  procedente  la  acción 
resolutoria,  porque,  como  se  ha  visto,  los  autos  de 
partición  han  sido  equiparadoH  á  los  contratos,  y  en 
éstos,  siendo  bilaterales,  va  por  regla  geneial  en- 
vuelta la  condición  de  no  cumplirse  por  uno  de  los 
contratantes  lo  pactado. 

En  el  caso  de  partición  que  ha  dado  mérito  al  jui- 
cio, las  partes  qne  la  ejecutaron  se  han  obligado  re- 
cíprocamente, puesto  que  los  herederos  de  la  señora 
Portales  convinieron  en  que  se  entregase  al  padre 
común  una  hijuela  de  cierto  valor,  con  la  condición 
de  que  éste  respondiera  de  ciertos  gravámenes,  y  la 
acción  resolutoria  ha  sido  deducida  precinamente 
porque  esta  condición  no  fué  cumplida. 

En  tercer  lugar,  no  puede  aceptante  que  el  artí- 
culo 1353  del  Código,  al  referirse  á  los  otros  recur- 
sos legales,  no  haya  comprendido  la  resolución  del 
acto  y  contrato,  á  consecuencia  de  haber  hablado 
de  los  recursos  que  para  ser  indemnizados  corres- 
pondan al  copartícipe  qne  no  pudo  ó  no  quiso  em- 
plear la  nulidad  ó  la  rescisión. 

La  acción  resolutoria  se  propone  precisamente 
alcanzar  esa  indemnización,  de  tal  suerte  que,  de- 
clarada, lleva  por  necesidad  consigo  la  reparación 
de  todo  perjuicio. 

Deshaciendo  lo  hecho,  esta  acción  tiende  á  dejar 
indemne  á  la  parte  cuyo  derecho  ha  sido  herido  por 
la  infracción  ó  falta  de  cumplimiento  de  lo  esti- 
pulado. 

Por  manera  que  el  precepto  legal  antes  citado 
comprende  á  la  rei^olución  más  especial  y  determi. 
nadameute  que  á  cualquier  otro  recurso,  desde  que 
esa  acción  tiene  por  único  fin  y  objeto  salvar  de  todo 
perjuicio  á  la  parte  que  ha  sido  fiel  á  sus  compro- 
misos. 

No  obstante  por  otra  parte  á  la  procedencia  de 
efta  acción  que,  según  el  artículo  1344,  cada  asigna- 
tario se  repute  haber  sucedido  inmediata  y  exclusi- 
vamente al  difunto  en  todos  los  efectos  que  le  hu- 
hjeren  cabido,  y  no  haber  tenido  jamás  p^rte  alguna 
en  los  otros  efectos  de  la  sucesión. 

Encendida  literalmente  esta  regla  no  sólo  echaría 
por  tierra  el  precepto  del  artículo  1.^53,  sino  que 
haría  desaparecer  varias  otras  disposiciones  del  Có- 
digo. 

Es  sabido  qne  el  adjudicatario  que  es  perturbado 
en  el  goce  del  objeto  qne  le  cupo  en  la  partición^ 


tiene  derecho  para  qne  sus  coasignataríos  le  saneen 
la  evicción,  y  que  el  que  ha  sido  perjudicado  en  mis 
de  la  mitad  de  su  cuota  puede  hacer  viler  la  reset- 
sión  por  causa  de  lesión. 

¿A  qué  queda  entonces  reducido  aquello  de  haber 
sucedido  inmediata  y  exclusivamente  al  difunto  y 
no  haber  tenido  jamás  parte  alguna  eo  los  oípm 
üfectoB  de  la  sucesión? 

Lo  cierto  es  que  cada  adjudicatario,  á  pesar  de 
esto,  puede  reclamar  que  los  otros  le  saneen  la 
evicción  respecto  de  la  especie  que  se  le  ha  adjudi- 
cado y  que  le  enteren  el  valor  de  su  cuota  coaodo 
hs  sido  perjudicado  en  la  midad  de  su  valor,  lo  que 
sería  tan  incomprensible  como  inaceptable  ai  fuera 
efectivo  que  sus  copartícipes  no  hubieran  tenido 
jamás  interés  ni  parte  alguna  en  los  efectos  qne  han 
dado  mérito  al  saneamiento  por  evicción  y  á  la  res- 
cisión por  lesión  enorme. 

Del  mismo  modo,  la  regla  del  artículo  1344  no 
puede  anular  la  del  1353,  que  siendo  posterior,  de- 
bería en  todo  caso  prevalecer  aún  en  la  hipótesis  de 
qne  hubiera  entre  ellos  incompatibiUdad,  que  no 
existe. 

Al  establecer  cierto  sistema  en  materia  de  parti 
citmes,  el  legislador  ha  determinado  en  seguida  cla- 
ramente el  sentido  en  que  debe  ser  entendido  y 
aplicado  ó  más  bien  el  alcance  que  debe  atríbuine  á 
la  ficción  que  ha  inventado. 

Lo  cierto  es  también  que,  teniendo  sólo  interés 
en  la  cosa  adjudicada,  cada  adjudicatario  puede  ata- 
car por  nulidad  ó  rescisión  cada  una  de  las  otras 
adjudicaciones. 

Se  ve  manifiestamente  que,  junto  con  establecer 
el  principio  del  artículo  1344,  el  Código  ha  querido 
resguardar  en  las  particiones  todo  interés  legftimoi 
y  sin  duda  es  de  esta  clase  en  que  origina  la  acción 
resolutoria,  que  constituye  una  salvaguardia  en  los 
pactos  válidamente  celebrados.  Esta  acción  existe 
en  los  contratos  bilaterales,  y  ya  que  se  ha  manifes- 
tado de  qué  clase  es  la  estipulación  de  que  se  ha  de- 
rivado este  juicio;  existe  en  la  compraventa,  y  ha 
podido  verse  por  el  saneamiento  por  evicción  y  por 
la  rescisión  por  lesión  enorme  cómo  se  equipara 
para  estos  efectos  á  la  compraventa  en  dicha  estipu- 
lación. 

Habiendo  e( timado  la  mayoría  del  Tribunal  que 
desestimando  la  acción  resolutoria,  no  tenía  fiara 
qué  pronunciarse  sóbrela  prescripción  deducida  por 
los  demandados,  el  que  suscribe  se  ve  en  el  cato  de 
prescindir  también  de  este  punto. 

Santiago,  junio  20  de  1884.— il//o»so, 
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nes,  como  lo  estaba  al  tiempo  de  la  adjudica- 
ción. 

Don  Carlos  Lalanne  contestando  por  su 
parte,  pidió  se  le  absolviera,  con  costas,  alegan- 
do que  no  se  trataba  de  un  contrato  de  venta, 
sino  de  una  adjudicación,  en  la  que  no  se 
transfiere  el  dominio  de  una  persona  á  otra, 
medíante  cierto  precio  sino  que  se  declara  que 
la  persona  á  quién  se  adjudica  continúa  en  el 
dominio  que  tenía  la  persona  cuyos  bienes  se 
trata  de  partir,  conforme  á  lo  prevenido  en  el 
articulo  1344  del  Código  Civil. 

En  la  adjudicación  observó,  se  pueden  impo~ 
ner  condiciones,  pero  deben  revestir,  ó  la  fox" 
ma  de  gravámenes  reales  con  que  deba  tras- 
mitirse la  propiedad  ó  la  forma  de  obligacio- 
nes personales  con  que  se  grava  al  adjudicata- 
rio y  que  de  ningún  modo  puede  afectar  á  las 
personas  á  quienes  la  propiedad  pase  en  ade- 
lante. Así,  cuando  á  un  comunero  se  adjudican 
valores  en  exceso  de  su  cuota,  puede  imponérse- 
le la  simple  obligación  personal  de  satisfacer  el 
alcance  á  otro  comunero,  lo  que  permite  trans- 
ferir la  propiedad  sin  gravámenes  de  ninguna 
especie,  6  bien  cuando  se  quiere  constituir  en- 
ella  un  derecho  real  para  responder  á  los  sal 
dos,  se  establece  expresamente  dicho  gravar 
men  sobre  la  propiedad  adjudicada. 

Las  obligacionea  consignadas  en  la  cláusu- 
la 6*  de  la  escritura  de  partición  fueron  obli- 
gaciones personales  que  afectan  á  don  Tadeo 
Cano  y  doña  Elvira  San  tana  que  hoy  repre- 
senta sus  derechos. 

En  rebeldía  de  esta  señora,  se  dio  por  con- 
testada por  ella  la  demanda;  y  seguida  la 
causa  por  sus  trámites  legales,  se  dictó  la  sen- 
tencia de  primera  instancia  de  14  de  diciem" 
bre  de  1903,  cuyos  considerandos  y  parte  dis" 
positiva  dicen  así: 

Considerando: 

1'  Que  de  la  escritura  consta  que  se  adjudi- 
có á  don  Tadeo  Cano,  esposo  de  la  señora 
Santana,  la  casa  de  la  calle  de  Sama  con  la 
carga  de  pagar  los  legados  testamentarios  y 
deudas  hereditarias  de  doña  Pascuala  Díaz, 
cuyo  cumplimiento  por  el  señor  Cano  ó  su  es- 
posa no  se  ha  justificado; 

2^  Que,  al  contrario,  aparece  de  autos  que 

SUPREMA 


SU  coheredero,  el  demandante,  cumplió  aque- 
llas obligaciones  pagando  á  la  parroquia  de 
Santa  Ana  y  demás  diposiciones  de  la  testa- 
dora según  consta  del  certificado  y  escritura 
de  autos; 

3*^  Que  la  adjudicación  voluntaria  y  condi- 
cional de  que  da  cuenta  la  escritura,  importa 
un  contrato  bilateral  que  lleva  envuelta  la 
condición  resolutoria  de  no  cumplir  lo  pacta- 
do, sin  necesidad  de  estipulación  expresa,  ya 
que  es  de  la  naturaleza  de  esta  clasQ  de  con- 
tratos y  se  entienden  incorporadas  las  dispo- 
siciones legales  vigentes  á  la  fecha  de  la  cele- 
bración, constando,  además  del  título  mismo 
las  obligaciones  bajo  las  cuales  se  adjudicó  la 
propiedad  al  adjudicatario; 

4^  Que  tal  adjudicación  es  una  verdadera 
venta  por  la  cual  un  heredero  se  desprende  del 
dominio  de  la  cosa  en  favor  del  otro  con  la 
obligación  de  parte  de  éste  de  entregar  el  pre- 
cio, ya  sea  en  dinero,  pago  de  legados  ó  deu- 
das hereditarias,  y  en  este  último  caso  se  re- 
puta haber  sucedido  en  el  dominio  exclusivo 
mediante  el  cumplimiento  de  tal  pago  de  deu* 
das  y  legados,  pudiendo,  en  caso  de  mora, 
exigirle  el  precio  ó  la  resolución  con  resarci- 
miento de  perjuicios,  sin  que  éste  se  altere  por 
el  hecho  de  haber  enajenado  la  cosa  adjudica- 
da, porque  en  tal  evento  puede  procederse  co- 
mo en  el  caso  de  la  venta  de  cosa  ajena; 

5^  Que  el  demandante  está  dispuesto  á  de- 
volver á  la  masa  aquello  que  recibió  en  la 
partición  y  el  demandado  á  su  vez  debe  hacer 
igual  devolución  de  lo  adjudicado  con  los  fru- 
tos consiguientes  y  en  el  estado  en  que  se  en- 
contraba á  la  fecha  de  la  adjudicación,  ya 
que  por  la  resolución  que  procede  en  este  caso 
se  retrotraen  las  cosas  al  estado  existente  á 
la  época  de  la  adjudicación; 

6*^  Que  la  falta  de  cumplimiento  por  parte  del 
adjudicatario  de  la  cosa  en  el  pago  de  los  le- 
gados y  deudas  hereditarias  de  doña  Pascuala 
Díaz,  afecta  al  actual  poseedor  de  la  casa  de 
la  calle  de  Sama  por  habérsele  transferido 
con  todas  las  calidades  y  vicios  con  que  la 
poseian  sus  antecesores  don  Tadeo  Cano  y 
doña  Elvira  Santana; 

7^  Que  ni  ésta  ni  el  señor  Lalanne  han  ne- 
gado los  hechos  que  constan  de  los  instru- 
mentos presentados  por  el  demandante  en  las 
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relaciones  jurídicas  que  existen  entre  las  par- 
tes. 

Por  estos  fundamentos  y  lo  que  disponen 
los  artículos  907  inciso  3^,  1344, 14«9, 1491, 
1545,  1546,  1552,  1559,  1698,  1873  y  1875 
del  Código  Civil,  167  y  331  del  de  Procedi- 
miento Civil,  se  declara  que  ha  lugar  á  la  de- 
manda, sin  costas,  con  intereses  legales  y  fru- 
tos desde  la  contestación,  previa  la  devolución 
manifestada  por  el  demandante.  Resérvase  á 
don  Carlos  Lalanne  su  derecho  para  hacerlo 
valer  contra  quien  corresponda.— -/osé  Tori6/o 
Marín. 

Apelada  esta  sentencia  por  don  Carlos  La- 
lanne, se  dictó  la  de  segunda  instancia,  fecha 
5  de  septiembre  de  1904,  expedida  por  una  de 
las  Salas  de  la  Corte  de  Apelaciones  de  San* 
tiago  en  los  siguientes  términos: 

Aceptando  la  relación  de  los  hechos  conte- 
nida en  la  sentencia  apelada,  y  teniendo  pre' 
senté: 

1^  Que  en  la  demanda  entablada  por  don 
Antonio  J.  Vial  se  pide  se  declare  resuelta  la 
adjudicación  que  de  una  casa  de  la  calle  de 
Sama  de  esta  ciudad  se  hizo  á  don  Tadeo  Ca* 
no  en  virtud  del  contrato  celebrado  el  16  de 
septiembre  de  1885  entre  el  demandante  y  el 
expresado  Cano,  declarándose  al  mismo  tiem- 
po  que  el  actual  poseedor  de  ese  inmueble,  don 
Carlos  Lalanne,  debe  restituirlo  con  sus  frutos 
corrrespondientes,  por  no  haber  dado  cumpli- 
miento Cano  ni  su  heredera  doña  Elvira  á  la 
obligación  impuesta  al  adjudicatario  en  la 
cláusula  6^  del  contrato  de  pagar  los  legados 
y  las  deudas  hereditarias  de  doña  Pascuala 
Díaz; 

2^  Que  en  lo  concerniente  á  uno  de  los  de- 
mandados, don  Carlos  Lalanne  la  restitución 
de  la  propiedad  de  que  está  en  posesión  im- 
porta la  caducidad  de  las  hipotecas  constitui- 
das á  su  favor  por  doña  Elvira  Santana.como 
también  la  ineficacia  de  la  enajenación  en  re- 
mate público  de  la  expresada  propiedad,  ad- 
quirida de  ese  modo  por  el  expresado  Lalanne, 
y,  en  consecuencia,  debe  examinarse  si  los  an- 
tecedentes invocados  por  el  demandante  para 
probar  su  acción  en  conformidad  á  lo  dispues- 
to en  el  artículo  1698  del  Código  Civil  arrojan 
mérito  legal  suficiente  para  establecer,  respecto 
de  Lalanne,  la  resolución  del  contrato  y  la  ine- 


ficacia de  los  demás  gravámenes  que  acaban 
de  mencionarse,  con  arreglo  al  artícalo  1491 
del  mismo  Código; 

3^  Que  la  infracción  del  contrato  se  hace 
consistir  en  el  hecho  de  no  haber  Cano  llevado 
á  efecto  la  fundación  délas  dos  capellanías  por 
valor  de  $  3.000,  dispuestas  por  la  señora 
Díaz  á  favor  de  la  iglesia  parroquial  de  Santa 
Ana  en  las  cláusulas  4^  y  5^  de  su  testamento, 
y  no  haber  pagado  tampoco  el  legado  de 
$  500  á  la  misma  iglesia,  ordenado  en  la  cláu- 
sula 6^  del  instrumento  referido. 

4^  Que  siendo  de  la  incumbencia  del  deman- 
dante, como  albacea  de  doña  Pascuala  Díaz, 
y  no  de  don  Tadeo  Cano,  el  cumplimiento  de 
las  disposiciones  testamentarías  áque  se  refie- 
re el  considerando  que  precede,  fué  demandado 
en  ese  carácter  por  la  parroquia  de  Santa  Ana, 
y  el  expresado  albacea,  conformándose  á  lo 
resuelto  en  la  sentencia  pronunciada  en  el  jui- 
cio interpuesto  por  la  parroquia,  redimió  los 
censos  en  arcas  fiscales,  pagó  los  réditos  ven- 
cidos y  satisfizo  el  legado  de  $  500  dispuestos 
por  la  señora  Díaz  en  la  cláusala  6*  de  su  tes- 
tamento; 

5^  Que  en  la  ya  mencionada  cláusula  6*  del 
contrato  no  se  estipuló  por  las  partes  plazo 
alguno  dentro  del  cual  don  Tadeo  Cano  de- 
biera pagar  los  legados  y  deudas  hereditarias 
de  doña  Pascuala  Díaz;  ni  consta  tampoco 
que  el  actual  demandante  haya  reconvenido 
con  ese  objeto  al  expresado  Cano  ni  á  su  he- 
redera la  señora  Santana,  por  lo  cual  no  hay 
antecedentes  para  establecer  legalmente  la 
mora  del  deudor  en  conformidad  á  lo  precep- 
tuado en  el  artículo  1551  del  Código  Civil 
antes  de  haberse  deducido  la  presente  deman- 
da, ó  para  creer  que  el  deudor  no  se  ha  alla- 
nado á  cumplir  la  obligación  convenida,  pre- 
cedentes necesarios  é  indispensables  que  han 
debido  servir  de  base  á  la  acción  resolutoria 
intentada  en  la  demanda; 

6^  Que  si  bien  el  considerando  1^  de  la  sen- 
tencia da  á  entender  que  la  parroquia  de  San- 
ta Ana  promovió  alguna  gestión  judicial  con- 
tra don  Tadeo  Cano  ó  su  heredera,  relativa  á 
las  disposiciones  testamentarias  de  la  señora 
Díaz,  tal  circunstancia  no  habilita  al  deman- 
dante para  ejercitar  la  acción  resolutoria  fun- 
dada en  la  mora  del  deudor  en  dar  cumpli- 
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miento  al  contrato;  porque  la  parroquia  era 
sólo  un  tercero  extraño  al  contrato  referido 
que  ningún  vinculo  jurídico  tenía  con  don  Ta- 
deo  Cano,  á  quien  no  podía  considerársele  en 
otro  carácter  que  el  de  simple  diputado  ó 
mandatario  para  hacer  el  pago,  por  la  razón 
indicada  en  el  considerando  3^,  hallándose  en 
la  misma  condición  legal  su  heredera  doña 
Elvira  Santana;  y  por  lo  demás,  no  existen 
datos  para  apreciar  la  importancia  legal  de 
la  gestión  aludida,  las  defensas  ó  excepciones 
de  la  persona  que  fué  demandada  ni  el  resul- 
tado de  ella; 

7^  Que  estando  ya  cumplida  la  obligación 
que  contiene  la  cláusula  6*  del  contrato,  y  no 
habiéndose  establecido  que  don  Tadeo  Cano 
ó  su  sucesión  se  hubieran  constituido  en  mora  ' 
con  arreglo  á  la  ley  antes  de  cumplirla  el  al* 
bacea  don  Antonio  J.  Vial,  actual  demandan- 
te, no  procede,  en  consecuencia,  la  acción  re- 
solutoria ejercitada  en  la  demanda  respecto 
de  don  Carlos  Lalanne  ni,  por  consiguiente, 
puede  tener  cabida  la  restitución  del  inmueble 
adquirido  en  remate  público  por  éste; 

8^  Que,  por  otra  parte,  en  la  demanda 
se  pide  la  resolución  del  contrato,  esto  es 
también  en  cuanto  á  la  adjudicación  de  la 
casa  de  la  calle  de  Sama  á  don  Tadeo  Cano, 
por  no  haberse  fundado  las  dos  capellanías  y 
pagado  los  $  500  á  que  se  reñeren  las  cláusu- 
las 4^,  5*  y  6*  del  testamento  de  la  señora 
Díaz;  y  entre  tanto  consta  que  la  intención 
clara  de  los  otorgantes  del  contrato,  fué  la  de 
que  las  capellanías  ó  censos  mencionados  no 
afectaran  la  expresada  propiedad,  la  que  se 
entregó  al  adjudicatario  Cano  libre  de  todo 
gravamen,  como  lo  consigna  la  cláusula  4^ 
del  contrato. 

9^  Que  aun  en  el  caso  de  estimarse  que  la 
obligación  de  pagar  los  legados  y  deudas  he- 
reditarias de  la  señora  Díaz  se  estipulara 
como  parte  de  precio  de  la  adjudicación  que 
de  los  bienes  de  la  sucesión  de  dicha  señora  se 
hizo  á  don  Tadeo  Cano,  no  consta  tampoco 
qué  parte  de  dicho  precio  correspondió  á  la 
casa  de  la  calle  de  Sama  de  cuya  adjudicación 
se  trata  y  cuál  á  los  demás  bienes  de  la  suce- 
sión que  también  fueron  adjudicados;  y,  por 
consiguiente,  se  ignora  qué  suma  determina- 


da quedó  adeudando  el  adjudicatario  Cano 
por  la  razón  indicada; 

10.  Que,  dado  lo  expuesto  y  no  aparecien- 
do del  título  respectivo  que  la  adjudicación  de 
la  propiedad  de  la  calle  de  Sama  se  hiciera  es- 
pecialmente  bajo  una  condición  resolutoria 
especificada  de  un  modo  claro,  concreto  y  de- 
terminado, no  hay  antecedentes  legales  para 
establecer,  en  conformidad  á  lo  dispuesto  en 
el  artículo  1491,  que  se  encuentra  afectada  la 
responsabilidad  de  un  tercero,  como  lo  es  don 
Carlos  Lalanne,  que  adquirió  dicha  propiedad 
en  remate  público  y  en  atención  á  que  el  título 
inscrito  no  contenía  las  circunstancias  ó  indi- 
caciones necesarias  para  creer  que  pudiera  dar 
margen  más  tarde  á  una  acción  resolutoria 
como  la  que  contiene  la  demanda,  intentada 
quince  años  después  de  haberse  verificado  la 
adjudicación. 

Por  estos  fundamentos  y  disposiciones  lega- 
les citadas  en  el  cuerpo  de  esta  resolución,  se 
revoca  la  sentencia  de  fecha  14  de  diciembre 
del  Año  último,  y  se  declara,  en  consecuencia, 
sin  lugar  la  demanda  deducida  por  don  Anto- 
nio J.  Vial  en  cuanto  ésta  se  dirige  contra 
don  Carlos  Lalanne. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Bemales. 
— 7.  Alejo  Femáadez.^J.  Bemales^f.  Ignacio 
Larrain  Z. 

Contra  esta  sentencia  don  Antonio  J.  Vial 
interpuso  en  tiempo  y  forma  el  recurso  de  ca- 
sación en  el  fondo,  exponiendo  al  formalizarlo, 
que  lo  basa  en  la  infracción  de  los  artículos 
1489,  1490  y  1491  del  Código  Civil  invoca- 
dos como  fundamentos  de  la  demanda,  y  asi- 
mismo en  la  infracción  del  artículo  1348  del 
Código  Civil. 

Se  ha  acogido,  agrega,  la  acción  resolutoria 
entablada  contra  el  otro  contratante,  doña  El- 
vira Santana,  pero  no  se  han  aceptado  las 
Consecuencias  necesarias  de  este  fallo  en  con- 
tra del  tercero  don  Carlos  Lalanne.  Este  ter- 
cero compró  á  sabiendas  de  que  la  casa  ven- 
dida no  había  sido  pagada  totalmente  y,  sin 
embargo,  no  se  le  ha  sometido  á  la  acción  re- 
solutoria del  artículo  1491  ya  citado.  Acep- 
tó con  igual  conocimiento  la  garantía  hipote- 
caria de  la  casa,  por  pequeña  suma  primero  y 
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por  otra  mayor  después  j  quedó  sometido  á 
la  prescripción  del  artículo  241B  del  Código 
Civil. 

Al  fundar  el  recurso  analiza  los  consideran- 
dos y  parte  dispositiva  de  la  sentencia. 

Los  considerandos  1^,  2'  y  3^  dice,  relatan 
hechos,  las  peticiones  de  la  demanda  y  sus 
fundamentos. 

El  4'  contiene  una  inexactitud,  pues  el  recu- 
rrente no  fué  demandado  para  que  pagase 
legados  como  albacea,  sino  para  que  indem- 
nizara al  legatario  los  perjuicios  provenientes 
de  no  haber  avisado  la  apertura  de  la  suce- 
sión ni  cumplido  con  el  artículo  1291  del  Có- 
digo Civil  (considerandos  5^  y  6^). 

£1  considerando  5^  afirma  que  no  hay  mora 
porque  no  hay  obligación  á  plazo  ni  reconven 
ción.  La  obligación  que  no  tiene  plazo,  mo- 
do, condición,  ni  otra  limitación  es  obligación 
pura,  lo  que  hace  de  mejor  condición  al  acree- 
dor y  obliga  en  el  acto  de  perfeccionarse  el 
contrato.  La  demanda  notificada  en  23  de  sep- 
tiembre de  1901,  es  sobrada  reconvención  de 
pago,  que  puso  al  deudor  en  situación  de  pur- 
gar su  mora  durante  la  secuela  del  juicio  y 
mientras  no  se  pronunciara  en  él  sentencia  de- 
finitiva, pues  la  resolución  de  los  contratos 
no  se  opera  ipso  fado  sino  en  virtud  de  sen- 
tencia firme.  La  reconvención  que  produce  la 
mora  no  es  sino  el  reclamo  que  se  formula  ju- 
dicialmente en  contra  del  obligado  por  no 
haber  cumplido  su  obligación.  La  existencia 
de  este  largo  juicio  y  la  de  aquel  á  que  se  re- 
fiere el  considerando  7^  son  antecedentes  su 
ficientes  para  establecer  la  mora  del  deudor 
y  para  creer  que  no  está  llano  á  pagar  su  deu- 
da, á  todo  lo  que  se  agrega  que  el  deudor  ha 
sido  rebelde,  y  contra  él  está  legítimamente 
juzgada  la  resolución  del  contrato  de  adjudi- 
cación. La  parroquia  de  Santa  Ana  era  acree- 
dora de  los  herederos  de  doña  Pascuala  Díaz, 
uno  de  los  cuales  era  su  viudo  Cano,  según 
se  comprueba  con  el  contrato.  Pero  esta  ex- 
cepción ó  defensa  no  ha  sido  alegada,  ni  ha 
habido  controversia  ni  litis  trabada  á  este 
respecto. 

61  considerando  7^  no  es  en  todo  exacto:  la 
obligación  de  la  cláusula  6^  del  con  trato  recor- 
dado es  obligación  de  Cano  para  el  recurrente, 
j  no  de  éste  para  con  la  parroquia  de  Santa 


Ana,  ni  puede  afirmarse  que  aquella  obligación 
ya  esté  cumplida. 

£1  considerando  8^  no  es  pertinente,  pues  el 
demandante  no  ha  sostenido  que  la  falta  de 
Cano  ó  su  sucesión  consistiese  en  no  haber 
hipotecado  la  casa  adjudicada  en  garantía  de 
los  censos  y  del  legado  de  $  500,  ni  tampoco 
se  ejercita  en  esta  causa  el  cobro  de  esos  valo. 
res  del  tercer  poseedor  de  la  casa.  Aceptada 
la  resolución  del  contrato  como  está  declara- 
do respecto  de  uno  de  los  contratantes,  ha 
-debido  cancelarse  el  contrato  y  su  inscripción 
respectiva  de  la  casa;  lo  que  por  su  propio  peso 
hace  caducar  los  contratos  posteriores  que  se 
fundaban  en  aquél,  y  da  acción  reivindicato- 
ría contra  terceros,  en  conformidad  con   los 
-artículos  1490  y  1491  del  Código  Civil. 

Tampoco  es  conducente  el  considerando  10, 
pues  no  se  ha  demandado  la  resolución  par- 
cial del  contrato  sino  la  total,  y  se  ha  hecho 
mención  especial  de  la  casa  que  es  uno  de  los 
bienes  adjudicados,  por  referirse  también  la 
demanda  contra  el  tercer  poseedor  de  dicha 
casa. 

£1  considerando  11  establece  un  hecho  qu^ 
no  es  conducente  ni  exacto:  lo  prímero  porque 
basta  la  condición  resolutoría  tácita  que  va 
envuelta  en  todo  contrato  para  que  proceda 
la  acción  resolutoría;  y  la  segunda  porque 
eran  claras  las  obligaciones  que  el  adjudicata- 
río  contrajo  de  pagar  deudas  testamentarias 
que  afectaban  á  la  sucesión  de  doña  Pascuala 
Diaz,  obligaciones  que  cumplió  el  recurrente, 
según  el  considerando  7^. 

Por  último,  la  parte  dispositiva  de  la  sen- 
tencia  dejó  firme  la  resolución  del  contrato 
declarada  por  la  sentencia  apelada,  y  rechaza 
la  consecuencia  natural  y  forzosa  de  esa  reso- 
lución, cual  era  la  entrega  del  bien  raiz  al  ad- 
judicante, que  recobró  su  dominio  anterior. 

Termina  el  recurrente  sosteniendo  que  la 
jurisprudencia  de  losTríbunales  de  Justicia  ha 
sido  uniforme  en  el  sentido  de  dar  lugar  á  la 
acción  resolutoria  en  las  adjudicaciones. 

La  parte  recurrida,  evacuando  el  traslado 
que  se  le  confirió  del  escríto  de  fundación  que 
se  deja  estractado,  ha  pedido  que  no  se  dé  lu- 
gar al  recurso  con  costas,  insistiendo  en  qae 
no  hubo  mora  en  los  deudores,  en  que  los  con- 
siderandos 7^  v  8^  de  la  sentencia  reclamada 
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expresan  hechos  exactos  y  son  pertinentes;  en 
que  el  9^  no  ha  sido  tachado  por  el  recurrentCj 
en  que  la  sentencia  no  ha  acogido  la  acción 
resolutoria  entablada  en  la  demanda;  en  que 
en  las  particiones  no  hay  ventas,  sino  indivi- 
dualización de  Jas  cosas  en  que  se  sucede  al 
antecesor  y  en  que  en  las  obligaciones  del  ad- 
judicatario fueron  personales,  y  no  se  consti- 
tuyeron gravámenes  en  la  casa  adjudicada. 

La  Oorte: 

Teniendo  presente: 

1^  Que  la  demanda  tiene  por  objeto  que  se 
declare  resuelta  la  adjudicación  de  un  inmue. 
ble  verificada  en  juicio  de  partición,  á  virtud 
de  estimar  el  demandante  que  el  acta  en  que 
dicha  adjudicación  fué  acordada  importa  un 
contrato  bilateral  entre  partes  que  lleva  en- 
vuelta la  condición  resolutoria  señalada  en 
el  artículo  1489  del  Código  Civil,  y  por  consi- 
derar asimismo  que  el  adjudicatario  no  ha 
cumplido  las  obligaciones  que  se  impuso  como 
adquirente  del  inmueble; 

2^  Que  apreciando  y  fallando  esta  cuestión, 
la  Corte  de  Apelaciones  desechó  dicha  deman- 
da por  la  razón  fundafnental  que  menciona  el 
considerando  10  de  la  sentencia  recurrida  en 
los  términos  que  siguen: 

Que  dado  lo  expuesto,  dice,  y  no  aparecien- 
do del  título  respectivo  que  la  adjudicación 
de  la  propiedad  de  la  calle  de  Sama  se  hiciera 
especialmente  bajo  condición  resolutoria  espe- 
cificada de  un  modo  claro,  concreto  y  deter- 
minado, no  hay  antecedentes  legales  para  es- 
tablecer, en  conformidad  al  artículo  1491  del 
Código  Civil,  que  se  encuentra  afectada  la  res- 
ponsabilidad de  un  tercero,  como  lo  es  don 
Carlos  Lalanne,  que  adquirió  dicha  propie- 
dad en  remate  público  y  en  atención  á  que  el 
título  inscrito  no  contenía  las  circunstancias 
é  indicaciones  necesarias  para  creer  que  pudie- 
ra dar  margen  más  tarde  á  una  acción  resolu- 
toria, como  la  que  contiene  la  demanda,  in- 
tentada quince  años  después  de  haberse  verifi- 
cado la  adjudicación; 

3^  Que  acerca  de  la  cuestión  propuesta  debe 
tenerse  presente  que  las  obligaciones  deben 
ser  cumplidas  en  el  modo  y  forma  que  deter- 
minan las  fuentes  de  que  nacen,  y  su  extinción 


sólo  puede  producirse  por  consentimiento  ex- 
preso de  las  partes  ó  por  causales  legales, 
como  lo  indican  los  artículos  1545  y  1567  del 
Código  Civil; 

4^  Que,  en  el  caso  de  esta  litis,  no  ha  existi- 
do condición  resolutoria  estipulada; 

5^  Que  si  bien  es  cierto  que  entre  las  causas 
legales  de  extinción  de  las  obligaciones  figu- 
ra el  evento  de  la  condición  resolutoria,  según 
el  artículo  1567,  también  lo  es  que  dicha  con- 
dición, como  que  importa  un  accidente  ó  mo- 
dalidad de  la  obligación,  no  puede  darse  por 
subentendida,  pues  la  ley  sólo  la  considera  en- 
vuelta en  los  contratos  bilaterales,  como  lo 
dice  terminantemente  el  artículo  1489  y  lo  co- 
rroboran los  artículos  1473, 1483, 1484, 1493 
y  1090  del  referido  Código; 

6^  Que  las  particiones  de  bienes  en  concepto 
del  Código  Civil  y  de  la  Ley  Orgánica  de  los 
Tribunales,  son  una  liquidación  ú  operación 
pericial  que,  mediante  antecedentes  legales  y 
bases  suministradas  por  las  partes,  sólo  pro- 
duce sus  efectos  á  virtud  de  resoluciones  judi- 
ciales dictadas  por  arbitros  ó  por  los  mismos 
interesados  en  casos  especiales  que  determina 
la  propia  ley; 

7^  Que  las  particiones  de  bienes  no  son  con- 
tratos, no  sólo  por  la  razón  expue3ta,  sino 
también  porque,  teniendo  ellas  organización 
forzada,  las  partes,  dentro  del  juicio,  se  ha- 
llan igualmente  sometidas  á  trámites  y  reso- 
luciones legales  obligatorias;  á  diferencia  de 
los  contratos  que  se  generan  por  la  libre  y  es- 
pontánea voluntad  de  los  estipulantes  y  sur- 
ten sus  efectos  con  el  mérito  sólo  de  la  con- 
vención; 

8^  Que  los  juicios  de  partición  no  pierden 
su  carácter  aun  en  el  caso  que  los  interesa- 
dos los  sustancien  y  resuelvan  ellos  mismos, 
puesto  que  de  todas  maneras  los  acuerdos  no 
causan  ejecutoria,  sino  en  mérito  de  decisio- 
nes, á  las  cuales  la  ley  atribuye  en  definitiva 
la  fuerza  Je  sentencias  judiciales,  que  á  seme- 
janza de  las  expedidas  por  arbitros,  constitu- 
yen el  único  título  de  los  derechos  y  obligacio- 
nes que  establecen,  como  lo  prescribe,  entre 
otros,  el  artículo  703  del  Código  Civil,  y  lo 
confirman  los  artículos  688  y  691  del  mismo 
Código  y  801  y  819  del  de  Procedimiento  Ci- 
vil; 
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9^  Que  el  tenor  del  artículo  1348  del  Códi- 
go Civil  corrobora  que  la  ley  no  ha  dado  á 
las  particiones  el  carácter  de  actos  contrac- 
tuales, pues  al  autorizar  dicho  artículo  las 
acciones  de  nulidad  j  rescisión  respecto  de 
aquéllas,  conceptuó  necesario  expresar  que 
ambas  proceden  en  este  caso  de  la  misma  ma. 
ñera  j  según  las  mismas  reglas  que  los  con- 
tratos; 

10.  Que,  por  las  razones  expuestas,  no  pue- 
de sostenerse  que  la  condición  resolutoria  de 
que  trata  el  artículo  1489  de  ese  Código, 
deba  estimarse  envuelta  en  los  actos  legales 
de  partición, ni  menos  en  los  simples  acuerdos 
que  inciden  en  la  secuela  del  juicio,  con  tanta 
mayor  razón  cuanto  que  el  artículo  1348  arri- 
ba citado,  sólo  habla  según  se  ha  dicho,  de 
las  acciones  de  nulidad  y  rescisión,  sin  que 
aluda  en  forma  alguna  á  la  acción  resoluto- 
ria, como  tampoco  lo  hacen  los  artículos  sub- 
siguientes que  fijan  las  reglas  y  los  efectos  de 
las  dos  primeras  acciones; 

11.  Que  á  todo  lo  expuesto  hay  que  agre- 
gar que  la  condición  resolutoria,  atendidos 
los  efectos  que  produce,  es  absolutamente  in- 
compatible con  la  naturaleza  de  la  partición 
y  con  los  fines  á  que  se  halla  destinada;  pues 
la  partición  tiene  por  objeto  liquidar  3'  distri- 
buir los  bienes  entre  copartícipes  con  arreglo 
á  los  derechos  cuotativos  de  cada  cual,  y  las 
sentencias  que  recaen  en  el  juicio  asignan  los 
bienes  que  enteran  y  pagan  las  cuotas;  de  lo 
que  se  deduce  que  resuelta,  por  ejemplo,  una 
adjudicación  aun  parcial  entre  comuneros,  los 
bienes  volverían  á  la  masa  común  para  verifi- 
car una  nueva  distribución  y  no  privar  al  ad' 
judicatario  del  todo  ni  de  una  parte  de  su  en- 
tero. La  condición  resolutoria  influiría,  por 
tanto,  necesariamente  en  el  resultado  total 
de  la  partición,  practicada  por  lo  demás,  sin 
vicio  legal  que  la  anulase  ó  rescindiere;  y  como 
la  resolución  podría  verificarse  con  respecto  á 
cualquiera  de  las  adjudicaciones  efectuadas  ó 
por  efectuarse  entre  los  comuneros,  se  llegaría 
á  la  situación  insostenible  de  que  la  división 
de  una  cosa  común  jamás  terminaría  definiti- 
vamente, expuesta  siempre  á  la  voluntad  de 
la  parte  que  no  quisiera  cumplir  sus  obliga- 
ciones de  adjudicatarío;  lo  cual  haciendo  in- 
cierta la  indivisión,  pugnaría  con  la  naturale- 


za de  las  sentencias  judiciales,  cuyo  objeto  es 
asegurar  los  derechos; 

12.  Que  esta  inteligencia  se  corrobora  toda- 
vía con  el  hecho  de  que  el  legislador  en  el  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil  promulgado  en 
1902,  tratando  del  cumplimiento  de  las  parti- 
ciones, no  ha  establecido  la  acción  resoluto- 
ría,  sino  que  para  asegurar  el  pago  de  los  al- 
cances, que  resultaren  en  contra  de  los  adjudi- 
cataríos  de  bienes  raices,  ha  constituido  hipote- 
ca legal  sobre  éstos;  á  lo  que  se  agrega  que  el 
artículo  1353  del  Código  Civil,  poniéndose  en 
el  caso  de  que  no  se  quisiera  modificar  la  par- 
tición por  la  nulidad  ó  rescisión,  concede  sólo 
otros  recursos  legales  para  la  indemnización; 

1 3.  Que  de  consiguiente  no  puede  estimarse 
que,  en  el  silencio  de  las  partes,  los  acuerdos 
que  éstas  celebran  durante  la  secuela  del  jui- 
cio, llevan  envueltos  la  condición  resolutoria 
que  menciona  el  artículo  1489; 

14.  Que  es  inconcuso  en  derecho  que  las  sen- 
tencias judiciales  deben  cumplirse  dentro  de 
sus  prescripciones  estríctas  y,  por  tanto,  no 
es  lícito  subentender  condiciones  ó  modalida- 
des que  no  se  hallan  comprendidas  expresa- 
mente  en  sus  propias  decisiones; 

15.  Que  establecido^  estos  antecedentes,  la 
Corte  de  Apelaciones  no  ha  infringido  en  el 
fallo  recurrido  ninguno  de  los  artículos  1489, 
1490, 1491  y  1348  del  Código  Civil,  al  decla- 
rar sin  lugar  la  demanda  resolutoria; 

Vistos  los  artículos  979y  970  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  se  desecha  el  recurso  de 
casación  en  el  fondo  interpuesto  contra  la<sen« 
tencia  antes  referida,  con  costas.  Se  aplica  al 
Pisco  la  cantidad  de  $  150  consignada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  don  Leo- 
poldo ürrutia.  — José  Alfonso.  —  Leopoldo 
ürratia,-^/.  Gabriel  Palma  Guzmán.^Galya- 

ríno  GaUardo.-^Gabrie!  Gaete Leoncio  Ro- 

drígaez.^E,  Fóster  Recaba rren. 
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Cas,  en  la  forma 2  áe  agosto  de  1905 

Gómez  García  con  Banco  de  Santiago 

Oltaolón  para  sentenola.—Aslstenoia 
personal  á  la  vista  de  la  oausa 

Doctrina:— La  asistencia  personal  á 
los  estrados  del  Tribunal  en  la  vista  de 
la  causa  inhabilita  á  la  parte  á  quien  no 
se  ba  notificado  el  decreto  de  autos  para 
formular  reclamación. 


En  la  causa  seguida  por  don  Agustín  Gómez 
García  contra  el  Banco  Santiago,  sobre  cobro 
de  pesos  y  lo  demás  deducido,  el  demandante 
ha  interpuesto  los  recursos  de  casación  en  la 
forma  y  en  el  fondo  contra  la  sentencia  de  la 
Corte  de  Apelaciones  de  Santiago,  de  14  de 
octubre  de  1904,  confirmatoria  de  la  de  pri- 
mera instancia  de  22  de  enero  de  1903. 

Tratando  del  recurso  de  casación  en  la  for- 
ma, puede  verse  que  el  recurrente  lo  ha  fun- 
dado en  el  párrafo  4'',  Libro  III  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  que  contiene  las  disposi- 
ciones especiales  de  los  recursos  de  casación 
contra  sentencias  pronunciadas  en  segunda 
instancia  en  juicios  de  mayor  cuantía,  y  en  el 
cual  párrafo  se  encuentra  el  artículo  970,  que 
dispone:  "En  general  son  trámites  ó  diligen- 
cias esenciales  en  la  segunda  instancia  de  los 
juicios  de  mayor  cuantía: 5^  la  citación  pa- 
ra oír  sentencia  definitiva.'' 

Sostiene  el  recurrente  que  el  decreto  de  au- 
tos, ó  sea  de  citación  para  oír  sentencia,  no 
le  ha  sido  notificado,  trámite  que  aparece  lle- 
nado con  el  Procurador  don  Amadeo  Gunde- 
lach  á  quien  no  ha  conferido  poder  para  que 
lo  represente  en  este  juicio.  Como  puede  verse, 
el  recurrente  expresó  agravios  firmando  el  es- 
crito, lo  que  habría  hecho  el  Procurador  Gun- 
delach  si  lo  hubiera  representado  en  la  segun- 
da instancia. 

En  consecuencia,  es  nula  la  sentencia  de  la 
Corte  de  Apelaciones  por  falta  de  citación  pa- 
ra oír  sentencia  definitiva. 


La  Corte: 

Considerando  que  según  consta  del  certifi- 
cado del  relator  que  intervino  en  la  vista  de 
la  causa,  don  Agustín  Gómez  García  asistió 
personalmente  á  los  estrados  del  Tribunal  en 
dicho  acto,  según  se  expresa  por  el  señor  Mi- 
nistro Bemales  en  la  resolución,  y  que,  por  lo 
tanto,  el  recurrente  no  tiene  derecho  para  for- 
mular reclamación  por  no  haber  sido  citado 
en  la  forma  ordinaria  para  la  vista  de  la  cau- 
sa, trámite  de  que  era  conocedor  sin  necesidad 
de  que  se  practicara  la  citación  legal,  que  se 
daba  por  hechri. 

Visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  960,  970 
y  979  del  Código  do  Procedimiento  Civil,  se 
declara  sin  lugar  el  recurso  de  casación  en  la 
forma  interpuesto  por  Gómez  García  contra 
la  sentencia  mencionada,  con  costas,  aplicán- 
dose al  Fisco  la  cantidad  consignada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Alfonso.— 
fosé  Alfonso,— Gabriel  Gaete,— Leoncio  Rodrí- 
guez,—E,  Fóster  Recabarren, 


Cas,  Cív,—5  de  agosto  de  1905 
Montt  G.  (sucesión)  con  González  Montt 

Presorlpclón'de la  acción. -Rendición 
de  cuentas.— Juicio  paralizado. 

Doctrina:— La  prescripción  que  extin- 
gue las  acciones  y  derechos  ajenos  se 
cuenta  desde  que  la  obligación  se  ha  he* 
cho  exigible. 

No  habiendo  trascurrido  veinte  años 
desde  la  lecha  en  que  la  obligación  se  hizo 
exigible  y  el  momento  en  que  se  alega  la 
prescripción,  no  tiene  importancia  la 
paralización  del  Juicio  por  más  de  tres 
anos  (1). 

;1)  La  excepción  opuenta  eo  esta  oausa  no  es  la 
de  abandono  de  la  instanoia  estitblectda  posterior- 
mente por  el  Cóflige  «la  Procedimiento  Civil  KÍno  la 
de  prescripción  de  la  acción  misma 
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Don  Jorge  Montt  G.  otorgó  en  16  de  octubre 
de  1863,  á  favor  de  don  Desiderio  y  de  don 
Bartolomé  González  Montt,  escritura  de  do- 
nación de  la  cuarta  parte  de  las  minas  de  plo- 
mo, denominadas    Descubridora    y  Manto, 
ubicadas  en  el  departamento  de  Freirína,  y 
más  tarde  ó  sea  el  8  de  julio  de  1865,  el 
mismo  Montt  celebró  para  la  explotación  de 
esas  minas  y  de  un  privilegio  que  tenía  pOr 
objeto  el  beneficio  de  metales  de  plomo,  un 
contrato  de  sociedad  con  el  industrial  inglés 
don  Tomás  Hing;  empresa  ala  cual  asoció 
también  posteriormente  á  los  hermanos  Gon- 
zález Montt  con  un  25%,  debiendo  éstos  con* 
tribuir  en  la  proporción  dicha  al  capital  de 
$  30.000,    convenido   para   la   fundación  y 
fomento  de  aquella  industria. 

Esta  sociedad  terminó  voluntariamente  en 
20  de  febrero  de  1867,  por  convenio  especial 
celebrado  entre  Montt  é  Hing,  convenio  en  el 
cual  no  intervinieron  los  González  Montt. 

Con  tal  motivo  y  estimando  Montt  que  la 
disolución  de  la  mencionada  sociedad  obliga, 
ba  también  á  los  González  Montt,  formuló 
demanda  ordinaria  para  que  se  declarara  di- 
suelta,  desde  enero  de  1867,  la  sociedad  orga. 
nizada  en  julio  de  1865,  y  que  desde  esa  fecha 
eran  nulos  y  de  ningún  valor  ni  efecto  los  de- 
rechos eventuales  y  condicionales  de  partici- 
pación que  á  los  expresados  González  Montt 
había  dado  el  demandante  en  el  instrumento 
otorgado  el  11  de  agosto  de  1866,  debiendo, 
en  consecuencia,  procederse  á  la  liquidación 
de  la  citada  compañía. 

Contestando  por  su  parte  don  Desiderio 
González  Montt,  se  opuso  á  las  pretensiones 
de  su  consocio,  y  alegó  que  Montt  había  cele* 
brado  con  Hing  un  contrato  ó  sociedad  par- 
ticular, en  el  cual  ni  él  ni  su  hermano  habían 
tomado  parte,  y  que,  en  consecuencia,  su  di- 
solución no  les  afectaba.  Pero  al  mismo  tiem- 
po reconvino  para  que  se  declarara  que  don 
Jorge  Montt  debía  remitirle  á  Valparaíso  es* 
tados  mensuales  de  la  negociación,  según  entre 
ellos  se  había  convenido  en  unas  notas  pues- 
tas  al  pie  del  balance  presentado  por  aquél  en 
1868,  debiendo  hacerse  extensivo  ese  envío  á 
los  estados  de  todos  los  meses  trascurridos 
desde  julio  del  indicado  año  para  adelante. 
Don  Bartolomé  González  Montt  se  adhirió 


á  las  peticiones  de  don  Desiderio,  y  agregó 
además  por  su  parte  otros  capítulos  de  recon- 
vención para  que  se  les  considerara  en  el  fallo. 
Tramitada  la  causa,  se  pronunció  por  uno 
de  los  jueces  de  Valparaíso  la  sentencia  de  28 
de  abril  de  1885,  confirmada  sin  modificación 
alguna  por  la  que  el  12  de  septiembre  del  mis- 
mo año,  expidió  la  Corte  de  Apelaciones  de 
Santiago. 

En  aquella  sentencia  se  arribó,  entre  otras, 
á  las  siguientes  conclusiones  dispositivas: 

"1^  Que  ha  lugar  á  la  demanda,  sólo  en 
cuanto  se  declara  disuelta,  desde  el  20  de  fe- 
brero de  1867,  fecha  de  la  escritura  de  fs.  16 
vta.,  la  sociedad  celebrada  entre  don  Jorge 
Montt  y  don  Tomás  Hing  el  8  de  julio  de 
1865,  según  escritura  de  fs.  14  vta.,  quedan- 
do, sin  embargo,  vigentes  los  derechos  que 
á  la  cuarta  parte  de  las  minas  Descubridoras 
y  Mantos,  conocidas  también  con  el  nombre 
de  Plomiza  y  del  establecimiento  de  fundición 
denominado  Laguna,  confieren  á  don  Barto- 
lomé y  á  don  Desiderio  González  Montt  las 
escrituras  de  fecha  16  de  octubre  de  1863  y 
11  de  agosto  de  1866;  y 

**2'?  Que  ha  lugar  á  la  reconvención  dedu- 
cida por  don  Desiderio  González  Montt  en  su 
escrito  fs.  de  36." 

Para  llevar  á  debido  efecto  las  conclusiones 
más  arriba  trascritas,  se  organizó  entre  los 
interesados  un  juicio  arbitral  ante  los  jueces 
compromisarios  designados  por  ellos  con 
aprobación  judicial,  pero  por  diversas  causas 
vino  retardándose  la  secuela  de  ese  juicio  has- 
ta paralizarse  del  todo  en  diciembre  de  1898, 
dando  así  motivo  al  decreto  de  8  de  noviem- 
bre de  1900,  que  mandó  archivar  los  antece- 
dentes. 

Así  las  cosas,  y  en  situación  que  habían  ja 
fallecido  todos  los  causantes,  solicitó  don 
Frutos  Osandón,  en  representación  de  los  he- 
rederos de  los  hermanos  González  Montt,  pri- 
mero el  desarchivo  del  expediente  antes  alu- 
dido y  en  seguida,  que  se  le  citara  á  compa- 
rendo en  unión  de  los  herederos  de  la  suce- 
sión de  don  Jorge  Montt,  para  la  designación 
de  nuevos  compromisarios. 

Esta  solicitud  se  la  mandó  tener  por  de- 
manda, y  contestando  á  ella  don  Guillermo 
Rivera,  por  don  Comelio  Saavedra,  marido 
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de  doña  Eufemia  Montt,  se  opuso  á  la  cele- 
bración del  comparendo  proyectado,  alegan- 
do que  el  juicio  arbitral  que  se  había  tramita- 
do ante  los  compromisarios  Santa  Cruz  y  Va- 
ras, tuvo  por  objeto  alcanzar  un  pronuncia- 
miento en  las  cuentas  y  contracuentas  que 
pudieran  existir  entre  las  partes;  que  la  suce- 
sión de  don  Jorge  Montt  Goyenechea  deman- 
dó la  aprobación  de  las  cuentas,  y  don  Bar- 
tolomé González  Montt  contestó  la  demanda 
y  reconvino;  que  su  parte  había  presentado 
su  escrito  de  réplica  y  que  la  contraría  no  ha- 
bía vuelto  á  agitar  el  juicio  hasta  la  solicitud 
de  1901,  en  que  se  pide  comparendo;  que  las 
cuentas  que  se  exigían  á  don  Jorge  Montt 
provenían  de  las  negociaciones  mencionadas 
en  los  diversos  cuerpos  de  autos  que  compren- 
de este  juicio,  cuya  tramitación  ha  demorado 
treinta  y  tantos  fonos;  que  el  considerable  es- 
pacio de  tiempo  trascurrido  desde  la  última 
providencia  de  estos  autos  hasta  la  presenta- 
ción sobre  comparendo,  era  bastante  para 
constituir  la  prescrípción  de  los  derechos  que 
pudieran  alegar  los  González  Montt;  pues 
habían  dejado  trascurrir  seis  años  y  meses 
sin  dar  ningún  paso  para  llevar  adelante  la 
impugnación  que  dedujeron  en  contra  de  las 
cuentas  presentadas  por  la  sucesión  de  don 
Jorge  Montt  Goyenechea,  y  que  en  virtud  de 
lo  expuesto,  alegaba  la  excepción  de  prescríp- 
ción extintiva  de  los  derechos  de  los  González 
Montt  para  continuar  la  acción  intentada 
por  ellos,  y  pedía  que  dándose  lugar  á  dicha 
excepción,  se  desechara  consiguientemente  la 
solicitud  de  nuevo  comparendo. 

En  la  réplica,  los  demandantes  pidieron  que 
se  desechara  la  excepción  opuesta,  y  al  efecto 
expusieron,  entre  otras  cosas,  que  la  prescrip- 
ción descansaba  en  la  presunción  de  la  ley  de 
haberse  abandonado  derechos  ó  acciones  que 
no  se  habían  ejercitado  durante  cierto  espa- 
cio de  tiempo,  lo  que  no  sucedía  con  los  Gon- 
zález Montt,  quienes  no  habían  dejado  de  ejer- 
citar ni  un  solo  día  sus  acciones  y  las  habían 
peleado  dorante  más  de  veinte  años. 

Que  los  artículos  2514  y  2515  del  Código 
Civil  establecen  que  la  prescrípción  que  extin- 
gue las  acciones  y  derechos  ajenos  exige  cier- 
to lapso  de  tiempo  durante  el  cual  no  se  ha- 
yan ejercitado  dichas  acciones 

SUPREMA 


Este  tiempo  es  de  diez  años  para  las  aceto. 
nes  ejecutivas  y  de  veinte  para  las  ordinarias- 
Luego,  el  lapso  de  seis  años  no  es  el  requerí- 
do  por  la  ley  para  establecer  la  presunción  de 
abandono  que  importa  la  prescrípción,  tanto 
menos  si  se  considera  que  la  última  actuación 
no  fué  ni  ha  sido  hasta  hoy  día  notificada  á 
la  parte  de  González  Montt;  de  consiguiente 
los  autos  mismos  están  demostrando  que  no 
hay  prescrípción  que  alegar. 

En  la  duplica  los  [demandados  amplían  las 
observaciones  hechas  en  la  contestación. 

El  Juzgado  con  fecha  30  de  julio  de  1904, 
falló: 


Considerando: 

1^  Que  por  resolución  de  la  Iltma.  Corte, 
de  22  de  octubre  de  1901,  se  ordenó  que  el 
Juez  de  la  causa  debía  tramitar  y  resol  ver  pre- 
viamente y  con  arreglo  á  derecho  la  excepción 
de  prescrípción  alegada; 

2^  Que  la  prescripción  que  extingue  las  ac- 
ciones y  derechos  ajenos  se  cuenta  desde  que 
la  obligación  se  ha  hecho  exigible; 

3^  Que  sólo  por  sentencia  de  28  de  abríl  de 
1885,  del  expediente  Jorge  Montt  oon  Barto- 
lomé González  Montt  sobre  liquidadón  de 
cuentas,  que  se  ha  tenido  á  la  vista,  confirma- 
da en  12  de  septiembre  de  1885,  se  establecía 
el  derecho  de  los  señores  Bartolomé  y  Deside- 
río  González  Montt,  origen  de  las  acciones 
entabladas  y  á  que  se  refiere  el  juicio  arbitral; 

4^  Que  no  han  trascurrído  veinte  años  des- 
de que  se  pronunció  la  sentencia  á  que  se  re- 
fiere el  considerando  anteríor,  de  consiguiente 
es  innecesario  averiguar  si  se  ha  cesado  ó  no 
por  más  de  tres  años  en  la  prosecución  del 
juicio. 

Con  el  méríto  de  estas  consideraciones  y  con 
arreglo  á  lo  dispuesto  en  los  artículos  1698, 
2514  y  2515  del  Código  Civil  se  declara  sin 
lugar,  con  costas,  la  excepción  de  prescrípción 
alegada  y  en  consecuencia,  ejecutoríada  que 
sea  esta  resolución,  se  citará  á  los  interesados 
á  comparendo  con  el  objeto  de  nombrar  Juez 
arbitro  como  se  ha  pedido. 

Doña  Daría  Lemoine  de  González  se  ocupa 
de  labores  de  su  sexo;  don  Rafael  González  L. 
és  empleado,  y  ambos  domiciliados  en  Santía. 
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go;  don  Ernesto  González  L.,  es  empleado  en 
BoHvia,  Oruro. 

Doña  Sara  Montt  de  Bartells,  labores  de  su 
sexo,  domiciliada  en  Santiago;  don  Cornelio 
Saavedra,  por  su  esposa  doria  Eufemia  Montt, 
es  rentista,  Santiago;  y  don  Alvaro  Besa,  por 
su  esposa  doña  Loreto  Montt,  rentista,  San- 
tiago.—/. Germán  Alzérreca. 

1  en  la  apelación: 

Valparaíso,  6  de  diciembre  de  1904.— Vis- 
tos: se  confirma,  con  costas  también  del  recur- 
so, la  resolución  apelada  de  30  de  julio  últi- 
mo  Braulio  Moreno Luis  Ignacio  Silva — 

A,  Bezanilla  Silva, 

Contra  esta  última  sentencia  se  interpuso 
por  la  sucesión  de  don  Jorge  Montt  Goyene- 
chea  recurso  de  casación  en  el  fondo,  por  ha- 
berse pronunciado  con  infracción  de  los  pre- 
ceptos legales  que  se  citan  en  el  fallo  de  pri- 
mera instancia,  esto  es  de  los  artículos  1698, 
2514  y  2515  del  Código  Civil. 

Dice  al  efecto  el  mandatario  de  la  sucesión 
mencionada  al  formalizar  el  recurso: 

"La  sentencia  recurrida  infringe  los  artículos 
2514  y  2515  del  Código  Civil,  por  cuanto  se 
ha  establecido  en  autos  que  los  demandantes 
han  abandonado  ó  dejado  de  ejercer  sus  ac- 
ciones por  el  lapso  de  tiempo  fijado  en  esas  dis- 
posiciones legales,  circunstancia  que  produce 
la  prescripción  de  las  acciones  entabladas. 

También  se  ha  quebrantado  el  artículo  1698 
del  mismo  Código,  pues  se  ha  establecido  y 
probado  con  los  antecedentes  la  prescripción 
alegada, como  causa  de  la  extinción  déla  obli- 
gación invocada  por  la  parte  contraria. 

En  rebeldía  de  la  sucesión  recurrente  que 
no  fundó  ante  esta  Corte  el  recurso,  se  oyó  el 
dictamen  de  uno  de  los  Ministros  del  Tri- 
bunal. 

La  Corte: 

Con  lo  relacionado  y  considerando: 
1^  Que  de  los  antecedentes  del  proceso,  esta- 
blecidos en  la  resolución  de  primera  instancia 
y  aceptados  por  el  Tribunal  sentenciador,  de 
acuerdo  con  el  mérito  de  autos,  resulta  que 
la  participación  de  socios  ó  comuneros  de  los 
hermanos  González  Montt  en  las  minas  Descu- 


bridora y  Manto  y  en  la  fundición  Launas 
mencionadas  en  la  sentencia  de  28  de  abril 
de  1885,  de  uno  de  los  expedientes  agregados, 
y  su  derecho  para  exigir  de  don  Jorge  Montt 
Goyenechea  la  consiguiente  rendición  de  cuen- 
tas por  la  administración  de  esos  bienes,  fue 
una  cuestión  debatida  enjuicio  entre  las  per- 
sonas arriba  nombradas,  cuestión  á  la  cual 
sólo  se  puso  término  definitivo  por  sentencia 
de  la  Corte  de  Apelaciones  de  Santiago,  con- 
firmatoria de  la  precedente,  de  12  de  septiembre 
del  citado  año  de  1885  de  modo  que  también 
sólo  desde  esa  fecha  se  hicieron  exigiblesj-;  obli- 
gatorias para  Montt  Goyenechea  las  diversas 
prestaciones  que  aquellos  fallos  reconocieron 
en  favor  de  don  Desiderio  y  de  don  Bartolomé 
González  Montt; 

2^  Que  desde  la  fecha  indicada  hasta  el  29 
de  julio  de  1901,  día  en  que  uno  de  los  herede- 
ros de  la  sucesión  de  don  Jorge  Montt  Govc- 
necha  alegó  la  excepción  de  prescripción  para 
libertarse  del  cumplimiento  de  las  obligacio- 
nes que  las  sentencias  antes  aludidas  impu- 
sieron á  su  causante,  no  han  trascurrido  los 
veinte  años  que,  á  contar  desde  que  la  respec- 
tiva obligación  se  ha  hecho  exigible,  requieren 
en  general  los  artículos  2514  y  2515  del  Códi- 
go Civil  para  extinguir  por  prescripción  accio- 
nes ó  derechos  como  los  que  en  el  presente 
juicio  tratan  de  hacer  valer  los  herederos  de 
don  Desiderio  y  de  don  Bartolomé  González 
Montt; 

3'  Que,  en  consecuencia,  la  Corte  de  Apela- 
ciones de  Valparaíso  ha  aplicado  correcta- 
mente los  preceptos  legales  citados,  no  dando 
lugar  en  la  sentencia  recurrida  á  la  excepción 
de  prescripción  opuesta;  como  ha  aplicado 
también  con  igual  corrección  el  precepto  del 
artículo  1698  del  mismo  Código  que  impone 
al  que  alega  una  excepción  la  obligación  de 
probarla; 

4*?  Que,  por  otra  parte,  la  sucesión  recu- 
rrente se  ha  limitado  á  sentar  hechos  contra- 
rios á  los  establecidos  en  el  fallo  de  que  recia, 
ma;  pero  sin  demostrar  en  manera  alguna  la 
inexistencia  ó  falsedad  de  estos  últimos,  ni  la 
incongruencia  legal  de  las  conclusiones  jundi. 
cas  que  los  jueces  del  fondo  han  deducido  de 
los  antecedentes  del  juicio. 

Por  estos  fundamentos  y  juzgando  con  arre- 
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glo  á  lo  prevenido  en  los  artículos  940,  960  y 
979  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  de- 
clara sin  lugar,  con  costas,  el  recurso  de  casa- 
ción en  el  fondo  á  que  éstos  autos  se  refieren. 

Queda  aplicada  al  Fisco  la  cantidad  con- 
signada. 

Redactada   por  el  señor   Ministro  Fóster 
Recabarren.— F.  Aguirrt  V.— Leopoldo  TJrru 

tía ./.  Gabriel  Palma  Guzmán,— Gabriel  Gae- 

tej^Leoncio  Rodríguez.— E,  Foster  Recaba- 
rren.^J.  Alejo  Fernández, 


Cas.  en  ¡a  forma 23  de  agosto  de  1905 

Mebus  con  Alfaro  y  otro 

Ultra-petita.  —  Cosa  juzgada.  —  Omi- 
sión de  desigmaciones. 

Doctrina:  —  No  falla  ultrapetita  la 
Corte  de  Apelaciones  que,  revocando  la 
sentencia  de  primera  instancia,  niega  lu- 
gar á  la  demanda  aceptada  por  ésta,  si 
en  la  expresión  de  agravios  el  apelante 
pidió  que  revocándose  la  sentencia  se  de- 
clarara sin  lugar  la  demanda  y  los  ape- 
lados  solicitaron  su  conñrmación,  con 

costas. 

La  sentencia  de  la  Corte  Suprema  que 
en  el  mismo  juicio  anuló  una  sentencia 
anterior  de  la  Corte  de  Apelaciones,  por 
haberse  pronunciado  sobre  una  cuestión 
no  controvertida,  no  produce  cosa  juz- 
gada para  limitar  las  facultades  del  Tri- 
bunal á  quien  se  devuelve  el  proceso  para 
el  nuevo  fallo.  La  excepción  de  cosa  juz- 
gada debe  alegarse  por  escrito  y  antes 
de  la  vista  de  la  causa. 

La  ley  no  impone  á  las  Cortes  de  Ape- 
lación la  obligación  de  expresar  en  sus 
fallos  las  alegaciones  ó  medios  de  defen- 


sa que  en  la  vista  de  la  causa  bagan  va- 
ler verbalmente  las  partes  ó  sus  aboga- 
dos. 

Cumple  con  la  ley  la  sentencia  recurri- 
da que  '^reproduce  la  parte  expositiva  de 
la  sentencia  de  primera  instancia^ 


Don  Eugenio  Mebus,  en  su  escrito  de  fs.  1 
expone:  que  entabla  demanda  en  contra  de  don 
Miguel  Alfaro  y  de  don  Cayetano  Romero  pa- 
ra que  se  declare  que  están  obligados  á  entre- 
garle un  turno  de  cinco  horas  de  aguas  que  le 
usurpan  de  la  toma  de  Lo  Gamboa;  que  hace 
tres  meses,  más  ó  menos,  compró  á  don  José  G. 
Pazols  una  propiedad  con  todos  sus  derechos 
de  agua,  propiedad  que  posee  dos  tumos  de 
esa  toma,  uno  nocturno  de  dos  horas  y  otro 
desde  las  2  de  la  tarde  hasta  la  puesta  del  sol; 
que  hace  poco  al  usar  de  este  último  turno  se 
opuso  don  Miguel  Alfaro  diciendo  que  el  agua 
pertenecía  á  él  y  á  don  Cayetano  Romero,  y 
que,  por  este  motivo,  entabla  demanda  en 
contra  de  ellos  "sobre  entrega  del  turno  de 
agua  que  le  corresponde  en  el  día  desde  las 
2  de  tarde  hasta  la  puesta  de  sol." 

El  juicio  se  falló  en  primera  instancia  por 
sentencia  de  20  de  noviembre  de  1902,  dán- 
dose lugar  á  la  demanda;  pero  esta  resolución 
fué  revocada  por  la  expedida  por  la  Corte  de 
Apelaciones  de  Valparaíso  en  13  de  julio  de 
1903,  que  negó  lugar  á  ella. 

Don  Eugenio  Mebus  entabló  recurso  de  ca. 
sación  en  la  forma  en  contra  de  esta  sentencia, 
y  la  Corte  Suprema  por  resolución  de  30  de 
septiembre  de  1903  (1)  la  invalidó,  por  haber- 
se incurrido,  al  dictarla,  en  el  vicio  de  ultra- 
petita,  á  virtud  de  establecerse  en  ella  que  la 
acción  deducida  es  la  reivindicatoría  ó  de 
dominio,  y  haberse  pronunciado  el  Tríbunal 
sobre  esta  acción  que  no  fué  interpuesta  por 
el  demandante  ni  discutida  en  el  proceso. 

Devueltos  los  autos,  la  Corte  de  Apelacio- 
nes, en  sentencia  de  12  de  julio  de  1904,  repro- 
duciendo la  relación  de  los  hechos  déla  senten- 
cia de  prímera  instancia  y  teniendo  presente 


(1)  Véase  Tomo  I,  2.*  Parte,  p¿g.  42. 
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que  el  demandante  don  Eugenio  Mebus  no  ha 
rendido  prueba  legal  necesaria  para  justificar 
el  derecho  cuya  declaración  solicita  contra  los 
demandados  y  que,  en  consecuencia,  no  pro- 
cede semejante  declaración,  revocó  aquella  re- 
solución y  declaró  sin  lugar  la  demanda. 

Don  Eugenio  Mebus  ha  interpuesto  en  con- 
tra de  la  sentencia  referida  los  recursos  de  ca- 
sación en  la  forma  y  en  el  fondo;  y  formalizan- 
do el  primero,  respecto  del  cual  se  ha  ordena- 
do traer  los  autos  en  relación,  manifiesta  que, 
al  pronunciarla,  se  ha  incurrido  en  las  siguien- 
tes causas  de  casación  en  la  forma: 

1^  Haberse  fallado  ultrapetita  al  revocar 
en  todas  sus  partes  la  sentencia  del  Juez 
a  gao,  rechazando  en  consecuencia  totalmente 
la  demanda,  causal  consignada  en  el  número 
4'  del  artículo  941  del  Código  de  Procedimien- 
to Civil.  Esta  causal  se  encuentra  demostrada 
en  los  autos,  porque,  como  lo  dejó  establecido 
la  sentencia  de  casación  de  la  Excma.  Corte 
Suprema,  dictada  en  el  juicio  actual,  habiendo 
los  demcmdados  reconocido  el  derecho  del  re- 
currente á  dos  de  las  horas  reclamadas,  el  úni- 
co asunto  que  quedaba  en  tela  de  juicio  y  so- 
metido al  conocimiento  y  fallo  de  los  Tribu- 
nales eran  las  tres  horas  no  reconocidas;  por 
lo  tanto,  la  Corte  de  Apelaciones  no  ha  podido 
negar  lugar  en  todas  sus  partes  á  la  demanda 
sin  fallar  ultrapetita; 

2^  Haber  dictado  sentencia  en  contra  de 
otra  ejecutoriada,  habiéndose  alegado  la  ex- 
cepción oportunamente,  causal  prevista  en  el 
número  6^  del  artículo  941. 

La  Excma.  Corte  Suprema,  al  resolver  el 
recurso  de  casación  en  la  forma,  que  anuló  el 
fallo  anterior  de  la  Corte  de  Apelaciones,  de. 
jó  establecido  que  este  Tribunal  no  podía  fa- 
llar sino  únicamente  respecto  de  las  tres  ho- 
ras de  agua  no  reconocidas,  puesto  que  decla- 
ró que  dicho  fallo  había  sido  expedido  ultra- 
petita por  haber  concedido  á  los  demandados 
más  de  lo  que  habían  pedido,  negando  lugar 
totalmente  á  la  demanda  é  incluyendo  en  el 
fAllo  las  dos  horas  reconocidas. 

Al  contestar  al  alegato  del  contendor,  el 
abogado  del  recurrente  hizo  presente  que  el 
Tribunal  no  podía  negar  lugar  al  reconoci- 
miento de  esas  dos  horas  aceptadas  por  la 
contraria,  tanto  porque  ello  importaría  cons- 


tituirse en  superior  jerárquico  de  la  Corte 
Superior,  cuanto  porque  obraba  á  favor  del 
demandante  la  excepción  de  cosa  juzgada. 

A  pesar  de  esta  alegación,  se  ha  dictado  un 
fallo  idéntico  al  anterior  en  su  parte  disposi- 
tiva, haciendo  caso  omiso  de  la  sentencia  de 
la  Excma.  Corte  y  de  la  excepción  de  cosa 
juzgada  alegada  en  estrados  por  el  abogado 
en  presencia  de  su  parte; 

3^  Haber  fallado  la  causa  omitiendo  algu- 
nos de  los  requisitos  enumerados  por  el  ar- 
tículo 193  del  Código  de  Procedimiento  Civil; 
causal  contemplada  en  el  número  5^  del  ar- 
tículo 941  ya  citado. 

En  el  caso  actual,  el  Tribunal  de  segunda 
instancia  omitió  la  exposición  de  las  alega- 
ciones que  tanto  por  una  como  por  otra  par- 
te se  hicieron  valer  en  la  segunda  vista  de  la 
cansa,  en  la  cual  se  alegó  la  excepción  decosa 
juzgada  y  se  formuló  una  excepción  previa; 
contra  la  procedencia  del  recurso  de  apeladóo, 
y  no  falló  sobre  todos  los  puntos  controver. 
tidos,  puesto  que  ni  siquiera  insinúa  en  su  fa- 
llo la  improcedencia  del  recurso,  respecto  de 
la  cual  había  quedado  de  resolveren  definitiva. 

La  Oorte: 

Considerando: 

1^  Que  la  sentencia  de  primera  instancia  re 
solviendo  el  pleito,  dio  lugar  en  todassuspar- 
tes  á  la  demanda,  en  la  cual  se  pedía  que  se 
declarase  que  los  demandados  estaban  obli- 
gados á  entregar  al  demandante  un  tumo  de 
cinco  horas  de  la  toma  de  Lo  Gamboa,  tumo 
que  le  correspondía  cada  diez  días  desde  las 
2  de  la  tarde  hasta  la  puesta  del  sol,  además 
de  otro  nocturno  de  dos  horas; 

2^  Que,  apelada  esta  resolución,  los  deman- 
dados expresando  agravios,  pidieron  que,  re- 
vocándose, se  declare  sin  lugar  la  demanda;  y 
los  demandantes  solicitaron  su  confirmación 
con  costas; 

3^  Que  la  Corte  de  Apelaciones  de  Valparaí- 
so, al  conocer  del  recurso  de  apelación,  se 
ha  limitado  á  declarar  en  su  resolución  de  12 
de  julio,  revocando  la  de  primera  instancia, 
que  no  ha  lugar  á  la  demanda,  y  ha  resuelto 
así  el  punto  sometido  á  su  decisión,  cual  era 
la  aceptación  ó  rechazo  de  la  demanda,  sin 
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haber  extendido,  por  tanto,  su  fallo  á  puntos 
que  no  le  hubiesen  sido  sometidos  á  su  cono- 
cimiento por  las  partes  litigantes; 

4^   Que  la  sentencia  de  la  Corte  Suprema 
que  resolvió  el  anterior  recurso  de  casación  en 
la  forma,  interpuesto  en  contra  de  la  senten- 
cia de  la  Corte  de  Apelaciones,  estableció  que 
esta  resolución  era  nula  por  haberse  fallado 
en  ella  respecto  del  dominio  de  las  aguas  ó 
sea  de  la  acción  reivindicatoría,  acción  que  no 
se  había  entablado;  y  que  no  tuvo  por  objeto 
resolver  el  punto  controvertido,  ni  contiene, 
en  consecuencia,  decisión  alguna  respecto  de 
los  derechos  discutidos  en  el  juicio; 

5^  Que,  á  virtud  de  lo  expuesto  en  el  consi- 
derando anterior,  la  sentencia  de  la  Corte  Su- 
prema no  podría  en  ningún  caso  servir  de  fun- 
damento á  la  excepción  de  cosa  juzgada  en  el 
nuevo  fallo  que  con  motivo  de  la  nulidad  de- 
clarada, debía  pronunciar  la  Corte  de  Apela- 
ciones de  Valparaíso; 

6^  Que,  además,  la  excepción  de  cosa  juzga- 
da no  había  podido  tomarse  en  consideración 
en  la  decisión  del  pleito,  por  cuanto  fué  alega- 
da verbalmente  y  no  por  escrito  y  antes  de  la 
vista  de  la  causa,  como  lo  prescribe  el  artícu- 
lo 300  del  Código  de  Procedimiento  Civil; 

79  Que  el  artículo  193  del  citado  Código 
dispone  que  las  sentencias  de  segunda  instan- 
cia que  modiñquen  ó  revoquen  las  de  primera 
no  necesitan  reproducir  la  exposición  que  di- 
cho fallo  contenga  sobre  las  circunstancias 
mencionadas  en  los  números  2^  y  3*^  de  ese 
artículo,  pues  bastará  referirse  á  ellas,  requi- 
sito que  se  cumple  con  la  locución  ''reprodu' 
ciendo  la  parte  expositiva  de  la  sentencia  de 
primera  instancia",  de  que  se  vale  la  resolu- 
ción recurrida; 

8^  Que  la  ley  no  impone  á  los  tribunales  de 
Alzada  la  obligación  de  expresar  en  sus  fallos 
las  alegaciones  ó  medios  de  defensa  que  en  la 
vista  de  la  causa  hagan  valer  verbalmente 
las  partes  ó  sus  abogados;  omisión  que,  se- 
gún el  recurrente,  ha  cometido  la  Corte  de 
Apelaciones  de  Valparaíso; 

9^  Que  la  sentencia  recurrida  contiene  la 
decisión  del  pnnto  controvertido,  cono  se  ha 
manifestado  anteriormente,  y  no  habría  po- 
dido pronunciarse  sobre  la  excepción  de  cosa 
juzgada  alegada  verbalmente  en  la  vista  de 


la  causa,  por  ser  inadmisible  su  interpreta 
ción  en  esa  forma;  y  que,  respecto  de  la  omi- 
sión de  resolver  sobre  la  inadmisibilidad  del 
recurso  de  apelación,  ya  que  entró  á  conocer 
en  él  no  tenía  el  Tribunal  para  qué  hacer  una 
declaración  especial  sobre  este  punto. 

Visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  941,  906 
y  979  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se 
declara  sin  lugar,  con  costas,  el  recurso  de  ca- 
sación en  la  forma  interpuesto  por  don  Euge- 
nio Mebus  en  contra  de  la  sentencia  expedida 
por  la  Corte  de  Apelaciones  de  Valparaíso  en 
12  (le  julio  de  1904.  Queda  aplicada  al  Fisco 
la  cantidad  consignada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Varas. — 
Galvaríno  Gallardo, -^Gabriel  Gaetc^Leoa^ 

cío  Rodrígudz.^Carlos  Varas E,  Fóster  Re- 

catarrea. 


Cas  Civ 28  de  octubre  de  1905 

Carrasco  con  Hormazábal 

Pago;  cantidad  no  disputada.— Dero 

gaolón 

Doctrina;— iVo  aíectÁndo  las  objecio- 
nes hechas  á  una  cuenta  presentada  por 
el  demandante^  á  la  cantidad  reconocida 
por  el  demandado,  puede  el  Juez  ordenar 
el  pago  de  la  cantidad  no  disputada, 
mientras  se  decide  el  juicio. 

El  artículo  final  del  Código  de  Procedí- 
miento  Civil  ha  dejado  vigentes  las  dis- 
posiciones del  Código  Civil  y  las  leyes 
complementarias;  y  la  disposición  del 
artículo  195  que  establece  el procedimien' 
to  que  debe  seguirse  en  el  caso  de  pago 
de  la  suma  no  disputada,  no  contiene 
disposición  alguna  contraria  6  inconcilia- 
ble con  la  del  artículo  1592  del  Código 
Civil 
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En  el  juicio  iniciado  por  don  Fernando 
Hormazábal  y  otros,  contra  don  Jerónimo 
Carrasco,  sobre  rendición  de  la  cuenta  de  los 
bienes  que  este  último  había  recibido  en  el  ca- 
rácter de  curador  del  ausente  don  Sebastián 
Rojas,  en  rebeldía  del  demandado  se  presentó 
dicha  cuenta  por  el  demandante  y  fué  objeta- 
da por  aquél  en  lo  relativo  á  la  partida  de  in- 
tereses que  se  le  cargaba  y  á  otros  que,  según 
él,  debieran  serle  de  abono. 

Siguiéndose  el  juicio,  en  el  estado  de  réplica, 
solicitó  don  Femando  Hormazábal  que  en 
YÍsta  de  resultar  un  saldo  de  $  620  en  contra 
de  don  Jerónimo  Carrasco,  no  objetado  por 
éste,  se  le  ordenara  pagar  desde  luego  esa  can- 
tidad, ya  que  á  su  respecto  existía  un  título 
ejecutivo  conforme  alo  dispuesto  en  el  número 
1^  del  artículo  455  del  Código  de  Procediniien  to 
Civil,  que  puede  hacerse  efectivo  inmediata- 
mente, con  arreglo  al  artículo  460  del  mismo 
Código. 

Así  se  decretó  con  citación  de  la  parte  con- 
traria, pero  habiéndose  opuesto  el  demanda- 
do á  dicha  petición,  el  Juzgado  resolvió: 

Talca,  15  de  noviembre  de  1904.— Vistos: 
ba  lugar  á  la  oposición  deducida  por  don  Jeró- 
nimo Carrasco  en  su  escrito  de  fs 

Y  apelada  esta  resolución: 

Talca,  28  de  diciembre  de  1904.— Vistos:  te- 
niendo  presente  lo  prescrito  en  el  artículo 
1592,  del  Código  Civil,  se  revoca  el  auto  ape- 
lado de  15  de  noviembre  último,  y  se  declara 
que  no  ha  lugar  á  la  oposición  deducida  por 
don  Jerónimo  Carrasco  y,  en  consecuencia, 
que  queda  vigente  el  decreto  dictado  en  solici- 
tud de  don  Fernando  Hormazábal.— L.  Urra- 
tia.^J.  C,  Herrera F.  LeteUer,^A,  Montero, 

El  curador  demandado  interpuso  recurso 
de  casación  en  el  fondo  contra  esta  última 
resolución,  y  dice  al  formalizarlo: 

Que  el  Código  de  Procedimiento  Civil,  en 
los  artículos  195  y  303  trata  de  un  modo  cla- 
ro del  punto  relativo  á  la  cuestión  ventilada 
y  que,  en  conformidad  á  sus  disposici  C'  s,  se 
pronunció  la  resolución  de  primera  instancia. 
Que  el  artículo  1592  del  Código  Civil  en  que 
se  funda  la  resolución  recurrida,  está  expresa- 
mente derogado  por  el  artículo  1101  del  de 
Procedimiento  y  que,  por  consiguiente,  siendo 


él  inaplicable  á  la  cuestión  legal  que  se  deba- 
te, se  ha  cometido  un  manifiesto  error  de  de  - 
recho  que  ha  influido  en  lo  dispositivo  de  la 
sentencia  interlocutoría  recurrida. 

La  Corte: 

Teniendo  presente: 

1*^  Que,  atendida  la  naturaleza  de  las  obje- 
ciones que  se  han  hecho  por  don  Jerónimo 
Carrasco  á  la  cuenta  presentada  por  el  de- 
mandante, la  sentencia  que  se  pronunció  acer- 
ca de  aquéllas,  no  afectaría  la  cantidad  que 
se  ordena  pagar  por  la  resolución  recurrida  y 
que  el  mismo  Carrasco  reconoce  adeudar, 

2^  Que  tratando  el  Código  Civil  de  "cómo 
debe  hacerse  el  pago",  establece  en  el  artículo 
1592  que  **si  hay  controversia  sobre  la  canti- 
dad de  la  deuda,  ó  sobre  sus  accesorios,  po- 
drá el  Juez  ordenar,  mientras  se  decide  la  cues- 
tión, el  pago  de  la  cantidad  no  disputada*'; 

3*^  Que,  si  bien  el  artículo  195  del  Código  de 
Procedimiento  Civil  indica  el  que  pueda  se- 
guirse en  casos  análogos  al  de  que  trata  el 
artículo  1592  del  Código  Civil,  citado  en  el 
considerando  anterior,  el  artículo  final  del 
primero  de  estos  códigos,  lejos  de  haber  dero- 
gado este  último  artículo,  expresa  de  una  ma- 
nera terminante,  en  la  parte  pertinente  al 
pun  to  de  que  se  trata,  que  el  Código  Civil  y 
las  leyes  que  lo  hayan  complementado  ó  mo- 
dificado sólo  se  entenderán  derogados  en  lo 
que  sean  contrarios  á  las  disposiciones  del 
mismo  Código  de  Procedimiento; 

4*^  Que  la  ya  aludida  disposición  del  artícu- 
lo 195  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  no 
contiene  prescripción  alguna  contraria  ó  in- 
conciliable con  la  del  artículo  1592  del  Códi- 
go Civil,  sino  que  aquél  indica  el  procedimien- 
to que  debe  seguirse  en  el  caso  expresado  por 
éste;  y 

5*^  Que,  atendido  lo  dispuesto  en  los  consi- 
derandos anteriores  y  cualquiera  que  sea  la 
forma  de  la  sentencia  en  que  se  ordenó  el  pago 
de  la  cantidad  de  que  se  trata,  no  aparece  que 
en  la  sentencia  recurrida  se  haya  infringido  el 
artículo  final  del  Código  de  Procedimiento 
Civil. 

Visto  además  lo  dispuesto  en  los  artículos 
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940  y  973  del  Código  que  se  acaba  de  citar, 
se  declara  sin  lugar  el  recurso. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Gaete. — 
F.  Af*uirre  V.—J,  Gabriel  Palma  Guzmán.— Ga- 
briel Gaete,  — Carlos  Varas,  —  Abel Saavedra, 
— H,  FósUr  Recabarren J.  Alejo  Fernández, 


Cas.  en  la  forma 18  de  mayo  de  1905 

Osorio  con  Mahuzier 

Honorario.—  Obllgración  condicional. 
— Pag-o  de  lo  no  debido.  -Ultrapetita 

Doctrina: — No  habiéndose  acreditado 
que  se  han  cumplido  todas  las  condicio- 
nes á  que  estaba  sometido  el  pago  del 
honorario  convenido  entre  las  partes  por 
servicios  ya  prestados  y  por  prestarle, 
no  procede  la  demanda  aunque  el  deman- 
dado hubiera  hecho  negociaciones  con 
parte  de  los  derechos  que  era  una  de  las 
condiciones  de  ese  pago. 

Aunque  en  la  contestación  de  la  de- 
manda^ haya  expresado  el  demandado 
que  debe  ser  desechada  *^con  la  condición 
de  por  ahora' \  no  falla  ^^ ultrapetita^'  la 
sentencia  que  resuelve  *^que  también  se 
desecha  la  demanda''  cuando  aparece  de 
los  considerandos  del  fallo  que  el  Tribu- 
nal desecha  la  demanda  por  no  haber 
estimado  aun  cumplidas  las  condiciones 
estipuladas  para  el  pago,  lo  que  no  im- 
pide que  el  demandante  ejercite  oportU' 
ñámente  los  derechos  que  pudiera  alegar 
después. 


Don  Juan  M.  Osorio  demandando  á  don 
J.  Germán  Mahuzier  expone  que  según  el  ins- 
trumento que  acompaña  el  señor  Mahuzier  se 
comprometió  á  pagarle  $  5.000  por  su  coope- 
ración en  las  negociaciones  referentes  á  las 
minas  de  carbón  de  Curanilahue,  tan  pronto 
como  estuviera  en  posesión  de  las  minas  y  co- 
mo efectuasen  de  un  modo  favorable  cualquiera 
negociación  sucesiva  ó  transferencia  de  dere- 
chos sobre  esos  inmuebles;  que  el  13  de  enero 
de  1900  Mahuzier  ha  vendido  en  $  5,000  á 
don  Ricardo  Rojas  las  acciones  y  derechos 
sobre  el  fundo  y  minas  Ríos  de  Curanilahue, 
que  obtuvo  por  compra  hecha  á  doña  Isabel 
Pino  Sáez,  y  por  consiguiente  se  ha  cumplido 
la  condición  prevista  en  el  contrato  para  ha- 
cer el  pago,  pide  que  se  declare  que  Mahuzier 
debe  pagarle  esa  suma  con  intereses  y  costas. 

Mahuzier  solicita  que  se  deseche  la  demanda 
y  se  dé  lugar  á  la  reconvención  que  formula, 
con  costas. 

Sostiene  que  la  estipulación  del  contrato  es 
condicional,  y  que  Osorio  no  puede  cobrar  los 
$  5.000  sin  haber  prestado  servicios,  y  con 
que  el  demandsido  haya  hecho  negociaciones 
ventajosas  sobre  todos  sus  derechos  á  las  mi- 
nas y  nó  sobre  una  parte  insignificante  de 
ellas,  como  la  rendida  al  señor  Rojas  el  que 
nada  dio  en  pago  sino  que  prestó  su  coopera- 
ción efectiva  y  realmente  desde  su  puesto  de 
Gobernador  de  Puchacay,  y  aun  en  el  supues- 
to de  que  el  señor  Rojas  hubiera  pagado  los 
$  5.000,  no  habría  todavía  una  negociación 
favorable  para  Mahuzier,  pues  lleva  gastados 
más  de  $  30.000  en  las  adquisiciones  de  esos 
derechos. 

Agrega  que  Osorio  no  ha  comprado  en  las 
negociaciones  aludidas,  sino  que  ha  celebrado 
una  que  otra  conferencia  con  alguno  de  los 
accionistas  en  esos  inmuebles. 

Funda  la  reconvención  en  que  dio  por  error 
$  2.000  á  Osorio,  los  cuales  puede  repetir  con- 
forme al  artículo  2295  del  Código  Civil.  Oso- 
rio  no  ha  podido  ganar  honorario  sin  prestar 
servicio  alguno.  Solicita  que  devuelva  esa 
cantidad  con  intereses  desde  su  recepción  ó 
desde  su  notificación  de  la  reconvención. 

En  la  réplica  se  afirma  lo  expuesto  en  apo« 
yo  de  los  demandados  y  se  pide  se  deseche  la 
reconvención,  con  costas.  Piensa  que  el  señor 
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Mahazier  ha  sido  soq^rendido  al  ñrmar  esa 
reconvención.  El  pago  de  los  $  2.000  signifi- 
ca j  sirve  de  prueba  de  que  Mahuzier  debía  lo 
que  en  parte  pagaba. 

Con  fecha  13  de  mayo  de  1901,  el  Juez  de 
Concepción  resolvió: 

Con  lo  relacionado  y  teniendo  presente: 

Que  en  el  contrato  se  expuso  claramente  que 
el  demandante  ha  prestado  cooperación  al  ne- 
gocio que  se  indica;  pero  se  dice  ''además  de 
la  cooperación  ya  prestada  el  mismo  señor 
Osorio  se  compromete,  etc."; 

Que,  según  los  términos  del  contrato,  por  es* 
tos  servicios  Mahuzier  se  compromete  apagar 
á  Osorio  $  5.000  en  efectivo,  tan  pronto  lleve 
á  cabo  de  un  modo  favorable,  cualquier  negó* 
ciación,  sea  cesión  ó  transferencia  de  los  dere- 
chos que  tenga  sobre  los  mencionados  inmue- 
bles; 

Que  consta  que  con  posterioridad  á  ese  con- 
trato Mahuzier  vendió  á  don  Ricardo  Rojas 
acciones  y  derechos  en  esos  inmuebles,  por 
$  5.000,  por  "convenir  así  á  sus  intereses,  se- 
gún las  palabras  de  la  confesión;" 

Que  en  consecuencia  quedó  cumplida  la  con- 
dición de  que  hubiera  cesión  ó  cualquiera  ne- 
gociación favorable,  ya  que  el  mismo  deman- 
dado lo  reconoce; 

Que  esto  además  se  comprueba  con  el  hecho 
de  haber  pagado  $  2.000  á  Osorio,  después 
de  esa  cesión;  y 

Que  la  reconvención  no  ha  sido  probada  en 
manera  alguna. 

Por  estos  fundamentos  y  conforme  á  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  1698  y  1545  del  Códi- 
go  Civil  se  declara  que  ha  lugar  á  la  deman- 
da y  que  no  ha  lugar  á  la  reconvención,  de- 
biendo ser  de  abono  al  demandado  los  $  2.000 
de  que  se  confiesa  recibido  el  actor. 

Las  partes  son  de  este  domicilio,  el  actor  em- 
pleado, y  el  demandado  ingeniero G.  Salas. 

La  Corte  de  Apelaciones: 

Concepción,  5  de  noviembre  de  1904.— 
Aceptando  la  parte  expositiva  de  la  sentencia 
de  primera  instancia  y  considerando: 

1'  Que  en  el  contrato  celebrado  entre  don 
Juan  Germán  Mahuzier  y  don  Juan  Manuel 
Osorio  y  de  que  da  testimonio  el  documento, 
de  fs,  1  se  convino  en  lo  siguiente: 


a)  Don  Juan  Manuel  Osorio  ha  prestado 
cooperación  para  la  realización  de  las  nego- 
ciaciones que  el  señor  Mahuzier  está  realizan- 
do actualmente  con  los  herederos  de  don  José 
Maria  Sáez  y  otros,  sobre  el  fundo  y  minas  de 
carbón,  Los  Ríos  de  Curanilahue,  ubicado  en 
la  séptima  subdelegación  del  departamento 
de  Lebu.  Además  de  la  cooperación  ya  presta- 
da, el  mismo  señor  Osorio  se  compromete  á 
coadyuvar  cuando  se  trate  de  rendir  pmeba 
en  los  juicios  ú  otros  trámites  análogos,  sien- 
do de  cuenta  del  señor  Mahuzier  los  gastos 
que  se  originen  cuando  estas  diligencias  obli- 
guen al  señor  Osorio  á  salir  fuera  de  Concep- 
ción; 

h)  Por  estos  servicios  don  Juan  Germán  Ma- 
huzier se  compromete  á  pagar  al  señor  Osorio 
la  suma  de  $  5.000  en  efectivo,  tan  pronto  en- 
tre en  posesión  material  del  fundo  y  minas 
aludidos,  ó  tan  pronto  lleve  á  cabo,  de  un  mo- 
do favorable  cualquier  negociación,  sea  cesión 
ó  transferencia  de  los  derechos  que  tenga  so- 
bre los  mencionados  inmuebles; 

2^  Que  el  demandante  no  ha  justificado  que 
se  haya  cumplido  alguna  de  las  condiciones 
estipuladas  en  el  contrato,  para  que  tuviera 
derecho  á  cobrar  la  remuneración  convenida 
en  él,  pues  ni  se  ha  insinuado  que  el  demanda- 
do entrara  en  posesión  material  del  fundo  y 
minas  á  que  el  mismo  contrato  se  refiere;  j  á 
bien  es  verdad  que  consta  de  autos  que  vendió 
una  parte  de  sus  derechos  á  don  Ricardo  Ro- 
jas por  la  suma  de  $  5.000  esto  sólo  no  basta, 
atendidos  los  términos  claros  del  contrato, 
para  dar  por  cumplida  la  otra  condición  alter- 
nativa requerida  para  que  llegara  el  caso  de 
pagar  la  remuneración  que  se  convino. 

3^  Que  en  el  supuesto  de  que  los  interesados 
al  expresar  en  el  contrato  que  se  pagaría  la 
remuneración  convenida  tan  pronto  como 
don  Germán  Mahuzier  ''llevara  á  cabo  de  un 
modo  favorable  cualquier  negociación,  sea  ce- 
sión ó  transferencia  de  los  derechos  que  tenga 
sobre  los  mencionados  inmuebles",  hubieran 
querido  establecer  que  esa  negociación  se  re- 
fería, no  sólo  á  la  totalidad  de  los  derechos, 
sino  á  cualquiera  parte  de  ellos,  no  habría 
llegado  aún  el  caso  de  que  el  demandante  pu- 
diera  cobrarlo,  por  cuanto  no  ha  justificado 
que  haya  cumplido  con  el  compromiso  que 
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contrajo  en  el  mismo  contrato  de  coadyuvar 
al  demandado  con  sos  servicios  en  la  forma 
que  en  el  mismo  contrato  se  expresa. 

Por  estos  fundamentos  y  de  conformidad 
con  lo  prescrito  en  los  artículos  151*5,  1552, 
1473,  1479,1483,1485,1560,  1563  y  1698 
del  Código  Civil  y  167  y  390  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  se  confirma  la  sentencia 
apelada  de  13  de  mayo  último,  con  declara- 
ción de  que  también  se  desecha  la  demanda  de 
fs.  2. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Figueroa 
Lagos. — Juan  N,  Par^a,  —  Exequid  Figue^ 
roa  L. — Luis  David  Cruz, 

Osorio  interpuso  los  recursos  de  casación 
en  el  fondo  y  en  la  forma  contra  esta  senten- 
cia. 

Formalizando  el  segundo,  lo  funda  en  las 
siguientes  causales: 

1*  Haber  sido  dictada  la  sentencia  recurrí- 
da,  ultrapetita,  esto  es,  otorgando  más  de  lo 
pedido  por  las  partes,  causal  de  casación  con' 
templada  en  el  número  4'  del  artículo  941 
del  Código  de  Procedimiento  Civil. 

Al  contestar  Mahuzier  la  demanda,  solicitó 
que  ésta  se  rechazara  con  la  condición  de  por 
ahora,  por  lo  cual  en  esta  forma  quedó  traba- 
da la  litis,  y  por  esta  razón,  la  sentencia  que 
modificó  totalmente  la  pronunciada  por  el 
señor  Juez  á  quo  en  lo  qne  se  refiere  á  la  ac 
ción  interpuesta,  debió  también  declarar  ex- 
presamente que  se  confirmaba  la  sentencia 
de  13  de  mayo  de  1904,  con  declaración  de 
que  se  deseche  por  ahora,  la  demanda.  Al 
declararse  que  se  desechaba  simplemente  ésta, 
produciendo  cosa  juzgada  sobre  el  particular 
sin  reservar  al  recurrente  las  accicMies  que  pu- 
diera intentar  cuando  se  reputase  cumplida  la 
condición  para  devengar  el  honorario  conve- 
nido, ha  otorgado  la  sentencia  de  la  Corte, 
más  de  lo  pedido  por  las  partes,  incurriendo 
en  el  vicio  de  nulidad  previsto  en  la  disposi- 
ción citada; 

2*  Haber  sido  dictada  con  omisión  del  re- 
quisito  enumerado  en  el  número  4*  del  artí- 
culo 193  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
pues,  en  lo  tocante  á  la  reconvención,  que  se 
desecha  en  la  sentencia,  no  se  consigna  una 
sola  consideración  de  hecho  ó  de  derecho,  ni 

SUPREMA 


tampoco  se  refiere  el  Tribunal  sentenciador, 
en  este  punto,  al  considerando  del  fallo  de 
primera  instancia; 

3*  Contener  decisiones  contradictorias,  cau- 
sal de  casación  establecida  en  el  numero  7^ 
del  artículo  941  del  citado  Código,  porque  la 
Corte  de  Apelaciones  debió,  ajuicio  del  recu- 
rrente, ó  confirmar  en  todas  sus  partes  la  sen- 
tencia apelada,  dando  así  lugar  á  la  deman- 
da y  rechazando  la  reconvención;  ó  debió  re- 
vocarla, desechando  la  primera  y  aceptando 
la  segunda.  Agrega  que,  ó  se  considera  cum- 
plida la  condición  estipulada  para  que  se  de- 
venguen los  honorarios  convenidos,  y  en  tal 
caso  no  procede  la  reconvención;  ó  bien  se  es- 
tima que  por  no  haberse  dado  cumplimiento  á 
esa  condición,  debió  desecharse  la  demanda  y 
aceptarse  la  reconvención. 

La  Oorte: 

Considerando: 

1^  Que  si  bien  el  demandado  pidió  se  recha- 
zara la  demanda  con  la  condición  de  por  aba- 
ra  y  la  Corte  de  Apelaciones  se  limitó  á  resol- 
ver que  también  se  desecha  la  demanda,  apa- 
rece de  los  considerandos  2^  y  3^  de  la  senten- 
cia recurrida,  que  el  Tribunal  no  ha  estimado 
cumplidas  las  condiciones  estipuladas  para  el 
pago  del  honorario  del  recurrente,  ni  acredi- 
tadas las  demás  circunstancias  convenidas 
para  ese  pago,  de  modo  que  dicha  sentencia 
no  impide  al  demandante  ejercitar  oportuna- 
mente los  derechos  que  pudiera  alegar  des- 
pués, según  el  contrato,  ni  ha  sido  dictado, 
en  consecuencia,  uítrapetita,  otorgando  más 
de  lo  pedido  por  las  partes; 

2^  Que  la  sentencia  recurrida  no  ha  elimi- 
nado los  considerandos  de  la  de  primera  ins- 
tancia, por  los  cuales  no  dio  lugar  á  la  recon- 
vención y,  por  el  contrario,  habiéndose  confir- 
mado en  esa  parte  dicha  sentencia,  sin  modi- 
ficación, debe  entenderse  qne  el  fallo  recurrido 
los  ha  hecho  suyos; 

3*^  Que,  por  otra  parte,  la  mencionada  sen- 
tencia, en  lo  relativo  á  la  reconvención,  es  fa- 
vorable al  recurrente,  quien  en  consecuencia 
no  puede  considerarse  parte  agraviada  para 
reclamar  de  los  vicios  de  que  ella  pudiera  ado- 
lecer; 

la 
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4P  Que  la  sentencia,  en  cuanto  desecha  la 
reconvención,  y  también  la  demanda,  en  el 
sentido  antes  expresado,  no  contiene  decisio- 
nes contradictorias,  pues  la  circunstancia  de 
haberse  declarado  válido  el  pago  parcial  he- 
cho por  el  demandado,  no  es  un  antecedente 
legal  inconciliable  con  la  resolución  recaída 
respecto  de  la  acción  interpuesta  por  don 
Juan  M.  Osorio; 

Visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  938, 
inciso  final,  941, 945  y  978  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil,  se  declara  sin  lugar  el  recur- 
so de  casación  en  la  forma,  interpuesto  por 
don  Juan  M.  Osorio,  contra  la  sentencia  dic- 
tada por  la  Corte  de  Apelaciones  de  Concep- 
ción. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Gallardo. 

Galvaríno  Gallardo Gabriel  Gaetc—  León- 

cío  Rodríguez,— E.  Fóster  Recabarren. 


carácter  las  resoluciones  sobre  medidas 
precautorias^  las  cuales  deben  estimarse 
con  arreglo  al  artículo  165delCódigo  de 
Procedimiento  Civil  como  simples  autos 
y  *'son  esencialmente  provisorias**  no  es- 
tableciendo derechos  *^ permanentes''  á 
favor  de  las  partes^  ni  resuelven  sobre 
trámites  que  deban  servir  de  base  á  ana 
sentencia  deñnítiva  6  interlocutoria. 

Las  enunciaciones  que  previene  el  ar- 
tículo 193  del  Código  de  Procedimiento 
Civil  no  son  obligatorias  en  las  senten- 
cias recaídas  en  juicio  iniciado  antes  de 
la  vigencia  de  dicho  Código, 


Cas.  en  Íh  forma 12  de  agosto  de  1905 

Lagos  con  Bunster 

Medidas  precautorias;  suspensión  del 
pago  de  la  deuda  -Juicio ejecutivo; 
excepciones;  deuda  no  exigible.  -  Oo 
sa  j  uzgada ;  autos.— O  m  islón  de  e  n  un- 
ciaciones  del  fallo. 


Doctrina: —  La  ejecución  fundada  en 
un  título  que  la  lleva  aparejada  y  por 
una  suma  actualmente  exigible,  no  pue- 
de ser  enervada  en  virtud  de  una  medida 
precautoria  solicitada  por  el  deudor  en 
otro  juicio  contra  su  acreedor,  y  no  pue- 
de fundarse  en  tal  medida,  sobre  todo 
cuando  no  se  halla  aun  ejecutoriada  la 
excepción  de  falta  de  exigibilidad  de  la 
deuda. 

Sólo  producen  la  acción  y  la  excepción 
de  cosa  juzgada  las  sentencias  deSniti  vas 
ó  interlocutorías  firmes.  No  tienen  este 


En  el  juicio  ejecutivo  seguido  por  don  J.  Do- 
mingo Lagos  contra  don  José  Bunster,  so- 
bre pago  de  la  cantidad  de  $  4.000  é  intere- 
ses respectivos,  se  expidió  la  sentencia  de  pri- 
mera instancia  de  10  de  julio  de  1903,  que 
aceptó  una  de  las  excepciones  opuestas  por  el 
ejecutado,  la  de  '*falta  de  requisito  de  exigibi- 
lidad de  la  deuda",  fundada  en  que  existe  nn 
decreto  judicial  que  ordena  suspender  el  pago 
de  esos  $  4.000,  como  medida  precautoria, 
mientras  se  ventila  ó  se  resuelve  el  juicio  so- 
bre resolución  de  contrato,  entre  «Ion  José 
Bunster  y  don  José  Domingo  Lagos. 

Apelada  esta  sentencia  por  el  ejecutante,  una 
de  las  Salas  de  la  Corte  de  Apelaciones  de 
Concepción  pronunció  la  que  textualmente  se 
copia  en  seguida: 

"Concepdón,  25  de  mayo  de  1904— Acep* 
taudo  la  parte  expositiva  de  la  sentencia  de 
primera  instancia  y 

Teniendo  presente: 

1^  Que  requerido  el  deudor  de  pago,  tste  con 
fecha  13  de  marzo  de  1903  opuso  excepciones, 
entre  las  que  figura  la  única  que  ba  motivado 
a  apelación  de  que  actualmente  conoce  este 
Tribunal,  ó  sea  la  de**falta  derequisito  de  exi- 
gibilidad de  la  deuda"; 

2^  Que  la  deuda,  materia  de  esta  ejecución, 
consta  de  una  escritura  pública  y  aparece  de 
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esa  misma  escritura,  y  aún  del  acuerdo  de  las 
partes,  que  el  plazo  de  aquélla  estaba  vencido 
cuando  el  ejecutante  interpuso  su  acción  eje- 
cutiva; 

3^  Que  la  excepción  que  hace  valer  el  deu- 
dor se  funda  en  un  decreto  de  retención  provi- 
sorio librado  á  solicitud  del  mismo  deudor  en 
otro  juicio  ordinario  que  él  también  había  ini- 
ciado, sobre  resolución  del  contratoque  es  ori- 
gen de  la  deuda  porque  se  le  ejecuta; 

4^  Que  notiñcado  el  acreedor  del  decreto  de 
retención  provisoria,  apeló  de  el  con  fecha  7 
de  enero  de  1903  y  al  día  siguiente  se  le  conce- 
dió el  recurso  en  ambos  efectos,  sin  protesta 
alguna  de  parte  del  ejecutado; 

3*^  Que  dicho  decreto  de  retención  sólo  que- 
dó ejecutoriado  al  día  23  de  julio  de  1903, 
siendo  que  la  excepción  que  en  él  se  fundaba, 
se  había  opuesto  por  el  ejecutado  el  13  de 
marzo  del  mismo  año,  ó  sea  cuatro  meses  an- 
tes de  que  existiera  legalmente  tal  retención; 
6^  Que  la  ejecución  fundada  en  un  título  (jue 
la  llevaba  aparejada  3'  por  una  suma  actual- 
mente exigible,  no  ha  podido  ser  enervada  en 
virtud  de  una  medida  precautoria  solicitada 
por  el  deudor  en  vísperas  de  vencerse  el  plazo 
de  su  obligación,  como  un  incidente  de  un  jui- 
cio ordinario  promovido  por  él  mismo,  y  en 
el  cual  aun  no  estaba  trabada  la  litis,  pues  la 
demanda  de  ese  juicio  sólo  fué  contestada  por 
el  actual  ejecutante  el  19  de  agosto  de  1903. 

Por  estos  fundamentos  y  de  conformidad 
además  con  lo  dispuesto  en  los  artículos  455 
y  492  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se 
revoca  en  la  parte  apelada  la  sentencia  de  10 
de  julio  de  1903,  con  declaración  de  que  tanr 
poco  ha  lugar  á  la  excepción  de  falta  de  re" 
quisito  de  exigibilidad  de  la  deuda,  y  que  en 
consecuencia  debe  llevarse  adelanto  la  ejecu- 
ción, sin  perjuicio  de  otros  derechos  que  sobre 
la  retención  pueda  hacer  valer  el  ejecutado  en 
la  forma  que  viere  convenirle,  con  costas  en 
que  se  condena  á  dicho  ejecutado.*' 

Contra  esta  última  sentencia  interpuso  el 
ejecutado,  don  José  Bunster,  recurso  de  casa- 
ción en  la  forma  y  en  el  fondo,  y  al  formali- 
zarlos expone  respecto  del  primero,  acerca  del 
cual  se  mandaron  traer  los  autos  en  relación. 


Que  consta  de  autos  que  la  demanda  sobre 
rescisión  del  contrato  de  compraventa  celebra- 
do entre  el  exponente  y  don  J.  Domingo  La- 
gos, con  fecha  2  de  junio  de  1902,  .se  inició  el 
18  de  noviembre  del  mismo  año,  y  que  la  re- 
tención del  valor  del  precio  de  venta,  se  decre- 
tó el  20  de  diciembre,  de  cuyo  decreto  apeló 
el  expresado  don  José  Domingo  Lagos  el  7  de 
enero  de  1903,  desistiéndose  de  la  apelación 
de  23  de  julio  de  este  último  año  y  quedando, 
en  consecuencia,  ejecutoriado  ese  decreto. 

Que  consta  asimismo  que  habiendo  solici- 
tado el  exponente,  con  posterioridad  que  se 
mantuviese  esa  medida  precautoria  que  ha- 
bría sido  decretada  en  el  carácter  de  proviso- 
ria, el  Juzgado  la  mantuvo  por  auto  que  tam- 
bién causó  ejecutoria. 

Que,  como  la  Corte  de  Apelaciones  en  el 
fallo  recurrido  sostiene  que  el  primer  decreto 
de  retención  solo  quedó  ejecutoriado  desde 
que  Lagos  se  desistió  de  la  apelación  que  había 
interpuesto,  ó  sea  con  posterioridad  á  la  ex- 
cepción deducida  por  el  exponente,  se  ha  infrin- 
gido lo  dispuesto  en  el  número  6^  del  artículo 
941  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  con- 
traviniendo aún  al  número  8^  de  ese  mismo 
artículo  pues  según  sus  disposiciones  procede 
el  recurso  de  casación  en  la  forma  cuando  se 
pronuncia  resolución  contra  otra  pasada  en 
autoridad  de  cosa  juzgada,  y  cuando  es  dada 
en  apelación  legalmente  desistida. 

Que  en  este  caso  hay  dos  resoluciones  ejecu- 
toriadas que  han  decretado  esa  retención,  y 
si  es  verdad  que  el  ejecutante  se  desistió  de  la 
primera,  quedó  ella  ejecutoriada  por  el  desis- 
timiento, y  aun  cuando  pudiera  creerse  que 
la  disposición  legal  citada  se  refíere  á  senten- 
cias definitivas,  el  mencionado  artículo  941 
no  hace  distinción  para  este  efecto  entre  las 
sentencias  de  esa  naturaleza  y  los  autos  ó  de- 
cretos; y 

Que,  por  último,  ni  la  sentencia  de  primera 
instancia  ni  la  de  segunda  contienen  la  desig- 
nación precisa  de  las  partes  litigantes,  su  do- 
micilio, profesión  ú  oficio  como  lo  ordenad 
artículo  193  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil, causal  de  casación  considerada  en  el  nú- 
mero 5*^  del  artículo  941;  y 
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La  Oorte: 

Teniendo  presente: 
1^  Que  en  conformidad  á  lo  dispuesto  en  el 
artículo  198  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil, las  sentencias  definitivas  ó  interlocutorías 
ñrmes  producen  la  acción  ó  excepción  de  cosa 
juzgada; 

2^  Que  según  aparece  del  expediente  que  co- 
rre agregado  á  éste  las  resoluciones  que,  á 
solicitud  del  ejecutado  en  este  juicio  decreta- 
ron la  retención  de  la  cantidad  que  aquí  se  ha 
embargado,  no  tienen  el  carácter  de  sentencias 
definitivas  ni  de  interlocutorías,  pues  en  con- 
formidad á  las  definiciones  de  que  trata  el  ar- 
tículo 165  del  mencionado  Código,  deben  es- 
timarse como  simples  autos; 

3^  Que  lo  expuesto  en  el  considerando  an- 
terior se  corrobora  todavía  con  la  disposición 
del  artículo  291  del  mismo  Código,  pues  tra- 
tándose de  las  medidas  precautorías,  expresa 
que  éstas  "son  esencialmente  provisorias"  y 
por  consiguiente  no  establecen  derechos  per- 
manentes á  favor  de  las  partes  ni  resuelven 
sobre  trámites  que  deben  servir  de  base  a  una 
sentencia  definitiva  ó  interlocutoria,  como  se- 
ría necesario  para  que  dichas  resoluciones 
fuesen  consideradas  como  una  sentencia  de  es- 
ta última  naturaleza; 

4^  Que,  en  cuanto  á  la  causal  segunda,  la 
primera  gestión  en  este  juicio,  gestión  en  la 
cual  deben  designarse  las  circunstancias  indi- 
cadas en  el  artículo  51  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  se  hizo  antes  de  la  vigencia  de  es- 
te Código  y  en  consecuencia  no  pesaba  sobre 
el  Juez  de  primera  instancia  ni  tampoco  sobre 
el  Tribunal  sentenciador  la  exigencia  legal  de 
consignar  datos  que  no  existían  en  autos  ni 
las  partes  habían  estado  obligadas  á  dar; 

Visto  además  lo  dispuesto  en  los  artículos 
960  y  979  del  mencionado  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  se  declara  sin  lugar  el  recurso, 
con  costas: 

Queda  aplicada  á  favor  del  Fisco  la  canti- 
dad consignada. 

Esta  sentencia  ha  sido  acordada  por  una- 
nimidad en  cuanto  á  la  segunda  causal  y  res- 
pecto de  la  primera  por  los  Ministros  señores 
Gaete,  Rodríguez  y  Varas,  llamado  el  último  á 
dirimir  la  discordia  ocurrida  en  la  primera 


vista  de  la  causa;  contra  el  voto  de  los  seño- 
res Gallardo  y  Fóster  Recabarren  que  opina- 
ron que  debe  aceptarse  el  recurso  por  las  con- 
sideraciones que  consignan  en  el  libro  de  acuer- 
dos. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Gaete.— 
Galvaríno  Gallardo Gabriel  Gaete Leon- 
cio Rodrígvez,^Carlos  Varas, — E  Fóster  /?e- 
cabarren. 

VOTO    BSPBCIAL 

Aparece  de  estos  antecedentes  que  don  José 
Bunster,  por  escritura  de  9  de  junio  de  1902 
compró  á  don  José  Domingo  Lagos  una  pro- 
piedad raíz  ubicada  en  el  departamento  de 
Mariluán,  y  que  al  pretender  inscribir  el  títu- 
lo en  el  correspondiente  Registro  del  Conser- 
vador se  encontró  el  mencionado  Bunster  con 
una  prohibición  judicial  que  le  impedía  hacer- 
lo decretada  en  una  demanda  del  Promotor 
Fiscal  don  Rosendo  Caro  contra  el  mL«mo 
vendedor  Lagos  sobre  reivindicación  de  una 
parte  de  los  terrenos  vendidos  á  Bunster. 

Por  tal  circunstancia  y  estimando  éste  últi- 
mo que  Lagos  se  había  colocado  en  la  impo- 
sibilidad de  cumplir  con  la  obligación  de  en- 
tregar el  predio  vendido,  interpuso  en  su  con- 
tra, en  18  de  noviembre  de  1902  la  demanda 
del  expediente  agregado,  para  que  se  le  tuvie- 
ra por  desistido  del  contrato  de  compraventa 
antedicho,  y  que  en  consecuencia  se  declara  en 
definitiva  que  quedaban  sin  efecto  las  obliga- 
ciones mutuas  que  de  ese  contrato  emanaban; 
con  más  el  siguiente  abono  de  perjuicios. 

Posteriormente,  en  el  otrosí  del  escrito,  pi- 
dió el  mismo  Bunster  la  retención  del  precio 
de  venta  estipulado,  para  evitar,  dijo,  la  con- 
tingencia de  otro  juicio  qne  se  produciría  si  el 
vendedor  hubiera  de  presentarse  cobrando  el 
valor  del  primer  dividendo  estipulado,  á  lo 
qne  se  agregaba  el  antecedente  especial  de  ser 
el  demandado,  don  Domingo  Lagos,  de  mani- 
fiesta insolvencia. 

El  Juzgado  accedió  provisoriamente  á  esta 
solicitud  por  resolución  de  20  de  diciembre  j 
aunque  Lagos  apeló  de  ella,  se  desistió  más 
tarde  del  recurso,  desistimiento  que  aceptó  el 
Tribunal  de  Alzada,  por  providencia  de  23  de 
julio  de  1903. 
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Más'adelante,  por  petición  del  mandatario 
de  Bunster,  y  con  fecha  31  de  agosto  de  ese 
año,  declaró  el  Juzgado  que  la  retención  del 
precio  de  venta  debía  permanecer  como  defi- 
nitiva; declaración  que  se  hizo  en  rebeldía  de 
Lagos  y  después  de  haber  manifestado  tex- 
tualmente la  parte  de  Bunster,  que  solicitaba 
la  retención  "en  virtud  del  derecho  que  confie- 
re el  artículo  1872  del  Código  Civil,  á  fin  de 
que  el  indicado  depósito,  que  envuelve  la  re- 
tención decretada,  cuente  con  el  decreto  ó  au. 
torización  res])ectiva,  y  evitar  de  ese  modo 
perjuicios  á  mi  mandante." 

Así  las  cosas,  don  José  Sofanor  Lagos,  por 
el  vendedor  don  José  Dionisio  Lagos,  inició  en 
contra  de  Bunster  la  demanda  ejecutiva  á  que 
estos  autos  se  refieren,  para  obtener  por  esa 
vía  el  pago  de  la  cantidad  de  $  4.000,  á  que 
ascendía  el  primer  dividendo  del  precio  esti- 
pulado en  el  contrato  de  compraventa. 

El  Juez  despachó  el  mandamiento  de  em- 
bargo solicitado  por  el  ejecutante  y  don  Gui- 
llermo B.  Scott,  mandatario  del  deudor,  ha- 
ciendo caudal  del  juicio  pendiente  sobre  resolu- 
ción del  contrato  de  compraventa,  se  opuso  á 
la  ejecución,  entre  otras  excepciones,  con  la 
siguiente: 

2^  Palta  del  requisito  de  exigibilidad  de  la 
deuda,  excepción  con  templada  en  el  número  7^ 
del  citado  artículo  485,  y  determinada  de  un 
modo  expreso  en  el  artículo  458  del  mismo 
Código.  Bn  efecto,  existe  un  decreto  judicial 
que  corre  agregado  en  el  expediente,  dictado 
en  el  juicio  entre  mi  mandante  y  el  ejecutante 
sobre  rescisión  de  contrato,  que  ordena  rete- 
ner el  pago  de  la  deuda  que  se  persigue  en  esta 
ejecución,  decreto  que  impide  todo  pago  á 
virtud  de  la  disposición  contenida  en  el  ar- 
tículo 1578  del  Código  Civil.  Si  judicialmente 
hay  retención,  es  improcedente,  inter  subsista 
ese  decreto  judicial,  la  ejecución;  puesto  que 
no  puede  el  acreedor  exigir  á  mi  mandante 
que  le  pague,  ni  tampoco  puede  autoridad  al- 
guna exigir  el  pago  de  la  deuda,  porque  en 
ambos  casos  el  pago  es  nulo,  á  virtud  de  lo 
dispuesto  en  el  artículo  citado  y  con  arreglo 
á  las  citas  legales  trascritas,  puedo  afirmar 
que  la  deuda  no  es  exigible  y,  en  consecuen- 
cia, que  la  ejecución  es  improcedente. 

Con  la  sentencia  de  10  de  julio  de  1903,  el 


Juez  de  primera  instancia  aceptó  como  sufi- 
ciente esa  excepción  y  mandó  alzar  el  em- 
bargo. 

Reviendo  en  grado  de  apelación  dicho  fallo, 
la  Corte  de  Concepción,  por  mayoría  de  vo- 
tos, lo  revocó  en  sentencia  de  25  de  mayo  de 
1904,  en  la  cual,  por  los  fundamentos  que  en 
ella  se  consignan,  declaró  sin  lugar  la  excep- 
ción de  no  ser  actualmente  exigible  la  deuda  y 
mandó  llevar  adelante  la  ejecución  pendiente. 

Contra  esta  última  sentencia  dedujo  la 
parte  de  Bunster  los  recursos  de  casación  en 
la  forma  y  en  el  fondo  y  formalizando  el  pri- 
mero, lo  fundó,  entre  otras  causales,  en  la  que 
señala  el  número  6^  del  artículo  941  del  Códi- 
go de  Procedimiento  Civil,  o  sea  la  de  haberse 
dictado  la  sentencia  recurrida  contra  otra  pa- 
sada en  autoridad  de  cosa  juzgada,  siempre 
que  esta  se  hubiere  alegado  oportunamente 
en  el  juicio. 

Bn  el  presente  caso,  dice  el  recurrente,  hay 
dos  resoluciones  ejecutoriadas  que  han  de— 
cretado  la  retención  del  precio  de  venta  cuyo 
pago  se  persigue  ejecutivamente;  y  como  el 
apelante  se  desistió  del  recurso  interpuesto 
contra  la  primera,  quedó  ejecutoriada  por  e  1 
desistimiento;  y  por  consiguiente,  la  Corte 
no  ha  podido,  en  su  concepto,  fundar  su  sen- 
tencia contra  resoluciones  pasadas  en  autori- 
dad de  cosajuzgada,  existiendo  además  en  una 
de  ellas  desistimiento  expreso  y  legal  del  ape- 
lante; y  menos  ha  podido  alterar  la  fecha  en 
que  el  primero  de  esos  autos  causó  ejecutoria, 
resolviendo  que  ese  estado  se  había  producido 
desde  la  fecha  del  desistimiento  y  no  desde  la 
fecha  en  que  se  pronunció.'' 

La  Corte  de  Casación  en  la  segunda  vista 
de  la  causa,  ha  resuelto,  contra  el  parecer  de 
los  infrascritos,  que  no  procede  la  causal  de 
casación  alegada;  porque  con  arreglo  á  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  198  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil,  sólo  las  sentencias  definiti- 
vas ó  interlocutorias  firmes  producen  la  acción 
ó  excepción  de  cosa  juzgada,  carácter  que  no 
tienen  las  invocadas  por  el  recurrente;  pues  de 
conformidad  con  las  definiciones  dadas  por  el 
artículo  165  del  mencionado  Código,  deben 
estimarse  como  simples  autos. 

La   mayoría  del  Tribunal  juzgó,  además, 
que  esa  doctrina  se  hallaba  corroborada  con 
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la  disposición  del  artículo  291  del  mismo  Có- 
digo, según  la  cual  las  medidas  precautorias 
son  esencialmente  provisorias  y,  por  consi- 
guiente, no  establecen  derechos  permanentes 
en  favor  de  las  partes  ni  resuelven  sobre  trá- 
mites que  deban  servir  de  base  en  una  senten- 
cia definitiva  ó  interlocutoría. 

Bn  concepto  de  los  infrascritos  no  se  trata 
aquí  de  las  medidas  precautorias  á  que  se  re- 
fieren los  artículos  280,  288  j  291  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  esto  es  de  medidas 
conservativas  meramente  judiciales,  que  no 
tienen  más  objeto  que  asegurar  el  resultado 
de  la  acción,  como  lo  dice  la  primera  de  las 
disposiciones  legales  citadas. 

Esta  clase  de  medidas  precautorias  es  natu- 
ral que  cesen  tan  pronto  como  desaparezca  el 
peligro  que  se  ha  procurado  evitar  con  ellas,  ó 
cuando  se  otorgue  en  su  reemplazo  cauciones 
suficientes.  Esto  es  precisamente  lo  que  esta- 
blece el  artículo  291  antes  recordado  y,  por 
eso,  esc  precepto  agrega  que  tales  medidas  son 
esencialmente  provisionales. 

Ellas  arrancan  únicamente  de  las  necesida- 
des actuales  del  juicio  y  del  decreto  del  Juez 
que  las  concede;  no  miran  al  fondo  de  la  cues- 
tión y  al  derecho  sustantivo  de  las  partes,  y 
no  tienen  más  efecto  ni  alcance  que  el  que  les 
señala  su  origen. 

La  resolución  judicial  que  las  decreta  no 
puede  tener  entonces  los  caracteres  legales  que 
corresponden  á  una  sentencia  interlocutoría, 
ya  que  no  fija  derechos  permanentes  á  favor 
de  las  partes  ni  resuelve  sobre  algún  trámite 
que  deba  servir  de  base  en  el  pronunciamiento 
de  una  sentencia  definitiva  ó  interlocutoría. 

Pero  nada  de  lo  dicho  es  aplicable  al  derecho 
que  todo  comprador  tiene  para  no  pagar  al 
vendedor  el  precio  de  venta  cuando  éste  no 
entrega  ó  no  puede  entregar  la  cosa  vendida; 
ó  para  depositar  dicho  precio  con  autoridad 
de  la  justicia,  cuando  el  comprador  es  pertur- 
bado en  la  posesión  de  la  cosa  ó  prueba  que 
existe  contra  ella  una  acción  real  de  la  que  el 
vendedor  no  le  dio  noticia  antes  de  perfeccio- 
narse el  contrato. 

Este  derecho,  que  se  halla  expresamente  re- 
conocido en  el  artículo  1872  del  Código  Civil, 
y  virtualmente  en  el  artículo  1552  del  mismo 
Código,  emana  de  una  de  las  condiciones  ó 


cosas  que  pertenecen  al  contrato  de  compra- 
venta en  virtud  de  su  propia  naturaleza,  y 
por  lo  mismo  obliga  á  los  contratantes  sin 
necesidad  de  cláusula  especial,  como  lo  pre- 
viene el  artículo  1444  }'  el  1546  del  citado 
Código,  que  á  la  letra  dice: 

'  Los  contratos  deben  ejecutarse  de  buena 
fe  y  por  consiguiente  obligan  no  sólo  á  lo  qac 
en  ellos  se  expresa,  sino  á  todas  las  cosas  que 
emanan  precisamente  de  la  naturaleza  de  la 
obligación;  ó  que  por  la  ley  ó  la  costumbre 
pertenecen  á  ella." 

De  ahí  es  que  el  derecho  de  retención  ó  dep4> 
sito  del  precio,  en  el  caso  á  que  se  refiere  el  ar- 
tículo 1872,  es  anterior  é  independiente  dd 
juicio  donde  se  lehacc  valerpor  el  comprador. 
Nace  déla  ley  y  forma  parte  integrante  de! 
contrato  desde  el  momento  mismo  que  éste  se 
perfecciona,  y  dura  mientras  el  vendedor  no 
haya  cumplido  por  entero  con  la  obligación 
de  entregar  la  cosa  vendida,  ó  mientras  el 
comprador  sufra  en  su  goce  perturbadones  de 
terceros  por  causas  anteriores  al  contrato. 

No  se  trata,  pues,  de  un  derecho  meramen- 
te procesal,  accesorio  del  juicio  en  el  cual  inci- 
de y  que  termina  forzosamente  con  él. 

Se  trata  por  el  contrario  de  un  derecho  sus- 
tantivo y  contractual,  con  existencia  propia 
y  definida,  que  puede  hacerse  valer  en  cual- 
quier momento,  y  cuyo  ejercicio  puede  ser  el 
objeto  único  de  la  acción  entablada. 

Se  comprende,  entonces  que  el  fallo  judicial 
que  le  presta  acogida,  incidental  ó  nó,  impor- 
ta cuando  menos  una  resolución  interlocuto- 
ría, ya  que  se  pronuncia  sobre  los  efectos  de 
un  contrato  en  materia  que  le  pertenece,  como 
es  la  manera  actual  de  cumplir  con  la  obliga- 
ción de  pagar  el  precio  de  compra  cuando  el 
vendedor  no  ha  llenado  por  su  parte  el  deber 
de  entregar  y  de  sanear  la  cosa  vendida. 

Incidental  ó  nó,  la  petición  esa  del  depósito 
ó  retención  del  precio,  el  Juez,  para  conside- 
rarla ó  denegarla,  tiene  que  apreciar  á  la  laz 
de  las  probanzas  rendidas,  el  valor  del  con- 
trato de  compraventa  y  la  manera  como  el 
vendedor  ha  satisfecho  las  obligaciones  que  el 
pacto  le  impone  en  orden  á  la  entrega  y  sa. 
neamiento  de  la  cosa  vendida.  Su  fallo  crea  en 
ese  punto  derechos  permanentes  en  favor  de 
las  partes,  y  según  sea  el  sentido  en  que  haya 
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eido  pronunciado,  el  vendedor  podrá  exigir 
ejecutivamente  el  pago  del  precio  en  el  lugar 
y  tiempo  convenidos,  6  perderá  ese  derecho 
mientras  no  satisfaga  el  correlativo  que  el 
comprador  tiene  para  exigir  la  entrega  y  sa. 
neamiento  de  la  cosa  vendida. 

Asunto  de  tanta  trascendencia  en  el  juego 
de  las  obligaciones  contractuales  no  puede 
fallarse  por  un  simple  auto,  sin  más  efectos 
que  los  limitados  y  momentáneos  que  á  esa 
clase  de  resoluciones  les  señala  la  tramitación 

m 

judicial. 

La  circunstancia  de  que  el  depósito  ó  reten- 
ción del  precio  constituya  por  su  naturaleza 
tina  medida  conservativa,  y  la  de  que  pueda 
esta  cesar,  afianzando  las  resultas  del  juicio  ó 
cuando  el  vendedor  cumpla  con  la  obligación 
de  la  entrega  ó  saneamiento,  no  modifica  la 
índole  jurídica  del  derecho  que  se  ejercita  por 
el  comprador.  Siempre  se  trataría  de  un  dere- 
cho sustantivo,  emanado  de  la  ley  y  del  con- 
trato é  independiente  del  juicio  en  que  se  le 
propone. 

En  nuestra  legislación  positiva  existen 
otros  actos  y  contratos  que  tienen  también  el 
caráter  transitorio,  precaucional  y  conserva- 
tivo del  depósito  del  precio,  y  que,  sin  embar- 
go son  fuente  permanente  de  derechos  y  obli- 
gaciones que  pueden  ejercitarse  por  medio  de 
las  distintas  acciones  que  las  leyes  acuerdan, 
y  cuyo  cumplimiento  puede  ordenarse  judi- 
cialmente sólo  mediante  sentencias  definitivas 
ó  interlocutorias,  según  sea  la  manera  cómo 
la  cuestión  haya  sido  propuesta  ó  debatida. 

Tales  son,  por  ejemplo,  la  fianza,  la  hipote- 
ca y  la  prenda;  y  á  esta  clase  de  derechos  se 
alude,  sin  duda,  en  el  artículo  290  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  cuando  dice  que  las 
providencias  ó  medidas  precautorias  judicia- 
les ó  procesales  no  excluyen  las  demás  que 
autorizan  las  leyes. 

Cabe,  entonces,  concluir  con  que  el  fallo  del 
Juez  de  Letras  de  Mariluán  que  autorizó  el 
depósito  ó  retención  del  precio  de  venta  en 
el  juicio  seguido  entre  el  comprador  Bunste^ 
y  el  vendedor  Lagos  sobre  resolución  del  con- 
trato de  compraventa  celebrado  entre  ambos, 
por  no  haber  entregado  ó  no  poder  entregar 
este  último  la  cosa  vendida,  fué  una  verdade. 
ra  sentencia  interlocutoria,  que  quedó  firme  y 


ejecutoriada  con  el  desistimiento  del  recurso 
de  apelación  formulado  en  su  contra  por  el 
expresado  Lagos;  y  que  producido  este  estado, 
se  produjo  también  para  el  favorecido  con  el 
fallo  firme  el  derecho  de  oponer  la  excepción 
de  cosa  juzgada  sí,  A  pesar  de  lo  resuelto,  se  le 
exigía  por  el  vendedor  en  ese  ó  en  otro  juicio 
el  pago  inmediato  del  precio. 

Y  esta  excepción  fué  precisamente  la  que  se 
ejercitó  por  Bunster  para  oponerse  á  la  ejecu- 
ción entablada  en  su  contra  por  el  vendedor 
Lagos.  Excepción  que,  bajo  otro  aspecto,  fué 
aceptada  por  el  Juez  de  primera  instancia, 
aun  antes  de  que  hubiera  causado  ejecutoria 
el  fallo  que  le  servía  de  fundamento,  y  que  con 
mucha  mayor  razón  debió  ser  aceptada  en  se- 
gunda instancia  por  la  Corte  de  Apelaciones 
de  Concepción,  puesto  que  cuando  ésta  expidió 
la  sentencia  de  que  ahora  se  recurre,  ya  aquel 
otro  fallo  interlocutorio  había  quedado  firme 
por  el  desistimiento  de  la  apelación  introduci- 
da por  el  ejecutante  en  el  juicio  de  la  materia. 

La  sentencia  del  Tribunal  de  Alzada  ha  ve- 
nido así  á  originar  un  conflicto  entre  dos  fa- 
llos que  establecen  resoluciones  contradicto- 
rias é  imposibles,  por  lo  mismo,  de  ser  cum- 
plidas coetáneamente;  conflicto  que  la  ley  san- 
ciona con  la  nulidad  de  la  sentencia  que  lo  ha 
producido,  según  los  términos  expresos  del 
número  6^  del  artículo  941  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil,  invocado  por  Bunster  en 
apoyo  de  su  recurso. 

Por  todo  lo  expuesto,  los  infrascritos  fue- 
ron de  opinión  que  la  causal  de  casación  ale- 
gada era  suficiente  para  invalidar  el  fallo  re- 
currido y  para  dar  lugar,  en  consecuencia,  al 
recurso  entablado.—  Galvarino  Gallardo,^ 
E,  Fóster  Reca harreo. 
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Cas,  Civ.-^l  de  noviembre  de  1905 
Stmpson  y  otros  con  Palacios 

Denuncia  de  obra  nueva.— Aooión  po- 
pular,— Bienes  nacionales  de  uso 
público.--  Oonoeslón  de  autoridad 
competente.  -  Prescripción,  acción 
de  prescripción  alegada  en  segunda 
instancia;  improcedencia.— Tramita- 
ción del  juicio.— Tachas. 

Doctrina: —  La  denuncia  de  obra  nue- 
va se  concede  al  poseedor  para  pedir  que 
se  prohiba  toda  obra  nueva  que  se  trate 
de  construir  sobre  el  suelo  de  que  está  en 
posesión  y  ó  las  obras  que  construidas  en 
eípredio  sirviente  embaracen  el  goce  de 
una  servidumbre  constituida  en  él. 

Sobre  los  bienes  nacionales  de  uso  pú- 
blico no  puede  haber  acción  posesoria 
jr,  por  lo  tanto f  carecen  de  acción  y  no 
son  legítimos  contradictores  los  denun- 
ciantes de  una  obra  que  puede  embara- 
zar ó  limitar  el  uso  que  éstos  han  tenido 
de  una  choza  construida  para  el  uso  del 
público. 

Habiéndose  hecho  por  el  Presidente  de 
la  República  una  concesión  para  cons- 
truir un  malecón,  la  autoridad  judicial 
es  incompetente  para  resolver  la  petición 
formulada  en  la  denuncia  que  el  conce- 
sionario no  puede  impedir  con  dichas 
obras  el  uso  de  una  choza  y  de  los  costa- 
dos del  muelle. 

Interpuesta  una  denuncia  de  obra  nue- 
va y  tramitada  con  arreglo  á  la  ley  vi- 
gente en  esa  época,  puede  tramitarse 
posteriormente  con  arreglo  al  Código  de 
Procedimiento  Civil,  recientemente  pro- 
mulgado. 

La  prescripción  alegada  como  acción, 
ó  sea  la  prescripción  adquisitiva,  no  pue- 
de alegarse  en  cualquier  estado  del  jui- 
cio; tanto  la  legislación  procesal  antigua 


como  el  nuevo  Código  de  Procedimiento 
Civil  sólo  permiten  alegar  la  prescripción 
como  excepción  en  la  segunda  instancia 
del  juicio. 


Con  fecha  25  de  noviembre  de  1902  se  pre> 
sentaron  al  Jtuegado  de  Arica  don  David  Simp- 
son,  don  Juan  Danelsberg  j  don  Tomás  Brad- 
lev  exponiendo:  que  don  Manuel  Francisco 
Palacios  obtuvo  de  la  Municipalidad  de  aquel 
puerto  el  uso  exclusivo  déla  g^ua  á  vapor  que 
existe  en  el  muelle,  lo  que  ha  permitido  á  Pa- 
lacios monopolizar  la  carga  6  descaiga  de 
lanchas  con  el  gremio  de  jornaleros  que  tiene 
á  su  disposición. 

Quedaban  libres  para  el  mismo  objeto  de 
carga  y  descarga  del  comercio  el  costado  del 
muelle  y  la  choza;  pero  con  motivo  de  las 
obras  que  Palacios  construye  en  ese  lugar  j 
que  consisten  en  un  malecón,  que  partiendo 
de  la  choza  por  el  costado  NB.  del  muelle  ex- 
presado, llega  hasta  el  extremo  de  éste,  es 
indudable  que  impedirá  también  el  uso  de  la 
choza  no  sólo  porque  las  lanchas  no  tendrían 
espacio  suñciente  para  cargar  y  descargar 
mercaderías,  sino  por  la  completa  escasez  de 
aguas  que  habrá  de  producirse,  pues  el  male- 
cón que  se  construye  interrumpe  por  entero  la 
corriente  de  las  aguas  por  ese  lado. 

Como  hace  ya  más  de  veinte  años  que  se 
construyó  la  choza  para  el  uso  páblico,  los 
reclamantes  han  usado  de  ella  sin  interrup- 
ción alguna  en  la  carga  y  descarga  de  sus 
mercaderías,  y  en  vista  de  los  perjuicios  que 
la  obra  que  construye  Palacios  habrá  de  irro- 
garles, entablan  la  acción  de  denuncia  de  obra 
nueva  contra  don  Manuel  Francisco  Palacios 
para  que  se  declare: 

1^  Que  debe  destruir  las  obras  que  está 
construyendo  en  la  actualidad  al  costado  Bste 
del  muelle  fiscal  y  que  impiden  el  libre  uso  del 
muelle  y  de  la  choza; 

2^  Que  no  tiene  ningún  derecho  para  impe* 

dir  á  los  demandantes  el  libre  uso  de  la  choza 

y  de  todos  los  costados  del  muelle  fiscal  para 

la  carga  y  descarga  de  sus  mercaderías; 

3^  Que  debe  indemnizarles  los  daños  y  per- 
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j  uicios  que  les  está  ocasionando  con  las  obras 
cuja  destrucción  demandan,  y  pagarles  las 
costas  del  juicio. 

Entablada  la  denuncia  de  obra  nueva  que 
acaba  de  indicarse,  el  Juez  proveyó  lo  si- 
guiente: 

Arica,  25  de  noviembre  de  1902 En  lo 

principal  y  primer  otrosí  por  interpuesta  la 
demanda  de  denuncia  de  obra  nueva;  notifí- 
quese  á  don  Manuel  Francisco  Palacios  y  á 
sus  mayordomos  y  trabajadores  para  que 
procedan  á  la  inmediata  suspensión  de  la  obra 
denunciada  bajo  apercibimiento  de  demolición 
á  costa  del  querellado.  Póngase  por  el  Secre- 
tario constancia  del  estado  actual  de  la  obra, 
y  hecho  traslado.  Diríjase  oficio  al  señor  Go- 
bernador Marítimo  y  póngase  esta  demanda 
en  conocimiento  del  señor  Promotor  Fiscal. 

Posteriormente,  con  fecha  18  de  mayo  de 
1903,  las  partes  acordaron  que  la  obra  nueva 
denunciada  podía  continuar,  sin  inconveniente 
para  los  derechos  de  los  demandantes,  hasta 
donde  comienza  la  chaza  antigua  segán  da 
constancia  el  acta  de  inspección  ocular. 

Don  Manuel  F.  Palacios  contesta  la  deman- 
da y  reconviene,  y  en  su  escrito  expone:  que  la 
obra  que  actualmente  construye  y  que  consis' 
te  en  un  malecón  ó  muelle  que  alcanza  una  ex- 
tensión de  35  metros  de  largo  por  2^  de  an- 
cho, fuera  de  relleno  y  dentro  de  un  espacio  de 
29  metros  por  60,  que  obtuvo  por  concesión 
del  Supremo  Gobierno,  no  es  una  obra  que 
pueda  traer  perjuicio  á  persona,  gremio  ó  ins- 
titución; que  es  una  obra  beneficiosa  y  pro- 
gresista, que  lejos  de  originar  atraso  en  la  car- 
ga ó  descarga  de  las  lanchas,  está  llamada  á 
producir  facilidades  en  esas  operaciones,  tra- 
yendo fuertes  economías  en  la  movilización  y 
multiplicando  el  espacio  donde  puedan  atra- 
car las  lanchas,  como  lo  probará  oportuna- 
mente, lo  que  se  deduce  muy  claro  de  la  impor- 
tancia que  los  demandantes  dan  al  resto  de 
chaza  fiscal  que  tiene  sólo  4  metros  de  frente 
y  la  de  él  tendrá  siete  ú  ocho  veces  mas;  que 
no  es  un  inconveniente  para  la  corriente  de 
las  aguas, por  cuanto  el  saliente  o  muelle  está 
fundado  sobre  pilotes  de  fierro  por  entre  los 
cuales  las  aguas  del  mar  correrán  con  la  mis- 
ma libertad  que  ahora,  sin  que  puedan  en 
caso  alguno  producir  sequía  ó  escasez  de  agua 
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y  porque  la  ubicación  abrigada  lo  deja  libre 
de  las  corrientes  y  resacas  que  formen  emban- 
ques, que  en  mayor  escala  perjudicarían  su 
obra;  que  el  malecón  en  referencia  no  priva  á 
nadie  de  que  efectúe  su  descarga  ó  carga  por 
cualquiera  de  los  costados  del  muelle  qu:  está 
muy  distante,  ni  de  la  chaza  actual,  tal  como 
se  proyecta;  que  el  malecón  que  construye  no 
lesiona  ningún  derecho  de  terceros;  que  la 
obra  la  efectúa  en  virtud  de  una  concesión 
que  le  otorgó  el  Supremo  Gobierno  con  fecha 
31  de  mayo  del  año  actual,  decreto  número 
1701  y  con  arreglo  á  los  decretos  de  5  de  ju- 
lio de  1883  y  17  de  octubre  de  1893  y  demás 
disposiciones  vigentes,  con  previo  informe  del 
ingeniero  técnico  del  Ministerio  de  Hacienda, 
y  finalmente  niega  y  contradice  á  los  deman- 
dantes cualquier  derecho  que  pretendan  tener 
sobre  el  muelle  y  chaza  que  son  de  propiedad 
fiscal,  habiendo  sido  construida  la  chaza  por 
los  capataces  y  jornaleros  del  gremio  fiscal 
para  facilitar  sus  operaciones  de  descarga  sin 
ánimo  de  atribuirse  dominio  sobre  ella  en  te- 
rreno inalienable  y  sin  haber  obtenido  el  per- 
miso previo  y  corrido  los  trámites  que  deter- 
mina la  ley;  niega  y  contradice  también  que 
los  demandados  estén  ó  hayan  estado  en  po- 
sesión alguna  vez  del  suelo  sobre  el  cual  está 
construyendo  el  malecón;  en  conclusión  ezpo> 
ne,  que  la  demanda  de  obra  nueva  no  ha  po- 
dido iniciarse  por  los  señores  Simpson,  Da- 
nelsberg  y  Bradley  por  la  sencilla  razón  de 
que  no  se  está  efectuando  sobre  suelo  de  que 
estén  ó  hayan  estado  en  posenión;  que  la  ac- 
ción popular  á  que  da  derecho  el  artículo  948 
se  refiere  sólo  á  la  seguridad  de  los  que  tran- 
sitan por  los  caminos,  plazas  y  otros  lugares 
de  uso  público,  que  la  prescripción  del  artículo 
936  no  es  procedente  y  la  del  artículo  931  no 
es  aplicable;  que  respecto  á  la  segunda  decla- 
ración que  se  solicita  es  improcedente.  En 
efecto,  jamás  ha  pretendido  tener  derecho  al- 
guno para  impedir  que  los  tres  demandantes 
efectúen  no  sólo  la  operación  que  anotan,  sino 
otras  que  se  callan.  Las  autoridades  llama- 
das á  permitir  6  negar  que  éstos  y  otros  seño- 
res hagan  uso  lícito  de  todas  las  obras  de  la 
naturaleza  de  las  mencionadas  y  de  ocupar 
los  jornaleros  que  tengan  á  bien  emplear  son 
el  Gobernador  Marítimo  y  el  señor  Adminis- 
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trador  de  Aduana  quienes,  según  disposicio- 
nes legales  vigentes,  ejercen  administrativa- 
mente estas  facultades,  que  nunca  ha  impedi- 
do ni  intentado  impedir  que  se  haga  uso  d^ 
los  costados  del  muelle  y  chaza  en  cuestión  ni 
mucho  menos  de  impedir  que  se  emplee  por 
los  demandantes  los  jornaleros  que  tengan  á 
bien  emplear  en  sus  operaciones  de  carga  )' 
descarga;  que  reclama  la  incompetencia  del 
Juzgado  para  pronunciarse  sobre  este  punto 
de  la  demanda;  que  la  paralización  de  los  tra- 
bajos le  causa  grave  perjuicio,  por  lo  cual  se 
ve  en  el  caso  de  demandar  á  su  vez  á  los  seño- 
res referidos,  reclamando  desde  luego  tanto  el 
daño  emergente  cuanto  el  lucro  cesante,  amén 
de  la  reserva  que  haga  de  sus  derechos  para 
repetir  contra  ellos  por  maj'or  suma  en  el 
caso  de  que  por  su  culpa  perdiera  los  derechos 
(jue  ha  adquirido  mediante  la  concesión  á  que 
ha  hecho  referencia  y  á  los  trabajos  efectua- 
dos, deterioro  de  materiales  acumulados,  in- 
tereses del  capital  invertido,  etc.;  que  por  aho- 
ra se  limita  á  determinar  y  valorizar  el  mérito 
de  los  daños  y  perjuicios  que  la  paralización 
de  la  obra  le  ocasiona,  para  que  el  Juzgado 
en  definitiva  se  sirva  declarar  que  los  señores 
David  Simpson,  Juan  Danelsberg  y  Tomás 
Bradley  deben  pagárselos  dentro  de  tercero 
día  con  costas;  que  asciende  el  monto  de  su 
reconvención  á  la  suma  de  $  64?  por  cada  día 
que  la  obra  esté  paralizada  y  pide  que  se  de- 
clare en  definitiva  que  debe  absolvérsele  de  la 
demanda  y  dar  lugar  á  la  reconvención  con 
costas,  daños  y  perjuicios. 

Contestando  la  reconvención  don  Manuel 
Murillo  dice  que  desde  luego  estima  improcc 
dente  la  reconvención  deducida  por  dos  moti- 
vos poderosos,  á  saber:  1*^  porque  toda  de- 
nuncia de  obra  nueva  lleva  envuelta  al  dedu- 
cirse la  acción,  de  derecho  la  paralización  de 
la  obra  denunciada  hasta  que  termine  la  litis 
y  fácilmente  se  comprende,  de  otro  modo  se 
ría  ilusoria  cualquiera  denuncia  de  obra  nueva; 
y  2^  que  el  cobro  de  perjuicios  que  es  la  esen- 
cia de  la  reconvención  está  subordinado  al 
éxito  de  la  causa  principal,  pues  depende  pre- 
cisa é  indispensablemente  del  fallo  definitivo 
que  recaiga  siendo  ligero  y  adelantado  el  pro- 
cedimiento precitado  de  la  parte  contraria. 

En  la  réplica  dice  el  señor  Mnríllo  que  fc 


comprometa  el  señor  Palacios  por  instru- 
mento público  á  no  impedir  el  tráfico  público 
por  la  chaza,  sean  cualquiera  los  jornaleros 
que  ocupen  sus  mandantes,  ni  por  la  ptinta  j 
costado  del  muelle,  dejando  la  chaza  actual  en 
condiciones  de  poder  hacer  atracar  las  lan- 
chas y  obligándose  á  demás  á  hacer  respetar 
este  convenio  por  las  personas  á  quienes  trans- 
fiera sus  derechos  y  acciones  y  el  juicio  queda- 
rá terminado. 

En  la  duplica  agrega  el  demandado:  que  el 
Estado  hava  construido  un  muelleóuna  obra 
cualquiera  para  facilitar  el  embarque  de  pa- 
sajeros ó  bultos  no  lo  priva  del  dominio  de 
dicha  obra  y  por  consiguiente,  de  gozar  j  dis- 
poner de  ella  arbitrariamente  (art.  582  C.  C,  |; 
que  el  artículo  599  del  Código  Civil  prescribe 
el  derecho  exclusivo  de  la  autoridad  compe- 
tente para  conceder  permisos  especiales  para 
construir  obras  de  cualquier  naturaleza  que 
sean  sobre  terrenos  fiscales  y  demás  lugares 
de  propiedad  nacional.  Que  la  playa  es  del  do- 
minio nacional  lo  estatuye  el  artículo  593  ibid; 
que  el  articulo  598  sólo  concede  el  uso  y  goce 
para  el  tránsito,  riego,  navegación,  etc.,  de  los 
bienes  nacionales  de  uso  público,  sujetando 
ese  uso  y  goce  á  las  disposiciones  del  Código 
Civil  sin  que  esta  prescripción  contradiga  en 
manera  alguna  el  derecho  que  tiene  el  Estado 
de  hacer  lo  que  quiera  de  los  bienes  de  su  do- 
minio; que  de  la  réplica  se  desprende  que  los 
demandantes  han  reconocido:  1^  que  el  muelle 
y  chaza  en  cuestión  son  bienes  del  Estado  y 
no  pretenden  dominio  ni  posesión  sobre  ellos; 
y  2^  que  él  tiene  una  concesión  ó  permiso  del 
Supremo  Gobierno  para  efectuar  la  obra  que 
ellos  denuncian  de  nueva;  que  según  el  artículo 
598  del  Código  Civil  la  autoridad  competen- 
te está  facultada  exclusivamente  para  otor* 
gar  permiso  para  construir  obras  en  las  ca- 
lles, plazas,  puentes,  playas,  terrenos  fiscales 
y  demás  lugares  de  propiedad  nacional;  que 
ya  ha  demostrado  que  la  playa  es  de  dominio 
nacional  y  los  demandantes  están  conformes 
con  él  en  que  la  chaza  y  el  muelle  son  bieaes 
del  Estado;  que  establecido  esto,  ¿eaqué  que- 
dan los  pretendidos  é  ignorados  derechos  de 
los  demandantes  para  denunciar  de  obra  nae* 
va  el  muelle  ó  chaza  que  está  construyendo  y 
que  en  buenas  cuentas  no  es  otra  cosa  que  la 
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reconstrucción,  prolongación  ó  ensancha- 
miento de  la  chaza  pequeña  actual  con  permi- 
so de  su  verdadero  y  único  dueño?;  que  los 
demandantes  parece  que  lo  que  pretenden 
principalmente  es  que  el  Juzgado  declare  en 
definitiva  que  construida  su  obra  tendrá  todo 
el  mundo  derecho  á  utilizarla  libremente;  que 
esta  declaración  no  la  espera,  porque  ella 
vendría  á  sancionar  el  error  de  derecho  en  que 
están  los  demandantes;  qucsu  concesión  le  da 
derecho  para  exigir  una  remuneración  por  las 
mercaderías  de  propiedad  particular  que  per. 
mita  embarcar  ó  desembarcar  por  su  muelle, 
y  será  voluntario  de  parte  de  él  ejercitar  ó  no 
este  derecho,  sin  que  en  uno  ú  otro  caso  infie- 
ra agravio  á  nadie,  para  esto  libre  es  de  su  a1- 
bedrío;  que  está  dispuesto  á  pactar  con  los 
demandantes  ú  otros  agentes  y  comerciantes 
que  si  ocupan  el  gremio  de  jornaleros  que  re- 
presenta se  usará  sin  gravamen  alguno  para 
ellos  ó  sus  comitentes  «la  obra  que  construye, 
fuera  de  la  misma  tarifa  de  cabotaje  que  hoy 
tienen  convenida  y  en  vigencia,  y  pide  que  se 
declare: 

1^  Que  los  señores  Simpson,  Danelsberg,  y 
Bradley,  no  tienen  ningún  derecho  para  ins- 
taurar esta  demanda  por  carecer  de  la  perso- 
nería necesaria  y  de  derechos  de  la  misma  na- 
turaleza; 

2^  Que  la  obra  debe  proseguirse  en  virtud 
de  la  concesión  y  permiso  que  le  ha  otorgado 
el  Supremo  Gobierno  y  de  no  lesionar  dere- 
cho alguno  de  los  demandantes; 

3^  Que  ajustado  á  la  concesión  ó  permiso 
referido  tiene  derecho  de  cobrar  los  emolumen- 
tos ó  precios  que  establece  el  artículo  10  del 
decreto  de  5  de  abril  de  1883  y  en  caso  que 
sea  necesario  el  precio  de  la  tarifa  se  deberá 
someter  á  la  aprobación  de  S.  E.  el  Presidente 
de  la  República  en  virtud,  de  lo  dispuesto  en  el 
decreto  de  17  de  octubre  de  1893; 

4^  Que  deben  pagarle  á  justa  tasación  de 
peritos,  conforme  á  la  prueba  que  rendirá,  los 
daños  y  perjuicios  que  la  suspensión  de  la  obra 
le  haya  ocasionado  con  mas  las  costas  de 
este  juicio; 

5^  Que  debe  amparársele  en  la  posesión  en 
que  está  de  los  terrenos  ó  parte  de  playa  que 
se  le  ha  entregado  para  construir  su  muelle 
según  consta  del  acta  de  entrega  del  iogcniero 


señor  Vargas  Salcedo,  por  delegación  del  Su- 
premo Gobierno; 

6*^  Que  la  declaración  que  solicitan  en  el  nú- 
mero AP  de  su  escrito  de  demanda  no  es  com- 
petente el  Juzgado  para  hacerla  y  además  no 
es  procedente. 

El  Promotor  Fiscal  don  Alfredo  Sierra  fué  de 
opinión  de  que  el  concesionario  señor  Palacios 
al  construir  la  obra  del  muelle  ó  malecón  no 
puede  lesionar  derechos  de  terceros  3"  en  con- 
secuencia, debe  dejar  enteramente  libre  la  cha- 
za actual  y  sus  contornos. 

Se  recibió  la  causa  á  prueba  rindiéndose  la 
testimonial  y  documental  que  corre  en  autos. 

Se  verificaron  las  inspecciones  oculares  de 
que  dan  constancia  las  actas. 

Se  pidió  informe  á  los  señores  gobernado" 
res  Departamental  y  Marítimo. 

El  demandado  tachó  á  los  testigos  señores 
Julio  Pescettojy  Jerardo  Vargas  por  tener  ín- 
tima amistad  con  don  Juan  Danelsberg;  ade- 
más, carecen  de  imparcialidad;  á  Santiago 
Palacios  por  ser  capataz  de  lanchas  de  la  ca- 
sa Viuda  de  Nugent  y  C*  á  Juan  Montti  por 
tener  interés  en  el  pleito;  á  Luis  Maresco  por 
ser  amigo  complaciente  del  apoderado  de  los 
demandantes  yá  todos  los  testigos  menciona- 
dos los  tacha  de  falsedad. 

Los  demandantes  tacharon  á  los  testigos 
señores:  Guillermo  Morandé,  Marcos  Walton, 
Onofre  Torres,  Isidoro  Herrera  y  Manuel  F. 
Cartajena  por  ser  íntimos  amigos  del  deman- 
dado y  de  sus  apoderados  señores  Baeza  y 
Medina.  Además,  los  señores  Morandé  y  Wal- 
ton  son  empleados  fiscales  y  el  señor  Herrera 
es  recaudador  del  mayorazgo,  por  lo  cual  ca- 
recen de  imparcialidad. 

Se  admitieron  las  tachas  opuestas,  recibién- 
dose á  prueba  y  se  reservó  para  definitiva  su 
resolución. 

Las  partes  alegaron  lo  conveniente  á  sus 
derechos  y  nuevamente  se  dio  vista  ai  señor 
Promotor  Fiscal  nombrado  ad  hoc,  don  Na- 
poleón Zelay  a,  que  fué  de  opinión  de  que  debía 
declararse  improcedente  la  demanda  por  fal- 
ta de  personería  de  los  demandantes  y  dar  lu- 
gar á  la  reconvención  con  costas. 

Con  fecha  12  de  febrero  de  1904  el  Juzgado 
falló: 
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SB6UNDA   PARTB.— -SBCCIÓN  PRIMBRA 


Con  lo  expuesto  y  teniendo  presente  respec- 
to á  las  tachas: 

1^  Que  se  ha  acreditado  la  tacha  de  depen- 
diente opuesta  por  el  demandado  al  testigo 
Santiago  Palacios; 

2^  Que  la  tacha  de  íntima  amistad  opuesta 
á  los  testigos  Julio  J.  Pcscetto  y  Jerardo  Var 
gas  no  está  especificada  ni  comprobada  debi- 
damente para  poder  calificar  la  gravedad  y 
circunstancias  exigidas  por  la  ley; 

3^  Que  no  se  ha  acreditado  la  tacha  de  te- 
ner interés  en  el  pleito  opuesta  por  el  deman- 
dado ^1  testigo  Juan  Montti; 

4^  Que  la  tacha  opuesta  al  testigo  Luis 
Maresco  no  es  legal; 

5^  Que  la  tacha  de  falsedad  opuesta  tam- 
bién por  el  demandado  á  los  cinco  testigos 
anteriormente  nombrados  tampoco  es  legal; 

6^  Que  sobre  las  tachas  opuestas  por  los 
denunciantes  no  se  ha  rendido  prueba  alguna; 

Considerando' respecto  á  la  cuestión  princi- 
pal: 

7^  Que  esta  querella  posesoria  de  denuncia 
de  obra  nueva  ha  sido  instaurada  por  los  se- 
ñores  David  Simpson,  Juan  Danelsberg  y  To- 
más Bradley  como  inmediatos  interesados  y 
además  haciendo  uso  de  la  acción  popular 
concedida  por  el  artículo  948  del  Código  Civil 
en  favor  de  los  caminos,  plazas  ú  otros  luga- 
res de  uso  público,  y  para  la  seguridad  de  los 
que  transitan  por  ellos; 

8^  Que  las  acciones  de  denuncia  de  obra 
nueva  establecidas  por  los  artículos  930  y 
931  del  Código  Civil  se  conceden  al  poseedor 
para  pedir  que  se  prohiba  toda  obra  nueva 
que  se  trate  de  construir  sobre  el  suelo  de  que 
está  en  posesión,  y  para  denunciar  las  obras 
que  construidas  en  el  predio  sirviente  emba- 
razan el  goce  de  una  servidumbre  constituida 
en  él; 

9^  Que  los  querellantes  en  su  escrito  de  de- 
nuncia dicen  que  hace  veinte  años  que  se  cons- 
.  truyó  la  chaza  para  el  uso  público  y  que  desde 
entonces  la  han  ocupado  ellos  y  el  comercio 
en  la  carga  y  descarga  de  mercaderías; 

10.  Que  sobre  los  bienes  nacionales  de  uso 
público  no  cabe  alegar  posesión  exclusiva,  ni 
dominio  privado,  ni  servidumbre; 

11.  Que  los  denunciantes  no  alegan  dominio 
ni  posesión  sobre  la  chaza  en  cuestión  y,  en 


consecuencia,  no  son  legítimos  contradictores 
en  este  juicio  y,  además,  carecen  de  persone- 
ría para  hacer  uso  de  la  acción  popular  referi- 
da por  cuanto  la  obra  nneva  denunciada  no 
amenaza  la  seguridad  de  los  transeúntes,  se- 
gún consta  de  las  declaraciones; 

12.  Que  por  decreto  supremo  de  31  de  ma- 
yo de  1902,  se  concedió  á  don  Manuel  Fran- 
cisco Palacios  permiso  para  construir  en  este 
puerto  un  malecón  de  su  propiedad,  concesión 
que  se  otorgó  sin  perjuicio  de  los  derechos  de 
terceros; 

13.  Que  del  acta  de  entrega  de  fecha  15  de 
julio  de  1902  consta  que  se  entregó  al  señor 
Palacios  una  extensión  de  60  metros  de  lar- 
go por  29  de  ancho,  dejándose  constancia  de 
que  hay  varios  sitios  en  este  puerto  en  donde 
se  pueden  construir  obras  marítimas  análo- 
gas á  aquella  para  la  cual  ha  obtenido  permi- 
so don  Manuel  F.  Palacios; 

14.  Que  en  la  inspección  ocular  de  que  da 
constancia  el  acta  se  dejó  establecido  que  la 
chaza  antigua,  materia  de  esta  querella,  que- 
daba dentro  de  la  concesión  otorgada  por  el 
Supremo  Gobierno  al  señor  Manuel  F.  Pala- 
cios; 

15.  Que,  por  consiguiente,  el  denunciado  ó 
demandado  don  Manuel  F.  Palacios  tiene  per- 
miso de  autoridad  competente  para  hacer  U 
construcción  denunciada,  sujetándose  en  todo 
á  las  leyes,  decretos  y  reglamentos  vigentes; 

16.  Que  don  Juan  Danelsberg,  absolviendo 
la  pregunta  primera  de  las  posiciones,  dice: 
que  sobre  la  playa  no  tiene  más  derecho  que 
el  que  le  da  la  ley,  y  que  la  chaza  no  es  fiscal 
porque  fué  hecha  en  tiempo  del  Gobierno  pe- 
ruano y  después  por  haber  sido  casi  destruida, 
fué  reformada  por  las  casas  Viuda  de  Nugent 
y  Danelsberg,  Schubering  y  C*  y,  en  conse- 
cuencia, tiene  derecho  á  ella;  y  absolviendo  la 
pregunta  tercera  declara  que  ha  entablado 
este  juicio  en  resguardo  de  los  derechos  que  le 
corresponden  en  la  chaza  y  para  impedir  que 
con  la  obra  nueva  se  entorpezca  la  carga  y 
descarga  por  la  chaza  y  con  la  gente  que  le 
convenga  en  caso  de  falta  de  cumplimiento 
por  los  demandados  y  para  evitar  monopo- 
lios; 

17.  Que  don  Tomás  Bradley  al  absolver  las 
preguntas  segunda  y  cuarta  dice:  que  no  tiene 
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más  derecho  sobre  la  playa  que  el  que  le  con- 
cede la  ley  y  que  su  propósito  al  entablar  este 
juicio  ha  sido  evitar  mayor  recargo  en  la  ta- 
rifa, poder  emplear  en  la  carga  ó  descarga  la 
gente  que  les  conviniere  en  los  casos  que  los 
demandados  no  pudieran  dar  cumplimiento  y 
tener  libre  ejercicio  en  el  muelle  conforme  al 
Reglamento  de  Aduanas; 

18.  Que,  como  se  ve  por  las  confesiones  áque 
se  refieren  los  dos  considerandos  anteriores, 
los  denunciantes  no  expresan  claramente  cuá- 
les son  los  derechos  de  terceros  que  se  suponen 
perjudicados  con  la  concesión;  y  tampoco  han 
acreditado  durante  el  término  probatorio  di- 
chos derechos,  ni  acompañado  el  permiso  res- 
pectivo de  la  autoridad  competente  que  auto- 
rizó la  construcción  de  la  chaza  como  habría 
sido  el  otorgado  por  el  Gobierno  del  Perú, 
con  arreglo  á  sus  leyes,  antes  de  la  vigencia 
de  las  leyes  chilenas  en  esta  provincia; 

19.  Que  de  los  informes  consta  que  la  obra 
nueva  denunciada  no  impide  el  libre  uso  del 
muelle  fiscal. 

20.  Que,  por  otra  parte,  los  denunciantes 
solicitan  en  la  segunda  petición  de  la  demanda 
que  el  Juzgado  declare  que  el  demandado  no 
tiene  derecho  para  impedirles  el  libre  uso  de  la 
chaza  y  de  todos  los  costados  del  muelle,  al 
objeto  de  cargar  ó  descargar  sus  lanchas  con 
los  jornaleros  que  estimen  por  conveniente; 

21.  Que  el  Juzgado  es  incompetente  para  co- 
nocer de  esta  petición  de  la  denuncia,  por  cuan- 
to no  está  dentro  de  la  órbita  de  sus  atribu- 
ciones pronunciar  la  declaración  pedida  y  en 
conformidad  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  4^ 
de  la  Ley  Orgánica  de  Tribunales  que  prohibe 
al  Poder  Judicial  mezclarse  en  las  atribuciones 
de  otros  poderes  públicos; 

22.  Que  algunas  de  las  peticiones  contenidas 
en  el  escrito  de  duplica  del  demandado  no  sólo 
modifican,  adicionan  y  amplían  las  excepcio- 
nes formuladas  en  la  contestación  y  reconven- 
ción sino  que  alteran  las  que  son  objeto  prin- 
cipal del  pleito; 

23.  Que,  además,  la  petición  3^  del  escri- 
to de  duplica  es  improcedente  por  no  haberse 
discutido  en  esta  querella  de  posesión  el  he- 
cho de  si  el  querellado  tenía  6  no  derecho  á 
exigir  un  precio  por  el  uso  del  malecón,  y  por 
consiguiente  no  hay  contienda  sometida  á  la 


decisión  de  este  Juzgado  sobre  las  tarifas  6 
precios  que  establecen  los  decretos  de  5  de  abril 
de  1883  y  17  de  octubre  de  1893;  y,  por  otra 
parte,  como  todo  servicio  debe  ser  remunera- 
do, el  mismo  concesionario  expresa  que  en  ca« 
so  necesario  someterá  la  tarifa  á  la  aproba- 
ción suprema  en  conformidad  á  lo  dispuesto 
en  el  decreto  últimamente  citado; 

24.  Que  el  amparo  á  que  se  refiere  la  5*  pe- 
tición de  dicho  escrito,  tampoco  procede  le- 
galmente  por  cuanto  no  aparece  de  autos  que 
se  haya  turbado  al  denunciado  en  el  goce  de 
su  concesión  fiscal  sino  por  la  paralización  ju- 
dicial de  la  obra  nueva  denunciada; 

Considerando  con  respecto  á  la  reconven- 
ción: 

25.  Que  no  se  ha  comprobado  el  monto  y 
especie  de  los  daños  y  perjuicios  que  se  supo- 
nen causados,  y  tampoco  se  han  establecido 
las  bases  que  deban  servir  para  determinar  la 
cantidad  líquida  que  por  estas  causas  deba 
abonarse; 

26.  Que  sólo  la  parte  que  fuere  vencida  to- 
talmente en  un  juicio  debe  ser  condenada  en 
costas,  y  en  este  caso  las  partes  han  tenido 
motivos  plausibles  para  litigar,  sin  que  pueda 
calificarse  de  maliciosa  la  denuncia. 

Por  estas  consideraciones  y  oído  el  dictamen 
del  Promotor  Fiscal  ad  hoc  y  visto  lo  prescri- 
to en  los  artículos  63,  347,  números  4^  y  7^, 
196,  331,  374,  389,  392,  410,  151,  625  y  302 
del  Código  de  Procedimiento  Civil  y  artículos 
598,  699,  930,  931,  1698  y  948  del  Código 
Civil,  se  declara: 

1^  Que  ha  lugar  á  la  tacha  de  dependiente 
opuesta  por  el  demandado  al  testigo  Santia- 
go Palacios  y  sin  lugar  las  demás  tachas 
opuestas  por  las  partes; 

2^  Que  se  desecha  la  denuncia  y  las  peti- 
ciones 1^  y  3^  de  la  demanda,  dejándose  sin 
efecto  la  paralización  de  los  trabajos  de  la  obra 
nueva  decretada  provisionalmente  con  fecha 
25  de  noviembre  de  1902; 

3*^  Que  el  Juzgado  es  incompetente  para 
pronunciarse  sobre  la  petición  2^  del  escrito  de 
denuncia,  y  sobre  la  3^  del  escrito  de  duplica: 

4^  Sin  tugar  el  pago  por  los  daños,  perjui- 
cios y  costas  áque  se  refiere  la  reconvención;  y 

5^  Que  no  ha  lugar  á  las  demás  peticiones 
de  las  partes. 
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Se  deja  constancia  de  que  uno  délos  deman- 
dantes, don  David  Simpson,  ha  fallecido  y  su 
familia  reside  en  California;  don  Juan  Danels- 
berg  tiene  su  domicilio  actualmente  en  Mo- 
liendo y  don  Tomás  Bradley  reside  en  este 
puerto,  calle  de  San  Marcos,  número  11. 

Se  habilita  el  feriado  en  esta  causa  á  peti- 
ción del  demandado  que  es  agricultor,  domici- 
liado enPerquenco.— i4.  Fvenzalidfi, 

Apelada  esta  sentencia  por  ambas  partes 
los  demandantes,  en  el  escrito  de  expresión  de 
agravios,  alegaron,  la  prescripción  en  confor- 
midad á  los  artículos  2497  y  2498  del  Códi- 
go Civil  y  sostienen  que  han  adquirido  en  vir- 
tud de  ella  el  derecho  de  usar  la  chaza,  que  es 
objeto  del  litigio.  Invocan  el  artículo  300  del 
Código  de  Procedimiento  Civil  para  manifes- 
tar que  pueden  alegar  la  prescripción  en  se- 
gunda instancia  antes  de  la  vista  de  la  causa 
y  solicitaron  que  se  abriera  un  término  de 
prueba  para  acreditarla. 

El  demandado  en  la  respuesta  á  la  expre- 
són  de  agravios  expone  que  la  prescripción 
alegada  es  improcedente,  porque  no  hace  vein- 
te años  que  se  construyó  la  chaza;  que  ésta  es 
un  bien  nacional  de  uso  público  que  no  puede 
adquirirse  por  ese  medio  y  que  considera,  por 
lo  tanto,  innecesario  que  se  abra  el  término 
de  prueba  que  solicitan  los  demandantes. 

La  Corte  de  Tacna  después  de  oír  nueva- 
mente á  los  demandantes  y  al  Fiscal  pronun- 
ció la  sentencia  siguiente: 

Tacna,  30  de  junio  de  1904.— Vistos  y  te- 
niendo además  presente  respecto  de  la  de- 
manda: 

1^  Que,  interpuesta  la  denuncia  antes  de  la 
vigencia  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
la  tramitación  que  se  le  dio  por  el  Juzgado  se 
ajusta  extrictamente  á  lo  preceptuado  en  la 
ley  9*,  título  32,  Partida  3^  que  regía  en  la 
época  de  su  interposición; 

2^  Que  esto  no  ha  obstado  para  que,  du- 
rante la  secuela  del  juicio  y  cuando  comenzó 
á  regir  el  citado  Código,  el  Juzgado  siguiera 
tramitando  el  juicio  con  arreglo  al  nuevo  sis- 
tema procesal  en  la  forma  dispuesta  en  el  ar- 
tículo 24  de  la  ley  de  7  de  octubre  de  1861; 

3'  Que,  en  consecuencia,  la  tramitación  dada 
al  juicio  no  adolece  de  vicios  sustanciales,  ni 
se  ha  faltado  á  ningún  trámite  ó  diligencia 


declaradas  esenciales  por  la  ley  y  que  justifi- 
que la  invalidez  de  oñcio  de  la  sentenda; 

4^  Que,  por  regla  general,  con  el  ejercicio  de 
un  derecho  que  las  leyes  franquean,  no  scof5«i- 
de  ni  se  infiere  injuria  á  otra  persona,  siendo 
necesario  para  hacer  responsable  al  que  ejer- 
cita ese  derecho  por  los  daños  causa'lo^,  que  se 
acredite  que  obró  ilícita  ó  culpablemente,  se- 
gún los  términos  del  artículo  2284  del  Código 
Civil; 

5'  Que,  en  el  presente  caso,  como  lo  recono- 
ce la  sentencia  apelada  y  como  consta  de  au- 
tos, los  denunciantes  han  tenido  motivo  plau- 
sible para  litigar;  por  lo  cual  no  procede  nin- 
guna acción  de  perjuicios  en  su  contra. 

Y  relativamente  á  la  prescripción  alegada 
en  segunda  instancia: 

6^  Que  la  petición  formulada  en  el  otrosí 
del  escrito  de  fs.  147,  tiene  por  objeto  pedir 
que,  en  conformidad  á  los  artículos  2497  y 
2498  del  Código  Civil,  se  declare  que  los  de- 
nunciantes han  ganado  por  prescripción  el 
derecho  de  uso  de  la  chaza  que  es  materia  del 
pleito; 

7'  Que,  tanto  la  petición  como  las  disposi- 
ciones legales  en  que  se  funda,  indican  clara- 
mente que  lo  que  se  ejercita  es  la  acción  de 
prescripción  ó  sea  la  prescripción  como  modo 
de  adquirir  un  determinado  derecho  real; 

8^  Que  lo  que,  tanto  la  legislación  procesal 
antigua  como  la  actual  autorizan,  es  poder 
alegar  en  cualquier  estado  del  juicio  la  pres- 
cripción como  excepción,  esto  es,  como  medio 
de  extinguir  las  acciones  y  derechos  ágenos, 
más  no  como  acción,  que  es  á  la  vez  título  y 
modo  de  adquirir; 

9^  Que  esto  se  comprueba  con  la  simple  lec- 
tura del  artículo  300  del  Código  de  Procedi- 
miento  Civil,  que  es  el  que  faculta  para  poder 
oponer  la  excepción  de  prescripción  en  cual- 
quier estado  de  la  causa  y  que  se  refiere  al 
artículo  299  que  enumera  los  requisitos  que 
debe  contener  la  contestación  á  una  demanda; 

10.  Que,  por  lo  expuesto,  la  acción  de  pres- 
cripción que  se  alega  en  el  escrito  citado  es 
improcedente  y  debe  ser  rechazada  sin  necesi- 
dad de  recibirla  á  prueba. 

Con  arreglo  á  estas  consideraciones  se  con- 
firma la  sentencia  apelada  de  12  de  febrero 
último,  sin  costas,  por  haber  apelado  ambas 
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partes  y  se  desecha  la  prescripción  alegada 
en  segunda  instancia  por  los  demandantes. 
Redactada  por  el  señor  Ministro  Cisternas 
Peña.— £.  Cisternas  Peña.—M.  A,  Qairell.--. 
Af .  Vargas  Mardones. 

Contra  esta  sentencia  los  demandantes  han 
deducido  recurso  de  casación  en  el  fondo  y 
formalizándolo  dicen:  que  el  fallo  pronunciado 
por  el  Tribunal  de  Alzada  confirma  el  de  pri- 
mera instancia  que  desechó  la  denuncia  de 
obra  nueva  y  las  peticiones  1*  y  3*  de  la  de- 
manda y  que  declaró  la  incompetencia  del  Juz- 
gado para  pronunciarse  sobre  la  segunda 
petición. 

Pues  bien,  esta  última  petición  es  la  única 
pertinente  y  que  procede  en  juicio  ordinario* 
Las  sentencias  de  primera  y  segunda  instan- 
cia han  fallado  una  acción  posesoria  y  no 
una  acción  de  dominio  ó  acción  real»  cualquie- 
ra que  sea  su  denominación»  y  entretanto  la 
tramitación  de  los  interdictos  está  señalada 
por  la  ley.  Respecto  de  la  denuncia  de  obra 
nueva  se  sabe  que  ha}'  dos  juicios,  uno  suma- 
rio y  otro  plenario,  la  sentencia  dada  se  re- 
fiere exclusivamente  al  primero.  Tanto  la  ley 
de  Partidas  que  se  cita  en  el  fallo  como  el  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil  en  sus  artículos 
721  y  siguientes  establecen  igual  procedi- 
miento. 

Se  alegó  la  prescripción  en  segunda  instan- 
cia con  arreglo  al  artículo  300  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  el  cual  en  ninguna  de  sus 
disposiciones  prohibe  á  un  demandante  ale- 
garla. 

£1  Tribunal  de  Alzada  no  ha  podido  negar- 
se á  recibir  la  causa  á  prueba  para  justificar 
un  hecho  que  no  aparecía  claramente  mani- 
festado en  primera  instancia,  y  no  le  quedaba 
otra  alternativa  que  la  de  aceptar  esa  peti- 
ción ó  dar  acogida  á  la  prescripción  en  la  sen- 
tencia misma. 

Habiendo  rechazado  la  prescripción  alega- 
da y  omitiéndose  en  el  fallo  todo  lo  relativo  á 
ella,  la  sentencia  ha  negado  á  los  recurrentes 
un  derecho  legítimo. 

En  rebeldía  de  los  recurrentes,  que  no  con- 
parecieron á  seguir  el  recurso,  pasó  el  proceso 
en  dictamen  á  uno  de  los  Ministros  de  este 
Tribunal,  y  fué  evacuado  el  que  se  registra  á 
fs.  179  de  los  autos. 


La  Corte: 

Considerando: 

1^  Que  decretada  por  el  Juez  con  arreglo  á 
lo  dispuesto  en  la  ley  9*  artículo  32,  Partida 
3*  la  suspensión  de  la  obra  denunciada,  corres- 
pondía discutir  en  juicio  ordinario,  juntamen- 
te con  las  otras  que  la  demanda  contiene,  la 
primera  de  las  peticiones  formuladas  en  la 
denuncia,  para  que  se  declare  que  debe  demo- 
lerse lo  ya  construido  por  el  demandado,  por 
cuanto  la  legislación  procesal  vigente  á  la  épo- 
ca en  que  fué  interpuesta  la  expresada  denun- 
cia no  establecía  un  procedimiento  especial 
aplicable  á  este  caso  distinto  del  ordinario, 
que  fué  el  observado  en  el  presente  juicio; 

2^  Que  á  la  fecha  en  que  comenzó  á  regir  el 
actual  Código  de  Procedimiento  Civil  la  causa 
se  había  recibido  á  prueba  y,  por  consiguien- 
te, no  cabía  aplicar  la  tramitación  señalada 
en  los  artículos  721  y  siguientes  de  dicho  Có- 
digo, que  se  citan  por  los  recurrentes  como  in- 
fringidos, en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 24  de  la  lev  de  7  de  octubre  de  1861; 

3*^  Que,  por  lo  demás,  la  ritualidad  seguida 
durante  el  juicio,  que  permitió  á  las  partes 
discutir  ampliamente  su  derecho  sin  que  de 
ella  reclamaran  antes  del  fallo  de  primera  ins- 
tancia, no  ha  influido  de  modo  alguno  en  lo 
dispositivo  de  la  sentencia  recurrida  que  con- 
firmó el  fallo  mencionado,  por  lo  que  es  ina- 
ceptable por  tal  motivo  el  recurso  de  casación 
en  el  fondo  interpuesto,  de  conformidad  al  ar- 
tículo 940  del  Código  de  Procedimiento  Civil; 

4*  Que  la  sentencia  que  es  objeto  del  recurso 
rechazó  la  prescripción,  no  por  haberla  consi- 
derado improbada,  sino  por  estimarla  impro- 
cedente, por  haberla  alegado  los  demandantes 
por  vía  de  acción  y  en  la  segunda  instancia  de 
la  causa;  lo  que  ha  podido  declarar  el  Tribunal 
de  Alzada  con  el  solo  mérito  de  autos  y  sin 
necesidad  de  recibir  la  causa  á  prueba,  atendi- 
do el  fundamento  mismo  invocado  en  la  sen- 
tencia para  establecer  la  improcedencia  de  la 
prescripción,  y  porque  aun  en  todo  caso  ha- 
bría sido  facultativo  del  Tribunal  recibirla  á 
prueba,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  artículo 
300  del  Código  de  Procedimiento  Civil. 

Con  arreglo,  además,  á  los  artículos  960, 
979  y  249  del  ya  citado  Código,  se  deniega, 
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con  costas,  el  recurso  de  casación  en  el  iondo 
interpuesto  contra  la  sentencia  de  30  de  junio 
de  1904.  Queda  aplicada  al  Pisco  la  suma  de 
$  300  consignada. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Bernales. 
^V.  Agnirre  V.— Leopoldo  Urratia.—J,  Gabriel 
Palma  Guzmáa. ^Gabriel  Gaete.—E,  Fostet 
Recabarrea.  —J,  Beraales.—J.  Alejo  Femáadez. 


que  las  partes  pueden  hacer  ea  sus  escritos 
Y  que  importen  el  reconocimiento  de  he- 
chos que  sirvan  de  base  al  fallo. 


Cas.  CÍV.—26  de  octubre  de  1905 
Manger  con  Harán 

Gomerolantes;  libros  de  comercio.- 
FondoB  sociales  empleados  en  nego- 
cios personales;  participación  de  las 
utilidades.  ~  Confesión  Judíela]. 

Doctrina:— £/  socio  que  aun  creyén- 
dose autorizado  para  retirar  la  parte  de 
las  utilidades  que  puede  corresponderle 
después  de  cada  balance,  aplica  á  sus  ne- 
gocios particulares  fondos  comunes^  debe 
llevar  á  la  masa  común  las  ganancias  de 
los  negocios  en  que  invierta  esos  fondos. 

No  pueden  ser  considerados  como  capi- 
tales particulares  de  cada  socio  las  utili- 
dades que  puedan  arrojar  los  balances. 

Los  libros  de  comercio  constituyen  un 
medio  de  prueba  en  las  causas  mercanti- 
les que  los  comerciantes  agitan  entre  sí; 
pero  ese  medio  de  prueba  no  excluye  la 
presentación  de  otros,  ni  impide  el  ejerci- 
cio de  la  facultad  que  el  Tribunal  tiene 
para  apreciar  su  mérito  comparativo,  á 
fin  de  establecer  los  hechos  que  resultan 
probados  en  la  causa. 

Los  requisitos  exigidos  por  la  ley  para 
la  con/esión  Judicial  requerida  por  una 
de  las  partes  como  medio  probatorio,  no 
excluyen  las  declaraciones   voluntarias 


Don  Luis  Manger  y  don  Honorato  Harán 
constituyeron  un  arbitraje  para  liquidar  la 
sociedad  colectiva  mercantil  que  tenían  pac- 
tada por  la  escritura  pública  extendida  en 
Concepción  el  17  de  marzo  de  1890. 

Los  socios  se  han  hecho  cargos  recíproca- 
mente,  pero  el  único  que  debe  ser  considerado 
actualmente  es  el  primero  de  los  formnlados 
por  don  Luis  Manger  contra  el  socio  admi- 
nistrador don  Honorato  Harán,  porque  el 
presente  recurso  no  tiene  otro  fundamento 
que  el  de  haber  sido  aceptado  dicho  cargo  por 
la  sentencia  de  segunda  instancia. 

Según  la  reclamación  de  Manger,  desde  el 
8  de  abril  de  1890  hasta  el  31  de  diciembrede 
1894  y  hasta  fines  de  enero  siguiente,  fecha  en 
que  se  produjo  la  disolución  de  la  sociedad, 
don  Honorato  Harán  había  destinado  del 
fondo  común  para  aplicarlo  á  sus  negocios 
particulares,  algunos  de  los  cuales  enumera,  la 
suma  de  $  808.567,13,  como  consta  de  las  di- 
versas partidas  anotadas  en  su  cuenta  del 
libro  mayor  durante  los  cinco  años  de  la  Socie- 
dad. A  eso  se  agrega  que  en  las  compras  que 
hacia  para  sus  negocios  particulares  usaba 
del  crédito  y  del  nombre  de  la  sociedad. 

Ha  infringido,  pues,  el  contrato  social  y  la 
prohibición  impuesta  á  los  miembros  de  una 
sociedad  colectiva  por  el  inciso  1^  del  núme- 
ro 2^  del  artículo  404  del  Código  de  Comer- 
cio; y,  en  conformidad  á  lo  dispuesto  en  el 
inciso  2^  del  mismo  número  y  artículo,  está 
obligado  á  colacionar  en  la  masa  común  las 
ganancias  particulares  y  á  indemnizar  á  la  so- 
ciedad los  daños  que  hubiese  sufrido. 

Como  consecuencia  de  lo  expuesto,  hace  la 
petición  siguiente:  "que  las  utilidades  obten  i* 
das  por  don  Honorato  Harán  en  sus  negó* 
cios  particulares  emprendidos  con  dineros  ex- 
traídos del  fondo  común  de  la  Sociedad  extin* 
guida  "Manger  Harán"  ingresen  á  dicho  fon- 
do común  para  distribuirlos  con  arreglo  al 
contrato  social,  debiendo  además  indemnizar 
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los  dafios  que  la  Sociedad  hubiere  sufrido,  to- 
mando para  ello  en  cuenta  la  diferencia  que 
resultare  entre  el  tanto  de  las  utilidades  de 
e?os  negocios  particulares  j  el  que  se  habría 
alcanzado  en  el  supuesto  de  que  esos  fondos 
no  hubieran  sido  sustraidos." 

Contestando  el  socio  inculpado,  niega  que 
jamás  haya  hecho  negocios  particulares  con 
fondos  sociales,  6  que  haya  usado  en  aquéllos 
el  nombre  ó  el  crédito  de  la  Sociedad.  Ha  he- 
cho, sí,  negocios  particulares  por  su  propia 
cuenta  con  dineros  pro¿}ios  y  en  uso  de  la  au- 
torización expresa  que  á  ambos  socios  acor 
daba  el  contrato  social. 

Agrega  en  seguida  que  el  reclamante  incurre 
en  una  confusión  de  ideas,  y  de  ahí  proviene 
su  error,  pues  expone  que  las  utilidades  socia- 
les que  produce  el  negocio  pasan  á  formar 
parte  del  capital  ó  fondo  social. 

El  capital  ó  fondo  social  es  constituido  por 
¡os  aportes  de  los  socios,  y  ese  capital  no  pue- 
de ser  tocado  jamás.  Mientras  existió  la  So- 
ciedad que  hoy  se  halla  en  liquidación,  ese 
capital  permaneció  intacto  y  nunca  fué  sus- 
traido  para  negocios  particulares  de  los  aso- 
ciados, como  consta  de  los  libros  respectivos 
que  hacen  plena  fe. 

No  sucede  lo  mismo  con  las  utilidades  que 
rinde  anualmente  la  Sociedad.  Ellas  no  pasan 
á  incrementar  el  capital  social,  sino  que  cada 
socio  tiene  derecho  á  retirar,  después  de  cada 
balance  anual,  la  parte  de  beneficio  que  le 
corresponde. 

Así  se  deduce  de  algunos  preceptos  legales 
que  cita  y  comenta,  y  de  algunas  cláusulas 
de  la  escritura  social  que  también  analiza. 

Es  también  la  inteligencia  que  prácticamen- 
te ha  dado  al  contrato  el  señor  Manger, 
pues,  para  no  invocar  sino  este  hecho,  quiso 
en  una  ocasión  retirar,  por  su  parte  de  utili- 
dades, la  cantidad  de  £  6.000,  y  sólo  desistió 
de  hacerlo  porque  á  consecuencia  de  una  baja 
del  cambio  dejó  de  ser  beneficioso  para  él  el 
retiro  de  esos  fondos. 

En  la  hipótesis,  continúa  diciendo,  de  que  el 
contrato  social  y  la  ley  nada  dispusieran  res- 
pecto del  derecho  de  los  socios  para  retirar  su 
parte  de  uti  idades  anuales,  habría  que  ate- 
nerse á  las  reglas  generales  del  derecho,  al 
espíritu  de  la  legislación  y  á  la  costumbre 


comercial,  y  todas  ellas*  propenden  á  que,  res- 
petándose el  capital  social,  se  dé  movimiento 
á  los  negocios  por  el  reparto  de  las  utilida- 
des, como  se  determina  expresamente  para 
las  sociedades  anónimas  y  en  comandita. 

En  apoyo  de  esta  tesis,  se  trascriben  las 
opiniones  de  algunos  expositores  de  derecho 
comercial  que  ilutran  las  disposiciones  del  Có- 
digo de  Comercio  de  Francia,  de  donde  ha  si- 
do tomado  el  nuestro,  y  que,  como  éste,  guar- 
da también  silencio  en  la  materia. 

Afirma  que  mientras  existió  la  Sociedad, 
hubo  siempre  capitales  sobrantes  y  disponi- 
bles, y  refiriéndose  á  los  libros  que  aquélla  lle- 
vaba, forma  un  cuadro  numérico  para  demos- 
trar que  nunca  empleó  en  sus  negocios  pro- 
pios más  de  la  mitad  de  la  suma  de  que  por 
diversos  motivos  podía  disponer  libremente. 

Por  áltimo,  dice  que,  aun  cuando  por  las 
razones  expuestas  no  estaba  obligado  á  pa- 
gar intereses  sobre  las  cantidades  que  ha  em  • 
picado  en  sus  negocios  particulares,  consintió, 
sin  embargo  en  abonarlos,  como  se  comprue- 
ba por  el  recibo  que  acompaña,  del  cual  apa- 
rece que  el  señor  Manger  ha  recibido  por  esta 
causa  la  cantidad  de  $  24  421,84.  El  señor 
Manger  ha  reconocido  así  que  ningún  derecho 
tiene  á  la  mitad  de  las  utilidades  que  pre- 
tende. 

Concluye  solicitando  que  se  le  absuelva  del 
cargo,  con  costas. 

La  resolución  de  primera  instancia,  que  se 
pronuncia  sobre  todas  las  peticiones  formula- 
das por  una  y  otra  parte,  desecha  el  cargo, 
cuyos  antecedentes  se  dejan  relacionados. 

La  Corte  de  Apelaciones  de  Concepció  n,  en 
sentencia  de  29  de  octubre  de  1903,  firmada 
por  los  Ministros  señores  J.  N.  Parga,  E. 
Fuentes  R.,  Luis  David  Cruz  y  J.  Guillermo 
Mackay,  confirma  la  del  juez  arbitro  con  tres 
declaraciones,  la  primera  de  las  cuales  que  se 
refiere  al  punto  de  que  se  trata  está  concebida 
en  estos  términos:  ''que  ha  lugar  al  primer 
cargo  formulado  por  don  Luis  Manger  con- 
tra don  Honorato  Harán  en  su  escrito  de  fs. 
63,  en  cuanto  por  él  se  pide  que  las  utilidades 
obtenidas  por  don  Honorato  Harán  en  sus 
negocios  particulares  emprendidos  con  dine- 
ros retirados  del  fondo  común  de  la  Sociedad 
extinguida  "Manger  y  Harán,  ingresen  á  di- 
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cho  fondo  coman,  pafa  distribuirlos  con  arre- 
glo al  contrato  soiinr',y  agrega  que  para  los 
efectos  de  esta  declaración  y  de  la  tercera,  por 
la  cual  se  acepta  un  cargo  hecho  por  Haraní 
"el  juez  a  quo  procederá  á  practicar  una  li- 
quidación completa  previo  informe  de  un  pe- 
rito nombrado  en  la  forma  ordinaria." 

£1  Tribunal  de  Alzada  cita  los  artículos 
2053,  2070  y  2082  del  Código  Civil  y  352  y 
404  numero  2^  del  Código  de  Comercio,  acep. 
ta  la  parte  expositiva  de  la  sentenci*' apela- 
da, el  mérito  de  los  considerandos  1^,  2^,  3^, 
4^  5^,  16,  17,  22.  23.  25;  26.  27,  28,  primera 
parte  del  29,  30  y  31,  referentes  á  los  cargos 
deducidos  por  don  Luis  Manger  contra  don 
Honorato  Harán;  y  tiene  además  presente, 
con  relación  al  cargo  que  pende  de  la  decisión 
de  este  recurso,  las  consideraciones  que  si- 
guen: 

1*  Que  aunque  el  socio  don  Honorato  Ha 
ran,  contestando  en  su  escrito  al  primero  de 
esos  cargos,  por  el  cual  se  le  atribuye  haber 
empleado  en  sus  negocios  particulares  la  can- 
tidad de  $  808.567,13  de  los  fondos  comunes, 
expresa  que  tal  cargo  es  completamente  falso 
y  que  jamás  ha  hecho  negocios  particulares 
con  fondos  sociales,  hace  no  obstante  en  las 
diversas  piezas  de  estos  autos  y  que  se  rela- 
cionaiántn  los  considerandos  siguientes  de- 
claracionts  que  «mportan  el  reconocimiento 
de  ese  hciho  negado  por  él; 

2*  Que  el  aludido  est-rito  de  contestación 
dice:  ¿Puede  cada  uno  dt-  los:  socios  retirar  des- 
pués de  cada  balante  anual  las  utilidades  qve 
le  han  correspondido:  ó  estas  utilidades  deben 
pasar  á  aumertar  el  capital  social?  Sostengo 
que  es  indudable  lo  prinuro,  ó  sta  que  cada 
socio  puede  después  de  cada  balance  arual  re- 
tirar la  parte  de  utilidad^  s  qup  el  corresponda; 

3*  Que  en  el  mismo  escrito  agrega:  •'Habien- 
do demostrado  que  mi  representado  ha  podi- 
do legalmente  retirar  después  de  cada  balance 
anual  su  parte  de  utilidades,  voy  á  comprobar 
en  vista  de  lo  que  consta  de  los  libros  de  la  So- 
ciedad, las  cantidades  que  ha  retirado  y  las 
que  ha  podido  retirar  para  sus  negocios  par- 
ticulares, repitiendo  una  vez  más  no  hóio  que 
jamás  se  ha  tocado  el  capital  social,  sino  que 
también  mientras  duró  esta  Sociedad  siempre 
tuvo  capitales  sobrantes  y  disponibles' '; 


4^  Que  en  el  escrito  de  fs.  360  el  mismo  se- 
ñor Harán  tratando  de  justificar  su  petición 
para  que  se  obligara  al  señor  Manger  é  cxhí. 
bir  algunas  cartas  que  él  le  había  dirigido,  ex- 
presa: "que  esos  documentes  son  tan  impor- 
tes q  ue  aun  á  riesgo  de  comprometer  mi  defensa 
declaro  que  ellos  comprueba n  la  facnltad  qne 
he  tenido  para  disponer  después  de  cada  ba- 
lance de  la  parte  de  utilidades  que  me  corres- 
pondan en  la  Sociedad"; 

5*  Que  á  fs.  109  continúa  expresando  lo  si- 
guiente: "mi  representado  no  ha  retirado  de 
la  Sociedad  sus  capitales  para  sus  negocios 
particulares,  como  la  compra  de  cueros,  lanas, 
cuernos  y  otros  productos,  negocios  que  no 
exigían  gran  capital;  sino  que  habiendo  hecho 
préstamos  de  dinero  sobrante  de  la  Sociedad 
á  algunas  importantes  casas  de  comercio,  con 
acuerdo  del  señor  Manger,  recibió  instruccio- 
nes de  éste  para  retirar  ó  cobrar  esas  cantida- 
des é  invertirlas  en  la  compra  de  bonos  hipo- 
tecarios. Mi  mandante,  que  no  estaba  de 
acuerdo  con  el  señor  Manger  en  cuanto  á  la 
inversión  de  los  capitales  sobrantes  en  con> 
pra  de  bonos  hipotecarios,  y  estimando  que 
no  había  razón  alguna  para  retirar  los  prés- 
tamos hechos  á  esas  casas  de  comercio,  prefi- 
rió imputarse  á  su  cuenta  particular  esas  car- 
tidadcs,  ya  que,  como  queda  demostrado,  pe- 
día disponer  de  mayor  suma  como  capital 
propio*'; 

6*  Que  interrogado  don  Honorato  Harán 
al  tenor  de  la  cuarta  pregunta  de  las  posicio- 
nes sobre  si  era  verdad  que  sus  negocios  parti- 
culares de  compra  de  cueros,  cuernos,  lana  y 
fundación  de  un  hotel  se  establecieron  y  man- 
tuvieron durante  el  período  social  con  fon- 
dos que  el  absolvente  extraía  de  la  sociedad 
Manger  y  Harán,  de  que  él  era  administrador, 
contestó  que  á  principios  de  dicha  Sociedad  á 
más  del  capital  aportado,  tenía  el  absolvente 
en  la  caja  social,  más  ó  menos  $  15.000;  que 
además  podía  disponer  del  sueldo  de  adminis- 
trador, de  su  parte  de  ganancias  en  la  Socie- 
dad, de  los  intereses  del  capital  social  particu- 
lar y  también  de  los  fondos  que  le  eran  confia- 
dos particularmente  por'  la  sucesión  de  don 
Juan  Pedro  Horóstegui,  de  don  Antonio  Ani* 
nat  y  de  sus  hermanos  Cayetano  y  Adrián 
Harán; 
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7*  Que  requerido  para  que  contestara  cate- 
góricamente como  lo  ordena  la  ley  3*  título 
13,  Partida  3*  afirmando  6  negando  la  pre- 
gunta, bajo  apercibimiento  de  tenerlo  por  con- 
feso si  no  respondiera  categóricamente,  el  ex- 
presado señor  Harán  contestando  dicha  pre- 
gunta se  limitó  á  referirse  á  los  libros  de  la 
Sociedad  Manger  y  Harán  que  estaban  presen- 
tados en  parte  de  prueba; 

8*  Que  el  mismo  socio  Harán  en  las  pregun- 
tas 79,  125, 126,  150  y  151  de  las  posiciones 
que  pone  á  su  ex-socio  Manger,  cuya  traduc- 
ción y  copia  auténtica  expresa  lo  siguiente: 
**79.  Diga  el  absolvente  por  qué  motivo  du- 
rante todo  el  período  de  junio  24  de  1894  has- 
ta enero  de  1895,  época  en  que  ha  tomado 
parte   en  la   administración  de   la  Sociedad 
Manger  y  Harán,  no  se  ha  opuesto  ni  siquiera 
ha  hecho  ninguna  observación  á  Honorato 
Harán  por  las  cantidades  que  éste  retiraba  de 
la  Sociedad  para  sus  negocios  particulares,  en 
la  misma  forma  que  las  retiradas  durante  el 
período  que  el  absolvente  ha  estado  ausente 
de  Chile.  125.  Diga  el  absolvente  que  nunca 
ha  pedido  que  Honorato  Harán  devolviera 
cantidad  alguna  á  Manger  de  las  sumas  que 
babía  retirado  de  la  Sociedad.  126.  Diga  si  no 
lo  hizo  ó  porque  muy  bien  sabia  que  Honorato 
Harán  estaba  en  su  derecho  de  haber  retirado 
las  cantidades  de  la  Sociedad  Manger  y  Harán, 
6  porque  el  absolvente  consideraba  que  esas 
cantidades  retiradas  por  Honorato  Harán  ga- 
naban un  interés  convenientepara  la  Sociedad, 
es  decir  6%  anual  á  la  vista.  150.  Cómo  es  ver- 
dad que  las  cantidades  que  Honorato  Harán  ha 
retirado  de  la  Sociedad  Manger  y  Harán,  que 
está  en  liquidación,  no  han  hecho  falta  al  giro 
délos  negocios  de  la  referida  Sociedad;  151.  Si 
contestare  negativamente  á  la  pregunta  ante- 
rior, diga  el  absolvente  en  qué  se  basa  para 
decir  que  las  cantidades  que  Honorato  Harán 
ha  retirado  de  la  referida  Sociedad  Mangar  y 
Harán  han  hecho  falta  para  el  giro  de  los  ne- 
gocios de  dicha  Sociedad*'; 

9^  Que  según  consta  de  la  nota  detallada, 
corriente  á  fs.  320,  copiada  del  libro  de  caja, 
resulta  que  el  señor  Harán  extrajo  para  sus 
negocios  particulares  desdé  el  8  de  abril  de 
1890  hasta  el  1^  de  enero  de  1895  la  suma  de 
$  808.567,13  y  que  délas  cuentas  testimonia* 


das  á  fs.  416,  418,  426,  430,  433,  435,  437, 
439, 441,443  y  445  aparece  que  los  fondos  de 
la  sucesión  Horóstegui  y  de  don  Antonio  Au- 
bignat  fueron  conñados  no  al  señor  Harán  si- 
no á  la  Sociedad  Manger  y  Harán; 

10.  Que  de  los  antecedentes  á  que  se  hace 
referencia  en  los  considerandos  anteriores  apa- 
rece que  el  socio  don  Honorato  Harán,  cre- 
yéndose facultado  para  retirar  la  parte  délas 
utilidades  que  podía  corresponderle  después  de 
cada  balance,  aplicó  á  sus  negocios  particula- 
res fondos  comunes  á  fin  de  impulsar  y  dar 
movimiento  á  sus  negocios  de  compra  de  la • 
ñas,  cueros  y  otros  productos  nacionales  para 
remitirlos  á  Europa,  como  igualmente  para 
fundar  un  establecimiento  de  hotel  en  esta 
ciudad; 

11.  Que  estando  formado  el  fondo  común 
de  una  Sociedad  colectiva  del  capital  aportado 
por  cada  uno  de  los  socios  y  de  las  utilidades 
que  puedan  arrojar  los  balances  que  se  hagan, 
el  socio  don  Honorato  Harán  no  ha  podido 
aplicar  á  sus  negocios  particulares  el  todo  ó 
una  parte  de  esas  utilidades,  salvo  que  esa 
aplicación  se  hubiese  estipulado  en  el  contrato 
social  ó  que  sin  haberse  estipulado  la  hubieran 
los  socios  aceptado  en  la  práctica; 

12.  Que  en  ninguna  de  las  cláusulas  del  con- 
trato se  otorgó  á  los  socios  la  facultad  de  ex- 
traer ó  aplicar  á  sus  negocios  particulares  el 
todo  ó  parte  de  las  utilidades  que  pudieran 
arrojar  los  balances  que  periódicamente  debe- 
rían hacerse; 

13.  Que  si  es  verdad  que  la  cláusula  13  de 
ese  contrato  faculta  á  cada  uno  de  los  socios 
''para disponer  de  sus  capitales  particulares  á 
su  antojo,  pero  toda  vez  que  no  lleve  ningún 
perjuicio  á  los  negocios  de  la  Sociedad'',  dicha 
cláusula  se  refiere  evidentemente  á  los  capi- 
tales del  dominio  exclusivamente  particular 
y  que  no  tengan  relación  con  los  dineros  so- 
ciales; 

14.  Que  no  pueden  ser  considerados  como 
capitales  particulares  de  cada  socio  las  utili- 
dades que  puedan  arrojar  los  balances  que  se 
efectúan  periódicamente,  tanto  porque  la  dis- 
tribución de  los  beneficios  y  pérdidas  no  se 
entenderá  ni  respecto  á  la  gestión  de  cada  so- 
cio, ni  respecto  de  cada  negocio  en  particular, 
debiendo  compensarse  los  negocios  en  que  la 
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Sociedad  sufra  pérdidas  con  aquellos  en  que 
reporte  utilidades,  recayendo  la  cuota  estipu- 
lada sobre  el  resultado  definitivo  de  las  ope- 
raciones sociales;  cuanto  también  porque  los 
frutos  pertenecen  á  la  Sociedad  desde  el  mo- 
mento del  aporte,  formando,  por  otra  parte, 
la  Sociedad  una  persona  jurídica  distinta  de 
los  socios  individualmente  considerados; 

15.  Que,  por  otra  parte,  el  mismo  socio  se- 
ñor Harán  así  lo  ha  reconocido  implícitamen- 
te al  comunicar  á  su  socio  señor  Manger  en 
cartas  de  24  de  junio  de  1891  y  20  de  ene- 
ro de  1894,  lo  siguiente:  "Beneficios;  estos 
beneficios  son  netos  (nets  de  tovt)  y  han  en- 
trado al  haber  de  la  cuenta  del  capital,  el  cual 
es  hoy  de  $  309.975,74,  cuya  mitad  perte- 
nece á  cada  uno  de  nosotros*'.  Y  en  la  segun- 
da di  esas  cartas:  '^Estimando  los  beneficios 
que  haremos  desde  el  1^  de  julio  de  1893  has- 
ta el  31  le  diciembre  de  1894  en  $  75.000,  el 
capital  se  cial  á  la  espiración  de  nuestro  con- 
trato sería  de  $  485.294,12  de  lo  cual  co- 
rrespondería í\  üd.  la  mitad'*; 

16.  Que  en  el  mismo  contrato  existen  por 
el  contrarío  esti^.  ulaciones  qur  en  los  siguien- 
tes considerandos  .^e  enumeran,  y  de  los  cuales 
se  deduce  claramen^e  que  la  intención  de  los 
contratantes  fué  la  de  limiti  r  á  una  cantidad 
fija  lo  que  cada  socio  tenía  facultad  de  retirar, 
reservando  indudablemente  para  el  término 
del  período  de  cinco  años  la  c  ntrega  de  los  be- 
neficios sociales; 

17.  Que  por  la  cláusula  7*  te  estipuló  que 
cada  socio  podría  tomar  la  su. na  de  $  200 
cada  mes,  para  sus  gastos  peí  sonal.^s,  los  cua- 
les serían  inscritos  al  Debe  de  su  cuanta,  sin 
intereses; 

18.  Que  por  la  cláusula  9^  se  estipuló  que 
cada  socio  recibiría  6%  de  i.itereses  anuales 
de  su  capital,  los  que  serían  pagados  por  se- 
mestres vencidos; 

19.  Que  se  convino  por  la  cláusula  15  que 
si  al  fin  de  los  cinco  años  «leí  período  social 
"los  beneficios  liquidados  .añadidos  con  los 
intereses  al  6%  por  año  pagados  á  los  inte- 
resados sobre  el  capital  llevado,  habían  lle- 
gado como  mínimum  al  80%,  del  término 
medio  de  los  beneficios  líquidos  realizados 
durante  el  tiempo  de  la  Sociedad,  el  activo  y 
pasivo  pasaián  á  poder  del  socio  Harán,  el 


que  se  obliga  á  reembolsar  al  socio  Manger 
su  capital  y  su  parte  de  beneficios,  deducción 
hecha  de  las  cuentas  á  cobrar  de  la  Sociedad 
en  los  seis  meses,  á  contar  desde  el  día  de  la 
liquidación  de  la  Sociedad,  y  pagándole  los 
intereses  á  razón  del  8%  al  año  hasta  el  com- 
pleto pago"; 

20.  Que  por  la  cláusula  17  se  estableció  que 
en  caso  que  los  beneficios  no  llegasen  al  tipo 
medio  prefijado  en  el  párrafo  15  y  qae  el  so- 
cio Harán  complete  el  mínimum  de  estos  be- 
neficios, el  socio  Manger  no  tendría  nada 
que  ver  en*  las  cuentas  á  cobrar  por  la  Socie- 
dad en  liquidación,  y  en  este  caso  el  socio  Ha- 
rán se  obliga  á  reembolsarle  su  capital  j  sus 
beneficios  en  el  espacio  de  los  nueve  meses  que 
se  seguirían  á  la  liquidación; 

21.  Que  aunque  don  Honorato  Harán  ha 
pretendido  probar  al  tenor  de  las  preguntas 
79,  96,  97  y  98  de  las  posiciones,  como  tam- 
bién por  la  carta  de  fs.  980,  que  su  ex-socio  don 
Luis  Manger  aceptó  en  la  práctica  del  contra- 
to el  derecho  que  cada  socio  tenía  de  retirar 
fondos  sociales  para  aplicarlos  á  negocios  par- 
ticulares, ese  hecho  no  ha  quedado  de  ninguna 
manera  establecido,  por  cuanto  ni  las  contes- 
taciones áesas  preguntas  ni  el  contenido  de  la 
carta  aludida  importan,  por  parte  del  socio 
Manger,  un  reconocimiento  de  aquel  hecho; 

22.  Que  con  las  copias  de  las  cartas  suscri- 
tas por  don  Honorato  Harán,  y  dirigidas  á 
la  Sociedad  Manger  y  Harán,  aparecen  firma* 
das  por  el  representante  de  Manger  y  Harán, 
incluso  el  mismo  socio  don  Honorato  Harán 
y  dirigidas  á  distintas  personas  en  las  que  se 
trata  de  dar  movimiento  á  los  diversos  nego- 
cios particulares  de  este  último,  se  ha  proba- 
do que  el  expresado  don  Honorato  H.iran 
usó  de  la  firma  social  en  dichos  negocios  par- 
ticulares; 

23.  Que  no  se  ha  probado  que  haya  can- 
sado perjuicio  á  la  Sociedad  Manger  y  Harán 
el  hecho  de  haber  el  socio  don  Honorato  Ha- 
rán retirado  fondos  comunes  para  aplicarlos 
á  sus  negocios  particulares;  y 

24.  Que  está  particularmente  prohibido  á 
los  socios  aplicar  los  fondos  comunes  á  sus 
negociosp  articulares  y  usar  en  éstos  de  la 
fima  social. 

•£1  Procurador  de  don  Honorato  Harán  ha 
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interpuesto  contra  este  último  fallo  los  re. 
curses  de  cnsación  en  el  fondo  y  en  la  forma, 
el  segando  de  los  cuales  h4  sido  desechado  ya 
por  una  de  las  Salas  de  este  Tribunal;  resu- 
miendo las  causas  en  que  se  funda  el  primero 
de  dichos  recursos,  expresa  en  su  escrito  que 
la  sentencia  reclamada  ha  infringido  leyes  ex- 
presas: 

1^  Porque  ha  prescindido  del  mérito  de  los 
libros  presentados  en  parte  de  prueba  por  las 
partes,  haciendo  fe  esos  libros  en  las  causas 
mercantiles  que  los  comerciantes  agitan  entre 
8Í,  según  lo  dispuesto  en  el  artículo  35  del  Có- 
digo de  Comercio,  influyendo  esa  omisión  sus. 
tancialmente  en  lo  dispositivo  de  ese  fallo,  tra* 
tándose  de  la  comprobación  de  un  hecho;  (ar- 
tículo 419  del  Código  de  Procedimiento.) 

2^  Porque  la  sentencia  se  funda  en  un  do- 
cumento falso  invocado  en  el  considerando 
9^,  falsedad  que  ha  sido  plenamente  compro- 
bada en  la  diligencia  de  inspección  de  libros, 
según  lo  ha  comprobado,  circunstancia  que 
según  el  artículo  980  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil  da  mérito  además  para  rever  una 
sentencia  fírme,  circunstancia  que  ha  influido 
en  el  fallo; 

3^  Porque  la  sentencia  se  funda  en  confe- 
siones que  cree  haber  hecho  su  parte  en  su 
defensa,  reconociendo  según  el  Tribunal  el  he- 
cho capital  en  que  se  funda  el  primer  cargo 
hecho  negado  por  mi  parte  en  toda  la  secuela 
del  juicio,  por  cuanto  aun  suponiendo  la  efec- 
tividad de  esa  confesión,  ella  no  ha  sido  pres- 
tada por  mi  representado,  sino  por  su  man- 
datario, no  pudiendo  tampoco  dividirse  esa 
confesión  ni  cumplirse  en  ella  los  demás  requi' 
sitos  exigidos  por  la  ley  (arts.  375,  378,  380, 
381,  387,  389  y  391  del  Código  citado); 

4^  Porque  fundándose  la  sentencia  de  prime- 
ra instancia,  para  desechar  el  primer  cargo,  en 
la  inspección  personal  que  se  hizo  de  los  libros 
presen  tados  por  ambas  partes  en  parte  de  prue- 
ba, circunstancia  que  constituye  prueba  plena 
según  el  artículo  410  del  Código  de  Procedi- 
miento, el  Tribunal  de  Alzada  deja  sin  valor 
esa  prueba  plena,  fundándose  en  supuestas 
confesiones  hechas  por  mi  mandante  y  en  el 
mérito  de  la  citada  nota  falsa. 

Elevados  los  autos  á  esta  Corte,  en  rebeldía 
del  recurrente  para  formular  el  recurso,  pasó 


el  proceso  al  Ministro  que  ha  dictaminado 
en  él. 

La  Corte: 

Considerando: 

1^  Que,  al  valorar  la  sentencia  recurrida  los 
antecedentes  de  la  causa,  no  ha  prescindido 
del  mérito  que  arrojan  los  libros  de  la  nego- 
ciación como  se  desprende  en  primer  lugar  de 
la  reproducción  que  hace  de  los  considerandos 
5'  y  22  de  la  resolución  del  arbitro,  conside- 
randos que,  ó  establecen  la  fe  que  tienen  en 
ciertos  casos  los  libros  de  comercio,  ó  se  refie* 
ren  á  asientos  de  los  libros  sociales  para  fijar 
algunos  hechos  de  la  litis;  en  segundo  lu- 
gar, de  los  fundamentos  9^  y  30  del  propio 
fallo  reclamado,  que  invocan  también  atesta- 
ciones de  los  libros  de  la  Sociedad  y,  por  últi- 
mo, de  la  resolución  que  contiene  ese  fallo  y 
por  la  cual  se  ordena  que  para  llevar  á  efec- 
to lo  que  dispone  su  declaración  primera,  el 
Juez  á  qao  procederá  á  practicar  una  liquida- 
ción completa,  previo  informe  de  un  perito 
nombrado  en  la  forma  ordinaria,  resolución 
cuya  expedición  y  cumplimiento  supone  la 
aceptación  de  los  libros; 

2'  Que,  si  bien  los  libros  de  comercio  lleva- 
dos en  forma  constituyen  un  medio  de  prueba 
en  las  causas  mercantiles  que  los  comerciantes 
agitan  entre  sí,  ese  medio  no  excluye  la  pre- 
sentación de  otros  medios  reconocidos  tam- 
bién por  la  ley,  ni  impide,  por  consiguiente,  el 
ejercicio  de  la  facultad  que  al  Tribunal  que 
sentencia  pertenece,  de  apreciar  su  mérito  com- 
parativo, á  fin  de  establecer,  conforme  á  esa 
apreciación,  cuáles  son  los  hechos  que  resul- 
tan probados  en  la  causa; 

3^  Que  según  lo  expresan  sus  diez  primeros 
considerandos,  el  fallo  de  que  se  recurre,  rela- 
ciona antecedentes  numerosos  de  diversa  ín- 
dole, para  deducir,  no  de  uno  ó  de  varios,  sino 
del  conjunto  de  todos  ellos  que  "don  Honora- 
to Harán,  creyéndose  facultado  para  retirar 
la  parte  de  las  utilidades  que  podían  corres - 
ponderle  después  de  cada  balance,  aplicó  á  sus 
negocios  particulares  fondos  comunes**;  que  el 
mismo  Harán  ha  prestado  declaraciones  en  el 
curso  del  juicio  que  importan  el  reconocimien- 
to de  ese  hecho; 
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4^  Que,  en  consecuencia,  y  refiriéndose  á  los 
antecedentes  que  relacionados  entre  sí  j  esti- 
mados en  conjunto,  sin  atribuir  determina- 
damente á  ninguno  de  ellos  el  carácter  de  una 
confesión  propiamente  dicha,  han  servido  de 
base  para  deducir  los  dos  hechos  que  afirma 
el  Tribunal,  no  cabe  la  aplicación  de  los  artí- 
culos 375,  378,  380,  381,  387,  389  y  391  del 
Código  de  Procedimiento  Civil,  relativos  á  la 
confesión  judicial  y  que  supone  infringidos  el 
recurrente; 

5'  Que,  por  otra  parte,  el  juramento  y  de- 
más formalidades  requeridas  por  los  artículos 
375  y  siguientes  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  de  que  se  acaba  de  hacer  mención,  tien- 
den sólo  á  garantir  la  verdad  ó  eficacia  de  la 
confesión,  cuando  ella  es  reclamada  como  me- 
dio probatorio  de  los  hechos  controvertidos 
en  la  causa.  Pero  ello  no  obsta  para  que,  en 
defecto  ó  con  prescindencia  de  esas  formalida- 
des, se  den  por  existentes  esos  hechos  si  las 
declaraciones  producidas  libremente  por  las 
partes  ú  otros  antecedentes  del  juicio  son 
bastantes,  en  concepto  del  Tribunal  llamado 
á  aquilatarlos,  para  acreditar  su  existencia; 

6^  Que  lo  expuesto  en  los  niímeros  anterio- 
res manifiesta  que  la  Corte  de  Apelaciones  al 
dar  por  establecidos  ciertos  hechos,  se  ha  li- 
mitado á  apreciar  en  ejercicio  de  las  faculta- 
des de  que  se  halla  investida,  los  antecedentes 
del  proceso;  y  no  aparece  que,  al  hacer  esa 
apreciación,  haya  quebrantado  algún  precep- 
to legal; 

7^  Que,  prescindiendo  de  que  la  nota  de  fs. 
320,  es  uno  de  los  antecedentes  que  en  uso  de 
sus  facultades  de  juzgar  ha  estimado  la  Sala 
sentenciadora  para  formar  su  concepto  de  los 
hechos,  debe  observarse  que  cualquiera  que  fue- 
se el  valor  de  la  imputación  de  falsedad  dirigi- 
da á  aquella  nota,  y  consecuencialmente  la  de 
haberse  dictado  la  sentencia  en  virtud  de  un 
documento  falso,  no  se  cita  ley  alguna  que 
autorice  el  recurso  de  casación  en  el  fondo  por 
el  motivo  que  se  invoca; 

8^  Que  aun  cuando  pudiera  quizá  deducirse 
del  escrito  de  formalización  del  recurso  que  se 
impugna  también  la  sentencia  por  suponerse 
que  ha  caído  en  error  de  derecho  al  resolver 
que  don  Honorato  Harán  no  ha  podido  reti- 
rar anualmente  la  parte  de  utilidades  que  le 


correspondía  según  los  balances,  no  se  ha.  ci- 
tado tampoco  ninguna  ley  que  haya  podido 
ser  quebrantada  con  tal  resolución;  y 

9^  Que,  por  lo  demás,  la  liquidación  man- 
dada praticar  por  la  sentencia,  HqtiidaciÓD 
que  sólo  puede  ejecutarse  á  la  vista  v  con  el 
mérito  de  los  libros  de  la  negociación,  vendrá 
á  fijar  con  exactitud  el  monto  y  procedcnck 
de  los  dineros  empleados  por  el  rccnrrcnte  en 
sus  negocios  particulares. 

Visto  además  lo  prevenido  en  los  artícnlos 
94.5,  958,  960,  977.  979  y  249  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  se  declara  sin  lugar,  con 
costas,  el  recurso  de  casación  en  el  fondo  in- 
terpuesto contra  la  sentencia  de  29  de  octu- 
bre de  1903. 

Queda  aplicada  al  Fisco  la  cantidad  consig- 
nada. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Saavedra. 

—  7.  Agvirre  V,— Leopoldo  Urrutia Galvañ- 

no  Gal  tardo, — Carlos  Varas, — Abel  Saavedra. 
— E,  Fóster  Recabar ren,^ A,  Vcrgara  Albaiio. 


Cas,  Civ,^2  de  septiembre  de  1903 
Abud  con  Sdem 

Plazo; plazo  fatal;  plazo  judioial.— Re 
beldía  — Infraooión  de  leyes  de  pro 
cedlmiento. 

Doctrina.* — Los  términos  que  se  con- 
ceden  para  el  cumplimiento  de  un  acto 
judicial  no  tienen  el  carácter  de  *^ fatales'* 
sino  cuando  la  ley  los  caliñca  de  tales  ó 
expresa  determinadamente  que  el  acto 
debe  ejecutarse  en  6  dentro  de  cierto  tér- 
mino. 

Los  términos  que  conceden  los  tribu- 
nales  en  uso  de  sus  facultades  no  son 
fatales^  j  es  indispensable  un  pronuncia- 
miento judicial  que  establezca  la  caduci- 
dad del  derecho  para  cuyo  ejetcicio  se 
conceden,  en  rebelJía  de  la  persona  que 
no  cumplió  el  acto  para  el  cual  le  fué  con- 
cedido el  término. 

El  plazo  de  que,  según  el  articulo  851 
disponga  una  parte  para  el  examen  de 
una  cuenta  es  concedido  pradencisUmen- 
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te  por  el  Juez  7,  por  lo  tanto,  no  es  fatal 
Por  consiguiente^  la  impugnación  á  la 
cuenta  presentada  después  de  vencido 
el  plazo,  pero  antes  de  estar  acusada  la 
rebeldía,  es  oportuna  y  no  puede  darse 
por  aprobada  la  cuenta. 

En  el  juicio  arbitral  que  sobre  liquidación 
de  una  sociedad  de  hecho  y  rendición  de  cuen- 
tas siguen  en  la  Serena  don  José  Abud  con 
don  José  Selem,  el  compromisario  ordenó  que 
se  tuviese  por  aprobada,  no  siendo  objetada 
dentro  de  décimo  día  la  cuenta  que  exhibía 
Selera  en  su  carácter  dee  x-administrador  de 
la  sociedad  que  se  liquida. 

Al  día  siguiente  de  vencido  el  término,  ocu- 
rrieron respectivamente  ante  el  arbitro  don 
José  Abud  y  don  José  Selem,  el  primero  con  un 
escrito  de  observaciones  á  la  cuenta,  y  el  se- 
gundo con  una  solicitud  para  que,  en  rebeldía 
de  Abud,  se  diera  por  aprobada  aquélla. 

El  arbitro  confirió  traslado  del  escrito  de 
observaciones,  y  en  la  presentación  de  Selera 
decretó  que  se  estuviese  á  lo  proveído  en  el  es- 
crito de  su  contraparte. 

Reclamadas  estas  providencias  por  Selem, 
se  dictó  la  siguiente  resolución  en  6  de  octu- 
bre de  1904: 

Teniendo  presente:  1^  que  en  el  decreto  de  fs. 
13  se  concedió  á  don  José  Abud  el  plazo  de  diez 
días  para  impugnar  las  cuentas  presentadas 
por  Selem;  2^  que  dicho  plazo  se  venció  alas  12 
de  la  noche  del  3  del  presente;  y  3^  que  la  im- 
pugnación se  presentó  cuando  ya  estaba  ven- 
cido y  acusada  la  rebeldía,  hágase  como  se  pide 
por  don  José  Selem;  y  visto  lo  dispuesto  en  el 
artículo  49  del  Código  Civil  y  851  del  de  Pro- 
cedimiento, ténganse  por  aprobadas  la?  cuen' 
tas  presentadas  en  el  escrito  de  fs.  9.— i4.  Al 

fonso  M. 

Apelada  esta  resolución, 

Serena,  31  de  octubre  de  1904.— Vistos:  se 
confirma  la  resolución  apelada  de  6  del  co- 
rriente mes. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  P'iscal 
Monreal  M.  llamado  á  integrar  el  Tribunal, 
quien  estuvo  por  la  revocación  del  referido 
auto  y  porque  se  declarara  que  el  Juez  a  quo 
debí.i  proveer  con  arreglo  á  derecho  el  escrito, 
por  estimar  que  no  es  fatal  el  término  judicial 
que  se  concede  para  impugnar  una  cuenta,  y 
porque  las  impugnaciones  deducidas  se  formu- 


laron antes  de  que  el  Juez  se  pronunciara  so- 
bre la  rebeldía  acusañsL.— Eduardo  Gómez  He- 
rrera.—Danie!  Cádiz R.  Monreal  M. 

La  parte  de  Abud  interpuso  recurso  de  ca- 
sación en  el  tondo  contra  este  último  fallo, 
por  haberse  infringido  en  él  los  artículos  81  y 
851  del  Código  de  Procedimiento  Civil. 

La  sentencia  recurrida  ha  violado  el  prime- 
ro de  esos  artículos  en  cuanto  supone  extin- 
guido el  derecho  de  impugnar  la  cuenta  por 
la  sola  espiración  del  plazo,  y  no  por  la  reso- 
lución judicial  que  declara  la  rebeldía  y  dé  por 
evacuado  el  trámite  mandado  practicar. 

En  efecto,  el  artículo  81  exige,  para  la  pér- 
dida del  derecho  de  un  pronunciamiento  judi- 
cial que,  á  petición  de  parte,  declare  que  no  se 
ha  producido  el  trámite  de  la  impugnación, 
*'lo  cual  es  absolutamente  contrario  á  la  espi- 
ración de  un  derecho  por  haber  trascurrido 
un  plazo  fatal  concedido  por  la  ley. 

**La  misma  declaración  exige  el  art.  851  del 
Código  de  Proced.  Civ.  en  el  caso  especial  de 
la  presentación  de  una  cuenta,  y  también  ha 
sido  infringido. 

"Los  plazos  fijados  por  los  jueces  no  son 
fatales  sino  cuando  así  se  decretan.  Pero 
cuando  este  plazo  es  prudencial,  como  lo  es 
en  el  caso  presente,  la  declaración  judicial,  an- 
tes de  haberse  evacuado,  es  indispensable." 

El  artículo  49  del  Código  Civil  sólo  se  refie- 
re á  los  plazos  que  fijan  las  leyes,  no  á  los  que 
señalan  los  jueces,  que,  en  lo  que  respecta  á 
cuentas,  están  sometidos  á  ima  segunda  apre- 
ciación del  Juez,  á  fin  de  estimar  prudencial- 
mente  si  se  ha  perdido  ó  no  el  derecho,  ó  si  ha 
habido  ó  no  desobedecimiento  á  su  mandato. 
El  plazo  legal  deque  habla  el  artículo  67  pro- 
duce con  su  vencimiento  la  extinción  del  dere- 
cho, el  otro  requiere  una  declaración  del  Juez 
que  califique  la  desobediencia. 

La  Oorte: 

Considerando: 

1^  Que  el  Código  de  Procedimiento  Civil, 
que  rige  toda  la  materia  relativa  á  plazos  ó 
términos  para  la  práctica  de  actuaciones  judi- 
ciales, determina  la  naturaleza  ó  duración  de 
ellos,  ó  autoriza  á  los  Tribunales  para  conce* 
derlos  en  los  casos  y  forma  que  indica; 

2^  Que  los  términos  de  que  se  trata,  ó  son 
fatales  porque  la  ley  les  atribuye  este  carácter, 
ó  porque  expresa  que  los  derechos  para  cuyo 
ejercicio  se  acuerdan  deben  ejercitarse  en  ó  den- 
tro de  esos  términos,  ó  tienen  una  calidad  di- 
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fcrenttf,  porque  con  su  solo  vencimiento  no  se 
produce  por  el  ministerio  de  la  ley  la  caduci- 
dad del  derecho,  sino  que  se  necesita  además 
de  un  pronunciamiento  judicial  en  que  así  se 
establezca,  de  oficio  6  á  petición  de  parte  se- 
gún los  casos,  pero  siempre  en  rebeldía  de  la 
persona  que  no  cumplió  el  acto  para  el  cual  le 
fué  concedido  el  término; 

3®  Que  lo  expuesto  en  el  número  anterior 
está  de  acuerdo  con  la  historia  fidedigna  del 
establecimiento  déla  ley,  pues,  al  discutirse 
en  el  seno  de  la  Comisión  Mixta  el  artículo  67 
del  proyecto,  que  lleva  el  mismo  niSmero  en  el 
Código  de  Procedimiento,  quedó  claramente 
establecido  que  no  se  entienden  fatales  los  tér- 
minos para  la  evacuación  de  trámites  judicia- 
les, sino  cuando  la  ley  asilos  califica  ó  cuando 
dispone  expresamente  que  dichos  trámites  se 
cumplan  en  ó  dentro  de  esos  términos; 

4^  Que  los  plazos  que,  en  ejercicio  de  sus 
atribuciones,  otorgan  los  Tribunales  no  son 
fatales,  ya  que,  según  lo  prescribe  el  artículo 
70  del  referido  Código,  son  susceptibles  de  ser 
prorrogados  prudencialmente;  y  esta  circuns- 
tancia es  inconciliable  con  el  carácter  distin- 
tivo ó  peculiar  del  plazo  fatal; 

5'  Que  el  término  de  que  puede  disponer  un 
litigante  para  el  examen  de  una  cuenta,  en  el 
caso  previsto  en  el  artículo  851  del  Cód.  de 
Proc.  Civ.,  debe  ser  concedido  ó  fijado  por  el 
Juez  prudencialmente  y  por  tanto,  como  acaba 
de  indicarse,  no  tiene  el  carácter  de  fatal; 

6^  Que,  tratándose  de  un  plazo  de  este  gé- 
nero, no  cabria  dar  por  aprobada  la  cuenta, 
sin  establecer  previamente  que  era  rebelde  la 
persona  llamada  á  examinarla;  y  no  es  rebel- 
de el  litigante  que,  cuando  tal  declaración  se 
solicita  ó  se  dicta,  ha  ejecutado  ya  el  acto  cu- 
ya omisión  ó  abandono  supone  la  declaración 
de  rebeldía;  y 

7^  Que  de  lo  dicho  resulta  que  la  sentencia 
recurrida,  al  resolver  que  debe  tenerse  por 
aprobada  la  cuenta  de  Selem  y  por  rebelde  á 
Abud,  á  pesar  de  que  éste  último  había  pre- 
sentado el  escrito  de  impugnación  con  ante- 
rioridad á  la  resolución  arbitral  que  aprobó  la 
cuenta  y  la  declaró  en  rebeldía,  ha  infringido 
los  artículos  81  y  851  del  Cód.  de  Proc.  Civ. 

Y  visto  además  lo  prevenido  en  los  artícu- 
los 979  y  249  del  mismo  Código,  se  invalida 
la  referida  sentencia  de  31  de  octubre  próximo 


pasado.  Devuélvase  á  la  parte  recurrente  la 
cantidad  consignada. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Saavedra. 
—  Leopoldo  ürrutia,  —  Galvaríno  Gallardo. 
— Gabriel  Gaete,— Leoncio  Rodríguez.  —Abel 
Saavedra.  —  E,  Fóster  Recabarrea—J,  Aleje 
Fernández, 

Y  fallando  la  causa, 

Santiago,  2  de  septiembre  de  1905.— Visto 
y  teniendo  presente: 

1^  Que  los  términos  que  se  conceden  para  el 
cumplimiento  de  un  acto  judicial  no  tienen  c¡ 
carácter  de  fatales  sino  cuando  la  ley  así  los  ca- 
lifica, ó  expresa  determinadamente  que  el  acto 
debe  ejecutarse  en  ó  dentro  de  esos  términos; 

2^  Que  los  términos  que  en  uso  de  sus  facul- 
tades otorgan  los  tribunales  no  son  ni  pue- 
den Fer  fatales,  ya  que  su  duración  es  fijada 
prudencialmente,  y  pueden  ser  prorrogados 
también,  según  su  arbitrio,  por  el  Tribunal 
que  los  concede; 

3'  Que  el  plazo  de  que,  en  el  caso  contem- 
plado en  el  artículo  851  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil,  dispone  una  parte  para  el 
examen  de  una  cuenta'  no  se  halla  deter 
minado  por  la  ley,  sino  que  es  concedido  pm- 
dentemente  por  el  Tribunal; 

4^  Que,  tratándose  de  un  plazo  de  esta  na- 
turaleza, no  ha  podido  decretarse  la  aproba- 
ción de  la  cuenta  que  exhibió  Selem,  sin  esta- 
blecer previamente  la  rebeldía  de  Abud  para 
ejercitar  el  derecho  de  impugnarla;  y 

5'  Que,  con  anterioridad  á  la  Tesolación 
que  aprobó  la  cuenta  y  lo  declaró  rebelde,  te- 
nía presentado  Abud  su  escrito  de  impugna- 
ción á  que  se  dio  la  tramitación  correspon- 
diente, y  no  podía,  en  consecuencia,  pronun- 
ciarse en  su  contra  una  declaración  de  rebel- 
día, que  supone  la  omisión  ó  el  cumplimiento 
del  acto  que  tenía  ya  ejecutado. 

Visto  también  lo  dispuesto  en  los  arts.  70,81 
y  958  del  Cód.  de  Proc.  Civ.,  se  revoca  la  reso- 
lución de  6  de  octubre  del  año  próximo  pasado, 
y  se  declara  sin  lugar  lo  pedido  por  don  José 
Selem  en  lo  principal  y  que  debe  regir  el  decre- 
to recaído  en  la  solicitud  de  don  José  Abud. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Saavedra. 
--Leopoldo  Urrutia — Galvarins  Gallardo,^ 
Gabriel  Gaete,  —  Leoncio  Rodrigue».—  Abel 
Saavedra — E.  Fóster  Recabarrea, —J.  Alejo 
Fernández. 
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CONSEJO  DE  ESTADO 


Consejo  de  Estado,— 18  de  octubre  de  1905 
Cortínez  con  Briceño 

Fuero;  formaoión  de  oausa.— Oobema- 

dor  ausente 

Doctrina. — El  Intendente  6  Gobema- 
dot  que  ha  cesado  en  sus  funciones  no 
tiene  fuero;  y  puede  procederseen  su  con- 
tra sin  que  el  Consejo  de  Estado  haga  la 
declaración  de  haber  lugar  á  formación 
de  causa. 


Ante  el  Juzgado  de  Letras  de  Lautaro  se 
presentó  don  José  Domingo  Cortínez,  denun- 
ciando conforme  á  las  aseveraciones  de  la 
prensa  periódica,  que  la  preceptora  de  una  es- 
cuela rural  del  departamento,  doña  Matilde 
Herrera,  había  abandonado  su  destino  duran- 
te los  meses  de  marzo  á  junio  de  1899,  para 
regentar  un  colegio  particular  en  Coronel,  sin 
dejar  por  esto  de  percibir  el  sueldo  correspon* 
diente  á  su  empleo,  por  todo  el  tiempo  indicado. 

tOPKftMA 


Refiriéndose  siempre  á  las  mismas  publicado* 
nes  que  acompañad  su  denuncia, dice  que  esta 
irregularidad  que  entraña  una  defraudación 
de  los  intereses  ñscales  se  consumó  con  la  com- 
plicidad ó  tolerancia  del  Gobernador  del  de- 
partamento, don  Ramón  B.  Briceño. 

El  Juzgado  mandó  instruir  sumario  para  la 
investigación  de  los  hechos  denunciados  j  eri 
él  declaró  la  preceptora  inculpada  reconocien- 
do la  verdad  de  las  imputaciones  que  se  le  ha- 
cían, con  la  circunstancia  más  grave  todavía, 
de  haber  falsificado,  adulterándole  la  fecha  á 
uno  de  los  certificados  que  obtuvo  del  subde- 
legado respectivo  para  acreditar  ante  la  Teso- 
rería Fiscal  el  desempeño  de  sus  funciones  y 
obtener  el  pago  de  su  sueldo.  Agregó  la  pre- 
ceptora que  había  abandonado  su  destino  j 
permanecido  en  Coronel  regentando  su  colegio 
particular  con  la  autorización  expresa  del  Go- 
bernador, quien  le  había  dado  la  seguridad  de 
que  ningún  perjuicio  se  le  seguiría  por  está 
causa. 

£1  Juzgado,  estimando  comprometida  en  el 
negocio  la  responsabilidad  del  Gobernador,  se 
declaró  incompetente  para  seguir  conociendo  ' 
en  el  proceso  j  remitió  los  antecedentes  á  la 
Corte  de  Apelaciones  de  Concepción.  Bste  Tri* 
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bunal  continuó  la  investigacídn  hasta  estimar- 
la agotada  y  con  el  mérito  de  ella  dictó  la  re- 
solución por  la  cpal  se  ordena  elevar  el  suma- 
río  al  conocimiento  del  Consejo  de  Estado,  á 
fin  de  que  se  sirva  declarar  si  há  ó  no  lugar  á 
formación  de  causa  contra  el  ex-(7obemador 
de  Lautaro  y  actual  Intendente  de  Linares, 
don  Ramón  B.  Briceño. 

Recibidos  los  antecedentes,  se  pidió  informe 
al  señor  Briceño,  quien,  evacuándolo,  reprodu- 
ce lo  que  con  relación  á  este  asunto  había  ex- 
presado á  la  Iltma.  Corte  de  Apelaciones  y  á 
la  Intendencia  de  Concepción,  que  ha  sido  ab- 
solutamente extraño  á  los  hechos  que  han  mo- 
tivado el  sumario,  pues  no  tuvo  conocimiento 
alguno  de  que  la  preceptora  Herrera  hubiera 
abandonado  su  destino  en  la  época  á  que  se 
refiere  la  denuncia,  ni  de  que  se  hubiera  dedi- 
cado á  regentar  un  colejio  particular  en  Coro- 
nel, fuera  del  periodo  de  vacaciones,  pasado  el 
cual  la  Herrera  cuidó  de  ocultar  su  incorrec- 
ción, poniendo  al  frente  de  su  establecimiento 
particular  á  otra  persona.  Es  inexacto,  por 
consiguiente,  que  haya  autorizado  ó  tolerado 
la  permanencia  de  dicha  preceptora  fuera  del 
lugar  de  su  destino,  en  la  época  que  ha  debido 
servirlo.  Agrega  que  ninguna  ingerencia  le  ha 
correspondido  en  el  ajuste  y  pago  de  los  suel- 
dos de  la  Herrera,  ni  de  ningún  otro  empleado 
de  instrucción  primaria  y  por  lo  tanto  no  tuvo 
conocimiento  de  que  esa  preceptora  percibiera 
remuneración  sin  desempeñar  su  cargo.  Por 
fin,  dice,  que  la  denuncia  formulada  en  su  con- 
tra obedece  á  un  propósito  mezquino  de  ven- 
ganza, pues  el  denunciante  Cortínez,  pocos 
días  antes  de  presentarse  al  Juzgado  había  si- 
do destituido  por  el  exponente,  de  su  cargo  de 
guardián  de  la  cárcel  de  Coronel. 

Oído  el  señor  Fiscal  de  la  Excma.  Corte  Su- 
prema y  teniendo  presente  que  don  Ramón  B. 
Briceño  no  desempeña  actualmente  el  cargo  de 
Intendente  ó  Gobernador  y  visto  lo  dispuesto 
en  el  número  6^  del  artículo  93  de  la  Constitu- 
ción, se  declara  que  don  Ramón  B.  Briceño  no 
goza  de  fuero  en  esta  causa. 

Esta  sentencia  fué  acordada  contra  el  voto 
de  los  Consejeros  señores  Pinto  Agüero  don  Ho- 
racio, Vergara  don  Benjamín  y  Vergara  don 
Ramón  A.,  quienes  opinaron  que  el  ex-Gobema- 
dor  don  Ramón  B.  Briceño  gozaba  de  fuero 


constitucional  y  legal  en  este  caso,  por  cnanto 
se  trata  de  hacer  efectiva  su  responsabilidad 
criminal  por  actos  que  se  supone  ejecutados  en 
el  ejercicio  de  sus  funciones  de  Gobernador  y  fun- 
dan su  voto Pedro  Montt.—GabríelGaete- 

Benjamín  Vergara.^  Vicente  Palacios.  ^Hotr- 

cío  Pinto  Ágüeto Ramón  A.  Vergara Lm 

Pereira,—Juan  J.  Latorre J,  Domingo  Amu- 

nátegui  R Enrique  Richard  Fontecilla. 


VOTO  BSPBCUL 

Con  motivo  de  un  sumario  instruido  contra 
la  preceptora  de  la  escuela  pública  de  Gualk- 
rehüe,  en  el  departamento  de  Lautaro,  doña 
Matilde  Herrera,  por  abandono  de  su  empleo 
y  otros  delitos,  estimándose  que  pudiera  estar 
afectada  la  conducta  funcionariadel  señor  Go- 
bernador del  departamento  de  Lautaro  cita- 
do, señor  Ramón  B.  Briceño,  la  Iltma.  Corte 
de  Apelaciones  de  Concepción,  que  conoda  ca 
la  causa  elevó  los  autos  al  Excmo.  Consejo  de 
Estado,  para  que  se  declarara  si  debía  acor- 
darse ó  no  el  desafuero  constitucional  y  legal 
para  procederse  á  procesar  al  mencionado  se- 
ñor Briceño,  los  infrascritos,  disintiendo  de  la 
opinión  de  la  mayoría  consignan  su  voto  es- 
pecial en  la  forma  siguiente: 

Teniendo  presente: 

1^  Que  según  lo  dispuesto  en  el  número  6' 
del  artículo  93  (104)  de  la  Constitución  Po^ 
tica  del  Estado,  corresponde  al  Excmo.  Con- 
sejo de  Estado  declarar  si  há  ó  no  lugar  á  for- 
mación de  causa  en  materia  criminal  contra 
los  Intendentes  ó  Gobernadores  de  plaza  y  de 
departamento,  precepto  que  se  consigna  en 
iguales  términos  en  el  artículo  39  de  la  ley  de 
régimen  interior  de  22  de  diciembre  de  1885; 

2^  Que  el  fuero  constitucional  y  legal,  á  la 
vez,  de  que  gozan  los  Intendentes  y  Goberna- 
dores para  que  no  puedan  ser  procesados  cri- 
minalmente sin  previa  declaración  de  haber 
lugar  á  formación  de  causa  para  hacer  efectiva 
su  responsabilidad  criminal,  resultante  de  ac- 
tos ejecutados  en  el  ejercicio  de  sus  cargos,  no 
es  un  derecho  personal  sinp  un  privilegio  otor- 
gado para  resguardar  el  prestigio  del  cargo 
que  se  ejerce  por  razones  de  interés  público;  y 
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3^  Que  ni  en  la  Constitución  Política  del 
Estado,  ni  en  ley  alguna  se  establece  que  el 
fuero  de  que  se  trata  se  refiere  solamente  á  los 
funcionarios  en  ejercicio  y  no  álos  que  hayan 
cesado  en  sus  cargos,  de  lo  que  se  deduce  que 
el  funcionario  que  ha  cesado  en  su  empleo  es 
responsable  de  sus  actos  como  tal  Intendente 
ó  Gobernador,  del  mismo  modo  y  en  las  mis- 
mas condiciones  que  si  se  encontrara  en  ejer- 
cicio. 

£n  mérito  á  las  consideraciones  expuestas, 


los  infrascritos  opinan  que  el  Bxcmo.  Consejo 
de  Estado  debe  conocer  y  pronunciarse  en  el 
caso  del  desafuero  de  que  se  trata,  por  cuanto 
se  pretende  hacer  efectiva  la  responsabilidad 
criminal  que  pudiera  afectar  alex-Gobemador 
del  departamento  de  Lautaro  señor  Ramón  B. 
Briceño  por  actos  que  se  supone  ejecutados  en 
el  ejercicio  del  cargo  de  tal  Gobernador. 
Santiago,  18  de  octubre  de  1905.— Horacio 

Pinto  Agüero Benjamín    Vergara.^Ramón 

A,  Versara. 
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SECCIÓN  PRIMERA 
CORTE     SUPREMA 


Cas  en  la  forma.-S  de  septiembre  de  1905 

Huidobro  v.  de  Morel  con  Urrutia 
V.  de  Hurtado 

Mutuo;  entrega  del  dinero.— Instru- 
mento público;  mérito  probatorio.— 
Citación;  apoderado.  -Poder  Insufl* 
olente.  —Parte  agraviada. 

Doctrina:— 'El instrumento  público  ha- 
ce plena  fe  contra  los  declarantes,  en 
cuanto  á  la  verdad  de  las  declaraciones 
en  él  consignadas,  á  menos  que  se  prué- 
belo contrario. 

El  recurso  de  casación  debe  interponer- 
se por  la  parte  agraviada  y,  por  lo  tan- 
to, la  falta  de  citación  de  la  parte  con- 
traria y  el  no  haberse  oído  su  expresión 
de  agravios  no  pueden  ser  invocados  por 
el  litigante  que  fué  oído  y  debidamente 
citado  para  sentencia. 


Doiía  Enriqueta  Huidobro  y.  de  Morel  ex- 
pone con  fecha  5  de  mayo  de  1898,  que  por 
escritura  pública  otorgada  en  esta  ciudad 
ante  el  Notario  don  Florencio  Márquez  de  la 
Plata  el  15  de  enero  de  1897,  doña  Candela- 
ria ürrutia  v.  de  Hurtado  se  constituyó  su 
deudora  de  la  suma  de  $  7.000,  entregados 
por  don  Alejandro  A.  Huidobro  como  manda- 
tario de  la  exponente. 

No  ha  podido  conseguir  todavía  que  haga 
la  incripción  de  la  hipoteca  constituida  en  ga* 
rantia  por  la  deudora;  ni  siquiera  se  le  ha  en- 
tregado la  copia  autorizada  de  dicha  escritu- 
ra, como  debió  hacerse. 

Falta  hasta  hoy,  continúa,  al  contrato  de 
mutuo  aludido,  su  inscripción  en  el  Conserva- 
dor, sin  cuya  condición  es  ineñcaz  la  garantía 
hipotecaria  que  por  él  se  le  daba,  y  no  habien- 
do cumplido  por  su  parte  la  señora  Urrutia 
V.  de  Hurtado  lo  estipulado  al  respecto,  se  ve 
en  el  caso  de  pedir  la  devolución  de  su  dinero 
y  el  abono  de  los  perjuicios  ocasionados. 

Hace  presente  que  las  cantidades  entrega- 
das son,  además  de  los  $  7.000  mencionados 
en  la  escritura,  $  22,25  valor  de  las  pólizas 
de  seguro  del  ediñcio  de  la  propiedad  dada  en 
hipoteca,  que  se  le  facultó  pagar  en  caso  de 
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no  hacerlo  la  deudora,  con  derecho  á  cobrarse, 
los.  Entre  los  perjuicios  se  encuentra  el  abo- 
no de  los  intereses  estipulados  en  la  escritura. 

Por  lo  expuesto,  pone  demanda  contra  doña 
Candelaria  ürrutia  v.  de  Hurtado  para  que 
se  declare:  1*^  que  ésta  debe  devolverle  dentro 
de  tercero  día  las  referidas  cantidades  que  le 
ha  entregado;  2^  que  debe  abonarle  intereses 
del  15%  anual  sobre  dichas  cantidades,  desde 
su  entrega  y  hasta  el  día  del  pago;  y  3*^  que 
también  debe  abonarle  los  demás  perjuicios  y 
las  costas  de  esta  causa. 

Contestando  doña  Candelaria  Urrutia  v. 
de  Hurtado,  pide  se  deseche  á  su  tiempo,  con 
costas,  la  demanda,  porque  aun  no  ha  recibi- 
do la  representada  las  sumas  que  la  deman- 
dante dice  haberse  dado  en  mutuo.  Por  eso 
no  le  dio  la  copia  corriente  ahora  á  fs.  1,  agre- 
gada por  el  Notario  señor  Márquez  de  la  Pla- 
ta, que  la  había  conservado  en  su  poder,  ni  la 
llevó  al  Conservador  para  inscribirla  á  pesar 
de  estar  autorizado  al  efecto  el  portador. 

Sin  estar  perfeccionado  el  mutuo  no  ha  po- 
dido la  demandante  asegurar  contra  incendio 
á  costa  de  la  señora  Urrutia  v.  de  Hurtado, 
la  casa  hipotecada. 

El  recibo  de  que  da  testimonio  la  escritura 
citada  no  difiere  del  privado  que  se  fírma 
para  entregarlo  al  acreedor  cuando  éste  paga 
ya  que  es  meramente  accidental  la  forma  de 
su  otorgamiento. 

Habiéndose  inscrito  posteriormente  la  hi- 
poteca dada  en  garantía  del  mutuo,  la  de- 
mandante expuso  que  había  desaparecido  la 
causa  que  motivó  su  demanda  y  pidió  se  le 
tuviera  por  desistida  de  ella.  Este  desistimien- 
to fué  desechado  por  auto  de  17  de  abril  de 
1901,  confirmado  el  26  de  octubre  del  mismo 
año. 

Replicando  la  señora  Huidobro  v.  de  Morel 
pide  que  en  definitiva  se  le  tenga  por  desistida 
de  los  derechos  ejercitados  en  este  juicio  en  vir- 
tud de  las  razones  que  pasa  á  exponer  y  que 
se  deseche  la  alegación  de  la  demand  ada  de 
**no  haber  recibido  en  mutuo  los  $7.000*' 
constante  de  la  escritura  respectiva  con  ex  pre- 
sa condenación  en  costas. 

Inscrita  ya  la  hipoteca  en  garantía  de    la 

deuda,  el  presente  juicio  no  tiene  razón  de  serí 

^\o  le  aprovecha,  dice,  á  la  d^  udora  para  ale* 


gar  la  excepción  de  litis  pendiente,  enervando 
la  acción  ejecutiva. 

Para  que  el  desistimiento  efectuado  por  su 
parte  no  se  estime  como  aceptación  del  hecho 
en  que  la  señora,  Urrutia  v.  de  Hurtado  fnn- 
da  su  excepción,  solicita  que  se  deseche  su 
aserción  de  no  haber  recibido  en  préstamo  los 
$  7.000,  si  bien  lo  estima  innecesario  por 
constar  la  deuda  de  instrumento  público  en 
.  pleno  vigor  y  porque  la  demandada  no  ha 
ejercitado  derecho  alguno  contra  esta  escri- 
tura que  requiera  resolución  judicial. 

Por  auto  de  8  de  agosto  de  1902,  la  duplica 
se  dio  por  evacuada  en  rebeldía  y  se  citó  á  las 
partes  para  sentencia.  Apelado  este  auto  por 
la  demandada,  á  solicitud  de  la  demandante, 
se  dejó  sin  efecto  la  citación  para  sentenciar 
se  recibió  la  causa  á  prueba  por  resolución  de 
19  de  diciembre  del  mismo  año. 

Citadas  las  partes  nuevamente  para  seaten- 
cia  el  4  de  septiembre  de  1903,  se  dictó  la  de 
fs.  85  por  el  señor  Juez  del  Primer  Juzgado 
que  conocía  de  este  juicio,  la  cual  fué  casada, 
por  la  de  21  de  marzo  de  este  año,  declarán- 
dola inválida  y  mandándose  remitir  los  ante- 
cedentes al  Juez  que  corresponda,  quien  re- 
solvió: 

Santiago,  12  de  julio  de  1904.— Conside- 
rando: 

1^  Que  en  la  demanda  se  ha  pedido  se  declare: 
1^  que  doña  Candelaria  Urrutia  v.  de  Hur. 
tado  debe  devolverle  á  doña  Enriqueta  Hqí* 
dobro  V.  de  Morel  dentro  de  tercero  día  la 
cantidad  de  $  7.000,  dados  por  ésta  en  mutuo 
á  aquélla,  según  escritura  pública,  y  $  22,25, 
valor  de  las  pólizas  de  seguro  del  edificio  del 
predio  hipotecado  en  garantía;  2^  que  debe 
abonarle  los  intereses  estipulados  del  15H 
anual  sobre  esa  cantidad,  desde  su  entrega  v 
hasta  el  día  del  pago;  y  3^  que  también  debe 
abonarle  los  demás  perjuicios  y  las  costas  de 
esta  causa; 

2^  Que  si  bien  la  señora  Huidobro  v.  de 
Morel  se  desistió  de  la  demanda,  este  desisti- 
miento fué  desechado  por  auto  de  fs.  37  vta., 
confirmado  á  fs.  41  vta.; 

3^  Que,  por  consiguiente,  es  inaceptable  ese 
desistimiento  de  la  demanda  renovado  en  la 
réplica,  ya  porque  se  funda  en  la  misma  car 
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sa  alegada  para  el  otro,  ya  porque  no  es  lícito 
alterar  en  tales  condiciones  una  situación  ju" 
rídica  establecida  á  ñrme; 

4^  Que  de  la  citada  escritura  pública  otorga- 
da en  esta  capital  ante  el  Notario  don  Floren- 
cio Márquez  de  la  Plata,  el  lldeenerodel897, 
consta  que  doña  Candelaria  Urnitia  v.  de  Hur- 
tado se  obligó  á  pagará  doña  Bnriqueta  Hui- 
dobro  V.  de  Morel,  de  esa  fecha  en  tres  años,  la 
suma  de  $  7.000,  recibidos  en  mutuo  y  en  di- 
nero efectivo  al  interés  del  1%% mensual  y  pa- 
gaderos por  trimestres  anticipados,  dando  en 
garantía  de  la  deuda,  hipoteca  de  un  sitio  y 
casa  de  su  propiedad,  número  66  de  la  calle  de 
Maestranza  de  esta  ciudad; 

5^  Que  fué  estipulación  especial  en  dicha  es- 
critura que  la  deudora  se  obligaba  á  asegurar 
contra  incendio  el  predio  hipotecado  hasta 
por  $  3.000,  entregando  la  póliza  endosada 
á  la  acreedora  para  que  ésta,  en  caso  de  sinies- 
tro, se  pagara  preferentemente  y  que  si  venci- 
do el  plazo  del  seguro  aquélla  no  lo  renovare 
á  los  ocho  días,  ésta  quedaba  facultada  para 
hacerlo,  con  derecho  al  reembolso  de  lo  gasta- 
do con  más  el  interés  del  1M%  mensual; 

6'  Que  el  instrumento  público  hace  plena  fe 
contra  los  declarantes  en  cuanto  á  la  verdad 
de  las  declaraciones  que  en  él  hayan  hecho,  y 
que,  por  consiguiente,  ha  correspondido  á  la 
señora  Urrutia  v.  de  Hurtado  probar  la  falta 
de  entrega  de  los  $  7.000  que  ella  conñesa  en 
la  mencionada  escritura  haber  recibido  en 
mutuo  en  dinero  efectivo  de  la  señora  Huido- 
bro  V.  de  Morel; 

7^  Que  esa  prueba  no  se  ha  rendido  por  la 
demandada; 

S^  Que  la  demandante  no  ha  probado  los 
perjuicios  que  cobra  ni  haber  asegurado  el 
edificio  existente  en  el  predio  hipotecado  en 
garantía  de  la  deuda,  ni  que  haya  hecho  gas- 
tos al  respecto;  y 

9^  Que  la  hipoteca  referida  se  halla  legal 
mente  constituida  según  consta  al  pie  de  la 
citada  escritura. 

De  conformidad  con  lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos 151,  167,  198,  204  y  331  del  Código 
de  Procedimiento  Civil  y  1545,  1559,  1698, 
1700,  2196  y  2197  del  Código  Civil,  se  decla- 
ra que  ha  lugar  á  la  demanda  sólo  en  cuanto 
doña  Candelaria  Urrutia  v.  de  Hurtado  está 


obligada  á  pagar  á  doña  Bnriqueta  Huidobro 
V.  de  Morel  la  cantidad  de  $  7.000,  dados  en 
mutuo  según  la  escritura  citada  de  11  de  ene- 
ro de  1897,  con  interés  del  IV^^'/c  mensual  des- 
de esa  fecha  hasta  la  del  pago  efectivo  y  que 
no  ha  lugar  á  lo  demás  pedido  en  la  deman- 
da.—.ártiiro  Ayala, 

Apelada  esta  sentencia, 

Santiago,  7  de  junio  de  1905.— Vistos:  se 
confirma,  con  costas  del  recurso,  la  sentencia 

apelada  de  12  de  julio  último -/.  Bernales,— 

A.  Vergara  A.  — L.  Barriga, 

El  procurador  don  Emilio  Vergara,  por  do- 
ña Candelaria  Urrutia  v.  de  Hurtado,  con 
privilegio  de  pobreza,  interpuso  recurso  de  ca- 
sación en  la  forma  contra  esta  sentencia. 

Formalizando  el  recurso  expresa  el  recu- 
rrente que  se  hizo  notar  á  la  Corte  de  Apela- 
ciones que  la  señora  Huidobro  v.  de  Morel  no 
había  comparecido  á  la  instancia;  y  que,  en 
consecuencia,  para  llevar  adelante  el  recurso 
de  apelación  interpuesto  por  la  demandada, 
era  menester  se  ordenara  seguirlo  en  rebeldía 
de  la  parte  apelada,  de  conformidad  con  lo 
preceptuado  en  el  artículo  225  del  Código  de 
Procedimiento  Civil.  El  Tribunal  negó  lugar 
á  esta  petición,  basándose  en  que  la  señora 
Huidobro  se  hallaba  representada  por  el  pro- 
curador del  número  don  Amadeo  Gundelach, 
y  el  mismo  día  vio  la  causa  y  confirmó  la  sen- 
tencia de  primera  instancia,  todo  lo  cual  ha 
producido  la  nulidad  del  fallo  de  segunda  ins- 
tancia por  las  causales  siguientes: 

1^  Por  haberse  omitido  la  contestación  á 
la  expresión  de  agravios,  requisito  esencial 
según  el  número  2^  del  artículo  970  y  causal 
contemplada  en  el  número  9*^  del  artículo  941 
del  Código  de  Procedimiento  Civil. 

La  señora  Enriqueta  Huidobro  v.  de  Morel 
no  ha  presentado  en  segunda  instancia  escri- 
to alguno,  ni  siquiera  ha  comparecido  en  ella; 
por  cuanto  el  procurador  Gundelach  no  tuvo 
poder  para  representarla. 

El  expresado  procurador  aparece  obrando 
en  el  juicio  á  virtud  de  una  delegación  de  don 
Alejandro  Huidobro,  quien  no  tuvo  en  prime- 
ra instancia  la  representación  de  la  deman- 
dante por  no  haberse  constituido  su  poder  en 
ninguna  de  las  formas  establecidas  por  la  ley. 
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2*  Por  haberse  omitido  la  citación  para  oír 
sentencia  deñnitiva,  contrariándose  lo  dis- 
puesto en  el  número  5^  del  articulo  970  y  9^ 
del  941  del  Código  de  Procedimiento  Civil. 

No  habiéndose  evacuado  el  trámite  de  la 
contestación  á  la  expresión  de  agravios,  el 
juicio  no  se  hallaba  en  condiciones  de  ser  fa- 
llado; y  la  sentencia  se  pronunció  sin  que  la 
recurrente  fuere  citada,  lo  que  le  impidió  de- 
fenderse, vicio  que  fué  oportunamente  recla- 
mado, haciéndose  presente  que  la  señora  Hui- 
dobro  no  había  comparecido  á  la  instancia. 

La  Oorte: 

Considerando: 

1^  Que,  aunque  es  efectivo  que  el  procura- 
dor Gundelach  no  representó  legalmente  en 
segunda  instancia  á  la  parte  apelada  doña 
Enriqueta  Huidobro  v.  de  Morel,  el  vicio  de 
nulidad,  por  no  haberse  oído  la  contestación 
á  la  expresión  de  agravios,  afectaría  única- 
mente á  esta  parte,  que  con  posterioridad  á 
la  interposición  del  recurso  ha  ratificado  lo 
obrado  á  su  nombre,  y  no  á  la  parte  recu- 
rrente; 

2^  Que,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 944  del  Código  de  Procedimiento  Civil 
el  recurso  de  casación  debe  interponerse  por 
la  parte  agraviada;  y 

3^  Que,  según  consta,  doña  Candelaria 
Urrutia  v.  de  Hurtado  fué  debidamente  citada 
para  sentencia,  haciéndose  la  notificación  del 
decreto  de  autos  á  su  procurador  don  Emilio 
Vergara;  con  arreglo  á  estas  consideraciones 
y  disposiciones  legales  citadas,  se  declara  sin 
lugar  el  recurso  interpuesto. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Varas 

Galvarino  Gallardo,— Gabriel  Gaete Leon- 
cio Rodríguez,-^C arlos  Varas, 


Cas,  en  la  forma 7  de  septiembre  de  1905 

Herrera  con  Vernal  y  Castro 

Minas;  arrendamiento;  venta  de  pro- 
ductos. —  Resolución.— Cesión  del 
arriendo,  indemnización  de  perjni 
clos;  su  monto.—Omisiones  del  fallo; 
falta  de  las  consideraciones  de  he- 
cho ó  de  derecho  en  que  se  funda  la 
modificación  del  monto  de  los  per- 
juicios. 

Doctrina:  —  La  cesión  ó  traspaso  de 
parte  del  contrato  de  arrendamiento,  he- 
cho por  el  arrendatario  con  infracción  de 
las  condiciones  estipuladas  para  tal  tras- 
ferenciay  da  lugar  á  la  acción  resoluto- 
ria. 

Habiéndose  probado  que  toda  mejora 
queda  á  beneñcio  del  arrendador^  infrin- 
ge el  contrato  el  arrendatario  que  des- 
pués de  hacer  en  una  de  las  minas  arren- 
dadas un  cierro  de  *^ calamina**  lo  saca  r 
coloca  en  otra. 

La  sentencia  de  segunda  instancia  que 
al  confirmar  la  de  primera  instancia  re- 
duce á$  7.500  los  perjuicios  que  ésta  ñja- 
ba  en  $  70,000,  sin  expresar  las  conside- 
raciones de  hecho  ó  de  derecho  que  sircan 
de  fundamento  á  esta  reducción,  infiinge 
el  artículo  193  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil, 


Don  Demofilo  Herrera  expone  que  según 
aparece  délas  dosescrituras  que  acompaña  de 
fecha  22  de  mayo  de  1899,  dio  en  arrendamien- 
to á  donjuán  Vernal  }'  Castro  las  minas  "Pa- 
nizo", "Consecuencia**  y  "Negrita",  habiéndo- 
se obligado  el  arrendatario  á  rendirle  cuenta 
de  sus  frutos,  á  no  dar  contratos  en  participa- 
ción, á  dejar  á  beneficio  de  los  arrendadores 
las  mejoras  que  hiciese  en  dichas  minas,  á 
usar  maderas  de  ciprés  en  sus  obras  y  en  sus 
planes,  á  invertir  $  3.000  al  mes  en  los  traba- 
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jos  de  explotación  de  las  minas  ' 'Consecuen- 
cia" y  "Negrita",  á  colocar  una  bomba  para 
desagües  y  á  no  dejar  atierro  interiores. 

Que  el  señor  Vernal  y  Castro  no  ha  cumpli- 
do ninguna  de  estas  obligaciones,  por  lo  que  se 
ve  en  la  necesidad  de  pedir  la  resolución  de  los 
mencionados  contratos  de  arrendamiento,  con 
indemnización  de  perjuicios. 

Que  el  señor  Vernal  y  Castro  debía  devol- 
verle las  minas  en  el  estado  en  que  las  recibió 
con  más  todas  sus  mejoras,  y,  burlando  los 
contratos  ha  sacado  de  la  mina  ''Consecuen- 
cia" un  gran  cierro  de  calamina  para  ocuparlo 
en  la  mina  "Panizo",  no  pudiendo  más  tarde 
retirarlo,  en  conformidad  á  lo  expuesto  en  la 
cláusula  5^  del  contrato  mencionado. 

Que  según  la  cláusula  10  del  mismo  contra- 
to, el  señor  Vernal  y  Castro  tenía  prohibición 
de  dar  pirquines  en  la  mina,  ó  participación, 
sin  que  fuese  autorizado  por  el  exponente,  y  á 
pesar  de  esto,  ha  estado  transfiriendo  los  con- 
tratos por  parcialidades  á  varías  personas, 
cediendo  la  administración  de  las  minas. 

Y  que,   por  lo  tanto,  y  en  virtud  de  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  1945, 1946  y  1947  del 
Código  Civil,  entabla  demanda  contra  don 
Juan  Vernal  y  Castro  para  que,  oportuna- 
mente se  declare  que  ha  lugar  á  la  resolución 
de  los  contrato»  que  acompaña,  de  22  de  ma- 
yo citadosy  con  indemnización  de  perjuicios 
en  que  se  condene  al  demandado  y  las  costas 
del  juicio. 

Contestando  don  Juan  Vernal  y  García  co- 
mo mandatario  de  don  Juan  Vernal  y  Castro, 
expone  que  por  más  que  ha  leído  y  releído  la 
demanda  del  señor  Herrera,  no  encuentra  nin- 
gún fundamento  medianamente  plausible  para 
intentar  la  acción  judicial,  materia  de  este 
pleito,  y  que  no  tiene  otro  propósito  que  coad- 
yuvar de  algún  modo  á  otra  demanda  inicia- 
da por  un  señor  Manuel  Herrera,  y  referente 
a  un  contrato  de  avíos  que  se  relaciona  con 
estas  minas. 

Que  en  ambos  litigios  se  trasluce  perfecta- 
mente un  embrollo  manifiesto  fabricado  con 
paciencia  si  se  quiere  y  abusando  de  documen- 
tos ya  fenecidos,  pero  demasiado  burdo  para 
que  pueda  pasar  desapercibido. 

Que  se  busca  afanosamente  el  medio,  cual- 
quiera que  sea,  de  dejar  sin  efecto  un  contrato 


legalmente  celebrado,  que  se  está  cumpliendo 
en  todas  sus  partes  y  que  es  una  ley  para  los 
contratantes,  y  consecuente  con  este  propósi- 
to, se  inventan  por  si  acaso,  las  causales  ficti- 
cias de  resolución,  materia  de  la  demanda, 
camino  demasiado  peligroso  y  que  racional- 
mente, debe  llevar  á  su  ruina  al  demandante. 
Que  niega,  pues,  en  absoluto,  lo  que  asevera 
el  señor  Herrera,  y  por  el  contrario  sostiene 
que  el  contrato  de  arrendamiento  sigue  cum- 
pliéndose en  todas  sus  partes,  tal  como  lo  han 
estipulado  los  contratantes. 

Y  que,  por  lo  tanto,  pide  se  deseche  la  de- 
manda con  expresa  condenación  en  costas,  por 
el  ningún  fundamento  medianamente  plausible 
que  ha  tenido  el  demandante  para  entablarla. 

Replicando  don  Julio  R.  Valdés  por  don  De- 
monio Herrera,  expone  que  no  encuentra  en  la 
contestación  nada  que  pueda  modificar  su  de- 
manda, pues  el  demandado  se  limita  á  negar 
los  cargos  que  en  su  contra  ha  formulado  y 
llama  ficticias  á  las  causales  de  resolución  que 
ha  alegado,  pronosticando  lamina  del  deman- 
dante si  sigue  un  camino  tan  peligroso. 

Que  tal  conducta  de  la  parte  contraria  le  pa- 
rece un  poco  extraña,  porque  no  es  propio  ni 
se  ganan  pleitos  con  negativas  absolutas,  que 
pueden  ser  contradichas  con  escrituras  públi- 
cas suscritas  por  el  mismo  señor  Vernal.  £1  ha 
cedido  á  tres  ó  cuatro  caballeros,  y  en  distin- 
tas ocasionen  una  parte  de  su  contrato  de 
arrendamiento  de  las  minas  "Panizo",  **Conse- 
cuencia"y  **Negrita'*;él  ha  entregado  la  admi- 
nistración á  un  tercero,  en  contra  de  lo  dis- 
puesto en  la  cláusula  12  del  contrato  y,  por 
último,  ha  ejecutado  todos  aquellos  actos  que 
le  estaban  prohibidos,  ó  ha  dejado  sin  ejecu- 
ción las  mejoras  á  que  se  obligó  según  ese  mis- 
mo contrato. 

Y  que  cuando  la  prueba  se  produzca  se  verá 
que  su  demanda  no  ha  tenido  por  objeto  coad- 
yuvar á  don  Manuel  Herrera,  sino  el  de  exigir 
el  cumplimiento  de  lo  estipulado  en  las  escri- 
turas. 

£n  la  duplica  se  limita  el  demandado  á  re- 
producir lo  expuesto  en  su  contestación. 

Recibida  la  causa  á  prueba  se  rindió  la  que 
corre  en  autos,  las  partes  alegaron  lo  conve- 
niente á  su  derecho,  y  oportunamente,  se  citó 
para  sentencia. 
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Con  lo  expuesto  y  teniendo  presente: 

1''  Que  con  la  confesión  del  demandado  al 
tenor  de  las  articulaciones  1'  y  4*  de  las  posi- 
ciones, con  el  mérito  de  lasescríturas  públicas 
ha  justificado  el  demandante  que  aquél  ha 
transferido  á  los  señores  F.  G.  Clarke  y  C»  y 
Guitlermo  Lance,  en  la  prof)orción  de  un  20% 
á  cada  uno,  los  contratos  de  arrendamiento 
de  las  minas  "Panizo",  "Consecuencia"  y  "Ne- 
grita" de  que  dan  constancia  las  escrituras 
celebradas  entre  los  mencionados  demandan- 
tes y  demandado,  y  que  ha  entregado  tam- 
bién la  administración  de  tales  minas  al  pri" 
mero  de  los  cesionarios  nombrados; 

2^  Que  tal  traspaso  de  arread  amiento  como 
precisamente  se  le  denomina  en  las  aludidas 
escrituras,  importa  por  parte  del  demandado 
una  manifiesta  infracción  de  las  clausulas  12 
y  11,  respectivamente,  de  los  contratos  que 
exigen  el  consentimiento  del  arrendador  para 
cualquiera  transferencia  del  arrendamiento 
que  no  sea  efectuada  en  la  única  forma  con- 
sentida por  las  mismas  cláusulas  y  dentro  de 
la  cual  no  se  hallan  comprendidas  las  que  en 
parte  han  motivado  la  demanda;  contratos 
que,  por  otra  parte,  y  en  virtud  de  la  limita- 
ción expresada  para  la  cesión  del  arrenda- 
miento, deben  estimarse  como  otorgados  en 
consideración  á  la  persona  del  arrendatario; 

3'  Que  aun  considerando  que  los  contratos 
de  cesión  de  que  se  trata  no  imfwrten  un  ver- 
dadero y  completo  traspaso  del  arrendamien- 
to, en  todo  caso  estarían  ellos  comprendidos, 
como  contratos  de  participación,  en  la  pro- 
hibición terminante  establecida  en  las  cláusu: 
las  12  y  13,  respectivamente,  de  los  mencio- 
nados contratos. 

4^  Que,  asimismo,  ha  comprobado  et  deman- 
dante con  la  confesión  del  demandado  al  te. 
ñor  de  la  articulación  3*  de  las  mismas  posi- 
ciones, corroborada  por  el  testimonio  de 
oiete  testigos  al  tenor  de  la  pregunta  8*  de 
su  interro^fitorio,  que  por  orden  del  arrenda- 
tario señor  Vernal  ó  de  los  que  le  han  suce- 
dido en  el  arrendamiento,  fué  extraído  de  la 
minn  "Cozífecnencia"  y  llevado  á  la  mina 
"Panizo",  un  cierro  de  calamina  de  valor  d^ 
qtie  en  calidad  de  mejora  había  sido 
o  en  aquélla; 
tal  itcto  importa  la  infracción  de  la 


cláusula  5*  del  contrato,  que  prohibe  extraer 
las  mejoras  una  vez  colocadas,  y  qne  no  se  ex- 
cusa con  las  alegaciones  hechas  por  el  deman- 
dado, de  que  tal  cierro,  que  era  ioúiil  cu  la 
"Consecuencia", está  prestando  serviciosenla 
"Panizo"  que,  como  aquélla,  forma  parte  del 
arrendamiento;  y  la  de  que  sólo  á  la  espi- 
ración del  arrendamiento  tendría  derecho  el 
arrendador  para  reclamarlas  mejoras;  en  pri- 
mer lugar,  porque  el  contrato  no  hac«  distin- 
ción alguna;  y  en  segundo,  porque  con  dicha 
traslación  se  ha  privado  al  arrendador  de  nn 
derecho  conferido  por  el  contrato,  cual  era  el 
de  hacerse  dueño  de  las  obras  que  sin  tal  tras- 
lación, habría  tenido  necesidad  de  construir 
el  arrendatario  en  la  mina  "Panizo",  emplean- 
do nuevos  materiales; 

6^  Que  igualmente  ha  comprobado  el  de- 
mandante con  la  confesión  del  demandado  al 
tenor  de  la  articulación  7*  de  las  aludidas  po- 
sidones,  corroboradas  con  el  testimonio  de 
cuatro  testigos, al  tenor  de  la  pregunta  2*  del 
mencionado  interrogatorio,  que  en  laa  labo- 
res de  las  minas  "Consecuencia",  "Negrita"  t 
"Panizo",  no  se  ha  usado  madera  de  ciprét 
por  el  arrendatarioó  por  quien  le  ha  sucedido 
en  el  arriendo,  sino  maderas  de  otras  clases; 

7'  Qne  tal  omisión  importa  también  la  in- 
fracción déla  cláusula  8*  de  los  contratos pn- 
citados,  sin  que  sea  bastante  á  atenuar  li 
alegación  hecha  por  el  mismo  demandado  de 
que  ha  sido  innecesario  el  empleo  de  taJ  cali- 
dad de  madera  porque  no  había  agua  en  los 
piques,  ya  que  ni  nquiera  se  ha  intentado 
acreditar  el  fundamento  de  tal  alegaáón  y,  al 
contrario,  ella  está  contradicha  con  el  testi- 
monio de  cuatro  testigos  del  demandante  al 
tenor  de  la  pregunta  8*  del  ya  citado  interro- 
gatorio, que  aseveran  quelas  minas  "Panizo" 
y  "Consecuencia"  se  hallan  inundadas  ea  sos 
labores  más  profundas; 

8"  Que  formulado  por  el  demandante  el  car- 
go de  no  haberse  invertido  mensualmente  por 
el  arrendatario  la  suma  de  $3.000en  la  expío 
tación  de  las  minas  "Consecuencia"  y  "Negri 
ta"  y  comprobado  como  ha  sido  por  el  mismo 
con  el  dicho  de  seis  testigos  al  tenor  de  la  pre- 
gunta 3*  del  tantas  veces  citado  interrogato- 
rio, que  dichas  minas  han  estado  de  para  du- 
rante mas  de  cuatrg  mescí  conteos  hasta  la 
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fecha  de  la  presentación  del  mismo  interroga- 
torio, ba  incumbido  al  demandado  la  prueba 
en  contrario,  consistente  en  la  exhibición  de 
las  cuentas,  prueba  que  no  ha  rendido  ni  in* 
tentado  rendir; 

9*  Que,  en  consecuencia,  debe  darse  por 
establecido  que  el  demandado  ha  infringido 
también  la  cláusula  11  del  contrato; 

10.  Que  al  tenor  de  las  preguntas  %*>*  y  6*  del 
mismo  interrogatorio  ha  justificado  igual  men* 
te  el  demandante  que  el  demandado  no  ha  co- 
locado en  ninguna  de  las  tres  minas  arrenda- 
das una  "bomba  adecuada"  para  mantenerlas 
desaguadas,  omisión  á  causa  de  la  cual  se  en- 
cuentran inundadas  las  labores  más  profun- 
das déla  "Panizo**  y  la  "Consecuencia",  y  que 
Importa  también  la  infracción  de  la  cláusula 
8*  del  contrato. 

11.  Que  no  ha  acreditado  el  demandante 
que  don  Juan  Vernal  y  Castro  ó  sus  represen- 
tantes hayan  dejado  en  la  mina  "Panizo"  una 
gran  cantidad  de  saca  sin  extraer  y  ocasiona- 
do atierros  en  ella,  pues  de  los  siete  testigos 
por  el  mismo  presentados,  sólo  uno  afirma 
claramente  el  hecho,  limitándose  otros  á  decir 
que  lo  saben  de  oídas  y  otros  á  que  desde  an- 
tes del  arrendamiento  al  señor  Vernal  existían 
tales  sacas  sin  que  sepan  si  se  han  aumentado 
posteriormente; 

12.  Que  los  actos  y  omisiones  analizados  en 
los  diez  primeros  considerandos  precedentes 
constituyen,  como  se  ha  expresado,  infraccio- 
nes manifiestas  de  lod  contratos  de  arrenda- 
miento de  las  minas  ya  nombradas  é  importan 
causales  mas  que  suficientes  de  resolución  de 
los  mismos  y  que  dan  al  mismo  tiempo  al  de- 
mandante el  derecho  de  ser  indemnizado  de  los 
perjuicios  que  en  razón  de  unos  y  otros  ha  re- 
<Hbido  de  parte  del  demandado. 

Con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  las  leyes  2^> 
título  13  y  32,  título  16  de  la  Partida  3*;  y 
artículos  1489, 1545, 1939  y  1946  del  Código 
CíyíI,  se  declara  que  ha  lugar  á  la  demanda  y» 
en  consecuencia,  quedan  resueltos  los  contra- 
tos de  arrendamiento  de  que  dan  constancia 
las  escrituras  públicas  de  fs.  1  y  fs.  5,  conde- 
nándose al  demandado  á*]a  indemnización  de 
los  perjuicios  que  con  la  infracción  de  los  mis- 
mos contratos  ha  ocasionado  al  demandante, 
según  se  ha  demostrado  en  los  considerandos 


1^  á  10  de  esta  sentencia,  perjuicios  que  serán 
regulados  por  el  Juzgado,  previo  informe  de 
un  perito  nombrado  en  la  forma  ordinaria, 
con  costas. —FarA'as  M. 

Iquique,24  de  abril  de  1905 Vistos:  com- 
plementando la  sentencia  de  fs.  145  vta., 
en  conformidad  á  lo  resuelto  por  el  Iltmo. 
Tribunal  en  11  de  enero  de  1902,  con  lo 
expuesto  por  las  partes  en  los  escritos  res. 
pectivos,  con  el  mérito  de  la  prueba  rendi- 
da y  á  que  hace  referencia  la  sentenda  citada 
y  con  lo  informado  por  el  perito  é  ingeniero 
nombrado  y  demás  antecedentes  agregados 
por  él  demandante  en  el  incidente  sobre  im- 
pugnación del  informe  del  ingeniero;  teniendo 
también  presente  lo  dispuesto  en  los  artículos 
1698  y  1713  del  Código  Civil  y  374,  411.  427 
y  196  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se 
declara:  que  el  demandado  debe  pagar  al  de- 
mandante, y  por  toda  indemnización,  por 
los  perjuicios  ocasionados,  la  cantidad  de 
$  70.000  y  que  no  ha  lugar  á  que  se  reduzca  el 
honorario  del  perito,  el  que  será  pagado  por 
quien  corresponda,  desechándose  lo  demás 
pedido  por  el  demandado.— i?o6erí o  Herrera, 

Y  el  Tribunal  de  Apelaciones: 

Tacna,  23  de  junio  de  1905.— Vistos  y  apa- 
reciendo de  las  escrituras  de  fs.  1  y  5  que,  al 
celebrarse  los  dos  contratos  de  arrendamien- 
to, uno  sobre  las  minas  "Con secuencia"  y  "Ne- 
grita** y  elotrosobrela  mina  "Panizo",  de  don 
Demofilo  Herrera,  concurrió  en  unión  con  otra 
persona  que  figura  también  como  arrendador, 
y  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  artículo 
1533  del  Código  Civil;  se  confirman  las  sen- 
tencias apeladas,  con  las  siguientes  declara- 
ciones: 1*  que  se  reduce  á  $  7.500  el  monto 
de  todos  los  perjuicios  que  resultan  probados 
y  que  el  demandado  debe  pagar;  y  2*  que  el 
demandante  don  Demofilo  Herrera  percibirá 
de  esa  suma  la  parte  que  legalmente  le  co- 
rresponda. 

Acordada  por  los  votos  del  señor  Ministro 
Barros  y  señor  Fiscal  Risopatrón,  habiendo 
concurrido  el  señor  Ministro  Quirell  á  la  con- 
firmatoria en  la  forma  siguiente: 

Teniendo  además  presente  en  cuanto  á  loa 
perjuicios: 
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1^  Que  aqut  deben  estimarse  los  que  son 
tales,  esto  es,  que  constituyan  daño  emergen- 
te 6  lucro  cesante; 

2'  Que  el  contrato  fué  celebrado  intervi- 
niendo como  arrendadores  el  demandante 
y  don  Manuel  Herrera; 

3^  Que  tratándose  de  una  obligación  no 
solidaría  ni  indivisible,  tiene  aplicación  el  prí- 
mer  inciso  del  artículo  1526  y  el  1532  del  Có- 
digo Civil; 

Por  tales  consideraciones,  teniendo  en  cuen" 
ta  el  mérito  de  autos,  estuvo  por  confirmar 
las  dos  sentencias  antes  indicadas,  fijando  en 
$  10.000  el  monto  de  los  perjuicios,  corres- 
pondiendo al  demandante  en  la  indemniza- 
ción de  los  perjuicios  referentes  al  contrato 
citado  y  que  se  fijan  en  los  tres  quintos  de  la 
citada  suma  de  $  10.000  la  cuota  respectiva 
según  su  derecho  en  la  cosa  arrendada. 

El  mismo  Ministro  deja  á  salvo  el  derecho 
del  demandante  respecto  de  las  bombas  é  in- 
versiones mensuales  de  dinero  en  trabajos  de 
las  minas. 

Redactada  por  el  señor  Fiscal  Risopatrón* 
— J5.  Barros.— Af.  A,  Quirell.—Risopatrón, 


Contra  esta  sentencia  interpuso  el  deman- 
dante recurso  de  casación  en  la  forma  que 
funda  "en  las  causales  4^  y  5*  del  artículo  941 
del  Código  de  Procedimiento  Civil  en  relación 
con  el  artículo  193  del  mismo  Código.*' 

La  resolución  de  Alzada,  dice  el  recurrente» 
confirma  la  de  primera  instancia  con  estas 
declaraciones;  **1*  que  se  reduce  á  $  7.500  el 
monto  de  todos  los  perjuicios  que  el  deman- 
dante debe  pagar;  y  2^  que  el  demandante  don 
Demofilo  Herrera  percibirá  de  esa  suma  la 
parte  que  legalmente  le  corresponda." 

La  segunda  de  esas  declaraciones  vicia  de 
nulidad  la  sentencia,  pues  con  ella  se  ha  exten- 
dido el  fallo  á  puntos  no  sometidos  á  la  deci- 
sión del  Tribunal.  No  se  encontrará,  en  efec- 
to, en  la  demanda,  en  la  contestación,  en  la 
réplica,  en  la  duplica  ni  en  escrito  alguno  pe- 
tición de  las  partes  en  tal  sentido.  La  senten- 
cia, por  tanto,  ha  fallado  ultra  petita, 

la  sentencia  ha  incurrido  en  otros  de- 
smás  trascendencia,  haciendo  decla- 
que equivalen  á  una  verdadera  revo- 


cación, sin  sujetarse  á  las  prescripciones  de 
la  ley. 

Así,  manda  pagar  la  sentencia  sólo  $  7.50() 
por  perjuicios,  en  lugar  de  los  $  70.000  qne 
disponía  la  de  primera  instancia;  y  lo  que  es 
más  grave  todavía  resuelve  que,  en  confomii- 
dad  al  artículo  1533  del  Código  Civil,  (Ion 
Demofilo  Herrera  percibirá  de  esa  suma  ¿ni- 
camente  la  parte  que  legalmente  le  corres- 
ponda. 

Al  hacer  esas  declaraciones,  la  resolución 
reclamada  no  ha  cumplido  ''con  lo  dispuesto 
en  el  «rtículo  193  del  Código  de  Procedimieü- 
to  Civil,  en  lo  relativo  á  la  designación  pre- 
cisa de  las  partes  litigantes,  á  la  enunciación 
breve  de  las  peticiones  ó  acciones  deducidas 
por  el  demandante,  etc.,  ni  tampoco  se  ha 
referido  á  ellas,  como  lo  exige  el  inciso  final 
del  mismo  artículo.'» 

La  Qorte: 

Considerando: 

1^  Que,  conforme  á  lo  prevenido  en  el  ar- 
tículo 193  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
las  sentencias  definitivas  de  segunda  instancia 
que  modifican  ó  revocan  las  de  otros  tribuna- 
les deben  contener,  entre  otros  requisitos: 

4^  las  consideraciones  de  hecho  ó  de  derecho 
que  les  sirven  de  fundamento; 

2^  Que  la  omisión  del  requisito  de  qne  se 
acaba  de  hablar  constituye  una  causa  de  ca- 
sación por  vicio  de  forma  en  la  sentencia, 
según  lo  establece  el  artículo  941,  número  5^ 
del  mismo  Código; 

3°  Que  la  sentencia  de  que  se  i  ecurre  modi. 
ficó  al  resolver  en  la  segunda  de  las  declara- 
ciones que  contiene,  que  debe  reducirse  á 
$  7.500  pesos  el  valor  de  los  peijuidos  qoe, 
con  el  mérito  de  los  diversos  antecedentes  en 
que  se  apoya,  había  estimado  en  $  70.000  la 
resolución  de  primera  instancia; 

4^  Que  la  sentencia  reclamada  no  expresa 
consideración  alguna  de  hecho  ó  de  derecho 
para  fundar  la  declaración  ó  modificación  de 
que  trata  el  número  anterior;  y 

5^  Que,  probada  una  de  las  causas  de  casa- 
ción, es  inoficioso  pronunciarse  respecto  de 
las  otras  que  también  se  invocan  y  que  sapo* 
nen  defectos  ú  omisiones  en  la  sentencia  mis- 
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ma  3'  no  en  diligencias  6  trámites  anteriores 
á  su  pronunciamiento. 

Visto  además  lo  prescrito  en  los  artículos 
959,  979  y  249  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  se  anula  la  sentencia  de  23  de  junio  del 
presente  año,  se  repone  el  proceso  en  el  estado 
de  citación  para  resolver,  y  remítanse  los  an- 
tecedentes á  la  Corte  de  Tacna  para  que  sea 
fallada  la  causa  por  el  Tribunal  corespondien- 
te.  Devuélvase  á  la  parte  recurrente  lac  anti- 
dad  consignada. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Saavedra. 
— V.  Aguirre  V,— Leopoldo  Urrutía.  ^  Abel 
Saavedra — J.  Alejo  Fernández, 


Cas,  de  oñcio 13  de  septiembre  de  1904 

Zanelli  oon  Wheelright 

Incidente.  -Juicio  de  hacienda.— Sus- 
pensión de  efectos 

Doctrina: — Promovido  en  un  juicio  so- 
bre mensura  de  salitreras  por  un  tercero 
un  incidente  sobre  cancelación  de  unos 
títulos  invocados  por  el  demandante  en 
contra  del  Fisco,  corresponde  la  solución 
del  asunto  en  la  segunda  instancia  á  la 
Corte  de  Apelaciones  que  conoce  en  los 
juicios  de  hacienda. 

En  el  juicio  que  sobre  mensura  de  varias 
pertenencias  salitrales  sigue  don  Santiago  J. 
Zanelli  con  el  Fisco,  se  provocó  por  los  here- 
íleros  de  don  Juan  Wheelright  el  incidente  que 
lalló  la  Corte  de  Apelaciones  de  Tacna  en  la 
siguiente  sentencia: 

Tacna,  3  de  diciembre  de  1904.— Vistos:  don 
Paulino  Alfonso,  con  poder  bastante  de  doña 
María  N.  v.  de  Wheelright,  se  presentó  ante  el 
Juzgado  de  Letras  de  Antofagasta,  el  13  de 
agosto  último,  solicitando  que  se  cancelara 
Sin  más  trámite  la  inscripción  en  el  Registro 
de  Prohibiciones  é  Interdicciones  del  Notario 


y  Conservador  de  Minas  de  una  escritura  de 
promesa  de  venta  otorgada  el  20  de  enero  de 
1902  por  don  Eduardo  Jakson,  en  representa- 
ción de  la  misma  señora  Wheelright  á  favor 
de  don  Santiago  J.  Zanelli  de  ciertos  estaca 
mentos  salitreros. 

En  un  otrosí  de  la  misma  solicitud  pide  tam- 
bién que  se  cancelen  las  incripciones  de  una 
escritura  de  comunidad  celebrada  el  28  de 
marzo  de  1889,  fundando  esta  petición  en 
que  la  comunidad  pactada  en  la  fecha  indica- 
da ha  quedado  sin  efecto  por  acuerdo  mutuo 
de  los  interesados. 

Para  justificar  la  petición  principal,  el  se- 
ñor Alfonso  acompaña  diversos  certiñcados 
otorgados  de  orden  judicial  j  por  los  funcio- 
narios correspondientes  y  de  los  cuales  cons- 
ta: 1^  que  no  se  ha  inscrito  en  el  Registro  de 
Propiedades  escritura  pública  algnna  en  que 
conste  haberse  realizado  la  venta  á  que  se  re- 
fiere el  contrato  de  promesa;  y  2^  que  no  se 
ha  seguido  por  don  Eduardo  Jakson  ningún 
recurso  para  obtener  la  posesión  efectiva  de 
la  herencia  de  don  Juan  Wheelright. 

Proveídas  favorablemente  una  y  otra  peti- 
ción, pero  con  citación  de  don  Santiago  J.  Za- 
nelli, consta  de  autos  que  este  último  no  se 
opuso  en  el  término  legal,  pero  dentro  del 
quinto  día  pidió  reconsideración,  apelando  en 
subsidio. 

Los  fundamentos  principales  de  esta  recon- 
sideración pueden  resumirse  en  lo  siguiente: 
1^  en  que  el  mismo  actual  apoderado  déla  se- 
ñora Wheelright  confiesa  que  don  Eduardo 
Jakson  tenía  poder  de  la  misma  señora  y  las 
faltas  o  deficencias  de  que  pudiera  adolecer 
este  poder  deben  ser  resueltas,  no  en  un  inci- 
dente, sino  en  un  juicio  de  lato  conocimiento; 
2^  en  que,  aun  suponiendo  que  las  inscripciones 
que  se  pretende  cancelar  no  le  hubieren  transr 
ferido  dominio,  le  habrían  hecho  nacer  el  de- 
recho de  ganar  los  bienes  inscritos  por  pres- 
cripción y  esa  espectativa  no  puede  perderse 
sin  que  una  sentencia  previa  declare  que  su 
título  no  es  justo  ni  capaz  de  realizar  tradi- 
ción de  dominio;  3*^  en  que  las  otras  circuns- 
tancias en  que  funda  su  petición  el  señor  Al- 
fonso, no  han  sido  comprobadas  en  forma, 
pues  los  certificados  se  han  dado  sin  su  cita- 
ción; y  4^  en  que  la  escritura  de  disolución  de 
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la  comunidad  existente  entre  Wheelnght  y 
dentases  nula  por  no  haberla  hecho  los  mis- 
mos firmantes  de  ella  6  sus  herederos. 

Por  auto  de  2  de  septiembre  último,  el  Juz- 
gado negó  lugar  á  la  reconsideración  solicita- 
da por  Zanelli  T  se  han  mandado  traer  los 
autos  en  relación  ante  este  Tribunal,  en  vir- 
tud de  haberse  dado  lugar  al  recurso  de  ape- 
lación denegado  por  el  Juez  de  la  causa. 

Considerando: 

1'  Que  la  tradición  del  dominio  de  los  bie- 
nes raices  sólo  se  efectúa  por  la  inscripción  del 
título  en  el  Registro  Conservatorio  respectivo 
y,  si  el  bien  que  se  trata  de  inscribir  es  fundo 
6  predio,  la  inscripción  se  hará  en  el  Registro 
de  Bienes  Raíces  y  si  es  mina  en  el  de  Minas; 

2'  Que  toda  inscripción  para  que  produzca 
el  efecto  de  transferir  el  dominio,  supone  nece- 
sariamente la  existencia  de  un  título,  ya  sea 
constitutivo,  ya  sea  traslaticio  y,en  este  últi- 
mo caso,  que  el  título  haya  sido  otorgado 
con  las  solemnidades  legales; 

3'  Que  de  lo  anterior  se  desprende  que  la 
inscripción  que  se  haya  hecho  en  un  Registro, 
sin  la  exhibición  previa  del  título  ó  sin  que 
éste  se  haya  otorgado  con  las  solemnidades 
legales,  nada  vale,  no  confiere  ningún  derecho 
real,  ni  es,  por  lo  tanto,  fuente  de  obligaciones; 

4'  Que  una  escritura  pública  de  promesa  de 
venta  de  bienes  raíces  no  es  título  traslaticio 
de  dominio  de  los  que  deban  ó  puedan  inscri- 
birse en  conformidad  á  los  artículos  52  y  53 
del  Reglamento  del  Conservador,  no  concede 
ningún  derecho  real,  ni  inhabilita  al  promi- 
tente para  enajenar  la  misma  propiedad  á 
otra  persona,  sin  perjuicio  de  las  responsa- 
bilidades á  que  estaría  sujeto  en  este  último 
caso  por  la  infracción  del  contrato; 

5'  Que,  por  consiguiente,  aun  suponiendo 
que  la  escritura  de  promesa  de  venta  pactada 
entre  don  Eduardo  Jakson  y  don  Santiago  J. 
Zanelli  reuniera  todos  los  requisitos  indicados 
en  el  artículo  1554-  del  Código  Civil  y  que  el 
poder  que  aducía  el  señor  Jakson  fuera  bas- 
tante para  obligar  á  la  señora  Wheelrl^lit  en 
iiiyo  nombre  obraba,  de  aquí  sólo  se  despren" 
(ieria  una  acción  personal  á  favor  del  promi- 
sario para  obligar  á  la  señora  Wheeiright  á 
suscribir  la  escritura  de  venta  y,  una  vez  ob- 


tenido esto,  podría  Zanelli  tener  un  título  bas- 
tante para  proceder  a  la  inscripción; 

6'  Que  no  es  aceptable,  como  preteniit  Za- 
nelli, que  la  inscripción  hecha  á  su  favor.au: 
con  todos  los  defectos  que  quedan  apuntadla 
le  confiere  derecho  para  prescribir,  pon[nt!; 
prescripción  ordinaria,  que  es  la  ÚDÍcaái(» 
ha  podido  referirse,  supone  posesión  reguk: 
y  ésta  exige  para  su  validez  ante  todo  ju;:. 
título  y,  en  el  caso  actual,  no  existe  título  i: 
ninguna  especie,  ya  que  el  que  se  ha  presenti 
do,  como  antes  se  ha  dicho,  no  coaficre  dí:- 
gún  derecho  real,  sino  personal; 

T*  Que,  en  consecuencia;  no  lesionándiK 
con  la  cancelación  de  la  inscripción  niiigii: 
derecho  ni  expectativa  de  derecho  uoei  de  tí 
gor  seguir  un  juicio  para  obtener  esa  canctli- 
ción,  bastando  como  se  ha  hecho  en  estag» 
tión  un  decreto  de  la  autoridad  judicial; 

8^  Que,  respecto  de  la  cancelación  de  la  ict- 
cripción  de  la  escritura  de  comunidad  pactaói 
entre  don  Juan  Wheelrigth  y  otros,  conjia  k 
autos  que  los  ^ue  la  dejaron  sin  efecto  sos  b 
mismos  que  la  pactaron  ó  sus  legítimos  hdc 
de  ros. 

Con  arreglo  á  estas  consideraciones  y  inv. 
además  lo  dispuesto  en  los  artículos  686,6?' 
690,  702.  703,  1553,  1554, 1801  y  250?  m 
Código  Civil,  82  y  85  del  de  Minería,  52(''3 
del  Reglamento  del  Registro  Conservalo-J 
de  Bienes  Raíces,  se  confirma  el  auto  apclai' 
de  13 de  agosto  último, con costasdelrecoTW 

Se  impone  al  Notario  Conservador  df-*:- 
tafagasta  don  Carlos  L,  Sayago  una  idii'ií 
de  $  50  por  haber  practicado  inscripciones 
sus  registros  contraviniendo  á  lo  dispnww 
en  los  artículos  52  y  53  del  Reglamtiilo  •l'i 
Conservador,  comisionándose  al  Juei  d(  I» 
causa  para  que  la  haga  efectiva. 

Acordada  por  unanimidad,  menos  en  cnan- 
to á  la  pena  que  se  impone  al  Notario  Con- 
servador de  Antofagasta,  habiendo  opinaJí 
á  este  respecto  el  señor  Ministro  Vega  !]« 
solamente  se  apercibiera  á  dicho  funcionano 
con  una  pena  para  el  caso  de  reincidencia. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Cisleroas 

Peña E.  Barros B.  Cisternas  Peña.~ft^''- 

ga. — Ai.  Vargas  Mardones. 

Habiéndose  interpuesto  recurso  de  casaci'^i! 
contra  este  fallo, 
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La  Oorte. 

Teniendo   presente  que  la  gestión  deducida 
i  nombre  de  la  señora  viuda  de  Wheelrigbt 
ín  el  escrito,   lo  fué  por  vía  de  incidente  en  el 
juicio  que  sigue  don  Santiago  Zanelli  con  el 
Fisco  sobre  mensura  de  salitreras;   visto  lo 
prevenido  en  los  artículos  195  de  la  ley  de  15 
de  octubre  de  1875,  949  v  941  número  1^  del 
Código  de  Procedimiento  Civil,  se  suspenden 
los  efectos  de  todo  lo  obrado  en  esta  causa 
ante  la  Corte  de  Apelaciones  de  Tacna,  y  se 
repone  el  proceso  en  el  estado  de  conocer  del 
recurso  de  hecho  la  Corte  de  Apelaciones  de 
Santiago,  llamada  á  pronunciarse  en  segun- 
da instancia  en  las  causas  de  hacienda  por 
el  artículo  5^  de  la  ley  número  1552  de  28  de 
agosto  de  1902. 

Devuélvase  al  recurrente  la  cantidad  con- 
signada. 
Redactada   por  el  señor  Presidente  Agui- 

rre  V V,   Aguirre   V,— Leopoldo    Urrutia, — 

Abel  Saavedra  — A.  Vergara  Albano, 


Tratándose  de  hacer  efectiva  la  respon- 
sabilidad civil  resultante  de  un  cuasi  de- 
lito, que  es  fuente  de  obligaciones,  no  bay 
para  qué  tomar  en  cuenta  el  Código  Pe- 
nal y  lo  único  que  debe  averiguarse  es  si 
hubo  negligencia  por  parte  de  la  persona 
responsable  de  él. 

Importa  negligencia  de  parte  del  dueño 
de  una  oficina  salitrera  ó  de  su  adminis- 
trador el  hecho  de  permitir  6  no  impedir 
que  los  trabajadores  transiten  al  lado  de 
los  cachuchos  de  salitre  hirviendo,  cuando 
estos  no  están  defendidos  por  rejas  pro- 
tectoras; y  esta  negligencia  lo  hace  res- 
ponsable  del  daño  causado  á  la  madre  de 
un  trabajador  que  muere  á  consecuencia 
de  las  quemaduras  que  recibe  al  caer  en 
uno  de  esos  cachuchos. 

No  falla  *^ultra  petita^*  la  sentencia  que 
da  lugar  á  la  demanda  de  indemnización 
de  este  daño  por  consideraciones  de  dere- 
cho que  no  se  hicieron  valer  especialmen- 
te en  ella;  pero  que  guardan  conformi- 
dad con  la  acción  entablada. 


Cas,  en  ¡a  forma 22  de  septiembre  de  1905 

Meza  v.  de  Merino  con  Ceballos 

Estado  civil;  prueba;  presunciones.  - 
Ouasl  delito;  daño;  Indemnización. 
—Ultra  pe  tita. 

Doctrina:— La  diferencia  de  apellido 
conque  £gura  el  presunto  padreen  las 
partidas  de  bautismo  y  de  matrimonio 
no  es  un  inconveniente  para  dar  por  es- 
tablecida con  dichas  partidas  la  prueba 
del  estado  civil  de  hijo  legítimo,  cuando 
existen  antecedentes  para  fundar  una 
presunción  de  gravedad  y  precisión  sufí- 
cíente  respecto  de  la  identidad  de  esas 
personas. 


Doña  Tomasa  Meza  v.  de  Merino  residente 
en  Chillan,  demandando  ante  el  Juzgado  de 
Iquique  á  don  Lorenzo  Ceballos,  de  profesión 
salitrero,  residente  en  la  oficina  salitrera  San 
Enrique,  de  ese  departamento  expone:  Que 
su  hijo  Domingo  Merino  Meza,  siempre  ha- 
bía  sido  ocupado  como  fogonero  ó  carbo- 
nero en  la  indicada  oficina,  y  habiéndosele 
obligado  á  reemplazar  á  un  derripiador,  se  le 
hizo  ejecutar  un  trabajo  peligroso,  contra  su 
voluntad,  en  los  cachuchos  que  estaban  abier- 
tos, sin  rejas  ú  otras  defensas  protectoras  á 
la  segundad  del  operario,  contraviniendo  de 
este  modo  á  lo  decretado  por  el  señor  Inten- 
dente de  la  provincia,  con  fecha  17  de  agosto 
de  1903,  lo  que  fué  causa  de  que  su  hijo  caye- 
ra á  los  cachuchos  que  estaban  con  agua  hir- 
viendo, que  se  mutilara  horriblemente  y  le 
causara  la  muerte  en8eguida« 
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Qae  habiendo  fallecido  á  causa  de  las  que- 
maduras por  haber  caído  á  los  cachuchos 
abiertos,  con  maniñesta  infraccción  de  lo  or- 
denado por  la  autoridad  administrativa  al 
respecto,  la  responsabilidad  de  esta  desgracia 
recae  sobre  el  administrador  de  la  oficina  San 
Enrique  6  en  quien  le  obligó  á  trabajar  en  un 
oficio  para  el  cual  no  tenía  competencia;  lo 
que  en  conformidad  al  artículo  2315  del  Có- 
digo Civil  constituye  un  cuasi  delito  que  da 
derecho  á  la  heredera  del  fallecido  para  exigir 
la  correspondiente  indemnización  de  daños  y 
perjuicios. 

Que  estima  en  la  cantidad  de  $  20.000  esta 
indemnización,  comprendiéndose  en  ella  el  lu- 
cro cesante  y  el  daño  emerjente  y  partiendo 
de  la  base  que  el  extinto  tenía  sólo  25  años 
de  edad  y  que  podría  haber  trabajado  duran- 
te veinte  años  más,  á  razón  de  $  1 .000  por 
año,  salario  inferior  al  que  se  gana  en  las  ofi- 
cinas salitreras. 

Termina  deduciendo  demanda  en  forma  con- 
tra el  expresado  señor  Ceballos  y  pide  se  de- 
clare: 1^  que  el  demandante  debe  abonarle  la 
suma  de  $  20.000,  por  indemnización  resul- 
tante del  cuasi  delito  déla  muerte  de  Domingo 
Merino  Meza;  y  2^  las  costas  del  juicio. 

En  la  contestación  á  la  demanda  se  expone 
que  es  falso  que  al  finado  Merino  se  le  obliga- 
ra á  trabajar  en  los  cachuchos;  que  aunque 
Ceballos,  ha  pasado  una  gran  parte  del  año 
1903  en  Santiago,  ha  tomado  datos  sobre  el 
particular  de  su  administrador  en  San  Enri- 
que y  puede  afirmar  que  jamás  se  ha  obligado 
á  trabajador  alguno  de  dicha  oficina  á  servir 
en  faenas  que  no  sean  de  su  expontánea  volun- 
tad ni  convendría  á  los  intereses  de  la  oficina 
bajo  ningún  aspecto  alterar  el  régimen  así  es- 
tablecido. 

Que  los  trabajadores  en  general  tienen  el 
derecho  impKcito  pero  reconocido  y  uniforme- 
mente concedido  en  las  of  ciñas  salitreras  de 
poner  gallo  6  sea  un  accidental  reemplazante 
en  las  respectivas  faeiias;  que  siendo  el  gallo 
trabajador  de  la  oficina  es  tolerado  por  los 
mayordomos  df  faena  y  que  este  reemplazo  ni 
siquiera  llega  por  lo  general  á  conocimiento 
de  la  admi  jistración  ni  hay  para  qué,  pues 
sonde  mu/  corta  duración  y  el  gallo  se  entien- 


de con  el  reemplazado  puesto  que  trabaja  por 
él  V  como  á  nombre  suvo. 

Que  en  el  presente  caso  el  trabajador  c* 
planta  era  Gregorio  Pinochet,  quien  despees 
de  haberse  entendido  personal  y  directamente 
con  Merino,  lo  dejó  de  gallo^  es  decir  en  st 
reemplazo  en  el  trabajo  de  la  faena  respectiva 
y  por  el  breve  término  de  su  ausencia. 

Que,  como  se  ve,  en  lugar  de  haber  sido  obH- 
gado  Merino  á  trabajar  como  derripiador, 
fué  nada  más  que  tolerado  en  ese  trabajo  co- 
mo accidental  reemplazante  de  Pinochet  j 
por  cuenta  de  éste. 

Que,  por  otra  parte,  hay  que  considerar  qne 
nadie  nace  derripiador  ni  cosa  alg^una;  todo  & 
mundo  está  sujeto  al  aprendizaje  de  cualquier 
ramo  de  ciencia,  industria  ó  trabajo  á  qoe 
quiera  dedicar  su  inteligencia  y  aptitudes  cor 
porales;  que  todos  los  que  en  la  actualidad 
desempeñan  este  oficio  han  tenido  que  hacer 
su  aprendizaje  prácticamente. 

Que  de  esto  se  deduce,  en  primer  lugar,  qce 
no  es  cierto  que  Merino  haya  sido  obligado  á 
trabajar  en  los  cachuchos  y  en  segundo  lugar 
que  tampoco  es  cierto  que  sea  acto  de  impru- 
dencia ni  mucho  menos  de  temeridad  el  poner 
se  á  emprender  el  oficio  de  derripiador,  pues- 
to que  lejos  de  caerse  á  los  cachuchos  todo? 
los  aprendices  ó  una  gran  parte  de  ellos  no^e 
cae  sino  uno  que  otro  y  muy  de  tarde  en  tar 
de  y  sólo  debido  á  imprudencia  ó  incuria  im- 
putables á  ellos  exclusivamente. 

Que,  en  orden  al  decreto  de  la  Intendecia  re- 
lativo á  la  deferfsa  de  los  cachuchos,  cabe  ob- 
servar que  por  más  bien  intencionados  qoc 
sean  tales  decretos  y  por  más  bien  acogido* 
tanto  por  trabaj-í dores  como  por  salitreros. 
ni  son  de  ley,  ni  es  posible  ponerlos  en  prácti- 
ca en  un  momento  dado.  Los  industriales  sa- 
litreros tienen  muy  graves  compromisos  que 
atender  comenzando  por  sus  entregas  de  car- 
gamentos contratados  á  menudo  con  muchos 
meses  y  aun  años  de  anticipación.  Para  hacer 
reparaciones  semejantes  hay  que  paralizar  las 
faenas  en  todo  ó  parte  y  eso  no  es  posible  ha- 
cerlo en  breve  tiempo.  Fuerza  es  ir  haciéndo- 
lo poco  á  poco. 

Que  cuando  se  dictó  el  decreto  aludido  el 
señor  Ceballos  se  hallaba  enfermo  en  Santia- 
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go  y  no  era  posible  paralizar  el  trabajo  en  su 
oñcina  porque  existían  contratos  por  entregas 
inmediatas   que  era  indispensable  cumplir  lo 
más  pronto,  bajo  pena  de  fuertes  indemniza- 
ciones y  perjuicios.  El  enrejado  de  defensa  de 
los  cachuchos  se  hará  inmediatamente  que  se 
cumplan  los  contratos  pendientes  que  será 
talvez  en  uno  6  dos  meses  más,  pero  de  que 
no  se  haya  hecho  va,  no  puede  inferirse  razo- 
nablemente en  manera  alguna  que  se  haya 
cometido  y  continué  cometiéndose  permanen- 
temente en  la  oficina  San  Enrique  una  impru- 
dencia temeraria  imputable  á  su  dueño. 

Que  lo  que  constituye  la  imprudencia  teme- 
raría  es  la  inminencia  del  peligro  á  que  uno  se 
expone  voluntariamente  ó  á  que  lo  exponen 
forzada  ó  engañosamentCi  es  la  seguridad  de 
que  dadas  ciertas  condiciones  6  circunstan* 
cías,  el  que  prescinda  de  ellas  6  se  lanza  á  ellas 
perece  necesariamente  6  escapa  con  suma  di- 
ficultad; podrá  haber  en  otros  casos  arrojo, 
desatino  y  hasta  imprudencia  mera  6  simple, 
pero  no  temeraria. 

En  seguida  se  interroga  al  demandado  di- 
ciendo ¿podría  razonablemente  tenerse  como 
peligro  inminente  constitutivo  de  imprudencia 
temeraria,  un  trabajo  en  que  durante  años  de 
atios  y  habiendo  muchos  operarios  ocupados 
en  la  misma  faena,  resulta  lesionado  al  fin  del 
tiempo  uno  solo,  y  ese  lesionado  único  no  por 
causa  precisa  y  necesaria  del  trabajo  mismo, 
sino  de  un  accidente  fortuito,  una  caida  ó  res- 
balón en  malas  condiciones? 

Que  á  estas  consideraciones  hay  que  agre- 
gar todavía  la  de  que  Merino  fué  asistido 
oportunamente  por  el  doctor  de  la  oficina, 
quien  opinó  que  convenía  permaneciera  en  su 
propia  habitación,  curándose.  No  obstante, 
Merino  se  vino  á  este  puerto  haciendo  un  via* 
je  forjado  y  en  condiciones  detestables.  Como 
consecuencia  natural  de  esta  nueva  impruden- 
cia cometida,  vino  su  agravación.  Es  obvio 
que  aun  las  heridas  leves  y  de  corta  duración 
pueden  convertirse  en  rebeldes,  peligrosas  y 
Plasta  mortales  por  causas  extrañas,  como 
tratamiento  inadecuado  agitaciones   violen- 
tas, viajes  imprudentes,  comidas  y  bebidas 
inconvenientes  etc.,  cuanto  más  tratándose 
de  lesiones  delicadas  que  requieren  un  tra- 
tamiento  adecuado  y  cierto  reposo.   Quién 


sabe  si  Merino  no  fué  tan  infortunado  en  ha- 
ber convenido  con  Pinochet,  como  en  haberse 
bajado  herido  á  este  puerto. 

En  orden  á  la  cuantía  de  la  indemnización 
el  demandado  la  considera  enormemente  exa- 
gerada y  llega  á  calificarla  hasta  de  ridicula. 

Replicando  la  parte  demandante,  insiste  en 
sus  anteriores  argumentaciones;  y  en  la  dúpU- 
cael  demandado  agrega  que  los  documentos 
que  aparejan  la  demanda  no  acreditan  el  esta- 
do civil  que  doña  Tomasa  Meza  se  atribuye. 

El  título  18  del  libro  1^  del  Código  Civil, 
determina  el  modo  cómo  se  establece  el  estado 
civil  de  las  personas  y  no  reconoce  el  que  la 
demandante  se  atribuye. 

Se  recibió  la  causa  á  prueba,  habiéndose  ren- 
dido la  que  consta  de  autos  y  después  de  ale- 
gar de  bien  probado,  se  dio  vista  al  señor  Pro- 
motor Fiscal,  siendo  este  funcionario  de  opi- 
nión que  no  se  dé  lugar  á  la  demanda  por  las 
razones  que  hace  valer  en  su  dictamen. 

Se  reservó  para  definitiva  la  tacha  opuesta 
por  la  demandante  á  los  testigos  Francisco 
Granetti,  Rudecindo  Garrido  y  Manuel  Saave- 
dra,  por  la  causal  prescrita  en  el  número  5^ 
del  artículo  347  del  Código  de  Procedimiento 
Civil. 

Con  fecha  26  de  septiembre  de  1904,  el  Juz- 
gado falló: 

Considerando: 

1'  Que  no  se  ha  comprobado  que  al  opera- 
rio Domingo  Merino  se  le  obligara  á  trabajar 
contra  su  voluntad  en  los  cachuchos; 

2*^  Que  el  accidente  que  ocasionó  la  muerte 
de  dicho  operario  se  produjo  después  de  ter- 
minado el  trabajo  que  se  le  encomendó  y  no 
durante  él; 

3^  Que  los  cuasi  delitos  sólo  son  penados  en 
los  casos  especiales  que  determina  el  Código 
Penal  y  que  para  hacer  responsable  al  deman- 
dado de  no  haber  tenido  protegidos  los  ca- 
chuchos como  se  ordenó  por  decreto  del  señor 
Intendente,  sería  menester  que  tal  orden  hu- 
hiera  estado  autorizada  por  un  reglamento 
que  no  se  ha  dictado,  conforme  á  los  artículos 
492  del  Código  Penal  y  68  del  Código  de  Mi- 
nería, sin  lo  cual  el  referido  decreto  carece  de 
fueria  obligatoria; 

4^  Que,  á  mayor  abundamiento,  la  demain- 
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dante  no  ha  acreditado  con  los  documentos 
acompañados  su  calidad  de  madre  legítima  de 
Domingo  Merino  Meza,  y  por  lo  tanto  el  dere- 
cho que  le  asiste  para  representarlo  en  este 
juído;y 

5^  Que  no  es  legal  la  tacha  puesta  por  la 
demandante  á  los  testigos  del.  demandado  y 
aun  aceptada,  no  se  ha  rendido  acerca  de  ella 
prueba  alguna. 

Con  arreglo  á  las  disposiciones  citadas,  al 
artículo  1698  del  Código  Civil  y  al  151  del 
Código  de  Procedimiento,  no  ha  lugar  á  la  de- 
manda ni  á  las  tachas  puestas  á  los  testigos 
mencionados  en  el  cuerpo  de  esta  sentencia, 
sin  costas,  por  estimarse  que  ha  existido  mo- 
tivo plausible  para  litigar R.  Fuenzalida, 

En  la  apelación: 

Tacna,  21  de  marzo  de  1905 Vistos:  Re- 
produciendo la  parte  espositiva  de  la  senten- 
cia  apelada  de  24  de  septiembre  último  y  con- 
siderando, con  relación  al  estado  civil  de  la 
demandante: 

1'  Que  la  calidad  de  madre  legítima  que  la 
demandante  se  atribuye  se  halla  acreditada 
con  la  partida  de  bautismo  que  da  testimonio 
de  que  Domingo  Merino  Meza  es  hijo  legítimo 
de  Manuel  Merino  y  Tomasa  Meza,  y  con  la 
de  matrimonio; 

2^  Que,  si  bien  la  partida  de  matrimonio 
presentada  como  la  anterior  por  la  deman- 
dante, expresa  que  Tomasa  Meza  fué  casada 
con  Manuel  Flores  Merino  y  no  con  Manuel 
Merino,  que  en  la  partida  de  bautismo  aparece 
como  padre  legítimo  de  Domingo,  debe  tenerse 
presente  que  la  misma  partida  de  matrimonio 
deja  constancia  de  que  Mt  luel  Flores  Merino 
era  hijo  natural; 

3^  Que  en  nuestra  sociedad  es  práctica  casi 
invariable  que  los  hijos  propiamente  ilegíti- 
mos, y  por  tal  debe  tenerse  á  Manuel  Flores 
Merino  por  no  haberse  acreditado  que  haya 
sido  reconocido  como  natural  con  las  solem- 
nidades legales,  usan  sólo  el  apellido  materno; 

4^  Que  esta  circunstancia,  unida  á  la  de  la 
identidad  del  nombre  y  el  hecho  de  figurar  To- 
masa Meza  en  ambas  partidas,  forman  en 
concepto  del  Tribunal  una  presunción  de  gra- 
vedad y  precisión  suficientes  para  dar  por  pro- 
bado que  Manuel  Flores  y  Manuel  Merino  fue- 


ron una  misma  persona  y,  como  consecueoda, 
que  Domingo  Merino  fué  hijo  legítimo; 

Considerando  con  relaciona  la  cuestión  prin- 
cipal: 

5*?  Que  la  acción  ejercitada  en  la  demanda 
es  la  que  tiene  por  objeto  hacer  efectiva  la  res- 
ponsabilidad civil  resultante  de  un  cuasi-delito 
civil,  que  es  fuente  de  obligaciones  conforme  a] 
principio  fundamental  consignado  en  el  ar- 
tículo 1437  del  Código  Civil; 

6^  Que,  en  consecuencia,  no  hay  para  qw 
tomaren  cuenta  las  disposiciones»  del  Código 
Penal,  desde  que  no  se  imputa  al  demandado 
ni  imprudencia  temeraria  ni  malicia  y  desde 
que,  en  todo  caso,  si  se  hubiera  ejercitado  ac- 
ción criminal,  habría  tenido  necesariamente 
que  preceder  á  la  acción  civil; 

7'  Que  fijada  de  esta  manera  y  en  sus  pro- 
pios términos  la  cuestión,  lo  único  que  hay 
que  averiguar  es  si  hubo  negligencia  por  parte 
de  don  Lorenzo  Ceballos  para  permitir  por  si 
ó  por  medio  de  sus  mayordomos  que  Domingo 
Merino  atravesara  por  los  costados  de  los  ca- 
chuchos en  que  se  hace  hervir  el  caliche; 

8^  Que  es  un  hecho  reconocido  por  el  demac- 
dado  que  algunos  operarios  han  caído  á  lo* 
cachuchos  de  salitre  hirviendo,  y  aunque  atri- 
buye estas  caídas  á  temeraria  imprudencia  de 
Hs  víctimas,  el  reconocimiento  queda  en  ^ 
y  atestigua  el  grave  peligro  en  que  se  enciw 
tra  la  vida  de  los  trabajadores  que  se  dedicas 
á  esta  clase  de  labores; 

9.^  Que  el  hecho,  aunque  no  lo  hubiera  reco- 
nocido el  demandado,  es  de  tanta  y  tan  pública 
notoriedad  que  motivó  el  decreto  del  señorío- 
tenden  te  de  Tarapacá,  de  1 7  de  agosto  de  1903, 
que  dispone,  entre  otras  cosas,  que  los  cacbo- 
chos  deben  ser  cubiertos  con  rejas  protectoras 
ú  otro  sistema  de  defensa  que  impida  la  caída 
del  operario,  fundándose  este  decreto  en  que 
"continuamente  se  denuncian  á  la  Intendencia 
los  accidentes  desgraciados  que  ocurren  á  los 
trabajadores  de  la  pampa  en  las  máquinas 
elaboradoras  de  salitre,  particularmente  es  los 
cachuchos  de  las  oficinas  respectivas;" 

10.  Que,  dejando  de  mano  el  valor  legal  ó 
fuerza  obligatoria  que  este  decreto  pueda  te- 
ner,  él  revela  la  existencia  de  un  peligro  sobre 
el  cual  la  opinión  pública  estaba  llamando 
constantemente  la  atención  é  impulsó  á  la  as* 
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torídad  administrativa  á  dictar  las  medidas 
necesarias  para  hacerlo  cesar; 

11.  Que,  dados  estos  antecedentes  permitir 
ó  no  impedir  que  los  trabajadores  transiten  al 
lado  de  los  cachuchos  de  salitre  hirviendo, 
cuando  éstos  no  están  defendidos  por  rejas 
protectoras,  importa  negligencia  de  parte  del 
dueño  de  la  oficina  ó  de  su  administrador; 

12.  Que  la  existencia  del  peligro  para  la  vi- 
da de  los  trabajadores  se  encuentra  además 
acreditada  con  la  prueba  testimonial  rendida 
y  de  que  dá  cuenta  el  acta  de  fs.  54,  expresan- 
do especialmente  el  testigo  Onofre  Guiñez, 
"que  los  cachuchos  no  prestan  seguridad  por- 
que para  hacer  el  trabajo  había  que  andar  por 
unos  tablones  muy  angostos,  lo  que  era  muy 
expuesto"; 

13.  Que  de  las  consideraciones  que  preceden 
se  desprende  que  don  Lorenzo  Ceballos  es  ci- 
vilmente responsable  á  la  demandante,  como 
heredera  de  Domingo  Merino,  por  el  accidente 
que  trajo  como  consecuencia  la  muerte  de 
éste,  con  arreglo  al  principio  general  consig- 
nado en  el  artículo  2329  del  Código  Civil; 

14.  Que,  en  cuanto  al  monto  de  la  indemni- 
zación que  se  cobra,  tomando  en  cuenta  la 
edad  que  Merino  tenía  cuando  ocurrió  el  ac- 
cidente y  sj  aptitud  para  el  trabajo,  el  Tri- 
bunal estima  que  es  equitativa  la  suma  de 
$  20.000  que  se  cobra  en  la  demanda. 

Con  arreglo  á  estas  consideraciones  y  dis- 
posiciones legales  citadas,  y  visto  además  lo 
dispuesto  en  los  artículos  305,  1698  y  1712 
del  Código  Civil,  151,  374  y  428  del  de  Pro- 
cedimiento Civil,  se  revoca  la  sentencia  apela- 
da citada  al  principio  y  se  declara  que  ha  lu- 
gar en  todas  sus  partes  á  la  demanda. 

Acordada  por  los  votos  del  señor  Presiden- 
te Cisternas  Peña  y  Ministro  señor  Vargas 
Mardones,  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
Quirell,  que  opinó  por  la  confirmatoria  de  la 
sentencia  en  la  parte  apelada,  sin  perjuicio  de 
otros  derechos  que  pudiera  hacer  valer  doña 
Tomasa  Meza  por  las  razones  que  consigna 
en  el  libro  respectivo. 

Redactada  por  el  señor  Presidente  Cister- 
nas Feña.^E,  Cisternas  Peña.—M.  A,  Quirell, 
—Ai.  Vargas  Mardones, 

Don  Lorenzo  Ceballos  dedujo  recurso  de  ca- 
sación en  la  forma  y  en  el  fondo  contra  esta 
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sentencia  y  formalizando  el  recurso  de  casa- 
ción en  la  forma,  expone:  que  la  Corte  de  Ape- 
laciones ha  fallado  ultra  petitay  otorgando 
más  de  lo  pedido  por  la  demandante  y  exten- 
diendo su  fallo  á  puntos  no  sometidos  á  la 
decisión  del  Tribunal,  causal  4*  del  artículo 
941  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  y  que 
esa  misma  sentencia  se  ha  pronunciado  con 
omisión  del  requisito  señalado  en  el  número 
6*^  del  artículo  193  del  expresado  Código;  cau* 
sal  5^  señalada  en  el  artículo  941. 

Agrega  que  entre  los  fundamentos  de  la  de- 
manda están  los  siguientes:  a)  que  su  titula- 
do hijo  Domingo  Merino  era  fogonero  de  la 
oficina  San  Enrique  y  habiéndosele  obligado 
á  reemplazar  á  un  derripiador  se  le  hizo  ejecu- 
tar un  trabajo  peligroso,  contra  su  voluntad, 
en  los  cachuchos,  por  lo  cual  cayendo  en  uno 
de  ellos,  se  mutiló  horriblemente,  viniendo  la 
muerte  en  seguida;  b)  que  el  artículo  2315  del 
Código  Civil  prevé  ese  cuasi-delito  y  da  dere- 
cho á  la  heredera  del  fallecido  para  exigir  la 
correspondiente  indemnización  de  daños  y  per- 
juicios que  estima  en  $  20.000. 

Que  la  Corte  en  el  fallo  recurrido  y  en  vista 
de  que  la  demandante  no  justificó,  ni  intentó 
hacerlo,  que  á  Domingo  Merino  se  le  obligara 
á  reemplazar  á  un  derripiador  ni  que  se  le  hi- 
ciera ejecutar  contra  su  voluntad  un  trabajo 
peligroso,  estableció  oficiosamente  en  los  con- 
siderandos 5^  al  13  una  nueva  causa  para  la 
demanda,  cual  es  la  de  la  negligencia  del  de- 
mandado, y  una  nueva  base  legal  para  fun- 
dar aquélla,  absolutamente  diversa  de  la  es- 
tablecida en  el  cuasi  contrato  de  litis  contes- 
tación. 

Que  esta  nueva  base  legal  es  la  de  los  ar- 
tículos 1437  y  2329  del  Código  Civil,  mien- 
tras que  el  litigio  se  trabó  exclusivamente  so- 
bre los  derechos  que,  según  la  demandante,  le 
acordaba  el  artículo  2315. 

Quehabiendo  establecido  la  Corte  en  el  consi- 
derando 13  de  la  sentencia  recurrida  que  don 
Lorenzo  Ceballos  es  civilmente  responsable 
á  la  demandante,  como  heredera  de  Do- 
mingo Merino,  por  el  accidente  que  tuvo  por 
consecuencia  la  muerte  de  éste,  ha  extendido 
su  fallo  á  un  punto  no  controvertido  por  las 
partes,  ni  sometido  á  su  decisión,  cual  es  la 
declaración  de  heredero  de  Domingo  Merino 
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en  favor  de  doña  Tomasa  Meza,  declaración 
tamo  más  extraña  á  la  cuestión  ventilada 
cnanto  que  aquel  no  alcanzó  á  adquirir  dere- 
cho ít  cobrar  indemnización  alü^mia  por  su  fa- 
llecimiento, desdo  que  con  él  desapareció  l:i 
persona,  según  el  artíctdo  78  del  citado  Códi- 
go Civil. 

Oue  el  considerando  5*?  de  la  sentencia  de 
primera  instancia  establece  que  *'no  es  legal 
la  tacha  puesta  por  la  demandante  á  los  tes- 
tigos del  demandado." 

Que  este  punto  fué  latamente  discutido  por 
escrito  y  verbalmente  en  los  estrados  del  Tri- 
bunal de  Alzada  y,  no  obstante,  se  omitió  su 
pronunciamiento  en  la  sentencia  recurrida. 

La  Corte: 

Teniendo  presente: 

1*^  Que  la  sentencia  lecurrida  se  limita  ñ  de- 
clarar *'que  ha  lugar  en  todas  sus  partes  á  la 
demanda"  y  por  consiguiente  no  es  aceptable 
la  causal  de  haber  sido  dado  t//íra/?eí/ía,  esto 
es,  otorgando  más  de  lo  pedido  por  las  par- 
tes, ó  extendiéndolo  á  puntos  no  sometidos  á 
la  decisión  del  Tribunal,  cualesquiera  que  sean 
los  fundamentos  que  sirvan  de  base  á  esa  sen- 
tencia; 

2"  üiie,  por  otra  parte,  esos  fundamentos 
guardan  relación  jurídica  con  la  acción  dedu- 
cida en  la  demanda  y  con  lo  alegado  por  las 
partes  en  el  curso  del  juicio;  y 

3"  Que  la  apelación  interpuesta  contra  la 
sentencia  de  primera  instancia  sólo  se  concre- 
tó al  punto  relativo  al  rechazo  de  la  deman- 
da misma,  como  aparece  del  escrito  de  expre- 
sión de  agravios,  y  no  tuvo,  por  tanto,  la 
Corte  de  Apelaciones  necesidad  de  pronunciar- 
se en  cuanto  á  la  resolución  de  las  tachas. 

Visto  además  lo  dispuesto  en  los  artículos 
941,  960  y  979  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  se  declara  que  no  ha  lugar,  con  costas, 
al  recurso  de  casación  en  la  forma  de  que  se 
trata  en  esta  sentencia. 

Queda  aplicada  á  favor  del  Fisco  la  canti- 
dad consignada  para  este  recurso. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Gaete.— 
Gabriel  Gaete —  Leoncio  Rodrígu^íz.  —  Carlos 
Varan — E.  Fóster  Recabarren, 


Cas.  Civ.—2'i  de  septiembre  de  190:'> 
León  con  Muñoz 

Cosión  del  derecho  de  herencia  In- 
muebles hereditarios.  Inscripción 
—Título  preferente. 

Doctrina: — El  consignatario  que  ven- 
de ó  cede  su  derecho  hereditario  wt 
transñere  propiedad  alguna  particular 
sino  su  cuota  en  la  cosa  universal  lla- 
mada herencia,  especialmente  para  que 
el  cesionario  pueda  pedir  la  partición  é 
intervenir  en  ella  á  fin  de  liquidar  esta 
cuota  y  de  (¡ue  se  le  entere  con  bienes 
singulares  ó  con  los  valores  que  resulten 
de  la  realizacón  y  que  podrían  haber  co- 
rrespondido á  su  ceden  te  ó  vendedor. 

En  la  cesión  de  un  derecho  hereditario 
cuotativo  no  se  enajenan  bienes  deter- 
minados y  no  rigen  respecto  de  ellos  las 
disposiciones  que  se  refieren  á  la  trans- 
ferencia de  inmuebles  y  establecen  que  la 
tradición  debe  hacerse  por  la  inscripción 
en  el  Registro  del  Conservador  de  Bienes 
Raíces. 

No  existe  disposición  legal  alguna  qve 
exija  para  la  entrega  de  un  detecho  he- 
reditario cedido  entre  vivoSj  la  inscrip- 
ción referida^  aunque  en  la  herencia  exis- 
tan bienes  raíces  (1). 

(1)  Aceptamos  de  lleno  la  doctrina  que  establece 
el  fullo  de  la  Corte  de  Casación,  que  vieue  á  fijará 
n:iestro  juicio,  eu  forma  inamovible,  principios  ele* 
mentales  de  nuestm  legislación  civil. 

La  instituciÓD  del  Registro  Conservatorio  de  Bie- 
nes Raíces,  que  es  una  de  las  innovaciones  radicaleí 
y  más  importantes  llevadas  á  cabo  coa  la  promal 
gacióu  de  nuestro  Código,  uo  puede  ser  desnatura- 
lizada sin  conttariar  obras  instituciones  jarídii^i^ 
que  nuestro  legislador  supo  respetar  y  deseó  man- 
tener en  toda  su  integridad  por  declaraciones  rei- 
teradas y  explícitas. 

La  inscripciones  tan  sólo  ana /orma  de  la  ^ra'li 
ción,  de  este  modo  de  adquirir  el  dominio  de  Ui 
cosas,  que  consiste  en  la  entrega  que  el  dueño  hace 
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Para,  el  perfeccionamiento  del  contra- 
to de  eesión  del  derecho  de  herenciíi  bns' 
ta  el  otorgamiento  de  escritura  pública; 
y  la  entrega  del  derecho  debe  reputarse 
hecha  cuando  los  demás  cop¿irticlpes  re- 
conocen al  cesionario  ó  éste  toma  parte 
en  la  administración  de  los  bienes  ó  en 
la  liquidación  de  la  herencia. 

Si  algnien  vende  separadamente  una 
misma  cosa  á  dos  personas,  el  compra- 
dor que  haya  entrado  en  posesión  será 
preferido  al  otro. 


Don  Arturo  Muñoz  demandando  á  don  To- 
más León,  ante  uno  de  los  juzgados  de  San- 
tiago dice  que,  según  consta  de  la  escritura 
que  acompaña,  es  dueño  de  los  derechos  que 
don  Manuel  Vargas  Zúñiga  tiene  en  la  hcren- 
cio  de  doña  Palmira  del  C.  Zúñiga,  título  que 
ha  inscrito  en  el  Conservador  de  Bienes  Raí- 
ces; que  con  tal  escritura  trató  de  hacerse  par- 


di.*  elU.s  á  otro,  habieu.do  por  una  parte  la  facultad 
t'  mteución  de  transferir  el  dominio  y  por  la  otra  la 
capacidad  é  intención  de  adqniíiilo.  La  iuscr'ipción 
no  eü  HÍno  la  formula  simhulica  de  e^te  traspaso  del 
dominio  y  de  la  p<  sesión  (pie  hace  el  dueño  do  la 
cosa  á  favor  de  un  tercero;  y  en  el  acto  jurídico  que 
ella  entraña  es  indispensable  la  intervención  del 
p.opietario  que  se  de.-^prende  del  dominio  y  posesión 
que  tiene,  é  indispensable  también  que  el  que  trans- 
fiere sea  verdadero  dueño  para  qut  el  tercero  á  cuyo 
t'.ivor  be  haco  la  insc.ipcion  adquiera  el  dominio. 

Por  eso  dice  el  artículo  ^^^:  ase  efectuará  la  tra- 
dición cUl   dominio  de  loa  bienes  raíces  por  la  ins- 
cripción del   título  en  el   Reyislro  del  Conaenmdor» 
De  la  misma  manera  se  efectuará  la  tradición  de 
los  derechos  de  usufructo  ó  de  uso  constituidos  en 
bienes  raices,  de  los  derechos  de  habitación  ó  de 
censo  y  del  derecho  de  hipoteca.  Aceica  de   la  tra- 
dición de  las  minas,  se  estará  á  lo  prevenido  en  el 
Código  de  Minería».  Se  trata,  pues,  de  bienes  deter- 
minados, singulares,  cuyos  derechos  de  dominio, 
usufructo^  uso,  habitación,  censo  ó  hipoteca  en  ellas 
ttansfíere  el  propietario  exclusivo,  al  dueño  directo, 
en  fdvor  de  un  tt^rcero.  Por  esta  r^zón  no  era  posi- 
ble iacluii'  entre  los  -lerechos  reale;*  cuya  tradición 
dttbiera  de  este  modo  efectuarse,  el  derecho  de  he 
reacia  ^ue  rccac  sobre  una  cosa  univeri^al,  que  uo 


le  en  los  ñutos  de  partición  de  los  bienes  de  la 
S(  ñora  Zuñida,  pero  se  resolvió  que  debía  liti- 
gar ame  hi  justicia  ordinaria  el  dominio  pre- 
ferente que  tiene  á  don  Tomás  León,  quien 
también,  aunque  compró  tsos  mismos  dere- 
chos, no  adquirió  el  dominio  de  ellos  por  no 
haber  inscrito  su  título,  requisito  que  es  indis- 
pensable, por  formar  los  derechos  en  cuestión, 
parte  de  un  bien  raíz. 

Con  estos  antecedentes,  concluye  deducien- 
do demanda  contra  don  Tomás  León  para 
que  se  declare  que  el  expouente  es  el  exclusivo 
dueño  de  los  derechos  de  don  Manuel  Vargas 
Zúñiga. 

Contestando,  don  Tomás  León,  sostiene  que 
no  debe  aceptarse  la  presente  demanda  á  vir- 
tud del  pronunciamiento  de  primera  instancia, 
confirmado  por  el  lltmo.  Tribunal  en  los  au- 
tos de  partición  de  los  bienes  de  la  señora  Zú- 
ñiga, sobre  que  Muñoz  no  debía  tenerse  por 
parte  por  ser  la  escritura  de  éste  de  fecha  pos- 
terior á  la  suya,  sin  darle  ningún  valórala 
inscripción,  de  donde  deriva  la  preferencia  que 
alega  el  demandante;  que  esa  preferencia  no 


se  ejercite  sobre   dcternii nados  bienes  sino  en   la 
forma  vaga  y  gcnóiica  de  la  iqsesiónproindiviso. 

l'Ai  el  proyecto  de  Códjgo  Civil  de  1853  distin- 
guía el  señor  Bullo  dos  especies  de  tradición:  rea/  y 
aiiiihñUca.  ü  1.a  real  de  las  cosas  corporales  muebles, 
decía  el  articulo  823,  se  hace  pasándolas  de  mano  á 
mano;  la  de  los  inmueble»,  entrando  en  ellos  el  que 
los  recibe,  á  presencia  del  que  los  entrega;  manifes- 
táudoMC  en  el  uno  la  roluntud  de  transfenr  el  dtminio 
y  t'u  el  otro  la  de  adquirirloí>.  La  tradición  simbólica^ 
agregaba  el  artículo  826,  se  hace  manifestando  el 
tradeuteqjíe  transfiere  su  dominio  á  la  otra  parte 
por  alguno  de  los  modos  signientes: 

al.«  Mostrándole  la  cosa  raíz  ó  mueble  que  am- 
bos tienen  á  la  vista... 

«4.°  Entregando  las  llaves  principales  de  la  casa 
cuyo  dominio  se  transfiere;  y 

u5.°  Por  la  venta,  donación,  ú  otro  título  de  ena- 
genación  conferido  al  que  tiene  la  cosa  raía  6  mae* 
ble,  como  usufructuario,  arrendatario,  comodata- 
rio, depositario  o  á  cualquier  otro  título  no  trans- 
laticio  de  dominio;  y  recíprocamente  por  el  mero 
contrato  en  quo  el  dueño  de  una  cosa  se  constituye 
usuf  >  uctuario,  comodatario,  arrendatario,  etc.,  de 
ella»  Finalmente,  el  artículo  826  decía:  ese  fjodrá 
efectuar  la  tradición  de  las  heredades  o  cafa,  re- 
gistrar.do  la  escritura  pública  de  en<ijenac¡ón  en  la 
competente  oficina  del  Conservador  de  Bienes  Raí* 
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1^  Que  aquí  deben  estimarse  los  que  son 
tales,  esto  es,  que  constituyan  daño  emergen- 
te 6  lucro  cesante; 

2^  Que  el  contrato  fué  celebrado  intervi- 
niendo como  arrendadores  el  demandante 
7  don  Manuel  Herrera; 

3^  Que  tratándose  de  una  obligación  no 
solidaría  ni  indivisible,  tiene  aplicación  el  prí- 
mer  inciso  del  artículo  1526  y  el  1532  del  Có- 
digo Civil; 

Por  tales  consideraciones,  teniendo  en  cuen~ 
ta  el  méríto  de  autos,  estuvo  por  confirmar 
las  dos  sentencias  antes  indicadas,  fijando  en 
$  10.000  el  monto  de  los  perjuicios,  corres- 
pondiendo al  demandante  en  la  indemniza* 
don  de  los  perjuicios  referentes  al  contrato 
citado  y  que  se  fijan  en  los  tres  quintos  de  la 
citada  suma  de  $  10.000  la  cuota  respectiva 
según  su  derecho  en  la  cosa  arrendada. 

El  mismo  Ministro  deja  á  salvo  el  derecho 
del  demandante  respecto  de  las  bombas  é  in- 
versiones mensuales  de  dinero  en  trabajos  de 
las  minas. 

Redactada  por  el  señor  Fiscal  Risopatrón- 
— JS.  Barros.— M.  A,  Quireü.—Riaopatrón. 


Contra  esta  sentencia  interpuso  el  deman- 
dante recurso  de  casación  en  la  forma  que 
funda  ''en  las  causales4*  y  5^del  artículo  941 
del  Código  de  Procedimiento  Civil  en  relación 
con  el  artículo  193  del  mismo  Código." 

La  resolución  de  Alzada,  dice  el  recurrente» 
confirma  la  de  primera  instancia  con  estas 
declaradones;  **1*  que  se  reduce  á  $  7.500  el 
monto  de  todos  los  perjuicios  que  el  deman- 
dante debe  pagar;  y  2^queel  demandante  don 
Demofilo  Herrera  percibirá  de  esa  suma  la 
parte  que  legalmente  le  corresponda." 

La  segunda  de  esas  declaraciones  vicia  de 
nulidad  lasentenda,  pues  con  ella  se  ha  exten- 
dido el  fallo  á  puntos  no  sometidos  á  la  ded- 
sión  del  Tribunal.  No  se  encontrará,  en  efec- 
to, en  la  demanda,  en  la  contestación,  en  la 
réplica,  en  la  duplica  ni  en  escrito  alguno  pe- 
tidón  de  las  partes  en  tal  sentido.  La  senten- 
cia, por  tanto,  ha  fallado  ultra  petita. 

Pero  la  sentenda  ha  incurrido  en  otros  de- 
ectos  de  más  trascendencia,  haciendo  decla- 
radones que  equivalen  á  una  verdadera  revo- 


cad ón,  sin  sujetarse  á  las  prescripdones  de 
la  ley. 

Así,  manda  pagar  la  sentenda  sólo  $  7.500 
por  perjuidos,  en  lugar  de  los  $  70.000  que 
disponía  la  de  primera  instanda;  y  lo  que  es 
más  grave  todavía  resuelve  que,  en  confomri- 
dad  al  artículo  1533  del  Código  Civil,  don 
Demofilo  Herrera  perdbirá  de  esa  suma  úni- 
camente la  parte  que  legalmente  le  corres- 
ponda. 

Al  hacer  esas  declaradones,  la  resolndón 
reclamada  no  ha  cumplido  *'con  lo  dispuesto 
en  el  artículo  193  del  Código  de  Procedimien- 
to Civil,  en  lo  relativo  á  la  designadón  pre- 
cisa de  las  partes  litigantes,  á  la  enundadón 
breve  de  las  peticiones  ó  acdones  deducidas 
por  el  demandante,  etc.,  ni  tampoco  se  ha 
referido  á  ellas,  como  lo  exige  el  iadso  final 
del  mismo  artículo.'' 

La  Corte: 

Considerando: 

1*^  Que,  conforme  á  lo  prevenido  en  el  ar- 
ticulo 193  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
las  sentencias  definitivas  de  segunda  instanda 
que  modifican  ó  revocan  las  de  otros  tribuna- 
les deben  contener,  entre  otros  requisitos; 

4^  las  consideraciones  de  hecho  ó  de  derecho 
que  les  sirven  de  fundamento; 

2^  Que  la  omisión  del  requisito  de  que  se 
acaba  de  hablar  constituye  una  causa  de  ca- 
sadón  por  vido  de  forma  en  la  sentenda, 
según  lo  establece  el  artículo  941,  námero  5^ 
del  mismo  Código; 

3^  Que  la  sentencia  de  que  se  lecurre  modi. 
ficó  al  resolver  en  la  segunda  de  las  declara- 
ciones que  contiene,  que  debe  reducirse  á 
$  7.500  pesos  el  valor  de  los  perjuidos  que, 
con  el  mérito  de  los  diversos  antecedentes  en 
que  se  apoya,  había  estimado  en  $  70.000  la 
resolución  de  primera  instanda; 

4^  Que  la  sentencia  reclamada  no  expresa 
consideradón  alguna  de  hecho  ó  de  derecho 
para  fundar  la  declaradón  ó  modificadón  de 
que  trata  el  numero  anterior;  y 

5^  Que,  probada  una  de  las  causas  de  casa* 
ción,  es  inoficioso  pronunciarse  respecto  de 
las  otras  que  también  se  invocan  y  que  supo- 
nen defectos  ú  omisiones  en  la  sentencia  mis* 
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ma  3'  no  en  diligencias  ó  trámites  anteriores 
á  su  pronunciamiento. 

Visto  además  lo  prescrito  en  los  artículos 
939,  979  y  249  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  se  anula  la  sentencia  de  23  de  junio  del 
presente  año,  se  repone  el  proceso  en  el  estado 
de  citación  para  resolver,  y  remítanse  los  an- 
tecedentes á  la  Corte  de  Tacna  para  que  sea 
fallada  la  causa  por  el  Tribunal  corespondien- 
te.  Devuélvase  á  la  parte  recurrente  lac  anti- 
dad  consignada. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Saavedra. 
—  7.  Aguirre  V, --Leopoldo  Urrutia,  —  Abel 
Saavedra J,  Alejo  Fernández. 


Cas,  de  oñcio 13  de  septiembre  de  1904 

Zanelli  oon  Wheelright 

Incidente.  -Juloio  de  haolenda.—Sus- 
pensión  de  efectos 

Doctrina: — Promovido  en  un  juicio  so- 
bre mensura  de  salitreras  por  un  tercero 
un  incidente  sobre  cancelación  de  unos 
títulos  invocados  por  el  demandante  en 
contra  del  Fisco^  corresponde  la  solución 
del  asunto  en  la  segunda  instancia  á  la 
Corte  de  Apelaciones  que  conoce  en  los 
juicios  de  hacienda. 

En  el  juicio  que  sobre  mensura  de  varias 
pertenencias  salitrales  sigue  don  Santiago  J. 
Zanelli  con  el  Fisco,  se  provocó  por  los  here- 
deros de  don  Juan  Wheelright  el  incidente  que 
íalló  la  Corte  de  Apelaciones  de  Tacna  en  la 
Siguiente  sentencia: 

Tacna,  3  de  diciembre  de  1904.— Vistos:  don 
Paulino  Alfonso,  con  poder  bastante  de  doña 
María  N.  v.  de  Wheelright,  se  presentó  ante  el 
Juzgado  de  Letras  de  Antofagasta,  el  13  de 
agosto  último,  solicitando  que  se  cancelara 
sin  más  trámite  la  inscripción  en  el  Registro 
de  Prohibiciones  é  Interdicciones  del  Notario 


y  Conservador  de  Minas  de  una  escritura  de 
promesa  de  venta  otorgada  el  20  de  enero  de 
1902  por  don  Eduardo  Jakson,  en  representa- 
ción de  la  misma  señora  Wheelright  á  favor 
de  don  Santiago  J.  Zanelli  de  ciertos  estaca  ' 
mentos  salitreros. 

£n  un  otrosí  de  la  misma  solicitud  pide  tam- 
bién que  se  cancelen  las  incripciones  de  una 
escritura  de  comunidad  celebrada  el  28  de 
marzo  de  1889,  fundando  esta  petición  en 
que  la  comunidad  pactada  en  la  fecha  indica- 
da ha  quedado  sin  efecto  por  acuerdo  mutuo 
de  los  interesados. 

Para  justificar  la  petición  principal,  el  se- 
ñor Alfonso  acompaña  diversos  certificados 
otorgados  de  orden  judicial  y  por  los  ftincio- 
narios  correspondientes  y  de  los  cuales  cons- 
ta: 1^  que  no  se  ha  inscrito  en  el  Registro  de 
Propiedades  escritura  pública  alguna  en  que 
conste  haberse  realizado  la  venta  á  que  se  re- 
fiere el  contrato  de  promesa;  y  2'  que  no  se 
ha  seguido  por  don  Eduardo  Jakson  ningún 
recurso  para  obtener  la  posesión  efectiva  de 
la  herencia  de  don  Juan  Wheelright. 

Proveídas  favorablemente  una  y  otra  peti- 
ción, pero  con  citación  de  don  Santiago  J.  Za- 
nelli, consta  de  autos  que  este  último  no  se 
opuso  en  el  término  legal,  pero  dentro  del 
quinto  día  pidió  reconsideración,  apelando  en 
subsidio. 

Los  fundamentos  principales  de  esta  recon- 
sideración pueden  resumirse  en  lo  siguiente: 
1^  en  que  el  mismo  actual  apoderado  de  la  se- 
ñora Wheelright  confiesa  que  don  Eduardo 
Jakson  tenía  poder  de  la  misma  señora  y  las 
faltas  o  deficencias  de  que  pudiera  adolecer 
este  poder  deben  ser  resueltas,  no  en  un  inci- 
dente, sino  en  un  juicio  de  lato  conocimiento; 
2^  en  que,  aun  suponiendo  que  las  inscripciones 
que  se  pretende  cancelar  no  le  hubieren  trans- 
ferido dominio,  le  habrían  hecho  nacer  el  de- 
recho de  ganar  los  bienes  inscritos  por  pres- 
cripción y  esa  espectativa  no  puede  perderse 
sin  que  una  sentencia  previa  declare  que  su 
título  no  es  justo  ni  capaz  de  realizar  tradi- 
ción de  dominio;  3^  en  que  las  otras  circuns- 
tancias en  que  funda  su  petición  el  señor  Al- 
fonso, no  han  sido  comprobadas  en  forma, 
pues  los  certificados  se  han  dado  sin  su  cita- 
ción; y  4^  en  que  la  escritura  de  disolución  de 
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Zúñiga  vendió  sus  derechos  á  la  herencia  de 
su  señora  madre,  los  bienes  dejados  por  ésta 
se  hallaban  sometidos  á  partición  y,  por  con- 
siguiente,  no  estaba  determinada  entonces  la 
cuota  que  correspondía  al  vendedor,  ni  se  le 
había  hecho  adjudicación  del  único  bien  raíz 
partible.  No  pudo  comprenderse  pues  en  la 
venta  de  sus  derechos  hereditarios,  un  inmue- 
ble. 

No  hay  ley  que  exija  para  la  perfección  del 
contrato  de  venta  de  derechos  hereditarios,  la 
inscripción  del  título  en  el  Conservador  de 
Bienes  Raíces  porque  el  derecho  real  de  heren- 
cia como  lo  disponen  los  artículos  711,  700, 
688  inciso  1^  722  y  1801  del  Código  Civil,  se 
constituye  y  establece  sia  inscripción  de  nin- 
gún género. 

Vargas  Zúñiga  no  pudo  vender  sino  su  de- 
recho de  heredero  y  no  el  derecho  de  dominio, 
puesto  que  no  podía  disponer  del  inmueble, 
como  ya  se  ha  dicho,  y  porque  estatuyendo  el 
artículo  682  que  el  adquirente  no  adquiere 
por  la  tradición  otros  derechos  que  los  tras- 
misibles  del  tradente,  el  comprador  no  hacía 
más  que  sustituirse  á  él  en  la  sucesión. 

£s  igualmente  errónea  la  doctrina  susten- 
tada en  el  considerando  3^  de  la  sentencia  re- 
currida, al  establecer  que,  con  arreglo  al  ar- 
tículo 686  del  Código  Civil,  la  tradición  del 
dominio  se  verifica  sólo  por  la  inscripción  del 
título  en  el  Registro  Conservatorio,  porque 
este  artículo  no  es  aplicable  al  caso  cuestio- 
nado. 

En  efecto,  el  vendedor,  según  se  ha  demos- 
trado, carecía  del  requisito  exigido  por  el  in- 
ciso 3*^  del  artículo  688,  esto  es,  de  la  inscrip- 
ción especial  de  la  adjudicación  de  la  propie- 
dad para  poder  disponer  de  ella;  la  cesión  ó 
venta  no  comprendió  por  tanto  más  que  su 
calidad  de  heredero,  y  así  se  desprende  de  la 
disposición  contenida  en  el  artículo  1909  del 
Código  Civil. 

Habiendo  vendido  Vargas  Zúñiga  al  recu- 
rrente, un  mes  antes  que  á  Muñoz  sus  dere- 
chos á  la  herencia  de  su  señora  madre  v  no 
siendo  necesaria  la  inscripción  del  título  en  el 
Conservador,  resulta  que,  conforme  á  lo  pre- 
venido en  el  artículo  1817  del  referido  Código, 
ha  debido  darse  preferencia  al  título  de  L^ón 
sobre  el  de  Muñoz, 


La  sentencia  de  segunda  instancia  al  resol 
ver  lo  contrario,  ha  infringido  las  disposicio- 
nes legales  á  que  se  ha  hecho  referencia. 

En  el  escrito  de  fundación  del  recurso  se  in- 
siste en  el  mismo  linaje  de  consideraciones, 
dándoles  mayor  desarrollo  é  invocando  para 
reforzar  la  doctrina  sustentada  por  el  recu- 
rrente, algunas  otras  disposiciones  legales  en 
que  sería  inoficioso  detenerse,  porque,  como 
prescribe  el  artículo  948  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil,  interpuesto  el  recurso,  no  pue- 
de hacerse  en  él  variación  de  ningún  género 
y,  por  consiguiente,  aun  cuando  en  su  progreso 
se  descubra  alguna  nueva  causa  en  que  hu- 
biera podido  fundarse,  la  sentencia  recaerá 
únicamente  sobre  las  alegadas  en  tiempo  y 
forma. 

La  Corte: 

Considerando* 

1*^  Que  los  antecedentes  de  este  recurso  con- 
sisten en  que  don  Manuel  Vargas  Zúñiga, 
como  asignatario  de  una  parte  de  la  herencia 
dejada  por  doña  Palmira  del  C.  Zúñiga,  ven- 
dió su  cuota,  sin  especificación  de  bienes,  pri- 
meramente á  don  Tomás  León,  y  después,  con 
especificación  de  bienes  raíces,  á  don  Arturo 
Muñoz;  y  en  que  por  haberse  inscrito  en  el 
Conservador  únicamente  la  segunda  venta,  se 
pretende  que  la  tradición  del  dominio  y  de  la 
posesión  consiguiente  del  objeto  vendido,  sólo 
se  ha  efectuado  á  favor  de  Muñoz,  segundo 
comprador,  y  no  respecto  de  León,  aunque 
éste  se  hallaba  ejerciendo  sus  derechos  de  ad- 
quirente en  el  juicio  divisorio  de  la  herencia; 

2^  Que  para  apreciar  la  cuestión  anterior 
sobre  la  forma  cómo  debe  ser  entregp.do  un 
derecho  hereditario  que  comprende  bienes  raí- 
ces cedido  por  acto  entre  vivos,  conviene  con- 
signar: 1^  que  el  artículo  1817  del  Código 
Civil  prescribe  que  **si  alguien  vende  separa- 
damente una  misma  cosa  á  dos  personas,  el 
comprador  que  hayaentrado  en  posesión  será 
preferido  al  otro;  si  ha  hecho  la  entrega  á  los 
dos,  aquel  á  quien  se  haya  hecho  primero  será 
preferido;  y  si  no  se  ha  entregado  á  ninguno, 
el  título  más  antiguo  prevalecerá;  y  2'  que  la 
sentencia  recurrida  declara  que  por  haberse 
inscrito  sólo  la  segunda  de  las  ventas  indica- 
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das,  Muñoz  es  el  único  dueño  del  derecho  de 
herencia,  materia  de  ambas  consignaciones; 

3^  Que  ninguna  disposición  legal  exige  de- 
terminadamente que  la  entrega  de  un  derecho 
hereditario  cedido  entre  vivos  deba  ser  inscrito 
en  el  Registro  del  Conservador  de  Bienes  Raí- 
ces, aunque  en  la  herencia  se  comprendan  in- 
muebles; 

4^  Que  el  artículo  686  del  Código  Civil 
prescribe  que  es  necesaria  la  inscripción  para 
efectuar  la  tradición  del  dominio  de  los  bienes 
raíces  y  de  los  derechos  de  usufructo  ó  de  uso 
constituidos  en  ellos,  de  los  derechos  de  habita- 
ción ó  de  censo,  y  del  derecho  de  hipoteca;  sin 
que  en  dicha  disposición  se  aluda  en  forma  al- 
guna á  la  transferencia  entre  vivos  del  derecho 
real  de  herencia; 

5'  Que  igualmente  el  artículo  697  al  men- 
cionar la  forma  cómo  debe  hacerse  la  inscrip- 
ción, reproduce  el  concepto  anterior,  pues  se 
refiere  expresamente  á  la  tradición  de  los  bie- 
nes raíces  y  de  los  derech,os  reales  que  mencio- 
na el  artículo  686; 

6^  Que,  por  consiguiente,  hay  que  inquirir 
si  por  la  cesión  que  se  hace  de  una  cuota  here- 
ditaria por  un  coasignatario  á  favor  de  otra 
persona,  se  enajenan  ó  no  determinadamente 
los  efectos  muebles  ó  inmuebles  de  una  suce- 
sión, para  aplicar  al  acto  de  transferencia  las 
prescripciones  comunes  que  acaban  de  recor- 
darse, á  falta  de  disposiciones  especiales  sobre 
la  materia; 

7^  Que  la  herencia  es  una  asignación  á  tí- 
tulo universal  que  comprende  todos  los  bie- 
nes, derechos  y  obligaciones  trasmisiblcs  que, 
habiendo  formado  parte  del  patrimonio  de 
una  persona  difunta,  han  pasado  en  dominio 
con  el  mismo  carácter  universal  á  sus  herede- 
ros, como  lo  establecen,  entre  otros,  los  ar- 
tículos 951  y  954  del  Código  Civil; 

8^  Que  los  coasignatarios  de  una  herencia 
proindiviso,  no  son,  por  lo  tanto,  dueños  sin- 
gulares de  cada  uno  de  los  bienes  heredita- 
rios, sino  que  lo  son  de  la  universalidad  del 
patrimonio  trasmitido,  ó  de  una  parte  alí- 
cuota de  dicho  patrimonio,  3''a  que  en  la  di- 
visión de  la  comunidad,  pueden  los  bienes 
ser  adjudicados  á  cualquiera  de  ellos,  y  aún  á 
personas  extrañas  á  la  herencia; 
9'  Que  por  idéntica  razón  el  coasignatario 


que  vende  ó  cede  su  derecho  hereditario  no 
transfiere  propiedad  alguna  particular,  sino 
su  cuota  en  dicha  universalidad,  especialmen- 
te para  que  el  cesionario  pueda  pedir,  según 
prescribe  el  artículo  1320  del  mismo  Código, 
la  partición  é  intervenir  en  ella,  á  fin  de  liqui- 
dar esa  cuota  y  de  que  se  la  entere  con  bienes 
singulares  ó  con  los  valores  que  podrían  ha- 
ber correspondido  á  su  cedente  ó  vendedor. 

10.  Que  ni  aún  el  artículo  688  de  ese  Códi- 
go, tratando  de  las  trasmisiones  hereditarias 
con  el  objeto  manifiesto  de  organizar  y  man- 
tener el  registro  del  Conservador  de  Bienes 
Raíces,  exige  la  inscripción  de  dichas  trasmi- 
siones, sino  en  el  caso  de  que  los  herederos 
pretendan  disponer  de  los  inmuebles  de  la  he- 
rencia; de  lo  que  se  deduce  que  esta  inscrip- 
ción si  bien  es  facultativa  y  útil  para  otros 
efectos  legales,  sólo  es  necesaria,  siguiendo  la 
regla  general  establecida  por  el  artículo  686, 
cuando  se  dispone  de  inmuebles  determinados, 
y  no  cuando  las  herencias  se  trasmiten  como 
universalidad  jurídica,  ó  los  asignatarios 
transfieren  sus  cuotas  en  la  misma  universa- 
lidad; 

11.  Que,  además,  el  artículo  1909  del  mis- 
mo Código  autoriza  á  todo  asignatario  para 
ceder  á  título  oneroso  un  derecho  de  herencia 
sin  especificar  los  efectos  de  que  se  compone, 
sin  otra  responsabilidad  que  la  de  su  calidad 
de  heredero;  y  es  evidente  que  una  autoriza- 
ción semejante  lleva  envuelta  la  facultad  de 
efectuar  la  tradición  del  derecho  cedido,  sin 
necesidad  de  inscripción  alguna,  ya  que  no  se 
mencionan  los  bienes  sobre  que  pueda  recaer 
esta  formalidad,  como  asimismo  la  facultad 
de  recurrir  al  arbitro  que  consigna  el  artículo 
1320,  citado  mas  arriba,  de  pedir  la  partición 
de  la  herencia  é  intervenir  en  dicha  partición; 

12.  Que  todo  lo  expuesto  revela  que  en  la 
cesión  de  un  derecho  hereditario  cuotativo  no 
se  enajenan  bienes  determinados;  y  que,  por 
lo  tanto,  la  inscripción  que  efectúa  la  tradi- 
ción del  dominio  de  los  inmuebles,  es  innecesa- 
ria en  dicha  cesión  por  no  referirse  á  ella  el  ar- 
tículo 686  ya  citado; 

13.  Que  no  desvirtúa  la  precedente  conclu- 
sión la  circunstancia  de  que  por  medio  de  ven- 
tas sucesivas  de  cuotas  hereditarias  llegara  el 
caso  de  que  una  persona  reuniera  en  sí  misma 
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rado  la  sustitución  de  una  persona  por  otra, 
de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el  artículo 
1909  del  Código  Civil;  que  el  artículo  686  del 
mismo  Código,  al  exigir  la  inscripción  de  los 
bienes  raíces,  sólo  se  refiere  al  derecho  real  de 
dominio  sobre  bienes  determinados,  el  cual 
consiste  en  gozar  y  disponer  de  una  cosa  cor- 
poral arbitrariamente,  y  no  á  la  tradición  del 
derecho  real  de  herencia  que  se  ver  ifica  por  el 
otorgamiento  do  la  escritura  pública,  y  en  la 
que  se  hace  constar  la  intención  del  vendedor 
de  transferir   el  derecho  y  la  capacidad  ó  in- 
tención del  comprador  de  adquirirlo;   que  el 
mismo  artículo  686,  inciso  2*^,  expresamente 
exige  para  la  tradición  de  los  derechos  reales 
de  hipoteca,  censo  habitación  y  usufructo,  la 
solemnidad  de  la  inscr'peión  cuando  se  cons- 
tituye sobre  bienes  raíces,  pero  nada  observa 
respecto  de  la  herencia,  prenda  y  servidum- 
bre; que  constituyéndose  el  derecho  real  de 
herencia  sobre  cualquiera  clase  de  bienes,  sin 
necesidad  de  inscripción,  como  lo  dis|)onen 
los  artículos  615,  700,  688  inciso  1^,  722  del 
Código  Civil,  no  es  dado  imaginarse  que  para 
su  transferencia  exija  la  ley  que  se  sujete  í\  la 
solemnidad  de  la  inscripción,  cuando  no  lo 
exige  para  su  constitución.    Finalmente,  que 
los  artículos  á  que  se  ha  referido  establecen: 

I''  Que  la  tenencia  de  una  cosa  corporal  es 
susceptible  de  posesión;  2.^  que  la  posesión 
hnce  presumir  derecho  real  en  la  persona  que 
la  tiene;  3***  que  la  posesión  de  la  herencia  se 
confiere  por  el  ministerio  de  la  ley  al  heredero 
en  el  momento  de  deferirse,  ó  sea  al  falleci- 
miento de  la  persona  de  cuya  sucesión  se  tra- 
ta, pero  que,  á  pesar  de  esto,  el  heredero  no 
puede  disponer  de  los  inmuebles  hereditarios 
según  lo  disponed  artículo  688,  inciso  \^  del 
Código  Civil,  es  decir  que  no  transfiere  el  de- 
recho real  de  dominio  sobre  esos  inmuebles» 
que  de  lo  expuesto  se  deduce  que  la  tradición 


da  transferida  la  calida «1  de  heredero  del  oedente, 
oudquiera  que  sea  la  naturaleza  de  lo-^  bienes  que 
forman  ]a8ucefi''»n. 

Cosa  distinta  ea  la  enajenncióii  do  hiems  laícea 
determinados.  Eata  enajenación  no  puede  ser  hecha 
sin  el  previo  decreto  de  posesión  efoi^tiva  y  de  Ins 
inscripciones  determinadas  por  el  artículo  0!^^;  y 
por  eso  el  artículo  70H  ha  calificado  y  coloca  entre 
los  títulos  traslaticios  de  dominio  ulas  sentencias 


del  derecho  real  de  herencia  necesita  sólo  el 
otorgamiento  de  la  escritura  pública,  como  lo 
establece  el  artículo  1801,  inciso  2^;  que  ade- 
más es  inútil  para  la  tradición  del  derecho 
real  de  herencia  la  inscripción  de  la  escritura 
pública  que  en  el  se  contiene,  porque  el  adqui- 
rente  á  virtud  de  la  tradición  sólo  adquiere 
los  derechos  trasmisibles  deltradente(art.682 
del  Código  Civil)  y  como  según  el  artículo  688 
inciso  1*^  del  mismo  Cótligo,  el  heredero  no 
puede  disponer  en  manera  alguna  de  los  in- 
muebles hereditarios,  mientras  no  se  practi- 
quen las  inscripciones  allí  ordenadas  y  no  ha- 
biéndose ello  efectuado  ni  podido  efectuarse 
por  el  heredero  vendedor  por  tratarse  de  una 
Fucesión  indivisa,  resulta  que  el  comprador  de 
una  cuota  hereditaria  no  adquiere  ningún  de- 
recho con  la  solemnidad  de  la  inscripción  sobre 
otro  que  no  haya  inscrito  ese  mismo  derecho. 
Agrega,  además,  que  el  demandante  procedió 
á  comprar  á  sabiendas  de  que  ya.  Vargas  le 
había  vendido  al  demandado  y  que  el  vende- 
dor la  segunda  vez  ha  obrado  inconcientemen- 
te y  estimando  por  esto  que  el  contrato  con 
Muñoz  más  bien  es  figurado,  concluye  pidien- 
do se  rechace  la  demanda,  con  costas. 

Con  fecha  6  de  julio  de  lOO^,  el  Juzgado 
falló: 

Considerando: 

1^  Que  la  resolución  de  primera  instancia, 
confirmada  por  el  Iltmo.  Tribunal,  en  los  au- 
tos de  partición  de  los  bienes  de  doña  Palmira 
del  C.  Zúñiga,  contenida  en  las  compulsas 
del  cuaderno  sobre  medida  precautorias,  se 
resolvió  que  don  Arturo  Muñoz,  no  era  parte 
por  ser  su  escritura  de  compra  de  fecha  poste- 
rior á  la  del  señor  León; 

2*^  Que  la  reserva  de  los  derechos  hecha  á 
Muñoz  no  puede  considerarse  extensiva  á  de- 
mandar el  dominio  sobre  esos  mismos  dere- 


de  íidjnrlicición  en  juicios  divisorios  y  los  actos  le- 
«íJiles  de  partición?),  á   fin  de  hacer  forzosa  su  ins- 
erí pí-ión  y  no  por(|ue  se  trate  de  una  tradición  6  sea 
del  modo  de  ad(piirir  así  llamado. 

Las  consideraciones  en  que  se  basa  la  sentencia 
de  la  Corte  de  GasMción  están,  á  nuestro  juicio, 
airei^l.-idas  á  et^tos  principios  y  harán  jurisprudencia. 

Luis  Claro  Solar. 


JURISPRUDENCIA 


135 


chos,  contra  la  persona  que  fué  tenida  por 
parte  en  dicha  partición,  pues  esa  reserva  sólo 
debe  referirse  al  vendedor,  ya  que  no  es  de  su- 
poner que  la  resolución  invocada  hubiera  que- 
rido dejar  subsistente  una  acción  que  por  la 
misma  sentencia  se  desechó,  fundándose  en  \a 
posterioridad  de  la  escritura  del  demandante, 
y  prescindiendo  de  la  inscripción  invocada  co- 
mo derecho  preferente; 

3^  Que  aun  en  el  caso  de  que  esa  resolución 
se  considerase  que  no  liabía  resucito  la  cues- 
tión debatida,  tampoco  es  aceptable  la  prefe- 
rencia que  pretende  el  demandante  sobre  el 
demandado  por  el  hecho  de  haber  inscrito  él 
su  título,  pues  la  venta  de  una  cuota  heredi- 
taria no  significa  en  ningún  modo  la  trans- 
ferencia del  dominio  pleno  sobre  los  bienes 
raíces  que  existan,  por  cuanto  obsta  la  indi- 
visión de  esos  bienes,  y  ni  se  puede  determinar 
las  especies  que  habían  de  caber  en  la  parti- 
ción hasta  intertanto  no  se  resuelva  por  el 
partidor  á  quién  corresponda  ésta  ó  aquélla 
especie; 

4-*^  Que  no  pudiendo  disponer  los  herederos 
de  una  sucesión  indivisa  de  los  inmuebles  que 
haya  en  ella  sin  que  se  practiquen  las  inscrip- 
ciones que  dispone  el  artículo  688  y  en  espe- 
cial la  del  número  3^  del  mismo  artículo  del 
Código  Civil,  es  evidente  que  no  puede  trans- 
ferir el  derecho  de  dominio  sobre  esos  bienes 
que  no  sabe  si  le  pertenecerán  ó  no; 

5^  Que  siendo  la  sucesión  por  causa  de 
muerte  un  modo  de  adquirir  el  dominio  no 
necesita  de  otra  solemnidad  para  obtener  v\n 
cesionario  el  derecho  real  de  herencia,  que  la 
escritura  pública  que  exige  el  artículo  1909 
del  Código  Civil. 

Con  lo  dispuesto  en  las  consideraciones  an- 
teriores y  visto  lo  dispuesto  en  los  artículos 
588,  688,  722.  956,  1909,  1801,  1817  y  1698 
del  Código  Civil;  151,  y  428  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  se  declara  que  no  ha  lu- 
gar á  la  demanda,  con  costas,  debiendo  alzar- 
se, en  consecuencia,  la  retención  decretada.-— 
Euáocio  González. 

La  sentencia  anterior  fué  revocada  por  ma- 
yoría de  votos  por  la  que,  en  noviembre  23  del 
mismo  año,  pronunció  una  de  las  salas  de  la 
Corte  de  Apelaciones  de  Santiago,  que  dice  así: 
** Vistos:  Reproduciendo  la  relación  de  los 


hechos  consignada  en  la  sentencia  de  prime- 
ra instancia,  y  teniendo  presente: 

1*^  Que  los  copartícipes  de  una  herencia  tie- 
nen dominio  pro-indiviso  en  los  bienes  raíces 
comprendidos  en  ella; 

2*^  Que  en  la  cesión  de  los  derechos  heredi- 
t.irios  el  ceden  te  transfiere  al  cesionario  el  do- 
minio que  tiene  en  esos  bienes  raíces; 

3*^  Que  con  arreglo  á  lo  prevenido  en  el  ar- 
tículo 686  del  Código  Civil  la  tradición  de 
dominio  se  verifica  sólo  por  la  inscripción  del 
título  en  el  Registro  del  Conservador  res- 
pectivo; 

4?^  Que  consta  de  autos  que  el  demandante 
tiene  su  título  inscrito  en  el  Registro  del  Con- 
servador de  este  departamento  y  que  el  de- 
mandado no  lo  tiene; 

5^  Que  habiendo  el  demandante,  adquirido 
el  (lominií)  á  la  cuota  hereditaria  de  que  se 
tratíi,  por  medio  de  la  itiscripción,  tiene  títu- 
lo [)referente  al  del  demandado,  á  quien  no  se 
le  ha  transferido  dicho  dominio. 

Visto  además  lo  prevenido  en  el  artículo 
1817  del  citado  Código,  se  revoca  la  sentencia 
apelada  de  6  de  julio  último,  y  se  declara  que 
ha  lugnr  á  la  demanda,  sin  costas. 

Redactada  por  el  Feñor  Presidente  Vergara 
Albauo. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
Bcnavcnte,  quien  estuvo  por  confirmar  la  re- 
ferida sentencia,  teniendo  además  presente  lo 
que  dispone  el  artículo  1320  del  Código  Civil. 
A.— Versara  A.—Dnrío  Benaventc. — B,  Cas- 
tillo. 

Contra  este  fallo,  formalizó  en  tiempo  y 
forma  don  Tomás  León  el  recurso  de  casación 
en  el  fondo;  y  particularizando  sus  causales, 
dice  que  el  Tribunal  de  Alzada,  para  dar  pre- 
ferenria  al  título  de  Muñoz  sobre  el  del  recu- 
rrente, se  ha  fundado  en  que,  en  la  cesión  de 
derechos  hereditarios  el  cedente  transfiere  el 
dominio  que  tiene  en  los  bienes  raíces  de  que 
es  copartícipe.  Es  éste  un  error,  porque  según 
el  artículo  688  del  Código  Civil  la  posesión  le- 
gal que  tiene  el  heredero  sobre  los  bienes  raí- 
ces de  la  sucesión  no  le  habilita  para  disponer 
de  un  inmueble,  mientras  no  preceda  la  ins- 
cripción especial  de  este  inmueble,  que  le  haya 
sido  adjudicado. 

En  el  caso  á  que  se  refiere  el  juicio,  cuando 
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rado  la  sustitución  de  una  persona  por  otra, 
de  acuerdo  con   lo  dispuesto  en  el  artículo 
1909  del  Código  Civil;  que  el  artículo  686  del 
mismo  Código,  al  exigir  la  inscripción  de  los 
bienes  raíces,  sólo  se  refiere  al  derecho  real  de 
dominio  sobre  bienes  determinados,   el  cual 
consiste  en  gozar  y  disponer  de  una  cosa  cor- 
poral arbitrariamente,  y  no  á  la  tradición  del 
derecho  real  de  herencia  que  se  ver  ifica  por  el 
otorgamiento  de  la  escritura  pública,  y  en  la 
que  se  hace  constar  la  intención  del  vendedor 
de  transferir   el  derecho  y  la  capacidad  ó  in- 
tención del  comprador  de  adquirirlo;   que  el 
mismo  artículo  686,  inciso  2*^,  expresamente 
exige  para  la  tradición  de  los  derechos  reales 
de  hipoteca,  censo  habitación  y  usufructo,  la 
solemnidad  de  la  inscr'pción  cuando  se  cons- 
tituye sobre  bienes  raíces,  pero  nada  observa 
respecto  de  la  herencia,  prenda  y  servidum- 
bre; que  constituyéndose  el  derecho  real  de 
herencia  sobre  cualquiera  clase  de  bienes,  sin 
necesidad  de  inscripción,   como  lo  disponen 
los  artículos  615,  700,  6S8  inciso  1^,  722  del 
Código  Civil,  no  es  dado  imaginarse  que  para 
su  transferencia  exija  la  ley  que  se  sujete  ti  la 
solemnidad  de  la  inscripción,  cuando  no  lo 
exige  para  su  constitución.    Finalmente,  que 
los  artículos  á  que  se  ha  referido  establecen: 

I''  Que  la  tenencia  de  una  cosa  corporal  es 
susceptible  de  posesión;  2.^  que  la  posesión 
hnce  presumir  derecho  real  en  la  persona  que 
la  tiene;  3***  que  la  posesión  de  la  herencia  se 
confiere  por  el  ministerio  de  la  ley  al  heredero 
en  el  momento  de  deferirse,  ó  sea  al  f.illeci- 
miento  de  la  persona  de  cuya  sucesión  se  tra- 
ta, pero  que,  á  pesar  de  esto,  el  heredero  no 
puede  disponer  de  los  inmuebles  hereditarios 
según  lo  dispone  el  artículo  OSS,  inciso  1"  del 
Código  Civil,  es  decir  que  no  transfiere  el  de- 
recho real  de  dominio  sobre  esos  inmuebles» 
quede  lo  expuesto  se  deduce  que  la  tradición 


da  transferida  la  calida»!  de  heredero  del  opílente, 
ouilquiera  que  sea  la  naturaleza  de  io^  hiciios  (pie 
forman  la  sucesión. 

Cosa  distinta  ea  la  enajenHcÍMi  do  hien.a  laíres 
determinados.  Esta  enajenación  na  pni^.lo  ser  hedía 
sin  el  previo  decreto  de  posesión  efíMtfva  y  de  l.is 
inscripciones  determinadas  por  el  artículo  i]><X;  y 
por  eso  el  artículo  70;^  ha  calificado  y  coloca  entre 
los  títulos  traslaticios  de  dominio  «ilas  sentencias 


del  derecho  real  de  herencia  necesita   sólo  c! 
otorgamiento  de  la  escritura  pública,  coino  lo 
establece  el  artículo  1801,  inciso  2^;  que  a'>- 
más  es  inútil  para  la  tradición   del   derec/o 
real  de  herencia  la  inscripción  de  la  escritura 
pública  que  en  él  se  contiene,  porque  el  a(lr¡-¡ 
rente  á  virtud   de  la  tradición  sólo  adquiere 
los  derechos  trasmisibles  del  tradente  'art.  T»^. 
del  Código  Civil)  y  como  según  el  artículo  f»^ 
inciso  1^  del  mismo  Código,  el  heredero  no 
puede  disponer  en  manera  alguna  de  los  in- 
muebles hereditarios,  mientras  no   se   pracM- 
quen  las  inscripciones  allí  ordenadas  y  no  h.i- 
biéndose  ello  efectuado  ni   podido  Lfcctuar^e 
por  el  heredero  vendedor  por  tratarse  de  una 
FU  cesión  indivisa,  resulta  que  el  comprador  de 
una  cuota  hereditaria  no  adquiere  ningún  de- 
recho con  la  solemnidad  de  la  inscripción  sobre 
otro  que  no  haya  inscrito  ese  mismo  derecho. 
Agrega,  ademñs,  que  el  demandante  procedió 
á  comprar  á  sabiendas  de  que  ya  Vargas  le 
había  vendido  al  demandado  y  que  el  vende- 
dor la  segunda  vez  ha  obrado  inconcientemen- 
te y  estimando  por  esto  que  el  contrato  coa 
Muñoz  mas  bien  es  figurado,  concluye  pi<lien- 
do  se  rechace  la  demanda,  con  costas. 

Con  fecha  6  de  julio  de  IQO-i-,  el  Juzgado 
falló: 

Considerando: 

1^  Que  la  resolución  de  primera  instancia, 
confirmada  por  el  Iltmo.  Tribunal,  en  los  au- 
tos de  partición  de  los  bienes  de  doña  Palmira 
del  C.  Zúñiga,  contenida  en  las  compulsa:» 
del  cuaderno  sobre  medida  precautorias,  « 
resolvió  que  don  Arturo  Muñoz,  no  era  parte 
por  ser  su  escritura  de  compra  de  fecha  poste- 
rior á  la  del  señor  León; 

2*^  Ouc  la  reserva  de  los  derechos  hecha  á 
Muñoz  no  puede  considerarse  extensiva  á  de- 
mandar el  dominio  sobre  esos  mismos  dere- 


df  íidjn'bcación  en  juicios  divisorios  y  l<w  acUisle 
tíult's  de  partición»,  A   fin  de  hacer  forz'>sa  su  in<( 
<M  iprión  3'  no  porque  se  trate  de  una  tnuUción  ó  mi 
del  rnndo  de  ad<]|uirir  así  llamado. 

Las  (.'onsidtiraciones  en  que  se  basa  la  sentencii 
do  la  (^orte  de  (tasación  están,  á  nuestro  juicio, 
ai roi/l.idasá  estos  principios  y  harán  jurispradeucLt. 

LtMs  Claro  Solvr, 
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cbos,  contra  la  persona  que  fué  tenida  por 
parte  en  dicha  partición,  pues  esa  reserva  sólo 
debe  referirse  al  vendedor,  ya  que  no  es  de  su- 
poner que  la  resolución  invocada  hubiera  que- 
rido dejar  subsistente  una  acción  que  por  la 
misma  sentencia  se  desechó,  fundándose  en  la 
posterioridad  de  la  escritura  del  demandante, 
y  prescindiendo  de  la  inscripción  invocada  co- 
mo derecho  preferente; 

3*^  Que  aun  en  el  caso  de  que  esa  resolución 
se  considerase  que  no  había  resucito  la  cues- 
tión debatida,  tampoco  es  aceptable  la  prefe- 
rencia que  pretende  el  demandante  sobre  el 
demandado  por  el  hecho  de  haber  inscrito  el 
su  título,  pues  la  venta  de  una  cuota  heredi- 
taria no  significa  en  ningún  modo  la  trans- 
ferencia del  dominio  pleno  sobre  los  bienes 
raíces  que  exiitan,  por  cuanto  obsta  la  indi- 
visión de  esos  bienes,  y  ni  se  puede  determinar 
las  especies  que  habían  de  cal^r  en  la  parti- 
ción hasta  intertanto  no  se  resuelva  por  el 
partidor  á  quién  corresponda  ésta  ó  aquélla 
especie; 

4^  Que  no  pudiendo  disponer  los  herederos 
de  una  sucesión  indivisa  de  los  inmuebles  que 
haya  en  ella  sin  que  se  practiquen  las  inscrip- 
ciones que  dispone  el  artículo  68S  y  en  es])e- 
cial  la  del  numero  3^  del  mismo  artículo  del 
Código  Civil,  es  evidente  que  no  puede  trans- 
ferir el  derecho  de  dominio  sobre  esos  bienes 
íjue  no  sabe  si  le  pertenecerán  ó  no; 

5'  Que  siendo  la  sucesión  por  causa  de 
muerte  un  modo  de  adquirir  el  dominio  no 
necesita  de  otra  solemnidad  para  obtener  un 
cesionario  el  derecho  real  de  herencia,  que  la 
escritura  pública  que  exige  el  artículo  1909 
del  Código  Civil. 

Con  lo  dispuesto  en  las  consideraciones  .'in- 
teriores y  visto  lo  dispuesto  en  los  artículos 
588,  688,  722.  956,  1909,  1801,  1817  y  1698 
del  Código  Civil;  151,  y  428  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  se  declara  que  no  ha  lu- 
gar á  la  demanda,  con  costas,  debiendo  alzar- 
se, en  consecuencia,  la  retención  decretada.— 
Eudocio  González, 

La  sentencia  anterior  fué  revocada  por  ma- 
yoría de  votos  por  laque,  en  noviembre  23  del 
mismo  año,  pronunció  una  de  las  salas  de  la 
Corte  de  Apelaciones  de  Santiago,  que  dice  así: 
"Vistos:  Reproduciendo  la  relación  de  los 


hechos  consignada  en  la  sentencia  de  prime- 
ra instancia,  y  teniendo  presente: 

1^  Que  los  copartícipes  de  una  herencia  tie- 
nen dominio  pro-indiviso  en  los  bienes  raíces 
comprendidos  en  ella; 

2*^  Que  en  la  cesión  de  los  derechos  heredi- 
tarios el  ceden  te  transfiere  al  cesionario  el  do- 
minio que  tiene  en  esos  bienes  raíces; 

3"  Que  con  arreglo  á  lo  prevenido  en  el  ar- 
tículo 686  del  Código  Civil  la  tradición  de 
dominio  se  verifica  sólo  por  la  inscripción  del 
título  en  el  Registro  del  Conservador  res- 
pectivo; 

4^  Que  consta  de  autos  que  el  demandante 
tiene  su  título  inscrito  en  el  Registro  del  Con- 
servador de  este  departamento  y  que  el  de- 
mandado no  lo  tiene; 

5*^  Que  habiendo  el  demandante,  adquirido 
el  dominio  á  la  cuota  hereditaria  de  que  se 
trata,  por  medio  de  la  inscripción,  tiene  títu- 
lo [)referente  al  del  demandado,  á  quien  no  se 
le  ha  transferido  dicho  dominio. 

Visto  además  lo  prevenido  en  el  artículo 
1817  del  citado  Código,  se  revoca  la  sentencia 
apelada  de  6  de  julio  último,  y  se  declara  que 
ha  lugar  á  la  demaiula,  sin  costas. 

Redactada  por  el  Fenor  Presidente  Vergara 
A I  ha  II  o. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
Hciía vente,  quien  estuvo  por  confirmar  la  re- 
ferida sentencia,  teniendo  además  presente  lo 
que  dispone  el  artículo  1320  del  Código  Civil. 
A.—  Vci\ür¿i  A.— Darío  Benavcntc, — fí.  Cas- 
tilín. 

Contra  este  fallo,  formalizó  en  tiempo  y 
forma  don  Tomás  León  el  recurso  de  casación 
en  el  fondo;  y  particularizando  sus  causales, 
dice  que  el  Tribunal  de  Alzada,  para  dar  pre- 
ferencia al  título  de  Muñoz  sobre  el  del  recu- 
rrente, se  ha  fundado  en  que,  en  la  cesión  de 
derechos  hereditarios  el  ceden  te  transfiere  el 
dominio  que  tiene  en  los  bienes  raíces  de  que 
es  copartícipe.  Es  éste  un  error,  porque  según 
el  artículo  688  del  Código  Civil  la  posesión  le- 
gal que  tiene  el  heredero  sobre  los  bienes  raí- 
ces de  la  sucesión  no  le  habilita  para  disponer 
de  un  inmueble?,  mientras  no  preceda  la  ins- 
cripción especial  de  este  inmueble,  que  le  ha\^a 
sido  adjudicado. 

En  el  caso  á  que  se  refiere  el  juicio,  cuando 
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Zúñiga  vendió  sus  derechos  á  la  herencia  de 
su  señora  madre,  los  bienes  dejados  por  ésta 
se  hallaban  sometidos  á  partición  y,  por  con- 
siguiente, no  estaba  determinada  entonces  la 
cuota  que  correspondía  al  vendedor,  ni  se  le 
había  hecho  adjudicación  del  único  bien  raíz 
partible.  No  pudo  comprenderse  pues  en  la 
venta  de  sus  derechos  hereditarios,  un  inmue- 
ble. 

No  hay  ley  que  exija  para  la  perfección  del 
contrato  de  venta  de  derechos  hereditarios,  la 
inscripción  del  título  en  el  Conservador  de 
Bienes  Raíces  porque  el  derecho  real  de  heren- 
cia como  lo  disponen  los  artículos  711,  700, 
688  inciso  1^,  722  y  1801  del  Código  Civil,  se 
constituye  y  establece  sia  inscripción  de  nin- 
gún género. 

Vargas  Zúñiga  no  pudo  vender  sino  su  de- 
recho de  heredero  y  no  el  derecho  de  dominio, 
puesto  que  no  podía  disponer  del  inmueble, 
como  ya  se  ha  dicho,  y  porque  estatuyendo  el 
artículo  682  que  el  adquirente  no  adquiere 
por  la  tradición  otros  derechos  que  los  tras- 
misibles  del  tradente,  el  comprador  no  hacía 
más  que  sustituirse  á  él  en  la  sucesión. 

£s  igualmente  errónea  la  doctrina  susten- 
tada en  el  considerando  3^  de  la  sentencia  re- 
currida, al  establecer  que,  con  arreglo  al  ar- 
tículo 686  del  Código  Civil,  la  tradición  del 
dominio  se  verifica  sólo  por  la  inscripción  del 
título  en  el  Registro  Conservatorio,  porque 
este  artículo  no  es  aplicable  al  caso  cuestio- 
nado. 

En  efecto,  el  vendedor,  según  se  ha  demos- 
trado, carecía  del  requisito  exigido  por  el  in- 
ciso 3*^  del  artículo  688,  esto  es,  de  la  inscrip- 
ción especial  de  la  adjudicación  de  la  progne- 
dad  para  poder  disponer  de  ella;  la  cesión  ó 
venta  no  comprendió  por  tanto  más  que  su 
calidad  de  heredero,  y  así  se  desprende  de  la 
disposición  contenida  en  el  artículo  1909  del 
Código  Civil. 

Habiendo  vendido  Vargas  Zúñiga  al  recu- 
rrente, un  mes  antes  que  á  Muñoz  sus  dere- 
chos á  la  herencia  de  su  señora  madre  y  no 
siendo  necesaria  la  inscripción  del  título  en  el 
Conservador,  resulta  que,  conforme  á  lo  pre- 
venido en  el  artículo  1817  del  referido  Código, 
ha  debido  darse  preferencia  al  título  de  l^eón 
sobre  el  de  Muñoz. 


La  sentencia  de  segunda  instancia  al  resol 
ver  lo  contrario,  ha  infringido  las  disposicio- 
nes legales  á  que  se  ha  hecho  referencia. 

En  el  escrito  de  fundación  del  recurso  se  in- 
siste en  el  mismo  linaje  de  consideraciones, 
dándoles  mayor  desarrollo  é  invocando  para 
reforzar  la  doctrina  sustentada  por  el  recu- 
rrente, algunas  otras  disposiciones  legales  en 
que  sería  inoficioso  detenerse,  porque,  como 
prescribe  el  artículo  948  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil,  interpuesto  el  recurso,  no  pue- 
de hacerse  en  él  variación  de  ningún  género 
y,  por  consiguiente,  aun  cuando  en  su  progreso 
se  descubra  alguna  nueva  causa  en  que  hu- 
biera podido  fundarse,  la  sentencia  recaerá 
únicamente  sobre  las  alegadas  en  tiempo  y 
forma. 

La  Corte: 

Considerando  i 

1*^  Que  los  antecedentes  de  este  recurso  con- 
sisten en  que  don  Manuel  Vargas  Zúñiga, 
como  asignatario  de  una  parte  de  la  herencia 
dejada  por  doña  Palmira  del  C.  Zúñiga,  ven- 
dió su  cuota,  sin  especificación  de  bienes,  pri- 
meramente á  don  Tomás  León,  y  después,  con 
especificación  de  bienes  raíces,  á  don  Arturo 
Muñoz;  y  en  que  por  haberse  inscrito  en  el 
Conservador  únicamente  la  segunda  venta,  se 
pretende  que  la  tradición  del  dominio  y  de  la 
posesión  consiguiente  del  objeto  vendido,  sólo 
se  ha  efectuado  á  favor  de  Muñoz,  segundo 
comprador,  y  no  respecto  de  León,  aunque 
éste  se  hallaba  ejerciendo  sus  derechos  de  ad- 
quirenteen  el  juicio  divisorio  de  la  herencia: 

2^  Que  para  apreciar  la  cuestión  anterior 
sobre  la  forma  cómo  debe  ser  entregado  un 
derecho  hereditario  que  comprende  bienes  raí- 
ces cedido  por  acto  entre  vivos,  conviene  con- 
signar: 1^  que  el  artículo  1817  del  Código 
Civil  prescribe  que  **si  alguien  vende  separa- 
damente una  misma  cosa  á  dos  personas,  el 
comprador  que  hayaentrado  en  posesión  será 
preferido  al  otro;  si  ha  hecho  la  entrega  á  los 
dos,  aquel  á  quien  se  haya  hecho  primero  será 
preferido;  y  si  no  se  ha  entregado  á  ninguno, 
el  título  más  antiguo  prevalecerá;  y  2'  que  la 
sentencia  recurrida  declara  que  por  haberse 
inscrito  sólo  la  segunda  de  las  ventas  indica- 
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das,  Muñoz  es  el  único  dueño  del  derecho  de 
herencia,  materia  de  ambas  consignaciones; 

3^  Que  ninguna  disposición  legal  exige  de- 
terminadamente que  la  entrega  de  un  derecho 
hereditario  cedido  entre  vivos  deba  ser  inscrito 
en  el  Registro  del  Conservador  de  Bienes  Raí- 
ces, aunque  en  la  herencia  se  comprendan  in- 
muebles; 

4^  Que  el  artículo  686  del  Código  Civil 
prescribe  que  es  necesaria  la  inscripción  para 
efectuar  la  tradición  del  dominio  de  los  bienes 
raíces  v  de  los  derechos  de  usufructo  ó  de  uso 
constituidos  en  ellos,  de  los  derechos  de  habita- 
ción ó  de  censo,  y  del  derecho  de  hipoteca;  sin 
que  en  dicha  disposición  se  aluda  en  forma  al- 
guna á  la  transferencia  entre  vi  vos  del  derecho 
real  de  herencia; 

5*^  Que  igualmente  el  artículo  697  al  men- 
cionar la  forma  cómo  debe  hacerse  la  inscrip- 
ción, reproduce  el  concepto  anterior,  pues  se 
refiere  expresamente  á  la  tradición  de  los  bie- 
nes raíces  y  de  los  derechos  reales  qite  mencio- 
na el  artículo  686; 

6'  Que,  por  consiguiente,  hay  que  inquirir 
si  por  ia  cesión  que  se  hace  de  una  cuota  here- 
ditaria por  un  coasignatario  á  favor  de  otra 
persona,  se  enajenan  ó  no  determinadamente 
los  efectos  muebles  ó  inmuebles  de  una  suce- 
sión, para  aplicar  al  acto  de  transferencia  las 
prescripciones  comunes  que  acaban  de  recor- 
darse, á  falta  de  disposiciones  especiales  sobre 
la  materia; 

7^  Que  la  herencia  es  una  asignación  á  tí- 
tulo universal  que  comprende  todos  los  bie- 
nes, derechos  y  obligaciones  trasmisiblcs  que, 
habiendo  formado  parte  del  patrimonio  de 
una  persona  difunta,  han  pasado  en  dominio 
con  el  mismo  carácter  universal  á  sus  herede 
ros,  como  lo  establecen,  entre  otros,  los  ar- 
tículos 951  y  954  del  Código  Civil; 

8^  Que  los  coasignatarios  de  una  herencia 
proindiviso,  no  son,  por  lo  tanto,  dueños  sin- 
gulares de  cada  uno  de  los  bienes  heredita- 
rios, sino  que  lo  son  de  la  universalidad  del 
patrimonio  trasmitido,  ó  de  una  parte  alí- 
cuota de  dicho  patrimonio,  ya  que  en  la  di- 
visión de  la  comunidad,  pueden  los  bienes 
ser  adjudicados  á  cualquiera  de  ellos,  y  aún  á 
personas  extrañas  á  la  herencia; 
9^  Que  por  idéntica  razón  el  coasignatario 


que  vende  ó  cede  su  derecho  hereditario  no 
transfiere  propiedad  alguna  particular,  sino 
su  cuota  en  dicha  universalidad,  especialmen- 
te para  que  el  cesionario  pueda  pedir,  según 
prescribe  el  artículo  1320  del  mismo  Código, 
la  partición  é  intervenir  en  ella,  á  fin  de  liqui- 
dar esa  cuota  y  de  que  se  la  entere  con  bienes 
singulares  ó  con  los  valores  que  podrían  ha- 
ber correspondido  á  su  cedente  ó  vendedor. 

10.  Que  ni  aún  el  artículo  688  de  ese  Códi- 
go, tratando  de  las  trasmisiones  hereditarias 
con  el  objeto  manifiesto  de  organizar  y  man- 
tener el  registro  del  Conservador  de  Bienes 
Raíces,  exige  la  inscripción  de  dichas  trasmi- 
siones, sino  en  el  caso  de  que  los  herederos 
pretendan  disponer  de  los  inmuebles  de  la  he- 
rencia; de  lo  que  se  deduce  que  esta  inscrip- 
ción si  bien  es  facultativa  y  útil  para  otros 
efectos  legales,  sólo  es  necesaria,  siguiendo  la 
regla  general  establecida  por  el  artículo  686, 
cuando  se  dispone  de  inmuebles  determinados, 
y  no  cuando  las  herencias  se  trasmiten  como 
universalidad  jurídica,  ó  los  asignatarios 
transfieren  sus  cuotas  en  la  misma  universa- 
lidad; 

11.  Que,  además,  el  artículo  1909  del  mis- 
mo Código  autoriza  á  todo  asignatario  para 
ceder  á  título  oneroso  un  derecho  de  herencia 
sin  especificar  los  efectos  de  que  se  compone, 
sin  otra  responsabilidad  que  la  de  su  calidad 
de  heredero;  y  es  evidente  que  una  autoriza- 
ción semejante  lleva  envuelta  la  facultad  de 
efectuar  la  tradición  del  derecho  cedido,  sin 
necesidad  de  inscripción  alguna,  ya  que  no  se 
mencionan  los  bienes  sobre  que  pueda  recaer 
esta  formalidad,  como  asimismo  la  facultad 
de  recurrir  al  arbitro  que  consigna  el  artículo 
1320,  citado  mas  arriba,  de  pedir  la  partición 
de  la  herencia  é  intervenir  en  dicha  partición; 

12.  Que  todo  lo  expuesto  revela  que  en  la 
cesión  de  un  derecho  hereditario  cuotativo  no 
se  enajenan  bienes  determinados;  y  que,  por 
lo  tanto,  la  inscripción  que  efectúa  la  tradi- 
ción del  dominio  de  los  inmuebles,  es  innecesa- 
ria en  dicha  cesión  por  no  referirse  á  ella  el  ar- 
tículo 686  ya  citado; 

13.  Que  no  desvirtúa  la  precedente  conclu- 
sión la  circunstancia  de  que  por  medio  de  ven- 
tas sucesivas  de  cuotas  hereditarias  llegara  el 
caso  de  que  una  persona  reuniera  en  si  misma 
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el  dominio  de  los  bienes  raíces  de  una  heren- 
cia, sin  necesidad  de  inscripción  ni  de  parti- 
ción de  la  cosa  común,  alterando  de  este 
modo  la  veracidad  del  registro  de  propieda- 
des; pues  este  accidente  jurídico,  si  bien  posi- 
ble en  casos  muy  excepcionales,  no  es  por  sí 
solo  bastante  para  dejar  de  aplicar  la  ley  tal 
como  se  halla  establecida;  y  por  lo  demás,  es 
evidente  que  la  irregularidad  tendría  que  sub- 
sanarse en  el  momento  mismo  en  que  el  ad- 
quirente  de  losinmmuebles  hereditarios  tuvie- 
ra que  disponer  por  actos  entre  vivos,  en  cual- 
quier forma,  de  dichos  inmuebles;  y 

14.  Que,  en  consecuencia,  al  declarar  la 
Corte  de  Apelaciones  de  Santiago  en  la  sen- 
tencia recurrida  de  23  de  noviembre  de  1904, 
que  el  demandante  don  Arturo  Muñoz,  por 
tener  inscrito  su  título,  debe  ser  preferido  á 
don  Tomás  León,  que  estaba  ejerciendo  en  la 
partición  respectiva  los  derechos  que  á  don 
Manuel  Vargas  Zúñiga  corresponden  en  la  su- 
cesión de  doña  Palmira  del  Carmen  Zuñiga  de 
Vargas,  ha  infringido  los  artículos  686,  688, 
722,  1801,  1817  y  1909  del  Código  Civil,  en 
términos  que  han  influido  sustancialmente  en 
lo  dispositivo  de  esa  sentencia.  Vistos  los  ar- 
tículos 940  y  979  del  Código  de  Procedimien- 
to Civil,  se  invalida  la  expresada  sentencia. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Urrutia 

7.  Agüirre  V,— Leopoldo  Urrutia /.  Gabriel 

Palma  Guztnán,—  Gal  va  riño  Gallardo.—  Ga- 
briel Gaete. — Leoncio  Rodríguez.  —Carlos  Va- 
ras. S.  Fóster  Recabarren, 

Y  resolviendo  la  causa: 

Santiago,  23  de  septiembre  de  1903.— Vistos 
y  teniendo  presente: 

1'  Que  don  Manuel  Vargas  Zúñiga  como 
coasignatario  de  la  herencia  dejada  por  doña 
Palmira  del  Carmen  Zúñiga  de  Vargas,  ven- 
dió su  cuota  hereditaria  á  don  Tomás  León, 
sin  especificación  de  los  bienes  de  que  se  com- 
pone la  herencia,  según  escritura  pública  de 
19  de  junio  de  1903; 

2^  Que  una  cesión  á  título  oneroso  de  esta 
especie  se  halla  autorizada  por  el  artículo 
1909  del  Código  Civil,  y  además  fué  otorga- 
da con  la  solemnidad  de  la  escritura  pública 
tal  como  lo  prescribe  el  artículo  1801  del  mis- 
mo Código; 

3^  {Jue  perfeccionado  el  contrato  de  cesión, 


el  referido  León  fue  aceptado  en  su  carácter 
de  cesionario  en  el  juicio  de  partición  de  la 
herencia  de  que  se  trata; 

4*?  Quede  este  modo  se  efectu  ó  á  favor  de 
León,  la  tradición  legal  de  los  derechos  here- 
ditarios, materia  de  la  venta,  conforme  á  Irt 
dispuesto  por  los  artículos  680,  684  y  132'' 
del  Código  en  referencia; 

5^  Que  para  efectuar  la  tradición  de  la  ven- 
ta de  un  derecho  hereditario  proindi  viso,  tío 
es  necesaria  la  inscripción  del  título  en  el  Re 
gistro  del  Conservador  de  Bienes  Raíces,  por- 
que esta  solemnidad  sólo  es  ex  i  o^d  a  por  los 
artículos  686  y  687  del  Código  Civil  en  la 
transferencia  de  inmuebles  determinados,  y  de 
ciertos  derechos  reales  entre  los  que  no  figura 
el  derecho  de  herencia;  y  porque  el  vendedor 
de  una  cuota  hereditaria  no  enajena  electo  al- 
guno determinado,  sino,  entre  otros,  el  dere- 
cho que  en  la  universalidad  tiene  para  pedir 
la  partición  é  intervención  en  ella  en  la  cual 
pueden  ó  no  corresponderle  bienes  raíces; 

6*^  Que  la  venta  de  los  mismos  derechos  he- 
reditarios, efectuada  pocos  días  después  por 
don  Manuel  Vargas  Zúñiga  á  favor  de  don 
Arturo  Muñoz,  según  escritura  pública  de  ^ 
de  agosto  del  año  expresado  de  1903,  no  pue- 
de prevalecer  sobre  la  que  se  otorgó  á  favor 
de  León,  porque  éste  entró,  como  se  ha  visto, 
en  posesión  de  los  derechos  cedidos,  tomando 
parte  en  la  división  de  la  herencia  conforme  al 
artículo  1320  del  Código  Civil;  y 

7*?  Que  el  artículo  1817  de  ese  Código  pres- 
cribe que  si  alguien  vende  separadamente  uca 
misma  cosa  á  dos  personas,  el  comprador  que 
haya  entrado  en  posesión  será  prefendo  al 

otro. 
Vistas  las  disposiciones  citadas,  seconíinna, 

con  costas,  la  sentencia  apelada  de  6  de  julio 

de  1904. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Urrutia - 

V.  Aguirre  V. -^Leopoldo   Urrutia ].  Gabrkl 

Palma  Guzmáv Galvarino  Gallardo-Oa- 

briel  Gacte.— Leoncio  Rodríguez Carlos  \''¿' 

ras.—  B.  Fóster  Recabar ren. 
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Cas.  Cív  ^25  de  septiembre  de  1905 
Sotta  con  Compañía  l.a  P^rancesa 

Segruro  contra  Inoendio.— Seguro  oon- 
tratado  por  el  administrador  á  su 
nombre. —  Caducidad  por  falta  de 
aviso  de  la  contratación  de  otro  se- 
gur o. —Casación  en  el  fondo. 

Doctrina: — El  seguro  puede  ser  con- 
tratado por  toda  persona  hábil  para  obli- 
garse que  tenga  al  tiempo  del  contrato 
un  interés  real  en  evitar  los  riesgos^  sea 
en  calidad  de  propietario ,  copartícipe, 
fideicomisario,  usufructuarioy  arrenda- 
tario, acreedor  ó  administrador.  En  con- 
secuencia, el  seguro  contratado  por  el 
gerente  ó  administrador  de  un  negocio  á 
su  propio  nombre  es  válido  y  debe  con- 
siderarse independiente  y  sin  relación 
con  el  que  el  propietario  haya  podido 
contratar  por  su  parte. 

La  caducidad  de  la  póliza  fundada  en 
la  falta  de  aviso  de  la  contratación  de 
otro  seguro,  no  es  aplicable  al  caso  en 
que  el  administrador  del  negocio  contra- 
te un  seguro  á  su  nombre  exclusivo. 


Don  José  Manuel  déla  Sotta  ha  interpuesto 
recurso  de  casación  en  el  fondo  contra  la  sen- 
tencia pronunciada  por  la  Corte  de  Apelacio- 
nes de  Santiago,  en  5  de  octubre  de  1904,  que 
confirmó  la  de  primera  instancia,  recaída  en 
el  juicio  seguido  contra  la  Compañía  de  Segu- 
ros *'La  Francesa'',  sobre  pago  de  una  póliza. 

La  sentencia  declaró  sin  lugar  la  demanda 
fundándose  en  las  siguientes  consideraciones: 

1*  Que  las  partes  están  de  acuerdo  en  que  el 
negocio  asegurado,  según  la  póliza  renovada, 
era  á  la  fecha  del  seguro,  de  propiedad  de  don 
Isidro  Tort  Rods,  y  que  ese  negocio  se  incen- 
dió ell2  de  noviembre  de  1902; 

2*  Que  ni  el  parte  de  policía  invocado  por 


la  Sociedad  demandada,  ni  el  certificado  ni  la 
exposición  de  ser  suyo  el  negocio  asegurado, 
hecha  por  doña  María  Sánchez  v.  de  Gallar- 
do, en  -la  póliza  bastan  para  establecer  que 
dicho  negocio  hubiera  sido  vendido  por  el  se- 
ñor Tort  Rods  á  la  expresada  señora  Sánchez 
Y.  de  Gallardo; 

3^  Que  tanto  el  señor  Tort  Rods,  en  la  es- 
critura de  fs.  3,  como  doña  María  Sílnchez  v. 
de  Gallardo  ?n  la  escritura  de  fs.  9,  reconocen 
que  dicho  negocio  era  de  propiedad  del  prime- 
ro, á  la  fecha  del  incendio,  y  que  la  segunda 
sólo  tenia  su  administración; 

4^  Que  corroboran  la  efecti  vidad  de  lo  expues- 
to en  el  considerando  precedente,  las  escritu- 
ras de  arrendamiento  y  prórroga  y  los  recibos 
y  certificados  según  los  cuales,  á  esa  fecha  e\ 
señor  Tort  Rods,  arrendaba  á  don  Enrique 
Benoist  el  local  en  que  estaba  el  negocio,  pa- 
gándole la  renta  correspondiente; 

5^  Que  las  declaraciones  rendidas  en  la  se- 
sión, dadas  por  sólo  dos  testigos  presentados 
por  parte  de  la  sociedad  d .mandada,  no  pro- 
ducen prueba  plena  porque  uno  de  ellos,  don 
Carlos  Magnere  fué  tachado  por  ser  conta- 
dor de  la  sociedad  ,  lo  que  reconoció  tanto 
ésta  como  el  testigo,  siendo,  por  tanto,  admi- 
sible la  tacha; 

6*  Que,  en  todo  caso,  esas  declaraciones  no 
habrían  sido  suficientes  para  acreditar  laven* 
ta  del  negocio  del  señor  Tort  Rods  á  la  señora 
Sánchez  v.  de  Gallardo; 

7*  Que  el  demandante  reconoce  especial- 
mente en  su  escrito  de  alegato  que  doña  Ma- 
ría Sánchez  v.  de  Gallardo,  administradora 
del  negocio  del  señor  Tort  Rods,  lo  aseguró 
en  la  **Nueva  España" en  $1.500 el  1^  de  octu- 
bre de  190?,  como  aparece  de  la  póliza  y  que 
procedió  á  hacer  el  seguro  conforme  á  los  ar- 
tículos 518  y  519  del  Código  de  Comercio,  en 
aquel  carácter  y  como  copartícipe  de  las  uti- 
lidades de  ese  negocio; 

S"^  Que  el  demandado  afirma,  no  lo  niega  el 
demandante,  y  aparece  en  la  póliza  última- 
mente citada,  que  la  expresada  señora  Sán- 
chez Y.  de  Gallardo  percibió  de  la  "Nueva  Es- 
paña", á  consecuencia  del  siniestro,  los  $  1.500 
mencionados;  y 


140 


SEGUNDA  PARTE.— SECCIÓN  PRIMERA 


9^  Que,  entre  las  condiciones  generales  de 
los  seguros  contra  incendio,  de  **Lsl  Francesa", 
según  la  póliza,  está  conforme  al  artículo  8^ 
que  el  asegurado  debe  dar  aviso  á  la  sociedad 
de  cualquier  otro  seguro,  que  sobre  el  mismo 
objeto  tome,  á  fín  de  que  se  haga  constar  en 
su  póliza  y  que  la  falta  de  este  aviso  y  de  sv 
insercióa  en  la  póliza  anula  el  seguro  y  exime 
á  la  sociedad  de  toda  responsabilidad,  y  no 
aparece  en  la  póliza  citada  ni  se  ha  probado 
en  otra  forma,  que  se  haya  dado  aviso  á  "La 
Francesa"  del  nuevo  seguro  hecho  en  la  "Nue- 
va España"; 

Don  Manuel  de  la  Sotta,  al  formalizar  el  re- 
curso, expone: 

Que  la  sentencia  de  la  Iltma.  Corte  de  Ape- 
laciones no  fué  pronunciada  conforme  al  mé- 
rito del  proceso,  infringiéndose  el  artículo  167 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  referente 
al  artículo  3^,  número  4*^  de  la  ley  de  12  de 
septiembre  de  1851;  y  ley  3^  título  XXII, 
Partida  3*  y  2*,  tituló  XVI,  Libro  XI  de  la 
Novísima  Recopilación;  y  que  también  se  ha 
infringido  el  número  6^  del  artículo  193  del 
Código  de  Procedimiento  Civil; 

Que  las  excepciones  deben  ser  probadas  por 
quien  las  alega,  y  mal  pudo  tenerse  en  vista 
al  establecer  en  la  sentencia  el  considerando 
9^,  desde  que  en  la  póliza  existe  la  inserción 
que  queda  facultado  para  mantener  seguro 
en  otra  compañía  por  $  3.700;  y  mal  podía 
insertarse  en  ella  el  seguro  hecho  por  una  ter- 
cera persona  que  lo  efectuó  por  su  propia 
cuenta  y  riesgo,  como  lo  dispone  el  inciso  2^ 
del  artículo  519  del  Código  de  Comercio  y 
que  á  ella  fué  á  quien  le  pagó  su  seguro  **La 
Nueva  España",  lo  que  está  justificado  por  l;i 
misma  póliza  acompañada  por  la  contraria, 
pero  ese  documento  no  tiene  valor  alguno 
contra  el  cedente  don  Isidro  Tort  Rods  para 
que  se  haya  podido  establecer  el  considerando 
9^  en  la  sentencia; 

Que  el  considerando  7^  incurre  en  un  error 
de  hecho  en  cuanto  establece  que  el  recurrente 
asevera  en  su  escrito  de  alegato  de  bien  pro- 
bado, que  la  señora  Sánchez  v.  de  Gallardo 
procedió  bien  al  contraer  un  seguro  en  **La 
Nueva  España",  pues  sus  observaciones  son 
formuladas  por  vía  de  hipótesis,  desde  que  él 
no  tiene  la  representación  necesaria  de  la  ex- 


presada señora  para  hacer  aquella  asevera- 
ción, su  alegato  de  bien  probado  fué  tendente 
á  demostrar  que  no  era  efectivo  que  el  ceden, 
te  don  Isidro  Tort  Rods  hubiese  vendido  d 
negocio  antes  del  siniestro,  única  excepción 
opuesta  por  la  Compañía  de  Seguros  "La 
Francesa"; 

Que  los  contratos  de  seguros  se  rigen  por  el 
Código  de  Comercio,  como  lo  expresa  c!  ar- 
tículo 2258  del  Código  Civil  y,  sin  embargo, 
la  sentencia  recurrida  no  ha  tomado  en  consi- 
deración la  póliza,  documento  justificativo  del 
seguro,  creado  por  la  ley,  según  el  artículo 
514  del  Código  de  Comercio,  y  que  se  encuen- 
tra vigente,  puesto  que  no  ha  sido  declarada 
nula,  ni  existe  motivo  alguno  legal  para  ello, 
desde  que  no  hubo  venta,  única  excepción 
opuesta  por  la  Compañía;  y  finalmente; 

Que  el  cedente  no  podía  ser  responsable  del 
seguro  contratado  por  un  tercero,  sin  su  au- 
torización y,  á  mayor  abundamiento,  la  póliza 
autorizaba  al  asegurado  para  mantener  segu- 
ro en  otra  Compañía  hasta  por  $  3.700. 

En  el  escrito  de  fundación  del  recurso,  agre- 
ga el  recurrente: 

Que  la  sentencia  no  ha  sido  pronundada 
conforme  al  mérito  del  proceso,  ni  sobre  el 
asunto  controvertido,  puesto  que  el  juicio  ver- 
só acerca  de  si  se  había  vendido  el  negocio 
antes  del  siniestro  por  el  cedente  don  Isidro 
Tort  Rods  á  doña  María  Sánchez  v.  de  Ga- 
llardo, excepción  alegada  por  "La  Francesa" 
para  no  pagar  al  cesionario  la  póliza; 

Que  en  autos  no  existe  comprobante  alga- 
no  de  que  el  cedente  Tort  haya  hecho  ningún 
seguro  en  la**Nueva  España" y,  por  el  contra- 
rio, consta  en  la  póliza  de  la  "Francesa"  la  cir- 
cunstancia de  que  hay  seguro  en  otra  compa* 
nía  por  $  3.700; 

Que  la  póliza  pertenece  á  una  tercera  perso- 
na, como  es  doña  María  Sánchez  v.  de  Gallar- 
do y  no  á  Tort  Rods,  según  el  artículo  51 9 del 
Código  de  Comercio;  y 

Que  no  habiéndose  admitido  la  excepción 
de  venta  del  negocio,  invocada  por  **La  Fran- 
cesa" según  aparece  délos  seis  primeros  consi- 
derandos de  la  sentencia,  la  Compañía  deman- 
dada (Tebió  pagar  al  recurrente  el  valor  de  la 
póliza  á  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  artículo 
163  del  Código  de  Comercio. 
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La  parte  recurrida  pide  qne  no  se  dé  lugar 
al  recurso,  y  observa  que,  además  de  ser  muy 
presumible  la  efectividad  de  la  venta  hecha 
por  Tort  Rods  á  la  señora  Sánchez  v.  de  Ga- 
llardo, existe  el  antecedente,  de  que  el  hecho 
de  no  haberse  dado  noticia  á  La  Francesa  de 
un  nuevo  seguro  verificado  sobre  el  mismo 
negocio,  anulaba  la  póliza,  en  conformidad  á 
la  cláusula'8.^  de  sus  condiciones. 

Oído  el  dictamen  de  uno  de  los  señores  Mi- 
nistros, 

La  Corte: 

Considerando: 
1*^  Que  en  la  sentencia  confirmada  por  la  de 
segunda  instancia,  se  establece  por  una  parte 
el  hecho  de  que  don  Isidro  Tort  Rods  era  due- 
ño del  negocio  asegurado,  según  la  póliza;  y 
por  otra,  que  doña  María  Sánchez  v.  de  Ga- 
llardo aseguró  el  mismo  negocio  con  poste- 
rioriJad,  en  su  carácter  de  copartícipe  de  las 
utilidades  que  él  produjera,  y  como  adminis- 
tradora, según  lo  expresa  la  frase  final  del 
considerando  3^; 

2'  Que,  según  lo  dispuesto  en  el  artículo  518 
del  Código  de  Comercio,  pueden  celebrar  un 
seguro  todas  las  personas  hábiles  para  obli- 
garse; y  de  parte  del  asegurado,  se  requiere, 
además  de  la  capacidad  legal,  que  tenga,  al 
tiempo  del  contrato,  un  interés  real  en  evitar 
los  riesgos,  sea  en  calidad  de  propietario,  co- 
partícipe, fideicomisario,  arrendatario,  acree- 
dor ó  administrador  y  y  en  consecuencia,  pudo 
doña  María  Sánchez  v.  de  Gallardo  pactar 
válidamente  para  sí  el  seguro  que  acredita  la 
póliza  de  fs.  35. 

3.*  Que  del  proceso  resulta  que  no  fué  el 
dueño  del  negocio,  don  Isidro  Tort  Rods, 
quien  contrató  el  seguro,  de  modo  que  aquél 
no  ha  infringido  la  cláusula  8*  de  las  condi- 
ciones del  seguro  hecho  á  la  Compañía  de  Se- 
guros **La  Francesa*',  ni  alterado  los  términos 
de  este  convenio,  en  forma  que  haga  proceden- 
te su  nulidad  invocada  por  la  Compañía  de- 
mandada; 

AP  Que  de  autos  aparece  que  el  seguro  con- 
tratado por  doña  María  Sánchez  v.de  Gallar- 
do, cuya  validez  no  ha  sido  materia  de  este 
juicio,  es  completamente  independiente  del  to- 


mado por  Tort  Rods,  y  que  éste  cedió  á  don 
José  Manuel  de  la  Sotta; 

5^  Que,  á  virtud  de  los  considerandos  ante- 
riores, no  ha  caducado  el  seguro  celebrado  en- 
tre *'La  Francesa"y  Tort  Rods  y,  por  tanto,  el 
cesionario  de  este  último  tiene  derecho  para 
exigir  su  valor;  y 

6^  Que,  en  consecuencia,  la  demanda  ha  sido 
rechazada  á  virtud  de  una  errónea  aplicación 
del  artículo  519  del  Código  de  Comercio,  in- 
fracción que  ha  influido  sustancialmente  en  la 
parte  dispositiva  de  la  sentencia  recurrida. 

Visto  además,  lo  preceptuado  en  los  artículos 
940.  958  y  979  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  se  declara  que  ha  lugar  al  recurso  de 
casación  en  el  fondo,  deducido,  por  don  José 
Manuel  de  la  Sotta,  como  cesionario  de  Tort 
Rods,  contra  la  sentencia  de  5  de  octubre  de 
1904,  la  cual,  en  consecuencia,  se  invalida  y 
se  sustituye  por  la  que  este  Tribunal  dicta  á 
continuación  de  la  presente. 

Devuélvase  al  recurrente  la  cantidad  con- 
signada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Gallardo. 
—  F.  A^uirre  V,— Leopoldo  Urrutia. — Gaivn- 
riño  Gallardo,— 'Leoncio  Rodríj^uez. — Carlos 
Varas.— Abel  Saavedra.~-J.  Alejo  Fernández. 

Vistos:  reproduciendo  la  parte  expositiva  y 
los  seis  primeros  considerandos  de  la  senten- 
cia de  primera  instancia  y  teniendo  además 
presente: 

1^  Que  de  la  póliza  consta  que  doña  María 
Sánchez  v.  de  Gallardo,  aseguró  el  negocio 
perteneciente  á  don  Isidro  Tort  Rods  en  la 
Compañía  Nueva  España  por  la  cantidad  de 
$  1.500,  negocio  que  ya  estaba  asegurado  por 
el  mencionado  Tort  Rods. 

2'  Que  la  señora  Sánchez  v.  de  Gallardo  pu- 
do contratar  válidamente  por  cuenta  propia 
dicho  seguro  sin  perjuicio  del  estipulado  por 
el  propietario,  en  su  carácter  de  administra- 
dora del  referido  negocio  y  copartícipe  en  las 
utilidades  que  él  produjera,  á  virtud  de  lo 
dispuesto  en  los  artículos  518  y  519  del  Códi- 
go de  Comercio; 

3^  Que  no  puede  desconocerse  el  valor  legal 
del  seguro  contratado  por  un  tercero,  con 
posterioridad  á  otro  existente,  sobre  el  mismo 
objeto  tomado  por  el  dueño,  pues,  el  artículo 
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519  del  expresado  Código  prescribe  que  el  se- 
guro puede  ser  contratado  por  cuenta  propia 
6  por  la  de  un  tercero,  en  virtud  de  un  poder 
especial  6  general  y  aún  sin  su  consentimien- 
to y  autorización. 

4^  Que  si  no  se  aplicara  en  el  sentido  indi- 
cado la  disposición  citada,  resultaría  que  el 
primer  asegurado,  sin  ejecutar  hecho  alguno 
por  sí  mismo,  perdería  los  beneficios  del  segu- 
ro á  consecuencia  de  actos  ajenos  á  su  volun- 
tad, como  sería  el  que  un  tercero  por  interés 
propio  asegurase,  más  tarde,  en  otra  Com- 
pañía, igual  objeto  sin  su  consentimiento  ó 
aceptación;  y 

5*^  Que,  por  otra  parte,  el  artículo  8^  de  la 
póliza  contempla  el  caso  de  que  sea  el  ase- 
gurado el  que  toma  un  nuevo  seguro  sobre 
el  mismo  bien,  lo  que  no  ha  ocurrido  en  el  he- 
cho, materia  de  esta  litis,  puesto  que  el  segun- 
do seguro  fué  celebrado  por  un  extraño  }',  en 
tal  situación,  no  le  afectaba  la  obligación  de 
dar  aviso  á  la  sociedad  para  que  lo  hiciera 
constar  en  la  póliza. 

Visto  lo  dispuesto  en  las  disposiciones  lega- 
les citadas  y  en  los  artículos  1698,  1545  y 
1551  del  Código  Civil  y  artículo  598  del  Códi- 
go de  Procedimiento  Civil,  se  revoca  la  sen- 
tencia de  primera  instancia,  de  13  de  abril  de 
1904,  y  se  declara  que  ha  lugar  á  la  deman- 
da, sin  costas. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Gallardo. 
—  V,  Aguirre  V, -^Leopoldo  Urtutia.—Galvari' 
no  Gallardo,  —  Leoncio  Rodrítruez.  —  Carlos 
Varas.^Abel  Saavedra.-^J.  Alejo  Fernández. 


Cas,  Cív,-^28  de  septiembre  de  1905 
Page  con  Zapater 

Audiencias  de  prueba. -Receptor; 
derechos— Casación  en  el  fondo. 

Doctrina:— Los  servicios  que  según  el 
artículo  359  del  Código  de  Procedimien- 
to Civil  corresponden  á  los  receptores  en 


las  audiencias  de  prueba  y  son  prestados 
en  el  carácter  de  actuarios  especiales  y  se 
han  separado  de  las  funciones  que  corres- 
ponden á  los  secretarios.  Los  receptores 
desempeñan  estas  funciones  como  fundo' 
narios  ordinarios  v  no  en  defecto  de  los 
secretarios  de  los  Juzgados;  y  tienen  de- 
recho á  los  emolumentos  que  el  Arancel 
asigna  A  los  receptores,  no  siéndoles  apli- 
cable la  disposición  del  artículo  13  del 
Arancel, 


El  receptor  de  mayor  cuantía  de  Santiago, 
don  Adolfo  Page,  que  había  actuado  en  este 
carácter  en  los  juicios  seguidos  entre  Ansaldo 
y  C."  3'  don  Juan  G.  Zapater,  pidió  que  se  no- 
tificara al  referido  Zapater  para  que  dentro  de 
veinte  y  cuatro  horas  le  pagara  la  suma  de 
$  39,50  que  le  adeudaba  por  derechos  proce- 
sóles. 

Uno  de  los  juzgados  de  Santiago  accedió  á 
esa  solicitud,  á  la  cual  se  opuso  Zapater,  pri- 
mero  porque  no  se  detallaban  los  derechos  cu- 
yo cobro  se  perseguía  ante  la  justicia,  y  en  se. 
guida  porque  en  uno  de  los  juicios  en  que  había 
actuado  el  receptor  ocurrente,  había  sido  con- 
denado en  las  costas  su  contendor,  á  quien 
correspondían,  por  tanto  cubrirlas. 

El  Juzgado  desechó  la  oposición  de  Zapater, 
fundándose  en  lo  prescrito  por  el  artículo  26 
del  Código  de  Procedimiento  Civil  y  como 
aquél  pidiera  entonces  que  se  hiciera  la  regula- 
ción de  los  derechos  con  arreglo  á  Arancel,  se 
ordenó  por  el  Juez  que  certificara  el  Secretario 
acerca  del  monto  de  dichos  derechos. 

Cumpliendo  con  su  cometido,  este  funciona- 
rio certificó  "que  á  fs.  115  vta.  de  los  autos 
de  don  Juan  Zapater,  con  Ansaldo  y  C*  sobre 
querella  de  restablecimiento,  se  encuentra  la 
nota  de  los  derechos  adeudados  por  el  señor 
Zapater  á  don  Adolfo  Pnge  y  por  la  cantidad 
de  $  39,50,  incluyendo  en  esta  suma  los  dere- 
chos correspondientes  al  juicio  sobre  termina- 
ción de  contratos". 

Ampliando  este  certificado  por  orden  judi- 
cial, agregó  el  mismo  funcionario  al  pie  de  la 
foja  ''que  no  estando  anotado  el  tiempo  em* 
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picado  en  las  diversas  diligencias  en  que  ha  in- 
tervenido el  señor  Page,  no  le  es  posible  cer- 
titioar  si  la  cantidad  anotada  corresponde  ó 
no  estrictamente  á  la  fijado  por  el  Arancel; 
pero  atendida  la  extensión  de  las  actas  y  de- 
más diligencias  probatorias  en  que  ha  actuado 
el  receptor  nombrado,  estima  que  la  cantidad 
n  notad  a  es  prudencial  á  su  trabajo.** 

Con  estos  antecedentes  el  Juez  de  Letras  pro- 
nunció el  auto  de  12  de  agosto  de  1904,  en 
el  cual  declaró  sin  lugar  lo  pedido  por  Zapater 
en  su  escrilo  de  fs.  6,  j)roveído  el  4  del  mismo 
mes. 

Apelada  esa  resolución,  una  de  las  salas  de 
la  Corte  de  Apelaciones  de  Santiago  dispuso, 
después  de  la  vista  de  la  causa,  que  para 
mejor  resolver,  expresara  el  receptor  Page, 
detallada  y  minuciosamente,  los  derechos  que 
cobraba,  indicando  cada  una  de  las  actuacio- 
nes V  el  tiempo  empleado  en  ellas. 

Don  Adolfo  Page  presentó  con  ese  motivo 
al  Tribunal  una  cuenta  detallada  en  la  cual 
se  especifican  no  sólo  el  tiempo  empleado  en 
las  diversas  diligencias  que  en  ese  docu»nento 
se  mencionan,  sino  también  la  escritura  ma- 
nual y  el  papel  sellado  de  que  se  hizo  uso  en 
cada  una  de  ellas. 

En  cuanto  á  la  naturaleza  de  dichas  dili- 
gencias, consistían  ellas  en  sesiones  de  prueba 
y  en  declaraciones  testimoniales  en  que  había 
actuado  el  receptor. 

Así  las  cosas,  la  Corte  pronunció  la  resolu- 
ción de  6  de  septiembre  último,  por  la  que 
suspendió  los  efectos  de  la  expedida  en  este 
negocio  por  el  Juez  de  primera  instancia  y 
declaró  que  aquél  debía  resolver  la  oposición 
formulada  por  Zapater  en  su  solicitud  de  fs,  6» 
teniendo  presente  la  exposición  del  receptor 
Page  y  regalando  los  derechos  conforme  á 
Arancel. 

El  Juez  pronunció  entonces  la  sentencia  de 
15  del  mismo  raes  de  septiembre  corriente  á 
fs.  28  vta.  que  dice  así:  "Teniendo  presente 
que  según  lo  dispuesto  por  el  artículo  359  del 
Cóíligo  de  Procedimiento  Civil,  el  receptor 
actúa  en  la  recepción  de  la  prueba  y  en  las 
incidencias  que  ocurran  durante  la  audiencia 
de  prueba;  que  el  artículo  13  de  los  Aranceles 
judiciales  prescribe  que  siempre  que  los  re- 
ceptores desempeñan  fanciones  correspon* 
dientes  á  otros  ministros  de  fe  pública,  como 


lo  es  el  Secretario  del  Juzgado,  ganarán  los 
derechos  asignados  á  dichos  funcionarios  por 
el  Arancel;  que  en  consecuencia,   según  el  ar- 
tículo 8^,  corresponden  al  receptor  $  0,75  por 
cada  autorización  de  declaración  \'  $  0,25  por 
cada  pñgina  de  escritura;  que  no  fija  derecho 
alguno  por  el  tiempo  empleado,   ni  tampoco 
consta  de  autos  anotados  en  cada  sesión  el 
que  se  empleara;  que  de  los  autos  traídos  á 
la  vista  aparece  que  se  han  efectuado  once 
sesiones  y  declarado  cinco  testigos  por  parte 
del  señor  Zapater,  se  declara   que  el  honora- 
rio correspondiente  al  señor  Page,  mandado 
regular  por  la  Iltma.  Corte  por  las  diligencias 
de  cargo  á  don  Juan  Zapater,  es  la  suma  de 
I6J2V2:*— Marín. 

Esta  resolución  fué  confirmada  sin  modifi- 
cación alguna  por  la  que  en  14  de  diciembre 
de  ese  año  pronunció  una  de  las  salas  de  la 
Corte  de  Apelaciones  de  Santiago,  formada 
por  los  señores  Ministros  E.  Castillo,  J.  Agus- 
tín Rojas  y  Ricardo  Reyes  Solar. 

Contra  este  último  fallo  interpuso  don 
Adolfo  Page  el  recurso  de  casación  en  el  fon- 
do, y  formalizándolo  dice: 

Que  persigue  el  pago  de  actuaciones  judi- 
ciales practicadas  en  su  carácter  de  receptor 
de  mayor  cuantía,  causadas  en  los  juicios  se- 
guidos por  el  demandado  contra  don  Alfredo 
Ansa  Ido. 

Dichas  actuaciones  son  referentes  á  la  prue- 
ba en  cuya  recepción  interviene  á  virtud  de  lo 
dispuesto  en  el  artículo  359  del  Código  de 
Procedimiento  Civil. 

Sus  funciones  han  sido  propias  y  no  ejerci- 
das por  delegación  ó  subrogación  del  Secreta- 
rio de  Juzgado. 

La  sentencia  no  lo  estima  así  y  por  eso  ha 
infringido  á  su  juicio  los  artículos  8^  número 
12,  99  número  5^  y  10;  y  artículo  13  de  la  ley 
de  Aranceles  judiciales  de  21  de  diciembre  de 
1865;  349  y  360  de  la  ley  de  15  de  octubre  de 
1875,  1437  y  1569  del  Código  Civil;  26,  37  y 
359  del  Código  de  Procedimiento  Civil. 

En  consecuencia,  la  sentencia  de  la  Ilcma. 
Corte  ha  desentendido  ó  aplicado  mal  las  dis- 
posiciones legales  citadas  y  estas  infracciones 
han  influido  sustancialmente  en  la  parte  dis- 
positiva de  aquélln. 

Y  como  además  la  sentencia  de  que  se  trata 
era  definitiva,  puesto  que  soluciona  la  única 
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cuestión  existente  entre  las  partes  que  litigan 
y  como  aún  considerada  de  carácter  interlo- 
cutorío,  pondría  término  al  juicio  y  haría  im- 
posible su  continuación  estima  que  procede  el 
recurso  interpuesto  en  conformidad  á  los  ar- 
tículos 939,  940,  944,  950  y  951  del  Código 
de  Procedimiento  Civil, 

La  Corte: 

Teniendo  presente: 

1^  Que  los  servicios  cuyos  emolumentos  re- 
clama el  receptor  de  mayor  cuantía  don  Adol- 
fo Page,  fueron  prestados  en  audiencias  de 
prueba  conforme  á  lo  prescrito  por  el  artículo 
359  del  Código  de  Procedimiento  Civil; 

2^  Que,  según  esta  prescripción  legal,  los 
receptores  tienen  la  obligación  de  actuar  en 
las  incidencias  que  ocurran  durante  las  au- 
diencias de  prueba,  de  leer  en  alta  voz  las  de- 
claraciones testimoniales  y  de  autorizarlas  en 
el  carácter  de  actuarios  especiales  de  dichas 
audiencias; 

3^  Que,  de  consiguiente,  por  el  citado  artícu- 
lo 359  se  han  separado  de  las  funciones  que  co- 
rresponden á  los  secretarios,  conforme  al  ar- 
tículo 336  de  la  Ley  Orgánica  de  los  Tribuna- 
les, las  actuaciones  de  que  se  trata,  y  se  han 
encomendado  á  los  receptores  con  el  carácter 
de  funciones  ordinarias  de  este  último  cargo; 
puesto  que  no  son  desempeñadas  en  defecto 
de  dichos  secretarios  por  enfermedad,  falleci- 
miento, implicancia,  recusación  ú  otra  causa 
de  imposibilidad,  únicos  casos  en  que  un  mi- 
nistro de  fe  puede  servir  accidentalmente  ofi- 
cios propios  de  otros  ministros  de  fe  pública, 
con  arreglo  al  artículo  345  de  la  misma  Ley 
Orgánica; 

4^  Que  en  mérito  de  lo  expuesto  el  deman- 
dante tiene  derecho  á  los  emolumentos  que  el 
respectivo  Arancel  vigente  desde  ell'  de  mayo 
de  1866,  asigna  á  los  receptores;  ya  que  no  es 
aplicable  al  caso  en  referencia  el  artículo  13 
que  dice  "Siempre  que  los  receptores  desempe- 
ñen funciones  correspondientes  á  otros  minis- 
tros de  fe  pública,  ganarán  los  derechos  asig- 
nados á  dichas  funciones  por  el  presente  Aran- 
cel." 

5^  Que  al  resolverse  por  la  sentencia  recurri- 
da que  los  emolumentos  cuyo  pago  se  deman- 
da, son  los  correspondientes  á  los  secretarios, 


se  ha  infringido  el  citado  artículo  13,  los  nú- 
meros 5^  y  10  del  artículo  9*^  de  la  lev  de 
aranceles  judiciales  y  el  artículo  359  del  Códi- 
go de  Procedimiento  Civil; 

6^  Que  estas  infracciones  influyen  sustac- 
cialmente  en  lo  dispositivo  de  esa  sentencia, 
porque,  aún  en  el  supuesto  de  que  la  cuantía 
de  lo  mandado  pagar  por  ella  no  sufriera  mo- 
dificación alguna,  es  indudable  que  por  dicha 
sentencia  se  ordena  la  exacción  de  una  contri- 
bución que  no  se  halla  autorizada  á  favor 
de  los  receptores,  por  otra  que,  según  la  lev, 
corresponde  á  los  secretarios;  contravinién- 
dose de  este  modo  alo  prescrito  especialmente 
por  el  artículo  139  de  la  Constitución  PoKti- 
ca  que  prohibe  á  toda  autoridad  del  Estado, 
imponerlas  ''aunque  sea  bajo  pretexto  preca- 
rio,  voluntario  ó  de  cualquiera  otra  clase". 

Visto  además  los  artículos  940,  948  y  97v< 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  da  la- 
gar al  recurso  de  casación  en  el  fondo  inter- 
puesto contra  la  sentencia  de  alzada  de  14  de 
diciembre  de  1904,  la  cual  sentencia  quedara 
consecuencia  invalidada  y  sustituida  por  la 
que  á  continuación  pronuncia  esta  Corte. 

Devuélvase  al  recurrente  la  cantidad  consig- 
nada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  ürrutia 

V.  Aguirre  V.^LeopoIdo  ürrutia Galvaríno 

Gallardo,  —  Gabriel  Gaete Leoncio  RodrU 

guez Carlos  Varas Abel  Saavedra, 

Y  fallando  la  causa: 

Santiago,  28  de  noviembre  de  1905.— Vis- 
tos: El  receptor  de  mayor  cuantía  de  este  de- 
partamento don  Adolfo  Page,  que  había  ac- 
tuado en  ese  carácter  en  los  juicios  seguidos 
entre  Ansaldo  y  C*  y  don  Juan  G.  Z^ipatcr, 
pidió  que  se  notificara  al  referido  Zapater  pa- 
ra que  dentro  de  veinticuatro  horas  le  paga- 
ra la  suma  de  $  39,50  que  le  adeudaba  por 
derechos  procesales. 

Uno  de  los  jueces  de  Santiago  accedió  á  esa 
solicitud,  á  la  cual  se  opuso  Zapater,  1^  por- 
que no  se  detallaban  los  derechos  cuyo  cobro 
se  perseguía  ante  la  justicia,  y  en  seguida  por 
que  en  uno  de  los  juicios  en  que  había  actúa* 
do  el  receptor  ocurrente,  había  sido  condena- 
do en  las  costas  su  contendor,  á  quien  corres- 
pondía, por  tanto  cubrirlas. 
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El  Juzgado  desechó  la  oposición  de  Zapater, 
fundándose  en  lo  prescrito  por  el  artículo  26 
del  Código  de  Procedimiento  Civil  y  como 
aquél  pidiera  entonces  que  se  hiciera  la  regu- 
lación de  los  derechos  con  arreglo  á  Arancel, 
se  ordenó  por  el  Juez  que  certificara  el  Secre- 
tario acerca  del  monto  de  dichos  derechos. 

Cumpliendo  con  su  cometido,  este  funciona- 
rio certiñcó  que  en  la  diligencia  de  los  autos  de 
don  Juan  G.  Zapater  con  Ansaldo  y  C*  sobre 
querella  de  restablecimiento,  se  encuentra  la 
nota  de  los  derechos  adeudados  por  el  señor 
Zapater  á  don  Adolfo  Page  y  por  la  cantidad 
de  $  39,50,  incluyendo  en  esta  suma  los  dere- 
chos correspondientes  al  juicio  sobre  termi-' 
nación  de  contrato. 

Ampliando  ese  certificado  por  orden  judi- 
cial, agregó  el  mismo  funcionario  al  pie  de  la 
foja  '*que  no  estando  anotado  el  tiempo  em- 
pleado en  las  diversas  diligencias  en  que  ha 
intervenido  el  señor  Page,  no  le  es  posible 
certificar  si  la  cantidad  anotada  corresponde 
ó  no  estrictamente  á  la  fijada  por  el  Arancel» 
pero  atendida  la  extensión  de  las  actas  y  de- 
más diligencias  probatorias  en  que  ha  actúa- 
do  el  receptor  nombrado  estima  que  la  canti- 
dad anotada  es  prudencial  á  su  trabajo.'* 

Con  estos  antecedentes,  el  Juez  de  Letras  pro- 
nunció el  auto  de  12  de  agosto  de  1904,  en 
el  cual  declaró  sin  lugar  lo  pedido  por  Zapa- 
ter en  su  escrito,  proveído  el  4  del  mismo  mes. 

Apelada  esa  resolución,  una  de  las  salas  de 
la  Corte  de  Apelaciones  de  Santiago,  dispuso 
después  de  la  vista  de  la  causa,  que  para  me- 
jor resolver,  expresara  el  receptor  Page,  deta- 
llada y  minuciosamente,  los  derechos  que  co- 
braba, indicando  cada  una  de  las  actuaciones 
y  el  tiempo  empleado  en  ellas. 

Doa  Adolfo  Page  presentó  con  ese  motivo 
al  Tribunal  la  cuenta  detallada,  en  la  cual  se 
especifica  no  sólo  el  tiempo  empleado  en  las 
diversas  diligencias  que  en  ese  documento  se 
mencionan  sino  también  la  escritura  manual 
y  el  papel  sellado  de  que  se  hizo  uso  en  cada 
una  de  ellas. 

£n  cuanto  á  la  naturaleza  de  dichas  dili- 
gencias, consistían  ellas  en  sesiones  de  prueba 
y  en  declaraciones  testimoniales  en  que  había 
actuado  el  receptor. 

Así  las  cosas  la  Corte  pronunció  la  resolu- 
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ción  de  6  de  septiembre  último,  por  la  que  sus- 
pendió los  efectos  de  la  expedida  en  este  nego- 
cio por  el  Juez  de  primera  instancia  y  declaró 
que  por  el  Juez  a  quo  debía  resolverse  la  opo- 
sición formulada  por  Zapater  en  su  solicitud, 
teniendo  presente  la  exposición  del  receptor 
Page  y  regulando  los  «lerechos  conforme  á 
Arancel. 

El  Juez  pronunció  entonces  la  sentencia  de 
15  del  mismo  mes  de  septiembre. 

La  Corte: 

Con  lo  expuesto  y  considerando: 

1^  Que  el  receptor  de  mayor  cuantía  don 
Adolfo  Page,  reclama  de  don  Juan  G.  Zapater, 
el  pago  de  $  39,50  por  actuaciones  practica- 
das en  las  audiencias  de  prueba  que  se  efectua- 
ron en  la  tramitación  de  los  juicios  seguidos 
por  éste  con  Ansaldo  y  C^; 

2^?  Que  el  artículo  359  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil  atribuye  á  los  receptores  el  car- 
go de  actuarios  de  dichas  audiencias  y,  por 
consiguiente,  tiene  derecho  á  los  emolumentos 
que  el  respectivo  Arancel  asigna  á  dichos  re- 
ceptores por  funciones  propias  de  su  empleo; 

3*^  Que  la  sentencia  recurrida,  aceptando  en 
todas  sus  partes  la  resolución  apelada,  esta- 
blece como  hechos  de  la  causa,  que  el  deman- 
dado presentó  á  las  audiencias  de  prueba  sólo 
cinco  testigos  y  que  no  hay  testimonio  feha- 
ciente del  tiempo  que  duraron  las  referidas  au- 
diencias. 

Vistas  las  disposiciones  citadas  y  él  artículo 
9*^  de  los  Aranceles  judiciales,  se  declara  que  el 
demandado  don  Juan  G.  Zapater  debe  pagar 
al  receptor  demandante  por  únicos  emolumen- 
tos, la  suma  de  $  13,32Vá,  que  importan  las 
declaraciones  de  cinco  testigos,  la  absolución 
de  posiciones,  certificados  y  demás  diligencias 
que  son  de  caigo  á  dicho  Zapater,  con  exclu- 
sión del  tiempo  empleado  y  de  la  escritura  de 
las  declaraciones  y  de  la  confesión  judicial.  Se 
revoca  la  mencionada  patencia  de  15  de  sep- 
tiembre de  1904  en  lo  que  sea  contraria  á  la 
presente  y  se  confirma  en  lo  demás. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Urrutia. 

— 7. /Ijo^ii/rre  V.^Leopoldo  Urrutia Galvarí» 

no  Gallardo,  ^Gabriel  Gaete Leoncio  Rodri* 

gucM,-^CarIos  Varas.^Abel Saa^cJra. 
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Cas.  en  la  forma.^10  de  octubre  de  1905 
Castex  Hnos.  y  C*  con  Salaüe 

Sociedad;  restitución  de  aportes.— Li- 
quidación. —Transacción.—  Omisio- 
nes del  fallo;  rectificación  de  erro- 
res de  copia. —  Admisibilidad  del 
recurso  de  casación;  apreciación  de 
las  causales. 

Doctrina: — Liquidada  una  sociedad 
mercantil^  y  transigidas  todas  las  cues- 
tiones suscitadas  entre  los  socios  en 
una  escritura  pública  en  que  declaran 
los  socios  que  **es  su  voluntad  ñniquitar 
y  concluir  todo  asunto  relativo  á  la 
sociedad  habida.,.,  sin  ulterior  respon- 
sabilidad para  nadie' \  quedando  á  car- 
go de  uno  de  los  socios  el  activo  y  pa- 
sivOy  quienes  se  dan  por  recibidos  de 
todas  las  existencias  de  la  sociedad  con- 
forme á  un  inventario  aprobado  por  to- 
dos los  socios  y  retirándose  uno  de  los 
socios  en  absoluto,  no  pueden  aquéllos 
alterar  lo  establecido  en  esta  liquidación , 
fundándose  en  el  error  que  suponen  co- 
metido al  considerar  como  utilidades 
una  partida  de  dinero  aportada  por  uno 
de  los  socios  como  paticipación  suya  en 
un  negocio  determinado,  pues  habiendo 
figurado  esa  partida  en  el  inventario 
que  sirvió  de  base  á  la  transacción,  los 
socios  procedieron  á  sabiendas  de  la  im- 
putación ó  abono  que  de  esa  partida  se 
había  hecho. 

Concurriendo  en  el  recurso  de  casación 
interpuesto  las  circunstancias  expresa- 
das  en  el  articulo  950  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil,  no  entra  en  la  compe- 
tencia de  la  Corte  de  Apelaciones  la 
apreciación  de  la  causal  en  que  dicho  re- 
curso se  funda. 

Los  tribunales  pueden  tectiñcar  de  oñ- 
cioj  dentro  de  los  cinco  días  de  la  notiñ- 


cación  de  la  sentencia,  los  errores  de  co- 
pia que  se  hayan  cometido,  no  obstante 
la  interposición  de  recursos  fundados  en  el 
mismo  defecto.  En  consecuencia,  no  pro- 
cede el  recurso  de  casación  contra  una 
sentencia  en  cuyo  encabezamiento  se  di- 
ce: ^^Reproduciendo  la  parte  expositiva 
del  considerando  8^  de  la  sentencia  ape- 
ladá'\  fundado  en  que,  siendo  la  senten- 
cia revocatoria,  no  contiene  exposición 
de  los  hechos,  si  el  Tribunal,  el  mismo 
día  de  la  interposición  del  recurso,  ha 
mandado  rectiñcar  como  error  de  copia 
la  palabra  ^'deP  y  sustituirla  por  las 
palabras  "j  ei"  y  tomar  esta  rectiñca- 
ción  como  parte  integrante  del  fallo. 


Castex  Hermanos  v  C*  comerciantes,  domi- 
ciliados en  esta  ciudad,  interponen  demanda 
en  contra  de  don  Lorenzo  Salaüe,  comerciante, 
de  este  mismo  domicilio,  para  qne  de  acoerdo 
con  lo  dispuesto  en  los  artículos  2295, 2300  j 
2301  del  Código  Civil,  se  declare  en  definitira 
que  éste  está  obligado  á  pagarles  el  50%  déla 
cantidad  de  $  19.583,40,  6  sean  $  9.791,70  j 
además  los  intereses  legales  respectivos  á 
contar  desde  el  4  de  febrero  de  1904  j  las  cos- 
tas del  juicio.  Como  fundamentos  de  esta  de- 
manda exponen  que,  segán  consta  de  las  es- 
crituras públicas  de  fecha  7  de  enero  de  1899 
y  1^  de  octubre  de  1901,  se  celebró  por  el  pri- 
mero de  estos  documentos,  un  contrato  de 
sociedad  entre  don  Carlos  j  don  Luis  Alberto 
Castex  j  el  demandado,  para  jirar  bajo  la 
razón  social  de  Salaüe,  Castex  j  C*  J<)ve 
por  el  segundo  de  éstos  se  disolvió  la  socie- 
dad formada  por  el  primero;  que  entre  los 
negocios  que  por  recíproco  convenio  de  los 
socios  hizo  esta  sociedad,  se  verificó  uno  con 
las  casas  comerciales  de  Virgilio  y  Barón, 
Palassie  j  Leste  con  el  objeto  de  comprar  una 
partida  importante  de  algarrobilla,  convi- 
niéndose en  que  cada  una  de  estas  tres  firmas 
sociales  debía  coacarrír  con  una  tercera  parte 
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de  este  producto,  6  bien,  para  el  caso  de  que 
no  les  hubiera  sido  posible  adquirirlo,  con  el 
dinero  equivalente;  que,  como  los  señores  Pa- 
lassie  y  Leste  no  aportaran  la  parte  de  frutos 
indicada,  entregaron  á  Salaiie,  Castex  y  C* 
en  dinero  la  cantidad  de  $  19.583,40  los  que 
al  ser  ingresados  á  la  caja  de  éstos  fueron 
abonados  á  la  cuenta  de  mercaderías  genera- 
les, siendo  que  debieron  haberlo  sido  á  la 
cuenta  de  los  primeros  y  sin  que,  al  practicarse 
por  Salaüe,  Castex  y  C*  el  balance  en  el  año 
1901,  se  subsanara  ó  anotara  este  error  nu- 
mérico, razón  por  la  cual  apareció  en  esta  ope- 
ración una  utilidad  mayor  que  la  verdadera, 
6  sea  la  de  $  19.583,40;  beneficiándose  por 
este  motivo  el  demandado  en  la  parte  pro- 
porcional que  le  correspondió,  esto  es  en 
$  9.791,  equivalentes  al  50%  que  le  corres- 
pondía en  las  utilidades  sociales;  que,  habiendo 
tenido  que  devolver  los  demandantes  á  los  se- 
ñores Palassie  y  Leste  la  referida  cantidad  de 
$  19.583,40,  el  demandado  está  obligado  á  su 
vez  á  hacerles  devolución  de  la  mitad  de  ella, 
del  mismo  modo  que  lo  hizo  cuando,  después  de 
practicada,  como  en  el  presente  caso  la  liqui- 
dación referida,  se  notó  un  error  en  el  indicado 
balance  de  1901,  referente  á  una  partida  de 
azúcar  que  les  cobró  Besa  y  C*;  y  que,  por  ú\ 
timo,  los  intereses  que  por  |sta  demanda  co- 
bran deben  contarse  desde  el  4  de  febrero  de 
1904,  f'cha  de  la  carta  que  acompañan  y  por 
la  cual  extrajudicialmente  exigieron  del  de- 
mandado el  pago  déla  cantidad  materia  de  la 
demanda. 

Contestando  el  demandado  pide  que  sea  de- 
sechada, con  costas,  la  demanda,  porque  ha- 
biéndose estipulado  en  la  escritura  de  23  de 
diciembre  de  1901  que  don  Carlos  y  don  Luis 
Alberto  Castex  se  hacían  cargo  del  activo  y 
pasivo  de  la  sociedad  Salaüe,  Castex  y  C^, 
dándose  por  recibidos  de  todas  las  existencias 
de  ella,  según  el  inventario  practicado  el  30  de 
septiembre  de  1901,  afectándoles  todas  las 
operaciones  efectuadas  hasta  esta  fecha,  sin 
responsabilidad  alguna  para  el  socio  señor 
Salaüe,  y  habiéndose  además  dado  por  tran* 
sigidas  y  terminadas,  sin  responsabilidad  ul- 
terior para  ninguno  de  los  socios  todas  las 
cuestiones  pendientes,  no  se  puede  después  de 
celebrado  este  acuerdo  que  es  una  transaccióiii 


innovar  en  la  situación  jurídica  creada  por 
ésta,  á  virtud  de  lo  dispuesto  en  los  artículos 
1545,  2446  y  2461  del  Código  Civil,  sin  que 
por  estos  motivos,  como  porque  no  existe  el 
error  numérico  que  señalan  los  demandantes, 
puedan  tener  aplicación  las  disposiciones  lega- 
les que  éstos  invocan  en  su  apoyo;  porque  la 
partida  de  $  19.583,40,  que  representa  un 
pago  hecho  por  los  señores  Palassie  y  Leste 
y  que  fué  abonada  á  la  cuenta  de  mercaderías 
generales  fué  una  operación  correcta,  desde 
que  tratándose  de  un  negocio  en  compañía 
con  éstos,  cu3'a  liquid  \ción  podría  durar  al- 
gún tiempo  con  resultados  inciertos,  no  era 
posible  determinar  desde  luego  que  esta  canti- 
dad pertenecía  á  ellos:  porque  cuando  se  prac- 
ticó el  inventario  de 30  de  septiembre  de  1901 
y  el  balance  que  sirviera  de  base  á  la  liquida- 
ción de  la  sociedad  Salaiie,  Castex  y  C*,  no 
se  repartió  entre  sus  socios  esa  cantidad,  sino 
que  se  ingresó  á  otra  cuenta  denominada 
"Fondo  de  reserva"  que  estaba  destinada  á 
salvar  los  errores  ú  olv'idos  que  posteriormen- 
te se  notaren  en  los  inventarios;  porque,  ha- 
biéndose hecho  cargo,  como  queda  dicho,  don 
Carlos  y  don  Luis  Alberto  Castex  del  activo 
y  pasivo  de  la  disuelta  sociedad,  tomaron 
también  íntegro  este  fondo  de  reserva  para 
responder  con  él  á  cualquiera  diferencia,  razón 
por  la  cual  en  la  escritura  de  23  de  diciembre 
de  1901,  se  dejó  establecido  que  la  transacción 
y  finiquito  que  ella  contiene  era  sin  responsa- 
bilidad alguna  para  el  socio  señor  Salaüe;  por- 
que si  bien  es  cierto  que  en  la  escritura  social 
se  señaló  á  éste  como  participación  el  50%  de 
las  utilidades,  en  el  hecho  sólo  le  correspondió 
el  42%,  desde  que  debió  dar  el  8%  á  los  em- 
pleados interesados  en  el  negocio;  porque  el 
pago  hecho  á  Besa  y  C*,  á  que  se  refieren  los 
demandantes,  fué  hecho  por  el  demandado  con 
la  reserva  de  repetir  por  él  oportunamente;  y 
porque  la  sociedad  Castex  Hermanos  y  C* 
que  demanda  carece  de  personería  para  hacer- 
lo, puesto  que  ésta  es  una  entidad  distinta  de 
don  Carlos  y  don  Luis  Alberto  Castex  que 
fueron  sus  consocios  en  la  disuelta  sociedad 
Salaüe,  Castex  y  C*. 

Replicando  don  Carlos  y  don  Luis  Alberto 
Castex,  quienes  se  hacen  parte,  aceptan  el  es- 
tado del  juicio  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en 
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el  artículo  23  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  exponen  que  la  existencia  del  error  que 
sirve  de  fundamento  á  la  demanda,  que  es  ne- 
gado por  el  demandado,  deberá  ser  como  que 
es  un  hecho,  materia  de  la  prueba  que  se  rin- 
da; que  los  acuerdos  contenidos  en  la  escritu- 
ra de  23  de  diciembre  de  1901,  no  pueden  im- 
pedir que  se  reclame  de  este  error;  así  porque 
los  errores  numéricos  no  prescriben  v  pueden 
ser  salvados  en  cualquier  tiempo;  como  por- 
que habiendo  sido  la  base  de  la  liquidación 
de  que  da  cuenta  esa  escritura  el  inventario  de 
30  de  septiembre  de  1901,  que  está  viciado, 
puede  ser  éste  rectificado,  del  mismo  modo  que 
pueden  ser  salvados  los  errores  de  números  que 
se  noten  en  las  sentencias  que  dicten  los  tri- 
bunales; tanto  más,  en  el  presente  caso,  cuan- 
to que  las  frases  de  dicha  escritura  á  que  se 
refiere  el  demandado  tuvieron  por  objeto^dar 
término  á  los  juicios  que  existían  pendientes 
en  esa  fecha;  que  es  inaceptable  lo  que  sostie- 
ne el  demandado  en  orden  á  que  este  error  de- 
ba ser  cubierto  con  los  fondos  de  reserva,  des- 
de que  éstos  no  estaban  destinado»  á  este 
objeto  sino  al  castigo  de  las  cuentas  de  la 
sociedad,  como  consta  de  la  inversión    que 
de  ellos  acompañan  correspondiente  al  año 
de  1901;  que,  si  es  efectivo  que  en  el  repar- 
to de  utilidades  el  demandado  figura  con  un 
42%,  esto  es  debido  á  que  se  dio  el  8%  á 
dos  de  los  empleados  de  la  sociedad;  que  co- 
mo la  escritura  social,  que  es  ley  para  los  con- 
tratantes, le  determina  un  50%,  debe  estarse 
á  lo  establecido  en  ella. 

Duplicando  el  demandado  expone  que,  sien- 
do la  escritura  de  23  de  diciembre  de  1901  un 
fíni(¡uito  general  de  las  cuentas  de  la  sociedad 
Salaüe  Castex  y  C*,  que  se  acordó  bajo  la 
base  del  inventario  aceptado  por  las  partes 
de  30  de  septiembre  de  1901  y,  ademas,  una 
transacción,  la  cuestión  que  se  debate  es  de 
puro  derecho;  que  es  inexacto  que  el  fondo  de 
reserva  se  aplicara  siempre  al  castigo  de  las 
cuentas  malas,  desde  que  del  movimiento  de 
él  correspondiente  al  año  comprendido  entre 
los  meses  de  septiembre  de  1900  á  1901,  apa- 
rece que  también  se  destinó  á  otros  objetos; 
que  del  resumen  del  inventario  que  presea- 
tan  los  demandantes  se  ve  que  la  utilidad 
en  30  de  septiembre  de  1901  de  la  cuenta  de 


mercaderías  generales  ascendía  á  $  118.462 
de  la  cual  no    se  repartió  sino  la  cantidad 
de    $    90.000  dejándose  $  28.460.82  e  n  el 
fondo   de   reserva   para   responder    por  los 
$  19.583,40  á  que  se  refiere  la  demanda  j 
por  los  demás  saldos  que  posteriormente  pu- 
dieran resultar;  que,  como  está  dicho,  los  de- 
mandantes tomaron  íntegramente  este  fondo 
de  reserva  sin  entregar  al  demandado  el  42'« 
que  en  él  le  correspondía,  porque  con  ello  9e 
daban  por  terminadas  y  finiquitadas  las  cuen- 
tas; que  es  inexacto  que  personalmente  diera 
á  dos  empleados  el  8%  de  sus  utilidades,  por- 
que esta  cuota  les.era  entregada  por  la  socie- 
dad;  que  es  inaceptable  que  en  el  estado  ac- 
tual del  juicio  se  cambie,  como  lo  pretenden 
los  demandantes,  la  persona  de  los  litigantes. 
Por  decreto  de  fecha  7  de  junio  de  1904,  se 
recibió  esta  causa  á  prueba. 

Por  parte  de  los  demandantes  se  rindió  la 
siguiente:  1*^  la  carta  que  corre  agregada  de 
fecha  4  de  febrero  de  1904;  2^  escritura  de  la 
Sociedad  de  Salaüe,  Castex  y  C*,  de  fecha  7 
de  enero  de  1899  y  escritura  de  disolución  de 
esta  sociedad  de  fecha  23  de  diciembre  de 
1901;  3*^  copia  délas  cuentas  deesta  sociedad 
relacionadas  con  el  balance  practicado  en  30 
de  septiembre  de  1901;  4^  copia  de  la  cuenta 
"Fondo  de  resef  va"  de  la  sociedad  Salaüe, 
Castex  y  C*;  5^  copia  de  la  cuenta  hecha  por 
esta  sociedad  á  favor  de  Palassie  y  Leste,  j 
recibos  otorgados  por  los  primeros átavor  de 
los  segundos;  6^  cuenta  original  cancelada 
por  Salaüe,  Castex  y  C*;  7^  informe  pericial 
evacuado  al  tenor  de  los  puntos  fijados  por  es- 
ta parte;  8^  posiciones  absueltas  por  el  de- 
mandado, quien  afirma  que  en  los  años  de 
1900  y  1901  se  formó  por  terceras  partes  un 
sindicato  ó  sociedad  entre  las  casas  comer- 
ciales de  Virgilio  y  Barón,  Palassie  y  Leste 
y  Salaüe,  Castex  y  C*  con  el  objeto  de  nego- 
ciar en  algarrobilla;  que  Palassie  y  Leste  para 
completar  la  tercera  parte  que  debían  apor- 
tar entregó  en  dinero  á  Salaüe,  Castex  y  C* 
la  cantidad  de  $  19.583.40,  cuyo  valor  se 
cargó  á  mercaderías  generales  en  agosto  de 
19ül,  según  copia  que  corre  en  autos;  9^  de- 
claraciones de  los  testigos  don  Carlos  Gage, 
don  Enrique  Leste  ydoaLeoa  Philhaulc  qaie- 
nes,  tachados  previamente  por  el  demaadado 
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por  tener  interés  en  el  negocio  de  algarrobilla 
materia  de  la  demanda,  afírman  que  entre  las 
casas  de  Virgilio  y  Barón,  Palassie  y  Leste  y 
Salaüe,  Castex  vC*  había  en  los  añosde  1900 
y  1901  un  convenio  para  vender  por  iguales 
partes  la  algarrobilla;  que  Palassie  y  Leste 
para  completar  la  tercera  parte  de  su  aporte 
entregó  á  Salaüe,  Castex  y  C*  la  cantidad  de 
$  19.583,40,  según  consta  del  recibo  cancela- 
do que  en  copia  corre  agregado  á  los  autos; 
que  después  que  se  liquidó  esta  cuenta  Palas 
sie  y  Leste  recibió  de  Castex  Hermanos  y  C*  e 
valor  indicado;  y  que  es  costumbre  general  de 
las  casas  de  comercio  por  mayor  de  esta  ciu- 
dad, abrir  una  cuenta  general  denominada 
"Fondo  de  reserva**  que  sirve  para  el  castigo 
de  las  cuentas  malas. 

Por  parte  del  demandado  se  produjo  la  prue- 
ba siguiente:  1'  informe  pericial,  evacuado  al 
tenor  de  los  puntos  ñjados  por  esta  parte  á 
fs.  11;  2'  declaraciones  de  los  testigos  don 
Ricardo  Inostrosa  y  don  Eduardo  Petre,  quie- 
nes afirman  que  cuando  se  disolvió  la  socie- 
dad de  Salaüe,  Castex  y  C*  no  estaba  l'quida- 
da  la  cuenta  en  compañía,  y  por  terceras  par- 
tes, que  existía  entre  ésta,  Virgilio  y  Barón  y 
Palassie  y  Leste  para  el  negocio  de  algarrobi- 
lla á  que  se  refiere  la  demanda;  que  las  utili- 
dades dadas  á  los  empleados  don  Ricardo 
Inostrosa,  don  Rufino  Diez,  don  Eduardo  Pe- 
tre y  don  Eduardo  Araste,  eran  entregadas 
por  la  sociedad  Salaüe,  Castex  y  C*  y  no  per- 
sonalmente por  algunos  de  los  socios;  y  que 
los  señores  Castex  mandaron  decir  con  don 
Agustín  Figari  al  demandado  que  si  no  con- 
sentía en  pagar  la  cuenta  de  Besa  y  C^  de  que 
se  hablaenla  demanda, le  retendrían  la  canti- 
dad que  estaban  obligados  á  pagarle  en  23 
de  junio  de  1902,  fecha  también  en  que  el  de- 
mandado tenía  que  pagar  una  obligación. 

Alegando  de  bien  probado  los  'demandantes 
sostienen  que  el  informe  pericial  que  no  ha  si- 
do objetado  y  la  prueba  testimonial  que  han 
rendido  han  probado  los  hechos  que  sirven  de 
fundamento  á  la  demanda,  sin  que  el  deman 
dado  haya  conseguido  desvirtuarlos. 

Respondiendo  el  demandado,  reproduce  las 
alegaciones  que  tiene  hechas  en  el  curso  del 
procedimiento,  y  agrega  que  no  ha  percibido 
más  utilidades  en  la  liquidación  de  la  sociedad 


Salaüe,  CastexyC*que  las  que  debían  corres- 
ponderle,  desde  que  del  informe  de  los  peritos 
y  del  hecho  de  haber  pagado  á  Besa  y  C* 
$  3.578,32,  se  desprende  que  han  percibido 
como  utilidad  líquida  en  30  de  septiembre  de 
1901  la  cantidad  de  $  34.221,68,  menor  en 
$  14.5  que  la  de  34.366,95  que  debió  percibir. 
Por  decreto  de  fecha  19  de  octubre  de  1904, 
se  citó  para  sentencia  y  el  Juzgado  resolvió: 

Considerando: 

1^  Que  del  informe  de  los  peritos,  no  objeta- 
do por  las  partes,  aparece  que  por  un  error  de 
cálculo  que  consistió  en  considerar  como  uti- 
lidad de  la  sociedad  Salaüe,  Castex  y  C*  la 
cantidad  de  $  19  803,40,  siendo  que  ésta  re- 
sultó pertenecer  en  definitiva  á  los  señores  Pa- 
lassie y  Leste,  el  demandado  percibió,  con  mo- 
tivo de  la  liquidación  de  esa  sociedad,  indebi- 
damente, la  parte  de  esta  cantidad  que  le  es- 
taba señalada  como  cuota  en  las  utilidades  ó 
beneficios  sociales; 

2^  Que  del  referido  informe  y  del  recibo 
agregado  á  los  autos,  consta  también  que  los 
demandantes  tuvieron  que  devolver  ó  entre- 
gar á  los  señores  Palassie  y  Leste  la  cantida.d 
indicada,  con  posterioridad  á  la  fecha  en  que 
se  liquidó  la  sociedad  que  tenían  con  el  de- 
mandado; 

3*^  Que,  si  bien  es  cierto  que  el  demandado 
se  excepciona  con  las  circunstancias  de  que 
esa  cantidad  ingresó  al  fondo  de  reserva  que 
estaba  destinado  al  pago  de  los  valores;  que 
como  el  de  que  se  trata,  proviniera  de  omi- 
siones ó  errores  que  se  notaron  después  de 
practicada  la  liquidación  de  que  da  cuenta  la 
escritura  de  23  de  diciembre  de  1901,  y  con  la 
de  que  este  fondo  no  fué  distribuido  entre  los 
socios,  es  igualmente  cierto  que  del  informe 
pericial  aparece  que  estos  hechos  ó  circuns- 
tancias no  son  ciertos; 

4*^  Que  si  bien  por  medio  de  la  escritura  ci- 
tada se  dio  por  liquidada  la  sociedad  Salaüe, 
Castex  y  C*en  la  forma  que  en  ella  se  expresa 
y  se  transigieron  las  cuestiones  que  con  motivo 
de  esta  liquidación  existían  entre  los  socios, 
las  estipulaciones  contenidas  en  este  contrato 
no  pueden  obstar  á  la  acción  que  por  esta 
demanda  se  ejercita;  así,  porque  con  el  pago 
hecho  por  el  demandado  de  parte  de  la  cuen- 
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ta  cobrada  por  Besa  y  C*,  ha  quedado  esta- 
blecida la  aplicación  práctica  que  las  partes 
han  hecho  de  él;  como  porque,  habiéndose  ba- 
sado la  transacción  en  el  inventario  de  30  de 
septiembre  de  1901,  que  calculó  una  utilidad 
mayor  que  la  que  debía  ser  distribuida  entre 
los  socios,  los  demandantes  tienen  derecho  á 
que  se  rectifique  este  error,  á  virtud  de  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  2458  del  Código  Civil; 

5*^  Que,  si  bien  en  la  escritura  social  de  fe- 
cha 7  de  enero  de  1 899,  se  señala  al  deman- 
dado como  cuota  en  las  utilidades  el  50%  de 
éstas,  del  informe  pericial  aparece  que  en  las 
operaciones  sociales  se  le  ha  asignado  ó  asig" 
na  sólo  el  4-2%,  hecho  que  importa  el  acuerdo 
de  los  socios  en  orden  á  modificar  en  estapar- 
te la  referida  escritura; 

6*^  Que,  de  autos  aparece  que  el  demandado 
ha  tenido  conocimiento  de  haber  recibido  in- 
debidamente la  cantidad  que  se  le  cobra  sólo 
desde  la  notificación  de  la  demanda  v,  en 
consecuencia,  sólo  está  obligado  á  pagar  in- 
tereses desde  esta  fecha; 

7^  Que  en  cuanto  á  la  personería  de  los  de  • 
mandantes,  aparece  de  autos  que  ha  sido 
aceptada  tácitamente  por  el  demandado  con 
el  hecho  de  haber  litigado  con  ellos  y,  además 
éstos  se  han  hecho  parte  y  han  ratificado  en 
forma  legal  lo  obrado; 

8*^  Que  la  tacha  opuesta  á  los  testigos  don 
Carlos  Gage,  don  Enrique  Leste  y  don  León 
Fhilhault  no  consta  de  autos  ni  se  ha  proba- 
do; y  teniendo  además  presente  lo  dispuesto 
en  los  artículos  2295,  2300,  2301,  1564,  inci- 
so 3*?  del  Código  Civil  y  413  número  1^  y  347 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  declara 
que  ha  lugar  á  la  demanda  en  cuanto  el  de- 
mandado debe  ó  está  obligado  apagar  la  can- 
tidad de  $  8.225,02,  que  es  equivalente  al 
42%  de  $  19.583,42,  con  más  los  intereses  co- 
rrientes pobre  la  primera  de  estas  cantidades, 
desde  la  fecha  de  la  notificación  de  la  de- 
manda.— Astorga, 

Los  señores  Castex  Hermanos  y  C*  y  Car- 
los y  Luis  Alberto  Castex  observaron  la  falta 
de  resolución  sobre  las  tachas  á  que  se  refiere 
y  pidieron  al  Juzgado  pronunciarse  sobre  el 
punto  omitido. 

El  Juez  proveyó: 

Coquimbo,  marzo  6  de  1905.— Como  se  pi- 


de y,  pronunciándose  resolución  expresa  en 
contra  de  las  tachas  opuestas,  á  los  tcstigot 
don  Carlos  Gage,  don  Enrique  Leste  y  don 
León  Fhilhault,  con  el  mérito  de  lo  expuesto 
en  el  considerando  8^  de  la  sentencia  de  2  de 
marzo  de  1905,  se  declara  que  no  son  acep- 
tadas. 

Téngase  esta  resolución  como  parte  inte* 
gran  te  de  esta  sentencia.— Astor^'a. 

La  Corte  de  Apelaciones: 

Tacna,  14  de  junio  de  1905 Vistos:  Repro- 
duciendo la  parte  expositiva  del  consideran- 
do 8^  de  la  sentencia  apelada  y  teniendo  p^^ 
senté,  además: 

Que  para  reclamar  un  pago  por  error,  es 
menester  justificar  el  hecho  en  que  se  fundad 
error; 

Que  ese  hecho  lo  hace  consistir  el  deman- 
dante en  que  la  suma  de  $  19.583,40  á  su  in- 
greso en  Caja  fué  abonada  á  la  cuenta  de 
mercaderías  generales,  en  vez  de  serlo  á  la 
que  tenía  pendiente  la  casa  de  Palassie  y  Les- 
te sobre  la  negociación  de  algarrobilla,  y  que 
ese  abono  equivocado  se  reprodujo  después, 
no  solamente  en  el  balance  que  arrojó,  así, 
una  utilidad  mayor  que  la  expresada  suma, 
sino  también  en  el  inventario  que  sirvió  de 
base  á  las  partes  litigantes  para  celebrar  el 
contrato  de  disolución  de  la  sociedad  v  tran- 
sacción  de  23  de  diciembre  de  1901. 

Que  el  mismo  demandante  confiesa  que  tal 
error  sólo  fué  notado  cuando  se  liquidóla 
cuenta  del  negocio  de  algarrobilla,  al  mucho 
tiempo  después  de  la  liquidación  y  disolucióo 
de  la  sociedad  habida  con  el  demandado  Sa* 
laüe; 

Que  éste  sostiene  haber  sido  una  operación 
muy  correcta  y  sencilla  el  abono  á  la  cuenta 
de  mercaderías  generales  de  la  partida  de 
$19.583,40,  por  tratarse  de  un  negocio  en 
compañía,  cuya  liquidación  estaba  aún  pen- 
diente, con  resultado  incierto  de  ganancias/ 
pérdidas; 

Que  están  de  acuerdo  las  partes  y  consta  de 
autos:  a.)  que  dicho  abono  figuró  en  el  inven- 
tario que  tomaron  en  cuenta  y  aprobaron 
los  interesados  para  acordar  la  disolución  de 
la  sociedad  y  la  transacción  pactada  en  la  ci- 
tada escritura  pública  de  23  de  diciembre  de 
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1901;  y  6.)  que  el  negocio  de  la  algarrobilla 
fué  una  de  las  operaciones  que  estaba  subsis* 
tente  cuando  se  liquidó  y  disolvió  la  sociedad 
de  Salaüe,  Castex  y  C*; 

Que  en  la  referida  escritura  de  23  de  diciem- 
bre estipularon  las  partes  dar  por  disueltas 
y  liquidadas  las  sociedades  habidas  entre 
ellos,  quedando  el  activo  y  pasivo  á  cargo  de 
los  socios  señores  Castex,  retirándose  en  ab- 
soluto el  socio  señor  Salaüe  y  dándose  los 
primeros  por  recibidos  de  todas  las  existen- 
cias de  la  sociedad,  según  el  inventarío  prac- 
ticado el  30  de  septiembre  último,  aprobado 
por  los  socios,  afectándoles  todas  las  opera- 
ciones efectuadas  hasta  el  presente,  sin  res- 
ponsabilidad alguna  para  el  señor  Salaüe;  y 
que  transigen  y  dan  por  terminadas  todas 
las  cuestiones  pendientes  entre  los  socios,  sin 
cargo  ni  responsabilidad  para  ninguno,  "pues 
es  su  voluntad  finiquitar  y  concluir  todo 
asunto  relativo  á  las  sociedades  habidas  en- 
tre los  señores  Castex  y  el  señor  Salaüe,  sin 
ulterior  responsabilidad  para  nadie"; 

Que  de  lo  expuesto  en  las  precedentes  consi- 
deraciones resulta  improbado  el  error  que  se 
alega,  tanto  mas  cuanto  que  el  pago  se  hizo 
con  pleno  conocimiento  de  la  partida  de  que 
se  trata  por  lo  cual  no  medió  error  capaz  de 
viciar  el  consentimiento; 

Que,  por  otra  parte,  la  demanda  sólo  versa 
sobre  repetición  de  pago  indebido  y,  no  obs- 
tante, se  pide  indirectamente  en  ella  la  refor- 
ma de  la  transacción  celebrada,  que  produce  el 
efecto  de  cosa  juzgada  en  última  instancia;  y 

Que,  si  bien  da  derecho  la  ley  para  rectificar 
el  error  de  cálculo,  es  decir,  las  faltas  ó  erro- 
res de  aritmética  cometidos  al  celebrar  la 
transacción,  tal  acción  no  se  ha  ejercitado. 

Teniendo  presente  lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos 1698  del  Código  Civil,  167  y  427  del 
de  Procedimiento  Civil,  se  revoca  la  sentencia 
de  2  de  marzo  último,  y  se  declara  sin  lugar 
la  demanda,  de  la  cual  se  absuelve  á  don  Lo- 
renzo Salaüe. 

Se  confirma  la  sentencia  complementaria, 
también  apelada  de  6  del  mismo  mes. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Abalos.— 
Daniel  Cááiz.^  M,  Abalos.—  M,  Carvallo.-- 

Eduardo  Gómez  Herreros, 


Interpuesto  recurso  de  casación  en  la  forma 
y  antes  de  proveerlo: 

Serena,  17  de  junio  de  1905.— Certifiquen  el 
Secretario  y  el  Relator  acerca  del  manifiesto 
error  conque  aparece  escrita  la  palabra  "del" 
en  la  cuarta  línea  de  la  sentencia  de  14  del 
corriente.  — -  Daniel  Cádiz.  —  A/.  Abalos.  — 
M.  Carvallo Eduardo  Gómez  Herreros, 

En  cumplimiento  del  decreto  que  precede, 
certifico  que  dicté  al  escribiente  la  parte  pre- 
liminar del  fallo  en  referencia  en  los  mismos 
términos  contenidos  en  el  borrador,  que  muy 
claramente,  sin  corrección  alguna  y  á  la  letra 
dicen  así:  "Reproduciendo  la  parte  exposi- 
tiva 7  el  considerando  8^  de  la  sentencia 
apelada'*,  que  no  repare  en  el  error  de  copia, 
por  haberme  limitado  á  revisar  dicha  senten- 
cia sólo  en  la  parte  que  no  había  dictado  per- 
sonalmente. El  borrador  á  que  mehé  referido 
es  el  mismo  que  entregué  al  Secretario. — Se- 
rena, junio  17  de  1905 Arturo  Solar  Vicu- 
ña, Relator. 

Serena,  17  de  junio  de  1905.— Vistos:  En 
mérito  de  los  certificados  que  preceden,  y  de 
conformidad  con  lo  dispuesto  en  los  artículos 
207  y  208  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
rectifícase  el  error  de  copia  con  que  aparece 
escrita  la  palabra  "del"  en  la  cuarta  línea  de 
la  sentencia  de  14  del  corriente,  debiendo  leer- 
se en  su  lugar  las  palabras  "y  el" — Téngase 
esta  rectificación  como  parte  integrante  de 

dicha  sentencia Daniel  Cádiz, — M.  Abalos. 

—/Vi.  Carvallo.  ^Eduardo  Gómez  Herreros. 

Y  proveyendo  el  recurso: 

Serena,  17  de  junio  de  1905. — Vistos  y  te- 
niendo presente: 

Que  el  recurso  de  casación  en  la  forma 
interpuesto  en  el  escrito  precedente  se  funda 
en  haberse  omitido  en  la  sentencia  recurrida 
la  parte  expositiva  del  fallo  de  primera  ins- 
tancia; 

Que  dicha  omisión  fué  debida  á  un  error  de 
copia,  como  consta  de  los  certificados  corrien- 
tes a  fs.  163  vta.  y  164,  error  de  que  este  Tri- 
bunal ha  tomado  conocimiento  con  motivo 
de  la  interposición  del  presente  recurso; 

Que  el  Tribunal,  haciendo  uso  de  la  facul- 
tad que  le  conceden  los  artículos  207  y  208 
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del  Código  dé  Procedimiento  Civil,  ha  rectifi- 
cado  de  oficio,  dentro  del  término  legal,  el 
error  mencionado,  subsanándose  así  el  vicio 
6  defecto  que  aparecía  en  la  referida  sen- 
tencia. 

En  mérito  de  estas  consideraciones  y  de 
conformidad  con  lo  dispuesto  en  los  artícu- 
los 950,  953  y  960  del  Código  citado,  se 
declara  inadmisible  con  costas,  el  recurso 
de  casación  en  la  forma,  deducido  por  la 
parte  de  los  señores  Castex  Hermanos  y 
C*  contra  la  sentencia  de  14  del  actual. — 
Daniel  Cááfz,-M,  Abalos, — M.  Carvallo, — 
Eduardo  Gómez  Herreros. 

En  cuanto  á  la  rectificación,*  los  señores 
Castex  Hermanos  v  C*  reclamaron  de  la  re- 
solución  del  Tribunal  por  considerar  que  éste 
no  es  el  caso  contemplado  por  la  ley,  ni  que 
menos  e!xiste  error  de  copia  sino  simplemente 
un  error  de  redacción,  si  pudiera  tomarse 
como  tal. 

Error  de  copia  serían  las  referencias  ó  co- 
pias auténticas  que  se  reproduzcan  en  la  sen- 
tencia; pero  un  simple  borrador  emanado  del 
mismo  Tribunal  que  comete  el  defecto  de  for- 
ma, no  puede  tomarse  como  error  de  copia. 
Además,  el  error  materia  de  la  casación,  es 
relativo  á  la  parte  dispositiva  de  la  sentencia 
que  está  escrita  con  toda  corrección  y  no  apa- 
rece en  la  parte  resolutiva  que  es  lo  que  cons- 
tituye la  esencia  de  la  sentencia. 

Terminan  interponiendo  el  recurso  de  ape- 
lación contra  el  auto  de  17  del  actual  en  re- 
ferencia y  en  caso  de  no  considerarse  apelable 
dicho  auto,  que  el  Tribunal  se  servirá  tener 
presente  la  protesta  que  hacen  de  no  aceptar 
-  la  rectificación  en  referencia. 

El  Tribunal  proveyó: 

Serena,  junio  20  de  1905 Siendo  inapela- 
ble el  auto  á  que  se  refiere  el  escrito  preceden- 
te, no  ha  lugar  al  recurso Daniel  Cááiz,-^ 

M,  Ahaíos,-^M,  Carvallo,— Eduardo  Gómez 
Herreros, 

Respecto  del  auto  que  declara  inadmisible 
el  recurso  de  casación,  Alejandro  González 
Campos,  por  los  señores  Castex  Hnos.  y  C*, 
invocó  el  artículo  953  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil  que  declara  que  será  siempre 
apelable  el  auto  que  declara  inadmisible  la 
casación,  para  solicitar  se  le  concediera  el  re- 


curso de  apelación  contra  el  indicado  anto 
que  declara  inadmisible  el  recurso  decasacióc 
en  la  forma  por  él  interpuesto. 

La  Corte  de  Apelaciones: 

Serena,  junio  20  de  1905 En  lo  principal 

concédese  y  elévense  los  autos;  en  el  otrosí 

como  se  pide Daniel  Cádiz,^M.  Abalo<.- 

M,  Carvallo.—Eduardo  Gómez  Herreros. 

Sobre  esta  incidencia, 

La  Corte: 

Santiago,  28  de  agosto  de  1905— Vistos  j 
teniendo  presente  que:  concurriendo  cndre» 
curso  de  casación  interpuesto  las  circunstan- 
cias expresadas  en  el  artículo  950  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  no  entra  en  la  com- 
petencia de  la  Corte  de  Apelaciones  la  ap^^ 
ciación  de  la  causal  en  que  dicho  recurso  se 
funda,  se  revoca  la  resolución  apelada  de  17 
de  junio  último  y  se  declara  admisible  el  recur- 
so de  caFación  en  la  forma  anunciado  y  for- 
malizado. Tráiganse  en  relación  para  cono- 
cer en  él. 

Redactada  por  él  Ministro  señor  Gaetc.- 

Gabriel  Gaete Leoncio  Rodríguez.—C arlos 

Va  ras, ^L,  Romilio  Mora, 

Y  en  el  recurso: 

Santiago,  10  de  octubre  de  1905.- Vistos: 
Pronunciada  por  la  Corte  de  Apelaciones  de 
la  Serena  la  sentencia  de  14  de  junio  del  prr 
senté  año,  que  revocó  la  de  primera  instan- 
cia de  2  de  marzo  último,  expedida  en  el 
juicio  seguido  por  Castex  Hermanos.  vC 
contra  don  Lorenzo  Salaüe,  sobre  pago  de 
pesos,  la  parte  demandante  interpuso  recurso 
de  casación  en  la  forma  contra  la  ya  indica- 
da sentencia  de  la  Corte  de  Apelaciones  de  la 
Serena;  y  al  formalizarlo,  espone:  que  ella  ado- 
lece del  vicio  de  que  trata  el  número  5^  del  ar 
tíeulo  941  del  Código  de  Procedimiento  Ciril 
por  haberse  pronunciado  con  omisión  de  uno 
de  los  requisitos  enumerados  en  el  artículo 
193  del  mismo  Código. 

En  efecto,  agrega,  prescribe  este  último 
artículo  que  las  sentencias  definitivas  de  s^ 
g^unda  instancia  que  modifiquen  ó  revoquen 
las  de  otros  tribunales,  deberán  contener  la  d^ 
signación  de  las  partes,  domicilio  profesión  í 
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oficio,  la  enunciación  breve  de  las  peticiones  6 
acciones  deducidas  por  el  demandante  y  sus 
fundamentos,  é  igual  enunciación  de  las  excep- 
ciones ó  defensas  del  demandado.  El  mismo 
artículo  en  un  inciso  final  dispone  que  en  las 
sentencias  definitivas  de  segunda  instancia 
revocatorias  de  las  de  primera,  no  es  necesa- 
rio reproducir  la  exposición  sobre  estas  cir- 
cunstandas,  pues  bastará  referirse  á  ellas. 

Que  la  sentencia  reclamada  no  reproduce  la 
parte  expositiva  de  la  de  primera  instancia  á 
pesar  de  ser  revocatoria.  Sólo  reproduce  un 
considerando,  que  es  el  8^  relativo  á  unas  ta- 
chas. 


Considerando: 

1^  Que,  si  bien  es  verdad  que  la  sentencia 
recurrida  contiene  en  su  encabezamiento  la 
siguiente  frase  'Reproduciéndola  parte  expo- 
sitiva del  considerando  8^  de  la  sentencia 
apelada  y  teniendo  presente  además",  tam- 
bién lo  es  que  notificada  el  14  de  junio  último 
á  la  parte  demandante;  el  Tribunal  sentencia- 
dor ordenó  el  17  del  mismo  mes  recti6cnr  el 
error  de  copia  con  que  aparece  escrita  la  pa- 
labra de/ en  esa  frase,  debiendo  leerle  en  su 
lugar  las  palabras  "y  el"  y  declarando  que 
esta  notificación  se  tuviera  como  parte  inte- 
grante de  la  sentencia: 

2^  Que,  en  conformidad  á  lo  prescrito  en  el 
artículo  207  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil, los  tribunales  en  el  caso  del  artículo  205, 
en  el  cual  se  trata  de  la  rectificación  de  los 
errores  de  copia,  pueden  rectificar  de  oficio, 
dentro  de  los  cinco  días  de  la  notificación  de 
la  sentencia,  los  errores  indicados  en  este  úl- 
timo artículo;  y 

3*^  Que,  aun  cuando  el  mismo  día  en  que  se 
ordenó  hacer  la  rectificación  del  error  de  co- 
pia aludido,  se  anunció  también  el  recurso  de 
casación  en  la  forma,  los  tribunales  pueden 
hacer  esas  rectificaciones  no  obstante  la  in- 
terposición de  recursos,  según  lo  establece  el 
artículo  208  del  mismo  Código. 

Visto  además  lo  prescrito  en  los  artículos 
960  y  979  del  Código  citado,  se  declara  sin 
lugar,  con  costas,  el  presente  recurso  de  casa- 
ción. Queda  aplicada  á  favor  del  Fisco  la  can- 
tidad consignada. 


Redactada  por  el  señor  Ministro  Gaete 

GaJvaríno  Gallardo Gabriel  Gaete Leon- 
cio Rodrífruez — C arios  Varas. 


Cas.  de  oñcio.^12  de  octubre  1905 
Téllez  Ossa  con  Tuñón 

Inooxn potencia.- Vista  de  la  oausa; 
alegatos.- Ultra  petita.  ~  Falta  de 
reolamaoión  del  vioio;  nulidad  de 
oficio. 

Doctrina:  —  El conocimiento  de  un 
asunto  en  segunda  instancia  no  se  radica 
en  una  Sala  de  la  Corte  de  Apelaciones 
por  el  hecho  de  verla  causa  una  vez  y  or- 
denar al  Juez  de  primera  instancia  que 
dicte  alguna  resolución. 

No  comete  vicio  alguno  el  Tribunal  que 
no  oye  al  abogado  que  se  presenta  á  ale* 
gar  después  de  estar  fallada  la  causa. 

Falla  ultrapetita  el  Tribunal  de  Alza- 
da que  se  pronuncia  sobre  una  cuestión, 
materia  de  juicio  ordinario ,  sobre  la  cual 
no  se  ba  pronunciado  eí  Tribunal  de  pri- 
mera instancia;  y  la  nulidad  en  que  in- 
curre puede  ser  declarada  de  oficio,  aun* 
que  no  se  baya  reclamado  oportuna- 
mente. 


Durante  la  secuela  del  juicio  ejecutivo  segui- 
do ante  el  primer  Juzgado  Civil  de  Santiago 
por  don  Virgilio  Solari  contra  don  Ismael 
Tuñón  sobre  pag^o  de  $  5,000,  intereses  y 
costas,  se  presenta  este  último,  con  la  escri- 
tura, pública  de  transacción  suscrita  por  el 
acreedor  y  el  deudor  j  por  doga  Emilia  TéUes 
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Ossa,  solicitando  la  terminación  del  juicio,  á 
lo  cual  se  accedió  por  resolución  deis  29  vta. 

Por  dicha  escritura  se  cede  el  crédito  de  So- 
lari  á  la  señora  Téllez  Ossa;  se  declara  entera- 
mente terminado  el  litigio,  se  cancela  la  obli- 
gación y  se  la  sustituye  por  otra  de  $  3.000 
con  plazo  de  dos  años  é  intereses,  que  Tuñón 
contrae  con  su  nueva  acreedora,  cantidad  que, 
unida  á  la  de  un  abono  reconocido  en  favor 
del  deudor,  forman  el  primitivo  capital  de 
$  5.000;  y  se  hipotecan  en  garantía  las  pro- 
piedades del  deudor  indicadas  en  la  cláusula 
6*  de  ese  instrumento  con  cuya  copia  podría 
quien  la  presentara  recabar  del  Juzgado  y  del 
Conservador  el  cumplimiento  de  lo  pactado. 

A  solicitud  de  la  cesionaria,  se  declaró  por 
el  Juzgado,  con  fecha  3  de  octubre  de  1904, 
que  el  deudor  estaba  obh'gado,  en  el  término 
de  veinte  días,  á  llevar  á  efecto  la  inscripción 
respectiva  sobre  las  propiedades  dadas  en  ga- 
rantía hipotecaria,  allanando  los  inconvenien- 
tes que  lo  impedían,  bajo  apercibimiento  de 
considerarse  resuelta  la  referida  transacción 
y  de  proseguirse  los  trámites  ejecutivos. 

Trascurrido  el  término,  la  misma  cesiona- 
^'ia  se  presentó  solicitando  que  se  tuviese  al 
deudor  incurso  en  el  apercibimiento  decretado 
-y,  tramitada  esta  petición,  Tuñón  se  opuso  á 
ella  pidiendo,  á  su  vez,  que  se  declarase  que 
dicho  término  debía  principiar  desde  que  la 
cesionaria  le  hiciera  saber  que  estaban  cance- 
lados los  embargos  y  prohibición  de  las  pro- 
piedades, mantenidas  por  ella  misma  y  que  el 
apercibimiento  debía  entenderse  sólo  el  proce- 
dente en  derecho,  pues  no  podía  dejarse  sin 
valor  una  transacción  por  ese  medio. 
^^  Juzgado  resolvió: 

Santiago,  19  de  noviembre'de  1904 Vis- 
tos: Con  el  mérito  de  la  resolución  ejecutoria- 
da, se  declara  sin  lugar  lo  solicitado  por  don 
Ismael  Tuñón  en  lo  principal  de  este  escrito. 
—i?.  Ahumada  M, 

Concedida  la  apelación  interpuesta,  la  pri- 
mera Sala  de  la  Corte  de  Apelaciones,  por  re- 
solución de  6  de  mayo  siguiente,  ordenó  que 
volvieran  los  autos  á  primera  instancia  para 
que  el  Juez  de  la  causa  se  pronunciara  con 
arreglo  á  derecho  respecto  á  la  petición  for- 
mulada por  doña  Emilia  Téllez  Ossa  en  su  es- 


crito, y  hecho,  los  elevara  nuevamente  pan 
conocer  de  la  apelación  pendiente. 

En  cumplimiento  de  lo  ordenado,  d  Jaez 
resolvió: 

Santiago,  18  de  mayo  de  1905. — Cumpla» 
y  teniendo  presente  que  la  petición  formulada 
por  doña  Emilia  Téllez  Ossa  en  el  escrito  para 
que  resuelva  la  transacción  efectuada,  es  ma- 
teria de  un  juicio  de  lato  conocimiento  j  oo 
puede  resolverse  en  forma  incidental. 

Se  declara  si  a  lugar  lo  pedido  en  el  citado 
escrito  y  en  consecuencia  que  ha  lugar  á  lo 
pedtdo]por  don  Ismael  Tuñón  en  los  números 
1^  y  2*?  del  escrito.—/.  Biancbi  T. 
Apelada: 

Santiago,  17  de  junio  de  1905. — ^Vistos:  Se 
confirma  la  resolución  apelada  de  19  de  no- 
vicmbrt'  último. 

Teniendo  presente  que  se  encuentra  ejecu- 
toriada la  resolución  de  3  de  octubre  último, 
se  revoca  la  de  18  de  mayo  último,  y  se  d^ 
clara  que  ha  lugar  á  lo  pedido  por  doña  Emi- 
lia Téllez  Ossa;  suspendiéndose  los  efectos  de 
dicha  resolución  en  cuanto  deja  sin  efecto  la 
de  fs.  54  vta. 

El  señor  Ministro  Barriga,  revocando  la  re* 
solución  fué  de  parecer  que  se  confirmara  la 
de  fs.  68  en  cuanto  declara  sin  lugar  la  pe- 
tición hecha  por  la  referida  señora  Télkz 
Ossa.—/.  Alejo  Feraández.^J,  BerniJes — Lak 
Barriga, 

Contra  esta  sentencia  la  parte  de  don  Is- 
mael Tuñón  ha  deducido  recurso  de  casación 
en  la  forma,  á  virtud  de  las  siguientes  cau- 
sales: 

1*  Infracción  de  la  regla  1*  del  articulo  941 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  pues  la 
segunda  Sala  de  la  Corte  ha  procedido  coa 
manifiesta  incompetencia,  estando  radicado 
el  conocimiento  de  la  causa  en  la  primera 
Sala  de  dicho  Tribunal,  á  mérito  de  su  reso- 
lución de  fs.  67  vta.; 

2*  Infracción  de  lo  prescrito  en  el  número 
6^  del  artículo  970  de  dicho  Código,  porqoe, 
por  no  haberse  permitido  alegar  en  la  caosa 
á  los  abogados  á  quienes  estaba  encomenda* 
da  su  defensa,  se  ha  suprimido  la  vista  rega- 
lar de  ella;  y 

3^  Infracción  de  lo  ordenado  en  el  número 
6^  del  articulo  941  del  mismo  Código,  en  ra- 
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z6n  de  que  la  Corte  sentenciadora,  prescin- 
de  de  todos  los  trámites  y  diligencias  esen- 
ciales del  procedimiento  ordinario  incidental 
de  la  resolución  de  la  transacción  que  es  asun- 
to de  lato  conocimiento. 

Se  recibieron  á  prueba  los  hechos  en  que  se 
funda  la  segunda  causal  del  recurso. 

La  Oopte: 

Considerando: 

1^  Que,  por  haber  expedido  la  primera  Sala 
de  la  Corte  de  Apelaciones  de  Santiago  la  re- 
solución que  tuvo  por  objeto  dar  curso  pro- 
gresivo á  los  autos,  ordenando  se  resolviera 
por  el  Juez  de  primera  instancia  un  punto 
omitido,  no  se  radicó  en  ella  el  conocimiento 
del  negocio;  el  cuíil,  cumplido  el  trámite  or- 
denado, pudo  ser  visto,  previo  sorteo,  por  la 
segunda  Sala  del  Tribunal  con  la  necesaria 
competencia; 

2^  Que  de  la  prueba  rendida  resulta  que  la 
causa  estaba  fallada  cuando  el  abogado  de 
la  parte  recurrente  se  hizo  anunciar  para  ser 
oído  en  su  defensa  y  que  no  se  ha  infringido 
ninguna  de  las  prescripciones  legales  en  lo  re- 
lativo á  la  audiencia  de  las  partes  para  la 
vista  de  la  causa; 

3^  Que  la  Corte,  revocando  una  de  las  re- 
soluciones apeladas  que  declaraba  sin  lugar  el 
pronunciamiento  acerca  de  la  transacción, 
ha  dictado  sentencia  en  asunto  que  debió 
tramitarse  en  juicio  ordinario,  extendiéndola 
además  á  un  punto  no  sometido  á  la  decisión 
del  Tribunal  ó  sea  la  resolución  de  dicho  con- 
trato, que  tampoco  había  sido  fallado  en  pri- 
mera instancia,  con  lo  cual  se  ha  faltado  á 
trámites  declarados  esenciales  por  la  ley  para 
la  sustanciación  de  los  juicios; 

4^  Que  si  bien  el  recurrente  no  reclamó  del 
vicio  en  que  incurrió  por  haberse  fallado  en 
segunda  instancia  respecto  de  un  punto  no 
comprendido  en  el  fallo  de  primera,  este  Tri- 
bunal puede  de  oficio  invalidar  la  senten- 
cia, en  conformidad  ñ  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 949  del  Código  de  Procedimiento 
Civil. 

Visto  también  lo  dispuesto  en  el  artículo 
941,  números  1^,  4^  9^  y  979  del  mismo  Có- 
digo, se  declara:  que  no  ha  lugar  á  las  dos  pri- 


meras causales  en  que  se  funda  el  recurso  de 
casación  en  laforma;yá  virtuddc  lo  expuesto 
en  los  considerandos  3^  y  4^,  se  invalida  la 
sentencia  de  17  de  junio  de  1905,  y  se  repone 
el  proceso  al  estado  de  autos  en  relación,  á 
fin  de  que  el  Tribunal  correspondiente  provea 
lo  que  fuere  de  derecho. 

Devuélvase  á  la  parte  recurrente  la  canti- 
dad consignada. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Yaras.— 
Galvaríno  Gallardo,— Gabriel  Gaete.^C arlos 
Varas. S.  Fóster  Recabar ren. 


Cas,  en  la  forma,  —12  de  octubre  de  1905 
Pero  con  Club  de  la  Democracia 

Desahucio;  arrendamiento. —Poder; 
ratificación —Comparendo;  plazo  le- 
gral.— Prueba;  apreciación  de  su  ne- 
cesidad.—Número  de  la  causa. 

Doctrina:— La  ratificación  posterior 
del  interesado  en  el  desahucio  de  un 
arrendamiento  hecho  á  su  nombre  por 
una  persona  que  carece  de  poder,  es  bas- 
tante para  legalizar  lo  obrado  por  ésta. 

La  falta  de  asignación  de  número  á 
una  causa  no  importa  un  trámite,  dili" 
gencia  ó  requisito  esencial  por  cuyo  de- 
fecto las  leyes  prevengan  expresamente 
que  hay  nulidad. 

Para  que  pueda  ser  admitido  un  recur' 
so  de  casación  en  la  forma,  es  indispen- 
sable que  el  que  lo  entabla  haya  reclama- 
do la  falta  ejerciendo  oportunamente,  y 
en  todos  sus  grados,  los  recursos  esta- 
blecidos por  la  ley.  En  consecuencia,  no 
procede  en  un  juicio  de  desahucio  de 
arrendamiento  el  que  se  funda  en  haber* 
se  reducido  á  dos  el  plazo  de  cinco  días 
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Sjado  por  la  ley  para  el  comparendo  y  en 
haberse  omitido  la  prueba  sobre  la  exis- 
tencia de  un  contrato  de  arrendamiento 
y  la  prórroga  legal  del  mismo,  por  no 
haberse  formulado  oportunamente  las  re- 
clamaciones del  caso,  no  pudiendo  esti- 
marse como  tal  la  apelación  del  auto  que 
aceptó  el  desahucio  y  fijó  día  para  la  res- 
titución del  predio  arrendado  porque  di- 
cha apelación  mita  al  fondo  del  asunto 
controvertido. 


Don  Bernardo  Larrain  C,  á  nombre  de  don 
Napoleón  Pero  se  presentó  ante  uno  de  los 
juzgados  de  Santiago  exponiendo  que  su  re- 
presentado tenía  arrendado  á  don  Artemio 
Gutiérrez  una  propiedad  situada  en  la  calle  de 
Moneda  número  913  de  esta  ciudad;  y  que 
habiéndola  arrendado  á  otra  persona  que  em- 
pezaría á  ocuparla  en  marzo  siguiente,  había 
resuelto  poner  fin  al  primitivo  arriendo  hecho 
sin  contrato,  al  Club  de  la  Democracia,  para 
lo  cual  pedía  el  desahucio  legal. 

Don  Artemio  (jutiérrez,  PresidentejdelDirec- 
torio  del  Club  de  la  Democracia,  se  opuso  al 
desahucio  pedido. 

Don  Napoleón  Pero,  dueño  del  edificio  arren- 
dado, se  hizo  parte  en  estas  gestiones,  ratifi- 
cando todo  lo  hecho  por  el  señor  Larrain  Co- 
ta pos,  incluyendo  la  delegación  del  poder,  con 
que  éste  procedía,  hecho  por  el  abogado  don 
Luis  Escala  Dávila. 

El  Juzgado  resolvió: 

Santiago,  10  de  marzo  de  1905 Vistos  y 

teniendo  presente  lo  expuesto  por  don  Arte- 
mio Gutiérrez  en  su  escrito;  que  el  menciona- 
do señor  Gutiérrez  citado  que  fué  á  comparen- 
do, no  concurrió,  por  lo  cu'^  1  se  celebró  en  su 
rebeldía;  que  el  mismo  no  ha  producido  ante- 
cedente alguno  encaminado  á  establecer  el 
fundamento  que  aduce  en  su  escrito  como  cau- 
sal de  su  oposición  al  desahucio  que  se  le  hizo 
por  el  propietario  del  predio  dado  en  arrenda- 
miento al  Club  Democrático,  de  conformidad 
(OQ  lo  dispuesto  en  el  articulo  751  del  Código 


de  Procedimento  Civil,  se  declara  que  no  ha 
lugar  á  la  oposición  que  se  deduce  por  don  Ar- 
temio Gutiérrez  en  su  escrito  v,  en  consccuen- 
cia,  que  debe  mantenerse  el  decreto  de  desahu- 
cio de  fecha  1^  de  febrero  último,  y  fijarse  el 
día  del  actual  para  que  el  arrendatario  haga 
restitución  al  arrendador  del  predio  arrenda- 
do.— Gabriel  Rencoret. 

Y  apelada  esta  resolución. 

Santiago,  16  de  mayo  de  1905.- Vistos  y 
teniendo  presente: 

1^  Que  aun  cuando  don  Bernardo  Larrain 
Cotapos  no  presentó  poder  del  dueño  de  U 
propiedad  materia  del  contrato  desahuciado 
al  formular  su  petición,  tal  omisión  no  fué  i^ 
clamada  por  don  Artemio  Gutiérrez  al  opo- 
nerse al  desahucio; 

2^  Que  don  Napoleón  Pero  en  su  carácter 
de  dueño  de  la  casa  arrendada  se  apersonó  al 
juicio  antes  de  tener  lugar  el  comparendo  que 
se  decreta  en  esta  clase  de  juicios,  ratificando 
lo  obrado  por  el  señor  Larrain  Cotapos,  sin 
que  tampoco  se  dedujera  oportunamente  ni  si- 
quiera una  objeción  por  parte  del  señor  Go- 
tiérrez  en  su  carácter  de  Presidente  del  Club 
Democrático; 

3^  Que  si  bien  es  cierto  que  la  citación  á 
comparendo  fué  decretada  por  el  Juez  para  el 
segundo  día  hábil  después  de  la  última  noti* 
ficación  y  no  para  la  audiencia  del  quinto, 
como  lo  prescribe  la  ley  de  procedimiento,  ar- 
ticulo 746,  también  lo  es  que  no  se  hizo  recla- 
mación al  respecto,  y  tal  circunstancia  no  es 
de  aquellas  que  produzcan  nulidad,  ya  que  la 
diligencia  ó  trámite  esencial  se  había  manda- 
do practicar  y  ya  que  tampoco  era  proceden- 
te la  prueba  de  testigos; 

4^  Que,  pronunciada  la  resolución  el  quere- 
llarlo aceptó  implícitamente  el  procedimiento 
y  pidió  comparendo  para  reglar  la  forma  de 
entrega  de  la  casa  arrendada,  sin  que  dedu- 
jera oportunamente  recurso  alguno,  ni  siquie- 
ra manifestara  la  irregularidad  del  procedi- 
miento; 

5^  Que  fundada  la  oposición  al  desahucio 
en  una  escritura  de  arrendamiento»  del  com 
texto  de  tal  escritura  no  aparece  antecedente 
alguno  que  haga  necesaria  la  prueba  de  testi- 
gos, ya  que  en  ella  aparecen  claramente  ex- 
presadas la  CQsa  arrcndadaí  el  canon,  dura- 
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ción  del  contrato,  su  fecha  inicial  y  demás 
circunstancias  que  lo  determinan; 

6^  Que,  vencido  tal  contrato  según  los  tér- 
minos de  la  escritura,  la  renovación  manifes- 
tada por  cualquier  hecho  inequívoco  de  las 
partes  no  podría  entenderse  por  un  período 
mayor  de  tres  meses,  pues  se  trata  de  un  pre- 
dio urbano,  á  partir  de  la  fecha  inicial  de  cada 
período  y  la  voluntad  de  ponerle  término,  es- 
taría dentro  del  plazo  correspondiente,  con- 
forme al  mérito  de  autos;  habiéndose  dado  al 
arrendatario  mayor  plazo  aun,  según  los  mis- 
mos autos; 

Y  con  lo  dispuesto  también  por  los  artícu- 
los 1956  del  Código  Civil  167,  941,  943,  944, 
946  y  966  del  de  Procedimiento  Civil,  se  con- 
firma la  sentencia  de  10  de  mayo  último. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Marín. — 
E,  Donoso  V.—E,  Castillo.— José  T.  Marín. 

Don  A r temió  Gutiérrez,  por  el  Club  de  la 
Democracia,  interpuso  y  formalizó  los  recur- 
sos de  casación  en  la  forma  y  en  el  fondo  en 
contra  de  esta  sentencia. 

El  prímero,  lo  funda  en  las  siguientes  cau- 
sales. 

1'  Infracción  del  artículo  7^  del  Código  de 
Procedimiento  Civil  ó  sea,  falta  de  personería 
de  don  Bernardo  Larraín  Cotapos. 

Expresa:  que  Larraín  no  tenía  la  represen- 
tación del  arrendador,  y  como  en  las  acciones 
de  carácter  ejecutivo  no  se  sanea  la  falta  de 
personería,  todo  lo  obrado  en  esta  causa  por 
persona  extraña,  es  nulo  de  pleno  derecho^ 
que  la  ratificación  posterior  hecha  por  el  señor 
Pero  no  procede  en  derecho  ni  le  ha  sidojuoti. 
ficada  en  forma  legal;  que,  en  consecuencia,  se 
ha  violado  una  regla  fundamental  para  la 
tramitación  del  pleito,  de  carácter  esencial, 
puesto  que  impone  deberes  de  orden  publico 
á  la  magistratura  y  se  contraría  un  mandato 
imperativo  de  la  ley  que  no  puede  subsanarse 
ni  aun  por  voluntad  de  las  partes;  y  procede 
la  casación  por  este  capítulo  en  conformidad 
á  lo  dispuesto  en  el  número  9^  del  artículo 
941  del  Código  de  Procedimiento  Civil; 

2^  Infracción  del  artículo  54  del  Código  ci- 
tado por  falta  de  asignación  de  número  á  la 
causa,  lo  que  constituye  un  vicio  que  anula 
todo  lo  obrado,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en 


el  citado  número  9^  del  artículo  941  del  Códi- 
go de  Procedimiento  Civil; 

3^  Restricción  del  plazo  para  comparecer 
infringiéndose  el  artículo  746  del  mencionado 
Código.  La  ley,  dice,  fija  el  plazo  de  cinco  días 
para  que  el  demandado  tenga  el  tiempo  mí- 
nimum indispensable  á  fin  de  preparar  su 
prueba  y  su  defensa.  Habiéndose  reclamado 
del  desahucio  solicitado  por  el  señor  Larraín, 
por  tener  contrato  de  arriendo  vigente,  el  se- 
ñor Juez,  á  petición  del  demandante,  restríngió 
el  plazo  legal  que  señala  el  artículo  746  y  citó 
á  comparendo  para  el  segundo  día  hábil  des- 
pués de  la  notificación,  incurriéndose  en  otra 
causal  de  casación,  conforme  al  número  9^ 
del  artículo  941  del  Código  de  Procedimiento 
Civil;  y 

4*?  Infracción  de  los  artículos  308  y  749  del 
mismo  Código  por  haberse  omitido  el  trámite 
de  la  prueba.  Expone  el  recurrente  que,  enta- 
blada la  acción  de  desahucio  reclamó  expo- 
niendo que  el  Club  desahuciado  tenía  contra- 
to vigente;  que  se  produjo  una  contención  so- 
bre el  hecho  de  existir  ó  no  contrato  de  arrien- 
do y,  según  se  probare  ó  no  tal  circunstancia, 
procedería  la  excepción  deducida  ó  la  acción 
entablada;  que  el  Juez  debió  recibir  la  causa  á 
prueba,  como  lo  ordenan  los  artículos  308 
y  740  del  Código  de  Procedimiento  Civil 
y,  sin  embargo,  el  Juez  citó  á  comparendo, 
restríngió  el  plazo  de  citación  y  pronunció 
sentencia,  sin  más  trámites;  que  procedía, 
además,  la  prueba  respecto  al  hecho  de  hab*r 
prórroga  legal  del  contrato,  en  los  términos 
del  inciso  final  del  artículo  1956  del  Código 
Civil,  por  aquiescencia  tácita  de  las  partes; 
que  el  considerando  4^  de  la  sentencia  recurri- 
da es  una  mera  apreciación  tan  inexacta  en 
el  hecho  como  errónea  en  la  deducción  de  de* 
recho;  y  que  la  referida  sentencia  es  casable 
además,  con  arreglo  al  número  9^  del  artículo 
941  del  Código  citado. 

La  Corte: 

Considerando: 

1^  Que  la  falta  de  personería  de  don  Ber* 

nardo  Larraín  Cotapos,  quedó   legalmente 

subsanada  por  la  ratificación  posteríor  del 

Arrendador  señor  Napoleón  Pero,  hecha  en  el 
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escrito,  en  el  cual  éste  declara:  '*ha  decidido 
hacerse  él  mismo  parte  en  el  presente  juicio, 
ratificando  ampliamente  todo  lo  obrado  en 
su  nombre,  por  el  señor  Larrain  C"; 

2^  Que  la  circunstancia  de  no  haberse  asig- 
nado número  á  esta  causa,  no  importa  un 
trámite,  diligencia  ó  requisito  esencial,  por 
cuyo  defecto  las  leyes  prevengan  expresamen- 
te que  hay  nulidad; 

3^  Que  si  bien  la  falta  de  número  podría  in- 
fluir en  la  validez  de  las  notificaciones  hechas 
por  el  estado,  tal  cosa  no  ocurre  en  esta  litis, 
puesto  que  consta  que  don  Artemio  Gutiérrez 
fué  notificado  personalmente  6  por  céduli,  así 
en  primera  como  en  segunda  instancia; 

4^  Que  las  causales  3*  y  4*,  fundadas  en  ha- 
berse restringido  el  plazo  para  comparecer, 
prescrito  en  el  artículo  746  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil  V  en  haberse  omitido  el  trá- 
mi  te  de  la  prueba  á  fin  de  acreditar  la  exis- 
tencia del  contrato  de  arriendo  invocado  por 
el  demandado  ó  la  prórroga  legal  del  mismo, 
no  se  formularon  oportunamente  por  el  re- 
currente á  pesar  de  haberse  producido  esa  su- 
puesta omisión  y  restricción,  antes  del  pro- 
nunciamiento de  la  sentencia  de  primera  ins- 
tancia; 

5^  Que,  para  que  pueda  ser  admitido  el  re- 
curso de  casación  en  la  forma,  es  indispensa- 
ble que  el  que  lo  entabla  haya  reclamado  de 
la  falta,  ejerciendo  oportunamente,  y  en  todos 
sus  grados,  los  recursos  establecidos  por  la 
ley,  requisito  que  no  se  ha  llenado  en  el  pre- 
sente juicio;  y 

6^  Que  aunque  el  recurrente  apeló  del  auto 
que  motivó  el  desahucio  y  fijó  día  para  la  res- 
titución del  predio,  debe  tenerse  presente  que 
la  apelación  mira  al  fondo  del  asunto  contro- 
vertido, no  importando  por  lo  tanto  una  re- 
clamación de  los  vicios  de  forma  de  que  se 
queja  el  apelante. 

Visto,  además,  lo  dispuesto  en  los  artículos 
946,  960  y  979  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  se  declara  sin  lugar,  con  costas,  el  re- 
curso de  casación  en  la  forma  deducido  por 
don  Artemio  Gutiérrez  á  nombre  del  Club  de 
la  Democracia,  contra  la  sentencia  pronuncia- 
da por  la  Corte  de  Apelaciones  de  Santiago 
en  16  de  mayo  próximo  pasado. 


Queda  aplicada  al  Fisco  la  cantidad  consig- 
nada. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Gallardo. 

— Galvarino  Gallardo Leoncio  Rodriguez.- 

Carlos  Varas E.  Fóster  Recabar  rea. 


Cas.  Cív.^18  de  octubre  de  1905 
Leiva  con  Urrntia 

Cesión  de  dereolios;  oposición— Lev 
Infringrida;  especlflcaolón  —Trami- 
tación no  reolamada. 

Doctrina:— iVo  habiéndose  reclamado 
oportunamente  contra  el  procedimiento 
seguido  para  resolver  sobre  la  eScacia 
legal  de  una  cesión  de  un  crédito  perso- 
nal, en  razón  del  dominio  que  sobre  di- 
cho crédito  pretendía  haber  adquirido 
el  deudor  por  compra  hecha  por  él  á  los 
primitivos  acreedores^  quienes  habían  he- 
cho la  cesión  á  una  tercera  persona  indi- 
cada por  el  deudor;  y  aunque  dicha  caes- 
tión  es  materia  de  un  juicio  ordinario, 
no  pueden  las  partes  fundaren  esta  tra- 
mitación defectuosa  ó  en  deficiencias  dek 
redacción  de  las  sentencias  de  primera  6 
de  segunda  instancia  un  recurso  de  ca- 
sación en  la  forma. 

La  facultad  que  el  artículo  949  conñert 
al  Tribunal  de  Casación  es  discrecioúal 
V  puede  hacer  ó  no  uso  de  ella. 

No  infringe  el  artículo  1905  del  Códi- 
go Civil  el  tribunal  que^  apreciando  h 
prueba  y  los  antecedentes  del  juicio^  de- 
clara ineficaz  la  cesión  del  crédito. 

El  recurso  de  casación  en  el  fondo  debe 
especificar  la  ley  infringida  y  no  basta 
referirse  en  términos  generales  á  las  dis- 
posiciones de  un  título  del  Código  Civil* 
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Don  Clodomiro  ümitia,  vecino  de  Victoria, 
departamento  de  Mariluán,  era  deador  de 
$  3.000  de  la  casaDuncan,  Fox  y  C*.  La  casa 
acreedora  convino  con  Urrutia  en  cederle  sn 
propio  crédito  por  la  cantidad  de  $  500.  El 
documento  fué  cedido  á  don  Julio  Quintino, 
vecino  de  la  misma  ciudad  j  amigo  intimo  de 
Urrutia,  con  «1  objeto  de  que  el  supuesto  ce- 
sionario lo  entregara  oportunamente  al  deu- 
dor. El  crédito  en  vez  de  haberse  entregado 
á  Urrutia  fué  cedido  por  Quintino  á  don  Ni- 
canor Leiva,  cuñado  de  Urrutia,  por  haber 
visto,  dice  Quintino,  que  cuando  se  efectuó 
el  pago  á  Duncan,  Fox  j  C*  ambos  cuñados 
procedían  de  común  acuerdo. 

Siendo  cesionario  aparente  del  documento 
el  expresado  I^i va,  pidió  judicialmente  que  se 
notificara  á  Urrutia  la  cesión,  de  conformidad 
al  artículo  1902  del  Código  Civil,  para  ejercer 
sus  derecbos  de  acreedor. 

Notificado  Urrutia  de  la  cesión,  se  opuso  á 
ella  fundándose  en  los  hechos  que  acaban  de 
relacionarse,  de  los  cuales  consta  que  Leiva 
no  fué  sino  un  intermediario  de  confianza  en 
el  arreglo  del  pago;  j  pidió,  formando  artícu- 
lo de  previo  j  especial  pronunciamiento,  que 
se  declarara  que  debía  darse  lugar  á  su  opo- 
sición y  que  "la  acreencia  era  de  su  propie- 
dad." 

Conferido  traslado  de  esta  oposición  á 
Leiva,  respondió  que  todo  lo  alegado  por 
Urrutia  era  inexacto;  pues  jamás  había  teni- 
do negocios  de  esa  especie  con  su  cuñado,  y 
concluyó  pidiendo  que  se  desechara  la  opo- 
sición. 

La  incidencia  se  recibió  á  prueba,  y  rendida 
perlas  partes  la  que  estimaron  conveniente 
á  sus  derechos,  se  pronunció  por  el  Juez  a  qno 
la  siguiente  resolución: 

Victoria,  10  de  mayo  de  1904 Vistos:  Con 

el  mérito  que  arrojan  los  antecedentes  hasta 
aquí  acumulados,  y  tomando  en  considera- 
ción la  prueba  rendida  por  la  parte  de  don 
Clodomiro  Urrutia,  y  que  la  parte  de  don  Ni- 
canor Leiva  no  ha  rendido  ninguna,  y  visto 
lo  establecido  en  el  artículo  1698  del  Código 
Civil,  y  151  y  374,  número  2*?  del  Código  de 
Procedimiento  vigente,  se  declara  que  ha  lu- 
gar á  la  oposición  deducida  por  don  Clodo- 


miro  Urrutia  en  su  escrito,  con  costas Luis 

A.  SoHs  V, 

Apelada  esta  sentencia  la  Corte  resolvió: 

Concepción,  14  de  diciembre  de  1904.— Se 
confirma  la  resolución  apelada  delOde  mayo 
último ,  con  costas  también  del  recurso.  — 
E.  Eg&ña — Juan  N.  Parga,  —  Luis  David 
Cruz, 

Contra  este  último  fallo  se  dedujo  por  la  par- 
te de  don  Nicanor  Leiva  el  recurso  de  casación 
en  el  fondo,  fundado  en  que  tanto  la  Corte  de 
Apelaciones  como  el  Juez  a  quo  consideran 
procedente  la  oposición  formulada  por  el  deu- 
dor á  la  trasferencia  de  un  crédito  hecho  por 
el  acreedor  y  aceptada  por  un  tercero. 

Pero  aceptar,  dice,  tal  oposición  del  deudor 
como  procedente  equivale  á  dejar  las  acciones 
de  crédito  á  merced  del  capricho  y  de  la  mali- 
cia de  los  deudores;  equivale  á  suprimir  del 
Código  Civil  el  párrafo  1^  del  título  25. 

En  efecto,  la  notificación  de  aceptación  que 
establece  el  artículo  1904  del  citado  Código, 
no  es  para  consagrar  el  amplio  y  absoluto  de- 
recho de  oponerse  por  parte  del  deudor,  sino 
pura  y  exclusivamente  para  los  fines  que  ex- 
presa el  artículo  1905  del  mismo  Código. 
Y  teniendo  por  objeto  la  notificación  de  la  ce- 
sión, la  que  se  expresa  en  este  ultimo  precepto, 
mal  podría  el  deudor  hacer  servir  dicha  noti- 
ficación para  efectos  no  contemplados  en  la 
ley. 

Podrá  el  deudor  protestar,  podrá  hacer  valer 
excepciones  personales  que  tenga  en  contra  del 
acreedor,  pero  no  puede  enervar  ni  oponerse 
á  la  cesión  en  sí  misma. 

Al  haber  aceptado  la  oposición  á  la  cesión 
aludida,  continúa  el  recurrente,  se  ha  infringi- 
do por  el  Tribunal  sentenciador  el  párrafo  1^ 
del  título  25  del  Código  Civil,  y  en  espedal  el 
artículo  1905,  dando  á  la  notificación  preve- 
nida en  ese  párrafo  un  alcance  que  no  le  da  la 
ley,  como  lo  es  el  pretendido  derecho  de  opo- 
nerse. 

El  mismo  recurrente  examinó  en  seguida  los 
hechos  de  la  causa  para  concluir  que  no  sola* 
mente  dentro  de  la  ley  sino  también  ante  los 
hechos  confesados  por  el  deudor,  era  improce- 
dente la  oposición  aceptada. 
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La  Oorte: 

Considerando: 

1^  Que  aún  cuando  esta  causa  se  Inició  con 
la  petición  de  don  Nicanor  Leiva  para  que  se 
notificara  al  deudor  aparente  del.  documento 
de  t.,  1  don  Clodomiro  Urrutia,  la  cebión  que 
de  ese  crédito  le  había  sido  hecha  por  don  José 
Quintino,  lo  que  en  realidad  se  ha  discutido 
en  ella,  si  bien  en  la  forma  incidental  de  un  ar- 
tículo de  previo  yespecial  pronunciamiento,  es 
la  eficacia  legal  de  la  cesión  misma,  en  razón 
del  dominio  que  sobre  el  documento  mencio- 
nado pretende  haber  adquirido  Urrutia,  por 
compra  hecha  á  los  primitivos  acreedores  se- 
ñores Duncan,  Fox  y  C^,  mediante  el  pago  de 
la  suma  de  $  500; 

2^  Que  convertida  así  la  litis  en  una  cues- 
tión de  dominio  ó  propiedad  cualquiera  délas 
partes,  pudo  pedir  que  se  le  diera  la  tramita- 
ción correspondiente  á  un  juicio  de  lato  cono- 
cimiento; pero  lejos  de  formular  reclamación 
alguna  acerca  de  este  punto,  ambos  litigantes 
se  conformaron  de  hecho  con  la  tramitación 
acordada  por  las  autoridades  judiciales  que 
entendieron  en  la  sustanciación  del  negocio; 

3^  Que  esta  conformidad  ó  falta  de  reclama- 
ción de  los  interesados,  tanto  en  orden  á  la 
manera  breve  é  incidental  en  que  se  tramitó 
el  asunto,  como  en  lo  que  toca  á  la  redacción 
deficiente  ó  incompleta  de  las  sentencias  de 
primera  ó  de  segunda  instancia  expedidas  por 
los  jueces  del  fondo,  les  quita  á  esos  interesa- 
dos el  derecho  que  habían  podido  tener  para 
solicitar  por  la  via  de  la  casación  en  la  forma, 
la  nulidad  de  aquellos  fallos,  y  este  Tribunal 
no  estima  oportuno  hacer  uso  en  el  presente 
caso  de  la  facultad  discrecional  que  á  este  res- 
pecto le  confiere  el  artículo  949  del  Código  de 
Procedimiento  Civil; 

4^  Que  la  Corte  de  Concepción  apreciando 
los  hechos  de  la  causa  y  el  mérito  de  las  pro- 


banzas rendidas,  dio  lugar  á  la  petición  ó  de- 
manda de  Urrutia,  por  estimar  justificados  los 
antecedentes  en  que  <^  fundaba,  resolución  que 
debe  considerarse  firme  é  inatacable,  puesto 
que,  con  arreglo  á  la  ley,  el  establecimiento  de 
los  hechos  del  pleito  corresponde  exclusiva- 
mente á  los  jueces  del  fondo;  y  puesto  que  el 
recurso  no  se  funda  en  el  quebrantamiento  de 
las  leyes  de  la  prueba  ó  en  una  aplicación  erra- 
da del  derecho  sobre  las  conclusiones  de  he- 
cho, establecidas  en  la  sentencia  reclamada: 

5^  Que  reconocida  ya  por  el  Tribunal  sen- 
tenciador la  iueficacia  legal  de  la  cesión  dd 
documento  de  f.  1,  hecha  por  Quintinoá  favor 
de  Leiva,  no  tuvo  para  qué  aplicar  dicho  Tri- 
bunal en  su  resolución  el  precepto  del  articulo 
1905  del  Código  Civil,  que  se  refiere  á  ana  si- 
tuación distinta  de  la  producida  y  por  lo  mis- 
mo, no  ha  podido  tampoco  infringir  el  indica* 
do  precepto;  y 

6^  Que  la  infracción  del  artículo  1905  áá 
Código  Civil  es  la  única  mencionada  en  el  re- 
curso sobre  la  cual  puede  pronunciarse  este 
Tribunal,  puesto  que  la  de  las  reglas  del  pá- 
rrafo 1^  del  título  25  del  Código  Civil,  qae 
también  se  invoca  por  el  recurrente,  adolece 
de  la  falta  de  especificación  exigida  por  el  ar- 
tículo 945  del  Código  de  Procedimiento  Ctril 
para  que  pueda  ser  considerada  en  una  sen- 
tencia de  casación  en  el  fondo. 

Visto  también  lo  prevenido  en  los  artículos 
940,  960  y  979  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  se  declara  sin  lugar,  con  costas,  el  re- 
curso de  casación  interpuesto. 

Queda  aplicada  al  Fisco  la  ^cantidad  con- 
signada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Fóster 
Recabarren.— /osé  Alfonso,^/.  Gabriel  Palma 
Guzmán.—Galvaríao  Gallardo, — Gabriel  Cáe- 
te. —  l^eoncio  Rodríguez.  —  Carlos  Varas.  — 
JS.  Fóster  Recabarrea. 
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CORTE     SUPREMA 


Cas.  Civ,^17  de  octubre  de  1905 
Reyes  con  Ahumada 

Oompraventa;  bienes  raíces;  escritu- 
ra pública;  desistimiento  del  con- 
trate—Prescripción. —  Mora.  ~  Ac- 
ciones subsidiarias. 

Doctrina: — La  venta  de  bienes  raices^ 
ya  se  baga  en  privado  ó  en  pública  su- 
basta, no  se  reputa  perfecta  ante  la  ley, 
mientras  no  se  ba  otorgado  escritura 
pública;  y  cualquiera  de  las  partes  pue- 
de desistir  ó  retractarse  del  contrato  an* 
tes  de  dicbo  otorgamiento. 

Habiéndose  reconocido  por  los  herede- 
ros los  créditos  que  se  demandan  ala  su- 
cesión, no  puede  oponerse  la  prescripción 
por  el  cesionario  de  alguno  de  esos  here- 
deros. 
Se  contorma  á  los  artículos  1531  núme- 

«UPUUU 


ro  1^  y  1559  la  sentencia  que  manda 
pagar  intereses  desde  la  fecha  del  venci- 
miento de  los  créditos  por  haber  plazo 
estipulado  para  el  pago. 

Habiéndose  entablado  sólo  como  sub- 
.sidiaria  de  la  de  desistimiento  del  con- 
trato la  acción  reivindicatoría;  y  habién- 
dose aceptado  aquélla,  incurre  en  ultra- 
petita  la  sentencia  que  también  da  lugar 
á  dicha  acción  reivindicatoría. 


Don  Guillermo  Reyes  Romero  se  presentó  al 
Juzgado  de  Letras  de  Limache  pidiendo  se  le 
concediera  la  posesión  efectiva  de  la  herencia 
de  don  José  Reyes.  El  Juzgado  tramitó  esa  pe- 
tición en  forma  legal  y  expidió  en  10  de  agosto 
de  1899,  un  auto  en  que  concedía  al  solici* 
tante  la  posesión  efectiva  del  inmueble  que 
allí  se  expresa  y  la  de  los  bienes  de  la  he- 
rencia que  pudieran  corresponder  al  citado 
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Reyes,  como  cesionario  de  los  herederos  don 
José  Miguel  Chaparro,  don  Alejo  Chaparro  y 
doña  Rita  Ulloa.  Ese  decreto  de  posesión  efec- 
tiva fué  inscrito  en  el  Conservador  de  Limache 
el  21  del  mismo  raes  de  agosto  de  1899. 

El  solicitante  Reyes  pidió  en  seguida  que  so 
diera  la  posesión  material  de  los  bienes  de  la 
herencia  en  la  forma  acostumbrada  á  lo  que 
se  accedió  si  las  personas  que  ocupaban  las 
propiedades  no  se  oponían  en  el  término  de 
diez  días.  Dentro  de  este  termino  se  presentó 
don  Manuel  Antonio  Ahumada  exponiendo 
que  las  propiedades  cuya  posesión  material 
pedía  Reyes,  pertenecían  á  la  sucesión  del  pa- 
dre del  ocurrente,  don  Manuel  Ahumada,  quien 
las  había  adquirido  en  remate  público. 

La  oposición  de  Ahumada  dio  lugar  á  un 
incidente  que  el  Juzgado  de  Limache  resolvió 
ordenando  á  don  Guillermo  Reyes  que  deduje- 
ra sus  acciones  en  vía  ordinaria,  resoluciones 
que  causaron  ejecutoria. 

De  acuerdo  con  lo  ordenado  en  esas  resolu- 
ciones, don  Guillermo  Reyes  Romero  y  doña 
María  Luisa  Reyes  Chaparro  presentaron  al 
Juzgado  de  Letras  de  Limache,  el  día  16  de  no- 
viembre de  1899  la  demanda  en  que  exponen 
que  en  el  juicio  de  partición  de  bienes  de  don 
José  Reyes,  que  se  tramitaba  en  Limache  ante 
el  compromisario  don  Carlos  Sánchez  Al  vara- 
dejos,  don  Manuel  Ahumada  remató  el  fundo 
"La  Capellanía'*,  perteneciente  á  la  sucesión, 
en  la  suma  de  $  3.000  y  se  ordenó  extender 
la  escritura  de  adjudicación,  previo  el  depósi- 
to de  la  quinta  parte  del  valor  de  la  subasta, 
de  acuerdo  con  lo  establecido  en  las  bases  de 
remate;  que  ni  el  subastador  Ahumada  ni  su 
sucesión  han  hecho  hasta  ahora  el  depósito 
ordenado;  que  el  día  7  de  septiembre  de  1879, 
el  mismo  don  Manuel  Ahumada  remató  el 
fundo  "El  Boldal"  de  la  sucesión  de  don  José 
Reyes,  por  la  suma  de  $  960  con  la  condición 
de  quedar  hipotecada  la  propiedad  por  el  50% 
de  su  valor,  aplicándose  en  pago  el  resto  por 
el  crédito  que  el  licitador  tenía  en  contra  de  la 
sucesión,  sin  perjuicio  de  hacer  un  abono  en 
dinero  efectivo,  abono  que  no  se  hizo;  que  las 
escrituras  de  remate  no  se  otorgaron  y  que 
á  pesar  de  eso,  el  subastador  tomó  posesión  en 
1880  de  los  fundos  antes  expresados,  mante- 
niéndose  ea  ellos  hasta  ahora,  primero  el  su- 


bastador  y  después  sus  herederos.  Expone 
también  que  el  fundo  "Capellanía"  produce 
$  800  al  año  y  el  "Boldal"  $  400  también 
anuales.  Manifiesta  también  que  don  Manuel 
Ahumada  en  el  juicio  de  compromiso  gestiocñ 
el  otorgamiento  de  las  escrituras  de  remate, 
gestiones  á  las  cuales  no  se  dio  lugar  en  autos 
que  han  causado  ejecutoria  y  que  esto  de- 
muestra que  don  Manuel  Ahumada  y  sus  he- 
rederos han  estado  de  mala  fe  en  posesión  de 
las  dos  propiedades  antes  indicadas. 

Agregan  que  la  falta  de  cumplimiento  por 
parte  de  don  Manuel  Ahumada  de  las  obliga- 
ciones que  le  imponían  las  bases  de  remate  da 
derecho  á  la  sucesión  vendedora  para  recla- 
mar la  resolución  del  contrato  con  indemni- 
zación de  peijuicios,  incluso  el  pago  de  los 
frutos  de  las  propiedades;  que  don  Manne' 
Ahumada  y  que  sus  herederos  se  titulan  due- 
ños de  las  propiedades  antedichas  y  que  er. 
virtud  de  esto  procede  en  contra  de  ellos  la 
acción  de  petición  de  herencia,  que  también 
procede  en  este  caso  la  acción  rei  vindicatoria 
establecida  por  los  artículos  893  y  895  del 
Código  Civil.  Expone  también  que  como  doo 
Manuel  Ahumada  y  sus  herederos  no  tienen 
título  alguno  sobre  las  propiedades  en  cues- 
tión, el  ocurrente  tiene  por  lo  menos  el  dere- 
cho de  que  se  le  entregue  la  tenencia  corporal 
de  las  propiedades  en  litigio.  En  vista  de  lo 
expuesto,  interpone  demanda  ordinaria  ec 
contra  de  los  herederos  de  don  Manuel  Ahu- 
mada, que  lo  son  su  viuda  doña  Carmen  Val- 
do  vinosy  sus  hijos  don  Manuel  A.  y  doña  Car- 
mela Ahumada  y  Valdo vinos,  y  pide  se  de- 
clare: 

1^  Nulos  ó  resueltos  los  autos  de  adjudica- 
ción á  don  Manuel  Ahumada  de  las  propieda- 
des ^'Capellanía**  y  "Boldal"  verificados  nrs- 
pectivamente  el  12  de  septiembre  de  1 880,  y  d 
7  de  septiembre  de  1879,  y  que,  en  consecuen* 
cia,  deben  restituirse  esas  propiedades  al  de- 
mandante con  los  frutos  que  hayan  poiTido 
producir,  estimados  en  $  4>00  anuales  respecto 
del  "Boldar*  y  en  $  800  anuales  respecto  de 
la  "Capellanía*'  y  abonársele  además  los  per* 
juicios  consiguientes; 

2^  En  caso  que  no  se  acepte  la  peticióa 
transcrita  más  arriba,  que  se  dé  lugar  á  la 
acción  de  petición  de  herencia  y  en  TÍrtud  de 
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ella  se  ordene  la  devolución  de  las  propiedades 
con  los  frutos  antes  expresados: 

3^  En  caso  que  no  se  acepte  ninguna  de  las 
dos  peticiones  anteriores,  que  se  declare  haber 
lugar  á  la  acción  reivindicatoría  y  en  virtud 
de  ella  se  ordene  la  devolución  de  las  propie- 
dades con  los  frutos  ya  indicados;  y 

4P  En  caso  que  no  se  acepte  ninguna  de  las 
tres  peticiones  expresadas  anteriormente,  que 
se  le  entregue  la  tenencia  de  los  dos  predios 
antedichos  con  los  frutos  á  que  se  ha  referido 
y  las  costas. 

Don  Manuel  A.  Ahumada  V.,  por  la  sucesión 
de  don  Manuel  A.  Ahumada,  contestando  y 
reconviniendo,  despué?  de  reproducir  las  peti- 
ciones de  la  demanda  expone  que  el  deman- 
dante en  su  demanda  pide  la  nulidad,  la  reso- 
lución, y  la  rescisión  de  las  adjudicaciones  de 
los  fundos  "Capellanía"  y  "BoldaP*,  lo  que  es 
absurdo  por  cuanto  esas  tres  acciones  se  ex- 
cluyen entre  sí;  que,  en  razón  de,  este  defecto, 
la  demanda  no  está  convenientemente  especi- 
ficada, lo  cual  impide  al  Juez  dar  sentencia  en 
conformidad  á  los  términos  de  la  demanda; 
hace  presente  que  aunque  la  nulidad  y  la  reso- 
lución se  asemejan  en  cuanto  ambas  son  ac- 
ciones personales,  hay  entre  ellas  una  diferen- 
cia fundamental  por  cuanto  la  nulidad  supone 
necesariamente  un  vicio  en  el  otorgamiento 
del  contrato  y  la  resolución  procede  sólo  de 
la  falta  de  cumplimiento  por  parte  de  uno  de 
los  contratantes  de  las  estipulaciones  de  un 
contrato  sin  vicios  en  la  forma  y  sin  defectos 
en  el  fondo;  que  la  nulidad  supone  un  vicio 
co-existente  con  el  otorgamiento  del  contrato 
y  la  resolución  supone  una  causa  sobre  viniente; 
que  en  el  presente  caso  no  hay  nulidad  abso- 
luta por  cuanto  no  se  ha  omitido  ninguna  for- 
malidad prescrita  por  la  ley  en  consideración 
á  la  naturaleza  del  contrato;  que  no  hay  tam- 
poco nulidad  relativa,  que  es  la  que  la  ley  es- 
tablece dado  el  estado  ó  calidad  de  las  partes 
que  concurren  al  otorgamiento  del  contrato; 
que  en  el  juicio  de  partición  de  los  bienes  de 
don  José  Reyes  se  convino  en  que  el  precio  de 
las  adjudicaciones  de  las  propiedades  subas- 
tadas se  pagaría  al  contado,  salvo  que  los 
subastadores  fueran  acreedores  de  la  sucesión, 
pues  éstos  tendrían  el  derecho  de  retener  en 
su  poder  basta  las  cuatro  quintas  partea  del 


valor  de  los  bienes  adjudicados,  siempre  que 
el  precio  del  remate  no  excediera  del  monto 
del  crédito  reconocido  por  la  sucesión  en  favor 
de  los  subastadores;  que  de  esto  no  se  sigue 
que  los  acreedores  que  tuvieran  créditos  muy 
superiores  al  valor  de  las  adjudicaciones,  de- 
bieran necesariamente  pagar  la  quinta  parte 
restante;  que  don  Manuel  Ahumada,  y  por 
su  muerte,  los  herederos  de  éste  son  acreedo- 
res de  la  sucesión  Re\'es  poruña  cantidad  muy 
superior  al  importe  de  las  adjudicaciones  que 
se  hicieron  á  Ahumada  en  el  juicio  de  parti- 
ción de  los  bienes  de  don  José  Reyes  y  que  por 
esta  razón  los  herederos  de  Ahumada  no  es- 
tán en  mora  de  cumplir  las  obligaciones  que 
en  el  acto  del  remate  contrajeron  á  favor  de 
la  sucesión  vendedora;  que  respecto  del  rema- 
te del  ''Boldal"  se  convino  en  que  el  50%  del 
valor  del  remate  quedaría  garantido  conlahi- 
poteca  de  esa  propiedad  y  que  el  otro  50%  se 
abonaría  al  crédito  que  en  contra  de  la  suce- 
sión Reyes  tenía  don  Manuel  Ahumada;  que 
como  el  50%  del  valor  del  remate  de  ese  fun- 
do ya  está  pagado  y  el  otro  50%  lo  debe  la 
sucesión  Reyes  á  la  sucesión  Ahumada,  claro 
es  que  ésta  nada  debe  á  aquélla;  que  en  con- 
secuencia, la  sucesión  Ahumada  no  está  tam- 
poco en  mora  para  el  pago  del  precio  del  re- 
mate del  **Boldar'  y  que  de  estos  anteceden- 
tes resulta  que  no  procede  la  acción  resoluto- 
ría  interpuesta,  ni  tampoco  la  restitución  de 
frutos  y  el  abono  de  perjuicios  que  reclama  el 
demandante. 

Respecto  de  la  acción  de  petición  de  herencia 
interpuesta  por  el  demandante,  dice  el  señor 
Ahumada  que  la  calidad  de  heredero  de  don  Jo- 
sé Reyes,  que  tiene  el  demandante,  no  puede 
desvirtuar  la  situación  jurídica  de  los  deman- 
dados, continuadores  de  la  legítima  posesión 
que  tuvo  don  Manuel  Ahumada,  subastador 
de  los  fundos  de  que  se  trata;  que  mientras  no 
se  declare  que  la  adjudicación  hecha  al  señor 
Ahumada  no  puede  surtir  efectos  legales,  es 
claro  que  la  calidad  de  heredero  que  hace  va- 
ler el  demandante  no  bastará  por  sí  sola  para 
arrebatar  á  los  demandados  la  posesión  de 
esas  propiedades;  que  mientras  no  se  declare 
la  ineficacia  de  las  indicadas  adjudicaciones, 
los  demandados  serán  dueños  de  las  propie- 
dades reclamadas  y  de  los  frutos  que  ellas 
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produzcan  ya  que  las  cosas  producen  para 
sus  dueños;  que  no  viene  al  caso  la  cita  del  ar- 
tículo 893  del  Código  Civil  que  hace  el  deman- 
dante, pues  lo  único  que  ese  artículo  establece 
es  que  esa  acción  corresponde  al  dueño  de  la 
cosa  que  se  quiere  reivindicar  y  en  el  caso  ac- 
tual no  se  discute  si  la  acción  corresponde  ó 
no  al  demandante,  sino  lo  que  se  discute  es  la 
procedencia  ó  improcedencia  de  la  acción  en  sí 
misma  ó  sea  si  deben  ó  no  restituirse  á  los  de- 
mandantes los  fundos  "Capellanía''  y^  *'Bol- 
dal";  que  los  demandantes  no  tienen  ninguno 
de  los  caracteres  que  el  citado  artículo  exige 
para  poder  entablar  la  acción  rei  vindicatoria; 
que  tampoco  cabe  citar  en  el  caso  actual  el 
artículo  895  del  Código  Civ¡l,'porque  lo  único 
que  ese  artículo  dispone  es  que  la  acción  rei- 
vindicatoria  debe  dirigirse  contra  el  actual 
poseedor  y  en  el  caso  presente  nadie  ha  puesto 
en  discusión  si  los  herederos  demandados  tie- 
nen ó  no  la  posesión  actual  de  los  predios  de 
que  se  trata.  Agrega  que  la  acción  reivindica- 
toría corresponde  únicamente  al  dueño  y  los 
demandantes  no  son  dueños  ni  de  la  "Cape- 
llanía" ni  del  "Boldal",  pues  los  dueños  son 
los  demandados  como  continuadores  de  la  le- 
gítima posesión  de  su  antecesor  don  Manuel 
Ahumada.  Respecto  de  la  última  petición  de 
la  demanda  dicen  los  demandados  que  ellos 
tienen  título  de  dominio  sobre  los  predios  re- 
clamados y  ese  título  es  la  sucesión  por  causa 
de  muerte,  pues  ellos  heredaron  esas  fíncas  de 
su  antecesor  don  Manuel  Ahumada,  cuyo  do- 
minio sobre  ellas  estaba  fuera  de  toda  discu- 
sión. Dicen  también  los  demandados  que  en 
autos  hay  antecedentes  bastantes  para  com- 
probar que  ellos  adquirieron  el  dominio  de  las 
propiedades  reclamadas  por  medios  legítimos, 
exentos  de  fraude  y  de  todo  otro  vicio. 

Fundando  su  reconvención,  los  demandados 
exponen  que  en  su  testamento  don  José  Re« 
yes,  reconoció  como  su  acreedor  á  don  Ma- 
nuel Ahumada;  que  los  herederos  de  Reyes 
reconocieron  el  crédito  de  Ahu manda  por 
$8.277  con  intereses  al  12%  y  al  15%  anual; 
que  las  actuaciones  hechas  en  el  juicio  de  par- 
tición para  desvirtuar  ese  crédito  en  nada  po- 
dían afectar  al  señor  Ahumada,  que  no  fué 
parte  en  ese  juido,  y  que  como  ese  crédito  no 
ha  sido  pagado,  reconviene  á  la  8uc?9Íóa  de* 


mandante  por  el  importe  de  ese  crédito;  vtrr 
mina  pidiendo  se  deseche  la  demanda  t<« 
acepte  lo  reconvención. 

En  la  réplica  el  demandante  refuerza  los  ar- 
gumentos hechos  en  la  demanda j  agFefi<-9t 
los  actos  de  remate  de  los  fundos  *'C&pti:- 
nía'*  y  "Boldal**  á  favor  de  don  Manud  As- 
mada, adolecieron  de  nulidad  por  cnanto  hi 
hiendo  sido  tasada  la  propiedad  en  $  VX 
fué  sacada  á  remate  sólo  por  $  3.000,  nis- 
raudo  así  el  interés  de  los  menores  Reja 
Agrega  que  tampoco  se  extendió  el  acta  2 
remate  á  favor  del  señor  Ahumada.  Diceuc- 
bién  que  la  segunda  de  las  acciones  inteTpj& 
tas  en  la  demanda  es  la  de  desistimiento  ir 
contrato  de  venta  iniciado  con  el  señor  A:: 
mada,  desistimiento  que  en  el  caso  xtsú 
procede  plenamente  y  sin  responsabilidad  í- 
guna  para  la  sucesión  vendedora,  en  coq!':? 
midad  á  lo  dispuesto  en  los  artícalosl8>Jl' 
1802  del  Código  Civil.  Respecto  de  la  rec . 
vención  dice  el  demandante  que  cnalqmra 
que  sea  la  cantidad  que  resulte  en  faror  ¿ 
Ahumada  y  en  contra  del  mismo  demasié 
te,  ella  resulta  inmensamente  inferiora  la  q:.' 
por  su  parte  le  adeudad  señor  Ahomadait 
razón  de  frutos  percibidos  indebidamente. i^ 
conoce  que  la  sucesión  de  su  causa  habbs 
adeudaba  al  señor  Ahumada  un  crédito  £ 
$  1.000  con  hipoteca  del  predio  de  lacalki; 
**Cinco  de  Abril";  manifiesta  que  el  señor  Ai: 
mada  remató  esa  propiedad  en  $  2.000;  ck 
de  esta  suma  pagó  Ahumada  sólo  $  ¥KK  ü 
modo  que  quedó  adeudando  $  1.600  j CCS 
la  sucesión  Reyes  debía  al  señor  Ahoflui^ 
sólo  $1.350  sobre  este  predio,  resulta  f- 
Ahumada  debe  á  la  sucesión,  á  virtud  de (^ 
remate,  la  suma  de  $  2.250.  Reconoce  tasr 
bien  el  demandante  la  existencia  de  otro  crf- 
dito  á  favor  de  Ahumada,  ascendente  i ' 
suma  de  1.000  al  12%  anual,  garantido  cg: 
hipoteca  del  fundo  ''La  Capellanía",  crcdiu 
qué,  según  dice,  queda  de  sobra  compeosa^^ 
con  los  frutos  del  fundo  que  ascendían  á$^' 
al  año.  Agrega  que  las  otras  dos  deudas  re 
conocidas  á  favor  de  don  Manuel  Ahaau<^ 
en  el  expediente  de  partición  y  que  no  alí^: 
zan  reunidas  á  la  suma  de  $  5.000  qof^*' 
compensadas  con  esos  mismos  frates.  P^ 
viene  que  la  cuenta  áinyor  de  Afauo^* 
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le  se  refiere  el  punto  4^  del  acta  de  fs.  59  del 
ipediente  de  partición  no  la  aceptay  por  eso 
)  ]a  ha  tomado  en  cuenta  en  los  cálculos  an- 
cores. Termina  el  demandante  Reyes  di- 
ndo  que  lo  que  él  adeudaría  á  la  sucesión 
lumada  en  la  actualidad,  según  lo  expuesto 

la  reconvención,  sería  la  suma  de  $  9.000 
capital  é  intereses;  presentando  un  cuadro 
lo  que  el  exponente,  según  sus  propios  cal- 
los, adeudaría  á  la  sucesión  Ahumada  y  pi- 
indo  se  resuelva  como  lo  tiene  pedido  en 
s  escritos  anteriores. 

Después  de  recibida  la  causa  á  prueba  por  el 
ior  Juez  Letrado  de  Limache,  presentaron 
s  partes  un  escrito  en  el  cual  acuerdan  so- 
íter  este  juicio  al  arbitraje  del  abogado  don 
Tiesto  A.  Hübner.  El  arbitro  aceptó  el  cargo 

forma  legal. 

El  demandante  don  Guillermo  Reyes  repro- 
ice  ante  el  arbitro  sus  escritos  de  demanda 
de  réplica  y  agrega  que  no  reconoce  la 
lenta  á  favor  de  Ahumada  consignada  en  el 
into  4^  del  acta  del  expediente  de  partición, 
>rno  haberse  liquidado  oportunamente,  por 
illarse  cubierto  su  valor  y  por  haber  pres- 
ito  el  derecho  de  cobrarla.  El  mismo  señor 
eyes,  opone  á  la  reconvención  de  Ahumada 
.  excepción  de  prescripción  de  todos  los  cré- 
itos  que  se  cobran  por  haber  trascurrido 
tas  de  veinte  años  desde  la  fecha  en  que  se 
icieron  exigibles  é  invoca  Reyes  en  su  favor 
1  precepto  del  artículo  2514  y  demás  que  in- 
tca  del  Código  Civil. 

La  sucesión  Ahumada  refuerza  los  argumen- 
os  hechos  en  la  contestación  y  respecto  de  la 
•rescrípción  alegada  de  contrario  dice  queella 
€  interrumpió  por  el  reconocimiento  expreso 
le  las  obligaciones  de  la  sucesión  Reyes  á  fa- 
ordedon  Manuel  Ahumada,  reconocimiento 
jue  aparece  del  expediente  de  partición  de  los 
M€nes  de  don  José  Reyes  y  que  fué  prestado 
>or  las  personas  que  componían  esa  sucesión. 
)ice  también  que  don  Manuel  Ahumada  ges- 
lonó  el  pago  de  sus  créditos  ante  el  compro- 
nisario  de  la  sucesión  Reyes,  don  Carlos  Sán- 
chez Alvaradejos,  con  lo  cual  interrumpió  la 
prescripción,  y  que  esa  interrupción  subsiste 
todavía,  por  cuanto  el  juicio  de  partición 
aludido  no  ha  terminado  aún. 

La  causa  fué  recibida  á  prueba. 


El  arbitro  falló: 

Valparaíso,  junio  23  de  1903 — Conside- 
rando respecto  de  la  nulidad  de  los  actos  de 
remate  delosfundos  "Capellanía"  y  "Boldal" 
verificados  en  el  juicio  de  partición  de  los 
bienes  de  don  José  Reyes: 

1^  Que  esos  actos  de  remate  se  verificaron 
previa  la  tasación  de  esas  propiedades,  prac- 
ticada por  el  perito  don  Juan  de  Dios  Reyes, 
que  se  registra  en  el  expediente  de  particiones 
acompañado  y  que  fué  aprobada  por  los  in- 
teresa-los  en  el  acuerdo  3^  del  mismo  expe- 
diente y  que  también  se  publicaron  los  pre- 
gones y  avisos  del  caso. 

2^  Que  la  rebaja  del  mínimum  para  la  su- 
basta de  esas  propiedades  á  una  cantidad  in- 
ferior al  valor  de  la  tasación,  está  justificada 
por  el  hecho  comprobado  en  los  autos  de  par- 
tición de  que  los  primeros  remates  anunciados 
no  se  llevaron  á  cabo  por  falta  de  postores. 

Considerando  respecto  de  la  acción  de  re- 
solución de  las  adjudicaciones  de  los  fundos 
"Capellanía"  y  "Boldal"  á  favor  de  don  Ma- 
nuel Ahumada,  acción  que  en  la  réplica  dice  el 
demandante  es  mas  bien  de  desistimiento  del 
contrato: 

1^  Que  la  venta  de  bienes  raíces,  ya  se  haga 
en  privado  ó  en  subasta  pública,  no  se  reputa 
perfecta  ante  la  ley  mientras  no  se  ha  otorga- 
do escritura  pública,  según  lo  dispuesto  en  el 
inciso  2^  del  artículo  1801  del  Código  Civil; 

2^  Que  las  partes  están  de  acuerdo  en  que 
la  adjudicación  en  remate  público  de  los  fun* 
dos  "Capellanía"  y  "Boldal"  hecha  á  don  Ma- 
nuel Ahumada,  no  se  ha  reducido  á  escritura 
pública,  hecho  que  también  está  comprobado 
por  el  auto  del  expediente  de  partición; 

3^  Que  mientras  no  se  ha  perfeccionado  un 
contrato  en  forma  legal,  cualquiera  de  las 
partes  puede  desistirse  ó  retractarse  de  él,  y 
que  la  sucesión  de  don  José  Reyes  manifiesta 
en  su  demanda  que  no  está  dispuesta  á  llevar 
á  término  el  contrato  que  proyectaba  con 
don  Manuel  Ahumada  sobre  venta  de  los  tun- 
dos  de  que  se  trata  en  este  juicio;  y 

4^  Que,  á  mayor  abundamiento,  el  expedien- 
te de  partición  acompañado  comprueba  que 
don  Manuel  Ahumada  no  cumplió  oportuna- 
mente con  la  condición  impuesta  en  las  bases 
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del  remate  y  en  el  decreto  del  expediente  de 
partición,  hecho  que  daría  lugar  á  la  resolu- 
ción del  contrato  si  este  hubiera  alcanzado  á 
perfeccionarse. 

Considerando  respecto  de  la  acción  de  pe- 
tición de  herencia  deducida  en  la  demanda: 

l'^  Que  esta  acción,  según  lo  dispuesto  en  el 
artículo  1264  del  Código  Civil,  sólo  procede 
en  contra  del  que  ocupa  una  herencia  en  cali- 
dad de  heredero;  y 

2^  Que  ni  don  Manuel  Ahumada  ni  su  suce- 
sión se  dicen  ni  se. han  dicho  jamás  herederos 
de  don  José  Reyes. 

Considerando  respecto  de  la  acción  reivin- 
dicatoría deducida  en  la  demanda: 

1^  Que  la  acción  de  dominio  según  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  889  del  Código  Civil,  co- 
rresponde al  dueño  de  una  cosa  singular,  de 
que  no  está  en  posesión,  y  se  dirige  contra  el 
poseedor  de  la  cosa  para  obligarlo  á  resti- 
tuirla; 

2^  Que  los  demandantes,  don  Guillermo  y 
doña  María  Luisa  Reyes,  han  probado  con  el 
testamento  de  don  José  Reyes,  que  se  registra 
en  el  espediente  de  partición,  con  la  escritura 
de  cesión  y  la  diligencia  de  inscripción,  que  se 
registra  en  el  expediente  acompañado  sobre 
posesión  efectiva  de  la  herencia  de  don  José 
Reyes;  con  la  prueba  rendida  al  tenor  de  la 
pregunta  3*  del  interrogatorio;  con  el  certifi- 
cado de  inscripción  de  este  expediente,  que 
son  dueños  del  predio  denominado  "Capella- 
nía**, ubicado  en  el  departamsnto  de  Lima- 
che; 

3*^  Que  los  demandados  reconocen  en  diver- 
sas partes  de  su  escrito  de  contestación  que 
ellos  están  en  posesión  del  expresado  predio 
"Capellanía**; 

4^  Que  los  demandados  no  han  exhibido 
documento  alguno  para  comprobar  que  ellos 
sean  dueños  del  predio  de  que  se  trata  y  se 
han  limitado  á  invocar  en  su  favor  el  acta  de 
remate  de  esa  propiedad  extendida  á  favor  de 
don  Manuel  Ahumada; 

5^  Que  esa  acta  no  ha  sido  reducida  á  eiyrri- 
tura  pública  y  que  la  venta  de  bienes  raíces 
no  se  reputa  perfecta  ante  la  ley  mientras  no 
se  ha  otorgado  escritura  pública,  según  ya  se 
ha  demostrado  en  un  considerando  anterior; 

6^  Que,  vencido  el  poseedor,  debe  restituir 


la  cosa  en  el  plazo  que  el  Juez  señale,  segúa  le 
dispuesto  en  el  artículo  904  del  Código  QWT: 
7^  Que  los  demandantes  no  han  presenta*" 
ningún  documento  que  justifique  su  dorair:'  • 
sobre  el  predio  denominado  "El  Boldal": 

8*^  Que,  por  el  contrario,  en  la  segunda  parte 
del  acuerdo  4*^  del  comparendo  de  que  da  cjen- 
ta  el  acta  del  expediente  de  partición  de  lr¿ 
bienes  de  don  José  Reyes,  en  el  acuerdo  S''  le". 
acta  y  en  el  acta  de  remate  del  mismo  expe- 
diente, se  dejó  establecido  que  don  José  Rctó. 
causa  habiente  de  los  demandantes,  hatr'i 
comprado  el  predio  "El  Boldal'*  á  su  primi- 
tivo dueño  don  Alejo  Chaparro  en  $  8(^K  f*- 
ro  que  no  existía  documento  alguno  que  •;:$- 
tifícara  esa  venta; 

9°  Que  á  virtud  de  lo  expuesto  en  el  consi- 
derando anterior  y  con  arreglo  á  lo  presente 
en  el  inciso  2'  del  artículo  1801  del  C«S*lij:c 
Civil,  la  venta  del  fundo  "El  Boldal"  hecha 
por  don  Alejo  Chaparro  á  don  José  Reyes»  no 
se  reputa  perfecta  ante  la  ley  por  no  hal<T 
sido  reducida  á  escritura  pública  todavía  j 
en  consecuencia,  los  demandantes  no  adqui^!^ 
ron  legalmente  el  dominio  del  expresado  fun- 
do "El  Boldal**;  y 

10.  Que,  á  maj  or  abundamiento,  tres  de  los 
testigos  que  declaran  al  tenor  de  la  prej^jn- 
ta  3*  del  interrogatorio,  dicen  que  don  Ma- 
nuel Ahumada  vendió  en  1883  el  fundo  "E. 
Boldal*'  y  que  entre  esos  testigos  está  dor. 
Pedro  Rómulo  Roldan  que  dice  ser  el  compra- 
dor del  fundo,  hecho  que  permite  prcsum ir q ce 
la  sucesión  Ahumada  no  está  actualmente  tc 
posesión  del  fundo,  de  lo  cual  resultaría  qce 
la  acción  reivindicatoría  se  habría  interpuesto 
en  este  juicio,  respecto  del  fundo  "El  Boldal", 
en  contra  de  una  persona  que  no  está  en  po- 
sesión actual  del  fundo,  procedimiento  que 
no  está  en  conformidad  con  el  precepto  del  ar- 
tículo 895  del  Código  Civil . 

Considerando  respecto  de  la  petición  for- 
mulada por  los  demandantes  para  que  se  les 
entregue  la  tenencia  de  los  fundos  "Capella- 
nía'* y  "Boldal**: 

I*'  Que  considerada  esta  petición  como  una 
acción  posesoria,  sería  improcedente,  puesto 
que  los  demandantes  reconocen  en  la  deman- 
da y  en  la  réplica  que  Ahumada  tomó  pose- 
sión en  1880  de  los  fundos  de  que  se  tratar 
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en  consecuencia  habría  espirado  hace  3'a  mu- 
cVi  o  tiempo  el  plazo  que  concede  el  inciso  2^ 
del  artículo  920  del  Código  Civil  para  enta" 
blar  las  acciones  posesorias  que  tienen  por 
objeto  recuperar  la  posesión;  y 

2^  Que  considerando  esta  petición  como 
una  acción  resultante  del  dominio  que  los  de- 
mandantes reclaman  sobre  los  fundos  mate- 
ria de  este  juicio,  esta  acción  se  confunde  con 
la  reivindicatoría  deducida  y  estudiada  ante* 
riormente. 

Considerando  respecto  del  cobro  de  frutos 
que  los  demandantes  hacen  en  la  demanda: 

1^  Que  á  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  artícu- 
lo 8^  del  Código  Civil,  don  Manuel  Ahumada 
no  podía  ignorar  que  el  hecho  de  haber  rema- 
tado los  fundos  "Capellanía"  y  "Boldal"  y 
de  haber  suscrito  el  acta  de  remate,  no  basta- 
ban para  que  ese  contrato  quedara  perfeccio- 
nado ni  bastaban  en  consecuencia,  para  que  él 
adquiriera  legalmente  el  dominio  de  los  fun- 
dos rematados; 

2^  Que  el  error  en  materia  de  derecho  cons- 
tituye una  presunción  de  mala  fe  que  no  ad- 
mite prueba  en  contrario,  según  lo  dispuesto 
en  el  inciso  4^  del  artículo  706  del  Código 
Civil; 

3*^  Que  la  acción  rei vindicatoria,  según  se 
ha  visto  anteriormente,  no  procede  en  este 
juicio  sino  respecto  del  predio  denominado 
"La  Capellanía'^ 

4^  Que  el  escrito  del  expediente  de  partición 
acompañado,  el  decreto  y  las  actuaciones  que 
le  siguen,  comprueban  que  don  Manuel  Ahu- 
mada no  debió  tomar  posesión  del  fundo  'Xa 
Capellanía"  sino  el  14  de  julio  de  1881; 

5^  Que  la  prueba  rendida  por  los  deman- 
dantes al  tenor  de  las  articulaciones  5*  y  2* 
del  interrogatorio  para  acreditar  que  la 
cuantía  del  arriendo  que  el  fundo  '*La  Ca- 
pel lanía'*  habría  debido  producir  desde  1880 
hasta  ahora  es  de  $  800  anuales,  no  es  plena 
prueba  ante  la  ley,  porque  los  testigos  no  de- 
ponen acerca  de  un  hecho  real  y  positivo,  sino 
que  se  limitan  á  manifestar  su  opinión  acerca 
del  precio  calculado  del  canon  de  arriendo  de 
ese  fundo; 

6^  Que,  á  mayor  abundamiento,  la  sucesión 
demandada  ha  probado  con  la  declaración 
de  dos  testigos  que  declaran  al  tenor  de  las 


articulaciones  6*  y  7*  del  interrogatorio,  que 
el  fundo  'Xa  Capellanía"  ha  estado  arrendado 
primeramente  en  $  200  anuales  y  después  en 
$  250  también  anuales. 
Considerando  respecto  de  la  reconvención: 
1^  Que  en  el  comparendo  de  24  de  agosto  de 
1879,  de  que  da  cuenta  el  acta  del  expediente 
de  partición  de  los  bienes  de  don  José  Reyes, 
los  herederos  de  éste  reconocieron  á  favor  de 
don  Manuel  Ahumada  los  siguientes  créditos: 

a)  Un  crédito  hipotecario  por  $  1.000  al 
interés  del  15%  anual,  cuyos  intereses  esta- 
ban cubiertos  hasta  el  12  de  mayo  de  1878; 

b)  Otro  crédito  hipotecario  por  $  1.000  al 
interés  del  12%  anual,  vencido  el  31  de  diciem- 
bre de  1877; 

c)  Otro  crédito  por  $  3.267  que  debía  ven- 
cer el  28  de  septiembre  de  1879y  que,  por  con- 
siguiente, según  dice  el  acta  respectiva,  no  re- 
conocía intereses; 

d)  Otro  crédito  por  la  suma  de  $1.400  más 
ó  menos,  pero  que  no  se  consideró  liquidado 
por  la  cantidad  antedicha,  por  cuanto  se  acor- 
dó esperar  algunos  datos  sobre  abonos  par- 
ciales hechos  á  cuenta  de  ese  crédito;  y 

e)  Un  pagaré  por  $  310  suscrito  el  12  de 
mayo  de  1878  á  seis  meses  de  plazo  y  al  inte- 
rés del  12%  anual; 

2^  Que  los  herederos  de  don  José  Reyes,  en 
su  escrito  de  réplica,  reconocieron  expresa- 
mente los  créditos  expresados  en  los  párrafos 
fi»  ^1  Cf  y  ^  del  considerando  anterior; 

3^  Que  el  crédito  expresado  en  el  párrafo 
d)  del  considerando  1^  no  fué  reconocido  en 
el  comparendo  de  24  de  agosto  de  1879  ya 
citado,  por  una  cantidad  determinada;  que 
ese  mismo  crédito  fué  expresamente  descono- 
cido en  el  escrito  de  réplica;  que  del  reconoci- 
miento no  ha  rendido  prueba  alguna  para 
justificar  la  existencia  de  ese  crédito,  y  que 
además  obra  en  contra  de  su  aceptación  la 
circunstancia  que  se  expresará  más  adelante;  y 

4^  Que,  como  se  ve  del  expediente  de  pose- 
sión efectiva  de  la  herencia  de  don  José  Reyes, 
la  sucesión  de  éste  abonó  el  24  de  agosto  de 
1881  el  precio  del  remate  del  predio  denomi- 
nado **La  Viña"  ascendente  á  $  1.465  á  buenas 
cuentas  de  las  cantidades  que  esa  sucesión 
adeudaba  á  don  Manuel  Ahumada. 

Considerando    respecto   á  la  prescripción 
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opuesta  por  los  demandantes  al  cobro  que 
los  demandados  les  hacen  en  la  reconvención: 

I*'  Que  cualquiera  que  sea  el  tiempo  que 
ha  trascurrido  desde  el  día  en  que  se  hicieron 
exigibles  los  créditos  expresados  en  los  párra- 
fos a),  b),  c)  y  e)  del  considerando  1^  de  la 
parte  de  este  laudo  relativa  ala  reconvención, 
todos  ellos  fueron  expresamente  reconocidos 
por  el  demandante  en  su  escrito  de  réplica  de 
estos  autos; 

2^  Que,  de  acuerdo  con  el  reconocimiento 
de  esos  créditos,  las  partes  convinieron  en  el 
escrito  en  que  se  sometió  este  asunto  á  arbi- 
traje, en  que  el  arbitro  liquidfira  el  monto  de 
lo  que  la  sucesión  Reyes  debe  á  la  sucesión 
Ahumada; 

3^  Que  los  demandantes  opusieron  por  pri- 
mera vez  la  excepción  de  prescripción  de  los 
créditos  expresados  anteriormente  en  el  escri- 
to presentado  el  12  de  noviembre  de  1901,  ó 
sea  con  posterioridad  al  reconocimiento  de 
esos  créditos  indicados  en  los  dos  consideran- 
dos anteriores; 

4^  Que  el  reconocimiento  de  los  créditos, 
prestado  en  forma  legal,  antes  de  oponer  la 
prescripción  de  ellos  importa  la  renuncia  tá- 
cita ó  la  interrupción  de  ella,  en  conformidad 
á  lo  dispuesto  en  los  artículos  2494  y  2518 
del  Código  Civil: 

5^  Que  el  crédito  por  $  1.400,  reconocido 
en  una  forma  vaga  por  la  sucesión  Reyes  á 
favor  de  Ahumada  en  el  acta  del  expediente 
de  petición,  fué  expresa  y  categóricamente 
desconocido  por  los  demandantes  en  su  escri- 
to de  réplica; 

6^  Que  la  redacción  de  la  citada  acta  per- 
mite comprender  con  claridad  que  á  la  fecha 
de  ella,  el  crédito  por  $  1.400,  de  que  se  trata 
era  exigible  en  aquella  fecha; 

7^  Que  ese  reconocimiento  y  esa  acta  están 

fechadas  en  24  de  agosto  de  1879  y  que  desde 

esta  fecha  hasta  el  30  de  julio  de  1900,  día  en 

que  la  sucesión  Ahumada  formuló  su  recono- 

d miento,  trascurrieron  más  de  veinte  años;  y 

8^  Que  las  acciones  ordinarias,  tales  como 

las  que  se  deducen  en  la  reconvención,  pres* 

criben  en  veinte  años,  según  lo  dispuesto  en 

el  artículo  2515  del  Código  citado. 

Por  estos  fundamentos  y  disposiciones  le- 
gales citadas  se  declara: 


1^  Que  ha  lugar  á  la  demanda  de  estos  au- 
tos en  cuanto  por  ella  se  pide  que  se  tenga  á 
la  sucesión  Reyes  por  retractada  de  la  venta 
de  los  fundos  "Capellanía"  y  "Boldal"  hecha 
en  pública  subasta  á  don  Manuel  Ahumada, 
por  cuanto  esa  venta  no  fué  oportunamente 
reducida  á  escritura  pública; 

2^  Que  lia  lugar  á  la  misma  demanda  en 
cuanto  por  ella  exigen  los  demandantes  que 
la  sucesión  de  don  Manuel  Ahumada  Icé  de- 
vuelva el  fundo  **La  Capellanía"  con  los  fru- 
tos percibidos  desde  el  14  de  julio  de  1881. 
frutos  que  el  Juzgado  determinará  oyendo  el 
dictamen  de  un  perito  nombrado  en  la  forma 
ordinaria; 

3^  Que  ha  lugar  á  la  reconvención  respecto 
de  los  créditos  expresados  en  los  párrafos  al, 
^)t  c)  y  c)  de  esta  sentencia,  créditos  qoe 
pagará  la  sucesión  Reyes  á  la  sucesión  Ahu- 
mada con  los  intereses  estipulados  respecto 
de  los  créditos  a),  b)  y  e)  con  el  interés  k- 
gal  respecto  del  crédito  c),  intereses  que  se 
abonarán  desde  las  fechas  espresadas  ó  indi- 
cadas en  los  párrafos  respectivos;  debiendo 
ser  de  abono  á  la  sucesión  Reyes  la  suma  de 
$  1.465,  que  don  Manuel  Ahumada  recibió  á 
cuenta  de  su  crédito  el  24  de  agosto  de  1881, 
según  se  ha  dicho  en  el  considerando  4^  de 
este  laudo  en  la  parte  en  que  trata  de  la  re- 
convención, debiendo  hacerse  también  la  co- 
rrespondiente compensación  de  intereses; 

4^  Que  no  ha  lugar  á  la  excepción  de  pres- 
cripción opuesta  por  los  demandantes  al  co- 
bro de  los  créditos  indicados  en  la  resolución 
que  precede; 

5^  Que  ha  lugar  á  la  prescripción  opuesta 
por  los  demandantes  al  cobro  del  crédito  ex- 
presado en  el  párrafo  d)  de  los  considerandos 
de  este  laudo;  y 

6^  Que  no  ha  lugar  á  las  demás  peticiones 
de  las  partes  ni  á  la  condenación  en  costas, 
por  cuanto  ni  la  demanda  ni  la  reconvención 
son  admitidas  en  su  totalidad.  —  Ernesto 
Hübner, 

La  Corte  de  Apelaciones: 

,Val paraíso,  14  de  diciembre  de  1903.— Vis- 
tos: Eliminando  los  fundamentos,  1',  2^  y  3' 
de  la  sentencia  de  primera  instancia  referente 
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A  cobro  de   frutos,  y  teniendo  además  pre< 


1^  Que  la  acción  reivindicatoría  fué  deduci- 
ría por  los  demandantes  sólo  en  el  carácter  de 
subsidiaría  para  el  caso  de  no  aceptarse  nin- 
^Tuna  de  las  otras  acciones  propuestas  prece- 
«íentemente,  como  la  de  resolución  de  las  ad- 
jtidicariones  de  los  fundos  "Capellanía"  y 
**Boldal*\  á  que  en  la  réplica  los  demandantes 
<3a,n  el  nombre  de  desistimiento; 

2^  Que  por  la  prímera  declaración  de  la 
sentencia  apelada,  se  acepta  lareferída  acción 
<3e  resolución  ó  desistimiento  y  manda  tener 
por  retractada  á  la  sucesión  Reyes  de  la  venta 
de  los  expresados  fundos  "Capellanía"  y  "Bol- 
dal"  por  no  haberse  reducido  oportunamente 
á.  escrítura  pública  la  respectiva  adjudicación; 

3^  Que,  no  obstante  haber  accedido  á  esta 
petición  de  los  demandantes,  el  Juez  de  prime- 
ra instancia  se  pronunció  también  sobre  la 
Acción  reivindicatoría  deducida  en  subsidio 
respecto  del  fundo  "El  Boldal",  incurríendo 
así  en  el  vicio  de  fallar  ultra  petita,  indicado 
en  el  artículo  941  número  4^  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  vicio  que  aparece  de  ma- 
nifiesto en  la  sentencia  misma; 

4^  Que  los  demandados,  al  tomar  posesión 
del  fundo  "Capellanía",  han  podido  tener  la 
conciencia  de  haberlo  adquirído  por  medios 
legítimos  como  eran  la  adjudicación  en  rema- 
te público  y  el  decreto  que  les  mandó  dar  esa 
posesión  y  en  consecuencia  debe  reputárseles, 
para  los  efectos  de  la  restitución  de  frutos, 
como  poseedores  de  buena  fe; 

5^  Que  en  el  certificado  acompañado  en  es- 
ta instancia  se  comprueba  plenamente  el  pago 
del  crédito  signado  con  la  letra  a)  en  la  sen- 
tencia apelada;  y 

6^  Que  los  demandados  han  dejado  subsis- 
tente su  apelación  sólo  respecto  á  los  frutos 
que  se  les  ordena  pagar  como  poseedores  de 
mala  fe,  desistiéndose  en  lo  demás,  y  que  la 
petición  formulada  en  el  mismo  escríto  para 
que  en  el  fallo  de  segunda  instancia  se  les  con- 
sidere como  comuneros  con  los  demandantes 
respecto  del  fundo  "Capellanía"  es  nueva  y 
sobre  ella  no  ha  versado  el  juicio. 

Con  arreglo  además,  á  lo  dispuesto  en  los 
artículos  706,  907  inciso  3^,  1551  y  1559  del 
Código  Civil  y  artículo  949  del  Código  de 


Procedimiento  Civil,  se  confirma  en  la  parte 
apelada  la  sentencia  de  23  de  junio  último, 
con  las  siguientes  declaraciones: 

1*  Que  los  frutos  del  fundo  "Cepellanía"  só- 
lo se  deben  desde  la  fecha  de  la  contestación 
de  la  demanda;  v 

2^  Que  los  demandantes  no  están  obligados 
á  pagar  el  crédito  por  $  1.000  signado  con  la 
letra  a). 

Suspéndense  los  efectos  de  la  misma  senten- 
cia en  la  parte  que  resuelve  sobre  la  acción 
subsidiaría  de  reivindicación  del  fundo  "El 
Boldal",  y  se  declara  que  no  procede  pronun- 
ciarse en  estos  autos  sobre  la  petición  á  que 
se  refiere  la  segunda  parte  del  considerando 
6^  del  presente  fallo. 

Se  previene  que  el  señor  Ministro  Alamos 
González  confirma  sin  modificación  la  senten- 
cia de  primera  instancia  en  cuanto  se  refiere  á 
la  restitución  de  frutos  del  fundo  "Capella- 
nia**. —fímulfo  Moreno,— Luis  Ignacio  Silva. 
—  Pedro  N,  Pineda.— B.  Alamos  González.-^ 
A.  fíezanilla  Silva, 

Contra  esta  sentencia  dedujo  don  Guillermo 
Reyes  el  recurso  de  casación  en  el  fondo,  ale- 
gando en  su  apoyo  los  siguientes  motivos: 

La  Corte  de  Apelaciones,  al  confirmar  la 
sentencia  de  primera  instancia  denegó  expre- 
samente la  entrega  de  "El  Boldal"  solicitada 
en  los  puntos  1'  y  3^  de  la  demanda,  denega- 
ción con  que  se  han  trasgredido  los  artículos 
894,  889,  904,  1875,  1489,  1487  y  1801  del 
Código  Civil. 

La  sucesión  de  Reyes  se  encontraba  en  po- 
sesión de  "El  Boldal"  y  aun  cuando  no  le  ha- 
bía sido  otorgado  todavía  título  de  domi- 
nio por  el  vendedor,  don  Alejo  Chaparro,  ha- 
bía pagado  ya  una  parte  del  precio,  y  se  en- 
contraba por  lo  menos  en  el  caso  de  poder 
ganar  la  propiedad  por  prescripción,  teniendo 
un  título  superior  al  de  .\humada  para  con- 
servarlo. De  aquí  la  procedente  aplicación  de 
los  artículos  894,  889  y  904  del  Código  Civil, 

Siendo  déla  esencia  de  la  resolución  de  todo 
contrato  que  las  cosas  se  retrotraigan  al  esta- 
do en  que  se  hallaban  en  el  momento  de  su  cele- 
bración, si  se  ha  dado  lugar  á  la  acción  reso- 
lutoria deducida  respecto  de  "El  Boldal",  ha 
debido  darse  lugar  también  á  la  devolución 
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del  fundo.  Por  eso  se  han  infringido  los  ar* 
tículos  1873  y  1489  del  Código  Civil 

Y  si  el  contrato  no  llegó  á  perfeccionarse 
por  haber  faltado  la  correspondiente  escritura 
pública,  no  era  lógico  dejar  la  propiedad  en 
poder  del  comprador,  que  carecía  de  título 
para  retenerla;  por  lo  cual  ha  debido  aplicar- 
se lo  dispuesto  en  el  artículo  1801,  para  res- 
tituir el  fundo  al  comprador,  en  vez  de  infrin-  ' 
gir  dicha  disposición. 

Además,  la  sentencia  debe  ser  casada  en 
cuanto  niega  lugar  á  la  devolución  de  frutos 
de  "El  Boldal**;por  haber  declarado  quelosde 
**La  Capellanía"  se  pagaren  sólo  desde  la  con- 
testación de  la  demanda  y  haber  negado  lu- 
gar á  la  indemnización  de  perjuicios  de  una  y 
otra  propiedad. 

El  señor  Ahumada  ha  sido  poseedor  de  bue- 
na fe  de  **E1  Boldal",  debe  devolver  los  frutos 
de  esta  finca  desde  la  contestación  de  la  de- 
manda, conforme  á  lo  dispuesto  en  el  artículo 
907,  inciso  4*^  del  Código  Civil.  Y  como  posee- 
dor de  mala  fe  debe  restituir  los  frutos  perci- 
bidos desde  la  fecha  en  que  se  indica  en  la  de- 
manda é  indemnizar  los  perjuicios  causados, 
cuya  efectividad  se  acredita  en  el  terreno  de 
prueba.  Ahumada  ha  sido  poseedor  de  mala  fe 
tanto  de  "La  Capellanía"  como  de  *R1  Bol- 
dal"  por  haberlos  gozado  sin  título  alguno. 

Por  tanto,  la  sentencia  ha  violado  las  dis- 
posiciones siguientes:  1^  la  del  artículo  706 
del  Código  Civil,  según  la  cual  la  buena  fe  es 
la  conciencia  de  haberse  adquirido  el  dominio 
de  una  cosa  por  medios  legítimos,  excentos  de 
todo  vicio,  constituyendo  el  error  en  materia 
de  derecho  una  presunción  de  mala  fe  que  no 
admite  prueba  en  contrario;  2*  la  del  artículo 
1875,  en  virtud  del  cual  la  resolución  de  la 
venta  por  no  haberse  pagado  el  precio,  da  de- 
recho al  vendedor  para  que  se  le  restituyan  los 
frutos,  debiendo  considerarse  al  comprador 
como  poseedor  de  mala  fe  para  el  abono  de 
los  deterioros;  3*  la  del  artículo  906  inciso  1^, 
según  el  cual  el  poseedor  de  mala  fe  es  respon- 
sable de  los  deterioros;  4*  la  del  artículo  907, 
inciso  1^,  que  obliga  al  comprador  á  restituir 
los  frutos  naturales  y  civiles  de  la  cosa,  tanto 
los  percibidos  con  mediana  diligencia,  ó  por 
lo  menos  la  del  inciso  3^,  en  el  caso  de  que  lle- 
gara á  considerarse  á  Ahumada  como  posee- 


dor de  buena  fe  de  "El  Boldal";  5*  la  de!  ar- 
tículo 1489  que  ordena  la  indemoizadón  de 
perjuicios  por  parte  del  que  en  los  contratos 
bilaterales  no  hubiera  cumplido  sus  obligacio- 
nes; 6^  la  del  artículo  1801  que  no  declarando 
perfecta  la  venta  de  un  inmueble  mientras  no 
se  otorgue  escritura  pública,  nojda  derecho  al 
comprador  para  tomar  posesión  de  el  y  perci- 
bir sus  frutos  hasta  que  se  haya  llenado  esta 
formalidad,  la  que  no  se  ha  cumplido  en  d 
presente  caso. 

Debe  tenerse  presente  que  el  Juez  compro- 
misario no  confirió  á  Ahumada  la  posesión  de 
los  furdos  que  remató,  como  lo  afirma  uno 
de  los  considerandos  de  la  sentencia  reclama- 
da, pues  el  decreto  se  limitó  á  negar  lugar 
lisa  y  llanamente  á  la  entrega  de  las  propie- 
dades sino  bajo  1^  condición  de  que  se  llena- 
ran los  requisitos  señalados  en  el  mismo  de- 
creto los  cuales  no  se  han  cumplido  hasta 
ahora. 

La  sentencia  impugnada  infringe  también  lo 
dispuesto  en  los  artículos  1655,  1656,  1647, 
1(^63  y  1567  número  5*?  del  Código  Ciril. 
relativos  á  la  compensación.  En  efecto,  en  la 
réplica,  que  fué  á  la  vez  contestación  á  la  re- 
convención, se  manifestó,  que  en  el  supuesto 
de  que  la  sucesión  Reyes,  debiese  á  Ahumada 
los  créditos  demandados  en  dicha  reconven 
ción,  estos  debían,  compensarse  en  la  parte 
correspondiente,  en  conformidad  á  los  precep- 
tos legales  citados,  con  los  valoresa  deudados 
por  Ahumada  á  la  sucesión  Reyes,  que  allí 
mismo  se  especifica.  La  sentencia,  sin  embar 
go,  niega  lugar  á  esta  compensación,  no  obs- 
tante las  disposiciones  legales  citadas. 

Igualmente  procede  la  casación  de  la  sen- 
tencia por  haber  quebrantado  las  disposicio- 
nes de  los  artículos  2494,  2514  y  2515  del 
Código  Civil,  cuando  rechaza  la  prescripción 
alegada  por  el  recurrente  relativamente  á  los 
créditos  indicados  en  la  sentencia  en  los  párra- 
fos b),  c)  y  e),  por  haber  trascurrido  más  de 
veinte  años  desde  la  fecha  en  que  fueron  exi- 
gibles  esos  créditos  sin  que  haya  existido  re- 
conocimiento expreso  ni  tácito  de  la  subsis- 
tencia de  ellos  después  de  cumplida  la  pres- 
cripción. 

Finalmente,  la  sentencia  reclamada  infringe 
lo  dispuesto  en  los  artículos  1551  número  3^, 
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1552  y  2199  del  Código  Civil  en  cuanto 
manda  pagar  intereses  por  los  créditos  de  la 
sucesión  Ahumada,  especialmente  por  el  de- 
signado con  la  letra  c)  desde  una  fecha  ante- 
rior á  la  notificación  del  traslado  de  la  recon- 
vención, pues  la  sucesión  Reyes  no  ha  estado 
eti  mora  de  pagar  tales  créditos  desde  que  la 
sucesión  Ahumada  se  hallaba  en  posesión 
de  dos  propiedades  de  aquélla  y  percibía  sus 
frutos. 

La  sucesión  de  don  Manuel  Ahumada  alegó 
que,  según  aparece  claramente  en  los  conside- 
randos de  la  sentencia,  no  se  ha  violado,  por 
que  no  es  aplicable  al  caso,  el  artículo  894  del 
Código  Civil,  pues  "El  Boldal"  no  había  sido 
inscrito  cuando  los  demandantes  entregaron 
su  posesión  á  los  demandados,  como  consta 
de  autos,  y  por  lo  mismo  los  primeros  perdie- 
ron su  posesión  y  la  adquirieron  los  segundos, 
que  tienen  así  mejor  derecho. 

No  son  aplicables  tampoco  los  artículos  889 
y  904  por  cuanto  los  demandados  no  son  po- 
seedores de  "El  Boldal",  como  lo  ha  estable- 
cido el  Juez  de  la  causa. 

No  se  han  violado  las  disposiciones  de  los 
artículos  1487,  1489.  1801  y  1873,  por  cuan- 
to  se  ha  dado  lugar  á  la  acción  resolutoria 
por  el  Juez  de  la  causa,  pero  no  se  díó  lu^ar 
á  la  entrega  por  los  motivos  ya  expuestos. 

El  recurrente  reincide  en  el  error  ya  apunta- 
do de  considerar  poseedores  de  "El  Boldal"  á 
los  demandados  cuando  asevera  que  la  sen- 
tencia ha  infringido  el  precepto  del  inciso  4^ 
del  artículo  907  del  Código  Civil;  y  los  artícu- 
los que  cita  con  relación  al  pago  de  perjuicios 
no  pueden  haber  sido  quebrantados  por  la 
sencilla  razón  de  que  no  se  ha  comprobado  la 
existencia  de  tales  perjuicios. 

La  sentencia,  como  lo  expresa  su  conside- 
rando 4^,  ha  estimado  á  los  demandados  co- 
mo poseedores  de  buena  fe,  y  por  eso  dispone 
que  paguen  los  frutos  de  la  capellanía  sólo 
desde  la  contestación  de  la  demanda. 

Para  evidenciar  todavía  más  esta  buena  fe, 
la  parte  recurrida  hace  valer  diversos  antece- 
dentes que,  dice,  constan  del  juicio  de  parti- 
ción de  los  bienes  de  Reyes  y  rebate  las  obser- 
vaciones hechas  de  contrario  sobre  este  punto. 


La  Oorte: 

Considerando: 

1^  Que  la  sentencia  recurrida  declara  expre- 
samente que  no  se  pronuncia  ni  puede  pro- 
nunciarse acerca  de  la  acción  reivindicatoría 
de  "ElBoldal"  deducida  sólo  subsidiariamen- 
te de  la  de  desistimiento  ó  retractación  de  la 
venta  de  dicho  fundo,  que  fué  aceptada; 

2^  Que,  en  consecuencia,  no  se  han  infringi- 
do en  este  punto,  porque  no  se  han  aplicado 
en  aquel  fallo  los  artículos  889,  894  y  904  del 
Código  Civil; 

3^  Que  no  constituyendo  una  resolución  de 
contrato  el  indicado  desistimiento,  tampoco 
se  han  aplicado  ni  han  sido  infringidos  en  la 
sentencia  los  artículos  1487.  1489  y  1873  de 
dicho  Código  que  el  recurrente  da  como  vio- 
lados; 

4^  Qup  el  artículo  1801,  que  el  recurrente 
cree  también  infringido  porque  se  ha  negado 
lugar  á  la  entrega  de  "El  Boldar',no  contiene 
disposición  alguna  relativa  á  entrega  ó  devo- 
lución de  bienes,  sino  que  se  limita  á  declarar 
en  su  inciso  1'  que  el  contrato  de  venta  se  re- 
puta perfecto  desde  que  las  partes  han  conve- 
nido en  la  cosa  y  en  el  precio,  salvo  las  excep- 
ciones contenidas  en  el  siguiente  inciso;  en  el 
inciso  2^  que  la  venta  de  los  bienes  raíces,  ser- 
vidumbres y  censos,  y  la  de  una  sucesión  here- 
ditaria no  se  reputan  perfectos  ante  la  ley 
mientras  no  se  ha  otorgado  escritura  pública; 
y  en  el  inciso  3^  y  último,  que  "los  frutos  y 
flores  pendientes,  los  árboles  cuya  madera  se 
vende,  los  materiales  de  un  edificio  que  vu  á 
derribarse,  los  materiales  que  naturalmente 
adhieren  al  sucio,  como  piedras  y  sustancias 
minerales  de  toda  clase,  no  están  sujetas  á  es- 
ta excepción**; 

5^  Que,  en  consecuencia,  este  precepto  no 
ha  sido  quebrantado  sino  cumplido  en  el  fallo 
reclamado  en  cuanto  en  él  se  ordena  tener  á  la 
sucesión  de  don  José  Reyes  por  desistida  ó  re- 
tractada de  la  venta  de  los  fundos  "Capella- 
nía** y  "Boldal**  por  no  haberse  pactado  di- 
cha venta  por  escritura  pública; 

6^  Que  en  la  sentencia  de  que  se  recurre  ha  po- 
dido apreciarse  soberanamente  como  cuestión 
de  hecho  si  hubo  buena  ó  mala  fe  en  el  goce 
que  la  sucesión  de  Ahumada  tuvo  d^  los  íun* 
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dos  de  que  se  trata;  y  por  lo  mismo  es  inofi- 
cioso entrar  á  averiguar  si  son  aplicables  6  si 
se  han  infringido  en  el  referido  fallólos  artícu- 
los 706,  906,  907  y  demás  que  el  recurrente 
menciona  para  manifestar  que  aquella  suce- 
sión debe  ser  considerada  como  poseedora  de 
mala  fe; 

7^  Que  tampoco  aparecen  quebrantadas  en 
la  sentencia  las  disposiciones  relativas  á  la 
compensación  alegadas  por  el  recurrente,  sin 
especificar  cómo  fueron  infringidas,  excepción 
que  si  efectivamente  hubiera  sido  opuesta  en 
la  contestación  de  la  reconvención,  habría  si- 
do r.'chazada  en  la  declaración  6^  de  la  sen- 
tencia de  primera  instancia,  la  cual  en  esta 
parte  no  había  sido  apelada,  según  resulta  de 
la  expresión  de  agravios; 

8^  Que  la  sentencia  recurrida  cuando  recha- 
za, por  haberse  interrumpido  á  causa  de  reco- 
nocimiento expreso  de  la'  deuda,  la  prescrip- 
ción extintiva  alegada  por  los  demandados 
no  ha  violado  los  artículos  2494, 2514  y  2515 
del  Código  Civil,  el  primero  de  los  cuales  sólo 
se  refiere  á  la  renuncia  de  aquella  excepción;  el 
segundo  ordena  en  general  que  el  tiempo  para 
prescribir  se  cuenta  desde  que  la  obligación 
se' haga  exigible,y  el  último  determina  que  ese 
tiempo  sea  de  veinte  años  para  las  acciones 
ordinarias  y   de  diez  para  las  ejecutivas;  y 

9'  Que  la  sentencia  recurrida,  al  decretar  el 
pago  de  intereses  desde  la  fecha  del  otorga- 
miento ó  del  vencimiento  de  los  pagarées  que 
señala  en  la  parte  relativa  á  la  reconven- 
ción, se  ha  conformado  á  lo  prescrito  en  el 
número  1^  del  artículo  1551  y  en  el  artículo 
1559  del  Código  Civil,  lejos  de  haber  contra- 
riado lo  que  previenen  el  mismo  artículo  1551 
en  su  número  3^,  el  artículo  1552  y  el  2199 
de  dicho  Código,  los  cuales  no  son  aplicables 
al  presente  caso  ya  por  haber  plazo  estipula* 
do  para  el  pago,  ya  porque  no  alcanzó  á  exis- 
tir contrato  de  venta  de  los  fundos  ó  ya  por 
haber  el  deudor  incidido  en  mora  en  el  cum- 
plimiento de  sus  obligaciones. 

Visto  también,  lo  preceptuado  en  los  ar- 
tículos 960  y  979  del  Código  de  Procedimien- 
to Civil,  se  declara  sin  lugar,  con  costas,  el 
recurso  de  casación  en  el  fondo  interpuesto 
por  don  Guillermo  Reyes  contra  la  sentencia 
de  14  de  diciembre  de  1903, 


Queda  aplicada  al  Pisco  la  cantidad  consig- 
nada. 

Redactada  por  el  señor  Presidente  Aguirre 
Vargas.— F.  Aguirre  V.^LeopoJdo  Urrutia  — 
J.  Gabriel  Palma  Gazmán Gaivaríao  Gallar- 
do,—Gabriel  Gaete.  — Leoncio  Rodríguez,— 
Ahel  Saavedra, 


Cas.  en  la  forma,— 20  de  octubre  de  1905 

Squella  con  Ortiz 

Juicio  posesorio.  —  Defecto  de  tra- 
mitación—Vicio de  la  sentencia  de 
primera  instancia  no  reclamado. 

Doctrina: — Siendo  simplemente  conñr- 
matoria  la  sentencia  de  segunda  instan- 
cia y  no  habiéndose  reclamado^  interpo- 
niendo los  recursos  legales,  de  la  trami- 
tación dada  al  juicio,  ni  el  de  casación 
del  fallo  de  primera  instancia,  no  pueden 
hacerse  valer  en  contra  de  aquélla  las 
causales  que  pudieron  deducirse  en  con- 
tra de  ésta. 


Don  Miguel  L.  Squella  se  presenta  oponién- 
dose á  la  inscripción  de  las  escrituras  de  2  de 
mayo  y  de  18  de  octubre  de  1892,  por  los  cua- 
les Juan  Antonio  Llanquel,  Francisco,  Agus- 
tín, Pablo  y  Juan  Antinao  que  fíguran  en  la 
primera,  y  Jacinto  Paillán  y  Leimis  Huenchu* 
ñir,  que  ñguran  en  la  segpnda,  dan  en  venta 
á  don  Andrés  Ortiz  las  acciones  y  derechos 
que  le  corresponden  en  el  fundo  ''Colhue  Bajo", 
en  la  parte  que  está  comprendida  dentro  de 
los  siguientes  deslindes:  norte,  estero  Colhae, 
que  lo  separa  de  Yeneco  Alto;  sur,  los  arcua- 
les y  el  mar;  oriente,  un  cerro  y  quebrada  que 
lo  sv'para  de  terrenos  pertenecientes  á  la  suce- 
sión de  don  Emilio  Rauch;  y  poniente,  el  es- 
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tero  Yeneco  que  lo  separa  del  fundo  del  mismo 
nombre.  El  oponente  alega  que  el  terreno  así 
deslindado  es  parte  integrante  del  fundo  "Col- 
hue  Bajo",  de  que  es  principal  accionista  con 
título  escrito  y  en  el  que  jamás  los  vendedo- 
res han  tenido  posesión  ni  ejercido  ningún 
acto  de  aquellos  á  que  sólo  da  derecho  el  do- 
xninio. 

Suspendida  provisoriamente  la  inscripción, 
el  juicio  no  se  ag^tó,  por  lo  cual  se  mandó  ar- 
chivar, permaneciendo  así  desde  el  29  de  junio 
de  1901  hasta  el  20  de  abril  de  1904. 

Pedido  el  desarchivo  por  la  parte  de  Ortiz, 
se  presentó  el  señor  Squella  desistiéndose  de 
la  demanda  diciendo  que  si  bien  en  la  época 
en  que  dedujo  su  acción  le  asistía  derecho,  hoy 
está  convencido  no  tenerlo;  el  demandado  don 
Andrés  Ortiz  fírma  también  ese  escrito. 

Don  Miguel  Harismendy  por  la  Sociedad 
Comercial  Darmendrail  y  Harismendy  Her- 
manos, domiciliados  en  la  calle  de  Pérez,  se 
hace  parte  en  el  juicio  y  pide  que  se  declare 
que  es  la  Sociedad  con  quien  debe  seguirse 
adelante  la  oposición,  y  en  subsidio  se  le  ten- 
ga por  opuesto  á  la  inscripción  por  la  misma 
razón  que  tuvo  en  vista  el  señor  Squella,  y  se 
funda  para  ello  en  lo  siguiente: 

Que  el  señor  Squella,  como  lo  declara  el  mis- 
mo en  su  escrito  de  desistimiento,  no  tiene 
actualmente  ninguna  razón  para  mantener 
sus  pretenciones,  pero  la  tiene  la  Sociedad  de- 
mandante por  cuanto  es  ella  adjudicataría  de 
los  derechos  de  aquél  que  fueron  rematados 
de  orden  judicial.  £n  consecuencia,  el  interés 
que  antes  tenía  el  señor  Squella  y  el  perjuicio 
que  por  medio  de  la  oposición  quiso  evitar, 
corresponde  ahora  á  Darmendrail  y  Ha. 
rismendy  Hermanos,  lo  que  no  ignoran  los 
señores  Ortiz  y  Squella.  Es  sólo,  pues,  la  So- 
ciedad citada  la  única  que  debe  desistirse  del 
juicio  ó  seguirlo  adelante  según  lo  estime  con- 
veniente. 

Hn  rebeldía  del  señor  Ortiz,  agricultor,  domi- 
ciliado en  la  calle  de  Carrera  de  esta  ciudad, 
la  réplica  reproduce  lo  expresado  en  la  deman- 
da, y  aquel,  replicando,  entre  otras  cosas,  ex- 
pone que  los  motivos  alegados  por  los  oposi- 
cionistas no  son  legales  ''porque  la  ley  no 
reconoce  prioridad  entre  los  comuneros  y  por- 
que pueden  venderse  acciones  y  derechos  en 


un  retazo  dt:terminado  de  la  cosa  común,  eso 
sí  que  corriéndose  el  abur  de  que  se  habla  eti 
los  artículos  718  inciso  2^  y  1344  inciso  2^ 
del  Código  Civil." 

Además,  los  vendedores  sen  comuneros  de 
Colhue  y  poseen  á  nombre  de  ellos  tranquila- 
mente y  sin  interrupción  el  terreno  vendido 
desde  hace  más  de  diez  años,  haciendo  siem- 
bras de  trigo  y  de  chacras,  cercos,  corrales, 
casas,  etc. 

La  causa  fué  recibida  á  prueba,  rindiéndose 
la  documental  y  testimonial  que  corre  en 
autos. 

Las  partes  alegaron  lo  conveniente  á  su  de- 
recho y  fueron  citadas  para  sentencia.  Tam- 
bién se  practicó  una  inspección  ocular. 

El  Juagado  falló: 

£n  mérito  délo  relacionad  o  y  consideran  do 

1*^  Que  las  escrituras  que  tratan  de  inscri- 
birse son  las  de  2  de  mayo  y  18  de  octubre 
de  1892; 

2*¡^^Que  aunque  en  estas  escrituras  se  dan 
los  mismos  deslindes  en  una  y  otra,  no  obs- 
tante de  referirse  la  primera  á  la  venta  de  las 
acciones  y  derechos  á  todo  el  fundo  **Colhue 
Bajo"  y  la  segunda  sólo  aun  retazo  del  mismo 
fundo,  de  otros  antecedentes  que  obran  en 
autos  aparece  que  los  deslindes  generales  de 
dicha  propiedad  son  los  que  expresa  la  de- 
manda y  que  corresponden  á  los  que  indican 
las  escrituras  acompañadas; 

3*?  Que  por  parte  del  demandante  se  ha  pro- 
bado que  dentro  de  esos  deslindes  generales 
del  fundo  nombrado,  no  han  tenido  jamás  los 
vendedores  posesión,  y  aunque  el  demandado 
ha  rendido  también  prueba  para  establecer 
que  ha  disfrutado  de  esa  posesión,  dicha  prue- 
ba es  enteramente  ineficaz,  por  cuanto  se  re- 
fiere á  una  posesión  tenida  después  de  la  fe- 
cha en  que  se  otorgaron  las  escrituras  que 
tratan  de  inscribirse,  es  decir  después  del 
año  1892; 

4^  Que  lo  expuesto  en  el  considerando  an- 
terior se  corrobora,  si  se  toma  en  considera- 
ción que  la  demanda  en  este  juicio  es  el  escri- 
to de  fs.  6  y  no  de  fs. '  2,  por  consiguiente  al 
referirse  el  demandado  en  su  minuta  de  prue- 
ba á  la  posesión,  que  ha  tenido  á  nombre  de 
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los  vendedores  desde  hace  más  de  diez  años  á 
la  fecha,  no  puede  entenderse  este  plazo  sino 
desde  la  iniciación  del  juicio  ó  sea  desde  la 
presentación  del  escrito  ya  dicho;  y  que 

Resulta,  por  consiguiente,  que  la  posesión 
que  ha  probado  tener  el  señor  Ortiz  es  con 
posterioridad  á  la  fecha  de  las  escrituras  de 
1892  que  tratan  de  inscribirse. 

Que  si  bien  es  cierto  que  la  posesión  del  sue- 
lo debe  probarse  por  hechos  positivos  de 
aquellos  á  que  sólo  da  derecho  el  dominio, 
como  corte  de  maderas,  construcción  de  edi- 
ficios, etc.,  también  lo  es  que,  en  el  caso  pre- 
sente la  imperfección  ó  defíciencia  de  la  prue- 
ba por  parte  del  demandante,  está  suplida 
por  la  inscripción  de  los  títulos  acompañados, 
con  los  cuales  acredita  la  posesión  legal. 

Visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  918  y 
1698  del  Código  Civil  y  151  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  se  declara  que  ha  lugar 
á  la  demanda,  con  costas.  — Francisco  G, 
Silva. 

Anclada  esta  sentencia,  la  Corte  de  Con- 
cepción  resolvió: 

Concepción,  5  de  julio  de  1905.— Teniendo 
además  presente  lo  dispuesto  en  el  artículo 
924  del  Código  Civil  y  que  el  demandado  no 
ha  justificado  ser  comunero  con  los  deman- 
dantes en  el  terreno  de  que  se  trata,  se  con- 
firma la  sentencia  apelada  de  9  de  febrero  del 
presente  año,  con  costas  del  recurso. 

Acordada  por  unanimidad,  previniéndose 
que  el  señor  Presidente  Parga  no  estima  po- 
sesoria la  acción  entablada.— /uan  N,  Parga, 
^Exequíel  Figueroa  L.—f,  Guillermo  Mac* 
kay. 

Se  interpuso  contra  esta  sentencia  recurso 
de  casación  en  la  forma  y  formalizándolo  el 
recurrente  dice: 

''Esta  demanda  importa  el  ejercicio  de 
una  acción  posesoria;  es  una  verdadera  que- 
rella de  amparo  que  tiene  por  objeto  conser- 
var la  posesión  de  un  predio,  ó  impedir  que 
se  turbe  ó  embarace  la  posesión  ó  se  le  des- 
poje de  ella.  Así  lo  han  entendido  siempre  los 
tribunales  en  incontestables  ocasiones;  yes 
tan  uniforme  la  jurisprudencia  sobre  esta 
materia  que  sería  ocioso  entrar  en  mayores 

«obre  este  particular* 


''En  efecto,  desde  el  momento  mismo  en  qoc 
se  inscribe  un  título  traslaticio  de  dominio,  el 
adquirente  queda  habilitado  para  tomar  la 
posesión  material  de  la  cosa  adquirida;  j  si 
un  tercero  se  considera  con  mejores  títulos 
para  el  goce  y  ejercicio  de  los  derechos  que 
emanan  del  dominio,  la  lev  le  confiere  la  fa- 
cuitad  de  oponerse  á  la  inscripción  y  de  pedir 
que  se  le  ampare  y  no  se  le  perturbe  en  la  po- 
sesión que  tiene. 

"Ahora  bien,  el  que  intenta  una  querellada 
amparo,  expresará  en  su  demanda,  además 
de  las  circunstancias  enumeradas  en  el  artícu- 
lo 251  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  las 
siguientes:  1*  que  personalmente,  ó  agregan- 
do la  de  sus  antecesores,  ha  estado  en  pose- 
sión tranquila  y  no  interrumpida  durante  un 
año  completo;  2*  que  se  le  ha  tratado  de 
turbar  ó  molestar  su  posesión,  ó  que  en  el  he- 
cho se  le  ha  turbado  ó  molestado  por  medio 
de  actos  que  expresará  circunstanciadamente, 
art.  703  del  Código  de  Procedimiento  Civil. 

"Pues  bien,  examínese  la  demanda  v  se  verá 
que  no  cumple  con  los  más  importantes  re- 
quisitos, taxativamente  enumerados  por  la 
ley: 

"No  expresa  los  hechos  y  fundamentos  de 
derecho  en  que  se  apoya; 

"No  indica  que  se  ha  estado  en  posesión  del 
fundo,  materia  de  la  litis,  ni  el  tiempo  que  se 
ha  poseído; 

"Y  no  hace  la  enunciación  precisa  y  clara, 
consignada  en  la  conclusión,  de  las  peticiones 
que  se  someten  al  fallo  del  Tribunal; 

"Tampoco  indica  las  medidas  ó  garantías 
que  se  solicita  contra  su  parte,  ni  se  mani- 
fiesta en  la  querella  los  medios  probatorios 
de  que  intentan  valerse  los  querellantes,  ni  se 
presenta  la  lista  de  testigos  de  que  piensan 
valerse  para  probar  su  demanda,  como  lo  or* 
dena  el  citado  artículo. 

"El  señor  Juez  a  quo^  con  el  desconocimien* 
to  más  completo  de  las  diposiciones  que  re- 
glan la  tramitación  de  los  juicios  posesorios, 
ha  tramitado  el  interdicto  ó  querella  de  que 
se  trata,  como  juicio  ordinario,  y  lo  ha  some- 
tido á  todos  los  trámites  que  son  propios 
de  él. 

"Todas  estas  omisiones  y  faltas  ae  hicieron 
notar  por  su  parte  ante  el  señor  Jue«  a  900  7 
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en  los  estrados  de  US.  Iltraa.  para  fundar  la 
anulación  de  la  sentencia  de  primera  instan- 
cia, y  no  obstante  el  Iltmo.  Tribunal  no  ha  to- 
mado para  nada  en  cuenta  estas  observacio- 
nes, como  era  de  esperarlo  que  lo  hiciera,  ha- 
ciendo  uso  de  la  facultad  que  confiere  el  ar- 
tículo 949  del  Código  de  Procedimiento  Civil. 
"De  aquí  el  fundamento  de  este  recurso  que 
tiene  en  su  apoyo  lo  que  preceptúan  los  nú- 
meros 5^  y  9'  del  artículo  941  del  Código  ci- 
tado. 

"En  realidad,  la    sentencia  recurrida  que 
aceptó  de  lleno  la  de  primera  instancia  no 
contiene,  ni  ha  podido  contener,  la  enuncia- 
ción de  las  peticiones  deducidas  por  los  de- 
mandantes ó  de  sus  fundamentos,  por  lo  mis 
mo  que  no  los  comprende  la  demanda.  Para 
llenar  este  vacío  insubsanable  se  ha  rccurri- 
do  á  la  demanda  de  don  Miguel  L.  Squella, 
que  no  tiene  por  qué  tomarse  en  cuenta.  Por  lo 
tanto,  esta  sentencia  ha  infringido  el  número 
2^  del  artículo  193  del  Código  referido. 

"Y  al  faltar  á  los  ^trámites  esenciales  que 
prescribe  la  ley  para  cada  clase  de  juicios  y  al 
hacer  caso  omiso  de  los  requisitos  que  debe 
contener  toda  demanda  y  que  prolijamente 
ha  hecho  ver,  la  sentencia  recurrida  ha  infrin- 
gido también  los  artículos  251,  números  4*^  y 
o^;  703,  números  1^  y  2^;  704  y  siguientes  re- 
lativos á  la  tramitación  de  la  querella  de  am- 
paro, de  los  cuales  se  ha  prescindido  en  abso- 
luto. 

"Podía  objetarse,  tal  vez,  que  su  parte  de- 
bió formular  excepción  dilatoria  sobre  faltas 
y  omisiones  dentro  del  término  concedido  por 
la  ley  y,  fundado  en  ellas,  pedir  la  reposición 
del  proceso  al  estado  de  que  se  dedujera  en 
forma  la  demanda.  Perfectamente;  pero  esto 
no  obsta  para  que  el  Juez  a  quo,  primero,  y 
US.  Iltma.  después,  tomándolas  en  cuenta,  se 
pronunciaran  sobre  la  nulidad  solicitada,  de 
conformidad  con  lo  que  determina  el  artículo 
295  del  Código  tantas  veces  citado,  ya  que 
mi  parte  hizo  ver  en  su  escrito  por  vía  de  ale- 
gación y  defensa,  los  defectos  en  que  incurría 
la  demanda.'' 

Se  concluye  pidiéndose  que  por  los  motivos 
enumerados  se  dé  lugar  al  recurso  de  casación 
en  la  forma  y  que  en  consecuencia,  se  invalide 
la  aeQtcncia  de  6  de  julio  de  1906,  y  se  repon- 


ga el  proceso  al  estado  de  deducirse  en  forma 
la  demanda. 

La  Corte: 

Con  lo  expuesto  y  considerando: 

1^  Que  la  sentencia  de  cuya  invalidez  se  tra- 
ta es  confirmatoria  de  la  de  primera  instancia 
que  ha  sido  aceptada  en  todas  sus  partes  sin 
modificación  alguna; 

2°  Que  el  reclamante  no  dedujo  recurso  le- 
gal alguno  contra  la  tramitación  que  se  dio  á 
la  causa  en  primera  instancia,  ni  el  de  casa- 
ción respecto  de  la  sentencia  expedida  en  la 
misma  instancia; 

3^  Que  las  causales  que  se  representan  en 
el  escrito  de  forraalización  del  recurso  de  for- 
ma, aunque  fueran  fundadas,  habrian  influi- 
do en  el  pronunciamiento  de  la  referida  sen- 
tencia de  primera  instancia,  y  por  no  haberse 
deducido  los  reclamos  que  se  mencionan,  no 
pueden  hacerse  valer  en  la  actualidad  respec- 
to de  la  sentencia  de  alzada  á  virtud  de  lo  que 
prescribe  el  artículo  946  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil  que  no  admite  casación  en  la 
forma,  sino  cuando  el  que  lo  entablaba  recla- 
mado de  la  falta,  ejerciendo  oportunamente  y 
en  todos  sus  grados  los  recursos  establecidos 
por  la  ley;  y 

4^  Que  además  de  lo  expuesto,  la  sentencia 
de  primera  instancia,  aceptada  por  la  de  se- 
gunda, cumple  con  todos  los  requisitos  legales, 
porque  la  demanda  se  refiere  expresamente  á 
los  hechos  y  fundamentos  que  consigna  el  li- 
bro; y  aquella  sentencia  no  ha  hecho  otra  co- 
sa que  reproducir  detalladamente  los  hechos 
y  fundamentos  de  ese  libelo,  de  conformidad 
con  lo  pedido  por  la  sociedad  querellan  te  en 
la  parte  final  de  su  petición  subsidiaria. 

Visto  lo  prescrito  por  los  artículos  946,  960 
y  979  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se 
desecha,  con  costas,  el  recurso  de  casación  en 
la  forma  interpuesto  contra  la  sentencia  de 
5  de  julio  último.  Se  aplica  á  favor  del  Fisco 
la  cantidad  consignada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Urrutia 

V,  Aguirre  V.^Leopoldo  ürrutia,^J,  Gabriel 
Palma  Guzmán.—Abel  Saavedra, 
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Cas,  en  la  forma 1^1  de  octubre  de  1905 

Carbó  v.  de  Novoa  con  Gibbs  y  C^ 

Ultrapetlta.— Demanda  reivindicato- 
ría; condenación  al  pago  de  frutos 
no  demandados.— Cuasi  contrato  de 
litis  contestación  — Casación  en  la 
forma. 

Doctrina: — La  sentencia  debe  guar- 
dar conformidad  con  las  peticiones  ex- 
presamente hechas  por  las  partes  en  los 
escritos  de  demanda,  contestación,  ré- 
plica y  duplica. 

No  habiéndose  pedido  se  condene  al 
demandado  á  la  restitución  de  los  fru- 
tos de  la  cosa  que  se  reivindica,  la  sen- 
tencia sólo  puede  reconocer  los  derechos 
que  al  abono  de  ellos  pueda  tener,  y  fa- 
lla ultrapetita  mandando  abonarlos  sin 
petición  expresa. 


A  nombre  de  doña  Tomasa  Carbó  v.  de 
Novoa  se  ha  interpuesto  demanda  exponien- 
do que  don  José  M.  Novoa,  su  hijo  legítimo, 
de  quien  es  heredera  universal,  celebró  en 
Santiago,  en  11  de  enero  de  1872,  un  contra- 
to de  compraventa  de  las  propiedades  sali- 
trales de  propiedad  de  A.  C.  Gallo  y  C*,  para 
si  y  en  representación  de  don  J.  Zaracondegui 
y  de  don  J.  M.  de  Zuloaga,  vecinos  de  Lima; 
que  el  objeto  de  la  adquisición  de  estas  pro- 
piedades fué  formar  entre  los  compradores  una 
sociedad  que  debía  llamarse  "Alianza'';  que 
después  de  realizada  la  compra,  tuvo  el  señor 
Novoa  que  emprender  viaje  á  Europa,  donde 
falleció;  que  los  señores  Zaracondegui  y  Zu- 
loaga durante  la  ausencia  del  señor  Novoa 
procedieron  á  formar  la  sociedad  ''Alianza" 
sin  la  participación  del  socio  ausente,  y  sin 
hacer  figurar  como  capital  de  la  sociedad  el 
valor  de  las  propiedades  salitreras  compra- 
das por  Novoa,  Zaracondegui  y  Zuloaga,  pues 
no  llegó  el  caso  que  éstos  hicieran  traspaso  en 
forma  á  la  referida  empresa,  la  que,  constitui- 


da sin  los  requisitos  exigidos  por  las  leyes  del 
Perú,  se  apropió  de  todos  los  bienes  é  iniciólas 
operaciones  necesarias  para  su  explotadón, 
hasta  que  se  dictó  en  el  Perú  la  ley  de  28  de  ma- 
yo de  1875;  que  la  pretendida  sociedad  "Alian 
za",  acogiéndose  á  esta  ley,  vendió  al  Go- 
bierno del  Perú  todas  las  propiedades  com- 
pradas á  A.  C.  Gallo  y  C*,  sin  haber  obteni- 
do previamente  de  don  José  M.  Novoa  ódt 
sus  herederos  la  transferencia  de  los  deFecha"" 
adquiridos  por  la  escritura  de  11  de  enero  dt 
1872,  que  al  vender  la  ofícina  ''Alianza'*  v 
los  terrenos  comprados  á  A.  C.  Galio  y  C,s 
vendió  lo  ajeno,  venta  que  no  tiene  valor  se- 
gún lo  dispuesto  en  el  artículo  1236  del  Códi- 
go Civil  del  Perú. 

No  habiendo  transferido  don  J.  M  Xovoa 
los  derechos  adquiridos  por  la  escritura  de 
compra,  ni  habiendo  concurrido  á  la  forma- 
ción de  la  ofícina  "Alianza",  no  ha  podido  es- 
ta sociedad,  ni  los  señores  Zaracondegui  y  Zn- 
loaga,  condueños  con  el  señor  Novoa,  ven- 
der la  parte  que  pertenecía  á  éste  en  los  dere- 
chos comprados  en  común,  y  cualquiera  ven- 
ta hecha  debe  entenderse  con  la  limitación  t 
restricción  establecida  en  los  artículos  2131  j 
2132  del  Código  Civil  del  Perú. 

Por  este  motivo,  ni  el  Gobierno  del  Perú  ni 
las  demás  personas  que  han  sucedido  en  la 
posesión  de  los  bienes  que  constituyen  la  sali- 
trera ''Alianza'^  han  adquirido  otra  cosa 
que  las  dos  terceras  partes  de  ella,  quedando 
la  otra  tercera  parte  en  poder  de  don  José  M. 
Novoa,  por  su  muerte,  en  el  de  su  madre,  do- 
ña Tomasa  Carbó  v.  de  Novoa. 

Haciendo  valer  su  derecho,  demanda  á  los 
señores  Gibbs  y  C.^,  actuales  poseedores  de 
las  propiedades  y  terrenos  salitreros  deno- 
minados **La  Alianza",  que  fueron  los  com- 
prados á  A.  C.  Gallo  y  C^,  á  fin  de  qne  se  de- 
clare que  la  tercera  parte  de  los  referidos  bie- 
nes pertenecen  á  la  demandante,  y  qne,  en 
consecuencia,  deben  restituirla  por  medio  de 
la  correspondiente  partición. 

Don  J.  A.  Gibbs,  por  Gibbs  y  C^,  contestando 
la  demanda  expone:  que  no  son  efectivos  los 
hechos  que  se  aducen  como  fundamento  de 
ella,  ni  los  que  se  alegan  para  corroborar  las 
pretensiones  del  demandante;  que  no  se  ha 
justificado  que  doña  Tomasa  Carbó  v.  de  No- 
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Yoa  sea  la  madre  lejítiraa  de  don  José  María 
Novoa  y  menos  aun  que  sea  su  única  y  uni- 
versal heredera;  que  no  es  cierto  que  en  11  de 
enero  de  1872,  comprase  don  José  María  No- 
Yoa,  para  sí  y  para  los  señores  don  Julián  de 
Zaracondegni  y  don  Juan  Manuel  Zuloaga, 
las  propiedades  que  A.  C.  Gallo  y  C^  poseían 
en  la  provincia  de  Tarapacá;  que  tampoco 
es  cierto  que  aquella  compra  fuese  para  for- 
mar  entre  los  compradores  una  sociedad  anó- 
nima que  debiera  llevar  el  nombre  de  "Alian- 
za"; que  es  igualmente  inexacto  que  la  socie- 
dad "Alianza''  fué  constituida  sin  cumplir  to- 
dos los  requisitos  que  exigían]  las  leyes  vi- 
gentes en  el  Perú;  y  por  último  que  son  fal- 
sas las  consecuencias  deducidas  de  los  hechos 
anteríores,  puesto  que  la  sociedad  "Alianza" 
no  vendió  terrenos  ajenos  á  que  el  señor  No- 
voa no  ha  tenido  los  derechos  que  se  atrí* 
buye. 

En  seguida,  agrega  que  todo  el  fundamen- 
to de  la  demanda  se  apoya  en  un  error  que  se 
patentiza  con  la  misma  escritura,  acompaña- 
da como  prueba  del  derecho  que  se  reclama. 
Y  dice  textualmente: 

''Afirma  el  demandante  que  en  la  compra 
venta  de  11  de  enero  de  1872  las  propiedades 
de  A.  C.  Gallo  y  C^  fueron  compradas  para 
Novoa,  Zaracondegni  y  Zuloaga  ó,  en  térmi- 
nos de  más  propiedad  legal,  que  el  compra- 
dor fueron  en  este  caso  las  personas  nom- 
bradas. 

Tai  afirmación  es  completamente  contraría 
á  la  verdad,  como  lo  muestran  con  evidencia 
las  palabras  de  la  misma  escritura  y  las  de- 
claraciones contenidas  en  ella. 

En  el  contrato  de  11  de  enero  de  1872,  el 
cuerpo  del  acto  lo  forma  la  minuta  que  los 
otorgantes  entregaron  al  señor  Yaneti,  y  de 
la  cual  es  parte  integrante  y  sustancial  el  po- 
der conferído  por  Zaracondegni  y  Zuloaga  á 
Novoa.  En  esta  minuta  el  encabezamiento  y 
el  artículo  1^  dicen  así: 

Señor  Notarío  don  Nicanor  Yaneti:  Sírvase 
Ud.  extender  en  su  registro  de  escríturas  pú- 
blicas una  por  la  que  conste  que  don  José  M. 
Novoa,  naturlil  del  Ecuador,  accidentalmen- 
te en  ésta,  por  si  y  en  representación  de  los 
señores  don  Julián  de  Zaracondegni  y  don 
Manuel  Zuloaga,  residentes  en  Lima,  según 

SIPRIMA 


poder  que  se  copia,  todos  mancomunalmen- 
te  y  á  nombre  de  la  Compañía  "Alianza",  do- 
miciliada en  Lima,  por  una  parte;  y  por  la 
otra  don  Ángel  Custodio  Gallo,  en  representa- 
ción de  la  casa  de  A.  C.  Gallo  y  C*,  en  liqui- 
dación, han  convenido  en  lo  siguiente: 

1^  Los  señores  Ángel  C.  Gallo  y  C*  venden 
á  los  señores  Novoa,  Zaracondegni  y  Zuloa- 
ga, todos  por  sí  y  á  nombre  de  la  Compañía 
"Alianza"  las  siguientes  propiedades",  etc. 
Y  en  la  parte  final  de  esta  misma  escritura 
minuta,  en  el  poder  que  Zaracondegni  y  Zu- 
loaga confiríeron  á  Novoa,  se  expresan  de 
esta  manera:  " para  que  en  nuestro  nom- 
bre y  representación  compre  ó  arríende  to- 
das las  propiedades  y  pertenencias  que  el 
señor  don  Ángel  Custodio  Gallo,  vecino  y 
propietarío  de  Chile,  tiene  y  posee  en  la  pro- 
vincia de  Tarapacá  del  Perú,  haciendo  esta 
compra  ó  arríendo  para  la  compañía  salitre* 
ra  "Alianza"  de  la  cual  somos  socios  y  nos 
constituimos  en  llanos  fiadores  para  el  pago 
de  los  compromisos  y  obligaciones  que  el  se- 
ñor Novoa  contraiga  para  adquirírla  referida 
propiedad. 

Acaso  sería  imposible  expresar  con  más  da- 
rídad  que  las  propiedades  de  A.  C.  Gallo  y  C* 
fueron  compradas  para  la  sociedad  "Alianza", 
ó  mejor  dicho  que  el  comprador  en  el  contra- 
to de  11  de  enero  de  1872,  fué  la  Compañía 
"Alianza".  La  afirmación  contraría  convierte 
esta  escrítura  en  un  conjunto  inexplicable  de 
absurdos  y  contradicciones. 

Las  trascripciones  anteriores  no  sólo  eviden- 
cian que  la  Compañía  "Alianza",  fué  el  com- 
prador, en  el  tantas  veces  citado  contrato, 
sino  también  que  al  celebrarse  este  convenio, 
ya  estaba  constituida  la  sociedad  "Alianza.*' 

Con  lo  expuesto  viene  á  tierra  todo  el  fun- 
damento de  la  demanda,  de  manera  tal  que 
casi  parece¡imposible  que  el  demandante  pue- 
da insistir  en  que  se  presenten  pruebas  aun 
más  convincentes  que  las  alegadas  y  las  que 
naturalmente  se  deducen  de  su  desarrollo. 

Suponiendo,  dice  todavía  el  demandado, 
que  Novoa  hubiera  intervenido  en  el  contrato 
de  11  de  enero  de  1872,  en  otro  carácter  que 
el  de  personero  de  la  Compañía  "Alianza",  de 
Zaracondegni  y  Zuloaga,  no  podría  la  deman- 
dante ejercitar  la  acción  reivindicatoría  ó  de 
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dominio,  puesto  que  se  declara  en  la  deman- 
da, que  el  señor  Novoa  se  ausentó  á  Europa, 
donde  falleció,  sin  que  se  hubiera  suscrito 
aquel  contrato  y  sin  haber  adquirido  el  domi- 
nio y  posesión  de  la  propiedad  comprada.  En 
tal  caso,  la  demandante  no  podía  deducir  otra 
acción  que  la  personal,  que  se  deriva  del  con- 
trato consensual  de  compraventa. 

Opone  en  seguida  el  demandado  la  excep- 
ción de  prescripción  como  adquirente  de  bue- 
na fe,  de  una  propiedad  que  le  fué  vendida 
por  el  Gobierno  de  Chile. 

Fundada  la  prescripción,  tanto  en  la  legis- 
lación anterior  al  23  de  mayo  de  1880,  que 
regía  en  esa  provincia,  como  la  que  imperó 
después,  en  uno  y  otro  caso  invocan  en  su 
favor  las  leyes  de  minería  tanto  así  como  las 
civiles. 

Finalmente,  observa  el  demandado,  que  el 
convenio  de  3  de  abril  de  1894,  celebrado  en- 
tre don  Eduardo  Lembke  v  doña  Tomasa 
Carbó,  es  una  cesión  de  derechos  legítimos,  y 
que  en  el  supuesto  de  que  algunos  de  aquellos 
derechos  pudieran  afectar  á  Gibbs  y  C*,  éstos 
podrían  oponer  al  que  se  dice  cesionario  de 
dichos  derechos,  el  beneficio  que  otorga  al 
deudor  d  artículo  1913  del  Código  Civil  y 
siempre  que  se  prueben  previamente  la  vali- 
dez y  verdad  contenidos  en  el  expresado  con- 
venio. 

Termina  diciendo  que  en  ningún  caso  po- 
dría la  demandante  reivindicar  la  tercera 
parte  del  salitral  "Alianza",  porque  la  parte 
que  á  Novoa  correspondería  no  sería  la  que 
se  reivindica,  sino  una  menor. 

£n  la  réplica  se  insiste  en  lo  afirmado  en  la 
demanda. 

A  nombré  de  don  Eduardo  Lembke,  se  am- 
plía la  demanda,  pidiendo  subsidiariamente 
que  se  le  reconozca  un  10%  del  valor  total  de 
la  oficina  "  Alianza' ^  Funda  esta  petición  en  el 
artículo  9^  de  la  escritura  social  de  2  de  febre- 
ro de  1874?  que  dice:  "En  virtud  de  la  prome- 
sa de  los  señores  Zaracondegui  y  Zuloaga 
para  considerar  al  señor  José  María  Novoa, 
gratuitamente  un  interés  de  20.000  soles  en  la 
Compañía  "Alianza"  cuando  hubieren  entre- 
gado otros  20.000  soles  en  efectivo,  y  no  ha- 
biéndolo verificado  hasta  la  fecha,  á  pesar  de 
los  fuertes  desembolsos  en  que  se  encuentra 


la  sociedad,  acordamos,  sin  embargo,  por  equi- 
dad reservarle  al  señor  don  José  M.  Novoa  la 
acción  gravosa  de  20.000  soles,  sin  que  pueda 
en  ningún  tiempo  alegar  derecho  alguno  para 
pertenecer  al  directorio  de  la  Compañía". 

Duplicando  los  demandados,  entran  en  ex- 
plicaciones tendentes  á  reforzar  ia  contesta- 
ción á  la  demanda. 

En  cuanto  á  la  ampliación  de  la  demanda 
hecha  por  el  apoderado  del  señor  Lembke,  di- 
ce que  no  puede  serle  reconocido  su  derecho, 
para  intervenir  en  este  estado  del  juicio  por 
cuanto  la  ampliación  se  ha  interpuesto  des- 
pués de  los  escritos  de  réplica  y  duplica. 

Hay  que  observar  también  que  esta  misma 
ampliación,  está  demostrando  la  existencia 
déla  Compañía  "Alianza*'  y  por  consiguiente 
que  la  propiedad  del  terreno  y  ohcina  salitral 
del  mismo  nombre  pertenecían  á  la  Compa- 
ñía. Además,  Novoa  reconoció  por  un  acto 
público  ser  accionista  de  esta  empresa  salitre- 
ra por  ser  dueño  de  una  acción  de  20,000  so- 
les, y  en  el  mismo  acto  cedió  la  mitad  de  sus 
derechos,  y  más  tarde  la  porción  restante, 
desprendiéndose  así  de  todos  sus  derechos. 

La  sentencia  de  primera  instancia  no  dio 
lugar  á  la  demanda  ni  á  su  ampliación,  acep- 
tando la  prescripción  minera  con  arreglo  á  ia 
ley  vigente  en  Tarapacá  antes  del  23  de  mar- 
zo de  1880,  la  prescripción  ordinaria  de  mi- 
nas con  arreglo  á  la  ley  chilena  y  la  pres* 
cripción  extraordinaria  de  minas  con  arreglo 
á  esta  última  ley,  desechando  la  prescrípción 
civil. 

Apelada  esta  sentencia,  la  Corte  de  Tacna 
resolvió: 

Tacna,  15  de  diciembre  de  1904.— Vistos: 
Reproduciendo  la  parte  expositiva  de  la  sen- 
tencia apelada  de  27  de  octubre  de  1902,  j 
los  considerandos  20  y  último  de  la  misma; 
y  teniendo  además  presente: 

Y  considerando,  además,  que  los  demanda- 
dos deben  ser  reputados  como  poseedores  de 
buena  fe  para  los  efectos  de  las  prestacionei 
mutuas.  Eliminando  las  citas  de  los  artícu- 
los 1562,  1563  y  1250  del  Código  Civil;; 
teniendo  además  presente  lo  dispuesto  en  los 
artículos  889,  892,  895.  905  y  907  del  Códi- 
go citado  en  las  leyes  1^  y .  2^  título  12  H* 
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bro  XI  de  la  Novísima  Recopilación,  artícu- 
los 464,  571.  1235,  1245,  1256  y  1259  inci- 
so 1^  del  Código  Civil  del  Perú  y  en  las  de- 
más disposiciones  legales  ya  mencionadas,  se 
declara: 

1^  Que  se  confirma  la  sentencia  apelada, 
en  cuanto  desecha  las  tachas  deducidas  por 
los  demandantes  á  los  testigos  de  los  deman- 
dados enumerados  en  el  escrito; 

2^  Que  se  revoca  dicha  sentencia  en  la  par- 
te apelada  por  los  demandantes,  en  cuanto 
acepta  las  prescripciones  mineras  con  arreglo 
á  la  ley  vigente  en  Tarapacá  antes  del  23  de 
marzo  de  1880;  la  ordinaria  de  minas  con 
arreglo  al  Código  de  Minería  de  Chile  de 
1874;  y  la  extraordinaria  de  minas  con  arre- 
glo á  este  mismo  Código,  todas  las  cuales  se 
desechan;  y 

3^  Que  asimismo  se  revoca  la  aludida  sen- 
tencia, en  la  parte  también  apelada  por  los 
demandantes,  en  cuanto  rechaza  la  demanda, 
dándose  lugar,  en  consecuencia,  á  dicha  de- 
manda, en  cuanto  á  que  los  demandados,  se- 
ñores Gibbs  y  C*  deben  restituir  á  los  actua- 
les demandantes,  previo  el  respectivo  juicio 
de  división  de  comunidad,  la  tercera  parte  de 
las  propiedades  salitreras  que  constituyen  la 
oficina  "Alianza"  y'que  fué  adquirida  por  don 
José  María  Novoa,  su  causante,  restitución 
que  deberá  comprender  las  acciones  corres- 
pondientes y  los  frutos  percibidos  desde  la 
contestación  de  la  demanda  ó  su  valor  al 
tiempo  de  la  percepción;  y  reservándose  á  los 
demandados  sus  derechos  para  repetir  contra 
quien  corresponda  y  en  la  forma  que  vieren 
convenirles,  por  parte  de  precio  que  dicho  se- 
ñor Novoa  no  hubiere  pagado  de  la  que  le 
correspondía  solucionar  conforme  á  la  escri- 
tura de  11  de  enero  de  1872,  tantas  veces 
mencionada; 

La  declaración  primera,  relativa  á  las  ta- 
chas, ha  sido  acordada  por  unanimidad. 

La  revocatoria  en  cuanto  se  desecha  la 
prescripción  minera  con  arreglo  é  la  ley  vi- 
gente de  Tarapacá  antes  del  23  de  marzo  de 
1880,  lo  ha  sido  por  los  votos  del  señor  Presi- 
dente Barros  y  Ministros  señores  Vega,  Qui- 
rell  y  Vargas  Mardónes,  contra  el  voto  del 
señor  Ministro  Cisternas  Peña,  que  opinó  por 
ta  coofirmatoría  en  todas  su9  partes,  de  la 


sentencia  apelada,  con  costas  del  recurso,  á 
mérito  de  las  razones  que  consigna  en  su 
voto  especial;  y  habiendo  opinado  el  señor 
Ministro  Quirell  por  desechar  la  expresada 
prescripción,  sólo  en  mérito  de  la  segunda 
parte  del  considerando  quincuajésimo-quinto 
y  de  los  considerandos  quincuajésimo  sexto 
y  sexajésimo  de  este  fallo. 

La  revocatoria,  en  cuanto  se  desechan  tam- 
bién las  prescripciones  ordinaria  y  extraor- 
dinaria de  minas  con  arreglo  al  Código  de 
Minería  de  Chile  de  1874,  lo  ha  sido  por  los 
votos  de  los  señores  Ministros  Vega,  Quirell 
y  Vargas  Mardónes,  habiendo  opinado  el  se- 
ñor Presidente  Barros  por  aceptar  dichas 
prescripciones  á  mérito  de  las  razones  que 
tuvo  presente  esta  Corte  al  dictar  la  senten- 
cia de  27  de  junio  de  1902,  en  el  juicio  de 
don  Jil  Galté  con  don  Pedro  Perfetti,  sobre 
reivindicación  de  estacas  salitreras. 

Y  la  revocatoria  en  cuanto  se  da  lugar  á  la 
demanda,  lo  ha  sido  por  los  votos  del  señor 
Presidente  Barros  y  Ministros  señores  Vega  y 
Vargas  Mardónes,  habiendo  opinado  c:l  señor 
Ministro  Quirell  por  confirmar  en  esta  parte 
la  sentencia,  á  virtud  de  las  razones  que,  so- 
bre este  particular,  con  signa  el  señor  Ministro 
Cisternas  Peña  en  su  expresado  voto. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Vargas 
Mardónes — E.  Barros.^E.  Cisternas  Peña,^ 
P.  R.  Vega,^M.  A.  QuirelL^M.  Vargas  Mar- 
dones. 

Contra  esta  sentencia  anunció  la  Com- 
pañía demandada  los  recursos  de  casación  en 
la  forma  y  en  el  fondo,  acompañando  la  res- 
pectiva boleta  de  consignación. 

Funda  el  recurso  de  casación  en  la  forma  en 
las  siguientes  causales: 

1*  Por  haber  sido  dada  ultra-petita; 

2*  Por  haber  sido  pronunciada  por  ün  Tri- 
bunal incompetente,  en  cuanto  resuelve  el  Tri- 
bunal sobre  restitución  de  acciones^y  de  fru- 
tos; y 

3'  Por  haber  sido  pronunciada  la  sentencia 
con  omisión  del  asunto  controvertido,  en 
cuanto  no  resuelve  totalmente  sobre  la  excep- 
ción de  prescripción  opuesta  por  ellos  y  que 
fué  parte  de  la  resolución  de  primera  ftrstan- 
cia,  causales  todas  expresamente  e8table,<;ida 
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en  los  números  4?^,  1'  y  5^  del  artículo  941  del 
Código  de  Procedimiento  Civil. 

Funda  la  causal  de  haber  fallado  vltra  peti- 
ta  en  que  ni  en  el  escrito  de  demanda,  ni  en  el 
de  réplica,  ni  en  el  de  ampliación,  ni  en  el  es- 
crito de  expresión  de  agravios  se  ha  hecho  pe^ 
tición  alguna  que  tenga  por  objeto  que  se 
manden  pagar  los  frutos  percibidos  desde  la 
contestación  de  la  demanda,  ó  su  valor  al 
tiempo  de  la  percepción. 

La  sentencia  recurrida  no  sólo  no  se  limita 
á  dar  lugar  totalmente  á  la  única  petición  de 
la  demanda,  sino  que  condena  además  á 
Gibbs  j  C^  á  la  restitución  de  las  acciones 
correspondientes  y  á  los  frutos  percibidos  des- 
de la  contestación  de  la  demanda,  cosas  que 
no  han  sido  objeto  de  ella  ni  materia  del 
juicio. 

En  cuanto  á  la  restitución  de  trutos,  es  tan 
extraña  esta  parte  de  la  sentencia,  cuanto 
que  entre  las  disposiciones  legales  de  esta  y 
que  le  sirven  de  fundamento,  figura  el  artícu- 
lo 905  del  Código  Civil,  que  determina  las  co- 
sas que  se  comprenden  en  la  restitución,  entre 
las  cuales  no  figuran  los  frutos,  agregando  en 
seguida:  "Las  otras  no  serán  comprendidas 
en  la  restitución  si  no  lo  hubieren  sido  en  la 
demanda  y  sentencia,  pero  podrán  reivindi- 
carse separadamente." 

El  artículo  167  del  Código  de  Procedimiento 
Civil  dispone,  que:  "Las  sentencias  se  pro- 
nuncian conforme  al  mérito  del  proceso,  y  no 
podrán  extenderse  á  puntos  que  no  hayan 
sido  expresamente  sometidos  ajuicio  por  las 
partes,  salvo  en  cuanto  las  leyes  mandan  ó 
permiten  á  los  Tribunales  proceder  de  oficio.'' 

Los  artículos  251y299.queconcuerdan  con 
el  anterior,  ordenan  al  demandante  y  deman- 
dado respectivamente,  en  la  demanda  y  con- 
testación, expresar  la  enunciación  precisa  y 
clara,  consignada  en  la  conclusión,  de  las  peti- 
ciones que  se  sometan  al  fallo  del  Tribunal. 

Aun  en  el  raso  que  la  devolución  de  frutos 
hubiera  sido  materia  del  juicio,  habría  que 
contemplar,  en  orden  á  las  facultades  que  co- 
rrespondan al  Tribunal  y  en  conformidad  á  lo 
expresamente  establecido  en  el  artículo  196 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  si  se  ha 
litigado  ó'  no  sobre  la  especie  ó  monto  de 
rilos.  En  el  primer  caso,  prooediendola  devo- 


lución de  frutos,  á  juicio  del  Tribunal,  la 
tencia  debe  determinar  la  cantidad  Hqoida 
que  corresponda  abonar  por  razón  de  ellos, 
ó  declarar  sin  lugar  el  pago  si  no  resulta  pro- 
bada la  especie  y  monto  de  lo  que  se  cobra,  6 
por  lo  menos,  los  bienes  que  deben  servir  para 
su  liquidación  al  ejecutarse  la  sentencia.  En 
el  segundo  caso,  esto  es,  si  no  se  hubiere  Ktí- 
gado  sobre  la  especie  y  monto  de  los  frutos, 
el  Tribunal  debe  reservar  á  las  partes  el  dere- 
cho de  discutir  esta  cuestión  en  la  eíecací6& 
del  fallo  ó  en  otro  juicio  diverso. 

No  habiéndose  litigado,  pues,  sobre  la  devo- 
lución de  frutos,  ni  sobre  su  especie  y  monto, 
no  habiéndose  hecho  petición  expresa  ni  indi- 
recta, no  ha  podido  el  Tribunal,  determinar  la 
fecha  desde  la  cual  se  deban,  atropellando  la 
libertad  de  discusión  que  la  ley  concede  á  las 
partes,  ya  sea  en  la  ejecución  del  fiallo  6  en 
otro  juicio  diverso. 

La  sentencia,  ha  sido  dada  altra-petha  por 
cuanto  otorga  á  los  demandantes  más  de  lo 
que  han  pedido  y  se  extiende  á  puntos  no  so- 
metidos á  la  decisión  del  Tribunal. 

En  cuanto  á  la  segunda  y  tercera  causal,  la 
parte  recurrente  se  extiende  ampliamente  ma- 
nifestando los  fundamentos  de  ellas. 

La  Oorte: 

Considerando: 

1^  Que  en  el  escrito  de  demanda  se  pide  en 
los  términos  siguientes  que:  En  ejercicio  de 
esa  facultad  (la  de  recuperar  los  bienes  pro- 
pios que  está  en  poder  d¿  terceros)  y  á  nom- 
bre de  la  heredera  universal  de  don  José  Ma- 
ría, demanda  á  los  señores  Gibbs  y  C^,  actua- 
les poseedores  de  las  propiedades  y  terrenos  ssp 
Utreros  denominados  *Xa  Alianza",  y  que  fue- 
ron los  mismos  comprados  á  A.  C.  Gallo  y  C* 
á  fin  de  que  se  declare  que  la  tercera  parte  de 
los  referidos  bienes  pertenecen  á  la  señora 
Carbó  v.  de  Novoa,  y  que  en  consecuencia 
deben  restituirla  por  medio  de  la  correspon- 
diente partición. 

En  esta  virtud,  piden  que  habiendo  por  inter- 
puesta la  demanda,  se  digne  la  Corte  sustan- 
ciarla y  resolverla,  declarando  que  ha  lugar 
á  ella;  y  en  consecuencia  que  Gibbs  y  C*  de- 
ben restituir  á  la  demandante  la  tercera  par- 
te de  las  propiedades  salitreras  y  sus  depen- 
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deudas  conocidas  con  el  nombre  de  ''Alian- 
za", con  las  costas  del  juicio. 

2^  Que  en  el  escrito  de  ampliación  á  la  de- 
manda se  pide,  subsidiariamente,  que  para  el 
caso  que  no  se  dé  lugar  á  la  demanda,  se  de- 
clare que  corresponde  á  don  Eduardo  Lem- 
bke,  cesionario  ó  comprador  de  los  derechos 
de  la  Carbó,  un  10%  del  valor  total  de  la  ofi- 
cina "Alianza''  6  sociedad  del  mismo  nombre; 

3^  Que  en  los  escritos  de  la  sustanciación 
del  juicio  no  se  hizo  otra  petición  distinta, 
sino  que  se  repitió  constantemente  que  se  re- 
solviera conforme  á  lo  pedido  en  la  demanda 
j  ampliación,  peticiones  que  fueron  repetidas 
en  los  escritos  de  expresión  de  agravios,  des- 
pués de  solicitar  la  revocación  de  la  sentencia 
de  primera  instancia; 

4^  Que  ni  en  la  sentencia  de  primera  ins- 
tancia, ni  en  la  exposición,  ni  en  los  conside- 
randos de  la  de  segunda,  aparece  considera- 
da, ni  aún  enunciada,  petición  alguna  que  se 
refiera  á  solicitud  del  demandante  en  que  se 
pidiera  la  declaración  que  el  demandado  esta- 
ba obligado  á  restituir  los  frutos  ó  su  va- 
lor sobre  la  tercera  parte  de  la  salitrera 
"Alianza"; 

5^  Que  al  pedirse  á  nombre  de  la  deman- 
dante la  restitución  de  la  tercera  parte  de  la 
salitrera  "Alianza"  y  sus  dependencias,  no 
puede  comprenderse  bajo  esta  palabra  la  res- 
titución de  frutos,  sino  que  por  la  palabra 
dependencia  se  comprenden  todas  las  oficinas 
de  servicios,  instalaciones,  edificios,  máqui- 
nas, pozos,  etc.  destinados  á  la  elaboración 
del  salitre  y  marcha  de  la  empresa,  lo  cual 
es  lógico  que  se  encuentre  comprendido  en  la 
restitución,  dado  caso  que  se  dé  lugar  á  la 
demanda; 

6^  Que  la  sentencia  de  la  Corte  de  Apelacio- 
nes de  Tacna  no  sólo  ha  dado  lugar  á  las 
peticiones  de  la  demanda,  mandando  resti- 
tuir la  tercera  parte  de  las  propiedades  sali- 
treras que  constituyen  la  oficina  "Alian- 
za", que  fué  lo  pedido,  sino  que,  al  mismo 
tiempo  ordena  que  los  demandados  deben 
restituir  las  acciones  correspondientes  á  los 
frutos  percibidos  desde  la  contestación,  6  su 
valor  al  tiempo  de  la  percepción;  concediendo 
a^  más  de  lo  que  se  había  pedido  expresa- 
mente en  la  demanda  y  ampliación; 


79  Que  el  artículo  167  del  Código  de  Pro- 
cedimiento  Civil  prescribe  que  las  sentencias 
deben  pronunciarse  conforme  al  mérito  del 
proceso,  y  no  podrán  extenderse  á  puntos  que 
no  hayan  sido  expresamente  sometidos  ajui- 
cio por  las  partes,  salvo  en  cuanto  las  le- 
yes manden  ó  permitan  á  los  tribunales  .pro- 
ceder de  oficio,  autorización  que  no  procede 
en  el  caso  actual; 

8^  Que  para  determinar  los  puntos  someti- 
dos á  la  resolución  judicial,  únicos  sobre  los 
cuales  tiene  competencia  el  juzgador,  los  ar* 
tículos  251  y  299  del  Código  citado,  ordena 
expresamente,  que  tanto  en  la  demanda  como 
en  la  contestación  deberá  hacerse  la  enuncia- 
ción precisa  y  clara,  consignada  en  la  conclu- 
sión, de  las  peticiones  que  se  sometan  al  fallo 
del  Tribunal,  por  lo  que  al  pronunciarse  sen- 
tencia debe  el  tribunal  conformarse  extrícta- 
mente  á  las  peticiones  y  excepciones  conteni- 
das en  la  conclusión; 

9^  Que  en  el  caso  de  no  haberse  litigado 
sobre  la  especie  y  monto  de  los  frutos  ó  per- 
juicios, el  Tribunal  queda  autorizado  sólo 
para  reservar  á  las  partes  el  derecho  de  dis- 
cutir estas  cuestiones  en  la  ejecución  del  fallo 
ó  en  otro  juicio  diverso,  y  no  para  dar  reso- 
lución sobre  ellas,  según  lo  dispuesto  en  el 
artículo  196  inciso  2^  del  Código  ya  citado; 
10  Que,  por  lo  demás,  en  la  parte  de  la  sen- 
tencia sobre  pago  de  frutos,  se  falla  una  ma- 
teria absolutamente  inconexa  con  lo  que  ha 
sido  el  objeto  directo  de  la  litis  contestación; 
pues  la  sustancia  denominada  caliche^  á  la 
cual  indudablemente  se  refiere  dicha  senten- 
cia, por  hallarse  separada  de  la  pertenencia 
que  se  reivindica  é  industríalmente  elaborada 
por  el  poseedor,  no  está  comprendida  entre 
las  cosas  que,  según  el  artículo  905  del  Códi- 
go Civil,  deben  ser  restituidas  sin  necesidad 
de  petición  especial,  sino  á  virtud  de  deman- 
da expresa  que  permita  la  defensa  completa 
del  demandado  en  orden,  entre  otros,  á  los 
hechos  y  circunstancias  que  mencionan  los 

artículos  subsiguientes  del  que  se  cita; 
11.  Que  en  la  solicitud  sobre  partición  de 

la  cosa  común,  que  incidentalmente  se  hace 
en  la  demanda,  tampoco  se  halla  comprendi- 
da la  relativa  á  frutos;  porque  el  poseedor  en 
su  goce  no  ha  estado  reconociendo  comuni- 
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dad  con  el  demandante,  sino  que  ha  explota- 
tado  la  pertenencia  con  el  carácter  de  dueño 
exclusivo  y,  por  lo  tanto,  para  ser  privadd 
de  lo  que  juzga  Guyo,  tiene  derecho  á  exigir 
previamente  se  le  venza  en  juicio  con  arreglo 
á  las   ritualidades  legales  ante  la  jurispru- 
dencia ordinaria  que  señala  el  articulo  1331 
del  mismo  Código  Civil; 

12.  Que  de  lo  expuesto  resulta  que  la  senten- 
cia recurrida  se  ha  pronunciado  sobre  puntos 
que  no  han  sido  sometidos  á  su  resolución  so- 
bre los  cuales  no  se  ha  trabado  la  litis,  incu- 
rriendo asi  en  el  vicio  de  haber  fallado  ultra 
petita,  esto  es,  estendiendo  la  sentencia  á 
puntos  no  sometidos  al  fallo  del  Tribunal,  y 
no  estando  facultado  para  fallar  de  oñcio  por 
la  ley,  por  lo  cual  debe  casarse  la  sentencia 
según  lo  dispuesto  en  el  artículo  941  número 
4'  del  Código  de  Procedimiento  Civil;  y 

13.  Que  aceptando  una  causal  de  casación 
es  necesario  pronunciarse  sobre  las  demás  cau- 
sas alegadas. 

En  mérito  de  estos  fundamentos,  disposicio- 
nes legales  citadas  y  artículos  959  y  979  del 
Código  de  Procedimiento  Civil,  se  declara  que 
ha  lugar  al  recurso  de  casación  en  la  forma 
contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Corte 

de  Apelaciones  de  Tacna  de  15  de  diciembre 
de  1904,  la  que,  en  consecuencia  se  declara  in- 
validada. 

Devuélvase  á  la  parte  la  cantidad  consig- 
nada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro    Palma 

Guzmán K  Aguirre  V.—José  Alfonso Leo- 

poldo  ürrutia J,  Gabriel  Palma  Guzmán 

Abel  Saavedra. 


vil  y  á  que  dan  el  nombre  de  querella  de 
restablecimiento  los  artículos  700,  716 
y  720  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
se  concede  al  que  ha  sido  despojado,  ya 
de  la  posesión,  ya  de  la  mera  tenencin  de 
una  cosa  raíz  6  de  un  derecho  real  cons- 
tituido sobre  bienes  raíces,   á  fín  de  que 
se  restablezcan  las  cosas  en  el  estado  en 
que  antes  se  hallaban;  y  no  puede  ejer- 
cerse sobre  otra  clase  de  bienes  ni  para 
otros  ñnes.que  los  señalados. 

La  acción  posesoria  sumaria  que  por 
regla  general  corresponde  únicamente  al 
poseedor,  la  concede  también  la  ley  al 
mero  tenedor  sólo  en  el  caso  de  despojo 
violento  de  la  cosa.raíz  ó  de  los  derechos 
reales  inmuebles  sobre  los  cuales  ejercía 
su  tenencia;  no  siendo, por  lo  tanto, per- 
mitido al  mero  tenedor  intentar  acciones 
de  esa  especie  cuando  el  despojo,  aunque 
consumado,  no  baya  sido   violento,  ni 
cuando  sólo  se  trate  de  actos  de  mera 
.perturbación  por  graves  y  punibles  que 
ellos  sean;  ni  tampoco  cuando  el  despo- 
jo violento  haya  recaído  exclusivamen- 
te  sobre  bienes  muebles. 

Refiriéndose  los  actos  de  despojo  á  la 
sustracción  de  animales,  procede  la  que- 
rella respecto  de  aquellos  que  se  conside- 
ran inmuebles  por  su  destinación  perma- 
nente al  cultivo  y  beneficio  del  inmueble. 


Cas.  Civ 21  de  octubre  de  1905 

Erices  con  Barriga 

Querella  de  restablecimiento;  despojo 
de  bienes  muebles;  inmuebles  por 
destinación. 

Doctrina: — La  acción  posesoria  que 
consagra  el  artículo  928  del  Código  Ci- 


Doña  Carmen  Erices,  como  arrendataria  del 
fundo  "Pinguidahue,"  ubicado  en  el  departa- 
mento de  Angol,  se  presentó  judicialmente 
contra  don  Alejandro  Barriga,  diciendo  que  el 
expresado  Barriga,  en  compañía  de  su  hijo 
don  Gregorio  Barriga,  de  don  Diocles  Muñoz 
y  de  dos  sirvientes  se  había  introducido  á  di- 
cho fundo  el  4  de  octubre  de  1903  y  á  pesar 
de  sus  protestas  habían  empezado  á  arriar 
al  corral  tanto  los  animales  pertenecientes 
al  predio  arrendado  como  los  puestos  allí  á 
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talaje,  y  una  vez  en  el  corral  habían  señalado 
la  crianza  6  sea  el  terneraje  de  pie  pertene- 
ciente al  mismo  arriendo. 

Tales  actos»  perturbadores  de  sus  derechos 
de  arrendataria,  la  autorizaban,  sin  duda, 
para  ejercer  el  que  le  acuerda  el  artículo  1930 
del  Código  Civil;  pero  prefería,  sin  embargo, 
interponer  la  acción  rápida  establecida  en  el 
artículo  837  número  3^  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil  y  con  arreglo  á  ella  pedía  se 
ordenara  á  don  Alejandro  Barriga  y  á  sus 
empleados  que  se  abstuvieran  de  perturbarla 
en  el  arriendo  del  predio  antes  nombrado, 
con  costas,  daños  y  perjuicios,  debiendo  ade- 
más incurrir  en  una  multa  de  $  500  á  benefi- 
cio fiscal  por  cada  nuevo  acto  de  perturbación 
que  ejecutare. 

Según  el  contrato  de  arrendamiento  cele- 
brado por  la  señora  Brices  con  don  Nicanor 
J.  Barriga,  entraban  en  el  arriendo  veintio- 
cho vaquillas,  ocho  de  ellas  paridas  y  las 
restantes  monstrencas,  y  de  ti  es  para  cuatro 
años,  y  seis  bueyes  de  trabajo. 

El  Juez  de  Letras  comunicó  traslado  de  es- 
ta presentación  á  don  Alejandro  Barriga, 
quien  contestando,  expuso  que  el  fundo  'Tin- 
quid  ahue",  ocupado  por  doña  Carmen  Erices, 
era  suyo  y  se  lo  había  entregado  para  que 
lo  gozara,  por  motivo  de  la  pobreza  del  agra- 
ciado, á  su  hermano  don  Nicanor  Barriga; 
pero  como  éste  hubiera  indebidamente  vendi- 
do algunos  de  los  animales  del  fundo,  vinién- 
dose después  á  Concepción,  había  resuelto 
poner  término  al  goce  voluntario  de  esa  pro» 
piedad,  y  habiéndose  con  tal  propósito  tras- 
ladado á  ella,  la  había  encontrado  arren- 
dada. 

Manifestó  además  que  los  animales  que  la 
Erices  decía  estar  á  talalaje  le  pertenecían  á 
él,  y  por  eso  había  marcado  el  número  que 
había  creído  conveniente,  sin  hacer  caso  de 
las  alegaciones  de  una  persona  que  se  mante- 
nía en  el  fundo  sin  derecho  alguno,  como  la 
llamada  arrendataria. 

El  mismo  Barriga  exhibió  diversos  docu- 
mentos destinados  á  comprobar  su  dominio 
sobre  el  predio  en  cuestión. 

Con  estos  antecedentes  el  Juez  de  la  causa 
dictó  en  19  de  octubre  de  1903  un  auto  en  el 
cual  declaró  que  el  asunto  no  era  sumario 


por  naturaleza  y  reservó  á  las  partes  sus  de- 
rechos para  que  los  hicieran  valer  por  la  vía 
ordinaria. 

La  señora  Erices  se  presentó  de  nuevo  pi- 
diendo que  se  revocara  esa  resolución  y  solici- 
tando en  subsidio  que  se  considerara  la  ac- 
ción entablada  como  de  despojo  violento,  en 
conformidad  con  lo  prevenido  en  el  artículo 
929  del  Código  Civil  y  en  los  artículos  718, 
197  y  720  del  Código  de  Procedimiento  Civil; 
agregando  á  los  hechos  expuestos  en  la  quere- 
lla los  siguientes:  Que  don  Alejandro  Barriga, 
por  medio  de  su  hijo  don  Gregorio,  había  pe- 
netrado de  nuevo  en  la  hijuela  el  15  de  octu 
bre,  acompañado  de  un  sirviente  y  violenta- 
mente había  sacado  dos  yuntas  de  bueyes  de 
los  entrados  en  el  arriendo,  mandándolos  ál 
día  siguiente  á  los  "Sauces".  Y  que  como  si 
ésto  no  fuera  bastante,  al  otro  día  había  pe- 
netrado á  viva  fuerza  dentro  déla  habitación 
y  sacado  de  allí  dos  cueros  de  animales  vacu-- 
no,  golpeando  además  á  la  arrendataria  con- 
tra un  poste,  amenazándola  con  matarla. 

El  Juez  no  dio  lugar  á  la  revocatoria  solici- 
tada, pero  mandó  tener  como  interpuesta  la 
querella  subsidiaria  de  despojo  violento. 

En  el  comparendo  de  prueba  no  presentó 
testigos  la  querellante,  y  los  dos  únicos  del 
querellado  se  limitaron  á  declarar  sobre  la 
ubicación  del  fundo  "Pinguidahue" y  sobre  la 
propiedad  del  mismo  tundo  y  la  de  los  anima- 
les introducidos  en  él. 

Citadas  las  partes  para  oír  sentencia  en  el 
mismo  comparendo,  se  dictó  por  el  Juzgado 
la  siguiente: 

Angol,  11  de  noviembre  de  1903 Conside- 
rando: 

Que  no  se  han  comprobado  los  hechos  en 
que  se  funda  la  querella;  y 

Vistos  lo  prescrito  en  los  artículos  730, 928 
y  1698  del  Código  Civil,  se  declaró  que  no  ha 
lugar  á  la  querella  con  costas.  —  Manuel 
Cárter, 

Doña  Carmen  Erices  apeló  de  esta  resolu- 
ción; en  segunda  instancia  puso  á  su  conten- 
dor posiciones,  absolviendo  las  cuales  confesó 
Barriga  los  siguientes  hechos:  1^  que  había 
mandado  al  fundo  "Pinguidahue''  cuarenta 
y  cioco  animales  entre  vacas  de  vientre  y  va- 
quillas mayores,  de  tres  años;  2^  que  el  4  de 
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octubre  de  1903  había  entrado  como  dueño 
al  fundo  antes  recordado  y  había  hecho  rodear 
los  animales  j  señalar  crianza  propia;  3^  que 
posteriormente  había  sacado  del  mismo  fun- 
do por  medio  de  su  hijo  Gregorio  diez  y  nueve 
temeros  de  la  crianza  que  había  señalado  el 
absolvente  y  los  había  llevado  al  fundo  "Los 
Prados";  4'  que  en  otra  ocasión  el  mismo  don 
Gregorio,  obedeciendo  también  á  órdenes  del 
absolvente,  había  sacado  del  fundo  "Pingui- 
dahue*'  seis  bueyes  de  trabajo  de  los  arrenda- 
dos por  la  querellante  á  don  Nicanor  J.  Barri- 
ga, cosa  que  aquél  hizo  por  ser  de  su  propie- 
dad exclusiva. 

Con  estos  antecedentes  la  Corte  de  Apela- 
ciones de  Concepción  pronunció  la  sentencia 
de  7  de  mayo  de  1904,  en  la  que  reproducien- 
do la  parte  expositiva  de  la  sentencia  de  pri- 
mera instancia  y  considerando  que  doña  Car- 
men Brices  había  comprobado  los  hechos  en 
que  fundaba  su  querella  de  restablecimiento, 
tanto  con  las  declaraciones  hechas  por  el  que- 
rellado, como  por  la  confesión  prestada  por  el 
mismo  querellado  absolviendo  las  posiciones, 
y  de  conformidad  con  lo  prescrito  en  los  ar- 
tículos 928  del  Código  Civily  719  y  720  del 
Código  de  Procedimiento  Civil,  revocó  la  sen- 
tencia apelada  de  primera  instancia  y,  dando 
lugar  á  la  querella,  declaró  que  debían  repo- 
nerse en  el  estado  que  tenían  el  4  de  octubre 
de  1903,  con  costas,  y  que  se  condenara  á  don 
Alejandro  Barriga,  reservándose  las  partes 
sus  demás  derechos  para  que  los  hicieran  va- 
ler en  la  forma  que  más  vieren  convenirles. 

Contra  este  último  fallo  dedujo  el  apodera- 
do de  don  Alejandro  Barriga  los  recursos  de 
casación  en  la  forma  y  en  el  fondo. 

El  primero  de  esos  recursos  fué  desechado 
por  una  de  las  salas  de  este  Tribunal  en  sen- 
tencia de  12  de  julio  del  año  último  (1). 

Y  formalizando  el  segundo,  sostuvo  el  mis- 
mo apoderado  que  la  sentencia  recurrida  se 
había  dictado  con  infracción  délas  disposicio- 
nes de  los  artículos  916  y  928  del  Código  Ci- 
vil y  artículo  700  número  3^  718,  719  y  720 
del  Código  de  Procedimiento  Civil. 

Dice  en  resumen  el  recurrente,  que  la  quere- 
lla de  la  señora  Erices  se  funda  en  que  se  han 


(1)  Véase  la  pág.490  de  Tomo  I  de  la  Revista. 


sacado  animales  y  especies  muebles  de  la  hi- 
juela y  que  se  le  ha  amenazado  con  arrojarla 
del  fundo  á  viva  fuerza.  Esta  violación  de 
que  se  queja  la  señora,  ha  recaído  sobre  bienes 
muebles  y  no  sobre  bienes  raices  ó  derechos 
reales,  que  son  los  que  están  amparados  por 
las  disposiciones  legales  que  tratan  de  las  qn^ 
relias  de  amparo  ó  de  despojo. 

En  efecto  el  artículo  916  del  Código  Cítü 
establece  ''que  las  acciones  posesorias  tienea 
por  objeto  conservar  ó  recuperar  la  posesión 
de  bienes  raíces  ó  derechos  reales  constítoidos 
en  ellos''.  Es  esta  la  disposición  general  que 
determina  el  objeto  de  las  acciones  posesorias 
regidas  por  los  artículos  921,  926  y  928  j 
que  son  las  conocidas  con  los  nombres  de  ac* 
dones  de  amparo,  de  despojo  y  de  desojo 
violento. 

Para  las  dos  primeras  se  requiere  anUct- 
dentes  especiales,  como  son  posesión  tranqui- 
la y  no  interrumpida  sobre  los  bienes  raíces  j 
derechos  reales  constituidos  en  ellos;  y  para 
la  última  basta  probar  el  despojo  violento, 
ya  sea  por  tener  la  cosa  á  nombre  de  otro  6 
no  haberla  poseído  bastante  tiempo  ó  que 
no  pudiera  instaurarse  acción  posesoria  por 
otra  causa  cualquiera. 

La  sentencia  de  segunda  instancia,  al  rero- 
car  la  de  primera,  dando  lugar  á  la  acción  de 
restablecimiento,  y  mandando  reponer  las 
cosas  al  estado  que  tenían  el  4  de  octubre,  ha 
infringido  abiertamente  la  ley,  al  dar  lugar  á 
esta  querella  sobre  bienes  muebles. 

Ha  violado  también  esta  sentencia  la  dis- 
posición del  artículo  928  del  Código  citado, 
porque  para  que  proceda  la  acción  ha  sido 
menester  que  el  que  la  instaura  haya  sido 
despojado  violentamente,  sea  de  la  posesión, 
sea  de  la  mera  tenencia  de  bienes  raíces  ó  d^ 
rechos  reales  constituidos  en  ellos,  ó  qne  por 
poseer  á  nombre  de  otro  ó  por  no  haber  po- 
seído bastante  tiempo,  ó  por  otra  causa 
cualquiera,  no  pudiese  instaurar  acción  pose 
soria. 

Establecidas  por  las  disposiciones  atadas 
las  cosas  en  que  puede  interponerse  la  qnert- 
lia  de  despojo  violento,  y  no  teniendo  la  que- 
rella de  la  señora  Erices  las  condiciones  f^ 
queridas  por  la  ley,  puesto  que  no  ha  proba- 
do que  su  mandante  haya  ejecutado  acto  al* 


I 


ItrSISPBtTDBNClA 


185 


grino  de  violencia,  no  ha  habido  fundamento 
para  acojer  la  querella. 

La  Corte  de  Concepción  ha  incurrido,  toda- 
vía en  un  error  manifiesto  de  hecho,  al  ase- 
verar que  la  querellante  ha  probado  los  he- 
chos en  que  funda  su  querella;  á  lo  cual  debe 
agregarse  que  los  actos  de  despojo  en  que  se 
basa  la  querella  no  han  recaído  sobre  bienes 
raíces  ó  derechos  reales  constituidos  en  ellos, 
según  consta  del  mérito  general  de  los  autos. 

El  que  trate  de  recuperar  la  posesión  de 
bienes  muebles  que  ha  perdido,  tiene  los  re- 
medios que  le  da  la  ley,  ja  sea  ejerciendo  la 
acción  que  se  concede  al  dueño  de  una  cosa 
singular  de  que  no  está  en  posesión  para  que 
el  poseedor  de  ella  sea  condenado  á  restituir- 
la; ó  bien,  si  quiere  ejercer  una  acción  crimi- 
nal y  rápida  en  sus  efectos,  habría  podido  la 
querellante  establecer  una  acción  criminal 
contra  don  Alejandro  Barriga  para  que  se  le 
condenara  á  restituir  una  cosa  mueble  de  que 
se  había  apropiado  contra  la  voluntad  de 
su  dueño. 

La  Corte  de  Concepción,  se  ha  desentendido 
también  de  los  documentos  presentados  en 
autos,  que  acreditan  la  propiedad  inscrita  j 
que  don  Alejandro  Barriga  tiene  dominio 
perfecto  sobre  la  propiedad  que  se  dice  arren- 
dada por  don  Nicanor  Barriga  á  la  señora 
Erices. 

Si  se  atiende  ahora  á  las  disposiciones  del 
Código  de  Procedimiento  Civil,  se  ve  que  el 
artículo  700,  dispone  que  los  interdictos  ó 
juicios  posesorios  sumarios  puedan  instau- 
rarse: 1'  para  conservar  la  posesión  de  bie- 
nes raíces  ó  derechos  reales  constituidos  en 
ellos;  2^  para  recuperar  esta  misma  pose- 
sión; y  3^  para  obtener  el  restablecimiento 
en  la  posesión  ó  mera  tenencia  de  los  mismos 
bienes. 

Ajuicio  del  recurrente,  la  forma  en  que  es- 
tán redactadas  estas  disposiciones  manifies- 
ta con  toda  evidencia  que  el  artículo  928  del 
Código  Civil  no  se  puede  referir  á  los  bienes 
muebles,  sino  únicamente  á  los  inmuebles  y 
también  porque  el  despojo  violento  de  bienes 
muebles  que  es  lo  que  se  llama  hurto  6  robo, 
tiene  otro  remedio  más  eficaz  y  rápido,  cual  es 
la  acción  criminal,  que  lleva  consigo,  la  obli- 
gación de  restituir  y  de  indemnizar,  siendo  de 


notar  todavía  que  el  dominio  y  posesión  de 
los  bienes  muebles  se  confunden  y  toda  ac- 
ción posesoria,  está  confundida  en  la  ordina- 
ria de  reivindicación. 

A  todo  lo  cual  debe  agregarse  que  la  juris- 
prudencia de  los  tribunales,  aplicando  la  letra 
clara  de  estas  disposiciones,  ha  establecido 
que  las  querellas  de  restablecimiento  no  pro- 
ceden cuando  se  trata  de  bienes  muebles. 

Si  se  leen  todavía  las  disposiciones  relati- 
vas á  la  forma  y  procedimientos  que  han  de 
emplearse  para  entablar  estas  acciones  pose- 
sorias, se  ve  que  tanto  las  querellas  de  ampa- 
ro y  de  restitución,  como  la  de  restablecimien- 
to, sólo  procede  cuando  se  trata  de  bienes  in- 
muebles. 

Estimando  infundada  é  improcedente  la 
querella  y  que  las  sentencias  de  la  Corte  de 
Apelaciones  de  Concepción  han  infringido  las 
disposiciones  legales  citadas,  concluye  pidien- 
do que  se  dé  lugar  al  recurso  de  casación  en 
el  fondo  que  tiene  deducido. 

La  Corte: 

Considerando: 

1^  Que  de  los  antecedentes  de  la  causa  re- 
sulta claramente  establecido  que  la  acción  en« 
tablada  por  doña  Carmen  Erices,  es  la  pose- 
soria que  consagra  el  artículo  928  del  Có- 
digo Civil,  no  el  929  de  ese  Código,  como 
equivocadamente  se  dice  en  la  demanda  en 
favor  del  que  violentamente  ha  sido  despoja- 
do ya  de  la  posesión,  ya  de  la  mera  tenencia 
de  una  coFa  raíz,  ó  de  un  derecho  real  consti- 
tuido sobre  bienes  raíces,  á  fin  de  que  se  res- 
tablezcan las  cosas  en  el  estado  en  que  antes 
se  hallaban;  acción  que,  con  el  nombre  de  que- 
rella de  restablecimiento,  es  la  misma  que  es- 
tablece y  reglamenta  el  Código  de  Procedi- 
miento Civil  en  sus  artículos  700,  718  y  720; 

2^  Que  los  hechos  atribuidos  por  la  quere- 
llante al  querellado  y  que,  según  ella,  consti- 
tuyen el  despojo  violento  de  que  se  queja  en 
este  interdicto,  son  los  siguientes:  1^  que  el  4 
de  octubre  de  1903,  don  Alejandro  Barriga, 
acompañado  de  otras  personas,  había  pene- 
trado en  el  predio  uPinguidahue",  y  contra  la 
voluntad  de  la  arrendataria,  y  aun  amena- 
zándola, había  arreado  una  cantidad  de  ani- 
males vacunos  al  corral  del  fundo,  y  una  vez 
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allí  había  marcado  el  temeraje  de  pie,  perte- 
neciente al  mismo  arriendo;  2^  que  el  15  del 
mismo  mes  de  octubre,  don  Gregorio  Barriga, 
hijo  del  querellante,  y  por  orden  de  éste,  había 
penetrado  al  fundo  antedicho  y  violentamente 
había  sacado  dos  yuntas  de  bueyes  de  los  que 
entraron  en  el  arriendo;  y  3^  que  al  día  siguien- 
te de  ejecutado  ese  hecho,  el  mismo  don  Grego- 
rio se  había  introducido  á  viva  fuerza  dentro 
de  la  habitación  de  la  querellante  y  había  ex- 
traído de  ella  dos  cueros  de  animales  vacu- 
nos, golpeando  además  á  la  referida  quere- 
llante contra  un  poste; 

3^  Que  si  bien  en  las  posiciones  puestas  por 
la  querellante  á  Barriga  en  la  segunda  ins* 
tancia  del  juicio,  se  habla  de  mayor  número  de 
bueyes  que  los  enunciados  en  el  considerando 
precedente  y  de  diez  y  nueve  terneros  extraídos 
también  de  'Tinguidahue*' por  orden  de  aquel, 
tales  hechos  que  no  modifican  por  otra  parte 
la  naturaleza  jurídica  de  la  responsabilidad 
que  en  razón  de  ellos  correspondiera  á  su 
autor,  no  habían  podido  tampoco  ser  toma- 
dos en  cuenta  por  el  Tribunal  revisor,  ya  que 
no  formaban  parte  de  los  únicos  actos  que 
motivaron  la  demanda  posesoria; 
^  4'  Que,  con  arreglo  á  derecho,  las  acciones 
posesorias  tienen  por  objeto,  como  lo  indica 
terminantemente  el  artículo  916  del  Código 
Civil,  conservar  6  recuperar  la  posesión  de 
bienes  raíces  ó  de  derechos  reales  constituidos 
en  ellos,  y  aun  lamerá  tenencia  de  los  mismos 
bienes  y  derechos  en  el  caso  de  excepción  del 
artículo  928  del  Código  citado; 

5^  Que,  en  consecuencia,  las  referidas  accio- 
nes posesorias,  dado  el  propósito  especial 
con  que  el  legislador  las  estableció,  y  la  natu- 
raleza propia  que  jurídicamente  les  correspon- 
de, no  pueden  ejercerse  sobre  otra  clase  de 
bienes  ni  para  otros  fines  que  los  señalados  en 
las  leyes  antedichas; 

6^  Que  ciñéndose  á  la  doctrina  del  Código 
Ciril,  el  artículo  700  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  al  indicar  los  casos  en  que  podían 
intentarse  los  interdictos  ó  juicios  sumarios 
posesorios,  los  concretó  sólo  á  bienes  raíces  y 
á  derechos  reales  constituidos  en  ellos,  seña- 
lando principalmente  entre  esos  interdictos 
los  que  tenían  por  objeto:  1^  conservar  la  po- 
sesión de  bienes  raíces  ó  de  derechos  reales 


constuidos  en  ellos;  2^  recuperar  esa  misma 
posesión;  y  3'  obtener  el  restablecimiento  en  la 
posesión  ó  en  la  mera  tenencia  de  los  mismos 
bienes,  cuando  dicha  posesión  ó  mera  tenen- 
cia hubiesen  sido  violentamente  arrebatados; 

7'  Que  de  lo  expuesto  resulta  que  la  acción 
posesoria  sumaria  que,  por  regla  general,  co- 
rresponde únicamente  al  poseedor,  la  concede 
también  la  ley  al  mero  tenedor,  pero  sólo  en 
el  caso  de  despojo  violento  de  la  cosa  raíz  6 
de  los  derechos  reales  inmuebles  sobre  los 
cuales  ejercía  su  tenencia;  no  siéndole,  por 
tanto,  permitido  al  mero  tenedor  intentar 
acciones  de  esa  especie  cuando  el  dcsp<»¡o, 
aunque  consumado,  no  haya  sido  violento,  ni 
cuando  solo  se  trata  de  actos  de  mera  per- 
turbación; por  graves  y  punibles  que  ellos 
sean;  ni  tampoco  cuando  el  despojo  violento 
haya  recaído  exclusivamente  sobre  bienes 
muebles; 

8^  Que  las  amenazas  ó  vejámenes  que,  según 
doña  Carmen  Brices,  le  inn rieron  don  Al^ 
j andró  Barriga  y  su  hijo  don  Gregorio  para 
inducirla  á  que  se  retirara  del  fundo  "Pingul- 
dahue",  no  constituyen  por  sí  solos  el  despojo 
violento  de  la  tenencia  de  dicho  fundo;  puesto 
que  no  consta  que  con  esas  amenazas  o  vejá- 
menes la  querellante  haya  abandonado  en 
realidad  dicha  tenencia;  como  tampoco  cons- 
tituyen un  despojo  violento  los  otros  actos 
de  mera  perturbación,  como  ser  el  acorrala- 
miento  y  marcadura  de  animales  ó  el  ingreso 
violento  dentro  de  las  pertenencias  del  fundo, 
que  se  atribuyen  asimismo  al  querellado  ó  á 
sus  ajentes. 

9^  Que  en  cuanto  al  hecho  de  haberse  apro- 
piado violentamente  don  Gregorio  Barrigade 
dos  cueros  de  animales  pertenecientes  á  la 
querellante,  según  se  expresa  en  libelo,  no 
puede  "en  derecho  dar  origen,  aun  siendo  efec- 
tivo, al  ejercicio  de  una  acción  sumaria  pose- 
soria como  la  entablada  en  el  presente  inter- 
dicto, por  tratarse  sólo  de  especies  muebles 
cuya  recuperación  ó  entrega  debe  perseguirse 
por  otros  medios  legales; 

10.  Que  no  sucede  lo  mismo  respecto  del 
despojo  violento  de  los  dos  bueyes  de  que 
también  se  apoderó  Barriga;  porque  estando 
destinados  esos  animales  al  uso,  cultivo  y 
beneficio  del  predio  arrendado,  según  se  des* 
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rende  del  contrato,  deben  reputarse  bienes 
imuebleSy  conforme  á  la  regla  establecida  en 
I  artículo  570  del  Código  Civil  y  susceptible, 
n  consecuencia,  de  ser  objeto  de  una  acción 
tosesoria  para  los  efectos  de  restablecer  á  la 
irrend ataría  en  la  tenencia  de  tales  bueyes; 
11.  Que  debiendo  emanar  la  acción  poseso- 
ria de  restablecimiento,  que  la  ley  concede  al 
:enedor  de  un  bien  raíz,  de  actos  directos  eje- 
rutados  por  el  despojante  dentro  de  los  seis 
neses  anteriores  á  la  presentación  de  la  que* 
•ella;  y  teniendo  ésta  por  objeto  restablecer 
as  cosas  en  el  estado  en  que  se  encontraban 
intes  de  la  perpetración  de  dichos  actos,  y 
obtener  además  el  rezare!  miento  de  losperjui- 
:ios  del  atentado  y  la  consecución  de  medidas 
tendentes  á  evitarlo  en  lo  sucesivo,  es  claro 
que  los  jueces  de  la  causa  sólo  pueden  acep- 
tar como  suñciente  para  ese  ñn  aquellos  ac- 
tos que,  dentro  de  la  ley,  importen  el  despojo 
violento  de  una  cosa  raíz  ó  de  algún  derecho 
real  en  ella  constituido;  porque  sólo  ellos  pue- 
den dar  mérito  para  entablar  la  querella  de 
que  se  trata  y  para  imponer  al  litigante  ven- 
cido las  prestaciones  ó  las  penas  que  de  la 
misma  querella  se  derivan. 

12.  Que,  por  tanto,  la  Corte  de  Apelacio- 
nes de  Concepción  debió  dar  lugar  al  inter- 
dicto deducido  por  doña  Carmen  Enees  en 
lo  tocante  á  la  mera  restitución  de  los  dos 
bueyes  de  que  se  habla  en  el  considerando  10 
de  esta  sentencia,  restableciendo  las  cosas  en 
ese  punto  al  estado  en  que  se  encontraban 
antes  del  despojo,  y  al  abono  de  los  perjuicios 
causados  por  ese  acto;  pero  no  pudo  hacer 
extensiva  la  restitución  decretada  á  las  espe- 
cies inmuebles  de  que  también  se  apoderó  el 
querellado,  como  tampoco  pudo  mandar  res- 
tablecer las  cosas  al  estado  que  tenían  an- 
tes del  4  de  octubre  de  1903;  porque  los  actos 
de  mera  perturbación  ejecutados  por  Barriga 
en  esa  fecha,  no  daban  derecho  á  la  arrenda- 
taria para  perseguir  las  responsabilidades  de 
su  antor  por  la  vía  sumaria  de  una  acción 
posesoria,  cercenando  así  el  derecho  de  defen- 
sa del  querellado  é  imponiéndole  gabelas  y 
prestaciones  que  aquellos  actos  no  traían 
aparejados. 

13.  Que  procediendo  en  esa  forma  el  Tribu- 
nal sentenciador,  ha  infringido  los  artículos 


916. y  928  del  Código  Civil,  y  Ioh  artículos 
700  numero  3^,  718,  719  y  720  del  de  Pro- 
cedimiento Civil  en  que  se  apoya  el  recurso, 
y  la  infracción  de  esos  preceptos  ha  tenido 
influencia  sustancial  en  la  parte  dispositiva 
del  fallo  recurrido;  y 

Visto  además  lo  prevenido  en  loa  artículos 
940  y  979  del  Código  últimamente  citado,  se 
declara  que  ha  lugar  al  recurso  de  fondo  in- 
terpuesto contra  la  sentencia  pronunciada 
por  la  Corte  de  Apelaciones  de  Concepción  el 
17  de  mayo  de  1904,  y  en  consecuencia  se  in- 
valida dicha  resolución. 

Devuélvase  A  la  parte  recurrente  la  canti- 
dad consignada. 

£1  señor  Ministro  Alfonso  no  acepta  el  con- 
siderando 10  porque  opina  que  la  querella 
de  despojo  no  procede  tratándose  de  la  sus-» 
tracción  de  un  bien  mueble,  aun  cuando  sea 
de  los  que  se  reputan  inmuebles  por  destina- 
ción, y  en  consecuencia  fué  de  parecer  que  se 
diera  lugar  en  todas  sus  partes  al  recurso 
interpuesto. 

Acordada  contra  el  ^oto  del  señor  Ministro 
Urrutia,  quien  no  da  lugar  á  la  casación  de 
fondo,  porque  á  su  juicio  todos  los  hechos 
ejecutados  por  el  querellado  en  la  propiedad 
donde  estaban  los  bienes,  constituyen  un  con- 
junto de  procedimientos  ejecutados  con  el  ob- 
jeto de  consumar  el  despojo  y,  por  lo  tanto, 
no  pueden  dividirse  para  los  efectos  de  la  res- 
titución. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Fóster 
Recabarren. — V,  Aguirre  V,^José  Alíonso.-^ 

Leopoldo  Urrutia.  —  Galvaríno   Gallardo 

Gabriel  Gaete.  —  Leonero  Rodríguez,  —  Abel 
Saavedra.^E,  Fóster  Recabarren. 

Y  fallando  la  causa: 

Santiago,  21  de  octubre  de  1905 ^Vistos: 

Reproduciendo  la  parte  expositiva  de  la  reso- 
lución de  primera  instancia  y  teniendo  pre- 
sente: 

1*^  Que  la  Corte  de  Apelaciones  de  Concep* 
ción  ha .  dado  por  establecida  en  la  sentencia 
recurrida  la  efectividad  de  los  diversos  hechos, 
en  que  doña  Carmen  Brices  funda  la  querella 
de  restablecimiento,  á  que  estos  autos  se  refie- 
ren, entre  los  cuales  hechos  se  encuentra  el 
haberse  apoderado  el  querellante,  violenta 
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mente,  de  dos  de  los  bueyes  de  trabajo  que 
entraron  en  el  arriendo  del  fundo  "Pingui- 
dahue"; 

2'  Que  la  Corte  Suprema  al  dictar  en  este 
interdicto  la  sentencia  que  crea  conforme  é  la 
ley  y  al  mérito  de  los  hechos,  tiene  forzosa- 
mente que' aceptar  estos  últimos,  tales  como 
se  han  dado  por  establecidos  en  el  fallo  recu- 
rrido; 

3^  Que  los  dos  bueyes  mencionados  en  el 
considerando  1^  de  esta  sentencia  deben  re- 
putarse legalmente  como  accelsioríos  y  forman- 
do un  solo  todo  con  el  inmueble  á  cuyo  uso, 
cultivo  y  beneñcio  estaban  permanentemente 
destinados,  y  su  despojo  violento  da,  en  con- 
secuencia, derecho  á  la  querellante  para  ser 
restablecida  en  la  tenencia  de  esos  animales 
con  la  consiguiente  imdemnización  de  per- 
iuicios; 

4^  Que  los  otros  hechos  en  que  también  se 
funda  la  querella,  no  importan  un  despojo 
violento  de  la  tenencia  del  fundo  "Pinguida- 
hue",  ya  sea  por  tratarse  de  meros  actos  de 
perturbación  6  embarazo  y  no  alcanzar 
por  tanto  á  constituir  un  verdadero  despo- 
jo, en  el  sentido  legal  de  esta  palabra,  ya  por 
haber  reciddo  ellos  sobre  bienes  muebles,  cuya 
detentación  no  puede  dar  origen  en  ningún 
caso  á  un  interdicto  posesorio. 

Visto  además  lo  prevenido  en  los  artículos 
570  y  928  del  Código  Civil  y  artículos  700, 
714,  720  y  958  del  de  Procedimiento  Ci- 
vil, se  declara  que  ha  lugar  á  la  querella, 
pero  sólo  en  cuanto  á  los  dos  bueyes  de  que 
más  arriba  se  ha  hecho  mérito,  y  que,  en 
consecuencia,  doña  Carmen  Erices  debe  ser 
restablecida  en  la  tenencia  de  esos  animales, 
con  las  costas  y  perjuicios  en  que  se  condena 
al  detentador,  á  quien  se  reservan  sus  dere- 
chos para  que  los  haga  valer  en  la  forma  que 
más  viere  convenirle. 

Se  confirma  en  lo  conforme  con  ésta  la  sen- 
tencia apelada  de  11  de  noviembre  de  1903  y 
se  revoca  en  lo  demás. 

Resérvanse  á  la  querellante  las  demás  ac* 
ciones  á  que  pudiera  tener  derecho  con  arre- 
glo á  la  ley. 

Bl  señor  Ministro  Alfonso  fué  de  parecer 
que  se  confirmara  sin  modificación  la  senten- 
cia apelada. 


Acordadiei  contra  el  voto  del  señor  Mm» 
tro  Urrutia,  quien  por  las  razones  consigna- 
das en  la  sentencia  que  anuló  la  de  la  Corte 
de  Concepción,  opinó  que  se  revocara  d  fafio 
apelado  y  se  diera  lugar  en  todas  sus  panes 
á  la  querella. 

-Redactada  por  el  señor  Ministro  Fóster 
Recabarren.—  V.  Aguirre  V.--Jósé  AlfoBsor 
Leopoldo  Urrutia.  — Gaivarmo  Gaü&rdo- 
Gabríel  Gaete.— Leoncio  Rodríguez.- Abt 
Saavedra.—E.  Fóster  Recabarren. 


Cas.  en  la  forma.— 21   de  octubre  de  im 
Alfaro  con  Fisco 

Sentencia  definitiva;  sentencia  ínter 
looutorla.— Resoluciones  contradic- 
torias.—Palta  de  resolución  de  las 
cuestiones  controvertidas.  -  Bniffl 
elaciones  del  fallo. 

Doctrina:  -  Constando  el  fallo  recurri- 
do de  dos  partes  diversas,  en  la  primera 
de  las  cuales  se  limita  á  conñrmar  las  re- 
soluciones  de  primera  instancia  jenh 
segunda  omite  pronunciarse  sobre  ks 
cuestiones  provocadas  en  la  alzada,  prt 
cisamentepor  no  haber  sobre  ellas  resor 
lución  de  primera  instancia;  la  sentenaB 
falla  la  materia  déla  apelación yno con- 
tiene resoluciones  contradictorias. 

No  procede  el  recurso  de  casación  si  h 
resolución  que  se  estima  contradictora 
con  otra  del  mismo  fallo,  ba  sido  dkU- 
da  en  favor  del  mismo  recurrente. 


Terminado  el  juicio  de  oposición  á  la  mes- 
sura  de  las  pertenencias  salitreras  que  formífl 
los  grupos  del  "Progreso",  "El  Porvenií"  J 
"Nuevo  Chile",  juicio  que  se  tramitó  por  ^ 
Juzgado  de  Antofagasta,  se  ha  procedido,  i 
solicitud  de  don  Hermógenes  Alfaro,  qoe  obf» 
en  representación  de  la  Sociedad   "Diego  Al- 
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meida",  á  mensurar  las  referidas  pertenen- 
áas. 

Presentadas  las  actas  de  mensura  de  las 
pertenencias,  y  pedida  su  inscripción  en  el  Re- 
^stro  ConserFatorio  de  Minas,  el  represen- 
tante del  Fisco  en  primera  instancia  se  opuso 
á  que  se  inscribiera  el  título  de  algunas  de 
ellas,  oposición  que  ha  sido  desestimada  por 
las  resoluciones  de  22  de  abril  y  de  29  de  oc- 
tubre del  año  próximo  pasado,  que  se  regis- 
tran respectivamente  en  la  compulsa  *j  en  el 
expediente  original. 

Apeladas  esas  resoluciones,  el  Director  del 
Tesoro,  entre  otras  alegaciones  de  segunda 
instancia,  ha  formulado  una  objeción  general 
que  debe  estimarse  también  como  producida 
por  primera  vez  y  que  se  refiere  á  la  mensura 
de  todos  los  estacamentos,  con  excepción  de 
los  adjudicados  á  don  Román  Hspech.  Y  debe 
estimarse  esa  objeción  como  producida  sólo 
en  segunda  instancia,  porque,  si  bien  en  el 
escrito  se  consigna  con  respecto  á  algunas 
pertenencias  del  grupo  "Progreso"  la  obje- 
ción general  que  formula  con  relación  á  todos 
los  estacamentos,  el  señor  Director  del  Teso- 
ro,  aquel  escrito  fue  presentado  el  día  mismo 
en  que  pronunció  su  resolución  el  juez  a  qao,  y 
por  tanto  no  fué  ni  pudo  ser  materia  del  de- 
bate en  primera  instancia,  ni  menos  ser  consi- 
derada y  resuelta  en  la  resolución  que  en  dicha 
instancia  recayó. 

Dice  con  este  motivo  que  entre  los  siete  con- 
cesionarios ó  manifestantes  de  las  perten^i- 
cias  salitreras  comprendidas  en  los  grupos 
de  que  se  trata,  sólo  don  Román  Espech  tiene 
el  caráter  de  descubridor,  y  por  consiguiente 
en  conformidad  á  las  disposiciones  que  cita  el 
reglamento  de  28  de  julio  de  1877,  sólo  Es- 
pech tiene  derecho  á  una  descubridora,  ó  sea 
una  pertenencia  triple,  no  correspondiendo 
á  los  demás  sino  una  sola  pertenencia. 

Mientras  tanto,  como  consta  de  las  pro- 
pias actas  axrompañadas,  se  han  medido  sie- 
te descubridoras,  ó  sea  una  descubridora  á 
cada  uno  de  los  solicitantes  de  los  terrenos 
salitrales. 

Aunque  no  se  pide  expresamente,  no  parece 
dudoso  que  la  objeción  tenga  por  objeto  que 
se  rectifique  la  mensura,  reduciéndose  la  ex- 
tensión de  las  pertenencias  medidas  á,  los  es- 


tacados ó  los  límites  indicados  por  el  repre- . 
sentante  del  Fisco. 

La  Corte  de  Apelaciones  resolvió: 
Santiago,  14  de  marzo  de  1905.~Vistos:  se 
confirman  los  autos  apelados  de  22  de  abril  y 
de  29  de  octubre  del  año  último,  que  se  regis- 
tran respectivamente  á  fs.  34  de  la  compulsf^i 
y  á  fs.  177  del  expediente  original. 

El  Ministro  señor  Barriga  sostuvo  que  de* 
bía  recibirse  la  causa  á  prueba,  sin  perjuicio 
de  apreciar  en  definitiva  el  valor  legal  de  las 
cuestiones  formuladas  en  primera  instancia 
por  el  representante  del  Fisco,  por  cuanto  di- 
chas cuestiones  se  fundan  en  antecedentes  de 
hecho,  respecto  de  los  cuales  no  están  de  acuer- 
do las  partes. 

Desechada  esta  indicación,  aceptó  el  fallo 
acordado  por  la  mayoría  del  Tribunal,  te- 
niendo para  ello  presente  que,  cualquiera  que 
sea  el  mérito  que  se  atribuya  á  la  objeción, 
fundada  en  que  las  pertenencias  á  que  ellos  se 
refieren,  han  sido  mensuradas  al  norte  del  pa- 
ralelo 23,  no  hay  en  autos  prueba  legal  bas- 
tante para  acreditar  esta  circunstancia. 

Teniendo  presente  que  las  resoluciones  con- 
firmadas no  tienen  el  carácter  de  sentencia 
definitiva,  y  visto  lo  dispuesto  en  el  artículo 
924  del  Código  de  Procedimiento  Civil  se  de^ 
dará  sin  lugar  lo  solicitado  en  lo  principal 
del  escrito. 

Acordada  contra  el  voto  del  Ministro  señor 
Barriga,  quien  opinó  que  no  habiéndose  ele- 
vado los  antecedentes  en  consulta,  no  podría 
el  Tribunal  dictar  resolución  sobre  la  referida 
solicitud,  sin  un  pronunciamiento  previo  del 
Juez  de  primera  instancia. 

Con  el  mérito  de  la  resolución  que  precede, 
se  declara  que  no  ha  lugar  á  dictar  un  pro- 
nunciamiento respecto  de  las  peticiones  be- 
chas  por  parte  del  Fisco  ante  este  Tribunal, 
por  no  haber  sido  ellas  formuladas  en  prifuer^, 
instancia  y,  en  consecuencia,  sin  perjuicio  de 
los  derechos  que  el  Fisco  pudiera  ejercitar.— 
L.  R,  Mora — Lais  Barriga,— R,  Reyes  Solar. 

Contra  el  fallo  precedente,  se  han  interpues- 
to por  el  Director  del  Tesoro  los  recursos  de 
casación  en  la  forma  y  en  el  fondo. 

F'ormalizando  el  primero  de  dichos  recursos, 
después  de  exponer  varias  consideraciones 
destinadas  á  establecer  el  carácter  definitivo 
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que  tiene  en  su  concepto  la  sentencia,  que 
ella  modifica  las  de  primera  instancia  y  que 
ella  contiene  además  disposiciones  contradic- 
torias. 

Al  efecto,  continua  diciendo  textualmente: 
Por  la  sentencia  de  22  de  abril,  se  aprueban 
tísamente  las  actas  de  mensura  de  las  pertenen- 
cias salitreras  de  la  Sociedad  '*Diego  Almei- 
da'*  expresándose  detalladamente:  1^  que  se 
aprueban  la  "Descubridora"  número  1  del 
grupo  **Progreso",¡2'  descubridoras  números 
1,  2,  3,  4,  5,  6  y  7  del  grupo  "Porvenir*',  y  3' 
se  aprueban  las  descubridoras  números  1,  2, 
3,  4,  5,  6  y  7  del  grupo  "Nuevo  Chile'*.  Por 
sentencia  de  29  de  octubre  expedida  por  el 
Juez  de  Antofagasta  y  confirmada  también 
por  la  sentencia  de  US.  Iltma.  que  es  objeto 
del  recurso,  se  resuelve  lisamente  que  se  aprue- 
ban las  descubridoras  expresadas  en  el  primer 
considerando,  que  son  los  números  1,  2,  3,  4, 
6,  6  y  7  del  grupo  "Progreso". 

Entretanto,  US.  Iltma.  refiriéndose  á  las  pe- 
ticiones formuladas  en  el  escrito  en  que  se  so- 
licitaba que  sólo  se  concediera  una  pertenencia 
descubridora  por  cada  pedimento  al  señor 
Espech,  y  á  los  demás  sólo  se  les  concediera 
una  pertenencia  simple  ó  estaca,  dice  US.  Iltma. 
que  no  ha  lugar  á  dictar  un  pronunciamiento, 
j.  en  consecuencia  sin  perjuicio  de  los  derechos 
que  el  Fisco  pudiera  ejercitar. 

Basta  est^  enunciación  para  penetrarse  que 
la  sentencia  de  US.  Iltma.  modifica  indiscuti- 
blemente las  de  primera  instancia. 

Además,  agrega  el  recurrente,  la  resolución 
es  contradictoria  por  cuanto,  á  la  vez  que  con- 
firma las  de  primera  instancia,  dice,  refirién- 
dose á  las  peticiones  hechas  ante  la  Corte  y 
que  pugnan  con  lo  aceptado  en  las  últimas, 
"que  no  ha  lugar  á  un  pronunciamiento,  y  en 
consecuencia  sin  perjuicio  de  los  derechos  que 
el  Fisco  pudiera  ejercitar." 

Por  otra  parte,  al  decir  US.  Iltma.  que  no 
ha  lugar  á  un  pronunciamiento,  es  evidente 
que  no  falla  las  cuestiones  propuestas. 

Proceden,  pues,  las  causales  7*  y  5*  del  ar- 
ticulo 941  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
por  contener  la  sentencia  resolución  contra- 
dictoria y  faltarle  los  requisitos  enumerados 
en  los  números  1^,  2'.  3',  4',  5^  y  6«  del  ar- 
ticttlo  193  del  mismo  Código. 


En  la  hipótesis,  afirma  por  último  el  recu- 
rrente, de  que  la  sentencia  de  la  Corte  no  ::i- 
viera  el  carácter  de  definitiva,  sino  el  de  intcr- 
locutoria,  siempre  procedería  el  recurso.  « 
conformidad  al  artículo  942  del  citado  Códi 
go,  pues  se  ha  dictado  aquella  sentencia  cuas- 
do  estaba  pendiente  una  diligencia  que  mnnd- 
practicarel  Tribunal,  sin  expresar  qoc  fuera 
sin  perjuicio  del  estado  de  la  causa;  tal  es  la 
relativa  á  los  sumarios  que  se  mandó  prose- 
guir al  Juez  Letrado  de  Antofagasta  j  de  qzn 
debía,  dar  cuenta  antes  del  1^  de  marzo.  Pi- 
cho funcionario  telegrafió  que  terminaría  c: 
breve  los  sumarios  y  los  enviaría  al  Tribuna!, 
y,  no  obstante,  sin  esperar  esos  antecedes- 
tes,  expidió  la  Corte  su  fallo". 

La  Corte: 

Considerando: 

1  ^  Que,  como  aparece  de  sus  propios  tér- 
minos, el  fallo  recurrido  consta  en  realidad  de 
dos  partes  perfectamente  separadas  y  distia- 
tas.  En  la  primera  define  las  cuestiones  deba- 
tidas en  primera  instancia,  limitándose  cr 
este  punto  á  confirmar  llanamente  las  rcsola- 
ciones  apeladas.  En  la  segunda  parte,  y  en  or- 
den á  las  peticiones  deducidas  ante  el  Tribo- 
nal  de  Alzada,  declara  que  no  ha  lugar  á  dic- 
tar un  pronunciamiento,  por  no  haber  sido 
ellas  formuladas  en  primera  instancia; 

2^  Que  lo  expuesto  en  el  número  anterior 
manifiesta  que  la  Sala  sentenciadora  ha  re- 
suelto todas  las  cuestiones  sobre  que  se  ha- 
llaba trabada  la  litis  y  que  fueron  sometidaj 
por  vía  de  apelación,  á  su  conocimiento. 

3^  Que,  como  se  ha  dicho,  la  sentencia  de 
que  se  reclama  se  ha  limitado  á  confirmar  lla- 
namente las  resoluciones  del  Juez  a  quo,  deci- 
diendo en  esta  forma  el  asunto  controverti- 
do, esto  es,  el  asunto  que  se  llevó  al  Tribunal 
superior  por  el  recurso  de  apelación. 

Es,  por  tatito,  inoficioso  examinar  si  la  sen- 
tencia es  definitiva  ó  interlocutoria,  porque 
cualquiera  que  fuese  su  naturaleza,  no  ten- 
drían aplicación  las  disposiciones  del  artícu- 
lo 193  del  Código  de  Procedimiento  CivíI.  las 
cuales,  en  cuanto  á  las  sentencias  de  segunda 
instancia  se  refieren,  sólo  comprenden  á  las 
que  modifican  ó  revocan  y  no  á  las  que  coa- 
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firman  sin  modificación,  como  lo  ha  hecho  la 
presente,  las  sentencias  de  otros  tribunales; 

4*^  Que,  prescindiendo  de  examinar  si  la  sen- 
tencia ha  infringido  6  no  alguna  ley  al  escusar 
un  pronunciamiento  respecto  de  las  peticiones 
formuladas  en  la  segunda  instancia— cuestión 
que  se  ha  presentado  como  una  dé  las  causa- 
les del  recurso  de  casación  en  el  fondo— no  es 
posible  sostener  que  el  fallo  contenga,  como 
se  afirma,  decisiones  contradictorias. 

lln  efecto,  lo  que  él  resuelve  sobre  esas  peti- 
ciones es  que  nada  decide  sobre  ellas,  y  tal  de- 
claración, que  no  tiene  más  objeto  que  dejar 
las  cosas  en  el  mismo  estado  que  estaban  sin 
ella,  en  nada  puede  afectar,  por  consiguiente, 
á  la  resolución  recaída  en  el  recurso  de  ape- 
lación. 

Por  otra  parte,  la  salvedad  que  hace  la  sen- 
tencia de  que  la  declaración  de  que  trata  es 
"sin  perjuicio  de  los  derechos  que  el  Fisco  pu- 
diera ejercitar",  si  alguna  tacha  pudiera  me- 
recer, sería  la  de  ser  redundante;  porque,  con 
esa  salvedad,  ó  sin  ella,  nadie  podría  negar  al 
Fisco  sus  derechos  si  los  tiene,  para  debatir 
formalmente  en  otro  juicio  las  peticiones  que 
no  han  sido  discutidas  ni  definidas  en  el  pre- 
sente; 

5'  Que,  aparte  de  lo  que  se  acaba  de  expo- 
ner, la  declaración  objetada  como  contradic- 
toria aparece  dictada  en  interés  del  Fisco,  y 
no  cabe,  en  consecuencia,  advertir  por  esta 
causal  un  recurso  que  la  ley  sólo  concede  á  la 
parte  que  ha  sido  agraviada  con  la  resolución 
de  que  se  queja;  y 

'  6'  Que  los  sumarios  que  instruye  el  Juez 
Letrado  de  Antofagasta,  por  la  pérdida  de 
los  registros  y  expediente  de  que  en  ellos  se 
trata,  hacen  parte  del  juicio  criminal  corres- 
pondiente, y  no  son  por  tanto  actuaciones  ó 
diligencias  de  esta  causa,  cuya  conclusión  ó 
presentación  en  estos  autos  haya  sido  necesa- 
ria para  que  pueda  expedirse  la  sentencia. 

Visto  también  lo  prevenido  en  los  artícu» 
los  94?4  y  978  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  se  declara  sin  lugar  el  recurso  de  casa- 
ción en  la  forma  interpuesto  contra  la  sen- 
tencia de  14  de  marzo  último. 

Pase  el  proceso  al  Tribunal  Píen  ario  para 
que  provea  lo  que  corresponda  respecto  al  re- 
curso de  casación  en  el  fondo. 


Redactada  por  el  señor  Ministro  Saavedra. 
— V.  Aguirre  V. ^Leopoldo  Ürrutia, — Gal  vari- 
no  Gallardo.^ Abel  Saavedra. 


Cas.  CÍV.—30  de  octubre  de  1905 
Schiavetti  Hermanos  y  C* 

Patente  de  inlustrla;  reclamos.  , 
—Apelación.-  Competencia 

Doctrina: — Para  determinar  los  limi- 
tes de  la  competencia  de  la  autoridad 
llamada  á  conocer  de  las  reclamaciones 
deducidas  por  las  personas  sujetas  ai 
impuesto  de  patentes  sobre  industrias  y 
profesiones^  que  no  se  conformaren  con 
las  clasifícaciones  de  la  matrícula,  sólo 
debe  atenderse  á  los  preceptos  de  las  le- 
yes de  22  de  diciembre  de  1866  y  de  22 
de  diciembre  de  1891  á  que  se  refieren 
las  leyes  periódicas  de  contribuciones  y 
especialmente  la  de  20  de  enero  de  1904 
que,  como  ley  posterior  prevalece  sobre 
la  ley  de  15  de  octubre  de  1875  que  fija 
la  competencia  de  los  jueces  de  letras  y 
el  artículo  final  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil  que  derogó  todas  las  leyes 
anteriores,  dejando  vigentes  los  de  dicha 
Ley  Orgánica.  En  consecuencia,  son  ina- 
pelables las  resoluciones  que  los  jueces 
de  letras  dicten  en  los  reclamos  de  pa- 
tentes. 


Los  señores  Schiavetti  Hermanos  y  C*  re- 
clamaron ante  el  Juzgado  de  Iquique  de  la 
clasificación  de  casa  importadora  de  primera 
clase,  con  patente  de  $  2.000;  que  la  comisión 
había  puesto  á  su  negocio  y  pidieron  se  re- 
dujera dicha  patente  á  $  500  como  casa  im- 
portadora de  segunda  clase,  como  en  años 
anteriores.  Funda  el  reclamo  en  que  el  ncgo* 
cío  no  ha  mejorado  de  condiciones. 
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Citadas  las  partes  á  comparendo  la  comi- 
sión mantuvo  la  clasificación  7  patente. 
£1  Juzgado  resolvió: 

Iquique  15  de  octubre  de  1904.— Teniendo 
presente  que  el  negocio  de  los  reclamantes  es 
en  su  género  uno  de  los  de  mayor  importancia 
jsus  mercaderías  son  por  lo  general  importa- 
das del  extranjero,  según  todo  es  de  pública 
notoriedad,  se  declara  sin  lugar  el  reclamo. 

Se  desprende  de  autos  que  los  reclamantes 
son  de  profesión  comerciantes  y  domiciliados 
en  este  puerto.— jR.  Fuenzalída, 

Apelada  esta  sentencia,  la  Corte  de  Tacna 
resolvió: 

Tacna,  31  de  octubre  de  1904 Vistos:  y 

teniendo  presente  lo  dispuesto  en  el  artículo 
10  de  la  ley  de  22  de  diciembre  de  1866,  se 
declara  improcedente  el  recurso  de  apelación 
interpuesto  contra  la  sentencia  de  15  del  pre- 
sente.—-£.  Barros.-^E.  Cisternas  Peña.—P.  R, 
Vega.—M.  A.  QuireíL—M.  Vargas  Mardones. 

Contra  esta  resolución,  se  interpuso  por  el 
reclamante  recurso  de  casación  en  el  fondo  y, 
al  formalizarlo,  expone:  que  la  resolución  re- 
currida infringe  una  ley  expresa  dictada  con 
posterioridad  á  la  que  se  cita  en  dicha  reso- 
lución, como  es  el  artículo  243  de  la  ley  de 
Organización  y  Atribuciones  de  los  Tribuna- 
les, que  dispone  que  los  jueces  de  letras  son 
competentes  para  fallar  en  única  instancia 
las  causas  en  que  el  valor  de  la  materia  dis- 
putada no  pase  de  $  300. 

Que,  además,  se  ha  infringido  también  en  el 
fallo  el  artículo  ñnal  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  que  derogó  todas  las  leyes 
preexistentes  sobre  las.  materias  de  que  en  él 
se  trata,  aun  en  la  parte  que  no  le  fueran 
contrarias,  dejando  subsistente  la  ya  mencio- 
nada ley  de  Organización  y  Atribuciones  de 
los  Tribunales  en  lo  que  no  sea  contraria  á 
las  disposiciones  de  dicho  Código;  y 

Que  el  artículo  209  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil  dispone  que  son  apelables  todas 
las  sentencias  definitivas  ó  interlocutorias  de 
primera  instancia,  salvo  en  los  casos  en  que 
la  ley  deniegue  expresamente  este  recurso,  y 
como  el  artículo  243  mencionado  ya  niega  á 
los  jueces  de  letras  la  facultad  de  fallar  en 
única  instancia  los  juicios  cuya  materia  val- 
ga mas  de  $  300,  y  no  hay  ley  posterior  que 


disponga  lo  contrario,  se  han  infringido  sos- 
tancialmente  estos  artículos  en  lo  dispositÍTO 
de  dicho  fallo. 

La  Oorte: 

Considerando: 

I*'  Que  el  artículo  34  de  la  ley  de  22  de  di- 
ciembre  de  1891  establece  que  las  rentas  mu- 
nicipales se  componen: 

"6^  Del  impuesto  de  patentes  sobre  indus- 
trias y  profesiones." 

2^  Que,  como  aparece  de  su  propio  contex- 
to, el  citado  artículo  34~que  indicó  la  com- 
posición de  las  rentas  municipales,  creando 
al  efecto  diversos  tributos— se  limitó,  en  cnan- 
to al  de  patentes,  á  decir  que  formaría  parte 
de  esas  rentas  el  impuesto  de  patentes  sobre 
industrias  y  profesiones,  refiriéndose  aá  á  no 
impuesto  determinado,  esto  es,  al  impuesto 
conocido  y  entonces  existente,  que  se  halla  re- 
gido por  las  disposiciones  de  la  ley  de  22  de 
diciembre  de  1866,  salvo  en  cuanto  esas  dis- 
posiciones pudieran  ser  modificadas  por  las 
de  la  ley  que  lo  declaraba  subsistente; 

3^  Que,  confirmando  esta  inteligencia,  las 
leyes  que  en  cumplimiento  del  mandato  con- 
tenido en  el  artículo  28,  número  3^  de  nuestra 
Constitución  Política,  se  dictan  periódica- 
mente para  autorizar  el  cobro  de  las  contri- 
buciones han  dispuesto  siempre  que  la  percep- 
ción de  la  de  patentes  se  hará  en  conformidad 
á  las  leyes  de  22  de  diciembre  de  1866  j  de 
22  de  diciembre  de  1891; 

4*^  Que  la  ley  de  22  de  enero  de  1904.  que 
autorizó  el  cobro  de  las  contribuciones  esta" 
blecidas  por  el  periodo  de  tieiapo  durante  el 
cual  se  ha  exigido  al  recurrente  la  contríbución 
de  cuya  cuantía  reclama,  decretó  asimismo 
que  el  impuesto  de  patentes  se  percibiera  con- 
forme á  las  recordadas  leyes  de  22  de  didem- 
bre  de  1866  y  de  22  de  diciembre  de  1891; 

5^  Que,  en  consecuencia,  y  prescindiendo  de 
consideraciones  de  otro  género  según  la  kj 
de  20  de  enero  de  1904,  posterior  á  todas 
aquellas  cuyas  disposiciones  se  invocan  en  el 
recurso,  sólo  debe  atenderse  á  los  preceptos 
de  las  susodichas  leyes  de  1866  y  de  1891  pa- 
ra determinar  los  límites  de  la  competencia 
de  la  autoridad  llamada  á  conocer  de  las  r^ 
clamaciones  deducidas  por  las  personas  ^nje- 
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tas  al  impuesto  de  patentes  y  que  no  se  con- 
formaren con  las  clasiñcaciones  de  la  matrí- 
cula; 7 

6^  Que  no  se  ha  citado  ningún  precepto  de 
ninguna  de  esas  dos  leyes  que  se  deja  infringi- 
do con  la  declaración  hecha  en  la  sentencia  re- 
currida. 

Visto  lo  prevenido  en  los  artículos  945 
960,  979  y  249  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  se  declara  sin  lugar,  con  costas,  el  re- 
curso de  casación  en  el  fondo  formalizado 
contra  la  resolución  de  31  de  octubre  del  año 
próximo  pasado. 

Queda  aplicada  al  Pisco  la  cantidad  consig- 
nada. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Saavedra. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
Fóster  Recabarren,  quien  por  las  razones  que 
consigna  en  el  libro  de  acuerdos,  estuvo  por 
dar  lugar  al  recurso.— L^opo/Jo  ürrutia, — 
y.  Gabriel  Palma  Guzmán.^Galvaríno  Ga- 
llardo, —  Carlos  Varas.  ^  Abel  Saavedra.  . 
E.  Fóster  Recabarrea.—L,  R,  Afora, 


juicio,  del  cotejo  de  letras  y  de  las  declara- 
ciones del  notario  y  testigos  instramen- 
tales,  re&rentes  á  las  circunstancias  en 
que  fué  otorgada  la  escritura. 


Cas.  CÍV.—30  de  octubre  de  1905 
Boza  con  I/ara 

Escritura  pública;  suplantación  de 
personas;  prueba;  presunciones.— 
Apreciación  de  los  beohos. 

Doctrina:— Entre  los  medios  de  prueba 
que  se  pueden  oponer  al  mérito  de  una 
escritura  pública,  sea  para  impugnar  su 
autenticidad,  sea  para  comprobar  una 
suplantación,  proceden  todos  los  que  las 
leyes  autorizan  para  la  prueba  del  fraude. 

El  Tribunal  sentenciador  puede  dar  por 
establecida  la  suplantación,  apreciando 
con  libertad  de  criterio  la  prueba  que  se 
desprende  de  posiciones  absueltas  en  el 

SUPREMA 


Doña  Anais  Marees  Boza  se  presentó  expo- 
niendo que  don  Juan  Lara  se  constituyó  deu- 
dor SUJO  por  la  suma  de  $  550,  y  que,  estan- 
do vencido  el  plazo,  pedía  se  despachara  man- 
damiento de  embargo  contra  el  demandado, 
por  el  capital,  intereses  y  costas. 

Con  el  mérito  del  documento  presentado,  así 
se  decretó. 

Requerido  el  deudor,  opuso  la  excepción  de 
falsedad  del  título,  exponiendo  que  no  conoce 
al  ejecutante  y  que  no  ha  tenido  negocios  de 
ninguna  especie  con  él. 

Recibida  la  causa  á  prueba,  se  rindió  la  que 
corre  en  autos  y  se  citó  para  sentencia. 

Bl  Ju2:gado  resolvió: 

Santiago,  28  de  octubre  de  1903.— Conside- 
rando: 

1^  Que  la  ejecutante,  al  absolver  las  posi- 
ciones, reconoció  que  jamás  había  conocido 
á  Lara  y  que  tampoco  había  entregado  a  éste 
el  dinero  en  mutuo  que  fué  recibido  por  Fede- 
rico D.  Aguirre,  agente  de  aquélla,  quien  era 
además  quien  pagaba  los  intereses  que  se  de- 
vengaban; 

2^  Que  esa  confesión  unida  al  mérito  que 
arrojan  los  certificados  expedidos  por  los  se- 
ñores secretarios  de  los  juzgados  del  crimen 
de  esta  ciudad,  son  una  prueba  bastante  para 
establecer  que  la  escritura  no  fué  firmada  por 
Lara  sino  que  se  suplantó  su  persona  por 
otra,  delito  que  en  otras  ocasiones  había  co- 
metido ya  Aguirre,  según  ha  podido  conven- 
cerse el  Juzgado. 

Forestas  consideraciones  y  visto  lo  dispues- 
to en  los  artículos  1698  del  Código  Civil,  y 
485,  numero  2*^  y  492  del  de  Procedimiento 
Civil,  se  declara  que  ha  lugar  á  la  excepción 
opuesta  y,  en  consecuencia,  álcese  el  embargo 
trabado,  con  costas,  en  que  se  condena  al  eje. 
cútante.—/?.  Ahumada. 
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Apelada  esta  sentencia: 

Santiago,  24?  de  agosto  de  1904.— Vistos: 
Teniendo  además  presente  qtie  no  se  ha  com- 
probado en  forma  alguna  que  Federico  Aguí- 
rre  á  nombre  ó  en  representación  de  la  ejecu- 
tante, doña  Anais  Marees  Bozn.  hubiera  en- 
tregado al  ejecutado,  don  Juan  Lara,  el  dine- 
ro que  á  éste  se  demanda,  lo  cual,  un'do  á  las 
demás  consideraciones  que  se  hacen  en  la  sen- 
tencia de  primera  instancia  j  á  los  anteceden- 
tes del  juicio,  constituyen  un  conjunto  de  pre- 
sunciones graves,  precisas  y  concordantes  de 
que  en  el  título  se  suplantó  la  ñrma  del  ejecu- 
tado Lara,  y  que  en  consecuencia,  es  falsa  la 
deuda  que  ha  motivado  la  presente  ejecución. 

6e  confirma  con  costas  también  del  recurso 
la  sentencia  apelada  de  28  de  octubre  de  1903. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
Larrain  Z.,  quien  opinó  por  la  revocatoria  en 
virtud  de  las  consideraciones  que  consigna  en 
el  libro  de  votos.—/.  Alejo  Fernández.— J,  Ig- 
nació  Larrain  Z, — Ricardo  Reyes  Solar. 

VOTO  BSPBCIAL 

En  el  juicio  seguido  por  doña  Anais  Marees 
Boza  en  contra  de  don  Juan  Lara,  el  que 
suscribe  ha  disentido  la  opinión  de  la  ma- 
yoría del  Tribunal,  opinando  por  la  revoca- 
toríade  la  resolución  de  primera  instancia,  ba- 
sado en  las  siguientes  consideraciones. 

Fundada  la  ejecución  en  la  escritura  pública 
de  mutuo,  corriente  á  f.  1,  el  ejecutado  optíso 
la  excepción  de  falsedad  del  título,  afirmando 
que  jamás  ha  contraído  deuda  alguna  á  favor 
de  la  ejecutante,  á  quien  no  conoce  como  tam- 
poco á  los  testigos  que  parecen  firmando  la 
referida  escritura. 

Bn  comprobante  de  esta  excepción,  el  ejecu- 
tado ha  aducido  las  posiciones  de  fs.  17,  20  y 
21,  el  cotejo  de  fs.  22  vta.  y  los  certificados  de 
fs.  24  y  27  vta. 

£n  orden  á  la  primera  de  estas  diligencias 
ella  no  comprueba  la  falsedad  de  la  escritura, 
pues  en  parte  alguna  ha  reconocido  el  ejecu- 
tante este  hecho,  no  siendo  por  lo  demás  sus 
preguntas  tendentes  á  confirmarlo  de  un  modo 
directo,  ya  que  la  circunstancia  de  no  conocer 
el  prestamista  á  su  deudor,  la  de  no  haber 
concurrido  ambos  &  otorgar  la  escritura  y  la 


de  no  haberse  hecho  el  negocio  del  préstamo 
y  entrega  del  dinero  de  una  manera  directa  v 
personal  entre  los  dos,  no  comprueba  que  la 
escritura  no  se  hubiera  suscrito  por  ambos. 

Aunque  las  diligencias  se  han  denominado 
posiciones,  ellas  no  tienen  el  carácter  de  tal,  ya 
que  no  contienen  interrogaciones  á  la  parte 
sino  á  terceros  que  son  así  verdaderos  testi- 
gos, y  en  consecuencia,  estas  diligencias  soc 
y  deben  ser  estimadas  como  prueba  testi- 
monial. 

Pues  bien,  consideradas  en  esta  forma  Isa 
diligencias  expresadas,  es  innegable  que  esa 
prueba  es  ineficaz  para  justificar  el  hecho  de 
la  falsedad  de  la  escritura  y  a  que  no  se  h« 
comprobado  con  testigos  como  lo  dispone  el 
artículo  432  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil que  la  parte  que  se  dice  haber  asistido  per- 
sonalmente al  otorgamiento  ó  el  escribano  ó 
alguno  de  los  testigos  instrumentales  hubiera 
fallecido  con  anterioridad  ó  hubiese  permane- 
cido fuera  del  lugar  en  el  día  del  otorgamiento 
ó  en  los  setenta  días  subsiguientes.  En  coa- 
secuencia,  la  prueba  de  testigos  á  que  se  refieren 
los  interrogatorios  es  ineficaz  é  inadmisible,  ja 
que  sólo  declaran  al  tenor  de  estos  sólo  tres 
testigos  y  ninguno  depone  acerca  de  los  he- 
chos determinados  por  la  ley. 

Pero  aparte  de  esto,  los  mismos  testigos 
afirman  la  exactitud  del  otorgamiento  é  ins- 
cripción de  la  escritura,  diciendo  haber  cono- 
cido al  otorgante  y  si  bien  discuerdan  en  he- 
chos accidentales  no  lo  están  en  el  esencial  de 
haberse  suscrito  la  escritura  por  el  deudor. 

De  modo  que  calificándose  esta  prueba  con- 
forme á  las  reglas  generales,  no  puede  tenerse 
como  justificativo  del  hecho  en  cuestión. 

En  cuanto  al  cotejo  de  fs.  22  vta.  en  él  los 
ministros  de  fe  si  bien  no  lo  aseveran  de  un 
modo  indubitable,  se  inclina  á  creer  que  la 
firma  es  verdadera  y  de  consiguiente  no  puede 
servir  de  prueba  de  la  excepción. 

Por  último,  los  certificados  de  fs.  24  y  27 
vuelta  no  se  refieren  en  nada  á  la  inscripción 
de  la  escritura,  que  es  el  hecho  en  cuestión. 

Examinada  así  la  prueba  presentada  por  el 
ejecutado,  el  insfrascríto  no  encuentra  que  se 
haya  justificado  la  excepción  ni  aun  que  exis- 
tan las  presunciones  graves,  precisas  y  con- 
cordantes que  han  servido  de  base  en  los  bUos 
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de  primera  y  segunda  iostancia  y,  por  tanto, 
cree  que  debe  revocarse  la  primera  de  estas 
resoluciones,  ordenándose  seguir  adelante  la 
ejecución. 

Santiago,  octubre  4  de  1904.—./^  Ignacio 
Larraítt  Z. 

La  ejecutante  interpuso  contra  esta  senten- 
cia recurso  de  casación  en  el  fondo,  alegando, 
al  formalizarlo  que  se  habían  infringido  los 
artículos  4,7,  1698.  1700,  1706  y  1712  del 
Código  Civil  y  los  artículos  344,  431  y  432 
del  de  Procedimiento  Civil  por  cuanto  en  la 
referida  sentencia  se  había  desestimado  el  va- 
lor probatorio  de  una  escritura  pública,  ''de- 
clarándola, dice  el  recurrente,  criminalmen- 
te  falsa,  con  el  mérito  de  una  prueba  imper- 
fecta de  presunciones,  que  no  es  procedente  y 
que  ha  sido  apreciada  por  la  Corte  de  Apela- 
ciones quebrantando  aún  las  reglas  de  la  sana 
crítica." 

La  parte  recurrida  ha  solicitado  no  se  dé 
lugar  al  recurso,  por  cuanto  las  sentencias 
dictadas  en  la  ejecución  se  concretan  á  resol- 
ver una  pura  cuestión  de  hecho  que  correspon- 
de á  facultades  privativas  del  Tribunal  sen- 
tenciador. Esta  cuestión  consiste  en  determi- 
nar si  es  falso  ó  no  el  título  con  que  se  ejecuta. 

La  Oorte: 

Considerando: 

1^  Que  la  demanda  origen  de  este  pleito  se 
ha  dirigido  á  obtener  el  pago  de  la  cantidad 
de  $  550,  que  reza  la  escritura  pública  cons- 
titutiva de  la  obligación  cuyo  cumplimiento 
se  reclama; 

29  Que  opuesta  la  excepción  de  falsedad, 
fundada  en  que  el  demandado  donjuán  Lara, 
no  compareció  á  otorgar  dicho  título,  sino 
que  su  persona  fue  suplantada  por  otra,  se  ha 
discutido  su  mérito  durante  el  curso  del  litigio 
y  rendídose  la  prueba  que  se  ha  estimado  con- 
ducente; 

3^  Que  del  conjunto  de  las  actuaciones  y 
elementos  probatorios  que  han  servido  al  Tri- 
bunal a  qno  para  formar  su  criterio  judicial, 
y  que  consisten  en  posiciones  absueltas  por  la 
demandante  y  su  mandatario,  en  certificados 
emitidos  por  oiinistro  de  fe,  ea  cotejo  de  le- 


tras, en  declaraciones  del  notario  que  autoriza 
la  escritura  y  de  los  testigos  instrumentales, 
etc.,  deduce  dicho  Tribunal  presunciones  que 
revistiendo,  en  su  concepto,  los  caracteres  de 
graves,  precisas  y  concordantes,  establecen  la 
falsedad  del  título  en  que  se  basa  la  ejecución; 

4^  Que  entre  los  diversos  medios  de  prueba 
que  se  pueden  oponer  al  mérito  de  una  escritu- 
ra, sea  para  impugnar  su  autenticidad,  sea 
como  en  el  presente  caso,  para  comprobar  una 
suplantación,  proceden  según  el  artículo  344 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  todos  los 
que  las  leyes  autorizan  para  la  prueba  del 
fraude,  los  que  deberá  apreciar  el  Tribunal 
sentenciador  con  sujeción  á  las  reglas  genera- 
les establecidas  en  el  título  10  del  libro  2^  de 
dicho  Código,  y  especialmente  á  las  conteni- 
das en  el  párrafo  9^  del  mismo  título  y  libro; 

5*^  Que  no  se  ha  pretendido  acreditar  en  es- 
tos autos,  como  lo  sostiene  el  recurso,  por 
medio  de  prueba  de  testigos,  rendida  en  el 
modo  y  forma  que  preceptúa  el  artículo  432 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  ninguno 
de  los  casos  que  prevee  y  en  forma  taxativa 
enumera  dicho  artículo  para  invalidar  una 
escritura  pública, sino  de  establecerla  suplan- 
tación de  referencia  que  fija  como  cierta  y 
probada  el  Tribunal  de  Apelaciones  de  la  ma- 
nera que  en  el  fundamento  tercero  de  este  fa- 
llo se  expresa; 

6^  Que  al  estimar  la  Sala  juzgadora  y  con- 
signar en  su  sentencia,  que  el  demandante  no 
ha  probado  la  obligación  en  que  apoya  su 
demanda,  se  ha  ceñido  al  resultado  de  los  au- 
tos, apreciando  según  lo  ha  reputado  justo  y 
procedente  en  uso  de  sus  legítimas  facultades, 
las  pruebas  aducidas  acerca  de  la  eficacia  le- 
gal de  la  mencionada  escritura; 

7'  Que  en  virtud  de  lo  expuesto  y  de  no  ha- 
berse demostrado  que  se  haya  infringido  ley 
alguna  en  el  examen  y  apreciación  de  la  prue- 
ba, no  se  han  violado  las  leyes  que  en  tal  sen- 
tido se  citan  en  el  recurso. 

Con  arreglo  á  estas  consideraciones,  á  los 
preceptos  legales  que  en  ella  se  citan  y  á  lo 
que  disponen  los  artículos  940,  960  y  979  del 
citado  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  de- 
clara que  no  ha  lugar  al  recurso  interpuesto, 
contra  la  sentencia  de  24  de  agosto  de  1904, 
por  dona  Anais  Marees  Boaui,  á  quien  se  con* 
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dena  á  las  costas  y  ea  la  pérdida  á  beneficio 
fiscal  de  la  cantidad  consignada. 
Redactada  por  el  Ministro  señor  Rodríguez. 

^José  Alfonso,^  Leopoldo  Urrutia /.  Ga- 

bríel  Palma  Guzmán Galvaríno  Gallardo. — 

Gabriel  Gaete Leoncio  Rodríguez,— Carlos 

Varas,— B.  Fóster  Recabarren, 


Cas.  Civ 31  de  octubre  de  1905 

Bezanilla   con  Compañía  de  Seguros 
"La  Iberia" 

Seguró  contra  Inoendlo;  oontrataoión 
de  segundo  seguro;  aviso.— Condi- 
ción resolutoria —Prueba;  apreola- 
blón  de  los  beobos. 

Doctrina:— £7  arííc»/o  516  del  Códi- 
go de  Comercio  no  señala  entre  las  con- 
diciones de  validez  de  la  póliza  la  de 
consignar  en  ella  los  seguros  posteriores 
que  se  tomen  sobre  los  mismos  objetos^ 
ya  que  como  actos  posteriores,  no  reali- 
zados aún  al  extenderse  la  póliza,  sólo 
podrían  esos  seguros  posteriores  produ- 
cir la  resolución  ó  caducidad  de  la  póli- 
za ya  extendida  conforme  á  la  ley;  por 
el  contrario,  el  Código  de  Comercio  per- 
mite asegurar  de  nuevo  una  cosa  ya  ase- 
gurada; pero  dispone  que  el  contrato  ó 
contratos  anteriores  serán  claramente 
descritos  en  la  nueva  póliza,  so  pena  de 
nulidad  de  ésta.  En  consecuencia,  la  ca- 
ducidad ó  resolución  del  primer  seguro 
contratado  por  motivo  de  la  contrata- 
ción de  seguros  posteriores  sólo  procede 
por  estipulación  de  las  partes  consigna- 
da en  la  respectiva  póliza. 
.  Estableciéndose  en  la  póliza  que  el  au- 


gurado debe  dar  aviso  de  la  contrata- 
ción de  otro  seguro  que  tome,  caso  de 
que  la  Compañía  puede  ó  no  aceptar  el 
nuevo  seguro,  entrando  en  el  primer  ca- 
so á  responder  á  prorrata  del  siniestro 
con  los  otros  aseguradores  ó  devolvien- 
do en  el  segundo  la  parte  correspondiente 
del  premio,  la  cuestión  por  resolver  en  la 
causa  queda  reducida  á  determinar  si  la 
Compañía  demandada  había  a€:eptado 
el  segundo  seguro;  y  este  es  un  panto  de 
hecho  que  los  Tribunales  de  la  causa  de- 
ciden  con  facultades  propias  apreciando 
el  mérito  de  la  prueba  y  demás  antece- 
dentes de  autos. 

La  falta  de  inserción  en  la  misma  pó- 
liza del  aviso  de  la  contratación  de  un 
nuevo  seguro  no  es  por  sí  sola  sufícientc 
para  considerar  caducada  la  póliza  y 
anulado  el  contrato  de  seguro,  si  tenien- 
do el  asegurador  conocimiento  del  nue- 
vo seguro  no  solicita  la  resolución  del 
anterior  vigente,  ni  devuelve  la  parte  no 
devengada  del  premio. 


Don  Cosme  Guistinannich,  por  doña  Lac- 
ra Bezanilla,  residente  en  Iquique  y  dueña  de 
casa  de  tolerancia  j  posteriormente  don  Juan 
Puig  por  la  razón  social  de  Puig  Hermanos, 
sus  cesionarios  interpusieron  demanda  con- 
tra la  Compañía  de  Seguros  contra  incendio 
"La  Iberia"  para  que  se  declare  que  debe  pa- 
gar la  cantidad  de  $  8.000  con  intereses  j 
costas.  Seg^n  los  demandantes,  doña  Laura 
Bezanilla  contrató  un  seguro  por  $  8.000  en  La 
Compañía  mencionada  sobre  los  muebles  v 
enseres  de  su  propiedad,  incluyendo  un  piano, 
que  tenía  en  la  casa  de  tolerancia  situada  en 
la  calle  de  Serrano,  números  200  al  204,  j  co- 
mo los  muebles  asegurados  valían  $  14.00(K 
posteriormente,  contrató  otro  seguro,  sobre 
los  mismos  y  por  $  5.000  en  la  Compañía  ác 
Seguros   "La  Salvadora'*.  Un  incendio  que 
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se  produjo  el  5  de  diciembre  de  1903  consu- 
mió tocios  los  muebles  j  objetos  asegurados 
y  los  demandantes,  sostienen  que  el    agente 
de  la  Compañía  en  Iquique,  don  Juan  B.  Gilí- 
more  se  ha  negado  á  hacer  el  pago  porque 
asevera  no  tener  facultad  para  ello;  que  el 
pago  debe  ser  total  porque  ti  agente  se  hizo 
cargo  de  los  muebles  salvados  del  siniestro  j 
solicitó  del  Juzgado  que  se  remataran  por 
cuenta  de  la  Compañía  aseguradora;  que  el 
sumario  sobre  el  incendio  ha  terminado  por 
sobreseimiento  y  además  el  artículo  539  del 
Código  de  Comercio  establece  la  presunción 
legal  de  que  el  caso  ha  sido  fortuito  y  que 
por  estas  razones  dirigen  su  acción  directa- 
mente contra  la  Compañía  de  Seguros  contra 
incendio  **La  Iberia." 

En  rebeldía  del  demandado,  se  dio  por  con- 
testada la  demanda.  La  causa  fué  recibida  á 
prueba  y  vencido  el  término,   don  Mariano 
Bustamante   por   Puig   Hermanos  alegó  de 
bien   probado  y  dijo:  que  debía  darse  lugar 
á   la  demanda  con  expresa  condenación  de 
costas;  que  se  ha  justificado   que  el  siniestro 
ocasionó  la  pérdida  total  de  los  muebles  ase- 
gurados y  los  pocos  que  se  salvaron  fueron 
rematados  de  orden  judicial   por   riesgo   y 
cuenta  de  los  agentes  de  las  compañías  ase- 
guradoras *Xa  Iberia"  y  **La  Salvadora"  se- 
ñores Juan  E.  Gillmore  y  Silvestre  C.  Hesse, 
porque  ellos  lo  solicitaron  al  Juzgado  como 
sonsta  á  fs.  84;  que  el  agente  de  la  Compañía 
*'La  Iberia"  tuvo  pleno  conocimiento  del  se- 
guro contratado  por  'Xa  Salvadora"  por- 
que don  Silvestre  J.  Hesse,  para  contratar  el 
seguro  de  $  5.000,  se  guió  por  los  datos  que 
le  suministró  don  Juan  E.  Gillmore,  agente  de 
** La  Iberia"  y  ambos  agentes  se  presentaron 
al  siguiente  día  del  siniestro  á  solicitar  se  les 
autorízase  para  proceder  al  remate  de  las  es- 
pecies ó  muebles  salvados;  que  las  sentencias 
de  primera  y  segunda  instancia  han  manda- 
do  sobreseer  respecto    al    incendio  por   no 
haber    persona    determinada   contra   quién 
proceder;    que    las   copias   de   declaraciones 
prestadas  en  el  juicio  seguido  contra  la  Com- 
pañía de  Seguros  **La  Salvadora"  no  tienen 
valor  alguno  en  el  presente  juicio  como  prue- 
ba rendida  por  el  demandado  y  como  lo  han 
sostenido  y  que  por  último  el  agente  de  la 


Compañía  demandada  absolviendo  posicio- 
nes, confiesa  que  el  1*^  de  septiembre  de  1902 
estuvo  en  la  casa  de  tolerancia  de  doña  Lau- 
ra  Bezanilla  y  avaluó  el  menaje  y  enseres  en 
$  14.000. 

Don  Ramón  Ramírez  por  la  Compañía  de  Se- 
guros "La  Ibería"  domiciliada  en  Valparaíso, 
respondiendo  al  alegato  de  bien  probado  de 
los  demandantes,  sostiene  que  Puig  Hermanos 
confiesan  que  doña  Laura*Bezani11a  contrató 
posteriormente  otro  seguro  por  $  5.000  en  la 
Compañía  "La  Salvadora"  y  sobre  los  mis- 
mos objetos  asegurados  en  "La  Iberia";  que 
ese  nuevo  seguro  se  contrató  contrariamente 
al  artículo  8^  de  la  póliza,  porque  no  se  dio 
aviso,  conforme  á  las  condiciones  estipuladas 
á  la  Compañía  "La  Iberia"  y,  por  lo  tanto, 
ese  nuevo  seguro  anula  la  póliza  anterior  y 
exime  á  "La  Iberia"  de  toda  responsabilidad, 
porque  la  demandante  ha  infringido  la  con- 
dición del  contrato  celebrado;  que  la  póliza 
no  expresa  el  valor  de  la  cosa  asegurada  y  las 
declaraciones  de  los  testigos  Julio  Aracenn, 
Hortencia[Ramos  y  Aurora  Pinto  dejan  cons- 
tancia de  que  los  muebles  asegurados  no  al 
canzaban  al  valor  de  $  2.000  porque  la  Beza- 

• 

nilla  había  sacado  muebles  de  importancia  y 
los  había  trasladado  á  otra  casa  de  la  calle 
de  Amunátegui;  que  por  lo  tanto,  no  se  h:i 
probado  el  mayor  valor  de  los  muebles  ase- 
gurados y  es  nulo  el  seguro  en  conformidad 
al  artículo  522  del  Código  de  Comercio  y  que 
por  último  no  se  han  individualizado  los  ob- 
jetos asegurados  ni  justificado  su  existencia 
y  valor  al  tiempo  del  siniestro  y  como  se  tras 
ladaron  muebles  de  los  asegurados  á  otro  pa- 
raje sin  dar  aviso  á  la  Compañía,  en  confor- 
midad con  el  artículo  10  de  la  póliza  y  ar- 
tículos 1545  del  Código  Civil  y  534  del 
Código  de  Comercio  debe  desecharse  la  de- 
manda, con  costas. 

El  juzgado  resolvió: 

Iquique,  25  de  julio  de  1904.— Conside- 
rando: 

1^  Que  con  la  póliza  acompañada  se  acre- 
dita que  la  demandante  aseguró  en  la  Com- 
pañía "La  Iberia"  los  muebles  de  una  casa  de 
tolerancia  en  la  cantidad  de  $  8.000  y,  con 
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arreglo  á  las  condiciones  generales  estipula- 
das y  aceptadas  j  á  las  particulares  que  se 
especifican; 

2^  Que  dicha  póliza  establece  que  el  asegu- 
rado debe  dar  aviso  al  asegurador  de  todo 
otro  seguro  que  tome  6  baya  tomado  sobre 
el  mismo  objeto  para  dejar  constancia  en  la 
póliza  de  su  aceptación  ó  no  y  la  falta  de  ese 
aviso  y  de  su  inserción  anula  el  seguro  y  exi- 
me á  la  Compañía  de  toda  responsabilidad; 

3^  Que,  no  obstante  esto,  la  demandante  y 
ceden  te  de  Puig  Hermanos,  doña  Laura  Be- 
zanilla  con  posterioridad  aseguró  los  mismos 
muebles  en  la  Compañía  "La  Salvadora"  en 
$  5.000  más,  y  no  hay  constancia  de  que 
haya  dado  el  aviso  correspondiente  y  alega 
esta  excepción  de  nulidad  y  caducidad  de  la 
póliza; 

4^  Que  según  consta,  el  agente  de  la  Com- 
pañía reservó  á  este  el  derecho  de  hacer  valer 
contra  los  cesionarios  todas  la  excepciones 
que  corresponden  á  la  Compañía  respecto  al 
crédito  cedido; 

5*^  Que  ese  aviso  era  tanto  más  necesario 
cuanto  que  el  agente  de  la  Compañía  absol- 
viendo posiciones  declara:  que  al  principio 
contrató  con  doña  LauraBezanilla  un  seguro 
por  $  13.000,  y  este  seguro  duró  dos  días,  y 
después, —reflexcionando  y  por  tratarse  de 
una  casa  de  tolerancia,— lo  redujo  á  $  8.000 
y  devolvió  á  la  demandante  la  diferencia  del 
valor  de  la  prima  que  correspondía  al  primer 
seguro; 

6'  Que  los  demandantes  durante  el  juicio,  y 
especialmente  en  el  escrito  de  demanda,  conñe- 
san  la  contratación  de  un  nuevo  seguro  y  di- 
cen que  de  ello  tuvo  conocimiento  el  agente  de 
la  Compañía  "Iberia"  lo  que  no  se  ha  justifi- 
cado en  forma,  que  no  deje  lugar  á  dudas 
acerca  de  que  ¡a  Compañía  tuvo  el  av/so  para 
poder  dejar  constancia  del  nuevo  seguro  en  la 
póliza; 

7^  Que  ese  aviso  es  de  suma  importancia 
para  la  Compañía  á  fin  de  que  ésta  pueda 
hacer  uso  del  derecho  que  le  confiere  la  póliza 
de  rescindir  el  seguro  ó  no  y  según  la  misma 
póliza  la  omisión  de  dar  el  aviso  acarrea  la 
nulidad  de  la  póliza;  y 

8'  Que  todo  contrato  legalmente  celebrado 
es  una  ley  para  los  contratantes;  visto  lo  dis- 


puesto en  los  artículos  1545, 1698  y  1713  dd 
Código  Civil;  517  y  557  del  Código  de  Co- 
mercio;  y  151, 389  y  392  del  Código  de  Procc- 
dimiento  Civil,  se  declara  sin  lugar  la  deman- 
da, anulada  la  póliza  y  exenta  á  la  Compa- 
ñía "Iberia"  de  toda  responsabilidad.  No  ae 
impone  condenación  en  costas  á  los  deman- 
dantes porque  han  tenido  motivos  plausibles 
para  litigar Roberto  Alonso. 

La  Corte  de  Apelaciones: 

Santiago,  9  de  septiembre  de  1904.— Vistos: 
Reproduciendo  la  parte  expositiva  y  los  con- 
siderandos 1^,  2^  y  4^  de  la  sentencia  apelada 
de  25  de  julio  último,  y  teniendo  además  pre- 
sente: 

19  Que  de  autos  consta  que  el  agente  de  la 
Compañía  de  Seguros  "La  Iberia",  donjuán 
E.  Guillraore,  tuvo  conocimiento  de  que  la 
demandante  contrató  con  la  Compañía  "La 
Salvadora"  un  segundo  seguro  por  $  5.000, 
sin  que  aquél  hiciera  uso  del  derecho  de  resol- 
ver el  contrato  del  primer  seguro  que  él  había 
contratado  por  $  8.000  como  agente  de  "La 
Iberia"  y  sin  que  devolviera  la  parte  corres- 
pondiente del  premio  por  él  percibido; 

2^  Que  la  falta  de  inserción  del  aviso,  6  sea, 
de  la  constancia  de  la  contratación  del  segan- 
do seguro  en  la  póliza  expedida  por  dicha 
Compañía,  no  es  por  sí  sola  suficiente  para 
considerar  caducada  esa  póliza  y  anulado  d 
contrato  de  seguro  de  que  ella  da  testimonio, 
si  teniendo  conocimiento  del  nuevo  seguro, no 

■ 

solicitó  la  resolución  del  anterior  vigente,  m 
devolvió  la  parte  no  devengada  del  premio, 
ya  que  esa  inserción  era  un  acto  que  sólo  po- 
día ejecutar  el  asegurador; 

3'  Que  de  la  confesión  del  mismo  agente  de 
la  Compañía  demandada  aparece  que  los  muí- 
bles  asegurados  valían  $  14.000,  puesto  q« 
primitivamente  había  convenido  en  aceptar 
un  seguro  por  esta  suma  sobre  dichos  mar 
bles,  y  no  se  ha  probado  suficientemente  q« 
la  demandante  estrajera  6  trasladara  una 
parte  de  ellos  antes  de  que  ocurriera  el  sidks" 
tro  que  los  consumió; 

4'  Que  de  la  copia  testimoniada  aparece 
que  el  agente  de  "La  Iberia"  en  unión  del 
agente  de  ''La  Salvadora"  solicitaron,  al  día 
siguiente  del  siniestro,  que  se  les  facultarapa- 
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a  proceder  por  medio  de  un  martiliero  pdbti- 
o  y  por  cuenta  de  quién  correspondiera  al  rc- 
nate  de  algunos  muebles  salvados  del  incendio, 
xponiendo  quelas  únicas  compañías  compro- 
netidas  en  el  siniestro  eran  las  que  represen- 
;aban,  lo  que  corrobora  el  conocimiento  de  la 
rontratadón  y  aceptación  del  segundo  seguro 
por  la  Compañía  demandada;  y 

5^  Que,  como  consecuencia  de  lo  expuesto 
m  las  consideraciones  que  preceden,  deben  te- 
nerse como  no  justificadas  las  circunstancias 
:on  que  la  Compañía  "La  Iberia"  ha  preten- 
dido excepcionarse  del  pago  del  riergo  tomado 
á  su  cargo  por  el  contrato  de  que  da  testimo- 
nio la  póliza. 

Visto  lo  prescrito  en  los  artículos  1545, 
1551, 1559  y  1698  del  Código  Civil;  en  los  ar- 
tículos 512  y  550  del  Código  de  Comercio;  y 
en  los  artículos  153,  374  y  389  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  se  revoca  la  sentencia 
apelada  al  principio  citada  y  se  declara:  que 
ha  lugar  á  la  demanda,  entendiéndose  que  los 
intereses  legales  que  debe  pagar  el  demandado 
se  computarán  desde  la  notificación  de  dicha 
demanda. 

Acordada  por  los  Ministros  señores  Cister- 
nas Peña,  Vega  y  Vargas  Mardones,  contra  el 
voto  del  señor  Ministro  Quirell,  quien  opinó 
por  la  confirmación  de  la  sentencia. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Vega.-- 
E.  Cisternas  Peña.  — P.  R.  Vega.—M,  A.  Quirell, 
Ai.  Vargas  Mardones. 

La  Compañía  de  Seguros  "La  Iberia"  inter- 
puso recurso  de  casación  contra  esta  sentencia; 
y  formalizándolo  expone:  que  en  dicho  fallo  se 
han  infringido  los  artículos  1489  y  1545  del 
Código  Civil  y  516,  numero  9^  del  de  Co- 
mercio. 

Demandada  la  Compañía,  dice,  por  el  impor- 
te de  la  póliza,  opuso  excepción  de  estar  anu- 
lado el  seguro  referente  á  tal  póliza  y  libre  la 
Compañía  de  toda  responsabilidad  por  no  ha- 
ber cumplido  la  asegurada  con  lo  dispuesto 
en  el  artículo  8^  de  la  misma  póliza,  el  cual 
dispone  lo  que  sigue: 

*'E1  asegurado  deberá  dar  aviso  á  la  Com- 
pañía de  cualquier  otro  seguro  que  sobre  el 
mismo  objeto  tome  ó  haya  tomado,  á  fin  de 
que  se  haga  constar  en  su  póliza. 


"La  Compañía  puede  ó  no  aceptar  el  nucTO 
seguro. 

"La  falta  de  este  aviso  y  de  su  inserción  en 
la  póliza,  anula  el  seguro  y  exime  á  la  Com- 
pañía de  toda  responsabilidad." 

Bn  el  expediente  consta  que  la  asegurada 
contrató  un  nuevo  seguro  por  $  5.000  con  la 
Compañía  "La  Salvadora'*,  que  no  dio  aviso 
á  "La  Iberia"  de  este  nuevo  seguro  en  ningu- 
na ocasión,  y  que,  por  tal  motivo,  no  se  hizo 
constar  en  la  póliza  de  "La  Iberia"  el  referido 
seguro  tomado  posteriormente  en  "La  Salva- 
dora." 

En  vista  de  estos  antecedentes,  la  Corte  de 
Apelaciones  no  ha  podido  condenar  á  "La 
Iberia"  al  pago  del  seguro  sin  violar  el  artícu- 
lo 1545  del  Código  Civil,  que  dispone  que  to- 
do contrato  legalmente  celebrado  es  una  ley 
para  los  contratantes. 

Salirse  de  los  términos  de  un  contrato  cuan- 
do sus  estipulaciones  son  claras  y  no  admiten 
dudas,  y  fijar  plazos  para  que  caduquen  dere- 
chos que  concede  el  mismo  contrato  sin  limi- 
tarlos y  cuando  ni  las  partes  lo  piden,  es  tam- 
bién infringir  la  ley. 

Bn  el  presente  caso,  la  sentencia  sale  del 
contrato  al  establecer,  en  el  considerando  1^, 
que  bastaba  el  conocimiento  que  se  supone, 
tomó  el  agente  de  la  Compañía  demandada 
de  la  contratación  del  segundo  seguro,  sin 
hacer  uso  del  derecho  de  resolver  el  anterior, 
mientras  que  el  contrato  dice  mui  claro,  en  la 
cláusula  8^  que  el  asegurado  debía  dar  aviso 
á  la  Compañía,  etc.,  bajo  pena  de  la  nulidad 
del  seguro. 

Es  indudable,  entonces,  que,  por  voluntad 
de  las  partes,  no  basta  que  la  Compañía  pue* 
da  tener  conocimiento  privado  del  seguro  pos* 
terior,  sino  que  es  indispensable,  según  el  pac- 
to de  los  interesados,  que  ese  conocimiento  lo 
obtenga  la  Compañía  por  aviso  que  le  dé  el 
asegurado. 

Por  otra  parte,  la  sentencia,  en  el  mismo 
considerando  1^,  Umita  de  oficio  y  sin  facultad 
para  ello  el  derecho  que  la  cláusula  8*  confiere 
á  la  Compañía  aseguradora  para  resolver  el 
contrato  del  primer  seguro,  pues  esta  estipu- 
lación no  fijó  plazo  para  ejercitar  aquel  dere- 
cho. 

Todavía,  la  sentencia,  en  su  considerando 
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2^,  infringe  nuevamente  el  contrato  y  el  artícu- 
lo 1545  del  Código  Civil  al  sostener  contra  la 
clara  y  terminante  disposición  del  inciso  3^  de 
la  cláusula  8^  de  aquel  documento,  que  la  fal- 
ta de  inserción  del  aviso  del  segundo  seguro 
en  la  póliza  no  es  por  sí  sola  suficiente  para 
considerar  caducada  dicha  póliza. 

Además,  la  sentencia  ha  infringido  el  ar- 
tículo 1489  del  Código  Civil  que  dispone  que 
en  los  contratos  bilaterales,  como  es  el  de  se- 
guro, va  envuelta  la  condición  resolutoria  de 
no  cumplirse  por  uno  de  los  contratantes  lo 
pactado. 

El  expediente  comprueba  que  el  contrato 
de  seguro  fué  violado  en  parte  sustancial  por 
la  demandante;  luego  ha  debido  darse  lugar 
á  la  resolución  ó  nulidad  solicitada  por  la 
Compañía. 

Por  fin,  la  sentencia  ha  quebrantado  el  ar- 
tículo 516  número  9^  del  Código  de  Comer- 
cio al  prescindir  de  las  estipulaciones  que 
hicieron  los  contratantes  en  la  póliza  del  se- 
guro. 

Respondiendo  al  escrito  en  que  la  Compa- 
ñía fundó  su  recurso  insistiendo  en  las  con  si- 
déraciones'del  de  formalización,  la  parte  de 
Puig  Hermanos  pide  que  se  declare  improce- 
dente dicho  recurso,  con  costas,  por  cuanto 
en  la  causa  sólo  se  ha  tratado  de  puntos  de 
hecho  que  el  Tribunal  sentenciador  ha  resuel- 
to con  facultades  que  le  son  peculiares  y  que 
ol)stan  á  toda  modificación  de  las  apreciacio- 
nes ya  establecidas. 

La  Oorte: 

Considerando: 

1^  Que  el  artículo  516  del  Código  de  Co- 
mercio,  al  enumerar  todas  las  indicaciones 
que  debe  contener  la  póliza,  no  ha  prescrito 
ni  podido  determinar  que  para  la  validez  de 
este  instrumento  se  consignen  en  ella  los  se- 
guros posteriores  que  se  tomen  sobre  los  mis- 
mos objetos;  ya  que,  como  actos  que  aun  no 
se  han  realizado  en  el  momento  de  la  contra- 
tación del  primer  seguro,  sólo  podrían  los 
seguros  posteriores  producir  la  resolución  ó 
la  caducidad  de  la  póliza  ya  extendida  con- 
forme á  la  ley; 

2^  Que  lo  prevenido  en  materia  de  contra- 


tación de  nuevos  seguros  por  el  Código  de 
Comercio,  en  su  artículo  528  es  que  aun  cuati' 
do  una  cosa  haya  sido  asegurada  por  todo 
su  valor,  es  permitido  asegurarla  de  noero. 
bajo  la  condición  de  que  el  segundo  asegura- 
dor sólo  será  responsable  siempre  que  t\  a» 
gurado  no  sea  completamente  indemnizado 
por  el  primer  asegurador;  pero  el  contrato  o 
contratos  anteriores  serán  claramente  des* 
critos  en  la  nueva  póliza,  so  pena  de  nulidad, 
y  se  aplicarán  las  reglas  establecidas  en  los 
artículos  525  y  526,  que  son  conce^lieDt^ 
á  la  manera  en  que  los  aseguradores  sucesi- 
vos deben  concurrir  al  pago  del  valor  asegu- 
rado; 

3^  Que,  en  consecuencia,  la  caducidad  ó 
resolución  del  seguro  anterior  por  momo 
del  posterior  sólo  procede  por  estipuladói 
de  las  partes  consignada  en  la  póliza  respec- 
tiva, y  no  puede  estenderse  á  más  délo  qoc 
los  mismos  contratantes  han  convenido; 

if^  Que  en  la  cláusula  8*  de  la  póliza,  des- 
pués de  prevenirse  que  cuando  el  asegurado 
tome  otro  seguro  sobre  los  mismos  muebie^ 
debe  dar  aviso  á  la  Compañía  para  que  st 
haga  constar  en  la  póliza,  se  declara  expre 
saínente  que  "la  Compañía  puede  ó  no  acep- 
tar el  nuevo  seguro,  en  el  primer  caso  entran- 
do á  responder  á  prorrata  con  los  otros  asf 
gurados,  y  en  el  segundo  devolviendo  la  par- 
te correspondiente  del  premio"; 

5'  Que  en  esta  situación  de  las  partes  crea- 
da por  el  contrato  la  cuestión  por  resolTcrct 
este  juicio  se  redujo  á  determinar  si  laConr 
pañía  demandada  había  aceptado  el  segundo 
seguro  quedando  obligada  á  concurrir  á  s: 
pago,  punto  de  mero  hecho  que  los  tribana- 
les  de  la  causa  han  decidido  con  facultades 
propias,  apreciando  el  mérito  déla  prucbaj 
demás  antecedentes  de  los  autos;  y 

Visto  también,  lo  prescrito  en  los  artícnloí 
960  y  979  del  Código  de  Procedimiento  Ciril 
se  declara  sin  lugar,  con  costas,  el  recurso dt 
casación  en  el  fondo  entablado  por  laCoffl* 
pañía  di  Seguros  **La  Iberia"  contra  lascD* 
tcncia  de  fecha  9  de  septiembre  de  1904.  eí 
pedida  por  la  Corte  de  Apelaciones  de  Tacna 

Se  aplica  á  beneficio  fiscal  la  cantidad  cor 
signada. 

Acordada  contra  el  voto  de  los  señores  Mi- 
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nístros  Alfonso,  Gaetej  Fóster  Rccabarren, 
quienes  opinaron  que  debía  darse  lugar  á  la 
casación  por  las  razones  que  expresan  en  sus 
votos  especiales  en  el  libro  correspondiente. 
Redactada  por  el  señor  Presidente  Aguirre 
Vargas. — V,  Aguirre  V,— José  Alfonso,— J .  Ga- 
briel Palma  Guzmán.—Galvariao  Gallardo.^ 
Gabriel  Gaete,-^ Leoncio  Rodríguez. — Carlos 
Varas. — E.  Fóster  Recabarrcn, 


contratos  de  las  personas  absolutamen- 
te incapaces,  como  lo  son  los  dementes. 

La  acción  de  nulidad  absoluta  se  con- 
cede sin  distinguir  si  se  ha  cumplido  6  no 
el  acto  ó  contrato  nulo. 

Las  cuestiones  que  no  han  sido  mate- 
ria de  discusión  en  el  Juicio,  no  puetjexi 
dar  motivo  á  casación. 


Cas.  Civ.'-3l  de  octubre  de  1905 
Opazo  con  Herrera  M. 

Demente;  Interdloolón  provisional.— 
Incapaz;  nulidad  absoluta.  ~- Actos 
anteriores  á  la  interdicción.— Acto 
nulo  cumplido.  —  Prueba;  aprecia- 
ción de  los  hechos— Motivos  de  ca- 
sación; cuestiones  no  debatidas  en 
eljuloio. 

Doctrina: — Los  actos  y  contratos  eje- 
cutados por  el  demente  antes  del  decreto 
de  interdicción  son  válidos  á  menos  de 
probarse  que  el  que  los  ejecutó  6  celebró 
estaba  entonces  demente.  La  apreciación 
de  los  hechos  de  la  prueba,  según  la  cual 
el  Tribunal  de  la  causa  establece  que  el 
interdicto  se  encontraba  con  sus  faculta'^ 
des  perturbadas  antes  de  celebrarse  el 
contrato  cuya  nulidad  se  demanda,  es 
bastante  para  aplicar  esta  disposición 
del  artículo  465  del  Código  Civil;  y  di- 
cha apreciación  escapa  á  la  censura  de  la 
Corte  Suprema,  pues  deben  servir  de  ba- 
se para  el  pronunciamiento  de  la  senten- 
cia los  hechos  establecidos  por  los  jueces 
del  fondo. 
Hay  nulidad  absoluta  en  los  actos  y 


Por  escritura  pública  otorgada  en  esta  ciu- 
dad en  11  de  julio  de  1898,  don  Vicente  A. 
Herrera  Martínez  j  don  Gonzalo  Opazo  Ver- 
gara  celebraron  un  contrato  de  iguala,  á 
virtud  del  cual  Herrera  Martínez,  eñ  su  cali- 
dad de  abogado  se  comprometió  á  defender 
los  derechos  de  Opazo  Vergara  en  las  sucesio- 
nes de  sus  padres  don  Gonzalo  Opazo  y  doña 
María  Mercedes  Vergara,  mediante  la  remu- 
neración de  $  3.000. 

£1  30  de  julio  del  mismo  año,  ó  sea  diez  y 
nueve  días  después  de  otorgado  el  referido 
contrato,  de  iguala,  se  dejó  éste  sin  efecto,  por 
escritura  pública  extendida  en  aquella  fecha, 
constituyéndose  en  ese  mismo  acto  don  Gonza- 
lo Opazo  deudor  de  don  Vicente  Herrera  Mar- 
tínez de  la  suma  de  $  3.500  por  servicios  pro* 
fesionales  y  por  pago  de  costas  de  esos  ser- 
vicios. 

El  11  de  agosto  siguiente,  Herrera  Martí- 
nez demandó  ejecutivamente  á  Opazo  el  pago 
de  los  $  3.500  y  despachado  mandamiento  de 
embargo,  se  requirió  de  pago  en  representa- 
ción  del  deudor,  á  su  curador  don  Luis  A. 
Opazo. 

El  nombramiento  de  curador  de  don  Gon- 
zalo Opazo,  con  calidad  de  interino,  había  te- 
nido lugar  en  el  juicio  de  su  interdicción  pro- 
vocado en  24  de  mayo  de  1898;  y  en  el  cual, 
por  resolución  de  13  de  agosto,  se  le  había 
declarado  inhibido  de  ejecutar  ó  celebrar  con 
tratos  que  comprometieran  sus  bienes;  decla- 
ración que  el  Defensor  de  Menores  estimó  que 
importaba  la  interdicción  provisoria  de  aquél. 

Las  sentencias  de  primera  y  segunda  ins- 
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tancia  dieron  lugar  á  la  demanda  y  manda- 
ron hacer  el  pago  de  la  cantidad  porque  se 
ejecutaba  y  costas,  estableciéndose,  en  la  últi- 
ma que  no  podia  ter  aceptada  en  el  juicio  la 
excepción  de  falsedad  alegada  por  el  curador 
del  demente,  á  pesar  de  las  graves  presuncio- 
nes existentes  en  autos,  reservándose  el  dere- 
cho de  hacerla  valer  enjuicio  ordinario. 

Haciendo  uso  de  este  derecho,  el  curador  ha 
demandado  ú  don  Vicente  Herrera  Martínez 
para  que  se  declare  nula  y  sin  valor  la  obliga- 
ción contraída  por  don  Gonzalo  Opazo  á  fa- 
vor del  demandado  por  la  escritura  de  30  de 
julio  de  1898  y,  en  consecuencia,  para  que 
se  declare  que  debe  devolver  el  demandado  la 
suma  de  $  3.500,  intereses  y  costas. 

Se  funda  la  demanda  en  que  la  citada  escri- 
tura es  nula,  por  hallarse  don  Gonzalo  Opazo 
en  estado  de  demencia  en  la  fecha  que  la  sus- 
cribió. Agrega,  que  sabido  es  cómo  las  fami- 
lias se  resisten  siempre  á  iniciar  la  interdicción 
de  algunos  de  sus  miembros.  Por  este  motivo 
los  parientes  de  don  Gonzalo  no  provocaron 
el  juicio  de  interdicción  sino  cuando  tomaron 
nota  de  una  serie  de  contratos  celebrados  por 
él,  que  comprometían  su  fortuna,  siendo  víc- 
tima de  algunas  personas  poco  escrupulosas. 
A  principios  de  1897  confirió  poder  el  insano 
á  un  abogado  para  que  promoviera  el  juicio 
de  partición  de  una  comunidad  existente  en- 
tre él  y  sus  hermanos.  Pronto  se  persuadió 
dicho  abogado  del  estado  mental  de  su  clien- 
te, abandonó  su  defensa  y  dejó  sin  efecto  una 
iguala  que  había  celebrado.  El  señor  Opazo 
se  dirigió  entonces  á  otro,  quien  por  idéntica 
razón  también  dejó  la  defensa  de  sus  intere- 
ses. En  tal  situación,  celebró  con  el  señor  He- 
rrera los  contratos  á  que  se  ha  aludido. 

Sostiene  el  demandante  que  el  señor  Herre- 
ra Martínez  tenía  perfecto  conocimiento  del 
estado  de  demencia  de  su  cliente  cuando  le  hi- 
zo ñrmar  las  escrituras,  puesto  que  inició  su 
defensa  en  el  mismo  juicio  de  interdicción  y 
presentó  un  escrito  en  dicho  juicio,  en  los  días 
próximos  al  11  de  julio. 

Agrega,  asimismo  el  demandante,  que  la 
escritura  de  30  de  julio  también  es  nula  por 
ser  falsa  la  causa  de  la  obligación. 

A  primera  vista,  observa  que  los  servicios, 
que  el  señor  Herrera  pretende  haber  prestado, 


empezaron  el  11  de  julio  de  1898  j  tcmúna- 
ron  el  30  del  mismo  mes  y  es  absurdo  suponer 
que  en  tan  corto  espacio  de  tiempo  se  havan 
devengado  honorarios  de  esa  cuantía.  Y.  ana- 
lizando los  antecedentes  de  este  negocio,  se 
conñrma  en  que  la  escritura  citada,  de  30  de 
julio,  remunera  servicios  que  no  se  prestaron. 
En  el  expediente  sobre  partición  de  la  comuni- 
dad, el  procedimiento  quedó  paralizado  antes 
que  el  señor  Herrera  tomara  la  defensa  de 
don  Gonzalo  y  en  el  juicio  de  interdicción  se 
ve  que  no  se  presentó  por  esa  defensa  un  solo 
escrito  entre  el  1 1  y  el  30  de  julio. 

La  falta  de  causa  real  de  la  obligación  que- 
dó debidamente  demostrada  en  el  juicio  eje- 
cutivo. En  él  confesó  el  señor  Herrera  que  la 
escritura  de  30  de  julio  tuvo  por  objeto  re- 
munerar los  mismos  servicios  que  la  del  11. 
Ya  que  esta  áltima  escritura  se  refiere  á  ser- 
vicios profesionales  que  no  han  podido  pres- 
tarse, porque  con  mucha  anterioridad  había 
terminado  el  juicio  de  partición  de  los  bienes 
de  los  padres  del  insano,  resulta  que  la  obli- 
gación constante  de  la  escritura  de  30  dejo- 
lio  carece  de  causa  verdadera. 

En  resumen,  el  demandante  solicita  la  nuli- 
dad de  esta  escritura  por  falta  de  capacidad 
de  don  Gonzalo  Opazo  para  contratar,  y  por 
falta  de  causa  de  la  obligación  en  el  supuesto 
de  que  el  deudor  hubiere  sido  capaz. 

Contestando  don  Vicente  Herrera  Martí- 
nez, solicita  que  se  niegue  lugar  á  la  demanda, 
con  costas. 

Relata  el  demandado  los  antecedentes  de 
las  escrituras  de  iguala  celebradas  con  don 
Gonzalo  Opazo  y  sobre  este  particular  expre- 
sa que  desde  la  niñez  les  unían  vínculos  de 
estrecha  amistad,  que  las  relaciones  de  don 
Gonzalo  con  su  familia  eran  asimismo  cor- 
diales, según  lo  creía,  hasta  que,  á  fines  de 
mayo  ó  principios  de  junio  de  1898,  dicho 
don  Gonzalo  le  expuso  que  se  había  presenta- 
do judicialmente  contra  sus  hermanos  pidieo- 
do  la  liquidación  de  una  comunidad  que  entre 
ellos  existía. 

Se  agregó  que  éstos  habían  iniciado  un  jai- 
cío  de  interdicción  para  ver  modo  de  privarle 
de  sus  derechos,  y  solicitó  que  lo  patrocinara 
en  estas  cuestiones.  Á  pesar  de  su  repugnan- 
cia, aceptó  encargarse  de  su  defensa  y  al  efcc- 
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to  procuró  que  se  le  adelantara  el  juicio  de 
interdicción;  presentó  el  escrito  é  hizo  los  gas- 
tos consig^uientes. 

Agitó  también  el  juicio  de  partición  de  la 
comunidad  de  los  hermanos  Opazo.  En  di- 
chos juicios  presentó  numerosos  escritos  y  pa- 
gó de  su  bolsillo  las  costas  que  se  originaron. 
Defendió   al   señor   Opazo   durante   largo 
tiempo  y  del  mismo  nació  la  idea  de  firmar  la 
escritura  de  iguala  de  11  de  julio  de  1898,  la 
que  se  dejó  sin  efecto  por  la  de  30  del  mismo 
mes  en  que  reconoció  adeudarle  la  suma  de 
$3.500.   Los  motivos   que  guiaron   á  don 
Gonzalo  á  suscribir  estas  escrituras  fueron: 
1'  el  deseo  de  compensar  los  servicios  profe- 
sionales que  como  consultor  le  había'presta- 
do  desde  hacía  tiempo;  2^  los  deseos  de  pa- 
garle los  servicios  prestados  en  el  juicio  de 
interdicción  y  en  la  mediación  con  su  familia; 
3'  el  deseo  de  remunerarle  los  servicios  y  de 
reembolsarle  el  dinero  gastado  en  el  juicio  de 
la  partición  de  la  comunidad;  y  4^  el  pago  de 
ciertos  anticipos  de  dinero  que  solicitó  de  él 
á   consecuencia   de   su   apremiante   circuns- 
tancia. 

Agrega  el  demandado  que  las  facultades 
mentales  de  don  Gonzalo  eran  y  son  las  co- 
rrientes y  comunes.  En  los  diez  y  seis  años  de 
amistad,  que  ha  cultivado  con  él,  jamás  notó 
variación  alguna  en  sus  facultades  físicas  y 
mentales.  Tres  de  los  médicos  que  le  exami- 
naron en  el  expediente  de  interdicción  y  más 
de  veinte  testigos,  que  declararon  en  ese  jui- 
cio, estuvieron  conformes  en  aseverar  que  no 
se  hallaba  en  estado  de  demencia.  Los  mis- 
mos miembros  de  la  familia  del  señor  Opazo, 
que  declararon  en  favor  de  la  interdicción, 
estuvieron  conformes  en  que  el  supuesto  de- 
mente sólo  adolecía  de  incapacidad  para  la 

administración  de  sus  bienes.  Es,  por  tanto, 

« 

inexacto,  que  el  exponente  hubiera  tenido 
conocimiento  de  la  demencia  de  su  patrocina- 
do, y  es  también  inexacto  que  dicha  persona 
se  hubiera  hallado  en  estado  de  demencia. 

Lo  expuesto  y  las  demás  contradicciones, 
en  que  en  concepto  del  demandado  incurre  el 
demandante,  demuestran  suficientemente  la 
falta  de  buena  fe  con  que  se  procede  en  la  in- 
terposición de  este  juicio. 

El  juzgado  resolvió  después  de  recibir  prueba: 


Santiago,  31  de  octubre  de  1902. — Con  lo 
expuesto  y  considerando: 

1*  Que  en  24  de  mayo  de  1898  se  presentó 
á  este  Juzgado  don  Rodolfo  Vergara  A.,  pi- 
diendo que  se  declarase  en  interdicción,  por 
causa  de  demencia,  á  don  Gonzalo  Opazo, 
interdicción  que  sólo  vino  á  decretarse  el  13 
de  agosto  y  16  de  septiembre  del  mismo  año, 
á  consecuencia  de  la  tramitación  á  que  dio 
lugar  la  solicitud  del  expresado  señor; 

2^  Que  mientras  se  tramitaba  el  juicio,  don 
Gonzalo  Opazo  y  el  demandado  don  Vicente 
Herrera  M.  celebraron  el  contrato  de  iguala 
de  11  de  julio,  por  el  cual  este  último  se  com- 
prometía á  defender  los  derechos  del  primero 
en  las  sucesiones  de  sus  padres,  mediante 
el  pago  de  la  suma  de  $  3.000,  y  exten- 
dieron la  escritura  del  30  del  citado  mes  por 
la  cual  Opazo  se  confesft  deudor  de  Herrera 
Martínez  de  la  suma  de  $  3.500  por  servicios 
profesionales  y  por  costas; 

3^  Que  de  los  antecedentes  del  citado  juicio, 
que  llevaron  como  se  ha  expuesto  á  la  justi- 
cia ordinaria  á  declarar  la  interdicción,  cons- 
ta que  don  Gonzalo  Opazo  se  hallaba  en 
estado  de  demencia  habitual  desde  antes  de 
la  iniciación  de  ese  juicio,  y  que  ese  estado  se 
mantuvo  durante  su  tramitación  y  se  man- 
tiene todavía,  con  arreglo  á  la  ley; 

4^  Que,  de  consiguiente,  don  Gonzalo  Opazo 
otorgó  la  escritura  pública  de  30  de  julio,  ha- 
llándose en  estado  de  demencia,  motivo  por 
el  cual  la  obligación  de  que  se  reconoció  deu- 
dor adolece  del  vicio  de  nulidad,  conforme  al 
precepto  del  inciso  2^  del  artículo  465  del  Có- 
digo Civil;  y 

S^  Que,  siendo  nula  la  obligación,  el  deman- 
dante tiene  derecho  para  que  el  demandado  le 
restituya  todo  lo  que  pagó  en  virtud  de  ella, 
ó  sea  la  cantidad  de  $  3.500,  los  intereses  y 
costas  pagados  en  el  juicio  ejecutivo  que  si- 
guieron sobre  pago  de  dicha  obligación. 

Por  estos  fundamentos  y  teniendo  además 
presente  lo  prevenido  en  la  ley  1*,  título  14, 
Partida  3*  y  en  los  artículos  1447,  1681,  y 
1687  del  Código  Civil;  se  declara:  que  es  nula 
la  obligación  contraída  por  el  insano  don 
Gonzalo  Opazo  por  escritura  pública  de  30 
de  julio  de  1898,  otorgada  en  la  notaría  del 
señor  Larrazábal  Wilson;  y  que  don  Vicente 
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Herrera  Martínez  debe  devolver  al  curador 
de  dicho  insano  los  $  3.500,  intereses  y  cos- 
tas, que  percibió  á  virtud  del  juicio  ejecutivo 
á  que  se  refiere  el  expediente  acompañado. 

Quedan  á  salvo  los  derechos  que  puedan 
corresponder  al  expresado  Herrera  Martínez 
para  cobrar  las  costas  que  pagó  y  el  honora- 
rio que  corresponda  por  los  servicios  profesio- 
nales que  realmente  prestó  á  don  Gonzalo  Opa- 
zo,  conforme  al  mérito  de  autos.— Cast/7/o. 

La  Corte  de  Apelaciones: 

Santiago,  20  de  junio  de  1904.— Vistos:  Te- 
niendo  presente  en  lugar  del  considerando  3*^: 
:  1*  Que,  según  consta  de  autos,  don  Vicente 
Herrera  Martínez,  tuvo  conocimiento  perso- 
nal de  las  diligencias  que  se  practicaban  para 
declarar  en  interdicción  á  don  Gonzalo  Opazo, 
interviniendo  en  el  respectivo  juicio  con  ante- 
rioridad á  la  fecha  de  la  escritura  cuya  nuli- 
dad se  reclama; 

2^  Que  los  antecedentes  que  sirvieron  de 
base  para  declarar  á  Opazo  en  interdicción 
provisoria  y  que  se  han  mandado  tener  en 
parte  de  prueba  á  solicitud  de  ambas  partes, 
manifiestan  que  la  perturbación  de  las  facul- 
tades mentales  que  la  motivó  era  anterior  á 
la  fecha  del  otorgamiento  de  dicha  escritura; 

3*^  Que  el  mismo  Herrera  Martínez  aceptó 
de  hecho  la  situación  creada  por  el  auto  que 
declaró  en  interdicción  provisoria  á  Opazo, 
cobrando  al  curador  que  se  nombró  á  este  úl- 
timo las  cantidades  que  se  le  adeudaban  á  vir- 
tud de  la  mencionada  escritura  de  30  de  julio 
de  1898,  no  obstante  haber  intervenido  como 
abogado  del  insano  en  el  juicio  de  interdicción, 
habiendo  podido  en  consecuencia  reclamar 
oportunamente  á  nombre  de  su  patrocinado 
de  las  resoluciones  libradas  en  dicho  expe- 
diente. 

Se  confirma  con  costas  del  recurso  la  senten- 
cia apelada  de  31  de  octubre  de  1902. 

Y  con  el  mérito  de  la  reserva  de  derechos 
consignada  en  las  sentencias  de  30  de  octubre 
de  1899  y  de  15  de  marzo  de  1900,  se  desecha 
la  excepción  de  cosa  juzgada  deducida  en  esta 
instancia  por  don  Vicente  Herrera  Martínez. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Reyes  So- 
lar.—Lwis  Barriga,— J,  Agustín  Rojas,  ^Ricar- 
do Revés  Solar, 


El  demandado  Herrera  Martínez  interpuso 
recurso  de  casación  en  ^\  fondo  contra  esta 
sentencia,  fundándolo  en  haberse  infringido  po: 
el  Tribunal  las  disposiciones  de  los  números 
2^  y  1^  del  artículo  1567  del  Código  Civil 
pues  se  había  extinguido  la  obligación  de  Opa- 
zo en  virtud  del  pago,  según  lo  dispuesto  re 
los  números  que  acaban  de  mencionarse  y  ar- 
tículo 1518  del  mismo  Código. 

Para  poder  resolver  como  lo  ha  hecho  k 
sentencia  recurrida,  ha  sido  menester  suponer 
vigente  una  obligación  que  no  existía  y  que 
se  había  extinguido  por  el  pago  de  lo  adeuda 
do.  No  puede  tratarse  de  la  nulidad  de  ana 
obligación  que  la  ley  ha  declarado  ya  cumpli- 
da, y  por  consiguiente  tal  demanda  debe  lií 
clararse  improcedente. 

Se  funda  también  el  recurso  en  haberse  io- 
fringido  la  disposición  del  inciso  1*^  del  ar- 
tículo 465  del  Código  Civil,  porque  la  escnts- 
ra  de  30  de  julio  es  anterior  al  auto  de  13  ¿€ 
agosto,  y  anterior  por  consiguiente  al  decrete- 
de  16  de  septiembre,  que  declaró  la  interdic- 
ción provisoria. 

La  presunción  de  derecho  se  refiere  á  los  ac- 
tos ejecutados  después  del  decreto  dcinterdic 
ción  y.no  á  los  ejecutados  antes,  y,  á  pesar d? 
esta  disposición,  se  ha  dado  efecto  anterior  í 
este  inciso  contrariándolo  abiertamente. 

También  sostiene  que  se  ha  infringido  abier 
tamentc  el  inciso  segundo  del  mismo  artícu!  ■ 
465  poique  se  consideró  demente  á  Opazo,at 
haberse  pronunciado  expresamente  qucloes 
taba  en  el  momento  de  firmar  la  escritura áe 
30  de  julio. 

Este  convencimiento  se  adquiere  con  eleía 
men  de  los  antecedentes  acompañados  v  ue 
mismo  fallo  recurrido,  de  lo  que  resulta  qof 
no  está  probado  que  Opazo  estaba  demente 
en  el  momento  de  firmar  la  escritura  ni  ano  e. 
día  mismo,  circunstancia  requerida  por  la  ^h 
pues  la  palabra  entonces  que  emplea  se  rctiere 
al  momento  mismo  y  no  antes  ni  después. 

El  hecho  de  que  el  recurrente  no  hubiera  re- 
clamado del  decreto  de  13  de  agosto,  se  expíi' 
ca  con  solo  recordar  que  él  no  era  apoderado 
de  Opazo. 

Si  el  Juzgado  tenía  facultad  para  dictarlo? 
decretos,  la  ley  no  se  la  da  para  apreciar  los 
actos  que  afectan  á  terceros. 
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El  representante  del  curador  de  don  Gonza- 
lo Opazo,  respondiendo,  dice  qne  como  "pago 
efectivo  es  la  solución  de  lo  que  se  debe",  no 
puede  haber  solución  de  un  acto  ó  contrato 
nulo  tal  cual  ha  sido  declarado  el  que  consta 
de  la  escritura  de  30  de  julio  de  1898. 

Si  la  solución  ó  pagó  libertara  de  la  nulidad 
á  los  contratos  en  que  se  hubiera  incurrido  en 
este  vicio,  resultaría  que  no  se  podría  recla- 
mar de  la  nulidad  sino  en  los  actos  ó  contra- 
tos á  que  aun  no  se  hubiera  dado  cumpli- 
miento. Mientras  tanto,  la  práctica  constan- 
te conforme  á  lo  que  disponen  los  artículos 
1687  y  1688  del  Código  Civil,  es  que  nada 
obsta  á  que  se  declare  nulo  un  contrato  cuan- 
do hay  lugar  á  ello. 

No  hay,  pues,  inconveniente  legal  para  decla- 
rar que  es  nula  la  obligación  contraída  por  el 
insano  en  la  escritura  de  30  de  julio. 

Como  la  nulidad  da  A  las  partes  el  derecho 
para  ser  restituidas  al  mismo  estado  en  que 
se  hallarían  si  no  hubiere  existido  el  acto  ó 
contrato  nulo,  es  claro  que  no  se  puede  alegar 
la  no  existencia  del  contrato  por  haberse  cum- 
plido con  lo  convenido  en  él,  pues  la  nulidad 
restituye  las  cosas  al  estado  que  tenían  an- 
tes del  contrato  ó  acto  nulo. 

El  ordenar  la  ley  la  restitución  de  las  cosas 
entregadas  á  virtud  de  uncontrato  nulo,  es 
la  mejor  prueba  de  que  la  nulidad  se  refiere 
á  los  contratos  ya  cumplidos. 

Obligación  nula  ó  válida  no  es  lo  mismo  que 
obligación  extinguida  ó  no  extinguida.  Una 
obligación  solucionada  y  nula,  impone  la  ine- 
ficacia de  la  solución.  El  reembolso  de  lo  pa- 
gado es  el  efecto  de  la  nulidad. 

El  juicio  en  que  recayó  la  sentencia  recurri- 
da ha  versado  sobre  la  nulidad  de  la  escritu- 
ra de  30  de  julio,  cuyo  cumplimiento  se  orde- 
nó por  la  sentencia  pronunciada  en  el  juicio 
ejecutivo  en  que  se  reservaron  los  derechos  á 
Opazo  para  la  vía  ordinaria. 

El  fallo  pronundado  en  este  juicio  ha  decla- 
rado la  nulidad  de  la  obligación  de  30  de  ju- 
lio y  declarado  que  el  demandante  tiene  dere- 
cho para  que  el  demandado  le  restituya  todo 
lo  que  pagó  en  virtud  de  esa  escritura  y  los 
intereses  y  costas  pagadas  en  ese  juicio. 

Esta  resolución  ha  dado  motivo  á  Herrera 
Martínez  para  considerarla  nula,  fundado  en 


el  inciso  1^  del  artículo  465,  causal  que  no  re- 
quiere refutación,  pues  basta  leer  la  disposi- 
ción que  se  cita  para  que  quede  refutada  la 
causal. 

Poco  más  hay  que  decir  respecto  á  la  segun- 
da causal  fundada  en  el  inciso  2^  del  mis- 
mo artículo,  porque  esa  disposición,  unida  á 
la  del  artículo  958  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  dejan  en  evidencia  su  absoluta 
falta  de  fundamento,  pues  no  se  trata  de  la 
aplicación  de  una  ley,  sino  de  la  apreciación 
de  hechos. 

La  apreciación  de  si  Opazo  se  encontraba 
en  estado  de  demencia  cuando  otorgó  la  escri- 
tura de  30  de  julio,  hecho  apreciado  por  la 
sentencia  recurrida,  no  puede  ser  alterada, 
así  como  ninguno  de  los  otros  apreciados  por 
las  sentencias  de  primera  y  segunda  instancia. 

Ningón  valor  tiene  la  alegación  hecha  por 
el  recurrente  de  que  la  sentencia  no  ha  decla- 
rado que  Opazo  estuviera  demente  en  el  acto 
de  firmar  la  escritura  porque  el  considerando 
4^  de  la  sentencia  de  primera  instancia,  deja- 
do subsistente  por  la  de  segunda,  declara  **que 
Opazo  otorgó  la  escritura  pública  de  30  de 
julio  hallándose  en  estado  de  demencia." 

La  Oorte: 

Considerando: 

1^  Que  el  artículo  465  del  Código  Civil  en 
su  inciso  2^  dispone  que  los  actos  y  contratos 
ejecutados  por  el  demente  antes  del  decreto 
de  interdicción  son  válidos  á  menos  de  pro- 
barse que  el  que  los  ejecutó  y  celebró  estaba 
entonces  demente; 

2^  Que  la  sentencia  recurrida,  apreciando 
la  prueba  que  consta  de  los  autos,  estimó  que 
Herrera  Martínez  tuvo  conocimiento  perso- 
nal de  las  diligencias  que  se  practicaban  para 
declarar  en  interdicción  á  don  Gonzalo  Opazo, 
interviniendo  en  el  respectivo  juicio  con  ante- 
rioridad á  la  fecha  de  la  escritura  cuya  nuli- 
dad  se  reclama,  que  los  antecedentes  que  sir- 
vieron de  base  para  declarará  Opazo  en  inter- 
dicción provisoria  y  que  se  habían  mandado 
tener  en  parte  de  prueba  á  solicitud  de  ambas 
partes,  manifestaban  que  la  perturbación  de 
las  facultades  mentales  que  la  motivaba  era 
anterior  á  la  fecha  del  otorgamiento  de  dicha 
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escritura;  y  que  el  mismo  Herrera  Martínez 
había  aceptado  de  hecho  la  situación  creada 
por  el  auto  que  declaró  en  interdicción  proviso- 
ria á  Opazo,  cobrando  al  curador  que  se  nom- 
bró á  este  último  las  cantidades  que  se  le  adeu- 
daban á  virtud  de  la  mencionada  escritura  de 
30  de  julio  de  1898,  no  obstante  haber  inter- 
venido como  abogado  del  insano  en  el  juicio 
de  interdicción,  sin  haber  reclamado  oportu- 
namente á  nombre  de  su  patrocinado  de  las 
resoluciones  libradas  en  dicho  espediente; 

3*  Que  de  los  antecedentes  y  hechos  estable- 
cidos por  la  Sala  sentenciadora  en  el  conside- 
rando que  precede,  resulta  que  Opazo  se  en- 
contraba con  sus  facultades  perturbadas  an- 
tes de  celebrarse  el  contrato  de  30  de  julio  y 
que  Herrera  Martínez  tenía  conciencia  del  es- 
tado de  demencia  en  que  se  encontraba; 

4^  Que  la  estimación  que  aquel  tribunal  ha 
hecho,  apreciando  la  prueba,  no  queda  sujeta 
á  la  revisión  del  tribunal  de  casación  y  los 
hechos  establecidos  por  los  jueces  del  fondo 
son  inamovibles,  debiendo  servir  de  base  para 
el  pronunciamiento  de  la  sentencia,  según  lo 
dispuesto  por  el  artículo  958  del  Código  de 
Procedimiento  Civil; 

5^  Que  el  artículo  1682  del  Código  Civil  es- 
tablece  que  hai  nulidad  absoluta  en  los  actos 
y  contratos  de  personas  absolutamente  inca- 
paces, y  el  artículo  1447  declara  absolutamen- 
te incapaces  á  los  dementes,  y  sus  actos  no 
producen  ni  obligación  natural; 

6^  Que,  establecida  por  el  tribunal  senten- 
ciador la  incapacidad  del  demente  para  cele- 
brar el  contrato  en  referencia,  no  puede  tener 
aplicación  la  disposición  del  primer  inciso  del 
artículo  465  del  Código  Civil,  en  que  también 
se  ha  fundado  el  recurso,  pues  este  inciso  con- 
templa una  situación  legal  distinta  de  la  esta- 
blecida por  la  sentencia; 

7^  Que  la  acción  de  nulidad  establecida  por 
el  artículo  1681  del  Código  Civil,  se  refiere  á 
los  actos  y  contratos  ejecutados  ó  celebrados 
con  algunos  de  los  vicios  y  faltando  algunas 
de  las  circunstancias  requeridas  por  la  ley 
para  su  validez  sin  distinguir  si  se  han  ó  no 


cumplido  para  poder  declarar  la  nuBdadr, 
en  consecuencia,  no  tiene  valor  la  causal  fun- 
dada en  haberse  extinguido  la  obligación  por 
el  pago,  porque  no  ha  podido  cumplirse  un 
contrato  absolutamente  nulo  y  que  no  es 
capaz  de  producir  ni  aun  obligación  natural; 

8^  Que  la  disposición  del  articnlo  1687  de 
este  Código  deja  ver  con  toda  darídad  que 
las  reglas  establecidas  para  declarar  la  nuli- 
dad de  un  acto  ó  contrato  se  refieren  no  sólo 
á  los  contratos  cuyo  cumplimiento  están  pen- 
dientes, sino  á  los  ya  ejecutados,  puesto  que. 
pronunciada  la  nulidad  en  sentencia  que  tiene 
la  fuerza  de  cosa  juzgada,  da  á  las  partes  á 
derecho  de  ser  restituidas  al  mismo  estado  ce 
que  se  hallaban  si  no  hubiera  existido  el  acto 
ó  contrato  nulo,  sujetando  la  obligación  de 
restituir  á  las  reglan  ahí  enumeradas  á  las  de 
las  restituciones  mutuas,  restituciones  que  no 
tendrían  lugar  si  no  se  hubiera  dado  cumpb> 
miento  á  los  contratos; 

9^  Que  no  habiendo  sido  materia  de  la  dis- 
cusión en  la  secuela  del  juicio,  ni  habiéndose 
pronunciado  la  sentencia  sobre  la  cuestión  de 
si  la  obligación  á  que  se  había  dado  cumpli- 
miento no  podía  ser  declarada  nula,  no  puede 
interponerse  recurso  por  infracciones  legaks 
de  puntos  que  no  se  han  tratado  en  la  disca> 
sión  de  las  partes  y  sobre  los  cuales  no  ha 
recaído  sentencia,  no  pudiendo  por  tanto  ser 
motivo  de  un  recurso  agravios  que  no  se  han 
causado;  y 

10.  Que  de  lo  espuesto  resulta  que  no  se  ha 
infringido  ninguna  disposición  legal  al  pro* 
nunciarse  la  sentencia  recurrida. 

£n  mérito  de  estas  consideraciones  y  dispo- 
siones  legales  citadas  y  artículos  960  y  979 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  declara 
sin  lugar  el  recurso,  condenándose  en  costas 
al  recurrente.  Se  aplica  á  beneficio  fiscal  la 
cantidad  consignada. 

Redactada  por  el  Ministro  señor   Palma 

Guzmán.  —  F.  Aguirre  V,-— Leopoldo  ürrutia.— 

/.  Gabriel  Palma  Guzmáa.—Galv&ríao  Gs^lar- 

do,— Leoncio  Rodríguez,^ Abel  Saavedra." 

B,  Fóster  Recabarrea. 


i^M. 
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SECCIÓN    PRIMERA 
CORTE     SUPREMA 


Cas,  Civ,^4  de  noviembre  de  1905 
González  y  Moretra 

« 

Querella  posesoria;  estacadas  7  otilas 
labores.— Derrames.— Posesión;  ac- 
tos de  mera  facultad  ó  tolerancia.  — 
Apreciación  de  los  hechos— Omi- 
siones del  fallo.— Ultra  petita. 

Doctrina: — Para  ejercitar  la  acción 
que  conceden  los  artículos  936  y  937  del 
Código  Civil  para  pedir  que**  si  se  hicieren 
estacadas,  paredes  ú  otras  labores  que 
tuerzan  la  dirección  de  las  aguas  corrien- 
tes, ó  priven  de  su  beneñcio  á  los  predios 
que  tienen  derecho  á  servirse  de  ellas'\  las 
tales  obras  se  deshagan  ó  modiñquen  y 
se  rezarzan  los  perjuicios,  se  requiere  que 
el  querellante  tenga  derecho  á  servirse 
de  las  aguas  de  que  ha  sido  privado,  sea 

SUPkKMA 


que  ese  derecho  nazca  de  la  posesión  ó 
del  dominio. 

No  probándose  dominio  en  aguas  qte 
procedían  de  filtraciones  jr  derrames  de  un 
fundo  superior,  como  fundamento  de  tal 
acción,  no  puede  invocarse  posesión  sobre 
dichas  infiltraciones  j  derrames  basada 
en  el  hecho  de  haberlas  estado  aprove- 
chando el  querellante  en  su  propiedad, 
porque  el  dueño  de  un  predio  lo  es  también 
de  los  derrames  y  filtraciones  que  en  él  se 
producen  y,  por  lo  tanto,  puede  disponer 
hbremente  de  ellos  y  hacer  las  obras  ne- 
cesarias para  recogerlos  dentro  del  mis- 
mo fiíndo  no  siendo  un  óbice  para  ello 
las  circunstancias  de  haber  dejado  salir 
de  su  propiedad  esos  derrames  y  filtra- 
ciones y  que   se  haya  aprovechado  de 
ellos  el  propietario  del  fundo  inferior  por 
medio   de   un   acueducto  y    bocatoma 
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construida  en  el  canee  natural  á  que  esos 
derrames  y  ñltraciones  caían^  por  cuan- 
to esas  circunstancias  importan  omisión 
de  actos  de  mera  facultad  y  mera  toleran- 
cia de  actos  de  que  no  resulta  grava- 
men,  que  no  confieren  posesión  ni  dan 
fundamento  á  prescripción  alguna. 

Cumple  con  las  exigencias  legales  la 
sentencia  pronunciada  en  esta  clase  de 
interdictos  si  contiene  la  enunciación 
completa  de  la  querella,  expresando  lo 
que  st  pide,  la  acción  que  se  entabla  y 
las  razones  en  que  se  apoya,  con  desig- 
nación precisa  del  querellante  y  querella, 
do,  su  profesión  y  oñcio,  aunque  no 
contenga  la  defensa  del  querellado  que 
propiamente  no  es  oído,  sino  citado  á  la 
inspección  que  debe  practicarse  en  el  lu- 
gar de  la  cuestión. 

No  falla  **ultra  petita^*  la  sentencia 
dictada  en  una  querella  de  esta  natura- 
leza  que  en  su  parte  resolutiva  se  limita 
á  desechar  la  querella,  aunque  en  los 
considerandos  establezca  que  no  se  ba 
probado  el  dominio  ni  la  posesión  que 
dieron  derecho  al  querellante  á  servirse 
de  las  aguas,  dejando  además  á  salvo 
los  derechos  que  éste  pueda  hacer  valer. 
Los  considerandos  de  un  fallo  por  si  so- 
los nada  resuelven  y  sólo  son  la  mani- 
festación del  modo  cómo  se  aprecia  la 
cuestión  debatida. 

El  Tribunal  de  la  causa  es  arbitro 
para  apreciar  los  hechos  y  esta  apre- 
ciación debe  ser  aceptada  por  el  Tribu- 
nal Supremo  como  indiscutible  é  inalte- 
rable. 


Don  Francisco  González,  querellándose  ante 
el  Juzgado  de  San  Carlos    contra  don  José 
Agustín  Moreira,  expone:  que  es  dueño  y  po 
Mcdor  del  fundo  "San  Prancisoo"  6  "Itique", 


ubicado  25  cuadras  al  oriente  de  aqndlacir 
dad;  que  para  el  regadío  de  ese  fundo  coecti 
con  una  merced  inscrita  de  quince  á  veinte  rt 
gadores  de  agua  que  le  fué  concedida  d  as) 
1879  en  un  estero  que  naciendo  en  el  fondo  "P(r 
mujeto",  de  don  José  Agustín  Moreira,  atra- 
viesa este  fundo  de  oriente  á  poniente,  recom 
en  seguida  la  comuna  de  San  Carlos,  jni 
desembocar  en  el  río  Changaral,  frente  á  las 
casas  de  don  Benigno  Carrasco;  quelabocatc- 
ma  respectiva  la  estableció  en  el  mismo  año  n 
citado4cuadras  al  poniente  delfundo'Toan!* 
jeto"  de  propiedad  de  doña  Beatriz  Sepúlredt 
j  desde  esa  bocatoma  hizo  constmír  t\az¿ 
que  lleva  las  aguas  al  referido  fondo  "Sas 
Francisco"  6  "Itique";  que  el  dueño  del  fiíndo 
"Pomuyeto"   tuvo  conocimiento  o6cial  ¿f 
estos  hechos  el   año  1884  porque  entonce! 
fué  vencido  en  una  querella  posesoria  dedod* 
da  por  el  exponente  para  impedirle  la  cons- 
trucción de  un  canal  que  no  tenía  otro  objct? 
que  captar  todas  las  aguas  que  corrían  pore' 
estero,  en  que  fué  concedida  la  merced  anm 
indicada;  que   desde  el  citado   año  ISSi  t 
exponente  ha  gozado  tranquilamente  j  s 
interrupción  las  aguas  á  que  tenía  denrk 
pero  que  el  5  del  corriente  notó  qoe  su  cana. 
estaba  en  seco  y  su  fundo  privado  absoloíí 
mente  de  las  aguas  indispensables  parasa 
cultivo;  que  averiguando  la  causa  deesa  ocr 
rrencia  pudo  ver  con  sorpresa  que  don  ]c< 
Agustín  Moreira  había  mandado  contíooi' 
la  obra  que  se  le  mandó  paralizar  el  año  1^^ 
y  con  ella  había  captado  todas  las  aguas  <ie 
querellante  y  vaciádolas  sin  provecho  algot)' 
para  él  en  el  estero  "El  Rosario";  qnelosN- 
chos   relacionados   dan   fundamento  á  u^ 
acción  posesoria  y,  en  consecuencia,  TÍcof* 
deducir  contra  el  expresado  Moreira,  la  q* 
confieren  los  artículos  936  y  937  del  Códi?^ 
Civil,  y  pide:    1^  que  una   vez  tramitada  li 
causa  con  arreglo  al  artículo  733  del  íóS\p 
de  Procedimiento   Civil,   don  José  Agnst» 
Moreira  destruya  el  cauce  captador,  tota* 
mente  ó  en  la  parte  que  sea  necesario  pa^ 
impedir  la  captación  de  las  aguas  dd  ester: 
en  que  tiene  su  merced  el  querellante,  y  ^' 
traiga  de  él  los  escombros  arrojados  con  t 
objeto  de  concluir  con  el  estero,  de  modo  ta- 
que queden  las  cosas  como  antes,  corrkit^ 
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las  aguas,  bajo  apercibimiento  de  $  5.000  de 
multa  á  beneñcio  fiscal  si  no  se  cumpliera  la 
resolución  en  el  plazo  de  diez  días;  j  de  que 
se  encargará  la  obra  á  un  tercero  designado 
por  el  Juzgado;  2^  apercibir  al  querellado  con 
una  multa  de  $  1.000  si  reincide  en  la  ejecu- 
ción de  obras  como  la  de  que  se  trata,  ú  otras 
que  tiendan  á  privar  al  querellante  de  las 
aguas  de  su  merced;  y  3^  que  el  querellado, 
de  acuerdo  con  el  artículo  936  del  Código 
Civil,  debe  resarcirle  los  perjuicios  que  le  hu- 
biere causado  hasta  el  momento  en  que  resti- 
tuya el  goce  de  las  aguas. 

Tramitada  la  causa  con  arreglo  á  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  733  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil,  se  practicó  por  el  Juzgado 
la  inspección  personal  ordenada  por  la  ley, 
con  asistencia  de  ambas  partes,  del  perito 
nombrado  por  el  Juzgado  y  de  los  peritos  de 
que  se  asociaron  las  partes. 

Con  esta  exposición  el  Juzgado  resolvió: 

San  Carlos,  23  de  septiembre  de  1903. — 
Considerando: 

1'  Que  la  acción  que  se  ejercita  en  la  quere- 
lla es  la  que  conceden  los  artículos  936  y  937 
del  Código  Civil  para  pedir  que  si  se  hicieren 
estacadas,  paredes  {^  otras  labores  que  tuer- 
zan la  dirección  de  las  aguas  corrientes,  ó 
priven  de  su  beneficio  á  los  predios  que  tienen 
derecho  á  servirse  de  ellns,  las  tales  obras  se 
deshagan  ó  se  modifiquen  y  se  resarzan  los 
perjuicios; 

2'  Que  para  ejercitar  dicha  acción  se  re- 
quiere, por  cierto,  que  el  perjudicado  con 
tales  obras,  ó  sea  el  querellante  en  este  caso, 
tenga  derecho  á  servirse  de  Jas  aguas  de  que 
ha  sido  privado,  sea  que  ese  derecho  nazca  de 
la  posesión  ó  del  dominio: 

3^  Que,  según  consta  del  acta  de  inspección, 
las-  partes  están  de  acuerdo  en  que  las  aguas 
á  que  se  refiere  el  interdicto  y  de  las  cuales  ha 
sido  privado  el  querellante,  provienen  de  fil- 
traciones y  derrames  del  fundo  "Pomuyeto" 
de  propiedad  del  querellado,  don  José  Agustín 
Moreira; 

4'  Que  el  querellante  no  ha  justificado  te- 
ner dominio  sobre  las  referidas  filtraciones  y 
derrames  del  fundo  "Pomuyeto",  sea  por 
compra  al  dueño  de  ellos,  sea  por  otro  tí- 
tulo; 


5^  Que  el  dueño  de  un  predio  es  también 
dueño  de  los  derrames  y  filtraciones  que  en  él 
se  producen  y,  por  lo  tanto,  puede  disponer 
libremente  de  ellos  y  hacer  las  obras  necesa- 
rias para  recojerlos  dentro  del  mismo  fundo; 

6^  Que  el  querellado  don  José  Agustín  Mo-' 
reirá  en  manera  alguna  está  privado  de  ese 
derecho  por  las  circunstancias  de  haber  deja- 
do salir  los  derrames  y  filtraciones  de  su  pro- 
piedad, fuera  de  su  fundo  "Pomuycto"  y  se 
haya  aprovechado  de  ellos  el  querellante  du- 
rante mucho  tiempo,  por  cuanto  esas  circuns- 
tancias importan  omisión  de  actos  de  mera 
facultad,  y  mera  tolerancia  de  actos  de  que  no 
resulta  gravamen; 

7^  Que  dado  lo  expuesto  en  el  considerando 
que  precede,  esos  actos  no  confieren  posesión 
al  querellante  de  las  filtraciones  y  derrames 
del  fundo  *Tomuyeto",  no  dan  fundamento  á 
prescripción  alguna  y,  por  lo  tanto,  no  pue- 
de basarse  en  ellos  una  acción  posesoria. 

Con  arreglo  á  los  artículos  917  y  2499  del 
Código  Civil  y  733  y  151  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil,  se  declara  que  no  ha  lugar, 
con  costas,  á  lo  pedido  por  el  querellante  en 
su  escrito,  sin  perjuicio  de  las  otras  acciones 
que  pueda  hacer  valer  conforme  á  derecho. — 
Felipe  S.  Urzúa, 

Don  Francisco  González  interpuso  contra 
este  fallo  los  recursos  de  casación  en  la  forma 
y  apelación  y  la  Corte  de  Apelaciones  resol- 
vió: 

Talca,  24  de  marzo  de  1904.— Vistos:  en  la 
causa  seguida  en  el  Juzgado  de  Letras  de  San 
Carlos  entre  don  Francisco  González  y  don 
Agustín  Moreira,  sobre  aguas,  se  han  deduci- 
do por  el  primero  de  los  nombrados  los  recur- 
sos de  casación  en  la  forma  y  apelación,  con- 
tra la  sentencia  de  23  de  diciembre  del  año 
próximo  pasado. 

Funda  el  primero  de  dichos  recursos  en  las 
causales  siguientes: 

1*  El  fallo  no  menciona  la  defensa  del  que- 
rellado ni  contiene  las  designaciones  que  ésta 
parte  dio,  al  parecer,  en  juicio  (arts.  941  núm. 
5*?  y  193  núm.  1^  y  3^  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil); 

2*  Haberse  extendido  á  puntos  no  someti- 
dos á  discución  ni  debatidos,  porque  no  era 
oportunidad  hacerlo  en  el  presente  interdic* 
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to,  pues  resuelve  el  dominio  y  posesión  per- 
manente de  las  aguas  de  que  se  trata,  debien- 
do sólo  hacerlo  sobre  la  posesión  actual  de 
dichas  ag^as,  es  decir,  la  que  existía  en  el  mo- 
mento de  la  privación,  (art.  941,  núm.  4^); 

3*  Haber  negado  el  Juez  a  quo  al  querellan- 
te un  medio  de  prueba  instrumental  como  lo 
es  la  querella  que  presentó  contra  el  mismo 
querellado  en  1884,  (arts.  966  num.  4^y  941 
núm.  9^?);  y 

4^  Falta  de  exactitud  ó  verdad  en  la  fijación 
de  la  acción  -deducida  de  la  cual  parece  que  no 
se  ha  dado  cuenta  bien  clara  el  Juzgado,  (ar- 
tículos 193,  núm.  9*=^  y  491  núm.  5^) 

Teniendo  presente: 

1^  Que  la  sentencia  recurrida  contiene  una 
enunciación  completa  de  la  querella,  expre- 
sando lo  que  se  pide,  la  acción  que  se  entabla 
y  las  razones  en  que  se  apoya,  con  designa- 
ción precisa  del  querellante  y  querellado,  su 
profesión  y  domicilio; 

2^  Que  según  la  tramitación  breve  que  el 
artículo  733  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil da  á  esta  clase  de  interdictos,  el  querella* 
do  no  es  oído  sino  sólo  citado  á  la  inspección 
que  debe  practicarse  en  el  lugar  de  la  cuestión, 
y,  por  lo  tanto,  no  hay  defensa  propiamente 
tal  que  deba  consignarse  de  un  modo  especial 
en  la  sentencia  y  las  alegaciones  que  éste  ha 
hecho  en  ese  acto  ó  en  escritos  posteriores,  se 
han  tomado  en  cuenta  en  los  fundamentos 
del  fallo; 

3^  Que  este  no  ha  sido  dado  ultra  petita, 
pues  sólo  se  limita  en  la  parte  resolutiva  á 
desechar  la  querella,  que  es  el  punto  preciso, 
sometido  á  la  decisión  del  Tribunal,  y  si  en 
los  considerandos  se  trata  del  dominio  y  po- 
sesión del  querellante  sobre  las  aguas  de  que 
se  dice  privado,  esto  no  importa  resolución 
sobre  dichos  puntos,  pues  los  considerandos 
por  sí  solos  nada  resuelven  y  sólo  son  la  ma- 
nifestación del  modo  cómo  se  aprecia  la  cues- 
tión; y  lejos  de  haber  recaído  fallo  sobre  ellos, 
el  Juez  expresamente  le  reserva  las  otras  ac- 
ciones que  pueda  hacer  valer,  como  lo  dispo- 
ne también  el  artículo  738  del  Código  citado; 

4*  Que,  por  otra  parte,  la  dilucidación  del 
dominio  y  posesión  del  querellante  sobre  las 
aguas  no  era  estemporAnca,  por  cuanto,  exi- 


giendo el  artículo  936  del  Código  Civil  dere- 
cho, á  las  aguas  de  que  se  ha  privado  á  un  pn- 
dhf  para  entablar  la  acción  que  ese  artícnlo 
confiere  y  que  es  la  deducida  por  el  querellante 
para  resolver  sobre  ella,  es  necesario  examinar 
si  éste  tiene  ó  no  ese  derecho,  que  es  lo  qae 
hace  la  sentencia  recurrida; 

5^  Que  no  se  ha  negado  al  querellante  nic* 
gún  medio  probatorio,  pues  á  la  solicitad  a 
que  pidió  que  se  trajera  á  la  vista  la  qnerdli 
entablada  en  1884  el  Juez  proveyó  que  se  ir 
viese  presente,  lo  que  no  es  una  denegaciói: 
de  ese  antecedente;  y 

Visto  además  lo  dispuesto  en  el  artículo  IHh!' 
del  Código  de  Procedimiento  Civil  se  declara 
que  no  ha  lugar  al  recurso  de  casación  en  U 
forma  deducido  contra  la  citada  sentenda  de 
23  de  diciembre  último,  con  costas. 

Viendo  la  causa  por  la  apelación  se  confir- 
ma con  costas  también  del  recurso  la  leferída 
sentencia. 

Acordada  la  denegación  del  recurso  de  ca- 
sación en  la  forma  por  unanimidad  pero  e! 
señor  Presidente  ürrutia  no  acepta  el  consi- 
derando 4^  y  la  confirmación  de  la  sentencÍL 
contra  el  voto  del  mismo  señor  Presidente 
que  estuvo  por  revocar  la  sentencia  apela<Í2 
y  dar  lugar  á  la  querella  á  virtud  de  los 
fundamentos  que  consigna  en  el  libro  ci 
acuerdos. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Herrera. 
— F.  Urrutia,^J.  A,  Herrera,— F.  Román  B, 

Contra  esta  sentencia  interpuso  GonzllG 
recurso  de  casación  en  el  fondo. 

El  derecho  que  el  querellante  tiene  al  aprore- 
chamiento  de  las  aguas,  dice,  está  amparad: 
por  los  artículos  936  y  937  del  Código  Civí 
que  disponen:  "Que  si  se  hicieren  estacados. 
paredes  ú  otras  labores  que  tuerzan  las  agnaf 
corrientes  de  manera  que  priven  de  su  bcnct- 
áo  á  los  predios  que  tienen  derecho  á  apro- 
vecharse de  ellas,  mandará  el  Juez,  á  petidos 
de  los  interesados,  que  las  tales  obras  se  des* 
hagan  ó  modifiquen  y  resarzan  los  perjuicios  \ 
disposición  que  está  conforme  con  el  precepto 
que  establece  "que  el  poseedor  tiene  derecho 
para  pedir  que  no  se  turbe  ó  embarace  su  po- 
sesión ó  se  le  despoje  de  ella.'' 

*'Para  dictar  sentencia  en  un  interdicto  ác 
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esta  naturaleza,  no  hay  que  atender,  según 
las  disposiciones  citadas,  al  derecho  que  se 
tenga  al  dominio  de  esas  aguas;  basta  probar 
la  posesión  á  cualquier  título  que  se  tenga, 
para  que  el  que  sea  despojado  de  ellas  sea  am- 
parado por  la  sentencia.  Asi  que,  habiéndose 
ocupado  la  sentencia  recurrida  en  resolver  el 
dominio,  para  desechar  la  querella  ha  infringi- 
do las  disposiciones  de  los  artículos  que  ya 
se  han  citado." 

"Para  resolver  la  querella  interpuesta,  el  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil  determina  el  pro- 
cedimiento que  hade  observarse  en  los  artícu- 
los 727  al  730,  y  averiguado  el  hecho  que  es 
cansa  del  interdicto  examinado  por  el  Juez  en 
su  inspección  personal,  debe  dar  lugar  á  la 
querella  si  el  despojo  se  ha  efectuado,  y  resti- 
tuir al  despojado  en  el  uso  de  que  ha  sido 
privado." 

''La  naturaleza  y  forma  del  procedimiento 
está  probando  que  no  se  va  á  resolver  sobre 
el  dominio,  que  no  se  ha  discutido,  ni  trami- 
tado en  la  forma  ordinaria,  sino  á  resolver 
sobre  un  hecho  del  que  se  da  cuenta  con  la 
inspección  personal  solamente." 

"Fallando  la  sentencia  sobre  el  dominio,  ha 
infringido  la  disposición  del  artículo  728  del 
Código  de  Procedimiento  Civil,  que  le  manda 
fallar  sólo  con  el  mérito  de  la  inspección,  sin 
exigir  al  querellante  la  prueba  del  derecho  á 
esas  aguas." 

"La  naturaleza  de  este  interdicto  se  cam- 
biaría sí  se  aceptara  la  teoría  del  fallo  recu- 
rrido, porque  no  pudiendo  probarse  con  la 
inspección  la  posesión  y  el  dominio  de  las 
aguas,  este  interdicto  no  tendría  nunca  resul- 
tado." 
"Las  infracciones  recordadas  han  influido  en 
lo  dispositivo  del  fallo,  pues  la  Corte  de  Ape- 
laciones ha  creído,  así  como  el  Juez  de  prime- 
ra instancia,  que  el  recurrente  debió  probar 
el  dominio  á  las  aguas,  contrariando  así  las 
disposiciones  que  reglan  el  procedimiento  y 
el  modo  de  resolver  las  cuestiones  que  se  ven- 
tilan en  los  interdictos." 

''Con  este  procedimiento  la  sentencia  ha 
violado  también  las  disposiciones  del  artícu- 
lo 167  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
por  haberse  extendido  á  dar  un  fallo  sobre  el 
dominio  á  las  aguas,  cuando  sólo  le  estaba 


sometido  á  su  juzgamiento  la  posesión  actual 
de  ella." 

"La  sentencia  recurrida  ha  cometido  error 
al  considerar  que  las  aguas  de  que  se  trata 
son  derrames  de  propiedad  del  querellado  y 
que  ha  podido  disponer  de  ellos  y  darle  á  su 
arbitrio  la  dirección  que  le  parezca,  porque 
las  aguas  ya  sean  de  derrames  ó  de  cualquier 
otro  origen  pasan  á  ser  aguas  nacionales  de 
dominio  público  en  conformidad  á  lo  dispues- 
to por  el  artículo  595  del  Código  Civil.  Sólo 
serian  de  propiedad  del  señor  Moreira  las 
aguas  que  nacieran  y  murieran  dentro  de  su 
fundo  "Pomuyeto",  circunstancia  que  no  se 
verifica  en  el  caso  presente." 

"Suponiendo  ahora  que  la  ley  exigiera,  para 
dar  lugar  al  interdicto,  que  el  querellante  jus- 
tificara, al  mismo  tiempo  que  la  posesión,  el 
dominio  que  tiene  sobre  las  aguas,  la  senten- 
cia debió  acoger  la  querella  por  haberse  pro- 
bado el  dominio  y  la  posesión. '' 

"Y  estando  probado  el  derecho  á  la  servi- 
dumbre y  posesión  tranquila  de  las  aguas, 
poseídas  por  mayor  tiempo  que  el  requerido 
por  la  ley,  ha  infringido  el  artículo  886  del  Có- 
digo Civil  por  no  haber  reconocido  este  dere- 
cho." 

"La  sentencia  recurrida  ha  infringido  tam- 
bién los  artículos  545  y  836  del  Código  Civil 
al  juzgar  que  las  aguas  que  corrían  por  el 
cauce  del  estero  son  derrames  del  fundo  "Po- 
muyeto" y  que  siendo  derrames  no  son  sus- 
ceptibles de  posesión  ni  de  dominio,  pues 
como  ya  se  ha  dicho  antes,  la  ley  considera 
bienes  nacionales  las  aguas  que  corren  por 
cauces  naturales,  á  diferencia  de  las  que  se 
conducen  por  canales  artificiales  que  pertene- 
cen al  dueño  del  canal." 

"Probando  pues  con  la  inspección  personal 
del  Juez  que  el  señor  Moreira  ha  sacado  las 
aguas  del  canal  natural  por  donde  corrían, 
atravesando  varios  predios,  no  ha  podido 
fallar  la  sentencia  que  son  de  dominio  del 
querellado,  ni  tampoco  fundarse  en  el  artícu- 
lo 2499  del  Código  Civil,  puesto  que  con  las 
acciones  posesorias  no  debe  tomarse  en  con- 
sideración otra  cosa  que  la  posesión  como  lo 
prescribe  el  artículo  923  del  Código  Civil." 

"Finalmente,  alega  que,  estando  prescrito 
por  el  artículo  924  del  citado  Código  que  la 
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posesión  de  los  derechos  inscritos  se  prueba 
por  la  inscripción,  j  mientras  ésta  subsista,  7 
con  tal  que  haya  durado  un  año  completo, 
no  es  admisible  ninguna  prueba  de  posesión 
con  que  se  pretenda  impugnarla,  no  ha  podi- 
do dejarse  de  respetar  su  derecho  de  servi- 
dumbre que  tenía  inscrito  durante  mucho 
tiempo  antes  de  la  ejecución  de  las  obras  del 
señor  Morcira." 

"£1  considerando,  3^  agrega  al  fundar 
el  recurso,  que  es  el  único  que  se  reñere  á  los 
hechos,  sólo  toma  en  consideración  las  aguas 
á  que  se  refiere  el  interdicto,  que  provienen  de 
filtracionesy  derrames  del  fundo  'Tomuyeto", 
pero  no  tomó  en  cuenta  el  hecho  capital  que 
esas  aguas  corrían  por  un  cauce  natural  cir- 
cunstancia que  las  hace  que  sean  bienes  nacio- 
nales, susceptibles  de  ser  adquiridos  con  suje- 
ción á  las  leyes." 

"El  hecho  de  la  existencia  del  cauce  natural 
que,  naciendo  en  el  fundo  "Pomuyeto",  atra- 
viesa por  varios  fundos  para  formar  más  ade- 
lante, unido  á  otro  estero,  un  cauce  mayor, 
es  un  hecho  capital  en  esta  causa  que  no  ha 
sido  tomado  en  consideración  en  el  fallo  recu- 
rrido." 

"Este  hecho'está  reconocido  en  el  acta  levan- 
tada al  practicarse  la  inscripción  del  juez;  ha 
sido  certificado  por  el  secretario  del  Juzgado 
que  asistió  á  la  inspección,  y  ha  sido  recono- 
cido por  el  mismo  señor  Moreira  al  absolver 
la  duodécima  posición." 

"La  merced  concedida  á  González  lo  fué  en 
ese  estero  ó  cauce  natural 

"La  demanda  se  ha  fundado  en  este  hecho, 
y  se  ha  repetido  constantemente  en  la  trami- 
tación del  juicio  y  sin  embargo  no  ha  mereci- 
do una  observación  por  la  parte  contraria  ni 
tampoco  la  sentencia  ha  hecho  sobre  ello 
mención  alguna." 

En  este  juicio  posesorio,  ha  debido  fallarse 
únicamente  sobre  la  posesión  actual  qu?  el 
querellante  ha  probado  tener  á  usar  de  las 
aguas  que  corren  por  el  cauce  natural,  dejan- 
do para  otra  ocasión  el  tratar  sobre  el  domi- 
nio, que  requiere  otro  juicio  y  otra  tramita- 
ción y  prueba,  de  lo  cual  no  se  ha  tratado  en 
el  presente  juicio." 

"El  artículo  936  del  Código  Civil,  que  es  el 
que  sirve  de  fundamento  á  esta  querella,  no 


exige  que  se  pruebe  el  dominio  á  las  aguas: 
basta  para  dar  lugar  al  interdicto  que  fe 
pruebe  el  derecho  actual  al  goce  de  ellas  por 
cualquier  motivo." 

Por  no  haberse  fallado  en  el  sentido  pra- 
crito por  este  artículo  se  ha  infringido  tam- 
bién lo  preceptuado  en  el  artículo  923  dd 
Código  citado,  que  manda  que  en  los  juicios 
posesorios  no  se  tome  en  cuenta  el  dominio 
que  por  una  ó  por  otra  parte  se  alegue;  j  tam- 
bién lo  prescrito  por  los  artículos  835  y  836 
que  considera  del  dominio  del  querellado. 
aguas  que  corren  por  un  cauce  natural,  j  por 
cuanto  toma  para  calificar  la  propiedad  de 
ellas  el  origen  de  esas  aguas  y  no  el  canee  por 
donde  corren  que  es  del  dominio  público. 

Don  Carlos  Vega  Lizardi,  respondiendo 
por  don  Agustín  Moreira,  dice  que  las  dispo- 
siciones legales  que  se  dicen  principalmenie 
infringidas  son  las  contenidas  en  los  artícu- 
los 936  y  937  del  Código  Civil,  pero  queexa- 
minadas  esas  mismas  disposiciones  en  su  es* 
píritu  y  en  su  letra,  se  ve  que  no  se  ha  becbo 
otra  cosa  en  la  sentencia  que  darles  estricto 
cumplimiento. 

Tratándose  de  la  posesión,  el  Código  Ci- 
vil estableció  en  el  artículo  923,  que  en  lus 
juicios  posesorios  no  se  tome  en  cuenta  el  do- 
minio que  por  una  ú  otra  parte  se  akgnf, 
quiso  circunscribir  la  tramitación  de  los  inter- 
dictos á  un  procedimiento  breve  y  sumaiio. 
Pero  ese  propósito  no  fué  de  tal  manera  abso* 
luto  que  rechazara  el  examen  de  los  títalcs 
de  dominio,  puesto  que  á  continuación,  en 
un  segundo  inciso  de  la  misma  disposición  cita- 
da faculta  á  las  partes  para  exhibir  sus  tito- 
los  de  dominio  para  comprobar  la  posesióo, 
en  cuanto  sus  títulos  puedan  probarse  tam- 
bién sumariamente,  sin  que  valga  en  contra 
de  ellos,  objeciones  de  otros  vicios  ó  defectos 
que  los  que  puedan  probarse  de  la  misma 
manera. 

"En  el  juicio  actual,  González  afirma  tener 
una  merced  de  aguas  desde  años  atrás,  para 
sacar  aguas  de  un  estero  que  dice  nacer  en  el 
fundo  **Pomuyeto",  que  se  dirige  al  surpo- 
niente,  atra vezando  varios  predios  para  ir  a 
desaguar  en  el  río  <S  estero  Changaral,  q«f  ^* 
utilizado  esa  merced  para  el  servido  de  w 
fundo;  que  trabajos  ejecutados  por  el  señor 
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Moreira  le  prívan  del  goce  de  esa  merced  de 
aguas;  y  que  ésta  fué  pedida  j  otorgada  sobre 
dicho  estero,  que  es  de  uso  público  y  suscepti- 
ble por  lo  tanto  de  ser  autorizado  su  goce, 
otorgándose  merced  de  sus  aguas.  Pero  estos 
hechos  son  inexactos  como  consta  de  la  prue- 
ba rendida  que  el  Tribunal  ha  podido  apreciar 
soberanamente  al  fallar." 

"De  la  prueba  que  consta  de  autos  se  deduce 
que  no  se  trata  de  un  estero  de  uso  público, 
sino  de  una  obra  artificial  del  exclusivo  domi- 
nio del  dueño  de  *Tomuyeto"  ejecutada  por 
él  para  recibir  los  derrames,  sobre  los  cuales 
ha  tenido  j  tiene  dominio  pleno  para  dirigirlo 
en  la  forma  mas  conveniente  á  sus  intereses.'' 
"La  sentencia  recurrida  que  se  ajusta  á  es- 
tas disposiciones,  negando  lugar  á  la  acción 
instaurada  por  el  señor  González,  no  hace 
otra  cosa  que  no  aceptar  los  hechos,  invocar 
los  fundamentos  de  la  querella  ejerciendo  la 
facultad  soberana  para  apreciar  la  prueba." 
"El  querellante  comete  un  error,  en  contra- 
dicción con  el  artículo  936  del  Código  Civil, 
cuando  sostiene  que  por  tratarse  de  un  inter- 
dicto, el  Tribunal  ha  debido  concretarse  úni- 
camente á  resolver  sobre  las  turbaciones  ó 
trabajos  ejecutados  por  el  señor  Moreira  para 
privarle  del  uso  de  las  aguas,  sin  entrar  á  re* 
solver  sobre  el  derecho  que  tenia  á  esas  aguas, 
cu  JO  derecho  habría  sido  perturbado  por  las 
obras  ó  trabajos  de  que  se  trata,  siendo  esto 
precisamente  lo  que  sanciona  el  fallo  de  pri- 
mera instancia  en  su  considerando  2^  y  tam- 
bién el  de  segunda  instancia  en  los  conside- 
randos 3^  y  4P  los  que  son  una  manifestación 
del  modo  de  apreciar  la  cuestión,  sin  que  ello 
importe  resolución,  puesto  que  los  conside- 
randos por  sí  solos  nada  resuelven." 

La  sentencia  recurrida  apreciando  los  he- 
chos negó  lugar  á  la  querella  y  dejó  á  salvo 
las  acciones  que  pudiera  hacer  valer  el  quere- 
llante respecto  al  dominio  que  pudiera  tener 
sobre  las  aguas,  lo  cual  deja  de  manifiesto  que 
resolvió  únicamente  la  acción  deducida  en  la 
querella  interpuesta. 

Para  la  apreciación  de  los  hechos  que  fueran 
materia  de  la  querella,  tuvo  el  Juez  presente 
el  acuerdo  de  las  partes  en  que  consta  que  las 
aguas  provienen  de  filtraciones  y  derrames 
del  fundo  "Pomuyeto",  lo  que  deja  de  mani- 


fiesto la  inexactitud  de  la  querella  al  afirmar 
que  las  aguas  que  corren  por  el  cauce  son  de 
uso  público  y  no  de  filtraciones. 

En  resumen,  sostiene  el  querellado,  que  el 
fallo  recurrido  se  funda  sólo  en  la  apreciación 
de  la  prueba  producida  por  el  querellante  y 
en  la  aplicación  de  la  misma  disposición  legal 
que  autoriza  instaurarla,  porque  este  recurso 
injustificado  debe  declararse  improcedente, 
pues  no  le  es  dado  al  Tribunal  de  Casación 
modificar  el  juicio  que  se  hubiere  formado  so- 
bre el  fondo  de  la  cuestión,  materia  del  juicio. 

En  cuanto  á  la  infracción  del  artículo  728 
del  Código  de  Procedimiento  Civil  que  se  dice 
cometida,  porque  mandando  este  artículo  que 
se  falle  sólo  con  el  mérito  de  la  inspección  per- 
sonal del  Juez,  y  la  sentencia  ha  exigido  ade- 
más la  prueba  del  derecho  de  González  á  ser- 
virse de  las  aguas  en  cuestión,  sostiene  que  no 
hay  tal  infracción,  pues  se  dio  estricto  cumpli- 
miento á  dicha  disposición  legal,  y  con  arre- 
glo á  la  prueba  que  consta,  la  diligencia,  apre- 
ciada por  el  Tribunal,  en  uso  de  una  atribución 
propia,  se  negó  lugar  á  la  querella. 

Aunque  el  fallo  recurrido  contiene  además 
algunas  apreciaciones  sobre  el  derecho  á  las 
aguas,  el  Tribunal  ha  estado  autorizado  para 
ello  en  la  forma  que  lo  hizo,  en  el  artículo  936 
del  Código  Civil,  cuya  interpretación,  que  es 
una  cuestión  de  derecho,  no  importa  la  infrac- 
ción del  artículo  728  recordado. 

Esta  causal,  que  sirvió  también  para  el  re- 
curso de  casación  en  la  forma,  pretendiendo 
que  se  había  faltado  á  la  ritualidad  de  los  jui- 
cios y  dado  un  fallo  ultra  petita,  fué  desecha- 
do por  la  sentencia. 

En  cuanto  á  la  infracción  del  artículo  700 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  que  define 
los  interdictos  y  la  del  artículo  167  del  mismo 
Código  referente  á  que  las  sentencias  deben 
pronunciarse  conforme  al  mérito  de  autos,  sin 
que  puedan  extenderse  á  puntos  que  no  hayan 
sido  sometidos  expresamente  á  juicio,  salvo 
en  cuanto  las  leyes  manden  ó  permitan  proce- 
der de  oficio,  dice  que  la  misma  causal  fué 
presentada  en  otra  forma  respecto  de  otras 
disposiciones  legales  de  que  ya  ha  tratado  en 
la  contestación  á  este  recurso. 

Respecto  á  la  causal  de  haberse  extendido 
la  sentencia  á  fallar  una  acción  de  lato  cono* 
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cimiento,  le  basta  hacer  referencia  al  proceso 
7  á  la  sentencia  en  todo  lo  cual  consta  qtie  se 
reservó  al  querellante  la  acción  ordinaria  que 
pueda  tener  sobre  su  derecho  ó  las  aguas  de 
que  crea  ser  dueño. 

La  Oorte: 

Considerando: 

1^  Que  la  ejecutoria  de  que  se  recurre  fija 
como  hechos  de  la  causa  que  las  aguasa  que  se 
refiere  el  interdicto  provienen  de  filtraciones  y 
derrames  del  fundo  "Pomuyeto"  de  propie- 
dad del  querellado,  don  José  Agustín  Moreira, 
que  estas  aguas  se  juntan  en  una  hoya  ó  depre- 
sión del  terreno  que  existe  en  'Tomuyeto'',  de 
donde  las  extrae  Moreira  y  arroja  fuera  de  su 
fundo,  por  medio  de  un  cauce  artificial  que 
termina  en  el  límite  poniente  de  dicho  predio 
y  que  construyó  expresamente  á  ese  efecto; 
que  á  cuadra  y  media  más  ó  menos  de  este  lí- 
mite el  querellante  don  Francisco  González  ha 
establecido  desde  hace  mucho  tiempo  una  bo- 
catoma destinada  á  dirigir  y  conducir  esas 
aguas  á  su  fundo  "San  Francisco"  ó  "Itique'^; 
y  qu^,  el  5  de  abril  de  1903,  don  José  Agustín 
Moreira,  por  medio  de  obras  construidas  den- 
tro de  su  referido  fundo  "Pomuyeto",  impide 
que  las  mencionadas  filtracioues  y  derrames, 
lleguen  á  la  bocatoma  de  que  se  ha  hecho  an- 
tes referencia; 

2^  Que  el  establecimiento  de  estos  hechos 
ha  podido  hacerlo  el  Tribunal  de  Apelaciones 
en  uso  de  su  exclusiva  competencia,  los  cua- 
les hechos  debe  aceptar  este  Tribunal  Supre- 
mo como  indiscutibles  é  inalterables,  según  lo 
que  preceptúa  el  artículo  958  del  Código  de 
Procedimiento  Civil; 

3.^  Que  la  controversia,  objeto  del  fallo 
contra  el  cual  se  ha  interpuesto  el  recurso,  no 
ha  versado,  por  consiguiente,  sobre  el  apro- 
vechamiento de  aguas  públicas,  sino  sobre  el 
uso  de  aguas  de  dominio  privado; 

4^  Que  la  calificación  jurídica  que  hace  el 
Tribunal  a  quo,  al  reputar  actos  de  mera  fa- 
cultad, el  hecho  de  permitir  ó  no  permitir 
Moreira  que  salgan  de  su  fundo  'Tomuyeto" 
las  aguas  que  proceden  de  las  filtraciones  y 
derramesMel  riego  de  su  citado  fundo,  se  ha- 
lla arreglada  á  los  principios  del  derecho, 


puesto  que  obró  dentro  de  sus  facultades  j 
ejerció  un  derecho  potestativo  concedido  por 
las  leyes  sobre  cosa  de  que  podía  disponer  h- 
bremente,  ó  sea  sin  el  ministerio  ni  el  consen- 
timiento de  otra  persona; 

5^  Que  no  confiriendo  tales  actos  posesión 
á  González  en  las  aguas  de  que  se  trata,  ni 
dando,  en  consecuencia,  fundamento  á  pres- 
cripción alguna  según  el  artículo  2499  ád 
Código  Civil,  no  han  podido  dar  mérito  para 
instaurar  acción  posesoria,  porque,  confor- 
me á  lo  que  estatuye  el  artículo  917  de  dicho 
Código,  no  proceden  los  interdictos  sobre 
las  cosas  que  no  pueden  ganarse  por  pres- 
cripción; y 

6^  Que  cuando  la  sentencia  que  se  impugna 
de  casación  en  el  fondo,  se  apoya  en  documen- 
tos y  datos  legalmente  calificados  por  el  Tri- 
bunal Superior,  es  inoportuno  citar  como  in- 
fringidas las  leyes  y  reglas  de  derecho  concer- 
nientes al  peso  y  valorización  de  las  pruebas  j 
á  la  calificación  jurídica  de  los  hechos,  que  de 
la  apreciación  de  esas  pruebas,  dicho  Tribu- 
nal en  su  fallo  ha  establecido. 

Con  arreglo  á  estas  consideraciones,  á  los 
preceptos  legales  que  en  ella  se  citan  y  á  lo 
que  disponen  los  artículos  940,  9G0,  971  y 
979  del  Código  de  Procedimiento  Civil  se  de- 
clara que  no  ha  lugar  al  recurso  de  casacióo 
en  el  fondo  interpuesto  por  don  Francisco 
González,  á  quien  se  condena  en  las  costas  j 
á  la  perdida  del  depósito  á  que  se  refiere  ia 
boleta. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Rodrígitex. 
— -F.  Agairre  V.^Leopoldo    ürratia. — Gain- 

riño  Gallardo. ^Gabriel  Gaete Leoncio  Ro- 

drignex Carlos    Varas, — Abel  Saavedra.— 

E.  Fóster  Recabarren, 
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Cas.  en  la  forma 7  de  noviembre  de  1905 

Squella  con  Banco  Santiago 

Poder,  delegación;  ratifloaoión.— Ge- 
rente. —  Sentencia  interlooutorla;  re- 
curso de  casación. 

DocTRisAi^EI gerente  de  una  sociedad 
anónima,  nombrado  con  arreglo  a  sus 
estatutos,  tiene  la  representaciónjudicial 
de  Ih  institución  con  facultad  de  consti- 
tuir mandatarios  especiales. 

El  recurso  de  casación  sólo  se  concede 
en  general  contra  las  sentencias  deñni- 
tivas,  y  el  de  forma,  por  excepción,  con- 
tra las  Ínter locutorias  cuando  en  la 
segunda  instancia,  se  dictaren  sin  previo 
emplazamiento  de  laspartes  agraviadas 
ó  sin  señalar  día  para  la  vista  en  la  cau- 
sa. 


£1  Banco  Santiago,  representado  primero 
por  don  Teófilo  Yiviani  y  más  tarde  por  don 
Bleodoro  Guezalaga  inició  en  1896  ante  el 
juzgado  de  Letras  de  Melipilla  contra  don 
Eduardo  Squella  Pruneda  el  juicio  ejecutivo 
á  que  estos  autos  se  refieren,  pronunciándose 
en  él  sentencia  de  trance  y  remate. 

El  procedimiento  continuó  por  sus  trámi- 
tes legales  hasta  poner  en  remate  un  predio 
que  se  había  embargado  al  deudor  y  adjudi- 
carse al  Banco  ejecutante  por  falta  de  pos- 
tores. 

Con  posterioridad  á  estas  diligencias  el  eje- 
cutante, se  presentó  formulando  el  artículo 
de  previo  y  especial  pronundamiento,  llama* 
do  así  en  el  libelo,  para  que  se  declarara  la 
nulidad  de  todo  lo  obrado  en  el  juicio,  en  ra- 
zón de  no  haber  tenido  personería  para  repre- 
sentar al  Banco  ni  su  gerente  don  Rafael  Mo- 
Uer  ni  sus  delegataríos  Yiviani  y  Guezalaga. 

Se  funda  en  que  don  Bleodoro  Guezalaga 
se  hizo  parte  en  el  juicio  con  un  poder  confe- 
rido por  don  Rafael  Móller  García,  como 
mandatario  del  Banco  Santiago,  para  liqui- 


dar la  oficina  de  Melipilla.  Este  mandato  del 
Banco  Santiago  á  dicho  señor  Moller  García 
es  simplemente  un  error  ó  una  suposición  de 
dichos  señores  Moller  y  Guezalaga.  En  efecto, 
aparece  del  poder  conferido  al  señor  Guezala- 
ga que  la  personería  que  se  arroga  el  señor 
Moller  García  la  hace  derivar  de  un  acuerdo 
tenido  por  consejeros  del  Banco  Santiago 
para  conferir  amplios  poderes  al  señor  Moller 
García  para  liquidar  la  oficina  de  Melipilla. 

Ahora  bien,  se  pregunta  ¿esos  amplios  po- 
deres que  se  acordó  dar  al  señor  Moller  Gar- 
cía, le  fueron  dados  efectivamente  ó  quedó 
todo  aquello  sólo  en  acuerdo?  No  se  llegó  á 
dársele,  y  quedó  sólo  en  acuerdo  puesto  que 
no  aparece  escritura  pública  alguna  firmada 
por  los  consejeros  del  Banco  en  la  que  tales 
poderes  se  confirieran  al  señor  Móller  García; 
ni  éste  ni  el  señor  Guezalaga  han  podido  ma- 
nifestar nunca  la  existencia  de  tal  documento. 
Luego,  si  esto  es  así,  como  lo  es,  ¿cómo  había 
podido  presentarse  el  señor  Moller  García  al 
juzgado  de  Melipilla  á  entablar  ejecución  al- 
guna, ni  á  continuar  las  iniciadas,  sin  tener 
una  escritura  pública  de  mandato  con  qué 
presentarse,  ni  con  haber  heche  sus  mandan- 
tes (los  consejeros  del  Banco  Santiago)  una 
declaración  de  mandato  ante  el  secretario  de 
la  causa,  como  lo  prescribe  terminantemente 
el  artículo  395  de  la  Ley  de  Organización  y 
Atribuciones  de  los  Tribunales  de  Justicia? 

Y  si  el  señor  Móller  García  no  había  podido 
absolutamente  gestionar  en  el  referido  asunto 
por  carecer  de  legítima  personería,  ¿cómo  ha 
podido  gestionar  don  Eleodoro  Guezalaga, 
simple  delegado  de  dicho  señor  Moller  Gar- 
cía? 

Es  evidente,  pues,  que  don  Eleodoro  Gue- 
zalaga no  ha  podido  hacer  gestión  alguna  en 
este  juicio,  como  delegado  del  señor  Móller 
G.  Luego,  todo  cuanto  ha  obrado  adolece  de 
nulidad,  y  nulidad  absoluta. 

Y  tan  es  así,  que  el  mismo  señor  Guezalaga 
y  el  mismo  Consejo  del  Banco  Santiago  lo 
han  reconocido  implícitamente.  En  efecto,  sin 
que  nadie  hiciera  al  señor  Guezalaga  la  menor 
objeción  (pues  ha  estado  muy  cómodamente 
litigando  solo,  ó  sea  con  los  estrados  aunque 
ilegalmente)  se  presenta  dicho  señor,  como 
dos  años  después,  presentando  un  nuevo.  pOr 
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der,  (del  Banco  Santiago).  Este  poder  lo  llama 
6  califica  el  señor  Guezalaga  ratiñcaciÓD^  j 
el  Consejo  del  Banco  lo  llama  renovación  ae 
poder. 

El  acto  por  el  cual  se  presenta  el  señor  Gue- 
zalaga  haciéndose  parte  en  este  juicio  sin 
presentar  mandato  del  Banco  Santiago  en 
escritura  pública  y  sin  qde  dicho  Banco  (6 
sea  su  Directorio)  hiciera  declaración  alguna 
de  mandato  ante  el  secretario  de  la  causa,  es 
un  acto  que  ha  adolecido  de  nulidad,  según 
la  prescripción  de  la  ley  (art.  395  Ley  de 
Organización  y  Atribuciones  de  los  Tribuna- 
les de  Justicia  y  art.  1681  del  Código  Civil). 
Esa  nulidad  es  absoluta  (art.  1682  del  Códr 
go  Civil).  Esa  nulidad  no  es  susceptible  de 
ratificación  (art.  1683  del  Código  Civil).  Y 
aún  cuando  fuera  susceptible  de  ratificación 
ésta  no  sería  válida  (art.  1696  y  1683  del 
Código  Civil.) 

Por  lo  que  hace  á  la  pretendida  renovación 
de  poder  hecha  por  el  Banco  á  Guezalaga, 
hay  que  observar:  que  si  el  poder  conferido 
por  el  señor  Móller  García  al  señor  Guezalaga 
es  nulo,  como  queda  demostrado,  no  lo  es 
menos  este  poder  conferido  por  el  Banco  al 
mismo  Guezalaga;  puesto  que  se  reduce  á  ex- 
presar que  renueva  el  poder  conferido  con 
fecha  31  de  enero  de  1900  al  señor  Cueza' 
laga. 

Ahora  bien,  como  lo  obrado  por  el  actual 
mandatario  del  Banco  Santiago,  don  Santia- 
go Brito,  no  es  sino  la  continuación  del  juicio 
sobre  las  bases  de  lo  gestionado  por  don 
Eleodoro  Guezalaga  se  sigue:  que  siendo  esas 
bases  y  gestiones  ilegales  y  nulas,  todo  lo 
obrado  en  consecuencia  por  don  Santiago 
Brito  hasta  el  presente,  no  puede  ser  sino  nulo 
y  de  ningún  efecto. 

En  consecuencia,  pide  se  declare  que  todo 
lo  obrado  en  el  juicio  ejecutivo  y  todas  sus 
incidencias,  por  don  Eleodoro  Guezalaga  y 
por  don  Santiago  Brito,  es  nulo  y  de  ningún 
efecto Pruneda, 

El  Juzgado  resolvió: 

Melipilla,  octubre  7  de  1903 Autos  y  vis- 
tos: Teniendo  presente  lo  expuesto  por  la 
parte  y  el  mérito  de  la  escritura  de  fs.  3  y  25 


y  considerando  además  que  aun  en  la  hipóte- 
sis que  los  señores  Viviani  y  Guezalaga  no 
hubiesen  tenido  representación  legal  sufíden* 
te,  dicha  causal  habría  sido  motivo  de  excep- 
ción, á  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  número  2^ 
del  artículo  485  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  excepción  que  no  se  ha  hecho  valer  tem- 
pestivamente, se  declara  que  no  ha  lugar  al 
artículo  formulado  por  don  Eduardo  Sqnella 
Pruneda,  en  que  se  pide  la  nulidad  de  todo  lo 
obrado  en  razón  de  que,  á  juicio  del  articu- 
lista, los  señores  Viviani  y  Guezalaga,  care- 
cían de  la  representación  suficiente  para  ini- 
ciar este  juicio,  en  el  cual  se  dictó  sentencia 
de  trance  y  remate  el  20  de  marzo  de  1897» 
según  consta  de  la  sentencia  corriente  á  ts.  7 
del  expediente  ejecutivo  y  se  adjudicó  al  acree- 
dor el  bien  embargado,  según  consta  del  de- 
creto de  fecha  26  de  marzo  de  1902. — Urzáa. 

La  Corte  de  Apelaciones: 

Santiago,  13  de  abril  de  1905. — ^Vistos: 
Teniendo  presente:  que  del  poder  aparece  que 
don  Rafael  Móller  García  fíié  nombrado  ge- 
rente de  la  institución  ejecutante  en  la  forma 
prevenida  por  los  respectivos  estatutos,  que 
como  tal  gerente  le  corresponde  la  represen- 
tación judicial  y  extrajudicial  de  dicha  insti- 
tución, con  facultad  de  constituir  mandatarios 
especiales;  y  que,  del  mismo  poder,  también 
consta  que  nombró  apoderado  para  este  jui- 
cio en  forma  legal  á  don  Eleodoro  Guezalaga, 
se  confirma,  con  costas  del  recurso,  la  resolu- 
ción apelada  de  7  de  octubre  último. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Castillo.— 
E,  Donoso  V, — E,  Castillo. — J.  Agustín  Rojas. 
— José.  T.  Marín. 

Contra  esta  sentencia  interpuso  el  ejecuta- 
do los  recursos  de  casación  en  la  forma  y  ea 
el  fondo  y  formalizando  el  primero  solicitó  la 
invalidación  del  fallo  recurrido:  1^  porque  al 
pronunciar  la  Corte  dicho  fallo  habia  omiti- 
do lo.<t  requisitos  expresados  en  los  números 
5^  y  6'  del  artículo  193  del  Código  de  Proce- 
dimiento  Civil;  y  2^  porque  se  habia  agregado 
sin  su  citación  el  poder  con  que  el  procura* 
dor  don  José  Luis  Vergara  se  había  hecho 
parte  por  el  Banco  Santiago. 
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La  Oorte: 

Considerando: 

Que  el  recurso  de  casación  sólo  se  concede 
en  general  contra  la^  sentencias  definitivas  y 
el  de  forma  por  excepción  contra  las  senten- 
cias interlocutorías,  cuando  en  la  segunda  ins- 
tancia se  dictaren  sin  previo  emplazamiento 
de  la  parte  agraviada  ó  sin  señalar  día  para 
la  vista  de  la  causa;  y 

Que  el  recurso  de  que  aquí  se  trata  se  funda 
en  causales  distintas  de  las  expresadas  en  el 
considerando  anterior. 

Visto  lo  dispuesto  por  los  artículos  939, 
942  y  973  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
se  declara  improcedente  dicho  recurso. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Póster 
Recabarren.  —  Calvando  Gallardo.  ^Gabriel 
Gaete, — E,  Fóster  Recabarren ./.  Berna  les. 


leyes  posteriores  que  no  tienen  efecto  re- 
troactivo. 

La  venta  se  reputa  perfecta  desde  las 
partes  convienen  en  la  cosa  y  en  el pre- 
cío,  salvo  las  excepciones  legales  jr,  en 
consecuencia^  no  infringe  esta  disposición 
la  sentencia  que,  apreciando  los  hechos 
y  antecedentes  del  contrato,  declara  que 
hubo  acuerdo  en  que  la  venta  se  recría 
á  un  ñindocon  exclusión  de  ciertos  terre- 
nos. 

Cuándo  el  recurso  de  casación  en  que 
el  fondo  se  apoya  en  la  equivocada  aprc 
dación  de  los  hechos  mas  que  en  la  erró' 
nea  aplicación  del  derecho,  es  indispen- 
sable demostrar  que  tal  apreciación  viola 
las  leyes  reguladoras  del  peso  y  valoriza- 
ción de  las  pruebas  y  citar  además  en 
una  forma  concreta  y  especíBca  los  pre^ 
ceptos  legales  quebrantados. 


Cas.  en  la  forma  y  Cas.  cív.^21  de  mayo 
de  1904  y  29  de  diciembre  de  1905 

Jorquera  con  Gómez 

Oompra venta;  oosa  vendida.— Linde- 
ros.—Exposición  de  las  peticiones. 
— Dlllgrenola  probatoria  de  segun- 
da instancia.  —  Apreciación  de  la 
prueba. 

Doctrina:— La  inspección  personal  so- 
licitada en  segunda  instancia  constituye 
una  diligencia  probatoria  de  libre  acep- 
tación para  el  Tribunal,  que  no  necesita 
ser  tomada  en  cuenta  en  la  parte  expo- 
sitiva ni  en  la  resolutiva  del  fallo. 

La  apreciación  de  los  hechos  de  ¡a  cau- 
sa es  privativa  del  Tribunal  sentencia- 
dor, y  dicha  apreciación  debe  hacerse 
con  arreglo  á  las  leyes  vigentes  á  la  fe- 
cha en  que  se  dicta  la  sentencia  y  no  á 


En  el  juicio  seguido  por  don  Matías  Jor-* 
quera  con  don  Esteban  Gómez  sobre  falsedad 
de  una  querella  de  despojo,  entrega  de  un 
terreno  comprendido  en  el  contrato  de  com- 
praventa, y  demás  deducido,  á  la  cual  litis 
se  acumuló  posteriormente  otra  iniciada  por 
Gómez  en  contra  de  Jorquera  por  cobro  de 
los  perjuicios  del  despojo  aludido  en  la  de- 
manda anterior,  se  pronunció  por  el  Juez  de 
Letras  de  Coquimbo  la  sentencia  de  28  de 
junio  de  1902  y  más  tarde  la  complementa- 
ría de  7  de  abríl  último  que  siguen. 

Don  Matías  Jorquera  expone  que  el  21  de 
noviembre  compró  á  don  Esteban  Gómez  su 
fundo,  "Santa  Margarita",  según  la  escritura 
que  acompaña;  que  encontrándose  arrendado 
dicho  fundo  entró  en  negociaciones  con  el 
arrendatario  para  poder  entraren  posesión  de 
él;  que  así  al  amparo  de  dos  títulos,  el  de 
compra  que  le  transfíríó  el  dominio  y  posesión 
y  el  de  cancelación  del  arriendo,  escritura  que 
también  acompaña  por  la  cual  se  le  entregó 
la  tenencia,  no  pudo  ver,  sino  con  la  mayor 
sorpresa,  que  recibió  la  notificación  de  la  sen* 
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tencift  en  que  el  Juzgado  admitió  la  querella  de 
despojo  que  Gómez  le  entabló,  alegando  que  le 
había  arrebatado  la  posesión  de  uno  de  los  po- 
treros del  fundo,  deslindante  por  el  norte  y 
oriente  con  terrenos  del  mismo  fundo,  por  el 
surcon  el  camino  público  que  va  á  la  cantera  y 
á  Pan  de  Azúcar;  y  por  el  poniente  con  la  línea 
del  Ferrocarril;  que  tramitada  como  fué  esa 
querella  sin  su  citación,  Gómez  sorprendió  al 
Juzgado  con  una  falsa  información  para  com- 
probar una  falsa  posesión  y  un  falso  despojo 
y  poner  en  evidencia  esa  falsedad  es  lo  que  se 
propone  en  el  presente  juicio  á  fin  de  que  en 
definitiva  se  declare:  1^  falsa  é  improcedente 
la  referida  querella;  2'  que  Gómez  debe  resti- 
tuirle las  costas  que  pagó  en  esa  querella  y  las 
del  presente  juicio;  3^  que  éste  le  indemnice  los 
perjuicios  causados  con  la  privación  del  terre- 
no que  se  le  entregó  para  cumplimiento  de  la 
sentencia  restitutoria,  los  que  serán  avalua- 
dos por  un  perito  nombrado  en  la  forma  or- 
dinaria; y  4^  que  Gómez  debe  restituirle  en  el 
goce  y  posesión  del  potrero  en  referencia,  res- 
tableciendo las  cosas  al  estado  que  tenían  an- 
tes del  cumplimiento  de  la  sentencia  restituto- 
ria, y  que,  en  consecuencia,  viene  en  interpo- 
ner la  respectiva  demanda,  con  protesta  de 
ampliarla  ó  corregirla  y  con  reserva  de  las 
acciones  que  contra  Gómez  le  competan  á  vir- 
tud de  los  contratos  que  acompaña. 

Contestando  la  demanda  y  reconviniendo, 
don  Esteban  Gómez,  expone:  que  la  demanda 
es  falsa  en  sus  fundamentos,  no  entrando  á 
rebatir  los  hechos  que  el  demandante  relacio- 
na para  concretarse  á  examinar  los  documen- 
tos; que  la  escritura  de  firma,  determina  con 
toda  precisión  los  deslindes  del  fundo  vendido 
que  son:  por  el  sur,  cierros  de  alambre  que  lo 
separan  del  camino  de  Pan  de  Azúcar  y  de  los 
terrenos  sobrantes  marcados  en  el  plano  que 
corre  en  los  autos  de  partición  de  los  bienes 
del  primer  matrimonio  de  don  Mateo  Rivera. 
¿Cómo  se  pretende,  entonces,  agrega  el  de- 
mandado, que  esos  terrenos  sobrantes  entra- 
ron también  en  la  venta?  que  esto  no  debe 
aceptarse,  tanto  más  si  se  toma  en  cuenta  que 
la  redacción  del  contrato  de  venta  lo  hizo  el 
abogado  del  señor  Jorquera;  que  si  el  espíritu 
de  los  contratantes  hubiera  sido  que  esos  te- 
rrenos entraran  en  la  venta  se  habría  dicho 


que  quedaban  incluidos;  que  cuando  su  man- 
datario, don  Ignacio  Guerra,  entregó  á  don 
Matías  Jorquera  el  fundo,  ya  había  entregado 
al  demandado  la  hijuela  de  los  terrenos  so- 
brantes; que  interpone  reconvención  para  que 
se  le  haga  entrega  del  terreno  que  indebida- 
mente le  ha  tomado  el  demandante  so  prt* 
testo  de  estar  incluido  en  la  venta  que  le  hizo; 
que,  sin  embargo  de  expresar  los  deslindes  algo 
muv  distinto,  sin  el  consentimiento  del  de- 
mandado,  se  ha  apropiado  de  otra  hijuela 
seca,  suya,  que  es  la  que  está  entre  el  mar  j  la 
línea  del  ferrocarril,  sobre  cuyos  terrenos  ver 
sa  la  reconvención  que  deduce;  y  que,  para 
probar  la  mala  fe  del  demandante,  hace  pre- 
sente que  por  la  escritura  de  venta  se  fijó  eir 
de  junio  de  1900  para  hacer  la  entrega  mat^ 
rial  del  fundo,  lo  que  Jorquera  eludía,  hasta 
que  el  demandado  la  pidió  al  Juzgado,  y  como 
el  demandante  se  opusiera,  no  se  dio  lugar  á 
esta  petición,  resultando  de  esta  negativaquc 
Jorquera  tomó  de  su  cuenta  y  riesgo  los  t^ 
rrenos  sobrantes  del  sur  y  la  hijuela  seca  del 
poniente.  Concluye,  en  consecuencia,  solia- 
tando  se  deseche  la  demanda  y  se  dé  lagar  á 
la  reconvención,  con  costas. 

Replicando  el  demandante,  refuerza  los  ar 
gumentos  de  su  demanda  hasta  llegar  «4  la 
conclusión  que  en  la  hipótesis  de  que  no  ho- 
biera  antecedente  alguno  para  preferir  la  ex- 
presión del  deslinde  poniente  sobre  la  del  der 
linde  sur,  lo  único  que  resultaría  ante  la  ley 
sería  la  falta  de  acuerdo  del  comprador  y  del 
vendedor  respecto  a  la  extensión  de  la  cosa 
vendida  y  siendo  ese  acuerdo  requisito  esen- 
cial para  la  validez  del  contrato  de  renta 
(art.  1801  del  Código  Civil)  la  escritora  de 
venta  de  21  de  noviembre  de  1899  vendría  á 
tierra,  y  para  que  así  lo  declare  el  Juzgado 
entabla  formal  petición  subsidaria  para  cayo 
efecto  se  tendría  por  ampliada  la  demanda. 

Contestando  en  el  mismo  escrito  á  la  recon- 
vención alega  para  que  se  deseche  entre  otras 
razones:  1'  que  por  el  terreno  que  pretende 
reivindicar  el  demandado  le  pagó  arriendos; 
y  2^  que  habiendo  tomado  el  demandante 
posesión  en  un  solo  acto  de  todo  el  fondo 
comprado»  incluso  los  terrenos  qne  el  d^ 
mandado  denomina  sobrantes  y  de  la  ribera 
del  mar,  éste  le  entabló  querella  de  despojo 
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sólo  por  los  primeros  y  no  por  los  segundos; 
lo  que  prueba  que  la  reconvención  es  sólo  una 
rcvAxicba  dolosa  contra  su  demanda   sobre 
falseda^d  de  la  querella  de  despojo  ó  contra 
sus    pretensiones  para  impedir  que  se  le  qui- 
ten los  terrenos  que  ya  ha  pagado.  En  conse- 
cuencia, concluye  pidiendo  que,  en  definitiva, 
se  admita  su  demanda,  ampliada  en  este  es- 
crito y  desechar  la  reconvención.  Duplicando 
en  el  juicio  sobre  falsedad  de  la  querella  y  re- 
plicando y  contestando  la  reconvención  en  el 
juicio    acumulado  sobre  cobro  de  perjuicios, 
en  el  escrito  no  hace  sino  reforzar  los  argu- 
mentos de  sus  anteriores  presentaciones,  no 
aceptando  la  ampliación  de  la  demanda,  por- 
que, ajuicio  del  demandado,  no  tiene  pies  ni 
cabeza. 

Por  decreto,  se  ordenó  recibir  la  causa  á 
prueba,  rindiéndose  la  que  consta  de  autos  y 
á  que  se  refiere  el  certificado. 

Previos  los  alegatos  de  bien  probado,  la 
inspección  ocular  de  que  da  cuenta  el  acta,  se 
ordenó  citar  para  sentencia. 

1?  Considerando  que,  según  los  términos 
de  la  escritura,  "el  límite  sur  del  terreno  ven- 
dido es  el  cierro  de  alambre  que  lo  separa  del 
camino  de  Pan  de  Azúcar  y  de  los  terrenos  so- 
brantes marcados  en  el  número  3''  y  designa- 
dos con  las  letras  E,  D,  O,  N,  E,  en  el  plano 
que  corre  de  los  autos  de  partición  de  los  bie- 
nes del  primer  matrimonio  de  don  Mateo  Ri- 


vera 


»>. 


2^  Considerando  que,  atendidos  estos  tér- 
minos y  teniendo  á  la  vista  el  mencionado 
plano  que  en  el  calco  corre,  estos  límites  se 
refieren  á  la  parte  sureste  con  el  camino  á 
Pan  de  Azúcar   y   á  la  parte   suroeste  con 
los  terrenos  sobrantes  y  de  esta  manera  que- 
da bien  explicada  la  frase  última  á  que  se  re- 
fiere el  anterior  considerando  y  que,  por  con- 
siguiente, los  terrenos  sobrantes  no  fueron 
comprendidos  en  la  venta; 

3*^  Considerando  que,  según  la  misma  es- 
critura, el  límite  poniente  es  ambiguo,  dada 
su  redacción  fijándose  en  los  planos  y  croquis 
acompañados,  porque  en  la  parte  suroes- 
te que  se  dice  deslinda  el  fundo  ''Santa  Mar- 
garita" con  la  línea  férrea,  está  el  terreno  so- 
brante marcado  en  el  plano  con  las  letras  E, 
D,  O,  N,  E,  y  en  el  croquis  con  las  letras  e, 


c,  g,  f,  y  por  consiguiente,  no  puede  tener  ese 
deslinde  y  en  la  parte  noroeste,  pasado  la  lí- 
nea férrea  está  el  terreno  vegoso  y  en  el  cual 
están  las  zanjas  con  que  se  limita  en  la  escri- 
tura; 

4^  Considerando  que  las  partes  están  de 
acuerdo  en  lo  que  se  litiga  con  las  extensiones 
de  terreno,  cuyos  límites  y  especificaciones  se 
encuentran  claramente  señalados  en  el  acta 
que  de  la  inspección  ocular  se  levantó; 

5^  Considerando  que,  dado  lo  expuesto  en 
las  anteriores  consideraciones,  puede  estable- 
cerse por  presunciones  graves,  precisas  y  con- 
cordantes que  entre  vendedor  y  comprador 
no  hubo  acuerdo  respecto  á  la  extensión  del 
predio  vendido  por  lo  cual  la  venta  no  debe 
reputarse  perfecta; 

6^  Considerando  que  caando  el  predio  se 
vende  con  señalamiento  de  linderos,  estará 
obligado  el  vendedor  á  entregar  todo  lo  com- 
prendido en  ellos,  y  si  no  pudiese  ó  no  se  le 
exigiere,  podía  el  comprador,  á  su  arbitrio, 
aceptar  la  disminución  proporcional  del  pre- 
cio, ó  desistir  del  contrato;  y 

En  mérito  de  las  anteriores  consideraciones 
y  de  lo  preceptuado  en  los  artículos  1698, 
1712, 1801, 1832  inciso  2^  y  1833  inciso  2* 
del  Código  Civil,  se  declara,  sin  lugar  la  de- 
manda y  la  reconvención. 

Resérvanse  al  demandante  las  demás  accio- 
nes ó  derechos  á  que  se  refiere  el  consideran- 
do  6^  para  que  los  haga  valeren  la  forma  que 
viere  convenirle.— 5.  Muñoz  C. 

Coquimbo,  7  de  abril  de  1903.— Visto  y  te- 
niendo presente  que  por  auto  se  mandó  fallar 
puntos  omitidos  en  la  sentencia  y  que,  por 
consiguiente,  el  presente  fallo  no  es  sino  la 
continuación  ó  una  agregación  á  dicha  sen- 
tencia, se  estima  que  no  hay  razón  para  repe- 
tir la  parte  expositiva. 

Considerando  respecto  al  fondo  de  la  cues- 
tión ó  puntos  omitidos. 


Con  respecto  á  la  demanda  y  reconvención: 
1^  Que  no  se  han  suspendido  los  efectos  de 

la  sentencia  y  que,  por  consiguiente,  el  itífras^ 

crito  no  puede  modificarla; 
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2^  Que  en  dicha  sentencia  no  se  da  lugar  á 
la  demanda,  es  decir,  no  se  da  lugar  á  la  de- 
claración de  falsedad  6  improcedencia  de  la 
querella  á  que  dicha  demanda  se  reñere; 

3*^  Que  la  demanda  está  basada  en  que  di- 
cha querella  no  es  falsa,  es  decir,  se  funda  en 
la  sentencia  pasada  en  autoridad  de  cosa  juz- 
gada que  recayó  sobre  ella. 


II 


Considerando  respecto  á  la  petición  subsi- 
diaría contenida  en  el  escrito  y  mandada 
también  fallar  por  decreto  de  lalltma/^Corte, 

4P  Que  por  el  hecho  de  haberse  instaurado 
la  querella,  que  corre  agregada  á  los  autos,  y 
por  haber  contestado  la  presente  demanda  el 
vendedor  Gómez  entendió  vender  el  fundo 
"Santa  Margarita''  sin  incluir  en  la  venta  los 
terrenos  llamados  sobrantes; 

5^  Que  por  la  misma  tramitación  de  la  que- 
rella mencionada  y  por  haber  entablado  la  de- 
mandad comprador  Jorquera  entendió  lo  con- 
trario de  Gómez,  es  decir,  entendió  que  los 
terrenos  llamados  sobrantes  formaban  parte 
integrante  ó  estaban  incluidos  en  el  fundo 
comprado; 

6^  Que  lo  espuesto  está  demostrando  que 
tanto  el  vendedor  como  el  comprador,  no 
convinieron  en  la  cosa  vendida; 

7^  Que  por  el  comprador  se  ha  reclamado 
de  esta  falta  de  acuerdo  y  que  la  ampliación 
de  la  demanda  como  petición  subsidiaria, 
contenida  en  el  escrito,  fué  interpuesta  en 
tiempo  y  forma  y  no  ha  merecido  objeción  de 
la  contraria,  se  declara: 

1^  Que  ha  lugar  á  la  demanda  y  no  á  la 
reconvención; 

2^  Que  los  perjuicios  deben  ser  apreciados 
por  peritos  nombrados  por  las  partes  para 
cuyo  efecto  se  les  citará  á  comparendo  y,  en 
subsidio,  por  el  Juzgado  en  caso  de  desa- 
cuerdo; 

3^  Que  ha  lugar  á  la  petición  subsidiaria 
contenida  en  el  escrito  y,  en  consecuencia,  se 
declara  nula  la  escritura  de  venta  de  21  de 
noviembre  de  1899,  en  conformidad  á  los  ar- 
tículos 1801, 1681  y  1682  del  Código  Civil 
m^Pizarro  M, 


Apelada  esta  sentencia  por  ambos  litigan- 
tes en  las  partes  en  que  las  estiman  granosas, 
se  solicitó  en  segunda  instancia  por  don  Ma- 
tías Jorquera,  en  el  primer  otrosí  del  escrito, 
una  inspección  personal  que  habría  de  prac- 
ticarse por  uno  de  los  miembros  del  Tribunal 
de  Alzada  á  fin  de  determinar  con  precisión 
en  su  lado  poniente,  los  verdaderos  linderos 
del  predio  comprado  por  él  á  don  Esteban 
Gómez,  ya  que  los  considerandos  de  la  sen- 
tencia de  primera  instancia  demostraban  la 
paral ojización  que,  en  su  concepto,  había  sn* 
frido  el  Juez  en  este  punto. 

La  Corte  de  Apelaciones  de  La  Serena  orde- 
nó que  esa  petición  se  tuviera  presente  en  la 
vista  de  la  sentencia  y  sin  llevar  á  cabo  la  di- 
ligencia solicitada,  expidió  la  siguiente  sen- 
tencia: 

La  Serena,  24  de  agosto  de  1 903— Vistos: 
Reproduciendo  la  parte  expositiva  de  las  sen- 
tencias apeladas,  eliminando  los  consideran- 
dos S'?,  4^,  59  y  6'  de  la  sentencia  de  28  de  ju- 
nio de  1902,  y  considerandos  6^  i  7^  déla 
complementaría  de  7  de  abríl  último,  y  tenien- 
do además  presente. 

Que  en  las  diversas  escríturas  que  corren  en 
autos,  todas  ellas  hacen  distinción  entre  el 
fundo  "Santa  Margaríta"  y  terrenos  sobran- 
tes, viniendo  por  consiguiente  á  predsar,  y 
sin  lugar  á  duda,  los  deslindes  del  fundo  ren- 
dido y  en  litigio; 

Que,  en  consecuencia,  en  la  escrítura  de  com- 
pra venta,  el  vendedor  y  comprador  han  con- 
venido en  la  cosa  vendida; 

Que,  á  mayor  abundamiento,  el  arrendata- 
rio del  fundo  "Santa  Margaríta",  don  Igna- 
cio Guerra,  declarando,  expone:  no  ser  uno 
mismo  el  fundo  mencionado  "Santa  Margari- 
ta" eon  la  hijuela  "Terrenos  Sobrantes"yq« 
al  hacer  entrega  de  dichos  fundos  á  don  Ma- 
tías Jorquera,  lo  hizo  tan  solo  del  denomina- 
do "Santa  Margarita"  y  no  de  "Terrenos  So- 
brantes"que  se  lo  entregó  á  don  Esteban  Go- 
mes; 

Que  don  Matías  Jorquera  en  su  escrito  de 
réplica,  conñesa  que  su  abogado  fué  quien  re- 
dactó la  escritura  de  compraventa,  por  lo 
que,  según  el  inciso  2^  del  artículo  1566  del 
Código  Civil  debe  intei*pretarse  en  sn  contri 
cualquiera  cláusula  dudosa  del  contrato; 
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Que,  asiniismo,  son  bien  claros  los  deslindes 
desimanados  en  la  escritura  por  la  parte  po- 
niente; habiendo  además  don  Esteban  Gómez 
probado  con  las  declaraciones  de  cinco  testi- 
gos, al  tenor  del  interrogatorio  que  existían 
zanjas  al  costado  de  la  línea  del  ferrocarril,  las 
que  dividen  los  terrenos  entre  ellas  y  la  ribera 
del  mar;   . 

Que  dadas  las  consideraciones  precedentes, 
no  tiene  razón  de  ser  la  reserva  de  acciones  ó 
derechos  hecha  al  demandante  en  la  senten- 
cia; y 

Visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  1698, 
1801  y  1833  del  Código  Civil,  se  confirman 
las  sentencias  apeladas,  en  cuanto  no  dan  lu- 
gar á  la  demanda  sobre  falsedad  de  querella, 
á  la  entrega  de  los  terrenos  sobrantes  y  á  la  * 
reconvención  j  en  cuanto  da  lugar  á  la  de- 
manda de  perjuicios,  los  que  se  avaluarán  en 
conformidad  á  lo  resuelto  en  la  declaración 
segunda,  se  revocan  en  lo  demás  y  se  declara: 
Que  no  ha  lugar  á  la  petición  subsidiaria, 
sobre  invalidez  de  la  escritura  de  compraven- 
ta; y 

Que  se  acepta  la  reconvención  deducida  por 
don  Esteban  Gómez,  sobre  entrega  de  los  te- 
rrenos en  ella  indicados. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Presiden- 
te Carvallo,  que  estuvo  por  la  confirmatoria 
délas  sentencias  apeladas  de  28  de  junio  de 
1902  y  de  7  de  abril  último,  con  costas  del  re- 
curso. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  don  Eduar- 
do Gómez  Herreros.— x\/.  Carvallo,— Eduardo 
Gómez  Herreros Daniel  Cádiz. 

Contra  esta  sentencia  anunció  Jorquera  los 
recursos  de  casación  en  la  forma  y  en  el  fondo, 
y  formalizando  el  primero  expuso  en  el  escrito 
que  en  el  fallo  recurrido  se  había  omitido  la 
enunciación  breve  de  las  peticiones  deducidas 
por  su  parte  en  la  segunda  instancia,  pues  no 
se  había  hecho  referencia  ni  recuerdo  alguno 
sobre  su  solicitud,  relativa  á  la  inspección  per- 
sonal allí  pedida,  infringiéndose  así  el  inciso  2^ 
del  artículo  193  del  Código  de  Procedimiento 
Civil. 

Agregó,  además,  el  recurrente  como  otra 
causal  de  nulidad,  la  circunstancia  de  no  ha- 
berse proveído  ni  menos  resuelto  la  indicada 


solicitud,  puesto  que  el  Tribunal  la  agregó  á 
los  autos  con  el  decreto  de  "téngase  presente 
para  la  vista  de  la  causa,"  y  en  la  vista  hizo 
caso  omiso  de  ella,  con  lo  que  se  infringió  el 
artículo  445  del  Código  más  arriba  citado  y 
se  dejó  indefensa  á  su  parte,  toda  vez  que  con 
la  inspección  solicitada  se  habría  esclarecido 
completamente  su  derecho,  poniéndose  en  evi- 
dencia los  linderos  cuya  indeterminalidad  era 
la  base  del  juicio.  Esta  omisión  colocó  tam- 
bién al  Tribunal,  á  juicio  de  Jorquera,  en  la 
imposibilidad  de  tomar  cabal  conocimiento 
de  los  linderos,  materia  esencial  del  pleito. 

La  Corte: 

Con  lo  relacionado  y  teniendo  presente: 

1^  Que  la  inspección  personal  solicitada  por 
Jorquera  en  segunda  instancia  constituía  una 
simple  diligencia  probatoria,  de  libre  acepta- 
ción para  el  Tribunal  de  Alzada,  y  no  impor- 
tando, en  consecuencia,  dicho  trámite,  acción 
ó  petición  sustancial  deducida  por  el  deman- 
dante, ó  excepción  alegada  por  el  demandado 
sobre  los  cuales  debiera  versar  la  sentencia, 
no  era  legal  mente  necesario  que  la  Corte  de 
la  Serena  hiciera  mención  expresa  de  esa  soli- 
citud en  el  fallo  que  motiva  este  recurso; 

2^  Que  tampoco  era  necesario  que  el  Tribu- 
nal de  Alzada  se  pronunciara  inmediatamente 
sobre  la  referida  solicitud  de  inspección  ocular 
sin  que  le  diera  la  tramitación  especial  de  un 
incidente,  ya  que  el  recurrente  no  la  formuló 
como  cuestión  previa  ó  accesoria,  ni  reclamó 
de  la  providencia  que  mandó  tenerla  presente 
en  la  vista  de  la  causa;  y 

3*^  Que,  á  mayor  abundamiento,  de  los  con- 
siderandos de  la sentenciarecurriday  especial- 
mente de  los  dos  primeros  y  del  final,  se  des- 
prende que  la  Corte  de  la  Serena  tomó  en 
cuenta  la  referida  solicitud  y  no  decretó,  por 
estimar  innecesaria  la  inspección  personal  de 
que  se  trata. 

Por  estos  fundamentos  y  visto  además  lo 
dispuesto  por  los  artículos  166,  941,946,  960 
y  970  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se 
declara  sin  lugar,  con  costas,  el  recurso  de  ca- 
sación en  la  forma  á  que  se  refiere  el  escrito. 

Queda  aplicada  al  Fisco  la  parte  correspon- 
diente de  la  cantidad  consignada. 
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Redactada  por  el  señor  Ministro  Fóster  Re- 
cabarren Gabriel  Gaete Galvaríno  Gallar- 
do  V.  Aguirre  V.^E  Fóster  Recabarren, 

Y  en  el  recurso  de  casación  en  el  fondo: 

Este  último  recurso  se  ha  tramitado  en  re- 
beldía de  Jorquera,  que  no  ha  comparecido  á 
fundarla,  pero  en  el  esaito  en  que  lo  formalizó 
ante  la  Corte  de  Apelaciones  de  la  Serena,  ha- 
bía presentado  como  infracciones  de  ley  co- 
metidos en  el  fallo  recurrido,  las  siguientes: 

1'  En  cuanto  no  da  lugar  á  la  petición  de 
que  se  declare  falsa  la  querella  de  despojo  en- 
tablada por  Gómez  contra  Jorquera,  siendo 
que  el  último  acredita  este  punto  con  los  tes- 
tigos que  deponen  al  tenor  del  interrogatorio, 
especialmente  al  contestar  la  articulación  11^ 
testigos  superiores  en  número  á  los  de  la  con- 
traria; de  manera  que  el  Iltmo.  Tribunal  no 
ha  podido  tener  motivo  para  considerar  más 
conforme  á  la  verdad  la  prueba  de  Gómez 
sobre  este  particular.  Ha  infringido  con  esto 
la  lltma.  Corte  el  artículo  431  del  Código  de 
Procedimiento  Civil; 

2^  En  cuanto  no  da  lugar  á  la  petición  sub- 
sidiaria de  la  demanda,  sobre  que  se  declare 
nula  y  sin  valor  la  escritura  de  compraventa 
que  da 'origen  al  juicio,  por  no  haber  conveni- 
do los  contratantes  en  la  cosa  vendida;  pues 
uno  entendió  comprar  los  terrenos  llamados 
sobrantes  y  el  otro  que  no  entraban  en  la  ven- 
ta. Esta  cuestión  se  encuentra  claramente  de- 
mostrada en  los  autos  y  al  no  aceptarla  la 
lltma.  Corte  ha  infringido  los  artículos  1801, 
y  1681  del  Código  Civil; 

3*?  Y  principalmente  en  cuanto  interpreta  el 
contrato  de  compraventa  contra  su  tenor 
literal  é  intención  de  los  contratantes;  pues, 
según  ese  tenor,  los  terrenos  llamados  sobran- 
tes entraron  en  la  venta;  porque  se  encuen- 
tran comprendidos  dentro  de  los  linderos  que 
se  asignan  al  fundo  '*Santa  Margarita"  por  el 
lado  poniente,  y  la  lltma.  Corte  contra  ese 
tenor  é  intención,  ha  resuelto  que  no  entra- 
ron en  la  venta.  Ha  infringido  con  esto  los 
artíatlos  1 560, 1564  y  1833  del  Código  Civil. 

En  rebeldía  del  recurrente  se  pasó  el  expe- 
diente al  Ministro  á  quien  correspondió  dic- 
taminar en  el  recurso. 

Oído  dicho  señor  Ministro,  y  considerando 
respecto  del  primer  motivo  de  la  casación: 


1^  Que  del  contexto  y  del  espíritu  de  las  re- 
glas y  disposiciones  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil  relativas  al  recurso  de  casación 
se  desprende  que  no  puede  aducirse  como  ca- 
pítulo de  este  recurso,  la  infracción  de  leyes 
que  no  se  hallaban  en  rigor  y  observancia  al 
tiempo  de  pronunciarse  la  sentencia  qne  se 
pretende  invalidar,  siempre  que  dichas  leyes 
no  tengan  efecto  retroactivo; 

2^  Que  la  prueba  traída  por  las  partes  al 
litigio  se  rindió  el  año  1901,  esto  es,  antes  áú 
1'  de  Marzo  de  1903,  fecha  en  que  según  la 
ley  de  promulgación  del  Código  de  Procedr 
miento  Civil,  empezó  á  regir  este  Código; 

3*^  Que,  en  virtud  de  lo  que  precede,  carece  de 
aplicación  el  artículo  431  de  dicho  Código, 
en  que  se  apoya  esta  causal  del  recurso,  por 
cuanto  el  Tribunal  sentenciador  no  ha  podido 
apreciar  la  prueba  con  arreglo  á  esc  artículo 
sino  conforme  á  las  leyes  que,  concernientes  á 
ese  punto,  se  hallaban  entonces  vigentes;  y 

4^  Que  aun  discurriendo  en  el  concepto  qnc 
el  mencionado  artículo  431,  haya  estado  en 
vigor  en  aquella  época,  no  procedería  por  eso 
el  quebrantamiento  de  la  regla  que  él  estable- 
ce, porque  la  ley  defiere  privativamente  á  los 
tribunales  que  fallan  en  la  causa  el  examen  y 
apreciación  de  las  pruebas,  en  orden  á  esta- 
blecer los  hechos  del  proceso,  apreciación  j 
examen  á  que  este  Tribunal  Supremo  debe  ri- 
gurosamente atenerse,  según  los  artículos  96S 
y  977  del  citado  Código  de  Procedimiento. 

Considerando  respecto  del  segundo  motivo 
del  recurso,  fundado  en  la  contravenaón  de 
los  artículos  1801  á  1681  del  Código  Civil. 

1^  Que  la  Corte  de  Apelaciones  de  la  Sereca 
calificando  los  antecedentes  del  proceso,  ha 
declarado  que  las  partes  contratantes  convi- 
nieron en  la  cosa  objeto  de  la  compraventa;  v 
como  consecuencia  legal  de  ello,  que  ha  existi- 
do verdadera  y  completa  traslación  del  domi- 
nio del  fundo  "Santa  Margarita"  con  exclu- 
sión de  los  terrenos  conocidos  con  el  nombre 
de  sobrantes,  que  no  considera  comprendidos 
en  el  contrato; 

2^  Que  esta  declaración,  basada  en  hechos 
competentemente  calificados  por  el  Tribu- 
nal Superior,  no  contraviene  á'Jlo  dispues- 
to por  el  artículo  1801  del  Código  Civil' 
que  estatuye  que  la  venta  se  reputa  perfecta 
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desde  que  las  partes  han  convenido  en  la  cosa 
y  en  el  precio,  salva  las  excepciones  que  el  mis- 
mo artículo  consigna;  y 

3^  Que  tampoco  puede  reputarse  infringido 
el  artículo  1681  del  referido  Código  Civil  que 
define  y  clasifica  en  una  forma  abstracta  y  ge- 
neral la  nulidad  de  los  actos  y  contratos, 
porque,  además  de  no  aludirse  á  precepto  al- 
guno de  aplicación  concreta  al  caso  del  recur- 
so, no  se  expresa  el  contenido  de  ese  artículo 
en  el  escrito  de  foimalización,  único  presenta- 
do por  el  recurrente,  ni  aun  se  hace  leve  refe- 
rencia á  lo  dispositivo  de  dicha  ley,  ni  al  con- 
cepto bajo  el  cual  se  la  supone  violada;  cir- 
cunstancias que,  según  los  artículos,  945,  950 
955  y  953  del  expresado  Código  de  Procedi- 
miento   Civil,    son  jurídicamente    necesarias 
para  la  interpretación  ritual  y  consiguiente 
admisión  del  recurso. 
Considerando  respecto  del  tercer  capítulo: 
1*^  Que  la  razón  fundamental  de  este  moti- 
vo del  recurso,  ó  sea  la  trasgresión  de  los  ar- 
tículos 1560, 1564  y  1833  que  se  invoca  en  su 
apoyo,  la  hace  convertir  el  recurso  en  que  el 
Tribuna]  de  Apelaciones  da  una   intepreta- 
ción  errada  al  contrato  de  compraventa,  con- 
trariando el  tenor  litera]  de  sus  estipulaciones 
y  la  intención  de  las  partes  contrayentes;  pues 
los  terrenos  denominados  sobrantes,  fueron 
vendidos  con  el  fundo  *'Santa  Margarita"  en 
razón  de  hallarse  d<;ntro  de  los  linderos  que, 
por  el  lado  poniente,  asigna  el  contrato  al  úl- 
timo de  los  predios  rurales  indicados; 

2^  Que,  para  resolver  este  punto  del  recurso, 
no  es  posible  prescindir  de  que,  al  contrario 
de  lo  que  el  recurrente  sostiene,  consta  que  los 
terrenos    denominados  sobrantes  no  fueron 
comprendidos  en  la  venta  del  fundo  ''Santa 
Margarita",  puesto  que  así  lo  establece   el 
Tribunal  Superior  y  aduce  como  fundamento 
de  una  de  las  declaraciones  de  la  sentencia  im- 
pugnada. 

3'  Que,  cuando  como  en  este  caso,  el  recurso 
de  casación  en  el  fondo,  se  apoya  en  la  equivo- 
cada apreciación  de  los  hechos  más  que  en  la 
errónea  aplicación  del  derecho,  es  indispensa- 
ble demostrar  que  al  hacer  tal  apreciación  se 
han  violado  las  leyes  reguladoras  del  peso  y 
valorización  de  las  pruebas  y  citar,  además, 
en  una  forma  concreta  y  específica,  los  precep- 


tos legales  quebrantados,  porque  la  casación 
únicamente  procede  en  virtud  de  ley  infringida 
y  debidamente  citada; 

4*^  Que  resulta  en  sentido  negativo  á  los 
intereses  del  demandante  en  cuestión  áque  los 
considerandos  precedentes  se  refieren,  ejerci- 
tando el  Tribunal  a  quo  pa^a  ello  las  faculta- 
des que  le  corresponden  para  calificar  los  he- 
chos del  proceso,  sin  que  contra  esa  califica- 
ción se  haya  comprobado  infracción  legal, 
no  se  han  infringido  las  reglas  de  derecho  que 
acerca  de  la  interpretación  de  los  contratos 
fijan  los  artículos  1560  y  1564  del  Código 
Civil;  . 

5^  Que,  por  último,  la  sentencia  que  se  recu- 
rre de  casación,  lejos  de  contravenir  el  ar- 
tículo 1833,  que  dispone  que  si  el  predio  se 
vende  con  señalamiento  de  linderos  estará 
obligado  el  vendedor  á  entregar  todo  lo  com- 
prendido en  ellos,  se  ajusta  en  sus  términos  y 
decisiones  á  lo  dispositivo  de  este  precepto  y 
á  las  leyes  que  conciernen  á  la  decisión  de  las 
demandas  principales  y  reconvencionales  en- 
tabladas por  uno  y  otro  litigantes. 

Con  arreglo  á  estas  consideraciones,  á  los 
preceptos  legales  que  en  ellos  se  citan  y  á  )o 
dispuesto  por  los  artículos  940,  960  y  979 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  declara 
que  no  ha  lugar  al  recurso  de  casación  en  el 
fondo,  interpuesto  contra  la  sentencia  de  24 
de  agosto  de  1903,  por  don  Esteban  Gómez 
Barrera,  á  quien  se  condena  en  las  costas  y  en 
la  pérdida  á  beneficio  fiscal  de  la  cantidad  con- 
signada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Rodríguez. 
—  V.  Aguirre  V, -^Leopoldo  Urrutia. — Galvari- 
no  Gallardo,— Gabtiel  Gaete. ^Leoncio  Rod^i* 
guez Ca  ríos  Va  ras.  —A  bel  Saa  vedra . 
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Apelación.— 2  de  diciembre  de  1905 
i  17  de  marzo  de  1906 

Valenzuela  con  Vaccaro 

Casaolón;  formalizaolón;  plazo  fatal. 
—Apelación;  deserción 

Doctrina:— La  apelación  del  auto  de 
la  Corte  de  Apelaciones  que  declara  inad- 
misible el  recurso  de  casación,  no  puede 
declararse  desierta^  porque  el  recurso  de 
casación  debe  tramitarse  y  fallarse  sin 
esperar  la  comparecencia  de  las  partes. 

Es  inadmisible  el  recurso  que  se  forma- 
liza fuera  de  término. 


Habiéndose  formalizado  el  recurso  de  ca- 
sación fuera  de  término,  de  conformidad  con 
lo  dispuesto  en  el  artículo  943  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  se  declara  sin  lugar 
dicho  recurso  y  se  aplica  á  beneficio  fiscal  la 
cuarta  parte  de  la  suma  de  la  cantidad  con- 
signada.— /.  B.  Herrera.  —  A.  Montero.— 
F.  ürrutia. 

Santiago,  2  de  diciembre  de  1905. — Tenien- 
do presente  que  la  apelación  de  que  se  trata 
ha  incidido  en  un  recurso  de  casación  ó  que, 
según  el  artículo  955  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  debe  tramitarse  y  fallarse  sin 
esperar  la  comparecencia  de  las  partes,  no  ha 
lugar  á  la  deserción  solicitada  y  rija  el  decre- 
to de  autos  sobre  la  apelación  pendiente. 

Acordada  contra  el  voto  de  los  señores  Mi- 
nistros Urrutia,  Gallardo  y  Fóster,  quienes 
opinaron  que  tienen  que  resolvérsela  deser- 
ción por  tratarse  de  una  simple  apelación 
que  debe  regirse  por  las  reglas  generales  de 
este  recurso,  no  sólo  en  lo  relativo  á  los  pla- 
zos para  interponerlo,  en  el  modo  y  forma  de 
reclamarlo  de  hecho  ante  el  Tribunal  superior^ 
si  fíiere denegado;  sino  también  en  todo  aque- 
llo en  que  no  se  encuentren  modificadas  di- 
chas reglas  por  las  especiales  de  la  casación.— 
V.  Aguirre  V. "Leopoldo  ürrutia.— J.  Gabriel 
Palma   Guzmán.-^Galvarino  Gallardo.^Ga* 


briel  Gaete.-- Leoncio  Rodrígaez.^Abel  Sai- 
vcdra,—E.  Fóster  Recabarren.—J.  Bcntah. 

Santiago,  17  de  marzo  de  1906.-Yistos:  se 
confirma  la  resolución  apelada  de  31  de  mayo 
de  1905,  con  costas  del  recurso. -Leonw 
Rodríguez,  — Leopoldo  Urrutia. —J.  O&bái 
Palma  Guzmán.^V.  Aguirre  V.^Carhs  Va 
ras.^E.  Fóster  Recabarren.—A.  VcriaraAl- 
baño. 


Cas,  en  la  forma.^4  de  agosto  de  1905 
Correa  de  Irarrázaval  con  Ramos 

Oposición  á  Inscripción.  —Merced  de 
aguas.  -  Acueducto.  —  Servidumbre 
extingruida.  —  Aguas  que  nacen  y 
mueren  en  una  heredad.— Testigos 

tachas. 

Doctrina:  -  Se  adquiere  por  prescrip- 
ción el  uso  y  goce  de  las  aguas  que  sos 
conducidas  por  un  canal  artiñcial  coís- 
truido  á  expensa  ajena;  j  queda  pote- 
te mismo  hecho  establecida  la  serviduB- 
bre  de  acueducto  en  los  terrenos  ocir/tó 
dos  por  dicho  canal  y  pot  las  bocB- 
tomas. 

Este  derecho  puede  ser  inscrito.  Ao 
procede  el  recurso  de  casación  contra  h 
sentencia  de  segunda  instancia  que  seü- 
mita  á  conñrmar  la  de  primera,  por  n- 
cios  ó  defectos  que,  caso  de  existir,  afec- 
tan á  éste  y  no  fueron  reclamados  en 
forma,  ejercitando  oportunamente  v  ce 
todos  sus  grados  los  recursos  estableci- 
dos por  la  ley. 
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Hn  el  juicio  seguido  por  doña  Isabel  Correa 
V.  de  Ira.rrázaval,  como  curadora  general  de 
BUS    menores  hijos  don  Arturo,  don  Sergio  y 
doña.  Oizelalrarrázaval  Correa  con  don  Fran- 
cisco de  Borja  Ramos,  para  que  se  declarase 
que  este  último  no  tenía  derecho  á  inscribir  en 
el  Registro  del  Conservador  una  solicitud  en 
que  expone  "que  está  en  quieta,  pacífica  y  no 
interrumpida  posesión  del  canal  llamado  del 
••Tránsito"  queriega  los  fundos  "La  Aguada" 
y  •*E1  Peral", con  dominio  en  lasaguasdel  río 
de  I  lia.  peí  y  del  estero  de  Suco,  cuya  bocato- 
ma, está  ubicada  en  la  hacienda  de  "Illapcl" 
ni  tenía    tampoco  derecho  á  hacer  uso  de  las 
mencionadas  aguas  del  río  de  Illapel  y  del  es- 
tero de  Suco,  en  perjuicio  de  los  derechos  pre- 
ferentes que  á  esas  aguas  tiene  la  "Hacienda 
de  Illapel",  se  reconvino  por  parte  del  deman- 
dado y  pidió  se  declarase:  1^  que  la  inscrip- 
ción de   la  solicitud  de  2  de  noviembre  debe 
IWvarse  á  efecto;  2^  que  la  hacienda  de  Illa- 
pel  debe  reconocer  la  servidumbre  de  acue- 
ducto constituida  con  el  canal  del  "Tránsito" 
á  favor  de  las  haciendas  "La  Aguada"  y  "El 
Peral;  3^  que  el  mencionado  canal  del"Trán' 
sito"  tiene  derecho  á  las  aguas  del  río  Illapel 
y  del  estero  de  Suco,  sin  perjuicio  de  los  dere- 
chos preferentes  que  la   demandante  6  sus 
antecesores  hubiesen  constituido  con  antela- 
ción al  canal  del  "Tránsito." 
El  Juzgado  dictó  la  siguiente  sentencia: 
Illapel,  noviembre  20  de  1903.— Vistos:  Don 
Andrés  Montes  V.  por  la  señora  doña  Isabel 
Correa  v.  de  Irarrázaval,  como  curadora  ge- 
neral de  sus  menores  hijos  don  Arturo,  don 
Sergio  y  doña   Gizela    Irarrázaval    Correa, 
dice:  que  en  uno  de  los  periódicos  de  esta  ciu- 
dad aparece  publicándose  una  solicitud  de 
don  Francisco  de  Borja  Ramos,  que  hace  al 
Kotario  Conservador,  en  la  que  le  pide  que 
inscriba  en  el  Registro  del  Conservador  la  re- 
'      ícrida  solicitud. 

Que  en  ella  expone  el  señor  Ramos  que  está 
{  en  quieta,  apacible  y  no  interrumpida  pose- 
sión del  canal  llamado  "E.l  Tránsito",  que 
riega  los  fundos  "La  Aguada"  y  "El  Peral", 
con  dominio  en  las  aguas  del  río  Illapel  y  del 
estero  de  Suco,  cuya  bocatoma  está  ubicada 
en  la  hacienda  de  Illapel. 


Que  como  la  inscripción  que  Ramos  trata 
de  hacer  de  la  solicitud  aludida,  es  indebida  é 
injusta,  viene  en  oponer  á  tal  petición,  á  nom- 
bre de  la  señora  Correa,  por  los  fundamentos 
siguientes:  que  Ramos  carece  de  títulos  ins- 
critos que  acredite  la  propiedad^en  dicho  ca- 
nal, por  lo  que  no  tiene  derecho  al  canal  que 
está  dentro  de  los  límites  de  la  ha^enda  de 
Illapel,  y  que  si  alguna  vez  los  obtuvo  á  cual- 
quier título,  esos  derechos  prescribieron  por 
el  lapso  de  tiempo  de  más  de  treinta  años. 

Que  sise  pretenden  derechos  á  construir  bo- 
catomas, ya  sea  en  el  río  de  Illapel,  6  en  el  es- 
tero de  Suco,  tampoco  Ramos  puede  exigir  ó 
imponer  gravámenes  ó  servidumbres  que  fue- 
ron abandonadas  y  perdidas  por  los  antece- 
sores ó  propietarios  del  canal  del  "Tránsito." 
Termina  diciendo  que  se  opone  á  que  se  ins- 
criba en  el  Registro  del  Conservador  de  Bie- 
nes Raíces  de  esta  ciudad  la  solicitud  hecha 
al  Notarío  Conservador  de  este  departamen- 
to fechada  en  2  de  noviembre  del  año  de  1900, 
por  no  tener  derecho  el  citado  Ramos,  ni 
para  hacer  tampoco  uso  de  las  aguas  del  río 
Illapel  y  del  estero  de  Suco,  en  perjuicio  de 
los  derechos  preferentes  que  á  esas  aguas  tie- 
ne la  hacienda  de  Illapel. 

Se  comunicó  traslado  de  la  demanda  á  don 
Francisco  de  Borja  Ramos,  quien,  contestan- 
do y  reconviniendo,  dice:  que  la  demandante 
no  ha  revestido  su  demanda  de  níngún^título 
que  la  justifique; 

Que  la  demandante  instaura  la  prescripción 
extraordinaria,  y  la  pérdida  ó  abandono  de 
la  servidumbre  del  canal  del  "Tránsito"; 

Que  el  canal  del  "Tránsito"  preexistía  á  la 
creación  del  Registro  Conservador,  pues  fué 
labrado  por  don  José  Félix  Escobar,  en  com- 
pañía de  Gatica  Hermanos,  antes  de  la  pro- 
mulgación del  Código  Civil; 

Que  los  derechos  de  "La  Aguada"  y  **E1  Pe- 
ral" en  esas  aguas  y  en  el  acueducto  se  deri- 
van del  contrato  celebrado  por  el  constructor 
del  acueducto  don  José  Félix  Escobar  con  la 
Municipalidad  de  Illapel  y  de  la  aprobación 
del  Supremo  Gobierno.  Si  este  título  no  es 
bastante    para   constituir    los    derechos    de 
aguas  del  canal  del  "Tránsito"  habilitó  á  sus 
adquirentes  para  poder  ganar  porprescnp- 
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ción  el  uso  y  goce  de  dichas  aguas  y  para 
construir  bocatoma  en  las  riberas  del  río 
Illapel  y  del  estero  de  Suco; 

Que,  con  respecto  al  acueducto,  sus  antece- 
sores adquerieron  la  propiedad  de  los  terre- 
nos municipales  surcados  por  el  canal  á  vir- 
tud del  contrato  aludido;  y 

Que  en  los  terrenos  de  la  hacienda  de  Illapel 
de  la  trayectoria  del  acueducto  del  "Transi- 
to" se  constituyó  una  servidumbre  legal  que 
no  ha  perdido  ni  abandonado  y  que  adqui- 
rirá por  prescripción. 

Termina  pidiendo  que  la  inscripción  de  la 
solicitud  de  2  de  noviembre  debe  llevarse  á 
efecto;  que  la  hacienda  de  Illapel  debe  reco- 
nocer la  servidumbre  de  acueducto  consti- 
tuida con  el  canal  del  **Tránsito"  á  favor  de 
las  haciendas  "La  Aguada*'  y  '*E1  Peral",  y 
que  el  canal  del  "Tránsito"  tiene  derecho  á 
las  aguas  del  río  Illapel  y  del  estero  de  Suco, 
sin  perjuicio  de  los  derechos  preferentes  que  la 
demandante  ó  sus  antecesores  hubieren  cons- 
tituido con  anticipación  al  canal  ya  citado. 

Replicando  y  contestando  la  reconvención, 
don  Nicolás  Corail,  por  la  demandante,  dice 
que  se  acepte  la  demanda  y  se  deseche  la  re- 
convención, con  costas,  en  mérito  de  lo  si- 
guiente: 

Que  los  títulos  que  presenta  el  demandado 
no  le  dan  derecho  para  sacar  el  agua  del  río 
Illapel,  labrando  ó  construyendo  un  acueduc- 
to habilitando  así  el  canal  del  Tránsito; 

Que,  como  aparece.  Ramos  presentó  la  es- 
critura de  cesión  que  la  Ilustre  Municipali- 
dad de  esta  ciudad  otorgó  á  favor  de  don 
José  Félix  Escobar,  concediéndole  hacer  un 
canal  cuyo  acueducto  saliese  más  arriba  del 
frente  de  las  casas  de  la  hacienda  de  Illapel  y 
lo  pasase  por  el  llano  y  falda  de  terrenos  eria- 
zos para  la  pai:te  norte  de  la  población  de 
Illapel,  como  asimismo  por  la  quebrada  de  la 
Aguada; 

Que  todos  estos  derechos  los  vendió  don 
Félix  Escobar  á  don  Rafael  Gatica. 

Que,  en  posesión  del  canal,  Gatica  regó  una 
parte  del  fundo  "La  Aguada"  y  todo  el  "Pe- 
ral", y  como  estas  propiedades  han  ido  pasan- 
de  mano  en  mano  hasta  llegar  a  poder  de 
don  Francisco  de  Borja  Ramos,  pretende  és- 
te tener  derecho  á  dichas  aguas. 


Que  es  efectivo  que  las  cosas  se  ganan  por 
la  prescripción  del  tiempo,  como  también  e$ 
cierto  que  se  pierden,  cuando  esos  derechos  se 
abandonan  y  no  se  recuperan; 

Que  Escobar  para  labrar  el  canal  del  Trán- 
sito adquirió  la  posesión  del  acueducto  ó  bi> 
catoma  en  el  punto  que  indica,  sacando  po: 
ahí  las  aguas  para  regarlos  terrenos  en  cues- 
tión; pero  que  la  bocatoma  se  destnijó  to- 
talmente por  una  crece  del  río; 

Que  desde  entonces,  que  hará  más  ó  meóos 
veinte  ó  treinta  años,  los  antiguos  dueños 
dejaron  de  hacer  uso  de  las  a^uas  y  el  canal 
quedó  completamente  seco  y  abandonado; 

Que  de  esto  se  desprende  que,  no  habiéndo- 
se hecho  uso  de  las  aguas  que  se  condoda: 
por  el  canal,  se  extinguió  la  servidambrea 
conformidad  al  número  5^  del  artículo  SS5 
del  Código  Civil; 

Que  este  lapso  de  tiempo  ha  trascarriác 
con  exceso,  por  lo  que  Ramos  no  tiene  dert* 
cho  á  exigir  que  el  propietario  de  la  hacien- 
da de  Illapel  siga  permitiendo  que  las  aguá< 
de  dicho  río  se  saquen  por  la  bocatoma  <\zt 
quedó  abandonada;  y  que  esas  aguas  voi rie- 
ron á  ser  propiedad  de  la  hacienda  citada, 
quedando  en  consecuencia  el  terreno  qae  ocu- 
paba el  acueducto,  ipso-facto  de  dominio  de 
su  representada; 

Que  las  aguas  del  estero  de  Suco  son  c; 
propiedad  de  la  hacienda  de  Illapel,  porque 
nacen  y  mueren  dentro  de  los  límites  de  dich: 
fundo  y  por  consiguiente  le  es  aplicable  el  ia- 
ciso  2^  del  artículo  595  del  Código  Civil: 

Que,  en  lo  tocante  á  la  reconvención,  no  ^;^ 
rece  contestación  porque  ella  es  materia  de  Ii 
demanda; 

Que  la  preferencia  que  implícitamente  reco- 
ce el  demandado,  por  la  antigüedad  de  i^ 
canales  de  la  hacienda  de  Illapel,  la  alegí 
sea  en  títulos  antiguos  ó  en  la  prescnpctón 
extraordinaria; 

Finalmente,  que  Ramos  no  tiene  dercciic 
para  que  se  le  reconozca  la  servidumbre  que 
solicita  porque  carece  de  títulos,  ó  sea  merced 
de  aguas. 

Duplicando,  el  señor  Ramos,  expresa:  qoe 
en  definitiva  se  dé  lugar  á  la  reconvención; 

Que  el  contendor  ha  aseverado  estos  he- 
chos, que  el  contratcmte  con  la  Ilustre  Moni- 
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cipalidad  de  Illapel  don  José  Félix  Escobar, 
cumplió  con  el  compromiso  de  labrar  el  canal 
del  "Tránsito";  que  ese  acueducto  ocupó  te- 
rrenos de  la  hacienda  de  Illapel;  y  que  el  ad- 
quirente  de  los  derechos  de  Escobar,  en  pose- 
sión del  canal  regó  una  parte  del  fundo  **La 
Aguada  y  todo  el  "Peral"; 

Que  en  la  compraventa  de  sus  predios  cita- 
dos y  en  las  adquierencias  de  sus  antecesores 
se  comprenden  las  servidumbres,  los  usos  y 
otros  derechos  constituidos  por  sus  anteceso- 
res y  especialmente  el  canal  del  'Tránsito" 
con  sus  derechos  de  aguas  del  río  Illapel  y  del 
estero  de  "Suco".  Que,  en  efecto,  siendo  due- 
ño de  este  acueducto  dentro  de  dichos  pre- 
dios ha  poseído  á  la  vez  la  servidumbre  de 
acueducto  en  el  predio  sirviente  de  la  hacienda 
de  Illapel,  porque  las  servidumbres  son  irres- 
ponsables del  predio  á  que  pertenecen; 

Que  si  los  fundos  "La  Aguada"  y  "El  Pe- 
ral" se  riegan  con  aguas  del  canal  del  "Tránsi- 
to", sus  dueños  han  poseído  las  aguas  del  río 
Illapel  y  del  estero  Suco  y  poseen  también  la 
servidumbre  constituida  por  dicho  canal  en  el 
predio  sirviente,  hacienda  de  Illapel,  en  bene- 
ficio de  los  predios  dominantes  "Aguada"  y 
"El  Peral"; 

Que  las  aguas  del  estero  de  Suco  no  son  ver- 
tientes del  dominio  de  la  hacienda  de  Illa- 
pel, sino  corrientes  que  ocupan  un  cauce  natu- 
ral hasta  desembocar  en  el  río  Illapel; 

Que  de  esas  aguas  se  dotan  los  canales  ^^el 
Tránsito  y  el  canal  de  la  población  de  Illa- 
pel, vaciando  su  sobrante  al  río  Illapel,  por- 
que la   hacienda  de  Illapel  no  las  aprovecha. 
Agrega:   "La  servidumbre   de   acueducto   es 
legal  y  se  adquiere  por  el  ministerio  de  la  ley 
civil  labrado  el  acueducto,  sin  que  obste  á  la 
adquisición    de   la   servidumbre    voluntaria 
constituidacon  el  canal  del"Tránsito"  á  virtud 
de  la  prescripción  especial  constitutiva  de  las 
servidumbres  voluntarias.  Los  dueños  de  los 
predios  "Aguada"  y  "El  Peral"  regados  por 
el  canal  del  Tránsito,  han  adquirido  por  pres- 
cripción extraordinaria  el  uso  y  goce  de  las 
aguas  del  río  Illapel  y  del  estero  de  Suco  si  no 
es  justo  título  la  escritura  acompañada;  y  no 
es  necesario  un  nuevo  título  de  merced  de 
aguas  que  por  el  fomento  industrial  se  conce- 
de en  todo  tiempo,  sin  perjuicio  de  terceros, 


porque  las  aguas  de  ríos  y  esteros  son  bienes 
nacionales  de  uso  público.  Por  ñn,  el  conten- 
dor habrá  de  acompañar  las  mercedes  de 
agua  constitutivas  de  los  derechos  de  aguas 
de  la  hacienda  de  "Illapel." 

La  causa  se  recibió  á  prueba  las  partes  pro- 
dujeron la  que  consta  de  autos  y  hecha  la  pu- 
blicación de  prueba,  don  Marcial  Luis  Ramos 
por  don  Francisco  de  B.  Ramos,  tachó  á  los 
siguientes  testigos:  á  Pedro  Juan  Díaz,  Fran- 
cisco Cortés,  Juan  Olivares,  Carlos  Molina, 
Emilio  Aravena,  Sinforiano  Ollanadel,  Agus- 
tín Fres,  Pascual  Gallardo,  Antonio  Salinas 
y  Marcos  Contreras,  por  exceder  del  número 
de  treinta  que  la  ley  permite  declarar. 

Tachó  á  los  siguientes  por  ser  inquilinos  de 
la  hacienda  de  Illapel:  Sinesio  Pérez,  José 
Gregorio  Harraza  y  Manuel  Cesáreo  Pérez. 

Tachó  asimismo  á  los  siguientes,  porque 
siendo  inquilinos  aparecen  disfrazados  con  el 
nombre  de  arrendatarios:  Mariano  García, 
José  Antonio  Valenzuela,  Fermín  Larrondo, 
Pedro  Ibacache,  Carmen  Huerta,  Manuel  Lei- 
va,  Braulio  Mondaca,  José  del  Carmen  Bus- 
tamante,  José  Antonio  Araya,  F'ermín  Espi- 
nosa, Anselmo  Rojas,  Ramón  Cortés,  Sinesio 
Pérez,  Juan  de  la  Cruz  Cortés,  Félix  Cortés, 
Amador  Tapia,  Francisco  Jiménez,  Lorenzo 
Olivares,  Javier  Báez,  Pedro  Juan  Díaz,  Fran- 
cisco Cortés,  Juan  Olivares,  Agustín  Fres, 
Sinforiano  Ollanadel,  Marcos  Vicencio,  Pablo 
Vergara,  Celestino  Pérez,  León  Fuelles,  An-  . 
gel  Gallardo,  José  Olivares,  Marcelino  Villa- 
rroel,  Ceferino  Veas,  Nicomedes  Valle,  Antonio 
Salinas,  Benjamín  Pérez,  Domingo  Vergara  y 
Juan  Ramos. 

Tacha  igualmente  á  los  empleados  de  la  ha- 
cienda de  Illapel:  Emilio  Aravena,  Nicolás 
Corail  V  Carlos  Molina. 

Tacha  á  Domingo  Vergara  y^  Marcelino  Vi- 
Uarroel  por  no  haber  sido  contrainterroga- 
dos  al  tenor  de  los  respectivos  contrainterro- 
gatorios, como  está  ordenado  bajo  apercibi- 
miento de  tenerse  por  nulas  sus  declaraciones. 

Don  Julio  Villarroel,  por  la  señora  Isabel 
Correa  v.  de  Irarrázaval,  tachó  á  los  testigos 
siguientes:  á  don  José  Esteban  Herrera,  por 
carecer  de  imparcialidad  por  cuanto  era  el 
que  buscaba  los  testigos  para  que  viniesen  á 
declarar  en  favor  de  los  derechos  del  señor 
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Ramos;  los  siguientes,  por  tener  intereses  en 
que  esta  causa  sea  sentenciada  á  favor  de  Ra- 
mos, en  razón  de  que  viniendo  agua  en  el  canal 
del  "Tránsito"  todos  ellos  se  aprovecharían 
del  agua  para  regar  los  terrenos  que  están 
bajo  de  dicho  canal  de  Cuz-Cuz,  que  son  de  su 
propiedad:  Alejandro  Gatica,  Nicanor  Oliva- 
res, José  Martiniano,  Atanasio  León,  Manuel 
Vega,  Mercedes  Guerra,  José  María  Araja, 
Manuel  Osandón  y  José  Dolores  Serrano;  á 
Facundo  Silva,  porque  al  tiempo  de  declarar 
vivía  en  lahaciendaderTeral"yerainquilino 
de  Ramos;  á  Juan  José  Castillo,  porque  era 
inquilino  de  Ramos  en  "La  Aguada"  y  asala- 
riado por  él;  á  Bernabé  Carmona,  Lorenzo 
Carreño  y  José  León  Canivilo,  por  ser  inqui- 
linos  y  asalariados  de  Ramos  al  tiempo  de 
declarar;  á  Guillermo  y  Nicasio  Chaparro, 
porque  cuando  prestaron  sus  declaraciones 
eran  sirvientes  de  Ramos  y,  finalmente,  á  Al- 
fredo Herrera  y  Nicolás  Gal  vez,  por  ser  indi- 
viduos que  no  han  podido  conocer  los  hechos 
que  se  ventilan  en  este  juicio,  pues  á  la  fecha 
no  pueden  tener  más  de  veinticinco  años,  y 
han  declarado  sobre  hechos  que  pasaron  más 
de  treinta  años. 

Por  auto  de  4  de  abril  de  este  año,  se  admi- 
tieron las  tachas  opuestas  por  ambas  partes, 
auto  que  fué  confirmado,  rindiéndose  por  las 
partes  prueba  á  este  respecto. 

Considerando,  en  orden  á  las  tachas: 

1^  Que  las  tachas  opuestas  por  don  Manuel 
Luis  Ramos,  se  encuentran  debidamente  pro- 
badas, con  abundante  prueba;  y 

2'  Que  las  deducidas  por  don  Julio  Villa- 
rroel,  no  han  sido  justificadas,  se  declara  que 
en  esta  causa  no  deben  considerarse  las  decla- 
raciones de  los  testigos  Pedro  Juan  Díaz,  Fran- 
cisco Cortés,  Juan  Olivares,  Carlos  Molina, 
Emilio  Aravena,  Sinforiano  Ollanadel,  Agus- 
tín Fres,  Pascual  Gallardo,  Antonio  Salinas, 
Marcos  Contreras,  Sinesio  Pérez,  José  Grego- 
rio Barraza,  Manuel  Cesáreo  Pérez,  Mariano 
García,  José  Antonio  Yalenzuela,  Fermín  La- 
rrondo,  Pedro Ibacache,  Carmen  Huerta,  Ma- 
nuel Leiva,  Braulio  Mondaca,  José  del  Car- 
men Bustamante,  José  A  Araya,  Fermín  Es- 
pinosa, An  elmo  Rojas,  Ramón  Cortés,  Juan 
de  la  Cruz  Cortés,  Félix  Cortés,  Amador  Ta- 
pia, Francisco  Jiménez,  Lorenzo  Olivares,  Ja- 


vier Báez,  Marcos  Vicencio,  Pablo  Vergara, 
Celestino  Pérez,  León  Fuelles,  Ángel  Gallario. 
José  Olivares,  Marcelino  Villarroel,  Ceferino 
Veas,  Nicomedes  Valle,  Benjamín  Pérez.  Do- 
mingo Vergara,  Juan  Ramos  y  Nicolás  Corail. 

Se  declaran  firmes  y  valederas  las  declara. 
ciones  de  los  siguientes  testigos  que  han  s! ;  i 
tachados: 

Don  José  Esteban  Herrera,  Alejandro  Gati- 
ca, Nicanor  Olivares,  José  Martininno  y  Ata- 
nasio Lton,  Manuel  Vega,  Mercedes  Guerra, 
José  María  Araya,  Manuel  Osandón  José  [»<)• 
lores  Serrano,  Facundo  Silva,  Juan  José  Cas- 
tillo, Bernabé  Carmona,  Lorenzo  Carreña 
José  León  Canivilo,  Guillermo  y  Nicasio  Cha- 
parro, Alfredo  Herrera  y  Nicolás  Gálvez. 

Considerando,  en  cuanto  á  la  cuestión  prin- 
cipal, que  se  ha  debatido  en  este  expediente: 

1*^  Que,  consta  de  autos  que  el  canal  dei 
"Tránsito"  fué  labrado  por  don  José  Félix  En- 
cobar en  compañía  de  Gatica  Hermanos,  canal 
que  regaba  los  fundos  "Peral"  y  "Agúala", 
habiendo  considerado  estos  derechos  los  due- 
ños que  adquirieron  en  seguida  estas  propie- 
dades, en  cuyo  último  número  figura  don 
Francisco  de  Borja  Ramos; 

2^  Que,  con  la  prueba  rendida  por  el  señor 
Ramos,  se  ha  constatado  que  los  fundos  cita- 
dos han  sido  regados  más  de  treinta  años  con 
las  aguas  del  río  Illapely  Estero  de  Suco,  por 
el  canal  en  referencia,  de  manera  que  bueno  '^ 
malo  el  título  concedido  por  la  Municipalidad 
de  Tllapel  á  don  José  Félix  Escobar,  aprobadi- 
por  el  Supremo  Gobierno  para  labrar  el  cana: 
que  dotó  de  aguas  á  esos  fundos,  uo  hace  al 
presente  caso,  por  cuanto  el  uso  y  goce  de  di- 
chas aguas  por  el  canal  del  "Tránsito"  se  hac 
ganado  por  la  prescripción  extraordinaria  de 
treinta  años. 

3^  Que  habiendo  ganado  el  señor  Ramos 
por  prescripción  el  uso  y  goce  del  canal  del 
"Tránsito",  de  derecho  le  corresponde  láser 
vidumbre  de  acueductos  en  los  terrenos  ocnpa 
do 3  por  el  canal  y  en  las  bocatomas  respec- 
tivas; 

4*?  Que  los  derechos  al  canal  y  á  la  servi- 
dumbre, no  los  ha  perdido  el  señor  Ramo? 
aunque  no  haya  hecho  uso  de  ellos  durante d 
tiempo  que  se  designa  en  la  prueba,  á  caní^ 
de  que  no  ha  habido  prescripción;  y 
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5^  Que,  en  consecuencia,  no  ha  habido  mo- 
tivo para  que  la  demandante  se  oponga  á  la 
inscripción  de  la  solicitud,  materia  de  la  de- 
manda. 

Visto  además  lo  dispuesto  en  los  artículos 
885,  2492,  2493  y  2511  del  del  Código  Civil; 
y  artículos  151  y  374  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  se  declara  no  ha  lugar  á  la  de- 
manda. No  ha  lugar  á  la  reconvención  inter- 
puesta, en  la  forma  pedida  en  los  puntos  1^» 
2*^  y  3^  de  dicha  reconvención.  No  ha  lugar  á 
las  costas,  por  haber  habido  motivo  plausible 
para  litigar. 

Háganse  las  notificaciones  como  lo  ordena 
el  artículo  51  del  Código  citado.— fioni/ac/o 
Rojas.  • 

La  Corte  de  Apelaciones: 

Serena,  noviembre  11  de  1904 Vistos:  Se 

confirma,  con  costas  del  recurso,  la  sentencia 
apelada  de  20  de  noviembre  del  año  último. ~ 
Eduardo  Gómez  Hetreros.^Maximiliano  Aba' 
los — Felipe  Herrera.— Daniel  Cádiz. 

La  misma  parte  demandante  dedujo  recur- 
so de  casación  en  la  forma  y  en  el  fondo  con- 
tra esta  última  sentencia.  De  este  último  se 
desistió  y  formalizando  el  primero  expone: 
que  el  artículo  193  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil  establece  que  la  sentencia  debe 
contener  la  decisión  del  asunto  controverti- 
do, y  el  941  sanciona  con  la  invalidez  por 
defecto  de  forma  la  que  se  pronuncie  con  omi 
sión  de  cualquiera  de  los  requisitos  enume- 
rados en  aquel  artículo; 

Que  la  sentencia  recurrida  al  aceptar  la  pri- 
mera p>etición  de  la  reconvención,  ha  violado 
esos  artículos  por  cuanto  la  solicitud  de  cuya 
inscripción  se  trata  en  ella  no  aparece  en  au- 
tos, ni  puede  por  consiguiente  inducirse  cuál 
es  su  contenido,  qué  derechos  va  á  producir, 
ni  cuál  es  el  fin  de  la  inscripción,  si  constituir 
un  derecho  ó  transferirlo; 

Que  aún  cuando  de  este  vicio  no  se  interpu- 
so reclamación  por  escrito,  se  hizo  valer  ver- 
balmente  en  los  estrados  del  Tribunal  y  esta 
Corte  puede  acogerla  en  uso  de  la  facultad 
que  le  confiere  el  artículo  949  del  Código  ci- 
tado; y 

Que  la  misma  vaguedad  é  indeterminación 


contiene  la  sentencia  al  aceptar  el  número  3^ 
de  la  reconvención,  pues  en  ese  número  no  se 
expresa  respecto  de  cuáles  concesiones  de 
ag^as  ó  canales  tiene  preferencia  el  del  ''Trán- 
sito", quedando,  por  eso,  subsistente  la  cues- 
tión de  saber,  concreta  y  determinadamente, 
cuáles  son  los  canales  que  ceden  en  preferen- 
cia el  uso  de  las  aguas  del  río  Illapel  al  ya 
referido  canal  del  ''Tránsito",  por  lo  cual  el 
punto  controvertido  no  se  ha  resuelto. 

La  Oorte: 

Teniendo  presente: 

1^  Que  la  sentencia  recurrida  se  limitó  á 
confirmar,  sin  modificación  alguna,  la  de  pri- 
mera instancia,  por  lo  cual  los  vicios  de  que 
según  el  recurrente  adolecería  aquélla,  ha- 
brían afectado  también  á  ésta,  en  contra  de 
la  cual  no  se  interpuso  recurso  de  casación; 

2^  Que,  según  lo  expuesto  en  el  artículo 
946  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  para 
que  pueda  ser  admitido  el  recurso  de  casación 
en  la  forma  es  indispensable  que  el  que  lo  en- 
tabla haya  reclamado  de  la  falta,  ejerciendo 
oportunamente  y  en  todos  sus  grados  los  re- 
cursos establecidos  por  la  ley;  y 

3^  Que,  por  otra  parte,  al  hacerse  lugar  á 
la  reconvención  en  la  forma  en  que  ella  mis- 
ma había  sido  interpuesta  y  discutida  por  las 
partes,  no  puede  aceptarse  que  esa  sentencia 
no  haya  resuelto  sobre  este  mismo  punto  el 
asunto  controvertido. 

Visto  además  lo  dispuesto  en  los  artículos 
960  y  979  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil, se  declara  sin  lugar,  con  costas,  el  recurso 
de  casación  en  la  forma  deducido  contra  la 
sentencia  de  la  Corte  de  Apelaciones  de  la  Se- 
rena, de  11  de  noviembre  de  1904. 

Queda  aplicada  á  favor  del  Pisco  la  canti- 
dad consignada. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Gaete.— 
Gabriel  Gaete.— Leoncio  Rodrígnez.-^Carlos 
Varas E.  Fóster  Recabarren. 
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Cas.  ciy,—3  de  enero  de  1906 
Salas  Layaqui  con  Ibáñez 

Depósito  de  dinero;  propiedad.— Sus- 
traoolón  de  especies  hereditarias  — 
Presunciones.— Prueba  testimonial; 
principio  de  prueba  por  escrito. 

Doctrina:— La  cuestión  sobre  propie- 
dad de  un  depósito  de  dinero  hecho  en 
un  Banco  por  el  hijo  de  una  persona  que 
tenía  depositada  una  suma  en  otro  Ban- 
co de  una  población  vecina^  el  mismo  día 
en  que  ambos  acompañados  de  un  terce- 
ro retiran  los  fondos  de  este  Banco,  es 
susceptible  de  prueba  testimonial  aun 
cuando  no  exista  principio  de  prueba  por 
escrito,  ya  porque  no  se  trata  de  acto  ó 
contrato  que  contenga  la  entrega  ó  pro- 
mesa de  entrega  de  una  cosa  que  valga 
más  de  $  200,  ya  porque  dada  la  natu- 
raleza de  los  mismos  hechos  no  habría 
sido  posible  la  existencia  de  una  prueba 
escrita. 

La  prueba  de  presunciones  de  que  se 
inñere  que  el  dinero  depositado  pertene- 
cía al  padre  del  depositante,  no  está  pro- 
hibida por  la  ley  aun  respecto  de  actos 
ó  contratos  que  contengan  la  entrega  ó 
promesa  de  entrega  de  cosa  que  valga 
más  de  $  200,  aunque  contribuyan  á  for- 
marla, {como  acontece  generalmente), 
declaraciones  testimoniales  siempre  que 
estas  presunciones  se  deduzcan  también 
de  hechos  confesados  por  las  partes  ó  que 
constan  de  autos. 

La  disposición  del  artículo  1231  del 
Código  Civil  referente  á  la  sustracción 
de  efectos  hereditarios  sólo  es  aplicable 
al  caso  en  que  una  cosa  sea  apartada, 
separada  ó  extraída  del  lugar  en  que  la 
mantenía  la  persona  en  cuyo  poder  se 
encontraba;  y  no  es  por  lo  mismo  apli- 


cable al  caso  en  que  un  heredero  rechim 
como  suyo  un  depósito  de  dinero  cura 
boleta  de  depósito  seencuentra  entre  los 
bienes  dejados  por  el  difunto^  fundado 
en  la  circunstancia  de  estar  dicha  boktí 
á  su  nombre  v  de  ser  esos  dineros  de  su 
propiedad  y  fruto  de  sus  economías  r 
utilidades  de  sus  negocios,  aunque  se  es- 
tablezca la  falsedad  de  estas  añrma- 
dones. 


Don  Elíseo  Salas  Lavaqui  demandando  é 
don  Ricardo  Ibáñez,  anteel  Juzgado  de  Parral 
expone:  que  el  16  de  diciembre  de  1899  don 
Eugenio  Ibáñez  acudió  á  la  agencia  del  Rau- 
co de  Talca  en  Parral,  acompañado  de  su  hnr. 
don  Ricardo  Ibáñez  y  de  don  Hipólito  Maíu«. 
á  retirar  un  depósito  que  allí  tenía,  p^^r 
$  100.000  y  que,  con  sus  intereses  insolutos, 
ascendía  á  $  102,700. 

El  mismo  día  marchó  á  Talca,  en  el  tren  ex- 
preso, don  Ricardo  Ibáñez,  acompañado  de 
don  Hipólito  Matus,  á  depositar  en  el  Banco 
de  Chile  la  suma  de  $  92.000,  la  que  quedó  i 
plazo  indefinido,  como  consta  del  certificado 
de  ese  día,  número  1.156. 

Aunque  el  dinero  depositado  era  de  don  Eu- 
genio Ibáñez,  don  Ricardo  hizo  extender  e' 
certificado  de  depósito  á  su  propia  orden  vá 
su  regreso  á  Parral  se  lo  entregó  á  su  señor 
padre,  dándole,  como  excusa  de  este  cambio. 
que  había  procedido  así  para  evitar  las  difc- 
cultades  posibles,  dada  la  circunstancia  de 
que  don  J.  Miguel  Castillo  se  habíapropue«ío 
seguir  tramitando  con  actividad  el  juici«>  qiíf 
había  iniciado  años  antes,  para  que  se  decli 
rara  fiscal  la  herencia  de  don  Samuel  Ibáñez 

4 

y  que  se  había  paralizado  mientras  se  venti- 
laba el  juicio  de  unos  supuestos  hijos  natura- 
les de  éste. 

En  vista  de  tal  propósito,  le  deaaqueera 
posible  que  esos  fondos  quedaran  á  su  orden, 
á  fin  de  evitarle  las  molestias  de  retención  r. 
otros  actos  que  pudieran  decretarse  á  peduu 
de  Castillo. 
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Don  Etigenio,  con  su  candor  babitaal  y  con 
la  confianza  que  tenía  en  su  hijo,  no  se  imagi- 
nó jamás  que  éste  abrigara  una  segunda  in- 
tención y  aceptó  la  excusa. 

Después  se  vio  cuan  direrso  fué  el  propósito 
que  abrigó  don  Ricardo  al  poner  los  fondos 
en  su  propio  nombre  y  no  en  el  de  su  padre. 

Pensó  que,  estando  su  padre  bajo  la  impre- 
sión de  la  demanda  de  Castillo,  no  innovaría 
en  lo  que  él  hizo  y  que,  siendo  un  anciano  sep- 
tuagenario, desaparecería  del  mundo  en  breve 
tiempo,  y  entonces  él  quedaría  como  dueño 
único  de  esos  fondos  v  de  sus  intereses. 

Este  propósito  quedó  bien  establecido  tan 
pronto  como  falleció  don  Eugenio  Ibáñez,  pues 
don  Ricardo  trató  de  apoderarse  del  consabi- 
do certificado  de  depósito. 

No  consiguiéndolo,  lo  reclamó  como  suyo  al 
formarse  el  inventarío. 

Por  lo  expuesto,  pide  al  Juzgado  se  sirva 
declnrar  á  su  tiempo: 

1^  Que  don  Ricardo  Ibáñez  ha  sustraído  á 
la  sucesión  de  don  Eugenio  Ibáñez  los  fondos 
á  que  se  refiere  el  nombrado  certificado  de  de- 
pósito é  intereses  acumulados,  hasta  la  sen- 
tencia definitiva; 

2^  Que,  en  consecuencia,  esos  fondos  perte" 

necen  á  la  sucesión  expresada,  pero  que  en 

ellos  no  tiene  parte  alguna  el  demandado;  y 

3^  Que  el  demandado  debe  pagar  las  costas 

del  juicio. 

La  parte  de  don  Ricardo  Ibáñez  formó  ar- 
tículo para  que  se  acumularan  á  la  demanda 
anterior  los  otros  autos  de  otro  juicio  inicia- 
do por  don  Manuel  Antonio  Cañas  en  contra 
del  mismo  don  Ricardo  y  sobre  la  misma  ma- 
teria del  iniciado  por  don  Eliseo  Salas  Lava- 
qui,  acumulación  que  fué  decretada. 

Don  Manuel  Antonio  Cañas,  en  representa- 
ción de  su  esnosa,  doña  Mericia  Ibáñez,  dice: 
que,  muerto  don  Eugenio  Ibáñez,  se  inventa- 
riaron sus  bienes  con  asistencia  de  sus  here- 
deros, que  son:  don  Ricardo  Ibáñez,  doña 
Adelaida  Ibáñez,  esposa  de  don  Eliseo  Salas 
Lavaqui  y  su  citada  esposa. 

Del  inventario  mencionado  aparece  consig- 
nado en  el  número  61  un  certificado  de  depó- 
sito en  el  Banco  de  Chile,  oficina  de  Talca,  nu- 
mero 1,556,  de  16  de  diciembre  de  1899,  por 
$  92.000,  á  la  orden  de  don  Ricardo  Ibáñez, 


encontrado  en  la  caja  de  fierro  de  don  Euge- 
nio Ibáñez. 

Don  Ricardo  reclamó  la  entrega  de  dicho 
certificado,  como  de  su  propiedad  exclusiva , 
hecho  que  negaron  los  demás  interesados,  por 
corresponder  á  la  sucesión  de  don  Eugenio 
Ibáñez. 

Para  zanjar  esta  dificultad,  agrega  el  señor 
Cañas,  se  ve  en  la  necesidad  de  entablar  de- 
manda ordinaria  contra  don  Ricardo  Ibáñez, 
para  que,  en  definitiva,  se  declare  que  el  dinero 
á  que  se  refiere  el  mencionado  certificado  de 
depósito,  con  sus  intereses,  es  de  exclusiva 
propiedad  de  la  citada  testamentaría  y  no  de 
don  Ricardo  Ibáñez  y  que  éste,  además,  está 
obligado  á  devolver  á  ella  $  30.000  que  reci- 
bió de  don  Eugenio  Ibáñez,  con  más  sus  in- 
tereses corrientes,  hasta  la  fecha  en  que  los 
devuelva,  con  costas. 

Agrega  que  el  16  de  diciembre  de  1899  don 
Eugenio  Ibáñez,  asociado  de  su  hijo  don  Ri- 
cardo y  de  don  Hipólito  Matus,  retiró  de  la 
oficina  del  Banco  de  Talca,  en  Parral,  la  suma 
de  $  100.000  que  allí  tenía  depositada;  esa 
suma  le  fué  entregada  en  dinero  efectivo  en 
presencia  del  agente,  contador  y  cajero  de  la 
oficina  mencionada. 

Pocos  momentos  después,  don  Ricardo  Ibá- 
ñez, acompañado  siempre  de  don  Hipólito 
Matus,  se  trasladó  ese  mismo  día,  por  el  tren 
expreso,  á  Talca,  y  en  la  oficina  del  Banco  de 
Chile  de  ese  pueblo  depositó,  en  su  propio 
nombre,  la  suma  de  $  92.000. 

A  su  regreso  entregó  á  su  padre  el  certifi- 
cado de  depósito,  que  es  el  mismo  que  se  en- 
contró en  la  caja  de  fierro  de  éste  después  de 
su  fallecimiento  y  á  que  se  refiere  la  partida 
mencionada  del  inventario. 

Desde  la  fecha  del  depósito  toda  la  corres- 
pondencia del  Banco,  con  respecto  á  este  ne- 
gocio, fué  entregada  por  don  Ricardo  á  su  pa- 
dre, y  los  intereses  acumulados  no  han  sido 
cobrados. 

Estas  circunstancias  y  la  coincidencia  de 
fechas  del  retiro  del  dinero  del  Banco  de  Talca, 
en  Parral  y  el  depósito  de  él  en  el  de  Chile  en 
Talca,  están  demostrando  que  esos  fondos  son 
los  mismos  que  don  Eugenio  Ibáñez  tenía  en 
el  primero  de  los  Bancos  mencionados. 

Aunque  don  Ricardo  Ibáñez  explica  la  acu- 
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malación  de  esos  $  92.000  depositados  ea  su 
nombre,  diciendo  que  los  adquirió  con  su  tra- 
trabajo  en  una  sociedad  con  su  padre  y  con  el 
producido  de  la  herencia  de  au  esposa,  doña 
Trinidnd  Gatica,  y  con  la  suma  de  $  30.000 
que  recibió  de  su  padre,  según  el  demandante, 
esa  explicación  no  es  verdadera,  dada  la  exi- 
güidad de  los  negocios  de  don  Ricardo,  sus 
pocas  aptitudes  para  el  trabajo,  la  pequenez 
de  la  herencia  de  su  esposa,  que  no  excede  de 
$  800  y  su  numerosa  Tamilia,  todo  lo  cual  lo 
acreditaráoportunamente. 

Agrega  el  demandante  que,  como  don  Ri- 
cardo I  báñez  reconoce  haber  recibido  $  30.000 
de  don  Eugenio  y  que  no  los  ha  devuelto, esta 
suma  pertenece  á  la  sucesión  de  este  y  don  Ri- 
cardo debe,  por  consiguiente,  pagarla. 

Deduciéndose  de  lo  expuesto,  dice  el  deman- 
darte, que  don  Ricardo  Ibíñez  no  ha  podido 
acumular  ni  disponer  del  capital  depositadoen 
la  oficina  del  Banco  de  Chile,  ni  recibir  de  don 
Eugenio  Ibáñez  los  $  30,000  que  menciona  sin 
la  obligación  de  devolverlos,  entabla  deman- 
da en  contra  del  dtado  don  Ricardo,  para 
que,  á  su  tiempo,  se  declare  como  lo  ha  soli- 
citado en  el  exordio  del  escrito  respectivo. 

Don  Ricardo  Ibáñez,  contestando  la  de- 
manda, dice:  que  no  tiene  en  sí  ninguna  im- 
portancia el  hecho  de  que  en  el  mismo  día  en 
que  su  señor  padre  retiró  del  Banco  de  Talca, 
en  Parral,  la  suma  de  $  100.000,  el  hubiera  de- 
positado  á  su  orden  en  el  Banco  de  Chile  en 
Talca,  la  de  $92.000. 

Desde  luego,  las  sumas  no  son  las  mismas  y 
el  hecho  de  que  ambos  depósitos  se  hubieran 
hecho  en  el  mismo  día,  se  explica  fácilmente, 
pues,  con  motivo  del  juicio  que  su  señor  padre 
sostuvo  con  don  Samuel  2.'  Ibáñez,  don  Ri. 
cardo  había  prestado  $  30.000  á  don  Buge- 
oio  para  los  gastos  de  aquel  juicio,  pago  de 
abogados,  etc.;  que  retirado  su  depósito  por 
don  i;u;genÍo,  le  pagó  aquella  suma,  la  que, 
junto  con  sus  economías  anteriores,  forma- 
ron la  (¡ueel  demandado  depositó  á  su  or. 
den  en  el  Banco  de  Talca,  en  la  fecha  que  se 

La  suma  aludidaera  el  fruto  desús  constan- 
tes economías  de  treinta  años  de  trabajos 
asiOtin^4,  durante  los  cuales  recibió  siempre  la 


más  decidida  y  generosa  protección  desu  » 
ñor  padre,  lo  que  se  complace  en  reconowr. 

Es  muy  cierto  que  durante  ese  tiempo  imi 
el  demandado  una  enfermedad  gravísima,  do- 
rante la  cual  su  padre  no  se  separó  desnbji, 
y,  sin  embargo,  jamás  le  habló  de  semeja nit 
depósito,  ni  le  exigió  declaración  de  uingnsa 
especie. 

El  hecho  de  que  el  certificado  de  depósito  a 
hubiera  encontrado  al  fallecímieatn  ile  Íoj 
Eugenio  Ibáñez  en  la  caja  de  fierro  dtéic 
nada  prueba  y  sólo  significa  que  éste  lenii 
caja  de  fierro  y  no  el  demandado  y  qocdiói 
guardar  el  certificado,  cuya  tenencia  no  da  ni 
quita  el  dominio  del  dinero  depositado,  comu 
no  lo  quita  ni  siquiera  la  pérdida  del  aladli» 
certificado,  hecho  que  se  ve  todos  los  días; 
que  se  subsana  fácilmente. 

Agrega  el  demandado  que  no  es  exacto  qat 
deba  devolver  á  su  señor  padre  la  snmaij 
$  30.000  que  éste  le  adeudaba  y  que  le  pag'. 
puesto  que  este  dinero  era  de  su  eiclusiio 
dominio. 

Concluye  pidiendo  se  deseche  la  demaoik 

Don  Manuel  Antonio  Cañas,  replica  q«' 
don  Ricardo  Ibáñez,  en  su  contestaaúnii^ 
demanda,  se  ha  limitado  á  una  simple ncgac- 
va  de  los  hechos,  dejando  en  pie  todos  los  ai- 
tecedentes  que  obran  en  su  contra. 

Por  el  contrario,  de  los  mismos  ani«td«- 
tes  acompañados  por  el  demandado,  aparm 
que  el  retiro  de  los  $  100.000  por  don  U^ 
nio  Ibáñez  del  Banco  de  Talca,  en  Parral 
obedeció  á  un  plan  combinado  de  antemuci 
entre  don  Hipólito  Matus  y  don  Ricardo  Iw' 
ñez,  y  que  tuvo  un  principio  de  ejecuciÓDinr 
diante  la  aseveración  que  Matus  híioádoí 
Eugenio,  de  que  el  Banco  de  Talca  estabaít 
mala  situación  de  negocios  y  podía  que'"'-' 
hecho  que  ha  sido  reconocido  como  íiací'' 
por  el  propio  señor  Matus,  Producida  laJ*' 
confianza  en  el  ánimo  de  don  Eugenio.juntc 
con  el  señor  Matus  y  don  Ricardo  Ibáño.* 
hizo  el  retiro  de  los  $  100,000,  se  llevaron  so- 
tes al  estudio  del  señor  Matus  y  de  allí  ambos 
se  fueron  juntos  á  tomar  el  expreso  áW«- 
siendo  inexacto,  en  este  punto,  lo  así«f»^' 
por  el  señor  Matus,  que  dice  que  en  ese  ¿if" 


L'   i 


JURISPRUDENCIA 


233 


ncontró  en  la  estación  con  don  Ricardo,  sólo 
»or  casualidad. 

Ag^rcga  el  demandante,  señor  Cañas,  que  de 
ns  mismos  antecedentes  á  que  se  viene  refi- 
iendo,  aparece  que  en  el  día  mismo  en  que 
Ion  Euc^renio  hizo  el  retiro  de  los  $  100.000, 
ion  Ricardo  se  encontró  dueño  de  la  enorme 
;uma  de  $  92.000,  fruto  de  economías  que 
ladie  le  conocía;  que  esas  economías  habían 
Dermanecido  ociosas  v  sin  colocación  en  los 
cajones  de  su  cómoda  durante  mucho  tiempo 
j  sin  que  le  preocupara  el  riesgo  de  que  tan 
inorme  suma  de  dinero  en  efectivo  le  pudiera 
;er  sustraída  en  alguna  de  sus  numerosas 
ausencias. 

Que  esa  despreocupación  y  confianza  no  se 
explica  ante  el  temor  que  le  asaltó  tan  pronto 
como  puso  aquella  suma  en  depósito,  con  res- 
pecto á  que  pudiera  estraviársele  ó  serle  sus- 
trajo el  certificado  de  depósito,  con  cuya  de- 
saparición nada  perdería. 

Que,  estando  en  posesión  de  esa  crecida 
suma  de  dinero  efectivo  en  los  cíijones  de  su 
cómoda,  no  se  explica  que  en  sus  enfermeda- 
des hubiera  tenido  necesidad  de  recurrir  á  la 
liberalidad  de  su  señor  padre,  como  lo  reco- 
noce don  Ricardo  en  los  documentos  compul- 
sados. 

Agrega  todavía  el  señor  Cañas,  que  no  se 
concibe  ni  se  ha  explicado  en  forma  alguna  el 
hecho  de  que  siendo  público  y  notorio  que  don 
Eugenio  Ibáñez  siempre  tuvo  dinero  disponi- 
ble en  abundancia,  se  viera  precisado  á  recu- 
rrir al  préstamo  particular,  ni  se  concibe  tam- 
poco que  siendo  don  Eugenio  deudor  de  don 
Ricardo  de  esa  crecida  suma  de  $  30.000, 
estuviera  siempre  tan  solícito  para  acudir  al 
auxilio  de  las  necesidades  de  éste. 

No  se  ha  explicado  tampoco  en  forma  al- 
guna qué  inversión  ó  colocación  hubiera  dado 
(Ion  Eugenio  á  la  suma  retirada  por  él  del 
Banco  de  Talca,  aceptando  que  ésta  no  fuera 
la  misma  que,  con  una  pequeña  deducción, 
ílepositó  don  Ricardo  ese  mismo  día,  á  su 
nombre,  en  el  Banco  de  Chile  en  Talca. 

Concluye   pidiendo  que  el  juzgado  se  sirva 
resolver  conforme  á  lo  pedido  en  la  demanda. 
Don  Hipólito  Mátus,  por  don  Ricardo  Ibá- 
ñez, duplicando,  dice:  que  el  demandante  se  ha 
desentendido  maliciosamente  del    verdadero 


punto  en  debate,  ó  sea  á  quién  pertenece  el 
depósito  cuestionado. 

Para  resolver  esta  cuestión  basta  recordar 
que  las  partes  están  de  acuerdo  en  que  el  re- 
ferido depósito  fué  hecho  por  don  Ricardo 
Ibáñez,  quien  entregó  el  dinero  al  Banco  y  á 
quien  dio  éste  el  respectivo  certificado,  de  mo- 
do que  el  contrato  de  depósito  se  ha  verifi- 
cado entre  el  Banco  v  don  Ricardo. 

En  cuanto  á  la  tenencia  material  del  res- 
pectivo certificado,  nada  significa,  pues  ni  aun 
cuando  éste  se  extraviara,  ocasionaría  perjui- 
cio de  ningún  género  al  depositante,  bastan- 
do para  evitarlo  un  simple  aviso  al  Banco  de- 
positado. 

Es  también  una  cuestión  muy  importante 
en  este  litigio  la  de  establecer  si  procede  ó  no 
la  prueba  testimonial  rendida. 

En  concepto  del  demandado,  es  á  todas  lu- 
ces improcedente,  dado  lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos 1708,  1709  y  1710  del  Código  Civil, 
pues  aunque  no  se  trate  de  probar  directa- 
mente la  existencia  ó  no  existencia  de  una 
obligación  que  valga  más  de  $  200,  se  trata 
de  probar  con  testigos  una  serie  de  hechos  6 
antecedentes  que,  en  último  término,  tienden 
á  establecer,  con  ese  género  de  prueba,  obliga- 
ciones que  contravienen  á  las  disposiciones 
legales  citadas. 

Refuta  en  seguida  el  señor  Matus  la  confa- 
bulación que  se  le  atribuye,  en  unión  del  de- 
mandado, para  compeler  á  don  Eugenio  Ibá- 
ñez al  retiro  de  sus  fondos  del  Banco  de  Talca 
y  su  depósito,  por  don  Ricardo,  en  el  de 
Chile. 

En  esos  hechos  no  tuvo  el  señor  Matus  nin- 
guna intervención  directa  sino  ocasional,  y  si 
es  efectivo  que  en  ese  mismo  día  fué  á  Talca 
con  don  Ricardo,  su  viaje  tuvo  por  objeto  de- 
positar en  el  Banco  de  Chile,  en  aquel  pueblo, 
$  10.000  que  le  pertenecían  exclusivamente. 

Agrega  que  la  intervención  del  demandado 
se  explica  fácilmente  por  ser  el  hijo  predilecto 
de  don  Eugenio,  á  quien  siempre  servía  en  to- 
dos sus  asuntos  y  le  prestaba  su  concurso  en 
cuanto  lo  estimaba  conveniente  aquél. 

Por  parte  de  don  Eugenio,  el  retiro  de  sus 
fondos  del  Banco  de  Talca  v  la  colocación  6 
inversión  que  les  hubiera  dado,  son  actos  pri- 
vativos de  su  voluntad,  respecto  de  los  cuales 
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lUuiW  tiene  el  derecho  de  residenciarlo  6  to- 
timrlc  cuentas. 

Dice  también  que  el  demandante,  en  su  de- 
seo de  poner  cargos  en  contra  de  don  Ricardo 
y  de  acumular  antecedentes  en  su  contra,  ter- 
ji versa  maliciosamente  las  fechas,  cuando  dice 
que  no  se  concibe  cómo  don  Ricardo  Ibáñez, 
teniendo  $  92.000  en  el  cajón  de  su  cómoda, 
tuvo  que  pedir  dinero  á  don  Eugenio  para 
atender  á  la  curación  de  una  grave  enferme- 
dad que  lo  obligó  á  trasladarse  á  Santiago. 

Siendo  este  iíltimo  hecho  efectivo,  es  la  ver- 
dad  también  que  hacía  mucho  tiempo  que  don 
Ricardo  había  depositado  sus  !_$  92.000  en  el 
Banco  de  Talca,  cuando  le  sobrevino  la  en- 
fermedad de  que  se  trata. 

Insiste  el  demandado  enañrmar  que  la  prue- 
ba testimonial  es  improcedente  en  el  presente 
juicio  y  que  es  absurdo  y  ridículo  el  llamado 
á  la  opinión  pública  que  hace  el  demandante, 
para  que  personas  más  ó  menos  honorables 
digan  si  creen  posible  que  el  demandado  hu- 
biera podido  ahorrar  la  suma  de  $  92.000. 

Termina  pidiendo  que  se  deseche  la  deman- 
da, con  costas. 

Se  recibió  la  causa  á  prueba  y  se  citó  opor- 
tunamente para  sentencia. 

Con  fecha  7  de  enero  de  1904,  el  juzgado 
falló: 

Teniendo  presente: 

1'  Que  consta  de  autos  que  don  Hipólito 
Matus  hizo  saber  á  don  Eugenio  Ibáñez  que 
el  Banco  de  Talca  se  encontraba  en  difícil  si- 
tuación financiera  y  que  podía  quebrar,  falsa 
información  que  ostensiblemente  debía  atri- 
buirse al  propósito  de  llevar  la  desconfianza 
al  ánimo  del  citado  don  Eugenio,  á  fin  de  in- 
ducirlo á  retirar  la  suma  de  $  100.000  que 
tenía  depositados  en  ¡a  oficina  del  referido 
Banco  en  este  pueblo; 

2'  Que  no  hay  en  autos  antecedentes  de  nin- 
gún género  que  permitan  atribuir  otf  o  móvil 
á  la  falsa  denuncia  del  señor  Matus  que  el  in- 
dicado, ya  que  no  se  ha  hecho  mención  de  nin- 
guna causa  de  agravio  personal  de  parte  de 
éste  en  contra  de  la  institución  bancaria  men- 
cionada, ni  de  ningún  otro  móvil  que  pudiera 
esplicar  esa  hostilidad  tan  grave  é  infundada; 
^  Que  seguramente  debido  á  esta  falsa  im- 


putación  de  insolvencia,  don  Eugenio  Ibái:; 
retiró  de  la  oficina  del  Banco  de  Talca  en  c?t: 
pueblo  la  suma  de  $  100.000  el  día  16  de  : 
ciembre  de  1899,  suma  que  le  fué  pagada?: 
billetes  bancarios  en  la  pieza  del  agente; 

4^  Que  recibida  esa  suma  de  dinero,  fué  V 
vada  al  estudio  del  abogado  don  Hipó;.: 
Matus,  en  unión  de  don  Eugenio  y  don  Ri- 
cardo Ibáñez,  y  que  en  ese  mismo  día,  cr.c 
tren  expreso,  se  fueron  a  Talca  el  records'' 
señor  Matus  y  don  Ricardo  Ibáñez,  en  doci: 
este  último  depositó  en  dinero  en  la  ohcr. 
del  Banco  de  Chile,  á  su  nombre  propio,  la?:- 
ma  de  $  92.000; 

5*^  Que  en  el  supuesto  de  que  hubiera  e  ■: 
de  propiedad  de  don  Ricardo  Ibáñez  el  dintr. 
depositado  por  éste,  no  se  explica  ni  hay  cois- 
tanda  en  autos  de  la  inversión  que  don  l::^- 
nio  hubiera  dado  á  esos$  100.000,  pues,  aar 
que  hay  constancia  de  que  el  día  antes  del  re- 
tiro del  depósito  había  pagado  $  20,000  á  i:- 
señores  Hipólito  Matus  i  Víctor  M.  Mora, 
dada  la  cuantiosa  fortuna  de  don  £ugem< 
nada  obsta  para  que  ese  pago  lo  hubiera  b- 
cho  con  sus  entradas  ordinarias; 

6*  Que  la  afirmación  de  don  Ricardo  de  b- 
ber  retirado  su  padre  la  crecida  suma  de  q» 
se  trata,  entre  otros  motivos,  para  cancelarif 
un  préstamo  de  $  30.000  que  antes  le  había 
hecho  para  pago  de  abogados,  etc.,  es  p*' ' 
verosímil,  ya  sea  por  la  cuantía  de  la  fortasa 
de  don  Eugenio,  cuanto  por  el  hecho  de  cy 
al  ser  f^roguntado  don  Ricardo  sobre  laf«"^ 
y  circunstancias  del  préstamo,  dijo  no  reccr 
darlas; 

7*^  Que  tampoco  es  verosímil  la  afirmac-c 
cíe  don  Ricardo  de  haber  hecho  con  fondor 
propios  el  depósito  de  los  $  92.000  que  se  liti- 
gan, ya  sea  por  no  haberse  acreditado  en  ío'* 
ma  alguna  la  existencia  del  créditode$3<" 
en  contra  de  don  Eugenio,  de  que  se  hace  r;r 
rito,  cuanto  porque  antes  del  16  dedicicmh^* 
de  1899  nadie  había  conocido  á  don  Ri^"^' 
la  cuantiosa  suma  depositada  por  él  en  di9( 
ro,  ni  se  le  vieron  jamás  negocios  de  esa  mas 
nitud,  ni  acusan  tampoco  negociacioof*  ^ 
tamaña  importancia  sus  relaciones  coo  * 
Bancos  de  Chillan  y  de  este  pueblo,  únicos  f^ 
que  mantuvo  fondos  y  negocios; 

8*^  Que  aunque  se  ha  hecho  mención  de  ^ 


raRlSPftüDBNClA 


235 


ber  especulado  don  Ricardo  en  la  compra 
y  venta  de  oro  durante  la  moratoria,  esas 
especulaciones  han  excedido  muy  poco  de 
$  10.000,  cantidad  cuya  posesión  no  le  discu- 
ten los  demandantes  dentro  de  los  recursos 
ordinarios  de  don  Ricardo; 

9*^  Que  de  las  propias  declaraciones  de  don 
Ricardo  consta  que  sus  negocios  han  consis- 
tido únicamente  en  la  explotación  de  una 
propiedad  de  cuarenta  cuadras,  más  ó  menos, 
y  en  sociedad  que  celebró  con  su  padre  don 
Eugenio  para  explotar  durante  cuatro  años  el 
fundo  que  fué  de  don  Samuel  Ibáñez; 

10.  Que  estos  negocios  no  han  podido  razo- 
nablemente producirle  una  suma  mayor  de  la 
que  le  exigía  el  sostenimiento  de  su  familia, 
que  consta  de  cuatro  hijos  y  de  su  esposa,  y 
que  si  bien  es  cierto  que  don  Ricardo  es  eco- 
nómico y  que  su  padre  le  tendía  la  mano  á 
menudo,  estos  hechos,  como  fuente  de  aho- 
rro permanente,  no  han  podido  ser  de  muy 
crecida  importancia; 

11.  Que  corrobora  esta  afirmación  lo  de- 
clarado por  el  propio  don  Ricardo  de  que, 
con  alguna  frecuencia,  se  veía  precisado  á  so- 
licitar auxilios  pecuniarios  de  su  padre  y,  aún 
cuando  afirma  que  éste  no  se  los  negaba  y 
que  lo  protegía  en  sus  negocios,  no  se  ha  pro- 
bado que  esa  protección  fuera  de  tal  impor- 
tancia y  tan  repetida  que  permitiera  á  don 
Ricardo  capitalizar  la  casi  totalidad  de  sus 
entradas,  iinico  caso  en  que  le  habría  sido 
posible  reunir  la  cuantiosa  suma  depositada 
en  su  nombre  en  el  Banco  de  Chile  en  Talca; 

12.  Que  la  prueba  testimonial  rendida  en 
este  juicio  ha  tenido  por  objeto  establecer 
cuál  fuera  el  monto  de  la  fortuna  de  don  Ri- 
cardo y  cuál  el  de  sus  rentas,  antes  del  16  de 
diciembre  de  1899,  sin  que  tal  prueba  pueda 
estimarse  improcedente  en  este  caso,  ya  que 
con  ella  no  se  trata  de  establecer  la  existen- 
cia de  obligación  de  ninguna  especie; 

13.  Que  la  prueba  testimonial  á  que  se  re- 
fiere el  considerando  anterior  y  que  se  com- 
pone de  personas  honorables  de  este  pueblo, 
está  de  acuerdo  con  el  propio  demandado 
en  cuanto  á  las  fuentes  de  recursos  cpn  que 
éste  ha  podido  contar  antes  de  la  fecha  del 
depósito  de  que  se  trata; 

14.  Teniendo   presente  con   respecto  á  la 


ocultación  ó  sustracci.5n  de  bienes  heredita- 
rios á  que  se  refiere  la  demanda  del  señor  Sa- 
las Lavaqui:  Que  no  se  ha  probado  en  autos 
que  don  Ricardo  Ibáñez  hubiera  ocultado  6 
sustraido  suma  alguna  de  bienes,  después  del 
fallecimiento  de  su  padre  don  Eujenio  Ibáñez, 
circunstancia  esencial  para  que  la  ocultación 
de  bienes  fuera  de  hereditarios;  y 

15.  Que  el  conjunto  de  antecedentes  y  he- 
chos anotados  en  los  considerandos  anterio- 
res basta  para  constituir,  en  concepto  del 
Juzgado,  una  presunción  grave,  precisa  y  con- 
cordante que  desvirtúa  el  mérito  probatorio 
invocado  á  su  favor  por  don  Ricardo  Ibáñez 
del  certificado  de  depósito  otorgado  á  su 
nombre  por  los  $  92.000  de  que  se  trata  en 
este  juicio. 

Por  estos  fundamentosydc  conformidad  á 
lo  dispuesto  en  el  artículo  1712  del  Código 
Civil  y  428  y  429  del  Código  de  Procedimien- 
to Civil,  se  declara: 

1^  Que  la  suma  de  $  92.000  depositados 
por  don  Ricardo  Ibáñez  en  su  nombre  en  la 
oficina  del  Banco  de  Chile  en  Talca,  el  16  de 
diciembre  de  1899,  y  los  intereses  acumula- 
dos de  esa  suma,  pertenecen  á  la  sucesión  de 
don  Eujenio  Ibáñez;  y 

2^  Qu'!  no  ha  lugar  á  las  demás  peticiones 
formuladas  en  la  demanda  de  don  Eliseo  Sa- 
las Lavaqui,  y  en  la  de  don  Manuel  Antonio 
Cañas.—E.  Arrau  Méndez, 

La  Corte  de  Apelaciones: 
Talca,  2  de  diciembre  de  1904 Vistos:  eli- 
minando los  tres  primeros  considerandos  de 
la  sentencia  apelada;  y 

Teniendo  además  presente: 

1^  Que  constan  de  autos  los  siguientes  he- 
chos reconocidos  expresamente  por  el  deman- 
dado don  Ricardo  Ibáñez  en  varias  partes  del 
expediente: 

a)  Que  don  Eujenio  Ibáñez  tenía  un  depó- 
sito de  dinero  en  el  Banco  de  Talca,  oficina 
de  Parral,  por  $  100.000  comprobado  tam- 
bién con  la  diligencia; 

h)  Que  este  depósito  lo  retiró  don  Eujenio 
en  la  mañana  del  16  de  diciembre  de  1899. 
con  $  2.700  de  intereses,  segán  la  misma  dili- 
gencia, acompañándolo  cuando  hizo  este  re- 
tiro el  demandado  y  don  Hipólito  Matus; 


236 


SEGUNDA  PARTE.— SECCIÓN  PRIMERA 


c)  Que  estas  tres  personas  llevaron  el  dine- 
ro con  que  se  canceló  el  depósito  de  la  oficina 
del  Banco  al  escritorio  del  espresado  Matus; 

d)  Que  poco  después  don  Ricardo  tomó  el 
tren  expreso  y  se  trasladó  á  Talca,  en  cuya 
ciudad  depositó  en  la  oficina  del  Banco  de 
Chile,  en  el  mismo  día  16  de  diciembre  y  á  su 
nombre,  los  $  92.000  que  se  litigan  en  el  pre- 
sente juicio,  acompañándolo  en  todos  estos 
actos  desde  Parral  don  Hipólito  Matus; 

e)  Que  el  certificado  respectivo,  ó  sea  la 
constancia  de  este  depósito,  dado  por  el  Ban- 
co, se  encontró  en  la  caja  de  fierro  de  don  Eu- 
genio Ibáñez  juntamente  con  una  carta  aviso 
de  21  de  enero  de  1901,  referente  al  depósito 
anterior,  al  practicarse  el  inventario  de  los 
bienes  de  este  señor  con  motivo  de  su  falleci- 
miento, según  las  compulsas; 

f)  Y,  finalmente,  que  los  bienes  del  deman- 
dado y  sus  entradas  anuales  no  eran  abun- 
dantes; 

2^  Que  los  antecedentes  manifiestan  que 
don  Eugenio,  al  retirar  del  Banco  de  Talca  en 
Parral  el  depósito  por  $  100.000  que  ahí  te- 
nía, no  lo  hizo  porque  necesitara  de  esos  fon- 
dos para  el  movimiento  de  sus  negocios,  sino 
por  indicaciones  de  otras  personas. 

Esto  último  lo  reconoce  el  mismo  deman- 
dado, absolviendo  la  primera  de  las  posicio- 
nes, aunque  expresa  no  saber  quién  le  haya 
aconsejado  el  retiro,  pero  en  el  escrito  de  ale- 
gato don  Hipólito  Matus,  su  apoderado  en 
esta  causa,  dice:  **/ü/  solo  yo  el  que  induje  á 
don  Eugenio  á  retirar  su  depósito  y  no  dos 
vecinos  de  Parral,  como  lo  asevera  el  deman- 
dante, y  por  las  razones  que  tengo  expuestas 
en  otra  parte  del  expediente." 

Estas  razones  no  pueden  ser  otras  que  las 
que  el  mismo  Matus  dio  en  su  declaraci(^n,  en 
el  proceso  criminal  contra  don  Ricardo,  sobre 
sustracción  del  mismo  dinero  y  que  forma  un 
solo  cuerpo  de  autos  con  el  presente  juicio. 

Ahí  dice:  **este  retiro  no  obedeció  á  que  el 
señor  Ibáñez  desconfiara  de  la  solvencia  del 
Banco  de  Talca,  sino  que  procedió  por  conse- 
jo del  declarante  (Matus)  á  fin  de  inferir  per- 
juicio al  Banco,  el  que  en  otro  negocio  lo  ha- 
bía perjudicado  á  él." 

Esta  declaración  obliga  al  demandado  por 


que  la  hace  su  procurador  en  el  juicio,  haUa:. 
do  á  nombre  de  su  mandante; 

3^  Que  si  el  retiro  de  los  $  lOO.óoO  lo  h: 
don  Eugenio  del  Banco  de  Talca  por  la  ca:¿: 
indicada,  se  desprendía  lójicamente  que  h 
depositara  en  otro  Banco;  sin  embargo, cic^ 
ta  de  autos  que  en  ninguno  de  los  otros  Br 
eos  con  los  cuales  tenía  relaciones  se  hÍ2o  zs- 
gún  depósito  á  su  nombre  en  la  fecha  del  ret- 
ro, 16  de  diciembre  de  1899,  ni  en  los  á:i> 
inmediatos,  y  si  bien  el  29  de  ese  mismo  ms 
aparece  depositando  $  50.000  en  el  Banco  Je 
Chile  en  Chillan, ese  depósito  sólo  fue  reDova 
ción  de  otro  por  mayor  cantidad  que  teníit: 
el  mismo  Banco  desde  meses  anteriores,  «6 
gún  el  certificado; 

4^  Que  la  circunstancia  apuntada  uoidia. 
modo  y  forma  en  que  se  realizó  el  deposit: 
de  los  $  92.000  en  el  Banco  de  Chile  enTa.. 
es  una  fuerte  presunción  de  que  este  depj*-. 
se  hizo  con  los  mismos  fondos  de  don  Kuz:- 
nio  retirados  del  Banco  en  Parral,  pue«  ar- 
bas  operaciones  tuvieron  lugar  el  mismo ilíi 
u  continuación  inmediata  la  una  de  la  otri 
como  era  necesario  que  sucediera  para  q:: 
pudiera  tomarse  el  tren  expreso  que  salíCf 
Parral  poco  después  de  lasonce,  yaqut'..í 
dos  personas  que  trajeron  á  Talca  los  füiLÍ-í 
cou  que  se  hizo  aquel  depósito,  ínter vinier»^' 
también  en  la  cuenta,  recepción  y  cancela:.'  i 
de  los  que  se  retiraron  de  Parral,  todo  lo  cin 
sólo  pudo  hacerse  después  de  las  diez  (i.  ' 
mañana,  hora  en  que  se  abren  los  Banco>.  i: 
modo  que  se  puede  decir  que  no  se  ha  di>p^ft 
to  de  tiempo  suficiente  para  tomar  fo:..!  - 
distintos  de  los  que  se  acababan  de  recibí  ^v' 
estaban  contados  y  empaquetados  j  pronu- 
para  ser  trasportados  á  otro  lugar; 

5^  Que  la  diferencia  que  se  nota  entre- 
suma  percibida  por  don  Eugenio  en  PnrraI.-< 
$  102.700  en  capital  é  intereses,  y  la  liif  -* 
tada  por  el  demandado  en  Tajea  de  $  !♦- '' 
se  expHca  fácilmente,  porque,  según  iaesn- 
tura  de  recibo,  pagó  don  Eugenio  á  don  H. 
pólito  Matus  $  10.000  por  honorario,  canti 
dad  igual  que  aparece  depositada  por  c>te^ 
el  Banco  de  Chile  en  Talca,  el  mismo  dial'' 
de  diciembre  de  1899,  y  que  es  de  supo"?' 
que  sea  parte  de  aquella  suma,  tanto  por  es-^ 
circunstancia  como  por  la  intervención  <{^ 


JURISPRUDENCIA 


237 


tuvo  Matus  en  su  retiro  y  la  fecha  de  la  escri- 
tura  que  es  del  día  anterior,  pues  no  tiene 
nada  de  particular  que  la  recepción  del  dine- 
ro y  firma  de  la  escritura  se  haya  verificado 
al  día  siguiente,  como  sucede  muchas  veces,  y 
en  cuanto  al  saldo  de  $  700  que  faltaría  para 
formar  el  total  retirado,  pudo  muy  bien  don 
Eugenio  dejarlo  en  su  poder  para  sus  gastos; 
y  si  bien  en  la  misma  escritura  de  recibo  cons- 
ta que  don  Víctor  M.  Mora  percibió  también 
de  don  Eugenio  otros  $  10.000  por  honora- 
rio, es  probable  que  su  pago  se  haya  efectua- 
do con  otros  fondos  de  éste,  que  era  persona 
acaudalada,  como  lo  reconocen  las  partes  y 
que  disponía  constantemente  de  fuertes  depó- 
sitos en  los  Bancos,  según  lo  acreditan  los 
certificados  respectivos;  y,  en  todo  caso,  no 
hay  ningún  antecedente  de  donde  deducir  que 
dicho   pago  se  hubiera  efectuado  con  los  fon- 
retirados,  siendo  de  advertir,  A  mayor  abun- 
damiento, que  no  consta  que  el  expresado 
don  Víctor  M.  Mora  se  hubiera  encontrado  en 
Parral  el  día  del  retiro,  16  de  diciembre,  pues 
el  domicilio  de  éste,  según  la  misma  escritura, 
es  Chillan; 

6^  Que  si  no  se  aceptara  que  el  depósito  en 
cuestión  procede  del  mismo  dinero  que  retiró 
don  Eugenio  del  Banco  en  Parral,  no  se  explica- 
ría la  inversión  que  se  le  había  dado  á  este,  pues 
no  es  admisible  lo  que  á  este  respecto  alega  el 
demandado,  de  haberle  cancelado  con  ese  di- 
nero, su  padre,  la  cantidad  de  $  30.000  que  le 
había  prestado  para  el  pago  de  abogados, 
procuradores  y  demás  gastos  originados  en 
los  juicios  que  había  tenido  que  seguir  para 
defender  la  herencia  de   don  Samuel  Ibáñez, 
porque  no  hay  constancia  ninguna  de  la  efec- 
tividad de  tal  préstamo  y  aun  suponiéndolo 
efectivo,  siempre  quedaría  una  suma  conside- 
rable de  dinero  de  cuya  inversión  no  hay  el 
menor  vestigio;  y  esta explicacióu  es  necesario 
buscarla,  porque  si  no  se  encuentra,  como 
efectivamente  no  la  suministran  los  autos,  su 
falta  contribuj^e  á  darle    mayor  fuerza  á  la 
presunción  que  se  desprende  de  los  anteceden- 
tes analizados  anteriormente,  esto  es,  que  el 
depósito  de  que  se  trata  se  hizo  con  el  mismo 
dinero  de  don  Eugenio  Ibáñez  que  retiró  del 
Banco  de  Talca  en  Parral  el  mismo  día  del 
depósito  y  á  él  le  pertenece; 


7^  Que  confirma  esto  mismo  la  circunstan- 
cia de  haberse  encontrado  el  certificado  de  de- 
pósito entre  los  papeles  de  importancia  de 
don  Eugenio,  guardado  en  su  caja  de  fierro, 
como  un  bien  propio,  pues  no  es  satisfactoria 
la  razón  que  da  el  demandado  para  explicar 
esta  circunstancia,  de  haber  encargado,  á  su 
padre  la  guarda  de  ese  certificado  cuando 
tuvo  que  trasladarse  á  Santiago  á  medicinar- 
se de  una  grave  enfermedad,  tanto  porque  no 
hay  ningun'a  constancia  de  este  encargo,  como 
porque  si  así  hubiera  sucedido,  habría  recla- 
mado don  Ricardo  su  devolución  tan  luego 
como  volvió  á  Parral  restablecido,  sobre  todo 
cuando  su  padre,  ya  anciano,  cayó  enfermo  y 
se  fué  agravando  hasta  que  falleció,  para  evi- 
tar las  complicaciones  que  con  el  hallazgo  de 
ese  documento  debían  indudablemente  produ- 
cirse; sin  embargo,  no  hay  ningún  dato  ni 
a<in  se  ha  insinuado  que  durante  ese  tiempo 
hubiera  practicado  la  menor  diligencia  en  este 
sentido  ó  pretendido  al  menos  que  don  Euge- 
nio hiciera  una  declaración  al  respecto,  y  lo 
que  es  más,  ni  ha  formulado  petición  formal 
de  entrega  de  dicho  documento,  como  un  bien 
que  le  pertenezca,  durante  el  curso  del  presen- 
te juicio;  y  contribuye  á  hacer  menos  acep- 
table aquella  explicación  la  otra  circunstan- 
cia de  haberse  encontrado  también  junto  con 
el  certificado  de  depósito  una  carta  aviso  del 
Banco  en  que  se  anunciaba  la  capitalización 
de  intereses,  papel  sin  importancia,  que  no  te- 
nía para  qué  mandar  guardar  el  demandado 
y  que  sólo  servía  para  indicar  al  dueño  del 
depósito  el  movimiento  progresivo  de  éste,  ó 
sea  que  los  intereses  no  estaban  improducti- 
vos; se  explica  que  el  dueño  conserve  un  docu- 
mento de  esta  naturaleza,  pero  nó  que  lo 
haga  guardar  por  un  tercero; 

8*^  Que  otro  antecedente  que  hace  inverosí- 
mil que  el  demandado  hubiera  podido  deposi- 
tar con  dinero  propio  la  crecida  suma  de 
$  92.000  se  deduce  de  los  pocos  recursos  con 
que  éíí te  siempre  ha  contado,  como  lo  ha  re- 
conocido en  varias  partes  de  los  autos  y  espe- 
cialmente absolviendo  las  articulaciones  vein- 
tiuna y  veintitrés  del  interrogatorio  que  se  le 
puso  en  el  proceso  criminal,  en  las  cuales  con- 
fiesa: **que  es  cierto  que  todos  los  años  se  la- 
m^i^tabaá  su  padre  de  pobreza  y  conseguía 
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de  él  algunas  sumas  con  que  cubrir  el  saldo 
en  contra  que  le  quedaba  de  balancear  las  en- 
tradas y  gastos  y  que  cuando  fué  á  Santiago 
á  medicinarse  en  dos  ocasiones,  el  año  pasa- 
do (1901),  no  tuvo  como  hacer  frente  á  los 
gastos  y  le  pidió  á  su  padre  con  este  objeto 
recursos  que  le  dio  y  que  estima  en  $  2.500, 
más  ó  menos'*,  confesión  eficaz  en  este  juicio, 
en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  articulo  388 
del  Código  de  Procedimiento  Civil. 

Esto  mismo  confirman  las  personas  de  la 
casa  en  donde  estuvo  hospedado  en  una  de 
esas  ocasiones,  doña  Leonor  Martínez  viuda 
de  Gatica  y  su  hijas  doña  Delfina,  Elvira  y 
don  José  Tomás  Gatica,  declarando  al  tenor 
de  la  pregunta  segunda  del  interrogatorio, 
ante  los  cuales  dicen  se  lamentaba  frecuente- 
mente de  su  falta  de  recursos  y  teniendo  que 
regresar  á  Parral  antes  de  concluir  su  cura- 
ción porque  decía  que  no  tenía  con  qué  subve- 
nir á  estos  gastos,  no  obstante  que  gastaba 
tan  poco,  "pues  sólo  daba  $  3  ó  4  al  día  y 
muy  pocas  veces  $  5,  para  la  pensión  de  él,  de 
su  mujer  y  de  sus  cuatro  hijos  que  le  acompa- 
ñaban, manifestando  que  sentía  no  poder  con- 
tribuir con  más  porque  se  hallaba  muy  atra- 
sado. Todo  esto  sería  inexplicable  en  una  per, 
sona  que  disponía  de  una  suma  tan  cuantiosa- 
que  primeramente  mantuvo  improductiva 
guardada  en  su  casa  en  una  cómoda  y  cajas 
en  que  guarda  todas  sus  cosas"  como  lo  de- 
clara en  la  articulación  dieziseis  del  interro- 
gatorio, y  que  después  coloca  á  depósito  por 
largo  tiempo  sin  retirar  ni  los  intereses; 

9^  Que  las  observaciones  expuestas  en  los 
considerandos  precedentes,  deducidas,  como 
se  ha  visto,  de  las  mismas  confesiones  del  de- 
mandado, forman  un  cúmulo  de  presunciones 
graves,  precisas  y  concordantes  que  llevan  al 
.  ánimo  la  convicción  plena  de  que  el  depósito 
de  que  se  trata  se  hizo  con  el  dinero  de  don 
Eugenio  Ibáñez  y  á  él  le  pertenecía,  y  por  eso 
guardaba  en  su  caja  de  fierro  el  certificado 
respectivo;  que  si  éste  se  extendió  á  nombre  de 
su  hijo  don  Ricardo  pudo  muy  bien  ser  para 
evitar  las  retenciones  que  pudieran  decretarse 
en  un  juicio  que  le  había  promovido  un  señor 
Castillo  sobre  la  herencia  de  su  hermano  don 
Samuel  y  del  cual  se  hace  mención  en  los  au- 
tos, juicio  que  era  distinto  de  los  otros  que  le 


habían  seguido  anteriormente  sobre  el  miscr 
asunto  y  que  ya  estaban  fallados  deñniíiu 
mente; 

10.  Que  esta  misma  conclusión  secorrol> 
ra,  á  mayor  abundamiento,  con  las  declara- 
ciones de  testigos  que  han  tenido  conocimle:- 
to  de  algunos  hechos  pertinentes  á  la  cuestnk 
y  que  la  dejan  más  en  claro.  Entre  estases:; 
la  de  don  Germán  Aliaga,  ratificándose  eo  la 
que  prestó  en  el  proceso  criminal,  que  dice:  "A 
la  segunda — Asistí   profesionalmeate  com: 
médico  á  don  Eugenio  Ibáñez  y  en  mi  prcser- 
cia  le  dijo  á  su  hija  Adelaida  que  tenía  eai 
Banco  en    Talca   un  depósito -de  dinero  de 
$  92.000.  No  recuerdo  si  las  palabras  qac  se 
consignan  en  la  pregunta  fueron  las  que  ex- 
presó el  señor  Ibáñez,  pero  su  fondo  es  eia¿ 
to*'.  Y  lo  que  se  consigna  ahí  en  el  fondo  es 
que  el  depósito  estaba  á  nombre  de  su  ci  o 
que  lo  hizo  así  de  miedo  á  Castillo  y  que  el  cer- 
tificado lo  guardaba  en  su  caja  de  fierro.  Es:: 
declaración  está  conforme  con  la  de  Resalí; 
Escobar,  también  ratificándose,  quedicc:  "q:: 
fué  cuidadora  y  sirvienta  del  finado  don  Ea- 
genio  Ibáñez;  que  con  ese  motivo  estaba  siem- 
pre cerca  de  su  persona  y  sabía,  porcunsi- 
guiente,  cuanto  ocurría.  Así  es  que  rccuenia 
perfectamente  que  un  día  que  estaba  prcsec:c 
la  señora  Adelaida  y  un  doctor  que  vino  ¿c 
Santiago,  le  dijo  á  la  señora  don  Eugenio <j-t 
en  la  caja  de  fierro  había  un  depósito  de  Ban- 
co por  una  cantidad  que  la  declarante  no  re- 
cuerda y  que  ese  dinero  no  era  de  don  Ricari 
y  que,  por  consiguiente,  si  fallecía,  debían  re- 
partirse entre  los  tres  por  partes  iguax> 
Agrega  la  declarante  que  el  señor  don  EugícJ' 
se  refiere  á  un  depósito  que  decía  tener  t:. 
Talca.  Corren  las   declaraciones  de  don  Ma- 
nuel Corvalán  y  de  don  Manuel  Antonio  V- 
caí  de,  que  expresan    que  en  1901  don  £a- 
genio  Ibáñez  los  hizo  llamar  por  contlacií» 
de  su  hija  Adelaida,  á  la  pensión  en  que  es 
taba  enfermo  don  Ricardo  Ibáñez,  en  San- 
tiago, y  ante  ellos  y  don   Eugenio  decían 
don  Ricardo  que  el  depósito  por  $  92.000  qof 
tenía  en  el  Banco  de  Chile  en  Talca,  á  su  nom 
bre,  pertenecía  á  su  padre  y  que  para  susegc 
ridad  le  había  entregado  el  certificado  respec- 
tivo. Declara  don  Adolfo  Ibáñez,  testigo q* 
los  autos  manifiestan  que  ha  contado  eos 
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la  confiaiiza  de  los  litigantes,  paes,  de  co- 
mún acuerdo  de  ellos  se  le  nombró  adminis- 
trador de  la  hacienda  VParrar'al  falleciniien" 
to  de  don  Eugenio,  con  facultad  de  enagenar 
los  frutos  existentes  en  ella  al  tiempo  de  hacer 
el  inventarío  que  no  pudieran  conservarse,  se- 
gún todo  consta  en  la  diligencia  de  inventarío; 
dice,  respondiendo  á  la  articulación  tercera 
del  interrogatorío,  "que  le  consta  que  cuando 
llegaron  á  Parral  noticias  de  que  don  Ricardo 
se  encontraba  muy  grave  en  Santiago,  su  pa- 
dre don  Eugenio  se  alarmó  sobremanera,  tan- 
to por  la  enfermedad  de  su  hijo  como  por  la 
circunstancia  de  que  podía  sorprenderle  la 
muerte  dejando  un  fuerte  depósito  en  el  Banco 
de  Chile  en  Talca  á  su  propia  orden,  cuando 
en  realidad  esos  fondos  eran  de  él  (de  don  Eu- 
genio) y  preparó  precipitadamente  un  viaje  á 
Santiago  para  arreglar  este  asunto,  sea  ha- 
ciéndolo testar  ó  declarar  ante  testigos  la  ver- 
dad"; 

11.  Que  en  la  demanda  de  don  Eliseo  Salas 
Lavaqui  se  reclama,  además  del  depósito  de 
los  $  92.000,  que  se  declare  también  que  el 
demandado  no  tenga  parte  alguna  en  la  dis- 
tribución de  esos  fondos,  en  su  calidad  de  he- 
redero de  don  Eugenio  Ibáñez,  á  quien  perte- 
necían, en  virtud  del  artículo  1231  del  Código 
Civil,  que  dispone  que  "el  heredero  que  ha 
sustraído  efectos  pertenecientes  á  una  suce- 
sión pierde  la  facultad  de  repudiar  la  herencia 
y,  no  obstante  su  repudiación,  permanecerá 
heredero  pero  no  tendrá  parte  alguna  en  los 
objetos  sustraídos"; 

12.  Que  para  que  tenga  lugar  la  sanción  de 
este  artículo  es  necesarío  que  la  sustracción 
se  verífique  después  de  la  muerte  de  la  perso- 
na á  quien  se  hereda,  pues  sólo  entonces  hay 
herencia  ó  bienes  hereditaríos,  y  nada  de  esto 
sucede  en  el  caso  actual,  porque  el  demandado 
no  ha  sustraído  ningún  bien  de  los  dejados  por 
don  Eugenio  á  su  fallecimiento  ni  ejecutado 
acto  alguno  que  tienda  á  modificar  el  estado 
de  cosas  existente  á  la  fecha  de  dicho  falleci- 
miento; 

13  Que  no  importa  sustracción  de  bienes 
hereditaríos  el  reclamo  que  hizo  el  demandado 
al  tiempo  de  practicarse  el  inventario  para 
que  se  le  entregara  el  certificado  de  depósito 
^lue  se  encontró  en  la  caja  de  fondos  de  su  pa- 

SUPREMA 


dre,  ni  la  defensa  que  ha  hecho  en  este  juicio, 
sosteniendo  que  el  dinero  depositado  le  per- 
tenece, porque  esos  actos  sólo  serían  la  ex- 
presión del  deseo  ó  intención  de  apropiárse- 
los, y  el  artículo  citado  no  pena  este  deseo  ó 
intención,  sino  la  sustracción  real  y  efectiva 
de  bienes  ágenos;  y 

14<.  Que  es  una  prueba  concluyen  te  de  que 
no  ha  habido  sustracción  en  el  presente  caso, 
la  circunstancia  de  que  el  demandado  no  sea 
condenado  á  ninguna  devolución,  pues,  como 
se  ha  dicho,  antes,  ni  el  dinero  ni  el  certifica- 
do de  depósito  existen  en  su  poder,  ni  aún  ha 
solicitado  en  este  juicio  que  se  le  entregue  este 
certificado  que  forma  parte  de  los  bienes  de  la 
sucesión  y  que  se  encuentra  incluido  en  el  in- 
ventarío, y  toda  sustracción  comprobada  de 
bienes  ágenos  lleva  consigo  la  obligación  de 
restituirlos  á  su  dueño. 

Se  confirma  la  sentencia  apelada  de  7  de 
enero  último. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Fiscal 
Alvarez,  que  estuvo  por  revocar  la  referída 
sentencia  en  su  prímera  declaración  y  dese- 
char también  la  demanda  en  esa  parte,  con- 
firmándola en  lo  demás. 

Funda  su  voto  en  el  libro  de  acuerdos. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Herrera.— 
/.  C  Herrera,-^H,  Alvarez,— R,  Dueñas  G. 

VOTO    BSPBCIAI» 

En  el  juicio  seguido  por  don  Eliseo  Salas 
Lavaqui  y  don  Manuel  Antonio  Cañas,  como 
representantes  legales  de  sus  mujeres  doña 
Adelaida  y  doña  Mericia  Ibáñez,  respectiva* 
mente,  hijas  de  don  Eugenio  Ibáñez,  en  de- 
mandas acumuladas  sobre  sustracción  de  bie- 
nes hereditaríos  y  sobre  la  propiedad  de  un 
depósito  de  dinero  en  el  Banco  de  Chile;  y  en 
la  prímera  de  cuyas  demandas  se  pide  se  de— 
clare: 

1^  Que  don  Ricardo  Ibáñez  ha  sustraído  á 
la  sucesión  de  Eugenio  Ibáñez  los  fondos  á 
que  se  refiere  el  certificado  del  mencionado 
depósito  é  intereses  acumulados  hasta  la  sen- 
tencia definitiva; 

2^  Que,  en  consecuencia,  pertenecen  á  la 
sucesión  expresada,  pero  que  en  ellos  no  tie- 
ne parte  alguna  el  demandado;  y 
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3*^  Que  éste  debe  pagar  las  costas  del  juicio; 
y  en  la  segunda  se  pide  que  se  declare  en  defi- 
nitiva que  el  dinero  á  que  se  refiere  el  certifi- 
cado de  depósito,  con  sus  intereses,  es  de  la 
exclusiva  propiedad  de  l«i  testamentaría  de 
don  Eugenio  Ibáñez  y  no  de  don  Ricardo  y 
que  éste  está  además  obligado  á  devolver  á 
ella  $  30.000  que  recibió  de  don  Eugenio  Ibá- 
ñez, con  más  sus  intereses  corrientes  hasta  la 
fecha  en  que  los  devuelva,  con  costas. 

El  infrascrito,  disintiendo  de  la  opinión  de 
la  mayoría  del  Tribunal,  ha  opinado  porque 
se  revoque  la  sentencia  en  la  parte  que  da  lu- 
gar á  la  demanda  de  don  Manuel  Antonio 
Cañas,  sobre  propiedad  del  mencionado  de- 
pósito, y  que  se  confirme  en  cuanto  desecha 
la  segunda  petición  del  señor  Cañas  y  la  de- 
manda de  donEliseo  Salas  Lavnqui,  fundado 
en  las  consideraciones  siguientes: 

1*^  Que  consta  de  autos  que  don  Ricardo 
Ibáñez  constituyó  un  depósito  de  $  92.000 
en  las  oficinas  del  Banco  de  Chile  de  esta  ciu- 
dad, otorgándose  á  su  orden  el  respectivo 
certificado  y  anotándose  el  depósito  en  los  li- 
bros del  Banco  como  de  su  propiedad,  y  cons- 
ta igualmente  que  el  movimiento  de  este  de- 
pósito y  la  capitalización  de  intereses  ha  sido 
comunicada  por  el  agente  del  Banco  á  don 
Ricardo  Ibáñez,  según  se  manifiesta  en  los 
documentos; 

2^  Que  la  propiedad  de  don  Ricardo  Ibá- 
ñez sobre  el  dinero  depositado  está  acredita- 
da con  la  prueba  instrumental  del  certificado 
de  depósito  y  la  constancia  de  los  libros  del 
Banco; 

3^  Que  no  se  ha  exhibido  documento  ni  ac- 
to escrito  de  ninguna  clase  emanados  de  don 
Ricardo  Ibáñez,  de  los  cuales  conste  que  éste 
haya  transferido  la  propiedad  del  depósito  á 
la  sucesión  de  don  Eugenio  Ibáñez  ni  á  otra 
persona; 

4^  Que  la  acción  entablada  por  los  deman- 
dantes es  de  dominio,  y  que  es  imposible  ó 
muy  difícil,  por  lo  menos,  probar  el  dominio 
sobre  el  dinero  al  que  no  está  en  posesión  de 
él,  por  lo  que  la  acción  procedente  en  este 
caso  habría  sido  la  de  cobro  de  pesos,  si  don 
Ricardo  Ibáñez  hubiese  hecho  uso  ó  aplicado 
á  sus  negocios  dinero  perteneciente  á  don 
Bugenio  Ibáfies; 


5*^  Que,  á  falta  de  prueba  por  escrito,  los 
demandantes  han  tratado  de  acreditar  p'-r 
medio  de  testigos  los  fundamentos    de   st;< 
demandas,  prueba  inadmisible  en  el   presente 
juicio,  por  estar  prohibida  su  presentación  en 
los  artículos  1708,  1709  y  1710  del    Códig . 
Civil,  el  último  de  los  cuales  dice:  "al  que  de- 
manda una  cosa  de  más  de  $  200    de  valor 
no  se  le  admitirá  la  prueba  de  testigües,  aoc- 
que  limite  á  ese  valor  su  demanda.  Tampoco 
es  admisible  la  prueba  de  testigos  en  las  ik- 
mandas  de  menos  de  $  200  cuando  se  declara 
que  lo  que  se  demanda  es  parte  6  resto  de  no 
crédito  que  debió  ser  consignado  por  escrito 
y  no  lo  fue;*' 

6^  Que  la  prohibición  de  presentar  testigos 
en  los  casos  á  que  se  refieren  los  tres  artículos 
citados  es  absoluta,  sin  otras  excepciones 
que  las  consignadas  en  el  artículo  1711  del 
mismo  Código,  las  cuales  no  concarren  en  el 
presente  juicio,  no  debiéndose,  por  consiguien- 
te, aceptar  dicha  prueba  á  pretesto  de  acre- 
ditar  circunstancias  ó  hechos  que  podrían 
constituir  presunciones,  porque  ello  importa- 
ría autorizar  recursos  ó  medios  indirecto > 
para  infringir  la  ley; 

7^  Que  la  prueba  testimonial  producida  por 
los  demandantes,  aun  en  el  caso  de  ser  admisi- 
ble, no  basta  para  acreditar  la  propiedad  del 
depósito  que  demandan,  por  cuanto  las  de 
claraciones  de  doña  Leonor  Martínez,  Elrira 
y  Tomás  Gatica,  al  tenor  de  la  segunda  pre- 
gunta del  interrogatorio;  las  de  don  Gennáa 
Aliaga;  la  de  Rosalía  Escobar;  la  de  don  Ma 
nuel  Corvalán  y  Manuel  Antonio  Alcaide;  vía 
de  don  Adolfo  Ibáñez,  se  refieren  á  hechos  que 
no  tienen  relación  directa  con  la  cuestión  ó  á 
confesiones  extrajudiciales  que  se  dicen  pres- 
tadas por  don  Ricardo  Ibáñez,  siendo  además 
casi  todas  ellas  declaraciones  de  testigos  sin- 
guiares; 

8^  Que  las  presunciones  judiciales  de  qce 
se  hace  mérito  en  la  sentencia  están  basadas 
en  la  prueba  testimonial;  y  son  además  un 
medio  probatorio  meramente  conjetural,  j 
no  pueden  tener  valorvcn  competencia  coa 
una  prueba  superior  y  preconstituida,  como 
es  la  instrumental,  ni  aun  en  el  caso  de  reunir 
las  condiciones  requeridas  en  el  inciso  3^  del 
articulo  1712  del  Código  citado;  j  qoc  h 
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misma  interpretación  debe  darse  á  la  dispo- 
sición del  inciso  3^  del  artículo  428  del  Códi- 
go de  Procedimiento  Civil,  porque  las  pre- 
sunciones judiciales  no  pueden  natural  y  le- 
pálmente  ser  otra  cosa  que  simples  indicios 
que  pueden  tener  mérito  probatorio  á  falta 
de  prueba  de  mayor  valor. 

Talca,  3  de  diciembre  de  1904e.—Herib€rto 
Aívarez, 

Contra  esta  sentencia  de  la  Corte  de  Talca 
han  interpuesto  recurso  de  casación  en  el  fon- 
do, tanto  don  Ricardo  Ibáñez,  como  don  Eli- 
sco  Salas  Lavaqui. 

Fúndase  el  recurso  del  primero  en  que,  tra- 
tándose de  un  juicio  de  dominio  de  una  cuan- 
tía muy  superior  á  $  200,  la  Corte  ha  consi- 
derado comprobados  varios  hechos  estable- 
cidos con  pruebas  de  testigos,  sin  que  existie- 
ra principio  alguno  de  prueba  por  escrito,  con 
lo  cual  ha  infringido  los  artículos  1708,  1709 
y  1710  del  Código  Civil. 

Además,  ha  aplicado  erróneamente  el  ar- 
tículo 1712  de  este  Código  y  el  428  deL  Códi- 
go de  Procedimiento  Civil,  ya  que,  no  pudién- 
dose aducir  prueba  testimonial,    los  hechos 
justificados  en  esa  forma  no  pueden  hervir  de 
base  para  presunciones  judiciales,  que  son  un 
medio   probatorio   meramente  conjetural   y 
por  consiguiente  incapaz  de  prevalecer  sobre 
la  prueba  instrumental  preconcedida.  El  ar- 
tículo 1702  del  Código  Civil  atribuye  al  ins- 
trumento privado   reconocido   la   fuerza  de 
una  escritura  pública,  y  el  artículo  432  del 
Código  de  Procedimiento  Civil  no  permite  in- 
validarla sino  por  los  medios  que  él  indica  y 
que  en  este  caso  no  han  sido  usado.  Ha  habi' 
do,  pues,  infracción  de  esos  dos  preceptos  y 
del  artículo  431  de  este  último  Código,  pues- 
to que  el  certificado  de  depósito  es  un  ^docu- 
mento que  establece  la  propiedad  de  la  cosa 
depositada,  que  destruye  con  su  mérito  toda 
prueba  testimonial  que  se  rindiere  en  sentido 
contrario  á  lo  que  en  él  se  establece.  De  esta 
manera  se  ha  violado  por  la  sentencia  recu- 
rrida, no  solamente  lo  prescrito  en  los  núme- 
ros 1  y  2  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
sino  también  lo  ordenado  en  la  Ley  3*  Título 
11  Libro  11  de  la  Novísima  Recopilación. 

Por  ser  de  dominio  la  acción  entablada  y. 


que  ha  sido  aceptada  por  la  Corte,  se  ha  in- 
fringido igualmente  el  artículo  894  del  Códi- 
go Civil  que  no  da  lugar  A  esta  acción  entre 
comuneros. 

Se  ha  infringido  también  el  artículo  1713 
del  mismo  Código  y  el  artículo  388  del  de 
Procedimiento  Civil,  desde  que  la  sentencia 
estima  como  confesión  del  Procurador  de  don 
Ricardo  Ibáñez  las  declaraciones  prestadas 
por  el  testigo  don  Hipólito  Matus  en  el  pro- 
ceso criminal  agregado,  y  el  artículo  1700  del 
Código  Civil  por  cuanto  desconoce  la  fe  que 
merece  una  escritura  pública. 

Se  ha  infringido  asimismo  el  artículo  193 
del  Código  de  Procedimiento  Civil  en  los  con- 
siderandos 5^,  6^  y  7^  de  la  sentencia  recurri- 
da, porque  sirviendo  de  fundamento  al  fallo, 
no  contienen  las  necesarias  consideraciones 
de  hecho  y  de  d\;recho  preceptuadas  por  el  nú- 
mero 4^^  de  dicho  artículo. 

El  artículo  812  del  Código  de  Comercio  ha 
sido  también  infringido,  en  cuanto  prescribe 
que  los  depósitos  que  se  hagan  en  los  bancos 
se  rijan  por  los  estatutos  de  éstos. 

Don  Eliseo  Salas  Lavaqui,  fundando  por  su 
parte  el  recurso  de  casación  en  el  fondo  que 
ha  interpuesto,  sostiene  que  la  sentencia  pro- 
nunciada por  la  Corte  de  Talca  ha  infringido 
el  artículo  1231  del  Código  Civil,  infracción 
que  ha  inñuido  sustancialmente  en  la  parte 
dispositiva  del  fallo.  Dicho  artículo  prescribe 
que  un  heredero  que  ha  sustraído  efectos  per-, 
tenecientes  á  una  sucesión,  á  más  de  no  po- 
der repudiar  la  herencia,  perderá  su  parte  en 
los  objetos  sustraidos;  y  en  el  caso  actual,  á 
pesar  de  haber  verificado  don  Ricardo  Ibáñez 
las  sustracciones  de  los  $92.000  que  depositó 
á  su  nombre  en  el  Banco  de  Chile  y  que  poste- 
riormente  reclamó  como  suyos,  la  Corte  no 
ha  declarado  al  señor  Ibáñez  incurso  en  aque- 
lla responsabilidad  legal,  porque  en  su  con- 
cepto para  que  haya  sustracción  de  efectos 
pertenecientes  á  una  sucesión,  es  necesario  que 
se  verifique  después  de  la  muerte  de  la  pers'i- 
na  á  quien  se  hereda.  La  ley  no  ha  puesto 
esta  limitación  y,  al  contrario,  manda  en  mu- 
chos casos  tomar  en  cuenta  en  la  sucesión 
actos  anteriores  á  su  apertura,  como  las  do- 
naciones revocables  é  irrevocables  que  ordena 
acumular  imaginariamente  al  acervo»  y  una 
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donación  ocultada  ú  omitida  maliciosamente 
4espués  de  la  apertura  importa  también  sus- 
tracción de  efectos  hereditarios,  recayendo 
sobre  su  autor  la  sanción  que  establece  la 
ley.  El  Tribunal  ba  confundido  el  delito  ci- 
yil  que  signiñcan  estos  actos  con  el  delito  cri- 
minal de  robo  que  define  y  sanciona  el  Código 
Penal;  y  de  allí  es  que  haya  sustentado  en  su 
sentencia  el  error  de  que  toda  sustracción  de 
bienes  ágenos  lleva  consigo  la  obligación  de 
restituirlos  á  sus  dueños.  A  menudo  el  que 
comete  el  delito  civil  de  sustracción  no  hace 
cambiar  de  lugar  al  efecto  sustreúdo,  y  por 
eso  sólo  se  exige  para  establecer  ese  delito  la 
intención  fraudulenta  de  apropiárselo,  y  en  tal 
caso  no  puede  condenarse  á  una  devolución. 
La  acción  que  constituye  el  delito,  sea  civil 
ó  criminal,  es  casi  siempre  compleja.  Comien- 
za por  actos  preparatorios  y  termina  por  la 
consumación,  si  es  que  no  se  frustra  por  cau- 
sas agenas  á  la  voluntad  del  delincuente.  En 
el  caso  actual,  el  demandado  ejecutó  un  acto 
preparatorio  del  delito  al  colocar  el  dinero  en 
el  Banco  á  su  propio  nombre,  y  no  en  el  de  su 
verdadero  dueño,  y  consumó  el  delito  al  re- 
clamarlo como  suyo  cuando  se  formaba  el 
inventario  de  los  bienes  de  la  sucesión. 


La  Oort^: 

Considerando  sobre  el  recurso  interpuesto 
por  don  Ricardo  Ibáñez: 

1.^  Que  no  se  ha  discutido  en  este  juicio  ni 
la  validez  ni  el  mérito  probatorio  del  docu- 

■ 

mentó  que  acredita  el  depósito  de  los  $  92.000 
hecho  en  el  Banco  de  Chile  en  Talca,  puntos 
acerca  de  los  cuales  las  partes  están  de  acuer- 
do, sino  ^ue  se  ha  tratado  de  establecer  á 
^uien  pertenece  el  depósito,  que  don  Ricardo 
Ibáñez  reclama  como  suyo,  y  que  los  deman- 
dantes  sostienen  que  es  de  propiedad  de  la 
sucesión  de  don  Eugenio  Ibáñez; 

2.^  Que  esta  cuestiones  susceptible  de  prue- 
ba testimonial  aun  cuando  no  exista  un  prin- 
cipio  de  prueba  por  escrito,  ya  porque  no  se 
trata  de  acto  ó  contrato  que  contenga  la  en- 
trega ó  promesa  de  una  cosa  que  valga  más 
de  $  200,  ya  porque,  d$ida  la  naturaleza  de 
los  hechos  en  que  se  funda  la  demanda,  no 


habría  sido  posible  la  existencia  de  una  pnx> 
ba  escrita  y  preconstituida; 

3.°  Que  á  lo  anterior  se  agrega  queUprix» 
ba  rendida  en  este  juicio  ha  sido  prínapal- 
mente  de  presunciones,  prueba  que  no  erJ 
prohibida  por  la  ley,  aun  respecto  de  actos! 
contratos  que  contengan  la  entrega  ó  procx^ 
sa  de  cosa  que  valga  más  de  $  200,  aaoq« 
contribuyan  á  formarla  declaraciones  testi- 
moniales, .^íeinpy-^  gtié*  i^gt^  presiinóonag 
4eduzcan  tambiénde  hechos  confesados  po: 
las  partes  ó  que  constan  de  autos,  como  oca- 
rre  en  el  caso  presente; 

4^  Que  la  Corte  de  Apelaciones  de  Taka, 
aceptando  las  presunciones  judiciales  cooo 
medios  probatorios  de  los  hechos  que  estala 
ce  en  su  sentencia,  se  ha  conformado  á  lis 
disposiciones  legales  que  rigen  la  materk 
tanto  en  el  Código  Civil  como  en  el  de  Proce- 
dimiento Civil,  y  no  ha  violado,  en  consecixi- 
cía,  las  prescripciones  del  artículo  1712  del 
primero  ni  del  428  del  segundo; 

5^  Que  el  certificado  de  depósito,  otórgalo 
por  el  Banco  de  Chile  en  Talca,  no  ticoc  li 
fuerza  de  una  escritura  pública,  sino  que  es  un 
instrumento  privado  que  acredita  el  hecho 
mismo. del  depósito  y  la  persona  que  practicc 
la  operación  de  entregar  el  dinero;  pero  sis 
que  su  redacción  tenga  importancia  deásira 
para  resolver  la  cuestión  de  domiaio  debati- 
da en  el  pleito; 

6^  Que  no  ha  sido  necesario  en  este  jnidor^ 

currir  á  prueba  instrumental,  que  tampoco 
era  natural  existiera,  atendidas  las  cuestione^ 
debatidas  en  él,  de  modo  que  careda  de  o\^ 
to  aplicar  los  artículos  1700, 1702, 1708  j 
1710  del  Código  Civil,  ni  los  artículos  431  y 
432  del  de  Procedimiento  Civil  y  que  no  baa 
sido  infringidos; 

7*  Que  la  confesión  prestada  en  el  jaiáo  cri- 
minal á  que  se  refiere  el  considerando  8' deis 
sentencia  recurrida,  ha  sido  estimada  porU 
Corte  de  Apelaciones  como  un  medio  pro'j^' 
torio  expresamente  autorizado  por  el  artícolo 
381  del  Código  de  Procedimiento  Cifil  as 
como  la  apreciación  de  la  fuerza  probatoria 
de  las  declaraciones  de  los  testigos  ha  siáohf 
cha  en  confirmación  á  lo  que  dispone  el  arti- 
culo 374  del  mismo  Código,  de  maocra  qflí 
no  han  sido  infringidas  estas  disposiciones,  ci 
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impoco  la  que  se  contiene  en  artículo  1713 
el  Código  CivU; 

8^  Que  no  tienen  aplicación  al  caso  presen- 
í  ni  la  ley  3*  título  11  Libro  II  de  la  Novísi- 
la  Recopilación,  ni  el  artículo  812  del  Códi- 
o  de  Comercio  que  se  dicen  también  infríngi- 
os  por  la  sentencia,  ya  porque  la  primera  es 
na  ley  de  procedimiento,  derogada  en  la  fe- 
ha  en  que  se  dictó  el  fallo  j  que  se  refiere  al 
iodo  de  notificar  las  receptorías  para  prueba 
examinar  los  testigos  sin  corrupción  ni  so~ 
omo,  ya  porque  el  artículo  del  Código  de  Co- 
lercio  que  se  cita  es  una  disposición  del  todo 
gena  al  litigio  actual,  en  el  que  nadie  ha  sos- 
enido  que  el  depósito  de  los  $  92.000  se  ríja 
n  otra  forma  que  la  determinada  por  los  es- 
atutos  de  los  Bancos,  j  por  tanto  nada  se 
la  decidido  acerca  de  ese  punto; 

9*  Que  siendo  la  resolución  de  la  Corte  de 
Uzada  confirmatoría  de  la  de  prímerains tañ- 
ía, no  ha  tenido  necesidad  para  su  validez  de 
rontener  los  requisitos  que  exige  el  artículo 
L93  del  Código  de  Procedimiento  Civil  para 
a  sentencia  definitiva  de  primera  instancia  j 
3ara  las  de  segunda  que  ó  modifiquen  ó  revo- 
quen las  de  otros  tríbunales,  y  en  consecuen- 
na  ha  podido  la  Corte  omitir  consideraciones 
ie  hecho  ó  de  derecho  que  no  creyera  perti- 
D<:ntes,  ó  que  estuvieran  ya  consignadas  en  la 
sentencia  de  prímera  instancia,  á  lo  que  se 
^S^g^  qtie  una  omisión  de  esta  clase  es  cau- 
sa de  casación  en  la  forma  según  lo  prescribe 
el  número  5'  del  artículo  941  del  Código  de 
Procedimiento  Civil; 

10'  Que  no  se  ha  tratado  en  este  juicio  de 
la  acción  reivindicatoría  á  que  se  refiere  el  ar- 
tículo 894  del  Código  Civil,  esto  es,  la  que  se 
concede  aunque  no  se  pruebe  dominio,  al  que 
ha  perdido  la  posesión  regular  de  una  cosa 
que  se  hallaba  en  el  caso  de  ganar  por  pres- 
cripción, la  cual  es  la  que,  según  el  inciso  2' 
del  mismo  articuló,  no  vale  ni  contra  el  ver- 
dadero dueño  ni  contra  el  que  posea  con  igual 
6  mejor  derecho.  No  ha  habido,  en  consecuen- 
cia, motivo  párá  aplicar  dicho  artículo,  ni 
para  sostener  que  él  haya  sido  violado  en  lá 
sentencia  recurrida. 

Considerando  en  el  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  don  Eliseo  Salas  Lavaqui: 
1^  Qué  él  artículo  1231  del  Código  Civil 


dispone  que  el  heredero  que  ha  sustraído  efec« 
tos  pertenecientes  á  una  sucesión  pierde  la 
facultad  de  repudiar  la  herencia  y,  no  obs- 
tante su  repudiación,  permanecerá  heredero; 
pero  no  tendrá  parte  alguna  en  los  objetos 
sustraídos,  quedando,  además  st^eto  á  las 
penas  que  por  el  delito  corresponda; 

2^  Que  para  que  una  cosa  se  entienda  sus- 
traída es  necesario  que  sea  apartada,  sepa- 
rada ó  estraida  del  lugar  en  que  la  mante- 
nía la  persona  en  cuyo  poder  se  encontraba, 
siendo  este  el  significado  que  el  uso  vulgar 
y  el  Diccionario  de  la  Lengua  atribuyen  á  lá 
palabra  sustracción,  y  el  mismo  que  tiene  su 
acepción  legal,  como  lo  manifiestan  los  ar- 
tículos 214,  716, 1337,  del  Código  de  Comer- 
cio, 142,  233,  470,  301  y  471  del  Código 
Penal; 

3^  Que  no  habiendo  don  Ricardo  Ibáñez 
apartado,  separado,  ni  extraído  bienes  per- 
tenecientes á  la  sucesión  de  su  padre  don  Eu- 
genio, por  el  sólo  hecho  de  reclamar  como 
suyo  el  depósito  de  los  $  92.000  de  que  se 
trata  en  esta  causa,  la  Corte  de  Apelaciones 
de  Talca  ha  hecho  una  aplicación  correcta 
del  artículo  1231  del  Código  Civil,  el  cual 
pena  únicamente  al  heredero  que  sustrae  efec- 
tos de  la  sucesión,  y  no  al  que  reclama  como 
suyos  bienes  que  se  encuentran  entre  los  de- 
más que  el  difunto  tenía  en  su  poder  y  que 
han  sido  inventariados  con  los  otros  efectos 
de  la  sucesión. 

En  mérito  de  estas  consideraciones,  de  los 
preceptos  legales  á  que  se  ha  hecho  referen- 
cia, y  visto  además  lo  dispuesto  por  los  ar- 
tículos 940,  960,  970  y  979  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  se  declaran  sin  lugar  los 
recursos  de  casación  en  el  fondo  interpuestos, 
el  primero  por  don  Ricardo  Ibáñez,  y  el  se- 
gundo por  don  Eliseo  Salas  Lavaqui,  contra 
la  sentencia  de  2  de  diciembre  de  1904,  debien- 
do ambos  pagar  las  costas  y  perder  el  valor 
de  las  boletas  de  consignación  con  que  acom- 
pañaron sus  recursos. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Vergara. 

Albano.— y.  Gabriel  Palma  Guzmáa Galva' 

riño  Gallardo,— Carlos   Varas,— Abel  Saave» 

dra.—E.  Fóster  Recabarrea A,    Vergara  Al' 

bano.—J,  Alejo  Fernández, 
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Cas.  civ 17  de  mayo  de  1906 

Chace  con  Braithwaíte 

Minas.— Patente  minera;  oaduoidad.— 
Remate  de  minas;  requerimiento  - 
Avlsos;nombre  del  dueño.— Deroga- 
ción.—Aota  de  remate.  —  Prescrip- 
,  ción.— Perj  uioios. 


la  prescripción  de  su  dominio^  nopucdt 
invocarse  en  contra  de  la  caducidad  dt 
la  concesión  que  se  veriñca  por  la  adju- 
dicación en  remate  á  una  tercera  perso- 
na en  caso  de  no  pago  de  la  patente. 

Las  actas  de  remate  de  minas  qae no 
han  pagado  patente  se  extienden  ante  c! 
secretario  del  Juzgado. 


Doctrina:— La  ley  concede  á  los  parti- 
culares la  propiedad  perpetua  de  las  mi' 
ñas  á  condición  de  pagar  una  patente 
anual,  perdiéndose  esa  propiedad  por 
falta  de  pago  de  la  patente,  una  vez  prac- 
ticados los  trámites  ordenados  por  los 
artículos  134  y  135  del  Código  de  Mi- 
nería. 

La  ley  no  exige  para  la  subasta  noti- 
ñcación  del  dueño  de  la  mina  que  no  ha 
pagado  la  patente  y  sólo  ordena  la  pu- 
blicación de  la  nómina  de  las  propiedades 
mineras'que  no  la  hayan  pagado,  sin  ex- 
presar que  los  avisos  deban  contener 
también  la  designación  de  sus  dueños; 
pues  ellos  no  constituyen  requerimiento 
alguno  sino  simplemente  un  medio  de pu- 
blicidad  para  hacer  saber  el  remate  a 
todos  aquellos  que  pudieran  tener  interés 
en  la  subasta. 

El  remate  debe  hacerse  entre  los  cua- 
renta y  los  cincuenta  días  contados  des- 
de  la  primera  publicación  del  aviso;  y 
sería  generalmente  imposible  efectuar  la 
subasta  en  los  plazos  señalados,  con  per- 
juicio evidente  de  los  intereses  del  Esta- 
do, si  fuese  menester  llenar  todas  las  for- 
malidades de  una  notiñcación  judicial. 

Los  preceptos  legales  indicados  sobre 
el  modo  cómo  deben  rematarse  las  mi- 
nas morosas  no  han  sido  derogados  por 
el  Código  de  Procedimiento  Civil. 

Cualquiera  que  sea  el  tiempo  que  se  ha 
poseído  una  mina  y  aunque  bastara  para 


Don  Jorge  B.  Chace,  de  profesión  minero. 
residente  en  Londres,  demandando  á  don  J^r 
ge  Braithwaite,  sobre  nulidad  del  remátenle 
la  mina  de  plata  de  su  propiedad  deoomí 
nada  "San  Simón"  del  mineral  de  "Huan^ 
tajaya",  expone:  que  en  los  edictos  ó  aTÍso> 
n) andados  publicar  por  el  Juzgado  aparnt 
requiriéndose  á  la  "Descubridora",  Compañn 
que  sólo  tienen  derecho  de  explotación  deesa 
mina,  para  el  pago  de  la  patente,  siendo  q« 
él  es  su  verdadero  dueño. 

Que,  por  esta  circunstancia,  se  ha  visto  en  !a 
imposilibidad  de  tener  noticia  alguna  del  re* 
mate  y  acudir  á  sacar  la  patente  que  por  lev 
le  corresponde. 

Que  la  diligencia  de  remate  y  la  adjudicación 
de  la  mina  "San  Simón"  á  don  Jorge  Bra* 
thwaite  adolece  de  nulidad  absoluta,  poro* 
haberse  requerido  al  dueño  de  la  mina,  q^ 
lo  es  el  exponente;  y  que  la  disposidóo  de. 
artículo  134  del  Código  de  Minería  debe  en- 
tenderse con  el  dueño  de  la  propiedad  misma 
y  en  ningún  caso  con  el  arrendatario  ó  el  qoc 
tiene  el  derecho  de  explotación. 

£n  consecuencia,  y  por  no  haberse  declarado 
que  su  derecho  de  dueño  de  la  mina  "San  S¡ 
món"  ha  caducado,  es  nulo  el  remate  j  la  a<! 
judición  hecha  al  señor  Braithwaite  y  por  I" 
cual  interpone  demanda  contra  don  Jor; 
Braithwaite,  empleado,  domiciliado  cnlqu;* 
que,  para  que  se  declare  nulo  y  de  ningún  va- 
lor el  remate  de  la  mina  "San  Simón"  de  íc 
propiedad,  verificado  el  día  7  de  junio  del  prt 
senté  año  en  la  sala  del  Juzgado,  con  cxpreÑ" 
condenación  de  costas. 

£1  demandante,  acompañando  un  título  para 
acreditar  el  dominio  de  la  mina  "San  Simón". 
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amplia  la  demanda  y  expone:  qne  los  remates 
de  minas  qae  se  verifican  en  el  Juzgado,  á  vir- 
tud del  artículo  134  del  Código  de  Minería,  no 
tienen  otro  efecto  que  el  permitido  en  derecho 
sin  perjuicio  de  tercero,  por  lo  que  amplía  la 
demanda  en  el  sentido  de  que  se  declare  que 
el  remate  y  adjudicación  de  la  referida  mina 
no  ha  podido  afectar  su  dominio  adquirido  ni 
menos  constituir  un  título  que  deba  prevale- 
cer sobre  el  suyo,  constante  de  escritura  pú- 
blica y  de  la  posesión  no  interrumpida  de  más 
de  veinte  años,  con  cuyo  requisito  la  prescrip- 
ción le  da  el  carácter  de  inamovible. 

Ampliando  por  segunda  vez  su  demanda, 
expone  el  señor  Chace  que  á  las  causales  ya 
alegadas  en  apoyo  de  su  derecho  agrega  las 
siguientes:  el  acta  de  remate  de  la  mina  '*San 
Simón"  no  se  extendió  en  el  protocolo  de  un 
notario,  como  está  ordenado  por  el  auto  acor- 
dado de  la  Excma.  Corte  Suprema,  de  fecha  5 
de  abril  de  1858,  y  que,  en  consecuencia,  la  ex- 
presada mina  no  ha  vuelto  á  poder  del  Esta- 
do y  su  dominio  continúa  aún  radicado  en  él, 
por  cuanto  la  diligencia  de  remate  ha  sido 
nula,  por  haberse  faltado  á  un  trámite  ó  so- 
lemnidad que  la  ley  establece  como  esencial 
para  que  el  acto  tenga  fuerza  y  valor. 

De  acuerdo  con  el  artículo  258  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  amplía,  en  consecuen- 
cia, su  demanda  con  esta  nueva  causal  de  nu- 
lidad de  remate. 

Antes  de  contestada  la  demanda,  pidió  el 
demandante  que,  sin  pronunciarse  el  Juzgado 
sobre  lacalidad  ó  valor  del  remate  de  la  mina, 
se  suspendiera  la  adjudicación  de  ella  al  de- 
mandado, ó  si  dicha  adjudicación  ha  sido  ya 
firmada,  se  la  deje  sin  efecto,  reservándose  pa- 
ra cuando  se  fallecí  juicio  en  definitiva,  ya  que 
este  acto  está  en  todo  subordinado  á  las  con- 
diciones de  legalidad  ó  ilegalidad  del  remate. 
^^  Juzgado  dispuso  que,  por  haberse  ya  he- 
cho lo  adjudicación,  se  reservara  para  defini- 
tiva la  declaración  pedida. 

Contestando  el  demandado,  reconviene  á  la 
vez  y  expone:  que  la  Compañía  Descubri- 
dora es  y  ha  sido  la  dueña  de  la  mina ''San 
Simón",  desde  su  fundación  hasta  que  le  fue 
adjudicada  y  acompaña  en  apoyo  de  su  afir- 
mación un  folleto  publicado  en  el  año  1885  en 
que  se  insertan  la  inscripción  de  la  escritura. 


estatutos  y  decreto  supremo  aprobando  la 
constitución  de  la  Compañía  Minera  Descu- 
bridora. 

En  cuanto  al  argumento  de  haber  figurado 
la  mina  "San  Simón"  entre  las  que  debían  re- 
matarse por  falta  de  pago  de  patente  como 
propiedad  de  la  Compañía  Descubridora  y 
no  como  del  demandante,  sostiene  que  ningu- 
na ley  prescribe  que  para  la  validez  del  remate 
de  las  minas  cuya  concesión  haya  caducado 
por  no  haberse  cubierto  la  patente  en  el  perío- 
do legal,  sea  necesario  que  se  publique  el  nom- 
bre de  su  actual  último  dueño. 

La  concesión  minera,  dice  el  artículo  134del 
Código  de  Minería,  caduca  por  la  falta  del 
pago  de  la  patente  en  los  plazos  que  fija  la  ley. 
Ese  precepto  es  absoluto  y  no  admite  dis- 
tingo alguno. 

La  mina  "San  Simón"  no  pagó  la  patente  en 
el  mes  de  marzo  último;  luego  caducó  la  con- 
cestón de  ella,  quien  quiera  que  fuera  el  conce- 
sionario. 

Al  Estado  nada  le  importa  que  sea  don  Jor- 
ge B.  Chace  el  que  no  pagó  la  patente  ó  cual- 
quier otro  individuo;  lo  único  cierto  es  que  la 
mina  "San  Simón"  no  pagó  su  patente,  cadu- 
cando la  concesión  de  ella,  ya  que  nadie  se 
presentó  haciendo  uso  de  los  derechos  que 
otorga  el  mismo  artículo  134  al  concesiona- 
rio anterior  para  suspender  el  remate. 

En  cuanto  á  la  forma  de  la  subasta  de  las 
minas  morosas,  ella  está  sancionada  en  el  ar- 
tículo 135  del  mismo  Código. 

Este  artículo  preceptúa  que:  "en  los  quince 
primeros  días  de  abril,  las  oficinas  encarga- 
das de  recaudar  las  patentes  pasarán  al  Juz- 
gado respectivo  del  departamento  una  nómi- 
na de  las  propiedades  mineras  que  no  hayan 
pagado  la  que  les  corresponda. 

"El  Juez  ordenará  publicar  avisos  por  cinco 
veces  en  un  periódico  del  departamento,  si  lo 
hubiere  ó,  en  su  defecto,  por  carteles  en  los 
que  fijará  el  día  del  remate.*' 

Como  se  ve,  en  esta  disposición  se  prescribe 
que  la  nómina  que  debe  pasarse  al  Juzgado 
por  los  encargados  de  recaudar  las  patentes, 
no  es  de  los  dueños  últimos  poseedores  de  las 
minas,  sino  de  las  propiedades  mineras  que 
hayan  caído  en  mora. 
No  se  ha  menester,  pues,  requerimiento  per- 
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sonal  de  ningún  género,  porque  el  pago  de  la 
patente  es  condición  intrínseca  para  mantener 
la  concesión  minera;  y  porque  aquel  pago  es 
parte  integrante  del  dominio  de  las  minas 
á  las  cuales  afecta  inmediata  y  directa- 
mente. 

El  señor  Chace  dice  que  no  ha  sido  requeri- 
do legalmente. 

Pues,  dice  un  error,  ya  que  la  ley  lo  requiere 
de  derecho  para  que  pague  durante  el  mes  de 
marzo  la  patente  de  las  concesiones  mineras, 
bajo  pena  de  caducidad  de  la  mina  concedida. 

No  se  comprende,  en  efecto,  lo  que  pretende 
el  señor  Chace. 

No  pagó  la  patente  en  el  plazo  legal,  ni  la 
ha  pagado  hasta  ahora  y  pretende,  sin  em- 
bargo, que  el  Estado  le  conserve  su  propie- 
dad minera  á  virtud  de  pleitos  con  el  rema- 
tante. 

Como  si  la  falta  de  pago  de  patente  pudie- 
ra suplirse  con  litigios,  creándose  así  un  nue- 
vo modo  de  amparar  las  minas. 

Se  ha  acostumbrado  efectivamente  publicar 
los  nombres  de  los  concesionarios  en  la  nómi* 
na  de  las  minas  morosas:  pero  ese  modo  de 
proceder  se  refiere  á  la  oficina  que  remite  al 
Juzgado  aquella  nómina,  no  al  cumplimiento 
de  ninguna  ley. 

£1  Estado  no  pregunta  ni  averigua  quién 
es  el  dueño  de  una  mina  el  día  que  va  á  publi- 
carse la  nómina  de  las  que  deben  ser  remata 
das;  el  Estado  no  sigue  las  transferencias  del 
todo  ó  parte  de  las  minas,  no  sigue  el  rastro 
de  los  sucesivos  dueños. 

Ordena  simplemente  que  la  mina  sea  rema- 
tada como  cosa  suya,  para  concederla  al  me- 
jor postor  ó  para  declararla  vacante  si  no 
hay  interesados. 

El  Estado  obra  así  porque  la  concesión  mi- 
nera caducó  ipso  facto  por  el  hecho  de  no  ha- 
berse pagado  la  patente,  acordándose,  no 
obstante,  al  dueño  la  gracia  de  suspender  el 
remate,  satisfaciendo  doblada  aquella  contri- 
bución. 

Es  un  equívoco  exigir  que  el  Estado  conoz- 
ca el  nombre  de  todos  y  cada  uno  de  los  due- 
ños de  una  mina  para  sacarla  á  remate. 

Siguiendo  la  doctrina  del  señor  Chace,  el 
Juzgado,  antes  de  publicar  la  nómina  de  las 
minas  morosas,  debe  investigar  quiénes  son 


los  socios  de  ella,  pues  con  ig^uat  derecho  el 
dueño  de  una  barra  podría  alegar  qne  no  se 
le  requirió  legalmente  y  no  pudo  tener  noti- 
cias del  remate. 

Pero  para  ver  más  claro  el  error  de  esta 
teoría,  supóngase  que  no  se  hubiera  rematado 
la  mina  "San  Simón." 

El  Juzgado  entonces  la  habría  declarado 
vacante  indefectiblemente. 

El  señor  Chace  ó  la  Compañía  Descubrido- 
ra la  habrían  solicitado,  como  lo  han  hecho 
con  las  demás  propiedades  no  rematadas  por 
el  demandado. 

Luego,  la  caducidad  de  la  concesión  está 
sancionada. 

Respecto  al  argumento  del  demandante,  re* 
lativo  á  que  los  títulos  de  dominio  presenta- 
dos por  él  no  han  caducado  con  el  remate  ea 
cuestión,  por  lo  que  éste  y  la  adjudicación  al 
señor  Braithwaite  no  deben  afectar  aquel  do- 
minio ni  menos  constituir  un  título  que  deba 
prevalecer  sobre  los  del  demandante,  títulos 
que  constan  de  escritura  pública  y  de  la  po- 
sesión no  interrumpida  desde  más  de  veinte 
años,  dice  que  esta  argumentación  carece  de 
valor  legal,  ya  que  cualquiera  que  sea  el  títu- 
lo con  que  el  señor  Chace  adquirió  la  cono- 
seón  de  la  mina  "San  Simón",  esa  concesiÓD 
caducó  por  la  falta  de  pago  de  la  patente. 

Si  algo  puede  argumentarse  respecto  al  re- 
mate y  adjudicación,  nada  puede  decirse  ni  je 
dice  para  sostener  que  el  señor  Chace  puede 
mantener  la  concesión  minera,  faltando  al  pa- 
go de  la  patente. 

En  consecuencia,  la  presentación  del  título 
con  que  se  amplía  la  demanda  en  nada  mo- 
difica ó  altera  la  situación  de  las  cosas. 

El  señor  Chace  puede  haber  sido  dueño  de 
la  mina  "San  Simón",  puede  haberla  poseído 
por  medio  de  su  arrendatario,  aviador  o  pir- 
quinero de  la  Compañía  Descubridora,  du- 
rante cincuenta  años  ó  más  si  quiere,  pero  es 
de  saber  que  la  obligación  de  pagar  la  paten- 
te para  mantener  una  concesión  minera  do 
se  extingue  con  el  tiempo  ni  prescribe  jamás. 

Por  illtimo,  lo  que  se  alega  respecto  á  la  in- 
serción de  las  actas  en  un  protocolo  de  nota- 
rio, carece  también  de  valor  por  las  razones 
siguientes: 

1*  Porque  el  auto  déla  Excma.  Corte  Sfl- 
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prema  está  derogado  por  el  artículo  516  del 
Código  de  Procedimiento  Civil; 

2»   Porque  el  artículo  135  del  Código  de 
Minería  no  ha  prescrito  que  el  acta  de  rema- 
te de  minas  se  haga  ante  notario,  solemnidad 
que  no  ha  debido  ni  podido  exigir  ese  Código, 
porque  la  transferencia  de  las  minas  puede 
hacerse  por  escritura  pública,  puede  hacerse 
por  escritura  privada,  importando  ésta  una 
promesa  de  vender  y  de  comprar,  efecto  pre- 
ciso y  determinado  de  una  acta  de  remate, 
que  no  es  la  transferencia  misma  sino  el  com- 
promiso de  llevar  adelante  la  compra;  y 

3^  Porque  la  disposición  del  auto  acordado 
de  la  Excma.  Corte  Suprema  no  tuvo  por 
objeto  crear  una  solemnidad  para  el  acto  del 
remate,  sino  formalizar  4  establecer  eficaz- 
mente la  obligación  de  comprar. 

Termina  la  contestación  reconviniendo  al 
demandante  á  fin  de  que  se  declare  que  éste 
está  obligado  á  indemnizarle  los  perjuicios 
que  le  cause  con  la  iniciación  de  este  pleito  y 
con  las  prohibiciones  de  enajenar  y  de  inscri- 
bir que  se  han  dictado  bajo  su  responsabili- 
dad. 

Estos  perjuicios  los  estima  en  la  cantidad 
en  que  había  convenido  vender  la  mina  **San 
Simón",  junto  ton  la  "Delirio"  á  don  Carlos 
Roberto  Larraguibel. 

Fundando  la  reconvención,  expone:  que  el 
señor  Chace,  abusando  del  derecho  de  litigar, 
ha  obtenido  medidas  precautorias  que  le  im« 
piden  disponer  de  la  minas  como  concesiona- 
rios de  ellas  y  que  por  este  motivo  no  se  rea- 
lizará su  negocio  por  culpa  única  del  deman- 
dante. 

Acompaña  copia  de  la  escritura  de  compra- 
venta con  el  señor  Larraguibel,  en  la  que 
aparecen  vendidas  las  minas  en  referencia  en 
la  suma  de  $  100.000  cada  una  y  en  la  forma 
que  en  ella  se  expresa. 

Replicando  el  demandante  y  contestando  á 
la  reconvención,  sostiene  no  ser  efectivo  que 
la  Compañía  Descubridora  sea  la  dueña  de 
la  mina  "San  Simón",  la  que  pertenece  única- 
mente á  él  mismo  como  lo  ha  asegurado  y 
comprobado  y,  en  cuanto  á  las  demás  obser- 
vaciones contenidas  en  la  contestación,  las 
rebate  reforzando  sus  anteriores  alegaciones. 
Reflecté  de  lá  i^cotí  vención  expone:  que  esa 


reconvención  es  sólo  un  adorno  coú  que  él 
demandado  ha  querido  aderezar  su  escrito  y 
que  ha  resultado  en  absoluto  conti'aprodii* 
cente,  pues  es  incompatible  con  el  derecho  de 
defensa  que  autoriza  á  reclamar  en  juicio  lo 
que  á  una  persona  le  corresponde  legítima- 
mente sin  temor  de  verse  obligado  á  pagar 
los  fabulosos  perjuicios  que  cobra  el  deman- 
dante. 

Agrega  que  esa  reconvención  no  es  seria  y 
que  viene  á  mejorar  notablemente  la  acción 
deducida  en  la  demanda,  fundada  en  la  justi- 
cia y  en  lois  eternos  principios  de  la  equidad. 

Con  el  ejercicio  de  un  derecho  no  se  ofende 
ni  se  injuria  á  otra  persona,  siendo  necesario 
para  hacer  responsable  al  que  ejetcita  ese 
derecho  por  los  daños  causados,  siempre  qué 
ellos  sean  efectivos  y  no  de  papel,  se  acredite 
que  obró  ilícita  ó  culpablemente,  según  los 
términos  del  artículo  2284  del  Código  Civil. 

Encontrándose  en  tramitación  el  présente 
juicio,  don  Alfredo  Syers  Jones,  como  Presi- 
dente de  la  Compañía  Descubridora,  cuya 
profesión  se  designa  por  su  objeto,  interpone 
demanda  contra  don  Jorge  Braithwaite,  em- 
pleado también,  domiciliado  en  este  puerto, 
sobre  nulidad  del  remate  de  las  minas  "Deli- 
rio" y  **San  Simón"  de  Huantajaya  de  este 
departamento. 

Sostiene  que  la  Compañía  que  representa 
tiene  mientras  ella  exista  el  derecho  de  explo- 
taron de  las  minas  "Delirio"  y  "San  Simón", 
sacadas  á  remate  el  día  7  de  junio  del  presen- 
te año,  en  la  sala  del  Juzgado  y  ajudicadas  á 
don  Jorge  Braithwaite; 

Que  los  verdaderos  dueños  de  esas  propie- 
dades mineras  son  otras  personas,  á  quienes 
no  se  les  ha  requerido  en  la  forma  que  la  ley 
determina  para  que  tengan  noticias  de  haber 
incurrido  en  la  omisión  de  pagar  la  patente 
requerida; 

Que  el  artículo  134  del  Código  de  Minería 
establece  que  al  declararse  caducado  el  dere- 
cho del  dueño  de  la  mina  sacada  á  retnate, 
debe  ser  legalmente  requerido  por  avisos  6 
edictos; 

Que  la  Compañía  Descubridora  no  tiene  el 
título  de  señor  y  dueño,  sino  simplemente  el 
derecho  de  explotación  y  que  los  verdaderos 
diieños  no  hsn  sido  citados  psn-a  el  rematti 
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por  cuyo  motivo  es  evidente  que  tanto  la  di- 
ligencia de  remate  como  la  de  adjudicación 
adolecen  de  un  vicio  manifiesto  que  acarrea 
la  nulidad  del  acto;  y 

Que  como  la  Compañía  Descubridora  tiene 
el  derecho  de  explotación  de  las  minas  ilcgal- 
mente  rematadas,  viene,  para  conservar  este 
derecho,  en  interponer  demanda  contra  don 
Jorge  Braithwaite  para  que  se  declare  nulo 
y  de  niugün  valor  el  remate  de  las  minas 
"Delirio"  y  *'San  Simón''  á  que  hace  referen- 
cia. 

Se  amplió  esta  demanda  en  la  misma  forma 
que  la  deducida  por  parte  de  don  Jorge 
B.  Chace. 

Fué  contestada  por  el  demandado  también 
haciendo  valer  las  mismas  consideraciones  que 
en  el  anterior  juicio  y  deduciendo  á  la  vez 
igual  reconvención. 

Además  se  hace  valer  en  esta  segunda  con- 
testación que  si  la  Compañía  Descubridora 
no  es  dueña  de  las  minas  "Delirio"  y  "San  Si- 
món",  carece  de  título  para  entablar  este  jui- 
cio, porque  la  caducidad  de  las  concesiones 
mineras  se  refiere  al  dueño  de  las  minas  v  no 
álos  arrendatarios,  usufructuarios,  aviadores 
y  pirquineros. 

El  Presidente  de  la  Compañía  Minera  Des- 
cubridora dice-  que  las  minas  '*San  Simón" 
y  "Delirio"  no  pertenecen  á  la  sociedad  sino 
á  terceros  y  que  sobre  ellas  tiene  solamente 
el  derecho  de  explotación;  por  consiguiente, 
se  impone  que  esa  Compañía  no  tiene  por  qué 
mezclarse  en  pleitos  que  se  refieren  á  la  propie- 
dad minera. 

Respecto  de  la  mina  "San  Simón",  agrega 
el  demandado,  el  señor  Chace  se  dice  dueño 
de  ella,  pero  que  ignora  quién  alegue  dominio 
sobre  la  "Delirio",  porque  el  dueño  de  ella 
nada  reclama  en  su  contra. 

I*or  auto  de  23  de  junio  se  mandaron  acu- 
mular ambos  juicios,  considerando  que  las 
acciones  deducidas  en  ellos  emanan  directa  é 
inmediatamente  de  un  mismo  hecho,  cual  es 
el  del  remate. 

Duplicando  el  demandado  en  ambos  juicios, 
amplía  á  la  vez  la  reconvención  y  pide  al  Juz- 
gado  se  sirva  decretar  que  don  Jorge  B.  Chace 
y  la  Compañía  Descubridora  deben  pagar- 
le el  monto  de  los  perjuicios  que  ha  recibido 


y  sufrido  dejando  de  efectuar  la  venta  coir. 
prometida  con  don  Carlos  R.  Larragtiibcl  r 
la  cantidad  de  $  200,000  por  las  minas  *'SaE 
Simón"  y  '«Delirio." 

Ese  pago  de  $  200,000,  más  las  costas  di 
este  juicio,  deben  hacerlo  los  demandantfs 
solidariamente  en  la  parte  que  les  correspon- 
da, esto  es  $  100,000  don  Jorge  B.  Chace  r 
$  100.000  la  Compañía  Minera  Descubridora, 

En  razón  de  las  medidas  precautorias  de 
prohibición  de  inscribir  y  de  enajenar  decre- 
tadas bajo  la  responsabilidad  expresa  del  se- 
ñor Chace,  no  pudo  verificarse  el  negocio  coi 
el  señor  Larraguibel,  perdiendo  así  d  ralor 
efectivo  de  $  200  000. 

Se  citó  á  las  partes  para  oír  sentencia. 

El  juzgado  falló: 

Considerando: 

1^  Que  sea  que  haya  sido  don  Jorge  B. 
Chace  ó  la  Compañía  Minera  La  Descubri- 
dora el  dueño  de  las  minas  rematadas  por  el 
demandado,  la  concesión  de  ellas  caducó  por 
falta  de  pago  de  la  patente  en  el  plazo  seña- 
lado en  la  ley,  como  lo  manifiesta  el  hecho  de 
haber  sido  sacadas  á  remate  público; 

2^  Que,  en  tales  casos,  el  único  privilegio  de 
que  goza  el  concesionario  es  el  de  suspender 
el  remate  de  su  propiedad,  pagando  una  can- 
tidad doble  del  valor  de  la  patente  adeudada; 

3^^  Que  la  ley  requiere  para  proceder  al  re 
mate  de  minas  que  se  publique  la  nómina  de 
las  propiedades  mineras  que  no  hayan  paga- 
do la  patente  que  les  corresponda,  y  nada 
dice  respecto  de  que  los  avisos  deben  contener 
también  la  designación  de  sus  dueños; 

4'  Que  los  avisos  se  han  publicado  confor- 
me á  los  roles  de  patentes  de  minas  de  este 
departamento  que  existen  en  la  Tesorera 
Muniapal,  según  consta  del  certificado  del 
segundo  juicio; 

5^  Que  el  requerimiento  personal  del  a^t^ 
rior  concesionario  para  proceder  al  remate  de 
mina,  no  solamente  no  es  exigido  por  la  ley 
sino  que,  por  el  contrario,  ésta  preceptóa 
que  la  concesión  minera  caducará  por  el  solo 
hecho  de  no  pagarse  la  patente  en  los  plazos 
fijados; 

6^  Que  el  remate  se  verificó  confonne  á  las 
prescripciones  del  artículo  516  del  Código  de 


JURISPRUDENCIA 


249 


Procedimiento  Civil,  esto  es,  extendiéndose  el 
acta  de  remate  en  el  registro  del  secretario 
que  intervino  en  la  subasta,  la  que  fue  firma- 
da por  el  Juez  rematante  y  secretario,  de  'mo- 
do que  no  tiene  aplicación  al  presente  caso  el 
auto  acordado  de  laExcma.  Corte  Suprema, 
de  5  de  abril  de  1858; 

7^  Que  no  procede  la  excepción  de  prescrip- 
ción alegada  por  los  demandantes,  por  cuan- 
to, cualquiera  que  fuera  el  tiempo  de  posesión 
con  que  contaren,  la  concesión  de  sus  minas 
caducará  por  falta  de  pago  de  la  patente  en 
los  plazos  señalados  en  la  ley; 

8^  Que  no  hay  motivo  para  dejar  sin  electo 
la  adjudicación  hecha  por  el  Juzgado  al  de* 
mandado  de  las  minas  rematadas  por  éste;  y 
9^  Que  el  demandado  no  ha  comprobado 
haber  sufrido  realmente  los  perjuicios  de  que 
es  objeto  la  reconvención. 

En  virtud  de  estas  consideraciones  y  con 
arreglo  á  lo  dispuesto  en  los  artículos  134  y 
135  del  Código  de  Minería,  1698  del  Código 
Civil  y  151  y  516  del  Código  de  Procedimien- 
to Civil,  no  ha  lugar  á  las  demandas  deduci- 
das por  don  Jorge  B.  Chace  y  la  Compañía 
Minera  Descubridora,  ni  á  la  reconvención 
interpuesta  'en  ambos  juicios,  como  asimis- 
mo se  declara  sin  lugar  la  prescripción  alega- 
da por  los  demandantes  y  demás  peticiones 
de  las  partes. 

Se  deja  constancia  de  que  se  exonera  del 
pago  de  costas  á  los  demandantes,  por  esti- 
mar el  Tribunal  que  han  tenido  motivo  plau- 
sible para  litigar. — R,  Fuenzalida, 

La  Corte  de  Apelaciones: 

Tacna,  18  de  noviembre  de  1904 Vistos: 

Con  el  mérito  de  los  considerandos  3^,  4^  y 
9^  de  la  sentencia  apelada  de  21  de  septiembre 
último,  del  segundo  de  los  expedientes  acu- 
mulados; y  teniendo  además  presente: 

I*'  Que  la  ley  concede  á  los  particulares  la 
propiedad  perpetua  de  las  minas,  pero  bajo 
la  condición  de  pagar  una  patente  anual,  per- 
diéndose esa  propiedad  por  falta  de  pago  de 
la  patente,  una  vez  practicados  los  trámites 
ordenados  por  los  artículos  134  y  135  del 
Código  de  Minería; 
2^  Que  se  halla  establecido  en  autos  que 


las  minas  "San  Simón"  y  "Delirio"  no  paga- 
ron en  marzo  de  este  año  la  patente  que  les 
correspondía,  *por  lo  cual,  previos  los  trámi- 
tes legales,  fueron  adjudicadas  á  don  Jorge 
Braithwaite; 

3''  Que  la  ley,  para  la  subasta,  no  exige  no  • 
tifícación  del  dueño  de  la  mina  ni  otros  trá- 
mites que  los  expresados  en  las  disposiciones 
legales  antedichas,  no  constituyendo  tampo- 
co los  avisos  requerimiento  alguno  sino  sim- 
plemente un  medio  de  publicidad  para  hacer 
saber  el  remate  á  todos  aquellos  que  pudieran 
tener  interés  en  dicha  subasta; 

4^  Que  de  autos  aparece  lo  siguiente: 

a)  En  1882  se  otorgó  por  don  Jorge  B. 
Chace  y  otros  la  escritura  de  formación  de  la 
sociedad  "La  Descubridora",  cuyo  principal 
objeto  era  la  adquisición  y  explotación  de  líis 
minas  "San  Simón"  y  "Delirio"  y  demás  allí 
indicadas,  las  cuales,  según  se  estipuló,  se 
aportaban  á  dicha  sociedad; 

b)  A  fines  de  ese  año  don  Jorge  B.  Chace, 
como  gerente  de  "La  Descubridora",  se  pre- 
sentó á  uno  de  los  juzgados  de  Iquique,  expo- 
niendo que  esa  sociedad  era  propietaria  de 
esas  minas  y  pidiendo  se  le  autorizara  para 
explotar  como  una  sola  todas  las  pertenen- 
cias; 

e)  Los  mismos  demandantes  declaran  que 
"La  Descubridora"  tenía  en  su  poder  y  explo- 
taba la  "San  Simón"  y  la  "Delirio";  y 

d)  Desde  1893  hasta  el  año  pasado  se  ha 
estado  pagando  la  patente  de  esas  minas  á 
nombre  de  "La  Descubridora". 

5^?  Que  fuesen  de  **La  Descubridora"  ó  no 
las  minas,  lo  expuesto  en  el  anterior  conside- 
rando alejaba  toda  duda  sobre  la  inteligencia 
de  los  avisos  é  indicaba  claramente  que  se 
trataba  de  la  mina  "San  Simón",  que  Chace 
dice  era  de  su  propiedad,  y  de  la  "Delirio"  á 
que  también  se  refiere  este  juicio; 

6^  Que,  en  consecuencia,  carece  de  impor- 
tancia en  el  presente  juicio  el  error  que  haya 
podido  cometerse  en  la  designación  de  los 
dueños  de  las  minas; 

7^  Que  respecto  de  la  alegación  de  los  de- 
mandantes, sobre  que  el  acta  de  remate  debió 
extenderse  en  el  protocolo  de  un  notario,  bas- 
ta observar  que  la  ley  de  aranceles  en  su  ar- 
tículo 44  dispuso  que  los  remates  se  verifica- 
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sen  ante  el  Juez  y  el  Secretario,  desprendién- 
dose de  lo  cual  y  del  auto  acordado  de  la 
Corte  Suprema,  de  5  de  abril  de  1858,  que  las 
actas  de  remate  relativas  á  las  clases  de  bie- 
nes indicados  en  el  artículo  1801,  inciso  2^ 
del  Código  Civil,  habían  de  extenderse  por  el 
segundo  de  esos  funcionarios  en  un  registro 
especial,  sin  perjuicio  del  otorgamiento  de  es- 
critura pública  ante  notario; 

8^  Que  ante  las  disposiciones  del  Código  de 
Procedimiento  Civil  no  podría  tampoco  sos- 
tenerse que  el  acta  á  que  este  juicio  se  refiere 
debió  extenderse  en  el  protocolo  de  un  no- 
tario; 

9^  Que  los  considerandos  precedentes  ha- 
cen innecesario  entrar  á  apreciar  si,'alegando 
*La  Descubridora"  no  tener  sino  un  derecho 
de  explotación  sobre  la  "San  Simón''  y  **De- 
Hrio",  ha  podido  entablar  el  presente  juicio; 

10.  Que  no  tiene  aquí  cabida  la  prescrip- 
ción alegada  por  Chace  respecto  de  la  "San 
Simón",  por  cuanto  la  propiedad  que  la  ley 
concede  sobre  las  minas  es,  como  antes  se  ha 
dicho,  condicional,  ó  sea  subsistente  mientras 
se  pague  la  patente  anual  correspondiente,  y 
la  falta  de  pago  en  marzo  último  hizo  cadu- 
car, previos  los  correspondientes  trámites  le- 
gales, el  dominio  del  entonces  dueño  de  la  in- 
dicada mina. 

Por  tales  consideraciones  y  disposiciones 
legales  y  visto  además  lo  dispuesto  por  el  ar- 
tículo 13  del  Código  de  Minería,  se  confirma 
la  sentencia  indicada  al  principio. 

Redactada  por  el   señor  Ministro- QuirelL 

-~J5.  Barros E,  Cisternas  Peña.—P.  Roberto 

Vega.—M.  A,  QuirelL—M,  Vargas  Mardones. 

Contra  esta  sentencia  anunciaron,  en  tiem- 
po, los  demandantes  los  recursos  de  casación 
en  la  forma  y  en  el  fondo;  pero  se  desistieron 
del  primero  de  dichos  recursos,  formalizando 
sólo  el  de  casación  en  el  fondo. 

Dicen  que  en  los  considerandos  pertinentes 
de  la  sentencia  reclamada  se  establece  que  se- 
gún los  artículos  134  y  135  del  Código  de  Mi- 
nería, el  único  trámite  legal  para  el  remate 
de  las  minas  morosas  es  la  publicación  de  la 
nómina  enviada  por  la  respectiva  oficina 
recaudadora,  y  que  no  hay  necesidad  de  la 
cifáción  de  los  dueños  ó  concesionarios. 


Ahora  bien,  con  semejantes  afirmaciones  se 
quebrantan  los  preceptos  legales  que  se  pre- 
tende aplicar. 

La  ley  no  quiere  que  se  publique  una  simpie 
nómina  de  las  minas  morosas  cuando  ordena 
que  se  den  avisos  para  su  remate.  La  nómina, 
por  sí  sola,  nada  advierte  ni  significa.  £1 
aviso  de  remate  importa  ó  tiene  por  objeto  la 
citación  del  dueño,  á  quien  no  se  ha  notifica- 
do de  otro  modo,  y  por  tanto  debe  contener 
el  nombre  de  éste. 

Admitiendo  que  nada  disponga  la  lev  en 
orden  á  lo  que  deba  comprender  el  aviso,  debe 
ella  de  todos  modos  interpretarse  en  el  senti- 
do que  mejor  cuadre  al  espíritu  general  de  la 
legislación  y  á  la  equidad  natural,  conforme 
al  artículo  24  del  Código  Civil.  Y  bien,  el 
principio  de  que  nadie  puede  ser  privado  de 
sus  bienes  ó  juzgado  sin  ser  oído  se  halla  men- 
cionado en  distintos  preceptos  constitucio- 
nales y  ordinarios  de  nuestro  derecho  positÍTO 
y  arranca  de  inmutables  ideas  de  justicia;  t 
por  lo  mismo  cualquiera  duda  debería  resol- 
verse favorablemente  á  los  intereses  de  los  de- 
mandantes. 

£1  remate  de  una  mina  verificado  en  con- 
formidad á  los  trámites  legales,  pone  térmi- 
no al  derecho  del  concesionario  según  los  ar- 
tículos 13  y  135  del  Código  de  Minería.  Y  si 
pues  el  remate  viene  á  producir  la  perdida  del 
dominio,  no  es  posible  revocaren  duda  que 
la  gestión  que  á  él  conduce  y  la  sentencia  de 
adjudicación  ó  declaración  desque  la2propi^ 
dad  vuelve  á  favor  del  Estado,  por  lo  mismo 
qué  afectan  al  dueño  ó  concesionario  anterior, 
deben  serles  notificadas  personalmente.  No 
podría  argüirse  que  "La  Descubridora"  en  so 
calidad  de  dueño  ó  de  representante  del  due- 
ño de  las  minas,  ha  sido  notificada  por  medio 
de  los  avisos  de  remates,  purgándose  as  el 
vicio  de   nulidad  del  procedimiento;  porque, 
conforme  á  disposiciones  expresas  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  tal  notificación  ó  ci- 
tación no  se  ha  cumplido  legalmente. 

Aun  cuando  los  artículos  134  y  135  del  Có- 
digo de  Minería,  dispusieron  expresamente 
que  no  debía  notificarse  á  los  dueños  de  mi- 
nas para  proceder  á  rematarlas  por  inconca* 
rrencia  en  el  pago  de  patentes,  tales  disposi- 
ciones no  podrían  aplicarse  porqué  están  de- 
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togadas  por  el  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil. 

Bl    artículo  final  de  este  último   Código, 
prescribe  que  desde  su  vigencia  quedarán  de- 
rogadas todas  las  leyes  preexistentes  sobre 
las  materias  que  en  él  se  tratan,  aun  en  la 
parte  que  no  le  fuesen  contrarías.  Sin  embar- 
go, agrega,  los  Códigos  Civil,  de  Comercio  y 
de  Minería,  la  ley  de  Organización  y  Atríbu- 
ciones  de  los  Tribunales  y  las  leyes  que  las 
bayan  complementado  ó  modificado,  sólo  se 
atenderán  derogados  en  lo  que  sean  contra- 
rios á  las  disposiciones  de  este  Código.  La  de- 
rogación de  los  artículos  134  y  135  de  que  se 
babla,  existe  en  forma  expresa  y  categóríca. 
Bn  efecto,  el  artículo  41  del  Código  de  Pro- 
cedimiento preceptúa  que  *4as  resoluciones 
judiciales  sólo  producen  efecto  en  virtud  de 
notificación  hecha  con  arreglo  á  la  ley,  salvo 
los  casos  expresamente  exceptuados." 

Según  el  artículo  43,  "en  toda  gestión  judi- 
cial, la  prímera  notificación  de  las  partes  ó 
personas  á  quienes  hayan  de  afectar  sus  re- 
sultados deberá  hacérseles  personalmente,  en- 
tregándoseles copia  íntegra  de  la  resolución 
y  de  la  solicitud  en  que  hubiere  recaído  cuan- 
do fuese  escrita." 

Basta  poner  en  correlación  estos  artículos 
con  el  final  del  mismo  Código  de  Procedi- 
miento Civil;  y  todos  ellos  con  el  135  del  de 
Minería,  para  concluir  que  la  tramitación  es- 
tablecida en  el  último  está  derogadíi  en  cuan- 
to que  es  preciso  notificar  personalmente  al 
dueño  ó  concesionario  de  la  mina  el  decre- 
to que  ordena  proceder  al  remate,  como  tam- 
bién la  sentencia  que  adjudica  la  mina  subas- 
tada ó  que  declara  franco  el  terreno  y  vuelto 
al  dominio  del  Estado. 

Innecesarío  es,  por  lo  demás,  insistir  en  que 
ni  Chace  ni  ''La  Descubrídora"  han  sido  cita- 
dos, desde  que  la  parte  contraria  y  las  auto- 
ridades que  han  intervenido  en  el  litigio  reco- 
nocen que  no  ha  existido  requirimiento  y  que 
no  tienen  tal  carácter  los  avisos  publicados 
para  dar  cumplimiento  al  tantas  veces  recor- 
dadp.  artícnlo  135. 

Para  rechazar  la  petición  de  nulidad  del  re- 
mata f^nd[a4a  en  la  cauisal  de  no  haberse  ex- 
tendido, el  acta  de  adjudicación  en  una  escri- 
tura púl;>U9aj  dice  la  Cprt^  que,  habiéndose 


prescríto  en  el  artículo  44  de  la  ley  de  aran- 
celes que  los  remates  se  verifiquen  ante  el 
Juez  y  secretario,  se  cumple  con  el  auto  acor- 
dado de  5  de  abril  de  1858  insertando  después 
de  la  subasta,  lo  que  se  ha  obrado,  en  los 
protocolos  de  un  notarío. 

Tal  razonamiento  es  violatorío  del  artícu- 
lo  1801  del  Código  Civil  y  del  auto  acordado 
que  sirve  de  sanción. 

''La  venta  de  bienes  raíces,  según  el  artículo 
del  Código  Civil  que  se  acaba  de  invocar,  se 
perfecciona  por  la  inscrípción  del  título  en  el 
registro  del  Conservador,  de  modo  que  antes 
de  hecha  esa  inscrípción,  no  se  produce  la  tra- 
dición del  dominio." 

Para  evitar  que  quedara  sin  perfeccionarse 
la  venta  de  propiedades  raíces  hecha  en  rema- 
te, dando  carácter  de  escritura  pública  al  tí- 
tulo traslaticio  de  su  dominio,  se  expidió  el 
auto  acordado  de  5  de  abril  de  1858. 

£1  artículo  44  de  la  ley  de  aranceles  no  de- 
rogó expresa  ni  tácitamente  las  disposiciones 
referidas,  sino  que  se  limitó  á  suprimir  la 
consecuencia  del  tambor  y  del  pregonero  en 
los  remates,  á  fin  de  que  éstos  se  veríficaran 
óólo  ante  el  Juez  y  el  secretario.  Para  conci- 
liar lo  dispuesto  en  este  artículo  44  con  los 
preceptos  del  Código  Civil  y  el  auto  acorda- 
do de  1858,  basta  con  proceder  al  remate  con 
la  asistencia  conjunta  del  secretario  y  del  no- 
tarío. 

Sostener  como  lo  hace  el  fallo  recurrído,  que 
el  remate  debe  realizarse  ante  Juez  y  el  secre- 
tario é  incorporarse  después  testimonio  de  la 
enagenación  en  el  protocolo  del  notario,  es 
validar  el  procedimiento  que  precisamente  se 
propuso  corregir,  por  ser  vicioso,  el  auto 
acordado  de  la  Bxcma.  Corte  Suprema. 

"En  resumen,  concluyen  diciendo  textual- 
mente los  recurrentes,  la  casación  en  el  fondo 
proviene  de  las  dos  siguientes  causales: 

**1*  Haberse  verificado  el  remate  de  las  mi- 
nas "San  Simón*'y  "Delirio'\de  propiedad  de 
don  Jorge  B.  Chace,  y  entregadas  en  adminis- 
nistración  y  usufructo  á  la  compañía  minera 
"La  Descubridora",  sin  citación  del.  d\teño, 
quebrantándose  los  artículos  13,  134  y  135 
del  Código  de  Minería,  en  el  supuesto  de  que 
ellos  no  autorizan  la  venta  de  las  minas  mo- 
rosa3  sin  el  requisito  esencial  en  todo  prQce^ 
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dímiento  de  requerir  á  la  parte  ó  al  interesa- 
do. Y  si  conforme  al  espíritu  de  los  dichos  ar- 
tículos 13,  134  y  135,  no  es  meneter  la  ci- 
tación del  concesionario,  el  procedimiento 
estaría  modificado  por  los  artículos  41,  43  y 
final  del  Código  de  Procedimiento  Civil; 

**2*  No  haber  asistido  al  acto  del  remate 
un  notario  para  extender  en  sus  protocolos 
escritura  pública  sin  la  cual  no  se  perfecciona 
la  tradición  de  inmueble.  Esta  omisión  con- 
traviene al  artículo  1801  del  Código  Civil  y 
al  auto  acordado  de  5  de  abril  de  1858.'' 

La  Oorte: 

Teniendo  en  consideración: 

1*^  Que  la  sentencia  recurrida  de  18  de  no- 
viembre de  1904  da  por  establecido  "que  las 
minas  *'San  Simón"  y  "Delirio"  no  pagaron 
en  marzo  de  ese  año  la  patente  que  les  corres- 
pondía, por  lo  cual  fueron  adjudicadas  á  don 
Jorge  Braithwaite  en  remate  pdblico  después 
de  haberse  publicado  la  nómina  de  las  propie- 
dades que  no  pagaron  la  respectiva  patente 
exigida  por  el  Código  de  Minería; 

2^  Que  asimismo  establece  que  los  avisos 
se  publicaron  conforme  á  los  Roles  de  Paten- 
tes de  Minas  que  pasó  la  Tesorería  respec- 
tiva; 

3^  Que  fundada  la  Corte  de  Apelaciones  en 
estos  hechos  desechó  la  demanda  de  nulidad 
de  lasjadjudicaciones,  fundada  en  que  la  ley  no 
exige  para  la  subasta  notificación  formal  del 
dueño  de  minas,  ni  otros  trámites  que  los  ex- 
presados en  los  artículos  134  y  135  del  Código 
de  Minería;  y  en  que  los  avisos  no  constituyen 
tampoco  requerimiento  alguno,  sino  simple- 
mente un  medio  de  publicidad  para  hacer  sa- 
ber el  remate  á  todos  aquellos  que  pudieran 
tener  interés  en  él; 

4^  Que  la  expresada  Corte,  ha  llegado  á 
esta  conclusión  especialmente  en  mérito  de 
que  si  bien  la  ley  concede  á  los  particulares 
la  propiedad  perpetua  de  las  minas,  lo  hace 
bajo  la  condición  de  pagarse  una  patente 
anual,  y  de  perderse  dicha  propiedad  por  fal- 
ta de  pago  una  vez  practicados  los  trámites 
ordenados  por  los  referidos  artículos  134  y 
135; 

5'  Que  al  resolver  la  Corte  el  asunto  con* 


trovertido  del  modo  que  acaba  de  expresarse 
ha  dado  aplicación  correcta  á  los  precepto > 
antedichos,  pues  en  realidad  ellos  no  exigoi 
notificación  especial  de  los  dueños  de  minas 
que  deben  rematarse  por  falta  de  pago  de  h 
patente,  sino  la  publicación  judicial  de  aviso- 
en  un  periódico  del  departamento,  en  su  de 
fecto  por  carteles,  en  los  que  "debe  fijarse  t 
día  del  remate,  para  que  éste  tenga  lugar  en- 
tre los  cuarenta  y  cincuenta  días  contados 
desde  la  fecha  de  la  primera  publicación  de! 
aviso;" 

6^  Que  la  aplicación  que  se  ha  dado  por  la 
sentencia  recurrida  á  los  referidos  artículos, 
guarda  también  armonía  con  el  precepto  del 
mismo  artículo  135,  según  el  cual  los  encarga- 
dos de  recaudar  el  impuesto  deben  pasar 
''una  nómina  de  las  propiedades  mineras  qac 
no  hayan  pagado  la  patente  que  les  correspon- 
de", sin  que  nada  estatuya  sobre  el  nombre 
de  los  propietarios  que,  por  otra  parte,  no 
podría  ser  atestiguado  por  dichos  recandado- 
res,  sino  por  funcionarios  encargados  de  otros 
registros  á  quienes  la  ley  no  impone  la  obli- 
gación de  comunicar  al  juez  la  mutación  de 
los  propietarios  de  minas  para  el  efecto  de 
publicar  los  avisos  en  referencia; 

7^  Que  igualmente  guarda  armonía  la  apli- 
cación dada  por  la  Corte  á  los  artículos  de 
que  se  habla  con  el  precepto  que  ordena  efec- 
tuar el  remate  entre  los  cuarenta  y  dncaenta 
días,  ** contados  desde  la  primera  publicación 
del  aviso**;  pues  si  fuese  menester  llenar  todas 
las  formalidades  de  una  notificación  judicial 
de  los  propietarios  de  minas  morosas,  seria 
las  más  veces  imposible  realizar  la  snbata 
en  los  plazos  señalados  con  perjuicio  evtdenle 
de  los  intereses  del  Estado; 

8^  Que  los  preceptos  legales  indicados  so- 
bre el  modo  como  deben  rematarse  las  minas 
morosas,  no  han  sido  derogados,  como  se 
pretende,  por  el  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil, porque  este  último  no  trata  del  punto  en 
referencia  en  ninguna  de  sus  disposiciones; 

9^  Que  la  causal  de  casación  fundada  en  no 
haberse  extendido  acta  de  adjudicación  en  una 
escritura  pública,  es  inaceptable,  no  sólo  por- 
que, conforme  á  lo  prescrito  por  el  artículo 
44  de  la  ley  de  Aranceles,  se  cumplió  con  el 
auto  acordado  de  la  Corte  Suprema,  de  5  de 
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abril  de  1858;  sino  porque,  habiéndose  exten- 
diflo  dicha  acta  en  el  registro  del  secretario 
que  actuó  en  la  subasta,  se  ha  procedido  con 
arreglo  á  lo  prescrito  por  el  artículo  516  del 
Código  de  Procedimiento  Civil;  siendo  ade- 
más un  hecho  que  poco  después  se  extendió  la 
respectiva  escritura  ante  notario  público. 

Vistos  los  artículos  940,  960  y  979  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil,  se  desecha,  con 
costas,  el  recurso  de  casación  en  el  fondo. 
Queda  aplicada  á  favor  del  Fisco  la  cantidad 
consignada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Urrutia.— 
Leopoldo    Urrutia.  —  Galvarino  Gallardo.— 

Leoncio    Rodríguez V.  Af^uirre    V.— Carlos 

Varas.— B,  FósterRecabarren.-Gahriel  Gaete, 


ner  la  situación  que  existía  en  el  momen- 
to del  remate. 


Cas,  civ.^22  de  noviembre  de  1905 
Canales  con  Banco  Español-Italiano  y  otro 

Hipoteca;  oltación  del  acreedor  á  la 
subasta  del  fundo  hipotecado.  -Inad 
mlslbilidad.  —  Sentencia  interlocu- 
toria. 

Doctrina:— La circi//istanc/a  de  haber- 
se rem&tado  una  propiedad  por  orden 
judicial  no  hasta  para  extinguir  el  dere- 
cho de  los  acreedores  hipotecarios  de 
perseguir  la  ñnca  hipotecada^  sea  quien 
fuere  el  que  la  posea  y  á  cualquier  título 
que  la  haya  adquirido,  si  no  concurre  al 
mismo  tiempo  la  condición  de  haber  sido 
citado  personalmente  para  la  subasta. 

La  resolución  recaída  en  la  petición  del 
subastador  de  la  propiedad  hipotecada 
y  que  fué  rematada  sin  citación  previa 
de  los  acreedores  hipotecarios^  para  que 
se  cancelen  los  gravámenes,  no  es  una 
sentencia  deñnitiva,  ni  tampoco  interlo- 
cutoria  que  ponga  término  al  juicio,  pues 
flo  se  pronuncia  sobre  la  caducidad  de 
Ias  hipotecas  sino  que  se  Umita  á  mante^ 


Don  Pedro  A.  Canales  adquirió  en  remate 
una  casa  ubicada  en  Santiago,  de  propiedad 
de  don  Camilo  Martícorena,  que  fué  embar- 
gada á  éste  último  en  el  juicio  ejecutivo  que  Ic 
siguió  el  Banco  Español-Italiano  por  cobro 
de  pesos. 

Algán  tiempo  después  de  verificado  el  rema- 
t^»  y  pagada  la  parte  de  precio  que  debía  en- 
tregarse de  contado,  el  subastador  solLitó 
que,  para  consignar  el  resto,  se  cancelaran  to- 
dos los  gravámenes  hipotecarios  que  afecta- 
ban la  propiedad  y  que  excedían  del  precio  por 
que  había  sido  adquirida. 

Tramitadaincidentalmenteesa  petición,  con 
audiencia  del  ejecutante  y  del  ejecutado,  el 
Juzgado  resolvió: 

Santiago,  19  de  julio  de  1904.— Vistos:  Se 
declara  como  lo  pide  don  Pedro  A.  Canales  en 
el  escrito.- i4rí uro  Ayala. 

Apelada  esta  resolución  por  los  señores 
Mauricio  Gleisner  vC^que  se  dicen  acreedores 
hipotecarios  y  que  no  obtuvieron  la  reposi- 
ción de  este  proveido: 

Santiago,  31  de  agosto  de  1905.— Vistos: 
Teniendo  presente: 

1^  Que  según  consta  del  certificado  de  gra- 
vámenes, se  halla  debidamente  inscrita  la  hi- 
poteca de  la  casa  número  895  de  la  calle  de 
Esmeralda  en  favor  de  los  acreedores  de  Villa- 
rroel  y  Mar ticorena,  entre  los  cuales  se  en- 
cuentran  los  señores  Mauricio  Gleisnery  C*.- 

2^  Que  la  circunstancia  de  haberse  remata- 
do esa  propiedad  por  orden  judicial  no  basta 
para  extinguir  el  derecho  que  los  acreedores 
hipotecarios  tienen  de  perseguir  la  finca  hipo- 
tecada, sea  quien  fuere  el  que  la  posea  y  á 
cualquier  título  que  la  haya  adquirido,  si  no 
concurre  al  mismo  tiempo  la  condición  de  ha- 
ber bido  ellos  citados  personalmente  para  la 
subasta; 
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3^  Que  según  consta  de  autos  no  se  ha  cum- 
plido en  el  presente  caso  con  esa  formalidad 
exigida  por  la  lej,  por  lo  cual  deben  entender- 
se subsistentes  las  hipotecas  constituidas  en 
favor  de  los  acreedores  hipotecarios  de  Villa- 
rroel  y  Marticorena,  que  no  hubieren  sido  ci- 
tados personalmente  con  arreglo  á  la  ley  para 
la  subasta  de  la  propiedad  hipotecada. 

Visto  lo  dispuesto  en  el  artículo  2428  del 
Código  Civil,  se  revoca  el  auto  apelado  de  19 
julio  del  año  último,  y  se  declara  que  no  ha 
lugar  á  lo  pedido  por  el  subastador  don  Pe- 
dro Canales  en  su  citado  escrito. 

Acordada  esta  resolución  con  el  voto  del  se- 
ñor Ministro  Fernández,  llamado  á  dirimir  el 
empate  producido  en  la  primera  fista  de  la 
causa,  y  el  de  los  señores  Larraín  Zañartu  y 
Reyes  Solar,  contra  el  voto  de  los  señores  Mo- 
ra y  Bena vente,  que  estuvieron  por  confirmar 
la  resolución  apelada  en  virtud  de  las  conside- 
raciones que  consignan  en  el  libro  de  acuerdos. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Reyes  So- 
lar  -/.  Alejo  Fernández.— L.  R.  Mora.—J.  Ig- 

nado  Larraín  Z.— Darío  Benavente.—R,  Re- 
jes  Solar» 

Contra  esta  resolución  interpuso  Canales 
recurso  de  casación  en  la  forma  por  las  si- 
guientes causales: 

Por  no  contener  la  resolución  recurrida  nin- 
guno de  los  requisitos  indicados  en  los  tres 
primeros  números  del  artículo  193  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  causal  estimada  co- 
mo suficiente  por  el  número  5^  del  artículo 
941  del  mismo  Código. 

Aupque  la  cuestión  fué  iniciada  y  proseguida 
con  todos  los  caracteres  de  un  incidente,  pone 
punto  final  al  juicio,  pues  se  declara  en  forma 
positiva  en  los  considerandos  1^,2^  y  3**  de  la 
resolución  la  existencia  en  los  señores  Gleisner 
de  una  calidad  que  constituye  un  derecho  real, 
como  es  el  hipotecario.  Esta  declaración  te- 
nía naturalmente  que  ser  materia  de  una  sen- 
tencia definitiva  librada  en  juicio  ordinario. 

Por  otra  parte,  conforme  al  número  9^  del 
citado  artículo  941,  es  también  causal  de  ca- 
sación en  la  forma  el  "haberse  faltado  á  algún 
trámjte  ó  diligencia  declarados  esenciales  por 
la  ley  ó  á  cijfilquier  otro  requisito  por  cu- 
yo defecto  las  leyes  prevengan  expresamente 


que  hay  nulidad".  "Los  requisitos  enumera- 
dos como  esenciales  en  d  artículo  966  <ki 
mismo  Código  no  han  sido  observados  en  este 
debate,  por  cuanto,  como  se  ha  dicho,  esto  se 
ha  tramitado  desde  primera  instancia  como 
mero  incidente." 

La  Oorte: 

Considerando: 

1^  Que  la  petición  deducida  en  forma  íoct- 
dental  por  el  reclamante  ha  tendido  única, 
mente  a  que  se  cancelen  en  el  Conservador  de 
Bienes  Raíces  las  inscripciones  de  los  gravá- 
menes que  afectan  á  la  propiedad  subastada, 
sin  que  se  haya  disentido  acerca  de  la  existen- 
cia actual  de  los  créditos  ú  obligaciones  para 
garantir  los  cuales  fueron  constituidos  esos 
gravámenes; 

2^  Que  la  resolución  de  que  se  recurre  se  ha 
limitado  también  á  fallar  esa  sola  petición, 
declarando  que  no  ha  lugar  á  ella,  y  por  tan- 
to no  se  ha  pronunciado  respecto  de  la  acción 
que  en  forma  correspondiente  pudiera  ejerd- 
tarse  para  que  se  declare  que  no  subsisten  ó 
que  se  han  novado  las  obligaciones  que fiíeron 
garantidas  con  las  hipotecas  ó  gravámenes 
inscritos  en  el  Conservador  y  consecuencial- 
mente  para  que  se  declare  la  caducidad  de  es- 
tos últimos; 

3^  Que  de  lo  expuesto  anteriormente  resul- 
ta que  la  resolución  de  que  se  trata,  qoe  no 
contiene  en  el  fondo  sino  la  declaración  de  que 
debe  mantenerse  entretanto  ó  por  ahora  la 
situación  que  existía  al  tiempo  del  remate,  no 
es  una  sentencia  definitiva,  ni  tampoco  ínter- 
locutoria  que  ponga  término  al  juicio  ó  haga 
imposible  su  continuación. 

Visto  lo  prevenido  en  los  artículos  939, 960, 
979  y  249  del  Código  de  Procedimiento  CiriL 
se  declara  inadmisible,  con  costas,  el  recurso 
deducido  contra  la  sentencia  de  31  de  agosto 
próximo  pasado.  Queda  aplicada  al  Fisco  la 
cantidad  co asignada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Saavcdra. 
— F.  Aguirre  V. —Leopoldo  Urrutia.'-J.  Ga- 
briel Palma  Guzmán.—J^bel  Sanvedr». 
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Cas.  Civ,^22  de  diciembre  de  1905 
Etique  con  Bemey  de  Sangrouber 

Reivindioaolón.  —  Oolono;  conoeslón 
de  tierras.— Jefe  de  familia— Oom- 
praventa;  error  en  el  nombre;  ven- 
ta de  cosa  ajena.— Oasaoión;  cuestio- 
nes no  tomadas  en  cuenta  en  la 
litis. 

Doctrina: — Según  las  leyes  de  18  de  no- 
viembre  de  1845, 4  de  diciembre  de  1866 y 
4  de  agosto  de  1874,  cuyo  objeto  princi- 
pal ha  sido  fomentar  la  colonización 
maniñestamente  sobre  la  base  de  la  igual- 
dad de  derechos  que  confiere  la  ley  co- 
oiún  á  los  descendientes  de  un  mismo  je- 
fe  de  familia,  la  concesión  de  hijuelas  que 
se  hace  al  jefe  de  la  familia  á  razón  de  38 

hectáreas  por  sí  y  18  hectáreas  por  cada 
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uno  de  los  otros  miembros  de  la  familia, 
varones  mayores  de  diez  años,  debe  en-  , 
tenderse  hecha  en  su  totalidad  al  jefe  de 
familia. 

En  consecuencia,  la  venta  que  dos  de 
los  miembros  de  la  familia  hacen  á  un 
tercero  de  los  derechos  que  personalmen- 
te, por  haber  sido  indicados  en  la  escri- 
tura de  concesión,  les  correspondan,  im- 
porta venta  de  cosa  agena. 

Las  cuestiones  no  discutidas  en  la  li' 
tis  j  que,  por  lo  mismo,  no  han  sido  ma- 
teria del  fallo,  no  pueden  ser  tomadas 
en  consideración  en  el  recurso  de  casa- 
ción. 
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Don  Enrique  Btique  entabló  ante  el  Juzga- 
do de  Collipullí  demanda  ordinaria  de  reivin- 
dicación, contra  doña  Elisa  Berney  de  San- 
grouber  para  que  se  declarara  que  esta  seño- 
ra debe  desocupar  y  hacerle  entrega,  dentro 
de  tercero  día,  de  una  hijuela  de  92  hectáreas 
de  extensión,  cuyos  deslindes  especifica,  ubi- 
cada en  la  subdelegación  de  Ercilla  de  dicho 
departamento,  con  todos  los  frutos  corres- 
pondientes, naturales  y  civiles  y  con  pago  de 
costas,  daños  y  perjuicios. 

Los  fundamentos  de  la  demanda  son:  que  el 
señor  Etique  es  dueño  exclusivo  de  la  hijuela 
referida,  según  consta  de  la  escritura  pública 
de  concesión,  debidamente  inscrita,  que  se  le 
otorgó  por  haber  cumplido  con  todas  las 
obligaciones  estipuladas  en  el  contrato  cele- 
brado por  él  en  Europa,  el  año  1883,  con  el 
Agente  General  de  Colonización  del  Gobierno 
de  Chile,  por  el  que  éste  se  comprometió  á 
darle  gratuitamente  92  hectáreas  de  terrenos 
en  el  departamento  de  Traiguén;  y  que  la  se- 
ñora Berney  á  fines  del  año  1901  ha  tomado 
posesión  de  gran  parte  de  esa  hijuela  y  de 
una  casa  que  hay  en  ella,  prevalida  de  la  ven- 
ta que  Eduardo  y  Julio  Etique  le  hicieron  de 
los  derechos  que  pudieran  corresponderles  en 
esa  hijuela  por  escritura  de  12  de  marzo  del 
año  indicado,  escritura  que  es  nula  por  cuan- 
to los  vendedores  verdaderos  fueron  Eduar 
do  y  Julio  Ducommun  y  no  los  Etiques  con 
quienes  ella  creyó  contratar. 

Doña  Elisa  Berney  de  Sangrouber,  contes- 
tando la  demanda,  pide  que  se  deseche  con 
expresa  condenación  en  costa. 

En  apoyo  de  su  defensa  hace  valer  las  razo- 
nes siguientes:  que  según  consta  de  la  escri- 
tura acompañada  á  la  demanda,  el  Estado 
sólo  cedió  38  hectáreas  de  terrenos  de  la  hi- 
juela que  en  ella  se  deslinda  á  don  Enrique 
Etique  y  18  á  favor  de  cada  uno  de  los  seño- 
res Aime  Marie,  Eduardo  y  Julio  Ducommun 
ó  Etique,  cuñado  el  primero  é  hijos  políticos 
los  segundos  de  don  Enrique;  que  dada  esa 
escritura,  el  señor  Etique  no  puede  reclamar 
sino  esas  38  hectáreas;  y  que  el  demás  terre- 
cedido  por  el  Estado  á  las  otras  personas 
nombradas,  le  pertenece  exclusivamente  por 
haberlo  adquirido  por  justo  título,  legalmen- 
tc  inscrito,  como  aparece  del  instrumento  pú- 


blico que  presenta;  que  el  error  de  apellido  6 
calidad  que  invoca  el  demandante  respecto  á 
los  expresados  Ducommun  no  invalida  ni  h 
concesión  fiscal  á  favor  de  ellos  ni  mucho  m^ 
nos  la  venta  que  ellos  le  hicieran  por  la  cscn- 
tura  á  que  se  refiere  la  copia  antes  mencio- 
nada, porque  el  error  de  apellido  no  viciad 
consentimiento  y  conforme  al  artículo  1449 
del  Código  Civil,  cualquiera  puede  estipular 
á  favor  de  otra  persona. 

En  la  réplica,  se  sostiene  que  la  concesión 
se  hizo  exclusivamente  á  favor  de  don  Enri- 
que Etique  y  en  la  duplica  se  niega  este  hecho. 

El  juzgado  falló: 

Collipulli,  30  de  noviembre  de  1903.-Con- 
siderando: 

I''  Que  por  la  cláusula  segunda  del  contra- 
to el  Agente  General  de  Colcnizazión  del  Go- 
bierno de  Chile  se  comprometió  á  dar  gratui- 
tamente á  don  Enrique  Etique  una  concesiÓD 
de  92  hectáreas  en  el  territorio  de  Traiguén; 

2^  Que  según  aparece  de  la  escritura  el  Fis- 
co concedió  al  expresado  señor  Etique,  título 
definitivo  de  propiedad  del  predio  de  92  hec- 
táreas, que  se  deslindan  en  la  demanda,  en- 
tendiéndose que  38  hectáreas  se  le  concedie- 
ron por  él  y  18  en  consideración  á  cada  uno 
de  los  miembros  de  su  familia  Aime  Marie, 
Eduardo  y  Julio  Etique; 

3^  Que  no  se  ha  establecido  en  autos  qoe 
doña  Adela  Marie  fuera  mujer  legítima  de  dos 
Enrique  Etique  ni  madre  legítima  de  Eduardo 
y  Julio  Ducommun,  ni  que  estos  últimos  sean 
sus  herederos; 

4^  Que  por  escritura,  Eduardo  y  Julio  Eti- 
que vendieron  á  doña  Elisa  Berney  de  San- 
grouber, las  acciones  y  derechos  que  pueden 
corresponderles  por  herencia  de  su  citada 
madre  y  como  colonos  extranjeros  en  la  hija^ 
la  de  terrenos  que  poseen  juntamente  con  don 
Eduardo  Etique  que  serán  40  hectáreas  más 
ó  menos  y  cuyos  deslindes  especifican; 

5^  Que  se  ha  probado  con  declaraciones  de 
testigos  que  la  demandada  ocupa  la  parte 
oriente  de  la  hijuela  de  don  Enrique  Etiqaeefl 
la  parte  que  deslinda  con  los  indígenas  Cami- 
lo Callaqueo  y  otros;  y 

6^  Que  por  lo  expuesto  en  los  tres  primeros 
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considerandos  Eduardo  y  Julio  Etique  6  Du- 
cominiin  no  han  tenido  derecho  alguno  que 
vencieren  la  hijuela  de  don  Enrique  Etique,  ni 
la  demandada  para  tomar  posesión  de  parte 
de  ella. 

Y  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  artículo 
151  del  Código  de  Procedimiento  Civil  y  889, 
893,  895,  904,  905  y  906  del  Código  Civil  se 
declara  que  ha  lugar  á  la  demanda.— i4.  Se- 
gueL 

La  Corte  de  Apelaciones: 

Concepción,  8  de  noviembre  de  1904. — Acep- 
tando la  parte  expositiva  y  los  considerandos 
1^,  2^,  5^  y  último  y  citas  legales;  y  teniendo 
además  presente  lo  prescrito  en  el  articulo 
907,  inciso  3^  del  Código  Civil,  se  confirma  la 
sentencia  apelada  dt»  30  de  noviembre  de  1903, 
con  declaración  de  que  no  ha  lugar  á  la  con- 
denación en  costas,  daños  y  perjuicios  que  se 
piden  en  la  demanda  y  de  que  los  frutos  se  de- 
ben desde  la  contestación  de  la  misma. 

Las  partes  litigantes  son  de  profesión  agri- 
cultores y  tienen  su  residencia  en  el  pueblo  de 
Ercilla.  — Afanue/  Rodríguez,— Julio  Zenteno, 
—B.  Fuentes  R. 

Doña  Elisa  Berney  de  Sangrouber  ha  recla- 
mado por  casación  en  el  fondo,  contra  el  úLi- 
mo  fallo,  porque  se  ha  pronunciado,  en  su 
concepto,  "con  infracción  manifiesta  de  lo  es- 
tablecido en  los  artículos  100,  686,  1449, 
1545,  1628,  1698,  1700  y  1801  del  Código 
Civil,  y  contra  el  tenor  y  sentido  de  las  leyes 
de  14  de  noviembre  de  1845,  de  4  de.diciem- 
bre  de  1866  y  de  4  de  agosto  de  1874.'* 

Segün  la  escritura  de  20  de  agosto  de  1898, 
pactada  entre  el  Fisco  y  el  demandante,  don 
Enrique  Etique  aceptó,  para  sí  y  las  demás 
personas  ahí  nombradas,  la  concesión  que  se 
hace  en  la  escritura  y  en  los  términos  que  ella 
relaciona. 

y  esa  escritura  dice  que  se  conceden  á  Eti- 
que 38  hectáreas  y  18  hectáreas  á  cada  uno 
de  los  señores  Amado  Marie,  Eduardo  y  Julio 
Ducommun  ó  Etique,  los  dos  últimos  sobrinos 
y  herederos  de  don  Amado  Marie,  y  todos 
tres  terceros  en  cuyo  favor  estipuló  don  Enri- 
que Etique  y  que  han  aceptado  posteriormen- 
te tolo  lo  que  éste  contrató  para  ellos. 


Carece  de  todo  valor  el  contrato  privado, 
porque  el  dominio  de  bienes  raíces  no  se 
transfiere  conforme  el  artículo  1801  del  Códi- 
go Civil,  sino  por  escritura  pública;  porque 
dicho  contrato  debe  entenderse  arreglado  á 
las  leyes  de  colonización  citadas,  y  en  parti- 
cular á  la  de  18  de  noviembre  de  1845,  la  cual 
otorga  38  hectáreas  al  jefe  de  familia  y  18 
hectáreas  á  cada  uno  de  los  otros  miembros 
de  ella  que  sean  varones  mayores  de  cierta 
edad,  y  porque,  en  fin,  el  contrato  fué  novado 
por  la  escritura  de  20  agosto  de  1898. 

La  escritura  de  1898,  de  acuerdo  con  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  1700  del  recordado  Có- 
digo, hace  fe  contra  el  demandante,  y  esa 
escritura,  como  se  ha  dicho,  no  le  da  más  de 
38  hectáreas. 

La  sentencia  recurrida,  apreciando  mal  el 
contrato  y  desentendiéndose  de  los  hechos 
comprobados  que  acreditan  á  Julio  y  Eduar- 
do Ducommun  ó  Etique  como  herederos  de  su 
madre  Adela  Marie  y  de  su  tío  Amado  Marie 
ha  violado  el  artículo  1698. 

Don  Enrique  Etique  no  tiene,  pues,  derecho 
para  reivindicar  lo  que  se  ha  vendido  á  la  re- 
currente, y  tanto  menos  lo  tiene  cuanto  que 
la  última  es  poseedora  con  títulos  inscritos, 
en  conformidad  al  artículo  686  y  se  haya 
amparada  por  el  artículo  700  del  referido  Có- 
digo. 

En  el  escrito  de  fundación  del  recurso,  se 
da  ma3'or  desarrollo  á  las  consideraciones  pre- 
cedentes,,  y  se  citan  para  apoyarlas,  varios 
otros  artículos  del  Código  Civil,  no  invoca* 
dos  en  ía  interposición  del  recurso. 

La  Oorte: 

Teniendo  en  consideración: 

1^  Que  según  estos  antecedentes  hay  que 
eliminar  del  recurso  el  punto  relativo  á  los 
derechos  que  puedan  corresponder  a  los  recu- 
rrentes en  el  carácter  que  invocan  de  herede- 
ros de  doña  Adela  Marie,  que,  según  ellos,  fué 
mujer  lejítima  de  don  Enrique  Etique;  porque 
esta  cuestión  no  ha  sido  objeto  de  la  litis  ni 
fué  tomada  en  cuenta  por  la  sentencia  de  que 
se  recurre; 

2"^  Que  de  este  modo,  el  recurso  se  halla 
principalmente  reducido  á  la  apreciación  del 
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mérito  legal  que  corresponda  á  la  escritura 
pública  de  20  de  agosto  de  1898  y  al  contra- 
to celebrado  en  Europa  á  nombre  del  Gobier- 
no de  Chile  con  don  Enrique  Etique,  que  inmi- 
gró al  territorio  de  la  República  en  calidad  de 
colono  estranjero;  y  á  determinar  si  la  hijuela 
de  92  hectáreas  de  que  trata  aquella  escritura 
fué  concedida  dentro  del  contrato  y  de  la  ley, 
exclusivamente  al  citado  Etique,  ó  si  partici. 
paron  también  de  esa  concesión  las  demás 
personas  cuyos  derechos  dice  representar  la 
recurrente; 

3^  Que  según  consta  del  instrumento,  el 
agente  del  Gobierno  de  Chile  en  Europa  ce- 
lebró con  don  Enrique  Etique  en  1883  un 
contrato  por  el  cual  se  prometieron  á  éste 
92  hectáreas  de  terreno  en  el  departamento 
de  Traiguén,  mediante  las  obligaciones  que  se 
impuso  de  inmigrar  al  territorio  de  la  Repú- 
blica con  el  carácter  de  colono  extranjero; 

4^  Que  habiendo  cumplido  Etique  las  obli- 
gaciones de  su  contrato  y  devengado  la  can- 
tidad de  $  915.40  que  recibió  en  anticipos,  se 
le  concedió  título  definitivo  de  propiedad  del 
predio  de  92  hectáreas  de  que  ya  estaba  en 
posesión  y  se  le  otorgó  á  él  sólo,  la  referida 
concesión,  que  en  esta  forma  se  inscribió,  se- 
gún lo  expresa  la  respectiva  escritura  pública 
otorgada  en  20  de  agosto  de  1898  en  la  cual 
se  inserta  el  decreto  supremo  de  7  de  febrero 
del  mismo  año; 

5^  Que  si  es  verdad  que  en  el  mencionado 
decreto  de  1898  se  expresa  que  debe  enten- 
derse que  se  conceden  á  Etique  38  hectáreas 
por  sí  y  18  hectáreas  por  su  cuñado  Aimé 
Marie  y  por  cada  uno  de  sus  hijos  Eduardo  y 
Julio,  esta  expresión  ha  tenido  por  objeto 
manifiesto  explicar  el  motivo  legal  que  existía 
para  no  limitar  la  concesión  á  38  hectáreas; 
de  conformidad,  como  lo  indica  el  mismo  de- 
creto, á  lo  prevenido  por  la  ley  de  18  de  no- 
viembre de  1845; 

6^  Que  sentados  estos  precedentes,  al  esti- 
mar la  Corte  de  Apelaciones  que  la  concesión 
en  referencia  se  ha  hecho  á  favor  de  don  En- 
rique Etique  como  único  contratante  con  el 
Gobierno  de  Chile,  y  que  las  otras  personas 
que  se  mencionan  en  los  contratos  y  en  el  tí- 
tulo definitivo  de  propiedad  sólo  se  han  to- 
mado en  cuenta  para  fijar  en  92  hectáreas  y 


no  en  38  la  cabida  total  de  dicha  concesión, 
ha  dado  genuina  inteligencia  á  los  preceptos 
de  las  leyes  de  18  de  noviembre  de  1845, 4 
de  diciembre  de  1866  y  4  de  agosto  de  1874, 
cuyo  objeto  principal  en  el  punto  de  que  se 
trata,  ha  sido  fomentar  la  colonización  ma- 
nifiestamente sobre  la  base  de  la  igualdad  de 
derechos  que  confiere  la  ley  común  á  los  des- 
cendientes de  un  mismo  jefe  de  familia;  propó- 
sito que  no  se  llenaría  si  se  entendiera  que 
estas  concesiones  deben  hacerse  á  favor  de 
cada  individuo  que  viene  con  el  jefe  de  familia; 
pues  sin  considerar  las  dificultades  que  tal  in- 
teligencia causaría  á  la  inmigración  por  falta 
de  aliciente  de  la  persona  que  soporta  todas 
las  obligaciones  del  contrato,  se  dejaría  á  los 
hijos  nacidos  en  el  suelo  que  se  coloniza,  ea 
situación  inferior  á  los  nacidos  con  anteriori- 
dad, desde  que  estos  últimos,  á  más  de  tener 
iguales  derechos   que  aquéllos   respecto  del 
mismo  padre,  serían  también  dueños  singula- 
res de  una  extensión  de  ese  suelo,  de  que  ca- 
recerían los  nacidos  en  el  territorio  nacional. 

Vistos  los  artículos  940,  960  y  979  del  C  > 
digo  de  Procedimiento  Civil,  se  desecha,  con 
costas,  el  recurso  de  casación  en  el  fondo  in> 
terpuesto  contra  la  sentencia  de  8  de  no- 
viembre de  1904.  Se  aplica  al  Fisco  la  canti- 
dad consignada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  ürrutia,— 
V,  Aguirre  V.—Leopoldo  Ürrutia.—J.  Gabriel 
Palma  Gazmáa,—  Galvarino\ Gallardo— Ga- 
bríei  Gaete.—E.  Fóster  Recabarren.—J.  Bct- 
nales. 


fORISPRUDBNCIA 


259 


Cas.  en  Itt  forma,^9  de  diciembre  de  1905 
Fisco  con  Jovani  y  otro 

Aduana;  comiso.  —  Oompetenola;  ju- 
risdlcoión  criminal.  —  Información 
de  testigos  tomada  sin  citar.— Pre- 
sunoiones.— Contradicciones  del  fa- 
llo: parte  expositiva  y  parte  reso- 
lutiva.—Suspensión  de  efectos  del 
fallo. 

Doctrina:— Co/2  arreglo  á  la  ley  de  20 
de  enero  de  1897  el  Juez  que  tenga  am- 
bas jurisdicciones,  al  conocer  de  un  juicio 
de  contrabando  puede  imponer  á  los  de- 
mandados las  penas  legales  correspon- 
dientes;  pero  para  ello  se  requiere  que  al 
mismo  tiempo  que  el  juicio  civil  de  comi- 
sos,  se  trasmite  el  juicio  criminal,  ya  sea 
en  el  mismo  cuaderno  ó  en  ramo  sepa- 
rado. 

Una  información  de  testigos  tomada 
con  el  carácter  de  reservada  para  esta- 
blecer los  becbos  que  acreditan  el  contra- 
bando, carece  demérito  probatorio  legal 
si  no  ba  sido  tomada  con  citación,  ni 
su  agregación  á  los  autos  ba  sido  notiti- 
cada  á  los  interesados  y  becba  oportu- 
namente para  poder  ser  tomada  en  cuen- 
ta por  ellos  en  la  prueba. 

La  existencia  de  un  contrabando  pue- 
de ser  establecida  por  un  conjunto  de 
presunciones  graves,  precisas  y  concor- 
dantes que  los  jueces  de  la  causa  des- 
prendan de  los  antecedentes  acreditados 
en  los  autos. 

La  casación  fundada  en  contradiccio- 
nes del  fallo  no  procede  cuando  esta  con- 
tradicción no  existe  en  sus  resoluciones 
sino  entre  la  parte  expositiva  y  la  parte 
resolutiva. 

Habiendo  el  tribunal  de  alzada  com- 
prendido los  cactos  de  la  sentencia  de 


primera  instancia  en  ¡a  parte  en  que  la 
consideró  ilegal,  no  podría  la  Corte  Su- 
prema por  medio  de  la  casación  rever 
ese  fallo. 


El  presente  juicio  de  comiso  se  ha  seguido 
por  el  Promotor  Fiscal  de  este  departamento, 
don  Javier  2^  Millas,  contra  don  Nicolás  Jo- 
vani, comerciante  y  domiciliado  en  Concep- 
ción, y.don  Femando  Mocogain,  también  co- 
merciante y  residente  en  este  puerto. 

Cuando  la  causa  se  encontraba  en  estado 
de  prueba  se  hizo  parte  don  Alberto  Ca- 
mus  Y.,  empleado  de  la  Superintendencia  de 
Aduanas  y  domiciliado  accidentalmente  aquí, 
en  representación  del  Director  del  Tesoro,  con 
poder  bastante,  cesando  desde  entonces  la 
representación  del  Promotor  Fiscal. 

Por  oficio  de  fecha  13  de  noviembre  de 
1903,  el  Administrador  de  Aduana  de  este 
puerto,  don  Arturo  del  Campo,  dio  cuenta  al 
Juzgado  de  Letras  que  el  día  5  de  dicho  mes, 
se  había  sorprendido  un  contrabando  en 
dieciocho  baúles  maletas  con  sederías  y  otras 
mercaderías  que,  avaluadas  según  tarifa,  die- 
ron un  valor  de  $  29.767,35. 

Los  hechos  dice  el  Administrador  de  Adua- 
ñas,  pasaron  así: 

''El  dia  4  del  actual  noviembre,  se  presentó 
á  mi  oficina  un  pasajero  del  vapor  alemán 
Alexandria,  diciéndome  que  entre  su  equipaje 
traía  dos  maletas  con  plumas  de  avestruz, 
que  había  embarcado  en  Punta  Arenas,  y  por 
las  cuales  dijo  ta^mbién  que  traía  consigo, 
aunque  no  lo  exhibió,  un  certificado  del  Go- 
bernador de  aquel  lugar,  que  justificaba  que 
ellas  eran  producto  de  la  Colonia  de  Maga- 
llanes. Al  mismo  tiempo,  me  entregó  una  pó- 
liza que  traía  á  la  mano,  tramitada  en  la 
Aduana  de  Valdivia  por  el  ájente  de  Roepke 
Hermanos,  por  la  que  había  solicitado  el  em- 
barque en  el  expresado  vapor  de  dieciseis  ma- 
letas muestras  y  equipaje,  consignadas  aquí 
al  señor  Luis  Jacobsen. 

"La  forma  irregular  cómo  se  corrió  la  póli- 
za, la  circunstancia  de  haber  estado  el  pasa- 
jero en  el  puerto  franco  de  Punta  Arenas  y 
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venir  además  con  tan  considerable  número 
de  baúles— maletas  en  un  vapor  con  proceden* 
cía  del  extranjero,  me  hizo  concebir  la  sospe- 
cha de  que  bien  no  podía  tratarse  de  un  sim- 
ple muestrario,  sino  de  pretender  introducir 
fraudulentamente  mercaderías  afectas  á  de- 
rechos. 

** Encontrábase  en  mi  oficina  el  señor  Ins- 
pector de  Aduanas,  don  Santiago  Barros,  á 
quien  impuse  de  la  irregular  tramitación  de 
la  póliza  y  los  abusos  á  qtie  podría  dar  lugar 
el  que  no  se  detallase  el  contenido  de  los  bul- 
tos, y  con  el  fin'de  imponernos  del  verdadero, 
convinimos  en  retenerlos  hasta  que  se  les  hi- 
ciera un  prolijo  registro,  ordenándose  al  mis- 
mo tiempo  que  fueran  ellos  depositados  en 
alguno  de  los  almacenes  de  la  Aduana. 

**Momentos  después  se  dispuso  que  la  comi- 
sión avaluadora  facturase  el  contenido  de 
cada  uno  de  esos  baúles-maletas,  para  cuyo 
efecto  se  hizo  llamar  al  interesado. 

"Impuesto  el  pasajero  déla  medida  adopta- 
da, manifestó  á  la  comisión  que  no  alcanzaría 
en  ese  día  á  despache^rlos  por  ser  ya  tarde, 
4  P.  M.,  y  por  no  tener  tampoco  en  ese  mo- 
mento todas  las  llaves,  pero  que  volvería  al 
día  siguiente.  Al  siguiente  día  se  esperó  has- 
ta la  1  P.  M., y  convencidos  ya  que, sin  duda, 
se  trataba  de  un  contrabando,  procedí,  de 
acuerdo  con  el  señor  Barros  y  los  señores 
Luis  Rodríguez  V.,  Manuel  A.  Vásquez  y  Ma- 
riano Gana,  que  forman  la  comisión  avalua- 
dora, á  abrir  las  referidas  maletas,  dando 
esta  operación  por  resultado  el  encontrarnos 
con  un  contrabando  de  mercaderías  consis- 
tentes en  piezas  enteras  de  géneros  de  seda,  ci- 
garrillos, tabaco  en  latas  y  plumas  de  aves- 
truz, mercaderías  todas  que  caen  en  la  san- 
ción establecida  por  la  ley  número  901,  de  20 
de  enero  de  1897 y  demás  disposiciones  vigen- 
tes de  la  Ordenanza  de  Aduanas. 

*'E1  monto  de  este  comiso  con  las  multas  as- 
ciende á  $127.633,91,  de  la  manera  siguiente. 


Valor  de  las  mercaderías  (co- 
miso)    $ 

Multa  igual  dos  veces  el  valor 
del  comiso  (ley  de  20  de  ene- 
ro de  1897) 

Multa  del  25%  en  confurmi- 


29.767.35 


dad  al  inciso  I*'  del  artículo 
84-  de  la  Ordenanza  de  Adua- 
nas   7.441.S4 

Multa  igual  á  los  derechos  que 
pretendió  defraudar  (Núm. 
18  del  art.  89  de  la  Orde- 
nanza) 15.445.01 

Total  del  comiso  y  multas.   $  112.188>i 

Derecho  específico 5.921,50 

Del  35% 9.311,26 

Del  25% 212,25    $  15.445,m1 


59.534.70 


$  127.633.^1 

"Como  antes  he  dicho,  termina  el  Adtninií- 
trador  de  Aduana,  el  paí«ajero  cuyo  nombre 
ignoro,  no  ha  vuelto  ni  volverá,  indodabl^ 
mente." 

En  oficio  de  fecha  17  de  noviembre  dcl903. 
el  mismo  Administrador  de  Aduana  hiio 
otro  denuncio  cp  los  términos  siguientes: 

"El  5  del  actual  se  presentó  á  esta  ofici- 
na don  Evaristo  Barrio  Canal,  socio  de  don 
Emilio  Moco^ain,  con  el  fin  de  despachar d 
equipaje  desembarcado  del  vapor  ingles  Pi- 
na máf  el  día  anterior,  y  que  dicho  señor  Mo- 
co^ain  traía  consigo  desde  Europa. 

"Entre  este  equipaje  venía  una  maleta  con 
kilogramos  de  corbatas  de  seda  que,  sin  duda 
alguna,  formaba  parte  del  contrabando  sor 
prendido  en  Talcahuano  el  día  7 del  corriente, 
la  que  venía  rotulada  en  papel  para  don  Fer- 
nando  Moco9ain  y  debajo  del  papel  se  cdcoo- 
tro  la  etiqueta  que  tengo  el  honor  de  acom- 
pañar. 

**Esta  aseveración  la  hago  en  vista  del  con- 
vencimiento que  tengo  de  que  entre  las  20 
maletas  que  debieron  desembarcarse  allí,  fa^ 
taron  cuatro,  teniendo  ésta  el  número  17. 

''El  contenido  de  esta  maleta  ha  caído,  pocs, 
en  la  sanción  establecida  por  la  ley  número 
901  de  20  de  enero  de  1897  y  demás  disposicio- 
nes de  la  Ordenanza  de  Aduanas,  y  que,segúo 
liquidación  practicada,  arrojad  resultado qoc 
sigue: 

Valor  de  la  mercadería  (comiso)     $    275,0<^ 
Multa  igual  dos  veces  el  valor 
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del  comiso  (ley  de  20  de  enero 
de  1899) 

Multa  del  25%  en  conformidad 
al  inciso  1^  del  artículo  84  de 
la  Ordenanza  de  Aduanas 

Multa  igual  á  los  derechos  que 
pretendió  defraudar  (núm.  18 
del  art.  89  de  la  Ordenanza).. 


550,00 


68,75 


165,00 


Valor  del  comiso  y  multas $  1.058,75 

Derechos  del  60% 165,00 

Total $  1.223,75 

Estos  dos  denuncios  del  Administrador  de 
Aduana  fueron  pasados  al  Promotor  Fiscal 
del  departamento,  para  que  ejercitase  las  ac- 
ciones que  estimara  procedentes;  se  presentó 
este  funcionario  interponiendo  demanda  con- 
tra los  responsables  de  los  contrabandos  de- 
nunciados. 

Después  de  hacer  relación  de  los  hechos  ex- 
puestos en  los  ofícios  insertos  anteriormente, 
agrega:  "De  estos  antecedentes  se  desprende 
que  se  han  introducido  por  este  puerto  del 
extranjero,  fraudulentamente,  por  los  vapo- 
res Alexandria  y  Panamá^  mercaderías  afec- 
tas á  derechos  de  Aduana,  con  defraudacio- 
nes de  los  derechos  fiscales,  y  que  en  tal 
defraudación  ha  habido  manifiesta  mala  fe; 
por  lo  que  no  sólo  procede  el  comiso  de  aque- 
llas mercaderías  y  el  pago  de  las  multas  pres- 
critas por  las  leyes  de  Aduana,  sino  también 
la  imposición  de  las  penas  con  que  el  Código 
Penal  sanciona  tales  delitos." 

Concluye  su  demanda  el  Promotor  Fiscal, 
en  los  términos  siguientes: 

"Por  tanto,  demando  á  los  culpables  para 
que  se  declare  el  comiso  de  las  mercaderías 
materia  del  contrabando  y  se  les  condene  á 
las  indemnizaciones  y  multas  cofrespondien- 
tes  y  hago  denuncio  de  los  delitos  cometidos 
para  que  se  les  imponga  también  las  penas 
que  establece  el  Código  Penal,  en  conformi 
dad  á  lo  dispuesto  en  la  ley  nú»nero  901,  de 
20  de  enero  de  1897  y  artículo  84  inciso  1*?  y 
89  número  18  de  la  Ordenanza  de  Aduanas." 
En  circunstancias  que  el  Promotor  Fiscal 
no  había  aún  interpuesto  la  demanda  de  que 
se  ha  hecho  mérito  anteriormente,  se  presentó 


don  Nicolás  Jo  van  i,  comerciante  y  residente  en 
Concepción,  demandando  al  administrador 
deAduanadeestepuerto,  don  Arturo  del  Cam- 
po, para  que  se  declarase  que  dicho  funciona- 
rio debía  dar  á  la  brevedad  posible  las  órde- 
nes del  caso  á  fin  de  que  se  procediera  al  des- 
pacho y  entrega  tanto  de  las  dos  maletas  de 
su  propiedad,  que  contenían  plumas  de  aves- 
truz, como  de  las  dieziseis  cajas,  con  póliza  á 
la  mano,  que  entregó  al  jefe  de  Aduana;  y  que 
además,  se  le  indemnizaran  los  perjuicios  de 
la  mora  y  del  abuso  al  proceder  sin  las  for- 
malidades legales  al  forzamiento  de  las  cerra- 
duras de  las  cajas  que  se  le  habían  confiado 
en  encargo. 

Tal  demanda  fué  proveída  así:  *Tara  pro- 
veer, espérese  que  el  señor  Promotor  Fiscal 
ponga  á  disposición  de  la  visita  los  antece* 
dentes  de  la  causa  de  comiso  cuyo  conoci- 
miento se  le  ha  encomendado." 

En  18  de  noviembre,  se  dio  cuenta  de  la 
demanda  del  Promotor  Fiscal,  y  dado  lo  ex- 
puesto por  Jovani,  en  el  escrito  de  que  ya  se 
ha  hecho  mención,  se  le  mandó  tener  por  de- 
mandado y  se  le  comunicó  traslado;  lo  que 
también  se  hizo  respecto  de  don  Fernando 
Moco^ain. 

El  mismo  día  18  de  noviembre,  se  proveyó 
así  las  demandas  de  Jovani:  **á  lo  principal, 
teniendo  presente  que  las  dieciocho  maletas 
que  se  reclaman  son  las  mismas  á  que  se  refie- 
re el  oficio,  estése  á  lo  proveído  con  esta  mis- 
ma fecha  en  la  demanda  interpuesta  por  el 
señor  Promotor  Fiscal." 

Así  quedó  regularizada  la  tramitación  del 
juicio,  y  después  de  algunas  incidencias  for- 
muladas tanto  por  Moco9ain  como  por  Jo- 
vani, el  primero  se  presentó  contestando  la 
demanda  por  medio  de  su  apoderado,  don 
Evaristo  Barrio  Canal,  quien  pide  que  se  de- 
seche la  demanda  interpuesta  contra  su  man- 
dante por  las  razones  siguientes: 

Que  la  caja  con  corbatas  de  seda  no  es  de 
propiedad  de  Moco9ain; 

Que  nada  significa  que  en  dicha  caja  hubie- 
ra aparecido  una  tarjeta  con  el  nombre  de  su 
mandante,  por  cuanto  esto  no  constituye  un 
título  de  propiedad;  y 

Que  lo  que  hay  de  verdad  es  que  á  su  man- 
dante le  faltó  uno  de  los  bultos  que  forma- 
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ban  su  equipaje  y  que  equivocadamente  se 
desembarcó  entre  dicho  equipaje  la  maleta 
que  ha  motivado  la  demanda  deducida  en  su 
contra. 

Don  Nicolás  Jovani  contestando  la  deman- 
da pidió  que  se  tuviera  su  escrito  como  con- 
testación; y  oorao  fundamentos  de  dicho  es- 
crito se  tuviera  presente  el  mérito  de  los 
documentos. 

Ya  se  ha  hecho  mención  anteriormente  de 
lo  pedido  por  Jovani  en  el  referido  escrito;  y 
como  fundamento  de  tal  petición  sostiene  que 
en  el  presente  caso  no  existe  el  contrabando 
denunciado  por  el  administrador  de  Aduana, 
ya  que  las  plumas  de  avestruz  que  contienen 
las  dos  cajas  de  su  exclusiva  propiedad,  las 
compró  en  Punta  Arenas  y,  por  consiguiente, 
ellas  constituyen  un  artículo  nacional; 

Que,  en  cuanto  á  las  dieziseis  cajas  que  se  le 
encargaron  en  Valdivia,  cuyo  contenido  no 
puede  detallar  por  no  ser  de  él,  puede  antici- 
par, dada  su  procedencia,  que  se  trata  de 
artículos  nacionalizados; 

Que,  en  consecuencia,  no  tratándose  de  in- 
ternar artículos  extranjeros,  burlando  el  pa- 
go de  los  derechos  aduaneros,  no  puede  regir 
con  las  cajas  que  reclama  la  denominación  de 
contrabando;  ni  en  ningún  caso  cualquiera 
incorrección  lo  constituye. 

En  un  otrosí  del  escrito  de  contestación  ha- 
ce ver  Jovani,  que  ha  llegado  á  su  conoci- 
miento que  dentro  del  juicio  civil  de  comiso 
se  está  practicando  una  investigación  suma- 
ria; que  no  encontrando  que  tal  procedimien- 
to guarde  armonía  con  lo  que  prescribe  el 
artículo  1^  de  la  ley  de  20  de  enero  de  1897, 
viene  en  formular  la  correspondiente  protesta. 
Se  mandó  tener  presente  la  protesta  for- 
mulada. 

Replicando  el  señor  Promotor  Fiscal,  pide 
que  en  definitiva  se  dé  lugar  á  la  demanda  en 
la  forma  que  en  ella  se  ha  solicitado;  y  des- 
pues  de  hacer  relación  de  las  argumentacio- 
nes hechas  por  los  demandados,  agrega: 

**Estas  alegaciones  hechas  por  los  deman- 
dados se  destruyen  con  el  solo  mérito  produ- 
cido hasta  ahora  en  los  autos. 

"En  efecto,  si  la  caja  con  corbatas  de  seda 
desembarcada  con  el  equipaje  de  Moco9ain, 
no  era  de  su  propiedad  ¿por  qué  causa  venía 


rotulada  con  su  nombre?  No  se  explica  que 
otra  persona  haya  pretendido  tomar  el  nom 
bre  respetable  de  Moco^ain  para  cometer  una 
defraudación  que  en  nada  podía  beneficiarlo. 

'*En  el  comercio,  además,  la  marca  j nombre 
que  lk*van  los  equipajes  y  bultos  no  indicas 
otra  cosa  que  la  persona  del  dueño  ó  destina- 
tario de  ellos. 

''Respecto  al  demandado  Jovani,  se  han 
producido  los  siguientes  hechos  que  justifican 
la  demanda;  dijo  éste  que  las  cajas  ó  maletas, 
que  se  dice  embarcadas  en  Valdivia,  contenían 
muestras  y  equipaje,  y  se  ha  comprobado  ya 
que  tales  bultos  no  contienen  muestras  trí 
equipaje,  sino  géneros  de  seda,  cigarros  t 
otros  artículos  gravados  con  derechos  de  in- 
ternación. Por  esta  circunstancia,  también, 
la  póliza  agregada  con  la  que  Jovani  preten- 
dió despachar  en  Aduana  dichas  maletas,  es 
un  documento  falso  y  constituye  plena  prue- 
ba de  que  dichos  bultos  ó  mercaderías  no  fue- 
ron embarcados  por  la  Aduana  de  Valdivia. 

''Consta  también  del  certificado  dado  por 
la  casa  comercial  de  Worwerk  y  C*,  de  Val- 
paraíso, que  el  demandado  Jovani  se  embar- 
có en  Punta  Arenas;  que  pagó  $  30  por  flete 
de  su  equipaje,  que  manifestó  para  este  puer- 
to; y  que  él  mismo  declaró  ante  el  capitán  del 
vapor  Alejandría  que  las  maletas  qne  traía  j 
que  son  materia  de  este  contrabando,  conte- 
nían grin  número  de  vistas  y  útiles  de  cinema- 
tógrafo, hecho  que  ha  resultado  completa- 
mente falso.'* 

El  demandado  Moco9ain  no  adujo  en  su  es- 
crito de  duplica  nuevas  argumentaciones,  li 
mitándose  á  reproducir  lo  expuesto  en  sa  es- 
crito de  con  testación . 

Duplicando  el  demandado  Jovani,  pide  qae 
en  definitiva  se  resuelva  como  lo  ha  pedido  eo 
la  constestación;  y  entrando  á  rebatir  las  ar- 
gumentaciones aducidas  en  la  réplica  por  el 
Promotor  Fiscal,  dice: 

"El  Promotor  estima  que  los  géneros  de 
seda,  los  cigarros  y  otros  artículos  gravados 
con  derechos  de  internación  no  corresponden 
á  la  manifestación  que  aparece  en  la  póliza. 

"Parece  que  el  señor  Promotor  estimara,  con 
un  criterio  demasiado  estrecho,  que  en  el  con- 
cepto de  muestras  sólo  tuviera  cabida,  tra- 
tándose de  géneros,  los  pedacitos  pequeños 
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que  como  muestras  figuran  en  las  tiendas  al 
menudeo.  Mas,  en  las  esferas  comerciales  pro- 
piamente dichas,  en  el  concepto  de  muestras 
no  entran  las  pequeneces. 

''Todavía  más,  las  exigencias  rigorosas  en 
las  pólizas  se  explican  tratándose  de  la  inter- 
nación de  mercaderías  extranjeras;  pero  tra- 
tándose del  comercio  de  cabotaje,  y  de  artícu- 
los nacionales  ó  nacionalizados,  no  puede 
aplicarse  el  mismo  rigorismo,  porque  no  hay 
el  peligro  de  burlar  derechos  fiscales. 

"Así,  en  las  cajas  en  cuestión,  vienen  géneros 
de  seda,  cigarros  y  otros  artículos:  son  mues- 
tras, por  consiguiente,  de  cada  cosa  y  co- 
lores. 

**Mas,  el  señor  Promotor  agrega  que  son 
artículos  gravados  con  derechos  de  interna- 
ción ¿y  por  qué?  ¿son  artículos  extranjeros? 

"No  se  ha  podido  calificar  rudamente  como 
documento  falso  la  póliza:  no  se  ha  faltado  á 
la  verdad  en  ella  en  absoluto  y  al  contrario 
es  completamente  auténtico,  y  no  puede  afir- 
marse que  aunque  tuviera  puntos  observa- 
bles la  póliza  aludida,  pudiera  de  por  sí  cons- 
tituir plena  prueba  de  que  dichos  bultos  no 
fueron  embacados  por  la  Aduana  de  Valdi- 
via. 

"Eso  es  llegar  á  la  temeridad;  pero,  eso  no 
es  deducir  con  lógica,  ni  con  ley.  De  que  haya 
en  la  póliza  algo  que  puede  ser  apreciado  con 
diversidad  de  criterio,  según  un  interés  «de 
terminado,  no  se  sigue  que  los  bultos  no  se 
hayan  embarcado  en  Valdivia." 

Termina  el  demandado  Jovani,  impugnan- 
do el  certificado  dado  por  la  casa  comercial 
de  Valdivia,  tomado  en  cuenta  por  el  Promo- 
tor Fiscal  en  su  réplica. 

Concluidos  los  trámites  que  preceden  á  la 
prueba,  se  ordenó  á  las  partes  que  diesen 
cumplimiento  á  lo  que  prescribe  el  artículo 
308  del  Código  de  Procedimiento  Civil;  y  pre- 
sentadas por  aquellas  sus  respectivas  minu- 
tas de  puntos  de  prueba  y  listas  de  testigos, 
se  recibió  la  causa  á  prueba  por  el  término 
legal,  se  fijaron  los  puntos  sobre  los  cuales  de- 
bía ella  recaer  y  se  señalaron  audiencias  para 
el  examen  de  los  testigos. 

Vencido  el  término  de  prueba  y  á  petición 
de  la  parte  demandante,  se  mandaron  entre- 
gar los  autos  para  alegar  de  bien  probado. 


La  parte  demandante, en  vista  déla  prueba 
rendida  y  del  mérito  que  arroja  la  investiga- 
ción praticada  durante  el  curso  del  juicio, 
sostiene  que  se  hallan  suficientemente  acredi- 
tados los  contrabandos  denunciados,  y  que,  en 
consecuencia,  debe  darse  lugar  á  la  demanda 
en  todas  sus  partes. 

Hl  demandado  Jovani,  por  su  parte,  des- 
pués de  examinar  la  prueba  producida  y  de 
rebatir  las  argumentaciones  del  demandante 
deducidas  del  examen  mismo  de  la  prueba,  y 
sin  dar  valor  alguno  á  la  Investigación  prac- 
ticada de  oficio  durante  el  juicio,  sostiene  que 
en  el  presente  caso  no  existe  el  contrabando 
denunciado,  y  en  consecuencia,  pide  que  se  de- 
seche la  demanda  y  que  se  dé  lugar  á  lo  pedi' 
do  en  su  escrito. 

El  demandado  Moco9ain  sostiene  que  la 
maleta  con  corbatas  de  seda  á  que  se  refiere 
la  demanda,  no  es  de  su  propiedad  y,  por  lo 
tanto,  no  se  considera  responsable  del  con- 
trabando que  se  le  imputa. 

Termina  pidiendo  que,  en  definitiva,  se  dese- 
che la  demanda  interpuesta  en  su  contra. 

Se  citó  á  las  partes  para  sentencia. 

Al  mismo  tiempo  que  sedaba  al  juicio  civil  la 
tramitación  ordenada  por  la  ley,  se  iba  prac- 
ticando la  correspondiente  investigación  á  fin 
de  esclarecer  la  responsabilidad  que  pudiera 
afectar  á  los  denunciados  como  contraban- 
distas en  los  oficios  del  administrador  de 
Aduana  de  este  puerto,  ajustándose  tal  pro- 
cedimiento á  las  prescripciones  de  la  ley  nú- 
mero 901,  de  20  de  enero  de  1897. 

De  dicha  investigación  aparecen  acredita- 
dos los  hechos  siguientes: 

a)  Por  la  Aduana  de  Valdivia  se  corrió  una 
póliza  de  cabotaje  por  dieziseis  maletas  que, 
según  se  manifestó,  contenían  muestras  y 
equipaje.  Fué  encargado  de  tramitar  dicha 
póliza  don  Honorindo  Molina,  empleado  de 
los  señores  Roepke  Hnos.,  agentes  de  la  Com- 
pañía Inglesa  de  Vapores.  El  empleado  de 
Aduana  que  puso  el  cumplido  á  la  póliza  fué 
el  guarda  don  Demetrio  Castelblanco,  quien, 
declarando  sobre  el  particular,  asevera  que 
las  maletas  que  contenían  las  muestras  y 
equipaje  ocupaban  dos  carretonadas,  una  de 
las  cuales  pudo  presenciar  únicamente  y  cons- 
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tatar  que  Uui  maletas  eran  chicas  y  yiejas; 
que  al  ponerle  el  cumplido  á  la  póliza  tuvo  en 
▼ista  que  en  ella  no  se  señalaba  número  de 
bultos  ni  marca  de  ellos,  de  manera  que  al  ver 
la  primera  carretonada  supuso,  con  razón, 
que  todas  serian  iguales  ó  sea  equipaje  perso- 
nal de  un  pasajero,  y  que  ni  aún  se  habría  ne- 
cesitado correr  póliza; 

b)  Cl  que  solicitó  la  póliza  fué  Vicente  Fe- 
rrari y  las  maletas  á  que  en  ella  se  hacía  re- 
ferencia debían  ser  embarcadas  en  el  vapor 
Alexandria,  que  arribó  á  Corral  en  uno  de 
los  primeros  días  del  mes  de  noviembre  del 
año  próximo  pasado;  que  en  cuanto  .arribó  el 
vapor  á  dicho  puerto,  un  pasajero  que  en  él 
venía,  de  apellido  Jovani,  se  puso  al  habla 
con  Ferrari,  estuvo  con  éste  en  continuas  con- 
ferencias, sin  ser  extraño  á  ellas  don  Félix 
Corte;  que  Ferrari,  aun  cuando  hizo  esfuer- 
zos por  obtener  que  se  le  admitiera  como  pa- 
sajero en  dicho  vapor,  con  destino  á  este 
puerto,  no  pudo  conseguirlo  por  la  absoluta 
carencia  de  camarotes;  que  por  tal  motivo 
Ferrari  tuvo  que* regresar  á  Valdivia  en  el  va- 
por Pisagua^  el  mismo  que  lo  había  llevado  á 
Corral,  con  su  equipaje,  menos  una  maleta  y 
un  cajoncito  que  dejó  en  este  último  punto, 
según  declara  don  Martín  Risco,  capitán  del 
expresado  vapor;  que  según  lo  asevera  el  mis- 
mo Risco,  el  equipaje  de  Ferrari  fué  desem- 
barcado en  el  muelle  de  Valdivia,  y  como  el 
vapor  Alexandria  salió  para  el  norte  ese  mis- 
mo día,  puede  asegurar  que  esas  maletas-las 
que  componían  el  equipaje  de  Ferrari— no  han 
podido  ser  embarcadas  en  tal  vapor.  "Tanto 
más,  agrega  el  mismo  Risco,  puedo .  asegurar 
ésto,  cuanto  que  llevé  al  señor  Ferrari  á  Co- 
rral, con  ese  mismo  equipaje,  más  ó  menos 
para  tomar  el  Ecuador,  cuatro  días  después 
del  día  en  que  estuvo  el  Alexandria  en  el 
puerto..."; 

c)  De  la  declaración  prestada  por  don  Pedro 
Carvallo,  guarda  del  resguardillo  de  Corral, 
aparece  que  él,  en  su  carácter  de  tal  empleado, 
tiene  obligación  de  permanecer  á  bordo  de  los 
buques  que  allí  arriban,  vigilando  el  movi- 
miento de  carga  y  descarga,  y  examinando 
los  documentos  necesarios;  y  que,  en  el  caso 
del  vapor  Alexandria,  cumplió  con  tal  obliga- 
ción y  puede  decir  que  para  Coronel  no  se 


despachó  por  aquel  puerto  ni  carga  ni  v^v.- 

paje; 

d)  Ya  se  ha  dejado  constancia  en  el  párrafo 
A  que,  según  lo  declarado  por  cl  guarda  de  1& 
Aduana  de  Valdivia,  don  Demetrio  Castd 
blanco,  las  maletas  que  él  pudo  ver  eran  dii 
cas  y  viejas,  y  mientras  tanto,  de  la  diügni- 
cia  de  inspección  aparece  que  todas  las  ma- 
letas desembarcadas  del  vapor  Aleíandm 
son  de  grandes  dimensiones,  que  cinco  de 
ellas,  las  que  contienen  los  géneros  de  seda. 
son  de  primer  uso,  y  las  once  reatantes,  de 
segundo  uso,  pero  en  perfecto  estado  y,  final- 
mente, que  ninguna  de  ellas  tiene  la  fraoja 
con  los  colores  de  la  bandera  italiana,  de  qoe 
hablan  al  referirse  al  equipaje  de  Ferrari,  los 
testigos  Víctor  Molina,  Félix  Corte,  Ubalco 
García  y  Francisco  Alvarado,  en  sus  respecti- 
vas declaraciones; 

e)  El  vapor  Alexandria  pertenece  á  la  Con:- 
pañía  Alemana  **Kosmos'*  y,  sin  embargo, 
la  póliza  de  cabotaje  solicitada  por  Ferra- 
ri para  el  embarque  en  dicho  vapor  de  las 
dieziseís  maletas  con  muestras  y  equipaje,  do 
fué  tramitada  por  la  agencia  respectiva,  sino 
por  la  de  "Roepke  Hermanos",  que  lo  es  de  la 
Compañía  Inglesa; 

f)  Don  Ubaldo  García,  empleado  de  estos 
señores,  declarando  asevera  que  al  pedírsele  á 
Ferrari  que  indicara  el  nombre  que  debía  po- 
nérsele á  las  maletas,  no  dio  ninguno,  expit- 
sando  que  se  les  pusiera  únicamente  "rotula- 
das'*, y  consignadas  á  la  orden  de  don  Lais 
Jacobsen,  agente  en  este  puerto  de  la  Compa- 
ñía "Kosmos"; 

g)  Al  arribar  á  este  puerto  el  vapor  4/fxa»- 
dría,  fué  á  recibirlo  el  empleado  del  resguar- 
do, don  Alfredo  Henriksen,  acompañado  de 
don  Rodolfo  Jacobsen,  hijo  del  agente  don 
Luis  y,  según  declara  dicho  empleado,  cl  con- 
tador no  presentó  manifiesto  de  mercaderías 
de  cabotaje  que  vinieran  destinadas  á  e$te 
puerto,  agregando  Jacobsen  en  su  declaraciéc 
que  no  sólo  no  presentó  manifiesto,  sino  que 
ni  el  contador  ni  el  capitán  de  la  nave  tenían 
conocimiento  que  se  hubieran  embarcado  en 
Corral,  con  destino  á  este  puerto,  me^cad^ 
rías  ó  carga  de  cabotaje;  y  Henriksen  agrega 
que  en  vista  de  no  presentársele  manifiesto, 
procedió  á  abrir  el  sobre  que  co atenía  cl  regís 
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tro  de  la  nave  y  allí  encontró  la  póliza  de  ca- 
botaje corrida  por  la  Aduana  de  Valdivia;  que 
en  vista  de  los  datos  que  suministraba  éste 
documento  se  procedió  á  redactar  el  maniñes- 
to  respectivo,  lo  que  bizojacobsen, firmándo- 
lo el  contador  del  vapor; 

h)  En  el  oficio  del  Administrador  de  Adua- 
na de  este  puerto,   aparece  relatado  lo  que 
ocurrió  al  exigir  don  Nicolás  Jovani,  como  en- 
cargado de  Ferrari,  según  dijo,  la  entrega  de 
las  dieziseis  maletas  á  que  se  refiere  la  póliza, 
dejándose  á  la  vez  constancia  que  lo  encon* 
trado  en  ellas  no  había  sido  muestras  y  equi- 
paje,   como  se  expresaba  en  la  póliza,  sino 
mercaderias  afectas  al  pago  de  derechos  de 
internación  y  consistentes  en  gran  cantidad 
de  piezas  de  géneros  de  seda  y  en  cigarrillos  y 
tabacos,  lo  que  ha  sido  debidamente  compro- 
bado con  las  declaraciones  de  los  empleados 
de  la  Aduana  don  Luis  Rodríguez  V.,don  Ma- 
nuel A.  Vázquez  y  don  Mariano  Gana,   que 
forman  la  comisión  avaluadora  y  con  lo  que 
aparece  de  la  diligencia  de  inspección; 

i)  Del  oficio  aparece  que  las  cinco  maletas 
que  resultaron  contener  piezas  de  géneros  de 
seda,  tenían  en  la  parte  interior  de  la  tapa 
una  etiqueta  igual,  lo  que  constituye  un  ante- 
cedente para  poder  establecer  la  procedencia 
de  ellos  y  por  consiguiente  de  su  contenido; 

j)  A  tal  antecedente  hay  que  agregar  que 
del  certificado  expedido  por  el  Administrador 
de  Aduana  de  Valdivia,  consta  que  desde  el 
1'  de  enero  1900  hasta  diciembre  de  1903  no 
se  han  internado  por  dicha  Aduana  ninguna 
clase  de  maletas  con  procedencia  de  Italia; 

k)  Del  certificado  remitido  por  la  Superin- 
tendencia de  Aduanas  con  el  oficio,  aparece 
que  los  señores  Worwerk  y  C*,  agentes  en 
Valparaíso  del  vapor  Alexandria,  testifican 
que  el  capitán  de  dicha  nave  les  comunicó  ver- 
balmentc  que  el  pasajero  N.  Jovani,  que  se 
embarcó  en  Punta  Arenas,  pagó  por  el  flete 
de  su  equipaje  manifestado  para  Coronel,  la 
suma  de  $  30  papel;  y  que  dicho  pasajero 
había  expresado  á  bordo  que  sus  maletas 
contenían  gran  número  de  vistas  y  útiles  de 
cinematógrafo; 

/)  Los  comerciantes  de  la  ciudad  de  Valdi- 
ria,  don  José  Fernández,  don  Manuel  Gonzá- 
lez, don  Justo  Villabeitía  y  don  Pablo  Klem- 


pan,  aseveran  en  sus  respectivas  declaraciones, 
que  han  tenido  relaciones  comerciales  con  don 
Vicente  Ferrari,  agente  viajero  de  algunas  ca- 
sas italianas;  que  hará  cosa  de  un  mes  estuvo 
Ferrari  en  dicha  ciudad  y  les  ofreció  en  venta 
sombreros,  pero  á  ninguno  de  ellos  les  ofreció 
géneros  de  seda  ni  cigarrillos,  artículos  que, 
según  ha  tratado  de  acreditarlo,  andaba  tra- 
yendo en  tanta  cantidad; 

//)  1^1  denuncio  anónimo  y  del  oficio  del  se- 
ñor Superintendente  de  Aduanas,  aparece  que 
se  tuvo  conocimiento  oportunamente  del  con- 
trabando que  don  Femando  Moco^ain  trae- 
ría de  Europa  á  bordo  del  vapor  Panamá^ 
así  como  de  la  carta  dirigida  por  aquel  funcio- 
nario al  inspector  de  Aduanas  don  Santiago 
Barros,  resultan  acreditadas  las  medidas  de 
precaución  que  tomó  la  Superintendencia  á  fin 
de  sorprender  tal  contrabando;  y  en  el  infor- 
me pasado  por  el  mencionado  inspector  al  se- 
ñor Superintendente,  se  hallan  relatadas  en 
detalle  las  medidas  que  se  adoptaron  para 
obtener  el  buen  resultado  que  se  deseaba; 

m)  Del  referido  oficio  del  Superintendente 
de  Aduanas,  y  de  la  declaración  prestada  por 
don  Enrique  2^  Enricksen,  resulta  comproba- 
do que  éste  fué  el  autor  del  denuncio  anónimo 
á  que  se  ha  hecho  referencia  en  el  párrafo  an- 
terior; 

0)  Respecto  á  las  dos  maletas  con  plumas 
de  avestruz  que  reclama  Nicolás  Jovani  como 
de  su  exclusiva  propiedad,  y  á  las  cuales  se 
hace  referencia  también  en  el  oficio,  no  hay 
otro  antecedente  que  el  documento  expedido 
por  el  oficial  de  estadística  de  la  Gobernación 
de  Punta  Arenas  por  medio  del  cual  se  acredi- 
ta que  dicho  empleado  permitió  el  embarque 
en  el  vapor  Alexandría  de  dos  cajas  mundos 
con  147  kilos  de  plumas  de  avestruz; 

n)  En  cuanto  á  la  maleta  que  se  desembar- 
có del  vapor  Panamá,  como  que  formaba  par- 
te del  equipaje  que  don  Fernando  Moco9ain 
traía  de  Europa  y  á  la  cual  se  refiere  el  ofi- 
cio, se  ha  comprobado  plenamente  que  el  con- 
tenido de  ella  no  era  equipaje,  sino  mercadería 
consistente  en  corbatas  de  seda  y  afecto,  por 
consiguiente,  al  pago  de  derechos  de  interna- 
ción, y  del  referido  oficio  aparece  que  esta 
maleta  traía  el  tarjetón,  que  acredita  la  remi- 
sión de  ella  á  La  Pallice  á  la  orden  de  don 
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Femando  Moco9ain,  y  encima  de  esta  tarjeta 
▼enía  otra  etiqueta  rotulada  á  la  orden  del 
mismo  Moco^ain;  y 

p)  Este  ha  negado  que  tal  maleta  sea  de  su 
propiedad  y  estima,  dice,  que  la  circunstan- 
cia de  haber  venido  rotulada  á  su  nombre  ha 
sido  debida  á  alguna  equivocación. 

La  existencia  del  tarjetón  en  la  reíerida  ma- 
leta, la  explica  Moco9ain  de  la  manera  si- 
guiente, en  8u  declaración: 

"El  día  4  de  octubre  último,  me  embarqué 
en  el  puerto  de  La  Pallice  á  bordo  del  vapor 
Panamá  en  viaje  á  Chile,  y  en  el  mismo  va- 
por embarqué  mi  equipaje  que  se  componía 
de  veintiséis  bultos,  todos  los  cuales  venían 
rotulados  con  mi  nombre'\ 

"En  en  el  mismo  puerto  de  La  Pallice  fui 
solicitado  por  don  Jorge  Pellé  para  que  me 
encargara  de  traer  hasta  Punta  Arenas,  á 
bordo  del  mismo  vapor  Panamá^  unas  male- 
tas que  debían  ser  entregadas  en  aquel  punto 
á  un  tal  don  Emilio  Bellecave,  pero  me  excu- 
sé de  aceptar  tal  comisión  en  vista  de  que  mi 
viaje  por  mar  debía  hacerlo  solamente  hasta 
Montevideo.  En  vista  de  esto,  Pellé  buscó 
otros  pasajeros  que  vinieran  á  bordo  del  mis- 
mo vapor,  encontrándose  con  un  señor  Da 
clin,  á  quien  le  hizo  el  encargo  que  á  mi  había 
pretendido  hacer,  encargo  que  aquel  aceptó. 
Debido  á  la  explicación  que  he  dado  anterior- 
mente es  que  dichas  maletas  hayan  apareci- 
do rotuladas  á  mi  nombre,  pues  el  señor  Pellé 
al  remitirlas  desde  París  á  La  Pallice,  las 
mandó  rotuladas  á  mi  orden..." 

Considerando  respecto  á  las  dieziseis  male- 
tas á  que  se  refieren  la  póliza  y  denuncio: 

1^  Que  por  medio  de  la  expresada  póliza  de 
cabotaje  corrida  por  la  Aduana  de  Valdivia, 
se  ha  pretendido  establecer  que  las  dieziseis 
maletas  reclamadas  por  don  Nicolás  Jovani 
en  la  Aduana  de  este  puerto  y  que  fueron  de 
sembarcadas  del  vapor  Alexandria^  son  las- 
mismas  de  que  da  constancia  dicha  póliza; 

2^  Que  semejante  pretensión  es  de  todo  pun- 
to inaceptable,  si  se  tiene  en  vista  que  la  póli- 
za de  la  referencia  da  cuenta  de  dieziseis  male- 
tas con  muestras  y  equipaje;  y  mientras  tan- 
to, las  reclamadas  por  Jovani  en  Coronel,  han 
resultado  contener  mercaderías  consistentes 
en  piezas  de  géneros  de  seda,  cigarros  y  tabaco, 


las  que  en  manera  alguna  pueden  ser  indaidas 
en  la  clasificación  de  muestras  y  equipaje;  t 
porque,  como  ya  se  ha  anotado,  en  el  párra- 
fo A  de  la  parte  expositiva,  las  maletas  ma- 
nifestadas al  guarda  del  resguardo  de  U 
Aduana  de  Valdivia,  don  Demetrio  Cíistel. 
blanco,  eran  según  éste,  chicas  y  viejas,  mifu. 
tras  que  las  desembarcadas  en  Coronel  rescl- 
taron  ser  todas  de  grandes  dimensiones,? 
unas  nuevas,  y  otras  usadas  ya,  pero  en  per- 
fecto estado;  y  también  porque  ninguna  de 
éstas  resultó  tener  el  distintivo  ó  franja  cob 
los  colores  de  la  bandera  italiana,  que  vario! 
testigos  han  aseverado  haber  visto  en  algt 
ñas  de  las  maletas  que  componían  el  qoi* 
paje  de  Ferrari,  como  se  ha  hecho  constares 
el  párrafo  D; 

3^  Que  aun  cuando  el  demandado  Jotani 
ha  tratado  de  acreditar  el  embarque  en  Co- 
rral, á  bordo  del  vapor  Alexanáría^  de  Us 
dieziseis  maletas  de  que  dá  constancia  la  pó- 
liza, la  verdad  es  que  las  declaraciones  de  los 
testigos  Isidoro  Corte,  Víctor  Arend  j  Cajt- 
taño  Russo,  que  son  los  únicos  que  asereras 
haber  presenciado  el  embarque,  en  sus  rwpeí^ 
ti  vas  declaraciones,  no  son  bastantes  pan 
desvirtuar  el  valor  probatorio  de  los  muchos 
antecedentes  que  acreditan  lo  contrario,  esto 
es,  que  el  tal  embarque  no  se  efectuó,  antecr 
dentes  de  que  se  ha  hecho  relación  en  loi  pá- 
rrafos i4.  B,  C,  Z),  E,F  y  G; 

4*^  Que  dado  lo  expuesto  en  los  anteriort? 
considerandos  es  fuera  de  duda  que  la  póliza 
de  cabotaje  corrida  por  la  Aduana  de  Valdi- 
via, no  ha  sido  sino  el  medio  de  que  se  ha 
hecho  uso  para  encubrir  el  fraude,  pues  de  io- 
dos los  antecedentes  acumulados  en  autos 
aparece  claramente  evidenciado  que  las  mer 
cadenas  contenidas  en  las  dieziseis  maletas 
reclamadas  por  Jovani  en  la  Aduana  de  csic 
puerto,  procedían  del  extranjero;  y  al  hacetias 
pasar  como  muestras  y  equipaje  en  la  opera- 
ción practicada  ante  el  guarda  Castclblauco 
no  se  ha  llevado  en  vista  otro  objetivo  qoc " 
librarlas  del  pago  de  los  derechos  de  interna- 
ción á  que  se  hallan  afectas  por  las  kyti  de 
Aduana,  lo  que  constituye  el  fraude  y  déjate 
tablecida  la  mala  fe  con  que  se  ha  procedió^' 

5^  Que  fuera  de  lo  expuesto  en  los  cotáof 
raudos  precedentes  hay  todavía  que  totna*' 
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muy  en  cuenta  la  forma  bien  irregular  como 
filé  tramitada  por  la  Aduana  de  Valdivia  la 
póliza  de  cabotaje^  de  lo  cual  deja  constancia 
muy  clara  el  inspectorde  Aduana,  don  Santia- 
go Barros,  al  decir  en  su  informe.  "En  Valdi- 
via el  Administrador  personalmente,  no  creo 
tramite  una  póliza  de  cabotaje  como  la  que 
be  tenido  á  la  vista.  Sería  enviar  fraudes  á 
las  demás  Aduanas.  He  visto  las  dieciocbo 
maletas  en  Coronel,  una  sola  abierta,  acusa  el 
fraude.  Se  contaba  indudablemente  en  ese 
puerto  con  alguna  persona  que  dejara  pasar 
sin  abrir..." 

Y  á  la  verdad  que  resalta  la  forma  irregular 
como  se  tramitó  la  referida  póliza,  puesenella 
no  se  cuidó  de  dejar  constancia  cierta  y  deta- 
llada del  verdadero  contenido  de  los  bultos, 
como  se  ha  ordenado  terminantemente  por  la 
Superintendencia  en  circular  de  22  de  junio  de 
1903,  que  en  copia  corre;  ni  el  empleado  que 
le  puso  el  cumplido  tomó  medida  alguna  con 
el  fin  de  cerciorarse  si  el  contenido  de  las  ma- 
letas era  el  que  se  manifestaba  en  la  póliza  ó 
nó,  lo  que  acusa  de  su  parte  una  indolencia 
bien  censurable. 

Y,  por  otra  parte,  el  Administrador  de  la 
Aduana  de  Valdivia  no  pudo  conceder  el  trán- 
sito libre  de  las  maletas  que  se  decía  contener 
muestras;  por  cuanto  es  una  facultad  que 
compete  exclusivamente  al  Superintendente 
de  Aduanas,  en  vista  de  delegación  que  le  hizo 
el  Supremo  Gobierno  por  disposición  de  fecha 
27dejuHodel885; 

6'  Que  demostrado  como  queda  en  los  con- 
siderandos precedentes,  que  se  trata  de  inter- 
nar fraudulentamente  las  mercaderías  extran- 
jeras que  contenían  las  dieziseis  maletas,  con 
el  ánimo  de  defraudar  al  Pisco  en  los  derechos 
de  internación  á  que  se  hallan  afectas  tales 
mercaderías,  queda  por  lo  mismo  establecida 
la  existencia  del  contrabando  denunciado  en 
el  oficio; 

7^  Que  hallándose  establecido  en  autos  que 
Nicolás  Jovani  era  el  pasajero  que  venía  a 
bordo  del  Alexandría,  desde  Punta  Arenas; 
que  el  mismo  Jovani,  en  cuanto  llegó  á  Corral 
se  puso  al  habla  con  Perrari,el  que  solicitó  la 
póliza  de  cabotaje  en  Valdivia;  y,  íinalmante, 
qae  Jovani  fué  quien  se  presento  en  Coronel 


solicitando  la  entrega  de  las  referidas  maletas, 
es  fuera  de  duda  que  nadie  sino  él  es  el  respon- 
sable del  contrabando  denunciado; 

8^  Que  viene  á  dar  mayor  fuerza  á  tal  aser- 
ción el  hecho  comprobado  en  autos  por  el 
mismo  Jovani  de  haberse  ausentado  Perrari 
del  pais  á  los  pocos  días  de  producidos  los  su- 
cesos que  han  originado  este  juicio,  lo  que  es 
bien  extrafío,  pues  no  se  concibe  que  éste, 
siendo  dueño  de  mercaderías  por  un  valor 
de  más  de  $  29,000,  se  hubiere  ausentado  de- 
jándolas expuestas  á  las  eventualidades  de  un 
littjio; 

9^  Que  si  bien  es  cierto  que  por  parte  del 
demandado  Jovani,  se  ha  negado  todo  valor 
legal  á  la  investigación  de  oficio  que  se  ha 
practicado  durante  el  curso  del  juicio,  con  el 
fin  de  esclarecer  los  hechos  y  deslindar  respon- 
sabilidades, protestando  en  repetidas  ocasio- 
nes de  tal  procedimiento,  también  lo  es  que, 
dada  la  amplitud  de  criterio  que  faculta  la  ley 
de  20  de  enero  de  1897,  para  el  fallo  de  las 
causas  de  comiso,  es  evidente  que  dicha  dispo- 
sición ha  querido  poner  en  manos  de  los  Tri- 
bunales los  medios  y  elementos  que  estén  á  su 
alcance  para  (jue  puedan  llegar  á  formarse 
cabal  convencimiento  respecto  á  la  buena  ó 
mala  fe  que  ha  podido  existir  al  perpetrarse 
una  defraudación;  y  por  consiguiente,  la  refe- 
rida investigación  es  perfectamente  legal;  y, 
como  tal,  debe  ser  tomada  muy  en  cuenta  en 
el  presente  fallo. 

Considerando  respecto  de  las  dos  maletas 
con  plumas  de  avestruz  á  que  también  se  ha- 
ce referencia  en  el  oficio; 

10.  Que  como  ya  se  ha  expuesto  en  el  pá« 
rrafo  N  de  la  parte  expositiva  de  esta  senten- 
cia, Nicolás  Jovani  ha  tratado  de  justificar 
por  medio  del  documento  el  legal  embarque 
de  tales  maletas  en  el  vapor  Alexandria,  y  ha 
aseverado  que  por  medio  de  un  certificado  del 
Gobernador  de  Punta  Arenas,  presentado  en 
la  Aduana  de  este  puerto,  se  acreditaba  que 
las  plumas  de  avestruz  eran  producto  nacio- 
nal de  la  Colonia,  y  que,  por  consiguiente, 
debía  permitirse  su  libre  introduccióin;  pero 
la  verdad  es  que  el  tal  certificado  no  se  ha 
presentado  en  Aduana  y  el  documento  no  acre- 
dita en  manera  alguna  la  efectividad  del  ém- 
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barque  sino  que  da  constancia  del  deseo  ma- 
nifestado por  Jovani  de  embarcar  las  dos 
maletas  con  plumas  de  avestruz; 

11.  Que  sabido  como  es  que  las  solicitudes 
de  embarque  que  se  tramitan  en  Punta  Are- 
nas, se  asemejan  en  todo,  salvo  el  impuesto 
del  papel  sellado,  á  las  pólizas  que  en  las 
Aduanas  se  les  llama  de  cabotaje,  resulta 
que  el  documento  que  no  contiene  las  formali- 
dades que  se  exigen  en  aquellas,  carece  de  la 
eficacia  de  tales  pólizas; 

12.  Que  si  el  certificado  se  tuviera  como 
una  póliza  en  forma  de  cabotaje  se  habría 
infringido  el  inciso  2^  del  artículo  6^  del  de- 
creto de  24  de  julio  de  1901,  que  dispone  que 
las  pólizas  se  archivarán  en  la  oficina  del  es- 
tadístico para  que  sirvan  de  base  á  los  datos 
estadísticos  comerciales  que  deben  presentar- 
se é  la  oficina  jefe,  y  el  artículo  7'  del  referido 
decreto  ordena:  que  las  omisiones  o  cum- 
plimientos tardíos  de  las  disposiciones  conte- 
nidas en  él,  caerán  bajo  la  sanción  del  título 
XI  de  la  Ordenanza  de  Aduanas; 

13.  Que  dado  lo  expuesto  en  los  anteriores 
considerandos,  resulta  que  no  se  ha  compro- 
bado el  legal  embarque  de  las  dos  maletas 
con  plumas  de  avestruz  y  por  consiguiente, 
tal  artículo  debe  tenerse  como  que  procede 
del  extranjero  y  que  al  internarlo  sin  las  for- 
malidades legales  se  ha  pretendido  defraudar 
al  Fisco  en  los  derechos  con  que  la  ley  lo 
grava; 

Considerando  respecto  á  la  maleta  con  cor- 
batas de  seda  á  que  se  refiere  el  oficio; 

14.  Que  como  se  ha  expuesto  en  el  párrafo 
Ñ  de  la  parte  expositiva,  la  maleta  á  que  se 
hace  referencia  en  el  oficio,  fué  desembarcada 
entre  el  equipaje  que  don  Fernando  Moco- 
5ain  traía  de  Europa  á  bordo  del  vapor  Pa» 
namá,  por  venir  rotulada  con  su  nombre; 

15.  Que  se  ha  comprobado  plenamente  en 
autos  que  la  referida  maleta,  en  lugar  de  equi- 
paje, resultó  contener  corbatas  de  seda,  esto 
es,  mercadería  afecta  á  derechos  de  interna- 
ción; 

16.  Que  aún  cuando  Mocogain  se  ha  excusa- 
do diciendo  que  tal  maleta  no  es  de  su  propie- 
dad, sin  embargo  la  circunstancia  anotada 
en  el  considerando  14,  y  los  demás  anteceden- 


tes expuestos  en  el  párrafo  Ñ  acreditan ! 
contrario; 

17.  Que  la  explicación  dada  por  Moco^a.: 
recpecto  al  origen  del  tarjetón,  y  ákctiqucta 
que  encima  de  éste  venía  con  su  nombre  jj: 
la  cual  se  ha  dejado  contancia  en  el  parra: 
P,  es  inverosímil  é  inaceptable; 

18.  Que  en  vista  de  lo  establecido  en  ic; 
anteriores  considerandos,  aparece  de  marj- 
fiesto  que  Moco^ain  ha  tratado  de  intrododr 
fraudulentamente  y  con  mala  fé  la  mercada 
ría  que  resultó  contener  la  maleta  denanciaik 
en  el  oficio,  con  el  fin  de  burlar  el  pago  deljs 
derechos  con  que  la  ley  grava  tal  artículo; 

19.  Que  del  denuncio  anónimo  y  demás  an- 
tecedentes de  que  se  ha  hecho  relación  eo  [os 
párrafos  LL  y  M,  resulta  que  don  Enríqoe 
2^  Enricksen  debe  ser  tenido  como  denuncian- 
te del  contrabando  de  Moco9ain,  y  si  bienes 
verdad  que  en  dicho  denuncio  hace  Enrickse: 
referencia  a  otros  contrabandos,  tambiéclj 
es  que  los  datos  que  suministra  al  respcan 
no  son  precisos  y  determinados;  y 

20.  Que  el  valor  de  los  derechos  intcntndc-s 
di  fraudar  por  Jovani,  según  aparece  dtl  oh- 
cío,  excede  de  $  500;  y  el  de  los  intentados  lV 
fraudar  por  Moco^ain.  según  consta  át\  cb- 
cío,  excede  de  $  50  y  no  pasa  de  $  500. 

Por  estas  consideraciones,  v  de  conforraii! 
con  lo  prevenido  en  los  artículos  Sinúraer 
1^  y  11  y  89  número  18  de  la  Ordenanza  •:« 
Aduanas,  6*^  y  7^  de  la  ley  de  20  de  enero  ic 
1897  y  único  de  la  de  2  de  febrero  del  niismf 
año,  467,468  y  29  del  Código  Penal  y  924lc; 
Código  de  Procedimiento  Civil,  dándose  la- 
gar á  la  demanda,  se  declara: 

1'  El  comiso  de  las  mercaderías  introdoó- 
das  fraudulentamente,  según  liquidacióo  ót 
tallada  en  los  oficios; 

2^  Que  los  demandados  Nicolás  Jovaai ; 
Fernando  Moco9ain,  pagarán  una  mulu 
igual  á  dos  veces  el  valor  de  sus  respectirof 
comisos;  y  se  les  condena,  además,  á  pagar 
una  suma  equivalente  al  importe  de  losd(^^ 
chos  que  intentaron  defraudar; 

3^  Que  se  condena  á  Nicolás  Jovani  y  Mar* 
chians,  de  cuarenta  i  tres  años,  casado,  co- 
merciante,  natural  de  Italia  y  residente  cr- 
Concepción,  nunca  preso  y  que  sabe  leerj  f^' 
cribir,  á  tres  años  y  un  día  de  presidio,  qnesc 
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empezarán  á  contar  desde  que  ingrese  á  la 
cárcel,  y  á  inhabilitación  absoluta  perpetua 
para  derechos  políticos,  é  inhabilitación  abso- 
luta para  cargos  y  oñcios  públicos  durante  el 
tiempo  de  la  condena  de  presidio; 

4^  Que  se  condena  á  Fernando  Moco9ain  y 
Retoss,  de  cuarenta  y  un  años,  casado,  co  • 
merciante,  naturfil  de  Francia  y  residente  en 
este  puerto,  nunca  preso  y  que  sabe  leer  y  es- 
cribir, á  quinientos  cuarenta  y  un  días  de 
presidio,  que  se  empezarán  á  contar  desde 
que  ingrese  á  la  cárcel;  y 

5^  Que  don  Enrique  2^  Enricksen  debe  ser 
considerado  en  el  goce  de  los  derechos  que 
otorga  á  los  denunciantes  de  contrabandos  el 
artículo  único  de  la  ley  de  2  de  febrero  de 
1897,  sólo  por  lo  que  hace  al  contrabando  de 
don  Fernando  Moco9uin,  conforme  con  lo 
que  se  ha  establecido  en  el  considerando  19. — 
y.  Guillermo  Mackay, 

Contra  esta  sentencia,  se  interpusieron  los 
recursos  de  nulidad  y  apelación.  Desechado  el 
primero  por  sentencia  de  22  de  julio  de  1904, 
se  falló  la  apelación  en  la  forma  siguiente: 

Concepción,  12  de  julio  de  1905.— Aceptan- 
do la  parte  expositiva  y  los  considerandos  1^, 
primera  parte  del  2^,  4',  5',  6',  7^,  8'  y  20  de 
la  sentencia  de  primera  instancia;  y  teniendo, 
además,  presente: 

1'  Que  aun  cuando  la  ley  de  20  de  enero  de 
1897  faculta  al  juez  que  tenga  ambas  juris- 
dicciones y  que  conozca  de  un  juicio  de  con- 
trabando, para  imponer  también  á  los  de 
mandados  las  penas  que  establecen  los  artícu- 
los 467  y  siguientes  del  Código  Penal,  estas 
penas  no  pueden  ser  impuestas  sino  después ' 
de  tramitado  legalmente  el  respectivo  juicio 
criminal,  ya  sea  que  esa  tramitación  tenga 
lugar  en  el  mismo  cuaderno  del  juicio  civil  ó 
en  otro  separado; 

2*^  Que  esta  doctrina  fluye  naturalmente  de 
la  prescripción  del  artículo  1'  de  la  ley  de  Ga- 
rantías Individuales  de  25  de  septiembre  de 
1884,  en  armonía  con  el  número  4'  del  ar- 
tículo 10  de  la  Constitución  Política  del  Es- 
tado, ya  que  la  citada  ley  de  20  de  enero  de 
1897  no  prescribió  un  procedimiento  especial 
para  los  casos  contemplados  en  ella;  siendo, 
por  consiguiente,  de  rigor  la  aplicación  del 


Auto  acordado  de  la  Real  Audiencia  de  25  de 
agosto  de  1757,  de  las  leyes  de  Partidas  vi- 
gentes aún  en  materia  criminal; 

3'  Que  en  el  presente  caso,  sólo  se  ha  trami- 
tado el  juicio  civil,  pues  no  se  ha  deducido  en 
el  criminal  acusación  en  forma,  no  pudiendo 
atribuirse  el  carácter  de  tal  al  hecho  de  haber 
expuesto  el  representante  del  Ministerio  Pú- 
blico en  su  demanda,  que  hace  también  de- 
nuncia de  los  delitos  cometidos  para  que  se 
impongan  las  penas  que  establece  el  Código 
Penal; 

4^  Que  la  información  que  con  el  carácter  de 
reservada  corre,  fué  agregada  al  proceso  cuan- 
do estaba  ya  para  vencerse  el  término  proba- 
torio y  no  se  dio  citación  de  ella  a  los  intere- 
sados ni  su  agregación  á  los  autos  les  fué  no- 
tificada personalmente; 

5^  Que,  en  consecuencia,  la  referida  infor- 
mación carece  de  mérito  probatorio  legal; 

6^  Que  aun  prescindiendo  del  mérito  de  la 
información  reservada  á  que  se  ha  hecho  re- 
ferencia y  aun  dando  por  establecido  que  se 
embarcaran  en  el  vapor  A/exane/r/a  en  el  puer- 
to de  Corral  las  maletas  que  don  Nicolás  Jo- 
vani  afirma  haber  traido  de  Valdivia,  no  se 
halla  en  manera  alguna  justificado  que  esas 
maletas  fueran  las  mismas  reclamadas  por 
aquél  en  el  puerto  de*Coronel,  porque  las  pri 
meras  contenían  muestras  y  las  últimas  mer- 
caderías afectas  al  pago  de  derechos  de  Adua- 
na; porque  de  no  ser  muestras  las  especies 
contenidas  en  las  primeras  habrían  sido  mer- 
caderías nacionalizadas,  como  lo  dice  Jovani 
en  la  constestación  á  la  demanda;  y  esto  últi- 
mo, que  habría  sido  fácil  probar  palmaria 
mente,  no  se  ha  hecho  ni  aun  se  ha  intentado 
hacerlo,  apareciendo  las  piezas  de  géneros  de 
seda  con  las  etiquetas  acompañadas,  que  dan 
constancia  de  ser  procedencia  italiana,  por- 
que los  propios  testigos  presentados  por  Jo- 
vani prestan  declaraciones  vagas  é  incurren 
en  contradicciones  de  detalle  entre  sí,  que  no 
permiten  prestar  entero  crédido  á  sus  afirma- 
ciones: desde  luego,  hay  desacuerdo  con  rela- 
ción al  número  de  maletas,  pues  Martín  Ris- 
co, que  era  el  capitán  del  vapor  PíSHgua  que 
había  traído  esas  maletas  desde  Valdivia  á 
Corral,  dice  que  no  bajarían  de  seis;  Dalmiro 
Rosas,  doce  á  catorce;  Demetrio  Castelblan* 
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co  vi6  ocho  en  el  muelle  de  Valdivia  y  en  un 
carretón  otras  tantas;  Isidoro  Corte,  diezisie- 
te  á  dieziocho;  Víctor  Arend,  que  no  pasa- 
rían de  quince;  Cayetano  Russo,  diezisiete  6 
dieziocho;  y  Juan  Ventiglio,  que  no  serían  me- 
nos de  doce,  siendo  de  notar  que  los  dos  pri- 
meros no  pueden  precisar  el  tamaño;  los  tres 
siguientes  dicen  que  eran  grandes  y  chicas,  y 
sólo  los  dos  últimos  precisan  un  tamaño  que 
fluctúa  entre  un  metro  y  un  metro  cincuenta 
centímetros;  de  donde  se  desprende  que  se- 
gún el  mayor  número  de  estos  testigos,  y  en- 
tre los  cuales  figura  el  guarda  que  puso  el 
cumplido  á  la  póliza,  las  maletas  eran  gran- 
des y  chicas,  al  paso  que  las  desembarcadas 
en  Coronel  eran  todas  de  grandes  dimensio- 
nes y  nuevas  ó  con  muy  poco  uso; 

7^  Que  ni  aun  el  mismo  Jovani,  que  se  dice 
encargado  por  Ferrari  para  traer  las  male- 
tas á  Coronel,  vio  que  éstas  fueran  embarca- 
das á  bordo  del  A lexandría,  pues  expone  (con- 
fesión ésta  que  ha  de  ser  tomada  en  cuen- 
ta en  cualquier  estado  del  juicio  que  haya 
sido  prestada)  ''que  no  vio  si  dichas  maletas 
se  embarcaron  en  Corral  á  bordo  del  Alexan- 
dría,  ni  sabía  si  ellas  vendrían  ó  no  en  dicho 
vapor,  pues  en  el  vaporcito  en  que  hicimos  el 
viaje  de  Valdivia  no  vi  que  hubieran  venido 
tales  maletas;'' 

8^  Que  del  parte  del  Administrador  de  la 
Aduana  de  Coronel  aparece  que,  habiéndole 
inspirado  sospecha  el  equipaje  desembarcado 
del  vapor  Alexandría,  ordenó  facturar  su  con- 
tenido, llamando  al  efecto  a  Jovani;  pero  que 
éste  expresó  que  ya  era  tarde— las  4  P.  M.,— 
que  por  no  tener  las  llaves  de  las  maletas  vol- 
vería al  día  siguiente,  cosa  que  no  hizo  á  pesar 
de  habérsele  esperado  hasta  la  una  del  día; 

9^  Que  aparece,  además,  del  certificado  da- 
do por  los  ajentes  en  Valparaíso  del  vapor 
Alexandría^  que  Jovani  pagó  en  Punta  Are- 
nas la  suma  de  $  30  por  el  trasporte  de  su 
equipaje  y  que  expresó  al  capitán  de  dicho  va- 
por que  ese  equipaje  contenía  gran  número  de 
vistas  y  útiles  de  cinematógrafo; 

10.  Que  todo  lo  expuesto  en  los  consideran, 
dos  de  esta  sentencia  desde  el  5^^  adelante 
unido  á  lo  que  se  expresa  en  los  de  la  primera 
instancia  que  han  sido  aceptados,  constituye 
un  conjunto  de  presunciones  graves,  precisas 


y  concordantes  que  establecen  de  una  manera 
irrefragable  la  existencia  del  contrabando  de 
que  se  trata; 

11.  Que  don  Fernando  Moco9ain  ha  negado 
ser  de  su  propiedad  la  maleta  desembarcada 
del  vapor  Panamá  y  que  resultó  contener  cor- 
batas de  seda,  y  no  hay  prueba  suficiente  pa- 
ra dar  por  establecido  lo  contrarío; 

12.  Que  con  los  documentos  acompañados 
en  segunda  instancia  se  ha  justificado  que  las 
dos  cajas  que  contenían  plumas  de  avestruz 
fueron  embarcadas  en  el  puerto  chileno  de 
Punta  Arenas  y  que  son  producto  nacional; 

13.  Que  no  han  sido  materia  de  este  fnicio 
los  derechos  que  pueda  tener  don  Enrique  T 
Bnricksen  como  denunciante  de  los  contra- 
bandos. 

Y  de  conformidad  con  lo  prescrito  en  el  auto 
acordado  citado  de  la  Real  Audiencia  y  ar- 
tículos 1^,  6'  y  7^  de  la  citada  ley  de  20  de 
enero,  84  números  1  y  11  y  89  número  18 
de  la  Ordenanza  de  Aduanas,  y  428  y  431 
del  Código  de  Procedimiento  Civil  y  15  inciso 
2^  de  la  ley  de  1^  de  marzo  de  1837,  se  de- 
clara: 

1^  Que  se  confirma  la  sentencia  de  2  de  ma- 
yo del  año  último,  en  cuanto  declara  el  comiso 
de  las  mercaderías  contenidas  en  las  dieziseis 
maletas  pedidas  por  don  Nicolás  Jovani  en  la 
Aduana  de  Coronel  y  en  cuanto  éste  debe 
pagar  las  multas  especificadas  en  el  número 
2^  de  dicha  sentencia; 

2^  Que  se  suspenden  los  efectos  de  la  misma 
en  cuanto  impone  pena  criminal  á  los  deman- 
dados  Jovani  y  Moco9ain;  y  habiendo  motifo 
para  estimar  que  ha  habido  mala  íe,  paseo 
todos  estos  antecedentes  al  juez  que  corres* 
ponda  para  que  instruya  proceso  criminal 
contra  quien  sea  procedente,  sirviendo  todo 
lo  obrado  de  auto  cabeza  de  proceso; 

3^  Que  asimismo  se  suspenden  los  efectos 
de  la  referida  sentencia  en  cuanto  por  ella  se 
reconocen  á  don  Enrique  2^  Cnricksen  los  de- 
rechos de  denunciante,  sin  perjuicio  de  los  qoe 
éste  pueda  hacer  valer  cuando  y  como  viere 
convenirle; 

4^  Que  se  revoca  la  misma  sentencia  en  la 
parte  que  declara  el  comiso  y  que  impone  mnl- 
tas  á  don  Femando  Moco^ain  por  la  maleta 
cuya  propiedad  se  le  atribuía»  y  en  cuanto  de- 
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clara  también  el  comiso  é  impone  multas  por 
la  introducción  de  las  dos  cajas  que  contenían 
plumas  de  avestruz;  y  se  declara  que  no  ha  lu- 
gar á  dichos  comisos  y  multa,  quedando  en 
esta  parte  los  demandados  absneltosde  la  de- 
manda. 

Acordadas  las  resoluciones  1*,  2*  y  3*  con- 
tra el  votodcl  señor  Ministro Figueroa  Lago, 
quien  no  acepta  la  suspensión  de  efectos  de  la 
sentencia  y  estuvo  porque  el  Tribunal  entrara 
á  pronunciarse  acerca  de  los  puntos  2^  y  3^;  y 
con  relación  al  1'  opinó  por  revocar  y  decla- 
rar á  los  demandados  absueltos  de  la  deman- 
da, todo  en  fuerza  de  las  razones  que  consig- 
na en  el  libro  respectivo. 

La  resolución  4*.  en  lo  referente  á  las  dos 
cajas  de  plumas  de  avestruz,  fué  acordada 
por  unanimidad;  i  por  lo  que  respecta  á  la 
maleta  con  corbatas  de  seda,  lo  fue  contra  el 
voto  del  señor  Ministro  Fuentes  R.,  quien  es- 
tuvo por  confirmar  también  en  esta  parte 
la  sentencia  de  primera  instancia  en  cuanto 
declara  el  comiso  é  impone  multas,  pues,  á 
su  juicio,  lo  expuesto  en  los  considerandos  15 
y  17  que  acepta  de  aquella  sentencia  y  la  cir- 
cunstancia de  que  esa  maleta  fué  remitida  de 
París  á  la  Pallice  á  don  Fernando  Moco^ain, 
la  de  venir  rotulada  á  éste,  la  de  traer  su  tar- 
jeta, la  de  haber  sido  reclamada  por  su  re- 
presentante en  Coronel  y  la  de  que  hasta  la 
fecha  no  se  ha  presentado  ninguna  otra  per- 
sona reclamándola,  ni  haber  dicho  Moco^ain 
á  quien  hubiere  pertenecido,  son  suficientes 
para  dar  por  establecida  la  propiedad  de  esa 

maleta. 

Se  previene  que  el  señor  Presidente  Parga 
consigna,  también  en  el  libro  respectivo  otros 
fundamentos  que  ha  tenido  en  consideración 
para  suspender  los  efectos  de  la  sentencia  de 
primera  instancia  en  lo  relativo  á  la  imposi- 
ción de  pena  criminal,  y  que  no  acepta  la 
parte  final  del  primer  considerando  de  esta 
sentencia. 
Redactada  por  el  señor  Ministro   Fuentes 

R.— Juan   N,    Parga E,    Egaña,—Exequkl 

Figueroa.—  E.  Fuentes. 

Contra  esta  sentencia  dedujo  Jovani  los 
recursos  de  casación  en  la  forma  y  en  el  fon- 
do y  en  el  primero  recayó  el  siguiente  fallo: 

SUPRIMA 


La  Corte: 

Vistos: 

Con  fecha  13  de  noviembre  de  1903,  el  admi- 
nistrador de  la  Aduana  del  puerto  de  Coro- 
nel denunciaba  al  Juzgado  de  esa  ciudad  que 
el  día  5  del  mismo  mes  y  año  se  había  sor- 
prendido en  esa  Aduana  un  contrabando  de 
dieziocho  maletas  con  telas  de  seda  y  otras 
mercaderías  desembarcadas  del  vapor  ale- 
mán Alcxandria^  que  tasadas  según  tarifa, 
llegaba  á  un  valor  de  $  29.767,35. 

El  Administrador  de  Aduanas,  después  de 
relatar  los  antecedentes  y  circunstancian  del 
hecho  objeto  del  denuncio,  expresaba  que  el 
monto  del  comiso  correspondiente  á  las  mer- 
caderías introducidas  de  contrabando,  con 
las  multas  aplicables  al  caso,  ascendía  á  un 
total  de  $  112.188,90. 

Cuatro  días  después,  ó  sea  el  17  de  noviem- 
bre, el  mismo  Administrador  de  Aduanas  de- 
nunció también  al  juzgado  el  hecho  de  haberse 
encontrado  en  el  equipaje  perteneciente  á  don 
Fernando  Moco9ain,  desembarcado  del  va- 
por inglés  Panamá^  una  maleta  con  corbatas 
de  seda  y  que,  sin  duda  alguna,  formaba  par- 
te del  contrabando  sorprendido  anteriormen- 
te. El  contenido  de  esa  maleta  debía  caer 
bajo  la  sanción  establecida  en  la  ley  de  20  de 
enero  de  1897  y  demás  disposiciones  déla  Or- 
denanza de  Aduanas,  lo  que  según  liquidación 
practicada,  arrojaba  un  valor  de  $  1,223,75, 
correspondiente    á  este  contrabando. 

Habiendo  ordenado  el  juez  letrado  de  Co- 
ronel que  ambas  comunicaciones  del  Admi- 
nistrador de  Aduanas  pasaran  al  Promotor 
Fiscal  para  que  ejercitase  las   acciones  que 
creyera  procedentes,  este  funcionario  presen- 
tó   la   solicitud,    en   cuya   parte   final  dice: 
**De  estos  antecedentes  se  desprende  que  se 
han  introducido  por  este  puerto  del  extran- 
jero, fraudulentamente,  por  los  vapores  Ale- 
xandria   y  Panamá,  mercaderías  afectas    á 
derechos  de  Aduana  con  defraudación  de  los 
derechos  fiscales,  y  que  en  tal  defraudación 
ha  habido  manifiesta  mala  fé;  por  lo  que  no 
solo  procede  el  comiso  de  aquellas  mercade- 
rías y  el  pago  de  las  multas  prescritas  por 
las  leyes  de  Aduana,  sino  también  la  impo- 
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sición  de  las  penas  con  que  el  Código  t'enal 
sanciona  tales  delitos. 

"Por  tanto,  demando  á  los  culpables,  para 
que  se  4eclare  el  comiso  de  las  mercaderías 
materia  del  Contrabando,  j  se  les  cdíidette  á 
las  tndetnfiÍ2acioded  y  multas  correspondien- 
tes, y  ha^ó  dtnuncio  dt  los  delitos  cometidos 
para  qiie  se  les  imponga  también  las  penas 
que  estabhn^  el  Código  Penal,  en  conformidad 
á  lo  dispuesto  en  la  ley  de  20  enero  de  1897  y 
artículos  84  iÉriso  1**  y  89  número  18  de  la 
Ordenanza  de  Aduanas/' 

"Pido  á  ÜS.  ^  sirVa  haber  por  interpuesta 
\A  demanda  en  eoiit'ra  de  las  personas  indica- 
das, y  tener  por  hecho  el  denuncio  con  los  do- 
cumentos acompañados  y  resolver  á  su  tiem- 
po comb  lo  dejo  pedido." 

Esta  solicitud  fué  proveída  del  modo  si- 
guiente: 

"A  lo  principal,  por  ittteí*pueSta  la  deman- 
da tefn  juicio  de  mas  $  1.000  y  teniendo  pre- 
sente que  en  solicitud  presentada  ton  fecha  de 
ayer  por  don  Nicolás  Jovanl  se  expresa  por 
éste  que  él  fué  quien  se  presentó  en  la  Aduana 
de  esté  puerto  exigiendo  el  despacho  de  las 
diendcho  maletas  á  que  Se  hace  réfeihéücia  en 
el  oficio,  téngasele  por  demandado  y  se  le  co- 
mniríca  traslado  tanto  á  él  romo  á  don  t^er- 
tiando  Mocoyain;  al  otrosí  cómo  se  pide  y  df. 
ríjáSb  él  correspondiente  oficio.  9e  asigna  á 
esta  téaüsa  el  número  307." 

liajjrovideiicia  trascrita  fué  dictada  por  el 
Mlhilítro  dé  lá  Corte  de  Concepción  Señor  don 
Guillermo  Mackay^  constituido  eü  vitúta  en 
el  jhz¿adó  de  Coronel." 

Lbá  defüandados  Jovani  y  MdCdi^ain  con> 
testaron  la  demanda,  y  siguió  la  cauSa  su 
cur^o  afielante  por  todos  los  trámites  del  pro- 
cedimiento civil  ordinario,  hasta  pronunciar- 
se {ior  lel  Ministro  en  visita  la  Sehtenciade 
fificha  2  de  mayo  de  1904. 

Ai  tttisrho  tiempo  que  se  daba  al  juicio  civil 
ht  tramitación  qUe  acaba  de  indicarse,  ée  iba 
practicando  por  el  Ministró  encargado  de  su 
tcohtKíimiento  unn  Investigación  especia!,  á  fin 
dé  issdarectr  lá  tespotasabilidad  criminal  que 
pudiera  áíectat  á  los  denunciados  como  con- 
trabandistas en  los  oficios  del  Adthinistrador 
de  Aduanas  de  Corütiel.  Bste  procedimiento 
fué  impugnadlo  por  don  Nicolás  Jovani,  y  dio 


origen  á  reiteradas  proteiítas  de  su  parte,  n 
íHo  Se  ve  en  los  escritos,  por  estiinareldetoaih 
dado,  que  dada  la  naturaleza  civil  del  juicio 
qtie  »e  seguía,  nó  era  procedente  inrestiga- 
eión  criminal  alguna,  antes  de  estar  finatízaá) 
el  expresado  juicio,  y  pedía  que  esa  investif». 
ción,  que  carecía  de  todo  valor  legal,  oo  se 
tomara  en  consideración  al  dictarse  el  kh 
definitivo. 

La  Sentencia  ya  mencionada,. en  rirtvd  de 
las  consideraciones  que  adncx,  declaró:  el  co- 
miso de  las  mercaderías  introducidas  frandü- 
lentamente,  según  la  liquidación  detallada ee 
los  oficios;  que  los  demandados  Nicolás  Jora- 
ni  y  Fernando  Moco^ain  debían  pagar  nu 
multa  igual  á  dos  veces  el  valor  de  sus  rcipec- 
tivos  comisos,  y  además,  una  suma  cqoira- 
lente  al  importe  de  los  derechos  que  intenta- 
ron defraudar;  que  se  condenaba  á  Jorani  á 
tres  años  y  un  día  de  presidio  é  inhabilidades 
consiguientes,  y  á  Moco^ain  á  la  de  qninicG- 
tos  cuarenta  y  un  dias;  y,  por  último,  que  doe 
Enrique  2^  Enricksen  debía  ser  consideradc 
en  el  goce  de  los  derechos  que  otorga  á  los  d^ 
nunciantes  de  contrabando  el  articulo  único 
de  la  ley  de  2  de  febrero  de  1897,  sólo  por  lo 
qué  háee  al  contrabando  de  don  Femando 
Mocd^atn,  «Conforme  á  lo  que  se  establecía  en 
ti  considerando  19. 

Los  demandados  interpusieron  los  recur- 
sos de  apelación  y  nulidad  de  esta  seütcG- 
cia,  fundado  este  último  en  loS  números  3^, 
5^  y  8^  del  artículo  2^  de  la  ley  de  V  de 
mayo  de  1837,  por  haberse  dictado  sentcE- 
cia  condenatoria  en  la  parte  criminal  a 
virtud  de  una  investigación  reservada,  de  li 
cual  no  han  tenido  conocimiento  alguno,  jsb 
que  pudieran  hacer  valer  sus  medios  de  de- 
fensa, pues  se  ordenó  agregarla  á  los  antas 
cuando  el  término  probatorio  expiraba  t  el 
auto  de  prueba  sobre  la  investigación  aledi- 
da  no  les  fué  notificado  en  forma.  Además, « 
ha  pronunciado  una  sentencia  mixtano auto- 
rizada por  la  ley  ni  pot  los  autos;  se  faa  tra- 
mitado un  juicio  civil,  y  la  Sentencia  sólo  ha 
debido  tener  este  carácter,  y  entretanto  « 
dicta  un  fallo  condenatorio  sin  que  haja  ha- 
bido acusación  ni  defensa  y  antes  que  la  sen- 
tencia civil  hubiera  causado  ejecutoria 
Por  resolución  de  .fecha  de  22  de  jatio  éA 
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iño  próximo  pasado,  la  Corte  de  .Concepción 
leclaró  que  no  había  nulidad,  teniendo  pre- 
lente,  en  cuanto  á  la  causal  que  se  fundaba 
n  la  circunstancia  de  haberse  tomado  en  con- 
{ideración  para  el  fallo  de  primera  instancia 
a  información  á  que  aludían  los  recurrentes, 
jue  ese  hecho  no  era  un  motivo  de  nulidad, 
3uesco  que  el  mérito  6  valor  legal  de  ese  do- 
:u mentó  debería  ser  apreciado  al  resolver  el 
recurso  de  apelación  deducido  también  contra 
la  sentencia  recurrida. 

Por  resolución  d<;  fecha  12  de  julio  del  pre- 
sente año,  la  misma  Corte  de  Concepción,  co- 
lociendo  de  la  apelación  deducida  por  los  de- 
mandados 7  aceptando  los  considerandos  1^, 
primera  parte  del  2^,  4^,  5^,  6^,  7^,  8^  y  20 
de  la  sentencia  apelada,  falla: 

1^  Que  se  confirma  la  sentencia  de  2  de  ma- 
yo  del  año  último  en  cuanto  declara  el  comi- 
so de  las  mercaderías  contenidas  en  las  diezi- 
leis  maletas  pedidas  por  don  Nicolás  Jova- 
qí  en  la  Aduana  de  Coronel,  y  en  cuanto  éste 
debe  pagar  las  multas  especificadas  en  el  nú- 
mero 2^  de  dicha  sentencia; 

2^  Que  se  suspenden  los  efectos  de  la  misma 
en  cuanto  impone  pena  criminal  á  los  deman- 
dados Jovani  y  Moco9riin;  y  habiendo  motivo 
para  estimar  que  ha  habido  mala  fé,  pasen 
todos  estos  antecedentes  al  juez  que  corres- 
ponda para  que  instruya  proceso  criminal 
contra  quien  sea  procedente,  sirviendo  todo 
lo  obrado  de  auto  cabeza  de  proceso; 

3^  Que,  asimismo,  se  suspenden  los  efectos 
de  la  referida  sentencia  en  cuanto  por  ella  se 
reconocen  á  don  Enrique  2'  Enricksen  los  de- 
rechos de  denunciante,  sin  perjuicio  de  los  que 
éste  pueda  hacer  valer  cuando  y  como  viere 
convenirle;  y 

4?'  Que  se  revoca  la  misma  sentencia  en  la 
parte  que  declarn  el  comiso  y  que  impone 
multas  á  don  Femando  Moco9ain  por  la  ma- 
leta cuya  propiedad  se  le  atribuía,  y  en  cuan- 
to declara  también  el  comiso  é  impone  mul- 
tas por  la  introducción  de  las  dos  cajas  que 
contenían  plumas  de  avestruz;  y  se  declara 
que  no  ha  lugar  á  dicho  comiso  y  multas, 
quedando  en  esta  parte  los  demandados  ab* 
sueltos  de  la  demanda. 

Contra  esta  sentencia  se  han  deducido  por 
don  Nicolás  Jovani  los  recursos  de  casación 


en  la  forma  y  en  el  fotido,  ftmdado  fñ  primefb 
en  las  siguientes  causas: 

La  sentencia  es  contradictom  en  'StfS  p«t^ 
tes  expositiva  y  resohitiva. 

La  parte  expositiva  se  infiere  á  la  fc  prima- 
ra instancia  que  hace  mérito  de  la  ftfforma^ 
ción  criminal,  y  entretanto  H  át  ttgWíñii  en 
sus  considerandos  4'  y  5'  desatitcffñza  6  no 
da  valor  legal  á  dicha  información. 

Los  considerandos  6^  7^,  8^,  ^  y  lOtüStéti 
en  contradición  con  los  cinco  printefos  ñe  -hi 
sentencia  recurrida.  En  electo,  los  dnce  pri- 
meros considerandos  establecen  qtte  el  jnMó 
de  comiso  es  civil  y  que  la  itíforttiaeión  yescff- 
vada  carece  de  mérito  probatorio  legal. 

Si  la  cuestión  debatida  «e  üoniridem  eirmo 
netamente  civil,  no  puede  invocarse  ^snta 
juzgar  la  prueba  producida  sino  las  pMkcrfp- 
ciones  legales  que  rigen  las  cuetftíotfes  driles. 
Sin  embargo,  la  sentencia  se  basa,  tfttño  ftSí 
lo  espresa  el  considerando  10,  eti  la  «tinteti- 
cia  de  un  conjunto  de  presunciones  gMives 
precisas  y  concordantes,  y  el  Tribunal  de  Al- 
zada para  llegar  á  semejante  eoMtosite  'hn 
tenido  qne  tomar  tambWn  ^aa  eturntü  ta  ttis- 
ma  información  de  que  ya  st  ka  liabfofi^  y 
que  desestima  en  los  cinco  pñtmtm  MinfilAe- 
randos  ya  rtíeridos. 

El  considerando  10  no  está  dwliniídii  á 
apreciar  la  prueba,  sino  á  cf^m'yf&mtmt  una 
prueba  que  las  partes  no  han  itMFCKiado  átHi 
favor.  Se  ha  infringido  así  no  sói(»  rf  «UiHenib 
374  del  Código  de  Procedimiento  Cí^ft)iiini> 
el  167  que  establece  que  las  sent«néi«s  éibm 
pronunciarse  conforme  al  mérito  dtfl  proceso 
y  no  podrán  extenderse  á  puntos  quií^d'tfa- 
yan  sidosometidosexpresametite  á  jttido  por 
las  partes.  Se  ha  infringido,  asimismo,  «1  iif- 
tículo  186,  pues  no  apafeee  de  la  sentenda 
que  se  haya  tratado  de  establecer  eOü  preéi- 
sión  los  hechos  sobre  que  versa  la  cuestión 
que  debía  fallarse,  ni  resuelto  por  separado 
las  cuestiones  referentes  á  la  exactitud  ó  fal- 
sedad de  esos  hechos,  ni  cómo,  á  pesar  delia- 
ber  sido  desestimada  la  informaéiótt  tesiCfVft- 
da,  se  sigue  haciendo  uso  de  ella. 

Se  cita  por  el  Tribunal  él  aftíciilo  431  tíél 
Código  de  Procedimiento  Civil,  que  coiítenipta 
el  caso  de  un  conflicto  entre  dos  ó  más  prue- 
bas contradictorias;  pero  en  la  parte  disposi* 
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ti  va  no  se  establece  cuáles  son  esas  pruebas 
contradictorias  que  puedan  justificar  la  cita 
del  artículo  indicado. 

£n  cuanto  á  la  parte  resolutiva,  la  sentencia 
recurrida,  por  medio  de  las  declaraciones  2* 
y  3^,  suspende  en  parte  los  efectos  de  la  de 
primera  instancia,  lo  que  el  Tribunal  no  ha 
teñid  o.  facultad  de  hacer. 

Las  sentencias,  páralos  efectos  de  la  nulidad 
de  que  puedan  adolecer,  forman  un  todo  indi- 
visible. La  nulidad  es  un  vicio  orgánico  que 
afecta  y  compromete  la  totalidad  de  la  sen- 
tencia y  llega  en  concepto  de  la  ley  en  sus 
efectos  hasta  inhabilitar  al  juez  que  la  pro- 
nunció. 

No  solo  se  ha  infringido,  pues,  la  ley  de  1' 
de  marzo  de  1837  en  cuanto  divide  la  senten- 
cia para  los  efectos  de  la  nulidad,  sino  que, 
además  ha  fallado  una  cuestión  resuelta  por 
sentencia  pasada  en  autoridad  de  cosa  juzga- 
da, y  al  efecto  basta  com  parar  el  considerando 
de  la  sentencia,  en  virtud  del  cual  se  desechó 
la  cuarta  causal  del  recurso  de  nulidad,  con  el 
considerando  3^  de  la  sentencia  recurrida. 

Además  de  contradecir  l^s  declaraciones  2^ 
y  3^  á  las  otras,  la  primera  declaración  tam- 
bién se  contradice,  porque  después  de  haber 
negado  ó  puesto  en  duda  la  identidad  de  las 
maletas  en  el  considerando  6^  no  sólo  declara 
el  comiso  de  las  mercaderías  contenidas  en 
las  dieziseis  maletas,  sino  que  se  debe  pagar 
la  multa.  Si  se  da  como  premisa  la  falta  de 
identidad,  lógicamente  no  procedería  el  pago 
de  la  multa. 

En.  consecuencia,  además  de  los  vicios  ya 
señalados  y  leyes  que  se  han  citado  como  in- 
fringidas por  la  sentencia  reclamada,  se  ha  in- 
fringido también  lo  dispuesto  en  los  números 
49,  5^  6^  y  7*?  del  artículo  941  del  Código  de 
Procedimiento  Civil. 

Considerando: 

1^  Que  la  información  que  se  registra  en 
autos,  rendida  á  solicitud  del  Promotor  Fis- 
cal, es  un  antecedente  que  se  relaciona  con 
una  de  las  peticiones  formuladas  en  la  deman- 
da deducida  en  este  juicio  por  dicho  funciona- 
rio, que  fué  apreciado  por  el  juez  de  primera 
instancia  en  el  fallo  definitivo,  y,  que  la  sen- 


tencia recurrida  desestimó;  y,  en  consccue::.':: 
ha  debido  hacerse  también  mención  de  c^ 
antecedente  en  la  parte  expositiva  de  la  se- 
tencia  referida,  lo  que  ha  verificado  el  Tir  . 
nal  de  Alzada,  reproduciendo  la  expo^^i. : 
que  sobre  el  particular  contiene  la  de  primm 
instancia,  conforme  á  lo  dispuesto  cnelanf- 
culo  193  del  Código  de  Procedimiento  Cir 

2^  Que  la  sentencia  de  que  se  trata,  a 
cuanto  confirma  la  de  primera  instancia,  rr 
se  funda  en  el  mérito  de  la  información,  n<^\: 
acoge  como  antecedente  probatorio  en nir- 
no  desús  considerandos,  ni  acepta  de  la  de  p 
mera  instancia  sino  aquellos  queno  senácrr 
á  dicha  información;  y  solo  ha  tenido  presr/j 
para  establecer  en  el  considerando  lOJasp 
sunciones  que  sirven  de  base  al  fallo,  el  raen:: 
de  los  considerandos  aceptados  y  los  antK^ 
dentes  probatorios  que  se  enuncian  en  los:: 
la  misma  sentencia  recurrida; 

3^  Que,  además,  el  motivo  invocado  port 
recurrente,  de  ser  contraditorios  los  coDyir 
raudos  de  la  sentencia,  no  puede  dar  marjet . 
casación  en  la  forma,  lo  que  sólo  es  proocd* 
te  cuando  la  sentencia  contiene  decisií^::* 
contradictorias,  según  el  número  7' del  an 
culo  941  del  Código  citado; 

4.^  Que  según  lo  prescribe  el  artículo  <  - 
la  ley  de  20  de  enero  de  1897,  "tratándoíe 
los  juicios  de  comisos"  si  el  tribunal  que  dee.  ■* 
conoce,  que  es  el  que  vino  á  reemplazar  a;  r 
tiguo  establecido  por  la  Ordenanza  de  A:;'- 
ñas  de  1892,  no  tuviere  jurisdicción  en  lo  r- 
minal,    hará  la  calificación  de  defraadáf  - 
maliciosa  en  su  sentencia  y  pasará  los  a3:^ 
cedentes  al  juez  del  crimen  para  Iosef¿cto<  - 
las  penas  adicionales  señaladas  en  el  U'- 
Penal;  }'  si  bien  el  Ministro  designado  por  ^ 
Corte  de  Concepción  que  conoció  delprt^í" 
juicio  estaba  también  investido  de  lajuns^- 
ción  criminal,  el  tribunal  sentenciador  ]^ 
sin  embargo,  que  en  cuanto  á  la  impos^^  - 
de  las  penas  adicionales  del  Código,  dc^^ 
pasar  los  antecedentes  al  juez  corresponfiíf' 
te  para  que  instruyera  proceso  criminal  c 
tra  quien  sea  procedente,  sirviendo  toco 
obrado  de  auto  cabeza  de  proceso,  y  para'- 
nar  este  fin  suspendió  en  esa  parte  loseíccí* 
de  la  sentencia  de  primera  instancia,  e»  ^^ 
de  la  facultad  privativa  que  le  cooM.ifl^ 
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rículo  15  inciso  2^  de  la  lej  de  1^  de  marzo  de 
L837; 

5*?  Que  para  adoptar  esta  resolución  el  Tri- 
)uiial  de  Alzada  tuvo  presente,  como  lo  ma- 
liñestan  los  cinco  primeros  considerandos  de 
(u  sentencia,  que  sólo  se  había  tramitado  el 
uicio  civil  de  comiso  i  nó  el  criminal,  ya  que 
rn  este  último  no  se  había  deducido  acusación 
ín  forma,  y  porque  la  información  que  había 
;ervido  de  base  al  juez  de  primera  instancia 
^ara  aplicar  á  los  demandados  la  pena  de 
presidio  se  agregó  á  los  autos  cuando  estaba 
jara  vencerse  el  término  probatorio  i  no  se 
lió  citación  de  ellas  á  los  interesados  ni  su 
igregación  á  los  autos  les  fué  notificada  per- 
sonalmente, procedimiento  que  no  consideró 
íl  tribunal  arreglado  á  la  ley; 

6^  Que  por  medio  del  recurso  de  casación 
a.hora  interpuesto,  se  pretende  la  anulación 
:ompleta  del  fallo  del  Tribunal  de  Alzada, 
fundándose  para  ello  precisamente  en  la  cir- 
cunstancia de  haber  dicho  tribunal  hecho  uso 
de  una  facultad  de  casación  que  le  era  priva- 
tiva, lo  que  importaría  anular  la  sentencia 
también  en  esa  parte  y  calificar  la  legalidad 
de  los  motivos  que  lo  indujeron  á  adoptar  ese 
procedimiento,  estableciéndose  así  una  verda- 
dera revisión  del  fallo  que  declaró  la  nulidad, 
para  lo  cual  este  Tribunal  carece  de  jurisdic- 
ción, en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  artículo 
22  de  la  ley  de  1^  de  marzo  de  1837; 

7'  Que  si  bien  el  Tribunal  de  Alzada  sus- 
pendió los  efectos  de  la  sentencia  de  primera 
instancia,  también  en  cuanto  ésta  declaraba 
que  debía  considerarse  á  don  Enrique  2^  En- 
ricksen,  que  no  había  litigado  en  el  juicio,  en 
el  goce  de  los  derechos  que  otorga  á  los  denun- 
ciantes de  contrabando  la  ley  de  2  de  febrero 
de  1897  sólo  por  lo  que  hace  al  que  se  incul- 
paba á  don  Fernando  Moco^^ain,  tal  declara- 
ción es  una  consecuencia  necesaria  de  la  revo- 
cación de  la  sentencia  de  primera  instancia  en 
esa  parte,  y  de  haberse  resuelto  por  el  Tribu- 
nal de  Alzada  que  á  dicho  Moco9ain  se  le  ab- 
solviera de  la  demanda,  ni  tampoco  el  recu- 
rrente podría  impugnar  la  sentencia  por  el 
niotivo  aludido  con  arreglo  al  artículo  944 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  desde  que 
la  declaración  de  que  se  trata  afectaría  sólo  á 
don  Enrique  2^  Enricksen,  y  no  es,  por  lo  mis- 


mo, aquél  parte  agraviada  eñ  lo  relativo  á 
ese  punto; 

8^  Que  el  juez  está  facultado  por  la  ley  para 
apreciar  los  antecedentes  probatorios  acu- 
mulados por  las  partes  y  para  deducir  de 
ellos  las  presunciones  que  en  su  criterio  deben 
servir  de  base  al  fallo  en  el  caso  de  que*  sea 
procedente  este  medio  de  prueba,  en  virtud 
de  lo  dispuesto  en  el  articulo  428  del  Código 
de  Procedimiento  Civil;  y,  en  consecuencia, 
no  hay  razón  alguna  para  establecer,  que  por 
haber  el  Tribunal  de  Alzada  acogido  en  el 
considerando  10  de  la  sentencia  las  presun- 
ciones que  califica  de  graves,  precisas  i  con- 
cordantes que  sirven  de  fundamento  al  fallo, 
haya  incurrido  en  el  vicio  de  casación  previs- 
to en  el  número  4^  del  artículo  941  del  ya  ci- 
tado Código,  ni  tampoco  para  estimar  que 
sea  incorrecta  la  cita  del  artículo  431  del 
mismo  Código; 

9*^  Que  en  la  sentencia  se  declaró  que  no 
había  nulidad  por  la  causal  4.^  de  las  relacio- 
nadas en  la  parte  expositiva  de  dicha  sen- 
tencia, ó  sea  por  haberse  pronunciado  un  fa- 
llo criminal  condenando  á  Jovani  y  Moco^ain 
á  pena  de  delito  dentro  de  un  juicio  civil  de 
comiso,  y  la  sentencia  recurrida  suspendió  los 
efectos  de  la  de  primera  instancia  por  no  ha- 
berse tramitado  correctamente  y  con  arreglo 
á  derecho  la  parte  criminal  de  dicho  juicio; 
decisiones  ambas  que  no  pueden  estimarse 
contradictorias  atendida  su  naturaleza,  ó 
que  la  primera  exclu3'a  á  la  segunda,  cuales- 
quiera que  sean  los  conceptos  empleadps  en 
los  considerandos  de  uno  y  otro  fallo,,  por  lo 
que  no  hay  mérito  para  establecer  que  la  sen- 
tencia haya  incurrido  en  el  vicio  previsto  en 
el  número  6.*^  del  artículo  941  del  Código  de 
Procedimiento  Civil;  á  lo  cual  se  agrega  que 
para  que  eitista  el  vicio  expresado  es  necesa- 
rio alegar  la  cosa  juzgada  oportunamente  en 
el  juicio,  circunstancia  que  no  se  ha  verifica- 
do en  este  caso. 

Por  estos  fundamentos  y  disposiciones  le- 
gales citadas  y  visto  además  lo  prescrito  en 
los  artículos  960,  979  y  249  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  se  declara  sin  lugar,  con 
costas,  el  recurso  de  casación  en  la  forma  in- 
trepuesto  por  don  Nicolás  Jovani  contra  la 
sentencia  de  fecha  12  de  julio  de  este  año. 


276 


SBGtTNDA  PARTE.— SBCCIÓN   PRIMERA 


Queda  aplicadii  al  Fisco  la  cantidad  con- 
signada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Bernales. 

Acordada  contro  el  Toto  de  los  señores  Mi- 
nistros Varas  y  Póster  Recabarren,  quienes 
por  las  razones  que  consignan  en  el  libro  de 
acuerdos  estuvieron  por  dar  lugar  al  recurso» 
7  porque  se  repusiese  la  causa  al  estado  de 
saaiatío,  á  ñn  de  que  se  la  tramitase  j  falla, 
ra  con  arreglo  á  derecho.— Ga/rarmo  Gallar- 
do  O^bríel  Gaete Carlos  Varas.—E,  Fas- 

ter  Rtcabarrta.^J.  Bernaks. 

VOTO    ESPECIAL 

Ba  la  causa  seguida  por  el  Pisco  con  Nicolás 
Jovani  y  Pemando  Moco9ain  sobre  comiso  y 
contrabando  fraudulento,  el  infrascrito  fué 
de  parecer,  contra  la  opinión  de  la  mayoría 
del  Tribunal,  que  se  diera  lugar  al  recurso  de 
casación  en  la  forma  deducido  contra  la  sen- 
tencia de  la  Corte  de  Apelaciones  de  Concep- 
ción, que  falló  en  segunda  instancia  este  ne- 
gocio; y  que  anulándose,  por  tanto,  dicha 
sentencia,  se  repusiera  la  causa  al  estado  de 
sumario,  para  que  se  la  tramitara  y  fallara 
con  arreglo  á  derecho. 

Para  opinar  así  tuvo  presente  el  infrascrito 
lai  siguientes  consideraciones: 

1*^  Que  el  contrabando  fraudulento,  califi- 
cado a^  pot  autoridad  competente,  ó  sea 
aquel  qtre  se  ejecuta  mediante  el  empleo  de 
maniobras  dolosas,  destinadas  á  burlar  el 
pago  del  iinpuesto  aduanero,  es  un  delito  pre- 
visto y  penado  por  la  ley,  y,  por  lo  mismo, 
sujeto  á  la  jurisdicción  ordinaria  de  los  jueces 
del  crimen;  carácter  jurídico  que  no  sufre  alte- 
ración por  la  circunstancia  legal  de  tener  que 
aplicarse  á  los  autores,  cómplices  ó  encubri- 
dores de  tal  delito,  á  más  de  las  penas  seña- 
ladas en  el  Código  Penal,  las  especiales  que 
designa  la  Ordenanza  de  Aduanas; 

2*  Que  en  el  caso  concreto  á  que  este  voto 
se  refiere,  el  Ministro  visitador  de  la  Corte  de 
Concepcióh,  don  Guillermo  Mackay,  que  por 
comisión  de  ese  Tribunal  se  avocó  el  conoci- 
ttiento  del  proceso  iniciado  en  Coronel  con 
motivo  del  contrabando  atribuido  álos  antes 
mencionados  Jovani  y  Moco^ain,  calificó  di- 
cho contrabai;do  de  fraudulento,  y  así  lo  de- 


claró por  sentencia,  imponiendo  á  los  proce- 
sados las  penas  civiles  y  criminales  determi- 
nadas en  la  ley; 

3*  Que  esta  calificación  producida  por  loa 
competente,  se  ajustó,  además,  álaforca! 
denuncia  del  Ministerio  Público,  yfaétai. 
bien  reconocida  de  hecho  por  el  Tribunal  s« 
tenciador,  al  desechar  el  recurso  dennüda: 
deducido  por  los  reos  contra  el  tallo  depri- 
mera  instancia,  fundado  en  la  incompetenca 
del  juez; 

4*  Que  en  virtud  del  carácter  propio  qce 
por  la  ley  corresponde  al  contrabando  frac- 
dulento,  esto  es  el  de  un  verdadero  delito  p 
visto  y  penado  en  el  Código  respcctiTo.lcs 
trámites  á  que  debe  sujetarse  su  investigador 
y  juzgamiento  son  los  mismos  que  corrnpos- 
den  á  cualquier  delito  común,  jaqneialr 
no  ha  establecido  disposiciones  espedaks 
para  tal  objeto; 

5*  Que  es  regla  inconcusa  de  derecho  q« 
los  juicios  criminales  deben  terminarse  ce: 
un  solo  fallo  en  que  se  absuelva  6  condne  i 
los  inculpados;  por  más  que  para  laseodlk: 
y  claridad  de  la  investigación,  se  divida  ávc 
ees  el  proceso  en  tantos  cuadernos  cuantc< 
sean  necesarios,  cuadernos  que  legalmec:: 
no  constituyen  juicios  distintos  6  indcpc?- 
dientes  del  cuerpo  de  autos  del  cual  foncsa 
parte,  y  que,  en  consecuencia,  no  podrían  a- 
llatse  separadamente  ni  por  diversos  iü«« 
sin  quebrantar  la  continencia  de  la  cansa, « 
sin  incurrir  en  un  vicio  manifiesto  de  nufc 

6*  Que  la  confesión  con  cargos  delincolpa- 
do  es  trámite  sustancial  en  los  juicios  crí- 
nales; de  tal  modo  que  la  sentencia  qoc  se  CJ 
pida  en  ellos,  sin  haber  llenado  prcviamcu^ 
este  requisito,  es  nula  de  pleno  derecho; 

7*  Que  con  arreglo  alo  ordenado  «Ms 
artículos  1^  y  13  de  la  ley  de  1^  de  manoie 
1837,  siempre  que  deba  declararse  la  nalidí* 
de  una  sentenda  definitiva  por  haber  m^ 
pronunciada  faltando  á  las  formas  esencialí* 
de  la  ritualidad  de  los  juicios  literalmente'^ 
terminada  por  la  ley,  al  mismo  tiempo 
darse  lugar  ala  nulidad,  el  Tribanal  q«^^^ 
declara  debe  mandar  reponer  el  proceso  a. 
estado  en  que  se  hallaba  antes  de  cometer» 
el  vicio  ó  defecto  que  la  produjo; 

8*  Que  de  consiguiente,  siendo  an  c^'^ 
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propio  é  inseparable  de  la  declaración  de  nu- 
lidad de  un  fallo  por  vicio  de  forma  la  re- 
posición imperativa  á  que  acaba  de  aludir- 
se, debe  también  producirse  necesariamente 
con  ella  la  desaparición  completa  y  total  del 
fallo  anulado,  hasta  qneevacuados  el  trámite 
6  trámites  omitidos  y  seguida  de  nuevo  la 
causa  en  la  forma  dispuesta  en  la  ley,  se  dicte 
por  el  juez  no  implicado  la  sentencia  válida 
que  corresponda; 

9^  Que  por  otra  parte,  habiéndose  caucio- 
nado, por  motivo  de  orden  público,  con  la  nu- 
lidad de  los  fallos  respectivos,  la  omisión  de 
trámites  sustanciales  declarados  así  por  la 
ley,  dicha  nulidad  es,  por  su  naturaleza,  ab- 
soluta y  produce  la  invalidación  total  del  fallo 
expedido  en  esas  condiciones  irregulares;  ya 
que  la  ley  no  ha  señalado  otro  efecto  que  el  de 
la  nulidad  absoluta  y  total;  y  ya  que  no  sería 
lícito  dejar  de  aplicar  la  ley,  ó  aplicarla  sólo 
en  parte,  so  pretesto  de  que  el  acto  que  ella 
anula  podría  ser  cumplido  parcialmente,  sin 
desmedro  de  la  justicia  ni  daño  de  la  fisono- 
mía peculiar  del  juicio; 

10.  Que  de  los  antecedentes  de  la  cuestión 
resalta  que  el  Ministro  visitador  que,  como 
juez  del  crimen  de  primera  instancia,  pronun- 
ció la  sentencia  condenatoria  á  que  se  alude 
en  otra  parte  de  este  voto,  omitió,  entre  otras 
formalidades  del  proceso,  la  confesión  con 
cargo  de  los  inculpados,  omisión  que  la  Corte 
de  Apelaciones  de  Concepción  tuvo  presente 
para  anular  de  oficio  aquella  sentencia; 

11.  Que  á  pesar  de  que  esa  declaración  de 
nuUdad  debió  comprender,  en  obedecimiento 
á  la  doctrina  más  arriba  expuesta,  la  totali- 
dad del  fallo  de  primera  instancia,  la  Corte 
de  Apelaciones  de  Concepción  dejó,  sin  embar- 
go, subsistente  dicho  fallo  en  lo  que  se  refiere 
á  las  penas  ó  prestaciones  civiles  del  delito 
pesquisado;  con  lo  cual  no  solo  se  desconoció 
por  el  Tribunal  sentenciador  todo  el  alcance 
de  los  efectos  procesales  de  la  nulidad  legal- 
mente  declarada,  sino  que  también  dividió  la 
continencia  de  la  causa  al  ordenar  la  forma- 
ción de  procesos  distintos  para  la  averigua- 
ción y  castigo  de  un  mismo  y  solo  delito,  co- 
mo es  el  contrabando  fraudulento,  y  al  some- 
ter su  conocimiento  á  autoridades  judiciales 
también  distintas,  que  bien  podrían  llegar  á 


expedir  en  el  negocio  único  de  qu£  se  trata, 
resoluciones  contradictorias. 

Por  todo  esto  y  de  acuerdo,  además,  con  lo 
prevenido  en  el  Auto  Acordado  de  la  Real 
Audiencia  de  25  de  agosto  de  1757;  en  los  ar- 
tículos 2^,  13  y  15  de  la  ley  de  1 «  de  marzo 
de  1837,  ley  de  20  de  enero  de  1897  y  artícu- 
lo 941  número  9  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  el  infrascrito,  como  lo  ha  manifestado 
ya  al  principio  de  este  voto,  fué  de  parecer 
que  se  diera  lugar  al  recurso  interpuesto,  de- 
biendo para  ello  hacer  uso  la  Corte,  en  cuan- 
to fuere  necesario,  de  la  facultad  que  le  con- 
fiere el  artículo  949  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil. — Santiago,  9  de  didembre  de 
1905.— £;.  FósUr  Recabarrea. 


Cas,  en  la  forma,  23  de  diciembre  de  1905 

Puente  de  la  con  Hermanos  de  las 
Escuelas  Cristianas 

Mandato;  delegraoión.— Gltaolón  pava 

sentenoia. 

Doctrina.— La  delegación  del  manda- 
to judicial  sólo  es  permitida  al  mandata- 
rio directo.  La  delegación  qu/s  efectúa  un 
delegado  de  (Jicho  ntandatario,  no  auto- 
rizada posteriormente  ppr  ^ny^j^^tCy 
carece  de  valor. 

No  es  citada  para  el  pronunciamiento 
de  la  sentencia  la  parte  que  aparece  re- 
presentada en  la  instancia  por  un  dele- 
gado de  otro  delegado. 


Santiago,  24  de  julio  de  1905.  —Vi^ips:  dop 
José  Gregorio  de  la  Fuente,  agricultor,  doi^i- 
ciliado  en  Carreras  número  349  te  ha  pr#fei|^- 
tado  haciendo  pcesente  que  íiegfio  «pas^  áe 
la  escritura  pública  que  acompaña,  otorgada 
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el  21  de  enero  último  ante  el  notario  don  Ma- 
riano Meló  E.  y  debidamente  inscrita,  compró 
en  la  suma  de  $  7.500  á  los  Hermanos  de  las 
Escuelas  Cristianas  un  predio  ubicado  en  la 
comuna  de  Lampa  de  este  departamento  con 
sus  edificios,  planteles  y  enseres;  que  no  obs- 
tante de  haber  sido  firmada  la  escritura  por 
el  representante  de  los  Hermanos  de  las  Es- 
cuelas Cristianas,  y  de  haberse  pagado  por  el 
señor  de  la  Fuente  el  precio  convenido,  se  han 
negado  á  hacer  entrega  material  de  la  finca;  que 
como  según  lo  prescrito  en  el  artículo  459  nú- 
mero 1^  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  la 
acción  ejecutiva  procede  sobre  la  especie  ó 
cuerpo  cierto  que  se  deba  y  que  exista  en  po- 
der del  deudor,  pide  se  despache  mandamiento 
de  embargo  contra  el  superior  de  la  Orden  y 
Visitador  General. 

Despachado  el  mandamiento  y  requerido  de 
pago  el  Hermano  Visitador  y  Superior  de  las 
Escuelas  Cristianas  don  Ángel  Sardien,  domi- 
ciliado en  París,  se  opuso  á  la  ejecución  el 
hermano  Pedro  Damián,  domiciliado  en  Rosas 
número  1142  con  las  excepciones  contempla- 
das en  los  números  8^,  7^  y  14  del  artículo 
485  del  Código  de  Procedimiento  Civil. 

La  primera  es  la  de  litis  pendencia;  la  funda 
en  que  el  día  8  de  febrero  del  presente  año  ini- 
ció el  señor  de  la  Fuente  ante  el  segundo  juz- 
gado en  lo  civil  de  esta  capital  una  instancia, 
á  fin  de  obtener  la  entrega  del  mismo  predio 
á  que  esta  causa  se  refiere;  que  ese  espediente 
se  tramita  en  la  actualidad  y  el  juez  hacitado 
á  comparendo  á  efectos  de  pronunciarse  sobre 
la  entrega  pedida  y  que  estando  pendiente  es- 
ta gestión  ante  un  juzgado  determinado,  no 
puede  legalmente  intentarse  la  misma  ante 
otro  señor  juez. 

La  segunda  excepción  es  la  falta  de  requisi- 
tos ó  condiciones  establecidas  por  las  leyes 
para  que  el  título  que  apareja  la  ejecución 
tenga  mérito  ejecutivo  en  contra  del  deman- 
dado. 

Se  funda  en  que  el  ejecutante  ha  dirijido  su 
acción  ejecutiva  en  contra  del  hermano  Ángel 
en  su  carácter  de  Visitador  del  Instituto,  pero 
que  el  Visitador  no  es  para  estos  efectos  re- 
presentante de  la  comunidad;  porque  el  predio 
de  que  en  este  juicio  se  trata,  fué  comprado 


para  el  colejio  de  San  Jacinto  por  el  direc:-: 
de  ese  establecimiento,  de  tal  manera  quepam 
todo  lo  que  con  el  predio  se  relacione  es  ic  Im- 
pensable entenderse  con  el  director;  que  cv 
éste  ni  siquiera  ha  sido  citado  al  juicio,  c: 
hermano  Ángel  Sardien  no  es  legítimo  contra- 
dictor y  el  título  no  tiene  ea  su  contra  ni^r: 
ejecutivo. 

La  tercera  es  la  nulidad  de  la  obligad -^ 
La  escritura  de  21  de  enero  de  1905,  fué  otor- 
gadaporel  hermano  Junicnt  José,  direc:- 
del  colejio  de  San  Jacinto,  autorizado  óase«> 
rado  por  el  hermano  visitador;  que  los  biccfs 
de  comunidades  relijiosas,  tal  como  es  el  l3«- 
tituto,  no  pueden  ser  enajenados  ó  graraó  s 
sino  mediante  la  autorización  de  la  Díiycci'.: 
General  de  las  mismas;  que  el  Instituto  de !:« 
Hermanos  de  las  Escuelas  Cristianas  tie» 
autorización  para  establecerse  en  Chile  > 
conformidad  con  sus  propias  reglas  deGt- 
biemo,  que  deben  entenderse  que  forman  par- 
te de  la  autorización  misma  para  el  efecto  ¿t 
regir  los  actos  civiles  que  en  el  territorio  ■:( 
la  República  se  efectúen;  que  de  acuerdo  c- : 
lo  prescritoen  los  artículos  1681,1682  jl^^'^' 
del  Código  Civil,  el  contrato  á  que  se  reJirrf 
la  escritura  que  ha  servido  de  base  á  este  pro- 
cedimiento ejecutivo  es  nulo  relativamentf. 
que  esta  nulidad  la  ha  entablado  ya  esta  ol'- 
ma  parte  ante  el  señor  juez  del  segundo >•- 
gado  en  lo  civil  de  esta  ciudad . 

Respondiendo  al  traslado  de  estilo  don  Al- 
fredo Cañas  O.,  por  don  Gregorio  de  la  Fuentf 
pide  se  desechen  las  excepciones  opuesta.^. 

Respecto  á  la  excepción  de  litis- pendenck 
reconoce  que  su  mandante  se  presentó  ast? 
el  señor  Juez  del  segando  Juzgado  ciigiec'^ ' 
la  entrega  material  de  esta  finca,  ya  que  pc' 
medio  de  la  inscripción  en  el  compcteutc  re- 
gistro tenía  la  legal:  que  el  señor  Juez  en  a: 
principio  acogió  su  petición,  mas  comosí 
hiciese  por  los  Hermanos  oposición  á  ella,  ^^ 
solvió  por  auto  de  fecha  23  de  febrero,  s'. 
lugar  la  entrega,  sin  perjuicio  de  ejercitar» 
otros  derechos;  que  como  ninguna  de  las  pac- 
tes apeló  de  dicha  resolución,  la  instancia 
terminó;  que  si  bien  es  cierto  que  el  ejecow- 
tiene  juicio  pendiente  ante  el  segundo  ju- 
gado solicitando  la  nulidad  de  la  cotap^' 
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▼enta  de  fecha  21  de  enero,  ese  jaicio  no  está 
trabado  porque  no  se  ha  contestado  la  de- 
demanda  y  aún  cuando  lo  estuviera  no  sería 
suficiente,  porque  para  que  la  excepción  de 
litis-pendencia  pueda  exigirse  es  indispensa- 
ble que  el  juicio  haya  sido  provocado  por  el 
acreedor,  sea  en  forma  de  demanda,  sea  en 
la  de  reconvención;  que  como  en  este  caso  el 
juicio  aludido  ha  sido  provocado  por  el  de- 
mandado, es  inaceptable  la  excepción  de  //t/s- 
pendencia. 

Respecto  á  la  segunda  excepción  la  estima 
también  inaceptable. 

El  título  que  sirve  de  base  á  la  ejecu- 
ción, dice,  es  una  escritura  pública  original 
y  suscrita  por  el  ejecutado,  quien  afirma  en  el 
mismo  instrumento  que  es  representante  del 
Instituto;  que  en  esa  escritura  el  hermano 
Sardien  acepta  y  ratifica  lo  hecho  por  el  di- 
rector del  colegio  de  San  Jacinto,  y  que  quien 
acepta  y  ratifica  un  acto  le  da  vigor  y  fuerza; 
que  el  hermano  director  del  colegio  de  San 
Jacinto  ha  salido  al  extranjero  ignorándo- 
se su  paradero,  siendo  el  hermano  Ángel 
Sardien  el  que  se  ha  negado  á  entregar  el 
predio;  que  como  este  hermano  se  titula  re- 
presentante legal  del  Instituto  en  su  carácter 
de  Visitador,  según  puede  verse  en  la  escritura 
que  acompaña,  otorgada  ante  el  notario  Ma- 
riano Meló,  es  legítimo  contradictor  y  el  juicio 
ha  sido  bien  tramitado. 

La  excepción  de  nulidad  interpuesta  debe 
desecharse,  dice,  porque  si  fuera  efectivo  que 
el  hermano  Ángel  Sardien  no  hubiera  tenido 
facultad  para  enajenar  la  finca,  bastaría  pa- 
ra destruir  esta  excepción  citar  el  art.  1683 
del  Código  Civil;  que  como  este  artículo 
prescribe  que  la  nulidad  absoluta  puede  ale- 
garse por  todo  el  que  tenga  interés  en  ello, 
excepto  el  que  ha  ejecutado  el  acto  ó  celebra- 
do el  contrato,  sabiendo  el  vicio  que  lo  inva- 
lidaba, al  hermano  Ángel,  que  debía  conocer 
las  reglas  del  Instituto,  no  le  es  lícito  alegar- 
la; que  por  lo  demás  niega  que  sean  aplica- 
bles al  Instituto  de  los  Hermanos  de  las  Es- 
cuelas Cristianas  las  prescripciones  del  Dere- 
cho Canónico  que  rezan  para  las  Común  ida- 
des  ó  Congregaciones  esencialmente  religiosas 
y  que  tienen  personería  jurídica,  no  para  Ins- 


tituciones cuyo  fin  primordial  es  el  lucrq  ó  la 
ganancia,  como  es  la  ejecutada. 

Se  recibieron  las  excepciones  á  prueba,  rin- 
diéndose la  documental  y  testimonial  que  co- 
rre en  autos. 

En  la  sesión  de  prueba  el  ejecutado  tachó  á 
los  testigos  don  Gustavo  Azocar  y  don  Felipe 
Valdés.  Funda  las  tachas  en  que  ambos  testi- 
gos tienen  interés  directo  en  el  pleito.  El 
primero  por  haber  practicado  diligencias  en 
su  carácter  de  juez  de  subdelegación,  y  en 
haber  sido  depositario  provisional  de  la  finca 
el  segundo.         ' 

Considerando  respecto  á  las  tachas: 

1*^  Que  las  diligencias  efectuadas  en  este 
juicio  por  don  Gustavo  Azocar  en  su  carácter 
de  ministro  de  fe  y  por  las  cuales  debe  perci- 
bir un  emolumento  determinado  por  la  ley, 
no  le  privan  de  la  imparcialidad  que  debe  te- 
ner para  declarar  como  testigo; 

2^  Que  la  designación  del  depositario  pro- 
visional es  una  facultad  privativa  del  Juzga- 
do y  debe  recaer  en  persona  de  reconocida 
honorabilidad  y  solvencia;  y 

3^  Que  don  Felipe  Valdés  designado  para 
este  cargo  no  puede  tener  interés  en  que  se 
falle  el  juicio  á  favor  del  ejecutante,  ya  que 
su  honorario  debe  serle  pagado  en  definitiva 
por  la  parte  que  resulte  vencida  en  el  litigio, 
sea  el  ejecutante  ó  el  ejecutado. 
Considerando  respecto  del  fondo  de  la  cues- 
tión: 

1^  Que  para  que  sea  aceptable  la  excepción 
de  litis  pendencia,  es  indispensable  que  el  jui- 
cio que  le  da  origen  haya  sido  promovido  por 
el  acreedor,  sea  por  vía  de  demanda  ó  de  re- 
convención; 

2'  Que  la  petición  formulada  por  don  Gre- 
gorio de  la  Fuente  ante  el  señor  Juez  del  Se- 
gundo Juzgado,  respecto  á  entrega  material 
de  la  misma  finca,  se  dio  por  terminada  re- 
servándosele la  facultad  de  ejercitar  otros 
derechos; 

'  3^  Que  esta  reserva  de  derechos  no  puede 
referirse  sino  á  las  acciones  correspondientes 
para  exigir  la  entrega  de  la  propiedad  con 
arreglo  al  procedimiento  ejecutivo,  que  es  el 
iniciado  en  este  juicio; 

4*^  Que  el  instrumento  público  hace  fe  con- 
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tra  los  declarairtes  ea  cuanto  á  la  verdad  de 
las  declaraciones  qae  en  él  hayan  hecho; 

5^  QtM  «a  la  copia  presentada  por  el  ejecu- 
tado como  los  estatutos  por  los  cuales  se  rige 
la  Congregación,  se  lee  que  los  neg^ocios  de 
ésta  están  á  cargo  de  un  superior,  quien  tiene 
facultad  para  comprar  y  vender  bienes  de  la 
misma  j  quien  también  tiene  su  representa- 
ción; 

6^  Que  el  hermano  Ángel,  contra  quien  se  ha 
dirigido  esta  ^ecución,  seha  titulado  superior 
de  los  hermanos  de  las  Escuelas  Cristianas  y 
en  ese  como  en  otros  instrumentos  públicos 
que  se  han  acompañado  consta  que  ha  soste- 
nido tener  su  representación  legal; 

7^  Que  á  mayor  abundamiento  con  la  prue- 
ba rendida  se  ha  comprobado  que  fué  el  mis- 
mo hermano  Ángel  quien  recibió  el  precio  que 
el  comprador  de  la  Puente  pagó  al  conta- 
do; y 

8^  Que  la  excepción  de  nulidad  es  de  lato 
conocimiento  y  no  puede  el  juzgado  apreciar- 
la cabalmente  dentro  del  procedimiento  breve 
del  juicio  ejecutivo,  mucho  más  cuanto  que 
las  partes  están  de  acuerdo  en  que  discuten 
este  punto  ante  uno  délos  Juzgados  de  Letras 
de  esta  capital. 

Por  estas  consideraciones  y  teniendo  pre- 
sente lo  dispuesto  en  los  artículos  1698  y 
1700  del  Código  Civil  y  artículos  485  y  347 
número  6^  del  de  Procedimiento  Civil,  se  de- 
clara: 

1^  Sin  lugar  las  tachas  opuestas;  y 

2^  Sin  lugar  las  excepciones,  reservándose 
al  ejecutado  su  derecho  para  discutir  enjui- 
cio ordinario  la  nulidad  alegada. 

En  consecuencia  llévese  adelante  la  entrega 
decretada  con  costas.—^.  Ahumada, 

La  Corte  de  Apelaciones,  conocieudo  en  el 
recurso  de  casación  en  la  forma  interpuesto 
contra  esta  sentencia,  falló: 

Santiago,  á  6  de  octubre  de  1905.— Vistos: 
don  F]  anktin  Otero  J.  por  los  hermanos  de 
las  Escuelas  Cristianas,  ha  deducido  recurso 
de  casación  en  la  forma  de  la  sentencia  recaí- 
da en  el  juicio  ejecutivo  seguido  por  don 
José  Gregorio  de  la  Fuente  contra  sus  repre- 
sentados. 

Funda  dicho  recurso  en  que  el  indicado  fa- 


llo no  se  pronuncia  sobre  una  de  las  excep- 
ciones opuestas  á  la  acción  e)ecutira,  ó  sea, 
la  que  se  refiere  á  la  nulidad  de  la  obligaciói, 
respecto  de  la  cual  establece  uno  de  sni  coa- 
siderandos  que  es  de  lato  conocimiento  j 
no  puede  4ipreciarse  dentro  del  procedimien- 
to breve  del  juicio  ejecutivo  Esa  omisióa^es 
causal  de  casación  en  la  forma  según  lo  esta- 
blecido en  los  artículos  193  y  llf4  námero .? 
del  Código  de  Procedimiento  Civil. 
Teniendo  presente: 

1^  Que  aunque  en  el  octavo  considerando 
de  la  sentencia  recurrida  se  dice  que  la  excep- 
ción de  nulidad  es  de  lato  conocimiento  j  do 
puede  el  Juzgado  apreciarla  cabalmente  den- 
tro fiel  procedimiento  breve  del  juicio  ejecuti- 
vo, sin  embargo  en  la  parte  resolutiva  de  di- 
cho fallo  se  declara  expresamente  sin  lagar 
todas  las  excepciones  opuestas;  y 

2^  Que  en  consecuencia  no  se  ha  incurrido 
en  la  causal  de  casación  indicada  por  haberse 
decidido  todas  las  excepciones  hechas  Takr 
en  el  juicio. 

Por  estos  fundamentos  y  lo  dispuesto  en  d 
artículo  960  del  Código  de  Procedimiento  Ci 
vil,  se  declara  que  no  ha  lugar,  con  costas 
al  mencionado  recurso  y  tráiganse  los  antos 
en  relación  sobre  la  apelación  interpuesta  a 
subsidio. 

Redactada  por  el  señor  Presidente  Donoso 
Yildósola— B.  Donoso  V.-^J,  Agastia  Rojas - 
José  T.  Marín. 

Y  en  la  apelación: 
Santiago  4  de  noviembre  de  1905.— Vistos 
Se  con&rma  con  costas,  tsunbién  del  ncarso, 
la  sentencia  apelada  de  24  de  julio  áltimo.- 
L.  R.  Mora.—J.  Ignacio  Larrain  Zaaartvr 
R.  Reyes  Solar. 

£1  representante  del  ejecutado  interooso 
contra  esta  sentencia  el  recurso  de  casadón 
en  la  forma. 

Formalizándolo,  expone  que  se  han  isfrin* 
gido  las  disposiciones  consignadas  eo  los  so- 
meros 1^,  5^  y  6'  del  articulo  970  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  porque  losHermanof 
de  las  Escuelas  Cristianas  no  foeroa  empis* 
zados  en  la  segunda  instancia,  ni  citados  pa^^ 
sentencia. 
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Por  el  otrosí  el  hermano  Pedro  Damiano 

que  había  obrado  en  el  juicio  con  poder  de 

la.  parte  ejecutada,  delegó  éste  en  don  Fran- 

klin    Otero,    quien  si/j^uió  el   pleito   durante 

toda  la  primera  instancia.  A  su  tumo  Otero, 

subdelegó  el  mismo  poder  en  el  procurador 

del  número  don  Rafael  González,  subdelega- 

ción  que  no  se  encuentra  autorizada  por  la 

ley   ni  puede  producir  efecto  en  contra  del 

mandante. 

Autorizan  este  recurso  lo  dispuesto  en  el 
número  6^  del  artículo  941  y  el  959  del  Códi- 
go  citado. 

La  Oorte: 

Considerando: 
1^  Que  de  autos  aparece  que  el  hermano 
Pedro  Damiano  delegó  el  poder  con  que  obra- 
ba en  el  juicio  en  nombre  del  recurrente  á  don 
Pranklin  Otero  y  que  éste  á  su  vez  sin  facul- 
tad legal  lo  delegó  para  la  segunda  instancia 
en  el  procurador  del  número  don  Rafael  Gon- 
zález, delegación  que  el  artículo  8^  del  Código 
de  Procedimiento  Civil  sólo  permite  al  man* 
datado  á  quien  el  mandante  no  ha  negado 
esta  facultad; 

2^  Que  dicha  delegación  tampoco  ha  sido 
autorizada  por  el  mandante,  en  virtud  de  un 
acto  posterior; 

3^  Que,  en  consecuencia,  el  ejecutado  no  íué 
citado  para  el  pronunciamento  de  la  senten- 
cia recurrida;  y 

4^  Que,  no  obstante  lo  expuesto  en  los  con- 
siderandos precedentes,  la  causa  no  podía  re- 
ponerse  á  un  estado  anterior  á  la  sustancia- 
ción  y  fallo  del  recurso  de  casación  en  la  for- 
ma que  se  dedujo  contra  la  sentencia  de  pri. 
mera  instancia,  pues  conforme  al  número  2^ 
del  artículo  67  de  la  Ley  Orgánica  de  Tribu- 
nales, la  Corte  de  Apelaciones  conoce  en  úni- 
ca instancia  de  los  recursos  de  dicha  especie, 
que  se  interpongan  contra  las  sentencias  pro- 
nunciadas por  los  Jueces  de  Letras. 

Visto  ademái  lo  prevenido  en  los  artículos 
941,  número  9',  970  número  5^,  949,  959  y 
977  del  Código  de  Procedimiento  Civil;  se  de- 
clara que  ha  lugar  al  presente  recurso  de  ca- 
sación en  la  forma  y  se  repone  el  proceso  al 
estado  de  notificar  el  decreto  de  autos  que  se 


mandó  regir  para  verse  la  apelación,  de  la 
cual  conocerá  el  tribunal  competente.  Devuél- 
vase al  interesado  la  cantidad  consignada. 
Redactada  por  el  señor  Presidente  Aguirre 

Vargas V.  Aguirre  V.  —  /.  Gabriel  Palma 

Guzman Leopoldo  Ürrutia.—J,  Bemaka. 


Cas,  cir,'-29  de  diciembre  de  1905 

Alcalde  de  Hurtado 
con  Caja  de  Crédito  Hipotecario 

Hipoteca;  nulidad  —Partición  de  bie- 
nes; adjudicación.  -Mujer  casada 

Doctrina:— JS/  remate  hecho á  su  nom- 
bre por  el  marido,  de  ana  propiedad  per- 
teneciente á  la  sucesión  en  que  su  mujer 
es  heredera,  importa  una  adquisición  á 
título  oneroso  que  forma  parte  del  habet 
social,  si  de  los  antecedentes  aparece  que 
el  precio  de  la  adjudicación  no  fué  pagA" 
do  con  el  haber  hereditario  de  la  mujer, 
sino  con  los  haberes  de  la  sociedad  con- 
yugal jr  con  el  producto  del  préstamo  hi- 
potecario contratado  por  el  marido. 

La  hipoteca  de  esta  propiedad  consti- 
tuida por  el  marido,  sin  intervención  de 
la  mujer  ni  autorización  de  la  justicia  es 
válida. 


Doña  Rosa  Alcalde  de  Hurtado,  expone  que 
en  la  partición  de  los  bienes  quedados  al  fa- 
llecimiento de  su  señor  padre  don  Juan  Agus- 
tín Alcalde,  se  le  adjudicó  la  hijuela  de  fundo 
"Chiñigüe",  denominada  "El Cardal"  ó  "Los 
Quilos." 

Durante  la  subsistencia  de  la  extinguida  so- 
ciedad conjugal  que  administraba  su  marido 
don  Arturo  Hurtado,  nunca  le  pidió  éste  su 
consentimiento  para  hipotecar  aquella  faijitt- 
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la  y  por  esto  se  ha  sorprendido  al  tener  cono- 
acimiento  de  que  la  Caja  de  Crédito  Hipoteca- 
rio habia  trabado  embargo  en  dicha  hijuela 
á  virtud  de  una  acción  hipotecaria  que  ejercía 
y  que  provenía  de  una  hipoteca  contraída  por 
su  marido,  quien  no  tenía  ni  podía  tener  fa- 
cultad para  hipotecar  sin  su  consentimiento 
previo  y  sin  la  autorización  judicial  corres- 
pondiente, también  previa,  á  menos  de  con- 
traer una  obligación  nula  y  sin  valor. 

La  intelijencia  que  los  Tribunales  dan  á  la 
ley  de  29  de  agosto  de  1855,  que  estiman  colo- 
ca á  la  Caja  Hipotecaria  en  situación  privile- 
giada por  sobre  el  derecho  de  dominio  de  terce- 
ros que  no  han  contratado  con  ella,  hizo  ine- 
ficaz el  recurso  de  la  tercería  que,  en  caso  de 
ser  admisible  no  habría  podido  menos  de  ser 
fallado  á  favor  de  la  exponente. 

Libre  pues  la  Caja  de  todo  temor  de  terce- 
rías ha  seguido  adelante  la  ejecución  promo- 
vida en  contra  de  don  Arturo  Hurtado,  en 
mérito  de  la  escritura  de  mutuo  hipotecario, 
otorgada  ante  el  notario  señor  Reyes  Lava- 
lie  en  26  de  diciembre  de  1893  y  se  ha  fijado 
el  28  de  los  corrientes  (28  de  diciembre  de 
1899)  para  el  remate  de  la  hijuela  de  *'Chiñi- 
güe"  denominada  "El  Cardal"  ó  *'Los  Qui- 
los" que  es  de  propiedad  y  dominio  exclusivo 
de  la  exponente:  como  la  hipoteca  que  grava 
á  **E1  Cardar*  fué  contraída  sin  el  consenti- 
miento de  la  exponente  ni  autorización  judi- 
cial, es  nula  y  no  puede  afectar  á  un  bien  raíz 
de  su  dominio. 

Según  el  artículo  1322  del  Código  Civil,  el 
marido  no  puede  proceder  á  la  partición  de 
las  herencias  en  que  tenga  parte  su  mujer,  sin 
el  consentimiento  de  ésta,  y  en  tales  casos  no 
tiene  en  el  compromiso  otro  papel  que  el  de 
mero  representante  legal  de  su  mujer  desde 
que  no  obra  por  derecho  propio,  y  por  lo 
tanto  es  un  mandatario  cuyas  facultades 
arrancan  de  la  ley  y  que  en  ningún  caso  pue- 
de arrogarse  mayores  que  las  que  expresamen- 
te le  están  concedidas. 

Con  el  consentimiento  de  la  demandante, 
el  señor  Hurtado  provocó  la  partición  de  ¡os 
bienes  del  padre  de  aquella,  se  acordó  licitar 
los  bienes  raíces  con  admisión  de  licitadores 
extraños,  y  posteriormente  se  revocó  dicho 
acuerdo,  pudiendo  licitar  sólo  los  herederos, 


con  excepción  sólo  de  don  Enrique  Fóstery  don 
Arturo  Hurtado  por  ser  maridos  dedos  de  ks 
herederas;  esta  excepción  no  puede  tener  otro 
alcance  que  el  ordinario  y  llano  de  que  no  se 
consideraba  postores  extraños  á  Hurtado  y 
Fóster  por  representar  á  sus  esposas,  y  otra 
interpretación  sería  absurda  y  además  ilegal 
y  nula,  si  esas  adjudicaciones  no  hubieran  si- 
do hechas  á  quienes  representaban  esos  man- 
datarios legales,  es  decir,  á  la  mujer  de  Hurta- 
do y  á  la  mujer  de  Fóster. 

Que  la  adjudicación  del  "Cardal"  ó  "Los 
Quilos"  se  acordó  personalmente  á  la  expo- 
nente como  heredera  de  su  señor  padre,  se 
acredita  por  la  circunstancia  de  haberse  he- 
cho á  cuenta  de  anticipo  al  haber  hereditario 
de  la  misma  esponente  en  la  cantidad  de 
$  50,000  que  se  dieron  por  cancelados,  y  en  el 
resto  solo  dándose  fianza  para  responder  á 
la  hijuela'pagadora  de  la  partición  por  el  sal- 
do que  pudiera  resultar  en  su  contra. 

Siendo  adjudicación  hereditaria  el  título  no 
puede  corresponder  á  quien  no  es  heredero,  y 
desde  que  Hurtado  no  lo  era,  es  claro  que  la 
adjudicación  se  le  hizo  á  la  exponente  que  era 
heredera  y  que  estaba  representada  por  Har 
tado;  y  de  ahí  que  la  propiedad  sea  de  la  ex- 
ponen te  y  respecto  de  la  cual  no  tiene  derecho 
alguno  don  Arturo  Hurtado,  quien  le  hipóte 
có  indebidamente  á  la  Caja,  lo  que  esta  ha 
reconocido  por  medio  de  su  Fiscal  cuando  se 
solicitó  el  préstamo,  pues  en  el  dictamen  res- 
pectivo se  dice  que  figurando  Hurtado  en  la 
partición  no  por  derecho  propio  sino  por  so 
mujer,  no  ha  podido  tomar  la  propiedad  en 
adjudicación  sino  para  ésta  y  que  la  snbasu 
no  fue  publica,  y  á  la  inversa,  la  parte  que 
correspondió  á  pago  al  contado  se  ha  enten- 
dido precisamente  como  anticipo  á  cuenta  de 
la  herencia  de  la  señora  Alcalde  de  Hurtado, 
y  el  pagaré  otorgado  á  plazo  es  también  para 
responder  por  alcances  hereditarios.  La  r^ 
gla  10*  del  artículo  1337  invocada  porei 
compromisario  se  refiere  en  especial  á  la  ad- 
indicación  á  consignatarios  ó  herederos,  ca- 
rácter que  como  queda  expresado  no  reviste 
el  señor  Hurtado. 

En  las  particiones  en  que  tienen  interés  mr 
jeres  casadas  y  no  hay  menores  é  incapaces, 
el  laudo  arbitral  no  necesita  para  su  validez 
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de  la  aprobación  de  la  justicia,  pero  la  falta 
fie  esta  solemnidad  no  autoriza,  por  ejemplo, 
para  prescindir  de  las  prescripciones  legales 
que  guaran  tizan  los  derechos  de  la  mujer  casa- 
da, así  como  dicha  autorización  judicial  no 
tiene  otro  valor  que  el  relativo  que  le  acuer- 
da la  ley,  pues  ella  por  si  misma  no  puede 
hacer  rato  lo  que  en  su  oríjenfue  írrito  y  nulo. 
De  otra  manera  habría  que  convenir  en  que 
la  aprobación  que  se  presta  á  las  particiones 
en  forma  lijera  y  por  vía  de  jurisdicción  vo- 
luntaría, basta  para  legalizar  y  hacer  desa- 
parecer los  vicios  de  que  puedan  adolecer  y  que 
autorizarían  su  rescisión. 

Esta  conclusión  absurda  fué  el  recurso  de 
que  se  valió  la  Caja  para  estimar  que  no  era 
necesario  obtener  el  consentimiento  de  la  ex- 
ponente ni  la  autorización  judicial  para  hipo- 
tecar su  hijuela  ya  nombrada,  aparentando 
creer  que  no  era  de  su  dominio  sino  del  de  «u 
marido  no  obstante  el  dictamen  del  Fiscal. 

En  efecto,  conocedora  la  Caja  de  que  el  lau- 
do arbitral  de  la  partición  de  don  Juan  Agus* 
tín  Alcalde  necesitaba  de  aproba'^ión  judicial 
por  haber  menores,  pensó  que  bastaba  para 
que  la  adjudicación  hereditaria  que  se  hizo  á 
un  representante  legal,  á  cuenta  del  haber  he- 
reditario de  su  mujer,  no  se  entendiera  hecha 
á  ella,  con  que  la  justicia  ordinaria  lo  decla- 
rara así  por  acto  de  la  jurisdicción  voluntaria 
que  no  empece  á  la  exponente  desde  que  no 
fué  oida.  Se  ocurrió  al  subterfujio  de  pedir  que 
se  aprobara  judicialmente  la  adjudicación  he- 
reditaria que  se  hizo  á  sumando  de  la  hijuela 
del  "Cardal"  ó  "Los  Quilos"  á  cuenta  del 
haber  hereditario  de  la  exponente  en  la  parti- 
ción de  los  bienes  de  su  padre.  Por  esta  apro- 
bación la  Caja  pensó  que  la  adjudicación 
había  variado  de  naturaleza  y  esencia,  que 
ya  no  era  necesario  el  consentimiento  de  la 
exponente  ni  la  autorización  judicial  para  la 
validez  de  la  hipoteca,  vicio  de  que  adolece  la 
constituida  en  su  fundo  "El  Cardal"  ó  "Los 
Quilos",  por  lo  cual  pide  que  se  declare  nula 
y  sin  valor  la  hipoteca  constituida  por  escri- 
tura pública  de  26  de  diciembre  de  1893  ante 
el  notario  Reyes  Lavalle,  sobre  la  hijuela  de 
propiedad  de  la  exponente  denominada  "El 
Cardal"  ó  "Los  Quilos"  á  favor  de  la  Caja 
de  Crédito  Hipotecario,  y  en  consecuencia  que 


debe  procederse  á  cancelar  la  inscripción  res- 
pectiva de  dicha  hipoteca  y  anotarse  al  mar- 
gen de  la  escritura  constitutiva  de  la  hipote- 
ca la  nulidad  de  ésta. 

La  Caja  de  Crédito  Hipotecario  contestan- 
do, pide  que  se  deseche  la  demanda  con  cos- 
tas, y  expone  que  le  basta  exhibir  la  escritura 
de  adjudicación  del  fundo  "El  Cardal"  ó  "Los 
Quilos"  á  favor  de  don  Arturo  Hurtado  es- 
tendida  en  11  de  junio  del  93  para  destruir  la 
pretensión  de  la  demandante,  pues  allí  se 
habla  de  adjudicación  hecha  á  don  Arturo 
Hurtado;  el  compromisario  dispone  que  el  fic- 
tuario  del  compromiso  procederá  al  otorga- 
miento de  la  escritura  de  propiedad  de  la 
hijuela  á  favor  de  don  Arturo  Hurtado,  y 
concluye  diciendo  que  otorga,  que  da  en  ven- 
ta y  enajenación  perpetua  á  don  Arturo  Hur- 
tado la  hijuela  de  que  se  trata  por  el  precio 
de  $  144.100,  y  presente  *don  Arturo  Hurta- 
do, expuso  que  aceptaba  la  venta  que  por 
esta  escritura  se  le  hace  en  la  forma  relacior- 
nada.  , 

Por  consiguiente  es  inexacto  que  esa  hijuela 
se  le  haya  adjudicado  á  la  demandante,  y  en 
presencia  de  la  escritura  á  nadie  le  es  lícito 
desconocer  que  fué  adjudicada  personalmente 
al  señor  Arturo  Hurtado. 

Como  la  señora  Alcalde  no  ha  tenido  nun- 
ca la  propiedad  de  la  hijuela  y  como  el  título 
pertenece  exclusivamente  á  don  Arturo  Hur- 
tado, éste  para  hipotecarla  no  ha  necesitado 
del  consentimiento  de  su  mujer  ni  de  autori- 
zación judicial. 

Además  según  la  escritura  de  adjudicación, 
don  Arturo  Hurtado  debía  enterar  el  precio 
de  la  subasta  reconociendo  el  saldo  de  una 
antigua  obligación  á  favor  de  la  Caja,  dán- 
dose por  recibido  de  una  suma  de  dinero  á 
cuenta  del  haber  de  su  mujer  y  suscribiendo 
un  pagaré  por  $79.839  á  tres  meses  plazo  á 
favor  de  la  sucesión,  y  fué  condición  también 
de  la  adjudicación  que  Hurtado  quedaba  habi- 
litado para  hipotecar  su  fundo  "El  Cardal"  ó 
"Los  Quilos"  á  favor  de  algún  establecimien- 
to hipotecario  y  afectarlo  con  una  obligación 
preferente. 

Quedó  también  establecido  que  el  valor  del 
empréstito  en  bonos  que  así  se  contrajere,  se- 
ría entregado  al  compromisario  don  Ventura 
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Blando  Vlel,  pata  la  cancelación  del  pagaré 
referido. 

Con  estos  antecedentes  y  con  el  título  de 
adjudicación  ocurrió  don  Arturo  Hurtado 
á  la  Caja  en  solicitud  de  un  préstamo  por 
$  75.000,  con  primera  hipoteca  y  ofreciendo 
canelar  el  documentó  pendiente  á  favor  de 
ta  sueesión,  operación  que  fué  aceptada  y  re- 
ducida á  escritura  pública. 

Por  la  escritura  de  recibo  de  17  de  enero  del 
94,  consta  que  don  Ventura  Blanco,  autori- 
zado por  los  hefederos  de  don  Juan  Agustín 
Akalde,  según  la  escritura  de  adjudicación 
hecha  á  don  Arturo  Hurtado,  recibió  de  este 
el  valor  del  pagaré  por  $  79.839, 

£1  mótito  del  préstamo  concedido  en  la  Ca- 
ja He  destinó  pues  á  cubrir  casi  la  totalidad 
de  aquel  documento,  y  de  esta  suerte  el  valor 
de  la  obligación  contraída  en  la  Caja  y  que 
por  tan  extraña  manera[se  pretende  hoy  anu- 
lar,^ fué  invertido  en  pagar  á  la  propia  suce- 
sión de  don  Juan  Agustín  Alcalde,  de  que  era 
copartícipe  la  demandante,  el  valor  de  la  pro- 
piedad adjudicada  á  don  Arturo  Hurtado. 

Si  otra  de  las  partes  de  precio  correspondió 
á  un  anticipo  de  dinero  por  el  haber  de  doña 
Rosa  Alcalde  de  Hurtado,  se  comprende  que 

« 

no  es  la  Caja  la  que  debe  responder  á  dicha 
señora  por  las  cantidades  que  su  marido  co- 
mo jefe  y  administrador  de  la  sociedad  con- 
yugal haya  recibido. 

Bn  orden  á  las  alusiones  que  se  hacen  res- 
pecto de  un  informe  del  Fijcal  de  la  Caja,  ese 
documento  de  carácter  interno  de  la  Institu- 
ción, va  encaminado  no  sólo  á  precaver  las 
operaciones  de  la  Caja  de  las  acciones  futu- 
ras que  puedan  temerse,  sino  también  de  las 
dificultades  y  recursos  extremos  á  que  suele 
dar  margen  el  desastre  de  los  negocios,  y  por 
eso,  de  ordinario  contempla  las  operaciones 
propuestas  bajo  todos  los  puntos  de  vista 
que  dea  posible  imaginar. 

Recibida  la  causa  á  prueba  ninguna  testi- 
monial se  produjo  por  las  partes. 

Se  citó  para  sentencia. 

Considerando: 
1^  Que  consta  de  las  compulsas,  que  el  fun- 
do denominado  "El  Cardal'*  ó  "Los  Quilos**, 
á  que  este  juicio  se  refiere,  fué  rematado  en  su 


propio  nombre  por  don  Arturo  Hurtado,  que 
de  esa  manera  se  le  adjudicó  por  el  arbitro, 
como  expresamente  se  consigna  en  las  mb- 
mas  compulsas,  y  que  en  el  mismo  carácter 
se  le  otorgó  la  escritura  respectiva; 

2^  Que  don  Arturo  Hurtado  como  dnciio 
del  fundo  rematado,  y  estando  además  auto- 
rizado por  acuerdo  de  los  interesados  en  la 
sucesión  vendedora,  solicitó  y  obturo  oq 
préstamo  con  hipoteca  de  la  Caja  de  Crédito 
Hipotecario  gravando  el  fundo  referido: 

3^  Que  aunque  la  demandante  sostiene  que 
esta  hipoteca  no  pudo  contratarse  sin  llenar 
las  formalidades  que  la  ley  exige  para  realizar 
estas  operaciones  en  bienes  que  pertenezcan  á 
una  mujer  casada,  y  que  el  fundo  "Cardal**  ó 
''Los  Quilos"  no  fué,  ni  pudo  ser  adjudicado 
á  su  marido,  sino  á  ella  que  tenía  la  calidad 
de  heredera  en  la  sucesión  que  se  liquidaba, 
esta  aseveración  está  contradicha  con  el  texto 
de  los  instrumentos  anteriormente  citados  j 
por  la  inscripción  hecha  en  el  Registro  del 
Conservador  á  nombre  de  don  Arturo  Hor 
tado: 

4^  Que  si  bien  es  cierto  que  de  autos  apa^^ 
ce  que  el  precio  del  remate  de  la  hijuela  "El 
Cardal"  ó  "Los  Quilos'*  fué  en  parte  cubierto 
con  el  haber  hereditario  de  la  demandante,  esta 
circunstancia  no  seria  suficiente  para  declarar 
la  nulidad  de  la  hipoteca  sin  que  previamente 
se  estableciera  en  juicio  contradictorio  el  do- 
minio de  la  demandante  sobre  el  predio  meo' 
cionado;  y 

5^  Que  en  tal  juicio  la  Caja  Hipotecana  no 
sería  legítimo  contradictor,  y  solamente  con 
ella  se  ha  seguido  el  presente. 

Conforme  también  con  lo  dispuesto  en  los 
artículos  1698, 1750  y  2414  del  Código  Civil, 
se  declara  sin  lugar  á  demanda,  y  se  reservan 
á  la  demandante  los  otros  derechos  que  pne- 
da  hacer  valer  contra  quien  y  como  viere  con* 
venirle. —/?o/as. 

La  Corte  de  Apelaciones: 
Santiago,  6  de  junio  de  1904.— Vistos:  Se 
confirma  con  costas  del  recurso  la  sentencia 

apelada  de  20  de  noviembre  de  1902 A,  íVr^ 

gara,— 'Darío  Beaaveate.^Eudocio  Gonzáki 

La  demandante  interpuso  recurso  de  caía- 
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ci6n  en  el  fondo  contra  esta  sentencia,  y  forma- 
Hzáddoló,  reproduce 7  desarrolla  las  alegacio- 
nes hechas  por  sn  parte  en  el  curso  de  la  can* 
sa,  agregando  que  la  sentencia  ha  incurrido 
en  la^  ififracdoties  siguientes: 

á).  Itifrfeííción  del  artículo  582  del  Código 
Cirii,  pues,  declarando  la  sentencia  váHda  la 
hipoteca  coiistituida  ^or  Hurtado  á  favor  de 
la  Caja,  impide  á  la  recurrente  gozar  y  dispo- 
ner arbitríáriamente  de  un  bien  raíz  de  su  pro- 
piedad, infracción  tanto  máÉ  grave,  cuanto 
qae  la  sentencia  misma  de  primera  inAailcift, 
confirmada  en  todas  sus  partes  por  la  recu- 
rrida, acepta  como  premisa  necesaria  el  do- 
minio sobre  el  predio  hipotecado,  es  decir,  re- 
conoce que  la  hipoteca  será  válida  ó  nula, 
según  sea  ó  no  dueño  de  ese  predio  don  Artu- 
ro Hurtado  que  lo  hipotecó,  é  infringe  todavía 
ese  mismo  artículo  al  declarar  válida  la  hipo- 
teca dejando  sub-litis  ese  mismo  dominio  in- 
vocado por  la  demandante  como  fundamento 
de  su  demanda; 

b).  Infracción  de  las  tres  disposiciones  lega- 
les en  qiie  la  de  primera  instancia  funda  su 
parte  definitiva,  artículo  1698  del  Código 
Civil,  porque  habiendo  imposibilidad  natural 
y  legal  de  que  el  título  de  6  de  junio  de  1903 
acredite  adjudicación  hereditaria  6  compra- 
venta á  favor  de  don  Arturo  Hurtado,  no  ha 
probado  la  Caja  sus  excepciones;  el  2414 
del  mismo  Código,  porque  del  título  consta 
que  don  Arturo  Hurtado  no  era  dueño  de  la 
propiedad  que  hipotecó,  desde  que  él  importa 
una  adjudicación  á  doña  Rosa  Alcalde  en  pa- 
go de  su  haber  hereditario  y  no  estando 
entonces  á  su  arbitrio  la  facultad  de  ena- 
jenarlo, no  lo  estaba  tampoco  la  de  hipote- 
carlo; el  1750  porque,  si  el  marido  es,  respec- 
to á  terceros,  dueño  de  los  bienes  sociales,  co- 
mo si  ellos  y  sus  bienes  propios  formasen  un 
sólo  patrimonio,  no  lo  és  de  los  bienes  raíces 
de  la  mujer  desde  que  estos  no  son  bienes  so- 
ciales; 

c)  Infracción  de  los  artículos  144  y  1754 
del  Código  Civil,  porque  siendo  el  fundó  "El 
Cardal"  ó  "Los  Quilos"  de  propiedad  de 
doña  Rosa  Alcalde  de  Hurtado,  ninguno  de 
los  cónyuges  ni  ambos  juntos  han  podido  hi- 
potecarlo, sino  (éh  los  casos  y  con  las  forma- 
lidades legales,  que  no  se  han  cumplido; 


d)  Infracción  de  los  artículos  688,  582, 
688,  1455  y  1337  del  citado  Código,  eft 
cnanto  la  sentencia  desconoce  al  título  de  6 
de  junto  de  1893  su  carácter  de  adjudicación 
hereditaria  á  favor  de  doña  Rosa  Alcalde 
para  darle  el  de  cortipra Venta  celebrado  entfe 
los  herédei'os  de  don  Juan  Agantíh  AlcaMé  y 
don  Arturo  Hurtado,  y  violUddrt  del  iiiciió 
3*  del  artículo  1461  pófqtíe  cs  flsidáííi*irte 
imposible  que  un  titulo  reúna  á  un  misítió 
tiempo  las  condiciones  de  actos  de  pkftíción 
que  afecta  y  ettipécé  á  dofia  Rosa  Alcalde,  H* 
bf ándó  á  líus  demás  coherederos  efi  la  ífuce- 
sión  de  don  Juan  Agfustíñ  Alcalde  i  dectíií<^ 
trato  de  compraventa  entfe  loS  cdtíkülief6s 
de  la  misma  sucesión  y  un  extraño  cómo  don 
Arturo  Hurtado.  Viola  además  los  artículos 
10, 1681,  1682  y  1683  del  Código  Civil,  por- 
que  estando  reducida  la  única  excepción 
opuesta  á  la  demanda,  al  hecho  del  dominio 
de  Hurtado  aún  sin  petición  de  parte,  debió 
pronunciarse  sobre  los  vicios  de  nulidad  abso- 
luta de  que  adolece  ese  título,  y  aplicarse  los 
artículos  1438,  1445,  1453,  677,  1683  y 
otros  que  relaciona  el  Código  citado;  y 

e)  Infracción  de  los  artículos  588,  956, 688, 
2304,  2305,  2081,1240,  1337.671,  674,  144. 
1754, 1793, 1801, 12, 1681,  1682  y  1683  dd 
Código  Civil,  por  haber  declarado  la  seuteñ'* 
cia  recurrida  que  la  escritura  pública  de  6  de 
junio  de  1853  acredita  un  contrato  de  com- 
praventa á  favor  de  don  Arturo  Hurtado. 
Expresa  el  recurrente,  á  este  respectó,  que  los 
herederos  que  puedan  disponer  libremente  dé 
sus  bienes,  podrían  también  únicamehtb  mo* 
dificar  el  precepto  del  íirtículo  1337  del  C^di 
go  Civil  i  aceptar  un  postor  ó  adjudicatario 
extraño  en  caso  de  licitación  entre  herederos, 
siempre  que  la  venta  á  favor  del  tercero  que- 
dase consignada  en  escritura  pública;  pcró  ^ 
marido  que  obra  como  representante  legal  d* 
su  mujer,  no  puede  concurrir  á  semejante 
acuerdo,  sin  que  medie  rertUnda  dé  los  dens 
chos  de  su  representada,  renuncia  que  impide 
el  artículo  12  del  Código  Civil,  buya  infrae* 
ción  Se  hace  también  valer.  Agrega  qtte  él 
contrato  de  Venta  que  lá  sentencia  fecurrídti 
Supone  otorgado  por  los  herederos  de  ^5ti 
Juan  Agustín  Alcalde  á  üntór  de  don  At^ttffb 
Huk-tadó  ^Berié,  además  nulo  pot  la  circunsttttt* 
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cía  de  ser  parte  vendedora  doña  Rosa  Alcal- 
de, mujer  del  comprador,  nulidad  que  tendría 
el  carácter  de  absoluta,  porque  la  disposición 
que  la  establece  no  sólo  mira  al  interés  de  los 
cónyuges,  sino  al  de  los  hijos,  y,  en  consecuen- 
cia, el  fallo  recurrido  ha  violado  las  disposi. 
ciones  legales  que  prohiben  celebrar  este  con- 
trato á  personas  absolutamente  incapaces 
para  ello  por  su  estado  civil  respectivo  de  ma- 
rido y  mujer. 

£1  escrito  en  que  se  funda  el  recurso  insis- 
te en  las  consideraciones  hechas,  que  amplía 
con  nuevos  argumentos  á  fin  de  sostener  que 
el  título  de  6  de  junio  de  1893,  si  hubiera  de 
considerársele  como  un  contrato  de  compra- 
venta á  favor  de  Hurtado,  llevaría  envuelto 
en  sí  mismo  vicios  de  nulidad  absoluta  que  la 
sentencia  recurrida  debió  declarar  aun  sin  pe- 
tición de  parte,  en  el  sólo  interés  de  la  ley,  y 
que  no  habiéndolo  hecho,  violó  la  disposición 
del  artículo  1683  del  Código  Civil. 

Al  responder  la  parte  recurrida,  pide  se  de 
seche  el  recurso,  y  expresa  que  don  Arturo 
Hurtado  fué  quien  personahnente  subastó  la 
hijuela  "El  Cardal"  ó  '*Los  Quilos";  y,  en 
consecuencia,  pudo  hipotecarla  válidamente 
á  favor  de  la  Caja  de  Crédito  Hipotecario; 
que  la  escritura  de  6  de  junio  de  1893  cumple 
con  los  requisitos  prevenidos  por  el  artículo 
1337  del  Código  Civil,  é  importa  una  verda- 
dera venta  hecha  por  la  sucesión  de  don  Juan 
Agustín  Alcalde  á  don  Arturo  Hurtado,  y  la 
sentencia  recurrida  no  ha  violado  la  disposi- 
ción del  artículo  582  del  Código  Civil,  por- 
que el  dominio  del  fundo  expresado  ha  perte- 
necido á  don  Arturo  Hurtado  desde  el  mo- 
mento de  la  mencionada  escritura;  que  no 
existe  contradicción  entre  los  considerandos 
4^  y  5^  de  la  sentencia  de  primera  instancia 
que  reconoce  el  dominio  de  Hurtado,  y  la  re- 
serva de  derecho  que  ese  fallo  concede  á  doña 
Rosa  Alcalde,  por  cuanto  la  sentencia  reco- 
noce la  validez  de  la  hipoteca,  única  acción 
ejercitada  porque  la  propiedad  de  **E1  Car- 
dal" era  de  don  Arturo  Hurtado  á  la  fecha 
en  que  seconstituyó  lahipoteca;  y  aunque  esa 
propiedad  la  hubiera  conservado  la  sucesión 
de  don  Juan  Agustín  Alcalde,  ó  perteneciera  á 
doña  Rosa  Alcalde,  siempre  sería  válida  la 
hipoteca,  pues  los  herederos  que  formaban 


esa  sucesión  autorizaron  la  contratación  de*, 
préstamo  cuysl  validez  se  litiga,  y  todavía, 
ellos,  y  no  don  Arturo  Hurtado,  ijercibieroi: 
el  precio  que  se  obtuvo  de  la  venta  de  las  le- 
tras; y  finalmente,  que  la  sentencia  no  ha  po- 
dido pronunciarse  sobre  la  supuesta  nulidad 
de  la  escritura,  porque  no  fué  solicitada  por 
la  demandante  que  se  limitó  á  pedir  la  decla- 
ración de  la  ineficacia  de  la  hipoteca  otorga- 
da por  Hurtado  y  porque,  en  ning^ún  caso  se- 
ría la  Caja  legítimo  contradictor,  ya  que  nun- 
ca se  ha  creído  dueño  del  fundo  hipotecado 
que  ha  estimado  como  del  exclusivo  dominio 
de  don  Arturo  Hurtado. 

La  Corte: 

Considerando: 

1^  Que  la  demanda  sobre  nulidad  de  la  hi- 
poteca constituida  por  don  Arturo  Hurtado 
á  favor  de  la  Caja  de  Crédito  Hipotecario 
para  garantir  un  préstamo  por  la  cantidad 
de$  75.000,  está  fundada  en  la  consideración 
de  que  la  escritura  de  6  de  junio  de  1893  im- 
porta una  adjudicación  de  "El  Cardal"  ó 
'*Los  Quilos"  hecha  á  la  demandante  en  pago 
de  su  haber  hereditario;  y  en  que  no  obstan- 
te pertenecer  le  el  dominio  de  esa  propiedad 
raíz,  don  Arturo  Hurtado  la  hipotecó  sin  sa 
consentimiento  y  sin  autorización  de  la  iusti- 
cia,  debiendo  haber  obtenido  una  y  otra  en 
conformidad  á  la  ley; 

2^  Que  la  sentencia  de  primera  instancia, 
confirmada  por  la  de  segunda,  desechó  la  de- 
manda, teniendo  presente  que,  según  la  escri- 
tura pública,  "El  Cardal"  6  "Los  Quilos"  fué 
rematado  para  sí  por  Hurtado;  que  en  el  ca- 
rácter de  subastador  se  le  otorgó  esa  escritu- 
ra, que  á  su  nombre  fué  inscrita  en  el  Conser- 
vador, que  él  fué  quien  la  hipotecó  á  la  Caja 
en  garantía  de  un  préstamo,  que  si  el  precio 
fué  cubierto  en  parte  con  el  haber  hereditario 
de  la  demandante,  tal  circunstancia  no  in- 
valida la  hipoteca,  mientras  no  se  establezca 
previamente,  en  juicio  contradictorio,  el  do- 
minio de  la  demandante  sobre  el  predio  de 
que  se  trata;  y  que,  en  tal  litigio,  no  sería  la 
Caja  el  contradictor  legítimo; 

3*^  Que  de  autos  aparece  que  no  es  efectivo, 
como  sostiene  la  demandante,  qae  el  precio 
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del  remate  de  "El  Cardal"  ó  "Los  Quilos"  fue- 
ra satisfecho  con  el  haber  hereditario  de  doña 
Rosa  Alcalde  de  H.,  pues  consta  que  se  cance- 
ló con  los  haberes  de  la  sociedad  conyugal, 
que  entonces  existía  con  don  Arturo  Hurta- 
do, con  bienes  propios  de  este  último  j  con  el 
producido  del  préstamo  otorgado  por  la  Caja 
con  hipoteca  del  expresado  fundo,  existiendo 
además,  la  circunstancia  de  que  los  herederos 
de  don  Juan  Agustin  Alcalde  autorizaron  la 
contratación  del  préstamo  hipotecario  cuya 
validez  se  litiga,  y,  todavía,  ellos  y  no  el  due- 
^o  del  fundo  expresado,  percibieron  el  precio 
que  se  obtuvo  de  la  venta  de  las  letras; 

4^  Que  si  bien  para  resolver  la  acción  de  nu- 
lidad de  la  hipoteca,  ha  sido  necesario  que  el 
Tribunal  sentenciador  aprecie  el  méríto  de  la 
escritura  de  6  de  junio  de  1893,  dicho  Tribu- 
nal no  habría  podido  desconocer  la  fuerza 
probatoria  y  significación  legal  de  ese  instru- 
mento, que  acredita  el  dominio  de  Hurtado 
sobre  "El  Cardal"  ó  "Los  Quilos",  y  que  sola- 
mente podía  ser  invalidado  por  una  sentencia 
dictada  en  juicio  seguido  entre  las  personas  á 
quienes  afecta,  y  que  estableciera  que  tal  do- 
minio era  de  la  demandante,  y  que,  en  conse- 
cuencia, su  cónyuge  no  pudo  hipotecar  la  ex- 
presada hijuela; 

5^  Que  la  sentencia  recurrida  no  ha  infringi- 
do las  disposiciones  de  los  artículos  144,  5^2, 
1698, 1750, 1754  y  2414  del  Código  Civil,  y 
demás  artículos  enumerad  os  en  el  escrito  de  for- 
malización  del  recurso,  para  sostener  la  nuli- 
dad de  la  hipoteca,  pues  en  autos  hay  testimo- 
nio de  que  la  Caja,  en  cumplimiento  de  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  1678  del  Código  Civil,  ha 
probado  que  el  préstamo  que  otorgó  con  ga- 
rantía hipotecaria,  lo  celebró  con  el  que  según 
esa  escritura  aparece  dueño,  el  que,  en  tal  ca- 
rácter, pudo  proceder  á  la  hipotecación; 

6^  Que  de  1^  consideraciones  anteriores  re- 
sulta que  no  aparece  de  manifiesto  una  causal 
de  nulidad  absoluta  que  haya  debido  ser  apre- 
ciad ay  resuelta  de  oficio  por  los  tribunales  de 
esa  causa; 

7^  Que,  en  orden  á  las  alegaciones  de  la  de- 
mandante, sobre  nulidad  absoluta  de  aquella 
compraventa,  fundada  en  que  ésta  importa  un 
contrato  de  venta  entre  cónyuges  so  divor- 
ciados, existe  el  anteoedentede  que  tal  contra- 

SOPKEMA 


to  no  fué  celebrado  entre  la  demandante  y  ^u 
marido,  sino  entre  éste  y  la  sucesión  de  don 
Juan  Agustín  Alcalde,  según  lo  acredita  la 
citada  escritura; 

8^  Que  los  antecedentes  establecidos  en  los 
tres  primeros  considerandos  del  fallo,  relativo 
al  dominio  de  Hurtado  sobre  **E1  Cardal"  ó 
"Los  Quilos*',  se  refieren  á  hechos  que  el  Tri- 
bunal ha  dado  como  probados;  y,  por  tanto, 
no  es  procedente  el  recurso  respecto  de  tales 
hechos,  que  no  son  materia  de  casación,  como 
quiera  que  en  la  fijación  de  ellos  el  Tribunal 
sentenciador  ejercita  atribuciones  privativas;  y 

9^  Que  la  sentencia  recurrida,  al  reservar  á 
doña  Rosa  Alcalde  de  H.  las  acciones  que  crea 
tener  sobre  la  nulidad  del  remate»  no  ha  vio- 
lado las  disposiciones  legales  citadas  en  dicho 
escrito,  porque  este  punto  no  ha  sido  materia 
de  la  litis. 

Y  visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  940  y 
979  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  de* 
clara:  que  no  ha  lugar,  con  costas,  al  recurso 
de  casación  en  el  fondo  interpuesto  por  doña 
Rosa  Alcalde  de  H.,  en  contra  de  la  sentencia 
pronunciada  por  la  Corte  de  Apelaciones  de 
Santiago  en  6  de  junio  de  1904. 

Se  aplica  al  Fisco  la  cantidad  consignada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Gallardo. 
—  K.  Aguirre  V,— Leopoldo  Urrutia,— Galva* 
riao  Gallardo.  —  Leoncio  Rodríguez.  —  Abel 
Saavedra.^J.  Alejo  Fernández,-~J,  Beraales, 


Cas.  en  la  íorma.-^é  de  eaero  de  1906 
O  valle  con  Le-Meunier 

Omisiones  del  fallo.  — Enunoiaclón  de 
.las  leyes  en  que  se  funda 

Doctrina:— £a  sentencia  debe  bmcer 

la  citación  concreta  y  especíñea  de  ta& 
disposiciones  legales  que  le  sirven  de  fun- 
damento j  y  no  como  cita  vaga  y  generai 
que  no  da  idea  del  verdadero  principio 
legal  en  que  se  apoya. 

«5 


288 


SBGUNDA  PARTE,— SECCIÓN  PRIMERA 


No  cumple  f  por  lo  tanto,  con  el  número 
5^  del  artículo  193  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil  la  sentencia  que  cita  un 
título  de  un  Código  en  que  se  contienen 
disposiciones  de  naturaleza  diversa  como 
base  de  su  resolución. 


Don  Horacio  Rodríguez  por  don  Ruperto 
D valle  dice:  Que  su  mandante  compró  por  in- 
termedio de  su  hermano,  don  Calixto,  el  año 
de  1879,el  mineral  "Las  Palmas",  ubicado  en 
la  hacienda  de  Pedegua  de  este  departamento, 
que  deslinda  por  el  oriente  con  la  mina   "San 
Agustín";  por  el  poniente  con  la  mina  "Ro- 
mero" de  propiedad  de  la  sucesión  Bunster; 
por  el  sur  con  la  quebrada  del  Espino  y  la 
Riojay  por  el  norte  con  la  quebrada  del  Es- 
pino. La  extensión  de  este  mineral  es  de  7 
hectáreas  y  se  compone  de  varios  socavones 
ó  bocaminas  que  tienen  nombres  especiales, 
entre  los  cuáles  se  cuentan  algunos,  como  "El 
Espino",  "El  Macho",  "El  Quilo",  "San  Ci- 
priano",  "La  Gaucherá",  "El  Carmen",  "La 
Palma",  etc.  Entre  unas  y  otras  habrá  un 
término  medio  de  distancia  de  8  á  10  metros, 
y  todas  ellas  están  situadas  en  cinco  vetas 
que  tienen  también  nombres  especiales  y  que 
son  de  las  que  se  compone  el  mineral  expre- 
sado. Desde  la  fecha  de  la  compra  hasta  prin- 
cipios del  añd  97,  don  Ruperto  O  valle,  estuvo 
en  posesión  tranquila  y  no  interrumpida  del 
mineral  y  lo  explotó  por  medio  de  arrendata- 
rios, que  fueron,  entre  otros,  don  Carlos  Julsen, 
don  Pascual   Osorio,  Santos  Medina,  v.  de 
Osorio  é  Hilarión  Silva,  que  fué  el  último  de 
todos.  Todos  estos  reconocían  pública  y  pri- 
vadamente el  dominio  de  Ovalle  en  ese  mine- 
ral, y  desde  la  vigencia  del  Código  se  pagaron 
las  patentes  respectivas  por  losarrendatarios, 
pero  siempre  á  nombre  de  don  Ruperto  Ova^ 
lie,  como  es  natural.  Son  títulos  justificativos 
del  dominio  de  don  Ruperto  Ovalle  en  el  mi- 
neral nombrado:  la  escritura  de  compra  otor- 
gada por  don  Manuel  Montt,  la  posesión  re- 
gular de  veintidós  años;  el  hecho  de  haber  pa- 


gado las  patentes  respectivas  y  el  público  n 
conocimiento  de  innumerables  personas  á  la 
cuales  les  consta  ese  dominio.  Y  todavía  la 
mercedes  primitivas  de  esas  minas  y  la  csd 
tura  de  arrendamiento.  El  año  91  dennocia 
ron  don  Manuel  Espinosa  Jara  y  don  Baldo 
mero  Cámus,  unas  pertenencias  designada 
con  los  nombres  de  "Constitución"  y  **Jorgi 
Montt",  en  el  mismo  mineral  ó  á  deslinde  ét 
él,  expresando  tanto  en  la  manifestadóo  qzc 
al  hacer  esos  denuncios  creen  que  don  Roperto 
Ovalle,  no  tiene  títulos  que  acrediten  so  d.> 
minio;  pero  que,  en  caso  de  que  esos  títulos 
existieran,  piden  que  las  pertenencias  se  mí 
dan'á  deslindes  del  mineral.  Don  Manuel  Espi- 
nosa Jara  y  Cámus,  convenciéndose  algí: 
tiempo  después  que  don  Ruperto  Ovalle  era 
legítimo  dueño  del  mineral  alcanzaron  á  rati- 
ficar el  registro,  pagaron  por  una  sola  to 
la  patente  y  en  seguida  abandonaron  eso9d^ 
nuncios  sin  aun  iniciar  trabajos  en  ellos.  Na- 
turalmente este  denuncio  era  condidoaal  t 

• 

tanto  por  no  tener  valor  alguno  como  por  so 
haber  terreno  vacante,  tuvieron  que  renunciar 
á  sus  pretensiones.  Tanto  en  secretaría  como 
en  tesorería  quedaron  incluidos  en  los  libro? 
respectivos,  los  nombres  de  esas  pertenendaí 
y  según  la  obligación  que  tienen  los  secreta- 
rios y  tesoreros  de  pasar  al  Juzgado  una  nó- 
mina de  las  minas  que  no  han  pagado  paten 
te  para  el  efecto  de  declararlas  vacantes,  se 
incluyó  en  la  del  94  el  nombre  de  las  "Consti-  , 
tución"  y  "Jorge  Montt"  y  el  Juzgado,  ca 
vista  de  esa  nómina  y  sin  entrar  á  averiguar  | 
si  realmente  esas  pertenencias  eran  denuscíi- 
bles,  las  declaró  vacantes.  En  ese  tiempo  tenia 
don  Ruperto  Ovalle  arrendado  el  mineral  i 
don  Hilarión  Silva  I.  y  entre  los  empleados 
había  un  tal  Ismael  Villalón,  quién  se  presestc' 
á  insinuación  de  aquel,  denunciando  las  pert^ 
nencias  abandonadas  por  Espinosa  y  Cámci 
y  para  darle  mayor  seriedad  al  denuncio,  es* 
tre  arrendatario  y  empleado,  se  siguió  unp- 
cío,  de  común  acuerdo,  se  entiende,  sobitprr 
ferencia  para  mensurar,  que  terminó  á  fáror 
de  Villalón  á  causa  de  no  haber  acreditado  ei 
arrendatario  en  lo  más  mínimo  el  áotmnioác 
Ovalle  en  el  mineral.  El  año  97  don  Ropert^^ 
Ovalle  demandó  al  arrendatario  paraqo^^ 
entregara  el  mineral  y  habiendo  el  Jaig^do 
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decretado  el  secuestro,  cuando  se  vio  privado 
de  él,  ideó  un  nuevo  plan  para  despojar  á 
O  valle  del  mineral  y  al  efecto  hizo  que  su  em- 
pleado vendiera  el  derecho  á  las  minas  denun- 
ciadas á  don  Luis  Le-Meunier. 

Al  tiempo  de  la  venta  simulada  y  hasta 
hoy,    los  derechos  comprados  por  Le-  Meu- 
nier,  consistían  y  consisten  únicamente  en  la 
manifestación  y  ratiñcación  de  Villalón,  ya 
que  esas  minas  no  están  mensuradas;  sin  em- 
bargo en  la  escritura  de  venta  se  incluye  con 
toda  sangre  fría,  por  comprador  y  vendedor, 
las  principales  minas  de  don  Ruperto  O  valle. 
Con  la  escritura  de  compra  se  presentó  Le- 
Meunier  querellándose  de  despojo    violento 
contra  su  mandante  para  obtenerla  posesión 
de  sus   minas  que  no  existían  sino  nominal' 
mente,  querella  que  el  Juzgado  aceptó  sin  to- 
mar en  cuenta  que  las  minas  de  Le-Meunier 
no  estaban  mensuradas,  ni  tenían  valor  al- 
guno para  el  efecto  de  fijar  la  ubicación  de  las 
minas.  Esto  le  valió  para  dar  ubicación  á  sus 
minas  en  el  mineral  de  don  Ruperto  Ovalle, 
con  sólo  decirle  al  actuario  que  sus  minas 
comprendían  todo  aquel  mineral.  Don  Ruper- 
to Ovalle,  viéndose  privado  tan  injustamen- 
te de  su  mineral,  se  querelló  de  despojo,  y  el 
Juzgado  le  devolvió  la  posesión  del  mineral; 
pero  la  Iltma.  Corte  de  Valparaiso  revocó  es- 
ta sentencia  y  entregó  á  don  Luis  Le-Meunier 
la  posesión  del  mineral  de  don  Ruperto  Ova- 
lle, reservándole  sus  derechos  para  que  los  hi- 
ciera valer  enjuicio  ordinario.  Concluye  ma- 
nifestando que  con  los  títulos  de  que  ha  ha- 
blado se  acredita  hasta  el  exceso  el  dominio 
de  don  Ruperto  Ovalle  sobre  el  mineral,  de 
manera  que  habiendo  perdido  la  posesión  de 
él,  es  llegado  el  caso  de  reivindicarlo  por  esta 
demanda,  por  lo  que  solicita  del  Juzgado,  se 
sirva  ordenar  en  definitiva  que  Le-Meunier 
está  obligado  á  entregarle  el  mineral  **Las 
Palmas**  con  todos   sus  accesorios  y  frutos 
desde  la  fecha,  indemnizándole  los  perjuicios  á 
que  son  obligados  los  poseedores  de  mala  fé 
y  á  pagarle  las  costas  de  este  juicio,  según  lo 
dispuesto  en  el  título  XII  del  Códije^o  Civil. 

Don  Luis  Le-Meunier  contestando  la  de- 
manda, dice  que  la  acción  entablada  por  va- 
rias minas  con  límites  supuestos,  es  á  todas 
luces  de  mala  fé  y  criminal,  y  que  la  acción 


reivindicatoria  ó  la  acción  de  dominio  se  con- 
cede al  dueño  de  un  inmueble  de  que  no  está 
en  posesión  y  es  indispensable  haber  tenido  el 
dominio  y  posesión  con  justo  título,  desde 
que  no  es  posible  reivindicar  cosas  ajenas  ni 
aun  se  puede  intentar  esta  acción  contra  el 
verdadero  dueño  de  la  cosa.  Por  los  años 
1891  y  1892  cuando  arrendaba  las  minas  de 
don  Ruperto  Ovalle,  doña  Santos  Medina 
V.  de  Osorio  en  sociedad  con  seis  hijos,  don 
Manuel  Espinosa  Jara  y  don  Baldomcro 
Cámus  denunciaron  unas  minas  antiguas  y 
abandonadas,  denominando  á  la  primera 
*Talmira"con  1  hectárea,  á  la  segunda,  "Jor- 
ge Montt,"  con  5  hectáreas  y  "Costitución*' 
á  la  tercera,  con  5  hectáreas;  cuyo  hecho 
comprueba  con  las  copias  que  presenta. 

Dueños  de  las  minas  Espinosa  y  Cámus, 
pusieron  trabajo  en  ellas,  y  el  arrendatario 
del  mineral  de  *'Las  Palmas"  no  puso  el  me- 
nor reparo  á  las  manifestaciones  y  ratificacio- 
nes y  les  dio  toda  clase  de  facilidades  para 
que  establecieran  sus  trabajos.  De  manera 
que  al  consentir  en  esto  el  arrendatario  reco- 
nocía que  eran  minas  antiguas  y  que  no  ha- 
bían sido  jamás  de  propiedad  de  don  Ruperto 
Ovalle.  Tampoco  le  hubieran  pertenecido,  su 
derecho  quedó  desierto  por  no  haberse  opues-^ 
to  en  el  término  que  prescribe  el  artículo  43 
del  Código  de  Minería. 

En  1891,  donjuán  Silva  Iñiguez,  con  moti- 
vo de  un  lanzamiento  decretado  en  contra  del 
arrendatario  del  mineral  de  "Las  Palmas" , 
comprendiendo  que  las  minas  "Palmira", 
**Jorge  Montt"  y  "Constitución",  convenía 
incorporarlas  á  las  minas  de  don  Ruperto 
Ovalle,  tomó  posesión  de  ellas,  por  lo  cual  los 
señores  Manuel  Espinosa  Jara  y  Cámus  se 
querellaron  de  despojo  y  el  Juzgado  los  man- 
dó reponer  en  la  posesión  y  dominio  de  sus 
minas.  En  marzo  de  1894,  no  habiendo  pa*^ 
gado  las  patentes  de  las  minas  "Palmira", 
"Jorge  Montt"  y  "Constitución",  el  Juzgado 
declaró  el  terreno  franco  ocupado  por  dichas : 
pertenencias  en  la  estensión  de  11  hectáreas 
y  don  Ruperto  Ovalle,  no  obstante  las  publi- 
caciiones  legales  no  interpuso  ninguna  recla- 
mación; lo  que  prueba  que  no  tuvo  título  ni 
derecho  alguno  que  hacer  valer.  Habiéndose 
declarado  el  terreno  franco,  don  Ismael  Villa* 
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16n  dmmició  In  pcrtetienda  '^alitiTra"  con  et 
mismo  Rombre  y  la  "J^^g*  Montt"  y  "Cons- 
titacíón",  con  el  ncrmbre  de  "Litigio";  de  ma- 
nera que  quedaron  reducidas  á  dos  pertenen- 
cíasy  con  «na  cabida  de  4  heetáreas  en  logar 
de  11  qne  tenían  antes. 

Dueño  de  ésas  minas  el  señor  ViHalón,  soHci- 
'  tó  la  mensura  y  con  este  motivo  se  siguió  un 
juicio  con  el  representante  del  señor  Ruperto 
O  valle  y  no  habiendo  éste  presentado  ningún 
título  para  fundar  su  derecho  de  preferencia, 
el  Juzgado,  por  sentencia  de  2  de  diciembre  de 
1897,  accedió  á  lo  pedido  por  Villalón. 

Bl  14  de  setiembre  de  1897  compró  por  es- 
critura póblica  inscrita  á  don  Ismael  Villa* 
16n,  sus  minas  "Palmira"  y  "Litigio",  y  ha* 
biéndose  formado  una  sociedad  de  cuatro  per'* 
sonas  para  explotar  el  mineral  de  "Las  Pal- 
mas", uno  de  los  socios  tomó  posesión  de  sus 
minas;  por  lo  cual  se  vio  obligado  á  quere- 
llarse de  despojo  y  el  juzgado  admitió  su  que- 
rtlla,  reponiéndolo  con  la  fuerza  pública  en  la 
posesión  de  sus  mina»  "Palmira"  y  "Liti- 

glO. 

Por  parte  de  don  Ruperto  Ovalle  se  inició 
en  sn  contra  una  segunda  querella  para  des- 
pojarlo de  sus  minas  que  él  poseía,  y  el  Juzga- 
do la  admitió;  pero  el  Iltmo.  Tribunal  hacten* 
do  honor  á  la  justicia  revocó  la  sentencia  y  lo 
mandó  reponer  en  la  posesión  y  dominio  de 
9Ud  pertenencias  mineras  "Pálmira"  y  "Liti- 
gio". La  escritura  de  compraventa  que  don 
Ruperto  Ovalle  exhibe  como  fundamento  de 
su  dominio,  es  nula,  oscura  é  indeterminada 
porque  no  consigna  el  nombre  de  las  minas 
que  da  en  venta,  los  Kmites  de  lá  propiedad 
y  no  ss  encuentra  inscrita  en  el  Conservador 
de  Bfeneft  Raíces.  Conduje  exponiendo  que 
sus  pertenencias  "Palmira"  y  "Litigio"  se 
las  retiene  usurpadas  el  demandante  y  para 
qtíe  hubiera  sido  procedente  la  acción  reínvin* 
dicatorin,  debió  etiperarAe  que  se  le  hubiera 
puesto  en  posesión.  ¥ót  lo  tanto,  don  Ruper- 
to Oválle  no  tiene  nada  que  reivindicar  ni  na- 
da que  ganar  por  pf^scfif^ón  y  su  demanda 
es  hnpt04?cdente  y  prematura. 

En  el  mismo  emérito  de  demanda  opuso  las 
ejicepdoiies  de  CMa  juzgada  y  prescripción  y 
la^  ínndá  cA  la»  ebns?deT'á<'?one»  que  hace  pfC' 
senté  en  dMlo  eftcrito. 


La  reconvención  del  demandado  la  ivmÁa 
en  que  siendo  dueño  de  las  pertenencias  Imn^ 
ras  que  don  Ruperto  Ovalle  le  tiene  usurpa- 
das, se  le  debe  condenar  al  pa/To  de  $  2.00} 
mensuales  por  el  mineral  que  explota  de  ñas 
minas  y  además  las  herramientas  j  útiles  que 
le  retiene,  y  además  se  le  condene  á  pagar  k» 
demás  perjuicios  que  le  ocasione  en  sns  bieso, 
que  avalúa  en  la  suma  de  $  10.000. 

Recibida  la  causa  á  prueba,  se  ha  rendido  I« 
que  corre  en  autos. 

Con  los  alegatos  de  las  partes,  se  citó  para 
oir  sentencia. 

Con  lo  relacionado  y  teniendo  prcsentr 
1^  Que  la  acción  reivindicatoría  ótánáÁiL 
por  don  Ruperto  Ovalle  tienepor  objeto  nsor- 
par  el  dominio  de  las  pertenencias  miflcnu 
"Las  Palmas",  cujos  deslindes  y  nbtcaciÓB, 
con  la  prueba  testimomial  rendida  al  tenor  de 
las  articulaciones  2*  y  3*  del  interrogatorio  t 
los  documentos,  se  han  comprobado  ser  cono 
sigue:  las  minas  de  "Las  Palmas"  estás  obl- 
eadas en  la  hacienda  de  Pedegna  de  don  José 
Ramón  Bspinosa,  y  deslindan  al  oriente  coo 
la  mina  "San  Agustín";  al  poniente  coo  lacm 
na  "El  Romero"  de  propiedad  de  don  Osofire 
JBunster;  por  el  sur  con  las  aspas  de  la  flaima 
mina  ó  la  quebrada  del  "Espino"  y  la"Rioja**; 
y  por  el  norte  con  las  aspas  de  la  misma  mina 
ó  con  la  quebrada  del  "Espino"  j  además  coa 
la  mina  "María  Luisa"  de  propiedad  dedeo 
José  Ramón  Espinosa.  Dentro  de  lasperten«r 
cias  que  comprenden  las  minas  de  "Las  Pal- 
mas" se  encuentran  los  socavones  "El  Mi- 
cho",  "El  Espino",  "Las  Carditas".  j  la? 
boca-minas  "Fortuna",  "Espino",  "Macbo' . 
"Gaucherá",     "Quillai",    "Litre",    "Qaiio*; 
"Chavalongo",  **San  Cipriano"  y  "Las  Car- 
ditas"; 

2^  Que  habiéndose  puesto  judirialneste 
en  posesión  á  don  LuisLe-Mcunier,  dehisfvr* 
tenencias  mineras  "Palmira"  y  "Litigio",  r 
gún  consta  de  la  diligencia  y  correspondindo 
los  deslindes  y  extensión  de  la  mina  '^Litigio" 
á  los  mismos  desfindes  y  extensión  que  co0-  I 
prenden  las  pertenencias  "Las  Pal8tas'^cof■o 
se  acredita  con  la  escritura  pública  de  Tfsta. 
prueba  testimonial  rendida  y  neta,  el  dcfliaa- 
dado,  don  Luis  Le-Meanier,  es  ci  actual  po* 
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seedor  de  las  pertenencias  cuyo  dominio  recla- 
ma, don  Ruperto  O  valle; 

3^  Qne,  aunque  con  los  documentos  se  ha 
acreditado  el  dominio  á  las  pertenencias  ''Las 
Palmas"  de  los  antecesores  de  don  Ruperto 
Oval  le,  sin  embargo,  éste  no  puede  derivar  su 
dominio  á  las  mismas  pertenencias,  de  la  es- 
critura pública,  porque  no  consta  su  inscrip- 
ción, y  de  consiguiente,  no  ha  habido  tradi- 
ción legal; 

4^  Que  con  la  prueba  testimonial  rendida 
por  don  Ruperto  Ovalle  al  tenor  del  interro- 
gatorio, la  cual  no  ha  sido  contradicha  por  el 
demandado,  ha  comprobado,  su£cienteniente 
que  ha  tenido  la  posesión  tranquila  y  pacífica 
de  las  pertenencias  mineras  ''Las  Palmas*' 
durante  más  de  diez  años; 

5^  Que  don  Ismael  ViUalón  manifestó  y  ra- 
tificó bajo  el  nombre  "Litigio'*  las  pertencias 
"Constitución"  y  "Jorge  Montt"  cuyo  terre- 
no fué  declarado  franco  por  el  Juzgado  en  vir- 
tud de  no  haberse  pagado  la  patente  respec- 
tiva y  consiguientemente,  don  Ismael  Villalón 
no  pudo  trasmitir  á  don  Luis  Le-Meunier  por 
la  escritura  pública,  más  derechos  que  los  que 
tenían  sus  antiguos  concesionarios,  don  Ma- 
nuel Espinosa  Jara  y  don  Baldomcro  Cámus, 
en  las  minas  citadas,  según  los  términos  con- 
dicionales de  las  manifestaciones; 

6^  Que  en  conformidad  á  estas  manifesta- 
ciones y  ratificaciones,  habiéndose  concedido 
las  minas  "Constitución"  y  "Jorge  Montt**, 
bajo  los  deslindes  y  extensión  pedidos  por  sus 
concesionarios,  siempre  que  don  Ruperto  O  va- 
lie  no  reclamara  y  presentara  títulos  legales, 
en  cuyo  caso  dichas  pertenencias  se  medirían 
á  continuación  de  la  que  demarcara  don  Ru- 
perto Ovalle;  y  constando  que  éste  tenía  la  po- 
sesión y  dominio  de  las  pertenencias  "Las 
Palmas*',  don  Ismael  Villalón  no  tuvo  dere- 
cho para  transferir  el  dominio  de  estas  minas 
por  la  escritura  pública,  ni  don  Luis  Le-Meu- 
nier adquirió  por  este  título  otros  derechos 
que  los  condicionales  que  se  consignan  en  las 
manitetaciones  y  ratificaciones  '^sobredichas; 
7^  Que,  en  consecuencia,  don  Luis  Le-Meu- 
nicr  por  la  escritura  pública  sólo  adquirió  los 
títulos  provisorios  de  la  manifestación  y  rati- 
ficación de  la  mina  "Litigio**  en  los  mismos 
términos  y  forma  en  que  se  concedieron  las 


pertenencias  "Jorge  Moott"  y  "Constitución" 
y  no  constituyendo  esos  títulos  prueba  iegal, 
-ni  perju'licando  á  terceros,  mientras  no  se 
constituya  el  título  definitivo  por  la  mensura 
y  demarcación  de  las  pertenencias,  operación 
que  no  se  ha  practicado  en  el  caso  de  que  se 
trai»,  don  Ismael  Villalón  no  pudo  transferir 
la  mina  "Litigio**  bajo  los  deslindes  y  esten- 
sión  que  se  determinan  en  la  escritura,  porque 
perjudicaba  á  un  tercero,  don  Ruperto  Gya- 
lle,  que  tenía  la  posesión  y  dominio  áe  las 
pertenencias  "Las  Palmas*',  comprendidas  en 
esos  deslindes  y  extensión; 

8^  Que  en  cuanto  á  la  prescripción  alegada 
por  el  demandado,  ésta  se  interrumpió  con  los 
interdictos  posesorios  seguidos  por  las  partes 
y  no  puede  hacerse  valer  contra  el  verdadero 
dueño,  ya  que  don  Ruperto  Ovalle  á  la  fedia 
de  las  manifestaciones  de  las  minas  "Jorge 
Montt**  y  "Constitución",  había  ganado  por 
prescripción  extraordinaria  de  10  años  e!  do- 
minio de  las  pertenencias  mineras  "Las  Pal- 
mas**. 

9^  Que  en  cuanto  ala  excepción  de  cosa  juz- 
gada deducida  por  el  demandado,  los  inter- 
dictos posesorios  seguidos  por  las  partes  han 
tenido  por  objetóla  posesión  y  no  ei  dominio, 
y,  por  lo  tanto,  no  existe  identidad  de  la  cau- 
sa de  pedir;  y 

10.  Que  no  se  han  comprobado  los  hechos 
en  que  se  funda  la  reconvención  de  don  Luis 
Le-Meunier. 

Por  estos  fundamentos  y  de  conformidad 
con  lo  prescrito  en  los  artículos  39  y  86  del 
Código  de  Minería,  artículos  G82,  889,  893, 
894,  895,  907, 1688,  2503  y  2510  del  Código 
Civil  y  artículo  200  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  se  declara  que  ha  lugar  á  la  de- 
manda sólo  en  cuanto  don  Ruperto  Ovalle  ha 
adquirido  el  dominio  de  las  pertenencias  mi- 
neras "Las  Palmas"  por  prescripción  extraor- 
dinaria de  10  años,  y,  en  consecuencia,  don 
Luis  Le-Meunier  está  obligado  á  restituir  al 
demandante  las  minas  citadas,  con  los  mis- 
mos deslindes  y  extensión  que  se  determinan 
en  el  considerando  1^  de  esta  sentencia.  No 
ha  lugar  á  la  reconvención,  prescripción  y  co- 
sa juzgada,  deducidas  por  el  demandado,  ni 
á  las  otras  acciones  y  excepciones  de  las  par- 
tes.-^A.  Oya/ieéel. 
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La  Corte  de  Apelaciones: 
Santiago,  27  de  octubre  de  1905.— Vistos:  re- 
produciendo la'parte  expositiva  de  la  senten- 
cia de  primera  instancia  y  teniendo  presente: 
■    1^  Que  del  certificado  dado  por  el  secreta- 
rio del  juzgado  de  Petorca,  resulta  que  las 
minas  "Palmira"  y  "Jorge  Montt*'    fueron 
comprendidas  entre  las  que  no  habían  paga- 
do patente  en  la  lista  que  el  tesorero  fiscal 
p^ó  con  fecha  2  de  mayo  de  1894  al  Juzgado 
de  Letras  de  Petorca,  el  cual  por  auto  del  8 
del  mismo  mes  las  mandó  poner  en  remate;  y 
que,  no  habiendo  habido  postores,  por  auto 
de  21  de  junio  del  expresado  año  se  declaró 
franco  el  terreno  de  esas  pertenencias; 

2^  Que  de  los  documentos,  aparece  que  don 
Ismael  Yillalón  en  agosto  de  1894  manifestó 
las  minas  "Palmira**  y  "Espino**  ó  **Jorge 
Montt",  dando  á  esta  áltima  el  nombre  de 
"Litigio",  y  que  en  noviembre  de  ese  año  Yi- 
llalón ratificó  el  registro  de  una  y  otra  mina; 

3^  Que  por  sentencia  de  2  de  diciembre  de 
1897,  se  declaró  que  don  Ismael  Yillalón  tenía 
derecho  preferente  para  medir  sus  minas  "Pal- 
mira"  y  "Litigio"  sobre  aquellas  que  en  el  mi- 
neral de  las  "Palmas"  tenía  dados  en  arrenda- 
miento don  Ruperto  Ovalle  á  don  Juan  Silva 
Iñiguez,  con  el  cual  se  siguió  el  juicio; 

4^  Que  todas  las  diligencias  hechas  por  Ova- 
lle con  posterioridad  á  dicha  sentencia  para 
dejarla  sin  efecto  ó  para  que  no  le  afectara  en 
cuanto  á  las  minas  que  poseía  en  el  mineral 
de  las  "Palmas",  fueron  desechadas,  según 
puede  verse  en  los  citados  autos  sobre  prefe- 
rencia de  mensura; 

5^  Que  en  la  sentencia  dictada porel  juzga- 
do de  Petorca  el  30  de  octubre  de  1897,  á  con- 
secuencia de  una  acción  de  despojo  violento 
promovida  por  don  LuisLe-Meunier,  se  man- 
dó restituir  al  querellante  la  posesión  de  las 
minas  "Palmira"  y  * 'Litigio"  que  fueron  ma- 
teria del  interdicto; 

6^  Que  corre  la^  dilijencia  judicial  por  la  que 
el  3  de  noviembre  de  1897  se  puso  en  posesión 
á  Le-Meunier  de  las  minas  que  por  la  citada 
sentencia  se  le  mandaron  restituir; 

7^  Que  la  Iltma.  Corte  de  Yalparaiso  por 
sentencia  de  2  de  diciembre  de  1898,  revocó 
una  de  primera  instancia  que  mandaba  repo- 
ner á  don  Ruperto  Ovalle  en  la  posesión  del 


mineral  de  las  "Palmas"  lindante  por  el  po- 
niente con  la  mina  "Romero"  de  la  sucesión 
Bunster,  por  el  norte  con  la  quebrada  del  Es- 
pino, por  el  sur  con  la  misma  quebrada  j 
con  la  Rioja,  y  porel  oriente  con  la  mina  "San 
Agustín",  y  declaró  sin  lugar  la  querella,  re- 
servando al  querellante  los  derechos  que  k 
correspondieran  para  hacerlos  valer  en  ría 
ordinaria,  teniendo  presente  entre  otras  cosas 
que  la  posesión  concedida  á  Le-Meunier  por 
la  sentencia  restitutoria  en  *el  interdicto  de 
despojo  violento  se  limitó  á  las  minas  "Pal- 
mira"  y  "Litigio",  únicas  que  fueron  objeto 
de  la  querella; 

8^  Que  al  mineral  de  las  "Palmas"  que  en 
este  juicio  trata  de  reivindicarse  señala  don 
Ruperto  Ovalle  en  la  demanda  idénticos  des- 
lindes á  los  que  tienen  las  propiedades  mi- 
neras de  que  Le-Mennier  se  halla  en  posesión 
y  que  denomina  con  los  nombres  de  "Palmi- 
ra" y  "Litigio";  y 

9'  Que  no  habiéndose  aun  practicado  la 
mensura  de  estas  minas,  á  la  que  su  dueño 
tiene,  para  llevarla  á  cabo,  derecho  preferente 
sobre  las  de  Ovalle,  no  es  bastante  la  prueba 
rendida  para  dar  por  acreditado  el  dominio 
que  el  demandante  pretende  en  el  mineral  que 
reivindica. 

Visto  lo  dispuesto  en  el  título  VI  del  Código 
de  Minería,  se  declara  que  no  ha  lugar  á  la 
demanda,  sin  perjuicio  del  derecho  que  el  de- 
mandante pueda  tener  sobre  las  pertenencias 
mineras  que  no  se  comprendan  dentro  de  la 
mensura  que  se  practique  de  las  minas  "Pal- 
mira"  y  "Litigio".  Se  revoca  en  lo  contrario 
á  esta  la  sentencia  apelada  de  13  de  junio  de 
1904,  y  se  confirma  en  lo  demás. 

Redactada  por  el  señor  Presidente  Donoso 
Vildósola. — E,  Donoso  V,—J,  Alejo  Fernández. 
—J,  Ignacio  Larrain  Z, 

Contra  esta  sentencia  se  ha  anunciado 
oportunamente  recurso  de  casación  en  la  for- 
ma y  en  el  fondo,  consignándose  la  cantidad 
correspondiente. 

Formalizándose  el  recurso  de  casación  en 
la  forma,  dice  que  la  sentencia  recurrida  ha 
omitido  la  enunciación  de  las  nuevas  peticio- 
nes deducidas  por  el  demandante  en  segunda 
instancia,  peticiones  con  las  cuales  se  adhirió 
á  la  apelación,  exponiendo  nuevos  anteceden* 


JURISPRUDENCIA 


293 


tes  y  acompañando  nuevos  documentos;  que 
la  sentencia  recurrida  ha  omitido  la  enuncia- 
ción concreta  de  las  leyes  6  principios  con 
arreglo    á  los  cuales  se   pronunció  el  fallo, 
puesto  que  se  citan  en  jeneral  las  disposicio- 
nes del  título  6^  del  Código  de  Minería,  ma- 
nera de  citar  las  disposiciones  legales  que  no 
guarda  conformidad  con  el  precepto  legal  que 
ordena  é  los  tribunales  fundar  sus  sentencias 
indicando  con   precisión  las  disposiciones  ó 
preceptos  legales  y  en  su  defecto  los  principios 
de  equidad  claramente  expresados  que  sirvan 
de  fundamento  á  la  resolución,  con  cuyo  pro- 
cedimiento ha  omitido  el  cumplimiento    de 
requisitos  esenciales  que  debe  contener  una 
sentencia,  lo  cual  es  causal  de  casación  en  la 
forma  según  lo  dispuesto  en  los  artículos  941 
número  5^  y  193  del  Código  de  Procedimien- 
to Civil;  y  finalmente  que  el  fallo  recurrido 
contiene  decisiones  contradictorias,   lo   que 
está  reconocido  como  causal  de  casación  en 
la  forma  según  lo  dispuesto  en  el  número  7^ 
del  artículo  941  del  mismo  Código  citado. 

La  Corte: 

Considerando  respecto  á  la  segunda  causal 
consistente  en  haber  omitido  la  enunciación 
de  las  leyes  ó  principios  legales  en  que  se  fun- 
da la  sentencia,  que  al  darse  por  fundamento 
de  la  resolución  las  disposiciones  del  título  6^ 
del  Código  de  Minería  no  se  ha  cumplido  con 
lo  prescrito  en  el  artículo  193  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  porque,  al  citarse  todas 
las  disposiciones  del  título  como  fundamento 
del  fallo,  se  comprenden  disposiciones  que  no 
tienen  relación  con  las  cuestiones  que  son  ma- 
teria del  juicio. 

Así  se  ve  que,  tratándose  de  una  cuestión 
de  propiedad  ó  mejor  derecho  á  terrenos  ocu- 
pados por  pertenencias  mineras,  se  encuen- 
tran comprendidas  en  los  fundamentos  de  la 
sentencia,  disposiciones  que  se  refieren  al  mo- 
do de  proceder  á  las  demarcaciones  y  mensu- 
ras de  las  pertenencias  mineras  en  general,  á 
la  intervención  de  peritos  y  modo  de  proceder 
en  las  diversas  situaciones  que  puedan  presen- 
tarse, á  lasrectifícaciones,  ala  manera  y  modo 
de  proceder  en  ellas  etc.,  fundamentos  que  no 
pueden  servir  para  la  resolución  de  las  peti- 
ciones de  la  demanda. 


Que  si  se  aceptara  que  para  dar  cumplimien-» 
to  á  la  diposidón  del  número  5^  del  artículo 
193  mencionado,  que  manda  hacer  la  cita  de 
las  leyes,  y  en  su  defecto  de  los  principios  de 
equidad  con  arreglo  á  los  cuales  se  pronuncia 
el  fallo,  se  citara  en  general  un  título  de  un 
Código,  que  por  lo  general  comprende  mu- 
chas disposiciones,  con  el  mismo  criterio  legal 
podría  considerarse  autorizado  un  juez  para 
citarun  libro  ó  todas  las  disposiciones  de  un 
Código,  como  fundamento  de  la  sentencia. 

Que  fácilmente  se  comprende  que  al  mandar 
el  número  5^  recordado  que  se  enuncien  las  le- 
yes que  sirvan  de  fundamento  al  falló,  se  ha 
querido  ordenar  que  se  haga  la  citación  con- 
creta de  la  disposición  ó  disposiciones  legales 
que  han  servido  de  fundamento  para  dictar 
resolución,  "y  no  una  cita  vaga  y  general  qué 
no  da  idea  del  verdadero  principio  legal  que 
ha  servido  de  fundamento  para  expedir  el 
fallo. 

Que  al  ordenar  la  ley  que  se  citen  los  princi- 
pios legales  que  sirven  de  fundamento,  ha 
querido  sin  duda  dar  á  las  partes  todas  las 
garantías  posibles  de  rectitud  y  acierto  en  las 
sentencias,  haciendo  que  el  juez  dé  con  preci- 
sión y  claridad  el  fundamento  de  ella,  propó- 
sito que  se  ve  de  una  manera  incontroverti- 
ble en  todas  las  disposiciones  del  artículo  193 
ya  citado. 

Que  empleado  el  procedimiento  observado 
por  la  sentencia,  al  citar  las  disposiciones  le- 
gales que  la  sirven  de  fundamento  al  expedir 
el  fallo,  se  priva  á  las  partes  de  la  posibilidad 
del  derecho  de  interponer  un  recurso  de  casa- 
ción, puesto  que  no  podría  interponerlo  en  la 
forma  ordenada  por  el  artículo  945  del  Códi- 
go de  Procedimiento  Civil,  que  manda  que  al 
interponerse  se  haga  mención  expresa  y  de- 
terminada del  vicio  ó  defecto  en  que  se  funda 
y  de  la  ley  ó  leyes  infringidas,  puesto  que  no 
estando  determinada  la  ley  en  que  se  ha  fun* 
dado  la  sentencia,  no  podría  expresar  cual  es 
la  ley  infringida. 

Que  estando  aceptada  una  causal  de  casa- 
ción, es  inoficioso  pronunciarse  sobre  las  de- 
más causales  alegadas. 

En  mérito  de  estas  consider¿|ciones  y  dispo- 
siciones legales  citadas  y  lo  dispuesto  en  los 
artículos  959,  960  y  979  del  Código  de  Pro- 


294 


SB5UNDA  PAftTB.---<SECCl6N  PRIMERA 


cedimiento  Civfl  se  invalida  la  aenteociade  27 
áe  octubre  át  1905. 

Se  repone  este  proceso  al  estado  de  verse  la 
causa  por  la  sala  no  implicada  de  la  Corte  de 
Apelaciones  de  Santiago. 

Redactada  por  el  señor  Palma  Gncmán. 

Aconlada  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
Rodriguen,  quien  opinó  qae  no  procede  la  ca- 
sacMnett  virtud  deque,  aun  cuando  el  motivo 
en  que  dia  se  fiíiMla  puede  reputarse  como 
una  iocorrecdón  de  procedimiento,  no  alcan- 
za sin  «aibargo  á  constituir,  en  el  caso  de  este 
recurso,  tiaa  causal  de  nulidad,  por  cnanto  se 
citan  determinadanente  las  leyes  queconcier- 
néná  laconstítncíóii  deümtiva  de  la  propie- 
dad minam,  y  por  lo  tanto  á  la  decisión  del 
ponto  litigioso  oomtrovcrtido.  — /.  O&briel 
PeJaoL^mamm^ — Leoncio  Rodríguez. — Carlos 
Véras.^^,  I^ergara  Aibaoo. 


Cus.  Civ.  16  de  abrí  de  1906 
Reyes  con  Reyes 

Hijo  Mübaral;  x^eoonoolmieato  en  tes- 
t&faento;  alimeiitOB;  asigmaolon  for- 
Kosa. 

DocTRUiAi—Eotre  hts  personáis  á  ijuie* 
Ñcs  9€  'debe  aiimemto  no  íigaran  los  ber- 
manos  naturales. 

No  pesa  sobre  los  herederos  la  obliga- 
ción -de  prestar  alimentos  á  que  no  esta- 
ba obligado  el  testador  por  sentencia  ju- 
didal  «d  por  imsta^mento  auténtico,  no 
siendo  bastante  Á  este  eíoeto  el  reconoci- 
miento de  hijo  natural  hecho  por  el  di- 
funto en  su  testamento  que  sólo  viene 
á  producir  sus  efectos  después  de  la 
muerte, 

El^rtícfalo  1169  del  Código  Civil  sólo 
favorece  b1  hijo  ilegitimo  declnre^do  t&l 


en  el  testamento;  pero  nó  al  bija  nato- 
ral  reconocido  en  acto  del  mismo  género, 
á  quien  según  se  desprende  de  esas  tér- 
minos expresos  niega  acción  para,  exigir 
alimentos  en  tal  carácter  de  los  herede- 
ros del  testador  {IJ 


Don  Onofre  Montenegro,  por  doña  Edelmira 
Reyes,  según  poder  acompañado  dice:  qtic  por 
testamento  otorgado  el  12  de  julio  de   18í>2 
que  en  copia  acompaña,  don  José  Pascual  Re- 
yes, reconoció  á  mi  poderdante  como  hga  na- 
tural. De  la  escritura  de  declaración  que  tam- 
bién adjunto,  aparece  que  la  señorita  Reyes 
ha  aceptado  aquel  reconocimiento.  Le  asisten, 
en  consecuencia  todos  los  derechos  que  la  kr 
otorga  á  los  hijos  naturales,  entre  los  cnaks 
ñgura  el  de  pedir  alimento,  que  vengo  en  ejer- 
citar en  la  presente  demanda.  Los  artfcak» 
321  número  4^  116  número  1^  i  1168  del  Có- 
digo Civil  autorizan,  en  forma  bien  explícita, 
la  acción  sobre  alimentos  que  doña  Edelmira 
Reyes  puede  entablar  contra  los  herederos  de 
su  padre  natural.  Sobre  esto  no  cabe  discutir. 
Lo  único  que  puede  debatirse  en  este  juicio  es 
la  regularízación  ó  monto  de  las  pensiones  ali- 
menticias. La  ley  2*  título  19,  partida  4*  in- 
dica de  la  siguiente  manera  la  obligación  que 
pesa  sobre  los  padres  en  orden  á  la  aumenta- 
ción de  sus  hijos.  Esa  manera  en  que  deben 
criar  los  padres  á  sus  hijos,  i  darles  lo  qne  les 
fuere  menester,  monqeren  non  queranes  esta: 
que  les  deben  dar  que  coman,  e  que  beban,  e 

(1)  No  podemos  adherir  á  la  doctrina  qoe  se  des> 
prende  de  la  sentencia»!  dictadas  en  esta  causa  y  qoe 
la  Corte  Suprema  ha  hecho  sayas  reagniTándoIss* 

Se  trataba  en  la  especie  de  una  8aoe«6a  en  que 
por  haber  hijos  legítimos,  el  hijo  natural  so  teaia 
de reoho  alguno  hereditario  como  legitimario  ni  nnam 
heredero  testamentario.  El  padre  m  había  UmiUdo 
á  hacer  el  reconocimiento  de  su  hijo  natural;  j  si 
la  ley  da  al  hijo  reoonocido  como  ilegítimo  6  cayo 
reconocimiento  no  ha  sido  formal  con  la  intención 
de  conferirle  los  derechos  de  hijo  natural  6  no  ta- 
viere  efecto  en  este  sentido,  la  facultad  de  exigir 
á  los  heredecos  aquellos  aUmentee  á  que  sería  obM- 
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que  vistan,  e  que  calcen,  e  lugar  do  moren,  c 
todas  las  otras  cosas  que  le  fuere  menester  sin 
las  cuales  non  pueden  los  ornes  btvir.  Esto  de* 
be  cada  uno  fazer  segund  la  riqueza  e  el  poder 
que  aviere,  catando  todavía  la  persona  daquel 
que  le  debe  recibir,  en  que  manera  le  deben  es- 
to fazer.  El  inciso  3^  del  artículo  323  del  Có- 
digo Civil  define  los  alimentos  necesarios,  los 
que  dan  lo  que  basta  para  sustentar  la  vida. 
Y  el  artículo  329  del  mismo  Código  establece 


que:  "En  la  tasación  de  los  alimentos  (sean 
congruos  ó  necesarios),  se  deberán  tomar 
siempre  en  consideración  las  facultades  del 
deudor  y  sus  circunstancias  domésticas.  A  la 
vista  de  las  tres  disposiciones  legales  citadas 
que  dejo  trascritas,  este  juicio  se  resuelve  res 
pondiendo  á  estas  preguntas:  1*  ¿Qué  canti- 
dad mensual  basta  para  sustentar  la  vida  de 
la  señorita  Edelmira  Reyes?  2*  ¿Cuáles  son  las 
facultades  de  la  sucesión  deudora  y  cuáles  las 


gado  el  testador  si  viviese;  pero  ríq  acción  retroac- 
tiva, (es  decir,  din  poder  exigirlos  desde  ana  fecha 
anterior  al  testamento),  no  comprendemos  cómo  po- 
drían negarse  tales  alimentos  al  hijo  natural  que  no 
paede  ser  heredero  legítimo  ni  legitimario  por  exis- 
tir hijos  legítimos  que   lo  excluyen  de  la  herencia. 

La  doctrina  de  la  Corte  Suprema  nos  lleva  al  ab* 
surdo  de  que  el  hijo  ilegítimo,  talves  de  dañado 
ayuntamiento  (razón  por  la  cual'  no  pnede  tener 
efecto  BU  reconocimiento  como  natural,  en  este  sen- 
tiáo,  según  la  expresión  de  la  ley),  estaría  en  mejor 
condición  que  el  hijo  natural  reconocido  formal- 
mente y  que  pudo  ser  reconocido  «en  este  senti- 
do», cuando  por  no  ser  iegitimatario  no  puede  pre- 
tender derecho  alguno  á  la  herencia. 

La  interpretación  que  el  Tribunal  de  Casación 
da  al  articulo  1169  de  nuestro  Código  Civil  pugna, 
i  nuestro  juicio,  con  su  letra  y  con  su  espíritu,  y  se 
aparta  del  sistema  general  adoptado  en  orden  á  la 
prestación  de  alimentos. 

Para  el  Tribunal  Supremo  cel  artículo  1169  del 
referido  Código,  que  contiene  una  excepción  á  los 
príoeipios  generales,  sólo  favorece  al  hijo  ilegitimo 
declarado  tal  en  el  testamento,  pero  nó  al  hijo  natu- 
ral reconocido  en  acto  del  mismo  genero,  á  quien, 
según  83  desprende  de  sus  términos  expresos,  ni^i^a 
acción  para  exigir  alimentos  en  tal  carácter  a  los  he- 
rederos del  testador 9.  De  los  términos  expresos  de 
la  ley  se  desprende  únicamente  que  ella  ha  querido 
asegurar  aún  á  los  hijos  Vegitimos  no  reconocidos  como 
Uiks  en  vida  del  testador  los  alimentos  á  que  éste 
Iberia  obligado  si  viviese,  ¡jero  sin  acción  retroactiva, 
salvo  que  ese  reconocimiento  no  diera  al  hijo  ma- 
yores derechos.  El  artículo  no  dice  en  parte  alguna 
que  el  hijo  reconocido  formalmente  como  natural 
en  el  testamento  carezca  de  acción  para  pedir  ali- 
mentos á  los  herederos  de  su  padre;  y  no  lo  dice 
porque,  como  lo  observa  el  mismo  Tribunal  Supre- 
mo, el  hijo  natural  tiene  derechos  de  mayor  impor- 
tancia, pues  de  alimentario  se  convierto  en  heredero 
le jí timo  ah  intestato  ó  en  heredero  legitimario  en  la 
Bucesíón  testada  de  su  padre;  y  porque,  caso  de  no 
^rloy  estaría  comprendido  dentro  de  'la  disposición 


del  artículo  1168,  según  la  cual  los  alimentos  que 
el  difunto  le  ha  debido  gravan  la  masa  hereditaria. 
Es  evidente  que  si  el  hijo  natural  es  heredero  ó 
legitimario  no  será  cuestión  de  una  prestación  ali- 
menticia que  no  podría  pretender  quien  tiene  bie- 
nes de  cuantía  bastantes  para  asegurarle  alimentos 
mucho  más  cuantiosos  que  los  que  pueden  haber 
pretendido  del  padre  natural;  pero  la  cuestión  que- 
da en  pié  en  el  caso  de  no  ser  el  hijo  natural  tal 
heredero  ó  legitimario,  por  haber  legitimarios  y  he- 
rederos que  lo  excluyen  ó  de  la  legítima  ó  de  la  he- 
rencia. No  cabe,  por  lo  mismo,  decir  que  en  el 
artículo  1169  se  habla  de  dos  cosas  cuya  diferencia 
ese  esplica,  por  lo  demás,  perfectamente,  porque  no 
teniendo  el  hijo  ilegítimo  más  derecho  que  él 
de  pedir  alimentos,  la  ley  ha  presumido  'que  al  con- 
ferirle el  testador  ese  estado,  no  ha  podido  tener 
otra  intención  que  la  de  asegurarle  el  ejercicio  de 
ese  derecho,  ya  que  de  otro  modo  el  reconocimien- 
to testamentario  sería  nngatorío  ó  no  produciría 
efecto  alguno».  El  artículo  1169  habla  de  un  sólo  ' 
caso  y  nó  de  dos  y  precisamente  la  razón  dada  por 
la  Corte  está  manifestando  que  no  se  refiere  al  caso 
del  hijo  natural  puesto  que  se  llegaría  al  absurdo, 
que  el  Tribunal  Supremo  rechasa,  de  que  pudiera 
ser  nugatorio  y  no  producir  efecto  alguno  el  reco- 
nocimiento de  un  hijo  como  natural^  es  decir  en  un 
estado  civil  superior  al  de  hijo  ilegitino  reconocido 
sólo  como  tal.  La  Corte  nos  dice  que  cel  hijo  natu- 
ral, como  se  demuestra  por  las  disposiciones  de  los 
títulos  II  y  y  del  §  3  del  Libro  ni  del  Código  Ci- 
vil, tiene  opción,  en  su  caso,  á  los  bienes  del  difun- 
to ;  y  parece  lógico  suponer  que  estando  los  derechos 
del  hijo  natural  definidos  por  la  ley,  el  testador, 
salvo  voluntad  expresa  en  contrarío,  no  haya  que- 
rido atribuirle  con  su  reconocimiento  en  la  forma 
dicha  otros  derechos  en  tal  carácter  que  los  que 
aquella  le  asegura  sobre  su  sucesión».  Tal  proposi- 
ción es  absol  11  tamente  falsa  é  ilógica,  puesto  que  el 
hijo  natural  puede  no  tener  derecho  alguno  suceso- 
rio por  una  parte;  y  i>or  la  otra,  si  tuviera  tales  de- 
rechos, carecería  por  el  mismo  hecho  de  acción  para 
pedir  alimentos. 
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circunstancias  domésticas  délas  personas  que 
la  componen?  Para  apreciar  la  primera  cues- 
tión debe  tenerse  presente  que  mi  poderdante 
fué  tenida  siempre  como  hija  del  señor  Reyes 
Y  vivió  á  su  lado  como  persona  de  la  familia. 
La  señorita  Reyes  fué  atendida  á  su  sustento 
en  las  mismas  condiciones  que  lo  fueron  sus 
hermanos  naturales.  Tratada  de  igual  modo 
que  ellos,  sus  necesidades  fueron  satisfechas 
como  corresponde  á  la  hija  de  un  padre  acau- 


dalado. Dados  estos  antecedentes  doña  Edé 
mira  Reyes  necesita  una  suma  que  la  habOití 
no  para  sustentar  la  vida  de  un  gañán  sino 
para  atender  las  necesidades  de  la  vida  qoe 
ella  conoció  en  el  hogar  de  su  padre  yá  lacu¿l 
estaba  habituada.  Tómese  también  en  consi- 
deración que  mi  mandante  es  personaeníerm 
que  necesita  constante  atención  médica  j  cao- 
bíos  de  clima  y  se  verá  que  para  sustentar  se 
vida  necesita  una  suma  considerable.  £1  certi- 


El  error  en  qae  incurre  el  fallo  de  casación  y  en 
qae  ha  incurrido  el  fallo  de  la  causa,  proviene  de  la 
interpretación  restrictiva  que  ha  dado  al  artículo 
1168  del  Código  Civil.  Para  los  jueces  de  la  cansa 
no  pesa  sobre  los  herederos  la  obligación  de  preatar 
alimentos  á  que  no  CHtaba  obligado  su  causa  habien- 
te por  sentencia  judicial  ó  por  instrumento  autén- 
tico; pues  usi  bien  es  cierto,  deben  deducirse  de  la 
masa  de  bienes  que  el  difunto  ha  dejado,  las  asig- 
naciones alimenticias  forzosas,  esto  debe  entenderse 
cuando  la  obligación  de  que  se  trata  ha  existido  con 
anterioridad,  porque  dado  su  carácter  ellos  suponen 
una  cantidad  líquida  ó  liquidable,  por  lo  menos, 
para  que  puedan  deducirse]».  Para  la  Corte  Supre- 
ma «sólo  gravan  á  la  masa  hereditaria  los  alimentos 
que  el  difunto  haya  debido  á  ciertas  personas»  y 
estima  que  no  ha  existido  la  obligación  de  alimentar 
al  hijo  natural  reconocido  como  tal  en  el  testamento 
y  que  sólo  adquiere  esta  calidad,  por  lo  mismo, 
después  de  la  muerte  del  padre  que  reconoce. 

Mientras  tanto,  el  artículo  1 168  establece  de  un 
modo  general  que  dos  alimentos  que  el  difunto  ha 
debido  por  ley  á  ciertas  personas  gravan  la  masa 
hereditaria»,  y  ha  debido  no  es  lo  mismo  que  haya 
debido.  Los  alimentos  que  el  difunto  ha  debido  son 
los  que  debe  pagar  por  disposición  de  la  ley  y  no 
aquellos  á  que  es  condenado  por  sentencia  judicial 
ó  que  se  han  establecido  por  instrumento  auténti- 
co. Los  alimentos  que  el  difunto  ha  debido  pueden 
haber  sido  pagados  por  él  en  vida  sin  necesidad  de 
fallo  judicial  ó  de  instrumento  alguno  que  fija  sn 
cuantía;  ó  puedan  no  haber  sido  pagados,  sin  dejar 
por  eso  de  deberse. 

En  el  proyecto  del  señor  Bello  de  1853,  el  artícu- 
lo 1168  tenía  la  siguiente  redacción:  «Art.  1325. 
Se  deben  asignaciones  alimenticias  á  las  personas 
que  fundan  su  derecho  á  ella  según  el  artículo 
360)»  (es  decir,  el  art.  821  del  Código,  que  determina 
las  perdonas  á  quienes  se  debe  alimentos).  Y  el  ar- 
tículo 1326  agiegaba  que  tcuando  el  testador  no 
hubiere  asignado  alimentos  á  alguna  de  las  perso- 
nas que  según  el  artículo  360  deben  tenerlos,  6 
cuando  los  alimentos  asignados  por  el  testador  fue- 


ren insuficientes,  se  asignarán  6  aomentarán  bsb, 
la  cantidad  que  pareciere  justa.» 

En  el  proyecto  de  la  Gomisióa  BeTÍson  [Vh 
mo  XIII  de  las  Obras  de  Bello)  estas  dispoucioQ.^ 
aparecen  redactadas  en  la  forma  sigaieote: 

cArt.  1325.  La  obligación  de  prestar  alimenta 
no  se  trasmite  á  los  herederos  sino  en  farordelis 
personas  designadas  en  loa  números  2, 3, 4, 5, 6, 7, 
9  y  10  del  articule  360.  Los  designados  en  los  Da- 
meros 2  y  3  que  fallecida  aquella  de  quien  redbiu 
alimentos  forzosos,  tuvieren  derecho  segúo  ú  pre- 
cedente inciso,  para  exigirlos  k  otro,  perderán  sb 
acción  contra  loa  herederos  de  la  primera.» 

Los  únicos  casos  excluidos  de  la  IrasmttióndeU 
obligación  alimenticia  en  esta  disposición  son  eU¿l 
cónyuge  y  el  de  los  hermanos  legítimos;  de  mod^ 
que  el  proyecto  sentaba  claramente  la  transmisibi- 
lidad  de  la  obligación  alimenticia;  y  el  artícalo  IH^ 
del  Código  la  ha  establecido  claramente  al  dec: 
que  dios  alimentos  que  el  difunto  ha  debido  por 
ley  á  ciertas  personas»,  sea  que  los  pagara  en  ^^ 
voluntaria  ó  forzadamente,  cgravan  la  masa  hert- 
ditaria».  Ha  debido  quiere  decir  lo  mismo  qoe  ki 
estado  obligado  á  pagar;  pero  la  ley  no  exige  qae  la 
deuda  esté  establecida  por  sentencia  jadícial  ó  sei 
fijada  en  su  cuantía  por  iastramenio  aatéatiei)- 
Por  eso  el  artículo  1327  del  mismo  proyecto  inédi- 
to establecía  que  tel  jnea  reglará  la  forma  eaq6« 
hayan  de  prestarse  los  alimentos  deaigoadoSi  los  p^ 
nodos  y  cuantías,  ó  disponiendo  ae  conTÍertaocB 
una  cantidad  que  loa  redima;  la  cual  se  ooloqoe  * 
este  efecwo  en  una  caja  de  ahorros  6  en  otro  eitt- 
bleci miento  análogo,  y  se  restituya  á  los  herederos 
luego  que  cese  en  éstos  la  obligación^!  Esta  disp^ 
sición  no  existe  hoy  en  el  párrafo  2.**  del  títalo  V 
del  libro  III;  pero  está  consultada  en  el  tít^ 
XV III  del  libro  L  dándole  sólo  un  carácter  rus 
general.  cEl  juez,  dice  el  artículo  333  del  Código, 
reglará  la  forma  y  cuantía  en  que  hayan  de  pres- 
tarse los  alimentos,  y  podrá  disfioner  que  se  ooo- 
viertan  en  los  intereses  de  un  capital  que  se  coo- 
signe  á  este  efecto  en  una  caja  de  ahorros  6  eo  o^ 
establecimiento   análogo,  y  se  reatitaya  al  aüioefi- 
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ícado  del  médico  señor  Willock,  que  la  atiende 
>rofesionalmente,  confirma  este  hecho.  En  es- 
as condiciones,  $  300  mensuales  es  una  can- 
idad  prudencial  para  atender  á  la  subsisten- 
ia  de  la  señorita  Reyes.  Por  lo  que  respecta 
i  las  facultades  de  la  sucesión  de  don  José 
Pascual  Reyes  son  cuantiosas.  Con  el  certifi- 
rado  que  se  solicita  en  el  primer  otrosí  de  este 
íscrito  quedará  establecido  que  los  bienes  que 
Je  partieron  los  cuatro  herederos  tenían  un 


valor  de  $  892.963,80.  En  mérito  de  esta  he- 
rencia,  una  de  las  mayores  fortunas  de  este 
departamento,  no  cabe  vacilar  para  calificar 
de  módica  y  equitativa  la  pensión  de  $  300 
mensuales,  que,  antes  he  señalado.  Las  cir- 
cunstancias domésticas  de  los  herederos,  no 
tienen  tampoco  grandes  exigencias;  doña 
Agustina  Reyes,  casada  con  el  doctor  don  Ra- 
món Trincado,  no  tiene  sino  dos  hijos;  doña 
María  Amelia  Reyes,  esposa  de  don  Ángel  C. 


kante  ó  ^ts  herederos  luego  que  cese  la  obligación», 
íío  hay,  por  lo  tanto,  dificultad  alguna  para  que 
coa  posterioridad  á  Ja  muerte  del  testador  se  de- 
kermine  por  resolución  judicial  la  cuantía  de  los 
alimentos  forzosos  que  ha  debido  él  consultar  y 
que  ha  olvidado  consultar  en  ?n  testamento.  Esto 
tiene  forzosamente  que  suceder  en  el  caso  del  hijo 
reconocido  como  ilegítimo  que  no  haya  obtenido  ali- 
mentos en  vida  del  testador,  y  no  se  ve  el  iuconve 
Diente  para  que  suceda  lo  mismo  en  el  cuso  del 
hijo  natural. 

La  razón  dada  por  los  jueces  de  la  causa  de  su- 
poner los  alimentos  forzosos  una  cantid;id  líqiii 
da  para  que  pueda  deducirle  de  la  masa  de  bienes, 
no  tiene  importancia  alguna  porque  siempre  será 
fácil  liquidar  su  monto  y  separar  aun  un  capital, 
pagador  de  la  pensión  alimenticia  antes  do  proceder 
á  la  distribución  de  los  bienes. 

Kl  reconocimiento  de  un  hijo  natural  puede  ha- 
cerse por  instrumento  público  entre  vivos  ó  por 
acto  testanaentario;  y  para  fijar  y  establecer  la  obli- 
gación del  padre  ó  madre  q^ie  reconoce  de  dar  ali- 
mentos  al  hijo,  la  ley  no  distingue  la  forma  en  que 
el  reconocimiento  se  efectúe.  Desde  que  el  padre 
reconoce  á  un  hijo  natural  es  evidente  qne  ha  de 
cumplir  con  esta  obligación  sin  necesidad  de  que 
Tina  sentencia  venga  á  hacerle  efectiva  su  oblica-- 
Clon. 

En  la  especie  en  que  recayó  este  fallo  de  casación 
aparece  precisamente  que  el  padre  había  considera- 
do  siempre  como  hija  suya  á  la  que  reconocía  en  su 
testamento,  teniéndola  á  su  lado  y  tratándola  como 
á  sus  demás  hijos  lesfífetmos.  ¿Y  esta  circunstancia 
habría  de  serle  desfavorable? 

Llegaríamos  asi  á  la  conclusión  de  que  los  hijos 
ilegítimos  que  son  alimentados,  educados  y  tratados 
como  loe  propios  hijos  legítimos  en  vida  de  su  padre 
y  que  por  lo'  tanto,  no  podrían  exigir  de  este  ali- 
nientos,  sea  como  naturales  sea  como  ilegítimosi 
estarían  en  peor  condición  respecto  de  la  sucesión 
de  su  padre,  que  aquéllos  que  lo  hubieren  tenido 
<iae  demandar.  Mientras  tanto  la  ley  ha  querido 
asegurar  á  los  hijos,  á  lo  menos,  esta  prestación  de 


alimentos;  y  por  eso  le  concede  acción  espresa  aún 
al  hijo  ilei^ítimo  que  no  fué  reconocido  en  vida  y 
«que  no  haya  obtenido  alimentos  en  vida  del  testa- 
dor», si  éste  lo  reconoce  al  fin  en  su  testamento. 

La  ley  no  ha  establecido  á  nuestro  juicio,  el  sis 
tema  artificial  que  le  supone  el  fallo  de  la  Corte 
de  Casación.  El  inciso  2.®  del  artículo  li69  lejos 
de  excluir  al  hijo  natural  ó  negar  á  éste  la  acción 
para  demandar  los  alimentos  á  que  sería  obligado 
el  testador  si  viviese,  está  manifestando  que  tiene 
esa  acción  y  que  sólo  trata  de  silvar  el  inconve- 
niente que  se  presentaría  en  caso  de  que  ese  reco- 
nocimiento, como  hijo  natural,  no  pudiera  surtir  sus 
efectos . 

Lo  qne  la  ley  ha  querido  en  todo  caso  es  asegurar 
al  hijo  ilegítimo,  sea  natural  ó  nó,  los  alimentos  á 
que  su  padre  ó  madre  hubiera  estado  obligado  si 
viviese.  Por  eso  la  explicación  que  da  el  inciso  2.® 
del  artículo  1169,  alo  cual  se  entiende  si  el  testador 
no  le  reconociera  formalmente  con  la  intención  de 
conferirle  los  derechos  de  hijo  natural,  o  no  tuviese 
efecto  m  reconocimiento  en  ente  sentido'»  lejos  de  ex- 
cluir al  hijo  natural  se  pone  en  el  caso  de  que  sea 
reconocido  formalmente  con  la  intención  de  confe- 
rirle los  derechos  de  hijo  natural^  pero  que  este 
reconocimiento  formal  no  tuviese  efecto  en  este  senti- 
do. Y  ¿cómo  poner  en  duda  qne  carece  de  todo 
efecto  en  ente  sentido  el  reconocimiento  liso  y  llano 
que  el  testador  hace  de  un  hijo  natural  si  no  le 
asigna  bienes  en  su  testamento  en  forma  alguna 
y  deja  hijos  le;:^ítimos  que  han  de  excluir  al  hijo 
natural  de  todo  derecho  en  la  herencia?  Un  reco 
noci miento  semejante  sería  absolu  ramente  nugatorio 
y  no  produciría  efecto  alguno  en  este  sentido;  y  como 
el  hijo  reconocido  como  natural  es  también  y  á  la 
vez  hijo  ilegítimo,  es  evidente  que  le  es  aplicable  la 
salvedad  ó  explicación  del  inciso  2^  del  artículo 
1169  aunque  no  existieran  otras  dinposiciones  lega- 
les que  le  acordaren  su  derecho  á  alimentos. 

La  inteligencia  que  damo»  á  la  ley  n<  s  parece 
má»i  conforme  con  el  sistemn  general  de  nuestro 
Código  Civil  y  en  todo  caso  con  la  equidad  natural. 

No  creemos  del  caso   invocar  los  antecedentes 
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Robles,  sólo  tiene  dos  hijos;  don  Rigoberto  Re- 
yes no  tiene  familia;  y  don  Luis  Reyes  es  sol- 
tero. A  la  poca  6  ninguna  familia  de  los  tres 
herederos  casados,  debe  agregarse  que  viven 
en  el  campo,  donde  la  vida  no  impone  muchos 
sacrificios. 

Los  tres  tópicos  que  deben  consultarse  para 
regular  los  alimentos,  están,  pues,  indicando 
que  la  mesada  de  $  300  al  mes  es  razonable 
y  prudencial,  la  alimentana  ha  llevado  una 
vida  holgada  en  casa  de  su  padre;  está  inha- 
bilitada, por  sus  enfermedades,  para  ganarse 
la  vida;  la  fortuna  gravada  con  la  obligación 
de  alimentaria,  es  bastante  considerable;  y 
las  circunstancias  domésticas  de  los  herederos 
son  satisfactorias. 

El  artículo  333  del  Código  Civil  establece 
que:  **E1  Juez  reglará  la  forma  y  cuantía  en 
que  hayan  de  prestarse  los  alimentos,  y  podrá 
disponer  que  se  conviertan  en  los  intereses  de 
un  capital  que  se  consigne  á  este  efecto  en  una 
caja  de  ahorros  ó  en  otro  establecimiento 
análogo  y  se  restituya  al  alimentante  ó  sus 
herederos  luego'que  cese  la  obligación'*.  Por  mi 
parte  pido  que  US.  haciendo  uso  del  derecho 
que  le  conñere  la  disposición  legal  citada  dis. 
ponga,  en  definitiva,  que  para  atender  al  pa- 
go de  los  alimentos  que  cobro,  los  herederos 
de  don  José  Pascual  Reyes  consignen  á  la  or- 
den de  US.  la  cantidad  que,  previo  informe 
pericial,  sea  necesaria  para  producir  la  renta 
que  demando;  que  esa  suma  se  invierta  en  bo- 
nos de  la  Caja  de  Crédito  Hipotecario  y  que 


estos  queden  depositados  en  la  misma  inrÁ\> 
ción  destinándose  el  valor  de  sas  cupones  i 
pago  de  la  pensión  alimenticia.  Esta  áentr- 
dase  dirige  contra  las  cuatro  persooasctx 
componen  la  sucesión  de  don  José  Pascnal  £r 
yes  y  que  ya  he  nombrado  en  el  cuerpo  de  ri- 
te escrito,  á  fin  de  que  por  cuartas  partes  e^ 
teren  la  renta  alimenticia  de  $  300  mensca'c^ 
y  consignen  las  sumas  que  se  conceptúen  b3<- 
tantes  para  producirlas.  En  esta  rirtud,  nt- 
go  US.  se  sirva  tener  por  entablada  esta  (fe- 
manda  contra  don  Rigoberto  j  don  LnúRr 
yes,  don  Ramón  Trincado  del  V.,  comomarik 
de  doña  Amantina  Reyes,  don  Aogel  Cus- 
todio Robles,  en  representación  de  su  espos¿ 
doña  María  Amelia  Reyes  y  declarar:  1"  q:f 
dichas  personas,  como  representantes  de  !¿ 
sucesión  de  don  José  Pascual  Reyes  dcU: 
acudir  á  la  señorita  Edelmira  Reyes  por  coar- 
tas partes,  con  una  mesada  alimenticia  ie 
$  300  mensuales;  2^  que  para  garantir  el  pi- 
go  de  esa  suma,  los  demandados  deben  c»- 
signar  á  la  orden  de  US.  las  cantidades  Dcce> 
sarias  para  obtener  aquella  renta;  y  3^  qac 
las  partidas  consignadas  se  invertirán  enb- 
nos  de  la  Caja  Hipotecaria,  que  quedarán  de- 
positados en  esta  institución  y  afectos  al  p¿§<^ 
de  las  referidas  mesadas. 

En  rebeldía  de  los  demandados  se  dio  p^: 
contestada  la  demanda,  se  recibió  la  causa á 
prueba,  rindiéndose  la  que  corre  en  autos;  ale- 
góse de  bien  probado  y  se  citó  para  seateacLL 

Considerando: 


que  nuestro  Código  nigiáo  á^ste  respecto;  tan  sólo 
reoordaremoH  que  el  Código  Fraucés  reconoce  aún 
á  los  hijo»  adulterinos  ó  iocestuasos  derecho  á 
alimeotos  en  la  suceaión  de  sus  padres;  y  esta  dis- 
posioiÓD,  attículo  762,  consignada  en  el  Título  de 
las  sucesiones,  Capítulo  XV,  naturalmente  debió  8er 
un  antecedente  para  el  articulo  1327  del  proyecto 
del  señor  Bello  de  1853,  que  e<«  el  actual  artículo 
1169.  Para  el  autor  de  nuestro  Código  el  hgo  reco- 
nocido en  el  testamento  debía  tener  en  todo  c«k>  y 
aunque  no  hubiera  obtenido  alimentos  en  vida  del 
testador,  derecho  á  ser  alimentado  por  sus  herede- 
ros. Creemos  que  un  estudio  más  detenido  de  esta 
cuestión  ha  de  influir  en  las  e  eluciones  que  se  dicten 
más  tai  de. 

Luis  X/Labo  Solar. 


1^  Que  la  presente  demanda  tiene  por  objeto 
obligar  á  los  herederos  del  testador  don  José 
Pascual  Reyes,  hermanos  naturales  de  la  ¿i- 
mandante,  según  el  testamento,  paraq^icí^ 
asistan  con  los  alimentos  á  que  aquel  estar'i 
obligado  si  viviera; 

2^  Que  entre  las  personas  á  quienes  se  debes 
alimentos,  figuran  los  hijos  naturales,  pero  nc 
los  hermanos  de  esta  clase; 

3^  Que  no  pesa  sobre  los  herederos  1á  obli- 
gación de  prestar  alimentos,  á  que  no  estaV- 
obligado  su  causa  habiente  por  sentencia  ju- 
dicial, ó  por  instrumento  auténtico;  y  coa-- 
tos  no  hay  constancia  que  esto  se  haya  hecbc 
en  vida  del  mencionado  señor  Reyes,  pa^ 
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tatural  de  la  demandante  doña  Edelmira  Re- 
•es; 

4^  Que  si  bien  es  cierto,  deben  deducirse  de 
a  masa  de  bienes  que  el  difunto  ba  dejado  las 
asignaciones  alimenticias  forzosas,  esto  debe 
ntenderse  cuando  la  obligación  do  que  se  tra- 
:a  ba  existido  con  anterioridad,  conforme  á  lo 
licbo  en  el  considerando  precedente,  porque 
lado  su  carácter,  ellos  suponen  una  cantidad 
líquida  6  liquidable  por  lo  menos  para  que 
puedan  deducirse;  y 

5'  Que  siendo  esta  obligación  de  prestar 
alimentos  una  deuda  personal  y  no  babién- 
dose  reconocido  ella  en  yida  del  testador,  éste 
no  ha  podido  trasmitir  á  sus  herederos  un 
gravamen  á  que  no  estaban  sujetos  sus  bienes, 
y  por  tanto,  no  existe  por  esta  razón,  en  el 
presente  caso,  deuda  hereditaria  de  esta  natu- 
raleza. 

Por  estos  fundamentos  y  visto  además  lo 
dispuesto  en  los  artículos  321,  969,  1167, 
1168, 1437  y  1698  del  Código  Civil  y  151, 
167  y  331  del  de  Procedimiento,  se  declara 
que  no  ha  lugar  á  la  demanda  sin  costas,  por- 
que á  juicio  del  Tribunal  ha  habido  mérito 
plausible  para  litigar.— /i//ib  Cordovez. 

Apelada  esta  sentencia,  la  Corte  de  Apela- 
ciones falló: 

Santiago,  1^  de  julio  de  1905.— Vistos:  Eli- 
minando  el  segundo  considerando  de  la  sen- 
tencia apelada  de  5  de  octubre  de  1904,  se 
confírma  dicha  sentencia,  sin  costas  por  el 
motivo  que  en  ella  se  expresa.— fi.  Donoso  V, 
—E.  Castillo.— José  T,  Marín, 

Contra  la  resolución  de  segunda  instancia 
ha  interpuesto  doña  Edelmira  Reyes  recurso 
de  casación  en  el  fondo,  cuyas  causales,  segón 
los  escritos  de  formalización  y  de  fundación 
del  recurso,  se  motivan  en  el  quebrantamien- 
to de  los  artículos  1437,  2284,  321,  número 
4';  1167,  1168,  959,  número  4^  y  1 169  del 
Código  Civil. 

La  sentencia,  dice  la  parte  recurrente,  afir- 
ma que  la  obligación  que  tenía  el  padre  natu- 
ral de  doña  Edelmira  de  prestarle  alimentos 
no  se  trasmitió  á  sus  herederos,  porque  esa 
obligación  no  fué  declarada  en  vida  de  aquel 
por  sentencia  judicial,  ó  no  fué  reconocida  por 
«n  instrumento  auténtico;  estableciendo  de 
este  modo  que  la  obligación  alimentaría  nace 


con  la  sentencia  que  la  declara  ó  con  el  ins- 
trumento público  que  la  reconoce. 

Mientras  tanto,  el  artículo  1437  del  Código 
Civil  enumera,  entre  las  fuentes  de  las  obliga- 
ciones, la  ley.  El  artículo  2284  define  lo  que 
son  las  obligaciones  que  tienen  por  fuente  á  la 
ley,  cuando  dice:  "Las  que  nacen  de  la  ley  se 
espresan  en  ellas."  Y  que  la  obligación  de  don 
Pascual  Reyes  nace  de  la  ley  no  puede  negar- 
se, porque  el  artículo  321  en  su  número  4^ 
consigna  la  obligación  del  padre  natural  de 
dar  alimentos  al  hijo. 

Y  las  disposiciones  de  los  artículos  1437  y 
2284  del  Código  Civil  están  conformes  con  la 
doctrina  de  los  principales  legisladores  y  tra- 
tadistas. 

Pothier,  autor  que  siempre  tuvo  á  la  vista 
el  redactor  del  Código  Civil,  así  lo  establece. 
.  El  Código  Napoleón  de  donde  también  se 
deriva  el  nuestro,  reconoce  en  su  artículo  1370 
que  hay  obligaciones  ''que  resultan  de  la  ath 
torídad  sola  de  la  ley." 

Uno  de  sus  expositores,  Marcadé,  comen- 
tando este  artículo,  dice  que  hay  obligaciones 
que  se  forman  "sin  ningún  hecho  del  hombre, 
y  entonces  de  cualquiera  manera  y  por  cual- 
quiera circunstancia  que  la  obligación  haya 
nacido,  se  dice  que  viene  de  la  lei." 

Por  otra  parte,  ningún  autor,  ningún  Códi- 
go señalan  como  origen  ó  fuente  de  obligacio- 
nes las  sentencias  judiciales;  y  ello  es  natural, 
porque  las  sentencias  no  crean  derechos,  sino 
que  se  limitan  á  declarar  los  derechos  que  exis- 
ten pero  que  se  desconocen. 

Así,  pues,  cuando  el  fallo  reclamado  ha  des- 
conocido la  existencia  de  una  obligación  explí- 
citamente sancionada  por  la  ley,  ha  violado 
los  tres  artículos  del  Código  Civil  que  se  acá 
ban  de  reconocer. 

Ha  infringido  igualmente  el  artículo  1167, 
que  señala  entre  las  asignaciones  forzosas  los 
alimentos  que  se  deben  por  ley  á  ciertas  per- 
sonas, disponiendo  que  estas  asignaciones  se 
suplan  cuando  el  testador  no  las  ha  hecho;  el 
1168,  que  prescribe  que  los  alimentos  que  el 
difunto  ha  debido  por  ley  gravan  la  masa  he- 
reditaria, y  el  959,  número  4^  que  ordena  re- 
bajar del  acervo  ó  masa  de  bienes  legados  por 
el  difunto  las  asignaciones ^alimenticiasforzo- 
a»s,  entre  las  cuales,  como  se  ba  dicho,  se 
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cuentan,  según  el  artículo  1177,  los  alimentos 
debidos  por  ley  á  ciertas  personas. 

Por  último,  se  ha  violado  el  artículo  1169, 
porque  éste  artículo  que  en  su  inciso  1^  con- 
cede alimentos,  sin  acción  retroactiva,  al  hijo 
ilegítimo  que  fuere  reconocido  en  testamento, 
acuerda  el  mismo  derecho,  sin  la  restricción 
dispuesta  en  el  primer  inciso,  al  hijo  natural 
que  DO  es  mas  que  un  hijo  ilegítimo  de  mejor 
derecho. 

Respondiendo  á  las  alegaciones  de  su  con- 
tendor, expresan  los  herederos  de  don  Pascual 
Reyes,  como  concepto  general,  "que  el  recurso 
en  su  primera  parte  confunde  la  fuente  del  de- 
recho con  la  efectividad  ó  existencia  de  la 
obligación.  La  ley  en  su  artículo  1437  indica 
el  medio  de  adquirir  el  derecho,  pero  la  obliga- 
ción puede  producirse  ó  nó." 

"En  lo  demás,  el  recurso  desconoce  la  natu- 
raleza de  la  obligación  alimenticia  y  la  recta 
interpretación  de  las  disposiciones  legales  en 
que  se  apoya." 

El  reconocimiento  de  hija  natural  hecho  por 
el  señor  Reyes  estaba  destinado  á  surtir  efec- 
tos después  de  la  muerte  del  testador;  y  basta 
enunciar  esta  idea  para  llegar  á  la  conclusión 
de  que  no  ha  podido  trasmitirse  á  los  herede- 
ros los  efectos  de  un  reconocimiento  que  no 
existia  antes  de  dividirse  la  herencia. 

"La  obligación  de  prestar  alimentos  nace 
de  las  obligaciones  de  familia  y  está  subordi- 
nada al  grado  de  parentesco.  Este  principio 
no  tiene  sino  dos  escepciones  que  son  extrañas 
al  caso." 

La  obligación  es  además  recíproca  dentro 
de  las  relaciones  de  familia...  Ahora  bien,  en- 
tre el  hijo  natural  y  los  hijos  legítimos  de  una 
persona  no  existe  ni  relación  de  parentesco 
amparado  por  la  ley,  ni  reciprocidad  del  de- 
recho alimenticio. 

La  deuda  alimenticia  es  una  deuda  esen- 
cialmente personal;  ella  es  inherente  á  la  per- 
sona del  deudor  y  se  extingue,  en  consecuen- 
cia, con  su  vida. 

El  carácter  esencialmente  personal  de  la  obli- 
gación nace  deque  el  que  está  sujeto  á  ella  no 
lo  está  sino  por  el  vínculo  de  parentesco  que 
lo  liga  á  la  persona  que  reclama  alimentos,  y 
un  vínculo  de  este  género  es  intrasmisible, 
porque  el  heredero  no  está  en  el  número  de 


los  parientes  áque  la  ley  impone  la  obligad'i 
El  conjunto  de  disposiciones  del  párrafo  1 
título  5^,  libro  III  del  Código  Civil,  con^irr: 
á  manifestar  que  los  alimentos  á  que  se  rete: 
el  inciso  1^  del  artículo  1167  y  número  4  4 
artículo  559  no  son  ni  pueden  ser  otros  q;:^ 
los  concedidos  por  sentencia  en  vida  del  difr- 
to  á  la  persona  ó  personas  que  tenían  tico!. 
legal  para  pedirlos." 

En  consecuencia,  contra  los  herederos  s-'l. 
pueden  pedirse  cuando  antes  se  pidieron  c^jl- 
tra  el  causante;  y  no  se  deben  por  aqaélJ's 
cuando  éste  no  llegó  á  deberlo  por  sen  tendí 
judicial. 

Concluyen  solicitando  se  deseche  el  reciirs< 
con  costas. 

La  Corte: 

Considerando: 

1^  Que  el  reconocimiento  de  doña  Edelmlr^ 
Reyes,  como  hija  natural  de  don  Pascual  Re- 
yes, se  hace  derivar  del  testamento  de  csteól- 
timo  ó  sea  de  un  acto  que  no  ha  podido  pro- 
ducir sus  efectos  sino  después  de  la  macr.c 
del  ausente;  y  no  aparece  tampoco  que  en  la 
causa  se  haya  hecho  valer  otro  antecedecic. 
fuera  del  testamento,  para  sostener  qae  la  re- 
clamante hubiera  adquirido  con  anterioridad 
á  ese  acto,  el  estado  civil  con  que  se  presen u: 

2'  Que,  por  tanto,  no  cabe  admitir  que  d 3: 
Pascual  Reyes  tuviera  en  vida  la  obligación 
de  prestar  alimentos  á  doñaEdelmira,Ta<3af. 
para  establecer  la  obligación,  se  invoca  un  ti- 
tulo ó  una  calidad  que  sólo  ha  venido  á  ad- 
quirirse después  de  la  muerte  del  presunto 
obligado;  y  ya  que,  según  el  artículo  116S  ¿t} 
Código  Civil,  solo  gravan  á  la  masa  heredi- 
taria los  alimentos  que  el  difunto  haya  áehdo 
á  ciertas  personas; 

3^  Que  no  habiendo  existido  en  don  Vasctal 
Reyes  la  obligación  de  alimentar  á  doñaEdcl- 
mira,  no  ha  podido  demandarse  alimentos  «'^' 
los  herederos  de  aquél  fundándose  en  el  iKcho 
de  ser  ésta  una  obligación  trasmisible  del  di- 
funto; 

49  Que  el  artículo  1169  del  referido  Código. 
que  contiene  una  excepción  á  los  principias 
generales,  sólo  favorece  al  hijo  ilegítimo  decla- 
rado tal  en  el  testamento,  pero  no  al  hijo  na- 
tural reconocido  en  acto  del  mismo  géatroá 
quien,  según  se  desprende  de  sus  términos  ex' 
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presos,  niega  acción  para  exigir  alimentos,  en 
tal  carácter,  á  los  herederos  del  testador, 

5^  Que  la  diferencia  entre  los  dos  casos  de 
que  habla  el  artículo  1169  se  explica,  por  lo 
demás,  perfectamente,  porque,  no  teniendo  el 
hijo  ilegitimo  más  derecho  que  el  de  pedir  ali- 
mentos, la  ley  ha  presumido  que,  al  conferirle 
el  testador  ese  estado,  no  ha  podido  tener 
otra  intención  que  la  de  asegurarle  el  ejercido 
de  ese  derecho,  ya  que  de  otro  modo  el  reco- 
nocimiento testamentario  sería  nugatorio  ó 
no  produciría  efecto  alguno.  Mientras  tanto, 
el  hijo  natural,  como  se  demuestra  por  las 
disposiciones  de  los  títulos  II  y  V,  párrafo  3^, 
del  libro  III  del  Código  Civil,  tiene  opción,  en 
su  caso,  á  los  bienes  del  difunto;  y  parece  ló- 
gico suponer  que,  estando  los  derechos  del 
hijo  natural  definidos  por  la  ley,  el  testador, 
salvo  voluntad  expresa  en  contrario,  no  haya 
querido  atribuirle  con  su  reconocimiento  en 
la  forma  dicha,  otros  derechos  en  tal  carácter 
que  los  que  aquella  le  asegura  sobre  su  suce- 
sión; y 

6^  Que  en  el  juicio  actual,  doña  Edelmira 
Reyes  ha  invocado  únicamente  su  estado  de 
hija  natural  de  don  Pascual  Reyes,  y  no  se  ha 
discutido  ni  por  consiguiente  ha  podido  resol- 
verse la  cuestión  de  si  la  demandante  tiene  ó 
no  derecho,  como  hija  meramente  ilegítima, 
para  exigir  que  sus  herederos  la  alimenten. 

Visto  además  lo  prevenido  en  el  artículo 
134  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  de- 
clara sin  lugar  el  recurso  de  casación  en  el 
fondo,  contra  la  sentencia  de  1^  de  julio  del 
año  próximo  pasado;  sin  costas,  por  gozar 
la  recurrente  del  privilegio  de  pobreza. 
Redactada  por  el  Ministro  señor  Saavedra. 
El  señor  Aguírre  Vargas  no  acepta  el  último 
considerando  por  estimarlo  inconducente  para 
resolver  la  cuestión.— Leonc/b  Rodríguez,— 
Leopoldo  Ürrutia.—V,  Aguirre  V. ^Carlos  Va- 
rase—Abel Saavedra,— E.Fóster  Kecabarren, 
—],  Bemales, 


Cas,  en  la  forma.— 29  de  marzo  de  1906 
Gutiérrez  Vega  con  Peña 

Honorario;   estimación.  —  Sentencia 
de  segunda  instancia.— Prueba 

Doctrina:  -La diferencia  de  avalúo  de 
honorario  hecho  en  la  sentencia  dése 
gunda  instancia  no  constituye  una  mo- 
diñcación  del  fallo  de  primera. 


Don  Rodolfo  Gutiérrez  Vega  demandó  á  la 
sucesión  de  don  Vicente  Peña,  representada 
por  sus  herederos  doña  Rosa  y  don  Alberto 
Bonilla  Peña,  para  que  se  declarase  que  esta- 
ban obligados  á  pagarle  la  suma  de  $  3.000 
en  que  estimaba  su  honorario  por  servicios 
profesionales  médicos  prestados  por  el  de- 
mandante al  mencionado  don  Vicente  Peña. 

La  sentencia  de  primera  instancia  dio  lugar 
á  la  demanda  y  reguló  el  honorario  reclama- 
do en  la  suma  de  $  200. 

Apelada  esta  sentencia  por  ambas  partes, 
fué  confirmada  por  la  de  14  de  septiembre  úl- 
timo, expedida  por  la  Corte  de  Apelaciones 
de  la  Serena. 

Contra  este  fallo  interpusieron  los  deman- 
dados recurso  de  casación  en  la  forma.  For- 
malizándolo dicen  que  se  les  negó  la  práctica 
de  diligencias  probatorias  sobre  el  punto  más 
esencial  del  juicio:  el  que  tiene  por  objeto  com- 
probar la  naturaleza,  duración  y  calidad  de  los 
servicios  profesionales  prestados  por  el  de- 
mandante. Se  ha  incurrido  con  esta  negativa 
en  el  vicio  contemplado  en  el  número  9  del 
artículo  941  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  en  relación  con  el  número  3  del  artículo 
966  del  mismo  Código. 

El  fallo  de  segunda  instancia  modiñca,  se- 
gún el  recurrente,  al  de  primera,  por  cuanto 
eleva  de  $  200  á  $  700  el  honorario  materia 
del  juicio;  y  sin  embargo  deestamodificación, 
no  expresa  consideración  alguna  de  hecho  ó 
de  derecho,  para  fundarla,  ni  reproduce  la  ex- 
posición de  la  sentencia  del  juez  aguo,  faltan- 
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do  también  al  fallo  recurrído  la  designación 
precisa  de  las  partes  litigantes,  su  domicilio 
7  profesión  ú  oficio.  Se  ha  incurrido,  de  este 
modo,  en  el  vicio  contemplado  en  el  número 
5  del  artículo  941  del  Código  de  Procedimien- 
to Civil,  en  relación  con  los  números  1,  2,  3 
y  4  del  artículo  193  del  mismo  Código. 

La  Corte: 

Considerando: 
1^  Que  la  prueba  del  juido  se  ha  rendido 
con  arreglo  á  los  puntos  que  se  fijaron  en  la 
forma  determinada  por  el  Código  de  Procedi- 
miento Civil;  por  lo  cual  no  ha  existido  la  in- 
defensión indicada  por  el  recurrente;  y  en  todo 
caso  este  vicio  si  hubiera  existido  afectaría 
exclusivamente  á  la  sentencia  de  primera  ins- 
tancia, con  arreglo  alo  dispuesto  en  el  artícu- 
lo 966  del  espresado  Código;  y 


2^  Que  la  diferencia  de  avalúo  del  honon- 
rio  hecho  en  la  sentencia  de  segunda  instaoca 
no  constituj^e  una  modificación  del  fallo  i*, 
primera,  puesto  que  dicho  justiprecio  se  feíi- 
fica  en  virtud  de  las  facultades  de  estimado: 
que  la  ley  confiere  á  los  tribunales,  sin  qpt 
haya  necesidad  de  que  se  establezcan  di£erea- 
tes  hechos  ó  consideraciones  legales  para  fiu- 
dar  esa  misma  estimación. 

Visto  además  lo  prevenido  en  los  artkoioi 
960  y  979  del  Código  de  Procedimiento  Cirí, 
se  declara  sin  lugar,  con  costas,  el  presente 
recurso  de  casación  en  la  forma.  Se  apücaal 
Pisco  la  cantidad  consignada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Agnirc 

Vargas. —Ga/var/no  Gallardo Gabriel  G¿í- 

te. — V.  Aguirre  V. — Carlos  Varas. 
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Recurso  cíe  amparo,— 3  de  marzo  de  1905. 


Cerda 


PrlBlon,  autoridad  competente 

Doctrina:    No  procede  el  recurso  de 
amparo  por  prisión  decretada  con  ante 
cedentes  bastantes  por  autoridad  que 
tiene  facultad  de  arrestar. 


Don  Luis  M.  Rodríguez  interponiendo  recur- 
so de  amparo  pide  se  ponga  en  inmediata  li- 
bertad al  guardián  de  la  policía  de  Santiago, 
Diego  A.  Cerda,  que  se  encuentra  preso  y  pro- 
cesado  en  San  Bernardo  á  consecuencia  de  una 
herida  que  infirió  á  don  Francisco  Garcés  Ur- 
zúa  el  día  12  de  febrero  último,  en  un  desor- 
den promovido  con. ocasión  de  unas  carreras 
de  caballos. 

El  recurrente  funda  su  petición  en  que  Cer- 
da usó  de  su  sable  legítimamente,  en  defensa 
propia,  y  en  que  la  herida  que  Garcés  recibió 

SUPREMA 


fué  enteramente  casual  y  no  producida  por  un 
golpe  dirigido  expresamente  contra  él. 

Informando  el  Juez  de  la  causa,  expresa  que 
el  día  13  de  febrero,  en  que  se  dio  cuenta  del 
suceso,  se  ordenó  instruir  sumario  y  se  encar- 
gó reo  á  Diego  Cerda,  quien  está  confeso  de 
haber  causado  á  Garcés  la  lesión  deque  se  tra- 
ta, la  cual  es  gravísima  y  ha  producido  pará- 
lisis y  ceguera  absoluta  en  el  ojo  lesionado. 

El  sumario  se  continúa  con  toda  actividad 
para  establecer  la  responsabilidad  del  delin- 
cuente, quien  no  ha  hecho  al  Juzgado  ningu- 
na presentación. 

Con  lo  expuesto  y  con  el  mérito  del  sumario 
que  se  ha  tenido  á  la  vista  y  resultando  que 
la  prisión  de  Cerda  se  decretó  con  anteceden- 
tes bastantes  por  la  autoridad  que  correspon- 
de, no  ha  lugar  al  presente  recurso  de  ampa- 
ro.—K  Aguirre  Vargas,— fosé  Alfonso,— LfCo- 
poldo  Urrutia,—],  Gabriel  Palma  Guzmán^ 
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Na]fdad.---14  de  agosto  de  1906 
Gallo  Montt 

Reolamaoión  electoral  munloipal 

Doctrina: — Mientras  se  constituye  la 
Municipalidad  de  una  comuna  de  recién- 
te  creación^  tiene  que  continuar  ejercien- 
do sus  funciones  en  el  territorio  segrega- 
do para  dicha  comuna  la  Municipalidad 
del  territorio  que  lo  comprendía;  jr  entre 
estas  funciones,  la  de  inscripciones  elec- 
torales y  los  nombramientos  de  las  me- 
sas receptoras  que  deben  funcionar  en  el 
territorio  segregado  y  ante  los  cuales 
debe  practicarse  la  votación  parala  elec- 
ción de  los  municipales  de  la  comuna  de 
nueva  creación. 


Por  decreto  de  febrero  de  1904  se  creó  la 
comuna  de  Esmeralda  (Picliigtiao),  asignán- 
dole como  territorio  jurisdiccional  la  subdele- 
gaci6n4^  del  departamento  de  Caupolicán, 
la  cual  unida  con  la  subdelegación  5^  forma- 
ba la  comima  de  Requínoa.  La  Municipali- 
dad de  Requínoa  continuó  haciendo  las  ins- 
cripciones electorales  correspondientes  á  la 
subdelegación  4*,  y  en  febrero  de  este  año 
nombró  las  mesas  receptoras  que  funcionaron 
en  las  elecciones  del  4  de  marzo  último  en  am- 
bas subdelegaciones.  En  dichas  elecciones  y 
con  las  inscripciones  y  nombramientos  de 
mesas  receptoras  practicados  por  la  Munici- 
palidad de  Requínoa,  fueron  elegidos  en  el 
territorio  de  la  comuna  Esmeralda  (subdele- 
gación 4*)  nueve  vecinos  que  debían  formar 
la  primera  Municipalidad  de  la  nueva  comu* 
na  de  Esmeralda  ó  Pichiguao. 

Un  vecino  de  la  localidad,  don  Miguel  Gallo 
Montt,  entabló  reclamación  contra  la  elec- 
ción de  los  municipales  de  esa  comuna,  fun- 
dándose en  que  las  inscripciones  electorales  y 
los  nombramientos  de  mesas  receptoras  he- 
chos por  la  Municipalidad  de  Requínoa  para 
el  territorio  que  correspondía  á  la  comuna 


de  Esmeralda,  eran  nulos  en  conformidad  al 
artículo  151  de  nuestra  Constitución  PoE- 
tica. 

^1  juzgado  de  Rengo  acogió  la  reclamacióc 
y  fundándose  además  en  qne  el  decreto  qsc 
creó  la  comuna  Esmeralda  seg^regando  la  sob* 
delegación  4^  de  la  comuna  de  Requínoa. » 
paró  por  completo  ambos  territorios  j  pro- 
dujo sus  efectos  desde  el  momento  de  dictanc 
pronunció  sentencia  declarando  ¡legal  laek* 
ción  de  los  señores  Raimundo  Larraín  (t. 
Santiago  Pérez  E.,  Miguel  Covarmbias  V- 
Jorge  Gandaríllas,  Manuel  F.  Correa,  Alvaro 
Prieto,  Manuel  Cubillos,  Antonio  Tapiar 
Ricardo  González  como  municipales  de  la  co- 
muna Esmeralda  y  que  debía  procederá  i 
nueva  elección  en  conformidad  á  la  ley. 

La  ritma.  Corte  revocó  la  aludida  sentr* 
en  la  forma  que  sigue: 

Santiago,  23  de  julio  de  1906.— Vistos:  Re 
produciendo  la  parte  expositiva  de  la  sento- 
cia  de  primera  instancia,  con  el  mérito  de': 
primer  considerando  y  teniendo  además  pI^ 
presente: 

1^  Que  todo  decreto  del  Presidente  de  li 
República  estableciendo  una  Municipalidad 
no  puede  inmediatamente  producir  todos  sss 
efectos,  sino  después  de  que  por  medio  ik 
elección  popular  se  efectúe  el  nombramiett:? 
de  las  personas  que  deben  componer  la  nseri 
Municipalidad; 

2^  Que  las  elecciones  de  municipales  áéez. 
con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  artícaloS-cV 
la  ley  de  24  de  diciembre  de  1891,  hacerse  r 
votación  directa  por  los  electores  del  nspeci" 
vo  territorio  municipal,  en  conformidad  á  i 
le}'  de  elecciones; 

3^  Que  el  día  4  de  marzo  del  presente  aí« 
debió,  conforme  á  la  ley,  procedersc  á  h(^ 
ción  de  municipales  en  toda  la  Repúb)ica: 

4^  Que  no  habiendo  existido  en  la  atada  •^ 
cha  Municipalidad  en  la  comuna  de  Esmea* 
da,  carecía  ésta  de  la  corporación  llamada  pe' 
la  ley  á  hacer  el  nombramiento  de  las  jantái 
receptoras,  sin  las  cuales  no  puede  procedersc 
á  ninguna  de  las  elecciones  populares; 

5^  Que  mientras  se  constituye  la  Monicip*- 
lidad  de  una  comuna  de  reciente  crcadón,  t:^ 
ne  que  continuar  necesariamente  la  Munici;*" 
lidad  del  territorio  que  comprendía  el  segrega 
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ara  la  nueva  comuna  ejerciendo  sus  fun- 
is sobre  todo  él,  porque  de  no  ser  así 
Itaría  que  jamás  podría  llegarse  al  nom- 
líento  de  la  respectiva  Municipalidad, 
ando  de  esta  suerte  abandonados  los  ser- 
>s  locales  por  falta  de  una  autoridad  que 
ciera  cargo  de  ellos; 

Que  la  intervención  tomada  por  la  Mu- 
)alidad  de  Requínoa  en  las  elecciones  de 
licipales  de  la  comuna  Esmeralda  no  ha 

contraria  á  la  ley,  7,  antes  por  el  contra- 
dicha Municipalidad  ha  obrado  en  la  úni- 
>rma  compatible  con  el  estado  de  cosas 
kfintes; 

Que,  ptm  otra  parte^no  se  han  denuncia- 
n  este  juicio  hechoft»  defectos  6  inegularí- 
!s  que  influyeran  en  el  reswkado  de  la  elec- 
,  ni  se  ha  hecho  valer  que  los  municipales 
lales  de  la  comuna  Esmeralda  hayan  inctt- 

0  en  infracciones  de  la  ley  al  calificar  su 
ñon,  y  si  algíin  defecto  hubiera  ella  tenido, 
a.  imputable  á  procedimientos  de  la  Muni- 
lUdad  de  Requínoa,  tocante  á  los  cuales 
^ún  reclamo  se  ha  interpuesto. 

isto  lo  dispuesto  en  el  artículo  1698  del 
ligo  Civil,  se  revoca  la  sentencia  apelada 
^  de  junio  de  1906,  y  se  declara  que  no  ha 
ar  á  la  reclamación  interpu.'sta. 
ledactada  por  el  señor  Ministro  Donoso 

dósola — J.  Alejo  Fernández L.  R.  Mora. 

Donoso  V, 

Contra  esta  sentencia  se  entabló  recurso  de 
íación  en  el  fondo,  fundado  en  que  en  ella 
ban  infringido  los  artículos  93  de  la  Ley^ 
Elecciones,  33  de  la  Ley  de  Municipalida- 
}  y  151  de  la  Constitución  Política  del  Es- 
io.  En  subsidio  se  interpuso  el  recurso  de 
lidad  en  conformidad  al  número  1^  del  ar- 
ulo  2''  de  la  ley  de  1'  de  marzo  de  1837, 
Qdado  en  que  la  Corte  ha  conocido  con  ma- 
fiesta  fnco/2i/>eíenc/a,  "al  juzgar  sobre  base 
»e  sólo  puede  crear  ó  establecer  el  Congreso 
acional."  Se  fundaba  además  este  recurso 

1  las  infracciones  de  las  leyes  arriba  mencio- 
SLdas. 

La  Corte  de  Apelaciones  proveyó: 
Santiago,  2  de  agosto  de  1903.— Vistos: 
onslderando  que  los  juicios  de  la  naturaleza 


del  presente  no  se  rigen  por  el  Código  de  Pro* 
cedimie;ito  Civil,  se  declara  que  no  ha  lugar 
al  recurso  de  casación.  Se  concede  el  de  nuli- 
dad interpuesto  en  subsidio.— /I  A,  FcrnaO' 
dez — L.  R.  Mora E.  Donoso  V. 

Y  fallando  este  último  recurso, 

La  Corte: 

Vistos:  don  Abraham  Herrera  Bravo,  por 
don  Miguel  Gallo  Montt  ha  interpuesto  re- 
curso de  nulidad  contra  la  sentencia  de  23 
de  junio  último,  pronunciada  por  la  Corte  de 
Apelaciones  de  Santiago  en  la  reclamación 
electoral  deducida  para  que  se  declá,rara  ilegal 
la  calificación  hecha  por  la  Municipalidad  de 
Esmeralda  de  la  elección  de  sus  miembros. 

Sostiene  el  recurrente  que  la  Corte,  desesti- 
mando la  reclamación,  ha  fallado  con  mani- 
fiesta incompetencia  ''al  juzgar  sobre  base 
que  sólo  puede  crear  ó  establecer  el  Congreso 
Nacional"  con  lo  cual  se  ha  incurrido  en  el 
vicio  que  señala  el  artículo  2^  de  la  ley  de  1^ 
de  marzo  de  1837,  en  el  número  1,  é  infrin- 
giéndose además  los  artículos  93  de  la  Ley  de 
Elecciones,  33  de  la  Ley  Orgánica  de  Munici- 
palidades y  151  de  la  Constitución  Política. 

Teniendo  en  consideración: 

1^  Que  de  lo  relacionado  aparece  que  la 
causal  de  nulidad  invocada  especialmente  en 
el  recurso  se  hace  consistir  en  la  incompeten- 
cia de  la  Corte  de  Apelaciones  de  Santiago 
para  conocer  de  la  presente  causa  en  grado 
de  apelación; 

2^  Que  el  artículo  15  de  la  vigente  Ley  de 
Municipalidades  de  22  de  diciembre  de  1891 
atribuye  á  los  juzgados  de  letras  en  primera 
instancia  y  á  las  Cortes  de  Apelaciones  en  se- 
gunda, el  conocimiento  de  las  reclamaciones 
que  se  interpusieren  contra  las  resoluciones 
acordadas  por  las  Municipalidades  sobre  la 
calificación  de  la  elección  de  sus  miembros 
que  es  de  lo  que  se  trata  en  el  presente  jui- 
cio; y 

3*^  Que  las  otras  causales  en  que  se  funda 
el  recurso  de  nulidad,  se  refieren  al  fondo  de 
las  cuestiones  debatidas  y  ninguna  de  ellas 
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se  haya  comprendida  en  las  disposiciones  de 
de  la  ley  de  1^  de  marzo  de  1837;  visto  ade- 
más el  articulo  16  de  la  lev  indicada,  se  de- 
clara  que  no  hay  nulidad.  Se  aplica  al  Fisco 
la  cantidad  consignada.— Leopo/Jo  ürrutia, 
—  Galvaríno  Gallardo,—  Gabriel  Gaete,-—  V. 
Aguirre  V. 


Caíí,  en  la  forma 29  áe  marzo  de  1905. 

Silva  de  Arregui  con  Compañía  de  Seguros 
Hamburgo  Bremense 

Omisiones  del  fallo  de  primera  instan- 
cia.—Oosa  juzgada;  sentencia  sobre 
medidas  precautorias  —Omisión  del 
fallo;  parte  agrraviada. 

Doctrina: —  Los  vicios  ú  omisiones  en 
que  incurre  el  fallo  de  primera  instancia 
no  pueden  ser  invocados  contra  el  fallo  de 
segunda  instancia  que  se  limita  á  conñr- 
mar  aquél  si  no  se  reclama  de  ellos  en 
forma  interponiendo  el  recurso  de  casa- 
ción en  la  forma. 

La  resolución  que  da  lugar  á  medidas 
precautorias  y  ordena^  por  ejemplo,  el 
depósito  de  la  cantidad  á  que  asciende 
una  póliza  de  seguros ,  cuyo  pago  se  liti- 
ga^  no  se  opone  á  que  se  declare  más 
tarde  caducada  dicha  retención  por  otra 
sentencia  fundada  en  la  no  existencia  de 
la  obligación  de  pagar  el  seguro. 

Solo  la  parte  agraviada  puede  inter- 
poner el  recurso  de  casación  por  haberse 
omitido  el  pronunciamiento  sobre  la  ex- 
cepción  de  cosa  juzgada. 


Don  Pedro  Javier  Fernández  por  doú  *:• 
cáela  Silva  de  Arregui,  expone:  qacoi  rr: 
cío  de  la  acción  que  se  le  reservó  por  aa:  * 
27  de  agosto  de  1894,  del  cuaderno  dt  cc^ : 
de  bienes  de  don  José  Timoteo  Arregíí, :  ■ 
que  el  agente  de  la  Compañía  de  Seguros  I!.^ 
burgo  Bremense,  consigne  á  la  orden  de'.  : 
gado  la  suma  de  $  20.000,  de  que  es  df  • 
tario,  dentro  de  tercero  día  con  los  intrírs 
legales  correspondientes. 

En  1889  adquirió  don  José  Timoteo  > 
gui  una  tienda  en  la  calle  de  San  Pa>!  j 
esta  ciudad  y  aseguró  sus  mercaderías  r: 
Compañía  Hamburgo  Bremense  por  la  <rj 
de  $  20.000.  En  febrero  de  1890  esta  tr- 
iné consumida  por  el  fuego. 

Según  consta  del  escrito  del  cuaderno  ei-- 
sado,  el  10  de  marzo  del  año  últimaor:.  • 
tado,  pidió  su  representada  se  nottf.cani 
agente  en  Santiago  de  aquella  Ccncpiñ. 
don  Teodoro  Griebel  que  no  pagara  a;  se:  - 
Arregui  el  importe  del  seguro,  retuviese  dct: 
luego  su  valor  de  $  20.000  en  su  poder  j.V 
gado  el  tiempo  del  pago,  lo  consignan '. . 
orden  de  este  Juzgado. 

Hace  presente  que  el  señor  Griebel  a'  f 
notiñcado  del  decreto  que  acogió  esa  per 
manifestó  que  la  notificación  debía  hactr^-:^' 
agente  general  de  laCompañíaen  Valpar> 
don  Enrique  Bucker,  lo  que  se  vcrific-'' : " 
de  marzo  de  1890,  por  medio  del  exhon^v- 
rrespondiente,  exponiendo,   según  cocsti/ 
la  diligencia  de  notificación  del  cuaden 
concurso  citado,  que  haría  la  retención  .:.r 
nada. 

Pallado  por  la  justicia  en  lo  criminal  el 
ceso  seguido  contra  los  autores  del  io(t:^ 
que  fueron  condenados,  absolviéndose  a!  vc 
gurado,  pidió  el  exponen  te  se  ordenan  ^ 
agente  de  la  Compañía  aseguradora  dfro^- 
tarála  orden  del  Juzgado  los$2(M>'^  * 
porte  del  seguro  dentro  de  tercero  dú  -" 
jo  apercibimiento  de  embargo;  así  sedispa; 
por  auto  de  16  de  abril  de  1894;  el  señor («j 
ker  reclamó  de  esta  resolución  alegaco:' 
existencia  de  un  juicio  promovido  por  lo?  * 
ñores  Fellmer  i  C^  como  cesionarios  ó  ar- 
dores prendarios  de  la  póliza  de  seguros^  ^ 
petición  fué  acogida  por  este  Juzgado,  "i\z^ 
juicio  de  la  retención  y  de  los  derechos  ¿f  k 
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ra  Silva  paraejerdtarla  separadamente*', 
ic  fué    confímado  por   el  Iltmo.  Tribu- 

irante  la  apelación   se   presentó  por  la 
pañí  a  aseguradora  copia  de  las  sen  ten- 

dictadas  en  el  juicio  con  Tellmer  y  C*, 
as  cuales  se  declaró  que  había  caducado 
^uro  á  virtud  de  lo  estipulado  en  una  de 
láusulas  de  la  póliza.  Estas  sentencias  se 
iron  en  el  concepto  de  que  no  se  había 
.mado  el  pago  del  seguro  dentro  del  año 
e  se  refería  una  de  las  estipulaciones  del 
ro,  concepto  equivocado  desde  que  ese 
.rao  se  interpuso  por  su  parte  dentro  del 

siguiente  al  semestre,  siendo  aceptado 
il  agente  general  de  la  Compañía  asegu- 
ra. Por  lo  demás,  esas  sentencias  no 
an  á  la  señora  Silva  de  Arregui  por  no 
r  sido  parte  en  el  juicio  respectivo, 
[entras  se  ventilaba  ese  juicio  la  Compa- 
10  ha  podido  ser  obligada  á  entregar  el 
)rte  del  seguro  y  por  eso  el  Juzgado  dis- 

la  suspensión  de  la  entrega,  pero  man- 
ndo  vigente  la  retención  decretada  acep- 
.  por  el  agente  de  la  Compañía,  que  pidió 

la  Iltma.  Corte  su  confirmación, 
eptada  esta  resolución  se  constituyó  el 
r  del  seguro  en  un  depósito  judicial  en 
T  del  deudor,  ó  sea  la  Compañía  asegu- 
>ra,  que  debe  restituirlo  por  haber  cesado 
otivo  que  lo  hizo  necesario;  ó  sea  el  juicio 
inal  terminado  ya  con  el  fallo  declarato- 
le  que  en  el  siniestro  no  afectaba  respon- 
lidad  alguna  al  asegurado, 
i  restitución  debe  hacerse  con  intereses 
[ue  la  cosa  depositada  debe  restituirse  con 
is  sus  accesiones  y  frutos  según  el  artículo 
3  del  Código  Civil,  debiendo  por  lo  menos 
positario  los  intereses  legales  desde  que 
instituyó  en  mora. 

de  en  conclusión  se  declare  en  virtud  de 
iccion  reservada  por  el  reíerido  auto  del 
ídiente  citado,  que  la  Compañía  Hambur- 
Bremense  debe  depositar  á  la  orden  del 
;ado  los  $  20.000  mandados  retener  en  su 
cr,  con  intereses  legales  y  costas, 
or  auto  de  21  de  junio  de  1902,  se  mandó 
•í'  por  demanda  ordinaria  el  escrito,  des- 
eándose del  expediente  del  concurso  de  don 
'  Timoteo  Arregui,  donde  se  había  presen- 


tado y  confirió  traslado  á  la  Compañía  de 
Seguros  Hamburgo  Bremense. 

Contestando  y  reconviniendo  la  Compañía 
demandada  expone:  que  la  pretensión  de  la 
señora  Silva  de  Arregui  se  basa  en  el  auto  de 
27  de  agosto  de  1894  que  resolvió  otra  peti- 
ción suya  análoga  á  la  presente,  en  el  concur- 
so de  don  José  Timoteo  Arregui,  negando  lu- 
gar á  la  consignación  á  la  orden  del  Juzgado, 
por  $  20,000  valor  del  seguro  de  la  tienda 
**La  Pirámide",  por  existir  reclamaciones  pen- 
dientes al  respecto  y  estar  en  juicio  la  obliga- 
ción de  la  Compañía  de  pagar  dicho  seguro, 
según  se  manifiesta  en  el  escrito  compulsado; 
reservando  á  la  peticionaria  "sus  derechos 
para  que  por  cuerda  separada  los  haga  valer 
en  la  forma  que  viere  convenirle*'  y  ordenan- 
do mantener  vigente  la  retención  del  valor  del 
seguro  en  poder  de  la  Compañía  aseguradora. 
Los  antecedentes  que  sirvieron  para  negar  lu- 
gar al  depósito  del  valor  del  seguro  ala  orden 
del  Juzgado,  fueron  un  embargo  que  se  había 
trabado  y  el  cobro  del  mismo  seguro  que  Tell- 
mer y  C*,  cesionarios  de  don  José  Timoteo 
Arregui,  tramitaban  en  Valparaíso,  cuestión 
esta  última  resueltas  por  sentencias  de  1^  y 
2^  instancia  en  las  que  se  absuelve  á  la  Com- 
pañía Hamburgo  Bremense  de  la  obligación 
de  pagar  el  seguro  de  la  tienda ''La  Pirámide" 
porque  su  reclamo  se  hizo  después  de  vencido 
el  plazo  estipulado  para  que  pudiera  hacerse 
válidamente  y  porque  **el  siniestro  no  fue  ca- 
sual sino  premeditado  y  con  el  fin  de  obtener 
el  valor  del  seguro".  Tal  resolución,  que  pro- 
dujo ejecutoria  en  1895,  hizo  caducar,  por  sí 
misma,  la  retención  que  había  dejado  subsis- 
tente el  auto  de  27  de  agosto  de  1894  y  con- 
cluyó con  el  derecho  que  pudiera  alegar  la  se- 
ñora Silva  de  Arregui  para  pedir  que  se  depo- 
sitara á  la  orden  del  Juzgado  la  suma  man- 
dada retener. 

La  primera  solicitud  que  hizo  á  este  respec- 
to la  demandante,  incidió  en  el  juicio  de  con- 
curso de  don  José  Timoteo  Arregui,  haciendo 
allí  presente  que  se  ha  quemado  una  tienda  de 
propiedad  de  éste,  asegurada  en  $  200  00  y  que, 
no  habiendo  bienes  suficientes  para  cubrir  el 
total  de  los  créditos,  esa  suma  debe  ingresar  al 
concurso,  pidiendo  con  tal  objeto  se  notificara 
al  agente  déla  Compañía  aseguradora  ''para 
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que  deposite  á  la  orden  del  Juzgado  el  valor 
del  seguro  de  la  tienda  "La  Pirámide",  una 
vez  que  llegue  el  caso  de  pagarlo,  no  pudiendo 
en  ningún  caso  hacer  el  pago  al  concursado 
don  José  Timoteo  Arregui".  A  esto  accedió  el 
Juzgado  provisionalmente  y  sin  perjuicio  del 
traslado  conferido. 

Observa  que  mientras  no  llegarala  oportu- 
nidad de  hacer  el  pago  sólo  existía  una  sim- 
ple retención  á  favor  de  los  acreedores  del  se- 
ñor Arregui  para  la  segundad  de  sus  créditos, 
retención  que  el  agente  de  la  Compañía  deman- 
dada se  comprometió  á  hacer.  Esta  retención 
fué  mantenida  por  el  auto  de  27  de  agosto  de 
1894,  invocada  ahora  por  la  demandante  pa- 
ra que  se  haga  el  depósito.  Entretanto,  agrega, 
don  José  Timoteo  Arregui  había  cedido  á  los 
señores  Tellmer  y  C*  los  derechos  que  podrían 
corrcsponderle  en  el  seguro  sobre  la  tienda 
"La  Pirámide*',  según  escritura  pública  que 
se  acompaña,  y  estos  siguieron  un  juicio  en 
Valparaíso  por  cobro  del  seguro  que  terminó 
con  la  sentencia  ya  referida,  en  que  se  absolvió 
á  la  Compañía  demandada  de  tod  a  obligación . 
En  consecuencia,  la  medida  precautoria  ó  re- 
tención á  favor  de  los  acreedores  del  señor 
Arregui  se  extinguió  por  falta  de  objeto.  Se- 
gún declaración  de  tribunales  competentes  y 
contra  legítimo  contradictor,  nada  debía  la 
Compañía  Hamburgo  Bremense;  por  tanto 
nada  podrá  retener;  no  llegaba  por  consiguien- 
te el  caso  de  efectuar  el  pago,  por  no  existir 
obligación  de  parte  de  la  Compañía  demanda- 
da, y  mucho  menos  el  depósito  á  la  orden  del 
Juzgado. 

La  retención,  continúa,  versó  sobre  una  su- 
ma que  ignoraba  si  se  debía  ó  nó  al  señor 
Arregui;  la  justicia  ordinaria  declaró,  en  to- 
da forma  de  derecho,  que  no  se  adeudaba  di- 
cha suma;  luego  la  retención  caducó  por  sí 
sola  por  haber  desaparecido  su  objeto,  care- 
ciendo en  absoluto  de  derecho  la  demandante 
para  pretender  se  deposite  á  la  orden  del  Juz- 
gado, y  en  el  concurso  de  don  José  Timoteo 
Arregui,  una  cantidad  de  dinero  no  pertene- 
ciente á  éste. 

Observa  que  la  demandante  confunde  la  ac- 
ción de  cobro  del  seguro  sobre  la  tienda  "La 
Pirámide",  con  la  tendente  á  exigir  que  la 
Compañía  Hamburgo  Bremense  deposite  á  la 


orden  del  juzgado  la  cantidad  á  que  ascendía 
este  seguro,  y  que  se  supone  adeudada  al  señor 
Arregui  y  retenida  en  poder  de  la  Compañía. 
Doña  Micaela  Silva  carece  de  personería  para 
exigir  pago  de  indemnización  por  el  siniestro, 
porque  el  contrato  fué  celebrado  con  el  señor 
Arregui  de  quien  la  demandante  no  es  repre- 
sentante ni  sucesor  de  sus  derechos.  Por  esto 
se  declinó  de  jurisdicción,  pues  el  juzgado  no 
es  competente  para  conocer  ó  resolver  sobre 
la  acción  emanada  del  contrato  de  seguros. 
En  el  escrito  de  respuesta  al  de  declinatoria 
se  restringió  la  acción  deducida  á  pedir  el  de- 
pósito del  valor  del  seguro  antes  mandado 
retener. 

Se  dice  en  la  demanda,  continúa,  que  la  sen- 
tencia que  absolvió  á  la  Compañía  de  Segu- 
ros Hamburgo  Bremense  de  pagar  el  seguro, 
fué  dictada  en  el  concepto  erróneo  de  no  ha- 
berse reclamado  la  indemnización  por  el  si- 
niestro dentro  del  plazo  señalado,  siendo  que 
la  señora  Silva  hizo  el  reclamo  en  el  mes  si- 
guiente, y  que  esa  sentencia  no  puede  afectar 
á  la  señora  Silva  por  no  haber  sido  parte  en 
el  juicio.  A  este  respecto  observa  que  la  sen- 
tencia se  funda,  además  de  la  razón  expuesta 
en  que  "el  siniestro  no  fué  casual,  sino  preme- 
ditado y  con  el  fin  de  obtener  el  valor  del  se- 
guro", y  en  que,  aún  cuando  así  no  fuera,  el 
hecho  es  que  la  señora  Silva  tampoco  recla- 
mó la  indemnización  del  siniestro  ni  podía 
hacerlo;  se  limitó  únicamente  á  pedir  que  se 
retuviera  su  valor  i  se  depositara  á  la  orden 
del  juzgado,  para  impedir  que  el  dinero  fuese 
á  manos  del  señor  Arregui  cuando  llegara  el 
caso  de  pagarlo,  lo  cual  era  solicitar  una  me- 
dida precautoria  y  en  modo  alguno  reclamar 
el  pago  de  la  indemnización  á  la  Compañía. 
Esto  tampoco  podía  hacerlo,  porque  tal  dere- 
cho correspondía  exclusivamente  al  asegura- 
do, quien  no  lo  había  transferido  á  la  señora 
Silva. 

Respecto  de  que  la  sentencia  no  afecta  á  la 
señora  Silva  por  no  haber  sido  oída  en  el  jui- 
cio ni  citada  á  él,  hace  presente  que  tal  obser- 
vación es  también  infundada.  Las  únicas  par- 
tes interesadas  según  la  ley  eran:  la  Compañía 
aseguradora  y  el  asegurado,  ó  su  cesiona- 
rio. La  señora  Silva  era  simplemente  una 
acreedora  que  no  se  había  colocado  en  el  lu- 
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g-ar  del  deudor  para  el  ejercicio  de  sus  dere- 
chos y  que  no  tenía  otra  facultad  que  la  de 
cobrar  su  crédito  sobre  los  bienes  de  propie- 
dad de  este  deudor.  La  sentencia  que  no  dio 
lugar  al  pago  del  seguro,  nada  quitó  de  lo 
suyo  á  la  señora  Silva,-  ni  tenía  ésta  porqué 
ser  parte  en  el  juicio  correspondiente. 

Se  ha  insinuado  que  no  pudo  don  José  Ti- 
moteo Arregui  ceder  á  los  señores  Tellmer  y 
C*  el  valor  del  seguro,  porque  este  pertene- 
cía al  concurso,  no  teniendo  por  esto  valor  el 
juicio  seguido  por  ellos  y  la  sentencia  absolu- 
toria para  la  Compañía. 

Prescindiendo  de  las  numerosas  razones  le- 
gales  que  existen  para  demostrar  la  validez 
de  la  cestón  y  la  fuerza  de  la  sentencia  basta 
para  el  caso  con  dejar  constancia  de  que  este 
punto  está  ya  resuelto  por  los  tribunales  y 
pasado  en  autoridad  de  cosa  juzgada.  En 
efecto  se  declaró  judicialmente  que  don  José 
Timoteo  Arregui  pudo  válidamente  adquirir 
derechos  y  contraer  obligaciones  después  de 
aceptada  su  cesión  de  bienes  y  que  tales  dere- 
chos no  dependen  del  concurso;  se  declaró 
igualmente  ajeno  al  concurso  el  juicio  ejecuti- 
vo por  cobro  de  pesos  que  se  adeudaban  por 
mercadería  de  "La  Pirámide*',  en  el  cual  se  ha- 
bía ya  embargado  y  cedido  la  póliza  de  segu- 
ros sobre  la  misma  tienda;  luego  la  cesión  ha 
sido  y  está  perfectamente  válida  y  la  señora 
Silva  nada  puede  objetar  contra  ella  ni  con- 
tra la  sentencia  que  absolvió  á  la  Compama 
Hamburgo  Bremense   de  pagar    indemniza- 
ción con  motivo  del  incendio  de  "La  Pirá- 
mide." 

Concluye  pidiendo  se  rechace  la  demanda  y 
se  declare  caducada  la  retención  á  que  se  re- 
fiere el  auto  de  27  de  agosto  de  1894,  para  lo 
cual  deduce  reconvención  en  forma. 

Don  Pedro  Javier  Fernández  por  la  señora 
Silva  de  Arregui,  replicando  y  contestando  la 
reconvención,  reproduce  i  amplía  las  esplica- 
ciones  aducidas  en  la  demanda,  insistiendo  es- 
pecialmente sobre  la  ineñcacia  respecto  de  su 
parte  de  la  sentencia  dictada  en  el  juicio  de  la 
Compañía  demandada  con  los  señores  Tell- 
mer y  C*  que  niega  lugar  al  pago  del  seguro, 
la  cual  no  produce  contra  ella  la  escepción  de 
cosa  juzgada. 
Al  terminar  modifica  la  petición  de  pago  de 


intereses  hecha  en  la  demanda  en  el  sentido 
de  que  se  declare  que  la  Compañía  está  obli- 
gada á  pagar  el  interés  legal  del  69(  des- 
de que  se  constituyó  el  depósito,  ó  sea  desde 
marzo  de  1890  hasta  enero  de  1892,  en  que 
se  falló  el  proceso  criminal,  y  desde  entonces 
hasta  la  restitución  debe  abonar  el  interés 
corriente  con  arreglo  al  artículo  536  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil. 

Duplicando  don  Domingo  Portales  A.,  por 
la  Compañía  Hamburgo  Bremense,  insiste 
con  más  amplitud  en  las  razones  dadas  en  su 
escrito  de  contestación  y  reconvención.  Sos- 
tiene que  no  ha  intentado  siquiera  aducir 
como  excepción  de  cosa  juzgada  la  sentencia 
dictada  en  el  juicio  con  Tellmer  y  C*,  sino 
simplemente  como  resolución  definitiva  de 
no  estar  la  Compañía  demandada  obliga- 
da á  indemnizar  el  incendio  de  "La  Pirámi- 
de" y  que  siendo  el  monto  de  esta  indemni- 
zación lo  que  se  retuvo  á  favor  de  la  señora 
Silva  no  puede  exigirse  ahora  su  depósito, 
pues  caducó  tal  retención  porque  dejó  deexis- 
tir  la  materia  sobre  que  versaba. 

Estimada  la  causa  como  de  mero  derecho, 
se  ha  citado  á  las  partes  para  sentencia  y  el 
juzgado  falló  en  30  de  abril  de  1904; 

Considerando: 

1^  Que  como  aparece,  la  retención  del  seguro 
de  la  tienda  "La  Pirámide",  pedida  y  decreta- 
da, fué  para  cuando  llegara  el  caso  de  pagar- 
los, y  en  tal  sentido  debe  por  consiguiente  en- 
tenderse la  exposición  de  don  Enrique  Bucker, 
representante  de  la  Compañía  de  Seguros 
Hamburgo  Bremense,  referente  á  que  haría  la 
retención  ordenada; 

2^  Que  en  el  proceso  criminal  de  que  dan 
testimonio  las  sentencias  compulsadas,  ins- 
truido á  consecuencia  del  incendio  de  dicha 
tienda  para  establecer  la  responsabilidad  con- 
siguiente, quedó  reconocido  definitivamente 
que  ese  incendio  fué  intencional  y  con  el  fin  de 
obtener  el  valor  del  seguro;  y 

3^  Que,  por  consiguiente  y  conforme  á  la 
póliza,  la  Compañía  mencionada  no  haestado 
en  la  obligación  de  pagar  el  seguro  referido, 
quedando  por  el  mismo  hecho  caducada  la  in- 
dicada retención. 

Con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  los  artículos 
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151,  167  y  331  del  Código  de  Procedimiento 
Civil;  512,  514,  536  y  550  del  Código  de  Co- 
mercio y  1698  del  Código  Civil,  se  declara:  sin 
lugar,  con  costas,  la  demanda  y  que  ha  lugar 
á  la  reconvención,  debiendo  considerarse,  en 
consecuencia  caducada  la  retención.— i4rt uro 
A  vala. 

La  Corte  de  Apelaciones: 

Santiago,  23  de  diciembre  de  1904- Vistos: 

se  confirma  la  sentencia  apelada  de  30  de 
abril  último,  sin  costas  por  haber  apelado 

ambas  partes.—- 4.    Ver  gara  A A.  Montt 

Darío  Bena  vente, 

Don  Amadeo  Gundelach,  en  representación 
de  doña  Micaela  Silva  de  Arregui,  ha  inter- 
puesto recurso  de  casación  en  la  forma  y  en 
el  fondo  contra  esta  sentencia. 

Formalizando  el  primero  de  los  recursos, 
dice  que  lo  funda  en  las  causales  4*,  5*,  6*  y 
7*  del  artículo  941  y  en  el  número  6^  del  ar- 
tículo 193  del  Código  de  Procedimiento  Civil. 

Por  el  escrito  se  pidió  por  la  recurrente  que 
se  obligara  á  la  Compañía  á  depositar  á  la 
orden  judicial  el  importe  del  depósito  ó  se- 
cuestro que  existía  en  su  poder. 

Contestando  en  el  incidente  de  declinatoria 
de  jurisdicción  promovido  por  la  Compañía, 
se  acentuó  todavía  más  por  la  demandante  la 
acción  deducida,  con  estas  palabras: 

"Propiamente  no  se  demanda  aquí  el  impor- 
te de  la  póliza,  sino  la  restitución  de  un  depó- 
sito judicial;  y  el  único  Juez  competente  para 
conocer  de  esa  demanda  es  el  Juez  que  decretó 
ese  depósito. 

**Es  esa  la  acción  deducida  por  mi  parte. 

**E1  Juez  a  quo  rechazó  la  declinatoria  te 
niendo  especialmente  en  consideración  que  en 
esta  causa  se  trata  de  hacer  efectivo  el  cum- 
plimiento de  un  secuestro  decretado  por  este 
Juzgado  en  auto  que  ha  causado  ejecutoria. 

**Esta  resolución  fué  confirmada  por  el  Tri- 
bunal superior." 

En  la  réplica  se  volvió  á  expresar  que  no  se 
reclamaba  el  pago  de  la  póliza  del  seguro  ce- 
lebrado entre  Arregui  y  la  Compañía,  sino 
propiamente  el  cumplimiento  de  una  resolu- 
ción judicial,  que  constituía  un  depósito  ó  sea 
secuestro. 


"Sobre  esto  sí  que  hay  cosa  jnzgada,  se 
agregó  allí,  que  deduje  como  acción  en  la  de- 
manda, cosa  juzgada  que  ya  se  ha  reconocido 
en  este  mismo  juicio  que  existe/* 

En  el  escrito  de  expresión  de  agravios  « 
manifestó  que  la  sentencia  apelada  era  nnla 
por  las  causales  4*,  5*  y  6*  del  artículo  941 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  protes- 
tó entablar  el  respectivo  recurso  si  la  acntca- 
cia  de  segunda  instancia  incurría  en  los  mis- 
mos vicios,  como  ha  sucedido,  y  se  agregó: 
"Insisto,  pues,  en  alegar  esa  cosa  juzgada  j 
pido  fallo  especial  sobre  ella,  como  sobre  to- 
das las  otras  alegaciones  hechas  por  mi  par- 
te, fallo  que  US.  Iltma.  puede  dar  en  esta  ins- 
tancia." 

El  contendor  se  adhirió  á  la  apelación  ec 
cuanto  la  sentencia  no  se  pronunciaba  sobrt 
la  cosa  juzgada  alegada  por  él. 

La  Corte  se  limitó  á  confirmar  la  sentencia 
apelada,  incurriendo  así  en  todos  los  vicios  de 
que  ella  adolecía  y  además  en  el  de  haber  fa- 
llado contra  sentencia  pasada  en  autoridad 
de  cosa  juzgada,  como  lo  son  laB  de  fs.  27,  39 
y  45  que,  aun  cuando  son  interlocutorias,  dan 
acción  y  excepción  de  cosa  juzgada  según  el 
artículo  198  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil, y  en  no  haber  fallado  el  asunto  controver- 
tido en  los  términos  que  expresa  el  número  6^ 
del  artículo  193. 

La  Corte: 

Considerando  en  orden  á  todas  las  causales 
del  recurso,  con  excepción  de  las  que  se  fundas 
en  no  haberse  pronunciado  el  fallo  recurrido 
sobre  las  excepciones  de  cosa  juzgad  a,  6  en  ha- 
berse dictado  contra  lo  resuelto  en  sentencia 
que  tienen  este  carácter: 

1^  Que  en  los  vicios  ú  omisiones  que  se  di- 
cen existir  habría  incurrido  la  sentencia  de 
primera  instancia  y  no  la  de  segunda  que  se 
limitó  á  confirmar  aquélla; 

2^  Que  contra  la  sentencia  del  Juez  a  9210  no 
se  reclamó  por  el  único  medio  procedente  pa- 
ra que  el  Tribunal  superior  hubiera  debido 
pronunciarse  respecto  de  las  supuestas  irregu- 
laridades, esto  es,  interponiendo  en  tiempo 
contra  la  sentencia  irregularmente  dictada  el 
recurso  de  casación  en  la  forma;  y 
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3^  Que,  en  consecaencia,  la  parte  que  se  dice 
perjudicada  renunció  6  perdió  el  derecho  de 
reclamar  posteriormente  los  vicios  ó  defectos 
de  que  abora  se  queja. 

Considerando,  con  relación  á  la  causal  que 
se  funda  en  haberse  desentendido  el  fallo  de 
apreciar  la  cosa  juzgad  a  que  establecen  las  re- 
soluciones de  fs.  27,  39  y  46  ó  en  haberse  dic- 
tado en  contradicción  con  lo  sentenciado  en 
ellas: 

1^  Que  si  bien  la  excepción  de  cosa  juzgada 
pudo  hacerse  valer  conforme  al  artículo  300 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  ante  el 
Tribunal  de  Alzada  para  que  la  decidiera  en 
única  instancia,  aparece,  sin  embargo,  que  di- 
cha excepción  fué  en  realidad  considerada  y 
desestimada  en  la  sentencia  deljuez  a  700  con- 
firmada por  la  de  aquel  Tribunal;  pues,  fundán- 
dose dicha  sentencia  en  que  no  existía  de  parte 
de  la  Compañía  demandada  la  obligación  de 
hacer  el  pago  del  seguro  pactado  con  Arregui, 
declaró,  como  consecuencia,  la  caducidad  de 
la  retención  solicitada  por  la  demandante,  que 
dependía  en  absoluto  de  la  existencia  de  aque- 
lla obligación; 

2^  Que  la  sentencia  reclamada,  en  cuanto 
declara  el  alzamiento  de  la  expresada  reten- 
ción, no  se  opone  á  lo  resuelto  en  fallos  que 
tengan  la  autoridad  de  cosa  juzgada,  pues  los 
que  se  invocan  para  validar  esta  excepción 
se  limitaron  á  establecer  medidas  precauto- 
rias, decretadas  en  el  concepto  de  que  existie- 
ra para  la  Compañía  Hamburgo  Bremense 
la  obligación  de  pagar  el  seguro  cuyo  impor- 
te se  ordenó  retener  por  aquellas  medidas; 

3^  Que  estableciendo,  como  lo  han  estable- 
cido la  sentencia  recurrida,  la  no  existencia 
de  la  obligación  de  que  se  trata,  lógicamente 
tenía  que  establecer  también  la  caducidad  de 
las  medidas  que  se  motivaban  en  lá  existen- 
cia de  esa  obligación:  y 

4?^  Que  la  cuestión  de  si  la  sentencia  ha 
aplicado  ó  no  correctamente  la  ley  al  eximir 
á  la  Compañía  demandada  de  la  obligación 
de  efectuar  el  pago  del  seguro  no  puede  ser 
apreciada  en  el  presente  recurso. 

Considerando  relativamente  á  la  causal  de- 
deducida  por  haberse  omitido  el  pronuciamien- 
to  sobre  la  excepción  de  cosa  juzgada  opues- 
ta por  la  otra  parte,  que  esa  omisión,  de  ser 


efectiva,  habría  causado  agravio  á  la  parte 
recurrida  y  no  á  la  recurrente  y,  por  tanto, 
no  puede  invocarse  por  esta  áltima. 

Visto  además  lo  prevenido  en  los  artículos 
940,  946,  960  y  978  del  Código  de  Procedi 
miento  Civil,  se  declara  sin  lugar,  con  costas 
que  pagará  la  parte  cuando  mejore  de  fortu- 
na, el  recurso  de  casación  en  la  forma  inter- 
puesto contra  la  sentencia  de  23  de  diciembre 
de  1904. 

Pasen  los  antecedentes  al  Tribunal  Pleno 
para  que  provea  lo  que  fuere  de  derecho  sobre 
el  recurso  de  casación  en  el  fondo. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Saavedra. 
^Leopoldo  Ürruda.-J.  Gabriel  Palma  Gut- 
man.  ^  Abel  Saaveára.-'L.  Rom  ¡lio  Mora, 

Al  formalizar  el  recurso  de  casación  en  el 
fondo,  la  recurrente  expone: 

Que  la  sentencia  ha  infringido  el  artículo 
167  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  atri- 
buyendo á  las  sentencias  dictadas  en  el  pro- 
ceso criminal  seguido  por  el  incendio  de  la 
tienda  asegurada,  lo  que  no  dicen  y  exten- 
diendo e.«e  fallo  á  puntos  no  sometidos  ajui- 
cio. Bl  considerando  2*^  de  la  sentencia  recu- 
rrida afirma  que  en  ese  proceso  * 'quedó  reco- 
nocido definitivamente  que  ese  incendio  fué 
intencional  y  con  el  fin  de  obtener  el  valor  del 
seguro*',  y  como  en  el  considerando  3^  agre- 
ga: "que,  por  consiguiente,  y  conforme  á  la 
póliza  la  Compañía  demandada  no  ha  estado 
en  la  obligación  de  pagar  el  seguro  referido, 
quedando  por  el  mismo  hecho  caducada  la  re- 
tención", es  evidente  que  esa  sentencia  afir- 
ma que  el  incendio  lo  causó  maliciosamente 
el  asegurado,  puesto  que  sólo  así  puede  per- 
derse el  valor  del  seguro. 

Sin  embargo,  el  asegurado  no  intervino  en 
ese  proceso,  ni  se  siguió  contra  él,  ni  se  le 
notificó  en  forma  alguna,  y  la  Compañía 
jamás  sostuvo  que  el  asegurado  fuera  el  au- 
tor del  incendio; 

Que  se  ha  infringido  el  artículo  200  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil,  por  haberse  da- 
do fuei'za  de  cosa  juzgada  á  los  fallos  expedi- 
dos en  el  referido  proceso  criminal,  pues  no 
reúne  ninguna  de  las  identidades  exigidas 
por  él; 
Que  la  sentencia  recurrida,  viola  además,  el 
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artículo  539  del  Código  de  Comercio  que  pre- 
sume que  el  siniestro  ha  ocurrido  por  caso 
fortuito,  desde  que  ese  fallo  supone  que  el  in- 
cendio ha  sido  intencional  de  parte  del  ase- 
gurado; y  el  artículo  582  del  mismo  Código, 
desde  que  exime  al  asegurador  por  una  cau- 
sal que  ese  artículo  rechaza.  El  crimen  come- 
tido por  un  tercero  no  le  quita  al  siniestro  su 
carácter  de  fortuito  respecto  del  asegurado. 
De  otro  modo  se  infringe  la  deñnición  legal 
del  caso  fortuito;  v 

Que  funda  también  el  recurso  de  casación 
en  el  fondo,  en  la  infracción  de  todos  los  ar- 
tículos del  Código  de  Procedimiento  citados 
al  formalizar  el  de  casación  en  la  forma  re- 
chazado por  sentencia  de  este  Tribunal  de  29 
de  marzo  del  año  próximo  pasado. 

La  Compaiíía  de  Seguros  Hamburgo  Bre- 
mense  respondiendo  al  escrito  de  fundación 
del  recurso,  expone: 

Que  la  sentencia  recurrida  y  la  de  primera 
instancia  se  limitan  estrictamente  á  lo  alega- 
do y  probado  en  autos,  de  modo  que  la  cau- 
sal relativa  á  la  infracción  del  artículo  167 
del  Código  de  Procedimiento  Civil  es  infunda- 
da, siendo  además  de  observar  que  fué  ya  re- 
chazado el  recurso  de  .la  señora  Silva  de  Arre- 
gui,  basado  en  que  el  fallo  de  la  Corte  era 
ultra  petíta\ 

Que  la  infracción  del  artículo  200  del  Códi- 
go de  Procedimiento  Civil,  no  existe  ni  puede 
existir  porque  no  tiene  aplicación  ese  precep- 
to al  caso  de  autos.  El  artículo  200  trata  de  la 
cosa  juzgada  relativamente  á  dos  juicios  civi- 
les, mientras  que  la  resolución  hace  valer  una 
sentencia  criminal  en  un  asunto  civil,  cues- 
tión que  legisla  el  artículo  201,  no  imponien- 
do otro  requisito  que  la  condenación  del  reo, 
el  cual  se  cumple  aquí; 

Que  sobre  la  presunción  legal  del  artículo 
539  del  Código  de  Comercio,  está  el  hecho 
demostrado  en  autos  de  queel  incendio  de  *'La 
Pirámide"  fué  intencional;  y  sobre  lo  dis- 
puesto por  el  artículo  582  se  encuentra  la  cir- 
cunstancia de  que  ese  incendio  fué  de  mala  fe 
y  con  el  propósito  preconcebido  de  obtener  el 
valor  del  seguro.  En  realidad,  el  dueño  de  la 
tienda  y  el  asegurado  era  don  Julio  Arregui 
que  fué  también  el  incendiario;  y  en  la  hipóte- 
sis de  que  así  no  hubiese  sido,  no  es  exigible 


el  monto  del  seguro,  porqae  ese  contratóse 
pactó  y  ha  debido  ejecutarse  de  buena  fe,  j 
mientras  tanto,  el  incendio  fué  intendosái 
para  obtener  el  valor  del  seguro;  \' 

Que  no  pueden  invocarse  para  fundar  el  ^^ 
curso  de  casación  en  el  fondo,  los  preceptos 
que  se  citaron  como  infringidos,  al  interpoccr 
doña  Micaela  Silva  el  de  casación  en  la  te: 
ma,  pues  el  último  fué  ya  desechado  porestt 
Tribuna],  y  la  ley  no  autoriza  la  reviaón  cel 
fallo  recaído  sobre  la  casación  en  la  forma. 

La  Corte,  con  fecha  23  de  julio  de  1906: 

Considerando: 

1^  Que  doña  Micaela  Silva,  solicitó  en  t 
expediente  de  concurso  formado  a  los  bieoís 
de  su  marido  don  José  Timoteo  Arregui  q:i; 
se  notificara  á  la  Compañía  aserradora 
Hamburgo  Bremense,  retuviese  en  so  po- 
der el  valor  de  la  póliza  de  seguro  de  la  tien- 
da *'La  Pirámide'',  á  fin  de  que  no  fiíera  es- 
tregado á  Arregui  si  llegaba  el  caso  dd  pagc. 
sino  al  concurso  donde  debía  repartirse  entre 
los  acreedores  conforme  á  la  ley: 

2^  Que  las  resoluciones  judiciales  que  acep^ 
taron  la  retención  pedida  por  la  recurrra:e 
no  tuvieron  otro  alcance  que  decretar  osa 
medida  precautoria,  de  carácter  cYentna\ 
pues,  recayeron  sobre  el  valor  del  segnro  cor- 
tratado  por  Arregui  y  cuyo  pago  crareck- 
mado  enjuicio  seguido  par  los  señores Tej- 
mer  y  C*,  cesionarios  de  aquél,  contra  la 
Hamburgo  Bremense; 

3'  Que  el  litigio  promovido  para  exigir  e 
valor  del  seguro  tramitado  con  intervcncí«'« 
de  los  legítimos  interesados,  que  eran  lo5s^ 
ñores  Tellmer  y  C*,  cesionarios,  de  Arregui,  j 
la  Hamburgo  Bremense,  fué  decidido  por  sea 
tencia  de  término  que  absolvió  á  la  Coa- 
pañía  aseguradora,  en  razón  especialmente  ce 
que  el  incendio  no  fué  casual,  sino  obra  de  os 
delito  de  los  dueños  ó  poseedores  de  la  tieca 
"La  Pirámide",  cometido  con  el  objeto  de  ob- 
tener el  pago  del  seguro; 

4^  Que  doña  Micaela  Silva  no  ha  acredita- 
do tener  derecho  para  intervenir  como  parte 

■ 

en  el  referido  juicio,  en  el  cual  se  declaró  que  s- 
asegurador  no  debe  indemnisación  algi^ti^ 
por  el  siniestro  de  que  se  trata,  ni  ha  teoio^ 
acción  que  hacer  valer  sobre  la  cantidad  ^ 
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dinero  á  que  ascendía  el  valor  de  la  póliza, 
que  no  ha  pertenecido  ni  á  su  marido»  ni  al 
cesionario  de  éste,  ni  al  concurso,  ni  á  la  de- 
mandante; 

5^  Que  la  sentencia  recurrida,  confirma- 
toria de  la  de  primera  instancia  que  rechazó 
la  demanda  interpuesta  por  doña  Micaela 
Silva  contra  la  Hamburgo  Bremense  guar- 
da conformidad  con  lo  resuelto  en  el  juicio  á 
que  se  refieren  los  considerandos  anteriores, 
con  los  antecedentes  del  juicio  criminal  acer- 
ca del  incendio,  y  con  la  naturaleza  de  los 
decretos  expedidos  en  las  gestiones  iniciadas 
por  la  demandante  en  orden  á  la  retención 
eventual  del  valor  de  la  póliza,  de  modo  que 
el  fallo  recurrido  se  ha  dictado  sin  infringir 
los  preceptos  legales  citados  por  la  recurrente. 

Y  visto  lo  dispuesto  en  el  articulo  940  del 
Código  de  Procedimiento  Civil,  8e  declara  sin 
lugar  el  recurso  de  casación  en  el  fondo  inter- 
puesto por  doña  Micaela  Silva  de  Arregui 
con  tra  la  sentencia  de  23  de  diciembre  de  1 904. 

Por  gozar  la  parte  recurrente  del  privilegio 
de  pobreza,  queda  exenta  del  pago  de  la  mul- 
ta y  de  las  costas  que  establecen  los  artículos 
960  y  971  del  Código  citado,  y  en  virtud  de 
lo  dispuesto  en  los  artículos  134  y  974  del 
mismo  Código. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Gallardo. 
—J.  Gabfiel  Palma  Güzmáa.-^Galvarino  Ga- 
llardo,—Gabriel  Gaete.— Carlos  Varas.— Abel 

Saávedra — B.  Fóster  Recabárren /.  Ber- 

nales. 


Recurso  de  amparo.— 14  de  marzo  de  1906 


Villanueva 


I 


Habeas  Corpus  —Prisión  arbitrarla 

Doctrina: — No  existiendo  antecedente 
bastante  para  decretarla  prisión  del  pro- 
cesado^  la  prisión  es  arbitraria. 

Pedro  Villanueva,  portero  del  Segundo  Juz- 
gado de  letras  de  Caupolicán,  ha  interpuesto 


recurso  de  amparo  contra  el  juez  suplente  del 
Primer  Juzgado  del  mismo  departamento,  don 
Armando  Merino,  con  motivo  de  haberlo  re- 
ducido á  prisión  arbitrariamente  por  el  deli* 
to  de  abandono  de  su  destino. 

Informando  el  juez  expone  que  los  funda- 
mentos de  la  prisión  de  Villanueva  son:  aban- 
dono de  destino  y  engaño  por  cobro  indebido 
de  sueldo. 

^g^^g^  qi3c»  como  se  trata  de  un  proceso 
complicado,  remite  el  sumario  respectivo. 

Considerando  que  los  antecedentes  que  se 
han  traído  á  la  vista  no  dan  mérito  bastan- 
te para  decretar  la  prisión  de  Pedro  Villa- 
nueva,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  la  ley  de 
3  de  diciembre  de  1891,  se  declara  que  ha  lu- 
gar al  recurso  de  amparo;  y  en  consecuencia, 
ofíciese  para  que  se  ponga  al  reo  en  libertad. 

Devuélvase  el  sumario  acompañado. 

Pásense  los  antecedentes  al  señor  Fiscal 
para  los  íines  legales  (1.) 


(1)  £1  artículo  3.®  de  la  ley  de  5  de  diciembre  de 
1891  dice: 

«Tanto  en  el] caso  de  revocar  la  oiden  de  prisión 
como  en;«el  do  mandar  sabsauar  sus  defectos,  el  Trí- 
baoal  ordenará  que  pasen  los  antecedentes  al  Mi- 
nisterio Público  y  éste  estará  obligado  á  acasar  al 
autor  del  abuso  dentro  del  plazo  de  diez  días.  El  reo, 
aún  Citando  en  prisión,  podrá  igaal mente  entablar 
esta  acasación.  En  uno  y  otro  caso  el  culpable  del 
abttso  estará  obligado  á  indemnizar  los  perjuicios 
que  haya  ocasionado.» 

Esta  disposición  es  la  que  manda  cumplir  el 
Tribunal  al  disponer  que  pasen  los  antecedentes 
al  señor  Fiscal  para  los  fines  legales. 

La  ley  citada,  que  es  coniplemento  de  la  de  Garan- 
tías Individuales  de  25 de  setiembre  de  1884  que  dis 
pone  los  procedimientos  que  debon  seguirse  al  decre- 
tar y  llevar  á  efecto  la  prisión  ó  arresto  de  una  persona, 
ha  i  i  vestido  á  la  Corte  Suprema  de  Justicia  de  nn 
poder  especial  y  extraordinario  para  velar  por  la 
libertad  de  los  ciudadanos,  constituyéndola  en  un 
tribunal  especial  ante  el  cual  todo  individuo  por  sí 
ó  por  él  cualquiera  persona  hábil  para  parecer  en 
juicio,  sin  necesidad  de  mandato  expresamente  con- 
ferido, puede  reclamar  para  que  se  le  ponga  inme- 
diatamente en  libercad,  se  deje  sin  efecto  la  orden 
arbitraría  de  prisión  ó  para  que  se  subsanen  loa 
defectos  en  que  se  haya  incurrido,  cualquiera  que 
sea  U  autoridad  que  tal  prisión  haya  ordenado,  ó 
la  persona  que  la  haya  ejecutado,  ó  el  lugar  en  que 
el  preso  se  encuentre. 

La  ley  ha  querido  garantir  en  esta  forma  eficaz 
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Acordada  por  unanimidad,  previniéndose 
que  el  señor  Ministro  Gaete  tuvo  presente 
para  aceptar  el  recurso  que  el  estado  actual 
de  los  antecedentes  traídos  á  la  vista  no  da 
mérito  bastante  para  mantener  la  prisión 
de  Pedro  Villanueva.— Ga/var/no  Gallardo,— 
Gabriel  Gaete,— LfConcio  Rodríguez.— Carlos 
Varas. 


Cas.  en  la  forma. — 8  de  marzo  de  1^06 
Martínez  Ramos  con  Marchesse  (su  sucesión) 

Daolón  en  pago. —Prueba;  apreolaolón 
de  los  medios  de  prueba  oontradic- 
t orlos.— Presunciones.  —Ultra  petl- 
ta.— Omisiones  del  fallo. 

Doctrina: —  Existiendo  pruebas  con- 
tradictorias presentadas  por  Ja  misma 
parte,  el  Tribunal  debe  preferir  la  que 


el  don  precioso  de  la  libertad  individual  asegicado 
por  la  Oonstitación  de  la  República,  la  Magoa  Carta 
de  nuestras  libertades* políticas,  á  todos  Ioh  habitaa* 
tes  de  la  República. 

£1  Tribunal  debe  resolver  sobre  la  queja  ó  reela- 
ción en  el  término  de  veinticuatro  horas  contadas 
desde  que  se  hubiere  interpuesto  el  recurso,  confir- 
mando la  orden  de  prisión  ú  ordenando  la  inmediata 
libertad  del  preso  ó  que  se  subsane  el  vicio  ó  defecto 
de  que  adolece,  plazo  que  se  aumenta  hasta  sein 
días  ó  por  el  término  de  emplaz cimiento  en  el  caso 
deque  hubiere  neccHidad  de  practicar  alguna  in- 
vestigación ó  esclarecimiento  para  establecer  los 
antecedentes  del  recurso,  pudiendo,  al  efecto,  comi- 
sionar á  alguno  de  sus  Ministros  para  que  se  tras- 
lade al  lugar  en  que  se  encuentra  el  preso,  oiga  á 
éste  y  recoja  los  antecedentes  del  caso,  conñrme  ó 
revoque  la  orden  de  prisión,  ó  disponga  la  libertad 
del¡  presunto  reo  Puede  también  el  Tribunal, 
siempre  que  lo  creyere  necesario  para  la  resolución 
del  recurso,  decretar  que  el  preso  sea  traído  á  su 
presencia. 

La  jurisprudencia  establecida  por  la  Corte  Su- 
prema se  ha  inspirado  en  los  propósitos  que  tuvo 
el  le>gislador.  La  libertad  no  debe  ser  restringida 
%ino  en  virtud  de  fundamentos  bastantes  para  con- 


crea  más  conforme  con  la  verdad  jr  esüh 
blecer  las  presunciones  que  estime  gra- 
ves j  precisas  y  concordantes. 

No  importa  fallo  ^' ultra petita**  la  reso- 
lución en  que  el  Tribunal  rechaza  la  de- 
manda de  cobro  de  unas  acciones  por  es- 
timar que  el  contrato  celebrado  entre 
el  demandante  y  el  demandado  respecto 
de  dichas  acciones  y  que  motivó  la  entre- 
ga de  ellas  á  éste,  fué  el  de  dación  en  pa- 
go y  no  el  de  comisión,  porque  el  rechazo 
de  la  demanda  fundada  en  este  concepto 
jurídico  no  lleva  necesariamente  envuelta 
la  declaración  de  compensación  ó  de  can- 
celación total  de  la  deuda  cuyo  pago  se 
demanda,  ni  priva  al  demandante  del 
derecho  de  pedir  por  otra  vía  la  total  li- 
quidación de  su  crédito. 

Habiéndose  iniciado  el  juicio  antes  de 
la  vigencia  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  no  incurre  en  nulidad  la  sentencia 
que  en  su  parte  enunciativa  se  conforma 

siderar  á  la  perdona,  contra  La  cual  se  expide  uos 
orden  de  prisión  emanada  de  autoridad  que  (eoga 
facultad  de  dictarla,  reo  presuntivo  de  un  delito 
que  autorice  tal  restricción.  No  se  trata  únicamente 
de  asegurar  la  libertad  contra  las  autoridades  que 
arrestan  á  un  individuo  en  uso  de  la  fuerza  de  qo6 
disponen  y  sin  derecho  alguno;  sino  de  los  mismos 
jueces  que  no  procedan  correctamente. 

Con  este  objeto  la  ley  obliga  al  Ministerio  Pú- 
blico á  entablar  acusación  contra  el  autor  del  aboso. 
En  el  juicio  que  ha  de  seguir  á  esta  acusación  se 
establecerá  si  ha  existido  delito  que  el  Código  Peoal 
castigue.  En  efecto,  la  prisión  arbitraría  pDe<le  ser 
obra  de  la  malicia  del  que  la  decreta  ó  mantiene, 
como  puede  ser  debida  á  una  apreciación  errada  de 
los  antecedentes  ó  hechos  que  la  han  motivado  6 
que  le  sirven  de  protesto.  La  declaración  que  hace 
la  Corte  Suprema  de  que  no  debe  ser  mantenido  el 
arresto  ó  que  deben  subsanarse  los  defectos  de  qae 
adolezca  la  orden  de  prisión,  no  importa  por  sí  tola 
que  exista  uu  delito  y  que  deba  ser  castigado  el 
funcionario  que  cometió  el  abuso  ó  incurrió  en  omi- 
siones ó  defectos;  pero  la  acnsaoión  que  la  ley  man- 
da entablar  dará  oportunidad  para  castigar  el  delito 
si  existe,  como  quiera  que  el  snmarío  que  d^be  for- 
marse hará  luz  al  respecto. 
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^1  mérito  de  los  autos  y  no  contiene  to- 
das las  enunciaciones  determinadas  por 
dicho  Código  respecto  del  nombre^  domi- 
cilio y  profesión  de  las  partes,  no  indica- 
das por  éstas. 


Don  Abelíno  Martínez  Ramos,  residente  en 
Tquique,  dice  que  en  febrero  de  1892 entregó  á 
Carlos  Marchesse,  en  Valparaíso,  cien  acciones 
de  su  propiedad  déla  Compañía  salitrera  Ro- 
sario de  Huara  por  valor  de  £  5  cada  una 
valor  efectivo  pagado,  ó  sean  £500,  que  había 
comprado  en  abril  de  1889  á  J.  Gildemeister  y 
C*,  para  que  las  vendiera  aprovechando  cua- 
lesquier  alza  que  se  produjese  en  la  Bolsa  de 
I^ondres  y  según  carta  dirigida  por  Marches- 
se  7  en  todo  caso  por  un  valor  que  no  bajase 
de  £  5  por  acción,  y  así  quedó  convenido  se- 
gún recibo  otorgado  en  Valparaíso  al  tiempo 
de  recibirlas  y  hallándose  Marchcsse  en  ese 
puerto  de  tránsito  para  Europa;  que  según 
cartas  de  Marchesse  éste  reconoció  haber  re- 
cibido esas  acciones  y  aplicó  el  valor  que  ob- 
tuvo al  pago  de  unos  pagarées,— según  lo  ase-' 
vero  él,— que  el  demandante  debía  y  afianzado 
por  Marchesse  al  Banco  Valparaíso,  pero  que 
él  desconoce  é  ignora  que  esas  acciones  han 
sido  vendidas  en  1892  á  un  tipo  de  cambio  de 
12  peniques  y  por  lo  menos  á  £  5  cada  una  y 
y  se  ha  obtenido  en  la  venta  un  valor  de 
$  10,000  y  que  no  habiendo  conseguido   un 
arreglo  se  ve  en  la  necesidad  de  demandar  á 
la  sucesión  de  Carlos  Marchesse  debidamente 
representada  por  Manuel  Mer/ini,  para  que 
se  dé  lugar  á  la  demanda  y  se  declare  que  la 
sucesión  debe  pagarle  el  valor  de  las  cien  ac- 
ciones á  razón  de  £  5  y  al  tipo  de  cambio  de 
12  peniques  y  los  intereses  corrientes  deven- 
gados que  avalúa  en  $  7.200  y  las  costas  de 
la  causa. 

Manuel  Merani  contestó  la  demanda  por  la 
sucesión  Carlos  Marchesse,'  y  expresó  que  ne- 
gaba la  demanda  y  la  rechazaba  en  todas  sus 
partes,  porque  si  fuese  efectivo  que  Carlos 
Marchesse  recibió  de  Martínez  Ramos  las  ac- 
ciones aludidas,  de  los  mismos  antecedentes  se 
desprende  que  las  recibió  en  parte  de  pago  y 


por  lo  que  Marchesse  como  fiador  del  deman-. 
dante  había  pagado  por  unos  documentos  en 
el  Banco  Valparaíso  y  suscritos  por  éste;  que 
según  la  escritura  de  compraventa  y  arrenda- 
miento acompañada,  el  demandante  vendió  á 
don  Carlos  Marchesse  un  sitio  edificado  y  se- 
gún los  deslindes  que  se  expresan  y  el  vende- 
dor tomó  en  arriendo  esa  propiedad  por  el 
término  de  un  año  forzoso  para  ambos  y  por 
el  canon  de  $  50  mensuales  desde  el  1'  de  ju- 
nio de  1893,  y  eran  de  cuenta  del  arrendata- 
rio el  pago  de  contribuciones  municipales,  y 
concluido  el  año  siguió  Martínez  Ramos  como 
arrendatario,  entendiéndose  prorrogado  el 
arrendamiento  por  acuerdo  tácito  de  las  par- 
tes; que  el  arrentario  nunca  fué  puntual  en  el 
pago  del  arrendamiento  y  no  se  le  apremia- 
ba por  la  amistad  que  le  ligaba  con  Marches- 
se y  por  eso  el  pagaré  que  acompaña  mani- 
fiesta que  el  1'  de  marzo  de  1896  Martínez 
Ramos  adeudaba  á  Marchesse  $800  por  cáno- 
nes de  arrendamiento,  los  que  se  obligó  á  pa- 
gar en  el  término  de  seis  meses;  que  á  contar 
desde  enero  de  1898  Martínez  Ramos  no  paga 
arriendos  y  los  adeuda  por  lo  tanto  hasta  la 
fecha  de  la  contestación  de  la  demanda;  que 
según  recibos  acompañados,  la  sucesión  Mar- 
chesse ha  pagado  por  contribuciones  munici- 
pales $  4.942  que  debió  pagar  el  demandante 
según  contrato,  y  por  consiguiente  Martínez 
Ramos  adeuda  á  la  sucesión  Marchesse  todos 
esos  valores,  y  por  lo  mismo  le  reconviene  pa- 
ra que,  desechándose  la  demanda,  se  dé  lugar 
á  la  reconvención  con  costas  y  se  declare:  que 
el  demandante  debe  pagar  á  la  sucesión  de 
Carlos  Marchesse:  1^  $  800  y  los  intereses  le- 
gales sobre  esa  suma  desde  la  fecha  del  venci- 
miento 1^  de  septiembre  de  1896;  2^  $  1.950, 
valor  de  los  arriendos  de  la  casa  que  ocupa  á 
contar  desde  el  1^  de  enero  de  1898  hasta  el 
31  de  marzo  de  1901  y  los  intereses  legales 
desde  la  notificación  de  la  reconvención;  3^ 
$  49,42,  valor  de  la  contribución  de  haberes, 
pagada  por  Marchesse,  y  que  debió  pagar  el 
demandante  y  los  intereses  legales  desde  la 
notificación  de  la  reconvención;  y  4^,  las  cos- 
tas del  juicio. 

El  demandante  contestó  la  reconvención  v 
sostuvo  que  el  representante  de  la  sucesión,  ó 
sea  el  demandado,  ha  reconocido  la  proce- 
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dencia  de  la  deuda  y  ésta  alcanza  á  $  10,000 
porque  el  valor  de  las  acciones  se  fijó  en  j^  5 
cada  una,  según  el  documento  que  firmó  Mar- 
chesse  al  recibirlas,  y  deben  también  pagárse- 
le los  intereses  comerciales  desde  febrero  de 
1892;  que  por  lo  que  hace  á  la  reconvención, 
no  debe  el  pagaré  de$  800,  porque  no  es  suyo, 
no  lo  ha  firmado  y  es  una  grosera  falsifica- 
ción; que  tampoco  áébe  ía  suma  por  cáaot» 
de  arrendamiento,  porque  estos  están  paga- 
dos y  desde  que  terminó  el  contrato  se  fijaron 
en  $  40  mensuales,  como  lo  acredita  con  el  re- 
cibo que  acompaña  de  enero  de  1898;  y  que  la 
suma  de  $  49,42,  aun  cuando  no  debe  pagar- 
la por  contribuciones,   no   hace  caudal  de 
ella  dada  su  poca  importancia  y  cuando  se 
trata  de  una  demanda  que  puede  llegar  á 
$  20.000  y,  por  consiguiente,  debe  rechazar- 
se la  reconvención  y  darse  lugar  ala  demanda. 
Manuel  Merani  por  la  sucesión  de  Carlos 
Marchesse,  dice  que  es  inexacto  que  hubiese 
aceptado  ó  confesado  la  procedencia  de  la 
deuda  que  cobra  el  demandante,  y  mantiene 
su  aseveración  respecto  que  en  el  supuesto  de 
que  Marchesse  recibiera  las  acciones,  fueron 
traspasadas  á  él  en  pago  de  la  cantidad  que 
pagó  al  Banco  Valparaíso  como  fiador  de  pa- 
garées  vencidos  y  suscritos  por  Martínez  Ra- 
mos á  favor  del  Banco;  que  esto  se  desprende 
de  los  diversos  antecedentes  reunidos  y  de  las 
circunstancias  que  han  mediado  en  este  ne- 
gocio en  vista  de  las  contradicciones  que  se 
observan  en  las  cartas,  del  retardo  de  Martí- 
nez Ramos  para  pedir  cuentas  de  esa  negocia- 
ción, de  no  haberlas  exigido  durante  el  tiem- 
po que  estuvo  Marchesse  en  Iquique,  la  pro- 
puesta que  Martínez  Ramos  le  hace  á  Mar- 
chesse de  terminar  el  asunto  mediante  la  ce- 
sión de  la  casa  que  arrendaba  y  por  un  valor 
de  $  5.000,  cuando  las  acciones  valían  según 
el  demandante  $  10.000  y  cuando  había  he- 
cho reparaciones  por  valor  de  1.500  á  $  2.000 
y  el  hecho  de  haber  estado  pagando  arriendos 
y  firmado  pagaré  por  valor  de  éstos  al  mis- 
mo Marchesse  que  según  el  demandante  era 
su  deudor;  que  todavía  faay  otros  anteceden- 
tes que  nacen  de  la  actitud  observada  por  el 
demandante  en  el  juicio  y  lo  que  se  deduce 
de  una  escritura  de  disolución  de  sociedad  ha- 
bida entre  Pollerano  y  Martínez  Ramos,  que 


permiten  asegurar  y  sostener  que  las  accio- 
nes cuyo  valor  se  reclama  no  fueron  entrega- 
dos en  comisión  ó  para  venderlas  por  cuenta 
de  Martínez  Ramos,  sino  que  fueron  cedída- 
á  Marchesse  y  por  los  valores  qae  éste  pagó 
como  fiador  al  Banco  Valparaíso;  qae  aun 
cuando  el  demandante  niegue  so  firma  en  el 
pagaré  acompañado,  no  puede  negar  el  hecho 
4ft  ik^hex  sido  arrendatario  desde  la  fecha  del 
contrato  y  tend^  qse  ptohas  cyae  ha  paga- 
do los  cánones  de  arrendamiento  hasta  mar^ 
zo  de  1896  y  los  que  se  le  cobran  desde  enero 
de  1898;  que  el  recibo  acompañado  por  el  d^ 
mandante  por  valor  de  $  40  es  cierto  y  se  k 
rebajó  el  canon  desde  noviembre  de  1897, 
siempre  que  fuese  puntual  en  el  pago  de  ellos, 
lo  que  no  ha  ocurrido  porque  los  debe  todos 
y  según  cuenta,  y  que  se  dé  lugar  á  la  recon- 
vención en  todas  sus  partes. 

La  causa  fué  recibida  á  prueba,  las  partes 
rindieron  la  que  corre  en  autos  y  vencido  el 
término  el  demandante  alegó  de  bien  probado 
y  sostuvo:  que  se  había  acreditado  la  entrega 
de  las  acciones  hecha  á  Carlos  Marchesse  j 
su  negociación  y  el  demandado  no  había  jus- 
tificado que  el  producto  de  esa  venta  ó  las 
acciones  hubiesen  sido  dadas  en  pago  de  lo 
que  Martínez  Ramos  debía  á  Marchesse;  qoe 
la  circunstancia  deque  un  certificado  diga  que 
Marchesse  pagó  con  un  cheque  pagarces  de 
Martínez  Ramos  de  los  que  era  fiador,  nada 
prueba,  porque  bien  pudo  éste  haber  entrega- 
do el  dinero  á  Marchesse  y  éste  retirar  el  docu- 
mento, y  aun  suponiendo  que  Martínez  Ramos 
tuviere  alguna  obligación  pendiente  con  Mar- 
chesse, eso  no  facultaba  á  éste  para  hacerse 
dueño  de  las  acciones  sin  dar  cuenta  de  la  n^ 
gociación  que  realizara;  que  aun  aceptando 
que  Marchesse  hubiese  pagado  esa  deuda 
siempre  quedaría  á  favor  de  Martínez  Ramos 
un  saldo,  pero  esto  no  es  exacto,  lo  niega  en 
absoluto  y  eso  ha  debido  justificarlo  el  deman- 
dado, puesto  que  se  trata  de  una  excepcióo 
de  pago  y  no  lo  ha  hecho,  y  que  la  reconven- 
ción es  falsa  y  nada  debe  de  lo  que  se  cobra  al 
demandante. 

Ramón  Ramírez  por  la  sucesión  demandada 
respondió  al  alegato  de  buena  prueba,  v  des- 
pués de  reproducir  las  peticiones  principales  de 
la  demanda  y  reconvención,  añadió:  quedebia 
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obligarse  al  demandante  al  pago  de  cánones 
de  arrendamientos  en  conformidad  al  con- 
trato hasta  el  26  de  abril  de  1902,  fecha  en 
que  el  demandante  hizo  entrega  de  la  propie- 
dad mediante  el  desahucio  judicial,  y  asi  debe 
agregarse  á  la  suma  cobrada  por  valor  de 
cánones  devengados  entre  marzo  de  1901  y 
abril  de  1902,  la  cantidad  de$  600;  que  no  se 
ha  acreditado  en  forma  la  entrega  de  las  ac- 
ciones que  sostiene  hizo  Martínez  Ramos  á 
Marchesse,  para  que  éste  se  las  negociase,  por 
vía  de  corretaje  6  comisión  y  por  su  cuenta, 
y  suponiendo  eso  efectivo  se  ha  justificado 
con  el  certificado  que  Marchesse  canceló  con 
fondos  propios  obligaciones  contraídarth  el 
Banco  Valparaiso  por  Martina»- Ramos;  que 
la  demanda  es  inaceptaM^en  vista  de  las  es- 
crituras que  cocfffli  en  autos,  de  las  cuales 
se  deduce  eiáramente  que  Martínez  Ramos 
hizo  efTtrega  de  su  casa  por  una  deuda  de 
$  5.000,  lo  que  no  se  concibe  cuando  el  deman- 
dante sostiene  que  era  su  acreedor  y  cuando 
todavía  firmaba   un  pagaré   por  arriendos 
vencidos  por  valor  de  $  800,  y  que  la  recon- 
vención se  ha  probado  en  todas  sus  partes  y 
por  lo  tanto  debe  darse  lugar  á  ella  en  la  for- 
ma pedida. 

El  Juzgado  falló  en  23  de  abril  de  1905: 
Con  lo  relacionado  y  considerando  en  cuan- 
to á  la  demanda  y  reconvención. 

Que  el  demandante  con  las  cartas  ha  acre- 
ditado el  hecho  de  haber  entregado  A  Carlos 
Marchesse  cien  acciones  de  la  Compañía  Sali- 
trera Rosario  de  Huara  y  á  que  se  refiere  el 
recibo,  y  esta  entrega  se  encuentra  también 
acreditada  con  las  cartas  que  ha  acompaña- 
do el  representante  de  la  sucesión  demanda- 
da, quien  ha  negado  la  entrega  de  esas  accio- 
nes por  parte  de  Martínez  Ramos  á  Carlos 
Marchesse  en  forma  de  comisión  ó  corretaje, 
y  sostiene  que  á  haberlas  recibido  éste,  las  ob- 
tuvo en  cesión  de  pago  ó  en  compensación  de 
lo  que  el  demandante  Martínez  Ramos  debía 
á  Carlos  Marchesse  y  como  se  justifica  con  la 
carta  traducida. 

Que  el  Tribunal,  teniendo  en  consideración 
los  informes  de  los  peritos  y  su  propia  obser- 
vación y  estudio  y  los  diversos  comprobantes 
allegados  por  las  partes  durante  el  juicio,  así 


como  las  relaciones  de  confianza,  amistad 
y  de  negocios  que  ligaban  á  Carlos  Marches- 
se y  á  Abelino  Martínez  Ramos,  se  forma  la 
convicción  de  que  las  firmas  que  suscriben  el 
recibo  y  el  pagaré  pertenecen  respectivamente 
á  Marchesse  y  á  Martínez  Ramos. 

Que  el  demandante  ha  sostenido  que  deseo* 
noce  el  compromiso  que  tenía  contraído  con 
el  Banco  Valparaíso  y  del  que  era  fiador  Car- 
los Marchesse,  y  aunque  este  es  un  hechu  qur 
se  encuentra  justificado  con.tf)' certificado,  los 
términos  en  que  ««t^  redactado  el  recibo,  su 
fecha  y  krf^chade  la  cancelación  del  crédito  al 
B^nco  Valparaíso  segán  el  certificado  que  ya 
se  ha  citado,  permiten  suponer  que  las  accio- 
nes no  han  sido  recibidas  por  Marchesse  en 
parte  de  pago,  sino  para  los  fines  que  se  ex- 
presan en  el  recibo. 

Que  la  sucesión  demandada  ha  debido  acre- 
ditar que  esas  acciones  fueron  recibidas  por 
Marchesse  por  razón  ó  en  pago  de  las  ope- 
raciones á  que  se  refiere  la  carta,  esto  es,  para 
compensar  la  cancelación  de  los  documentos 
que  Martínez  Ramos  debía  al  Banco  Valpa- 
raíso y  de  los  que  era  fiador  Carlos  Mar- 
chesse; 

Que  es  un  hecho  perfectamente  establecido 
que  Abelino  Martínez  Ramos  era  arrendata- 
rio de  la  casa  á  que  se  refiere  el  contrato,  la 
que  desocupó  por  resolución  judicial  en  abril 
de  1902  y  debía  pagar  por  cánones  de  arren- 
damiento la  suma  de  $  50  mensuales; 

Que  el  demandante  afirma  que  desde  que 
expiró  el  contrato  estos  cánones  se  fijaron  en 
la  suma  de  $  40  y  esto  lo  confiesa  el  deman 
dado  al  reconocer  el  recibo,  aun  cuando  sos- 
tiene que  eso  se  estipuló  para  el  caso  en  que 
el  arrendatario  fuese  puntual  en  sus  pagos; 

Que  el  demandante  no  ha  rendido  prueba 
alguna  para  acreditar  que  ha  pagado  los  cá- 
nones de  arrendamientos,  y  en  vista  del  reci- 
bo citado  y  de  las  declaraciones  de  las  partes 
el  demandante  no  debe  arriendos  sino  desde 
febrero  de  1898  hasta  abril  de  1902  y  á  razón 
de  $  40  mensuales; 

Que  el  demandante  acepta  el  pago  de  la 
cantidad  de  $  49,42  que  á  él  le    ha  corres- 
pondido  pagar  por  contribuciones   munici 
pales  y  que  canceló  el  demandado  o  sea  el 
arrendador; 


318 


SEGUNDA  PARTE.— SECCIÓN  PRIMERA 


Que  á  juicio  del  tribunal  hay  presunciones 
graves,  precisas  y  concordantes  para  consi- 
derar que  el  pagaré  por  valor  de  $  800  por 
valor  de  arriendos  de  fecha  de  1^  de  marzo 
de  1896  lo  debe  el  demandante,  y  teniendo 
también  en  consideración  el  informe  de  peri- 
tos á  que  se  ha  hecho  antes  referencia;  y 

Que  no  habiendo  constancia  de  la  fecha  en 
que  fueron  negociadas  las  acciones  salitreras 
entregadas  á  Carlos  Marchesse,  puede  dejarse 
establecido  que  se  vendieron  en  el  trascurso 
del  año  1892;  por  estas  consideraciones  y  te- 
niendo presente  lo  dispuesto  en  los  articulos 
1551  número  7^,  1698, 1712  y  1713  del  Códi- 
go  Civüy  151,  330,  331,  339,  342,  343,  425, 
427  y  428  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
se  declara:  que  ha  lugar  á  la  demanda  y  la 
sucesión  demandada  pagará  al  demandante 
el  valor  de  las  cien  acciones  salitreras  entre- 
gadas á  Carlos  Marchesse  á  razón  £  5,  ó  sea 
$  10.000  moneda  corriente,  como  se  estable* 
ció  según  recibo,  y  los  intereses  corrientes  del 
10%  á  contar  desde  el  7  de  marzo  de  1901,  fe- 
cha de  la  notificación  de  la  demanda  y  que  ha 
lugar  á¡la  reconvención,  y  el  demandante  abo- 
nará á  la  sucesión  demandada:  1^  £1  valor 
del  pagaré  y  los  intereses  corrientes  del  10% 
desde  la  fecha  de  su  vencimiento  ó  sea  el  1^  de 
setiembre  de  1896;  2^  los  cánones  de  arrenda- 
miento á  razón  de  $  40  mensuales  desde  fe- 
brero de  1898  á  abril  de  1902;  3^  la  suma  de 
$  49,42  valor  de  contribuciones  municipales; 
y  4'  los  intereses  corrientes  del  10%  sobre  el 
valor  de  los  cánones  devengados  hasta  el  31 
de  marzo  de  1901  y  á  contar  desde  la  notifi- 
cación de  la  reconvención.  No  ha  lugar  á  lo 
demás  pedido  por  las  partes  y  no  se  impone 
condenación  en  costas  porque  ha  habido  mo- 
tivos plausibles  para  litigar. 

La  Corte  de  Apelaciones: 
Tacna,  28  de  agosto  de  1905 Vistos:  re- 
produciendo la  parte  expositiva,  eliminando 
los  considerandos  2°  y  4*^  de  la  sentencia  ape- 
lada de  13  de  abril  último,  y 

Considerando  con  relación  á  la  demanda: 
1^  Que  los  documentos  privados  en  que  se 
apoya  la  demanda,  ó  sea  las  cartas  suscritas 
por  don  Carlos  Marchesse,  sólo  expresan  que 


entre  el  citado  Marchesse  y  el  demandante  ac 
celebró  un  contrato  de  dación  en  pago  y  ;>x 
el  cual  el  segundo  cedía  al  primero  cierto  ú- 
mero  de  acciones  de  la  Compañía  saütrca 
"Rosario  de  Huara"  en  cancelación  de  dos  pa- 
garés por  $  2.400  cada  uno,  otorgados  á  ía* 
vor  del  Banco  de  Valparaíso  y  pagados  px 
Marchesse  como  fiador  con  los  intereses  e$> 
pulados. 

2^  Que  presentados  estos  documentos  po: 
el  demandante  mismo  en  apoyo  de  sa  acñóc, 
debe  aceptarlos  en  todo  lo  que  diga  relaci'.:: 
con  el  juicio  por  él  promovido,  tanto  más  si  se 
toma  en  cuenta  que  su  autenticidad  no  ha  si- 
do expresamente  negada  por  la  sucesión  ce 
mandada; 

3^  Que  estos  documentos,  que  como  queda 
dicho  sólo  dejan  constancia  de  un  contrato  de 
dación  en  pago,  están  en  la  más  abierta  coc- 
tradicción  con  el  documento  también  prirado, 
del  que  se  desprende  que  las  acciones  las  red* 
bió  Marchesse  en  comisión  de  venta  r  debiec- 
do  dar  cuenta  al  comitente  tanto  del  precio  :t 
la  ven  ta  como  de  los  di  videndos  que  percibiera. 

4^  Que  esta  contradicción  aparece  más  ie 
manifiesto  si  se  toma  en  cuenta  "que  las  canas 
son  una  anterior  y  lo  otra  posterior  á  la  tecba 
del  documento  y  en  ninguna  de  las  cartaf  se 
hace  la  menor  referencia  al  contrato  de  cotr.:- 
sión  que  el  demandante  pretende  haber  cci^ 
brado  con  Marchesse,  y  por  el  contrario,  culi 
segu  nda  carta  Marchesse  protesta  de  qae  oaíia 
debe  y  de  que  él  es  el  exclusivo  dueñodelas ac- 
ciones; 

5^  Que  en  esta  situación,  existiendo  dos 
pruebas  contradictorias  presentadas  por  ¡^ 
misma  parte  y  á  falta  de  ley  que  rcsueWa  t- 
conflicto,  el  Tribunal  debe  preferir  lo  qoc  crea 
más  conforme  con  la  verdad,  en  conformidail 
con  el  principio  consignado  en  el  artículo  4oi 
del  Código  de  Procedimiento  Civil. 

6^  Que  la  carta  guarda  conformidad  co: 
el  certificado  dado  por  el  secretario  del  Ja: 
gado  comisionado  para  practicar  uo  exainra 
de  los  libros  del  extinguido  Banco  de  Valp^* 
raíso,  y  por  el  que  consta  que  dos  pagara» 
suscritos  por  el  demandante  por  $  2,4f00c*ií 
uno,  refundidos  en  uno  sólo  de  $  4,800,9^ 
canceló  en  23  de  mayo  de  1891  pagnQií'J^ 
$  216  de  intereses  con  dos  cheques  pongu^' 
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les    sumas  firmados  por  don   Carlos  Mar- 
chesse: 

7^  Que  el  demandante  no  ha  esplicado  ni 
tratado  de  esplícar  porqué  Marchesse  cance- 
ló por  él  los  antedichos  pagarées,  ni  en  el  ca- 
so de  que  Marchesse  se  hubiera  subrogado  al 
Banco  de  Valparaíso  de  qué  medio  se  valió 
para  solucionar  su  obligación; 

8*?  Que  la  prueba  de  cotejo  de  firmas  man- 
dada practicar  á  petición  del  demandante  no 
es  tan  satisfactoria  respecto  del  documento 
como  lo  es  respecto  de  las  cartas,  como  se  des- 
prende del  informe  emitido  por  uno  de  los  pe- 
ritos, el  notario  don  Francisco  Javier  Hur- 
tado; 

9^  Que  los  antecedentes  que  quedan  rela- 
cionados y  algunos  otros  que  se  desprenden 
del  proceso,  como  el  de  dejar  trascurrir  tan- 
to tiempo-— por  lo  menos  ocho  años— sin  pe- 
dir cuenta  al  comisionista  del  resultado  de  su 
comisión,  contrato  por  su  naturaleza  mer- 
cantil, y  el  de  esperar  el  fallecimiento  del  comi- 
sionista para  demandar  á  su  sucesión,  cons- 
tituyen un  conjunto  de  presunciones  de  fuer- 
za y  gravedad  suficientes  para  dar  por  esta- 
blecido que  el  contrato  celebrado  entre  don 
Abelino  Martínez  Ramos  y  don  Carlos  Mar- 
chesse fué  de  daci  n  en  pago  y  no  de  co- 
misión y  que,  por  lo  tanto,  es  improcedente 
la  demanda  en  que  se  pide  el  cumplimiento  de 
este  último  contrato. 

Con  arreglo  á  estas  consideraciones  y  visto 
además  los  dispuesto  en  los  artículos  1566, 
1698,1712  del  Código  Civil,  342,  343,  428  y 
431  ya  citado  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  se  revoca  la  expresada  sentencia  en  la 
parte  apelada  por  la  sucesión  de  don  Carlos 
Marchesse  y  se  declara  sin  lugar  la  demanda. 
Se  confirma  la  misma  sentencia  en  la  parte 
apelada  por  don  Abelino  Martínez  Ramos, 
con  declaración  que  los  intereses  que  debe  pa- 
gar son  los  legales,  tal  como  se  ha  pedido 
por  la  sucesión  Marchesse  en  el  escrito  de 
contestación  á  la  demanda  y  al  formular  su 
reconvención. 

Acordada  por  unanimidad,  menos  en  cuan- 
to á  los  intereses  legales  que  la  sentencia 
manda  pagar  respecto  de  los  cánones  de 
arrendamiento  devengados  después  de  la  no- 
tificación de  la  reconvención,  habiendo  opina- 


SUPRRMA 


do  el  señor  Ministro  Quirell  por  no  dar  lugar 
á  la  reconvención  en  esta  parte  fundándose 
en  lo  dispuesto  en  el  artículo  1559  del  Código 
Civil. 

Redactada  por  el  señor  Presidente  Cister- 
nas Peña.— £:.  Cisternas  Peña.^P.  R.  Vega.^ 
M,  A.  Quirell 

Contra  esta  sentencia  interpuso  la  parte 
demandante  el  recurso  de  casación  en  la  for- 
ma, y,  formalizándolo,  dice  que  lo  funda  en 
las  dos  siguientes  causales: 

1.*  En  haber  sido  dada  dicha  sentencia 
con  el  vicio  de  ultra  petita,  tanto  concedien- 
do á  la  parte  más  de  lo  pedido  como  resol- 
viendo cuestiones  no  sometidas  á  la  resolu- 
ción del  Tribunal  de  Alzada,  causal  señalada 
en  el  número  4'  del  artículo  941  del  Código 
de  Procedimiento  Civil;  y 

2^  En  haber  sido  pronunciada  dicha  sen. 
tencia  con  omisión  de  uno  de  los  requisitos 
señalados  en  el  número  I*?  del  artículo  193 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  causal  de 
nulidad  consignada  también  en  el  número  5^ 
del  artículo  941  del  mismo  Código. 

Ajuicio  del  recurrente,  el  tribunal  senten- 
ciador incurrió  en  el  primero  de  los  vicios  en 
que  se  funda  el  recurso,  porque  al  resolver 
que  el  valor  de  las  acciones  de  la  Compañía 
Rosario  de  Ruara  había  sido  dado  por  Mar- 
tínez Ramos  á  Márchese  en  pago  ó  cancela- 
ción de  los  vales  ó  pagarées  cubiertos  por  este 
último  en  el  Banco  de  Valparaíso,  habíafalla- 
do  una  cuestión  de  compensación  no  propues- 
ta en  el  juicio. 

Sobre  el  particular  agrega  textualmente: 
''La  resolución  en  esta  forma  envuélvelas  dos 
cuestiones  modos  del  vicio  ultra  petita,  por 
que  por  un  lado  fallaba  dando  por  canceladas 
totalmente  obligaciones  que  ninguna  de  las 
partes  las  considera  iguales,  y  por  otro  decla- 
raba la  compensación,  excepción  no  alegada 
ni  discutida,  y  como  consecuencia  de  esto, 
establece  el  hecho  del  pago  de  dichos  paga- 
rées por  parte  del  señor  Marchesse  en  lugar 
del  señor  Martínez  Ramos,  quedando  éste 
deudor  de  aquél,  cuestión  no  probada  ni  ale- 
gada por  la  parte  contraria.'* 

En  cuanto  á  la  segunda  causal  de  nulidad, 
ella  consiste,  según  Martínez  Ramos,  en  que 

a; 
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la  sentencia  de  la  Corte  de  Tacna,  á  pesar  de 
ser  revocatoria  de  la  de  primera  instancia,  se 
limitó  á  reproducir  la  parte  expositiva  de  este 
último  fallo,  sin  subsanar  sus  omisiones,  no 
obstante  de  no  contener  la  designación  pre- 
cisa del  domicilio  del  demandante  ni  la  de  su 
profesión  ú  oficio,  limitándose  en  cuanto  al 
demandado  á  mencionar  únicamente  su  nom- 
bre, todo  lo  cual  importa  la  infracción  de  lo 
prevenido  á  este  respecto  en  el  número  1'  del 
artículo  193  del  Código  de  Procedimiento 
Civil. 

La  Oorte: 

Considerando  con  respecto  á  la  primera 
causal: 

Que  de  los  términos  de  la  sentencia  recurri- 
da no  aparece  ni  se  desprende  que  baya  sido 
fallada  en  ella  la  excepción  de  compensación 
á  que  pe  alude  por  el  recurrente,  como  tampo- 
co se  desprende  de  la  misma  sentencia  que  los 
jueces  del  fondo  hayan  declarado  totalmente 
cancelada  la  deuda  que  Martínez  Ramos  co- 
bra á  la  sucesión  Marchesse;  puesto  que  el 
concepto  jurídico  de  baber  sido  dadas  en  pago 
y  nó  en  comisión  de  venta  las  acciones  sali- 
treras á  que  la  demanda  se  refiere,  no  lleva 
necesariamente  envuelta  una  declaración  de 
esa  especie  ni  priva,  por  tanto,  al  demandan- 
te del  derecbo  que  pueda  tener  para  exigir 
por  otra  víala  total  liquidación  de  su  crédito; 

Que  por  el  contrario,  lo  que  de  la  sentencia 
reclamada  resulta  es  que  la  Corte  de  Tacna, 
apreciando  según  su  criterio  los  hechos  de  la 
causa,  dio  por  probada  la  excepción  opuesta 
á  la  demanda  y  desechó  llanamente  esta  últi- 
ma, con  lo  cual  no  ha  podido  cometer  el  vicio 
de  ultra  petita,  ya  que  se  limitó  á  pronunciar- 
se sobre  las  cuestiones  debatidas  en  el  juicio, 
sin  otorgar  más  de  lo  pedido  por  las  partes 
durante  su  secuela. 

Considerando  en  cuanto  á  la  segunda  cau- 
sal: 

Que  según  consta  de  autos,  la  demanda  y 
la  contestación  de  este  juicio  fueron  presenta- 
das en  el  juzgado  de  letras  de  Iquique  años 
antes  de  que  comenzara  á  rejir  el  Código  de 
Procedimiento  Civil;  por  lo  cual  las  partes 
no  cumplieron  ni  estaban  obligadas  á  cum- 


plir con  las  disposiciones  de  ese  Código  ec!: 
relativo  á  la  designación  de  su  domicilio, pro- 
fesión ú  oficio; 

Que  debiendo  los  jueces  ajustar  sus  ta!h. 
aún  en  la  parte  meramente  expositiva,  á  £ 
que  conste  de  los  autos,  esta  sola  circanstaa- 
da  y  la  apuntada  en  el  considerando  antero: 
bastan  para  desestimar  la  segunda  de  las 
causales  en  que  se  apoya  el  recurso,  ja  que 
la  ley  carece  de  efecto  retroactivo,  y  ya  qut 
la  Corte  de  Tacna  no  estaba  obligada  á  eri- 
gir con  posterioridad  y  de  oficio  datos  qat 
cuando  debieron  suministrarse  no  eran  toda- 
vía obligatorios. 

Por  estos  fundamentos  y  juzgando  coi 
arreglo  á  lo  prevenido  en  el  artículo  9-J¿ 
Código  Civil,  artículo  1^  de  la  leyde2Su 
agosto  de  1902,  y  artículos  941,  960jlíT 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  decían 
sin  lugar,  con  costas,  el  recurso  de  casactcs 
interpuesto. 

Queda  aplicada  al  Fisco  la  cantidad  cor- 
signada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Fóster  R^ 

cabárren El  señor  Ministro  Palma  Guimár 

no  aceptó  el  primer  considerando  de  este  ta- 
llo.—/. Gabriel  Palma  Guzmán.—AbelSaRTe' 
dra.—E.  Fóster  Recabárren J.  Bcmaks. 


Cas.  cív.  9  de  enero  de  1906. 
Navarro  con  Pérez 

Partición  de  bienes;  inventario.  Prue- 
ba testimonial.— Presoripción. 


Doctrina: — Deben  colacionarse  en  el ; 
ventarlo  de  los  bienes  muebles  de  fe  svct- 
sión  de  una  persona  aquellos  caro  domi- 
nio se  acredita  con  testigos. 

Esta  prueba  es  admisible  en  esta  ckys 
de  cuestiones,  y  la  sentencia  que  ñindath 
en   ella   declara  pertenecer  la  berenci^ 
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bienes  que  uno  de  los  interesados  en  la 
sucesión  retiene  en  su  poder  como  de  su 
oropiedad  exclusiva^  no  infringe  los  ar 
tículos  1708  y  siguientes  del  Código  Civi¡ 
que  se  reñeren  A  actos  ó  contratos  que 
deben  constar  por  escrito. 


En  el  juicio  sobre  nombramiento  de  juez 
compromisario  para  partir  los  bienes  queda- 
dos por  fallecimiento  de  doña  María  Zúñiga, 
su  hija  doña  Rosario  Navarro,  nacida  del  pri- 
mer matrimonio,  pidió  que  se  inventariasen 
entre  los  bienes  de  su  madre  los  que  indicó, 
que  se  hallaban  ilegalmente  en  poder  de  su 
bermaiia  del  segundo  matrimonio,  doña  Car- 
men Pérez. 

Don  Manuel  Pozo,  á  nombre  de  su  mujer 
doña  Carmen  Pérez,  se  opuso  á  esta  petición 
V  solicitó  se  declararan  bienes  de  propiedad 
de  su  madre  únicamente  los  que  se  mencionan 
en  el  testamento  otorgado  en  9  de  enero  de 
1877,  por  no  haberle  conocido  otros  bienes  co- 
mo suyos. 

Tramitado  este  incidente  y  después  de  ha- 
berse rendido  prueba  por  las  partes,  se  dictó 
la  siguiente  resolución: 

Santiago,  31  de  julio  de  1901. — Vistos:  re- 
solviendo la  cuestión  iniciada  en  el  escrito  á 
fin  de  que  se  determine  si  deben  ó  nó  colacio- 
narse al  inventario  de  los  bienes  quedados  por 
fallecimiento  de  doña  María  Zúñiga,  los  bie- 
nes que  detalla  doña  Rosario  Navarro  en  la 
minuta  y  teniendo  presente: 

1^  Que  la  parte  de  doña  Rosario  Navarro 
como  la  de  don  Manuel  Pozo,  representante 
legal  de  los  derechos  de  su  mujer  doña  Carmen 
Pérez,  están  conformes  en  que  se  colacionen  al 
indicado  inventario  todos  los  bienes  que  la 
primera  justifique  pertenecer  á  la  comunidad 
en  división; 

2^  Que  la  parte  de  Pozo  reconoce  como  per- 
teneciente á  dicha  comunidad  los  bienes  que 
se  detallan  en  el  testamento  de  doña  María 
Zúñiga  de  18  de  enero  de  1877; 

3*?  Que  con  la  prueba  rendida  al  tenor  del 
interrogatorio,  la  señora  Navarro  ha  justifi- 
cado que  los  siguientes  bienes  pertenecen  á  la 


sucesión  de  la  señora  Zúñiga:  a)  dos  carreto- 
nes con  sus  útiles;  b)  cuatro  yuntas  de  bue- 
yes; c)  un  mate  de  plata;  d)  una  huasca  con 
mango  de  plata;  e)  un  par  de  aros  con  perlas; 
í)  un  rosario  de  oro;  g)  un  fondo  de  cobre  de 
seis  arrobas;  h)  un  espejo  de  medio  cuerpo;  i) 
una  mesa,  un  banco  y  una  batea  de  madera  de 
nogal;  j)  cuatro  caballos;  Á^)  dos  yeguas;  /)  un 
catre  de  fierro;  m)  cuatro  mesas  de  panade- 
rías; y 

4^  Que  la  prueba  rendida  por  la  demandan- 
te para  justificar  que,  además  de  los  enumera- 
dos, existen  otros  bienes  pertenecientes  á  la 
indicada  sucesión,  no  es  bastante  para  ello, 
porque  respecto  de  unos  la  prueba  es  vaga  é 
indeterminada,  y  en  cuanto  á  los  otros,  no 
existe  en  autos  la  declaración  conteste  de  dos 
ó  más  testigos. 

Visto  lo  dispuesto  en  la  ley  1*,  título  14, 
Partida  3*  y  en  el  artículo  1698  del  Códi- 
go Civil,  se  declara  que  deben  colacionarse  al 
inventario  de  los  bienes  pertenecientes  á  la 
sucesión  de  doña  María  Zúñiga  los  compren- 
didos en  el  testamento  y  en  el  considerando 
tercero Castillo. 

En  la  segunda  instancia  opuso  Pozo  la  ex- 
cepción de  prescripción  y  el  Tribunal  remitió 
los  autos  al  Juzgado  para  que  se  pronuncia- 
ra sobre  ello;  lo  que  hizo  en  la  forma  siguiente: 

Santiago,  12  de  abril  de  1904 Vistos:  Con 

motivo  de  la  petición  formulada  por  don 
Manuel  Pozo,  agricultor  y  domiciliado  en  es- 
te departamento  en  el  camino  que  conduce  al 
fundo  '*La  Dehesa",  en  su  calidad  de  repre- 
sentante legal  de  su  mujer  Carmen  Pérez,  se 
declaró,  previa  audiencia  de  doña  Rosario  Na- 
varro, de  oficio  bordadora  y  domiciliada  en 
la  calle  de  Marín  número  43  de  esta  ciudad, 
por  la  resolución  de  31  de  julio  de  1901,  que 
debían  colacionarse  al  inventario  de  los  bie- 
nes pertenecientes  á  la  sucesión  de  María 
Zúñiga,  madre  de  la  citada  señora  Navarro, 
los  que  en  dicha  resolución  se  mencionaq. 

Apelada  la  resolución  en  referencia  por  par-? 
te  de  don  Manuel  Pozo,  alegó  éste  en  segun- 
da instancia  la  excepción  de  prescripción,  lo 
que  dio  margen  para  que  el  Iltmo.  Tribunal 
ordenara  por  decreto  de  27  de  diciembre  de 
1901,  que  los  autos  volvieran  á  primer^  ;n^- 
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tanda  para  que  el  Juzgado  se  pronunciara 
como  fuera  de  derecho  sobre  la  excepción  ale- 
gada por  el  señor  Pozo. 

Vueltos  los  autos  á  primera  instancia,  se 
recibió  la  incidencia  á  prueba  rindiéndose  la 
testimonial  que  corre  en  autos,  según  se  ex- 
presa en  el  certificado. 

Después  de  alegar  las  partes  lo  que  estima- 
ron convenir  á  su  derecho,  se  les  citó  para 
sentencia. 

Considerando: 

1^  Que  don  Manuel  Pozo  no  ha  producido 
prueba  alguna  encaminada  á  establecer  la 
prescripción  alegada,  por  cuanto  la  que  ha  ren- 
dido al  tenor  del  interrogatorio,  tiende  á  otros 
fines  y  sobre  los  cuales  no  corresponde  pro- 
nunciarse al  Juzgado,  ya  que  en  virtud  de  lo 
ordenado  por  el  Iltmo.  Tribunal  por  decreto 
de  27  de  diciembre  de  1901,  sólo  debe  hacerlo 
en  orden  á  la  excepción  de  prescripción  que 
se  alega; 

2^  Que,  á  mayor  abundamiento,  los  bienes 
que  según  la  resolución  de  31  de  julio  de  1901, 
deben  colacionarse  en  el  inventario  pedido 
por  doña  Rosario  Navarro,  deben  considerar- 
se como  poseídos  en  común  y  proindiviso  por 
doña  Carmen  Pérez,  doña  Rosario  Navarro, 
y  demás  interesados  en  la  sucesión  de  doña 
Maria  Zúñiga,  ya  que  en  autos  no  se  han 
acompañado  antecedentes  que  revelen  que  se 
ha  efectuado  la  partición  de  dichos  bienes; 

3*^  Que  el  mismo  don  Manuel  Pozo  recono- 
ce en  autos  que  doña  María  Zúñiga  ha  falleci- 
do hace   nonos  de  treinta  años. 

De  contó rmidad  con  lo  expuesto  en  los  con- 
siderandos anteriores  y  lo  dispuesto  en  los 
artículos  1269,  1698  y  2504  del  Código  Civil, 
se  declara  que  no  ha  lugar  á  la  excepción  de 
prescripción  alegada  por  don  Manuel  Pozo. 
Gabriel  Rencor et. 

Apelada  esta  sentencia,  la  Corte  resolvió: 
Santiago,  13  de  diciembre  de  1904?.— Vistos: 
Se  confirman  las  sentencias  apeladas  de  31  de 
julio  de  1901  y  de  12  de  abril  último.— L.  R. 
Mora ./.  Agustín  Rojas.^R.  Reyes  Solar, 

Contra  esta  resolución  el  procurador   de 
turno  don  Amadeo  Gundelach  por  don  Ma- 


nuel Pozo,  interpuso  recurso  de  casación  c 
el  fondo,  fundándose  en  que  la  sentencia  rece* 
rrida  ha  infringido  las  disposiciones  de  l^ 
artículos  1708,  1709  y  1710  del  Código  u 
vil,  infracción  que,  en  concepto  del  rccurrcDtt 
ha  influido  sastancialmente  en  lo  dispositir: 
de  dicha  sentencia. 

En  efecto,  agrega  que  se  ha  aceptado  con: 
prueba  suficiente  para  las  adidoDesdel  invc- 
tario  la  que  consta  de  las  declaradooes  de 
los  testigos,  ninguno  de  los  cuales  sabe  ie¿r 
ni  escribir,  que  afirman  la  existencia  de  bie 
nes  en  poder  de  su  mujer,  no  obstante  ezc^ 
der  el  valor  de  varias  de  ellas  de  $  200,  lo 
cual,  como  queda  expuesto,  infringe  los  r> 
tículos  del  Código  citado. 

La  Corte: 

Considerando: 

1^  Que  en  el  presente  juicio  no  se  trata  ét 
ningún  acto  ó  contrato  que  contenga  la  es- 
trega  ó  promesa  de  una  cosa  que  valga  mii 
de  $  200;  puesto  que  el  incidente  resaelr. 
en  primera  y  segunda  instancia  sólo  tiene  px 
objeto  establecer  la  existencia  de  bienes  mc^ 
bles  quedados  al  tiempo  del  fallecimieoto  i: 
doña  María  Zúñiga  en  poder  de  su  hija  dci^ 
Carmen  Pérez  y  que  doña  Rosario  NaTanc 
pretende  á  título  de  heredera  de  aquélla,  sr 
apoten  en  el  inventario  y  se  agregaen  á  las 
comprendidos  en  el  testamento  bajo  el  casi 
falleció  dicha  señora; 

2^  Que  es  procedente  la  prueba  de  tcstí^e^ 
en  las  causas  sobre  partición  de  bienes,  siem- 
pre que  se  trata  de  acreditar  cuales  deben  for 
mar  parte  del  inventario,  ya  sea  por  haber» 
omitido  algunas  especies  ó  por  encontrarse 
indebidamente  en  poder  de  algún  interesacc 
en  la  herencia  que  la  retiene  como  de  sn  pro- 
piedad exclusiva;  y 

3^  Que  las  reglas  de  los  artículos  170^. 
1709  y  1710  del  Código  Civil  que  se  dicen  ic- 
fringidas  se  refieren  á  actos  ó  contratos  eos 
signados  por  escrito,  ó  que  deben  constarpor 
escrito,  en  que  una  parte  se  obliga  pcrsooar 
mente  para  con  otra  á  dar,  hacer  ó  do  baccr 
alguna  cosa,  existiendo  así  concurso  de ToIan« 
tad  de  parte  de  los  contratantes;  y  en  el  caso 
actual  lo  que  se  ha  acreditado  con  la  pmcba 
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mdida,  prueba  que  han  consentido  ambos 
tigantes,  es  que  deben  incorporarse  en  el  in- 
:ntario  de  los  bienes  de  la  sucesión  de  doña 
[aria  Zúñiga  las  especies  que  señala  la  sen- 
ncia  de  primera  instancia  y  de  las  cuales 
m  copartíci[.es  tanto  la  demandante  como 
.  demandada  en  su  calidad  de  herederas  de 
.  referida  señora.  Visto  lo  dispuesto  en  los 
-tículos  940  7  973  del  Código  de  Procedi- 
iento  Civil,  se  declara  sin  lugar  el  recurso 
i  casación  en  el  fondo  interpuesto  por  don 
[anuel  Pozo,  como  representante  legal  de  su 
posa  doña  Carmen  Pérez  contra  la  senten- 
a  de  13  de  Diciembre  de  1904,  sin  costas 
)r  gozar  la  recurrente  del  privilegio  de  po- 
•eza. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Vergara 
Ibano. —  V.  Agnirrre  V.-^Leopoldo  Urrutiu. 
/,  Gabriel  Palma  Guzmán, — Gabriel  Gaete, 
arlos  Varas.-E,  Fóster  Recabarren.—A,  Ver- 
ira  Albano, 


Cas.  en  la  forma, — 26  de  mano  de  1906, 
López  con  Guajardo 

)mlslon6S  del  fallo;  profesión  ú  ofl- 
olo  y  domlollio  de  las  partes. -Ultra 
petita. 

Doctrina. — Habiéndose  iniciado  el  fui- 
*io  antes  de  la  vigencia  del  Código  de 
Procedimiento  Civil^  no  es  obligatoria 
a  enunciación  de  la  profesión  ú  oñcio  y 
domicilio  de  las  partes. 

No  falla  ** ultra  petita*^  la  sentencia  que 
'esuelve  que  debe  retirarse  un  cierro  y 
'Amada,  para  hacer  coincidir  aquel  con 
B  línea  ñjada  en  un  informe  pericial  ex- 
oedido  con  motivo  de  la  demanda  de  de- 
marcación de  ese  predio  con  el  vecino. 


Don  José  M.  López  expuso  que  en  el  expe- 
diente iniciado  por  don  Salvador  Feliú  sobre 
entrega  de  un  predio  ubicado  en  la  subdele- 
gación  de   Colín  (Provincia  de   Talca)    que 
se   le   adjudicó    por  escritura  pública  en    la 
ejecución  seguida  contra  don  Belisario  Gua- 
jardo, se  babía  comprendido  un  pedazo  de 
terreno  de  propiedad  del  reclamante;  y  co- 
mo, á  pesar  de  haberse  declarado  nula  dicha 
entrega,  era  víctima  de  atropellos  de  parte 
de  Guajardo,  que  pretendía  usurparle  un  re- 
tazo de  su  sitio,  de  conformidad  con  el  artículo 
842  del  Código  Civil,  pedía  al  Juzgado  de- 
signara á  un  ministro  de  fé  que  fijase  el  des- 
linde   de  ambas  propiedades,  tomando  por 
base  la  diligencia  de  embargo  y  la  demanda 
del  señor  Feliú. 

La  señora  doña  Carmen  Gana  v.  de  Feliú 
y  don  José  Miguel  López  expresaron  que 
han  convenido  en  nombrar  de  perito  para 
que  practique  la  demarcación  de  deslindes 
solicitada  por  el  último,  á  don  Roberto  Pi- 
mentel,  á  fin  de  que,  tomando  como  base  la 
diligencia  de  embargo  hecha  por  don  Salva- 
dor Feliú  á  Belisario  Guajardo,  la  demanda 
del  mismo  señor  Feliú,  y  el  título  del  ejecu- 
tado, proceda  á  practicar  la  demarcación  del 
deslinde  solicitado  por  López. 

Guajardo,  á  quien  se  notificó  este  acuer- 
do, declaró  que  no  aceptaba  el  nombra- 
miento de  perito  recaído  en  Pimentel,  y 
habiéndose  pedido  nuevo  comparendo  para 
designar  otro,  fué  nombrado  don  Lucindo 
Mátus  en  rebeldía  de  Guajardo,  á  quien  an- 
teriormente se  le  habían  señalado  los  estra- 
dos por  auto  de  15  de  noviembre  de  1900. 

Don  Belisario  Guajardo  solicitó  entonces 
que  se  declarase  nulo  todo  lo  obrado  en  este 
juicio  de  deslindes,  ya  que  él  no  tenía  pleito 
pendiente  con  don  Miguel  López,  ni  existía 
declaración  alguna  que  lo  mandase  tener  por 
parte,  agregando  que  solo  recientemente  ha 
adquirido  en  el  lugar  denominado  Colín  un 
predio  contiguo  al  del  demandante.  Trami- 
tado este  incidente,  se  resolvió  como  lo  pedía 
Guajardo,  reponiendo  el  asunto  al  estado  de 
notificársele  el  escrito  de  demanda;  pero  la 
Iltma.  Corte  de  Talca  revocó  este  auto  de- 
clarando que  Guajardo  ha  sido  debidamente 
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citado  al  juicio  y  aparece  obrando  en  él  como 
parte. 

El  perito  Matus  informó  y,  ejecutoriado  el 
decreto  que  aprobó  esta  operación,  López  so- 
licitó á  fs.  73,  que  Guajardo  retire  el  cierro 
provisorio  y  la  ramada  que  había  hecho  en 
terreno  de  su  propiedad,  bajo  apercibimiento 
de  $  50  de  multa  á  beneficio  municipal.   En 
rebeldía  de  Guajardo.  se  recibió  el  incidente  á 
prueba,  fijándose  los  hechos  que  respectiva- 
mente deben  acreditarse  por  demandante  y 
demandado,  y  con  su  mérito  se  pronunció  la 
sentencia  de  primera  instancia: 

Talca,  30  de  Mayo  de  1904.— Vistos:  Don 
José  Miguel  López  en  su  escrito  de  fs.  73,  hace 
presente  que  se  encuentra  ejecutoriado  el  auto 
por  el  cual  se  aprobó  el  informe  del  perito 
señor  Matus,  corriente  á  fs.  69,  y  en  el  cual  se 
fija  el  deslinde  de  su  propiedad  con  la  del 
señor  Belisario  Guajardo. 

Que  en  vista  de  dicho  informe  pericial,  pide 
se  obligue  á  don  Belisario  Guajardo  á  retirar 
un  cierro  y  ramada  que  tiene  construido  en 
terreno  de  su  propiedad. 

A  dicha  petición  se  le  confirió  traslado  y 
autos,  y  en  rebeldía  del  señor  Guajardo,  se 
dio  por  evacuado  aquel  trámite  y  se  recibió 
el  incidente  á  prueba  por  ocho  días,  fijándose 
como  puntos  de  prueba  los  consignados  en 
el  auto  de  21  de  Octubre  último,  corriente  á 
fs.  78  vta. 

Tuvo  lugar  la  sesión  de  prueba  y  se  han 
traído  los  autos  para  resolver. 

Con  lo  relacionado  y  teniendo  presente:  que 
la  petición  de  López  importa  el  ejercicio  de 
una  acción  de  dominio,  la  cual  no  se  ha  pro- 
puesto en  forma  concreta  y  determinada  y  no 
se  ha  discutido  legalmente;  que  además  el 
señor  Guajardo  con  la  prueba  testimonial 
rendida  ha  justificado  que  tanto  el  rancho 
como  el  cierro  á  que  se  refiere  López,  se  en" 
cuentran  en  terrenos  que  posee  actualmente 
Guajardo  en  virtud  de  compra  que  hizo  á  la 
señora  Manuela  Molina. 

Visto  lo  dispuesto  en  el  artículo  700  del  Có- 
digo Civil,  se  declara  que  no  ha  lugar  á  lo 
pedido  por  don  José  Miguel  López  en  su  escri- 
to de  fs.  73,  sin  perjuicio  de  las  otras  acciones 
que  pueda  ejercitar  en  forma  legal.—/?.  Due- 

msG, 


Apelada  esta  resolución   por  don  Joj^  ^í  • 
guel  López,  el  Tribunal  de  segunda  instat.  . 
ordenó,  para  mejor  proveer,  que  se  practic.-^ 
una  inspección  personal  en  el  lugar  de  la  cr.T- 
tión,    nombrando  á  uno    de   sus  raierj  -  ^ 
para  que  procediera  asociado  de  nn  per:  v 
lo  creyese  conveniente.  El  Ministro  desi<:3a> 
nombró  con  el  carácter  de  perito  á  doo  L«. 
mael  Castro,  y  en  el  acta  se  expresa  qoí  run 
lugar  la  inspección  decretada  con  asistrx- 
de  las  partes,   de  sus  abogados  y  del  per: 
Castro,  que  se  tomó  conocimiento  del  terrer 
en  disputa  y  del  límite  Sur  que  se  desi^r.. c 
el  acta  de  fs.  69.    Bl  perito  quedó  cncarp 
de  verificar  nuevamente  la  operación  :■  .:í 
esa  acta  se  refiere,  conforme  á  los  anteceiit- 
tes  que  en  ella  se  expresan  é  instrucciones  «c 
bales  del  Ministro  comisionado  por  la  Ccr: 
Castro  pasó  su  informe,  y  la  sentencia  ¿: . 
Corte  de  Talca  dice  lo  siguiente: 

Talca,  21  de  noviembre  de  1905.-VÍ5:v 
Aceptando  la  parte  espositiva  de  la  sentcr.^ 
de  primera  instancia  y  teniendo  presente 

1°  Que  de  autos  aparece  plenamente  cr:- 
blecido  la  identidad  del  terreno  á  queserr. 
ren  la  diligencia  de  embargo  y  las  escnr-'-» 
públicas,  en  cuya  virtud  lo  adquirió  dcnur 
su  antiguo  dueño  don  Belisario  Guajardo 

2°  Que  en  la  escritura  á  favor  del  ejecu::' 
te  don  Salvador  O.  Feliú,  se  dice:  *'que  .< - 
adjudica  dicho  terreno  cuyos  deslindes  *  s 
los  que  expresa  la  diligencia  de  embar:^ ; 
mide  según  su  título  como  35  metros  de '-' 
cho  de  norte  á  sur,  y  como  media  cuadra  r.  • 
ó  menos  de  largo;" 

3^  Que  habiendo  solicitado  don  José  V 
guel  López  que  en  mérito  de  lo  dispuest  > :' 
el  artículo  842  del  Código  Civil,  se  nomlc^ 
un  ministro  de  fé  para  fijar  el  límite  desr' 
ración  de  los  dos  predios  de  las  partes  o: 
tendientes,  presentaron  éstas  escrito  crr 
brando  de  común  acuerdo  un  perito,  v^" 
de  los  predios  que  se  trata  de  deslindar  r: - 
nocedordeloj  derechos  de  ambos,  para  q-' 
tomando  como  base  la  diligencia  de  cwib^-^' 
hecha  por  don  Salvador  Feliú  á  don  Bí  n 
rio  Guajardo,  la  demanda  del  místno»-  • 
Feliú  y  el  título  del  ejecutado,  proceda  ápra- 
ticar  la  demarcación  del  deslinde,  solicita- 
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por  López,"  petición  que  fijó  el  curso  poste- 
*ior  impreso  al  juicio;  y 

4^  Que  en  virtud  del  acuerdo  en  referen- 
;ia,  se  practicaron  las  operaciones  pericia- 
es  de  que  dan  cuenta  el  acta  suscrita  por 
Ion  Lucindo  Matus,  y  la  por  don  Ismael 
Zastro,  procediéndose  en  ambas  de  acuerdo 
ron  los  antecedentes  expuestos  y  tomando 
romo  punto  de  partida  para  la  medición  del 
terreno  de  Guajardo  un  límite  natural  no  ob- 
etado,  el  estero  que  hay  en  el  extremo  sur  del 
mismo,  y  fijado  el  correspondiente  al  norte  ó 
$ea  el  de  separación  entre  los  predios  de  los 
itigantes,  con  la  precisión  y  claridad  de  que 
se  da  cuenta  especialmente  en  la  áltima  de 
aquellas  actas.  Por  estas  consideraciones  y 
ie  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  los  artículos 
371  y  427  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil, se  revoca  la  sentencia  apelada  de  30  de 
mayo  del  año  próximo  pasado,  y  se  declara: 
que  ha  lugar  á  lo  solicitado  por  don  José  Mi- 
guel López,  en  cuanto  don  Belisario  Guajar- 
do debe  retirar  dentro  del  sexto  día,  después 
de  ejecutoriada  esta  sentencia,  el  cierro  y  ra- 
mada de  que  allí  se  trata,  haciendo  coincidir 
aquel  con  la  línea  divisoria  de  oriente  á  po- 
niente entre  los  predios  de  ambas  partes,  se- 
ñalada por  el  perito  don  Ismael  Castro  en  su 
predicho  informe.  Redactada  por  el  señor  Mi- 
nistro Montero.—/.  C.  Herrera F.  LeUlier. 

^Montero, — T,  Urrutia, 

Contra  esta  resolución  Guajardo  interpuso 
los  recursos  de  casación  en  la  forma  i  en  el 
fondo  y,  formalizando  en  tiempo  oportuno  el 
primero  de  ellos,  expone: 

1'  Que  la  sentencia  recurrida  ha  infringido 
la  disposición  del  número  5'  del  artículo  941 
del  Código  de  Procedimiento  CiviJ,  por  cuan- 
to siendo  revocatoria  de  la  de  primera  instan- 
cia, no  indica  el  domicilio  y  profesión  de  las 
partes,  circunstancia  requerida  en  este  caso 
por  la  ley. 

2^  Que  esa  sentencia  ha  sido  dada  ultra-pe- 
tita,  causal  de  nulidad  en  la  forma  que  es- 
tablece el  artículo  941  del  Código  de  Procedi- 
miento en  su  número  4'. 

La  sentencia  de  primera  instancia  apelada 
perdón  José  Miguel  López  se  pronunciaba 
únicamente  sobre  la  acción  deducida  por  éste 


en  su  escrito  de  f.  73.  El  fallo  de  segunda  ins- 
tancia se  pronuncia  sobre  la  demanda  de  fs.  10, 
declarando  ó  estableciendo  que  estaba  ya  de- 
marcada la  línea  divisoria  de  los  predios  dé 
las  partes. 

La  sentencia  recurrida  ha  fallado  la  causa 
con  omisión  de  trámites  ó  requisitos  declara- 
dos esenciales  por  la  ley.  £n  efecto,  la  aludida 
demanda  defs.  10  no  ha  sido  puesta  hasta  hoy 
en  conocimiento  de  don  Belisario  Guajardo, 
ni  se  le  ha  dado  traslado  de  ella;  contra  esta 
irregularidad  Guajardo  reclamó. 

Se  ha  infringido  pues  el  artículo  254  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil.  Se  han  infringido 
además  las  disposiciones  de  los  artículos  193 
número  1^  i  941  número  5^  del  mismo  Código. 

La  Corte: 

Considerando  sobre  la  primera  causal: 

1^  Que  el  presente  juicio  se  inició  antes  de 
la  vigencia  del  Código  de  Procedimiento  Civil 
i  no  aparece  antecedente  alguno  que  indique 
que  el  Tribunal  recurrido  conociera  las  cir- 
cunstancias referentes  á  la  profesión,  ofício  i 
domicilio  de  los  litigantes. 

2^  Que  consta  por  el  contrario  de  los  autos 
que  la  sentencia  de  primera  instancia  no  con- 
tiene las  especificaciones  aludidas  y  que  se 
conformó  con  ella  don  Belisario  Guajardo 
aceptándola  en  todas  sus  partes; 

3^  Que  la  impugnación  relativa  á  haber  la 
sentencia  recurrida  fallado  ultra-petita,  pro- 
nunciándose sobre  la  demanda  de  fs.  10  y  no 
sobre  la  acción  deducida  por  López  en  su  es- 
crito de  fs.  73,  aparece  desautorizada  y  con- 
tradicha por  los  términos  mismos  empleados 
en  la  parte  resolutiva  de  dicha  sentencia,  que 
dicen  así:  "ha  lugar  á  lo  solicitado  por  don 
José  Miguel  López  á  fs.  73,  en  cuanto  don  Be- 
lisario Guajardo  debe  retirar  dentro  de  sexto 
día,  después  de  ejecutoriada  esta  sentencia, 
el  cierro  y  ramada  de  que  allí  se  trata,  ha- 
ciendo coincidir  aquel  con  la  línea  divisoria 
de  oriente  á  poniente  entre  los  predios  de 
ambas  partes,  señalada  por  el  perito  don 
Ismael  Castro  en  su  predicho  informe"; 

4'  Que  tanto  los  motivos  y  antecedentes  en 
que  se  funda  la  sentencia  de  término  para  es- 
tablecer la  identidad  del  terreno  á  que  se  re- 
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ñeren  las  primeras  diligencias  que  figuran  en 
autos  con  el  que  adquirió  por  segunda  vez 
Guajardo,  como  la  circunstancia  de  que  los 
limites  expresados  en  las  escrituras  públicas 
de  fs.  47  y  fs.  49  correspondan  exactamente 
con  los  que  meüaciona  la  escritura  de  fs.  3,  lo 
mismo  que  las  operaciones  periciales  coin- 
cidan en  su  resultado,  habiendo  la  última 
tenido  por  único  objeto  verificar  nuevamente 
los  linderos  que  señalaba  la  primera,  según 
lo  establece  el  acta  de  inspección  ya  citada; 
todas  esas  observaciones,  lejos  de  dar  mérito 
para  sostener  que  se  ha  fallado  una  acción 
distinta.de  la  interpuesta  y  discutida  por  las 
partes,  comprueban  que  no  existe  el  vicio  de 
uJúra-petita  que  se  atribuye  á  la  sentencia;  y 

5^  Que  las  alegaciones  de  no  haber  sido 
citado  oportunamente  para  designar  el  pe- 
rito nombrado  en  el  juicio  de  deslindes,  de 
no  haber  sido  legitimo  contradictor,  y  de 
otras  irregularidades  en  la  tramitación  de 
la  causa  que  ahora  invoca  el  reclamante, 
fueron  definitivamente  rechazadas  por  el  Tri- 
bunal que  conoce  de  los  hechos  según  consta 
de  las  resoluciones  ejecutoriadas. 

Visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  941, 
946,  973  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil, se  declara  sin  lugar  el  recurso  de  casa- 
ción en  la  forma  interpuesto  por  don  Belisa- 
rio  Guajardo,  contra  la  sentencia  de  21  de 
noviembre  de  1905,  sin  costas,  por  gozar  el 
recurrente  el  privilegio  de  pobreza. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Vergara 
Albano.— -Leoncio  Rodríguez,—/,  Gabriel  Pal- 
ma Gazmán.'-E.  Fóster  Recabárren.—A,  Ver- 
dura Altano. 


Cas.  civ.  9  de  enero  áe  1906, 
Tomini  y  C*  con  Beazley 

Trasporte;  entrega;  pérdida  ó  robo  de 
ineroaderia8.~PerjuioiOB;  indemnl 
zaolón. 

Doctrina: — Los  agentes  de  las  compa- 
ñías de  vapores  qve  reciben  de  éstas  kí 
mercaderías  porteadas,  celebran  con  los 
destinatarios  un  contrato**de  facto**qik 
los  obliga  á  trasportar  las  mercadería: 
desde  la  cubierta  del  buque  hasta  entre- 
garlas á  los  consignatarios.  Por  consi- 
guiente ^  habiendo  recibido  en  buenas  con- 
diciones un  cajón  en  el  puerto  de  Caldem, 
consignado  á  un  comerciante  en  Copk- 
pd,  el  agente  es  responsable  de  la  entre- 
ga de  dicho  cajón  y  su  contenido  en  bue- 
nas condiciones. 

Este  contrato  no  es  de  ñetamento  ma- 
rítimo como  el  que  celebran  las  compa- 
ñías de  vapores;  y  no  le  son  aplicabk- 
las  disposiciones  que  reglan  el  traspone 
marítimo. 

El  robo  de  mercaderías,  mientras  éstas 
permanecen  en  poder  del  porteador,  C" 
puede  estimarse  en  derecho  como  un  ca^' 
fortuito. 


Don  Ambrosio  Tomini,  por  A.  Torninij 
C*,  comerciante,  interpuso  demanda  contra 
don  H.  B.  Beazley,  domiciliado  en  Caldera  j 
agente  de  la  Compañía  de  Vapores  y  portea- 
dor, para  que  se  le  declare  responsable  á¿ 
valor  del  cajón  A.  T.  y  C,  N^  8  llegado  por  r 
vapor  Arequipa,  haciendo  al  demandante  es- 
trega  satisfactoria  de  ese  cajón  y  de  todo  sn 
contenido,  dentro  de  tercero  día,  ó  el  valor 
de  todo  lo  que  falte,  con  más  los  intereses 
corrientes  basta  que  se  verifique  el  pago,c' 
lucro  cesante  y  daño  emergente  y  costas,  ja*- 
tipreciándose  el  valor  por  peritos,  invocando 
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especia.lxnente  en  amparo  de  su  demanda  los 
artículos  214,  218, 171.  204y  200del  Código 
de  Comercio. 

Fundando  su  demanda  expresa  que  el  cajón 
en  cuestión  fué  desembarcado  en  Caldera  por 
el  demandado,  el  cual  admitió  sin  reparo  al- 
guno dicbo  cajón,  dando  recibo  conforme  por 
todo  lo  descargado  al  capitán  y  contador  del 
vapor  Arequipa; 

Que  A.  Tornini  y  C*  no  aceptó  la  entrega 
del  cajón  indicado  ni  lo  recibió,  por  cuanto 
aparecía  en  estado  anormal  con  señales  de 
que  podía  haber  sido  abierto; 

Que  el  señor  Beazley  hizo  nombrar  una  co- 
misión de  peritos,  los  cuales  evacuaron  el  in- 
forme, el  cual  indica  también  fundadas  sospe- 
chas de  haber  sido  abierto  y  robado; 

Que  el  señor  Beazley  prometió  arreglar  este 
asunto  satisfactoriamente;  pero  ese  arreglo 
se  retardó  hasta  que  en  10  de  diciembre  de 
1901  dirigió  al  demandante  una  carta,  cuya 
exposición  es  inaceptable  desde  el  momento 
que  el  señor  Beazley  admitió  y  recibió  el  cajón 
en  buen  estado  del  vapor  Arequipa^  y  preten- 
de entregarlo  en  mal  estado  con  un  barrote 
cincelado,  los  alambres  cortados  en  dos  par- 
tes Y  las  grampas  cambiadas; 

Que  es  indudable  que  se  han  sustraído  mer- 
caderías de  ese  cajón  y  que  por  esas  sustrac- 
ciones responde  el  agente  y  porteador  señor 
Beazley,  sea  que  éste  proceda  ó  haya  proce- 
dido como  agente  del  vapor  Arequipa  6  como 
consignatario  de  la  Compañía  de  Vapores 
por  su  cuenta  y  riesgo  á  virtud  de  lo  dispues- 
to en  el  artículo  207  del  Código  de  Comercio; 
pues  no  es  admisible  que  el  asunto  se  consi- 
dere como  caso  fortuito,  ni  la  excusa  conteni- 
da en  la  carta  sobre  la  falta  de  manifestación 
del  valor  de  las  mercaderías,  porque  la  res- 
ponsabilidad es  personal  del  señor  Beazley 
por  haber  dado  recibo  satisfactorio  á  la  Com- 
pañía de  Vapores  y  por  ser  el  tenedor  actual 
del  cajón  de  mercaderías. 

El  procurador  don  José  Remigio  Aguirre, 
por  don  H.  B.  Beazley,  contestando  la  de- 
manda, expuso:  que  según  los  conocimientos, 
las  Compañías  no  admiten  reclamo  alguno 
sobre  bultos  de  valor  de  más  de  $  1,000 
fuertes  por  tonelada,  cuando  el  cargador  no 
expresa  ó  declara  en  la  orden  de  embarque  y 


en  el  conocimiento  el  valor  de  dicho  bulto; 
y  que  esto  lo  expresó  el  señor  Beazley  al  se- 
ñor Tornini  en  la  carta,  agregando  que  como 
el  cargador  el  cajón  en  Valparaíso  no  había 
cumplido  con  ese  esencial  requisito,  la  Com- 
pañía no  tenía  responsabilidad  por  las  faltas 
que  pudieran  haber,  pidiéndole,  en  consecuen- 
cia, que  se  retirara  y  se  cancelara  el  conocí* 
miento. 

Que  la  demanda  debe  desecharse  por  ese 
motivo  y  porque  se  ha  interpuesto  fuera  del 
término  que  fija  el  título  5^  del  libro  III  del 
Código  de  Comercio  y  porque  se  basa  en  ar- 
tículos del  Código  de  Comercio  que  reglamen- 
tan el  trasporte  por  tierra,  lagos,  canales  ó 
ríos  navegables  y  no  por  los  mares  que  ha 
atravesado  el  Arequipa, 

Que  el  demandante  interpone  su  demanda 
contra  quien  no  debe  ponerla  y  sin  saber  si  el 
cajón  ha  sido  robado  ó  nó,  puesto  que  no  ha 
sido  abierto  ni  examinado. 

Que  el  informe  de  los  peritos  le  es  favorable, 
puesto  que  af  rman  que  nada  los  autoriza, 
para  suponer  dónde  ha  podido  tener  lugar  la 
sustracción,  caso  de  haberla. 

Que,  por  último,  el  señor  Beazley  dio  recibo 
del  bulto  como  en  buena  condición,  porque 
esos  recibos  se  dan  siempre  á  bordo  para  no 
causar  demora  á  los  vapores,  y  que  el  señor 
Tornini  no  interpuso  su  reclamo  den  tro  de  las 
cuarenta  y  ocho  horas  que  fija  el  artículo 
1006  del  citado  Código  de  Comercio. 

La  causa  se  recibió  á  prueba,  rindiéndose  la 
que  corre  en  autos: 

El  Juzgado  de  Copiapó,  con  fecha  14  de 
enero  de  1904  resolvió; 

Considerando: 

I''  Que  está  comprobado  en  autos  que  el  ca- 
jón de  mercaderiaSiáT  y  C  N^  8  fué  desembar- 
cado del  vapor  Arequipa  en  Caldera  por  don 
H.  B.  Beazley,  quien  lo  admitió  sin  reparo 
alguno  dando  recibo  conforme  al  capitán  ó 
contador  del  expresado  vapor; 

2^  Que  también  está  justificado  que  A.  Tor- 
nini y  C^  no  aceptó  ni  recibió  aquel  cajón 
porque  tenía  señal  de  haber  sido  abierto  y 
robado,  señales  establecidas  por  la  misma 
comisión  nombrada  por  el  demandado  Beaz- 
ley para  examinarlo; 
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3^  Que  el  demandante  ha  comprobado  que 
don  H.  B.  Beazlej  es  propietario  de  lanchas 
7  que  éstas  son  las  únicas  que  descargan  en 
Caldera  la  carga  de  los  vapores  de  las  Com- 
pañías Inglesa  j  Sud  Americana; 

4^  Que,  según  las  diligencias,  resulta  que  el 
cajón  eu  cuestión  había  sido  robado  efectiva- 
mente, faltando  en  él  la  mayor  parte  de  las 
mercaderías  de  la  factura,  y  que  esa  factura 
está  conforme  y  corresponde  á  dicho  cajón;  y 

6^  Que  no  es  aceptable  considerar  como 
caso  fortuito  el  robo  verificado  en  el  cajón 
A  T  y  C  N^  8,  por  cuanto  el  demandado 
no  ha  comprobado  que  en  la  conducción  y 
desembarco  de  dicho  cajón  se  hubiesen  toma- 
do la  precauciones  y  seguridades  necesarias 
para  evitar  el  robo. 

Conforme  á  estas  consideraciones  y  con 
arreglo  á  los  artículos  167  y  169  del  Código 
de  Procedimiento  Civil  v  á  los  artículos  207, 
204?  y  214  del  Código  de  Comercio  y  artículo 
45  del  Código  Civil,  se  declara  que  ha  lugar 
á  la  demanda  sólo  en  cuanto  á  que  don  H.  B. 
Beazley  debe  hacer  entrega  del  cajón  /i  Ty  C 
N^  8,  con  todo  su  contenido,  según  la  factu- 
ra, ó  el  valor  de  todo  lo  que  falta,  según  tasa- 
ción que  se  hará  por  un  perito  nombrado  con 
arreglo  á  la  ley,  con  más  los  intereses  legales 
desde  la  contestación  de  la  demanda. — Ossa. 

La  Corte  de  Apelaciones: 

Serena,  13  de  julio  de  1904.- Vistos:  Se  con- 
firma la  sentencia  apelada  de  14  de  enero 
último. 

Acordada  después  de  desechar  la  indicación 
del  señor  Ministro  Carvallo  para  que  volvie- 
ran los  autos  al  Juez  á  quo,  á  fin  de  que  se 
pronunciara  como  fuere  de  derecho,  sobre  la 
excepción  de  prescripción  alegada  por  el  de- 
mandado en  la  contestación  á  la  demanda. 
— Eduardo  Gómez  Herreros.— Max,  E.  Áta- 
los— Fe7/pe  Herrera— A,  Carvallo,  — Daniel 
Cádiz. 

Contra  esta  sentencia  interpuso  Beazley 
los  recursos  de  casación  en  la  forma  y  en  el  fon- 
do; y  la  Corte  de  Apelaciones  declaró  inadmi- 
sible el  primero  por  el  siguiente  auto  que  cau- 
só ejecutoria: 


"Serena,  28  de  julio  de  1904.-  Teniendo  pre- 
sente que  el  recurso  de  casación  en  la  fonna 
ha  sido  formalizado  después  de  los  cinco  Jí¿5 
prescritos  en  el  artículo  943  del  Có<ligo  ^ 
Procedimiento  Civil,  se  declara  inadmisil  ic 
dicho  recurso. 

Y  concédese  el  de  casación  en  el  fondo  f.-r 
malizado  en  el  escrito  precedente,  contra  !i 
sentencia  de  14  de  enero  último. 

El  señor  Ministro  Carvallo  fué  de  opini-r. 
que,  desde  luego,  se  aplicara  á  beneficio  fis::. 
la  cuarta  parte  de  la  suma  coasignada  c .: 
arreglo  á  lo  dispuesto  en  la  última  parte  -L. 
citado  artículo  942 Eduardo  Gómez  Herre- 
ros—Max.  E,  A  halos. -Felipe  Herrera.- A.  Car- 
vallo Daniel  Cádiz. 

Como  leyes  infringidas  que  autorizan  el  úl- 
timo recurso,  cita  Beazley  los  artículos  l(*ú 
1006  y  1007  del  Código  de  Comercio  .  Ada^c 
además  en  apoyo  del  mismo  recurso  y  toniu 
leyes  (^e  incorrecta  aplicación,  los  artícul »« 
204  y  214  del  mismo  Código. 

Las  trasgresiones  legales  invocadas  con5Í>- 
ten,  según  el  recurrente,  en  que  en  el  caso  .:e 
este  pleito  se  trata  de  un  fletamento  ó  tras- 
porte marítimo,  al  cual  son  únicamente  apli- 
cables las  disposiciones  del  título  5^  del  libro 
3*^  del  Código  de  Comercio,  y  no  los  del  tras- 
porte por  tierra,  lagos,  canales  ó  ríos  nave- 
gables, que  aplica  al  fallo  impugnado. 

Para  demostrar  Beazley  que  las  violac¡oce> 
que  supone  cometidas,  han  influido  de  mo  íl» 
sustancial  en  lo  dispositivo  de  la  sentencia, 
hace  notar  que  si  se  hubieran  aplicado  los  ar- 
tículos 1006  y  1007,  indudablemente  se  ha 
bría  resuelto  que  no  ha  lugar  á  la  demanJa 
por  no  haberse  entablado  dentro  del  termine 
legal. 

La  Corte: 

Considerando: 

1^  Que  los  jueces  de  la  causa  han  dado  por 
establecidos  los  siguientes  hechos  que  han 
servido  de  base  al  fallo  recurrido: 

a)  Que  don  A.  B.  Beazley  es  propietario  de 
lanchas  con  las  cuales  trabaja  por  cuenta 
propia,  y  que  dichas  embarcaciones  son  las 
únicas  que  en  Caldera  llevan  á  tierra  la  cai^ 
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<ie    los  vapores  de  las  Compañías  Inglesa  y 

Sud- Americana; 

tk }    Que  el  cajón  de  mercaderías  A.  T.  C. 

^^    8  fué  desembarcado  del  vapor    Arequi- 

f^a.  en  dicho  puerto  de  Caldera  por  el  mencio- 
nacio  Beazley,  quien  lo  admitió  en  las  lanchas 
sin  reparo  alguno,  dando  recibo  conforme  al 
capitán  y  contador  del  expresado  vapor; 

e)  Que  A.  Tornini  y  C^  no  aceptaron  ni  re- 
ciV>ieron  aquel  cajón,  porque  tenía  señales  de 
hal^er  sido  abierto  y  robado,  señales  que  fue- 
ron establecidas  por  la  misma  comisión  nom- 
l>ríicla  por  el  demandado  Beazley  para  exa- 
minarlo; 

d)  Que  de  la  diligencia  de  apertura  resultó 
que  el  cajón  en  cuestión  había  sido  efectiva- 
mente robado,  faltando  en  él  la  mayor  parte 
de  las  mercaderías  de  la  factura,  la  cual  esta- 
ba en  regla  y  correspondía  á  dicho  cajón;  y 

e)  Que  Beazley  no  ha  comprobado  que  en 
la  conducción  y  desembarco  del  caión  perte- 
neciente á  los  demandantes  se  hubiesen  toma- 
do las  precauciones  y  seguridades  necesarias 
para  evitar  el  robo; 

2^  Que  á  los  hechos  anteriores,  establecidos 
en  la  causa  por  los  jueces  del  fondo  en  virtud 
de  sus  facultades  privativas,  puede  agregarse 
todavía  el  antecedente  de  que  en  los  distintos 
conocimientos  por  carga  que  corren  en  autos, 
entre  los  cuales  rigura  el  del  vapor  Arequipa, 
donde  se  anotó  el  cajón  materia  de  la  deman- 
da, se  previene  expresamente  que  en  todos  los 
puertos,  excepción  hecha  del  Callao,  "la  car- 
ga será  desembarcada  por  el  agente  del  va- 
por, de  cuenta  y  riesgo  del  interesado,  siendo 
los  gastos  de  desembarque  por  cuenta  de 
éste,  y  cesando  la  responsabilidad  del  buque 
tan  luego  como  la  carga  esté  fuera  de  cubier- 
ta. No  se  admitirá,  se  agrega,  reclamo  algu- 
no una  vez  entregada  la  carga;" 

3^  Que  de  todo  lo  expuesto  se  desprende 
claramente  que  para  el  trasporte  del  ca- 
jón A.  T.  C.  N*^  8,  á  que  se  refiere  el  conoci- 
miento, se  celebraron  en  realidad  dos  contra- 
tos distintos:  uno  con  la  Compañía  Inglesa 
de  Vapores,  la  que  sólo  tomó  sobre  sí  la  obli- 
gación de  trasportarlo  desde  Valparaíso  hasta 
el  puerto  de  Caldera,  y  de  entregarlo  en  este 
último  lugar  sobre  la  cubierta  del  buque  al 
agente  de  la  citada  Compañía,  que  lo  era  el 


demandado  don  H.  B.  Beazley;  y  el  otro,  de 
facto,  con  éste  mismo  agente,  quien  se  obligó 
á  su  vez  á  trasportar  el  cajón  en  sus  lanchas, 
desde  la  cubierta  del  Arequipaha.sta  entregar- 
lo en  tierra  al  consignatario  A.  Tornini  y  C*; 

4^  Que  habiendo  recibido  Beazley  en  bue- 
nas condiciones  el  cajón  que  le  fué  enj:regado 
por  el  primer  porteador,  en  lo  cual  está  el  de- 
mandado conforme,  los  jueces  de  fondo  no 
han  tenido  para  qué  considerar  el  primer  con- 
trato de  trasporte  marítimo,  que  fué  cumpli- 
do totalmente  por  las  partes  y  que  no  ha 
sido  materia  de  este  pleito;  por  lo  cual  no 
han  tenido  tampoco  para  qué  aplicar  ningu- 
na de  las  disposiciones  relativas  á  esta  clase 
de  contratos,  en  cuya  supuesta  infracción  se 
basa  principalmente  el  recurso; 

5^  Que  el  segundo  contrato,  ó  sea  el  cele- 
brado de  facto  con  el  ájente  don  H.  B.  Beaz- 
ley para  la  mera  descarga  del  cajón  traído 
por  el  vapor  Arequipa  y  para  su  entrega  en 
tierra  al  consignatario  respectivo,  no  es  de 
fletamento  marítimo,  ya  sea  porque  la  con- 
ducción no  se  hace  por  naves  propiamente  ta- 
les, ya  porque  no  se  trata  de  un  viaje  que  el 
porteador  ó  fletante  deba  emprender  para 
llevar  á  cabo  el  acarreo;  ó  ya  porque  la  ma- 
yor parte  de  las  operaciones  de  esta  clase  de 
trasportes  se  verifica  en  tierra; 

6^  Que,  en  consecuencia,  el  contrato  men- 
cionado se  haya  comprendido,  nó  entre  aque- 
llos á  que  se  refiere  el  artículo  970  del  Código 
de  Comercio,  como  lo  ha  sostenido  el  recu- 
rrente, sino  entre  los  que  menciona  y  regla- 
menta el  título  5^t  libro  II  del  mismo  Código, 
cuyas  disposiciones,  según  el  artículo  171  del 
cuerpo  de  leyes  citado,  son  obligatorias  para 
toda  clase  de  porteadores,  cualquiera  que  sea 
la  denominación  que  vulgarn^ente  se  les  apli- 
que, inclusas  las  personas  que  se  obligan  oca- 
sionalmente á  conducir  pasajeros  ó  mercade- 
rías; 

7^  Que  con  arreglo  á  lo  prevenido  en  el  ar- 
tículo 200  del  libro  y  título  citados,  la  res- 
ponsabilidad del  porteador  principia  desde  el 
momento  en  que  las  mercaderías  quedan  á  su 
disposición  ó  á  la  de  sus  dependientes,  y  con- 
cluye con  la  entrega  hecha  á  satisfacción  del 
consignatario; 

8*^  Que  el  porteador  responde  de  la  culpa 
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leve  en  el  cumplimiento  de  las  obligaciones 
que  le  impone  el  trasporte,  entre  las  cuales  se 
cuenta  la  de  entregar  sin  lesión  alguna  exte- 
rior los  cajones  cerrados  en  que  hubiere  reci- 
bido las  mercaderías;  presumiéndose  además 
legalmente  que  toda  pérdida,  avería  6  retar- 
do sufridos  por  los  efectos  porteados  6  en  su 
entrega,  han  ocurrido  por  su  culpa,  salvo 
prueba  en  contrario; 

9'  Que  el  robo  de  las  mercaderías  portea- 
das, efectuado  mientras  permanecen  ellas  en 
poder  del  porteador,  no  puede  estimarse  en 
derecho  como  un  caso  fortuito,  ni  alegarse 
como  tal  para  escusar  la  responsabilidad  de 
aquél,  á  no  ser  que  por  su  parte  se  pruebe 
que  ese  acto  punible  se  cometió  no  obstante 
el  cuidado  y  diligencia  gastado  en  evitarlo;  y 
ya  se  ha  visto  que  los  jueces  del  fondo  han 
dado  por  establecido  el  hecho  de  que  Beazley 
no  ha  comprobado  en  esta  causa  que  en  la 
conducción  y  desembarco  del  cajón  pertene- 
ciente á  los  demandantes  se  hubiesen  tomado 
las  precauciones  y  seguridades  necesarias  pa- 
ra evitar  aquel  delito; 

10.  Que  por  tanto,  y  figurando  también 
entre  los  hechos  establecidos  en  la  resolución 
reclamada,  el  de  que  los  demandantes  inter- 
pusieron oportunamente  el  reclamo  del  caso 
por  las  manifestaciones  extemas  que  el  cajón 
N^  8  tenía  de  haber  sido  abierto,  negán- 
dose á  recibirlo  de  manos  del  porteador  mien- 
tras  no  se  procediese  á  su  apertura,  cabe  re- 
conocer que  el  Tribunal  sentenciador,  al  dar 
lugar  á  la  demanda  en  virtud  de  lo  dispuesto 
en  los  artículos  207,  204  y  214  del  Código  de 
Comercio,  hizo  una  aplicación  correcta  de 
esos  preceptos  y  no  ha  infringido  ley  alguna. 

Por  estas  consideraciones  y  juzgando  con 
arreglo  á  lo  ordenado  en  los  artículos  940, 
960  y  973  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
se  declara  sin  lugar,  con  costas,  el  recurso  de 
casación  en  el  fondo  interpuesto  en  estos  au- 
tos contra  la  sentencia  pronunciada  por  la 
Corte  de  la  Serena. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  FósterRe- 
cabarren. 

Se  previene  que  el  Ministro  señor  Aguirre 
Vargas^  o  pin  ój'porque  se  desechara  el  recurso 
estimando  que  si  se  aplicaran  al  caso  las  dis- 
posiciones del  Código  de  Comercio  relativas 


al  comercio  marítimo,  se  llegaría  al  misis} 
resultado  que  con  las  disposiciones  perdoa. 
tes  al  comercio  terrestre  que  invoca  la  sen- 
tencia reclamada  y  de  este  modo,  si  habien 
habido  error  jurídico,  no  habría  influido  c 
la  parte  dispositiva  de  la  sentencia,  por 


lo 


cual  no  debe  entrarse  á  examinar  si  debieroc 
aplicarse  las  unas  ó  las  otras.—/.  Gabriel 
Palma  Guzmán.—  Gabriel  Gaete —  V.  Agui- 
rre V.  —  Carlos  Varas.  —  Abel  Saavedra.  - 
E,  Fóster  Recabarren.^J.  Alejo  Fernández, 


Cas.  Civ."'14  de  marzo  de  1906 
Castagnetto  con  Téverc 

Transaooión.  —  Oonsentimiento;  fber 
za;  dolo.-rOausa;  oausa  líolta. 

Doctrina:— ^o  importm  ^'fuerza'*  enel 
consentimiento  para  otorgar  una  trait' 
sacción  en  que  la  persona  que  alega 
la  violencia  se  compromete  á  pagar  ana 
cantidad  de  pesos  á  otra  que  se  desiste 
de  toda  acción  ó  reclamación  en  su  con- 
tra, proveniente  de  un  hurto  de  mercade- 
rías que  se  pesquisa  criminalmente,  eí 
hecho  de  otorgar  ese  contrato  estando 
aquélla  detenida  j  habiendo  salido  de  la 
prisión  á  la  notaría  en  que  se  otorgó  k 
escritura  bajo  custodia;  ni  la  amenaza 
de  una  prisión  prolongada^  ni  de  las  in- 
ñuencias  de  que  pueda  jactarse  la  perso- 
na con  la  cual  se  celebra  el  contrato. 

Estos  hechos  no  constituyen  tampoco 
dolo  que  vicie  el  contrato. 

El  contrato  en  que  se  transige  sobre  la 
acción  civil  emanada  de  un  delito  tiene 
causa  lícita,  aunque  la  persona  inculpa- 
da no  sea  tomada  en  cuenta  en  la  sen- 
tencia,  ó  su  cónyuge  procesado  por  el  su- 
puesto delito  sea  absuelto  de  la  acusa- 
ción (1). 

(1)  Véase  el  artículo  que  se  publica  en  los  dúids. 
7  y  8.  Primera  parte,  paja.  132  y  l59. 
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Con  motilo  de  una  sustracción  de  merca- 
derías hecha  en  la  casa  comercial  de  Castag- 
netto  Hermanos,  se  inició  en  el  año  1903  un 
proceso  en  el  segundo  Juzgado  del  Crimen  de 
esta  ciudad,  y,  entre  diversas  personas  á  quie- 
nes se  redujo  á  prisión  y  fueron  puestas  á  dis- 
posición del  Juzgado  con  el  parte  respectivo, 
se  encuentran  don  Daniel  Tévere  y  su  mujer 
doña  María  Cánepa. 

Siguiéndose  el  proceso,  en  el  cual  no  figura 
como  reo  don  Daniel  Tévere,  se  pronunció  la 
sentencia  de  primera  instancia,  de  7  de  abril 
de  1904,  que  condenó  á  la  Cánepa  como  cóm- 
plice en  el  delito;  pero  apelada  dicha  sentencia, 
fué  revocada,  en  esta  parte,  absolviéndosele 
de  la  acusación,  según  todo  esto  aparece  de 
las  compulsas  debidamente  autorizadas  agre- 
gadas á  los  autos. 

Don  Daniel  Tévere  que,  como  se  ha  dicho, 
babia  sido  reducido  á  prisión  en  los  comienzos 
del  proceso,  en  20  de  julio  de  1903,  celebró 
con  el  representante  de  la  casa  de  Castagnet- 
to  Hermanos,  el  convenio  de  que  da  cuenta 
la  escritura  pública  de  esa  fecha,  que  en  com- 
pulsa corre  en  la  primera  foja  del  expediente 
y  en  la  cual  textualmente  se  expresa  lo  que 

sigue • 'Comparecieron    don    Santiago 

Castagnetto  por  la  sociedad  Castagnetto 
Hermanos,  según  se  comprobará  y  don  Da- 
niel Tévere  de  este  domicilio,  mayor  de  edad, 
á  quien  conozco  y  espuso  el  señor  Castagnet- 
to: que  por  el  segundo  Juzgado  en  loCriminal 
de  esta  capital,  servido  por  don  Neftalí  Cruz 
Cañas,  sigue  juicio  criminal  contra  el  segundo 
de  los  comparecientes  y  varias  otras  perso- 
nas, por  robo  de  mercaderías  en  su  tienda 
ubicada  en  la  Alameda  de  las  Delicias  esquina 
de  San  Martin,  de  esta  ciudad;  por  la  presen- 
te, de  común  acuerdo  y  sólo  en  lo  que  se  refie- 
re á  Tévere,  han  transigido  dicho  juicio  en  la 
forma  siguiente:  1^  El  señor  Castagnetto  en 
su  carácter  expresado  da  por  terminado  el  jui- 
cio expresado,  no  haciendo  cargos  de  ninguna 
especie  á  Tévere  por  el  motivo  indicado;  2^ 
El  señor  Tévere  por  este  motivo  paga  al  señor 
Castagnetto  la  cantidad  de$  3.500  que  paga 
en  la  forma  siguiente:  con  $  1.000  que  el  se- 
ñor Castagnetto  recibe  en  este  acto  en  un  che- 
que del  Banco  Español- Italiano  y  el  resto,  ó 


sean  los  $  2.500,  los  pagará  en  un  año  plazo 
sin  intereses** 

Con  esta  escritura,  el  representante  de  la 
casa  Castagnetto  Hermanos,  en  22  de  Julio 
de  1904,  inició  juicio  ejecutivo  contra  don  Da- 
niel Tévere,  pidiendo  en  el  Juzgado  de  Letras 
respectivo  mandamiento  de  embargo  por  la 
cantidad  de  $  2.500,  intereses  y  costas,  ejecu- 
ción á  la  cual  se  opuso  Tévere  con  la  excep- 
ción consignada  en  el  número  14  del  artículo 
485  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  esto 
es,  según  lo  expresa,  nulidad  déla  obligación 
por  que  se  le  ejecuta,  y,  para  justificarla,  ha- 
ce una  relación  de  los  antecedentes  que  prece- 
dieron al  otorgamiento  de  la  escritura  en 
cuestión. 

Tramitada  la  causa,  el  Juzgado  resolvió: 

Santiago,  13  de  septiembre  de  1904 Vis- 
tos: en  la  ejecución  de  don  Emilio  Castagnet- 
to, comerciante,  domiciliado  en  Delicias  1493, 
por  la  Sociedad  "Castagnetto  Hermanos", 
contra  don  Daniel  Tévere  i  don  Emilio  Bunel, 
se  depachó  mandamiento  de  embargo  y  el  eje- 
cutado don  Daniel  Tévere,  comerciante,  domi- 
ciliado en  Diez  de  julio  número  1625,  opuso  la 
excepción  de  nulidad  de  la  obligación  por  que 
se  le  ejecuta  y  pide  se  le  absuelva  de  la  ejecu- 
ción, con  costas,  daños  y  perjuicios  y  que  se 
le  devuelvan  los  $  1.000  que  ya  ha  pagado, 
con  sus  intereses  respectivos. 

Funda  su  excepción  en  que  don  Santiago 
Castagnetto  supuso  un  robo  y  obtuvo  su  pri- 
sión, en  que  Castagnetto  le  impresionó  con 
sus  amenazas  é  influencias  á  fin  de  arrancarle 
el  otorgamiento  de  la  escritura  que  motiva 
este  juicio;  en  que  Castagnetto  fué  auxiliado 
en  este  propósito  por  el  ájente  de  pesquisas, 
en  que  el  referido  título  no  puede  tener  valor 
desde  que  las  acciones  criminales  no  son  sus- 
ceptibles de  transacción  y  la  transacción  de 
las  acciones  civiles  requiere  que  se  haya  com- 
probado el  delito,  en  que  de  la  expresada  es- 
critura aparece  que  el  objeto  del  contrato  fué 
su  libertad,  y  esta  no  es  materia  comerciable, 
en  que  no  tuvo  participación  alguna  en  la 
sustracción  de  mercaderías  y  por  esta  razón 
se  sobreseyó  á  su  respecto,  en  que  no  puede 
haber  obligación  civil  que  emane  de  la  exis- 
tencia de  un  delito  si  ese  delito  no  ha  existido 
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y  de  aquí  que  no  pueda  aplicarse  el  artículo 
2449  del  Código  Civil,  en  que  la  citada  tran- 
sacción se  obtuvo  por  dolo  y  violencia  y  versó 
sobre  derechos  que  no  existían  y  es  ineficaz  en 
virtud  de  lo  preceptuado  en  los  artículos  2452, 
2453  y  2454  del  citado  Código,  en  que  la  mis- 
ma escritura  es  nula  si  se  la  considera  como 
una  simple  declaración  de  voluntad,  por  cuan- 
to para  que  una  personase  obligue  á  otra  de  es- 
te modo,  se  requiere  que  el  consentimiento  no 
adolezca  de  vicio  y  tenga  una  causa  lícita,  y 
en  el  caso  de  que  se  trata  ba  habido  fuerza  y 
dolo  y  no  ha  existido  causa  real  y  lícita,  en  que 
es  aplicable  el  artículo  1456  del  mismo  Código 
puesto  que  dominó  el  temor  de  verse  expuesto 
á  permanecer  varios  dias  en  la  cárcel,  en  que 
hubo  dolo  de  Castagnetto  para  inducirle  á 
firmar  la  escritura  valiéndose  de  astucias,  ar- 
tificios y  amenazas  é  intención  positiva  de  in- 
ferir injuria  á  su  propiedad,  y  en  que  falta  la 
causa  porque  no  ha  existido  la  obligación  y 
así  lo  preceptúa  el  artículo  1467  del  mismo 
Código. 

Si  se  mira  como  transacción  la  escritura  con 
que  se  le  ejecuta,  es  ineficaz  porque  no  ha  ha- 
bido litis  que  transigir,  porque  versa  sobre  de- 
rechos que  no  existian  y  se  ha  obtenido  con 
dolo  y  violencia;  y  si  se  tiene  como  una  sim- 
pie  declaración  de  voluntad,  es  nula  porque 
hay  vicios  que  anulan  el  consentimiento  y  no 
tiene  causa  lícita. 

Don  José  Ramón  Leiva,  por  Castagnetto 
Hermanos,  contesta  que  el  señor  Té  veré  era 
mayor  de  edad,  libre  administrador  de  sus 
bienes,  persona  robusta  y  en  uso  de  todas  sus 
facultades,  que  le  bastará  referirse  al  inciso 
2^  del  artículo  1700  del  Código  Civil,  que  re- 
chaza como  calumniosas  las  frases  de  efecto 
que  tiene  el  escrito  de  excepciones  y  pide  que 
se  desechen  estas  con  costas. 

Declaradas  admisibles  las  excepciones  opues- 
tas, se  recibieron  á  prueba,  se  rindió  la  que 
consta  de  autos  y  quedó  en  estado  con  fecha 
de  ayer. 

La  parte  de  Tévere  tachó  al  testigo  don 
Isacc  Ortiz  Vera  por  no  estar  indicado  su  do- 
micilio, y  la  de  Castagnetto  Hermanos  tachó 
al  testigo  don  Enrique  Accorsi  porque  tiene 
pleito  pendiente  y  á  este  testigo  y  á  don  Isi- 
doro Garfias  porque  declararon  fuera  del  tér- 


mino y  porque  las  minutas  y  puntos  de  pr3^ 
ba  no  se  presentaron  con  las  excepciones. 
Considerando  en  cuanto  á  las  tachas: 
1^  Que  si  bien  es  cierto  que  no  seexprc- 
habitación  del  testigo  Ortiz  Vera,  lo  es  :.- 
mismo  que  se  cumplió  el  propósito  de  La  c; 
con  decir  que  es  notario  de  Santiago:  3- 

2^  Que  el  hecho  de  haber  tenido  pleito  per- 
diente no  es  causal  que  inhabilite  al  testi.: 
ni  puede  decirse  que  han  declarado  fuera  de 
término,  porque  el  artículo  329  del  Código  uc 
Procedimiento  Civil  autoriza  para  recibir  1 - 
declaraciones  de  los  testigos  que  hubierec  >i- 
do  juramentados  en  tiempo,  como  no  pofi; 
sostenerse  que  debieron  presentarse  con  Í2i 
excepciones  la  minuta  y  puntos  de  prueb 
desde  que  la  misma  parte  que  hace  esta  ol 
servación  no  presentó  las  suyas  con  su  res- 
puesta. Se  declara  que  no  han  lugar  las  tachas. 

Considerando  respecto  de  lo  prindpal: 

1^  Que  no  haj'  prueba  que  establezca  "ar 
error  de  hecho  sobre  la  especie  del  contrato", 
ni  *'sobre  la  identidad  de  la  cosa  específica  de 
que  se  trata",  ni  respecto  de  **lfi  sustancia  ú 
calidad  especial  del  objeto  sobre  que  versa  eí 
contrato"  ni  con  relación  **á  la  persona"  itl 
otro  contratante  (arts.  1453,  14Ó4  y  1-t»'»' 
del  C.  C.;) 

2^  Que  tampoco  la  hay  para  dejar  acreu- 
tado  que  hubo  "fuerza  capaz  de  infundir  ju-»:  - 
temor  de  verse  expuesto  á  un  mal  irreparaM' 
y  grave",  pues  no  sería  de  esta  especie  ni  la 
incomunicación  ni  la  parcialidad  del  juez,  y 
mucho  menos  lo  sería  si  se  tiene  presente  qoc 
Tévere  obtuvo  rebajar  á  $  3.500  lacantidadút 
$  12.000  que  pedían  Castagneto  Hnos.  dcsiie 
que  que  el  temor  de  la  naturaleza  que  sup.'n¿ 
la  ley  no  es  de  la  especie  que  permite  delilxra- 
ciones,  ni  buscar  fiador,  ni  buscar  abogado, 
ni  usar  la  publicidad  de  este  caso  (art.  U.'»») 
del  ce.;) 

3^  Que  asimismo  falta  la  justificación  <ie 
que  existiera  *'la  intención  positiva  de  inferir 
injuria  á  la  propiedad"  de  Tévere  ó  de  su  ha» 
dor  y  que  **sin  esta  intención  ó  dolo"  de  Cas- 
tagneto Hnos.  **no  habría  contratado"  Té- 
vere (arts.  4  y  1458  del  C.  C.;) 

4^  Que  igual  deficiencia  existe  respecto  de 
la  causa  lícita,  y,  por  el  contrario,  del  contra- 
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to  mismo  y  de  la  prueba  rendida  aparece  que 
lubo  causa  y  que  la  causa  es  lícita,  puesto 
^ue  se  ha.  precavido  un  litigio  sobre  una  ac- 
:ión  civil  nacida  de  un  delito  (arts.  1467, 
1700,  24^6  y  2449  del  C.  C.;) 

Visto,  además,  lo  que  disponen  los  artículos 
167,  374?  y  492  del  Código  de  Procedimiento 
Civil  se  declara  que  no  ha  lugar  á  la  excep- 
ción, con  costas. 

La  Corte  de  Apelaciones: 

Santiago,  19  de  mayo  de  1905.- Vistos: 
Aceptándose  y  dándose  por  reproducidas  la 
parte  expositiva  de  la  sentencia,  los  conside- 
randos y  fallo  de  las  tachas,  los  tres  primeros 
considerandos  de  lo  principal  y  teniendo  pre- 
sente en  lugar  del  cuarto: 

1^  Que  por  la  escritura,  base  de  la  ejecución, 
don  Santiago  Castagnetto,  por  Cástagnetto 
Hnos.,  expresa  que  en  el  2^  Juzgado  del  Cri- 
men de  esta  ciudad,  servido  por  don  Neftalí 
Cruz  Cañas,  "sigue  juicio  criminal"  contra 
don  Daniel  Tévere  y  otros  por  robo  de  merca- 
derías, y  que  por  la  "presente"  escritura  "de 
común  acuerdo  y  solo  en  lo  que  se  refiere  á 
Tévere  han  transigido  dicho  juicio"  mediante 
el  pago  de  una  suma  de  dinero  pagadera  en 
una  forma  convenida; 

2^  Que  dados  los  términos  del  contrato,  si 
la  transacción  se  refiere  al  juicio  criminal,  ver- 
saría sobre  objeto  ilícito,  adolecienrlo,  en  con- 
secuencia, de  nulidad,  puesto  que  tales  juicios 
no  son  suceptibles  de  transacción,  y  si  versa- 
re sobre  la  acción  civil,  era  necesario  que  Cas- 
tagneto  Hnos.,  estuvieran  en  posesión  de  los 
derechos  materia  de  la  transacción  á  la  fe- 
cha de  la  celebración  del  contrato,  hecho  que 
no  consta  de  autos; 

3*^  Que  la  causa  ó  motivo  inductivo  al  acto 
ó  contrato  se  refiere  á  la  existencia  de  un  jui- 
cio criminal  que  afectaba  á  Tévere,  ya  que 
"sólo  en  lo  referente"  á  dicho  señor  se  pactó 
el  contrato,  vde  la  sentencia,  no  resulta  hecho 
ni  menos  resolución  ejecutoriada  que  lo  haga 
responsable  civil  ó  criminalmente; 

4-*^  Que  por  tanto,  siendo  necesaria  la  exis- 
tencia de  una  causa  real  y  á  la  vez  lícita  para 
que  una  persona  se  obligue  á  otra,  la  falta  de 
esta  circunstancia  exime  al  obligado  de  res- 


ponsabilidad, ya  que  es  condición  esencial  de 
todo  acto  ó  declaración  de  voluntad; 

5^  Que  la  nulidad  de  la  obligación  es  un  a 
de  las  excepciones  admisibles  contra  la  ejecu- 


ción. 


Visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  1445, 
1446,  1628,  del  Código  Civil,  167,331,  485 
número  14  y  492  del  de  Procedimiento  Civil, 
se  revoca  la  sentencia  apelada  de  13  de  setiem- 
bre de  1904,  y  se  declara:  que  ha  lugar  á  la 
excepción  de  nulidad  de  la  obligación,  con  cos- 
tas. Álcese,  en  consecuencia,  el  embargo  y  en- 
tregúese los  bienes  al  deudor. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Marín.— 
E.  Donoso  V.-^E.  Castillo.— José  T.  Marín, 

Contra  esta  última  sentencia  se  dedujo  á 
nombre  de  Castagnetto  Hnos.  en  tiempo  y 
forma,  recurso  de  casación  en  el  fondo  y  se 
dice  al  formalizarlo: 

Que  la  Corte  ha  estimado  para  dar  lugar  á 
la  excepción  de  nulidad  alegada  por  el  ejecu- 
tado, que  en  la  escritura,  base  de  la  ejecución, 
ha  faltado  una  causa  real  y  á  la  vez  lícita  pa- 
ra que  pudiese  haberse  obligado  Tévere,  y  pa- 
ra considerar  que  no  existía  tal  causa  tuvo 
presente  las  razones  ó  fundamentos  expuestos 
en  los  considerandos  1^  y  2*^,  razones  que  in- 
fringen diversas  disposiciones  legales,  sin  cuya 
infracción  no  habría  podido  dictarse  la  sen- 
tencia impugnada.  Así  el  primer  fundamento, 
ó  sea  lo  expuesto  en  el  considerando  1^,  vio- 
la la  disposición  del  artículo  2449  del  Código 
Civil  que  dice:  "La  transacción  puede  recaer 
sobre  la  acción  civil  que  nace  de  un  delito,  pe- 
ro sin  perjuicio  de  la  acción  criminal'*;  que  es- 
timar que  para  transigir  sobre  la  acción  civil 
es  necesario  estar  en  posesión  de  los  derechos 
materia  de  la  transacción,  como  lo  hace  la 
sentencia  recurrida,  es  vulnerar  la  disposición 
legal  citada  que  no  exige  tal  requisito,  y  que, 
lejos  de  eso,  permite  transigir  la  acción. — Mas 
todavía,  esa  exigencia  es  una  clara  infracción 
del  artículo  2446  que  llega  á  permitir  la  tran- 
sacción hasta  para  precaver  un  litigio  even- 
tual, y  que,  en  su  inciso  2^,  establece  que  no 
es  transacción  el  acto  que  solo  consiste  en  la 
renuncia  de  un  derecho  que  no  se  disputa. 

Que,  tomando  aun  lo  expuesto  en  el  consi- 
derando 2^  en  el  sentido  de  que  era   nece- 
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sarío  para  la  validez  de  la  transacción  que 
hubiera  recaído  sentencia  ejecutoriada  en  con- 
tra de  Tévere  y  á  favor  deCastagneto  Hnos., 
que  estableciera  en  beneficio  de  éstos  la  obli- 
gación de  ser  indemnizados  por  aquél,  siem- 
pre se  habría  infringido  el  artículo  2455  del 
Código  Civil,  que  no  necesita  comentario,  co- 
mo asimismo  el  artículo  2459,  que  está  en 
abierta  pug^a  con  las  teorías  sentadas  en  la 
sentencia. 

Que  el  segundo  considerando  infringe  á  su 
vez  los  artículos  1740,  1748,  1749,  1750, 
1751,  2316  y  2320  del  citado  Código,  según 
los  cuales  Tévere  y  su  mujer  María  Cánepa  y 
las  obligaciones  resultantes  contra  ambos  de 
los  hechos  porque  se  les  procesaba  en  el  segun- 
do Juzgado  del  Crimen,  á  la  fecha  de  la  tran- 
sacción, se  confundían  en  una  sola  individua- 
lidad, Tévere  representante  de  sí  mismo  y  de 
la  sociedad  conyugal;  de  modo  que  la  sociedad 
Castagneto  Hnos.  no  tenía  que  entenderse 
civilmente  con  nadie  más  que  Tévere,  y  de 
modo  que  transigiendo  con  él,  transigían  con 
su  mujer,  transijían  con  su  sociedad  conyugal 
y  transigían  con  el  mismo. 

Que  este  mismo  segundo  considerando  in- 
fringe los  artículos  1560,  1562,  1563  y  1564 
del  Código  Civil,  conforme  á  los  cuales  el  con- 
trato debe  interpretarse  como  transacción 
sobre  las  acciones  civiles  procedentes  tanto 
contra  Tévere,  y  muy  principalmente,  contra 
su  esposa  María  Cánepa,  con  motivo  de  los 
hechos  que  habían  llevado  á  ambos  á  la  cár- 
cel poco  antes  de  celebrarse  la  transacción. 

Que,  todavía,  infringe  los  artículos  1698  y 
1713  del  Código  Civil  y  330,  331  y  429  del 
de  Procedimiento,  al  considerar  á  la  senten- 
cia como  único  medio  de  probar  la  responsa- 
bilidad civil  ó  criminal  del  ejecutado  en  los 
hechos  sobre  que  versó  la  transacción,  hacien- 
do caso  omiso  de  las  certificaciones  dadas  al 
tenor  de  lo  pedido  por  el  ejecutado,  pues  pa- 
ra resolver  la  cuestión,  nada  importa  que  de 
la  sentencia,  no  resulte  esa  prueba,  si  lo  que 
se  pretende  aparece  de  otros  antecedentes. 

Se  agrega,  por  último,  que  la  sentencia  re- 
currida infringe  con  su  resolución  final  los  ar- 
tículos 1467,  1468, 1545, 1700,  1437,  1444, 
2284,  2316  y  2317  del  mismo  Código,  según 


los  cuales  el  contrato,  es  an  contrato  peiis- 
tamente  válido,  que  obliga  á  Tévere  ásaíf. 
cumplimiento  y  en  cuya  virtud  debió  confr- 
mar  la  sentencia  de  primera  instancia  que  ,: 
sechó  la  excepción. 

£n  el  escrito  en  que  fiíndó  el  recurso  : 
parte  recurrente  desarrolla  en  extenso  las  r 
gumentaciones  hechas  al  formalizarlo.  ;: 
que  se  aduzcan  nuevos  razonamientos  de  ex 
deba  hacerse  relación  especial;  yrespococ:- 
do  la  parte  contraria,  pide  que  se  deseche  c 
recurso  i  expone,  después  de  hacer  mcncióc  > 
los  antecedentes  que  precedieron  al  otorgi- 
miento  de  la  escritura:  que  en  esta  escrir.ra 
se  estableció  un  hecho  falso,  hecho  que  ác*^- 
ra  servir  de  antecedente  preciso  á  la  cocíc 
ción  que  se  celebraba,  cual  era  la  exÍ5tccr.¿ 
actual  de  un  proceso  criminal  contra  TéxsR 
ante  el  segundo  Juzgado  del  Crimen  de  era 
ciudad.  Establecido  como  auténtico  este  h£ 
cho,  que  era  absolutamente  inexacto,  Tcva 
aceptó  transigir  ese  juicio  criminal  en  lo  que : 
él  sólo  se  refería,  por  !a  cantidad  de  S  3.rJ 
pagaderos  en  la  forma  que  en  la  misma  csor 
tura  se  estipuló; 

Que  esta  circunstancia  y  los  demás  hecHc^ 
que  constan  de  autos,  han  sido  apreciado? 
soberanamente  por  el  Tribunal  sentenciador. 
y  que  esa  apreciación  ha  dado  por  resala: 
la  sentencia  que  declara   viciada  é  ineficaz  i: 
cha  escritura; 

Que  todos  los  antecedentes  acumulados r. 
autos,  y,  especialmente,  la  sentencia  de  tcrr 
no  recaída  en  el  proceso  por  hurto  á  la  cas- 
comercial  de  Castag^ctto  Hnos.,  vienen  a á 
mostrar  que  Tévere  jamás  ha  sido  procesa:' 
y  que  ni  siquiera  se  ha  iniciado  proceso  eos- 
contra,  de  lo  cual  resulta  que  se  partió  de  c' 
hecho  falso  al  afirmarse,  en  la  escrítara  ce 
transacción,  que  se  transijió  el  juicio  crimii* 
seguido  en  su  contra; 

Que,  a  pesar  de  las  expresiones  tan  claras  j 
terminantes,  empleadas  en  la  escritura,  es  iJ 
cual  se  dice  que  sólo  en  lo  que  se  refiere  áTr 
veré  se  transige  el  juicio  criminal  que  sesigí^ 
en  su  contra,  la  parte  recurrente  pretende?* 
deberá  entenderse  que  lo  que  se  transigió  fi- 
era el  proceso  mismo,  que  se  afirmaba  cxis'i- 
contra  Tévere,  sino  la  eventualidad  de  nfljs'' 


JURISPRUDBNCIA 


335 


cío  qne  podría  iniciarse  contra  el  mismo  Té- 
veré,  contra  su  mujer  o  contra  la  sociedad 
conyugal  personificada  por  el  primero; 

Que  la  regla  de  interpretación,  regla  de  ló- 
gica y  de  buen  sentido,  que  dice  que  cuan. 
do  la  ley  es  clara  no  se  desatenderá  su  tenor 
literal  á  pretexto  de  consultar  su  espíritu,  es 
aplicable  también  á  las  convenciones  priva. 
das  de  los  individuos  entre  sí,  y  si  la  conven- 
ción dice  que  existe  un  proceso  criminal,  el 
cual  se  transige  mediante  el  pago  de  una  suma 
alzada,  no  puede  suponerse  que  la  existencia 
efectiva  de  ese  juicio  es  una  hipótesis,  y  que  lo 
que  se  transije  no  es  el  juicio  mismo  sino  la 
eventualidad  de  existir,  ni  que  la  expresión 
solo  en  lo  que  se  retínese  á  Tévcre  debe  en- 
tenderse que  abarca  no  sólo  á  éste  mismo  sino 
también  á  doña  María  Cánepa,  su  mujer,  ó 
bien  á  la  sociedad  conyugal; 

Que  aun  aceptado,  aunque  sólo  hipotética- 
mente, que  la  escritura  de  transacción  pudie- 
ra afectar  á  doña  María  Cánepa,  debería  en- 
tenderse que  la  convención  se   refería  solo  á 
la  acción  civil  que  pudiera  nacer  como  conse- 
cuencia del  delito  que  se  pesquisaba,  desde 
que  legalmente  no  podía  transigirse  sobre  el 
delito    mismo  y   ya  se  ha  dicho  que  por  sen- 
tencia de  término  se  ha  declarado  que  el  delito 
no  existe  respecto  de  doña  María  Cánepa,  á 
quien  se  le  absolvió  de  la  acusación.  Pero  la 
parte  recurrente  llega  hasta  establecer  en  el  es. 
crito  en  que  funda  su  recurso,  la  responsabili. 
dad  pecuniaria  de  la  citada  doña  María  Cá- 
nepa y,  como  consecuencia,  la  de  la  sociedad 
conyugal,  representada   por  el  marido  don 
Daniel  Tévere,  deduciendo  también  de  aquí  la 
existencia  de  una  causa  real  y  lícita  en  la  es. 
critur'a  de  transacción  aludida,  causa  que  no 
era  necesario  expresar  en  la  misma  escritura, 
argumentación  que  es  completamente  inacep- 
table, desde  que  el  mismo  artículo  1467  del 
Código  Civil  en  que  ella  se  apoya,  prescribe 
en  su  inciso  3^  que  la  promesa  de  dar  algo  de 
una  deuda  que  no  existe  carece  de  causa,  lo 
que  precisamente  sucede  en  la  escritura  en 
cuestión,  sin  que  valgan  analogías  que  no  es- 
tán contempladas  en  la  ley. 

Que  todavía  es  más  claro  aún  el  precepto 
legal  consignado  en  el  artículo  2.246  del  Có- 
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digo  Civil  en  cuya  pretendida  infracción  se 
funda  también  el  recurso. 

En  efecto,  según  esc  artículo  la  transacción 
pone  término  á  un  litigio  pendiente  ó  precave 
un  litigio  eventual. 

Si  la  transacción  á  quesereñere  la  escritura 
ponía  término  á  un  juicio  criminal  pendiente 
ante  el  segundo  Juzgado  del  Crimen  de  esta 
ciudad,  según  las  palabras  precisas  i  termi- 
nantes de  ella  misma,  no  puede  aceptarse  que 
hoy  se  diga  un  litigio  eventual. 

Y  que  por  otra  parte,  las  disposiciones  con- 
signadas en  los  artículos  2452  y  2453  del 
citado  Código,  resuelven  sin  lugar  á  duda  la 
cuestión  debatida,  pues,  si  como  dice  el  pri- 
mero de  esos  artículos  "no  vale  la  transacción 
sobre  derechos  que  no  existen"  y  es  nula, 
agrega  el  segundo,  la  obtenida  por  dolo  ó 
violencia,  la  Iltma  Corte  de  Apelaciones  no 
ha  podido  menos  de  aplicarlas,  como  lo  ha  he- 
cho en  la  sentencia  recurrida. 

La  Oorte: 

Teniendo  presente: 

Que  son  hechos  pertinentes  á  la  causa  los 
que  siguen: 

i4)  La  sustracción  efectiva  de  mercaderías 
en  el  almacén  de  Castagnetto  Hnos.  efectua- 
da por  empleados  de  la  casa; 

B)  El  haberse  encontrado  en  casa  de  don 
Daniel  Tévere  i  su  mujer  María  Cánepa,  parte 
de  las  mercaderías  sustraídas; 

C)  La  aprehensión  judicial,  entre  otras  per- 
sonas, de  los  referidos  Tévere  y  su  mujer  para 

serjuzgados  por  el  delito  de  hurto.  (Núm.  2^ 
del  escrito); 

D)  El  juzgamiento  definitivo  de  la  Cánepa, 
que  fué  absuelta  de  la  acusación  por  estimar 
los  jueces  del  proceso  que  no  había  mérito 
bastante  para  condenarla;  especialmente  por 
su  buena  conducta  anterior  y  porque  su  acu- 
sador espresó  en  su  escrito,  que  oídas  las  ex- 
plicaciones de  la  Cánepa  y  su  marido,  no  te- 
nía cargos  que  haceries,  por  lo  que  se  desistió 
de  la  querella  deducida  en  contra  de  ambos; 

B)  La  libertad  de  Tévere  bajo  fianza  du- 
rante el  comienzo  del  sumario,  y  su  libertad 
actual,  sin  que  no  obstante  fuera  tomado  en 
cuenta,  en  las  sentencias  del  juicio  criminal 
para  absolverlo  ó  condenarlo; 
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F)  La  autorización  que  se  dio  á  Tévere  en 
los  principios  del  sumario  para  salir  momen- 
táneamente del  lugar  de  su  detención  á  fin  de 
ocurrir  bajo  custodia  á  una  notaría  donde 
otorgó  la  escritura  de  transacción,  de  cuya 
nulidad  se  trata; 

G)  La  redacción  coetánea  á  la  transacción 
del  escrito  copiado,  que  indudablemente  se 
tomó  en  cuenta  en  el  considerando  2^  de  la 
sentencia  recurrida  para  absolver  á  doña  Ma- 
ría Cánepa,  en  el  cual  escrito  Castag^eto 
Hermanos  se  desistieron  áe  todo  cargo  que 
pudiera  afectar  á  ambos  cónyuges  procesa- 
dos; y 

H)  El  hecho  de  que  el  presente  recurso  sólo 
se  reñere  á  la  nulidad  de  la  indicada  transac- 
ción por  estimarse  que  carece  de  causa  ó  que 
adolece  de  causa  ilícita,  y  el  establecido  en  la 
sentencia  recurrida  de  que  en  este  contrato  no 
ha  existido  dolo,  ni  violencia  en  su  otorga- 
miento; 

2^  Que  conocida  por  Tévere  la  situación  de 
hechos  á  que  se  refieren  las  letras  (A)  á  (G) 
convino  en  la  transacción  de  que  se  viene  ha- 
blando, manifiestamente  con  el  propósito  de 
poner  término  al  juicio  criminal  por  sustrac- 
ción de  mercaderías,Jy  de  precaver  todos  sus 
resultados  que  presuntiva  y  legalmente  afec- 
taban á  la  persona  y  bienes  de  ambos  cónyu- 
ges, en  cuya  casa  se  hallaron  algunas  de  di- 
chas mercaderías; 

3^  Que  de  consiguiente,  resulta  que  la  tran- 
sacción se  refino  tanto  á  las  acciones  crimi- 
nales comoá  las  civiles  provenientes  de  ese  de- 
lito, puesto  que  en  ella  se  expresó  por  el  re- 
presentante de  Castagneto  Hermanos  con  la 
concurrencia  de  Tévere  "que  el  primero  sigue 
juicio  criminal  contra  el  segundo  y  varias 
otras  personas  por  robo  de  mercaderías,  y 
que  de  común  acuerdo,  en  lo  que  se  refiere  á 
Tévere,  dá  por  terminado  el  juicio,  no  hacien- 
do cargos  á  éste  de  ninguna  especie  por  el  mo- 
tivo indicado,^' 

4.^  Que  asimismo  resulta  que,  si  bien  en  la 
escritura  de  transacción  se  dijo  que  el  desisti- 
miento comprendió  también  los  cargos  que 
pudieran  afectar  á  su  mujer  doña  María  Cá- 
nepa; no  sólo  porque  el  contexto  de  la  escritu- 
ra manifiesta  que  Castagnetto  con  esa  refe- 
rencia sólo  quiso  eliminar  de  la  transacción  á 


los  otros  reos  del  proceso  con  quienes  ñingas 
vínculo  tenía  Tévere;  sino  porque  en  el  cscn:- 
de  desistimiento  que  el  querellante  sasciiVn . 
presentó  al  Juzgado  del  Crimen  en  rirttid  ir. 
contrato,  se  comprendieron  á  amboscóoTrg^ 
de  los  cuales  hizo  expresa  mención;  á  lo  qj; 
debe  agregarse  que,  en  todo  caso,  TévcFe  » 
hallaba  afectado  civilmente  por  los  hechos  t- 
putados  á  su  mujer,  conforme  á  las  prescn:- 
ciones  del  título  35  del  libro  IV  del  Códij- 
Civil; 

5^  Que  prescindiendo  de  la  nulidad  6  rar 
dez  de  la  transacción  respecto  de  laacdóni: 
minal,  de  que  aquí  no  se  trata,  los  artic:r^ 
24*46  y  2449  del  Código  Civil,  autorizan  3s 
contrato  de  esta  especie,  ya  sea  paratennia: 
extrajudicialmente  un  litigio  pendiente, ó  be 
para  precaver  un  litigio  eventual,  y  anace 
que  "la  transacción  puede  recaer  sóbrela  ac- 
ción civil  que  nace  de  un  delito;  pero  sid/*'- 
juicio  de  la  acción  criminar^;  todo  lo  qae  k- 
porta  reconocer  como  motivo  lícito  de  stns- 
jante  contrato,  el  hecho  eventual  de  la  res- 
ponsabilidad civil  que  amenaza  á  los  incnlpa- 
dos  aun  cuando  éstos  sean  absueltoseneip' 
cío  criminal; 

6'  Que  de  consiguiente,  la  referida  transai" 
ción  en  lo  relativo  á  la  acción  civil, no  ado>.' 
del  vicio  de  nulidad,  pues  se  ha  visto  qtw  ^-^ 
existido  el  hecho  delictuoso  á  que  se  rcBríót. 
contrato,  y  que  al  tiempo  de  su  otorgamleit  • 
existían  asimismo  antecedentes  que  no  ^ 
ligaban  en  absoluto  á  los  inculpados  de  '^ 
responsabilidad  legal  proveniente  del  deliu- 
por  lo  tanto,  es  inaceptable  la  alegación  c- 
se  hace  en  el  recurso,  acerca  de  que  fue  cout^ 
nido  en  consideración  á  títulos  inexistente? 
nulos. 

7^  Que  no  desvirtúa  lo  expuesto  la  circtin<- 
tancia  de  que  doña  María  Cánepa  fuera  si^ 
suelta  de  la  acusación  en  el  juicio  criminal. 
que  don  Daniel  Tévere  no  fuese  tomado  fr 
cuenta  en  el  pronunciamiento  de  la  scntcnvi' 
de  ese  juicio;  no  sólo  en  mérito  de  qoe  el  ^ 
tículo  2449  citado,  según  se  ha  expuesto,  p  i 
mite  transigir  la  acción  civil,  sin  perjuicio  'í 
la  criminal;  sino  también  á  virtud  dcqu^'*  ' 
artículo  202  del  Código  de  Procedimiento  i  • 
vil,  prescribe  como  regla  general  qnelasse:* 
tencias  que  absuelven  de  la  acusación  ó  sobnr 
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teen  definitivamente  en  materia  criminal,  no 
producen  cosa  juzgada  en  el  juicio  de  respon- 
»abilidad  civil,  sino  en  ciertos  casos  de  excep- 
ción no  comprendidos  en  esta  litis;  á  lo  que  se 
igrega  que  Tévere  ni  siquiera  exhibe  senten- 
ria  absolutoria  de  esta  índole,  siendo  que  fi- 
guró en  el  proceso  en  el  cual  fué  puesto  en 
ibertad  bajo  ñanza  de  cárcel  segura. 

8*^  Que  en  consecuencia  al  desconocerse  por 
a  sentencia  recurrida  los  efectos  civiles  de  la 
transacción  de  que  se  habla  por  el  fundamento 
\e  que  esta  carece  de  causa  real  i  lícita;  l*^por 
lo  poderse  transigir  la  acción  criminal  que 
procede  de  oficio;  i  2^  por  no  estar  Castag- 
netto  Hermanos  en  posesión  del  derecho  tran- 
sigido cuando  celebró  el  contrato;  se  han  in- 
Infringido  los  artículos  2446  y  2449  del  Código 
Civil,  en  parte  sustancial  que  ha  influido  en  lo 
dispositivo  de  esa  sentencia.— Visto  además 
los  artículos  960  y  979  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil,  se  invalida  la  sentencia  deque 
se  recurre,  pronunciada  por  la  Iltma.  Corte 
de  Apelaciones  de  Santiago  con  fecha  19  de 
Mayo  de  1905  por  infracción  de  los  artículos 
2446,  2449  del  Código  Civil  i  202  del  de  Pro- 
cedimiento Civil. 

Devuélvase  al  recurrente  la  cantidad  con- 
signada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Urrutia.— 
Leopoldo  ürrutía,— J.  Gabriel  Palma  Guz- 
mán.—Gaharmo  Gallardo, — Carlos  Varas.-- 
B.  Fóster  Recabar ren,^ A,  Vergara  Albano.— 
Alejo  Fernández, 


Cas,  CÍV.-19  de  abril  de  1906 
Noel  con  Bruck 

Cosa  juzgada 

Doctrina:— La  sentencia  que  en  un 

juicio  anterior  denegó  la  petición  formu- 

mulada  por  el  demandante  para  que  se 

k  pagaran  las  rentas  de  arrendamiento 


del  menaje  y  existencias  de  un  batel,  pro- 
duce cosa  juzgada  en  el  nuevo  juicio  en- 
tablado entre  los  cesionarios  de  las 
partes  y  en  el  cual  se  demanda  por  la 
misma  causa  de  pedir  una  cantidad  de- 
terminada en  razón  de  rentas  insolutas 
del  mismo  arrendamiento. 


Entre  don  León  Bruck,  dueño  del  Hotel  Cen- 
tral de  Valparaíso,  y  don  Abraham  Guzmán 
R.,  vecino  de  la  misma  ciudad,  se  celebró  por 
escritura  pública  un  contrato  de  compraven- 
ta, que  en  los  autos  ha  sido  calificado  de  mu- 
tuo por  una  de  las  partes  contratantes.  Apa- 
rece de  dicho  contrato  que  Bruck  vendió 
á  Guzmán  las  existencias  y  menaje  del  men- 
cionado Hotel  Central  por  la  suma  de  $  10.000 
pagaderos  en  la  forma  que  en  la  misma  escri- 
tura se  establece,  reservándose  el  acreedor  el 
derecho  de  volver  á  adquirir  las  mismas  espe- 
cies mediante  un  pacto  de  retroventa  cuyo 
plazo  sería  de  cinco  años. 

Fué  también  condición  del  contrato  que  los 
enseres  enajenados  quedarían  en  el  mismo 
Hotel  en  calidad  de  arrendamiento,  debiendo 
pagar  Bruck  como  precio  ó  renta  la  cantidad 
de  $  5.000  anuales,  por  semestres  vencidos. 

En  la  convención  se  rejistran  además  diver- 
sas cláusulas  tendentes  á  garantir  el  derecho 
del  comprador,  y  se  previene,  por  último,  que 
las  cosas  vendidas  constan  de  una  minuta 
hecha  por  duplicado,  que  se  encuentra  en  po- 
der de  cada  parte,  una  copia  de  la  cual  debe- 
ría también  agregarse  al  final  del  protocolo. 

Después  de  este  contrato  se  celebró  otro 
entre  el  mismo  Bruck  y  don  Félix  Noel  Ras- 
pand,  quien,  como  sustituto  de  don  Evaristo 
Jiménez,  subarrendó  al  primero  las  mismas 
especies  y  mobiliario  del  Hotel  Central,  de  que 
era  arrendatario. 

Las  partes  modificaron  posteriormente  este 
último  contrato  por  otra  convención  de  23 
de  octubre  de  1896,  una  de  cuyas  cláusulas 
establece  el  compromiso  adquirido  por  Bruck 
de  "vender  á  don  Félix  Noel  Raspand  dentro 
del  plazo  de  seis  meses  contados  desde  la  fe- 
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cha,  todos  los  muebles,  enseres,  útiles  y  nom- 
bre del  establecimiento  materia  de  este  con- 
trato, por  la  suma  que  arrojen  los  inventarios 
y  por  mensualidades  vencidas  de  $  750." 

Tal  fue  el  origen  de  las  complicadas  relacio- 
nes contractuales  que  han  existido  entre  las 
personas  mas  arriba  nombradas  7  que  provo- 
caron entre  ellas  discusiones  7  pleitos  á  que 
han  puesto  término  distintos  fallos  judiciales. 

Uno  de  esos  pleitos  lo  inició  don  Abraham 
Guzmán  R.  con  la  demanda  formulada  en  ju- 
nio de  1897  en  contra  de  Bruck  ,  en  la  que 
aquel  dice  que  el  demandado  había  dejado 
trascurrir  los  cinco  años  del  pacto  de  retro- 
venta  convenido  en  la  escritura,  sin  hacer  uso 
de  la  facultad  de  recuperar  los  enseres  adqui- 
ridos  por  el  demandante.  Por  lo  cual;  por  no 
haber  cumplido  tampoco  con  la  obligación  de 
pagar  los  cánones  de  arrendamiento  desde 
1894  hasta  1896,  en  cuyo  período  había  re- 
cibido solo  una  parte  de  las  rentas  adeudadas; 
7  finalmente  por  haber  subarrendado  el  me- 
naje 7  las  existencias  del  hotel,  7  haberse 
comprometido  con  don  Félix  N.  Raspand  á 
venderle  el  citado  establecimiento  con  todos 
los  mismos  enseres  que  eran  de  su  propiedad, 
deducía  demanda  en  su  contra  para  que  en 
definitiva  se  declarara:  "primero,  resuelto  7 
terminado  el  contrato  de  arrendamiento  que 
celebró  con  Bruck  por  escritura  de  13  de  junio 
de  1889  sobre  el  menaje  7  demás  existencias 
del  Hotel  Central;  segundo,  nulo  7  rescindido 
el  contrato  de  arrendamiento  7  promesa  de 
venta  celebrado  por  Bruck  7  Raspand,  en  es- 
critura de  23  de  octubre  de  1896,  en  la  parte 
que  se  refiere  al  menaje  7  demás  existencias  de 
que  está  guarnecido  el  Hotel  Central;  tercero, 
entrega  inmediata  del  menaje  7  existencias 
del  Hotel  nombrado;  7  cuarto,  indemnización 
de  daños  7  perjuicios  7  las  costas  de  la  causa.'' 

Mientras  tanto,  Guzmán,  antes  de  que  se  con- 
testara por  Bruck  la  demanda  precedente,  ce- 
lebró á  su  vez  con  Noel  Raspand  el  contrato 
de  compra-venta,  por  el  que  el  primero  vendió 
al  segundo,  en  la  suma  de  $  10.000,  no  sólo  las 
existencias  antes  referidas,  adquiridas  por  él 
de  Bruck,  según  inventario  protocolizado  ante 
el  notario  don  José  María  Vega,  sino  también 
los  derechos  7  acciones  que  le  competían  con- 
tra el  primitivo  vendedor  por  los  muebles  7 


especies  que  faltaren,  excepción  hecha  de  albi- 
nos que  se  habían  destruido  en  un  incend^ 
ocurrido  en  el  Hotel. 

Los  contratantes  declararon  además  q« 
estando  afectos  los  muebles  materia  de  U 
compra  venta  á  dos  juicios,  seguidos  uno  coa 
don  León  Bruck  7  con  doña  Rosa  Bruck  é 
otro,  quedaba  convencido  que  esos  juiciosa 
seguiría  don  Félix  Noel  Raspand  "qnedand*' 
subrogado  en  todos  los  derechos  7  acciocs 
del  señor  Guzmán",  sin  perjuicio  de  la  ericdcc 
7  saneamiento  que  correspondía  al  vendedor. 

En  virtud  de  las  facultades  conferidas  por 
este  contrato.  Noel  Raspand  se  hizo  parte  ec 
la  demanda,  la  que  hizo  8U7a,  eliminando  sók 
las  peticiones  2^  7  3^  de  dicha  demanda,  pe: 
ser  innecesarias,  desde  que  se  habían  confni:' 
dido  en  su  persona  los  caracteres  de  arremk- 
tario  7  de  dueño  de  la  cosa  arrendada. 

Con  arreglo  á  estas  modificaciones  se  limit'i 
á  pedir  que  se  de  declarara:  1^  resuelto  j  ter- 
minado el  contrato  de  arrendamiento  cdebia- 
do  por  Bruck  en  13  de  junio  de  1889,  sobre  e! 
menaje  7  demás  existencias  del  Hotel  Centra': 
2^  que  el  demandado  debía  pagarle  los  cáno- 
nes insolutos  de  $  5.000  anuales,  siéndole  de 
abono  las  cantidades  que  comprobara  haber 
entregado  al  anterior  dueño  de  la  cosa  arree- 
dada,  don  Abraham  Guzmán;  3^  que  debía 
entregarle  los  muebles  7  enseres  qae  exir 
tían  á  la  época  en  que  entró  en  posesión  ¿e! 
Hotel  Central,  ó  á  pagarle  su  valor  en  caso 
de  no  conservarlos  en  su  poder;  7  4'  que  debía 
pagarle  daños,  perjuicios  7  costas. 

Esta  demanda  fué  contestada  por  doña  R<^^ 
sa  Bruck  de  Rodríguez  Núñez,  como  cesiona- 
ria  absoluta  de  don  León  Bruck  en  todos  los 
derechos,  acciones  ó  excepciones  que  al  cedeu 
te  pudieran  corresponder  7  que  tuvieran  reís- 
ción  con  el  establecimiento  "Gran  Hotel  Ccs- 
tral.'' 

£n  su  contestación  la  señora  Bruck  de  Ro- 
dríguez Núñez  sostiene  que  el  contrato  celebra- 
do entre  don  León  Bruck  7  don  Abrahac 
Guzmán,  es  ineficaz  por  ser  enteramente  sime* 
lado;  pues  se  trató  de  encubrir  un  mutuo  ^¡sor 
rario,  en  el  cual  se  prestaban  $  10.000  para 
obtener  anualmente  un  interés  de  $  5.000,  coc 
el  antifaz  de  una  compraventa  que  naoca 
existió. 
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Enumera  j  relata  en  seguida  los  anteceden- 
es  que  justifican  este  aserto  para  sostener 
lespués  que  la  suma  prestada  por  Guzmán  á 
)ruck  ha  sido  íntegramente  pagada,  según 
:onsta  de  recibos  suscritos  por  el  mismo  Guz- 
nán,  circunstancias  todas  que  la  autorizan 
para  solicitar,  como  lo  pide,  el  rechazo  abso- 
tuto  de  la  demanda. 

£c  cambio,  dedujo  formal  rocon vención  pa- 
ra que  Guzmán  j  Noel  Raspand  le  restituye- 
ran el  menaje  y  existencias  del  Hotel  con  los 
aumentos  introducidos  en  ellas  por  don  León 
Bruck,  después  del  supuesto  contrato  de  com- 
praventa, según  inventarío  autorizado  por  el 
Notario  Plores  Zamudio  el  11  de  abril  de 
1896  y  ascendente  á  un  valor  en  existencias 
de  $  82.953,65,  de  los  cuales  habia  tomado 
posesión  Raspand  en  su  carácter  de  arrenda- 
tario de  Bruck. 

Subsidiariamente  pidió  que  los  citados  Guz- 
mán y  Raspand  le  pagaran  la  cantidad  de 
$  72.953,65  de  dieziocho  peniques,  diferencia 
entre  el  precio  de  venta  y  el  inventario  acep> 
tado  por  los  demandantes,  más  los  perjuicios 
originados  por  la  actitud  de  ambos,  que  se 
traducían  en  los  intereses  del  capital  señalado 
y  en  la  perdida  de  las  utilidades  del  Hotel  á 
contar  desde  el  23  de  octubre  de  1896,  fecha 
del  arrendamiento  á  Noel. 

Llamado  de  este  modo  al  juicio  don  Abra* 
ham  Guzmán,  se  hizo  parte  de  nuevo  en  él  y 
se  defendió  por  una  sola  cuerda  con  su  cesio- 
nario Noel  Raspand. 

En  1^  de  agosto  de  1900  pronunció  uno  de 
los  jueces  letrados  de  Valparaíso,  ante  quien 
se  seguía  la  causa,  sentencia  definitiva,  en  la 
que  por  los  fundamentos  en  ella  misma  con- 
signados, se  declaró,  de  acuerdo  con  las  leyes 
t*,  título  XIV,  de  la  Partida  3*;  y  4*,  título 
III,  libro  XI  de  la  Novísima  Recopilación,  y 
artículos  1545,  1698,  1700,  1801,  1891  y 
1489  del  Código  Civil,  que  había  lugar  sólo  á 
la  petición  primera  de  la  demanda,  y  que  no 
había  lugar  á  ninguna  de  las  demás  peticio- 
nes de  la  demanda  ni  á  la  reconvención. 

Lo  sustancial  de  los  fundamentos  de  la  sen- 
tencia consistía  en  que  la  escritura  de  compra- 
venta hacía  plena  fe  en  contra  de  los  otor- 
gantes, y  en  que  la  prueba  rendida  de  contra- 
rio no  bastaba  para  acreditar  la  simulación 


del  contrato,  el  cual  debía,  por  tanto,  cum- 
plirse, sin  que  fuera  permitido  al  vendedor  co- 
brar una  suma  mayor  que  la  estipulada,  so 
pretexto  de  que  el  precio  convenido  tuera  me- 
nor que  el  justo  precio  de  la  cosa. 

En  otro  considerando  se  establecía  el  hecho 
de  que  Bruck  no  había  justificado  que  hubie- 
ra cubierto  los  cánones  de  arrendamiento, 
por  lo  cual  procedía  la  resolución  de  ese  con- 
trato solicitada;  pero  en  cuanto  al  cobro  que 
de  las  mismas  pensiones  de  arrendamiento  se 
hacía  en  el  punto  segundo  de  la  demanda,  se 
dice  textualmente  lo  que  sigue  en  el  conside- 
rando 7': 

"Que  en  la  demanda  no  se  indica  la  suma  que 
al  demandado  se  cobra  en  razón  de  cánones 
insolutos,  ni  cuáles  sean  los  muebles  y  enseres 
reclamados  según  la  petición  3^  de  la  misma 
demanda,  vicio  de  indeterminación  que  la  ha- 
ce inepta  é  inaceptable  al  respecto." 

Por  lo  demás,  la  sentencia  no  hizo  reserva 
alguna  de  derechos  en  favor  de  los  deman* 
dantes  ni  del  demandado  ni  contiene  tampo- 
co declaración  expresa,  de  la  cual  pudiera  des- 
prenderse que  se  repelía  sólo  temporalmente 
la  demanda  sobre  cánones  insolutos,  que  se- 
gún el  considerando  7^  adolecía  en  esa  parte 
del  vicio  de  indeterminación. 

Por  el  contrario,  la  parte  dispositiva  de  la 
sentencia  es  absoluta  y  terminante  á  ese  res- 
pecto. Se  declara,  dice,  que  ha  lugar  á  la  pe- 
tición 1^  de  la  demanda;  y  que  no  há  lugar  ni 
á  las  demás  peticiones  de  la  demanda  ni  á  las 
de  la  reconvención. 

De  este  fallo  se  alzó  oportunamente  la  ce- 
sionaria  del  demandado,  y  en  segunda  instan- 
cia se  adhirieron  á  la  apelación  dos  deman- 
dantes para  que  se  revocara  la  sentencia  en 
la  parte  relativa  al  cobro  de  los  cánones  inso- 
lutos y  se  declarara  que  debía  también  darse 
lugar  á  la  demanda  en  ese  punto. 

La  Corte  de  Apelaciones  de  Valparaíso  con- 
firmó la  resolución  del  juez  de  primera  instan- 
cia, por  sentencia  de  11  de  enero  de  1901,  con 
las  siguientes  declaraciones: 

1^  Que  sólo  ha  lugar  á  la  primera  petición 
de  la  demanda,  en  cuanto  por  ella  se  solicita 
que  se  declare  terminado  el  contrato  de  arren- 
damiento celebrado  por  don  I^ón  Bruck  y 
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don  AbrahamGuzmán,  el  13  de  junio  de  1889 
en  la  escritura;  y 

2*  Que  se  reserva  al  demandado  el  derecho 
que  pueda  corresponderle  para  que  se  le  resti- 
tuyan los  muebles  y  existencias  que  no  se  hu- 
bieran comprendido  en  la  compra-venta  ma- 
teria de  la  aludida  escritura. 

Como  se  ve,  la  Corte  de  Apelaciones  confir- 
mó lisa  y  llanamente  la  sentencia  de  primera 
instancia  en  la  parte  apelada  por  los  deman- 
dantes, ósea  aquella  en  que  se  rechazó  á  firme 
y  definitivamente  el  cobro  de  los  cánones  in- 
solutos á  que  se  refería  la  conclusión  segunda 
de  la  demanda. 

Doña  Rosa  Bruck  de  Rodríguez  no  se  demo- 
ró en  hacer  uso  de  la  reserva  de  derechos  con- 
sultada en  su  favor  por  la  Corte  de  Valparaí- 
so, y  días  después  de  notificado  el  cúmplase 
recaido  en  el  fallo  de  ese  Tribunal,  interpuso 
contra  don  Abraham  Guzmán  R.  v  contra 
don  Félix  Noel  Raspand,  la  demanda  ordina- 
ria dividida  en  tres  capítulos  ó  series  de  peti- 
ciones, la  segunda  de  las  cuales  dice  así: 

••La  escritura  dice  que  se  venden  en  la  suma 
de  $  10.000  las  existencias  y  menaje  del  Hotel 
Central.  Esta  declaración  se  hizo  el  13  de 
junio  de  1889  y,  según  el  inventario  y  tasa- 
ción reconocida  por  don  Félix  Noel  R.,  esos 
muebles  y  existencias  que  quedaron  en  manos 
de  Noel,  tenían  en  11  de  abril  de  1896  un  va- 
lor de  $  82.953,65,  adeudándome,  por  lo  tan- 
to. Noel  Guzmán  la  diferencia  entre  dichas  su- 
mas, por  lo  cual  entablo  demanda  en  forma 
en  contra  de  Abraham  Guzmán  R.  y  de  Félix 
Noel  R.,  para  que  me  sea  cubierta  en  el  breve 
plazo  que  US.  designe,  juntamente  con  los  in- 
tereses respectivos." 

La  petición  transcrita  de  la  demanda  fué 
encontrada  oscura  por  los  demandados  y  des- 
pués de  una  serie  de  incidentes  nacidos  de  esa 
inculpación  de  ineptitud,  amplió  y  aclaró  do- 
ña Rosa  Bruck  la  referida  demanda,  del  modo 
siguiente,  y  declaró  además  la  demandante 
que  apartaba  de  este  juicio  á  don  Abraham 
Guzmán,  contra  quien  se  proponía  seguir  otra 
demanda  por  cuerda  separada: 

Primera  petición.— Pide  se  declare  que  don 
Félix  Noel  está  obligado  á  entregarle  los  mue- 
bles y  existencias  que  individualiza  en  lista 


separada,  ó,  en  su  defecto,  el  valor  asigni'k 
en  la  misma  lista. 

Funda  esta  petición  en  la  reserva  de  derr- 
chos  que  estableció  á  su  favor  la  stnitzc . 
de  la  Iltma.  Corte,  y  además  en  los  hechos «. 
guientes: 

Don  León  Bruck  vendió  á  don  Abraha*. 
Guzmán  las  existencias  y  menajes  del  Ho:- 
Central,  según  minuta  hecha  por  duplicad* 
de  la  cual  consta  el   pormenor  de  los  otjcto^ 
vendidos. 

El  precio  de  la  venta  fué  de  $  10.000. 

Esa  minuta  se  protocolizó  ante  el  Notar» 
el  mismo  día  del  otorgamiento  de  la  escnton 
de  venta. 

Por  escritura  de  11  de  abril  de  1896,  d« 
León  Bruck  dio  en  arrendamiento  el  Grar 
Hotel  Central  con  todo  su  mobiliario,  ense- 
res y  útiles  á  don  Evaristo  Giménez,  per 
dos  años  y  conforme  al  inventario  soscriv 
por  los  dos  contratantes,  que  arroja  uo  va- 
lor total  para  los  muebles  y  existencias  de 
$  82.953,56. 

El  precio  del  arrendamiento  fué  $  8.'^>*'' 
anuales. 

Por  escritura  de  23  de  octubre  de  1896,  dor 
Evaristo  Giménez  traspasó  el  arrendamienti' 
á  don  Félix  Noel,  quien  se  sustituyó  en  to- 
das las  obligaciones  de  Giménez  quedando  éste 
de  entregarles  las  existencias  del  Hotel  eos- 
forme  á  los  inventarios  que  tienen  fírmadib 
c  3n  el  señor  Bruck. 

Por  escritura  de  la  misma  fecha  don  Lei'^- 
Bruck  aceptó  el  traspaso  del  arrendamiento 
hecho  por  Giménez  á  Noel  y  pactó  en  favorde 
este  último  promesa  de  venta  de  todos  los 
muebles,  enseres,  útiles  y  nombre  del  cstabk- 
cimiento  materia  del  contrato  por  la  snina 
que  arrojan  los  inventarios  y  por  mensuali- 
dades vencidas  de  $  750.  ^ 

Por  escritura  de  20  de  agosto  de  1897,  doi 
Abraham  Guzmán,  que  ya  se  titulaba  dueño, 
vendió  á  don  Félix  Noel  los  muebles  y  enseres 
que  guarnecen  al  Hotel  Central  por  el  precio 
de  $  10.000. 

En  la  misma  escritura  se  estableció  qoe  los 
muebles  y  enseres  vendidos  son  los  de  que  se  ha- 
ce relación  detallada  en  el  inventario  protoco- 
lizado ante  el  Notario  Vega  el  13  dcjoniodí 
1889  corriente  en  copia  y  que  don  Félix  Xoe! 
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x-ptó  para  sí  la  venta  que  se  le  hace,  y  decla- 
i  que  estando  en  posesión  de  los  mueble^ 
cisten tes  que  compra,  se  da  por  recibido  de 
[los. 

De  la  exposición  anterior  deduce  que  don 
.braham  Guzmán  se  hizo  dueño  sólo  de  los 
luebles  expresamente  determinados  en  el  in- 
entario,— artículo  1811  del  Código  Civil. 
Que  el  mismo  Guzmán  no  ha  podido  vended 
.  su  vez  á  Noel  sino  los  muebles  indicados  en 
I  iTiistno  inventario. 

Que  Noel  tomó  en  arrendamiento  todos  los 
auebles,  existencias  y  útiles  especificados  y 
ipreciado  su  valor  conforme  el  inventarío. 

Que,  en  consecuencia,  habiéndose  apropia* 
lo  de  todos  los  muebles,  existencias  3' útiles 
ietertninados  en  este  segundo  inventario  y 
lue  no  aparecen  incluidos  en  el  primero,  debe 
restituírselos  ó  en  su  defecto  el  valor  que  acep- 
tó  para  cada  mueble,  existencia  ó  útil. 

Segunda  petición. — Solicita  igualmente  se 
áeclare  que  don  Félix  Noel  debe  pagarle  den- 
tro de  tercero  día  los  precios  de  arrendamien- 
to del  Hotel  Central,  con  todo  su  mobiliario 
enseres  v  útiles  desde  el  23  de  octubre  de  1896 
hasta  el  20  de  agosto  de  1897  á  razón  de 
$  8.880  anuales. 

Funda  su  petición  en  que  el  contrato  de 
arrendamiento  celebrado  por  Noel  es  perfec- 
tamente válido  y  surte  todos  sus  efectos  entre 
los  contratantes  y  que  la  primera  obligación 
del  arrendatario  es  el  pago  del  precio  ó  renta 
según  el  artículo  944  del  Código  Civil. 

P  or  la  tercera  petición  pide  se  declare  que  el 
mismo  don  Félix  Noel  debe  pagarle  la  suma  de 
$  20.000  como  indemnización  por  la  apro- 
piación, sin  título  alguno  que  lo  justifique,  de 
nombre  del  Hotel  y  del  derecho  de  llave  del  es- 
tablecimiento y  que  habiéndose  también  apro- 
piado de  los  libros  del  mismo,  debe  rendir 
cuenta  dentro  de  tercero  día  de  todos  los  co- 
bros que  quedaron  pendientes  en  esa  fecha  y 
que  procedió  á  efectuar  el  mismo  Noel. 

Don  Aurelio  Rodríguez  Alfaro,  por  don  Fé- 
lix Noel,  comerciante,  domiciliado  en  el  Gran 
Hotel,  situado  en  la  Avenida  Brasil,  contes- 
tando la  demanda  y  reconviniendo  dice:  que 
desde  luego  conviene  dejar  constancia  de  un 
liecbo  en  que  las  partes  están  de  acuerdo,  se- 
gún confesión  constante  en  autos,  y  es,  que 


desde  la  fecha  de  la  escritura  otorgada  en  12 
de  junio  de  1889  por  don  León  Bruck  y  don 
Abraham  Guzmán,  no  se  ha  aumentado  el 
menaje  del  Hotel  Central  con  mobiliarío 
nuevo. 

Lejos  de  haberse  introducido  nuevos  mue- 
bles después  de  esa  fecha,  sufrieron  menosca- 
bo los  que  existían  con  motivo  de  un  incendio 
que  tuvo  lugar  con  posterioridad  y  que  con- 
sumió y  deterioró  alguna  parte  de  ellos 

Manifiesta  que  no  es  aplicable  al  caso  ac- 
tual la  disposición  del  artículo  1811  del  Có- 
digo Civil  en  que  se  funda  el  reclamo.  Este  ar- 
tículo contempla  la  situación  de  una  persona 
que  venda  á  otra  la  universalidad  de  sus  bie- 

nes  ó  una  cuota  determinada  de  ellos  y  declara 
nula  esa  venta. 

De  tal  manera  que  si  Pedro  contrata  con 
Juan  en  términos  generales  la  venta  de  todos 
los  bienes  que  el  primero  posee  en  ia  actuali- 
dad de  cualquiera  clase  ó  naturaleza  que  sean 
y  de  los  que  adquiera  en  lo  sucesivo,  ó  le  ven- 
da la  mitad,  ó  tercio  ó  el  cuarto  de  esos  mis- 
mos bienes,  tal  venta  sería  nula  según  dispo- 
sición del  artículo  citado  por  el  contendor. 

Pero  si  se  establece  que  el  contrato  se  refie- 
re determinadamente  á  una  propiedad  raíz, 
situada  en  tal  parte,  á  los  muebles  de  la  casa 
habitación  del  primero  y  á  los  derechos  here- 
ditarios  que  le  corresponden  en  la  sucesión  de 
su  padre  ya  fallecido,  siendo  estos  todos  los 
bienes  que  actualmente  pertenecen  á  Pedro, 
tal  contrato  de  venta  es  válido  según  la  dis- 
posición del  mismo  artículo,  que  sólo  prohibe 
la  venta  en  globo  ó  en  términos  generales, 
pero  que  permite  la  de  especies  determinadas 
ó  bien  individualizadas,  aunque  se  compren- 
dan todas  las  que  posee  el  vendedor  ó  espere 
adquirir  más  tarde. 

En  este  último  caso,  es  decir,  cuando  Pedro 
vende  su  propiedad  raíz  de  tal  parte,  los  mue- 
bles de  su  casa  habitación  y  su  herencia  pa- 
terna, si  además  de  estos  bienes  especificada- 
mente  determinados  tiene  otra  casa  en  San- 
tiago, acciones  de  banco,  dinero  disponible  á 
la  vista  ó  á  plazo  ó  en  cuenta  corriente,  aun- 
que los  haya  adquirido  con  anterioridad  al 
contrato  de  venta,  estos  últimos  bienes  y  va- 
lores no  pueden  considerarse  incluidos  en  el 
contrato  de  compraventa  en  virtud  de  la  re- 
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gla  contenida  en  el  inciso  2^  del  artículo  1881 
que  examina.  Esta  es  la  interpretación  y  al' 
canee  racional  del  mencionado  artículo. 

Pasa  en  seguida  á  demostrar  que  en  la  ven- 
ta de  Bruck  á  Guzmán  se  comprendieron  to^ 
dos  los  objetos  que  en  ese  entonces  compo. 
nían  el  menaje  del  Hotel  Central,  dejando 
constancia  de  los  términos  generales  en  que 
se  hace  el  detalle  de  los  muebles  á  que  se  refie_ 
re  el  reclamo,  desde  que  no  se  individualizan. 

Así,  se  dice:  pido  un  catre  de  fierro  que  vale 
tanto,  un  piano  que  vale  cuanto,  una  mesa 
de  tal  valor,  etc.,  pero  no  se  determinan  los 
caracteres  que  individualizan  á  cada  objeto 
reclamado  para  que  no  se  confundan  con  los 
demás  de  su  especie  ó  género. 

No  es  exacto  que  la  minuta  sea  del  todo 
distinta  de  la  de  fs.  216,  será  más  detallada, 
si  se  quiere,  pero  en  el  fondo  son  iguales. 

Hn  esta  última,  que  se  refiere  á  la  escritura, 
se  dice  que  el  inventario  contenido  en  ella  no 
es  muy  completo  sino  un  apunte  á  la  ligera. 

Así,  al  tratar  del  cuarto  número  1,  se  deter- 
minan en  general  algunas  cosas  y  se  comple- 
tan con  la  palabra  etc.  para  dar  á  entender 
que  se  comprende  en  la  venta  todo  el  mobilia- 
rio que  hay  dentro  de  ese  cuarto. 

£n  la  misma  forma  se  hace  la  descripción 
de  varias  otras  piezas  y  salones  comprendién. 
dose  pianos,  amoblados  completos  de  salón r 
de  dormitorios  etc.  y  en  la  propia  escritura 
de  compra-venta  se  establece  que  la  cosa  ven- 
dida constituye  las  existencias  y  menaje  del 
Hotel  Central,  reservándose  los  otorgantes 
el  derecho  de  practicar  un  inventario  más  de- 
tallado que  el  comprendido  en  la  minuta  com- 
plementaria de  la  escritura. 

Con  detalles  ó  sin  detalles  más  ó  menos  ex- 
tensos y  minuciosos,  la  venta  contenida  en  la 
escritura  ha  comprendido  todos  los  objetos 
que  en, esa  época  constituían  el  menaje  del 
Hotel  Central,  porque  así  fué  convenido  entre 
los  contratantes  y  porque  ese  convenio  está 
permitido  por  la  ley,  sin  que  haya  necesidad 
de  individualizar  uno  por  uno  los  objetos  que 
se  comprendían  en  la  venta,  bastando  decir 
que  el  contrato  se  refería  á  todo  el  menaje  del 
Hotel. 

El  artículo  574  del  Código  Civil  corrobora 
esta  afirmación. 


En  el  contrato  se  ha  dicho  que  BeTeoikt 
menaje  del  Hotel  ¿qué  se  entiende  pormo:- 
je?  Los  muebles  de  una  casa  que  se  nuda: 
pueden  mudarse  de  una  parte  á  otra. 

En  el  artículo  574  ae  enumeran  los  ca>:< 
únicos  que  deben  exceptuarse  y  aa  dice  íjK 
no  deben  considerarse  comprendidos  entre  í.^t 
muebles  ó  menaje,  que  es  lo  mismo,  los  doo- 
mentos,  las  colecciones  científicas  6  artfstbs 
los  libros  ó  sus  estantes,  la  medallas,  las  ar- 
mas, los  instrumentos  de  artes  y  oficios,  k^ 
joyas,  la  ropa  de  vestir  y  de  cama,  losa 
rruajes  ó  caballerías  ó  sus  arreos,  los  graoo« 
caldos  y  mercancías,  sino  los  muebles  q:. 
constituyen  el  ajuar  de  la  casa. 

Tratándose  de  un  establecimiento  comerd 
de  esta  naturaleza,  deben  considerarse  ees 
prendidas  también  las  camas  yropasdest 
nadas  al  servicio  de  los  pasajeros  quefrecoca- 
tan  el  Hotel. 

Por  lo  que  hace  á  los  licores  que  tambe 
se  reclaman  y  que  naturalmente  no  se  ha: 
comprendido  entre  los  muebles  y  existencias 
que  componen  el  ajuar  del  establecimie::-: 
vendido,  manifiesta  que  fueron  embargado? 
por  doña  Rosa  Bruck  con  motivo  dennaeje- 
cución  que  siguió  contra  don  León  Brack;  qir 
estos  bienes  se  entregaron  á  la  ejecutante  ó  i 
su  mandatario  y  fueron  vendidos  por  el  mar 
tillero  don  Alberto  Lorca  con  fecha  10  de  sep- 
tiembre de  1897. 

Así  consta  del  recibo  que  acompaña £nna¿^ 
por  don  Pascual  Rodríguez  y  de  la  copiad 
los  documentos  que  agregará. 

No  acepta  el  detalle  de  f.  324  ni  su  ralor : 
la  conformidad  de  la  existencia  de  los  Kcorw 
que  se  reclaman. 

Afirma  que  al  suscribir  don  Félix  Xódi^J 
escrituras,  no  conocía  el  inventario  fonDaiic 
por  don  Evaristo  Giménez  y  don  León  Bmi 
no  había  duplicado  de  él  como  se  dice  en-» 
escritura,  ni  pudo  conseguir  que  se  le  diera» 
conocer  ó  que  se  formase  uno  nuevo. 

Respecto  á  la  segunda  petición  deladema: 
da  reconoce  la  ¡validez  del  contrato;  JF^ 
tanto  don  León  Bruck  tiene  derecho  [Mira^ 
brar  el  arriendo  de  $  8.880  anuales  dorante  t 
tiempo  trascurrido  entre  el  23  de  octubre « 
1896  y  el  20  de  agosto  de  1897, 6  sea,diirafi 
te  nueve  meses  veintisiete  días.  Por  este  cfr 
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:ulo  le  sería  deudor  de  $  7.326.  Pero  esta 
jda  estd  pagada  por  medio  de  la    com- 
Qsacióa,  pues  don  León  Bruck  á  su  vez  adeu- 
á  doa  Félix  Noel  las  cantidades  que  pasa 
tidicar  y  á  cuyo  pago  está  obligado  tam- 
il por  contrato  legalmente  celebrado: 
L"?   Por   la  escritura,  don    I-^ón  Bruck  se 
cnprometió  á  pagar  á  don  Abraham  Guz- 
in  el   arriendo  de  $  5.000   anuales.  Pagó 
sta  el  15  de  diciembre  de  1892,  como  se  in- 
:a  en  el  recibo.  Debe,  por  lo  tanto,  los  arrier- 
s  hasta  la  fecha  en  que  á  su  vez  Bruck  le 
bra  á  Noel,  ó  sea  hasta  el  20  de  agosto  de 
J97,  esto  es,  cuatro  años  ocho  meses  cinco 
is,  lo  que  hace  la  suma  de  $  23.402,75.  Por 
cláusula  12  de  la  escritura,  don  Abraham 
izmán  cedió  este  crédito  á  don  Félix  Noel. 
2^   Don  León  Bruck  debe  reembolsar  á  don 
flix  Noel  la  cantidad  de  $  8.203,75  queim- 
)rtan  los  veinte  recibos  que  acompaña,  por 
riendo   de  casa  que  correspondía  pagar  á 
ruck  y  que  se  vio  en  la  necesidad  de  cubrir 
i  representado,  con  la  esperanza  de  poder 
Jtener  su  valor  más  tarde.  Del  último  recibo 
ilo  se  computa  en  esta  suma  el  arriendo  has- 
i  el  20  de  agosto.  Así  es  que  don  León  Bruck 
i  acreedor  de  don  Félix  Noel  por  $7.326,  y 
la  vez  es  deudor  del  mismo  por  31. 606,40. 
Por  consiguiente,  la  deuda  de  Noel  ha  quc- 
ado  extinguida  por  la  compensación  que  fe 
pera  por  el  ministerio  de  la  ley  conforme  á 
)  dispuesto  en  el  artículo  1636  del  Código 
i  vil,  y  Bruck  queda  adeudando  $24.280,4.0, 
or  cuyo  pago  deduce  reconvención  en  contra 
e  doña  Rosa  Bruck  de  Rodríguez  Núñez  co 
10  representante  de  don  León  Bruck. 
Respecto  á  la  tercera  petición  de  la  deman- 
a,  dice:  que  por  la  escritura,  su  representado 
idquirió  la  propiedad  del  Hotel  y  pudo  sin 
nconveniente  haber  continuado  su  explota- 
ion  con  el  mismo  nombre  que  antes  tenía, 
^ara  ello  no  necesitaba  pedir  permiso  á  don 
^6n  Bruck,  desde  que  no  hay  ley  ni  privile- 
^o  establecido  para  monopolizar  el  nombre 
leí  Hotel  Central  en  favor  de  la  persona  de 
Ion  León  Bruck. 
En  el  momento  mismo  de  hacerse  dueño  del 
«tablecimiento  el  señor  Noel,  borró  el  nom- 
bre de  Hotel  Central  é  hizo  colocarle  el  de 
clotel  de  Francia  é  Inglaterra  con  que  hasta 


ahora  se  conoce.  Tomó  también  esta  deter- 
minación para  precaver  cualquier  reclamo 
que  pretendiera  hacer  Bruck,  á  quien  le  que- 
daba el  derecho  para  instalar  un  nuevo  Hotel 
Central  donde  estimase  más  conveniente. 

Por  lo  que  hace  al  derecho  de  llave,  derecho 
que  es  desconocido  en  nuestra  lejislación,  dice 
que  no  existía  contrato  de  arriendo  por  tiem- 
po fijo  entre  el  propietario  del  local  que  ocu- 
paba el  Hotel  y  don  León  Bruck;  su  represen- 
tado se  entendió  con  el  dueño  de  la  casa  sin 
ninguna  dificultad  después  de  haber  sido  de- 
sahuciado el  arriendo  de  Bruck. 

Respecto  á  la  rendición  de  cuentas,  expone: 
que  no  se  dice  en  la  demanda  con  claridad  que 
la  rendición  de  cuentas  que  se  pide  es  desde  el 
23  de  octubre  de  1896  ó  desde  el  20  de  agosto 
de  1897;  pero  cualquiera  que  sea  la  fecha,  su 
mandante  no  tiene  obligación  de  rendir  cuen- 
tas al  señor  Bruck,  porque  no  ha  desempeña- 
do comisión,  mandato,  ni  .ejecutado  acto  al- 
guno que  le  obligue  a  ello.  Tampoco  se  ha 
apropiado  de  los  libros  pertenecientes  á  don 
León  Bruck,  ni  ha  cobrado,  por  esto,  suma 
de  dinero. 

En  vista  de  lo  expuesto,  pide  se  niegue  lugar 
á  la  demanda  y  se  acepte  la  reconvención  de- 
ducida, con  costas. 

Bn  la  réplica  don  Luis  Ferreira,  por  doña 
Rosa  Bruck  de  Rodríguez  Núñez  hace  obser- 
vaciones á  la  contestación  de  la  demanda  y 
contestando  la  reconvención  dice  que  respecto 
al  cobro  de  $  23.402,75  por  cánones  de  arrien- 
do desde  diciembre  de  1892  hasta  agosto  de 
1897,  opone  la  excepción  de  cosa  juzgada. 
Este  mismo  cobro  fué  materia  de  la  demanda 
deducida  por  Noel  y  fallada  negativamente 
en  la  sentencia  ejecutoriada.  No  puede,  pues, 
Noel  entablar  nueva  acción  sobre  el  mismo 
punto. 

Sobre  el  segundo  punto  de  la  reconvención 
relativo  á  los  $  8.203,75  que  importan  los 
veinte  recibos  que  acompaña,  por  arriendos 
de  casa  que  correspondía  pagar  á  don  León 
Bruck  y  que  él  se  vio  en  la  necesidad  de  cubrir 
con  la  esperanza  de  obtener  su  valor  más  tar- 
de, observa  que  se  refiere  á  un  pago  no  debi- 
do, no  pudiendo  ejercerse,  suponiéndolo  ajus- 
tado á  derecho,  sino  en  contra  de  don  León 
Bruck,  y  en  consecuencia,  opone  la  falta  de 
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personería.  En  subsidio  niega  el  cargo  y  el 
derecho  alegado  por  Noel,  que  no  tiene  base 
en  ley  ni  contrato  alguno. 

Pide,  en  consecuencia,  se  niegue  lugar  á  la 
reconvención.  En  la  duplica  se  amplían  las 
alegaciones  de  la  contestación. 

La  causa  se  recibió  á  prueba  y  oportuna- 
mente  se  citó  para  sentencia. 

El  Juzgado  falló  en  9  de  abril  de  1904: 

Considerando: 
1'  Que  por  la  escritura,  don  Abraham  Guz. 
man  compró  á  don  León  Bruck  el  menaje  y 
demás  existencias  del  Hotel  Central,  cuyo  de- 
talle consta  de  la  minuta,  dejándose  al  mismo 
tiempo  constancia  que  la  cosa  vendida  cons" 
tituye  las  existencias  y  menaje  del  Hotel  con' 
forme  al  inventarío  y  que  á  petición  de  cual- 
quiera de  los  otorgantes  se  agregará  una  co. 
pía  de  esta  minuta  al  final  del  protocolo,  sin 
perjuicio  del  derecho  que  se  reservan  los  otor- 
gantes para  practicar  un  inventarío  más  de- 
tallado que  manifieste  la  venta  del  total  del 
menaje  de  que  se  trata; 

2^  Que  por  los  términos  del  contrato  indi- 
cado, se  comprende  en  la  venta  todo  el  mena- 
je existente  en  el  Hotel  Central  á  la  época  del 
otorgamiw^nto  de  la  escritura,  sin  necesidad 
de  especificar  uno  á  uno  todos  los  objetos  que 
entraban  en  la  venta; 

3^  Que  aunque  don  Félix  Noel,  subarrenda- 
tarío  de  don  Evaríto  Giménez,  se  obligó  á  de- 
volver las  existencias  conforme  al  inventario 
que  tenía  firmado  Giménez,  aparece  en  la  escrí- 
tura  que  esos  muebles  le  fueron  vendidos  por 
don  Abraham  Guzmán,  de  consiguiente,  se 
sustituyó  en  los  derechos  de  éste,  quedando, 
por  consecuencia,  eximido  de  la  obligación  de 
devolver  las  especies  inventaríadas  que  ya  le 
pertenecían; 

4"^  Que  no  hay  prueba  en  autos  de  la  cual 
aparezca  que  se  haya  aumentado  el  mobilia- 
rio del  Hotel  Central  desde  la  compra  hecha 
por  Guzmán; 

5^  Que  aparece  del  recibo,  de  las  exposicio. 
nes  y  compulsas,  que  los  licores  fueron  embar- 
gados por  doña  Rosa  Bruck,  rematados  por 
el  martiliero  señor  Lorca  y  entregado  el  di- 
nero á  aquélla; 
6^  Que  el  demandado  reconoce  la  legalidad 


del  cobro  del  arriendo  á  que  se  refiere  la«. 
gunda  petición  de  la  demanda,  alegando  sók 
que  esta  cantidad  está  compensada; 

7^  Que  no  se  ha  justificado  que  el  ac¿cr 
Noel  haya  usado  indebidamente  el  nombre  á¿ 
Hotel  Central  y,  por  el  contrario,  ha  afinu 
do  sin  ser  contradicho  que  cambió  el  nombra 
por  el  de  "Francia  é  Inglaterra"; 

8^  Que  no  se  ha  probado  que  el  señor  X-'e 
hubiera  hecho  uso  de  algún  derecho  exdusÍTc 
del  señor  Bruck  ó  cobrara  cuentas  por  cosr 
sión  ó  encargo  del  mismo; 

9^  Que  según  las  escrituras  compulsada 
doña  Rosa  Bruck  tiene  poder  bastante  tcs 
(^esionariade  los  derechos  que  tenga  don  Lcc2 
BíTUck  en  contra  de  don  Félix  Noel,  tenicm'o 
también  facultad  para  responder  á  las  recoa- 
venciones  de  éste; 

10.  Que  según  lá  cláusula  doce  del  contrate, 
el  señor  Guzmán  transfiere  al  señor  Noel  todo^ 
los  derechos  y  acciones  que  le  competían  coc- 
tra  don  León  Bruck  como  arrendatario  d¿ 
mobiliario  del  Hotel,  y  Bruck  estaba  obuga- 
do,  según  la  escritura,  á  pagar  á  Guzmán  U 
suma  de  $  5.000  anuales  por  este  arriendo: 

11.  Que  no  se  ha  justificado  que  Bmck  1ut¿ 
hecho  el  pago  de  los  cánones  de  arriende  .'< 
que  se  refiere  el  considerando  anterior,  deTcc* 
gados  desde  el  año  1894  hasta  el  2  O  de  agos 
to  de  1897,  puesto  que  Guzmán  en  su  deísta* 
da  reconoce  estar  pagado  hasta  aquells 
fecha; 

12.  Que  no  es  aceptable  la  excepción  de  coi 
juzgada  opuesta  por  el  demandante  al  prioc 
punto  de  la  reconvención,  por  cuanto  co  J 
citada  demanda  no  se  pidió  declaración  a 
presa  respecto  de  este  cobro,  j  atinqoe  isc 
tomada  en  cuenta  en  el  considerando  de  b 
sentencia,  fué  estimada  como  inaceptable  por 
indeterminada; 

13.  Que  no  hay  constancia  en  autos  de  qu 
don  I^ón  Bruck  debiera  pagar  el  canon  <k 
arriendo  de  la  propiedad  ocupada  por  el  Ho- 
tel Central,  después  que  fué  arrendada  á  Gr 
menez  y  á  Noel  y,  por  el  contrario,  atendido 
^  la  naturaleza  y  magnitud  del  negocio,  no 
es  posible  creer  que  Bruck  quedaba  obHgado 
á  pagar  los  cánones  á  que  se  refieren  los  m::' 
bos,  cuando  sólo  percibía  $  8.880  anuales  por 
el  arriendo  del  Hotel. 
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Con  el  mérito  de  estas  consideraciones  y  con 
irreglo  á.  lo  dispuesto  en  los  artículos  1545, 
546,  1698, 1713  y  1811  del  Código  Civil  y 
500  del  Código  de  Procedimiento  Civil; 

Se  declara: 

1^  Que  no  lia  lugar  á  la  primera  y  tercera 
petición  de  la  demanda; 

2^  Que  no  ha  lugar  á  In  segunda  petición 
le  la.  misma; 

3'  Que  ha  lugar  al  primer  punto  de  la  re- 
convención, debiendo  sólo  pagar  los  cánones 
le  arriendo  desde  el  año  1894  hasta  el  20 
3e  ágeoste  de  1897;  y 

4^  Que  no  ha  lugar  á  lo  pedido  en  el  se- 
gundo punto  de  la  reconvención. 

Cada  parte  pagará  sus  costas J,  Germán 

AJzérrccB, 

La  Corte  de  Apelaciones: 

Valparaíso,  14  de  enero  de  1905 Vistos: 

reproduciendo  la  parte  expositiva  de  la  sen- 
tencia de  prinxera  instancia,  eliminando  el  fun- 
damento duodécimo;  y 

Teniendo  además  presente: 
1^  Que  por  ser  indeterminada  la  enuncia- 
ción de  varias  de  las  partidas  de  la  minuta 
ó  sea  el  inventario  de  los  muebles  vendidos 
por  don  León  Bruck  á  don  Abraham  Guzmán 
R.,  no  es  posible  establecer  con  precisión  las 
diferencias   que  existan  entre  los  muebles  de 
ese  inventario  y  los  del  relativo  al  arrenda- 
miento que  el  mismo  don  León  Bruck  hizo 
á  don  Evaristo  Giménez,  ni  comprobar,  por 
lo  tanto,  por  sólo  esa  comparación  si  los 
muebles  mencionados  en  la  minuta,  cuya  res- 
titución se  solicita  en  la  demanda,  aparecen 
incluidos  en  el  segundo  de  los  inventarios  in- 
dicados y  no  en  el  primero; 

2^  Que  de  autos  aparece  que  las  rentas  de 
arrendamiento  cuyo  pago  exige  don  Félix 
Noel  en  el  primer  punto  de  la  reconvención  se 
hallan  comprendidas  entre  las  que  fueron 
juzgadas  por  la  sentencia  ejecutoriada  de  11 
de  enero  de  1901  confirmatoria  de  la  primera 
mstancia,  la  cual,  como  lo  reza  su  parte  re- 
solutiva, denegó  sin  reserva  alguna  dicha  pe- 
tición; y 

3^  Que,  habiéndose  seguido  ambos  juicios 


entre  las  mismas  partes  y  habiéndose  alega- 
do en  ellas,  con  respecto  á  la  petición  de  que 
se  trata,  idéntica  causa  de  pedir,  procede  le- 
galmente  contra  ella  la  excepción  que  le  ha 
opuesto  doña  Rosa  Bruck  de  Rodríguez  Nú - 
ñez: 

Se  confirma  en  la  parte  apelada  la  senten- 
cia de  9  de  abril  de  1904,  con  declaración  de 
que  ha  lugar  á  excepción  de  cosa  juzgada 
opuesta  por  doña  Rosa  Bruck  de  Rodríguez 
Núñez  en  la  primera  petición  de  la  reconven- 
ción, parte  en  la  cual  se  revoca  la  misma  sen- 
tencia. 

Se  previene  que  esta  sentencia,  en  cuanto 
confirma  la  de  primera  instancia  en  la  parte 
que  desecha  la  primera  petición  de  la  deman- 
da, fué  acordada  contra  el  voto  del  señor 
presidente  Alamos  González,  quien  estuvo  por 
revocar  en  esa  parte  la  sentencia  y  por  que  se 
declarase  que  don  Félix  Noel  debe  entregar  á 
la  demandante  los  muebles  y  existencias  que 
se  le  cobran  ó  el  valor  de  ellos,  con  excepción 
de  los  vinos  y  existencias  que  ya  le  han 
sido  entregados  según  consta  de  autos. 

Funda  su  voto  en  el  libro  respectivo. 

Se  previene  igualmente  que  la  parte  de  esta 
misma  sentencia  que  revoca  la  de  primera 
instancia  fué  acordada  contra  el  voto  de  los 
señores  presidente  Alamos  González  y  Minis- 
tro Bezanilla  Silva,  quienes  estuvieron  por 
la  confirmación  de  dicha  sentencia  en  esapar- 
te por  los  fundamentos  en  ella  consignados 
y  con  arreglo  á  la  ley  4*  título  3*?,  libro  11 
de  la  Novísima  Recopilación  citada  en  la 
sentencia  como  base  de  la  resolución  corres- 
pondiente.—. B.  Alamos  González,^  Braulio 
Moreno.— Pedro  A.  Pineda,— A.  Bezanilla 
Silva. 


VOTO  ESPECIAL 

En  el  juicio  que  sigue  doña  Rosa  Bruck  de 
Rodríguez  Núñez  con  don  Félix  Noel  sobre 
devolución  de  muebles  y  demás  dedncido,  el 
infrascrito  ha  opinado  porque  se  diera  lugar 
al  primer  punto  de  la  demanda  ó  sea  á  la  de- 
volución ó  pago  de  los  muebles  y  existencias 
que  se  enumeran  en  la  lista,  exceptuando  sólo 
los  vinos  y  existencias  que  le  fueron  entrega- 
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dos  antes  de  ahora  ala  demandante,  según 
consta  de  autos. 

Para  fundar  mi  voto  he  tenido  presente 
las  consideraciones  que  siguen: 

1^  Que  en  la  segunda  declaración  de  la 
sentencia  de  término  pronunciada  por  este 
Tribunal  con  fecha  11  de  enero  de  1901,  se 
reserva  al  demandante  el  derecho  que  pueda 
corresponderle  para  que  se  le  restituyan  los 
muebles  y  existencias  que  no  se  hubieren  com- 
prendido en  la  compra  venta  materia  de  la 
escritura; 

2*  Que  por  esta  escritura  de  fecha  11  de  ju- 
nio de  1888,  don  León  Bruck  le  vendió  á  don 
Abraham  Guzmán  los  muebles  y  existencias 
que  se  enumeran  en  la  minuta,  la  cual,  por 
convenio  de  las  partes,  quedó  protocolizada 
ante  el  Notario  don  Pedro  Flores  Zamudio; 

3*  Que  por  la  escritura  extendida  ocho  años 
más  tarde,  con  fecha  11  de  abril  de  1896,  don 
León  Bruck,  que  había  quedado  arrendándo- 
le á  don  Abraham  Guzmáñ  los  mismos  mue- 
bles y  existencias  que  éste  le  había  comprado, 
le  arrendó  á  don  Evaristo  Giménez  no  sólo 
esos  muebles  sino  también  todos  los  muebles 
y  existencias  que  enumera  el  inventario,  el 
cual  quedó  protocolizado  como  se  expresa  en 
el  mismo  instrumento  notarial; 

4*  Que  entre  este  inventario  de  1896  y  la 
minuta  hecha  en  13  de  junio  de  1888,  para  la 
venta,  aparecen  de  más  los  muebles  y  existen- 
cias que  apunta  la  minuta,  exceptuando  sólo 
las  existencias  que  le  fueron  entregadas  á 
doña  Rosa  Bruck  de  Rodríguez  Núñez  cesio- 
naria  de  los  derechos  de  don  León  Bruck;  y 
que  por  lo  tanto,  no  pudo  vender  en  1897  lo 
que  no  se  le  había  vendido  en  1888;  y 

5*  Que  por  las  escrituras  de  20  de  agosto  y 
22  de  diciembre  di  1897,  don  Félix  Noel  se 
hizo  cargo  del  resultado  que  dieran  los  juicios 
pendientes  con  don  León  Bruck,  y  debe,  por 
lo  mismo,  responderle  á  la  señora  Bruck  de 
Rodríguez  Núñez  de  los  muebles  que  vendió 
indebidamente  á  don  Abraham  Guzmán.— 5. 
Alamos  González, 

Contra  este  ultimo  fallo  interpuso  el  procu- 
rador de  don  Félix  Noel  el  recurso  de  casa- 
ción en  el  fondo  y  formalizándolo  dice  á  la 
letra  lo  que  sigue: 


"En  la  sentencia  pronunciada  por  Y  > 
Iltma.,  con  fecha  14  de  enero  último,  l?:,  - 
el  Ilustrísimo  Tribunal  que  era  procedente  !i 
excepción  de  cosa  juzgada,  alegada  pori-- 
Rosa  Bruck  contra  el  cobro  quesehnái;: 
la  primera  petición  de  la  reconvención  fin  > 
lada  por  mi  representada,  y  en  consecufa:  i 
revocó  en  esta  parte  la  sentencia  de  ¡jn-r: 
instancia  que  habia  desechado  dicha  tXvr  • 
ción." 

"En  mi  concepto  el  Iltmo.  Tribunal  hirr  • 
nunciado  esa  sentencia  con  infracción  del  ar- 
tículo 200  del  Código  de  Procedimiento  Ci-.: 
v  esta  infracción  ha  influido  sustanciakeL.í 
en  lo  dispositivo  de  la  sentencia." 

"En  efecto:  exige  este  artículo  que  core 
rran  diversas  circunstancias  para  que  pnec: 
aceptarse  la  excepción  de  cosa  juzgada,  ot 
manera  que  si  falta  cualquiera  de  ellas  es  r- 
procedente  la  excepción.  En  el  número  2"  1- 
mismo  artículo  se  exige  la  identidad  '?ek.: 
sa  pedida  en  ambos  juicios." 

"En  el  caso  resuelto  por  US.  Iltma.  nocoocs- 
rre  esta  circunstancia,  como  vamos  á  ver> 

**La  primera  demanda  contenía  una  pe:- 
ción  respecto  á  que  se  obligara  á  don  U'i 
Bruck  á  pagar  al  demandante  don  Féiix  X  ' 
los  cánones  insolutos  de  arriendo  del  Hr.d 
Central,  á  razón  de  $  5.000  anuales,  siéoi  < 
de  abono  las  cantidades  que  Bruck  corapr  • 
bara  haber  entregado  al  anterior  dueño  d^ 
Abraham  Guzmán." 

**Como  se  ve,  esta^petición  no  indicaba  c 
plazo  durante  el  cual  se  cobran  los  arriend  ♦ 
ni  la  cantidad  precisa  ni  determinada  qae ^ 
exigía  por  este  capítulo.  Por  esta  razón,  j . . 
acuerdo  con  lo  que  dispone  la  ley  4*  título. 
libro  11  de  la  Novísima  Recopilación,  se  i- 
claró,  por  sentencia  de  término,  sin  logar  cü 
esta  parte  la  demanda  por  indeterminada. 

"Ahora  bien:  en  la  reconvención  dedaci." 
don  Félix  Noel  pide  se  obligue  á  Bruck  á  pa- 
garle $  23.402,75,  que  importan  los  arrien 
dos  devengados  desde  el  15  de  dicienibr? 
1892  hasta  el  20  de  agosto  de  1897  á  raión  de 
$  5.000  anuales." 

"Compárense  ambas  peticiones  y  resoltara 
inmediatamente  la  gran  diferencia  que  f^'-^*^ 
entre  ellas;  ó  lo  que  es  lo  mismo,  se  vcraqJ^ 
la  cosa  pedida  en  las  dos  demandas  son  dis 
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íntas,  como  quiera  que  la  primera  es  abs- 
racta  é  indeterminada  y  la  segunda  es  con- 
reta  y  precisa." 

**No  importa,  por  consiguiente,  que  las  dos 
>eticiones  tengan  una  misma  causa  de  pedir 
mando  son. distintas  las  cosas  pedidas,  como 
o  expresa  claramente  el  mencionado  artículo 
200  del  Código  de  Procedimiento  Civil.*' 

"Cuando  se  falló  la  primera  demanda  aun 
no  estaba  en  vigenda  el  Código  últimamente 
:itado;  y  la  ley  en  vigencia,  aplicable  á  ese 
raso,  era  la  cuarta  del  título  3*^  del  libro  11 
le  la  Novísima  Recopilación.  En  virtud  de  es- 
ta ley  se  desechó,  por  indeterminada,  la  pri 
mera  demanda." 

"Este  rechazo  no  puede  en  tenderse  quees  ab- 
soluto, sino  como  lo  dice  la  misma  ley,  debe 
entenderse  repelida  la  demanda  hasta  que  se 
ponga  cierta." 

"Durante  la  vigencia  de  la  misma  ley  se  'le 
dujo  la  reconvención  cobrando  la  cantidad 
cierta  de  $  23,4?02.75,  y  esta  demanda  no  ha 
podido  ser  desechada  sino  infringiendo  tam- 
bién la  dicha  ley  4.*  del  título  3.'  del  libro  11 
de  la  Novísima  Recopilación." 

La  Oorte: 

Considerando: 

1^  Que  de  los  antecedentes  relacionados 
aparece  que  por  las  sentencias  de  término  fué 
desechada,  sin  resetva  alguna  de  derechos, 
la  petición  segunda  de  la  demanda  en  que 
don  Félix  Noel  y  don  Abraham  Guzmán  pe- 
dían que  se  condenara  á  don  León  Bruck  al 
pago  de  las  pensiones  insolutas  del  arriendo 
del  menaje  y  existencias  del  Hotel  Central  de 
Valparaíso  á  que  se  había  obligado,  á  razón 
de  $  5.000  anuales,  en  virtud  del  contrato  de 
18dejuniodel889; 

2'  Que  en  un  nuevo  juicio.  Noel  reprodujo 
idéntica  petición  en  la  reconvención  sin  otra 
variante  que  la  de  fijar  la  cantidad  que  se  le 
debía  por  arriendo  insoluto  y  el  período  de 
tiempo  que  comprendía  el  cobro; 

3*^  Que  las  personas  que  figuran  respectiva- 
mente con  el  carácter  de  demandante  ó  de- 
mandado son  las  mismas  ó  se  hallan  legal- 
mente  representadas  por  sus  cesionarios;  que 


la  cosa  de  que  se  trata  es  también  idéntica, 
puesto  que  se  cobra  tanto  en  el  primero  como 
en  el  segundo  juicio  las  pensiones  devengadas 
por  el  uso  de  los  muebles  y  existencias  del 
Hotel  Central,  y  que  la  causa  de  pedir  es 
igualmente  la  misma,  ó  sea,  los  derechos  y 
obligaciones  estipulados  en  el  contrato; 

4^  Que,  en  consecuencia,  la  excepción  de  co- 
sa juzgada  opuesta  por  doña  Rosa  Bruck  de 
Rodríguez  á  la  reconvención  de  que  se  trata, 
aceptada  por  la  sentencia  recurrida,  reúne  las 
condiciones  que  taxativamente  señala  el  ar- 
tículo 200  del  Código  de  Procedimiento  Civil; 
5^  Que  tampoco  se  ha  infringido  la  disposi- 
ción de  la  ley  4*,  título  3^,  libro  11  de  la  No- 
vísima  Recopilación,  que  ordena  que  las  de- 
mandas que  adolezcan  del  vicio  de  indetermi- 
nación no  se  reciban  y  repelan  hasta  que  se 
pongan  ciertas,  porque  ese  precepto  es  una 
regla  de  simple  procedimiento  que  no  afecta 
el  fondo  de  la  acción  deducida,  y  porque,  sea 
cual  fuere  la  apreciación  jurídica  que  de  dicha 
ley  pudiera  ahora  hacerse,  iría  á  estrel  larse 
contra  fallos  ejecutoriados  que  declararon  sin 
lugar  i  desecharon  definitivamente  el  cobro 
de  los  cánones  insolutos  del  arrendamiento 
va  citado; 

6*^  Que  el  defecto  de  que  adoleciera  por  es- 
ta causal  la  sentencia,  no  importaría  una  in- 
fracción manifiesta  de  la  ley,  capaz  de  des- 
truir la  fuerza  y  la  autoridad  de  la  cosa  juz- 
gada, ya  que  las  resoluciones  de  término  sólo 
pueden  aclararse,  enmendarse  ó  corregirse  en 
los  plazos  y  en  la  forma  que  determinan  los 
artículos  205  y  207  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil. 

Con  el  mérito  de  las  consideraciones  y  dis- 
posiciones citadas  y  visto  lo  dispuesto  en  los 
artículos  940  y  960  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  se  declara  sin  lugar  el  recurso 
de  casación  en  el  fondo,  interpuesto  contra  la 
sentencia  de  14  de  enqro  de  1905,  con  cost-is 
en  que  se  condena  al  recurrente.  Queda  apli- 
cada á  favor  del  Fisco  la  boleta  de  consig- 
nación. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  presi- 
dente Rodríguez  y  del  señor  Ministro  Ui  ru- 
tia,  quienes  consignan  su  opinión  en  el  libro 
respectivo. 

El  señor  Ministro  Saavedra,  tuvo  presente 


348 


SEGUNDA  PASTB.^8BCCI6n  PRIMBRA 


además,  Dará  desechar  el  recurso,  las  consi- 
deraciones siguientes: 

Que,  por  otra  parte,  la  Corte  que  entendió 
en  el  primer  juicio  es  la  que  ha  declarado  aho- 
ra que  ha  lugar  á  la  excepción  de  cosa  juzga- 
da, manifestando  así  que,  al  pronunciarse  en 
aquel  juicio,  entendió  desechar  definitivamen- 
te la  petición  del  demandante  para  que  se  le 
pagaran  las  pensiones  de  arrendamiento  que 
cobra  en  el  actual;  y 

Que  establecer  cual  fué  el  concepto  en  que 
dictó  el  Tribunal  sentenciador  su  primer  fa^ 
lio  es  una  cuestión  de  hecho,  que  no  puede 
quedar  sometida  á  la  revisión  de  la  Corte  Su- 
prema. 

No  cabe  un  recurso  de  casación  en  el  fondo 
para  que  esta  Corte  declare  que  la  intención 
del  Tribunal  que  falló  la  causa  no  fué  la  que 
ese  Tribunal  establece  que  tuvo  en  realidad. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Vergara 
Albano.  —  Leoncio  Rodríguez.  —  Leopoldo 
Ürratia.—  V.  Aguirre  V.—Carhs  Varas,—Ábe¡ 

Saavedra.'-A.  Vergara  Albano J.  Alejo  Fer» 

nández. 

VOTO  BSPBCIAL 

En  la  causa  de  don  Félix  Noel  con  don  León 
Bruck,  entre  otras  cosas  sobre  pago  de  arren- 
damientos, los  infrascritos  han  emitido  el  si- 
guiente voto  especial: 

Opinan  por  casar  la  sentencia  recurrida 
porque  á  su  juicio  falta  la  identidad  en  la 
cosa  pedida,  pues  en  el  primer  juicio  sede- 
mandaron  indeterminadamente  las  pensiones 
de  arrendamiento,  y  las  sentencias  que  falla 
ron  el  pleito  desecharon  esa  demanda  por  la 
consideración  expresa  de  que  ''la  acción  de- 
ducida era  inepta  é  indeterminada''. 

Esta  consideración  del  fallo  de  primera  ins- 
tancia, aceptada  en  la  sentencia  de  segunda 
instancia,  es  inseparable  de  la  parte  resoluti- 
va de  ambos  fallos;  y  de  consiguiente  se  de- 
duce de  ellos  con  toda  claridad  que  no  recayó, 
ni  pudo  recaer,  sentencia  de  término  en  orden 


á  un  punto  que  se  estima  judicialmente  v^p 
de  la  demanda. 

Con  este  antecedente,  es  perfectamente  apir 
cable  la  ley  4*  título  3^,  libro  11  de  la  Sor 
sima  Recopilación,  que  prescribe  qoeksc? 
mandas  inciertas  no  "se  redbaa  y  respeun 
hasta  que  se  pongan  en  cierto. 

No  importa,  pues,  según  el  precepto  de  «ti 
ley,  que  la  sentencia  que  repele  una  accióo  ir 
cierta,  reserve  ó  no  la  acción  repelida,  porq?: 
es  evidente  que  dicha  reserva  se  entiende  bi- 
cha por  la  misma  ley  hasta  que  se  ponga  !á 
demanda  en  cierto. 

Y  la  razón  de  ello  es  obvia,  no  hay  ignaldsc 
de  cosa  pedida,  de  las  cuales,  una  no  es  acepx 
ble  por  incierta,  y  la  otra  es  precisa  en  toi¿ 
forma.  Mas  aún:  no  puede  lógicamente  sostr 
nerse  que  sirva  de  base  de  la  cosa  juzgada,  s: 
fallo  que  según  sus  términos  y  coasideraccr 
nes,  sólo  manifiesta  que  no  ha  recaído  pro- 
nunciamiento en  orden  al  punto  queelmisD' 
estima  inepto  por  vago  é  indeterminado. 

Así,  por  ejemplo,  no  ofrece  duda  á  los  is* 
frascritos  que  procedería  una  acción  mvjé- 
catoria  deducida  en  toda  forma,  aún  coaiKi' 
el  demandante  hubiere  perdido  anteríonneote 
el  mismo  pleito  de  reivindicación,  por  la  con- 
sideración única  de  que  su  demanda  no  deter- 
minaba ni  deslindaba  el  predio  reirindicado 
Un  fallo  de  esta  especie  no  puede  interpiTJr  I 
se  en  otro  sentido  que  en  el  de  fallo  áeaepr  \ 
torio  de  todo  pronunciamiento.  I 

Por  estas  razones  opinan  los  infrascnt:f  { 
que  el  Tribunal  de  Apelaciones  que  ha  dacd 
lugar  á  la  excepción  de  cosa  juzgada,  h&^ 
fringido  los  preceptos  en  que  se  apoya  el  r^ 
curso  de  casación,  á  saber,  el  artículo  2<* 
del  Código  de  Procedimiento  Ciril,  y  la  k^ 
4^  título  3^  libro  11  de  la  Novísima  Rccop- 
ladón,  vigente  cuando  se  dictó  la  sentenái 
recurrida;  y  por  tanto,  opinan  que  ae  case  di- 
cha sentencia  y  que  se  resuelva  que  no  p^oc^ 
de  la  excepción  de  cosa  juzgada  interpoesu 
por  el  demandado.— Santiago,  Abril  de  1906. 
^Leoncio  Rodríguex.^Leopo¡do  Umm- 
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CORTE    SU  PREM A 


?as.  civ.  en  la  forma 6'  de  diciembre  de  1904 

y  cas.  civ,-'20  de  diciembre  de  1905 

Echeverría  con  Club  Hípico 

[Jltra  pe  tita. -Omisiones  del  fello.— 
Competencia;  carreras  de  caballos. 

Doctrina:— La  sentencia  que  resuelve 
jue  es  Incompetente  el  juez  de  letras  pa- 
ra conocer  en  la  demanda  sobre  carreras 
Je  caballos,  cuando  lo  pedido  por  el  de- 
mandado es  que  se  declare  no  estar  obli- 
gado á  contestar  la  demanda  por  ser  in- 
competente la  justicia  ordinaria  para  co- 
nocer en  reclamos  relacionados  con  asun- 
tos de  esta  naturaleza,  no  extiende  su 
resolución  á  puntos  no  sometidos  á  la 
decisión  del  tribunal,  ni  otorga  más  délo 
pedido  por  el  demandado;  y  resuelve  pre- 
cisamente el  asunto  controvertido. 
Importa  el  ejercicio  de  una  acción  ordi 

SUPREMA 


naria  del  fuero  común  por  cobro  de  pC' 
sos,  daños,  perjuicios  y  costas  la  deman- 
da en  que  el  propietario  de  un  caballo 
reclama  del  Club  Hípico  el  pago  de  ellos 
fundado  en  que,  en  su  concepto,  su  caba* 
lio  ganó  la  carrera  y  los  represeniánfes 
de  la  institución  demandada  infringieron 
en  eV'meeting*'  en  que  tuvo  lugar  esa  ca- 
rrera las  prescripciones  reglamentarias 
bajo  las  cuales  se  efectuó,  todo  lo  cual 
debe  ser  materia  de  prueba  en  el  juicio. 

Una  demanda  de  esta  clase  es  una  con- 
troversia judicial  del  orden  temporal  cu- 
yo conocimiento  y  decisión  corresponde 
exclusivamente  a  los  tribunales  estable- 
cidos por  la  ley  de  15  de  octubre  de  1873, 
tribunales  cuya  competencia  y  jurisdic- 
ción no  es  lícito  desconocer  á  persona  ó 
corporación  alguna  ni  aún  á  pretexto  de 
contratos,  cuasi-contratos  ó  estipulado- 

29 
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nes  de  cualquier  género.  Tales  estipulado- 
lies,  caso  de  existir,  serían  nulas  por  la 
ilicitud  de  su  objeto^  en  cuanto  contra^ 
vienen  al  Derecho  público  chileno. 


Don  Florencio  Echeverría  hizo  coirer  una 
yegua  de  su  propiedad  llamada  Etoile  en  la 
carrera  Omniam  Handicap  que  tuvo  lugar  en 
la  cancha  del  Club  Hípico  el  17  de  septiem- 
bre de  1 904. 

Terminada  la  carrera,  dice  que,  como  es 
costumbre,  el  juez  de  llegada,  que  lo  era  acci- 
dentalmente don  Daniel  Vial  C,  en  reemplazo 
del  propietario  que  estaba  ausente,  dio  á  la 
yegua  Etoile  el  primer  lugar  sobre  sus  compe- 
tidores, como  era  de  justicia,  el  segundo  de 
Chirivarí,  el  tercero  á  Fatuo,  el  cuarto  á  Bel- 
cebú,  el  quinto  á  Fierro  y  Visión  y  el  sexto  á 
Picve,  en  cuyo  orden  hizo  colocar,  para  cono- 
cimiento del  público,  la  tabla  en  que  se  fija  el 
orden  de  llegada,  resultando  que  Etoile  era  y 
fué  la  ganadora,  por  cuyo  motivo  el  deman- 
dante se  hizo  acreedor  al  premio  de  $  800  que 
el  Club  se  comprometió  á  pagar  al  dueño  del 
caballo  vencedor,  y  acreedor  también  á  perci- 
bir el  producto  que  le  correspondía  en  las 
apuestas  mutuas  que  hubiera  hecho  á  favor 
de  su  yegua. 

Que  pasado  mucho  rato  y  después  que  el 
juez  del  peso  había  dado  autorización  en  va- 
rias tribunas  para  que  se  pagasen  las  apues- 
tas mutuas,  vio  que  se  retiraba  la  tabla  de 
orden  de  llegada  y  se  colocaba  otra  en  que  se 
daba  á  su  yegna  Etoile  el  último  lugar. 

Que  averiguada  por  él  la  causa  de  este  cam- 
bio, se  le  dijo  que  uno  de  los  dueños  de  Chiri- 
varí, señor  Larraín  Bulnes,  había  reclamado 
ante  el  señor  Vial  C,  en  su  carácter  de  comi- 
sario y  juez  de  llegada,  porque  el  ginete  de 
Etoile  había  dado  un  huascazo  á  su  caballo 
impidiéndole  correr. 

Entra  en  seguida  á  analizar  las  reglas  esta- 
blecidas por  el  Club  en  su  reglamento  para 
demostrar  que  la  resolución  dada,  primero 
por  el  juez  de  llegada  y  después  por  la  junta 
de  comisarios  en  última  instancia,  era  abusiva 


y  contraria  á  los  artículos  del  Reglamente  - 
Carreras  y  condiciones  á  que  deben  sometr* 
los  que  hacen  correr  caballos  en  la  cancha  , 
Club  Hípico.  Esta  resolución  fué  llevada  ¡^ 
pues  al  Directorio  en  apelación  y  laconf.r. 

Creyéndose  perjudicado  por  estas  resol j 
nes  y  sosteniendo    que  son   ilegales,  entn 
demanda  contra  la  asociación  denomb. . 
"Club  Hípico  de  Santiago**,  á  fin  de  qc: - 
declarara: 

1^  Que  no  le  empece  la  designación  •> 
gada  en  la  carrera  en  referencia,  hccb  : 
los  señores  Vial  C,  Subercaseaux,  LyonA 
dero  y  Phillips; 

2^  Que  el  orden  de  llegada  en  dicha  can-: 
para  los  efectos  del  premio  y  apoesta< 
hubiere  hecho  y  demás  á  que  hubiere  le: 
fué  el  siguiente:  I.**"  lugar  Etoile,  2^  Cbir 
rí,  3^  Fatuo,  etc.,  etc.; 

3^  Que  la  institución  demandada  debe  ¡i 
garle  la  suma  de  $  800  correspondieat^ 
premio  á  que  tiene  derecho  el  ganador 

4^  Que  asimismo  debe  pagarle  la  sama 
$  1.500  como  producto  correspondiente  á  ^ 
apuestas  mutuas  que  hizo  en  favor  de  Eco^ 

5^  Que  también  debe  abonarle  la  suma :? 
$  2.000  por  los  perjuicios  que  le  ha  ocas 
nado; 

6^  Que  de  la  misma  manera  debe  abocan 
los  intereses  corrientes  de  plaza,  de  1''  £k: 
sual  A  contar  desde  el  17  de  enero  delar-' 
que  tuvo  lugar  la  carrera,  sobre  las  cantiu 
des  enumeradas  en  los  tres  números  qne  ;•" 
ceden; y 

7*^  Las  costas,  daños  y  perjuicios  que  le  •  • 
ciona  este  juicio. 

Don  Jorge  Phillips,  en  representació"  ' 
Club  Hípico,  sin  contestar  la  demanda,  ic- 
pone  artículo  de  i ncon testación,  y  dice  <  - 
según  los  reglamentos  del  Club,  los  que  haf- 

■ 

correr  caballos  en  sus  canchas  deben  cuop' 
y  respetar  todas  sus  disposiciones,  scgíoe*^' 
establecido  en  el  artículo  103  de  dicho  Rtí-^ 
mentó,  donde  además  se  prescribe  qof  ■** 
cuestiones  que  se  susciten  sobre  las  carrera 
que  hayan  tenido  lugar  deben  ser  falladas;' ' 
los  tribunales  establecidos  por  la  institnw-;-'' 
contra  cuyos  fallos  no  hay  recursos  de  n:: 
gún  género:  que  estos  tribunales  son.  't^* 
tándosc  de  una  reclamación  como  la  del»-  • 
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che verría,  en  primer  lugar  la  junta  de  comi- 
irios,  eegún  el  artículo  212  del  Reglamento 
spectivo,  y  en  segunda  y  última  instancia 
Directorio  del  Club  Hípico,  según  está  esta- 
ecido  en  el  artículo  2^  del  mismo  Reglamen- 
•,  que  el  artículo  19  prescribe  textualmente 
le  **el  fallo  de  los  Comisarios  6  del  Directo- 
3,  en  caso  de  apelación,  será  definitivo,  y  en 
ngún  caso  podrá  ser  llevado  ante  los  Tribu- 
iles  de  Justicia"  y  que  de  esta  disposición 
sulta  que  los  dueños  de  caballos,  al  inseri- 
rlos y  hacerlos  correr,  quedan  sujetos,  en 
atería  de  reclamos,  á  lo  que  determinen  los 
ibunales  establecidos  y  no  á  otros,  que  no 
?nen  competencia  en  este  caso. 
Como  el  demandante,  señor  Echeverría,  se 
imetió  al  inscribir  su  yegua  Etoile  á  estas 
glas,  expresamente  establecidas  en  el  ár- 
enlo 103,  no  tiene  ya  recurso  que  entablar 
)ntra  las  resoluciones  dadas  en  su  reclama- 
ón,  ni  puede  tampoco  ocurrir  á  los  Tribuna- 
s  de  Justicia  para  que  invaliden  esas  resolu- 
ones. 

Aun  cuando  se  afirmara  que  el  Reglamento 
ibía  sido  violado,  y  que  el  hecho  fuera  efec- 
vo,  no  tendrían  tampoco  los  Tribunales  de 
isticia  jurisdicción  para  conocer  en  estos 
suntos,  desde  que  las  partes  han  convenido 
1  renunciar  exoresamente  á  toda  interven- 
on  de  ella. 

Concluye  pidiendo  que  se  declare  que  el  Club 
típico  de  Santiago,  no  está  obligado  á  con- 
5star  la  demanda  del  señor  Echeverría,  por 
arecer  de  competencia  la  justicia  ordinaria 
ara  conocer  en  reclamaciones  de  esta  clase, 
que  se  condene  en  costas  al  demandante. 
Don  Florencio  Echeverría,  respondiendo  en 
1  artículo,  pide  que  sea  desechado  con  expre- 
a  condenación  en  costas. 

Dice  que  él  no  reclama  de  carrera  alguna, 
lue  él  afirma  que  su  yegua  Etoile  ganó  la  ca- 
rera, porque  así  lo  declaró  el  juez  investido 
le  autoridad  bastante,  sentencia  que  no  ha 
'ido  revocada  por  la  de  ningún  juez;  que  su 
iemanda  trata  solamente  de  cobro  de  pesos: 
ío  de  reclamos  hípicos,  sino  de  acciones  ci- 
viles. 

No  se  trata  de  reclamos  hípicos,  porque  el 
t^Uib  no  ha  sido  dueño  de  caballos  en  la  ca- 
rrera del   17.   Eli  este  juicio  se  demanda  al 


Club  como  una  institución  obligada  á  pagar 
una  suma  de  dinero,  si  se  verificaba  tal  ó  cual 
condición,  que  se  ha  verificado  y  no  ha  paga- 
do lo  que  debía,  por  lo  cual  no  tiene  aplicación 
el  artículo  103  del  Reglamento  de  carreras 
invocado  por  el  Club. 

La  prescripción  invocada  no  solo  es  ilegal, 
sino  también  inmoral,  porque  establece  un 
arbitraje  en  causa  propia,  en  forma  diferente 
y  contraria  á  la  establecida  por  las  leyes  ci- 
viles. 

Es  asimismo  inconstitucional,  porque  esti- 
pula la  renuncia  de  derechos  irrenunciables, 
como  es  el  derecho  para  ser  juzgado  por  los 
tribunales  establecidos  por  la  Constitución 
y  leyes  complementarias. 

Sostiene  todavía  que  no  se  puede  acceder  á 
la  petición  de  la  Sociedad  demandada,  por- 
que lo  que  ella  solicita  es  que  se  declare  que 
no  está  obligada  á  contestar  la  demanda, 
porque  la  justicia  ordinaria  no  es  competente 
para  conocer  en  esta  clase  de  reclamos;  de 
modo  que  si  se  diera  lugar  á  tal  petición,  se- 
ría lo  mismo  que  declarar  que  ninguno  de  los 
miembros  que  intervienen  en  la  administra- 
ción de  la  justicia  ordinaria,  desde  el  juez  de 
distrito  hasta  la  Corte  de  Casación,  puede 
intervenir  en  este  asunto,  en  caso  de  recurrir 
á  ellos,  lo  que  es  inconcebible,  porque  el  juez 
ante  quien  se  ha  presentado,  no  puede  inva- 
dir la  jurisdicción  de  otros  tribunales  supe- 
riores. Se  comprende  que  se  hubiera  pedido 
que  el  Juzgado  se  declarara  incompetente,  pe- 
ro no  que  deje  de  estar  obligado  á  contestar 
y  á  seguir  el  juicio  que  debe  seguirse  por  todos 
sus  trámites  é  instancias  y  obtener  su  absolu- 
ción, si  este  resultado  fuere  de  justicia. 

Finalmente,  agrega  que  debe  tenerse  pre- 
sente que  su  demanda  comprende  dos  accio- 
nes; tma  de  parte  contratante  y  otra  de  apos- 
tador  de  apuestas  mutuas.  La  segunda  de 
estas  acciones  está  regida  por  una  ley  de  la 
República  que  está  reglamentada  por  decreto 
número  2,558  de  10  de  mayo  de  1902,  en  las 
cuales  disposiciones  no  se  deja  al  Club  Hípico 
de  Santiago  la  facultad  de  pagar  ó  no  pagar 
dichas  apuestas,  ni  se  le  autoriza  para  que 
haga  arbitrariedades,  ni  se  establece  la  renun- 
cia de  los  derechos  de  ser  juzgados  por  los 
Tribunales  del  país,  ni  que  no  se  pueda  recia- 
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mar  de  la  condncta  del  Club  Hípico,  deposi- 
tario 6  administrador  de  dichas  apuestas,  ni 
exigirle  por  la  vía  judicial  ordinaria  perjuicios 
é  indemnizaciones  cuando  no  cumpliere  co- 
rrectamente con  su  cometido. 

Con  lo  expuesto,  concluye  pidiendo  que  se 
deseche  el  artículo  introducido,  con  costas. 

Bl  Juzgado  resolvió: 

Santiago,  16  de  mayo  de  1904?.— Vistos: 
Con  el  mérito  de  los  antecedentes  y  lo  expues- 
to por  las  partes,  se  declara  sin  lugar  con  cos- 
tas el  artículo  formulado  en  el  escrito  y  con- 
téstese derechamente  la  demanda  en  el  térmi- 
no legal A,  Ahumada  M, 

Apelada  esta  resolución: 

Santiago,  12  de  octubre  de  1904.— Vistos: 
Teniendo  presente  que  con  arreglo  á  lo  esta- 
blecido en  los  artículos  10,19,  26  y  212  del 
Reglamento  del  Club  Hípico  de  Santiago,  la 
cuestión  promovida  por  don  Florencio  Eche- 
verría en  su  demanda  está  sujeta  al  conoci- 
miento de  los  comisarios  y  directores  de  dicha 
institución  y  que  las  referidas  prescripciones 
son  obligatorias  para  los  dueños  de  caballos 
que  se  inscriban  para  correr,  se  revoca  el  auto 
apelado  de  16  de  mayo  último,  y  se  declara 
que  el  juez  de  letras  es  incompetente  para  co- 
nocer de  la  referida  demanda — ^4.  Vergara  A. 
—A.  Montt E,  Castillo. . 

Contra  esta  resolución  interpuso  Echeve- 
rría los  recursos  de  casación  en  el  fondo  y  en 
la  forma. 

Con  relación  á  este  último  recurso,  Eche- 
verría le  ha  dado  por  fundamento  las  tres 
causales  siguientes:  1*  haberse  extendido  el 
fallo  á  puntos  no  sometidos  á  la  decisión  del 
tribunal;  2*  haber  otorgado  más  de  lo  pedi- 
do por  las  partes;  y  3*  haber  sido  dado  con 
omisión  del  requisito  consignado  en  el  núme- 
ro 6^  del  artículo  193  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil. 

El  primer  vicio  se  justifica  teniendo  presen- 
te que  el  Club  Hípico  pidió  textualmente  que 
se  declarase  que  no  está  obligado  á  contestar 
la  demanda  de  Echeverría,  por  razón  de  que 
"no  es  competente  la  justicia  ordinaria  para 
conocer  y  resolver  reclamos  de  esta  clase**  y  la 
Corte  decidió  que  **el  juez  de  letras  es  incom- 
petente para  conocer  de  la  demanda'*^  exten- 


diendo  esta  sentencia  aun  ponto  no  soses 
á  la  decisión  del  Tribunal. 

Consiste  el  segundo  capítulo  en  qnc^bia 
dose  pedido  por  el  demandado  que  se  há 
una  declaración  general  de  inhabilidad  á 
justicia  ordinaria  para  conocer  en  la  ¿es 
da,  se  ha  fallado  un  caso  concreto  dedu 
dose  la  incompetencia  de  nn  jnez,  lo  qx: 
porta  otorgar  más  de  lo  que  se  pide. 

Consiste  la  tercera  causal  en  que,  hü 
dose  puesto  en  tela  de  juicio  la  compe» 
de  la  justicia  ordinaria  en  general,  se  Ix 
liado  la  incompetencia  particnlar  de  oc  i 
dejando  sin  decidirse  el  asunto  somedi^  ^ 
resolución  del  Tribunal. 

Se  funda  el  recurso  en  los  ariicak»  'i< 
938,941  y  193  del  Código  de  Procedicr 
Civil,  y  se  dan  por  infringidos  los  arti^xj 
193,  293,  299  y  241  del  Código  ciudo. 

La  Corte  con  fecha  6  de  diciembre  de  > 

Considerando: 

1^  Que  la  primera  causal,  consistectf 
haber  la  Corte  extendido  el  fallo  á  puot 
sometidos  á  la  decisión  del  Tribunal,  co 
rece  justificada,  puesto  que  si  bien  es  oel 
que  el  demandado  solicitó  que  se  decjii 
que  no  estaba  obligado  á  contestar  Is  > 
manda  por  no  sercompetente  la  justicia.^  I 
naria  para  conocer  en  reclamos  de  esiic^ 
y  la  Corte  de  Apelaciones  resol vi.5  qocc  "i 
de  letras  es  incompetente  para  conocr  " ' 
demanda,  el  Tribunal  de  Alzada  nobacr^ 
dido  su  sentencia  á  puntos  no  sometidas -^^ 
decisión;  porque  si  se  tiene  presente  eír -i 
mentó  en  que  se  ha  apoyado  la  Corit.  ^ 
ber,  en  que,  según  el  reglamento  del  Oc:-'*' 
pico,  la  cuestión  promovida  está  SQgc:¿^ 
conocimiento  de  los  comisarios  j  dimt.*^^ 
de  dicha  institución,  la  resolución  rrcí:^ 
se  ha  conformado  extrictamente  á  lo  peíw 
declarándose  al  juez  de  letras  incompcti 
porque  lo  era  la  justicia  ordinaria,  qoe 
día  entender  en  las  reclamaciones  nacic 
las  carreras,  las  cuales  reclamaciones 
sometidas  á  una  jurisdicción  especial; 

2^  Que  la  segunda  causal  está  átóávtt 
sentido  negativo  con  lo  expuesto  en  t.  a 
rior  considerando,  porque  si  el  fallo  rccl 
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conforma  á  la  petición  qtte  ha  decidido, 
otorg^a  sino  solo  lo  que  se  pide,  ya  que 
t  declarado  la  incompetencia  del  juez  á 
cuencia  de  ser  inhábil  la  justicia  ordina- 
ara  conocer  en  las  cuestiones  á  que  den 
•  las  carreras  en  el  funcionamiento  del 
Hípico; 

Que  á  la  tercera  causal  es  aplicable  la 
la  observación  que  á  la  segunda,  puesto 
lo  puede  sostenerse  razonablemente  que 
?jado  sin  resolverse  el  asunto  controver- 
á  consecuencia  de  que,  puesta  en  tela  de 
3  la  competencia  de  la  justicia  ordinaria 
^neral,  sólo  se  ha  fallado  la  incompeten- 
•articular  de  un  juez,  fundándose  esta  de- 
ición  de  ser  el  juez  incompetente  porque 
la  parte  del  personal  que  administra  la 
cía  ordinaria:  á  lo  que  hay  que  agregar 
si  fuera  efectivo  que  ha  dejado  sin  decidir- 
asunto  controvertido,  que  es  la  incom- 
ncia  alegada  por  el  demandado,  este  de- 
3  en  el  fallo  no  agraviaría  al  recurrente, 
ín,  por  consiguiente,  no  tendría  derecho 
i  interponer  por  este  motivo  el  recurso  de 
ición; 

'  Que  como  derivación  necesaria  de  lo  ex- 
sto,  debe  establecerse  que  no  existe  ningu- 
de  las  infracciones  de  ley  alegadas  por  el 
irrente,  puesto  que,  fallado  el  punto  con- 
vertido, se  ha  dado  cumplimiento  alnúme- 
5'  del  artículo  193  del  Código  de  Procedi- 
nto  Civil,  y  no  se  ha  violado  en  nada  el 
cepto  de  los  artículos  293  y  299  del  mis- 
Código,  sin  que  se  sepa  por  qué  motivo  se 
citado  el  artículo  241,  lo  que  se  habrá  he- 
>  sin  duda  por  error. 

uzgando  con  arreglo  á  las  consideraciones 
cedentes,  y  visto  además  lo  dispuesto  en 
artículos  943,  970,  971, 978  y  979  del  Có- 
;o  citado,  se  declara  sin  lugar,  con  costas, 
•ecurso  de  casación  en  la  forma  interpues- 
por  don  Florencio  Echeverría  contra  la 
olución  de  la  1*  Sala  de  la  Corte  de  Ape- 
iones  de  Santiago  de  12  de  octubre  del  año 
curso,  en  la  causa  promovida  por  Echeve- 
a  contra  el  Club  Hípico  de  Santiago  sobre 
ítificación  de  una  carrera  y  demanda  de 
rjuidos. 

Pásese  el  proceso  al  Tribunal  Pleno  para  el 
!cto  del  recurso  de  casación  en  el  fondo. 


Apliqúese  al  Pisco  la  cantidad  consignada. 

Redactada  por  el  seííor  Ministro  Alfonso.— 
Gabriel  Gaete,  —  José  Alfonso.--  J.  Gabriel 
Palma  Gazmán.— Leoncio  Rodríguez,— Carlos 
Varas, 

El  recurso  de  casación  en  el  fondo  fué  for- 
malizado por  las  causales  siguientes: 

1*  Haberse  pronunciado  la  Corte  de  Ape- 
laciones en  una  incidencia  de  incontestación  á 
la  demanda,  sobre  una  excepción  de  fondo 
que  solo  pudo  ser  fallada  en  sentencia  defini- 
tiva, pronunciada  en  juicio  contradictorio; 

2*  Haberse  acogido  y  fallado  como  excep- 
ción  dilatoria  una  excepción  que,  por  la  for- 
ma en  que  ha  sido  presentada  y  por  disposi- 
ción expresa  de  la  ley,  no  puede  considerarse 
como  tal; 

3^  Haber  negado  la  competencia  para  co- 
nocer en  esta  causa  á  un  tribunal  competente; 

4^  Haber  declarado  competente  para  cono- 
cer en  esta  causa  á  una  junta  de  comisarios  y 
á  un  directorio  de  una  corporación  que  no 
son  tribunales  establecidos  por  la  ley  ó  por 
sentencia  definitiva,  pronunciada  con  arreglo 
á  derecho,  en  juicio  contradictorio,  que  decla- 
re su  competencia;  y  que  carecen  de  idoneidad 
y  de  imperio  judicial,  ó  sea  de  la  facultad  de 
conocer,  juzgar  y  hacer  ejecutar  sus  resolu- 
ciones; 

5^  Haber  declarado  obligatoria  para  las 
partes  la  promesa  de  someterse  á  una  juris- 
dicción no  reconocida  por  las  leyes  chilenas; 

6^  Haber  dado  carácter  de  ley  á  las  dispo- 
siciones de  un  reglamento  que  en  el  presente 
caso,  como  en  todos  los  demás,  no  es  sino  el 
contrato  que  rije,  en  lo  que  no  fuere  contra- 
rio á  la  Constitución  y  á  las  leyes,  las  obliga- 
ciones del  Club-Hípico  de  Santiago  y  sus  de- 
rechos con  sus  comitentes  y  las  de  éstos  para 
con  el  Club; 

7^  Haber  declarado  obligatorias  para  las 
partes,  y,  por  lo  tanto,  legales  las  prescrip- 
ciones de  un  reglamento  dictado  por  una  sola 
de  dichas  partes,  que  estipulan  la  promesa  de 
no  llevar  las  controversias  que  se  suscitaren 
al  conocimiento  de  la  justicia  ordinaria,  sien- 
do que  este  derecho  es  irrenunciable  y  siendo 
que  el  conocimiento  y  juzgamiento  de  los  jui- 
cios corresponde  á  los  tribunales  creados  por 
la  ley. 
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Con  lo  resuelto  por  la  sentencia  se  han  in- 
fringido los  artículos  10  y  99  de  la  Constitu- 
ción del  Estado;  artículos  1^,  6^  1462,  1469, 
1588,  1681,  1682,  1683  y  2263  del  Código 
Civil;  artículos  1^  5^,  172,  174,  175,  177, 
183,  192,  193,  202,  212  y  213  de  la  Ley  Or- 
gánica de  Tribunales;  artículos  165,  193  y 
293  del  Código  de  Procedimiento  Civil;  y  ci- 
tando las  disposiciones  legales  que  deñnen, 
autorizan  v  conceden  el  recurso  de  casación, 
pide  se  le  conceda  el  recurso. 

Ocupándose  de  las  causales  del  recurso  dice 
el  recurrente  que  las  dos  primeras  consisten, 
como  va  lo  ha  hecho  valer  en  la  formaliza- 
ción  del  recurso,  en  haber  resuelto  la  Corte  de 
Apelaciones  como  excepción  dilatoria,  y  en 
forma  de  artículo,  una  excepción  perentoria 
que  por  la  forma  en  que  se  ha  interpuesto  y 
por  su  naturaleza,  solo  puede  ser  resuelta  des- 
pués de  la  tramitación  correspondiente  y  pro- 
nunciándose sobre  ella  sentencia  de  primera  y 
segunda  instancia.  Los  únicos  medios  que  la 
ley  franquea  para  negarse  á  contestar  la  de- 
manda son  las  excepciones  dilatorias  enume- 
radas en  el  artículo  293  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil,  entre  los  cuales  no  figura  la 
que  ha  hecho  valer  el  Club-Hípico. 

Bn  este  artículo  no  se  enumera  entre  las 
excepciones  dilatorias  de  incon  testación,  la  de 
incompetencia  de  la  justicia  ordinaria.  Se  en- 
cuentra la  de  incompetencia  del  tribunal  ante 
f{uién  se  ha  interpuesto  la  demanda,  pero  no 
la  de  incompetencia  de  todo  el  personal  de  la 
administración  de  justicia,  en  todos  los  gra- 
dos de  su  jerarquía. 

La  diferencia  de  ambas  excepciones  es  ma- 
nifiesta: la  de  incompetencia  del  tribunal  ante 
quién  se  ha  interpuesto  la  demanda,  de  fácil 
prueba  y  susceptible  de  ser  fallada  en  un  ar- 
tículo; y  la  otra,  que  solo  puede  ser  conocida 
y  fallada  en  juicio  contradictorio,  llevado  por 
todas  sus  instancias. 

Por  esto  es  que  el  artículo  293  citado,  ha- 
bla de  la  incompetencia  del  tribunal  y  coloca 
esta  excepción  entre  las  llamadas  dilatorias, 
esto  es,  defensas  indirectas  y  que  no  tocan  al 
fondo  de  la  cuestión,  sustanciables  brevemen- 
te y  de  fácil  resolución,  y  no  habla  de  la  justi- 
cia ordinaria,  porque  esta  excepción,  de  al- 
ca ncc  tan  lato,  que  comprende  no  sólo  al 


tribunal  que  conoce  de  la  causa  ante  «^  r. 
se  ha  presentado  la  demanda,  sino  qnc  ::.s- 
bién  á  tribunales  de  igual  ó  superior  jerart'il 
á  quienes  debe  considerarse  en  otra  sit^ja;  • 
enteramente  diversa. 

Por  estos  motivos  y  por  consigaicntc  :: 
el  juez  de  la  causa  no  tiene  jurisdicción  p 
pronunciarse  sobre  tribunales  de  igual  r.  v- 
perior  jerarquía,  cree  que  un  juez  letrado  : 
tiene  competencia  para  resolver  una  ncr 
ción  de  la  naturaleza  de  la  interpuesta. 

En  situación  tan  clara  como  la  que  sep-r 
senta  para  fallar  esta  cuestión,  la  Coru 
Apelaciones  revocó  el  auto  del  juezde  prii  i 
instancia,  pronunciado  conforme  á  los  vr: 
deros  principios  de  jurisprudencia,  para  ir 
clarar  que  el  juez  era  incompetente  para .  ■ 
no'^er  en  la  demanda. 

Resolviendo  de  esta  manera,  ha  com<t: 
la  Corte  de  Apelaciones,  á  su  juicio,  dos  err- 
res:  el  primero,  fallar  incidentalmente  r.* 
excepción  que  no  es  de  las  dilatorias;  y  elje- 
gundo,  fallar  una  cosa  distinta  de  lo  solicíu- 
do  por  la  parte. 

La  Corte  de  Apelaciones,  oficiosamente  *¿ 
ha  creido  autorizada  para  enmendar  la  píti 
ción  del  Club  Hípico,  procedimiento  inja>':' 
cado,  puesto  que  la  inhibición  pedida,  Im  . 
de  todo  el  personal  de  la  administraciór  • 
justicia,  y  no  la  de  sólo  el  juez  de  la  cansa. 

Otro  vicio  en  que  ha  incurrido  la  scuutk- 
de  la  Corte  de  Apelaciones  es  haber  negafi '  ^ 
competencia  á  los  tribunales  creados  por  ^ 
Constitución  y  por  la  Ley  Orgánica  de 
Tribunales.  Segfin  estos  cuerpos  de  leyes 
con  arreglo  á  las  disposiciones  de  nuestro t  - 
digo  Civil,  es  competente  para  conocerencri 
demanda  como  la  que  nos  ocupa,  en  g«ien- 
el  juez  letrado  del  departamento  del  doic:"- 
lio  del  demandado,  de  manera  que  para  w- 
garle  su  competencia  á  estos  funcionarios t^ 
menester  que  haya  otros  tribunales  á  qn^^ 
ocurrir,  que  en  el  caso  no  los  hay. 

Es  verdad  que  la  Ley  Orgánica  de  Tribus»* 
les  crea  también  el  tribunal  de  arbitros,  pJ^' 
la  competencia  de  tribunales  de  esta  nataf* 
leza  no  ha  sido  invocada  por  el  demandaos. 
por  lo  que  debe  entenderse  quecn  esta  demás- 
da  no  hay  otro  tribunal  que  pueda  resolví 
este  asunto  que  la  justicia  ordinaria. 
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•e  ha  cometido  infracción  de  la  ley  al  dar 
ácter  de  tribunal  competente  á  la  junta 
comisarios  ó  al  directorio  del  Club  Hípico, 
'que  no  son  ellos  tribunales  creados  por  la 
y  porque  carecen  de  los  requisitos  y  cua- 
ides  que  necesita  un  tribunal  para  ejercer 
ticia. 

lo  hay  ninguna  ley  que  atribuya  faculta- 
í  judiciales  á  las  juntas  establecidas  para 
itriir  las  cuestiones  que  ha  establecido  el 
ib  Hípico,  sin  tener  facultad  para  ello, 
no  cree  demostrarlo. 

«as  acciones  instauradas  por  él,  por  cobro 
pesos  son  dos:  una  por  falta  de  cumpli- 
ento  de  contrato  por  parte  del  Club  y  la 
-a  por  falta  de  su  deber  como  depositario. 
^1   Club,  por  medio  de  su  reglamento  dice: 

ofre2x:o  una  cantidad  y  tales  6  cuales  bc- 
ücios  á   los  dueños  de  caballos  que  corran 

mi  cancha,  con  tal  que  llenen  las  condicio- 
s  impuestas  en  el  reglamento. 
\ceptadas  esas  condiciones,  se  establece  un 
2o  jurídico  entre  el  dueño  del  caballo  y  el 
ub,  cual  es  la  prestación  de  un  servicio  por 
irte  del  dueño  del  caballo,  y  por  la  otra  la 
>ligación  del  pago  de  dicho  servicio. 
Pero  en  caso  de  cuestión  entre  uno  y  otro 

reglamento  del  Club  establece  que  las  cues- 
ones  que  ocurran  no  pueden  ser  llevadas  á 
L  justicia  ordinaria,  sino  que  deben  ser  ven  ti- 
ldas y  resueltas  por  los  tribunales  que  el 
lub  ha  establecido. 

Bsta  asociación  sostiene  que  habiéndose  so- 
tctido  á  esta  condición  el  dueño  del  caballo 
ue  hace  correr  en  su  cancha,  debe  entenderse 
enunciado  el  derecho  para  ocurrir  á  la  justi- 
la  ordinaria  en  caso  de  que  ocurra  alguna 
vicstión. 

El  recurrente  sostiene  que  tal  renuncia  no 
is  válida,  porque  ella  envuelve  la  constitución 
ie  un  tribunal  arbitral,  á  quién  se  delegan  las 
iacultades  de  los  tribunales  ordinarios,  á  quie- 
nes les  corresponde  el  conocimiento  del  asun- 
to, y  porque  esta  renuncia  es  nula  de  nulidad 
absoluta,  como  lo  es  la  renuncia  de  derechos 
irrenunciables,  cuales  son  los  de  ser  juzgados 
por  los  tribunales  establecidos  por  la  lei. 
Todavía,  para  que  la  constitución  de  ese 

tril)unal  fuera  válida,  sería  menester  que  el 

arbitraje  fuera  constituido  con  arreglo  á  las 


prescripciones  de  la  I^y  Orgánica  de  Tribuna- 
les. Debería  constar  por  escritura  pública;  que 
las  personas  investidas  con  el  caráter  de  ar- 
bitros fueran  designadas  de  una  manera  pre- 
cisa, con  sus  nombres  y  apellidos;  que  estas 
personas  sean  capaces  de  desempeñar  el  car- 
go; y  que  el  nombramiento  no  recaiga  sobre 
una  de  las  partes  interesadas.  La  omisión  de 
cualquiera  de  estos  requisitos  vicia  de  nulidad 
absoluta  el  arbitraje. 

En  el  caso  en  cuestión,  no  existe  la  escritura 
pública.  Los  arbitros  son  personas  que  for- 
man parte  del  Club,  de  modo  que  siendo  el 
mismo  Club  no  pueden  ser  arbitros,  porque 
la  lei  prohibe  serlo  á  las  partes  interesadas. 

El  recurrente  cree  que  en  pres^encia  de  las 
disposiciones  de  la  Ley  Orgánica  de  Tribuna- 
les, que  se  dejan  recordadas,  no  ha  podido 
constituirse  arbitraje  y  que  las  resoluciones 
reclamadas  no  tienen  el  carácter  de  sentencia. 

A  su  juicio,  las  condiciones  expresadas  en  el 
Reglamento  de  carreras,  no  son  otra  cosa  que 
un  aviso  en  que  se  hace  saber  al  público  la 
forma  en  que  se  regirán  los  derechos  y  obliga- 
ciones que  entre  sí  se  generen. 

Veriñcado  un  hecho  de  los  contemplados  en 
el  Reglamento,  el  ejercicio  del  derecho  y  el 
cumplimiento  de  la  obligación  sólo  quedan 
sometidos  al  reglamento  en  todos  aquellos 
puntos  en  que  no  fueren  contrarias  á  la  ley. 

La  convención  para  someterse  á  tribunales 
no  reconocidos  por  la  ley  es  inaceptable,  por- 
que la  ley  no  reconoce  que  se  pueda  renunciar 
el  derecho  de  ser  juzgado  por  los  tribunales 
que  ella  ha  creado. 

No  reconoce  que  el  Reglamento  sea  ley  entre 
las  partes,  como  lo  sostiene  el  Club,  porque 
la  ley,  según  la  defíne  el  Código  Civil,  es  la 
declaración  déla  voluntad  soberana,  que  ma- 
nifestada en  la  forma  prescrita  por  la  Cons- 
titución, manda,  prohibe  ó  permite.  Así  que, 
no  habiendo  sido  formado  el  Reglamento  en 
esta  forma,  no  puede  considerarse  como  ley, 
sino  como  una  fórmula  de  contrato. 

No  reconoce  tampoco  que  el  Club  tenga  de- 
recho para  imponer  tales  condiciones  á  los 
que  quieran  inscribir  caballos  para  correr  en 
su  cancha.  Sólo  podrá  imponer  condiciones 
cuando  no  sean  contrarias  á  las  leyes. 

Concluye  este  punto  diciendo:  1^  que  los 
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tribunales  establecidos  por  el  Club  no  son 
competentes  para  conocer  de  causa  alguna! 
2^  que  no  puede  declararse  válida  y  obligato- 
ria la  promesa  de  someterse  á  su  jurisdicción; 
7  3^  que  el  Reglamento  del  Club  Hípico  no  es 
sino  una  fórmula  de  contrato  que  ríje  las  obli- 
gaciones  del  Club  para  con  el  público  i  de  éste 
para  con  aquél,  en  lo  que  no  fuere  contrario 
á  la  ley;  y  en  consecuencia,  que  la  sentencia 
recurrida  adolece  de  los  vicios  que  ha  mani- 
festado. 

Estimando  que  el  séptimo  vicio  imputado  á 
la  sentencia  se  encuentra  tratado  al  hablar  de 
los.  anteriores,  omite  agregar  más  considera- 
ciones. 

£1  representante  del  Club  Hípico,  respon- 
diendo, ha  pedido  que  se  deseche  el  recurso, 
con  costas,  fundado  en  las  consideraciones 
siguientes. 

Según  él,  las  causales  en  que  se  funda  este 
recurso  de  casación  en  el  fondo  son  las  mis- 
mas en  que  se  fundó  el  de  casación  en  la  for- 
ma, desechado  ya  por  esta  Corte. 

El  nuevo  aspecto  que  ha  querido  darse  al 
recurso  no  desvirtúa  el  verdadero  de  la  cues- 
tión, ni  modifica  la  resolución  dada. 

La  petición  del  Club  Hípico  para  que  se  de- 
clarara que  la  justicia  ordinaria  no  era  com- 
petente para  conocer  en  asuntos  relativos  á 
carreras,  importa  precisamente  la  interposi- 
ción de  la  escepción  dilatoria  contemplada  en 
la  disposición  del  artículo  293  del  Código  de 
Procedimiento  Civil. 

La  forma  de  la  petición  no  puede  cambiar 
la  naturaleza  de  la  excepción  opuesta,  que  en 
realidad  tenía  por  objeto  la  declaración  de 
incompetencia  del  juez  que  conocía  del  pleito. 

El  artículo  citfido  habla  de  un  modo  gene- 
ral, sin  expresar  los  motivos  en  que  se  funda 
la  incompetencia,  motivos  que  pueden  ser  de 
varias  clases  ó  fundados  en  diversas  razo- 
nes, como  le  jerarquía  de  los  tribunales, 
la  jurisdicción  del  juez,  la  materia  del  juicio, 
el  fuero  de  los  demandados,  etc. 

Puede  fundarse  la  incompetencia  en  diver- 
sos motivos  ó  razones,  sin  que  pueda  alegar- 
se que,  cuando  ella  se  funde  en  una  causal, 
importe  una  excepción  dilatoria,  y  cuando  se 
funda  en  otra  una  excepción  perentoria. 

Siempre  resultará,  como  ha  dicho  la  senten- 


cia en  el  recurso  de  casación  en  la  forma, :« 
la  cuestión  debatida  en  este  juicio  fué  falUca 
con  arreglo  á  derecho  sin  violar  ninguna  ir 
Cree  también  excusado  entrar  á  manifesté: 
que  el  fallo  recurrido  no  ha  violado  dtspc^.- 
ción  alguna  de  la  Constitución  Política,  lyjc 
fallo  no  ha  creado  un  tribunal  especial  p&n 
que  resuelva  el  litigio.  Lo  único  que  ha  beco 
ha  sido  establecer  una  declaración  de  ¡neo-:- 
petencia  del  juez  letrado,  lo  que  es  mny  :> 
tinto  de  lo  que  supone  el  recurrente  decían- 
do  por  la  Corte  de  Apelaciones. 

Al  expresar  este  Tribunal  como  faodaoo- 
to  de  su  resolución,  que,  por  acuerdo  dt  '¿5 
partes,  estaba  convenido  que  otros  Trítinu- 
les  distintos  de  la  justicia  ordinaria,  hubíeru 
de  resolver  las  cuestiones  que  se  onginaia 
con  motivo  de  las  carreras,  no  quiere  dar 
que  con  esto  se  hubieran  violado  las  kres. 
sino  que  adoptó  el  procedimiento  estabiecid: 
por  las  mismas  partes. 

Los  fundamentos  de  una  resolución  jadicu. 
son  distintos  de  la  declaración  que  en  ella  se 
hace.  Ellos  no  son  susceptibles  de  recnrsos  le- 
gales. El  recurso  de  casación  se  ha  establee- 
do  únicamente  para  enmendar  el  yerro  coIE^ 
tido  en  las  resoluciones  al  aplicar  las  lejes. 

Las  acciones  establecidas  en  la  demandas'^ 
son  tampoco  las  que  se  indican  en  el  escntc 
en  que  se  formaliza  el  recurso. 

No  se  ha  entablado  una  acción  lisa  y  Uan3 
de  cobro  de  pesos,  como  se  sostiene  poTclrt- 
cúrrente.  La  acción  entablada  en  la  demanda 
es  la  nulidad  del  fallo  pronunciado  por  los 
tribunales  del  Club  Hípico  de  Santiago,  j 
como  consecuencia  de  ésta,  la  de  cobro  ce 
pesos.  No  debe  confundirse  la  acción  pnco- 

pal  con  la  accesoria. 

Niega  también  que  sea  exacto  que  el  pago 

de  las  apuestas  mutuas  pueda  perseguid 
ante  la  justicia  ordinaria.  La  ley  que  las  au- 
torizó, dejó  encargado  á  los  hipódromos  & 
tablecidos  su  ejecución  con  arreglo  á  los  r^ 
glamentos  vigentes. 

La  Corte: 

Con  lo  relacionado  y  considerando  en  «au- 
to alas  dos  primeras  causales  en  qucsefon"^ 
el  recurso;  que  aun  en  el  supuesto  de  ser  m^ 
efectivas  importarían  sólo  meras  infraccioii« 
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le  forma  6  de  ritualidad,  sucep tibies  de  ser 
orregidas  no  por  un  recurso  de  casación  en 
I  fondo,  que  persigue  un  propósito  distinto, 
ino  mediante  el  recurso  especial  que  la  ley 
La.  establecido  para  esa  clase  de  infracciones, 
r  del  cual  ahora  no  se  trata; 

Considerando    con    respecto  á   la   tercera 
rausa.1: 

1^  Que  la  demanda  interpuesta  por  don 
Plorencio  Echeverría  contra  el  Club  Hípico 
üe  Santiago,  tiene  por  objeto,  según  se  ve  en 
el  libelo,  obtener  de  la  justicia  ordinaria  las 
siguientes  declaraciones  pronunciadas  en  sen- 
tencia definitiva: 

1°  Que  no  le  empece  al  demandante  la  de- 
signación de  orden  de  llegada  en  la  carrera 
en  referencia,  hecha  por  los  señores  Vial,  Su- 
bercaseaux,  Lyon,  Cordero  y  Phillips; 

2^  Que  el  orden  de  llegada  en  dicha  carrera, 
para  Jos  efectos  del  premio  y  apuestas  que 
hubiere  hecho  esta  parte  y  demás  á  que  hu- 
biere lugar,  fué  el  siguiente:  l.*^*"  lugar  Etoile, 
29  Charivari  y  3'  Fatuo,  etc. 

3*^  Que  la  institución  demandada  debe  abo- 
narle la  suma  de  $  800,  correspondiente  al 
premio  á  que  tiene  derecho  el  ganador; 

4f^  Que  asimismo  debe  pagarle  la  suma  de 
$  1,500  como  producto  correspondiente  á  las 
apuestas  mutuas  que  hizo  en  favor  de  Etoile; 
5*^  Que  asimismo  debe  abonarle  $  2,000 
por  los  perjuicios  que  le  han  sido  ocasionados; 
6°  Que  igualmente  debe  abonarle  los  inte- 
reses corrientes  en  plaza,  del  1%  mensual,  á 
contar  desde  el  17  de  enero  del  presente  año, 
sobre  los  capitales  mencionados  en  los  tres 
números  que  anteceden;  y 

7'  Las  costas,  daños  y  perjuicios  de  la  pre- 
sente causa. 

2^  Que  la  simple  lectura  de  los  objetivos 
concretos  de  la  demanda  basta  para  com- 
prender que  en  ella  se  ejercita  llanamente  una 
acción  ordinaria  del  fuero  común  por  cobro 
de  pesos,  daños,  perjuicios  y  costas,  que,  en 
concepto  de  Echeverría,  debe  abonarle  el  Club 
Hípico  de  Santiago,  por  haber  ganado  aquél 
con  su  yegua  Etoile  la  carrera,  el  premio  y 
las  apuestas  que  en  la  misma  demanda  se 
mencionan;  y  por  haber  infringido  en  ese  mee- 
ting  los  representantes  de  la  institución  de- 
mandada las  prescripciones  reglamentarias 


bajo  las  cuales  se  efectuó  la  citada  carrera; 
todo  lo  cual  debía  ser  materia  de  la  prueba 
que  el  demandante  ofrecía  rendir  durante  la 
secuela  del  juicio. 

3^  Que  las  demandas  de  la  especie  más  arri- 
ba indicada,  son  controversias  judiciales  del 
orden  temporal,  cuyo  conocimiento  y  decisión 
corresponde  exclusivamente  á  los  tribunales 
establecidos  en  la  lev  de  15  de  octubre  de 
1875,  tribunales  cuya  competencia  y  jurisdic- 
ción no  es  lícito  desconocer  á  persona  ó  cor- 
poración alguna,  ni  aun  á  pretexto  de  contra- 
tos, cuasi-contratos  ó  estipulaciones  de  cual- 
quier género,  que  en  la  hipótesis  de  existir, 
serian  nulas  por  la  ilicitud  de  su  objeto  en 
cuanto  contuvieran  disposiciones  contrarias 
al  Derecho  Público  chileno; 

4^  Que  las  distintas  comisiones  ó  personas 
que  para  la  consecusión  de  su  fin  orgánico, 
para  el  buen  arreglo  de  su  funcionamiento 
interno  y  para  el  mejor  servicio  del  público, 
designa  el  Club  Hípico  de  Santiago  de  acuer- 
do con  las  prescripciones  reglamentarias  que 
lo  rijen,  carecen  de  autoridad  propia  fuera 
del  recinto  del  Club,  y  del  voluntario  acata- 
miento de  los  interesados,  y  no  tienen,  por 
eso,  el  carácter  de  verdaderos  arbitros,  en  el 
sentido  jurídico  de  esta  institución  legal,  ó 
sea  de  jueces  nombrados  por  las  partes  ó  por 
la  autoridad  judicial   en    subsidio,  para  la 
resolución  de  un  asunto  litigioso;  mucho  me- 
nos tratándose  de  negocios  en  que  se  persi- 
gue la  responsabilidad  directa  del  mismo  Club 
por  actos  funcionarios  suyos  ó  de  sus  perso- 
neros  y  agentes;  y  no  le  sería,  por  tanto,  líci- 
to asumir  en  semejante  contienda  el  papel 
legalmente  inconciliable  de  juez  y  de  parte; 
5^  Que  las  diferencias  sustanciales  que  exis- 
ten entre  el  arbitraje  judicial  propiamente  di- 
cho y  el  consultado  en  el  Reglamento    del 
Club  Hípico  de  Santiago,  confirma  la  idea  de 
que  la  autoridad  privada   que,  para  ciertos 
fines  no  contenciosos  ó  de  mera  policía,  pue- 
de corresponder  á  los  funcionarios  ó  comisio 
nes  antedichas  y  á  los  acuerdos  que  adopten , 
no  es  de  índole  judicial  y  no  pueden  por  tan- 
to, considerarse  esos  acuerdos  como  verdade- 
ros fallos  ni  á  tales  comisiones  como  tribuna- 
les arbitrales  destinados  á resolver,  con  exclu- 
sión de   toda    otra   autoridad  judicial,   un 
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asunto  de  orden  temporal  que,  en  virtud  del 
desacuerdo  de  las  partes,  ha  llegado  á  con- 
vertirse en  litigioso. 

Esas  diferencias  consisten:  1*^  en  el  orí- 
jcn  del  arbitraje  judicial  y  el  del  que  pretenden 
ejercer  las  comisiones  del  Club  Hípico.  Aquel 
solo  puede  nacer  ó  de  la  ley  cuando  el  arbitra- 
je sea  forzado,  6  del  contrato  cuando  es  vo- 
luntario; mientras  que  el  otro,  ó  sea  aquel 
cuya  autoridad  se  invoca  por  el  demandado 
en  la  presente  causa,  nace  únicamente  de  un 
cuasi— contrato,  carácter  jurídico  que  corres- 
ponde al  que  se  celebra  de  facto  entre  el  Club 
Hípico  de  Santiago,  y  las  personas  que  apues- 
tan ó  corren  en  los  meetings  de  esta  institu- 
ción, cuyas  disposiciones  reglamentarias  se 
suponen  conocidas  y  tácitamente  aceptadas 
por  unos  y  otros;  pero  sin  que  exista  un  con- 
trato formal  previo  que  los  obligue  recípro- 
camente; 2^  En  la  manera  de  proceder  al  nom- 
bramiento de  los  arbitros:  La  forma  estable- 
cida para  esa  función  en  el  Reglamento  del 
Club  Hípico  de  Santiago,  es  enteramente  dis- 
tinta de  la  que  se  contempla  en  el  artículo  183 
de  la  ley  de  15  de  octubre  de  1875,  que  tex- 
tualmente dice:  **E1  nombramiento  de  arbi- 
tro deberá  hacerse  por  escrito.  En  el  instru- 
mento en  que  se  haga  el  nombramiento  de 
arbitro  deberán  expresarse:  1^  El  nombre  y 
apellido  de  las  partes  litigantes;  2'  El  nom- 
bre y  apellido  del  arbitro  nombrado;  3^  El 
asunto  sometido  al  juicio  arbitral;  4^  Las 
facultades  que  se  confieren  al  arbitro  y  el  lu- 
gar y  tiempo  en  que  debe  desempeñar  sus 
funciones.  Faltando  la  expresión  de  cualquie- 
ra de  los  puntos  indicados  en  los  números  1^, 
2^  y  3'  no  valdrá  el  nombramiento".  Y  preci- 
samente, en  el  caso  de  autos  faltaría  la  expre- 
sión de  los  tres  puntos  esenciales  á  que  se  alu- 
de en  el  precepto  legal  copiado;  y  3^  En  que 
las  resoluciones  pronunciadas  por  las  comi- 
siones ó  jueces  reglamentarios  del  Club  Hípi- 
co de  Santiago  se  expiden  sin  sujeción  alguna 
á  las  reglas  de  sustanciación  establecida  por 
la  ley  por  los  juicios  arbitrales;  de  tal  modo 
que  falta  en  ellas  aun  la  autorización  de  un 
ministro  de  fe,  sin  cuyo  requisito  no  hai  en  de- 
recho actuación  procesal  válida,  artículo  64 
del  Código  de  Procedimiento  Civil. 

6*^  Que  lo  expuesto  en  los  considerandos  an- 


teriores basta  para  demostrar  que  las  ore*' 
cripciones  reglamentarias  por  las  cuaks  ^ 
gobierna  el  Club  Hípico  de  Santiago  no  px 
den  estorbar  en  manera  alguna  el  derecho  Cc 
recurrente  para  someter  la  decisión  ck  v 
pleito  á  la  justicia  ordinaria  sin  menoscabe: 
el  ejercicio  de  las  facultades  que,  en  virtud  \ 
su  jurisdicción  propia,  corresponden  á  c«:. 
última  para  conocer  del  mismo  pleito  c-. 
arreglo  á  la  ley;  sin  que  ello  obste,  natonL 
mente,  al  derecho  del  demandado  para  hair 
uso  en  dicha  contienda  de  todas  las  excepo 
nes  y  defensas  que  le  competan,  ni  tampofj 
para  que  la  justicia  aprecie  en  definitiva  ¿ 
mérito  y  la  eficacia  obligatoria  de  lo5  precep- 
tos reglamentarios  invocados  por  el  Club  v  4 
influencia  legal  que  á  dichos  preceptos  corro- 
ponda  en  la  resolución  de  las  peticiones  con- 
cretas de  la  demanda; 

1^  Que,  por  tanto,  la  Sala  sentenciadoraa. 
declarar  incompetente  al  juez  letrado  de  «íí:. 
ciudad,  donde  el  demandado  tiene  su  doniAr 
lio,  para  conocer  de  la  demanda  interpuesu 
por  Echeverría,  ha  infringido  los  artículo^  1" 
y  99  de  la  Constitución  Política  del  Estado  y 
los  artículos  1^,  5^,  192  y  212  de  la  ley  de  K' 
de  octubre  de  1875,  infracciones  que  han  in- 
fluido sustancial  mente  en  la  parte  dispositiva 
del  fallo  de  que  se  reclama. 

Considerando  en  cuanto  á  las  demás  cauda- 
les del  recurso:  que  todas  ellas  son  solo  dis- 
tintas faces  ó  consideraciones  de  derecho,  de- 
rivadas consecuencialmente  de  la  resolnáíi^* 
de  la  Corte  de  Apelaciones  y  de  susfundamec- 
tos;  pero  sin  que  en  realidad  haya  habido  pn^ 
nunciamtento  expreso  acerca  de  los  diVersos 
puntos  que  aquellas  causales  comprcndtti: 
por  lo  cual  y  habiéndose  ya  aceptado  la  pro* 
cedencia  de  la  tercera  de  las  causales  invoca- 
das por  el  recurrente,  que  es  la  fundamenta, 
en  este  recurso,  el  estudio  y  resolución  de  los 
restantes  solo  respondería  á  un  interés  doc- 
trinario que  no  entra  en  los  propósitos jiJ' 
rídicos  de  la  casación. 

Por  estos  fundamentos  y  juzgando  coc 
arreglo  á  lo  prevenido  en  los  artículos  W*  • 
958  y  979  del  Código  de  Procedimiento  Civil 
se  declara  Cjue  ha  lugar  al  recurso  de  casac^^^ 
en  el  fondo  deducido  por  el  señor  Echcverna 
den  Florencio  contra  la  sentencia  de  1-  "^ 
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ctubre  de  1904  pronunciada  por  la  Corte  de 
pe1a.ciones  de  Santiago. 
Invalídase  en  corisecuencia  la  mencionada 
ísol  lición. 

Devuélvase  á  la  parte  la  cantidad  consig- 
ada,. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Fóster  Re- 
abarren. 

Acordada  contra  el  voto  de  los  señores  pre- 
sidente Aguirre  Vargas  y  Ministros  Alfonso  y 
^'^aras  quiénes,  por  las  razones  que  consignan 
ín  el  libro  de  acuerdos,  fueron  de  parecer  que 

;e  rechazara  el  recurso V,   Aguirre   V,—José 

Alfonso — Leopoldo  Urrutia.-^Galvarino  Ga" 

llardo — Leoncio  Rodríguez Carlos  Varas,^ 

E.  Fóster  Recabarren, 

Santiago,  20  de  diciembre  de  1905 Vistos: 

Dictando  la  sentencia  que  corresponde  en  vir- 
tud de  lo  ordenado  por  el  artículo  958  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil,  se  confirma  la 
resolución  apelada  de  16  de  mayo  de  1904, 
con  costas  también  del  recurso. 

Acordada  contra  el  voto  de  los  señores  pre- 
sidente Aguirre  Vargas  y  Ministros  .\lfonso  y 
Varas,  quiénes  por  las  razones  que  tuvieron 
presente  para  no  dar  lugar  al  recurso  de  ca- 
sación en  el  fondo,  opinaron  por  la  revoca- 
ción de  la  sentencia  apelada  y  por  que  se  acep- 
tase la  excepción  de  incompetencia  formulada 
por  el  Club-Hípico  de  Santiago.— K  Aguirre 

V.—José  Alfonso. -^Leopoldo  Urrutia Galva- 

riño  Gallardo — Leoncio   Rodríguez,— Carlos 
Varas. — E.  Fóster  R. 

VOTO    KSPBCIAL 

En  el  recurso  de  casación  en  el  fondo  inter- 
puesto por  don  Florencio  Echeverría  contra 
la  sentencia  pronunciada  por  una  de  las  Salas 
de  la  Corte  de  Apelaciones  de  Santiago,  en  la 
causa  que  el  recurrente  sigue  con  el  Club-Hípi- 
co de  esta  ciudad,  sobre  rectificación  de  una 
carrera  y  varías  prestaciones,  los  infrascritos 
han  opinado  que  el  mencionado  recurso  no 
procede. 

La  demanda  de  Echeverría  contra  el  Club 
Hípico  abraza  siete  puntos,  solicitándose  en 
ellos  que  se  declare: 

1*^  Que  no  le  empece  la  designación  de  or- 
den de  llegada  en  la  carrera  hecha  por  don 
Julio  Subercaseaux,  don  Ricardo  Lyon,  don 


Guillermo  Cordero,  don  Jorje    Phillips  y  don 
Daniel  Vial  C,  comisarios  del  Club-Hípico; 

2^  Que  el  orden  de  llegada,  para  los  efectos 
del  premio  y  apuestas,  fué  el  siguiente:  en  pri- 
mer lugar,  Etoile,  el  caballo  de  Echeverría;  en 
segundo,  Chiarivarí;  en  tercero.  Fatuo;  etc., 
etc; 

3^  Que  el  Club-Hípico  debe  pagarle  la  can- 
tidad de  $  800  correspondiente  al  premio  á 
que  tiene  derecho  el  ganador; 

4:^  Que  debe  pagarle  asimismo  la  cantidad 
de  $  1,500  como  producto  correspondiente  á 
las  apuestas  mutuas  que  el  demandante  hizo 
á  favor  de  Etoile; 

S*'  Que  también  debe  abonarle  la  cantidad 
de  $  2,000  por  los  perjuicios  que  le  ha  ocasio. 
nado; 

6^  Que  debe  además  abonarle  los  intereses 
corrientes  de  plaza  al  1%  mensual  desde  el  17 
de  enero  de  1904  por  las  cantidades  mencio- 
nadas; y 

7^  Las  costas'de  la  causa. 

No  se  requiere  mucho  estuerzo  para  com- 
prender que  estas  diversas  peticiones  formu- 
ladas en  la  demanda,  íntimamente  unidas 
entre  sí,  tienen  todas  la  misma  base  y  funda- 
mento. No  empece  la  designación  del  orden 
de  llegada  hecha  por  los  comisarios  porque 
no  se  atribuye  en  ella  el  primer  lugar  á  Etoi- 
le que  es  el  ganador;  y  porque  Etoile  es  el  ga- 
nador, su  dueño  tiene  derecho  al  premio,  al 
valor  de  las  apuestas,  al  abono  de  los  perjui- 
cios y  de  los  intereses  desde  la  fecha  en  que 
debieron  recibirse  esas  diversas  cantidades. 
Esto  es  lo  que  en  sustancia  sostiene  Echeve- 
rría. 

Los  varios  puntos  de  la  demanda  del  recu- 
rrente pueden  refundirse  así:  pido  que  se  de- 
clare que  mi  caballo  ganó  la  carrera,  y  que, 
por  lo  tanto,  tengo  derecho  al  premio,  apues- 
tas, perjuicios,  intereses  y  costas  de  que  debe 
ser  responsable  el  Club  Hípico. 

El  punto  capital  que  hay  que  decidir  en  es- 
ta causa,  como  se  ve,  es  el  segundo  de  la  de- 
manda, el  relativo  á  que  se  declare  que  en  e 
orden  de  llegada  en  la  carrera  tocó  el  primer 
lugar  á  Etoile.  Planteada  como  está  la  acción, 
ésta  quedaría  sin  fallarse  en  su  parte  esencial 
si  la  sentencia  no  se  pronunciaba  sobre  si 
Etoile  había  ó  no  ganado  la  carrera,  que  es 
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lo  que  pretende  Echeveríra  se  decida  en  senti- 
do afirmativo. 

Piensan  los  infrascritos  que  semejante  de- 
claración no  puede  hacerla,  en  este  caso,  la 
justicia  ordinaria. 

Dadas  las  reglas  á  que  están  sujetos  el 
Club  Hípico  y  los  dueños  de  caballos  que  los 
hacen  correr  en  su  cancha,  establecer  cual  es 
el  caballo  que  ha  resultado  victorioso  en  una 
carrera,  no  es  atribución  que  corresponda  á 
los  tribunales  de  justicia.  Esas  reglas  deter- 
minan el  modo  de  proceder,  especial  para  el 
Club,  y  obligatorio  para  los  dueños  de  caba- 
llos que  acuden  á  su  cancha  para  hacerlos 
inscribir  y  correr  en  ella.  El  recurso  pendiente 
persigue  la  casación  de  una  sentencia  que  se 
ha  conformado  á  dichas  reglas,  las  cuales  han 
i^srvido  también  de  fundamento  á  la  deman- 
da, obstando  en  consecuencia  contra  ella  la 
couocida  máxima  juiídica  de  que  todo  con- 
tral.!,  legalmente  celebrado,  es  una  ley  para 
los  contratantes,  y  no  puede  ser  invalidado 
sino  p\  r  su  consentimiento  mutuo  ó  por  cau- 
sas legajes.  Echeverría  hizo  correr  su  caballo 
sabiendo  que  dichas  reglas  lo  obligaban,  y 
conformái  dose  á  ella-. 

Es  natun  I  y  lógico  que  la  corporación  que 
ofrece  al  público  un  e  tablecimicnto  para  ca- 
rreras de  cab.  líos,  le  proporcione  al  propio 
tiempo  los  mcvlios  ne  esarios  para  que  pueda 
funcionar  con  t  icacir,  apartando  brevemente 
los  obstáculos  q  ie  se  presenten  en  su  camino. 
Para  tales  fines  seni  poco  adecuada  la  inter- 
vención de  la  justicir  ordinaria,  concibiéndo- 
se que  no  sea  co  n  eniente  que  cada  carrera 
pueda  dar  lugar  .1  un  juicio  común,  con  to- 
dos sus  trámites,  'ie  trata  en  la  materia  de 
hechos  que  habrá  c  ue  apreciar  cuando  se  es- 
tán realizando  y  qnc  requieren  para  su  exacta 
apreciación  cierta  c  >mpetencia  especial. 

Fallando  la  cues  lión  previa  que  para  co- 
nocer en  el  juicio  p.omovido  ]  or  Echeverría 
la  justicia  ordina .  ia  no  era  competente,  el 
tribunal  sentencir<'or  no  ha  in  ríngido  ningu- 
na ley.  El  recurso  de  casación  en  el  fondo  no 
es,  pues,  proceder íc. —  V.  Agüii  reV,~^José  Al- 
fonso.— Carlos  \    ras. 


Cas.  en  la  forma,— 22  de  mayo  de  190^. 
Cortes  Monroy  con  Osandón 

Omisiones  del  fallo;  &lta  de  resoln 
olón  del  asunto  controvertido. -Ca 
saolón  de  oficio. 

Doctrina:— ATo  coatiene  la  decisión  <k¡ 
asunto  controvertido,  1h  sentencia  que 
no  se  pronuncia  acerca  de  las  diligencias 
de  reconocimiento  en  rebeldía  de  un  do- 
cu mentó  opuesto  en  compensación  á 
la  deuda  cuyo  pago  se  demanda  ejecuv- 
vamente,  y  que  se  limita  á  recbazai  la 
compensación  porque  ese  documento  no 
está  extendido  en  papel  competente,  á 
pesar  de  haberse  reservado  aquel  pro- 
nunciamiento para  deñnitiva. 


Valparaíso,  30  de  enero  de  1905.— En  U 
ejecución  que  por  cobro  de  $  1.400  c  mitn- 
ses,  valor  de  los  pagarées,  sigue  don  Fer- 
nando Cortés  Monroy,  hacendado,  domicilia- 
do en  Santiago,  Lira  195,  contra  el  abogado 
de  este  puerto,  don  Frutos  Osandóo,  Prat 
108,  el  ejecutado  deduce  las  excepciones  qoe 
con  sus  fundamento  van  á  espresarse: 

1^  Pago  de  la  deuda,  porque  los  pagarées 
fueron  imputados  en  abono  de  honorarios 
que  le  debía  el  ejecutante; 

2*  Esperas  y  prórrogas  de  plazo.  Con  mo- 
tivo de  adeudarle  Cortés  $  10,000  scgáa 
consta  de  un  pagaré  firmado  el  22  de  febrero 
de  1897,  ambas  partes  trataron  de  liquidar 
sus  cuentas,  y,  no  habiendo  sido  posible  esto. 
aplazaron  la  liquidación  para  cuando  se  arrí- 
bara  á  un  arreglo  definitivo,  que  hasta  ahora 
no  ha  llegado; 

3*  Falta  de  requisitos  legales  para  qac  ten- 
gan fuerza  ejecutiva  los  documentos  qve^ 
cobran;  pues,  al  otorgarlos,  no  se  les  colocó 
estampillas,  ni  fueron  inutilizadas  por  el  deu- 
dor las  que  ahi  se  pusieron  después.  Además 
la  deuda  no  ha  sido  reconocida;  y 

4^  Compensación,  en  cuanto  es  acreedor 
de  Cortés  por  los  $  10.000  del  pagaré  de 
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de   febrero  de  1897  y  sus  intereses  del  12% 

anua,!,    obligación  que  es  de  plazo  vencido  y 

no  está  cancelada. 

Hl    ejecutante,  respondiendo  al  traslado  de 

las  ex^cepciones,  pide  se  las  rechace  y  se  man- 
de continuar  la  ejecución,  con  costas,  por  ser 
inexactos  los  fundamentos  en  que  se  apoyan. 

Considerando: 

1.^  Que  los  documentos  que  sirven  de  base 
á  la  demanda,  han  sido  mandados  tener  por 
reconocidos; 

2^  Que  las  cartas  del  ejecutante  con  que  se 
ha  pretendido  justificar  el  pago,  no  comprue- 
ban esta  excepción  ni  siquiera  en  parte; 

3^  Que  tampoco  se  ha  acreditado  la  segun- 
da y  tercera  excepciones; 

4^  Que  el  documento  invocado  como  ante- 
cedente de  la  compensación,  no  fué  otorgado 
con  las  estampillas  necesarias,  por  lo  cual  en 
nin^n  caso  puede  tener  mérito  ejecutivo  en 
conformidad  á  lo  presento  en  el  artículo  8^ 
de  la  ley  de  l'^  de  septiembre  de  1874; 

5^  Que,  así,  no  es  exigible  por  ahora  la 
oblig^ación  contenida  en  ese  documento,  y,  no 
siendo  exigible,  no  habilita  para  originar  la 
conpensación. 

Vistos  también  los  artículos  1656  y  1698 
del  Código  Civil,  y  454  n  amero  4,  456,  487  y 
492  del  de  Procedimiento  Civil,  declárense 
inadmisibles  las  excepciones  opuestas  y  con- 
tinúese la  ejecución,  con  costas. 

Habilítese  el  actual  feriado  de  vacaciones 
para  dictar  y  notificar  esta  sentencia.  Reem- 
plácese el  papel.— '/osé  2?.  Guzmán, 

Contra  esta  sentencia  se  interpusieron  los 
recursos  de  casación  en  la  forma  y  de  apela- 
ción, pronunciándose  en  el  primero  la  siguien- 
te sentencia  por  la  Corte  de  Valparaíso: 

Valparaíso,  19  de  mayo  de  1905.— Vistos: 
Contra  la  sentencia  pronunciada  el  30  de  ene- 
ro último  en  el  juicio  ejecutivo  que  por  cobro 
de  pesos  sigue  don  Femando  Cortés  Monroy 
con  don  Frutos  Osandón  y  por  la  cual  se  de- 
secharon las  excepciones  que  á  la  ejecución 
opuso  el  deudor,  ha  deducido  éste  el  recurso 
de  casación  en  la  forma. 
Lo  funda  en  las  siguientes  causales: 
1*  Que  la  sentencia  resuelve  ultra  petita 


que  el  documento  por  $  10.000  que  el  ejecu- 
tante le  debe  y  que  ha  hecho  valer  por  su  par- 
te en  compensación  de  los  pagarées  cuyo  pago 
le  exige  Cortés  Monroy,  no  es  útil  para  ope- 
rar la  compensación  por  carecer  de  mérito 
ejecutivo.  Artículo  943,  número  4^  del  Códi- 
go de  Procedimiento  Civil. 

2^  Que  no  ha  resuelto  los  incidentes  que  en 
orden  á  la  misma  excepción  quedaron  para  ser 
fallados  en  definitiva,  artículos  943  número 
59  i  193  del  Código  de  Procedimiento  Civil. 
A  este  propósito,  expone  el  recurrente  que, 
presentado  para  la  compensación  el  referido 
documento  de  $  10.000,  don  Femando  Cortés 
Monroy  no  solo  no  ha  negado  la  deuda  sino 
que  ha  reconocido  virtualmente  el  documen- 
to; que  requerido  para  que  confesara  la  deu- 
da, rehusó  prestar  esa  dilijencia;  que  pidió  se 
resolviese  sobre  el  mérito  de  la  absolución  de 
posiciones  puestas  á  Cortés  con  tal  fin;  y  que 
habiéndose  reservado  para  definitiva  la  reso- 
lución del  incidente,  ha  omitido  el  Juez  de  la 
causa  pronunciarse  sobre  si  debía  tenerse  á 
Cortés  M.  por  tncursoen  el  apercibimiento  de 
darse  por  confesada  la  deuda,  antecedente  in- 
dispensable para  el  fallo  de  la  excepción  de 
compensación. 

Teniendo  presente  respecto  de  la  primera  de 
las  causales  alegadas: 

1^  Que,  opuestas  álaejecución  las  excepcio- 
nes de  pago  de  la  deuda,  de  esperas  ó  prórro- 
ga de  plazo,  de  falta  de  requisitos  legales  para 
que  tengan  fuerza  ejecutiva  los  documentos 
cuyo  pago  se  reclama  y  de  compensación,  la 
sentencia  recurrida  se  limita  en  su  parte  reso- 
lutiva á  declararlas  inadmisibles,  y  á  dispo- 
ner, en  consecuencia,  que  se  continúe  la  ejecu- 
ción; 

2^  Que,  debiendo  recaer  el  fallo  precisamen- 
te sóbrelas  excepciones  aducidas,  la  sentencia 
no  ha  otorgado  más  de  lo  pedido  por  las 
partes,  ni  se  ha  extendido  apuntos  no  someti- 
dos á  la  decisión  del  Tribunal; 

3^  Que,  si  bien  es  cierto  que  en  el  4'^  funda- 
mento se  establece  que  el  documento  carece  de 
mérito  ejecutivo  por  no  haberse  pagado  en  él 
la  contribución  de  papel  sellado  correspon- 
diente, tal  consideración,  cualquiera  que  sea 
su  valor  legal,  tiene  sólo  por  objeto  sentar  un 
antecedente  para  el  juzgamiento  de  la  excep- 
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ción  de  compensación  y  no  forma  parte  de  lo 
resolutivo  de  la  sentencia; 

Teniendo  presente  respecto  de  la  segunda: 

1'  Que  por  la  resolución  no  se  reservó  para 
definitiva  el  decidir  si  don  Femando  Cortés 
Monroj  había  incurrido  en  el  apercibimiento 
de  darse  por  reconocida  la  deuda  en  su  rebel- 
día, sino  la  apreciación  del  mérito  del  recono- 
cimiento que  se  decía  virtualmente  hecho  por 
Cortés  Monroy; 

2^  Que,  desestimada  la  compensación  por 
no  haberse  otorgado  el  documento  en  papel 
competente,  era  innecesario  para  el  mismo 
efecto  pronunciarse  sobre  el  punto  que  fué 
materia  de  la  predicha  reserva;  y 

3^  Que,  por  tanto,  el  fallo  objetado  no  ado- 
lece del  defecto  que  le  atribuye  el  recurrente  al 
formular  la  causal  de  que  ahora  se  trata. 

Con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  artículo 
960  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  de- 
clara que  no  ha  lugar,  con  costas,  al  recurso 
de  casación  interpuesto. 

Tráiganse  los  autos  en  relación  sobre  el  re- 
curso de  apelación. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Pineda.—- 
B,  Alamos  González»  --Luis  Ignacio  Silva.— 
Pedro  N,  Pineda,— A.  Bezanilla  Silva, 

Y  conociendo  en  la  apelación  deducida  con- 
tra la  misma  sentencia,  la  confirmó  por  reso- 
lución de  19  de  Julio  de  1905. 

Contra  este  ultimo  fallo  ha  deducido  don 
FrutosOsandón  recurso  de  casación  en  el  fon- 
do, y  fundándolo  dice:  que  opuso  en  el  juicio, 
entre  otras  excepciones,  la  de  compensación 
basada  en  el  documento  de  fecha  22  de  febre- 
ro de  1897,  por  valor  de  $  10.000,  á  dos  me- 
ses plazo,  que  otorgó  á  su  favor  don  Fernan- 
do Cortés  Monroy. 

Para  comprobar  esa  excepción,  exigió  que 
confesara  el  ejecutante  si  era  suya  la  firma  del 
documento  ya  referido.  Cortés  Monroy  fué  ci- 
tado con  ese  objeto  al  Juzgado  de  la  Serena  y 
rehusó  comparecer.  Citado  nuevamente  ante 
uno  de  los  jueces  letrados  de  Santiago  se  negó 
á  confesar  si  el  documento  que  se  le  presenta- 
ba era  ó  no  suyo,  escrito  y  firmado  de  su  le- 
tra. Incurrió,  pues,  Cortés  Monroy  en  la  san- 
ción de  los  artículos  384  y  390del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  y  nun  cuando  pidió  repe. 
tidas  veces  al  Juzgado  que  así  lo  declarase  en 


rebeldía  del  coniésante,  no  obtuvo  esa  dr^'- 
ración,  hasta  que  por  el  anto  de  10  de  oct::?- 
de  1904-,  confirmado  por  la  Corte,  sedi^Jr.« 
que  en  definitiva  se  pronunciara  el  Juzgado  ^ 
bre  el  mérito  de  ese  docn mentó. 

A  pesar  de  lo  dispuesto  en  el  auto  expresa: 
tanto  la  sentencia  de  primera  instancia  co= 
la  de  segunda  no  se  han  pronunciado  sobrr  j 
materia  á  que  él  se  refiere.  Por  consignioi'x 
la  última  adolece  de  un  defecto  de  casadÓD  s 
el  fondo,  en  cuanto  no  ha  sido  pronoDciai 
con  arreglo  al  artículo  384»  del  Código  de  Pr- 
cedimiento  Civil. 

La  preterición  del  citado  artículo  no  iuip-r 
ta  la  infracción  de  una  ley  procesal,  qoe  5c4>. 
pudiera  dar  lugar  á  un  recurso  de  casaáócfí 
la  forma,  porque  el  recurso  de  fondo  procect 
por  infracción  de  cualquiera  ley  que  üoícl 
rigorosamente  una  regla  de  procedí  miento  (k 
aquellas  que  están  indicadas  como  trámha 
esenciales,  y  porque  la  disposición  del  ar- 
tículo 384  no  es  propiamente  adje¿/ra,  sú> 
sustantiva,  ó  sea  de  aquellas  que  determinas 
un  recurso  de  casación  en  el  fondo. 

Por  otra  parte,  el  documento  que  ha  pre- 
sentado en  compensación  es  de  dinero,  de 
cantidad  líquida  y  exigible,  ya  que  es  de  pla- 
zo vencido  y  las  obligaciones  á  plazo  son  eii- 
gibles  al  vencimiento  de  éste.  En  consectiencia 
y  en  conformidad  á  lo  prescrito  en  las  anicu- 
los  1567,  1655  y  1656  del  Código  Civil  la 
sentencia  de  segunda  instancia  ha  debido  r^ 
conocer  la  compensación  operada  por  vmy 
terio  de  la  ley. 

Al  declarar  esa  sentencia  que  no  había  la- 
gar á  la  compensación  porque  el  docunifQto 
carecía  de  mérito  ejecutivo,  no  sólo  haresuíl- 
to  una  cuestión  que  las  partes  no  han  pro 
puesto  y  que  no  era  del  resorte  del  juicio,  «¿^ 
es  la  del  mérito  ejecutivo  de  ese  pagaré,  sino 
que  se  ha  interpretado  erróneamente  el  si" 
tículo  1656  del  Código  Civil,  que  no  reqi«« 
tal  calidad  en  un  documento  que  xtvax^ 
tres  condiciones  que  segán  dicho  artícalolo 
hacen  eficaz  para  que  pueda  operarse  f'*'' 
jure  la  compensación. 

Esos  fallos  u/íra-peíita,  de  1*  y  dc^'Dí' 
tancia,  son  contrarios  á  las  disposiciooesk* 
gales  citadas  y  envuelven  un  prnnr.ncinniiíc- 
to  que  mata  el    valor  de  la  acción  rjci'uli^^ 
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5  un  documento  que  no  fué  presentado  con 
se  objeto. 

Respondiendo  don  Fernando  Cortés  Mon- 
3y  al  escrito  en  que  el  recurrente  funda  su 
ecurso,  sostiene  qne  es  inadmisible  la  prime- 
SL  de  1a.s  causales  alegadas  por  aquel,  por 
uanto  no  ha  llegado  el  caso  de  aplicar  el  ar- 
ícalo 384  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
lesde  que  no  fué  citado  sino  una  sola  vez  á 
ibsol  ver  las  posiciones;  diligencia  que  se  prac- 
ticó en  Santiago  ante  el  juez  de  turno  el  día 
fijado  por  su  apoderado  en  Valparaíso.  No  es 
legal  mente  exacto  qne  haya  sido  antes  cita- 
do en  la  Serena,  pues  eu  virtud  de  una  iníor- 
mación  falsa  rendida  en  esta  última  ciudad  v 
en  circunstancias  que  el  exponente  se  hallaba 
en  Valparaíso,  se  le  notificó  por  cedulón  en  la 
Serena. 

En  las  solicitudes  en  que  el  ejecutado  hizo 
varias  peticiones  referentes  á  obtener  la  abso- 
lución   de   las    posiciones   que  tenía  presen- 
tadas  y  para  que  se  les  diera  por  absueltas 
por  no   haberse  llevado  á  cab  >  dicha  diligen- 
cia en  la  Serena,  se  dio  lugar  á  dos  de  ellas, 
pero     * 'entendiéndose  al  apercibimiento  res- 
pecto de  la  segunda  citación**  providencia  que 
demuestra  que  antes  de  este  decreto  no  había 
existido  ninguna  citación  legal. 

Como  el  exponente  compareció  el  día  fijado 
y  absolvió  dichas  posiciones,  no  pudo  dársele 
por  incurso  en  el  apercibimiento  que  se  solici- 
taba, porque  aun  no  se  le  ha  hecho  la  segun- 
da citación. 

El  recurrente  dice  que  la  sentencia  ha  sido 
pronunciada  en  olvido  de  lo  dispuesto  por  el 
artículo  384  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil; pero  un  simple  olvido  no  constituye  una 
infracción  de  ley  que  pueda  dar  oríjen  á  un 
recurso  de  casación  en  el  fondo  como  el  que 
se  interpone  por  ese  motivo. 

Por  lo  demás,  la  Corte  no  olvidó  la  dispo- 
sición legal  citada,  sino  que  estimó  que  no 
necesitaba  ni  debía  pronunciarse  sobre  el 
mérito  de  las  posiciones,  desde  que  el  docu- 
mento presentado  para  la  compensación  se 
otorgó  en  papel  incompetente  con  arreglo  al 
artículo  8*^  de  la  ley  de  1^  de  septiembre  de 
1874,  como  así  lo  reconoció  la  sentencia  dic- 
tada por  la  misma  Corte  en  el  recurso  de  ca- 


sación en  la  forma  que  se  entabló  contra  el 
fallo  de  primera  instancia. 

La  compensación  que  se  pretende  establecer 
no  procede,  porque  el  exponente  no  adeuda  al 
ejecutado  cantidad  alguna  que  sirva  para 
compensar  la  suma  que  éste  le  adeuda.  Ade- 
más, el  documento  no  ha  podido  ser  presen- 
tado para  ese  efecto,  por  las  razones  invoca- 
das en  el  escrito,  que  en  resumen  establece:  1^, 
que  el  juzgado  de  la  Serena  es  el  único  com- 
petente para  conocer  del  reconocimiento  de 
dicho  pagaré;  2^  Que  el  endosatario  de  ese 
documento,  donjuán  del  C.  Toro,  se  presentó 
eu  la  Serena  pidiendo  su  reconocimiento,  para 
cuyo  efecto  se  despachó  exhorto  á  Santiago; 
3^,  que  el  aludido  documento  llegó  á  poder 
de  don  Frutos  Osandón  por  haberle  sido  en- 
tregado conjuntamente  con  la  rogatoria  para 
su  diligenciamiento  en  Santiago;  4^,  que  el 
pagaré  está  retenido  de  orden  judicial  en  la 
Serena;  5*^,  que  por  la  razón  indicada  en  el 
punto  anterior,  donjuán  del  C.  Toro  no  pu- 
do disponer  del  mencionado  pagaré  ni  endo- 
sarlo á  don  Frutos  Osandón  por  haber  ob- 
jeto ilícito  en  el  endoso,  según  el  artículo 
1464  del  Código  Civil. 

Además,  el  pagaré  con  que  se  alega  com- 
pensación á  la  fecha  en  que  fué  presentado  en 
autos  no  había  cubierto  la  contribución,  por 
lo  que  se  ordenó  pagar  la  multa  correspon- 
diente, lo  que  se  cumplió  en  29  de  Agosto  de 
1905,  según  certificado. 

Ni  aún  en  la  hipótesis  de  haberse  dado  por 
reconocido  el  documento,  podría  aceptarse  la 
compensación,  según  la  jurisprudencia  ya  es- 
tablecida por  el  mismo  Tribunal  Supremo, 
que  ha  resuelto  que  el  reconocimiento  de  la 
firma  de  un  documento  que  no  ha  sido  exten- 
dido en  papel  competente  no  importa  el  reco- 
nocimiento de  la  deuda,  y  que  para  ser  pre- 
sentado dicho  documento  ante  la  justicia  ó 
autoridad  para  otros  efectos,  deberá  previa- 
mente pagar  el  veinte  veces  tanto  del  impues- 
to correspondiente.  Luego  el  exponente  no  ha 
podido  ser  interrogado  sobre  el  pagaré  ni 
darse  por  reconocida  su  firma,  ni  alegarse 
compensación,  porque  esto  se  opera  donde 
hay  deudas  recíprocas,  lo  que  no  sucede  en  el 
caso  actual. 

Rn  consecuencia,    no   tienen    aplicación  las 


364 


SEGUNDA  PARTB. — SECCIÓN  PRIMERA 


disposiciones  legales  que  se  dicen  infringidas^ 
porque  no  siendo  las  partes  recíprocamente 
deudoras,  no   hay  lugar  á  la  compensación 
según  el  artículo  1657  del  Código  Civil,  ni 
hay  por  consiguiente  violación  de  ley. 

La  Corte: 

Teniendo  presente: 

1.^  Que  la  segunda  de  las  causas  del  recur- 
so de  casación  en  el  fondo  interpuesto  por 
don  Frutos  Osandón  consiste,  según  lo  mani- 
fiesta el  recurrente  en  el  escrito  en  que  lo  for- 
maliza, en  la  circunstancia  de  haber  el  Tribu- 
nal de  Alzada  desechado  la  excepción  de  com- 
pensación que  opuso  en  el  juicio  ejecutivo  de 
que  emana  este  recurso,  sin  otro  fundamento 
para  ello  que  el  de  carecer  el  documento  que 
sirve  de  base  ala  excepción  aludida  de  mérito 
ejecutivo,  por  no  haberse  pagado  al  tiempo 
de  su  otorgamiento  el  impuesto  que  fija  la  ley 
de  1.*^  de  septiembre  de  1874; 

2.^  Que  la  resolución"expresada  infringe,  en 
su  concepto,  el  artículo  1656  del  Código  Ci- 
vil, que  se  habría  interpretado  de  un  modo 
erróneo  por  el  Tribunal  que  la  dictó,  desde 
que  la  disposición  legal  citada  no  exige  que 
sea  ejecutivo  el  crédito  que  se  presente  para 
que  pueda  operarse  la  compensación,  sino  solo 
la  concurrencia  de  los  tres  requisitos  señala- 
dos en  ella,  ó  sea  en  el  caso  de  que  se  trata, 
que  ambas  deudas  sean  de  dinero,  líquidas  y 
actualmente  exigibles,  los  que  se  han  llenado 
cumplidamente  en  lo  que  concierne  al  docu- 
mento ya  expresado  que  es  de  plazo  vencido. 

3'  Que  para  apreciar  en  su  verdadero  valor 
esta  causal  invocada  por  el  recurrente,  debe 
examinársela  á  la  luz  de  todos  los  anteceden- 
tes que  se  hayan  producido  en  el  curso  de  este 
juicio  relacionados  con  la  causal  ya  indicada 
y  que  pudieran  tener  influencia  directa  en  la 
decisión  del  recurso,  entre  los  cuales  se  cuenta 
tanto  el  hecho  de  haberse  omitido  el  pago  del 
impuesto  al  otorgarse  el  documento  privado, 
el  ejecutante  impugna  la  compensación,  como 
también  las  circunstancias  alegadas  por  el 
ejecutado  de  haber  pagado  la  multa  corres- 
pondiente á  dicho  documento  y  de  existir  en 
autos  mérito  suficiente  para  que  se  le  tenga 
por  reconocido  por  aquél; 


4^  Que  en  lo  concerniente  á  esto  x¿ 
constan  de  autos  los  siguientes  hechos:  q:»:. 
ejecutado  para  comprobar  la  corapens;^.  ; 
con  que  se  excepcionaba  en  el  juicio, pidi'  ..t 
el  ejecutante  reconociera  la  firma  dci  Oa* 
mentó  privado,  al  tenor  de  la  pregunta  4Vf 
las  posiciones;  que  después  de  diligencias  > 
fructuosas  practicadas  en  la  Serena,  lug&:i 
la  residencia  del  ejecutante,  éste  compaicri 
ante  uno  de  los  jueces  letrados  de  Santiago,  r 
absolviendo  esas  posiciones,  se  negó  á  cocih* 
tar  la  referida  pregunta  4*;  que  en  vista  :A 
resultado  de  las  diligencias  efectuadas  pan 
la  absolución  de  las  posiciones,  solicitó  ¿  .y 
cutado  se  diera  por  reconocido  por  el  oen- 
tante  el  documento;  que  este  último  ha  a.^ 
gado  la  falsedad  de  ese  documento,  la  inccs- 
petencia  del  juez  de  la  causa  paradecrrt^' 
el  reconocimiento  de  firma  tantas  veces  &'.;• 
dido,  por  existir  en  otro  Juzgado  dili^ 
cias  pendientes  sobre  el  particular,  c  ídtcc  j 
asimismo  la  cosa  juzgada,  que  funda  en  ^ 
resolución  de  13  de  junto  de  1903;  y  que,  t. 
fin,  por  resolución  de  fecha  10  de  octubre  dt 
1904,  el  juez  teniendo  presente  que  no  eraiU. 
ble  prescindir  del  reconocimiento  del  pagare 
como  elemento  probatorio  de  la  excepcióc  -  f 
compensación,  reservó  para  apreciar  en  de* 
nitiva  el  mérito  de  ese  reconocimiento  y  de  a» 
razones  alegadas  por  el  ejecutante  para  o; ' 
nerse  á  esa  diligencia; 

5^  Que  á  pesar  de  la  resolución  que  acah 
de  indicarse,  ni  la  sentencia  de  primera  iosta:- 
cia,  aún  en  su  parte  expositiva,  ni  tampoco  1j 
de  segunda,  que  se  limitó  á  confirmar  aqacÜ . 
hacen  alusión  alguna  á  las  diligeacias  de  rt 
conocimiento  del  documento  cuyo  mérito pr»^ 
batorio  se  había  reservado  para  apredarloe: 
definitiva,  concretándose  la  de  primera  icí- 
tancia  á  desechar  también  la  excepdón  es 
compensación  sólo  en  vista  de  que  el  ciu¿< 
documento  carecía  de  fuerza  ejecutiva  por  r¡i' 
haberse  cubierto  la  contribución  ordcnaiii 
por  la  ley  de  1^  de  septiembre  de  1874,  ar- 
cunstancia  que  lo  constituía  ineficaz  parak* 
fines  de  la  compensación  opuesta  porelejen- 
tado,  según  así  lo  manifiestan  los  considcraíi 
dos  4^  y  5*^  de  dicha  sentencia; 

6^  Que  de  todo  lo  expuesto  anterionnfDti 
resulta  que  la  sentencia  de  segunda  iostaocia 
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)ue  se  trata  no  contiene  la  decisión  del 
tito  controvertido,  en  cuanto  no  se  pro- 
cia  acerca  del  reconocimiento  del  documen- 

sobre  las  razones  alegadas  por  el  ejecu- 
te, reconocimiento  que  invoca  el  ejecutado 
LO  un  ele  mentó  probatorio  de  la  compensa- 
I  opuesta  porél  en  el  juicio  cu3ra resolución 
strictamente  necesario  conocer  para  apre- 
r  el  mérito  de  dicha  excepción,  por  lo  cual 
la  incurrido  en  el  vicio  de  casación  en  la 
ma  previsto  en  el  número  5^  del  artículo 
L  y  artículo  193  del  Código  de  Procedimien- 
Civil. 

risto  además  lo  dispuesto  en  los  artículos 
í  y  959  del  citado  Código,  se  invalida  la 
tencia  de  fecha  19  de  julio  de  1905,  y  se  re- 
ne la  causa  al  estado  de  pronunciar  senten- 

de  segunda  instancia  con  arreglo  á  la  ley 
r  el  tribunal  correspondiente,  sin  perjuicio 
lo9  trámites  ó  actuaciones  que  para  ese 
;cto  procedan  en  derecho.  Devuélvase  al  re- 
rrente  la  cantidad  consignada. 
Redactada  por  el  señor  Ministro  Bernales. 
Leopoldo  Urmt'a.—  V,  Agairre  V.^AbclSaa» 

'dra. — B.  Foster  Recabárren J.  Bernales.— 

.  Vergara  Albano.—J.  Alejo  Fernández, 


Código  de  Procedimiento  Civil,  quefaese 
inscrita  6  anotada  en  el  Registro  del  Con- 
servador de  Bienes  Raices. 

Hay  objeto  ilícito,  conforme  al  artícu- 
lo 1464  del  Código  Civil,  en  la  enajena* 
ción  de  las  cosas  embargadas  por  decre- 
to judicial,  á  menos  que  el  juez  lo  auto- 
rice ó  el  acreedor  consienta  en  ello;  y  el 
acto  jurídico  celebrado  con  objeto  ilícito 
es  nulo  de  nulidad  absoluta.  En  la  ex- 
presión ^^ cosas  embargadas^ ^  que  emplea 
aquel  artículo  se  comprende  los  *^ bienes 
detenidos,  impedidos,  retenidos  en  vir* 
tud  de  mandamiento  de  juez  competen- 
te^^: esta  expresión  no  ha  sido  deñnida 
expresamente  por  el  legislador  y  hay  que 
darle,  por  lo  tanto,  su  signiñcado  natu- 
ral y  obvio,  según  el  uso  general,  confor- 
me á  la  regla  de  interpretación  del  artí- 
culo 20  del  Código  Civil  (í ). 


Casación,  civ. — 8  de  Junio  de  1906 
Molina  con  Jeanront 

3bj6to  ilícito;  prohibioión  de  enaje- 
nar; anotación  en  el  Repertorio.  — 
Cosas  embargadas.  —Interpretación. 

Doctrina: — Decretada  una  prohibición 
de  enajenar  y  gravar  por  autoridad  com- 
petente^ tiene  toda  su  fuerza  y  encada 
mientra»  no  haya  sido  modificada  ó  de- 
iada  sin  efecto  por  quien  la  decretó,  no 
siendo  necesario  para  su  validez,  respec- 
to de  terceros,  OMtes  de  la  vigencia  del 

SUPRKMA 


(1)  El  articulo  287  del  Código  de  Procedimiento 
Civil  vigente  desde  el  1.**  de  marzo  de  1903,  á  qae 
se  hace  referencia  dice: 

«Cuando  lu  prohibición  recayera  sobre  bienes  raí- 
ces se  inscribirá  en  el  Registro  del  Conservado*  res*^ 
pectivo,  y  sin  este  requisito  no  producirá  efecto 
respecto  de  terceros.» 

La  inscripción  en  este  registro  era  antes  faculta • 
ti  va.  El  reglamento  del  Registro  Conservatorio  de 
bienes  riiíces  de  24  de  junio  de  1857,  creó  el  «regis- 
tro de  interdicciones  y  prohibiciones  de  enajenar», 
que  es  uno  de  los  tres  libros  que  constituyen  aquel* 
Registro,  para  la  inscripción, por  separado  y  metódi- 
camente, de  «todo  impedimento  ó  prohibición  refe- 
rente á  inmuebles,  sea  convencional,  legal  ó  judicial, 
que  embarace  ó  limite  de  cualquier  modo  el  Hbre 
ejercicio  del  derecho  de  enajenaría.  «Son  de  la  se^ 
gunda  cla«e,  agrega  el  número  3.°  del  artículo  53,  «1 
embargo,  cesión  de  bienes,  secuestro,  Htí]gto,  etc.» 
Pero  todos  estos  figuran  entre  los  actos  ó  títulos  que 
«pueden  inscribirse»  y  que  enumera  ese  artículo 
53,  mientras  que  los  que  «deben  inscribirse  en  el 
Registro  Conservatorio))  están  enumerados  ó  re*« 
fundidos  en  el  artículo  52  del  reglamento  qne  ha 
reproducido  l«i9  disposiciones  del  Código  Civil  qhe 
prescriben  como  obligatoria  la  inscripción. 
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Doña  Regina  Molina  de  Jeanront  expone  en 
estos  autos  que  en  un  juicio  que  promovió 
contra  su  marido  don  Julio  Jeanront  sobre 
alimentos,  obtuvo  que  se  declarara  en  prime- 
ra instancia  que  estaba  obligado  á  la  presta- 
ción provisoria  de  dichos  alimentos. 

De  esta  resolución  apeló  su  citado  marido 
y,  cuando  se  sustanciaba  el  recurso,  enajenó 
la  casa  de  su  dominio  ubicada  en  la  calle  de 
San  Pablo  de  esta  capital,  bajo  el  número 
1761,  no  obstante  existir  prohibición  de 
gravar  y  enajenar  dicha  casa.  Fué  dictada 
esa  medida  conservativa  mientras  se  ventila- 
ba la  obligación  de  prestar  alimentos. 

La  prohibición  de  gravar  y  disponer  de  la 
mencionada  casa,  y  la  venta  de  ella  otorgada 
á  favor  de  don  César  Vannini  y  de  don  Er- 
nesto Jeanront,  yerno  el  primero  é  hijo  el  se- 
gundo del  expresado  don  Julio,  constan  de 
las  certificaciones  que  en  forma  fehaciente  se 
acompaña. 

Consta  de  los  mismos  instrumentos  que  la 
providencia  conservativa  decretada  se  anotó 
en  el  Registro  del  Conservador  en  1902,  y  el 


Según  esto,  decretada  la  prohibición  de  enajenar 
ó  efectuado  cualquier  embargo  judicial  de  un  inn 
mueble,  la  persona  que  obtenía  la  medida  precautow 
ría  podia  inscribirlo  ó  nó,  >á  voluntad  y  si  quería 
evitarse  dificultades  ulteriores  para  el  ejercicio  de 
sus  derechos  respecto  de  terceros.  Si  optaba  por  la 
insoripcióa,  necesitaba  para  efectuarla  preseutar  h1 
Conservador  copia  autéutica  de  la  neotencia  judi- 
cial coQ  certificación  al  pié  de  ser  ejecutoria  dada 
por  el  secretario  del  juzgado;  mientras  tanto  el 
Conservador  se  limitaba  á  anotar  en  el  libro  Bepen* 
torio  el  decreto  y  esa  .anotación,  que  no  tiene  el  can 
rácter  de  inscripción,,  caducaba  en  dos  meses.  El 
Repertorio,  como  se  sabe,  no  es  propiamente  una 
parte  integrante  del  Registro  Conservatorio;  su 
objeto  es  anotar  los  títulos  que  se  presentan  al 
Conservador  para  su  inscripción,  de  cualquier  natu^ 
ralesa  que  sean  y  aunque  su  inscripción  en  el  libro 
correspondiente  del  Registro  Conservatorio  no 
pueda  efectuarse  por  cualquier  causa,  foimándose 
así  na  verdadero  repertorio  de  todos  los  títulos  que 
se  presentan  para  la  inscripción.  Las  anotaciones 
que  el  Conservador  hace  en  el  Repertorio  y  que  no 
son  seguidas  de  la  inscripción  en  el  registro,  no  tie^ 
nen  efectos  permanentes;  ellas  están  destinados 
únicamente,  según  el  artículo  15  del  reglamento,  A 
garantir  la  prioridad  de  presentación  del  título  á  su 
inscripción  j  ccaducarán  á  los  dos  meses  de  su  fe* 


pacto  de  compraventa  el  15  de  julio  de!  -. 
mo  año. 

Del  estado  de  las  personas  que  han  inter.r 
do  en  este  contrato;  de  la  intimidad  den , 
ciones  que  existían  entre  vendedor  i  com-rv 
dores;  del  hecho  de  haberse  prohibido  k  e-a- 
jenación é  hipotecación  de  los  bienes  de  l  - 
Julio  Jeanront;  y  de  haberle  el  juez  orden, 
que  le  diera  provisoriamente  alimentos,  ir 
duce  doña  Regina  Molina  que  es  nulo  du. 
contrato.  Como  razón  fundamental  de  f>: 
aserto  aduce  que  la  venta  del  predio  urK^ 
indicado    ha   tenido   lugar   contranand^  r 
precepto  expreso  y  terminante  del  anír 
1464  del  Código  Civil  y  existir,  porlotar. 
objeto  ilícito  en  la  enajenación. 

Apoyada  en  este  razonamiento  inten  . 
demanda  la  señora  Molina  contra  don  ja. 
y  don  'Ernesto  Jeanront  y  contra  don  Cesr 
Vannini,  á  fin  de  que  se  declare  en  deñni:.: 
nula  la  venta  de  la  referida  casa  de  la  calkc! 
San  Pablo  número  1761;  y,  en  consccuecdi 
se  proceda  á  cancelar  la  inscripción  confia 
pondiente. 


cha  si  no  se  convirtieren  en  inscripción»,  sin  p^ 
juicio,  naturalmente,  de  ser  renovada^  a)  fie  ^' 
dicho  plazo  si  aún  no  estuviere  subsanado  el  <ir:r'' 
del  título  que  impide  al  Conserviidor  hacer  biv 
cripción  en  el  registro  y  de  durar  otro^  dos  ae^ 
y  así  sucesivamente. 

La  inscripción  de  las  prohibiciones  de  euje^i' 
era  en  todo  caso  facultativa;  y  si  bien  pre^s' 
utilidad  grande  al  que  la  había  obtenido,  pa*^^  ^r 
cha  la  inscripción  el  Conservador  no  podia  n .' 
cribir  un  título  emanado  del  poseedor  in«cr.tí 
quien  se  había  prohibido  la  enajenación,  noe»t> 
exigida  por  el  artículo  U64  del  Código  Cirilp»^ 
constituir  el  objeto  ilícito. 

Se  originaban  de  aquí  graves  incoo waieo* 
pues  siendo  nulo'de  nulidad  absoluta  eJ  a^^^Ji'' 
dico  cuyo  objeto  es  ilícito,  los  terceros  de  bueía: 
que  adquirían  las  especies  ó  cosas  embaip<^'f 
decreto  judicial,  se  encontraban  afectados  ec  *« 
derechos  por  la  declaración  de  nulidad  qQ«  ^^ 
acción  reivindicatoría  en  su  contra. 

El  Código  de  Procedimiento  Civil  baTeniáo* 
limitar  los  efectos  de  las  dispo^ciones  dei  &rtia:<^' 
1646  exigiendo  la  inscripción  del  decreto  en  el  í^ 
gistro  respectivo,  inscripción  que  principa  ^^ 
anotación .  en  el  Repertorio  como  queda  esplí* 

Lu»  Claro  8ouí 
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A  esta  demanda  contestó  don  Julio  Jean- 
ont,  y  pide  que  sea  ella  desestimada.  En 
poyo  de  esta  pretensión  alega  que  según  el 
aciso  2*^  del  artículo  15  del  Reglamento  del 
Conservador  de  Bienes  Raices,  la  prohibición 
¡e  gravar  j  enajenar  pronunciada  en  su  con- 
ra  y  anotada  en  el  respectivo  registro  cadu- 
6  dos  meses  después  de  su  .fecha.  Observa, 
idemás,  que  los  decretos  prohibitorios  de  los 
uzgados  de  Letras  acerca  de  esas  materias, 
lo  afectan  al  fondo  de  los  contratos,  sino  que 
ronstitu  jen  simples  medidas  precautorias  que 
tienen  solo  por  objeto  evitar  que  las  enajena- 
:iones  6  gravámenes  á  que  aquellos  decretos 
se  refieren,  se  perfeccionen  por  la  inscripción 
ín  el  Registro  del  Conservador. 

Un  cuanto  al  objeto  ilícito  que  según  la  de- 
mandante existe  en  la  venta  de  la  casa  de 
que  se  trata,  advierte  Jeanront  que  no  se  en- 
cuentra comprendido  este  caso  en  ninguno  de 
los  previstos  en  los  artículos  1462,  1463, 
1464,  1465  y  1466  del  Código  Civil. 

No  se  puede,  por  esto,  fundadamente  afir- 
mar que  el  contrato  sea  nulo,  dice  Jeanront; 
ni  aun  en  el  concepto  que  lo  fuera,  añade,  ca- 
recería la  demandante  de  interés  y  de  derecho 
para  pedir  la  declaración  de  nulidad. 

Don  César  Vannini  se  opuso  también  á  la 
demanda,  limitando  sus  alegaciones  á  expo- 
ner que  á  lo  aducido  por  don  Julio  Jeanront, 
agrega  que  no  conocía  la  prohibición  de  ena- 
jenar porque  no  aparecía  inscrita  en  el  Con- 
servador. 

En  rebeldía  de  don  Ernesto  Jeanront,  se 
dio  por  contestada  la  demanda,  y  se  conñríó 
traslado  para  replicar. 

Evacuando  este  trámite,  la  demandante  dice 
que  las  prohibiciones  de  enajenar  se  decretan 
en  amparo  de  los  derechos  de  algunas  de  las 
partes  que  litigan  y  subsisten  mientras  no  se 
suspende  ó  deja  sin  efecto  la  resolución  judi- 
cial que  tales  prohibiciones  decretó. 

Puesto  este  escrito  en  conocimiento  de  la 
parte  demandada,  no  replicó  dicha  parte.  Se 
dispuso  por  ello  tener  por  cumplido  este  acto 
de  sustanciación  de  la  causa  y  recibir  el 
pleito  á  prueba. 

En  este  estado  del  juicio  falleció  don  Julio 
Jeanront,  según  aparece  de  la  fé  de  muerte. 
Por  tal  motivo  se  apersonó  al  litigio  don  Is- 


mael Pérez  Montt,  en  el  carácter  de  curador 
especial  de  los  menores  don  Enrique  y  doña 
Elena  Jeanront  y  Molina. 

Esplicando  el  curador  especial  la  actitud 
que  corresponde  asumir  á  sus  pupilos  en  la 
causa,  dice  que  el  estudio  detenido  que  ha 
hecho  de  los  antecedentes  del  pleito,  lo  ha 
llevado  al  convencimiento  de  que  la  acción 
intentada  por  doña  Regina  Molina  es  legíti- 
ma. Como  consecuencia  de  esto,  añade  que 
no  es  lícito  á  sus  pupilos  continuar  en  la  se- 
cuela de  la  litis;  y  por  ello  se  desisten  de  toda 
oposición  á  la  demanda. 

Al  terminar  una  breve  reseña  que  hace  en 
seguida  el  curador  de  los  hechos  del  pleito, 
agrega  que  las  contradicciones  tan  notorias 
que  existen  entre  los  compradores  y  el  vende- 
dor dan  mérito  para  formar  la  conciencia  de 
que  la  venta  no  es  verdadera  sino  ficticia  y 
concertada  en  fraude  de  doña  Regina  Molina, 
en  daño  de  sus  pupilos. 

Pasado  este  escrito,  junto  con  el  proceso,  en 
vista  al  rerpesentante  del  Ministerio  de  los 
defensores  públicos,  opina  este  funcionario 
en  su  dictamen  que  se  dé  lugar  al  desisti- 
miento. 

El  Juzgado  resolvió  con  fecha  12  de  noviem- 
bre de  1903: 

Considerando: 

V^  'Que  antes  de  la  venta  de  la  casa  á  que  se 
refiere  la  demanda  se  había  decretado  prohi- 
bición de  enajenar  ó  gravar  los  bienes  de  don 
Julio  Jeanront,  expedida  por  autoridad  com- 
petente, hecho  reconocido  por  las  partes,  no 
constando  de  autos  que  tal  prohibición  fuera 
por  un  tiempo  breve  y  vencido  antes  de  la  ena- 
jenación; 

2^  Que  la  resolución  expedida  al  respecto 
tiene  toda  su  fuerza  y  eficacia  legal  mientras 
no  haya  sido  modificada  ó  dejada  sin  valor 
por  quien  la  decretó  ó  con  el  cúmplase  de  esta 
autoridad,  hecho  que  no  ha  ocurrido; 

3^  Que  para  la  validez  de  aquella  prohibición 
no  era  necesario  á  la  fecha  en  que  se  expidió 
que  ella  fuera  inscrita  ó  anotada  en  el  Regis- 
tro del  Conservador; 

4^  Que  para  la  eficacia  del  decreto  prohibi. 
tivo  se  considera  la  cosa  prohibida  de  enaje- 
nar ó  gravar  como  fuera  del  comercio,  y  para 


^^ 
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hfi^cp^l^  pq|percia%  e?  q^ cesaría  la  ^utoriza- 
ci6a  del  \^^z  q^c  Jibró  \a  prohibición,  hecho 
qnc  no  ha  ocurrido; 

5^  Qh«  don  prnestq  Jea^ront  y  don  César 
Van^i^i  cq^fiesaíi  qge  tepí^n  conocimiento  de 
I05  pleitos  qne  motivaron  la  prohibición  y 
también  de  ést^,  procediendo  á  sabiendas  á 
celebrar  un  contrato  ineficaz. 

Ppr  estos  fundamentos  y  lo  dispuesto  en  los 
artículos  1464, 1682, 1698,  1713  del  Código 
Civil ,  167, 331, 391  y  392  del  de  Procedimien- 
to Civil,  de  acuerdo  con  el  Defensor  de  Menores 
en  orden  al  desistimiento  de  los  menores,  se 
declara:  1^  que  ha  lugar  al  desistimiento  de  la 
oposición  á  la  demanda  por  parte  de  las  me- 
nores; y  2^  que  ha  lugar  á  ésta.— /osé  Toribió 

La  Corte  de  Apelaciones: 

Santiago,  2  de  agosto  de  1904.— Vistos:  Se 
confirma  con  costas  del  recurso  la  sentencia 
apelada  de  2  de  noviembre  último.— Lu/s  Ba- 
rriga.—J.  Agustín  Rojas— Ricardo  Rvy es  Solar. 

Contra  el  último  de  esos  fallos  han  deducido 
ea  tiempo  y  forma  recurso  de  casación  en  el 
fondo  los  mencionados  Yannini  y  Jeanront,  y 
citan  como  violados  los  artículos  1545,  1464, 
19,  20  y  23  del  Código  Civil. 

Bn  los  escritos  en  que  formalizan  y  fundan 
el  recurso  dicen,  acerca  del  primero  de  esos 
preceptos,  que  no  existe  antecedente  alguno 
que  autorice  la  falta  de  cumplimiento  de  lo 
pactado  en  el  contrato  de  compraventa  de  que 
da  teatimonio  la  escritura  pública;  ni  el  con- 
seatimiento  mutuo  de  los  contratantes  que 
jamás  sobrevino,  ni  causas  legales  que  tampo- 
co, kan  ocurrido,  Uan  podido  afectar  la  validez 
del  coatrato. 

Dte  lo  e^cpuesto  deducen  los  recurrentes  que 
la  a^uteuáa  del  Tribunal  superior  que  declara 
nula  la  compraventa  de  que  se  trata,  iníringe 
el  artículo  1545  dicl  Código  Civil. 

Ba  cuanto  ala  trasgresión  del  artículo  1464 
di^l  mismo  Código,  se  alega  que  no  hay  ley  que 
autorice  la  nulidad  de  la  venta  de  una  casa 
porque  existe  prohibición  judicial  de  gravarla 
ó  enajenada,  prohibición  mucho  menos  eficaz 
cuando^  como.  €0  «I  ca^o  del  pleito,  existe  ocul- 


ta en  svi  expediente  y  ^o  hay  testimonio  ¿ 
ella  en  el  Registro  del  Conservador  de  ^íoa 
Raices. 

Advierte  después  el  recurrente  que  lame'.; . 
conservativa  sólo  fu^  anotada  en  el  regic 
y,  por  no  haberse  convertido  en  inscripci': 
los  dos  meses  de  su  fecha,  caducó,  segilr . 
prescrito  por  el  artículo  15  del  Reglan-?:' 
del  Registro  Conservatorio  de  Bienes  Rauti 

El  número  2?  del  artículo  1464  que  snp  : : 
violado  los  recurrentes  dispone  quehajo'::: 
ilícito  en  la  enajenación  de  las  cosas  cmkr.y 
das  por  decreto  judicial,  pero  no  en  aqac.4. 
que  únicamente  se  prohibe  enajenar  ó  gravr 
En  sentir  de  esta  misma  parte,  son  hiei:  J- 
tintos  los  vocablos  embargo  y  prohibiciú::  c 
su  alcance,  en  sus  inmediatos  efectos,  er  <^ 
procedimientos  materiales  que  losacompai- 
y  en  los  motivos  que  generan  su  cxistenv: 
No  se  puede  sostener  que  el  embargo  de  - 
bien  mueble  ó  inmueble  sea  en  los  étcm  tt^ 
les  que  produce,  igual  al  decreto  judicial  ;^ 
prohibe  su  enajenación  ó  gravamen. 

De  la  errada  interpretación  que  atribuye  t 
fallo  que  se  impugna  á  la  palabra  embar:? 
deducen  los  recurrentes  la  contravencior.  ? 
los  artículos  19,  20  y  23  del  Código  Civiks 
establecen  reglas  referentes  á  la  interpreta 
ción  de  las  leyes. 

Conferido  traslado  á  la  parte  recurrida  f 
escrito  que  contiene  esas  alegaciones,  secí:- 
so  al  recurso  y  pide  que  sea  desechado.  Af 
yase  para  ello  en  que  los  razonamientos  r 
que  se  fundan  los  recurrentes  son  visibl^íí''- 
te  especiosos.  Así  la  infracción  del  artu: 
1545  del  Código  Ci\nl  es  inadmisible,  p^r; 
el  litigio  no  se  ha  seguido  entre  el  vendfJur 
ios  compradores.  Igual  afirmación  baíle- 
lo que  toca  al  quebrantamiento  del  artí*:- 
1464,  pues  embargo  equivale  á  probibu" 
de  enajenar  y  gravar.  Esta  es  la  verda-^ef' 
significación  de  la  voz  embargo.  Contínn:^- 
el  mismo  Código  al  decir  en  su  artículo' 
que  la  acción  reivindicatoria  se  extieDü^^ 
embargo  ea  manos  de  terceros  de  lo  quf  t' 
éste  se  deba  copio  precio  ó  permuta  ¿^ 
dor  que  enajenó  la  cosa. 

Aduce  además  el  recurrido  que  vendedor; 
compradores  procedieron  á  c^lebr^r  el  con- 
trato de  cuya  ineficacia  se  trata,  á  sabicow»» 
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e  la.  prohibición  de  gravar  y  enajenar  y  de 
ue  se  hallaba  esta  medida  anotada  en  el  Re- 
istro  del  Conservador. 
En  cuanto  á  los  artículos  19,  20  y  23,  se 
bstiene  la  misma  parte  de  analizar  las  in- 
•acciones  que  se  suponen  en  ellas  cometidas 
or  no  expresarse  en  qué  consisten  esas  in- 
'a.cciones. 

La  Corte: 

Considerando: 

1*'  Que  no  aparece  infringido  el  artículo 
545  del  Código  Civil  en  el  pronunciamiento 
ie  la  sentencia  recurrida,  porque  el  Tribunal 
le  la  causa  nada  ha  estatuido  en  contra  de 
ste  precepto,  sino  que  lia  declarado  la  nuli- 
lad  de  la  enajenación  por  estimar  que  se  ha 
Jtocedido  á  ésta  contraviniéndose  al  artículo 
1464  del  mismo  Código;  y  en  consecuencia, 
estimando  que  ha  existido  causa  legal  de  nu- 
lidad, ha  reconocido  el  precepto  de  aquel  ar- 
tículo que  señala  este  caso  como  antecedente 
bastante  para  invalidar  los  contratos; 

2^  Que  en  orden  á  la  infracción  de  los  ar- 
tículos 1464,  19  y  23  del  expresado  Código, 
consta  de  la  sentencia  que  en  juicio  seguido 
por  los  cónyuges  doña  Regina  Molina  y  don 
Julio  Jeanront  sobre  alimentos,  se  prohibió 
judicialmente  á  este  último   enajenar  ó  gra- 
var la  casa  de  cuya  enajenación  se  trata;  que 
vigente  y  notificada  la  prohibición,  fué  sin  em- 
bargo vendida  á  don  César  Vannini  y  á  don 
Ernesto  Jeanront,  y  que  cuando  se  expidió 
ese  decreto  no  estaba  en  vigor  el  Código  de 
Procedimiento  Civil,  que  exige  la  inscripción 
de  las  resoluciones  judiciales  sobre  prohibicio- 
nes de  enajenar  ó  gravar  los  bienes  raíces 
para  que  produzcan  efectos  contra  terceros 
contratantes; 

3*^  Que  según  el  artículo  1464  que  cita  la 
sentencia,  hay  objeto  ilícito  en  la  enajenación 
de  las  cosas  embargadas  por  decreto  judicial, 
á.  menos  que  el  juez  lo  autorice  ó  el  acreedor 
consienta  en  ello;  y  conforme  á  los  artículos 
.  1445  y  1682,  el  acto  jurídico  celebrado  con 
objeto  ilícito  es  nulo  de  nulidad  absoluta; 

4»^  Que  la  expresión  "cosas  embargadas'* 
que  emplea  ese  artículo  comprende  los  bienes 
detenidos,  impeáidos,  retenidos,  eu  virtud  de 


mandamientos  de  Jaez  competente,  ya  que  el 
legislador  no  ha  definido  el  significado  de  di- 
cha expresión,  por  lo  cual  hay  que  darle  el  na- 
tural y  obvio  según  el  uso  general,  conforme 
á  la  regla  de  interpretación  que  señala  el  ar- 
tículo 20  del  mismo  Código; 

5***  Que  no  necesitando  en  esa  fecha  ser  ins- 
crita en  el  Registro  del  Conservador  de  Bienes 
Raíces  la  medida  preventiva  de  que  se  trata, 
no  hay  para  qué  hacerse  cargo  de  las  obser- 
vaciones que  se  hacen  en  el  recurso  con  arre- 
glo al  artículo  15  del  reglamento  de  esta  ins- 
titución, sobre  la  caducidad  ó  no  caducidad  de 
la  inscripción  que  se  efectuó;  y 

6^  Que  por  lo  tanto,  al  declarar  la  Corte 
que  hubo  objeto  ilícito  en  la  enajenación  de 
la  propiedad  en  referencia,  de  conformidad 
con  lo  dispuesto  expresamente  en  el  número 
3^  del  artículo  1464  del  Código  Civil,  ha  dado 
correcta  aplicación  á  este  precepto  legal  y  á 
los  demás  que  se  dicen  infringidos. 

Vistos  los  artículos  960  y  979  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  se  declara  que  no  ha 
lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto,  con 
costas.  Queda  aplicada  al  Fisco  la  cantidad 
consignada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Urrutlá. 

Acordada  contra  el  voto  del  señói*  MlfaistrO 
Varas,  quien  da  lugar  al  recurso  de  casación 
por  los  fundamentos  que  consigna  en  el  libro 
de  y  otos.— Leopoldo  Urrutiu.—V.  Aguirre  V. 
—Carlos  Varas— Abel  Saavedra.—B,  Fósier 
Recabarren^—A,  Vergara  Aíbano,—L,  komi* 
lio  Mora, 


370 


SBGUNDA    PARTE. — SECCIÓN  PRIMERA 


Casación  en  la  forma  y  casación  civil, — 12  de 
noviembre  de  1904  y  19  de  janio  de  1906 

Benavente  conjunta  de  Benefícencia  de  Con- 
cepción 

Testamento;  interpretaoión;  voluntad 
del  testador;  apreciación  de  los  jue- 
ces de  la  causa.  —  Ampliación;  acla- 
ración de  demanda.  —  Causales  de 
casación.— Litis  contestación.-  Con- 
signación de  multa;  privilegio  de 
pobreza. 

Doctrina: — La  interpretación  de  las 
cláusulas  testamentarias  constituye  una 
simple  cuestión  de  hechos  que  es  privati- 
va de  los  jueces  de  la  causa. 

Aunque  la  petición  formulada  en  la  ré 
plica  sea  caliScada  de  ** ampliación  de  la 
demanda^*  por  el  demandante^  debeaten- 
derse  á  su  propio  alcance  para  aplicarle 
los  principios  del  cuasi'Contrato  de  litis 
contestación  y  estimarla  como  una  simple 
aclaración  del  sentido  atribuido  por  el 
demandante  á  su  demanda,  si  ella  no 
importa  una  cuestión  nueva  ó  sin  rela- 
ción con  las  peticiones  de  la  demanda. 

Cumple  con  la  ley  la  sentencia  que  con- 
tiene ¡os  fundamentos  de  las  resoluciones 
aunque  ellos  pudieran  no  guardar  con- 
gruencia con  la  cuestión  debatida. 

El  recurso  de  casación  en  la  forma  debe 
fundarse  expresamente  en  alguna  de  las 
causas  taxativamente  enumeradas  en  el 
articulo  941  del  Código  de  Procedimien- 
to Civil. 

El  Código  de  Procedimiento  Civil  no 
ha  derogado  la  ley  de  24  de  Julio  de 
1834  que  prescribe  que  los  hospitales  y 
establecimientos  públicos  de  beneñceneia 
establecidos  con  la  autoridad  del  Gobier- 
no deben  ser  considerados  como  menores 
y  pobres  de  solemnidad  en  cuanto  á  los 
derechos  y  privilegios  que  las  leyes  con- 


ceden  á  esta  clase  de  personas;  y  gon: 
del  privilegio  de  litigar  como  pobrts 
sin  necesidad  de  obtener  la  declaran: 
judicial  de  que  habla  el  articulo  134  i. 
mismo  Código, 


Don  Juan  José  Manzano  dispuso  en  la  cV 
sula  7*  de  su  testamento  de  3  de  mar- 
1847:  **Declaro  que  al  niño  Guillenno  ledp* 
la  preferencia  del  arriendo  de  la  hacienda  Cv- 
pin,  cuando  la  posea  el  Hospital,  porxTL' 
mi  voluntad,  que  cuantas  veces  quiera  bís: 
de  este  privilegio,  el  Hospital  tendrá  qae a- 
derle  el  expresado  arriendo  por  lo  que  rtr 
diere,  todo  lo  que  se  entenderá  pasandc  í: 
$  500  para  arriba,  cuya  gracia  será  pcrsor- 
7  por  sólo  sus  días." 

Posteriormente,  en  codicilo  de  27  de  ocir 
bre  del  mismo  año,  agregó: 

"(3*?)  Declara  que,  en  el  arriendo  de  su  ti- 
cienda  Coipin,  le  deja  preferencia  á  don  Ped: 
Benavente  y  Carvajal  lo  mismo  que  á  los  ir- 
más  que  deja  en  su  testamento,  lo  que  decla- 
ra para  que  conste." 

A  virtud  de  las  disposiciones  trascnta». 
la  Junta  de  Benefícencia  de  Concepción  ha  & 
tado  celebrando  con  don  Pedro  Benavente j 
Carvajal  diversos  contratos  de  arrendamic- 
tos  del  fundo  Coipin,  siendo  el  último  el  q-í 

■ 

relaciona  la  escritura  de  fecha  25  de  nove'' 
bre  de  1899,  que  prorrogó  por  ocho  años " 
contar  desde  marzo  de  1894  el  término  ¿f 
arriendo  anterior,  mediante  ciertas  báseseos 
venidas  con  el  arrendatario  y  aprobadas  p^' 
el  Supremo  Gobierno,  entre  las  cuales  se  es:- 
pula  la  fijación  de  un  canon  anual  de  $  2fl*'. 
j  la  obligación  de  qecutar  ciertas  mejora* 
impuestas  al  primero. 

Ese  contrato  expiró  en  marzo  de  1902. 

Tratando  de  arrendar  nuevamente  el  p 
dio,  la  Junta  hizo  publicar  en  un  diario  el  a^i- 
so  en  el  que  fija  día  para  el  remate  del  amff 
do,  cuya  duración  sería  de  cuatro  años*  y 
fija  el  canon  de  $  5,000  como  mínimata  p^^^ 
las  posturas.  En  una  nota  al  pié  se  \i^^^ 
que  el  señor  Pedro  J.  Benavente,  por  dispon' 
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n  testamentaria  del  legatario  del  fundo, 
ae  preferencia  en  igual  precio  por  lo  que 
o  ofreciere  en  la  subasta. 
^on  motivo  de  la  publicación  de  ese  aviso, 
n  Pedro  Benavente  impugna  la  fijación  del 
:ion.  aludido  y  solicita  se  declare:  que  la 
nta  de  Beneficencia  no  tiene  derecho  para 
car  á.  remate  el  fundo  Coipin  por  un  míni- 
:i£ii  designado  á  su  arbitrio,  y  que  la  subas- 
del>e  empezar  por  el  mínimum  de  $  500 
ado  en  el  testamento. 

En  el  tercer  otrosí  solicitó  el  demandante 
suspensión  del  remate  hasta  la  termina- 
ba del  juicio,  bajo  su  responsabilidad,  pe- 
jíón  que  fué  acogida  por  el  juzgado,  y 
>nfírmada  por  la  Corte  de  Apelaciones  de 
o  acepción. 

Lra  Junta  de  Beneficencia,  contestando,  sos- 
ene  que  la  subasta  no  debe  empezar  forzó— 
amenté  por  la  cantidad  de  $  500,  como  lo 
retende  el  demandante,  sino  que  la  preferen- 
ia  establecida  por  el  testador  es  para  el  caso 
[ue  el  arriendo  exceda  de  $  500,  en  cuyo  even- 
:o  debe  ser  preferido  por  lo  que  otro  diere:  y 
isí  ha  sido  la  interpretación  práctica  que  han 
lado  á  esta  cláusula  la  Junta  de  Benefícen- 
:ia  y  el  mismo  demandante. 

La  única  condición  impuesta  por  el  testa, 
dor  es  laque  sea  preferido  el  demandante  por 
lo  que  otro  diere  sobre  el  canon  que  pase  de 
$  500. 

La  exactitud  de  esta  manera  de  entender  la 
cláusula,  está  comprobada  con  el  aviso  pu- 
blicado, de  común  acuerdo,  anunciando  el  re- 
mate, que  se  agrega  á  los  autos,  así  como  por 
el  hecho  del  arrendamiento  que  ha  terminado 
el  24  de  marzo  de  1902,  en  el  que  el  señor  Be- 
navente se  obligó  á  pagar  un  canon  de  $2.000 
anuales  y  á  ejecutar  además  (como  parte  de 
canon)  mejoras  de  consideración  con  el  pro- 
pósito de  aumentar  el  valor  del  fundo,  y  con- 
siguientemente el  canon  de  arrendamiento  en 
lo  sucesivo. 

Al  mismo  tiempo  reconvino  al  señor  Bena- 
vente para  que  se  declarara  que  debe  pagarle 
los  perjuicios  irrogados  á  la  Junta  por  ha- 
ber impedido  que  se  verifique  el  remate,  con- 
servando mientras  tanto  la  tenencia  de  la 
propiedad  arrendada,  sin  perjuicio  de  los  de- 
rechos que  hará  valer  por  cuerda   separada 


para  exigir  la  entrega  de  la  propiedad  que 
se  detenta. 

En  el  escrito  de  réplica  amplía  don  Pe- 
dro Benavente  la  demanda,  á  fin  de  que  se 
declare  que  el  Hospital  de  Caridad  tiene  obli- 
gación, y  por  consiguiente  la  Junta  de  Bene- 
ficencia, de  cederle  el  arrendamiento  cuantas 
veces  él  quiera;  de  modo  que  no  es  facultativo 
en  esta  corporación  el  dar  ó  no  dar  en  arren- 
damiento el  fundo  Coipin,  ó  administrarlo 
directamente,  respetando  así  la  disposición 
del  testamento. 

Esta  obligación  de  cederle  el  arrendamien- 
to, no  tiene  otra  limitación  que  la  de  tomarlo 
por  el  precio  que  otro  ofrezca,  con  tal  que  ex- 
ceda la  oferta  de  $  500. 

Contestando  la  reconvención,  niega  que  sea 
él  quien  ha  impedido  que  se  verifique  el  re- 
mate, pues  lo  único  que  ha  hecho  es  evitar 
que  se  viole  ó  eche  en  olvido  su  situación  pri- 
vilegiada, por  lo  que  pide  se  declare  que  no 
está  obligado  á  pagar  perjuicios,  que  ni  aun 
están  determinados. 

La  Junta  de  Beneficencia,  duplicando,  sos- 
tiene que,  trabada  la  litis  en  la  forma  que  le 
han  dado  los  escritos  de  demanda  y  contes- 
tación, no  puede  variarse  de  modo  alguno  ni 
la  acción  ejercitada,  ni  la  parte  petitoria  de 
la  demanda,  si  se  atiende  á  que  el  cuasicon- 
trato de  litis  contestación  se  verificó  antes  de 
la  vigencia  del  Código  de  Procedimiento 
Civil. 

El  señor  Benavente  pidió  en  su  demanda 
que  se  declarara  que  la  Junta  de  Beneficencia 
no  tiene  derecho  para  sacar  á  remate  la  pro- 
piedad de  que  se  trata  por  un  mínimum  fijado 
á  su  arbitrio,  y  que  el  remate  debe  efectuarse 
empezando  las  posturas  por  la  cantidad  de 
$  500  establecida  por  el  testador;  mientras 
tanto,  en  la  ampliación  introducida  en  la  ré- 
plica solicita  que  se  declare  que  la  Junta  de 
Beneficencia  tiene  necesariamente  la  obliga- 
ción de  sacar  á  remate  el  fundo,  no  siendo  fa- 
cultativo el  darlo  ó  nó  en  arrendamiento  ó  en 
administrarlo  ó  nó  directamente. 

Estimando  la  Junta  que  los  documentos  que 
tiene  acompañados  en  autos,  en  que  se  estable- 
ce que  el  señor  Benavente  ha  reconocido  el 
derecho  que  tiene  la  Beneficencia  para  fijar  el 
mínimum  por  que  deben  empezar  las  postu- 
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ras,  manifiestan  implícitamente  la  improce- 
dencia de  la  acción,  concluye  pidiendo  que  no 
se  dé  lugar  á  la  demanda. 

El  juzgado  de  Concepción,  en  30  de  mayo 
de  1903,  falló: 

Teniendo  presente: 

1^  Que  la  ampliación  de  la  demanda  formu- 
lada en  la  réplica  no  importa  un  cambio  de  la 
acción  ejercitada; 

2^  Que  de  las  cláusulas  17  y  3*  de  los  tes- 
tamentos de  don  Juan  José  Manzanos  consta 
que  el  testador,  según  sus  palabras  "deja 
preferencia  á  don  Pedro  Benavente  y  Carva- 
jal del  arriendo  de  la  he  ciencia  *'Coipin" 
cuando  la  posea  el  Hospital,  por  ser  así  su 
voluntad,  que  cuantas  veces  quiera  usar  de 
este  derecho,  el  Hospital  tendrá  que  cederle  el 
expresado  arriendo  por  lo  que  otro  diere, 
todo  lo  cual  se  entenderá  pasando  de  $  500 
para  arriba.  ..." 

3^  Que  la  letra  y  el  sentido  de  esta  dispo- 
sición testamentaria  se  contrariarían  abier- 
tamente si  se  aceptara  que  la  Junta  de  Bene- 
ficencia tuviera  la  facultad  de  fíjar  6  su  arbi- 
trio el  mínimum  del  arriendo,  pues  bastaría  se- 
ñalar una  suma  alzada  que  alejara  á  los  in- 
teresados, para  frustrar  la  voluntad  del  tes- 
tador; 

4^  Que  de  los  mismos  términos  de  la  cláu- 
dula  trascrita  se  deduce  que  no  es  facultativo 
de  la  [unta  el  no  dar  en  arriendo  el  fundo 
**Coipin*',  pues  el  señor  Benavente  puede  usar 
cuántas  veces  quiera,  según  las  propias  pala- 
bras del  testador,  del  derecho  de  tomarlo  en 
arriendo  por  lo  mismo  que  otro*diere; 

5*  Que  en  vista  de  lo  anteriormente  expues- 
to la  reconvención  no  procede,  siendo  además 
de  advertir  que  no  han  sido  determinados  los 
perjuicios  á  que  ella  se  refiere. 

Por  estos  fundamentos  v  conforme  á  lo  dis- 
puesto  en  los  artículos  1698  y  1069  del  Códi. 
go  Civil,  se  declara:  que  ha  lugar  á  lo  pedido 
en  la  demanda  y  en  su  ampliación.  No  ha 
lugar  á  la  reconvención  ni  á  las  demás  peti- 
ciones de  las  partes. 

El  demandante  es  agricultor  de  oficio,  y  su 
domicilio  esta  ciudad.. El  representante  de  la 
Honorable  Junta   de    Beneficencia   tiene    su 

domicilio  en  esta  ciudad,  Aníbal  Pinto  84 

/.  /.  Lamas, 


La  Corte  de  Apelaciones: 

Concepción,  7  de  julio  de  1904.-Sec(r-f| 
ma  la  sentencia  apelada  de  30  de  majo 
año  último. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Mia:<r 
Cruz,  quien  estuvo  por  revocar  la  mcnd.Lr 
da  sentencia,  desechándola  demanda  t  ce 
do  lugar  á  la  reconvención,  en  virtud  ííe* 
fundamentos  que  consigna  en  el  libro  re«pf. 
tivo.— Juan  N.  Parga.^Exequtel  Figucr^i- 
Luís  Darío  Cruz. 

Contra  esta  sentencia  interpuso  la  Jen 
de  Beneficencia  los  recursos  de  casación f:: 
forma  y  en  el  fondo  y  formalizando  elprr- 
ro  dice  que  la  sentencia  de  primera  inst?:;; 
ha  sido  confirmada  lisa  y  llanamente  pn: . 
Corte  de  Concepción,  y  que  esta  última  sr 
tencia  no  consigna  las  consideraciones  de> 
cho  ó  de  derecho  en  que  se  funda,  ni  er 
cia  las  leyes  ni  los  principios  de  equidad  , '. 
han  servido  de  fundamento  para  el  fallo,  r  • 
lándose  así  los  números  á-^iS^deí  artí^: 
193  del  Código  de  Procedimiento  Civil 

Así  se  ve  que  fallando  la  reconvendón«  * 
dice:  **Que  envista  de  lo  anteriormeotc  ex- 
puesto la   reconvención  no   procede,  siec 
además  de  advertir  que  no  han  sido  detcrr 
nados  los  perjuicios  á  que  ella  se  refiere  . 

Los  fundamentos  mencionados  toman  fi 
consideración  únicamente  las  pcticion«  3^ 
chas  en  la  demanda  y  en  la  ampliación. q:3f< 
refieren  solo  á  la  interpretación  que  ^^' 
la  disposición  testamentaria,  en  relaciócc:* 
las  peticiones  del  demandante,  matena  n-. 
distinta  á  la  que  es  objeto  de  la  reconreno^ 
y  medida  decretada. 

Se  comprende  que  con  esos  fimdafflff'' 
haya  podido  darse  lugar  á  la  demanda,  ^• 
no  se  comprende  que  los  fundamentos  dt(^ 
resolución  puedan  servir  de  base  para«* 
char  la  reconvención  y  declarar  qaeef  dífoí-' 
dante  tiene  derecho  para  conservar  la  tw^- 
cia  de  la  propiedad,  sin  abonar  perjowo'' 
dueño  ó  una  indemnización  cualqtnerftp^-^' 
usufructo  de  esa  propiedad  después  i^^^'' 
nado,  más  de  dos  años,  el  contrato  deanff 
damiento,  derecho  que  está  reconocido  po^^' 
mismo  señor  Benavente. 

Pero  no  sólo  no  se  expresan  las  coflfl*'** 
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»nea  de  becho  y  de  derecho  que  haya  tenido 
Corte  de  Concepción  para  no  dar  lugar  á 
reconvención,  sino  que  afirma  que  no  han 
lo  determinados  los  perjuicios,  considera- 
m  inaceptable,  que  no  se  ajusta  al  precepto 
1  artículo  196  del  Código  de  Procedimiento 
vil,  puesto  que,  en  el  caso  que  no  se  hubiera 
igado  sobre  la  especie  y  monto  de  los  per- 
icios,  el  Tribunal  debe  reservar  á  las  partes 
derecho  de  discutir  estas  cuestiones  en  la 
ícución  del  fallo  ó  en  otro  juicio  diverso. 
El  Tribunal  sentenciador  ha  infringido  la 
sposición  legal  citada,  á  pesar  del  dictamen 
íl  señor  Fiscal  que  opinó  en  el  sentido  de 
andar  pagar  los  perjuicios. 
La  sentencia  recurrida  ha  infringido  las  dis- 
osicionesdelosnumeros,4.*?y  5.*?  del  artículo 
93,  el  196  y  941  número  5."  del  Código  de 
'rocedimiento  Civil,  infracciones  que  han  in- 
uido  en  lo  dispositivo  de  la  sentencia. 
También  ha  infringido  la  sentencia  las  dis- 
osiciones  de  los  artículos  167,  el  número  6.^ 
el  articulo  193  v  el  número  4.*?  del  artículo 
'41  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  al  dar 
ugar  á  lo  pedido  en  la  ampliación  de  la  de- 
nanda,  después  de  trabada  la  litis. 

Son  expresas  las  disposiciones  legales  que 
lisponen  que  no  es  valedera  la  sentencia  que 
resuelve  cuestiones  no  foi  muladas  en  la  de- 
manda en  conformidad  á  las  leyes  1.*,  2.*  y 
3.*  del  libro  11  de  la  Novísima  Recopilación, 
leyes  12  y  16,  título  22  de  la  partida  3.»  y 
artículo  258  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 
ril. 

En  la  demanda  se  ha  pedido  que  se  declare 
que  la  Junta  de  Beneficencia  no  tiene  derecho 
para  sacar  á  remate  el  fundo  de  que  se  trata 
por  un  mínimum  fijado  á  su  arbitrio,  sino  que 
el  remate  debe  efectuarse  empezando  las  pos- 
turas por  la  cantidad  de  $  500  fijados  por  el 
testador. 

Y  después  de  contestada  la  demanda  el  se- 
ñor Benavente  la  amplió,  sosteniendo  que  la 
Junta  de  Beneficencia  tiene  la  obligación  de 
sacar  á  remate  el  arriendo  y  cederlo  por  loque 
otro  diere,  siempre  que  la  oferta  exceda  de 
$  500,  no  siendo  facultativo  en  ella  el  dar  ó 
íi6  en  arriendo  el  fundo  ó  el  administrarlo  ó 
nó  directamente. 

^i  pretendiéndose  autorizado  el  señor  Bena- 


vente por  los  fundamentos  de  du  ámpliádófai 
ha  retenido  sin  derecho  la  tenencia  del  fundó, 
utilizando  sus  productos. 

Mandados  traer  los  autos  en  relación  sbbre 
el  recurso  de  casación  en  la  forma,  el  procura- 
dor de  don  Pedro  Benavente  antes  de  la  vistd 
de  la  causa  pidió  se  decíate  improcedente  el 
recurso,  por  no  haber  hecho  la  Junta  de  Belie* 
ficencia  la  consignación  en  arcas  fiscales  or* 
denada  por  la  lei  al  entablar  estos  recursos, 
pues  cree  que  de  la  concordancia  de  los  artículos 
134,  26  y  final  del  Código  de  Procedimiento 
Civil  se  desprende  lógicamente  la  derogación 
de  todos  los  preceptos  legales  que  se  otorgan 
á  ciertas  corporaciones,  éntrelas  cuales  están 
enumeradas  las  Juntas  de  Beneficencia. 

La  Oorte: 

:  Considerando,  que  los  artículos  134  y  26 
citados  han  tenido  por  objeto  establecer  la 
regla  general  que  los  litigantes^están  obliga- 
dos á  pagar  las  costas  que  originen  y  la  ma- 
nera de  obtener  el  privilegio  de  litigar  pof 
pobre  cuando  reúnan  las  condiciones  requeri- 
das para  ello. 

Que  el  artículo  973  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil  dispone  que  loa  litigante^  que 
gozan  de  privilegio  de  pobreza  no  eátán  obli- 
gados á  hacer  consignación  alguna  para  in- 
terponer los  recursos  de  casación. 

Que  la  lei  de  24  de  Julio  de  1834  prescHbe 
que  los  hospitales  i  establecimientos  públicos 
de  beneficencia  establecidos  con  la  autoridad 
del  Gobierno  deben  ser  considerado^  cómo 
menores  i  pobres  de  solemnidad  eh  cuanto  á 
los  derechos  y  privilegios  que  las  leyes  conce- 
den á  esta  clase  de  personas,  y  gozan  por  tatito 
del  privilegio  de  litigar  como  pobres,  sin  nece- 
sidad de  obtener  la  declaración  ftidicidl  á  qtte 
se  refiere  el  artículo  134  de  ese  Código. 

Que  el  artículo  final  del  mismo  Código,  al 
declarar  derogadas  las  leyes  preexistetíteá  áro- 
bre  las  materias  que  en  él  íe  tratfitn,  fio  ha 
podido  comprender  la  de  24  de  JttHor  ñé  1834, 
por  no  ser  la  materia  de  esta  ley  dbjctó  de 
sus  disposiciones. 

Considerando  en  cnanto  &  la  cuestión  pro- 
movida por  la  Junta  de  Beneficencia,  sobre  si 
la  ampliación  de  la  demanda  hnpof  tá  vtñá  fle- 
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manda  distinta  y  si  ha  podido  interponerse 
después  de  producido  el  cuasi  contrato  de  litis 
contestación  por  la  contestación  á  la  deman- 
da: que  la  llamada  ampliación  por  el  deman- 
dante no  es  una  cuestión  nueva  sin  relación 
con  la  petición  de  la  demanda,  sino  que  es 
consecuencia  de  la  misma  demanda  i  puede 
estimarse  como  aclaración  del  alcance  que  el 
demandante  atribuye  á  su  acción,  por  lo  que 
es  innecesario  averiguar  si  son  ó  no  aplicables 
las  disposiciones  legales  citadas  por  la  Junta 
de  Beneficencia  en  el  caso  de  faltarse  al  cuasi- 
contrato de  litis-contestación. 

Considerando,  respecto  á  la  causal  alegada 
por  infracción  del  artículo  941  número  5.^  i 
números  4.°  i  5.^  del  artículo  193  del  Código 
d- Procedimiento  Civil  al  fallar  la  reconven- 
ción: que  la  sentencia  dio  por  fundamentos  de 
su  resolución  los  que  estimó  de  derecho  para 
fallar  la  demanda,  y  si  bien  esos  fundamentos 
no  guardan  congruencia,  á  juicio  del  recurren- 
te, eon  la  cuestión  que  se  trataba  de  resolver, 
fueron  esos  los  motivos  que  decidieron  al  tri- 
bunal sentenciador  para  pronunciar  su  fallo, 
con  lo  cual  dio  cumplimiento  á  la  disposición 
de  los  números  4.*=*  y  5.*?  del  artículo  193. 

Considerando,  respecto  á  la  causal  por  in- 
fracción del  artículo  196  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil,  alegado  como  motivo  de 
casación  en  la  forma:  que  para  aceptar  un  re- 
curso de  casación  de  esta  clase  es  menester 
que  se  haya  fundado  expresamente  en  algu- 
na de  las  causas  taxativamente  enumeradas 
en  el  artículo  941,  por  lo  que  no  estando  la 
infracción  de  las  disposiciones  del  artículo  196 
entre  los  motivos  de  casación  en  la  forma,  no 
es  posible  dar  cabida  al  recurso  fundado  en 
esta  causal. 

Considerando,  respecto  á  la  causal  de  ha- 
berse infringido  las  disposiciones  de  los  ar- 
tículos 167  y  193  número  6.^  y  941  número 
4.^  del  Código  de  Procedimiento  Civil:  que 
para  que  pudieran  considerarse  infringidas 
las  disposiciones  del  artículo  167  sería  menes- 
ter que  la  sentencia  no  se  hubiera  dado  con- 
forme al  mérito  del  proceso,  ó  se  hubiera  ex- 
tendido á  puntos  no  sometidos  expresamente 
á  juicio  por  las  partes,  circunstancias  que  no 
concurren  en  el  caso  actual,  en  que  la  senten- 
cia ha  recaído  sobre  cuestiones  propuestas  y 


tratadas  por  las  partes,  por  lo  que,  coai..^ 
ra  que  sea  el  fallo,  no  puede  ser  motivo  ::> 
sación. 

Que  habiéndose  limitado  la  sentencia  '  5 
solver  las  cuestiones  discutidas  en  el  píe::-. 
que  quedaron  sometidas  á  su  resoludós.  ^ 
extenderse  á  puntos  que  no  habían  sido  la- 
tería del  juicio,  no  ha  infringido  tampoc:>  _ 
disposiciones  de  los  artículos  941  aámerct 
y  193  número  6.^. 

En  mérito  de  estos  fundamentos  y  disptx 
ciones  legales  citadas,  se  declara  inadn^l. 
el  recurso  de  casación  en  la  forma  inten^s- 
ta,  sin  costas  por  gozar  la  Junta  de  Bcndx- 
cia  del  privilegio  de  pobreza. 

Pase  al  Tribunal  Pleno  para  la  resol-., 
del  recurso  de  casación  en  el  fondo. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  I'a!r- 
Guzmán.— Gabriel  Gaete.—José  Alfonso- 
Gabriel  Palma  Guzmán.— Leoncio  Roárípit: 
—Carlos  Varas. 

Formalizando  el  representante  déla Jor. 
de  Beneficencia  el  recurso  de  casación  en  í:-: 
do  interpuesto  contra  la  misma  sen  trac: 
expone  que  ella**ha  infringido  el  artículo]"' 
del  Código  Civil  en  cuanto  á  la  errónea  ínter 
pretación  dada  á  la  cláusula  testamenur. 
de  que  se  trata,  consignada  en  el  testamet 
de  don  Juan  J.  Manzano";  y  para  sostcQifí' 
así  se  apoya  principalmente  en  los  consiof 
raaciones  que  siguen. 

La  voluntad  del  testador  está  daramca- 
manifestada;  no  ha  fijado  un  mmiman  par- 
el  arriendo,  sino  un  máximun  únicamect: 
para  que,  excediendo  de  él,  pueda  gozar  c 
señor  Benavente  del  derecho  que  Icconfícit:' 
ser  preferido  por  lo  que  otro  diere,  sicop* 
que  el  canon  anual  suba  de  $  500. 

No  habiendo  lijado  mínimunel  testador:. 
ra  que  comenzaran  las  posturas,  sino  ud  r. 
ximum  para  la  preferencia  acordada  al  scdc: 
Benavente,  solo  el  dueño  ó  arrendador  pue-^ 
fijar  las  bases  para  el  arriendo,  en  confonr- 
dad*  también  á  los  supremos  decretos  de  .* 
de  noviembre  de  1846  y  de  27  de  «xr- 
de  1886. 

Por  otra  parte,  se  han  violado  las  reglas 
interpretación  de  los  contratos,  que  son  af ; 
cables  á  la  inteligencia  y  efecto  de  las  o^-f 
siciones  testamentarias»  y  esa  riolaaón  ^ 
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listido  en  que  no  se  ha  tomado  en  cuenta 
ipHcación  práctica  que  desde  hace  más 
einte  a.ños  las  dos  partes  han  dado  á  las 
osiciones  testamentarias  de  que  se  trata, 
I  mismo  sentido  en  que  acaban  de  preFen- 
le,  según  se  ha  comprobado  en  autos  con 
rumen  tos  públicos. 

i  es  efectivo  que  en  materia  de  apreciación 
a  prueba  los  tribunales  de  la  causa  son  los 
eos  llamados  á  pronunciarse  con  absoluta 
rtad,  puede,  sin  embargo,  casarse  una  sen- 
cia  en  que  la  aplicación  del  derecho  no  se 
sta  á  los  hechos  que  le  sirven  de  fundamen- 
como  sucede  en  el  presente  caso. 
lo  es  sostenible  que  la  casación  en  el  fondo 
haya  limitado  á  la  infracción  de  una  ley 
jresa;  sino  que  debe  creerse  que  es  proce- 
ite  la  causal  del  error  de  hecho  en  la  apre- 
Lción;  si  este  error  resulta  de  documentos 
ictos  auténticos  en  relación  con  el  error  de 
recho. 

Bn  este  sentido  se  ha  pronunciado  ya  una 
atencia  de  casación,  en  la  cual  figura  ua 
nsiderando  dirigido  á  establecer  que  **para 
scutir  y  resolver  la  cuestión  de  derecho  que 
vuelve  todo  recurso  de  casación  en  el  fondo, 
único  posible  de  ventilar  es  si  la  aplicación 
íl  derecho  se  ajusta  ó  no  á  los  hechos  que 
rven  de  fundamento  y  consigna  como  ciertos 
fallo  impugnado'\ 

Según  esto,  no  es  posible  desentenderse  del 
ícho  comprobado  en  autos  respecto  de  la  in- 
írpretación  práctica  que  las  partes  han  dado 
la  disposición  testamentaria  de  que  se  tra- 
%t  afianzando  así  la  regla  consignada  en  el 
rtículo  1069  del  Código  Civil,  regla  que  se 
a  contrariado  con  influencia  sustancial  en  el 
ülo  de  esta  causa. 

Por  fin,  procede  la  casación  por  haberse  in- 
ringido  los  artículos  258,  167  y  número  6^ 
leí  193  del  Código  de  Procedimiento  Civil. 
Bl  escrito  de  fundación  del  recurso  no  hace 
nás  que  reproducir  estas  mismas  alegaciones. 
La  parte  recurrida  ha  solicitado  se  niegue 
ugar  al  recurso  en  virtud  de  que  no  existen 
n  la  sentencia  las  infracciones  legales  indica- 
las  por  el  recurrente. 

En  cuanto  á  la  del  artículo  1069  del  Código 
^ivil,  que  da  fuerza  sobre  todas  las  reglas  de 
interpretación  de  las  disposiciones  testamen- 


tarias á  la  voluntad  del  testador  claramente 
manifestada,  es  de  toda  evidencia  que  no  ha 
podido  existir  tal  infracción  desde  que  al  tri- 
bunal sentenciador  incumbe  privativamente 
pronunciarse  sobre  cuál  fué  la  voluntad  del 
testador  en  el  legado  relativo  al  fundo  "Coi- 
pin'*,  voluntad  que  una  de  las  partes  ve  de  un 
lado  y  la  otra  del  opuesto  en  la  presente  con- 
tienda. 

Esta  es,  así,  una  cuestión  puramente  de  he- 
cho, y  no  una  de  derecho  en  que  los  tribuna- 
les de  la  causa  hubieran  podido  errar  si  se 
hubieran  pronunciado  sobre  el  sentido  ó  va- 
lor jurídico  de  la  disposición  testamentaria. 

En  cuanto  á  la  inffacción  de  los  artículos 
258,  167  y  número  6'  del  193  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  declara  el  recurrido  que 
el  recurrente  no  ha  expresado  en  qué  con- 
siste dicha  infracción;  pero  que  basta  leer  esos 
artículos  para  comprender  que  la  cita  que  ha- 
ce de  ellos  el  contendor  carece  de  objeto  serio, 
pues  nada  tienen  que  ver  con  el  caso  de  que  se 
trata  en  este  juicio. 

La  Co^te: 

Considerando: 

1*^  Que  la  sentencia  reclamada  ha  recaído 
en  un  juicio  sobre  inteligencia  y  aplicación  de 
las  disposiciones  testamentarias  de  don  Juan 
J.  Manzano  relativas  al  arrendamiento  del 
fundo  "Coipín",  determinando  dicha  senten- 
cia, en  vista  de  las  cláusulas  testamentarias 
respectivas,  de  la  discusión  de  las  partes  y  de 
los  demás  antecedentes  de  autos,  cual  fué  la  vo- 
luntad del  testador  acerca  del  arrendamien- 
to de  aquel  fundo,  y,  en  consecuencia,  el  sen 
tido  verdadero  de  la  aludida  disposición; 

2^  Que  la  interpretación  de  tales  cláusulas 
testamentarias,  tal  como  la  han  fijado  los 
tribunales  de  la  causa  en  ejercicio  de  sus  fa- 
cultades privativas  constituye  una  simple 
cuestión  de  hecho,  en  cuyo  fallo  no  aparece 
tampoco  que  se  haya  violado  el  precepto  del 
artículo  1069  del  Código  Civil,  invocado 
como  infringido  por  el  recurrente;  y 

3^  Que  en  este  recurso  no  se  ha  indicado 
siquiera  y  menos  determinado,  con  arreglo  á 
al  artículo  945  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  cuales  son  los  vicios  ó  defectos  de  la 
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seiiteñdá  ihipügnada  que  resultan  de  las  ic 
fracciones  de  los  Artículos  258, 167  y  núme- 
ro 6^  del  193  de  dicho  Código,  ya  alegados 
y  fallados  eh  lo  relativo  al  recurso  de  forma. 

Visto  también  lo  prevenido  en  los  artículos 
950,  número  3'  y  973  del  Código  citado,  se 
desecha  el  presente  recurso,  sin  lugar  á  cos- 
tas ni  aplicación  de  multa  por  gozar  del  pri- 
vilegio de  pobreza  la  Junta  recurrente. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Aguirre 

Vargas Leopoldo   ürrutia Galvaríno  Ga- 

Uardo.^Gabriel  Gaete.—  V,  Aguirre  V,—Ahe 
Saavedra.^E.  Fóster  Recabnrren.— Eduardo 
Castillo. 


Cas,'civ,—8  de  junio  de  1906 
Contreras  con  Coudeu 

OaBaolón  en  el  fondo — Asooiaolón  ó 
cuentas  en  participación.— Privile- 
gio exclusivo.— Oosa  Juzgada.— So 
dedad;  incorporación  de  un  terce- 
ro.-Libros  de  comercio;  prueba- 
Apreciación  de  los  hechos. 

Doctrina: — El  recurso  de  casación  en 
el  fondo  sólo  procede  contra  ¡as  senten- 
cias inapelables  de  las  Cortes  de  Apela- 
ciones ó  contra  las  pronunciadas  por 
fuetes  árbiiiros  de  segunda  instancia  que 
conocen  en  negocios  dé  la  competencia 
de  aquellas. 

Resuelto  por  sentencia  de  término  que 
la  propiedad  de  un  pririlegió  exclusivo 
pettéiíecé  á  dos  ptrsohas  y  que  les  co- 
rrespoiidetí  por  ttiitad  lo$  betíefícios  de 
la  explotación  del  invento^  sin  que  pue- 
dan afectar  á  una  de  ellas  los  actos  por 
los  cuales  la  otra  ha  encomendado  esa  ex- 
plotación á  la  sociedad  comercial  de  que 
essociOf  tal  resaltícióií produce  cosajtiZ' 


gada  en  el  juicio  de  liquidación  arifí-:| 
de  la  asociación  ó  cuerrtas  en  parúrr  • 
ción  que  ex  istia  entre  los  inventora 

Un  asociado  en  participación,  lo  m>zt 
que  un  socio,  no  puede  introducir  ¿ 
tercero  á  la  asociación;  pero  puede  a 
ciárselo  á  sí  mismo. 

Aunque  los  libros  de  comercio  rc^lv 
mente   llevados   constituyen  un  rrc 
de  prueba  en  los  juicios  que  loscocr 
ciantes  siguen  entre  sí,   este  medio  : 
obsta  á  la  presentación  de  otros  roe:  - 
probatorios  reconocidos  también  pf^r'-i 
ley,  ni  impiden,  por  consiguiente,  tic* 
cicio  de  la  facultad  que  tiene  el  tnhr: 
sentenciador  de  apreciar  el  mérito  ^c 
batorio  (Je  todos  ellos.  La  anotaciór.  y 
partidas  de  gastos  en  los  libros,  sih*: 
da  fé  del  hecho  de  haberse  efectuado  :? 
les  gastos,  no  excluye  que  pueda  juzp' 
se  sobre  su  legalidad  ó  si  corresponden 
la  naturaleza  del  negocio  ó  guardan  pr 
porción  con  el  servicio  ú  objeto  á  qvte^ 
suponen  destinados.  Las  resolaciooes  cr 
los  jueces  de  la  causa  sobre  estos  respe: 
tos  escapan  á  la  censura  de  la  Corte  y 
Casación,  pues  establecen  hechos  de  1: 
causa  que  deben  servir  de  base  necesaru 
al  fallo. 


Por  sentencia  expedida  por  el  5.' jazgadoK 
lo  Civil  de  está  ciudad,  con  fecha  29  de  i^r'- 
de  1900,  confirmada  por  la  lltma.  Cone  '< 
Apelaciones  con  fecha  15  de  Noviembre  i-- 
mismo  año,  se  di6  lugar  á  la  demanda  ^^ 
movida  por  don  Luis  Contref as  contra  de: 
Alejandro  Coudeu  Camalez. 

La  demanda  en  que  recayó  la  sentencia  ^^r- 
parte  dispositiva  queda  relacionada,  tó  *• 
ducida  por  el  señor  Contreras  con  el  obj«toc>' 
obtener  una  resolución  judicial  que  orden'-'* 
ai  aíeñor  Coud^  rendirla»  caen  tata  de  Ue?" 
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tación  de  un  invento  denominado  ''Albar- 
1  para  la  conducción  de  cargas  con  muni- 
nes   etc."  de  propiedad  común.de  las  dos 
-tes  que  figuran  en  este  espediente.  El  señor 
Qtreras  sostenía  en  su  escrito  de  demanda 
i  la  sociedad  colectiva  que  gira  en  esta  pl^- 
con   la   razón  social  de  Coudeu  Camalez 
rmanos  hatna  cekbrado  con  la  In tunden- 
General  del  Ejercito  los  contratos  cuyas 
pias   autorizadas  acompañaba  y  de  cuyo 
aducido  no  había  recibido  sino  una  canti- 
d  tnui  inferior  á  la  que  creía  tener  derepho. 
licitaba    también  el  demandante  que  upa 
z  rendidas  las  anteriores  cuentas  por  don 
ejandro  Coudeu,  le  pagara  el  demandado  el 
Ido  que  resultare  á  su  favor. 
En   conformidad  á  la  sentencia  de  térmi- 
>,  don  Alejandro  Coudeu  expone:  que  pasa 
rendir  la  cuenta  de  las  utilidades  que  le  ha 
fjado  el   contrato  celebrado   entre  la  casa 
oudeu  Camalez  Hermanos  y  la  Intendencia 
eneral  del  Ejército. 

Que,  seg^ún  la  escritura  del  contrato  social 
e  la  casa  Coudeu  Camalez  Hermanos,  son 
3CÍOS  de  dicha  casa,  en  la  proporción  que 
asa  á  indicar  los  señores:  don  José  Coudeu 
on  un  treinta  y  uno  25%,  don  Alejandro  Cou- 
leu  con  un  treinta  y  uno  25%,  don  Martín 
2oudeu  con  un  27  y  50%  y  don  Pedro  Louet^au 
on  un  10/í',  y  en  proporciona  estas  cuotas  se 
'eparten  his  utilidades  y  las  pérdidas  que  de- 
án los  negocios  de  la  casa  de  Coudeu  Cama- 
ez  Hermanos. 

Que,  para  saber  qué  utilidad  le  ha  dtjado  el 
:on trato  celebrado  con  la  Intendencia  Gene- 
ral del  Ejercito  por  3.000  albardones,  es  me- 
nester establecer  primero  la  utilidad  líquida 
que  tuvo  la  casa  Coudeu  Camalez  Hermanos 
en  dicho  contrato,  por  este  medio  se  llegará 
á  saber  lo  que  le  corresponde  (á  don  Alejan- 
dro) en  esa  utilidad  y  que  deberá  partir  con 
el  señor  Contreras,  según  la  sentencia  alu- 
dida. 

Que  teniendo  á  la  vista  un  ejemplar  de  los 
albardones  que  se  vendieron  á  la  Intendencia 
General  del  Ejército  y  tomando  en  considera- 
ción los  precios  en  que  la  casa  Coudeu  Cama- 
lez Hermanos  compró  los  artículos  empleados 
en  dichos  albardones,  ha  podido,  formar  el 
cimdco,  que  acompa^,  ^1  que  manifiesta  el 


valor  de  I09  artículo^  ^t  qv^  |^  ^opipqiif  fil 
albardón;  y  qwe  debe  ^diciop^^c;  ^^X^  ^^VB^^ 
con  losde^mbolsos  ó  gastos  gen^rt^lesanei^ps 
á  esta  clase  de  contrato^,  entr^  Ips  cuale«  fi- 
gura el  forraje  para  l<w  caballos  d^l  carretón 
durante  loa  trea  meses  y  modip  que  bul)fl  ^^ 
cesidad  de  emplearlos  en  el  trc^porte  de  mfttr 
ríales,  el  sueldo  4el  eocherp,  la  eom^p^tuf §  p 
arreglo  del  carretón,  el  arriepda  del  Iqí^vl 
donde  se  construyeron  lo^albardQUf^»  eltíftr 
porte  de  los  paaco^^.ó  arm<L9pqe§  de  e^9% 
desde  la  Penitenciaria  á  U  Pf pvideficj a  donde 
estaba  la  obra,  y  el  trasporte  de  \Q9  «It^rdQ' 
nes  desde  la  Providencia  á  U  tnte^deiici»  í^e- 
neral  del  Ejército. 

Que  fuera  de  estos  gastos  q^e  WTW  W^ 
decirse  á  la  parte  material  del  tr<ib^q»  Hubo 
otros  gastos  generales  relf^ciona^o^  eo|i  el 
mismo  contrato,  y  de  esta  clase  fué  k  cuenta 
corriente  que  se  abrió  en  el  Banco  Tarnp^q6 
para  atender  á  los  crecidos  g£^sto«  que  de~ 
mandó  la  construcción  de  los  alb4rdo.nie9,  y 
las  comisiones  pagadas  á  lossenore»  doajuí^ 
Walker  Martínez  y  á  don  Benjamín  3erf^teill, 
al  primero,  por  gestionar  el  contratQ  eon  la 
Intendencia  General  del  Ejército  y  al^egmi^p 
para  obtener  ^n  el  B^ncp  Tarap^^á  j^  Lóadres 
la  cuenta  corriente  destinada  al  f^ryieio  de 
este  contrato,  cuando  se  Iv^bí^q  qegadp  á 
abrir  dicha  cuenta  todq^  los  b^i^cp^  ^aciqqa- 
les  y  extranjeros  á  causa  del  pánica  comercial 
que  dominaba  la  plaza. 

Que  para  evitar  toda  observación  del  de- 
mandante ha  tomado  comp  pretnjp  ^el  qro  el 
término  medio  del  30%  y,  en  coitformixiad  á 
este  premio,  ha  quedado  liquidaba  l^  Hti|id^d 
de  la  casa  Coudei^  Camalez  Herm,£^9o;^. 

Q^e  en  puanto  á  la  utilidad  ^ue  fiorres^BOifl- 
de  al  señor  Contreras  en  l^  gí^nf^nci^  s^f 
(de  don  Alejandro.  Cou4eu)  por  ^  f^P\t>,Qs 
condueños  del  privilegio,  crfte  que,  ^^i  s^cij^erdo 
con  las  prescripciones  \^a,\^%  qp^^  r^g^  tqda 
sociedad  ó  co.m unidad,  debe;  toma^^  ^n  qqij- 
sideración  el  aporte  de  c^da  socio;  y^  qM  m 
este  sentido,  estin^a  qu^  es  mayor  ^\f{  «^orte 
que  el  del  señor  Cqntreras,  y^  que  $ji  hi^t^  f¡s 
cierto  que  ambo?  aportaxqa  el  u.s^o.^c.l  pr^vilf- 
gio  por  parte  iguale?,  él  ha  aportado  ^dei^ís 
una  parte  del  capital  para  llevÉ^rá  cabio  el  ne- 
gocio y  se  le  debe,  en  con^ect^9J(>c^,  ftbon^  f  1 
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interés  que  tenía  en  esa  época,  y  ha  apoi  Lado 
igualmente  su  trabajo  personal  en  la  diree 
ción  de  la  obra,  lo  que  cree  no  podrá  esti- 
marse en  menos  de  $  1.000  mensuales. 

Que,  practicada  la  liquidación  del  contrato 
celebrado  entre  la  casa  Coudeu  Camalez  Her- 
manos y  la  Intendencia  General  del  Ejército, 
resulta  que,  habiéndose  pagado  por  ésta  á  la 
casa  antedicha  $  70  oro  de  18  peniques,  re- 
cibieron los  señores  Coudeu  Camalez  Herma- 
nos por  los  tres  mil  ejemplares,  $  210.000  oro 
de  18  peniques,  que  al  premio  del  30%,  da- 
rían $  273.000  papel. 

Que  como  cada  ejemplar  de  albardón  costó  á 
la  casa  Coudeu  Camalez  Hermanos,  según  se 
demuestra  con  el  cuadro  que  acompaña,  $  74, 
85  centavos  6  décimos  papel,  resulta  que  los 
tres  mil  ejemplares  han  venido  á  costar  á  la 
indicada  casa  $  224*. 568  papel,  que  restados 
de  los  $  273.000  papel  que  da  la  suma  paga- 
da por  la  intendencia  General  del  Ejército, 
queda  un  saldo  de  ganancia  líquida  á  favor 
de  la  casa  de  Coudeu  Camalez  Hermanos  de 
$  48.432. 

Que  la  parte  que  en  esta  utilidad  le  corres- 
ponde (á  don  Alejandro)  es  del  treinta  y  uno 
25%,  que  equivale,  en  dinero,  á  $  15.134,92. 
Que  estos  son  los  beneficios  partibles  que, 
según  la  sentencia  de  29  de  mayo  de  1900, 
deben  distribuirse  entre  él  y  el  señor  C entre- 
ras, partición  que  debe  efectuarse  en  confoi- 
midad  á  las  reglas  que  rigen  la  comunidad  y, 
por  consiguiente,  que  la  parte  que  le  corres- 
ponde, la  mitad  de  $15.134,92,  como  condue- 
ño en  el  privilegio,  debe  adicionarse  con  los 
intereses  de  la  parte  de  capital  que  aportó  y 
con  sus  servicios  personales,  aumento  que, 
supone,  no  bajará  de  $  4.000,  lo  que  dará  á 
su  favor  una  utilidad  de  $  11.567,46  y  á  fa- 
vor del  señor  Contreras  de  $  3,567,46. 

Que  como  el  señor  Contreras  reconoce  haber 
recibido  A  cuenta  de  esta  utilidad,  $15.348,18, 
debe  devolverle  lo  que  ha  recibido  por  pago 
indebido  y  en  este  sentido  lo  reconviene. 

Termina  solicitando  se  tenga  por  presenta- 
da la  cuenta  á  que  se  refiere  la  sentencia  de 
27  de  mayo  de  1900,  declarándose  á  su  debi- 
do tiempo  que  don  Luis  Contreras  debe  de- 
volverle la  suma  de  $  12.080,72  que  ha  reci- 
bido indebidamente. 


Don  Luis  Contreras,  contestando  ci  :r 
rior  escrito,  expone:  que  solicita  del  ]a?,* 
desestime  Jas  cuentas  presentadas  por  ti 
ñor  Coudeu,  aceptando  como  tales  vc.c 
saldo  definitivo  de  ellas  el  que  resulta  ct , 
ya  probado  en  autos,  con  costas. 

Que  el  señor  Coudeu  ha  olvidado  los  a:: 
cedentes  de   estas  actuaciones  jndiciaics 
principalmente  lo  fallado  en  la  sentencia 
29  de  mayo  de  1900,  cuya  parte  rcsofcír, 
es  del  tenor  siguiente: 

**Por  el  mérito  de  lo  que  se  deja  refcrV. : 
considerando: 

1*^  Que  están  de  acuerdo  los  interesadlos  lí 
que  el  privilegio  de  invención  conccdidoí  re 
Supremo  Gobierno,  es  por  iguales  parto .' 
propiedad  exclusiva  de  ellos; 

2^  Que  confiesa  el  demandado,  en  su  ív- 
to  de  contestación,  haber  sido  él  quien  tz'jt- 
gó  á  la  casa  Coudeu  Camalez  Hcrmacoí- 
explotación  de  ese  privilegio,  que  sirúi  ¿< 
base  al  contrato  con  el  Fisco  para  la  pr.- 
sión  de  3.000  albardones  sistema  Xors^ 
ras"  destinados  al  uso  del  Ejército. 

3^  Que  la  circunstancia  de  haber  introduz 
do  el  demandado  un  negocio  propio  á  la>* 
ciedad  Coudeu  Camalez  Hermanos  de  la  :? 
es  socio  y  administrador  en  Chile,  podría  :¿z 
bien  constituirlo  responsable  respecto  de cl¿ 
pero  no  afectar  los  derechos  del  denianca::c 
en  el  privilegio,,  de  que  éste  es  ajeno  á  esa  >* 
ciedad  y  no  ha  contraído  á  su  favor  obikv 
Clones; 
4/^  (Relativo  á  una  cesión  al  Fisco;) 
5^  Que  siendo  de  la  comunidad  el  iflvfft" 
pertenece  también  á  ella  el  producto  ó  ¡f^^ 
vecho  de  su  explotación;  y 

69  (Relativo  á  los  $  15.648,18  redbidw.i 
á  cuenta  por  su  parte.) 

Por  estos  fundamentos  y  visto  lo  dispotf'^ 
en  la  ley  1*  tít.  14  Part.  3*  y  artículos  l^?'^ 
del  Código  Civil.  375,  376,  404,  507,  .>'* 
509,  y  511  del  Código  de  Comercio  se  de:> 
ra:  que  ha  lugar  á  la  demanda,  siendo  deaíc- 
no  d  la  respectiva  cuenta  la  cantidad  cxp^ 
sada  en  el  último  considerando." 

Que  en  virtud  de  este  fallo,  nada  tiene  q« 
ver  el  recurrente  con  las  sociedad  CoudeoU' 
malez  Hermanos  sino  personalmente cofld^^ 
Alejandro  Coudeu  ya  que,  como  lo  dice  c^^** 
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erando  3*^.  la  intervención  de  la  sociedad 
udeii  Catnalez  Hermanos  en  la  confección 
los  a.lbardones,  podrá  afectar  la  responsa- 
idad  personal  de  don  Alejandro  Coudeu; 
'O  que  él  nada  tiene  que  ver  con  semejante 
ciedad. 

2ue  sólo  tiene  relaciones  con  don  Alejandro 
>udeu,  su  consocio  y  comunero,  y  que  éste 
be  rendirle  cuenta  exacta  de  la  mitad  de 
ilidades  que  le  corresponde  en  la  cosa  co- 
atí, en  conformidad  al  considerando  1^  de 
sentencia,  á  las  disposiciones  leg.iles  que 
i  ella  se  indican  y  á  las  del  Código  Civil  que 
¡en  el  cuasi  contrato  de  comunidad. 
Que  él  aportó  el  invento  y  don  Alejandro 
oudeu,  con  quién  se  unió  como  pudiera  ha- 
:rse  unido  con  cualquiera  otra  persona  que 
erciera  la  industria  de  la  talabartería  y  que 
iviese  situación  comercial,  aportaba  los  me- 
ios  de  realizar  la  explotación  del  invento  y 
[tie  sólo  por  esta  circunstancia  cedió  al  se- 
or  Coudeu  la  mitad  del  privilegio  y  de  las 
tilidades  que  produjera. 
Que  si  el  artículo  404  del  Código  de  Comer- 
lo autorizaba  á  don  Alejandro  Coudeu  Cama- 
íz,  como  socio  y  gestor  de  la  sociedad  Cou- 
leu  Camalez  Hermanos  á  introducir  en  el  giro 
le  ella  la  participación  que  don  Alejandro 
:uviera  en  el  privilegio,  y  las  utilidades  que 
isSL  mitad  le  produjera,  esto  no  rezaba  con  el 
Dtro  copartícipe  en  el  privilegio,  para  quien 
3on  Alejandro  Coudeu  era  el  único  comunero, 
cualesquiera  que  fueran  los  vínculos  particu 
ares  que  éste  tuviera  con  otras  personas, 
'ueran  ellas  sociedades  ó  individuos. 

Que  en  consecuencia,  resulta  inaceptable  la 
distribución  de  saldos  que  el  señor  Coudeu 
bace  entre  cada  uno  de  los  socios  de  la  casa 
Coudeu  Camalez  Hermanos,  colocando  al  re- 
currente como  un  simple  interesado  en  esta 
Sociedad; 

Que  la  cuenta  debe  comprender:  1'  el  total 
de  lo  recibido;  2^  el  valor  de  costo  de  los  al- 
bardones;  3^  el  saldo  líquido;  y  4^  la  mitad 
de  este  saldo  líquido  que  corresponde  al  recu- 
rrente, con  deducción  de  lo  que  ha  recibido 
con  anterioridad  á  las  cuentas; 

Que  no  admite  la  cuenta  de  precios  y  de 
gastos,,  presentada  por  don  Alejandro  Cou- 
deu; tampoco  admite  la  distribución  de  utili- 


dades que  hace  entre  los  socios  de  la  casa 
Coudeu  Camalez  Hermanos,  porque  ella  es 
contraria  al  contrato  de  comunidad,  á  la  ley 
y  á  la  resolución  de  la  sentencia  ya  pasada  en 
autoridad  de  cosa  juzgada; 

Que  en  consecu.^ncia  no  admite  la  reparti- 
ción del  saldo  que  resta  del  doble  pago  de  los 
gastos  de  construcción,  y  de  la  repartición 
entre  los  socios,  sino  el  recurso  de  la  ganan- 
cia neta,  después  de  pagados  los  gastos  de 
construcción,  deduciéndose  lo  que  ya  ha  reci- 
bido; que  no  admite  tampoco  el  pago  de  inte- 
reses sobre  capitales  introducidos  por  don 
Alejandro  Coudeu,  porque  no  introdujo  tales 
capitales  (sólo  se  introdujeron  los  $  40.000 
del  Banco  Tara'pacá,  cuyo  servicio  aparece 
cargado  en  la  cuenta),  ni  admite  tampoco 
pago  alguno  por  servicios  personales  porque 
no  los  ha  prestado  personalmente,  porque  no 
estaba  estipulado  su  pago  y  porque  si  los 
hubiera  prestado  ellos  habrían  constituido  el 
único  aporte  efectivo  que  traía  á  la  comuni- 
dad de  privilegio;  y,  por  último,  que  nada  de- 
be á  don  Alejandro  Coudeu  sino  que  éste  le 
debe  lo  que  pasa  á  indicar; 

Que  rechaza  los  precios  que  el  señor  Coudeu 
adjudica  á  cada  uno  de  los  elementos  que 
componen  un  albardón;  y,  que  tomando  en 
consideración  las  declaraciones  rendidas  por 
•otras  personas  que  se  han  dedicado  á  coníec- 
cionar  estos  aparatos,  su  costo  efectivo  no 
debe  exceder  de  $  35.20  papel; 

Que  rechaza,  asimismo,  el  valor  medio  que 
atribuye  el  señor  Coudeu  al  premio  del  oro 
con  relación  á  la  moneda  corriente,  ya  que  se- 
gún el  cuadro  que  acompaña,  ese  término 
medio  no  es  de  30%  sino  de  31,45%. 

Que  rechaza  en  absoluto  todas  las  parti 
das  comprendidas  bajo  el  rubro  de  **Gastos 
Varios";  que  estas  partidas  no  están  compro- 
badas; que  algunas,  como  la  de  gastos  para 
el  forraje  de  los  animales,  han  sido  elevadas 
hasta  extremos  inverosímiles;  que  no  satis- 
fecho el  señor  Coudeu  con  colocar  diversas 
partidas  para  el  servicio  de  un  carretón,  in- 
troduce una  nueva  partida  para  gastos  de 
carretonaje;  que  rechaza  especialmente  las 
partidas  de  arrendamiento  de  local,  la  deno- 
minada "comisión  Walker"  y  la  que  figura 
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CQmQ  pagada  á  titulo  de  comisión,  al  Banco 
Tarapacá; 

Que  es  fácil  por  estas  diversas  partidas,  mu- 
chas de  ellas  inverosímiles  v  las  más  elevadas 
considerablemente,  llegar  á  la  conclusión  de 
qu^  el  precio  de  costo  de  un  albardón  fué  de 
$  74.85,6  decimos,  siendo  que  otro  contra- 
tÍ9ta  celebró  tin  contrato  con  el  Supremo  Go- 
bierno por  dos  mil  albardones  al  precio  de 
$  70  papel  cada  uno  é  hizo  un  excelente  nego- 
cio; 

Que  9egú^  la  prueba  que  «consta  de  autos, 
el  precio  piedio  de  cada  albardón  es  de  $35.20, 
4  décimos  papel:  que  la  diferencia  entre  esta 
avaluación  j  la  del  señor  Coudeu  es  de  $  39  65, 
2  décimos  papel  y  multiplicando  esta  suma 
por  lo8  tres  mil  albardones  del  contrato,  re- 
sulta un  total  de  $  118.956  papel,  en  que  ha 
sido  aumentada  indebidamente  la  cuenta  del 
señor  Coudeu; 

Que  de  esta  suma  le  corresponde  la  mitad;  i 
deduciendo  de  ella  los  $  15.648,18,  que  ha  re- 
cibido anteriormente,  queda  á  su  favor  un 
saldo  Hquido  insoluto  de  $  43.829,82,  suma 
que  debe  abonarle  don  Alejandro  Coudeu 
comq  la  cuqta  que  le  corresponde  en  la  mitad 
de  k>s  beneficios  de  la  venta  de  los  albardo- 
nes "Contreras",  cuyo  privilegio  de  explota- 
ción tenia  en  común  con  el  mencionado  señor 
Cottdeu. 

£1  juzgado  ordenó  tener  por  demanda  la 
presentación  de  la  cuenta  y  por  contestación 
la9  objeciones  deducidas  por  el  señor  Contre- 
ra^  y  se  comunicó  traslado  para  replicar  á  la 
parte  del  señor  Coudeu. 

En  los  escritos  de  réplica  y  de  d aplica  re- 
fuerzan las  paxtes  sus  anteriores  argumenta- 

cime9. 

Se  recibió  la  causa  á  prueba.  En  el  alegato 
de  bieaa  probado,  el  señor  Coudeu  aduce  en  fa- 
vpr  de  su  derecho  los  libros  que  llevaba  la 
ca«A  Cowleu  Camalez  Hnos.  sobre  esta  ne- 
gociación. Según  e&os  libros  la  utilidad  que 
cfi^rres^ojadió  á  la  casa  Coudeu  Camalez 
HflP9.  (oficina  de  Santiago) fué  de  $  40.577,78 
oi^p  de  18  peniques  y  de  $  1.684,06  papel  mo- 
neda; y  de  esta  utilidad  correspondió  á  don 
Alejandro  Coudeu,  una  vez  efectuado  el  re- 
parta en  la  proporción  del  contrato  social  de 
la  indicada  casa,  $  12.680,55  oro  de  18  peni- 


ques y  $  526,06  papel  moneda.  El  señor  Om 
deu  agrega  que  la  mitad  de  esta  suma  h  « 
$  6.340,27  oro  de  18  peniques  que  al  tipo  >! 
34  por  ciento,  término  medio  que  rccoaoc? 
fué  el  premio  del  oro,  da  $  8,485.95  raonpia 
corriente,  más  $  263,13  papel  moneda, dar 
líquido  de  $  8.789,08,  suma  que  correspocdc  \ 
señor  Contreras. 

Y,  continúa,  como  el  señor  Contrerasrwosc- 
ce  haber  recibido  $  15.648,18,  debe  deToirer- 
le  el  exceso  que  ha  percibido,  ó  sea  $  6.88'c».!  * 
suma  rectificada  por  este  escrito  á  qw»- 
ciende  el  monto  de  la  reconvención. 

En  su  escrito  de  contestación  al  alegato  k 
bien  probado,  el  señor  Contreras  acompaia 
una  liquidación  de  lo  que,  á  su  juicio,  Icado- 
da  el  señor  Coudeu,  cantidad  que,  por  ks ra- 
zones que  expresa,  hace  ascender,  deducióci  \ 
que  ya  percibió,  á  $  51.726,43  papel  monríi 

Por  auto  de  17  de  diciembre  de  1902,  ¿ 
juzgado  suspendió  los  efectos  del  decreto  á 
citación  para  sentencia  y  ordenó  atar  á  la 
partes  á  comparendo  para  nombrar  un  arbi- 
tro que  resolviera  las  cuestiones  suscitadas  cí 
este  expediente.  Las  consideraciones  que  is- 
dujeron  al  juzgado  á  adoptar  una  resoluctó" 
semejante  fueron  las  siguientes:  1*  Qae  es  Is 
sentencia  de  29  de  mayo  de  1900,  que  ha  se: 
vid  o  de  base  al  presente  juicio,  se  tuvo  en  tt- 
ta  para  dar  lugar  á  la  demanda,  entre  otn< 
disposiciones  legales,  las  de  los  artículos  3.  ^ 
376,  404,  507,  508,  509  y  511  del  Código « 
Comercio;  2^  Que,  por  consiguiente,  el  nego- 
cio de  que  se  trata  está  reconocido  como  »?<>• 
ciación  ó  cuentas  en  participación;  y  3'  q* 
las  diferencias  que  ocurrieren  entre  losinííi^ 
sados  en  una  participación  deben  ser  rcsueli« 
por  arbitros  según  el  artículo  176  de  la  '^ 
de  15  de  octubre  de  1875. 

La  Ilustrísima  Corte  de  Apelaciones  áe San- 
tiago, por  auto  de  21  de  abril  del  año  en  <^' 
so,  confirmó  la  resolución  anterior,  sin  petj* 
cío  del  valor  legal  que  corresponda  á  la*  *^ 
t naciones  que,  de  mutuo  consentimiciiío* 
las  partes,  se  han  producido  ante  la  joíí** 
ordinaria,  lo  que  se  podrá  hacer  valer  an»*" 
arbitro  que  se  nombre. 

Se  nombró  al  infrascrito,  de  común  acntf" 
do  de  las  partes  y  con  la  aprobación  ^f^ 
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ado,  para  que,  en  calidad  de  arbitro  de  dere- 
ho,  falle  esta  causa. 

Se  citó  á  las  partes  á  un  comparendo  en  el 
ue  acordaron  renunciar  á  toda  otra  trami- 
ación,  facultando  al  arbitro  á  fin  de  que  las 
itara  á  oir  sentencia  y  debiendo  expedirse  és- 
a  con  el  sólo  mérito  que  arrojen  los  autos 
ramitadcs  ante  la  justicia  ordinaria. 

8e  citó  á  las  partes  para  oir  sentencia. 

Con  lo  expuesto  y  considerando: 
1^  Que  de  conformidad  con  lo  resuelto  por 
uto  de  17  de  diciembre  de  1902,  confirmado 
or  resolución  de  la  Iltma.  Corte  de  Apelacio- 
es  de  fecha  21  de  abril  del  año  en  curso,  la 
omunidad  existente  entre  don  Alejandro 
)oudeu  y  don  Luis  Contreras  es  una  asocia- 
ion  ó  cuenta  en  participación,  y  para  el 
fecto  de  efectuar  su  liquidación  se  nombró 
.1  infrascrito,  de  común  acuerdo  de  las  par- 
es, en  calidad  de  arbitro  de  derecho; 
2^  Que  la  causa  en  que  incide  esta  senten- 
ia  ha  sido  declarada  comercial  por  los  fallos 
itados  en  el  considerando  anterior:  y  que,  á 
nayor  abundamiento,  la  liquidación  de  una 
uenta  en  participación  debe  ser  efectuada  en 
informidad  á  las  disposiciones  del  Código 
le  Comercio; 

3^  Reproduciendo  el  considerando  1'  de  la 
íentencia  de  29  de  mayo  de  1900,  que  están 
3e  acuerdólos  interesados  en  que  el  privilegio 
íe  invención  concedido  por  el  Supremo  Gobier- 
no y  extendido  á  nombre  de  don  Alejandro 
Coudeu  y  de  don  Luis  Contreras  es,  por  igua- 
les partes,  de  propiedad  exclusiva  de  ellos; 

4'  Que  no  se  ha  acreditado  en  el  espediente 
sobre  rendición  de  cuentas,  ni  en  el  que  se  si- 
guió á  fin  de  que  se  declarara  judicialmente 
la  obligación  de  rendirlas,  que  don  Luis  Con- 
treras hubiera  cedido  al  Fisco  la  parte  que  le 
correspondía  en  el  indicado  privilegio; 

ó^  Que  están  de  acuerdo  los  interesados  en 
que  las  utilidades  que  hubieren  dejado  los  con- 
tratos de  confección  de  albardones  deben  ser 
distribuidas  entre  ellos  por  mitad,  versando 
únicamente  la  dificultad  en  que  el  señor  Cou- 
deu  sostiene  que  esa  mitad  debe  deducirse  de 
la  suma  que  á  el  correspondió  después  de  prac- 
ticada la  distribución  en  conformidad  al  con- 
trato social  de  la  casa  Coudeu  Camalez  Her- 
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manos  y  de  rebajados  los  intei^eses  ^uc  cpbrfi 
y  lo  que  se  le  asigne  por  servicios  personi^es; 
y  el  señor  Contreras  en  que  esfi  pf^rte  d^t^ 
ser  la  mitad  de  la  utilidad  líquida  que  se  hu- 
biere obtenido  con  ocasión  de  los  mepcipna- 
dos  contratos; 

6'  Reproducir  el  considei^ando  5'  de  la  sen- 
tencia  de  29  de  mayo  de  1900,  que,  siendp  de 
la  asociación  el  invento,  pertenece  tam})ién  á 
ella  el  producto  ó  provecho  de^u  exp|ot|i- 
ción; 

7'  Que  en  el  presente  caso  se  trata  dejliaui- 
dar  la  cuenta  en  participación  existente. entre 
don  Alejandro  Coudeu  y  don  Luis  Contreras, 
correspondiendo  la  mitad  de  las  utilidades  á 
don  Luis  Contreras  y  la  otra  naipada dp^ 
Alejandro  Coudeu,  cuota  esta  última  ^qpc  el 
señor  Coudeu  ha  podido  distribuir  entre  los 
socios  de  la  casa  Coudeu  Cs^malez  Herm^os 
en  la  forma  y  proporción  que  quisiere,  y  sin 
que  sobre  ello  tenga  el  arbitro  jurisdicción 
para  pronunciarse; 

8*^  Que,  en  consecuencia,  al  aportar  don  Ale- 
jandro Coudeu  el  privilegio  á  la  indicada  so- 
ciedad para  los  efectos  de  confe^cioni^r  |p9 
tres  mil  cien  albardones  que  el  Suprepio  Go- 
bierno mandó  hacer  en  conformidad  á  lostde- 
cretos,  sólo  ha  podido  aportar  su  parte  ^e 
utilidad,  no  pudiendo  privar  al  señor  Cpntre- 
ras  de  la  mitad  que  le  correspondía ^en  Ja  f|^p- 
ciación  á  que  dio  origen  la  pateante  (íe  privi- 
legio; 

9^  Que,  de  conformidad  con  los  j)rincipios 
sentados  en  los  considerandos  anteriores,  re- 

•  •  .  • 

sulta  inaceptable  la  forma  de  distribución  de 
utilidades  que  propone  don  Alejandro  Coujiej] 
según  la  cual  debe  efectuarse  primero  esa  dis- 
tribución entre  los  socios  de  la  casa  Cotid^p 
Camalez  Hermanos,  y^  p£|rti^ndpse  en  ^ec^ida 
por  mitad  entre  el  señor  Contreras  y  el /^por 
Coudeu  la  cuota  que  á  este  último  .cpr^esppñ- 
día  en  el  contrato  social; 

10.  Que  aparece  de  autos,  y  especialmente 
del  reconocimiento  de  los  libro^  de  la.^ajfa 
Coudeu  Camalez  Hermanos,  libros  que,  ¿pr 
otros  considerandos,  deberán  servir  de  datos 
ilustrativos  para  resolver  la  cuestión,  quería 
negociación  de  que  se  trata  fué  llevada  á  efec- 
to con  los  capitales  contratados  en  cuenta 
corriente  con  el  Banco  Tarapacá,  no  habien- 

31 
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do  aportado  áella  los  capitales  propios  sobre 
los  caales  don  Alejandro  Coudeu  cobra  inte- 


reses; 


11.  Que  don  Alejandro  Coudeu,  socio  gestor 
de  e^ta  asociación,  ha  tenido  á  su  cargo  Ja 
inspección  y  dirección  de  las  obras  de  confec- 
ción de  albardones;  prestación  de  servicios  que 
debe  ser  remunerada,  ya  que  no  aparece  de 
autos  antecedentes  bastantes  para  caliñcarla 
de  gratuita; 

12.  Que,  aún  cuando  en  las  causas  mercan- 
tiles que  los  comerciantes  agiten  entre  sí  hacen 
fe  los  libros  llevados  en  conformidad  al  ar- 
ticulo 31  del  Código  de  Comercio,  en  el  pre- 
sente caso  el  arbitro  no  ha  tenido  á  la  vista 
esos  libros,  y  que  como  se  acredita  con  la  ab- 
solución de  las  posiciones,  ha  manifestado 
don  Alejandro  Coudeu  que  los  remitió  á  Eu- 
ropa tan  pronto  como  se  disolvió  la  sociedad 
Coudeu  Camalez  Hermanos  y  sólo  conoce  de 
ellos  el  suscinto  estracto  practicado  por  el  se- 
cretario del  quinto  Juzgado,  y  que,  además,  el 
arbitro,  según  el  acuerdo  de  las  partes,  debe 
resolver  con  el  solo  mérito  que  arrojan  los 
autos  tramitados  ante  la  justicia  ordinaria; 

13.  Que  el  estracto  de  esos  libros,  si  bien 
pudiera  hacer  fe  en  causas  entabladas  contra 
Coudeu  Camalez  Hermanos,  no  constituye  un 
medio  probatorio  con  suficiente  fuerza  legal 
en  el  presente  caso,  en  que  se  trata,  no  de  una 
acción  contra  la  casa  Coudeu  Camalez  Her- 
manos, sino  de  una  personal  contra  don  Ale- 
jandro Coudeu  y  que,  á  mayor  abundamiento, 
esos  libros  no  han  sido  aceptados  por  la  parte 
del  señor  Contreras; 

14.  Que  el  reconocimiento  de  los  libros  de 
la  casa  Coudeu  Camalez  Hermanos  ha  sido 
practicada  por  un  secretario  judicial,  funcio- 
nario incompetente  para  estas  diligencias,  ya 
que  según  el  artículo  43  del  Código  de  Comer- 
cio, sólo  son  competentes  para  verificar  este 
reconocimiento  los  jueces  de  letras,  competen- 
cia que  la. jurisprudencia  de  los  tribunales  ha 
declarado  no  es  delegabte; 

15.  Que  esos  libros,  aunque  no  revestidos  de 
la  fuerza  probatoria  que  la  ley  otorga  á  los 
llevados  por  las  partes  y  cuyo  reconocimien- 
to se  haya  verificado  por  funcionarios  compe- 
tentes, son  fuentes  referenciales  de  datos  ilus- 


trativos para  apreciar  las  cnestioaes  sox: 
tidas  á  arbitraje; 

16.  Que  la  circunstancia  de  haber  iadi¿&i 
el  Bstado  Mayor  General  del  Eicrcito  el  r.  - 
délo  en  conformidad  al  cual  debían  ser  cr. 
feccionados  los  albardones,  en  nadaobsui 
derecho  del  señor  Contreras  para  percibí:  $; 
parte  de  utilidades,  ya  que  la  adaptación  r.^ 
de  ese  modelo  había  efectuado  el  Ejércif)  u 
Chile  no  importa  dominio  para  el  Estado.^ 
deja  subsistente  el  dominio  privado  constin: 
do  sobre  el  privilegio  de  invención; 

17.  Que  tratándose  de  cuentas  que  se  rinde 
por  un  asociado,  las  presentadas  por  don  Ale- 
jandro Coudeu  deben  servir  de  base  á.h;^ 
senté  liquidación,  sea  aceptando  las  partil^ 
allí  especificadas  ó  rechazándolas,  ó  sea  acr^* 
tando  algunas  y  rechazando  otras; 

1 8.  Que  el  arbitro,  haciendo  uso  del  derec^ 
que  le  confiere  el  artículo  431  del  Código  d^ 
Procedimiento  Civil  y  tomando  en  considen- 
ción  la  prueba  rendida  por  don  Alqandi. 
Coudeu,  confrontada  con  la  de  don  Lnis Con- 
treras, y  el  certificado  del  receptor  señor  .\ru 
en  que  se  manifiesta  que  el  albardón  cootiac 
todas  las  piezas  que  se  indican  en  la  planin^ 
no  encuentra  antecedente  alguno  para  ¿tsj 
de  aceptar  todas  las  partidas  de  la  indicai: 
cuenta  con  excepción  délas  especificadas  bat- 
el rubro  de  '^Gastos  Varios"; 

19.  Que  de  las  partidas  que  figuran  baiori 
rubro  de  "Gastos  Varios"  sólo  han  mcredd'. 
ajuicio  del  arbitro,  observaciones  atcndibki 
de  parte  del  señor  Contreras  las  denominada 
**Comisión  Walker",  "arrendamiento  de  un  1: 
cal  para  la  confección  de  los  albardones"  jtj 
titulada  "pago  de  gratificaciones  para  etn 
picados  y  varios  gastos"; 

20.  Que  aparece  de  autos  que  don  Juas 
Walker  Martinez,  recibió,  si  no  la  totaliás¿, 
al  menos  una  parte  considerable  de  la  suma 
que  figura  en  la  cuenta  del  señor  Coadeu, } 
que  el  arbitro  no  está  llamado  á  pronandarse 
sobre  la  moralidad  ó  inmoralidad  que  lleva 
envuelta  una  comisión  semejante  destinaos 
al  pago  de  servicios  por  gestiones  admínistn- 
ti  vas,  sino  sobre  la  exactitud  ó  inexactitud  t'¿ 
las  cuentas  rendidas  por  el  señor  Coadeo: 

21.  Que  aparece  en  la  escritura  que  la  pro- 
piedad en  que  se  confeccionaron  los  albardo* 
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i  pertenecía  desdé  el  mes  de  Julio  de  1898  á 
sociedad  Coudeu  Camalez  Hermanos,  y 
i  siendo  esta  sociedad  ajena  á  la  asociación 
siente  entre  los  señores  Coudeu  y  Contre- 
i  Ha.  debido  pagársele  un  canon  de  arrenda- 
mto  proporcionado  al  valor  del  inmueble; 
J2-    Que  consta  de  autos  que  el  Supremo 
biemo  pagó  por  los  tres  mil  cien  albardo- 
i  la.  cantidad  de  $  217.000  oro  de  18  peni- 
es;  y  como  los  señores  Coudeu  y  Contreras 
onocen  en  su  alegato  de  bien  probado  y  en 
le  respuesta  á  este  alegato  que  el  término 
dio  del  premio  del  oro,  durante  la  confec- 
n  de  los  albardones,  fué  del  34%,  la  canti- 
i  pagada  por  el  fisco  asciende  en  moneda 
rHente  á  $  290.780; 

23.  Que  las  partidas  que  figuran  en  la 
milla  hasta  el  rubro  de  **Gastos  varios'* 
cen  ascender  el  precio  de  cada  albardón  á 
66,17,2  décimos  y  que  á  esta  suma  deben 
regarse  las  partidas  que  figuran  bajo  el 
bro  indicado,  sobre  las  cuales,  á  juicio  del 
bitro,  no  se  han  deducido  observaciones 
endibles  y  además  las  cantidades  en  que 
carecen  avaluadas  por  la  parte  resolutiva 
esta  sentencia  las  denominadas  "Comi- 
m  Walker'*  "arrendamiento  de  un  local*' 
"gratificaciones  para  empleados  i  varios 

latos". 

Vistas  estas  consideraciones,  y  teniendo 
resente  lo  dispuesto  en  los  artículos  1698 
:1  Código  Civil,  176  de  la  ley  de  15  de  octu- 
i  1875,  35,  43,  375,  376,  404,  507,  508, 
09  y  511  del  Código  de  Comercio  y  431  del 
ódigo  de  Procedimiento  Civil,  se  declara: 
1^  Se  regula  en  $  5.000  la  partida  denomi- 
ada  en  la  cuenta  del  señor  Coudeu,  "Comi- 
lón Walker",en  $  1.050  la  de  "arrendamien- 

0  de  un  local"  y  en  $  500  la  destinada  al 
pago  de  gratificaciones  y  varios  gastos"; 

2^  En  conformidad  á  los  considerandos  de 
8ta  sentencia  y  al  anterior  número  resoluti- 
o,  se  declara  que  el  valor  invertido  en  Ja 
onfección  de  cada  albardón  fué  de  $  66,17 

1  décimos  y  el  de  los  gastos  varios  de  $  21 
nil  102.10  suma  esta  última  que,  repartida 
ntrelos  tres  mil  cien  albardones,  da  para 
íada  uno  un  valor  de  $  6,80  cantidad  que 
agregada  á  la  anterior  da  un  total  de  costo 


para  cada  albardón  de   $  72,97,2  décimos  de 
papel  moneda; 

3.^  Importando  cada  albardón  $  72,97,2 
décimos,  los  tres  mil  cien  albardones  han  cos- 
tado $  226.213,20; 

4.^  Con  lo  expuesto  en  el  considerando  22, 
el  Supremo  Gobierno  ha  pagado  por  los  tres 
mil  cien  albardones  $  290.780  moneda  corrien- 
te; y  deduciendo  de  esta  cantidad  los  $  226 
mil  213,20,  costo  total  de  los  albardones,  y 
de  $  3.500,  en  que  se  regula  el  honorario  del 
socio  gestor  don  Alejandro  Coudeu  por  sus 
servicios  personales,  resulta  un  líquido  par- 
tibie  ascendente  á  $  61.066,80; 

5.^  Se  declara  que  esta  suma  debe  partirse 
por  mitad  entre  el  señor  Coudeu  y  el  señor 
Contreras,  correspondiendo  á  este  último 
$  30.533,40,  suma  de  la  cual  debe  deducirse 
U  cantidad  de  $  15.648,18,  que  confiesa  el  se- 
ñor Contreras  haber  recibido  á  cuenta  de  su 
parte  de  utilidades;  y 

6.*^  Practicada  la  liquidación  en  conformi- 
dad á  los  números  anteriores,  se  desecha  la 
reconvención  deducida  y  se  declara  que  don 
Alejandro  Coudeu  debe  pagar  á  don  Luis  Con- 
treras la  cantidad  de  $  14.885,22.— Afi^^ue/ 
Cruchaga. — Meló  E.,  Notario. 
Apelada  esta  resolución: 
Santiago,  enero  14  de  1905.— Vistos:  se  con- 
firma la  sentencia  apelada  de  6  de  agosto  de 
1903,  sin  costas,  por  haber  apelado  ambas 
partes L.  R.  Mora.-^Luis  Barriga,—/,  Agus- 
tín Rojas. 

La  parte  de  don  Alejandro  Coudeu  anunció 
oportunamente  el  recurso  de  casación  en  el 
fondo  contra  las  sentencias  de  primera  y  de 
segunda  instancia;  y  formalizándolo  dice  que 
esas  sentencias  hacen  pesar  sobre  él  "una  res- 
ponsabilidad que  no  nace  de  contrato  ó  cua- 
si-contrato,  de  delito  ó  cuasi-delito,  ni  de  la 
ley,  infringiéndose  así  el  precepto  del  artículo 
1437  del  Código  Civil,  pues  se  le  obliga  á 
compartir  con  Contreras  las  utilidades  ínte- 
gras que  se  han  podido  obtener  del  contrato 
celebrado  por  la  Sociedad  Coudeu  Camalez 
y  C^  con  el  Fisco  para  la  fabricación  de  tres 
mil  cien  albardones". 

Los  frutos  y  producidos  de  una  cosa  ó  de   . 
un  derecho  pertenecen  al  dueño  ó  acreedor.  El 
contrato  celebrado  con  el  Fisco  para  la  cons* 
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trucci6n  de  los  albardones  era  de  la  Sociedad 
Coudeu  Camalez  Hermanos,  pertenedéndoles, 
en  consecuencia,  los  provechos,  utilidades  6 
fmtos  de  aquel  contrato.  A  don  Alejandro 
Coudeu  no  le  correspondía  en  esos  provechos, 
utilidades  ó  frutos  sino  la  cuota  que  le  asegu- 
raba su  interés  en  la  Sociedad  y  es  esta  cuo- 
ta—que constituye  "el  resultado  tínico  máxi- 
mo para  beneficiar  ó  utilizar  el  privilegios- 
la  que  tiene  que  compartir  con  Contreras. 
Resolviendo  la  sentencia  que  todos  los  prove- 
chos del  contrato  pertenecen  á  Coudeu  y  que 
ellos  son  partibles  por  mitad  con  Contreras, 
ha  violado  los  artículos  646, 648,  2053, 2066, 
2091  y  2305  del  Código  Civil  y  507  y  511 
del  Código  de  Comercio. 

La  regla  de  que  los  socios  sólo  están  obli- 
gados á  colacionar  los  provechos  ó  ganan- 
cias que  hayan  obtenido  de  las  gestiones  so- 
ciales se  aplica  aun  en  los  casos  en  que  por 
uno  de  ellos  se  hayan  quebrantado  las  pro- 
hibiciones impuestas  por  el  artículo  404  del 
Código  de  Comercio,  y  por  eso  en  los  núme- 
ros 2'  y  4*^  de  ese  artículo  se  le  obliga  á  inte- 
grar solo  el  provecho  obtenido  por  las  opera- 
ciones particulares  que  ha  ejecutado,  ó  por 
esplotación  por  cuenta  propia  del  ramo  de 
industria  en  que  opera  la  sociedad. 

Esas  disposiciones  consagran,  pues,  el  prin- 
cipio, que  es  de  justicia  y  de  equidad  natural, 
de  que  las  gestiones  hechas  por  un  socio  ó 
comunero  á  nombre  de  la  sociedad  ó  á  su  pro- 
pio nombre,  en  los  casos  en  que  no  ha  podido 
obrar  sino  por  cuenta  de  la  sociedad  ó  comu- 
nidad, sólo  obligan  al  socio  ó  comunero  que 
los  ejecutó  á  colacionar  al  haber  social  el  pro- 
vecho que  ha  obtenido  personalmente  y  á 
cargar  con  las  pérdidas,  si  las  ha  habido.  El 
señor  Contreras  no  ha  podido,  pues,  preten- 
der que  ingrese  á  la  comunidad  ó  sociedad  si- 
no aquello  en  que  el  señor  Coudeu  se  benefi- 
ció con  el  contrato  de  Coudeu  Camalez  y 
Compañía  con  el  Fteco. 

La  sentencia  ha  infiringido  además  los  ar- 
tículos 35,  37  y  43  del  Código  de  Comercio, 
1699  del  Código  Civil,  leyes  7*  y  8»  del  título 
23  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación  y 
demás  leyes  del  notariado,  artículo  30  de  la 
ley  de  Organización  de  Tribunales,  y  330  y 
331  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  al 


desconocer  la  fe  del  certificado  y  de  losfibns 
de  la  Casa  de  Coudeu  Camalez  y  Compaña 
El  certificado,  agrega  textualmente,  ík  e»- 
pedido  por  secretario  competente  j  da teri. 
monio  de  haberse  practicado  por  el  joe  * 
reconocimiento  de  los  libros,  siendo  losdarzi 
que  en  él  se  consignan  los  que  arrojanm  k 
libros  en  la  inspección  que  de  ellos  hÍ2o  e 
juez,  y  no  podía  citar  una  sola  ley  qneesga 
una  formalidad  especial,  en  la  fecha  en  qcet 
practicó  la  inspección  de  que  el  certificado  h 
cuenta,  en  virtud  de  la  cual  esa  actnacióa  ¿^ 
berá  hacese  constar  por  medio  de  formaüdi* 
des  especiales  y  no  por  una  simple  certiáa- 
ción  del  secretario. 

La  exhibición  de  los  libros  se  pidió  por 
Contreras,  y  tanto  por  esta  circunstancial  co- 
mo por  la  de  ser  obligatorios  para  mi  partt 
en  sus  relaciones  con  la  Sociedad  Coodco  d- 
malez  y  Compañía,  no  podría  prescindirKOi 
ellos  para  los  efectos  de  determinar  lo  que  ii 
sociedad  ha  obtenido  del  contrato  con  el  Fin 
y  la  participación  que  á  mi  parte  ha  con» 
pondido  por  su  interés  en  la  sociedad. 

En  el  escrito  en  que  fundó  el  recurso espre 
sa  que  se  remite,  en  cuanto  á  los  anteoedee- 
tes  del  negocio,  al  mérito  que  arrojen  los  é^ 
cumentos  del  expediente  acompañado,  de  l3i 
cuales  aparece,  en  concepto  del  recarreotc: 

1^  Que  el  Gobierno  procedió  á  contratarla 
construcción  de  albardones  sobre  la  base  de 
un  modelo  que  proporcionó  el  Estado  Mají^^ 
General; 

2^  Que  en  la  celebración  de  los  contrar» 
que  se  llevaron  á  efecto  con  la  casa  Ccodei 
Camalez  y  Compañía  y  don  Germán  Larrsá 
no  se  tomó  en  cuenta  el  privilegio; 

3^  Que  el  Gobierno  procedió  en  el  coocíp» 
de  que  tanto  don  Luis  Contreras  como  s 
parte  autorizaban  para  prescindir  del  pnn- 
legio  por  haber  cedido  su  parte  el  señor  Coc- 
treras  y  no  haber  hecho  caudal  de  la  qtf  ^^ 
correspondía  al  señor  Camales,  coffloaeib- 
prende  de  la  carta  y  del  informe  del  Brtido 
Mayor;  y 

4^  Que  la  construcción  dealbardoncssecoo* 

trató  con  la  casa  Condett  CanoMlet  y  CoiB|tf' 
nía  por  tres  mil  den  albardones,  j  con  (i^^^ 
Germán  Larraín  por  dos  mil. 
La  consecuencia  natural,   sigue  áícxi^' 
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te  se  desprende  de  estos  antecedentes  es  que 
é  el  Gobierno  quien  usó  del  privilegio,  no 
ibiendo  sido  los  mencionados  contratantes 
lo  meros  encargados  de  la  construcción  por 
cuenta  de  los  albardones;  de  tal  modo  que 
indemnización  por  el  uso  del  privilegio  de- 
a  afectar  la  responsabilidad  fiscal. 
No  obstante,  como,  por  suponérsele  una 
•nfesión  que  no  se  encontrará  en  su  escrito 
'  contestación  del  juicio  ordinario,  se  dio  lu- 
ir Á  la  demanda  para  que  don  Alejandro 
3udeu  rindiera  cuenta  de  las  utilidades  del 
intrato  que  con  la  Intendencia  General  del 
iército  ajustó  la  razón  social  de  Coudeu  Cn- 
alez  Hermanos,  el  recurrente  estimó  que  la 
ente  de  la  sentencia  que  tal  obligación  le 
apuso  no  era  ni  podía  ser  otra  que  la  de  que 
!Spondiera  del  provecho  personal  que  le  ha- 
la  reportado  la  negociación  de  esa  razón 
3cial  con  el  Fisco.  En  ese  concepto,  estable- 
6,  en  conformidad  á  los  libros  déla  socie- 
ad,  los  beneficios  sociales;  determinó  la  cuo- 
%  que  le  cabía  en  esos  beneficios  segúh  su 
iteres  en  la  sociedad;  y,  deduciendo  de  esa 
dota  la  utilidad  del  capital  que  introdujo  á 
L asociación,  ha  presentado  el  beneficio  líqui- 
o  partible  entre  los  copartícipes  del  privi- 
egio. 

Esta  era  la  solución  ajustada  á  derecho 
Lun  dentro  del  criterio  erróneo  de  que  el  ne- 
gocio de  la  sociedad  con  el  Fisco  hubiera  te- 
lido  por  base  la  concesión  del  privilegio  hecha 
L  la  sociedad  por  el  recurrente. 

Se  extiende  con  este  motivo  en  latas  consi- 
leraciones,  ampliando  las  que  tiene  formula- 
las,  para  demostrar  que,  sea  que  se  considere 
S  Coudeu  y  Contreras  como  comuneros,  como 
asociados  en  un  negocio  en  participación,  ó 
como  socios — casos  todos  regidos  por  unas 
mismas  disposiciones  legales— Coudeu  no  ha- 
bría tenido  obligación  de  colacionar  ó  de  par- 
tir con  Contreras  sino  la  parte  que,  en  su  ca- 
lidad de  socio  de  la  casa  Coudeu  Camalez 
Hnos.,  le  cupo  en  las  utilidades  de  la  negocia- 
ción que  dicha  casa  llevó  á  cabo  con  el  Go- 
bierno. 

Concluye  insistiendo  en  sus  observaciones 
para  manifestar  que,  al  desconocerse  el  méri- 
to probatorio  de  los  libros  de  la  casa  de  Cou- 
deu Camalez  Hnos.  y  del  certificado  del  Secre- 


tario que  establece  su  inspección  por  el  Juez, 
se  han  violado  los  diversos  preceptos  legales 
á  que  se  ha  referido  en  su  escrito  de  formali- 
zación. 

En  su  respuesta,  la  parte  de  don  Luis  Con- 
treras sostiene  que  todo  el  primer  grupo  de 
las  causales  del  recurso  se  funda  en  una  excep- 
ción que  en  los  mismos  términos  se  dedujo  en 
el  juicio  anterior  ordinario  y  acerca  de  la  cual 
hubo  fallo  expreso  en  las  sentencias  que  co- 
rren en  el  primer  cuaderno,  que  contiene  aquel 
juicio. 

Esa  excepción  consiste  en  la  pretensión  de 
que  la  utilidad  de  la  explotación  del  privile- 
gio sólo  sea  lo  que  don  Alejandro  Coudeu 
haya  tenido  como  socio  de  la  casa  Coudeu 
Camalez  Hnos.,  y  no  la  mitad  de  la  utilidad 
neta  general  de  la  negociación  hecha,  una  vez 
deducidos  los  gastos  de  costo  de  producción 
del  artefacto  ú  otros  que  puedan  considerarse 
como  tales. 

El  señor  Coudeu  ha  pretendido  introducir 
á  la  mencionada  Sociedad  todo  el  privilegio 
de  invención,  y  junto  con  él  ha  pretendido, 
como  accesorio  de  él,  introducir  á  esa  Socie- 
dad á  don  Luis  Contreras  y  sus  derechos;  y, 
como  consecuencia  de  ello,  don  Luis  Contre* 
ras  solo  tendría  derecho  á  la  mitad  del  31% 
del  producto  de  la  explotación  del  invento, 
que  es  la  cuota  de  utilidades  que  tiene  don 
Alejandro  en  la  sociedad  Coudeu  Camalez 
Hermanos. 

Esto  es,  agrega,  doblemente  inaceptable 
porque  ya  se  falló  en  sentido  contrario,  y 
contra  la  sentencia  dictada  sobre  ello  no  hay 
recurso  que  hacer  valer,  y  porque  lo  absurdo 
de  esta  pretensión  eternamente  renovada  sal- 
ta al  ojo. 

Hace  en  seguida,  con  el  objeto  de  probarlo, 
una  relación  de  los  antecedentes  del  juicio  or* 
dinario,  trascribe  y  analiza  los  consideran- 
dos y  parte  resolutiva  de  la  sentencia  recaí- 
da en  ese  juicio,  y  afirma  que  ella  sentó  laa 
bases  legales  de  las  relaciones  contractuales 
entre  don  Alejandro  Coudeu  y  su  parte.  El 
juicio  actual  no  ha  tenido  más  objeto  que  dar 
cumplimiento  á  lo  resuelto  en  aquel  juicio. 

La  sentencia  arbitral  no  ha  podido  caer  en 
ninguna  de  las  violaciones  de  ley  que  se  le 
suponen,  porque  todas  ellas  se  refieren  a  pon- 
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tos  resueltos  en  la  sentencia  ordinaria,  contra 
la  cual  no  cabe  recurso  posible  por  hallarse 
ejecutoriada  desde  hace  años. 

La  aplicación  que  de  su  sentencia  de  1900 
haya  hecho  la  Corte  de  Apelaciones  en  su  sen- 
tencia de  1905  no  es  materia  de  casación,  por- 
que entra  esclusivamente  en  la  esfera  de  su 
acción,  y  dentro  de  su  potestad  de  juzgar  se 
ha  limitado  á  cumplir  lo  ya  juzgado  por  ella 
misma. 

En  el  caso  en  cuestión  no  se  trata  de  la 
aplicación  6  interpretación  de  una  ley,  sino 
de  la  aplicación  de  una  sentencia  ejecutoriada 
que  pone  en  ejecución  el  mismo  Tribunal  que 
la  dictó;  y  esto  no  puede  legal  ni  doctrinal- 
mente  ser  materia  de  casación. 

En  cnanto  al  segundo  grupo  de  causales — 
que  comprenden  las  disposiciones  legales  que 
se  dicen  infringidas  por  haberse  desconocido 
la  fuerza  probatoria  de  los  libros  y  del  certifi- 
cado del  secretario  que  acredita  su  inspección 
por  el  Juzgado—se  responde  que  la  parte  dis- 
positiva de  la  sentencia  no  contiene  una  sola 
palabra  respecto  del  certificado  ni  de  los  li- 
bros, pues  sus  seis  puntos  resolutivos  son 
únicamente  de  liquidación  de  las  utilidades: 
son  los  considerandos  12,  13, 14  y  15  los  que 
tratan  del  mérito  del  certificado  v  de  los  li- 
bros;  por  consiguiente,  el  recurso  de  casación 
es  por  este  solo  capítulo  improcedente,  pues 
los  considerandos  de  una  sentencia  no  pue- 
den servir  de  base  á  un  recurso  de  c¿isaci6n. 

Pero,  suponiendo  que  la  parte  resolutiva  de 
la  sentencia  hubiera  declarado  algo  en  orden 
al  certificado  y  los  libros,  tal  declaración  no 
habría  influido  en  lo  dispositivo  del  fallo,  ya 
que  el  considerando  15  dice  textualmente  que 
esos  libros,  aunque  no  revestidos  de  la  fuerza 
probatoria  que  la  ley  otorga  á  los  llevados 
por  las  partes  y  cuyo  reconocimiento  se  haya 
verificado  por  funcionarios  competentes,  son 
fuentes  referenciales  de  datos  ilustrativos 
para  apreciar  las  cuestiones  sometidas  á  ar- 
bitraje; y  de  hecho  el  extracto  de  los  libros  ha 
sido  la  base  cardinal  de  la  liquidación  del  ar- 
bitro. Así,  pues,  á  pesar  de  que  jurídicamente 
carecen  de  fuerza  probatoria  el  certificado  y 
los  libros,  el  arbitro  les  dio  todo  valor  y  los 
tomó  como  base  para  su  liquidación. 

Además  de  esto,  don  Alejandro  Coudeu  es- 


taría inhabilitado   para  reclamar  Je naajc 
tencia  que  no  le  daña  ó  agravia. 

Entrando,  por  último,  á  estudiar  d  rc:Ti 
en  sus  fundamentos  mismos,  se  esticndcr . 
gunas  observaciones  para  demostrar  G;r: 
se  han  quebrantado  los  preceptos  dcL.- 
que  se  invocan;  y  concluye  pidiendo  quí  y: . 
desestime  con  costas. 

La  Corte: 

Considerando,  en  cuanto  el  recurso  se  •' 
muía  contra  la  resolución  de  6  de  Agos:-  ¿ 
1903: 

Que  la  ley  no  autoriza  el  recnrso  de  can- 
ción en  el  fondo  sino  contra  las  scntcod» 
inapelables  de  las  Cortes  de  Apelaciaw 
contraías  pronunciadas  por  jueces  árbr- 
de  segunda  instancia  que  conocen  de  Her- 
cios de  la  competencia  de  aquéllas;  y 

Que  el  fallo  de  que  se  reclama  es  una  res-t- 
ción  arbitral  de  primera  instancia,  contra 
cual  se  dedujo  oportunamente  el  recurso  c:: 
nario  de  apelación  para  ante  el  Tribunal  o  r 
pétente. 

Considerando  respecto  de  la  impugnac- 
deducida  contra  la  sentencia  del  Tribuna'.* 
Alzada: 

1'  Que  en  el  juicio  seguido  entre  las  mirsi» 
partes  ante  la  justicia  ordinaria,  se  disc:: 
acerca  de  la  naturaleza  del  lazo  jurídico  y 
ligaba  á  los  contendientes,  y  quedó  e>- 
blecido  que  el  contrato  por  liquidar  ct:r? 
ellos  era  el  de  asociación  ó  cuentas  en  f»'^ 
cipación,  según  así  resulta  de  las  resolncior?? 
ejecutorias  de  17  de  diciembre  de  1902  j  ? 
21  de  abril  de  1903; 

2^  Que,  por  otra  parte,  la  sentencia  di-* 
de  mayo  de  1900  expedida  en  ese  juicio  trJ 
sada  en  autoridad  de  cosa  juzgada,  para «:: 
blecer  la  obligación  que  tenía  don  Alejanf-í 
Coudeu  de  rendir  las  cuentas  de  la negoc- 
ción  de  los  albardones,  y  de  pagar  el  sa- 
que en  su  contra  resultare,  sentó,  entreoír^ 
antecedentes,  los  que  siguen:  que  el  prirüíg^ 
de  invención  del  albardón  era,  por  igaa?* 
partes,  de  propiedad  exclusiva  de  los  dos  b 
gantes;  que,  por  tanto,  pertenecía  tanibicc « 
arabos  el  producto  ó  provecho  de  su  explota 
ción;  que  no  se  había  acreditado  que  Contrr 
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Ls  hubiera  cedido  al  Fisco  la  parte  que  le 
►rrespondía  en  el  privilegio  y  que  Coudeu 
ibia.  confesado  haber  sido  él  quien  entregó  á 
ca.sa  Coudeu  Camalez  Hermanos  la  explo- 
ción  del  privilegio,  base  de  la  contratación 
m  el  Fisco  de  los  tres  mil  cien  albardones.. 
?ro  que  ese  hecho  no  afectaba  los  derechos 
í  Contreras  en  el  privilegio,  desde  que  este  úl- 
uio  era  ajeno  á  dicha  Sociedad  y  no  había 
)n traído  á  su  favor  obligaciones; 
3*^  Que  el  juicio  arbitral  no  ha  tenido  ni  po-. 
a  tener  otro  objeto  que  cumplir  lo  resuelto 
i  el  juicio  ordinario,  para  lo  cual  han  debi- 
3  liquidarse  las  cuentas  del  negocio  y  deter- 
inarse  las  cantidades  que  á  cada  uno  de  los 
sociados  corresponden,  con  sujeción  estricta 
las  declaraciones  hechas  en  la  sentencia  que 
'ataba  de  ejecutarse,  ya  que  ellas  revestían 
ara  el  arbitro  la  autoridad  de  la  cosa  juzga- 
a,  y  no  podía  contrariarlas  sin  afectar  de 
ulidad  su  fallo; 

4f^  Que,  habiéndose  establecido  en  el  juicio 
eclirativo  ordinario,  como  queda  dicho,  que 
I  provecho  de  la  explotación  del  privilegio 
orrespondía  por  mitad  á  don  Alejandro  Cou- 
eu  y  á  don  Luis  Contreras,  sin  que  afectaran 
1  secundo  los  actos  por  los  cuales  el  señor 
*oudeu  encomendó  su  explotación  á  un  terce- 
o,  resulta  que  el  arbitro  no  ha  hecho  más 
[ue  conformarse  á  ese  antecedente  cuando  ha 
leclarado  que  las  utilidades  de  la  negociación 
on  el  Fisco,  parala  fabricación  de  los  tres  mil 
ien  albardones  son  divisibles  por  mitad  entre 
os  dos  asociados  en  el  privilegio; 

5*^  Que,  prescindiendo  de  esta  circunstancia, 
a  declaración  de  la  sentencia  recurrida  se 
ijusta  también  á  los  preceptos  legales. 

El  artículo  511    del  Código  de  Comercio 
prescribe  que  la  participación  produce  entre 
los  partícipes  los  mismos  derechos  y  obliga- 
ciones que  confieren  é  imponen  á  los  socios  en- 
tre sí  las  sociedades  mercantiles,  y  el  artículo 
2^  del  mismo  Código  establece  que  en  los  ca- 
sos que  no  estén  especialmente  resueltos  en  él» 
se  aplicarán  las  disposiciones  del  Código  Civil. 
El  caso  que  ha  dado  lugar  al  presente  jui- 
cio, ó  sea  el  de  un  socio  que  asocia  á  un  ter- 
cero al  negocio  que  tiene  en  sociedad  ó  parti- 
cipación  con  otro,  no  se  halla  previsto  en  el 
Código  de  Comercio  sino  en  el  Civil,  de  modo 


que  es  necesario,  para  resolverlo,  atenerse  á 
las  disposiciones  del  último. 

El  artículo  2088  del  Código  Civil,  que  niega 
á  un  socio  el  derecho  de  incorporar  á  un  ter- 
cero á  la  sociedad,  sin  el  consentimiento  de 
sus  consocios,  le  concede,  sin  embargo,  la  fa- 
cultad de  asociar  al  tercero  á  sí  mismo;  pero 
en  tal  caso  se  forma  entre  él  y  el  tercero  una 
sociedad  particular  que  sólo  es  relativa  á  la 
parte  del  socio  antiguo  eri  la  primera  so- 
ciedad. 

Don  Alejandro  Coudeu  asoció  ala  casa  Cou- 
deu Camalez  Hermanos,  para  la  explotación 
del  privilegio  ó  invento;  y  en  conformidad  al 
artículo  2088,  se  formó  entre  él  y  esa  casa 
una  sociedad  particular,  que  sólo  pudo  exten- 
derse á  la  parte  que  don  Alejandro  tenía  en  el 
invento,  ó  sea  á  la  mitad  de  él,  y  consecuen- 
cia! mente  á  la  mitad  de  los  provechos  que  su 
explotación  produjera. 

Las  utilidades  resultantes  de  la  explotación 
de  todo  el  invento  debían,  por  tanto,  dividirse 
en  partes  iguales,  retirando  Contreras  la  suya 
y  dejándose  á  don  Alejandro  Coudeu  la  otra 
mitad,  que  este  ultimo  podía  comunicar  con 
el  tercero,  esto  es,  con  Coudeu  Camalez  Her- 
manos, en  la  forma  que  hubiere  estipulado; 

6*^  Que,  durante  la  tramitación  observada 
ante  la  justicia  ordinaria,  se  ordenó,  es  cierto, 
la  exhibición  de  los  libros  de  Coudeu  Camalez 
Hermanos,  pero  el  Tribunal  de  cuya  sentencia 
se  reclama  ha  afirmado  como  un  hecho  de  la 
causa,  no  susceptible  en  este  concepto  de  ser 
discutido  en  el  recurso,  que  Contreras  no  ha 
aceptado  dichos  libros; 

7^  Que,  aún  cuando  en  el  considerando  dé- 
cimo tercero  del  fallo  recurrido,  se  dice  que  "el 
estracto  de  los  libros  de  Coudeu  Camalez  Her- 
manos, si  bien  pudiera  hacer  fe  en  causas  en- 
tabladas contra  esa  razón  social,  no  consti- 
tuye un  medio  probatorio  con  suficiente  fuerza 
legal  en  el  presente  caso,  en  que  se  trata,  no 
de  una  acción  contra  la  casa  Coudeu  Camalez 
Hermanos,  sino  de  una  personal  contra  don 
Alejandro  Coudeu*';  de  autos  aparece,  sin  em- 
bargo, que  el  Tribunal  se  ha  ceñido  en  general 
al  mérito  que  arrojan  esos  libros  para  deter- 
minar los  gastos  y  establecer  los  beneficios  del 
negocio  cuj'a  liquidación  le  fué  encomendada; 

8^  Que  la  circunstancia  de  hallarse  asenta- 
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da  una  partida  de  gasto  en  un  libro  de  co- 
merdo  podVá  demostrar  que  el  gasto  se  ejecu- 
tó efectivamente,  pero  no  excluye  el  derecho 
de  comprobar  que  la  inversión  fué  ilegal,  ó  no 
corresponde  á  la  naturaleza  del  negocio,  ó  no 
gtxar'ásL  proporción  con  el  servicio  ú  objeto  á 
que  se  supone  destinada; 

9*^  Que,  por  otra  parte,  aunque  los  libros  de 
comercio  llevados  en  forma  constituyen  un 
medio  de  prueba  en  las  causas  mercantiles  que 
los  comerciantes  agiten  entre  sí,  ese  medio  no 
obsta  á  la  presentación  de  otros  medios  pro- 
batorios reconocidos  también  por  la  ley,  ni 
impide,  por  consiguiente,  el  ejercicio  de  la  fa- 
cultad que  al  Tribunal  sentenciador  pertenece 
dé  apreciad  el  mérito  comparativo  de  todos 
ellos,  á  fin  de  establecer,  conforme  á  esa  apre- 
dación,  cuáles  son  los  hechos  probados  en  el 

> 

juido; 

ló.  Que  si  bien  los  jueces  de  la  causa  han  re- 
ducido algunas  de  las  partidas  de  gastos  asen- 
tado' eü  los  libros,  lo  han  hecho  en  vista  de 
consideraciones  y  antecedentes  del  proceso  á 
que  han  atribuido  mayor  fuerza;  y  no  aparece 
()ue  al  juzgar  de  ese  modo,  hayan  quebranta- 
do algiín  precepto  legal; 

11.  Qüé^^^^cnt^o  constituido  los  libros  de 
Coudeú  Camalez  y  Hermanos,  según  se  ha  ex- 
presado anteriormnte,  la*  base  fundamental 
para  lá  liquidación  de  que  se  trata,  sin  más 
excepdoñes  que  las  determinadas  por  la  exis- 
tendá  de  otros  elementos  del  proceso  que  el 
ifribunal  ha  avaluado  en  uso  de  sus  faculta- 
des privativas,  resulta  que  el  concepto  emiti- 
do eñ  ef  considerando  décimo  tercero  de  la 
sentencia,  aun  en  el  supuesto  de  ser  erróneo, 
rio  habría  influidoen  lo  dispositivo  del  fallo; y 

12.  Que,  por  igual  motivo,  es  inoficioso  con- 
sideraf  las  causales  que  se  fundan  en  no  ha- 
berse dado  al  certificado  del  secretario  el  va- 
lóV  legal  que  le  corresponde  para  acreditar  la 
inspección  de  los  libros  por  el  juez  déla  causa; 
ya  qtíé,  aceptado,  como  lo  ha  sido,  el  mérito 
ptohátotio  de  esos  libros,  las  consideraciones 
de  la  sentencia  relativas  al  valor  de  aquel  cer- 
tificado', verdaderas  ó  nó,  no  han  influido 
tampoeo  en  su  parte  resolutiva. 

Vis^o  además  lo  prescrito  en  los  artículos 
940,  9ág  en  refadón  con  el  977,  960,  979  y 
249  d«í  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  de- 


clara improcedente  el  recurso  de  casación  c 
el  fondo,  en  cuanto  aparece  formalizado  ce- 
tra la  sentencia  arbitral  de  primera  instanuí 
de  6  de  agosto  de  1903,  y  sin  lugar  dicbj :: 
curso  en  cuanto  se  ha  interpuesto  contra  tií* 
lio  de  14  de  enero  de  1905,  con  costai  y 
aplica  al  Pisco  la  cantidad  consignada. 
Redactada  por  el  Ministro  señor  SaaTcc:: 
Acordada,  en  cuanto  rechaza  el  recurso  .:■ 
terpuesto  contra  la  sentencia  de  segunda  is- 
tancia,  contra  el  voto  del  señor  Fostcr  Rín- 
"barren,  quien,  por  los  fundamentos  qoe  c:> 
signa  en  el  libro  de  acuerdos,  fué  de  opÍE  c 
que  se  diera  lugar  á  dicho   recurso.— Gafcri 

Gaete V,  Aguirre   V,— Carlos   Varas.-Ál¿ 

Saavedríi.—E.  Foster  Recabarrea.^J.  Berzi- 
les,^.  Alejo  Fernández. 

VOTO   ESPECIAL 

En  la  causa  arbitral  seguida  entn  dcr 
Luis  Contreras  y  don  Alejandro  Coudca  Ca- 
malez sobre  liquidación  de  cuentas,  el  iaírcs- 
crito,  contra  la  opinión  de  la  mayoría  de 
Tribunal,  fué  de  parecer  que  se  diera  /agara.' 
recurso  de  casación  en  el  fondo  interpuesto 
por  el  último  de  los  nombrados,  en  virtud  ie 
los  razonamientos  y  de  los  hechos  del  juid: 
que  en  seguida  se  consignan: 

1*^  Que  don  Luis  Contreras  y  don  Alejac- 
dro  Coudeu  Camalez  son  dueños  por  raitáii 
del  invento  patentado  de  albardones  sisteca 
Contreras,  con  dominio  que  ha  establíci'^^ 
entre  ellos  una  comunidad,  (los  tribunalcsb 
han  calificado  de  cuentas  en  participaciód 
para  la  explotación  del  privilegio.  Patentf  i 
declaración  de  las  sentencias; 

2^  Que  don  Luis  Contreras,  sin  intfrrff 
ción  de  su  comunero,  pretendió  donar  al  Fis- 
co el  invento  recordado,  por  cuya  pretendida 
donación,  la  cual  al  fin  no  se  llevó  á  '•abo,  1» 
superioridad  militar  le  dio  las  gracias.  Sow 
ú  oficios  de  fs.; 

3*^  Que  á  su  vez  don  Alejandro  Condea  Ca 
malez,  por  las  razones  buenas  ó  malas  q8< 
ha  hecho  presente  en  la  secuela  del  juiao,  «* 
tregó  el  mismo  invento,  ó  más  bien  dicho  au- 
torizó á  una  tercera  entidad,  la  casadeCoc- 
deu  Camalez  Hnos.,  para  que  fabncaraa»- 
bardones  por  el  sistema  Contreras; 
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4P  Que  en  tal  virtud  la  mencionada  casa, 
que  la  forman  don  José,  don  Alejandro  y  don 
Martín  Coudeu  y  don  Luis  Lustean,  celebró 
con  el  Fisco  el  contrato  para  la  confección  de 
3.000  albardones  del  sistema  antedicho,  con- 
'  trato  que  se  cumplió  en  todas  sus  partes,  de- 
jando á  la  casa  fabricadora  provechos  más  ó 
menos  considerables; 

5^  Que  Contreras  no  sólo  tuvo  conocimien- 
to del  acto  ejecutado  por  su  condueño  en  el 
invento,  sino  que  consintió  tácitamente  en 
él,  percibiendo  en  su  oportunidad  de  la  casa 
Coudeu  Camalez  Hnos.  cierta  suma  de  dine- 
ro por  cada  albardón.  Declaración  de  la  sen- 
tencia confirmada,  y  escrito  de  réplica  de  Con- 
treras; y 

6^  Que  de  este  conjunto  de  circunstancias, 
ó  sea  en  síntesis  del  uso  hecho  por  la  casa 
Coudeu  Camalez  Hnos.  en  su  contrato  con 
el  Fisco  del  invento  patentado,  perteneciente 
á  la  comunidad  Contreras-Coudeu,  debieron 
nacer  relaciones  jurídicas  entre  los  constructo- 
res y  los  dueños  del  privilegio,  relaciones  de 
hecho  y  de  derecho,  de  índole  y  alcance  total- 
mente distintos  según  fuera  el  punto  de  mira 
ó  el  aspecto  bajo  el  cual  se  las  contemplara. 
Esos  aspectos  podrían  ser  principalmente 
estos  dos: 

O  la  casa  Coudeu  Camalez  Hnos.  procedió 
en  su  contrato  con  el  Fisco  con  independencia 
absoluta  de  la  comunidad  Contreras-Coudeu, 
cuyos  derechos  de  invención  habrían  sido  así 
atropellados  y  preteridos,  ó  procedió  por  el 
contrario  con  el  acuerdo  expreso  ó  tácito  de 
esta  última. 

En  el  primer  caso  toda  idea  de  comunidad 
entre  inventores  y  constructores  desaparece. 
Unos  y  otros  obran  de  su  cuenta  y  riesgos,  v 
tienen,  por  eso  mismo,  derechos  y  responsa- 
bilidades propias  que  no  se  entraban  ni  con- 
funden. 

La  sociedad  constructora,  á  pesar  del  abu- 
so que  podría  enrostrársele  de  haber  confeccio- 
nado albardones  por  un  sistema  particular, 
cuyo  uso  exclusivo  pertenecía  a  la  comunidad 
Contreras-Coudeu,  habría  sido,  sin  embargo, 
dueña  absoluta  del  contrato  con  el  Fisco,  y 
naturalmente,  dueña  también  absoluta  de  sus 
provechos  y  utilidades. 

La  comunidad  inventora  habría  teni(]o  por 


su  parte  el  derecho  de  ser  indemnizada  conve- 
nientemente por  el  uso  que,  sin  anuencia  su» 
ya,  se  habría  hecho  de  ese  privilegio.  Y  la  de- 
manda dentro  de  la  cual  se  ejercitara  esa 
acción  de  perjuicios,  podría  haberse  dirigido 
tanto  contra  hi  casa  constructora  como  con- 
tra el  Fisco  que  contrató  con  ella,  ó  sea  con- 
tra los  que  abusivamente  usufructuaron  del 
in\ento.  Considerada  la  cuestión  bajo  este 
aspecto,  no  habría  habido  demanda  por  ren- 
dición de  cuentas,  como  en  el  caso  de  autos,  y 
el  monto  de  la  indemnización  habría  tenido 
que  regularse  en  definitiva  tomando  en  cuen- 
ta la  mayor  ó  mem  r  importancia  del  inven- 
to, y  la  suma  de  capitales  y  de  esfuerzos  gas- 
tados por  la  casa  constructora  en  la  ejecu- 
ción de  la  obra  convenida,  como  asimismo 
su  crédito  y  competencia  profesionales;  ele- 
mentos todos  que  debieron  concurrir  en  el 
contrato  con  el  Fisco  y  cuya  importancia 
relativa  habría  tenido  que  graduarse  en  la 
sentencia  de  término. 

Finalmente,  la  indemnización  acordada, 
cualquiera  que  fuese  su  monto,  habría  perte- 
necido por  entero  á  la  comunidad  Contreras- 
Coudeu,  dueña  del  invento  privilegiado,  no  á 
don  Luis  Contreras  únicamente,  y  solo  se  ha- 
bría procedido  á  su  reparto  entre  el  expresa- 
do Contreras  y  don  Alejandro  Coudeu  cuan- 
do la  comunidad  ó  sus  utilidades  se  hubieran 
liquidado  con  arreglo  á  la  ley; 

7^  Que,  en  el  segundo  caso  de  los  contem- 
plados más  arriba,  esto  es  en  el  supuesto  que 
la  casa  Coudeu,  Camalez  Hnos.  hubiera  pro- 
cedido en  su  contrato  fiscal  con  la  autoriza- 
ción expresa  ó  tácita  de  la  comunidad  Con- 
treras, fisonomía  ésta  del  asunto  que  en  con- 
cepto del  que  suscribe  guardaría  más  confor- 
midad con  los  antecedentes  del  negocio  y  con 
el  mérito  jeneral  del  proceso,  se  habría  esta- 
blecido una  comunidad  de  hecho  entre  la  ca- 
sa constructora  por  un  lado  y  la  comunidad 
dueña  del  invento  por  el  otro,  á  fin  de  explo- 
tar ese  invento  mediante  el  contrato  celebra- 
do con  el  Fisco. 

Aquí  si  que  habría  procedido,  una  vez  ter- 
minado el  negocio  común,  la  correspondiente 
rendición  de  cuentas  por  parte  de  la  sociedad 
que  lo  admitió,  la  liquidación  de  las  utilida- 
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des  obtenidas  y  sa  reparto  proporcional  en- 
tre las  dos  entidades  comuneras. 

Así  esa  rendición  de  cnentas  no  se  hubiera 
producido.  Don  Luis  Contreras  habría  tenido 
perfecto  derecho  para  demandarla  no  por  sí, 
sino  en  representación  de  la  comunidad  Con- 
treras-Coudeu  de  que  formaba  parte;  y  la 
demanda  habría  tenido  que  dirijirla  no  contra 
don  Alejandro  Coudeu  Camalez,  que  como 
individuo  particular  no  figuraba  para  nada 
en  el  contrato  con  el  Fisco,  ni  tenía  en  conse- 
cuencia por  qué  responder  de  sus  resultados, 
sino  contra  la  casa  Coudeu  Camalez  Herma- 
nos, entidad  jurídica  distinta  de  los  socios  que 
la  componen,  y  que  como  única  contratante 
con  el  Fisco  i  administradora  del  negocio  co- 
mún, estaba  obligada  á  dar  cuenta  de  él  á  los 
demás  interesados. 

¿Y  á  quién  habría  pertenecido  la  parte  de 
utilidades  del  negocio  que  en  su  liquidación 
judicial  ó  extra  judicial  se  hubiera  adjudicado 
á  la  comunidad  Contreras  Coudeu? 

La  respuesta  es  inoficiosa;  pues  nadie  po- 
dría sostener  /^ona/ic^e  que  habría  pertenecido 
á  Contreras  con  abstracción  de  Coudeu. 

Por  el  contrario,  habría  que  concluir  en  que 
siendo  ellos  dos  los  dueños  absolutos  de  la 
comunidad  Con  trerasCoudeu  propietaria  del 
invento  de  los  albardones,  según  declaración 
judicial  ejecutoriada,  á  ellos  dos  habría  per- 
tenecido también  por  mitad  el  provecho  ob- 
tenido en  el  negocio  con  la  casa  antes  nom- 
brada. 

Pero  el  demandante  es,  con  arreglo  á  dere- 
cho, el  dueño  de  su  pleito,  y  como  tal  elige  la 
acción  que  cree  más  conveniente  á  sus  intere- 
ses, sin  que  sea  lícito  á  los  tribunales  ende- 
rezar la  litis  por  un  camino  diverso  del  esco- 
gido por  el  actor,  aunque  aparezca  mejor  y 
más  expedito. 

Don  Luis  Contreras,  para  entablar  su  de- 
manda, no  se  puso  en  ninguno  de  los  dos  even- 
tos más  arriba  contemplados. 

No  demandó  perjuicios  de  la  casa  construc- 
tora por  el  uso  indebido  del  invento  de  que 
era  dueño  en  común  con  don  Alejandro  Cou- 
deu. 

No  exigió  tampoco  rendición  de  cuentas  de 
la  casa  Coudeu  Camalez  Hermanos  en  el  su- 
puesto deque  el  contrato  con  el  Fisco  hubiera 


pertenecido  á  dicha  casa  y  á  la  comzci* 
Contreras-Coudeu. 

No  hizo  nada  de  eso,  y  al  revés,  declarí  i- 
plícitamente  que  nada  tenía  que  ver  ees ' 
cha  casa,  sino  con  don  Alejandro  Condes  I. 
malez  personalmente,  bien  fuera  en  su  ca- 
de persona  natural  ó  bien  como  comnoer? : 
Contreras  en  el  dominio  y  esplotadón  de  : 
vento  de  los  albardones; 

8^  Que,  de  acuerdo  con  esta  idea,  Co-.!í 
ras  demandó  á  don  Alejandro  Coudeu  dzi 
lez  para  que  por  sí  le  rindiera  cuenta  del  f: 
trato  con  el  Fisco  y  le  pagara  los  saldos .:: 
resultaran,  después  de  deducidos  los  aar: 
pos  que  confesaba  haber  ya  percibido; 

9^  Que,  los  tribunales  de  la  causa,  acrfj 
ron  la  demanda  en  los  términos  propuestc^ 
por  sentencias  ejecutoriadas  mandare::  :c: 
dir  la  cuenta  pedida  y  que  se  abonaran  a»  f 
mandante  los  saldos  que  se  le  adeudarar: 

10.  Que,  en  este  pleito  no  ha  sido  oí  lar 
ha  intervenido  para  nada  la  casa  de  Coae. 
Camalez  Hnos. 

11.  Que,  en  presencia  de  este  conjunto  : 
antecedentes  jurídicos,  de  carácter  inarr.y- 
ble  y  considerando  que  el  negocio  ccleWiJ 
entre  el  Fisco  y  la  casa  Coudeu  Camalez  Re' 
manos  no  es  de  don  Alejandro  Coudeu,  i;í:« 
sólo  tiene  en  él  la  participación  que  cocc . 
socio  de  la  mencionada  casa  le  correspon/ 
es  evidente  ajuicio  del  suscrito,  queenclcs^ 
contemplado  en  la  demanda  de  Contrcra* 

• 

acojido  por  los  jueces  del  fondo,  no  eso::'' 
de  ser  otro  que  el  previsto  por  el  art».- 
2088  del  Código  Civil,  según  el  cual  un  sod 
aun  ejerciendo  las  mas  amplias  facultades  ^ 
ministrativas  como  don   Alejandro  dr: : 
Camalez  en  la  casa  de  Coudeu  Camalez Hc-^ 
no  puede  incorporar  á  un  tercero  en  la  s>^"*" 
dad,  6  sea  á  don  Luis  Contreras,  ó  másb^ 
dicho  á  la  comunidad  Contreras-Coudeu,  <' 
el  consentimiento  de  sus  consocios;  perop^ 
de  sin  este  consentimiento  asociarle, así n^"*- 
mo,  y  se  formará  entonces  entre  él  y  el  teñí' 
una  sociedad  particular  que  sólo  será  rt .' 
va  á  la  parte  del  socio  antiguo  en  lapricf^ 
sociedad; 

12.  Que,  la  aplicación  de  este  precepto 
artículo  2088  del  Código  Civil  en  e!  sínt'i 
en  que  lo  hace  la  mayoría  del  tribanal,  ó  sea 
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1  el  de  haber  sido  don  Alejandro  Conden  Ca- 
íales el  que  asoció  á  sí  mismo  á  la  casa  Cou- 
íu  Camalez  Hnos.  para  explotar  la  parte 
Lie  é,  él  le  cabía  en  el  invento  Contreras,  no 
aceptable  á  juicio  del  suscripto: 
1*^  Porque  para  que  se  forme  la  sociedad 
3.rticular  á  que  el  artículo  antes  citado  se  re- 
sre,  entre  un  tercero  extraño  j  un  socio  de 
na  compañía  cualquiera,  es  naturalmente, 
idíspensable  que  exista  una  sociedad,  nada 
e  lo  cual  ocurre  en  el  caso  de  autos,  tanto 
Drque  el  mero  hecho  de  ser  dos  personas 
iieñas  en  coman  de  una  patente  6  privilejio 
idustríal  que  no  es  explotada  por  ellas  mis- 
tas, no  importa  por  sí  sola  la  constitución 
e  una  sociedad  en  actual  giro,  como  porque 
quí  no  se  trata  tampoco  de  la  explotación 
el  invento  patentado  como  motivo  princi- 
al  ó  exclusivo  de  un  negocio,  sino  que  se 
rata  de  la  explotación  del  contrato  celebra- 

0  por  la  casa  Coudeu  Camalez  Hnos.  con  el 
*isco  para  la  construcción  de  tres  mil  albar- 
ones.  Y  si  bien,  es  cierto  que  en  ese  contrato 
í  utilizó  el  sistema  patentado  Contreras,  esa 
ircunstancia  constituye  sólo  un  detalle  de  la 
ibricación  que  podrá  dar  origen  á  ciertos  de- 
echos  y  prestaciones  en  favor  de  sus  dueños; 
•ero  que  no  puede  modificar  la  personalidad 
le  los  contratantes  en  términos  tales  de  hacer 
[ue  el  negocio  del  Fisco  con  la  casa  Coudeu 
Camalez  Hnos.  pase  á  formar  parte  del  pecu- 
io  particular  de  la  comunidad  Contreras- 
Monden,  y  que  los  verdaderos  y  únicos  con 
ratantes  no  tengan  otro  carácter  ni  derechos 
ue  el  de  socios  particulares  de  uno  de  los 
liembros  de  la  citada  comunidad  y  sólo  en  la 
►arte  que  aquél  tenga  en  el  invento; 

2^  Porque  como  consecuencia  de  lo  d¡- 
ho,  se  desprende  que  no  fué  el  negocio  de 
a  casa  Coudeu  Camalez  Hnos.  como  el  Fisco 

1  que  se  entregó  á  la  comunidad  Contreras - 
-oudeu  ó  á  algunos  de  sus  miembros  para 
[Qe  fuera  explotado  por  ellos,  sino  que,  por 
1  contrario,  fué  el  invento  patentado  Contre- 
as  el  que  con  ó  sin  la  anuencia  de  sus  du?- 
'os,  se  utilizó  por  la  casa  constructora  en 

I n  negocio  particular  suyo. 

3^  Porque  pudiendo  afectar  á  los  intereses 
^e  la  casa  Coudeu  Camalez  Hnos.  la  declara- 
i6n  de  que  con  motivo  del  contrato  celebra- 


do por  ella  con  el  Fisco  se  habría  formado 
una  sociedad  de  hecho  entre  la  mencionada 
casa  y  su  socio  administrador  don  Alejandro 
Coudeu  para  explotar  la  parte  que  á  éste  co- 
rrespondía en  el  privilegio  de  los  alhardones 
sistema  Contreras,  y  que  por  tal  causa  la 
nueva  sociedad  sólo  sería  dueña  de  la  mitad 
de  los  producidos  líquidos  del  contrato  perte- 
neciendo la  otra  mitad  á  don  Luis  Contreras, 
tercero  extraño  que  no  intervino  para  nada 
•  en  el  negocio,  tal  declaración  no  habría  podi- 
do dictarse  sin  oir  previamente  á  la  casa  in- 
teresada, so  pena  de  nulidad;  y 

4f'  Porque  los  jueces  del  fondo,  al  prescindir 
de  esta  litis  de  la  casa  Coudeu  Camalez  Hnos. 
y  al  aceptar  como  único  contradictor  legítimo 
del  demandante  á  don  Alejandro  Coudeu  Ca- 
malez, situaron  de  hecho  la  cuestión  debatida 
y  la  fallaron  de  derecho  bajo  el  aspecto  con- 
templado en  el  considerando  11^  de  este  vo- 
to; 

13.  Que  en  tal  concepto  y  para  proceder 
á  la  liquidación  acertada  de  los  derechos  y 
responsabilidades  recíprocas  de  los  distintos 
asociados  en  la  explotación  de  albardones, 
según  el  aspecto  en  que  los  jueces  del  fondo 
han  contemplado  este  negocio,  conviene  de- 
terminar con  fijeza  los  diversos  factores  que 
han  entrado  en  él  y  el  rol  particular  que  á  ca-  ' 
da  uno  de  ellos  les  ha  tocado  desempeñar  en 
el  contrato  con  el  Fisco. 
Esos  factores  son: 

1^  Don  Luis  Contreras  y  don  Alejandro 
Coudeu  de  consuno,  puesto  que,  como  se  ha 
visto  más  arriba,  uno  y  otro  son  dueños 
absolutos  del  invento  patentado  de  albardo- 
nes sistema  Contreras,  para  cuya  explota- 
ción y  por  no  ser  divisible  el  invento,  forman 
entre  sí  la  comunidad  Contreras-Coudeu; 

2^  Don  Alejandro  Coudeu  Camalez,  socio 
administrador  de  la  casa  Coudeu  Camalez 
Hermanos  que  dentro  del  giro  de  esta  casa 
explotó  ó  participó  de  la  explotación  del  in- 
vento patentado  perteneciente  á  la  comunidad 
Contreras-Coudeu,  para  la  cual  asoció  á  di- 
cha comunidad  á  sí  mismo  en  la  forma  esta- 
blecida por  el  artículo  2088  del  Código  Ci- 
vil; y 

3^  La  casa  Coudeu  Camalez  Hermanos  que 
aprovechándose  también  del  mismo  invento, 
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celebró  con  el  Fisco  el  contrato  de  fojas  4, 
fabricó  y  proveyó  al  ejército  del  número  de 
albardones  sistema  Contreras  que  el  citado 
pacto  determina,  y  obtuvo  por  ellos  el  precio 
estipulado; 

14.  Que,  apartada  de  este  pleito  la  casa 
Coudéu  Camalez  Hermanos,  única  contra- 
tante con  el  Fisco  por  petición  expresa  de  don 
Luis  Contreras,  la  liquidación  mandada  prac- 
ticar por  los  tribunales  ordinarios  y  encomen- 
dada al  juez  arbitro,  debió  comprender  nece- 
sariamente los  siguientes  puntos. 

1*^  Valor  recibido  de  la  Intendencia  General 
del  Ejército  por  la  casa  Coudeu  Camalez 
Hermanos  en  cumpliento  del  contrato  sobre 
albardones; 

2^  Gastos  que  ocasionó  á  dicha  casa  el  cum- 
plimiento del  contrato  aludido; 

3^  Saldo  ó  utilidad  líquida  que  dejó  la  ne- 
gociación á  la  casa  Coudeu  Camalez  Herma- 
nos; 

4?^  Parte  que  en  esta  utilidad  debe  corres- 
ponder al  socio  administrador  don  Alejandro 
Coudeu  y  que  éste  debe  á  su  vez  repartir  con 
la  comunidad  Contreras-Coudeu,  su  asociada 
para  la  explotación  del  invento  perteneciente 
á  aquella; 

5^  Proporción  en  que  debe  dividirse  esta 
parte  entre  los  condueños  del  privilegio;  y 

6'  Indemnización  á  que  tendría  derecho  la 
comunidad  Contreras-Coudeu  para  deman- 
darla de  la  casa  Coudeu  Camalez  Hermanos 
por  el  uso  que  ésta  hizo  de  la  totalidad  del 
privilegio,  previa dedución  de  la  parte  que  por 
razón  de  ese  mismo  uso  hubiera  obtenido  ya 
el  socio  don  Alejandro  Coudeu,  dueño  pro- 
indiviso  de  la  mitad  de  dicho  privilegio. 

Pero  como  esta  indemnización  no  fué  mate- 
ria discutida  en  el  juicio,  solo  podría  dar  base 
para  una  reserva  de  derechos; 

15.  Que  la  sentencia  recurrida  no  se  sujetó 
á  estas  premisas  jurídicas,  y  dando  á  los  fa- 
llos expedidos  por  la  justicia  ordinaria  un 
alcance  que  no  tienen,  arribó  á  consecuencias 
de  todo  punte  inaceptables;  puesto  que  de 
ella  resulta  que  la  mitad  de  los  producidos 
líquidos  no  del  invento  de  los  albardones,  sino 
del  contrato  celebrado  por  la  casa  Coudeu 
Camalez  Hermanos  con  el  Fisco  corresponde 
por  entero  á  don  Luis  Contreras,  con  preteri- 


ción absoluta  de  los  derechos  que  en  el  isTCfr 
to  corresponden  á  don  Alejandro  CoudfnTik 
los  que  sobre  el  contrato  fiscal  perteaecen  . 
la  casa  de  Coudeu  Camalez  Hermanos; 

16.  Que  no  obstante  de  ser  hechos  j  cae 
clusiones  inamovibles  de  la  causa: 

1^  Que  el  contrato  de  la  casa  CondM,  ít 
malez  Hnos.  con  el  Fisco  pertenece  á  esta  ccv 
ma  casa,  á  la  cual  en  este  juicio  nosebadi«> 
putado  su  dominio  ni  cobrado  indemnizacc*^ 
nes  de  ningún  género  con  el  uso  del  inTcnt.' 
de  albardones; 

2^  Que  el  invento  aludido  no  es  el  contra:, 
mismo,  sino  un  solo  elemento  cotizable  dt a 
contrato,  en  que  han  entrado  también  cosu 
factores  principales  los  demás  quescmeacb- 
nan  en  el  considerando  6^  de  este  voto,  as- 
nos todos  ellos  á  don  Luis  Contreras; 

3*^  Que  el  invento  mismo  no  le  pertcnes 
tampoco  á  Contreras  sino  á  la  comnmda. 
Contreras-Coudeu,  en  la  cual  aquel  tiene s.> 
lo  derecho  á  la  mitad  de  la  cosa  común; 

4^  Que  Ja  otra  mitad  del  invento  con» 
ponde  á  don  Alejandro  Coudeu»  quien  adt 
rads  es  socio  de  la  casa  Coudeu,  Camak 
Hnos.  y  como  tal  contribuyó  á  la  fabricaac: 
de  las  albardones  con  sus  capitales  y  su  tn 
bajo  propio;  y 

5*^  Que  las  cosas  comunes  producen  paa 
sus  dueños  en  proporción  al  derecho  de  ca» 
comunero. 

Apesar,  repito,  de  todos  estos  antcctdcíttf 
de  hecho  y  de  derecho,  la  sentencia  rcclamadi 
en  vez  de  proceder  á  la  liquidación  pendw» 
en  la  forma  que  se  indica  en  el  coosidcran^'^ 
12  de  este  voto,  declaró  que  la  mitad  delpr»^ 
ducto  líquido  del  contrato  antes  menaonau- 
corresponde  á  don  Luis  Contreras,  pretínec- 
do  así,  como  ya  se  ha  observado,  los  «n- 
chos  de  don  Alejandro  Coudeu  y  de  la  ^^ 
Coudeu  Camalez  Hnos.; 

17.  Que  para  co  m prender  la  exactitud  de  cf 
te  acertó  jurídico  y  el  error  en  qne  hainwm- 
do  lá  sentencia,  basta  recordar  que  cuando* 
trata  de  dividir  los  provechos  de  una  cosa  qo* 
pertenece  por  iguales  partes  á  dos  cqbv» 
ros,  como  en  el  caso  de  autos  el  invento « 
Contreras,  el  fallo  que  declara  que  la  íd'^*- 
de  esos  provechos  pertenece  á  nno  de  losw. 
muneros, implícitamente  declara  tambics  V^ 
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otra  mitad  pertenece  al  otro  comunero.  Lo 
le  en  este  proceso  llevaría  á  esta  conclusiiin: 
ino  la  mitad  líquida  de  los  productos  del 
•gocio  con  el  Fisco  pertenece  á  Contreras, 
gún  la  resolución  del  arbitro,  la  otra  mitad 
rbe  pertenecer  necesariamente  á  Coudeu.  Y 
itonces  cabria  preguntar:  ¿y  á  la  casa  de 
oudeu,  Camalez  Hnos.,  dueña  absoluta  del 
>ntratOy  qué  parte  se  le  deja? 
18.  Que  el  error  del  fallo  recurrido  se  com- 
rueba  todavía  por  el  hecho  de  que  no  obs- 
inte  de  pertenecer  por  mitad  el  invento 
atentado  á  Contreras  y  á  Coudeu,  podría 
n  embargo,  resultar  que  llevada  á  la  prác- 
ca  la  liquidación  ordenada  por  el  arbitro, 
3da  la  utilidad  correspondiente  á  la  comuni- 
ad  formada  por  aquellos  se  la  llevaría  Con- 
teras, y  que  Coudeu,  con  iguales  y  aun  con 
aayores  derechos  que  los  del  mismo  Contre- 
as,  en  vez  de  utilidades  reportaría  pérdidas 
lectivas. 

Y  seria  fácil  demostrarlo;  puesto  que  él  ne- 
gocio con  el  Fisco  de  la  casa  Coudeu  Ca- 
nalez  Hermanos  produjo  la  suma  líquida  de 
^  61.066,80  de  que  habla  la  sentencia  arbi- 
:ral;  y  que  de  esta  suma  don  Alejandro  Co- 
áeu  personalmente— no  la  casa  Coudeu  Ca- 
malez Hermanos  que  no  ha  sido  demandada — 
debe  pagar  á  don  Luis  Contreras  la  mitad  ó 
sean  $  30.533,40,  es  claro  que  como  el  expre- 


sado Coudeu  no  ha  podido  percibir  en  las  uti- 
lidades de  aquella  casa  otra  suma  que  la  que 
le  corresponde  por  su  cuota  social,  esto  es  el 
31.25%,  según  la  escritura,  lo  que  dá  para  él 
la  cantidad  de  $  9.083,37,  y  como  debe  pagar 
áC'ontreras  los  $  30,533.40,  á  que  lo  condena 
el  fallo,  resulta  que  habría  reportado  una  pér- 
dida neta  y  efectiva  de  $  11,450.03; 

19.  Que  lo  expuesto,  y  sin  necesidad  de  en- 
trar en  otro  orden  de  consideraciones,  es  más 
que  suficiente,  ajuicio  del  suscripto,  para  lle- 
gar á  la  conclusión  lógica  de  que  la  sentencia 
arbitral,  que  liquidando  el  haber  de  dos  co- 
muneros de  igual  derecho,  dá  á  uno  de  ellos 
todas  las  ganancias  del  negocio  común  y  al 
otro  solo  las  pérdidas,  tiene  forzosamente 
que  ser  una  sentencia  errada. 

Por  eso  v  como  en  el  recurso  de  fondo  in- 
troducido  en  estos  autos  por  la  parte  de  don 
Alejandro  Camalez  se  han  invocado,  entre 
otros  artículos  los  646, 648, 2091,  2053, 2066 
y  2305  del  Código  Civil  y  511  del  Código  de 
Comercio,  que  en  realidad  se  han  infringido 
en  la  resolución  de  que  se  reclama,  el  infras- 
crito fué  de  parecer  que  se  diera  lugar  á  dicho 
recurso  y  que,  invalidándose  la  sentencia  ar- 
bitral, se  pronunciara  por  esta  Corte  la  que 
correspondiera  con  arreglo  al  mérito  legal  de 
los  autos B.  Fóster  Recabar ren. 


Alio  m 
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SECCIÓN    PRIMERA 
CORTE    SUPREMA 


Cas,  en  la  forma.  -12  de  mnyo  áe  1906 
Lowey  con  Banco  Agrícola  (Green) 

Suspensión  del  curso  de  la  causa  — 
Incidente.  —  Excepciones  opuestas 
en  segunda  instancia  —  Traslado. 
—Citación  para  sentencia.  Falta  de 
resolución  de  las  cuestiones  contro- 
vertidas. 

Doctrina: — Sólo  se  suspende  el  curso 
de  la  causa  cuando  el  incidente  es  de 
aquellos  sin  cuya  resolución  previa  no 
puede  la  cau^a  seguirse  tramitando.  No 
tiene  tal  carácter  el  incidente  en  que  el 
apelante  pide  se  tengan  por  agregadas 
á  la  apelación  las  excepciones  de  tran- 
sacción y  cosa  juzgada  sin  expresar  que 
las  opone  como  incidente  de  previo  v  es- 
pecial pronunciamiento. 

SUi'RBMA 


El  decreto  de'* traslado*^  recaído  en  un 
incidente  no  suspende  por  sí  solo,  siel  Tri- 
bunal no  lo  expresa  y  el  decreto  ''en  rela- 
ción^* recaído  en  la  apelación  pendiente; 
y  con  el  decreto  de  "autos"  puesto  en  el 
escrito  en  que  la  parte  contraria  respon- 
de, puede  el  Tribunal  pronunciarse  en  una 
sola  vista  sobre  dicho  incidente  i  la  ape- 
lación pendiente,  sin  que  por  ello  falte  la 
citación  para  sentencia. 

No  hay  omisión  en  el  fallo  si  se  declaran 
inadmisibles  las  excepciones  opuestas  por 
carecer  de  base  legal. 


En  una  ejecución  seguida  en  Valparaíso  por 
el  Banco  de  Chile,  en  subrogación  del  Banco 
Agrícola,  contra  don  Teodoro  Lowey  sobre 
cobro  de  una  cantidad  de  dinero,  se  celebró 
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entre  las  partes  un  convenio  para  que  se  ad- 
judicaran al  ejecutante  á  cuenta  de  su  crédito 
las  propiedades  embargadas  al  deudor  en  Vi- 
ña del  Mar,  Miramary  Valparaíso,  convenio 
f(ue  se  redujo  á  escritura  pública  en  18  de 
Diciembre  de  1900  ante  el  Notario  don  Pedro 
Plores  Z.,  sin  que  hubiere  firmado  esta  escri- 
tura el  Banco  ejecutante,  sino  sólo  el  deudor 

Lowe^'  con  el  juez  de  la  causa. 

Más  tarde,  en  28  de  Noviembre  de  1904,  el 
Banco  de  Chile  cedió  á  don  Alejandro  Orcene 
C.  todos  los  derechos  que  le  correspondían  en  el 
referido  convenio,  sin  responsabilidad  ulterior 
alguna  para  el  Banco  cedente,  comprendién- 
dose también  en  la  cesión  todos  los  derechos 
y  obligaciones  de  cualquiera  especie  corres- 
pondientes al  mismo  Banco  en  sus  relaciones 
con  Lowej'  dentro  del  expediente  ejecutivo. 
La  escritura  pública  de  cesión  otorgada  en 
Valparaíso  ante  el  notario  Rivera  Blin  en  la 
fecha  que  se  deja  indicada  expresa  que  pre- 
sente al  acto  don  Teodoro  Lowey,  expuso 
que  por  su  parte  consentía  expresamente  en 
la  cesión  v  subrogación  de  derechos  va  referida 
y  que  confirmaba  y  ratificaba  en  todas  sus 
partes  la  transacción  anterior  de  1900,  no 
habiendo  inconveniente  por  su  parte  para  que 
la  escritura  de  adjudicación  respectiva  se  es- 
tendiera directamente  á  favor  y  á  nombre  de 
don  Alejandro  Grcene,  como  cesionario  del 
Banco  de  Chile. 

Con  posterioridad  en  el  cxpedienteejecutívo, 
don  Alejandro  Greene  C.  y  don  Teodoro 
Lowev  de  común  acuerdo,  solicitáronse  man- 
dará  extender  á  favor  dei  primero  la  escritura 
de  adjudicación  respectiva  en  la  misma  forma 
que  la  acordada  por  el  Banco  de  Chile  en  el 
convenio  ya  citado.  Habiéndose  proveido  fa- 
vorablemente esta  solicitud  se  extendió  la 
escritura  de  adjudicación  en  Valparaíso  el  30 
de  Noviembre  de  1904-,  ante  el  notario  sefior 
Rivera  Blin,  suscribiéndola  el  señor  juez  de  la 
causa  don  José  R.  Guzmán  y  el  adjudicatario 
don  Alejandro  Greene  C. 

Con  estos  antecedentes,  don  Teodoro  Lo- 
wey se  presentó  exponiendo  que  se  había 
procedido  sin  su  notificación  y  sin  haber  fir- 
mado él  la  escritura  á  desarchivar  el  expe- 
diente ejecutivo  y  á  inscribir  las  propiedades 
á  nombre  del  señor  Greene;  por  lo  cual  pidió 
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se  declarasen  nulas  las  providencias  rclri; 
á  desarchivar  el  expediente  y   la  adju.lkcr 
de  los  bienes  embargados  y  especial  raen 'c 
inscripciones  á  que  se  refiere  la  escritura.: 
de  Noviembre  de  1904..   Con  la  respue.>i.i 
dio  don  Alejandro  Greene  al  traslado  y :..  • 
que  se  le  confirió  de  esta  solicitud,  >.-  re. 
el  incidente  á   prueba  por  ocho  días,  vc 
mérito  de  la  rendida  se  dictó  la  s¡íru¡cr.-j 
solución: 

Valparaíso,  junio  23  de  1905,— Cob- 
rando: 

1*^  Que  en  demostración  de  que  don  Tc^ 
ro  Lowey  firmó  el  escrito  en  que  tie  en: 
acuerdo  se  pedía  del  desarchivo  de  los  . ;: 
y  se  extendiera  la  escritura  de  adjudicac:' 
que  allí  se  trata,   obran  el  testimonio  de  . 
Laurencio  Roldan,  que  dice  haber  visto  e«  .. 
par  la  firma,  y  el  cotejo  practicado  poruii? 
nistros  de  fé,  que  aseguran  ser  aquella  ir 
igual  ¿1  otras  auténticas  del  sefior  Lowc 
2^  Que,  además,  el  juzgado,  en  uso  -i 
atribución  que  le  confiere  el  artículo  '.U2  . 
Código  de  Procedimiento  Civil,  adhiere  z." 
dicado  informe  pericial  y  reputa  autcntiir.i 
fírma  cuestionada; 

3*?  Que,  á  mayor  abundamiento  no  tT.í- 

dispensable  que  Lowey  firmara  la  solicita:  . 

adjudicación,  atendidos  los  términos  dcK' 

venio  de  cesión  á  que  esa  solicitud  se  reht" 

No  ha  lugar  á  lo  exigido  por  don  Teí»' ' 

Lowey  en  su  escrito  con  costas •/.  /?.  Gt¡z¡r  ■ 

Apelada  esta  resolución  y  estando  la  :- 
tancia  con  e!  decreto  de  **autos  en  rel.ui' 
notificado  á  las  partes,  don  Teodoro  U  e 
presentó  al  Tribunal  de  Alzada  un  escrit  ■  . 
que  expone  que  á  la  excepción  de  forma  ic  • 
cida  contra  la  escritura  de  adjudicad*':. * :• 
mada  por  el  juzgado  de  letras,  venía  cr.  o: 
ner  también,  como  excepción  por  ddccto  ^ 
forma,  reservándose  las  de  fondo,  ladee*, 
juzgada  y  transacción,  á  causa  de  que  la  a'- 
judicación  de  las    propiedades    depenílía  c 
una    escritura  de  transacción,    entre  ci!»  * 
condiciones  estaba  la  de  tener  que  ser  t* 
última  aprobada  por  la  justicia,  v  Hesp- 
ía adjudicación  ser  firmada  por  lasiiii>   * 
partes  á  más  del  juez  letrado;  y  con  n'i.i' '  ■ 
de  estas  condiciones  se  ha  cumplido,  "pi^^-  ' 
la  transacción  con  el  señor  Greene  esin'''K  * 
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bada  respecto  de  él  personalmente  por  la  jus 
ticia  ni  la  adjudicación  que  se   le  estendiera 
tiene  la  firma  personal  mía" 

Por  K)  cual,  y  con  arreglo  á  lo  presento  en 
el  inciso  3^  del  artículo  300  del  Código  de 
rrovOíMinicntn  Civil,  terminó  suplicando  se 
tuviera  por  agregada  estas  excepciones  y 
proveer  á  su  respecto  como  fuere  de  derecho. 

Con  la  respuesta  de  don  Alcjnndro  Grceneá 
esta  solicitud,  ev^icuando  el  traslado  que  se 
le  (lió  de  ella,  la  Corte  de  Apelaciones  de  Val- 
paraís(í»  en  19  de  agosto  de  1905,  dictóla 
providencia  de  "autos". 

La  C  >rte  rcso  vió: 

Valparaíso,  21  de  septiembre  de  1905. -Vis- 
tos: Teniendo  presente  que,  atendidas  la  na- 
turaleza é  índole  del  incidente  promovido  por 
don  Teodoro  Lowcy,  carecen  de  base  legal  las 
excepciones  de  cosa  juzgada  y  de  transacción 
por  él  aducidas  en  segunda  instancia,  se  de- 
claran   inadmisibles  dichas  excepciones. 

Se  confirma,  con  costas  también  del  recur- 
so, la  resolución  apelada  de  23  de  junio  úl- 
timo. 

Agregúese  el  pa[)el  sellado  correspondiente 
—fí.  Alamos  (¡onzííJcz. — Ltiis  Ignacio  Silva. — 
l*vf¡ro  X.  PiíiCihi. 

Contra  esta  senteuiia  interpuso  Lowey  los 
recursos  de  casación  en  la  f(.)rma  y  en  el  fondo 
y  formalizando   el  primero,   sostiene   (pie   la 
gestión  actual  sobre    la    nididad    de   un  acto 
sustancial  de  la  ejeeiición,  dada  la  importan- 
cia del  asunto,  constituve  un  iiucio  declarati- 
vo  en  que   se  discute  la  validez  de  un  instru- 
mento   púbHco.    Agrega   (pie   en  scgundíi  ins- 
tancia   invocó    además    las     excepciones    de 
transacción  v  cosa  juzgada  que  el  contendor 
objetó  de  improcedentes  por  falta  de  demanda 
en   forma;  v  sin    duda   por  esta  alegación  el 
Tribunal    declaró   improcedentes    cbchas   ex- 
cepciones en  la  resolución  misma  de  la  causa, 
ó  sea  ai  confirmar  la  sentencia  apeladíi,  á  pe- 
sar de  (pie,  como  cuestión  de  carácter  acceso- 
fío,   debió  re^olver   previamente.    Va\   efecto, 
dehía  entenderse  que  el   decreto  "autos"  sus- 
^'cndía  el  de  "en  relación"  anteriormente  dic- 
tado sobre  la  apelación,  y  sns[)endido,  no  j)u- 
do  verse  la  apelación  sin  haberlo  revocado. 


Según  el  recurrente  resulta  de  aquí  la  pri- 
mera causal  de  casación  en  la  forma,  d  saber: 
que  el  fallo  de  21  de  septiembre  reclamado  ha 
sido  es[)cdido  sin  citación  para  sentencia  ó 
señalamiento  de  día  para  su  vista,  trámite 
esencial  según  los  números  5*^  y  (\^  del  artícu- 
lo 970  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
cuya  omisión  constituye  la  novena  causal  de 
casación  en  la  forma,  según  el  artículo  94-1 
del  mi^mo  Código,  aún  cuando  el  fallo  se  con- 
siderase interlocutorio  (art.  942). 

La  segunda  causal  de  casación  en  la  forma 
consiste,  según  el  recurrente,  en  haber  el  Tri- 
bunal dejado  de  pronunciarse  sobre  las  dos 
excepciones  que  aquél  opuso  en  segunda  ins- 
tancia, ya  incorporadas  al  juicio,  como  lo 
manda  el  artículo  3^  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  incurriendo  así  en  la  causal  quin- 
ta de  casación  en  la  forma  del  artículo  941 
citado,  pues  la  sentencia  recurrida  no  com- 
prendió la  decisión  de  todas  las  acciones  y 
excepciones  hechas  valeren  el  juicio,  pues  no 
es  fallar  acerca  de  ellas  declararlas  inadmisi- 
bles. 

La  tercera  causal  de  casación  alegada  por 
Lowey,  es  que  el  fallo  recurrido  contiene  deci- 
siones contradictorias.  En  efecto,  dice,  entre 
mis  excepciones  de  segunda  instancia,  estaba 
la  de  no  haberse  firmado  por  mí  en  persona 
la  escritura  de  adjudicación.  Pues  bien,  en  la 
sentencia  apelada  (considerando  3"),  se  con- 
templabaesa  misma  excepción  para  desechar- 
la, no  por  itiadniisible,  sino  por  estimaila  ine- 
ficaz, atendida  laescriturade  cesión  del  Raneo 
á  (jreene.  Como  la  sintencia  recurrida  cí)n- 
firma  íntegramente  la  de  primera  instancia  y 
á  la  vez  declara  inadmisible  la  indicada  cxc«p- 
c¡ón,es  claro  que  se  han  dictado  por  el  Tribu- 
nal decisiones  contradictorias. 

La  Corte: 

Considerando  respecto  de  la  primeríi  causal: 
1*^  Que,  atendidos  l(.)s  términos  esjilícitos 
del  escrito,  el  recurrente  se  limitó  á  pedir  «^c 
tuvieran  por  agregadas  á  la  apelación  [)en- 
diente  las  excej)ci(ínes  de  transacción  v  cosíi 
juzgada,  sin  indicar  siípiijra  (pie  las  oponía 
como  incidente  de  previo  y  csj)ecial  pronun- 
ciamiento; 
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2^  Que  el  Tribunal  de  Alzada,  al  comunicar 
traslado  de  esta  solicitud,  tampoco  suspen- 
dió el  decreto  **en  relación"  que  ya  había  dic- 
tado sobre  lo  principal; 

3^  Que,  segün  la  regla  general  del  artícu- 
lo 90  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  sólo 
se  suspenderá  el  curso  de  una  causa  cuando 
el  incidente  promovido  fuere  de  aquellos  sin 
cuya  previa  resolución  no  puede  dicha  causa 
seguirse  sustanciando,  lo  que  no  ocurre  en  el 
presente  caso;  y 

4°  Que,  en  consecuencia,  pudo  el  Tribunal 
pronunciarse  en  una  sola  vista,  tanto  sobre 
la  apelación  pendiente,  como  sobre  el  inciden- 
te introducido,  sin  que  por  ello  faltara  la  ci- 
tación para  sentencia. 

Considerando  que,  en  el  supuesto  de  ser  ad- 
misible el  recurso  por  la  segunda  causal,  no 
se  habría  omitido  el  pronunciamiento  del 
Tribunal  sobre  las  excepciones  agregadas  en 
segunda  instancia,  puesto  que  fueron  expresa- 
mente declaradas  inadmisibles,  por  carecer 
de  base  legal,  atendida  la  naturaleza  del  inci- 
dente promovido. 

Teniendo  presente  respecto  de  la  tercera 
causal,  siempre  en  el  supuesto  de  admisibili- 
dad contemplado  en  el  considerando  ante- 
rior: que  la  sentencia  recurrida  no  contiene 
las  decisiones  contradictorias  que  el  recurren- 
te cree  descubrir  en  ella;  pues  la  sentencia  f!e 
primera  instancia  confirmada  por  aquélla,  no 
recayó  sobre  la?  indicadas  excepciones  de  tran- 
sacción y  cosa  juzgada  opuestas  áfs.  135,  sino 
sobre  la  nulidad  cuya  declaración  se  pidió, 
apoyándose  el  solicitante  en  el  hecho  de  no 
haber  firmado  el  escrito  de  fs.  467  del  cuader- 
no ejecutivo  y  en  que  no  se  le  notificó  lo  pre- 
venido en  el  mismo  escrito: 

Visto,  además,  lo  prevenido  en  los  artículos 
960  y  979  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
se  declara  sin  lugar,  con  costas,  el  presente 
recurso  de  casación  en  la  forma. 

Aplícase  al  Fisco  la  cantidad  consignada. 

Pase  al  Tribunal  Pleno  para  los  efectos  de 
la  apelación  relativa  á  la  concesión  del  recur- 
so de  casación  en  el  fondo. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Aguirre 

Vargas.— Cra/jr/e/Gcieíe V.  Aguirre  Vargas. 

— Carlos  Varas. — A.  Vergara  A  Iba  no. 


Cus,  civ — 17  de  julio  ele  1906 
ürrutia  con  Cisternas 

Demarcaoión.  —  Cerramiento.  —  Co: 
trato;  ley  para  los  contratantes - 
Prescripoión.  —Apreciación  de  la 
prueba. 

Doctrina:— £sta6/ec/c/o  en  el  contrata 
de  compra-venta  de  un  retazo  de  terre- 
no que  la  línea  divisoria  entre  la  paru 
vendida  y  la  que  el  vendedor  se  resen?. 
será  una  línea  recta  entre  dos  puntos  qv: 
se  determinan,  procede  la  demarcador 
de  esa  línea  si  se  establece  que  la  f  j¿ 
tente  en  el  terreno,  desde  dieziocho  aho> 
atrás,  no  es  recta  y  tiene  en  su  extensit 
entradas  y  salidas  notables. 

La  controversia  suscitada  á  este  res- 
pecto entre  el  demandante  que  sostiene 
que  esa  línea  no  es  recta  y  el  demandad^' 
que  afirma  lo  contrario  y  que  alega  qve 
ella  fué  trazada  de  común  acuerdo  entre 
el  vendedor  y  comprador  primitivos,  c^ 
una  cuestión  de  hecho  que  queda  Vmiu- 
da  en  su  resolución  á  la  apreciación  A 
la  prueba  y  caliñcación  de  los  hechos  (¡ui 
se  esta  blecen  en  el  proceso,  que  corresp'tr- 
de  efectuará  los  jueces  de  lacausadenír 
de  las  facultades  que  les  acuerda  la  h\ 
siendo  obligatoria  para  el  Tribunal  Sg 
premo. 


Por  escritura  pública  otorgada  en  Cauque. 
nes  el  31  de  mayo  de  1879  don  José  Rosari- 
Meza  y  su  mujer  doña  María  de  la  Paz  Arn- 
vena  vendieron  ádonQuempio  Cisternas  M<^ 
raga,  según  se  expresa  con  esc  instrumení''. 
un  retazo  de  terreno  de  12  cuadras  mns" 
menos,  situado  en  la  subdclegación  del  Sai.- 
zal,  reservándose  el  vendedor  otro  reíaz^^ 
comprendido  en   los   límites   que  rlcsi^rí"' .•* 
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que  al  Sur  es  una  línea  recta  que  nacerá  de  la 
esquina  Sur  de  la  casa  habitación  de  los  ven- 
dedores hasta  topar  con  el  foso  en  linca  recta 
de  propiedad  del  señor  don  Rudecindo  Cister- 
nas Moraga. 

Algunos  años  más  tarde,  en  1897,  doña 
Alaría  de  la  Paz  Ara  vena  vendió  por  escritu- 
ra  pública  otorgada  el  30  de  enero    de  ese 
año,  á  don  Jacinto  Urrutia  una  propiedad 
ubicada  en  el   pueblo  del  Sauzal,  colindante 
por  el  Sur  y  el  Poniente  con  propiedad  de  don 
Rudecindo  Cisternas  Moraga.   En  1899,  el 
el   comprador  don  Jacinto  Urrutia  entabló 
demanda  contra  su   vecino  don    Rudecindo 
Cisternas  Moraga;  y  en  ella  expone  que  el  te- 
rreno de  que  es  dueño,  por  compra  que  hizo  á 
doña  María  de  la  Paz  Aravena  viuda  de  Mé- 
zales el  resto  de  una  propiedad  de  dicha  seño" 
ra  que  antes  había  vendido  á  don  Rudecindo 
Cisternas  y  en  cuya  venta  se  indicó  que  la  lí- 
nea Sur  del  predio,  que  ahora  es  de  su  domi- 
nio, debía  ser  recta  en  toda  su  extensión  des- 
de la  esquina  Oriente  de  ella  hasta  su    ex- 
tremo Poniente,  que  llega  hasta  un  foso  de 
propiedad   del  señor  Cisternas;  que  dicha  lí- 
nea no  se  ha  rectificado  jamás  ni  en  tiempo 
de  los  vendedores  ni  desde  que  la  tiene  en  su 
poder,  que  por  este  motivo  hai  un  cierro  de- 
masiado irregular  con  senos  é  internaciones 
que  le   perjudican  y  hacen  costoso  el  cerra- 
miento, que  haciendo  uso  del  derecho  que  le 
confiere  el  artículo  842  del  Código  Civil  dedu- 
ce demanda  en  contra  de  don  Rudecindo  Cis- 
ternas Moraga,  propietario  colindante,  para 
que  se  declare  que  está  en  la  obligación  de  con- 
currir con  él  á  la  demarcación  de  la  línea  rec- 
ta que  debe  separar  su  propiedad  en  su  coísta- 
do  Sur  y  que  corresponde  al  lado  Norte  de 
la  propiedad  del  señor  Cisternas,  demarca- 
ción que  deberá  hacerse  por  un  perito  nom- 
brado en  la  forma  ordinaria. 

Don  Rudecindo  Cisternas  Moraga,  con- 
testando, manifiesta  que  su  hermano  den 
Quiempio  Cisternas,  á  quien  ha  sucedido  tn 
sus  derechos,  compró  el  retazo  de  terreno  á 
que  se  refiere  la  demanda,  cuyo  límite  Norte 
sería  una  línea  recta  que  partiendo  de  la  es- 
quina Sur  de  la  casa  de  los  vendedores  fuera 
(\  tocar  con  el  foso  del  fundo  de  San  Clemente 
de  propiedad  del  demandado;  que  esa  línea 


fué  fijada  de  común  acuerdo  entre  comprador 
y  vendedor,  otorgada  la  escritura,  y  se  hizo 
además  el  cierro  respectivo,  trazándose  un 
surco  á  lo  largo  de  toíla  la  línea  divisoria  y 
cerrándose  la  misma  línea  en  su  mayor  par- 
te; que  tanto  el  cierro  como  el  surco  subsis- 
ten hasta  hoy  desde  más  de  veinte  años;  y  que 
en  la  demanda  se  pide  la  demarcación  de  una 
línea  que  existe  durante  ese  tiempo,  es  decir 
habiendo  trascurrido  en  exceso  el  plazo  para 
ganar  por  prescripción  el  derecho  de  exigir 
que  esa  línea  pase  por  donde  actualmente  se 
encuentra. 

Se  agrega  que  esa  línea  es  perfectamente 
recta  y  que  la  demanda  no  obedece  sino  al 
propósito  de  obtener  una  transacción  venta- 
josa para  el  demandante  en  el  juicio  que  le 
sigue  por  servidumbre  en  el  mismo  terreno. 

En  la  réplica  se  dice  que  el  demandado  reco- 
noce el  punto  capital  de  la  demanda,  ó  sea  el 
hecho  de  que  la  línea  divisoria  debe  ser  recta 
en  toda  su  extensión,  estando  en  desacuerdo 
respecto  de  los  demás  puntos,  esto  es,  que 
mientras  el  demandante  sostiene  que  esa  lí- 
nea no  es  recta,  el  señor  Cisternas  afirma  lo 
contrario.  Que  la  prescripción  alegada  es  ino- 
portuna, pues  dándose  lugar  á  esa  excepción 
tf-ascenderían  sus  efectos  hasta  el  terreno  de 
su  exclusivo  dominio,  terreno  que  con  motivo 
de  los  ángulos  i  sinuosidades  de  la  línea  está 
retenido  por  el  demandado  y  que  pasaría  á 
poder  de  éste  sin  haberlo  adquirido  ni  por  tí- 
tulo ni  por  prescripción  de  treinta  años  nece- 
sarios para  prescribir  á  falta  de  título. 

En  rebeldía  del  demandado  que  no  duplicó 
se  recibió  la  causa  á  ])rueba,  se  rindió  la  que 
corre  en  autos  y  después  de  alegar  las  partes 
se  les  citó  para  sentencia  que  dictó  el  juzgado. 

Cauquenes,  28  de  noviembre  de  1902. 
Considerando: 

1^  Que  la  acción  ejercitada  en  la  demanda 
es  la  que  establece  el  artículo  842  del  Código 
Civil  para  que  se  fije  la  línea  divisoria  de  los 
predios  del  demandante  y  demandado  por 
medio  de  un  perito; 

2^  Que  las  partes  están  de  acuerdo  en  que 
sus  predios  se  hallan  colindantes  y  que  la  íí- 
nea  que  cíehtí  servir  de  separación  es  la  que 
consigna  la  escritura  de  venta,  ósea  una  línea 
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recta  que  nacerá  de  la  esquina  sur  de  la  casa- 
habitación  de  los  vendedores  hasta  topar  con 
el  foso  en  línea  recta  de  propiedad  del  señor 
don  Rudecindo  Cisternas  Moraga; 

3^  Que  mientras  el  demandante  sostiene  que 
la  línea  que  debe  demarcarse  no  es  recta,  el 
demandado  afirma  lo  contrario,  pero  con  me- 
jor y  más  abundante  prueba  ha  acreditado  el 
demandante  que  dicha  línea  es  angulosa  y  tie- 
ne en  toda  su  extensión  entradas  y  salidas 
muy  notables; 

4-"  Que  ¡)or  otra  parte,  el  demandado  ab- 
solviendo las  j)osiciones  reconoce  que  dicha 
línea  no  se  halla  totalmente  señalada  en  el 
terreno  y  que  solo  hay  un  retazo  marcado 
por  un  surco;  y 

r>'^  Que  por  lo  expuesto  en  el  considerando 
precedente,  como  porque  no  se  determina  la 
faja  de  terreno  sobre  la  cual  se  alega  dominio 
adquirido  por  prescripción,  como  tampoco  la 
fecha  inicial  de  la  posesión,  es  inadmisible  di- 
cha prescripción. 

Por  estas  consideraciones  y  lo  dispuesto  en 
las  leyes  1^  título  14-,  40,  título  IGde  la  Par- 
tida 3^^  y  842  y  1698  del  Código  Civil  se  de- 
clara que  ha  lugar  á  la  demanda,  debiendo  la 
demarcación  hacerse  por  un  perito  que  nom- 
brarán las  partes  de  común  acuerdo  ó  el  juez 
en  su  rebeldía  ó  desacuerdo,  tomando  por  ba- 
se la  línea  ó  punto  de  esta  que  se  expresa  en 
el  considerando  2^.  Se  desecha  la  prescripción 
por  improcedente.— So/ar. 

La  Corte  de  Apelaciones: 
Talca,  9  de  diciembre  de  1903.— Vistos:  Se 
coiiíirma  la  sentencia  apelada  de  28  de  no- 
viembre del  año  próximo  j)asado,  con  costas 
del  recurso.  —  Montero.  —  F.  Román  B.—  T. 
Vn  iitiíi. 

Contra  este  fallo  ha  interpuesto  recurso  de 
casación  en  el  fondo  el  demandado  don  Rude- 
cindo Cisternas  Moraga,  por  haber  sido  pro- 
nunciado con  infracción  de  lo  dis[)uesto  en  los 
íirlículos  1545,  15()().  15G4,  inciso  :V>,  y  1713 
(kl  Código  Civil,  389  y  392  del  de  Procedi- 
miento Civil. 

I'ormalizando  el  recurso  sostiene  que  la  lí- 
nea de  demarcación  actualmente  existente  es 
la  que  de  acuerdo  de  las  partes  se  procedió  á 


señalar  inmediatamente  de  otorgada  U  .-.- 
tura  de   venta  celebrada  el  31   de  mnrz  •  .: 
1 879  entre  donQuempio  Cisternas  y  <ion  '  ^ 
Rosario  Meza  por  su  mujer  doña  María  •. 
Paz  Ara  vena;  que  en  esa  forma  se  dio  cj't 
miento  á  lo  pactado;  que  la  intención  !.    - 
contratantes  quedó  así  de  manifiesto: fju.  - 
intención,  en  la  hipótesis  de  que  la  línc.i  ^* 
no  estuviese  del  todo   recta,  íué   fijar  uní 
nea  más  ó  menos  perfecta  y  no  rigorovii:. : 
te  recta  como  lo  ([ue  se  exige  veinte  riAc?  .  - 
pues;  que  la  sentencia  recurridíi  importa 
verdadera  infracción  de  la  ley  del  contra*    . 
cuanto  antepone  el  sentido  literal  de  la-.? 
labras  á  la  intención  de  los  contratanto-: 
nifestada  en  la  aplicación  práctica  que  a::.; 
y  de  común  acuerdo  dejaron  claramente  c<-. 
blccida. 

De  aquí  deduce  la   infracción  del  arii^j 
1545  citado,  cjue  prescribe  que  todo  Ct»ntr:/ 
legalmente  celebrado  es  una  W  para  lof- 
tratantes  y  no  puede  ser  invalidadu  Mr.  • 
su  consentimiento  mutuo  ó  por  causas  K  :..-<• 
y  la  de   los  artículos   1560  y  15G4,  inc--    '■ 
que,   dando  reglas  para  la  interpretad' 
los  contratos,  disponen   que,  conocida  t   ' 
mente  la  intención   de   los   contratante^  .. 
estarse  á  ella  más  que  á  lo  literal  de  la.<  ju 
bras  y  que  las  cláusulas  de   un  contrai''    - 
drán  interpretarse  por  la  aplicación  pr'.. 
que  hayan  hecho  de  ellas  ambas  partes  "<" 
de  las  partes  con  aprobación  de  la  oírn. 

Bl  recurrente  entra  á  examinar  el  mor:' 
la  prueba  rendida  en  la  causa  }-  el  de  la^ :- : 
fcsiones  prestada  por  los  litigantes.  \}t  ^ 
examen  deduce   que   se   ha  establecido '^t 
demarcación   déla  línea   Sur  fué  pravt\ 
inmediatamente  después  de  la  escritur.. 
1 879;  que  dicha  demarcación  y  cesión  sr  ^   • 
ron  de  acuerdo  entre  vendedor  y  compr.'.:  ' 
y  que  este  estado  de  cosas  fué  resi)etai}'» ; 
ambos  durante  dieziocho  años  y  más  -t    * 
por  el  mismo  don  Jacinto  Urrutia. 

Agrega  que  por  parte  de  Urrutia  se  h''  * 
tablccido  casi  los  niismí)s  antecedentes  y  c^* 
los  mismos  hechos  y  confesado  que  la  rctcr. 
demarcación  se  practicó  en  cuniplimien: ' 
h)  estipulado  en  la  escritura  de  31   de  nui} 
citado,   único  objeto  y  única  base  dt  suilt 
manda;   antecedentes  y  confesión  que  dej^' 
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evidentemente  establecido  que  ha  faltado  la 
azón  de  pedir,  ó  lo  que  es  los  mismo,  no  ha 
lahido  de  parte  del  demandado  don  Rudecin- 
lo  Cisternas  Moraga  causa  de  obligación 
\\\Q  autorizase  en  contra  suya  el  fallo  conde- 
la  torio  de  la  Corte  de  Apelacionts. 

I*"sta  sentencia,  á  su  juicio,  importa  una 
infracción  de  los  artículos  389  y  392  del  C6- 
dií^o  de  Procedimiento  Civil  y  del  artículo 
1713  del  Código  Civil,  en  cuanto  no  se  ha 
n preciado  legalmente  la  confesión  del  deman- 
dante señor  Urrutia,  ose  ha  prescindido  de 
ella,  recibiéndose  á  la  vez  prueba  en  contra- 
rio. 

La  Corte: 

Considerando: 
1"  ÍJ*^^  ^^  cuestión  que  se  ha  controvertido 
como  litigiosa  en  estos  autos  se  ha  concreta- 
«lo  á  decidir  acerca  de  la  extensión  que  ha  de 
tener,  ó  de  los  términos  en  que  ha  de  cum- 
\)lirse  la  parte  de  la  escritura  (jue  fija  la  línea 
divisoria  de  los  predios  de  uno  y  de  otro  liti- 
izante; 

2'*   Ouc  aún  cuando   hay  perfecto   acuerdo 
ontre  las  partes  en  lo  que  concierne  á  que  esa 
h'nea  debe  ser  recta,  existe,  sin  embargo,  con- 
troversia en  lo  que  toca  al  trazo   de  dicha  lí- 
nea, pues   mientras  el   demandante  asevera 
que  tiene  ñngulos  que,  constitu^-endo  senos  é 
internaciones  en  su   heredad,  lo  detentan  en 
sus    derechos,    contradice  esa   afirmación  el 
demandadado  al  sostener  que  la  línea  es  rec- 
ta, y  que  se  ha  marcado  según  lo  que  la  escri- 
tura establece  en  cuanto  al  lindero  Sur  del  pre 
dio  ípie  dicho  instrumento   menciona; 

.'»'''  One  reducirlo,  por  consiguiente,  el  punto 
íjue  se  discute  á  una  cuestión  de  hecho,  á  sa- 
'>er,  si  la  línea  divisoria  de  que  se  trata  es 
recta,  y  si  teniendo  este  carácter,  se  encuen- 
tra trazada  en  el  terreno  con  arreglo  á  las 
iníHcaciones  de  la  escritura,  (piedó  dicha  cues- 
tión limitada  para  resolverla  á  la  aprecia- 
ción de  la  prueba  y  calificación  de  los  hechos 
(pie  se  hallan  establecidos  en  el  proceso; 

4-^  Oue  fijado  en  estos   términos  el  debate, 
el  Tribunal  n   quo  ha   circunscrito   á  ellos  su 
sentencia,  y  al  apreciar  según  lo  ha  reputado 
justo  las  pruebas  rendidas  en  uno  y  otro  sen- 
tido por  los  contendientes,  declarando  supe- 


riores las  presentadas  por  el  demandante, 
obró  dentro  de  la  esfera  de  las  facultades  pe- 
culiares que  el  Código  de  Procedimiento  Civil 
privativamente  le  defiere,  y  ala  cual  aprecia- 
ción debe  en  rigor  la  Corte  Suprema  atenerse; 

5"  Que  tampoco  se  ha  conq)robado,  á  jui- 
cio del  Tribunal  Superior,  los  hechos  i)oseso- 
rios  en  que  el  demandado  funda  la  prescrip- 
ción opuesta  á  la  demanda,  y  no  siendo  por 
tal  motivo  dicha  excepción  procedente,  no  ha 
podido  tener  lugar  la  infracción  que  en  lo 
concerniente  á  ese  punto  se  .alega; 

G^  Que  al  resolver  el  tribunal  sentenciador 
las  cuestiones  de  hecho,  del  modo  que  aparece 
consignado  en  los  fundamentos  de  su  fallo, 
no  contravino  al  principio  jurídico  ni  á  las 
leyes  que  se  aducen  como  infringidas,  puesto 
([ue  ¡)ara  que  esa  contravención  ocurriese,  por 
errada  apreciación  de  los  hechos,  como  lo  su- 
pone el  recitrso,  habría  sido  necesario  la  de- 
mostración afirmativa  de  otro  hecho  de  cuya 
existencia  se  deduzca  infracción  de  ley  que  in- 
jluya  sustancialniente  en  lo  decisivo  del  fallo, 
ó  en  otros  términos,  que  en  la  aplicación  de 
ai[uellas  leyes  y  principios  á  laacción  ó  excep- 
ción á  (jue  han  servido  de  base  no  merecen  el 
concepto  enquehan  sido  interpretadas  y  apli- 
cadas; 

7*^  Oue  es  evidente  ipie  tal  demustraciún  no 
ha  existido  en  este  caso,  porque  ni  los  artícu- 
los 389  y  392  del  Código  de  Procedimiento 
Civil  ni  las  demás  leyes  que  se  pretende  viola- 
das en  el  recurso,  prescriben  modos  de  apre- 
ciación ó  reíalas  de  crítica  que  hayan  sido  con- 
trariadas y  desconocidas  por  la  ejecutoria  de 
que  se  reclama. 

Con  arrcLrlo  {\  estas  consifleraciones  v  á  lo 
que  disponen  los  artículos  940,  9G0  y  979  del 
Código  de  Proeediniiento  Civil,  se  declara(jue 
no  ha  luuar  al  recurso  de  casación  en  el  fondo 
interpuesto  pordon  Kudecindo  Cisternas  Mo- 
raga, á  quien  se  condena  al  pago  de  costas  y 
á  perder  á  beneficio  fiscal  la  cantidad  consig- 
nada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Rodríguez. 

—  Lcaiicio  Rodríguez.  -GnlviinnoGHÍlardo. — 
(fnhricl  Gíivte  V—  V.  Aniiirrc—AhelSnnvcdrn. 

—  U.    FósUr  Recnharrcn.—/.  A.  Rofus. 


402 


SEGUNDA   PARTE.— SECCIÓN  PRIMERA 


Cas.  Civ,  8  de  Agosto  de  1906 

Freiré  con  Banco  de  Tarapacá  y  Argentina 

(Limitado) 

Juicio  ej  ecutivo.— Retención.-Prenda 
Embargo.  —  Objeto  ilícito;  nulidad 
absoluta. 

Doctrina: — La  retención  de  dineros 
decretada  en  un  juicio  á  favor  del  acree- 
dor ejecutante  no  da  á  este  derecho  real 
de  prenda  sobre  la  suma  retenida.  En 
consecuencia  ésta  queda  en  el  patrimonio 
del  deudor  para  el  efecto  de  ser  persegui- 
da Y  embargada  por  otro  acreedor. 

La  adjudicación  que  á  este  se  haga  de 
las  boletas  de  depósito  de  la  cantidad 
por  él  embargada  sin  haberse  alzado  pre- 
viamente la  retención  es  nula. 


Don  Guillermo  Rivera,  abogado,  domiciliado 
en  la  calle  de  Serrano  número  63  de  esta  ciu- 
dad, con  poder  de  don  Amable  Freiré  Valdés, 
Intendente  de  Colchagua,  dice  que  su  man- 
dante inició  en  Marzo  de  1900  un  juicio  ejecu- 
tivo contra  los  señores  Bernardo  Muñoz  y  C* 
por  cobro  de  $  4.250,  en  el  cual  obtuvo  la  re- 
tención primero  de  $  4.200  en  manos  de  los 
señores  Larrain  Bulnes  y  C*,  como  garantía 
especial  de  su  crédito,  y  después  el  depósito  de 
estasumaen  el  Banco  de  D.  Matte  y  C*  segítn 
consta  de  las  dos  boletas  que  acompaña. 

Don  Bernardo  Muñoz,  que  hacía  todo  lo 
posible  para  burlar  los  derechos  é  intereses 
del  señor  Freiré  Valdés,  reconoció  judicialmen* 
te  entre  tanto  en  Valparaíso  un  saldo  de 
cuenta  corriente  con  el  Banco  de  Tarapacá 
Limitado;  y  este  Banco,  después  de  intentar 
infructuosamente  la  retención  de  los  $  4.200 
que  Larrain  Bulnes  y  C*  debían  entregar  á 
Muñoz  por  venta  de  animales,  pues  dichos  se- 
ñores expusieron  haber  depositado  ya  esa 
cantidad  de  orden  de  uno  de  los  juzgados  de 
San  Fernando  y  el  Banco  de  D.  Matte  y  C* 


se  negó  á  efectuar  la  retención  expresan: 
que  estaba  hecha  á  la  orden  de  dicho  juzgac: 
en  garantía  del  juicio  de  Freiré  con  Mac  di. 
trabó  embargo  sobre  ella  y  lo  ampli)  a: « 
tarde  á  la  boleta  del  Banco  D.  Matte  y  C' 
Es  de  notar  que  la  diligencia  de  traba  dkt: 
''sobre  la  suma  de  $  4.200  depositados  ene 
Banco  de  Matte  por  los  señores  Larrain  Bul- 
nes por  cuenta  de  Bernardo  Muñoz". 

Efectuada  la  tasación  de  la  boleta  etnbar- 
gada  y  dados  los  pregones  de  la  ley,  se  sao< 
á  remate  y  fué  adjudicada  al  Banco  de  Tara- 
pacá y  Argentina  Limitado  en  parte  de  pa^ 
de  su  crédito. 

Extendida  el  acta  de  adjudicación,  eí  fiar 
co  presentó  escrito  diciendo:  "A  fin  deqwsc 
efectúe  la  tradición  del  bien  mueble  adjndics* 
do,  pido  se  dirija  exhorto  al  juez  de  San  Ffr 
nando,  rogándole  que  se  sirva  ordenar  se  agr^ 
gue  al  exhorto  la  expresada  boleta  del  expe- 
diente seguido  entre  Amable  Freiré  y  Beniar- 
do  Muñoz,  como  también  un  duplicado  de  lá 
boleta  que  corre  en  el  mismo  expediente. 

Este  exhorto  no  fué  deligenciado  y  el  expe- 
diente pasó  al  archivo. 

Entre  tanto  el  señor  Freiré  concluía  su  liti- 
gio con  Muñoz;  se  ordenaba  entregarle  las 
boletas  y  disponía  su  pago  por  el  Banco  Mi- 
ttey  C*;  pero  como  advirtiera  esta  institudéo 
que  el  Banco  Tarapacá  y  Arjcn  tina  ejercitad 
también  derechos  sobre  ese  dinero  y  crejenáo 
su  parte  que  ello  provenía  de  ignorancia  tk 
los  antecedentes  tramitados  en  San  Fernauílo, 
pidió  se  dirigiera  un  exhorto  á  Valparaíso  pa- 
ra el  alzamiento  de  esas  retenciones. 

Con  sorpresa  de  su  representado,  el  Bancf 
de  Tarapacá  y  Argentina  expuso,  al  ser  noti- 
ciado, que  se  oponía  al  alzamiento  deeseeio- 
bargo  y  pedía  que  se  declarara  sin  lugar. 

Esta  actitud  del  Banco  lo  obliga  á  dirigir  w 
su  contra  una  demanda  ordinaría  paraqse 
se  declare  que  está  obligado  á  alzar  la  reten- 
ción á  fin  de  que  se  haga  al  señor  Freiré  Y.i:- 
des  libre  entrega  de  los  valores  que  Ic  corres- 
ponden. 

Funda  su  derecho  en  que  las  resaltas  deia 
acción  en  contra  de  Muñoz  quedaron  asejií" 
radas  con  la  garantía  prendaria  de  la  bckia 
representativa  de  los  valores  depositados  puf 
los  señores  Larrain  Bulnes  y  C*  á  solicitu<l 
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del  señor  Freiré  y  en  beneficio  y  resguardo  de 
sus  intereses. 

Ha  obtenido  sentencia  á  su  favor;  se  han 
entregado  los  título  representativos  de  la  ga- 
rantía prendaría;  tiene  en  consecuencia,  dere- 
cho preferente  por  la  ley  para  pagarse  de  su 
crédito  con  el  dinero  depositado  en  el  Banco 
de  D.  Matte  y  C* 

Concluye  pidiendo  se  dé  lugar  á  la  deman- 
da, con  expresa  condenación  en  costas  al  Ban- 
co demandado. 

El  procurador  del  número  don  Víctor  Dono- 
so, con  poder  del  Banco  Tarapacá  y  Arjenti- 
na  Limitado,  pideseniegue  lugar  á  la  deman- 
da, con  costas. 

Con  respecto  á  la  exposición  de  hechos  de 
la  demanda  dice  que,  si  bien  su  exactitud  no 
es  rígurosa,  el  que  estima  como  capital  para 
la  resolución  del  juicio  iniciado  no  merece  ob- 
servación en  cuanto  á  la  manera  como  ha  si- 
do referí  do  y  lo  acepta  en  esa  forma. 

Según  él,  la  boleta  de  depóríto  del  dinero 
retenido  por  el  señor  Freiré  en  su  juicio  con 
Muñoz  fué  embargada,  sacada  á  remate  y 
adjudicada  al  Banco  antes  de  que  el  señor 
Freiré  tuviera  una  sentencia  en  su  favor  v  se 
hubiera  ordenado  hacer  efectivas  las  resultns 
del  juicio  en  los  dineros  retenidos;  luego  la 
demanda  es  improcedente  pues  persigue  el 
alzamiento  de  una  retención  pedida  por  el 
Banco  que  se  canceló  con  la  adjudicación  con- 
sumada á  su  favor  de  la  cosa  retenida,  y  pre- 
tende el  pago  de  lo  que  al  demandante  adeu- 
da el  señor  Muñoz  con  dinero  propiedad  del 
Banco,  quien  ninguna  relación  de  derecho  tie- 
ne con  el  señor  Freiré. 

Por  lo  que  hace  á  los  fundamentos  legales 
establecidos  como  base  de  la  acción,  se  en- 
cuentra  en    la   imposibilidad    de   entrar  en 
amplias  consideraciones  porque  apenas  han 
sido  enunciados.  Se  hace  valer  la  retención 
obtenida  por  el  demandante  sobre  el  dinero 
depositado  como  una  garantía  prendaria,  de 
la  que  resulta  un  derecho  de  preferencia  á  su 
tavor  para  pagarse  con  ese  dinero;  pero  no  se 
manifiesta  de  donde  procede  esa  prenda,  cómo 
es  que  una  simple  retención  importa  prenda, 
qué  disposición  de  la  ley  han  establecido  esa 
prenda  sw/  generís  independiente  y  distinta 
del  contrato  de  ese  nombre,  qué  inconvenientes 


hay  para  que,  dada  á  esa  retención  la  condi- 
ción deprenda,  disponga  la  justicia  su  adju- 
dicación á  un  acreedor  de  igual  ó  mejor  dere- 
cho sobre  la  cosa  retenida  ó  empeñada,  y, 
por  fin,  tantos  otros  puntos  cuj'a  dilucida- 
ción hubiera  servido  para  formarse  concepto 
de  la  doctrina  legal  que  se  avanza. 

Reconviene  al  demandante  para  que  en  de- 
finitiva se  declare  que  debe  hacer  entrega  den- 
tro de  segundo  día  al  Banco  Tarapacá  y  Ar- 
jentina  Limitado  de  las  boletas  de  depósito 
que  ha  exhibido  y  corren  con  la  demanda,  las 
mismas  que  fueron  adjudicadas  á  dicho  Banco 
por  resolución  judicial. 

En  el  escrito  de  réplica  y  contestación  á  la 
reconvención  dice  don  Manuel  M.  Merino, 
por  don  Amable  Freiré  Valdés,  que  la  reten- 
ción de  dinero  hecha  á  favor  de  su  mandante 
en  manos  del  Banco  D.  Matte  y  C^  por 
orden  de  juez  competente,  participa  de  to- 
dos los  caracteres  legales  de  un  embargo, 
y  la  adjudicación  efectuada  posteriormente  á 
favor  del  Banco  Tarapacá  y  Arjentina,  sin 
notificarse  á  su  parte  ni  darse  aviso  al  juzga- 
do á  cuya  orden  y  disposición  estaban  esos 
fondos,  es  nula  á  virtud  de  lo  prescrito  en  el 
artículo  1464,  número  S^  del  Código  Civil. 

Esa  adjudicación  carece,  pues,  de  valor  le- 
gal y  no  puede  afectar  los  derechos  de  Freiré 
Valdés;  así  lo  comprendió  también  el  Banco 
cuando  no  agitó  el  exhorto  en  que  reclamaba 
la  boleta  y  permitió  que  se  archivaran  lisa  y 
llanamente  los  antecedentes,  de  manera  que 
habrían  quedado  abandonadosesos  presuntos 
derechos  si  su  parte  no  hubiera  reclamado  el 
alzamiento  de  la  retención. 

El  que  la  sentencia  á  favoi'  de  Freiré  Valdés 
se  haya  dictado  con  posterioridad  á  la  adju- 
judicación  no  cambia  la  situación  de  las  cosas, 
que  estaba  definida  por  las  respectivas  reten- 
ciones. 

A  virtud  de  lo  dicho  amplía  la  demanda, 
haciéndola  extensiva  á  la  nulidad  de  la  adju- 
dicación;  y  para  el  caso  improbable  de  que  es- 
ta ampliación  no  sea  aceptada,  opone  esa 
misma  nulidad  á  la  reconvención  con  el  ca- 
rácter de  excepción  perentoria. 

Concluye  pidiendo  se  dé  lugar  á  la  deman- 
da v  á  lo  solicitado  en  este  escrito. 

P^n  la  duplica  se  hacen  nuevas  consideracio- 
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nes  contra  la  demanda,  manifestando  que 
ella  persigue,  nó  la  declaración  de  preferencia 
para  el  pago,  sino  el  mero  alzamiento  de  una 
retención,  lo  cual,  aun  supuesta  su  proceden- 
cia con  arreglo  á  derecho,  ninguna  im¡)ortan' 
cia  tiene  para  el  Banco  demandado,  quien  no 
ha  fundndo  en  esa  retención  derecho  alguno; 
pero  en  el  escrito  de  replica  se  intenta*  variar 
la  acción  pretendiendo  cpie  la  demanda  se  di- 
rige á  obtener  una  declaración  sobre  derechos 
preferentes,  ó  sobre  pago  de  un  crédito  con 
tales  ó  cuales  bienes  v  se  concluye  por  solici- 
tar la  nulidad  de  una  adjudicación. 

Esta  ampliación  de  hi  demanda  es  estempo- 
ránea  y,  por  lo  tanto,  inadmisible  conforme  á 
los  artículos  258  y  302  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil. 

Y  considerada  como  excepción  la  nulidad 
(jue  se  invoca,  es  igualmente  improcedente, 
porque  no  hay  sentencia  ípie  haya  declarado 
tal  nulidad;  es  el  hecho  fie  la  nulidad  ya  dt;- 
clarada  lo  (pie  puede  hacerse  valer  como  ex- 
cepción y  no  las  ídegaciones  con  cjue  se  ipiiere 
manifestar  la  existencia  de  la  nulidad,  alega- 
ciones que  podrían  servir  para  resolver  si  hay 
ó  no  nulidad,  pero  esto  no  ()uede  hacerse  en 
el  presente  juicio  por  no  versar  el  debate  so- 
bre ese  particular. 

Imi   conclusión,  se  jude  el  rechazo  de  la  nue- 
va acción  ipie  s».*  deduce  en  el  escrito  de  répli-' 
ca,  (|ue  se  ace{)ta  la  reconvención  y  que  se  nie- 
gue lugar  á  la  demanda,  con  costas. 

No  habiendo  contradicción  en  materia  sus- 
tancial y  [)ertinenle   acerca  de  lr)S  hechos  so- 
bre que  verscí  el  juicio,  se  citó  para  sentencia. 
Considerando: 

1"  Oue  las  [)nrtcs  csf'm  de  acuerdíí  en  (pie 
ejercitando  por  scp'irado  y  judicialmente cÍit- 
tos'derechos  contra  Hcrnardo  Muñoz  v  C*\ 
pidieron  ante  los  rcs[)ectivos  juzgados  y  ob- 
tuvieron hi  retención  v  embariro  de  $  'i/JOO 
(pie  á  dichos  dcman'ladt^.'^ailriiíl  «ban  Larraín 
Hulnes  y  C'-^:  y  en  (jiieá  pesar  de  haberse  adju- 
dicado á  una  de  ellas  la  boleta  de  consii^na- 
cicHi  de  la  suma  embargada  y  de  haberse  gira- 
do libremente  de  la  mi'^ina  suma  á  favor  de 
la  otra,  ninguna  ha  entrado  hasta  ahora  en 
posesicMi  de  la  referida  cantidad: 

2*^  Que  ambos  litigantes  pretenden  conse- 
guir este  objeto,  pidiendo  en  su  demanda  don 


Amable  Freiré  el  alzamiento  del  emlrsv 
los  $  4.200  trabado    por  el  Banco  Ta'- . 
y  Argentina  I-imitado,  y  solicitanilT  rv 
su  reconvención  (pie  se  le  entreguen  i  i- 
tas  de  depósito  de  ese  dinero,  adi'j'liv 
favor  suyo; 

3*^  Que  por  el  hecho  de  la  retención . :. 
re  obtuvo  en  el  juicio  ejecutivo  qae  sí^ir 
tra    IWrnardo   Muñoz  v  C'\  no  se  C(>n>r' 
una  prenda  á  su  favor  del  dinero  rctr 
ya  que  para  la  existencia  y  |>erfecci«>n  v.- 
clase  de  contratos  es  esencial   la  enin, 
acreedor  de  la  cosa    empeñada,  ni  ¿ 
título  alguno  de  prelación  para  el  pae'^» .- 
acreencia; 

4*^  Que,  en  tal  virtud,  esa  suma  de  ' : 
se  hallaba  en  el  patrimonio  de  los  tlti::  \ 
Bernardo  Muñoz  v  C" cuando  fuéemb.ir; 
por  el  Banco  Tarapacá  Argentina  Liii.i* 
([uien  tenía  el  mismo  derecho  que  Frcirc  * 
perseguir  sobre  ella  el    cumplimienin  •: 
obligación  que  á  los  propios  deudores  a::. 
baresj)ícto  de  dicho  Banco;  y,  por  l-^ :. " 
carece  de  acción  el  demandante  para  s  • :  ■ 
el  alzamiento  de  ese  embargo: 

T)^*  Que,   habiéndose  adjudicado  al  lo- 
mencionado  las  boletas  de  dej)ósitot!c  !i* 
ma  embargada  sin  (jue  previamente  s:  a'  : 
la  retención  decretada  á  favor  de  ihv.  ^ 
ble  Freiré  sin  consentimiento  ni  conotii:' 
de  éste  y  sin  autorizaci(>n  del  juez  (|ue(iei" 
la  retención,  dicha  adjudicaciiin  está  aJc: 
di  de  objeto  ilícito  y  es,  por  consijjuiíníi, 
1 


a;  V 


T)"  Que  esta  nulidad,  alegada  por  Frt.: 
mo   amj)liación  de  la  demanda  y  suIn':  r 
mente  por  vía  de  excepción  á  la  reconv:. 
obsta  al  derecho  (pie  el  Banco  de  Trr.'  ^ 
y  Argentina  Limitado  ejercita  de  ]>c'lir  la: 
trega  de  las  boletas  adjudicadas. 

Conforme  con  lo  dispuesto  en  los  artu 
2:?H4,  238G,  2465  y  1464,  número  3"  .=r  v 
digo  Civil,  se  declara  que  es   nula  la  á 
cación  hecha  á  favor  del    Banco  (Icmani- 
de  la  boletas  de  depósito  acompafia(lfl> 
crito  de  demanda  y  que  no   ha  lucrar  i 
manda  ni  á  la  reconvención,  sin  pcrjuic: 
otros  derechos  que  las  partes  puedan  r 
valer  con   arreglo  á  la  lev  y  según  veas 
venirles  dentro  de  los  respectivos  juícÍl 
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[ios  en  San  Fernando  v  Valparaíso  contra 
nardo  Muñoz  v  C* — A.  ¡iezanilJa  S. 

a  Corte  ile  Apelaciones: 
alparaíso,  13  de  octubre  delÜ04. — Vistos: 
)rocluciendo  la  parte  expositiva  de  la  sen- 
cia  de  primera  instancia  y  sus  consideran- 
5  3^^  y  4**\  y  teniendo  además  presente: 
**  Üue  el  precepto  contenido  en  el  numero 
del  artículo  l-i-íH  del  Cód¡<i^o  Civil,  en  (jue 
funda  la  nulidad  de  la  adjudicación,  figuja 
el  título  relativo  á  los  actos  y  declaracio- 
s  de  voluntad  y  se  refiere,  por  tanto,  úni- 
inente  í\  aquellos  actos  ó  contratos  lleva- 
ts  á  cabo   mediante  el  libre   consentimiento 

los  interesados  v  no  á  las  ennjenaciones 
rzadas  que  se  hacen  por  el  ministerio  del 
ez: 

'J*^   Que  perfeccionada  la  adjudicación  de  la 
)leta  al  Banco  de  Tarapacá  y  Argentina  en 

juicio  ejecutivo  seguido  contra  don  13er' 
irilo  Muñoz,  asiste  derecho  al  mismo  Banco 
ira  tener  en  su  poder  el  bitii  mueble  adjudi- 
ido  á  fin  de  disponer  de  el  com  )  dueño; 
Vibto  también  los  artículos  1(598,  2884?  y 
'>>^)  del  citado  Código,  se  confirma  la  sen- 
L*ncia  de  29  de  septiembre  de  1903  en  cuanto 
cscstinia  la  demanda;  y  en  lo  restante  se  re- 
'oca  ese  fallo  y  se  resuelve  (pie  no  ha  lugar  á 
leclarar  nula  la  adjudicación  de  at{uella  bo- 
^*ta,  la  cual  deberá  ser  entregada  al  IJanco  de 
Parapacá  y  Arjentina  en  conformidad  á  su 
econ  vención. 

Ací>rdada  por   unanimidad  t-n   la   parte  en 
jue  se  confirma  la   sententia  de  ]irimera  ins- 

ancia»  y  en  lo  demás  contra  el  voto  del  señor 
Ministro  Alamos  González,  quien  estuvo  por 
^'ontirmarbí  también  en  la  j)arte  en  que  es  re- 
vocada. 

Redactada  por  el  Juez  Letrado  señor  Guz- 
mán.— Pec/ro  A^  Pineda.—  B,  Alamos  Goiizá- 
/ez.— /ose  R.  Guznicln. 

Contra  esta  sentencia  dedujo  hVcire  el  re- 
curso de  casación  en  el  fondo,  apoyándose  en 
'|ue  se  había  infringido  el  artículo  14-f)i  del 
Código  Civil,  por  cuanto  la  Corte  de  A[)elacio- 
nesha  declarado  esclusivo  del  alcance  i  com- 
prensión de  ese  precepto  las  adjudicaciones  de 
bienes  embargados,  efectuadas  por  el  juez  á 


instancia  del  acreedor  y  en  representación  del 
deudor,  lo  que  equivale  á  que  la  enagenación 
se  realice  por  vía  de  acto  6  contrato  incluido 
en  el  Título  del  Código  Civil  á  que  pertenece 
el  citado  art.  l-iG^. 

La  Corte: 

Considerando: 

1''  Que  el  artículo  14.G4.  del  Código  Civil 
establece  que  hay  un  objeto  ilícito  en  la  ena- 
jenación:   "3^'  de   las  co«;as  embargadas 

por  decreto  judicial,  á  men(js  que  el  juez  lo 
autorice  ó  el  acreedor  consienta  en  ello;" 

2"  Oue  debiendo  ser  otorgada,  según  los 
términos  de'  artículo,  la  autorización  que  ha- 
ce desaparecer  la  ilicitud  del  objeto  por  el 
juez  que  decretó  el  embargo,  no  es  admisible 
que  la  disposición  de  que  se  trata,  por  la  cir- 
cunstancia de  estar  incluida  en  el  título  rela- 
tivo á  los  actos  v  declaraciones  de  voluntad, 
no  comprenda  las  enajenaciones  de  bienes 
embargados  (pie  fuesen  autorizados  por  otro 
juez;  ya  que  estas  enajenaciones,  como  todos 
los  demás  actos  contractuales  (pie  presumen 
el  consentimiento  mutuo  de  los  interesados, 
sólo  pueden  cumplirse  mediante  la  declaración 
ó  el  concurso  de  la  voluntad  de  ambas  partes, 
sea  ({ue  esta    voluntad   se  exprese  personal- 

• 

mente  por  los  contratantes,  sea  que  se  mani- 
lieste  por  intermedio  del  representante  que 
para  este  caso  determinado  da  á  uno  de  ellos 
el  artículo  (571,  inciso  3'*  del  Código  Civil; 

:V*  Oue  con  tribu  ve  á  confirmar  esta  inteli- 
gencia  del  articulo  l-UU  del  Código  Civil  lo 
prece[>tua(lo  en  el  número  3*^  del  artículo  039 
del  Código  de  Procedimiento  Civil. 

Visto  además  lo  prevenido  en  ti  artículo  28 
del  Código  Civil,  y  en  los  artículos  94-0,  958, 
979  V  21-9  del  de  Procedimiento  Civil,  se  in- 
valiila,  por  infracción  del  reftiido  artículo 
1 164-  de  acpiel  Código,  la  sentencia  de  13  de 
octubre  de  1904-,  la  cual  queda  reemplazada 
por  la  que  á  continuación  se  dicta.  Devuélva- 
se al  recurrente  la  cantidad  consignada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Saavedra. 

—Leopoldo    Vrrutia Galvanno  (jüllardo.— 

Abel  Saavedra.— E.  Fóster  Rccabarren.—J. 
Alejo  Fernández.— J.  Bernaks.— Elias  de  la 
Crux. 


406 


SEGUNDA    PARTE.— SECCIÓN  PRIMERA 


Y  fallando  la  causa: 

Santiago,   8  de  agosto  de  1906 Vistos: 

Reproduciendo  la  exposición,  citas  legales  y 
considerandos  de  la  sentencia  de  primera  ins- 
tancia, con  exclusión  de  la  segunda  parte  del 
4",  y  teniendo  además  presente: 

1^  Que,  si  bien  toda  obligación  personal  da 
al  acreedor  el  derecho  de  perseguir  su  ejecu- 
ción sobre  todos  los  bienes  raices  y  muebles 
del  deudor,  ese  derecho  tenía,  no  obstante, 
bajo  el  imperio  de  la  ley  de  8  de  febrero  de 
1837,  en  cuanto  á  los  bienes  embargados  ya 
por  otro  acreedor,  la  limitación  que  determi- 
naba el  articulo  71  de  esa  lei;  y  no  puede  ha- 
cerse valer  tampoco  actualmente  sobre  bienes 
ya  retenidos  sino  para  reclamar  algunos  de 
los  derechos  que  mencionan  los  números  2^  y 
3^  del  artículo  539  del  Código  de  Procedi- 
miento  Civil; 

2.^  Que  aún  cuando  del  artículo 549  de  este 
Código  se  desprende  que  la  acción  del  segundo 
acreedor  puede  deducirse  ante  un  tribunal  di- 
verso del  que  está  conociendo  de  la  del  prime- 
ro, dicha  artículo  manifiesta,  sin  embargo, 
que  la  acción  de  aquél  tiene  que  limitarse  en 
tal  caso  á  pedir  que  se  dirija  oficio  al  tribunal 
que  conoce  de  la  primera  ejecución  con  el  ob- 
jeto de  que  retenga  de  los  bienes  realizados  la 
cuota  que  proporcionalmente  le  correspon- 
da; y 

3'  Que  de  las  afirmaciones  hechas  en  la 
sentencia  recurrida  resulta  que  la  acción  del 
Banco  Tarapacá  y  Argentina  Limitado  se 
ejercitó  ante  uno  de  los  juzgados  de  Valpa- 
raíso cuando  estaban  ya  retenidos  por  dispo- 
sición del  juez  letrado  de  San  Fernando  los 
bienes  sobre  los  cuales  trabó  embargo  aquella 
institución. 

Se  declara: 

1^  Que  es  nula  Jla  adjudicación  hecha  al 
Banco  de  Tarapacá  y  Arjentina  Limitado  de 
las  boletas  de  los  dineros  depositados  en  el 
Bu  neo  de  D.  Matte  i  C*  refundido  hoy  en  el 
Banco  de  la  República; 

2'  Que  debe  alzarse  la  retención  ó  embargo 
de  esos  dineros  decretado  por  el  juez  de  letras 
de  Valparaíso,  sin  perjuicio  de  los  derechos 
que  respecto  de  ellos  pueda  ejercitar  el  Banco 
de  Tarapacá  y  Argentina  Limitado  en  con- 


formidad á  los  artículos  539y549dc!C   ; 
de  Procedimiento  Civil;  y 

3°  Que  no  ha  lugar  á  la  rcconvenciór. 

Se  confirma  en  cuanto  esté  conforcc : 
la  presente,  la  sentencia  de  29  de  sepiicL 
de  1903,  y  se  revoca  en  lo  demás. 

Redactada  por  el  señorMinistro  Saavc 
—Leopoldo  Urrutia.—Galvaríno  Galla::  - 
Abel  Saavedra.—E.   Fóster   Recabuncr..- 
Alejo   Fernández.— T'   Berna  les. ^  Elias  d. 
Cruz, 


Cas,  ci\\ — 21  de  septiembre  de  li^*'^ 
Gautier  con  Llórente 

Arrendamiento.— Seguro  contra 
incendio;  causa. 

Doctrina:— La  estipulación  consk 
nada  en  un  contrato  de  arrendamien- 
to de  que  el  arrendatario  podrá  as«:::' 
rar  contra  riesgo  de  incendio  ¡os  mcr 
bles  que  introduzca  al  almacén  qoc  r 
parte  de  la  cosa  arrendada,  pero  qaca 
caso  de  siniestro  la  tercera  partead  se- 
guro corresponderá  al  arrendador,  r* 
carece  de  causa  y  es, por  lo  taDto.perkc- 
tamente  válida. 


Doña  Ana  Gautier  viuda  de  Lecanncliff  "«• 
manda  á  don  Exequiel  Llórente  para  qut^t 
declare  que  corresponde  A  ella  la  tercera  par:< 
del  valor  de  los  perjuicios  que  por  el  recwJ't 
incendio  del  negocio  del  señor  Llórente  á^' 
abonarle  las  compañías  de  seguros  "La  E»- 
pañola'\  **La  Iberia'*  y  ''La  Italia". 

Fundando  la  demanda,  expone  que  p»r 
escritura  pública  A  que  hace  referencia  diV.  i- 
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arrendamiento  al  señor  Llórente  una  casa  y 
sitio  de  su  propiedad,  estipulándose  en  la 
cláusula  octava  como  condición  del  contrato 
que  en  el  caso  de  asegurar  el  arrendatario  su 
negocio  contra  incendio  y  de  que  éste  tuvie- 
ra su  origen  en  dicha  casa  sería  para  la  expo- 
nente la  tercera  parte  de  la  indemnización  de 
los  perjucios  del  incendio. 

El  caso  previsto  se  ha  verificado  y  el  señor 
Llórente  se  ha  negado  á  reconocer  la  obliga- 
ción contraída. 

Contestando  Exequiel  Llórente,  expone  que 
del  texto  de  la  cláusula  octava  de  la  escritura 
referida  aparece  que  se  trata  de  una  obliga- 
ción sin  causa  v  en  consecuencia  absoluta— 
mente  nula  según  el  artículo  1445  del  Código 
Civil. 

Agrega  que  el  contrato  de  seguro  es  de  me- 
ra indemnización,  por  lo  que  sólo  puede  bene- 
ficiar al  perjudicado  ó  á  quien  sus  derechos 
representa. 

Reconociendo  que  su  establecimiento  co- 
mercial se  incendió  en  la  noche  del  9  de  Marzo 
de  este  año,  pide  por  lo  expuesto  se  deseche 
con  costas  la  demanda. 

En  la  réplica  se  dice  que  la  obligación  de 
cuyo  cumplimiento  se  trata  tiene  por  causa 
el  arrendamiento  mismo,  del  cual  es  una  de 
las  condiciones;  se  cita  al  respecto  el  artículo 
1467  del  Código  Civil. 

Además,  se  dice  que  esa  obligación  tiene  por 
causa  especial  el  peligro  que  el  dueño  del  pre- 
dio arrendado  corre  de  que  sus  edificios  sean 
incendiados  ya  por  dolo,  ya  por  culpa  ó  des- 
cuido del  arrendatario.  Y  este  peligro  ha  llega- 
do á  ser  tan  inminente  en  nuestro  pais  que 
para  reprimirlo  se  ha  dictado  el  artículo  483 
del  Código  Penal. 

El  artículo  517  del  Código  de  Comercio  es- 
tablece el  principio  invocado  por  el  señor  Lló- 
rente respecto  de  la  naturaleza  del  contrato 
de  seguros,  y  tiene  por  fundamento  el  mismo 
de  la  citada  disposición  del  Código  Penal,  por- 
que tiende  á  impedir  que  se  estipulen  por  su- 
mas superiores  al  valor  de  las  mercaderías  ú 
objetos  asegurados. 

Pero  el  derecho  adquirido  por  el  asegurado 
al  pago  de  los  perjuicios  ocasionados  por  el 
siniestro,  una  vez  reconocido  por  el  asegura- 
dor ó  sancionado  judicialmente,  es  un   bien 


que  forma  parte  de  su  patrimonio  y  que  ha 
podido  ceder  ó  comprometer  en  cualquier 
forma  lícita,  especialmente  como  condición 
impuesta  por  el  dueño  de  la  casa  incendiada 
en  previsión  y  resguardo  del  peligro  que  por 
su  parte  trata  de  precaver. 

En  la  duplica  se  expone  que  el  contrato 
mismo  no  puede  ser  causa  bastante  de  la  obli- 
gación referida,  porque  ese  contrato  debe  exis- 
tir legalmente. 

Además,  la  causa  de  un  contrato  no  es 
siempre  la  de  cada  una  de  las  convenciones 
en  él  contenidas. 

Se  confunde  la  causa  de  un  contrato  con  el 
ánimo  de  los  contratantes. 

Suponiendo  que  la  causa  de  la  obligación 
süb— litis  fuera  la  indemnización  de  perjuicios, 
de  estos  la  señora  Gautier  de  I/Ccannelier  es- 
taría ya  pagada  según  lo  confiesa  absolvien- 
do las  posiciones. 

Es  cierto  que  en  esa  absolución  ella  preten- 
de que  la  suma  pagada  por  la  compañía  asegu- 
radora no  le  indemniza  el  descrédito  del  local 
ni  el  lucro  cesante;  pero  estas  alegaciones  ca- 
recen de  fundamento.  No  puede  establecerse 
cuándo  ni  hasta  qué  puntóse  produce  ese  des- 
crédito; y  el  lucro  cesante  no  fué  considerado 
por  la  demandante  ni  el  demandado  al  con- 
tratar. 

Considerando: 

1^  Que  las  partes  están  de  acuerdo  en  ha- 
ber celebrado  el  contrato  de  arrendamiento 
constante  de  la  escritura  pública  de  3  de  sep- 
tiembre de  1902  otorgada  en  esta  ciudad 
ante  el  Notario  don  Manuel  Almarza  Z.; 

2^  Que  en  la  cláusula  octava  de  dicha  escri- 
tura 'se  estipuló  que  el  arrendatario  po Iría 
asegurar  sus  mercaderías;  pero  si  hubiere  in- 
cendio y  este  principiare  por  el  almacén  arren- 
dado, la  tercera  parte  del  valor  de  las  pólizas 
de  seguro  corresponderá  á  la  propietaria.  El 
arrendatario  se  obliga  especialmente  á  comu- 
nicar por  escrito  á  la  arrendadora  cada  segu- 
ro que  tenga,  como  también  los  cambios  ó 
modificaciones  de  esos  seguros; 

3'  Que  aparece  claramente  que  el  objeto  de 
la  estipulación  contenida  en  la  cláusula  cita- 
da ha  sido  para  la  arrendadora  doña  Ana 
Gautier  viuda  de   Lecannelier  precaverse  del 
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incendio  de  su  propiedad  y  asegjiirar  la  indem- 
nización de  perjuicios  en  caso  de  ocurrir; 

4^  Que  no  es  necesario  que  la  causa  de  una 
obligación  se  exprese  en  el  acto  6  contrato; 
basta  que  ésta  se  deje  entender  ó  que  se  ma- 
nifieste, como  en  el  presente  caso; 

5*^  Que  fué  la  intención  determinante  de  la 
señora  Gautier  viuda  de  Lecannclier  la  expre- 
sada en  el  contrato  tercero,  lo  esplica  suficien- 
temente la  cláusula  9'*^  de  la  misma  escritura, 
segiin  la  cual  la  infracción  por  parto  de!  arren- 
datario de  algunos  de  los  artículos  anteriores 
daría  á  la  arrendadora  el  derecho  de  rescindir 
el  contrato  sin  más  trámites  que  un  aviso 
dado  al  arrendatario  ó  á  la  persona  que  lo 
represente  en  el  almacén,  é  incurriendo  ade- 
más el  arrendatario  en  multa  á  favor  de 
la  arrendadora  equivalente  á  tres  meses  de 
arriendo;  y 

O*?  Que  don  Exequiel  Llórente  reconoce  en 
la  diiplica  y  en  la  absolución  de  las  posiciones 
f|uc  ha  asegurado  las  mercaderías  del  referido 
almacén  en  '*La  Española'*  en  $  30.000;  que 
en  el  mes  de  Marzo  de  este  año  se  incendió  la 
casa  arrendada  ¡unto  con  las  mercaderías  del 
negocio  de  comercio  que  allí  él  tenía,  y  que  el 
incendio  tuvo  su  origen  en  la  misma  casa 
arrendada. 

Con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  los  artículos 
151,167,  331,  y  389  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil  V 1545, 1564, 1698,  1700  v  1713 
del  Código  Civil,  se  declara:  que  ha  lugar  á  la 
demanda  con  costas,— Arta ro  A\ala. 

Apelada  esta  resolución. 

Santiago,  8  de  Abril  de  1905.~Vistos:  te- 
niendo presente  en  lugar  del  considerando  3*^ 
de  la  sentencia  de  primera  instancia  que  la 
cláusula  8^  que  se  cita  en  el  considerando  2^ 
contiene  una  estipulación  accesoria  del  con- 
trato de  arrendamiento  y  tiene  por  causa  la 
misma  del  contrato,  á  saber:  por  uníi  parte  el 
goce  de  la  cosa  arrendada  y  por  la  otra,  el 
pago  de  la  renta  y  de  la  tercera  parte  del  va- 
lor de  la  póliza  de  seguro  que  contratase  el 
arrendatario  en  el  caso  de  empezar  el  incendio 
por  el  local  arrendado. 

Se  confirma  con  costas  también  del  recurso 
la  sentencia  de  4  de  Octubre  último.— E.  Do- 
nnso.-'Ii}.  C/istíllo.-l.  A.  Rojas^-J.  T.    Mnvin, 

Contra   esta    última   resolución    interpuso 


Llórente  el  recurso   de  casación  en  e": 
y  formalizándolo  dice  testualmente: 

"Anunciando  el  recurso  dije  quee^í^i: 
cia  infringe  los  artículos  1445,  Ur.?  " 
del  Código  Civil.*' 

"Infringe  el  primero  y  segundo  ilc  cv-^ 
ceptos,  por  cuanto   la  obligacinii  ci^. 
en  la  cláusula  octava  del  contrato  c\:'.- 
causa  y  careciendo  de  ella  no  ha  p( 
tir  efecto  legal  aquella  obligación." 

"Infringe  el  artículo  1698,  porque  i.-  . 
la  demanda  que   ha   acogido  la  senítr.:   . 
una  obligación  desprovista  de  fuerza  .c. 
acción   deducida  por  la  demantantc  ha   • 
dado  improbada." 

"Infringe  también  ese  artículo,  porqut  b 
mandante  no   ha   probado  la  conJiciú'::.. 
saria  para  la  eficacia  de  la  obligación  >:> 
ta  su  validez,  á  saber:  que  el  incendia :' 
piara  por  el  almacén  arrendado." 

En  el  escrito  de  fundación  del  recurso^, 
mayor  desarrollo  á  la  comprobacit'n  \i 
causales   invocadas,  y  con  respecto  ;í  üi - 
ma  se  agregó:  "De  autos  consta  que  ift:. 
sa  no  fué  recibida  á  prueba,  v  que  >oÍ::. 
punto  citado  no  hay   otro  antecedente   : 
que  se  consigna  en  la  pregunta  quinta  '.  • 
posiciones.  En  esa  posición  se  pregurt. 
mo  es  cierto  que  el  mencionado  incci.i:"- 
su  origen  en  la  misma  casa  incenil¡a<Li    ■ 
mi  parte   he   constestado  que  sí,  pv^^ 
V.    E.  comprenderá,   ella  no  establecí: ', 
haya  verificado  la  condición  á  queiiic  . 
refiriendo.  El  incendio   tuvo  lugar,  scC 
rece,  en   la  casa   incendiada,  pero  noen. 
macen  arrendado.*' 

El  procurador  de   doña  Ana  (iautieri: 
á   nombre   de  ésta,    que  se  r  chn^nra  t- 
curso,  en  virtud   de  consideraciones  an.'  . 
á  las  del  fallo  recurrido;  v  en  t:\\tLnto ai ■  • 
aducido   por  el   recurrente  en  su  ts-' 
fundación,   de   que  la  arrendadura  i:  ■ 
probado  que  el  incendio  hubiera  ten' 
gen   en  el  almacén   arrendado,  ex|i:'' 
escritura   pública  de   fecha  3  de  seticüi 
1 902,  mi   representada  dio  en  arren :  '  ' 
al  contendor  im  almacén  de  su  doirir.i'. 
establecer  un   negocio  de  tienda,  e  tii  -i 
se  en  la  cláusula  octava  que  el  arrenJ 

•  ■y  « 

podría  asegurar  sus  mercaderías  p^^^"  i 
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bicse  incendio  y  óstc  principiase  por  el  al- 
ci'n  íirrendado,  la  tercera  parte  del  valor 
las  pólizas  de  seguro  correspondería  ?i  la 
>l>ietaria.*' 

Hl  predio  arrendado  i'ué  designado  en  el 
itríLto  con  el  nombre  de  almacén,  pero  te- 
i  también  comodidad  para  casa  de  hahita- 
>n,  por  lo  cual  le  convenía  tanto  el  nombre 
almacén  como  de  casa.  En  el  escrito  de  de- 
án Ja  se  le  denominó  casa  ó  sitio,  y  sobre 
to  no  se  hizo  cuestión  alguna  por  el  deman- 
ido  en  toda  la  discusión  del  asunto.  Rn  el 
:rito  mismo  en  que  se  ha  fundado  j)or  el 
andatario  del  contendor  el  recurso  de  casa- 
'»n,  al  aducir  el  fundamento  de  la  segunda 
usal  se  reconoce  el  hecho  de  haber  en  el  pre- 
o  arrendado  almacén  y  casa  habitación.  Ej 
ñor  juez  de  la  causa,  por  su  parte,  tratan- 
3  del  asunto  en  la  sentencia  de  primera  ins- 
incia  en  el  mismo  sentido  en  (¡ue  se  había  si- 
latU»  la  discusión  por  las  partes,  designó  la 
ropiedad  arrendada  ya  con  el  uno  ya  con  el 
tro  nombre,  así  en  la  exposición  de  los  he- 
los como  en  los  considerandos,  refiriéndose 
empre  al  predio  arrendado  con  su  almacén 
su  casa  habitación.  Y  la  iltma.  Corte  de 
pelacloues  no   sólo  aceptó  el  hecho  expresa- 

0  sino  cjue  lo  acentuó  más  aun  de  una  ma- 
era  expresa,  designando  el  predio  con  las  ex- 
resiones:  Ja  casa  arrendada  y  el  local  arren- 
dado. 

La  Corte: 

Considerando: 
1"  Oue  en  el  considerando   O"  de  la  sentón- 
ia  de  primera  instancia  aceptada  por  hi  que 

1  revisarla  pronunció  ia  Corte  de  Apelaciones 
le  Santiago,  y  de  la  cual  se  recurre,  se  dan 
)or establecidos  los  siguientes  hechos: 

Oue  don  Hxequiel  Llórente  aseguró  en  La 
r.spañola  las  mercaderías  (|ue  guardaba  en  el 
ilniacén  arrendado  por  él  A  la  demandante: 
^uc  en  el  mes  de  marzo  de  1904-  se  incendió  la 
'íisa  arrendada  junto  con  las  mercaílerías  del 
legoeio  de  comercio  que  allí  tenía  el  dcman- 
lado;  y  que  el  incendio  tuvo  su  origen  en  la 
iiisma  casa  arrendada; 

2^  (¿uc  en  el  contrato  de  arrendamiento  á 
que  el  pleito  se  refiere  los  interesados  dieron 


el  nombre  genérico  de  almacén  á  todo  el  pre- 
dio arrendado,  y  de  ninguna  de  sus  cláusulas 
se  desprende  que  hubieran  tenido  el  propósito 
de  dividir  en  secciones  el  mencionado  predio 
para  los  efectos  de  líis  responsabilidades  del 
arrendatario.  De  donde  se  sigue  ([ue  todas  v 
cada  una  de  las  cláusulas  del  prcdicho  con- 
trato convienen  indistintamente  á  todo  el 
local  arrendado;  puesto  que  todas  ellas  re- 
caen sobre  el  mismo  objeto  y  tienen  por  fun- 
damento la  misma  causa; 

'^•^  Que  por  otra  parte,  el  demandado  no 
hizo  valer  durante  la  secuela  del  juicio  la  cir- 
custancia  de  que  para  los  efectos  de  la  cláusu- 

• 

la  8"?  del  contrato,  el  predio  arrendado  debie- 
ra considerarse  dividido  en  casa  y  almacén; 
por  lo  cual  y  no  habiendo  sido  discutido  ese 
punto  entre  los  litigantes  no  puede  serlo  tam- 
poco en  el  presente  recurso,  que  ha  sido  esta- 
blecido, no  para  fallar  el  pleito  de  nuevo,  sino 
píira  examinar  y  pronunciarse  sobre  las  in- 
fracciones de  la  Ic}^  que  han  podido  cometerse 
en  la  vSentencia  reclamada; 

4.^  Que  dentro  de  la  facultad  soberana  que 
tiene  el  tribunal  sentenciador  para  fijar  los 
hechos  del  pleito,  basta  lo  expuesto  en  los 
considerandos  anteriores  para  dar  por  irrevo- 
cablemente establecido  (juc  el  incendio  de  que 
aquí  se  trata  principió  por  la  casa  ó  almacén 
arrendado,  y  (|uepara  el  arrendatario  se  pro- 
dujo, p(M-  tanto,  el  evento  contemplado  en  la 
cláusula  8'^  del  contrato; 

5*^  Que  doña  Ana  (rautier  bien  fuera  para 
precaverse  é  indemnizarse  de  los  perjuicios  de 
un  incendio,  bien  para  dificultar  la  posibilidad 
de  un  siniestro  intencional  disminuyendo  enel 
arrendatario  el  interés  de  producirlo,  bien 
[)or  cuahpilcra  otro  motivo  que  no  exj)resó 
ni  estaba  legalmcnte  obligada  á  expresar, 
impuso  á  Llórente,  á  fin  de  darle  en  arrenda- 
miento el  almacén  ó  casa  de  su  propiedad,  á 
más  de  la  obligación  de  pagar  el  precio  ó 
renta  las  otras  (pie  se  consignan  en  la  cláusu 
la  S''  del  contrato,  cláusula  (pie  el  arrenda ta- 
lio  aceptó  libremente,  y  que  á  la  letra  dice 
así:  "Los  arrendatarios  podrán  asegurar  sus 
mercaderías,  pero  si  hubiese  incendio  v  éste 
principiare  por  el  almacén  arrendado  la  terce- 
ra parte  del  valor  de  las  pólizas  de  seguro 
corresponderá  f\  la  propietaria.  Los  arrenda- 
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tarios  se  comprometen  á  comunicar  por  escri- 
to á  la  arrendadora  cada  seguro  que  tenga/' 
como  también  los  cambios  6  modificaciones 
que  hicieren  en  dichos  seguros." 

6^  Que  de  consiguiente  no  puede  afirmarse, 
como  lo  pretende  Llórente  en  el  recurso,  que 
la  cláusula  transcrita  carezca  de  causa  j  sea 
por  tal  defecto  ineficaz;  puesto  que  esa  causa 
no  es  ni  puede  ser  otra  que  la  misma  de  todo 
contrato  á  que  pertenece  ó  sea  para  la  arren< 
dadora  la  de  gozar  del  precio  ó  renta  estipu- 
lado y  la  de  obtener  como  indemnización  en 
caso  de  incendio,  la  3^  parte  del  valor  de  los 
seguros  que  hubiere  contratado  el  arrendata- 
rio, y  para  este  último  la  de  gozar  y  ocupar 
en  su  jiro  ó  negocio  el  almacén  recibido  en 
«'I  rrendamiento. 

7^  Que  los  jueces  del  fondo  no  han  infrinjido 
entonces  al  declarar  en  su  fallo  la  validez  y 
eficacia  de  lareferida  cláusula  8*,  los  artículos 
1445  y  1467  del  Código  Civil  en  que  se  fund^ 
el  recurso;  como  no  han  infrinjido  tampoco  el 
artículo  1698  del  mismo  Código,  cuya  viola- 
ción se  hace  consistir  en  un  motivo  idéntico. 

Y  visto  además  lo  prevenido  en  los  arts.  940, 
960  y  979  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
se  declara  sin  lugar,  con  costas,  el  recurso  de 
cíisación  á  que  esta  sentencia  se  refiere. 

Queda  aplicada  al  Piscóla  cantidad  consig- 
nada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Poster 
Recabárren. 

Se  previene  que  los  señores  Ministros  Urru- 
tiay  Aguirre  Vargas  no  aceptaron  el  consi- 
derando 2^  de  esta  sentencia.— Lcopo/í/o  Urrw 
tia.^V.  Aguirre  V,^Carhs  Varas.— Abel Saa- 
vedra.—E,  Foster  Recabárren, — A,  Verf^ara 
Albano.—J.  Bernales, 


C/?8.   en  Ja  forma. — 4  de  octubre  (kV^t 

Banco  de  Concepción  con  sacesóude 
José  A.  de  la  Jara. 

Terceros.— Notifloaolóii.-Empli 

zamlento. 

Doctrina.— Las  notificaciones á  mt 
ros  que  no  son  parte  directa  en  djín:. 
se  deben  hacer  personalmente  6  por  a- 
dula. 

Es  nula  la  sentencia  ínterlocutomií 
tada  sin  emplazamiento  de  ¡asparUs, 
falta  el  emplazamiento  del  tercero  c:\ 
es  notificado  sólo  por  el  estado  dtlrt 
curso  interpuesto  por  una  de  lasp^n:^ 
contra  resolución  que  le  atecta. 


En  ejecución  seguida  en   Concepción  r ' 
el  Banco  de  este  nombre  con  la  sucesión  dcc 
José  A.  de  la  Jara  se  decretó  la  ampliaciñn' 
embargo  á  los  productos  de  las  minas  dees* 
bón  que  la  sucesión  ejecutada  tiene  en  Coront. 
notificándose  al  efecto  á  don  Femando  M  * 
co^ain,   que  las  explota  á  virtud  de  un  co; 
trato  celebrado  con  la  misma  sucesión  í ': 
de  que  depositase  á  la  orden  del  juzgado» 
cantidad  que  á  aquella  correspondía. 

En  31  de  enero  de  1902  se  notificó  persoaa 
mente  á  Moco^ain,  esta  resolución. 

Posteriomente  se  pidió  por  el  ejecutanifs 
notificara  á  Moca^ain  para  que  entregase 
depositario  de  la  ejecución  las  cantidades^ 
tenidas  y  que  en  lo  sucesivo  retuviese,  y  accf 
tada  esta  solicitud  en  el  decreto,  se  notit^ 
en  Coronel  personalmente  á  Moca^ain,  qw^ 
expuso  que  no  hacía  el  depósito  ordena - 
por  tener  otras  retenciones  y  órdenes  judio*' 
les  al  respecto  con  fechas  anteriores  á  la « 
Banco. 

El  representante  del  Banco  expuso  qaeM« 
co<;ain  pagaba  á  la  sucesión  la  jara,  ^ 
contrato,  la  cantidad  de  $  2.00  por  cada  te 
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nelada  de  carbón  que  explota,  y  desde  que 
fué  notificado  para  retener  ha  explotado  cerca 
de  833,000  toneladas,  de  modo  que  tenía  en 
su  poder  una  suma  no  inferior  á  $  860.000. 

Agregó  el  representante  del  Banco  que  ha- 
bía verdadero  peligro  en  que  esta  suma  per- 
maneciese en  poder  de  Mocogain,  por  lo  cual 
reiteraba  la  petición  para  que  éste  la  deposi- 
tara en  un  banco  de  Concepción  á  la  orden 
del  juzgado,  en  el  término  de  dos  días,  bajo 
apercibimiento  de  embargo  y  sin  perjuicio  de 
otras  medidas  de  apremio  que  pudiera  decre- 
tarse en  su  contra. 

En  rebeldía  de  los  ejecutados,  que  no  eva* 
cuaron  el  traslado  que  se  les  confirió,  se  man- 
dó correr  éste  con  Moco9ain  á  quien  se  noti- 
ficó por  el  estado  en  11  de  mayo  de  1904;  y 
habiéndole  acusado  rebeldía  el  representante 
del  Banco,  el  juzgado  no  dio  lugar,  en  re- 
solución de  21  del  mismo  mes  i  año,  á  lo  pe- 
dido por  dicha  parte  en  cuanto  al  depósito,  á 
virtud  de  lo  que  constaba  en  la  diligencia, 
resolución  que  también  fué  notificada  por  el 
estado  á  Moco^ain. 

En  la  misma  forma  se  le  notificó  la  conce- 
sión del  recurso  de  apelación  interpuesto  por 
el  Banco  contra  hi  referida  resolución. 

En  la  segunda  instancia  se  pidió  por  el  ape- 
lante que  se  siguiera  la  causa  en  rebeldía  de 
los  apelados,  á  lo  que  se  accedió  sin  más  noti- 
ficación de  los  deudores  ni  de  Moco9ain  en  el 
decreto  de  c  de  octubre  de  1904,  y  la  Corte 
falló: 

Concepción,  21  de  noviembre  de  1895 Te- 
niendo presente: 

Que  por  resolución  ejecutoriada  de  11  de 
enero  de  1902,  se  declaró  que  don  Fernando 
Moco^ain  debía  depositar  á  la  orden  del  juz- 
gado la  cantidad  que  á  la  sucesión  ejecutada 
le  corresponda  en  la  explotación  de  las  minas 
de  carbón  que  tiene  en  Coronel;  y  al  ser  noti- 
ficado Moco^ainde  tal  resolución  no  formuló 
observación  alguna; 

Que  no  habiendo  cumplido  el  referido  Mo- 
co^ain  con  lo  ordenado  en  la  resolución  de 
que  se  ha  hecho  mérito  en  el  anterior  consi- 
derando, el  Banco  ejecutante  pidió  nuevamen. 
te  que  se  notificase  á  aquél  para  que  entrega- 
se al  depositario  don  Exequiel  Bravo  '4a6 
cantidades  ya  retenidas  y  las  que  en  lo  suce- 
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sivo  reteng  i**,  petición  que  fué.  aceptada  por 
el  juzgado  en  24  de  noviembre  de  1902; 

Que  solamente  al  ser  notificado  Moco^ain 
de  esta  segunda  resolución,  espuso  al  minis- 
tro de  fé  que  practicaba  la  dilijencia  "que  no 
hacía  el  depósito  ordenado  por  tener  otras 
retenciones  y  órdenes  judiciales  al  respecto  y 
con  fechas  anteriores  á  las  del  Banco"; 

Que  aun  siendo  efectivo  que  existieran  las 
otras  retenciones  y  órdenes  judiciales  á  que 
alude  Moco^ain,  el  depósito  solicitado  por  el 
Banco  ejecutante  no  perjudicaría  los  derechos 
adquiridos  preferentemente  por  otros  acree- 
dores, por  cuanto  sólo  se  pide  el  simple  depó- 
sito en  un  banco  y  á  la  orden  del  juzgado  de 
las  cantidades  retenidas  de  que  se  ha  hecho 
referencia. 

Por  estos  fundamentos  y  de  conformidad 
con  lo  prescrito  en  los  artículos  151  y  285  del 
Código  de  Procedimiento  Civil,  se  revoca  la 
resolución  apelada  de  21  de  mayo  de  1904, 
y  se  declara  que  ha  lugar  á  lo  pedido  por  el 
Banco  ejecutante,  sin  costas  por  haber  mo- 
tivo plausible  para  litigar,  y  sin  perjuicio  de 
los  derechos  de  preferencia  ó  de^  otr»  clase 
que  puedan  hacerse  valer  por  los  acreedores 
sobre  las  cantidades  que  se  mandan  depositar. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Mac-kay 

R  Egaña. ^Manuel  Rodríguex,—J.  Guillermo 
Mac-kay, 

Contra  esta  sentencia  don  Fernando  Moco- 
9ain  ha  interpuesto  recurso  de  casación  en  la 
forma  por  haberse  dictado  contrariando  lo 
dispuesto  en  el  artículo  942  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  en  cuanto  al  emplaza- 
miento del  recurrente  que  se  omitió,  ya  que 
sólo  se  le  notificó  por  el  estado  contravinién- 
dose á  lo  prevenido  en  el  artículo  49  del  cita- 
do Código. 

Agrega  que  también  existe  contra  la  sen- 
tencia la  causal  de  casación  de  haberse  visto 
la  causa  sin  la  debida  anunciación  en  la  tabla 
del  día  designado  por  la  Corte  para  su  fallo, 
pues  solo  figuró  con  la  indicación  de  ''Banco 
Concepción  con  sucesión  de  José  Antonio  de 
la  Jara**. 

Termina  diciendo  que  la  sentencia  infringe 
directa  ó  indirectamente  los  artículos  43, 
170,  173,  números  1^  y  9^  del  941  y  942  del 
Código  de  Procedimiento  Civil. 

33 
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La  Corte: 

Teniendo  presente: 

1*?  Que  el  artículo  59  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil  previene  que  las  notificaciones 
á  terceros  que  no  sean  parte  en  el  juicio  se 
harán  personalmente  6  por  cédula; 

2'  Que  el  artículo  942  del  mismo  Código 
concede  recurso  de  casación  en  la  forma  con- 
tra las  sentencias  interlocutorias  cuando  en 
la  segunda  instancia  se  dictan  sin  el  empla- 
zamiento de  la  parte  agraviada; 

3*^  Que  la  sentencia  recurrida  se  dictó  sin 
este  emplazamiento  respecto  de  don  Fernando 
Moco^ain,  por  habérsele  hecho  saber  sólo  por 
el  estado,  en  vez  de  notificársele  personalmen- 
te ó  por  cédula,  como  tercero  que  era  en  la 
ejecución,  la  concesión  del  recurso  de  alzada 
deducido  por  el  Banco  ejecutante  contra  la 
resolución  de  primera  instancia  que  negó  lu- 
gar al  depósito. 

Visto  también  lo  prevenido  en  los  artícu- 
los 979  j  959  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  se  declara  que  ha  lugar  al  recurso  de 
casación  en  la  forma  entablada  por  don  Fer- 
nando Moco^ain  contra  la  sentencia  de  21  de 
noviembre  de  1905,  la  cual,  por  tanto,  se 
invalida.  Repónese  la  causa  al  estado  de  no- 
tificarse á  Moco^ain  el  emplazamiento  para 
la  apelación  deducida,  notificación  que  se 
hará  en  la  forma  prescrita  por  la  ley.  Devuél- 
vase al  recurrente  la  cantidad  consignada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Aguirre 

Vargas. —Leopo/cfo   Urrutía Galvfiríno  Ga- 

Jlardo,^V.  Aguirre  V Gabriel Gaete. 


Cas,  Cir—lO  de  octubre  de  1906 
Meza  V.  de  Merino  con  Ceballos 

Cuasi -delito.-  Responsabilidad.— 
Apreciación  de  los  hechos.— Costas; 
voto  disidente. 

Doctrina: — Si  en  los  tribunales  cole- 
giados se  emite  al  fallar  la  causa  algún 


voto  favorable  á  la  parte  qne  pierde h 
cuestión  resuelta^  no  puede  esta  pmt 
ser  condenada  en  costas  y  es  milak  sen- 
senda  que  lo  hace. 

La  Corte  Suprema  al  dictar  sentenck 
en  la  causa  en  que  ha  dado  lugar  á  k 
casación  en  el  fondo  del  fallo  de  segun- 
da instancia,  no  puede  prescindir  de  k^ 
hechos  establecidos  en  el  fallo  casado. 

Todo  daño  que  pueda  imputarse  í 
malicia  ó  negligencia  de  una  persona  dt 
be  ser  reparado  por  ella  á  la  persona  di- 
ñada ó  su  heredero.  El  propietario  it 
una  oficina  salitrera  responde  del  dúo 
que  ocasione  á  una  madre  la  muerte  ót 
su  hijo  á  consecuencia  de  quemadum 
que  éste  recibe  al  caer  fortuitamente  er 
un  cachucho  hirviendo,  por  carecer  éste 
de  defensas  que  impidan  el  accidente. 


Doña.  Tomasa  Meza  v.  de  Merino  expnso 
ante  uno  de  los  juzgados  de  letras  de  Iqoi* 
que  que  su  hijo  Domingo  Merino  Meza,  tra- 
bajador de  la  oficina  salitrera  "San  Enrique' 
de  propiedad  de  don  Lorenzo  Ceballos,  halk 
sido  ocupado  siempre  como  fogonero  ó  car- 
bonero, y  habiéndosele  obligado  á  reempLí* 
zara  un  derripiador,  se  le  hizo  ejecutara!: 
trabajo  peligroso,  contra  su  voluntad,  eo  los 
cachuchos  ó  fondos  de  fierro  destinados  í 
beneficio  del  salitre,  fondos  qne  estaban  abift- 
tos,  sin  rejas  u  otras  delensas  protectoras  de 
la  seguridad  del  operario,  contrarinieodoas 
á  lo  decretado  por  la  Intendencia  de  la  pro- 
vincia con  fecha  de  17  de  agosto  de  1903. 

Como  dicho  operario  no  tenia  espeneocia 
en  esta  clase  de  trabajos,  por  lo  cual  no  debí- 
destinársele  á  él,  sucedió  que  el  dia  3  de  ocn- 
bre  de  ese  año  cayó  á  los  cachuchos  qoe  es- 
taban en  función  con  agua  hirviendo,  r  de 
allí  fué  sacado  con  horribles  quemadoras  et 
diferentes  partes  del  cuerpo,  por  en  ja  caosí 
falleció  el  día  11  del  mismo  mes  de  octnbrc. 
según  lo  establece  el  certificado  del  médico 
interno  del  .hospital  y  lo  corrobora  el  del  ofi- 
cial del  registro  civil  de  Iquique. 
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L,B.  responsabilidad  de  esta  desgracia  recae 
sobre  el  administrador  de  la  ya  mencionada 
oficina  ó  sobre   quien  lo  obligó  á  trabajar  en 
una.  faena  para  la  cual  no  tenía  competencia, 
lo  que  en  conformidad  á  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tictalo  2315  del  Código  Civil  constituye  un 
cuasi'delito  que  da  derechos  á  los  herederos 
del  fallecido   para  exigir  la  correspondiente 
indemnización  de  daños  y  perjuicios,  indemni- 
zación que  estima  en  la  cantidad  de  $  20.000, 
comprendiendo  en  ella  el  lucro  cesante  y  daño 
emergente,  y  bajo  la  base  de  que  el  extinto 
tenía  sólo  veinticinco  años  de  edad,  y  que  po- 
dría haber  trabajado   durante  veinte  años 
más,  á  razón  de  $  1.000  al  año. 

Termina  deduciendo  demanda  en  forma 
contra  el  expresado  Don  Lorenzo  Ceballos  y 
pide  se  declare:  1.°  que  debe  pagarle  la  ya  in- 
dicada suma  de  $  20,000  por  indemnización 
resultante  delcuasi-delito^p  la  muerte  de  Do- 
mingo Merino  Meza,  y  2.°  las  costas  de  la 
ca.usa. 

Solicita  el  demandado  en  la  contestación 
que  se  deseche  la  demanda  y  expone: 

No  es  exacto  que  á  Domingo  Merino  Meza 
se  le  obligara  á  trabajar  en  los  cachuchos, 
pues,  aunque  el  demandado  ha  pasado   en 
Santiago  una  gran  parte  del  año  en  que  ocu- 
rrió el  suceso  en  que  se  funda  la  demanda,  ha 
tomado  datos  sobre  el  particular  del  admi- 
nistrador de  la  oficina  y  puede  afirmar  que 
jamás  se  ha  obligado  á  alguno  á  servir  en 
labores  ó  faenas  que  no  sean  de  su  competen- 
cia especial,  lo  que  tampoco  bajo  ningún  as- 
pecto, convendría  á  los  intereses  de  la  oficina. 
Los  trabajadores  tienen  el  derecho  implícito 
pero  reconocido  uniformemente,  concedido  en 
las  oficinas  salitreras,  de  poner  s^allo  6  sea 
un  reemplazante  accidental  en  la  respectiva 
faena;  reemplazante   que,  siendo  trabajador 
de  la  misma  oficina,  es  tolerado  siempre  por 
el  mayordomo,  sin  que,  por  lo  jeneral,   llegue 
siquiera  á  conocimiento  de  la  administración, 
ni  tendría   tampoco    objeto,  desde  que   ese 
reemplazo  es  por  muy  corto  tiempo  y  por  cuen- 
ta del  trabajador  propietario  con  quien  se 
entiende  el  reemplazante. 

En  el  caso  de  que  se  trata,  el  trabajador 
de  planta  era  Gregorio  Pinochet,  quien  des- 
jjués  de  haberse  entendido  personal  i  directa- 


mente con  Merino,  lo  dejó  de  gallo,  es  decir, 
en  su  reemplazo,  en  la  forma  respectiva  y  por 
el  breve  término  de  su  ausencia,  lo  que  mani- 
fiesta que,  en  vez  de  haber  sido  obligado  Me- 
rino á  trabajar  como  derripiador  fué  sola- 
mente tolerado  en  ese  trabajo,  como  acciden- 
tal reemplazante  de  Pinochet  y  por  cuenta  de 
éste. 

Hay  que  considerar,  por  otra  parte,  que 
nadie  nace  derripiador  ni  cosa  alguna,  sino 
que  todos  están  sujetos  al  aprendizaje  de 
cualquiera  ciencia,  industria  ó  trabajo  á  que 
quiera  dedicar  su  inteligencia  y  aptitudes  cor- 
porales, y  por  consiguiente,  todos  los  que  en 
la  actualidad  desempeñan  ese  oficio  han  teni- 
do que  hacer  prácticamente  su  aprendizaje. 

Se  deduce  de  lo  expuesto  que  no  es  exacto 
que  Merino  Meza  haya  sido  obligado  á  tra- 
bajar en  los  cachuchos,  y  que  tampoco  lo  es 
que  sea  acto  de  imprudencia  y  mucho  menos 
de  temeridad  el  ponerse  á  aprender  el  oficio 
de  derripiador,  yaque  de  los  aprendices  cuan- 
do de  tarde  en  tarde  uno  que  otro  llega  á 
caer,  lo  deben  á  incuria  ó  imprudencia  impu- 
table solamente  á  ellos  mismos. 

En  cuanto  al  decreto  de  la  Intendencia  á 
que  se  refiere  el  demandante,  hay  que  obser- 
var que,  por  muy  bien  intencionado  que  él 
sea  ó  por  muy  buena  que  haya  sido  la  acogi- 
da que  por  trabajadores  y  salitreros  se  le  ha- 
ya prestado,  no  es  ley  que  deba  ser  observa- 
da, ni  es  posible  ponerlo  en  práctica  en  un 
momento  dado.  Graves  son  los  compromisos 
que  estos  últimos  tienen  que  atender  relati- 
vamente á  entregas  de  cargamentos,  contra- 
tados con  meses  y  aun  años  de  anticipación, 
bajo  pena  de  fuertes  indemnizaciones  y  perjui- 
cios; para  hacer  reparaciones  de  la  naturaleza 
de  aquellas  á  que  alude  el  decreto  citado,  hay 
que  paralizar  las  faenas  en  todo  ó  parte.  Por 
eso  no  es  posible  hacer  tales  reparaciones  con 
la  rapidez  que  sería  de  desear.  La  falta  de  re- 
jas de  defensa  que  muy  pronto  se  pondrán, 
no  importa  que  se  haya  cometido  ó  conti- 
núe cometiéndose  en  la  oficina  *'San  Enri- 
que*'una  imprudencia  temeraria  imputabble 
á  su  dueño. 

Una  consideración  que  debe  tomarse  en 
cuenta  es  la  de  que  Merino  fué  asistido  opor- 
tunamente por  el  doctor  de  la  oficina,  quien 
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Opinó  que  el  enfermo  debía  permanecer  cu- 
rándose en  su  propia  habitación,  y,  no  obs- 
tante esto,  el  enfermo  se  vino  á  Iquique  ha- 
ciendo uti  viaje  forzado  y  en  condiciones  de- 
testables, viniendo  su  agravación  como  conse- 
cuencia natural  de  esta  nueva  imprudencia 
cometida. 

En  orden  á  la  cuantia  de  la  indemnización, 
cualquiera  que  fuera  la  responsabilidad  que 
pudiera  caber  al  demandado,  la  considera 
exagerada  en  sumo  grado. 

Replicando  la  parte  demandante  insiste  en 
sus  argumentaciones  anteriores,  y  el  deman- 
dado en  la  duplica  agrega  que  los  documen- 
tos que  se  han  presentado  con  la  demanda  no 
acreditan  el  estado  civil  que  doña  Tomasa 
Meza  se  atribuye,  ya  que  no  están  conformes 
con  las  prescripciones  del  título  XVIIl  del  Li- 
bro 1^  del  Código  Civil. 

Puesta  la  causa  en  estado  de  sentencia,  se 
pronunció  la  de  primera  instancia  que  dese- 
chó la  demanda. 

Apelada  esta  sentencia  por  la  parte  deman- 
dante, la  Corte  de  Apelaciones  de  Tacna,  pro- 
nunciándose en  el  recurso,  expidió  el  21  de  ma- 
yo de  1905,  la  sentencia  cuya  parte  expositiva 
dice  así:  ''se  revoca  la  sentencia  apelada  cita- 
da al  principio  y  se  declara:  que  ha  lugar  en 
todas  sus  partes  á  la  demanda.'' 

Contra  esta  última  sentencia  se  dedujo  por 
la  parte  demandada,  recurso  de  casación  en 
la  forma  y  en  el  fondo,  el  primero  de  los  cua- 
les fué  desechado  por  la  Corte  (1)  y  formali- 
zando el  segundo  expone: 

En  los  considerandos  1^  al  4^  inclusive  de 
la  sentencia  recurrida,  se  ha  reconocido  y  sen- 
tado el  estado  civil  de  Tomasa  Meza  v.  de 
Flores  como  madre  lejítima  de  Domingo  Me- 
rino, fundándolo  en  una  presunción  como  lo 
dice  el  considerando  4^.  Con  estos  fundamen* 
tos  se  han  infringido  los  artículos  35,  289  in- 
ciso 2^  305,  306,  308,  309  y  1700  del  Código 
Civil  y  331  inciso  2^  y  3^  del  de  Procedi- 
miento. 

Legalmente  no  es  exacto  que  la  calidad  de 
madre  lejítima  de  Domingo  Merino,  que  la 


(1)  Véase  páj.  125,  Año  IIJ,  Segunda  Parte,  Sec- 
ción I. 


demandante  se  atribu3'e,  se  halle  acreditada 
con  la  partida  de  bautismo,  como  lo  sienta 
de  una  manera  inconcusa  el  consideraiidc 
primero. 

Las  partidas  de  matrimonio  y  de  baatismo 
son  instrumentos  públicos  que  hacen  plena  ít 
como  se  desprende  de  lo  establecido  en  el  ar- 
tículo 305  del  Código  Civil  corroborado  eos 
los  artículos  306  y  1700  del  mismo  Código  j 
331  del  de  Procedimiento.  La  demandante 
ha  presentado  sin  contradicción,  tanto  h 
partida  de  bautismo,  que  prueba  plenamente 
según  la  sentencia  de  la  Corte,  la  calidad  de 
madre  lejítima  de  doña  Tomasa  Me2a,  come 
la  partida  de  matrimonio,  que  también  acrt- 
dita  de  una  manera  plena  que  la  menciona- 
da doña  Tomasa  Meza  era  casada  coo  Ma- 
nuel Flores,  persona  distinta  de  Manuel  Me- 
rino, padre  de  Domingo  Merino;  las  despar- 
tidas tienen  igual  fuerza  probatoria,  y  si  h 
fé  de  la  de  bautismo  está  destruida  por  la  de 
matrimonio,  puesto  que  la  lejitimidad  del 
hijo,  según  el  artículo  35  del  Código  Ciril,  dr 
pende  absolutamente  del  matrimonio  previ: 
de  los  padres,  y  la  partida  prueba  plenameo- 
te  que  doña  Tomasa  Meza  fué  casada  cor 
Manuel  Flores  y  nó  con  el  padre  de  Domin;- 
Merino,  el  estado  civil  de  madre  lejítima  cje 
se  atribuye  á  la  demandante,  lejos  de  estar 
acreditado,  aparece  plenamente  contradich 
y  sin  prueba  alguna  á  su  favor. 

La  conclusión  á  que  se  llega  en  el  conside- 
rando primero  de  la  sentencia  que  se  impug- 
na, está  en  contradicción  con  las  leves  citad.i> 
y  reñida  con  la  buena  lógica. 

Por  otra  parte,  el  Código  Civil  en  su  re- 
tículo 308  establece  que  las  partidas  aniri  ■ 
chas  atestiguan  la  declaración  hecha  porlí> 
contrayentes  de  matrimonio,  etc.,  pero  r 
garantizan  su  veracidad,  por  lo  cual  pueiltr. 
ser  impugnadas,  y  si  la  demandante  estir' 
que  no  era  exacta  la  declaración  hecha  en  la 
partida  de  bautismo  en  cuanto  al  apellido  t^e 
su  legítimo  marido,  debió  impugnarlo,  si- 
guiendo la  gestión  judicial  necesaria  para 
alterar  aquel  instrumento  público  en  sn  parte 
sustancial.  No  se  hizo,  y  por  consiguiente.  !a 
partida  de  matrimonio  conserva  su  hiena 
que  no  puede  ser  destruida  sin  forma  de  juicio 
y  por  una  simple  presunción,  que  no  e5  la 
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prueba  taxativamente  fijada  para  este  efecto 
por  el  artículo  309  del  Código  Civil. 

Todavía  la  disposición  especial  consignada 
en  el  artículo  289  de  este  Código  hace  una 
excepción  al  alcance  probatorio  de  la  partida 
de  bautismo,  prescribiendo  que  ella  no  sirve 
de  prueba  para  establecer  la  maternidad. 

En  los  considerandos  quinto  al  décimo 
tercero  inclusive,  se  ha  procurado  establecer 
un  cuasi-delitoála  vez  que  la  responsabilidad 
del  demandado,  infringiendo  los  artículos  490, 
492,  2,  4  y  24  del  Código  Penal;  68  y  69  del 
de  Minería;  73,  atribución  segunda  de  laCons* 
titución  Política;  13, 19,  20,  49,  1710,  2319, 
2375  y  2329  del  Código  Civil  y  374  del  de 
Procedimiento. 

La  cosa  que  se  pide  está  claramente  defini- 
da en  la  demanda  al  señalarseel  artículo  2314 
y  la  razón  por  que  se  pide  lo  está  al  fundarla 
en  el  artículo  2315. 

No  ha  tenido  la  Corte  facultad  alguna  para 
convertir  una  acción  definida  en  una  indefi- 
nida ó  determinada,  alterando  con  ello  sustan- 
cialmente  la  demanda  ó  transformando  todo 
lo  obrado  en  el  juicio  sobre  la  base  determinada 
del  litijio  trabado  en  ciertas  condiciones.  Co- 
mo la  premisa  sentada  en  el  considerando 
quinto  no  es  exacta,  no  lo  son  tampoco  las 
conclusiones  que  de  ella  ha  deducido  la  Corte 
en  el  considerando  sesto. 

El  considerando  séptimo  parte  de  la  base 
inexacta  con  que  la  Corte,  invocando  en  el 
litijio,  ha  cambiado  sustancialmente  la  causa 
de  pedir  y  sienta,  sin  tomar  en  cuenta  los  fun- 
damentos de  la  demanda,  que  lo  único  que 
hay  que  averiguar  es  si  hubo  negligencia  por 
parte  de  don  Lorenzo  Ceballos. 

En  los  considerandos  siguientes  hasta  el  dé- 
cimo tercero,  deduce  la  sentencia  que  el  de- 
mandado es  civilmente  responsable  á  doña 
Tomasa  Meza  por  su  negligencia  en  no  haber 
cerrado  los  cachuchos  con  rejas,  ya  que,  se- 
gún confesión  del  mismo  demandado,  alguna 
vez  ha  (aído  alguien  en  ellos,  y  ya  que  el  in- 
tendente de  Tarapacá  dictó  el  decreto  regla- 
mento de  17  de  agosto  de  1903. 

Con  estos  considerandos  que  sirven  de  fun- 
damento á  la  parte  dispositiva  de  la  sentencia 
recurrida,  la  Corte  ha  aplicado  indebidamente 
el  artículo  2329  del  Código  Civil,  que  no  es 


la  causa  de  pedir  déla  demandante  y  ha  dado 
lugar  á  la  demanda  que  fué  fundada  en  los 
artículos  2314  y  231 5  del  mismo  Código,  que 
se  refieren  á  otra  cosa.  Así  se  ha  infringido 
también  el  Códido  de  Minería,  que  es  la  ley 
especial  sobre  explotación  de  salitreras,  pues 
en  su  artículo  68  establece  que  "los  mineros 
explotarán  libremente  sus  minas  sin  sujeción 
á  prescripciones  técnicas  de  ningún  género, 
salvo  los  reglamentos  de  policía  y  seguridad 
que  se  dictaren,  tt  artículo  que  ha  sido  violado 
con  la  sentencia  recurrida,  así  como  también 
el  artículo  13  del  Código  Civil. 

Han  sido  infringidos  todavía  con  la  misma 
resolución,  el  artículo  73  de  la  Constitución 
Política  y  el  69  del  ya  citado  Código  de  Mine- 
ría: el  primero  que  atribuye  facultad  exclusiva 
al  Presidente  de  la  República  para  dictar  los 
reglamentos  sobre  la  explotación  de  salitre- 
ras, y  el  segundo,  que  solo  concede  al  inten- 
dente de  Tarapacá  la  facultad  de  vigilar  la 
observancia  de  los  reglamentos,  infracciones 
que  surgen  de  los  considerandos  de  la  senten- 
cia recurrida  que  estiman  causa  bastante  de 
negligencia  generadora  de  un  cuasi-delito,  el 
hecho  de  que  el  demandado  no  hubiese  cerra- 
do los  fondos  conforme  á  lo  ordenado  en  el 
decreto  de  la  Intendencia  del  17  de  agosto  de 
1903. 

Esta  infracción  lleva  envuelta  además  la 
del  artículo  49  del  Código  Civil,  desde  que 
aquel  decreto,  aún  en  la  hipótesis  de  que  hu- 
biera tenido  la  fuerza  de  un  reglamento  de 
seguridad,  no  habría  podido  producir  efecto 
sino  después  de  vencido  el  plazo  de  sesenta 
días,  que  terminaba  el  17  de  octubre,  habién- 
dose realizado  el  accidente  de  Merino  el  3  de 
ese  mismo  mes,  ó  sea,  catorce  días  antes  que 
terminara  el  plazo. 

La  parte  dispositiva  de  la  sentencia,  funda- 
da como  está  en  los  considerandos  que  se  han 
analizado,  infringe  igualmente  los  artículos 
2  y  4  del  Código  Penal  que  definen  y  clasifi- 
can los  cuasi* delitos  personales,  y  los  artícu- 
los 490  y  492  del  mismo  Código  que  estable- 
cen taxativamente  cuales  son  los  cuasi-delitos 
que  tienen  sanción. 

Aquí  no  se  ha  tratado  de  daño  en  hi  cosa 
sino  de  cuasi-delito  en  la  persona. 

El  artículo  24  de  ese  Código  que  asimismo 
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aparece  infringido,  requiere  previamente  la 
sentencia  condenatoria  en  materia  criminal 
para  que  sea  proi*ed«nte  el  pago  de  las  cos- 
tas, dañ(»s  y  perjuicios,  y  en  el  caso  actual, 
ni  siquiera  se  ha  iniciado  ese  juicio. 

Al  apreciar  la  prueba  rendida  en  autos  y 
hacer  caso  omiso  de  la  legal  y  procedente, 
estimando  que  es  equitativa  la  cantidad  de 
$  20,000  que  por  perjuicios  se  cobran  en  la 
demanda,  sin  que  en  absoluto  se  haya  rendi* 
do  prueba  alguna  que  acreditara  tales  perjui- 
cios, la  Corte  de  Apelaciones  ha  violado  los 
artículos  196  y  374  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil  y  1698  y  1710  del  Código  Civil. 

Por  último,  esa  misma  sentencia  recurrida, 
rev  ocando  la  de  primera  instancia,  ha  dado 
lugar  en  todas  sus  partes  á  la  demanda,  una 
de  cuyas  peticiones  es  la  condenación  en  las 
costas  de  la  causa.  Esa  sentencia  fué  acorda- 
da por  sólo  di  s  votos  en  contra  de  uno,  y  era 
entonces  llegado  el  caso  de  aplicar  el  artículo 
153  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  que 
preceptúa  terminantemente  que,  en  casos  co- 
mo éste,  no  podrá  aplicarse  la  condenación  en 
costas.  Se  ha  violado,  pues,  este  artículo. 

La  Corte: 

Considerando: 

1^  Que  doña  Tomasa  Meza  de  Merino 
formula  en  la  demanda  que  en  el  carácter 
de  heredera  de  su  hijo  Domingo  Merino  ha 
entablado  contra  don  Lorenzo  Ceballos,  las 
peticiones  que  siguen: 

1*  Que  el  demandado  debe  abonar  á  mi  re- 
presentado ó  á  mí  en  su  nombre,  la  suma  de 
$  20.000  por  indemnización  resultante  del 
casi -delito  de  la  muerte  de  Domingo  Merino 
Meza;  i  2^  Que  debe  abonar  las  costas  del 
juicio. 

2'  Que  la  Corte  de  Apelaciones  de  Tacna, 
revocando  totalmente  la  sentencia  dictada 
por  uno  de  los  jueces  de  letras  de  Iquique,  en 
el  juicio  á  que  alude  el  anterior  considerando, 
declara  en  la  resolución  de  29  de  marzo  del 
año  último,  "que  ha  lugar  en  todas  sus  par- 
tes á  la  demanda"; 

3^  Que  esta  declaración  concebida  en  térmi- 
minos  tan  generales,  impone  al  demandado, 
además  dejas  costas  de  primera  instancia,  el 


pago  de  las  que  se  causaren  en  el   recurso  át 
apelación; 

4^  Que  la  parte  final  de  esta  61  tima  senteti- 
cía  contra  la  que  se  ha  intentado  el  recurso, 
da  testimonio  del  acuerdo  de  dicho  fallo,  ra 
los  términos  siguientes:  ''Acordada  por  los 
votos  del  señor  Presidente  Cisternas  Peña  t 
Ministro  Vargas  Mardones  y  contra  d  voto 
del  señor  Ministro  Quirell  que  opinó  porta 
confirmatoria  de  la  sentencia,  stn  perjuicio  de 
otros  derechos  que  pudiera  hacer  valer  doña 
Tomasa  Meza,  por  las  razones  que  consigna 
en  el  libro  respectivo"; 

5^  Que  según  lo  que  preceptúa  el  artknlo 
153  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  cuan- 
do se  hubiere  emitido  por  los  jaeces  qnecoo- 
curran  al  fallo  en  un  tribunal  colegiado,  uno 
ó  más  votos  favorables  á  la  parte  que  pierde 
la  cuestión  resuelta,  no  podrá  ser  esta  parte 
condenada  al  pago  de  las  costas; 

6°  Que,  en  consecuencia  de  lo  que  precede. 
al  condenar  la  Corte  de  Apelaciones  de  Tac- 
na á  don  Lorenzo  Ceballos,  parte  perdida  en 
este  pleito  al  pago  de  costas  ocurridas  eo  ella, 
no  obstan  te  existir  á  su  favor  un  votoemttido 
por  uno  de  los  jaeces  que  fallaron  en  la  cansa, 
han  contravenido  á  lo  dispuesto  por  el  cita- 
do artículo  153  que  en  forma  clara  j  precep- 
tiva establece  una  disposición  en  contrario; 

7^  Que  reputado  procedente  el  recurso  de 
casación  por  uno  de  los  motivos  aducidos  eo 
su  apoyo,  es  innecesario  pronunciarse  acerca 
del    mérito  ó  demérito  legal  de  los  demás. 

Con  arreglo  á  estas  consideraciones,  á  los 
preceptos  legales  que  en  ellas  se  citan  j  á  lo 
dispuesto  por  los  artículos  940,  960  y  979 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  declara 
que  ha  lugar  al  recurso  de  casación  en  el  fon- 
do, interpuesto  por  don  Lorenzo  Ceballos 
contra  la  sentencia  de  la  Corte  de  Apelacio- 
nes de  Tacna,  de  29  de  marzo  del  año  último, 
y  en  consecuencia  se  invalida  dicha  sentencia. 

Devuélvase  al  recurrente  la  cantidad  coo* 
signada. 

Redactada  por  el  señor  Presidente  Rodn- 
guez. — Leoncio   Rodríguez. — Leopoldo  Vmh 

tía /.  Gabriel  Palma  Guzmán.—Ábel  SaMTt- 

dra.^E.  FósterRecabarren.^A.  Vergara  Áh 
baño.  —7.  Bernales. 

Y  fallando  la  causa: 
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Santiago,  10  de  octubre  de  1906.-VÍ8tos: 
aceptando  lo  meramente  enunciativo  de  la 
sentenda  de  primera  instancia  j  conside- 
rando: 

1^  Que  cuando  la  Corte  Suprema  invalida 
una  sentencia  por  casación  en  el  ^bndo,  dicta- 
rá acto  continuo  y  sin  nueva  vista,  pero  se- 
paramente,  sobre  la  cuestión  materia  del  jui- 
cio, la  sentencia  que  crea  conforme  á  la  ley  j 
al  mérito  de  los  hechos  tales  como  se  han  da- 
do por  establecidos  en  el  fallo  de  que  se  re- 
curre; 

2^  Que  la  sentencia  que  invalida  la  resolu- 
ción que  antecede,  lija  como  hechos  ciertos  y 
probados  en  la  causa:  1^  el  estado  civil  de 
madre  legítima  de  Domingo  Merino  que  in- 
voca la  demandante  doña  Tomasa  Meza;  2^ 
que  el  expresado  Domingo   Merino,  trabaja- 
dor  de  la  oficina  salitrera  San  Enrique  de 
propiedad  de  don  Lorenso  Ceballos,  murió  á 
consecuencia  de  haber  caido  á  un  cachucho  de 
salitre  hirviendo;  3^  la  existencia  del  peligro 
para  la  vida  de  los  trabajadores  de  dicha  ofí- 
cina,   porque  tanto  este  cachucho  como  los 
otros  fondos  que  existen  en  la  misma  oñcina 
no  se  hallaban  cubiertos  por  rejas  ú  otro  sis- 
tema destinado  á  precaver  el  peligro  que  ame- 
naza la  seguridad  personal  de  los  operarios 
que  transitan  al  lado  de  dichos  fondos  sali- 
treros; y  4^  que  esta  omisión  imputable  á 
don  Lorenzo  Ceballos  ó  al  administr¿idor  de 
su  oficina  San  Enrique  comprueba  la  negli- 
gencia en  que  el  mencionado  Ceballos  ha  in- 
currido; 

3'  Que  según  los  términos  del  artículo  2329 
del  Código  Civil,  todo  daño  que  pueda  impu- 
tarse á  negligencia  de  otra  persona,  debe  ser, 
por  regla  general,  reparado  por  ella,  dispo- 
niendo á  ese  mismo  fin  los  artículos  2314  y 
2315  del  Código  antes  citado,  que  el  que  co- 
metiere un  cuasi-delito  que  ha  inferido  daño  á 
otro,  es  obligado  á  la  correspondiente  indem- 
nización pecuniaria,  lo  que  no  solo  podrá  pe- 
dir el  perjudicado  sino  también  su  heredero; 
4^  Que  en  virtud  de  lo  consignado  en  los 
considerandos  que  preceden,  don  Lorenzo  Ce- 
ballos es  civilmente  responsable  del  daño  cau- 
sado á  doña  Tomasa  Meza  con  la  muerte  de 
su  hijo  Domingo  Merino; 
5^  Que  la  apreciación  del  daño  no  está  su- 


jeta á  reducción  es  este  caso,  porque  Ceballos 
no  ha  probado  la  observación  por  él  aducida 
de  que  Merino  se  espuso  imprudentemente  á 
sufi-ir  el  daño  deque  hace  referencia,  requisito 
esencialmente  exigido  por  el  artículo  2330 
del  recordado  Código  Civil; 

6^  Que  atendiendo  á  la  naturalezay  circuns- 
tancia concurrentes  en  el  daño  cuya  indemni- 
zación pecuniaria  se  reclama,  se  regula  en 
$  10.000  el  monto  de  dicha  indemnización. 

Con  arreglo  á  estos  considerandos,  á  los 
preceptos  legales  que  en  ellos  se  citan  y  á  lo 
dispuesto  por  el  artículo  958  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  se  revoca  la  sentencia 
apelada  de  24  de  septiembre  de  1904  y  se  de- 
clara que  ha  lugar  á  la  demanda,  fijándose 
en  $  10.000  el  monto  de  la  indemnización. 

Redactada  por  el  Presidente  señor  Rodrí- 
guez.—Z/eoncio    Rodríguez Leopoldo   Urrw 

tía,—/.  Gabríeí  Palma  Guzman^^Abel  Saave- 
dra.—E.lFóster  Recabarreo,—A.  Vergara  AU 
bano.—J.  Bernales. 


Cas.  en  la  forma,— 11  de  octubre  de  1906 
Aguayo  con  Aguayo 

Relvlndloaolón;  citación  de  evioción. 
—Escritura  piiblica;  falsedad;  prue- 
ba testimonial.— Efecto  retroactivo. 
—Anuncio  de  causa. 

Doctrina:  —  Tratándose  de  invalidar 
una  escritura  pública  por  no  haber  sido 
realmente  otorgada  por  la  persona  que 
se  suponCy  la  cual  dice  no  haber  estado 
en  el  lugar  del  otorgamiento  en  la  fecha 
de  dicho  instrumento  ni  después,  se  re- 
quiere, según  el  Código  de  Procedimiento 
Civil,  el  testimonio  de  cinco  testigos  que 
acrediten  la  ausencia  en  esa  fecha  y  du- 
rante los  setenta  días  subsiguientes.  Es' 
ta  disposición  no  es  aplicable]á  las  escri- 
turas otorgadas  antes  de  la  vigencia  de 
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ékbo Código^  las  cuaks  pueden  ser  inva- 
iídaüas  con  el  testimonio  de  cuatro  tes- 
tigos que  acrediten  la  ausencia  del  lugar 
el  día  del  otorgamiento. 

Citado  de  evicción  el  vendedor  y  segui- 
do con  él  el  juicio  es  parte  directa;  y  la 
causa,  es  bien  anunciada  en  la  tabla  del 
Tribunal  de  Alzada  por  los  nombres  del 
demandante  y  del  vendedor  citado  de 
evicción^  aunque  no  se  indique  el  del  pri- 
mitivo demandado. 


Doña  BHsa  Aguayo  Ara  ja  expone  haber 
permanecido  constantemente  en  Buenos  Aires 
desde  el  24  de  enero  de  1898  hasta  la  fecha 
(diciembre  9  de  1900)  y  que  sin  embargo,  por 
escritura  pública  otorgada  ante  el  notario 
Márquez  de  la  Plata  el  29  de  abril  de  1899  en 
Santiago,  ciudad  donde  nunca  ha  estado, 
aparece  haber  ella  vendido  á  su  hermano  don 
Miguel  Aguayo  la  propiedad  á  que  se  refieren 
esa  escritura  y  las  demás  acompañadas;  que 
la  propiedad  fué  traspasada  sucesivamente  á 
don  Joaquín  Alvares,  don  Ramón  de  Artola  y 
don  Femando  Rioja,  que  la  posee  actualmen- 
te; que  habiendo  sido  suplantada  una  perso- 
na en  la  escritura  de  venta  á  don  Mig^uel 
Aguayo,  este  instrumento  es  falso  como  lo  es 
igualmente  la  otra  escritura  aludida  ahí,  en 
reemplazo  de  la  cual  se  extendió  la  de  29  de 
abril;  y  que  en  tal  virtud,  demanda  á  don 
Fernando  Rioja  para  que  se  declare: 

1^  Que  debe  restituirle  dentro  de  segundo 
día  la  referida  propiedad  y  sus  accesorios; 

2^  Que  le  es  responsable  de  todos  los  dete- 
rioros que  haya  sufrido  ó  sufriese  dicha  pro- 
piedad; 

3^  Que  dentro  de  ese  plazo  debe  restituirle 
los  frutos  naturales  y  civiles  del  mismo  bien 
raizy  los  que  hubiere  podido  percibir  que  ava- 
lúa en  $  100  mensuales,  á  contar  desde  la 
fecha  del  despojo;  y 

4^  Que  dentro  á¿  igual  término  debe  abo- 
nársele las  costas  del  presente  juicio. 

-Citado  de  evicción  don  Ramón  de  Artola  v 
por  éAte  dos  Joaquin  Alvarez,  Jo  fué  á  su  vjtz 


por  éste  don  Miguel  Aguayo,  quien  pide  i 
rechazo  de  la  demanda,  con  costas,  por  sr 
efectivo  que  doña  Elena  compareció  cu  San- 
tiago al  otorgamiento  de  la  venta  á  sufaur 

Rioja  quedó  eliminado  del  pleito,  acep.S 
dose  tácitamente  la  exclusiva  intervención  de 
Aguayo  en  calidad  de  demandado. 

Se  tachó  al  testigo  Astrigne  de  haber  si:: 
apoderado  de  la  demandante,  y  tener  de  ¿a 
poder  general,  lo  que  consta  de  antos. 

Considerando: 


1°  Que  en  el  caso  actual  se  trata  de  ín-d 
dar  una  escritura  pública  acreditando  c:: 
testigos  que  doña  Elena  Aguayo  no  pudo  i- 
mar,  por  hallarse  en  Buenos  Aires  caando  sc 
supone  verificada  su  comparecencia  eo  Sar- 
tiago  ante  el  respectivo  notario; 

2^  Que  para  esto  era  indispensable  la  co: 
currencia  de  cinco  testigos  hábiles  que  así  '..> 
aseveraran  y  que  hicieran  constar  laausenci 
durante  los  setenta  días  subsiguientes  á  ¿ 
fecha  de  la  escritura,  prueba  que  no  ha  a- 
canzado  á  producirse  ahora. 

Vistos  los  artículos  1698  del  Código  Ci. 
y  151,  347  y  432  del  de  Procedimiento  dt 
ramo,  acéptase  la  tacha  mencionada  j  x'r 
clara   sin  lugar  la  demanda,  con  costas - 
José  R,  Guzmán, 

La  Corte  de  Apelaciones: 

Valparaíso,  mayo  3  de  1906.-.VigtoK  E: 
minándola  cita  de  los  artículos  3477+'^. 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  y  Xtm- 
do  en  consideración: 

19  Que,  habiéndose  extendido  el  29  de  .\br. 
de  1899  la  escritura  pública  que  se  trata  dí 
invalidar,  la  prueba  procedente  parac«ei« 
to  no  es  la  establecida  por  el  Código  de  Pnv 
cedimiento  Civil,  sino  por  las  leyes  Tigcotrt 
á  la  fecha  de  su  otorgamiento; 

2*  Que  no  se  ha  acreditado  con  el  testimocr 
de  cuatro  testigos  contestes,  como  lo  exige  1í. 
ley  117,  título  18,  Partida  Z\  el  hecho  df 
haber  estado  ausente  de  Santiago  doña  Ele- 
na Aguayo,  el  día  en  que  la  referida  escritura 
aparece  extendida  en  esa  ciudad. 

Con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  los  artícoloí 
22  y  23  de  la  ley  de  7  de  octubre  de  19^1 


JURISPRUDENCIA 


419 


confirma,  con  costas  también  del  recurso, 
sentencia  apelada  de  29 de  abril  de  1905. 
Redactada  por  el  señor  Ministro  Pineda.- 
uis  Francisco  Silva Braulio  Moreno Pe- 
ro N,  Pineda E,  Alamos  González, 

Doña  Hiena  Aguayo  interpuso  recurso  de 
üsación  en  la  forma  contra  esta  sentencia  y 
ice  que  la  causa  fué  fijada  en  la  tabla  en  la 
^rma  siguiente:  Elena  Aguayo  con  Miguel 
Lguayo,  siendo  que  cuando  ingresó  á  la  se- 
retaría  del  Tribunal  fué  anotada  así:  **Elena 
Lguayo  con  Femando  Rioja'\  tal  como  se 
xpresa  en  la  carátula  del  expediente  y  tal 
orno  ha  debido  ser  anunciada  cuando  se  le 
lizo  figurar  en  la  tabla. 

Agrega  la  recurrente  que  ella  dirigió  su  de- 
nanda  contra  el  actual  poseedor  de  la  pro- 
piedad que  trata  de  reivindicar,  que  lo  es  don 
Fernando  Rioja,  quien  no  ha  dejado  de  ser 
parte  en  el  juicio  y  que  por  tanto,  la  causa  ha 
sido  mal  anunciada,  porque  no  se  la  hizo  figu- 
rar en  la  tabla  por  el  nombre  de  las  verdade- 
ras partes  y  por  el  nombre  con  que  era  cono- 
cido en  la  práctica  diaria  de  los  tribunales. 

Y  tan  verdadera  ha  sido  la  equivocación  6 
incorrección  del  anuncio  de  la  causa  en  la  ta- 
bla, que  el  abogado  de  la  recurrente  no  tuvo 
ni  la  más  leve  idea  de  que  la  causa  se  había 
visto  V  se  había  fallado  hasta  el  momento  en 
que  el  procurador  le  pasó  la  cuenta  de  los 
gastos  de  la  apelación.  Procede  en  consecuen- 
cia la  casación  en  la  forma,  á  virtud  de  lo  dis- 
puesto en  el  número  6*^  del  artículo  970  y  en 
el  número  9^  del  artículo  941  del  Código  de 
Procedimiento  Civil. 

En  un  otrosí  del  escrito  de  formalización, 
pide  la  recurrente  á  la  Corte  de  Apelaciones 
de  Valparaíso  que  el  secretario  del  Tribunal 
certifique  acerca  de  los  hechos  expuestos  por 
ella  en  dicho  escrito. 

Certificando  el  secretario  expresa:  1'  La 
causa  figura  en  el  libro  de  ingresos  con  la  si- 
guiente enunciación:  "Elena  Aguayo  con  Fer- 
nando Rioja— Reivindicación",  la  que  se  tomó 
de  la  carátula  del  expediente;  2'  La  causa  fué 
anunciada  en  la  tabla:  **Elena  Aguayo  con 
Miguel  Aguayo'*  por  aparecer  de  la  sentencia 
de  primera  instancia,  en  el  último  párrafo 
de  fs.  121,  que  Rioja  quedó  eliminado  del 
pleito,  aceptándose  tácitamente  la  exclusiva 


intervención  de  Aguayo  (Miguel)  en  calidad 
de  demandado;  3*^  Es  efectivo  que  por  parte 
de  la  apelante  no  se  presentó  abogado,  ha- 
biéndose hecho  presente  por  la  confirmatoria 
don  Vicente  2^  López,  patrocinante  de  don 
Miguel  Aguayo.** 

La  Corte: 

Teniendo  presente: 

1^  Que  aimque  doña  Elena  Aguayo  dirigió 
su  acción  contra  el  último  comprador  de  la 
propiedad  demandada,  don  Fernando  Rioja, 
éste,  como  los  anteriores  compradores  que 
fueron  citados  al  juicio  de  evicción,  quedaron 
eliminados  del  litigio,  según  consta  de  las  re- 
soluciones ejecutoriadas; 

2^  Que  el  juicio  se  siguió  hasta  dictarse 
sentencia  de  primera  y  de  segunda  iastancia 
sólo  contra  el  primer  comprador  don  Miguel 
Aguayo;  y 

3^  Que  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 170  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
las  causas  deben  ser  anunciadas  por  el  nom- 
bre de  las  partes,  que  en  el  caso  de  que  se  tra- 
ta eran  doña  Elena  Aguayo  con  don  Miguel 
Aguayo,  habiendo  sido,  en  consecuencia,  bien 
anunciada  la  cuestión  de  que  se  trata. 

Por  estos  fundamentos  y  visto  lo  dispuesto 
en  el  artículo  744  del  Código  de  Procedimien- 
to Civil  y  en  el  1844  del  Código  Civil,  se  de- 
clara sin  lugar,  con  costas,  el  recurso  de  ca- 
sación en  la  forma  interpuesto. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Vergára 
Albano.—  Leoncio  Rodríguez,^  V.  A^uirre  V. 
—  /I.  Vergara  Albano.— J,  Bernales. 


Cas,  en  la  forma.— 11  de  octubre  de  1906 
Cabrera  con  Cabrera  (suc.  de  José) 

Apelación— Deseroióii;emplazamien- 

to;  plazo. 

Doctrina:— Cuaí2í/o  el  Tribunal  de  Al- 
zada  no  reside  en  el  mismo  departamento 
en  que  se  sigue  el  juicio,  el  plazo  para 
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comparecer  ante  él  á  seguir  la  apelación 
es  el  de  tres  días  con  más  el  aumento  que 
corresponde  4I  emplazamiento. 

Si  ¡a  deserción  se  pide  antes  de  espirar 
este  plazo,  es  nula  la  sentencia  que  la  de- 
clara, aunque  el  día  en  que  se  dictábala 
vencido  ya  dicho  plazo. 


En  el  juicio  seguido  por  clon  Juan  José  Ca- 
brera con  la  sucesión  de  don  José  Cabrera, 
sobre  alimentos,  esta  última  interpuso  recur- 
so de  apelación  contra  una  resolución  de  pri- 
mera instancia. 

Elevados  los  autos,  el  apelado  pidió  deser- 
ción del  recurso  por  falta  de  comparescencia 
del  apelante,  i  una  de  las  Salas  de  la  Corte  de 
Apelaciones  de  Santiago  la  declaró  por  la  sen- 
tencia siguiente: 

Santiago,  9  de  julio  de  1906 Vistos:  Con 

el  mérito  del  certificado  que  precede,  ha  lugar 
con  costas  á  la  deserción  solicitada  del  recurso 
de  apelación  interpuesto  por  don  Manuel  M. 
Merino  contra  el  auto  de  12  de  agosto  de 
1905,  respecto  de  los  apelantes  doña  Luisa 
Cabrera  Castillo,  doña  Zoila  Fernández  v.  de 
Cabrera,  don  José  Agustin  Gándara  como  re- 
presentante legal  de  doña  Sarcia  Cabrera  Cas* 
tillo,  don  Juan  Carlos  Cabrera  Castillo,  don 
Francisco  Cabrera  Castillo  y  don  José  Cabre- 
ra Castillo.— y.  Alejo  Feraandex L.  R.  Mora. 

— E,  Donoso. 

Contra  esta  sentencia  el  procurador  don 
Emilio  Vergara,  en  representación  de  los  he- 
rederos Cabrera  Castillo,  ha  formalizado  re- 
curso de  casación  en  la  foma. 

Expone  que  la  resolución  recurrida  se  ha 
expedido  sin  haberse  emplazado  legalmente  á 
los  recurrentes,  trámite  esencial  según  el  ar- 
tículo 970,  número  1^  del  Código  de  Procedi- 
miento  Civil  y  cuya  omisión  produce  nuli- 
dad conforme  al  artículo  941  del  mismo  Có* 
digo. 

El  plazo  para  ocurrir  ante  el  Tribunal  supe* 
rior  á  seguir  la  apelación  es  de  tres  días,  según 
el  artículo  22  del  referido  Código;  pero,  cuan- 
do los  autos  vienen  de  distinto  departamento 
de  aquel  en  que  tiene  su  asiento  el  Tribunal 
de  Alzada,  este  plazo  se  aumentará  conforme 


á  la  regla  indicada  en  ese  artículo,  en  la» 
ma  forma  que  el  de  emplazamiento  pan  ex» 
testar  demandas,  según  lo  dispuesto  a '-• 
artículos  255  y  256.  El  precepto  del  óhi=i 
de  estos  artículos  es  el  aplicable  al  caso,  par 
proceder  los  autos  de  Valparaíso  j  teoene 
asiento  en  Santiago  ei  Tríbaoal  de  Apebc:* 
nes. 

El  plazo  para  contestar  demandas  0  k 
dieziocho  días,  más  el  aumento  que  coms- 
ponda  al  lugar  én  que  se  encuentra,  cuasi 
el  demandado  reside  en  un  departamento  > 
verso  ó  fuera  del  territorio  de  la  Repnbüa. 
El  aumento  será  determinadoenconfonmdk 
á  la  tabla  que  cada  cinco  años  forma  coa  ti' 
objeto  la  Corte  Suprema. 

Aplicando  esta  regla  al  término  del  empo- 
zamiento para  contestar  demandas,  que  o 
de  dieziocho  días,  hay  que  agregar  dqoec^» 
rresponde  al  lugar  en  que  se  ha  segnido  d 
juicio,  que  según  la  tabla  formada  por  laCr 
te  Suprema  es  de  cinco  días.  El  apelaste  t^ 
nía  pues  veinticinco  días  para  comparecer  t 
seguir  su  apelación,  y  como  los  autos  se  itc- 
bieron  en  la  secretaría  de  la  Corte  el  19  de 
junio,  el  término  del  emplazamiento  tendae 
11  de  julio;  y,  mientras  tanto,  la  resolndóa 
que  declaró  desierto  el  recurso  fué  dktadi 
por  la  Corte  el  9  de  ese  mes. 

En  el  peor  de  los  casos  para  el  apdaste, 
este  habría  dispuesto  de  ocho  días  paracoc 
parecer  ante  el  Tribunal  de  Alzada  á  segic: 
su  recurso,  tomando  en  cuenta  que  á  los  tic 
días  que  otorga  el  artículo  223  inciso  1^  ^ 
necesario  agregar  los  cinco  días  de  aomeot: 
que  corresponde  por  la  ubicación  de  los  H- 
gares.  Este  plazo  de  ocho  días  venció  d  1'^ 
de  junio  á  las  doce  ^e  la  noche.  Ahora  bien/i 
solicitud  de  deserción  se  presentó  el  día  28, 5 
por  consiguiente  fué  á  todas  luces  estempor-* 
neay  no  ha  podido  ser  aceptada  porelTr.' 
bunal. 

La  Oorte: 

Considerando: 
1^  Que  con  arreglo  al  artículo  223  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil,  las  partes  txoc 
el  plazo  de  tres  días,  contados  desde  qtK  se 
reciban  los  autos  en  la  secretaría  del  TríbQn¿^ 
de  segunda  instancia  para  compareoer  an» 
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Tribunal  á  seguir  el  recurso  de  apelación, 
zo  que,  cuando  el  Tribunal  a  gao  funcio- 
fuera  de  la  cabecera  del  departamento  6 
>tro  departamento  diverso  del  en  que  resi- 
dí superior,  debe  aumentarse  en  la  misma 
ma  que  el  de  emplazamiento  para  contes- 

demandas,  seg^n  lo  dispuesto  en  los  ár- 
alos 255  y  256  del  mismo  Código; 
'^  Que,  seguida  esta  causa  en  Valparaíso, 
>lazo  de  tres  días  dispuesto  por  el  artículo 
3  para  la  comparescencia  ante  el  Tribunal 

Alzada  ha  debido  aumentarse  con  el  de 
co  días,  término  que  corresponde  á  Valpa- 
so  en  la  tabla  formada  al  efecto  por  la  Cor. 
Suprema,  ja  que  es  esta  la  regla  estableci- 
en  el  artículo  256  para  aumentar  el  de  em- 
izamiento  para  contestar  demandas  en  el 
so  de  que  los  tribunales  de  primera  y  segun- 
.  instancia  no  funcionen  en  un  mismo  depar- 
mente; 

3^  Que  el  plazo  de  ocho  días,  de  que  en  con- 
cuencia  podía  disponer  la  sucesión  Cabré- 
.  Castillo  para  comparecer  ante  In  Corte  de 
pelacionés  de  Santiago,  espiraba  el  30  de  ju- 
o,  teniendo  en  cuenta  que  los  autos  se  reci- 
eron  en  la  secretaría  de  alzada  el  1 9  de  ese 
es  y  que  hay  que  descontar  los  días  feriados 
ne  mediaron  entre  una  y  otra  fecha; 
4^  Que  la  solicitud  de  deserción  del  recurso, 
or  la  rebeldía  para  comparecer  del  apelante, 
lé  formulada  el  28  del  referido  mes  de  junio, 
por  tanto  cuando  no  se  vencía  aún  el  plazo 
ue  le  concedía  la  ley  para  la  comparecencia; 
5^  Que  no  ha  podido  aceptarse  una  petición 
e  deserción  que  cuando  se  formuló  no  era 
rocedente  y  carecía  la  parte  de  derecho  para 
resentarla,  sin  que  valga  la  circunstancia  de 
aberse  dictado  la  resolución  en  ella  recaída 
espués  del  30  de  junio,  ya  que  la  petición  de 
ue  se  trata,  por  su  naturaleza  suspendía  la 
ustanciación  de  la  causa,  y  por  consiguiente 
amblen  el  plazo  deque  podía  hacer  uso  el  ape- 
ante para  proseguirla;  y 

6'  Que,  atendido  los  antecedentes  expuestos, 
^resolución  recurrida  aparece  pronunciada 
in  el  emplazamiento  legal  del  recurrente,  trá- 
mite esencial  cuya  omisión  hace  casable  por 
ICIO  de  fórmala  sentencia,  segán  lo  prevenido 
n  los  artículos  970  número  1  ^  y  942  del  ex- 
presado Código. 


Visto  además  lo  prevenido  en  los  artículos 
941  número  9**,  959,979  y  249  del  mismo  Có- 
digo, se  invalida  la  sen  teñera  de  9  de  julio  úl- 
timo. Se  repone  el  proceso  al  estado  de  orde- 
nar que  rija  nuevamente  el  decreto  ^  relación 
respecto  de  la  apelación  deducida  por  la  suce- 
sión Cabrera  Castillo. 

Devuélvase  á  la  parte  recurrente  la  canti- 
dad consignada. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Saavedra. 
^Leoncio  Rodríguex.^J,  Gabriel  Palma  Guz- 
man Abel  Saavedra.^J,  Agustín  Rojas, 


InadmisibiUdad- 12  de  octubre  de  1906 
Puenzalida  con  Montero 

Oompra  venta;  preolo  insoluto;  depó- 
sito. -  Hipoteca.  —  Mora.  ~  Oabaolón. 
—Inadmisibilldad;  oonsignaolón  in- 
suficiente. 

Doctrina:—^/  comprador  que  no  pa- 
gue  el  precio  en  el  plazo  estipulado^  se 
constituye  en  mora,  aunque  ¡a  propie-' 
dad  comprada  libre  de  gravamen  teco- 
nozca  una  hipoteca  que  el  vendedor  deba 
cancelar.  El  comprador  debe  depositar 
el  precio  con  autoridad  de  la  justicia  y  el 
vendedor  cancelar  el  gravamen. 

Demandándose  en  capital  é  intereses 
una  suma  superior  á  $  10.000,  aunque 
el  demandado  se  manifieste  llano  á  pa- 
gar el  capital  y  parte  de  los  intereses^ 
no  siendo  esta  oferta  aceptada,  el  juicio 
debe  estimarse  de  más  de  $  10.000  para 
los  efectos  de  la  consignación  de  la  suma 
que  la  ley  exije  para  anunciar  el  recurso 
de  casación. 


Don  Eduardo  Valenzuela  Mozo,  porlasuce- 
ción  de  don  Benjamín  Puenzalida,  que  la 
componen;  su  viuda  doña  Rosario  Puenzalida 
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por  sí  y  como  curadora  de  sus  menores  hijos 
Laura,  Sara,  Ernestina,  Florencio  y  Rosarjo 
Fuenzalida  Fuenzalida,  don  Reinaldo  y  don 
Nepomuceno  Fuenzalida,  relijioso  profeso  este 
último  en  el  Convento  de  Santo  Domingo  de 
Chillan  y  cuyos  derechos  representa  su  citada 
madre  doña  Rosario,  como  heredera  de  el, 
todo  según  consta  de  los  documentos  que  se 
acompañan,  expone:  que  al  fallecimiento  de 
don  José  Santos  Moraga,  ocurrido  hace  masó 
menos  dieciocho  años,  se  procedió  á  la  parti- 
ción y  división  de  sus  bienes  entre  sus  herede- 
ros, y  que  entreoíros  bienes  de  dicha  sucesión 
existía  el  fundo  denominado  Qniahue,  ubi- 
cado en  el  departamento  de  Yichuquén. 

Puesto  á  remate  dicho  fundo  bajo  las  bases 
fijadas  en  el  respectivo  juicio  divisorio,  fué 
adjudicado  por  mitad  á  los  señores  José  San- 
tos 2'  Moraga  y  Benjamín  Fuenzalida,  cuyos 
derechos  representa  en  la  actualidad  el  recu- 
rrente como  mandatario  de  su  sucesión. 

Poco  tiempo  después  de  haberse  verificado 
esa  adjudicación,  el  señor  Moraga  vendió  su 
parte  en  el  susodicho  fundo  á  don  Juan  Mon- 
tero, y  el  señor  Fuenzalida  también  vendió  la 
suya  á  don  José  Vicente  Montero,  por  el  pre- 
cio de  $5.000,  paga'^eros  en  la  forma  siguien- 
te: $  350  en  dinero  al  contado  al  firmar  la 
escritura  y  de  los  cuales  el  vendedor  se  confe- 
só recibido  y  $  4.650  que  debían  pagarse  á  la 
expiración  de  un  contrato  de  arrendamiento 
que  pesaba  sobre  la  propiedad  vendida,  y  de- 
biendo, además,  abonar  sobre  esta  suma  el 
interés  de  8%  anual,  á  contar  desde  el  27  de 
mayo  de  1886,  todo  lo  cual  consta  de  la  es- 
critura pública  otorgada  en  Vichuquén  el  22 
de  diciembre  de  1886. 

Como  hasta  la  fecha  y  á  pesar  de  esas  esti- 
pulaciones, ni  don  José  Vicente  Montero  ni 
su  sucesión,  han  pagado  á  sus  mandantes  la 
expresada  suma  de  $  4.650,  con  sus  intereses 
estipulados,  viene  en  virtud  de  lo  expuesto  y 
no  habiendo  sido  posible  obtener  el  pago  de 
la  cantidad  adeudada,  en  entablar  demanda 
en  contra  de  la  sucesión  del  referido  don  J.  Vi- 
cente Montero,  compuesta  de  su  viuda  doña 
Carlota  Riveros  por  sí  y  como  curadora  de 
sus  menores  hijos  Alvaro,  Bernardo,  Jcrnián, 
Elena,  Laura,  Marina  y  Alejandro  Montero 
Riveros,  según  discernimiento  que  se  acom- 


paña, y  de  los  hijos  mayores  doña  El  - 
Montero  casada  con  don   Eduardo  Xh- 
don   Aníbal  Montero,  don  Arturo  Mr-r:- 
don  Carlos  Montero,  doña  Emma  M  : 
viuda  de  Bunster,  don  Fermín  Montcr- 
Luis  Montero  y  don  Aliro  Montero,  pn 
se  declare  que  debe  pagarle  á   la  S2:\> 
que  el  ocurrente  representa  los  expresa. 
$  4.650  con  más  los  intereses  del  S''-  a:- 
á  contar  desde  el  27  de  mayo  de  ISv. 
conformidad  á  la  escritura  tantas  vecrt.r 
da,  en  el  plazo  de  segundo  día,  con  co>::< 

Don  Juan  José  Opazo,  por  la  sucedí''  t 
don  José  Vicente  Montero,   según  cons-i 
poder  que  acompaña,  contestando  laCr 
da  y  reconviniendo  por  su  parte,  áict: . 
hace  18  años  que  don  José  Vicente  Mcrt. - 
compró  á  don  Benjamín  Fuenzalida  )a  pr .  • 
dad  cuyo  precio  insoluto  hoy  se  rcclamaf  t- 
realmente  anormal  que,  en  el  trascurso •  - 
tantos  años,  no  se  haya  tratado  de  bacíTCi. 
tivo  dicho  crédito,  estando  en  contacto  ¿re 
to  acreedor  y  deudor. 

Mis  mandantes,  dice,  tienen  la  íntima  t' 
vicción  de  que  ese  saldo  fué  pagado  op^rr. 
ñámente  por  don  José  Vicente  Montero.  r<r 
por  desgracia  sin  estenderse  escritura  dea' 
celación  en  forma.  Las  personas  qne  inte'- 
nieronen  esc  pago,  don  Pedro  José  Jinirii-, 
por  encargo  del  comprador  i  don  San'.í^- 
Moraga  en  representación  del  acreedor.  ;:• 
en  realidad  no  era  don  Benjamín  Fuenza. ' 
sino  la  sucesión  de  don  José  Santos  Mora,. 
han  fallecido  y,  por  consiguiente,  lafom"/ 
modo  de  esa  cancelación  es  un  secreto 
ellos  se  llevaron  á  la  tumba. 

Colocados  mis  mandantes  enestasitua. 
3'  en  la  imposibilidad  de  establecer  laefcC.: 
dad  del  pago  legalmente,  se  ven  hovd'^'^ 
gados  á  pagar  por  segunda  vez. 

Mas,  ya  que  legalmente  pesa  sobre  ellí-*^ 
ta  obligación,  no  habrá  inconveniente  p*-'- 
efectuar  el  pago  del  capital  é  interese?  a tr 
dados  hasta  la  fecha  de  la  entrega  del  f-"^ 
vendido,  una  vez  que  la  sucesión  dcmanc^s  ' 
haya  cancelado  los  gravámenes  hipoteca'" 
que,  á  favor  de  terceros,  pesan  sobre  laf" 
piedad,  cuyo  saldo  insoluto  de  precio  to;'' 
reclama. 

Dicha  propiedad  reconoce  una  hipoteca  - 
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350  é  intereses  estipulada  á  favor  de  la 
sión  de  don  José  Santos  Moraga,  hipote- 
ue  debió  haberse  cancelado  por  don  Ben- 
x\  Fuenzalida,  con  arreglo  á  lo  estipulado 
i  respectiva  escritura  de  adjudicación,  á 
ipiración  del  contrato  de  arriendo  céle- 
lo con  don  Juan  Montero,  esto  es,  en  el 
1889. 

orno  hasta  la  fecha  permanece  vijente  ese 
vámen,  los  demandados  no  tienen  obliga- 
1  de  pagar  el  saldo  insoluto,  mientras  no 
es  libere  la  propiedad, 
orno  consecuencia  de  esto,  agrega,  habien- 
faltado  el  vendedor  á  la  obligación  pri- 
rdial  de  sanear  la  cosa  vendida,  mis  man- 
ites,  í  su  vez,  hasta  hoy  no  se  encuentran 
aiora  i,  por  lo  tanto,  no  deben  á  la  suce- 
n  de  don  Benjamín  Fuenzalida,  sino  el  ca- 
al  de  los  $  4,650,  y  los  intereses  estipula- 
sjiasta  la  fecha  del  vencimiento  del  con. 
.to  de  arriendo  á  que  antes  se  ha  hecho  re* 
encia,  época  en  que  el  vendedor  debía  ha- 
r  saneado  la  propiedad  vendida. 
Reconviene,  en  consecuencia,  á  la  sucesión 
Qiandante  para  que  se  declare  que  debe  sa- 
ar  á  sus  mandantes,  en  un  plazo  dado,  la 
optedad  materia  de  aquella  venta;  y  termina 
licitando  que  el  juzgado  declare  en  definiti- 
.  que  sus  mandantes  sólo  estarán  obligados 
pagar  á  la  sucesión  de  don  Benjamín 
lenzalida  los  $  4,650  é  intereses  esti- 
llados hasta  la  fecha  de  la  entrega  del  fun- 
>  materia  de  la  venta,  una  vez  que  la  suce- 
>n  demandante  haya  cancelado  el  gravá- 
en  que  á  su  vez  existe  conti  aído  sobre  la 
isma  propiedad  á  favor  de  la  sucesión  de 
m  José  Santcs  Moraga. 
Replicando  el  apoderado  de  la  sucesión  de- 
andante, reproduce  los  fundamentos  de  su 
imanda,  y  pide  se  dé  lugar  á¡clla  en  todas 
is  partes,  y  se  deseche  la  reconvención  de- 
Licida  de  contrario,  todo  con  costas. 
Expresa  que  el  señor  Montero  se  obligó  á 
agar  los  $4.650  que  quedó  adeudando  como 
recio  insoluto  del  fundo  **Quiahue",con  más 
ts  intereses  estipulados  en  dicha  escritura,  á 
Mitar  desde  la  fecha  allí  expresada,  y  no  es, 
or  consiguente,  razón  atendible  para  que  se  el 
Koncre  de  esos  intereses,  el  hecho  de  que  su  re- 
resentado  haya  ó  no  pagado  á  la  sucesión 


Moraga  lo  que  puede  adeudarle  con  motivo 
de  la  compra-venta  del  mismo  fundo  Quiahue 
porque,  si  así  fuera,  ello  importaría  un  desco- 
nocimiento por  parte  del  señor  Montero  de 
las  extipulaciones  convenidas  en  la  escritura 
de  22  de  diciembre  de  1886.  Por  lo  demás, 
considera  que  podrá  bastar  á  la  sucesión  de- 
mandada una  vez  que  cumpla  con  su  obliga- 
ción de  pagar  lo  que  adeuda,  con  libertad  de 
toda  responsabilidad  en  cuanto  á  esta  deuda 
sea  por  lo  que  respecta  á  la  sucesión  del  señor 
Fuenzalida  ó  sea  á  la  sucesión  del  señor  Mo- 
raga;  la  obligación  del  señor  Montero  nace 
de  la  escritura  de  22  de  diciembre  de  1886  y 
á  ella  hay  qu^  ajustar  el  cumplimiento  que  la 
sucesión  de  este  señor  debe  prestarle. 

La  sucesión  demandada,  duplicando,  refuer- 
za los  argumentos  de  su  escrito  de  contesta- 
ción, y  manifiesta  que  á  ella  de  nada  le  servi- 
ría exonerarla  de  responsabilidades  si  previa- 
mente y  de  hecho  no  se  cancela  el  saldo  inso- 
luto de  precio  que  la  sucesión  Fuenzalida 
adeuda  á  la  sucesión  Moraga.  Insiste  nueva- 
mente en  que  la  sucesión  Montero  no  está 
obligada  á  pagar  intereses  sino  hasta  la  fecha 
en  que  aparecen  estipulados,  esto  es,  el  venci- 
miento del  contrato  de  arriendo  del  fundo 
materia  de  la  venta. 

En  consecuencia  solicita  que  el  juzgado  en 
definitiva  resuelva  en  conformidad  á  lo  ex- 
puesto en  la  contestación  de  la  demanda,  sin 
costas,  en  cuanto  ella  tiene  fundado  derecho 
para  eludir  el  pago  de  toda  la  suma  que  se  le 
pretende  exigir. 

De  acuerdo  de  las  partes  se  citó  para  sen- 
tencia. 

Considerando: 

1*?  Que  la  sucesión  demandada  reconoce 
deber  la  suma  de  $  4.650,  saldo  insoluto  del 
precio  de  venta  del  fundo  Quiahue; 

2'^  Que  las  acciones  que  se  hacen  valer  en 
este  juicio  son  las  provenientes  del  contrato 
de  22  de  diciembre  de  1886,  y  en  consecuencia 
las  obligaciones  que  de  ese  contrato  nacen 
deben  regirse  por  las  estipulaciones  contení- 
das  en  él; 

3^  Que  sólo  hay  evicción  de  la  cosa  com- 
prada cuando  el  comprador  es  privado  del 
todo  ó  parte  de  ella  por  sentencia  judicial,  lo 
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que  en  el  caso  actual  no  hay  constancia  de 
que  baya  sucedido; 

4^  Que  á  mayor  abundamiento,  el  apode- 
rado de  la  sucesión  demandante,  que  lo  es 
también  de  la  sucesión  de  don  José  Santos 
Moraga,  según  consta  de  los  documentos  que 
corren  ei^  autos,  promete  libertar  á  la  suce- 
sión demandada  una  vez  que  cumpla  con  su 
obligación  de  pagar,  de  toda  responsabilidad 
por  la  deuda  á  que  se  refiere  la  reconvención, 
tanto  por  la  que  respecta  á  la  sucesión  Fuen* 
zalida  como  en  cuanto  á  la  sucesión  Moraga. 

Por  estas  consideracioáes  y  visto  lo  dispues- 
to en  los  artículos  1545, 1698, 1838  y  1871  del 
Código  Civil  y  161  y  167  del  de  Procedimien- 
to Civil,  se  declara:  1^  que  ha  lugar  á  la  de- 
manda; y  29  que  no  ha  lugar  á  la  reconven- 
ción, no  condenándose  en  costas  á  los  deman- 
dados por  haber  tenido  motivos  plausibles 
para  litigar. 

Las  residencias  y  profesión  ú  oficio  de  las 
partes,  son  las  siguientes:  Doña  Rosaro  y 
don  Reinaldo  Puenzalida  y  los  menores  Lau- 
ra, Sara,  Ernestina,  Florencio  y  Rosario 
Puenzalida  Puenzalida,  residen  en  el  lugar 
denominado  Lolol,  departamento  de  Santa 
Cruz  y  no  tienen  profesión  con  excepción  de 
don  Reinaldo  que  es  agricultor. 

Y  en  cuanto  á  los  demandados  todos  viven 
en  esta  ciudad,  en  la  casa  número  309  de  la 
calle  Arturo  Prat,  con  excepción  de  doña 
Emma  y  doña  Elvira  Montero  y  el  marido  de 
esta  última  que  viven  en  la  calle  de  la  Compa- 
ñía, doña  Carlota  Riveros  y  sus  siete  meno- 
res hijos  ya  nombrados  no  tienen  profesión, 
ni  tampoco  la  tienen  don  Carlos,  doña  Em- 
ma y  don  Fermín  Montero;  don  Eduardo 
Moore  y  don  Luis  Montero  son  médicos  y 
don  Aliro  Montero  es  comerciante,  don  Artu- 
ro Montero  es  empleado  y  don  Aníbal  Mon- 
tero es  abogado.—/.  Bianchi  T. 

La  Corte  de  Apelaciones: 

Santiago,  29  de  mayo  de  1906 Vistos: 

Reproduciendo  la  sentencia  de  primera  ins* 
tancia  con  esclusión  de  los  dos  últimos  consi- 
derandos y  teniendo  presente: 

1^  Que  la  propiedad  de  Quiahue  fué  com- 
prada por  don  José  Vicente  Montero  á  don 
Benjamín  Puenzalida  libre  de  todo  grava- 
men; y 


2^  Que  del  certificado  del  CoDserraion 
Bienes  Raíces  aparece  que  la  referida  pr>  r 
dad  tiene  un  gravamen  hipotecario  á  té: * 
de  don  José  Santos  Moraga  el  cual  fw  erre 
tuido  por  don  Benjamín  Puenzalida. 

Visto  además  lo  dispuesto  en  el  a.*:!- 
1872  del  Código  Civil,  se  confirma,  en  k  pr 
te  apelada,  la  referida  sentencia  de  23  de  jr  i 
de  1905,  con  declaración  de  que  ha  bgr .  i 
reconvención  en  cuanto  el  demandante'!-' 
cancelar  el  referido  gravamen  hipoteciT 
previo  depósito  que  hará  el  demand^rJ  J  j 
orden  judicial  del  precio  insoluto  J$QS^^'. 
ti  vos  intereces —  Elias  de  la  Craz,  -JX  -: 
rrera.— Horacio  Piato  Agüero. 

Contra  esta  sentencia  interpuso  eider.:- 
dante  recurso  de  casación  en  la  forma  v^ 
signándose  como  multa  la  cantidad  deíl- 

El  apoderado  de  los  demandados  fors':- 
cidente  sobre  insuficiencia  de  la  coosigDar  * 
y,  por  lo  tanto,  inadmisibilidad  del  rtcr> 

La  Corte: 

Teniendo  presente  respecto  de  la  iDcidr.-. 
promovida  ante  esta  Corte: 

1^  Que  la  cantidad  que  se  demanda»^ 
el  libelo  excede  en  capital  é  intereses  áls^- 
ma  de  $  10.000. 

2^  Que  si  bien  el  demandado,  en  su  escr: 
de  contestación,  manifiesta  su  Tolootad  ir 
pagar  desde  luego  el  capital  enrefemci; 
una  parte  de  los  intereses,  reduciendo  el  to'^ 
de  los  valores  á  menos  de  $  10.000,  taoib  * 
lo  es  que  esta  oferta  de  pago  la  ha  beclio  in ' 
condición  de  que  se  alcen  por  el  demasdari 
ciertos  gravámenes  que,  según  lo  afirma,  n^ 
ten  sobre  la  propiedad  oríjen  de  las  sumas  ir 
mandadas; 

3^  Que  esta  oferta  condicional  ochas 
aceptada  por  el  demandante,  por  lo  cva  ^ 
juicio  se  ha  seguido  respecto  de  toda  la  a^: 
dad  mencionada  en  la  demanda; 

4^  Que  además  se  ha  seguido  la  cansa  s^"^ 
la  reconvención  deducida  por  el  dernaadi^' 
para  que  haga  cancelar  los  gravámenes  i '>' 
se  alude  más  arriba; 

5^  Que  según  lo  expuesto,  la  consigna''-' 
que  ha  debido  efectuarse  es  la  corresponíJ^ 
te  á  un  juicio  de  más  de  $  10.000  coofor^- 
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rescrito  en  el  artículo  971  del  Código  de 
cedimiento  Civil. 

isto  también  el  artículo  979  del  mismo 
ligo»  se  declara  improcedente  el  recurso  de 
ición  en  el  fondo  interpuesto.  Se  aplica  al 
:o  la  cantidad  consignada. 
edaetada  por  el  señor  Ministro  Urrutia.— 
meto  Kodrígocz.  —  Leopoldo  Urrutia^—J, 
briel  F^ülma  Guzmán.^Galvarino  Gallar- 
— Curios  Varas.^Abcl  Suavedra.S.  Fós- 
Recnhárren, 


las.  en  la  forma— 16  de  Octubre  de  1906 
Scheggia  con  Garaj 

>munldad;  oanal;  limpias;  compuer- 
ta de  desagrüe.—Violoa  del  fallo  no 
reolam  ados.— Improcedenoia. 

Doctrina:— Z7xi  comunero  de  un  canal 
y  puede  levantar  la  compuerta  de  desa- 
le y  privar  del  agua  á  otrocomunero  so 
retesto  de  que  éste  no  ba  ejecutado  la 
mpia  de  dicbocanaly  que  su  propiedad 
uede  sufrir  perjuicios. 
Los  de/ectos  de  tramitación  de  que  ado* 
fce  el  procedimiento  seguido  y  la  senten- 
ía,  no  pueden  dar  márjen  al  recurso  de 
asación  de  la  sentencia  de  segunda  ins- 
anda  si  no  fueron  oportunamente  recla- 
mados. 


Copiapó,  Febrero  6  de  1906.— Vistos:  con 
1  mérito  del  acto  que  antecede  y  teniendo 
presente: 

1'  Que  don  Félix  Garay  no  niega  que  el 
igua  necesaria  por  el  riego  de  la  hacienda 
'Chamonote''  se  ha  llevado  siempre  en  co- 
n6n  con  la  que  riega  la  hacienda  de  'Toledo" 
lasta  llegar  á  la  punta  de  diamante  que  di- 
ride  esas  aguas  para  ambas  haciendas; 

2°  Que  la  iinica  escusa  que  da  el  señor  Ga- 
ray para  levantar  la  compuerta  de  desagüe 
3el  canal  que  conduce  las  aguas  comunales 


hasta  la  punta  de  diamante,  es  la  que  "Cha- 
monote"  no  limplia  completamente  el  canal 
que  le  corresponde  desde  la  punta  de  diaman- 
te, por  lo  que  recibe  su  hacienda  de  "Toledo" 
más  agua  de  la  que  le  corresponde,  lo  que  le 
causa  perjuicios  en  su  fundo; 

3^  Que  no  es  aceptable  esa  escusa  por  cuan* 
tp  él  puede  impedir  en  su  propio  canal  que 
pase  más  agua  de  la  que  necesita  6  ninguna, 
haciendo  poner  la  compuerta  de  ese  canal; 

4^  Que  en  el  átiico  caso  en  que  la  hacienda 
de  "Chamonote"  sería  -responsable  por  per- 
juicios que  recibiera  la  hacienda  de  "Toledo", 
sería  aquel  en  que  "Chanionote"  echara  al 
canal  que  conduce  las  aguas  comunales  más 
agua  de  la  que  éste  pueda  contener  y  por  esto 
se  desborde  ó  se  destruya  causando  esos  per- 
juicios; 

5^  Que  no  es  posible  ni  legal  que  quede  al 
arbitrio  de  uno  de  los  comuneros  de  las  aguas 
que  riegan  ambos  fundos  echar  estas  al  río  á 
pretesto  de  que  pudiera  perjudicarlo  la  falta 
de  limpieza  del  canal,  de  que'  pretende  regar, 
ú  ptro  motivo,  por  que  lo  contrarío  daría  lu- 
gar á  que  cualquiera  de  los  comuneros  pudie- 
ra perjudicar  ó  prívar  del  agua  al  otro  á  cual- 
quier pretesto;  y 

6^  Que  cualquiera  resolución  que  se  dé  en 
esta  incidencia  no  causa  innovación  en  los 
juicios  pendientes  entre  ambas  haciendas, 
puesto  que  ella  no  cambiaría  la  situación  y 
estado  en  que  han  estado  y  están  los  fundos 
nombrados  en  cuanto  al  uso  común  del  agua 
y  de  los  canales. 

Por  estas  consideraciones  y  á  virtud  de  lo 
dispuesto  por  el  artículo  936  del  Código  Civil 
se  declara  que  don  Félix  Garay,  propietario 
de  la  hacienda  de  "Toledo",  no  tiene  derecho 
ni  puede  levantar  la  compuerta  de  desagüe 
del  canal  que  conduce  las  aguas  comunales  de 
losfundos  de  "Toledo"  i  "Chamonote"  echán- 
dolas al  rio  cuando  este  último  fundo  las  con- 
duzca para  su  regadío,  sin  perjuicio  de  que  se 
haga  valer  la  responsabilidad  de  la  hacienda 
de  "Chamonote"  si  ésta  echara  al  canal  men- 
cionado más  agua  de  la  que  puede  contener  y 
produzca  desbordamiento,  i  sin  [>erjuicio  tam- 
bién de  lo  que  se  resuelva  en  última  instancia 
en  los  juicios  pendientes  entre  ambos  fundos^ 
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La  Corte  de  Apelaciones: 

Serena,  12  de  julio  de  1906.— Vistos:  Se  con- 
firma la  resolución  apelada  de  5  de  febrero  úl- 
timo, reservándose  además  á  don  Félix  Garay 
las  acciones  que  establece  el  artículo  939  del 
Código  Civil. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
Navarro  Ocampo,  quien,  teniendo  en  conside- 
ración que,  como  quiera  que  se  califique  la  pe- 
tición, y  cualquiera  que  sea  la  acción  que  en 
ella  se  deduce,  dicha  'petición  ó  acción  no  Fia 
sido  tramitada  en  forma  alguna,  por  cuanto 
el  demandado  aceptó  el  comparendo  sólo 
para  buscar  un  avenimiento  que  no  se  pro- 
dujo; y  de  conformidad  con  lo  prescrito  en  el 
artículo  941,  número  5  y  949  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  estuvo  por  invalidar  la 
resolución  apelada  y  declarar  que  la  referida 
petición  debe  tramitarse  y  fallarse  con  arre- 
glo á  derecho Max.  E,  Abalos,^  Eduai  do 

Gómez  Herreros. — Daniel  Cádiz, — D.  Navarro 
Ocampo, 

La  parte  de  Garay  interpuso  casación  en  Ja 
forma  contra  esta  sentencia  y,  formalizando 
el  recurso,  sostiene  que  ella  adolece  de  los  vi- 
cios siguientes: 

Haberse  dictado  por  tribunales  incompeten- 
tes, pues  los  jueces  de  letras  y  las  cortes  de  ape. 
laciones  sólo  son  competentes  para  conocer  en 
los  adultos  contenciosos  ó  de  jurisdicción  vo- 
luntaria que  la  ley  les  encomienda  expresa- 
mente, siéndoles  prohibido  servir  de  arbitros 
ó  compromisarios,  y  en  el  caso  deque  se  trata 
había  un  verdadero  arbitraje,  con  el  adita- 
mento de  no  haber  sido  convenido  por  una  de 
las  partes,  pues  la  de  Garay  protestó  en  el 
comparendo  de  la  competencia  ó  jurisdicción 
del  juez  de  Copiapó  para  resolver  un  asunto 
sin  forma  de  juicio.  De  esta  manera,  la  senten- 
cia impugnada  es  contraria  aun  al  precepto 
contenido  en  el  artículo  153  de  la  Constitución 
Política,  que  prohibe  á  las  autoridades  arro- 
garse más  funciones  que  las  que  les  corres- 
ponden por  la  ley; 

No  contener  la  designación  de  domicilio  y 
profesión  de  las  partes,  infringiéndose  el  nú- 
mero 1^  del  artículo  193  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil;  y 


Haberse  dictado  sin  sujeción  á  ningl: : 
cedimiento  conocido  y  consentido  prjr : 
por  lo  cual  es  casable  también  la  scnt::.-; 
debe  invalidarse  conforme  á  lo  presento  c; 
número  9'  del  artículo  941  de  dicho  C  :. 

La  Oort*»: 

Considerando: 

Que,  aun  en  el  caso  de  ser  cfectJT'^  i 
vicios  reclamados,  ellos  habrían  tenid*.  c 
respecto  de  la  resolución  de  primera  ins:.::j 
y  el  recurrente  no  ejerció  oportunameote: : 
todos  sus  grados,  en  orden  á  dicha res<:'!]: 
los  recursos  establecidos  por  la  ley,  ret;;ji:  ■ 
indispensables  para  que  pueda  ser  adra::!. 
recurso  de  casación  según  lo  prescrito  e: : 
artículo  946  del  Código  de  Procedimir.:  -  .r 
vil;  visto  además  lo  dispuesto  en  los  arlr  \ 
940  y  960  del  mismo  Código,  se  devto  - 
lugar  con  costas  el  presente  recurso.  Apjarf 
en  favor  del  Fisco  la  cantidad  consignad. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Gal  a- 
—  Galvarino   Gallardo.  -^Gabriel  Gaett  -i 
Aguirre  F.— /.  Bernales, 


Cas.  civ — Santiago,  24  de  junio  de  í:-" 
Baeza  Sasso  con  Baeza  Diaz 

Matrimonio  putativo;  efectos  civiles. 
-  Mujer  casada;  hijolegítímo:li;-: 
adoptivo;  hijo  natural.  -  Juicio  cíí  I 
minal;  absolución  de  la  iostanca 

Doctrina:—  El  matrimonio  cekbrá 
ante  la  autoridad/  competente  vcon  ¡oí 
requisitos  legales,  produce  efectos  círifi 
aunque  exista  un  impedimento  dirivüS' 
te  que  obstara  á  su  celebración  nLi 
si  no  se  prueba  que  fué  contraído  vtí 
mala  fe  ó  sin  Justa  causa  de  error  i 
parte  del  cónyuge  á  quien  se  opotx  fc 
nulidad. 

Para  que  el  matrimonio  celebradocx 
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s  requisitos  legales  deje  de  producir 
'?ctos  civiles,  se  requiere  la  declaración 
•  nulidad  pronunciada  por  sentencia 
'unitiva  en  el  juicio  respectivo.  La  sen- 
ncia  absolutoria  de  la  instancia  enjui» 

0  criminal  seguido  contra  los  cónyuges 
jr  el  delito  de  doble  matrimonio  no  es 
ntecedente  bastante  para  establecer  la 
ala  fe  de  éstos  y  poner  término  á  los 
hctos  civiles  del  matrimonio  por  ellos 
yntraído. 

Es  legítimo  el  hijo  concebido  durante 

líe  matrimonio  de  sus  padres. 

Debe  reputarse  adulterino  al  hijo  que 

1  marido  ha  tenido  de  otra  mujer  du- 
unte  su  matrimonio  putativo  y ,  por  lo 
intOy  carece  de  valor  el  reconocimiento 
ue  de  él  hace  como  natural  en  su  testa' 
lento. 


El  17  de  cuero  de  1856,  el  Padre  Bernardo 
ilverío  Tignac,  vice-párroco  de  la  parroquia 
íl  Salvador  de  Valparaíso,  casó  por  delega- 
ón  del  Reverendo  Obispo  de  Martyrópoíis, 
ira  de  esa  parroquia,  á  don  Domingo  Díaz 
luñoz,  hijo  legítimo  de  Manuel  Díaz  Muñoz 
de  doña  Berta  Vega,  finados,  con  doña  Isa- 
elDíaz,  soltera,  hija  legítima  de  don  José 
laz  y  de  doña  Mercedes  Rebolledo,  siendo 
^stigos  don  José  Tomás  García  y  don  José 
lartín  Tapia. 

Siete  años  mas  tarde,  6  sea  el  25  de  abril  de 
862,  el  propio  Padre  Bernardo  Silverio  Tig- 
ac,  cura  á  la  sazón  de  la  parroquia  del  Sal- 
ador de  Valparaíso  casó  en  ella,  con  permiso 
el  Reverendo  Obispo  de  Ancud,  á  don  Eleo- 
loro  Baeza  Larraín,  soltero,  natural  de  San- 
iago  y  residente  en  la  ciudad  de  Valdivia  cer- 
ade  dos  años,  hijo  legítimo  de  don  Fernan- 
o  Baeza,  finado,  y  de  doña  Rosario  Larraín, 
on  doña  Isabel  Díaz,  viuda  de  don  Domingo 
)íaz,  natural  de  Santiago  y  domiciliaria  de 
Valdivia,  por  dos  años,  hija  legítima  de  don 
osé  Díaz  y  de  doña  Mercedes  Rebolledo,  fi- 
lado, siendo  testigo  don  José  Tomás  García» 
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don  Pedro  Dublé  y  doña  Felipa  Villega  Tiuda 
de  Soto. 

Este  matrimonio  se  hizo  con  dispensa  de 
proclamas,  pero  antes  de  proceder  á  él  se  re- 
cibió por  el  cura. párroco  la  correspondiente 
información  testimonial  á  fin  de  acreditar  el 
fallecimiento  de  don  Domingo  Díaz  y,  en  con- 
secuencia, el  estado  de  viudedad  de  doña  Isa- 
bel Díaz. 

De  los  tres  testigos  que  declararon  en  esa 
información,  á  dos  de  ellos  les  constaba  de 
oidas  que  Díaz  había  fallecido  en  el  Sur  du- 
rante la  revolución  de  1859,  y  el  tercero, 
Juan  Díaz,  afirmó  bajo  juramento  que  le 
constaba  personalmente  el  hecho,  porque 
siendo  militar  del  7^  de  línea,  había  ayuda- 
do á  recoger  los  cadáveres  de  los  que  habían 
muerto  en  el  combate  del  Parral,  año  de  1859 
y  entre  esos  cadáveres  había  reconocido  el  de 
don  Domingo  Díaz.  Según  se  desprende  de  di- 
versas cartas  y  documentos  agregados  al  ex- 
pediente, doña  Rosario  Larraín  de  Baeza, 
que  no  estaba  en  buenas  relaciones  con  su 
hijo  Eleodoro,  tuvo  muy  á  mal  su  matrimo- 
nio con  la  Díaz,  de  la  cual  trata  de  separarlo 
con  porfiada  insistencia,  hasta  que  en  diciem- 
bre de  1863,  se- presentó  ante  el  Intendente  de 
Santiago  con  una  solicitud,  en  la  que  acusaba 
á  dicha  señora  del  delito  de  doble  matrimo- 
nio, y  pedía  que  se  remitieran  diversos  ante- 
cedentes que  al  efecto  había  acompañado  al 
Intendente  de  Atacama,  lugar  de  la  actual 
residencia  dé  la  denunciada  y  de  su  hijo,  á  fin 
de  que  se  le  siguiera  allí  causa  criminal  por  el 
delito  aludido. 

La  base  principal  de  la  acusación  de  doble 
matrimonio  consistía,  según  se  ve  en  los  au- 
tos, en  el  certificado  no  reconocido,  suscrito 
por  el  cura  de  Talca,  don  Miguel  Rafael  Pra- 
do, que  á  la  letra  dice  así. 

**Como  Cura  y  Vicario  foráneo  de  la  Parro- 
quia de  San  Agustín  de  Talca,  certifico:  que 
don  Domingo  Díaz  Vergara  vive  y  es  mi  feli- 
grés hasta  el  día  de  la  fecha.  Talca,  febrero  4 
de  1863." 

Sin  otros  datos  que  los  mencionados,  el 
juez  de  letras  de  Copiapó  inició  un  proceso 
criminal  en  contra  de  Baeza  y  de  la  Díaz,  en 
el  cual  negaron  éstos  terminantemente  que 
hubieran  tenido  noticias  de  que  don  Domin- 
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go  Díaz  se  encontrara  vivo  á  la  fecha  en  que 
contrajeron  matrimonio;  y,  por  el  contrario, 
sostuvieron  que  si  habían   procedido  á  casar- 
se, era  porque  lo  creyeron  muerto,  en  virtud 
de  antecedentes  fidedignos  que  autorizaban 
esta  opinión.  Durante  la  secuela  de  la  causa, 
el  juez  sumariamente  libró  exhorto  al  juez  de 
Talca,  á  fin  de  que  se  interrogara  allí  á  don 
Domingo  Díaz   Muñoz,   presunto  marido  de 
doña  Isabel,  quien  expuso  que  se  encontraba 
gravemente  enfermo,    por  lo  que  no  podía 
contestar;  pero  que  mejorado  lo  haría;  y  tres 
días  más  tarde  declaró  ante  el  Inspector  de 
distrito,  á  quien  se  había  cometido  la  diligen- 
cia, lo  que  sigue:  *'Que  sabe,  porque  se  lo  han 
dicho,  que  en  la  Parroquia  de  la  Matriz  en 
Valparaíso  existe  una  partida  de  matrimonio, 
por  la  que  consta  que  en  el  mes  de  enero  de 
1855  contrajo  el  exponente  matrimonio  con 
doña  Isabel  Díaz;  pero  que  no  tiene  conciencia 
de  este  hecho   porque  no  recuerda  haber  con- 
traido  dicho  matrimonio,  y  que  desde  esa 
época  no  ha  tenido  con  la  mencionada  mujer 
relación  de  ningún  género.  Que  hace  un  año 
oyó  decir  que  doña  Isabel  Díaz  había  con- 
traído matrimonio  con  don   Eleodoro  Baeza 
Larraín.  Que  no  está  ni  ha  estado  en  comu- 
nicación con  la  mencionada  Díaz  y  que  ignora 
si  ella  tiene  noticias  del  exponente." 

En  el  oficio  con  que  el  Juez  Letrado  de  Tal- 
ca devolvió  al  de  Copiapó  el  exhorto  diligen- 
ciado, agrega  aquel  funcionario  los  siguientes 
conceptos:  "No  se  ha  adelantado  la  declara- 
ción de  este  sugeto  (Domingo  Díaz)  como  lo 
había  dispuesto  por  decreto  de  12  del  actual, 
porque  acabo  de  saber  que  dijo  al  subdelegado 
en  su  declaración  que  no  tenía  conciencia  de 
su  matrimonio  con  la  Díj^z  por  habérsele  em- 
briagado en  los  momentos  en  que  tuvo  lugar. 
Constando  dicho  matrimonio,  he  creído  inútil 
retardar  más  esta  diligencia". 

Terminado  el  sumario,  el  Promotor  Fiscal 
pidió  la  absolución  de  los  procesados,  y  sin 
que  se  hubiera  formulado  acusación  alguna 
ni  por  la  denunciante  ni  por  el  presunto  ma- 
rido, los  cuales  no  se  hicieron  parte  en  el  jui- 
cio, se  comunicó  traslado  á  los  reos,  quienes 
después  de  protestar  de  su  inocencia,  pidieron 
también  su  absolución. 
Durante  el  término  de  prueba,    los  procesa- 


dos presentaron  un  interrogatorio  cuvaan 
culación  2*  servida  afirmativamente  por  t; 
ríos  testigos,  decia  así:  "Digan  si  es  ver,: 
que  desde  el  año  1859  han  oído  constara 
mente  decir  que  el  primer  marido  de  dónalas 
bel  Díaz  habia  fallecido  en  el  Sur  de  la  Rcp 
blica,  y  si  esta  noticia  circulo^de  uo  modo;.- 
blico  y  notorio". 

Con  estos  antecedentes,  que  son  loscap'í 
les  y  culminantes  del  proceso,  se  eipidiq  • 
el  juez  de  Copiapó  la  sentenda  de  ITdeJnr 
de  1864,  en  la  que,  después  de  hacer  refere:- 
cia  á  las  dos  partidas  de  matrimonio  de  0.: 
Isabel  Díaz  y  á  los  demás  documentos  prw 
tados  por  doña  Rosario  Larriún,  se  cortií 
en  estaforma:  "Con  esos  documentos  ser. 
bezo  este  proceso,  instruido  contralsatí 
por  doble  matrimonio  y  contra  don  Ekí:/ 
Baeza  por  complicidad,  y  aunque  arroja ;:• 
fuertes  presunciones  contra  los  procesa:^ 
por  haber  procedido  á  contraer  matricix 
sabiendo  que  vivía  (como  vive  todavía    ' 
Domingo  Díaz,  es  deficiente  la  prueba  {- 
condenarlos".   Por  lo  cual  y  en  confonn:: 
con  lo  prevenido  en  la  ley  26,  título  1-J- 
tida  7*,  absuelvo  solamente  de  la  msmc: 
los  reos  Isabel  Díaz  y  don  Eleodoro  Baezá  ^ 
rraín.  Consúltese,  si  no  se  apelare. 

Los  procesados  no  se  alzaron  de  este* 
y  la  Corte  de  La  Serena  le  prestó  suapr 
ción  por  sentencia  de  6  de  julio  del  ni- 
año. 

El  19  de  abril  de  1898  falleció  en  San'  -^ 
don  Elicdoro  Baeza  Larraín,  según  ap 
de  la  partida  del  expediente  principal,  de?.-^ 
de  haber  otorgado  ante  el  notariodoo  En.: 
do  Reyes  Lavalle,  con  fecha  9  de  dicieni'i'rt 
de  1890,  el  testamento  cerrado  cuja  i« 
tula  decía  así:  ** En  Santiago  de  Chile,  ^' 
de  diciembre  de  1890,  ante  mí  Eduardo  í^ 
yes  Lavalle,  notario  público  de  esta  ciut^^ 
cinco  testigos  hábiles,  de  este  domicilio. i»*?- 
res  de  dieziocho  años,  á  quienes  conozco.  ^^- 
pareció  don  Eleodoro  Baeza  Larraín.hno  *. 
timo  de  don  Fernando  Baeza  y  de  doóaí^^ 
rio  Larraín,  nacido  y  domiciliado  en     "' 
go,  casado,  de   cincuenta  años  de  e<J 
quien  conozco,  y  hallándose  en  el  p'^''^-' 
de  su  razón,  dijo,  entregándome  este  p"? 
cerrado:  "'este  es  mi  testamento". 
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En  su   metnona  testamentaria,  Baeza  La- 
rraín  no  declara  con  quién  se  casó,  ni  nombra 
para  nacía  á  su  mujer,   á  pesar  de  haber  ma- 
nifestado ante  el  notario  y  cinco  testigos,  se- 
gún ya  se  ha  vis*:o  en  la  carátula  más  arriba 
trascrita,  que  era  casado,  lo  que  significaba 
que  en  la  fecha  del  testamento  su  mujer  vivía. 
Después  de  hacer  una  relación  circunstan- 
ciada de  los  bienes  que  deja,  el  testador  con- 
signa las  siguientes  declaraciones:   *'Itt'm  de- 
claro: que  tengo  una  hijita  natural  llamada 
Julia  Baeza  Sasso,  habida  con   doña  Adelina 
Sasso,  lo  declaro  para  que  conste;  ítem  decla- 
ro: instituyo  por  mi  única  y  universal  herede- 
ra de  todo?  mis  bienes,   derechos,   acciones  y 
futuras  sucesiones  á  mi  referida  hija  doña  Ju- 
lia Baeza  y  Sasso.   actualmente  de  edad   de 
diez  años  y  tres   meses  y  educándose  en  las 
monjas   délos  Sagrados  Corazones,  calle  de 
Santa  Rosa,  de  Santiago;  ítem  declaro:  nom- 
bro tutora  y  curadora  de  mi  hija  á  la  madre 
doña  Adelina  Sasso". 

En  otro  item  del  testamento  se  reconoce 
deudor  por  $  15.000  de  doña  Adelina  Sasso, 
á  la  que  también  deja  más  adelante  un  lega- 
do; y  termina  revocando  cualquier  otro  tes- 
tamento que  antes  hubiera  otorgado. 

Con  estos  hechos  y  antecedentes  que  mani- 
fiestan las  relaciones  que  existieron  tiempo 
atrás  entre  don   Eleodoro  Baeza  Larraín  y 
doña  Isabel  Díaz,  relaciones  que  aquel  silenció 
tn  su  testamento  por  razones  no  espresadas 
en  esa  memoria,  doña  Isabel  Díaz  por  don  José 
Oauché  en  representación  de  su  esposa  doña 
Sara  Baeza,  que  se  dice  hija  legítima  de  la  mis- 
ma doña  Isabel  Díaz  y  del  testador  don  Eleo- 
doro  Baeza,  demandan  á  la  heredera  testa- 
mentaria y  espresan  sustancialmente  que  don 
Eleodoro  Baeza  falleció  bajo  el  imperto  de  las 
disposiciones  testamentarias  de  que  mñs arri- 
ba se  ha  hecho  mérito;  y  que  en  ellas  el  testa- 
dor no  hizo  mención  alguna  de  su  mujer  ni  de 
su  hija'  legítima  é  instituyó  como  heredera 
universal  de  todos  snis  bienes  á  doña  Julia 
Baeza  Sasso,  á  quien  reconoce  como  su  hija 
natural,  á  pesar  de  ser  sólo  adulterina;  y  que 
en  consecuencia  ha   dispuesto  de  sus  bienes, 
desconociendo  el  derecho  que  á  los  ganancia- 
les de  la  sociedad   conyugal  tiene  la  señora 
t^íaz,  y  el  de  doña  Sara  Baeza    á  la  porción 


legitimaria.   Concluj^en  entablando  demanda 
para  que  se  declare:    1^  que  el  testamento 
cerrado    de    don   Eleodoro   Baeza    Larraín, 
otorgado  el  9  de  diciembre   de   1890   y  pro- 
tocolizado ante  el  notario  don  Eduardo  Re- 
yes Lavalle,   debe  reformarse  en   cuanto  dis- 
pone de  todos  sus  bienes  en  favor  de  doña  Ju- 
lia Baeza  con  olvido  de  los  derechos  de  su 
hija  legítima  doña  Sara  Baeza  de  Gauche  y  en 
cuanto  declara  como  su  hija  natural  á  la  es- 
presada Juha;  2^  que  en  los  bienes  de  que  dispo- 
ne don  Eleodoro  Baeza   Larraín  coi  responde 
á  doña  Isabel  Díaz   la  mitad   por  vía  de  ga- 
nanciales; y  3^  que  son  de  cargo  de  la  deman- 
dada, si  mantiene  la  demanda,  las  costas  del 
juicio. 

Contestando  don  José  Daniel  Valenzuela, 
curador  ad-litem  de  la  menor  doña  Julia 
Baeza  Sasso,  pide  se  deseche  la  demanda, 
con  costas.  En  apoyo  de  esta  petición  alega 
que  el  matrimonio  celebrado  entre  don  Eleo- 
doro Baeza  y  doña  Isabel  Díaz  no  ha  produ- 
cido efectos  civiles,  por  cuanto,  según  consta 
de  las  sentencias  de  1.»  i  2.^  instancia  expe- 
didas en  el  juicio  criminal  seguido  contra  los 
supuestos  cónyuges,  la  señora  Díaz  se  casó 
con  Baeza  el  25  de  abril  de  1862,  sabiendo 
que  estaba  ligada  por  vínculo  matrimonial 
no  disuelto,  pues,  en  esa  fecha  aun  vivía  su 
marido  don  Domingo  Díaz;  que  en  el  supuesto 
de  que  hubiera  habido  por  parte  de  los  con- 
trayentes buena  fe  y  justa  causa  de  error, 
ese  matrimonio  habría  dejado  de  producir 
efectos  civiles  después  de  la  sentencia  de  17 
de  junio  de  1864,  porque  en  adelante  no 
podía  existir  la  buena  fe;  que  habiendo  na- 
cido la  pretendida  hija  legítima  en  abril  de 
1866,  según  aparece  de  la  partida  de  fs.  20, 
no  puede  atribuirse  ese  carácter  por  haber 
dejado  de  producir  efectos  civiles  el  matrimo- 
nio de  sus  padres;  que  no  se  encuentra  esta- 
blecida la  paternidad  de  don  Eleodoro  Baeza, 
pues,  la  que  se  llama  Sara  Baeza  Díaz  debe 
reputarse  como  hija  de  don  Domingo  Díaz  por 
haber  nacido  durante  el  matrimonio  de  éste 
con  doña  Isabel;  que  de  la  partida  de  fs.  20 
se  desprende  que  durante  19  años  nadie  quiso 
atribuirse  la  paternidad  de  doña  Sara  y  que 
la  inscripción  hecha  en  los  libros  parroquia- 
les en  Mayo  de  1885  no  tiene   valor  alguno, 
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pues  en  esta  fecha  regía  la  leideRejistro  Civil, 
que  en  su  artículo  transitorío  ordena  que  las 
personas  que  no  estaban  inscritas  en  los  re- 
jistros  antiguos,  debían  hacer  la  inscripció  n 
en  conformidad  á  la  nueva. 

En  el  escrito  de  réplica  sostienen  los  deman- 
dantes que  es  inexacto  que  la  señora  Díaz 
estuviera  casada  á  la  fecha  de  su  matrimonio 
con  Baeza;  que  las  sentencias  á  que  se  ha 
aludido  en  la  contestación  absolvieron  del 
delito  de  doble  matrimonio  á  los  contrayen- 
tes y  que  mal  puede  ella  por  tanto  tener  el 
alcance  que  se  le  atribuye  de  contrario;  que 
no  habiéndose  declarado  la  nulidad  del  m-i- 
trimonio,  dicho  contrato  es  válido  por  ha- 
berse contraído  con  las  solemnidades  que  la 
ley  exijía;  que  doña  Sara  Baeza  nació  de 
lejítimo  matrimonio  habido  entre  don  Eleo- 
doro  y  doña  Isabel,  y  que  por  toda  la  familia 
y  sus  relaciones  fué  considerada  como  hija 
legítima  de  ambos. 

Duplicando  el  demandado,  niega  la  efecti- 
vidad de  los  hechos  asegurados  de  contrario 
y  sostiene  que  no  es  necesaria  la  declaración 
previa  de  nulidad,  pues  basta  acreditar  que 
el  matrimonio  no  produce  efectos  civiles,  por 
no  haberse  disuelto  el  vínculo  matrimonial, 
para  que  se  rechace  la  demanda.  Agrega  que 
es  inadmisible  que  solo  ahora  doña  Isabel 
Díaz  venga  á  reclamar  el  carácter  de  mujer 
legítima  de  don  Eleodoro  Baeza,  después  de 
haberse  conformado  co  i  la  sentencia  de  1864, 
que  declaró  y  reconoció  estar  vivo  el  primer 
marido. 

Recibida  la  causa  á  prueba  se  rindió  la  que 
corre  en  autos. 

El  Juzgado  falló: 

Santiago,  23  de  diciembre  de  1903.— Consi- 
derando: 

1.^  Que  las  partes  están  de  acuerdo  en  que 
con  anterioridad  al  matrimonio  de  don  Eleo- 
doro Baeza  Larraín  con  doña  Isabel  Díaz 
ésta  había  contraído  matrimonio  con  don 
Domingo  Díaz; 

2.^  Que  no  se  ha  acreditado  que  á  la  fecha 
del  segundo  matrimonio  se  había  disuelto  el 
vínculo  anterior  y,  por  el  contrario,  se  deduce 
do  las  sentencias  corrientes  en  copia  que  él 
estaba  aún  vigente; 

3.^  Que  no  hay  antecedentes  en  autos  para 


dar  por  establecido  que  los  contrayentes  de! 
segundo  matrimonio  hubieran  procedido : 
celebrarlo  con  justa  causa  de  error  acera 
de  la  muerte  de  don  Domingo  Díaz; 

4.^  Que,  á  mayor  abundamiento,  después 
de  la  iniciación  del  juicio  criminal  habría oe^ 
saparecido  la  buena  fe,  presumible  entre  lc« 
presuntos  cónyuges,  con  que  procedieron  i 
celebrar  el  matrimonio; 

5.^  Que  el  nacimiento  de  doña  SaraBaea 
acaeció  después  de  la  sentencia  criminal  á  q« 
se  ha  hecho  referencia. 

Por  estas  consideraciones  v  visto  lod> 
puesto  en  la  ley  1.*  título  XIV,  PartidaS/j 
artículo  122  del  Código  Civil,  se  declara qx 
no  ha  lugar  á  la  demanda.— /l/ramada. 

La  Corte  de  Apelaciones: 

Santiago,  5  de  enero  de  1904.— Vistos:  Se 
confirma  con  costas  del  recurso  la  senteaca 
apelada  de  23  de  diciembre  de  1902. 

Devuélvase  por  secretaría  al  Juzgado  de 
Copiapó  el  expediente  pedido  por  decreto  :<: 
6  de  noviembre  último. — D,  Vergara  F.- 
E,  Donoso  V,^E    Olivos, 

Contra  este  último  fallo  interpusiéronlo 
demandantes  recurso  de  casación  en  elfocdc, 
alegando  que  se  había  dictado  con  infracdc 
de  los  artículos  34  y  36  de  la  ley  de  10:: 
enero  de  1884,  artículos  117, 122,  305. 3'  - 
308,  310,312,  313,  1216,  1218, 15+5  yl^> 
del  Código  Civil  y  título  22  libro  é.^deln:*- 
mo  Código. 

En  el  escrito  en  que  formalizaron  dicho  ^^ 
curso,  analizan  en  estos  términos  las  infrac- 
ciones de   ley   que    acaban  de  enumera» 

1.^  Artículo  34  de  la  ley  de  16  de  enero  de 
1884. 

Este  artículo  ha  sido  infringido,  por  cuaui^ 
se  considera  nulo  el  matrimonio  celebradt 
por  don  Eleodoro  Baeza  con  doña  Isabt. 
Díaz.  Con  arreglo  á  esta  ley  no  ha  pod'íi 
intentarse  la  acción  ni  invocarse  excepción  ce 
nulidad,  por  haber  fallecido  antes  don  E•^'- 
doro  Baeza. 

2.^  Artículo  36  de  la  ley  de  10  de  enero  de 
1884.  Este  artículo  claramente  determina  qae 
para  que  un  matrimonio  celebrado,  subsis- 
tiendo otro  anterior,  sea  tenido  como  noio. 
es  necesario  que  se  haya  deducido  premnien- 
te  la  acción  de  nulidad;  y  V.  S.  Iltma.,  so 
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embargó,  sin  que  esta  acción  estuviera  plan- 
teada por  los  litigantes,  rechazó  nuestra 
demanda,  dando  como  fallado  ya  j  como 
pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada,  la 
nulidad  del  matrimonio  de  don  Eleodoro  Bae- 
za  con  la  señora  Isabel  Díaz. 

3.^  Artículo  117  del  Código  Civil.  Confor- 
me  á  esta  ley  correspondía  á  la  Iglesia  Cató- 
lica solemnizar  el  matrimonio  celebrado  por 
los  señores  Baeza  y  Díaz,  y  competía  á  la 
misma  autoridad  velar  por  el  cumplimiento 
de  ellas. 

Sin  embargo,  en  el  caso  ocurrente  no  ha 
sucedido  así,  pues  la  autoridad  civil  se  ha 
arrogado  aquellas  facultades,  al  considerar 
que  fué  nulo  el  matrimonio  celebrado  por  don 
Eleodoro  Baeza  y  la  señora  Díaz  ante  el  señor 
cura  de  la  Parroquia  de  El  Espíritu  Santo, 
con  las  formalidades  por  la  Iglesia  estable- 
cidas. 

Celebrado  este  matrimonio  por  autoridad 
llamada  por  ley  á  autorizarlo,  se  constituyó 
un  acto  lícito  de  cuya  validez  ha  debido  recla- 
marse ante  la  autoridad  respectiva,  esto  es, 
ante  la  Curia  Eclesiástica  cuando  aún  no 
regía  la  Ley  de  Matrimonio  Civil  ó  ante  la 
autoridad  civil  desde  la  vigencia  de  esta  ley. 
4..^  Artículo  122  del  Código  Civil.  La  sola 
cita  que  se  hace  de  este  artículo  en  la  senten^ 
cia  envuelve  su  infracción. 

Un  acto  que  se  ha  realizado  con  las  forma- 
lidades legales  es  válido  hasta  que  una  sen- 
tencia en  juicio  contradictorio  lo  declare  nulo. 
En  consecuencia,  aplicar  en  este  juicio  el  ar- 
tículo 122  del  Código  Civil  es  partir  de  la 
base  que  había  ya  un  fallo  que  había  declara- 
do nulo  el  matrimonio  celebrado  entre  don 
Eleodoro  Baeza  y  doña  Isabel  Díaz. 

5.9  Artículos  305,  306,  308,  310,  312,  323 
del  Código  Civil.  Todas  estas  disposiciones 
han  sido  infringidas,  por  cuanto  se  ha  hecho 
caso  omiso  de  ellas  para  no  considerar  como 
comprobados  el  matrimonio  del  señor  Baeza 
con  la  señora  Díaz  y  el  nacimiento  de  doña 
Sara  Baeza. 

6.9  Artículos  1216  y  1218  del  Código 
Civil.  Estos  artículos  han  sido  infringidos 
por  cuanto  se  ha  negado  á  la  señora  Sara 
Baeza  su  derecho  á  la  parte  de  herencia  en  los 
bienes  de  su  padre  don  Eleodoro  Baeza. 


7.9  Artículos  1545  y  1683  del  Código 
Civil.  Desde  la  vigencia  de  la  ley  de  10  de 
enero  de  1884,  el  matrimonio  ha  quedado 
reducido  á  un  contrato  civil,  y  en  consecuen- 
cia á  las  disposiciones  contenidas  en  dicha 
ley  deben  agregarse  las  que  le  sean  aplicables 
en  otras. 

El  artículo  35  de  la  citada  ley  de  1884  es- 
tablece qqe  la  acción  de  nulidad  del  matrimo- 
nio no  prescribe  por  tiempo,  salvo  la  que  se 
funde  en  alguno  de  los  impedimentos  conteni 
dos  en  los  números  2^,  4^  y  5^  del  artículo  4^ 
ó  en  los  números  1^  ó  2^  del  artículo  33,  que 
prescribirá  en  un  año. 

La  acción  de  nulidad  absoluta,  según  el  ar- 
tículo 1683,  tampoco  prescribe  por  tiempo,  y 
es  menester  que  transcurran  treinta  años, 
larguísimo  transcurso  de  tiempo,  para  que 
pueda  sanearse. 

89  Título  22,  libro  49  del  Código  Civil. 
Todas  las  prescripciones  contenidas  en  este 
título  y  que  aseguran  el  derecho  de  la  señora 
Díaz  á  la  mitad  de  las  gananciales  que  le  co- 
rresponde en  la  sociedad  conyugal  que  tuvo 
con  su  marido  don  Eleodoro  Baeza,  fueron 
infringidas  en  la  sentencia. 

En  el  escrito  de  fundación  del  recurso,  se 
ampliaron  las  observaciones  más  arriba  con- 
signadas. 

La  Corte: 

Teniendo  presente: 

19  Que  de  la  sentencia  recurrida  consta  de 
los  siguientes  hechos: 

a)  Que  doña  Isabel  Díaz  contrajo  matri- 
monio con  don  Domingo  Díaz  Muñoz  y  Vega; 

h)  Que  la  misma  Díaz  contrajo  segundo 
matrimonio  con  don  Eleodoro  Baeza,  des- 
pués que  la  autoridad  eclesi«4stica competente 
consideró  acreditado  con  la  información  res- 
pectiva el  estado  de  viuda  de  la  mencionada 
Díaz; 

c)  Que  según  la  misma  resolución  se  deduce 
de  las  sentencias  corrientes  en  copia  recaídas 
en  el  juicio  criminal  que  por  doble  matrimo- 
nio se  siguió  á  la  Díaz  y  a  su  segundo  esposo 
don  Eleodoro  Baeza,  que  á  la  fecha  de  las 
segundas  nupcias,  estaba  vijente  el  primer 
matrimonio  (considerando  1.9  déla  sentencia 
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de  primera  instancia,  aceptado  por  la  recu- 
rrida); 

d)  Que  en  el  juicio  criminal  antedicho  fue- 
ron absueltos  de  la  instancia  los  procesados, 
en  razón  de  no  estar  plenamente  acreditado 
en  autos  que  hubieran  procedido  de  mala  fe 
á  contraer  esas  nupcias; 

c)  Que  no  existe  sentencia  de  tribunal  algu- 
no que  haja  declarado  la  nulidad  del  segundo 
matrimonio  de  la  Díaz  con  Baeza; 

í)  Que  durante  este  segundo  matrimonio 
fué  concebida  y  nació  doña  Sara  Baeza,  que 
sin  contradicción  en  este  punto,  se  dice  hija 
de  estos  últimos;  y 

g)  Que  la  concepción  de  doña  Sara  tuvo 
lugar  después  del  pronunciamiento  de  la  sen- 
tencia que  absolvió  á  sus  padres; 

2^  Que  de  lo  expuesto  resulta  que  el  segun- 
do matrimonio  de  Doña  Isabel  Díaz  con  don 
Eleodoro  Baeza,  fué  celebrado  por  la  autori- 
dad eclesiástica  competente  y  con  los  requisi- 
tos legales,  de  conformidad  á  lo  prescrito  por 
el  artículo  103  del  Código  Civil  que  regía  cuan- 
do se  contrajo;  á  la  cual  autoridad  tocaba 
entonces  calificar  las  solemnidades  prevenidas 
por  la  Iglesia,  velar  sobre  el  cumplimiento  de 
ellas,  decidir  acerca  de  los  impedimentos  que 
existieran  y  conceder  su  dispensa,  según  lo 
disponía  el  artículo  117  del  mismo  Código; 

3^  Que  á  dicha  autoridad  correspondía 
también  decidir  sobre  la  validez  del  matrimo- 
nio que  se  trataba  de  contraer  ose  había  con- 
traído, así  como  juzgar  acerca  de  la  nulidad 
del  mismo,  )'  sus  resoluciones  en  lo  tocante  A 
estos  puntos  producían  efectos  civiles,  como 
lo  mandábanlos  artículos  103  y  123  de  dicho 
cuerpo  de  leyes,  sin  otra  restricción  que  la  se- 
ñalada en  el  artículo  104,  de  que  aquí  no  se 
trata; 

4^  Que  para  que  el  matrimonio  celebrado 
con  las  solemnidades  legales  deje  de  producir 
efectos  civiles,  es  de  rigor  que  sea  declarado 
nulo  por  sentencia  dictada  por  autoridad 
competente,  como  lo  prescriben  entre  otros 
los  artículos  103,  117,  inciso  2^  del  122,  123, 
128  y  1764  del  Código  Civil  y  36  y  37  de  la 
Ley  de  Matrimonio  Civil  y  lo  consagra  en 
términos  generales  en  el  artículo  1687  de 
aquel  Código,  y  según  se  ha  visto,  consta  de 
los  hechos  establecidos  que  no  se  ha  dictado 


sentencia  alguna  ó  por  la  autoridad  cdc«i-"i- 
tica  ó  por  la  justicia  ordinaria  despué>  it 
promulgada  la  Ley  de  Matrimonio  Civi  <.  c 
haya  declarado  la  nulidad  del  que  contra. 
doña  Isabel  Díaz  con  don  Eleodoro  Baeza; 

5^  Que  aún  cuando  constara  la  existen  .: 
de  algún  impedimento  diiimente  quehubira 
obstado  al  matrimonio  en  referencia,  <'»  ^ :e 
por  su  celebración  autorizara  su  nuií.!\: 
esta  consideración  no  puede  ser  acogida  sr^ 
en  el  juicio  correspondiente  de  lato  cor.íx  • 
miento,  sustanciado  entre  legítimos  con^'í- 
dictores  ante  la  autoridad  á  quien  tocató 
dir  sobre  dicha  nulidad,  según  los  precept> 
legales  que  acaban  de  citarse; 

6^  Que,  por  otra  parte,  los  hechos  esta  ^ 
cidos  en  la  sentencia  recurrida,  manifie^ti: 
que  no  se  ha  probado  suficientemente  n* 
cuando  se  contrajeron  las  segundas  n'jfKÍ> 
estuviera  casada  doña  Isabel  Díaz.  pue<  r<s 
resolución,  según  su  referencia,  sóloexprcss 
"que  se  deduce  de  las  sentencias  corriente* cr, 
copia  del  juicio  criminal,  que  á  la  íeclnde!b 
segundas  nupcias,  se  hallaba  vigente  e!p^- 
mer  matrimonio»,  sin  dar  por  establecii  <  í 
hecho; 

7^  Que  además  la  sentencia  dictada  en  c 
juicio  crimínala  que  alude  la  recurrida ír^ 
absolutoria  déla  instancia  v  no  condena: 
ria,  y  por  tanto,  no  puede  tenerla  fuerz:i  e 
cosa  juzgada  en  materia  civil,  confomi'"  r. 
precepto  del  artículo  202  del  Código  dcPn- 
cedimiento  Civil,  á  loquease  agrega qucf^ 
aquel  juicio  nada  se  decidió  ni  se  pudo  dea  Ir 
acerca  de  la  nulidad  de  las  segundas  napcj' 
de  doña  Isabel  Díaz,  sino  que  en  la  parte  ccc- 
siderativadel  respectivo  fallo  se  hizo  una  kt- 
afirmación  incidental  más  ó  menos  funfb-s. 
sobre  la  supervivencia  del  primer  man  a 
afirmación  que  la  resolución  recurrida  eftírrá 
dudosa  conforme  al  mérito  del  proceso  actia 
en  el  que  se  ha  hecho  constar  que  el  ¡ndivi  ^ 
que  se  suponía  yivo,  se  denominaba  Domirí' 
Díaz  Vergara  y  no  Domingo  Díaz  \egí'.^!" 
era  el  nombre  del  primer  contrayente; 

8^  Que  habiéndose  contraído  con  las  soícin' 
nidades  legales  el  matrimonio  de  la  Díai  cf^' 
don  Eleodoro  Baeza,  y  no  existiendo  «¡«n^'^ 
cia  de  nulidad,  tal  matrimonio  tiene  ioxi^^^' 
mente  que  producir  todos  los  efectos  citir' 
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ue  le  atribuye  la  ley,  ya  sea  entre  los  con- 
"ayentes,  ó  bien  respecto  de  las  filiaciones 
ue  de  él  se  deriven,  salvo  las  impugnaciones 
ue  de  estas  últimas  procedan  y  de  que  aquí 
o  se  trata; 

9*^  Que  segnn  lo  expuesto,  el  artículo  122 
el  Código  Civil,  que  habla  de  los  efectos  ci- 
iles  del  matrimonio  contraído  con  buena  fe 
justa  causa  de  error,  sólo  se  aplica  al  ma* 
rimonio  putativo,  esto  es,  al  que  ha  sido 
eclarado  nulo  por  sentencia  de  autoridad 
ompetente,  y  de  ningún  modo  á  aquel  que 
absista  no  obstante  los  impedimentos  que 
enga  6  haya  tenido;  pues  el  estado  civil  que 
ste  contrato  produce  no  se  halla  subordina- 
o  á  la  voluntad  de  las  partes  ni  á  las  apre- 
iaciones  judiciales  que  incidan  en  juicios  ex- 
raños  al  de  nulidad;  y 

10.  Que  entre  los  efectos  civiles  que  produ- 
e  el  matrimonio  subsistente,  se  hallan  reco- 
locido  los  que  ejercen  los  demandados  en  su 
espectivo  título  de  fs.  12;  y  por  haberlos  des- 
onocido  la  sentencia  recurrida,  se  han  in- 
ringido  los  artículos  122,  305,  306,  308, 
.216,  1218  y  1546  del  Código  Civil  invóca- 
los en  la  formalización  del  recurso. 

Visto  el  artículo  940  del  Código  de  Proce- 
limiento  Civil,  se  invalida  la  sentencia  recu- 
TÍda  de  5  de  enero  de  1904,  por  infracción 
le  los  artículos  que  se  mencionan  en  el  con- 
siderando anteriormente  citado. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Urrutia. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
Palma  Guzmán,  quien  no  da  lugar  á  la  casa- 
nón  por  las  razones  que  funda  en  el  libro  res- 
pectivo  Leopoldo  Urrutia,— J,  Gabriel  Pal- 
ma Guzmán Galvariao    Gallardo Gabriel 

Gaetc—V,  Aguirre  V.—AbelSaavedra,—J.  Ale- 
jo  Fernández. 

VOTO   BSPECI»X 

En  el  juicio  seguido  entre  doña  Isabel  Díaz 
y  doña  Sara  Baeza,  representada  por  su  ma- 
rido don  José  Gauche,  contra  doña  Julia  Bae- 
za sobre  reforma  del  testamento  de  don  Eleo- 
doro  Baeza,  el  Tribunal  ha  invalidado  por 
mayoría  de  votos  la  sentencia  de  5  de  enero 
de  1904,  pronunciada  por  una  de  las  salas 
de  la  Corte  de  Apelaciones  de  Santiago,  con- 


tra el  voto  del  que  suscribe,  quien  ha  sido  de 
opinión  que  se  declare  sin  lugar  el  recurso  y 
se  condene  á  los  recurrentes  á  pajear  las  cos- 
tas del  recurso  y  pérdida  de  la  cantidad  con- 
signada. 

Para  opinar  de  esta  manera,  ha  tenido  pre- 
sente que  si  bien  el  matrimonio  nulo  produce 
los  mismos  electos  civiles  que  el  válido,  res- 
pecto del  cónyuge  que  de  bueníi  fe  y  con  justa 
causa  de  error  lo  contrajo,  estos  efectos  dejan 
de  producirse  desde  que  falta  la  buena  fe  por 
pnrte  de  ambos  cónyuges  (art.  122  del  Códi- 
go Civil). 

En  el  caso  actual,  la  señora  Díaz  v  don 
Eleodoro  Baeza  no  han  estado  de  buena  fe  al 
continuar  viviendo  maritahnente,  después 
que  se  siguió  contra  ellos  la  causa  criminal 
por  doble  matrimonio,  en  que  fueron  abstiel- 
tos  únicamente  de  la  instancia,  por  no  encon- 
trarse plenamente  probado  que  hubieran  pro- 
cedido á  celebrarlo  á  sabiendas  de  que  vivía 
el  primer  marido,  aunque  había  fuertes  presun- 
ciones para  condenarlos.  En  la  misma  sen- 
tencia se  dejó  establecido  el  hecho  deque  vivía 
el  primer  marido  al  tiempo  de  pronunciarse. 

La  buena  fe  que  han  debido  tener  los  cón- 
yuges del  segundo  matrimonio  para  que  se 
produzcan  los  efectos  civiles,  ha  faltado  para 
que  después  de  prontinciada  sentencia  en  la 
causa  criminal,  pudieran  continuar  viviendo 
maritalmente,  puesto  que  la  buena  fe  en  este 
cpso  es  la  conciencia  de  haberse  celebrado  el 
matrimonio  entre  personas  que  no  tenían  im- 
pedimento dirimente  para  celebrarlo,  y  que 
no  hubo  fraude  ó  dolo  para  ocultar  el  impe- 
dimento. 

La  unión  irregular  en  que  continuaron  vi- 
viendo la  señora  Díaz  y  don  Eleodoro  Baeza, 
ha  tenido  que  afectar  necesariamente  á  la 
legitimidad  de  la  señora  Sara  Baeza,  uno  de 
los  demandantes,  que  ha  sido  concebida  más 
de  dos  años  después  de  pronunciada  la  sen- 
tencia en  el  juicio  criminal,,  cu  and  o  ya  la  bue- 
na fe  había  desaparecido  entre  los  cónyuges 
del  segundo  matrimonio.  La  señora  Sara  no 
podrá  por  consiguiente  reclamar  legalmente 
su  calidad  de  hija  legítima  y  el  derecho  á  bie- 
nes que  como  á  tal  estado  civil  le  correspon- 
dería, en  presencia  de  los  hechos  que  demues- 
tran que  ha  venido  al  mundo  de  una  unión  in- 
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correcta,  cuando  vivía  todavía  el  marido  legí- 
timo de  la  señora  Díaz,  su  madre. 

Estando  pues  subsistente  el  primer  matri- 
monio que  no  ha  sido  disuelto  por  la  muerte 
de  uno  de  los  cónyuges  ó  por  sentencia  de 
autoridad  competente,  no  ha  podido  celebrar- 
se válidamente  el  segundo,  subsistiendo  este 
impedimento  dirimente,  que  produce  necesa- 
riamente, la  nulidad  del  segundo. 

Todavía,  la  personalidad  jurídica  de  la  se-  . 
ñora  Sara  no  está  legalmente  acreditada  en- 
autos;  no  ha  justificado  el  derecho  que  aún 
cuando  fuera  hija  legítima  puede  hacer  valeren 
este  juicio.  Se  ha  querido|acreditar  su  filiación 
con  la  partida  de  bautismo  en  que  se  dice  que 
fué  bautizada  el  10  de  mavo  de  1885  de  diez 
y  nueve  años  un  mes  de  nacida,  esto  es,  vein- 
tiún años  después  de  pronunciada  la  sentencia 
en  el  juicio  criminal.  Pero  esta  clase  de  ins- 
trumentos, producidos  en  el  régimen  admi- 
nistrativo eclesiástico,  no  tiene  valor  alguno 
para  probar  el  estado  civil  de  las  personas, 
después  de  promulgada  la  ley  de  Registro  Ci- 
vil de  17  de  julio  de  1884,  que  obliga  á  todas 
las  personas  no  inscritas  en  los  registros 
actuales  á  la  fecha  de  la  promulgación  de  la 
ley  á  hacer  la  inscripción  de  su  estado  con 
arreglo  á  las  prescripciones  de  la  nueva  ley. 
La  señora  Sara  no  puede  ser  considerada 
civilmente  como  hija  de  don  Eleodoro  Baeza 
por  no  estar  inscrito  en  el  registro  civil  el 
estado  que  se  atribuye  y  por  no  estar  inscrita 
en  los  registros  parroquiales  antes  de  la  pro- 
mu  gación  de  la  ley  de  Registro  Civil. 

En  la  sentencia  de  la  mavoría  del  Tribunal  se 
ha  dicho  que  para  que  el  matrimonio  celebra- 
do con  las  solemnidades  legales  deje  de  pro- 
ducir efectos  civiles,  es  de  rigor  que  sea  decla- 
rado nulo  por  sentencia  dictada  por  autori- 
dad competente,  fundándose  en  las  disposi- 
ciones de  los  artículos  103  y  117,  inciso  2.^ 
del  artículo  122,  123,  128  y  1764  del  Código 
Civil  y  artículos  36.y  37  de  la  Ley  de  Matri- 
monio Civil,  pero  el  que  suscribe  no  encuentra 
que  tal  precepto  esté  consignado  en  los  nr- 
tículos  citados.  En  efecto,  el  artículo  103  se 
limita  á  establecer  que  á  la  autoridad  ecle- 
siástica toca  decidir  sobre  la  validez  del  ma- 
trimonio que  se  trata  de  contraer  ó  se  ha 
contraído;  qv«  la  ley  civil  reconoce  como  im- 


pedimentos para  el  matrimonio  los  que '«a 
sido  declarado  tales  por  la  Iglesia  Católk:  t 
que  toca  á  la  autoridad  eclesiástica  ce^Ki 
sobre  su  existencia  y  conceder  dispensa  U 
ellos.  El  artículo  117  prescribe  que  el  nat.'- 
monio  entre  personas  católicas  se  celelr?: 
con  las  solemnidades  prevenidas  porlalz*- 
sia,  y  que  compete  á  la  autoridad  eclesü«tici 
velar  por  el  cumplimiento  de  ellas.  El  arda/ 
122,  lejos  de  establecer  la  necesidad  quesea 
declarada  previamente  por  sentencia  la  :u' 
dad  del  matrimonio,  declara,  como  rase iti 
expuesto,  que  el  matrimonio  nulo  prodi^Y. 
respecto  del  cónyuge  que  lo  contrajo  de  b- 
na  fe,  los  mismos  efectos  que  el  matrin:  - 
válido;  pero  que  deja  de  producir  efectos  v-.- 
les  desde  que  falta  la  buena  fe  por  parte  < 
ambos  cónyuges;  y  en  su  indso  2^  ajya> 
posición  es  la  invocada,  se  habla  de  lasCv:r 
ciones  y  promesas  que  se  bajan  hechc  a 
cónyuges,  materia  de  que  no  se  trata  ecr:? 
juicio  y  que  es  ocioso  analizar.  El  artfv. 
123  se  ocupa  de  las  causas  de  la  disok  : 
del  matrimonio  y  de  sus  efectos,  cuesii -r^ 
que  no  son  objeto  de  este  litigio.  En  eí  1.* 
sólo  se  habla  de  la  época  en  que  pnede  pasa: 
á  segundas  nupcias  la  mujer  cuando  baja  s>: 
disuelto  ó  declarado  nulo  el  matnmoDia  i 
el  artículo  1774,  de  los  casos  en  qoescdis^t- 
ve  la  sociedad  conyugal. 

Las  disposiciones  de  los  artículos  qoesf> 
jan  recordados  no  establecen,  píi«.  <!« '^^ 
necesario  ante  todo  la  declaración  de  la  ce. 
dad  del  matrimonio,  para  tratar  y  rcsoA' 
las  cuestiones  que  &e  promuevan  sobre- 
efectos  civiles  de  un  matrimonio  nulo  en  p 
los  cónyuges  hayan  estado  de  mala  fe  }«^ 
que  las  cuestiones  que  se  debaten  no  se  Ti- 
tilan entre  los  cónyuges  sino  entre  otros  i-f^ 
resados.  Lo  que  sucede  á  diario  en  matrJ 
criminal  demuestra,  de  una  manera  evidfftf 
la  exactitud  de  la  teoría  que  se  sostiene  r 
este  voto.   Frecuentemente  se  veqo<»P*^" 
ñas  que  han  sido  procesadas  por  doble 
trimonio,  han  sido  condenadas  pof  <ste 
to,  sin  que  haya  sido  menester  q«*  P^ 
mente  se  haya  pronunciado  sentenciaos  • 
lución  del  matrimonio. 

No  encuentra  tampoco  el  qne  soscn 


las  disposiciones  de  la  ley  de  Matnin 


íffuio^' 


lURISPRUDBNa  k 


435 


íl  prescripción  alguna  en  que  se  establezca 
ue,  para,  que  pueda  tratarse  de  los  efectos 
iviles  de  un  matrimonio  nulo,  sea  menester 
ue  antes  se  haya  pronunciado  sentencia  de- 
tarando  la  nulidad  de  éi.  Las  disposiciones 
e  los  artículos  36  y  37  de  la  Ley  de  Matri- 
lonio  Civil  citadas,  no  establecen  este  pre- 
epto.  El  primero  de  los  artículos  citados 
on  tiene  un  precepto  muy  distinto  y  para  un 
aso  muy  diferente  del  que  es  objeto  de  este 
ecurso.  Se  supone  en  él  que  haya  dos  matri- 
nonios  y  que  se  diga  de  nulidad  del  segundo 
andándose  en  la  existencia  del  primer  matri- 
nonío,  y  para  el  caso  que  también  se  dijiere 
le  nulidad  del  primero  se  establece  la  regla 
le  que  se  resuelva  previamente  la  validez  ó 
lulidad  del  primer  matrimonio.  El  procedi- 
miento es  razonable  y  lógico;  debe  averiguar- 
se si  es  verídico  el  fundamento  de  la  nulidad; 
debe  averiguarse  la  existencia  del  fundamento 
de  la  petición  de  la  nulidad  del  segundo  ma- 
trimonio. Pero  en  el  caso  en  cuestión,  los  an* 
tecedentes  no  son  los  mismos.  No  se  trata 
aquí  de  atacar  la  validez  del  primer  matrimo- 
nio. Las  partes  y  las  sentencias  están  de 
acuerdo  en  reconocer  que  ese  matrimonio  se 
ba  verificado  legalmente;  que  el  primer  mari- 
do vive;  y  resulta  el  hecho  que  no  hay  recla- 
mación de  nulidad.  La  cuestión  ventilada  ha 
sido  solamente  sobre  los  efectos  civiles  de 
este  segundo  matrimonio  nulo. 

El  segundo  artículo  de  los  citados  que  se  vie- 
ne analizando,  no  establece  tampoco  la  necesi- 
dad lie  pronunciar  sentencia  de  disolución  del 
matrimonio  antes  de  tratar  de  los  efectos  ci- 
viles del  matrimonio  nulo.  Ese  artículo  se  li- 
mita á  enumerar  los  modos  como  se  disuelve 
el  matrimonio,  cuestión  que  no  es  objeto  de 
este  juicio. 

Estas  observaciones  conducen  pues  á  afir- 
mar la  idea  de  que  no  hay  precepto  legal  al- 
guno que  establezca  la  necesidad  de  declarar 
previamente  la  nulidad  del  matrimonio,  para 
poder  litigar  sobre  los  efectos  civiles  de  un 
matrimonio,  cuando  ha  faltado  la  buena  fe 
en  ambos  cónyuges,  y  cuando  el  demandante 
es  uno  de  los  mismos  actores  que  han  proce- 
dido con  manifiesta  mala  fe.  No  sólo  la  ley 
sino  la  moral  y  la  sana  razón  están  de  acuer- 
do en  rechazar  la  pretensión  de  que  pueda 


aprovecharse  del  fraude  la  persona  que  ha 
procedido  con  entera  mala  fe  en  la  prosecu- 
ción de  todo  acto  ó  contrato  en  perjuicio  de 
terceros.  Es  oportuno  recordar  también  que 
la  demandada,  la  menor  Julia  Baeza,  no  ha 
interpuesto  acción  de  nulidad  del  matrimonio, 
sino  que  se  hu  excepcionado  en  su  defensa 
alegando  la  mala  fe  reconocida  y  probada 
tanto  en  el  juicio  civil  como  en  el  criminal, 
excepción  que  la  ley  la  autoriza  para  invocar 
en  su  defensa. 

La  sentencia  de  la  mayoría  ha  dado  tam- 
bién como  fundamento  de  la  resolución  el  no 
estar  establecido  cfi  la  sentencia  recurrida  y 
suficientemente  acrt (litada  la  subsistencia  del 
primer  matrimonio  cuando  se  celebraron  las 
segundas  nupcias,  pero  el  que  suscribe  es- 
tima, por  el  contrario,  que  el  hecho  de  la 
existencia  del  primer  matrimonio  ha  sido 
establecido  por  la  sentencia  recurrida  en  el 
segundo  considerando  al  decir,  **que  no  está 
acreditado  que  á  la  feíha  del  segundo  matri- 
monio se  hubiera  disuelto  el  vínculo  ante- 
rior",  hecho  que  también  se  deduce,  de  la  sen- 
tencia pronunciada  en  el  juicio  criminal: 
apreciaciones  que  deben  (¡ucdar  á  firme  según 
el  precepto  del  artículo  958  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  y  scbro  las  cuales  no  es 
dado  abrir  discusión  ante  el  Tribunal  de  Ca- 
sación. 

Los  motivos  expuestos  han  decidido  al 
que  suscribe  á  considerar  que  no  han  sido  in- 
fringidos los  artículos  122,  305,  306,  308, 
1216,  1218  y  1545  del  Código  Civil  en  que  se 
fund.i  la  sentencia  de  la  mayoría,  sino  por  el 
contrario  la  demandada,  haciendo  uso  del 
derecho  que  le  reconoce  el  artículo  308,  ha  po- 
dido probar  la  falsedad  del  estado  de  viudez 
que  afirmó  doña  Isabel  Díaz  para  casarse  y 
la  nulidad  del  segundo  matrimonio  contraído 
con  don  Eleodoro  Baeza  y  que  no  hay  moti- 
vo para  invalidar  la  sentencia  recurrida,  sino 
que  debe  dejarse  subsistente.—/.  Gabriel  Pal- 
ma Guzmán. 

Y  fallando  la  causa: 

Santiago,  junio  24  de  1906. — Vistos:  Acep- 
tada la  exposición  de  la  sentencia  apelada  de 
23  de  diciembre  de  1902,  v 
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Considerando: 

1^  Que  se  hallan  acreditados  en  autos  los 
hechos  siguientes: 

A)  Que  doña  Isabel  Díaz  contrajo  matri- 
monio condón  Domingo  Díaz  Muñoz  y  Vega; 

B)  Que  la  misma  Díaz  contrajo  segundo 
matrimonio  con  don  Eleodoro  Baeza  después 
que  la  autoridad  eclesiástica  competente  con- 
sideró acreditado  con  la  información  respec- 
tiva el  estado  de  viuda  de  la  mencionada 
Díaz; 

C)  Que  según  la  misma  resolución  se  dedu- 
ce de  las  sentencias  recaídas  en  el  juicio  cri- 
minal que  por  doble  matrimonio  se  siguió  á 
la  Díaz  y  á  su  segundo  esposo  don  Eleodoro 
Baeza,  que  á  la  fecha  de  las  segundas  nup- 
cias estaba  vigente  el  primer  matrimonio 
(considerando  2^  de  la  sentencia  de  primera 
instancia,  aceptado  por  la  recurrida); 

D)  Que  en  el  juicio  criminal  antedicho,  fue- 
ron absueltos  de  las  instancias  los  procesa- 
dos, en  razón  de  no  estar  plenamente  acredi- 
tado en  autos  que  hubieran  procedido  de 
mala  fe  á  contraer  esas  nupcias; 

E)  Que  no  existe  sentencia  de  tribunal  al- 
guno que  haya  declarado  la  nulidad  del  se- 
gundo matrimonio  de  la  Díaz  con  Baeza; 

F)  Que  durante  este  segundo  matrimonio 
fué  concebida  y  nació  doña  Sara  Baeza,  que 
sin  contradicción  en  este  punto,  se  dice  hija 
de  estos  últimos;  v 

G )  Que  la  concepción  de  doña  Sara  tuvo  lu- 
gar después  del  pronunciamiento  de  la  sen- 
tencia que  absolvió  á  sus  padres. 

2^  Que  de  lo  expuesto  resulta  que  el  segun- 
do matrimonio  de  doña  Isabel  Díaz  con  don 
Eleodoro  Baeza,  fué  celebrado  por  la  autori- 
dad eclesiástica  competente  y  con  los  requisi- 
tos legales,  de  conformidad  á  lo  prescrito  por 
el  artículo  103  del  Código  Civil  que  regía 
cuando  se  contrajo;  á  la  cual  autoridad  to- 
caba entonces  calificar  las  solemnidades  pre- 
venidas por  la  Iglesia,  velar  sobre  el  cumpli- 
miento de  ellas,  decidir  acerca  de  los  impedi- 
mentos que  existieran  y  conceder  su  dispensa, 
según  lo  disponía  el  artículo  117  del  mismo 
Código. 

3^  Que  í\  dicha  autoridad  eclesiástica  co- 
rrespondía también  decidir  sobre  la  validez 


del  matrimonio  que  se  trataba  de  contraer'' 
se  había  contraído,  así  como  juzgar  acerca  «ir 
la  nulidad  del  mismo,  y  sus  resoluciones  ec  !o 
tocante  á  estos  puntos  producían  efectos  ar- 
les, como  lo  mandaban  los  artículos  103  jL 
de  dicho  cuerpo  de  leyes,  sin  otra  restricci': 
que  la  señalada  en  el  artículo  104  de  quea.y 
no  se  trata. 

4^  Que  para  que  el  matrimonio  celebra: 
con  las  solemnidades  legales  deje  de  pri¿d'j»;.r 
efectos  civiles,  es  de  rigor  que  sea  declarad" 
nulo  por  sentencia  dictada    por    autorida* 
competente,  como  lo  prescriben  entre  otr"« 
los  artículos  103,  117,  inciso  29del  122. 12  . 
128  y  1764  del  Código  Civily  36y37  déla  r 
de  Matrimonio  Civil,  y  lo  consagra  en  terri- 
nos generales  el  artículo  1687  de  aquel  Cót!-.: . 
y  según   se  ha  visto,  consta  de  los  hecho«  es- 
tablecidos que  no  se  ha  dictado  sentencia  i- 
guna  ó  por  la  autoridad  eclesiástica,  ó  porL 
justicia  ordinaria  después  de  proninlga«k  . 
ley   de  matrimonio  civil,  que  haya  declam' 
la  nulidad  del  que  contrajo  doña  Isal)cl  Vr^ 
con  don  Eleodoro  Baeza. 

5^  Que  aun  cuando  constara  la  existencia 
de  algún  impedimento  dirimente  que  hubiera 
obstado  al  matrimonio  en  referencia,  ó  v-f 
por  su  celebración  autorizara  su  nulidad.  efU 
consideración  no  puede  ser  acogida  sino  en  i 
juicio  correspondiente  de  lato  conocimiec: 
sustanciado  entre  legítimos  contradictorr? 
ante  la  autoridad  á  quién  toca  decidir  solne 
dicha  nulidad,  según  los  preceptos  legales  q^x 
acaban  de  citarse. 

6^  Que  la  sentencia  dictada  en  el  juicio  ca- 
minal fué  absolutoria  de  la  instancia  y  no 
condenatoria,  y  por  tanto  no  puede  tenerla 
fianza  de  cosa  juzgada  en  materia  cinl  coi- 
forme  al  precepto  del  artículo  202  del  Código 
de  Procedimiento  Civil;  y  á  lo  que  se  a^^reca 
que  en  aquel  juicio  nada  se  decidió  ni  se  ^^^f- 
decidir  acerca  de  la  nulidad  de  las  segundas 
nupcias  de  doña  Isabel  Díaz;  sino  queenlap-'^r- 
te  considerativa  del  respectivo  fallo  se  hizo  naa 
mera  afirmación  incidental  más  6  menos fun 
dada  sobre  la  supervivencia  del  primer  mari- 
do, afirmación  que  es  dudosa  conforme  al  ce 
rito  del  proceso  actual,  en  el  que  se  hahecr: 
constar  que  el  individuo  que  se  iuponía  rivt 
se  denominaba  Domingo  Díaz  Vergarajno 
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min^o    Díaz  Vega,   que  era  el  nombre  del 

mer  contrayente. 

^    Que  según  lo  expuesto,  el  artículo   122 

Código  Civil,  que  habla  de  los  efectos  ci- 
?s  del  matrimonro  contraído  con  buena  fe 
usta  causa  de  error,  sólo  se  aplica  al  ma- 
monio  putativo,  esto  es,  al  que  ha  sido  de- 
irado  nulo  por  sentencia  de  autoridad  coni- 
tente;  y  de  ningún  modo  aquel  que  subsista 
►  obstante  los  imp^^dimentos  que  haya  teni- 
;  pues  el  estado  civil  que  este  contrato  pro- 
ce   no  s^  halla  subordinado  á  la   voluntad 

las  partes  ni  á  las  apreciaciones  jurídicas 
le  incidan  en  juiciosextraños  al  de  nulidad;  i 
8***   Que  entre  los  efectos  civiles  (jue  produce 

matrimonio  subsistente  se  hallan  recono- 
dos  los  que  ejercen  los  demandados  en  su 
'Spetivo  libelo. 

Vistas  las  disposiciones  citadas,  se  revoca 
i  referida  sentencia  apelada  de  23  de  diciem- 
re  de  1902,  y  se  declara  que  ha  lugar  á  la  de- 
landa  de  doña  Isabel  Díaz  viuda  de  B;ieza  y 
e  doña  Sara  Baeza  en  cuanto  por  ella  se  pide: 

1*^  Que  la  referida  doña  Sara  BaezrideOau- 
he  en  su  carácter  de  hija  legítima  tiene  dere- 
ho  á  la  parte  que  le  asigna  la  lc\'  en  la  succ- 
ión de  su  padre,  don  Eleodoro  Baeza;  refor- 
nándose  en  este  sentido  el  testamento  de  es- 
:e  último,  otorgado  en  Santiago  con  fecha  9 
le  diciembre  de  1890  ante  el  notario  don 
Bduardo  Reyes  Lavalle,  porelcual  dispuso  de 
:odos  sus  bienes  á  favor  de  doñajulia  Baeza;  y 

2^  Que  doñ«i  Isabel  Díaz  viuda  de  Baeza 
tiene,  asimismo,  derecho,  como  cónyuge  so- 
t)reviviente,  á  la  parte  de  gananciales  que  le 
asigna  la  ley  en  la  sociedad  conjugal  que  tuvo 
con  don  Eleodoro  Baeza. 

Recdactada  por  el  señor  Ministro  ürrutia. 
Acordada  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
Palma  Guzmán  quién  confirma  la  sentencia 
apelada.— Leopo/(/o  Vrrutia.—J.  (inhr'wl  Pnl- 
tnn  Guzmán.— GalvarJno  Gallardo. — Gabriel 
Gaete, —  V.  Aguirre  V.^Abel  Saavcdra. — A 
Alejo  Fernández. 


Cas.  en  la  forma  v  cas.  cív.—Santía^Oy  22  de 
marzo  y  11  de  julio  de  1906 

Fernández  Montalva  con  Fisco 

Prueba:— Lista  de  "testigos;  plazo  fa 
tal.    Concesión    de  terrenos.— Con- 
trato;  cumplimiento.  -  Apreciación 
de  los  hechos.— Vicios  del  fallo  de 
primera  instancia 

DocTRiw:— Habiéndose  hecho  In  con- 
cesión de  un  terreno  fiscal  para  la  cons- 
trucción de  un  teatro-circo  con  todos  sus 
accesorios,  con  arreglo  á  planos  aproba- 
dos por  la  Alcaldía  Municipal,  expresán- 
dose que  ''la  construcción  de  las  obras 
comenzará  antes  de  cuatro  meses* ^\  el 
concesionario  cumple  esta  condición  si 
somete  los  pl.inos  á  la  aprobación  de  la 
autoridad  local  dentro  de  ese  plazo. 

No  procede  el  recurso  de  casación  en  la 
forma  contra  la  sentencia  de  segunda 
instancia  por  vicios  de  que  puede  adole- 
cer el  fallo  de  primera  instancia  no  recia- 
muidos  oportunamente. 

Las  partes  deben  presentar  la  minuta 
sobre  punios  de  prueba  y  la.  nómina  de 
sus  testigos  dentro  de  los  cinco  días  de 
que  hablan  los  artículos  308,  309  y  361, 
de  los  cuales  no  aparece  que  este  plazo 
pueda  prolongarse  hasta  que  la  causa 
se  reciba  á  prueba  y  se  señalen  por  el 
juzgado  los  puntos  sobre  que  ella  deba 
recaer. 

Esta  fatalidad  del  término  fijado  á  las 
partes  nada  tiene  que  ver  con  la  facultad 
privativa  del  juez  para  determinar  los 
hechos  sustanciales  sobre  que  debe  recaer 
la  prueba;  ó  para  ampliar  ésta  siempre 
que  ocurre  algún  hecho  nuevo  que  tenga 
relación  estrecha  con  la  materia  del  de- 
bate  ó  de  que  antes  nó  se  tenía  conoci- 
miento. 
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Don  Arturo  Fernández  Montalva,  demanda 
al  Fisco  para  que  se  declare  vigente  la  conce- 
sión otorgada  por  el  decreto  núm.  1,029  de  30 
de  marzo  de  1904  y  se  le  indemnicen  los  per- 
juicios que  oportunamente  probará,  de  acuer- 
do con  lo  que  dispone  el  artículo  14'89  de' 
Código  Civil. 

Expone  que  el  30  de  marzo  se  decretó  la 
concesión  á  su  favor  de  una  extensión  de  terre- 
no próximo  al  Mapocho,  con  el  objeto  de  que 
construyera  un  teatro-circo,  decreto  que  se 
redujo  á  escritura  pública  con  fecha 9 de  abril, 
trabajo  que  debía  comenzar  en  el  plazo  de 
cuatro  meses,  contados  desde  la  fecha  del  de- 
creto, y  debía  terminar  en  el  plazo  de  un  año. 
que  formalizada  la  referida  concesión  pidió 
línea  á  la  Dirección  de  Obras  Municipales,  y 
encomendó  á  un  ingeniero  la  confección  de  los 
planos  respectivos;  que  en  el  local  concedido 
había  diversas  construcciones  y  en  demoler 
éstas  ocupó  más  ó  menos  un  mes,  con  lo  que 
creyó  haber  cumplido  la  cláusula  que  le  obli- 
gaba á  iniciar  los  trabajos  dentro  de  cuatro 
meses;  que  en  seguida  se  contrajo  á  emparejar 
los  terrenos  y  í»staba  en  esto  cuando  leyó  un 
decreto  del  Ministerio  de  Hacienda  que  le  ha- 
bía dado  por  cancelada  su  concesión,  debido 
al  error  de  que  no  había  iniciado  los  trabajos; 
que  no  se  ha  reparado  esta  injusticia  que  ha 
puesto  término  á  un  contrato  bilateral  de  un 
modo  ilegítimo,  puesto  que  al  hacerlo  el  Fisco 
se  ha  arrogado  los  caracteres  de  juez  y  de 
parte. 

Don  Benjamin  Vergara,  Director  del  Tesoro, 
por  el  Fisco,  pide  que  se  deseche  la  demanda, 
porque  el  artículo  4^  que  otorgó  la  concesión 
al  demandante  estableció  que  caducaría  ella 
si  no  se  daba  cumplimiento  á  las  obligaciones 
contraídas  y  porque  el  Ministerio  declaró 
caducada  la  concesión  después  de  haber  oído 
al  señor  Intendente  de  la  provincia  en  el  sen- 
tido de  que  el  concesionario  no  había  dado 
principio  á  los  trabajos. 

La  réplica  y  duplica  son  de  mero  trámite; 
se  recibió  la  causa  á  prueba,  se  rindió  la  que 
consta  de  autos,  alegaron  de  bien  probado, 
el  señor  Promotor  Kiscal  pide  que  se  deseche 
la  demanda,  se  citó  para  sentencia  y  quedó 
en  estado  con  esta  fecha. 
Considerando; 


1'  Que  la  prueba  rendida  por  el  Fisco  ^ 
inaceptable,  por  cuanto  la  lista  fué  prtsrstj 
da  fuera  del  término  de  cinco  días  que  pni 
cribe  el  artículo  361  del  Código  de  Prraá 
miento  Civil;  i 

2^  Que  la  escritura  publica  de  9  de  ¿M 
de  1904,  dispone:  "2^  El  concesionano  q::d^ 
sujeto  á  las  condiciones  siguientes  a)  ra  ci Ti- 
rreno cedido  deberá  construir  un  teatro-era 
con  todos  sus  accesorios,  cuyos  planos  srri: i 
sometidos  á  la  aprobación  de  la  Alcaldía  )iit 
nicipal;  b)\a.  construcción  de  las  obras  enri- 
zará antes  de  cuatro  meses,  contados  a*]f 
la  fecha  del  presente  decreto"; 

3^  Que  habiéndose  mencionadoen  pncf: 
tanto  la  construcción  de  un  teatro  ysass.r 
sorios,  como  la  construcción  de  planos,  fs  I- 
gico  creer  que  la  palabra  obras,  que  osat.' 
punto  6,  se  refiere  á  las  tres  constmccione: 
obras  que  quedan  indicadas; 

4^  Que  el  demandante  ha  acreditado  \.pt 
construyó  planos  dentro  del  plazo  de  ccar 
meses,  pin  nos  cuya  autenticidad  no  ba  é' 
desconocida; 

5^  Que  con  los  documentos  y  con  lasdec:: 
raciones,  el  demandante  ha  justificado  o-' 
solicitó  y  obtuvo  el  permiso  déla  Dirccció:: .: 
Obras  Municipales  y  que  ejecutó  otros  tra':- 
jos  tendentes  á  realizar  las  demás  obras  ce: 
venidas;     • 

6^  Que,  por  lo  tanto,  el  Fisco  no  hapoii 
dar  por  caducado  el  contrato; 

7^  Que.  el  demandante  no  ha  acreditai 
perjuicio  de  ninguna  especie. 

Visto  lo  que  dispone  los  artículos  167 «i? 
Código  de  Procedimiento  Civil  y  1698  v  U^ 
del  Código  Civil, 

Se  declara  que  ha  lugar  á  la  demanda*' : 
en  cuanto  se  pide  que  el  Fisco  debccumplirc 
contrato.— Da^ofeerío  La^os. 

La  Corte  de  Apelaciones: 

Santiago,  15  de  diciembre  de  1905.-Visí£»> 
con  el  mérito  de  los  considerandos  1',  2> 
y  7^  de  la  sentencia  de  primera  instancia.; 
teniendo  además  presente  que  con  las  ^ 
puestas  dadíis  á  la  pregunta  5*  del  iuif 
rrogatorio,  el  demandante  ha  comproha*^' 
que  comenzó  las  obras  de  que  se  trata  átatt^ 
del  plazo  de  cuatro  meses  que  se  le  fijóport 
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xeto  supremo  de  30  de  marzo  de  1904,  in- 
to  en  la.  escritura  pública,  se  confirma  la 
tencia,  apelada  de  19  de  julio  último.  De- 
ilvanse. 

Lcordada  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
rraín  Z.»  quien  estimando  que  la  nota  del 
ior  Intendente  de  la  provincia  concuerda 
n  con  las  disposiciones  de  los  testigos,  que, 
nque  no  sean  atendibles  legalmente  en  el  pre  * 
ite  juicio,  contribuyen  á  formar  una  pre- 
ación  de  verdad  superior  á  la  declaración 
los  dos  testigos  presentados  por  el  deman- 
nte,  estuvo  por  revocar  la  referida  sentencia 
absolver  al  Fisco  de  la  demanda — L.  R, 

ora .J.  liinacío  Larraín  Z.-^R.  Reyes  Solar, 

Contra  esta  última  interpuso  el  Fisco  los 
curso  de  casación  en  la  forma  y  en  el  fondo, 
formalizando  el  primero,  dice  en  el  escrito 
le,  fundándose  el  fallo  en  haberse  acreditado 
srtos  hechos  con  las  declaraciones  del  inte- 
ogatorio,  y  que  habiéndose  prestado  esas 
aclaraciones  sin  llenarse  el  trámite  del  jura- 
ento  en  la  forma  prescrita  por  la  ley,  ese 
lio  debe  declararse  nulo,  puesto  que  se  han 
iringido  los  artículos  73,  352  y  941  del  Có- 
igo  de  Procedimiento  Civil, 

la  Corte: 

Teniendo  presente: 

I''  Que  aun  en  el  supuesto  de  que  el  vicio 
n  que  se  tunda  el  recurso  fuera  efectivo  y  de 
quellos  que  señala  la  ley  como  causal  de  nu- 
idad,  habría  afectado  á  la  sentencia  de  pri- 
Qera  instancia,  por  lo  cual  debe  entenderse 
[ue  dicho  vicio  fué  renunciado  por  el  recu- 
rente; 

2*?  Que,  además,  el  artículo  946  del  Código 
le  Procedimiento  Civil  prescribe  que  para 
^ue  pueda  ser  admitido  el  recurso  de  casación 
m  la  forma  es  indispensable  que  el  que  lo  en- 
table haya  reclamado  de  la  falta,  ejerciendo 
oportunamente  y  en  todos  sus  grados  los  re- 
cursos establecidos  por  la  ley,  se  declara  sin 
lugar  el  presente  recurso  de  casación  en  la 
forma  interpuesto  por  el  Fisco. 

Pasen  los  antecedentes  al  Tribunal  Pleno 
para  los  ñnes  legales. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Urrutia.— 
Leopoldo  ürrvtia.— Gabriel  Gaete — V.  Agui" 
m  V.^Carlos  Varas. 


Formalizando  el  recurso  de  casación  en. el 
fondo,  dice:  que  la  sentencia  recurrida  ha  in- 
fringido la  disposición  del  artículo  361  del 
Código  de  Procedimiento  Civil,  lo  que  ha  in- 
fluido sustancial  mente  en  lo  dispositivo  de 
ella,  al  estimar  que  la  prueba  del  Fisco  es 
inaceptable  por  haberse  presentado  los  testi. 
gos  fuera  del  término  de  cinco  días  á  que  se 
refíere  el  citado  artículo,  por  lo  cual  apoyado 
en  las  disposiciones  de  los  artículos  308,  309 
y  340  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  pi- 
de se  le  conceda  el  recurso  y  se  envíen  los  an- 
tecedentes á  la  Excma.  Corte. 

Fundando  el  recurso,  dice:  que  la  sentencia 
se  aparta  de  la  verdadera  teoría  establecida 
en  los  artículos  308,  309  y  361  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  porque  los  términos  de 
cinco  días,  concedidos  á  cada  parte  para  pre- 
sentar una  minuta  y  de  otros  cinco  para  pre- 
sentar la  lista  de  los  testigos  que  han  de  de- 
clarar, no  son  términos  fatales. 

Así  se  ve  en  la  disposición  del  artículo  309 
que  siendo  el  caso  de  recibir  á  prueba  la  cau- 
sa, el  juez  fijará  los  puntos  de  prueba  de  la 
minuta  ó  agregará  otros,  según  su  criteri.o, 
ya  sea  que  no  se  hubiese  presentado  ó  que  se 
presentase  después  de  los  cinco  días,  cuando 
ajuicio  del  juez  haya  puntos  sustanciales  que 
se  hayan  invocado  en  los  puntos  presentados. 

Por  la  misma  razón,  el  plazo  para  presen- 
tar lista  de  testigos  no  expira  sino  cuando  el 
juez  ha  dictado  el  auto  de  prueba. 

La  disposición  del  artículo  361  impone  á  la 
parte,  es  verdad,  que  presente  la  lista  de  tes- 
tigos dentro  del  plazo  de  cinco  días,  bajo 
apercibimiento  de  no  ser  examinados  si  no  se 
presentase  la  lista  ó  los  que  no  estuviesen  in- 
cluidos en  ella.  Pero  esta  disposición  no  es  tan 
severa  en  absoluto,  porque  el  inciso  final  del 
mismo  artículo  ampara  al  litigante  de  buena 
fe  autorizando  al  Tribunal  para  admitir  tes- 
tigos en  casos  muy  calificados.  Esto  demues- 
tra que  el  plazo  de  cinco  días  no  es  fatal  y  que 
el  mero  transcurso  del  plazo  no  priva  al  liti- 
gante de  la  facultad  de  hacer  uso  dees  tos  dere- 
chos; el  plazo  para  presentar  lista  de  testigos 
no  expira  sino  cuando  se  ha  dictado  el  auto 
de  prueba.  £n  consecuencia,  deben  ser  exami- 
nados todos  los  testigos  presentados  antes 
de  recibir  la  causa  á  prueba.  Aceptando  esta 
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manera  de  pensar,  fué  que  los  testigos  presen- 
tados por  el  Fisco  han  sido  admitidos  á  de- 
clarar sin  protesta  del  demándame. 

En  el  caso  que  fuera  efectivo  que  no  debie- 
ran examinarse  los  testigos  por  haberse  pre- 
sentado la  lista  después  de  los  cinco  días  de 
plazo  en  que  debió  presentarse,  el  vicio  ha- 
bría sido  subsanado  en  el  caso  presente  por 
la  renuncia  tácita  del  demandante,  por  no 
haberse  opuesto  á  que  se  les  tomara  declara- 
ción. 

Apoyado  en  los  fundamentos  que  deja  ex- 
puestos pide  que  se  dé  lugar  al  recurso  y,  pro- 
nunciándose nueva  sentencia,  se  revoque  la 
de  primera  instancia,  desechando  la  demanda. 
151  representante  de  don  Arturo  Fernández 
Montalva  respondiendo  sostiene,  á  su  vez, 
que  los  plazos  de  cinco  días  establecidos  por 
la  ley  para  presentar  la  minuta  de  los  puntos 
de  prueba  y  la  lista  de  testigos  de  que  el  liti- 
gante piensa  valerse,  son  fatales,  según  la  dis- 
posición del  artículo  67  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil;  y  que  los  derechos  se  extin- 
guen por  el  sólo  trascurso  del  tiempo,  sin  que 
se^  necesario  que  se  practique  diligencia  al- 
guna para  que  se  entiendan  caducados,  ni 
acusar  rebeldía,  ni  solicitarse  que  se  declare 
á  la  parte  incursa  en  el  nperciblmiento. 

Los  términos  de  los  artículos  308  y  361  es- 
tán comprendidos  en  la  disposición  del  artí- 
culo 67  mencionado. 

En  cuánto  al  argumento  de  que  se  supone 
renunciado  el  derecho  para  objetar  las  decla- 
raciones de  los  testigos,  por  no  haber  hecho 
valer  el  vicio  de  que  adolecía,  en  concepto  del 
Fisco,  el  fallo  de  segunda  instancia,  por  no 
haber  objetado  en  primera  instancia  ladis[)o- 
sición  délos  testigos  que  presentó,  carece  de 
verdad. 

Al  alegar  de  bien  probado  reclamó  de  que 
la  prueba  rendida  por  el  Fisco  adolecía  del 
vicio  de  nulidad  absoluta,  por  no  habet  se  pre- 
sentado la  lista  de  testigos  dentro  del  térmi- 
no fatal  previsto  por  el  artículo  361. 

No  objetó  la  declaración  de  esos  testigos  en 
la  sesión  de  prueba  porque  no  tenía  conoci- 
miento del  vicio  de  nulidad  que  alegó  des- 
pués, vicio  que  puede  reclamar  en  cualquier 
tiempo. 
Pero  como  al  Tribunal  de  casación  sólo  co- 


rresponde en  este  caso  comprobar  si  .uv  , 
violada  por  el  fallo  recurrido  la  ley  -;:c.  i 
el  Fisco,  concluye  pidiendo  que  se  (kv. 
recurso,  con  costas. 

La  Corte: 

Teniendo  presente: 

1^  Que  la  sentencia  recurrida,  junto  r 
aceptar  algunos  de  los  fundamentos  <:c". 
primera  instancia,  dijo  textualmente,  qu-.  : 
las  respuestas  dadas  á  la  pregunta  ó  •:.  : 
terrogatorio,  el  demandante  ha  compr 
que  comenzó  las  obras  de  que  setratu  . 
tro  del  plazo  de  cuatro  meses  que  se  le  :;;• 
decreto  supremo  de  30  de  marzo  de  VM.  • 
serto  en   la  escritura  pública. 

2^  Que  esta  caliñcación  del  hecho  a 
que  fué  materia  de  la  controversia,  tv» 
ponde  soberanamente  á  los  tribunales  fV 
do,   sin   que  sus  apreciaciones  puedan  re 
carse  por  vía  de  casación,  á  pretextoilc. 
vocadas  ó  erróneas; 

3*^  Que  en  el  supuesto  que  el  consiHcr. 
del  fallo  de  primera  instancia  queestiiL-^ ' 
ceptable  la  prueba  rendida  por  el  Físm  * 
haber  presentado  la  lista  de  suststigOít-r' 
del  término  de  cinco  días  que  prescnber. 
tículo  361  del  Código  de  Procedimiento  ^ 
hubiera  influido  sustancialnientc  en  b  *« 
tencia  reclamada,  no  se  deduciría  de  u^tt - 
antecedente  que  se  habían  infringido  el  re  f 
do  artículo  v  los  308  v  309  del  mismo  v. 
go,  que  tratan  del  plazo  en  que  cada''* 
debe  presentar  la  lista  respectiva  de  so?  *i'' 
gos,   sin   manifestar  previamente  que  '¡^ 
plazo  no  es  fatal  según  el  texto  y  el  es: 
de  las  disposiciones  que  se  suponen  i- 
gidas; 

4*^  Que  tanto  el   precepto  del  artúu 
del  Código  de  Procedimiento,  como  la  v>; 
sición  contenida  en  el  artículo  49  del  C;'^  ^ 
Civil,  establecen  la  regla  de  que  siemp^  . 
se  trate  de  un  acto  que  deba  cjecutarscf* 
dentro  de  cierto   término,  se  entender*  - 
vale  si  se  ejecuta  duranteel  espacio  de tr 
designado,  y  en  caso  contrario,  losdcfiN" 
para  cuyo  ejercicio  se  ha  fíjado  el  ^\sxo^^-' 
tenderán  irrevocablemente  extinguidosp  •' 
ministerio  solo  de  la  le3'; 
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5^  Que  los  artículos  308  y  309,  lo  mismo 
lue  el  361  del  Código  de  Procedimiento,  fijan 
:1  plazo  de  cinco  días  dentro  del  cual  cada 
)arte  debe  presentar  la  minuta  de  puntos  de 
prueba  y  la  nómina  de  sus  testigos,  sin  que 
aparezca  de  su  redacción  que  este  plazo  puede 
prolongarse  hasta  que  se  reciba  la  causa  á 
prueba  y  se  señalen  en  ese  auto  los  puntos 
sobre  que  ella  deba  recaer; 

6*^    Que  ía  fatalidad  del  término  que  la  ley 

fija  para  que  las  partes  presenten  las  minutas 

de  puntos  de  prueba  y  nómina  de  testigos, 

nada  tiene  que  ver  con  la  facultad  privativa 

del  juez    para  determinar  en  el  auto  por  el 

que   recibe  á  prueba  una  causa  los  hechos 

sustanciales  sobre  que  ella  debe  recaer,  del 

mismo  modo  que  le  corresponde,  con  el  objeto 

de  investigar  la  verdad,  ampliar  la  prueba 

siempre  que  ocurre  algún  hecho  nuevo  que 

tenga  relación  estrecha  con  la  materia  del 

debate  ó  que  se  trate  de  hecho  de  que  antes 

no  se  tenía  conocimiento. 

Por  estos  fundamentos  y  vistas  las  leyes 
que  quedan  citadas  y  los  artículos  167,  940 
y  958  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se 
declara  sin  lugar  el  recurso  de  casación  en  el 
fondo  interpuesto  por  el  Fisco  contra  la  sen- 
tencia de  fecha  15  de  Diciembre  de  1905. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Yergara 
A\bano.—G¿dvarino  Gallardo. — Gabriel  Gae- 
te. —  F.  Aguirre  V.—AheJ  Saavedra.—E.  Fós- 
ÍL  r  Recabarren . — A.  Verg  ara  A I  baño.  —J.  Ber- 
nales. 


inadmisible  el  recurso  de  casación  anun- 
ciado fuera  del  plazo  de  cinco  días  conta- 
dos desde  esa  fecha. 


Cas.  en  la  forma 25  de  setiembre  de  1906 

Vásquez  con  Labra 

Notiflcación  tácita.    Inadmlslbilidad; 
recurso  anunciado  fuera  de  término. 

Doctrina: —  Una  resolución  debe  su- 
ponerse debidamente  notificada  á  la  par- 
te en  la  fecha  en  que  ésta  ocurre  ante  el 
tribunal  que  la  dictó  solicitando  su  re- 
posición^  en  conformidad  al  artículo  58 
del  Código  de  Procedimiento  Civil;  y  es 


En  la  ejecución  seguida  por  don  Nahum 
Vásquez  contra  don  Julio  Labra,  dedujo  ter- 
cería doña  Dolores  Labra,  reclamando  el  do- 
minio de  los  bienes  embargados. 

Desechada  la  tercería,  interpuso  la  señora 
Labra  recurso  de  apelación  contra  la  senten- 
cia de  primera  instancia;  y  elevados  los  ante- 
cedentes al  tribunal  superior,  se  solicitó  la 
deserción  del  recurso  y  se  dictó  la  siguiente 
resolución: 

Santiago,  23  de  mayo  de  1906.— En  lo  prin- 
cipal se  señala  á  doña  Dolores  Labra  el  plazo 
de  dos  días  para  que  constituya  apoderado, 
como  está  ordenado,  bajo  apercibimiento  de 
llevarse  adelante  sin  mas  trámites  la  deser- 
ción solicitada  de  contrario;  al  otrosí,  no  fi- 
gurando como  apelante  don  Julio  Labra,  no 
ha  lugar.—  Luis  Barriga.—J.  Agustín  Rojas. 
— R.  Revés  Solar. 

No  habiendo  comparecido  el  apelante, 

La  Corte  resolvió: 

Santiago,  29  de  mayo  de  1906.—  Vistos: 
No  habiendo  comparecido  á  esta  instancia 
doña  Dolores  Labra,  ni  dado  cumplimiento  á 
lo  ordenado  en  el  decreto,  en  rebeldía  de  dicha 
señora  se  declara  desierto  en  costas  el  recur- 
so de  apelación  deducido  contra  la  sentencia 
de  21  de  abril  último.  —  Lu/s  Barriga.—  J. 
Agustín  Rojas.— R.  Reyes  Solar, 

La  tercerista  pidió  reposición  de  esta  sen- 
tencia, la  cual  le  fué  denegada  por  la  siguien- 
te resolución: 

Santiago,  5  de  julio  de  1906— Vistos:  Te- 
niendo presente:  que  el  artículo  53  del  Códi- 
go de  Procedimiento  Civil  dispone  que  las 
providencias  á  que  él  se  refiere  se  entenderán 
notificadas  á  las  partes  desde  que  se  incluvan 
en  el  estado  y  que  la  resolución  reclamada 
figura  en  el  estado  respectivo,  por  lo  cual  de- 
be  entenderse  notificada  de  ella  oportuna- 
mente doña  Dolores  Labra,  se  fleclara  sin  lu- 
gar, con  costas,  la  reconsideración  solicitada 
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en  el  escrito. —Lois  Barríga.—J.    Agustín.'— 
Rojas,— R.  Reyes  Solar, 

La  señora  Labra  formalizó  contra  la  sen- 
tencia   que   declaró  la  deserción  el  recurso 
de  casación  en  la  forma. 

Expresando  las  causales  del  recurso  dice 
que  tanto  la  providencia  de  2^  instancia  pa- 
ra que  constituyera  su  representación  en  un 
procurador  del  número,  como  la  resolución 
que  por  su  supuesta  rebeldía  declaró  desierto 
el  recurso,  no  le  fueron  notificadas  legalmen- 
te;  pues,  aún  cuando  se  incluyeron  dichas 
pn  videncia  j  resolución  en  el  estado,  no  se 
llenaron  los  requisitos  que  prescribe  el  inci- 
so 2^  del  artículo  53  del  Código  de  Procedi- 
miento Ciyil,  para  que  se  entendieran  notifi- 
cadas en  debida  forma.  Esta  causal  se  halla 
prevista  en  el  número  9^  del  artículo  941  del 
mismo  Código. 

Se  han  traído  los  autos  en  relación. 

La  Corte: 

Considerando: 

1^  Que  el  recurso  de  casación  ha  sido  inter- 
puesto contra  la  resolución  de  29  de  mayo 
que  declaró  desierta  la  apelación  deducida 
por  la  recurrente  de  la  sentencia  de  primera 
instancia  que  desestimó  su  tercería; 

2.^  Que  la  resolución  de  que  se  trata  d«*- 
be  suponerse  debidamente  notificada  á  lu  re- 


cunenle  el  11  de  junio  del  presente  año,  fec:: 
en  qte  acudió  ante  el  tribunal  superior  c^. 
su   sclicitud   pidiendo  reposición  deaqoe.; 
de  acuerdo  con  lo  prevenido  en  el  artículo  '> 
dtl  CócHgo  de  Procedimiento  Civil; 

3.^  ^^ue  el  recurso  fué  anunciado  el  10  de 
julic  sig  tiente,  y  por  tanto  fuera  del  pía:- 
que  deteiminael  inciso  1.^  del  artículo  94 
del  reierido  Código;  y 

4.^  Que  si  iuen  en  el  escrito  en  que  se  aso: 
cia  el  rt  curso  j  arece  referirse  la  ocurrente  á  'í 
resolución  (!e  5  de  julio  en  que  se  niega  hp: 
á  la  reposición  solicitada  de  la  sentencia  qc^ 
declaró  la  dtseri'ióu,  en  el  escrito  en  que ! 
formaliza  espresa  determinadamente  q\¡e  \i 
resolución  recurrida  es  aquella  en  virtud  de ': 
cual  se  declaró  dicha  deserción;  y  esta  deter- 
minación está  1  aml  >¡én  conforme  con  el  ólk- 
to  del  recurso,  que  ^iende  á  invalidar  ó  dcj.: 
sin  efecto  la  resolución  de  29  de  majo  ¿t 
1906. 

Visto  además  lo  prevenido  en  los  artículo! 
960,  979  y  249  del  Código  de  Procedimietitc 
Civil,  se  d^clarfi  inadmisible,  con  costas,  r 
recurso  de  casación  interpuesto. 

Queda  eiyKcaáa.  al  Pisco  la  cantidad  consi;?- 
nada. 

Pcdacta  la  por  el  señor  Ministro  Saavedra. 
— Gabriel  Gaete, — C  arlos  Varas.— Abel  Saa- 
vedra  — A.  Vergara  Albano, 


Afio  m 


Octabre  de  1905 
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SECCIÓN  SEGUNDA 
CORTES  DE  APELACIONES 


Corte  de  Santiago.— 25  de  Junio  áe  1904         modiñcaciones  hechas  con  posterioridad 

no  aprobadas  aun  por  la  Municipalidad. 
Gutiérrez  con  Municipalidad  de  Rancagua 


fVouerdo  muniolpal.  —  Reolamaoión  — 
Apreoiaoión  de  su  legalidad  —Con- 
tribución. —  Matadero;  oonduooión 
de  carnes  beneficiadas  fuera  del  Mer- 
cado. -  Ley  de  26  de  noviembre  de 
1873. 

Doctrina:— importa  el  establecimiento 
de  una  contribución  no  autorizada  por 
la  ley  de  26  de  noviembre  de  1873  el 
acuerdo  municipal  que  manda  pagar  una 
determinada  cantidad  por  la  conducción 
de  reses  beneBciadas  en  el  Matadero 
fuera  del  Mercado;  y  es,  por  lo  tanto, 
ilegal. 

Para  apreciar  la  legalidad  ó  ilegalidad 
del  acuerdo  no  se  toman  en  cuenta  las 

APELACIONES 


Don  Nicanor  Gutiérrez,  domiciliado  en  la 
ciudad  de  Rancagua,  ejercitando  el  derecho 
que  otorga  el  artículo  22  de  la  ley  de  22 
de  diciembre  de  1891,  se  ha  presentado  recla- 
mando contra  el  acuerdo  tomado  por  la  Ilus- 
tre Municipalidad  de  Rancagua  en  sesión  del 
13  de  enero  ultimo,  aprobando  el  decreto  dic- 
tado por  la  Alcaldía  con  fecha  28  de  diciem- 
bre del  año  pasado. 

Este  decreto  manda  pagar  desde  esta  fecha 
$  5  por  la  conducción  de  las  reses  beneficia- 
das en  el  Matadero  para  los  puestos  fuera  del 
Mercado. 

Sostiene  el  señor  Gutiérrez  que  esta  disposi- 
ción del  Municipio  de  Rancagua  es  ilegal: 

1^  Porque  las  municipalidades  no  pueden 

dictar  disposiciones  para  las  cuales  no  estén 

expresamente  autorizadas  por  las  leyes,  como 

I 
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sucede  en  este  caso,  en  el  cual  se  ha  impuesto 
una  contribución  que  sólo  una  le j  puede  im- 
poner; 

2^  Porque  la  ley  vigente  que  autoriza  el  co- 
bro y  percepción  de  los  impuestos  y  servi- 
cios municipales,  faculta  el  cobro  del  impuesto 
de  mataderos  y  carnes  muertas,  según  la  ley 
de  26  de  noviembre  de  1873,  y  esta  ley,  en  sus 
artículos  1^  y  3^  autoriza  á  las  municipalida- 
des donde  hubiere  Matadero  ó  en  lo  sucesivo 
se  estableciere,  para  cobrar  un  impuesto  has- 
ta de  $  0,45  en  Santiago  y  Valparaíso  y  de 
$  0,30  en  las  demás  provincias,  por  cada  100 
kilogramos  de  peso  bruto  de  los  animales  que 
en  aquellos  mataderos  se  benefician  para  el 
consumo  de  las  poblaciones;  y  ordena  á  las 
municipalidades  tener  locales  adecuados  con 
todos  los  elementos  necesarios  para  el  benefi- 
cio de  carnes  y  gorduras  y  para  su  trasporte 
hasta  los  mercados,  sin  más  gravamen  que  el 
expresado  en  el  artículo  I''. 

En  este  caso,  pues,  la  Ilustre  Municipalidad 
ha  celebrado  un  acuerdo  ilegal,  no  autorizado 
entre  las  atribuciones  que.á  las  municipalida- 
des confieren  los  artículos  24, 25  y  26  de  la  ley. 

Añade  el  señor  Gutiérrez  que  su  reclamo  in- 
cluye también  la  parte  en  que  la  Municipali- 
dad ordenó  que  no  podía  conducirse  carne  en 
otro  carretón  que  no  fuera  del  Municipio. 

Se  pidió  informe  á  la  Ilustre  Municipalidad 
de  Rancagua,  la  cual,  evacuándolo,  expone: 
que  el  acuerdo  reclamado  no  impone  una  con- 
tribución, sino  que  importa  solamente  la  obli- 
gación de  retribuir  el  servicio  de  conducción 
de  carnes  fuera  del  Mercado,  pues  la  ley  de  26 
de  noviembre  de  1873  no  impone  á  las  muni- 
cipalidades el  deber  de  conducir  ese  artículo  á 
puestos  no  establecidos  dentro  de  los  mer- 
cados. 

Agrega  que,  si  ha  prohibido  hacer  la  con- 
ducción en  carros  particulares,  lo  ha  hecho 
para  ajustarse  alo  dispuesto  en  el  Reglamento 
aprobado  el  1^  de  noviembre  de  1903,  de  que 
acompaña  copia. 

Por  lo  demás,  y  para  evitar  dificultades,  ha 
ampliado  el  acuerdo  reclamado  por  medio  del 
decreto  de  7  de  mayo  último,  que  también 
acompaña,  en  el  cual  se  permite  á  los  dueños 
de  puestos  para  el  expendio  fuera  del  Mercado, 
conducir  las  carnes  en  carros  de  propiedad 


particular  que  reúnan  ciertas  condidooes  >'£ 
higiene. 

£1  señor  Fiscal,  dictaminando,  estima*  .- 
procede  declarar  la  ilegalidad  represen tadap^- 
el  señor  Gutiérrez. 

La  Corte: 

Con  lo  relacionado  y  teniendo  préseme: 

1^  Que  el  acuerdo  reclamado  importa  e!  es- 
tablecimiento de  una  contribución  que  só!c  b 
podido  crearse  en  virtud  de  una  ley,  segf = 
establecido  en  el  artículo  28  (37)  de  laCo:- 
titución  Política  del  Estado; 

2^  Que  la  ley  de  26  de  noviembre  de  If" 
no  autoriza  de  una  manera  expresa  el  co:: 
de  la  contribución  á  que  se  refiere  el  accer": 
cuya  nulidad  se  solicita; 

3^  Que  para  apreciar  la  legalidad  ó  ileg¿- 
dad  del  acuerdo  referido  no  pueden  tomarsct: 
cuéntalas  modificaciones  hechas á  su  resíjcw:. 
en  el  decreto  de  7  de  mayo  último,  yaqaccr^ 
no  ha  sido  aún  aprobado  por  la  Ilustre  XI;- 
nicipalidad. 

Visto  lo  dispuesto  en  el  artículo  99  de  lalr 
de  22  de  diciembre  de  1891  y  6^  de  la  kj  i 
28  de  agosto  de  1902,  se  declara  ikgalelrr 
ferido  acuerdo  de  la  Ilustre  Mnnicipaiidaj  ít 
Rancagua,  de  fecha  13  de  enero  próximo  fs- 
sado. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Barrig¿- 
L.  R.  Mora.^Luis  Barriga,^  José  Ap:*-^' 
Rojas, 


Corte  de  Santiago, ~^25  de  agosto  de  W 
Humeres  con  Pisco 

Reclutas  y  reemplazos. -Oomisione! 
examinadoras  de  oon8orlptos.-X^ 
dioo  de  ciudad. 

Doctrina; — ha  comisión  examinadora 
de  conscriptos  debe  formarse  con  arrtp 
a¡  artículo  45  del  Reglamento  deReck- 
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5  V  Reemplazos^  de  un  jefe  de  Ejército, 
cirujano  militar  jr  la  tropa  necesaria; 
por  lo  tanto,  esencialmente  militar  y 
jefes  de  Zona  carecen  de  facultad  para 
poner  que  el  cirujano  militar  sea  reem- 
izado  por  el  médico  de  ciudad  ó  por 
siquiera  otro  y  no  afecta  á  la  respon- 
bilidad  del  Fisco  la  designación  que 
gan. 


)on  Carlos  Humeres  C,  médico  cirujano, 
miciliado  en  esta  ciudad,  calle  de  Melgarejo 
mero  68,  demanda  al  Fisco  á  fin  que  se  de- 
re  que  éste  debe  pagarle  la  suma  de  $  500 
que  estima  su  honorario  como  miembro  de 
;  comisiones  examinadoras  de  conscriptos 
1  departamento,  en  cuyo  carácter  fué  uom- 
ado  por  la  Comandancia  de  Armas  de  este 
partamento  y  por  el  gobernador  marítimo 
este  puerto. 

fundando  la  demanda,  enumera  en  ella  los 
rersos  exámenes  practicados  y  la  fecha  en 
e  se  le  hizo  la  designación,  ascendiendo 
uéllos  á  trescientos  cincuenta  y  dos,  en  que 
ipleó  un  tiempo  considerable  que  distrajo 
sus  ocupaciones  ordinarias,  y  agrega:  que, 
conformidad  con  lo  dispuesto  en  el  artículo 
.18  del  Código  Civil,  los  servicios  profesio- 
iles  de  carreras  que  suponen  largos  estudios, 
ledan  sujetos  á  las  reglas  del  mandato,  en 
rtud  del  cual  el  demandado,  que  en  este 
so  es  el  Fisco,  está  obligado  á  pagarle  la  re- 
uneración  respectiva. 

A  petición  del  mismo  demandante  se  ofició  al 
omandante  de  Armas  y  al  Gobernador  Ma- 
timo,  á  fin  de  que  estos  funcionarios  infor- 
aran  sobre  la  veracidad  de  los  servicios 
ivocados  por  el  señor  Humeres,  informes  que 
>rren  agregados  á  los  autos. 
Hn  la  contestación  de  la  demanda  el  señor 
romotor  Fiscal  expone:  que  no  tendría  razón 
-gal  que  oponer  á  la  demanda  si  se  acreditan 
3s  servicios  prestados  por  el  demandante  y  se 
stablece  que  los  nombramientos  hechos  por 
a  Gobernación  Departamental  y  Marítima 


han  sido  legales,  rebajándose  los  honorarios 
á  lo  que  fuesen  justos  y  equitativos. 

Por  auto  de  15  de  septiembre  último,  se 
citó  para  sentencia,  estimándose  que  no  hay 
hechos  influyentes  que  comprobar. 

Teniendo  presente: 

1^  Que  con  los  informes  acompañados  ha 
acreditado  el  demandante  los  servicios  presta- 
dos por  comisiones  de  la  Comandancia  de 
Armas  del  departamento  y  de  la  Gobernación 
Marítima  de  este  puerto,  que  se  detallan  en  el 
escrito; 

2^  Que  á  nadie  puede  exigirse  servicio  per- 
sonal sino  en  virtud  de  decreto  de  autoridad 
competente,  deducido  de  la  ley  que  autoriza 
aquella  exacción; 

3^  Que,  no  existiendo  disposición  legal  al- 
guna que  declare  que  los  servicios  á  que  se  re- 
fiere la  demanda  deben  prestarse  gratuita- 
mente, se  sigue  que  ellos  son  remunerados. 

4?^  Que  habiéndose  encargado  aquellas  co- 
misiones al  doctor  don  Carlos  Humeres  C.  por 
el.  Comandante  de  Armas  y  el  Gobernador  Ma- 
rítimo, corresponde  al  Fisco  abonar  los  hono- 
rarios respectivos  sin  que  sea  necesario  pro- 
nunciarse sobre  la  legalidad  ó  ilegalidad  de 
aquellas  designaciones,  por  haber  aprove- 
chado el  Fisco  los  referidos  servicios; 

5^  Que  los  servicios  de  las  profesiones  y  ca- 
rreras que  suponen  largos  estudios,  como  las 
de  médico  cirujano,  se  sujetan  á  las  reglas  del 
mandato,  correspondiendo  al  Juez  regular  la 
remuneración  de  los  servicios  de  que  se  trata, 
ya  que  no  ha  sido  determinada  por  conven- 
ción de  las  partes,  ni  por  la  ley  ni  por  la  cos- 
tumbre. 

De  conformidad  con  lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos 140  de  la  Constitución  Política,  2118, 
2117  y  1698  del  Código  Civil,  se  declara  que 
ha  lugar  á  la  demanda.— i4//?ert o  Hería. 

La  Corte: 

Vistos:  reproduciendo  la  parte  expositiva 
de  la  sentencia  de  primera  instancia;  y 

Teniendo  presente: 
\?  Que  el  artículo  45  del  Reglamento  de  Re- 
clutas y  Reemplazos  del  Ejército  de  tierra,  de 
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fecha  10  de  noviembre  de  1900,  dictado  por 
S.  E.  el  Presidente  de  la  República,  en  confor- 
midad á  la  obligación  que  le  impone  el  ar- 
tículo 44  de  la  ley  de  5  de  septiembre  de  1900, 
ordena  terminantemente  que  los  jefes  de  zona 
"tan  pronto  como  reciban  las  relaciones  co- 
munales de  los  sorteados  que  correspondan  á 
todos  los  departamentos  de  su  zona,  procedan 
á  nombrar  una  comisión  militar  para  cada 
provincia,  que  se  denominará  Comisión  Exa- 
minadora, 7  se  formará  del  siguiente  personal: 
un  jefe  de  ejército,  un  cirujano  militar  y  la 
tropa  necesaria; 

2*  Que  ordenando  la  ley  que  la  referida  Co- 
misión sea  esencialmente  militar,  para  cuyo 
efecto  determina  los  miembros  del  Ejército  que 
deben  componerla,  ha  carecido  de  facultad  el 
jefe  de  la  zona  para  disponer  que  el  cirujano 
militar  fuera  reemplazado  por  el  médico  de 
ciudad  ó  por  cualquiera  otro,  porque  para  ese 
acto  necesitaba  que  la  ley  lo  autorizara  ex- 
presamente; y 

3^  Que,  en  consecuencia,  no  puede  afectar 
la  responsabilidad  del  Fisco  la  designación 
hecha  en  el  demandante  para  practicar  los  re- 
conocimientos cuya  remuneración  se  pide  en 
este  juicio. 

Visto  además  lo  dispuesto  en  el  artículo 
1698  del  Código  Civil,  se  revoca  la  sentencia 
apelada  de  25  de  noviembre  del  año  último 
y  se  declara  que  no  ha  lugar  á  la  demanda. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Reyes  S 

L,  R.  Mora.^Lais  Batríga.—J.  Agustín  Rojas, 
^Ricardo  Reyes  Solar, 


Corte  de  Santiago, — 26  de  agosto  de  19(H 
Echavarría  con  Fisco 

Gobierno  de  heolio. — Reqoisioioiies  si 
litares;  revolución.  —  Besponsalñ!: 
dad  del  Fisoo;  reoibos  de  los  ofldak 
subalternos.-  Presoripoión. 

Doctrina:—  Los  gobiernos  qae  se  stxf 
den  en  la  administración  de  unEsud 
sean  de  hecho  ó  de  derecho,  forman  vzi 
sola  entidad  jurídica  y  deben  tespout 
de  todas  sus  obligaciones  contraidait 
galmente. 

Ningún  cuerpo  armado  puede  hacer  n- 
quisiciones  ni  exigir  ninguna  clase  de aui- 
lioSy  sino  por  medio  de  las  autorídadesc- 
viles  y  con  decretos  de  éstas. 

Las  requisiciones  hechas  con  deattus 
del  Gobernador  y  Comandante  de  Aim^ 
de  un  departamento^  reúnen  esta  conch 
cióny  afectan  la  responsabilidad  delfi- 
co,  que  debe  pagúr  el  valor  de  ellas. 

No  importando  estos  actos  un  Mito . 
cuasidelito,  no  es  aplicable  la  prescripo-J: 
del  artículo  2332  del  Código  Ciril 


Don  Luis  Barriga,  por  su  señora  maditdoái 
Trinidad  Espinosa  de  Barriga  y  porsaslíc" 
manas  doña  Carmela  y  doña  Ana  Rosa  3r 
rriga,  y  don  Vicente  Echavarría,  por  »,<lfl8^ 
dando  al  Fisco  ante  uno  de  los  yaap^  ^ 
Santiago,  exponen:  que  durante  el  año  dcl?5* 
y  de  orden  de  la  respectiva  autoridad,  sf  w^- 
gi6  para  el  qército  que  servía  á  las  órdenes* 
señor  Presidente  Balmaceda,  entre  otras  «s» 
la  entrega  de  animales,  víveres,  forr^  ^■ 
que  más  adelante  ae  detallan  yqucexistíafiC 
los  fundos  Chuchiñí,  San  Agustín,  Sobftfte 
Concumén  y  Chillepín,  y  que  eran  de 
de  don  Vicente  Echavarría  y  de  la  sa< 
tu  hermano  don  Tomás,  representada  hoypo^ 
los  parecientes. 
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^omo  muchas  veces  los  encargados  de  estas 
g^encias  se  negaban  á  dar  á  los  propietarios 
respectivo  comprobante  escrito,  no  puede 
ora.  sino  acompañar  los  signados  con  los  nú- 
ros  4?,  5,  6,  7  y  8,  el  primero  suscripto  por 
n  Samuel  Silva,  jefe  delaíuerza  encargada  de 
ccr  requisiciones  en  Petorca  é  Illapel,  y  los 
ttantes  por  don  R.  Barañao,  Gobernador  y 
^mandante  de  Armas  de  Illapel,  y  sellado  con 
»ello  correspondiente  á  este  funcionario.  Esos 
•cumentos  se  refieren  á  103  quintales  22  li- 
as de  charqui,  avaluados  á  $  40,  y  30  quin- 
Ics  de  grasa  á  $  25  quintal  (documento 
im.  5),  lo  que  da  un  total  de  $  4.878,80; 
2*^  El  valor  correspondiente  á  cuarenta  y 
1  caballos  (documento  nám.  4),  que  estima- 
>s  como  mínimum  á  $  60  cada  uno,  dan  un 
ilor  de  $  2.870; 

3*^  El  que  corresponde  á  ciento  treinta  y  siete 
ciimales  vacunos,  gordos,  estimados:  ciento 
iez  y  siete  á  $  72  y  los  restantes  á  $  85  cada 
no  (documento  núm.  6),  lo  que  da  un  total 
e$  10.124; 

4^  $  11.695  precio  de  ochenta  y  seis  bueyes, 
res  corderos  y  diez  y  siete  novillos,  estimados 
$  120  cada  uno  de  los  primeros,  $  5  los  se- 
sudos y  $  80  los  terceros  (documento  núm.  7), 
o  que  da  el  total  apuntado; 

5^  $  3.600  valor  de  un  potrero  empastado 
le  60  cuadras,  un  mes  veinte  y  cuatro  días  (do- 
rumen  tos  náms.  7  y  8). 

Todas  estas  partidas  suman  $  33.167,80, 
que  deben  aumentarse  á  $34.803,80,  en  razón 
iel  mayor  valor  á  que  se  refiere  la  partida  3*, 
por  bueyes  y  novillos;  y  aunque  en  el  docu- 
mento respectivo  se  dice  que  el  precio  fijado 
fué  aceptado  por  el  representante  del  señor 
Echavarría,  también  es  cierto  que  esa  firma 
iué  exigida,  y  de  todos  modos  esa  aceptación 
no  puede  obligar  á  los  esponentes  que  no  lo 
habían  autorizado  para  convenirla. 

^J^i'^g&ii  que  de  los  campos  de  San  Agustín, 
Sobrante  y  Concumén  se  tomaron  para  el 
mismo  objeto  no  menos  de  cincuenta  anima- 
os vacunos  y  ciento  cincuenta  caballares  que, 
estimados  á  $  60  los  primeros  y  $  70  los  se- 
gundos, dan  un  valor  de  $  13.500. 
En  el  primero  de  esos  fundos  se  sacó  además 

una  gran  cantidad  de  pasto  segado,  para  los 


caballos  del  Ejército,  cuyo  valor  excede  de 
$  1.000. 

Agregadas  estas  partidas,  dan  un  total  de 
$  49.303,80,  cantidad  á  que  limitan  la  pre- 
sente demanda. 

Terminan  pidiendo  que,  dándose  lugar  á 
esta  demanda,  se  declare  que  el  Pisco  debe  pa- 
garles la  cantidad  expresada  de  $  49.303,80, 
con  intereses  legales  desde  la  fecha  en  que  sea 
notificado. 

El  Director  del  Tesoro,  contestando  por  el 
Pisco,  pide  que  se  deseche  la  demanda  y  expo- 
ne: que  la  Constitución  ha  contemplado  el 
caso  de  necesidad  en  que  puedan  encontrarse 
las  fuerzas  militares  en  tiempo  de  guerra. 

Así,  después  de  disponer  en  su  artículo  140 
(149)  las  condiciones  en  que  puede  exigirse 
una  contribución,  sin  especificar  el  tiempo  en 
que  ocurre  la  necesidad,  ha  dispuesto  en  el  ar- 
tículo siguiente  las  circunstancias  y  requisitos 
que  deben  reunir  las  requisiciones  hechas  por 
cuerpos  armados  para  que  sean  valederas  y 
eficaces. 

El  artículo  140  dice:  "no  puede  exigirse  nin- 
guna especie  de  servicio  personal  ó  de  contri- 
bución, sino  en  virtud  de  un  decreto  de  auto- 
ridad competente  deducido  de  la  ley  que  auto- 
riza aquella  exacción  y  manifestándose  el 
decreto  al  contribuyente  en  el  acto  de  impo- 
nerle el  gravamen." 

El  segundo  de  los  artículos  citados  dice  á  la 
letra:  "ningún  cuerpo  armado  puede  hacer 
requisiciones  ni  exigir  clase  alguna  de  auxilios 
sino  por  medio  de  las  autoridades  civiles  y 
con  decreto  de  éstas." 

\ln  el  caso  presente  no  se  exhiben  sino  cua- 
tro recibos:  el  primero,  firmado  por  un  subte- 
niente de  Ejército;  el  segundo,  por  un  señor 
Barañao,  expresando  que  la  requisición  fué 
hecha  por  orden  del  jefe  de  la  quinta  división; 
el  tercero,  por  el  mismo  señor,  y  expresando 
que  la  requisición  se  efectuó  por  orden  del  In- 
tendente de  la  provincia;  y  el  cuarto,  por  la 
misma  persona,  y  en  el  cual  no  se  expresa  por 
orden  de  qué  autoridad  obra. 

Existe  también  el  precepto  constitucional 
de  que  las  autoridades  no  pueden  ejercer  otras 
atribuciones  que  las  que  por  la  ley  se  les  tenga 
conferidas,  bajo  pena  de  nulidad  del  acto;  y 


SEGUNDA  PARTB.— SECCIÓN  SEGUNDA 


en  el  caso  actual,  aún  cuando  alguna  autori- 
dad militar  hubiera  dado  orden  de  apoderar- 
se de  objetos  del  señor  Echavarría,  el  "acto 
habría  sido  nulo  y  sus  consecuencias  no  da^ 
rían  base  á  reclamaciones  efícaces  en  contra 
del  Erario  Público. 

El  recibo  otorgado  por  el  subteniente  Silva 
y  el  primero  de  los  recibos  del  señor  Barañao, 
no  cumplen  con  los  requisitos  exigidos  por  la 
Constitución,  que  exige  como  elemento  prin- 
cipal para  la  validez  de  las  requisiciones  y 
para  que  ellas  comprometan  la  responsabili- 
dad del  Estado,  el  decreto  de  autoridad  civil 
que  las  autorice  y  ordene;  el  segundo  de  los 
recibos  otorgados  por  el  señor  Barañao,  en 
el  que  expresa  que  la  requisición  se  efectuó  por 
orden  del  Intendente  de  la  provincia,  sería 
aceptado  por  el  exponente,  si  consideraciones 
de  un  orden  diverso  y  que  miran  á  las  respon- 
sabilidades que  contrae  el  Gobierno  vencedor 
con  respecto  á  los  actos  del  Gobierno  vencido, 
no  se  opusieran,  ya  que  las  únicas  obligacio- 
nes del  primero  consisten  en  el  pago  de  las 
deudas  legítimamente  contraidas  por  el  se- 
gundo, y  no  por  obligaciones  contraidas  de 
manera  ilegítima  ó  abusiva. 

En  el  caso  presente  la  Excma.  Corte  había 
declarado  que  el  Ejército  del  señor  Balm aceda 
era  ilegal,  de  manera  que  todos  los  actos  que 
hayan  tenido  por  objeto  el  mantenimiento  de 
ese  Ejército  no  pueden  dar  mérito  á  reclama- 
ciones aceptables  por  los  mismos  tribtmales 
que  declararon  la  falta  de  base  de  esa  institu- 
ción. 

Invoca,  por  último,  en  favor  de  los  intereses 
del  Fisco  la  prescripción  de  cuatro  años,  con- 
tados desde  la  perpetración  del  acto,  en  con- 
formidad con  el  artículo  2332  del  Código  Ci- 
vil. 

El  Juzgado  falló  con  fecha  28  de  marzo  de 
1904: 

Considerando: 
1^  Que  con  la  prueba  rendida  en  autos  y  es- 
pecialmente con  el  reconocimiento  verificado 
por  don  Roberto  Barañao,  Gobernador  y  Co- 
mandante de  Armas  de  Illapel  en  1891,  el  de- 
mandante ha  justificado  que  entregó  á  la  di- 
visión del  Ejército  del  Presidente  Balmaceda 
en  los  meses  de  febrero,  mayo,  junio  y  julio 


del  mismo  año,  103  quintales  22  libras : 
charqui;  ciento  treinta  y  siete  animales  r.: 
nos  gordos;  ochenta  y  cuatro  bueyes.  :i 
corderos,  diez  y  siete  novillos  y  un  potrt::  /; 
pastado  de  60  cuadras; 

2^  Que  con  la  misma  prueba  y  con  la*  ¿ 
claraciones  de  don  Samuel  Silva,  tamh:;': 
justificado  que  entregó  á  la  misma  dir.; 
del  Ejército  del  Presidente  Balmaceda  cbits 
ta  y  un  caballos; 

3^  Que,  según  lo  dispuesto  en  el  ri- 
lo 141  de  la  Constitución  del  Estado, nr.* 
cuerpo  armado  puede  hacer  requisiaace.  - 
exigir  ninguna  clase  de  auxilios,  sino  p}:  -> 
dio  de  las  autoridades  civiles  y  con  ár-c 
de  éstas; 

4:*^  Que  los  recibos  corrientes áfs.6<.:' 
62  y  63  fueron  expedidos  por  el  Gobenai  - 
y  Comandante  de  Armas  del  departaír/ 
de  Illapel,  recibos  y  órdenes  que  están  :p/- 
nocidos  por  el  mismo  Gobernador,  seí:'jf 
expone  en  el  considerando  1^,  y  qaealt: 
por  lo  tanto,  considerarse  con  los  reqEi«> 
indispensables  exigidos  en  el  artículo  Ul :' 
la  Constitución  del  Estado  para  hacer la>:^ 
quisiciones  para  todo  cuerpo  armado; 

5*^  Qae  el  reconocimiento  de  don  Sar¿ 
Silva  del  recibo  de  fs.  4,  que  en  copia  comí 
fs.  86  y  92,  y  la  prueba  testimonial  rtni.: 
sobre  el  hecho  á  que  se  refiere  ese  rpci'>3.  ■" 
reúne,  ajuicio  del  Juzgado,  los  rcqoíaioí- 
dispensables  exigidos  por  el  artíctilo  cu: 
de  la  Constitución; 

6**  Que  lo  mismo  sucede  respecto  de  lojar 

gos  6^,  7"?  y  8^  del  escrito  de  demanda. 

7^  Que  los  gobiernos  que  se  suceden  r-- 
administración  de  un  Estado,  sean  de  hw 
de  derecho,  forman  una  sola  entidad  jiJi>-  • 
y  deben  responder  de  todas  sus  obligaa-" 
contraidas  legalmente; 

8^  Que,  según  las  órdenes  y  recibos  deU-f^ 
bemadory  Comandante  de  Armas  de  Illa* 
se  encuentran  avaluados  los  animales  j  dcíf^| 
especies  que  se  tomaron  para  la  divis'"'^  ■' 
Ejército  del  Presidente  Balmaceda,  salvo  V* 
expresados  en  el  recibo  de  fs.  62  á  qncffl  ► 
te  se  refiere  la  orden  de  fs.  63ydebcí*^ 
á  aquella  valorización,  porque esefaef  I' 
ció  que  se  reguló  al  tiempo  de  hacer 
trega; 
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9^  Que,  no  tratándose  en  esta  cuestión  del 
>bro  de  daños  provenientes  de  un  delito  ó 
lasidelito,  no  es  aplicable  la  disposición  del 
-tículo  2332  del  Código  Civil  alegada  por  el 
^mandado. 

En  vista,  de  estas  consideraciones  y  lo  dis* 
uesto  en  el  artículo  1698  del  Código  Civil  y 
á?l  de  la  Constitución  Política  del  Estado, 
;  declara: 

1^  Que  no  ha  lugar  á  la  prescripción  alega- 
a  por  el  demandado; 

2^  Que  el  Fisco  debe  pagar  á  los  demandan- 
es  las  especies  y  animales,  y  el  valor  del  tala- 
í  en  potrero  durante  el  tiempo  que  se  ocupó, 
i  que  se  refieren  los  recibos  de  fs.  60,  61  y  62, 
>or  el  valor  expresado  en  los  recibos  de  fs.  60 
r  61  y  por  la  regulación  que  hará  el  Juzgado 
>yendo  previamente  á  un  perito  nombrado  en 
la  forma  ordinaria,  respecto  de  los  animales 
f  demás  cosas  á  que  se  refiere  el  recibo  de 
fs.  62;  y 

3^  Que  no  ha  lugar  á  las  demás  peticiones 
de  las  partes.— Euí/orio  González, 

La  Oorte: 

Vistos:  teniendo  presente  respecto  del  reci- 
bo que  se  halla  á  fs.  86: 

1^  Que  con  el  reconocimiento  que  de  él  ha 
hecho  don  Samuel  Silva  y  la  prueba  testimo- 
nial rendida,  se  ha  acreditado  la  entrega  al 
Ejército  que  servía  á  las  órdenes  del  Presiden- 
te Balmaceda  de  cuarenta  y  un  caballos,  los 
que  realmente  se  destinaron  á  usos  del  mismo 
Ejército; 

2^  Que  con  respecto  á  los  caballos  del  car- 
go 7^  de  la  demanda,  no  se  ha  estableci- 
do debidamente  el  número  exacto  de  anima- 
les de  esa  especie  que  fueron  tomados  por  el 
Ejército,  ni  los  que  devolvieron  y  abandonaron 
según  confiesa  el  demandante,  de  modo  que 
no  existe  en  autos  antecedentes  que  permitan 
apreciar  el  valor  de  unos  y  otros  ni  aun  pru- 
dencialmente; 

3^  Que,  con  relación  á  los  animales  vacunos 
á  que  se  refiere  el  mismo  cargo,  está  amplia- 
mente probado  el  hecho  de  que  fueron  exigi- 
dos y  consumidos  por  el  Ejército; 

4^  Que  en  orden  á  la  alfalfa  aprensada,  no 
se  ha  acreditado  la  cantidad  exacta  de  que  se 


privó  á  los  demandantes,  ni  su  valor  fijo, 
pues  á  este  respecto  existen  simplemente  cál- 
culos y  apreciaciones  sin  base  cierta. 

Se  confirma  la  sentencia  apelada  de  29  de 
marzo  último,  con  las  siguientes  declaracio- 
nes: 

1*  Que  ha  lugar  al  pago  de  los  caballos  de 
cuya  entrega  da  constancia  el  recibo  de  fs.  86; 

2^  Que  también  ha  lugar  al  pago  de  los 
animales  vacunos  mencionados  en  el  cargo 
7^  de  la  demanda;  y 

3^  Que  asimismo  ha  lugar  al  pago  de  los 
intereses  legales,  á  contar  desde  la  fecha  de  la 
contestación  de  la  demanda,  sólo  de  las  can- 
tidades líquidas  que  rezan  los  recibos  de  fs.  60 
y  61. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Montt. 

Acordada  por  unanimidad,  menos  en  cuan- 
to al  pago  de  intereses,  respecto  de  lo  cual  el 
señor  Ministro  Castillo  fué  de  opinión  de  que 
se  confirmara  la  sentencia  de  primera  instan- 
cia, teniendo  además  presente  que  no  puede 
estimarse  que  el  Pisco  hubiere  estado  en  mora 
de  pagar  las  indemnizaciones  á  que  se  refiere 
esta  sentencia,  por  cuanto  la  ley  de  16  de  sep- 
tiembre de  1884  no  permite  al  Fisco  ni  á  sus 
representantes  efectuar  este  pago,  sino  en  vir- 
tud de  una  partida  del  Presupuesto  que  con- 
sulte el  gasto  ó  de  una  sentencia  judicial  que 
declare  la  obligación  de  pagar — A-  Vergara 
Álbano,  —  A,  Montt,  —  Darío  Benavente,— 
E.  Castillo, 


Corte  de  Santiago,— 20  de  agosto  de  1904 
Pontecilla  con  Gandarillas 

Compraventa;  entrega  de  laoosa  oom- 
prada.  —  Gravamen.  —  Derrames.— 
Servidumbre. 

Doctrina:— La  enajenación  de  los  de- 
rrames de  una  ñnca  efectuada  con  ante- 
rioridad á  la  venta  de  ella,  no  obsta  para 
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dar  por  cumplida  la  obligación  de  entre- 
garla si  se  ha  veriñcado  la  entrega  legal 
y  material  de  ella. 

El  propietario  de  un  fundo  puede  hacer 
uso  de  ¡a  dotación  de  agua  de  éste  en  su 
regadío  sin  consideración  á  persona  de- 
terminada ni  limitación  alguna;  y  cual- 
quiera que  sea  el  derecho  que  se  consti- 
tuya sobre  los  ''derrames'^  no  puede  él 
tener  el  alcance  de  limitar  este  uso  y  go- 
ce de  la  totalidad  de  las  aguas  que  los 
producen  dentro  del  fundo  para  su  cultivo 
y  como  consecuencia  de  restringir  ó  mo- 
diñcar  los  derechos  que  al  respecto  le  co- 
rresponden. 

No  estando  deñnido  por  la  ley  lo  que  se 
entiende  por  ** derrames^ \  debe  estimarse 
que  esta  expresión^  tomada  en  el  sentido 
corriente  en  Chile  se  reñere  á  las  porcio- 
nes de  agua  más  ó  menos  considerables 
que  abandonadas  voluntariamente  por  el 
dueño  corren  y  salen  libremente  fuera  de 
su  fundo  ó  caen  en  cauces  de  propiedad 
ajena  ocasional  ó  periódicamente,  sea  que 
se  desborde  de  los  cauces  propios  ó  sea 
de  la  que,  empleada  en  los  riegos,  no  al- 
canee  á  ser  absorvida  por  el  suelo. 

El  derecho  á  ^'derrames*^  no  constituve 
por  lo  tanto,  un  gravamen,  ni  reviste  el 
carácter  de  una  servidumbre  predial. 


Don  Luis  Fontecílla  S.,  demandando  á  don 
Jorge  Gandaríllas  G.,  expone:  que,  segán  es- 
critura que  acompaña,  compró  al  señor  Gan- 
daríllas un  fundo  denominado  San  Vicente  de 
Paul,  que  sólo  reconoce  los  gravámenes  que  á 
favor  de  la  Caja  Hipotecaria  en  dicha  escritu- 
ra se  expresan. 

Que  habiendo  iniciado  trabajos  en  el  predio 
para  aprovechar  sus  aguas,  obras  que  podían 
alterar  la  dirección  actual  de  las  acequias  de 
regadío,  se  le  hizo  presente  por  los  vecinos  que 
recibían  derrames  que  los  habían  adquirido 


por  compra,  siendo  obligación  del  fundo  Ua- 
trega  de  ellos. 

Concluye  pidiendo  que  el  demandadoaocñ 
la  obligación  de  entregar  los  derrames,  ó  bir 
si  este  gravamen  hubiese  de  seguir  pesuc 
sobre  el  fundo,  le  sea  abonado  el  valor  qoec- 
chos  derrames  tenían  en  la  fecha  de  la  tscri::- 
ra  de  venta,  deduciéndolo  de  la  parte  insch*: 
del  precio. 

Todo  con  costas  y  sin  perjuicio  de  las  seco- 
nes de  saneamiento  á  que  haya  lugar. 

El  demandado,  contestando,  dice:  q«  i 
gravamen  que  á  juicio  del  señor  Pontedlkft- 
sa  sobre  el  fundo  San  Vicente  no  pneder 
otro  que  el  de  servidumbre. 

Que  el  mencionado  fundo  no  tiene  talgran- 
men,  porque  el  único  documento  acompaóac!) 
para  acreditarlo  es  una  acta  de  partiddo,  k 
cual  sólo  confiere  un  derecho  personal. 

Que  ni  aún  suponiendo  la  existencia  deesi 
servidumbre  podría  darse  lugar á la  defBfloda, 
en  virtud  de  la  cláusula  1*  del  contrato  de  tce- 
ta,  que  dice  que  el  fundo  es  vendido  con  todoi 
sus  usos,  derechos  y  servidumbres,  y  de  o?a 
cláusula  que  establece  que  el  fundo  y  sus  casas 
se  entregarán  el  15  de  marzo  próximoend es- 
tado en  que  actualmente  se  encuentran, qKc5 
conocido  del  comprador. 

Que  la  cláusula  del  contrato  que  d  sene 
Pontccilla  copia  en  la  demanda  no  tiene  in 
portancia,  por  referirse  á  gravámenes  hipo*w^ 
carios  y  no  á  los  d'.*  diversa  naturaleza. 

Que,  además,  esa  cláusula  nodicequeelf^r.- 
do  no  reconoce  más  gravámenes  que  losáí** 
vor  de  la  Caja,  sino  que  á  favor  de  la  Caja  só'3 
reconoce  los  que  en  la  escritura  se  mendoMfl. 

Pide,  en  consecuencia,  se  deseche  la  demat 
da,  con  costas. 

En  la  réplica  agregael  demandante  que, tra- 
tándose de  servidumbres,  se  entiende  qae« 
venden  las  activas,  no  pudiendo  ser  matem 
de  venta  las  que  graven  á  un  fundo  comop 
dio  sirviente,  yaque  éstas  en  vez  de  aumentar. 
disminuyen  el  patrimonio  de  una  personaos» 
que  haya  nadie  que  pague  dinero  por  impo*^ 
se  cargas. 

Que  el  señor  Gandarillas  debió  poner  en  co- 
nocimiento del  comprador  que  los  derraiw 
debían  entregarse  á  terceros  y  deducir  so  f** 
lor  del  precio  estipulado,  y  no  habiéndolo  K" 
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cbo,  debe  asumir  la  responsabilidad  que  por 
ello  le  corresponde,  sin  qne  le  sirva  de  excep- 
ción el  conocimiento  que  el  comprador  baja 
tenido  del  estado  del  fundo,  ya  que  la  visita 
de  un  fundo  sólo  manifiesta  su  estado  mate- 
rial, más  no  sus  gravámenes. 

Niega,  por  fin,  el  aserto  de  la  parte  con- 
traría en  cuanto  sostiene  que  el  fundo  está  li- 
bre de  entregar  los  derrames,  por  baber  sido 
vendidos  por  legítimo  dueño. 

El  demandado,  duplicando  dice:  que  él  no 
arrojó  los  derrames  á  los  predios  de  los  supues- 
tos compradores,  sino  al  camino  público,  lo 
cual  no  es  reconocimiento  de  obligación,  sino 
ejercicio  de  un  derecho  conferido  por  la  ley. 

Que  en  la  hipótesis  de  que  hubiera  habido 
entrega  de  los  derrames,  sería  ésta  entrega 
materíal,  mas  no  tradición. 

Que  al  referirse  la  escritura  de  venta  al  esta- 
do del  fundo  conocido  del  comprador,  se  refie- 
re al  estado  general,  ó  sea,  no  sólo  á  lo  que  se 
ve  visitando  la  propiedad,  sino  también  á  lo 
que  se  ve  leyendo  las  escrituras  de  venta  ante- 
riores ó  el  Conservador. 

Que  es  necesario,  conforme  al  artículo  698 
del  Código  Civil,  que  en  la  escritura  respectiva 
se  exprese  la  constitución  de  la  servidumbre  y 
el  adquirente  manifieste  la  aceptación,  y  nada 
de  esto  se  dice  en  el  acta  de  adjudicación. 

Si  se  hubiera  incluido  entre  las  bases  del  re- 
mate de  la  hijuela  primera  y  segunda  que  for- 
maban parte  del  fundo  Cabera,  la  obligación 
de  echar  los  derrames,  y  que  no  la  tenía  el 
comprador  como  poseedor  del  predio,  pesaría 
sólo  sobre  el  señor  Romo,  anterior  dueño  de 
San  Vicente,  mas  nó  sobre  los  señores  Ganda- 
rillas,  pues  no  se  incluyó  en  la  venta  hecha  á 
éstos. 

Y  no  se  diga,  agrega,  que  Romo  no  pudo 
vender  más  de  lo  que  tenia,  pues  ello  es  cierto 
tratándose  de  derechos  reales  mas  no  de  per- 
sonales, como  el  de  que  se  trata,  y  los  com- 
pradores no  se  obligaron  expresamente  á  to- 
mar sobre  sí  la  obligación  que  pesaba  sobre  el 
señor  Romo,  quien  sólo  se  impuso  una  obliga 
ción  sin  constituirse  la  servidumbre  con  los 
requisitos  exigidos  por  el  artículo  698  del  Có- 
digo Civil. 

Sostiene  que  ha  entregado  lo  que  reza  el 
contrato,  y  si  se  accediera  á  la  demanda  se 
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entregaría  más,  ya  que  sería  libre  de  una  ser- 
vidumbre que  pesaba  sobre  el  predio^ 

Con  fecha  9  de  septiembre  de  1902  el  Juzga- 
do resolvió: 

Considerando:       . 

1^  Que  las  partes  reconocen  que  el  fundo 
San  Vicente  formaba  parte  de  la  hacienda  de 
la  Calera; 

2^  Que  al  hijuelarse  éstas  los  derrames  de 
las  hijuelas  1*  y  2*  se  separaron  y  se  subasta- 
ron los  de  la  última,  adquiriéndolos  don  Fran- 
cisco Ruiz  Tagle  el  27  de  mayo  de  1876; 

3^  Que,  como  consta  de  la  escritura  de  com- 
pra, don  Rafael  Romo  adquirió  la  hijuela  2^ 
de  la  Calera  en  la  forma  indicada  en  la  cláusu- 
la 8*,  sin  poder  disponer  de  los  derrames  que 
tenga  de  sus  mismas  aguas; 

4^  Que  el  demandado  confiesa  en  su  escrito 
de  duplica  que  fué  el  comprador  de  aquella  hi- 
juela San  Vicente  de  Paul,  que  reconocía  la 
servidumbre  de  los  derrames; 

5*^  Que,  habiéndose  limitado  el  dominio  de 
lo  comprado  por  el  señor  Romo  y  adquirido 
después  por  el  señor  Gandarillas,  no  pudo  este 
señor,  al  vender  el  fundo,  hacerlo  en  otra  for- 
ma que  la  verdadera  y  con  sus  cargas  anexas; 

6'  Que  el  fundo  San  Vicente  de  Paul  fué 
comprado  por  el  demandante  con  una  cabida 
y  dotación  de  aguas  determinadas,  y  tiene  de* 
recho  para  pagar  y  disponer  á  su  arbitrio  de 
todo  lo  comprado;  pero  siendo  los  derrames 
parte  del  agua  adquirida  y  debiendo  ellos, 
cualquiera  que  sea  su  dotación,  pasará  otros, 
sufre  disminución  en  la  cosa  materia  de  la 
venta,  circunstancia  que  no  se  contempla  en 
la  escritura; 

7^  Que,  siendo  todo  contrato  legalmente  ce- 
lebrado una  ley  para  los  contratantes  que  de- 
be cumplirse  de  buena  fe,  no  sólo  en  lo  que  en 
él  se  expresa  sino  en  lo  que  emane  precisamen- 
te de  la  naturaleza  de  la  obligación,  como  es 
que  el  comprador  reciba  todo  lo  comprado 
para  gozarlo  y  disponer  de  él  á  su  arbitrio, 
debe  el  vendedor  entregarle  ese  todo  sin  qui- 
tarle parte  alguna,  ó  indemnizarle  su  importe, 
dada  la  imposibilidad  de  entregar; 

8^  Que  los  primitivos  dueños  constituyeron 
una  servidumbre  y  dispusieron  de  una  parte 
del  agua  de  la  dotación  de  la  hijuela  2*,  hoy 
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San  Vicente,  de  todo  lo  cual  da  cuenta  la  es- 
critura; se  llenaron  los  requisitos  establecidos 
por  los  artículos  698  y  880  del  Código  Ci- 
vil, y  aquel  gravamen  afecta  al  fundo  y  nó  á 
lá  persona  solamente  del  comprador  primi- 
tivo, señor  Romo,  no  pudiendo,  en  consecuen- 
cia, eludir  el  demandado  esa  responsabilidad, 
ni  excusarla  con  lo  expresado  en  la  fórmula 
común  consignada  en  la  escritura  de  venta. 

9'  Que  habiéndose  justificado  á  la  vez  la 
existencia  de  una  disminución  de  lo  compra- 
do y  la  de  los  derrames,  corresponde  al  Juzga- 
do fijar  el  importe  de  éstos,  oyendo  previa- 
mente á  un  perito  nombrado  en  la  forma  or- 
dinaria. 

Por  estas  consideraciones  y  lo  que  también 
disponen  las  leyes  32  y  40,  título  16,  Partida 
3*  y  los  artículos  1545,  1546,  1698,  1713, 
1824  y  1828  del  Código  Civil,  se  declara  que 
ha  lugar  á  la  demanda,  sin  costas,  debiendo 
estimarse  el  valor  de  los  derrames  por  el  Juz- 
gado, previo  informe  de  perito  nombrado  en 
la  forma  ordinaria.— Afann. 

La  Corte: 

Vistos:  reproduciendo  la  parte  expositiva  de 
la  sentencia  de  9  de  septiembre  de  1902  y 

Considerando: 

1^  Que  en  el  escrito  de  demanda  se  expone 
que,  iniciados  por  el  demandante  los  trabajos 
en  su  fundo  San  Vicente  de  Paul,  para  apro- 
vechar ampliamente  sus  aguas,  trabajos  que 
podían  alterar  la  dirección  actual  de  las  ace- 
quias de  regadío,  se  le  comunicó  por  los  inte- 
resados la  existencia  de  la  compraventa  de 
los  derrames  del  mismo  fundo,  gravamen  de 
que  no  le  dio  cuenta  su  vendedor  don  Jorge 
Gandarillas,  ni  de  él  se  hizo  mención  en  la  es- 
critura respectiva; 

2^  Que,  según  los  antecedentes  compulsa- 
dos, esos  derrames  fueron  excluidos  del  fundo 
mencionado  antes  que  don  Rafael  Romo,  ven- 
dedor de  Gandarillas,  fuera  dueño  de  él  y,  en 
consecuencia,  al  venderlo  á  su  vez  este  último 
no  puede  sostenerse  que  incluyera  en  la  venta 
tales  derrames,  esto  es,  lo  que  no  había  com- 
prado y  no  tenía,  ya  que  no  se  adquieren  por 
medio  de  la  tradición  otros  derechos  que  los 


transferibles  del  mismo  tradente  sóbrela  o. 
entregada; 

3*^  Que,  por  Jo  demás,  estando  de  acter 
las  partes  en  que  se  verificó  la  entrégale: 
y  material  del  fundo  vendido,  la  cnajfuac. 
de  sus  derrames  no  obsta  para  dar  porcri- 
plida  la  obligación  de  entregarlo  con  suj©- : 
á  las  reglas  dadas  en  el  título  VI  del  libro  I' 
del  Código  Civil; 

4*^  Que  el  contrato  mismo  de  venta  cor.::' 
rre  á  corroborar  lo  expuesto,  al  expre^ir  a 
una  de  sus  cláusulas  que  "el  fando  0^1:3 
para  su  regadío  con  treinta  y  cinco  acaotí*; 
catorce  ccL^tésimos  de  acción  del  canal  k  i 
Calera;  se  vende  con  esta  dotación*',  y  es  ir 
galraente  incontrovertible  que  el  compraiir 
ha  podido  y  puede  hacer  uso  de  esa  dotac': 
en  el  regadío  del  fundo  comprado  sin  conálr 
ración  á  persona  determinada  ni  límitacx: 
alguna; 

5*^  Que,  no  habiendo  ley  que  defina  loq« 
deba  entenderse  por  derrames  de  aguas,  ctj 
expresión  tiene  que  tomarse  en  el  sentido  co- 
rriente en  Chile,  puesto  que  en  tal  acepci'¡: 
han  debido  emplearla  los  contratantes  en k 
venta  de  que  da  constancia  la  compalsa: 

6^  Que  los  derrames  de  un  fundo  consiste 
en  porciones  de  agua  más  ó  menos  considera- 
bles que  abandonadas  voluntariamente  p^ 
el  dueño  las  deja  correr  y  salir  libremente íc. 
ra  de  su  fundo  ó  caer  en  cauces  de  prop^a^ 
ajena,  ocasional  ó  periódicamente,  sea  que* 
desborde  de  los  cauces  propios,  óscadelaq:* 
empleada  en  los  riegos,  no  alcance  á  sera' 
sorbida  por  el  suelo; 

7^  Que,  por  lo  tanto,  cualquiera  que  sea  t. 
derecho  que  haya  querido  constituirse  sobre 
los  derrames  en  cuestión,  no  puede  él  tecer 
el  alcance  de  limitar  el  uso  y  goce  de  la  i*^tu 
dad  del  agua  que  los  produce  por  parte  ■  >í. 
dueño  de  éstas,  mientras  ella  se  mantífl?* 
dentro  del  fundo  para  su  cultivo  y,  como  con- 
secuencia, de  restringir  ó  modificar  los  dere- 
chos  que  al  respecto  le  corresponden; 

8^  Que,  dadas  las  consideraciones  que  a^t^ 
ceden,  el  derecho  á  derrames  no  constitajf 
gravamen  en  el  sentido  que  lo  pretende» 
manda,  ya  que  ni  siquiera  puede  dcarseqa 
revista  el  carácter  de  servidumbre  predja'.  ^ 
ticularmente  en  el  caso  propuesto  en  qa^ 
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abla.  de  derrames  de  ciertas  hijuelas,  pero  sin 
idicarse  lo  que  debe  entenderse  por  tal,  ni  de 
ué  manera,  ni  por  dónde  podrán  extraerse 
e  San  Vicente  de  Paul. 

Visto  también  lo  dispuesto  en  los  artículos 
-67  del  Código  de  Procedimiento  Civil  y  1698 
jr  24-99  del  Código  Civil,  se  revoca  la  referida 
sentencia  y  se  declara,  en  consecuencia,  que 
no  lia  lu^ar  á  la  demanda. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
don  l^uis  Barriga,  quien  opinó  por  confirmar 
la  referida  sentencia  en  la  forma  y  por  las  ra- 
zones que  consigna  en  el  libro  de  acuerdos. 

Redactada  poi  el  señor  Ministro  Rojas. — 
L,,  R,  Mora, — Luis  Barriga J.  Agustín  Rojas, 

VOTO    ESPECIAL 

Hn  la  causa  de  don  Luis  Pontecilla  con  don 
Jorj^eGandarillas,  sobre  cancelación  de  gravá- 
menes, por  sentencia  de  esta  fecha  se  ha  revo- 
cado la  sentencia  de  primera  instancia  decla- 
rando sin  lugar  la  demanda. 

Hsta  fué  acordada  contra  el  voto  del  infras- 
cripto, quien  opinó  por  confirmar  la  referida 
sentencia,  eliminando  los  considerandos  8^ 

y  9^;  y 

Teniendo  además  presente: 
1^  Que  la  cláusula  l*del  contrato,  en  la 
cual  se  expresa  que  el  fundo  San  Vicente  de 
Paul  se  vende  "con  todos  sus  usos,  derechos 
y  servidumbres...'*  no  se  refiere  sin  duda  á  las 
cargas  que  afectaran  al  fundo  vendido,  tanto 
porque  así  aparece  de  sus  términos  cuanto 
porque  en  orden  á  los  gravámenes  contiene  el 
mismo  contrato  una  estipulación  distinta  y 
separada;' 

2^  Que  la  cláusula  últimamente  aludida  dis- 
pone textualmente:  "  El  fundo  sólo  reconoce 
los  gravámenes  á  favor  de  la  Caja  de  Crédito 
Hipotecario  de  que  en  esta  escritura  se  hace 
mención";  y  que,  en  consecuencia,  el  vendedor 
se  obligó  expresamente  á  entregar  la  propie- 
dad sin  otros  gravámenes  que  los  indicados 
en  dicha  cláusula; 

3*?  Que  cualquiera  que  sea  el  alcance  que  se 
atribuya  á  los  términos  en  que  está  concebida 
la  estipulación  trascripta,  si  se  atiende  á  los 
diversos  artículos  del  contrato,  aparece  tam- 


bién de  manifiesto  que  no  podrían  afectar  per- 
sonalmente al  comprador  sino  las  cargas  que 
determinadamente  hubiere  aceptado; 

4^  Que  las  compulsas  dan  testimonio  de  que 
los  derrames  materia  de  este  juicio  fueron  ena* 
jenados  con  anterioridad  al  contrato  de  com- 
praventa y  que  don  Rafael  Romo,  antecesor 
del  actual  vendedor,  adquirió  el  fundo  de  San 
Vicente  de  Paul  con  expresa  limitación  de  no 
poder  disponer  de  tales  derrames; 

5*^  Que  don  Luis  Pontecilla  expresa  en  su 
demanda  que  trató  de  ejecutar  obras  aparea- 
tes  para  aprovechar  los  referidos  derrames  y 
que  en  esta  situación  fué  advertido  por  algu- 
nos vecinos  que  tenían  derecho  á  ellos,  á  vir- 
tud de  los  títulos  de  que  se  ha  hecho  mérif  o  y 
que  este  hecho  no  ha  sido  negado  por  el  de- 
mandado y  aparece  en  cambio  corroborado 
con  la  exposición  hecha; 

6*^  Que  el  demandado  se  excepciona  soste- 
niendo que  no  afecta  al  fundo  vendido  la  obli- 
gación invocada  por  los  vecinos  mencionados, 
ya  que  ella  importa  una  servidumbre  que  no 
ha  sido  legalmente  constituida; 

7^  Que,  en  el  presente  juicio,  seguido  única- 
mente entre  el  comprador  y  el  vendedor  del  fun- 
do San  Vicente,  no  podía  dictarse  un  pronun- 
ciamiento en  orden  á  la  subsistencia  ó  inefica- 
cia legal  de  dicha  obligación,  ya  que  esta  cues- 
tión sólo  podría  discutirse  eficazmente  con  los 
dueños  de  las  propiedades  á  cuyo  favor  se 
enajenaron  los  expresados  derrames;  y 

8^  Que,  atendidas  estas  circunstancias  y  sien- 
do indiscutible  la  obligación  del  vendedor  de 
entregar  la  cosa  vendida  en  los  términos  esti- 
pulados, es  procedente  la  acción  principal  de 
la  demanda,  sin  perjuicio  de  lo  que  pudiera  re- 
solverse sobre  la  subsistencia  de  la  obligación 
á  que  aluden  los  considerandos  que  preceden, 
en  juicio  seguido  contra  legítimo  contradic- 
tor. 

Santiago,  20  de  agosto  de  1904.— Lii/s  Ba- 
rriga. 


12 


SEGUNDA  PARTE.— SECCIÓN    SEGUNDA 


Corte  de  Talca 4  de  agosto  de  1904 

Mujica  con  Contardo 

Juicio  ejecutivo.  -Acción  personal 
contra  el  deudor  directo;  acción  hi- 
potecaria; tercer  poseedor.  —  Litis 
pendencia.— Nulidad;  mujer  casada; 
autorización  j  udicial. 

Doctrina:— La  acción  hipotecaria  se 
dirige  contra  el  poseedor  de  la  ñnca  hi- 
potecada en  conformidad  al  título  XX 
del  libro  III  del  Código  de  Procedimiento 
Civil;  y  notificado  el  poseedor  para  que 
pague  la  deuda  ó  abandone  la  propiedad 
hipotecada,  el  acreedor  ejecutante  puede 
solicitar  mandamiento  de  embargo  con- 
tra el  poseedor  que  no  paga  ni  hace  el 
abandono. 

Si  el  acreedor  entabla  primero  la  ac- 
ción personal  contra  el  deudor  directo  y 
en  seguida  la  acción  real  de  desposei- 
miento contra  el  tercer  poseedor,  no  pue- 
de alegarse  por  éste  la  excepción  de  litis 
pendencia  porque  estas  acciones  no  se  ex- 
cluyen y  como  tercer  poseedor  de  la  finca 
hipotecada  no  tiene  derecho  para  exigir 
se  persiga  primero  al  deudor  directamen- 
te obligado. 

Habiendo  intervenido  el  marido  directa 
y  expresamente  en  el  neto  con  su  mujer 
y  solicitado  conjuntamente  con  ella  fiuto- 
rización  judicial  para  hipotecarla  propic 
dad  de  ésta,  se  entiende  que  la  mujer 
casada  procede  con  autorización  del  ma- 
rido. 


Por  escritura  pública  inscripta,  don  Anto- 
nio  Contardo  y  su  cónyuge  doña  Tránsito 
Lagos  de  Contardo  se  constituyeron  deudo- 
res de  don  Benigno  V.  Mujica  por  la  suma  de 
$  6.700,  por  el  término  de  nueve  años  y  al  in- 


terés del  8%  anual,  pagadero  por  semcstit? 
vencidos. 

En  garantía  del  capital  é  intereseshipoteo- 
ron  en  favor  del  acreedor,  previo  permiso  jcé 
cial,  los  siete  predios  que  en  la  citada  ocritr 
ra  se  mencionan. 

Se  estipuló  especialmente  que,  si  vencido  z 
mes  después  de  cada  semestre  no  se  huhkn: 
pagado  los  intereses  adeudados,  podría  ( 
acreedor  ejecutar  por  el  total  del  crédito. 

Como  no  se  cumpliera  con  esta  nlbmaesn- 
pulación,  el  acreedor  don  Benigno  Y.  Mojio 
solicitó  y  obtuvo  con  fecha  5  de  diciembre íí 
1900,  del  Juzgado  de  San  Carlos,  que  se  dfí- 
pachara  mandamiento  de  embargo  coctra 
don  Antonio  Contardo  por  el  monto  del  ct- 
pital  adeudado  y  los  intereses  estipulados,  á 
contar  desde  el  semestre  de  julio  de  1899. 

Requerido  de  pago  don  Antonio  Cootaníc 
en  la  ciudad  de  Mendoza  el  29  de  enero  d( 
1903,  en  virtud  del  exhorto  librado  pore! 
Juzgado,  el  deudor  expuso  en  la  diligencia 
respectiva  que  no  debía  la  suma  que  se  le  co- 
braba y  que  su  acreedor  no  existía. 

Requerido  igualmente  el  deudor  porlabja- 
ción  de  domicilio  legal,  ó  sea,  notificado dd 
decreto  de  arraigo,  expuso,  según  consta  de 
la  misma  diligencia,  que  no  creía  del  caso  ha- 
cerlo. 

No  habiéndose  opuesto  excepciones  porri 
señor  Con  tardo,  se  dictó  sentencia  en  1'  de 
julio  de  1903  por  la  cual  se  mandó  seguir  ade- 
lante la  ejecución  hasta  hacerse  entero  pago 
al  ejecutante  en  capital,  intereses  y  costas. 

Kn  rebeldía  del  deudor  para  constituir  arrai- 
go, se  le  señalaron  los  estrados  del  Juzgado. 
Don  Víctor  Mujica,  agricultor,  domiciliado 
en  la  Avenida  del  Brasil  de  Chillan,  por  sí  j 
en  representación  de  doña  Clotilde  Contreras 
viuda  de  Mujica,  guardadora  de  sus  liunores 
liyos»  y  de  don  Carlos  y  de  don  Francisco  An- 
tonio Mujica,  pidió  que  el  título  eja-Bii^o 
fuera  notificado  á  don  Benjamín  Contardo, 
hijo  y  heredero  de  doña  Tránsito  Lagos  de 
Con  tardo,  para  lo*  efectos  del  artículo  13'' 
del  Código  Civil. 

Así  se  decretó  con  fecha  31  de  octubre  de 
1903. 

Posteriormente  don  Arturo  Salvo,  como 
apoderado  de  don  Víctor  M  ujica  y  delegado  del 
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poder  con  que  éste  obraba  en  autos,  pidió  que 
se  notificara  al  mismo  don  Benjamín  Contar- 
do, á  fín  de  que,  como  poseedor  de  las  propie- 
dades hipotecadas  por  don  Antonio  Contardo 
y  doña  Tránsito  Lagos  de  Contardo,  en  fa- 
vor de  don  Benigno  V.  Mujica,  pagara  la  deu- 
da ó  abandonara  las  propiedades  hipoteca- 
das, en  conformidad  al  articulo  931  del  Códi- 
go de  Procedimiento  Civil. 

Así  se  decretó  igualmente  con  fecha  26  de 
noviembre  de  1903. 

Don  Arturo  Salvo  en  representación  de  la 
sucesión  de  don  Benigno  V.  Mujica,  pidió  que 
con  el  mérito  de  la  escritura  de  mutuo  y  de- 
más notificaciones  de  que  se  ha  hecho  mención, 
se  despachara  mandamiento  de  embargo  con- 
tra don  Benjamín  Contardo. 

Despachado  el  mandamiento  de  embargo, 
el  deudor  se  opuso  á  la  ejecución,  alegando  las 
excepciones  siguientes:  ineptitud  del  libelo, 
falta  de  capacidad,  litis  pendencia,  nulidad  de 
la  obligación  y  falta  de  algunos  de  los  requi- 
sitos ó  condiciones  exigidos  por  las  leyes. 

Fundando  la  primera  excepción,  expone: 
que  en  la  demanda  ejecutiva  no  se  ha  estableci- 
do con  claridad  el  domicilio  y  profesión  de  los 
demandantes,  y  uno  de  ellos,  que  aparece  como 
curadora  de  unos  menores,  no  ha  acompaña- 
do el  título  que  acredita  su  representación. 

Fundando  la  según  da  excepción,  expone:  que 
los  demandantes  no  hanjustificado  la  calidad 
de  herederos  de  don  Benigno  Y.  Mujica  que  se 
atribuyen;  y  que  el  apoderado  de  los  deman- 
dantes no  ha  tenido  poder  para  deducir  la 
demanda  ejecutiva  y  sólo  estaba  autorizado 
para  hacer  notificar  al  deudor  el  título  ejecu- 
tivo. 

Con  respecto  á  la  tercera  excepción,  expone: 
que,  según  consta  de  autos  y  lo  reconoce  la 
parte  ejecutante,  anteriormente  se  siguió  otro 
juicio  ejecutivo  contra  don  Antonio  Contardo, 
cobrándole  la  misma  cantidad,  cuyo  pago  se 
persigue  en  esta  ejecución;  y,  por  lo  tanto,  no 
es  aceptable  que  con  el  mismo  título  se  ejecu- 
te á  dos  personas  distintas  y  estando  aún  pen- 
diente el  primer  juicio. 

Con  respecto  á  la  cuarta  excepción,  expone: 
que  la  obligación  cuyo  pago  se  exige  es  nula 
por  cuanto  doña  Tránsito  Lagos  de  Contar- 
do, madre  del  ejecutado,  no  tuvo  autorización 


judicial  para  contraer  empréstitos  y  sólo  se  le 
facultó  para  garantir  con  fianza  hipotecaría 
una  deuda  de  su  esposo  don  Antonio  Contardo. 

Fundando  la  quinta  excepción  expone:  que 
ni  el  acreedor  don  Benigno  V.  Mujica,  ni  su 
heredero  después  de  fallecido  éste,  han  venido 
jamás  á  San  Carlos  con  el  objeto  de  cobrarlos 
intereses  de  la  deuda  y,  por  lo  tanto,  no  pue- 
den decir  que  por  parte  del  deudor  no  se  ha 
cumplido  la  obligación  que  contrajo  en  la  es- 
crítura  de  mutuo. 

Que  la  deuda  no  es  líquida,  puesto  que  se 
cobran  intereses  que  ya  están  pagados,  y  en 
cuanto  al  cobro  del  capital,  la  ejecución  sólo 
se  diríge  contra  el  ejecutado,  siendo  que  es  sólo 
uno  de  los  herederos  de  doña  Tránsito  Lagos 
de  Contardo,  y  al  efecto  sólo  á  él  se  le  ha  he- 
cho la  notificación  ordenada  en  el  artículo 
1377  del  Código  Civil. 

Del  escríto  de  oposición  se  confirió  traslado 
á  la  parte  ejecutante,  y  ésta,  evacuándolo, 
pide  que  se  desechen  las  excepciones,  con  cos- 
tas, exponiendo  que  consta  de  autos  que  se 
han  indicado  las  designaciones  á  que  se  refie- 
re el  artículo  251  del  Código  de  Procedimiento 
Civil; 

Que  si  bien  no  todas  ellas  se  hicieron  en  la 
demanda  misma,  en  cambio  ese  defecto,  con 
arreglo  al  artículo  498  del  Código  citado,  se 
subsanó  con  el  escrito  de  fs.  55,  y  el  ejecutado 
fué  notificado  del  proveído  de  ese  escríto  do|i 
días  antes  de  oponer  excepciones; 

Que  consta  del  discernimiento  que  acompa- 
ña el  carácter  de  curadora  de  una  de  los  de- 
mandantes; 

Que  el  apoderado  de  la  parte  ejecutante  ea 
don  Víctor  Mujica,  quien  delegó  el  poder  en 
don  Arturo  Salvo,  y  estaba  facultado  no  sólo 
para  hacer  notificar  el  título  ejecutivo  al  deu- 
dor, sino  que  también  para  proceder  ejecuti- 
vamente en  su  contra. 

Que,  en  todo  caso,  siendo  indivisible  la  obli- 
gación que  nace  de  una  hipoteca,  cada  acree- 
dor tiene  derecho  para  exigir  el  total  y,  por  lo 
tanto,  el  ejecutante  don  Víctor  Mujica,  de 
quien  tenía  poder  suficiente  don  Arturo  Salvo, 
ha  podido  hacer  el  cobro  con  perfecto  derecho; 

Que  el  hecho  de  si  los  ejecutantes  son  o  nó 
herederos  de  don  Benigno  V.  Mujica  debe  ser 
probado  por  el  ejecutado,  que  les  niega  esa 


14 


SEGUNDA  PARTE.— SECCIÓN  SEGUNDA 


calidad,  si  bien  se  las  ha  reconocido  expresa- 
mente en  otro  juicio; 

Que  no  existe  litis  pendencia  porque  no  hay 
identidad  de  ¡«ersonas  ni  de  acción,  ya  que  en 
el  juicio  contra  don  Antonio  Contardo  se  ejer- 
citaba la  acción  personal  y  en  este  juicio  se 
hace  valer  la  acción  real  hipotecaria,  y  ambas 
acciones  no  se  excluyen  y  la  sentencia  pronun- 
ciada en  uno  de  los  juicios  no  produciría  cosa 
juzgada  en  el  otro; 

Que  la  circunstancia  de  no  haberse  pagado 
los  intereses  estipulados  en  la  escritura  de 
mutuo  consta  de  autos,  y  no  sólo  se  dejaron 
do  pagar  en  un  semestre,  sino  en  ocho  ó  diez, 
íi  pesar  de  reconvenciones  judiciales  y  de  lar- 
gos juicios  seguidos  con  ese  objeto. 

Que  el  ejecutado  es  el  único  heredero  de  do- 
ñ.'i  Tránsito  Lagos  de  Contardo,  no  sólo  por- 
que á  él  se  le  concedió  la  posesión  efectiva  de 
la  herencia  de  esa  señora,  sino  que  también 
porque  él  sólo  posee  las  propiedades  hipote- 
cadas. 

Que  la  obligación  no  es  nula  porque  las  mu- 
jeres casadas  no  necesitan  de  autorización  ju- 
dicial sino  la  del  marido  para  celebrar  contra- 
tos y  esta  última  autorización  se  presume 
cuando  el  marido  interviene  expresa  y  direc- 
tamente en  el  acto; 

Que  aún  suponiendo  nula  la  obligación,  esa 
nulidad  sería  relativa,  y  habría  prescripto  á 
los  cuatro  años  después  de  terminada  la  inca- 
pacidad, esto  es,  á  los  cuatro  años  siguientes 
al  fallecimiento  de  la  señora  Lagos  de  Con- 
tardo, el  cual  ocurrió  el  19  de  noviembre  de 
1899;  y 

Que  además  el  ejecutado  ha  ratificado  táci- 
tamente esa  obligación,  pagando  ciertos  inte- 
reses devengados  por  ella,  según  consta  de  la 
carta  a  f.  8,  reconocida  por  el  deudor. 

Con  fecha  19  de  enero  de  1904  el  Juzgado 
resolvió: 

Considerando: 
1^  Que  las  propiedades  hipotecadas  por  don 
Antonio  Contardo  y  su  esposa  doña  Tránsito 
Lagos  de  Contardo,  que  se  detallan  en  la  es- 
critura inscripta,  las  posee  actualmente  el  eje- 
cutado don  Benjamín  Contardo  Lagos,  á 
quien  se  le  concedió  la  posesión  efectiva  de  los 
bienes  quedados  al  fallecimiento  de  la  expre- 


sada señora  Lagos,  su  madre,  según  tx. 
consta  del  certificado  que  corre  en  autos; 

2^  Que  en  este  juicio  se  hace  valer  contrae 
referido  don  Benjamín  Con  tardo  la  acn -. 
real  hipotecaria  que  concede  el  artículo  2i.^ 
del  Código  Civil,  mediante  la  cual  el  acrtcd:: 
tiene  derecho  para  perseguir  la  finca  h'pou» 
cada,  sea  quien  fuere  el  que  la  posea,  y  á  cea:- 
quier  título  que  la  haya  adquirido; 

3^  Que  la  acción  antes  mencionada  se  hal.¿ 
sujeta  en  cuanto  á  su  tramitación  á  lo  dis- 
puesto en  el  título  20  del  libro  3'  del  Códp 
de  Procedimiento  Civil,  y  al  efecto  el  poseed:?: 
fué  notificado,  según  consta  de  autos,  pan 
que  pagara  la  deuda  ó  abandonara  antee! 
Juzgado  las  propiedades  hipotecadas; 

4'**  Que  no  habiéndose  ejecutado  el  pago  por 
el  poseedor  ni  héchose  por  éste  el  abandct^ 
antes  expresado,  la  parte  ejecutante  ha  ¡^c)- 
do  con  perfecto  derecho  solicitar  mandamie:- 
to  de  embargo  contra  don  Benjamín  Contar- 
do,  toda  vez  que  es  ejecutivo  el  título  def.  1, 
cuyo  cumplimiento  se  reclama; 

5^  Que  consta  de  autos  que  don  Víctor  Ma- 
jica,  mandatario  de  la  sucesión  de  don  Becja- 
mín  Y.  Mujica,  según  consta  del  poder  de  Iqiaí 
32,  hizo  en  el  escrito  de  fs.  34,  antes  de  pre- 
sentarse la  demanda  ejecutiva,  las  designa- 
ciones que  á  él  se  refieren  ordenadas  por:¿ 
ley;  que  su  delegado  don  Arturo  Salvo  tam- 
bién hizo  las  referentes  á  su  persona  en  el  es- 
crito de  fs.  50,  y  que  si  bien  es  efectivo  que  eo 
la  demanda  ejecutiva  no  se  contienen  las dr 
sign aciones  de  las  demás  personas  que  coc 
ponen  la  sucesión  de  don  Benigno  Y.  Mujica. 
sin  embargo,  dicha  omisión  fué  subsanada  es 
el  escrito  de  fs.  55,  proveído  y  notificado  a: 
deudor  el  5  de  enero  de  1903,  6  sea  dos  días 
antes  de  aquel  en  que  éste  alegó  las  excepcio- 
nes de  fs.  56; 

6^  Que  el  ejecutado  no  ha  rendido  prueba 
alguna  para  justificar  que  los  ejecutantes  en 
este  juicio  no  sean  los  herederos  de  don  Benig- 
no V.  Mujica,  primitivo  acreedor  y,  poJ^^^ 
contrario,  consta  del  certificado  de  fs.  79 qne 
el  ejecutado  ha  interpuesto  demanda  contra 
los  ejecutantes,  como  herederos  de  don  Benig- 
no V.  Mujica,  á  fin  de  que  se  declare  nuloc» 
titulo  que  sirve  de  base  á  esta  ejecución; 

7^  Que  del  poder  otorgado  en  Santiago  el 
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?  de  octubre  de  1903,  consta  que  la  sucesión 
don  Benigno  V.  Mujica  facultó  á  uno  de 
s  interesados  en  ella,  don  Víctor  Mujica,  no 
lo  pa.r£i  hacer  notificar  al  ejecutado  el  títu- 
,  sino  también  para  proceder  ejecutivamen- 
en  su  contra,  y  ese  mandatario  delegó  en 
>n  Arturo]  Salvo  el  referido  poder,  según 
insta  del  otrosí  del  escrito; 
8^  Que  habiéndose  ejercitado  contra  don 
ntonlo  Contardo  la  acción  personal  que 
>ncede  el  artículo  2465  del  Código  Civil,  y 
ercitándose  en  este  juicio  contra  el  ejecuta- 
o  don  Benjamin  Contardo  la  acción  real  in- 
icada  en  el  considerando  2^  de  esta  sen- 
^ncia,  no  puede  alegarse  por  éste  último  la 
xcepción  de  litis  pendencia,  puesto  que  am- 
as acciones  no  se  excluyen,  y  como  posee- 
lor  de  las  propiedades  hipotecadas  no  tiene 
lerecho  para  exigir  que  se  persiga  primtro  á 
a  deudora  personalmente  obligada; 

9^  Que  si  bien  la  mujer  casada  no  puede 
:elebrar  contrato  alguno  sin  la  autorización 
ie  su  marido,  sin  embargo  doña  Tránsito 
Lagos  de  Contardo  obró  con  esa  autoriza- 
ción al  celebrar  el  contrato  de  mutuo  de  que 
da  cuenta  la  escritura,  puesto  que  su  marido 
don  Antorio  Contardo  intervino  expresa  y 
directamente  en  ese  contrato,  suscribiéndolo 
junto  con  su  esposa,  y  ambos  cónyuges  soli- 
citaron la  autorizaición  judicial  necesaria  para 
hipotecar  las  propiedades  que  garantizan  la 

deuda; 

10.   Que  si  bien  el  pago  de  los  intereses  de- 
vengados por  el  capital,  á  falta  de  estipula- 
ción expresa  debió  hacerse  en  el  domicilio  del 
deudor,  sin  embargo,  el  ejecutado  reconoce 
en  la  carta  suya  que  corre  en  autos,  que  dichos 
intereses  no  fueron  cubiertos  en  la  oportuni- 
dad debida,  siendo  de  advertir  que  el  deudor 
personal,  al  requerirle  el  pago  en  mérito  de  la 
escritura,  que  se  había  convertido  en  título 
ejecutivo  por  no  haberse  pagado  los  intereses, 
ninguna  oposición  dedujo. 

En  mérito  de  estas  consideraciones  y  siendo 
inoficioso  pronunciarse  acerca  de  la  excepción 
de  prescripción  alegada  por  los  ejecutantes,  se 
desechan  las  excepciones  alegadas  por  el  eje- 
cutado y,  en  consecuencia,  se  declara  que  debe 
seguirse  adelante  esta  ejecución  hasta  hacerse 
entero  pago  del  capital,  intereses  y  costas; 


con  arreglo  á  los  artículos  137, 138, 1588, 
1754,  2407,  2428  y  2465  del  Código  Civil  y 
455,  485,  487,  492,  507,  931  y  932  del  Códi- 
go de  Procedimiento  Civil,  las  partes  vengan 
á  comparendo  el  segundo  día  hábil  después 
de  notificada  esta  sentencia,  á  fin  de  nom- 
brar el  perito  que  debe  tasar  los  bienes  em- 
bargados. 

Se  habilita  el  feriado  para  el  pronuncia- 
miento y  notificación  de  esta  sentencia Feli- 
pe S,  Urzúa, 

La  Corte: 

Vistos:  suprimiendo  el  considerando  lOi 
la  primera  parte  del  6^  y  teniendo  además 
presente  que  de  la  carta  se  desprende  que 
el  pago  de  los  intereses  ha  podido  hacerse  y 
se  ha  hecho  en  parte  en  lugar  distinto  del  do- 
micilio del  deudor,  se  confirma  la  sentencia 
apelada  de  19  de  enero  último,  con  costas  del 
recurso.— F.  Urratia.—  F.  Román  Blanco,— 
M,  Móntelo, 


Corte  de  Santiago,^  25  de  julio  de  1905 
Molina  con  Molina  (sucesión  Mana  Josefa) 

Cltaoión  de  terceros.— Notlfloaoión 
por  los  diarios 

Doctrina:— v9/  la  acción  ejercida  por 
una  persona  correspondiese  también  á 
otroSy  el  demandado  puede  pedir  que  la 
demanda  se  ponga  en  conocimiento  de 
los  que  no  hubieran  ocurrido  á  entablarla 
y  si  fuese  difícil  determinar  la  individua- 
lidad 6  residencia  de  estas  personas  ó  su 
número  diñcultase  considerablemente  la 
práctica  déla  diligencia, podrá  hacerse  la 
notiñcación  por  medio  de  avisos  publica- 
dos en  los  diarios  en  la  forma  determt- 
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nada  por  el  artículo  57  del  Código  de 
Procedimiento  Civil. 


Doña  Irene  Molina  Aguilera  entabló,  ante 
el  primer  Juzgado  de  Santiago,  demanda  para 
que  se  declarara  que  es  pariente  de  doña  Ma- 
ría Josefa  Molina  y  Agüero  en  su  calidad  de 
nieta  legítima  de  don  Lúeas  Juan  Molina  y 
Agüero,  hermano  legítimo  de  dicha  señora  y 
que  enconsecuencia  tiene  derecho  á  la  herencia. 

El  apoderado  de  los  herederos  demandados 
contestó  la  demanda  y  por  separado  solicitó 
se  notificara  por  medio  de  avisos  en  los  dia- 
rios á  las  personas  que  indica  ó  á  quien  sus  de- 
rechos represente  y  á  todo  el  que  se  crea  con 
derecho  á  la  herencia  de  la  señora  María  Jose- 
fa Petronila  de  Alcántara  Molina  y  Agüero,  á 
titulo  de  supuestos  descendientes  de  don  Lú- 
eas Francisco  Juan  Santiago  Molina  y  Agüe- 
ro, para  que  dentro  del  término  de  empla- 
zamiento expresen  si  se  adhieren  ó  nó  á  la 
demanda,  bajo  apercibimiento  de  que  si  nada 
dijeren  les  afectará  el  resultado  del  juicio  sin 
nueva  citación. 

Pedida  vista  al  señor  Promotor  fiscal,  este 
funcionario  manifestó  que  no  debía  darse  lu- 
gar á  lo  solicitado,  teniendo  en  consideración 
que  no  se  determina  las  personas  á  quienes  se 
trata  de  notificar  por  los  diarios  y  que  sin  di- 
cha determinación  no  tiene  lugar  la  aplica- 


ción del  artículo  22  del  Código  de  Prc<9 
miento  Civil.  El  Juez  señor  Ayala  qoc  coi: 
en  el  juicio  por  recusación  del  primer  Jo2s 
mandó  poner  este  dictamen  en  conocimi 
del  interesado;  y  habiéndose  manifestado 
éste  que  los  artículos  22  y  57  del  Códi^i 
Procedimiento  Civil,  se  ponen  precisamoi 
en  el  caso  de  notificación  personal  6  por » 
dula  á  personas  cuya  individualidad  ó  r» 
dencia  sea  difícil  determinar,  que  es  el  caso  tí 
juicio,  por  haber  constancia  de  qne  ladnu» 
dan  te  no  es  la  única  persona  que  seprrtde 
heredera  de  la  señora  Molina  é  ignora  quié» 
sean  todas  esas  personas  y  su  residencia. 
El  Juzgado  resolvió: 

Santiago,  16  de  mayo  de  1905.  .Vistx 
oído  el  señor  Promotor  Fiscal,  se  decki 
como  parece  á  este  funcionario  en  el  dictacR 
de  fs.  34  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  n- 
tículo  22  del  Código  de  Procedimiento  Cir 
^Arturo  Ayala, 

Apelada  esta  resolución, 

La  Oorte: 

Visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  22t5T 
del  Código  de  Procedimiento  Ciril,  se  rcrocí 
la  resolución  apelada  de  16  de  mayo  últiino.T 
se  declara  que  ha  lugar  á  lo  pedido  por  el  pro- 
curador García  Huidobro  en  el  escrito  á< 
ís.  35.—/.  Alejo  Fernández^].  BcnaksM.-^ 
Verj^ara  A.— Luis  Biwríga. 


Afio  m 
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CORTES  DE  APELACIONES 


Corte  de  Talca^—10  de  agosto  de  1904 
Palacios  con  Pereira 

Retenolón.— Juiolo  ejecutivo;  depósi- 
to; tercería.— Contrato  de  talaje. 

Doctrina:—  El  contrato  de  talajes  ce- 
lebrado por  el  depositario  de  unos  ani- 
males embargados  en  juicio  ejecutivo  y 
que  por  sentencia  de  término  se  han  man- 
dado  entregar  al  tercerista,  da  derecho 
de  retención  sobre  dichos  animales  al 
arrendador,  aunque  el  tercerista  no  haya 
intervenido  en  el  depósito,  ni  en  el  otor- 
gamiento del  contrato  de  talajes. 


En  una  ejecución  seguida  por  la  Municipali 
dad  de  Linares  contra  don  Víctor  Rojas  se 
embargaron  unos  animales  que  pertenecían  á 
don  Venancio  Pereira  y  se  nombró  deposita- 
rio de  ellos  á  don  Pedro  Pinochet,  quien  los 
puso  á  talaje  en  un  fundo  de  don  Francisco  A. 
Palacios. 

Fallada  á  favor  de  Pereira  la  tercería  que 
interpuso  j  mandada  hacerle  entrega  de  los 
animales,  Palacios  pidió  retención  de  ellos. 

£1  Juzgado  falló: 

Linares,  28  de  abril  de  1903  —  Vistos  j  te- 
niendo presente: 

Que,  según  se  expresa  en  el  certificado,  los 
animales  cuya  retención  pretende  don  Fran- 
cisco A.  Palacios  se  encuentran  en  poder  de 
este  señor  por  obra  de  don  Pedro  Pinochet, 
depositario  judicial  que  fué  de  ellos,  y  no  por 
acto  de  su  dueño  don  Venancio  Pereira; 

Que,  según  el  mismo  certificado,  esos  anima* 
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Ahora  bien,  en  los  antecedentes  no  existe 
dato  alguno  para  creer  que,  deducida  la  terce- 
ría, haya  habido  nueva  reunión  con  asistencia 
del  tercerista  ó  nuevo  decreto  del  Juez  para 
nombrar  al  mismo  Pinochet  ó  á  otro  secues- 
tre judicial  de  los  animales  que  por  ella  se  liti- 
gan entre  el  ejecutante  y  otra  personalid;i<l 
que  hasta  entonces  no  habia  intervenido,  el 
tercerista. 

De  donde  resulta  en  claro  que  Pinochet  no 
fué  secuestre  en  el  juicio  de  tercería,  sino  un 
depositario  en  el  ejecutivo,  por  lo  que  las  re- 
laciones legales  de  depositante  á  depositario, 
ó  vice- versa,  sólo  existen  entre  éste  y  las  par- 
tes á  quienes  debía  su  nombramiento,  la  Mu- 
nicipalidad y  Rojas. 

Se  sigue  de  lo  expuesto  que  si,  conforme  á 
los  artículos  2234  y  2235  del  Código  Civil,  el 
depositante  debe  indemnizar  al  depositario 
las  espensas  que  haya  hecho  en  la  conserva- 
ción de  la  cosa  y  puede  retenerla  para  garan- 
tía de  su  pago,  todo  ello  nada  tiene  que  ver 
con  el  tercerista;  y  que,  por  lo  mismo,  sea 
cual  fuere  la  responsabilidad  del  depositario 
ejecutivo  para  el  tercero  dueño  de  los  pastos, 
no  puede  éste  en  ningún  caso  negar  la  entrega 
de  los  animales  ásu  verdadero  dueño  que  para 
nada  intervino  en  el  contrato  y  que,  víctima 
de  una  espoliación  arbitraria,  hubo  de  entre- 
gar animales  propios  por  la  fuerza  y  aceptar 
un  talaje  que  ni  necesitaba  ni  pidió. 

No  vale,  pues,  el  argumento  de  que  Palacios 
contratara  con  el  lejítimo  tenedor,  pues  nunca 
lo  fué  del  tercerista,  ni  en  el  juicio  de  tercería 
obtuvo  tampoco  nombramiento  del  Juez  como 
secuestre,  tocándole  el  único  papel  de  deposi- 
tario nombrado  por  las  partes  del  procedi- 
miento ejecutivo. 


III 


Se  ha  aducido  también  eí  conocido  principio 
de  que  nadie  puede  enriquecerse  en  perjuicio  de 
tercero,  principio  inaplicable  á  este  juicio,  dcF- 
de  que  no  se  ha  demostrado  en  forma  alguna 
que  Pereira  tuviese  necesidad  de  los  talajes. 

Además,  se  comprende  sin  esfuerzo  que  en 
muchos  casos  una  retención  injusta  es  lamina 
completa  del  dueño  de  los  animales,  talen  és- 
tos tanto  7  tan  bien  pomo  se  quiera. 


En  el  mismo  caso  en  discusión,  resalta  :j 
se  murieron  dos  de  los  animales  en  depiv 

¿Quién  los  paga,  y  cuánto  costana  el  pa^i 
si  hay  alguien  que  debiera  responder? 

En  resumen,  si  fuera  de  los  casos  expn^. 
mente  exceptuados,  nadie  debe  respondr? 
por   hechos  propios,  estimo  contrario 
ley  y  á  las  mas  vulgares  nociones  de  eqj 
el  que  se  obligue  á  pagar  talajes,  so  peca 
retención  de  los  animales,  aun  tercero  á..  . 
se   arrebataban  arbitrariamente,  t  arb.:v 
riamente  se  le  trae  á  juicio. 

En  mérito  de  estas  consideraciones  es:  • 
por  confirmar  la  sentencia  apelada  á  rin 
de  sus  fundamentos  y  de  los  que  he  codsí.-: 
nado  anteriormente. 

Talca,  10  de  agosto  de  1904. — Manoe¡!¿ 
tero. 


Corte  de  Talen,--!?  de  agosto  dt  19^ 
Rojas  con  Amigo 

Servidumbre  de  aoueduoto.— ftüce 

existente 

Doctrina:— i?A'/st/eiido  un  cauce  c:- 
predio  superior  por  el  cual  se  bacíapi^  • 
el  agua  necesúrin  para  el  riego  deicr- 
rrenos  del  predio  inferior,  y  BcepUod'^ 
dueño  del  ptedio  superior  que  connr^t 
este  uso,  no  puede  gravarse  su  faodoa 
la  servidumbre  de  un  nuevo  acvedacto^ 
no  se  prueba  que  el  uso  del  canal  ev>t' 

• 

te  irrogíi  al  predio  dominante  peijH':"- 
notable  ó  que  el  nuevo  canal  perw::- 
aprovechar  una  extensión  mayor  (k  i^ 
rreaos. 
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>on    Modesto  Jesús  Rojas  hace  presente: 

el  año  1897  le  compró  á  don  Emilio  Ver- 
a  y  Vergara  varias  porciones  de  terreno, 
radas  en  la  subdelegación  de  Los  Litres,  de 

departamento,  á  la  orilla  sur  del  río  Lir- 
,  contiguas  al  fundo  San  Francisco,  de  los 
3rcs  Belfor  Fernández  v  Arturo  Bascu- 
C,  cu^'as  porciones  tienen  los  deslindes  y 
ida  que  se  expresan  en  la  referida  escritura. 
isas  porciones  son  contiguas  y  forman  en- 
lodas un  fundo  dividido  en  dos  partes,  se- 
adas  por  una  estrecha  faja  de  terreno  de 
piedad  de  donjuán  Amigo, 
ista  faja  tiene  un  largo  de  más  6  menos  10 
dras,  desde  la  ribera  del  río  Lircav  hacia 
ur,  hasta  llegar  al  camino  del  mismo  nom- 

que  va  desde  esta  ciudad  hacia  el  oriente, 
in  ancho  variable  de  2  6  4  cuadras  más  ó 
nos. 

Que  la  parte  de  su  fundo  que  está  situado 
oriente  de  esta  faja,  que  es  de  más  6  menos 

cuadras,  la  riega  con  aguas  que  extrae  de 
a  bocatoma  situada  en  el  fundo  Peumo  Ne- 
3,  en  una  quebrada  del  mismo  nombre,  y  las 
iduce  por  un  cauce  que,  pasando  por  los 
idos  Peumo  Negro  y  San  Francisco,  llega 
ista  su  predio. 

Que  la  otra  porción  de  su  fundo,  situada  al 
miente  de  aquella  faja,  que  es  como  de  25 
adras,  no  tiene  aguas  directas  para  su  cul- 
^'o,  por  lo  que  necesita  hacer  llegar  hasta  ella 
s  aguas  á  que  se  ha  referido. 

Por  difícultades  que  ahora  le  opone  el  nom- 
'ado  Amigo,  no  puede  pasar  aguas  á  través 
?  su  faja  de  suelo,  y  está  privado  del  cultivo 
ae  antes  se  hacía  en  esa  parte,  en  los  pastos 

sembrados,  y  principalmente  en  una  viña 
ue  ahí  tiene,  pues  anteriormente  le  permitió 
I  atravieso,  aunque  no  existía  resolución  ju- 
icial  sobre  el  gravamen  de  acueductos. 

Que  se  vé  en  la  necesidad  de  entablar  esta 
Icmanda  en  contra  de  Amigo,  para  obligarlo 
i  soportar  el  gravamen,  previa  indemniza" 
•ion,  debiendo  consentir  el  atravieso  del  cauce 
)or  la  parte  de  su  predio  que  permita  el  expe- 
dito curso  de  las  aguas  y  el  nivel  apropiado 
3ara  su  más  extenso  aprovechamfento. 

Don  Juan  Amigo,  contestando  la  demanda, 
hace  una  relación  del  origen  de  su  derecho  al 
dominio  del  canal  y  agua  á  que  se  refiere  el  de- 


mandante, y  en  seguida  agrega  que  don  Mo- 
desto Rojas  es  sucesor  de  don  Emilio  Vergara 
en  el  terreno  que  posee  y  en  los  derechos  que  se 
atribuye  en  el  canal  y  agua  á  que  se  refiere  en 
su  demanda. 

Que  con  el  señor  Rojas  existe  la  misma  co-' 
munidad  que  tenía  con  don  Emilio  Vergara  en 
el  canal  y  agua  en  cuestión  y  que  hace  como 
tres  meses  que  Rojas,  por  hostilizarlo,  desvió  el 
curso  de  las  aguas  que  antes  entraban  á  su 
terreno  y  las  arrojó  al  barranco  del  rio,  pri- 
vándolo por  completo  del  uso  de  ellas,  siendo 
completamente  falso  que  le  haya  puesto  in- 
conveniente para  regar  su  terreno  y  pasar  el 
agua  por  su  fundo  en  la  forma  que  siempre  ha 
pasado. 

Ademát,  afirma  que  el  acueducto  ha  exis- 
tido siempre  en  el  mismo  lugar  que  indica  Ro- 
jas y  que  éste  no  tiene  aguas  de  su  propiedad. 

Que,  por  lo  expuesto,  pide  se  deseche  la  de- 
manda. 

Las  partes,  en  sus  escritos  de  réplica  y  du- 
plica, refuerzan  sus  alegaciones. 

Se  ha  recibido  la  causa  á  prueba  y  se  ha 
rendido  la  que  consta  de  autos. 

Por  parte  del  demandante  se  tacharon  los 
testigos  José  Antonio  González  y  Andrés  Ve- 
negas,  por  haber  sido  condenados  por  delito, 
según  sentencias  que  se  acompañan  en  com- 
pulsas. 

El  Juzgado  de  Talca,  con  fecha  11  de  julio 
de  1904,  resolvió: 

Considerando,  en  cuanto  á  las  tachas: 
1^  Que,  según  las  sentencias  acompañadas, 
consta  que  los  testigos  José  A.  González  y  An- 
drés Vcnegas,  han  sido  condenados  por  delito 
y  conforme  con  lo  dispuesto  en  el  número  8*^ 
del  artículo  346  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  se  declara  que  ha  lugar  á  dichas  tachas. 

Considerando  en  cuanto  á  la  demanda: 
I*'  Que  el  presente  juicio  versa  principal- 
mente sobre  el  derecho  que  don  Modesto  Ro- 
jas tiene  para  imponer  al  predio  de  don  Juan 
Amigo  la  servidumbre  legal  de  acueducto,  con 
el  fin  de  atravesar  dicho  fundo  por  media  de 
un  canal  que  habrá  de  conducir  al  fundo  si- 
tuado al  poniente  de  la  faja  de  terreno  de  pro- 
piedad de  Atnigo  las  aguas  que  extrae  de  una 
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bocatoma,  situada  en  el  fundo  Peumo  Negro, 
en  una  quebrada  del  mismo  nombre; 

2^  Que  toda  propiedad  está  sujeta  á  la  ser- 
vidumbre de  acueducto  en  favor  de  otra  que 
carezca  de  las  aguas  necesarias  para  su  cul- 
tivo; y  el  demandante  ha  probado  que  su  fun- 
do, situado  al  poniente  del  demandado,  carece 
de  las  aguas  necesarias  para  el  cultivo  de  sus 
pastos  y  viña; 

3'  Que  igualmente  ha  probado  que  carece 
de  cauce  propio  para  regar  el  terreno  para  el 
cual  pide  la  servidumbre  y  para  ello  es  indis- 
pensable atravesar  el  prdio  de  Amigo; 

4^  Que  aún  cuando  Amigo  en  su  defensa  ha 
alegado  que  las  aguas  que  Rojas  quiere  con- 
ducir á  través  de  su  predio  no  le  pertenecen 
exclusivamente  á  éste,  sino  que  les  syn  comu* 
nes  con  él  hasta  antes  de  entrar  á  su  predio; 
sin  embargo,  no  cabe  pronunciarse  en  esta 
ocasión  sobre  el  derecho  que  pueda  también 
tener  Amigo  sobre  dichas  aguas  ó  acueductos, 
por  cuanto  la  demanda  no  ha  versado  sobre 
ese  particular. 

Visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  861,  864 
y  1698  del  Código  Civil,  se  declara  que  ha  lu- 
gar á  la  demanda  y  que,  en  consecuencia,  e 
demandante  puede  constituir  la  servidumbre 
de  acueducto  en  el  fundo  del  demandado,  de- 
biendo fijarse  el  rumbo  de  éste  por  un  perito 
nombrado  por  las  partes  en  la  forma  ordina- 
ria, pagarse  el  valor  del  terreno  y  demás  in- 
demnizaciones establecidas  en  el  artícnlo  865 
del  Código  Civil  y  cuyo  valor  lo  apreciará  el 
Juzgado,  oyendo  también  el  dictamen  de  un 
perito,  con  costas.— i?.  Dueñas» 

La  Corte: 


Vistos:  con  lo  relacionado  en  la  sentencia 
de  primera  instancia;  y 


1 


continúe  en  el  uso  de  este  canee,  en  la  mku 
forma  que  lo  ha  hecho  siempre;  y  sólo  » cpo* 
ne  á  la  demanda  por  cuanto  se  trata  de  p 
vario  con  una  nueva  servidumbre  inoecEv 
ría;  y 

3^  Que  el  demandante  no  hacompro'u 
que  el  uso  del  canal  existente  le  irrogue  pr. 
ció  notable,  ni  que  con  el  nuevo  canal  por-. 
aprovechar  una  mayor  extensión  de  tmea 
que  la  que  actualmente  riega. 

En  esta  virtud  y  de  acuerdo  con  lo  disp» 
to  en  el  artículo  858  del  Código  Civil,  semou 
la  sentencia  apelada  de  11  de  julio  de!:* 
próximo  pasado,  y  se  declara  que  no  ha  i:;.* 
á  la  demanda. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Pisa- 
dente  ürrutia,  que  estuvo  por  confirmar  ¿ 
sentencia  apelada.— F.  ürrutia— F.  Hoe." 
Blanca,-~M.  Montero. 


Corte  de  Talca.^24  de  agosto  <k  /.^'< 
Avaria  con  Cáceres 

Subpograoión.— Tercería  de  prelacia- 

Doctrina:— Para  que  la  subroprr 
tenga  lugar  es  necesario  qve  el  qo(p¥ 
lo  haga  con  bienes  de  sa pertencna^'^ 
por  lo  tanto,  no  se  subroga  en  la  ¿o»^ 
hipotecaria  que  reconoce  la  prop^^^ 
el  comprador  que  la  paga  con  paru « 
precio  por  encargo  del  vendedor. 


Teniendo  presente: 

1^  Que  en  autos  se  halla  debidamente  esta- 
blecido que  desde  tiempo  atrás  existía  en  la 
propiedad  del  demandado  un  cauce  por  el  cual 
el  demandante  hacia  pasar  el  agua  necesaria 
para  el  riego  de  los  terrenos  que  tiene  al  po- 
niente de  la  propiedad  del  señor  Amigo,  hecho 
eJconocido  por  el  mismo  demandado; 

2^  Que  Ami^o  acepta  que  el  demandante 


Don  Rómulo  Avaria  hace  presente  qi«r^ 
escritura  pública  de  21  de  agosto  d«  ^^ 
compró  á  don  Nicolás  Valenzücla,©^"^'' 
mil  doscientos  tres  pesos  treinta  y  cíoco  v  - 
tavos,  un  predio  ubicado  en  la  caik  Sfl-*  ' 
de  la  ciudad  de  Talca,  bajo  los  deslióles  \* 
se  indican. 
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Aunque  en  la  escritura  de  venta  se  expresó 
o  tener  ^avamen  el  preilio  expresado,  y  el 
endedor  le  afirmó  que,  aparte  de  una  hipo- 
eca  Á  favor  de  don  Bernardo  Qnijano,  que  el 
Kponente  pagó  e)  mismo  día  de  la  venta,  no 
abía  ninguna  otra  que  afectase  á  dicho  in- 
lueble,  se  presentó  ahora  un  año  don  Vale- 
iano  Cáceres,  en  representación  de  su  esposa 
leña  I>e1fí na  Villalobos,  reconviniéndolo  para 
[ue  le  pagase  un  crédito  por  $  3.000  con- 
raido  en  favor  de  ésta  por  Valcnzuela,  en 
)ctubre  de  1896,  con  hipoteca  de  la  citada 
>ropiedad. 

Tramitado  el  incidente,  se  ordenó,  por  reso- 
ucióa  de  término,  despachar  mandamiento 
le  embargo  sobre  el  inmueble  en  referencia. 

Con  motivo  de  ese  embargo  se  le  desposeyó 
de  la  especie  comprada,  colocándolo  así  en  la 
condición  de  un  tercero,  pudiendo  como  tal 
ejercitar  las  acciones  que  á  su  derecho  conven, 
gan. 

Entre  estas  acciones  obra  la  relativa  á  ob- 
tener, como  subrogado  en  los  derechos  de 
don  Bernardo  Quijano,  el  pago  del  crédito 
que  le  adeudaba  don  Nicolás  Valenzuela  con 
hipoteca  del  inmueble  de  que  se  trata  y  que 
pagó  de  su  cuenta. 

En  efecto,  consta  de  la  escritura  pública  ins- 
crita de  2  de  julio  de  1895,  que  don  Nicolás 
Valenzuela  se  constituvó  deudor  del  señor 
Quijano  por  la  cantidad  de  $  2.000  á  un  año 
de  plazo  y  al  interés  del  1%  mensual,  hipote- 
cándole en  garantía  el  inmueble  que  poste- 
riormente le  vendió. 

En  octubre  de  1896  contrajo  Valenzuela  un 
nuevo  préstanio  en  favor  de  doña  Delfina  Vi- 
llalobos, por  $  3.000,  con  hipoteca  del  mismo 
predio  y  aunque  le  manifestó  el  deudor  cuan- 
do le  hizo  la  venta  que  ese  crédito  fué  pagado 
en  marzo  de  1897,  fecha  en  que  se  extendió 
una  escritura  de  cancelación  que  quedó  sin 
efecto    por  no  haberla  firmado  el  acreedor, 
el  crédito  se  ha  estimado  subsistente  por  no 
haberse  podido  establecer  Icgalmente  su  pago. 
Pero,  á  pesar  de  ello,  ese  crédito,  posterior 
por  su  fecha  y  la  de  su  inscripción,  en  favor 
del  señor  Quijano,  cede  á  éste  en  la  preferencia 
para  su  pago,  de  conformidad  con  lo  dispues- 
to en  los  artículos  2410  y  2477  del  Código 
Civil. 


Que  subrogado  en  los  derechos  del  señor 
Quijano  respecto  á  su  crédito,  de  conformidad 
con  lo  prescrito  en  el  número  2'  del  artículo 
1610  del  Código  Civil,  á  virtud  de  haberlo 
cubierto,  tiene  derecho  para  que  se  le  pague, 
con  el  precio  de  venta  del  inmueble  hipotecado, 
el  valor  de  ese  crédito  por  capital  é  intereses, 
con  preferencia  al  de  Cáceres  ó  su  esposa  y 
para  cuyo  efecto  deduce  la  presente  tercería 
de  prelación. 

Don  Valeriano  Cáceres,  contestando,  dice: 
que  debe  desecharse  la  tercería  interpuesta, 
por  cuanto  el  señor  Avaria  no  ha  pagado  el 
crédito  hipotecario  del  señor  Quijano  contra 
el  señor  Valenzuela  sino  que  lo  pagó  éste  con 
parte  del  precio  de  venta  del  inmueble  hipote- 
cado. 

Con  fecha  11  de  agosto  de  1903,  el  Juzgado 
de  Talca  falló: 

Considerando: 

1^  Que  por  escritura  pública  de  21  de  agos- 
to de  1897  consta  que  don  Rómulo  Avaria 
compró  á  don  Nicolás  Valenzuela,  en  $4.203,35 
la  casa  ubicada  en  la  calle  Seis  Sur  de  esta 
ciudad,  bajo  los  deslindes  que  se  determinan 
en  la  misma  escritura; 

2^  Que  de  la  escritura  pública  otorgada  por 
el  expresado  señor  Valenzuela  á  favor  del  se- 
ñor Bernardo  Quijano,  consta  también  que  el 
vendedor  de  la  casa  á  que  se  ha  hecho  referen- 
cia, la  hipotecó  el  2  de  julio  de  1895  á  favor 
del  indicado  señor  Quijano  para  garantirle 
un  préstamo  de  $  2.000  al  interés  del  1%  men- 
sual y  cuyo  gravamen  fué  cancelado  el  21  de 
agosto  de  1897,  ó  sea  en  la  misma  fecha  en 
que  se  le  vendió  al  señor  Avaria  el  inmueble 
hipotecadp; 

3^  Que  de  la  escritura  de  10  de  octubre  de 
1896  aparece  que  el  inmueble  vendido  no  sólo 
estaba  hipotecado  á  don  Bernardo  Quijano 
sino  también  a  doña  Delfina  Villalobos,  por 
la  cantidad  de$  3.000  al  interés  del  1%  men- 
sual; 

4^  Que  con  la  escritura  indicada  don  Vale- 
riano Cáceres,  como  acreedor  hipotecario,  ha 
ejecutado  al  señor  Avaria,  en  cuya  fecha  ade- 
más de  este  gravamen  existía  el  de  que  hace 
mérito  la  escritura,  anterior  al  crédito  de  la 
señora  Villalobos  de  Cáceres,  según  consta 
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de  los  respectivos  títulos  y  con  motivo  de  di- 
cha ejecución  el  señor  A  varia  tuvo  que  aban- 
donar el  predio  comprado; 

5^  Que  aún  cuando  la  escritura  de  cancela- 
ción def  crédito  del  señor  Quijano,  no  expresa 
quién  hizo  el  pago,  sin  embargo,  de  los  hechos 
siguientes  aparece  de  una  manera  manifiesta 
que  lo  efectuó  el  señor  A  varia: 

a)  Que  si  bien  es  cierto  que  el  señor  Quija- 
no en  la  diligencia  declaró  haber  sido  hecha  la 
cancelación  por  don  Nicolás  Valenzuela,  en 
dinero  efectivo,  el  mismo  señor  Quijano,  en 
su  escrito  manifiesta  que  sufrió  un  error  a* 
afirmar  que  el  pago  le  había  sido  hecho  por 
Valenzuela,  siendo  que  en  realidad  el  pago  le 
fué  hecho  por  don  Rómulo  A  varia  en  un  che- 
que en  contra  del  Banco  de  Talca  por  la  can- 
tidad á  que  ascendía  aquel  crédito  con  más 
los  intereses  correspondientes  álos  siete  meses 
veinte  días  trascurridos  entre  el  1^  de  enero  y 
el  21  de  agosto  de  1897,  fecha  de  la  cancela- 
ción; 

h)  Que  la  afirmación  anterior  se  encuentra 
ampliamente  corroborada  con  lo  que  consta 
del  certificado  de  fs.  28  vta.  y  con  el  cual  que- 
da establecido  que  el  23  de  agosto  de  1897  el 
Banco  de  Talca  pagó  el  cheque  número  11  gi- 
rado por  don  Rómulo  Avaria  en  favor  de  don 
Bernardo  Quijano  por  $  2.155,35;  y 

c)  Que  esta  suma  da  exactamente  todo  el 
importe  de  los  $  2.000,  monto  del  crédi- 
to hipotecario  de  don  Bernardo  Quijano,  con 
sus  intereses  estipulados  durante  los  siete  me- 
ses veinte  días  á  que  se  refiere  el  señor  Quijano 
en  su  confesión; 

6^  Que  el  señor  Quijano  ha  podiilo  Icgal- 
mente  revocar  la  confesión  que  prestó  por 
cuanto  ha  alegado  que  ha  padecido  un  error 
de  hecho  al  afirmar  lo  que  se  consigna  en  el 
acta,  y  cuya  circunstancia  se  ha  justificado 
con  los  antecedentes  indicados  anteriormente 
(arts.  392  y  428  del  Código  de  Procedimiento 
Civil); 

7*^  Que,  en  consecuencia,  estando  debida- 
mente establecido  que  el  pago  del  crédito  hi- 
potecario del  señor  Quijano  fué  hecho  por  el 
señor  Avaria,  éste  ha  tenido  perfecto  derecho 
para  alegar  la  subrogación  prescrita  en  el  nú- 
mero 2^  del  artículo  1610  del  Código  Civil,  la 
que  se  efectúa  por  ministerio  de  la  ley  á  bene- 


ficio del  que  habiendo  comprado  un  inmxbk 
es  obligado  á  pagar  al  acreedor  á  quien  c!  y^ 
mueble  está  hipotecado  y  del  que  paga  ma 
deuda  agena,  consintiéndolo  expresa  6  tátra 
mente  el  deudor; 

8^  Que  la  subrogación  traspasa  al  nccrc 
acreedor  todos  los  derechos  y  acciones,  jira 
das  é  hipotecas  del  antiguo  así  contra  c)d(^ 
dor  principal  como  contra  terceros,  obligadas 
al  pago  de  la  deuda; 

9'  Que  de  lo  expuesto  resulta  que  don  Í'S- 
mulo  f^ varia  se  ha  subrogado  por  ministena 
de  la  ley  en  los  derechos  del  primer  acrrcdo: 
hipotecario,  ó  sea  de  don  Bernardo  Quijnsc 
y  ha  podido,  por  lo  tanto,  deducir  la  tcrccii 
de  prelación  para  pagarse  con  preferencia  i) 
ejecutante  del  crédito  hipotecario  á  qaeserr 
ficre  la  escritura  de  2  de  julio  de  1895. 

Visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  161'i, 
1612, 2410  y  2477  del  CódigoCiril,  se  debían 
que  ha  lugar  á  la  tercería,  con  costas. 

La  Corte: 

Vistos:  aceptando  la  parte  expositÍTa  ík 
la  sentencia  de  primera  instancia;  y 

Teniendo  presente: 

1^  Que  el  título  en  que  se  funda  la  tercería 
de  prelación  de  don  Rómulo  Avaria  es  as 
préstamo  de  $  2.000  de  capital  al  Vfc  de  intr 
res  mensual,  adeudado  por  don  Nicolás  \^' 
lenzuela  á  favor  de  don  Bernardo  Quijano 
con  hipoteca  de  la  misma  propiedad  que  p^* 
sigue  el  ejecutante  don  Valentín  Cáceres,  c 
representación  de  su  mujer  doña  Dclfina\iB>- 
lobos,  é  inscrita  con  anterioridad  á  la  de  esa 
escritura  de  2  de  julio  de  1895; 

2^  Que  este  préstamo  aparece  canceladopí^ 
escritura  de  21  de  agosto  de  1897,  en  la  ctjí 
ti  acreedor  don  Bernardo  Quijano  expone  q« 
habiendo  recibido  el  otorgante  el  capital  ^ 
intereses  adeudados  hasta  la  fecha,  viene  pof 
este  instrumento  en  cancelar  en  todassospar- 
tes  la  escritura  citada  (de  2  de  julio  dcl895i. 
dejándose  sin  ningún  valor  ni  efecto  y,  por 
consiguiente,  suspendida  la  hipoteca  qnecoa 
tiene; 

3^  Que,  según  esto,  el  título  de  la  tercería 
está  completamente  extinguido  y  no  pocdc 
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vir  de  base  para  ninguna  clase  de  presen  ta- 
ñes, mucho  menos  puede  invocarlo  ó  hacer- 
•evivir  don  Ramón  Avaria  que  es  un  extra- 
en este  título  y  sin  que  en  éste  ni  en  la 
icelación  tenga  ningún  derecho  constituido 
u  favor; 

4-^  Que  consta  de  autos  que  este  pago  se 
:o  con  parte  del  precio  en  que  don  Nicolás 
lenzuela  vendió  privadamente  al  señor  Ava- 
i,  sin  gravamen,  la  propiedad  hipotecada, 
mismo  día  de  la  cancelación,  esto  es,  el  21 
agosto  de  1897;  pero  sin  que  en  estas  escri- 
ras  ni  en  ninguna  otra  se  expresara  que 
raria  contraía  la  obligación  de  cancelar  la 
poteca  á  favor  de  Quijano  )'  lejos  de  eso,  en 

compraventa  dice  Valenzuela  que  "hace  la 
nta  en  la  cantidad  de  $  4.203,35  y  que  con- 
'sa  haber  recibido  en  dinero";  y  en  ese  caso, 
>co  importa  que  esa  cancelación  la  haya  he- 
lo personalmente  el  deudor  ó  el  comprador, 
jes  si  éste  la  verificó  lo  hizo  por  encargo  y 
m  dinero  de  aquél,  de  que  se  hizo  dueño  en 
irtud  de  la  venta,  y  por  lo  tanto  hay  extin- 
6n  de  la  obligación  con  fondos  propios  del 
íudor  y  no  subrogación,  pues  para  que  ésta 
'nga  lugar  es  necesario  que  el  que  paga  lo 
aga  con  bienes  de  su  pertenencia;  por  eso, 
cfiniendo  el  artículo  1608  del  Código  Civil 
a  subrogación  dice:  que  "es  la  trasmisión  de 
3S  derechos  del  acreedor  á  un  tercero  que  le 
»aga'*  es  decir,  que  paga  con  dinero  propio  y 
o  del  directamente  obligado  y  por  cuyo  mo- 
ivo  se  convierte  en  acreedor.  Esto  mismo  re- 
onoce  el  tercerista  Avaria,  aseverando  en  la 
éptima  de  las  posiciones  **que  don  Nicolás 
'^alenzuela  no  le  debe  actualmente  suma  algu- 
>a  de  dinero,  estando  sus  asuntos  finiquita- 
íos''; 

5^  Que,  dados  estos  antecedentes,  la  subro- 
gación que  alega  el  tercerista  fundado  en  el 
mmero  2^  del  artículo  1610  no  existe,  porque 
vo  ha  sido  obligado  á  pagar  el  crédito  hipo- 
ecario  á  favor  de  Quijano  con  su  peculio,  es 
lecir,  con  fondos  distintos  del  precio  de  com- 
)ra  del  predio,  para  que  se  le  hubieran  trasmi' 
tiílo  les  derechos  del  acreedor  á  quien  le  pagó, 
|ue  es  el  caso  contemplado  en  ese  número;  del 
"nismo  modo  tampoco  tiene  cabida  el  número 
)'  porque  el  pago  no  se  ha  hecho  con  dinero 


del  tercerista  sino  del  deudor  principal,  como 
se  ha  dicho; 

6^  Que  el  desposeimiento  de  la  finca  hipote- 
cada, que  es  la  acción  que  ejercita  el  acreedor 
don  Valeriano  Cáceres  contra  el  poseedor  de 
la  finca  hipotecada,  don  Rómulo  Avaria,  para 
cubrirse  de  su  crédito,  no  repone  las  cosas  al 
estado  que  tenían  cuando  éste  la  adquirió, 
como  sería  necesario  para  que   reviviera  la 
hipoteca  que  se  canceló  con  parte  del  precio, 
sino  que  da  derecho  al  poseedor  para  ser  ple- 
namente indemnizado  por  el  deudor;  y  sólo 
cuando  paga  se  subroga  en  los  derechos  del 
acreedor  en  los  mismos  términos  que  el  fiador, 
según  el  artículo  2429  del  Código  Civil,  veri- 
ficándose entonces  el  caso  contemplado  en  el 
número  2^  del  artículo  2610  citado;  lo  que 
corrobora  lo  exput.*sto  anteriormente,  de  que 
cuando  hay  desposeimiento  ó  abandono  de  la 
finca  perseguida  no  procede  la  subrogación 
legal,  sino  derecho  á  reclamar  el  precio  paga- 
do y  demás  indemnizaciones  en  las  mismas 
condiciones  de  todo  acreedor  común; 
.  7^  Que,  por  otra  parte,  cualquiera  que  fuera 
el  mérito  de  los  convenios  privados  celebrados 
entre  el  comprador  Avaria  y  el  vendedor  Va- 
lenzuela, referentes  á  la  inversión  que  debía 
darse  al  precio  ó  al  modo  de  cancelar  la  pri- 
mera hipoteca  que  gravaba  la  propiedad  ven- 
dida, ellos  no  pueden  hacerse  valer  contra  el 
segundo  hipotecario  que  persigue  actualmente 
el  pago  de  su  crédito,  porque  las  escrituras 
privadas  y  mucho  menos  los  convenios  ver- 
bales que  alteren  lo  pactado  en  escritura  pú- 
blica no  producen  efectos  contra  terceros,  co- 
mo lo  es  el  ejecutante  don  Valeriano  Cáceres, 
artículo  1707;  para  éste  no  existe  la  primera 
hipoteca  porque  aparece  totalmente  cancelada 
por  escritura  pública  otorgada  en  debida  for- 
ma y  sin  reserva  de  ninguna  clase,  y  no  se 
puede  ahora  establecer  por  otros  medios  de 
prueba  que  esa  cancelación  no  es  tal,  sino  su- 
brogación de  acreedores  y,  por  consiguiente, 
que  está  en  vigor  la  primera  hipoteca  y  en 
derecho  para  ser  pagada  con  preferencia  á  la 
segunda,  porque  con  ello  se  alteraría  por  com- 
pleto el  sentido  claro  y  determinado  de  dicha 
escritura  en  perjuicio  de  un  tercero. 

Por  estos  fundamentos  y  disposiciones  lega- 
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les  citadas,  se  revoca  la  sentencia  apelada  de 
11  de  agosto  del  año  próximo  pasado  y  se 
declara  sin  lugar  la  tercería. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Herrera.— 
F.   Urratta.'-f,  C.   Herrera  —  Af.   Montero. 


Corte  de  Concepción, ^4  de  agosto  de  1904 

Puentes  con  Compañía  de  Seguros 
La  Talcahuano 

Sociedad  anónima;  estatutos;  dura- 
ción; liquidación.  —  Nulidad  de 
acuerdo. 

Doctrina:— Fz/ado  e/  plazo  de  dura- 
ción de  la  sociedad,  sólo  puede  ser  disuel- 
ta  con  anterioridad  á  su  vencimiento  por 
el  acuerdo  unánime  de  los  socios  ó  cik  lo6 
casos  expresamente  determinados  por 
los  estatutos. 

Expresándose  en  los  estatutos  que  '*si 
la  sociedad  sufriese  pérdidas  que  absor- 
biesen el  fondo  de  reserva  y  un  veinte  por 
ciento  del  capital  suscrito,  el  directorio 
convocará  ájunta  general  extraordinaria 
de  accionistas  para  que  resuelvan  si  se 
completa  el  capital  ó  si  se  procede  á  li- 
quidar; pero  si  la  pérdida  fuese  de  la  mi- 
tad del  capital  suscrito,  la  liquidación 
será  forzosa'\  la  disposición  posterior  se- 

gún  la  cual  **la  disolución  anticipada 

solamente  podrá  acordarse  en  junta  ge- 
neral extraordinaria  que  la  mayoría  fija- 
da, etc.*\  no  contempla  un  caso  especial 
de  liquidación  sino  el  mismo  ya  indicado. 


Ante  el  Juzgado  de  Talcahuano  dosEitr 
Fuentes,  por  sí  y  como  representante  lega!  í 
sus  menores  hijos  Aurora, Carmen  Lnisa.!'i 
ría  Teresa,  Elena  v  David,  se  presenta  der-i 
dando  á  la  Compañía  de  Seguros  La  Mi 
huano,  sobre  nulidad  de  acuerdos  refertírj>| 
la  resolución  y  liquidación  de  dicha  Soáríi] 
tomados  por  los  accionistas,  y  eipoiK  ;^ 
por  escritura  pública  de  30  de  dicicmbrt  t 
1891,  otorgada  ante  el  notario  público  cit* 
puerto,  se  constituyó  por  cien  años  la  jccíi 
dad  anónima  denominada  Compañía  de  Se:? 
ros  Mutuos  Contra  Incendios  y  RicsgosM  * 
timos  La  Talcahuano,  entre  cuyos  acaoL-»--- 
6gura  el  señor  Fuentes  y  sus  represení¿.« 
con  ciento  setenta  y  ocho  acciones. 

Que  el  27  de  septiembre  de  1902  scpaii 
en  los  diarios  del  departamento  una  oríkát 
citación  firmada  por  varios  accionistas  p£i 
celebrar  una  reunión  extraordinaria  con  t- 
de  acordar  la  liquidación  de  esta  CompaJá 
y,  reunidos  algunos  de  éstos  el  día  10  de  «o 
bre  del  año  citado,  acordaron  proceder   ^ 
liquidación  de  la  Compañía  La  Talcafcca^ 
á  pesar  de  la  oposición  que  el  y  otros  seéi^ 
accionistas  hicieron,  pues  estimaban  estctt- 
ranea  é  ilegal  esa  determinadón,  todaveM^ 
la  sociedad  tiene  íntegros  sus  fondos  de  :t^- 
va  y  más  de  dos  veces  su  capital  suscrito: 

•  *  * 

Que  no  se  tomaron  en  cuenta  la  oposc:- 
protesta  que  hicieron  al  acuerdo,  v  nacr 
también  caso  omiso  de  disposiciones  \<r. 
nantes  de  los  estatutos  que  prohiben  tal  :t' 
peramento,  resolvieron  esos  accionista*  *- 
término  á  su  resolución  ó  acuerdo,  pi^JJ^- 
la  autorización  suprema  para  realizarla  ^• 
dación; 

m 

Que,  según   la  memoria  que  acompasi- 
sociedad  de  seguros  La  Talcahuano  se  rs  - 
en  estado  floreciente  y  por  su  situacioo^^^ 
dición  legal,  no  está  en  situación  de  llevaf-^' 
ese  extremo  violento  y  perjudicial  déla  Jí-- 
dación,  que  vulnera  los   intereses  del 
Fuentes  y  de  las  personas  que  represení^^ 
siendo  ilegal  el  acuerdo  de  los  señores  ^^ 
nistas,  sobre  la  liquidación,  se  opone  en 
de  demanda  á  ellos,  ya  que  los  mismos 
tos  orgánicos  de  la  sociedad  y  qoc  coc 
son  una  ley  que  tienen  obligación  de  rcsj* 
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odos  los  accionistas,  le  dan  las  razones  fun- 
atn  en  tales  de  la  oposición. 
Que  el  artículo  3^  de  esos  estatutos  prescri- 
e  que  la  duración  de  la  sociedad  es  por  cien 
ñosy  con  facultad  de  prorrogarse,  salvo  los 
asos  de  disolución  de  que  trata  el  artículo  42> 
Que  este  artículo  42  dice  á  la  letra  "si  la  so- 
ledad sufriere  pérdidas  que  absorbieran  el 
ondo  de  reserva  y  un  20%  del  capital  suscri- 
:Oy  el  directorio  convocará  á  junta  general 
xtraordinaria  de  accionistas  para  que  resuel- 
ran  si  se  completa  el  capital  ó  si  se  procede  á 
iquidar;  pero  si  la  pérdida  fuese  de  la  mitad 
leí  capital  suscrito,  la  liquidación  será  forzo- 
sa"; y  leídas  con  atención  estas  dos  dísposi- 
rionesy  verá  el  Juzgado  que  ellas  definen  la 
cuestión  y  que  la  liquidación  no  ha  podido  ni 
debido  acordarse  por  cuanto  se  violan  las  re' 
glas   constitutivas  de  la  sociedad; 

Que  si  La  Talcahuano  hubiera  sufrido  per' 
dldas  que  absorban  sus  fondos  de  reserva  y 
el  20VÍ'  del  capital  suscrito,  pudo  la  junta  to- 
mar el  arbitrio  de  completar  ese  capital  que 
falta  6  acordar  la  liquidación,  la  cual  no  pro- 
cede ahora  porque  el  fondo  de  reserva  no  se 
ha  absorbido  ni  el  capital  suscrito  ha  experi. 
mentado  la  pérdida  del  20%  que  exigen  los 
estatutos. 

Que  no  habiendo  habido  unanimidad  entre 
los  accionistas  para  acordar  la  liquidación^ 
ya  que  él,  por  sí  y  sus  representados,  se  ha 
opuesto,  el  acuerdo  tomado  por  la  junta  de 
accionistas  sobre  la  liquidación  es  nulo  en  ab- 
soluto, conforme  al  inciso  2^  del  artículo  466 
del  Código  de  Comercio,  puesto  que  ahí  se 
dispone  que  las  deliberaciones  déla  asamblea, 
aunque  sean  adoptadas  por  unanimidad,  son 
nulas  siempre  que  versen  sobre  objetos  ajenos 
á  la  ejecución  del  contrato,  ó  cuando  excedan 
los  límites  que  prescriben  los  estatutos; 

Que  en  esa  junta  muchos  accionistas  pre- 
sentaron poderes  de  personas  que,  según  la 
ley,  no  son  hábiles  para  otorgarlos,  y  otros 
ni  aún  dieron  á  conocer  á  los  demás  accionis- 
tas la  representación  que  asumían,  circuns' 
tancia  que  vicia  de  nulidad  el  acuerdo  que  es- 
tos mandatarios  celebraron; 

Pide  en  su  demanda  que  el  Juzgado  declare 
en  definitiva: 
1^  Que  es  nulo  y  de  ningún  valor  el  acuerdo 


de  fecha  10  de  octubre  de  1902,  por  el  cual  se 
acordó  la  disolución  ó  liquidación  de  esta 
Compañía,  no  debiéndose,  por  tanto,  llevar  á 
efecto  la  liquidación  ó  disolución  acordada, 
-por  no  haber  llegado  el  caso  previsto  en  el 
artículo  42  de  los  estatutos  de  esta  sociedad; 

2^  Que  los  que  concurrieron  á  dicho  acuer- 
do deben  indemnizarlo  de  los  perjuicios  so- 
brevinientes  por  la  cesación  de  los  contratos 
de  nuevos  seguros  á  consecuencia  del  acuerdo 
inconsulto  é  ilegal  tomado  por  dicha  junta;  y 

3^  Las  costas  de  la  causa. 

Notificada  la  demanda  á  don  Eduardo 
Trumbull,  don  Jorge  Jeovich,  don  Eduardo 
Heyde  y  demás  accionistas  que  tienen  la  re-  t 
presentación  judicial  de  la  sociedad,  se  formu- 
ló artículo  reclamando  la  incompetencia  del 
Juzgado  por  cuanto  las  divergencias  de  la  so- 
ciedad con  los  socios  deberán  resolverse  en 
arbitraje,  seg^ún  lo  exponen  los  estatutos  y, 
aunque  el  Juzgado  se  declaró  incompetente, 
la  Iltma.  Corte  revocó  ese'auto. 

Contestando  la  demanda  don  Eduardo 
Trumbull,  por  sí  y  como  mandatario  de  los 
directores  don  Jorge  Jeovich  y  don  Jorge  S. 
Muir,  pide  que  el  Juzgado  la  deseche,  co'n  cos- 
tas, alegando  las  siguientes  razones: 

(^e,  conforme  al  artículo  45  de  los  estatu- 
tos sociales,  la  liquidación  y  disolución  po- 
drá acordarse  en  junta  general  extraordina* 
ría,  por  la  mayoría  £jada  en  el  artículo  19  de 
los  mismos  estatutos,  ó  sea  por  los  dos  ter- 
cios de  las  acciones  emitidas,  y  según  lo  con- 
fiesa la  demanda  en  el  párrafo  2^  de  ella,  se 
publicaron  avisos  de  citación  en  los  diarios 
para  la  reunión  extraordinaria,  indicándose 
el  objeto  de  esa  reunión  y  que  ésta  tuvo  lugar 
el  10  de  octubre  del  año  1902  y  que  ahí  se 
acordó  la  liquidación; 

Que  de  la  copia  del  acta  de  esa  reunión  ge- 
neral de  accionistas,  consta  que  votaron  por 
la  disolución  y  liquidación  un  total  de  mil 
ciento  ochenta  y  ocho  acciones  reunidas  en 
don  Eduardo  Trumbull  y  otros,  y  como  las 
acciones  emitidas  alcanzan  á  un  mil  quinien- 
tas, conforme  al  artículo  4^  de  los  estatutos, 
resulta  que  hubo  un  exceso  de  los  dos  tercios 
que  exige  el  artículo  19  ya  citado  y,  por  lo 
tanto,  es  válida  la  resolución  de  cuya  legali- 
dad reclama  el  señor  Fuentes; 
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Que  aunque  el  demandante  sostiene  que  el 
iónico  caso  de  disolución  es  el  que  contempla 
el  artículo  42  de  los  estatutos  y  que  habién- 
dose constituido  la  sociedad  por  cien  años  no 
s«f  le  puede  poner  término  si  no  concurren  las" 
pérdidas  que  el  citado  artículo  42  determina, 
por  el  artículo  3^,  que  es  el  que  trata  de  la 
duración  de  lá  sociedad,  se  vé  que  la  disolu- 
ción pueden  acordarla  los  accionistas,  porque 
si  este  artículo  hace  referencia  al  42,  dicha 
referencia  es  para  la  disolución  obligada  y 
necesaria; 

Que  el  artículo  45  estatuye  que  los  accionis- 
tas pueden  voluntariamente  acordar  la  diso- 
>  lución,  siempre  que  se  encuentren  en  el  núme- 
ro prescrito  por  él,  y  si  en  el  artículo  42  la 
ley  ordena  la  liquidación,  en  el  45  la  permi- 
te y  en  ambos  casos  se  exigen  los  dos  tercios 
de  acciones  emitidas  para  tomar  ese  acuerdo. 

Que  habiéndose  previsto  por  los  estatutos 
tres  casos  para  la  liquidación  de  la  sociedad 
que  son: 

Primero:  cuando  se  pierde  el  fondo  de  reser- 
va y  el  20^  del  capital  emitido,  podrá  ó  nó 
liquidarse  la  sociedad,  mientras  que  en  el  se- 
gundo caso,  6*sea  cuando  se  pierde  la  mitad 
del  capital  emitido,  la  liquidación  es  forzosa, 
como  también  lo  es  en  el  tercero,  6  sea  cuafido 
lo  acuerden  los  dos  tercios  de  acciones  emiti- 
das, ya  que  ese  acuerdo  es  ley  y  obliga  á  todos 
los  socios  que  en  él  intervienen. 

Replicándose  por  el  señor  David  Fuentes,  se 
robustecen  en  ese  escrito  las  alegaciones  de  la 
contestación,  indica  que  en  el  artículo  45  de 
los  estatutos  no  se  habla  de  la  disolución  vo- 
luntaria sino  que  fija  qué  mayoría  se  requiere 
para  el  caso  de  que,  en  junta  general  extraor- 
dinaria de  accionistas,  se  acuerde  la  liquida- 
ción, siempre  que  la  sociedad  sufriere  pérdidas 
que  absorbiesen  un  20  %  del  capital  suscrito, 
no  pudiendo  en  ningún  caso  acordarse  la  li- 
quidación voluntaria  sino  cuando  hay  unáni- 
me acuerdo  de  los  accionistas  para  ello. 

Agrega:  que  sólo  el  artículo  42  prescribe  la 
liquidación  voluntaria  ú  obligada  y  el  45  indi- 
ca qué  número  de  accionistas  se  necesitan 
para  dar  aplicación  al  artículo  42. 

Con  fecha  31  de  agosto  de  1903,  el  Juzgado 
falló: 


Considerando: 

Que  la  Compañía  de  Seguros  MaritiEo?: 
Con  tra  Incendios  La  Talcahuano,  es  una  5«xi: 
daJ  anónima  cuyos  estatutos  han  tenido  ^ 
aprobación  que  exige  la  ley; 

Que  por  el  artículo  2^deesoscstatutr>s: 
establece  el  término  de  duración  de  esa  sx: 
dad  que  es  el  plazo  de  cien  años,  á  contar  ¿f<^ 
de  el  30  de  diciembre  de  1891,  fecha  en  qncsr 
otorgó  en  este  puerto  la  escritura  social  a;:; 
el  Notario  Público  don  Matías  Enríqucz; 

Que  el  artículo  42  de  los  estatutos  cita:  < 
indica  los  casos  en  que  debe  proceder»  á  ia 
disolución  y  liquidación  de  la  sociedad, sic:. 
éstos  cuando  la  pérdida  del  fondo  de  reseira 
sea  total  y  un  20  %  del  capital  suscrito pa^. 
acordarse  la  disolución,  debiendo  ésta  hacera; 
forzosamente  si  la  pérdida  alcanza  á  la nib 
del  capital  suscrito; 

Que  con  los  balances  y  memorias  presata- 
dos  se  demuestra  que  lejos  de  estar  la  <(v^ 
dad  en  mal  pié,  se  establece  que  su  fondo  : 
reserva  no  se  ha  disminuido  y  que,  lejos  de  hí- 
ber  pérdidas  en  el  capital  suscrito,  haj  arF- 
dad  excedente; 

Que  si  bien  concurrieron  más  de  losdo«•i^ 
cios  de  las  acciones  emitidas  para  celebrare 
acuerdo  de  la  disolución  de  la  Compañía  U 
Talcahuano  en  la  junta  extraordinaria  (k ai- 
cionistas  llevada  á  efetto  el  10  de  octubrc^if 
1902,  dicho  acuerdo  no  fué  unánime  y  j«r: 
celebrarlo  no  hubo  las  causales  que  fija  ^  *'' 
tículo  42  ya  citado; 

Que  el  artículo  45,  al  referirse  á  disolonfí 
ó  liquidación  anticipada,  no  puede  menos  c-í 
tomar  como  base  la  que  señala  el  artícolo*- 
ó  sea  la  que  motiva  la  pérdida  del  fondo « 
reserva  y  el  20  ^  del  capital  suscrito. 

Por  estos  fundamentos  3'  lo  dispuesto» 
artículos  3^  y  42  de  los  estatutos  de  la  íoof- 
dad  La  Talcahuano,  se  declara  que  no  ha  W 


lo> 


á  la  disolución  y  que,  en  consecuencia, es 


IIDÍ5 


Ó  no  tiene  valor  el  acuerdo  tomado  en  »)''^ 
ta  general  extraordinaria  de  accionistas^ 
ficadael  10  de   octubre   i>róximo  pasado,^''' 
bre  liquidación  y  disolución  de  dicha  soci<«*' 
dándose,  por  lo  tanto,  lugar  á  lademanw 
terpuesta  por  don  David  Fuentes  en  el  P""^ 
punto  de  ella,  desechándose  los  puntos  s^P 
do  y  tercero,  ósea  los  que  se  rcfie^^* 


JÜRISPRI'DBNCIA 


29 


letnnizaciones  de  perjuicios  por  la  cesación  de 
luevos  contratos  de  seguros  y  al  pago  de  las 
ostas Francisco  Bastos, 

La  Corte: 

Se  confirma  en  la  parte  apelada  la  sentencia 
ie  3  de  agosto  de  1903. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Minis- 
tro Figueroa  Lagos,  quien  opinó  por  revocar 
dicha  sentencia,  declarando  sin  lugar  la  de- 
manda, en  virtud  dt  las  consideraciones  que 

consigna  en  el  libro  respectivo Juan  N,  Par- 

^a,  —  Exequiel  Figueroa  Lagos,—  Luis  David 
Cruz. 


VOTO  ESPRCIAL 


En  el  juicio  seguido  por  don  David  Fuentes, 
por  sí  y  en  representación  de  sus  menores  hi- 
jos, sobre  nulidad  de  un  acuerdo  celebrado 
por  la  Sociedad  de  Seguros  La  Talcahuano, 
disintiendo  de  la  mayoría  del  Tribunal,  he  opi- 
nado por  revocar  en  la  parte  apelada  la  sen- 
tencia de  primera  instancia,  declarando  que 
no  ha  lugar  á  la  nulidad  reclamada. 

Según  lo  prescrito  en  el  artículo  4-27  del  Có- 
digo de  Comercio,  las  sociedades  anónimas 
existen  en  virtud  de  un  decreto  del  Presidente 
de  la  República  que  las  autoriza,  siendo  igual- 
mente necesaria  esta  autorización  para  modi- 
ficar sus  estatutos,  para  prorrogar  las  que  se 
constituyan  por  tiempo  determinado  y  para 
disolverlas  antes  del  término  estipulado  ó  fue- 
ra de  los  casos  previstos  por  la  ley. 

El  artículo  464  del  mismo  Código,  dispone 
á  su  vez  que,  perdido  un  50  %  del  capital  so- 
cial, ó  disminuido  éste  hasta  el  mínimum  que 
los  estatutos  fijen  como  causa  de  disolución, 
los  gerentes  consignarán  este  hecho  en  una 
declaración  firmada  por  todos,  elevarán  una 
copia  de  esa  declaración  á  las  autoridades  que 
designa  el  artículo  461  y  publicada  en  la  for- 
ma que  previene  el  inciso  2^  del  mismo,  bajo 
la  multa  que  señala  el  artículo  438  y  la  res- 
ponsabilidad solidaria  de  daños  y  perjuicios, 
procederán  inmediatamente  dichos  gerentes  ó 
administradores  á  la  liquidación  de  la  socie* 


dad,  so  pena  de  quedar  personal  y  solidaria- 
mente responsables  de  las  resultas  de  lo;^  con- 
tratos 3'  operaciones  ulteriores. 

Los  estatutos  de  La  Talcahuano  contienen 
las  siguientes  disposiciones  pertinentes  á  la 
cuestión  debatida. 

**Art.  3^  La  sociedad  se  establece  por  el  tér- 
mino de  cien  años,  con  facultad  de  prorro- 
garse, salvo  los  casos  de  disolución  de  que 
trata  el  artículo  42. 

**Art.  19....  y  las  resoluciones  que  se  acuer- 
den por  mayoría  absoluta  de  votos  serán 
obligatorias  para  la  sociedad.  Para  el  acuer- 
do indicado  en  los  artículos  28,  42  y  45,  la 
mayoría  absoluta  deberá  ser  de  los  dos  ter- 
cios de  las  acciones  emitidas. 

**Art.  42.  Si  la  sociedad  sufriese  pérdidas 
que  absorbiesen  el  fondo  de  reserva  y  un  20% 
del  capital  suscrito,  el  directorio  convocará  á 
junta  general  extraordinaria  de  accionistas 
para  que  resuelvan  si  se  completa  el  capital  6 
si  se  procede  á  liquidar;  pero  si  la  pérdida  fue- 
se de  la  mitad  del  capital  suscrito,  la  liquida- 
ción será  forzosa. 

**Art.  45.  La  reforma  de  estos  estatutos, 
la  disolución  anticipada  ó  prórroga  del  térmi- 
no de  la  sociedad,  solamente  podrán  acordar- 
se en  junta  general  extraordinaria  por  la  ma- 
yoría fijada  en  el  artículo  19  y  competente 
autorización  suprema.'* 

El  decreto  de  S.  E.  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica de  1*^  de  junio  de  1892  que  aprobó  los 
estatutos  y  autorizó  la  existencia  de  la  socie- 
dad, dispone  en  el  artículo  4*^:  **La  reforma 
de  los  estatutos,  disolución  de  la  sociedad  y 
prórroga  del  término  fijado  á  su  duración 
sólo  podrán  llevarse  á  efecto  sometiéndose 
previamente  á  la  aprobación  gubernativa  los 
acuerdos  que  á  este  respecto  celebre  la  junta 
general  de  accionistas. '' 

En  1^  de  octubre  de  1902  los  accionistas  de 
La  Talcahuano,  citados  especialmente  al  efec- 
to y  por  mayoría  superior  á  los  dos  tercios, 
acordaron  disolver  la  sociedad,  previa  la  au- 
torización del  Presidente  de  la  República, 

A  este  acuerdo  se  .opuso  don  David  Puentes, 
por  sí  y  en  representación  de  sus  menores  hi- 
jos, alegando  que  la  disolución  no  podía  acor- 
darse sino  en  los  casos  previstos  en  el  artícu- 
lo 42  de  los  estatutos  y  que,  por  lo  tanto,  no 
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habiéndose  ofrecido  aquellos  casos,  el  acuerdo 
era  nulo  y  de  ningún  valor. 

Los  demás  accionistas,  estimando  que  el  ar- 
ticulo 45  de  les  estatutos  los  autoriza  para 
acordar  la  disolución,  aún  fuera  de  los  casos 
del  articulo  42,  siempre  que  así  lo  estimaren 
conveniente  los  accionistas  que  representen 
los  dos  tercios  de  las  acciones  emitidas,  man- 
tuvieron el  acuerdo. 

Con  este  motivo,  don  David  Fuentes  ocurrió 
á  la  justicia  ordinaria,  interponiendo  deman- 
da contra  la  sociedad  representada  por  su  di- 
rectorio, para  que  en  definitiva  se  declarara: 

1^  Que  es  nulo  y  de  ningún  valor  el  acuerdo 
de  10  de  octubre  de  1902  de  que  ha  hecho  mé- 
rito; 

2^  Que  los  que  concurrieron  al  acuerdo  de- 
ben indemnizar  los  perjuicios  sobrevinientes 
por  la  cesación  de  los  contratos  de  nuevos  se- 
guros; y 

3^  Las  costas  de  la  causa. 

Seguido  el  juicio  por  todos  sus  trámites,  se 
pronunció  la  sentencia  de  31  de  agosto  de 
1903,  que  dio  lugar  sólo  á  la  primera  de  las 
peticiones  de  la  demanda,  desechándose  las 
otras  dos. 

Habiendo  apelado  de  esta  sentencia  sólo  el 
directorio  de  la  sociedad,  y  habiéndose  con- 
formado con  ella  el  demandante,  la  cuestión 
queda  reducida  á  averiguar  si  es  o  nó  válido 
el  acuerdo  celebrado. 

La  mayoría  del  Tribunal,  confirmando  la 
sentencia  de  primera  instancia,  lo  ha  declara- 
do nulo. 

Por  mi  parte  eslimo  que  es  válido  y  que  la 
sentencia  debe  ser  revocada. 

Atendidos  los  términos  generales  del  artícu- 
lo 45  de  los  estatutos,  me  parece  evidente  que 
han  podido  los  socios  acordar  la  disolución 
de  la  sociedad,  aún  fuera  de  los  casos  previs- 
tos en  el  artículo  42  de  los  mismos  estatutos. 

Bn  aquel  artículo  no  se  hace  mención  para 
nada  del  artículo  42  y  si  no  se  hubiera  queri- 
do consagrar  en  él  una  disposición  distinta  de 
la  consignada  en  éste,  no  se  habría  dicho  que, 
para  celebrar  los  acuerdos  de  que  en  él  se  hace 
mérito,  se  necesita  de  la  aprobación  suprema, 
puesto  que  esa  aprobación,  tratándose  de  los 
casos  contemplados  en  el  artículo  42,  no  sólo 
no  es  necesaria,  según  las  disposiciones  lega- 


les  que  quedan  transcritas  más  arriba,  sÚj 
que  según  ellas  mismas^  obliga  á  los  gner» 
á  proceder  inmediatamente  á  la  liqniíiar. : 
bajo  las  severas  penas  que  ellas  indican. 

Por  otra  parte,  el  artículo  19  de  iosesu» 
tos,  al  disponer  que  para  celebrar  acucr;  j 
válidos  en  lo  relativo  á  las  materias  de  qx 
tratan  los  artículos  42  y  45  sólobavmnorii 
absoluta  cuando  concurran  á  so  ctlebrac  r 
los  dos  tercios  de  las  acciones  emitidas,  nari. 
fiesta,  á  mi  juicio,  claramente,  qne  los  imbc:  - 
nados  artículos  contienAdisposidoDcsdk^- 
tas  y  se  refieren  á  casos  completamente  dívcr 
sos,  puesto  que  si  se  estimaran  como  ;::a 
mismos,  no  se  habría  hecho  meadócdcci 
separadamente. 

Además,  si  se  estimara  que  la  disposv. : 
del  artículo  45,  en  lo  relativo  á  la  disolci- 
de  la  sociedad,  no  contempla  un  caso  diter» 
de  los  que  indica  el  artículo  42,  resultaría '^x 
ni  aún  la  unanimidad  de  los  accionistas  [-^ 
dría  acordarla  fuera  de  esos  casos,  s(gú' '. 
prescrito  en  el  artículo  446  inciso  2^  dtlC 
digo  de  Comercio,  y  no  se  comprende  qor  N 
que  celebraron  este  contrato  hubieran  podti. 
convenir  en  quedar  colocados  en  semejante» 
tuación. 

Nadie  puede  negar  que  el  artículo  ^j.tacaí 
veces  citado,  autoriza  á  los  socios  para  acor 
dar,  con  aprobación  suprema,  la  refoma  á 
los  estatutos,  siempre  que  concurra  la  niap 
na  de  los  dos  tercios  exigida  porelarticaiol»^ 

Pues  bien,  si  esa  reforma  puede  comprfwlp 
todas  las  disposiciones  de  los  estatutos,  0 
claro  que  también  puede  acordarse  la  disolr 
ción  anticipada  de  la  sociedad. 

Se  podrá  decir  á  este  respecto  que  dicha  r 
solución  puede  acordarse  como  reforma  délo» 
estatutos  y  nó  como  se  ha  hecho;  pero  esta  w 
seria  sino  una  cuestión  de  mera  fono^  5^' 
es  posible  suponer  que  los  que  celebraron  c» 
contrato  hubieran  tenido  la  intención  íí*^'^ 
blecer  en  los  estatutos  que  cuando  setratai» 
de  la  disolución  anticipada,  fuera  de  los  C3.«< 
previstos  en  el  artículo  42,  nosepadi^f*^** 
dar  esa  disolución  directamente  9Ínop^^'^ 
de  reforma  de  los  estatutos,  siendo  nsí  ^^'■ 
uno  y  otro  caso  el  resultado  es  el  tnistno  y ' 
requieren  las  mismas  solemnidades. 

y  á  este  propósito,  no  veo  cómo  pod^í*  "*' 
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lirse    que,  después  del  pronunciamiento  de 

a  sentencia,  los  mismo.s  socios  que  acorda- 

1  directamente  la  disolución  de  la  sociedad, 

acuerden    por  vía  de  reforma  de  los  estatu- 

3  y  sometan  el  acuerdo  á  la  aprobación  su 

etna.. 

^  habría  seguido  entonces  un  pleito  sin  re- 

Itado  práctico  alguno. 

Esto  manifiesta,  pues,  que  no  puede  darse 

artículo  45  la  interpretación  que  se  le  dá. 
Los  precedentes  establecidos  con  relación  á 

materia  cuestionada  y  de  que  dan  constan- 
a  los  autos,  manifiestan  también  que  el  al- 
.nce  que  doy  al  artículo  45  de  los  estatutos, 

el  q»ie  verdaderamente  tiene  dicho  artículo. 
En  efecto,  la  sociedad  de  seguros  La  Con- 
rpción,  que  se  regía  por  estatutos  exacta- 
lente  iguales  á  los  de  La  Talcahuano,  se 
isolvió  en  la  misma  forma  que  ésta,  y  S.  E.  el 
•residente  de  la  República  autorizó  la  disolu- 
ión,  después  de  oir  al  Fiscal  de  la  P^xcma. 
lorte  Suprema,  que  opinó  porque  el  acuerdo 
le  la  junta  de  accionistas,  que  había  sido  ce- 
ebrado  en  conformidad  al  artículo  35  de  los 
estatutos,  era  legal  y  debía  ser  aceptado. 

Concepción,  4  de  agosto  de  1904.— Exe9 u/e/ 
Figueroa  Lagos. 


Corte  de  Concepción 1^  de  agosto  de  1904 

Mackay  con  Urrutia  (Intendente 
de  Cautín) 

Competencia.— Camino;  apertura  de- 
cretada por  el  Intendente  de  la  pro- 
vincia. -Servidumbre  de  tránsito.— 
Responsabilidad  civil  ó  criminal  del 
Intendente. 

Doctrina:— iVo  está  sometida  á  la  de- 
cisión  de  los  Tribunales  de  Justicia  la  ac- 
ción en  que  se  trata  de  dejar  sin  efecto 
un  decreto  expedido  por  el  Intendente  de 
la  provincia,  en  que  se  ordena  abrir  un 
camino  público  que  existía  desde  años 
atrás,  cuando  en  ella  no  se  persigne  ha* 
cer  efectiva  la  responsabilidad  civil  ó  cri- 
minal de  dicho  funcionario  por  los  actos 
por  él  ejecutados,  aunque  se  niegtfe  la 
existencia  de  la  servidumbre  de  tránsito. 


Don  Tomás  Mackay,  agricultor,  domicilia- 
do en  el  fundo  Chiguigüe,  departamento  3e 
Collipulli,  demandó  ante  la  Corte  de  Concep- 
ción al  Intendente  de  Cautín  don  Temístocles 
Urrutia  para  que  se  declare: 

1*^  Que  las  hijuelas  números  146  y  144  del 
plano  del  departamento  de  Temuco  que  le  per- 
tenecen, no  están  sujetas  á  la  servidumbre  de 
tránsito  que  en  ellas  pretende  establecer  el 
funcionario  expresado;  y 

2^  Que  el  Intendente  señor  Urrutia  debe  pa- 
gar las  costas  de  la  causa. 

Funda  el  demandante  su  demanda  en  que, 
según  consta  de  la  escritura  de  19  de  julio  de 
1903,  remató  en  subasta  pública  dichas  hijue- 
las sin  que  se  fijara  en  el  plano  respectivo  nin- 
gún camino  público  ó  vecinal  que  las  atrave- 
sara; 

Que  como  cinco  años  antes  de  verificarse  los 
últimos  remates  de  hijuelas,  don  Agustín  fiae- 
za  Espiñeira  y  el  ingeniero  en  jefe  de  la  oficina 
de  la  inspección  hicieron  su  demarcación  y  en 
ella  se  fijó  el  camino  que  debía  atravesar  sus 
hijuelas,  según  consta  del  certificado  que  acom- 
paña del  ingeniero  en  jefe  don  Francisco  Mu- 
nizaga; 

Que  durante  tres  años  se  hizo  el  tránsito  por 
ese  camino  sin  interrupción;  y  que,  apesar  de 
de  lo  expuesto,  hace  como  ocho  meses  que  el 
Intendente  de  la  provincia  de  Cautín  mandó 
abrir  con  la  fuerza  pública  un  camino  que 
atraviesa  los  potreros  de  las  referidas  hijuelas, 
números  146  y  144,  originándole  con  ello  gra- 
ves perjuicios; 

Que  debe  prevenir  que  ha  existido  y  existe 
otro  camino  en  la  parte  norte  de  sus  hijuelas, 
camino  que  prefieren  todos  los  vecinos,  por 
cuanto  está  en  una  parte  más  alta  y  no  se  obs- 
truye con  las  lluvias,  como  sucede  con  el  que 
el  Intendente  señor  Urrutia  pretende  llevar  á 
efecto; 

Que  no  estando,  pues,  este  último  camino 
trazado  en  el  plano  que  sirvió  de  base  á  la  su-  ' 
basta  de  las  hijuelas  números  146  y  144,  ni 
estando  tampoco  el  demandante  obligado  por 
ley  ó  por  contrato  alguno  á  permitir  la  servi- 
dumbre de  tránsito  con  que  se  quiere  gravar 
*u  propiedad,  viene  en  entablar  demanda  con- 
tra el  expresado  funcionario  para  que  se  de* 
clare  como  lo  deja  pedido. 
Notificada  esta  demanda  al  Intendente  don 
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Tcmístoclcs  Urrutia,  éste  expuso  que  ella  se 
funda  en  actos  ejecutados  por  él  en  su  carácter 
de  Intendente,  á  petición  de  varios  vecinos  y 
después  de  haberse  acumulado  antecedentes 
para  justificar  las  providencias  que  como  tal 
mandatario  ha  dictado. 

Que  la  acción  del  demandante  ha  debido  di- 
rigirse contra  sus  contendientes,  que  eran  las 
personas  á  cuya  petición  se  tramitó  y  resolvió 
la  apertura  del  camino  de  que  se  trata,  y  no 
contra  la  autoridad  que,  en  virtud  de  faculta- 
des propias  y  en  resguardo  de  intereses  respec- 
to de  los  cuales  tiene  la  tuición,  se  limitó  al 
cumplimiento  de  su  deber; 

Que  las  disposiciones  especiales  sobre  cami, 
nos  y  particularmente  la  ley  de  Régimen  Inte- 
rior, en  su  artículo  21,  número  16,  faculta  á 
los  intendentes  y  gobernadores  para  impedir 
la  ocupación  ó  construcción  de  obras  en  los 
bienes  nacionales  de  uso  público; 

Que  los  artículos  17  y  18  de  esa  misma  ley 
ordenan,  entre  otras  cosas,  á  los  intendentes 
y  gobernadores  que  resguarden  sus  atribucio- 
nes, promoviendo,  en  caso  necesario,  las  res- 
pectivas contiendas  de  competencia  con  suje- 
ción á  las  leyes  especiales;  y  finalmente,  que  la 
Corte  se  debía  inhibir  del  conocimiento  de  la 
demanda  entablada  por  don  Tomás  Macka}' 
y  entabló  desde  luego  contienda  de  competen- 
cia, en  el  caso  de  que  la  Corte  no  aceptara  la 
inhibitoria  que  solicitaba; 

Al  mismo  tiempo,  y  á  fin  de  que  el  Tribunal 
los  tuviera  presente  al  resolver,  acompañó  los 
antecedentes  producidos  y  que  motivaron  la 
apertura  del  camino  materia  de  la  demanda.^ 

Se  pidió  dictamen  al  Fiscal  acerca  déla  com- 
petencia de  la  Corte  para  conocer  de  dicha 
demanda,  y  este  funcionario  fué  de  parecer  de 
que  corresponde  á  la  justicia  ordinaria  el  co- 
nocimiento de  este  asunto  y  que,  en  atención 
al  fuero  de  que  goza  el  demandado,  la  Corte 
<ra  competente  para  conocer  de  él  en  primera 
instancia.  Se  funda  para  creerlo  así  en  que,  á 
8U  juicio,  la  demanda  se  apoya  en  el  precepto 
del  artículo  847  del  Código  Civil,  en  el  cual, 
á  la  vez  que  se  consagra  el  derecho  del  dueño 
de  un  predio  que  no  tiene  acceso  al  camino  pú- 
blico, para  imponerle  á  los  predios  vecinos  la 
servidumbre  de  tránsito  bajo  ciertas  condicio- 
nes, deja  también  establecido  implícitamente 
el  derecho  que  el  dueño  del  predio  sirviente  tie- 


ne para  negarse  á  soportar  la  servidum -:: 
ella  no  es  indispensable  para  el  uso  j  \jtncí 
del  predio  dominante,  de  locualinfierequ?  *: 
los  Tribunales  de  Justicia  los  que  deben  rrsc 
ver  la  cuestión. 

Habiéndose  ordenado  por  el  Mini>:rc  :y 
de  conformidad  con  el  artículo  4**  del  C-. . 
de  Procedimiento  Civil,  conocía  enestea?r: 
que  se  pasasen  los  antecedentes  á  la  C't- 
fin  de  que  resolviera  lo  que  creyera  convr;- 
te  acerca  de  su  competencia,  de  la  cual  <]::•- 
día  también  la  de  dicho  señor  Ministro. 

La  Oorte:  falló: 

Considerando: 

1^  Que  la  demanda  no  se  dirige  cocina 
Intendente  de  Cautín  don  Temís tóeles  Ur:-.- 
para  hacer  efectiva  su  responsabilidad  dr. 
criminal  por  los  actos  que  en  dicha  drr¿:  1 
se  expresan,  sino  solo  para  que  se  declanf  .^ 
las  hijuelas  que  pertenecen  al  demandada 
están  sujetas  á  la  servidumbre  de  tránsit' 
que,  en  consecuencia,  tiene  derecho  para  ir:.* 
dir  el  tráfico  por  esa  propiedad; 

2'  Que  el  demandado  ha  expuestoqnea. 
denar  la  apertura  del  camino  de  que  se  ir¿r: 
lo  hizo  en  su  carácter  de  Intendente  dt  b  p" 
vincia  y  á  petición  de  Tos  vecinosqnciehal  -' 
expuesto  y  probado  que  don  Tomás  Max  • 
había  cerrado  abusi  vamen  te  dicho  camirj..- 
blico,  que  existía  desde  tiempo  inmemor 
impidiendo  de  esta  manera  el  tráfico  qnt  ac'^ 
se  hacía  por  él,  y  que  al  decretar  dicha  ápte- 
ra lo  hizo  en  virtud  de  facultades  exprfssí  t : 
le  confiere  la  ley  de  Régimen  Interior;  y 

3^  Que,  ejecutados  por  el  Intendente, « *- 
carácter  de  tal,  los  actos  de  que  se  recias: ' 
no  pidiéndose  la  intervención  judicial  ¡r. 
perseguir  la  responsabilidad  civil  6  cnir' 
que  por  esos  actos  pudiera  afectarieái- 
funcionario,  no  están  ellos  sometidos  á la L^ 
cisión  de  los  Tribunales  de  Justicia,  con  an: 
glo  al  artículo  4^  de  la  ley  de  15  de  octabn^ 
1875. 

Por  estos  fundamentos,  disposición  «f  ^ 
tada  y  artículo  106  del  Código  de  Pro«"i- 
miento  Civil,  se  declara  que  esta  Corte  s^** 
competente  para  conocer  de  la  demanJa. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Egi»''^- 
B,  Egaña^—Excquiel  Figueron  La^'^-^  ■' 
David  CruM, 
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CORTES  DE  APELACIONES 


Corte  de  Tacna. — 4  de  agosto  de  1904 
Díckson,  Hocker  y  C*  con  J.  Mundaca 

Minas;  reposloión  de  linderos.— Men- 
sura; rectlfloaolón. 

Doctrina: — La  acción  de  reposición  de 
linderos  de  una  mina  que  concede  el  ar- 
tículo  62  del  Código  de  Minería^  supone 
para  su  ejercicio  el  hecho  de  que  los  Un- 
deros  hayan  sido  destruidos  y  el  de  que 
la  destrucción  haya  provenido  de  acci- 
dente ó  caso  íortuito  y  no  intencional- 
mente. 

En  este  juicio  no  cabe  discutir  los  tí- 
tulos que  pueda  tener  sobre  parte  de  la 
pertenencia  el  opositor  á  la  reposición^ 
pues  ello  es  propio  de  la  acción  de  rectiñ- 
cacíón  de  mensura  que  concede  el  artícu' 
lo  59  del  mismo  Código, 


APILACIONBS 


Con  las  diligenciaá  preliminares  sobre  repo- 
sición de  linderos  que  preceden,  se  presentó 
don  Carlos  Wall,  por  los  señores  Dickson, 
Harker  y  C*,  en  liquidación,  exponiendo  que 
ha  sido  notificado  de  una  providencia  re- 
caída en  solicitud  de  don  Jovino  Mundaca, 
en  la  cual  pide  reposición  de  linderos  y  re- 
mensura  de  la  mina  Dichosa. 

Que  la  reposición  y  remensura  de  que  se 
trata  tiene  por  objeto  invadir  el  terreno  de  la 
mina  Santa  Rosa,  que  está  mensurada  desde 
hace  mas  de  treinta  años  v  remensurada  el 
28  de  diciembre  de  1901,  según  consta  del  tí- 
tulo que  acompaña. 

Que,  por  otra  parte,  la  mina  Dichosa  es  una 
pertenencia  cuya  existencia  data  desde  hace 
pocos  años,  lo  que  demuestra  lógicamente  que 
no  han  trascurrido  largos  años  para  presu- 
mir que  la  acción  del  tiempo  destruyó  los  lin- 
deros de  dicha  mina,  por  cuya  razón  se  opone 
á  la  reposición  de  linderos  y  remensura  de  la 
mina  Dichosa,  solicitando  se  declare  en  defini- 
tiva que  deben  respetarse  los  linderos  y  cua- 
dras de  la  antigua  mina  Santa  Rosa,  de  pro- 
piedad de  sus  representados,  y  con  tanta  más 
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razón  si  se  considera  que  los  títnlos  de  la 
mina  Santa  Rosa  han  sido  declarados  inta- 
chables por  fallo  de  la  Iltma.  Corte  de  Apela- 
ciones de  Tacna,  según  consta  de  la  sentencia 
de  fecha  25  de  mayo  de  1903,  en  referencia  á 
tin  reclamo  para  quitar  alguna  parte  de  los 
propios  terrenos  de  la  mina  Santa  Rosa  por 
el  señor  Mundaca  para  agregarlos  á  la  mina 
Dichosa,  según  consta  de  la  copia  de  la  sen- 
tencia que  se  halla  agregada  en  autos. 

Se  mandó  tener  como  escrito  de  demanda 
el  que  precede. 

Y  contestando  don  Jovino  Mundaca,  expu- 
so: que  todas  las  consideraciones  aducidas 
por  el  señor  Wall  tienen  por  objeto  oponerse 
á  la  reposición  de  linderos  que  han  solicitado; 
que  desde  luego  el  Juzgado  puede  notar  que  el 
demandante  supone  intenciones  sin  preceden- 
tes que  la  justifiquen,  por  cuanto  cree  que  se 
Ya  á  invadir  el  terreno  de  su  propiedad;  que  si 
por  su  parte  ejercita  su  derecho  que  le  otorga 
la  ley,  si  va  á  remensurar  su  mina  conforme 
al  título  definitivo  inscrito  en  el  Conservador 
de  Minas,  cómo  puede  invadir  terrenos  aje- 
nos, cuando  su  campo  de  acción  está  circuns- 
crito y  limitado  al  titulo  acompañado. 

Se  recibió  la  causa  á  prueba,  rindiéndose  la 
que  consta  de  autos. 

Las  partes  alegaron  lo  conveniente  á  su  de- 
recho 7  ae  citó  para  sentencia. 

Con  lo  expuesto  y  considerando: 
1'  Que  el  presente  juicio  se  ha  iniciado  y 
tiene  por  objeto  la  reposición  de  los  linderos 
de  la  pertenencia  minera  Dichosa,  de  propie- 
dad de  don  Jovino  Mundaca; 

2^  Que  la  referida  pertenencia,  según  cons- 
ta de  los  títulos  acompañados,  ha  sido  men- 
surada é  inscrita  con  fecha  19  de  mayo  de 
1897,  constituyéndose  así  su  título  definitivo 
de  propiedad; 

3^  Que  la  referida  acta  de  mensura  fué  prac- 
ticada sin  oposición  de  parte  de  don  Jovino 
Mundaca  que,  como  arrendatario  de  la  mina 
Santa  Rosa,  tenía  en  esa  época  la  representa- 
ción de  los  señores  Dickson,  Harker  y  C*  en  li- 
quidación; 

4^  Que,  habiéndose  opuesto  don  Carlos 
Wall,  en  representación  de  los  referidos  Dick- 
son, Harker  y  C^  en  liquidación,  á  la  petición 


de  reposición  de  linderos  y  mensura  de  U  p 
citada  mina  Dichosa,  como  colindaste  ¿e.. 
mina  Santa  Rosa,  cuyos  derechos  represcji. 
ha  justificado  por  su  parte  que  la  cxisteta 
legal  de  la  pertenencia  Santa  Rosa  data  '-^ 
más  de  treinta  años  á  la  fecha  y  basid^rr 
mensurada  con  fecha  28  de  diciembrede  V^  \ 
sin  oposición  de  colindantes; 

5^  Que  en  cuanto  á  la  prescripción  akgta 
por  la  parte  de  don  Jovino  Mundaca,  dcbce- 
nerse  presente  que,  según  consta  de  amos,  i 
pertenencia  Santa  Rosa  tenía  existencia  kgi' 
cuando  se  practicó  la  operación  de  meosTa 
de  la  mina  Dichosa  y,  por  consiguiente,  i 
prescripción  alegada  por  Mundaca  como  ■:<■ 
to  título  carece  de  fundamento. 

Por  estas  consideraciones  y  teníeBdo  p 
senté  lo  dispuesto  en  el  artículo  1698  delG:- 
digo  Civil,  se  declara  que  sólo  há  lugar  á: 
reposición  y  remensura  de  la  pertenencia/- 
chosa,  siempre  que  con  esta  operación  oes 
invadan  los  derechos  que  correspondas  á  ^ 
mina  Santa  Rosa,  cuyos  títulos  deben  prtra- 
lecer  sobre  los  de  la  Dichosa. 

Se  declara  asimismo  que  no  ha  lugar  i  i 
prescripción  alegada  por  la  parte  dedon  Jen- 
no  Mundaca— /oaguin  Elizaldc. 

Apelada  esta  sentencia. 

LaOorte: 

Vistos:  Con  el  mérito  del  primer  con9¿^ 
rando;  y 

Teniendo  además  presente: 

1^  Que  la  acción  que  hace  valer  don  Jotíí' 
Mundaca  y  á  cuyo  ejercicio  se  ha  opoc^' 
Dickson,  Harker  y  C*  es  la  que  concede  a.  - 
tículo  62  del  Código  de  Minería  á  todomi* 
ro  para  pedir  al  Juez  que  mande  reponer  a 
su  lugar  debido  los  linderos  de  su  pertcneari 
que  hubiesen  sido  derribados  ó  destruidos  pe- 
accidente  ó  caso  fortuito,  como  exprcsamefi^ 
lo  dice  en  su  escrito; 

2^  Que  esta  acción  supone  como  base  «:• 
ta  para  su  ejercicio  la  existencia  de  los  becba* 
de  que  los  linderos  hayan  sido  destruidos  y  t 
de  que  la*  destrucción  haya  provenido  de  aco- 
den te  ó  caso  fortuito  y  no  intencionalmente' 
por  mano  de  hombre,  porque  en  tal  caso  do 
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procedería  acción  civil  sino  criminal,  en  con- 
formidad con  lo  dispuesto  en  el  artículo  462 
del  Código  Penal; 

3^    Que,  en  consecuncia,  y  planteada  la  litis 
en  los    términos  indicados,  esto  es,  petición 
por    una  parte  de  reposición  de   linderos  y 
oposición  por  la  otra  á  esta  operación,  las 
aleg^aciones  y  probanzas  de  los  litigantes  han 
•debido  reducirse  á  la  comprobación  del  hecho 
fundamental  sobre  que  rueda  el  juicio,  si  han 
sido  6  no  destruidos  los  linderos  de  la  mina 
Dichosa  j,  caso  de  haberlo  sido,  si  la  destruc- 
ción se  ha  operado  por  accidente  ó  caso  for- 
tuito; 

4?*^    Que  las  partes,  abandonando  completa- 
mente este  punto  de  partida,  que,  como  se  ha 
dicho,  es  la  base  de  la  acción,  han  dirigido  sus 
alegaciones  y  probanzas  al  análisis  de  los  tí- 
tulos que  Dickson,   Harker  y  C*  tienen  sobre 
la  mina  Santa  Rosa  ó  una  parte  del  terreno  de 
esta  pertenencia,  como  si  se  tratara  de  la  ac- 
ción de  rectificación  de  mensura  que  concede 
el  artículo  59  del  Código  de  Minería,  ó  de  la 
acción  reivindicatoría  ó  de  dominio; 

5*^  Que  esto  no  obstante,  don  Jovino  Mun- 
daca,  en  su  escrito  de  contestación  á  la  de- 
manda, expone  que  ejercita  un  derecho  que  le 
concede  la  ley,  sin  pretender  invadir  terrenos 
ajenos,  por  lo  cual  la  sentencia  apelada  en  ri- 
gor favorece  sus  pretensiones  desde  que  da 
lugar  á  la  reposición,  que  fué  lo  único  por  él 
solicitado  en  el  citado  escrito,  reposición  á 
que  se  opuso  Dickson,  Harker  y  C* 

Con  arreglo  á  estas  consideraciones  y  dis- 
posiciones legales  citadas,  se  confirma  la  sen- 
tencia apelada  de  8  de  marzo  último,  con  cos- 
tas del  recurso. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Cisternas 
Pena.— E.  Barros E.  Cisternas  F.—P,  Rober- 
to Vega M.  A.  QuirelL^M.  Vargas  Mardo- 

nes. 


Corte  de  Tacna 24  de  agosto  de  1904 

Compañía  de  Seguros  La  Mutua 
con  Zanelli 

Jalólo  ejecutivo;  ezoepolones;  Incom- 
petencia; sentencia  definitiva.  — 
Omisiones  del  folio;  falta  de  resolu- 
oión  del  asunto  concrovertido— Oa« 
saclón  de  oficio. 

Doctrina:— Opuestas  excepciones  en  el 
juicio  ejecutivo  y  debe  pronunciarse  sen- 
tencia deñnitiva  6  recibir  la  causa  á  prue- 
ba si  las  excepciones  la  requieren.  La 
sentencia  que  se  dicte  declarando  inad- 
misible las  excepciones  aunque  una  de 
ellas  sea  la  de  incompetencia  debe  orde- 
nar al  mismo  tiempo  que  se  lleve  adelan- 
te la  ejecución  hasta  hacer  al  acreedor 
entero  pago  de  la  cantidad  adeudada^ 
intereses  si  los  hubiere  y  costas,  sin  lo 
cual  es  nula  por  no  contener  la  decisión 
completa  del  asunto  controvertido. 


En  juicio  ejecutiyo  por  cobro  de  pesos 
guido  por  la  Compañía  de  Seguros  La  Mu- 
tua con  don  Santiago  J.  Zanelli,  en  su  carác- 
ter de  iiador  y  codeudor  solidario  de  una 
obligación  contraída  por  don  J.  M.  OUyío,  se 
despachó  el  mandamiento  de  embargo  de  que 
da  cuenta  la  diligencia  de  fs.  16,  se  requirió  en 
forma  al  ejecutado  y  se  efectuó  la  traba  en 
una  boleta  de  depósito  por  la  suma  recla- 
mada. 

Dentro  del  término  legal,  el  ejecutado  se 
opuso  á  la  ejecución  con  las  excepciones  de 
incompetencia,  ineptitud  del  libelo  y  excusión, 
oposición  que  fué  tramitada  con  arreglo  á  de- 
recho, comunicando  traslado  al  ejecutante, 
que  lo  evacuó  en  tiempo  y  forma. 

Con  estos  antecedentes,  ae  dictó  por  el  Juz- 
gado la  resolución  apelada  que  declara  inad- 
misibles las  excepciones  deducidas  y  ordena 
extender  sentencia  de  trance  y  pago. 


56 


SfeGtJNt>A  t»AfetE.— SbCCiÓN  SEGÜNbÁ 


La  Corte: 

Considerando: 

1^  Que  de  lo  relacionado  en  la  parte  exposi- 
tiva se  desprende  que  la  contienda  jurídica  se 
•trabó  entre  las  partes  sujetándose  estricta- 
mente al  procedimiento  ejecutivo,  por  lo  cual, 
dado  el  estado  del  juicio,  sólo  cabía  pronun- 
*ciar  desde  luego  sentencia  definitiva  6  recibir 
la  causa  á  prueba; 

2^  Que  la  resolución  apelada,  sin  embargo 
de  pronunciarse  en  el  fondo  sobre  las  excep- 
ciones deducidas,  no  resuelve  completamente 
la  cuestión  controvertida,  sino  que  la  reserva 
en  parte  para  un  fallo  posterior; 

3^  Que  esta  dualidad  de  sentencias  es  com  • 
pletamente  inaceptable  en  nuestro  sistema 
procesal,  porque  la  declaración  de  inadmisibi- 
lidad  de  las  excepciones  es  el  antecedente  ne- 
cesario del  fallo  definitivo  que,  como  conse- 
cuencia de  aquella  declaración,  debe  ordenar 
llevar  adelante  la  ejecución  hasta  hacer  al 
acreedor  entero  pago  de  la  cantidad  adeuda- 
da, intereses  si  los  hubiere  y  costas; 

4^  Que  este  principio  sólo  sufre  alteración 
cuando  la  excepción  que  se  promueve  es  la  in- 
competencia, porque,  siendo  esta  excepción 
previa  por  su  naturaleza,  debe  también  resol- 
verse previamente,  pudiendo,  sin  embargo,  el 
Tribunal  reservarla  para  la  sentencia  definiti- 
va, conforme  á  lo  dispuesto  en  el  inciso  2^  del 
artículo  486  del  Código  de  Procedimiento 
Civil; 

.  5^  Que»  por  lo  tanto,  la  sentencia  apelada 
que,  como  se  ha  visto,  se  pronuncia  en  el  fon- 
do sobre  la  cuestión  debatida,  no  reúne  nin- 
guno de  los  requisitos  enumerados  en  el  ar- 
tículo 193  del  citado  Código,  especialmente  el 
principal  de  todos  ellos,  que  es  la  decisión 
completa  del  asunto  controvertido. 

Con  arreglo  á  estas  consideraciones  y  en 
uso  de  la  facultad  concedida  por  el  artículo 
949  del  Código  de  Procedimiento  Civil  y  visto 
además  lo  dispuesto  en  los  artículos  941,  nú- 
mero 5^  y  959  del  mismo  Código,  se  invalida 
la  sentencia  apelada  de  14  de  julio  último, 
y.  se  repone  la  causa  al  estado  de  dictar  la  re- 
solución que  proceda  y  por  el  Juez  correspon 
dientfrw 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Cisternas 


Peña.  —  B,  Barros.  —  B.  Cisternas  Pcñ&.  - 
P.  Roberto  Vega.^M,  A.  Quirell-^M.  Yci- 
gas  Mardones. 


Corte  d-í  Concepción — 25  de  agosto 

de  1904 

Sociedad  Comercial  Francesa  en  Chile  co: 
Compañía  Carbonífera  y  de  Fundicicí 
Schwager. 

Minas;  carbón  submarino.— Interna 
clon .  —  Inadmislbllldad  de  la  ac- 
ción. 

Doctrina: —  Para  gozar  del  beneñciv 
que  la  ley  concede  á  la  propiedad  pcrpe- 
tua  de  las  minas  bajo  la  condición  df 
pagar  una  patente  anual ^  es  menesUi 
haber  previamente  constituido  la  pro- 
piedad de  las  minas  por  medio  de  la  ma- 
ni/estación,  ratifícación  y  mensura  dt 
ellas.  La  persona  que  ha  manifestado j 
ratificado  el  registro  de  una  mina  decar- 
bón  submarino,  aunque  haya  pagado  k 
patente  carece  de  prueba  legal  conin 
terceros  y  por  lo  tanto  de  la  acción  gw 
concede  el  artículo  64  al  minero  colin- 
dante. 


Vistos:  con  lo  expuesto  por  las  partes  te 
las  solicitudes  y  en  el  comparendo  que  prece- 
de; y  teniendo  presente: 

1^  Que  don  Emilio  Lhoste  en  la  segunda 
de  las  solicitudes  mencionadas  ha  acompaña- 
do mandato  en  forma  que  lo  acredita  como 
mandatario  de  la  Sociedad  Comercial  Fran- 
cesa en  Chile,  agregando  en  dicha  solicitud 
que  ratifica  todo  lo  obrado  y,  por  consiguió* 
te,  ha  destruido  la  incidencia  prvria  sobre  fal- 
ta de  personería; 

2^  Que  siendo  dirigida  la  demanda  de  ínter 
nación  contra  la  Compañía  Cart)omfcra;(le 


JURISPRUDENCIA 


37 


Fundición  Schwager  y  no  contra  cada  uno  de 
sus  directores  separadamente,  con  la  forma 
de  notificación  que  expresa  el  certificado,  se  ha 
cumplido  lo  preceptuado  en  el  artículo  43  del 
Código  de  Procedimiento  Civil; 

3^    Que  no  es  procedente  la  excepción  de 
cosa,  juzgada  que  se  hace  derivar  del  decreto 
de  fecha  28  de  mayo  de  este  año,  del  expedien- 
te que  se  ha  tenido  á  la  vista,  seguido  por  la 
Compañía  Carbonífera  y  de  Fundición  Schwa- 
ger   contra  la  Sociedad  Comercial  Francesa 
en  Chile,  sobre  oposición  á  manifestación  de 
carbón  submarino  por  cuanto  del  texto  de  la 
solicitud  en  que  recayó  aparece  que  se  dictó 
para  que  surtiera  efecto  mientras  se  notifica- 
ba á  la  Sociedad  Comercial  Francesa  en  Chile 
y  á  fin  de  prevenir  que,  intertanto  se  verifica- 
ba esa  diligencia,  se  pudieran  solicitar  mensu- 
ras por  dicha  Sociedad;  y  en  ningún  caso  tiene 
el  decreto  aludido  el  alcance  ó  efectos  genera- 
les que  se  le  atribuye  por  la  Compañía  Car- 
bonífera y  de  Fundición  Schwager  en  la  soli- 
citud defs.  13; 

4*?   Que  el  artículo  64  del  Código  de  Miné- 
•  ría  da  derecho  solamente  al  minero  colindan- 
te ó  vecino  para  deducir  la  acción  de  interna- 
ción; 

5^  Que  para  tener  el  carácter  de  minero  es 
necesario  haber  constituido  propiedad  minera 
de  conformidad  con  las  prescripciones  del  mis- 
mo Código; 

6'  Que  la  propiedad  definitiva  de  las  minas 
la  constituye  la  mensura  de  ellas; 

7'  Que  la  ratificación  de  la  manifestación, 
aunque  constituye  título  provisorio,  de  con- 
formidad con  lo  dispuesto  en  el  inciso  1'  del 
artículo  39  del  Código  referido,  su  contenido, 
según  la  prescripción  del  inciso  2^  del  mismo 
artículo,  no  podrá  servir,  en  ningún  caso  de 
prueba  legal  contra  terceros,  ya  que  se  basa 
en  la  mera  declaración  del  interesado  que  lo 
solicita; 

8^  Que  la  Sociedad  Comercial  Francesa  en 
Chile  sólo  ha  comprobado  con  el  documento 
acompañado  que  ha  manifestado  y  ratifi- 
cado la  manifestación  de  sus  pedimentos  de 
carbón  submarino  y  que  ha  pagado  la  paten- 
te correspondiente  á  la  extensión  solicitada; 
9'  Que  si  bien  es  cierto  que  el  artículo  13 
el  Código  de  Minería  da  la  propiedad  perpe- 


tua de  las  minas  á  los  particulares  bajo  la 
condición  de  pagar  una  patente  anual,  tam- 
bién lo  es  que  para  optar  á  este  beneficio  de 
la  ley  es  menester  haber  previamente  consti- 
tuido la  propiedad  de  las  minas  por  medio  de 
la  manifestación,  ratificación  y  mensura  de 
ellas,  como  lo  ordenan  las  disposiciones  del 
Código  de  Minería; 

10.  Que  no  habiendo  comprobado  la  So 
ciedad  demandante  el  ó  los  títulos  definitivos 
de  la  propiedad  de  las  minas  de  carbón  sub- 
marino á  que  se  hace  referencia,  no  ha  podido 
deducir  la  acción  de  internación  con  sólo  la 
presentación  del  documento  que  acompaña: 

Se  declara:  que  se  desechan  las  peticiones 
previas  contenidas  en  los  números  1^,  2^  y  3^ 
de  la  conclusión  de  lo  principal  del  escrito  y 
que  ha  lugar,  por  ahora,  á  lo  solicitado  en  el 
punto  4'  de  la  misma  conclusión,  sin  perjui- 
cio de  otros  derechos  que  en  forma  pueda  de- 
ducir la  Sociedad  Comercial  Francesa  en  Chi- 
le.—A  rí  uro  Laiz  V, 

Apelada  esta  sentencia, 

La  Corte  falló: 

Don  Exequiel  Bravo,  por  la  Compañía  Car* 
bonífera  y  de  Fundición  Schwager,  expone  que. 
á  pretexto  de  una  supuesta  internación  mine, 
ra,  don  Emilio  Lhoste  y  don  Frutos  Osandón, 
a  nombre  de  la  Sociedad  Comercial  Francesa, 
han  entablado  demanda,  solicitando  una  vi- 
sita alas  minas  submarinas  de  carbón  de  pie- 
dra que  pertenecen  á  la  Compañía  que  repre- 
senta, pero  sin  acompañar  el  poder  que  acre- 
dite la  representación  que  se  atribuyen; 

Que,  además,  el  señor  Osandón  ha  declara- 
do en  el  escrito  que  acompaña  en  copia  auto- 
rizada, que  el  poder  que  la  Sociedad  Francesa 
le  confirió,  ya  ha  caducado,  porque  sólo  fué 
para  ratificar  manifestaciones  de  propiedades 
mineras,  de  modo  que  ni  Lhoste  ni  Osandón 
tuvieron  personería  para  entablar  la  demanda; 

Que  esta  falta  de  personería  es  bastante 
para  que  el  Juzgado  se  sirva  tener  por  no  de- 
ducida dicha  demanda,  y  para  dejar  sin  efec- 
to el  comparendo  que  se  decretó  á  petición  de 
los  mencionados  Lhoste  y  Osandón; 

Que,  por  otra  parte,  los  directores  de  la 
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Compañía  Carbonífera  j  de  Fundición  Schwa* 
ger  no  han  sido  notificados  en  la  forma  legal, 
esto  es,  entregándoseles  á  cada  uno  de  esos 
directores  copia  de  la  demanda  y  de  la  provi- 
dencia recaída  en  ella,  como  lo  establece  el  ar- 
tículo 43  del  Código  de  Procedimiento  Civil. 

Que,  además,  la  expresada  demanda  es  ino- 
portuna, prematura  é  inadmisible,  porque  por 
resolución  de  28  de  mayo  último,  que  corre  en 
los  autos  seguidos  entre  la  Compañía  Carbo- 
nífera y  de  Fundición  Schwager  y  la  Sociedad 
Comercial  Francesa  y  otras,  sobre  oposición 
á  manifestaciones  de  carbón  submarino,  el 
Juzgado  decretó  que  por  parte  de  esta  última 
Sociedad  no  pudiera  verificarse  procedimien- 
to alguno  mientras  no  se  fallara  en  definitiva 
la  incidencia,  pendiente  aún,  sobre  suspensión 
de  los  efectos  de  ciertas  resoluciones  que  orde- 
naron la  ratificación  del  registro  de  esas  ma- 
nifestaciones; 

Que,  por  otra  parte,  no  procede  la  deman- 
da, porque  para  poder  entablarla  necesita  la 
Sociedad  Comercial  Francesa  tener  constitui* 
da  su  propiedad  minera  y  hasta  la  fecha  no 
tiene  ni  siquiera  título  provisorio,  pues  se  en- 
cuentran sub-Ute  las  ratificaciones  antedichas; 

Que  no  teniendo,  pues,  la  Sociedad  deman- 
dante el  carácter  de  minera,  no  puede  tener  el 
derecho  que  el  artículo  64  y  siguientes  del  Có- 
digo de  Minería  les  conceden  á  los  mineros  co- 
lindantes, ya  que  la  Sociedad  Comercial  Fran- 
cesa  no  lo  es  ni  ha  labrado  en  su  supuesta 
mina  el  pozo  de  ordenanza,  ni  podrá  jamás 
hacerlo  desde  que  carece  de  terreno  para  ello;  y 

Finalmente,  que  la  demanda  carece  de  los 
requisitos  que  establecen  los  artículos  251  y 
252  del  Código  de  Procedimiento  Civil. 

Que  de  lo  expuesto  deduce  como  cuestiones 
de  previo  y  de  especial  pronunciamiento,  las 
siguientes: 

1*  La  de  falta  de  personería; 

2*  La  de  nulidad  de  la  notificación  á  los  di- 
rectores de  la  Compañía  que  representa; 

3*  Co^a  juzgada,  ó  sea  haberse  decretado 
la  suspensión  de  todo  procedimiento,  por  el 
auto  á  que  se  ha  referido  de  fecha  28  de  niayo 
último;  y 

4^  Inadmisibilidad  de  la  acción  é  improce- 
dencia de  la  inspección  pericial  solicitada. 

Don  Bmilio  Lhoste,  por  la  Sociedad  Comer- 


cial Francesa,  respondiendo,  expone  que  res^ 
pecto  de  la  falta  de  personería,  acompaña  c! 
respectivo  poder  de  la  Sociedad  Comercia. 
Francesa  y  ratifica  todo  lo  obrado. 

Que  en  cuanto  á  la  nulidad  de  la  notiñca- 
cion  á  los  directores  de  la  Compañía  CarfaorJ- 
fera  por  no  haberse  cumplido  «ofi  lotfispueMj 
en  el  artículo  43  del  Código  de  ProcedimicDto 
Civil,  le  bastará  referirse  á  la  diligencia  de  la 
cual  aparece  que  se  dio  la  copia  respectira, 
por  lo  cual  era  innecesario  notificar  á  cada 
uno  de  los  miembros  del  directorio,  yaque  en 
esa  Compañía  y  no  los  directores  personal- 
mente la  parte  demandada; 

Que  se  hace  mérito  también  de  que  la  d^ 
manda  carece  de  los  requisitos  omitidos  y  qst 
si  se  refiere,  entre  otros,  á  la  falta  de  pTtstt- 
tación  de  los  documentos  en  que  dicha  demás- 
da  se  apoya,  loque  no  se  ha  exigido,  quieres^- 
var  esa  omisión  presentando,  como  lo  hace 
aquellos  que  por  el  momento  son  los  mas  ía- 
dispensables; 

Que  por  lo  que  respecta  á  la  excepción  «le 
cosa  juzgada,  el  auto  de  28  de  majo  áltimo, 
en  que  se  funda  esa  excepción,  no  tiene  el  al- 
cance que  se  le  quiere  atribuir;  por  él  sólo  se 
ha  suspendido  provisoriamente  la  mensura 
de  las  minas  mientras  se  notificaba  á  la  So- 
ciedad Comercial  Francesa; 

Que  por  el  hecho  de  provocar  un  juicio  sobit 
una  propiedad  ó  pertenencia  no  se  convierte 
en  res  nulUus  y  el  que  se  dice  propietario  de 
ella  no  carece  del  derecho  de  resguardar  sos 
intereses;  finalmente,  que  en  cnanto  á  la  inad- 
misibilidad de  la  acción  deducida  por  no  de 
bers&  considerar  como  minero  á  la  Sociedad 
Comercial  Francesa,  le  bastará  exhibir  la  co- 
pia autorizada  que  acompaña,  para  desranr 
cer  las  dudas  de  la  Compañía  demandada  j 
que  en  todo  caso  el  perito  que  se  nombre  pf^^- 
cederá  en  vista  de  los  títulos  y  planos  de  las 
partes;  y 

Que  por  lo  que  deja  expuesto,  pide  que  se 

• 

desechen,  con  costas,  las  cuestiones  previas 
que  se  han  deducido,  y  que  rijael  comparfodo, 
fijándose  día  para  los  efectos  de  designar  pe- 
rito que  constate  la  internación,  en  vista  de 
los  antecedentes  que  presenten  las  partes. 

Se  reservó  el  fallo  de  los  incidentes  para  la 
audiencia  respectiva  y,  al  efecto,  se  fijó  día  j 
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3ra  para  que  tuviera  lugar;  y  habiéndose 
?dido  en  dicha  audiencia  que  se  abriera  un 
rmino  de  prueba,  se  opuso  á  ello  la  otra 
irte,  porque  ya  había  en  autos  la  prueba 
distante  para  fallar  el  asunto,  y  el  Juzgado 
s  citó  para  resolver. 

Y  teniendo  además  presente  que  respecto  de 
is  manifestaciones  y  ratifícaciones  á  que  se 
ífiere  el  considerando  8^  de  la  sentencia  ape- 
lda, hay  juicio  pendiente  entre  las  mismas 
artes  que  figuran  en  el  presente,  se  confirma 
i  resolución  de  11  de  julio  de  1903,  sin  cos- 
as, por  haber  apelado  ambas  partes. 

Acordada  por  unanimidad,  previniéndose 
ue  el  señor  Ministro  Parga  no  acepta  el  con- 
iderando  de  esta  sentencia  por  estimar  que 
a  existencia  de  un  juicio  no  puede  ser  obs- 
aculo  parael  ejercicio  de  un  derecho  que  tiene 
)or  objeto  cautelar  los  intereses  del  minero. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Egaña.— 

E.  E^aña.—Juan  N.  Parga Exequiel  Figac 

'oa  Lfagos Luis  David  Cruz, 


Corte  de  Talca.— 16  de  agosto  de  1904 
Feria  Agrícola  con  Correa 

Julolo  ejeoTitivo.— Acción  hipotecaria; 
tercer  poseedor.— Domicilio;  incom- 
petencia.—Litis  pendencia. 

Doctrina: — Aunque  el  deudor  haya  ñ- 
^ado  domicilio  en  el  contrato  para  su 
cumplimiento,  esta  obligación  debe  es- 
timarse meramente  personal  é  indepen^ 
diente  del  contrato  accesorio  de  hipo- 
teca constituida  por  el  mismo  deudor 
para  asegurar  el  cumplimiento  del  prin- 
cipal ( 1). 

(1)  Esta  doctrina  de  la  Corte  do  Talca  no  no  8 
parece  conforme  con  la  l«y.  Ea  evidente  que  si  el 
deudor  hipoteca  determinados  bienes  de  su  propie- 
dad, el  jaez  competente  para  conocer  de  la  acción 


En  consecuencia,  el  domicilio  del  tercer 
poseedor  debe  determinarse  según  losprin- 
cipios  generales  y  sin  tomar  en  cuenta  lo 
que  al  mismo  respecto  se  convino  en  el 
contrato  celebrado  con  el  deudor  directo. 

La  acción  personal  ejecutiva  contra  el 
deudor  directo  y  la  acción  hipotecaria 
contra  el  tercer  poseedor  son  distintas, 
se  dirigen  contta  diversas  personas  y  ei 
deudor  hipotecario  contra  quien  se  dirige 
la  acción  hipotecaria  no  necesita  ni  citar- 
le ni  intervenir  en  el  fu  icio  seguido  contra 
el  deudor  personalmente  obligado,  así 
como  no  puede  exigir  que  se  persiga  pri- 
meramente á  éste  (2). 


hipotecaría  qne  se  entabte  en  su  contra  tendrá  que 
ser  el  que  el  mismo  deudor  ha  fijado  en  el  contrato» 
puesto  que  lo  accesorio  sigue  la  suerte  de  lo  princi- 
pal. La  misma  Corte  habla  en  el  considerando  9.®  de 
estipulaciones  adecuadas  que  el  acreedor  hipotecario 
puede  hacer  en  el  contrato  para  evitarse  el  inconve- 
niente de  un  cambio  de  domicilio  para  al  ejercicio 
de  su  acción  de  desposeimiento  por  el  hecho  de  lá 
venta  del  fundo  hipotecado  á  un  tercero  que  tiene 
domicilio  distinto  del  domicilio  del  deudor. 

No  puede  ofrecer  duda  á  nuestro  juicio,  que  el 
deudor  puede  fijar  domicilio  especial  en  el  contrato 
para  el  ejercicio  de  la  acción  hipotecaria,  como  po- 
dría hacerlo  un  tercero  dueño  de  los  inmuebles  hi- 
potecados que  accediera  á  la  obligación.  Por  consi- 
guiente, si  el  deudor  después  de  haber  fijado  domi- 
cilio para  el  ejercicio  ^pt  la  acción  hipotecaria,  vende 
la  propiedad  que  hifiotecó.  en  uso  de  las  faculta- 
des que  la  ley  le  acuerda,  no  por  eso  podi  A  alterar  las 
condiciones  del  contrato  que  el  acreedor  exigió  como 
condiciones  del  mutuo. 

En  todos  los  contratos  hipotécanos  de  la  Caja  de 
Crédito  Hipotecario  é  instituciones  análogas  se  fija 
domicilio  como  una  exigencia  del  préstamo;  y  ú 
hubiera  de  aplicarse  á  esos  contratos  la  teoría  de  la 
Corte  de  Talca,  tal  estipulación  sería  letra  muerta, 
si  hubiera  da  entenderse  limitada  á  la  acción  perso- 
nal, y  por  una  venta  cualquiera  se  colocaría  al  acree- 
dor en  la  situación  que  quiso  evitarse. 

(2)  La  'Corte  no  se  pronunció  respecto  de  la  ex* 
cepción  de  litis  pendencia;  pero  de  la  doctrina  sen- 
tada en  el  considerando  8.<*  se  desprende  claramei^te 
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Don  José  Méndez  Concha,  por  la  Feria 
Agrícola,  ejercitando  el  derecho  acordado  al 
acreedor  hipotecario  que  la  ley  da  á  sn  parte, 
pidió  en  el  juicio  ejecutivo  seguido  ante  el  Juz- 
gado de  Talca  contra  don  Mariano  E.  Vernal 
que  se  notificara  4  don  Agustín  Correa  Bra- 
vo, actual  poseedor  de  la  pro[)iedad  hipoteca- 
da, para  que,  dentro  del  plazo  establecido  en 
el  artículo  931  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  pagara  la  deuda  cuyo  valor  se  cobra  ó 
abandonara  la  propiedad,  bajo  apercibimien- 
to legal. 

Notificado  el  señor  Correa  Bravo,  ha  opues- 
to las  siguientes  excepciones: 

1*  Incompetencia  de  este  Juzgado  por  falta 


de  jurisdicción,  porque  tiene  sn  domiciH:  r 
Santiago  y  hállase  la  propiedad  hipotf:.: 
en  otro  departamento: 

2*  Litis  pendencia,  porque  esta  acción  x* 
ejercitado  dentro  de  la  ejecución  qne  K-r- 
con  don  Mariano  Vernal,  deudor  direct^ 
la  obligación  cuyo  pago  se  demanda }  e:  L 
cual  se  ha  trabado  embargo  sobre  los -jr!- 
chos  que  al  señor  Vernal  corresponden  a  j 
herencia  de  su  padre;  y 

3*  Falta  de  corrección  en  el  procedici;'.: 
instaurado  por  el  demandante,  porque «  ü 
introducido  dentro  del  juicio  ejecntiro  r: 
demanda  nueva  que  nada  tiene  qucTeror '. 
en  razón  de  que  se  trata  de  acciones  jiiep 


que  no  la  aceptaba  y  en  esto  punto  no  hubo  discre- 
pancia de  opinión  entre  los  miembros  del  Tribunal, 

No  puede  monos  da  reconocerse  que  la  acccióo 
personal  contia  el  deodor  directo,  independiente 
de  ¡a  acción  real  hipotecaria,  es  distinta  de  éi^ta  y 
tiene  un  objeto  diverso.  La  acc'ón  hipotecaria 
procede  de  un  contrato  accesorio  que.  aunque  subor- 
dinado al  contrato  principal  sin  el  cual  no  podría 
existir,  puesto  que  el  obfeto  es  garantizar  el  cnm 
plimiento  de  la  obligaión  del  deulor  que  efecia 
todo  el  patrimonio  de  éste,  tiene  sin  embaí go;  y  por 
lo  mismo  existencia  propia  é  independiente.  Mien- 
tra!<  la  propiedad  hipotecada  permanece  en  poder 
del  deudor  á  qaien  pertenece,  que  es  el  caso  mas 
frecuente,  no  hay  dificultad  alguna  para  el  ejer- 
cicio de  ambas  acciones,  la  personal  y  la  hipotecaria, 
conjuntamente  en  el  mismo  juicio.  La  dificultad 
principia  cuando  el  deudor  ha  vendido  la  propiedad 
hipotecada  ó  «s.ta  propiedad  ha  pasado  por  otra  cau- 
sa á  manos  de  una  tercera  persona. 

El  acreedor  hipotecario  tiene  para  haoeise  pagar 
sobre  la  cosa  hipotecada  los  mismos  derechos,  que 
el  acreedor  prendario  sobre  la  prenda;  y  la  hifioteca 
le  da  el  derecho  de  pertieguir  la  finca  hipotecada 
sea  quien  sea  el  que  la  posea  y  A  cualquier  título 
que  la  haya  adquirido.  El  tercer  ponedor  reconve- 
nido para  el  )>agodeIa  hipoteca  constituida  pobre 
la  finca  que  después  pasó  á  sus  manos  con  este  gra- 
vamen, lio  tiene,  por  eso,  derecho  para  exi<^ir  que 
se  persiga  primero  á  los  deudores  personalmente 
obligados  y  está  obligado  áp.igar  ó  hacer  el  aban- 
dono de  la  finca. 

Para  hacer  efectivo  el  |)ago  de  la  deuda  por  la 
acción  hipotecaria  cuando  la  finca  giavada  se  posea 
por  otro  que  el  deudor,  la  ley  dispone  que  se  notifi- 
que previamente  al  poseedor,  señalándole' un  plazo 
de  diez  dias  para  que  pague  la  deuda  ó  abandone 
ante  el  juzgado  la  propiedad  'hipotecada.  Sí  no  se 


efectúa  el  pago  ó  no  se  hace  el  abandono,  h  ir  * 
qne  compete  no  es  la  que  procede  de  la  deDJ.:< 
ma  sido  la  de  desposeimiento;  y  esta  acciÓD  (^:^\ 
está  sometida  á  las  realas  del  ja  icio  ordirar.- 
las  del  ejecutivo,  segUD  fnere  la  calidad  deitt: 
en  qne  se  funda,  es  decir,  si  trae  ó  nó  apiic.i 
ejecución  el  título  en  que  consta  la  obligtci'-ri  r-^' 
cipa]  de  que  la  hipoteca  es  ana  simple  garaDií; 
de  cuya  naturaleza,  por  lo  mismo,  participa  «p*^ 
diend'>  contra  el  poseedor  en  los  mUxaio  it'2'-> 
en  q»ie  podría  procederse  contra  el  deudor  ;<ro^ 
naU,  se^ún  la  expresión  del  artículo  932  del  C<é: 
de  Procedimiento  GiviL  La  Corte  de  TiieaDO(i.> 
esta  última  frase  mayor  importancia  qo«  la  ^ '" 
rrobora.áón  ó  reforzamiento»  de  lo  dispuesto  c  j 
primera  parte  del  inciso,  cya  que  ni  el  reftfii 
cis'^,  disposición  objetiva,  ni  otro  precepf>  ^^^ 
imponen  espresamente  al  comprador  de  nn  in^-?" 
ble  hipotecado  el  cumplimiento  ñe  obligadoac^*^ 
contenidas  en  la  inscripción  hipotecaria  del  a«o» 
E«ita  apreciación  de  la  Corte  limita  ea  realili'^ 
alcance  de  una  disposición  que  es  preei»  en  cai:^ 
iguala  la  situación  del  primitivo  deudor  bipotecr. 
y  «leí  tercer  poseedor  á  cuyo  poder  ha  paaido  li  5 
ca.  No  puede  decirse  tampoco  que  no  constan* a 
inscripción  hipotecaria  estipnlacionesoonteoi'if^ 
la  escritura  pública  á  que  la   propia  in^cnfi^  a  * 
refiere  y  que,  por  lo  mismo,  queda  reproloG'"'^ 
ella  y  puede,  en  todo  caso,  ser  f/Msilmeoie  «i^'''^' 
por  el  comprador  de  la  finca  hipotecada.  0^'^^'*' 
mente  la  hipoteca  será  to  nada  en  cuenu  y^^' 
terar  el  precio  y  el  comprad«>r  quedará  sastiiuwií* 
deudor  primitivo  en  su  obligación  hipotecanv  f 
loH  propios  términos  por  el  oonvenidoe,  qw-  *? ' 
entendemos,  es  lo  que  sucedió  en  la  especie  a  <\^* 
sentencia  se  refiere. 

Luis  Claro  Souk. 
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c>nn.s  distintas  que  no  «están  sujetas  ni  á  la 
ompetencia  ni  á  la  jurisdicción  de  este  Juz- 
ado. 

La.  acción  de  desposeimiento  es  indepen- 
liente  del  juicio^ ejecutivo  que  se  tramita  con 
1  deudor  directo  y  no  puede  ser  tratada  ni 
romo  trámite  del  mismo  juicio  ni  aun  en  cua- 
lerno  separado. 

El  Juzgado  falló,  con  fecha  9  de  junio  de 
1904. 

Considerando: 
1*^   Que  de  la  cscriturapública  de  4  de  ma- 
yo de  1903  y  que  ha  servido  de  base  á  la  ac. 
cion  ejercitada,  consta  que  se  señaló  el  donii 
cilio    del  acreedor  como  el  lugar  en^onde  la 
obligación  debía  cumplirse,  por  lo  que  el  de- 
mandante ha  podido  legítimamente  ejercitar 
su  acción  en  este  departamento  en  contra  del 
señor  Correa  Bravo,  que  aparece  como  dueño 
del  inmueble  hipotecado; 

2^  Que  la  circunstancia  de  haberse  ejercita- 
do acción  personal  en  contra  del  deudor  di- 
recto señor  Vernal  no  es  un  inconveniente  pa- 
ra que,  abandonada  aquella  acción,  se  ejercite 
la  hipotecaria,  puesto  que,  según  lo  dispuesto 
en  los  artículos  2425  y  2429  del  Código  Ci- 
vil, se  ve  que  ambas  acciones  no  se  excluyen  y 
nada  priva  al  demandado  el  derecho  para 
que  se  persiga  primero  á  los  deudores  perso- 
nalmente obligados; 

3*^  Que  no  existiendo  prohibición  legal,  al- 
guna para  que  el  acreedor  pueda  hacer  uso 
indistintamente  de  las  dos  acciones  en  refe- 
rencia, resulta  que  la  acción  hipotecaria  ha 
podido  ejercitarse  dentro  del  juicio  ejecutivo 
iniciado  en  contra  del  deudor  directo  y  por 
ello  es  improcedente  tanto  la  excepción  de  litis 
pendencia  como  la  de  incorrección  en  el  pro- 
cedimiento en  esta  causa. 

Visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  citados  y 
213  de  la  Ley  Org/ínica  de  Tribunales,  154  y 
933  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  de- 
clara que  no  ha  lugar,  con  costas,  á  las  excep- 
ciones opuestas.—/?.  Dueñas. 

La  Oorte: 

Vistos:  reproduciendo  la  parte  expositiva 
de  la  sentencia  de  primera  instancia;' y 


Considerando: 

1^-  Que  si  bien  de  la  escritura  pública  se  des- 
prende que  el  deudor  ejecutado,  don  Mariano 
E.  Vernal,  fijó  domicilio  en  Talca  para  los 
efectos  de  su  cumplimiento,  semejante  obliga- 
ción debe  estimarse  meramente  personal  é  in< 
dependiente  del  contrato  accesorio  hipoteca- 
rio estipulado  para  asegurar  el  cumplimiento 
-del  principal,  ya  que  por  su  naturaleza  no  for- 
ma parte  de  la  hipoteca  que  puede  subsistir 
sin 'ella; 

2^  Que  esta  conclusión  se  hace  más  eviden- 
*te  todavía  si  se  considera  que  en  materia  de 
domicilio  nada  se  establece  ni  dice  referencia 
de  ninguna  clase  en  el  título  "De  la  hipoteca" 
del  Código  Civil,  ni  en  el  título  81  del  Regla- 
mento del  Conservador  dé  Bienes  Raíces  que 
enumera  taxativamente  los  detalles  que  debg 
contener  toda  inscripción  hipotecaria  para  su 
perfecta  validez; 

3'  Que  teniendo  la  inscripción  por  objeto 
primordial  prevenir  los  fraudes  que  sin  ella 
pudieran  cometerse,  en  derecho  estricto,  el 
adquirente  de  un  inmueble  hipotecado  sólo 
necesita  para  la  seguridad  de  su  compra  co- 
nocer los  detalles  de  la  inscripción  respectiva, 
y  nó  las  obligaciones  secundarias  y  ajenas  al 
gravamen  hipotecario  que  puedan  contenerse 
en  la  escritura  á  que  éste  accede; 

é^  Que  el  carácter  estrictamente  personal 
de  la  obligación  referente  al  domicilio  fluye 
también  del  mismo  hecho  de  haberse  podido 
renunciar,  ya  que,  según  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 12  del  Código  Civil,  "podrán  renunciar- 
se los  derechos  conferidos  por  las  leyes  con 
tal  que  sólo  miren  al  interés  individual  del  re- 
nunciante y  no  esté  prohibida  su  renuncia;'' 

5^  Que,  en  coijsecuencia,  el  domicilio  de  don 
Agustín  Correa  Bravo  para  hacer  valer  en  su 
contra  la  acción,  como  actual  poseedor  de  la 
tinca  hipotecada,  debe  determinarse  según  los 
principios  generales  y  sin  tomar  en  cuenta  lo 
que  al  mismo  respecto  se  convino  en  la  escri- 
tura por  el  primitivo  deudor  señor  Vernal; 

6^  Que  aún  cuando  en  el  segundo  inciso  del 
artículo  932  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil se  dispone  que  la  acción  de  desposeimiento 
"se  someterá  á  las  reglas  del  juicio  ordina* 
rio  ó  á  las  del  ejecutivo,  según  la  calidad  del 
titulo  en  que  se  funda,  procediéndose  contra 
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el  poseedor  en  los  mismos  términos  que  po- 
dría hacerse  contra  el  deudor  principal",  esta 
última  parte  es  sólo  corroboración  ó  reforza- 
miento de  lo  dispuesto  en  la  primera,  ya  que 
ni  el  referido  inciso,  disposición  adjetiva,  ni 
otro  precepto  legal  imponen  expresamente  al 
comprador  de  un  inmueble  hipotecado  el  cum- 
plimiento de  obligaciones  no  contenidas  en  la 
inscripción  hipotecaría  del  caso; 

7^  Que,  según  el  otrosí  de  la  solicitud  del 
mismo  ejecutante,  el  señor  Correa  Bravo  tie- 
ne su  domicilio  en  Santiago,  y  de  la  escritura 
aparece  también  que  el  fundo  hipotecado  se 
encuentra  en  el  departamento  de  La  Victoría, 
por  lo  que,  sea  mueble  ó  inmueble  la  acción 
de  desposeimiento,  el  Juez  de  Talca  no  es  com« 
pétente  para  conocer  de  ella; 

8^  Que  si  bien  en  el  caso  actual  la  acción  de 
desposeimiento  es  consecuencia  de  la  ejecuti- 
va, son,  sin  embargo,  distintas,  se  dirigen  con- 
tra diversas  personas  y  el  deudor  hipotecario 
objeto  de  la  primera,  no  necesita  ser  citado  ni 
intervenir  en  el  ejercicio  de  la  segunda,  según 
todo  se  desprende  de  lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos 2429,  inciso  1^  del  Código  Civil  y  932 
del  de  Procedimiento,  de  donde  resulta  que  no 
sea  correcto  envolver  á  ambos  en  un  mismo 
juicio; 

9^  Que,  en  general,  tampoco  puede  soste- 
nerse que  la  admisibilidad  de  la  excepción  de 
incompetencia  implique  desmejorar  las  condi- 
ciones del  acreedor  hipotecarío,  toda  vez  que 
puede  subvenir  á  tal  evento  mediante  estipu- 
laciones adecuadas  ó  bien  rehusando  para  el 
gravamen  propiedades  cuya  ubicación  no  le 
convenga;  y 

10.  Que  admitida  la  excepción  de  incompe- 
tencia, carece  de  objeto  pronunciarse  sobre 
las  demás  que  se  deducen  en  el  escrito. 

En  mérito  de  las  consideraciones  y  disposi- 
ciones legales  citadas,  se  revoca  la  sentencia 
apelada  de  9  de  junio  último,  y  se  declara 
que  ba  lugar  á  la  excepción  de  incompetencia 
deducida  por  don  Agustín  Correa  Bravo,  co- 
mo tercer  poseedor  de  la  finca  hipotecada. 

Acordada  por  los  señores  Presidente  Urru- 
tia  y  Ministro  Montero  y  Fiscal  Alvarez,  lla- 
mado este  último  á  dirimir  el  empate  produci- 
do en  la  primera  vista  de  la  causa,  contra  el 
voto  de  los  señores  Ministros  Herrera  y  Ro- 


mán Blanco  que  estuvieron  por  confinnir . 
sentencia  apelada  en  cuanto  desecha  la  civr.- 
ción  de  iccompetencia  y  porque  el  Tribcic- 
pronunciara  sobre  las  otras  excepciones;  :- 
nen  además  presente  los  fundamentos  :jí 
consignan  en  el  libro  de  acuerdos. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Mooter 
— F.  Urrutia—J,  C.  Herrera— F,  Román  Kcr 
co,—M,  Montero,— H.  Alvarcx. 

VOTO    ESPECIAL 

£n  la  causa  de  la  Feria  Agrícola  coc  •  r 
Mariano  E.  Vernal,  sobre  ejercicio  delaaa:-: 
hipotecaria,  los  infrascritos  estnrieron,  [ : 
confirmar  la  sentencia  apelada  en  cuanto -e 
secha  la  excepción  de  incomijetencia,  ífuiri' 
además  presentes  las  siguientes  considera -• 
nes: 

1*  Que,  según  el  artículo  932  del  Códig- 1; 
Procedimiento  Civil,  cuando  se  ejercita  laa*^ 
ción  de  desposeimiento  contra  el  poseedor  'í 
la  finca  hipotecada  que  no  efectuara  el  \^i 
ó  el  abandono  en  el  plazo  legal,  ya  sea  cu  : 
ció  ordinario  ó  ejecutivo,  según  fuera  la  c. 
dad  del  título  en  que  se  funda,  se  proct^*^ 
en  ios  mismos  términos  en  que  podrís  btc- 
se  contra  el  deador  principal,  y  como  coctn 
éste  debe  procederse  ante  el  Juez  de  Talca,  pe: 
haber  constituido  domicilio  en  estaándadioj 
contratantes  para  el  cumplimiento  del  con- 
trato, lo  mismo  debe  híicerse  con  aquél,  pres 
la  competencia  para  conocer  de  una  causan 
regla  de  procedimiento  y  con  uno  jotro  dcfí 
seguirse  el  mismo,  ó  sea  procederse  en  ■> 
mismos  términos;  disposición,  por  otra  parre 
conforme  con  la  naturaleza  de  la  obligaat 
hipotecaria, que  como  accesoria sigoclascoí 
diciones  de  la  principal; 

2*  Que  si  se  aceptara  la  excepción  de  íococ 

petencia,  resultaría  que  por  la  sola  volucta¿ 
del  deudor  se  alteraban  las  estipulaciones  <ífí 
contrato,  pues  bastaría  que  éste  por  venía-* 
reales  ó  supuestas,  trasmitieran  el  bien  i»P'^ 
tecado  á  un  tercero  de  distinto  domicilio  par» 
obligar  al  acreedor  á  ocurrir  á  un  Juexq^*  - 
era  el  que  se  había  estipulado  expresamet»» 
por  los  contratantes,  y  esta  alteración  |)oár^* 
hacer  hasta  ilusoria  la  acción  hipotecaria,  ^ 
mo  sucedería  si  al  Juez  del  domicilie  del  ^' 
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no  pudiera  ocurrir  el  acreedor  porladis- 
ia.  ú.  otras  circunstancias  y  no  habría 
poco  xnedío  de  evitarlo,  porque  las  pro- 
a^des  fñpotecadas  pueden  enajenarse,  no 
:ante  cualquiera  estipulación  en  contrario» 
ín  el  artículo  2415  del  Código  Civil;  con 
^  lo  cual  se  violaría  el  artículo  1545,  que 
^one  que  todo  contrato  legal  mente  celebra- 
os una.  ley  para  los  contratantes  y  no  puede 
invalidado  sino  por  con  sen  ti  miento  mu  tu  o 
or  causas  legales,  ya  sea  en  el  todo  ó  en 
Iquiera  de  sus  cláusulas. 
alca,  16  de  aj¿:osto  de  1904.—/.  C.  Herré' 
— /v,    Román  Blanco, 


Corte  de  Tacna.— 31  de  agosto  de  1904 
Roco  con  Allende 

.Inas;  alteraolón  de  linderos;  criade- 
ro metálioo;  piedras  de  construo- 
olón. — Querella  de  amparo. 

Doctrina: — Habiéndose  cambiado  los 
nderos  de  la  pertenencia  minera  en  fer- 
ia de  quedar  comprendida  dentro  de 
Uos  una  cantera  anteriormente  explota- 
la^  no  procede  la  querella  de  amparo 
ontra  la  persona  que  continúa  la  expío- 
ación  de  la  cantera. 

La  explotación  de  las  piedras  de  cons- 
trucción no  puede  ser  objeto  de  una  con* 
:€sión  minera. 

No  existe  pertenencia  minera  sin  la 
existencia  de  criadero  metálico  ó  de  sus- 
tancias materia  del  Código  de  Minería. 


Don  Norberto  Roco,  minero,  residente  en 
Iquique  dice:  que  está  en  posesión  legal  y  ma- 
terial de  la  mina  Reconocimiento  desde  el  año 


1899  que  la  obtuvo  en  adjudicación  por  ha- 
berse rematado  á  causa  de  que  su  anterior 
poseedor  no  pagó  la  patente. 

Que  en  esa  mina  ha  ejercido  la  posesión  por 
diversos  trabajos  desde  hace  más  de  dos  años. 

Que  su  mina  tiene  los  siguientes  deslindes: 
al  norte,  playa  ó  pampa  del  Colorado;  al  este, 
su  establecimiento  antiguo  de  fundición  de 
cobre  del  mineral  de  la  Mocha;  al  sur,  la  línea 
del  Ferrocarril  Salitrero;  y  al  oeste,  el  Cemen- 
terio número  2. 

Qtie  don  Bernardino  Allende,  le  perturba  en 
su  posesión,  ejecutando  á  intervalos  trabajos 
mineros  y  aprovechando  la  piedra  que  extrae 
y  que,  como  no  ha  conseguido  que  se  absten- 
ga de  perturbarle  en  su  posesión,  se  querella 
en  su  contra  para  que  en  definitiva  se  le  am- 
pare en  su  posesión  y  se  declare  que  Bernar- 
dino Allende  debe  abstenerse  en  lo  sucesivo  de 
ejecutar  trabajos  de  minas  dentro  del  terre- 
no de  su  propiedad,  bajo  apercibimiento  de 
$  1.000  de  multa  o  cincuenta  días  de  prisión 
y  que  debe  pagarle  costas. 

La  causa  se  recibió  á  prueba,  según  compa- 
rendo, y  se  decretó  y  efectuó  una  inspección 
ocular  que  practicó  el  Juez  de  la  causa. 

El  Juzgado,  en  15  de  juliode  1904,  resolvió: 

Considerando: 

Que  los  testigos  presentados  por  el  quere- 
llante han  dejado  constancia  de  que  hace  sola- 
mente unos  cuatro  meses  antes  de  la  fecha 
en  que  fué  deducida  la  querella,  se  han  ñjado 
los  linderos  á  la  pertenencia  del  querellante, 
y  con  estos  linderos  se  ha  establecido  que  el 
querellado  Bernardino  Allende  extrae  piedras 
y  ripio  de  una  cantera  que  está  dentro  de  la 
pertenencia  del  querellante; 

Que,  según  la  inspección  ocular  y  el  informe 
del  perito  ingeniero,  los  antiguos  desUndsi  6 
hitos  de  la  pertenencia  de  Norberto  Roco  han 
sido  movidos  ó  alterados,  y  así,  avanzados 
paralelamente  al  oeste,  se  ha  cambiado  la  ubi- 
cación de  la  pertenencia  y  por  esto  la  pequeña 
cantera  de  que  estrae  piedras  y  ripio  el  quere- 
llado se  encuentra  ahora  dentro  de  los  linde* 
ros  de  la  pertenencia  de  Norberto  Roco;  y 

Que,  por  lo  tanto,  del  examen  de  la  prueba 
que  se  ha  rendido  se  desprende  claramente  que 
la  cantera  de  que  saca  ripio  el  querellado  no 
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forma  ni  es  parte  de  la  pertenencia  del  quere- 
llante; visto  lo  di>pnesto  en  los  artículos  700 
y  1698  del  C5digo  Civil  y  330,  374,409,419, 
427,  703  y  714  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  se  declara  sin  lugar,  con  costas,  la  que- 
rella.—i?o¿íerto  Alonso. 

La  Corte: 

Vistos:  teniendo  presente  que  de  la  inspección 
ocular  de  que  da  cuenta  el  acta  consta  que  la 
explotación  de  piedras  que  ha  hecho  el  quere- 
llado no  ha  sido  en  la  parte  de  la  pertenencia 
de  que  el  querellante  está  en  posesión  más  de 
un  año,  se  confirma  la  sentencia  apelada  de  15 
de  julio  último,  con  costas  también  del  re- 
curso. 

Acordada  esta  resolución  y  su  fundamento 
por  unanimidad  de  votos,  previniéndose  que 
los  señores  Ministros  Cisternas  Peña  y  Vargas 
Mardones  han  tenido  además  presente  para 
confirmar  la  sentencia  las  siguientes  conside- 
raciones: 

1*  Que  en  la  solicitud  de  f.  1,  don  Norberto 
Rcoo,  diciéndose  concesionario  de  una  perte- 
nencia minera  por  adjudicación  que  de  ella  se 
Ichizoen  remate  público,  por  no  haber  pagado 
el  concesionario  anterior  la  patente  respectiva, 
se  querella  de  amparo  contra  don  Bernardino 
Allende  que  le  perturba  en  la  posesión  de  su 
pertenencia,  ejecutando  á  intervalos' trabajos 
mineros  para  aprovecharse  de  la  piedra  que 
extrae; 

2^  Que  el  querellado  Allende,  en  el  compa- 
rendo de  que  da  cuenta  el  acta  de  14  de  abril 
último,  expone  en  primer  término  que  no  ha 
perturbado  al  querellante  en  la  posesión  de  su 
mina,  pues  no  existe  mina  alguna  ni  criadero 
metálico  en  el  punto  indicado  en  la  querella, 
ni  existen  tampoco  trabajos  de  explotación 
de  mina  propiamente  tal; 

3*  Que  planteada  la  controversia  en  estos 
términos,  debe  examinarse  previamente,  si  en 
conformidad  á  las  disposiciones  legales  vigen- 
tes, el  querellante  tiene  ó  no  una  pertenencia 
minera,  ya  que  la  posesión  que  invoca  la  hace 
derivar  de  este  antecedente  jurídico; 

4^  Que  el  principio  fundamental  de  donde 
arranca  el  derecho  de  los  particulares  para 
disponer  como  dueños  de  las  minas  se  encuen- 


tra en  el  artículo  591  del  Código  Ciril,  csti 
tablece  que  el  Estado  es  dueño  de  toiss  i 
minas  de  oro,  plata,  azogue,  estaño,  pr.i 
preciosas  y  demás  sustancias  lósiles.  so  .-* 
tante  el  dominio  de  las  corporaciones  6  .: 
particulares  sobre  la  superficie  de  la  íkriK 
cuyas  entrañas  estuvieren  situadas,  agrr.^ 
do  que  se  concede  á  los  particulares  la  bi 
tad  de  catar  ó  cavar  en  tierras  de  ata  ;^ 
dominio  para  buscar  las  minas. 

5^  Que  esta  disposición  ha  sido  sost^so:. 
mente  repetida  en  el  artículo  1^  del  Có<H»^ .] 
Minería,  por  donde  se  ve  que  lo  único  de  .i 
el  Estado  se  hace  dueño  y  concede  ca  nn:: 
de  su  dominio  eminente  á  los  particoÍAre«>': 
las  minas  de  oro,  plata,  cobre, estaño, '^ 
dras  preciosas  y  demás  sustancias  (óúití 
en  otros  términos,  metales  y  fósiles; 

6^  Que  todavía,  para  precisar  con  sis 
exactitud  la  materia  sobre  que  va  á  ]e^ 
e¡  Código  de  Minería,  se  hace  en  sn  anúj 
3^  una  enumeración  taxativa  delassustar:.» 
metálicas  y  fósiles  que  van  á  constituiré!}:- 
jeto  de  sus  disposiciones,  desprendiéclok  . 
aquí  nuevamente  y  con  toda  evidencia qccb 
sustancias  no  comprendidas  en  dicha  enc-s 
ración  no  se  rigen  en  cuanto  á  su  cxplou  • : 
y  beneficio  por  el  Código  de  Minería  sino  -r 
leyes  especiales  ó  por  el  derecho  común; 

7*  Que,  entrando  el  Código  de  Mineri-- 
tratar  de  pertenencias  mineras  y,  despuís  ' 
definirlas  diciendo  que  es  la  extensión  cr.r 
dida  al  minero  para  explotar  su  mina.agrcci 
que  las  pertenencias  á  que  se  refiere  el  incí*.  - 
del  artículo  2^,  ó  sea  las  minas  de  oro.  pía:- 
cobre,  platino,  mercurio,  zinc,  bismato,co"- 
to,  níquel,  estaño,  antimonio,  arsénico,  k'^ 
rro,  cromo,  manganeso,  molibdeno,  tüda. 
rodio,  iridio,  tugsteno  y  piedras  prccií»^ 
comprenderán  una  extensión  de  5  hect-írey 
superficiales  conio  máximum  y  una  hecure: 

• 

como  mínimum  y  para  las  sustancias  miK-- 
les,  á  ([ue  se  refiere  el  inciso  2^  y  Átmh  ' 
artículo  2^,  es  decir,  carbón,  demás  íós-" 
sustancias  minerales  de  cualquier  cspecit 
salinas,  la  pertenencia  comprenderá  hasta « 
hectáreas  (arts.  36  y  37  del  Código  de  Mi* 
ría); 

8*  Que,  en  consecuencia,  no  existen  en  na^-" 
tro  derecho  positivo  pertenencias  mmefa^ 
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as  de  construción  y  las  que  se  dieren  en 
3ncepto  carecen  de  todo  valor  legal  y  no 
en  constituir  fuente  de  derechos  y  obliga- 
s; 

Que  de  lo  expuesto  se  desprende  que  el 
!lio  en  que  el  querellante  pretende  ser  am- 
.do,  <5  no  existe  6  no  ha  sido  probado  en 
'esen  te  juicio,  porque  sus  propios  testigos 
\r^n  que  lo  único  que  explotaban  eran 
ra.s.  Hecho  corroborado  con  la  inspección 
ar  de  que  da  cuenta  el  acta  y  con  el  infor- 
lel  ingeniero  don  David  Martínez  Gal  vez;  y 
>.  Que  esta  conclusión  no  obsta  al  derecho 
querellante  para  demostrar  en  juicio  or- 
irio  que  en  realidad  es  dueño  de  una  per- 
'ncia.  minera,  acreditando  que  en  la  exten- 
1  de  terreno  que  le  fué  concedida,  hay  sus- 
ctas  metálicas  ó  fósiles  de  las  enumeradas 
íl  artículo  2^  del  Código  de  Minería  ó  que 
ga  otro  título  que  le  dé  derecho  á  ese  te- 
no. 

edactada  por  el  señor  Ministro  Cisternas 
m. — E.  Cisternas  Peña.—P.  Roberto  Ve^a. 
í,  A.  Quirell.—M,  Vari^'as  Maráones. 


orte  de  Tacna 14  de  septiembre  de  1904 

Roco  con  Vidaurre 

inas;  querella  de  amparo;  posesión 

del  suelo. 

Doctkina: — No  importa  perturbación 
?  la  posesión  de  una  mina  manifestada^ 
^gistrada  y  adjudicada  en  seguida  en 
imate  público^  el  hecho  solo  de  haber 
enunciado  y  solicitado  un  tercero  otra 
ertenencia  en  el  mismo  terreno,  si  no  se 
credita  que  este  último  perturbe  ó  em- 
arace  en  su  posesión  al  poseedor  de 
quella  pertenencia . 

Los  títulos  que  acreditan  la  manifcsta- 
■i6n  y  ratíñcación  del  registro  de  una 


mina  Y  ¡a  adjudicación  posterior  hecha 
en  remate  por  caducidad  de  la  concesión 
minera^  así  como  el  recibo  de  la  patente 
pagada  por  el  subastador,  no  bastan  por 
sí  solos  para  comprobar  la  posesión  ma- 
terial del  suelo,  sobre  todo  no  Justificán- 
dose que  el  subastador  explote  realmente 
la  mina,  ni  que  haya  extraído  metales 
de  ella  ni  que  siquiera  los  contenga. 


Don  Norberto  Roco,  minero,  residente  en 
la  calle  de  O'Higgins  de  esta  ciudad,  dice 
que,  según  consta  de  los  documentos  acom- 
pañados, en  octubre  de  1899  remató,  le  fué 
adjudicada  é  inscribió  la  mina  Reconocimien- 
to que  había  sido  manifestada  y  registrada 
en  junio  y  agosto  de  1894; 

Que,  como  poseedor,  ha  continuado  pagan- 
do patente,  como  consta  del  recibo  que  acom- 
paña, y  ha  constituido  el  título  definitivo  de 
esa  mina; 

Que  desde  el  6  de  octubre  de  1899  ha  es- 
tado en  posesión  legal  y  material  de  esa  mi- 
na que  deslinda,  según  manifestación,  rati- 
ficación del  registro  y  mensura:  al  norte,  con 
la  plaj'a  del  Colorado;  al  este,  el  Cementerio 
número  2;  al  sur,  la  línea  férrea;  y  al  oeste 
un  establecimiento  de  fundición  del  mineral 
de  Mocha; 

Que,  no  obstante  su  posesión  legal  y  mate- 
rial, don  Eduardo  Vidaurre,  procurador  del 
número  y  empleado  municipal,  le  perturba 
en  su  posesión  porque  ha  pedido  una  perte- 
nencia en  el  mismo  terreno  de  su  mina,  se- 
gún el  diario  que  acompaña,  y  además  in- 
tenta despojarle  materialmente  de  esa  propie- 
dad con  la  mensura  que  pretende  hacer  de  esa 
misma  pertenencia,  llamada  Porvenir,  según 
edicto  que  se  publica  en  el  diario  El  Tarapacá 
que  acompaña; 

Que,  hallándose  su  posesión  inscrita  por  la 
inscripción  efectuada  el  6  de  octubre  de  1899 
de  la  escritura  de  adjudicación,  la  acción  de 
restitución  que  instaura  es  procedente  en  vis- 
ta del  registro  de  la  manifestación  de  la  mis- 
ma mina  ó  pertenencia  efectuado   por  doa 
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Eduardo  Vidaurre  en  24  de  octubre  de  1903  y 
con  la  mensura  que  pretende  hacer  de  esa  per- 
tenencia el  señor  Vidaurre  se  justifica  la  que- 
rella de  amparo  que  deduce  en  su  contra  j 
que,  justificada  su  posesión  y  los  trabajos  que 
efectúa  en  esa  pertenencia  de  la  mina  Reco- 
nocimiento, desde  hace  mucho  tiempo,  y  espe- 
cialmente desde  enero  de  1902,  se  declare  en 
definitiva:  que  don  Eduardo  Vidaurre  debe 
abstenerse  de  turbarle  6  embarazarle  en  su 
posesión  de  la  mina  Reconocimiento  ó  de  des- 
pojarle de  la  posesión  material  de  la  mina, 
absteniéndose  de  llevar  adelante  la  mensura 
que  pretende  efectuar  de  la  mina  Porvenir, 
pedida  en  el  mismo  terreno;  y 

Que  debe  cancelarse  la  inscripción  de  la  mi- 
na Porvenir,  hecha  en  24  de  octubre  de  1903 
y  que  el  querellado  debe  pagarle  costas,  da- 
ños y  perjuicios. 

Tuvo  lugar  la  sesión  de  prueba,  como  cons- 
ta de  autos. 

Considerando: 

Que  aun  cuando  el  querellante  don  Norberto 
Roco  ha  justificado  con  los  documentos  acom- 
pañados y  con  la  prueba  testimonial  rendida, 
que  se  halla  en  posesión  tranquila  y  no  inte- 
rrumpida hace  más  de  un  año  de  la  mina  Re- 
conocimiento deslindada  en  el  escrito  de  que- 
rella, no  ha  justificado  que  se  le  perturbe  ó 
embarace  en  su  posesión  ni  se  le  haya  despo- 
jado de  ella,  porque  ninguno  de  sus  testigos 
expresa  cuáles  sean  los  actos  de  perturbación 
ó  embarazo  con  que  se  ha  tratado  de  turbar 
ó  molestar  su  posesión  ni  que  hayan  existido 
hechos  de  parte  del  querellado  que  justifiquen 
la  querella  de  amparo  y  restitución  deduci- 
da; y 

Que  las  publicaciones  hechas,  según  los  dia- 
rios acompañados,  no  son  prueba  suficiente 
para  justificar  que  don  Eduardo  Vidaurre 
perturba  ó  molesta  la  posesión  del  querellan- 
te ó  que  intente  depojarle  de  ella;  conforme  á 
lo  dispuesto  en  los  artículos  1698  del  Código 
Civil  y  703,  714  y  716  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  se  declara  sin  lugar,  con  costas, 
la  querella  de  don  Norberto  Roco,  á  quien  se 
le  reservan  sus  derechos  para  que  los  haga 
valer  como  viere  convenirle.— /?OiberíOi4/o/2So. 


La  Corte: 

Vistos:    Teniendo  además  presente  h 
puesto  en  los  artículos  921  y  926  de!  C 
go  Civil,  se  confirma  la  sentencia  apei¿ 
11  de  julio  último,  con  costas  tambiá::' 
curso. 

Acordada  con  los  votos  de  los  señom?n 
sidente  Barros  y  Ministros  Cisternas  Frj 
Vargas  Mardones,  llamado  el  primero:  / 
mir  el  empate  ocurrido  en  la  prímera  Jirz: 
la  causa. 

Los  señores  Ministros  Vega  y  Qoír?!  ^ 
vieron  también  por  confirmar  la  senta:: 
primera  instancia,  por  los  fúndamete?  \ 
consignan  en  el  libro  respectivo.-£Ji- 

—  B.  Cisternas    Peña P,  Roberto  \\r- 

Af.  A,  Quirell — M.  Vargas  Mardones. 

VOTO  ESPECIAL 

En  la  causa  seguida  por  donNorbmoS;^ 
con  don  Eduardo  Vidaurre,  sobre  qoerfL'^ 
amparo  de  la  pertenencia  minera  Rrcr^d 
miento,  los  infrascritos,  concurriendo  c^  ^ 
mayoría  del  Tribunal  en  la  resoladófldfí<i 
fecha,  que  confirma,  con  costas  tam'^í:  i' 
recurso,  la  sentencia  apelada  de  11  dticl  i- 
timo,  no  aceptan  los  fundara sntosacfpx' 
por  dicha  mayoría,  y  para  confirmar  bíi 
presada  sentencia  sólo  tienen  prcscnu  i* 
consideraciones  que  expresan  en  seguida 

1^  Que,  conforme  á  lo  prescrito  en  el  ótI. 
lo  923  del  Código  Civil,  en  los  juicios  pcsfr- 
rios  no  se  tomará  en  cuenta  el  domb  » 
por  una  ó  por  otra  parte  se  alegue,  scpí 
juicio  de  que,  para  comprobar  la  pe**  ■ 
puedan  exhibirse  títulos  de  dom  niocujutL* 
tencia  pueda  probarse  sumariamente: 

2^  Que  si  bien  el  querellante  Rocoli^:- 
sentado  copias  autorizadas  de  la  prln  -'i 
manifestación  y  ratificación  del  registro*-^ 
pertenencia  minera  denominada  ^t(^^ 
miento  y  de  la  adjudicación  quedeeila*' 
hizo  posteriormente,  esos  títulos  jfl^^"" 
de  pago  de  la  patente,  que  también  ba  prese 
tado,  no  bastan  por  sí  solos  paracompnvi' 
en  los  términos  requeridos  por  el  artícnlo - 
del  Código  ya  citado,  la  posesión  na'^-^ 
del  suelo  de  la  pertenencia  minera  cujc^' 
paro  se  solicita; 
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3*^  Que,  lejos  ile  haberse  probado  esta  pose- 
an, los  propios  testigos  del  querellante  de- 
ira.li  que  no  les  consta  que  éste  explote  di- 
a    pertenencia  como  mina,  ni  que  haya  ex- 
aído  metales  de  ella  ni  que  siquiera  los  con- 
nga,  exponiendo,  además,  que  no  se  ha  con- 
nuado  el  pozo  de  ordenanza  de  5  metros, 
ás  ó  menos,  que  abrió  el  primitivo  peticio- 
irio  de  la  pertenencia;  y 
4*^   Que  tampoco  ha  probado  Roco  suficien- 
ímcnte  la  posesión  material  tranquila  y  no 
iterrutnpida  del  terreno  de  la  pertenencia  du- 
inte   un  año  completo  anterior  á  los  actos 
e   perturbación  indicados  en  la  querella,  ó 
ía,  á  la  manifestación  de  una  cantera  de  pie- 
ras    solicitada  por  Vidaurre  en  octubre  de 
903,  pues  de  los  tres  testigos  que  ha  presen- 
ado  para  acreditar  que  ha  estado  extrayen- 
lo  ripio  y  piedras  para  contrucción  de  edifi- 
íios,  uno  dice  haber  trabajado  durante  seis  ó 
^iete  meses  desde  1902;  otro  haber  trabajado 
Jurante  un  año,  más  ó  menos,  sin  precisar  si 
iste  tiempo  es  anterior  á  los  actos  de  pertur- 
bación, y  sólo  uno  extiende  ese  tiempo  de  tra- 
bajos á  más  de  un  año,  desde  principios  de 

1902. 

Tacna,  14  de  septiembre  de  1904 — P.  Ro- 
berto Vega.^M.  A.  QuireíL 


Corte  de  Santiago.— 4  de  octubre  de  1904 
Motte  du  Portail  con  Dumas 

Gasaoión  de  oflclo- Juicio  ejecutivo. 
—Excepciones.  —  Prueba.  —  JN  omina 
de  testigos. 

Doctrina:— Z)e7  escrito  de  oposición  á 
la  ejecución  debe  darse  traslado  al  ejecu- 
tante para  que  dentro  de  cuatro  días  ex- 
ponga lo  que  crea  oportuno,  vencido  cu- 
yo plazo  se  pronunciará  el  Tribunal  sobre 
la  admisibilidad  ó  inadmisibilidad  de  las 


excepciones,  recibiendo  la  causa  á  prueba 
cuando  lo  estimare  necesario  para  re- 
solver. 

Esta  prueba  debe  rendirse  del  mismo 
modo  que  en  el  juicio  ordinario  expresán- 
dose en  el  fallo  que  dé  lugar  á  ella  los 
puntos  sobre  que  deba  recaer;  jr  en  orden 
á  la  testimonial  es  necesario  proceder  con 
arreglo  al  artículo  361  del  Código  de 
Procedimiento  Civil  que  ordena  á  cada 
parte  presentar  dentro  de  los  cinco  días 
anteriores  lista  de  testigos  jr,  por  lo  mis- 
mo, no  es  necesario  que  en  el  mismo  auto 
que  declara  admisibles  las  excepciones  se 
reciba  la  causa  á  prueba. 

Es  ilegal  el  procedimiento  del  Juez  que 
recibe  á  prueba  la  causa  en  la  misma  re- 
solución en  que  declara  admisibles  las 
excepciones  ordenando  presentar  la  nó- 
mina de  testigos  dentro  de  las  cuarenta 
y  ocho  botas. 


La  Oopte: 

Vistos  y  teniendo  presente: 

1^  Que,  según  lo  dispuesto  en  el  artículo  487 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  del  escrito 
de  oposición  en  el  juicio  ejecutivo  se  comuni- 
cará traslado  al  ejecutante  para  que,  dentro 
de  cuatro  días,  exponga  lo  que  crea  oportuno, 
vencido  cuyo  plazo  se  pronunciará  el  Tribunal 
sobre  la  admisibilidad  ó  inadmisibilidad  de 
las  excepciones,  recibiendo  la  causa  á  prueba 
cuando  lo  estimare  necesario  para  resolver; 

2^  Que  el  artículo  490  del  referido  Código 
dispone  que  esta  prueba  deberá  rendirse  del 
mismo  modo  qué  en  el  juicio  ordinario,  expre- 
sándose en  el  fallo  que  dé  lugar  á  ella  los 
puntos  sobre  que  deba  recaer;  de  suerte  que, 
según  este  precepto,  es  necesario  proceder,  en 
orden  á  la  testimonial,  conforme  al  artículo 
361,  que  ordena  presentar  á  cada  parte,  den- 
tro de  los  cinco  días  anteriores  á  dicho  fallo, 
una  nómina  de  los  testigos  de  que  piensa  va- 
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lerse,  con  expresión  del  nombre  y  apellido, 
profesión  y  oficio,  únicos  que  pueden  ser  exa- 
minados en  la  respectiva  audiencia; 

3^  Que,  en  el  presente  caso,  el  Juez  de  pri- 
mera instancia  recibió  la  causa  á  prueba  en 
la  misma  resolución  en  que  se  pronunció  so- 
bre la  admisibilidad  de  las  excepciones,  orde- 
nando presentar  la  nómina  de  los  testigos 
dentro  de  cuarenta  y  ocho  horas,  lo  cual  no 
se  conforma  con  las  disposiciones  legales  cita- 
das, ya  que  ni  de  su  letra  ni  de  su  espíritu 
puede  deducirse  un  procedimiento  semejante; 

4^  Que,  si  bien  el  inciso  final  del  artículo 
487  establece  que  se  reciba  la  causa  á  prueba 
cuando  se  considere  necesario,  tal  disposición 
no  puede  tener  más  alcance  que  el  de  indicar 
el  estado  á  que  deba  someterse  la  causa,  y  no 
el  de  que  necesariamente  ha^'a  de  decretarse 
ese  trámite  en  la  misma  resolución  que  se  pro- 
nuncie sobre  la  admisibilidad  de  las  excepcio- 


nes; 


5*^  Que  corrobora  esta  interpretación  el 
precepto  claro  y  terminante  del  artículo  490, 
que  ordena  recibir  la  prueba  en  esta  clase  de 


pleitos  del  mismo  modo  que  en  cl  juic-  ♦ 
nario,  artículo  que  tendría  que  consfcí 
como  inoficioso  ó  redundante,  si  hubjer*:' 
procederse  en  la  forma  resuelta  por  d  a:: 
materia  del  recurso;  y 

6*  Que,  además,  la  referida  interpreta: 
no  contraría  lo  dispuesto  en  el  inciso  ¿ni 
artículo  487,  se  conforma  mejor  con  la  r::i 
t ación  señalada  para  algunos  otros  jx. « 
especiales  en  el  Código  de  Procedimiento C: 
y  deja  á  las  partes  en  igualdad  de  5itIlad.•t^ 
para  lá  defensa  de  sus  respectivos  derechoi 

Visto  también  lo  dispuesto  en  el  mL' 
949  del  citado  Código  de  Procedi miento Cr 
se  suspenden  los  efectos  de  la  resoludúc  ¿:< 
lada  de  fecha  26  de  abril  del  presente  a: 
y  reponiéndose  el  proceso  en  el  estado  J¿.\- 
crito  de  fs.  42,  se  declara  que  el  Juez  át\.T.-j- 
ra  instancia  debe  proveerlo  con  arregle  á  !í 
recho. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Benavr/^' 
— 4.  Versara  A.^Darío  Benavente.^E.U^ 
tíílo. 
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SECCIÓN    SEGUNDA 


CORTES  DE  APELACIONES 


Corte  de  Santiago.— 5  de  agosto  de  1904 

Vílú  con  Caja  de  Ahorros  de  empleados 

públicos 

Caja  de  Ahorros.— Sueldos;  gratl- 
flcaoión.— Imposioiones 

Doctrina: — Las  imposiciones  que  los 
'mpleados públicos  tienen  derecho  á  efec- 
tuar en  la  Caja  de  Ahorros,  deben  calcu- 
larse sobre  el  sueldo  asignado  á  sus  res- 
lectivos  empleos. 

La  gratiñcación  que  la  ley  de  16  de 
marzo  de  1895  acordó  á  los  promotores 
Sscales  de  Cañete  y  Traiguén  ^^á  más  del 
sueldo  fijó*\  no  puede  considerarse  como 
sinónimo  de  sueldo  aun  acordada  por 
una  ley  de  efectos  permanentes. 


APBLACIONBi 


Don  Vicente  Vilíí  dice:  que  el  Tesorero  Fis- 
cal de  Cañete  no  ha  querido  admitirle  impo- 
siciones para  la  Caja  de  Ahorros  de  Emplea- 
dos Públicos  durante  los  años  1900  y  1901, 
por  lo  que  hace  á  la  gratificación  ó  sueldo  de 
$  2.800  á  que  tiene  derecho  como  Promotor 
Fiscal  de  Cañete,  por  ley  especial  de  15  de 
mayo  de  1895. 

Que  el  Tesorero  Fiscal  procede  en  esta  for- 
ma obedeciendo  á  un  acuerdo  celebrado  por 
la  Junta  General  de  la  Caja  de  Ahorros  de 
Empleados  Públicos. 

Que  este  acuerdo  es  ilegal,  en  lo  que  respec- 
ta á  la  gratificación  ó  sueldo  á  que  se  ha  re- 
ferido, porque  ella  se  autorizó  por  ley  espe- 
cial y  tomando  en  cuenta  los  valiosos  inte- 
reses que  tiene  que  salvaguardiar  el  Promo- 
tor Fiscal  de  Cañete,  ya  que  en  el  Juzgado  de 
ese  departamento  se  ventilan  numerosos  jui- 
cios de  hacienda  en  que  se  litigaban  sumas 
cuantiosas. 

Que,  además  de  los  juicios  de  hacienda,  el 
Promotor  Fiscal  de  Cañete  tiene  á  su  cargo, 
por  disposición  de  diversos  decretos  supremos, 
entre  otros,  el  de  10  de  noviembre  de  1904, 
otras  obligaciones,  como  la  de  tomar  la  de- 
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fensay  representad  fin  délos  indigenas  en  los 
juicios  sobre  posesión  y  pTopíetlatl  de   tcrre- 

Que.  estudiando  la  liisforia  fi<ledi^'im  df  la 
ley  que  creó  la  gratififiuión  de  promotores 
ñscales  de  Cañete  y  de  Traiguén  en  el  mensa- 
je con  que  e!  Ejecutivo  envió  á  la  Cíímara  el 
proyecto  y  en  la  discusión  del  mismo  en  las 
dos  ramas  del  Congreso,  se  llegn  al  convenci- 
miento (ie  que  la  f>;rat¡ficación  que  se  legisló 
en  (avor  de  estos  funcionarios  es  un  verdade- 
ro sueldo  y  que,  por  lo  tanto,  y  de  acuerdo 
con  lo  dispuesto  en  los  artículos  2'  y  3'  del 
Reglamento  de  la Cajade  Ahorros  de  límp'ea- 
dos  Públicos,  deben  admitirle  la  im])osición 
que  quiera  hacer  sobre  ella  en  la  medida  de  la 
ley. 

Concluye  diciendo  que  entabla  demanda  en 
jaicio  de  menos  de  $  1,000  contra  la  Caja  de 
Ahorros  de  Empleados  Públicos  y  pide  que  se 
haga  lugar  á  ella,  declarándose: 

1"  Que  la  Junta  General  de  la  Caja  no  ha 
podido  impedirle  hacer  imposiciones  por  lo 
que  hace  á  la  gratificación  ó  sueldo  de  los 
$  2.800  á  que  ha  tenido  derecho  como  Pro- 
motor Piscal  de  Cañete  en  ¡os  años  1900  y 
1901; 

2^  Que  se  le  deben  admitir  las  imposiciones 
correspondientes  á  loa  recordados  años  1900 
y  1901,  y  por  lo  que  hace  al  sueldo  á  que  se 
refiere  en  el  número  anterior; 

3^  Que  se  le  deben  abonar  los  beneficios 
por  erogaciones  fiscales  correspondientes  á 
esas  sumas,  que  en  los  recordados  años  se  re- 
partieron entre  los  imponentes  de  la  Caja;  y 
4'  Que  en  el  presente  año  se  le  deben  admi* 
tir  imposiciones  por  lo  que  hace  al  sueldo  ó 
gratificación  de  $2.800  que  la  ley  de  15  de 
marzo  de  1895  acuerda  al  Promotor  Fiscal 
de  Cañete. 

Comunicado  el  traslado  de  esta  demanda  al 
administrador  de  la  Caja  de  Ahorros  de  Em- 
pleados Públicos,  este  funcionario  no  lo  eva- 
cuó en  el  término  legal,  por  lo  que  en  rebeldía 
se  citó  á  las  partes  á  comparendo,  en  el  que 
quedaron  citados  para  sentencia. 

Considerando: 
1'  Que  la  Caja  de  Ahorros  de  Empicados 
I'úblícoB  debe  admitir  todas  las  iuipoticiones 


de  dichos  empleados  en  la  forma  tltttrrT, 
da  por  la  ley  y  reglamentos  vigentes; 

2*  Que  la  cuota  de  imposición  ecsn' 
sueldo  del  empleado  no  excede  deS,' 
puede  ser  hasta  de  un  5'/<; 

3'  Que  debe  entenderse  como  sucliio  1  -- 
niuneración  fisi:al  del  servicio,  detfnm-  . 
por  una  ley  de  efectos  permaiictiles; 

4^  Que  la  gratificación  querecibe el  Prír 
tor  Fiscal  de  Cañete  está  señalada  por :: 
ley  de  efectos  permanentes  y  es,  por  ^  •■■ 
guíente,   parte  de 


Por  estos  fundamentos  y  confonijt  ■. 
prescrito  en  los  artículos  2" y  3" átl soít. 
decreto  de  2  de  julio  de  1895,  se  drelara  : . 
ha  lugar  á  la  demanda  y  que  la  Cajarfí.f'- 
rros  de  Empleados  Públicos  debe  ux^'r'  ■ 
imposiciones  que  en  lo  sucesivo  hspic.'  ^ 
mandante  con  relación  al  sueldo  r  frjuf  - 
ción  de  que  goza  en  conformidad  ^  la  ti - 
R.  Ahumada. 

Apelada  esta  sentencia. 

La  Oorte: 

Vistos:  reproduciendo  la  parte  «pop!-! 
de  la  sentencia  de  primera  iii8taiioa;íM-.> 
do  presente: 

1"  Que  las  partes  están  de  acuerdo  np 
las  imposiciones  que  los  empteadnspí^'- 
tienen  derecho  á  efectuar  en  la  CajaJt'-' 
rros  deben  calcularse  sobre  el  iocldoasi^':' 
do  á  sus  respectivos  empleos,  cooforaímn 
así  á  lo  que  á  este  resiiecto  prescribra  Iw  if 
tatutos  de  dicha  institución; 

2"  Que  la  cuestión  pendiente  qudJa.p''' 
tanto,  reducida  á  resolver  si  la  grnto^ 
concedida  al  Promotor  Fiscal  de  Cüott"^' 
el  carácter  de  sueldo  para  los  ((ecto"^'!^ 
senté  juicio,  como  lo  sostiene  el  dmandii:^ 
6  sinopuedeconsiderársele  tal,  canoáni'c 
lo  afirma  el  representante  del  Fisco; 

3'  Que  la  ley  de  16  de  marzo  de  ISJJ  J^ 
puso  textualmente:  "Los  Promotow  Fi»-" 
les  de  Cañete  y  Traiguén  goiaréním''" 
sueldo  fijo  una  gratificación  dc$1.8O0u^ 
les;" 

*'  Que,  en  consecueDcía,  no  pu(d(C«* 
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firse  la.  ^ratífícación  como  sinónimo  de  suel- 
os ya  que  entre  uno  y  otro  hizo  una  distin- 
ón  expresa  la  ley  que  estableció  la  mencio- 
ada.  asignación; 

5*^  Que  los  antecedentes  de  la  citada  ley  de 
5  de  marzo  de  1895,  recordados  por  el  de- 
landante,  no  permiten  tampoco  dar  por  es- 
ablecido  que  tengan  el  carácter  de  perma- 
entes  las  circunstancias  que  se  invocan  para 
LIS  tincar  la  gratificación  acordada  al  Pro- 
el o  tor  Piscal  de  Cañete; 

6*^  Que  en  conformidad  á  los  Estatutos  de 
a  Caja  de  Ahorros,  la  Junta  General  de  impo- 
tentes ha  podido  celebrar  el  acuerdo  á  que  se 
efiere  el  certificado  y  no  puede,  por  lo  tanto, 
avocarse  como  fundamento  de  las  peticiones 
leducidas  en  la  demanda. 

Visto  además  lo  dispuesto  en  el  artícu- 
lo 1698  del  Código  Civil,  se  revoca  la  senten- 
cia apelada  de  12  de  noviembre  de  1902,  y  se 
declara  sin  lugar  la  demanda. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Luis  Ba_ 

Triga Luis  Barriga /.  Agustín  Rojas Ri. 

cardo  Reyes  Solar. 


parn  labrar  el  pozo  y  ratificar  el  registro 
no  es  fatal;  pero  la  práctica  tardía  de 
estas  diligencias  sólo  vale  en  el  caso  de 
que  con  ellas  no  se  lesione  un  derecho 
ya  adquirido  por  otra  persona. 


Corte  de  Tacna.-^24  de  septiembre  de  1904 
H.  B.  Sloman  y  C*  con  Bastías  y  otros 

Minas;  rnanifeataoión;  Registro;  Rati- 
ficación; desistimiento;  nueva  mani" 
fest  ación 

Doctrina: — Todo  registrador  de  mina 
está  obligado  á  labrar  el  pozo  y  ratifi- 
car su  registro  en  el  término  de  noventa 
días;  y  al  que  no  labrare  el  pozo  y  no 
ratificare  su  registro  se  le  tendrá  por  de- 
sistido de  sus  derechos  y  cualquiera  per- 
sona puede  hacer  manifestación  de  la 
misma  mina  con  el  mismo  nombre  ó  con 
otro  distinto 

El  plazo  que  la  ley  concede  al  minero 


Don  Carlos  Werner,  por  los  señores  H.  B. 
Sloman  y  Compañía,  se  ha  presentado  ex- 
poniendo: que,  según  consta  del  periódico  que 
acompaña,  en  la  parte  marcada  con  lápiz  ro- 
jo, los  señores  Manuel  Gómez,  Manuel  Fabres, 
Máximo  Lara  y  Biuilio  Bastías  han  denun- 
ciado en  comunidad  bajo  los  nombres  de 
"iMclón*',  '^Meloncito"  y  "Melonazo'»  y  bajo 
los  mismos  deslindes  las  pertenencias  "Espe- 
ranza**, "Porvenir"  y  "V^entura"  que  el  solici- 
tante había  denunciado  con  anterioridad  y  las 
cuales  están  ubicadas  en  la  subdelegación  del 
Toco. 

Agregan  los  denunciantes  que  solicitan  las 
tres  pertenencias  á  que  les  da  derecho  la  ley, 
en  atención  á  que  no  hay  minas  registradas 
en  ese  lugar,  por  no  haber  sido  ratiticadas  las 
denunciadas  por  H.  B.  Sloman  y  Compañía; 
que  como  las  pertenencias  de  sus  representa- 
dos fueron  ratificadas  precisamente  el  mismo 
día  que  hicieron  la  manifestación  los  señores 
Gómez  y  otros,  habiéndose  en  los  días  ante- 
riores labrado  los  pozos  de  ordenanza,  alinde- 
rado provisoriamente  y  pagado  las  patentes 
en  la  Tesorería  Municipal,  en  señal  de  que  no 
se  desistían  de  sus  derechos,  viene  en  oponer- 
se á  la  manifestación  de  las  pertenencias  "Me- 
lón'*, "Meloncito"y  "Melonazo**  hechapor  el 
señor  Gómez  y  socios,  sohcitando  del  juzgado 
se  declare  por  no  manifestadas  esas  pertenen- 
cias y  por  ratificados  los  pedimentos  de  las 
pertenencias  "Esperanza",  "Porvenir" y  "Ven- 
tura" de  sus  representados,  teniéndolo  por 
opuesto  á  las  manifestaciones  indicadas. 

Se  mandó  tener  como  demanda  el  escrito 
que  precede,  y  contestando  don  Manuel  Gó- 
mez, por  sí  y  demás  consocios,  expone:  que 
no  debe  darse  lugar  á  la  demanda,  p  >rque  el 
señor  Weruer  no  labró  el  pozo  de  las  perte- 
nencias manifestadas  por  sus  representados, 
ni  ratiticó  el  registro  de  ellas  dentro  del  tér- 
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mino  que  señala  él  articulo  38  del  Código  de 
Minería,  habiendo  incurrido,  por  consiguien- 
te, en  la  sanción  penal  que  establece  el  ar- 
tículo 41  del  citado  Código. 

Que  por  su  parte,  ha  adquirido  derechos  le- 
gales, registrando  las  manifestaciones  de  las 
minas  "Melón",  "Meloncito"  y  "Melonazo" 
después  de  estar  vencido  el  término  para  regis- 
trar la  ratiñcación de  las  minas  délos  señores 
H.  B.  Sloman  y  Compañía. 

Hace  presente  que  si  manifestaron  las  mis- 
mas minas  que  los  señores  H.  B.  Sloman  y 
Compañía,  fué  precisamente  de  buena  fe,  por 
considerar  á  los  anteriores  peticionarios  de- 
sistidos de  sus  derechos,  cuya  declaración  so- 
licitan en  conclusión,  á  fín  de  que  no  se  dé  lu- 
gar á  la  demanda. 

La  causa  se  recibió  á  prueba  y  se  ha  rendi- 
do la  que  consta  de  autos. 

Las  partes  alegaron  lo  conveniente  á  sus 
derechos  y  se  citó  para  sentencia. 

£1  juzgado  de  TocopiIla,con  fecha  20  de  oc- 
tubre de  1908,  resolvió: 

Con  lo  expuesto  y  considerando: 

1^  Que,  según  consta  de  autos,  don  Carlos 
Werner,  por  los  señores  H.  B.  Sloman  y  Com- 
pañía, practicó  la  rati6cación  del  registro  de 
las  minas  "Esperanza**,  "Porvenir"  y  "Ven- 
tura" con  fecha  28  de  noviembre  de  1902; 

2^  Que  consta  asimismo  de  autos  que  los 
señores  Manuel  Gómez  y  otros  presentaron 
con  cargo  el  pedimento  de  las  minas  "Me- 
lón", "Meloncito"  y  "Melonazo"  en  la  misma 
techa,  que  la  manifestación  de  estas  pertenen- 
cias comprende  las  mismas  que  se  indican  en 
el  considerando  anterior; 

3^  Que,  según  la  prescripción  del  artículo 
41  del  Código  de  Minería,  se  tendrá  por  de- 
sistido de  sus  derechos  al  registrador  que  no 
labrare  el  pozo  y  no  ratificare  sus  registros,  y 
que  en  el  presente  caso  se  ha  justificado  que 
el  señor  Werner  cumplió  con  esos  requisitos 
y,  por  consiguiente,  es  inaceptable  que  se  ten- 
ga al  demandante  por  desistido  de  sus  dere* 
chos; 

4^  Que  loa  artículos  35  y  38  del  Código 
mencionado,  que  han  señalado  el  plazo  de 
noventa  días  para  que  el  registrador  labre  el 
pozo  6  boca  mina,  alindere  provisionalmente 


su  pertenencia  y  ratifique  el  registro,  nohg: 
establecido  que  la  omisión  de  estas  diligen- 
cias y  la  circunstancia  de  haberse  venñcso» 
ellas  fuera  de  aquel  plazo,  produzcan  ipso  Úl 
to  el  desistimiento  de  los  derechos  del  legii 
trador. 

5^  Que  la  manifestación  de  las  perteoeccú^ 
"Melón",  "Meloncito"  y  "Melonazo"  hecb 
por  el  señor  Manuel  Gómez  j  otros  ao  ksbi 
hecho  adquirir  ningún  derecho  á  esas  pert¿> 
nencias,  desde  que  dicha  solicitud  no  constr 
tuye  por  si  sola  un  título  de  dominio; 

6^  Que  debe  tenerse  presente  que  el  pUic 
de  noventa  días  de  que  habla  hi  ley  no  esar 
plazo  fatal,  y  que  habiendo  constituido  dor 
Carlos  Werner  el  título  á  que  le  da  derecho  k 
ratificación  de  las  pertenencias  "Esperanza'. 
"Porvenir"  y  "Ventura"  antes  de  que  se  hu- 
biera constituido  el  que  pretenden  tener  áoz 
Manuel  Gómez  y  otros,  ha  surtido  plenos  doc- 
tos la  ratificación  practicada porelreferidose- 
ñor  Werner;  y  finalmente 

7^  Que  en  cuanto  á  las  tachas  opuestas  á 
los  testigos  de  la  parte  del  señor Wcnicr,  debe 
tenerse  presente  que  no  se  aceptan  por  no  es- 
tar especificadas  con  la  debida  claridad. 

Por  estas  consideraciones  y  teniendo  ad^ 
más  presente  lo  dispuesto  en  el  artículo  16?^ 
del  Código  Civil,  se  declara  qneha  logar  áli 
demanda  y  que,  en  consecuencia,  teniendo 
por  hecha  en  tiempo  oportuno  la  ratificacc-a 
délas  pertenencias  "Esperanza","Poncnir  r 
"Ventura",  se  deséchala  manifestación  que  ó? 
las  mismas  pertenencias  han  hecho  don  Ma- 
nuel Gómez  y  otros,  bajo  los  nombres  "M^ 
lón",  "Meloncito"  y  "Melonazo*',  concosus. 
'— Joaquín  Elizalde. 

Apelada  esta  sentencia. 

La  Oorte: 

Vistos:  Reproduciendo  la  parte  cxposiuta 
y  los  dos  primeros  considerandos  de  la  ^' 
tencia  apelada  de  20  de  octubre  último,  y  con- 
siderando: 

1^  Que,  según  lo  dispuesto  en  los  artíoilos 
36  y  38  del  Código  de  Minería,  todo  registra- 
dor de  mina  está  obligado  á  labrar  nn  pozo 
de  las  dimensiones  y  direcciÓD  que  la  lejói* 
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lica  y  á  ratificar  su  registro  en  el  término  de 
lo venta  días,  agregando  el  artículo  41  que 
.1  registrador  que  no  labrase  el  pozo  y  no  ra- 
ificare  el  registro,  se  le  tendrá  por  desistido 
le  sus  derechos; 

2^  Que,  va  se  tome  como  fecha  inicial  de 
sos  noventa  días  la  de  la  providencia  de  la 
nanifest ación,  ya  la  del  registro  de  la  misma, 
s  el  hecho  que,  en  el  caso  actual,  el  plazo 
>ara  ratificar  y  registrarla  ratificación  de  las 
pertenencias  "Esperanza",  "Porvenir"  y 
Ventura"  se  venció  á  las  12  de  la  noche  del 
ía  27  de  noviembre  de  1902; 
3^  Que,  en  consecuencia,  desde  la  fecha  in- 
licada  en  el  considerando  anterior,  ó  sea  des- 
le  las  12  de  la  noche  del  27  de  noviembre 
le  1902,  ha  podido  legalmente  considerarse 
i  H.  B.  Sloman  y  C*  como  desistido  de  sus 
lerechos  sobre  las  indicadas  pertenencias  **Es- 
)eranza",  "Porvenir"  y  "Ventura"  y  cualquie- 
a  persona  ha  podido  hacer  manifestación  de 
illas  con  el  mismo  nombre  ó  con  otro  dis- 
tinto; 

4^  Que,  si  bien  el  plazo  que  la  ley  concede 
il  minero  para  labrar  el  pozo  y  ratificar  el 
•egístro  no  es  fatal,  debe  entenderse  que  la 
práctica  tardía  de  las  obligaciones  antedichas 
sólo  vale  en  el  caso  de  que  con  ellas  no  se  le- 
sione un  derecho  ya  adquirido  por  otra  per- 
sona; 

5^  Que,  desde  el  momento  de  la  manifesta- 
ción el  descubridor  adquiere  un  derecho  efec- 
tivo sobre  la  pertenencia  manifestada,  dere- 
cho que  es  transíerible,  una  vez  verificada  la 
inscripción  en  el  correspondiente  registro,  se- 
gún lo  dispuesto  en  los  artículos  81  y  83  del 
Código  de  Minería; 

6^  Que  este  derecho  efectivo  lo  concede  el 
artículo  27  del  Código  de  Minería  al  que  pri- 
mero se  ha  presentado  á  registrar,  debiendo 
tenerse  por  tal  registro,  no  el  que  se  hace 
por  el  escribano  de  minas,  en  conformidad  al 
artículo  33  del  mismo  Código,  sino  el  que  se 
hace  por  el  Secretario  del  Juzgado  al  poner 
cargo  á  la  manifestación,  como  lo  dispone  en 
el  artículo  31; 

7^  Que  de  los  antecedentes  acompañados 
en  segunda  instancia,  consta  que  los  deman- 
dados manifestaron  las  pertenencias  "Melón", 
"Melondto"  y"Melonazo",  que  son  las  mis- 


mas manifestadas  antes  por  H.  B.  Sloman  y  C^ 
con  los  nombres  de  "Esperanza",  "Porvenir" 
y  "Ventura",  el  28  de  noviembre  de  1902,  alas 
8.40  A.  M.,  y  que  H.  B.  Sloman  y  C*  ratificó 
el  registro  de  sus  pertenencias  el  mismo  día, 
pero  á  la  una  de  la  tarde; 

8^  Que,  aun  suponiendo  que  fuera  suficien- 
te presentar  el  escrito  de  ratificación  para  dar 
cumplimiento  al  artículo  38  ya  citado  y  no 
registrar  también  la  ratificación,  siempre  re- 
sultaría que  cuando  se  presentó  la  ratifica- 
ción en  la  Secretaría  del  Juzgado,  ya  se  había 
constituido  un  derecho  efectivo  sobre  las  per- 
tenencias á  favor  de  los  demandados; 

9^  Que  no  puede  decirse  que  este  derecho 
principia  con  la  providencia  del  Juez  en  el  es- 
crito de  manifestación,  porque,  como  antes 
se  ha  demostrado,  el  derecho  nace  desde  el 
momento  que  la  manifestación  se  presenta  y 
se  toma  nota  de  ella  por  el  Secretario,  no  pu- 
diendo  el  Juez  dejar  de  proveerla  como  lo  man- 
da la  ley,  sino  por  defectos  de  forma,  lo  que 
no  ocurre  en  el  presente  caso; 

10.  Que,  délo  expuesto  en  los  consideran* 
dos  que  preceden,  se  desprende  que  los  de- 
mandados manifestaron  legalmente  las  per- 
tenencias del  demandante  y  que  la  ratifica- 
ción hecha  por  este  último  cuando  los  prime- 
ros tenían  constituido  su  derecho,  carece  de 
todo  valor  legal. 

Con  arreglo  á  estas  consideraciones  y  dis- 
posiciones legales  citadas  y  visto  además  lo 
dispuesto  en  el  artículo  1698  del  Código  Civil, 
se  revoca  la  sentencia  apelada  citada  al  prin- 
cipio y  se  declara  sin  lugar  la  demanda. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Cisternas 
Peña.— B.  Cisternas  Peñn.—P.  Roberto  Vega. 
— W.  A,  QaireíL-'M,   Vargas  Mardoncs, 
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Corte  de  la  Serena 5  de  octubre  de  1904 

Alquinta  de  Mancilla  con  Compañía  'nglesa 

de  Minas 

Fichas;  valor  doclarado;  órdenes 
de  entrega  de  mercaderías 

Doctrina: — Las  fichas  emitidas  por 
vna  compañía  minera  y  en  las  qve  se  ex- 
presa que  el  valor  declarado  es  **por 
mercaderías^^  sin  indicar  que  sean  para 
persona  determinada  ni  que  se  dirijan  al 
despacho  de  la  mina,  aunque  destinadas 
á  darse  como^^ socorro'^  á  los  empleados 
y  trabajadores,  tienen  el  carácter  de  cir- 
culante y  obligan  á  la  compañía  minera 
á  convertirlas  6  pagarlas  en  dinero. 


Don  Eirdaldo  Mancilla  y  su  esposa  do- 
ña Felicinda  Alquinta  de  Mancilla,  interpu- 
sieron demanda  contra  don  Walter  T.  Hol- 
berton,  por  sí  y  como  representante  de  la 
Compañía  Inglesa  de  Minas  en  Copiapó,  de 
la  cual  es  gerente,  para  que  éste,  dentro  de 
tercero  día,  les  pagucel  valor  total  de  las  fichas 
que  acompañan  y  que  han  obtenido  en  su 
cawsa  de  negocio,  en  dinero  moneda  corriente, 
con  más  los  intereses  corrientes  desde  el  21 
de  febrero  último,  hasta  la  total  cancelación 
de  la  deuda,  6  en  subsidio  para  que  les  pague 
todo  el  valor  de  las  fichas  al  precio  corriente 
de  plaza  y  justificándose  por  peritos  y  abo- 
nando siempre  el  interés  corriente  en  la  for- 
ma expresada  en  la  petición  de  esta  demanda. 

Fundando  su  demanda,  expone:  que  ejercen 
su  industria  de  comerciantes  en  la  vecindad 
de  la  mina  "Dulcinea"  de  Puquios  subdelega- 
ción  de  este  departamento,  pagando  $  200 
de  patente  anual,  sin  haber  tenido  cuestiones 
judiciales  ó  de  policía  por  ningún  motivo; 

Que  en  ese  lugar  circulan  como  moneda  co- 
rriente y  única  la  ficha  que  emite  la  Com- 
pañía Inglesa  de  Minas,  propietaria  de  la 
"Dulcinea",  con  el  tipo  de  $  0.20,  $  0.50  y 
de$l; 


Que  esas  fichas  no  se  destinan  nominalme:- 
te  á  persona  determinada,  sino 'que  son>r. 
pies  monedas  al  portador,  que  tienen  ni*- 
comercial,  porque  las  emite  una  empresa  í:r- 
te  como  lo  es  la  Mining  Companj; 

Que  debe  suponerse  que  al  emitir  valores r. 
fichas  responda  por  ellas  de  buena  fe  j  de  z^a 
manera  efectiva; 

Que  sólo  así  se  explica  que  todas  lastrante 
ciones  se  hagan  con  ellas  en  el  distrito  h'i 
**Dulcinea"  y  que  así  se  reparta  el  salam - 
los  operarios,  y  que  paguen  éstos  su  eonsrr' 
dentro  v  fuera  de  la  ''Dulcinela"  con  e&is  r 
chas,  y  con  ellas  compren  y  pao^ienen  c!  i 
macen  de  aquella  mina  todos  los  que  exí: il- 
esas fichas. 

Que  la  emisión  y  circulación  de  tales  ti.  '* 
ó  monedas  al  portador,  con  una  garartí 
sólida,  expedita  y  eficar,  parece  que  da  « 
operación  incorrecta,  por  más  que  sirva  p." 
esclavizar  á  los  operarios  y  para  obligara 
á  comprar  á  precio  excesivo  en  el  alraaccn  t 
la  mina,  almacJn  que  es  público,  perositua« 
dentro  de  la  cuadra  de  la  mina;  y  quefab^ 
do  esa  garantía  y  responsabilidad  la  open- 
ción  de  emitirlas  y  no  recogerlas  y  ^^'^■' 
las,  se  cambia  en  un  acto  abusivo  vqncfíí 
bajo  las  sanciones  severas  del  Código  Pf'J 

Que  ya  ha  sido  resuelta  por  los  Tribunílti 
esta  cuestión  en  favor  de  la  redención  o ck- 
versión  de  las  fichas  en  dinero; 

Que  los  demandantes  se  han  haWofíf 
caso  indispensable  y  fatal  de  recibir  como t- 
ñero  efectivo  ó  moneda  corriente  ana  P^^" 
da  considerable  de  fichas  por  pago  de  pcflíiJ* 
nes,  mercaderías  ó  consumo,  y  las  lian"^ 
bido  porque  no  circula  otra  monda  n  ^ 
distrito  y  porque  creían  de  buena  fe  qif  i^* 
fichas  emitidas  por  una  poderosa  CompaJ^'- 
estaban  leal  y  eficazmente  garantidas;  y 

Que,  desgraciadamente,  se  han  deseníP'-* 
do  porque,  á  pesar  de  todos  susesfucrio5,< 
gerente  se  ha  negado  redondamente ápa?^' 
les  el  valor  de  las  fichas  y  por  eso  han  jn*^" 
puesto  la  presente  demanda,  cuTOvaior 
fijan  en  $  4.500,  incluyendo  capital, inte«* 
y  costas. 

Don  Walter  T.  Holberton,  contestando^ 

demanda,    expone:  que  en  primer  í''^^^" 
existe   razón  alguna  para  scréldetnanda^^ 
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personalmente,  puesto  que  las  Helias  no  han 
sido  emitidas  por  él  ni  están  destinadas  a] 
uso  y  servicio  de  ningún  negocio  particular 
suyo; 

Que,  en  cuanto  á  la  Compañía  que  repre- 
senta, tampoco  hay  razón  para  demandarla, 
porque  las  fichas  materia  de  litis  y  que  exis- 
ten en  uso  en  la  mina  "Dulcinea**  desde  hace 
más  de  veinte  años,  equivalen  sólo  á  órdenes 
de  entrega  de  mercaderías  del  despacho  que 
se  dan  á  los  operarios  que  las  pidan  volun- 
t  ariamente  para  ese  objeto,  pero  no  para  re- 
ducirlas á  dinero,  con  ó  sin  descuento,  lo  que 
está  terminantemente  prohibido'  por  un  re- 
glamento que  todos  los  empleados  conocen, 
acatan  y  cumplen  fielmente; 

Que  dichas  fichas  no  sirven  sino  para  los 
empleados  y  operarios  de  la  "Dulcinea",  en  cu- 
yo provecho  y  comodidad  exclusivo  se  esta- 
bleció el  despacho,  de  tal  modo  que  no  se  des- 
cuentan las  fichas  á  nadie  ni  se  entregan  mer- 
caderías á  personas,  sean  quienes  fueran,  que 
no  sean  tales  empleados  ú  operarios; 

Que  el  pago  de  esos  empleados  ú  operarios 
se  hace  siempre  en  dinero  á  su  entera  satis- 
facción, y  las  fichas  no  se  dan  con  el  carácter 
de  anticipo  sino  á  modo  de  vales  ú  órdenes 
nominales  de  entrega  de  mercaderías  que  de- 
ben tener  efecto  inmediatamente  ó  en  breví- 
simo plazo,  y  en  cuyo  reemplazo  se  usan  las 
fichas  para  evitar  pérdidas  de  tiempo  y  las 
molestias  consiguientes;  y  tan  es  así,  que  á 
esas  fichas  no  se  les  da  valor  ni  son  acep- 
tadas en  otras  minas,  faenas  ó  departamen- 
tos de  la  misma  Compañía  Inglesa; 

Que  las  resoluciones  judiciales  que  citan 
los  demandantes  no  tienen  cabida  con  respec- 
to alas  fichas  de  la  mina  "Dulcinea",  pues  ésta 
paga  á  sus  operarios  en  plata  y  á  su  entera 
satisfacción  y  á  quienes  no  tiene  obligación 
la  Compañía  de  darles  ningún  anticipo,  como 
sucede  en  las  salitreras. 

Que,  por  todos  estos  motivos,  pide  que  se 
desestime  en  absoluto  la  referida  demanda, 
con  costas. 

En  la  réplica  y  en  la  duplica  reproducen  las 
partes  lo  que  tienen  expuesto  en  la  demanda 
y  contestación. 

La  causa  se  recibió  á  prueba,  rindiéndose 
la  que  corre  en  autos. 


Con  los  alegatos  se  citó  á  las  partes  para 
sentencia. 

El  juzgado  resolvió: 

Considerando: 

Que  los  demandantes  han  comprobado  que 
tienen  establecida  en  las  cercanías  de  la  mina 
"Dulcinea"  de  Puquios  una  casa  de  comercio 
que  proporciona  el  consumo  á  operarios  de 
esa  mina  y  de  otras  del  mismo  mineral,  desde 
hace  más  de  dos  años; 

Que  la  mayor  parte  de  esos  operarios  pa- 
gan su  consumo  en  fichas  emitidas  por  la 
Compañía  Inglesa  de  Minas,  propietaria  de 
la  "Dulcinea"  y  que  reparten  á  los  emplea- 
dos por  vía  de  socorro; 

Que  también  han  comprobado  que  con  esas 
fichas  se  ha  comprado  en  el  almacén  de  la 
"Dulcinea",  por  todos  los  que  las  llevan,  sean 
ó  no  operarios  de  la  mina; 

Que,  por  parte  de  la  Compañía  Inglesa  de 
Minas,  se  confiesa  que  realmente  ha  emitido 
las  fichas  á  que  se  refieren  los  demandantes 
y  que  esas  fichas  se  han  usado  por  más  de 
veinte  años  en  la  "Dulcinea"; 

Que  aun  cuando  los  demandados  expresan 
que  las  fichas  emitidas  por  la  Compañía  In- 
glesa de  Minas  no  tienen  el  carácter  de  mo- 
neda corriente  y  que  son  órdenes  de  entrega 
de  mercaderías  del  despacho  de  aquella  mina 
y  que  son  para  el  uso  de  los  empleados  y  ope- 
rarios exclusivamente,  á  fin  de  que  éstos  pue- 
dan pedir  el  valor  que  expresan  esas  fichas 
en  mercaderías,  sin  embargo,  el  facsímil  del 
anverso  y  reverso  de  esas  fichas  no  indica 
que  sean  vales  para  persona  determinada  ni 
que  se  dirijan  al  despacho  de  la  mina; 

Que  las  fichas  en  cuestión  tienen  además  el 
carácter  de  circulante,  porque  de  otra  mane- 
ra se  obligaría  al  minero  ú  operario  á  surtir- 
se del  almacén  de  la  mina,  pudiendo  obtener 
las  mercaderías  en  otras  casas  de  negocio  del 
mineral  á  más  bajo  precio  y  con  mejor  cuen- 
ta, privándoseles  de  las  ventajas  de  la  com- 
petencia; 

Que,  no  teniendo  las  fichas  el  carácter  de 
moneda  circulante,  el  salario  del  operario 
sería  ó  podría  ser  enteramente  nominal, 
porque  la  faena  emisora,  dando  precios  exa- 
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gerados  á  sus  mercaderías,  lo  reduciría  á  ese 
estado,  lo  que  equivaldría  á  exigir  un  servi- 
cio personal  y  gratuito  de  los  empleados  y 
operarios  y  significaría  la  prohibición  de  la 
industria  comercial  en  cada  asiento  minero, 
reduciéndola  á  ser  ejercida  por  los  dueños  de 
las  faenas  emisoras  únicamente;  v 

Que  no  se  ha  comprobado  que  la  emisión 
de  las  fichas  en  cuestión  esté  autorizada  por 
la  ley  ni  por  autoridad  competente; 

Que,  finalmente,  rezando  las  fichas  que  son 
por  mercaderías,  sin  expresar  de  cuál  alma- 
cén ó  despacho,  no  es  justo,  ni  equitativo,  ni 
legal  que  se  obligue  á  la  Compañía  emisora  á 
pagarlas  ó  convertirlas  en  dinero  sino  en 
mercaderías  con  el  valor  que  éstas  tengan  en 
la  mina,  esto  es,  con  los  gastos  que  se  oca- 
sionarían poniéndolas  en  la  faena,  fijados  á 
justa  tasación  de  peritos. 

Conforme  á  estas  consideraciones  y  con 
arreglo  á  los  artículos  167  y  169  del  Código 
de  Procedimiento,  á  los  artículos  140  y  142 
de  la  Constitución  del  Estado  y  al  artículo 
1698  del  Código  Civil,  se  declara  que  ha  lu- 
gar á  la  demanda,  sólo  en  cuanto  á  que  la 
Compañía  Inglesa  de  Minas  debe  convertir 
ó  pagar  en  dinero  ó  mercaderías,  á  su  arbi- 
trio, las  fichas  depositadas  por  los  deman- 
dantes, con  los  intereses  legales  desde  la  con- 
testación de  la  demanda,  cuyos  valores  serán 
determinados  por  un  perito  nombrado  en 
forma  legal Ossa, 

La  Oorte: 

Vistos:  se  confirma  la  sentencia  apelada  de 
4  de  marzo  último,  sólo  en  cuanto  declara  que 
la  Compañía  Inglesa  de  Minas  debe  convertir 
ó  pagar  en  dinero  las  fichas  de  que  se  trata, 
con  los  intereses  legales  desde  la  contestación 

de  la  demanda Maximiliano  E.  Abalos.^M, 

Carvallo,— Daniel  Cádiz, 


CoHe  de  Tacna 24  de  octubre  de  im 

Hurtado 

Posesión  efeotlva  de  herencia;  jm 
oompetente ;  sucesión  abierta  en  el  ex 
tranjero-  Lex  looi. 

Doctrina:  —  Los  bienes  situados  r 
Chile  están  sujetos  á  las  leyes  cbskc&K 
aunque  sus  dueños  sean  extranjeros jt^i 
residan  en  Chile,  El  decreto  que  coatrif 
la  posesión  efectiva  de  la  herencia  es  re- 
querido  por  la  ley  para  que  el  beredcr- 
herederos  puedan  disponer  de  ¡os  ¡oaat' 
bles  hereditarios,  ja  que  la  posesión  k- 
gal  de  la  herencia  se  confiere  albenim 
por  el  solo  ministerio  de  la  kycndm 
mentó  de  deferírsele  aquélla. 

Es  competente  para  conceder  ¡a  po»- 
sión  electiva,  tratándose  de  unasncesid 
abierta  en  el  extranjero,  el  juez  it\i^ 
micilio  de  los  herederos.  El  artkuh  221 
de  la  lev  de  15  de  octubre  de  WSboú- 
ne  aplicación  en  este  caso,  puesto  (fx 
sólo  rige  la  competencia  entre  ¡os  dim- 
sos  jueces  de  la  República, 


Tacna,  17  de  agosto  de  1904.-T€niflídc 

• 

presente  que  de  los  documentos  acompa» 
dos  consta  que  don  Wenceslao  Hartado,  can 
herencia  se  solícita,  ha  fallecido  en  Lima;  «■ 
to  lo  dispuesto  por  el  artículo  221  de  la  IfJ 
de  15  de  octubre  de  1875,  se  declara  este 
Juzgado  incompetente  para  conocer  en  fitf 
asunto.—/.  Salinas, 

Apelada  enta  resolución, 


La  Corte: 

Vistos:  don  Alfredo  Thomdikc,  por  á<» 
Carlos  Alonso,  representante  legal  de  so* 
posa  doña  Amanda  Aátóaia  Hartado  jp^ 
doña  Julia  Rosa  Hurtado,  se  liá  pieseo^^ 
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Juz^rado  de  Letras  de  este  departamento, 
poniendo  que  sus  representadas  son  herede- 
s  ab  intcstato  de  don  Wenceslao  Hurtado  y 
le,  deseando  entrar  en  posesión  efectiva  de 
s  bienes  raíces  que  enumera,  pide  que,  en 
informidad  con  lo  dispuesto  en  el  artículo 
)55  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  le 
>nceda  dicha  posesión,  previos  los  trámites 
5  estilo. 

Acompaña  á  su  representación  copias  débi- 
lmente legalizadas  de  unas  actuaciones  ju- 
iciales  de  Lima,  de  las  que  aparece  que,  por 
ato  de  uno  de  los  jueces  letrados  de  dicha 
udad,  se  declaró; 

1^  Q«e  el  doctor  don  Wenceslao  Hurtado 
illeció  intestado;  y 

2^  Que  son  sus  legítimas  herederas  sus  hi- 
as  doña  Julia  Rosa  y  doña  Amanda  Antonia 
lurtado,  á  quienes  se  les  dará  posesión  de 
os  bienes  que  constituyen  la  herencia,  bajo  el 
•espectivo  inventarío,  sin  perjuicio  de  tercero 
]ue  mejor  derecho  tenga. 

Con  estos  antecedentes  y  después  de  oir  al 
Promotor  Fiscal,  que  opinó  que  el  Fisco  ro 
íuede  tener  derecho  que  pretender  y  que  Fe 
accediera  á  lo  solicitado,  se  dictó  el  auto  ape- 
lado en  el  que,  teniendo  presente  que  de  los 
documentos  acompañados  consta  que  don 
Wenceslao  Hurtado,  cuya  herencia  se  solicita, 
falleció  en  Lima,  y  visto  lo  dispuesto  en  el 
artículo  221  de  la  ley  de  15  de  octubre  de 
1875,  se  declara  que  el  Juzgado  es  incompe- 
tente para  conocer  de  este  asunto. 

Ante  este  Tribunal  se  ha  oído  al  señor  Fis- 
cal, que  opinó  por  la  confirmatoria  del  auto 
apelado;  y 

Considerando: 

1^  Que  los  peticionarios  interesados  en  es- 
ta gestión  están  domiciliados  en  Tacna  y  en 
el  mismo  departamento  se  hallan  situados  los 
bienes  raíces  de  la  herencia  cuya  posesión 
efectiva  se  solicita; 

2^  Que  los  bienes  situados  en  Chile  están 
sujetos  á  las  leyes  chilenas,  aunque  sus  due- 
ños sean  extranjeros  y  no  residan  en  Chile; 

3^  Que  no  hay  para  qué  tomar  en  conside- 
ción  si  don  Wenceslao  Hurtado  era  chileno  ó 
extranjero,  puesto  que,  según  lo  prescrito  en 


el  artículo  998  del  Código  Civil,  en  la  suce* 
sión  ab  intestato  de  un  extranjero  que  fallez- 
ca dentro  6  fuera  del  territorio  de  la  Repúbli- 
ca, tendrán  los  chilenos,  á  título  de  herencia, 
los  mismos  derechos  que  según  las  leyes 
chilenas  les  corresponderian  sobre  la  suce- 
ción  intestada  de  un  chileno; 

4f^  Que  tampoco  hay  que  tomar  en  consi- 
deración en  el  presente  caso  si  todos  los  peti- 
cionarios son  chilenos,  ó  si  son  chilenos  y  ex- 
tranjeros, ó  todos  extranjeros,  puesto  que  no 
hay  conflicto  al  respecto,  ya  que  el  Juez  del  lu- 
gar, fuera  del  país  en  que  se  abrió  la  sucesión 
del  mencionado  Hurtado,  ha  declarado  que 
los  mismos  solicitantes  son  los  legítimos  he- 
rederos ah  intestato  de  dicho  Hurtado,  como 
se  ve  en  la  copia  legalizada  del  auto  expedido 
en  Lima  con  fecha  23  de  julio  de  1902; 

5^  Que  el  artículo  221  de  la  ley  orgánica  de 
los  Tribunales,  que  es  regla  de  excepción  á  la 
general  del  artículo  212  de  la  misma  ley,  no  tie- 
ne aplicación  en  los  casos  en  que  la  sucesión 
se  abre  fuera  del  país,  puesto  que  sólo  rige  la 
competencia  entre  los  diversos  jueces  de  la 
República  para  conocer  de  las  diligencias  ju- 
diciales relativas  á  la  apertura  de  la  sucesión 
que  se  verifica  dentro  del  país  y,  por  tanto, 
no  pudiendo  aplicarse  la  regla  de  excepción, 
debe  regir  la  general,  que  establece  la  compe- 
tencia del  Juez  del  domicilio  del  interesado 
para  intervenir  en  un  acto  no  contencioso; 

6^  Que  el  decreto  que  concede  la  posesión 
efectiva  de  una  herencia  sólo  es  requerido  por 
la  ley  para  que  el  heredero  ó  herederos  pue- 
dan disponer  de  los  inmuebles  hereditarios, 
ya  que  la  posesión  legal  de  la  herencia  se  con- 
fiere por  el  solo  ministerio  de  la  ley  al  heredero 
en  el  momento  de  deferirse  aquélla;  y 

7^  Que  los  peticionarios  han  cumplido  con 
la  presentación  de  los  antecedentes  exigidos 
por  los  artículos  1055  y  1062  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  para  poder  solicitar  la 
posesión  efectiva. 

Con  arreglo  á  estas  consideraciones  y  visto 
lo  dispuesto  en  los  artículos  14,  16,  688  del 
Código  Civil  y  212  de  la  ley  de  15  de  octubre 
de  1875,  se  suspenden  los  efectos[^del  *'auto 
apelado  de  17  de  agosto  último,  y  se  declara 
que  el  Juez  a  quo  debe  proveer  como  fuere  de 
derecho  la  solicitud,  concediendo  ó  denegando 
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la  posesión  efectiva  de  herencia  qne  en  dicha 
solicitud  se  pide. 

Acordada  por  unanimidad,  menos  en  cuan- 
to á  los  fundamentos  de  esta  sentencia,  que 
fu\;ron  acordados  por  los  señores  Presidente 
Barros  y  Ministros  Vega,  Quirell  y  Vargas 
Mardones,  concurriendo  al  acuerdo  déla  par- 
te dispositiva  el  señor  Ministro  Cisternas  Pe- 
ña por  los  fundamentos  que  expresa  en  su 
voto  especial  que  consigna  en  el  libro  respec- 
tivo. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Vega. — 

E.  Barros.— E,  Cisternas  Peña P.  Roberto 

Ve^a.—M.  A,  Quirell.— M .  Vargas  Mardones, 


VOTO  ESPECIAL 

En  la  instancia  sobre  posesión  efectiva  de  la 
herencia  de  don  Wenceslao  Hurtado  promo- 
vida por  doña  Amanda  Antonia  y  doña  Julia 
Rosa  Hurtado,  el  infrascrito,  para  opinar 
como  la  mayoría  del  Tribunal  por  la  suspen- 
sión de  los  efectos  del  auto  apelado,  ha  tenido 
presentes  las  siguientes  consideraciones: 

1*^  Que  no  se  trata  en  esta  gestión  de  pro- 
vocar ningún  juicio  de  petición  de  herencia, 
ni  de  desheredamiento,  ni  de  validez  ó  nulidad 
de  disposiciones  testamentarias,  ni  de  apertu- 
ra de  sucesión,  formación  de  inventarios  y  ta- 
sación y  partición  de  bienes,  que  son  los  casos 
que  contempla  el  artículo  221  de  la  Ley  de 
Organización  y  Atribuciones  de  los  Tribuna- 
les como  excepción  al  principio  general  del  ar- 
tículo 212  de  la  misma  ley,  que  establece  que 
es  Juez  competente  para  intervenir  en  un  acto 
no  contencioso  el  del  domicilio  del  interesado; 

2^  Que  tampoco  se  trata  de  la  apertura  de 
la  sucesión  en  los  bienes  de  una  persona,  ni  de 
la  apertura  y  publicación  de  testamento,  que 
son  las  cosas  que  fijan  la  competencia  del  Juez 
del  último  domicilio  del  difunto,  según  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  955  y  1009  del  Códi- 
go Civil; 

3^  Que  lo  único  que  se  pretende  en  esta  cir- 
cunstancia es  dar  cumplimiento,  respecto  de 
bienes  raíces  situados  en  Chile,  á  una  ky  chi- 
lena que  ordena,  para  los  efectos  que  ella  in- 
dica, que  todo  heredero  que  quiera  disponer 
de  uu  inmueble  debe  obtener  previamente  un 


decreto  judicial  que  le  dé  la  posesión  cíectri 
de  la  herencia; 

4*?  Que,  tratándose  de  posesión  cfcctita  if 
herencias,  no  hay  más  que  un  caso  en  qcee» 
competente  el  Juez  del  último  domicilio  6e .-. 
persona  de  cuya  sucesión  se  trata  y  es  el  c^: 
templado  en  el  artículo  233  de  la  misma  \jr 
de  Organización  y  Atribuciones  de  los  Tri'Ns- 
nales  y  ese  caso  no  es  el  actual,  como  qae  ^ 
refiere  á  los  bienes  de  un  desaparecido  á  qx^r. 
presume  muerto; 

5*^  Que,  en  consecuencia,  lo  único  que  haj 
que  resolver  es  si  las  señoras  Hartada qsr 
solicitan  la  posesión  efectiva  de  la  hcrcnciai 
su  padre  don  Wenceslao  Hurtado,  han  cat- 
pudo  ó  no  con  los.  requisitos  exigidos  por !» 
artículos  1055  y  1062  del  Código  de  Proocci- 
miento  Civil,  esto  es,  si  han  acreditado  el  e- 
tado  civil  que  pretenden  tener,  sí  no  coosti 
la  existencia  de  heredero  testamentario  - 
ab  instestato  de  mejor  derecho  y  la  maertí 
real  ó  presunta  de  la  persona  de  cnya  sac? 
sión  se  trata. 

Tacna,  24  de  octubre  de  1904-E.  Císiít 
ñas  Peña, 


Corte  de  Santiago.^  22  de  octubre  de  WA 

Compañía  de  Seguros  Sud-América 
con  Contreras 

Seguro  de  vida;  declaracioces fiJsas 
del  asegurado;  dolo.- Rescisión - 
Ta  ollas. 

Doctrina:— La  circunstancia  de  $c: 
médico  de  una  Compañía  de  Segaros  tio 
lo  constituye  en  empleado  dependkntt 
tachable  por  esta  causa. 

La  rescisión  del  contrato  de  segaro 
sobre  la  vida  sólo  procede  en  el  caso  ét 
falsas  declaraciones  sobre  el  estado^ 
salud  del  asegurado,  cuando  éste  p^oct 
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dolosamente,  es  decir,  coa  conocí' 
^nto  de  esa  falsedad;  mucho  más  si 
is  declnr&ciones  son  conñrmadas  por 
^ncultativo  de  la  Compañía,  quien  pu- 

fácilmente  evidenciar  el  estado  de  en- 
'meda.d  del  asegurado  si  era  grave. 


Don  Lruis  Caracuel,  empleado,  domiciliado 
la  calle  de  Cumming,  número  366,  y  Víc- 
r  Alvarez  Aránguiz,  empleado,  con  domici- 
í  en  la  calle  de  Sotomayor,  número  479,  re- 
esentantes  de  la  Compañía  Internacional 
í  Seguros  sobre  la  vida  Sud-América,  domi- 
liada  en  Río  Janeiro,  demandando,  exponen: 
ue  el  31  de  diciembre  de  1902,  don  Joaquín 
entreras  Canto  contrató  con  la  Sud-Améri- 
a  un  seguro  sobre  su  vida  por  la  suma  de 
10.000,  moneda  corriente  de  Chile,  á  benefi- 
io  de  su  mujer  doña  Emilia  Gazmuri  Arrau, 
egún  póliza  número  9424. 
Que  las  compañías  de  seguros,  al  tomar 
obre  sí  el  riesgo  de  muerte  del  asegurado,  lo 
lacen  en  consideración  á  las  condiciones  de 
rida,  de  naturaleza  física  y  de  salud  manifes- 
tada por  él; 

Que,  en  consecuencia,  la  veracidad  de  esas 
declaraciones  es  un  requisito  esencial  de  la 
validez  del  seguro; 

Que  en  el  seguro  contratado  por  Contreras 
dio  este  declaraciones  falsas  acerca  de  esas 
particularidades,  al  contestar  negativamente 
á  las  preguntas  que  se  le  hicieron  respecto  á 
enfermedades  del  corazón  y  sobre  si  lo  había 
asistido  6  reconocido  algún  médico,  siendo 
que,   con  anterioridad  á  la  contratación  del 
seguro,  varios  facultativos  le  habían  diagnos- 
ticado una  grave  enfermedad  del  corazón,  de 
la  que  falleció;  y 

Que  las  falsas  declaraciones  del  señor  Con> 
treras  constituyen  un  engaño  ó  dolo  que  vi- 
cia el  consentimiento,  pues  él  es  obra  de  una 
de  las  partes  y  sin  ese  dolo  no  se  habria  lleva- 
do á  efecto  el  contrato. 

En  mérito  de  lo  relacionado,  entablan  de- 
manda para  que  se  declare: 
1^  Que  queda  rescindido  el  contrato  de  se- 


guro sobre  la  vida  de  don  Joaquín  Contreras 
Canto,  constante  de  la  póliza  número  9424;  y 

2^  Que  doña  Emilia  Gazmuri  Arrau  no  tie- 
ne derecho  á  percibir  la  suma  con  que  apare- 
ce beneficiada  en  dicha  póliza. 

Se  amplió  la  demanda  á  la  acción  rescisoria 
concedida  por  los  artículos  556,  número  1^, 
y  559,  número  1^,  del  Código  de  Comercio. 

Contestando  doña  Emilia  Gazmuri  v.  de 
Contreras,  rentista,  residente  en  la  calle  de 
Amunátegui,  número  844,  pide  se  deseche  la 
demanda,  con  costas  y,  por  vía  de  reconven- 
ción, se  declare  que  la  Compañía  de  Seguros 
Sud-América,  debe  pagarle  los  $  10.000,  im- 
porte de  la  póliza,  con  intereses  corrientes 
desde  la  fecha  del  fallecimiento  de  su  marido. 

En  apoyo  de  estas  peticiones  alega  que  son 
inexactos  los  hechos  asegurados  por  el  de- 
mandante; 

Que  don  Joaquín  Contreras  nunca  padeció 
del  corazón  y  que  murió  de  neumonía; 

Que  no  es  efectivo  el  hecho  de  haber  decla- 
rado su  marido  que  no  había  sido  asistido 
jamás  por  algún  médico,  pues  sólo  dijo  que 
no  recordaba  el  nombre  de  los  que  le  habían 
prestado  sus  servicios  en  las  ligeras  indisposi- 
ciones que  padeciera; 

Que  el  señor  Contreras  era  de  muy  buena 
salud  y  no  ha  tenido  otra  enfermedad  que 
una  influenza  de  que  fué  atacado  en  circuns- 
tancias que  había  venido  á  Santiago; 

Que  curado  completamente  de  ella  por  el  fa- 
cultativo don  Domingo  León,  se  volvió  á 
Chillan,  donde,  á  instancias  del  agente  de  se- 
guros en  esa  ciudad,  se  aseguró  la  vida;  y 

Que  á  los  dos  meses  después  sólo  tuvo  un 
ligero  resfriado  en  Talcahuano,  lugar  al  que 
había  ido  á  veranear,  y  que  la  enfermedad  de 
que  falleció  la  contrajo  á  consecuencia  de  los 
cambios  bruscos  de  temperatura  en  Chillan. 

Agrega  que  no  ha  existido  dolo,  ó  sea  la  in- 
tención positiva  de  hacer  daño. 

Que  las  disposiciones  del  Código  de  Comer- 
cio citada<9  por  el  demandante,  no  son  aplica- 
bles al  caso  actual,  porque  ellas  contemplan 
una  situación  jurídica  diversa  y  porque  en 
todo  caso,  tratándose  de  disposiciones  gene- 
rales, prevalecen  sobre  éstas  las  especiales  re- 
lativas al  seguro  de  vida. 

Por  lo  que  hace  á  la  reconvención,  dice  que 
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el  contrato  es  perfectamente  válido  y  que  des- 
de el  fallecimiento  de  su  marido  nació  su  de- 
recho para  reclamar  el  pago  de  la  póliza. 

En  el  escrito  de  réplica  el  demandante  insis- 
te en  la  exposición  que  ha  hecho  y  agrega: 
que  en  el  supuesto  de  no  haber  existido  dolo 
por  parte  del  asegurado,  basta  el  de  un  ter- 
cero; que  todavía  para  la  admisión  de  la  de- 
manda  no  hay  necesidad  de  acreditar  que 
fueron  falsas  ó  erróneas  las  declaraciones  del 
asegurado,  en  conformidad  con  lo  dispuesto 
en  el  artículo  557  del  Código  de  Comercio, 
que  es  aplicable  por  no  haber  sido  derogado 
por  las  disposiciones  especiales  relativas  al 
seguro  de  vida. 

Al  duplicar,  la  señora  Gazmuri  reitera  sus 
alegaciones  y  sostiene  que  la  rescisión  del 
contrato  de  seguro  sobre  la  vida,  según  el  ar- 
tículo 558  del  Código  de  Comercio,  sólo  pro- 
cede en  caso  de  dolo  del  asegurado. 

Recibida  la  causa  á  prueba,  se  rindió  la  que 
corre  en  autos. 

La  demandada  tachó  al  testigo  don  Am- 
brosio Munizaga,  por  no  figurar  en  la  lista 
presentada,  con  su  nombre  y  apellido  y  por 
ser  empleado  de  la  Compañía  como  médico 
de  ella. 

Se  citó  para  sentencia,  y  el  juzgado  resol- 


vió: 


Considerando: 

1'  Que  el  testigo  señor  Munizaga  fué  debi- 
damente individualizado  en  el  escrito,  y  que 
la  circunstancia  de  ser  médico  de  la  Compa- 
ñía demandante  no  basta  para  declararlo 
comprendido  en  las  tachas  de  empleado  de- 
pendiente de  ella; 

2^  Que  no  se  ha  acreditado  que  don  Joa- 
quín Contreras,  al  hacer  las  declaraciones 
contenidas  en  la  minuta,  procediera  dolosa- 
mente, esto  es,  con  conocimiento  de  que  ellas 
eran  falsas; 

3^  Que  las  declaraciones  acerca  de  su  salud 
no  manifestadas  por  el  asegurado,  fueron  con- 
firmadas por  el  facultativo  de  la  Compañía, 
quien  atestiguó  su  veracidad; 

4?^  Que  dada  la  naturaleza  y  el  estado  de 
la  enfermedad  que,  según  la  Sud-América, 
aquejaba  á  Contreras,  ésta  pudo  ser  eviden- 


ciada por  ese  facnltativocn  el  examen  vk6 
que  practicó; 

5^  Que,  por  el  contrario,  éste  deja  Mesti- 
cia de  que  el  asegurado  no  adolecía  dccr;. 
na  enfermedad  grave  y  menos  de  carácr- 
crónico; 

6^  Que  no  hay  antecedente  algaao  pr? 
presumir  que  el  médico  de  la  Compañía  hir. 
atestiguado  dolosamente  lasdeclaradonoá. 
asegurado; 

7^  Que,  en  todo  caso,  la  negligeodi  jf. 
descuido  de  los  empleados  de  la  Comi^óii 
de  sus  agentes  sólo  dan  acción  contra  érx^ 
y  no  autorizan  al  mandante  para  ckdirt 
cumplimiento  de  las  obligaciones  contraías 
para  con  el  asegurado  que  satisfizo  las  sor:* 
en  virtud  de  las  declaraciones  &  informes  i^f 
esos  empleados; 

8^  Que  la  prueba  rendida  por  el  demandan- 
te para  establecer  la  existencia,  anterior  i 
seguro,  de  una  grave  afección  cardíaca  no  ^ 
bastante  para  acreditar  ese  hecho,  ya  qoek? 
declaraciones  médicas  que  laconstitujenya 
contradicción  con  las  de  otros  profesional^, 
pueden  ser  originadas  por  un  error  dedii| 
nóstico  ñ  causa  de  no  haberse  hecho  unaainr 
detenido  del  asegurado; 

9'  Que  tampoco  hay  antecedentes  en  ant« 
para  establecer  que  la  enfermedad  de  qw  pa- 
deciera Contreras,  supuesta  su  existencia, for 
ra  de  aquellas  que  hubieran  contríbnido  á  q« 
el  asegurador  desistiese  del  contrato  en  caso 
de  conocerla. 

Por  estas  consideraciones  y  visto  lo  é^S' 
puesto  en  el  artículo  1698  del  Código  Civil  y 
557  del  Código  de  Comercio,  se  declara q« 
no  ba  lugar  á  la  demanda  y  sí  á  la  reconTcs* 
ción,  sin  costas,  por  existir  antecedentes  para 
presumir  que  el  demandante  ha  tenido  fcfl- 
damentos  bastantes  para  litigar. 

Se  habilita  el  feriado  para  el  pronoocii* 
miento  de  esta  sentencia.— I?.  Ahamada^ 
Apelada  esta  sentencia, 

La  Corte: 

Vistos:  Se  confirma  la  sentencia  apelada  de 
4  de  febrero  último,  sin  costas,  en  virtnddclo 
dispuesto  en  el  artículo  152  del  Código  d« 
Procedimiento  Civil, 
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51  señor  Ministro  Donoso  Vildósola  no 
ípta  el  considerando  6^  de  la  sentencia  ape- 
la— J,  Alejo  Fernández,—  J.  Beraales  M 

Dañoso  V. 


se  declara  sin  lugar  lo  solicitado  por  don  Gil 
Galté. 

No  se  impone  condenación  en  costas  porque 
ha  habido  motivos  plausibles  para  litigar. — 
Roberto  Alonso. 

Apelada  esta  sentencia, 

La  Corte: 


Corte  de  Tacna.— 25  de  octubre  de  1904 

Gárate  con  Galté 

.bandono  de  la  instanoia.  —  Efeoto 
retroaotivo.  —  Leyes  de  prooedl- 
xaiento. 

Doctrina: — Las  disposiciones  conté- 
idas  e/2  los  artículos  24  y  25  de  la  ley 
e  7  de  octubre  de  1861  no  son  aplica* 
les  ni  abandono  de  la  instancia  creado 
or  el  Código  de  Procedimiento  Civil. 

El  plazo  de  tres  años  que  este  Código 
]ja  para  que  pueda  pedirse  el  ahando- 
to  de  la  instancia  debe  contarse  desde  el 
!^  de  mayo  de  1903  en  que  dicho  Código 
'ntró  en  vigencia^  porque  de  otro  modo 
\e  daría  efecto  retroactivo  á  sus  dispo- 
uciones.  (1) 


El  juzgado  de  Iquique,con  fecha  10  de  agos- 
to de  1904,  proveyó:  Vistos:  con  lo  expuesto 
por  las  partes  en  los  escritos  respectivos  j  no 
pudiendo  aplicarse  la  prescripción  consignada 
en  el  articulo  59  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  sobre  abandono  de  la  instancia,  en  con- 
formidad al  artículo  24?  de  la  ley  de  efecto  re- 
troactivo de  7  de  octubre  de  1861,  sino  desde 
la  vigencia  del  Código  de  Procedimiento  Civil 
y  no  habiendo  trascurrido  el  plazo  respectivo, 

(1)  Véase  la  sentencia  de  29  de  Marzo  de  1905  de 
la  Corte  de  Casación;  Año  !!•  Parte  Primera.  Seo- 
ú6n  I»,  pá],  377  de  U  Bevista 


Vistos:  segui.lo  este  juicio,  por  don  José  Ma- 
riano Gárate  contra  don  Gil  Galté,  sobre  nu- 
lidad de  un  contrato  de  compra  venta,  quedó 
paralizado  el  24  de  octubre  de  1900 y  se  man- 
dó archivar  posteriormente. 

El  14  de  julio  último  solicitó  el  demandante 
su  desarchivo  para  proseguir  el  juicio,  á  lo 
que  el  Juzgado  accedió  con  citación. 

Trascurrido  con  exceso  el  término  de  la  ci- 
tación, ha  solicitado  el  demandado  que  se 
declare  abandonada  la  instancia,  en  confor- 
midad con  lo  dispuesto  en  el  artículo  159  del 
Código  de  Procedimiento  Civil,  ya  que  el  jui- 
cio ha  cesado  en  su  prosecución  mas  de  tres 
años  consecutivos  desde  la  última  providen- 
cia, que  es  lo  que  exige  la  ley  para  que  se  dé 
lugar  al  abandono  de  la  instancia,  y  fundan- 
do su  petición  expone;  que  el  plazo  de  tres 
años  ha  corrido,  no  obstante  que  el  Código 
sólo  principió  á  regir  el  1'  de  marzo  de  1903. 

Sostiene  que  los  artículos  24  y  25  de  la  ley 
de  efecto  retroactivo  de  7  de  octubre  de  1861 
resuelven  la  cuestión,  pues  de  lo  dispuesto 
en  el  primero  deduce  que  no  hay  mas  excep- 
ción respecto  á  términos  judiciales  que  los 
que  hubieran  empezado  á  correr  en  virtud  de 
una  ley  de  procedimiento  anterior  que  hnbiese 
fijado  un  plazo  diverso  para  el  abandono  de 
la  instancia  y,  como  tal  ley  no  existía,  no  hay 
plazo  que  hubiese  empezado  á  correr,  ni  dis- 
posición que  lo  rigiese. 

Deduce  del  segundo,  6  sea  el  artículo  25, 
que  sólo  cuando  una  prescripción  ha  sido  ini- 
ciada bajo  el  imperio  de  una  ley,  que  otra 
modifica,  puede  el  prescribiente  acogerse  á 
una  u  otra  en  los  términos  prescritos  en  di- 
cho artículo. 

En  el  caso  actual  no  hay  otra  ley  que  dis- 
ponga  plazo  distinto  que  el  de  tres  años;  al 
contrarío,  los  artículos  24  y  25  citados  se  re* 
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fíeren  á  excepciones  que  no  comprende  la  cues- 
tión presente. 

El  demandante  solicita  por  su  parte  que  no 
se  dé  lugar  al  incidente,  con  costas,  y  fundan- 
do su  petición  expone:  que  el  hecho  de  haber 
trascurrido  mas  de  tres  años  desde  la  última 
providencia  es  efectivo,  pero  de  ello  no  se  de- 
duce que  tenga  aplicación  al  presente  caso  el 
artículo  159  citado. 

£1  articulo  24  de  la  ley  de  efecto  retroactivo 
dispone  que  las  ley es.concernien  tes  á  lasustan- 
ciación  y  ritualidad  dejuicios  prevalecen  sobre 
las  anteriores  desde  el  momento  en  que  deben 
empezar  á  regir,  y  como  antes  de  la  vigencia 
del  Código  de  Procedimiento  Civil  no  se  co- 
nocía el  abandono  de  la  instancia  y  esta  ma- 
nera de  Analizar  un  juicio  sólo  rige  desde  la 
vigencia  de  aquél,  no  es  de  aplicación  el  ar- 
tículo 24  citado. 

Desde  que  está  en  vigencia  el  artículo  159 
del  Código  no  han  trascurrido  los  tres  años 
que  él  exige  para  el  abandono  y  este  plazo  no 
ha  podido  empezar  á  correr  antes  de  que  seco- 
nociera  este  medio  de  poner  término  al  juicio. 

Suponiendo  que  tuvieran  aplicación  al  aban- 
dono de  la  instancia  las  disposiciones  del  ar- 
tículo 25  de  la  ley  de  efecto  retroactivo  re- 
lativas á  la  prescripción,  si  ésta  se  hubiera 
iniciado  bajo  el  imperio  de  una  ley  y  no  se 
hubiera  completado  al  tiempo  de  promulgar- 
se otra  ley  que  la  modifique,  puede  ser  regida 
por  una  ú  otra;  pero  si  se  elige  la  última,  la 
prescripción  sólo  se  cuenta  desde  la  fecha  en 
que  empieza  á  regir  ésta. 

£1  demandado  hace  uso  del  nuevo  medio  de 
poner  término  al  juicio  y  no  de  uno  anterior 
y,  por  tanto,  sólo  desde  su  vigencia  debe  con- 
tarse el  término. 

Con  lo  expuesto  y  considerando: 

1^  ^ue,  en  general,  la  ley  sólo  puede  dispo- 
ner paraloiuturo  y  no  tendrá  jamas  efecto 
retroactivo,  como  lo  prescribe  el  artículo  9^ 
del  Código  Civil; 

2^  üue  la  ley  de  7  de  octubre  de  1861  sólo 
tiene  por  objeto  decidir  con  arreglo  á  sus  dis- 
posiciones los  conflictos  que  puedan  resultar 
de  la  aplicación  de  leyes  dictadas  en  diversas 
épocas; 

3^  Que  la  legislación  anterior  al  Código  de 
Proeedimiento  Civil  no  otorgaba  al  deman- 


dado ni  á  persona  alguna  el  derecho  de ''i:¡ 
valer  el  abandono  de  la  instancia  y,  y:  -^ 
siguiente,  no  son  aplicables  á  estcíkrecl  :i 
disposiciones  contenidas  en  los  artícnU.ti 
25  de  la  ley  de  7  de  octubre  citada,  puot.  ^ 
no  hay  dos  leyes  en  conflicto  á  esc  rc>^. 

4^  Que  el  plazo  de  tres  años  que  af 
artículo  159  del    Código  de  Pro»lii 
Civil  no  puede  correr  desde  antes  de'. :  . 
marzo  del  año  pasado,  porque  ello sigrjt.  •. 
dar  efecto  retroactivo  á  la  lev  en  cuan: 
tiempo,  haciéndola  obrar  desde  antes  l: 
vigencia;  y 

5^  Que,  en  consecuencia,  no  había  tn^v 
rrido  el  término  fijado  por  la  lej  caasc:  x 
solicitó  la  declaración  de  abandono  de L.^ 
tancia  en  este  juicio. 

Con  arreglo  á  estas  consideraciones  v  .^ 
posiciones  legales  citadas,  se  conñrma  la  r. 
solución  apelada  de  10  de  agosto  último,  c:* 
costas  del  recurso. 

Acordada  por  los  votos  de  los  señorcfl! 
nistros  Cisternas  Peña,  VegayQuireUcvc::: 
el  voto  de  los  señores  Presidente  BarTc> ' 
Ministro  Vargas  Mardones,  que  estuíir : 

« 

por  revocar  la  resolución  apelada  y  darha* 
á  la  excepción  deducida  por  el  demand&ú. 
virtud  de  los  fundamentos  que  constgua:  i 
su  voto  especial. 
Redactada  por  el  señor  Ministro  Cistcr:-' 

Peña.— i5.  Barros E.  Cisternas  Peñs.-l' :  • 

berto  Vega M.  A.  Quirell-^M.  Yariss^l^'- 

dones. 

Tacna,  26  de  octubre  de  1904.-Visto$: '• 
servándose  en  la  sentencia  que  antececc .: 
error  de  copia  en  la  última  parte  del  ac^r  •- 
ante  penúltimo,  que  expresa  "con  costas '> 
recurso"  y  de  conformidad  con  lo  prt*^* 
en  el  artículo  205  del  Código  de  Proccdiiric' 

Civil,  téngase  por  no  puesta  dicha  frase  ec^ 
sentencia  indicada,  con  conocimiento  de  Is-* 
partes.  — £?.  Barros.  ^E.  Cisternas  Pcci- 
P.  Roberto  Vega.^M.  A.  QuirtlUM,  Va-jí' 
Mardones, 

VOTO  BSPBCIAL 

Bn  el  incidente  sobre'abandoaodclawí*^ 
da  promovido  en  el  pr««ntej«cio  ^ 
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•r  don  José  Mariano  Gáratc  contra  don 
I  (^alté,  sobre  nulidad  de  venta  y  demás 
[lucido,  los  insfrascritos  han  opinado  por 
e  se  revoque  el  auto  de  primera  instancia 
se  declare  que  ha  lugar  al  abandono  solici- 
do  por  Galté,  contra  el  voto  de  la  mayoría 
le,  confirmando  el  auto  en  referencia,  han 
^secha.do  esa  excepción,  á  virtud  de  las  si- 
mientes consideraciones: 
Que  la.  instancia  se  entiende  abandonada, 
^gú^  lo  dispuesto  en  el  artículo  159  del  Có- 
l^o  de  Procedimiento  Civil,  cuando  todas 
LS  partes  que  figuran  en  el  juicio  han  cesado 
a  su  prosecución  durante  tres  años  consecu- 
ivos,  contados  desde  la  última  provideacia; 
Que  las  partes  están  de  acuerdo  en  que 
tilicas  han  cesado  en  la  prosecución  dcljnicio 
jurante  mas  de  tres  años  consecutivos,  á 
íontar  desde  la  fecha  de  la  última  providencia, 
|ue  es  de  18  de  octubre  de  1900,  y  hasta  el 
L4?  de  julio  del  presente  año,  en  que  Gárate 
tiizo  la  petición  de  desarchivo  de  los  autos  y 
5.  la  cual  dedujo  oposición  el  demandado,  ale- 
gando la  excepción  materia  del  fallo  pendiente; 
Que  cuando  el  sentido  de  la  ley  es  claro  no 
puede  desatenderse  su  tenor  literal,  á  pretesto 
de  consultar  su  espíritu  ni  debe  tomarse  en 
cuenta  para  ampliar  ó  restringir  su  interpre- 
tación lo  favorable  ú  odioso  de  su  disposición 
(arts.  19  y  23  del  Código  Civil); 

Que,  en  consecuencia,  no  es  permitido  alte- 
rar el  sentido  claro  del  citado  artículo  159 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  en  cuanto 
ordena  que  el  plazo    para  que  se  entienda 
abandonada  la  instancia  se  cuente  desde  la 
fecha  de  la  última  providencia  dictada  en  el 
juicio,  haciendo  que  esa  fecha  inicial  sea  otra, 
bajo  ningún  pretexto,  sea  el  de  que  tai  inter- 
pretación fuese  necesaria  para  que  el  precep- 
to mencionado  no  tenga  efecto  retroactivo, 
puesto  que  si  aún  tal  efecto  debiera  producir 
dicha  disposición,    ello  no  podría  ser  óbice 
para  su  cumplimiento,   ya  que  el  mandato 
contenido  en  el  artículo  9"^  del  Código  Civil 
no  puede  entorpecer  la  acción  del  Poder  Le- 
gislativo que  lo  dictó; 

Que,  por  lo  demás,  siendo  enteramente  nue" 
\a  en  nuestro  régimen  procesal  la  aludida 
disposición  del  artículo  159,  no  cabe  siquiera 
Bupon<;rla  en  conflicto  con  otra  alguna  ante- 


rior, ni  es  necesario,  por  lo  tanto,  considerar 
para  su  correcta  aplicación  los  preceptos  de 
la  ley  de  7  de  octubre  de  1801,  dictada  para 
decidir  los  conflictos  resultantes  de  la  aplica- 
ción de  las  leyes  de  diversas  épocas  sobre  una 
misma  materia; 

Que  aun  en  el  supuesto  de  que  existiera  una 
ley  anterior  sobre  la  misma  materia  del  aban- 
dono de  la  instancia,  debería  prevalecer  la 
actual  disposición  del  artículo  159  que,  como 
ley  de  procedimiento,  tendría  preferente  apli- 
cación sobre  aquélla  desde  el  momento  en  que 
debió  empezar  á  regir,  con  mucha  mayor  ra- 
zón debe  aplicarse  esta  última  desde  la  fecha 
de  su  vigencia,  no  existiendo,  como  se  ha  di- 
cho, ninguna  disposición  anterior  al  respecto. 

Que,  en  consecuencia,  el  aludido  artículo 
159  rige  absolutamente  y  en  cada  una  de  sus 
partes,  desde  que  es  obligatorio  á  virtud  de 
su  promulgación,  ya  se  trate  de  instancias  en 
que  haya  corrido  total  ó  parcialmente  el  pía- 
zo  que  él  mismo  fija  para  que  se  entiendan 
abandonadas; 

Que,  á  mayor  abundamiento,  la  supuesta 
retroactividad  que  se  atribuye  al  citado  ar- 
tículo 159  aplicado  en  su  tenor  literal,  no 
existe  en  realidad,  puesto  que  él  no  destruve 
ningún  derecho  adquirido  de  las  partes  que 
litigan  á  la  época  en  que  entró  en  vigencia, 
sino  meras  espectativas  que  las  mismas  te- 
nían á  continuar  tramitando  sus  juicios  con- 
forme á  la  ritualidad  existente  á  la  sazón;  y 
como  se  desprende  tanto  de  la  letra  de  los  ar- 
ticulos  7^,  22  y  24  de  la  ley  de  7  de  octubre 
de  1861,  como  del  espíritu  de  todas  las  dispo- 
siciones  de  la  misma,  el  legislador  no  ha  creí- 
do conveniente  respetar  las  meras  expecta^ 
tivas; 

Que  en  el  supuesto  de  que  se  pretendiera 
apHcar  el  artículo  24  de  la  citada  ley  de  7  de 
octubre  de  1861,  en  el  sentido  de  que  el  aban- 
dono de  la  instancia  deberá  regirse  por  la  ley 
anterior  al  Código  de  Procedimiento  Civil 
que  no  existía,  resultaría  el  absurdo  de  que 
no  habiendo  ley  alguna  que  dispusiera  desde 
cuándo  debía  empezar  á  correr  el  término,  ja- 
más tendría  lugar  el  abandono  cuando  la  úl- 
tima providencia  dictada  en  el  juicio  fuera 
anterior  á  la  vigencia  del  citado  Có.ligo. 

Que,  pur  la  misma  razón,  no  podría  tener 
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aplicación  al  caso  actual,  ni  aun  por  analo- 
gía, el  precepto  del  artículo  25  de  la  ley  men- 
cionada, porque  éste  supone  también  la  exis- 
tencia de  dos  leyes  en  conflicto  respecto  del 
término  que  fijen  para  la  prescripción  y  en  tal 
evento  da  al  prescribiente  la  facultad  de  elec- 
ción, mientras  que,  tratándose  del  abandono 
de  la  instancia,  no  existen  dichas  dos  leyes, 
ni  es,  por  lo  tanto,  posible  la  existencia  de  tal 
derecho  de  elección;  y 

Que,  por  último,  la  aplicación  de  la  nueva 
ey  en  el  sentido  de  contar  los  tres  años  nece- 


sarios para  que  se  entienda  prodoci.  • 
abandono,  desde  la  fecha  en  que  ésta  ccca- 
zó  á  regir,  conduciría  también  al  absard  : 
que,  en  realidad,  la  mencionada  dispos:  - 
del  artículo  159  del  Código  de  Proccdinia . 
no  vendría  á  tener  vigor  sino  despaés  de  :3 
años  desde  la  fecha  señalada  en  la  Ict  6/ 
de  agosto  de  1902,  para  que  tuneras  Íkz: 
obligatoria  todas  las  disposiciones  del  dti 
Código,  sin  excepción  alguna. 

Tacna,  25  de  octubre  de  1904.-£onfw¿i- 
rros, — Af.  Vargas  Mardones, 


Afio  m 
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CORTES  DE  APELACIONES 


Corte  de  Tacna, — i-  de  noviembre  de  1904 
Devincinci  con  Gandolfo 

Efeoto  retroactivo.  —  Estado  7oivlL— 
Hijo  natural;  reoonooimiento  en  tes- 
tamento nulo.  -  Petición  de  heren 
ola. 

Doctrina: — Las  leyes  que  establecie- 
ren para  la  adquisición  de  un  estado  ci- 
vil coadiciones  diferentes  de  las  que  exi- 
gía una  ley  anterior^  prevalecen  sobre 
éstas;  pero  el  estado  civil  adquirido  con- 
forme á  la  ley  vigente  á  la  fecha  de  su 
constitución,  subsiste  aunque  ésta  pier- 
da después  su  fuerza. 

Los  artículos  238  y  239  del  Código 
Civil  del  Perú  conceden  al  padre  el  dere- 
cho de  reconocer  como  naturales  á  los 
hijos  concebidos  en  tiempo  en  queelpa- 
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dreyla  madre  no  tenían  impedimento 
legal  para  casarse^  debiendo  hacerse  el 
reconocimiento  por  el  padre  en  el  regis- 
tro de  nacidos  ó  en  la  partida  de  hau^ 
tismo,  ó  en  escritura  pública  ó  en  tes- 
tamento; pero  el  reconocimiento  que  se 
hiciere  sin  noticia  ni  confesión  de  la  ma- 
dre no  tiene  efecto  sino  en  cuanto  á  la 
paternidad.  En  consecuencia,  un  hijo  ile- 
gítimo nacido  en  Tacna  en  1879  que  no 
había  adquirido  el  estado  civil  de  hijo 
natural  respecto  de  la  madre,  debe  ser 
considerado  como  simplemente  ilegítimo 
bajo  la  legislación  chilena. 

El  reconocimiento  hecho  por  la  madre 
bajo  el  imperio  de  esta  legislación  en  tes- 
tamento nulo  por  la  omisión  de  las  for- 
malidades legales,  carece  de  valor. 
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Don  Bartolomé  Devincenci,  propietario  y  do- 
miciliado en  la  casa  número de  la  calle  Za- 
pata de  este  puerto,  como  albacea  testamenta- 
río  de  doña  Basilia  Sánchez,  en  el  escrito  que 
se  ordenó  tener  como  demanda,  se  opone  á  la 
posesión  efectiva  de  dicha  herencia  iniciada 
por  don  Eduardo  Gandolfo  y  expone:  que, 
según  copia  acompañada,  se  le  concedió  la  po- 
sesión efectiva  de  la  herencia  de  la  señora  Sán- 
chez y  también  se  protocolizó  oportunamen- 
te el  testamento  en  que  se  le  instituyó  alba- 
cea  y  acreedor  hereditario  inscrito  en  el  con- 
servador respectivo. 

Que  don  Eduardo  Gandolfo  solicita  ahora 
la  posesión  efectiva  de  la  herencia  citada,  en 
representación  de  su  hija  natural  menor  de 
edad,  María  Sánchez,  á  quien  titula  hija  natu- 
ral de  doña  Basilia  Sánchez  y  su  heredera  uni- 
versal ab  wtestatOf  sin  acompañar  docu- 
mentos auténticos,  pues  en  el  testamento 
otorgado  por  la  señora  Sánchez  no  reconoce 
á  dicha  menor  como  su  hija  natural. 

Contestando  la  demanda  don  Eduardo 
Gandolfo,  agricultor,  domiciliado  en  el  valle 
de  Lluta,  como  curador  de  la  menor  María 
Gandolfo  Sánchez,  dice:  que  con  los  dos  docu- 
mentos presentados  se  comprueba  el  estado 
civil  de  hija  natural  de  Basilia  Sánchez  que 
tiene  su  hija  María  Gandolfo  Sánchez,  lo  cual 
consta  al  demandante  Devincenci,  por  cuanto 
la  testadora  así  lo  declaró  en  el  testamento 
de  10  de  enero  de  1899,  declaración  que  pro- 
curó eliminar  el  demandante  para  aparecer 
como  heredero,  pero  que  en  el  testamento  de 
13  de  diciembre  de  1900,  otorgado  en  Putre, 
declara  en  la  cláusula  2*  que  durante  su  sol- 
tería tuvo  una  hija  natural  llamada  María 
Sánchez,  á  quien  reconocía  como  tal  é  insti- 
tuía heredera  universal  por  la  cláusula  25, 
declarándose  además  falsamente  deudora  de 
don  Bartolomé  Devincenci,  de  sumas  que  no 
le  ha  debido; 

Que  su  hija  María  Gandolfo  es  nacida  el 
año  1879,  bajo  el  imperio  de  las  leyes  del  Pe- 
rú, que  no  exigen  el  reconocimiento  de  los  hijos 
naturales  por  la  madre  sino  por  el  padre,  ad- 
quiriéndose la  calidad  de  hijo  natural  confor- 
me al  artículo  236  del  Código  Civil  peruano; 

Que  la  menor  María  Gandolfo,  goza  de  los 
derechos  adquiridos  conforme  á  las  leyes  pa- 


trias que  la  amparaban  al  nacer,  y  está  ü 
posesión  de  su  calidad  de  hija  natural  de  £: 
silia  Sánchez,  sin  necesidad  del  reconodsKi- 
to  por  escritura  pública  y  demás  rtqms:.> 
del  Código  Civil  chileno; 

Que  si  el  ocurrente  hizo  nuevo  reconodic 
to  por  escritura  pública  en  1887,  fué  pan  s 
plir  el  que  hizo  en  1 879,  por  haber» pcrii: 
la  partida  de  bautismo; 

Que  su  hija  María  tiene  la  posesión  notoni 
del  estado  civil  de  hija  natural  de  Basilia >L'' 
chez,  de  la  cual  es  legítima  y  única  desctodk:. 
te,  debiendo  reformarse  el  testamento  otorp 
do  en  1899,  aun  cuando  no  hnbierasido^ 
Tocado; 

Que  el  testamento  de  1899  no  es  rálidopc: 
que  la  deliberada  voluntad  de  la  tesaán 
fué  revocarlo,  y  desde  ese  momento  no  tútí 
siendo  absolutamente  nuloysioraJorpor:* 
dispuesto  en  el  artículo  1026  del  Código  C 
vil;  la  sucesión  es  ahjntestato  y  la  hmk^ 
universal  su  representada;  y 

Que  el  mismo  demandante  reconodóqceeí 
testamento  de  10  de  enero  de  1899  qoec) 
sin  efecto  al  pedir  la  protocolización  dclowr 
gado  en  1900,  y  pide  se  deseche  laoposic): 
y  se  lleve  adelante  la  providencia  de  19 « 
mayo. 

Después  de  la  réplica  y  duplica,  en  qae  l^-' 
partes  rebaten  los  argumentos  contraria  ^ 
refuerzan  los  propios,  se  recibió  la  caiw 
prueba,  rindiéndose  la  testimonial  qa(  cort 
en  autos. 

Las  partes  alegaron  lo  conTenicDteií-" 
derechos  y  se  oyó  el  dictamen  del  defensor- 
menores,  nombrado  ad  boc. 

Se  citó  para  sentencia. 

Con  lo  expuesto  y  teniendo  presente: 

1^  Que  don  Bartolomé  DcYinccnci,  porsí 
en  representación  legal  de  su  esposa  doc^ 
Leandra  Carrero  de  Devincenci,  presentó  t 
escrito  que  se  ordenó  tener  como  óaa^ 
oponiéndose  á  que  se  diera  á  la  menor  Mari 
Gandolfo  Sánchez,  la  posesión  real  de  lo$^ 
nes  dejados  al  fallecimiento  de  doña  Bast^ 
Sánchez,  cuya  posesión  efectiva  se  le  w  ■* 
concedido,  por  cuyo  motivo  alegaba  «f^ 
derecho  á  dicha  herencia,  á  virtud  de  no  te»' 
la  menor  Gandolfo,  la  calidad  de  hijanatuíi 
que  se  atribula; 
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2^  Qtie,  Á  811  vez,  don  Eduardo  6andolfo,co- 
lo  padre  natural  y  curador  de  la  menor  cita- 
a,  ha.  insta-urado  en  la  contestación  á  la  de- 
landa,  la.s  acciones  de  petición  de  herencia  j 
efortna.  ó  nulidad  del  testamento  otorgado 
or  doña.  Basilia  Sánchez,  el  10  de  enero  de 
.899,  que  corre  agregado  á  estos  autos  en  el 
espectivo  expediente  de  protocolización; 

3^  Que  la  menor  demandada  alega,  como 
undamento  de  dichas  acciones,  su  calidad  de 
lija  natural  de  la  testadora  doña  Basilia  Sán- 
chez, que  la  reconoció  como  tal  en  el  testa- 
nento  otorgado  en  Futre  el  13  de  diciembre 
le  1900,  instituyéndola  heredera  universal,  y 
Bidemás  revocó  el  testamento  anterior  de  10 
de  enero  de  1899  que  caducó,  por  expresa 
voluntad  de  la  testadora,  aun  cuando  el  últi- 
mo testamento  no  se  protocolizó  por  faltarle 
algunas  formalidades  legales; 

4*^  Que  la  discusión  de  las  partes  en  este  jui- 
cio y  la  prueba  rendida,  han  versado  también 
muy  principalmente  sobre  el  estado  civil  de  la 
demandada  y  procede,  por  consiguiente,  un 
pronunciamiento  del  Juzgado  á  este  respecto; 
5^  Que  las  partes  están  de  acuerdo  en  que 
la  menor  María  Gandolfo  nació  en  Tacna,  ba- 
jo el  imperio  de  la  legislación  peruana,  y  de  la 
prueba  rendida  consta  que  el  nacimiento  y 
bautismo  tuvo  lugar  en  1879,  mucho  antes 
que  entraran  en  vigencia  en  esta  provincia  la 
Constitución  y  leyes  chilenas; 

6^  Que,  en  conformidad  á  lo  establecido  en 
los  artículos  2^  y  3^  de  la  ley  de  7  de  octubre 
de  1861,  las  leyes  que  establecieren  parala 
adquisición  de  un  estado  civil  condiciones  di- 
ferentes de  las  que  exigía  una  ley  anterior, 
prevalecerán  sobre  éstas,  desde  la  fecha  que 
comiencen  á  regir,  Pero  el  estado  civil  adqui- 
rido conforme  á  la  ley  vigente  á  la  fecha  de  su 
constitución,  subsistirá  aunque  ésta   pierda 
después  su  fuerza,  aunque  los  derechos  ú  obli- 
gaciones anexos  a  él  se  subordinaran  á  la 
ley  posterior,  sea  que  ésta  constituya  nuevos 
derechos  ú  obligaciones,  sea  que  modifique  ó 
derogue  los  antiguos; 

7^  Que  los  artículos  238  y  239  del  Código 
Civil  peruano  conceden  al  padre  el  derecho  de 
reconocer  como  naturales  á  los  hijos  concebi- 
dos en  tiempo  en  que  el  padre  y  la  madre  no 
tenían  impedimento  legal  para  casarse,  de- 


biendo hacerse  el  reconocimiento  por  el  padre 
en  el  registro  de  nacidos,  ó  en  la  partida  de 
bautismo,  ó  en  escritura  pública,  ó  en  testa- 
mento; pero  el  reconocimiento  que  se  hiciere 
sin  noticia  ni  confesión  de  la  madre,  no  tiene 
efecto  sino  en  cuanto  á  la  paternidad; 

8^  Que  del  documento  que  en  copia  corre 
del  espediente  agregado  sobre  posesión  efecti- 
va de  la  herencia  de  doña  Basilia  Sánchez, 
concedida  á  la  menor  Gandolfo,  consta  que  en 
el  archivo  de  la  Parroquia  de  Arica  no  existe 
la  partida  de  bautismo  de  la  menor  María, 
hija  natural  de  doña  Basilia  Sánchez,  y  que 
en  el  incendio  de  la  antigua  iglesia  se  quema- 
ron los  libros  en  que  se  registraban  las  parti- 
das de  bautismo  desde  el  mes  de  junio  de  1879 
hasta  diciembre  del  mismo  año; 

9^  Que  los  artículos  243  y  894  del  Código 
Civil  peruano  establecen  que  los  hijos  ilegíti- 
mos, en  general,  gozan  respecto  de  su  madre, 
sin  distinción  de  los  mismos  derechos  y,  espe- 
cialmente, para  suceder  en  sus  bienes  en  los 
cuales  son  herederos  forzosos; 

10.  Que,  por  consiguiente,  los  hijos  natura- 
les reconocidos  por  su  padre  y  los  simplemen- 
te ilegítimos  tienen  los  mismos  derechos  res- 
pecto á  la  madre  para  suceder  en  sus  bienes; 

11.  Que  la  persona  que  bajo  el  imperio  de 
una  ley  hubiere  adquirido,  en  conformidad  á 
ella  el  estado  de  hijo  natural  gozará  de  todas 
las  ventajas  y  estará  sujeta  á  todaslas  obliga- 
ciones que  le  impusiere  una  ley  posterior;  pero 
los  medios  de  prueba  serán  los  que  aquélla 
establecía  para  su  justificación,  rindiéndose 
las  probanzas  en  la  forma  ordenada  por  la 
ley  vigente  al  tiempo  en  que  se  rindiere; 

12.  Que  la  legislación  peruana  prohibe  toda 
indagación  sobre  la  paternidad  que  no  sea 
obra  de  un  acto  voluntario  del  padre  de  con- 
ferir á  su  hijo  la  calidad  de  natural  reconoci- 
do, conforme  á  lo  dispuesto  en  los  artículos 
236  y  siguientes  del  Código  Civil  del  Perú; 
.pero  admite  probar  la  maternidad  para  esta- 
blecer la  filiación  ilegítima  con  respecto  á  la 
madre  y  sus  parientes  maternos  por  los  me- 
dios probatorios  indicados  en  el  Código  de 
Enjuiciamiento; 

13.  Que  la  falta  de  la  partida  de  bautismo 
se  ha  suplido  con  el  instrumento  público  de 
reconocimiento  de  hija  natural  conferido  á  la 
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menor  Gandolfo  Sánchez,  por  su  padre  don 
Eduardo  Gandolfo  en  conformidad  á  la  ley 
chilena  vigente  al  tiempo  en  que  se  otorgó  con 
fecha  26  de  marzo  de  1887  y  que  no  ha  sido 
impugnado  en  la  forma  prescrita  en  el  artícu- 
lo 275  del  Código  Civil; 

14.  Que  con  las  declaraciones  de  seis  testi- 
gos que  han  presenciado  los  hechos  constitu- 
tivos del  estado  civil  de  que  se  trata  y  que  de- 
ponen al  tenor  de  las  preguntas  2*  y  3*  del  in- 
terrogatorio de  fs.  85  y  9*  y  19*  del  interroga- 
torio de  fs.  93,  se  ha  comprobado  que  la  me- 
nor María  Gandolfo  Sánchez  tiene  la  calidad 
de  hija  ilegítima  de  doña  Basilia  Sánchez,  en 
conformidad  á  las  leyes  vigentes  á  la  época  de 
su  nacimiento; 

15.  Que  por  actos  posteriores  y  repetidos  de 
doña  Basilia  Sánchez  verificados  durante  la 
legislación  chileua,  ha  confesado  clara  y  cate- 
góricamente que  la  citada  menor  María  Sán- 
chez, á  quien  dio  su  apellido,  es  su  hija; 

16.  Que  dichos  actos  son  los  siguientes: 

1^  Escritos  presentados  al  juzgado  de  Tac- 
na, en  que  expresa  que  la  menor  impúber  Ma- 
ría Sánchez  es  su  hija,  que  ha  vivido  á  su  lado 
en  el  valle  de  Lluta  y  solicita  se  le  entregue, 
permitiéndosele  verla;  y 

2^  Las  cartas  corrientes  en  autos,  cuya  au- 
tenticidad de  firmaba  sido  comprobada  con  el 
testimonio  de  siete  testigos  que  contestan  al  te- 
nor de  la  pregunta  5^  del  interrogatorio;  la  de- 
claración hecha  ante  el  Juez  del  primer  distrito 
de  la  cuarta  subdelegación  de  Putre  y  testigos; 

17.  Que  doña  Basilia  Sánchez  no  ha  expre- 
sado por  instrumento  auténtico  ó  acto  testa- 
mentario válido  y  con  las  demás  formalida- 
des exigidas  por  la  ley  chilena,  su  voluntad 
de  reconocer  como  hija  natural  á  María  Sán- 
chez Gandolfo,  que  no  tiene,  en  consecuencia, 
con  respecto  á  su  madre,  los  derechos  y  obli- 
gaciones recíprocas  derivadas  de  dicho  reco- 
nocimiento y  filiación  natural;  y  además  en  la 
cláusula  3^  del  testamento  de  10  de  enero  de 
1899  declara  no  tener  herederos  forzosos  por 
ser  soltera; 

18.  Que  los  hijos  que  no  han  sido  recono- 
cidos como  naturales  con  las  formalidades  le- 
gales, se  considerarán  simplemente  como  ile- 
gítimos respecto  al  padre  ó  madre  que  no  los 
ba  reconocido  de  este  modo; 


19.  Que,  en  conformidad  á  la  legíslack': 
chilena,  con  arreglo  á  la  cual  deben  regineb 
derechos  y  obligaciones  del  estado  dvildea 
menor  demandada,  el  hijo  ilegítimo  que  sou 
sido  reconocido  solemnemente  podrá  proís: 
su  identidad  y  el  hecho  del  parto  para  es> 
blecer  su  maternidad,  pero  con  el  solo  ol^erc 
de  exigir  alimentos  á  la  madre  si  no  pudiera 
obtenerlos  del  padre  y,  por  consiguicDte. !: 
citada  menor  no  es  legitimaría  ni  hereden 
forzosa,  ni  tiene  derecho  alguno  á  la  hotcoa 
de  su  madre  ilegítima; 

20.  Que  la  memoria  testamentaría  qix¿p> 
rece  otorgada  por  doña  Basilia  Sánchez,  as'i 
el  Juez  del  primer  distrito  de  la  4*  sobdde^ 
ción,  con  fecha  13  de  diciembre  del  año  19)», 
no  está  protocolizada  por  falta  de algunasíor 
malidades,  según  los  fundamentos  indicadoi 
en  el  auto  de  28  de  abril  de  1902,  del  respeen- 
Yo  expediente  agregado; 

21.  Que  el  testamento  solemne  en  qoex 
omitiese  cualquiera  de  las  formalidades  lega- 
les no  tendrá  valor  alguno,  siendo  esta  d^- 
dad  absoluta,  que  puede  y  debe  ser  decUraia 
por  el  juez  aun  sin  petición  de  parte,  debKscj 
ser  restituidas  las  partes  al  estado  en  qix :( 
hallarían  si  no  hubiese  existido  el  actoouk: 

22.  Que,  por  tanto,  debe  subsistir  prodc 
ciendo  pleno  efecto,  la  memoria  testAmes*^- 
ria  otorgada  el  10  de  enero  de  1899,  dehida 
y  legalmente  protocolizada,  sin  quesehayí 
impugnado  su  validez  ó  autenticidad  en  for- 
ma alguna; 

23.  Que  el  reconocimiento  de  hija  naturt 
hecho  en  dicho  acto  testamentario  nulo. ». 
produce  efectos  legales  por  carecer  de  aura- 
ticidad,  aunque  puede  servir  de  antecedan 
probatorio  para  que,  ag^gado  á  los  otnif 
indicados  en  el  considerando  16,  se  acredttt 
la  maternidad  de  la  testadora  con  respecte 
á  su  hija  María  Sánchez; 

24.  Que  la  acción  de  reforma  del  testamo- 
to  corresponde  solamente  á  los  legitimarios } 
al  cónyuge  sobreviviente  y  la  herencia  de  á^^' 
ña  Basilia  Sánchez  no  debe  partirse  coofonce 
á  las  reglas  de  la  sucesión  intestada,  coaio  <¿ 
solicita  la  menor  Gandolfo,  sino  qae  haj  q« 
cumplir  las  disposiciones  del  testamento  d<^' 
de  enero  de  1899,  considerándolas  como  ift 
última  y  deliberada  voluntad  de  la  tesudor*- 
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25.  Que  la  posesión  efectiva  de  la  herencia 
1  cuestión  se  ha  concedido  tanto  á  don  Bar- 
>lotné  Devincenci,  como  á  la  menor  María 
andolfo  Sánchez,  por  autos  de  26  de  junio 
í  1901  y  7  de  mayo  de  1902,reppectivamen- 
%  pero  sólo  A  virtud  de  prueba  sumaría,  sin 
erjulcio  del  derecho  de  terceros  interesados 
ne  en  juicio  contradictorio  de  lato  conoci- 
liento  acreditaren  mejor  derecho  á  la  heren- 
ta  citada;  y 

26.  Que  la  menor  María  Gandolfo  Sánchez 
a  tenido  motivos  plausibles  para  litigar  en 
ste  juicio. 

Por  estos  fundamentos,  disposiciones  lega- 
es  citadas  y  visto  además  lo  prescríto  en  los 
irtículos  309,  312,  313,  274,  289.  280,1699, 
.683,  1687.  1020,  1183,  1212,  1213,  1216, 
.264  y  983  del  Código  Civil  chileno,  artículos 
L58,  331,  335,  374,  389.  1054  y  1055  del  Có- 
ligo  de  Procedimiento  Civil  y  artículos  2^, 
3^,  5^,  21  y  23  de  la  ley  de  7  de  octubre  de 
1861,  se  declara: 

1^  Que  se  ha  probado  su  fí  cien  temen  te  que 
la  menor  María  Gandolfo  Sánchez  es  hija 
natural,  reconocida  solemnemente,  de  don 
Eduardo  Gandolfo,  é  hija  ilegítima  de  doña 
Basilia  Sánchez; 

2^  Que  el  reconocimiento  hecho  en  el  testa- 
mento nulo  de  13  de  diciembre  de  1900  no 
produce  efectos  legales  para  conferir  á  la  ci- 
tada menor  Gandolfo  el  estado  civil  de  hija 
natural  de  la  testadora  doña  Hasilia  Sán- 
chez; 

3^  Válido  y  subsistente  el  testamento  de  10 
de  enero  de  1899,  que  debe  cumplirse  en  todas 
sus  partes; 

4^  Que  no  ha  lugar  á  las  acciones  de  peti- 
ción de  herencia  y  reforma  de  testamento  for- 
muladas; y 

5^  Ha  lugar,  en  consecuencia,  á  la  oposi- 
ción deducida  por  don  Bartolomé  Devincenci, 
sin  costas.— i4.  Fuenzalida, 


Apelada  esta  sentencia,  la  Oorte  resolvió: 
Vistos:  rectificando  la  parte  expositiva  de  la 
sentencia  apelada  de  26  de  julio  último,  en  el 
sentido  de  que  don  Bartolomé  Devincenci  enta- 
bló  también  su  demanda  como  heredero  de 
doña  Basilia  Sánchez;  eliminando  los  conside- 


randos 9^  y  10^,  la  segunda  parte  del  consi- 
derando 23  y  teniendo  además  presente  que 
tampoco  se  ha  justificado  que  la  menor  Ma- 
ría Gandolfo  hubiese  adquirido  la  calidad  de 
Jiija  natural  de  la  Sánchez  durante  la  vigen- 
cia en  esta  provincia  de  las  leyes  peruanas, 
pues  no  aparece  comprobado  que  al  tiempo 
de  su  concepción  sus  padres  no  tuvieran  para 
casarse  ninguno  de  los  impedimentos  expre- 
sados en  los  nueve  primeros  números  del  ar- 
tículo 142  del  Código  Civil  peruano,  se  confir- 
ma en  la  parte  apelada  la  referida  sentencia. 

Acordada  por  los  señores  Ministros  Cister- 
nas Peña,  Quirell  y  Vargas  Mardones,  contra 
el  voto  del  señor  Ministro  Vega,  quien  estuvo 
por  revocar  la  sentencia  apelada,  en  la  parte 
que  no  da  lugar  á  la  reforma  del  testamento  de 
10  de  enero  de  1879  y  por  declarar  que  debía 
darse  lugar  á  esta  reforma  en  favor  de  María 
Gandolfo  Sánchez,  en  virtud  de  las  considera- 
ciones que  consigna  en  el  libro  respectivo. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Quirell.— 
E.  Cisternas  Peña. — P.  Roberto  Vega,^M,  A, 
QairelL—M.  Vargas  Mardones. 


VOTO    ESPECIAL 

En  el  juicio  seguido  por  don  Bartolomé  De- 
vincenci con  don  Eduardo  (Tandolfo,  como 
representante  legal  de  su  hija  natural  y  pupi- 
la María  Gandolfo  Sánchez,  sobre  mejor  dere- 
cho á  unos  bienes,  el  infrascrito,  disintiendo 
de  la  opinión  de  la  mayoría  del  Tribunal  que 
formó  sentencia,  ha  sido  de  opinión  de  revo- 
car en  la  parte  apelada  la  sentencia  de  26  de 
julio  último  y  declarar  que  ha  lugar  á  la  refor- 
ma del  testamento  de  doña  Basilia  Sánchez, 
otorgada  el  10  de  enero  de  1899,  en  favor  de 
su  hija  María  Gandolfo  Sánchez,  por  la  por- 
ción correspondiente  á  la  legítima  rigorosa 
que  corresponde  á  los  hijos  naturales  y  confir- 
marla en  lo  demás,  en  atención  A  lo  expuesto 
en  los  considerandos  1^,  2^,  3^,  4',  8^  13, 14, 
15  y  16,  menos  en  la  segunda  parte  del  nume- 
rando 2*?,  22  y  25  de  dicha  sentencia  y  por  las  si- 
guientes consideraciones,  todas  ellas  fundadas 
en  las  disposiciones  legales  que  se  citan  y  en 
lo  prescrito  en  los  artículos  991,  1182, 1184, 
1216, 1217  y  1264  del  Código  Civil  chileno  y 
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en  el  artículo  374  del  Código  de  Procedimien- 
to Civil: 

1^  Que  por  parte  de  la  menor  María  Gan- 
dolfo  Sánchez  se  ha  probado,  al  tenor  de  las 
preguntas  2*  del  interrogatorio  de  fs.  74,2*  y  ^ 
3*  de  los  interrogatorios  de  fs.  79,  2*  del  de 
fs.  85  y  9*  y  10  del  de  fs.  93,  que  don  Eduar- 
do Gandolfo  y  doña  Basilia  Sánchez  vivieron 
en  relaciones  maritales  (ilícitas)  desde  1876 
hasta  1887  y  que  durante  esas  relaciones  tu- 
vieron por  hija  á  la  menor  nombrada;  que  és- 
ta nació  en  Tacna  en  1879  y  fué  bautizada  en 
Arica  en  noviembre  del  mismo  año; 

2'  Que  en  la  época  del  nacimiento  de  la  ex- 
presada María  Gandolfo  Sánchez  esta  pro- 
vincia pertenecía  al  Perú  y  regían  en  ella  las 
leyes  peruanas; 

3'  Que,  según  lo  dispuesto  en  el  título  2^, 
sección  4*  del  Libro  1'  del  Código  del  Perú,  el 
hijo  ilegítimo  concebido  en  tiempo  en  que  el  pa- 
dre y  la  madre  no  tenían,  para  casarse,  ninguno 
de  los  impedimentos  expresados  en  los  nueve 
primeros  incisos  del  artículo  142  del  mismo 
Código,  se  califica  de  natural,  respecto  de  la 
madre,  sin  necesidad  de  reconocimiento  ex- 
preso, á  diferencia  de  lo  que  sucede  respecto 
del  padre,  pues  para  que  el  hijo  ilegítimo  ad- 
quiera tal  calidad  respecto  del  padre  se  re- 
quiere el  reconocimiento  expreso  de  éste  en  el 
registro  de  nacidos,  ó  en  la  partida  de  bau- 
tismo ó  en  escritura  pública,  ó  en  testa- 
mento; 

4^  Que  esta  calidad  de  hijo  natural  da  al 
hijo  los  derechos  de  heredero  forzoso  del  pa- 
dre ó  madre,  excepto  del  adulterino,  respecto 
de  la  madre,  según  lo  prescrito  en  los  ar- 
tículos 892,  894  y  896  del  Código  citado; 

5^  Que  de  autos  consta  que  doña  Basilia 
Sánchez,  peruana,  era  soltera  al  tiempo  de  la 
concepción  y  del  nacimiento  de  su  hija  María 
Gandolfo  Sánchez  y  que  en  ese  estado  falleció 
en  Arica  el  19  de  mayo  de  1901; 

6^  Que  don  Eduardo  Gandolfo,  en  marzo 
de  1887,  ó  sea  cuando  regían  en  esta  provin- 
cia las  leyes  chilenas,  reconoció,  con  las  forma- 
lidades legales,  como  hija  natural  á  la  misma 
menor  María  Gandolfo  Sánchez,  habida,  se- 
gún lo  expuso,  en  doña  Basilia  Sánchez  cuan- 
do no  existía  impedimento  alguno  para  con- 
traer  matrimonio   entre   los   padres,   como 


consta  de  la  escritura  pública  testimooiaái 
del  cuaderno  agregado; 

7'  Que  este  reconocimiento  fué  acepu! 
por  un  curador  especial  y  aprobado  jadicú'-' 
mente,  previa  información  sumaria  j  andir* 
cia  del  Defensor  de  Menores,  según  consta  ¿^ 
la  misma  escritura,  lo  que  manifiesta  sxÁxt 
temente  que  al  tiempo  de  la  concepcióii  <k  S- 
cha  menor  sus  padres  no  tenían  ninguoo  :; 
los  impedimentos  á  que  se  refiere  el  cons»i;- 
rando  3^,  que  son  los  mismos  que  vedas  ¿ 
reconocimiento  de  hijo  natural,  confonoe  í 
Código  Civil  chileno; 

8^  Que,  de  lo  expuesto  en  los  considcranóo« 
que  preceden,  se  deduce  que  la  menor  Mam 
Gandolfo  Sánchez  adquirió  bajo  el  imperio  ce! 
Código  Civil  del  Perú,  que  regía  á  la  époact 
su  concepción  y  nacimiento,  la  calidad  v  óat- 
chos  de  hija  natural  de  Basilia  Sáncbo; 

9^  Que,  en  conformidad  á  lo  prescrito  a  e 
artículo  5^  de  la  ley  de  efecto  retroacdro  de ' 
de  octubre  de  1861,  las  personas  qnebajotí 
imperio  de  una  ley  hubieren  adquirido  en  coi- 
formidad  á  ella  el  estado  de  hijos  natnraics, 
gozarán  de  todas  las  ventajas  y  estarán  sex- 
tos a  todas  las  obligaciones  que  les  imposK* 
re  una  ley  posterior; 

10.  Que,  habiéndose  declarado  sin  nlor  * 
nulo  el  testamento  que  se  dice  otorgado  po: 
doña  Basilia  Sánchez  ante  un  juez  de  distiita 
el  13  de  diciembre  de  1900,  ha  quedado  riger 
te  el  que  otorgó  la  misma  Sánchez  el  10  ¿¿ 
enero  de  1899,  que  se  protocoliróellTde'a- 
nio  de  1901,  en  virtud  del  cual  se  concedió  ii 
posesión  efectiva  de  su  herencia  á  los  heRd^ 
ros  testamentarios  de  don  Bartolomé  Df^a- 
cenci  y  su  mujer  doña  LeandraCarrcrodeDt* 
vincenci,  según  se  ve  en  el  auto  de  26  de  jad» 
de  1901; 

11.  Que  la  expresada  doña  Basilia  Sáocia 
falleció  sin  dejar  ascendientes  ni  descendieotts 
legítimos; 

12.  Que,  á  falta  de  descendientes  legítimos. 
son  legitimarios  los  hijos  naturales,  j  no  be- 
biendo tales  descendientes  ni  ascendientes it 
gítimós  en  la  sucesión  de  doña  BasiÜa  Sae- 
chez,  su  única  hija  natural  tiene  derecho  ala 
mitad  de  su  herencia; 

13  Que  la  preterición  de  nn  legitim^no 
debe  entenderse  como  una  institución  de  ll^ 
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edero  en  sti  legitima,  conforme  á  lo  estable- 
ido  en  el  artículo  1218  del  Código  Civil; 

14«.  Que  los  legitimarios  á  quienes  el  testa- 
or  no  haya  dejado  lo  que  por  ley  les  corres- 
onde,  tienen  derecho  á  que  se  reforme  á  su 
a.vor  el  testamento,  pudiendo,  los  que  no  son 
leseen  dientes  legítimos,  reclamar  la  acción  de 
eforma  la  legítima  rigorosa; 

15.  Que,  en  el  presente  caso,  no  es  proceden- 
:e  la  acción  de  petición  de  herencia,  ya  que 
Ion  Bartolomé  Devincenci,  como  poseedor  de 
a  herencia  de  doña  Basilia  Sánchez,  la  ocupa 
ron  derecho  en  la  parte  en  que  la  testadora 
)udo  disponer  libremente  de  sus  bienes. 

Tacna,  4  de  noviembre  de  1904.— P.  Rober- 
to Vega. 


Corte  de  Tacna,— 5  de  noviembre  de  1904 

Beckett 

EstafiEi.— Banoo;  empleado;  abuso 
de  oonflasza 

Doctrina:— Comete  el  delito  de  estafa 
con  abuso  de conñanza  el  empleado  de  un 
Banco  que  en  su  puesto  de  jefe  de  cuen- 
tas corrientes  defrauda  á  la  institución 
girando  cheques  á  su  cuenta  que  no  ano- 
ta en  los  libros  asignados,  dándolos  por 
anotados  en  la  revisión  diaria  hecha  con 
un  empleado  subalterno  j  destruyéndo- 
los en  seguida;  y  que  hace  uso  de  che- 
ques pagados  con  anterioridad  que  hace 
pagar  de  nuevo. 

Cada  sustracción  importa  un  delito 
distinto  que  debe  ser  penado  separada- 
mente. 


Pronunciada  la  sentencia  con  motivo  del 
denuncio  hecho  por  don  Carlos  Bbell,  geren- 
te del  Banco  Tarapacá  y  Argentina  Limita- 
do, contra  el  reo  ausente  Russel  Beckett  y  por 
el  delito  de  estafa,  fué  éste  aprehendido  en  Fi- 
ladelfía  y  traído  en  calidad  de  reo  después  de 
las  diligencias  de  extradición  respectivas  y, 
en  consecuencia,  se  repuso  la  causa  al  estado 
de  sumario. 

Según  el  denuncio  y  antecedentes  acopia- 
dos durante  el  sumario,  en  el  día  15  de  sep- 
tiembre del  año  último  se  tuvo  conocimiento 
de  que  Russel  Beckett,  que  hacía  uso  de  una 
licencia  por  enfermo,  se  había  embarcado 
como  marinero  en  el  barco  de  vela  Walden 
Albey  con  rumbo  á  Filadelfía,  dejando  asi 
abandonado  el  destino  que  tenía  en  el  Banco 
citado,  el  jefe  de  las  cuentas  corrientes. 

En  vista  de  esto,  el  gerente  del  Banco  pro- 
cedió al  examen  de  los  libros  que  están  enco- 
mendados al  cargo  de  Beckett  y  la  práctica 
de  esas  diligencias  defó  establecido  un  desfal- 
co á  esa  institución,  ascendente  á  la  cantidad 
de  $  15.470. 

Según  la  lista,  esta  cantidad  correspondía 
á  diversos  cheques  y  aparecían  asentados  en 
el  libro  auxiliar  de  cuentas  corrientes  por 
los  empleados  del  Banco  y  no  figuraban  en  el 
libro  de  cuentas  corrientes  que  llevaba  Rus- 
sel  Beckett,  quien  los  dio  por  asentados  al 
hacer  la  revisión  diaria. 

£1  detalle  de  es^as  partidas  deja  constan- 
cia  de  que  Russell  Beckett  giró  en  su  cuenta 
que  tenía  en  el  Banco,  excediéndose  en  los  gi- 
ros por  una  cantidad  de  $  2.460  y  de  estas 
sumas  no  dejaba  constancia  ni  hacía  la  ano- 
tación  correspondiente  en  los  libros,  y  así 
efectuó  ocho  giros  que  han  excedido  de  $  50 
sin  llegar  á  500,  sesenta  y  nueve  que  pasaban 
de  $  10  y  no  llegaban  á  $  50  y  doce  por  sumas 
que  no  han  subido  de  $  10. 

Aparecen  girados  en  el  libro  auxiliar  de 
cuentas  corrientes  $  10.000  por  "The  Lagu- 
nas Nitrate  Corapany  el  día  31  de  agosto  de 
1903  y  $  3.000  por  F.  G.  Clarke  y  C*  en  12 
de  septiembre  del  mismo  año. 

Prestando  declaración  y  confesión  Russell 
Beckett  y  Bice,  soltero,  natural  de  Londres, 
de  veinticuatro  años,  empleado  particular, 
primera  vez  preso  y  que  lee  y  escribe,  dice:  que 


72 


SEGUNDA  PARTE. — ^SECCIÓN  SEGUNDA 


desde  que  fué  jefe  de  las  cuentas  corrientes  en 
el  Banco  de  Tarapacá  y  Argentina  Limitado 
se  excedió  en  los  giros  que  hacía  á  su  cuenta 
y  para  sacar  dinero  del  Banco,  sin  que  se  le 
cargase  á  cuenta,  dejaba  de  anotar  en  el  libro 
respectivo  algunas  partidas;  que  él  como 
cualquier  girador  suscribía  el  cheque  respecti- 
vo, el  que  pasaba  á  la  caja;  el  cajero  pedía  el 
visto  bueno  que  él  mismo  ponía,  sin  hacer  la 
anotación  correspondiente  en  el  libro;  el  em- 
pleado auxiliar  anotaba  el  cheque  en  la  lista 
y  borrador  diario  y  él  percibía  la  cantidad  gi- 
rada del  cajero;  que  al  hacer  el  cotejo  diaria- 
mente, confrontaban  las  listas  con  el  libro 
que  él  tenía,  leía  las  listas  el  empleado  auxi- 
liar y  él  contestaba  que  estaba  conforme  el 
giro  que  él  hacía  y  que  aparecía  anotado  en 
el  libro,  lo  que  no  era  efectivo,  y  así  procedió 
con  todosios  giros  de  la  lista,  que  arrojan  un 
total  de  $  2.469;  que  diariamente,  al  empa- 
quetar los  cheques  girados,  él  mismo  extraía 
los  suyos  y  los  destruía  y  los  cheques  que 
aparecen  girados  por  otras  personas  lo  eran 
por  él  mismo,  porque  solía  dejar  en  blanco  la 
parte  correspondiente  al  nombre  al  hacer  la 
anotación  en  la  lista  y  al  hacerse  la  nómina 
correspondiente,  se  debe  haber  puesto  equivo- 
cadamente los  nombres  de  las  personas  que 
aparecen  en  la  lista  con  otros  giros  anotados 
en  la  línea  anterior  á  los  asientos  en  blanco; 
que  ninguno  de  los  empleados  del  Banco  te* 
nía  conocimiento  de  su  proceder  incorrecto,  á 
excepción  del  segundo  cajero  Bduardo  Agui- 
rre,  que  debía  saber  que  giraba  en  descubier- 
to ó  se  excedía  en  sus  giros,  por  los  gastos 
que  le  veía  hacer  que  excedían  á  sus  sueldos 
y  porque  eran  mui  amigos  y  porque  en  el  úl- 
timo tiempo  que  estuvo  en  el  Banco,  le  dijo  á 
Aguirre  que  destruía  sus  propios  cheques  que 
giraba,  esto  es,  estafaba  al  Banco;  que  en  las 
conversaciones  que  tenían  ambos  á  menudo  se 
quejaban  de  escasez  de  dinero  y  llegaron  á 
ponerse  de  acuerdo  para  sacar  del  Banco  una 
suma  gruesa,  valiéndose  para  ello  de  cheques 
ya  girados  y  así  lo  resolvieron;  que  aprove- 
chando la  ocasión  de  que  trabajaban  de  no- 
che, él  entró  á  la  bóveda,  y  sustrajo  del  legajo 
ó  paquete  de  cheques  uno  correspondiente  á 
la  cuenta  de  la  '^Compañía  Lagunas  Nitra- 
te"  por  $  10.000,  y  así,  convenido  con  Agui- 


rre, se  hizo  la  operación  de  cobrarlo  co^ 
presentado  en  la  caja;  Aguirre  anotó  el  pagf 
en  el  borrador  de  caja,  le  pasó  el  cheque  p'.: 
la  ventanilla,  él  simuló  el  visto  bueno,  lo  r^ 
locó  con  los  demás  y  Aguirre  extrajo  el  diQ^ 
ro  de  la  caja  y  en  la  tarde  con  el  empk&i. 
auxiliar  se  hizo  la  anotación  en  la  forma  ac- 
tes  expresada  y  de  la  suma  total  de  él  aprr>- 
vechó  $  6.000  y  Aguirre  4.00O  que  con  rr,t 
mismo  procedimiento  cobraron  y  perdbkTOí: 
el  valor  de  otro  cheque  por  $  3.000  de  )i 
cuenta  de  F.  G.  Clarkc  y  C*,  que  había  si::) 
girado  y  pagado  antes,  y  de  esta  casíi¿W 
á  Aguirre  le  dio  $  500  y  se  reservó  el  resto  ét 
$  2.500  y  hecho  esto  se  colocó  los  cbeqoísa 
los  legajos  correspondientes;  que  en  ristide 
este  procedimiento,  resolvió  fugarse  de /(la/- 
que,  y  así  lo  efectuó,  embarcándose  como  mi- 
rinero  en  el  Walden  Albey  en  el  día  Hát^t^ 
tiembre;  y  que  de  las   sumas  que  le  corres- 
pondieron por  las  dos  últimas  esta&s,  eari^ 
aun  hermano  suyo  á  Londres,  la  sama  de 
$  3.000  y  del   resto,  parte  gastó  y  ío  qwfc 
quedaba  en  su  poder  cuando  fué  aprehendido 
se  había  puesto  á  disposición  del  Juzgado. 

Posteriormente,  se  encontró  en  el  Banco  ¿ 
cheque  por  $  10.000  de  la  cuenta  de  "The  U 
gunas  Nitrate  Company",  el  que  fue  reconoo- 
do  por  Russell  Beckett  como  el  de  qnesesir 
vio  con  Aguirre  para  obtener  igual  sumad 
31  de  julio. 

El  (le  $  3.000  de  F.  G.  Clarke  y  Compañía 
no  se  halló *y  el  reo  Russell  Beckett,  segrá 
declaración,  sostiene:  que  es  posible  qoe  e» 
cheque  haya  sido  destruido  por  Aguirre  des- 
pués de  su  fuga,  porque  á  ese  cheque  le  po*^ 
una  anotación  falsa  y,  seguramente,  Aguint 
ha  temido  ser  descubierto  por  esa  ditoDS- 
tancia. 

El  reo  Eduardo  Aguirre  y  Hemándcí, so^ 
tero,  de  veinticuatro  años,  natural  de  Utna, 
empleado  particular,  nunca  preso  y  que  leí  f 
escribe,  en  sus  declaraciones  y  confesión,  m?" 

t     i 

tiene:  que  es  falso  que  haya  tenido  partiapa- 
ción  ni  conocimiento  de  las  estafas  cometiiUs 
por  Beckett;  que  en  31  de  agosto  y  12  de  sep- 
tiembre del  año  último  hizo,  entre  otros  pa- 
gos, uno  por  $  10.000  y  otro  por  $  3.000,  qo« 
no  recuerda  á  quién  los  pagó;  quedespuésde 
la  fuga  de  Beckett  se  buscaron  esos  chepnes  ] 
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>  se  encontraron;  que  solamente  aparecían 
los  borradores  y  no  anotados  en  los  libros 
igiiia.Ies  de  cuentas  corrientes  y  que  lo  mis- 
o  sucedió  con  los  demás  cheques  firmados 
>r  Beckett. 

Según  declaraciones  y  careo,  se  dejó  esta- 
ecido  que  las  compañías  salitreras,  cuando 
acen  giros  por  billetes,  lo  bacen  únicamente 
la  orden  de  sus  cajeros,  de  modo  que  ningu- 
a  otra  persona,  que  no  fuese  cajero,  ha  po- 
ido  ir  á.  cobrar  esos  cheques  por  las  casas  de 
'.  G.  Clarke  y  The  Lagunas  Nitrate  Com- 
any;  que  cuando  alguien,  que  no  fuese  el 
ajero,  se  presentaba  á  cobrar  cheques  por 
amas  crecidas,  antes  de  pagarlos  se  ponía  en 
onoci miento  del  gerente,  el  que  ordenaba  su 
^^S^9  pero  siempre  se  exigía  que  los  cheques 
l1  portador,  para  su  pago,  debían  ser  presen- 
ados  por  la  persona  á  cuyo  nombre  se  gira- 
ja  el  cheque  y  debía  concurrir  también  el 
rajero  de  la  compañía  salitrera  que  hacía 
ú  giro. 

Comprobó  esta  misma  circunstancia  la  de- 
claración de  Leandro  Vallejos,  cajero  de  The 
Lagunas  Nitrate  Company. 

Según  los  comprobantes  agregados  por  el 
Banco  y  la  declaración  de  Víctor  Hud  Kwac- 
ke,  los  giros  de  $  10.000  y  $  3.000  fueron  pa- 
gados por  la  cajanúmero2,de  Eduardo  Agui- 
rrc. 

El  señor  Promotor  Fiscal,  después  de  expo- 
ner los  antecedentes  y  cargos  del  sumario, 
acusa  á  Kussell  Beckett  como  autor  de  las 
diversas  estafas  efectuadas  y  pide  se  le  con- 
dene á  quinientos  cuarenta  y  un  días  de  pre- 
sidio menor  por  cada  una  de  las  dos  estafas 
por  valor  de  $  10.000  y  $  3.000;  á  igual  pena 
porcada  una  de  las  ocho  estafas  por  valor 
de  más  de  $  50  y  menos  de  $  500;  á  sesenta  y 
un  días  de  presidio  menor,  en  su  grado  máxi- 
mo, por  cada  una  de  las  sesenta  y  nueve  esta- 
fas por  valor  de  más  de  $  10  y  menos  de  $  50; 
y  á  veintiún  días  de  prisión  por  cada  una  de 
las  doce  estafas  que  no  exceden  de  $  10;  y 
teniendo  en  vista  los  antecedentes  del  reo  re- 
lacionados con  su  conducta  anterior,  y  en 
cuanto  al  reo  Eduardo  Aguirre  y  Hernández, 
pidió  que  se  sobreseyese  temporalmente  á  su 
respecto,  por  no  haber  en  su  contra  otro  car- 
go que  la  declaración  de  su  co-reo,  y  el  ante- 


cedente  de  haber  verificado  como  cajero  el 
pago  de  los  dos  cheques  por  valor  de  $  10.000 
y  $  3.000  efectuado  en  31  de  agosto  y  12  de 
septiembre,  lo  que  explica  Aguirre  diciendo 
que  la  estafa  ha  podido  hacerla  Beckett  va- 
liéndose de  cheques  falsos  que  alguna  persona 
haya  presentado  con  su  anuencia  y  que  él  ha 
podido  pagar  visados  como  buenos  por  el 
mismo  Beckett. 

Se  confirió  á  los  reos  traslado  de  la  acusa- 
ción y  del  mérito  de  autos  para  Eduardo 
Aguirre. 

Este  contestó  la  acusación  y  dijo:  que  debía 
absolvérsele  de  todo  cargo,  porque  no  había 
un  solo  testimonio  ó  antecedente  en  su  con- 
tra en  el  proceso,  á  no  ser  la  declaración  de 
Russell  Beckett,  que  no  le  afecta  y  que  ha  que 
rído  arrastrarle  en  su  delito  con  móviles  que 
más  tarde  han  de  descubrirse;  que  las  leyes 
no  le  dan  valor  alguno  á  esas  declaraciones; 
que  todos  los  antecedentes  acopiados  por  el 
Banco  en  su  contra,  no  arrojan  presunción 
alguna  en  su  contra,  porque  es  evidente  que 
para  condenársele,  se  necesita  una  prueba 
clarayconcluyente;  que  durante  muchos  años 
ha  servido  como  cajero  en  el  Banco  y  ha  con- 
tado con  la  absoluta  confianza  de  sus  jefes  y 
sus  antecedentes  y  su  honradez  á  toda  prueba 
y  celo  en  el  cumplimiento  de  sus  deberes  han 
sido  la  norma  en  todos  sus  actos  y  que  la 
prueba  que  rendirá  durante  el  plenario  acre- 
ditará su  conducta  intachable  y  que  es  la  pri- 
mera vez  que  se  ve  envuelto  en  un  proceso  en 
el  que  no  tiene  participación  alguna. 

El  reo  Russell  Beckett,  por  su  parte,  con- 
testó la  acusación  y  expuso:  que  había  come- 
tido los  delitos  en  un  momento  de  locura  ó  de 
debilidad,  y  una  vez  que  se  encontró  bajo  el 
peso  de  ellos  huyó,  á  fin  de  buscar  en  otra 
parte  el  dinero  y  devolverlo  á  la  institución 
que  le  ha  perseguido  con  crueldad  inusitada, 
trayéndolo  como  reo  desde  Filadelfia  á  un 
país  extraño;  que  ha  delinquido  por  primera 
vez  en  su  vida  y,  cegado  por  una  pasión  que 
lo  trastornó  y  que  le  obligaba  á  procurarse 
dineros  que  no  le  bastaban  con  sus  sueMos 
escasos  de  que  disponía;  que.  él  ha  confesado 
el  delito  con  toda  buena  fe  y  ha  hecho  así 
más  fáciles  las  tareas  del  Juez  y  probado  que 
no  se  trata  de  un  reo  vulgar  sino  de  un  hom- 


74 


SBGUNDA  PARTE.— SECCIÓN  SEGUNDA 


bre  desgraciado,  que  no  tuvo  quién  lo  acon- 
sejara ni  guiara  en  los  pasos  peligrosos  de 
la  juventud;  que  no  hay  en  su  causa  una 
serie  de  delitos  sucesivos,  sino  una  serie  de 
diversos  medios  puestos  en  práctica  para 
procurarse  una  suma  de  dinero  adecuada  á 
satisfacer  ciertos  compromisos  y  auxiliar  la 
fuga  y,  por  lo  tanto,  se  ha  de  considerar  su 
delincuencia  como  un  solo  delito,  y  pide  se 
le  aplique  la  pena  de  relegación,  como  se  ha 
hecho  en  casos  análogos,  y  que,  dada  la  si- 
tuación física  y  moral  en  que  se  encuentra  y 
sus  sufrimientos  y  sus  dolores  físicos,  espera 
del  Tribunal  que  se  le  aplicará  esa  pena  que 
le  permitirá  la  esperanza  de  regeneración  y 
eon  el.  trabajo  resarcir  los  perjuicios  é  indem- 
nizar los  daños  que  ha  hecho. 

La  causa  fué  recibida  á  prueba,  los  reos  rin- 
dieron la  que  se  registra  en  autos  y  el  término 
probatorio  se  halla  vencido. 

Con  lo  relacionado  y  considerando: 

Que  el  reo  Russell  Beckett  y  Bice  está  con- 
feso de  haber  defraudado  al  Banco  Tarapa- 
cá  y  Argentina  Limitado,  en  el  que  era  jefe 
de  las  cuentas  corrientes,  en  las  diversas  can- 
tidades que  en  distintas  fechas  extrajo  del 
Banco,  y  para  ello  hacía  giros  á  su  cuenta, 
no  los  anotaba  en  los  libros  originales  y  des- 
pués destruía  los  cheques  para  que  no  queda- 
ran los  comprobantes  de  esos  giros; 

Que  para  defraudar  al  Banco  con  los  giros 
de  $  10.000  y  $  3.000  respectivamente,  se 
valió  de  los  cheques  anteriormente  cobrados 
y  cancelados  de  The  Lagunas  Nitrate  Compa- 
ny  y  J.  F.  Clarke  y  Compañía,  los  que  sustra- 
jo de  la  bóveda  del  Banco  en  donde  estaban 
empaquetados; 

Que  el  reo  Russell  Beckett  ha  estado  come- 
tiendo estos  delitos,  prevaliéndose  con  el  car- 
go de  confianza  que  tenía  en  el  Banco,  desde 
el  1'  de  mayo  al  12  de  septiembre  de  1903  y 
para  perpetrarlos  giraba  cheques,  los  daba 
por  anotados  en  el  cotejo  y  revisión  dia- 
rias, escapando  á  la  vigilancia  del  emplea- 
do auxiliar,  porque  éste  era  su  subalterno, 
destruía  en  seguida  los  cheques  para  que  no 
apareciesen  en  su  cuenta  particular  y,  por 
último,  se  valió  dedos  cheques  pagados  antes 
por  el  mismo  Banco  y  con  ellos  obtuvo  los 
valores  de  $  10.000  y  $  3.000  que  le  habilita- 


ron para  emprender  la  fuga  después  de  cbu- 
ner  licencia  por  enfermo; 

Que  ha  habido,  por  lo  tanto,  ana  serie  > 
delitos  de  estafa  cometidos  con  todo  estci: 
y  reflexión  y  deben,  coosiguientemente,  r 
penados  uno  por  uno; 

Que  el  reo  Eduardo  Aguirre  y  Hemásjt: 
niega  haber  tenido  conocimiento  j  partid» 
ción  en  las  estafas  efectuadas  por  Rosx 
Beckett  y,  aunque  hay  graves  presunciones  er 
su  contra  para  considerarle  culpable,  prbj 
pálmente  en  las  dos  dltimas  estafas  ^ 
$  10.000  y  $  3.000,  por  cuanto  él  pagó  esoj 
cheques  y  no  recuerda  á  quién;  porque  dccr:^ 
esos  pagos  con  cabal  conocimiento  de  q«  ce 
debían  hacerse  sino  al  cajero  de  las  casas  q:¿ 
los  giraban  ó  á  la  persona  que  los  pmesa- 
se  y  á  cuyo  favor  iban  girados,  áempre  q:¿ 
también  se  acompañase  con  el  cajero;  pon^or 
tratándose  de  sumas  tan  considerables,  debí 
tomar  las  precauciones  necesarias  para  que  ri 
pago  fuese  hecho  á  quien  tenía  derecho  ik 
exigirlo  y  en  la  forma  ordenada  porelgro- 
te,  y  porque  dada  la  intimidad  que  tenían 
Russell  Beckett,  no  debía  ignorar  cuáles  crac 
sus  obligaciones  y  los  desembolsos  que  hafíi 
y  los  recursos  de  que  se  valía  para  satisfacer 
los,  todos  esos  cargos  no  arrojan  una  prueba 
bastante  para  condenarle  y  nopennitcoi> 
solverle  de  la  acusación; 

Que  el  reo  Russel  Beckett  ha  cometido  estos 

delitos  con  abuso  de  confianza  y  ha  probado 

haber  tenido  buena  é  irreprochable  conducti 

anterior;  y 
Que  el  reo  Eduardo  Aguirre.conabaodaDií 

y  valiosa  prueba  testimonial,  ha  acrcdiísfl" 
recomendables  antecedentes  y  conducta  int 
prochable;  y  visto  lo  dispuesto  en  laslejes. . 
título  13,  Partida  3»  y  26,  título  2',  PaitiJ^ 
7*  y  artículo  11,  números  6',  12, números". 
29,  30,  67,  74,  467  y  494,  número  19  del  C: 
digo  Penal,  condeno  al  reo  Russell  Beckett  j 
Bice  á  dos  años  de  presidio  menor  en  stigí*' 
do  máximo  por  cada  una  de  las  dos  defraa 
daciones  de  más  de  $  .500,  á  quinientos  cua- 
renta y  un  dias  de  presidio  mcnoren  sop»  ^ 
medio  por  cada  una  de  las  ocho  estafeíp 
valor  de  más  de  $  50  y  menos  de  $  500, 
ciento  ochenta  días  de  presidio  menor  «s'» 
grado  mínimo  por  cada  una  de  las  seseo  . 
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eve  esta^fas  por  valor  de  más  de  $  10  y  me- 

>s  de   $  50  y  á  treinta  días  de  prisión  por 

da  una  de  las  doce  estafas  por  valores  que 

>  exceden  de  $  10. 

El  reo  quedará  además  inhabilitado  abso- 

ita  y  perpetuamente  para  derechos  políticos 

absolutamente  para  cargos  y  oficios  pábli- 

3s  durante  el  tiempo  de  la  condena. 

No  se  le  impone  pena  de  suspensión  de  car- 

o  ú  oñcio  público  por  no  constar  de  autos 

ue  ejerza  alguno. 

Absuelvo  únicamente  de  la  instancia  al  reo 
rduardo  Aguirre  Hernández.  —  Roberto 
Jonso, 

Apelada  esta  resolución,  la  Corte  resol- 
ló: 

Tacna,  5  de  noviembre  de  1904.— Vistos:  se 
!onfirtna  la  sentencia  apelada  de  30  de  agos- 
to último,  con  declaración  de  que  se  impone 
3.1  reo  Russell  Beckett  la  pena  de  quinientos 
marenta  y  un  días  de  relegación  por  cada 
una  de  las  ocho  estafas  por  valor  de  más  de 
$  50  y  menos  de  $  500  y  ciento  ochenta  días 
también  de  relegación  por  cada  una  de  las 
sesenta  y  nueve  estafas  de  valor  de  más  de 
$  10  y  menos  de  $  50. 

Las  penas  las  cumplirá  el  reo  Russell  Be- 
ckett en  el  orden  siguiente:  primero  las  de 
presidio,  después  las  de  prisión  y  en  último 
término  las  de  relegación  en  la  ciudad  de 
Punta  Arenas. 

Acordada  por  unanimidad  y  después  de  de- 
secharse la  indicación  del  Presidente  señor 
Barros  para  que  se  mandara  adelantar  la  in- 
vestigación respecto  del  reo  Eduardo  Aguirre 
por  las  dos  estafas  de  $  10.000  y  $  3.000  res- 
pectivamente  E,  Barros.— B.  Cisternas  Pe* 

ña,—P.  Roberto  Vega Af.  A.  QuirelL 


Corte  de  Talca,— 21  de  noviembre  de  1904 
Vega  con  Fuentes 

Nulidad  de  sentencia.  -Oosa  juzgrada. 
—Revisión. 

Doctrina:—  Es  nula  la  sentencia  que 
declara  la  nulidad  del  contrato  de  com- 
pra de  una  propiedad  hecho  por  una  mu- 
jer casada  f  en  virtud  de  demanda  del 
marido,  fundada  en  la  circunstancia  de 
no  haber  dado  A  su  mujer,  ni  poderse 
presumir  su  consentimiento  para  con- 
traer la  deuda  por  parte  del  precio,  ni 
estar  separados  de  bienes,  sin  tener  á  la 
vista  el  Juez  que  la  expide,  una  escritura 
pública  en  que,  con  posterioridad  á  aquel 
contrato,  el  marido  acepta  expresamente 
el  convenio  que  su  mujer  celebra  con  el 
acreedor  para  el  pago  del  referido  precio 
y  ser  falsos  los  hechos  alegados  (1). 


Don  Erasmo  Rodríguez,  empleado  particu- 
lar, residente  en  la  calle  del  Diez  y  ocho,  núme- 
ro 552,  por  la  sucesión  de  don  Raimundo  Ve- 
ga, según  poder  acompañado,  expone:  que  la 
sociedad  conyugal  del  señor  Vega  con  doña 
Clorinda  Carrasco  era  dueña  de  una  casa  y 
sitio  ubicados  en  la  calle  de  O'Higgins,  esqui- 
na con  la  Cancha  de  Carreras  ó  Avenida  Sur 
de  esta  ciudad,  de  21,93  metros  de  frente  por 
37,30  metros  de  fondo,  y  que  deslinda:  al 
norte,  con  sucesión  de  Edmundo  Bartet;  al 
oriente,  con  doña  Clorinda  Carrasco;  al  sur, 
con  Avenida  Sur;  y  al  poniente,  con  la  calle 
de  O'Híggins; 

Que  don  Pedro  Alejandrino  Soto  adquirió 
esa  propiedad  en  remate  público  ante  el  Juez 

( 1 )  No  podemos  aceptar  este  fallo  ni  Ioh  funda- 
mentos de  los  votos  de  la  minoría.  En  los  términos 
en  qae  fué  planteada  la  cuestión  por  el  represen- 
tante de  la  sacesión]^' Carrasco,  la  demanda  de  éste 
debió  ser  desechada,  porque  dicha  sucesión,  que  no 
había  sido  parte  en  el  juicio  que  los  demandado 
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arbitro  don  José  Manttel  Zúmga,  según  escri- 
tura de  31  de  mayo  de  1896,  ante  el  Notario 
señor  Solar,  por  el  precio  de  $  6.000,  de  los 
cuales  el  señor  Soto  pagó  $  2.000  y  quedó  de- 
biendo $  4.000  á  un  año  plazo; 

Que  dos  años  después  el  señor  Soto,  que  es- 
taba en  posesión  de  la  propiedad,  la  vendió 
á  doña  Delfína  Abarzúa  de  Fuentes,  separada 
de  bienes  de  su  marido  don  José  Pascual 
Fuentes; 

Que  la  venta  la  hizo  el  señor  Soto  recibien- 
do $  2.000  al  contado  y  debiendo  la  señora 
Abarzúa  pagar  á  la  sucesión  de  doña  Clorin- 
da  Carrasco  otros  $  4.000; 

Que  ni  el  señor  Soto  ni  la  señora  Abarzúa 
pagaron  los  $  4.000  á  don  Raimundo  Vega, 
cónyuge  sobreviviente  de  la  señora  Carrasco, 
ni  á  la  sucesión  del  señor  Vega,  por  lo  que  se 
inició  la  ejecución  contra  la  señora  Abarzúa, 
y  se  trabó  embargo  en  mayo  de  1902  sobre 
la  propiedad  origen  de  la  deuda,  incribiéndo- 
se  el  embargo  el  mismo  mes  de  mayo; 

Que  don  José  Pascual  Fuentes,  marido  de 
la  señora  Abarzúa,  con  el  objeto  de  burlar  los 
derechos  de  la  sucesión  Vega,  urdió  el  ardid 
de  demandar  á  don  Pedro  Alejandrino  Soto 
ante  el  segundo  Juzgado  de  Letras  de  esta 


habían  seguido  entre  sí  y  que  había  sido  fállndo 
por  la  sentencia  que  declaró  nula  la  escritura  ác  la 
venta  hecha  per  Soto  á  la  señora  Abarzúa  de  Fuen- 
tes, no  podía  pedir  la  nulidad  de  esta  sentencia. 
Este  juicio  no  podía  empecer  á  la  sucesión  Carras- 
co, la  cual,  lisa  y  llanamente  podía  demandar  el 
cumplimiento  de  los  contratos  que  tenía  celebrados, 
primero  con  Soto  y  en  seguida  con  la  señora  Abar- 
zúa, separada  de  bienes  y  autorizada  por  su  marido 
para  suscribir  la  e^^crítura  de  3  de  noviembre  de 
1897,  en  que  se  funda  la  sentencia  del  Juez  de  Chi- 
llan para  declarar  la  nulidad  de  la  cancelación  de 
la  inscripción  del  título  de  la  señora  Abarzúa  de 
Fuentes. 

Contra  la  sentencia  recaída  en  el  juicio  anterior 
no  había  recurso  alguno  que  hubieran  podido  in- 
terponer las  partes  que  litigaron,  ni  siquiera  el  de 
revisión  de  ese  fallo  con  arreglo  al  artículo  980  del 
Código  de  Procedimiento  Civil.  Mucho  menos  po- 
día interponer  recurso  algnno  un  tercero  que  no 
había  litigado  y  á  quien  por  lo  mismo  no  podía 
afectar  esa  pentencia. 

Por  esta  misma  consideración  no  era  aplicable  en 
la  especie  la  teoría  de  la  cosa  juzgada,  invocada  en 
sus  votos  por  los  señores  Ministros  Herrera  y  Urru- 


ciudad,  pidiendo  la  resolución  del  cootn* 
hecho  por  su  mujer,  fundándose  en  qnehV-: 
comprado  sin  su  autorización; 

Que  Soto  coludido  con  Fuentes,  dijo  ^/ 
aceptaba  la  demanda,  pero  que  no  tenía  o 
mo  restituir  la  parte  del  precio  que  había > 
cibido  al  contado,  y  con  esto  Fuente*  iri: 
que  se  fallara  la  causa  sin  más  trámite. 

Asi  se  hizo,  se  dio  lugar  á  la  resolacióc  id 
contrato  y  Fuentes  pidió  y  obtuvo  se  ni:j- 
dará  cancelar  la  inscripción  del  título  de  dc- 
minio  de  la  señora  Abarzáa  y  ejecutó  á  Sor 
por  la  parte  de  precio  que  había  pagado  t 
contado,  le  embargó  la  misma  propiedad c 
cuestión  y  llegó  hasta  ponerla  en  rema» 
para  el  mismo  día  en  que  se  entabló  la  d^ 
manda; 

Que  se  comprende  que  todo  esto  no  tierr 
otro  objeto  que  rematar  poco  menos  que  ¿í 
valde  la  propiedad  y  burlar  así  á  la  sncesK-c 
Vega  Carrasco; 

Que  el  artículo  1464  del  Código  CítíIür 
que  hay  objeto  ilícito  en  la  enajenación  de  b 
cosas  embargadas  y,  por  lo  tanto,  la  señon 
Abarzúa  no  ha  podido  transferir  la  propie- 
dad al  señor  Soto. 

Que  la  sucesión  Vega  Carrasco  tiene  intcfñ 

tia.  Es  cierto  que  declarada  la  nulidad  del  wtirti^ 
de  venta  celebrado  entre  Soto  y  la  sefiora  Abina 
de  Fuentes,  las  cosas  quedaron  repiie«ta«,  por  J 
fallo  de  té  r  mi  DO,  en  el  estado  que  ieoíanafitc* 
como  si  ese  contrato  no  hubiera  existido;  pero b! 
efecto  sólo  podía  producime  entre  li3  partet  q « 
litigaron  en  el  juicio  fallado  por  esa  seoteocá: ; 
ello  no  impide  que  pudiera  pedirse  en  otru  p  ^ 
entrd  otitis  personas  lo  contrario,  6  sea  preicinr 
de  tal  fallo  y  proceder  como  si  no  se  habien  hed» 
esa  declaración  de  nulidad.  El  mérito  df  la (M 
juzgada  no  hace  inaceptable  toda  obserTacn'D  n> 
peoto  de  una  sentencia  firme,  en  el  sentido  lie  ^I"^ 
tal  sentencia  sea  obligatoria  de  un  modo  ^"f^^ 
Las  sentencias  judiciales  sólo  tienen  fuera  o^Ii^i* 
toría  en  las  causas  en  que  actualmente  se  pto&sc 
ciaren,  y  para  esto  se  requiere  por  lo  tanto  U  i« 
tidad  legal  de  personas,  Ja  identidad  de  la  can  P'^ 
dida  y  la  identidad  de  la  cansa  de  pedir  oon  am¿> 
á  los  artículos  3.»  del  Có  \\^o  Civil  y  200  del  C^r 
de  Procedimiento  Civil.  Dar  á  la  cosí  ja<g*^  "^ 
alcance  que  se  le  atribuye  en  loa  votos  disideauí 
es  desnaturalizarla. 

Luis  Clari»  S*»!.*»- 
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que  el  dominio  de  la  propiedad,  que  estaba 
'licado  en  la  señora  Abarzúa,  no  se  altere 
perjaicio  de  aquélla,  y  como  estima  nula  la 
insferencia,  entabla  demanda  contra  doña 
Ifína.  Abarzúa,  de  profesión  comerciante  7 
niicilia.da  en  la  calle  de  O'Higgins,  número 
3,  y  representada  por  su  marido  don  José 
Lscua.1  Puentes,  de  profesión  cobrador  judi- 
l1  y  residente  en  la  misma  casa,  7  contra 
»ii  Pedro  Alejandrino  Soto,  de  profesión 
^icultor,  residente  en  la  chacra  ''Ca7uchan- 
li"  (subdelegación  del  Huape,  de  este  depar- 
mento),  para  que  se  declare: 
1^  Que  es  nula  la  sentencia  recaída  en  el 
icio  seg^uido  por  los  demandados  ante  el  se- 
indo  Juzgado  de  Letras  de  esta  ciudad,  en 
lauto  á  la  transferencia  de  dominio  que  Ue- 
%  envuelta  del  sitio  7  casa  de  que  antes  se 
a  hecho  mención  7  que,  por  consiguiente,  no 
uede  verificarse  esa  transferencia  sin  autorí- 
ELclón  del  Juez  que  conoce  de  la  ejecución  en 
ue  se  embargó  la  propiedad;  7 

2*^  Que  á  consecuencia  de  esto,  debe  dejarse 
in  efecto  la  cancelación  que  se  mandó  hacer 
lel  dominio  de  la  señora  Abarzúa  7  mante- 
lerse  la  inscripción  mientras  esté  pendiente  el 
mbargo. 

Kn  subsidio,  demanda  á  las  mismas  perso- 
las  antes  nombradas  para  que  se  resuelvan 
os  contratos  de  venta  hechos  por  la  sucesión 
^ega  Carrasco  á  don  Pedro  Alejandrino  Soto 
le  la  propiedad  en  cuestión  7  que  consta  de 
a  escritura  del  31  de  raa70  de  1895  7  por 
Ion  Pedro  A.  Soto  á  la  señora  Abarzúa  por 
íscritura  de  6  de  febrero  de  1897. 

Se  funda  la  acción  subsidiaria  en  que  del 
título  de  ambos  contratantes  consta  la  con- 
iición  resolutoria  del  pngo  de  la  parte  del 
precio  que  se  dejó  á  plazo. 

Contestando  la  demanda  don  José  Pascual 
Puentes,  por  doña  Delfína  Abarzúa,  dice:  que 
pidió  la  nulidad  de  la  compra  hecha  por  su 
esposa  al  señor  Soto  porque,  según  lo  pres- 
crito en  los  artículos  147  7  175  del  Código 
Civil,  su  mujer  no  estaba  autorizada  para 
celebrar  un  contrato  de  esa  naturaleza  7  ade- 
más porque  estimó  ruinoso  el  negocio. 

Que  la  sentencia  que  dio  lugar  á  su  deman- 
da no  es  nula,  aunque  ha7a  estado  embarga- 
ba la  propiedad,  pues  el   artículo  14<64  del 


Código  Civil  se  refiere  al  caso  de  una  enaje- 
nación 7  no  puede  estimarse  que  es  enajena- 
ción una  sentencia  que  da  lugar  á  una  deman- 
da de  nulidad. 

Pide  se  deseche  la  demanda,  con  costas. 

No  contestó  la  demanda  don  Pedro  A. 
Soto. 

En  su  réplica  expone  el  demandante  que 
consta  de  la  escritura  de  compra  la  condición 
resolutoria,  por  aparecer  en  ella  la  falta  de 
pago  de  una  parte  del  precio  de  venta. 

En  rebeldía  de  los  demandados,  que  no  du- 
plicaron, se  recibió  la  causa  á  prueba  por  el 
auto  de  fs.  38. 

No  se  rindió  ninguna  testimonial  7  sí  la 
documental  que  consta  de  autos  7,  previos  los 
alegatos  del  demandante  7  del  señor  Fuentes 
7  en  rebeldía  del  señor  Soto,  se  citó  para  sen- 
tencia. 

El  juzgado  resolvió. 
Considerando: 

1^  Que  la  sentencia  compulsada  que  dio  lu- 
gar á  la  demanda  de  don  Pascual  Fuentes, 
esto  es,  que  declaró  nula  la  escritura  del  6  de 
febrero  de  1897,  ó  sea  la  venta  que  hizo  don 
Pedro  Alejandrino  Soto  á  doña  Delfina  Abar- 
zúa del  sitio  7  casa  que  el  señor  Soto  había 
comprado  á  la  sucesión  Carrasco,  según  es- 
critura del  31  de  ma70  de  1895  compulsada  á 
fs.  17  fué  dictada  por  el  Juez  déla  causa  sin 
tener  á  la  vista  la  escritura  compulsada  de  3 
de  noviembre  de  1897; 

2^  Que  de  esa  escritura  consta  que  el  repre- 
sentante de  la  sucesión  Carrasco  aceptó  la  ven- 
ta que  de  la  propiedad  vendida  al  señor  Soto 
hizo  éste'á  doña  Delfína  Abarzúa  de  Fuentes 
7  estipuló  con  la  nueva  compradora  plazo 
para  el  pago  de  la  parte  del  precio  insoluto 
7  ambas  partes  se  pagaron  además  mutua- 
mente los  intereses  que  se  debían; 

3^  Que  las  estipulaciones  contenidas  en  la 
escritura  citada  de  3  de  noviembre  de  1897, 
compulsada  á  fs.  54,  fueron  aprobadas  en  to- 
das sus  partes  por  don  José  Pascual  Fuentes, 
según  consta  de  esa  misma  escritura; 

4*^  Que  don  José  Pascual  Fuentes  fundó  la 
demanda  á  que  se  refiere  la  compulsa  de  fs. 
38  vta.  en  la  circunstancia  de  no  haber  dado 
á  su  mujer  su  consentimiento  para  contraer 
la  deuda  á  favor  de  la  sucesión  Carrasco, 


78 


SEGUNDA  PARTE.— SECCIÓN  SE(»UNDA 


deuda  proveniente  de  una  parte  del  precio  in- 
soluto de  la  compra  de  la  casa,  ni  poderse 
presumir  el  consentimiento;  pero  el  funda- 
mento de  la  demanda  es  falso,  como  se  expo- 
ne en  el  considerando  anterior; 

5^  Que  otra  de  las  circunstancias  alega- 
das por  el  señor  Fuentes,  es  no  haber  estado 
separado  de  bienes  con  su  mujer  la  señora 
Abarzüa,  pero  ese  hecho  está  reconocido  por 
el  mismo  señor  Fuentes  en  la  escritura  com- 
pulsada á  fs.  54; 

6^  Que  el  señor  Fuentes  y  su  cónyuge  seño- 
ra Abarzúa  han  procedido  incorrectamente  al 
seguir  juicio  sobre  nulidad  de  la  compra  del 
sitio  al  señor  Soto,  porque  aseveran  hechos 
falsos  desmentidos  con  lo  que  consta  de  una 
escritura  pública  que  no  presentó  al  juicio; 

7^  Que  consta  de  las  escrituras  compulsa- 
das que  doña  Delfína  Abarzúa  se  hizo  cargo 
de  pagar  el  precio  ó  parte  del  precio  insoluto 
que  debía  el  señor  Soto  y  la  sucesión  Carras- 
co aceptó  este  convenio,  según  consta  de  la 
escritura  compulsada  á  fs.  54; 

8^  Que  no  podían  la  señora  Abarzúa  y  el 
señor  Soto  cambiar  la  situación  legal  de  los 
interesados  por  su  sola  voluntad  y  sin  oír  á 
la  sucesión  Carrasco,  que  era  el  acreedor  y 
que  tenía  embargada  la  propiedad  é  inscrito 
el  embargo,  según  consta  del  expediente  del 
juicio  ejecutivo  seguido  contra  la  señora 
Abarzúa,  á  que  se  refiere  el  segundo  otrosí 
del  escrito  de  demanda; 

9'  Que  si  bien  los  contratos  contienen  la 
cláusula  resolutoria  de  no  pago  del  precio,  no 
es  el  caso  de  pronunciarse  sobre  la  resolución 
de  esos  contratos,  por  cuanto  esa  petición  de 
la  demanda  es  subsidiaria; 

10.  Que  el  remate  á  que  se  refiere  la  com- 
pulsa no  es  materia  de  este  juicio  y  además 
dicha  escritura  ha  sido  otorgada  después  del 
embargo  á  que  se  refiere  el  considerando  8^, 
después  de  la  suspensión  del  remate  solicita- 
do después  de  entablado  el  presente  juicio  y 
después  de  contestada  la  demanda. 

En  conformidad  con  lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos 200  y  151  del  Código  de  Procedimien- 
to Civil  y  14-2  del  Código  Civil,  se  declara 
que  ha  lugar  á  lo  pedido  en  los  números  1^ 
y  2^  de  la  demanda  y,  en  consecuencia,  que 
queda  sin  efecto  la  cancelación  de  la  inscrip- 


ción del  título  de  la  señora  Abarzáa,co!ia> 
tas,  en  que  se  condena  á  los  demandáis. 
A,  Maídonado. 
Apelada  esta  sentencia, 

La  Corte 

Vistos:  se  confirma  la  sentencia  apeUdil: 
24  de  mayo  último,  corriente  á  fs.  74.       I 

Acordada  por  los  señores  Ministros  Le:^ 
lier,  Román  Blanco  y  Montero,  contra  el  t> 
to  de  los  señores  Presidente  Urrutia  tMcs- 
tro  Herrera  que  estuvieron  por  rerocar  x 
referida  sentencia  y  negar  lugar  á  la  ¿ccx 
da,  á  virtud  de  los  fundamentos  que  cckssc 
nan  en  el  libro  de  acuerdos. 

Habiéndose  producido  discordia  en  dacxr- 
do,  se  eliminó  la  opinión  del  señor  Mmis?: 
Montero,  que  estuvo  por  dar  lugar  siiIt 
mente  á  la  petición  subsidiaría  de  ia  danc* 
da  en  la  forma  que  consigna  en  el  libro  rc*^ 
pectivo,  de  conformidad  con  lo  dispuesto  a 
el  artículo  190  del  Código  de  Procedimie!::: 
Civil;  y  dicho  señor  Ministro  optó  entocij 
por  la  opinión  que  forma  sentcnda.-F.  írnr 
í/a.— /.  C.  Herrera.  — T,  Letelkr.^FJ^' 
Blanco. — A/.  Montero. 

VOTO  ESPECIAL 

En  la  causa  seguida  en  el  primer  Jozga 
de  Letras  de  Chillan  entre  la  sucesión  i!e  •■' 
Raimundo  Vega  con  don  José  Pascual  Fr 
tes  y  otro,  sobre  nulidad  dcunascntccctif 
infrascrito,  según  aparece  del  fallo  rKf«^ 
vo,  estuvo  por  dar  lugar  únicamente  á  i^í^ 
tición  subsidiaria  de  la  demanda,  s'^ ''■ 
cuanto  por  ella  se  pretende  la  mokco:i  * 
contrato  de  31  de  mayo  de  1893  entre  h 
Raimundo  Vega  y  don  Pedro  Alejandricí'^^' 
to,  á  virtud  de  los  siguientes  fundamentéis 

1^  Que  la  circunstancia  de  haberse  cx|<^ 
do  la  sentencia  compulsada,  cuyanobJai'^l 
pide  en  la  primera  conclusión  dcladeniaí-* 
encontrándose  embargada  por  la  suces^^"" 
mandante  la  propiedad  de  que  se  trata,  b^ 
bastante  para  solicitar  la  nulidad  de  ^' 
sentencia  por  chanto  ella  no  se  renenr 
enajenación  contemplada  en  el  articuw 
del  Código  Civil,  sino  á  dcdarar  hí*  *^  * 
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ilor  el  contrato  de  venta  de  la  misma  pro- 
edad celebrado  entre  don  Pedro  Alejandrino 
>tOy  primer  rematante  ó  comprador  de  ésta, 
doña  Delfina  Abarzúa;  y 

2^  Que  si  bien  por  la  escritura  pública  com- 
alsada,  don  Raimundo  Vega,  de  quien  la  so- 
edad  demandante  deriva  sus  derechos,  acce- 
ió  á.  las  diversas  estipulaciones  en  ella  con- 
snidasy  como  al  pago  del  resto  insoluto  del 
recio  por  la  Abarzúa,  etc.,  se  establece  allí 
amblen  que  "todo  esto  es  sin  perjuicio  de  la 
espectiva  escritura  de  remate,  por  lo  que, 
encido  el  plazo  j  no  habiéndose  cubierto  la 
otalidad  del  precio  ni  por  la  Abarzúa,  ni  por 
oto,  puede  procederse  en  contra  de  éste." 

Talca,  21  de  noviembre  de  1904.  —  Manuel 
dontero. 


VOTO    ESPECIAL 

Bn  la  causa  seguida  por  la  sucesión  de  don 
Raimundo  Vega  y  don  José  Pascual  Fuentes 
Y  otro,  sobre  nulidad  de  sentencia  firme  y  re- 
solución de  contrato,  el  que  suscribe  ha  opi- 
nado por  revocar  el  fallo  apelado  y  desechar 
la  demanda,  á  virtud  de  las  siguientes  consi- 
deraciones: 

En  ésta  se  solicita  pomo  acción  principal 
que  se  declare  nula  una  sentencia  definitiva 
recaída  enjuicio  seguido  entre  los  demanda- 
dos Fuentes  y  Soto,  que  dio  lugar  á  la  nuli- 
dad de  unft  venta  hecha  por  éste  á  favor  de  la 
mujer  de  aquél,  de  una  casa  y  sitio  en  Chillan. 
y  mandó  cancelar  la  inscripción  que  de  ese  tí- 
tulo  se  había  hecho  en  el  Registro  del  Conser- 
vador, cancelación  que  se  pide  ahora  se  deje 
sin  efecto  y  que  el  predio  vendido  quede  siem- 
pre del  dominio  de  la  compradora,  por  no  te- 
ner valor  aquel  fallo. 

Basta  la  sola  enunciación  de  esta  acción 
para  rechazarla,  porque  la  ley  no  reconoce 
este  medio  de  dejar  sin  efecto  lo  ordenado  por 
una  sentencia  ejecutoriada. 

Si  por  ésta  se  ha  declarado  que  el  contrato 
de  venta  celebrado  entre  Soto  y  la  Abarzúa, 
mujer  de  Fuentes,  era  nulo  y  repuso  las  cosas 
al  estado  que  antes  tenían,  como  si  ese  con- 
trato no  hubiera  existido,  que  es  el  efecto  que 
produce  semejante  declaración,  según  el  ar- 


tículo 1687  del  Código  Civil,  no  puede  ahora 
pedirse  que  se  resuelva  todo  lo  contrario,  es 
decir,  que  el  contrato  no  ha  sido  nulo,  que  no 
ha  podido  sentenciarse  tal  cosa  y,  en  conse- 
cuencia, que  el  dominio  del  bien  vendido  debe 
considerarse  radicado  en  el  comprador  i  no 
en  el  vendedor,  como  lo  dejó  ese  fallo. 

El  mérito  de  la  cosa  juzgada  hace  inacep- 
table toda  observación  respecto  de  una  sen- 
tencia firme. 

Pudo  ésta  haberse  dictado  con  documentos 
falsos  é  incompletos  ó  por  medios  irregulares 
ó  ilícitos,  pero  siempre  debe  respetarse. 

El  recurso  que  en  estos  casos  confiere  la  ley 
es  el  de  revisión  ante  la  Corte  Suprema,  á  vir- 
tud de  lo  dispuesto  en  el  artículo  980  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil,  vigente  en  la  fe- 
cha de  la  demanda,  marzo  de  1903,  y  cum- 
pliéndose con  los  requisitos  que  ahí  se  indican. 

Según  esto,  el  Juez  de  Jotras  no  ha  podido 
entrar  á  analizar  los  documentos  que  sirvie- 
ron de  base  al  fallo  anterior  y  desvirtuarlos 
con  nuevos  antecedentes  para  deducir  de  ahí 
la  nulidad  de  aquel  fallo,  como  lo  hace  en  la 
sentencia  apelada. 

No  es  atendible  el  fundamento  que  se  alega 
en  la  demanda,  de  haber  estado  embargado 
por  el  demandante  ^  sitio  y  casa  que  fué  ma- 
teria del  primer  juicio,  y  en  el  cual,  como  se 
ha  dicho,  se  declaró  nula  la  venta  hecha  por 
Soto  á  la  Abarzúa  y,  por  consiguiente,  ha  ha- 
bido objeto  ilícito  en  ese  juicio,  según  el  ar- 
tículo 1464  del  Código  Civil. 

La  sentencia  que  declaró  esa  nulidad  no 
importa  una  enajenación,  y  aunque  lo  fuera, 
siempre  quedarían  en  pie  las  observaciones 
precedentes,  de  no  existir  ley  que  autorice  una 
demanda  ordinaria  por  esa  causal,  que  pugna 
con  el  sistema  de  tramitación  establecido. 

Las  sentencias  no  se  anulan  como  los  con- 
tratos, sino  en  conformidad  á  las  disposicio- 
nes especiales  que  rigen  sobre  el  particular. 

Si  el  demandante  se  cree  perjudicado  con 
un  fallo  que  se  dictó  en  juicio  seguido  con  legí- 
timo contradictor,  por  colusión  de  los  litigan- 
tes ó  por  medios  incorrectos,  podria  entablar 
otros  recursos  para  indemnizarse,  pero  no  el 
de  anular  ese  fallo,  ni  aun  en  la  parte  que  á  él 
le  pudiera  afectar,  porque  todos  deben  respe- 
tar el  estado  en  (|ue  han  quedado  las  cosas 


80 


SEGUNDA  PARTE.— SECCIÓN  SEGUNDA 


con  motivo  de  la  declaración  judicial  que  dejó 
sin  efecto  el  contrato  de  compraventa. 

A  mayor  abundamiento,  debe  tenerse  pre- 
sente que  con  esta  declaración  no  se  ve  perjui- 
cio para  el  demandante,  porque  la  propiedad 
vendida  está  hipotecada  á  su  favor,  según 
aparece  del  título  respectivo,  y  en  tal  caso 
puede  perseguirlo,  sea  cual  fuere  la  persona  en 
quien  se  encuentre  radicado  el  dominio. 

También  es  improcedente  la  acción  subsi- 
diaría de  la  demanda,  para  que  se  resuelvan 
los  contratos  de  venta  del  sitio  y  casa  de  la 
cuestión,  tanto  el  otorgado  por  el  deman- 
dante á  favor  de  Soto,  en  1895,  como  el  de 
éste  á  la  Abarzúa,  en  1897,  por  falta  de  pago 
del  precio. 

Respecto  de  este  último  no  podría  entablar 
la  acción  porque  no  es  parte  en  ese  contrato, 
que  ha  sido  celebrado  entre  otras  personas,  á 
lo  que  se  agrega  que  el  mismo  contrato  está 
ya  anulado  por  la  sentencia  del  juicio  ante- 
rior  y  no  puede,  por  lo  tanto,  recaer  nuevo 
pronunciamiento  sobre  un  punto  resuelto. 

En  cuanto  á  la  venta  que  el  demandante 
hizo  á  Soto,  tampoco  puede  pedirse  la  resolu- 
ción por  haber  trascurrido  más  de  cuatro 
años  desde  la  fecha  del  contrato,  marzo  de 
1895,  hasta  la  iniciación  de  la  actual  deman- 
da, marzo  de  1903,  tiempo  en  que  prescribe 
necesariamente  la  acción  resolutoria  por  falta 
de  pago  del  precio,  según  el  artículo  1880  del 
Código  Civil. 

Este  es  el  aplicable  al  caso  de  que  se  trata, 
por  ser  disposición  especial  referente  al  con- 
trato de  compraventa,  y  como  tal,  prevalece 
sobre  la  disposición  general  del  artículo  1489. 

Según  éste,  en  los  contratos  bilaterales  va 
envuelta  la  condición  resolutoria  de  no  cum^ 
plirse  por  uno  de  los  contratantes  lo  pactado^ 
y  esto  mismo  repite  el  artículo  1877  respec- 
to del  de  venta,  pero  limitando  su  duración 


máxima  sólo  á  cuatro  años,  contados  ik 
la  fecha  del  contrato;  después  de  este  tk-.. 
no  se  puede  pedir  la  resolución  dd  contrr-. 
sino  hacer  uso  de  las  otras  acciones  que  ¿c 
otorga  para  exigir  el  precio. 

Talca,  21  de  noviembre  de  1904.-/.  C.¿ 
rrera. 

VOTO  BSPBCIAL 

En  la  causa  tramitada  en  el  prímerj^z^ 
do  de  Letras  de  Chillan  por  la  sucesos  i 
don  Raimundo  Vega  con  don  José  Pascii 
Fuentes,  sobre  nulidad  de  una  scnteocia  i 
infrascrito  opinó  por  revocar  lasenteuc:; 
declarar  sin  lugar  la  demanda,  fondado  e:.» 
siguientes  consideraciones: 

Que  el  juicio  anterior  fué  tramitado  coa  :> 
das  las  solemnidades  legales  j  qnedó  £allv: 
por  sentencia  ejecutoria; 

Que  el  fallo  ejecutorio  no  fnc  objeto  <ic  re- 
curso extraordinario  de  nulidad,  ni  ene.  -d- 
nario  se  ha  establecido  que  la  senteodftx^ 
bró  por  falsas  pruebas  ó  con  iníraccióc  . 
trámites  y  prescripciones  legales; 

Que  admitir  la  demanda  en  el  caso  de  [^' 
se  trata  importa  destruir  toda  la  foena  v-' 
la  ley  ha  dado  y  caracterizado  en  la  cosa  i ' 
gada;  y 

Que  los  perjuicios  que  ha  podido  sqÍ^' 
sucesión  de  don  Raimundo  Vega,  con  icrc 
de  la  venta  de  la  casa  y  sitio  ó  la  falta : 
pago  del  precio,  no  le  dan  acción  paralar 
lidad  de  la  sentencia,  sino  que  puede  iDOt:> ' 
acciones  diferentes. 

No  espreso  consideraciones  en  ordec  <■  i 
petición  subsidiaria  de  la  demanda,  pot; 
ella  no  ha  sido  aceptada  ni  en  primera  r  r. 
segunda  instancia. 

Talca,  21  de  noviembre  de  1904  -^^' 
Urrutia, 


'0^ 


Alio  m 


layo  da  1806 
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SECCIÓN  SEGUNDA 


CORTES  DE  APELACIONES 


Corte  de  Talca 8  de  noviembre  de  1904 

Campo  del  con  Escobar 

* 

Pestamento  verbal.  —  Intenolón  de 
otorgar  testamento  solemne.— Peli- 
gro inminente. 

Doctrina: — Las  declaraciones  de  los 
testigos  instrumentales  llamados  para 
?/  otorgamiento  de  un  testamento  so- 
^emne  abierto,  no  pueden  estimarse  co- 
QJo  testamento  verbal  del  testador  que 
fallece  repentinamente  durante  su  otor- 
gamiento, si  no  hay  constancia  de  que  el 
testador  se  bailara  en  inminente  y  mani- 
fiesto peligro  de  muerte,  de  tal  suerte 
que  pareciera  que  no  había  tiempo  para 
otorgar  testamento  solemne. 


APELACIONES 


Don  Francisco  A.  del  Campo,  abogado  y 
domiciliado  en  este  departamento,  expone:  que 
el  1'  de  febrero  de  1902,  doña  Mercedes  Co- 
fre viuda  de  Escobar,  llamó  á  su  casa-habita- 
ción al  notario  don  Alejandro  Luis  Solar,  ccn 
el  objeto  de  otorgar  ante  él,  testamento  so- 
lemne, y  ante  este  funcionario  y  los  testigos 
señores  Antonio  Lamas,  Salustio  Plores  y 
Arturo  Vázquez,  dictó  algunas  de  sus  disposi- 
ciones testamentarias,  pero  antes  de  termi- 
narse el  acto  falleció  repentinamente. 

A  petición  de  doña  María  del  R.  Barros, 
que  algún  tiempo  después  y  por  fallecimiento 
de  la  señora  Cofre,  solicitó  que  se  protocoliza- 
ra como  verbal  el  testamento  referido,  el  Juz- 
gado, de  acuerdo  con  el  dictamen  del  señor 
Promotor  Fiscal,  no  dio  lugar  á  lo  pedido  por 
doña  María  del  R.  Barros,  por  no  considerar 
que  dicho  testamento  reunía  los  requisitos  le- 
gales. 

Pero  el  Iltmo.  Tribunal,  revocando  la  reso- 
lución de  primera  instancia,  declaró  que  se 
tuviesen,  por  ahora,  como  testamento  verbal 
de  la  señora  Cofre,  las  disposiciones  conteni- 
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das  en  las  declaraciones  de  los  testigos,  sin 
perjuicio  de  las  acciones  que  correspondan  á 
los  interesados. 

Concluye  entablando  demanda  en  contra  de 
la  señora  Barros  y  de  doña  Julia  Escobar,  á 
fin  de  que  se  declare  nulo  y  sin  ningún  valor 
el  testamento  verbal  mandado  protocolizar  y 
á  que  se  ha  hecho  referencia,  con  costas. 

Contestando  las  demandadas,  domiciliadas 
también  en  este  departamento,  ocupadas  en 
las  labores  de  su  sexo,  exponen:  que  el  deman- 
dante, al  relacionar  los  antecedentes  en  que 
funda  su  demanda,  ha  referido  hechos  falsos 
en  parte  é  incurrido  en  falsas  apreciaciones  de 
hechos  verdaderos. 

Siendo  infundada  la  demanda,  piden  se  la  de- 
seche, con  costas. 

En  los  escritos  de  réplica  y  duplica  las  par- 
tes reiteran  sus  peticiones. 

Estimándose  de  puro  derecho  la  cuestión,  se 
citó  para  sentencia,  previa  audiencia  del  Mi- 
nisterio Público,  el  cual  opinó  de  tm  modo 
adverso  á  la  demanda,  por  estimar  que  las 
disposiciones  de  la  señora  Cofre  viuda  de  Es- 
cobar reúnen  los  requisitos  legales  para  que 
deba  tenérseles  como  testamento  verbal  de 
esta  señora. 

El  juzgado  falló: 

Considerando: 
1^  Que  de  las  actuaciones  producidas  para 
protocolizar  romo  testamento  verbal  las  dis- 
posiciones de  doña  Mercedes  Cofre  viuda  de 
Escobar,  resulta: 

a)  Que  dicha  señora  tuvo  la  intención  de 
hacer  testamento  solemne  abierto  ante  nota- 
rio y  testigos; 

b)  Que  en  el  mismo  concepto  concurrieron 
al  acto  tanto  éstos  como  el  funcionario  expre- 
sado; 

c)  Que  ni  al  procederse  á  dicho  acto,  ni  du- 
rante él,  hubo  indicio  alguno  de  peligro  inmi- 
nente de  que  la  testadora  falleciera  próxima- 
mente; 

d)  Que  la  intención  de  testar  fué  manifesta- 
da sólo  por  el  hecho  de  dictar  al  notario  sus 
disposiciones;  y 

e)  Que  antes  de  terminarse  el  testamento, 
la  testadora  falleció  por  efecto  de  un  ataque 
repentino. 


2^  Que  la  cuestión  sometida  al  Jazgad*: « 
reduce  á  si  las  d is posiciones testamenun¿*- 
rcfcrencia  deben  ó  no  valer  como  tcstacír 
verbal; 

3^  Que,  habiendo  sido  la  voluntad  -k . 
testadora  testar  solemnemente,  como  aps^ 
de  autos,  y  habiéndose  dado  al  acto  la  kr^ 
correspondiente  á  esa  clase  de  testase::.- 
tanto  por  la  testadora  como  por  el  notr. 
llamado  al  efecto,  no  es  dado  oi  á  los  dcrir 
dados  ni  á  persona  alguna  desnatnrúr 
aquel  acto  con  virtiéndolo  cj  testamenta -c 
bal,  sin  otra  razón  que  el  falledmiefii )  ck : 
testadora  durante  el  otorgamiento,  á  st^-^ 
que  la  misma  ley  en  previsión  de  éste '  :í 
otros  casos  análogos,  concediera  derecho  pn 
ello,  lo  que  no  concede; 

4?^  Que  aun  prescindiendo  delaconfr: 
ción  precedente,  faltaría  á  las  dispoSvi-í-i 
en  referencia  para  valer  como  testamento  \5- 
bal  la  circunstancia  de  haberse  encontnsi  - 
testadora  en  inminente  y  manifiesto  ?:  r-' 
de  muerte,  de  tal  suerte  que  pareciera  qx: 
había  tiempo  para  otorgar  tcstameDt:> 
lemne,  circunstancia  determinada  por'.:^" 
como  necesaria  para  que  tenga Ingar  el  tcc 

mentó  verbal; 
5'  Que  la  no  existencia  de  tal circunstasri 

está  acreditada  con  las  declaraciones  ce  ^ 

testigos  instrumentales  y  con  <3> hecho  m:*- 

de  haber  la  señora  Cofre  principiado  a  ctr- 

gar  testamento  solemne. 

Con  el  mérito  de  lo  espuesto  y  visto  lo.- 
disponen  los  artículos  1698, 1008  y  lOSí» 
Código  Civil,  se  declara  que  ha  lngar,sjrc* 
tas,  á  la  demanda.— /uan  VáxqiKJ. 

Apelada  esta  resolución: 

La  Corte: 

Vistos:  con  el  mérito  de  los  consideraa.' 
49  y  59  y  párrafo  c  del  1^  y  eliminando  b ' 
ta  del  artículo  1698  del  Código  CinU-^^- 
fírma  la  sentencia  apelada  de  16  de  ocs^ 
del  año  próximo  pasado. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor Mií»^' 
Letelier,  que  estuvo  por  revocar  b  ré^' 
sentencia  y  negar  lugar  á  la  demanda. ^ ^'" 
tud  de  los  fundamentos  que  tiene  consiga* ' 
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el  libro  de  acuerdos,  al  tratarse  de  un  caso 
lálogo  fallado  por  este  Tribunal  el  14  de 
tubre  de  1893,  conociendo  de  una  petición 
omovida   ante  el  Juzgado  de  San  Carlos 
>r  doña  Petronila  Fuentes  para  protocoli- 
r  un  testamento  verbal  otorgado  por  doña 
aria  del  Rosario  Zúñiga. 
Los  señores  Presidente  Urrutia  y  Ministro 
errera  aceptan  los  considerandos  de  la  sen- 
ncia,  con  eliminación  de  la  cita  del  artículo 
598  del  Código  Civil.-F.  Urrutia.-J.  C.  fíe. 
era. — T,  Letelier, 


Corte  de  Concepción.— 15  de  noviembre 

de  1904 

Badilla 

Estafa.    Circulación  de  billetes 

falsos 

Doctrina: — El  que  intenta  hacer  uso 
le  un  billete  adulterado  y  á  pesar  de  ha- 
berle notar  la  falsiñcación  insiste  en  cir' 
rularlo  como  huenOy  comete  eí  delito  pe- 
Jado  por  los  artículos  179  j  467  del 
'Jódigo  Penal(l). 


£1  juzgado  de  Talcahuano  dictó  la  siguien- 
te sentencia:  Vistos:  está  confeso  Rubelindo 
Badilla  y  Moraga,  de  Coronel,  de  veintisiete 
años,  carpintero,  que  sabe  leer  y  escribir  y 

(1)  La  cuestión  que  provoca  este  fallo  de  mayo- 
ría de  la  Corte  de  Concepción  es  de  interés  jurí- 
dico. 

Lo  que  constituye  el  delito  es  la  voluntad  del 
agente,  no  el  hecho  material:  y  por  eso  la  falta  de 
razón  ó  de  suficiente  discerniminuto,  la  necesidad  6 
U  violencia  son  circunstancias  que  eximen  de  res- 
ponsabilidad criminal. 

El  que  recibe  de  buena  fe  monería  fal^a  ó  cerce- 
nada y  la  lleva  consigo  para  hacer  uso  de  ella  cre- 


nunca  preso,  de  haber  pagado  con  un  billete 
adulterado  tres  entradas  á  teatro  á  don  Ju- 
lián García,  haciendo  pasar  por  billete  de  $20 
uno  de  $  2,  y  aunque  García  le  dio  vuelto  co- 
mo de  á  $  2,i  nsistió  en  hacer  creer  que  el  bi- 
llete era  bueno  y  del  tipo  de  $  20. 

Por  esta  circunstancia  García  lo  mandó 
arrestado. 

Agrega  Badilla  que  el  billete  se  lo  hicieron 
pago  unos  individuos  á  quienes  no  conoce, 
por  pescado  que  les  vendió,  circunstancia  que 
no  ha  comprobado. 

El  señor  Promotor  Fiscal  pide  la  pena  de 
sesenta  y  un  días  de  presidio  menor  para  el 
reo;  y  en  la  respuesta  se  pide  por  éste  que  se 
le  absuelva  porque  á  buena  fe  ha  sostenido 
que  el  billete  era  del  tipo  de  $  20,  pues  si  lo 
hubiera  hecho  con  mal  propósito,  habría 
aceptado  la  indicación  del  empresario,  ó  sea 
el  vuelto  que  se  le  daba,  ya  que  estaba  descu- 
bierto; que  su  buena  conducta  anterior  y  ser 
honrado  son  antecedentes  que  obran  en  su 
favor  para  que  acceda  á  su  pedido. 

Recibida  la  causa  á  prueba,  ninguna  se  pro- 
dujo y,  después  de  vencido  el  término,  se  citó 
para  sentencia. 

Teniendo  presente: 

Que  Badilla  está  confeso  de  haber  pagado 
con  un  billete  adulterado  de  4$  2  tres  entra- 
das á  teatro  y  exigía  vuelto  como  si  fuera  el 
billete  de  $  20; 

Que,  á  pesar  de  hacerle  notar  la  falsificación 
insistía  aún  en  que  se  le  diera  vuelto,  dándole 
valor  de  $  20;  y 

Que  no  ha  justificado  ni  su  honradez  ni  su 
buena  conducta  anterior. 

De  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  los  artícu- 
los 179  y  467  del  Código  Penal,  se  condena 


yéndola  legítima,  lo  mismo  que  el  que  adquiere  de 
buena  fe  un  título  falso  y  lo  hace  circular,  no  co 
meten  delito  sino  una  vez  convencidos  de  la  falsi-' 
fícación  ó  adulteración.  Esta  circunstancia  ho  apa- 
rece con  claridad  en  la  especie  á  que  se  refiere  la 
sentencia  de  la  Corte  de  Concepción,  pues  según  la 
relación  del  hecho  consignado  en  el  fallo  del  Jaez 
de  Talcahuano,  Badilla,  lejos  de  convencerse  de  la 
falsificación  sostenía  que  el  billete  que  había  dado 
en  paso  eri  de  %  20  y  uo  de  $  2. 

L,  C.  S, 
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á  Rnbelindo  Badilla  á  sesenta  7  un  días  de 
presidio  menor,  á  contar  desde  el  dia  2  de  no- 
viembre del  año  próximo  pasado  y  sirviéndo- 
le de  abono  los  tres  días  que  permaneció 
preso.— Bustos. 
Apelada  esta  sentencia. 

La  Oorte 

Se  confirma  la  sentencia  apelada  de  22  de 
junio  último. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
Parga,  quien  estuvo  por  revocar  la  sentencia 
apelada  7  absolver  al  reo,  en  virtud  de  los 
fundamentos  que  consigna  en  el  libro  res- 
pectivo. 

Estando  cumplida  la  pena  impuesta  al  reo 
Badilla,  ofíciese  por  telégrafo  para  la  libertad 

de  dicho  reo.  — E.  Egaña Juan  N.  Parga 

Luis  David  Cruz, 

VOTO  BSPBCIAI^ 

La  Corte,  por  mayoría,  ha  confirmado  la 
sentencia  pronunciada  por  el  Juez  de  Talca- 
huano  de  22  de  junio  último,  por  la  cual  se 
condena  á  Rubelindo  Badilla  á  sesenta  7  un 
días  de  presidio,  por  el  delito  de  haber  paga- 
do con  un  billete  adulterado. 

Por  mi  parte,  he  opinado  por  la  absolució;n 
del  reo,  en  virtud  de  las  consideraciones  que 
expongo  en  seguida. 

El  hecho  imputado,  según  la  exposición  del 
denunciante  Julián  García,  7  que  el  reo  reco- 
noce ser  verdadera,  consistió  en  que  Badilla 
se  presentó  á  la  boletería  del  teatro  dé  Tal- 
cahuanocon  el  objeto  de  tomar  tres  entradas 
7  para  el  pago  de  éstas  exhibió  un  billete  de 
$  20;  que  el  boletero,  el  dicho  García,  consi- 
derando que  era  sólo  de  $  2  7  que  se  le  había 
adulterado  para  que  apareciese  como  de  $  20 
quiso  recibirlo  por  el  solo  valor  de  su  emisión 
*  verdadera,  ó  sea  de  $2,  dando  á  Badilla  el 
respectivo  vuelto,  por  ser  menor  el  precio  de 
las  entradas. 

Badilla,  á  su  tumo,  sostuvo  que  el  billete 
era  de  $  20  7  que  por  esta  suma  debía  admi- 
tírsele, 7  entonces  el  boletero  le  puso  A  dispo- 
sición de  la  policía  juntamente  con  el  billete 
adulterado. 


El  hecho  de  servirse  de  billetes  de  Ba^r^ 
aunque  sean  ilegales  ó  adulterados,  no  ín:p> 
ca  necesariamente  un  acto  punible,  j  lo  > .: 
comunmente  sucede  es  que  tales  billetes  paar 
de  mano  en  mano  hasta  que  por  fin  algdc 
descubre  el  vicio  de  que  adolecen. 

No  es,  pues,  uno  de  esos  hechos  cuTat3ik¿ 
acuse  por  necesidad  un  delito,  como  el  henr 
dar  muerte  á  una  persona  y  otros  que  se  e- 
ponen  voluntariamente  ejecutados,  á  mcx 
*que  se  pruebe  lo  contrario,  y  esta  es  U  razó: 
á  mi  juicio,  por  la  cual  el  artículo  17S  del  C- 
digo  Penal  exige  para  que  exista  el  delire  if 
circulación  de  billetes  7  otros  títulos  Íak4 
que  se  establezca  que  al  reo  le  constaban 
falsedad. 

Este  conocimiento  de  ser  £also  d  úva\o 
billete,  es  circunstancia  constitutÍTadelii¿: 
7,  por  lo  tanto,  debe  ser  establecida  sio  7 
antes  se  pueda  dar  por  sentado  de  qac» 
ha  cometido  una  infracción  de  la  lej  penii.> 
que  á  todo  hombre  se  le  presume  inoceE.: 
mientras  no  se  le  comprueba  queesculpix 

En  el  presente  caso  no  hay  pnieba  p- 
acredite  la  delincuencia  del  reo  y,  Iqosdec^. 
su  insistencia  para  que  se  le  recibiera  el  ^  -- 
te  por  el  valor  de  $  20,  hace  prwumir  ^y- 
hubiera  buena  fe  de  su  parte,  pues  lo  p^ 
ordinariamente  acontece  es  que  enanco  < 
sorprende  á  un  individuo  en  un  actoqQcp 
de  acarrearle  responsabilidad  penal,  proR^ 
evadirse 7  evitar  la  intervención  déla.-- 
ticia. 

El  reo  Badilla,  por  el  contrario,  al  dcciwí 
que  el  billete  era  de  $  2  7  no  de  20,  iarií 
en  su  manera  de  considerar  su  valor,  fJ"  ^- 
de  retirarse  ó  consentir  que  se  le  recibiera wt 
mo  de  $  2,  según  lo  pretendía  el  boletero. 

Si  este  diálogo  ó  conversación  entre  el ' 
nunciante  7  el  denunciado  puede  dar  aí^<^ 
a  una  sospecha,  habría  motivos  para  coíct 
birla  contra  el  boletero,  que  se  allanaba sr? 
cibir  por  de  $  2  un  billete  íalsificado  q» ; ' 
lo  mismo  no  tenía  valor  alguno,  pcroq*  - 
permitía  intentar  hacerlo  circular  por  de  >- 

Esta  consideración  principal,  vxá^^ 
circunstancia  de  que  el  reo  es  w»  *^^^ 
sin  la  pericia  necesaria  para  conocer  w«>  =  '^ 

infntó  !* 


te  esta  clase  de  falsificaciones,  me 


creencia  de  que  en  este  caso  no  ba  cxií 


jtidcií- 
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bo  y  además  la  adulteración  del  billete  no  es 
ily  en  mi  concepto,  que  se  la  pueda  notar  á 
rimera.  vista,  y  aun  pienso  que  muchas  per- 
>nas  de  mayores  conocimientos  que  el  reo 
abrían  podido  caer  en  el  error  de  considerar- 
leg^timo,  y  esto  es  tanto  más  posible,  cuan- 
>  que  de  ordinario  se  hace  menos  cuidado  en 

examen  de  billetes  que  en  el  de  la  moneda 
létálica,  sobre  todo  cuando  su  valor  de 
nisión  es  pequeño  y  se  halla  deteriorado  por 

uso  frecuente  que  de  ellos  se  hace  en  las 
-ansacciones  menudas. 
£1  billete  de  que  se  trata  deja  ver,  á  no  du- 
arlo,  que  ha  circulado  largo  tiempo. 

El  reo  Badilla,  aun  suponiendo  que  hubiera 
rocedido  de  mala  fe,  no  habría  incurrido  en 
I  delito  consumado  de  circulación  de  billetes 
ilsos,  porque  la  verdad  es  que  no  lo  circuló, 

en  hipótesis,  á  lo  sumo  se  le  podría  suponer 
entativa  de  este  delito;  y  digo  en  hipótesis  y 
L  lo  sumo  porque  es  lo  cierto  que  entre  él  y 
rarcía  no  hubo  divergencia  sobre  la  solicitud 
leí  pag^o  hecho  con  dicho  billete;  y  la  diferen- 
ia  estuvo  en  que  mientras  el  uno  quería  rc- 
ibirlo  por  $  2,  el  otro  pretendía  que  se  le  re- 
ibiera  por  20. 

Habiéndose  colocado  en  esta  situación  el 
)resunto  delincuente  y  el  presunto  ofendido, 
30  ha  podido  existir  el  delito  y,  si  existiere, 
imbos  serían  responsables  de  él. 

La  sentencia  cónñrmatoría  no  excluyó  la 
2ita  del  artículo  467  del  Código  Penal,  que 
contiene  la  sentencia  de  primera  instancia,  lo 
que  importa  atribuir  al  reo  el  delito  de  estafa 
ó  engaño  con  defraudación  efectiva  verificada 
por  él. 

La  esposición  que  precede  hace  ver  que  el 
denunciante  García  no  fué  defraudado  en  cosa 
ni  en  valor  alguno. 

Concepción,  21  de  noviembre  de  1904-.— 
Juan  N.  Parga, 


Corte  de  Concepción— -18  de  noviembre 

de  1904 

Montriou  con  Phillips  y  otros 

Declinatoria  de  jurlsdlooióD.— Falsi- 
ficación de  documentos  privados; 
uso  malicioso  de  ellos. 

DocTRmK:— Persiguiéndose  el  uso  ma- 
licioso  de  instrumentos  privados  que  sé 
dicen  {ahincados,  es  juez  competente  pa- 
ra conocer  en  e!  juicio  el  del  departamen- 
to donde  se  hace  dicho  uso,  aunque  la 
denunciada  falsificación  se  hubiera  come- 
do  en  otro  departamento. 


Don  Adolfo  Federico  Walbann  y  don  Carlos 
A.  Rodewald,  declinando  de  jurisdicción,  ex- 
ponen: que  se  les  ha  citado  á  comparendo  á 
prestar  declaración  ante  el  Juzgado  del  Crí. 
men  de  Concepción  y  se  ven  obligados  á  decli- 
nar de  jurisdicción,  por  cuanto  este  Ju2;gad o 
carece  de  competencia  para  conocer  del  hecho 
que  motiva  la  querella  criminal  deducida  en 
su  contra  por  don  Julio  Montriou, 

Los  antecedentes  que  han  dado  origen  á  la 
gestión  criminal  del  señor  Montriou  son  los  si- 
guientes: 

Despedido  hace  poco  el  señor  Montriou  de 
de  nuestra  casa  de  comercio  Huth  y  Compa- 
ñía, por  abuso  de  confianza,  la  agencia  de  la 
casa  Huth  en  Concepción  entabló  una  deman- 
da ordinaria,  para  que  se  obligara  á  dicho  in- 
dividuo á  devolver  á  la  casa  de  Huth  y  Com- 
pañía un  libro  de  apuntes  de  precios  que  á  ella 
pertenecía. 

Para  justificar  que  el  libro  era  de  propiedad 
de  Huth  y  Compañía,  se  presentaron  las  cuen- 
tas canceladas  de  la  casa  vendedora  de  la 
plaza  de  Valparaíso,  señores  Westcott  y  Com* 
pañía  y  como  esas  cuentas  no  se  conser- 
ban,  se  pidió  nueva  á  los  señores  Westcott  y 
Compañía,  como  vendedores,  y  que  cancela- 
ran las  correspondientes  estampillas,  ponien- 
en  ellas,  como  es  natural  para  guardar  la  fe 
del  asiento  de  sus  libros,  la  fecha  en  que  se  ha- 
bía efectuado  el  pago. 
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Presentadas  esas  cuentas  así  canceladas, 
Montríou  vio  en  ellas  una  falsifícación,  por 
cuanto  aparecían  canceladascon  fecha  de  1898 
7  1899,  estampillas  de  impuesto  de  la  circula- 
ción actual  que  no  circulaban  según  él  en 
aquellos  años  y  ocurrió  al  efecto  al  Juzgado 
del  Crimen  entablando  querella  por  este  in- 
ventado y  curioso  delito. 

Ahora  bien,  si  delito  hay,  es  claro  que  ese  de- 
lito, ya  sea  cometido  por  Westcott,  que  hizo 
la  cancelación  de  las  estampillas  ó  por  noso* 
tros  que  presentamos  las  cuentas  canceladas, 
se  ha  cometido  en  Valparaíso  y  no  en  Concep- 
ción y,  conforme  al  artículo  227  de  la  ley  de 
15  de  octubre  de  1 875,  sería  el  Juzgado  del 
Crimen  de  Valparaíso  y  no  il  de  Concepción 
el  competente  para  conocer,  puesto  que  el  he- 
cho que  da  motivo  al  proceso  se  ha  cometido 
en  el  territorio  de  la  juridicción  de  Valparaíso. 

Con  el  mérito  de  lo  relacionado  y  lo  expues- 
to por  don  Julio  Montriou  en  su  escrito;  y 

Teniendo  además  presente: 

Que  los  documentos  que  contienen  las  es- 
tampillas inutilizadas  á  que  se  ha  hecho  refe- 
rencia fueron  presentados  por  el  reprensen tan- 
te  de  los  señores  Huth  y  Compañía  en  juicio 
seguido  en  esta  ciudad,  según  consta  del  expe- 
diente que  se  ha  tenido  á  la  vista; 

Que  lo  que  se  trata  de  investigar  en  esta 
querella  no  es  sólo  la  falsedad  que  pudiera  ha- 
berse cometido  al  inutilizar  las  estampillas  alu- 
didas, sino  también  el  uso  malicioso  que  des- 
pués se  hubiese  hecho  de  los  documentos  que 
las  contienen; 

Y  visto  lo  prescrito  en  los  artículos  227, 
228  y  231  de  la  ley  de  15  de  octubre  de  1875, 
se  desecha,  con  costas,  el  artículo  de  declina- 
toria formulado  y  se  declara  que  este  Juzgado 
es  competente  para  conocer  en  este  juicio  y  se 
concede  el  recurso  de  apelación  interpuesto; 

elévense  los  autos  al  Iltmo.  Tribunal David 

Costa  Pruneáa. 

Apelada  esta  sentencia, 

La  Corte  resolvió: 

Teniendo  presente  en  lugar  del  2^  conside- 
rando de  la  resolución  de  1*  instancia  que,  se- 
gún lo  expresa  la  parte  querellante  en  su  escri- 
to, el  delito  que  persigue  es  únicamente  el  que 


clasiñca  y  pena  el  artículo  198  del  Códigc  b 

nal;  y  de  conformidad  además  con  lo  prercr 

do  en  el  artículo  227  de  la  ley  de  Tribus^ 

se  confirma  la  mencionada  resolución  de  2t  ir 

agosto  último,  sin  la  condenación  en  ccsu» 

que  por  ella  se  impone  y  sin  perjaicio  dc;s 

que  se  resuelva  sóbrela  comparecencia  it  s 

Adolfo  Federico  Walbann  y  don  Carlos  A.  R> 

dcwald  á  declarar  ante  el  Jaez  de  esta  d-jcii 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Miniare 

Fuentes  R.,  quien  estuvo  por  revocarían-- 

lución  apelada  y  dar  lugar  á  la  decüiu.t.r: 

de  jurisdicción  deducida  por  cuanto  in: : 

dose  en  el  presente  caso  de  pesquizar  m^c:- 

sabilidad  criminal  por  el  delito  de  u»  cl- 

cioso  de  documentos  privados  que  se  dr 

falsificados,  es  fuerza  establecer  prériaiEffrf 

si  esos  documentos  son  realmente  falsifica. < 

ó  no,  y  esta  tarea  corresponde  al  Jo2^aí^:  if 

Crimen  de  Valparaíso,  puesto  que  ahí  se!.? 

cometido  el  hecho  á  que  se  da  carácter  df:i- 

sificación,  todo  de  conformidad  con  h  :«■ 

crito  en  el  artículo  227  de  la  lev  de  Kr^ 

Us.^Mannel  Rodríguez  C, -Julio  Zcntcnoh 

E.  Fuentes  R.—J.  Guillermo  Mackay, 


i.     ^'b 


Corte  de  Tacna 24  de  noviembre  <k  ^  '- 

Peterscn  con  Municipalidad  de  Iquiq» 

Cuasidelito  —  Calle  pública;  colocí 
oión  de.oañepías.  -  RespoMabilWi^ 

Doctrina:— ilü/iqfí/e,  segÚD  loprc^' 
to  en  el  numero  8^  del  artkalo  25  * 
ley  de  22  de  diciembre  de  1891  corrt^' 
ponde  á  las  municipalidades  aotoraí' 
bajo  ciertas  condiciones  ó  reglas k^^' 
cnción  de  cañerías  en  la  vía  pi^^ 
adoptando  naturalmente,  las  mft^^-' 
que  fueren  necesarias  para  eníar  ^ 
cidentes  á  las  personas,  no  ksakctB^ 
ponsabilidad  por  la  destracción  A 
automóvil  caído  de  noche  en  un^^- 


rt» 

uJ 


rr' 
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>icrtfí  en  la  mitad  del  ancho  de  una  ca  • 
por  vn  contratista  particular,  para 
^nect&r  una  cañería  de  desagüe  de  uso 
'iv&do,  accidente  que  ba  ocurrido  en 
irte,  é  independientemente  del  descuido 
negligencia  del  conductor  del  automó- 
7,  por  falta  de  un  farol  ó  luz  especial 
lie  sirviera  de  suñciente  a  viso  del  peligro. 


Don  Hduardo  Mucke,  por  don  Lorenzo  Pe- 
rrsen,  comerciante,  domiciliado  en  este  puer- 
>,  entabla  demanda  contra  la  Ilustre  Muni- 
ipalidad  j  expone:  que  su  mandante  es  dueño 
e  un  automóvil  que  importó  $  3.200,  ve- 
ículo  que  dedica  al  envío  de  mercaderías  del 
ilmacén  que  posee  el  demandante  al  domicilio 
le  los  parroquianos,  el  que  completa  así  las 
>peraciones  del  giro  de  la  casa  y  cuyos  servi- 
dos estima  en  $  10  diarios. 

Que  en  la  noche  del  4  de  febrero  último,  ib:m 
Jos  personas  en  el  expresado  automóvil  por 
.a  calle  de  Baquedano  en  dirección  surá  norte, 
cuando  al  pasar  frente  á  los  Tribunales,  cae  á 
una  zanja,  haciéndose  pedazos,  escapando  las 
personas  que  iban  en  él  con  vida,  pues  dichas 
personas  fueron  arrojadas  violentamente  á 
tierra,  causándose  sólo  algunas  contusior.es. 
Que  la  zanja  era  honda  é  interceptaba  el  trá- 
fico, sin  parapeto,  luz  ni  señal  alguna  que  pre- 
viniese el  peligro  á  los  transeúntes. 

Un  contratista  municipal  la  había  hecho 
por  orden  suya  y  con  su  autorización  para 
una  cañería  de  desagüe,  servicio  que  es  de  pro- 
piedad de  la  Municipalidad. 

Que  el  automóvil  quedó  inútil  y,  según  el 
mecánico  que  lo  examinó,  no  podrá  servir 
más,   salvo  que  mediante  la  adquisición  de 
ciertas  piezas  en  Estados  Unidos,  se  pueda  en- 
mendar y  arreglar  los  desperfectos,  operación 
que  demandaráun  gasto  nomenorde  $1.200; 
pero  que  mientras  se  efectúan  esos  arreglos  y 
por  éste  ú  otro  medio  puede  reanudar  sus  ser- 
vicios de  envío  de  mercaderías  á  domicilio  pa- 
sará un  mes  más  y  quedarán  perjudicados  en 
la  suma  prudencial  de  $  300. 
De  lo  ocurrido  al  automóvil  sólo  consideran 


responsable  á  la  Municipalidad,  puesto  que 
ella  es  la  llamada  á  velar  por  la  seguridad  del 
tráfico  3''  en  el  caso  actual  ella  es  la  responsa- 
ble también,  por  cuanto  se  trata  de  un  servi- 
cio de  su  propiedad  que  llevaba  á  cabo  con 
empleados  suyos  á  sueldo  ó  á  contrata,  los 
cuales  dejaron  en  aquella  noche  e^a  zanja 
abierta  sin  señal  alguna  y  en  que  necesaria- 
mente alguien  debía  de  caer  en  ella. 

Concluye  pidiendo  se  tenga  por  interpuesta 
la  demanda  contraía  Municipalidad  referida 
y  se  declare  en  definitiva  que  ella  es  responsa- 
ble civilmente  del  perjuicio  que  les  ha  causado 
con  la  interposición  de  esa  zanja  y,  en  conse- 
cuencia, que  debe  pagarles  el  valor  del  auto- 
móvil indicado  y  la  suma  de  $  300  por  la  fal- 
ta de  los  servicios  de  éste  en  el  término  de  un 
mes,  á  contar  desde  la  fecha  del  accidente. 

En  subsidio,  se  le  condene  á  satisfacer  la 
cantidad  de  $1.200,  valor  que  importarán 
las  reparaciones  del  carruaje  y  además  la  can- 
tidad de  $  300  por  perjuicios  que  le  ha  causa- 
do la  privación  del  uso  del  referido  automóvil. 

Contestando  la  Municipalidad,  pide  no  se 
dé  lugar  á  la  demanda,  con  expresa  condena- 
ción en  costas,  y  que  á  fin  de  evitar  confusio- 
nes y  ya  que  el  escrito  de  demanda  contiene 
tintas  inexactitudes  como  afirmaciones,  se 
limita  á  seguir  brevemente  al  demandante  en 
su  exposición,  restableciendo  la  verdad  de  los 
hechos. 

Niega  que  el  automóvil  haya  importado 
$  3.200,  ni  que  su  único  destino  sea  el  tras- 
portar mercaderías  vendidas  en  el  almacén  del 
demandante,  por  cuanto  es  público  y  notorio 
que  desde  el  primer  día  sirvió  á  sus  dueños  de 
vehículo  de  paseo,  como  se  demuestra  elo- 
cuentemente con  el  hecho  de  que  en  la  noche 
del  suceso  regresaban  de  Cavancha  en  dicho 
automóvil  los  señores  Morsis  y  Hütterott, 
quienes  no  se  ocupaban  por  cierto  en  repartir 
mercaderías  ni  en  compras  del  almacén  del  de- 
mandado. 

Que  ni  era  honda  la  zanja,  ni  menos  inter- 
ceptaba el  tráfico,  ni  faltaban  luz  ni  parapetos. 

Que  la  zanja  partía  de  la  vereda  poniente 

que  da  frente  al  callejón  del  extremo  norte  del 

edificio  de  los  Tribunales  y  llegaba  hasta  el 

centro  de  la  calle,  quedando  libre  la  otra  mitad. 

En  cu mto  A  luz,  observa  que  desde  la  zanja 
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al  foco  de  la  luz  eléctrica  que  se  encuentra  en 
el  crucero  de  las  calles  de  Baquedanoy  de  Wil- 
«on  no  hay  más  de  10  metros;  y  en  cuanto  á 
parapetos,  que  había  en  ambos  bordes  de  la 
zanja  montones  de  la  tierra  extraída,  los  que 
servían  sobradamente  de  obstáculo  para  to" 
da  clase  de  vehículos  que  no  fuesen  automóvil 
l/es  á  la  carrerai  todo  lo  cual  es  público,  como 
que  cuantos  transitaron  por  ese  punto  el  día 
y  la  noche  del  accidente  pueden  atestiguarlo. 

Que  es  inexacto  que  la  zanja  se  hiciera  por 
un  contratista  municipal  y  de  orden  déla  Mu- 
nicipalidad, pues  que  ella  se  hizo  abrir  por  don 
Juan  Nolli,  sirviéndose  del  contratista  parti- 
cular don  Camilo  Oyarzo  para  conectar  un 
servicio  de  desagüe  en  su  casa  habitación  de 
la  calle  Baquedano,  esquina  con  Wilson. 

Que  la  Inspección  de  servicios  municipales, 
al  conceder  el  respectivo  permiso,  lo  hace  con 
la  expresa  condición  de  que  los  trabajos  deben 
quedar  concluidos  en  el  mismo  día  y  arregla- 
do el  pavimento,  debiendo,  en  caso  contrarío, 
avisarse  á  la  Inspección  para  los  efectos  de 
tomar  las  providencias  del  caso. 

Que  Oyarzo  no  estimó  necesarío  el  aviso 
desde  que,  como  se  ha  indicado  ya,  el  trabajo 
no  obstruía  sino  una  parte  del  ancho  de  la  ca- 
lle, tenía  la  zanja  parapetos  de  tierra  y  alum* 
braba  espléndidamente  aquel  sitio  el  foco  de 
luz  eléctrica  del  crucero  inmediato. 

De  suerte  que  la  Municipalidad  no  es  ni  pue» 
de  ser  responsable  de  ese  accidente. 

Concluye  exponiendo  que  la  Municipalidad 
no  tiene  noticia  oficial  del  tráfico  de  esa  clase 
de  vehículos,  desde  que  sus  dueños  no  se  preo- 
cuparon de  obtener  la  patente  que  ordena  la 
ley,  sino  que  se  sirvieron  de  automóvil  sin 
aviso  ni  permiso  alguno,  como  si  se  tratara 
de  una  prenda  de  vestir  ó  de  algún  artículo  de 
los  qu«.*  el  demandante  expende  en  su  almacén. 

Niega,  por  último,  que  el  automóvil  le  sig- 
nificara al  demandante  ui\  abohb  de  $  10  día- 
ríos,  i 

En  los  escritos  de  réplica  y  duplica  las  par- 
tes refuerzan  sus  argumentos  anteriores. 

Recibida  la  causa  á  prueba,  el  demandante 
y  demandado  estuvieron  de  acuerdo  en  la  se- 
sión respectiva  que  la  prueba  se  sustituyera 
por  el  dictamen  de  un  períto  que  informara  al 
Juzgado  sobre  el  valor  del  automóvil  y  el  va- 


lor de  los  daños,  en  conformidad  álascnestit 
que  corren  en  autos,  y  que  dicho  dictaire 
produjera  el  mismo  valor  legal  qne  el  qníb- 
bría  producido  la  sesión  de  prueba,  j  as  q:: 
por  esto  se  modificaran  los  derechos  ú  obHgi- 
ciones  que  correspondieran  á  ambos  litiga: 
tes  en  el  estado  actual  de  la  litis. 

Evacuado  que  fué  el  informe  del  perito,  la 
partes  alegaron  de  buena  prueba. 

Se  oyó  al  Ministerío  PúbUco,  qnirtí  feé  i 
opinión  se  diera  lugar  al  pago  del  ralori; 
las  repararíones  hechas  en  el  automóril. 

Con  lo  relacionado  y  considerando: 

1^  Que,  según  lo  prescríto  en  el  nnmefo  f 
del  artículo  25  de  la  ley  de  22  de  didembic  ie 
1891,  corresponde  á  las  Muniapalidadesas- 
torízar  bajo  ciertas  con  daciones  ó  reglas  iaco* 
locación  de  cañerías  en  la  vía  páblica,  adop- 
tando, naturalmente,  las  medidas  qae  foea 
necesarías  para  evitar  accidentes  costra  li 
segurídad  de  las  personas; 

2^  Que,  entre  estas  medidas,  para  el  oso 
en  cuestión  se  impone  la  de  colocar  de  oixie 
en  la  zanja  un  farol  6  luz  especial  qnesimoe 
suficiente  aviso  al  público  que  trafica  j)oriti 
calles,  de  la  interrupción  del  tráfico  enea 
parte; 

3^  Que  la  proximidad  de  la  zanja  á  nnfoco^ 
luz  eléctrica  de  los  que  alumbran  la  poblada 
no  sirve  de  suficiente  aviso  á  los  transwnte; 

4*?  Que  la  falta  de  pago  de  patente  del  aat? 
móvil  no  da  á  la  Municipah'dad  otrodertcfc 
que  el  de  perseguir  su  pago  con  arregloálalr 

5^  Que  las  partes  están  de  acuerdo  en  coa:* 
to  á  que  el  accidente  ocurríó  con  motÍToác* 
zanja  hecha  en  una  délas  calles  de  laciudaij 

6^  Que  el  demandante,  con  la  prueba  p 
cial  que  obra  en  autos,  ha  demostrado  q«e 
valor  de  las  reparaciones  del  automóvil  es» 
$  875  y  no  ha  probado  los  pcrjaiciosq«¿^ 

bra. 
Con  arreglo  á  estas  consideradoaeí  rnsío 

lo  dispuesto  en  la  ley  citada  y  en  el  artkn» 
2329  del  Código  Civil,  se  declara  qoe hakpí 
áladeraanda,  sólo  en  cuanto  alpagodel**^ 
paraciones,  ó  sea  que  la  Ilustre  Manicipá*' 
debe  pagar  dentro  de  tercero  día,  á  don  Lo- 
renzo Peterscn  la  cantidad  de  $  876y  l»^^ 
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s  judiciales,  7  que  no  ha  lugar  á  lo  demás 
dido  por  el  demandante. 
La  profesión  y  domicilio  del  demandante  es 
que  se  ha  indicado  al  principio  y  la  del  Te- 
rero  de  la  Municipalidad  demandada,  es em. 
^ado  y  domiciliado  también  en  este  puerto. 

Apelada  esta  sentencia, 

La  Oorte  resolvió: 

Tacna,  24  de  noviembre  de  IQO^.— Vistos: 
produciendo  la  parte  expositiva  de  la  sen- 
ncia  apelada  de  25  de  agosto  último,  y  te- 
lendo presente: 

I*'  Que  de  au tos  aparece  que  fué  el  contratista 
articular  don  Camilo  Oyarzo  quien,  por 
lenta  y  orden  de  don  Juan  Nolli,  abrió  una 
anja  en  Ja  mitad  del  ancho  de  la  calle  de  Ba- 
uedano,  enlquique,  para  conectar  un  servicio 
e  desag^ües,  en  la  ^asa  habitación  de  Nolli  7, 
lor  consiguiente,  no  fueron  empleados  muni- 
ipales  á  sueldo  ó  á  contrata,  como  se  expresa 
n  la  demanda,  quienes  hicieron  ese  trabajo 
in  la  vía  pública; 

2^  Que  el  permiso  concedido  al  expresado 
3jarzo  por  la  Inspección  de  Obras  Municipa- 
es  para  ejecutar  ese  trabajo,  lo  fué  bajo  las 
rondiciones  usuales; 

3^  Que,  como  se  ha  aseverado  sin  contradic- 
:ión  en  el  escrito,  el  contratista  Oyarzo  fué 
penado  con  una  multa  por  el  descuido  que  se 
le  pudiera  imputar,  por  no  haber  tomado  las 
suficientes  providencias  ó  medidas  de  precau- 
ción durante  la  noche  en  que  quedó  abierta  la 
indicada  zanja; 

4^  Que  el  hecho  de  que  la  Municipalidad  de- 
mandada no  haya  tomado  por  sí  mayores 
precauciones  para  evitar  que  pudiera  produ- 
cirse el  accidente  ocurrido  al  automóvil  del 
demandante,  no  la  constituye  responsable  por 
sí  solo  del  daño  causado  y  cuya  responsabili- 
dad se  pretende  deducir  de  lo  prescrito  en  la 
autorización  que  el  número  8^  del  artículo  25 
de  la  ley  de  Municipalidades  confiere  á  estas 
corporaciones,  máxime  si  se  considera  que  e^ 
accidente  ha  podido  producirse  por  negligen- 
cia ó  descuido  del  conductor  del  automóvil, 
vehículo  que  requiere  mayores  precauciones 
que  otro  cualquiera;  y 
5'  Que  el  artículo  2329  del  Código  Civil,  in- 


vocado como  fundamento  del  fallo  condena- 
torio de  primera  instancia,  hace  responsable 
de  la  reparación  de  todo  daño  que  pueda  im- 
putarse á  malicia  ó  negligencia  de  otra  perso- 
na, á  esta  misma  y  no  á  terceros  y,  por  con- 
siguiente, no  podría  hacerse  responsable,  á 
virtud  de  esta  disposición  legal,  á  la  Munici- 
palidad demandada,  que  no  fué  quien  abrió  ó 
mandó  abrir  la  zanja  de  que  se  ha  hecho  refe- 
rencia. 

Visto  lo  prescrito  en  el  artículo  1698  del  Có- 
digo Civil,  se  revoca  la  sentencia  arriba  citada 
y  se  declara  que  no  ha  lugar  á  la  demanda. 

Acordada  por  los  señores  Ministros  Vega, 
Quirell  y  Vargas  Mardones,  contra  el  voto 
del  señor  Ministro  Cisternas  Peña,  quien  es- 
tuvo por  confirmar  dicha  sentencia,  reservan- 
do á  la  Municipalidad  su  derecho  para  que  lo 
haga  valer  en  la  forma  y  contra  quien  viere 
convenirle. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Vega.  - 
E,  Cisternas  Peña.—P,  Roberto  Vega.—M,  A, 
Quirell,-— M,  Vargas  Mardones. 


Corte  de  Concepción,— 28  de  noviembre 

de  1904 

Sanhueza  con  Sanhueza 

Querella  de  amparo.— Notlfloaolón.— 
Comparendo  legal.  —  Casación  de 
oficio. 

Doctrina:— Ld  notiñcación  de  la  que* 
relia  debe  ser  hecha  al  querellado  en  for- 
ma legal  para  que  pueda  celebrarse  el 
comparendo  **e7  quinto  día  hábil  después 
de  la  notiñcación,'*  El  hecho  de  darse  por 
notifícado  el  querellado  no  basta,  pues, 
el  querellante  debe  saber  el  día  en  que  la 
notiñcación  se  hizo  para  poder  asistir  al 
comparendo  con  sus  medios  probatorios. 

El  Juez  debe  señalar  hora  precisa  y  de- 
terminada para  el  comparendo. 
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Don  Juan  de  Dios  Meló,  por  don  Mateo  y 
don  Emilio  Sanhueza,  agricultores  y  vecinos 
de  Talcamávida,  expone:  que  hace  como  seis 
años  que  sus  mandantes,  como  herederos  de 
don  Luis  Sanhueza,  están  en  posesión  de  un 
retazo  de  terreno  como  de  2  cuadras,  ubicado 
en  la  subdelegación  de  Talcamávida  de  este 
departamento; 

Que  el  25  de  junio  último  don  Desiderio  San- 
hueza, agricultor  y  domiciliado  en  la  misma 
subdelegación,  acompañado  de  varios  indivi- 
duos, les  demolió  un  cerco  de  ramas  y  trajo 
un  cerco  por  medio  de  la  propiedad  y  aró  el 
suelo;  y 

Que  sus  mandantes  amonestaron  á  don  De- 
siderio Sanhueza  á  fin  de  que  no  los  perturba- 
ra en  la  posesión,  pero  han  sido  inútiles  sus 
esfuerzos,  por  lo  que  ejercitan  las  acciones  que 
los  artículos  918  y  921  les  otorgan,  á  fin  de 
que  en  definitiva  se  ampare  á  sus  representa- 
dos en  la  posesión,  condenando  al  querellado 
en  las  costas  y  perjuicios  y  apercibiéndolo  con 
una  multa. 

En  el  comparendo,  el  Juzgado  quedó  de  re- 
solver. 

Considerando:  que  los  querellantes  señores 
Mateo  y  Emilio  Sanhueza  no  han  rendido 
prueba  alguna  para  acreditar  los  hechos  en 
que  se  funda  la  querella,  quedando  ésta  impro- 
bada. 

En  esta  virtud  y  visto  lo  dispuesto  en  los 
artículos  1698  del  Código  Civil  y  714  y  716 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  declara 
que  no  ha  lugar  á  la  querella,  con  costas,  re- 
servándose á  los  querellantes  sus  derechos  pa- 
ra que  los  hagan  valer  en  la  forma  que  vieren 
convenirles.— Evar/sío  Soto. 

La  Oorte: 

Concepción,  28  de  noviembre  de  1904 

Pronunciada  en  este  juicio  posesorio  la  sen- 
tencia de  primera  instancia,  de  la  cual  apare- 
ce notificado  por  el  estado  don  Juan  de  Dios 
Meló,  apoderado  de  los  querellantes  Mateo  y 
Emilio  Sanhueza,  se  presentó  aquél,  pidiendo 
que  se  declarase  nulo  todo  lo  obrado  y  que  se 
repusiese  el  proceso  al  estado  de  practicarse 
en  el  término  legal  el  comparendo  decretado, 
en  vista  de  los  siguientes  fundamentos: 


Que  interpuesta  la  querella,  se  decret;  ^ 
comparendo  probatorio  para  el  quinto  . 
hábil  después  de  la  notificación  del  qoer: 
do,  diligencia  que  se  llevó  á  cabo  sólo  co^  i 
asistencia  de  éste,  pronunciándose  úa  c^ 
trámite  la  sentencia  cuya  naltdad  pidecsri 
declare. 

Que  el  comparendo  se  verificó  en  smná  ir 
haber  expuesto  el  querelladoqae  don  José  M- 
guel  Duran  le  había  notificado  la  qamfisL 
día  12  de  noviembre  de  1903,  siendo  Calsáti 
aseveración,  pues  jamás  se  le  ha  noúñaáoi 
querellado  Sanhueza  el  contenido  de  laqac:^ 
lia,  según  consta  de  autos; 

Que  lo  que  hay  de  cierto  es  que  don  José  lí- 
guel  Duran,  juez  del  distrito  Ranqnil  de íar- 
delegación  de  Talcamávida,  á  fuer  de  ser  cg= 
padre  con  el  contendor,  le  prestó  la  cofa: 
de  esa  misma  copia  aparece  la  nulidad,  p:¿s 
no  está  suscrita  por  el  referido  ja«  Dorái ; 

Terminan  los  querellantes  citando  en  ap);* 
de  la  petición  que  hacen  la  disposición  íky^ 
nida  en  el  inciso  2'  del  artículo  78  dclC^lf 
de  Procedimiento  Civil. 

El  querellado,  respondiendo,  pide  que  ft:; 
seche  la  petición  delosrequerellantc8,cosr> 
tas,  por  las  razones  siguientes: 

Que  habiendo  concluido  el  juicio  porsctr 
cia  de  término,  no  procede  la  nulidad  sok> 
da,  después  de  ejecutoriada  dicha  scoteaiií.! 
con  mucho  más  razón  si  se  tiene  prwecíí 
expuesto  en  el  comparendo,  lo  ordenad)  r-y 
el  decreto,  la  rebeldía  acusada  y  qt»  '-^ 
esas  providencias  fueron  notificadas  á  los  >.-*• 
reliantes;  y 

Que,  por  otra  parte,  el  hecho  de  baber;* 
gado  donjuán  de  Dios  Meló,  apoderado  ^^ 
los  querellantes,  las  costas  enqueéstosf*^^ 
condenados,  según  consta  del  recibo, i^l^'^•* 
la  aceptación  tácita  de  todo  lo  obrado. 

Con  el  mérito  de  lo  relacionado  y  cocs*^ 

rando:  ^  ^ 

Que  de  autos  no  aparece  que  el  (^nf!^ 
\iaya  sido  notificado  de  la  querella  eu  li- 
ma ordenada  por  la  ley; 

Que  el  juez  de  distrito,  don  Miguel  Doríc 
quien  se  cometió  la  diligencia  de  notifica^  " 
con  fecha  14  de  marzo  último,  dice:  *q«- 
ha  podido  practicar  hasta  esa  fecha  la  d'^-- 
eación  de  la  demanda  á  don  DcsiderioSa:t- 
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L  por  habérsele  extraviado  la  copia  original; 
Que  el  hecho  de  haberse  dado  por  notifica- 
o  al  querellado,  sin  que  en  autos  hubiera 
>nstaTicia  de  que  tal  diligencia  se  había  real- 
ente  efectuado,  no  debió  bastar  para  los 
ectos  de  la  celebración  del  comparendo  de- 
•etado,  ya  que  tal  notificación  no  sólo  afec- 
iba  al  querellado  sino  también  á  los  quere- 
antes,  por  cuanto  el  conocimiento  de  la  fecha 
ti  que  dicha  diligencia  se  había  llevado  á  ca- 
o  les  era  á  éstos  indispensable  para  poder  sa^ 
er  el  día  en  que  tendría  lugar  el  comparendo 
ecretado  por  el  Juzgado,  "para  el  quinto  día 
ábil  después  de  la  notificación  al  querellado;  y 
Que,  por  otra  parte,  el  Juez,  además  de  no 
ijar  un  día  preciso  y  determinado  para  el 
omparendo,  omitió  designar  la  hora  en  que 
lebería  tener  lugar  su  celebración. 

Por  estos  fundamentos  y  de  conformidad 
:on  lo  prevenido  en  los  artículos  41,  43,  46, 
949  y  959  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
se  invalida  la  sentencia  recurrida  de  14  de  di- 
ciembre de  1903,  y  se  repone  el  proceso  al  es- 
tado de  señalarse  nuevamente  por  el  Juzgado 
un  día  y  hora  determinados  para  que  tenga 
lugar  el  comparendo  decretado,  diligencia  que 
se  llevará  á  efecto  previa  notificación  en  legal 
forma  del  querellado  y  querellantes. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Mackay. 
— Manuel  Rodríguez  C,  —  E.  Fuentes  R.  — 
/.  Guillermo  Mackay, 


Corte  de  Valparaíso, —6  de  diciembre  de  1904 

Torres  con  Pérez 

Querella  de  amparo.— Tránsito.—Ble- 
nes  nacionales  de  uso  públioo.— Po" 
sesión;  oosas  impresoriptibles. 

Doctrina:  —  Sobre  las  cosas  que  no 
pueden  ganarse  por  prescripción  como 
las  servidumbres  inAparentes  y  disconti- 
nuas, no  hay  acción  posesoria.  En  conse- 
cuencia no  procede  /a  que  se  dirije  á  ob- 
tener que  no  se  perturbe  al  querellante 


en  el  tránsito  por  el  lecho  de  un  estero 
que  necesita  para  la  explotación  de  una 
hijuela  de  terrenos,  con  la  construcción  de 
una  cerca  con  que  el  querellado  impide 
ese  tránsito  (1). 


El  juzgado  de  Quillota,  con  fecha  19  de  ju- 
lio de  1 904,  falló:  Vistos:  por  sentencia  de  fe 
cha  ly  de  abril  de  1902,  se  dio  lugar  á  una 
querella  de  amparo  instaurada  por  don  José 
Jesús  Torres  contra  don  Raimundo  Pérez,  en 
el  sentido  que  éste  debía  deshacer  una  cerca 
que  atravesaba  el  estero  de  Puchuncaví  que 
impedía  al  señor  Torres  entrar  en  su  fundo, 
bajo  apercibimiento  de  $  10  de  multa. 

Se  dio  cumplimiento  á  esta  sentencia  por 
el  Juez  de  distrito  de  Puchuncaví  el  10  de 
abril  de  1902. 

El  12  de  mayo  de  1903  don  Lorenzo  Oso- 
rio,  á  nombre  de  don  José  Jesús  Torres,  inter- 
puso nueva  querella  de  amparo,  exponiendo 
que  don  Raimundo  Pérez  construyó  de  nuevo 
la  cerca,  con  la  cual  imposibilita  al  señor 
Torres  el  tráfico  para  su  propiedad. 

Pide  se  declare  que  el  señor  Pérez  debe  abs- 
tenerse de  ejecutar  la  obra  denunciada,  bajo 
apercibimiento  de  multa  de  $  1.000. 

Ofrece  probar  su  querella  con  las  declara- 
ciones de  los  cuatro  testigos  que  menciona. 


(1)  Dejando  á  un  lado  la  resolución  dictada  en 
el  juicio  anterior  que  dio  lugar  á  una  querella  ana* 
loga  entre  la^  mismas  partes  y  por  la  misma  eausa, 
nos  parece  que  la  doctrina  de  la  Corte  de  Valparaí- 
so, ieóricamente  exacta,  no  era  aplicable  al  caso 
discutido. 

El  uso  del  cauce  ó  de  las  riberas  de  un  estero, 
bien  nacional  de  umo  público,  no  puede  considerar- 
so  como  seividnnibre  de  tránsito.  Sobre  los  bienes 
nacionales  de  uko  público  la  ley  concede  á  los  par- 
ticulares un  uso  y  goce,  para  el  tránsito,  riego,  na- 
vegación y  cualesquiera  otros  objetos  lícitos,  que  no 
pueden  estimarse  como  el  derecho  real  de  uso  ó  usu- 
fructo. Sin  peí  mÍKo  de  la  autoridad  competente  no 
puede  construirse  obra  alguna  que  impida  ó  difi- 
culte el  uso  ])úblico.  La  seividumbro  de  tránsito 
sólo  existe  en  bienes  de  dominio  privado  y  su  uso 
es  privativo  y  exclusivo  del  propietario  del  predio 
dominante. 

Ij.  C.  S. 
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Pidió  además  que  se  condenase  á  don  Rai- 
mundo Pérez  á  pagar  los  $  500  de  multa 
por  haber  violado  la  sentencia  de  fecha  de  1^ 
de  abril  de  1902,  y  $  200  más  por  perjuicios 
que  con  la  obra  denunciada  le  ha  cau  sado. 

£n  el  comparendo  el  querellado  expuso  que» 
en  cumplimiento  á  la  sentencia  anterior,  él 
dejó  un  camino  de  5  metros. 

Se  rindió  la  prueba  que  obra  en  autos. 
Y  teniendo  presente: 

Que  consta  de  la  prueba  rendida  y  de  la 
propia  confesión  del  querellado  que  éste  ha 
cerrado  el  lecho  del  estero;  y  que  este  encie- 
rro importa  una  turbación  á  la  posesión  del 
querellante. 

Visto  lo  dispuesto  en  la  sentencia  de  1' 
de  abril  de  1902  y  en  los  artículos  167  y  714 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  declara 
que  sólo  ha  lugar  á  la  querella  de  amparo 
en  cuanto  debe  el  querellado  destruir  la  cerca 
en  el  lecho  del  estero  y  dejar  libre  el  tránsito 
por  éste,  bajo  el  apercibimiento  pedido,  re- 
servándose el  ejercicio  de  la  acción  ordinaria 
que  le  corresponda. 

No  ha  lugar  á  las  peticiones  de  la  querella 
sobre  cobro  de  pesos  en  la  forma  solicitada, 
sin  perjuicio  de  iniciarse  la  acción  legal  co- 
rrespondiente, conforme  á  derech  ■>. 

Se  condena  en  las  costas  al  querellado  se- 
ñor Pérez. — E.  AspUlaga. 

Apelada  esta  sentencia. 

La  Corte: 

Vistos:  reproduciendo  la  parte  expositiva 
de  la  sentencia  de  primera  instancia;  y 
Teniendo  en  consideración: 
1.^  Que  por  el  escrito  de  don  José  Jesús 
Torres  deduce  querella  de  amparo  contra  don 
Raimundo  Pérez,  con  el  objeto  de  que  no  se 
le  perturbe  en  el  derecho  de  tránsito  por  el 
lecho  del  estero  de  Puchuncaví  que  ha  ejercido 
y  que  es  necesario  para  la  esplotación  de 
una  hijuela  de  terrenos  que  posee  en  la  po- 
blación del  mismo  nombre  y  para  que  se 
obligue  al  querellado  á  deshacer  la  obra  que 
impide  dicho  tránsito,  bajo  apercibimiento 
de  una  multa;  y 

2.^  Que    sobre  las  cosas   que  no  pueden 


ganarse  por  prescripci 'in,  como  son  las  ser- 
vidumbres inaparentes  y  discontinuas,  !a  r 
no  concede  acción  posesoria  y,  en  consecae 
cia,  la  deducida  por  el  querellante  en  cr^ 
caso  es  improcedente. 

Con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  aití.t 
917  del  Código  Civil,  se  revoca  en  la  pa-^ 
apelada  la  sentencia  de  19  de  julio  nltis* 
y  se  declara  sin  lugar  la  querella  de  ampr. 
de  que  se  ha  hecho  referencia,  con  costas. 

Resérvanse   á  don    José  Jesús  Tomes  lo? 
demás  derechos  que  le  correspondan. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Mixv 
tro  Moreno,  quien,  eliminando  la  parte  qil 
del  fundamento  de  la  sentencia  y  tenir-i- 
presente  que  el  querellante  no  ha  prctccdii: 
se  le  restituya  en  la  posesión  del  estero  se 
que,  ejercitando  la  acción  que  á  cualqdc 
interesado  ó  persona  del  pueblo  concede ': 
ley  en  favor  de  los  caminos,  plazas  ú  otra 
lugares  de  uso  publico  para  la  seguridad  c: 
los  que  por  ellos  transitan,  se  ha  limitado : 
pedir  que  se  demuela  el  cierro  que  el  qami 
do  ha  levantado  en  el  lecho  del  estero,  ii > 
diendo  el  tránsito  que  por  él  ha  ejercido; ; 
visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  595,  l'^- 
599,  948  y  949  del  Código  Civil,  opinó  p<r 
la  confirmación  de  la  referida  sentendaeo  i 

*    * 

parte  apelada,  en  cuanto  manda  destniírj 
obra  expresada  y  conmina  con  multa  u 
querellado  para  el  caso  en  que  rmáás,  a 
los  mismos  actos  de  perturbación  del  tráns^c 
por  el  estero. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  SÜva,- 
Branlio  Moreno, — Luis  Ignacio  Silvü,—^-  ^ 
zanilla  Silva. 


Corte  de  Concepción,— 23  de  áickmbrtá 

1904 

González  con  Bahamonde 

Implioanola.  -  Apelaoión 

Doctrina:  —  Toda  cuestión  de  itüi 
canda  se  falla,  por  regla  genersl,  tn  ^ 
sola  instancia  por  el  Juez  á  quien  corr(^ 
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onde  su  conocimiento^  siendo  apelable 
ii  resolución  sólo  en  los  casos  quedeter- 
lina  el  articulo  131  del  Código  de  Pro- 
caimiento  Civil. 

De  la  implicancia  de  los  jueces  que  sir- 
en  Tribunales  unipersonales  conocen 
líos  mismos;  ysila  resolución  causa  eje- 
utorin,  aunque  al  declararse  implicado 
IJuez  no  haya  expresado  la  causa  de  in- 
labilidad^  queda  ñjada  la  competencia 
Jel  Juez  llamado  por  la  ley  á  subrogarlo. 


Bn  el  expediente  seguido  por  el  síndico  j 
T^arios  acreedores  de  la  quiebra  de  don  Abra- 
Kam  Bahamonde  contra  éste  y  don  Víctor  Ji- 
ménez, sobre  rescisión  de  ciertos  contratos  de 
compraventa,  el  Juez  del  segundo  Juzgado  de 
Letras  de  Concepción,  que  es  el  de  la  causa, 
tratando  de  dar  cumplimiento  á  una  resolu- 
ción de  esta  Corte,  dictó,  con  fecha  22  de  ju- 
nio de  1904,  el  siguiente  decreto: 

''Cúmplase,  y  teniendo  causales  de  inhabili- 
dad para  continuar  conociendo  de  este  juicio, 
me  declaro  implicado  y  pasen  los  anteceden- 
tes al  juez  que  debe  subrogarme  según  la  ley." 
Notiücada  esta  resolución  á  las  partes,  se 
conformaron  con  ella. 

Remitido  el  proceso  al  Juez  del  primer  Juz- 
gado, y  proveyendo  éste  una  solicitud  de  pre- 
ferencia para  el  fallo  de  la  causa  presentada 
por  el  fallido,  ordenó  pasar  los  antecedentes 
al  Promotor  Fiscal,  sobre  la  competencia  del 
primer  Juzgado,  en  vista  de  lo  resuelto  por  el 
del  segundo  sobre  su  implicancia. 

Aquel  funcionario,  dictaminando,  opinó 
porque  el  juicio  se  encontraba  aún  radicado 
en  el  segundo  Juzgado,  por  no  hallarse  deter- 
minado el  motivo  de  la  inhabilitación  decía* 
rada  por  el  Juez  que  lo  sirve  y  que,  en  conse- 
cuencia, debía  el  del  primero  declararse  in- 
competente y  devolver  el  proceso  al  segundo. 
Con  fecha  2  de  agosto  de  1904?,  el  Juez  del 
primer  Juzgado  expidió  el  auto  siguiente: 

Con  lo  dictaminado  por  el  Promotor  Fis- 
cal, diríjase  oficio  al  señor  Juez  Letrado  del 
segundo  Juzgado,  haciéndole  saber  la  incom- 


petencia que  el  Ministerio  Público  representa 
para  que  el  infrascrito  conozca  de  esta  causa, 
á  fin  de  que  se  sirva  comunicar  si  mantiene  el 
auto,  para  tener  por  trabada  la  respectiva 
contienda  y  elevar  los  autos  al  Tribunal  que 
debe  resolverla. — Salas. 

En  este  estado,  el  Juez  del  segundo  Juzgado 
resolvió: 

Concepción,  3  de  septiembre  de  1904.— 
Completando  el  decreto  de  22  de  junio  último, 
declaro  que  con  posterioridad  al  día  en  que  el 
síndico  de  la  quiebra  de  don  Abraham  Baha- 
monde interpuso  en  mi  contra  su  infundado 
recurso  de  queja,  tengo  interés  personal  para 
seguir  conociendo  en  este  juicio;  y  esta  es  la 
causal  legal  prevista  en  el  número  1'  del  ar- 
tículo 130  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
en  que  fundo  mi  implicancia  en  esta  causa.  ^ 
David  Costa  Pruneda. 

En  el  oficio  con  que  acompaña  el  expedien- 
te el  referido  Juez  agrega  que  no  corresponde 
á  un  Tribunal  rever  los  fallos  á  otro  Juez  de 
igual  categoría,  á  quien  la  ley  ha  dado  facul- 
tad para  pronunciarse  con  entera  indepen- 
dencia. 

El  Juez  del  primer  Juzgado,  fundándose  en 
lo  resuelto  en  casos  análogos  por  la  Excma. 
Corte  Suprema  y  esta  Corte  de  Apelaciones, 
mantiene  lo  expuesto  en  el  oficio  de  2  de  agos- 
to citado  é  insiste  en  que  se  tenga  por  traba- 
da la  contienda  de  competencia;  y  se  elevaron 
los  antecedentes  al  Tribunal  Superior  para 
resol  verla-. 

El  señor  Fiscal,  á  quien  se  pidió  dictamen 
solare  el  particular,  opina  porque  el  conoci- 
miento de  la  causa  se  halla  aún  legalmente 
radicado  en  el  Juzgado  de  don  David  Costa 
Pruneda  y  que,  en  consecuencia,  la  contienda 
promovida  por  el  primer  Juzgado  es  proce- 
dente y  merece  aceptarse. 

Funda  su  dictamen  en  las  siguientes  consi- 
deraciones: 

"El  motivo  aducido  por  el  señor  Juez  del  se- 
gundo Juzgado  en  su  resolución  complemen- 
t«ir'a  no  envuelve  la  causal  prevista  en  el  nú- 
mero 1*^ del  artículo  130  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil,  desde  que  el  hecho  de  haber- 
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se  entablado  sólo  en  su  contra  por  el  síndico 
de  la  quiebra  de  don  Abraham  Bahamonde 
un  recurso  de  queja,  todavía  pendiente,  no 
basta  á  crearle  interés  personal  en  la  causa, 
cuyas  resultas  en  ningún  sentido  le  afectan. 

"Podrá  haber  en  esta  actitud  del  señor  Juez 
razones  laudables  de  delicadeza,  muy  acree- 
doras á  nuestro  respeto,  pero  ellas  no  son  su- 
ficientes para  producirle  inhabilidad  para  el 
correcto  ejercicio  de  sus  funciones,  y  como  lo 
hacía  notar  don  José  Bernardo  Lira,  en  la 
discusión  que  provocó  el  artículo  249  de  la 
ley  de  Tribunales  en  la  Cámara  de  Diputa- 
dos, la  ley  no  puede,  sin  mengua  de  su  presti- 
gio, autorizar  estas  infracciones  más  ó  menos 
disculpables  de  sus  mandatos. 

"El  motivo  de  inhabilitación  invocado  por 
el  señor  Costa  Pruneda  no  tiene,  pues,  apoyo 
en  la  ley,  por  mas  que  ostensiblemente  se  le 
presente  con  un  carácter  ó  denominación  im- 
propios, que  en  estricta  verdad  no  le  corres- 
ponde. 

**Va  mas  lejos  el  infrascrito:  estima  que, 
fundado  el  motivo  de  la  implicancia  en  una 
circunstancia  á  la  que  el  artículo  130  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil  prohibe  renun- 
ciar, su  declaración  habría  sido  quizás  apela- 
ble y  no  debió,  por  lo  tanto,  comunicarse  al 
primer  Juzgado,  como  se  ha  hecho,  sin  previa 
notificación  de  las  partes. 

"Hasta  aquí  ha  discurrido  el  Fiscal  en  el  su- 
puesto de  circunscribirse  el  interés  del  señor 
Juez  del  segundo  Juzgado  á  la  situación  que  ha 
venido  á  crearle  el  recurso  de  queja  pendiente. 

"Los  términos  en  que  aparece  formulada  la 
causa  y  el  mérito  general  de  los  autos  lo  de- 
jan comprender  así  con  bastante  claridad. 

"Pero  si  esta  apreciación  resultare  inexacta 
y  el  interés  del  señor  Juez  se  inspirase  en  o  A"os 
móviles,  que  él  se  reserva,  considera  el  infras- 
crito que  ha  debido  enunciarse  para  estimar 
legalmente  constituida  su  inhabilitación. 

"Obstaría  así  á  la  implicancia  la  falta  de  es- 
pecificación necesaria  y  no  sería  por  lo  mismo 
procedente. 

"Bajo  cualquier  aspecto  que  se  mire  la  de- 
claración de  implicancia  en  examen,  el  infras- 
crito la  reputa,  pues,  infundada,  y  esta  con 
clusión  reviste  en  su  ánimo  tanta  mayor  fuer- 
za, cuanto  que  su  doctrina  se  encuentra  sus- 


tancialmente  conforme  con  la  que,  en  sa  ccc- 
cepto,  sugieren  las  ideas  sustentadas  ^  ¿, 
Excma.  Corte  y  US.  Iltraa.  en  losant«td«- 
tes  de  la  visita  extraordinaria  decretada  á  - 
juzgados  de  letras  de  esta  ciudad,  con  ce- 
sión de  la  implicancia  de  ambos  tuncionar  > 
y  del  defensor  público  para  tramitar  el  procf 
so  contra  Abel  Sepúlveda  y  otros,  por  vio"..- - 
ción  y  otros  delitos." 

La  Corte: 

Con  lo  relacionado  y  considerando: 

1^  Que,  por  regla  general,  toda  cuestió-  c: 
implicancia  es  fallada  en  una  solainstaaói 
por  el  Juez  á  quien  corresponde  su  coorc 
miento,  siendo  apelable  la  resolucióu  qoe  sf 
dicte  sólo  en  los  casos  determinados  en  e!  ar 
tículo  131  del  Código  de  Procedimiento Ci^- 

2'  Que  de  la  implicancia  de  los  jueces  es 
sirven  Tribunales  unipersonales  conocen  c".* 
mismos  y,  por  consiguiente,  el  Juez  del  ¿egi:- 
do,  al  declararse  de  oficio  implicado  parac» 
nocer  de  esta  causa,  obró  dentro  de  lasax- 
buciones  que  al  respecto  le  confiere  la  ley.  ?: 
que  pueda  reverse  esa  resolución  por  elTn'c 
nal  superior  sino  en  los  casos  contempLu*  ? 
en  la  disposición  citada; 

3°  Que  las  partes  se  conformaron  con  n  5> 
solución  dictada  por  el  Juez  del  segundu '  - 
gado  en  que  se  declaró  de  oficio  inhabir: 
para  conocer  en  esta  causa; 

4^  Que,  dado  lo  expuesto  y  habienvlo  ».- . 
sado  ejecutoria  la  resolución  de  que  sehí 
cho  mérito,  ha  quedado  fijada  lacompe:.-- 
del  Juez  del  primer  Juzgado  para  cono ^crtr 
esta  causa,  conforme  á  lo  prescrito  en  c  -' 
tículo  127  de  la  Ley  Orgánica  de  Tribu:iu- 
y  no  procede,  por  lo  mismo,  lacontienM  ' 
competencia  formulada  por  dicho  Juei.y 

5^  Que  la  circunstancia  de  que  el /a"^''-' 
segundo  Juzgado  no  determinara  lacans:- 
inhabilidad,  ó  fundara  ésta  en  una  causa:.' 
comprendida  entre  las  que  la  ley  señáis 
bien  puede  importar  una  falta  ó  abuso  ccnf 
tido  por  dicho  Juez  en  el  ejercicio  de  sus  Í5^ 
ciones,  que  puede  ser  corregido  por  esta  tr- 
te,  haciendo  uso  de  las  facultades  discip.'*^  * 
rias  que  la  Ley  de  Tribunales  le  acuerda p^'* 
estos  casos,  no  autoriza  al  Juexqucp^^^^ 
mismíi    ley  debe  subrogarlo   para  entaii-^- 

contienda  de  competencia. 
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Por  estos  fundamentos  y  de  conformidad 
>n  lo  prescrito  en  los  artículos  127,  264, 
iciso  3^,  256,  260  y  261  de  la  Ley  Orgánica 
s  Tribunales;  130  y  131  del  Código  de  Pro- 
;ditnierito  Civil,  se  declara  sin  lugar  la  con- 
ienda.  de  competencia  formada  por  el  Juez 
el  primer  Juzgado  al  del  segundo  de  esta 
iud&d  y,  en  consecuencia,  que  el  conocimiento 
Le  esta  causa  corresponde  al  del  primero,  sin 
>erjuicio  de  la  resolución  que  pueda  adoptar 
^1  Tribunal  con  relación  á  la  conducta  funcio- 
laria.  del  Juez  don  David  Costa  Pruneda. 

Se  previene  que  el  señor  Ministro  Parga  no 
a^cepta.  la  parte  final  del  2'  considerando,  por 
!stimar  que  hay  otros  casos  en  que  se  puede 
rever  la  resolución  pronunciada  de  oficio  por 
an  Juez  de  Letras,  acerca  de  su  implicancia. 

Trascríbase  esta  resolución  al  Juez  don  Da- 
vid Costa  Pruneda  y  devuélvase  el  proceso  al 
primer  Juzgado. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Figueroa 

Lagos B.  Egaña.—Juan  N.  Parga.—  Exc 

quiel  Figueroa  Lagosr^Luis  David  Cruz. 


Corte  de  Santiago,— 7  de  mayo  de  1906 
Pérez  con  Pinero 

Arrendamiento;  desahucio; 
notificación 

Doctrina:— La  notiBcación  del  desa- 
hucio puede  hacerse  al  arrendatario,  si 
buscado  en  dos  días  distintos  en  su  habi- 
tación ó  en  el  lugar  en  que  ejerce  su  in- 
dustria, profesión  ó  empleo,  no  fuere  ha- 
bido, por  medio  de  cédula,  aun  cuando 
el  demandado  no  se  encuentre  en  el  lugar 
del  juicio. 


Doña  Bertina  Pérez  de  G.  se  presentó  ante 
uno  de  los  juzgados  de  Santiago  pidiendo  se 
notificara  á  doña  Francisca  Pinero  v.  de  P. 
el  desahucio  del  arriendo  de  una  casa. 


Buscada  la  arrendataria  las  veces  que  de- 
termina la  ley  y  no  habiéndose  encontrado  en 
su  habitación,  el  ministro  de  fe  dejó  cédula  á 
uno  de  sus  hijos  con  copia  de  la  presentación 
y  del  decreto  del  Juez.  La  demandada  algunos 
días  después  se  presentó  al  Juzgado  reclaman- 
do de  la  forma  en  que  se  le  había  notificado  y 
pidiendo  se  dejara  sin  efecto  la  notificación 
porque  á  la  fecha  en  que  se  decía  habérsele  he- 
cho ella  se  encontraba  fuera  de  Santiago. 
Bl  Juzgado  resolvió: 

Santiago,  13  de  mayo  de  1906,~Vistos: 
Con  lo  expuesto  por  las  partes  y  teniendo  pre- 
sente que  no  aparece  de  autos  que  la  notifica- 
ción de  desahucio  hecha  á  doña  Francisca  Pi- 
nero viuda  de  Passi,  se  verificara  en  conformi- 
dad I  á  lo  dispuesto  por  el  articulo  705  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil  á  que  hace  refe- 
rencia el  artículo  745  del  mismo  Código;  que 
en  lo  relativo  al  alzamiento  de  la  retención 
aparece  de  autos  que  se  ha  consignado  una 
cantidad  de  dinero  bastante  ajuicio  del  Juz- 
gado para  responder  á  la  renta  insoluta;  y 
que  finalmente,  la  acción  entablada  no  persi- 
gue indemnización  de  perjuicios  en  razón  de  la 
cual  se  pide  por  la  demandante  que  se  man- 
tenga la  retención. 

Se  declara  que  ha  lugar  á  la  solicitud  pre- 
sentada á  nombre  de  la  parte  demandada, 
solicitud  reproducida  por  el  mandatario  de 
dicha  parte,  en  cuanto  por  ella  se  pide  que  se 
deje  sin  valor  ni  efecto  la  notificación  de  de- 
sahucio de  15  f'e  febrero  último,  que  ha  lugar 
al  alzamiento  de  la  retención  que  se  solicita  á 
nombre  de  la  misma  parte  en  el  libelo  de  7 
del  actual.— Afo/sés  Lazo  de  la  Vega. 

La  Corte: 

Santiago,  7  de  mayo  de  1906.— Vistos:  Te- 
niendo presente: 

1^  Que  el  desahucio  judicial  se  notificará  al 
arrendador  ó  arrendatario,  en  conformidad 
al  artículo  765  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  el  cual  dispone  que  en  el  caso  del  ar- 
tículo 47  del  mismo  Código,  la  notificación 
hará  se  en  la  forma  indicada  en  el  inciso  2^  de 
dicho  artículo,  aun  cuando  el  demandado  no 
se  encuentre  en  el  lugar  del  juicio;  y 

2^  Que,  por  lo  tanto,  la  notificación  hecha 
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por  cedulón  á  doña  Francisca  Pinero  v.  de 
Passi,  dejándolo  en  su  domicilio  á  uno  de  sus 
hijos,  con  copia  de  la  presentación  y  del  de- 
creto del  Juez  a  quo  se  ha  practicado  en  con- 
formidad á  lo  establecido  por  la  lej,  sin  que 
para  su  validez  haya  sido  necesario  llenar  las 
exigencias  del  inciso  1^  del  citado  artículo  47. 

Visto  también  lo  dispuesto  en  el  artículo 
745  del  referido  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil, se  declara  sin  lugar  lo  solicitado  por  la 
señora  Pinero  v.  de  Passi  en  lo  principal  de 
su  escrito.  Se  revoca  en  esta  parte  la  resolu- 
ción apelada  de  fecha  13  de  marzo  último,  y 
se  confirma  en  lo  demás. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Benaven- 

tc. — Darío  Benavcnte José  T.  Marín. ^Jaan 

C.  Herrera, 


Corte  de  Santiago. —29  de  mayo  de  1906 

Ossa  con  Fisco 

Salitreras;  mensura;  auto  aprobato 
rio.  -  Ingeniero;  consulta.  —  Efecto 
retroactivo.- Ley  de  7  de  febrero 
da  1906. 

Doctrina:  —  ^/  auto  aprobatorio  de 
una  mensura  ó  el  que  manda  ampliar 
una  mensura  no  revisten  el  carácter  de 
sentencias  definitivas;  y  no  eran  consul- 
tables antes  de  la  ley  de  7  de  febrero  de 
1906,  pues  con  arreglo  al  articulo  924 
del  Código  de  Procedimiento  sólo  eran 
consultables  las  sentencias  definitivas. 


En  el  juicio  seguido  por  don  Gregorio  Ossa 
O.  sobre  mensura  de  salitreras  se  pidió  am- 
pliación de  la  mensura  de  una  descubridora  á 
la  que  se  había  dado  sólo  una  estaca  en  la 
operación  practicad.^.  El  Ju^^gado  así  lo  dis- 


puso; pues  habiéndose  opuesto  el  rfprwei!& 
te  del  Fisco,  dictó  la  siguiente  resolaciót: 

Antofagasta,  4  de  abril  de  1906- Yx» 
Resolviendo  el  incidente  ampliado  poreI:> 
mer  otrosí  del  escrito,  oídas  las  partes  t> 
niendo  presente: 

1.®  Que  el  fundamento  déla  opoBC!ÓQ<^ 
representante  fiscal,  al  acta  de  mensura,  ck:- 
siste:  a)  en  que  la  resolución  que  da  Isp:. 
la  ampliación  de  la  mensura  ha  sido  consda. 
da;  j  b)  en  que  la  mensura  no  ha  sidoprL^- 
cada  por  un  ingeniero  extraño  á  la  Deícíi- 
ción  de  Salitreras,  como  se  ve  delcacritn  ce 
197. 

2^  Que,  como  se  ve  de  autos,  la  «soki  - 
no  ha  sido  consultada,  requisito  iodtspns- 
ble  para  que  esa  resolución  pueda  cuinpE'» 
por  tratarse  de  una  resolución  de  efectos  per- 
manentes, en  que  tiene  interés  el  Fisco;  j 

3^  Que  habiendo  lugar  porestacinmaso: 
cia  á  la  objeción  del  acta  de  mensura  quetrr 
el  representante  fiscal,  es  inoñcioso  pron::!- 
ciarse  sobre  la  segunda. 

Se  declara  que  ha  lugar  á  la  objeción  Í-au 
por  el  representante  fiscal  al  acta  de  nicn«r. 
j  completando  la  resolución,  consúltese  i 
Iltmo.  Tribunal  conforme  con  el  artículo '--t 
del  Códig:©  de  Procedimiento  Civil  var:ú. 
3^  de  la  ley  de  7  de  febrero  del  presente  :r 
sobre  constitución  de  la  propiedad  sa'.trt': 
—  V.  Herrera  D. 

La  Corte: 


c:vij 


Vistos:  Teniendo  presente  que  en  los  la; 
de  hacienda,  á  la  fecha  en  que  se  dictó  lart-' 
lución  reclamada,  de  29  de  septiembre  <W^" 
próximo  pasado,  que  manda  ampliar  Íao:c 
ración  de  mensura  de  las  descubridora'*^ 
Americana"  y  "San  Gregorio",  sólo  eran  cr. 
sultables  las  sentencias  definitivas  x^-  ' 
dispuesto  en  el  artículo  924  del  Código  ic 
Procedimiento  Civil,  carácter  que  no  rcnítí 
el  citado  fallo,  se  revoca  en  la  parte  apclaíJ^ 
la  resolución  y  se  declara,  en  consecuenci. 
que  no  es  consultable  el  fallo  mencionado. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  P»cw 
Agüero.— E/ias  de  la  Crax.^J.  C.  HerrtrL- 
Horacio  Pinto  Agüero. 
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SECCIÓN  SEGUNDA 
CORTES  DE  APELACIONES 


Corte  de  Saatiago.^8  de  mayo  de  1906, 
Munita  con  Holztnann 

Abogrado;   honorarios.  —  Reoonven- 
oión.— Inoidente. 

Doctrina:— Tratándose  de  exigir  el  pa- 
go de  honorario  procedente  de  servicios 
profesionales  prestados  en  Juicio  f  el  aeree- 
dor  puede  optar  entre  el  procedimiento 
ordinario  que  preceptúa  el  título  XIV 
libro  II J  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil ó  bien  reclamar  ante  el  Tribunal  que 
hubiere  conocido  del  juicio  en  primera 
instancia  en  la  forma  prescrita  para  los 
incidentes.  No  procede^  por  lo  tanto^  la 
tramitación  de  la  reconvención  deducida 
por  el  demandado  conjuntamente  con  la 
demanda  cuando  el  acreedor  ha  elegido 
esta  segunda  vía. 


APBLACIONIS 


Don  Roberto  Munita  demandó  á  don  Fer- 
nando Holzmann  el  pago  de  honorarios  como 
abogado  ante  el  Juez  que  había  conocido  de 
la  primera  instancia  del  juicio  en  que  prestó 
aquellos  servicios.  Holzmann  lo  reconoció  y 
suscitada  cuestión  sobre  la  procedencia  de  esta 
reconvención  se  dictaron  los  fallos  siguientes: 

Curicó,  15  de  noviembre  de  1905.— Tenien- 
do presente  que  la  reconvención  no  puede 
sustanciarse  y  fallarse  conjuntamente  con  la 
demanda  principal  sin  contrariar  la  trami- 
tación señalada  por  la  ley  á  esta  última,  pues- 
to que  la  reconvención  necesitaría  de  térmi- 
no de  prueba  que  no  lo  necesita  la  demanda 
principal,  se  declara  que  há  lugar  con  costas 
al  artículo  deducido  por  don  Roberto  Munita, 
y  que,  en  consecuencia,  deben  citarse  las  par- 
tes para  sentencia  trayéndose  á  la  vista  el  ex- 
pediente principal  para  fallar.  —  i?/cardo  O, 
Rodríguez. 

Apelado  este  fallo,  ' 

La  Corte: 

Vistos:  teniendo  en  consideración: 

I*'  Que  don  Roberto  Munita  demanda  ádon 
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Fernando  Holztnann,  para  que  se  declare  que 
éste  debe  pagarle  la  suma  de  $  350,  valor  en 
que  estima  su  honorario  de  abogado,  por  los 
ser  ir  icios  prestados  al  referido  Holzmann  en  un 
juicio  que  éste  sigue  contra  don  Alberto  Tu- 
ñon,  haciendo  presente  que  su  petición  debe 
sustanciarse  y  resolverse  en  la  forma  prescrita 
para  los  incidentes  con  arreglo  á  lo  dispuesto 
en  el  artículo  858  del  Código  de  Procedimien- 
to Civil; 

2^  Que  tratándose  de  exigir  el  pago  de  ho- 
norario procedente  de  servicios  profesionales 
prestados  en  juicio,  el  acreedor  puede  optar 
entre  dos  maneras  de  perseguir  su  pago;  ó 
bien  el  procedimiento  ordinario  que  preceptúa 
el  título  XIV  libro  III  del  Código  de  Procedi- 
miento citado,  6  bien  reclamando  ante  el  Tri- 
bunal que  hubiere  conocido  en  la  primera  ins- 
tancia del  juicio,  como  se  dispone  especial- 
mente en  el  artículo  858  del  Código  mencio- 
nado; 

3^  Que  habiendo  el  demandante  ó  acreedor 
optado  para  el  cobro  de  su  honorario  la  for- 
ma de  incidente  ó  vía  sumaria,  no  es  proceden- 
te la  tramitación  de  la  reconvención  conjun- 
tamente con  la  demanda  por  cuanto  se  desna- 
turalizaría el  procedimiento  rápido  con  que  el 
legislador  ha  querido  amparar  de  un  modo 
especial  el  pago  del  honorario  que  proviene  de 
servicios  profesionales  prestados  en  juicio;  y 

4^  Que  las  partes  no  están  de  acuerdo  en 
los  hechos  en  que  se  funda  la  demanda. 

Visto  además  el  artículo  93  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  se  confirma  el  auto  ape- 
lado de  15  de  noviembre  de  1905,  en  la  par- 
te en  que  se  declara  que  no  procede  la  tra- 
mitación de  la  reconvención  deducida  por  don 
Fernando  Holzmann,  conjuntamente  con  la  de- 
manda, sin  perjuicio  de  que  aquél  haga  valer 
su  derecho  en  el  modo  y  forma  que  viere  con- 
venirle. 

Se  revoca  el  mismo  auto  en  la  parte  en  que 
se  cita  para  sentencia  y  se  declara  que  debe 
recibirse  el  incidente  á  prueba. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Pinto  Agüe- 
ro.—/. Ignacio  Larraín  Z.^Elías  de  la  Cruz, 
— /.  C  Herrera, —Horacio  Pinto  Agüero, 


Corte  de  Tacna.— 29  de  noviemhn  de  \% 

Compañía  de  Seguros  La  Mntna 
con  Zanelli 

Juicio  ejecutivo.  Insuficiencia  ir 
título.  —Documentos  en  pape! :: 
competente.  —  Derograoión  tácita - 
Multa. 

Doctrina: — El  documento  que  r'  «. 
otorgue  en  papel  sellado  competenic 
tendrá  en  ningún  caso  mérito  ejccatr 
y  para  ser  presentado  para  otros  da: 
ante  la  justicia  ú  otra  autorídadiú' 
ca  deberá  pagar  la  multa  determk 
por  la  ley. 

La  ley  de  15 de  enero  de  ISTS.queác 
gó  el  articulo  3^  de  la  ley  deP  desepucc 
bre  de  1874  y  las  disposicioDesdeluz-y 
ma  ley  contrarias  á  ella,  no  trató  so":: 
otra  materia  que  el  aumento  de  h  n: 
ta  ñjíida  en  la  última  parte  dtl&úk: 
3^  citado,  elevándola  al  veinte  vecestan: 
del  impuesto  correspondiente  al  cmf ' 
ciento  del  valor  de  la  ohligacióa por  {^ 
se  adeudare  el  impuesto  en  los  casos  ,- 
éste  sea  proporcional  y  cincuenta  rcOf> 
la  contribución  si  ñiere  de  cantidad  cr 
terminada;  y  al  modo  como  debe  bRCí:^- 
la   inutilización  de  las  estampillas;  : 
modo  que  no  puede  estimarse  qac  A¿; 
derogado  la  primera  parte  del  /t/tr>' 
artículo  3"^  en  que  se  quita  el  mérito  ct 
cutivo  al  documento  que  no  se  ha  otc'- 
gado  en  papel  competente. 


Don  Alberto  Molfino,  por  la  Compañía-^ 
Seguros  La  Mutua,  domiciliada  en  Iq^f 
con  los  documentos  que  acompañó  p»  ">  *" 
notificase  á  don  Santiago  J.  2aofJJ'  ^^'^* 
ciante,  residente   en  Antofagasta,  p»r^  . 
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reconociese  las  firmas  puestas  en  esos  do- 
cumentos para  preparar  la  vía  ejecutiva,  bajo 
ipercibi miento  de  tenerlas  por  reconocidas 
en  su  rebeldía. 

Se  despachó  el  exhorto  respectivo  en  el  que 
se  incluyeron  los  pagarées  y,  notificado  Zane- 
lli,  no  compareció  á  prestar  el  Reconocimiento, 
según  consta  del  certificado. 

KI  ejecutante  pidió  mandamiento  de  embar- 
go, el  que  fué  decretado,  y  requerido  de  pago 
el  deudor  Santiago  J.  Zanelli,  por  el  valor  de 
$  2.500    con  el  mandamiento  respectivo,  en 
tiempo  y  forma  se  opuso  á  Ja  ejecución  con 
las  escepciones  de  incompetencia  del  Tribunal, 
porque  su  domicilio  es  Antofagasta  y,  por  lo 
tanto,  allí  debió  formularse  la  demanda;  fal- 
ta de  las  principales  condiciones  que  debe  te- 
ner un  título  para  tener  fuerza  ejecutiva  y  ser 
inepto  para  dirigirlo  en  su  contra,  porque  no 
tiene  debidamente  inutilizadas  ni  tiene  el  nú- 
mero competente  de  estampillas  y  porque  la 
firma  que  allí  aparece  con  su  nombre  no  sus- 
cribe ese  documento  como  deudor  ó  fiador, 
sino  que  es  deudor  Gonzalo  M.  Clivioy  fiador 
Manuel  Orrendo  y  contra  ellos  que  son  perso- 
nas solventes  ha  debido  dirigirse  la  ejecución 
y  el  beneficio  de  escusión  porque  el  deudor 
Clivio  tiene  una  gruesa  renta  en  una  oficina 
de  David  Richardson,  como  administrador,  y 
las  dos  últimas  escepciones  se  alegaron  en 
subsidio  de  la  de  incompetencia. 

Se  confirió  traslado  délas  escepciones  y  don 
Ramón  Ramírez,  por  el  ejecutante,  pidió  que 
se  desechen  las  escepciones,  porque  del  mismo 
título  consta  que  se  ha  renunciado  al  domici- 
lio por  deudor  y  fiadores  y  todos  son  co-deu- 
dores  solidarios;  porque  el  documento  tiene 
el  competente   número  de  estampillas  y  han 
sido  inutilizadas  en  forma  y  porque  el  benefi- 
cio de  escusión  no  puede  alegarse  por  el  co- 
deudor solidario,  carácter  que  tiene  el  ejecu- 
tado. 

El  Tribunal  considera  que  no  es  necesario 
que  se  rinda  prueba  para  resolver,  el  ejecuta- 
do no  la  ha  pedido  y,  á  mayor  abundamien- 
to, las  partes  han  sido  citadas  para  senten- 
cia. 

Considerando: 
Que  el  deudor  y  fiadores  en  los  pagarées, 


renunciaron  domicilio  y,  por  lo  tanto,  el  acree- 
dor tiene  perfecto  derecho  para  demandar  en 
este  Juzgado  aún  cuando  el  demandado  resi- 
da ó  tenga  domicilio  en  Antofagasta; 

Que  en  el  documento  ó  documentos  citados 
se  han  inutilizado  las  estampillas  correspon- 
dientes y  en  forma  por  el  deudor; 

Que  en  los  mismos  documentos  aparecen 
las  firmas  de  don  Santiago  J.  Zanelli,  como 
fiador  y  co-deudor  solidario,  al  pié  de  la  cláu- 
sula respectiva  en  que  los  firmantes  se  obli- 
gan como  tales,  y  el  fiador  Zanelli,  ó  sea  el 
ejecutado,  no  niega  su  firma,  y  solamente  ale- 
ga "que  no  aparece  del  documento  en  que  ca- 
rácter lo  ha  suscrito",  como  dice  textual- 
mente; 

Que  no  puede  alegar  beneficio  de  escusión 
el  fiador  que  se  ha  obligado  como  co-deudor 
solidario;  y 

Que  tampoco  es  procedente  la  ineptitud  ó 
nulidad  de  la  obligación  y  el  ejecutado  ni  si- 
quiera lia  fundado  esta  escepción  en  forma; 
visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  1511,  1514-, 
2358,  número  2',  y  1706  del  Código  Civil  y 
486,  487  y  492  del  Código  de  Procedimiento 
Civil,  se  declaran  sin  lugar  las  excepciones 
opuestas  por  el  ejecutado,  con  costas,  y  síga- 
se la  ejecución  hasta  hacer  entero  pago  al 
acreedor.— i?ober¿ o  Alonso. 

Apelada  esta  sentencia, 

La  Oorte : 

Vistos:  reproduciendo  la  relación  de  los  he- 
chos consignada  en  la  sentencia  de  8  de  octu- 
bre último;  y   • 

Teniendo  presente: 

1*^  Que  el  documento,  por  valor  de  $  2.500 
sólo  ha  pagado  30  centavos  de  contribución, 
en  lugar  de  50  que  le  corresponden  á  razón  de 
2  centavos  por  cada  $  100; 

2^  Que,  según  lo  dispuesto  en  el  artículo  3^ 
de  la  ley  de  1^  de  septiembre  de  1874,  el  docu< 
mentó  que  no  se  otorgare  en  papel  sellado 
competente,  no  tendrá  en  ningún  caso  mérito 
ejecutivo,  y  para  ser  presentado  para  otros 
efectos  ante  la  justicia  ú  otra  autoridad  pú- 
blica deberá  pagar  el  veinte  veces  tanto  del 
impuesto  correspondiente; 


100 


SEGUNDA  PARTB.— SECCIÓN  SEGUNDA 


3^  Que,  según  la  letra  de  esta  disposición, 
se  ve  que  hay  en  ella  dos  preceptos:  uno  que 
priva  del  mérito  ejecutivo  á  los  documentos 
que  no  hubiesen  pagado  la  contribución  de 
papel  sellado,  y  otro  que  impone  la  multa  de 
veinte  veces  tanto  del  impuesto  que  ha  dejado 
de  pagar,  en  caso  de  que  se  quisiera  hacer  uso 
del  documento  para  otros  efectos  ante  la  jus- 
ticia; 

4^  Que  no  habiendo  sido  eficaz  esta  multa 
para  obligar  á  pagar  la  contribución,  se  pro- 
mulgó la  ley  de  15  de  enero  de  1878,  que  dis. 
pone  en  su  artículo  1^  que  los  documentos 
que  se  otorgasen  sin  haberse  pagado  el  ira- 
puesto  establecido  en  la  ley  de  1^  de  septiem- 
bre de  1874,  quedaban  sujetos  á  la  multa  del 
5  %  sobre  el  valor  de  la  obligación  por  que 
se  adeudare  el  impuesto  en  los  casos  en  que 
éste  sea  proporcional,  y  cincuenta  veces  la 
contribución  si  fuere  de  cantidad  determinada; 

5^  Que  esta  misma  ley  en  su  artículo  3^  de- 
rogó el  artículo  3^  de  la  de  1874,  y  las  dispo- 
siciones de  la  misma  ley  contrarias  á  la  pre- 
sente, esto  es,  á  la  de  1878; 

6^  Que  no  habiéndose  tratado  en  esta  últi- 
ma ley  sobre  otra  materia  que  el  aumento 
de  la  multa  fijada  en  la  última  parte  del  artí- 
culo 3^  de  la  ley  de  1874,  elevándolas  á  las 
cantidades  expresadas  en  el  artículo  1^  cita- 
do, y  al  modo  como  debía  hacerse  la  inutiHza- 
ción  en  caso  de  emplearse  estampillas,  no  hay 
motivo  alguno  para  considerar  que  la  ley  de 
1878  tuvo  por  objeto  derogar  la  primera  par- 
te de  ese  artículo  en  que  se  quita  el  mérito 
ejecutivo  al  documento  que  no  se  ha  otorga- 
do en  papel  sellado  competente. 

Visto  lo  dispuesto  en  las  leyes  anteriormen- 
te citadas  y  artículos  485,  número  7^,  y  492 
del  Códig9  de  Procedimiento  Civil,  se  revoca 
la  sentencia  citada  al  principio,  y  se  declara 
admisible  la  escepción  de  no  ser  bastante  el 
título  para  ejecutar,  alzándose,  en  consecuen- 
cia, el  embargo  trabado  en  la  boleta,  con 
costas,  en  que  se  condena  al  ejecutante,  á 
quien  se  le  dejan  á  salvo  sus  derechos  para 
que  los  haga  valer  en  la  forma  que  más  viere 
convenirle. 

Antes  d^*  darse  cumplimiento  á  esta  senten- 
cia, pagúese  la  multa  de  un  5%  de  la  cantidad 


de  $  1.000  por  la  que  no  se  lia  pagado  el  b 
puesto  en  el  documento. 

Se  llama  la  atención  del  Juez  déla  ca:i«. 
hacia  lo  dispuesto  en  el  articulo  11  de  h  r 
de  papel  sellado  de  1^  de  septiembre  de  ISTt 

Redactada  por  el  señor  Presidente  Barro- 

,E.  Barros,— E.  fistcrnas  Peña.—P.  ífof<r: 

Vega — M,  A.  QairelL — M.  Vargas  Mardotfí. 


Corte  de  Talca.—S  de  diciembre  de  im 

Donoso 

Munlolpalidad.— Reolamacíóo  de 
aouerdo  munloipal.  —  Sesiones  ex- 
traordinarias.—Oltaolón  personal- 
Oitaoión  por  correo. 

Doctrina:— Las  Manicipalidades  to 
pueden  celebrar  sesiones  extraordinam^ 
sin  que  preceda  citación  personal  de  /'  • 
municipales,  hecha  con  veinticuatro  ho 
ras  de  anticipación  y  con  especiíicaaü 
del  asunto  que  debe  tratarseenellíis.  I  ü^ 
citación  enviada  por  correo  no  puede  im- 
portar citación  personal:  ésta  debe  i 
cerse  por  el  secretario  ú  otro  empkd 
déla  Municipalidad  que  vay&ákc&^^' 
del  citado  y  que  deje  la  citación  en  ek 
en  caso  de  encontrarse  ausente. 


Talca,  3  de  diciembre  de  1904.- Vistos:  do: 
Luis  Enrique  Donoso  Garcés,  en  uso  de  la  fa- 
cultad que  le  confiere  el  artículo  99  de  lakj 
de  22  de  diciembre  de  1891.  viene  en  recial' 
de  la  validez  de  las  resoluciones  tomadas  ^' 
la  Municipalidad  de  Talca  en  sesión  citraor 
diñaría  que  celebró  el  8  del  mcsdejalionlti 
mo,  ya  que,  en  cumplimiento  áloqwdispf 
el  mismo  artículo  de  la  ley  antes  citada,  hco 
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g^ual  reclamo  ante  dicha  corporación,  el  que 
ué  desecliado  por  mayoría  de  votos. 

agrega  que  el  30  de  mayo  del  año  actual  la 
eferida  Municipalidad  procedió  á  la  elección 
le  alcaldes,  resultando  empate  de  votos  res- 
pecto de  todos  los  candidatos,  empate  que  de- 
>ía  ser  resuelto  en  la  sesión  inmediata,  fuera 
>rdmaria  6 extraordinaria,  por  disponerlo  así 
rl  artículo  21  de  la  ley  precitada. 

Que  con  este  fin  se  citó  á  sesión  para  el  8  del 
nes  de  julio,  sesión  que  se  llevó  á  término  sin 
ntación  de  los  municipales  señores  Rafael  Le- 
:elier  Pozo  y  del  reclamante,  adoleciendo,  en 
:otisecuencia,  de  nulidad  las  resoluciones  to- 
tomadas  en  la  expresada  sesión,  á  virtud  de 
lo  dispuesto  en  el  artículo  18  de  la  ley  respec- 
tiva. 

Por  las  consideraciones  aducidas  y  de  con- 
formidad con  lo  dispuesto  en  el  artículo  6*^  de 
la  ley  de  28  de  agosto  de  1902,  solicita  el  re- 
currente se  declaren  ilegales  las  resoluciones 
tomadas  en  la  mencionada  sesión  del  8  de 
julio. 

Informando,  la  Ilustre  Municipalidad  dice: 
que  efectivamente  el  7  de  julio  de  este  año,  á 
petición  de  tres  municipales,  convocó  á  esta 
corporación  á  sesión  extraordinaria  para  el 
día  siguiente,  á  las  7  P.  M.,  á  intento  de  diri- 
mir el  empate  recaido  en  la  elección  de  alcal- 
des, y  que  las  notas  de  citación  dirigidas  á  los 
municipales  y  puestas  al  correo  por  el  secre- 
taríoy  á  las  4  de  la  tarde  del  7,  se  encuentran 
anotadas  en  el  libro  correspondiente,  en  es- 
tricto orden  de  números  y  de  fechas. 

Oído  el  señor  Fiscal,  dice,  en  lo  pertinente: 
que  la  citación  hecha  por  una  carta  por  co- 
rreo es  eventual,  porque  puede  no  ser  recibida 
por  el  destinatario,  por  causas  no  dependien- 
tes de  su  voluntad. 

Que  una  carta  por  correo  no  es  una  citación 
personal,  y  menos  tratándose  de  un  plazo  de 
horas,  el  cual  no  puede  correr  sino  desde  el 
momento  en  que  se  practique  la  citación. 

Que  una  carta  dirigida  en  estas  condiciones 
no  deja  constancia  de  haber  sido  enviada  á  su 
destino,  ni  de  haber  sido  recibida  por  el  desti- 
natario, ni  del  día  ni  hora  que  esto  tenga  lu- 
gar, circunstancias  que  ponen  al  que  debe  ser 
citado  en  condición  precaria,  sin  que  pueda 
saber  desde  cuando  ni  como  la  citacíónjpro- 


duce  obligaciones  ó  derechos;  y  que  en  conse- 
cuencia, á  su  juicio,  no  ha  precedido  citación 
legal  para  la  sesión  de  que  se  trata,  siendo, 
por  lo  tanto,  ilegales  los  acuerdos  tomados 
en  ella. 

A  su  vez  el  Administrador  de  Correos  en  sus 
informes  expone  que,  apesar  de  las  informa- 
ciones tomadas,  no  podría  afirmar  si  se  han 
enviado  ó  nó  por  la  oficina  de  su  cargo  las 
notas  ó  cartas  de  citación  á  los  municipales 
que,  según  dice  el  secretario  municipal,  fueron 
puestas  al  correo  por  él. 

Considerando: 

1*^  Que,  según  los  incisos  2'  y  3^  del  artículo 
18  de  la  ley  de  22  de  diciembre  de  1891,  no 
podrán  celebrarse  sesiones  extraordinarias  sin 
que  preceda  citación  personal  de  los  munici- 
pales, hecha  con  veinticuatro  horas  de  an- 
ticipación, á  lo  menos,  y  con  especificación 
del  asunto  que  deba  tratarse  en  ellas,  y  que 
los  acuerdos  que  se  toman  en  esas  sesiones,  á 
que  no  ha  precedido  citación  legal,  serán  nu- 
los; y 

2^  Que,  dado  el  espíritu  y  letra  déla  ley,  una 
citación  enviada  por  correo  no  puede  impor- 
tar citación  personal  de  los  municipales,  pues 
ésta  debe  hacerse  por  el  secretario  ú  otro  em- 
pleado de  la  Municipalidad  que  vaya  ala  casa 
del  citado,  y  que  deje  la  citación  en  ella,  en 
caso  de  encontrarse  ausente. 

En  esta  virtud  y  de  acuerdo  con  las  disposi- 
ciones legales  citadas,  se  declara  que  ha  lugar 
á  la  reclamación  deducida  por  don  Luis  Enri- 
que Donoso  Garcés  y,  en  consecuencia,  que 
son  nulos  los  acuerdos  celebrados  por  la  Mu- 
nicipalidad de  Talca  en  la  sesión  de  8  de  julio 
último. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Román 
Blanco.—/.  C.  Herrera,— T,  Letelier,—F,  Ro- 
mán Blanco, — M,  Montero. 
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Corte  de  Santiago,— 23  de  diciembre  de  1905. 
Valderrama  con  Yalderrama. 

Juicio  ejecutivo.  —Excepciones;  reser- 
va de  derechos  para  el  juicio  ordi- 
nario.— Caución  de  resultas. 

DOCTRINA La  petición  del  ejecutado 

para  que  se  le  reserven  sus  derechos  pa- 
ra el  juicio  ordinario  y  se  dé  caución 
por  el  ejecutante  es  procedente  (1). 


Santiago,  octubre  3  de  1905.— Vistos:  En 
la  ejecución  seguida  por  doña  Carmen  Rosa 
Valderrama,  dedicada  á  las  labores  de  su 
sexo  y  domiciliada  en  la  Alameda  de  las  De- 
licias número  2568,  contra  don  José  María 
Valderrama  l^ira,  agricultor  y  domiciliado 
en  San  Fernando  en  el  fundo  **La  Palma**,  se 
despachó  mandamiento  de  embargo,  y  el  eje- 
cutado, dentro  del  término  legal,  se  presenta 
y  expresa:  que  opone  excepciones  solicitando 
del  Juzgado  se  sirva  reservarle  su  derecho 
para  el  juicio  ordinario  y  que  se  declare  que 
no  se  haga  el  pago  al  ejecutante,  sin  que  cau- 
cione previamente  las  resultas  de  este  juicio. 

Que  debe  comenzar  por  hacer  presente  al 
Juzgado  que  en  el  juicio  de  partición  de  bienes 
de  don  José  María  Valderrama  y  doña  Mer- 
cedes Lira,  prometió  por  escrito  hacer  el  pago 
por  el  cual  se  le  ejecuta  siempre  que  se  garan- 
ticen convenientemente  por  parte  de  la  suce- 
sión de  doña  Rosa  Valderrama,  de  quien  de- 
ríva  su  derecho  la  ejecutante,  las  resultas  de 
la  liquidación  de  aquella  partición. 


(1)  No  cre«mo8  posible  a^^regar  como  doctrina 
que  86  desprende  del  fallo  de  la  Corte,  qne  esta  re- 
serva y  caución  proceden  aauque  el  jues  no  falle 
la  causa  y  mande  hacer  el  pago. 

La  verdad  es  que  en  el  fallo  de  primera  instan- 
cia no  existía  resolución  sobre  las  excepciones  rela- 
cionadas en  su  parte  expositiva;  y  que  la  Corte  ha 
confirmado  una  sentencia  aun  no  dictada,  puesto 
que  manda  que  el  jaez  de  la  causa  debe  dictar,  sin 
más  trámite,  la  sentencia  que  corresponde  confor- 
me á  la  parte  final  del  artículo  494  del  Código  de 
Procedimiento  Civil  y  contarse  el  plazo  de  quince 


Que  se  ha  preferido  promover  esta  «■. 
ción  antes  de  adoptar  un  temperamento  .  r 
ciliatorio. 

Que  con  este  procedimiento  se  le  pone  m  • 
caso  de  formular  excepciones  que  tiene-. 
origen  no  sólo  en  el  juicio  de  particióa  á  . 
se  ha  referido  anteriormente  sino  tanibi<:::r 
otro  juicio  de  partición  más  antiguo,  cna!  o : 
de  los  bienes  de  su  abuelo  paterno  don  ].- 
Jerónimo  Valderrama. 

Que  el  aparente  título  con  que  se  le  e*uM 
nace  de  una  operación  provisional  que  tii. ' 
compromisario  en  las  sucesiones  de  dor.Jjx 
María  Valderrama  Rojas  y  de  su  esposa  i  - 
ña  Mercedes  Lira,  para  nivelar  ñ  los  tres  bí 
rederos  en  una  parte  de  las  adjadicact>x:i 
hechas  en  la  partición,  esto  es,  en  la  ai -r 
cación  de  los  fundos;  que  allí  se  compre: -.^ 
ron  también  los  cargos  que  se  le  hiciero^c 
la  partición,  pero  no  se  tomaron  en  arr:; 
adjudicaciones  hechas  á  la  heredera  doña  í 
sa  Valderrama  y  una  serie  de  créditos  y  \  -• 
tidas  que  existían  á  su  favor. 

Que  no  es  de  extrañar  entonces  qaedccr: 
operación  resultara  un  saldo  en  su  contn  - 
hasta  la  fecha  no  le  há  sido  dado  cooscr' 
que  esta  partición  concluya,  para  que  m; 
una  liquidación  total  y  definitiva  á  manb 
tar  la  verdadera  situación  de  cada  uno  de'  ? 
herederos. 

Que  lo  relacionado  en  el  origen  del  crr.: 
de  doña  Rosa  Valderrama,  el  cual  se  h:.: 
valer  hoy  en  su  contra  por  dona  Carairnlv* 
sa  Valderrama,  con  motivo  de  que  dona  R'^ 
falleció  en  1903,  dejando  un  testamento  í 
que  distribuía  sus  bienes  entre  sus  dos  r.* 
don  Santos  y  doña  Mercedes  Valderrama. 


días  que  da  el  fallo  confirmado  desde  qne  ^"'^ 
ejecutoria  una  sentencia  que  aun  no  se  hadiru> 
Si  la  Corte  consideró  que  no  podía  filiar  hcis» 
en  la  ansenciadel  fallo  de  primera  iasUncít,4Í« 
sencillamente  suspender  sus  efectos.  LaconfiriLt. 
ria  de  un  fallo  qne  se  manda  dictar  porque  da  ri* 
te,  es  una  novedad  que  es  de  desear  no  se  re;»!»^  ^ 
reserva  de  derechos,  previa  calificación  de  los  ^''• 
vos  en  que  se  funda,  no  puede  hacer^^  f^^  ^  ** 
sentencia  que  desecha  las  excepciones  y  ^^^  ) 
oer  el  pago,  á  que  el  ejecutado  no  se  opoos.  p^' ' 
mismo  que  dice  no  poder  probar  sos  exoepciott*"- 
el  juicio  ejecutivo. 


JURISPRCDENCIA 
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Que  don  Santos  falleció  al  año  siguiente, 
sti luyendo  de  heredera  á  doña  Carmen  Ro- 
L  Valderraraa,  de  manera  que  la  sucesión  de 
íña  Rosa  Yalderrama,  aparece  hoy  com- 
jcsta.  de  doña  Carmen  Rosa  y  doña  Mercá- 
is Val  derrama. 

Que  ya  que  se  ha  promovido  esta  ejecución, 
a  debido  hacerse  por  las  dos  personas  que 
parentan  representar  actualmente  la  suce- 
ion  de  doña  Rosa;  pero  se  ha  hecho  sólo  por 
na  de  ellas,  alegando  que  por  un  acuerdo 
rivado  entre  las  dos  herederas  de  doña  Rosa, 
e  adjudicó  este  crédito  á  una  de  ellas,  esto  es, 
L  la  que  ejecuta. 

Que  él  no  acepta  esta  división  de  responsa- 
>ilidad;  y  como  3'a  ha  explicado  el  origen  de 
ste  aparente  crédito  y  él  es  conocido,  es  evi- 
lente  su  derecho  para  impedir  que  toda  la 
ucesión  de  doña  Rosa  no  le  sea  responsable 
le  lo  que  él  paga  por  el  mencionado  crédito. 
Que  al  frente  de  esta  consideración  existe 
algo  grave  en  la  sucesión  de  doña  Rosa,  pues 
los  herederos  instituidos  en  su  testamento 
fueron,  como  se  ha  dicho,  don  Santos  y  doña 
Mercedes  Yalderrama,  pero  el  llamamiento 
de  uno  y  otro  no  fué  igual;  el  de  don  Santos 
fué  puro  Y  simple;  el  de  doña  Mercedes,  condi- 
cional, de  condición  resolutoria,  por  cuanto 
se  le  instituyó  heredero  de  la  mitad  de  la  he- 
rencia, con  la  expresa  y  esencial  condición  de 
que  los  bienes  heredados  los  administrará  don 
Santos. 

Que  este  caballero  estaba  entonces  muy  en- 
fermo y  falleció  poco  después  de  la  testadora, 
de  manera  que  al  presente  la  asignación  á 
doña  Mercedes  ha  terminado,  se  ha  resuelto; 
y  ha  llegado  el  caso  de  que  la  mitad  de  la  he- 
rencia de  doña  Rosa,  pase  á  sus  herederos  ab- 
intestato. 

Que  dado  lo  expuesto,  hay  mucho  que  ob- 
servar con  respecto  á  la  persona  que  concurre 
ejecutando  y  asumiendo  por  su  propia  cuenta 
la  representación    de    la   sucesión    de    doña 
Rosa  Yalderrama  Lira,  la  cual  no  está  com- 
pleta, sea  que  se  considere  á  doña  Mercedes 
Yalderrama  como  actual  heredera  de  la  mitad 
de  la  herencia  de  aquella,  sea  que  se  considere, 
como  debe  hacerse,  á  los  herederos  ab-intes- 
tato  de  doña  Rosa  como  verdaderos  dueños 
de  esa  misma  mitad,  porque  ni  unos  ni  otros 
han  comparecido  á  la  ejecución. 
Que  opone,  pues,  como  primera  excepción, 


la  falta  de  personería  de  la  ejecutante,  y  en 
segundo  lugar,  la  de  compensación. 

Que  la  sucesión  de  doña  Rosa  le  adeuda 
gruesas  cantidades  líquidas  y  actualmente 
exigibles  que  figuran  en  los  autos  de  partición 
de  los  bienes  dejados  por  don  José  María  Yal- 
derrama Rojas  y  su  esposa  doña  Mercedes 
Lira;  y  tanto  la  sucesión  de  don  Santos  Yal- 
derrama como  la  sucesión  de  doña  Rosa,  ins- 
tituida heredera  de  don  J.  Jerónimo  Yalderra- 
ma, le  adeudan  la  casi  totalidad  de  un  crédi- 
to por  $  11.055  e  intereses  respectivos  desde 
1896,  que  le  fué  reconocido  por  sentencia  de 
término,  en  los  autos  de  partición  de  su  abue- 
lo paterno,  el  citado  don  Juan  Jerónimo  Yal- 
derrama; que  con  relación  á  esta  sucesión 
existen  diversos  cargos  contra  don  Santos 
Yalderrama,  entre  otros  aquel  por  el  cual  se 
pretende  hacerle  responsable  por  la  pérdida 
de  más  de  $  50.000  que  se  encontraban  depo- 
sitados en  un  Banco  que  quebró,  y  del  cual 
no  se  retiraron  oportunamente  por  la  oposi- 
ción del  expresado  don  Santos.    , 

Que  las  excepciones  que  formula  no  le  es  po- 
sible probarlas  en  el  breve  plazo  que  la  ley 
concede  para  probar  las  excepciones  en  el  jui- 
cio ejecutivo,  por  cuyo  motivo  solicita  se  le 
reserve  su  derecho  para  el  juicio  ordinario 
que  deducirá  dentro  del  plazo  legal,  y  que  al 
mismo  tiempo  el  ejecutante  le  asegure  las  re- 
sultas del  presente  juicio,  cuyo  monto  estima 
en  una  suma  no  menor  de  $  100.000,  todo 
en  conformidad  con  lo  dispuesto  en  el  artícu- 
494  del  Código  de  Procedimiento  Civil. 

Don  Eugenio  Ortúzar,  por  doña  Carmen 
Rosa  Yalderrama,  pide  que  se  rechacen  las 
excepciones  opuestas  y  se  niegue  lugar  á  las 
peticiones  de  reserva  ¡de  derechos  y  caución 
solicitada  por  el  ejecutado  y  expone:  que 
el  origen  de  la  deuda  por  que  se  ejecuta  es 
el  préstamo  que  acredita  la  escritura  que 
sirve  de  base  á  la  ejecución,  sin  que  se  altere 
esto  porque  lo  prestado  haya  sido  dinero  que 
le  correspondió  á  doña  Rosa  Yalderrama  Li- 
ra en  las  distribuciones  de  fondos  que  se  han 
hecho  entre  los  herederos  en  las  particiones 
de  los  bienes  dejados  por  don  José  María 
Yalderrama  Rojas  y  doña  Mercedes  Lira. 

Que  el  crédito  por  el  cual  se  ejecuta  pasó 
por  muerte  de  doña  Rosa  Yalderrama  á  sus 
herederos  don  Santos  y  doña  Mercedes  Yal- 
derrama, y  por  adjudicación  convenida  entre 
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SUS  herederos  quedó  de  cuenta  exclusiva  de 
don  Santos  y,  por  consiguiente,  de  su  repre- 
sentada,  como  heredera  de  este  último,  cir- 
cunstancia que  basta  para  el  rechazo  de  la 
excepción  de  falta  de  personería 

Que  en  cuanto  á  la  excepción  de  compensa- 
ción, el  hecho  de  que  se  funde  en  cobranzas 
que  se  están  haciendo  en  el  juicio  de  partición 
de  los  bienes  dejados  por  don  José  María  Val- 
derrama  Rojas  y  doña  Mercedes  Lira,  basta 
para  desecharla,  por  cuanto  no  es  de  la  com- 
petencia del  Juzgado  conocer  en  esas  cobran- 
zas, para  lo  cual  es  único  competente  el  com- 
promisario encargado  de  la  partición,  á  lo 
que  se  agrega  que  esas  cobranzas  están  toda- 
vía sub-litis  en  el  compromiso  y  son  cobranzas 
en  contra  de  las  sucesiones  en  partición,  y  su- 
bordinadas á  la  liquidación  ñnal  de  las  espre- 
sadas testamentarías,  por  lo  cual  dichas  co- 
branzas no  pueden  servir  de  base  para  opo- 
ner una  excepción  de  compensación. 

Que  en  cuanto  á  la  retención  y  fianza  que  se 
piden,  es  de  toda  evidencia  que  el  Juzgado  no 
podría  decretarlas,  por  cuanto  no  es  el  caso 
del  artículo  494  del  Código  de  Procedimiento 
Civil  porque  no  se  ha  allanado  el  ejecutado 
al  pago;  de  tal  manera  que  el  Juzgado  tiene 
que  pronunciarse  sobre  las  excepciones  opues- 
tas, cuanto  más  que  para  el  rechazo  de  la  de 
compensación  no  hay  necesidad  de  prueba 
sino  del  antecedente  mismo  invocado  por  el 
ejecutado,  cual  es  que  la  compensación  se  fun- 
da en  cobranzas  que  se  están  haciendo  en  el 
juicio  de  compromiso  espresado. 

Que  á  la  retención  ó  fianza  que  se  pide  se 
opone,  todavía,  ¿1  antecedente  de  que  en  el 
juicio  de  compromiso  se  han  rechazado  las 
peticiones  de  retención  en  las  diversas  ocasio- 
nes en  que  se  han  formulado  y  no  podría  en  este 
juicio  ejecutivo  decretarse  retenciones  ó  cau- 
ciones para  garantir  las  cobranzas  que  se  ha- 
«.en  en  el  compromiso,  pasando  por  sobre  los 
fallos  del  compromisarío  que  las  ha  declara- 
do sin  lugar. 

Por  decreto  corriente  se  declararon  ad- 
misibles las  excepciones  opuestas  para  los 
efectos  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  487  del 
Código  de  Procedimiento  Civil  y  se  dispuso 
recibir  la  cansa  aprueba  por  el  término  de  diez 


días,  vencido  el  cual  se  han  traido  los  r.  - 
para  dictar  sentencia. 

Considerando: 

1'  Que  dado  lo  espuesto  por  el  cjecn:?: 
señor  José  María  Valdcrraraa  Lira  en  ss  .•*■ 
crito  de  excepciones,  éste,  aldedadr  sus  ac- 
ciones en  la  forma  en  que  lo  ha  hecho  r  *'r 
mular  las  peticiones  que  en  dicho  escrito  ir 
duce,  ha  puesto  en  ejercicio  el  derecho  qne^- 
sagra  á  todo  ejecutado  el  artículo  49i  i- 
Código  de  Procedimiento  Civil; 

2^  Que  siendo  arregladas  á  derecho  las  :<• 
ticiones  que  deduce  el  ejecutado  al  finai  de  .' 
principal  de  su  escrito  de  excepciones,  cnai^ 
que  se  le  reserve  su  derecho  para  haocrÍD  t? 
1er  en  juicio  ordinario  y  que  no  se  haga  paf 
al  acreedor  sin  que  caucione  previamente  is 
resultas  del  presente  juicio,  procede  sa  acer 
tación. 

De  conformidad  con  lo  espuesto  en  los  ce:- 
siderandos  anteriores,  disposición  citada  jL- 
ordenado  en  el  artículo  495  del  Cádigoú 
Procedimiento,  se  declara  qae  ha  Ingarf- 
pedido  por  el  ejecutado  don  José  María  Vi 
derrama  Lira  al  final  de  lo  principal  de  ss 
escrito  y,  en  consecuencia,  á  la  reserva  j  caá 
ción  pedidas,  entendiéndose  qucsidicbosf 
ñor  no  entablare  su  demanda  ordinaria  pjí 
término  de  quince  días  contados  desde  qocjí 
le  notifique  la  presente  sentencia,  se  pnvríí- 
rá  á  ejecutar  la  misma  sin  la  canción  ordcsí- 
da,  ó  quedará  ésta  ipso  facto  cancelada.  <latJ 

caso  que  se  hubiere  otorgado Gabrk!  ^tn- 

coret. 

Apelada  esta  sentencia  y  representada  1^ 
falta  de  fallo  de  la  causa,  . 

La  Oorte  resolvió: 
Se  confirma  la  sentencia  apelada  dc3de  cv 
tubre  último,  con  declaración  de  que  f^l''^ 
de  la  causa  debe  dictar,  sin  más  trámite.  ^ 
sentencia  que  corresponde  conforme  á  la  j»^ 
te  final  del  artículo  494  del  CóiigodcPro« 
dimiento  Civil  y  contarse  el  plaio  de  qui»" 
días  desde  que  causeejecutoria  la  referida  «2- 

tencia.— B.  Donoso  K— fi.  Castillo."]^  ^ 
María, 
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>rte  de  T£ícna,^^8  de  diciembre  de  1904. 

inelo  (sucesión)  con  Devéscovi  y  otro. 

linas.  —  Compra  venta  de  barras. — 
tre^a.  —  Inscripción.  -  Resolución. — 
Lemnización  de  perjuicios. 

Doctrina. — El  vendedor  es  obligado  a 
entregs.  6  tradición  de  la  cosa  vendida 
ned i ^ts,inente  después  del  contrato  ó 

1h  épaca  prefíjada  en  él]  por  consi- 
líente  infringe  el  contrato  el  vendedor 

barras  de  minas  que  por  no  haber 
tado  inscritas  á  su  nombre  son  rema- 
tdns  enjuicio  seguido  contra  el  primiti- 
^  dueño. 


Don  José  Eduardo  Wood,  comerciante,  resi- 
lente  en  la  calle  Zegers,  número  47,  por  los 
omuneros  de  las  herencias  de  don  Jenaro  Cá- 
elo y  de  doña  Isabel  Pérez  de  Canelo,  segvin 
íl  poder  que  acompaña,  se  presentó  y  expuso: 
\ue  en  29  de  diciembre  de  1883  los  señores 
fosé  Devéscovi,  salitrero,  y  Gregorio  Gregori- 
iia,  propietario,  ambos  residentes  en  este  de- 
partamento, por  escritura  pública  otorgada 
ante  el  notario  de  esta  ciudad  don  Marcos  A. 
Castillo,  de  la  cual  acompaña  copia,  vendie- 
ron como  únicos  socios  de  la  sociedad  Devés- 
covi y  Gregorina,  que  estaba  en  liquidación, 
al  padre  de  sus  representados,  dos  barras  de 
la  mina  **Mendieta"  ubicada  en  el  mineral  de 
"Santa  Rosa**  por  la  cantidad  de  $  400,  pre- 
cio que  fué  pagado  al  contado,  según  se  ex- 
presa en  la  misma  escritura. 

Que  después  se  vio  que  aun  cuando  don  Eu- 
doro  Marquezado  había  otorgado  á  los  ven- 
dedores una  escritura  de  venta  de  dos  barras 
de  la  mencionada  mina,  no  se  les  había  hecho 
la  entrega;  por  consiguiente,  no  se  había  veri- 
ficado la  tradición  del  dominio  y  ellos  care- 
cian  de  posesión  legal  y  no  podían  disponer 
de  barra  alguna  de  la  citada  mina  y  vendie- 
ron al  señor  Canelo  una  cosa  que  no  les  per- 
tenecía. 
Que  durante  su  vida  no  pudo  conseguir  el 


señor  Canelo  de  los  señores  Devéscovi  y  Gre- 
gorina que  se  allanaran  á  arreglar  amigable- 
mente la  responsabilidad  que  les  afectaba  por 
la  falta  de  cumplimiento  del  mencionado  con- 
trato de  compra  venta,  y  el  tiempo  ha  ido 
transcurriendo  hasta  bordear  á  los  veinte 
años,  término  de  la  extinción  de  la  obligación 
de  dichos  señores  por  la  prescripciórí,  la  que 
no  pueden  permitir  sus  mandadantes  que  lle- 
gue á  consumarse. 

Que  los  vendedores  son  responsables  de  las 
obligaciones  que  lefe  impone  el  artículo  1826 
del  Código  Civil  y  deben  devolver  el  precio 
que  les  fué  pagado,  con  la  indemnización  de 
perjuicios  correspondiente,  que  en  este  caso 
debe  ser  á  lo  menos  el  interés  corriente  del  uno 
por  ciento  mensual,  que  siempre  en  esta  plaza 
ha  sido  de  un  tipo  mayor;  y  que,  por  lo  ex- 
puesto, entabla  demanda  en  contra  de  los  se- 
ñores nombrados  para  que  á  su  tiempo  se 
declare  que  deben  pagar  á  sus  representados 
la  cantidad  de  $  400,  con  los  intereses  corrien- 
tes en  esta  plaza,  desde  el  29  de  diciembre  de 
1883  hasta  el  efectivo  pago  y  las  costas  de  la 
causa. 

Contestando  don  Pedro  Devéscovi,  por  don 
José  Devéscovi  y  don  Gregorio  Gregorina,  por 
sí,  exponen:  que  el  contrato  celebrado  entre  la 
sociedad  en  liquidación  Devéscovi  y  Gregori- 
na y  don  Jenaro  Canelo  por  escritura  de  29 
de  diciembre  de  1883  es  perfectamente  válido 
y  no  tiene  ningún  vicio  externo  por  el  que  pu- 
diera quedar  anulado  sin  más  trámites. 

Que  según  el  Código  de  Minería  vigente  en 
la  época  en  que  se  celebró  dicho  contrato,  la 
transferencia  de  barras  de  minas  ó  sea  de  de- 
rechos de  comunidad,  podía  efectuarse  por  ins- 
trumento público  ó  por  escritura  privada, 
siendo  válido  cualquiera  de  estos  modos  de 
transferencia,  y  por  consiguiente,  el  contrato 
quedó  perfeccionado  por  el  simple  otorga- 
miento de  la  escritura  y  sustituido  el  cesiona- 
rio en  el  derecho  de  ejercitar  y  de  cumplir  to- 
dos los  derechos  y  obligaciones  que  le  corres- 
pondían como  comunero  de  la  mina  "Mendie- 
ta*',  derecho  que  pudo  perder  el  comprador 
por  alguno  de  los  medios  previstos  en  el  Có- 
digo de  Minería,  sin  que  tal  pérdida  sea  im- 
putable á  los  vendedores  sino  al  mismo  com- 
prador. 
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Que  en  el  contrato  se  extipuló  que  el  com- 
prador quedaba  autorizado  para  requerir  las 
inscripciones  que  fueran  necesarias  }\  si  no  lo 
hizo,  la  falta  sólo  es  imputable á él,  si  acaso  es 
en  esto  en  lo  que  funda  aquello  que  llama  falta 
de  entrega. 

Que  los  poseedores  de  la  mina  "Mendieta" 
la  obtuvieron  durante  la  administración  pe- 
ruana, con  arreglo  á  las  leyes  de  minería  del 
Perú,  y  conservaron  su  posesión  y  propiedad 
sin  necesidad  de  inscribirla  en  el  registro  de 
minas,  pues  este  acto  no  era  esencial  ni  obli- 
gatorio, y  hoy  mismo,  casi  podría  asegurar 
que  los  antiguos  poseedores  de  la  mina'*Men- 
dieta*'  poseen  y  conservan  su  propiedad  sin 
haberla  inscrito  en  el  Conservador  de  minas. 

Que  el  requisito  de  la  inscripción,  aparte  de 
ser  sólo  imputable  al  señor  Canelo,  no  es  un 
motivo  para  que  el  contrato  de  29  de  diciem- 
bre de  1883  hubiese  dejado  de  tener  toda  la 
eficacia  y  validez  que  por  su  naturaleíia  le  co- 
rrespondían y,  por  otra  parte,  la  transferencia 
de  un  derecho  de  comunidad  no  es  la  venta  de 
una  cosa  material,  cierta  y  determinada,  cuya 
entrega  haya  de  verificarse  mano  á  mano, 
pues  esta  se  verifica  por  el  otorgamiento  del 
contrato  y  no  necesita  otro  requisito  y  lo  que 
se  vendió  por  los  señores  üevéscovi  i  Gregori- 
na  fué  lo  mismo  que  ellos  habían  adquirido 
por  otro  contrato  de  la  misma  naturaleza  ce- 
lebrado con  don  Eudoro  Marquezado  en  es 
critura  pública  de  14  de  junio  de  1881,  cuya 
copia  acompañan. 

Que,  por  lo  expuesto,  se  ve  que  la  demanda 
no  tiene  fundamento  legal  alguno,  y  lo  que 
hay  de  curioso  en  ella  es  que  se  ejercita  una 
acción  por  cobro  de  pesos,  lo  cual  es  comple- 
tamente absurdo,  porque  el  contrato  de  venta 
ó  transferencia  de  derechos  no  da  derecho  al 
cesionario  ó  comprador  para  cobrar  el  precio 
que  pagó,  sino  para  pedir  la  resolución  del 
contrato,  si  esta  fuera  procedente. 

Que  la  petición  de  intereses  es  ilegal  é  infun- 
dada. 

Que  en  veinte  años  que  don  Genaro  Canelo 
ha  tenido  la  facultad  de  ejercer  los  derechos 
de  comuneros  de  la  mina  *'Mendieta'*,  no  ha 
citado  de  evicción  á  sus  vendedores;  luego  si 
alguna  vez  ha  sido  despojado  judicialmente 
ha  perdido  todo  derecho  de  reclamar  contra 


los  vendedores;  puesto  que  las  acciooo 
proceden  de  derechos  reales  sobre  mina*- 
criben  en  dos  y  diez  años,  según  los  C  . 
que  han  regido  desde  1883,  y  si  don  C-: 
Canelo  hubiese  perdido  por  prcscripci' 
derechos  de  comunidad  que  se  le  ytt*:r. 
habría  también  prescrito  todo  derecho.  -♦ 
los  vendedores,  porque  esta  prcscrifK.' . 
bría  sido  imputable  á  él  y  por  su  culpa  . 
lo  tanto,  que  debe  desecharse  la dcmaL!  . 
costas. 

Que  Eduardo  Wood,  por  los  dcmaair. 
replicó  y  sostuvo  que  debía  darse  luga: 
demanda  en  todas  sus  partes. 

Que  está  de  acuerdo  con  los  demaod¿K  > 
la  existencia  de  la  escritura  de  venta  t  ea  - 
tud  de  ese  contrato,  los  vendedores  qü^•-- 
obligados  á  entregar  la  cosa  vendida  p:- : 
el  comprador  les  pagó  el  precio  y  la  tra«i:- 
de  las  minas  debe  efectuarse  por  la  ioscr.-: 
y  ésta  no  se  llevó  á  efecto  porque  los  sef  - » 
Devéscovi  y  Gregorina  no  eran  dueños  1;  - 
rra  alguna  en  la  mina  **Mendieta";  qw  ..i 
que  obtuvieron  el  otorgamiento  de  un  c-^— . 
to  de  venta  de  dos  barras  de  dicha  ra;r.. 
tuvieron  dominio  porque  la  escritura  n  • 
inscrita  y,  por  lo  tanto,  no  poseyeron  í. 
mente  la  cosa  vendida  y  vendieron  loqt 
les  pertenecía. 

Que,  según  el  certificado  que  acorcpi-^" 
se  justifica  que  dicha  escritura  no  ha  sid-^  > 
crita  y,  por  consiguiente,  don  Genaro  C^'' 
no  pudo  adquirir  el  dominio  délas  dosba^  - 
y  no  pudo  ocurrir  el  caso  de  que  fuese  per:.: 
bado  en  el  dominio  ó  posesión  que  no  tcaij 
naturalmente  no  pudo  llegar  la  ocasión  ce . 
tar  de  evicción  á  los  vendedores. 

Que,  en  virtud  de  lo  preceptuado  en  cU'  • 
culo  1826  del  Código  Civil,  los  demandaci.^ 
tienen  perfecto  derecho  para  exigir  la  d«v»:- 
ción  del  precio  pagado  y  Tos  intereses  corr^ 
tes,  con  indemnización  de  perjuirios,  y  qcc  c 
la  demanda  se  ejercita  la  acción  rcsuluntf 
un  contrato  y  no  de  derechos  reales  sobre ' 
ñas  y  en  tal  caso  esta  acción  no  prescribe  5 
en  veinte  años  y  en  conformidad  á  lo  prfff ' 
tuado  en  el  artículo  2515  del  Código  Civil 

En  rebeldía  de  los  demandados  y  por  «'  • 
causa  de  puro  derecho,  se  citó  parasentcnv-» 
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Considerando: 

e  demandantes  y  deraandados  reconocen 
intrato  de  compra- venta  celebrado  el  29 
ciembre  de  1883,  por  el  cual  Genaro  Ca- 
compró  á  José  Devéscovi  y  á  Gregorio 
;orina  dos  barras  de  laniina"Mendieta", 
ada  en  el  mineral  "Santa  Rosa"  y  el  com- 
ior  Canelo  quedó  autorizado  para  reque- 
a  inscripción  correspondiente; 
ae    segün  el  artículo   153  del  Código  de 
ería  de  1874,  vigente  á  la  apoca  de  la  ce- 
acion  de  ese  contrato,  la  venta  de  las  mi- 
se perfecciona  por  escritura  pública  y  el 
trato    cumple  con  esa  condición,  y  los  de- 
ndantes  exigen  la  devolución    del    precio 
^ado  é  intereses  corrientes  porque  los  ven- 
lores  no   tenían  inscrito  el  dominio  de  las 
rras,    carecían  de  posesión   legal,  y  por   lo 
ito,  vendieron  una  cosa  que  no  les  perte- 
cía. 

Jue  todo  contrato  legalmente  celebrado  es 
a  ley  para  los  contratantes  y  no  puede  sor 
fralidado  sino  por  su  consentimientonuituo 
por  causas  legales  y  el  contrato  no  ha  sido 
validado  ni  declarado  resuelto,  y  el  solo  he- 
o  de  que  no  haya  sido  inscrito  el  contrato 
)  da  derecho  á  los  demandantes  para  exigir 
volución  del  precio  y  pa¿^o  de  intereses, 
into  más  cuanto  que  el  comprador  quedó 
cuitado  para  requerir  la  inscripción  de  la 
ímpraventa  y  no  hay  constancia  de  que  lo 
lya  pretendido  ó  haya  podido  hacerlo  y 
ae,  por  lo  tanto,  es  improcedente  la  deman- 
a;  visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  1545, 
552  y  1698  del  Código  Civil  y  151  del  Códi- 
o  de  Procedimiento  Civil,  se  declara  sin  lu- 
ar,  con  costas,  la  demanda,  sin  perjuicio  de 
tras  acciones  que  competan  á  los  deman- 
dantes, á  quienes  se  reservan  sus  derechos 
►ara  que  los  hagan  valer  como  vieren  conve- 
nces. 
Anótese Roberto  Alonso, 

La  Corte: 

Vistos:  reproduciendo  la  parte  expositiva 
f  el  considerando  1*^  de  la  sentencia  apelada 
áe  fecha  12  de  agosto  último,  y 

Teniendo  además  presente: 
Que  en  el  contrato  de  compraventa  la  pri- 


mera obligación  que  impone  la  ley  al  vende- 
dor es  la  de  la  entrega  ó  tradición  de  la  cosa 
vendida,  la  que  debe  verificar  inmediatamen- 
te después  del  contrato  ó  a  la  época  prefija- 
da en  él; 

Que  mientras  no  se  cumpla  con  tal  obliga- 
ción, no  se  ha  transferido  al  comprador  la 
cosa  comprada,  ni  ha  adquirido  él  mismo 
ningún  derecho  real  sobre  ella,  teniendo  sólo 
un  derecho  personal  para  pedir  el  cumpli- 
miento del  contrato  ó  su  resolución,  con  arre- 
glo á  los  principios  generales  del  derecho; 

Que  de  los  antecedentes  acompañados  en 
segunda  instancia  aparece  comprobado  que 
por  ejecución  iniciada  en  el  año  1885,  por 
don  Carlos  Lafrentz  contra  donEudoroMar- 
quezado,  vendedor  á  los  demandados  en  1881, 
según  escritura  pública,  de  las  dos  barras  de 
la  mina  **Mendieta"  materia  del  contrato 
cuva  resolución  se  demanda,  se  trabó  embar- 
go  sobre  tales  barras,  como  de  propiedad  del 
ejecutado,  las  que,  con  expreso  consentimien- 
to del  mismo  ejecutado,  fueron  adjudicadas 
al  ejecutante,  á  favor  del  cual  se  hizo  la  co- 
rrespondiente inscripción  en  el  Conservador 
de  Minas,  con  fecha  5  de  enero  de  1889; 

Que  lo  expuesto  en  el  considerando  prece- 
dente (leja  evidenciado  que  no  habiéndose  des- 
prendido realmente  don  Eudoro  Marquezado 
del  dominio  de  las  dos  barras  de  la  mina 
"Mendieta''  ya  indicada,  á  favor  de  sus  com- 
pradores, señores  Devéscovi  y  Gregorína,  no 
pudieron  éstos  hallarse  legalmente  en  situa- 
ción de  efectuar,  ni  efectuaron  en  el  hecho  la 
tradición  de  tales  barras  á  su  comprador 
don  Genero  Canelo,  en  forma  alguna; 

Que,  en  consecuencia,  no  habiéndose  cum- 
plido por  los  vendedores  demandados  la  obli- 
gación de  hacer  la  entregadela  cosa  veñuda, 
es  procedente  la  acción  de  resolución  del  con- 
trato que  se  ejercita  en  la  demanda;  y 

Que  no  habiéndose  rendido  prueba  sobre  el 
daño  emergente  y  lucro  cesante,  para  apre- 
ciar la  indemnización  de  perjuicios  que  los 
demandados  deben,  es  equitativo  pedir,  como 
los  demandantes  lo  hacen,  el  interés  corriente 
por  el  capital  pagado  como  precio  de  la  ven- 
ta, ya  que  no  se  trata  del  caso  contemplado 
en  el  artículo  1559  del  Código  Civil,  que  se 
refiere  á  la  obligación  de  pagar  una  cantidad 
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de  dinero,  sino  de  la  mora  en  una  obligación 
de  hacer. 

Visto  además  lo  dispuesto  en  los  artículos 
1489,  1546,  1551,  1553,  1556, 1557,  1824  y 
1826  del  Código  Civil  y  330  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  se  revoca  la  referida 
sentencia  y  se  declara  que  ha  lugar  en  todas 
sus  partes  á  la  demanda. 

Acordada  por  unanimidad,  previniéndose 
que  el  señor  Ministro  Cisternas  Peña  ha  te- 
nido presente,  para  revocar,  las  considera- 
ciones que  consigna  en  el  libro  respectivo. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Vargas 
Mardones.— ^.  Barros. — E.  Cisternas  Peña. 
— P.  Roberto  Vega.—M.  A,  Qairell—M,  Var- 
gas Marclones, 

VOTO  ESPISCIAI^ 

En  el  juicio  seguido  por  la  sucesión  de  don 
Genaro  Canelo  con  Üevéscovi  y  Gregorina, 
sobre  resolución  de  un  contrato,  el  infras- 
crito, para  opinar  por  la  revocatoria  de  la 
sentencia  apelada,  ha  tenido  presente  las  si- 
guientes consideraciones: 

1*  Que  en  el  contrato  de  compraventa  la 
primera  obligación  que  impone  la  ley  al  ven- 
dedor es  la  de  la  entrega  ó  tradición  de  la 
cosa  vendida  y,  si  ésta  fuere  un  bien  raíz,  la 
tradición  debe  efectuarse  por  la  inscripción 
del  título  en  el  registro  del  Conservador,  tal 
como  lo  dispone  el  artículo  686  del  Código 
Civil; 

2*  Que,  mientras  no  se  cumpla  con  esta  so- 
lemnidad, al  comprador  de  un  bien  raiz  no  se 
le  ha  transferido  el  dominio  de  la  cosa  com- 
prada ni  adquirido  sobre  ella  ningún  derecho 
real,  teniendo  sólo  un  derecho  '^personal  para 
pedir  el  cumplimiento  del  contrato  ó  su  reso- 
lución, con  arreglo  á  los  principios  generales 
de  derecho; 

3*  Que  la  propiedad  de  las  minas  se  trans- 
fiere como  los  demás  fundos  y,  aunque  las 
minas  no  son  susceptibles  de  división  mate- 
rial, el  interés  que  en  ellas  tengan  dos  ó  más 
socios  puede  dividirse  en  cuotas  ó  secciones, 
las  que  se  transfieren  de  la  misma  manera 
que  la  totalidad  de  la  mina,  á  menos  que  se 
haya  constituido  entre  los  socios  una  socie- 
dad anónima,  en  cuyo  caso  las  acciones  se 


traspasan  con  arreglo  á  lo  dispoe^  r 
Código  de  Comercio; 

4*  Que  la  doctrina  expuesta  en  el  co:» 
rando  anterior  se  funda  en  los  artice.- 
12,  149  i  150  del  Código  de  Minería  dtl 
noviembre  de  1874,  vigente  en  la  cp>c 
que  se  celebró  el  contrato  cuya  resohia 
pide,  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  elbac 
23  de  marzo  de  1880,  que  dispuso  qicjjj 
actos  y  contratos  civiles  que  se  eject 
quince  días  después  de  su  publicados  ^  : 
juzgados  en  conformidad  á  las  lej-escbi-j 

5*  Que,  en  el  caso  actual,    hay  (x^rf 
dad  entre  las  partes  en  que  no  se  cfecij' j 
tradición  legal  de  las  dos  barras  de  k  x 
"Mendieta"  vendidas  por  Devéscovi  j '.-rc^ 
riña  á  don  Genaro    Canelo,  sin  que  p . 
sostenerse  que  esta  falta  de  cumpl¡micr.tc  i 
contrato  es  imputable  al  comprador. :?:'. 
la  escritura   respectiva   aparece  aatoñ::- 
para  inscribir,  porque  esta  autorizacióa  re 
te   de  importar  un  acto    de  mera  ÍAr^\ 
y  no  una  obligación,  no  podía  cjercitark;  * 
los  vendedores,  porque  no  se  les  había  jc.* 
tradición  legal  de  las  dos  barras  qae  t  ■ 
pretendían  enajenar,  según  consta  del  ccrr 
cado. 

6*  Que,  debiendo  efectuarse  L'i  entitgi 
la  cosa  vendida  inmediatamente  despats :: 
contrato,  y  no  habiéndose  cumplido  pe:  * 
vendedores  con  esta  obligación,  es  procr-í" 
te  la  acción  de  resolución  del  contrato  \ 
se  ejercita  en  la  demanda,  porque  se  trata 
una  obligación  de  hacer  y  los  deudores  se  2¿ 
constituido  en  mora; 

7*  Que,  no  habiéndose  rendido  prueban' 
bre  el  daño  emergente  y  el  lucro  cesante  fs-'- 
apreciar  la  indemnización  de  perjuicios  5 " 

* 

los  demandados  deben,  es  equitativo  p^'*' 
como  los  demandantes  lo  hacen,  el  in'f'* 
corriente  por  el  capital  pagado,  ya  qoen»^ 
trata  del  caso  contemplado  en  el  art-' 
1559  del  Código  Civil,  que  se  refiere  áoV.*- 
clones  de  pagar  una  cantidad  de  dioero.  r 
de  la  mora  en  una  obligación  de  hacer. 

Tacna,  28  de  diciembre  de  1904.-£. C^-' 
ñas  Peña, 
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de   Tacna.,Sl   de  diciembre  de  1904 
stillo  Lejton  con  Gildemeister  y  C* 

I  delito.- Daño.— Indemnlzaolón 
de  perjuicios.    Tachas. 

:trina:  —  Los  empleados  á  sueldo 
a  csísa.  de  comercio  son  inhábiles 
declarar  como  testigos  en  favor  de 
\  casa. 

la  negligencia  de  los  capataces  6 
idientes  de  una  casa  de  comercio  en 
rg'a  y  descarga  de  sus  mercaderías 
:>nde  su  amo  ó  patrón.  Responde^ 
consiguiente,  del  daño  causado  á 
rahajador  que  en  la  operación  de 
arga  recibe  el  golpe  de  una  *'linga. 

de  carbón  de  mayor  número  de  sa- 
que el  acostumbrado,  que  cae  sobre 
^ncha  en  que  trabajaba  por  haberse 
\ado  el  cable  ó  **esirolo'^  que  soste- 
la  carga j  cuando  esta  se  encontraba 
la  á  unos  10  metros  de  altura,  y 
o  mal  estado  se  había  hecho  presen- 
por  los  lancheros  ó  cargadores  á  los 
oleados  de  la  bodega  de  dicha  casa  de 
nercio. 

a  indemnización  de  perjuicios  por  el 
ño  sufrido  por  el  operario  puede  fijarse 
una  cantidad  que  le  asegure  la  renta 
resaria  para  vivir  conveniente  y  mo- 
^tamentCy  dentro  del  término  aproxi- 
ido  y  prudente  de  vida. 


darlos  Castillo  Lcyton,  trabador,  inválido, 
itdente  en  la  calle  de  Tacna  de  esta  ciudad, 
«  que  en  el  año  de  1902  trabajaba  como 
ichero  á  los  señores  Gildemeister  y  C^  y  en 
día  1*^  de  agosto  los  empleados  de  la  casa 
cían  descargar  de  la  lancha  en  que  él  tra- 
ijaba  el  carbón  traído  de  á  bordo  y  las  //n- 
\das  se  hacían  hasta  con  treinta  sacos  para 
)rcsurar  el  trabajo,  cuando  siempre  se  ba- 
cín de  quince  más  ó  menos. 


Que,  como  á  las  3  de  la  tarde  y  en  mo- 
mentos en  que  se  izaba  una  llagada  demás  de 
veinte  sacos,  á  causa  del  peso  excesivo  y  la 
mala  calidad  del  estrolo  6  cabo,  este  se  cortó 
y  se  cayó  la  carga  y  le  fracturó  las  dos  pier- 
nas, una  de  las  cuales  se  la  amputaron  y  en 
la  otra  tiene  aún  heridas  que  no  cicatrizaron 
y  ha  quedado  imposibilitado  para  el  tra- 
bajo; 

Que,  según  las  disposiciones  legales,  todo 
daño  que  pueda  imputarse  á  malicia  ó  negli- 
gencia de  otra  persona  debe  ser  reparado  por 
ésta,  y  que  los  amos  responden  de  la  conduc- 
ta dé  sus  criados  ó  sirvientes  en  ejercicio  de 
sus  funciones,  aún  cuando  el  hecho  de  que  se 
trata  no  se  haya  ejecutado  á  su  vista; 

Que,  por  lo  tanto,  Gildemeister  y  C*  son 
responsables  de  la  imprudencia  de  sus  emplea- 
dos y  deben  repararle  el  daño  causado,  ya  que 
ellos  pusieron  mayor  carga  que  la  que  po- 
día resistir  el  material  que  se  empleaba  para 
izarla; 

Que,  dada  su  robustez  y  buena  salud  y  su 
edad,  lo  que  puede  ganar  con  el  esfuerzo  desús 
brazos  no  puede  avaluarse  en  menos  de  $  1.000 
anuales,  y  la  vida  de  un  hombre  de  sus  condi- 
ciones no  puede  alcanzar  á  menos  de  sesenta 
años; 

Que,  por  lo  tanto,  Gildemeister  y  C^  deben 
pagarle  la  cantidad  de  $  23.000  por  indemni- 
zación del  daño  que  ha  sufrido  y  de  esta  suma 
deben  descontarse  las  cantidades  que  percibió 
durante  el  tiempo  que  estuvo  enfermo  en  el 
hospital  y  que  ascienden  á  $  490;  y  que,  por  lo 
tanto,  se  dé  lugar  á  la  demanda  por  esa  can- 
tidad y  que  deben  también  abonarle  los  inte- 
reses legales  de  esa  suma  desde  la  fecha  de  la 
notificación  de  la  demanda  y  hasta  el  efectivo 
pago  de  ella  y  abonar  las  costas  del  juicio. 

E.  Robledo,  por  Gildemeister  y  C*,  comer- 
ciantes, domiciliados  en  la  calle  Patricio  Lynch 
de  esta  ciudad,  contestó  la  demanda  y  sostu 
vo  que  era  efectivo  que  los  demandados  ha- 
bían atendido  á  Castillo  en  el  hospital  y  le 
habían  proporcionado  $  10  semanales  para 
sus  necesidades,  lo  que  acostumbran  siempre 
hacer  con  los  operarios  que  lo  necesitan,  y 
con  mayor  razón  con  los  que  han  sufrido  al- 
gún accidente  en  el  trabajo,  sin  que  esto  sig- 
nifique obligación  de  su  parte,  porque  Casti- 
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lio  no  tiene  ningún  derecho  que  hacer  valer  en 
contra  de  Gildemeister  y  C^;  para  ello  basta 
exponer  cuáles  son  las  relaciones  que  ligan  á 
la  casa  con  los  lancheros; 

Que  éstos  forman  una  cuadrilla  baio  las 
órdenes  de  un  capataz  ó  jefe,  quien  contrata 
la  descarga  del  carbón  de  los  buques  i  los  con- 
duce en  las  lanchas  hasta  el  muelle,  en  donde, 
dispuestos  por  ¡ingadas,  son  izadas  por  los 
donkeys  á  la  voz  de  los  lancheros  y  éstos  tie- 
nen la  obligación  de  arreglar  las  litigadas  y 
asegurarlas  convenientemente  con  las  cade- 
nas ó  estrolos  y  los  lancheros  hacen  su  opera- 
ción independientemente  del  que  dirige  el  dori' 
key,  quien  no  tiene  para  qué  preocuparse  con 
lo  que  pasa  en  la  lancha  porque  los  lancheros 
saben  lo  que  les  corresponde  hacer; 

Que  si  los  lancheros,  por  concluir  pronto  el 
Iriibajo,  ponen  en  \íís  I  tugadas  mayor  carga 
que  la  que  deben  arreglar,  ellos  son  los  cul- 
pables y  los  únicos  responsables  de  los  perjui- 
cios que  pueden  sobrevenirles;  y  así,  según  el 
demandante,  en  el  día  1^  de  agosto  se  hicie- 
ron tingadas  extraordinarias,  lo  que  ocasionó 
ruptura  del  estrolo; 

Que  las  consecuencias  de  esos  actos  no  son 
imputables  á  los  demandados,  que  siempre 
licúenlas  máquinas  de  trabajo  en  buenas  con- 
diciones y  así  también  todos  los  elementos  de 
trabajo,  y  solamente  un  acto  de  imprudencia 
extraordinaria  pudo  causar  á  Castillo  el  daño 
que  sufrió,  porque  ningún  operario  se  coloca 
debajo  de  una  Itngada  en  el  momento  de  izar- 
se, sino  que  se  hace  á  un  lado,  porque  es  evi- 
dente que  siempre  hay  que  evitar  un  accidente 
que  puede  sobrevenir  y  Castillo  es  el  único 
culpable  del  suceso  que  le  ocurrió,  porque  no 
es  posible  quedar  debajo  de  un  peso  que  se  le- 
vanta, por  más  seguras  que  sean  las  máqui- 
nas con  que  se  trabaja; 

Que  la  suma  que  se  exige  por  el  demandan- 
te es  exagerada  y  se  consigna  por  causar  im- 
presión, porque  es  sabido  que  un  hombre  tra- 
bajador puede  subsistir  en  Chile,  perfectamen- 
te, con  $  30  mensuales,  renta  que  se  obtiene 
con  un  capital  de  $  2.000  á  3.000,  adminis- 
trado y  puesto  en  giro  juiciosamente  y  eso  le 
daría  para  vivir  con  relación  á  sus  condicio- 
nes y  hace  esta  exposición  únicamente  para 
dejar  el  convencimiento  de  que  el  cobro  de  la 


suma  de  $  23.000  es  absurdo  y  care.í .: . 
damento  legal  y  que,  por  lo  tanto,  sc  - 
la  demanda,  con  costas. 

Fermín  Rodríguez   B.,  por  el  dcmi  . 
replicó  y  expuso:  que,  según  la  cootc^tj. 
no  se  contradice  el  hecho  capital  de  !a ..  _ 
da,  sino  que  se  reconoce  su  existe^jú; 
demetster  y  C*  rehuyen    la  rcsponsa.  . 
que  les  afecta  y  para  ello  hacen  ocj:i 
ta  relación  en  cuanto  al  orden  interno 
ministrativo  que   se   relaciona  con  k  :V 
ga  del  carbón; 

Que  no  es   cierto  que  los  lancfambr: 
ten  la  descarga  á  su  arbitrio,  sino  qj¿v>  • 
obran  bajo   la  dirección  y  yigúaniU  c: 
das    las    operaciones    de   dos  empkii  * 
planta  ó  capataces  pagados  á  soeldo  f  - 
casa,  y  así  uno  de  ellos  es  capataz d;  cu:. 
dores  y  el  otro  de  lancheros  yéstosú:z< 
órdenes  é  instrucciones  á  los  lancheros .  *: 
lan  la  descarga  que  éstos  hacen  \¿'.c^ 
bien  dan  las   nóminas  ó  estados  ses-i.  ^ 
para  que  los  lancheros  se  pagoeadtis:^ 
nales,  que  les  cubre  el  cajero  dclaa^a»: 
los  capataces,  y  en  el  día  del  sácelo  er»:  . 
patáz  Manuel  Solís  el  que  ordenaba, r.  ^ 
y  presenciaba  la  descarga; 

Que  tampoco  es  cierto  que  los  mam." 
empleados  para  el  servicio  semantc^::* 
buen  estado,  porque  el  día  en  que  ocurr.  - 
hecho  que  ocasionó  el  daño,  elcstroh  ''::• 
con  que  se  trabajaba  y  asegaraba  laA^;- 
estaba  en  mal  estado  ó  podrido; 

Que  los  socorros  dados  á  Castilio  L. 
no  acusan    sentimientos   filantrópicos  ^  - 
mente,  sino  otro    orden  de  coasideri^:.  ^ 
que  se  relaciona  con  la  obligación  cin    '-' 
tural  de  resarcir  el  daño  sufrido,  y  la  cot; 
nenda  que  insinúan  los  demandados  a!*:- 
de  su  escrito  no  corresponde  ni  al  derccb.  • 
demandante  ni  á  la  responsabilidad  de  b* 
mandados,  y  la  manera  y  forma  en  qx  ' 
aprecia  el  esfuerzo  de  un  chileno  robai:. 
fuerte  que  se  encuentra  en  la  plcoitod  í 
vida  y  que  queda  imposibilitado  para ci:r3 

jo  por  el  tiempo  que  le  queda  dc?ida,e>irr.* 
ría  y  que,  por  lo  tanto,  debe  darse  Inga'-- 
demanda; 

En   rebeldía  del  demandado,  se  rcábí  - 
causa  á  prueba  y  se  rindió  por  las  paru^- 
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se  registra  en  autos  y,  vencido  el  térmi- 
í^ermín  Rodríguez  B.,  por  el  demandante, 
5  de  Ijien  probado  y  sostuvo  que  debía 
e  lugar  á  las  tachas  opuestas  á  los  testi- 
Manuel  Solís,  Pedro  Onetto  y  José  Mer- 

9  Marín,  por  ser  empleados  ó  dependien- 
le  los  demandados,  como  éstos  lo  con- 
n; 

ae  con  la  prueba  rendida  se  ha  acredita. 
n  todas  sus  partes  la  demanda  y  pnnci_ 
líente  se  ha  justificado  que  en  la  tarde  del 
le  agosto  se  hizo  presente  que  el  estrolo 
que  se  alzaba  la  carga  estaba  en  mal  es- 
D,  se  reclamó  otro  y  no  se  atendió  al  re- 
no, y  que  en  ese  día  las  Untadas  se  hacían 

un  peso  excesivo  sin  observación  de  los 
ataces  encargados  de  vigilar  esas  opéra- 
les. 

,ue  se  ha  justificado  que  las  lesiones  recibi- 
i  por  Castillo  Leyton  son  de  tal  naturale- 
[^ue  queda  imposibilitado  para  el  trabajo 
ara  ganarse  la  vida  y  que  debe  darse  lu- 
:  á  la  demanda  en  todas  sus  partes. 
!arlos  Huttcrott,  por  Gildemeister  y  C*, 
pondió  al  alegato  y  dijo:  que  de  la  prueba 
idida  por  las  partes  se  deduce  que  el  acci- 
ite  ocurrido  se  produjo  por   cnusa  que  no 

imputable  á  Gildemeister  y  C^,  porque  la 
scarga  del  carbón  se  hace  por  cuadrillas 
le  trabajan  independientemente  y  que  están 
)ligados  á  entregarlo  en  linf^adiis  adecúa. 
is  y  en  ese  día  los  lancheros  hicieron  linga- 
is  de  peso  excesivo   que   hizo   romper  el  es- 

010  y  la  carga  cayó  sobre  la  lancha  cuando 
>a  á  algunos  metros  de  altura,  y  si  las  //n- 
^das  se  hacían  con  ese  peso,  era  porque  los 
incheros  imprudentemente  así  procedían, 
or  apresurar  y  poner  término  rápidamente 
1  trabajo;  y  si  algunos  testigos  afirman  que 
1  estrolo  se  encontraba  en  mal  estado,  no 
Lseguran  que  se  habría  cortado  con  carga  or- 
linaria  ó  con  tingadas  de  quince  sacos  en  lu- 
jar de  veinte  6  más  que  entonces  se  dispo- 
lían;  que  los  demandados  estaban  ciertos  de 
íue  haciéndose  el  trabajo  con  las  lingadas 
)rdinar¡as  de  quince  sacos,  no  ocurría  ningún 
accidente  y  por  eso  se  hizo  funcionar  el  don- 
¿eycon  sus  útiles,  porque  todo  cable  ó  cadena 
tiene  una  resistencia  determinada  y  si  se  le 
carga  con  mayor  peso  tiene  necesariamente 


que  romperse  y  si  los  lancheros  no  hicieron 
las    Ungadas  en  forma  usual  y  conveniente 
ellos  son  los  únicos  responsables  de  la  des- 
gracia ocurrida. 

Que  es  conocido  el  espíritu  del  trabajador 
chileno  despreocupado  de  sus  intereses  y  del 
de  sus  patrones  y  á  ellos  nada  les  importa 
que  se  dañen  las  máquinas  6  útiles  con  que  se 
trabaja,  porque  todo  su  afán  estriba  en  ga- 
nar su  jornal  con  el  menor  esfuerzo  y  en  el 
menor  tiempo,  sin  fijarse  en  las  consecuencias 
de  las  imprudencias  que  cometen  y  así  ocurrió 
cuando  el  accidente  del  trabajador  Castillo 
Leyton;  y  que,  por  lo  tanto,  son  los  lancheros 
los  únicos  responsables  del  accidente  y  la  ca- 
sa Gildemeister  y  C^  siempre  atenta  para 
cuidar  y  evitar  hasta  el  más  remoto  peligro 
á  sus  trabajadores,  debe  ser  absuelta  de  la 
demanda,  con  costas. 

Se  citó  para  sentencia. 

Con  lo  relacionado  y  considerando  en  cuan- 
to á  las  tachas:  que,  según  consta  de  las  de- 
claraciones de  los  mismos  testigos,  no  contra- 
dichas por  los  demandados,  Pedro  P.  Onetto 
es  empleado  á  sueldo  de  Gildemeister  y  Com- 
pañía, como  pesador  de  salitre  hace  cuatro 
años;  Manuel  Solís  es  capataz  de  lancheros,  á 
sueldo  de  la  misma  casa,  hace  dos  años;  y  Jo- 
sé Mercedes  Marín  es  maquinista  del  donkey, 
á  sueldo  también  de  Gildemeister  y  C*,  hace 
ocho  años;  visto  lo  dispuesto  en  los  artículos 
347.  número  4*?,  y  368  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil,  se  declaran  legales  y  compro- 
badas las  tachas  opuestas  por  el  demandan- 
te á  esos  testigos  y  desestimadas  sus  declara- 
ciones. 
Considerando  en  cuanto  á  la  demanda: 
Que  está  plenamente  comprobado,  y  en  ello 
están  también  de  acuerdo  las  partes,  que  en  el 
día  1^  de  agosto  del  riño  último  el  trabajador 
á  jornal  y  demandante  Carlos  Castillo  Ley- 
ton sufrió  el  accidente  que  le  ocasionó  la  am- 
putación de  una  pierna  y  le  dejó  la  otra  frac- 
turada en  varias  partes,  quedando  absoluta- 
mente imposibilitado  para  el  trabajo,  á  con- 
secuencia de  haber  recibido  el  golpe  de  una 
tingada  de  carbón  que'cayó  sobre  la  lancha  en 
que  trabajaba,  cosiendo  los  sacos  que  se  en- 
contraban en  mal  estado,  por  haberse  corta- 
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do  el  estrolo  o  cabo  que  sostenía  la  carga 
cuando  ésta  se  encontraba  izada  y  á  unos  diez 
metros  de  altura; 

Que  este  accidente  ocurrió  en  una  lancha  de 
Gildemeister  y  C^,  cuya  era  la  carga  que  se 
izaba  por  los  donkeys  de  la  misma  casa  y  la 
operación  de  la  descarga  se  efectuaba  bajo  la 
vigilancia  de  capataces  ó  empleados  á  sueldo 
de  los  demandados; 

Que  el  demandante  ha  justificado  que  en  ese 
día  y  en  la  hora  en  que  ocurrió  el  accidente, 
las  lindadas  se  hacían  colocando  hasta  veinte 
y  más  sacos  cada  vez  que  se  izaba  la  carga  y 
los  lancheros  ó  cargadores  observaron  que  el 
estrolo  se  encontraba  en  mal  estado»  reclama- 
marón  para  que  se  cambiase  por  otro,  fueron 
á  la  bodega  á  pedir  uno  nuevo  i  se  contestó 
que  continuaran  trabajando  con  el  que  tenían, 
esto  es,  con  el  que  se  hallaba  en  mal  estado 
y,  por  lo  tanto,  se  desatendió  la  petición  de 
los  trabajadores  que  oportunamente  reclama- 
ron por  las  malas  condiciones  de  uno  de  los 
elementos  ó  materiales  con  que  se  efectuaba 
la  operación; 

Que  se  ha  acreditado  que  la  carga  y  descar- 
ga del  carbón  se  hacía  por  cuenta  y  riesgo  de 
los  demandados,  ó  sea  de  la  casa  Gildemeis-  ' 
ter  y  C*,  quienes  tienen  un  empleado  de  plan- 
ta á  sueldo  fijo  ó  capataz,  á  quien  incumbe  vi- 
gilar y  ordenar  lo  conveniente  con  relación  á 
esas  operaciones  y,  consiguientemente,  ese 
empleado  ha  debido  impedir  que  en  cada  Un- 
gada  se  pusieran  mas  de  quince  sacos  y  tanto 
más  en  ese  día  en  el  que  se  había  reclamado 
por  las  malas  condiciones  del  estrolo  y  debió 
también  exigir  que  se  cambiase  éste; 

Que  esas  medidas  de  seguridad  las  aconseja 
la  más  vulgar  previsión  y  en  el  supuesto  de 
que  el  trabajador  tenga  á  menos  ó  en  poco  el 
riesgo  de  la  vida  y  mire  con  indiferencia  la 
conservación  de  las  máquinas  y  útiles  de  tra- 
bajo, la  vijilancia  del  capataz  ó  jefe  de  cuadri- 
lla se  impone  con  mayor  razón  y  fundamento; 

Que  de  esta  negligencia  de  los  capataces  ó 
dependientes  de  los  demandados,  de  la  cual 
tampoco  puede  escusarse  el  mecánico  ó  perso- 
na que  maneja  el  donkey,  es  responsable  el 


amo  ó  patrón  que  debe  prevenir  lea  acc'a 
tes  del  trabajo  y  en  esta  ocasión  losdesr. 
con  imprudencia  y  negligencia  inescosabJes 

Que  teniendo  en  consideración  la  táú  .i 
demandante,  sus  condiciones  de  robusta  ^i: 
hábitos  y  posición,  puede  estimarse  «$' 
mensuales  la  cantidad  que  necesita  para  r.nr 
conveniente  y  modestamente  y  dentro  ;; 
término  aproximado  y  prudente  de  ridá.  i- 
rante  veinte  años  más,  ya  que,  seg^nlap^ 
ba  rendida  y  el  informe,  ha  quedado  imps 
bilitado  físicamente  para  el  trabajo,  y  qí:  ^ 
demandados,  ó  sea  Gildemeister  v  C-.ar 
dieron  al  demandante  con  algunos  soccc- 
que  alcanzan  á  la  suma  de  $  490,segQi]  ^V:í 
ración  de  éste. 

Por  estas  consideraciones  y  confonue :  •: 

10  preceptuado  en  los  artículos  169S.  171 
2314,  2322,  inciso  1^,  2325  y  2329  delC  i. 
go  Civil  y  151,  196,  330  y  374  del  Códi,:-  t 
Procedimiento  Civil,  se  declara  que  ha  .'ser 
á  la  demanda  y,  en  consecuencia,  Gildcmcrj! 
y^  C*  indemnizarán  al  demandante  d  dr. 
causado  y  quedan  obligados  á  entregarle- 
suma  de  $  12,000,  cantidad  que  corrtsp  :i 
á  veinte  años  de  vida  del  demandante  y  á « 
zón  de  $  600  anuales,  y  de  esta  caniidaisí 
deducirá  la  suma  de  $  490  que  ha  perdb:: 
Carlos  Castillo  Leyton. 

No  ha  lugar  á  lo  demás  pedido  por  tcí 

mandante. 

No  se  impone  condenación  en  costas  por^K 
las  partes  han  tenido  motivos  plausibles  p"^ 
litigar  y  se  reservan  al  demandado  susdcr: 
chos  para  que  los  haga  valer  como  y  conn 
quien  viere  convenirle.— i?o6erto  Ahnso. 

La  Oorte: 

Vistos:  seconfírma  la  sentencia  apelad»^- 

11  de  noviembre  último. 
Acordada  por  el  voto  unánime  del  Tnoot- 

habiendo  opinado  el  señor  Presidente  Barro* 
y  señor  Ministro  Vega  por  que  se  üjar*^ 
$  10,000  el  monto  de  la  máemniiA(i6n({ia^ 
manda  pagar  en  la  expresada  seotcocv*-- 
E.  Barros,^E,  Cisternas  Peña.-P-  ^^^'' 
Fe?a.-Af .  A,  QaireJL-M.  Vareas  Maréon^ 


Afio  m 


Mo  de  1906 


KM.  8 
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SECCIÓN  SE(JÜNDA 
CORTES  DE  APELACIONES 


^orte  de  Santiago 6  de  octubre   de  1904 

Rodríguez  con  Carrasco  y  ZanelH 

Salitrera.— Minas.  —  Donaolón.  —  Tra- 
dición; insorlpolón— Derecho  real; 
dereobo  personal.—  Prescripción.— 
Decisión  del  asunto  controvertido. 
—  Considerandos  de  la  sentencia; 
parte  dispositiva. 

Doctrina:— La  donación  de  una  cuota 
de  derechos  en  una  pampa  salitral  re- 
quiere ^  para  la  adquisición  del  dominio ^ 
que  la  tradición  se  efectúe  en  la  forma 
determinada  en  el  articulo  686  del  Códi- 
go Civil  jr  con  arreglo  á  lo  prevenido  en 
el  Código  de  Minería,  ó  sea  por  la  inscrip- 
ción en  el  registro  conservatorio  especial, 
por  tratarse  de  un  derecho  real  jr  no  de 

APELACIÓN  IS 


un  derecho  personal  cuya  tradición  se 
efectúa  por  la  entrega  del  título. 

La  inscripción  hecha  con  posteriori- 
dad á  la  muerte  del  donante  no  puede 
perjudicar  á  los  herederos  de  éste  ni  á 
los  terceros  á  quienes  aquellos  traspasa- 
ren sus  derechos  con  la  respectiva  ins- 
cripción. 

Si  la  sentencia  comprende  en  su  parte 
resolutiva  todas  las  acciones  y  excepcio- 
nes deducidas  y  alegadas  en  el  juicio,  lo 
que  resulta  de  la  resolución  que  en  tér- 
minos generales  declara  que  ^^no  ha  lu- 
gar á  la  demanda'^  y  acepta  la  excepción 
de  prescripción  opuesta  por  los  deman- 
dados, no  incurre  en  el  vicio  de  nulidad 
por  la  circunstancia  de  no  haber  apre- 
ciado el  Juez  en  los  considerandos  todas 
las  razones  ó  fundamentos  en  que  el  de- 
mandante apoya  su  demanda.  El  recur- 
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SO  de  casación  no  procede  contra  los  con- 
siderandos de  la  sentencia  sino  contra 
las  declaraciones  que  el  fallo  contiene. 


•)  í 


Don  Jorje  Rodríguez  Cerda,  abogado,  domi- 
ciliado en  la  calle  de  los  Carreras,  número  94, 
entabla  demanda  en  contra  de  la  Sociedad 
Carrasco  y  Zanelli,  salitreros,  de  Autofagas- 
ta,  cuyo  apoderado  general  es  don  Adolfo  Ca- 
rrasco Albano,  abogado,  residente  en  la  calle 
del  Dieziocho. 

Fundando  su  demanda  expone:  que  en  1882, 
encontrándose  en  Antofagasta,  le  hizo  dona- 
ción don  Diego  Pórtus  por  servicios  profesio- 
nales, entre  otros  derechos,  de  la  cuarta  par- 
te de  los  que  al  donante  correspondían  en  la 
pampa  Salitrera  denominada  "Pedro  Pig'*, 
que  solicitó  en  unión  de  don  Victoriano  Pig 
González,  de  la  Gobernación  de  Antofagasta 
el  27  de  agosto  de  1881,  estableciéndose  por 
el  hecho  de  la  cesión  una  comunidad  entre  el 
señor  Portus  y  el  demandante  con  el  ñn  de 
explotar  esas  salitreras,  explotación  que  no 
pudo  llevarse  á  efecto  por  diversas  causas. 

Algunos  años  después  murió  don  Diego  Pór- 
tus y  su  sucesión  vendió  á  los  señores  Carras- 
co y  Zanelli,  entre  otros,  sus  derechos  á  la  sa- 
litrera ante  nombrada,  por  escritura  de  28 
de  febrero  de  1903,  extendida  en  Valparaíso 
ante  el  notario  señor  Ríos  González;  en  dicha 
venta  se  hace  referencia  á  la  parte  que  corres- 
pondía al  demandante  en  la  comunidad  que 
tuvo  primitivamente  con  el  señor  Pórtus  y  en 
seguida  con  sus  herederos. 

£n  defensa  de  sus  derechos  sostiene:  que  por 
el  hecho  de  haber  solicitado  conjuntamente 
don  Diego  Pórtus  y  don  Victoriano  Pig  la  pam- 
pa salitrera  "Pedro  Pig'*,seformó  entre  ellos 
un  cuasi  contrato  de  comunidad  minera,  y 
que  habiendo  cedido  el  señor  Pórtus  al  de- 
mandante la  cuarta  parte  de  los  derechos  que 
le  correspondían  en  la  pampa  **Pedro  Pig", 
le  donó  la  cuarta  parte  que  tenía  en  aquella 
comunidad,  donación  que  no  requería  inscrip- 
ción por  ser  de  derechos  incorpóreos,  perfec- 
cionándose con  la  entrega  del  título. 

Que  á  la  época  de  la  donación  los  señores 


Pórtus  y  Pig  González  solo  tenían  títui 
visorio,  siendo  adquirido  el  definitivo  p^D: 
señores  Carrasco  y  Zanelli;  por  consigaic 
el  derecho  cedido  no  fué  el  radicado  tu :: 
mueble  determinado,  sino  el  quepudícri- 
sultar  más  tarde  con  la  mensura  en  era 
terminada  pampa  salitrera,  de  locual  se  :♦. 
ce  que  la  donación  fué  de  un  derecho  iccr 
reo,  que  tampoco  necesitaba  inscripciói;  -. 
su  perfeccionamiento. 

Que  la  donación  ó  venta  de  una  ccol  . 
una  mina  no  es  donación  6  ycnl^.  dec: 
raíz,  sino  de  un  derecho  incorpóreo,  en  ^.t 
niidad  al  artículo  12  de  los  Códigos  de  M;  ^ 
del  74  y  88,  y  por  lo  tanto  se  ptrfcccioni 
la  sola  entrega  del  título. 

Que  por  el  hecho  de  la  donación  seícr. 
una  nueva  comunidad  entre  Pórtus, Pig '• 
zález  y  el  demandante,  que  comenió  á  :.t 
efecto,  conforma  al  Código  de  Minas  dci% 
tomando  el  nombre  de  Compañía  M:r.tr. 
cuando  se  puso  en  vigencia  el  Código  dei^* 

En  esta  situación,  los  herederos  ddsr 
Pórtus,  al  vender  como  propia  de  cO«  * 
pampa  "Pedro  Pig'\  no  pudieron  diswr.:: 
libremente  de  la  cuarta  parte  que  concspc- 
día  al  demandante. 

Y  como  en  conformidad  al  artículo  S'^: 
Código  Civil,  si  el  tradente  no  es  el  Tfri¿  f 
ro  dueño  de  la  cosa  que  se  entrega  por  é^ 
su  nombre,  no  se  adquieren  por  la  tra^j : 
otros  derechos  que  los  trasmisibles del inisr 
tradente,  y  en  conformidad  también  al  ' 
tículo  100,  inciso  2^,   del  Código  de  Mirr. 
vigente,  se  ha  establecido  una  conipam'a 
ñera  entre  los  señores  C arrasco  vZaQtlIi; 
demandante. 

En  esta  virtud  pide  que  se  declare; 

1"^  Que  la  venta  de  la  salitrera  "Pedro  Fu 
y  demás  que  poseían  en  común  don  fe 
Pórtus  y  don  Victoriano  Pig  Goniáicz ' 
afecta  sus  derechos;  que  ha  sido  v  es  dar 
del  25%  que  á  don  Diego  Pórtus  comsptf 
día  en  la  comunidad; 

2°  Que  habiendo  sucedido  Carrasco  jZaií 
Ih*  en  los  derechos  que  don  Diego  Portas jh 
sucesión  tenían  en  las  pampas  salitreras  "IV 
dro  Pig'*,  "Diego  Pórtus'\  ''Nuera  Tar.?. 
cá",  "Juanita  Body",  "La  Caravana'y  b 
Penitentes",  se  ha  formado  entre  Carras  • 
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anelH  y  el  demandante  una  compañía  mi- 
era, y  en  consecuencia  que  deben  acudirle 
Dn  la  parte  de  beneficios  que  le  corresponden 
que  resulten  de  la  explotación  de  esas  sali- 
neras, con  más  el  lucro  cesante  y  el  daño 
mergente; 

3^  Que  como  socio  tiene  derecho  á  tomar 
>arte  en  todos  los  acuerdos  que  celebre  la 
-ompañía,  tanto  en  la  dirección  del  negocio 
onio  en  todo  lo  que  tenga  relación  con  los 
atereses  de  ella. 

El  demandado  contesta  y  expone:  que  la 
uestión  queda  reducida  á  averiguar  si  puede 
rivocarse  contra  terceros,  los  demandados 
n  este  caso,  la  escritura  de  donación  inscrita 
oi:  posterioridad  á  la  fecha  en  que  ellos  ad- 
quirieron de  la  sucesión  Pórtus  el  dominio 
ijae  á  éstos  correspondía  en  la  pampa  "Pedro 
^*'g">  en  virtud  de  escritura  pública  inscrita 
con  la  debida  oportunidad. 

El  derecho  que  invoca  el  demandante  es  el 
de  dominio  y  en  ese  derecho  se  fundan  sus  pe- 
ticiones. 

En  conformidad  á  los  artículos  81  del  Có- 
digo de  Minas  vigente  y  724  y  728  del  Códi- 
go Civil,  es  requisito  esencial  para  la  validez 
de  la  enajenación  de  una  mina,  escritura  pú- 
blica inscrita  en  el  registro  del  conservador. 
El  demandante  sostiene  que  no  ha  sido  ne- 
cesaria la  inscripción  para  la  transferencia  de 
la  pampa  salitrera  "Pedro  Pig";  pero  recono- 
ce que  la  escritura  de  donación,  es  sólo  un  tí- 
tulo traslaticio  de  dominio,  que  lo  autoriza- 
ria  para  reclamar  de  don  Diego  Pórtus,  ó  de 
su  sucesión,  la  entrega  de  la  cosa  donada. 

Confiesa  que  ese  título  no  basta  para  recla- 
maria  de  terceros  á  quienes  se  ha  transferido 
válidamente,  á  menos  de  que  la  donación  se 
"hubiese  perfeccionado  por  la  entrega  de  lo 
donado,  esto  es,  que  concurrieran  en  el  señor 
Rodríguez  un  título  traslaticio  de  dominio  y 
un  modo" de  adquirir;  y  sostiene,  además,  que 
la  tradición  se  efectuó  por  la  entrega  del  títu- 
lo, en  conformidad  al  artículo  699  del  Código 
Civil. 

La  disposición  que  invoca  el  demandante 
no  es  aplicable  al  presente  caso,  porque  en 
esa  forma  se  transfieren  sólo  los  derechos  per- 
sonales y  no  los  reales,  como  es  el  de  dominio 
á  una  parte  de  la  pampa  "Pedro  Pig**,  la  tra- 


dición de  estos  últimos  se  efectúa  según  los 
artículos  684,  686,  688  y  698  del  Código 
Civil. 

Por  otra  parte,  la  tradición  de  las  minas  se 
verifica  por  la  inscripción  en  el  registro,  en 
conformidad  al  artículo  83  del  Código  de  Mi- 
nas y  de  la  misma  manera  la  tradición  de 
una  cuota  de  ellas. 

El  artículo  12  tampoco  tiene  el  sentido  que 
le  da  el  demandante,  porque  sólo  declara  que 
las  minas  no  son  susceptibles  díe  división  ma- 
terial, pero  que  el  derecho  de  dominio  puede 
dividirse. 

En  consecuencia,  el  señor  Rodríguez  jamás 
ha  sido  dueño  de  parte  alguna  de  la  pampa 
"Pedro  Pig",  por  no  haber  inscrito  en  el  re- 
gistro la  donación  hecha  á  su  favor:  y  á  la 
época  de  la  compra  de  esa  pertenencia  por  los 
demandados,  la  plenitud  del  dominio  estaba 
radicada  en  la  sucesión  de  don  Diego  Pórtus, 
sin  que  altere  esta  situación  la  inscripción 
tardía  de  la  donación. 

El  artículo  100  del  Código  de  Minas  citado 
en  su  apoyo  por  el  demandante  no  tiene  apli- 
cación, porque  el  señor  Rodríguez  no  se  en- 
cuentra en  ninguno  de  los  casos  contempla- 
dos en  él,  no  registró  en  compañía  la  perte- 
nencia, ni  ha  adquirido  jamás  en  ella  parte 
alguna,  ni  ha  celebrado  contrato  de  com- 
pañía. 

Concluye  pidiendo  que  se  sirva  no  dar  lu- 
gar á  la  demanda,  con  costas,  y  declarar  que 
debe  cancelarse  la  inscripción  de  la  escritura 
de  donación  hecha  por  el  señor  Rodríguez  en 
13  de  junio  de  1904  en  el  Conservador  de  Mi- 
nas de  Antofagasta. 

El  demandante  replica  y  expone:  que  los  de- 
mandados miran  la  cuestión  bajo  un  punto 
de  vista  diferente,  al  decir  que  la  acción  que 
se  ha  entablado  es  de  dominio,  y  que  siendo 
acción  mueble  y  personal,  debe  dirigirse  con- 
tra la  sucesión  Pórtus. 

Insiste  en  lo  que  sostiene  la  demanda,  que 
lo  que  él  adquirió  fué  un  derecho  incorpóreo 
que  no  necesita  inscripción  para  su  transfe- 
rencia, como  se  desprende  de  los  artículos 
505,  576,  577,  582,  583,  588,  670  y  679  del 
Código  Civil. 

En  la  comunidad  de  Diego  Pórtus  y  Pig 
González,  las  salitreras  que  pidieron  conjun- 
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tamente  pasaron  á  ser  de  esa  comunidad,  y 
ellos  no  conservaron  otros  derechos  que  los 
de  dividirse  los  beneñcios  y  administrar  el 
bien  común. 

Por  la  cesión  que  le  hizo  Pórtus  no  pudo 
transferirle  la  salitrera,  ni  una  parte  de  ella, 
sino  sólo  la  cuarta  parte  de  los  derechos  que  él 
tenía  en  esa  comunidad  y  que  consisten  en  los 
beneficios  que  resultaren  de  la  explotación  y 
administración  de  la  cosa  común,  lo  cual 
pudo  hacerse,  en  conformidad  al  articulo  172 
del  Código  del  año  1874. 

Como  lo  cedido  fueron  derechos,  se  adqui- 
rieron por  la  tradición,  es  decir,  por  la  consti- 
tución del  título  de  la  enajenación. 

Los  señores  Pórtus  y  Pig  González  no  radi- 
caron el  derecho  que  les  concedió  su  pedimen- 
to, porque  éste  dice  á  10  kilómetros  de  la 
pampa  Diego  Pórtus,  y  la  mensura  se  hizo  á 

5  kilómetros,  no  radicando  así  aquéllos  su 
pedimento  en  un  inmueble  determinado,  ni  te- 
nido en  más  derechos  que  los  que  pudieran 
resultar  más  tarde  con  la  mensura  en  una  de- 
terminada pampa  salitrera. 

A  él  le  cedió  el  25%  de  esos  derechos  que  no 
estaban  radicados  en  determinado  inmueble. 

La  cesión  ó  venta  de  cuota  de  una  mina  ó 
salitrera  no  es  cesión  ó  venta  de  cuota  de  un 
bien  raíz;  y  así  como  es  necesario  inscribir  es- 
ta última  para  transferir  el  dominio,  para  que 
quede  perfecta  la  venta  de  cuota  de  una  mina 

6  salitrera,  basta  la  entrega  del  título  de  la 
cesión  ó  venta  sin  necesidad  de  la  inscripción. 

Hay  diferencias  esenciales  entre  una  mina  y 
un  bien  raíz,  y  entre  la  enajenación  de  parte 
de  una  y  de  otra.  Las  minas  tienen  de  común 
con  el  bien  raíz  el  que  no  pueden  trasladarse 
de  un  lugar  á  otro;  pero  la  coijdición  esencial 
de  las  primeras  es  la  indivisión,  pudiendo  en 
éstas  dividirse  el  interés  ó  cuotas  de  dos  ó 
más  comuneros.  Cuando  se  vende  parte  de 
una  propiedad  raíz,  el  que  lo  hace  se  despren- 
de del  dominio  que  tiene  en  la  parte  vendida; 
y  cuando  se  vende  parte  de  una  mina,  el  que 
la  vende  queda  tan  dueño  de  la  materialidad 
de  la  parte  vendida  como  del  todo  de  la  pro- 
piedad y  el  que  la  compra  se  hace  dueño  del 
todo  lo  mismo  que  de  esa  parte  formándose 
entre  ellos  una  comunidad.  Las  minas  no  son 
emhargables,  como  los  bienes  raices;  en  la 


venta  de  aquéllas  no  hay  lesión  enonocix 
en  la  de  éstas. 

De  estas  diferencias  se  deduce  que  la  oc . 
minera  es  cuota  en  el  interés,  nó en elinmir. 
y  como  tal,  su  enajenación  no  necesita  ^- 
cripción. 

Termina  pidiendo  que  se  dé  Ingarála.; 
manda  y  se  rechácela  petición  del denuuiau 
en  orden  á  que  debe  cancelarse  la  iucrípci: 
que  de  la  escritura  de  donación  hizo  ddeica> 
dante,  por  cuanto  esta  petición  do  ha  s:: 
formulada  por  vía  de  reconvención. 

El  demandado  duplica  y  expone:  que deaic 
el  descubrimiento  de  la  mina  "Pedro  Rg'.s 
dominio  quedó  radicado  por  mitad  en  ¿c: 
Diego  Pórtus  y  don  Victoriano  Pig,  jcl  cV 
minio  del  primero  fué  transferido  álosstÉ- 
res  Carrasco  y  Zanelli  por  escritura  póbb 
de  28  de  febrero  de  1903  inscrita el31  de  or 
zo  del  mismo  año.  Antes  de  esta  iasaipció:, 
no  se  había  anotado  ni  inscrito  trans&frací 
alguna  á  favor  de  otras  personas  y  en  cosse- 
cuencia,  el  dominio  íntegro  á  la  mitad  dése 
depósito  salitral  pasó  á  los  demandadcs. 
quienes  deben  ser  preferidos  en  el  goce  j  ^ 
sión  en  virtud  del  artículo  1817  dd  Código 
Civil. 

£1  dominio  de  la  pampa  "Pedro  Pig' que 
radicado  en  don  Diego  Pórtus  jdonVir:> 
riano  Pig,  por  no  haberse  cancelado  lairo- 
cripción  vigente,  ni  haberse  transferido  á  otn^ 
personas  la  propiedad  minera  por  medio  ¿c 
una  nueva  inscripción,  requisito  exigido |>>r 
el  artículo  82  del  Código  de  Minas  vigente. 

No  tienen  valor  los  argumentos  del  detca^ 
dante  para  sostener  que  lo  queáélseletraos^ 
fi  rió  fué  un  derecho  incorpóreo  por  no  tcK^ 
don  Diego  Pórtus  un  título  definitÍTO,  si&c 
sólo  un  pedimento  salitrero  inscrito  en  el  r^ 
gistro  de  descubrimientos,  ya  qne  los  artice 
los  151  del  Código  del  74  y  83  ddactnale^ 
tablecen  la  forma  de  transferencia  de  las  o 
ñas  cuyo  registro  no  ae  haya  ratificado,  ■ 
respecto  de  las  cuales  no  se  haya  constitiuw 
título  definitivo. 

La  transferencia  de  una  parte  6  cuota  ie 
una  mina  debe  hacerse  con  las  mismas  fomu- 
lidades  que  la  del  todo,  ya  qne  la  regla  es¿^ 
neral  para  todos  los  casos  en  qne  se  traten 
la  enajenación  de  esta  clase  de  bienes:  fea' 
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lemas,  disposiciones  que  la  consagran  en 
irticular,  como  la  del  artículo  181  del  Códi- 
>  del  74r. 

Para  la  transferencia  del  dominio  se  reqtiie- 
un  título  y  un  modo  de  adquirir.  El  señor 
Ddríguez  tiene  el  primero  la  donación;  pero 
^rece  del  segundo,  por  lo  que  no  ha  pasado 
ser  de  su  propiedad  el  25%  á  que  se  refiere 
a  donación.  Los  derechos  reales  sólo  se 
ansñeren  por  la  tradición  de  la  cosa  y  en  es- 
caso ella  no  se  ha  efectuado.  Si  la  tradición 
i  vo  lug^ar  por  la  entrega  del  título,  como  lo 
)stiene  el  señor  Rodríguez,  como  por  este  me- 
io  sólo  se  transfieren  los  derechos  personales, 
:  deduce  que  de  esta  clase  es  el  que  tiene  el  es- 
resado  señor  y  en  consecuencia,  sólo  puede 
¿clamarlo  del  que  se  obligó. 
Opone  la  prescripción  ordinaria  de  dos  años 
stablecida  por  el  artículo  86  del  Código  de 
dinas,  y  la  extintiva  de  veinte  años,  pues  el 
eñor  Rodríguez  durante  este  tiempo  no  ha 
jercitado  ni  reclamado  el  derecho  que  creía 
ener  en  los  beneficios. 

Responde  el  demandante  á  las  excepciones 
r  pide  que  se  desechen;  sostiene  que  se  encuen- 
ran  íntimamente  ligadas  con  la  resolución 
^ue  se  pronuncie  en  el  juicio,  porque  si  se  de- 
:Iara  que  la  donación  es  válida,  la  prescrip- 
ción no  tiene  cabida,  ya  que  entre  comuneros 
no  hay  prescripción;  y  si  se  declara  que  no  ha 
surtido  efecto  sino  desde  la  inscripción,  no 
^S^cg^  tampoco  mayor  fuerza  al  hecho  la  de- 
claración de  que  no  afecta  á  los  herederos  á 
quienes  se  han  transferido  tales  derechos. 

Además,  después  de  iniciado  este  juicio,  ha 
aparecido  un  quinto  heredero  de  don  Diego 
Pórtus,  y  en  ningún  caso  podría  darse  lugar 
lisa  y  llanamente  á  las  excepciones  de  prescrip- 
ción. 

Se  citó  para  sentencia. 

Considerando: 
1'  Que  consta  de  la  compulsa,  y  en  ello  no 
hai  oposición  de  parte,  que  don  Diego  Pórtus 
donó  á  don  Jorge  Rodríguez  Cerda  una  barra 
de  las  que  el  donante  posee  en  la  mina  **Mer- 
ceditas**,  y  media  barra  en  la  mina  "Rosita", 
ambas  del  mineral  de  Puquios,  y  la  cuarta  par- 
te de  los  derechos  que  le  corresponden  en  la 
pampa  salitrera  denominada  "Pedro  Pig*\ 


facultándolo  al  mismo  tiempo  para  inscribir 
y  rejistrar  esta  escritura  cuando  lo  creyere 
conveniente,  aceptando  en  esta  forma  el  do- 
natario la  donación,  que  para  los  fines  á  que 
hubiere  lugar  estimaron  en  $  200; 

2^  Que  la  donación  por  sí  sola  no  es  un  mo- 
do de  adquirir  el  dominio  ó  derecho  real  en 
una  cosa  corporal,  como  lo  es  la  pampa  "Pe- 
dro Pig",  sin  la  tradición  ó  entrega  que  el 
dueño  hace  de  la  cosa  donada,  unida  á  la  fa- 
cultad é  intención  de  transferir  el  dominio  y 
á  la  capacidad  é  intención  de  adquirirlo; 

3^  Que  siéndolo  donado  una  parte  determi- 
nada de  una  cosa  corporal  que  no  puede  tras- 
portarse de  un  lugar  á  otro,  según  la  dispo- 
sición del  artículo  568  del  Código  Civil,  la 
tradición  se  efectúa  en  la  forma  que  determi- 
na el  artículo  686  del  mismo  Código,  ó  sea  en 
este  caso,  según  lo  prevenido  en  el  de  Mine- 
ría; 

4^  Que  tanto  el  Código  de  la  materia  de 
1874  como  el  posterior,  vigente,  prescriben 
que  la  tradición  de  las  minas  y  constitución 
de  derechos  reales  se  efectúan  del  mismo  mo- 
do que  en  los  demás  bienes  raíces,  habiendo 
para  ello  en  cada  departamento  un  registro 
conservatorio  especial,  deduciéndose  que  una 
donación  de  cuota  de  una  pampa  salitrera  se 
mira  como  de  bien  raiz  y  debe  inscribirse  para 
efectuarse  la  tradición,  circunstancia  que  co- 
rrobora  la  intención  expresada  en  la  escritura 
de  donación  de  que  se  habla  en  la  considera- 
ción primera,  pues  el  donante  faculta  al  dona- 
tario para  inscribiría  cuando  lo  tenga  á  bien, 
y  el  hecho  de  haberse  inscrito  cuando  ya  los 
demandados  habían  hecho  lo  mismo  respecto 
de  su  título; 

5^  Que  la  tradición  de  los  derechos  perso- 
nales es  la  única  que  se  verifica  por  la  entrega 
del  título,  tradición  que  no  tiene  cabida  en 
este  caso,  ya  que,  como  se  ha  dicho,  se  trata 
de  un  derecho  real; 

6^  Que  no  habiéndose  verificado  la  tradi- 
ción en  forma  debida  déla  cosadonada,  antes 
que  los  demandados  adquirieran  de  la  sucesión 
de  don  Diego  Pórtus  los  derechos  que  tenía 
en  la  pampa  "Pedro  Pig'*  é  inscrito  el  título 
de  compra,  la  inscripción  posterior  de  la  re- 
cordada escritura  de  donación  no  perjudica 
á  tales  demandados  y  queda  siempre  al  dona* 
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tarío  expedita  su  acción  para  repetir  contra 
el  donante  ó  sus  herederos  por  la  cosa  6  im- 
porte de  lo  donado  y  demás  que  proceda  con 
arreglo  á  la  ley,  ya  que  la  posesión  inscrita 
no  cesa  inter  no  se  cancele  debidamente,  hecho 
que  no  ha  ocurrido,  y  ya  que  el  donante  es  el 
obligado  para  con  el  donatario; 

7^  Que  no  siendo  comunero  el  demandante 
con  los  demandados  en  lo  adquirido  por  éstos 
de  la  sucesión  Pórtus,  ya  que  no  se  ha  reali- 
jrado  legalmente  ninguno  de  los  casos  que 
contempla  el  artículo  100  del  Código  de  Mi- 
nería de  1888,  no  puede  pretender  beneñcios 
de  lo  que  dichos  demandados  obtuvieron  por 
la  compra,  según  título  inscrito,  ni  tampoco 
tomar  parte  en  los  acuerdos  que  dichos  seño- 
res celebren; 

8^  Que  habiendo  sido  inscrita  la  donación 
con  posterioridad  á  la  inscripción  del  título 
de  compra  hecha  por  los  demandados  y  na- 
ciendo de  la  donación  derechos  que  el  donata- 
rio puede  hacer  valer  contra  quien  correspon- 
da, la  cancelación  de  la  inscripción  de  tal  do- 
nación exigida  por  Carrasco  y  Zanelli  no  pro' 
cede  en  cuanto  lesione  aquellos  derechos,  y  no 
puede,  en  consecuencia,  aceptarse  en  absoluto 
su  petición,  sino,  á  lo  más,  en  lo  relativo  al 
dominio  de  ellos  sobre  lo  comprado; 

9^  Que  no  siendo  el  demandante,  según  que- 
da dicho,  comunero  en  la  cosa  comprada  por 
los  demandados,  estando  éstos  en  posesión  de 
lo  adquirido  desde  el  28  de  febrero  de  1903,  se- 
gún se  conñesa,  y  continuado  en  dicha  pose- 
sión, no  apareciendo  de  autos  que  el  señor  Ro- 
dríguez Cerda  haya  tenido  posesión  alguna 
de  la  cosa  á  que  se  refiere  en  su  demanda, 
procede  entre  las  partes  la  excepción  de  pres- 
cripción opuesta,  sólo  en  cuanto  lesione  ó  ata- 
que los  derechos  adquiridos  por  Carrasco  y 
ZanelH. 

Por  estos  fundamentos  y  con  lo  que  tam- 
bién disponen  los  artículos  588,  670,  699, 
728, 1400  del  Código  Civil,  150,  151,  del  Có- 
digo de  Minas  de  1874;  82,  83, 86  del  de  1888 
y  392  del  de  Procedimiento  Civil;  se  declara: 

1^  Que  no  ha  lugar  á  la  demanda,  sin  cos- 
tas, reservándose  sus  derechos  al  demandante 
para  hacerlos  valer  en  forma  debida  contra 
quien  corresponda,  tomándose  razón  en  el 
rejistro  respectivo,  de  este  fallo,  una  vezejecu- 


toriado,  sólo  para  el  efecto  de  dejar  e?::  - 
cido  el  hecho  de  que  la  inscripción  de  h  ]  - 
ción  no  lesiona  los  derechos  adquiriiio» 
Carrasco  y  Zanelli;  y 

2^  Que  ha  lugar  á  la  prescripción  o{  . 
por  éstos  á  la  demanda  y  sólo  con  el  íb\- 
legal  indicado.— /osé  T.  Marín. 

Habiendo  deducido  el  recurso  de  casa. 
en  la  forma  el  demandante,  se  pronnnció    • 
la  Corte  la  siguiente  sentencia; 

Santiago,  29  de  diciembre  de  1904.-Vx  « 
en  el  juicio  seguido  por  don  Jorge  Rodríj.-/ 
Cerda  con  los  señores  Carrasco  y  Zanelli  ^ 
bre  derechos  á  unas  pertenencias  salitre::.^ 
se  ha  dictado  la  sentencia  de  6  de  octubr?  :• 
timo,  por  la  cual  se  declara  sin  lugar  h"; 
manda,  reservando  al  demandante  sos  ClT: 
chos  para  que  los  haga  valer  en  forma dt 
contra  quien  corresponda,  debiendo  tomar* 
razón  de  este  fallo  en  el  registro  respec:  • 
sólo  para  dejar  establecido  el  hecho  de  (JjcJ 
inscripción  de  la  donación  hecha  aIseñorS 
dríguez  no  lesiona  los  derechos  adquirido?  ^ 
Carrasco  y  Zanelli;  y  2'  que  ha  lugar  a  ; 
prescripcción  opuesta  por  éstos á  la  áemir 
solo  con  el  alcance  legal  indicado. 

Cont^'a  esta  sentencia  ha  deducido  op  r:. 
ñámente  don  Jorge  Rodríguez  Cerda  los  rt:r 

sos  de  casación  en  la  forma  y  de  apclac.ó: 

Funda  el  primero  de  estos  recursos  ce  *> 
berse  incurrido  en  el  vicio  señalado  ene- 
mero  6^  del  artículo  193  del  Código  de  Fr  .- 
dimiento  Civil,  de  no  contener  la  senienw  a 
decisión  de  todas  las  acciones  y  exccpcJ^-  • 
que  se  han  hecho  valeren  el  juicio. 

Al  efecto,  en  los  considerandos  de  esa  ^: 
tencia  ni  se  han  to**\aáo  en  cnenta  niresi^' 
todas  esas  acciones,  como  puede  verse  .'.ra- 
zando las  cuestiones  formuladas  en  la  dcrr 
da  que  han  quedado  sin  discutirse  ni  «so. r:^ 
se  en  dicha  sentencia. 

Así,  la  primera  de  estas  cuestiones,  teflJf*''' 
á  establecer  que  por  haber  solidtado  don  ^""f 
go  Pórtus  y  don  Victoriano  Pigconjaníaff- 
te,  entre  otras,  la  pampa  denominada  Pf'^ 
Pig,  se  había  establecido  entre  ellos  un  c^^- 
contrato  de  comunidad  minera,  de  conKfiT' 
dad  con  las  disposiciones  del  Código  nc  •^•■^ 
ría  de  1874  y  como  consecuencia,  esas saMn 
ras  habían  pasado  á  formar  parte  de  1^- 
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lunida^d,  la  cual,  como  entidad  jurídica  dis- 
ntade  cada  uno  de  los  socios  individualmente 
>ns¡derados,  había  adquirido  derechos  y  con- 
aído  obligaciones  conforme  á  las  reglas  ge- 
írales;  y  que,  habiéndosele  cedido  por  el  señor 
órtus  la  cuarta  parte  de  los  derechos  que  el 
apresado  Pórtus  tenía  en  aquella  comunidad, 
uedó  perfeccionada  con  sólo  la  entrega  del 
!tulo  sin  necesidad  de  inscripción,  por  cuanto 
í  trataba  de  donación  de  derechos  incorpo- 
ros, no  ba  sido  ni  siquiera  esbozada  en  los 
onsiderandos  ni  discutida  ni  resuelta,  por  lo 
jal  después  de  ese  fallo  el  recurrente  no  sabe 
a  virtud  de  qué  consideraciones  ha  perdido 
n  favor  de  los  señores  Carrasco  y  Zanellí  !a 
uarta  parte  que  de  sus  derechos  le  había  cc- 
iido  el  señor  Pórtus,  puesto  que  esta  cesión 
to  podía  ser  parte  del  inmueble  sino  parte  del 
lerecbo  inmaterial  que  el  expresado  Pórtus 
tenía  en  esa  comunidad. 

Del  mismo  modo  no  ha  sido  tampoco  resuel- 
ta, ni  siquiera  mencionada  en  los  consideran- 
ios  de  la  sentencia  recurrida  la  segunda  de 
ias  cuestiones  formuladas  en  la  demanda  y  re- 
lativa á  establecer  que,  no  habiendo  tenido  el 
señor  Pórtus  cuando  le  hizo  al  recurrente  la 
donación,  sino  un  título  provisorio,  y  que  el 
título  definitivo  vinieron  á  adquirirlo  los  vse- 
ñores  Carrasco  y  Zanelli  con  las  diligencias  de 
mensura  y  han  sido  éstos  quienes  han  inscrito 
esa  mensura  como  título  definitivo,  y  tratán- 
dose por  consiguiente  de  un  derecho  incorpo- 
ral que  no  estaba  radicado  en  un  inmueble  de- 
terminado,  no  era  tampoco  necesaria  en  aque- 
lla época  la  inscripción  para  que  se  perfeccic- 
dara  la  donación. 

Finalmente,  en  la  tercera  de  las  cuestiones 
de  la  demanda  se  ha  planteado  la  siguiente 
tesis:  que  no  siendo  la  cesión  ó  venta  de  cuota 
de  una  mina,  cesión  ó  venta  de  bien  raíz,  no 
se  necesita  de  inscripción  alguna  para  que  se 
transfiera  la  propiedad  ó  el  dominio,  para  que 
quede  perfectala  venta  ó  donación  de  esa  cuo- 
ta, por  cuanto  se  trata  de  la  enajenación  de 
un  derecho  incorpóreo,  tesis  ésta  que  se  de- 
muestra con  la  disposición  del  artículo  12  del 
Código  de  Minería  que  establece  que  las  mi- 
nas no  son  susceptibles  de  división  material, 
y  que  sólo  puede  dividirse  en  cuotas  el  interés 
de  dos  ó  más  comuneros  ó  socios,  y  que  siendo 


el  interésalgo  incorpóreosla  venta  ódonación 
de  cuotas  de  ese  interés  se  perfecciona  sólo  por 
la  entrega  del  título  sin  necesidad,  para  que 
sea  válido,  de  inscripción  alguna. 

Esta  cuestión,  si  bien  ha  sido  resuelta  en 
parte,  no  se  han  contemplado  los  argumen- 
tes y  acciones  que  se  han  hecho  valer  en  la 
forma  de  que  dan  constancia  los  antecedentes 
del  juicio,  de  tal  manera  que  la  sentencia,  de- 
sentendiéndose de  ellas,  rehuye  las  dificulta- 
des y  da  por  establecido  lo  que  debió  ser  dis- 
cutido y  estudiado,  llegando  como  conclusión 
á  pronunciarse  en  contra  de  la  demanda  sin 
haber  decidido  las  acciones  y  excepciones  que 
se  han  hecho  valer  en  el  juicio,  contrariando 
también  con  ello  la  disposición  recordada  del 
número  6^  del  artículo  193  del  Código  de 
Procedimiento  Civil. 

Concedido  ambos  recursos,  se  han  manda- 
do traer  los  autos  en  relación  sobre  el  de  ca- 
sación en  la  forma. 

Teniendo  presente: 

1^  Que  el  demandante  ha  pedido  en  su  de- 
manda que  se  declare: 

Primero. — Que  la  venta  de  la  salitrera  de- 
nominada "Pedro  Pig'*  y  demás  que  poseían 
en  común  don  Diego  Pórtus  y  don  Victoria- 
no Pig  G.,  hecha  por  la  sucesión  Pórtus  á  Ca- 
rrasco y  Zanelli  por  escritura  de  28  de  febre- 
ro de  1903,  inscrita  el  31  de  marzo  del  mismo 
año,  no  afecta  sus  derechos  y  que,  en  conse- 
cuencia, antes  y  después  de  ella  es  y  ha  sido 
dueño  del  25%  que  á  don  Diego  Pórtus  co- 
rrespondía en  la  comunidad  que  tenía  con 
Pig  González  sobre  dicha  pampa  salitrera, 
mensurada,  á  petición  de  Carrasco  y  Zanelli, 
el  16  de  marzo  de  1903  é  inscrita  como  título 
definitivo  en  el  conservador  de  minas  de  An- 
tofagasta  el  21  del  mismo  mes  y  año,  bajo  el 
número  83; 

Segundo.— Que  habiendo  sucedido  Carras- 
co y  Zanelli  en  los  derechos  que  don  Diego 
Pórtus  y  su  sucesión  tenían  en  las  pampas  sa- 
litreras  *Tedro  Pig",  "Diego  Pórtus",  "Nue- 
va  Tarapacá",  **Juanita  Body",  'Xa  Cara- 
vana" y  "Los  Penitentes",  se  ha  formado 
entre  Carrasco  v  Zanelli  y  el  demandante  una 
compañía  minera,  y,  en  consecuencia,  que 
deben  acudirle  con  la  parte  de  beneficios  que 
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le  corresponda  j  que  resulten  de  la  explota- 
ción de  esas  salitreras,  con  más  el  lucro  cesan- 
te y  el  daño  emergente; 

Tercero.— Que  como  socio  tiene  derecho  á 
tomar  parte  en  todos  los  acuerdos  que  celebre 
la  Compañía,  tanto  en  la  dirección  del  nego- 
cio, como  en  todo  lo  que  tenga  relación  con 
los  intereses  de  ella; 

2^  Que  los  demandados,  por  su  parte,  se 
han  opuesto  á  las  peticiones  de  la  demanda, 
solicitando  se  le  niegue  lugar  y  como  conse- 
cuencia se  cancele  la  inscripción  que  de  la  es- 
critura de  donación  hizo  el  señor  Rodríguez 
C.  el  13  de  junio  de  este  año  en  el  conservador 
de  minas  de  Antofagasta;  alegando,  ademáis, 
más  tarde,  las  excepciones  de  prescripción  á 
que  se  refiere  el  escrito  de  duplica; 

8^  Que,  fijados  en  los  considerandos  ante- 
riores los  puntos  litigiosos,  cabe  averiguar  si 
la  sentencia  los  ha  resuelto  ó  no,  ya  que  la 
exigencia  de  la  ley  es  que  aquélla  contenga  la 
decisión  del  asunto  controvertido,  ó  sea  el 
pronunciamiento  de  todas  las  acciones  y  ex- 
cepciones que  se  hayan  hecho  valer  en  el  jui- 
cio, salvo  aquellas  que  fueren  incompatibles 
con  las  aceptadas; 

4^  Que  la  sentencia  recurrida  comprende, 
en  su  parte  resolutiva,  todas  las  acciones  y 
excepciones  deducidas  y  alegadas  en  el  juicio, 
declarando: 

Primero.—Que  no  há  lugar  á  la  demanda, 
sin  costas,  reservándose  sus  derechos  al  de- 
mandante para  hacerlos  valer  en  forma  debi- 
da contra  quien  corresponda,  tomándose  ra- 
zón en  el  registro  respectivo,  de  este  fallo, 
una  vez  ejecutoriado,  sólo  para  el  efecto  de 
dejar  establecido  el  hecho  de  que  la  inscrip- 
ción de  la  donación  no  lesiona  los  derechos 
adquiridos  por  Carrasco  y  Zanelli;  y 

Segando.— Que  ha  lugar  á  la  excepción  de 
prescripción  opuesta  por  éstos  á  la  deman- 
da, y  sólo  con  el  alcance  legal  indicado; 

5^  Que,  en  consecuencia,  la  sentencia  de 
que  se  trata  desestima,  por  una  parte,  las  ac- 
ciones deducidas  por  el  demandante,  }'  acep- 
ta, por  la  otra,  las  excepciones  alegadas  por 
el  demandado  en  la  forma  expresada  en  el 
considerando  anterior,  siendo,  por  tanto, 
evidente  que  al  absolver  á  los  demandados  y 
aceptar  en  la  forma  indicada  más  arriba  las 


peticiones  de  éstos,  resuelve  todos  lospot i. 
que  han  sido  materia  del  juicio,  6  aea  tc¿ 
las  acciones  y  excepciones  que  se  han  br 
valer  en  el  curso  de  la  causa; 

6^  Que  la  circunstancia  de  no  haber  ai- 
ciado  el  juez  de  la  causa  en  los  consideTss'..* 
todas  las  razones  ó  fundamentos  en  i»  r 
demandante  apoya  su  demanda,  no  tícL:: 
nulidad  la  sentencia  recurrida,  ya  qncá^-r 
respecto,  la  exigencia  de  la  ley  scHmitiv¡- 
á  que  el  juez  establezca  en  su  fallo  lascct: 
deraciones  que  tuvo  para  resolver  la  cnesr* 
ó  cuestiones  propuestas,  aceptando  las  ab:: 
ciones  aducidas  por  las  partes  6  dasdo  ó> 
que,  en  su  criterio,  le  sugiera  el  cstndiodf !: 
cuestión  ó  cuestiones  propuestas;  t 

7^  Que,  por  otra  parte,  el  recurso  de  as: 
ción  no  procede  contra  los  considerandos  ¿c 
la  sentencia,  sino  sobre  la  parte  disposiiiTs 
de  ella,  ó  sea  contra  las  declaradooes  que  ^ 
fallo  contiene. 

Visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  193.  n: 
mero  6',  941  y  960  del  Código  de  Pnwí 
miento  Civil,  se  declara  que  no  ha  logar,  cr: 
costas,  el  recurso  de  casación  dcdnridoccr* 
tra  la  sentencia  de  6  de  octubre  último.-^ 
2?.  Afora.—/.  Agustín  Rojas.^R.  RejesSoír 
— Elias  de  la  Cruz. 


Corte  de  Concepción. —13  de  enero  <k  1*^^ 

Barría  con  Anazco 

Querella  de  restitución;  posesión 

material 

Doctrina:— So/o  puede  etit&bkTvn^ 
acción  posesoria  el  que  ha  esUdottp' 
sesión  material  tranquilamente  y  sin^^' 
terrupción  durante  un  año  compktO' 
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José  Domingo  Barría,  vecino  de  la  décima 
ibdeleg^ación  del  departamento  de  Carelma- 
1,  expone:  que  es  dueño  y  poseedor  por  más 
*  treinta  años  del  fundo  "Los  Canelos",  ubi- 
ido  en  la  subdelegación  citada,  y  dentro  de 
existe  un  rincón  de  suelo  llamado  Corral, 
ue  es  parte  integrante  del  fundo  y  que  tam- 
ién  ha  poseido  tranquilamente  y  sin  inte- 
rupción,  ejecutando  toda  clase  de  actos  de 
ominio,  como  construcción  de  casas,  roces, 
lembras,  crianza  de  ganado,  etc.,  sin  consen- 
¡miento  de  nadie. 

Que  dicbo  rincón  limita:  norte  un  cerco  de 
ranqueros;  éste  río.  Caracol;  oeste,  un  río;  y 
ur,  la  confluencia  de  los  ríos  expresados. 
Que  hace  como  dos  meses  que  don  Evanje- 
ista  Anazco,  agrícultor  y  vecino  de  MauUin, 
«n  su  consentimiento,  se  introdujo  en  el  te- 
-reno  llamado  Corral  y  se  ha  posesionado  de 
H,  llevando  animales  vacunos  y  establecién- 
iose  con  una  vivienda  en  forma,  para  lo  cual 
Imbo  de  hacer  dispersar  los  animales  que  el 
tenía  en  ese  suelo,  despojándolo  cíe  su  pose- 
sión. 

Ofrece  probar  los  hechos  expuestos  y  pide 
que,  á  su  tiempo,  se  le  restituya  en  el  goce  de 
su  posesión  en  el  terreno  aludido  y  se  con- 
dene en  costas,  daños  y  perjuicios  al  señor 
Anazco. 

Por  un  otrosí  pide'que  se  tenga  presente  que 
doña  Clorínda  García  tuvo  últimamente  á  su 
nombre  el  terreno  indicado;  y  que  los  límites 
del  fundo  "Los  Canelos"  son:  por  el  sur,  has- 
ta la  quebrada  y  río  pequeño  £1  Caracol,  por 
il  norte  y  su  centro;  por  el  sur,  siguiendo  una 
íiuebrada  hasta  enfrentar  con  escríturas  de 
don  Vicente  Ojeda  y  sus  centros;  por  el  norte 
de  la  quebrada  del  Caracol,  línea  recta  del  río 
Chanhue  y  sus  centros;  al  oeste,  el  esteríto  de 
"Los  Canelos"  y  una  quebrada  que  entra  al 
río  Chanhue  y  sus  centros;  y  por  el  éste  del 
Caracol,  río  de  los  Ostiones,  siguiendo  sus 
aguas  hasta  enfrentar  con  las  escríturas  de 
ilon  Pedro  Maldonado. 

Admitida  la  querella,  se  señaló  á  las  partes 

la  audiencia  de  la  ley  para  que  concurrieran 

con  sus  testigos  y  demás  medios  probatorios. 

Hl  juzgado  con  fecha  31  de  agosto  de  1904 

resolvió: 


Considerando: 

Que  sólo  puede  instaurar  una  acción  pose- 
soria el  que  ha  estado  en  posesión  tranquila 
y  no  interrumpida  un  año  completo; 

Que  incumbe  probar  las  obligaciones  ó  su 
extinción  al  que  alega  aquéllas  ó  ésta; 

Que  el  querellante  no  ha  justificado  plena- 
mente en  autos  el  hecho  de  haber  tenido  la 
posesión  material,  tranquilamente  y  sin  inte- 
rrupción, del  terreno  denominado  Corral,  du- 
rante un  año  completo  á  la  fecha  en  que  entró 
á  poseerlo  el  querellado;  pues  de  autos  consta: 

a)  Que  tres  de  los  testigos  del  querellante 
designan  límites  distintos  al  fundo  'Tos  Ca- 
nelos" y  al  terreno  denominado  Corral  á  los 
límites  designados  por  el  querellante  en  su 
querella,y  el  cuarto  de  dichos  testigos  ignora 
los  límites  del  fundo  y  terreno  indicado,  no 
pudiendo,  en  consecuencia,  aseverar  esos  tes- 
tigos si  el  terreno  Corral  está  dentro  de  los 
límites  del  fundo  "Los  Canelos",  como  lo  sos- 
tiene el  querellante; 

b)  Que  todos  los  testigos  antes  menciona- 
dos están  contestes  en  declarar  que  hace  mu- 
chos años  á  que  el  querellante  no  posee  ma- 
terialmente el  terreno  llamado  Corral,  y  aun- 
que aseveran  que  ese  terreno  lo  ha  tenido  el 
querellante  en  arriendo  á  varias  personas,  en 
autos  no  aparece  plenamente  justificado  tal 
hecho; 

c)  Que  la  última  arrendataria,  doña  CIo- 
rinda  García,  que  tuvo  el  querellante  en  el  te- 
rreno Corral,  según  lo  han  oido  decir  los  tes- 
tigos, éstos  están  contestes  en  declarar  que 
fué  desalojada  por  don  Gabriel  Díaz,  con  fuer- 
za pública,  varios  meses  antes  que  el  querella- 
do entrara  á  ocupar  ese  terreno; 

Que  de  la  escritura  acompañada,  consta 
que  el  querellado  adquirió  el  terreno  denomi- 
nado Corral  por  compra  hecha  á  don  Gabriel 
Díaz,  de  cuyo  terreno  el  querellado  estaba  en 
posesión  como  dos  meses  antes  de  instaurarse 
la  querella; 

Que  con  las  declaraciones  de  los  testigos  del 
querellado  se  ha  justificado  plenamente  que  el 
querellante  no  ha  poseído  el  terreno  Corral 
un  año  completo,  contado  hacia  atrás  desde 
que  se  verificó  el  acto  que  motivó  la  querella; 
y,  á  mayor  abundamiento,  con  los  mismos 
testigos  se  ha  justificado  suficientemente  que 
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dicho  terreno  los  poseyó  más  de  un  año  com- 
pleto don  Gabriel  Díaz  hasta  la  fecha  en  q»ie 
se  puso  en  posesión  de  él  á  su  comprador  el 
querellado»  á  quién  transfirió  sus  derechos. 

Por  estas  consideraciones  y  visto  lo  dispues- 
to en  los  artículos  700,  717,  916,  918,  925  y 
1698  del  Código  Civil  y  714  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  se  declara  sin  lugar  la 
querella,  con  costas,  y  se  reservan  al  quere- 
llante sus  derechos  para  que  los  haga  valer 
en  la  forma  que  viere  convenirle.— "i4  Ravanal. 

Apelada  esta  resolución. 

La  Corte: 

Se  confirma,  con  costas  también  el  recurso, 
la  sentencia  apelada  de  31  de  agosto  del  año 
áltimo.- /{ia/i  N,  Parga.^Exequiel  Figueroa 
Lagos.-- J,  Guillermo  Mackay. 


y  17  del  mes  de  noviembre  entrante;  al  a:: 
como  se  pide  con  citación.— Art aro  La-i ' . 
Manuel  A.  Moreno,  secretario. 

Apelada  esta  sentencia, 

La  Corte: 

Teniendo  presente  lo  prescrito  en  el  ari; 
309  del  Código  de  Proccdimicato  Cir.i.'^ 
revoca  en  la  parte  apelada  laresolncióntií.* 
de  octubre  del  año  último,  y  se  declara  qor  - 
juez  a  quo  debe  fijar  determinadamecte  < 
puntos  sobre  que  debe  recaer  la  prueba  r 
testigos  en  esta  causa. 

Redactada  por  el  señor  Mioistro  Fignff.-: 

Lagos Juan  N.  Par^a.^ExequieJ  Fí^a'" 

Lagos J,  GuíUermo  Mackay. 


Corte  de  Concepción,-- 13  de  enero  de  1905 


Corte  de  Concepción,— 6  de  úickmhn  á  í.'- 

Rosales  con  Rosales 


Compañía  explotadora  de  Lota  y  Coronel    Asigrnaoión  testamentarla. -Error  di 

con  Sociedad  Comercial  Francesa  hechO.— Calidad  del  asignatario 


Prueba— Pljaolón  de  los  puntos  de 

prueba 

Doctrina:— £/yuez  debe  fijar  determi- 
nadamente los  puntos  de  prueba  y  no 
basta  que  se  refiera  á  los  escritos  presen- 
tados por  las  partes. 


Vistos:  en  lo  principal,  se  recibe  la  causa  á 
prueba  por  todo  el  término  legal.  Se  fijan  co- 
mo puntos  de  prueba  los  fijados  por  las  partes 
en  los  escritos  de  demanda,  contestación,  re- 
convención, réplica,  duplica  y  respuesta  á  la 
reconvención,  y  se  señalan  para  la  recepción 
de  la  prueba  las  audiencias  de  los  dias  15,  16 


Doctrina:— J5s  válida  la  ¡nstitacm  ^ 
heredero  hecha  por  el  padrea  favor  .^ 
una  hija  ilegítima  tenida  por  el  testsc- 
en  su  mujer  antes  de  contraer  matntr. 
niot  conjuntamente  con  sus  hijos  kp*^' 
mos  habidos  en  dicho  matrimomo.  i 
error  sóbrela  calidad  de  hijo  kgítiaoi 
importa  error  en  la  persona  del  asip^^ 
tario,  ni  es  un  error  de  hecho  de  aquén  - 
que  según  el  artículo  1058  del  Cód': 
Civil  vicia  la  disposición. 
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)on  José  Anito  Rosales  instituyó  de  herede - 
á  todos  sus  hijos  habidos  en  su  matrirao- 
'  con  do  ña  Saturnina  Moena,  á  saber:  doña 
feíiiía,  Anito  del  Tránsito,  José  Arturo,  Ma- 
i«^»  y  Uberlinda  Rosales. 
V  petición  de  la  primera,  ó  sea  de  doña  Eu* 
nia,  se  trató  de  constituir  el  juicio  de  parti- 
m  de  los  bienes  dejados  por  el  testador;  pero, 
.biéndose  opuesto  á  ello  la  heredera  doña 
atilde,  se  siguió  por  ésta  un  juicio,  en  el  cual 
ibiendo  pedido  que  se  declare  que  doña  Eu- 
nia  Rosales  no  era  hija  legítima  de  don  José 
ciito  Rosales  y  que  no  tenía  derecho  para  in- 
r  venir  de  ninguna  manera  en  la  partición  de 
Ruellos  bienes,  se  resolvió,  por  sentencia  eje- 
1  toriada,  que  solo  se  daba  lugar  á  la  demanda 
1  cuanto  por  ella  se  pedía  se  declarara  que 
oña  Eufemia  Rosales  no  era  hija  legítima  de 
on  José  Anito  Rosales  y  que  no  podía  inter- 
enir  en  dicho  carácter  en  la  partición  de  los 
llenes  de  éste. 

Con  tales  antecedentes,  y  después  de  resolver 
arios  incidentes  encaminados  á  impedir  que 
loria  Eufemia  Rosales  tomara  ingerencia  en 
sa  partición,  se  presentó  nuevamente  dicha 
eñora  pidiendo  que  se  citara  á  los  interesados 
íun  comparendo  para  nombrar  Juez  partidor 
y  que  al  efecto  se  fijara  día  y  hora  para  ese 
Dbjeto,  fundando  esta  petición  en  que  la  sen- 
tencia á  que  se  ha  hecho  referencia,  si  bien  de- 
claró que  la  solicitante  no  podía  intervenir  en 
la  partición  de  los  bienes  de  su  padre,  don 
fosé  Anito  Rosales,  en  el  carácter  de  hija  legí- 
tima de  éste,  no  le  desconoció  el  derecho  de 
hacerlo  como  heredera  testamentaria  ó  en  otro 
carácter. 

Proveída  favorablemente  esta  solicitud,  se 
opone  á  ella  doña  Matilde  Rosales,  exponiendo 
que  no  estaba  obligada  á  asistir  al  comparen- 
do, por  cuanto,  habiéndole  negado  á  doña  Eu- 
femia su  carácter  de  hija  legítima  de  don  José 
Anito  Rosales  y  que  tuviera  derecho  á  los  bie- 
nes dejados  por  éste,  se  resolvió  por  sentencia 
ejecutoriada  lo  siguiente: 

••Se  dá  lugar  á  la  demanda  sólo  en  cuanto 
se  declara  que  doña  Eufemia  Rosales  no  es 
lieredera  legítima  de  don  José  Anito  Rosales 
í,  en  consecuencia,  que  la  demandada  no  tiene 
derecho  para  intervenir  en  dicho  carácter  en 
^a  partición  de  los  bienes  de  aquél,  n 


Que,  como  se  ve,  por  este  fallo  se  dio  lugar 
á  lo  que  ella  había  pedido  en  el  juicio,  por  lo 
cual  y  en  mérito  de  lo  dispuesto  en  el  artículo 
1330  del  Código  Civil,  no  está  obligada  á 
concurrir  á  la  designación  de  partidor  de  los 
bienes  de  que  se  trata  mientras  la  solicitante 
no  pruebe  su  calidad  de  heredera  de  esos  bie- 
nes. 

Conferido  traslado  y  autos  de  esta  oposición 
á  doña  Eufemia  Rosales,  ésta  refuerza  las  ra- 
zones que  hizo  valer. 

El  juzgado  resolvió: 

Concepción,  5  de  mayo  de  1904.— Vistos  y^ 
teniendo  presente: 

1^  Que  por  la  cláusula  segunda  del  testa- 
mento de  don  Anito  Rosales,  se  establece  que 
fué  casado  con  doña  Saturnina  Moena  y  de  su 
matrimonio  tuvo  por  hijos  á  doña  Eufemia, 
Anito  del  Tránsito,  José  Arturo,  Matilde  y 
Uberlinda  Rosales  y  Moena,  y  en  la  cláusula 
sexta  del  mismo  testamento  instituyó  por  sus 
herederos  á  los  hijos  mencionados  en  la  cláu- 
sula segunda; 

2^  Que  de  las  disposiciones  del  testador,  se 
desprende  que  estimaba  como  hija  legítima  á 
Eufemia  Rosales  y  le  dio  el  apellido  materno 
(le  Moena  en  virtud  de  su  matrimonio  con  do- 
ña Saturnina  Moena,  su  cónyuje,  y  en  atención 
á  esta  calidad  de  hija  legítima  la  instituyó 
heredera  de  sus  bienes; 

3^  Que  habiéndose  declarado  por  la  sentencia 
ejecutoriada  de  fecha  18  de  diciembre  de  1903 
que  doña  Eufemia  Rosales  no  era  heredera  co- 
mo hija  legítima  de  don  Anito  Rosales  y  que 
en  tal  carácter  no  tiene  derecho  para  interve- 
nir en  la  partición  de  los  bienes  del  testador 
don  Anito  Rosales,  queda  desvirtuado  el  fun- 
damento de  la  institución  de  heredero,  ya  que 
por  el  contexto  general  del  testamento  se  des- 
prende que  la  calidad  de  hija  legítima  que  le 
atribuía  el  testador  fué  lo  que  le  indujo  para 
considerarla  6  instituirla  como  uno  de  sus  he- 
rederos; 

4^  Que,  con  la  comprobación  y  declaración 
por  sentencia  firme  de  no  ser  doña  Eufemia 
Rosales  hija  legítima  del  testador  don  Anito 
Rosales,  queda  también  constatado  el  error  de 
hecho  sufrido  por  el  testador  al  instituircomo 
su  heredera  y  en  calidad  de  hija  legítima  á do- 
ña Eufemia  Rosales; 
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5^  Que  toda  asignación  motivada  por  un 
error  de  hecho  debe  tenerse  por  no  escrita;  y 

6^  Que  sólo  pueden  solicitar  la  partición  de 
los  bienes  de  una  sucesión  los  asignatarios  á 
título  universal. 

Por  estas  consideraciones  y  visto  lo  dispues- 
to en  el  artículo  1058  del  Código  Civil,  se  de- 
clara que  ha  lugar,  con  costas,  á  lo  pedido  por 
doña  MatildeRosales.— Da  r/'c/ Cosía  Praneda, 

Apelada  esta  sentencia, 

La  Corte: 

Teniendo  presente: 

1^  Que  la  validez  del  testamento  otorgado 
por  don  José  Anito  Rosales,  no  ha  sido  puesta 
en  duda  por  ninguno  de  los  herederos  ni  bai 
resolución  alguna  que  hay  a  declarado  nulo  di- 
cho testamento],  por  el  contrario,  ambas  por- 
tes fundan  sus  respectivos  derechos  en  una  de 
sus  cláusulas; 

2'  Que  en  ese  testamento  se  instituyó  de  he- 
redera á  doña  Eufemia  Rosales  i  aparece  de 
autos  claramente  establecido  que  la  intención 
del  testador  fué  dejarle  una  cuota  de  sus  bie- 
nes, ya  que,  como  lo  reconoce  también  la  de- 
mandada doña  Matilde  Rosales,  absolviendo 
las  posiciones,  la  expresada  doña  Eufemia  era 
hija  de  los  mismos  padres  que  aquella,  aunque 
nacida  antes  del  matrimonio  de  ambos,  de  lo 
cual  se  deduce  lógicamente  que  la  circunstan- 
cia de  ser  ó  no  hija  legítima  no  influyó  en  el 
ánimo  del  testador,  que  era  su  padre,  para  de- 
jarle á  su  hija  doña  Eufemia  parte  de  sus  bie- 
nes, tanto  más  cuanto  que  siempre  la  había 
tenido  á  su  lado  y  considerado  como  tal  hija 
legítima; 

3^  Que,  dado  lo  expuesto  en  el  considerando 
anterior,  no  puede  caber  duda  acerca  de  la 
persona  del  asignatario,  sino  en  la  calidad  del 
mismo,  lo  cual  es  muy  diverso  del  error  de  he- 
cho á  que  se  refiere  el  artículo  1058  del  Código 
Civil,  error  que  debe  ser  de  tal  naturaleza  que 
aparezca  con  claridad  que,  á  no  existir,  no 
habría  tenido  lugar  la  asignación;  y  en  el  pre- 
sente caso  aparece  claramente  todo  lo  contra, 
rio;  y 

4^  Que  corresponde  al  Juez  compromisario 
determinar  las  cuotas  de  la  herencia  que  le  co- 


rrespondan á  los  herederos  instituidos  es 
testamento,  con  arreglo  á  las  dispoú»» 
del  testador  y  de  la  ley. 

Por  estos  fundamentos  y  de  cooformll*- 
con  lo  dispuesto  en  los  artículos  1212, 1  ^ 
y  1057  del  Código  Civil,  se  revoca  la  rsc„ 
ción  de  5  de  mayo  último,  y  se  declara  qar* 
ha  lugar  al  artículo  promovido,  yqtK,na- 
secuencia,  doña  Eufemia  Rosales  ticoe  én 
cho,  en  su  calidad  de  heredera  tcstameflUL"- 
á  provocar  el  juicio  de  partición  já  ioterrfr' 
en  él,  dándose,  por  lo  tanto,  kigará  lo  yecá- 
en  el  escrito. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Egaci- 
E.  Egaña,^uan  N,  Parga.^LoísD&ridCni 


Corte  de  Talca 14  de  didembn  (k  mi 

Zañartu  con  Zañartu 

Servidumbre  de  aoueduoto;  variaciéi: 

de  oauoe 

Doctrina:— £/  propietario  del  hd' 
dominante  tiene  derecho  para  cadis^ 
la  dirección  del  acueducto  por  dótete 
va  las  aguas  con  que  lo  ríega^  cnm(i^' 
cauce  de  que  está  haciendo  uso  en  ^ 
propiedad  sirviente  por  sa  boodon} 
mala  calidad  del  terreno  en  q^  ^''' 
construido  se  derrumba  y  se  embsíí^- 
impidiendo  el  curso  de  las  aguBSij^^ 
variación  del  cauce  no  ocasiona gr^ 
perjuicios  al  predio  sirviente. 


En  su  demanda  expone  don  Ramón  Zanif 
tu  que  es  dueño  de  un  fundo  en  CoIIkO'^^ 
delegación  de  AUcode  Chillan,  y  paradn^T 
de  su  propiedad  tiene  una  merced  de  ^ 
río  Nuble  y  haconducidoel  agua  por  «fl^*'' 
antiguo  que  atraviesa  la  propiedad  ^ 
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ípólito  Zañartu  j  fué  construido  mucho  an- 

s,   estableciendo  la  correspondiente   servi- 

imbre. 

Que  sacede  que  todos  los  años  ese  cauce  an- 

§^o  sufre  derrumbes  j  tiene  que  hacer  gas- 

»s  en  repararlo,  j  para  evitar  esos  perjuicios 

ha  pnesto  á  construir  un  cauce  propio  y 
párente  para  la  conducción  de  las  aguas 
ae  necesita  para  el  riego  de  su  fundo. 

Que  don  Hipólito  Zañartu  se  opone  á  que 
>nstruya  el  cauce  en  la  parte  que  atraviesa 
1  propiedad,  á  pesar  de  que  la  ley  ha  esta- 
lecido  la  servidumbre  de  acueducto  que  debe 
>portar  toda  heredad  á  favor  de  otra  here- 
ad  que  carezca  de  las  aguas  necesarias  para 
1  regadío. 

Que,  A  fin  de  establecer  dicha  servidumbre, 
emanda  á  don  Hipólito  Zañartu  para  que 
e  declare  que  está  obligado  á  permitir  en  su 
indo  "Collico''  la  servidumbre  de  acueducto 

que  antes  se  ha  referido,  pagándole  las  in- 
emnizaciones  que  indica  la  ley. 
Que  además  el  demandado  debe  pagarle  Ins 
ostas  j  perjuicios  que  le  origine  con  su  opo- 
isión. 

Contestando  don  Hipólito  Zañartu  pide  se 
ieseche  la  demanda  y  expone  que  el  deman- 
lado  está  confeso  que  conduce  agua  por  un 
auce  antiguo. 

Que  si  este  cauce  sufre  derrumbes  debe  hacer 
1  demandado  lo  que  hace  todo  dueño  de  ca- 
lal,  esto  es,  repararlo. 

Que  la  ley  es  muy  clara,  que  establece  la 
ervidumbre  de  acueducto  en  lo  estrictamen- 
e  necesario,  de  modo  que  si  el  dueño  del  pre- 
lio  sirviente  tiene  un  cauce  propio,  puede  opo- 
lerse  á  que  se  haga  otro  y  exigir  se  lleve  el 
igua  por  su  propio  cauce. 

Que  la  verdad  es  que  el  demandante  no  tie- 
le  necesidad  de  hacer  nuevo  acueducto  para 
regar  su  fundo,  porque  le  basta  el  agua  que 
leva  por  el  antiguo  canal  de  la  hacienda  de 
•Collico". 

En  la  replica  don  Ramón  Zañartu  expone 
lue  la  ley  permite  construir  no  un  solo  cauce 
tino  los  que  sean  necesarios  para  el  regadío 
U  la  propiedad. 

Que  la  verdad  es  que  no  puede  llevar  por  el 
cauce  antiguo  el  agua  necesaria  para  el  culti- 
vo de  su  fundo. 


Que  los  continuos  derrumbes  del  acueducto, 
la  calidad  del  terreno  y  muchas  otras  circuns- 
tancias hacen  que  sea  imposible  llevar  por  ese 
acueducto  el  agua  necesaria,  mientras  que 
llevándola  por  donde  pretende  en  su  deman- 
da nadie  recibe  perjuicio  alguno  y  se  puede 
conducir  el  agua  necesaria  con  facilidad  y  con 
poco  gasto. 

£n  lá  duplica  se  expone  que  el  demandante 
tiene  en  uso,  desde  hace  doce  años,  para  el 
cultivo  de  su  fundo,  el  canal  antiguo  de  la  ha- 
cienda de  "Collico"  que  habilitó  con  ese  obje- 
to, y  no  necesita  de  otro  canal  para  el  riego 
de  su  propiedad. 

Se  recibió  la  causa  á  prueba,  rindiéndose  la 
que  consta  del  certificado. 

Se  admitieron  las  tachas  de  inquilinos  y  sir- 
vientes asalariados  puestas  por  el  demanda- 
do á  los  testigos  Atanasio  Ramírez,  Juan 
Guajardo,  Alejandrino  Ramírez,  Anacleto  Pé- 
rez y  Teodoro  Mejías. 

Se  recibió  á  prueba  el  incidente  de  tachas, 
rindiéndose  por  el  demandado  la  que  consta 
del  certificado. 

Previo  los  alegatos  de  las  partes,  se  citó 
para  sentencia. 

El  demandante  pidió  en  su  alegato  se  lleva- 
ra á  efecto  por  el  Juzgado  una  inspección  del 
fundo  del  demandado,  inspección  que  no  se 
ha  llevado  á  efecto  por  no  estimarla  necesa- 
ria el  Juzgado. 

Bn  su  alcglito  también  manifiesta  el  de- 
mandante que  el  retazo  de  terreno  en  donde 
quiere  constituir  ahora  la  servidumbre  de 
acueducto  tendrá  apenas  cuadra  y  media  de 
largo,  y  que  no  atravesaría  por  el  fundo  del 
demandado  sino  un  acueducto  ó  cauce,  pues 
lo  único  que  pretende  es  variar  el  cauce  ó  la 
servidumbre  en  una  pequeña  parte  del  te- 
rreno. 

Considerando: 
1'  Que  don  Ramón  Zañartu  ha  probado 
que  su  fundo  **Collico"  carece  del  agua  nece- 
saria para  su  regadío,  pues  aunque  tiene  un 
canal  que  atraviesa  el  fundo  del  demandado 
(antes  de  don  Javier  Zañartu),  dicho  canal, 
por  su  hondura  y  mala  calidad  del  teri^no 
en  que  está  construido,  se  derrumba  y  se  em- 
bauca, impidiendo  el  curso  del  agua; 
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2^  Que  esto  mismo  se  deduce  de  la  articu- 
lación sexta  del  interrogatorio  del  deman. 
dado; 

3^  Que  don  Ramón  Zañartu  ha  probado 
también  que  podría  conducir  el  agua  necesa. 
ría  cambiando  el  canal  actual,  dentro  de  la 
misma  propiedad  del  demandado,  á  un  lugar 
que  permita  evitar  los  inconvenientes  que  ac- 
tualmente impiden  el  curso  expedito  de  las 
aguas; 

4^  Que  el  mismo  ha  probado  que  los  de- 
rrumbes del  canal  son  causados  por  las  aguas 
lluvias  que  bajan  de  la  montaña,  lo  que  uo 
sucederá  en  el  nuevo  cauce; 

5^  Que  ha  probado  también  que  el  cauce 
actual  tiene  4  metros  de  hondura  y  el  nuevo 
solo  tendrá  2  metros  y  por  esto  y  por  la  cali, 
dad  del  terreno,  el  nuevo  cauce  no  tendrá  los 
inconvenientes  del  otro; 

6*^  Que,  como  lo  expresa  claramente,  el  de- 
mandante no  pretende  establecer  ó  construir 
dos  acueductos  en  la  propiedad  del  demanda- 
do, sino  solo  uno,  6  sea  cambiar  el  actual  en 
un  trayecto  de  1  á  2  cuadras,  lo  que  manifies- 
tamente no  puede  ocasionar  grandes  perjui- 
cios al  demandado;  y 

7^  Que  éste  ha  probado  las  tachas  opues- 
tas á  cinco  testigos  de  don  Ramón  Zañartu, 

En  conformidad  á  lo  dispuesto  en  los  artí- 
culos 861,  863,  864  y  865  del  Código  Civil, 
151  del  Código  de  Procedimiento  Civil; 

Se  declara: 

1^  Que  ha  lugar  á  las  tachas  de  cinco  tes- 
tigos del  demandante;  y 

2"^  Que  ha  lugar  á  la  demanda  sólo  en  cuan- 
to se  reconoce  á  don  Ramón  Zañartu  derecho 
para  establecer  la  servidumbre  de  acueducto 
á  favor  de  su  fundo  **Collico"  en  el  fundo  ó 
hijuela  de  don  Hipólito  Zañartu  cambiando 
el  cauce  actual  al  lugar  que  las  partes  con- 
vengan ó  que  en  su  desacuerdo  designe  el  Juz- 
gado, oyendo  el  dictamen  de  un  perito. 

No  se  condena  en  costas  al  vencido,  porque 
estejuicio  fué  tramitado  en  su  mayor  parte 
antes  del  1.' de  marzo  del  presente  año.— ^. 
Maldonado. 

Apelada  esta  sentencia. 


La  Corte: 

Vistos:  se  confirma  la  sentencia  apeb-:. 
10  de  noviembre  del  año  próximo  pasad  ■ 

Acordada  por  los  señores  Ministros  Hcr 
ra,  Letelier  y  Román  Blanco,  llamado  tsi 
último  á  dirimir  el  empate  que  se  prodr  r. 
la  primera  vista  de  la  causa,  contra  el  r .. 
de  los  señores  presidente  Urmiia  i  Min;?í- 
Montero,  que  estuvieron  por  revocar  la  rc:^ 
rida  sentencia  y  declarar  sin  lugar  la  ^ 
manda. 

Fundan  su  voto  en  el  libro  de  aaicrdo«.- 
F.  Urrutía.^L   C.   Herrera,— T.  Lfte/ifr-. 
Román  Blanco,^M.  Montero. 

VOTO  ESPECIAL 

Bn  la  causa  seguida  en  el  primer  Joz^:. 
de  Letras  de  Chillan  entre  don  Ramón  Zafr 
tu  y  don  Hipólito  Zañartu,  sobre  serrido 
bre  de  acueducto,  los  infrascritos,  disintier 
de  la  mayoría  del  Tribunal,  cstuvieroc  ;^ 
revocar  la  sentencia  apelada  jdedararí: 
lugar  la  demanda,  á  virtud  de  los  fundaiue:- 
tos  que  consignan  en  seguida: 

1^  Que,  según  lo  expuesto  en  lademand:; 
réplica,  la  base  de  aquélla,  ó  s^a  su  caosa  : 
pedir,  consiste  en  que  el  cauce  actual,  [or 
donde  el  demandante,  don  Ramón  Zaf.:.r. 
lleva  sus  aguas  dentro  de  la  propiedad  it 
demandado  don  Hipólito  del  mismo  ape. 
experimenta  derrrumbes,  año  á  año,  lo  í'í 
unido  **á  la   calidad    del  terreno  v  uijc-a» 
otras  circunstancias",  á  más  de  los  g^*-' 
consiguientes,  hace  imposible  llevar  porr^ 
la  dotación  necesaria  para  el  riego  dcH- 
dominante; 

2^  Que  exponiendo  el  demandado  que  * 
necesidad  se  satisface  en  debida  io^^^^ 
medio  de  un  canal  en  uso,  la  solución  de. 
cío  estriba,  dentro  de  estos  hechos,  f"-^^ 
si  las  causales  alegadas  por  el  denian<í-' 
son  efectivamente  de  tal  naturaleza  qocfc"' 
pidan  el  riego  de  su  fundo. 

3^?  Que  la  prueba  rendida  al  reípec^^^  '' 
estimarse  insuficiente: 

a)  Porque  la  pregunta  principal desi-'i^'- 
á  dicho  objeto,  cuarta  del  interrogatono  » 
muy  compleja,  de  modo  qnc,  ocitpa^'"^'*"^ 
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na  llana  i  refiriéndose  á  varias  circunst an- 
as bien  diversas,  no  es  posible  que  los  testi— 
)s  puedan  haberse  dado  cabal  cuenta  de  la 
-egunta  y  diferentes  hechos  en  ella  contení- 
os,  observación  que  adquiere  mayor  fuerza 
se  atiende  á  la  calidad  de  éstos,  pues  de  los 
einticinco  hábiles  apenas  cinco  saben  firmar; 

b)  Porque  la  pregunta  séptima  del  mismo 
iterrog-atorio,  tendente  á  reforzar  ó  am- 
Itar  la  cuarta,  se  encuentra  en  iguales  condi- 
iones,  con  la  salvedad  de  ser  menos  extensa; 

c)  Porque  en  esa  pregunta  séptima  se  esta- 
lece  además  que  los  derrumbes  se^evitarían 
llevando  las  aguas  de  don  Ramón  Zañartu 
or  donde  pretende  llevarlas  en  la  demanda, 
iue  dista  sólo  unos  pocos  metros  del  lugar 
»or  donde  está  el  cauce  antiguo,  pero  cuya 
alidad  de  terrenos  es  muy  distinta",  siendo 
isí  que  ni  en  la  demanda  ni  en  la  réplica  se 
la  hecho  mención  alguna  del  rumbo  que  se 
ntenta  dar  al  acueducto; 

4*^  Que  debiendo  distar,  como  acaba  de  de- 
irse,  el  canal  nuevo  sólo  unos  pocos  metros 
leí  antiguo,  quedaría  siempre  expuesto  á  re- 
ribir  las  aguas,  piedras,  tierra,  etc.,  que,  se- 
lún  el  demandante,  bajan  de  las  montañas 


m  mvierno; 


5^  Que  de  autos  aparece  que  don  Ramón 
¿añartu  lleva  sus  aguas  dentro  de  la  hijuela 
de  don  Hipólito,  en  la  actualidad  y  demás  de 
doce  años,  por  un  antiguo  canal  de  la  hacien- 
da '*ColHco",  y  tanto  por  esta  circunstancia 
cuanto  por  afirmar  el  primero  en  la  pregunta 
cuarta  de  dicho  interrogatorio,  que  esas 
aguas  **no  alcanzan  sino  para  regar  y  culti- 
var una  pequeña  parte  de  su  predio,  porque 
el  cauce  es  de  mala  calidad",  no  se  explica 
que  haya  permanecido  durante  todo  ese  tiem- 
po en  semejantes  condiciones  y  sin  poner  re- 
medio ninguno  al  mal; 

6^  Que  tampoco  se  explica  suficientemente 
por  qué  sea  imposible  regar  ahora  por  medio 
de  ese  antiguo  cauce  que  ha  servido  primero 
á  Collico  y  después,  durante  doce  años,  al  pro- 
pio demandante; 

7°  Que  el  examen  atento  y  comparado  de 
una  y  otra  prueba  deja  la  impresión  de  que, 
si  bien  en  el  canal  se  producen  cada  año  des- 


perfectos de  más  ó  menos  gravedad,  ellos  no 
son  de  tal  naturaleza  que  justifiquen  ante  la 
ley  la  variación  que  se  pretende. 

8*  Que  si  bien  es  inadmisible  como  tesis 
general  que,  una  vez  constituida  una  servi- 
dumbre con  dirección  y  trazo  dados,  no  pue- 
de variarse  con  posterioridad,  sea  por  causas 
sobrevinientes  ó  no  previstas  al  tiempo  de  es- 
tablecerla,  el  hecho  de  haberse  usado  más  de 
doce  años  la  de  que  se  trata  y  el  de  haber 
existido  aun  antes  de  esa  fecha,  importa  una 
presunción  fuerte  y  racional  de  que  se  consti- 
tuyó en  forma  debida  y  tomando  en  cuenta 
todas  las  circunstancias  para  el  efecto  con- 
templado  en  el  artículo  863  del  Código  Civil, 
por  lo  que  semejante  presunción  no  puede 
ceder  sino  ante  prueba  muí  calificada,  tanto 
por  la  personalidad  de  los  testigos,  cuanto 
por  el  conocimiento  de  los  hechos  sobre  que 
deponen; 

9'  Que,  como  fundamento  de  la  demanda, 
se  dice  que  don  Ramón  Zañartu,  el  demanda- 
do, *'se  niega  a  permitir  que  yo  establezca  la 
servidumbre  de  acueducto  correspondiente  á 
que  la  ley  me  da  derecho.  Según  el  artículo 
861  del  Código  Civil,  toda  heredad  está  su- 
jeta  á  la  servidumbre  de  acueducto  en  favor 
de  otra  heredad  que  carezca  de  las  aguas  ne- 
cesarias...  A  fin  de  establecer,  pues,  dicha  ser- 
vidumbre vengo  en  interponer  la  mas  formal 
demanda  en  contra  de  don  Hipólito  Zañartu 
para  que  á  su  tiempo  se  declare:  que  está 
obligado  á  permitir  la  servidumbre  de  acue- 
ducto  á  que  me  reñero  en  mi  fundo  "Collico", 
etc.  Y  en  la  réplica,  con  palabras  más  ó  me- 
nos iguales,  se  insiste  en  la  misma  petición; 

10.  Que,  según  el  artículo  167  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  **las  sentencias  se  pro- 
nunciarán conforme  al  mérito  del  proceso  y 
no  podrán  extenderse  á  puntos  que  no  ha- 
yan sido  expresamente  sometidos  ajuicio  por 
las  partes*'.  Y  según  el  número  S*?  del  artícu- 
lo 251  la  demanda  debe  contener:  *Xa  enun- 
ciación precisa  y  clara  de  las  peticiones  que 
se  sometan  al  fallo  del  Tribunal";  y 

11.  Que,  en  consecuencia,  no  ha  podido 
darse  lugar  á  la  demanda,  *  para  establecer 
la  servidumbre  de  acueducto,...  cambiando  el 
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curso  actual,  por  cuanto  ello  itnpHca  simple-  se  alude  en  el  alegato  de  buena  prueba  del 

mente  acceder  al  cambio  del  cauce,  petición  no  mandante. 

formulada  ni  en  la  demanda  ni  en  la  réplica,         Talca,  14  de  diciembre  de  1904.-  }á¡a. 

y  á  que,  por  yía  explicativa  ó  de  incidencia,  Mno tero. —Fidel  ürrutia. 
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SECCIÓN  SEGUNDA 
CORTES  DE  APELACIONES 


Corte  de  TñlcB..^!  de  diciembre  de  1904 
Verdugo  con  Yáñez 

lujer  casada.— Bienes  raices.— Ven- 
ta.—Consentimiento  de  la  mujer;  su 
prueba.— Rescisión. 

Doctrina:— B/  artículo  1754  del  Códi- 
go Civil  exige  para  que  se  puedan  enaje- 
nar los  bienes  raíces  de  la  mujer  que  el 
marido  esté  6  pueda  estar  obligado  á 
restituir  en  especie,  la  voluntad  de  la  mu- 
jer y  la  autorización  judicial. 

El  consentimiento  de  la  mujer  no  es  ne- 
cesario que  conste  de  la  misma  escritura 
de  compra-venta  si  ella  híi  concurrido  con 
su  marido  á  solicitar  la  autorización  ju- 
dicial. 


Doña  Lastenia  del  Carmen  Verdugo,  cura- 
dora de  su  marido  ausente  don  Eulogio  Inos- 
troza,  expone:  que  su  citado  marido  vendió  el 
9  de  diciembre  de  1892,  según  "consta  de  la  es- 
critura, á  (Ion  Eugenio  Yáñez  un  retazo  de  te- 
rreno de  propiedad  de  la  exponente  como  de 
40  cuadras,  cuya  ubicación  y  deslindes  indica. 

Para  efectuar  la  venta,  si  bien  su  marido 
obtuvo  la  respectiva  autorización  judicial,  no 
prestó  ella  su  consentimiento,  como  aparece 
de  la  misma  escritura,  á  cuyo  otorgamiento 
no  concurrió  la  exponente,  omisión  que  vició 
de  nulidad  absoluta  la  compra-venta,  y  enta- 
bla demanda  contra  don  Eugenio  Yáñez  para 
que  se  declare: 

1^  Que  es  nulo  el  contrato  referido  de  com 
pra- venta  celebrado  entre  su   marido  y  el  de- 
mandado; 

2^  Que  éste  debe  devolverle,  con  sus  frutos, 
el  terreno  vendido  luego  que  cause  ejecutorift 
la  sentencia  que  se  pronuncie;  y 

3^?  Que  el  mismo  demandado  debe  pagarle 
las  costas. 

Contestando  el  demandado  pide  se  deseche 
la  demanda,  con  costas. 
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Concuerda  con  el  demandante  en  cuanto  á 
que  habiía  nulidad  absoluta  en  el  contrato  si 
efectivamente  no  se  hubiese  celebrado  con  la 
voluntad  de  la  mujer  casada  doña  Lastcnia 
del  Carmen  Verdugo. 

Pero  la  verdad  es  que  esta  señora  manifestó 
en  forma  su  voluntad  para  la  enajenación. 

La  prueba  de  ello  es  que.  en  unión  con  su 
marido,- solicitó  la  autorización  judicial  nece- 
saria para  vender  el  terreno. 

La  ley  exige  la  voluntad  déla  mujer,  pero  no 
que  esta  voluntad  conste  en  la  misma  escritu- 
ra de  enajenación. 

Ella  se  manifestó  de  un  modo  explícito  en  la 
solicitud  de  autorización  v,  concedida  ést.i,  el 
otorgamiento  de  la  escritura  era  del  solo  re- 
sorte del  marido  como  administrador  de  la 
sociedad  conyugal. 

En  la  réplica  se  rebate  la  argumentación  de 
la  contestación. 

El  permiso  judicial  y  el  contrato  de  compra 
venta,  se  dice,  son  actos  distintos  y  que  la  ley 
ha  septirado. 

Pues  bien;  la  demandante  sólo  ha  concurri- 
do al  primero,  mas  no  al  segundo. 

Ha  pedido  autorización  para  vender,  si  lo 
quiere,  pero  no  ha  dado  su  consentimiento 
para  vender. 

Por  lo  demás,  se  refuerzan  los  argumentos 
de  la  demanda. 

Duplicando  el  demandado,  amplía  las  ale- 
gaciones expuestas  en  la  contestación. 

Se  citó  para  sentencia. 

Considerando: 
Que  el  artículo  1754  del  Código  Civil  exige 
para  que  se  puedan  enajenar  los  bienes  raíces 
de  la  mujer  que  el  marido  esté  ó  pueda  estar 
obligado  á  restituir  en  especie,  la  voluntad  de 
la  mujer  y  previo  decreto  judicial  que  autorice 
la  enajenación; 

Que  ambos  requisitos  se  han  cumplido  en  la 
compra-venta  de  que  se  trata,  toda  vez  que, 
como  aparece  de  los  documentos  acompaña- 
dos, la  autorización  judicial  se  concedió  á  pe- 
tición de  doña  Lastenia  del  Carmen  Verdugo 
y  su  marido  don  Eulogio  Inostroza,  quienes 
por  el  hecho  de  pedirla  manifestaron  su  volun- 
tad  de  vender,  pues  para  vender  la  pidieron. 

Que  ni  la  lei  establece  como  requisito  nece- 


sario que  la  voluntad  de  la  mujer  se  mri:> 
te  en  el  acto  constitutivo  del  contrato  fí^t*. 
jenación,  ni  el  decreto  judicial  en  refere: 
ordenó  que  doña  Lastenia  del  Carmen  Ye  . 
go  concurriera  al  otorgamiento  de  laesr.: 
ra  para  la  validez  de  ésta; 

Que  el  modo  de  intepretar  la  disposi,.''.-  : 
gal  citada  no  pugna  con  los  intereses  :: . 
mujer  casada,  que  la  ley  quierasalvagur : 
exigiendo  su  consentimiento,  puesto  •  :-  « 
después  de  obtenida  la  autorización  m;  :> 
ve  que  la  enajenación  no  le  conviene,  puc>  - 
quiere,  retirar  el  consentimiento  dado. 

El  hecho  de  no  haberse  retractado,  pr.::: 
que  su  voluntad  persistió. 

Con  arreglo  á  estos  fundamrntos  t'i> 
posición  cicada,  se  declara  sin  lugar,  cocv  > 
tas,  la  demanda— /í/an  Vázquez. 

Apelada  esta  resolución, 

La  Corte: 

Vistos:  se  confirma  la  sentencia  ape\i  'i  > 
9  de  septiembre  del  año  próximo  píisnlv. 
declaración  de  que  no  ha  lugar  á  lacr.-' 
ción  en  costas  impuestas  á  la  demailuc 
doña  Lastenia  Verdugo. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  ?t^í^^- 
te  Urrutia,  que  estuvo  por  revocar  la  rcíe-i. 
sentencia  y  dar  lugar  á  la  demanda,  á  v.r.z 
de  los  fundamentos  que  consigna  en  el  \\'-' 
respectivo.— F.  Urrutia,— J.  C.  Herrén.'' 
Letclier Af.  Montero. 

VOTO  ESPECIAL 

En  la  causa  seguida  por  doña  Lastenia  Vr 
dugo  con  don  Eugenio  YAñez,  sobre  n:.':- 
de  un  contrato  de  compra- venta  de  terreio,. 
infrascrito,  disintiendo  de  la  mavoríaJciT: 
bunal  que  confirmó  la  sentencia  de  prinirr. 
instancia,  opinó  por  revocarla  y  darlagr 
la  demanda. 

La  señora  Verdugo  expresa  que  su  ro.^' 
don  Eulogio  Inostroza  vendió  á  YáñeiciO'' 
diciembre  de  1892  como  40  cuadras  detcrr« 
no;  si  bien  su  marido  obtuvo  permiso  julv'i'^ 
no  prestó  ella  su  consentimiento  en  lamiss* 
escritura  de  venta. 
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Teniendo  presente: 
1^  Que  las  partes  están  de  acuerdo  qnc  el 
rreno  vendido  perteneció  á  la  demandante 
t  por  lo  tanto,  era  de  aquellos  que  el  marido 
itaba  obligado  á  restituir  en  su  oportunidad; 
2^  Que  es  mi  hecho  reconocido  que  la  scño- 
1  Verdugo  no  concurrió  al  otorgamiento  de 
i  escritura  del  contrato  de  venta; 
3^  Que  en  la  enajenación  de  los  bienes  de 
ue  se  trata  es  necesaria  la  autorización  judi- 
al  con  conocimiento  de  causa  para  justificar 
1  necesidad  ó  utilidad  de  la  mujer; 
4.^  Que  la  lej  exige  la  voluntad  de  la  mujer 
n  el  contrato,  esto  es,  en  la  escritura  de  ven- 
a  y  no  únicamente  en  las  diligencias  prepa- 
atorias  para  realizarlo,  ó  sea,  en  el  escrito  en 
ue  el  marido  pida  la  autorización  del  Juez;  y 
5°  Que  no  es  suficiente  ki  autorización  judi- 
ial  con  consentimiento  de  la  mujer  casada 
>ara  obligarla  en  sus  projjios  bienes,  ni  ese 
lonsentimicnto  ha  siilo  suplido  por  él;  y  que, 
ID  conformándose  la  enajcn¿uión  del  terreno 
ie  que  se  trata  á  las  exigencias  de  la  ley,  es 
lulo  el  acto  de  la  venta  del  mencionado  terre- 
lo  que  ejecutó  don  Eulogio  Inostroza. — Talca, 
M  de  diciembre  de  1^04/»— Fidel  Urrucia, 


Corte  de  Santiaí^o.--  21  de  diciembre  de  1904 

Oliveira  con  Alfaro 

Prueba— Instrumentos  privados. 
—Contrato  simulado 

Doctrina:  —  Tienen  valor  de  escritura 
pública  los  documentos  privados    que 
ban  sido  reconocidos  por  la  parte  con- 
tra quien  se  oponen  oque  se  han  manda- 
do tener  por  reconocidos  en  forma  legal. 
Un  documento  privado  reconocido  en 
que  el  ñrm  inte  expresa  hib^r  recibido  de 
un  tercero  unas  propiedades  con  el  objc 
to  de  venderlas  y  de  repartirse  de  su  pre- 


cio por  mitad  con  el  primitivo  dueño 
quien  queda  obligado  á  hacer  que  aquél 
tercero  los  transñera  por  escritura  pú- 
blica^ explica  el  ototgamiento  de  la  es- 
critura de  compra  venta  que  el  tticero 
aparece  otorgando  con  posterioridad  y 
desvirtúa  la  importancia  de  ésta  para 
acreditar  el  dominio  del  supuesto  com- 
prador. 


Don  Juan  Manuel  de  Oliveira  demandando 
ádon  Hermógenes  Alfaro,  expone:  que,  según 
consta  de  las  copias  que  acompaña,  el  citado 
Señor  Alfaro  recibió  varias  propiedades  de  su 
p»>-rtenencia  con  encargo  de  venderlas  y  entre- 
garle la  parte  de  precio  que  se  obtuviera  y 
que  está  e>tipulado  en  la  carta  cuya  copia 
dada  |)or  el  Notario  señor  M¿írquezde  la  Pla- 
ta tandjién  acom|)aña. 

Que  el  Señor  Alfaro  no  respetó  el  compromi- 
so que  contrajo,  pues  durante  largos  años  ha 
estado  privado  de  sus  propiedades  y^  el  señor 
Alfaro  ha  disfrutado  de  ellas  como  si  fuera 
verdadero  dueño,  aprovechándose  de  las  en- 
tradas de  las  mismas,  hecho  que  ha  reconoci- 
do judicialmente  y  que  así  ha  sido  declarado 
en  su  rebeldía  por  sentencia  de  primera  y  se- 
gunda instancia. 

Que,  en  virtud  del  reconocimiento  judicial  á 
que  alude,  demanda  á  don  Hermógenes  Alfa- 
ro para  que  le  restituya,  dentro  de  tercero 
día,  las  propiedades  que  recibió  de  él  y  en  el 
estado  en  que  le  hizo  entrega  de  las  mismas, 
con  todos  sus  frutos  é  intereses  por  el  tiempo 
de  que  se  ha  visto  privado  de  ellas,  ó  que  en 
caso  de  no  poder  hacer  la  entrega,  le  pague 
las  cantidades  equivalentes  apreciadas  por  el 
Juzgado  con  informe  de  perito,  con  expresa 
condenación  en  las  costas  de  la  causa. 

El  apoderado  de  don  Hermógenes  .\lfaro, 
contesta  la  demanda  y  reconviene.  Expone 
que  es  bien  extraña  la  conducta  del  deman- 
dante por  el  hecho  de  (]ue  durante  doce  años 
nada  efectivo  haya  hecho  para  hacer  valer 
sus  ilusorios  derechos. 
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Qnc  si  liabicra  tenido  acciones  qne  hacer 
valer,  nada  m/ís  sencillo  habría  sido  intentar- 
las en  Antofagasta,  y  no  esperar  que  el  señor 
Alfaro  estuviera  á  las  puertas  del  sepulcro 
para  iniciar  una  acción  que  iba  aparentemen- 
te dirigida  al  señor  AlFaro,  pero  que  en  reali- 
dad lo  era  contra  sus  herederos,  quienes  se 
habrían  visto  en  gran  parte  imposibilitados 
para  defenderse  de  la  extraña  petición  del  de- 
mandante. 

Que  los  documentos  que  acompaña  arrojan 
plena  luz  en  el  asunto  debatido. 

Que,  según  consta  de  las  tres  escrituras 
signadas  con  el  número  1,  otorgadas  en  San 
Felipe  y  de  la  protocolización  marcada  con  el 
mismo  signo,  el  señor  Oliveira  vendió  sin  limi- 
tación de  ninguna  especie  sus  propiedades 
tabicadas  en  Antofagasta  á  don  Viterbo  Cas- 
tro. 

Que  de  la  sola  lectura  de  ellas  se  desprende 
que  la  enajenación  ha  sido  perfecta,  cum- 
pliéndose con  todas  las  exigencias  de  la  ley; 
y  que  ellas  se  entregaron  con  fecha  7  de  oc- 
tubre de  1890. 

Qae  á  los  pocos  días  después,  esto  es,  en  18 
de  octubre  del  mismo  año,  el  señor  Oliveira 
indujo  al  señor  Alfaro  á  celebrar  un  contrato 
privado  sobre  las  supuestas  propiedades  que 
acababa  de  enajenar  y  le  arrancó  la  suma  de 
$  1.000,  lo  qne  dio  origen  á  la  carta  priva- 
da protocolizada  ante  el  notario  señor  Már- 
quez de  la  Plata,  base  del  derecho  que  i>re ten- 
de  hacer  valer  el  demandante. 

Que  encontrándose  en  esta  situación  el  se- 
ñor Alfaro,  cual  es  haber  dado  dinero  sobre 
propiedades  que  suponía  de  Oliveira,  por  ha- 
berle éste  manifestado  que  el  señor  Castro  no 
había  cumplido  con  la  obligación  de  pagarle 
«1  precio  de  la  compra,  lo  que  no  es  efectivo, 
como  se  comprueba  con  las  escrituras  3'a  ci- 
tadas, y  á  trueque  de  no  perderlo  todo,  obtu- 
vo del  señor  Castro  que  le  vendiera  las  pro- 
piedades que  había  comprado  á  Olivtira, 
dando  esto  origen  á  la  escritura  de  compra 
irenta  que  figura  con  el  número  2;  por  ella  se 
»da  en  venta  real  y  efectiva  á  Alfaro  las  pro- 
fñedffdes  que  alli  se  indican,  os  decir,  las  que 
pfñmifúvame^te  habían  pertenecido  al  señor 
*0HveÍPRy  se  da  por  recibido  el  vendedor  del 
precio  á  su  entera  satisfacción. 


Que  el  demandante  había  vendido  i  Ci^ 
tro  y  éste  á  su  vez  á  Alfaro,  propiedades r: 
ees  que  no  le  pertenecían,  puesto  que  s::s  n 
ñcios  estaban  ubicados  en  terrenos  ccri 
títulos  habían  caducado  y  de  los  cnaksel:: 
co  dueño  era  la  Municipalidad  de  .\atcf3^> 
ta,  encontrándose  el  demandado  otrarezc: 
parte  de  su  dinero  perdido. 

Que  para  no  perjudicarse  enteraoientc  < 
vio  en  la  necesidad  de  presentarse álasnbir: 
que  hizo  la  Municipalidad  de  aqaellossi:  • 
teniendo  que  pagar  nuevamente  á  la  Mr 
cipalidad  los  terrenos  en  que  se  encootr.L 
edifícfidas  esas  casas,  lo  que  se  coni[>r.:  1 
con  la  escritura  signada  con  elnúiDero3. 

Que  examinando  los  documentos  acor:. 
nados,  se  ve  que  es  inexacta  la  aáraac: 
que  el  demandante  hace  en  su  escrito  ¿c  ¿r 
manda,  en  que  se  asevera  que  don  Herc:.. 
nes  Alfaro  ha  recibido  propiedades  del  se-  * 
Oliveira,  con  el  objeto  de  venderlas  vertís- 
garle  una  parte  del  precio  que  se  obtavií* 

Que  consta  de  los  mismos  documento!  p 
las  propiedades  á  que  se  refiere  el  señor  Al:.: 
en  la  carta  acompañada  por  el  demanda::: 
las  adquirió  lejítimamente  de  don  Vite: 
Castro,  quien  á  su  vez  las  compró  al  ser 
Oliveira,  habiendo  pagado  íntegramertr. 
precio  estipulado  en  los  respcctivoscontn> 
de  compra-venta. 

Que  don  Hcrmógenes  Alfaro  se  vio  oK;/ 
á  adquirir  en  pública  subasta  los  sitiosfc-.- 
se  encontraban  las  casas  que  compró  al  sfs' 
Castro,  habiéndoselas  vendido  Olí veira a  u* 
tro  y  éste  á  su  vez  á  su  representado. 

Que  reconviene  al  demandante  por  el  ?¿. 
de  la  suma  de  $  1.000  que  aparecen  cntrc£> 
dos  por  el  demandado,  según  carta  qncwr^ 
en  autos. 

Don  Carlos  García  Guerrero,  en  reprí«fl 
ción  de  don  Juan  Manuel  Oliveira,  rep.u'i^- 
y  contestando  la  rec<  m  vención,  expone:,- 
las  tres  escrituras  públicas  de  coinpra-vtr. 
firmadas  por  el  denmndante  el  T  de  W'^ " 
de  1890  en  San  IMipe,  son  ventas  ««'«•• 
lo  cual  se  explica  si  se  tiene  presentí  <1''^' 
demandante  señor  Oliveira  se  cslabi<vi  <í 
esta  ciudad  y  como  no  pudiera  regrffaí . 
Antofagasta,  se  vio  en  la  precisión  (if  "^ ^ 
dichas  ventas  en  la  forma  expresada  po^  *^ 
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:r  necesidad  de  realizar  los  bienes  que  poseía 
i  aqiielhi  localidad  y  creyó  que  el  medio  más 
:pccl¡to  y  seguro  era  confiar  á  su  cuñado 
:>n  Viterbo  Castro  dicha  realizaiión,  y  í)ara 
le  ella  se  efectuara  en  condiciones  fáciles  y 
¡pedí tas  se  finjió  un  contrato  de  compra- 
ínta. 

Que  con  dicho  título  el  señor  Castro  podría 
?nder  sin  ninguna  dificultad,  aprovechando 
?  las  circunstancias  más  favorables  de  la 
laza. 

Que  don  Viterbo  Castro  no  realizó  dichos 
¡enes,  de  lo  cual  hay  constancia  fchacienteen 
utos,  como  también  de  las  causas  que  deter- 
linaron  su  conducta  contraria. 
Que  la  escritura  púiilica  suscrita  por  don 
lermógenes  Alfaro  en  18  de  octubre  de  1890, 
cja  sin  efecto  las  tres  escrituras  firmadas 
ocos  días  antes. 

Que  el  orí¿;en  de  estas  escrituras  es  el  si- 
;u¡ente:  conocedor  el  señor  Alfaro  de  los  pa- 
os dados  por  el  señor  Oliveira  para  realizar 
lis  bienes,  y  de  las  compra-ventas  simuladas 
lechas  en  favor  de  don  Viterbo  Castro,  suji- 
ió  a  Oliveira  la  idea  de  que  el  se  encargaría 
le  dicha  realización  en  lugar  de  Castro,  y 
\víe  la  haría  en  condiciones  mucho  más  ven- 
tajosas que  Castro,  por  ser  vecino  de  Anto* 
ragasta  y  tener  allí  grandes  relaciones  comer- 
ciales 3'  sociales. 

Que  el  señor  Oliveira  aceptó,  y  á  consecuen- 
cia de  esta  aceptación  firmó  Alfaro  el  com- 
promiso de  18  de  octubre  de  1890  y  cuyas 
estipulaciones  basta  sólo  leerlas  para  conven- 
cerse de  que  toda  alegación  contraria  carece 
en  absoluto  de  fundamento. 

Que,  en  conformidad  á  este  convenio,  don 
Viterbo  Castro  vendió  á  don  Hermógcnes  Al- 
faro  las  mismas  pro[)iedades  que  había  com- 
prado á  Oliveira  y  que  éste  se  había  compro- 
metido (|ue  las  traspasaría  á  Alfaro. 

Que  el  señor  Castro  extendió  á  su  favor  la 
escritura  de  22  de  diciembre  de  1890,  firman- 
do dicha  escritura  á  nombre  del  señor  Castro 
su  apoderado  don  Carlos  de  la  Fuente. 

Que  si  bien  es  cierto  que  en  esta  escritura  se 
expresa  que  el  señor  Castro  ha  recibido  el  pre- 
cio de  las  propiedades  vendidas  simulada- 
mente, ello  no  es  efectivo,  según  lo  expuesto 


anteriormente,  por  cuanto  el  señor  AlEaro  no 
dio  ni  ha  dado  un  solo  centavo. 

Que  de  lo  expresado  se  deduce  que  la  com- 
pra-venta de  22  de  diciembre  de  1890  no  tiene 
más  fuerza  ni  valor,  ni  es  más  efectiva  que  las 
tres  compra-ventas  de  7  de  octubre  del  mismo 
año  verificadas  en  San  Felipe. 

Que  todas  estas  compra- ventas  son  simula- 
das, pues  no  se  ha  pagado  ningún  precio  por 
ellas,  salvo  los  $  1.000  de  que  habla  el  conve- 
nio, y  que  todas  ellas  tienen  su  explicación 
natural  y  legal  en  el  citado  convenio. 

Que  si  bien  es  cierto  que  en  las  escrituras 
públicas  fechadas  ambas  en  1893,  aparece  el 
señor  Alfaro  rematando  los  terrenos  en  que 
están  edificadas  las  casas  de  don  Juan  Ma- 
nuel de  Oliveira,  esto  no  es  sino  aparente- 
mente y  se  explica  de  la  manera  que  expresa: 
la  Municipalidad  de  Antofagasta  concedió 
sitios  urbanos  á  las  personas  que  los  solici- 
taron con  la  condición  de  cerrarlos  por  lo  me- 
mos ó  edificarlos. 

Que  el  señor  Oliveira  en  el  año  1870  y  tan- 
tos obtuvo  esos  sitios  y  edificó  casas  en  ellos; 
más  tarde,  en  1893,  más  de  veinte  años  des- 
pués y  cuando  el  pueblo  había  adquirido  un 
desarrollo  comercial  muy  grande,  la  Munici- 
palidad de  Antofagasta,  para  proporcionarse 
recursos,  sacó  á  remate  estos  mismos  sitios, 
pero  en  la  inteligencia  de  que  serían  subasta- 
dos por  los  dueños  de  las  casas,  y  tan  es  así 
que  el  señor  Alfaro  pagó  por  uno  $  243  y  por 
el  otro  $  102,40,  sumas  de  que  fué  reembol- 
sado  con  creces. 

Que  debe  tenerse  presente  que  todas  las  es- 
crituras acompañadas  son  del  año  1890. 

Que  el  convenio  es  del  mismo  año  y  los  re* 
mates  de  los  terrenos  se  efectuaron  en  1893; 
por  consiguiente,  no  puede  hacerse  responsa- 
ble al  demandante  por  obligaciones  de  1893, 
puesto  que  el  demandado  había  contraído  en 
1890  la  obligación  de  vender  todos  los  bienes 
del  señor  Oliveira  en  el  menor  tiempo  posible. 

En  cuanto  á  la  reconvención,  expone:  que 
ella  es  injusta  porque  el  demandado  no  tiene 
derecho  de  cobrar  la  cantidad  por  que  recon- 
viene, y  es  absurda  porque  si  se  cobran  \ou 
$  1.000  en  virtud  del  convenio,  el  contendor 
debe  aceptar  también  los  otras  cláusulas  del 
contrato,  y  que  si  las  respetara,  como  ef  su 
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deber,  se  vería  qjTie  los  $  1  000  no  son  más 
que  una  parte  del  precio  que  está  obligado 
á  pa«;ar. 

Que  no  se  debe  dar  lupjar  á  esta  recon  ven- 
ción porque  al  aceptarla  se  lleg  iría  al  resul- 
tado que  el  demandado  ace|)taba  una  cláusu- 
la del  contrato  y  rechnzriba  las  demás. 

Don  Miguel  Morel  Alniarza,  por  don  Her- 
mógenes  Alfaro,  duplicando  expone:  que  sos- 
tiene cuanto  lia  aseverado  en  su  escrito  de 
contestación  y  llama  la  atención  al  mérito  de 
los  documentos  acompañados,  los  que  no  ha 
podido  destruir  el  demandante. 

Que  en  orden  á  su  reconvención  ella  es  lógi- 
ca y  debidamente  interpuesta,  porque  habien- 
d  )  faltado  el  señor  Oiiveira  á  \o  que  s?  había 
comprometMo  en  sus  cartas,  puesto  que  el 
señor  Alfaro,  como  está  probado,  com[)ró  y 
pagó  sus  propiedades  á  Castro,  no  tiene  ra- 
zón de  ser  la  entrega  de  los  $  1.000  que  allí 
aparecen. 

Que  si  esa  suma  hasta  ahora  no  se  había 
cobrado  por  el  señor  Alfaro  era  porque  pen- 
saba condonársela  á  Oiiveira.  generosidad  de 
la  cual  1103'  se  arrepiente  en  vista  de  la  ex- 
traña conducta  del  demandante. 

Se  recibió  la  causa  á  prueba,  rindiéndose 
por  el  demandante  la  testimonial  que  corre  en 
autos. 

Después  de  alegar  las  partes  lo  que  estima- 
ron convenir  á  su  derecho,  se  les  citó  para  sen- 
tencia. 

Considerando  en  cuanto  á  la  denianda  y 
reconvención: 

1^  Que,  según  se  expresa  en  la  escritura  pú- 
blica de  compra- venta  de  22  de  diciembre  de 
1890,  el  demandado  don  Hermógenes  Alfaro 
compró  á  don  Viterbo  Castro  las  propieda- 
d*fs  á  que  se  refiere  el  demandante  señor  Oii- 
veira en  su  demanda,  y  pagó  su  importe  al 
vendedor  al  celebrarse  dicho  contrato; 

2^  Que  las  expresadas  propiedades  se  las 
había  comprado  á  su  vez  el  citíido  señor  Cas- 
tro al  demandante  señor  Oiiveira,  según  las 
escrituras  públicas  corrientesen  copia; 

3'  Que  si  es  cierto  que  por  el  documento 
privado  corriente  en  copia á  fs.  14,  el  cual,  se- 
gún aparece  de  autos,  ha  sido  tenido  como 
reconocido  por  el  demandado  en  los  antece- 
dentes que  se  ha  ordenado  agregar  en  copia  á 
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estos  autos  y  que  corren  de  fá.  2  áf<.13.':or. 
montos  que  durante  la  secud.i  ilcl  pre>?r 
juÍk:¡o  ha  reconocido  tambié.i  el  «lerainli-. 
señor  Alfiro,  declara  é<íte  qie  recibe  pira?*: 
doren  el  menor  tiempo  y  m^jor  precb  p:? 
ble,  las  propiedades  deque  hace  niín :;'.-- 
demandíinte  en  su  dímindn,  debiendo  re: v 
tirse  con  el  demandante  señor  OÜveira  <\e : 
cincu'»nta  por  ciento  cada  uno,   habíí..! 
entregado    á   éste  la   suma   de  $  1.0}}- 
abono,  y  que  dichas  propiedades  es  oV-ti 
el  señor  Oiiveira  á  hacerlas  transferir  po: : 
critura  pública  por  don  Viterbo  Castro, r. 
menos  cierto  que  dicho  documento,  <l;fr 
18  de  octubre  de  1890,  no  puede  pnmr  •'•: 
ner  más  fuerzi  legal  que  la  escritura  púV 
de  compra-venta  á  que  se  alude  en  el  cor\>¡, 
rando  primero,  en  orden  al  fin  que  persigif 
demandante  en  *u  demanda, yaque  porür: 
escritura  de  fecha  post?rior  al  documeoro  v. 
f¿5.  14-,  ninguna  obli.cfación  contrae  el  sí  ñor  I 
faro  en  f.ivor  del  señor  Oiiveira,  lo  que  hs. 
presumir  que  entre  las  fechas  del  docurae:: 
privado  corriente  en  copia  á  U,  14  y  ladí ': 
escritura  de  fs.  62,  se  habí  i  operado  entre : 
demandante  y  el  demandado  un  cam'>i;)'lf  s- 
tuación  en  el  negocio  que  tratan  en  la  p^c:^ 
ra,   porque  de  lo  contrario  noescoacíjir 
que  el  señor  Oiiveira  no  figurara  para  na  : 
en  la  escritura  de  fü.  62  ni  se  le  reconociera:" 
ella  sus  derechos  ó  no  hubiera  éste  hecbi  n- 
conocer  por  el  señor  Alf«iro  con  f.-chi  po<:^ 
rior  á  la  mencionada  escritura  Je  h.  6k  i> 
obligaciones  que  se  consignan  en  el  docjrnr 
to  de  fs.  li-,   presunción  que  adquiere  raij- 
fuerza  si  se  toma  en  cuenta  el  lar«jo  lapsi  ^ 
tiempo  transcurrido  entre  la  fecha  del  doc- 
mentó  de  fs.  14  y  la  interposición  dépraa' 
juicio,  el  cual  es  de  más  de  once  años. 

4''  Que,  aceptado  el  hecho  que  se  conir. 
pía  en  el  considerando  anterior,  cual  es  qí 
entre  las  fechas  del  documento  de  fs.  Hj  - 
de  la  escritura  de  fs.  62  se  produjo  uncam^ 
de  situación  entre  demandante  y  dcmandac 
en  el  negocio  que  tratan  en  el  primero,  en  tf 
minos  que  las  estipulaciones  en  él  consiga 
das  no  priman  ó  tienen  más  fuerza  Icga'"^*' 
las  contenidas  en  el  de  fs.  62,  en  orden  al  t- 
que  persigue  el  demandante  en  sudeIna^^.3 
lógico  es  aceptar  también  que  la  obliga^^ 
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le    persicrue  el  demandado  por  su  reconven- 
ir!,   funiladoeii  el   mencionado  documento 

f^s.  14',  carece  de  base  y  eficacia. 
De  cí^nformidad  con  los  consi-lerandos  an- 
riores  y  lo  dispuesto  en  el  artículo  1698 
I  Cótli<^o  Civil,  se  declara  que  no  ha  lugar 
la  íltrmanda  ni  á  la  reconvención. 
Dejase  constancia  que,  con  motivo  de  ha- 
rrse  tramitado  el  presente  juicio  con  ante- 
oridad  d  la  vigencia  del  Códij^o  de  P/oce- 
miento  Civil,  han  omitido  las  partes  de- 
gnar  su  domicilio,  profesión  ú  ocupación.— 
abrid  Rencortt. 

Apelada  esta  resolución, 

La  Corte: 

Vistos:  con  el  mérito  de  la  parte  expositiva 
e  la  sentencia  apelada  de  16  de  setiembre 
e  1903. 

Teniendo  presente: 
1*  Q»ie  tienen  valor  de  escritura  pública  los 
locumentos  privados  que  han  sido  reconoci- 
los  por  la  parte  contra  quien  se  oponen  ó  que 
e  les  ha  mandado  tener  por  reconocidos  en 
orma  legal;   ' 

2*^  Que  el  documento  privado  de  fs.  14,  ade- 
nás  de  haberse  mandado  tener  por  reconocí* 
lo,  fué  aceptado  expresamente  por  el  deman- 
lado  durante  la  secuela  del  juicio; 

3'*  Que  de  dicho  documento  aparece  que 
don  Hcrmógenes  Alfaro  confiesa  haber  reci- 
bido íle  don  Viterbo  Castro  las  mismis  pro- 
piedades que  éste  había  comprado,  sin  pagar 
el  precio,  por  escritura  pública  ú  don  Juan 
Manuel  de  Oliveira,  con  el  objeto  de  vender- 
las y  de  repartirse  de  su  precio  por  mitad  con 
el  primitivo  dueño,  quedando  obligado  el  se- 
ñor Oliveira  á  hacer  que  don  Viterbo  Castro 
las  transfiriera  á  don  Hermógenes  Alfaro  por 
escritura  pública,  quedando  así  este  último 
como  dueño  exclusivo  de  ellas  para  venderlas 
en  el  menor  tiempo  posible  i  repartirse  de  su 
precio  con  Oliveira  en  la  forma  indicada; 

4^  Que,  en  atención  á  lo  expuesto  en  el  an- 
terior considerando,  la  escritura  pública  de 
fs.  62,  por  la  cual  Castro  vendió  á  Alfaro  las 
aludidas  propiedades,  debe  estimarse  como  el 
cumplimiento  de  la  obligación  contraída  por 
Oliveira  respecto  al  traspaso  que  el  primero 


tenía  que  hacer  al  segundo  délas  mismas  pro- 
piedades y,  por  consiguiente,  la  escritura  pú- 
blica de  fs.  62  no  basta  para  acreditar  el  do- 
minio exclusivo  que  alega  Alfaro  con  relación 
á  tales  propiedades; 

5^  Qu-  corrobora  la  precedente  conclusión 
no  sólo  la  circunstancia  de  haberse  otorgado 
la  escritura  de  venta  invocada  por  Alfaro  po- 
^os  dias  después  del  documento  de  fs.  14,  sino 
también  el  contenido  de  las  cartas  y  telegra- 
mas suscritos  por  el  demandado  que  existen 
en  autos  y  cuya  autenticidad  no  ha  sido  des- 
conocida, y  la  declaración  categórica  de  don 
Viterbo  Castro; 

6^  Que  del  propio  documento  de  fs.  14  apa- 
rece que  Alfaro  se  constituyó  mandatario  de 
Oliveira,  afectándole,  por  lo  tanto,  al  prime- 
ro las  obligaciones  que  la  ley  impone  respecto 
de  su  mandante; 

7^  Que,  según  se  comprueba  con  el  ya  cita- 
do documento  de  fs.  14,  Alfaro  estaba  plena- 
mente facultado  para  vender  las  propiedades 
de  que  se  trata  y,  por  consiguiente,  al  enaje- 
narlas hizo  uso  de  un  derecho  perfecto  que  lo 
exime  de  la  obligación  de  restituirlas; 

8^  Que,  por  otra  parte,  no  se  ha  probado 
que  existan  en  poder  de  Alfaro  dichas  propie- 
dades, desprendiéndose  lo  contrario  de  lo  ex- 
puesto por  las  partes,  especialmente  en  orden 
al  establecimiento  Sierra  Gorda: 

9^  Que  los  $  1.000  que  son  materia  de  la 
reconvención  deben  formar  parte  de  la  cuenta 
que  puede  exigir  Oliveira  á  su  mandatario,  á 
fin  de  resolverse  la  imputación  que  debe  dár- 
seles según  lo  estipulado  en  documento  de 
fs.  14. 

Visto  además  lo  dispuesto  en  los  artículos 
1698  y  1702  del  Código  Civil,  se  confirma  la 
referida  sentencia  en  cuanto  desecha  la  de- 
manda, con  declaración  de  que  se  reserva  á 
don  José  Manuel  de  Oliveira  el  derecho  de  exi- 
gir la  rendición  de  cuentas  de  que  trata  el 
considerando  9^  de  esta  sentencia. 

Se  suspenden  los  efectos  de  la  misma  senten- 
cia en  orden  á  la  reconvención,  reservándose 
para  el  fallo  del  juicio  de  cuentas  la  resolución 
de  la  petición  que  ella  contiene. 

Redactada  por  el  Ministro  señor  Montt.— 
A.  Vergara  A,~~Á,  Montt E,  Castillo. 
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Corte  dv  Valparaíso,-^!?  de  diciembre 

de  1904. 

Rosales 

Esta f a.  —  Oirounstanoia  agravante 
Inherente  al  delito.— Oirounstanoia 
atenuante. 

Doctrina:  — Para  apreciar  la  respon- 
sabilidad criminal  no  debe  tomarse  en 
cuenta  ana  circunstancia  de  las  que  el 
artículo  12  del  Código  Penal  caliñca  de 
agravantes^  cuando  ella  es  inherente  al 
delito  penado  por  la  ley.  En  consecuen- 
cia las  circunstancias  atenuantes  no  de- 
ben compensarse  con  ella. 


Don  Manuel  de  Tezanos  Pinto,  director 
gerente  del  Banco  Chile,  denunció  al  Juzgado 
en  escrito  que  el  ex-cajero  de  este  Banco,  don 
José  Idilio  Rosales,  se  había  apropiado  de  los 
fondos  de  la  caja  que  tenía  bajo  su  adminis- 
tración la  suma  de  $  33.927,16. 

Se  acompañan  al  denuncio  las  declaracio* 
nes  corrientes  á  fs.  7  y  fs.  8. 

En  la  primera,  Rosales  afirma  que  de  la  su- 
ma total  defraudada  había  facilitado  al  cajero 
don  Marcial  Carvallo  la  cifra  de  $  9.000;  y 
$  6.000  más  ó  menos  que  le  faltaron  en  la 
existencia  de  billetes  de  á  uno  i  dos  pesos,  los 
ha  tomado  para  sus  usos  |)ersonales. 

Y  en  la  segunda,  hace  manifestación  expresa 
el  reo  Rosales  de  que  don  Marcial  Carvallo  es 
completamente  ¡nocente  y  que  la  suma  de- 
fraudada lo  ha  sido  por  el  declarante  exclusi- 
vamente i  en  su  propio  beneficio. 

Acogido  el  denuncio,  se  ordenó  la  compare- 
cencia del  ocurrente  á  ratificarla  bajo  de  jura- 
mento y  se  decretó  el  arresto  del  ex-cajero  don 
Joré  Idilio  Rosales. 

Y  encargado  reo,  prestó  la  siguiente  decla- 
ración indagatoria  que  solicitó  dictar  perso- 
nalmente: 

"Soy  cajero  del  Banco  de  Chile  y  en  ese  ca- 
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rácter  y  desde  cuatro  años  y  medio  lif  a 
menos  á  esta  parte,  en  muchas  ocasioiie«(p! 
no  es  posible  precisar  y  puede  decirse  coe;. 
nua  y  sucesivamente,  tomé  de  los  dineroi  i^ 
estaban  á  mi  cargo  difcrcn  tes  pan  ¡ilisaKr? 
garoii  á  la  cantidad  total  de  $  27.500. 

**De  e.^ta  suma  presté  $  9.000  al  cajero  rV 
mismo  Banco  de  Chile  don  Marcial  Cam ¿ 
y  el  resto,  ó  sea  $  18.500  los  utilicé  en  pa*:^' 
deudas  que  tenía  pendientes  y  satisfacer  o» 
sidades  personales  y  de  mi  numerosa  íao-u 

* 'Nunca  he  tenido  el  propósito  de  defraalr 
al  Banco  en  la  suma  tomada  por  mi.  ponb; 
contado  con  la  devolución  de  los  $9.000 {«< 
tados  á  Carvallo,  con  $  6.500  qae  tenía r: 
Caja  de  Ahorros,  con  $  6  000  de  mi  iiann; 
el  saldo  esperaba  poderlo  reunir  con  el  p:> 
ducto  del  remate  del  menaje  de  mi  casa. 

**E1  día  2  de  enero  del  presente  año,  por ei- 
fermedad  del  cajero  señor  Carvallo,  tuveqx 
hacerme  cargo  de  la  caja  de  esc  empleado. 

**Recibí  las  llaves  sin  haberme  recibido (ki 
caja. 

"Dicha  caja  tení.i,  entre  otros  valorcí,  c 
dinero  una  partida  de  $  190.000  en  paqaets 
de  billetes  de  á  dos  pesos  y  otrapartiaaft 
$60.000  en  paquetes  de  billetes  de  á  un  pese 
según  el  arqueo  general  que  se  había  íiífiíííc 
día  1*  de  enero  ultimo. 

"D«!  ese  dinero  no  hubo  necesidad  de  ha* 
uso  sino  el  día  27  de  febrero  en  que  recilj-w 
den  del  gerente  para  hacer  una  remesa* 
$  100.000  á  Santiago. 

'•Cuando  daba  cumplimiento  á  esta  onlec 
noté  la  falta  de  $  4.200  que  había  en  bs  pa 
quetes  de  á  dos  pesos  y  la  falta  de  $  2.(W)* 
los  paquetes  de  á  uno,  lo  que  hacía  un  dcno 
de  $  6.200. 

'^Consulté  al  cajero  Castillo  si  daría  ciir.u 
al  gerente  ó  avisaría  al  señor  UldarictoCif- 
vallo;  Castillo  me  contestó  q'JC  ni?j>r  ^^' 
ver  al  doctor,  lo  que  hice,  pasando  a  verados 
üldarioio  y  en  seguida  me  fui  á  ver  al  doctor 

•*Don  Uldaricio  me  con  testó  cuando  le  ia^* 
de  la  diferencia  de  $  6.200  que  si  era  fW^** 
los  $  9.000  de  que  yo  le  había  habladoald« 
tor  el  mes  anterior;  yo  contesté  qoc  ooj  ; 
era  otra  más;  "pues  bien,  yo  no  tengo  o 
que  hacer  con  eso,  me  contestó  el  «iW 
ricio  Carvallo,  puede  dirigirse  dirccttíB»*^ 
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farcial  ^  al  doctorr";  después  me  fui  á  casa  del 
octor  y  me  dijo  que  se  encontraba  con  un 
ran  pesar,  que  últimamente  había  perlido 
n  hijo  y  que  no  se  encontraba  en  situación 
e  ocuparse  de  cosas  tan  serias,  como  loque 
o  le  dtfcía;  pero  que,  sin  enibar«^o,  tráta- 
la de  reunirse  con  sus  hermanos  el  díasiguien- 
es,  es  decir,  el  domingo  y  que  el  lunes  fuera 
>or  la  contestación. 

**B1  lunes  fui  j  me  contestó  que  la  familia 
tabía  acordado  no  meterse  en  la  cuestión  v 
|ue  lo  mejor  que  podía  hacer  era  dirijirme  á 
asa  de  Marcial;  pues  allá  me  fui;  y  en  la  casa 
ne  dijieron  que  era  imposible  que  hablara  con 
1,  apesar  de  decirle  á  la  persona  que  salió  á 
•ecibirine  que  era  Rosales,  y  tenía  necesidad 
Je  hablar  con  él;  me  contestó  que  volviera  á 
as  10  ú  11  A.  M.;como  yn  era  hora  de  Banco 
me  fui  allá  y  esperé  que  llegara  Carlos  Morris, 
smpleado  de  la  secretaría  del  Banco  y  le  ha- 
blé de  la  diferencia  que  había  en  los  billetes  de 
k  uno  y  dos  pesos  y  lo  llevé  ala  Caja  para  mos- 
trarle y  al  mismo  tiempo  para  que  le  dijera  á 
Marcial  lo  que  había. 

'*EI  me  contestó  que  sería  mejor  que  le  escri- 
biera un  papel,  esplicándole  lo  ocurrido,  lo 
que  hice  más  ó  menos  en  la  forma  siguiente: 

"Apreciado  Marcial: 
"Hazme  el  favor  de  esplicarme  qué  hay  de 
una  diferencia  que  he  encontrado  en  los  bille- 
tes de  á  uno  y  dos,  que  suma  la  cantidad  de 
$  6,200;  como  tu  debes  comprender,  después 
de  los  $  9.000  que  me  debes,  ya  sería  dema- 
siado una  cantidad  más;  mucho  te  agradecería 
me  contestaras  lo  más  pronto  posible  quéhay 

sobre  el  particular Rosales.** 

"Pues,  en  lugar  de  contestarme  le  mandó 
ese  papel  al  gerente  y  yo  estuve  esperando  su 
contestación  hasta  las  4  P.  M.,  hora  en  que 
me  dirijí  al  gerente  para  darle  cuenta  de  la 
diferencia,  pero  en  ese  momento  estaba  ocu- 
pado y  me  dijo  que  me  llamaría  después  que 
cerrara  mi  caja. 

"Así  fué,  cuando  estaba  ceirando  mi  cnja, 
me  llamó  y  le  di  cuenta  de  la  diferencia  que 
había  encontrado. 

"El  gerente  me  contestó  que  ya  lo  sabía, 
mostrándome  el  papel  que  yo  le  había  enviado 
á  Marcial  por  la  mañana;  en  ese  momento  se 


encontraban  presente»  el  gerente  y  el  seflor 
Francisco  Javier  Riesco,  á-  los  que  les  relaté 
todo  lo  que  pasaba  y  cuanto  era  lo  que  me 
falt.iba  en  caja;  entonces  llamaron  al  señor 
Rojas,  al  señor  Alliende  y  al  señor  Titlmanns 
para  que  yo  declarara  por  escrito  el  déficit 
que  tenía  en  caja,  y  como  no  pude  hacerlo  por 
encontrarme  mui  excitado,  lo  hiroel  seflor  TÜl- 
manns,  dictándole  la  redacción  el  señor  geren- 
te; después  de  redactada  el  acta,  la  firmé. 

"Inmediatamente  se  procedió  á  tomar  el  ar- 
queo de  caja,  y  se  constató  lo  que  yo  había  di- 
cho antes, 

"Antes  de  retirarme  á  casa  rae  presentaron 
un  vale  por  $  33 ,902,  importe  total  del  déficit 
que  arrojaba  mi  caja,  el  que  firmé. 

"Al  día  siguiente,  es  decir,  el  martes,  no  fui 
al  Banco  porque  amanecí  enfermo  con  las  im- 
presiones del  día  anterior,  pero  me  mandaron 
llamar  el  dia  miércoles;  ese  día  me  presenté  á 
las  9  A.  M.  al  Banco. 

"El  gerente  me  recibió  y  me  dijo  que  el  Con- 
sejo había  acordado  que  si  no  presentaba  una 
garantía  por  el  total  del  documento  que  había 
firmado  el  lunes  en  la  noche,  antes  de  las  2 
P.  M.  de  ese  mismo  día,  rae  entregaría  á  la 
justicia. 

"Yo  pregunté  si  sería  por  el  total  del  docu" 
mentó,  tomando  en  consideración  los  $15.200 
de  Marcial  y  me  contestó  que  buscara  $10.000 
de  garantía:  me  fui  á  buscar  á  algunos  de  mis 
amigos  y  pude  conseguir  hasta  la  hora  indica- 
da solamente  $  3.500. 

"Pedí  se  me  concediera  plazo  hasta  las 
4  P.  M.  del  día  siguiente. 

"Al  día  siguiente  seguía  solicitando  de  al* 
gunos  amigos  el  resto  que  me  faltaba  para 
completar  la  suma  indicada,  cuando  encontré 
á  mi  hijo  Osear  que  me  buscaba  por  orden 
del  Banco;  fui  y  me  recibió  el  señor  Alliende, 
cuyo  señor  me  condujo  al  escritorio  del  señor 
M.  Carvallo;  después  de  cambiar  algunas  pa- 
labras en  secreto  me  dejó  con  los  hermanos 
Uhlaricio  y  Daniel  Carvallo;  el  señor  Uldari- 
cio  tomó  la  palabra  y  me  expresó  que  le  ha- 
bían dicho  que  yo  había  dicho  en  la  calle  Prat 
que  el  déficit  que  yo  tenía  en  caja  procedía  de  la 
cnja  de  su  hermano  Marcial;  yo  le  con  testé  que 
sólo  decía  que  de  la  diferencia  eran  $  16.000 
los  que  le  pertenecían  á  Marcial  i  que  me 
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¡ban  á  hacer  pagar  á  mí  el  total;  de9pué8  de 
graDdcsd¡s:cu8Íoncs  me  dijo  don  Uldaricioque 
todo  era  un  chantpge  mío  y  que  si  no  me  des- 
decía de  lo  dicho  me  acusaría  criminahnente 
por  difnmaiión  á  su  hermano  Marcial;  yo  le 
juré  que  lo  que  decía  era  verdad,  me  contestó 
que  era  una  gran  mentira;  por  último,  me  di- 
ce, acepta  usted  decir  la  verdad  ó  lo  acuso 
criminalmente;  y  ti  usted  dice  que  es  el  único 
que  ha  tomado  el  total  de  la  cantidad,  noso- 
tros influiremos  para  .que  lo  dtje  el  Banco  en 
libertad;  3*0  al  verme  impresionado  con  todos 
los  acontecimientos  que  en  ese  momento  pa* 
saban  por  mí  y  la  promesa  de  que  quedaría 
libre  para  poder  trabajar,  para  dar  alimento 
á  mis  numerosos  hijos,  acepté  el  hacerme  car- 
go de  todo  el  déficit  que  existía  en  mi  caja. 

'*£ntonces  me  acompañaron  donde  el  ge- 
rente; allí  el  gerente  me  preguntó  ;y  qué  ha}'? 
yo  le  contesté  **como  es  posible  firmar  una 
declaración  de  valores  que  yo  no  he  tomado"; 
el  gerente  me  contestó  **yo  no  sé,  usted  sa- 
brá"; don  Uldaricio  me  dice  ¿con  qué  objeto 
me  trae  usted  aquí? 

"Volví  á  insistir  que  lo  que  iba  á  firmar  era 
una  cosa  injusta;  al  fin  acepté;  entonces  me 
dice  el  gerente  **todavía  le  quedan  restos  de 
honradez  y  le  aseguro  que  su  causa  ganará 
un  50%  con  esta  declaración". 

**E1  señor  Alliende  redacta  el  acta  declaran" 
do  á  Marcial  Carvallo  inocente  y  sin  ningún 
cargo;  despué:)  llamó  á  todo  el  Consejo  para 
oir  la  lectura  del  acta  donde  vo  me  recono- 
cía  único  culpable  del  déficit  habido  en  la  cnja 
del  Banco;  después  se  retiraron  todos  al  salón 
del  gerente  á  tratar  sobre  mi  declaración; 
momentos  después  volvió  el  señor  Alliende  al 
salón  del  Consejo,  donde  yo  estaba  y  me  dice 
que  diga  qué  he  hecho  los  últimos  $  16.000; 
le  contesté  que  no  tengo  ni  con  qué  comer;  se 
retira  éste  y  vuelve  en  seguida  á  decirme  de 
orden  del  Consejo  que  me  puedo  retirar;  yo 
le  pregunto  que  cómo  me  retiraba,  si  comple- 
tamente libre  ó  esperando  la  acción  de  la  jus* 
ticiay  me  dice  que  si  me  he  convertido  en  juez 
de  mi  causa  ó  algo  así  parecido;  al  fin  me  re* 
tiré  á  esperar  en  casa  la  resolución  del  Conse- 
jo, hasta  que  el  domingo  por  la  mañana  reci- 
bí la  orden  de  prisión. 

"No  es  exacto,  pues,  que  70  haya  tomado 


del  Banco  de  Chile  los  $  33.902  á  qw  úü 
el  documento  ó  vale  que  firmé  en  las  coú 
ciones  anteriormente  relatadas,  sino  qnc 
tomado  por  mí  son  solamente  $  18.502.  ::c? 
de  aquella  suma  deben  descontarsel(>>$j> 
que  presté  al  cajero  Carvalh).  los  $  Q.'M\ : 
faltaban  en  los  paquetes  de  billctcsüeáüo^T 
de  un  peso,  de  cuya  cantidad  no  soj  demac- 
ra alguna  responsable  y  niego  terminanu 
mente  haberla  tomado  6  distraído  y  dt  lar. 
made  $  200  que  m;  faltaron  en  mi  balaacel> 
dosúltim()s  dias  que  atendí  la  caja  del  Banc» 

Nombrado  en  calidad  de  perito  paraeUi? 
men  de  lacontabilidad  que  llevaba  el  ex-ajt: 
Rosales  en  el  B.inco  de  Chile,  el  cajero  :c 
Banco  Español  Italiano,  don  Alberto  Siin 
Martínez,  presentó  éste  el  informe,  en  qoes- 
tablece  el  modo  y  forma  como  Rosales  proc^ 
día  á  efectuar  las  estafas  de  que  se  le  acusa. 

Durante  el  curso  del  sumario  el  proocsac- 
Rosr  les  pidió  se  dejara  constandaen  ante? 
de  que  antes  de  presentarse  el  denuncio  baria 
firmado  un  pagaré  á  la  orden  del  Banco  p:- 
el  total  de  la  suma  defraudada. 

Y  el  gerente  del  Banco  declara  qaecsciactc 
que  Rosales  firmó  el  documento  aludido,  bco 
que  creyó  necesario  para  evidenciar  en  los- 
bros  la  defraudación  cometida  por  el  ciuJ 
cajero. 

En  el  interrogatorio  de  fs.  50  el  propio  rr.. 
preguntas  ooce,  trece  y  quince  dirigidas  á  ce: 
Marcial  Carvallo,  no  pudo  justificar  que  c$:f 
había  recibido  $  9.000  para  poder  cotnpto 
los  fondos  de  su  caja,  ni  tampoco  qac  fajt^*"- 
en  las  partidas  de  billetes  de  uno  y  dos  ^ 
la  suma  de  $  6.000. 

Y  en  el  interrogatorio  de  fs.  84  ^^-^ 
sexta,  ha  tratado  el  reo  de  dejar  establft^^' 
que  su  firma  puesta  en  el  acta  de  fe.  8  fue  ob- 
jeto de  protestas  ó  manifestaciones  dcqof '^^ 
que  iba  á  firmar  no  era  la  verdad. 

Las  declaraciones  de  los  testigos  interrogs 
dos  el  tenor  de  dicha  articuladón  expíW^' 
que  no  notaron  esfuerzo  alguno  de  parte-^ 
Rosales  para  firmar  la  exposición  en  rdet^ 

cia. 

Entregados  los  autos  á  la  parte  dircf-^ 
Banco  de  Chile,  para  que  dedujera  aciisac:^'- 
presentó  la  corriente  afc.  92  en  que  pide  «ap'' 


JORISPRÜDBMCIA 


139 


í  al  reo  el  máximo  de  la  pena  que  le  corres- 
ride  derecho. 

DI  señor  Promotor  Fiscal,  a?itsan  1  í  .i,  su 
,  acepta  la  acusacióa  (IjíIují  1  ip  >r  el  B  la- 
(le  Cliilo,  moclificéndola  en  el  sjiiti.li  de 
2  se  condene  á  Rosales  á  cinco  años  de  rele- 
cíón  por  la  estafa  de  que  se  le  acusa. 
11  reo  en  su  defensa  pide  se  le  absuelva  de  la 
.isación  ó  en  subsidio  que  se  le  condene  á 
a  pena  que  no  exceda  de  un  año  de  reléga- 
la. 

>e   recibió  la  cau^a  á  prueba  y,  vencido  el 
•mino,  se  citó  para  sentencia. 
Jon  lo  relacionado  y  considerando: 
1**   ^y\c  el  reo  está  confeso  de  haberse  apro- 
ado una  suma  mayor  de  $  500  como  cajero 
?1  Banco  de  Chile; 

2'  Que,  aún  cuando  asimismo  confiesa  que 
s  apropiaciones  las  efectuó  periótlicamente 
tirante  cuatro  6  más  años,  para  los  efectos 
e  la  pena  que  pudiera  corresponderle  debe 
amarse  en  consideración  el  momento  de  la 
ístitución  y  la  imposibilidad  de  la  d^volu- 
ón  en  época  determinada,  constituyendo,  en 
onsecuencia,  un  sólo  delito  de  estafa  el  come- 
ido  por  el  reo  Rosales;  y 

3*^  Que  de  las  circunstancias  atenuíintes 
llagadas  por  el  reo  debe  tomarse  únicamen- 
e  en  cuenta  la  de  su  buena  conducta  ante- 
ior,  la  cual  se  encuentra  com|»cnsada  por 
laber  cometido  el  delito  mediando  abuso  de 
'onfianza. 

Y  visto  lo  dispuesto  en  la  ley  2*,  título  13, 
Part.  3*  i  artículos  24,  29,  467,  número  1°.  y 
l?70,  número  1^,  del  Código  Penal,  condeno  á 
Ion  José  Idilio  Rosales,  de  cuarenta  y  ocho 
años  de  edad,  natural  de  este  puerto,  casado, 
srapleado,  lee  y  escribe  y  primera  vez  preso,  a 
cinco  años  de  relegación  á  la  ciudad  de  Tac- 
na, y  á  inhabilitación  absoluta,  perpetua 
para  derechos  políticos  yá  inhabilitación  ab- 
soluta para  cargos  y  oficios  públicos  durante 
til  tiempo  de  la  condena. 

Se  le  condena  además  el  pago  de  la  suma 
'iefraudada,  según  declaración  firmada  de  fs.  8 
y  al  pago  de  costas  y  perjuicios. 

Le  servirán  de  abe  no  en  la  condena  de  rele- 
!?ación  los  días  que  hubiere  permanecido  f 
permaneciere  en   prisión    hasta  el  comienzo 


del  cumplimiento  de  la  condena Silva  Do- 

mw'uez. 
Apelada  esta  resolución. 

La  Corte: 

Vis  tos:  con  el  mérito  del  primer  considerando 
de  la  sentencia  de  primera  instancia,  eliminan* 
do  la  cita  del  artículo  29  del  Código  Penal;  y 
Teniendo  además  presente: 

1®  Que  el  procesado  confiesa  que  de  las 
cantil lades  de  dinero  que  en  diferentes  ocasio- 
nes distrajo  6  de  que  se  adueñó,  dio  en  prés- 
tamo $  9.000  á  don  Marcial  Carvallo  y  apli- 
có el  resto  al  pago  de  ob'igaciones  personales, 
lo  que,  atendidas  las  demás  circunstancias 
de  la  causa,  da  mérito  bastante  para  estimar 
que  se  hizo  reo  á  lo  m^nos  d¿  d  >s  estafas  de 
más  de  $  503,  y  á  que  no  obran  en  autos  an  - 
tecedentes  que  permitan  establecer  el  número 
ni  el  monto  de  las  di-fraud aciones  de  lis  8u> 
mas  que  reconoce  haber  empleado  en  benefi- 
cio propio; 

2^  Que  el  reo  no  está  judicialmente  confeso 
ni  convicto  de  la  estafa  de  los  $  6.200  que  di  - 
ce  faltan  de  la  caja  del  señor  Carvallo  en  los 
pa(|uetes  de  billetes  de  dos  y  de  un  peso,  ni  de 
la  de  $  200  que  también  dice  le  faltaron  en 
su  balance  de  los  dos  últimos  días  que  aten- 
dió la  caja  del  Banco  y.  por  lo  tanto,  no  pue- 
de ser  condenado  á  la  restituciói  de  estas 
dos  sumas  de  dinero  en  razón  del  delito  de 
estafa  por  que  se  le  ha  procesado; 

3'  Que  no  debe  apreciarse,  para  determinar 
la  responsabilidad  del  reo,  la  circunstancia 
agravante  del  «artículo  12,  número  7',  del  C6- 
di>^o  Penal,  por  cuanto  el  abuso  de  confianza 
es  inherente  al  delito  de  estafa. 

Se  confirma  la  sentencia  apelada  de  5  de 
abril  último,  con  las  declaraciones  siguientes: 

1*  Que  el  reo  José  Idilio  Rosales  queda  con- 
denado sólo  á  la  pena  de  tres  años  de  releg:a- 
ción  por  cada  una  de  las  dos  estafas  á  que  se 
refiere  el  primer  considerando  de  la  presente 
resolución,  pe  ñas  que  cumplirá  sucesivamente; 

2*  Que  de  la  suma  que  debe  restituir,  por 
razón  délos  expresados  delitos,  debe  excluirse 
la  de  $  6,400  de  que  hace  mérito  al  conside- 
rando segundo;  y 

3^  Que  se  reservan  al  Banco  de  Chile  las  ac- 


140 


tBGUNDA  PARTS.-'-SBCCIOn  SBGCNDA 


ciones  civiles  que  ptieclan  correspondcrle  con 
relación  á  dichos  $  6.400. 

Se  previene  que  el  señor  Ministro  Bczanilla 
Silva,  con  el  mérito  de  los  dos  primeros  fun- 
damentos de  la  sentencia  de  primera  instancia 
y  dos  últimos  de  la  presente  y  teniendo  en 
consideración  además: 

l'^  Que  la  declaración  del  reo  no  basta  por 
sí  sola  para  dar  por  establecido  legal  mente  el 
cuerpo  de  un  delito  y  no  habiendo  en  autos 
otro  antecedente  sobre  el  préstamo  de  $  9.000 
que  Rosales  dice  haber  hecho  al  cajero  señor 
Carvallo  que  la  exposición  del  |)ropio  Rosales, 
no  se  le  puede  estimar  responsable  de  la  estafa 
de  esa  cantidad  con  independencia  del  resto 
de  la  suma  que  reconoce  haber  usado  en  su 
provecho  y  cuya  falta,  por  lo  demás,  consta 
suficientemente  en  el  proceso;  y 

2*  Que  obra  á  favor  del  mismo  reo  la  cir- 
cunstancia atenuante  de  su  irreprochable  con- 
ducta anterior  3'  la  de  que,  pudiendo  eludir  la 
acción  de  la  justicia  por  medio  de  la  fuga  ú 
ocultándose,  se  ha  denunciado  y  confesado  el 
delito. 

Con  arreglo  á  la  ley  2*,  título  13,  Partida 
3*  y  artículos  470  número  l'^,  11,  números  6' 
y  8^,  y  68,  inciso  3^,  del  Código  Penal,  estuvo 
por  confirmar  igualmente  la  sentencia  apela- 
da con  las  declaraciones  segunda  y  tercera  de 
la  presente  y  además  con  la  de  que  Rosales 
debe  sufrir  como  única  pena,  por  la  estafa  de 
que  está  confeso,  un  año  de  relegación  á  la 
ciudad  de  Tacna. 

Publíquese  y  devuélvanse. — Pedro  N.  Pine- 
da.—BrauIío  Moreno.—B.  Alamos  González. 
— A,  BezaniUa  Silva. 


Corte  de  Valparaíso.— 7  de  enero  de  1905 


León, 


Reclamación  municipal.-  Quorum  le- 
gal  para  sesionar. 

Doctrina:— JDbfce  entenderse  que  es 
municipal  **en  ejercicio'*  el  que  se  halla 
en  aptitud  legal  para  el  actual  desem- 
peño del  cargo» 


Es,  por  lo  tanto,  legal  el  acaerdo^ti 
Municjpalidnd  que  por  exclusión  den- 
de  los  municipales  y  por  iahuhikrS.z 
de  otro  para  el  desempeño  decar¡¡';^ 
ofícios  públicos  por  condenación  ¡üd¿ 
ha  'leclarado  que  es  siete  el  número r^.. 
se  requiere  para  formar  **qoorDm"o> 
mando  reducido  á  trece  el  total  de  (¡vi 
ce  miembros  que  forman  la  Corponcj: 
según  la  ley. 


Don  Rodolfo  Lrcón  Muñoz  expone:  qcci 
Municipalidad  de  YalpnriiíáO  acorilór^rí- 
sión  de  5  de  septiembre  último  funcionare: 
el  quorum  de  siete  de  sus  miembros,  ávir.- 
de  la  sentencia  de  exclusión  de  don  Pcdroi-- 
bello  y  de  la  de  inhabilitación  dictada  es  ce 
tra  del  regidor  don  Gustavo  RossSanuM: 
ría. 

Que  estimando  abiertamente  ilegal  diá 
acuerdo  relativo  á  la  inhabilitación  deíí*- ' 
Ross  Santa  María,  por  cuanto  noliabí:  1 
sentencia  legal  de  exclusión,  se  prfsentOJ¿ 
Municipalidad    pidiendo   la  reconsideran e 
del  mismo  acuerdo,  y  ésta  le  fué  denegad:;' 
sesión  de  9  del  expresailo  mes  de  scpticm  r 
y  que  en  uso  del  derecho  que  leconlierccl/ 
tículo99  de  la  ley  de  Municipalidades, so" ^'^ 
se  declare  que  el  qw*ram  legal  para  elfüf.-' 
namientode  la  Municipalidad  de  Yalparai>: 
debe  formarse  con  ocho  de  sus  miembros. 

Informando  el  primer  alcalde  muni:»?- 
á  nombre   de  la  Corporación,  expone:  q^f 
el  número  de  municipales  en  ejercicio baíjí- 
dado  reducido  á  trece  en  virtud  de  las  sentc- 
cias  ya  ejecutoriadas  deque  acompaña ar 
una  de  las  cuales  excluyó  de  laMunicipal:-^ 
á  don  Pedro  Cabello,  declarando  á  la  t«  ]* 
don   Pedro  Abdón  (;arcía  PastoH  no  t««  | 
carácter   de  municipal  electo  de  Yalpítr^^'* 
y  otra  condena  al  regidor  don  Gustavo 
Santa    Marín,    por  infracción  de  la  ^.^^ 
reclutas  y  reem|)lazos,  á  las  penasdc?    " 
multa  é' inhabilitación  para  cargas  rc^; 
públicos  mientras  no  haga  su  sen'ci 
tar,  debiendo  además  quedar  obliga 
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r  dicho  servicio  en  el  Ejército  durante  un 

io;  y  que,  en  consecuencia,  el  quorum  legal 

ira  sesionar  es  de  siete  conforme  al  articulo 

)  de   la   ley  de  Municipalidades,  por  ser  de 

ete  la  mayoría  absoluta  de  los  miembros  en 

ercicio. 

Oído  el  dictamen  del  señor  Fiscal;  j 

Teniendo  presente: 
1^  Que  de  las  sentencias  compulsadas  cons- 
X  que  ha  sido  legalmente  excluido  del  Muni- 
ipio  de  Valparaíso  el  regidor  electo  don  Pe- 
ro Cabello,  y  que  el  regidor  don  Gustavo 
loss  Santa  María  ha  sido  condenado  ala 
»ena  de  inhabilitación  para  cargos  y  oficios 
•úblicos  mientras  no  hnga  su  servicio  mili- 
ar por  un  año  en  el  Ejército; 

2^  Que  el  artículo  19  de  la  ley  de  Municipa- 
idades  vigente  dispone  que  para  celebrar  se- 
sión se  requiere  la  concurrencia  de  la  mayo- 
*ía  absoluta  de  los  municipales  en  ejercicio  y 
íl  total  de  miembros  de  la  Municipalidad  de 
Valparaíso,  conforme  al  articulo  2^  de  dicha 
iey,  es  de  quince; 

3^  Que  con  la  exclusión  del  regidor  electo 
don  Pedro  Cabello  ha  quedado  reducido  á 
catorce  el  número  de  municipales  de  Valpa- 
raíso, hecho  en  que  el  reclamante  está  confor- 
me, por  lo  que  sólo  se  trata  de  saber  si  debe 
estimarse  que  también  es  este  el  número  de 
municipales  en  ejercicio  ó  si  alcanza  á  trece 
solamente  dada  la  sentencia  condenatoria  de 
que  se  ha  hecho  mérito; 

4-^  Que  no  habiendo  definido  la  Ic}'  lo  que  se 
entiende  por  municipal  en  ejercicio  no  cabe 
atribuir  á  esta  frase  otro  significado  que  el 
natural  y  obvio  de  la  misma  ó  sea  municipal 
que  se  halla  en  aptitud  legal  para  el  actual 
desempeño  del  cargo; 

5*  Que  esta  inteligencia  de  la  ley  se  ajusta 
á  lo  que  se  desprende  de  la  reforma  que  tan- 
to ella  como  la  de  1887  han  introducido  rela- 
tivamente al  quorum  exigido  por  la  de  1854 
para  las  sesiones  de  las  MunicipíiÜtlades,  ya 
que  el  artículo  19  de  esta  última  sólo  prescri- 
bía la  concurrencia  íle  la  mayoría  de  los 
miembros  de  esas  corporaciones; 

6*^  Q  e  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 38  del  Código  Penal,  la  pena  <le  inha- 
bilitación absoluta  temporxd  para  cargos  y 
oücios  públicos,  como  es  la  impuesta  al  señor 


Ross  Santa  María,  produce  la  privación  de 
los  cargos,  empleos  y  oficios  públicos  de  que 
estuviere  en  posesión  el  penado,  aun  caando 
sean  de  elecciiSn  popular; 

7'  Que,  por  consiguiente,  el  regidor  men- 
cionado no  puede  legalmente,  sin  quebrantar 
su  condena,  desempeñar  por  ahora  el  cargo 
referido  de  elección  popular,  de  que  está  en 
posesión;  y 

8^  Que,  á  virtud  de  lo  expuesto,  el  número 
de  miembros  en  ejercicio  de  la  Municipalidad 
de  Valparaíso  alcanza  por  ahora  á  trece  sola- 
mente y  el  quorum  legal  para  celebrar  sesión 
es  de  ftiete,  por  lo  que  se  ajusta  á  la  ley  el 
acuerdo  municipal,  tachado  de  ilegal,  que  es- 
tableció ese  quorum» 

Por  estos  fundamentos  y  disposiciones  le- 
gales citadas,  se  declara  que  no  ha  lugar  á  la 
reclamación  deducida  por  don  Rodolfo  León 
Muñoz.  —  D,  Alamos  González,  —  Luis  Igna- 
cio Silva Pedro  N,  Pineda,— A,  BeMunilla 

Sih'a. 


Corte  de  Tacna.-^  de  marzo  de  190S 
Pérez  ccn  Carmona  (su  quiebra) 

Quiebra.— Reivindicación  de  merca- 
derías.— Dapósito.  —  Oonslgrnaoión. 
—Prueba  tasiimonlal;  principio  de 
prueba  por  escrito. 

Doctrina:— Las  cartas  y  telegramas 
y  demás  instrumentos  privados  referen- 
tes al  depósito  ó  comisión  para  la  venta 
de  mercaderías  que  se  encuentran  en  po- 
der del  comerciante  fallido,  no  reconoci- 
das ni  mandadas  tener  por  reconocidas 
en  la  forma  legal  carecen  de  mérito  pro- 
batorio del  depósito  ó  consignación.  Ta- 
les instrumentos  no  pueden  constituir 
tampoco  un  principio  de  prueba  por  es- 
crito que  baga  admisible  la  prueba  te»- 
timonial. 
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SEGUNDA  PARTB. — ^SECCIÓN  SEGUNDA 


Don  Ab«16n  Barraza,  comerciante,  domici- 
liado en  la  calle  Latorre,  ])or  don  Ricardo 
Pérez,  según  el  m  indato,  dict*: 

Que  según  opirece  de  los  documentos  que 
acompaña,  el  comerciante  don  Luis  Felipe 
Carmona,  que  fué  declarado  en  quiebra,  tenía 
en  calidad  de  depósito  las  mercaderías  que  se 
detallan  en  la  lista  de  estos  autos,  en  un  lo* 
cal  que  se  halla  en  la  calle  de  Prat,  esquina  de 
Condell  de  esta  ciudad. 

Que  su  mandante  á  pesar  de  las  reiteradas 
promesas  que  le  hacía  en  cartas  y  telegra- 
mas, no  pudo  obtener  que  el  señor  Carmona 
le  devolviera  las  mercaderías  6  las  rematara 
6  Tendiera. 

Que  en  este  estado  se  produjo  la  quiebra 
del  señor  Carmona,  inventariándose  las  mer- 
caderías de  la  referencia  por  cuenta  de  la 
quiebra. 

Que  como  estima  que  no  será  el  ánimo  de 
los  acreedores  retener  para  la  quiebra  bienes 
que  no  le'pertenecen,  como  lo  acredita  con  las 
cartas  que  adjunta  y  prueba  testimonitil  que 
á  su  tiempo  rendirá,  viene  en  entablar  deman- 
da contra  los  síndicos  de  la  quiebra  de  don 
Luis  Felipe  Carmona  á  fin  de  que  en  definiti- 
va se  declare  que  deben  entregarle  á  su  man- 
dante las  mercaderías  que  se  contienen  en  las 
listas. 

Contestando  la  demanda,  los  demandados 
exponen:  que  á  consecuencia  de  la  falta  de  li« 
bros  y  documentos  en  el  concurso  les  priva 
del  conocimiento  que  debieran  tener  y  por 
esto,  que  no  pueden  ni  afirmar  ni  negar  los 
hechos  expuestos  en  la  demanda  y  subordi- 
nan su  respuesta  á  lo  que  arroje  la  prueba. 

Agregan  en  otrosí,  que  si  el'demandante  no 
hace  oposición  en  el  acto  de  ser  notificado,  se 
reciba  la  causa  á  prueba. 

La  parte  demandante  renunció  al  trámite 
de  réplica,  aceptó  la  indicación  de  los  síndicos 
para  que  se  recibiera  la  causa  á  prueba  y  or- 
denado por  el  juzgado  este  trámite,  sólo  se 
rindió  por  el  demandante  la  prueba  testimo- 
nial. 

En  el  escrito  de  alegato  el  demandante  re- 
fuerza los  argumentos  de  su  demantla  y  ha 
demostrado,  dice,  con  la  prueba  rendida  la 
justicia  y  veracidad  de  su  demanda. 

Respondiendo  al  alegato  el  síndico  definiti- 


vo de  la  quiebra  expone:  que  defiere  á'.u 
solución  definitiva  del  juzgado  esta  ca>- 
que  no  se  ha  encontrado   antecedente  ai  ;. 
cumento  al«íuno  que  firme  siquiera  unr^ 
cabal  íle  las  mercaderías  reclamn-Lis  (M-.r- 
esto  no  se  ha  podido  hacer  una  defensa r. 
y  efectiva,   pues  nada  ha  podido  acreditar 
el  sentido  del  dominio  exclusivo  del  sr 
Carmona  sobre  los  efectos  que  reclama  e. 
mandante. 

Se  citó  para  sentencia  y  en  este  estad^ 
la  causa  el  síndico  de  la  quiebra  CanK* 
hizo  agregar  como  parte  de  prueba  Í2J .. 
pias. 

Considerando: 

Que  las  mercaderías  á  que  se  refiere  hc: 
manda  y  que  son  las  que  se  detallan  en  1-  z 
ñuta,  han  sido  reclamadas  como  f)eríene.-c: 
tes  á  don  Ricardo  Pérez,  comerúaLtc  : 
Valparaíso; 

Que  se  ha  demostrado  con  la  prueba  :^ 
monial  que  no  pertenecían  al  concurso  df./ 
Luis  Felipe  Carmona  y  que  éste  las  uú.: 
título  de  comisión  ó  como  encargado  por  .t 
rez,  para  realizar  por  la  cuenta  de  éstejpr. 
remitírselas  en  caso  de  no  rematarlas  coct; 
nientemente; 

Que  los  síndicos  demandados  no  faanhec:. 
oposición  á  la  demanda,  por  no  tener  coc?^ 
tancia  de  que  tales  mercaderías  pcrtcnecicrsí 
á  la  quiebra  de  Carmona; 

Que  de  las  cartas  y  telegramas  qne  err- 
en autos,  se  desprende  con  bastante  dar:- 
el  hecho  de  no  haber  pertenecido  á  Cara" 
las  mercaderías  de  que  se  trata  v  de  tenfr.:- 
éste  á  título  de  encargado  para  rea.iw- -' 
por  cuenta  de  Pérez  y  remitírstlas; 

Que  los  apuntes  agregados  en  copia  oo 
mérito  para  establecer  que  las  mtrcai.('^' 
en  cuestión  hubieran  peí  tenecido  á  Cnnr.^"- 
por  compra  que  de  ellas  hubiera  hecho*  •'• 
clamante  don  Ricardo  Pérez. 

Por  estas  consideraciones  y  teniendo  i 
cuenta  lo  dispuesto  en  el  artículo  16iíSdcA^ 
digo  Civil,  se  declara  que  ha  lugará'*'' 
m.'inda,  debiendo  hacerse  entrega  de  la*  '• 
caderías  al  apoderado  de  don  Ri:arJoí^*^^ 
y  habiéndose  rematado  de  común  acuC'J 
como  se  ve  en  el  escrito,  se  deberá  cntití- 
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valor   producido  por  el  remate  á  que  se  re- 

?re  la  boleta  acompañada B.  Urxúa  F. 

Apelada  esta  resolución, 

La  Corte: 

Vistos:    reproduciendo  la  parte  expositiva 
s  la  sentencia  apelada  de  31  de  octubre  úl- 


mo, 


Teniendo  presente: 
Que  atendida  la  cuantía  de  la  obligación 
ayo  cumplimiento  pretende  hacer  efectivo  el 
emandante  y  no  habiéndose  acreditado  por 
I  mismo  ni  su  calidad  de  comerciante  ni  si* 
uiera  la  naturaleza  mercantil  de  tal  obliga- 
ion,  es  inadmisible  la  prueba  testimonial  que 
la  rendido  para  acreditar  su  existencia; 

Que  carecen  asimismo  de  mérito  probatorio 
>ara  dar  por  comprobada  la  existencia  del 
:on trato  de  comisión  ó  depósito  á  que  se  re- 
iere  la  demanda,  los  instrumentos  privados 
icompañados  por  el  mismo  demandante,  por 
ruanto  tales  instrumentos  no  han  sido  reco- 
locidos,  ni  mandados  tener  como  tales,  en  la 
brma  legal  correspondiente; 

Que  la  falta  de  reconocimiento  expreso  ó 
tácito   de  los  instrumentos  que  se  dicen  sus- 


critos por  don  Luis  Carmona  de  entre  los 
presentados  por  el  demandante,  priva  asi- 
mismo á  tales  insirumentos  <le  la  cnlidad  de 
principio  de  prueba  escrita  que  hiibic-ran  po- 
dido constituiryque  habría  hecho  procedente 
la  testimonial  ya  mencionada;  y 

Que,  aún  suponiendo  procedente  la  prueba 
testimonial,  la  producida  por  el  demandante 
sería  insuficiente,  por  cuanto  de  los  tres  testi- 
gos por  él  presentados,  solamente  uno,  don 
Rejinio  Meza,  afirma  constarle  personalmen- 
te el  hecho  del  depósito  ó  entrega  en  comisión 
de  las  mercaderías  de  que  se  trata,  limitándo- 
se los  otros  dos  á  exponer  que  les  constan  los 
hechos  por  referencias  del  nombrado  don  Luis 
Felipe  Carmona. 

Visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  1698, 
1708  y  1709  del  Código  Civil,  1«  del  Código 
de  Comercio  y  151,  335  y  ST-i  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  sí  revoca  la  aludida 
sentencia  y  se  declara  sin  lugar  la  demanda 
deducida  por  don  Ricardo  Pérez,  con  costas. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Vargas 
Mardones.— Ka r/j as  Mardones,^  Víctor  R¡so^ 
patrón.— M.  Miranda  Rebolledo. 


— ♦♦♦- 


Afio  m 


Setíembre  de  1806 
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SECCIÓN  SEGUNDA 
CORTES  DE  APELACIONES 


Corte  de  Santiago. -2  de  octubre  de  1905. 
Bohtne  con  Sota  Dávila. 

Mutuo. — Intereses;  su  capitalización. — 
Intereses  estipulados;  usura;  reduc- 
ción.- Cláusula  penal.— Mora. 

Doctrina: — El  reconocimiento  qvc  hace 
el  deudor  de  una  nueva  obligación  de  pa- 
gar una  cantidad  de  dinero^  cuyo  monto 
se  ba  fijado  con  la  suma  del  capital  de  una 
primitiva  obligación  y  los  intereses  capi" 
talizados  de  la  misma^  no  está  compren- 
dido dentro  de  la  disposición  del  artículo 
2210  del  Código  Civil  que  prohibe  la 
estipulación  de  intereses. 

La  cláusula  penal  tiene  por  objeto  ase. 
gurar  el  cumplimiento  de  una  obligación 
principal  en  el  caso  de  que  el  deudor  no 
ejecute  lo  pactado  ó  retarde  su  cumpli- 
miento; y  por  lo  tantOy  no  constituye 

APELACIONES 


^'cláusula  penar  la  estipulación  en  que 
se  expresa  que  durante  el  plazo  que  se 
concede  al  deudor  para  el  pago  de  la 
obligación  en  que  reconocía  el  capital 
primitivo  con  intereses  capitalizados^ 
seguirá  pagando  el  '^interés penaF^  del 
dos  por  ciento  mensual. 

Siendo  el  interés  corriente  el  diez  por 
ciento  anual  á  la  fecha  en  que  se  estipuló 
el  interés  del  dos  por  ciento  mensual,  de- 
be reducirse  á  dicho  interés  corriente. 

Durante  la  mora  se  sigue  pagando  los 
intereses  convencionales  reducidos  al 
corriente  si  son  excesivos. 


Don  Juan  Augusto  Bóhme  dio  en  mutuo  á 
don  A  frcdo  Echáurren  V.  la  cantidad  de 
$  XO.OOO,  estipulando  intereses  de  2%  men* 
sual  pagaderos  por  trimestres. 

lO 
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SEGUNDA  PAKTE.— SECCIÓN  SEGUNDA 


Vencida  esta  obligación  Bohme  celebró  con 
don  Natalio  Sota  Dávila,  apoderado  de  Echáu- 
rren,un  arreglo  mediante  el  cual  se  firmó  otra 
escritura  por  la  cantidad  de  $  19.062  que 
se  formó  con  aquel  capital  de  $  15.000,  los 
intereses  capitalizados  conforme  al  contrato 
de  mutuo  y  ciertos  gastos.  Afianzó  subsidia- 
riamente esta  obligación  el  mandatario  Sota. 

No  habiendo  pagado  la  obligación  á  su 
vencimiento,  Bohme  ejecutó  á  los  deudores 
por  el  valor  de  esta  segunda  escritura,  en  la 
cual  se  había  fijado  plazo  para  el  pago,  agre- 
gándose que  durante  él  se  seguirían  pagando 
los  intereses  del  2%  mensual,  intereses  á  que 
hizo  también  extensiva  la  ejecución. 

Fallado  el  pleito  definitivamente  (1)  se 
practicó  la  liquidación  del  crédito  y  Sota  Dá- 
vila objetó  esta  liquidación  porque  el  capital 
que  debía  servir  de  base  era  á  su  juicio  el  de 
$  15.000  y  no  el  de  $  19.062  y  porque  no 
debía  tomarse  en  cuenta  para  liquidar  los 
intereses  el  tipo  del*2%  mensual  sino  el  interés 
corriente  del  10^  y  esto  sin  capitalización  de 
intereses. 

El  juzgado  resolvió: 

Vistos  y  teniendo  presente: 

1*^  Que.  la  ley  prohibe  estipular  intereses  de 
intereses; 

2'  Que,  en  consecuencia,  no  procede  la  ca- 
pitalización de  intereses  en  el  caso  actual; 

3^  Que  según  aparece  de  las  escrituras  pú- 
blicas, se  estipuló  el  interés  penal  de  2%  men- 
sual; 

4*^  Que  tratándose,  como  se  trata,  del  con- 
trato de  mutuo,  se  puede  rebajar  la  pena  en 
lo  que  exceda  al  máximum  del  interés  que  es 
permitido  estipular; 

5'  Que  el  interés  máximo  que  es  permitido 
estipular  es  el  corriente  al  tiempo  de  la  con  - 
vención,  con  más  una  mitad  del  dicho  interés 
corriente; 

6^  Que  según  aparece  de  autos  (solicitudes 
de  ambas  partes),  ese  interés  corriente,  á  la 
fecha  de  la  convención,  era  de  109í  anual; 

1^  Que  en  orden  á  la  imputación  de  las 
sumas  dadas  á  cuenta,  la  ley  prescribe  que 


(1)  Véase  segunda  parte,  sección  primera,  pág.  75, 
año  II  de  esti  Revista. 


el  pago  se  imputará  primeramente  á  los  ir- 
tereses; 

8*  Que  relativamente  á  la  petición  dinpia 
á  que  se  liquide  el  crédito  que  se  cobra,: 
mando  por  base  el  capital  primitiro  ¿r 
$  15.000  y  no  el  de  $  19,062  á  que  se  refe? 
re  la  escritura  de  prórroga,  hay  qnc  tr-í: 
presente: 

a)  Que  el  mutuo  es  un  contrato  real  q-:. 
por  el  hecho  de  serlo,  no  se  perfecciona  sx 
por  la  tradicio|i  ó  entrega. 

b)  Que  habiéndose  entregado  al  deudora 
el  caso  de  que  se  trata,  no  otra  suma  uzt  \i 
de  $  15.000  á  que  se  refiere  la  escritura,  «u 
y  no  otra  es  la  á  que  ha  podido  referirse  a 
acción  ejecutiva  entablada. 

c)  Que  no  porque  se  haya  entablado  laeie- 
cución  por  la  suma  de  $  19.062  á  que  se 
refiere  la  escritura  pública  de  prórroga.  h¿  ít 
poder  sostenerse  que  la  sentencia  recaída  ci 
estos  autos  ha  mandado  pagar  esa  sunia. 
porque,  no  siendo  esa  sentencia  de  las  llaga- 
das declarativas,  no  ha  podido  resol  rer,  con* 
no  resolvió  efectivamente,  este  punto,  sino 
ordenar  que  se  pagara  la  deuda  procedeijre 
de  la  acción  entablada,  esto  es,  la  caotiiai 
dada  en  mutuo,  con  sus  intereses  y  las  cosus 
correspondientes;  y 

9^  Que,  en  consecuencia,  la  liquidación  ácY-t 
tener  por  base  la  ya  citada sumade  $  1ó.>m> 
y  no  la  otra  á  que  también  se  hace  referenda. 

Con  arreglo  á  lo  prescrito  porelCó.5i|3 
Civil,  artículos  2210.  10,  1544.  inciso  Z\ 
2206.  2196,  2197  y  1595,  se  declara  como  se 
solicita  á  .nombre  del  ejecutado  donXatalu» 
Sota  Dávila  en  lo  principal  del  libelo  de  15  dt 
diciembre  último,  con  declaración  de  qaccl 
tipo  de  interés  á  que  ha  de  redurirse  ei  pecal 
estipulado  es  el  de  15%  al  año.— Afo/sés  L&^^ 
de  la  Vega. 

La  Corte 

Vistos:  teniendo  presente: 

1^  Que  en  el  caso  actual  se  trata  deiiqín- 
darel  crédito  de  que  da  cuenta  la  escritnr» 
pública,  que  sirvió  de  título  ejecutivo,  ecc 
arreglo  á  las  estipulaciones  de  las  partes  ce 
cuanto  guardan  conformidad  con  las  prescrip- 
ciones legales  respectivas;  * 
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2^  Que  si  bien  la  suma  reconocida  en  dicha 
escritura  comprende  el  capital  adeudado  pri- 
mitivamente y  los  intereses  capitalizados, 
esta  capitalización  de  intereses  no  está  com- 
prendida dentro  de  la  prohibición  del  artículo 
2210  del  Código  Civil,  puesto  que  este  artí- 
culo sólo  prohibe  la  estipulación  de  intereses 
en  el  contrato  de  mutuo,  mas  no  el  reconoci- 
miento que  el  deudor  haga  de  los  intereses 
devengados  y  pagados,  para  constituir  una 
nueva  obligación  mutuaria  productora  á  su 
vez  de  intereses; 

3*^   Que  habiendo  el  deudor  no  sólo  recono- 
cido la  obligación  de  pagar  los  intereses  esti-. 
pulados  en  la  primitiva  escritura,  sino  tam- 
bién habiéndolos  pagado  al  suscribir  la  segun- 
da, con  lo  que  extinguió  aquella  obligación 
en  esta  parte  á  virtud  de  lo  dispuesto  en  el 
inciso  2^  del  artículo  1634  del  citado  Código, 
carece  de  derecho  para  repetir  por  el  pago  de 
esos  intereses,  aun  en  el  supuesto  de  que  estos 
fuesen  superiores  en    más  de  una  mitad  al 
interés  corriente  á  la  fecha  en  que  se  es  tendió 
la  primitiva  obligación; 

4*^   Que  aún  cuando  en  la  referida  escritura 
se  expresa  que  el*  deudor  del)ía  pagar  el  inte- 
rés penal  del  2%  mensual,  del  contexto  de  la 
misma  se  desprende  que  esa  estipulación  no 
reviste  los  caracteres  de  una  pena,  ya  que  se 
establece  que  ese  interés  debe  rejir  durante  el 
plazo  concedido  espresamente  al  deudor  para 
el  pago  de  su  obligación  antes  de  constituirse 
en  mora,  y  conforme  á  los  preceptos  legales 
que  rigen  esta  materia,  las  cláusulas  penales 
tienen  por  objeto  asegurar  el  cumplimiento 
de  una  obligación  principal  en  el  caso  de  que 
el  deudor  no  ejecute  lo  pactado  ó  retarde  su 
cumplimiento; 

5^  Que  no  pudiendo  entenderse  que  las  par- 
tes convinieron  en  una  pena,  en  la  cláusula  á 
que  se  refiere  el  considerando  anterior,  debe 
interpretársela  en  el  sentido  de  que  ellas  esti- 
pularon simplemente  un  interés  de  2%  men- 
sual que  el  deudor  debía  pagar  antes  de  ven- 
cerse el  plazo  de  la  obligación; 

6*^  Que  este  interés  excede  en  más  de  una 
mitad  al  corriente  en  el  mes  de  diciembre  de 
1896,  que  fué  el  del  10%  anual  según  acuerdo 
de  las  partes,  y  debe  por  tanto  ser  rebajado 
á  dicho  interés  corriente;  y 


7^  Que  con  arreglo  á  la  ley,  si  hubiere  mora» 
el  deudor  debe  continuar  pagando  el  interés 
convencional,  que  en  este  caso,  es  el  de  10% 
anual,  como  queda  demostrado,  hasta  la 
cancelación  de  su  deuda;  siempre  que  no  se 
haya  estipulado  otro. 

Visto,  además,  lo  prevenido  en  los  artículos 
1535,  1562,  2203  y  1559 del  Código  Civil,  se 
confirma  la  resolución  apelada  de  16  de  junio 
último,  con  declaración  de  que  debe  tenerse 
como  capital  adeudado  por  el  ejecutado  el  de 
$  19.062  que  reza  la  escritura  y  que  deben 
computarse  los  intereses  á  razón  del  10% 
anual  hasta  el  efectivo  pago  de  ese  capital. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  Castillo 

E.  Donoso  V,—E.  Castillo /.  Agustín  Rojas. 


Corte  de  Lá  Serena. — 19  de  agosto 

de  1905 

Aguirre  y  otros  con  Empresa  del  Ferrocarril 

de  Copiapó 

Interdictos  especiales.  —  Estacadas  ó . 
labores  que  tuercen  la  dirección  de 
las  aguas.— Perjuicios. 

Doctrina:  -El  que  hiciere  estacadas^ 
paredes  ú  otras  labores  que  tuerzan  la 
dirección  de  las  aguas  corrientes  de  ma- 
nera que  se  derramen  sobre  el  suelo  aje- 
nOy  está  obligado  á  demoler  ó  modiñcar 
esas  labores  y  resarcir  los  perjuicios. 

Esta  prescripción  es  aplicable  aún  á 
una  empresa  de  ferrocarril  que,  con 
anuencia  de  la  autoridad  administrativa^ 
ejecute  tranques  para  defender  la  línea 
férrea  contra  un  rio  que  amenaza  cor- 
tarla  y  dejar  sin  comunicación  con  el 
puerto  á  las  poblaciones  del  interior. 
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Doa  Camilo  Aguirre,  curador  testamenta- 
rio de  la  señorita  Carmen  Espoz,  y  don  Mi- 
guel Araya,  representante  legal  de  su.  esposa 
doña  Brmelinda  Espoz,  se  presentaron  al  Juz- 
gado de  Copiapó  entablando  contra  la  Em- 
presa del  Ferrocarril  de  Copiapó,  representa- 
da por  don  J.  D.  F.  R.  Budge,  el  interdicto 
especial  de  que  trata  el  artículo  936  del  Códi- 
go Civil,  á  fín  de  que  inspeccionando  el  Juzga- 
do las  obras  ejecutadas  por  dicha  Empresa 
para  desviar  las  aguas  del  río  en  la  crece  últi- 
ma hacia  el  camino  público  y  las  haciendas 
de  Mirador  y  Bodega,  las  mande  demoler  y 
condenar  á  aquella  en  costas,  daños  y  perjui- 
cios que  deberá  indemnizar  según  la  tasación 
que  practique  el  mismo  perito  que  se  asociará 
al  Juzgado  para  la  inspección;  previniendo 
que  el  señor  Budge  tiene  su  domicilio  en  el 
paseo  O'Híggins  y  que  debe  notificarse  esta 
presentación  á  don  Manuel  Antonio  Prieto 
como  vice-presidente  de  la  Empresa  del  Fe- 
rrocarril. -• 

Las  obras  que  denuncian  los  solicitantes 
son  el  haber  la  Empresa  del  Ferrocarril,  con 
ánimo  deliberado,  atrancado  el  río  con  esta- 
cadas de  rieles,  monte  y  piedra  frente  al  fundo 
de  Bodega  para  desviar  su  curso  del  cauce 
natural  y  arrojarlo  directamente  sobre  los 
terrenos  cultivados  de  dicho  fundo  y  sobre  el 
camino  público  que  conduce  á  Caldera,  con 
lo  que  ha  ocasionado  á  esa  propiedad  gran- 
des perjuicios,  como  el  haberse  llevado  las 
aguas  mucha  parte  de  sus  terrenos  y  amena- 
za destruir  las  casas  y  arrasar  con  un  vah'oso 
olivar,  quedando  por  otra  parte  en  seco  y 
privadas  de  riego  otras  extensiones  de  te- 
rreno. 

El  Tuzgado,  con  arrego  al  artículo  727  y 
siguientes  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
decretó  la  inspección  solicitada,  la  que  verificó 
asociado  del  perito  don  Casimiro  Domeyko  y 
de  los  señores  Budge,  Aguiíre  y  Araya. 

Con  arreglo  al  artículo  718  del  mismo  Có- 
digo, el  Juzgado  pidió  los  autos  para  resolver 
y  dictó  la  siguiente  sentencia: 

Copiapó,  21  de  jui;io  de  1905.— Conside- 
rando: 

1^  Que,  efectivamente,  se  constató  en  la 
inspección  ocular  que  la  Empresa  Ferrocarril 
de  Copiapó  construyó  las  obras  que  se  denun- 


cian, para  desviar  las  aguas,  á.  fin  de  secar  j 
salvar  la  línea  férrea  anegada,  obras  qatnc, 
niega  el  señor  Superintendente  del  Ferroca' 
rril; 

2^  Que  esas  obras  fueron  practicadas  coa 
anuencia  de  la  primera  autoridad  administra- 
tiva, como  se  comprueba  por  la  nota  del  se- 
ñor Intendente  de  la  provincia  qne  se  mande 
agregar  á  estos  autos,  la  cual  contiene  ade^ 
más  un  principio  de  arreglo  del  presente  asus- 
to antes  de  iniciarse; 

3^  Que  las  aguas  no  fueron  arrojadas  di- 
rectamente sobre  las  haciendas  de  Mirador 
y  Bodega  con  el  tranque  hecho  frente  á  hs 
casas  de  la  primera,  sino  sobre  el  camino  pá- 
blico,  con  anuenda,  como  se  ha  dicho,  déla 
autoridad  administrativa; 

4^  Que  estas  obras  de  la  Empresa  fueron 
indispensables  para  salvar  la  línea  férrea  que 
comunica  á  Copiapó  con  el  puerto  de  Caldera, 
línea  férrea  que  es  la  única  vía  de  acarreo  de 
mercaderías  de  primera  necesidad  para  abas- 
tecer á  esta  ciudad  y  dem¿  s  poblaciones  del 
valle  y  de  los  minerales  más  importantes,  lo 
que  se  tuvo  indudablemente  en  vista  por  la 
autoridad  administrativa  para  conceder  ó 
autorizar  esas  obras; 

5^  Que  efectivamente  los  fundos  del  Mira- 
dor y  de  Bodega  han  sufrido  algunos  perjui- 
cios y  que  la  Empresa  está  dispuesta  á  aba- 
narlos á  su  justo  precio,  lo  que  consta  tanto 
del  acta  de  inspección,  como  de  la  nota  de  la 
Intendencia  ya  citada;  y 

6^  Que  esos  perjuicios  no  habrían  sido  de 
la  consideración  de  los  recibidos  por  el  Mira- 
dor y  Bodega  si  sus  propietario?  hubieran 
hecho  obras  de  defensa  más  sólidas  v  más 
abundantes  de  las  que  han  practicado. 

Conforme  á  estas  consideraciones  y  dispo- 
siciones citadas  del  Código  de  Procedimiento 
Civil  y  con  arreglo  á  los  artículos  8**,  24  y  2S 
de  la  Ley  de  Caminos  de  17  de  diciembre  de 
1842,  y  á  los  artículos  1*  y  2^  de  la  de  Ferro- 
carriles de  6  de  agosto  de  1862; 
Se  declara: 
1^  Que  no  ha  lugar  por  ahora  á  la  destruc- 
ción del  tranque  y  demás  obras  hechas  por  la 
Empresa  del  Ferrocarril    para    desviar  las 
aguas  ni  á  volver  éstas  al  cauce  anterior;  y 
2^  Que  la  Empresa  del  Ferrocarril  debe 
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abonar  los  perjuicios  ocasionados  con  la  des- 
viación de  las  aguas,  ajusta  tasación  de  pe- 
ritos nombrados  en  la  forma  legal.—Ossa. 

Xia  Corte: 

Vistos:  reproduciendo  la  parte  expositiva 
de  \sL  sentencia  apelada;  y 
Teniendo  presente: 
Que,  según  lo  dispuesto  en  el  artículo  936 
del  Código  Civil,  el  que  hiciere  estacadas,  pa- 
redes ú  otras  labores  que  tuerzan  la  dirección 
de  las  aguas  corrientes,  de  manera  que  se  de- 
rramen sobre  el  suelo  ajeno,  estará  obligado 
á  demoler  ó  modificar  esas  labores  v  á  resar- 
cir los  perjuicios; 

Que  consta  de  autos  que  la  Empresa  del 
Ferrocarril  de  Copiapó  ha  construido  tran- 
ques y  estacadas  de  montes,  rieles  y  piedra, 
que  han  torcido  el  curso  natural  de  las  aguas 
del  río,  arrojándolas  directamente  sobre  los 
terrenos  del  fundo  Bodega,  y  ocasionando  así 
al  dueño  del  predio  perjuicios  de  considera- 
ción que  consisten  en  pérdidas  de  extensiones 
cultivadas  de  dicho  fundo  y  otros  daños  que 
se  detallan  y  comprueban  en  la  inspección 
personal;  y 

Que,  por  lo  tanto,  es  procedente  la  petición 
formulada  por  don  Camilo  Aguirre,  para  que 
la  mencionada  Empresa  sea  obligada  á  de- 
moler las  obras  construidas  y  á  indemnizar 
los  perjuicios. 

£n  mérito  de  estas  consideraciones  y  dispo- 
sición legal  citada,  se  revoca  la  sentencia 
apelada  de  21  de  junio  último,  en  cuanto  no 
da  lugar  á  la  destrucción  del  tranque  y  demás 
obras  ejecutadas  por  la  Empresa  del  Ferro- 
carril de  Copiapó,  que  han  sido  materia  del 
presente  iuicio,  y  se  declara  que  ha  lugar  á  la 
demolición  de  esas  obras. 

Se  confirma,  en  lo  demás,  la  referida  sen- 
tencia. 

El  señor  presidente  Cádiz  y  Ministro  señor 
Carvallo  tienen,  además,  presente  para  revo- 
car, que  en  el  caso  de  autos  no  procede  la 
modificación  de  las  obras  construidas  por  la 
Empresa  del  Ferrocarril  de  Copiapó,  porque 
ello  no  sería  bastante,  dada  la  naturaleza  de 
esas  obras  y  el  lugar  en  que  han  sido  levan- 


tadas, para  evitar  los  daños  que  causan  átl 
propietario  del  fundo  Bodega. 

Acordada  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
Gómez  Herreros,  quien,  teniendo  además  pre- 
sente lo  dispuesto  en  el  inciso  2^  del  articuló 
930  del  Código  Civil  y  740  del  de  Procedi- 
miento, estuvo  por  la  confirmación  del  fallo 
apelado.—  Daniel  Cádiz,--  Felipe  Herrera. — 
Af.  Carvallo, — Eduardo  Gómez  Herreros, 


Corte  de  Talca 16  de  Agosto  de  1906. 

Meza  con  Ibarra. 

Matrimonio;  iiulidad;^Presoplpolóii; 
renuncia;  declaración  de  oficio. 

Doctrina: — La  prescripción  estableci- 
da para  las  causales  de  nulidad  del  ma* 
trimonio  es  de  interés  publico  y  no  pue- 
de ser  renunciada  por  el  cónyuge  á  quien 
favorece. 

La  prescripción  en  este  caso  puede  y 
debe  ser  declarada  de  oñcio. 


Don  Pedro  Vicente  Meza,  demandando  dice 
que,  según  consta  del  certificado  de  matrimo- 
nio que  acompaña,  es  marido  de  doña  Ame- 
lia Ibarra,  de  este  departamento  y  de  profe- 
sión comerciante. 

El  matrimonio  en  referencia  se  verificó  en 
condiciones  de  completa  nulidad,  á  tal  punto 
que  hubo  fuerza  en  el  consentimiento  con  res- 
pecto á  la  persona  del  demandante,  fuerza  en 
los  términos  de  los  artículos  1456  y  1457  del 
Código  Civil. 

Agrega  que  su  cónyuge  era  viuda  y  mucho 
mayor  que  él  á  la  fecha  del  matrimonio,  pues 
tenia  solo  veinte  años  y  que  fué  inducido  á 
relaciones  amorosas,  concibiendo  ella  la  idea 
de  casarse  con  él; 
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Que  cuando  se  convenció  de  que  no  se  reali- 
zaría el  matrímonio  mandó  amenazarlo  de 
muerte  y  puso  en  obra  ru  amenaza,  habiendo 
sido  agredido  una  noche  por  sus  hermanos 
con  puñal  y  laqui,  de  cuyo  hecho  escapó  ileso; 
pero  nó  uno  de  sus  agresores,  que  recibió  le- 
siones graves,  por  cuyo  sucesos  se  le  procesó 
en  este  Juzgado,  viéndose  obligado  á  huir 
y  refugiarse  en  Talca  para  no  caer  en  manos 
de  la  justicia; 

Que  habiendo  sorprendido  su  escondite  la 
Ibarra  se  le  presentó  diciéndoleque  si  se  casa- 
ba con  ella  suspendería  el  juicio  criminal  que 
le  tenían  entablado  ó  de  lo  contrario  sus  her- 
manos lo  matarían,  por  lo  que  se  vio  en  la 
necesidad  imperiosa  de  consentir  en  el  matri- 
monio, verificándose  el  religioso  en  Talca  y 
el  civil  en  esta  ciudad  pocos  días  después. 

A  virtud  de  lo  relaciondo  y  fundando  su 
demanda  en  la  causal  del  número  29  del  ar- 
tículo 33  de  la  ley  de  10  de  enero  de  1884, 
pide  al  Juzgado  que  declare  nulo  su  matrimo- 
nio con  doña  Rosa  Amelia  Ibarra  y  en  conse- 
cuencia, disuelto  con  arreglo  á  lo  dispuesto 
en  el  número  3^  del  artículo  37  de  la  ley  ci- 
tada. 

Doña  Rosa  Amelia  Ibarra  se  limitó  en  su 
escrito  á  rechazar  los  fundamentos  de  la  de- 
manda. 

La  causa  se  recibió  á  prueba,  rindiéndose 
por  el  demandante  la  que  consta  de  autos. 

Se  oyó  al  Ministerio  Público  y  al  Defensor 
de  Menores. 

El  Juzgado  de  Molina  falló  el  4  de  julio 
de  1906: 

Con  lo  relacionado  y  considerando: 

Que  el  demandante  ha  justificado  al  tenor 
de  la  minuta,  los  hechos  en  que  funda  la  de- 
manda; 

Que  en  concepto  del  Juzgado,  la  fuerza  em- 
pleada contra  Meza  para  arrancarle  su  con- 
sentimiento al  acto  es  de  aquellas  que  han 
decidido  su  voluntad  por  temor  á  un  mal 
grave  é  irreparable,  máxime  si  se  toma  en 
consideración  la  edad  del  demandante  á  la 
época  de  su  matrimonio; 

Que  aun  cuando  ha  trascurrido  con  exceso 
el  tiempo  en  que  debió  iniciar  su  demanda,  la 
prescripción  no  procede  en  este  caso  por  no 


haber  sido  alegada    por  la  demandada,  na 
siendo  lícito  al  juzgado  declararla  deokio. 

Visto  lo  dispuesto  en  los  artículos  374.  oá 
mero  2^,   del  Código  de  Procedimiento  Cin 
1445,  1451,  1456,  1457  y  2493  del  C^lic, 
Civil  y  33.  número  2^  32  y   34,  inciso  2^.  ir 
la  ley  de  10  de  enero  1884,  se  declara  qcc  ha 

lugar  á  la  demanda,  sin  costas R.  D.  Ve^ 

gara. 

Apelada  esta  resolución. 

La  Corte: 

Vistos:  con  lo  relacionado  en  la  sentencia  de 
primera  instancia;  y 

Teniendo  presente: 
1^  Que  el  matrímonio  de  cuya  nulidad  se 
trata  se  contrajo  el  13  de  junio  de  1896,  segín 
el  certificado  de  inscripción  y  la  demanda  ea 
que  se  reclama  dicha  nulidad  fué  deducida  el 
29  de  noviembre  de  1905  y  por  consiguiente, 
ha  transcurrído  con  exceso  el  plazo  que  la  iev 
señala  para  su  prescripción,  á  contar  de^^e 
que  cesó  el  impedimento,  ó  sea  la  fecha  dci 
matrimonio,  por  tratarse  de  un  vido  en  el 
consentimiento  de  uno  de  los  cónyuges; 

2^  Que  en  el  caso  de  que  se  trata  esta 
acción  se  concede  á  favor  del  cónyuge  que  ha 
sufridp  el  error  ó  la  fuerza  y  para  interponer- 
la se  le  ñj¿i  el  término  de  un  año,  porque  de  le 
contrario  se  entendería  que  ratificaba  so  coo- 
sen timiento  y  por  eso  la  ley  declara  caduca 
ó  presenta  la  acción  después  de  ese  térmi- 
no; y 

3^  Qu2  siendo  la  prescripción  contemplada 
en  el  artículo  35  de  la  ley  de  10  de  enero  de 
1884  de  interés  publico,  que  mira  al  orden 
social,  no  puede  ser  renunciada  por  el  cónja- 
ge  á  quien  favorece,  á  virtud  de  lo  dispuesto 
en  el  artículo  12  del  Código  Civil,  y  por  tan- 
to, la  justicia  puede  y  debe  declararla  de 
oficio. 

P^n  esta  virtud  y  de  acuerdo  con  lo  dispaes- 
en  los  artículos  32,  33,  34  y  35  de  la  lej 
citada,  se  revoca  la  sen  (encía  consultada  de 
4  de  julio  último,  y  se  declara  prescrita  la  ac- 
ción deducida  en  el  escrito  y  en  consecneociat 
sin  lugar  la  demanda. 
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Redacción  del  señor  Ministro  Román  Blan- 

o /=*.    Román  Blanco,— M.  Montero.— 

'\    Urrtttia, 


Corte  de  Talca.— 20  de  septiembre  de  1906 
Valle  con  Contreras  3'  otros 

restamento.  -  Nulidad  de  cláusulas 
testamentarias.— Asignaciones  á  los 
parientes  de  los  testigos  instrumen- 
tales. 


Doctrina: — Son  válidas  las  asignacio- 
nes testamentarias  hechas  á  favor  de  los 
cónyuges  6  parientes  de  los  testigos  ins- 
trumentales. 


Don  Gerónimo  Valle  se  ha  presentado  expo- 
niendo: 

'*De  los  instrumentos  adjuntos  aparece  que 
doña  María  Jldefonsa  Valenzuela  v.  de  Con- 
treras, el  6  de  noviembre  de  1903,  otorgó  su 
testamento  en  el  "Saltillo",  subdelegación  de 
Dañicalqui  de  este  departamento,  ante  los 
testigos  don  José  Moya  T.,  don  Daniel  Stuar- 
do,  don  Ruperto  Mellado,  don  Manuel  J. 
Ocampo  y  don  José  Quilodrán. 

''Hn  la  cláusula  5^  de  ese  testamento  la  se- 
ñora Valenzuela  instituye  de  herederos  uni- 
versales á  sus  hijos  Juan  de  Dios  y  Filomena 
Contreras,  con  la  expresa  declaración  de  que 
su  hijo  Juan  de  Dios  sea  heredero  únicamente 
de  lo  que  le  corresponda  por  su  legítima  rigo- 
rosa y  su  hija  Filomena  sea  heredera  á  más 
de  su  legítima  de  todo  lo  que  pueda  disponer 
á  título  de  mejoras  y  de  libre  disposición. 

''£n  la  cláusula  6^  ordena  que  su  fundo 
''Saltillo*'  se  divida  entre  sus  dos  hijos,  lle- 
vando dona  Filomena  la  parte  Oriente,  con 


las  casas,  sus  muebles,  útiles  de  labranza  y 
vendimia. 

"Agrega:  "es  mi  voluntad  que  mi  viña,  que 
llamo  grande,  de  dieziseis  mil  plantas,  sea 
para  mi  hija  Filomena  y  otros  dos  retazos, 
uno  de  diez  mil  y  otro  de  tres  mil  setecientas 
dieziseis  plantas  le  correspondan  á  mi  hijo 
Juan  de  Dios." 

"£n  la  cláusula  7^  hace  algunos  legados  de 
poco  valor  y  en  la  8*  dice  que  reconoce  deber 
$  300  al  abogado  don  José  Moya  T.  por  la 
defensa  que  le  hizo  en  un  juicio  conmigo  y  un 
pago  que  hizo  por  su  hijo  Juan  de  Dios  en 
otro  juicio  y  porque  le  protocolizase  el  testa- 
mento y  le  pidiese  la  posesión  efectiva  de  su 
herencia. 

"En  la  cláusula  9^  nombra  albacea  y  tene- 
dor de  bienes  á  su  hijo  político  Ruperto  Me- 
llado y  á  su  hija  Filomena  Contreras  de  Me- 
llado y  agrega:  "es  mi  voluntad  que  todos 
mis  animales  se  vendan  preferentemente  para 
pagar  la  deuda  al  señor  Moya  T." 

"fiasta  la  lectura  de  esas  cláusulas  para 
formarse  la  persuación  de  que  esas  disposicio- 
nes no  son  la  e;cpresión  libre  y  espontánea  de 
la  voluntad  de  la  testadora. 

"Lros  testigos  instrumentales  señores  José 
Moya  T.  y  Ruperto  Mellado  son  los  que  real- 
mente han  dispuesto  de  los  bienes  de  esa  se- 
ñora; el  primero  asignándose  para  sí  una  re- 
muneración de  $  300  á  título  de  honorario  de 
abogado  y  el  segundo  para  su  cónyuge  doña 
Filomena  Contreras. 

"Redactado  el  testamento  por  dicho  señor 
Moya,  hace  la  portada  de  ese  instrumento 
dejando  constancia  de  que  la  testadora  tiene 
ochenta  y  cinco  años  de  edad,  más  ó  menos, 
lo  que  en  buen  romance  significa  que  pasaba 
de  noventa. 

"A  esa  edad  hay  la  certidumbre  de  que  las 
facultades  mentales  de  la  persona  están  casi 
extinguidas,  por  lo  menos  para  el  manejo  re- 
gular de  los  negocios. 

"Sólo  así  se  esplica  que  se  le  haya  hecho  * 
disponer  de  casi  la  totalidad  de  sus  bienes  en 
favor  de  uno  de  sus  herederos  forzosos,  dejan- 
do al  otro  con  una  porción  mínima,  sin  ante- 
cedentes que  lo  justifiquen,  ni  en  la  conducta 
de  su  hijo  Juan  de  Dios  ni  en  los  medios  de 
subsistencia  con  que  él  cuenta,  porque  este 
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hijo  fué  siempre  amante  de  su  madre,  sa  pro- 
tector en  su  ancianidad. 

"Las  asignaciones  y  designaciones  hechas 
á  los  testigos  instrumentales  señores  Moya  y 
Mellado  y  á  la  cónj'uge  de  este  último  señora 
Filomena  Contreras,  son  nulas  porque  son  el 
fruto  de  una  sugestión  en  el  ánimo  de  la  tes- 
tadora. 

"Y  esa  sugestión,  contraria  á  la  moral  y  al 
orden  de  las  familias,  ha  sido  contemplada  por 
el  legislador  y  la  reprime  con  la  sanción  de  la 
nulidad  de  tales  cláusulas  en  el  artículo  1061 
del  Código  Civil  que  dice: 

''No  vale  disposición  alguna  testamentaria 
en  favor  del  escribano  que  autorizare  el  testa- 
mento ó  del  funcionario  que  haga  veces  de  tal 
ó  del  cónyuge  de  dicho  escribano  ó  funciona- 
rio, ó  de  cualquiera  de  los  ascendientes,  des* 
cendientes,  hermanos,  cuñados  ó  sirvientes 
asalariados  del  mismo.'' 

''Lo  mismo  se  aplica  á  las  disposiciones  en 
favor  de  cualquiera  de  los  testigos. 

"Y  el  artículo  siguiente  agrega: 

"El  acreedor  cuyo  crédito  no  conste  sino 
por  el  testamento  será  considerado  como  le- 
gatario para  las  disposiciones  del  artículo 
precedente.*' 

'De  la  escritura  que  acompaño  consta  que 
soy  dueño  de  la  cuota  que  en  la  herencia  de  la 
testadora  señora  Valenzucla  v.  de  Contreras 
corresponde  á  su  hijo  Juan  de  Dios  Contreras. 

"Tengo  los  derechos  de  éste  para  ventilar 
todo  lo  relativo  á  la  validez  ó  nulidad  de 
aquel  testamento  y  en  tal  virtud  entablo  de- 
manda ordinaria  contra  los  expresados  don 
José  Moya  T.,  abogado  y  residente  en  la  ciu- 
dad de  Yumbel  del  departamento  de  Rere;  de 
don  Ruperto  Mellado,  agricultor,  residente 
en  la  subdelegación  de  Dañicalqui;  y  de  doña 
Filomena  Contreras  de  Mellado,  residente  en 
la  misma  subdelegación  y  dedicada  á  las  la- 
bores de  su  sexo,  para  que  se  declaren  nulas  y 
de  ningún  valor: 

"I*'  Las  asignaciones  y  disposiciones  hechas 
en  las  cláusulas  5*,  6*  y  7*  de  ese  testamento, 
relativas  á  la  esposa  del  testigo  don  Ruperto 
Mellado,  señora  Filomena  Contreras; 

'•2'?  La  cláusula  8*  relativa  á  la  deuda  á 
favor  de  don  José  Moya  T.;  y 

"3*  La  de  la  cláusula  9*  en  que  nombra  al- 


baceas  y  tenedores  de  bienes  al  testigo  m 
Mellado  y  á  su  recordada  mujer." 

Don  Ruperto  Mellado,  contestando  )s  «> 
manda,  por  sí  y  en  representación  dene^v 
sa  doña  Filomena  Contreras,  pide  sea  de» 
chada  por  improcedente. 

"El  demandante  solicita  la  nulidad  (lcl¿< 
cláusulas  5*,  6*,  7»  8*  y  9»  del  testaiKsta 
otorgado  por  doña  María  Ildefonsa  Val» 
zuela,  á  virtud  de  las  consideraciones  j  di$p>^ 
siciones  legales  que  consigna  en  el  memcr-. 
respectivo;  por  consiguiente,  bastará  eiis- 
nar  catira  una  de  esas  cláusulas  y  yersitíú: 
6  nó  ajustadas  á  las  prescripciones  deterr:- 
nadas  por  la  ley  para  dar  ó  nó  Ingar  á  la  i^ 
manda. 

"Ante  todo,  quiero  dejar  establecida  i 
inexactitud  de  la  aseveración  que  ba  hecho  t 
demandante  respecto  á  la  conducta  que  o:< 
servara  su  causa-habiente  con  su  señora  ma- 
dre, la  testadora,  á  fin  de  que  el  Juzgado  se 
penetre  perfectamente  de  la  justísima  raic 
que  la  señora  Ildefonsa  Valenzuela  tuvopn- 
senté  para  no  dejar  á  su  hijo  JuandfF'ios 
sino  lo  que  estrictamente  le  asigna  la  ley. 

"La  vida  que  observara  el  señor  Contreras 
causa-habiente  del  demandante,  darantc  i 
vida  de  su  señora  madre,  fue  por  demás  ¿v 
pada,  siendo  este  un  hecho  público  que  pode 
constatarse  con  numerosísimos  testi^s. 

"Estas  disipaciones  causaron  á  la  senon 
Ildefonsa  Valenzuela  amargos  pesares  (\x 
sin  duda  alguna,  contribuyeron  á  apresuraí 
su  iíltimo  fin;  por  consiguiente,  nohipoátuo 
el  demandante  atribuir  á  demencia  senil  li 
circunstancia  de  haber  dejado  la  testadoraa 
su  referido  hijo  únicamente  lo  qw  ^^^^ 
asigna,  su  legitima  rigorosa. 

"Al  establecer  la  ley  las  cuotas  de  mejofU 
y  de  libre  disposición,  ha  sido  con  el  objeto « 
que  el  testador  premie  la  buena  conducta  áe 
sus  hijos  y  atienda  al  bienestar  de  aqudí^ 
que  más  lo  necesitan. 

"El  hacer  uso  de  un  derecho  otorgado?^ 
la  ley  no  es  indicio  de  demencia  ¿üoQív^' 
tud  de  razón  y,  en  el  caso  contemplado.  <!*' 
más  claro  buen  sentido. 

'*Todas  las  cláusulas  testamentarias  ccy» 

nulidad  se  reclama  están  perfectamw*' 
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idas  Á  la  ley,  luego  la  nulidad  no  existe  sino 
1  la  ima^nación  del  demandante. 
"En  la  número  5^  no  hace  otra  cosa  la  tes- 
idora  que  instituir  herederos  y  designar  lo 
lie  deja  A  cada  cual. 

**Si  la  ley  faculta  al  testador  para  mejorar 

cualquiera  de  sus  hijos  con  la  cuarta  de  me- 

>ras  y  con  la  cuarta  de  libre  disposición,  que 

a  podido  dejársela  á  cualquiera  que  pasara 

or  la  calle  ¿dónde  está  la  nulidad? 

"Si  esta  disposición  testamentaria  está  es» 

netamente  ajustada  á  lo  que  nuestro  Códi- 

o  Civil  dispone  ¿cómo  se  atreve  el  deman- 

anteá  sostener  que  dicha  disposición  es  nula? 

"Insistir  sobre  este  punto  sería  ofender  al 

uen  sentido,  por  lo  que  paso  á  ocuparme  de 

a,  cláusula  6*  reclamada  también  de  nula. 

"La  testadora  no  ha  hecho  otra  cosa  que 
ieterminar  los  bienes  y  su  situación  en  los 
cuales  debe  aplicarse  la  disposición  anterior, 
o  que  es  perfectamente  justo  y  razonable,  ya 
^ue  de  esta  manera  facilita  la  división  y  evita 
nayores  gastos  para  verificarla. 

"Si  el  testador  tiene  perfecto  derecho  para 
valorizar  sus  bienes  y  dividirlos  en  conformi- 
dad entre  sus  herederos  ¿dónde  puede  estar  la 
nulidad  de  la  cláusula  mencionada? 

"Si  el  testador,  vuelvo  á  repetir,  puede  le- 
gal mente  dividir  sus  bienes  entre  sus  hijos 
¿cómo  negarle  el  derecho  para  determinar  los 
bienes  y  la  situación  en  la  cual  debe  dárseles 
lo  que  por  la  ley  y  disposiciones  testamen  ta- 
rias  les  corresponda? 

"Llego,  señor,  á  la  cláusula  7^,  por  la  cual 
determina  la  testadora  algunos  legados'á  las 
personas  que  menciona  la  referida  cláusula. 

'*A1  decir  de  nulidad  de  esta  disposición  tes- 
tamentaria ha  pretendido  el  demandante 
negar  á  la  testadora  el  perfecto  derecho  que 
la  ley  le  otorga  para  disponer  de  su  cuarta  de 
libre  disposición,  en  forma  de  legados  ó  en 
cualesquiera  otra  forma,  derecho  que  sancio- 
na expresamente  la  ley. 

"Esto  da  la  medida  de  lo  temerario  de  la 
demanda  y  de  los  propósitos  que  la  han  mo- 
tivado. 

"Además  el  demandante,  para  ser  lógico, 
ha  debido  demandar  también  á  los  legata- 
rios, ya  que  la  nulidad  reclamada  les  afecta 
exclusivamente  á  ellos. 


"Esta  circtrastancia  se  servirá  el  Juzgado 
tenerla  muy  presente  al  tiempo  de  pronunciar 
su  fallo  definitivo. 

"Respecto  á  la  cláusula  8^,  es  el  demandado 
señor  Moya  quien  debe  hacer  presente  al  Juz- 
gado la  improcedencia  de  la  nulidad  recla- 
mada. 

"Básteme  decir,  por  mi  parte,  que  la  deuda 
reconocida  en  el  testamento  no  puede  consi- 
derarse un  legado  gratuito,  como  lo  afirma  el 
señor  Valle,  porque  hay  título  que  acredita 
dicho  crédito  y  aun  cuando  no  lo  hubiera,  la 
causa  de  ese  reconocimiento  existe  desde  el 
momento  que  no  se  ha  pagado  al  señor  Moya 
el  honorario  devengado  por  sus  trabajos  pro- 
fesionales á  que  se  refiere  la  testadora. 

"Al  discurrir  el  demandante  sobre  estas  dis- 
posiciones testamentarias,  invoca  la  disposi- 
ción contenida  en  el  artículo  1061  del  Código 
Civil;  sin  embargo,  señor,  yo  no  le  encuentro 
aplicación  alguna  al  caso  contemplado. 

"En  efecto,  el  artículo  citado  de  contrario 
estatuye  que  no  valdrá  disposición  alguna  en 
favor  del  escribano,  testigos  y  demás  perso- 
nas que  en  él  se  enumeran,  que  hayan  interve- 
nido en  el  testamento. 

"Es  así  que  ninguna  de  las  personas  á  que  se 
refiere  el  testamento  está  comprendida  en  la 
disposición  legal  citada,  luego  esta  prescrip- 
ción legal  no  tiene  cabida  en  el  presente  caso. 

"Y  á  la  verdad,  ¿qué  ha  dejado  la  testado- 
ra á  los  testigos  Ruperto  Mellado  y  José 
Moya  T.? 

"Absolutamente  nada,  ya  que  el  reconoci- 
miento de  lo  adeudado  por  la  testadora  no 
implica  un  legado  gratuito,  como  lo  dejo  de- 
mostrado anteriormente. 

"Sus  asignaciones,  hechas  por  la  testadora 
á  sus  hijos  y  legatarios,  son  perfectamente 
ajustadas  á  la  ley  y  por  consiguiente  nada 
tienen  que  ver  con  el  artículo  1061  invocado 
por  el  demandante  en  apoyo  de  su  original 
demanda. 

"Cuanto  a  la  cláusula  9*,  las  observa- 
ciones que  en  su  contra  hace  eí  señor  Valle 
corren  la  misma  suerte  que  las  ya  analizadas. 

"Si  el  testador  tiene  un  derecho  incuestio- 
nable para  nombrar  su  albacea  y  tenedor  de 
sus  bienes  á  cualquiera  persona  que  no  esté 
inhabilitada  por  la  ley  ¿por  qué  razón  se  llama 
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tiulo  el  nombramiento  de  albacea  hecho  en  la 
persona  de  su  hija  Filomena  Contreras  y  del 
testigo  Ruperto  Mellado? 

''.£1  señor  Valle  ha  debido  manifestar  cual 
es  la  disposición  legal  que  prohibe  al  testador 
conferir  el  cargo  expresado  á  un  hijo,  á  un 
yerno  ó  á  alguno  de  los  testigos  de  un  testa" 
mentó  y  mientras  el  demandante  no  lo  haga 
seguiré  sosteniendo  que  la  nulidad  reclamada 
es  antojadiza,  pues  no  está  basada  en  ningu- 
na disposición  legal  vigente. 

**Como  ve  el  Juzgado,  el  mas  lijero  examen 
de  las  argumentaciones  hechas  de  contrario  y 
disposición  legal  citada  manifiesta  con  toda 
claridad  la  improcedencia  de  que  adolecen  y 
los  móviles  poco  jenerosos  á  que  han  obede* 
cido". 

En  rebeldía  de  don  José  Moya  T.  se  tuvo 
por  evacuado  por  su  parte  el  traslado  de  la 
demanda. 

Los  escritos  de  réplica  y  duplica  son  de  me- 
ro trámite. 

Se  citó  á  las  partes  para  sentencia,  por  es- 
timarse de  derecho  la  cuestión  debatida. 

El  Juzgado  de  Yungay  falló  el  9  de  agosto 
de  1905. 

Con  lo  relacionado  y  considerando: 

Que  consta  del  testamento  otorgado  por 
doña  María  Jldefonsa  Valenzuela,  y  en  ello 
están,  además,  de  acuerdo  las  partes,  que  do- 
ña Filomena  Contreras  es  mujer  de  don  Ru- 
perto Mellado,  y  éste,  testigo  en  el  otorga- 
miento de  dicho  testamento; 

Que  por  la  cláusula  quinta  de  ese  testamen- 
to la  señora  Valenzuela  instituye  como  here- 
dera á  su  hija  Filomena  Contreras,  tanto  en 
8u  lejítima  rigorosa  como  en  la  cuarta  de 
mejoras  y  cuarta  de  libre  disposición  y  por 
la  cláusula  6^  divide  en  consecuencia  sus  bie- 
nes entre  sus  dos  únicos  hijos  Filomena  y  Juan 
de  Dios; 

Que  el  artículo  1061  del  Código  Civil  en  su 
inciso  1^  preceptúa  que  **no  vale  disposición 
alguna  testamentaria  en  favor  del  escribano 
que  autorizare  el  testamento,  ó  del  funciona- 
rio que  haga  veces  de  tal,  ó  del  cónyuge  de 
dicho  escribano  ó  funcionario,  6  de  cualquie- 
ra de  los  ascendientes,  hermanos,  cuñados  ó 
sirvientes  asalariados  del  mismo;  v  en  su  in- 
ciso  2^  agrega;  *1o  mismo  se  aplica  á  las  dis- 


posiciones en  favor  de  cualquiera  de  los  in 
tigos". 

Que,  en  consecuencia,  la  testadora  dc  . 
podido  otorgar  aquellas  disposiciones  et:.. 
vor  de  la  cónyuge  del  testigo  dc  sa  testaxt: 
to  don  Ruperto  Mellado; 

Que  en  cuanto  al  crédito  reconocido  r. : 
cláusula  octava  del  mencionado  testaioca:: 
á  favor  del  testigo  don  José  Moya  T.  pr  * 
suma  de  $  300,  debe  estimarse  como  un  '}^:: 
do  gratuito,  por  no  existir  en  autos  no  pr? 
cipio  de  prueba  por  escrito  que  lo  compra( \ 

Que  la  ley  no  prohibe  al  testador  confenr:. 
cargo  de  albacea  á  los  testigos  de  so  testa- 
mento; 

Que  estos- actos  que  la  ley  prohibe  soncv 
los  y  de  ningún  valor. 

£n  esta  virtud  y  en  conformidad  á  lo  pres- 
crito por  los  artículos  10,  1061,  1133,  Vy 
y  1698  del  Cód'go  Civil  y  artículos  151  jó ' 
del  Código  de  Procedimiento  Civil,  se  de.j- 
ra:  que  ha  lugar  á  la  demanda,  en  cuanto  [*: 
ella  se  pide  la  nulidad  de  las  cláusulas  5  /? 
y  8*  del  testamento  de  doña  María  Ildct-cÑí 
Valenzuela  y  se  desecha  en  lo  demás,  sin  o 
tas,  por  aparecer  que  los  demandados  iíl 
tenido  motivos  plausibles  para  litigar. 

Se  reservan  á  don  José  Moya  T.  sos  der^ 
chos  para  que  los  haga  valer  en  la  íonniv 
contra  quien  viere  convenirle.— Barraíjáfl. 

Apelada  esta  resolución. 

La  Corte: 

Vistos:  reproduciendo  la  parte  cxpositira 
de  la  sentencia  de  primera  instancia;  t 

Considerando: 

1  ^  Que  la  ley  no  ha  establecido  la  ineiicac-i 
d¿  las  disposiciones  testamentarias  en  favo: 
de  los  cónyuges  ó  parientes  de  los  testigo 
como  sostiene  el  demandante,  pues  el  ino^^ 
2^  del  artículo  1061  del  Código  Civil  solóse 
refiere  á  las  disposiciones  en  favor  de  los  tes- 
tigos y,  siendo  claro  el  sentido  de  la  lej.n) 
puede  desatenderse  su  tenor  literal  á  pretrxt: 
de  consultar  su  espíritu; 

2^  Que  si  el  legislador  hubiera  quendo,  a< 
emplear  la  frase  'Ío  mismo  se  aplica**  eo  ei 
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>o  2*^  del  artículo  citado,  que  se  compren- 
an  en  él  el  cónyuge  y  los  parientes  de  los 
íg^os  en  la  misma  forma  que  los  del  nóta- 
lo habría  expresado,  ya  que  el  no  incluir 
|uellos  en  el  inciso  l^maniñestaclaramen- 
ue  no  están  en  iguales  condiciones  que  el 
ario  para  ser  excluidos  de  los  beneficios 
se  les  otorguen  por  el  testamento  en  que 
rvienen; 

^  Que  esta  interpretación  se  afianza  más 
si  se  tiene  en  cuenta  que  en  las  lejislacio- 
que  sirvieron  de  base  para  la  redacción 
Código  Civil,  los  testigos  figuraban  en  el 
mo  inciso  en  que  se  establecía  la  incapaci- 
l  de  los  escribanos  ó  notarios  y  de  sus  pa- 
ites ó  dependientes. 

en iendo  presente  lo  dispuesto  en  los  artí- 
Ds  1  9  y  1061  del  Código  Civil  y  193  del 
iigo  de  Procedimiento  Civil,  se  revoca  la 
tencia  apelada  de  9  de  agosto  de  1905,  y 
leclara  que  no  ha  lugar  á  la  demanda, 
.cordada  por  los  señores  Ministro  Monte- 
y  Barros  M.  contra  el  voto  del  señor  Mi- 
tro Urrutia  que  estuvo  por  confirmar  la 
irida  sentencia. 

il  señor  Barros  Merino  tuvo  además  pre- 
ite  para  revocar  las  consideraciones  que 
unta  en  el  libro  de  acuerdos. 
Redactada  por  el  señor  Ministro  Barros  M. 
líf.  Montero.— F.  Urrutia,— José  Agustín 
rros  Af. 

VOTO   ESPECIAL 

^n  la  causa  seguida  en  Yungay  entre  don 
róninio  Valle  como  demandante,  y  doña 
lomena  Contreras,  don  Ruperto  Mellado  y 
n  José  Moya  T.  demandados,  sobre  nulidad 
disposiciones  testamentarias  hechas  por 
ña  María  Ildefonsa  Valenzuela  de  Contre- 
3  á  favor  de  éstos  ó  su  cónyuge  por  haber 
!o  testigos  del  testamento  Mellado  que  es 
irido  de  la  Contreras,  y  Moya;  el  que  sus- 
be  tuvo  presente  para  acordar  la  revocato- 
.  de  la  sentencia  de  primera  instancia,  á 
ís  de  ios  fundamentos  estampados  en  la 
onunciada  ayer  por  la  Iltma.  Corte,  los 
e  siguen: 

L'  Que  según  consta  de  la  escritura  pública 
n  Juan  de  D.  Contreras  vendió  á  don  Geró- 


nimo Valle  "las  acciones  y  derechos  que  al 
primero  correspondan  por  herencia  desús  pa- 
dres don  Juan  de  I).  Contreras  y  doña  María 
Ildefonsa  Valenzuela  viuda  de  Contreras,  6 
por  cualquiera  otra  causa  ó  título  le  corres* 
pondan  ó  puedan  corresponderle  en  el  fundo 
"Saltillo",  etc.,  y  en  sus  accesorios  y,  en  con- 
secuencia, lo  transferido  por  esa  escritura  no 
es  el  derecho  de  heredero  de  las  sucesiones  de 
los  padres  del  vendedor,  sino  el  que  á  éste 
pueda  corresponder  en  un  bien  determinado 
de  esas  sucesiones; 

2^  Que  este  título  no  habilita  al  comprador 
don  Gerónimo  Valle  para  impugnar  las  dispo- 
siciones testamentarias  de  doña  María  Ilde- 
fonsa Valenzuela  de  Contreras,  como  lo  hace 
en  la  demanda,  y  no  obsta  á  declarar  su  falta 
de  personería  la  circunstancia  de  no  haberse 
ella  reclamado  en  el  juicio,  ya  que  la  resolur 
ción  que  en  él  recaiga  no  podrá  afectar  á  la 
persona  de  quien  se  hacen  derivar  los  dere- 
chos que  se  ejercitan,  la  cual  podría  renunciar- 
los ratificando  ó  aceptando  lo  hecho  por  la 
testadora. 

Talca,  22  de  setiembre  de  1906.— /osé  Agus' 
tín  Barros  M. 


Corte  de  Talca. — 6  de  septiembre  de  1906 

Merino  con  Municipalidad 
de  San  Clemente 

Patente  de  bebidas  aloohóUoas.  —Du- 
ración.—Pago 

Doctrina: — La  patente  para  el  expen- 
dio de  bebidas  alcohólicas  debe  entender- 
se  que  dura  tres  años,  y  en  consecuencia 
el  precio  de  la  subasta  corresponde  áeste 
período  de  tiempo  (1). 

(I)  Esta  seDtencia'viene  á  sancionar  una  vez  más 
una  interpretación  del  artículo  81  de  la  ley  de  18 
de  febrero  de  1902  que  hemos  considerado  como 
contraria  á  la  recta  inteligencia  de  esa  ley.  Es  de 
desear  que  el  Congreso  aclare  el  sentido  de  esa  dis- 
posición para  mantener  el  propósito  con  que  fué 
dictada. 
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Don  Ramón  He  vi  a,  por  don  Ismael  Meriho, 
hace  presente:  que  el  31  de  mayo  de  1903  re- 
mató su  mandante  ante  la  Junta  de  Alcaldes 
de  la  Ilustre  Municipalidad  de  San  Clemente 
dos  patentes  para  expendio  de  bebidas  alco- 
hólicas, siendo  una  de  segunda  clase  de  valor 
de  $  456  y  la  otra  de  tercera  de  $  75. 

Que,  según  la  ley  de  18  de  enero  de  1902,  las 
patentes  se  adjudican  por  tres  años  y  el  valor 
del  remate  debe  dividirse  á  prorrata  entre 
ellos,  esto  es,  que  en  cada  año  las  municipali- 
dades sólo  pueden  cobrar  la  tercera  parte  del 
valor  de  la  adjudicación  y  cada  semestre  la 
sexta  parte; 

Que,  sin  embargo,  según  aparece  del  certifi- 
cado del  Tesorero  Municipal  de  esa  comuna, 
hizo  pagar  á  su  mandante  todo  el  valor  délas 
patentes  expresadas,  en  dos  semestres,  ó  sea 
en  un  año,  cantidades  que  tuvo  que  enterar 
en  tesorería  con  más  $  17.40  de  interés  penal; 

Que  de  lo  expuesto  resulta  que  la  Corpora- 
ción indicada  ha  hecho  un  cobro  indebido  de 
las  dos  terceras  partes  del  valor  de  las  paten- 
tes rematadas,  ascendente  á  la  suma  de  $  354 
y  además  los  $  17.40 cobrados  por  interés  pe" 
nal. 

Concluye  entablando  demanda  en  contra  de 
la  Ilustre  Municipalidad  de  San  Clemente  pa- 
ra que  se  declare:  que  debe  devolver  á  su  man- 
dante las  dos  terceras  partes  de  las  sumas 
percibidas  como  patente  anual,  ó  sea  $  354,  y 
los  $  17,40  cobrados  por  mora,  con  costas. 

El  demandado,  contestando  dice:  que  en  el 
acta  de  remate  de  31  de  mayo  de  1902,  se  es- 
tipuló expresamente  que  la  adjudicación  de  las 
patentes  para  bebidas  alcohólicas  era  por  tres 
años,  pero  que  el  mínimum  para  las  posturas 
del  remate  era  por  un  año. 

En  otros  términos,  el  subastador  tenía  de- 
recho para  servirse  de  la  patente  rematada 
durante  tres  años,  pero  el  precio  de  la  subasta 
era  por  un  año. 

Que  siendo  ésta  la  interpretación  que  debe 
darse  al  acta  de  rematede  31  de  ma^'O  citado, 
es  toda  evidencia  que  la  Municipalidad  de- 
mandada ha  estado  en  su  derecho  al  cobrar  y 
percibir  del  demandante  el  valor  ó  precio  del 
remate  correspondiente  á  un  año,  desde  que 
asi  se  estipuló  en  las  condiciones  ó  bases  del 
remate  que  aparecen  en  el  acta. 


Que,  por  lo  expuesto,  debe  desecharse  k'r 
manda,  con  costas. 

En  los  escritos  de  replica  y  dfipKca  t.  < 
aducen  nuevos  hechos. 

Se  oyó  al  Mioisterio  Póbüco  y  se  cit6pr. 
sentencia. 

El  Juzgado  de  Talca  falló  el  8  de  carr 
de  1905: 

Considerando: 

1*  Que  don  Ismael  Merino  funda  so  derj^ 
da  en  que  la  Municipalidad  de  San  Qkar.i 
solo  ha  podido  cobrar  el  valor  de  la  patc:- 
durante  un  año  y  no  durante  los  tres  de  r. 
duración; 

2*  Que  del  acta  de  remate  respcctira  le  í- 
cha  31  de  mayo  de  1902  y  del  escritor.:- 
rece  establecido  que  el  mfnimtimde  una  de  - 
patentes  adjudicadas  al  demandante  kí  ^ 
$  75  y  el  de  la  otra  de  $  456; 

3*  Que  según  lo  prescrito  en  el  artícela  '■ 
de  la  ley  de  18  onero  de  1902,  las  patente^  'f 
bebidas  alcohólicas  para  el  expendio  so:  ^ 
tres  clases,  sin  que  se  señale  período  detifc:* 
para  la  duración  ó  pago  de  ellas; 

4^  Que  el  artículo  81  de  la  misma  Jej  «?- 
blece  que  las  patentes  se  adjudicarán  aa 
tres  años  en  licitación  pública,  sirvieol-  i£ 
mínimum  para  la  subasta  el  valor  B¿p^'' 
á  cada  una,  según  su  clase; 

5*  Que,  en  vista  de  lo  expuesto  en  las  á  * 
disposiciones  legales  citadas,  hay  qne  Teca" 
cer  que  no  puede  sostenerse  legalmeoteqaf^ 
valor  de  las  patentes  haya  de  pagarse  /* 
anualidades,  porque  resultaría  tres  vectíJa- 
perior  al  mínimum  fijado  por  la  ley  ó  al  p 
ció  total  en  que  fueron  adjudicadas; 

6^  Que  en  cuanto  á  la  alegación  de  la  ^-'* 
nicipalidad  demandada  de  que  la  doctrina  fi 
puesta  en  los  considerandos  precedentes  ce  5 
aplicable  al  caso  actual  por  haberse  estipe  r 
do  en  el  acta  de  remate  que  el  valor  ie ' 
adjudicación  de  las  patentes  en  cuestión  í* 
del  valor  correspondiente  á  un  año,  t:  ^ 
atendible,  porque  la  licitación  no  paede  fu- 
marse como  la  existencia  de  un  contrato,  s»" 
que  es  la  forma  establecida  para  la  ^á\tt^- 
ción  de  la  patente,  que  es  una  contribacicíf 
cuya  cuantía  la  señala  y  fija  la  lej  j  te  i 
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licipalidad  ó  aiitorídad  administrativa, 
soIq  está,  encargada  de  percibirla; 
Qu^y  por  lo  expuesto  y  estando  acredita- 
1  los  autos  que  la  Municipalidad  de  San, 
lenibe  percibió  en  una  sola  vez  de  don  Is* 
I  Merino  las  patentes  de  $  456  y  75  res- 
ivaiiiente,  mínimum  ñjado  para  licitación 
le  ha  debido  pagar  en  el  plazo  de  tres 
s,  resulta  que  la  Municipalidad  expresada 
ecíbido  una  cantidad  que  aún  no  le  debía 
Dor  Merino  y  éste  tiene,  por  consiguiente, 
cho  d  pedir  la  restitución  de  lo  pagado  in- 
damente (art.  2300  del  Código  Civil). 
sto  lo  dispuesto  en  el  artículo  citado  y  19 
:6digo  Civil  y  76  y  81  de  la  ley  de  18  de 
o  de  1902,  se  declara:  que  ha  lugar  á  la 
anda,  sin  costas.—/?.  Dueñas  G. 
Apelada  esta  resolución, 

La  Corte: 

''istos:  se  conñrma  la  sentencia  apelada  de 
e  marzo  del  año  próximo  pasado. 
cordada  contra  el  voto  del  señor  Ministro 
Idonado,  que  estuvo  por  revocar  la  referi- 
sentencia  y  declarar  sin  lugar  la  demanda 
conformidad  á  lo  dispuesto  en  los  artículos 
y  86  de  la  ley  número  1515,  1437  del  Có. 

0  Civil  y  151  del  de  Procedimiento  Civil  y 
irtud  de  los  fundamentos  que  consigna  en 

libro    de   acuerdos.— i4.    Maldonado M 

rgas  Mardones D,  M.  Loís. 

VOTO   ESPECIAL 

vn  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  de  letras 
lo  civil  de  esta  ciudad  entre  don  Ismael 
^rino  con  la  Municipalidad  de  San  Clemente 
bre  cobro  de  pesos,  el  infrascrito,  disintien^ 
de  la  mayoría  del  Tribunal,  estuvo  por  re- 
car  la  sentencia  apelada  y  declarar  sin  lu- 
T  con  costas  la  demanda,  en  conformidad  á 
dispuesto  eu  los  artículos  81  y  86  de  la  ley 
imero  1515,  1437  del   Código  Civil  y  151 

1  de  Procedimieneo  Civil  y  á  virtud  de  las 
l^uientes  consideraciones: 

1*  Que  según  consta  del  acta  de  remate  y 
gún  lo  reconoce  el  demandante  don  Ismael 
eríno  absolviendo  posiciones,  una  de  las  ba- 
«  de  la  subasta  de  las  patentes  de  bebidas 


alcohólicas  de  1a.coniMna:dQ<S^p  Clenientefué 
que  el  mínimum  fíjado  para:el'rematje  era  por- 
cada año  del  trienio  de  su  duración; 

2^  Que  si  bien  es  verdad  que  la  patente  es 
una.  contribución  y  ninguna  contribución  puQ* 
de  establecerse  sino  por  una  ley  y  no  por 
acuerdo  de  la  Municipalidad,  también  lo  es 
que  la  patente  por  bebidas  alcohólicas  está 
establecida  por  una  ley  que  solo  ha  fijado  el 
mínimum  de  su  valor,  dejando  á  los  interesa- 
dos fíjar  el  máximum  que  les  convenga  pagar; 

3^  Que  de  la  ñjación  del  mínimum  hecha  por 
la  Municipalidad  de  San  Clemente  nadie  recla- 
mó y  conformándose-  con  él  los  interesados, 
incluso  el  demandante,  procedieron  á efectuar 
el  remate  de  patentes  sobre  la  base  de  que  el 
mínimum  fijado  correspondía  á  cada  uno  de 
los  años  del  trienio; 

4^  Que  si  el  demandante  estimó  ilegal  el 
procedimiento  de  la  Municipalidad  debió  re- 
clamar de  él  y  no  pretender  después  de  efec* 
tuado  el  remate  que  se  le  rebaje  la  patente  á 
la  tercera  parte  de  su  valor  y  esto  también 
después  de  pagada  la  patente  correspondiente 
á  un  año; 

5.*  Que  al  ofrecer  el  demandante  el  míni- 
mum de  $  75  al  año  señalado  por  la  Munici- 
palidad por  la  patente  de  tercera  clase,  aceptó 
ese  mínimum  anual  ó  si  se  quiere  triplicó  el 
valor  de  la  patente  en  el  supuesto  que  el  míni- 
mum fijado  por  la  ley  se  refiera  á  los  tres  años 
que  debía  durar  el  beneficio  ó  monopolio  del 
negocio; 

6*  Que  respecto  de  la  patente  de  segunda 
clase  que  también  subastó  el  demandante  de- 
be tenerse'presente  que  ofreció  por  ella  más 
que  otros  interesados  pues,  el  mínimum  de  la 
patente  es  de  $  150  y  la  subastó  en  $  456,  y 
si  este  valor  debiera  entenderse  por  el  trienio 
y  no  anual,  no  sólo  se  perjudicaría  á  la  comu- 
na de  San  Clemente  sino  á  los  otros  interesa- 
dos que  ofrecieron  una  cantidad  superior  á 
$  150  al  año  y  solo  inferior  á  $  456  al  año, 
que  fué  el  máximum  ofrecido  por  el  señor  Me-, 
riño; 

7*  Que  es  indudable  que  si  hubo  tantos  in- 
teresados que  ofrecieron  una  cantidad  próxi- 
ma á  $456  al  año  por  la  patente,  esos  mismos 
interesados  habrían  triplicado  el  valor  de  sus 
ofertas  si  el  mínimum  fíjado  se  hubiera  referí- 
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áo  al  trienio  j  no  á  cada  uno  de  los  tres  años' 
para  los  cuales  debiera  servir  la  patente; 

8*  Que  no  se  trata  en  el  presente  juicio  de 
reclamar  contra  acuerdos  de  la  Municipalidad 
sino  sólo  de  exigir  una  rebaja  en  el  precio  6 
valor  de  una  contribución,  cuyo  monto  se  de- 
terminó por  medio  de  una  subasta  pública  lle- 
vada á  efecto  sobre  bases  claramente  especifi- 
cadas y  aceptadas  por  los  interesados;  y 

9*  Que  lo  único  procedente  habría  sido  que 
el  señor  Merino  reclamara  del  mínimum  fija- 
do ant^s  del  remate,  reclamo,  por  otra  parte, 
sin  objeto  práctico,  por  cuanto  según  consta 
del  acta,  había  interesados  por  los  mínimum 
anuales  fijados  por  la  Municipalidad  y  aun 
por  cantidades  mayores. 

Talca,  6  de  septiembre  de  1906.— .4.  Maído- 
nado. 


Corte  de  Tacna — 4  de  Septiembre  de  1905 
González  con  Mujica 

Oasaoión  de  oficio.— Omisiones  del 
fallo;  falta  de  resolución  del  asunto 
controvertido.  -  Tercería;  excepcio^ 
nes. 

BocTRisAi^Habiéndose  opuesto  den- 
tro del  plazo  para  evacuar  el  traslado 
de  la  demanda  de  tercería  de  dominio  en 
el  juicio  ejecutivo,  una  excepción  á  más 
de  las  que  se  hicieron  valer  en  la  contes- 
tación, infríngela  disposición  del  número 
6  del  artículo  193  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil  la  sentencia  que  omite 
pronunciarse  sobre  ella. 


Vistos  y  teniendo  presente: 

1^  Que  el   ejecutante  donjuán  Frar. • 
Mujica,  dentro  del  término  señalado;': 
ley  para  evacuar  el  traslado  que  se  lec^- 
del  escrito  de  tercería  deducido  pordoi '. 
González,  agregó  á  las  dos  excepcioaes  :t 
primeramente  hizo  valer  para  pedirque^  ; 
sechara  dicha  tercería,  la  de  que  láser-. 
Delfín  a  Noguera  viuda  de  del  Río,  wprtír. 
tante  de  la  sucesión  ejecutada,  no  tenía    -• 
nio  exclusivo  sobre  la  propiedad  porcÜTr- 
dida  al  tercerista;  porque  había  sido  ad'^zi-.. 
durante  la  sociedad  conyugal  habida  crv 
marido  don  Jacinto  del  Río; 

2^  Que  sobre  esta  excepción,  qoesecB-r.j 
en  la  sentencia  apelada  entre  las  qnc  d  f?.:- 
tante  ha  opuesto  á  la  tercería,  noharcci . 
pronunciamiento  en  primera  instancia  ser, 
tándola  ó  desechándola,  y  ella  no  es  i':^  > 
patihie  con  las  otras  excepciones  sobre  i 
se  ha  pronunciado  el  juez  a  quo  en  laexp- 
sada  sentencia;  y 

3^  Que,  en  consecuencia,  se  ha  infr¡D;i  (  ■ 
dicha  sentencia  la  prescripción  contenía  ;* 
el  número  6^  del  artículo  193 del GV:  r 
Procedimiento  Civil. 

Visto  lo  dispuesto  en  el  número  .')•  d¿  r- 
tículo  941  y  en  el  artículo  949  del  Cui- 
tado, se  invalida  la  sentencia  de  24der.u'- 
último,  y  se  repone  al  estado  de  pronunLV-» 
nueva  sentencia,    para  lo  cual  se  rciciiir  ^^ 
proceso  al  juez  de  Iquique  no  inhabilitad ' 

Acordada  por  los  señores  presidente  *.-*- 
ternas  Peña  y  Ministros  Vega  y  Vargas  Vr 
dones,  contra  el  voto  del  señor  Ministm  J-- 
rell,  quien  fué  de  opinión  de  que  debía  tcr« 
desde  luego  la  causa  en  apelación,  porcv 
mar  que  no  procede  en  este  caso  la  casac 

Esta  sentencia  se  pronuncia  después  de  «^^ 
ta  la  causa  por  segunda  vez  sin  la  conoirTC" 
cia  del  señor  Ministro  Barros,  qne  entr  tf 
el  acuerdo  en  que  se  produjo  empate,  fw^^i 
berio  así  solicitado  de  común  acuerdo  las  r- 
tes  en  atención  á  hallarse  imposibilita^.»-  ' 
cho  señor  Ministro  el  día  en  que  debió  t«^ 
de  nuevo. 

Redactada  por  el  señor  Ministro  \tg^^ 
Cisternas  Peña.^P.  Roberto  Vega-^  ^ 
QuirelL—M,  Vararas  Mardoncs, 
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rte  áe   Valparaíso,— 2  de  octubre  de  1905 

Pérez  con  Compañía  de  Seguros 
La  Española 

\gMTO.  -  Valorización  de  perjuicios. 
—  Procedimiento.-  Peritos.- Juicio 
arbitral. 

Doctrina:— La  valorización  por  perí- 
*s  de  los  perjuicios  sufridos  por  las  mer- 
derlas  aseguradas,  de  acuerdo  con  lo 
tablecido  en  la  póliza,  no  puede  consi- 
*rarse  como  el  medio  de  prueba  de  que 
ata  el  párrafo  último  del  titulo  10,  li- 
"O  II  del  Código  de  Procedimiento  Ci- 
fV,  que  se  produce  por  informe  y  cuya 
\erza  probatoria  se  aprecia  por  los  tri- 
anales  en  conformidad  á  las  reglas  de 
isana  crítica;  sino  que  por  su  naturale- 
a  reviste  el  carácter  de  juicio  arbitral 
debe  ajustarse  en  su  procedimiento  á 
is  disposiciones  establecidas  por  la  ley 
1  respecto. 


En  el  juicio  por  cobro  de  pesos  seguido  por 
ion  Serafín  Pérez  y  la  Compañía  de  Seguros 
^a  Española,  se  resolvió  por  sentencia  de  tér- 
nino  de  la  Corte  de  Apelaciones  de  Valpa- 
aíso  de  19  de  octubre  último,  que  la  indicada 
Compañía  debía  pagar  al  demandante  Pérez 
ndemnización  por  los  deterioros  y  perjuicios 
jue  le  ocasionó  un  incendio  en  sus  mercade- 
rías, las  cuales  debían  ser  avaluados  por  pe- 
ritos. 

Con  el  cúmplase  de  esta  resolución  el  Júzga- 
lo citó  á  las  partes  á  comparendo  para  la  de- 
signación de  peritos,  quedando  nombrados 
üon  Jorge  Valenzuela,  propuesto  por  Pérez  y 
don  Carlos  Sánchez  Cifuentes  propuesto  por 
la  Compañía. 
Los  expresados   peritos,  sin   llegar   á   un 

acuerdo,  evacuaron  por  separado  los  infor- 
mes. 


Puestos  dichos  informes  en  conocimiento  de 
las  partes,  á  petición  de  Pérez  y  en  rebeldía  de 
la  Compañía  se  resolvió  que  .debía  procederse 
á  la  designación  de  un  tercer  perito  regulador 
para  fijíir  el  valor  de  los  perjuicios. 

En  comparendo  de  27  de  junio  el  Juzgado 
nombró  para  ese  cargo  al  abogado  don  Car- 
los Chelli,  quien  juró  desempeñarlo  en  foima. 

Consta  de  autos  que  este  perito  citó  á  los 
interesados  á  un  comparendo  y  que,  sin  otro 
trámite,  presentó  el  informe  en  el  cual  expresa 
que  fallando  con  el  mérito  de  autos  y  de  las 
sentencias  ejecutoriadas,  declara:  "que  el  mon- 
to de  los  perjuicios  y  deterioros  sufridos  por 
las  mercaderías  de  don  Serafín  Pérez  y  que  de- 
be indemnizar  la  Compañía  de  Seguros  La  Es- 
pañola es  la  suma  de  $  15.000  en  que  han 
avaluado  dichos  deterioros  y  |  erjuicios". 

La  Española  hizo  observaciones  al  informe; 
y  por  su  parte,  Pérez  consideró  que  ellas  eran 
improcedentes,  puesto  que  no  se  había  dedu- 
cido ningún  recurso  y  el  fallo  que  contenía  el 
informe  había  causado  ejecutoria. 

Posteriormente,  don  Serafín  Pérez  pidió 
mandamiento  ejecutivo  por  la  suma  fijada  por 
el  perito  Chelli  y  uno  de  los  Juzgados  de  Val- 
paraíso dictó  la  siguiente  resolución: 

Valparaíso,  1^  de  agosto  de  1905. — Notifí- 
quese  á  la  Compañía  de  Seguros  La  Española 
para  que  dentro  de  quinto  día  pague  á  don 
Serafín  Pérez  la  cantidad  indicada  por  el  peri- 
to señor  Chelli,  bajo  apercibimiento  de  em- 
bargo.— /.  Getmán  Alcérreca. 
Apelada  esta  resolución, 

La  Corte: 

Teniendo  presente: 

1^  Que,  con  arreglo  á  lo  estipulado  por  las 
partes  en  las  pólizas  de  seguros  y  á  lo  fallado 
por  sentencia  de  término  de  19  de  octubre  úl- 
timo, la  Compañía  de  Seguros  La  Española 
debe  indemnizar  á  don  Serafín  Pérez,  avalua- 
dos por  peritos,  los  deterioros  y  perjuicios  su- 
fridos en  las  mercaderías  de  su  tienda  El  Es- 
cudo de  Chile,  con  ocasión  de  un  incendio; 

2^  Que  dicha  valorización  por  peritos  no 
puede  considerarse  como  el  medio  de  prueba 
de  que  trata  el  párrafo  último  del  ♦^ítulo  10, 
libro  II  del  Código  de  Procedimiento  Civil, 
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que  se  produce  por  ¡nformea  y  cuja  fuerza 
probatoria  se  aprecia  por  los  Tribunales  en 
conformidad  á  las  reglas  de  la  sana  crítica; 
sino  que,  por  su  naturaleza  y  por  constituir  en 
sí  el  juzgamiento  mismo,  reviste  el  carácter  de 
jpicio  arbitral  y  del)e  ajustarse  en  su  procedi- 
ipiento  á  las  disposiciones  establecidas  por  la 
ley  al  respecto; 

3^  Que,  con  arreglo  A  esas  disposiciones,  si 
los  arbitros  fueren  dos  ó  más,  todos  ellos  de* 
b¿rán  concurrir  al  pronunciamiento  de  la  sen- 
tencia y  á  cualquier  acto  de  sustanciación  del 
juii'io,  á  menos  que  las  partes  acordaren  otra 
cosa;  y  no  poniéndose  de  acuerdo  los  arbitros, 
se  reimirá  con  ellos  el  tercero  y  la  mayoría 
pronunciará  resolución; 

4^  Que,  al  procederse  al  nombramiento  de 
los  peritos  Valenzuela,  Sánchez  y  Chelli  no  se 


acordó  per  los  interesados  fonna  algcai 
juzgamiento,  por  lo  cual  han  debido  cs>»r 
meterse  á  las  disposiciones  legales  anta  re 
ridas;  y 

5.'  Que  el  informe  del  tercer  perito  doa  Cr- 
los  Chelli,  expedido  por  separado  j  úz  z 
revista  el  carácter  ni  la  forma  de  una  x:l^ 
cía  arbitral,  no  ha  po>  lido  servir  de  lítalo  :ii 
la  ejecución  iniciada. 

Con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  los  anb  i 
1545  del  Código  Civil,  186  de  la  Ley  or?^ 
ca  de  Tribunales  y  786  de  Procedimiento  v 
vil,  se  revoca  la  resolución  apelada  dt  I  c 
agosto  último,  y  se  declara  que  no  hahgr! 
lo  pedido  por  don  Serafín  Pérez. 

Pednctada  por  el  señor  Ministro  Morr: 
B.  Alamos  Gonzákx.^BrauUo  MonDO.Jt- 
aro  N,  Pineda. 
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Montevideo,  4  de  julio  de  1905.— El  fiscal  de 
Tienores,  ausentes  é  incapaces,  es  el  fiscal  que 
iebe  subrogar  á  los  del  crimen,  en  razón  de 
•jercer  funciones  de  ministerio  público  (Art. 
131  C.  de  P.  Civil.) 

La  contienda  relativa  á  la  competencia  de 
los  fiscales  del  Estado  debe  ser  resuelta  por 
el  juez  de  la  causa  y  nó  por  el  Tribunal  Pleno. 
Montevideo,  3  de  septiembre  de  1903. — Los 
buques  que  entran  ó  salen  de  nuestro  puerto, 
y  los  que  se  destinan  al  tráfico  en  el  mismo 
puerto,  no  están  sujetos  al  pago  de  derechos 
de  importación. 

Montevideo,  31  de  julio  de  1905.— La  dis- 
posición testamentaria  por  la  que  se  deja  á 
una  persona  un  bien  con  la  condición  de  que 
á  la  muerte  del  legatario  el  legado  se  convier- 
ta en  dinero  y  se  aplique  éste  á  determinado 
objeto,  importa  un  fideicomiso  y  es  nula  la 
condición  impuesta. 

Montevideo,  1^  de  agosto  de  1905 Las 

personas  constituidas  Herederas  por  segundo 
testamento,  impugnado  como  nulo  no  pueden 
ejercer  los  derechos  de  propiedad  mientras  no 
haya  cosa  juzgada  sobre  la  nulidad  invo- 
cada. 

Montevideo,  29  de  julio  de  1905— En  el 
contrato  de  seguro  pueden  las  partes  reducir 
el  término  legal  de  un  año  establecido  por  el 
articulo  1021  del  Código  de  Comercio  para  la 
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prescripción  de  las  acciones  provenientes  de 
las  pólizas. 

Tal  reducción  no  vá  contra  el  orden  pííblico 
ni  afecta  á  las  buenas  costumbres. 

Guadalupe,  31  de  octubre  de  1905.— El  tér- 
minor probatorio  ordinario,  es  único.  Abierta 
una  causa  á  prueba  por  treinta  días  y  prorro- 
gado el  término  á  cuarenta  para  producir 
probanzas  en  otros  departamentos,  dentro 
de  60  leguas,  pueden  las  partes,  después  de 
vencidos  los  treinta  días,  pedir  prueba  para 
ser  deligenciada  dentro  del  departamento  en 
que  está  radicado  el  juicio. 

Montevideo,  11  de  noviembre  de  1905.— Es 
deber  elemental  de  los  jueces  mantener  la 
igualdad  entre  ambas  partes  contendientes, 
tratándolas  con  el  mismo  espíritu  amplio  y 
equitativo. 

Montevideo Es  falso  y  sin  valor  ni  efecto 

legal  alguno  el  documento  privado  á  que  se 
fefieren  las  sentencias;  su  incorporación  al  re- 
gistro de  protocolizaciones  que  se  expresa,  es 
fraudulenta;  el  escribano  que  antedata  la  fecha 
en  que  aparece  protocolizado  el  documento  de 
la  referencia,  así  como  los  otorgantes,  han 
cometido  el  delito  de  falsificación. 

Montevideo,  27  de  octubre  de  1905.— Im- 
porta ánimo  de  injuria  y  dolosa  divulgación 
la  publicación  por  la  prensa  de  escritos  pre- 
sentados ante  los  majistrados  judiciales  en 
que  se  denuncien  hechos— sobre  cuya  verdad  ó 
fal9edad  no  ha  recaído  sentencia—que  sin  in- 
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teresar  al  orden  público  menoscaban  la  hono- 
rabilidad de  una  persona  imputándole  la  co- 
misión de  un  delito. 

Minas,  27  de  noviembre  de  1905.— El  cesio- 
nario de  derechos  hereditarios  ó  el  comprador 
de  bienes  sucesorios  no  tienen  derecho  en  ca- 
rácter de  tales  á  pedir  judicialmente  la  rectifi- 
cación de  partidas  de  estado  civil  correspon- 
dientes al  ccdente,  vendedor  ó  sus  causantes. 

Montevideo.— Es  aplicable  el  artículo  942 
del  Código  de  Procedimiento  Civil  en  el  caso 
de  embargo  de  bienes  de  los  hijos  cuyo  usu- 
fructo disfruta  el  padre.  Las  rentas  de  los 
bienes  de  los  hijos  no  deben  ser  consideradas 
propiedad  de  los  padres  usufructuarios  sino 
previa  deducción  del  importe  de  los  trastos  ne- 
cesarios al  sostenimiento 3' educación  de  aqué- 
llos, por  lo  cual  los  acreedores  de  los  padres 
no  pueden  ejercer  sus  acciones  sobre  esas  ren- 
tas sino  en  cuanto  excedan  de  lo  necesario 
para  cubrir  aquellos  gastos. 


FRANCIA 


Obligraolones  y  contratos  especiales 

« 

Por  Rene  Demogue 

Pro/enor  agregado  á  ia  Facultad  de  Derecho 
de  la  Universidad  de  Lille 


I Obligaciones  en  genrral 

A.  Condiciones  de  existencia  de  las 
obligraciones  contractuales  ó  delic- 
tuosas. 

Error  en  la  sustancia Un  fallo  de  la  Corte 

de  Douai,  de  18  de  julio  de  1898,  ha  estableci- 
do que  hay  error  en  la  sustancia  en  el  caso  si- 
)2:uiente:  un  comerciante  al  por  mayor  ofrece 
.'ilgunos  fardos  de  mercaderías:  tejidos,  ropa 
blntua,  trajes,  y  abre  uno  de  los  fardos  para 
mostrar  que  los  objetos  tienen  valor  real.  Se 
establece  que  el  comprador  ha  sidp  victima 


de  un  error  en  la  sustancia  porque  los  ot::* 
fardos  no  contenían  sino  mercaderías  sb  ?r 
lor  y  él  había  creido  comprar  mcrcadera^.' 
diversa  naturaleza  y  valor.  La  Corte (kC: 
sación,  el  5  de  noviembre  de  1900  (S.  b-i : 
445:  D.  1901.  1.  82),  desechó  el rccuRo.TN- 
viendo  que  los  jueces  del  fondo  habíaD  istr 
pretado  la  convención  de  las  partes  segÉ; 
intención  común  y  que  al  resolver  quede:: 
sentimiento  del  comprador  había  sido  rkna/ 
habían  hecho  una  justa  aplicación  de  i¿ : 
Admite,  pues,  la  teoría  de  que  la  sustania : 
la  cosa  debe  buscarse  en  el  hecho  y  que  ella : 
tiene  facultad  alguna  al  respecto.  Haj^ 
una  solución  práctica  importante  qneraf 
recia  desprenderse  de  un  fallo  de  13  de  rr. 
de  1864  (S.  64.1,93.) 

Error  sobre  las  cualidades  sustandiks- 
Habiendo  comprado  una  persona  uncahi-c 
de  lujo  que  había  sufrido  una  operad'^ac 
una  rodilla,  la  Corte  de  Lyon  ha  falladoqees 
había  abusado  de  la  buena  fe  del  comprai!)-' 
y  que  su  consentimiento  había  sido  dado  pe* 
error  que,  por  consiguiente,  procedía  lan* 
cisión  de  la  venta.  Esta  solución  es intcre»:- 
te,  porque  jurídicamente  no  se  la  pnedetxp 
car  sino  como  una  anulación  porerrorr. 
sustancia  de  la  cosa.  Y  se  ve  aquí  qué  aaiii 
tud  da  la  Corte  á  esta  noción:  había cnelo- 
jeto  vendido  un  defecto  que  lo  depreciaba  y 
tablemente,  dada  la  calidad  de  caballo  dí'cK 
Era,  pues,  un  error  sobre  una  cualidad  s* 
tancial,  en  el  sentido  más  amplio  de  ester 
mino  (Lyon,  27  de  enero  de  1904,  D.  19«u: 
160.) 

Talvez  conviene  no  dar  mucha  ¡opoftaflc* 
A  esta  decisión  en  que  es  probable  qocl*^^' 
haya  tratado  especialmente  de  eludir  las^' 
posiciones  de  la  ley  sobre  los  vicios  realwwi^ 
ríos  que  hoy  día  encierra  en  tan  e$tfedio»| 
mites  la  admisión  de  estos  vicios  eneicasíJ^ 
venta  de  animales  domésticos. 

¿Puede  caíiñcarse  de  violenctB  en  cl¡^ 
del  artículo  1 111  del  Código  Cirihdvso  *f 
derecho?-\]n  marido  en  instancia  de  ditorn 
obtiene  de  su  mujer  que  Ic  firme  un  citdíM" 
ticio,  amenazándola  con  peraeguirl*?^*'^' 
tcrio,  ¿Puede  decirse  que  en  la  amw*^ 
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sar  de  un  derecho  hav  un  acto  de  violencia 
ue  puede  viciar  el  acto  realizado?  Desde  hace 
íempo  los  fallos  de  la  Corte  Suprema  han  ad- 
litido  que  el  uso  de  un  derecho  podía  consti- 
uir  una  violencia  de  tal  naturaleza  quepudie- 
a  viciar  el  consentimiento  cuando  esa  amena- 
a  constituía  en  realidad  un  medio  de  intimi- 
ación.  Hsta  regla  formulada  en  términos  muy 
irecisos  en  un  fallo  de  19  de  febrero  de  1879 
S.  80.  1.62.  Y.  también  cas.,  17  agosto  1865, 
i.  65.  1.399),  ha  sido  aplicada  en  un  fallo  más 
eciente,  el  6  de  abril  de  1903,  en  la  especie  re- 
srida  (S.  1904.  1.505;  D.  1903.  1.301). 

De  la' agencia  matnmoníal.^Se  nota  una 
volución  en  la  jurisprudencia  respecto  del  ca- 
ácter  lícito  ó  ilícito  que  se  atribuye  á  las  ges- 
iones  hechas  por  un  agente  matrimonial.  Un 
alio  de  la  Corte  de  Tolosa  había  desechado  la 
icción  del  agente  diciendo,  de  acuerdo  con  la 
intigua  teoría  (5  noviembre  1900),  que  el 
igente  matrimonial  reclamaba  el  pago  de  un 
:rédito  que  tenía  una  causa  ilícita  y  que,  ade- 
más, no  justificaba  ningún  gasto  serio,  ningún 
servicio  que  pudiera  justificar  un  salario.  La 
sala  civil  de  la  Corte  de  Casación  (20  abril 
1904,  D,  1,904. 1.420)  ha  desechado  el  recurso 
pero  en  términos  que  parecen  indicar  el  deseo 
de  no  aprobar  la  tesis  jurídica  de  la  Corte  de 
Tolosa.  Hace  notar  la  apreciación  soberana 
de  la  Corte  de  que  no  ha  habido  ningún  gasto 
serio  y  agrega  que  eso  basta  para  justificar 
la  solución  del  fallo  recurrido. 

¿Cuándo  puede  un  préstamo  calificarse  de 
usurario? --LsL  constatación  del  delito  de  usu- 
ra presenta,  después  de  la  ley  de  3  de  enero  de 
1886,  serias  dificultades.  Habiendo  hecho  la 
ley  libre  el  interés  en  materia  comercial,  los 
usureros  se  han  apresurado  en  decir  que  eran 
comerciantes,  que  sus  actos  se  presumían  co- 
merciales y  escapaban  por  tanto  á  la  ley  de 
1807.  La  Corte  de  Casación,  viendo  esas  pre- 
tensiones no  ha  querido,  sin  embargo,  aban- 
donar su  antigua  jurisprudencia  que  desde 
hace  mucho  tiempo  declaraba  comercial  el 
préstamo  hecho  por  un  comerciante  y, en  con- 
secuencia, llevaba  lógicamente  con  la  nueva 
ley  á  dar  la  razón  á  los  usureros.  La  sala  cri* 
xninal  ha  salvado  la  dificultad  apoyándose 


en  que  los  jueces  de  la  causa  habían  recono.-i- 
do  el  carácter  civil  del  préstamo  (20  enero 
1888,  S.  89.  1.  281,  2  junio  y  9  nov.  1888  S. 
89.1.393.) 

La  salcí  de  admisibilidad  acaba  de  hacer 
una  tentativa  de  otra  especie  (26  abril  1900 
y  4  julio  1904,  S.  1904.  1.  549);  dice  que 
cuando  no  se  puede  tratar  de  una  operación 
que  entra  en  el  ejercicio  normal  y  lícito  de  la 
profesión  de  banquero,  que  emplea  su  dinero 
en  préstamos,  la  materia  no  es  comercial. 
Hay,  pues  banquero  y  banquero.  Y  el  pres- 
tamista que  hace  operaciones  dudosas,  que 
disimula  préstamos  á  un  interés  excesivo 
(30%  en  este  caso),  no  puede  nunca  amparar- 
se con  la  ley  comercial.  La  fórmula  es  feliz  y 
da  á  los  tribunales  unii  arma  poderosa.  Pero 
hay  que  reconocer  que  descansa  más  ó  menos 
sobre  esta  definición:  el  acto  de  comercio  es 
un  acto  de  especulación  honrada,  lo  que  es  un 
poco  vago. 

Contratos  que  tienen  un  motivo  ilícito La 

jurisprudencia  se  inclina  más  y  más,  para  lu- 
char eficazmente  contra  la  inmoralidad,  á 
anular  no  sólo  los  contratos  que  tienen  una 
causa  ilícita,  sino  también  aquellos  que  tienen 
un  objeto  ilícito.  Señalemos  una  aplicación  de 
esta  teoría  que  se  ha  hecho  por  primera  vez. 
El  Tribunal  de  Tarbes  (14  marzo  1899,  S. 
1900.  2.  219)  y  el  de  Castelnaudary  (25  junio 
1902,  D.  1904.  2.  201)  han  desechado  la  ac- 
ción de  un  tabernero  que  había  recibido  órde- 
nes de  un  candidato  para  dar  de  beber  gra- 
tuitamente á  los  electores  y  continuar  así  la 
lucha  tan  enérgicamente  como  fuera  posible. 

El  que  sin  mandato  alimenta  un  uiñoageno 
¿tendrá  acción  contra  sus  padres? ^\¡n  terce- 
ro, sin  haber  recibido  mandato  para  hacerlo, 
alimenta  y  educa  los  hijos  de  otra  persona; 
tiene  contra  ésta  una  acción  de  gestión  de  ne- 
gocios, porque  este  tercero  ha  cumplido  Ja 
obligación,  que  tenían  los  padres  en  virtud 
del  artículo  203  del  Código  Civil,  de  alimen- 
tar y  educar  los  hijos  nacidos  de  su  matrimo« 
niu.  Esta  solución  se  justifica  además  por 
esta  razón:  que  el  animus  donandi  no  se  pre* 
sume;  debe  probarse.  La  abnegación  de  que 
se  da  muestra  se  ccncilia  perfectamente  con  la 
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idea  de  que  pueden  recuperarse  los  gastos  que 
se  han  hecho.  Parece  que  no  se  ha  pronuncia- 
do aún  ningún  fallo  de  la  Corte  de  Casación 
sobre  este  punto.  Pero  ha  habido  diversos  fa- 
llos de  Cortes  de  Apelaciones. 

¿Respecto  de  quiénes  son  responsables  los 
conservadores  de  registros  de  hipotecas,  en 
caso  de  error  en  una  inscripción? — Los  conser- 
vadores de  hipotecas  son  responsables  de  las 
omisiones  en  las  anotaciones  de  inscripción  y 
esta  responsabilidad,  estando  fundada  en  el 
artículo  1 382  del  Código  Civil  y  nó  en  la  idea 
de  contrato,  existe  no  sólo  respecto  del  que  ha 
pedido  la  anotación  sino  también  respecto  de 
los  terceros  que  han  sufrido  perjuicios  por  ha- 
berle dado  fe.  Esta  solución  triunfaba  ya  en  doc- 
trina y  varios  fallos  de  Cortes  de  Apelaciones 
la  habían  aceptado.  Ha  sido  consagrado  por 
la  Corte  de  Casación  (Sala  civil,  16  nov.  1898 
S.  99.  1.  277.  D.  1904.  1.  427)  que  conocía 
por  primera  vez  de  esta  cuestión.  Y  el  fallo 
dictado  es  un  verdadero  fallo  de  principios  en 
que  se  dice;  ''que  la  responsabilidad  prescrita 
por  el  artículo  2197  del  Código  Civil  contra  los 
conservadores  de  hipotecas,  en  caso  de  omi- 
siónen  una  anotación  de  inscripción,  no  emana 
de  un  contrato  que  hubiera  intervenido  entre 
el  conservador  y  el  recurrente,  sino  que  tiene 
su  origen  en  la  falta  de  cumplimiento  á  una 
obligación  profesional  y  su  base  legal  en  el  ar- 
tículo 1382." 

Responsabilidad  civil  del  enajenado  mental, 
—La  responsabilidad  civil  supone  una  falta, 
por  consiguiente,  una  voluntad.  El  enajenado 
no  puede,  pues,  ser  civilmente  responsable  del 
daño  que  ha  causado  (V.  especialmente.  Cas. 
21  oct.  1901.  S.  1901.  1.  32;  D.  1901.  1.524). 
Pero  el  Tribunal  de  Auxerre  parece  querer  ate- 
nuar esta  solución  y,  en  un  fallo  de  10  de 
febrero  de  1904,  examina  cuidadosamente  si 
el  loco,  autor  del  delito,  había  sucumbido  á 


una  enajenación  hereditaria,  ó  si  por  ele 
trario,  los  excesos  de  bebida  que  se  lemp-; 
ban  no  habrían  tenido  influencia  sida::.* 
del  acto  no  presentaba  los  síntomasdeii^ : 
alcohólico  y  afirma  que  si  esta  prueba >¿> 
biera  producido  la  falta  que  de  ella  rcsix-. 
acarrearía  la  responsabilidad  de  su  a:tor. 

¿Puede  considerarse   como  deudor  &   \ 
aprovecha  de  ciertas  ríiercaderías  pedid j---: 
otro?— LoR  envíos  de  mercaderías  hechos ;  • 
pedido  de  una  persona   ¿pueden  ohüjar 
otros?  ¿Puede  decirse  que  habiendo  bcchc  - 
pedido  una  concubina  es  responsable  d  :. 
vive  con  ella?  Nó,  ha  dicho  el  Tribunal  ir 
Sena  (10  dic.  1901.  D.  1904.  2.  2,38  )  Xo::: 
mandato  tácito,  ni  siquiera  en  el  caso  de  -, 
la  mujer  se  haya  hecho  pasar  por  cacada. « 
bre  todo  cuando  el  comerciante  ha  sospe^^v 
do  desde  un  principio  la  verdadera  si ru^A-f 
de  la  pareja.  No  hay  tampoco  ciiasi-dei: 
que  pueda  hacer  responsable  al  amante  f- 
haber  autorizado  á  su  querida á  hacerse [la^ü: 
por  mujer  legítima.  Tal  vez  habría  sido  icrí- 
resante  para  el  Tribunal  el  preguntarse  s  ' 
había  allí  una  obligación  de  ia  rem  vcnh}  • 
no  hubiera  podido  considerarse  que  el  c^^ 
había  enriquecido  con  esas  mercaderías  ce  : 
pagarlas. 

Esta  solución,  equitativa  en  esc  caso,  lo  ha- 
bría sido  menos  en  este  otro  (Trib.  del  Sesí. 
5  enero  1902,  D.  190i.  2.  238).  Habiendo  x 
dido  una  persona  objetos  que  daba  come  rr 
galos  de  año  nuevo,  se  exigía  el  pagoá': 
persona  que  los  había  recibido.  El  Tribuna'*  i 
rechazado  la  demanda;  y  creemos  que  cocrr 
zón  porque  se  puede  aquí,  en  una  materia  qv 
es  de  simple  equidad  y  de  matices  como  » 
acción  de  in  rem  verso,  distinguir  entre  esr* 
dos  casos  muy  semejantes.  Por  lo  demás, 
comerciante  en  el  primer  caso  ha  podido  coe 
tar  con  dos  deudores,  y  no  ha  podido  cotiv 
sino  con  uno  en  el  segundo. 
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I.— Obligaciones  bn  gbnbrai. 

^.  Oondlolones  de  existencia  de  las 
obllgraolones  oontraotuales  y  delic- 
tuosas. 

Responsabilidad  del  que  comunica  una  en- 

fermedad  contagiosa Citemos  un  fallo  de  la 

Corte  de  París  de  12  de  enero  de  1904  (S. 
1904.  2.  275;  D.  1904.  2.  157,  con  una  nota 
de  M.  Lenoir),  que  ha  declarado  responsable 
á  una  persona  que  sabiendo  que  estaba  enfer- 
ma de  sífilis  ha  tenido  relaciones  con  una  me- 
nor y  le  ha  comunicado  esta  enfermedad.  La 
Corte  justifica  con  razón  esta  resolución  di- 
ciendo que  la  regla  nemo  auditor  no  puede 
aplicarse  aquí  ya  que  la  acción  de  indemniza- 
ción de  perjuicio»  tenía  por  base,  nó  las  rela- 
ciones que  habían  existido,  sino  la  falta  del 
demandado. 

JUft».  IXTRANI. 


Responsabilidad  por  el  hecho  de  las  cosas 
que  tenemos  bajo  nuestro  cuiáado.^E]  ar- 
tículo 1385  del  Código  Civil  hace  responsable 
al  dueño  del  animal  que  tiene  á  su  cuidado. 
Apoyándose  en  las  nuevas  teorías  que  ven  en 
la  guarda  el  hecho  generador  de  la  responsa- 
bilidad, un  fallo  de  Poitiers  de  7  de  diciembre 
de  1903  (S.  1904.  2.  99;  D.  1904.  2. 180)  ha 
dado  á  esta  cuestión  una  solución  intere- 
sante. 

Un  propietario  coloca  un  caballo  en  una 
posada.  Este  caballo  de  una  patada  hiere  al 
sirviente  del  posadero  que  le  cuidaba.  El  po- 
sadero sólo  es  responsable.  Debe  estimarse 
que  '*un  posadero  que  recibe  los  caballos  de 
sus  clientes  en  sus  caballerizas,  sea  percibien- 
do una  remuneración  directa  por  el  precio  del 
hospedaje,  sea  simplemente  para  acreditar 
su  establecimiento  con  esta  nueva  comodi- 
dad, tiene  el  uso  de  ellos  al  mismo  tiempo  que 
su  guarda.  Y  la  responsabilidad  que  de  esto 
se  deduce  puede  ser  invocada  no  sólo  por  los 
terceros,  sino  aún  por  los  sirvientes  que  em* 
plea.*' 

Esta  solución  ya  había  sido  aceptada  por 
la  Corte  de  Casación  el  3  de  diciembre  de 
1872  (S.  72. 1.  402;  D.  73.  1.  337).  y  por  va- 
rios fallos  de  apelación,  pero  sin  fundarse  en 
los  motivos  en  cierto  modo  económicos  que 
robustecen  hoy  este  sistema. 

Pero  en  sentido  inverso  hay  que  citar  un 
fallo   del   Tribunal   Je   Augouléme  de   6  de 
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agosto  de  1902  (Pand.  fr.,  1904.  2.  228)  que 
se  ha  negado  á  hacer  responsable  á  un  posa- 
dero del  accidente  ocurrido  en  su  caballeriza 
por  haber  lastimado  el  caballo  de  un  viajero 
á  otro.  Dice  el  fallo  que  el  posadero  no  es  un 
tercero  que  se  sirva  del  caballo  mientras  está 
para  su  uso.  Estima  que  las  expresiones  del 
artículo  1385  no  pueden  invocarse,  pues  cree 
que  al  decir  "el  animal  que  se  tiene  á  su  cui- 
dado" no  se  ha  querido  preveer  un  caso  de 
esta  especie,  sin  que  por  lo  demás  dé  una  ra- 
zón más  precisa  de  este  juicio. 

Responsabiliclad  por  el  hecho  de  las  cosas 

inanimadas La  jurisprudencia  admite  más  y* 

más  cada  día  la  teoría  objetiva  de  la  respon- 
sabilidad; acepta  que  el  que  tiene  á  su  cuidado 
una  cosa  inanimada  es  responsable  del  daño 
causado  por  ella  sin  que  pueda  imputársele 
falta  alguna.  Una  compañía  eléctrica  responde 
del  accidente  ocurrido  por  la  caída  de  un  alam- 
bre que  estaba  tendido  sobre  un  camino  y  que 
ha  herido  aun  transeúnte  (Lyon,  25 abril  1899 
D.  1904.2.257).  Un  arrendatario,  á  quien  per- 
tenecía una  máquina,  responde  de  los  perjui- 
cios causados  por  la  explosión  al  inmueble 
arrendado  (Riom,  25  marzo  1903  eod  loco). 
Un  propietario  responde  de  la  caida,  sobre  un 
transeúnte,  de  una  barra  de  fierro  que  cerraba 
su  puerta  (Trib.  de  Lyon,  15  nov.  1901  loe 
cit,)  Un  arrendatario  responde  del  daño  cau- 
sado por  el  agua  que,  saliendo  de  un  vaso 
trizado  ha  atravezado  el  piso  saturado  de 
ácido  y  ha  causado  serios  perjuicios  en  el  de- 
partamento de  los  bajos  (Trib.  del  Sena,  23 
enero  1903,  loe  cit,  con  una  nota  de  U,  Jos- 
serand.) 

La  idea  déla  jurisprudencia  es  hacer  respon- 
sable á  toda  persona  de  toda  cosa  que  tiene 
á  su  cuidado,  sea  que  tenga  ó  nó  sobre  ella 
un  verdadero  derecho.  Sin  embargo,  en  el  he- 
cho, parece  obrar  de  otro  modo  y  tomar, úni- 
camente en  consideración  aquello  de  que  se  es 
dueño.  No  insistiré  en  el  caso  del  alambre 
eléctrico  que  se  cortó,  que  la  Compañía  Eléc- 
trica no  tenía  á  su  guarda,  pero  sobre  el  cual 
puede  imputársele  un  deber  de  vigilancia  dado 
su  derecho  de  propiedad. 

Pero  otro  caso  demuestra  mejor  la  exacti- 
tud de  mi  observación.  Es  el  arrendador  que 


habiendo  dejado  anegarse  su  departaaec: 
ha  causado  en  el  departamento  inferior  «sr 
mes  perjuicios,  principalmente  debido  i  > 
ácidos  de  que  estaba  saturado  el  piso  j  ,. 
han  hecho  corrosiva  el  agua.  Se  ha  ácdml 
responsable  al  propietario  de  todos  los  :<: 
juicios  suplementarios  causados  por  estaca 
cunstancia  Y  sin  embargo;  ¿tiene  él  lagsr : 
de  su  casa  entera  y  especialmente  de  los  ¿cic? 
que  saturan  el  espacio  entre  un  ciclo  ve 
piso?  Hay  como  se  ve,  cierta  falta  de :  ^' : 
en  la  aplicación  del  nuevo  sistema  de  rcsp 
sabilidad. 

De  todas  maneras,  hay  un  segundo  pin.: 
que  se  dcsprendecqn  mayor  claridad;  es  la  te 
dencia  práctica  á  aplicar  el  artículo  13Si  i: 
Código  Civil,  aun  entre  personas  va  nnica 
por  un  contrato.  Por  fin,  los  tribunales  ■ 
viendo  en  esta  responsabilidad  sino  una talj 
presunta,  parecen  inclinarse  también  ápem 
tir  á  la  persona  perseguida  el  desprenderse  if 
su  responsabilidad,  estableciendo  la  falta  del: 
víctima  ó  la  fuerza  mayor. 

Algunos  tribunales  eximen  aún  dempoiM- 
bilidad  á  toda  persona  que  prueba  no  baV 
cometido  ninguna  falta  (Trib.  de  Im '' 
nov.  1901  ya  citado),  pero  otros,  connwa 
lógica,  parecen  rechazar  esta  prueba.  Sin  cr- 
bargo,  no  hay  sobre  esa  materia  sino  consár 
raudos  emitidos  accesoriamente  y  la  jonsF' 
dencia  no  há  dirigido  aún  sos  esfuerzos  á  :f 
solver  esta  dificultad. 

Prueba  de  las  obli8:aoion6B 

De  la  prueba  testimonial  para  una  dtaar 
da  de  ana  cantidad  inferior  á  150  /rano». 
parte  de  un  crédito  maror.— Diversos  artic-  j 
los  del  Código  Civil  sobre  la  prueba  profc* 
ben  probar  por  testigos  una  demanda  inif 
rior  á  150  francos  si  se  ha  intcfpncsto  f^ 
ro  una  demanda  mayor  ó  si  se  declaraba  i]9( 
la  suma  que  se  exigía  era  elsaldoófoniü^^ 
parte  de  una  cantidad  mayor.  ?tíOl^^ 
aplicarse  la  misma  prohibidóo  al  áansi¿'¡' 
te  que  desde  el  principio  ha  pedido  menos « 
150  francos  y  no  ha  declarado  qncsc  ^^^ 
más?  Literalmente  nó.  Pero  el  espíritu  ^-^ 
ley  que  quiere  que  se  otorgue  instrunW'J 
para  todo  negocio  de  más  de  ISOfiwKOii^ 
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nduce  á  resolver  de  otra  manera.  Es  lo  que 
la  fallado  la  sala  civil  de  la  Corte  de  Casa 
¡6n  en  esta  cuestión  sencilla  y  sin  embargo 
lueva  en  jurisprudencia  (9  mayo  1904.  S. 
904.  1 .  320;  ü  1904. 1.  310).  Por  lo  demásj 
a  la  doctrina  se  había  pronunciado  en  este 
entido. 

Prohibición  para  el  asegurado  de  alegar  un 

echo  que  no  consta  de  la  póliza La  Corte 

e  Casación   persiste  más  y  más  en  su  juris- 
rudencia   iniciada  por  la  sala  civil  el  6  de 
gosto  de  1901  (S.  1901. 1.  481;  D.  1901.  1. 
-72)  y  según  la  cual  las  compañías  de  segu- 
os  pueden  válidamente  estipular  que  "el  ase- 
urado   no    puede  oponer,  después  del  sinies- 
ro,  ning^una  alegación  en  contra  6  además  de 
as  enunciaciones  de  la  póliza"  y  pueden  obli- 
gar al  asegurado  á  hacer  mención  en  la  póliza 
le  todas  las  circunstancias  que  puedan  influir 
•n  la  apreciación  que  la  Compañía  hace  del 
íesgo.    En   un  fallo  de  30  de  noviembre  de 
L903  (S.  1904.  1.  327;  D.  1904.  1.  214),  ha 
:onsiderado  nuevamente  que  esas  cláusulas 
;ran  claras  y  precisas,  y  no  tenían  nada  con- 
xario  á  las  leyes,  al  orden  público  y  á  los 
3rincipios  del  contrato  de  seguro  (ver  en  sen- 
:ido  contrario  la  nota  de  M.  Chavegrin  en  Si- 
-ey  en  el  fallo  de  1901).  Ha  dejado,  sin  embar- 
2^0,  al  asegurado  la  posibilidad  de  defenderse, 
ilegando  que  ha  habido  dolo  ó  fraude,  como 
jra  lo  había  hecho  el  fallo  de  1901.  Hay  ahí 
ana   puerta  abierta  para  discusiones,  para 
apreciaciones  de  hecho,  que  permite  á  las  Cor- 
tes de  Apelaciones  escapar  de  la  casación,  re- 
:onociendo,  sin  embargo,  las  pretensiones  del 
asegurado  si  parece  digno  de  interés.  Esta  so- 
lución ha  sido  aceptada  por  la  Corte  de  orí- 
gen.  (Agen,  13  marzo  1904,  Pand.  fr,  1904.  2. 
187.) 

Interpretación  de  las  oonvenolones 

Interpretación  de  las  convenciones  oscu' 
ras. — Las  convenciones  oscuras  no  pueden  in- 
terpretarse de  una  manera  contraria  á  la  in  * 
tención  probable  de  las  partes.  La  Corte  de 
Grenoble  ha  aplicado  esta  regla  el  28  de  no- 
viembre de  1899  en  un  fallo  confirmado  por 
ia  sala  de  admisibilidad  el  7  de  noviembre 


de  1900.   (S.  1904.  1.  318).  Un  empleado  en- 
tro  en  una  casa  de  comercio  reconociendo  no 
tener  derecho  á  ninguna  prima,  á  cualquier 
título  que  fuera,  después  de  haber  dejado  el 
servicio  de  la  compañía.   La  Corte  resolvió 
que  debía  entenderse  que  esta  disposición  sólo 
podía  privar  al  empleado  de  remuneración  si 
abandonaba  voluntariamente  la  compañía  y 
que  no  podía  prever  al  mismo  tiempo  el  caso 
de  que  el  patrón  lo  despidiera.  En  efecto,  se- 
mejante estipulación  habría  permitido  á  la 
compañía  librarse  á  su  antojo,  despidiendo  á 
su  empleado,  del  pago  de  las  comisiones  que 
podrían  debérsele.   No  pudo  entrar  en  las  in- 
tenciones del  empleado  y  es  evidente  que  re- 
nunció á  las  primas  que  constituian  una  par- 
te de  su  salario  sólo  en  el  caso  en  que  él  pusie- 
ra termino  por  sí  solo  á  su  contrato.  Pero  la 
Corte  de  Apelaciones  agrega  que  la  facultad 
del  patrón  de  dejar  de  pagar  las  primas,  des- 
pidiendo al  empleado,  constituiría  para  él  una 
condición  potestativa,  prohibida  por  el  artícu- 
lo 1174  del  Código  Civil.   Ese  era  un  error, 
porque  la  única  condición  potestativa  prohi- 
bida es  la  condición  puramente  potestativa. 
No  era  ese  el  caso,  porque  muchos  motivos 
pueden  retener  á  un  patrón  que  desea  despe- 
dir á  un  empleado.  La  Corte  de  Casación  por 
lo  demás,  tuvo  buen  cuidado  de  no  reproducir 
este  considerando  y  se  contentó  con  decir  que 
siendo  el  primero  bueno,  no  había  para  qué 
apreciar  el  segundo. 

Efeotos  de  las  obligaciones. 

¿Qué  derechos  son  personales  al  deador  en 
el  sentido  del  artículo  1166F.'-E\  derecho  de 
hacer  reducir  la  pensión  alimenticia  concedida 
á  la  mujer  después  del  divorcio  ¿es  personal 
del  deudor?  La  Corte  de  Dijon,  en  un  fallo  del 
18  de  noviembre  de  1903  (S.  1904  2.  131), 
no  la  ha  admitido,  sin  que  por  lo  demás  esta 
cuestión  ofreciera  dificultades,  á  pesar  de  ser 
nueva. 

Obligación  natural, --Una  donación  testa- 
mentaría nula  en  la  forma,  impone  á  los  here- 
deros de  su  autor  una  obligación  natural  que 
puede  servir  de  base  á  u«ia  obligación  civil. 
Aií  ocurre  espccialmcutc  en  el  caso  de  un  lega- 
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do  verbal.  Es  lo  que  ya  han  reconocido  diver- 
sos fallos  de  Cortes  de  Apelaciones,  y  por 
último  un  fallo  de  la  Corte  de  Amiens  de  12 
de  mayo  de  1903  (S.  1904.  2.  239.) 

Promesa  de  alimentos  en  favor  de  un  hijo 
natural  no  reconoc/í/o.— La  jurisprudencia  de 
las  Cortes  de  Apelaciones  parece  haberse  re- 
sueltOy  en  numerosos  fallos,  á  dar  efecto  á  los 
actos  de  un  padre  natural  que,  sin  haber  reco- 
nocido á  su  hijo,  ha  prometido  alimentos, 
considerando  que  había  allí  el  reconocimiento 
civil  de  una  deuda  natural  (ver  Nancy,  16  de 
marzo  1883,  Gaz.  Pal  84.  1.  100).  En  este 
mismo  sentido  un  fallo  de  la  Corte  de  Lyon  de 
4?  de  junio  de  1902  ha  hecho  producir  efectos 
á  "ciertas  cartas  que  contenían  compromisos 
reiterados  y  sucesivos  que  se  referían  á  sumas 
de  dinero  destinadas  á  proveer  á  todas  las 
necesidades  de  los  hijos  de  la  señorita  I..., 
porque  el  padre  había  reconocido  de  ese  mo- 
do y  hecho  civilmente  obligatoria  la  deuda 
que  pagaba,  deuda  que  aún  era  susceptible  de 
aumentar  si  crecía  su  fortuna  y  que  no  era  in- 
determinada sino  en  cuanto  á  su  duración.'' 

Efxto  de  la  huelga  sobre  el  contrato  de  tra- 
bajo.— Ya  hemos  señalado  en  otras  ocasiones 
la  jurisprudencia  de  la  Corte  de  Casación  en 
lo  referente  á  los  efectos  de  la  huelga  sobre  el 
contrato  de  arrendamiento  de  servicios.  Ella 
reconoce  que  este  contrato  queda  roto  por  la 
huelga.  Ha  deducido  de  ahí  la  consecuencia 
de  que  podía  deberse  en  ese  caso  al  obrero 
una  indemnización  de  perjuicios  (ver  Trib. 
Corr.  del  Sena,  6  agosto  1902,  D.  1904.  2. 
219).  En  un  fallo  de  4  de  mayo  de  1904  (D. 
1904.  1.  289,  con  una  nota  de  M.  Planiol), 
la  Corte  de  Casación,  sala  civil,  deduce  una 
nueva  consecuencia  en  lo  que  se  refíere  á  los 
accidentes  del  trabajo.  El  obrero,  al  volver 
después  de  la  huelga,  verá  que  se  calcula  la 


indemnización  que  se  le  debe  en  caso  de  án- 
dente como  si  fuera  un  obrero  nocroTx 
como  si  hubiera  estado  empleado  dorante  n- 
rios  años  antes  por  el  patrón.  De  aquí  esa 
consecuencia  favorable  al  obrero:  qoesgi» 
demnización  se  calculará  como  si  hnbienn- 
bajado  durante  todo  el  tiempo  delabneígi 
De  esta  manera  la  teoría  de  la  Corte  Saptents 
que  ayer  era  ventajosa  para  el  patrón, da  boj 
día  una  solución,  favorable  al  obrero. 

De  la  necesidad  del  requerimiento  pan  •  V 
tener  una  indemnización  después  de  proaas- 
ciada  la  resolución. — ¿Es  necesario  para  api- 
car  con  indemnización  de  perjuicios  la  accóa 
resolutoria  tácita  del  artículo  1184  dd  Códi- 
go Civil  que  haya  habido  un  rcqucrimienic 
previo  como  el  que  es  necesario  para  poder 
exigir  una  indemnización  de  perjoicios?  T: 
fallo  de  la  Corte  de  Casación  de  22  de  majo 
de  1855  (vS.  56. 1.  123;  D.  56. 1. 171)noe¿ 
mía  de  este  requerimiento  sino  por  tratane 
del  caso  del  artículo  1146,  en  el  cual  el  req«- 
rimiento  es  inútil,  pues  el  cumplimiento  so 
podía  tener  lugar  sino  durante  cierto  tiemp 

Pero  un  fallo  de  la  sala  de  admisibilidad  :t 
29  de  noviembre  de  1888  (S.  84. 1.  311; D.  23 
1.  376)  declaraba  que  el  requerimiento  no  en 
una  condición  esencial  en  la  acción  resotoio- 
ria.  Otro  fallo  de  la  misma  sala,  de  11  deja- 
lio  de  1889  (D.  90.  1.  415),  resuelve  que l« 
hechos  anteriores  al  requerimiento  no  pd«ics 
dar  lugar  á  una  condenación  de  perjuicios  61 
la  resolución.  Y  ahora,  para  completar  cTvS 
serie  de  contradicciones,  un&llo  de  lasali 
civil  de  28  de  marzo  de  1904 (D.  1904. 1.315 
dice  que  "el  hecho  de  iniciar  la  instancia  ef 
bastante  requerimiento  para  la  parte  qtteoo 
ha  cumplido  su  compromiso",  sio  qnese80^ 
cesario  un  requerimiento  especial  antes  de  la 
demanda.  Como  se  vé,  hay  completo  detf' 
cuerdo  entre  los  fallos  de  la  Corte  SuprrnuL 


'^'^^ 


Afio  m 
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FRANCIA 
Obllffaolones  en  Jeneral 

Por  Rene  Demogue 

ProfuoT  agregado  á  la  Facultad  de  Derecho 
de  la  ünivemdad  de  LiUe 

BfSCTOS  DB  las  OBLIOACIONBS 

Oondloiones  de  existencia  de  las  obll- 
gaolones  oontraotuales  y  dellotuo- 
sas 

Efscto  de  la  simulación  respecto  de  ios  cau* 
sa  habientes  det  propietario  aparéate.— Har 
biendo  adquirido  una  persona  un  inmueble 
por  un  acto  simulado,  el  tercero  que  de  bue- 
na fe  se  ha  hecho  constituir  una  hipoteca  so- 
bre ese  inmueble,  no  puede  oponerla  á  los  acree- 
dores del  vendedor  aparente.  Una  vez  des- 
cubierta la  simulación  trae  por  consecuencia 
el  restablecer  los  hechos  á  la  realidad  con  to- 
das las  consecuencias  que  de  ellos  se  derivan, 
pues  se  considera  que  el  comprador  jamás  ha 
sido  dueño.  Asi  lo  ha  resuelto  un  fallo  de  Di- 
jon  de  4  de  julio  de  1904.  El  Tribunal  de  Gre. 
noble  ja  habfa  dado  la  misma  solución  en 
un  caso  semejante,  en  un  conflicto  entre  el 
acreedor  hipotecario  del  propietario  aparente 
y  el  acreedor  hipotecario  del  verdadero  pro- 
pietario (Grenoble,  25  de  junio  de  1902,  Pand, 
fr.  1903:  2.  209.) 

JUftIS.  KXTRANf. 


Recurso  del  asegurador  contra  el  autor  del 
a/o/estro.— La  jurisprudencia  día  á  día  va  uni- 
formándose en  el  sentido  de  establecer  que 
una  Compañía  de  seguros  no  puede,  de  pleno 
derecho,  exigir  una  indemnización  al  autor 
de  un  accidente  porque  ha  debido  pagar  cier- 
ta suma  al  asegurado  víctima  de  ese  acciden- 
te. En  este  sentido  un  fallo  de  la  Corte  de 
Amiens;  19  de  noviembre  de  1902  (S.  1903.2. 
257  7  nota  de  Mr.  Wahl)  ha  resuelto  que  es- 
tando asegurada  la  vida  de  una  persona  y 
habiendo  muerto  ella  á  consecuencia  de  un  ac- 
cidente, la  Compañía  de  seguros  no  podía  di. 
rigirse  contra  el  autor  de  este  accidente.  Jus- 
tificó por  lo  demás  esta  solución  en  ese  caso 
por  la  razón  de  que  el  autor  del  accidente  es- 
taría expuesto  á  pagar  mucho  más  que  el  per- 
juicio real.  En  el  mismo  sentido  se  puede  ci- 
tar un  fallo  del  Tribunal  del  Sena,  de  9  de  abril 
de  1903  (Pand.  fr,  1904.  2. 129),  en  el  caso 
de  una  Compañía  de  seguros  que  perseguía 
al  que  había  proporcionado  un  material  de 
mala  calidad  que  había  causado  un  accidente, 
y  otro  fallo  de  Paris  de  27  de  marzo  de  1903 
(Pand.  fr.  1904. 1. 129.) 

¿Podría  al  menos  á  falta  de  acción  directa 
invocarse  la  subrogación?  La  jurisprudencia 
lo  admite  en  cuanto  á  la  subrogación  con- 
vencial  (verTrib.  Com.  Sena,  9  abril  1903,  y 
Paris  27  de  marzo  1903).  Sin  embargo,  hay 
aquí  vacilaciones;  el  Tribunal  del  Sena,  el  9  de 
abril  de  1903,  niega  que  pueda  haber  subroga- 
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áótif  'aao  convencional.  Hay  alli  «n  duda  un 
error.  El  Tribunal  dice  que  no  es  ese  uno  de 
los  casos  prescritos  por  el  artículo  1250  del 
Código  Civil,  lo  que  es  evidente.  Pero  olvida 
que  es  este  el  caso,  no  de  una  subrogación, 
pero  sí  de  una  cesión  de  derechos  eventuales  y 
nada  autoriza  para  decir  que  sea  imposible. 

Ese  es  el  estado  de  la  jurisprudencia  en  ma- 
teria de  seguros.  Pero  si  pasamos  á  una  hipó- 
tesis muy  semejante,  hallamos  una  solución 
opuesta  (París,  22  mayo  1903,  Pand.  ir., 
1904. 1. 129).  Un  militar  herído  en  una  esta, 
ción  con  ocasión  de  su  servicio  recibe  de  la 
Compañía  de  ferrocarriles  una  indemnización^ 
y  del  Estado  una  pensión.  El  Ministro  de  la 
Guerra  entabla  acción  contra  la  Compañía  y 
le  exige  la  devolución  de  la  pensión  debida. 
La  Corte  le  ha  dado  razón  porque  **el  perjui- 
cio sufrido  por  el  Estado  no  es  el  mismo  que 
el  sufrido  por  el  herido;  él  deriva  de  un  dere- 
cho propio  y  no  de- una  subrogación;  la  ac- 
ción entablada  no  es  un  recurso  de  garantía, 
pero  sí  una  demanda  fundada  en  el  artículo 
1382  del  Código  Civil''.  La  solución  y  los 
considerandos  dados  son  exactamente  contra- 
rios á  los  de  los  otros  fallos.  Sin  embargo,  el 
fallo  parecía  poder  apoyarse  en  motivos  espe- 
ciales qtte  por  lo  demás  enuncia.  La  Compa- 
ñía no  estaba  obligada  sino  á  indemnizar  el 
perjuicio.  Podía,  pues,  imputar  al  herido  lo 
que  recibiría  como  pensión  del  Estado  y  en. 
toncesel  recurso  ejercido  contra  ella  por  el 
Estado  nada  tendría  que  no  fuera  razonable. 
Pero  si  en  el  hecho  descuidó  de  preocuparse 
de  eso  debe  ella  sufrir  las  consecuencias. 

Bsta  tentativa  para  conciliar  este  fallo  con 
los  anteriores  no  puede  tener  éxito:  es  olvidar 
que  la  pensión  del  Estado  es  el  precio,  de  los 
servicios  que  el  soldado  le  presta,  como  la  in- 
demnización del  seguro  es  la  contra-presta- 
ción de  las  primas  pagadas.  El  conflicto  apa- 
rece, pues,  absoluto  entre  este  fallo  y  la  juris- 
prudencia ordinaria. 

Del  abuso  del  derecho  de  defenderse  ante  la 
jasticia.^Ls.  Corte  de  Casación  ha  tenido 
ocasión  de  reconocer  en  numerosos  fallos  que 
nna  demanda  judicial  interpuesta  con  el  obje- 
to de  vejar,  constituye  una  falta  que  puede 
ser  penada  con  la  obligación  de  indemnizar 


perjuicios.  Un  fallo  de  la  Sala  de  AdmisV 
dad,  de  14  de  enero  de  1905  í  D.  1905. 1.  :* 
acaba   de  resolver  un  caso  muv  semeja-.- 
afirma  que  la  resistencia  del  demandado,  ^ 
racterizada  por  incidentes  promo?idos  y  'yi- 
cados,  cuando  ha  acarreado  para  el  ácci 
dan  te,  bien  seguro  de  su   derecho,  gasten  , 
demoras,  constituye  una  falta  que  debe  - 
demnizarse.  La  Corte  establece  que  la  rsa^ 
tcncia  indebida  caracterizada  por  dificalt£> 
.promovidas,  constituye    una  falta.  Pcre  t 
caso  en  cuestión  no  le  daba  al  parecer  oca;: : 
para  establecer  que  la  simple  resistrada  i 
una  demanda  bien  fundada  obligando  al :::. 
lar  del  derecho  á  obrar  en  justicia,  coostir::T 
una  falta.  Ya  no  falta  sino  consagrar  <^'x 
punto  para  que  se  establezca  completaii:»*^ 
la  teoría  del  abuso  del  derecho  de  presenta.'^, 
la  justicia. 

Responsabilidad  de  ana  persona  que  cu¡r> 
nica  Á  otra  una  enfermedad. — Un  fallo  de  Fi* 
ris,  de  12  de  enero  de  1904,  ha  hecho  re>fr 
sable  al  que,  por  su  falta,  sabiéndose  ataaf 
de  una  enfermedad  contagiosa,  la  ha  cosur 
cado  á  una  menor.  El  Tribunal  del  Harrt  ' 
de  marzo  1905,  S.  2. 179)  ha  dado  la  mis^ 
solución  siendo  que  la  demandante  ao  ¡n 
menor  y  fundándose  en  que  la  particip&c  * 
consciente  del  agente  á  un  acto  de  qa«  poc  ¿ 
abstenerse  es  condición  suficiente  para  q-t 
exista  responsabilidad.  Esta  solncióo  c:^ 

.  ser  comparada  con  un  fallo  del  Tribuna!  > 
Sena,  de  27  de  diciembre  de  1994,  qncbaa* 
cho  responsable  á  un  amante  que  había  be^ : 

.  madre  á  su  querida,  siendo  que  no  había  $( 
ducción.  Parece  que  hay  una  tendencia  ec '.  ? 
Tribunales  á  no  tomar  en  cuenta  que  :r2 
mujer  ha  tenido  libremente  relaciones  coc  .- 
hombre  para  negarle  una  indemnización.  1 - 
gicamente,  podría  decirse  que  hay  falta  coci: 
que  el  daño,  enfermedad  ó  miseria,  rsTSciu-f 
actos  voluntaos  de  cada  cual,  actos  ccji* 
consecuencias  podían  preveer.  Pero  haj'^ 
vez  en  los  jueces  un  sentimiento  bastao:r;> 
to  de  la  desigualdad  de  las  faltas,  dado  e.  es- 
tado social  actual.  Ya  no  es  aquí  1a  ^J*^' 
hombre,  es  la  justicia  ala  mujer.  Se  concr:: 
á  la  mujer  una  ventaja  porque  su  coodicr 
social  es  peor,  no  se  admite  esa  igualdad  a.- 
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soluta  de  los  sexos  que  debe  acarrear  lógica- 
mente una  responsabilidad  igual. 

Responsabilidad  entre  rec/uos.  —  Agregue- 
mos á.  la  lista  ya  tan  larga  de  resoluciones  re- 
ferentes á  perjuicios  entre  vecinos,  un  fallo  de 
la   Sala  de  Admisibilidad,  de  19  de  abril  de 
1905    (D.  1905.  1.  256),  que  establece  la  res- 
ponsabilidad de  una  Sociedad  que  ha  estable- 
cido un  depósito  de  carbón  á  lo  largo  de  un 
muelle  por  los  perjuicios  que  la  difusión  en  el 
aire  del  polvillo  del  carbón  causa  en  un  inmue- 
ble vecino,  haciendo  inhabitable  la  casa  y  da- 
ñando las  plantas  del  jardín.  La  Corte  da  á 
este  respecto  esta  fórmula:  ''Los  inconvenien- 
tes exceden  á  aquellos  que  se  está  obligado  á 
soportar  entre  vecinos'*.  Exceden  á  aquellos 
que   son  inherentes  á  la  naturaleza  de  una 
cosa   que  está  vecina  á  un  puerto.  Bstas  ex- 
presiones son  importantes,  muestran,  en  suma, 
el  deseo  de  la  Corte  Suprema  de  dejar  un  am- 
plio poder  de  apreciación.  Nada  es  más  varia- 
ble que  aquello  de  *'lo  que  se  está  obligado  á 
soportar  entre  vecinos".  Los  Tribunales  se 
reservan  pues  el  derecho  de  juzgar  cada  caso 
más  6  menos  como  mejor  les  parece. 

El  Tribunal  de  Tours  había  dado  poco  tiem- 
po antes  una  fórmula  análoga  al  hablar  de  lo 
que  excede  los  límites  de  las  incomodidades 
que  deben  tolerarse  entre  vecinos  (29  marzo 
1904,  D.  1905.  2. 199.) 

Responsabilidad  de  un  director  de  colegio 
por  el  mobiliario  del  personal  á  que  da  aloja- 
miento  Un  fallo  del  Tribunal  de  Burdeos  (12 

diciembre  1904,  Pand.  ir.,  1905.  2.  237)  re- 
suelve una  cuestión  interesante  en  sí  misma  y 
que  también  podría  aplicarse  á  un  patrón  que 
da  alojamiento  á  empleados;  tiene  pues  una 
gran  importancia  práctica.  He  aquí  los  he- 
chos. Un  director  de  colegio  aloja  en  su  esta- 
blecimiento á  algunos  de  sus  profesores.  El  in- 
mueble se  incendia,  el  mobiliario  de  propiedad 
personal  de  los  profesores  se  destruye.  ¿Bajo 
qué  condiciones  pueden  obtener  indemnización 
si  el  origen  del  incendio  se  ignora? 

El  fallo  ha  negado  que  haya  aquí  depósito 
necesario  como  el  que  se  hace  en  un  hotel,  por- 
que los  demandantes  no  se  han  desprendido 
de  sus  bienes  muebles  para  confiarlos  al  direc 
tor,  y  su  objeto  principal  no  era  la  guarda  de 
esos  muebles  por  el  demandado. 


El  fallo  declara  igualmente  que  no  había 
para  qué  tomar  en  cuenta  el  hecho  de  que  la 
administración  tenía  las  llaves  de  todas  las 
piezas,  porque  de  allí  no  se  desprendía  para 
ella  la  obligación  de  evitar  por  medio  de  una 
vigilancia  interior  los  accidentes  posibles. 

¿Qué  debe  entenderse  por  error  en  la  sustan 
cia  de  la  cosa.^~En  materia  de  error  sobre  la 
sustancia  de  la  cosa,  un  fallo  de  la  Corte  de 
Caen,  de  22  de  marzo  de  1905,  indica  que  los 
Tribunales  se  inclinan  á  entender  la  expresión 
sustancia  de  la  cosa  de  una  manera  subjetiva, 
según  la  voluntad  real  de  las  partes  que  han 
pensado  principalmente  en  tal  ó  cual  cualidad 
de  la  cosa.  Un  caballo  de  sangre  había  sido 
vendido  como  de  tal  origen.  Tenía  sus  papeles, 
pero  al  examinarlo,  el  señalamiento  del  caba- 
llo, según  esos  documentos,  no  correspondía 
al  del  animal  entregado. 

Faltaba  sencillamente  al  caballo  una  sola 
de  sus  cualidades  sustanciales;  la  Corte  pro* 
nuncio  la  resolución  (habría  debido  decir  anu- 
lación) de  la  venta. 

Y  esta  solución  es  una  indicación  más  clara 
que  los  numerosos  fallos  que,  por  error  en  la 
sustancia,  han  anulado  las  ventas  de  cuadros 
falsos  de  pintores  de  fama  (ver  esp.  París,  29 
marzo  1856.  S.  56.  2.  304)  y  aun  las  ventas 
de  objetos  que  se  pretendía  antiguos  (París,  5 
marzo  1890,  S.  90.  2. 133.) 

Adhesión  tácita  á  una  con  vención.  ^Bl  silen- 
cio de  una  persona  no  puede,  en  príncipio,  sig- 
nificar la  adhesión  á  una  proposición  que  se  le 
hace,  pero  puede  ocnrrír  otra  cosa  cuando  exis- 
tían ya  entre  las  partes  relaciones  de  nego- 
cios y  que  se  trataba  simplemente  de  modifi- 
car un  contrato  anteríor,  por  ejemplo:  se  ven- 
de una  máquina  y  se  la  garantiza  por  seis  me- 
ses. Si  el  comprador  se  reserva  formalmente 
una  prórroga  del  plazo  hasta  que  la  máquina 
ya  puesta  en  movimiento  haya  podido  ser 
sometida  á  una  prueba  ya  prevista  por  la  con- 
vención y  que  debía  tener  lugar  algunos  días 
mas  tarde,  los  jueces  pueden  resolver  que  la 
falta  de  protesta  o  de  reservas  formales  equi- 
vale á  una  aceptación.  Es  lo  que  ha  recono- 
cido con  justicia  la  Sala  de  Admisibilidad  el 
7  de  marzo  de  1905  (S.  1905. 1,407.) 
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TBRCBRA  PARTB 


Personas  y  dereolios  de  familia 

PorM.  Lotiis  Josaerand 

Proffw  de  la  Facultad  de  Derecho  de  la 
UniverMad  de  Lyon 


PATRIA  POTESTAD 

Niños  abandonados^  hijos  naturales^  aplica^ 
ción  de  los  artículos  19y20  deía  ley  de  24 
de  julio  de  1889.— La,  Corte  de  París  ha  re- 
suelto liberalmente  una  cuestión  suscitada  en 
la  aplicación  de  la  ley  de  24  de  julio  de  1889 
sobre  protección  de  los  niños  maltratados  ó 
moralmente  abandonados:  la  de  saber  si  esta 
ley  debe  proteger  aún  á  los  hijos  naturales  no 
reconocidos  y  si  los  Tribunales  pueden  dele- 
gar en  administraciones,  en  asociaciones  de 
beneBcencia  ó  en  particulares,  en  conformidad 
á  los  artículos  19  y  20,  todos  ó  parte  de  los 
derechos  de  la  patria  potestad  sobre  esos  hijos. 

La  ley,  considerada  tanto  en  su  texto  como 
en  su  conjunto  general,  no  es  favorable  á  la 
afirmativa;  como  lo  había  hecho  notar  el  Tri- 
bunal Civil  del  Sena,  organiza  en  definitiva  la 
cesión  judicial  de  los  derechos  inherentes  á  la 
patria  potestad;  y  por  tanto,  no  podría  ha- 
ber cemóu  allí  donde  la  patría  potestad  nunca 
ha  existido;  no  se  cede  la  nada.  Una  multitud 
de  soluciones  contenidas  en  la  ley  dan  á  en- 
tender, por  lo  demás,  la  preexistencia  de  una 
filiación  legitima  6  natural,  regularmente  es- 
tablecida: es  la  obligación  para  el  tercero  que 
ha  recogido  al  niño,  de  notificar  á  sus  padres 
la  declaración  hecha  por  él  ante  el  comisarío 
de  policía  (art.  19,  inc.  1');  es  el  derecho'con 
cedido  á  los  padres  de  reclamar  al  hijo  en  los 
tres  meses  siguientes  á  dicha  declaración  (ar- 
tículo 20);  es  la  facultad  para  ellos,  de  exigir 
ante  el  Juez  la  restitución  délos  derechos  liga- 


dos á  la  patría  potestad  (art.  21).  Todas» 
tas  disposiciones  demuestran  •obradaocote 
que  la  ley  ha  sido  hecha  únicamente  pan  losfar 
jos  cuya  filiación  está  kgalmente  establecida. 
La  Corte  de  París  no  se  ha  dejado  cosTte- 
oer  por  esta  argumentación  colocándote  con 
punto  de  vista  mas  levantado  que  aqnd  es 
que  se  había  detenido  el  Tríbanal  de  primen 
instancia,  ha  creído  que  el  beneficio  de  k  ler 
de  1889  no  podría  negarse  sin  ana  cruel  injor 
ticia,  precisamente  á  los  niños  que  con  mis 
urgencia  necesitan  socorro  y  protección;  que 
el  texto  de  la  ley  no  tiene  un  carácter  neu* 
mente  restríctivo  y  que,  si  bien  es  cierto  que 
ella  sólo  se  refiere  á  los  niños  cuya  fiHacióc 
está  legalmente  establecida,  es  porque  dlshi 
querido  referirse  naturalmente  á  la  hipótesá 
normal.  Y  por  eso,  acogiendo  favorablemente 
la  petición  que  le  dirigía  una  sociedad  for- 
mada para  salvar  á  la  infancia,  la  Corte  h, 
creido  poder  entregarle  el  ejercicio  de  los  de- 
rechos de  la  patria  potestad  sobre  un  hijo  na- 
tural no  reconocido  (Paris,  20  abril  1905. 
Gax  Pal,  30-31  julio  1905.) 

RBOflfBNBS   MATRIMONULBS 

Separación  de  bienes,  contribudón  i  ki 
gastos  del  bogar,  cesación  de  la  rida  en  ce 
mun.—\Jn  fallo  del  Tribunal  de  Nancy  estahie- 
ce  que  el  artículo  1448  del  Código  CítíI,  qae 
impone  á  la  mujer  separada  de  bienes  la  obli- 
gación de  contribuir  ''proporcionalmcntei 
sus  facultades  y  á  las  de  su  marido,  tanto  á 
los  gastos  de  la  casa  como  á  los  de  la  edsct- 
ción  de  los  hijos  comunes",  deja  de  apliouv 
desde  el  momento  en  que  cesa  la  vida  en  co- 
mún y  especialmente  á  contar  desde  el  día  es 
que  la  mujer,  á  consecuencia  de  una  demanda 
de  separación  de  cuerpos,  ha  sido  antomads 
para  tener  un  domicilio  separado. 


^•^ 


iñoIIIÍ 
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JURISPRUDENCIA  EXTRANJERA 


*»  » 


FRANCIA 
Obllgraolones  y  contratos  especiales 

Por  Rene  Demogue 


Profesor  agregado  á  la  Facultad  de  Derecho 
de  la  universidad  de  Lille 


OBLIGACIONES  BN  GRNKRAL 

Repetición  de  las  sumas  pagadas  por  una 
ausa  ilícita.  La  jurisprudencia  se  estáunifor- 
lando  en  el  sentido  de  que  el  tráfico  de  in- 
uencia  que  consiste  especialmente  en  poner 
Q  juego  las  relaciones  administrativas  para 
lacer  aceptar  un  contrato  ú  obtener  una 
oncesión,  tiene  carácter  ilícito.  (V.  Cas.  5  fe- 
)rero  1902,  S.  1902,  1.389,  D.  1902.  1.108. 
r  Paris,  31  diciembre  1903,  Gaz  Pal,  1954, 
L.723.) 

Este  fallo  resuelve  al  mismo  tiempo  otra 
cuestión.  Las  sumas  pagadas  á  virtud  de  esa 
íonvención  ilícita  ¿pueden  repetirse?  Es  sabi- 
io  que  si  se  invoca  la  máxima  nemo  auditm 
turpitudinem  alíegans^  la  Corte  de  Casación 
a  rechaza  siempre  que  tiene  esperanzas  de  im- 
pedir de  esta  manera  que  los  actos  ilícitos  de 
íse  género  se  multipliquen.  Por  eso,  en  cuan- 
to al  tráfico  de  influencia,  la  doctrina  desfa- 
vorable al  que  ha  hecho  negocio  con  sus  rela- 
ciones prevalece.  (Y.  Trib.  del  Sena,  26  de 

J0U8,  BXTAANf, 


julio  1894.  Pands.  fr.,  95.  2.282).  Prevalece 
también  en  nuestro  caso,  pero  de  una  manera 
menos  clara.  El  fallo  de  1894  se  basaba  en 
que  no  debía  quedar  ningún  rastro  de  seme- 
jante tráfico. 

El  fallo  actual  se  apoya  en  que  la  acción  de 
repetición  era  ejercida  por  el  síndico  de  la  quie- 
bra á  nombre  de  los  acreedores  del  que  había 
hecho  el  pago,  quienes  no  habiendo  tomado 
parte  en  el  compromiso  de  que  se  trata,  tie- 
nen el  derecho  de  pedir  su  nulidad  con  todas 
sus  consecuencias.  Pero  el  fallo  no  da  ningún 
fundamento  para  el  caso  de  que  la  acción  ha- 
ya  sido  interpuesta  por  el  autor  mismo  del 
compromiso.  Aunque  la  jurisprudencia  tiene 
una  tendencia  ya  señalada,  parece  vacilar  un 
poco  en  justificarla. 

EXTINCIÓN  DB  LAS  OBLIGACIONES 

La  autoridad  de  la  cosa  juzgada  supone  la 
identidad  de  causa. 

La  Corte  de  Casación  rara  vez  ha  tenido 
ocasión  de  aplicar  la  regla  de  que  la  autori- 
dad de  la  cosa  juzgada  impide  un  segundo 
juicio  entre  las  mismas  personas  sobre  el  mis- 
mo  objeto,  sólo  si  hay  identidad  de  cau  sa. 
Por  eso  citaremos  un  fallo  de  la  Sala  de  ad- 
misibilidad,  de  16  de  diciembre  de  1903,  se- 
gún el  cual  una  persona  á  quien  se  había  re- 
chazado una  demanda  de  indemnización  fun- 
dada  en  la  privación  indebida  de  una  herea^ 
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TERCERA  PARTE 


cia  puede  reclamar  una  indemnización  en 
compensación  de  otr«is  ventajas  resultantes 
de  un  testamento  que  era  desconocido  hasta 
entonces.  (D.  1904..  1.29G.) 

La  imposibilidad  de  restituir  ¿es  un  obs- 
táculo á  la  anulación  de  una  venta  contraria 
al  orden  público?  Se  ha  vendido  una  botica  á 
una  persona  que  no  tenía  diploma  de  farma- 
céutico. Esta  venta  es  nula  como  que  persi- 
gue un  fin  contrario  al  orden  púljlico.  Hl  com- 
prador puede,  pues,  pedir  su  nulidad.  ¿l\)drá 
rechazársele  fundado  en  la  razón  de  que  ha- 
biendo sido  vendido  el  establecimiento  á  un 
tercero  por  el  síndico  de  su  quiebra,  la  resti- 
tución es  en  adelante  imposible?  Se  habría 
podido  sostener  eso,  diciendo  que  habiendo 
caído  el  establecimiento  en  manos  de  una  per- 
sona provista  del  diploma  exigido,  ya  no  hay 
interés  para  pedir  la  nulidad.  Esta  solución 
habría  sido  equitativa:  la  nulidad  no  habría 
existido  sino  en  cuanto  hubiera  sido  necesa- 
rio. La  Corte  de  Rouen  sin  embargo  la  ha  re- 
chazado el  24  de  diciembre  de  1904,  (S.  1904. 
2.237;  D.  1902,  2.397)  diciendo  que,  en  todo 
caso,  la  imposibilidad  material  de  una  resti- 
tución en  especie  no  podría  ser  un  obstáculo 
á  que  se  pronuncie  la  nulidad  que  se  impone 
por  razón  de  la  no  existencia  del  contrato. 
Pero  ¿habrá  propiamente  inexistencia?  ¿No 
es  más  bien  una  nulidad  absoluta  que  puede 
ser  suceptible  de  encubrirse?  Porque  ¿quién 
impediría  que  pudiera  decirse  que  las  nulida- 
des absolutas  pueden  desaparecer  en  los  casos 
muy  raros  en  qne  como  aquí,  su  razón  de  ser 
desaparece? 

OontratoB  especiales 

YBNTA 

¿Qué  vicio  puede  caliñcarse  de  redhibitorio? 
_La  rescisión  de  una  venta  por  vicio  redhibi- 
torio supone  un  vicio  grave.  No  puede  cali- 
ficarse de  tal  el  vicio  aun  si  afecta  un  órgano 
esencial  de  una  máquina  (el  cilindro  de  un 
automóvil)  cuando  esta  pieza  puede  fácilmen- 
te reemplazarse.  Así  ha  fallado  equitativa- 
mente la  Corte  de  Paris  el  10  de  diciembre 
de  1902.  {Pand,  fr.  1904.  2.311.) 


De  la  permuta  entre  esposos La  kr  /. 

prohibe  la  venta  ent»'e  esposos  ¿ha  proh. 
igualmente  la  permuta?  La  doctrina  ser 
nuncia  generalmente  en  este  sentido.  E4^. 
también  la  solución  que  daban  las  Coru<  _ 
Apelaciones  desde  el  año  1886. 

La  Corte  de  Burdeos  ha  sentado  est¿ 
trina  en  un  fallo  10  de  mavodc  lSl*y.-- 
recurso  de  casación  interpuesto  contra  ^• 
fallo  no  ha  atacado  esta  parte  déla rc^>:: 
ción  (ver  Cas.  26  nov.  1900,  S.  1901. 1.^ 

nota  de   M.   Lyon Caen,  D.  1904.  1.4" 

nota  de  M.  de  Loynes).  Es  este,  pues,  ac  r:: 
to  bien  establecido  en  la  práctica. 

ARRENDAMIENTO 

Derecho  del  locatario  cuando  la  ca>s á- 

ser  destruida Si  se  demuele  una  casa  [-^'n/. 

está  en  ruinas,  habiendo  sido  suprímld¿  . 
casa  vecina  por  la  apertura  de  unaa.';- 
habiéndose  hecho  inevitable  la  demore : 
por  esta  causa,  la  Corte  de  Casación  csii-t- 
ce  que  puede  negarse  al  arrendatario  el  de:: 
cho  á  la  indemnización  de  perjuicios  di- 
ciembre de  1902,  D.  1904.  1.450).  UCcrt: 
aplica,  pues,  la  jurisprudencia  que  ja  hari 
establecido  cuando  á  consecuencia  de  vi'- 
das  dictadas  por  la  autoridad  admioiitri-* 
va  se  ordena  la  demolición  de  algunas ús&} 
para  obtener  que  queden  en  una  cola  linea* 

Ruptura  de  un  contrato  de  teatro  pora:- 

sa  de  matrimonio Una  actriz  se  casaj». 

señor  y  dueño  le  prohibe  seguir  cjcrdend:'  - 
profesión  del  teatro,  y  le  hace  romper  wc^'- 
trato  celebrado   anteriormente,  l?^  ^ 
ocasión  esta  ruptura  á  que  se  cobre  á  la  f^- 
jer  una  indemnización?  El  ca&o  se  ha  prc^-' 
tadoante  el  Tribunal  del  Sena,  el  20  de  c:- 
viembre  de  1903  y  se  ha  aceptado  la  resj?- 
sabilidad  déla  mujer.  "£s  por  su  libre '''- 
sentimiento  que  ella  ha  contraido  mam:- 
nio  y  que  ha  aceptado  las  obligaciooes  q^ 
de  él  se  derivan  entre  las  cuales  fignraco:? 
lo  dice  el  artículo  213  del  Código  Civi-^ 
deber  de  la  obediencia;  en  esas  condidoctf^ 
sumisión  á  la  voluntad  de  su  marido  oop^ 
de  sustraerla  á  las  coniecuenciasdelai^ 
cución  del  contrato  celebrado  coa  anterior 
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dad  al  tnatrimonio.  Ha  habido,  pues,  un  he- 
cho, fuente  de  responsabilidad,  en  el  acto  de 
celebrar  un  matrimonio  que  podía  acarrear 
la  inejecución  de  un  compromiso  anterior". 
Bsta  doctrina,  aunque  sutil,  parece,  sin  em- 
bargo, equitativa. 

Respansahílidad  de   los  arquitectos.^  Ac- 
tualmente  los  contratistas   tratan   por  un 
precio  dado  la  construcción  de  los  edificios, 
pero  no  los  arquitectos.   La  responsabilidad 
del  artículo  1792  en  cuanto  se  refiere  á  los 
arqviitectos  sería  pues  sin  aplicación  práctica 
si  no  se   le  extendiera  sino  á  aquellos  que  han 
firmado  un  contrato  con  el  dueño;  ya  que 
puede  decirse  que  nunca  lo  hacen.   Por  eso  la 
jurisprudencia,  ampliando  tal  vez  la  regla  le- 
gal á   casos  nuevos,  ha  aceptado  que  el  ar- 
quitecto sea  responsable  de  los  edificios  cons- 
truidos según  sus  planos  y  bajo  su  dirección 
aunque  no  haya  firmado  contrato.  La  Corte 
de  Burdeos  va  lo  había  establecido  el  21  de 
abril  de  1864  (S.  64.  2.219;  D.  65.  2.39);  y  el 
Tribunal  de  Dreux  lo  ha  hecho  también  el  26 
de  mayo  de  1903  (D.  1904,  2.203).  Pero  esta 
solución  aun  no  ha  sido  aprobada  por  la 
Corte  Suprema,  la  que  el  15  de  julio  de  1863 
(S.  63.  1.409;  D.  1.64.  1.421),  se  pronunciaba 
precisamente  en  sentido  contrario,  y  decía 
que  si  el  arquitecto  no  había  tratado  á  pre- 
cio alzado  había  que  pLobar  que  había  incu- 
rrido en  falta. 

SOCIEDAD 

¿Cómo  distinguir  una  sociedad  de  una  indi' 
visiónF^Vn  molino  vendido  á  varias  perso- 
nas como  bien  perteneciente  á  un  emigrado  es 
explotado  desde  hace  un  siglo  en  virtud  de 
ciertas  reglas  establecidas  por  sus  co-propie- 
tarios  y  modificadas  sucesivamente.  Hay  allí 
una  sociedad  y  no  una  indivisión  si  aparece 
que  el  objeto  del  contrato  ha  sido  más  bien 
el  obtener  y  repartirse  las  utilidades  que  el 
asegurar  la  integridad  y  conservación  de  la 
cosa.  Y  ese  carácter  del  contrato  puede  dedu- 
cirse del  conjunto  de  circunstancias:  de  la  ac- 
titud asumida  por  la  Sociedad  de  Molinos 
en  diversos  actos.  (Tolosa,  7  marzo  1904, 
D.  1904.  2.333.) 


Propiedad  y  dereolios  reales 

Por  M.  Emmanuel  Lévy 

Profesor  agregado  á  la  Facultad  de  Derecho 
de  la  Universidad  de  Lyon 


Servidumbres;  vertientes Para  que  el  due- 
ño de  una  vertiente  no  pueda  disminuir  su 
caudal  es  necesario  que  ella  sea  utilizada  por 
los  habitantes  de  una  comuna,  de  una  aldea 
ó  de  un  villorrio  y  que  sea  necesaria  para 
ellos.  Y  no  es  así  cuando  los  únicos  habitan- 
tes á  quiénes  seria  útil  son  vecinos  que  fácil- 
mente podrían,  aunque  coil  menos  comodi- 
dad, procurarse  en  otra  parte  agua  potable  y 
que  como  en  el  caso  de  que  se  trata,  de  las 
tres  familias  qne  habitan  la  localidad,  una  de 
ellas  dispone  de  uno  ó  dos  pozos  y  las  otras 
dos  son  arrendatarias  del  mismo  dueño. 
(Cas.  16  febrero  1904,  S,  1904.  1.232;  D. 
1904.  1.270.) 

Véase  el  artículo  642,  párrafo  3*?  del  Códi- 
go Civil  (ley  de  8  de  abril  de  1898),  que  re- 
produce á  este  respecto  la  disposición  del  an- 
tiguo artículo  643. 

Por  lo  demás,  los  jueces  de  la  causa  hacen 
uso  de  sus  facultades  soberanas  de  aprecia- 
ción al  resolver  que  las  aguas  de  una  vertien- 
te que  han  sido  en  parte  desviadas  por  el  due- 
ño de  ellas  sean  necesarias  á  una  comunidad 
de  habitantes  (Cas.  Civ.,  7  diciembre  1903, 
S.  1904.  1.115.) 

Derecho  de  re  tención, —El  agente  oñcioso 
tiene,  como  el  mandatario,  á  quien  debe  ser 
asimilado  en  cuanto  se  reconoce  la  utilidad 
de  su  gestión,  el  derecho  de  retener  la  cosa 
que  ha  administrado  hasta  el  pago  de  todo 
lo  que  se  le  debe  por  razón  de  su  gestión. 

El  derecho  de  explotar  un  bosque  es  en  sí 
mismo  una  cosa  incorporal,  pero  el  bosque 
sobre  el  cual  se  ejerce  este  derecho,  siendo  una 
cosa  corporal,  es  susceptible,  como  tal,  de 
retención  material  (Cas.  Civ.,  25enerol904.) 
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ESTADOS    UNIDOS 

El portoríquense  no  es  un  extranjero, ^^n 
el  tratado  de  cesión  y  las  actas  del  Congreso 
ye  declaró  que  los  habitantes  de  Porto  Rico 
eran  ''ciudadanos  de  Porto  Rico",  sometidos 
á  los  Estados  Unidos;  es  el  Congreso  ameri- 
cano quien  les  da  sus  derechos  civiles  y  esta- 
tutos y  sus  oficiales;  sus  leyes,  están  someti- 
das al  veto  del  Congreso;  sedeclaró  que  Porto 
Rico  era  un  circuito  judicial  de  los  Estados 
Unidos.  Habiendo  sido  arrestado  el  deman- 
dante Gomiález,  portoríquense,  en  Nueva  York, 
por  el  comisionado  de  emigración  como  *'emi- 
grante  extranjero",  valiéndose  este  funciona- 
río  de  una  acta  del  Congreso  que  dice  ''que  se 
excluirá  á  los  extranjeros  que  puedan  ser  una 
carga  para  el  Estado",  éste  apeló  y  la  Corte  le 
puso  en  lioertad  diciendo  el  juez  Fuller  "que... 
tratándose  de  ciudadanos  de  Porto  Rico  que 
viven  en  paz  bajo  el  dominio  de  Estados  Uni- 
dos bajo  leyes  hechas  y  ejecutadas  por  fundo» 
naríos  americanos  no  puede  considerárseles 
como  "emigrantes  extranjeros"  y  tratárseles 
como  tales.  La  Corte  de  prímera instancia  no 
había  opinado  lo  mismo,  diciendo  que  siendo 
el   demandante  ciudadano  de  Porto  Rico  y 
no  habiendo   sido   naturalizado    ciudadano 
amerícano  debía  tratársele  como  extranjero. 
Sin  embargo,  la  Corte  Suprema  opinó  lo  con- 
trarío. 

La  imitación  considerada  como  reproduce 
ción  ilícita  de  una  composición  música/. -~Es 


bastante  difícil  determinar  lo  que  comstítim 
una  reproducción  ilícita  de  alguna  compos^ 
ción  dramática  ó  musical  de  propiedad  de  a 
autor.  Por  ejemplo,  hay  que  resolver  á  tcccs 
si  la  representación  es  pública  ó  privada.  Poect 
ser  pública,  sea  que  se  le  llame  así  ó  nó,  sea 
que  haya  mucha  ó  poca  gente,  sea  que  se 
cobre  ó  nó  entrada.  Aunque  no  hnbiera  pros- 
cenio ni  disfraces,  eso  no  impide  el  que  noa  r^ 
presentación  pública  sea  ilícita.  Uncasonnei:' 
á  este  respecto  se  vio  en  Bloom  &>  Kamlin  r 
Noxton.  Se  pidió  se  prohibiera  á  Miss  Tempk- 
ton  el  imitar  el  modo,  los  gestos  j  los  actos 
de  cierta  Miss  Fanst.  Se  resolvió  que  no  se 
podía  impedir  la  imitación  ó  pantomima,  j  li 
Corte  dijo:  "Cabe  el  preguntarse:  ¿se  ejecnu 
ó  se  representa  la  canción?  Opinó  por  la  nega- 
tiva. Lo  que  se  representa  son  los  modaks, 
gestos  y  entonaciones  de  Miss  Fanst  y  el  d^ 
mandante  Bloom  no  tiene  derechos  de  actor 
sobre  éstos,  pues  han  sido  invenciones  poste- 
riores de  otro  espíritu.  El  objetivo  de  Mis» 
Templeton  es  imitar  la  personalidad,  modifi- 
cándola, por  cierto,  con  su  propia  individnali- 
dad.  El  coro  de  la  canción  es  tan  solo  un  ce- 
dió de  hacer  esta  imitación.  Sin  duda  que  !a 
buena  fe  con  que  se  hace  esta  imitación  es  m 
elemento  esencial.  Miss  Templeton  no  la  canta 
se  limita  á  imitar  á  la  cantatriz,  y  el  interés 
de  la  representación  consiste,  no  en  la  canci'jr 
sino  en  la  perfección  de  la  imitación.  Esta  es 
una  varíedad  del  arte  histríónico,  diversa  j 
distinta  del  cantar  canciones  dramáticas  i 
otras. 
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FRANCIA 
Obligaoiones  y  contratos  especiales 

Por  Rene  Demogue 

Profeiior  af)r"gafh  á  Ui.  luuf/Itadde  Derecho 
(le  la  Unireniultul  de  Lille 


I.  Obligaciones  en  general 

Condiciones  de  existencia 
de  las  obligaciones  contractuales 

Del  carácter  lícito  de  convenios  entre  pro- 
ductores.—Kaáa  más  delicado  que  fijar  el  ca- 
rácter  lícito  6  ilícito  de  un  convenio  entre 
productores.   ¿Se  persigue  ó  no  con  él  un  fin 
contrario  al  orden  público?  Los  tribunales 
civiles,  que  no  tienen  para  qué  preocuparse  de 
los  términos  de  seguro  insuficientes  del  ar- 
ticulo 419  del  Código  Penal,  tienen  aquí  cierta 
Ubertad  de  acción  si  quieren  aplicar  una  dis- 
tinción muchas  veces' recomendada  hoy  día 
entre  los  convenios  benéficos  y  los  convenios 
perjudiciales,  entre  los  convenios  defensivos  que 
sólo  persiguen  mantener  los  precios  á  pesar 
de  una  competencia  desenfrenada,  á  pesar  de 
las  crisis  de  plétora  de  producción  ú  otras  cau. 
sas,  y  los  convenios  ofensivos,  podría  decirse, 
que  tienen  por  objeto  dar  margen  á  especula- 
ciones, á  alzas  de  valor  sin  razón  alguna.  Sin 
embargo,  es  interesante  observar  que  los  tri- 
bunales, tan  atrevidos  á  veces  para  apreciar 


ciertas  convenciones  que  tienen  un  objeto  ilí- 
cito, no  se  atreven  á  dar  aquí  motivos  profun- 
dos de  sus  fallos,  que  permitan  encontrar  un 
límite  claro  entre  lo  permitido  y  lo  prohibido. 
Algunos  fallos  recurren  á  argumentos  que  en 
apariencia  sólo  se  refieren  al  caso  en  cuestión 
pero  que  son  en  realidad  muy  peligrosos. 

La  Corte  de  París  ha  resuelto  el  15  de  di- 
ciembre de  1904  (D.  1905. 2. 363)  la  siguiente 
dificultad: 

Una  casa  de  especialidades  farmacéuticas 
ha  impuesto  á  sus  clientes  las  siguientes  con- 
diciones: se  hará  á  cada  farmacéutico  una  re- 
baja de  20%  sobre  los  precios  de  compra  con 
tal  que  no  revendan  esos  productos  por  un 
precio  menor  de  cierto  mínimum.  La  Corte  ha 
considerado  lícita  esta  cláusula  fundándose 
en  que  los  productos  farmacéuticos  especiali- 
zados no  constituyen  una  misma  mercadería, 
y  difieren  entre  sí  por  su  naturaleza,  su  precio 
y  su  aspecto.  Toda  especialidad  de  este  gene* 
ro,  dice,  consiste  en  un  producto  fabricado, 
compuesto  de  imo  6  varios  productos  natura- 
les; esos  productos  naturales  no  figuran  en  la 
combinación  criticada,  no  son  objeto  de  nin- 
guna concentración  ni  monopolio,  el  comercio 
de  ellos  queda  completamente  libre.  Las  espe- 
cialidades son  productos  fabricados  ó  medica- 
mentos que  todo  farmacéutico  puede  prepa- 
rar, que  constituyen  su  propiedad  exclusiva 
y  cuyo  valor  puede  fijar  libremente.  No  hay 
precios  fijos  propiamente  dichos  para  los  pro«. 
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duelos  especializados,  no  se  trata  de  una  mer- 
cadería susceptible  de  especulación. 

Este  argumento  que  ya  está  contenido  en 
un  fallo  de  la  misma  Corte,  de  14  de  enero  de 
1902  (D.  1903.  2.  297,  con  nota  de  Mr.  Per- 
cerou)  nos  parece  de  lo  más  peligroso.  Con 
él  se  pueden  validar  todos  los  convenios  entre 
productores,  aun  los  de  pura  especulación.  Si 
se  forma  un  trust  para  los  muebles,  los  géne- 
ros, las  alfombras,  etc.,  ¿no  podrá  decirse 
también  que  son  mercaderías  que  no  tienen 
curso?  El  tegido  de  tal  fabricante  no  es  el  de 
su  vecino.  Un  género  de  fantasía  es  entera- 
mente diverso  de  un  artículo  clásico,  etc.  No 
habría,  pues,  manera  alguna  de  atacar  los 
trusts  sino  cuando  ellos  recayeran  en  produc- 
tos propiamente  tales:  el  trigo,  la  hulla,  el  fie- 
rro, etc. 

Creemos  que  la  Corte  de  Paris  habría  obra- 
do mejor  si  se  hubiera  planteado  esta  sencilla 
pregunta:  ¿en  el  hecho  se  trataba  ó  no  de  im- 
pedir que  el  público  obtuviera  productos  simi- 
lares? La  negativa  es  segura.  Los  productos 
farmacéuticos  tienen  sus  equivalen  tes  que  pue- 
den ser  empleados  en  el  mismo  uso.  La  explo- 
tación vergonzosa  del  público  que  se  trata  de 
impedir,  no  se  produce. 

Por  otra  parte,  se  habría  podido  preguntar 
si  las  condiciones  hechas  no  tenían  simple- 
mente por  objeto  el  impedir  una  baja  excesiva 
en  los  precios  al  por  menor  que  había  obliga- 
do á  los  farmacéuticos  á  exigir  del  fabricante 
precios  más  bajos  y  por  consiguiente  había 
hecho  necesaria  una  fabricación  más  econó- 
mica y  talvez  de  mala  calidad.  Es  esta  la 
distinción  que  los  tribunales  han  hecho  feliz- 
mente en  muchos  casos  (V.  S.  1901.  2.  225  y 
la  nota  de  M.  Lévy-Ullmann.) 

En  todo  caso  podía  prescindirse  de  la  solu- 
ción dada  por  la  Corte  de  Paris.  El  14-  de  ene- 
ro de  1902  (D.  1903.  2.  297),  la  Corte  de 
Paris  había  juzgado  que  era  lícita  y  que  no 
caía  bajo  la  sanción  del  artículo  419  del  Códi- 
go Penal,  la  negativa  hecha  por  el  sindicato 
de  los  editores  de  entregar  trabajos  á  un  li- 
brero que  pretendía  venderlos  á  un  precio 
más  bajo  que  el  fijado  por  el  sindicato.  Había 
una  negativa  á  la  ejecución  de  cierto  trabajo, 
hecho  mucho  más  grave  que  el  de  establecer 
condicione^  desiguales  para  sus  diversos  clien- 


tes. ¿Quiere  esto  decir  que  la  jurispniúesir. 
ya  esté  establecida?  Nó. 

La  Corte  de  Douai,  el  13  de  julio  del  ;f' 
estableció  que  había  un  hecho  iHcito  en  qxc 
sindicato  de  patrones  tintoreros  impnserr 
doble  tarifa  á  todo  cliente  que  tu  riera  cu  -- 
casa  un  taller  de  tintorería. 

Aquí  no  hay  sin  duda  retención  de  oer- 
caderías  pero  se  persigue  el  mismo  objeto  á 
imponer  condiciones  en  una  industria  dctc- 
minada. 

BFBCTO   DE  LAS  OBUG ACIONES 

De  las  hipotecas  constituidas  por  an&ptr 
sona  que  ha   adquirído  un  inmaebk  por  -• 

acto  simulado Se  puede  considerarqoeis^ 

serie  de  fallos  recientes  han  fijado  ahora  j 
jurisprudencia  acerca  del  valor  de  las  hipo:^ 
cas  constituidas  por  un  adquirente  coja  iá- 
quisiciónha  sido  declarada  simulada.  Despix? 
de  un    fallo  del  Tribunal  de  Grcnobk  ¡2»' cc 
junio   de  1902,  Pand.  fr.  1903.  2.209!ji< 
un  fallo  de  Dijon  (4  de  julio  1904f,LeDroíiót: 
4  de  noviembre),  la  Corte  de  Paris  el  5  deja 
nio  de  1905  (Ae  Dro/í  del  27  de  agosto»  3i 
fallado  igualmente  que  la  hipoteca  asi  cocsj- 
tuida  era  nula  aunque  el  acreedor  estüTÍera 
de  buena  fe.  Los  efectos  de  la  instancia  en  q^; 
se  declara  la  simulación  son  en  efecto  díferc- 
tes  de  los  de  la  acción  pauliana  en  qoe  uo  ú 
quirente  á¡título  oneroso  de  buena  fe  no  pQ^ 
de  ser  inquietado. 

Pero  la  Corte  de  París  ha  reconocido  raoj 
equitativamente  que  si  los  dineros  dados  pe: 
el  acreedor  hipotecarío  habían  servido  á  as- 
mentar  el  valor  del  inmueble  por  medio  de 
construcciones,  los  verdaderos  propietarios 
estaban  obligados,  en  virtud  de  lo9  priodpio^ 
de  la  acción  de  ia  rem  verso,  á  dejar  que  c! 
acreedor  ejerciera  su  hipoteca  basta  por  t 
valor  del  enriquecimiento  que  él  había  pro- 
porcionado y  eso  sin  distinguir  si  se  trataba 
del  co-propietario,  autor  del  acto  simulado, lo 
que  era  lógico,  ya  que  había  incurrido  enW- 
ta  al  celebrar  el  acto,  ó  si  se  trataba  de  ii^ 
propietario  inocente  de  todo  manejo. 

INTBRPRBT ACIÓN    DB   LAS    OBUGACIOXES 

¿Debe  el  asegurador  al  asegurado  ka  p^' 
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"os  de  salvamento  y  conservación  de  losobje^ 
os  asegurados? 

~En  los  seguros  ¡contra  incendio  se  acepta 
;enera.1  mente  que  el  asegurador  interesado 
n  la  conservación  de  lo  que  puede  quedar 
le  la  cosa  asegurada  debe  pagar  al  incendía- 
lo los  gastos  de  salvamento  y  de  conserva- 
ñón  de  lo  que  ha  escapado  al  incendio.  Pero 
ssta  obligación  termina  después  que  ha  teni- 
io  lugar  el  peritaje  voluntario  porque  enton- 
res  se  conoce  la  naturaleza  de  los  diferentes 
iaños  causados  por  el  siniestro  y  el  propieta- 
rio recupera  la  guarda  y  la  conservación  de 
su  cosa.  Esto  ha  sido  fallado  por  el  tribunal 
de  Tolosa  el  9  de  febrero  de  1905.  (Pand.  fr., 
1905.    2.  166.J 

PRUEBA  ÜR   l.AS  OBLIGACIONES 

De  la  praeba  de  los  cuidados  prestados  á 
un  enfermo. — Ya  hemos  hecho  notar  que  la 
jurisprudencia  exime  A  los  médicos  de  la  obli- 
gación de  producir  prueba  escrita  de  los  cui- 
dados que  presten.  Pero  las  razones  de  conve- 
niencia moral  que  impiden  que  en  este  caso  se 
exija  prueba  escrita,  se  aplican  también  á 
cualquiera  otra  persona.  En  consecuencia, 
el  tribunal  de  Saint-Gaudens,  en  un  fallo  con- 
firmado el  18  de  enero  de  1902  por  la  Cor- 
te de  Tolosa  (D.  1905.  2.  238),  ha  resuelto 
que  una  persona  podía  probar  por  testigos 
que  otra  persona  se  había  hecho  cuidar  en  su 
casa  y  que  después  de  haber  vuelto  á  su  do- 
micilio la  había  seguido  cuidando  el  deman- 
dante y  que  este  contrato  no  era  gratuito. 

Pero  la  jurisprudencia  se  ve  confundida 
para  justificar  una  solución  tan  justa:  no  se 
atreve  á  hablar  de  una  imposibilidad  moral, 
de  una  conveniencia  equivalente  á  una  impo- 
sibilidad material  para  no  exigir  prueba  es- 
crita y  se  lanza  entonces  en  consideraciones 
vagas  ó  inexactas.  Se  trata,  dice  el  fallo,  de 
actos  humanitarios  de  los  cuales  no  era  posi- 
ble obtener  una  prueba  literal.  Se  trata  de 
un  cuasi  contrato,  de  una  especie  de  gestión 
de  negocios  que  genera  una  obligación  moral, 
para  la  cual  habría  sido  indiscreto  exigir  un 
titulo.  ¿Será  exacto  hablar  de  un  cuasi  con- 
trato tratándose  de  un  convenio  hecho  di- 
rectamente entre  el  demandante  y  un  enfermo 


cuando  no  se  ha  establecido  que  este  haya 
perdido  sus  facultades? 

II.    CONTRATOS   ESPECIALES 

Arrendamiento   de   cosas 

Responsabilidad  de  an  arrendatario  respec- 
to de  otro  en  caso  de  incendio Bajo  el  punto 

de  vista  de  la  responsabilidad  en  caso  de  in- 
cendio no  hay  sino  una  subdivisión  que  hacer: 
ose  trata  de  im  debate  entre  propietario  ó 
arrendatario  y  es  entonces  el  artículo  1733 
del  Código  Civil  el  que  se  aplica  ó  de  un  deba- 
te entredós  personas  que  no  están  unidas  por 
un  contrato.  Debe  entonces  aplicarse  el  ar- 
tículo 1382.  Así  pasa  entre  propietarios  veci- 
nos. Lo  mismo  ocurre  entre  arrendatarios  de 
la  misma  casa  cuando  imo  exige  á  4)tro  una 
indenmización  por  la  pérdida  de  su  mobiliario 
causado  por  un  incendio  que  ha  tenido  su  ori- 
gen en  casa  de  este  último.  Hay  que  probar 
que  el  incendio  ha  tenido  por  causa  una  falta 
de  aquel  en  cuya  casa  se  ha  declarado.  Es  lo 
que  ha  establecido  el  Tribunal  del  Sena  el  18 
de  abril  áe  1905  (Le  Droit,  5  de  noviembre). 
Por  lo  demás  es  esa  la  solución  que  ya  habían 
dado  la  doctrina  (V.  Baudry  et  Wahl,  Gri- 
LLOUARD,Z>o/oiia;§re)  y  las  Cortes  de  Apelacio 
nes  (V.  Nímes,  15  marzo  de  1894,  S.  85.  2. 
1,  Aix,  10  julio  1890,  Rcc,  Aix,  90.  1.  319), 
pero  no  hay  aún  ningún  fallo  de  casación. 

SOCIEDAD 

¿Cual  es  el  rasgo  característico  áel  contrato 
de  sociedad?-^ iQ6mo  distinguirlo  del  présta- 
mo, por  ejemplo? 

Un  fallo  de  la  Sala  de  Admisibilidad,  de  6  de 
febrero  de  1905  (D.  1905.  1.  391)  respecto  de 
este  punto  no  debe  pasar  desapercibido.  Una 
persona  extraña  á  una  sociedad  ha  dado 
á  esta  una  suma  en  pago  de  lo  que  uno  de  los 
socios  debía  á  la  caja  social.  Este  pago  se  ha 
hecho  en  virtud  de  un  convenio  entre  el  socio 
y  el  tercero  en  que  se  expresa  que  el  socio  de- 
volverá esa  suma  y  además  el  interés  del  5% 
y  el  15%  de  los  beneficios  que  obtendrá  de  la 
sociedad.  ¿Será  éste  un  contrato  de  sub-asocia- 
ción  en  cuyo  caso  era  válido  ó  será  por  el  con« 
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trario  un  préstamo?  En  este  caso,  es  usurario 
puesto  que  el  prestamista  tendrá  una  remu- 
neración superior  al  5%.  El  fallo  resuelve  la 
dificultad  por  este  argumento  único.  "El  fallo 
de  apelación  declara  después  de  hacer  una 
apreciación  de  las  cláusulas  de  la  convención, 
apreciación  que  no  la  desnaturaliza,  que  se 
había  convenido  que  el  capitalista  recibiría 
todos  los  anticipos  hechos  por  el  capital  é  in- 
tereses, que  este  préstamo  no  tenía  por  lo  de- 
más carácter  aleatorio  porque  la  obligación 
de  devolver  ese  dinero  no  estaba  subordina- 
da á  ninguna  condición;  que  el  crédito  queda, 
ba  intacto,  sea  que  la  mina  prosperara  ó  no, 
que  no  debían  contribuir  á  las  pérdidas  socia- 
les, y  que  por  consiguiente  no  había  hecho  un 
aporte  á  la  sociedad  sino  únicamente  un  prés- 
tamo á  uno  de  los  socios,  en  el  cual  habia  es- 
tipulado una  utilidad  considerable  además  de 
los  intereses." 

El  rasgo  característico  de  la  sociedad  con- 
siste, pues,  en  arriesgar  un  aporte  que  se  perde- 
rá si  el  negocio  fracasa  y  el  unimus  socktatis 
de  que  tanto  se  habla  no  tiene  sino  efecto  se- 
cundario. Depende  sin  duda  de  las  partes  el 
decir  que  la  cantidad  entregada  será  devuelta 
6  no  en  todo  evento,  pero  no  depende  de  ellas, 
después  de  resuelta  esta  cuestión,  el  calificar 
su  contrato  de  sociedad  ó  de  préstamo. 

(Se  puede  comparar  respecto  de  este  punto: 
Préstamo  con  participación  en  los  beneñcios 
y  sociedad  en  participación ^  por  M.  Ripert, 
Anales  de  Derecho  Comercial^  1905,  p.  53.) 

Pero  es  necesario  respecto  de  esta  difícil 
cuestión  relacionar  con  el  fallo  anterior  otro 
mucho  menos  claro,  y  á  nuestro  juicio  digno 
de  critica,  pronunciado  por  la  sala  de  Admisi- 
bilidad el  21  de  junio  de  1905  (S.  1905.1.295). 
La  hipótesis  era  un  poco  compleja.  Dos  perso- 
nas habrían  recibido  partes  como  fundadoras 
en  una  sociedad  que  por  fin  no  había  podido 
constituirse.  Se  forma  otra  sociedad  con  el 
mismo  objeto.  Se  conviene  entonces  que  los 
fundadores  de  la  antigua  sociedad  se  consti- 
tuirán ellos  mismos  en  sociedad  y  que^sta 
sociedad  civil  de  los  fundadores  recibirá  de  la 


sociedad  nueva  de  explotación  el  24-'*  1-.  s» 
beneficios.  La  sociedad  de  los  fundador-^ 
¿está  asociada  á  la  misma  sociedad,  ó  le  ni 
brá  vendido  sus  derechos  por  un  precio  ir.ír- 
to?  La  Corte  de  Casación  dijo:  es  una  v  «c^- 
dad  que  se  ha  asociado  á  otra.  Da  una  ^  ¿¿ 
razón:  en  caso  de  que  el  balance  arrojara  i  .-- 
didas,  el  déficit  se  cargaría  á  los  balance^  -- 
guientes,  de  donde  se  deduce  que  la  rema-^:.- 
cióu  del  24i^'i  podría  reducirse  á  la  nada  y  ^.: 
sería  inadmisible  la  hipótesis  de  una  ^c... 
realizada  á  sabiendas  de  que  el  precio  de  .  > 
objetos  vendidos  podría  no  existir  nunca. 

Creemos  que  ese  raciocinio  es  dcfectuc-.  -. 
nada  impide  que  una  venta  tenga  un  prr. 
que  pueda  reducirse  á  la  nada.   Además.  -■ 
es  seguro  que  una  remuneración  aun  ÍQdc«.i¿^ 
sea  la  característica  de  una  sociedad. 

Liquidación  de  una  sociedad  ilícita.— Qzii 
do  una  sociedad   persigue   uu  objeto  ilL-.r 
como  la  explotación  de  un  remedio  hcch;      r 
dos  personas  de  las  cuales  una  de  ellas  n-:  c* 
diplomada,  la  jurisprudencia   parece  aa:.:-: 
que  siendo  nula  la  sociedad  cada  unoj  jcli 
recuperar  su  aporte  sin  preocuparse  de  la  re- 
gla  nemo   auditur    turpitudincm    amv-.: 
(Y.  Tribunal  del  Sena,  20  enero  1905  v  1r\ 
de  Niza,  14  marzo  de  1905,   Pand,  fr.,  U-  ' 
2.  134),  Sin  embargo,  la  solución  contri: : 
ha  sido  dada  por  el  Tribunal  de  Comerd.  :. 
Marsella  el  3  de  octubre  de  1904   {Joarz. :: 
Marseilie,  1905. 1. 14.) 

DEPÓSITO 

¿Cuándo  hay  depósito  necesar/o?— El  es- 
tículo  1949  del  Código  Civil  que  autoriza  la 
prueba  testimonial  del  depósito  necesario  se 
aplica  sin  duda  alguna  al  depósito  que  k¿ix 
un  viajero  á  un  posadero  cuando,  *imprt>i.^ 
nado  vivamente  por  la  llegada  deunterceiu 
resuelto  á  quitarle  dineroentrega  al  posaderc 
una  suma  importante  para  que  esté  en  lugar 
seguro.  Así  lo  ha  resuelto  la  Corte  de  Char- 
béry,  el  22  de  enero  de  1903.  (D.  1900.  -. 
287.) 
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FRANCIA 
Obligraciones  y  contratos  especiales 

Por  Rene  Demogue 

Profesor  agregado  á  la  Facultad  de  Derecho 
de  la  Universidad  de  Lille 

I.  Obligaciones  en  general 

Condiciones  de  existencia 
de  las  obligaciones  contractuales 

ARRENDAMIENTO  DE  OBRA 

La  responsabilidad  del  arquitecto  i  del  em- 
presario cuando  ambos  incurren  en  falta — 
¿Cuál  es  bajo  el  punto  de  vista  de  la  respon- 
sabilidad la  situación  respectiva  del  arquitec- 
to i  del  empresario,  cuando  habiendo  dado  el 
arquitecto  un  plano  conveniente,  la  persona 
encargada  de  la  vigilancia  de  los  trabajos  ha 
cometido  la  imprudencia  de  dejar  que  el  em- 
presario modifique  sin  su  conocimiento  los 
planos  y  proyectos  del  trabajo? 

Los  arquitectos  han  tratado  de  hacer  pre- 
valecer la  doctrina  de  que  no  eran  responsa- 
bles sino  en  caso  de  insolvencia  del  empresario, 
y  que  su  obligación  no  era  sino  subsidaria.  Al- 
gunos antiguos  fallos  del  Consejo  de  Estado 
les  dieron  raaón  (20 junio  1837,  S.  37.  2.  503). 
Pero  la  Corte  de  Casación  rechaza  esta  doc- 
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trina  (Cas.  25  marzo  1874.  S.  74.  1.  220., 
Cas.  Reg.,  16  mayo  1904.  D.  1905, 1.  352). 
Acepta  que  el  arquitecto  pueda  ser  perseguido 
sólo  sin  perjuicio  del  recurso  contra  el  empre- 
sario. 

En  lugar  de  seguir  este  camino  ¿podrá  el 
propietario  perseguir  solidariamente  al  em- 
presario y  al  arquitecto?  Un  fallo  de  Paris,  de 
17  de  noviembre  de  1849  desecha  esta  solu- 
ción diciendo  que  no  hay  falta  común  y  que 
no  puede  haber  solidaridad.  Pero  la  Corte  Su- 
prema se  ha  pronunciado  en  sentido  contra- 
rio en  el  fallo  de  25  de  marzo  de  1874,  ya 
citado. 

MANDATO 

Del  derecho  de  un  sindicato  de  representar 
á  sus  miembros.-— La,  jurisprudencia  tiende 
más  y  más  á  aceptar  que  un  sindicato  puede 
intervenir  para  defender  los  intereses  de  la 
colectividad  de  sus  miembros.  Por  ejemplo, 
la  Corte  de  Casación  ha  admitido  que  un  sin- 
dicato de  vendedores  de  vinos  puede  perseguir 
á  una  compañía  de  ferrocarril  que  había  de- 
jado que  vendieran  mercaderías  en  una  esta- 
ción  (Civ.,  14  de  enero   de  1901,  Pand.  ir 
1905. 1.  284)  y  el  Tribunal  del  Sena  permi- 
tió que  un  sindicato  de  negociantes  en  obras 
de  arte  persiguiera  á  un  comisano  de  ventas 
á  causa  de  las  condiciones  i<iip:iestas  en  una 
venta  de  bienes   muebles  (10  marzo    1904, 
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Pand.  tí-,  1905.  2.  313).  Por  el  contrario  se 
niega  este  derecho  al  sindicato  cuando  preten- 
de obrar  en  un  interés  individual.  Así  por  ejem- 
plo se  ha  negado  al  secretario  de  un  sindicato 
el  derecho  de  exigir  á  una  compañía  de  segu 
ros  el  certificado  que  ella  debía  dar  á  un  miem. 
bro  del  sindicato  (Trib.  Sena,  20  junio  1905^ 
Le  Droit  de  25  de  agosto.  V.  en  este  sentido 
Pie.  Legislation  Industríelle,p.  285.) 

Propiedad  y  derechos  reales 

Por  M.  Emmanuel  Lévy 

Profesor  agregado  á  la  Facultad  de  Derecho 
de  la  Universidad  de  Lyon 

I.— Propiedad 

El  dueño  del  suelo  se  hace  dueño  por  ac  ce 
sión  de  las  construcciones  levantadas  por 
un  tercero  en  su  suelo  sin  perjuicio  de  indem. 
nizar  al  constructor  en  conformidad  á  las 
disposiciones  del  artículo  555  del  Código  Ci- 
vil; de  manera  que  éste  no  puede  donar  esas 
construcciones  y  tal  donación  no  puede  cons- 
tituir un  título  válido  de  propiedad  del  in- 
mueble litigioso. 

Tal  es  el  fallo  de  la  Corte  de  Casación  (Sala 
de  admisibilidad)  de  27  de  febrero  de  1905 
{Gazette  du  Palais^  8  mayo  de  1905.) 

Habría  ahí  tema  de  discusión,  aunque  esa 
afirmación  se  considere  evidente;  habría  que 
discutir,  porque: 

1^  El  que  edifica  en  terreno  ageno  tiene  de- 
recho á  una  indemnización  (art.  555  C.  Civ.) 
¿No  habrá  podido  trasmitir  al  menos  ese  de« 
recho  á  la  indemnización? 

2'  Y  sobre  todo  el  que  edifica  en  terreno 
ageno  tiene  derecho  á  una  indemnización  aun 
tratándose  de  un  usurpador;  ¿por  qué  un  usur- 
pador ha  de  estar  más  favorecido  que  el  mis- 
mo propietario?  El  constructor  tiene  un  dere- 
cho erga  omnes;  si  tiene  un  derecho  etga  om» 
neSf  su  derecho  es  un  derecho  real;  ¿Habría 
podido  ceder  su  derecho  real?  Contesté  afir- 
mativamente en  un  estudio  sobre  la  Prueba 
por  medio  de  títulos  del  derecho  de  propiedad 
inmueble.  Planteo  aquí  la  cuestión, 

Pero  sigamos:  la  Corte  admite  en  todo  caso 


que  si  el  donatario  ha  estado  de  buena  fé  j  b 
tomado  posesión  del  inmueble  como  Tcrdair- 
ro  propietario,  tiene  derecho  de  invocar  .: 
prescripción  adquisitiva  de  diez  años  en  V> 
términos  del  artículo  2265  del  Código  Cir 
esto  por  lo  demás  no  se  discute  en  doctrirz  r 
en  jurisprudencia;  sea  que  se  admita  ónó^^r 
el  derecho  existe  en  provecho  del  donatar. 
desde  el  día  de  la  donación,  es  seguro  qtx  . 
derecho  del  dueño  del  predio  se  extingue  al  .- 
bo  de  diez  ó  veinte  años.  ¿Será  esta  donac  ■ 
justo  título  aun  si  no  ha  sido  inscrita.^  L: 
Corte  de  Casación  resuelve  afirmativamestr 
esta  cuestión,  sobre  la  cual  parece  que  co  s: 
había  pronunciado  antes:   "considerando  qjc 
la  inscripción  no  tiene  más  objeto  que  d  <k 
proteger  á  terceros  quienes  están  en  relarioces 
jurídicas  con  el  donante,  j  que  las  penecas 
interesadas  en  los  términos  del  articnlo  ^: 
del  Código  Civil,  en  oponer  la  falta  de  b* 
cripción  de  la  donación,  son  los  únicos  cacsi- 
habientes  ó  acreedores  del  donante,  que  esta 
falta  de  inscripción  no  puede  oponerla  aqof 
que,  pretendiendo  que  su  propiedad  ha  sí£ 
usurpada,    reivindica  el  inmueble  donado  . 
(En  el  mismo  sentido:  Agen,   24  no^-iembrt 
1842,  S.  43.  2. 177;  Montpklubr,  18  kbít- 
ro  1866,  en  Cas.,  16  junio  1869,  S.  70.  : 
163;  Baudry  Lacantinbrib  et  TissiBs,  núr 
675;  AuBRY  et  Rau  4*edic.,   t.11.  §21S.;. 
349;  BoiLBUX,  t.  VII.  sobre  el  articnlo  2'2^x 
GuiLLOUARD,  t.  II,  núm.569;  Lbkoux  drBic- 
TAÑA,  Prescripción,  t.  II.  núm.  892.— Coxrti. 
Lyon  17  febrero  1834,  §  35.  2.  19;  Truplosc 
Transcripción,  núm.  177  y  s,:  Seluz,  Comea 
tario  de  la  7ejde23  de  marzo  1855,  núm.3»C: 
Flaurüin,  t.  II,  nums.  905  y  s,;  Colhet  dí 
Santbrre,  t.  II  núm,  56  bis.  VI;  Dbmoloiíbe. 
(?W/Í^.  t.  Inúm.462.) 

II.^-Sbrvidumbrbs 

El  artículo  662  del  Código  Civil  prohibe  I- 
un  vecino  hacer  trabajos  que  penetran  6  se 
apoyan  en  la  muralla  medianera  sin  consent:- 
miento  del  otro.  Esta  disposición  no  distzs* 
gue  trabajos  anteriores  ó  posteriores  á  la  ad- 
quisición de  la  medianería.  Semejante  adqoi 
sición  hace  á  los  dos  vecinos  copropietanos 
de  la  muralla  medianera,  con  igual  titulo^  d 
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idquirente  no  está  obligado  á  soportar  tra- 
>ajos  aun  anteriorej  á  su  adquisición  y  que 
iean  perjudiciales  para  su  derecho  y  mediane- 
"ía.  Especialmente  deberán  suprimirse  las  chi- 
neneas  de  una  casa  si  ellas  entran  en  la  mu* 
ralla  medianera  y  pueden  perjudicar  los  dere- 
chos del  vecino  (Trib.  civ,  de  Lille,  8  mayo 
1905).  Ver  en  este  sentido  la  doctrina:  De- 
MOLOMOB,  t.  XT,  núm.  369  á  372;  Aübry  et 
Raij,5»  edic,  t.  II  §  222,  p.  614;  Baudry-La- 
CANTiNKRiK  ct  Chauveau,  De  los  bieticSf  núm. 
958,  p.  664;  en  Jurisprudencia:  Cas.  civ.,  14 
julio  1869,  D.  62.  1.  138;  Rennes,  13  mayo 
1874,  D.  75.  2.  60;  Corte  de  Cas.  de  Bélgica, 
18  octubre  1883,  D.  Jur.  gen.  V  Servidum- 
bre, núm.  154.  Conviene  hacer  notar  que  el 
demandado  en  este  caso  invocaba  la  costum. 
bre  seguida  en  Roubai;  el  tribunal  contesta: 
"que  la  costumbre  no  puede  invocarse  útil- 
mente en  contra  de  la  ley.*' 

III.— Privilegios 

PrivUejios  sobre  ¡as  cantidades   debidas  a 

los  empresarios La  ley  del  26  Pluv.  año  II, 

art.  3,  instituyó  un  verdadero  privilegio  sobre 
las  sumas  debidas  por  el  Estado  á  los  empre- 
sarios ó  adjudicatarios,  en  provecho  de  los 
que  son  acreedores  de  sumas  debidas  por  la 
provisión  de  materiales  usados  en  la  cons- 
trucción de  las  obras,  y  la  ley  de  25  de  julio  de 
1891  extendió  este  privilegio  á  los  proveedo- 
res de  materiales  y  otros  objetos  usados  en  la 
construcción  de  todas  las  obras  que  tengan 
el  carácter  de  obras  públicas. 

Este  privilegio  corresponde  no  sólo  á  los 
proveedores  de  un  empresario  de  obras  públi- 
cas departamentales  sobre  las  sumas  que  le 
debe  el  departamento,  sino  también  á  los  pro- 
veedores que  han  vendido  materiales  (en  este 
caso  cemento)  al  adjudicatario  de  la  provi- 
sión del  cemento  necesario  á  la  ejecución  de  la 
obra  pública. 

Puede  invocar  el  privilegio  un  proveedor  de 
cemento,  no  sólo  por  el  precio  del  cemento 
que  ha  entregado  al  adjudicatario  de  la  pro- 
visión, sino  también  por  el  precio  de  los  sa- 
cos que  han  servido  para  el  transporte  del  ce- 
mento, ya  que  los  sacos  constituyen  el  acce- 
sorio de  la  mercadería  indispensable  para  con- 


tenerla, conservarla  y  transportarla  (Caen, 
22  marzo  1905.  Le  Droit,  2  septiembre  1905.) 

En  resumen,  el  fallo  resuelve  que  el  privile- 
jio  de  la  ley  del  26  Pluv.  año  II,  art.  3,  prote- 
ge tanto  á  los  que  han  vendido  materiales  al 
adjudicatario  de  la  provisión  que  la  adminis- 
tración necesita  para  ejecutar  una  obra,  como 
á  los  proveedores  de  obras  públicas.  Es  evi- 
dente que  esta  interpretación,  que  no  es  con- 
traria al  texto,  es  conforme  á  la  equidad  y  al 
interés  del  Estado;  debe  señalarse  especial- 
mente en  una  época  en  que  se  tiende  á  susti- 
tuir la  empresa  por  la  ejecución  de  las  obras 
por  administración  (Cf.  Fuzier  Hermán,  C.  c/V. 
anotado,  IV,  p.  924.  núm.  179  y  Dalloz,  190ü. 
2.  145.,  nota  de  M.  Sarrut.) 

Sobre  el  último  punto  (privilegio  que  ga- 
rantiza el  precio  de  los  sacos)  véase:  Paris, 
18  noviembre  1897,  D.  98.  2.  204  y  nota. 

IV.— Hipotecas 

El  acreedor  cuya  hipoteca  se  extiende  á  va- 
rios inmuebles  puede,  en  virtud  del  principio 
de  la  indivisibilidad  (art.  2114  Código  Ci- 
vil)  elegir  aquel  de  los  inmuebles  sobre  cuyo 
precio  quiere  hacer  efectiva  la  totalidad  de  su 
crédito,  y  los  acreedores  que  tengan  sobre  el 
mismo  inmueble  hipotecas  de  grado  posterior 
no  pueden'^obligarlo  á  dividir  su  demanda  pa- 
ra dirigirla  proporcionalmente  sobre  todos 
los  inmuebles  que  están  afectos  á  su  crédito 
(V.  Cas.,  4  marzo  1883,  S.  33.  4.  421;  24  di- 
ciembre 1844,  S.  45,  4.  443;  16  agosto  1847, 
S.  47.  1.  832.) 

Y  el  derecho  de  opción  del  acreedor  hipote- 
cario general  no  puede  criticarse  sino  cuando 
se  ejerce  fraudulentamente  ó  sin  interés  (V, 
Cas,  18  junio  1893,  S.  94.  1.  335.) 

El  acreedor  de  hipoteca  especial  posterior 
que  paga  al  acreedor  de  hipoteca  general  an- 
terior y  obtiene  la  subrogación  legal  (art. 
1251—1^,  Código  Civil),  tiene  exactamente 
el  mismo  derecho  de  opción,  porque  la  subro- 
gación coloca  al  subrogado  en  el  lugar  del 
subrogante  (Cas.,  22  diciembre  1846,  D.  47. 
1.  5;  18  julio  1893.  S.  94.  1.  335);  de  manera 
que  para  justificar  la  opción  del  subrogado, 
basta  establecer  el  interés  del  subrogante  y 
del  subrogado,  sin  que  por  lo  demás  sea  nc- 
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cesario  que  el  interés  de  este  sea  el  mismo  que 
el  del  subrogante.  (Ver.  Cas.,  16  abril  1847, 
citado). 

Si  el  acreedor  de  hipoteca  especial  posterior, 
subrogado  en  los  derechos  del  acreedor  de  hi- 
poteca general,  hace  efectivos  sus  derechos  por 
la  totalidad  del  crédito  de  este  sobre  el  pri- 
mer inmueble,  con  el  objeto  de  garantir  la 
hipoteca  especial  que  también  tiene  sobre  un 
segundo  inmueble,  este  interés,  aunque  propio 
del  subrogado  ¿bastará  á  legitimar  su  elec- 
ción? Los  derechos  del  subrogado  no  sufren 
perjuicios  sino  cuando  puede  temerse  un  cir- 
cuito de  las  subrogaciones  (V.  Cas.  2  agosto 
1870,  D.  70.  1.  346;  4  marzo  1901,  S.  1904. 
1.129.) 

Esa  es  la  resolución  de  la  Corte  de  Casa- 
ción (Sala  Civil,  9  mayo  1905,  Gazette  du 
Palais,  29  junio  1905.)  En  este  sentido  ver  en 
cuanto  á  doctrina:  Dkmolombb  (t.  XXIII, 
n^  487  y  sigtes.);  Paul  Pont  (Prív.  et 
hyp,j  t.  II,  n^**  340  y  sigtes;  Planiol  (t. 
II,  n^  3107);  Baudry  Lacantinerir  et  De 
LoYNBS  {Prír.  et  hyp,,  2*  edic,  t.  III, 
n'  1970);  Colmet  de  Santbkrb  (t.  IX, 
n^  100  bis— IX,  X,  XI);  Gauthi'ír  (Subrog., 
cap.  VI  §  2,  n*?  2493).— Contra:  Mourlox 
(Subrog.,  p.  117;)  Tarrible  {Rep.  de  jurísp., 
Y.  Transcription'y)  Troplong  {Prív.  et  hyp., 
n^757;)  Guillouakd  {Prív  et  hyp.,  t.  III, 
n^  1539.) 

Hay  que  reconocer  que  entendiendo  así  los 
efectos  de  la  subrogación  disminuye  de  hecho 


la  situación  de  los  acreedores  hipotecarios .; 
grado  posterior  al  acreedor  subrogante.  Per 
el  objeto  de  la  subrogación  es  precisanct. 
permitir  al  acreedor  subrogado  el  hacerse  p 
gar  su  propio  crédito,  aprovechando  tci¿> 
las  garantías  del  subrogante  (Pothiek.  Ohl: 
n^  5180;  Labbé,  nota.  S.  71.  1.  25,  l'co 
Es  cierto,  y  esto  hace  dudar,  que  el  sabro:. 
do  debe  establecer  el  interés  del  sabrogaatr 
porque  el  subrogante  no  habría  tenido  de^^ 
cho  si  no  hubiera  tenido  interés. 

El  fallo  de  que  nos  ocupamos  aceptaba 
lución  discutida  en  caso  en  que  el  acrcei: 
perjudicado  por  el  derecho  de  opción  deiatTc 
dor  subrogado  en  la  hipoteca  general,  tieoec: 
derecho  hipotecario  más  antiguo  que  la  hifo- 
teca  especial  de  éste.  Aubry  et  Raü  (5*e2. 
t.  II.  §  284,  pág.  677,  679  y  nota26)opii:a: 
por  la  negativa,  al  menos  en  el  caso  en  que: 
acreedor  subrogado  se  ha  valido  no  sólo¿cL 
hipoteca  general  sino  también  de  la  hipóte 
especial;  porque  el  acreedor  que  ha  obten:! 
una  hipoteca  cuando  el  crédito  inmueble  It 
deudor  no  estaba  aún  agotado  por  obligad 
nes  anteriores  conserva,  en  todo  caso,  usa> 
tu  ación  mejor  que  aquel  cuya  hipoteca  ba  ü 
cido  en  una  época  en  que  el  valor  de  los  mmx 
bles  del  deudor  ya  estaba  absorbido. 

Pero,  aceptando  esta  doctrina  se  iría  c: 
contra  del  objeto  de  la  subrogación  (VI: 
MOLOMBB,  op,  cit.  nám.  492;  BAUORV-Liav 
TiNBRiB  et  De  Loynbs,  op,  cit.  núm.  197a 
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FRANCIA 
Suoeslones  y  donaciones 

Por  M.  Eustache  Pilón 

^rofesor  agregado  á  la  Facultad  de  Derecho 
de  la  Universidad  de  Lille 

I.— SüCBSIONES 

Renuncia  de  sucesiones;  partición.—^ 

murió  dejando  como  heredera  universal  á  su 
madre.  Había  hecho  donación  á  su  mujer,  en 
caso  de  que  le  sobreviviera,  de  todos  los  bie- 
nes muebles  é  inmuebles  que  compondrían  su 
sucesión  al  tiempo  de  su  muerte.  Habiendo  re- 
nunciado la  madre  á  la  sucesión,  la  viuda  le 
hizo  donación  entre  vivos  de  una  renta  vitali- 
cia. Después  de  haber  cobrado  regularmente  su 
renta  durante  tres  años,  la  madre  falleció.  Los 
herederos  demandaron  entonces  á  la  viuda 
''paraquese  declarara  que  retractan  la  renun, 

cia  hecha  por  su  madre  de  la  sucesión  de  X 

y  para  que  se  anulara  esa  renuncia  como  ob- 
tenida dolosa  y  fraudulentamente  j  como  que 
constituía,  relacionada  con  la  donación,  una 
partición  rescindible  por  causa  de  lesión  de  más 
de  un  cuarto'*;  pretenden,  en  efecto,  que  el  ca- 
pital que  representa  la  renta  vitalicia  dado  á 
su  madre,  es  muy  inferior  á  la  parte  que  ésta 
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hubiera  debido  recibir  en  la  sucesión  del  de 
cujus.** 

La  Corte  de  Dijon  (2  agosto  1905,  Le  Droit^ 
30  octubre  1905)  rechaza  la  demanda.  El  fa- 
llo se  apoya  en  que  resulta  de  las  circunstan- 
cias de  la  causa  que  la  madre,  al  renunciar, 
mediante  la  renta  vitalicia,  ala  sucesión  de  su 
hijo,  ha  tenido  por  objeto  principal  respetar 
la  voluntad  manifestada  por  su  hijo  de  dar 
todos  sus  bienes  á  su  mujer;  que  por  consi- 
guiente, la  cesación  de  la  indivisión,  lejos  de 
ser  el  objeto  principal  del  arreglo  celebrado 
entre  la  madre  del  de  cujus  y  su  viuda,  no  era 
sino  uno  de  sus  resultados  accesorios,  y  no 
podía  por  consiguiente  tratarse,  bajo  el  punto 
de  vista  de  la  rescisión  por  lesión,  como  una 
partición. 

n,— Donaciones  y  testamentos 

Sustitución  prohihida.^Doble  legado  con- 
dicional alternativo.  Es  sabido  que  uno  de  los 
medios  más  eficaces  á  que  en  la  práctica  se  ha 
recurrido  para  violar  la  prohibición  del  artí- 
culo 896,  consiste  en  lo  que  se  llama  el  doble 
legado  condicional  alternativo.  Los  tribuna- 
les han  aprobado  muchas  veces  esta  práctica 
como  perfectamente  legal.  A  las  resoluciones, 
ya  numerosas  sobre  esta  cuestión,  puede 
agregarse  un  fallo  de  la  Corte  de  Nancy,  de  8 
de  marzo  de  1905  {La  Lio,  28  mayo  1905.) 
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El  testamento  litigioso  contenia  la  clausu- 
la siguiente:  **Instituyo  por  legataría  univer- 
sal á  B...,  hija  natural  de  mi  hija  A...,  muerta 
en  X...  £n  consecuencia,  le  doy  y  lego  la  uni- 
versalidad de  los  bienes  muebles  é  inmuebles 
que  podrán  depender  de  mi  sucesión,  sin  nin- 
guna excepción  ni  reserva,  para  que  goce  de 
ellos  y  disponga  de  su  propiedad  á  contar 
desde  el  día  de  mi  muerte.  Este  legado  se 
hace  bajo  la  condición  de  que  sólo  será  válido 
si  la  legataria  sobrevive  y  llega  á  la  edad  de 
dieziocho  años.  Este  legado,  hasta  entonces 
es  condicional;  si  muere  antes  pasará  á  ser 
de  C...,  nieta  de  mi  marido.*'. 

La  legataría,  así  instituida,  murió  á  la 
edad  de  diez  años  y  se  pidió  la  nulidad  del 
testamento  fundándose  en  que  contenía  dos 
transmisiones,  el  plazo  y  el  orden  sucesivos, 
es  decir,  los  tres  caracteres  distintivos  de  la 
sustitución  prohibida  por  el  articulo  896  dd 
Código  Civil. 

El  tribunal  civil  de  Epinal  (24  de  dic.  1903, 
(La  Loi  he.  dt.  süprá)  ha  declarado  inacep- 
table la  demanda  de  nulidad:  * 'Considerando 
que  ningún  texto  de  ley  prohibe  al  testador 
disponer  del  todo  ó  parte  de  sus  bienes,  en 
favor  de  una  persona  bajo  una  condición  re- 
solutoria y  en  favor  de  otra  persona  bajo 
una  condición  suspensiva;  que,  por  el  con- 
trario, esta  facultad  le  ha  sido  conferida  im- 
plícitamente por  el  artículo  1040  del  Código 
Civil;  que  desde  entonces  la  testadora  ha 
podido,  por  una  parte,  legar  á  B...,  bajóla 
condición  de  que  la  legataría  le  sobreviviera 
y  llegara  á  la  edad  de  dieziocho  anos  y,  por 
otra  parte  legar  esta  misma  universalidad  de 
sus  bienes  á'otra  persona  bajo  la  condición 
de  que  la  legataria  B...  muriera  antes  de  la 
edad  de  dieziocho  años;  que  habiendo  muerto 
la  legataria  antes  de  la  edad  de  dieziocho 
años,  la  condición  ha  fallado;  que  el  legado 
que  se  le  había  hecho  ha  quedado  resuelto  de 
pleno  derecho;  que  la  condición  impuesta  al 
legado  de  C...  se  ha  realizado:  que  se  conside- 
ra que  ésta  (C...),  á  consecuencia  de  la  retro* 
actividad^  ha  sido  siempre  beneficiaria  del 
legado,  de  manera  que  lo  recibe  directamente 
de  la  testadora  sin  el  intermediario  de  B..." 

La  Corte  de  Nancy  ha  confirmado  este 
fallo,  aceptando  sus  considerandos,  que  repro- 


ducen la  doctrina  para  del  dobldegadocoE- 
dicional  alternativo  en  materia  de  diipoiic:- 
nee  testamentarias. 

Donación  disfrazada,^  Prueba,-  LaCcr» 
de  Casación,  insistiendo  en  su  jurisprodesr 
anterior,  ha  resuelto  que,  "en  caso  deque,:: 
petición  de  un  tercero,  haya  que  bascar  si  r 
acto  que  presenta  las  apariencias  de  no  cr 
trato  á  título  oneroso,  contiene  una  Hbci 
dad  disfrazada,  los  jueces,  dado  lus  ténsb-'< 
del  artículo  1348  del  Código  Civil,  pncdan^ 
currír  á  todos  los  medios  de  prueba  t  bs  he- 
rederos de  un  pretendido  donante  deb»  «r 
considerados  como  terceros  cuando,  obratic 
en  virtud  de  un  derecho  que  derivan  de  la  ier, 
exigen  la  aplicación  de  las  reglas  que  riges  .2 
reducción  y   la  imputación"  (Cas.  cir..  1' 
mayo  1905,  Gaz.  Pal,  17  junio  1905.) 

En  el  caso  de  que  ae  trata,  el  fallo  haá 
constar  que  "loa  hedios  de  la  causa  induces 
con  la  mayor  precisión  á  presumir  qu  k: 
tres  obligadones  hipotecarías  firsoadasp? 
la  señora  X...,  hoy  fallecida,  lo  han  sidoc 
interés  exclusivo  de  los  e^osos  Z...",  sa  h^ 
yerno  y  ''únicamente  para  proporrionarlet 
dinero  necesario  para  catabfeoefse",  jifseá 
simple  confrtMitación  de  las  fechas  bace  pa- 
par, por  decirlo  asi,  el  verdadero  empleo  ¿ 
los  fondos  prestados.  Pandándose  en  craf 
presunciones,  graves,  precisas  y  conco^d2^ 
tes,  los  jueces  teman,  pues,  derecho  pan  cos- 
siderar  que  esos  actos  enoerrabao  una  dan* 
ción  disfrazada. 

Revocación  de  un  ttwtmmaito.^TtstiaBt 
tos  suce8Ívos.^*'$i  pueden  snbaíatir  iaitiCB 
ciosea  uaÍTersales  múltiples  y  recíbirejceBoát. 
aun  cuando  reaultaa  de  dosteatamentoi^' 
versos, es  stn  embargo  con  la  condtdóadeqK 
no  sean  iocoadliaUos  y  deqveno  exista  cam 
ellas  ningttaa  iacompatibtlidad  q«e  haga  íb- 
posible  su  ejecución  simultáaea  y  que,  baos 
do  aparecer  un  cambio  eierto  de  Tohmtad  ^ 
parte  del  testador,  in^lique  oeeeaariaaeott 
que  la  iatencióa  de  éste  eraqoeel  a^gimdon» 
tamento  tenia  pord^ctolarevocaeióoddpri- 
mero."(Augers,  10  abril  1905,  Le  Droh^^vr 
nio  1905.^ Ver  tambi&i  sotMeelmisBopnr 
cipio.  Cas.  10  diciembre  1902,  S.  1903. 12^ 
y  las  citas.} 
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PeraonEB  y  dereolxoB  de  familia 

por  M.  Louis  Josserand 

Prof99or  de  derecho  dril  déla  Universidad  de  Lyon 

Separación  de  cuerpos.  Pensión  alimenti- 
c/<i.  Píbeo  aecesarío £1  tribunal  que  conce- 
de á  la  mujer  separada  de  cuerpo  una  pensión 
alimenticia  ikstinada  en  parte  á  costear  las 
necesidades  del  hijo  menor  habido  en  el  matri- 
monioydebe  al  mismo  tiempo  fijar  límites  á  la 
duración  de  la  obligación  del  marido:  debe  de- 
terminar el  tiempo  durante  el  cual  deberá 
proporcionar  íntegramente  la  pensión,  por 
ejemplo,  hasta  la  mayor  edad  del  hijo  y  fijar 
en  qué  proporción  deberá  reducirse  á  contar 
desde  esa  época.— París,  16  noviembre  1905. 
Ü.  L^  Droit,  2  febrero  1906.) 

Creemos  que  este  fallo  no  está  llamado  á 
formar  jurisprudencia;  el   tribunal  que  pro- 
nuncia la  separación  no  debe  atender,  para 
fijar  el  monto  de  la  pensión,  sino  á  las  cir- 
custancias  del  momento;  no  tiene  para  qué 
prever  el  porvenir;  y  esta  limitación  de  sus 
atribuciones  no  produce  ningún  inconveniente 
porque  su  decisión  puede  siempre  modificarse 
respecto  de  este  punto  según  las  circunstan- 
cias. Según  los  términos  del  artículo  301  del 
Código  Civil,  la  pensión  es  revocable  en  caso 
de  que  deje  de  ser  necesaria.  La  decisión  de 
la  Corte  de  París  es  ante  todo  excesiva,  por 
cuanto  no  considera  como  bastante  ni  siquie. 
ra  la  indicación  de  un  plazo  incierto,  como  el 
matrimonio  ó  el  establecimiento  del  hijo. 

Instancia  de  divorcio,  provisión  alimenti- 
cia,  su  determinación^  insuficiencia  del  emo' 
Jumento  de  la  mujer,  coxn/jensac/on.— Duran- 
te el  juicio  de  divorcio  y  mientras  Iof.  la- 
zos del  matrímonio  no  están  aún  disueltos, 
las  necesidades  de  la  mujer  deben  apreciarse 
en  relación  con  las  facultades  del  mando;  el 
juez  debe,  pues,  tomar  en  consideración,  para 
fijar  la  provisión,  la  posición  social  de  éste  y 
el  modo  de  vivir  á  que  ha  estado  acostum- 
brada la  mujer.  £n  cuanto  á  la  suerte  de  la 
pensión  fijada  sobre  esas  bases,  dependerá  del 
resultado  de  la  liquidación  de  la  comunidad 
y  procede  considerarla  como  un  anticipo  im- 


putable á  la  suma  que  esta  liquidación  arroje 
á  favor  de  la  mujer;  si  estas  rentas  resultan 
insuficientes  para  permitir  á  ésta  el  vivir  du- 
rante el  juicio  de  divorcio  en  las  mismas  con- 
diciones que  antes,  los  jueces  fallan  conforme 
á  derecho  que  no  está  obligada  á  devolver  el 
monto  de  la  provisión  alimenticia  que  se  le 
había  asignado,  pero  que  el  mando  sólo  ten- 
drá derecho  á  retener,  á  título  de  compensa- 
ción, las  rentas  de  los  bienes  de  la  mujer  per- 
cibidas por  él  durante 'el  juicio  (Cas.,  6  junio 
1905,  J.  Le  Droit  ,  6-7  nov.  1905.  Cas.,  22 
julio  1889,  D.  90. 1.  421).  Ya  se  había  dicho, 
en  este  último  fallo  que  "la  suerte  de  la  pro- 
visión alimenticia  concedida  á  la  mujer  du- 
rante el  juicio  de  separación  de  cuerpos,  de- 
pende del  resultado  de  la  liquidación  de  la 
sociedad  y  que  debe  considerarse  como  un 
anticipo  imputable  ala  parte  que  corresponde 
á  la  mujer  según  esta  liquidación.'* 

TUTRLA,  ADMIN1STR.\C1ÓN  LEGAL 

Hijo  natural,  falta  de  tutela  y  administra- 
ción legales Hace  \'a  muchos  años  que  la 

Corte  de  Casación  ha  establecido  que  no  hay, 
para  los  hijos  naturales,  ni  tutela  ni  adminis- 
tración legales,  (Cas.  16  nov.  1898,  S,  99,  1, 
24,  D.  99.  1,  218).  En  efecto,  una  tutela  ó  una 
administación  legal  no  puede  ser  instituida  si- 
no por  un  texto  de  la  ley;  pues  bien,  ese  texto 
sólo  existe  para  los  hijos  legítimos.  Resulta 
de  esto  que  una  madre  natural  no  tiene  fa- 
cultad para  ejercitar  una  acción  en  nombre 
de  su  hijo.  Nancy,  25  de  noviembre  1905. 
Q.  Le  Droit,  28  de  enero  1906.) 


Obligaciones  y  contratos  especiales 

Por  M.  Rene  Demogue 

Profesor  agregado  á   la  Facultad  de   Derecho 
de  la  Universidad  de  Lille 

OBLIGACIONES     EN  GENERAL 

Condiciones  de  existencia  de  las  obligaciones 

delictuosas 

De  la   reparación  del  perjuicio  moral.  He- 
mos hecho  notar  ya  que  la  jurisprudencia  va- 
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dlaba  en  afirmar  el  derecho  á  la  reparación 
por  perjuicios  puramente  morales.  (V.  Revue^ 
1905,  pág.  335;  cf.  p.  405).  Pero  una  senten- 
cia de  la  Corte  de  Gréñoble  de  18  de  noviem- 
bre de  1905  (D.  1905.  2.  479)  parece  indicar 
una  orientación  más  clara.  Constata  ésta,  á 
propósito  de  un  accidente  causado  por  un  au- 
tomovilista imprudente  ''que  los  autores  del 
daño  se  equivocan  al  creerse  libres  con  pagar 
los  gastos  que  ha  causado  la  muerte  de  la 
víctima,  sin  que  haya  que  tomar  en  cuenta  el 
perjuicio  moral;  que  sería  por  otra  parte  tan 
injusto  como  contrarío  á  los  términos  muy 
generales  de  articulo  1332  no  tomar  para  na- 


da en  cuenta  el  perjuicio  moral  espenmat¿- 
do,  en  razón  de  su  extensión  y  de  la  dificulta 
de  acordarle  una  reparación  suficiente;  ex 
este  obstáculo  á  una  reparación  enitlaci'': 
con  el  perjuicio,  únicamente  quita  á  esta  re- 
paración el  carácter  de  un  suplemento  de  pes. 
calificado  de  indemnización  civil,  peroqoes!: 
embargo  no  impide  de  ningún  modo  que  coi- 
curra  un  dolor  real  y  legítimo  en  nn  Ikiif 
fatalmente  reducido  á  la  determinadón  de  k 
indemnización;  que  el  perjuicio  moral  del^, 
pues,  ser  tomado  en  cuenta,  pero  coj  cna 
moderación  que  rechace  todo  pensamiento  de 
lucro  ó  de  especulación." 
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FRANCIA 
Obligaciones  y  contratos  especiales 

Por  M.  Rene  Domogue 

Profesior  agregado  á  la  Facultad  de  Derecho 
de  la  Univeríidad  de  Lille 

OBLIGACIONBS  EN  GENERAL 

Condiciones  de  existencia  de  las  obligaciones 

delictuosas 

¿Cuándo  hay  relación  de  causa  á  efecto  en- 
re  un  acto  y  el  perjuicio  causado?— La  Cham- 
)re  des  requetes,  3  julio  1905  {Pand,  fr,,  1905, 
L.  394),  declara  que  así  sucede  desde  que  una 
alta  tiene  consecuencias  que  sin  ella  no  ha- 
)rían  podido  cometerse.— Existe,  pues,  la  re- 
ación de  causa  á  efecto  desde  que  un  hecho  ha 
«do  la  causa  ocasional  de  otro  (Y.  sobre  este 
punto,  Guex,  La  relación  de  causa  a  efecto  en 
las  obligaciones  extra- contractuales^  Rev., 
1905,  p.  108.) 

De  la  solidaridad  entre  los  herederos  de  un 
delincuente,— Los  herederos  de  una  persona 
no  son  responsables  solidariamente  de  los  de- 
litos de  su  autor,  pero  si  uno  de  ellos  ha  to- 
mado parte  en  estos  delitos  de  manera  que  las 
dos  seríes  de  actos  estén  ligados  indisoluble- 
mente, el  juez  puede  declarar  que  hay  solida- 
ridad entre  ese  heredero  y  el  grupo  formado 
por  el  conjunto  de  los  sucesores.  Tal  es  la  so- 
lución muy  justa  dada  por  la  Cámara  Civil 
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de  la  Corte  de  Casación  el  31  de  diciembre  de 
1902  {Pand.  fn  1905,  1.  391.  con  nota  de  M. 
Charmont.) 

Responsabilidad  del  que  negocia  títulos  al 
portador  para  con  el  propietario,— Un  ban- 
quero negocia  unos  títulos  al  portador  que  se 
le  presentan.  ¿Puede  ser  declarado  responsa- 
ble de  este  hecho  para  con  el  propietario  de 
los  títulos,  si  el  que    los  ha  presentado  al 
banco  no  era  legítimo  tenedor?— La   Corte 
de  Casación  (25  marzo  1891,  S.  91.  1.  469), 
admite  que  el  banquero  no  está  obligado  á 
asegurarse  del  derecho  de  propiedad  del  que 
se  presenta.  Basta  con  que  se  asegure  de  la  iden- 
tidad y  del  domicilio  del  oferente,  y  de  que  no 
hay  ninguna  circunstancia  que  despierte  sos- 
pechas. (Cas.,  18  julio  1886,  Pand,  fr,,  86. 1. 
225).— Pero  esta  fórmula  puede  ser  muy  peli- 
grosa para  los  banqueros.  Se  ha  declarado  la 
responsabilidad  de  uno  que  había  negociado 
por  valor  de  400.000  francos  de  títulos  entre- 
gados por  un  empleado  que  ganaba  3.000 
francos  al  año.  (Rouen,  22  julio  1896,  S.  97. 
2.  115).  Se  ha  admitido  más  recientemente  la 
responsabilidad  de  un  banquero  á  quien  una 
persona  desconocida  había  presentado  un  cer- 
tificado de  domicilio  ñrmado  por  un  hotelero 
en  cuya  casa  vivía  desde  hacía  dos  días.  H  abría 
sido  preciso  que  el  banquero  hubiera  investi- 
gado la  duración  de  este  domicilio  (Trib.  Seine, 
7  febrero  1905,  Pand,  & ,  1905,  2.  341.   Cf. 
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París,  26  junio  1895,  S.  96.  2.  113).  Hay  en 
esto  un  peligro  cierto,  aún  contra  los  banque- 
ros más  honrados,  y  contra  el  cual  es  bueno 
protestar. 

¿Hay  SLCto  abusivo  en  prohibir  á  los  obre- 
ros  frecuentar  una  taberna?— }io  comete  acto 
abusivo  el  patrón  que  prohibe  á  sus  obreros 
frecuentar  una  taberna  determinada,  cuando 
lo  hace,  no  con  el  propósito  de  daño,  sino  por 
un  motivo  legítimo:  como  evitar  á  sus  obre- 
ros la  frecuentación  de  uno  de  sus  concurren- 
tes con  quien  se  encuentran  en  ese  estableci- 
miento (Trib.como  Sena,  7  abril  19o4,  Pand, 
ir.,  1905,  2.  344.) 

Responsabilidad  del  que  presenta  en  un 
cinematógrafo  á  una  persona  sin  su  autori- 
zación,—Comete  un  acto  abusivo,  que  obliga 
á  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios,  el 
que  sin  autorización  reproduce  en  un  cinema- 
tógrafo público  los  actos  de  una  persona 
sin  su  consentimiento  (en  el  caso,  las  opera- 
ciones de  un  cirujano,  las  que  se  había  encarga- 
do de  tomar  con  un  fin  científico)  (Trib.Sena, 
10  febrero  1905,  D.  1905,  2.  389),  porque 
esto  puede  hacer  creer  que  el  demandante  lo 
había  autorizado  con  un  propósito  de  recia- 
me,-Y  también  comete  un  acto  abusivo  el  que 
retrata  ó  toma  por  medio  de  un  cinemató- 
grafo á  una  persona  sin  su  consentimiento. 
Pero  puede  darse  tácitamente  este  consenti- 
miento, como  cuando  la  persona  no  hace 
nada  por  escapar  al  aparato  que  sabe  que  es- 
tá colocado  delante  de  ella  y  no  se  opone  á  la 
publicidad  dada,  suponiendo  que  cree  haber 
estado  dentro  del  campo  del  aparato. 

De  la  responsabilidad  de  un  tercero  que  fa- 
vorece conscientemente  la  violación  de  un 
contratOf—La  sentencia  de  la  Sala  de  admisi- 
bilidad de  8  de  noviembre  de  1904  (V.  Revue, 
1905,  páj.  330),  que  admite  la  responsabili- 
dad de  un  tercero  que  ha  favorecido  la  viola- 
ción de  un  contrato,  parece  sentar  jurispru- 
dencia.—Una  sentencia  de  la  Corte  de  Paris 
declara  á  un  director  de  espectáculos  solida- 
riamente responsable  con  una  artista  de  la 
ruptura  de  un  compromiso  de  ésta,  habién- 
dola contratado  con  conocimiento  del  con- 
trato anterior  celebrado  por  el  mismo  perío- 
do. (Paris,  24  de  nov.  1904,  S.  1905.  2. 
284).  Y  la  Corte  de  Tolosa  resolvió  igual- 


mente que  un  comerciante  debía  ser  coadci- 
do  á  la  indemnización,  si  se  había  puerto  ie 
acuerdo  con  un  representante  de  un  prodar.  • 
para  comprarle  objetos  á  un  precio  ide-.- 
al  fijado  por  el  fabricante,  y  le  había  perr/ 
do  así  violar  su  contrato  (15  nov.  1^)4 
D.1905.  2.  394.) 

Responsabilidad  de  ¡os  padres  por  ¿¿i 
de  sus  hijos — Hemos  hecho  notar  aoteri-- 
mente  (V.  Revue,  1905.  p.  888)  que  los  :r' 
nales  y  las  cortes  de  apelaciones  adaitec 
responsabilidad  de  los  padres  por  los  óch:  ^ 
desús  hijos,  vivan  ó  nó  con  ellos,  si  5c '/c^ 
puede  reprochar  una  mala  edncadóo.  ■  :: 
sentencia  del  Tribunal  de  Paz  de  París  U 
distrito)  de  28  diciembre  1905  (J.  UL';i< 
31  de  diciembre)  ha  declarado,  en  el  txr.* 
sentido,  responsable  á  una  madre  del  ¿t¿: 
de  su  hijo  que  vivía  en  su  casa  y  qoe  lo  hnví 
empleado  como  repartidor  de  pan, en  dren* 
tancias  que  no  quedó  establecido  daramcc': 
que  había  dado  á  sus  hijos  una  mala  c^^^ 
ción,  pero  resultó  de  los  debates  qne  no  bl 
ejercido  sobre  ellos  la  vigilancia  moral  ^v- 
corresponde  á  los  padres.  Esta  sentencia:^ 
denó  en  consecuencia  á  la  madre  por  el  abI:^ 
de  confianza  cometido  por  el  hijo  para  coa  v 
patrón.  Hay  que  notar  que  si  el  delito  b*^ 
ra  sido  contra  un  tercero,  habría  podido  n:; 
bien  coexistir  la  responsabilidad  de  la  ma  -: 
y  la  del  autor.  Resulta,  pues,  de  esta  sentr 
cia,  que  los   padres  son   responsables  ai 
cuando  el  hecho  de  vivir  el  hijo  en  su  casa  n 
reduce  á  pasar  en  ella  la  noche  pasando  d  :• 
en  el  servicio  de  su  patrón. 

Una  sentencia  del  Tribunal  Civil  del  Se 
de  22  de  juho  de  1904,  confirmada  por^ 
Corte  de  Paris  el  11  de  enero  de  1906  \]  • 
Droit  de  29  de  enero)  se  conforma  implí-it 
mente  á  la  misma  jurisprudencia  al  adm:V' 
que  no  existía  la  responsabilidad  del  padre ; 
sólo  había  lugar  á  la  del  maestro,  fí  ¿  ^' 
hallándose  en  una  escuela  de  agrícultiin  ^ 
metía  un  delito,  y  no  se  podía  imputara.; 
dre  ninguna  negligencia  ó  mala  edacaciós. 

De  la  responsabilidad  por  los  actos  >h 
animal  cuya  guarda  se  tiene,— L&  respon^ 
lidad  del  propietario  de  [un  animal  no  5^*-* 
tituye  por  la  de  una  persona  que  la  tiene  bi. 
su  vigilancia,  sino  cuando  éstasc  sírredf' 
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tiene  su  guarda.  Blla  es,  pues,  inaplicable 
i  caso  de  desprendimiento  y  de  vigilancia 
rcidentales.   La  jurisprudencia  la  ha  admiti- 
3,  sin  embargo,  á  propósito  de  los  posaderos 
or  los  accidentes  que  cansan  los  caballos  de 
is  clientes  en  sus  caballerizas.  (Y.  Rev.  1905, 
.  130  y  646).  En  el  mismo  sentido  la  Corte 
c  Paris,  el  16  de  noviembre  de  1905  (  J.  Le 
>roit,  18-19  de  diciembre)  juzgó  á  un  guarda- 
ía  municipal  irresponsable  del  accidente  cañ- 
ado por  un  caballo  de  carruaje  público  en 
na  estación,  mientras  este  guardavía  ejercía 
implementc  una  vigilancia  momentánea,  por 
aberse  ausentado  de  la  estación  el  cochero 
on  su  permiso. 

Esta  resoluciótt  indica  que  tiende  á  prevalec- 
er la  interpretación  más  moderada  de  estas 
xpresiones:  cosa  que  se  tiene  bajo  su  guarda. 
En  el  mismo  sentido,  una  sentencia  de  la 
:orte  de  Paris,  de  26  de  octubre  de  1905 
{Gaz.  des  Trib.,  del  31  de  diciembre)  ha  juz 
rado  que  un  veterinario  no  era  responsable 
áel  accidente  causado  por  un  caballo  que  se 
le  había  llevado  pocos  momentos  antes,  y 
que  se  preparaba  á  asistir.   En  efecto,  este 
veterinario  no  tenía  derecho  á  hacer  del  ani- 
mal el  uso  á  que  está  naturalmente  destina- 
do, y  la  sola  guarda  del  animal  no  es  sufi- 
ciente para  crear  de  pleno  derecho  una  res- 
ponsabilidad.  Por  otra  parte,  la  sentencia  es- 
tima que  esta  guarda  no  existia  en  la  especie, 
porque  el  caballo  había  sido  llevado  por  otra 
persona  á  casa  del  veterinario.  Tal  vez  esta 
solución  es  poco  exacta:  pues  el  hombre  de  ar- 
te tenía  en  este  caso  mayor  categoría  que  el 
conductor  para  ordenar  y  hacer  tomar  medi  • 
das  de  precaución;  en  todo  caso,  parece  que 
este  derecho  de  guarda  estaría  compartido. 
Esta  sentencia,  análoga  á  una  dictada  en 
el  caso  de  un  herrador  (V.  Rev.,  1905,  p. 
131),  nos  permite  formular  este  principio  ge- 
neral; que  la  persona  á  quien  se  le  lleva  un 
animal  para  un  trabajo  técnico  no  es  respon- 
sable de  pleno  derecho  de  los  accidentes  que 

causa. 

Responsabilidad  por  las  cosas  que  se  tiene 
bajo  su  guarda,—La,  jurisprudencia  de  la 
Corte  de  Apelaciones  parece  manifestar  una 
viva  resistencia  á  la  teoría  que,  interpretando 
extensivamente  el  artículo  1384,  admite  que 


una  persona  es  responsable  de  pleno  derecho 
de  las  cosas  que  tiene  bajo  su  guarda.  Parece, 
pues,  que  no  toma  en  cuenta  ciertas  sentencias 
de  la  Corte  de  Casación,  que  parecían  adop- 
tar esta  nueva  concepción.   Además  de  una 
sentencia  de  la  Corte  de  Paris  de  5  de  noviem- 
bre de  1904  (V.  Rev,,  1905,  p.  334),  una  sen- 
tencia de  la  Corte  de  Reúnes  del  28  de  julio 
de  1902  (S.  1905.  1.  523)  ha  resuelto  en  el 
mismo  sentido  y  negádose  á  reconocer  la  res- 
ponsabilidad de  pleno  derecho  del  propieta- 
rio de  una  trilladora  á  vapor  con  motivo  de 
haber  ésta  comunicado  el  fuego  á  una  granja. 
Esta  sentencia  no  trae  al  debate   ningún 
nuevo  argumento;  se  apoya  en  la  voluntad 
del  legislador  de  1804.  Fué  casada  por  la 
Corte  Suprema  el  16  de  enero  de  1905,  pero 
sin  que  su  doctrina  haya  sido  criticada  en 
este  punto.  La  casación  se  funda  en  el  hecho 
de  haberse  negado  la  sentencia  á  admitir  la 
prueba  de  la  falta.  (V.  en  el  sentido  de  la  sen  • 
tencia  de  Rennes,  Cas.  belga,  26  de  mayo  de 
1904,  ieev.,  1905,   p.    380).  V.    en   sentido 
contrario,    en  un  caso  idéntico  al  nuestro, 
Trib.  de  la  Chatre,  26  de  diciembre  de  1904. 
Rev.,  1902,  p.  335). 

Sin  embargo,  en  una  hipótesis  de  la  misma 
clase,  la  Corte  de  Chambéry,  el  12  de  julio  de 
1905  (D.  1905,  2.417),  parece  admitir  la  res- 
ponsabilidad que  se  desprende  del  simple  he- 
cho de  cosas  inanimadas.  Se  trataba  de  ni- 
ños heridos  por  la  explosión  de  una  trillado- 
ra á  vapor.  La  Corte  á  este  propósito  ha 
desarrollado  claramente  la  teoría  objetiva  de 
la  responsabilidad,  y  M.  Yossarand  (en  nota) 
ve  en  ello  un  paso  decisivo  de  la  jurispruden- 
cia. Desgraciadamente  el  final  de  la  sentencia 
da  lugar  á  alguna  duda  sobre  el  pensamiento 
de  los  redactores.  Se  afirma  que  se  aplica  el 
artículo  1384,  excepto  si  hay  caso  fortuito  ó 
fuerza  mayor,  y  con  el  pretexto  de  examinar 
este  punto,  la  sentencia  establece  la  culpa  del 
propietario,  hace  notar  que  este  sólo  tenía 
máquina  de  esta  especie  solo  desde  hacía  tres 
años,  que  era  antigua,  fabricada,  con  su  co- 
nocimiento, con  materiales  de  mala  calidad, 
que  había  recibido  un  choque  violento  en  una 
caida  sobre  un  talud,  que  no  se  habían  presta- 
do en  la  prefectura   las    declaraciones  pres- 
critas. 
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Hay,  pues,  en  ello  una  falta  caracterizada, 
y  nos  encontramos  en  presencia  de  una  de 
esas  sentencias  bastardas  en  que  se  invoca  á 
la  vez  consideraciones  objetivas  y  subjetivas. 

Condiciones  de  existencia  de  las  obligaciones 

contractuales 

Del  derecho  de  obrar  en  justicia  en  virtud 
de  un  contrato  inmoral  (Y.  Revue  1904,  p. 
875,  y  1905,  p.  342.) 

Lalucbade  la  jurisprudencia  contra  las  con- 
venciones inmorales  se  presenta  con  un  aspec- 
to un  poco  nuevo  en  el  caso  siguiente  (Aix, 
28  noviembre  de  1905,  Le  Droit,  20  de  enero 
1906).  Un  mandante  ha  encargado  á  su  man- 
datario cometer  falsificaciones  que  tenían  por 
objeto  hacer  aparecer  averías  particulares 
como  averías  comunes.  Este  ha  ejecutado  su 
mandato,  pero  fingiendo  dificultades  y  una 
transacción,  de  suerte  que  el  mandante  ha 
conseguido  menos  de  lo  que  esperaba. 

La  Corte  de  Aix  ha  rehusndo  tomar  en 


cuenta  una  convención  tan  inmoraLjftp' 
cando  el  artículo  1131,  se  negó  á  concedoc 
efectos,  y  prohibió  toda  reclamaciÓQ  al  ce 
dante.  Llegó,  pues,  lo  que  es  cnríoso,  á  tociv 
una  resolución  que  se  deriva  á  la  vez  del  pr: 
cipio  del  artículo  1311  y  de  la  regla  JxalOj^ 
ditur  turpitadinem  allegans.  Esta  misma  {¿> 
servación  puede  hacerse,  por  otra  parte. 
propósito  de  una  sentencia  de  la  Sala  de  ac- 
misibilidad  (Chanbre  derequetes).  El  17  de-T 
liode  1905  (La  Loi  de  30  de  enerodel906i  '■ 
cual  á  propósito  de  la  venta  de  una  casa  ^ 
tolerancia,  rehusó  á  la  vez  en  virtud  del  ar- 
tículo 1131,  asegurar  el  pago  de  los  Tar< 
suscritos  por  esta  causa,  y  ordenar  la  rts: 
tuciónde  los  pagados  anteriormente.  Sec 
cuentra,  pues,  hoy  mny  debilitado  j  ce 
incierto  el  alcance  de  la  máxima  neino  as .  - 
tur,  puesto  que  las  sentencias  niegan  k  ac- 
ción de  repetición  y  la  acción  de  pago  en  ov 
de  convención  inmoral,  fundándose  en  qacL 
reconocerlas  se  concedería  un  efecto  al  coa- 
trato  inmoral  celebrado. 
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Obligaciones  7  contratos  especiales 

Por  M.  Rene  Domogue 

ProfttMr  agregado  á  la  Facultad  de  Derecho 
de  la  Universidad  de  Lille 


OBLIGACIONES  EN  GENERAL 

Prnebas  de  las  obligaciones 

De  ías  clÁasuIas  que  imponen  un  precio  de 

rerentB  para  un  objeto  vendido Nada  es 

más  ctiríoso  que  la  dificultad  que  experimen- 
tan los  tribunales  para  explicar  la  validez  de 
las  cláusulas  sobre  un  precio  mínimo  de  re- 
venta impuestas  por  los  industríales.  Ya  he- 
mos visto  este  punto  (V,  Reyue,  1905,  p. 
893);   examinemos  una  nueva  especie.   Un 
fabrícante  de  bicicletas  impone  á  sus  repre- 
sentantes un  precio  mínimo  de  reventa.  Un 
sub-comprador,  aprovechándose  de  la  viola- 
ción de  esta  regla  por  un  representante,  ofre- 
ce bicicletas  á  un  precio  muy  bajo,  y,  para 
disimular  el  nombre  de  su  vendedor,  borra 
el  numero  de   orden   de   las  máquinas.  La 
Corte  de  Tolosa  (15  de  noviembre  de  1904, 
D.  1905.  2.  394)  lo  condenó  á  una  indemni- 
zación. 6e  funda  en  que  se  liabía  tomado  tina 
medida  dirigida  á  reducir  la  depreciación  de 


los  productos  ofrecidos,  lo  que  es  muy  justo; 
pero  califica  este  hecho  de  concurrenciafdes- 
leal,  dice  que  el  productor  no  debe  estar  ex- 
puesto á  sufrir  la  competencia  de  sus  comi- 
sionados ni  de  los  que  les  ayudan  á  depreciar 
los  productos.  Pero  ¿en  qué  hace  competen- 
cia un  comerciante  á  un  productor  que  no 
vende  al  público,  cuando  da  salida  á  sus  pro- 
ductos ?  ¿Por  qué  este  concepto  inexacto  de 
la  concurrencia?  Sólo  sería  admisible  cuando 
los  representantes  honrados  persiguieran  al 
que  no  lo  es. 

Condiciones  de  li  gestión  de   negocios.— 
¿Hay  acto  de  gestión  de  negocios  de  parte  de 
un  copropietario  de  una  cosa  indivisa  que, 
ocupándose  sólo  de  la  explotación  de  la  pro- 
piedad, hace  ejecutar  trabajos  en  interés  co- 
mún de  los  copropietarios?  La  Corte  de  Ca- 
sación ha  admitido   la  afirmativa  el  1^  de 
julio  de  1901  (S.  1905. 1.  510).  La  solución 
de  esta  cuestión,  que  parece  nueva,  ha  sido  da- 
da ya,  por  otra  parte,  en  doctrina  (V.  Demo- 
lombe,  XXXI  número  105).  La  Corte  de  Ape- 
laciones de  Montpellier,  cuya  sentencia   ha 
sido  así  mantenida,  ha  ido  todavía  más  lejos, 
.  admitiendo  que  existía  responsabilidad  soli- 
daria. Pero  esta  solución,  por  útil  que  pueda 
ser,  no  es  por  eso  menos  contraría  al  príncí- 
pio  de  que  la  solidaridad  no  se  pretttme. 
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Interpretación  de  las  oblig^adones. 

Interpretación  de  los  mandatos — El  artícu- 
lo 1988  declara  que  los  mandatos  generales 
valen  únicamente  para  los  actos  de  adminis- 
tración y  que  para  los  actos  de  disposición 
el  mandato  debe  »er  expreso.  Esto  no  quiere 
decir  que  debe  ser  especial  para  cada  acto  y 
el  mandante  puede  otorgar  desde  luego  la 
facultad  de  ejecutar  todos  los  actos  útiles  de 
disposición. 

En  este  sentido  la  Corte  de  Casación  ha 
considerado,  el  24  de  octubre  de  1905  (D. 
1906. 1.  7),  que  los  jueces  del  hecho  habían 
podido  ver  en  el  mandato  de  un  administra- 
dor que  tenía  amplios  poderes  y  podía  hacer 
en  el  interés  de  la  sociedad  todo  lo  que  pare- 
ciera útil  y  necesario  y  todo  lo  que  exigieran 
las  circunstancias,  un  mandato  que  permitía 
contraer  préstamos. 

Indivisibilidad  de  las  con  venció  nes.^Us  nu- 
lo en  el  todo  un  contrato  de  venta  de  inmue- 
ble hecha  mediante  un  precio  pagadero  en 
el  acto,  un  derecho  de  habitación  y  una  renta 
vitalicia  viciada  de  nulidad,  si  el  contrato  de 
que  se  trata  forma  un  todo  indivisible,  que 
no  se  podría  descomponer  en  dos  operaciones 
distintas,  sobre  todo  si  resulta  de  la  inten- 
ción de  las  partes  que  la  renta  vitalicia  ha 
sido  la  causa  determinante  del  contrato  y  Tas 
otras  condiciones  un  simple  accesorio.  (Gre- 
noble,  29  de  noviembre  de  1904,  D.  1904. 
2.  397). 

De  la  faerza  probatoria  de  la  trasferencia 
de  los  títulos  nominativos.^JJaa.  sentencia 
de  la  Sala  de  admisibilidad  (Chambre  de  re- 
quétes,  de  31  de  octubre  de  1900  (S.  1905.  1. 
454),  acentúa  la  teoría  de  la  jurisprudencia 
en  cuanto  á  la  naturaleza  de  la  trasferencia. 
Hoy  día,  se  desprende  de  las  sentencias  de  la 
Corte  de  Casación  la  teoría  siguiente:  la  ins- 
cripción en  los  registros  de  la  sociedad  prueba 
por  sí  misma  no  sólo  la  voluntad  del  propie- 
tario, precedente  de  trasferir  la  propiedad  de 
)a  acción  ó  de  la  obligación,  sino  también  la 
regularidad,  y  la  ejecución  completa  del  con- 
trato causa  de  esta  trasferencia.  Ella  exime 
al  actual  dueño  del  título  de  la  obligación  de 
probar  la  aceptación  de  esta  donación  reali- 
zada por  la  trasferencia  (Cas.  24  julio  1844, 


S.  44.  1.  787;  Contra,  París,  25  de  Mane  - 
1891,  S.  92.  2.  129).  Ella  hace  presamir :.: 
los  títulos  enajenados  han  sidopagadoi  ir¿; 
larmente  (Cas.  31  octubre  1900,  antes . 
tada). 

El  único  recurso  que  se  concede  cootra . 
fuerza  probatoria  de  la  trasferencia,  ts  ¿  !^ 
recho  de  rendir  prueba  contraría  porcsr: 
ó  por  testigos  en  caso  de  príncipio  de  prr. . 
por  escrito,  (Cas.  17  diciembre  1873.  S.  ^4 
409),  de  fraude  ó  de  dolo.  Se  declara,  pae< . 
la  trasferencia  como  una  operación  jnn^ .-: 
especial  distinta  en  su  naturaleza  delastV 
malidades  de  trascrípción  ó  de  notiácaa': 
Dá  al  nuevo  dueño  del  título  un  derecho^*  • 
pió. 

Efectos  de  las  obU^dones 

Recurso  del  asegurador  contra  el  autora 
siniestro.  —La  jurisprudencia  de  las  Cortesa 
.apelaciones  se  afirma  masen  el  sentido  di  " 
las  compañías  de  seguros  de  vida  6  acdd» 
tes  no  tienen  recurso  contra  elaatardb'. 
muerte  del  asegurado  par»  qoe  pagae,  a> 
más  de  la  índemnizactóti  debida  á  la  vicúzi 
una  suma  igaal  al  perjuicio  sufrido  por  el  asr 
garador  á  consecuencia  de  esta  moerte  r  - 
lenta  (V.  Paris,  27  de  marzo  de  1903,  S.  1/ 
2.  257,  ^er.,  1904,  p.  873;  Amiens,  19  -: 
víembrc  1902,  S.  1903.  2.  257.  Cf.  1903 
900).  Citaremos  todavía  en  este  sentido  uri 
sentencia  de  Montpellier  de  9decaerodel^' 
(S.  1905.  2.  270). 

Extiacióa  de  las  obUg^acsoDct 

Del  lugar  donde  deben  hacerse  ¡as  oütría 
reales.—Laa  ofertas  reales  deben  ser  hedíase 
el  lugar  fijado  por  el  contrato,  aún  cuando  ( 
pago  se  ofrezca  aun  acreedor  subrogado  i 
acreedor  primitivo;  distinto  sería  siellogarcc 
]iago  hubiera  sido  fijado  en  interés  penou- 
y  exclusivo  del  acreedor  originario.  Es  estela 
que  ha  admitido  en  esta  nueva  caestióoJ 
Corte  de  Douaj  (23  febrero  1905,  D.  1905. : 
444),  j  lo  que  se  desprende  de  la  soIadóaJa* 
da  en  el  caso  inverso  por  la  Corte  deCasaci*^ 
el  15  de  diciembre  de  1891  (D.  92. 1. 48<]|. 

Compensación  entre  mandante/  maBú»ti- 
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3.— El  artículo  1293-2*  del  Código  Civil  in- 
ca que,  por  excepción  á  las  reglas  de  la  corn- 
eo sació  n,  esta  no  puede  operarse  en  favor 
rl  depositario  por  la  deuda  que  tiene  contra 

depositante.  Esta  regla  no  puede  exten- 
rrse  á,  casos  semejantes,  especialmente  á  la 
?uda  del  mandatario  para  con  el  mandante 
r>r  las  sumas  que  ha  cobrado.  Esto  es  lo  que 
a  admitido  la  Corte  de  Casación,  Sala  de 
dmisibilidad,  el  5  de  mayo  de  1873  y  Sala 
ivil,  el  26  de  junio  de  1905  (S.  1905.  1.  434 
on  nota  de  M.  Lyon-Caen). 

¿Desaparece  el  derecho  á  una  pensión  de  re- 
iro  en  caso  de  accidente  de] trabajo?— ¿Puede 
trivarse  á  un  obrero  del  derecho  á  una  pcn- 
ión  de  retiro  porque,  víctima  de  un  acciden- 
e,  tiene  derecho  por  este  título  á  una  pensión 
ritalicia?  La  cuestión  se  presentó  por  primera 
rez  ante  la  Corte  de  Casación  el  21  de  julio 
le  1904.  (S.  1905.  1.  483).  Esta  admitió,  co- 
mo lo  habían  hecho  generalmente  las  Cortes 
le  Apelaciones  (V.  Bourges,  26  noviembre 
1900,  S.  1901.  2.  241.  Contra,  Bordeaux  24 
de  junio  j  8  de  julio  1902,  S.  1903,  2.245) 
que  las  dos  pensiones  se  aumentaban;  la  pri- 
mera se  deriva  de  una  convención  previa,  la 
segunda  de  la  ley.  Las  causas  diferentes  de  los 
dos  créditos  hacen,  pues,  que  ellos  no  se  cqn- 
fundan.  Esta  solución  nos  parece  justa,  pues 
el  obrero  que  está  retirado  puede  esperar  to- 
davía proporcionar  un  cierto  trabajo,  é  im pi- 
diéndoselo el  accidente,  existe  el  perjuicio  que 
sirve  de  base  á  la  indemnización  de  la  ley  de 
1898. 

CONTRATOS    ESPECIALES 

VenU 

De  la  cesión  de  un  crédito  Accesorio  á  otro 
c/erecAo.— La  jurisprudencia  considera  hoy  que 
un  crédito  puede  depender  á  título  accesorio 
de  un  derecho  de  propiedad  y  parece  admitir 
al  mismo  tiempo  que  seguirá  así  al  derecho 
principal  en  cualesquiera  mano  que  pase,  sin 
que  por  otra  haya  necesidad  de  notificación 
ninguna,  por  lo  menos  cuando  este  crédito  es 
puramente  eventual.  Esta  jurisprudencia  se 
ha  manifestado  en  materia  de  venta  de  inmue- 
bles, en  que  se  considera  que  el  deudor  cede  al 


mismo  tiempo  que  la  cosa  todas  las  acciones 
de  garantía  que  pueden  pertenecerle  por  razón 
de  esta  cosa.  (Cas.  civ.  12  nov.  1884.  S.  86, 
1. 149  ) 

Ella  se  manifiesta  más  claramente  á  pro- 
pósito de  los  establecimientos  de  comercio:  la 
jurisprudencia  admite  que  si  un  comerciante 
ha  estipulado  con  un  empleado  que  lo  aban- 
dona una  indemnización  si  funda  un  estable- 
cimiento semejante  en  un  cierto  radio,  puede 
invocar  el  beneficio  de  esta  cláusula  penal  el 
comprador  ó  subcomprador  del  establecimien- 
to. (V.  Trib.  de  com.  Sena,  11  setbre.  1897, 
Trib.com.  1897,  135;  Lyon,  20  oct.  1900, 
Gaz,  Pah  v^  Feníc  comerc/a /e,num.  484). —Es 
lo  que  ha  resuelto  la  Corte  de  Naney  el  14 
nov.  1905.  {Gaz.  Pah,  19  dic.  1905).  ' 

Arrendamiento 

Del  arrendamiento  con  promesa  de  venta,— 
Cuando  una  persona  arrienda  una  cosa  por 
un  período  determinado,  mediante  pagos  men- 
suales, con  la  estipulación  de  que,  si  al  fin  del 
arrendamiento  ha  pagado  regularmente  todos 
los  cánones  el  arrendatario,  adquirirá  la  pro- 
piedad de  la  cosa  sin  ningún  suplemento  de 
precio,  hay  en  esto  un  arrendamiento  con  pro- 
mesa de  venta  y  no  una  venta  firme  bajo 
una  condición  resolutoria.  Así  lo  ha  declarado 
la  Sala  de  lo  criminal  de  la  Corte  de  Casación 
ell9dejuniodel903.  (D.  1905.  1.  486).- 
Acentúa  así  la  solución  dada  por  la  Sala  de 
admisibilidad  el  29  de  enero  de  1902(V.  i?cvae, 
1902,  p.  901.— Cf.  Revue,  1904,  p.  430);  pues 
ésta  había  resuelto  un  caso  en  que  el  vendedor 
debía  recibir,  al  fin  del  arrendamiento,  cierta 
suma  á  más  del  precio  de  arrendamiento,  y  se 
había  apoyado  en  esta  circunstancia,  entre 
otras,  para  motivar  su  solución.  .\quí  la  Cor 
te  sólo  podía  apoyarse  sobre  la  calificación 
dada  al  acto  por  las  partes,  la  cual  no  la  juz- 
ga incompatible  con  las  mensualidades  que  re- 
presentan la  totalidad  del  precio. 

Pero  esta  solución  produce  dificultades.  La 
Corte  de  Orleans  parece  no  aceptar  netamente 
la  idea  de  un  arrendamiento  seguido  de  pro^ 
mesa  de  venta.  Admite  que  hay  un  arrenda- 
miento con  venta  bajo  condición  suspensiva, 
lo  que  puede  tener  importancia  tratándose  de 
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un  inmueble  que  en  seguida  sea  vendido  á  un 
tercero  por  el  vendedor»  6  para  saber  si  se  re- 
suelve el  contrato  por  haber  cesado  en  sus  pa- 
gos el  arrentario.  (Orleans,  26  enero  1904,  D. 
1905.  2.  414). 

Creemos  más  exacta  esta  solución  que  la  de 
la  Corte  Suprema.  La  doctrina  de  la  sentencia 
de  1902  parece  sostenible,  si  no  cierta,  y  la  de 
la  Sala  de  lo  criminal  parece  discutible.  No  se 
comprende  que  haya  promesa  de  venta  si  la 
venta  se  encuentra  perfecta  por  el  sólo  cum- 
plimiento de  las  cláusulas  del  arrendamiento. 
Es  cierto  que,  en  este  caso,  ambas  sentencias 
llegan  á  la  misma  solución  afirmativa  de  la 
cuestión  propuesta:  ¿comete  un  abuso  de  con- 
fianza el  arrendatario  que  vende  la  cosa? 


Responsabilidad  del  propietario  por  los  ro- 
bos cometidos  en  su  inmueble Indicamos 

como  continuación  á  una  resolución  de  un  tri- 
bunal de  paz  de  Paris  de  28  de  abril  de  1905 
{Revue^  1905.  p.  654)  otra  resolución  de  un 
tribunal  de  paz  de  Paris  ( 12  de  octubre  de 
1905,  Le  Droit,  20  de  diciembre)  que  ha  admi- 
tido, como  la  precedente,  la  responsabilidad 
del  portero  y  del  propietario  por  un  robo  de 
bicicleta  en  un  departamento  cuya  llave  tenía 
el  portero.  Hay  en  ello  guarda  y  vigilancia 
suficiente  para  hacer  nacer  esta  responsabili- 
dad. 

Pero,  en  sentido  inverso,  el  tribunal  del  Sena 
(20  de  junio  de  1905,  Le  Droit,  20  de  diciem- 
bre) no  ha  admitido  esta  responsabilidad 
cuando  no  estaba  demostrada  la  culpa  grave 
del  portero,  sosteniendo  que  la  cuestión  se  ha. 
Haba  colocada  en  el  terreno  del  articulo  1382. 
£s  cierto  que  no  se  hace  constar,  como  en  las 
dos  precedentes,  que  el  portero  tuviera  la  lia- 
ve,  lo  cual  es  muy  importante. 

¿Puede  darse  un  desahucio  por  telegrama? 
— Hn  qué  forma  puede  darse  un  desahucio.  La 
jurisprudencia  ha  admitido,  en  el  silencio  de 
la  ley,  que  el  desahucio  puede  darse  en  una  for- 
ma cualquiera,  especialmente  por  carta  (Trib. 
del  Sena,  20  oct.  1871,  S.  71.  2. 184  y  25  mar- 


zo 1886,  D.  86.  3.  72).  De  esto  debería  dcc. 
cirse  que  también  puede  hacerse  por  tefegram. 
Sin  embargo  el  Tribunal  del  Sena  ha  recba:¿- 
do  esta  solución  el  12  de  mayo  de  1%S  (L 
Droit,  22  dic.  1905;  La  Loi,  31  dic.  19l^5<  £^ 
necesario,  dice,  que  el  desahucio  sea  U  mic 
festación  de  la  voluntad  del  que  lo  enm  j  r 
despacho  escrito  por  el  empleado  no  fiera  e 
si  mismo  la  prueba  de  que  emane  ddqaek 
firma;  en  consecuencia,  hallándose  el  destb 
tario  enla  imposibilidad  de  saber  si  él  prtKt*  • 
de  un  tercero  sin  mandato,  no  puede  ser  \í 
do  el  desahucio.  Esta  solución  nos  parea  c: 
singular,  ¿cómo  admitir  que  un  contrato  pc^ 
de  ser  aceptado  por  mensaje,  por  teléfosc' '. 
además,  la  firma  privada  al  pié  de  una  can 
¿hace  prueba  plena  de  la  voluntad  del  imiz- 
te?  Creemos  que  hay  en  esto,  bajo  el  {Htiex^f 
de  seguridad,  una  concepción  retrogradare  j 
manifestación  de  voluntad  y  de  sus  formas 
Del  derecho  á  indemnización  en  caso  de  rr 

solución Si  se  resuelve  el   arrendamies:: 

aún  por  culpa  del  arrendatario^  el  arrendacor 
no  puede  reclamar  ninguna  indemnizacióas 
vuelve  á  arrendar  en  seguida  el  inmuebie,  c  > 
prefiere  ocuparlo  él  mismo.  Tal  es  la  jnrispn 
d  encía  hoy  dia  bien  establecida  de  las  Con» 
de  Apelaciones.  Según  ella,  la  indenmizac  s 
que  puede  deberse  supone  siempre  un  da::. 
lo  que  no  sucede  en  este  caso  (V.  en  este  se- 
tido,  París  17  de  mayo  de  1876,  D.  78.  - 
181  y  10  julio  1875,  D.  78.  2. 105).  Peroaci 
sentencia  de  la  Corte  de  Besan^on  de  Iv^ 
marzo  de  1903,  D.  1905,  2.423,  es  mocK 
más  clara  en  este  sentido  que  las  precedect» 
Y  señala  un  paso  importante  sobre  la  sol:- 
ción  dada  por  el  Tribunal  de  la  Rochela  ei> 
de  enero  de  1904  (V.  Revue,  1904,  p.  8S3  f 
cual  había  juzgado  lo  mismo  á  propósito*' 
la  facultad  de  resolución  mediante  ifldes::r 
zación  contenida  en  el  contrato.  La  soloc-' 
dada  por  las  Cortes  de  Apeladones,  á  to 
de  sentencias  de  casación,  es,  por  otra  pari. 
generalmente  admitida  en  doctrina  (^-''^ 
llonard,  t.  11,  número  509,  Contra  Baudr 
Lacantinerie  et  Wahl,  número  262). 
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ITALIA 

blifTBciones.— Pacto  de  no  responder  del 
o  ó  culpa;  nulidad;  arrendamiento  de  obra 
landato;  disolución  causada  por  culpa  del 
ó  mandante;  resarcimiento  de  los  daños. 
s  nulo  el  pacto  contractual  dirigido  á 
inerar  á  la  parte  de  las  consecuencias  del 
>pio  dolo  ó  de  la  propia  culpa 'grave.  Por 
ito,  el  arrendatario  de  obra  ó  el  mandata- 
comercial  que  se  encuentra  obligado  á  di- 
ver  el  contrato  á  causa  de  los  actos  dolo- 
;  del  jefe  ó  del  niandíinte,  tiene  derecho  al 
arcimiento  de  los  daños,  no  obstante  que 
el  contrato  se  ha  pactado  que,  en  caso  de 
iro  del  empleado  por  cualquier  causa,  el 
rendatario  ó  mandatario  no  tenía  derecho 
reclamar  indemnización.— (Torino,  23  de 
osto  de  1905. 


Trattato  deJla  servitü,  2^  ed.  II,  núm.   359, 
p.  541). 


Servidumbre;  ejercicio  que  se  ha  hecho  im- 
)sihle  por  un  hecho  natural;  obras  diri*ridas 
restablecerla.— \jx\R  servidumbre  de  acue- 
icto  no  se  extingue  á  consecuencia  de  un 
ovimiento  de  la  tierra  que  ha  heclio  iniposi- 
e  su  ejercicio.  Por  lo  tanto, el  dueño  del  fun- 
3  dominante  puede  ejecutar  obras  para  res- 
iblecerla.  — (Palermo,  23  de  enero  lOüG).— 
/.  Laurent,  vol.  VIH,  núm.  292;  Pacitici  Ma- 
toni,  Servitu    prediali,  núm.  226;  Germano, 

jURla.     bblKANJtKA 


Torino,  6  septiembre  1903. — Acción  pose- 
soria— Continuidad  de  la  posesión Ejerci- 
cio á  intervalos.— Establecimiento  industrial. 
—Desvío  de  agua.— Inactividad  temporal  del 
establecimiento.— ha  posesión,  para  ser  con- 
tinua, no  es  preciso  que  sea  permanente,  bas- 
tando que  ella  se  ejercite  á  intervalos  aún 
largos,  todas  las  veces  que  se  presente  la 
oportunidad  ó  la  necesidad,  y  esto  tanto  más, 
cuando  el  poseedor  está  provisto  de  un  título. 

Por  lo  tanto,  es  continua  la  posesión  que 
tenía  un  establecimiento  industrial  del  dere- 
cho de  preferencia  en  un  desvío  de  agua,  no 
obstante  no  haberse  usado  de  ella  durante  un 
trenio  á  causa  de  la  clausura  é  inactividad 
del  establecimiento  mismo. 

Florencia,  14  diciembre  1905.— Testamentu 
público. — Declaración  de  la   voluntad Pre- 
sencia  de  los   test i'.;os.— Mención  expresa.— 
Dckcto.  — Nulidad.  —  Es  nulo  el   testamento 
púi)lico  si  el  notario  no  hace  mención  expresa 
de  que  el  testador  le  ha  declarado  su  voluntad 
en   presencia  de  los  testigos,  sino  que  dice: 
**dicho  acto  dictado   por  el  testador,   fué  es- 
crito por  mí  Y  leído  en  su   presencia  y  la  de 
los  testigos  nombrados". 
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Genova,  22  diciembre  de  1905. — Contratos; 
efectos;  impedimento;  fuerza  mayor;  fuerza 
eléctrica.  La  fuerza  mayor  que,  en  el  sentido 
del  articulo  1226  del  Código  Civil,  exime  al 
deudor  de  toda  responsabilidad  á  causa  de 
la  imposibilidad  de  cumplir  su  obligación,  no 
debe  entenderse  de  un  modo  absoluto,  sino 
con  relación  á  los  términos  fundamentales 
del  contrato  de  que  se  trata. 

Por  lo  tanto,  el  productor  de  energía  eléc- 
trica mediante  fuerza  hidráulica  no  esrespon 
sable  para  el  consumidor  por  haberse  visto 
obligado  á  interrumpirla  á  causa  de  una  se- 
quía estraordinaria,  si  bien  la  enerjía  eléctri- 
ca puede  producirse  por  otros  medios. 

Torino,  6  de  febrero  de  1906.— vSoc/eí/ac/  en 
comandita.— Comanditarios,—  Actos  de  ges- 
tión  Responsabilidad  ilimitada.— Casado n . 

-.-Sociedad.— Obligación  ilimitada. ^Aprecia- 
ción de  los  hechos. — El  comanditario  puede, 
sin  perder  su  carácter  y  su  responsabilidad 
limitada,  ejecutar  todos  los  actos  de  adminis- 
tración interna,  pero  debe  abstenerse  de  cual- 
quier acto  de  gestión  externa  que  lo  ponga 
en  relación  de  negocios  con  terceros,  indu- 
ciéndolos á  creer  fundadamente  que  el  coman- 
ditario está  investido  de  la  administración  de 
los  negocios. 

Por  lo  tanto  puede,  sin  contraer  responsa- 
bilidades, ejercer  una  asidua  vigilancia,  pedir 
secuestro  judicial,  separar  de  lagerencia  á  los 
administradores  y  reemplazar  los  secuestres. 

Es  apreciación  de  hechos  el  resolver  que  de- 
terminados actos  del  comanditario  producen 
para  él  obligación  ilimitada. 

Uruguay 

Jurisdicción Responsabilidad.  —  Suasi-de- 

lito — Es  de  lajurísdicción  comercial  una  causa 
iniciada  con  motivo  de  cuasi-delito  imputado 
á  un  capitán  de  buque  en  el  ejercicio  de  sus 
fundones. 

Los  dueños  del  buque  son  civilmente  res- 
ponsables de  las  consecuencias  de  los  actos 
culpables  ó  imprudentes  del  capitán. 

No  existiendo  en  el  Código  de  Comercio  dis- 
posiciones relativas  á  los  cuasi-delitos,  son 
aplicables  las  relativas  del  Código  Civil;  es 


aplicable  entre  ellas,  la  del  artículo  1306,  que 
fija  en  cuatro  anos  el  plazo  para  accionar;  j 
no  es  de  aplicación  la  disposición  del  artículo 
1018  del  Código  de  Comercio  que  se  refiere  á 
prescripción  de  veinte  años.  (Montevideo,  2 
de  junio  de  1905). 

Cura  te/a. —La  cúratela  cesa  de  hecho  desde 
el  momento  del  fallecimiento  del  incapaz  v 
caducan  los  poderes  que  hubiere  conferido  el 
curador.  (.\rts.  372  i  384  del  Código  Civil). 
(Montevideo,  27  de  marzo  de  1906). 

Prescripción,  mterrupción Reconocimien- 
to de  deuda;  testamento Existe  interrup- 
ción déla  prescripción  cuando  el  deudor  reco- 
noce expresa  ó  tácitamente  la  obligacióoen 
un  testamento. 

La  manifestación  hecha  por  un  testador  de 
que  su  médico  no  ha  querido  cobrarle  sus  ser- 
vicios profesionales,  no  puede  modificar  en 
nada  el  reconocimiento  de  la  deuda  por  dichos 
servicios. 

I/O  que  se  deja  á  un  acreedor,  no  se  enten- 
derá que  es  á  cuenta  de  su  crédito,  si  no  se  ex- 
presa. (Art.  893  del  Código  Civil). 

Excepción  de  prescripción. —faicio  ejecutivo. 
—En  el  juicio  ejecutivo  la  excepción  de  pres- 
cripción sólo  puede  oponerse  cuando  el  eje- 
cutado es  citado  de  excepciones  y  durante  ese 
término. 

No  es  aplicable,  pues,  al  juicio  ejecutivo,  la 
disposición  general  que  establece  que  la  pres- 
cripción puede  oponerse  en  cualquier  estado 
de  la  causa.  (Véase  arts.  248,  466,  887,  888, 
894  y  940  del  Cód.  de  Proc.  Civil). 

Testamento  —  Falsedad.  —  Presunción.  — 
Puede  ser  hecha  por  presunciones  la  prueba 
de  la  falsedad  de  un  testamento  cerrado. 
(.\rts.  1579  del  Código  Civil  y  454  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil). 

Us  ufructo  —  Viuda,— In  ventano.— Sociedad 
conyugal.— LsL  viuda  no  pierde  el  usufructo  de 
los  bienes  de  sus  hijos  menores  por  haberse 
practicado  el  inventario  algunos  días  después 
de  vencido  el  termino  que  señala  el  artículo 
248  del  Código  Civil,  cuando  la  demora  no  le 
sea  imputable. 
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La  mujer  que  administra  extraordinaría- 
lente  la  sociedad  conyugal,  no  está  obligada 

rendir  cuenta  de  su  administración.  (Véase 
rts.  24.8,  394  y  1954  del  Cód.  Civ.) 

>bll8raoioneB  y  contratos  especiales 

Por  M.  Rene  Demogue 

Profesor  agregado  á  la  Facultad  de  De- 
recho de  la  Universidad  de  Liíle. 

OBLIGACIONES  EN  GENERAL 

Condiciones  de  existencia  de  las  obligaciones 

delictuosas 

Responsabilidad  por  el  hecho  de  un  animal, 
—  Una  sentencia  de  la  Corte  de  Casación, 
■ala  de   admisibilidad,  de   29   de   enero   de 
1906,  (Gaz.  du  Palais  del  2  de  marzo),  pare- 
ce presentar  bajo  una  luz  un  poco  nueva  la 
responsabilidad  del  propietario  de  animales. 
Un   sirviente   es    aplastado    por  el   vehículo 
que   conducía:   ¿puede  de  pleno    derecho,  en 
virtud  del  artículo  1385  del  Código  Civil,  re- 
clamar  una   indemnización    al   propietario? 
Hay  jurisprudencia  bien  establecida  en  el  sen- 
tido de  que  el  propietario  es  responsable  del 
animal  que  le  pertenece  aún  para  con  su  de- 
pendiente.  Pero  en  el  caso  actual  el  depen- 
pendiente  había  sido  aplastado  por  el  vehícu- 
lo   y  no  muerto  por  el  caballo.  La  Corte  de 
Casación,  en  una  sentencia  por  otra  parte 
poco  clara,  con  motivo  de  un  fallo  de  apela- 
ción,  ha  admitido  aquí  la  irresponsabilidad 
del  propietario.   Esta  resolución  nos  parece 
más  bien  criticable.  Si  el  sirviente  hubiera  si- 
do herido  sólo  por  el  vehículo,  por  haberse 
roto  una  rueda,   por  ejemplo,  se  justificaría 
la  solución  de  la  Corte  de  Casación,  por  lo 
menos  si  se  rechaza  la  nueva  teoría  sobre  la 
responsabilidad  de  pleno  derecho  por  el  hecho 
de  las  cosas.  Pero  no  parece  que  era  ese  el  ca- 
so, pues  el  demandante  había  tratado  en  vano 
de  probar  que  el  animal  tenía  vicios.  Y  enton- 
ces la  sentencia  llega  á  esta  consecuencia:  un 
individuo  no  puede  decirse  herido  por  un  ani- 
mal, cuando  ha  sido  herido  por  el  vehículo  á 


que  estaba  enganchado  este  animal.  El  ani- 
mal no  es  considerado  como  la  causa  del  ac- 
cidente. ¿Es  esto  exacto?  Un  caballo  no  es  la 
causa  del  accidente  cuando  camina  á  pesar 
del  conductor,  como  cuando  da  una  coz? 

Condiciones  de  existencia  de  las  obligaciones 

contractuales 

Del  derecho  del  marido  para  cobrar  danos 
y  perjuicios  por  falta  de  cumplimiento  de 
las  obligaciones  nacidas  del  matrimonio, — Es 
diñcil  encontrar  coherencia  en  la  jurispruden- 
cia respecto  á  las  indemnizaciones  que  un  es- 
poso puede  reclamar  al  otro  por  haber  viola- 
do alguna  de  las  obligaciones  nacidas  del 
matrimonio.  La  jurisprudencia  acepta  que  el 
adulterio  de  la  mujer  da  lugar  á  una  indem- 
nización en  favor  del  marido  cuando  éste  per- 
sigue al  cómplice  (V.  not.  Cas.,  7  junio  1893, 
S.  95.  1.  413).  Pero  es  más  difícil  encontrar 
sentencias  que  condenen  á  la  mujer  misma. 
Conocemos  no  obstante  en  este  sentido  un 
fallo  de  Tolosa  de  29  de  junio  de  1864  (S.  64. 
2.  155),  que  ha  condenado  solidariamente 
con  su  amante  á  una  mujer  separada  de  cuer- 
pos que  se  había  ido  á  vivir  con  él.  Si  una 
mujer  se  niega  al  cumplimiento  del  deber  con- 
yugal, la  jurisprudencia  admite  que  esta  falta 
de  consumación  del  matrimonio  la  expone  á 
una  indemnización  ( Montpellier,  29  nov. 
1897.  1.  S.  1901.  2.  137,  y  Toulouse,  12  ma- 
yo  1904,  S.  1903.  2.  240). 

Resoluciones  más  recientes  son  al  contrario 
más  limitativas.  Un  fallo  del  tribunal  de  Cha- 
lons-sur-Marne  (4  abril  1095,  S.  1906.  2. 
52)  ha  admitido  que  los  hechos  que  motiva- 
ron el  divorcio  pueden  condenar  al  esposo  cul- 
pable á  una  indemnización.  Pero  en  la  especie 
se  ha  negado  á  pronunciar  esta  condenación, 
porque  el  acto  alegado  era  la  negativa  de  la 
mujer  á  seguir  á  su  marido  á  una  residencia 
nueva  y  que  esto  le  parecía  una  falta  á  un  de- 
ber correspondiente  á  un  derecho  de  potestad 
y  no  una  obligación  correlativa  á  un  derecho 
de  potestad.  Por  otra  parte,  el  fallo  ha  decla- 
rado que  el  hecho  mismo  del  divorcio  obteni- 
do por  una  mujer  contra  quién  se  había  pro- 
nunciado la  separación  de  cuerpos,  sólo  esta- 
ba sancionado  por  los  artículos  300  y  301 
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del  Código  Civil  y  que  no  podía  dar  lugar  á 
daños  y  perjuicios. 

Una  sentencia  de  la  Corte  de  Angers  de  25 
de  enero  de  1905,  S.  1906.  2.  49,  es  mucho 
menos  clara.  Rechaza  la  demanda  de  un  mari- 
do que  solicitaba  una  indemnización  por  el  per- 
juicio resultante  del  matrimonio  cuya  ruptura 
se  había  hecho  necesaria  por  la  culpa  de  su 
mujer  y  pedía  la  restitución  de  lo  gastado  por 
él  en  compras  de  alhajas.  Objeta  que  si  el  de- 
mandante tiene  una  acción  de  indemnización, 
ésta  no  podría  en  todos  los  casos  tener  por 
objeto  una  repetición  de  todos  los  gastos  que 
han  precedido  ó  seguido  al  matrimonio,  como 
si  el  matrimonio  no  hubiera  sido  efectivamen- 
te contraído. 

A  esto  agrega  la  Corte  la  consideración  de 
hecho  de  que  las  alhajas  habían  sido  ofrecidas 
por  la  familia  del  marido,  que  éste  carece  por 
lo  tanto  personal  mente  de  cal  i  dad  para  obrar, 
y  que  habiéndose  efectuado  el  matrimonio  no 
pueden  repetirse  estos  regalos. 

La  jurisprudencia  parece,  pues,  muy  vaci- 
lante. Acuerda  ó  niega  los  daños  y  perjuicios 
según  los  casos. 


laterpretación  de  las  obligacioaes 

De  la  fuerza  obligatoria  de  lascláusuli.z 
presas  en  un  contrato. — Los  tribunales: i 
recían  hasta  ahora  considerar  que  era  ;::: 
ciso  dar  plena  fuerza  á  las  fórmulas  impr^^ 
que  una  persona  hace  aceptar  á  otra. '  -: 
sentencia  de  la  Corte  de  París  de  22  de  r.an 
de  1905  (D.  1906.  2.22)  parece  juzgar (k- 
manera,  y  resuelve  con  razón  que  las  ir  . 
las  impresas  y  cambiadas  no  dcbtn  ser  j>  . 
das  de  las  otras  piezas  del  debate,  qu-.  x.' 
fórmulas,  que  autorizan  á  un  comisiúrx. 
para  constituirse  en  contra -parte,  puedcr  i . 
recer  de  efecto  si  aparece  de  los  hechor -it  . 
causa  que  la  intención  del  comitente  ha  > 
contraria.  Este  atentado  á  las  sacrosaii-i 
cláusulas  impresas  es  grave  y  feliz.  El  rc>-.:. 
también  implícitamente  de  otras  dos  nr.v 
cias  de  la  misma  Corte  de  6  de  dicieralrt  . 
1904  y  de  3  de  mavo  de  1905  (íodK 
prepara  tal  vez  importantes  modificaci  - 
de  jurisprudencia  en  materia  de  contratv 
adhesión. 


Li'> 


Del  préstamo  hecho  por  un  motivo  ilícitc— 
La  jurisprudencia  está  fíjada  hoy  en  el  sen- 
tido de  que  un  préstamo  hecho  para  permitir 
jugar,  y  especialmente  el  hecho  por  uu  em- 
pleado de  una  casa  de  juego  es  nulo  por  ser 
ilícito  (V.  Revue.,  1905,  p.  892).  En  este  sen- 
tido un  fallo  del  tribunal  del  Sena  de  17  de 
noviembre  de  1905  {Gaz.  du  Palais  de  27  de 
marzo  de  1906),  ha  declarado  nulo  un  prés- 
tamo hecho  por  el  cajero  de  un  casino  á  un 
jugador  que  necesitaba  dinero  para  jugar,  sa- 
cando el  prestamista  provecho  de  la  explota- 
ción del  juego.  Pero  ha  admitido  que  habien- 
do sido  dado  voluntariamente  un  cheque  al 
prestamista  para  cubrirlo  y  habiendo  llega- 
do á  ser  éste  propietario  de  la  provisión,  ha- 
bía un  pago  válido  que  excluía  toda  repeti- 
ción. 


Prueba  de  las  obligaciones 

De  la  imposibilidad  moral  de  tener  ü  ' 
prueba  escrita, — Hemos  señalado  va  la  ;i:r^ 
prudencia  que  aplica  el  artículo  13-iS  >  ': 
la  imposibilidad  de  procurarse  una  pnc 
escrita  en  caso  de  imposibilidad  moral  y  je- 
mos citado  el  caso  del  médico  quenopi^t.i 
exigir  de  los  clientes  uníí  prueba  escri:-  ^ 
sus  visitas  (  V.  Revue,  1905,  p.  652  vi*' 
El  tribunal  de  Lorient  ha  aplicado  la  c::saa 
teoría  á  los  negocios  concluidos  en  lasitrv< 
que  por  tradición  y  por  uso  constante  n»  h 
reducen  á  escrito,  ya  que  los  negocios  ser.- 
cutan  en  gran  número  y  rápidamente;  a:-' 
ga,  por  otra  parte,  que  la  solución  conir.'U"* 
facilitaría  el  dolo  v  el  fraude. 
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Rivista  italiana  per  le  Scienze  Giuridiche,— 
Dispensa.— 119.  28  septiembre  1905.  Torino. 

La  injuria  y  la  calumnia  según  los  documen- 
tos de  la  última  parte  de  la  Edad  Media. 

Bibliografía:— Lb.  historia  de  la  Constitu- 
ción y  del  derecho  húngaro.— Apuntes  didác- 
ticos de  derecho  romano.— Instituciones  de 
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Legislación  italiana:  Ley  de  29  de  diciembre 
de  1904,  relativa  al  aumento  del  personal  de 
los  carabineros,  precedida  del  discurso  pro- 
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tion  comparée,— Año  XXXYII.— 1905.— Bru- 
selas. N^  4. 

Algunas  palabras  sobre  el  fundamento  de 
las  inmunidades  diplomáticas,  en  derecho  y  en 
equidad,  por  Ernesto  Lehr. 
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inspector  general  de  minas. 

La  duración  del  trabajo  en  las  minas Dis- 
curso pronunciado  ante  el  Senado  en  sesión 
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por  el  Prefecto  de  Pas-de-Calais. 
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Nueva  Caledonia;  minas;  decreto  de  27  de 
abril  de  1906.  Informe  al  Presidente  de  la  Re- 
pública Francesa. 

Decreto  de  19  de  mayo  de  1905  que  modifi- 
ca el  de  24  de  agosto  de  1875  relativo  á  los 
depósitos  y  ventas  de  dinamita. 

Ju  risprudencia.— Bibliografía, 


España 


Estudios  de  Z>eiisío.— Bilbao.— Año  11  m 
tiembre.  —Número  5. 

El  concepto  del  delito Perfección  dr!  :.: 

trato  por  correspondencia. — La  familia  ra-:- 
na.-  San  Miguel  de  Lumcchoga.— Consc>j:< 

y  dictámenes Crónica  legal Notas  M-  : 

gráficas. — Suplemento  de  noticias. 

Revista  General  de  Legislación  y  Jun^-r. 

denc/a. —Madrid Año    53.— Julio-agosto  '■ 

1905. 

El  derecho  interregional ^Gonzalo  F.  c* 

Córdoba,  Juez  competente  en  casos  át  acc 
den  tes  del  trabajo M.  Zuaznávar. 

La  protección  legal  de  los  trabajadores.. 
Raúl  Jay. 

El  estado  español  según  los  principias  coc« 
titudonales  y  según  las  costumbres.- \a|? 
Donoso  Morillo  Velarde. 

Las  escrituras  de  préstamo  con  hipotea 
con  pacto  de  subasta  de  la  finca  ante  .Wj 
rio Victorino  Santa  María. 

Proyecto  para  reformar  el  testamento  a^tf 
to  otorgado  ante  Notario Nemesio  Sandu 

Jurisprudencia  sobre  el  artículo  811  dfíCc 
digo  Civil.— José  Morell. 

Revista  de  Revistas  Jurídicas.  —  Noticia 
bibliográficas. 

Anales  de  Derecho  internacional:  Estti6^ 
comparativo  de  la  escuela  de  Savigny  v  He  - 
teoría  italiana. 

Portugal 

Revista  de  D/re/ío.— Lisboa,  30  de  agostf» 
de  1905.— N'  24.— Del  depósito  de  la  miKr 

casada Consultas  y  respuestas.  Asocac'^' 

de  abogados  de  Lisboa:  conferencias. 

Lisboa,  10  de  septiembre  de  1905.-N'2^ ' 
La  individualidad  jurídica  de  las  sociedaite 
comerciales  (Conclu8Íón).^Notariado.-^Cof 
sultas  y  respue8tas.-Asociación  de  ahogaos» 
de  J^isboa:  conferencias. 

Lisboa,  20  de  septiembre  de  1905.-N'2'5- 
Cuest iones  médico  legales.  -Notariado.-^í'''^ 
sultas  y  respuestas. — Asociación  deabogic^ 
de  Lisboa:  conferencias. 

Lisboa,  30  de  septiembre  de  1905.-K'-^' 
Derecho  Civil;  Cláusulas  sobre  converstóc } 
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pecifícacíón  de  bienes  en  los  contratos  dota- 
».  —  Notariado.  — Consultas  y  respuestas.  — 
sociación  de  abogados  de  Lisboa:  conferen- 


O  Mundo  Legal  e  Judiciario.  —  hishoat  10 
í  agosto  de  1905.-N^  21. 
Incertidumbres  déla  justicia  portuguesa:  fa- 
3S  contradictorios.-  Escuela  y  criminalidad. 
■Lra  acción  popular — Una  revolución  en  el  de- 
rcho  criminal:  Las  sentencias  del  buen  Juez 
I ag^aud.— Revista  de  revistas  jurídicas.— 
onsultas  y  respuestas. 

Lisboa,  25  de  agosto  de  1905.— N^  22. 

Municipalización  de  los  servicios.  —  Escri- 

ientes  de  Notario El  costo  de  la  justicia  en 

'rancia. ^Legislación  obrera  en  Francia:  re- 
Drmas  y  mu tualísmo.— Historia  del  Derecho. 
-Primera  Parte.— Una  revolución  en  el  Dere- 
ho  criminal:  las  sentencias  del  buen  Juez 
^agnaud Consultas  y  respuestas. — Biblio- 
grafía. 


Estados  unidos 

American  Law  Review.^N^  5.— Septiem- 
Dre-octubre  1905.--E1  legislador  americano.- 
La  evolución  de  la  lejr  internacional.- Los  in- 
formes legislativos  como  memoriales  de  His- 
toria y  Biografías Del  efecto  de  la  doctrina 

de  los  precedentes  judiciales  en  la  jurispruden- 
cia americana.— Observaciones  de  John  F". 
Dillon  en  el  banquete  en  el  Hotel  Astor  de  Nue- 
va York,  en  el  25'  aniversario  de  la  Clase  de 
los  Graduados  de  la  Escuela  de  Derecho  de  Co- 

lumbia Estudio  comparado  de  las  Consti 

tuciones  de  los  Estados  Unidos  de  Méjico  y  de 
los  Estados  Unidos  de  Norte  América.— Indul- 
gencia en  los  fallóse  indultos Abolición  de  la 

pena  de  muerte  en  Suiza El  desarrollo  del 

derecho  internacional  antes  de  Grotio.— Notas. 
—Fallos  recientes. — Correspondencia. — Obras 
y  Revistas. 

Harvard  Law  Review. — N'  1. — Noviembre 
1905.— Conversión  equitativa.— Patente  á  los 
procedimientos.— Notas.  —  Fallos  recientes.  — 
Libros  y  revistas. 

Columbia  Law  Review,— K^  7.— Noviembre 
1905.— Exención  de  la  propiedad  privada  de 
la  captura  mantima.— ^upervigilancia  federal 


de  los  seguros.— La  Corte  de  Essex.— Notas.- 
Fallos  recientes.— 'Libros  y  revistas. 

Michigan  Law  Review.-'N^  1.— Noviembre 
1905.— Expansión  territorial  del  ideal  del  de- 
recho consuetudinario.— Consideraciones  acer- 
ca de  una  causa.— Notas  y  comentarios.  -Li- 
teratura legal  reciente, 

Méjloo 

Boletín  del  Instituto  Cientiñco  y  Literario 
^'Porñrio  D/az".-Tomo  VIL— N^  12.-E1  pul- 
que  como  bebida  alcohólica.— Historia  de  los 
chichimecas.— La  tuberculosis  y  los  libros.— 
Convención  celebrada  entre  Méjico  y  España 
para  asegurar  en  ambos  países  el  ejercicio  de 
las  profesiones  liberales. — Poesías.— Estudio 
sobre  legislación  mercantil.— Programa  de  psi- 
cología, moral  y  sociología. — Bibliografía. 

Ecuador 

Revista  de  ¡a  Sociedad  Jurídico-Literaria — 
Quito.-N'  39.— Septiembre  1905. 

Conferencia.— Ligeras  consideraciones  acer- 
ca del  fin  del  Estado.— Resurrección Poesías. 

—Decadentismo.— Bases  para  un  concurso  li- 
terario. 

Urugruay 

La  Revista  de  Derecho,  Jurisprudencia  y  Ad- 
ministración  Montevideo.  —  Año  XI.  —  Nú- 
mero 24.— Agosto  31  de  1905 Jurispruden- 
cia: El  fiscal  de  menores,  ausentes  é  incapa- 
ces, es  el  fiscal  que  debe  subrogar  á  los  del 
crimen  en  razón  de  ejercer  funciones  de  minis- 
terio-público  La  contienda  telati  va  ala  com- 
petencia de  los  fiscales  del  Estado  debe  ser  re- 
suelta por  el  juez  de  la  causa  y  nó  por  el  Tri- 
bunal Pleno.  ^Consulta. 

Año  XXL— N^  l.-Septiembre  15  de  1905. 

La  Sección  de  Ciencias  Jurídicas  y  Sociales 
del  tercer  Congreso  Científico  Latino-Ame- 
ricano. 

¿Se  requiere  intervención  judicial  en  las  par- 
ticiones extrajudiciales  en  que  tienen  interés 
menores  sujetos  á  la  patria-potestad? 

Jurisprudencia Crónica. 

Año  XII.-N^  3.-.0ctubre  15  de  1905. 

Validez  ó  nulidad  de  las  ventas  hechas  por 
el  heredero  aparente  á  terceros  de  buena  fe. 
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Ley  que  fija  el  interés  legal.— Se  fijan  reglas 
de  procedimiento  para  la  constitución  de  tri- 
bunales con  conjueces.— Jurisprudencia — Re- 
sultados de  la  pericia  caligráfica.—Concepto 
del  derecho  civil  industrial. 

Ohlle 

Revista  de  Tribunales. ^krio  VIIL-N^  7^. 

— 1'  de  octubre  de  1905. 

La  actitud  de  los  abogados  ante  la  conduc- 
ta de  los  jueces La  queja  de  los  letrados  de 

Antofagasta.— Suspensión  del  probatorio.— 
Término  probatorio.— Término  especial.— Ju- 
risprudencia de  la  Corte  Suprema.— Jurispru- 
dencia civil  de  1905  de  las  Cortes  de  la  Repú* 
blica. 

Método  propio  para  la  constitución  de  la 
ciencia  del  derecho  civil.  —  Legislación  ex- 
tranjera. 


al  respecto,  cada  uno  de  los  dueños  de  c:a 
misma  patente  tiene  derecho  para  Tcndc  s 
parte  á  terceros,  explotar  y  hacer  uso  de!  : 
vento  sin  consultar  á  los  otros  ducños,mds: 
les  parte  en  las  ganancias,  am  como  no  pxi 
tampoco  cobrarles  parte  de  las  pérdidas  ^ 
pudiera  sufrir  y  los  demás,  á  su  vei,  pode 
hacer  el  propio  uso  de  su  parte  de  propiciad 
Debe  considerarse  que  cada  una  de  las  parts 
tiene  intereses  distintos  en  su  etcndade? 
demás,  aun  cuando  provienen  de  la  misr- 
fuente  y  siendo  así  no  tienen  ninguna obEív 
ción  legal  los  unos  hacia  los  otros.  El  attce 
concluye  aconsejando  el  no  diridir  nonca  j 
propiedad  de  una  patente  6  si  esto  no  es  pos- 
ble,  el  hacer  al  tomar  el  título  de  propied»: 
un  contrato  escrito  en  el  que  se  indique  ex 
claridad  los  derechos  respectivos  delosdirr 
sos  dueños. 


OBRAS 

Estados  Unidos 

Los  derechos  respectivos  de  vanos  propieta' 
ríos  de  ana  misma  patente,  por  D.  Chhkvkr. 
—Según  la  jurisprudencia  de  Estados  Unidos  y 
dando  el  texto  de  varios  fallos  como  ejemplos, 
el  autor  dice  que  no  habiendo  contrato  escrito 


Poder  de  la  Corte  para  ordenar  üb  eiafic 
físico  en  casos  de  daños  en  la  pcrsona-ü 
Corte  no  tiene  derecho  para  obligar  á  nna  ce 
las  partes  á  someterse  á  un  examen  físico  áp^ 
dido  de  la  otra,  pues  dispone  de  dertos  medio! 
legales  para  producir  testimonios,  pero  enr; 
ellos  no  se  encuentra  el  de  tener  derecho  sol?;? 
la  persona  de  los  ciudadanos.  Lo  único  qocf 
demandante  puede  hacer  si  el  demandado  f^ 
husa dejarse  examinar,  es  poner  esta  negatm 
en  conocimiento  del  jurado  para  qnc  éstesaqs 
de  esta  circunstancia  las  deducaones  apí:^ 
bles  al  caso. 


NOTAS  BIBLIOGRÁFICAS 


REVISTAS 

Italia 

RivjstB  pénale  di  Dottríaa^  Legislazione  e 
Uurisprudenza.  —  Dispensa  248. — Noviembre 
905. — Torino. — Fascicolo  V. 
La  doctrina  penal  de  Nicolás  Spcdalieri  y  la 
scuela  positiva  moderna. 
La  exctipción  de  cosa  juzgada. 
Jurisprudencia:  a)  Corte  de  Casación;  b)  Cor. 
es,  Tribunales  y  Pretor. 

Los  asilos  de  mendigos  en  Bélgica Noticia 

ilstórica.. 

El  séptimo  Congreso  Penitenciario  intema- 
ñonal. 

Legislación  extranjera:  Ley  de  3  de  marzo 
ie  1905  que  modificad  artículo  4-952  de  la  ley 
que  en  los  Estados  Unidos  de  América  se  refíe* 
re  á  la  protección  del  derecho  de  autor. 

Crónica:  Un  establecimiento  penal  en  el  Ja- 
pón  Por  los  menores  delincuentes  en  Francia- 

— Error  de  la  justicia X  Congreso  internacio- 
nal contra  el  alcoholismo.— Bibliografía. 

Dizionario  di  Deñnizioni  Gittridiche,  —  Dis- 
pensa 11. — Contiene  esta  entrega  del  excelente 
Dicción  ario  las  voces  comprend  idas  en  t  re  Agen- 
te  y  Alimenti. 

Annali  della  Giurispradeaza  italiana,— kño 
XXXIX.— Fascicolo  8.— Florencia. 
Parte     I.— Corte  de  Casación.— Decisiones 

civiles. 
„  IL — Casaciones  de  Roma.— Jurispru- 

dencia especial. 

NOTAS 


Parte     IIL— Corte  de  Apelación. 
„  IV.— Jurisprudencia  penal. 

>»  V.— Jurisprudencia  administrativa. 

Franola 

BuUetin  mensuel  de  la  société  de  législation 
comparée — Nóms.  10,  11,  12 Octubre-no- 
viembre y  diciembre  1905. 

Estudio  sobre  el  régimen  de  los  cultos  en  Ca- 
nadá por  M.  Honoré  Gervais.  Estudio  sobre 
el  régimen  de  los  cultos  en  el  Gran  Ducado  de 
Luxemburgo,  por  M.  Paul  de  Prat. 

Reseña  de  las  le^'es  y  ordenanzas  publicadas 
en  Montenegro  durante  los  años  1902,  1903 
y  1904. 

Movimiento  legislativo:  Alemania,  Prusia, 
Gran  Bretaña  é  Irlanda. 

Reseña  de  obras. 

España 

Revista  General  de  Legislación  y  Jurispru- 
dencia— Madrid Año   53.  —  Septiembre  de 

1905. 

Consideraciones  sobre  problemas  legislati- 
vos que  demandan  solución  inmediata,  discur- 
so del  Excmo.  señor  don  Joaquín  González  de 
la  Peña,  en  la  solemne  apertura  de  los  Tribu- 
nales. 

El  tercio  de  libre  disposición Rafael  Ramos. 

El  apéndice  de  derecho  foral  aragonés.— José 
Gascón  Marín. 
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Origen  y  desarrollo  del  movimiento  protec- 
tor de  la  infancia  abandonada  y  de  la  juven- 
tud delincuente Eugenio  C.  Calón. 

Litiscontestatio— Manuel  Calderón. 

Contra  la  usura.— Modificación  del  artícu- 
lo 1509  del  Código  Civil.— José  García  Fer- 
nández. 

Crónica  de  los  Tribunales.— La  memoria  del 
Fiscal  del  Supremo.— Revistas  de  revistas  ju- 
rídicas.' 

Noticias  bibliográficas. 

Anales  de  Derecho  Internacional.— El  dere- 
cho internacional  privado  en  la  antigua  Grecia. 

Portugal 

Revista  de  Direito Lisboa,  10  de  octubre 

de  1905.— N^  28.— Derecho  Civil:  Convencio- 
nes anteriores  á  las  nupcias.— Notariado — 
Consultas  y  respuestas.  Asociación  de  aboga- 
dos de  Lisboa:  Conferencias. 
*  Lisboa,  20  de  octubre  de  1905.— N^  29.— De- 
recho civil  y  fiscal Notariado.— Consultas  y 

respuestas. 

Lisboa,  20  de  octubre  de  1905.— N^  30.  -De- 
recho civil:  Cláusulas  sobre  convención  y  es- 
pecificación de  bienes  y  declaración  de  valores 
en  las  escrituras  de  dote  anteriores  á  las  nup- 
cias. 

O  Mundo  Legal  e  Judiciarío. — Lisboa,  10 
de  septiembre  de  1905.— N^  23. 

Régimen  de  censura  ilícita.— El  alcoholismo 
y  la  criminalidad.— Separación  de  la  Iglesia 
del  Estado  en  la  República  francesa.- El  su- 
frajio  universal  en  Francia.— La  identificación 
de  los  criminales  por  medio  del  sistema  antro- 
pométrico.—El  divorcio.  —  La  policía  en  la 
época  revolucionaria.— La  instrucción  de  la 
mujer.— Una  revolución  en  el  Derecho:  las  sen- 
tencias del  buen  juez  Magnaud.— Revista  de 
revistas  jurídicas.  —  Reseña  de  legislación.— 
Consultas  y  respuestas. 

Lisboa,  25  de  septiembre  de  1905.— N^  24. 

Régimen  de  policía Ejecución  de  sentencias 

comerciales. —Incertidumbres   de   la  justicia 

portuguesa La  separación  de  la  Iglesia  del 

Estado  en  la  República  francesa Carta  de  un 

magistrado.—  Derecho  divino  y  czarismo 

Historia  del  Derecho. — Primera  Parte.-  Una 
revolución  en  el  Derecho:  las  sentencias  del 


buen  juez  Magnaud.— Galerías  de  hombrtsiíV 
Foro — Síntesis  de  Legislación.— Consaitas- 
respuestas. 

Estados  Unidos 

Harvard  Law  jReview.—  N^  2.— Dioieaibf> 

1905 Conversión   equitativa.— Resiji)r.sai:.- 

lidad  de  las  corporaciones  en  los  contrato^ 
hechos  por  sus  fundadores.— IntervenáÓB  c: 
los  deudores  en  el  nombramiento  de  dcpoa'^ 
rio  en  una  quiebra  bancaria. — ^Notas,— C&sk 
recientes.— Libros  y  revistas. 

Michigan  Law  Review,-Ji^  2.— DicícaibR 
1895.— Guerra,  arbitraje  y  paz.— Consiitcdc. 
nalidad  de  la  ley  de  Indiana  contra  los  cfi- 

rrillos Notas  y  comentarios — Fallos  redo 

tes Literatura  legal. 

Columbia  Law  Review.^^^  8.-Dicieabti 
1905.— El  derecho  consuetudinario  enlaía- 

glaterra  moderna Una  situación  peligro*: 

para  los  Ferrocarriles Notas.— Fallos  rede:- 

tes.— Libros  y  revistas. 

Ecuador 

Revista  de  la  Sociedad  Jurídico-Literarií- 
Quito—  N^  40.—  Octubre  de  1905.-Lijeis 
consideraciones  acerca  dclíin  dd  Estado.-U 
pena  de  muerte.— Discurso  leido  eo  la  apert: 
ra  de  las  clases  de  la  Universidad  CentraL- 
Resurección.— Poesías.  —  Decadentismo.-B> 
bliograña ^Notas. 

Uruguay 

La  Revista  de  Deiecho  j  Admiaistraciór..' 
Montevideo.— Año  Xn.—N^5.— 15dcnoTÍe2' 

bre  de  1905.— La  prescripción  de  los  seguros 
—Jurisprudencia.  —  Un  caso  de  competcíJc^ 
ante  los  tribunales  argentinos.— Concf pío -f 
derecho  civil  industrial.— Crónica. 

Año  XII.-N^  6.-30  de  noviembre  de  2i^'* 
—¿Basta  la  conformidad  de  partes  en  ir  al^ 
cío  en  un  asunto  sometido  al  juradode:^' 
prenta  de  calificación  para  que  éste  dcbac^ 
clarar  que  hay  lugar  á  la  formación  decaes^ 

¿Se  pueden  extraer  de  un  registro  de  pro^'" 
colizaciones,  escrituras  ó  documentos  úkO' 
porados  á  él?.— Jurisprudencia.  —  Ley  sob 
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inscripción  de  embargos,  de  bienes  raíces,  de 
demandas,  reivindicatorías  y  de  interdiccio- 
nes  Crónica. 

Año  XII.— N.9  7.— 15  de  diciembre  de  1905. 
—El  estudio  del  Derecho  en  la  Facultad  de 
San  Pablo  (Brasil) Jurisprudencia.— Protec- 
ción á  la  infancia.— Consulta.— La  publicidad 

de  los  derechos  reales  en  Inglaterra Jurís- 

prudencia  argentina. — Crónica. 

Ohile 

Revista  de  Tríhaaales.— Año  VIII.— N^  8. 
— 1^  de  noviembre  de  1905.— Método  propio 
para  la  constitución  del  derecho  civil.— Juris- 
prudencia déla  Corte  Suprema Jurispruden- 
cia civil  de  1906  de  las  Cortes  de  la  República. 


OBRAS 

Francia 

I.  Las  leyes  de  se^^uro  obrero  en  el  extranjero. 

II.  Seii^uro  contra  los  accidentes 6*  parte, 

suplementos  anexos  porMaurice  Bellom,  inge- 
niero del  cuerpo  de  minas,  1  vol.  in  8*^,  París; 
Arthur  Ronneau,  1904,  Precio  12  francos. 

En  el  momento  en  que  aparece  el  séptimo 
tomo  de  la  gran  obra  de  Mauríce  Bellom  no 
es  tal  vez  inútil  recordar  el  plan  y  el  orden  ge- 
neral de  esta  importante  publicación. 

El  objeto  que  se  ha  propuesto  el  joven  é  in- 
fatigable ingeniero,  al  emprender  esta  obra 
inmensa,  ha  sido  dar  á  conocer  en  Francia, 
por  traducciones  y  análisis  todo  lo  que  Fe  ha 
hecho  en  el  extranjero  respecto  del  seguro  obre- 
ro. Ha  dividido  su  tema  en  tres  partes  que  co- 
rresponden á  las  tres  ramas  del  seguro:  contra 
enfermedades,  contra  accidentes,  contra  Ja  in- 
validez y  la  vejez.  Un  solo  tomo  le  ha  bastado 
para  terminar  el  seguro  contra  la  enfermedad; 
pero  ha  necesitado  seis  para  agotar  el  tema 
del  seguro  contra  los  accidentes.  En  cuanto  á 
la  parte  que  tendrá  por  objeto  el  seguro  con- 


tra la  invalidez,  se  ignora  aun  cuál  será  su  ex- 
tensión, porque  el  señor  Bellom  está  aun  en  el 
período  de  preparación. 

El  tomo  6^  de  la  2*  seríe  (7^  de  la  colección) 
contiene  traducidos  al  francés  las  leyes,  decre- 
tos, estatutos  y  reglamentos  publicados,  en 
los  diferentes  países  extranjeros,  de  1900  á 
1903,  y  que  no  habían  hallado  cabida  en  los 
tomos  anteríores.  Se  notan  aun  dos  documen- 
tos de  fecha  más  antigua;  son  dos  leyes  de  la 
provincia  de  Ontario,  Canadá,  una  de  1897, 
destinada  á  garantir  ciertas  indemnizaciones 
en  ciertos  casos  á  los  obreros,  otra  de  1899, 
modifícando  la  ley  sobre  indemnización  de  los 
accidentes  del  trabajo. 

Un  conjunto  tan  considerable  y  numeroso 
de  documentos  como  el  de  Bellom  no  podría 
ser  utilizado,  ó  al  menos  útilmente  consultado, 
si  no  se  le  Jiubiera  provisto  de  buenos  índices. 
El  autor  lo  ha  comprendido.  Ha  colocado  al 
fin  del  tomo  que  acaba  de  publicar,  dos  índi- 
ces que  abarcan  las  materias  contenidas  en  los 
seis  tomos  que  componen  la  serie  consagrada 
á  los  seguros  contra  accidentes.  El  prímero  no 
hace  sino  reproducir  los  títulos  de  los  diferen- 
tes capítulos  de  la  obra  en  el  orden  en  que  en 
ella  están.  El  segundo  es  un  índice  alfabético  y 
las  citas  están  agrupadas  bajo  palabras  que 
las  indican;  gracias  á  este  excelente  guía  es  fá- 
cil ahora  aprovechar  la  obra  excelente  y  com- 
pleja del  señor  Bellom. 

Fernand  Daüüin. 


Punto  departida  de  los  electos  del  régimen 
matrimonial  {Contrato  de  matrimonio  ó  ce- 
lebración  del  matrimonio)]  estudio  crítico  de 
doctrina  y  de  jurisprudencia  por  M.  Gabriel 
Timbal,  abogado,  doctor  en  derecho,  pre- 
miado en  los  concursos  de  la  Facultad  de  de- 
recho de  Tolosa.  1  vol.  in  8',  Tolosa,  Prívat, 
1901. 

Parece  que  el  contrato  de  matrímonio  sólo 
pudiera  tener  efecto  desde  el  momento  de  la 
celebración  del  matrímonio  ya  que  es  el  acce- 
sorío  del  matrimonio.  Era  la  opinión  unáni* 
me  de  los  antiguos  autores  y  los  textos  del 
Código  Civil  implican  ese  punto  de  partida; 
son  expresos  para  el  régimen  de  comunidad  y 
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para  el  régimen  dotal.  No  es  ese  el  sistema  de 
la  jurisprudencia;  hace  que  el  contrato  pro- 
duzca efectos  desde  el  día  de  su  redacción  fun- 
dada en  que  las  convenciones  matrimoniales 
constituyen  una  obligación  condicional  y,  por 
consiguiente,  que  la  condición  realizada  tiene 
efecto  retroactivo  hacia  el  día  en  que  se  ha 
contraído  el  compromiso.  Del  hecho  de  que  el 
contrato  de  matrimonio  no  pueda,  antes  déla 
celebración  del  matrimonio,  recibir  ningún 
cambio,  deduce  la  jurisprudencia  que  se  hace 
definitivo  este  contrato  inmediatamente  des- 
pués de  redactado  y  que  los  efectos  de  la  cele- 
bración deben  retrotraerse  al  día  del  contra- 
to, en  lo  que  se  refiere  á  la  fortuna  de  los  es- 
posos; habiéndose  establecido  esta  fijeza  en 
sus  relaciones  pecuniarias,  desde  el  día  de 
la  redacción  del  contrato  en  el  interés  de  los 
esposos  para  que  desde  el  momeqto  de  la 
firma  no  puedan  alterar  su  situación  respec- 
tiva. 

Gabriel  Timbal,  en  una  vigorosa  y  sabia 
discusión,  demuestra  que  el  efecto  retroactivo 
de  la  condición  no  debe  aplicarse  al  contrato 
de  matrimonio.  Hace  á  este  respecto  un  estu- 
dio profundo  de  la  cuestión  de  la  retroactivi- 
dad  del  acto  constitucional.  El  autor  demues* 
tra,  con  los  argumentos  más  concluyentes 
que  la  retroactividad  de  la  condición  no  se  le- 
gitima con  razones  que  convenzan;  encontra- 
mos ingeniosa  y  perentoria  su  argumenta- 
ción, deducida  del  artículo  1182,  que  pone  á 
cargo  del  deudor  los  riesgos  de  la  cosa  debida 
bajo  condición  suspensiva.  Pero  establece  que 
el  contrato  de  matrimonio  no  es,  propiamen- 
te, un  acto  condicicnal.  La  discusión  entera 
está  expuesta  con  un  método  y  una  deducción 


que  hacen  claras  estas  cuestiooes  tas  (klr.- 
das  por  su  naturaleza. 

Después  de  haber  expuesto  el  prind(n(KCi 
segunda  parte  de  su  obra  el  autor  trata  i- 
sus  aplicaciones  en  los  diferentes  réjimeofi :: 
contratos,  salvo  naturalmente,  el  régima» 
elusivo  de  comunidad  y  el  régimen  de  srpar.- 
ción  de  bienes. 

La  doctrina  sostenida  por  Gabriel  Tvd'ii 
es  adoptada  por  casi  todos  los  autores.  ?:  ■ 
teje  á  los  terceros,  compradores  ó  acreedcr.> 
que  desean  que  las  convenciones  matrimca  :• 
les  no  existan  sino  á  contar  déla  cclcbrací'-, 
á  fin  de  poder  precaverse  de  ellas.  EsevidG- 
que  es  contraria  á  los  intereses  de  los  fatnros 
esposos,  en  el  intervalo  entre  el  contrato  j  i 
celebración.  Sin  embargo,  el  artícnlo  l¥4l  í 
proteje  en  un  caso;  pero  es  de  seguro  Í3?r- 
cien  te.  Nuestro  autor  propone,  como  reaír: . 
al  inconveniente  de  su  sistema  de  restnngrJ  ■' 
más  posible  el  intervalo  que  trascurre  eart 
las  convenciones  matrimoniales  j  d  matnx  r 
nio,  de  establecer  por  ejemplo  que  todo  cor- 
trato  de  matrimonio  que  prsceda  más  (k  2: 
mes  á  la  celebración,  será  considerado  nulo. 

Como  la  jurisprudencia  fija,  según  lafr-^ 
misma  del  matrimonio  el  rango  de  la  hipoteca 
legal,  nuestro  autor  estima  qac  modifica: 
próximamente  su  manera  de  ver  para  rrr* 
traer  al  día  de  la  celebración  los  podcrcí  co^- 
vención  ales  del  marido  y  la  inalienabilidac  ; 
la  dote;  desea  que  el  Congreso  modifiqce  c 
texto  inexacto  de  los  artículos  1558,  2llH ; 
2195  y  que  suprima  de  un  modocxpi»^^' 
efecto  retroactivo  de  la  condición. 

(i.  Beocaw 
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REVISTAS 


Francia 


Italia 

¡vista.    Pénale  di  Dotirina,    Legislazione  é 

Giurisprudenza Dispensa  247 Torino 

Fascicolo  IV. 

Cuestión  de  extradición.— Delito  político  y 
ifamación  por  medio  de  la  prensa,  según  el 
atado  entre  el  reino  de  Italia  y  la  República 
e  San  Marino. 

Dolo  y  daño  por  el  delito  de  usurpación  de 
inciones  públicas,  de  títulos  y  de  honores. 
Jurisprudencia:  a)  Corte  de  Casación,  b) 
ortes,  tribunales  y  pretor. 
Legislación  italiana:  Ley  de  11  de  julio  de 
904,  número  388,  que  contiene  disposiciones 
lará  combatir  el  fraude  en  la  preparación  y 
n  el  comercio  de  vinos.— Ley  de  8  julio  1904, 
lúmero  360,  sobre  la  fabricación  y  venta  de 
a  vacuna,  virus  y  productos  afínes. 

Crónica:  Archivo  judicial  criminal  y  esta- 
blecimientos penales  en  Bélgica Vicepretor 

y^  honorario.— Concurso  y  premio. — La  gui- 
llotina en  París.— Sociedad  general  de  las  cár- 
celes en  Francia.  — Error  judicial  en  Ingla- 
terra.—Política  y  justicia Bibliografía. 

Diziohario  di  Deñnizione  Giuridiche,^\)W 
pensa  12 — Está  dedicada  esta  entrega  á  la 
parte  especial  de  Derecho  y   Procedimiento 
penal  y  contiene  las  voces  comprendidas  en- 
tre Abandono  arbitrario  del  propio  ufBcio  y 
Aborto  procurato, 

NOTAS 


Revue  trimestrielle  de  Droit  CiViV.— París, 
número  3.— julio.— agosto septiembre,  1905. 

La  definición  y  la  noción  jurídica  de  la  pro- 
piedad, por  el  marques  de  Vareilles  — Som- 
mieres. 

El  derecho  del  abogado  á  sus  honoraríos, 
por  Albert  Wahl. 

Varíedades:  La  liquidación  del  pasivo  here- 
ditarío  en  derecho  francés,  por  M.  J.  Perccrou. 

Ley  belga  de  11  de  febrero  de  1905,  modifi- 
cando el  procedimiento  en  las  acciones  de  di- 
vorció, por  M.  Serváis. 

Bibliografía  de  obras  de  derecho  civil. 

Jurísprudencía  francesa  en  matería  de  dere- 
cho civil. 

Notas  parlamentarias  de  derecho  civil  y  de 
procedimiento  civil. 

París,  número  4. —  octubre—  noviembre  — 
diciembre,  1905. 

De  los  derechos  eventuales  y  de  las  hipóte- 
sis de  que  nacen,  por  M.  R.  Demogue. 

De  la  identificación  judicial  de  un  cadáver, 
por  M.  Cario  Lessona. 

Variedades:  Un  nuevo  tratado  de  la  pose- 
sión, por  M.  Albert  Tissier. 

La  liquidación  del  pasivo  hereditarío  en  de- 
recho comparado,  especialmente  en  el  derecho 
alemán,  por  M.  J.  Percerou. 

Bibliografía  de  obras  de  derecho  civil. 

Jurisprudencia  francesa  en  matería  de  dere 

cho  civil Notas  parlamentarías.— índices. 
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Revue  de  Droit  International  Privé  et  de 
Droit  penal  /uíerjiat/ona/.— París— Año  I— 
Núm.  4.  y  5— Julio— Octubre-.1905. 

Estudio  sobre  las  tentativas  hechas  para 
uniformar  el  derecho  marítimo.— Conferencia 
diplomática  internacional  celebrada  en  Bruse* 
las  los  días  21»  22,  23,  24  y  25  de  febrero  de 
1905,  por  P.  Govare. 

La  noción  del  domicilio  bajo  el  punto  de  vis* 
ta  internacional  en  la  legislación  fiscal  fran* 
cesa,  por  Alberto  Wahl. 

La  Convención  de  París  de  20  de  marzo  de 
1883  y  la  protección  internacional  de  las 
marcas  de  fábrica  ó  de  comercio,  por  A.  Oste- 
rrieth. 

Atríbuciones  notariales  de  los  agentes  di- 
plomáticos y  consulares,  por  C.  Jordán. 

El  asunto  Gallay  y  el  derecho  penal  inter- 
nacional (arresto  en  alta  mar).— Relaciones 
entre  Francia  y  Brasil  bajo  el  punto  de  vista 
de  la  extradición,  por  P.  I^boucq. 

Jurísprudencia:  Francia,  Alemania,  Bélgica, 
Egipto,  Indias  Inglesas,  Italia,  Suiza. 

Actualidad:— Documentos  legislativos  y  di- 
plomáticos.—Noticias  é  informaciones.— Bi- 
bliografía. 

Bólgloa 

Revue  de  Droit  intemational  et  de  legisla- 
tion  comparée — Bruselas.— Nám.  5 1905 

La  guerra  y  la  declaración  de  guerra,  por 
Ernesto  Nys. 

La  legislación  internacional  del  trabajo,  por 
Daniel  Crick. 

Antiguo  derecho  matrimonial  español,  por 
Emilio  Stocquart. 

El  régimen  constitucional  en  Bulgaria,  por 
M.  J.  Caleb. 

Nota:  La  cuestión  de  idiomas  en  las  relacio- 
nes diplomáticas. 

Nota,s  bibliográficas. 


España 

Revista  General  de  Legislación  y  Juríspru- 
c/enc/a.— Octubre  1905.— Madrid. 

La  protección  legal  de  los  trabajadores,  por 
Raúl  Jay. 


¿Heredan  los  nietos  por  representadas  a 
caso  de  renuncia  de  sn  padre?  por  José  Mor'. 

Origen  y  desarrollo  del  noTÍmiento  proce:- 
tor  de  la  infancia  abandonada  j  de  la  jívca- 
tud  delincuente,  por  Eugenio  C.  Caloá. 

Cómo  surgió  en  nuestros  dias  el  partido  x 
acción  de  la  anarquía,  por  C.  Bernardo  k 
Quiróz. 

Instrucciones  especiales  dadas  á  los  FinjH 
de  las  Audiencias,  por  la  Fiscalía  del  Tribaa; 
Supremo. 

I^  memoria  del  Fiscal  del  Snpremo. 

Revista  de  Revistas  jurídicas. 

Noticias  bibliográficas. 

Anales  de  Derecho  intemaciona]:  El  dn 
recho  internacional  privado  en  la  aflti;:^ 
Grecia. 

Estudios  de  Deusto. — Bilbao.— Año  L- 
Núm.  6. —Diciembre. 

Perfección  del  contrato  por  correspondr- 
cia.— La  familia  y  las  leyes  de  Aagnsto.-jBn- 
prudencia.— La  belleza  ideal Nnllam  cri- 
men nulla  poena  sine  lege. — Consaltas  j  éc^ 
menes.— Crónica  legal.— Notas  bibliográ¿cu 
—Suplemento  de  noticias. 

PorttLffal 

Revista  de  Direito.-—  Lisboa,  10  de  norics- 
bre  de  1905.-  N^  31.—  Proceso  dvil-  No» 
riado.^  Consultas  y  respuestas. —  An^r»*"» 
de  abogados  de  Lisboa:  conferencias. 

Lisboa,  20  de  noviembre  de  1905.— M  32- 

Derecho  civil:  Bl  inventario  de  los  bienes  ce  e 

régimen  matrimonial  de  separación  absok:!. 

—Consultas  y  respuestas.  ^Asodadóndeabo- 

gados  de  Lisboa:  conferendas. 

I 
O  Mundo  legal  ejudidarío. —  Lisboa,  10  de 

octubre  de  1905— N^  1. 

Vigésimo  año.— Galería  de  hombres  dd  F» 
ro.— Derecho  y  procedimiento  dril.— Crias 
de  usufructuario.—  Pena  de  nmerte.—  Pets 
perpetuas — Bl  divordo— Bl  jaego.— La  dea* 

denda  del  parasitismo ^Una  revolndón  ed 

derecho  criminal:  las  aentendas  del  buen  Jos 
Magnaud — Consultas  y  respuestas— Rtrisa 
de  Revistas  jurídicas.— Síntesis  de  lq;íslac»ft 

Lisboa,  25  de  octubre  de  1905.— N*  2.-L» 
pornografía  en  Pranda.  —  RespoosabiSdii 
ministerial.— Derecho  y  procedimiento  dril- 
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l\  drama  de  la  calle  de  Gloría.— Derecho  in- 
cmacional  privado.— Historia  del  derecho- 
primera  parte:  La  escritura— Una  revolnción 
rn  el  derecho:  las  sentencias  del  buen  Juez 
Sia^^aud.— Consultas  y  respuestas.— Revista 
le  revistas  jurídicas.— ^ntesis  de  legislación. 

Lrisboa,  25  de  noviembre  de  1905 N^  3  y 

if — Lra  infancia  críminal.—  Bl  derecho  á  la  in- 
demnización.—Reunión  de  notaríos  y  escríba- 
nos.—  Congreso  de  escríbanos  de  derecho.— 
Bibliografía. —  Crímenes  misteríosos.~La  de- 
cadencia del  parasitismo.- Una  revolución  en 
el  derecho:  las  sentencias  del  buen  Jues  Ma- 
g^aud. -Muertos  ilustres.-Revistade  Revistas 
jurídicas.— Síntesis  de  legislación.—Consultas 
y  respuestas. —  Asociación  de  abogados  de 
Lrisboa. — Medicina  legal:  exámenes  de  mérli- 
eos  legistas. —  Legislación  sobre  dolencias 
profesionales. 

ahile 

Revista  de  Tríbunaks.—N'^  9.-1^  de  diciem- 
bre de  1905. 

La  acción  resolutoría  subentendida  en  los 
contratos  sinalagmáticos. 

Subrogación  en  la  litis. 

Doctrína  de  la  Corte  Suprema,  en  casación. 

Jurisprudencia  civil  de  1905  de  las  Cortes 
de  la  República. 

Teoría  sobre  el  enríquecimiento  sin  causa. 

Mé(]l0O 

Boletín  del  Instituto  Cíentfñco  jr  Literario 
''Porñrío  Z)/ajr".-Toluca.-N^l.-Tomo  VIH. 

Historía  de  los  chichimecas.—  El  canto  es- 
colar. ¿Conviene  la  ilustración  de  los  sexos?— 
Poesías.— Programa  de  las  academias  prácti- 
cas del  primer  y  segundo  curso  de  matemáti- 
cas.-.Programa  para  el  curso  de  lógica.— Fo- 
lletines de  pedagogía.  —  La  legislación  de  ins- 
trucción pública  en  el  Estado  de  Méjico. 

OoBta  Rloa 

El  Foro.^J^an  José  de  Costa  Rica,  N^  7,  15 
de  noviembre  de  1905. 

La  oratoría  forense Biografías  cortas  de 

ilustres    abogados  centroamerícanos.— Las 


cárceles.^  Jurísprudencia.— Prestigio  de  los 
jueces  en  Costa  Rica.—  Medicina  legal:  dictá- 
menes de  la  Facultad  de  Medicina.—  Reforma 
imperíosa  en  nuestros  Juzgados  civiles. —  Co- 
lección de  las  príndpales  Constituciones  polí- 
ticas del  mundo.—  Constitución  Política  de 
Costa  Rica.— Catálogo  de  la  biblioteca  de  la 
Corte  Suprema  de  Justicia.— Notas. 


OBRAS 

Francia 

M.  Salbillbs  acaba  de  publicar,  como  prí- 
mer  tomo  de  una  colección  titulada:  MiscelÁ" 
nea  de  derecho  comparado  una  Introducción 
al  estudio  del  derecho  civil  alemán.  Este  volu- 
men sirve  de  prefacio  á  la  traducción  francesa 
del  Código  Civil  alemán  que  ha  emprendido 
el  Comité  de  legislación  extranjera.  Su  ob- 
jeto es  de  una  evidente  utilidad.  "Era  in- 
dispensable, si  el  nuevo  texto  debía  servir  de 
instrumento  de  trabajo  para  el  estudio  del 
pensamiento  jurídico  alemán,  que  se  procura- 
ra estudiar  algunas  cuestiones  generales  que 
dominan  toda  la  aplicación  del  derecho  civil 
alemán  y  de  las  cuale?  parece  que  no  quedará 
indicio  en  la  traducción  del  Comité.  La  razón 
es  sencilla:  se  trata  de  cuestiones  que  no  han 
sido  objeto  de  ninguna  disposición  especial. 
La  traducción  preparada  por  el  Comité  de  le- 
gislación no  tiene  la  pretensión  de  ser  un  co- 
mentarío,  no  es  sino  una  traducción  anotada 
que  hace  más  fácil  comprender  el  texto  por 
medio  de  explicaciones  exegéticas." 

M.  Saleilles  nos  habla  ante  todo  de  los  pre- 
cedentes  del  Código  Civil  alemán,  del  Código 
prusiano  de  1794,  del  Código  austríaco  de 
1812,  de  las  teorías  de  Thibaut  sobre  la  codi- 
ficación y  de  la  ley  de  20  de  diciembre  de  1873 
que  hacia  entrar  la  legislación  civil  en  las  ma- 
teríasde  la  competencia  legislativa  del  Reichs- 
tag;  por  fin,  de  los  trabajos  preparatoríos  del 
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Código  que  tuvieron  por  resultado  la  publica- 
ción del  Código  en  el  Monitor  del  Imperío,  de 
24  de  abril  de  1896.  Este  acontecimiento  tra* 
jo  como  consecuencia  inmediata  el  alejar  á 
los  jurisconsultos  del  estudio  del  derecho  ro- 
mano común  para  inclinarlos  bada  el  estudio 
del  Código  nuevo.  Este  Código  tan  importan' 
te  ha  dejado  sin  embargo,  algunos  puntos  sin 
reglamentar:  desde  luego  deja  un  amplio  cam- 
po de  acción  á  la  autonomía  de  la  voluntad 
en  los  contratos.  Respeta  las  leyes  pasadas  j 
aun  las  leyes  que  llegarán  á  dictarse  en  los 
Estados  en  algunos  puntos  especiales,  par- 
ticularmente en  derecho  internacional  priva- 
do. Por  otra  parte,  el  derecho  consuetudina- 
rio mismo  ocupa  cierto  lugar,  sea  que  se  trate 
del  derecho  consuetudinario  del  Imperio;  sea 
que  se  trate  del  derecho  consuetudinario  espe- 
cial de  cada  Estado.  M.  Saleilles  pregunta  en 
seguida  qué  método  podrá  emplearse  para  la 
interpretación  del  nuevo  Código  y  examina 
al  mismo  tiempo  su  plan  y  su  técnica.  Todas 
estas  cuestiones  que  sólo  alcanzamos  á  enun- 
ciar, bastan  á  demostrar  el  interés  de  esta 
notable  introducción  y  manifiestan  que  su  lec- 


tura es  necesaria  para  todos  aqueHos  que  éc 
sean  darse  cuenta  cabal  del  hecho  tan  impcr- 
tante  de  la  promulgación  del  Código  Ciniair 
man. 

Príncipales  diferencias  entre  el  Cádigo  Sé- 
poleon  j  el  Código  Guillermo  II,  signkoáo  r 
orden  del  Código  Napoleón,  por  M.  ScHitst 
París,  Larose,  1903).  La  importancia  áá 
Código  Civil  alemán  hace  desear,  al  estuditr 
cada  institución  del  Código  CítíI  franoés.  ¿ 
saber  si  ha  sido  conservada  en  el  Códtc^  ale- 
mán ó  si,  por  el  contrario,  se  la  ha  sostituí^ 
por  otra  ó  se  la  ha  modificado.  La  obra  de 
M.  Scherer  permite  satisfacer  instantásei- 
mente  este  deseo.  Respecto  de  cada  grupo  áf 
disposiciones  del  Código  francés,  indica  bre^^ 
mente  el  equivalente  de  ellas  en  el  Código  al^ 
man.  Este  folleto  (78  págs.)  puede,  pocs,  lee* 
se  muy  rápidamente  y  consultarse  á  cada  íes- 
tante.  Hecho  por  un  jurisconsulto  rhiniaa-: 
que  ha  aplicado  el  Código  francés  durar :« 
veinticinco  años  y  que  ha  publicado  un  o 
mentario  importante  del  Código  alemán,  <rfrr- 
ce  garantías  difíciles  de  encontrar  y  menee 
llamar  la  atención  del  público. 
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REVISTAS 

Francia 

Revue  de  Droit  International  et  de  Lcgis- 

latían    comparée Bruselas Tomo    VIII. — 

L906 N^  1.— El  arbitraje Algunas  notas, 

3or  M.  Ernest  Nys. 

De  la  autoridad  y  ejecución  en  Francia  y  en 
Bélgica,  de  los  actos  auténticos  celebrados  en 
países  extranjeros,  por  M.  P.  de  Paepe. 

La  cuestión  Joris  por  M.  Albéric  Rolin. 
ün  nuevo  órgano  de  ]a  pacigérancc  (coopera- 
ción de  los  Estados  para  el  mantenimiento  y 
el  restablecimiento  de  la  pl^z.) 

De  la  responsabilidad  sin  falta.— Estudio 
de  derecho  comparado,  por  M.  Henri  Rolin. 
Notas  bibliográficas. 

Revue  de  Droit  International  Privé  et  de 
Droit  Penal  International.  ^1906 N*^  1  ene- 
ro-febrero. 

F.  Despagnet Del  porvenir  del  derecho  in- 
ternacional privado.  (Continuará.) 

A.  Rolin.— De  la  determinación  de  la  cali- 
dad de  comerciante  v  de  sus  consecuencias  en 
derecho  internacional  privado.  (Continuará.) 

A.  Weiss De  la  ejecución  de  las  sentencias 

arbitrales  extranjeras  en  Francia. 

P.  Missir.— La  cuarta  conferencia  de  dere- 
cho internacional  privado  de  La  Haya. 
Ch.  Lachan. —Tratados  y  proyectos  de  tra- 

NOTAS 


tados  internacionales  sobre  la  competencia 
judicial,  sobre  la  autoridad  y  la  ejecución  de 
los  fallos. 

E.    Feigenwinter El   tratamiento  de  los 

extranjeros  bajo  el  punto  de  vista  de  la  res- 
ponsabilidad civil  y  del  seguro.  (Continuará.) 

lí.  Audinet.— Observaciones  sobre  los  efec- 
tos extra-territoriales  de  los  regímenes  ma- 
trimoniales. 

Scié  (Ton-Fa).— Condición  de  los  extranje- 

ros  en  China.— Historia Situación  actual.— 

Cursos  mixtos. 

H.  Allart.— Aplicación  en  Francia,  respecto 
de  los  franceses,  de  las  convenciones  interna- 
cionales referentes  á  la  propiedad  industrial. 

Jurisprudencia Corte  permanente  de  arbi- 
traje de  La  Haya. 

Francia Alemania.— Inglaterra.— Bélgica. 

—Escalas  del  Levante España — Suiza. 

Documentos  legislativos  y  diplomáticos,^ 
China.— Italia. 

Noticias  é  informaciones,— América .  —  Fran- 
cia. —Bibliografía. 

BuUetin  mensuel  de  la  Sociétc  de  Legisla^ 
tion  Comparée,  —París.  —  N^  2.  —  Febrero, 
1906. 

Sesión  de  25  de  enero  de  1906. 

Estudio  de  M.  Platou  sobre  las  relaciones 
de  la  Iglesia  y  del  Estado  en  Noruega. 

Observaciones  de  los  señores  abate  Klein  y 
Tranchant. 
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Informe  de  M.  Deciigís  sobre  el  régimen  de 
la  iglesia  anglicana  en  Ingrlaterra. 

Observaciones  de  los  señores  Hubert-Valle- 
roux,  Decugis,  Cheysson,  abate  Klein,  Glas- 
son  y  Tranchant. 

Informe  de  M.  de  Prat  sobre  los  cultos  di- 
sidentes, protestantes  j  católicos  en  Ingla- 
terra y  en  Irlanda. 

Consejo  de  dirección Reunión  de  las  sec- 
ciones. 

Crónica  legislativas]  (Francia).— Resumen 
de  obras. 

Revue  de  législation  des  mines  et  statisti- 

que  des  bouilléres  en  France  et  en  Belgique 

Lillc.— Noviembre-diciembre  1905. 

Comentario  de  la  ley  de  29  de  junio  de  1905 
relativa  á  la  duración  del  trabajo  en  las 
minas. 

Leyes  y  decretos Circular  de  20  de  octu- 
bre de  1905  del  Ministro  de  Obras  Públicas, 
referente  á  la  duración  del  trabajo  en  las 
minas. 

Jurisprudencia.— Bibliografía. 


Italia 

Rivista  pénale  di  Dottrina,  Legislazione  e 

giurísprtiaenza Dispensa  250 Enero  1 906. 

— Torino — Fascicolo  I. 

Lo  que  debería  ser  un  juicio  criminal. 

Jurisprudencia:  a)  Corte  de  Casación;  b) 
Cortes,  Tribunales  y  Pretor. 

Legislación  italiana:  Casillero  judicial:  re- 
glamento dictado  para  su  organización;  ins- 
trucciones para  los  funcionarios  judiciales. 

Crónica:  Proyecto  de  nuevo  Código  de  Pro- 
cedimiento Penal.— Comisión  de  estadística 

judicial.— Discurso  de   apertura El  jurado 

en  el  Congreso  Penitenciario  Internacional 
de  Budapest — La  pena  del  bastón  en  Dina- 
marca— El  casillero  judicial  en  el  Gran  Duca- 
do del  Luxemburgo El  X  Congreso  Inter- 
nacional contra  el  Alcoholismo La  identifi- 
cación de  los  delincuentes  en  el  III  Congreso 
Científico  de  la  América  latina.— Estadística 

penal  belga  de  1903 Reforma  gubernativa 

y  establecimientos  carcelarios.— Bibliografía. 

Rivista  italiana  per  la  scienze  guiridiche 


Dispensa  120-121 25  de  enero  de  1906- 

Torino.^ Fascicolo  IIIIL 

Los  contratos  de  precaríe  e  livelli  en  los  *> 
cumentos  y  leyes  de  la  Edad  Media. 

De  la  naturaleza  jurídica  déla  obligac'- 
alternativa. 

La  teoría  del  uso  de  los  bienes  cornaca  .'- 
en  relación  con  la  ley  penal. 

Por  la  historia  del  derecho  italíajio.— N  : . 
á  propósito  de  un  manual  de  historia  de.  .: 
recho  italiano,  por  F.  Schuffcr. 

El  Código  Teodosio  en  la  nueva  eói.r 
Mommsen  Meyer. 

Bibliografía:  Programa  de  Filosofía  ¿é  Ik 
recho.— Curso  de  Derecho  Romano. 

Revista  de  revistas  nacionales  y  cxtrr  -•• 
ras.— Boletín  bibliográfico. 

Annali  della  Giurísprvdeuz»  itaKRna.-  F  ■ 
rencia.— Fascicolo  X.— Año  XXXIX. 
Parte  I.— Corte  de  Casación.  —  Decía  -c- 
civiles. 

II Corte  de  Casación  de  Roma.— '" 

risprudencia  especiaL 
III.— Corte  de  Apelaciones. 
IV.— Jurisprudencia  penal. 
V.— Jurisprudencia  admtnistratira. 


»» 


f> 


»» 


España 


Revista  General  de  Lejislacióa  y  Jorispr:' 
t/enc/a.— Madrid,  Año  53. — Noviembre  t¿.. 
ciembre,  1905. 

Los  honorarios  del  abogado  en  España.- 
Jurisprudencia  sobre  el  artículo  811  delO 
digo  Civil.— El  **J"s  inseipsum". — El  Congre- 
so de  la  tuberculosis.— El  VII  Congreso  Pcu:- 
tenciario  Internacional  celebrado  en  Buda- 
pest  Indicaciones   preliminares  de  DerKi 

Mercantil  comparado. — Crónica  de  Tribuai- 
les:  la  memoria  del  Fiscal  del  Supremo.— F 
proceso  de  Gallay:   Crónica. — Memoria  de  ^ 
Fiscalía  del  Supremo:  Datos  estadísticos  - 

Revista  de   revistas   jurídicas Noticias  í 

bliográficas.- Anales  de  Derecho  Internad:- 
nal.— El  Derecho  Internacional  privado  «  .* 
antigua  Grecia.— Don  José  María  Manrcsa-- 
Necrología. 


N0TA8  BIBU0GR1FICA8 


15 


Portugal 

o  Mando  Legal  e  Judidarío Lisboa,  25 

iciembre  1905,  N^  5  y  6. 
Reforma  notarial.— Administración  de  jus- 
cia. — Registro  civil.— Deslices  de  la  justicia. 
-Policía.  —  Casas  para  obreros.—  Infancia 
rimin al. —Reformas  de  la  justicia.— Una  re- 
olución  en  el  derecho:  las  sentencias  del  buen 
lez  Magnaud.—Revista  de  revistas  jurídicas. 
-Síntesis  de  legislación.— Escribanos  de  dere- 
bo  y  notarios. — Remuneración  de  los  ayu- 
antcs  de  las  oñcinas  de  justicia.— Consultas 

respuestas. 

Lisboa,  25  de  enero  de  1906.— N*?*  7  y  8. 

Tabla  de  emolumentos.— Libertad  de  con- 
iencia. —  El  divorcio.  —  Administración  de 
usticia.— La  libertad  de  la  prensa.— La  tu- 
íerculósis.—  Reforma  notarial.—  Revista  de 
evistas  jurídicas.- Consultas  y  respuestas. 

Revista  c/e  D/re/ío.— Lisboa,  20  de  diciem- 
jre  de  1905,  N^  35. 

Derecho  civil:  Anulación  de  actos  y  contra- 
es celebrados  por  dementes.—  Consulta.— 
urisprudencia.— Asociación  de  abogados  de 
L^isboa:  conferencias. 

Lisboa,  30  de  diciembre  de  1905.-.N^  36. 

Derecho  comercial:  Registro  de  constitu- 
ción de  sociedades. — Cónsul  tas  3"  respuestas. — 
furisprudencia.— Asociación  de  abogados  de 
Lisboa.— Memoria. 

Lisboa,  10  de  enero  de  1906,  N*?  37. 

Sociedades  comerciales  entre  cónyuges.— 
Consultas  y  respuestas.— Asociación  de  abo- 
gados de  Lisboa 


Estados  Unidos 

C  o  lambía  Law  Review N.^  1 Enero  de 

1906.  -_  ¿Están  erróneamente  incorporadas 
las  asociaciones  en  participación? 

La  relación  que  tienen  entre  sí  los  diferen- 
tes administradores  de  una  misma  sucesión. 

—Notas.— Fallos  recien  tes Libros  y  revistas. 

Michigan  Law  Review.  —  N.^  3.  —  Enero 
1906 — La  ley  como  un  estudio  de  cultura. — 
Reglamentación  federal  de  la  cuarentena.— 
Responsabilidad  por  las  faltas  cometidas  sin 
autorización  por  los  agentes. — Notas  y  co- 


mentarios.— Fallos  importantes  y  recientes. 
Literatura  legal  reciente. 

Harvard  Law  Review.^K*^  3.  -Enero  1906. 
^Opiniones  dominantes  en  Inglaterra  duran- 
te el  siglo  XIX  respecto  á  legislación,  como 
lo  demuestra  la  legislación  inglesa  ó  la  ansen* 
cia  de  ellas,  durante  ese  período. 

El  Congreso  y  la  reglamentación  délas  cor* 
poraciones Notas.  —  Casos  recientes. —  Li- 
bros y  periódicos. 

American  Law  Review N'  6 ^Noviembre- 
Diciembre  1905. — Revista  de  la  legislación 
del  año  1904  1905 Desarrollo  de  la  ley  in- 
ternacional.—Preparación  para  el  Foro.— Ej 
problema  de  las  corporaciones.— El  reconoci- 
miento de  Panamá.— Reforma  de  nuestras  le- 
yes del  suelo Notas  y  fallos  recientes. ^Li- 
bros y  revistas. 

Número  1.— Enero-Febrero  1906.— El  desa- 
rrollo de  los  ideales  de  la  Haya. — Origen  de 
la  propiedad  territorial  en  Inglaterra,  Fran- 
cisco Bacon:  filósofo,  reformador.  Lord  Can- 
ciller. 

Modo  de  prevenir  las  huelgas. 

De  la  naturaleza  de  los  derechos;  de  los 
principios  de  los  derechos  6  de  la  jurispruden- 

cia.— Notas  de  Derecho  internacional Notas 

de  actualidad.  —  Fallos  recientes, ^Libros  y 
revistas. 

Costa  Rioa 

El  Foro San  José  de  Costa  Rica,  15  Ene- 
ro 1906.— N*?  9.— Colegio  de  abogados.— Jue- 
ces de  hecho Proyecto  de  Código  de  Procedi- 
mientos Penales. — El  doctor  don  Carlos  León. 
—Resolución  importante  de  la  Corte  Supre- 
ma de  Justicia  de  la  República  de  Panamá.— 

Apuntes  de  Derecho  Civil Notificaciones  en 

caso  señalado La  Escuela  de  Derecho.— Co- 
lección de  las  principales  constituciones  polí- 
ticas del  mundo:  Constitución  política  de  Cos- 
ta Rica. — Notas. 

Méjloo 

Boletín  del  Instituto  Cientiñco  y  Literario 
**Porfírio  Díaz'*.— Toluca N'^2 Algunas  re- 
flexiones sobre  la  enseñanza  del  idioma  inglés. 
—Historia  de  los  ^bichimecas,— Una  hora  de 
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estudio  con  los  alamnos  de  la  cátedra  de  físi- 
sica  del  Instituto. — Poesías.— Programas,^ 
Bibliografía. 

Ecuador 

Revista  déla  Sociedad Juríáica-Liter aria.— 
Quito — Noviembre-Diciembre  1905.— N.*»  41 
y  42 — Ligeras  consideraciones  sobre  los  pac- 
tos internacionales  relativos  á  la  sucesión.— 

La  pena  de  muerte Ligeras  consideraciones 

acerca  del  fin  del  Estado.— La  imaginación  en 

el  arte — El  enigma  de  Otamení^i Kesurrec- 

ción.— Discurso.  —  Decadentismo Don  Juan 

Valera  y  sus  críticos Don  Quijote  y  Sancho 

Panza  á  la  moderna.— Poesías Bibliografía. 

—Notas. 

OBRAS 

Francia 

M,  Tancréde  Rothe  que  ha  emprendido  la 
enorme  tarea  de  escribir  un  Tratado  de  dere- 
cho natural  teórico  y  aplicado,  continúa  su 
obra  con  un  valor  admirable.  Acaba  de  publi- 
car un  cuarto  volumen  dedicado  al  derecho 
labórico  (París,  Larose  y  Víctor  Lecofíre, 
edit.  792  p.)  El  autor  reúne  bajo  esa  expre- 
sión un  poco  extraña,  el  derecho  natural  del 
trabajo  y  el  de  los  bienes;  no  ha  encontrado 
una  expresión  satisfactoría  para  designar  á 
la  vez  las  relaciones  jurídicas  y  pecuniarias 
qae  nacen  del  trabajo  y  las  obligaciones  mo- 
rales que  el  trabajo  impone.  La  ambición  del 
sabio  profesor  de  la  Facultad  libre  de  derecho 
de  Lille  es  mostrar  aquí  lo  que  racionalmente 
debe  ser  la  organización  "labóríca"  de  la  hu- 
manidad. "Puede  decirse  del  derecho  natural, 
escribe,  que  son  matemáticas  ó  una  geome- 
tría jurídica,  porque  todo  en  él  es  deducción 
racional*'.  El  autor  se  ha  dedicado  ante  todo 
á  construir  el  derecho  del  trabajo  por  medio 
de  la  razón,  trabajando  sobre  las  bases  sen- 
tadas por  él  mismo  por  medio  del  método  de- 
ductivo y  declarando  él  mismo  que  no  hace 
intervenirla  observación  sino  para  el  servicio 
del  raciocinio. 

No  podríamos  en  pocas  líneas,  ni  dar  más 
desarrollo  á  este  método  que  forma  la  princi- 
pal originalidad  de  la  obra,  ni  discutirlo.  Evi- 
dentemente, aunque  da  al  tratado  de  M.  Ro- 


the uu  carácter  altamente  espcculatÍTo,  if  . 
también  un  poco  la  apariencia  de  nnac'-: 
construida  en  el  aire.  Porque  el  dcreck,  y: 
éste  bueno  ó  malo,  poco  importa,  no  ofceóc 
en  realidad  á  la  razón  sola;  para  la  maTTí. 
no  es  obra  de  la  ley  ni  de  los  espíritus  k:^ 
ñores,  es  obra  de  la  multitud,  es  el  prod-- 
de  la  vida.  De  todas  maneras,  esta  oben- 
ción  no  tiende  en  modo  alguno  á  poscr 
duda  el  méríto  de  la  obra'misma,  que  díscr 
sa  sobre  una  amplia  erudición.  No  pretr:- 
mos,  por  lo'demás,  negar  la  influencia •!?  i 
idea  de  justicia  y,  por  consiguiente,  deU-:' 
zón  en  la  elaboración  del  derecho.  El  dercc 
resulta  cada  día'de  'una  adaptación  alo* > 
chos,  alas  necesidades  sociales  de  la  idea  i 
justicia:  se  puede  siempre  tratar  de  ejercerá 
fluencia  sobre  la  evolución  del  derecho  obr» 
do  sobre  la  razón,  sobre  el  sentimiento  df"«' 
ticia  de  la  multitud. 

El  tomo  IV  del  Tratado  de  derecho  nstri 
está  consagrado  á  la  "sociedad  de  semo 
es  decir,  á  la  esclavitud,  á  la  sociedad  ít**" 
amo  y  sirviente,  á  la  "sociedad  de  servir* 
intelectuales".  La  discusión  del  problema  r-r 
serio  de  la  justa  remuneración  del  trabaioi- 
sorbe  gran  parte  del  libro.  El  autor  disticr 
la  remuneración  en  especie  y  la  remuneract 
en  moneda.  Por  otra  parte  racioanasobrtii 
hipótesis  de  un  trabajador  de  capacidad  o.-^ 
nana  v  sobre  la  hipótesis  de  un  trabajador  i 
capacidad  mayor  que  la  ordinaria.  Tenra: 
el  trabajador  en  general,  derecho  á  su  mK- 
tención,  M.  Rothe  examina  minudosamrrt 
en  qué  consiste  la  mantención  á  que  el  traba- 
jador tiene  derecho.  Limitémonos,  sinfucrs: 
en  todos  esos  detalles,  á.  resumir  la  tese  te' 
damental  de  M.  Rothe.  La  justa  reinoníra' 
ción  del  trabajo  es  aquella  que  es  cqniralfntt 
á  la  ventaja  que  el  trabajo  produce:  sf^ 
esto  así.  el  autor  demuestra  que  la  maair- 
ción  del  trabajador  equivale  á  la  ventaja  :x 
su  trabajo  produce:  "Los  hombres  hansí'' 
llamados  por  el  Creador  para  trabajar  b 
unos  para  los  otros  antes  que  directanirt  • 
para  sí  mismos...  ¿puede  admitirse quc^J"""''^ 
bre  no'esté  tan  bien  dotado  en  el  régimn»  tr? 
tual  deseado  por  Dios  cómolohabnacsis-^ 
en  el  régimen  individual?**  (p.  233  j-^ ' 
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Italia 

Rj  vista  Pénale  di  Dotínna^  Le^islazione  é 
Giurísprudenza,  —  Turín.  —  Febrero  1906.— 
Dispensa  251. 

Presunción  muciana  y  bancarrota  dolosa. 
Jurisprudencia:  Corte  de  Casación. 
Las  escuelas  de  beneficencia  en  Bélgica. 
ha  tutela  del  derecho  industrial. 
Legislación  italiana:  Ley  de  16  de  julio  1905 
sobre  la  protección  de  los  inventos  en  las  Ex- 
posiciones.— Reglamento  para  la  ejecución  de 
la  ley  de  8  de  julio  de  1904  sobre  la  fabrica- 
ción y  venta  de  vacuna,   virus,   suero  y  sus- 
tancias afines. 

Crónica:  Casillero  judicial. — Reformatorios 
del  Gobierno  y  establecimientos  carcelarios. 
—La  condenación  condicional  en  Bélgica  du- 
rante el  año  1903 Segundo  Congreso  ínter** 

nacional  de  abogados  en  Lieja La  facultad 

de  ¡urisprudencia  de  San  Pablo  en  Brasil 

El  Patronato  de  Luxemburgo.— Bibliografía. 
Turín.— Marzo    1906. —  Dispensa    252.— El 
desaparecimiento  y  locura  sobrevinientcs  del 
acusado. 

Observaciones  sobre  el  proceso  de  difama- 
ción. 

Jurisprudencia:  a)  Corte   de    Casación;   b) 
Cortes,  tribunales  y  pretor. 

NOTAS 


Crónica:  En  honor  de  César  Lombroso — 
Estadística  de  condenas  condicionales.— Cen- 
sura telegráfica.— Reforma  de  la  estadística 

penal  francesa Libertad  de  imprenta  en  Ru- 

sia.— Informes  periciales  sobre  el  estado  men- 
tal de  los  reos  en  Francia.— Los  empíricos  en 
Alemania,  en  Italia  y  en  América.— Contra  la 
publicidad  de  las  ejecuciones  capitales  en 
Francia — Variedades.— Bibliografía. 

Bélgrlca 

Revue  de  Le^isJation  des  mines  et  Statisti' 
que  des  houiJleres  en  France  et  en  Belgiqae. 

Enero,  febrero  1906, 

El  carbón  y  los  deberes  de  la  neutralidad, 
por  Ernesto  Nys. 

Leyes  y  decretos-.  Francia.  —  Circular  del 
Ministro  de  Obras  Piiblicas,  del  28  de  mar- 
zo de  1904-,  referente  al  retiro  de  los  obreros 
menores,  avalúo  de  las  rentas,  modo  de  cal- 
cular la  duración  de  los  servicios Decreto  de 

19  de  marzo  de  1905  referente  á  la  aplicación 
en  la  colonia  de  la  Cóted'ivoire  del  decreto  de 
6  de  julio  de  1899  que  reglamenta  el  descubri- 
miento y  la  explotación  de  las  minas  encías  co- 
lonias y  países  bajo  el  protectorado, 'en  el  Áfri- 
ca continental  fuera  de  Algeria  y^Túnez.— 
Circular  de  20  de  marzo  de  1905  del  Ministro 
de  Obras  Públicas  al  Prefecto,  relativa  á  las 
contribuciones  sobre  las  minas  para  el  año 
1905.— Decreto  de  23  de  noviembre  de  1905 
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modificando  el  régimen  minero  en  Madagas- 
car.— Informe  presentado  al  Presidente  déla 

República Circular  de  28  de  marzo  de  1905 

al  Ministro  de  Obras  Públicas.— Concesión 
de  las  minas Verificación  previa  de  las  cien- 
cias de  los  perímetros.— Circular  de  9  de  ma- 
yo de  1905  del  Ministro  de  Comercio,  Indus- 
tria, Correos  y  Telégrafos  á  los  Prefectos.— 
Planos  que  deben  presentarse  con  las  solicitu- 
des de  autorización  de  depósitos  de  dinami- 
ta; anulación  de  la  circular  de  6  de  marzo  de 
1903  sobre  el  mismo  objeto. —Circular  de  25 
julio  de  1905  del  Ministro  de  Obras  Públicas 
á  los  ingenieros  en  jefe  de  minas,  referentes  á 
las  minas  abandonadas  y  á  la  caducidad. 

Bélgica:  Ley  de  17  de  julio  de  1905  sobre  el 
descanso  dominical  en  las  empresas  industria- 
les.—Jurisprudencia Bibliografía. 

Revue  de  Droit  intemational  et  de  lépS' 
lation  comparée. — Bruselas. — Tomo  VIII. — 
1906.-N^  2. 

El  tratado  turco-belga  de  1838  y  la  com- 
petencia en  materia  penal  de  las  autoridades 
otomanas  respecto  de  los  extranjeros,  por 
el  señor  Gabriel  Efíendi  Noradounghian. 

De  las  sucesiones  testamentarias  según  los 
principales  códigos  de  la  Europa.— Estudio 
de  legislación  comparada,  por  el  señor  Er- 
nesto Lehr. 

Arbitraje  de  la  cuestión  internacional  en- 
tre el  Austria  y  la  Hungría  respecto  de  la 
frontera  cerca  del  lago  llamado  "Ojo  del 
Mar"  en  el  Tatra,  por  el  doctor  Víctor  Korn. 

Notas  bibliográficas. 

Francia 

Ballet ¡n  mensuel  de  la  société  de  législation 
comparée.— Kúm,  3. —marzo  de  1906.— Paris. 

Estudio  sobre  la  situación  de  los  católicos 
en  Inglaterra;  Observaciones  de  los  señores 
U.  Nourrisson,  F.  Daguin  y  abate  Klein.— Es- 
tudio del  señor  E.  Giraud  sobre  la  organiza- 
ción de  los  cultos  en  Escocia.— Diversas  obser- 
vaciones á  este  estudio. — Estudio  del  señor 
Uppstrom  sobre  las  relaciones  de  las  Iglesias 
y  del  Estado  en  Suecia. 

Estudio  del  señor  H.  Hayem  sobre  los  per- 
misosfpara  la  venta  de  bebidas  en  Inglaterra. 
Nota  de  la  Secretaría  sobre  el  concurso  de  la 
Academia  de  legislación  de  Tolosa. 


Reunión    de   las    secciones.  —  Resuiser.  > 
obras. 

Journal  de    Droit  Interaatioaaí  pr.-i  - 
Año   33.-1906.-N9  I-II.-Paris. 

La  Conferencia  de  La  Haya  relativa  a 
recho  internacional  privado A.  Laisé, 

Estudio  sobre   los  efectos  intcmad'^r  -^ 
de  los  fallos.— Bartin. 

La  represión  internacional  de  las  indlc: 
nes  falsas  respecto  del  origen  de  las  mere 
rías  y  productos  según  las  convencióla 
unión  de  Paris  y  Madrid.— L.  Lacocb. 

I.  De  los  efectos  que  produce  en  Tcr  ': 
la  naturalización  obtenida  por  un  súl 
otomano,  sin  autorización  del  gobierco:.* 
co.— II  De  la  competencia  de  los  tribu:  - 
otomanos  para  juzgar  á  los  extranjero^  : 
cometen  en  Turquía  un  acto  delictuoso  :-» 
pecto  de  un  subdito  otomano.— E.  R.  Saiiv 

Notas  y  datos  relativos  á  la  propicda 
teraria  y  artística.— E.  Chayrgrix. 

De  la  condición  jurídica  de  los  extrary  * 
en  el  Japón.— Nagaoka. 

La  reciprocidad  en  materia  de  retiro>  - 
obreros  extranjeros.— Raykaud. 

Cuestiones  y  soluciones  prácticas:  ¿Pí"^  • 
un  gobierno  extranjero  obtener  de  Frar^ 
la  extradición  de  un  desertor  (que  ha  h 
con  armas  y  bagajes)  tomando  el  com;" 
miso  de  no  perseguirlo  sino  por  robos  ár" 
tículos  militares? 

Un  francés  que  tiene  consejo  judidal  se  ii-^ 
naturalizar  sin  fraude  en  Inglaterra  y  fija  ^ 
su  domicilio  ¿cuál  es  la  influencia  de  cscüt 
bio  de  nacionalid.id  sobre  su  capacidad 

Jurisprudencia:  Francia,  Alemania,  1'2- • 
térra,    Argentina,     Bélgica,  JCuba,  Es^í* 
Estados  Unidos,  Italia,  Suiza. 

Documentos.— Hechos  é  informaciones.--' 

bliografía. 

España 

Revista  General  de  Lej^islación  y  jon^?'^ 
dencia.'-kfio  54.-Enero  1906.-X'  1'^^ 
drid. 

Derecho  procesal La  jurisdicción  ora»*' 

ria  y  las  jurisdicciones  especiales. 

Cuestiones   prácticas Aplicación  ^ 

rrafo  1^  del  artículo  114  de  la  ley  díc-'- 
ciamientocríminal. 
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Colación  especial  exigida  en  el  artículo  lOrS 
?1  Codillo  Civil. 

Indicaciones  sobre  el  impuesto  de  derechos 
'ales. 

indicaciones  preliminares  de  Derecho  Mer- 
mtil  comparado. 

Revista  de  revistas  jurídicas Noticias  bi* 

liográficas. 

Año  54.— Febrero  1906.-N^  2.— Madrid. 
Colación  especial  exigida  en  el  artículo  1035 
?1  Código  Civil. 

Sucesión  en  los  títulos  de  Castilla  ó  del 
eino. 

Una  opinión  más  sobre  el  foro. 
Orígenes  intelectuales  del  anarquismo. 
Los  resultados  del  seguro  obrero  obligato- 
o  en  Alemania. 

Cuestión  legal  sobre  letras  de  cambio. 
Indicaciones  preliminares  de  derecho  mer- 
antil  comparado. 

Revista  de  revistas  jurídicas Noticias  bi- 

liográficas. 

Anales  de  Derecho  internacional  é  ibero 
mericano:  La  doctrina  de  Monroe. 

Portugal 

O  Mundo  Lej^ al  e  Judie ia río, — Lisboa,  10  de 
fbrero  de  1906— N*?  9. 

Homenaje  á  la  memoria  del  Dr.  Eduardo 

.Ivés  de  Sá:    Su  carácter  y  talento Mensa- 

í  redactado  por  él  de  felicitación  á  Francia  y 

Emilio  Zola,  enviado  por  una  gran  asam- 

lea  de  jurisconsultos  portugueses Bases  re- 

actadas  por  él  de  una  "Academia  Portuguc- 

a  de  Ciencias  Jurídicas" El  estado  actual 

e  la  ciencia  del  derecho  civil,  introducción  á 
ina  obra  "Enfiteúsis  v  Usufructo'*  del  doc- 
or  Alves  de  Sá.— La  vida  portuguesa  bajo 
US  aspectos  jurídicos  y  políticos,  por  el  mis- 
3o  autor Cartas  del  mismo. 

Revista  de  Dircito,— Lisboa,  20  de  febrero  de 
OOe.-N'^M. 

Institución  fídeicomisaria Consultas  y  res- 

uestas. 

Asociación  de  abogados  de  Lisboa:  confe- 
encias — Legislación. 

Lisboa,  28  de  febrero  de  1906.-N9  42.-Re- 
:istro  predial— Consultasy  respuestas.— Aso- 
lación (le  abogados  de  Lisboa:  conferencias* 


Estados  Unidos 

Coíumhia  Law  Revíew.— Febrero  1906.— 
N9  2. 

Constituciones  escritas  y  no  escritas  en  los 
Estados  Unidos.  -Apremio  para  el  cumpli- 
miento de  obligaciones  contractuales. — El  po- 
der judicial  y  la  libertad  civil. — Exceso  de  pro- 
ducción legislativa Notas.— Casos  recientes. 

—Libros  y  Revistas. 

Marzo  1906. -N*?  3.— La  cuestión  de  la  igle- 

sia  libre  en  Escocia Decretos  que  se  derivan 

de  la  forma  de  embalaje  de  mercaderías  en 
tránsito  de  un  Estado  á  otro  de  la  Uniór.— 
La  falta  de  herederos  como  condición  de  un 
testamento.—  Notas.  ^  Fallos  recientes — Li- 
bros 3'  Revistas. 

Abril  de  1906 N^  4 Conspiración  para 

cometer  actos  no  criminales  per  se.— Acción 
contra  el  deudor  principal  antes  de  la  acción 
contra  el  fiador Alexander  Pórter Protec- 
ción por  la  equidad  de  las  firmas  sociales  con- 
tra la  competencia   desleal Notas.— Fallos 

recientes.— Libros  v  Revistas. 

Michigan  Law  Review.—Febrcro  1906 — 
N*^  4. — Infracción  de  las  leyes  de  un  Estado 
cometidas  por  la  celebración  de  contratos  de 
seguro  por  correspondencia. 

La  ciencia  cristiana  y  la  libertad  religiosa.  , 
—Efectos  de  la  ratificación  de  un  contrato  en- 
tre el  deudor  principal  y  la  otra  parte.— Notas 
y  comentarios. —Fallos  recientes  importantes. 
—Literatura  legal  reciente. 

Marzo  1906.— N*?  5 Jurisdicción  extrate- 
rritorial en  China.— Relajamiento  de  los  prin- 
cipios que  rigen  la  administración  de  bienes 
ajenos. — Efectos  del  derecho  de  prenda  cons- 
tituido en  el  extranjero  sobre  los  derechos  de 
los  compradores  y  vendedores  de  los  bienes 
dados  en  prenda. 

Notas  y  comentarios.— Fallos  recientes  de 
importancia.— Literatura  legal. 

Hnrward  Law  Review, —Febrero  1906 

N*'  4 Conversión  equitativa.— La  creación 

de  las  relaciones  entre  el  empresario  de  trans- 
portes y  el  pasajero.— La  transferencia  de  la 
propiedad  de  predios  que  están  en  posesión 
ajena. 

Notas.— Casos  recientes.- Libros  y  periódi- 
cos. 
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Marzo  I9O6.— N^  5 —Conversión  equitati- 
va— El  Fisco  y  la  responsabilidad  fiscal.— El 
génesis  de  la  corporación Notas.— Casos  re- 
cientes— Libros  y  periódicos. 

Abril  1906.— N^  6— La  presunción  en  la  ley 
extranjera —  Responsabilidad  en  la  marina 
por  accidentes  sufridos  por  marineros.— Res- 
ponsabilidad del  superior  en  la  marina.— No- 
tas— Casos  recientes. — Libros  y  periódicos. 

Uruguay 

La  Revista  de  Derecho,  Juríspradertcia  y 

i4din/n/5?^ré?c/o/7. -Montevideo,  año  XII.— Fe- 
brero de  1906,-.N9  n. 

La  doctrina  penal  de  Nicolás  Spedalieri  y  la 
moderna  escuela  positiva,  por  Enrique  Cim- 
bali — Registro  de  la  propiedad  raíz Pro- 
yecto del  señor  escribano  público  don  José 
R.  Barbot — Marcas  de  fábrica  y  de  comercio. 

Año  XII.-Febrero  28  de  1906.-N9  12. 

Del  doctor  Enrique  Azaaola:— Sobre  refor- 
ma  constitucional Registro  general  de  la 

propiedad  (continuación) Sobre  el  arrenda- 
miento ,  por  José  Antonio  Lira  (De  la  Revis- 
ta de  Derecho  y  Jurisprudencia  de  Chile) 

Jurisprudencia Marcas  de  fábrica  y  de  co- 
mercio.—Bibliografía. 
'       Año  XXL— Marzo  15  de  1906.— N^  13. 

De  una  obra  inédita El  socialismo  utópi- 
co, por  Justo  José  Mendoza Del  doctor  En- 
rique Azaróla:  Sobre  reforma  constitucional 

(Continuación) Jurisprudencia.  —Sobre  el 

arrendamiento,  por  José  Antonio  Lira,  Fin. 
(De  la  Revista  de  Derecho  y  Jurisprudencia  de 
Chile) — Bibliografía:  La  propiedad  literaria 
y  artística;  La  Justicia  y  el  Foro  en  las  legis- 
laciones comparadas Crónica:  Los  castigos 


corporales  en  los  Estados  Unidof.— £1  S5> 
ma  dactiloscópico  en  Francia. 

Año  XIL— Marzo  31  de  1906.-Nn4. 

Del  doctor  Enrique  Azaróla:  Sobre  rccr- 
constitucional  (Continuación).— AboHci':  ■-. 
la  pena  de  muerte:  Informe  presentado  i  . 
Comisión  de  Legislación  de  la  Cámara  ¿e*:- 
presentantes,  por  el  doctor  José  P.  Masscn 

—Jurisprudencia Certificados  de  crédi::?- 

Bibliografía. 

Méjico 

Boletín  del  Instituto  Cientiñco  j  Lher^: 
''Porñrio  Z)ia^".-Toluca.-.Año  VII1.-N 

Discurso  inaugural.— Tema  reccpcional  v- 
bre  la  historia  del  comercio.— La  UnhcT^- 

dad  y  el  pueblo Los  árboles  como  ante:: 

de  la  telegrafía  sin  hilos Programas. -Nr. 

cías  varias. 

Costa  Rioa 

El  Foro— San  José  de  Costa  Rica — 1o^'^ 
-N^  10. 

La  igualdad  ante  la  ley Apuntes  dcDi*^ 

cho  Civil Juicio  de  amparo Oratoria  k- 

rense  y  literaria. — Aplicaciones  jüdicialc*  : 
la  fotogrufía.— Contestaciones  de  El  For\- 
Colección  de  las  principales  constituci'** 
políticas  del  mundo:  Constitución  PoHss 
de  Costa  Rica. 

Tomo  I.— N^  11.— El  poder  de  la  paJabra.- 
El  Presidio  de  San  Lucas.— Un  recurso (ieq^ 
ja  contra  el  Juez  del  Crimen  de  Hcnecia- 
Aplicación  de  las  penas  altemativai-l**' 
den  tes  de  n  u  lid  ad. —Bibliografía.— Colccc 
de  las  principales  constituciones  poKtici5 
Constitución  Política  de  Costa  Rica.— Ní^^^* 
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REVISTAS 

Italia 

RÍYista  pénale  di  Dottrína  Legislazione  e 
Givrisprudenza.—  khvú  de  1906.— Dispensa 
253.— Fascicolo  lY. 

El  secreto  industrial  respecto  á  las  leyes 
penales.— Agostino  Ramella. 
Jurisprudencia.—  Corte  de  Casación. 
Legislación  italiana.— Ley  de  10  de  diciem- 
bre de  1 905,  N*^  582,  que  autoriza  la  contri- 
bución sobre  los  velocípedos  y  los  automó- 
viles. 

Crónica.— Peritos  y  peritajes Los  jurados 

y  el  progreso  del  nuevo  Código  de  Procedí" 
miento  Penal.— El  suicidio  en  el  ejército  fran- 
cés.—La  pena  de  azotes  en  la  India  Inglesa. 
—Policía  del  culto  en  Francia.—  Institutos 

para  la  infancia  en  Milán Bibliografía. 

Rivista  italiana  per  le  scienze  giuridiche. — 
Torino.— Dispensa  122. 

G.  BiscARO.— El  contrato  de  renta  vitali- 
cia en  la  carta  milanesa  del  siglo  XIII. 

F.  Rocco Sobre  la  naturaleza  jurídica  de 

las  obligaciones  alternativas. 

Q.  Sknigaglia.— La  condición  jurídica  de 
los  hebreos  en  Sicilia. 

Feracciü.— i4.   Barío/o/ne/.— Algunos  con- 
ceptos del  derecho  público  general. 

NOTAS 


Bavibra  G A,  Demburg.-^Fanáectajs,  pri- 
mera traducción  de  F.  A.  Cicala. 

PüLvisENTi  G.— 2?.  FuWnr.— La  teoría  del 
vicio  redhibitorio  en  el  derecho  civil  y  comer- 
cial italiano. 

Revistas  nacionales  y  extranjeras Boletín 

bibliográfico. 

Annali  della  Giarisprudenza  italiana Flo- 
rencia  Fascicolo  12. 

Parte  I.— Corte  de  Casación.— Decisiones 
civiles. 

Parte  II Casaciones  de  Roma.— Jurispru- 
dencia especial. 

Parte  III Corte  de  Apelaciones. 

IV.— Jurisprudencia  penal. 
V —  Jurisprudencia  administrativa. 

Franoia 

Rey  ve  de  Droit  International  Privé  et  de 
Droit  Penal  /nterí2at/ona/.— 1906.— Núm.  2.— 
marzo— abril. 

G.  Streit La  cuestión  de  las  comunidades 

helénicas  en  Alemania. 

G.  Pélissié  du  Rausas.— Una  cuestión  de 
competencia  consular. 

Fr.  Rey La  condición  jurídica  de  los  ex- 
tranjeros en  Corea. 

Mauricio  Ditte.— ¿Pueden  los  cónsules  ex- 
tranjeros recibir  y  conservar  en  sus  archivos 
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los  testamentos  ológrafos  6  místicos  encon- 
trados en  Francia  después  de  la  muerte  de 
sus  connacionales?  (fín). 

Jurisprudencia.— Alemania,  Inglaterra,  Chi- 
le Cuba,  Estados  Unidos,  Monaco,  Paises  Ba- 
jos, Rumania,  Rusia,  Suiza. 

Documentos  legislativos  j  diplomáticos 

Alemania,  Bélgica,  España,  Italia,  Luxem- 
burgo,  Paises  Bajos,  Rumania,  Suecia,  Sui- 
za, etc. 

Noticias  é  informaciones. — China,  Estados 
Unidos,  Francia,  Gran  Bretaña,  Italia. 

Bibliografía, 

España 

Revista  General  de  Legislación  y  Jurispen^ 
¿fe/7c/a.— Madrid,  año  54,  marzo  de  1906. 

El  tercio  de  libre  disposición Rafakl  Ra- 
mos. 

De  los  daños  y  perjuicios  en  el  interdicto  de 
retener Diego  Ángulo  L. 

Cómo  interrogar  al  jurado.— José  García 
RoMBRo  DB  Tejada. 

El  crimen  como  pena,  la  pena  como  crimen, 

—A.  S.  GOLDBNWKISHR. 

Circulación  de  automóviles J.  Gascón  Ma- 
rín. 

Indicaciones  preliminares  de  derecho  mer- 
cantil comparado  (Conclusión).— Emilio  Mi- 

ÑANA  ViLLAGRAS\. 

Revista  de  revistas  jurídicas Españolas, 

Hispano-  americanas  y  Portuguesas Italia- 
nas— Francesas. 

Notas  bibliográficas. 

Anales  de  Derecho  Internacional  é  ibero- 
americano:  La  doctrina  Monroe Manuel 

DB  LA  Plaza. 

Portugal 

O  Mundo  Legal  e  Judiciario Lisboa,  25 

de  febrero  de  1906 N^  10. 

Las  libertades  en  Portugal. —Policía Re- 
forma notarial.— Sobre  el  marxismo.— La  vi- 
da portuguesa  en  sus  aspectos  jurídico  y  po- 
lítico—  Reforma  judicial Revista  de  revis- 
tas jurídicas —  Síntesis  de  legislación.— Con- 
sultas 7  respuestas. 
Lisboa,  25  de  marzo  de  1906 N'  11  y  12. 


Majistratura  judicial.  —  Administrados  :• 
justicia.  —  Historia  del  derecho.  —  TaV¿  . 
emolumentos.— Derecho  y  proceso  crinix:-- 
Pobres  y  miserables.  —  Asistencia  jndic^ . 
Derecho  de  acción  criminal. — La  in£wcÍ2  : 
minal. — Inocentes  condenados.— Biblior- i 

—Revista  de  revistas Consultas  y  ror j^ 

tas. 

Lisboa,  10  de  abril  del906.-X'  13.-F 
zas  en  procesos  criminales.—  Rcfonnasr- 
rial.—  Administración  de  justicia.— Pol:¿- 
Descanso  semanal. —  Reforma  de  la  tabkit 

emolumentos Colaboración  útil.*Liber¿ 

de  imprenta. — Revista  de  revistas.—CocKh- 

y  respuestas ^Una  victoria  teminista.-tr 

didos  precoces. 

Revista  de  Direito,—  Lisboa,  10  de  nur 

de  1906 N^43.—  Derecho  penal:  pnie'ja.: 

la  verdad  de  los  hechos  imputados.-Con$: 
tas  y  respuestas.  -  Jurispmdcnda.  —  Asee 
ción  de  abogados  de  Lisboa.  —  Confcrcccii^ 

Eouador 

Revista  de  la  Sociedad  ^^Jurídica  Litenn: 

— Quito Enero  y  febrero  de  1906 -N'^  *' 

y  44. 

La  pena  de  muerte  (continuación),  px 
A.  ViteriLafronte.— Hipólito Gaine,  por. Vio- 
las Giménez Algo  délo  más  vulgar  y  co-r 

cid  o  acerca  del  salario,  por  Alfon»  Uox\»' 

Costa  Rioa 

El  Foro.-San  José,  15  de  abril  de  l^^ 
N^12. 

Fecha  cierta  de  un  contrato  con  respecto' 
terceros.— Por  la  abogada,— Algo  sobre  cédt 

las  hipotecarias El  VII  Congreso  penita- 

ciario  internacional  celebrado  en  Budapest- 
Colección  de  las  principales  constituciofl^ 
políticas  del  mundo:Constitación  Po!íticaJ< 
Costa  Rica  (Concluye) Notas. 

Estados  XTnidOB 

Michigan  Law Reviewe.—XhTTlt  1906, N  ' 
La  retribución  del  testimonio  medico.-- 

B.  Hutchins La  naturaleza  ycxtcasióndc- 

autoridad  de  un  agente Floyd  R-Mahís- 
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ota.s  y  comentarios. -.Fallos  recientes  impor- 
intes Literatura  legal  reciente. 

American  Law  ReYJew,^Marzo  y  abril  de 
906.— N'?  2^ 

Desarrollo  del  derecho  internacional.— Dis- 
osiciones  contra  el  boycoteo  y  otros  actos 
egales  análogos. — Las  crecientes  complejida- 
es  de  la  legislación.— £1  sistema  del  jurado. 
-La.  abolición  de  la  pena  capital  en  Italia  y 
n  Sa.n  Marino.—  El  desarrollo  del  concepto 
le  la.  neutralidad.— Notas  sobre  derecho  inter- 
lacional Notas  de  actualidad.— Notas  y  fa- 
los recientes.— Revista  de  obras. 

Columhia  Law  Reyiew.—Mayo  de  1906.— 
I"?  5, 

John   Jay.— Los  trusts  y  el  estatuto  de  los 

rau des.— Notas Fallos  recientes.—  Revista 

ie  obras. 

Harward  Law  Review.—Mayo  de  1906.- 
^*>  7. 

Reculación  de  la  tarifa  de  los  ferrocarriles. 
— Adelbert  Moot.—  Notas. — Casos  recientes. 
— Obras  y  periódicos. 

Uruguay 

La  Revista  de  Derecho,  Jurisprudencia  y 
Administración.-^Montey'iñeOf  15  de  abril  de 
1906.— N^  15. 

Abolición  de  la  pena  de  muerte.— Informe 
presentado  á  la  Comisión  de  la  Cámara  de 
Representantes  por  el  doctor  José  P.  Mas- 
sera Proyecto  de  constitución  para  la  Re- 
pública Oriental  del  Uruguay,  por  el  doctor 
Enrique  Azaróla. 
Jurisprudencia: 

Crónica:  Asociación  jurídica La  nueva  Co- 
misión Directiva.~Iniciativa  interesante. 
De  la  Administración. 
Montevideo,  30  de  abril  de  1906.— N^  16. 
Abolición  de  la  pena  de  muerte.— Informe 
presentado  á  la  Comisión  de  Legislación  de 
la  Cámara  de  Representantes,  por  el  doctor 
Jcsé  P.  Massera.— Proyecto  de  Constitución 
para  la  República  Oriental  del  Uruguay,  por 
el  doctor   Enrique  Azaróla.— Jurisprudencia 
administrativa.— Juris  prudencia. 


OBRAS 

Francia 

El  Código  de  la  Infancia  presentado  ante  la 
justicia  que  acaba  de  publicar  el  Comité  de 
defensa  de  los  niños  citados  ante  la  justicia  de 
Paris,  es  un  librito  que  reúne  las  indicaciones 
más  útiles  sobre  la  legislación  protectora  de 
la  infancia  y  que  prestará  grandes  servicios. 
(Paris  1904,  Rousseau,  edic,  in-12,  468  p). 
Debido  á  la  colaboración  de  personas  dedica* 
das  á  la  protección  de  la  infancia  y  de  una  al- 
ta competencia,  ese  Código  será  el  guía,  tan 
autorizado  como  cómodo,  de  todos  aquellos 
que  tengan  que  estudiar  alguna  cuestión  rela- 
cionada con  los  niños.  Hay  en  él,  en  primer 
lugar,  un  comentario  breve  pero  completo  y 
extraordinariamente  exacto  de  todos  los  tex- 
tos referentes  á  la  protección  de  la  infancia* 
M.  Paul  Fi.AUínN,  por  ejemplo,  anota  los  ar- 
tículos del  Código  Civil  relarivos  á  la  vigilan- 
cia de  los  niños  cuyos  padres  están  ausentes, 
á  la  patria  potestad  sobre  los  hijos  en  caso  de 
divorcio,  á  la  patria  potestad,  á  la  responsa- 
bilidad civil  por  los  delitos  cometidos  por  un 
menor.  M.  Gastón  Drucker  comenta  la  lev 
de  1889  sobre  la  cesación  de  la  patria  potes- 
tad! M.  Ernest  Passkz  la  ley  de  1898  que 
permite  quitar  á  los  padres  la  guarda  del  hi- 
jo. M.  Louis  Brubyrr expone  cuál  es  la  situa- 
ción de  los  niños  confiados  á  la  asistencia  pú- 
blica, etc....  Omitimos  hablar  de  las  disposi- 
ciones de  menos  interés  para  el  derecho  civil. 

Hay  que  hacer  presente,  además,  que  hay 
en  ese  librito  datos  bibliográficos  y  de  diversa 
naturaleza,  que  hacen  del  Código  de  la  infan- 
cia un  instrumento  indispensable  de  trabajo. 

La  Sociedad  de  estudios  legislativos  ha  co- 
menzado á  ocuparse  de  la  Reforma,  de  los  ac 
tos  del  estado  civil  de  los  hijos  naturales.  Su 
Boletín  publica  á  este  respecto  la  moción  pre- 
sentada por  M.  Raoul  Pérbt  á  la  Cámara 
de  Diputados,  las  modificaciones  de  que  ha 
sido  objeto  de  parte  de  las  comisiones  encar- 
gadas de  examinarla  {Bol  n^  3)  y  un  informe 
de  M.  Ambroisk  Colín  en  la  sesión  de  25  de 
marzo  de  1904  (Bol  n^  4).  En  ese  informe 
propone  organizar  dos  clases  de  extractos  de 
de  los  registros  del  estado  civil:  el  primero  se- 
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ría  una  copia  textual  del  acto,  tal  como  hoy 
día.  £1  otro  no  indicaría  sino  los  nombres, 
apellidos,  fecha  y  lugar  del  riacimiento.  Las 
partes  podrían  pedir  uno  ú  otro  á  su  elección. 
El  acta  de  matrimonio  no  llevaría  sino  la 
mención  de  la  existencia  de  los  consentimien- 
tos necesarios.  Estas  medidas  permitirían  á 
los  hijos  naturales  el  no  tener  que  divulgar 
siempre  y  sin  objeto  la  irregularidad  de  su 
nacimiento.  Este  informe  ha  dado  origen  á 
una  discusión  en  que  han  tomado  parte  los 
señores  Le  Porttevin,  Péret,  Dumas  y  Sa- 
Icilles. 


La  protección  legal  de  los  trabajadores  por 
M.  Raoul  Jay  (Larose,  1904).  "La  opinión 
pública  no  está  plenamente  ganada  á  la  cau- 
sa de  la  protección  legal  de  los  trabajadores. 
La  masa  está  aún  indiferente,  desconfiada 
quizás.  No  se  ha  sabido  convencerla  de  la  ex- 
tensión del  mal  y  de  la  eficacia  del  remedio. 
Ks  una  conquista  por  hacer,  conquista  á  la 
cual  se  dedicarán  infatigablemente,  sin  tregua 
ni  descanso,  todos  aquellos  que  comprenden 
qué  fuente  de  fecunda  regeneración  sería  para 
el  país  entero,  una  legislación  verdaderamen' 
te  protectora  de  los  derechos  y  de  los  intere- 
ses de  los  trabajadores.  Desearía  que  este  li 
bro  pudiera  conquistar  nuevos  colaboradores 
para  esa  obra  necesaria  y  urgente  "  En  esto 
términos  que  inspiran  tanto  respeto,  caractes 
riza  su  obra  el  mismo  M.  Jay.  Demuestra' 
primero  que  la  iniciativa  patronal,  las  agru- 
paciones profesionales,  aunque  sirven  mucho, 
no  lo  pueden  todo  y  que  la  intervención  de  la 
ley  es  necesaria.  Recorre  en  seguida  las  leyes 


que  existen  actualmente  en  Franda  r  ¿i  . 
justificación  de  ellas.  Nos  hace  así  la  mri 
la  protección  aplicada  á  los  empleador  ^. 
mercio,  la  admisión  de  menores  en  la  ir"' 
tria,  la  cuestión  del  descanso  dominica'  j 
mitación  de  la  jornada  de  trabajo,  la  0171: 
zación   de  la  inspección   del   trabaijo  j  ?  * 
muestra  los  vacíos  actuales  y  las  Tcfornis,- 
ejecución  inmediata  que  vendrían  á  Ikxiar .« 

En  un  Ensayo  bistóríco  sobre  la  cr^n  h 
legal  del  menor  aprendiz,  obrero  de  /ncV:- 
6  empleado  de  comercio,  M.  Dolffs  Fti» 
coz  estudia  la  evolución  de  la  condici''-  - 
joven  obrero.  Después  de  exponer  su  s::.:- 
ción  en  la  antigua  Francia,  bajo  el  rcgitf: 
á  la  vez  protector  y  tiránico  de  las  coij  ttí 
ciones,  hace  una  reseña  de  las  diferentes  *\\< 
de  la  época  moderna;  la  desaparición  de  .• 
corporaciones,  seguida  de  la  creación  i: 
gran  industria,  que  trae  consecuencias  dea-- 
trosas  para  la  salud  de  ¡os  menores  sor.r 
dos  demasiado  jóvenes  á  un  trabajo  exce** 
en  grandes  talleres.  Examina  rápidament: 
ley  de  24  de  marzo  de  1841,  en  seguida  h 
21  de  febrero  de  1851  sobre  el  contrate  • 
aprendizaje  y  se  consagra  especialroenrc : 
estudio  de  la  lev  de  1874  v  al  de  la  Icr  de. 

m  tf  « 

de  noviembre  de  1892  sobre  el  trabajo  de  • 
mujeres  y  de  los  niños  en  las  fábricas.  C  • 
para  estas  leyes  con  las  extranjeras  sobrt : 
misma  materia.  Examina  sus  resultados  prá. 
ticos,  analiza  los  proyectos  de  ley  pnf*:3V- 
dos  después  á  las  Cámaras  para  complcu' 
los.  Es  digno  de  leerse  con  atención  csterr.. 
dio  concienzudo  de  la  cuestión  de  la  protec- 
ción del  trabajo  de  los  jóvenes  obreros. 
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REVIvSTAS 

Francia 

Rcvue  de  Droit  International  Privé  et  de 
')roit  Penal  International.— Año  2.— N^  3^.- 
Vlayo— junio  1906. 
J.  DuBois.  Del  artículo  3  del  Código  Civil 
conflicto  de  leyes)  y  del  lugar  que  debe  acor- 
darse al  derecho  internacional  en  el  nuevo 
Códivo  Civil.— Informe  preliminar  presentado 
fi  la  primera  subcomisión  de  revisión  del  Có- 
digo Civil. 

A.  OsTERRiETH.  La  convcnción  de  París 
de  20  de  marzo  de  1883  y  la  protección  in- 
ternacional de  las  marcas  de  fábrica  ó  de  co- 
mercio (fin). 

C.  foRDAN.  Atribuciones  notariales  de  los 
agentes  diplomáticos  y  consulares  (fin). 

Ch.  Lyon-Caen.  De  la  no  aplicación  en 
Francia  respecto  á  los  franceses  de  las  con- 
venciones internacionales  relativas  á  la  pro- 
piedad industrial. 

P.  GouLÉ.  El  incidente  germano-brasilero 
de  noviembre  de  1905.  (Busca  en  territorio 
extranjero  de  refractarios  ó  de  marinos  deser- 
tores.) 

Jurisprudencia:  Francia,  Argentina,  Aus- 
tria, Bélgica,  Estados  Unidos  de  América, 
Haití. 

NOTAS 


Actualidades. 

Documentos  legislativos  y  diplomáticos.^ 

Alemania Bélgica.— China. — Gran  Bretaña. 

—Estados  Unidos Francia  y  Egipto. 

Noticias  é  informaciones. — Suiza. 

Bibliografía. 


Bélgica 

Revue  de  Législation  des  Mines  et  Statisti* 
que  des  Houilléres  en  France  et  en  Belgique. — 
Marzo,  abril  de  1906. 

Doctrina:  Legislación  minera  francesa  rela- 
tiva al  fierro,  por  M.  Rouvier,  profesor  en  la 
Facultad  de  Derecho  de  Lyon.— Concesiona- 
rios múltiples.— Notificación  á  uno  solo  de 
ellos  del  decreto  ministerial  de  caducidad. 

Leyes  y  decretos:  Francia-Nueva  Caledonia. 
—Decreto  de  21  de  diciembre  de  1905  que 
aprueba  bajo  ciertas  reservas  las  deliberacio- 
nes del  Consejo  General  de  la  Nueva  Caledo- 
nia, relativas:  1^  á  las  tarifas  sobre  el  canon 
anual  que  se  percibirá  sobre  los  teirenos  mi- 
neros; 2^  al  monto  de  los  derechos  de  expor- 
tación sobre  los  minerales  de  cobre,  de  cobal- 
to, de  nikel  y  de  fierro,  y  sobre  el  carbón.- 
Francia-Guayana.— Decreto  de  10  de  marzo 
de  1906,  que  modifica  la  reglamentación  mi- 
nera de  la  Guayana. 
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íurisprudencia.— Consejo  de  Estado.— Cor- 
te de  Casación.— Corte  de  Bruselas. 
Bibliografía. 

Italia 

Rivista  Pénale  di  Dot trina,  Legislazione  c 
Giuríspradenza.  —  Dispensa  254.  —  Mayo  de 
1906.— Fascicolo  V. 

El  secreto  industrial  respecto  á  las  leyes  pe  • 
nales  (continuación   y  fin).  —  Agostino  Ra- 
niella. 

Jurisprudencia;  a)  Corte  de  Casación;  h) 
Cortes,  tribunales  y  pretores. 

Legislación  italiana Reglamento  dictado 

en  sustitución  del  capítulo  II  del  reglamento 
para  la  ejecución  de  la  ley  de  19  de  julio  de 
1894,  N*'  314,  sobre  delitos  cometidos  con 
materias  esplosivas,  aprobado  con  decreto 
de  21  de  enero  de  1906,  N^  74. 

Crónica:  Comisión  consultiva  de  la  legisla- 
tura  Magistratura  y  sistema  penal Ocu- 
pación de  los  condenados  en  labores  de  mejo- 
ramiento de  los  terrenos  incultos.  —  Policía 
del  culto  en  Francia. 

Efemérides:  Gobierno  y  Parlamento.  —  Cor- 
tes y  Tribunales. 

Bibliografía. 

Annali  delta  Giuríspradenza  italiana, — Flo- 
rencia  Año  XL Fascicolo  I. 

Parte  I.— Corte  de  Casación.  —  Decisiones 
civiles. 

Parte  II.  -Casaciones  de  Roma Jurispru- 
dencia especial. 

Parte  III.— Corte  de  Apelaciones. 

Parte  IV. — Jurisprudencia  penal. 

Parte  V.— Jurisprudencia  administrativa. 

Portugal 

O  mundo  legal  e  judiciarío Lisboa,  25  de 

abril  de  1906. 

Delitos  de  imprenta.— En  favor  de  los  hijos 

naturales.— La  profesión  de  delincuente La 

administración  de  justicia — Suspensión  arbi- 
traria de  un  abogado.— La  policía;  necesidad 
de  su  reforma.— Una  revolución  en  el  derecho 
criminal.— Revista  de  revistas  jurídicas.— Sín- 
tesis de  legislación.  —  Consultas  y  respues- 
tas.-^Servicios  judiciales. 


Lisboa,  25  de  mayo  de  1906.  -  Mirla::: 
necesaria.— Ley  positiva  y  Icj  moral-Rc?* 
tro  criminal  (decreto).  —  La  administraB- 
de  justicia— El  feminismo  y  la  tradición  r 
dica.— Crimen  contra  la  religión. -Rcíc-:, 
notarial — Laicicismo  municipal-ReTka .: 

revistas  jurídicas. — Bibliografía Coan>:i 

y  respuestas. 

España 

Revista  General  de  Legislación  t  Jam:-: 
dencia.—Año  54.— Madrid.— Abril,  \Wk 

La  función  negativa  de  la  cosa  jaipk' 
Manuel  Calderón, 

El  interés  contractual  negatÍTO.-./asf  Ct- 
tillejo. 

Circulación  de  automóviles  (conclasíás  - 
/.  Gascón  Marín. 

El  crimen  como  pena,  la  pena  como  crírr. 
(continuación).— ii.  S.  Goldeüwciser. 

Derecho  penal  y  procedimiento  criminal - 
P.  González  del  Alba. 

Revista  de  revistas  jurídicas.- EspañoliSí 
hispano-americanas.  Francesas.  AJemanaf. 

Noticias  bibliográficas. 

Anales  de  Derecho  Internacional  é  lbcr> 
americano:  La  doctrina  de  Monroc-Mausf 
de  la  Plaza, 

Estados  unidos 

Michigan  Law  i?evjew.— Majo  del90»í- 
N.9  7.— La  doctrina  de  las  Cortes  Fcderab 
relativa  á  la  validez  de  los  bonos  mumci?^ 
pales  irregulares.— Algunas  observaciones?' 
bre  las  relaciones  de  los  pleitos. ^CamlBO- 
acciones  por  ganancias  capitalizadas  "N^ 
tas  y  comentarios.—Fallos  recientes  imp^^ 
tantes.— Literatura  legal  reciente. 

Junio  de  1906.-N.9  8.— Validez  de  coflt« 
tos  entre  corporaciones  que  tienen  d'^pctor^ 
comunes.— La  Corte  Suprema  y  los  actos  s- 
constitucionales  del  Congreso.-'Notasyc^ 
mentarlos.- Fallos  recientes  importantes' 
Literatura  legal  reciente. 

Harvard  Law  l?cview.— Jnnio  de  19<^^ ' 
N.^  8.— Transferencia  de  la  propiedad  ^' 
nal  futura.-Protecci6n  constitncional  ác  a 
Uos  sobre  el  divorcio.— Las  donaciones  1»^'^ 
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:uidas  á  favor  de  los  parientes  de  cierto 
^rado  y  la  regla  contra  las  perpetuidades.— 
•iota. — Notas.— Fallos  recientes.— Libros  y 
)eri6dicos. 

Columhia  Law  l?cv/ew.— Junio  de  1906. — 
^.^6. — Las  resoluciones  relativas  al  Trust  del 
rabaco.— Un  privilegio  de  que  se  ha  abusado. 
—El  juicio  ante  jurados  y  la  Constitución  fe- 
üeraL — Notas.— Fallos  recientes.— Revista  de 
libros. 

American  Law  i?eview.— Mayo,  Junio  de 
L906. — N.°  3.— Registro  de  los  terrenos  en  el 
rerritorio  de  Hawai.— Judah  Phillips  Benja- 
nín. — El  derecho  de  litigar  ante  jurados  en 
as  Dependencias.— La  gran  usurpación.— 
Viales  económicos;  cómo  remediarles. — Los 
trímeros  abogados  y  jueces  de  Yowa.— Con- 
formidad de  las  decisiones  legales  á  la  norma 
moral  de  Derecho.— Aguas  territoriales  neu- 
trales comb  una  base  naval.— Notas  sobre 
tópicos  actuales.— Notas  sobre  fallos  recien- 
tes.— Revista  de  libros. 


OBRAS 

Bélgica 

Un  hijo  natural  no  reconocido  no  puede 
llevar  el  apellido  de  su  pretendida  madre, 
aún  cuando  este  nombre  hubiera  sido  decla- 
rado al  otícial  de  estado  civil  y  estampado  en 
Ja  partida  de  nacimiento.  No  tiene  sino  nom- 
bres, por  M,  Van  Mbknbn,  abogado  de  la 
Corte  de  Apelaciones  de  Bruselas,  Anales  del 
Notariado  y  del  Registro,  1903,  página  65. 

El  artículo  57  del  Código  Civil  francés  pres- 
cribe las  enunciaciones  que  debe  contener  la 
partida  de  nacimiento  de  un  hijo  legítimo. 
La  ley  no  indica  en  ninguna  parte  qué  debe 
mencionar  la  partida  de  nacimiento  de  un 
hijo  natural. 

A  los  ojos  del  legislador,  el  hijo  natural  no 
reconocido  no  tiene  familia:  es  un  ser  aislado 
sin  padre  ni  madre.  De  este  precepto  legal, 
deduce  el  autor  que  la  partida  de  nacimiento 
de  un  hijo  natural  no  reconocido  no  debe  in- 
dicar el  nombre  de  la  madre;  este  niño  no  ten- 
drá sino  nombres  y  no  apellido  y  no  podrá 
llamarse  de  otra  manera.  Si  el  nombre  de  la 
madre  se  ha  insertado  en  la  partida  de  naci- 


miento, esta  designación  no  constituirá  una 
prueba  de  filiación,  ni  siquiera  un  principio 
de  prueba  por  escrito;  valdrá  como  un  simple 
indicio  que  servirá  al  niño  para  buscar  la  mu- 
jer que  lo  ha  dado  á  luz. 

La  cuestión  de  saber  si  una  convención  ha 
sido  viciada  por  dolo  es  una  cuestión  de  he- 
cho cuya  apreciación  eae  en  las  atribuciones 
exclusivas  de  los  jueces  déla  causa.  El  dolo 
no  debe  forzosamente  consistir  en  hechos  pO' 
sitivos,  sino  que  puede  resultar  también  de 
culpables  reticencias. 

Observaciones  muy  interesantes  y  muy  ju- 
rídicas por  M.  Hallbt  sobre  un  fallo  de  la 
Corte  de  Apelaciones  de  Gante,  de  3  de  di- 
ciembre de  1902.   {Belg.  jud.,  1903,  col.  54.) 

Seguros  contra  accidentes,  por  Maurice 
Demeur,  abogado  de  la  Corte  de  Apelaciones 
de  Bruselas.  Tamines,  1903.  (Extracto  de  la 
Revista  de  los  accidentes  del  trabajo,  (Revista 
Smeysters),  año  1903,  p.  332  y  sigtes.) 

El  seguro  de  accidentes  es  un  tema  tentador 
para  el  jurisconsulto  que  desea  desprenderse 
un  poco  de  la  rutina  ordinaria.  El  derecho  so- 
cial se  asocia  allí  al  derecho  civil,  la  tradición 
no  pesa  sobre  el  intérprete,  la  transformación 
de  las  situaciones  económicas  exige  construc- 
ciones jurídicas  nuevas. — M.  Demeur  se  ha  deja- 
do tentar  y,  desde  hace  varios  años,  ha  hecho 
del  seguro  de  accidentes  su  estudio  predilecto. 
Ha  desmenuzado  y  profundizado  este  tema  y, 
aunque  muy  joven  todavía,  ha  adquirido  en 
esa  materia,  verdadera  autoridad.  El  título 
del  trabajo  de  M.  Demeur  es  demasiado  am* 
plio,  pues  el  autor  se  ha  limitado  á  examinar 
algunos  aspectos  del  seguro  de  accidentes:  , 

I*'  En  caso  de  un  accidente  "sufrido  por  una 
persona  y  que  haya  acarreado  la  muerte,  una 
lesión  corporal  ó  una  enfermedad,  ¿cuál  de  las 
dos  jurisdicciones,  civil  ó  comercial,  conoce  de 
la  acción  de  pago  de  la  indemnización,  inter- 
puesta contra  una  compañía  de  seguros  co- 
mercial? 

2^  El  obrero,  víctima  de  un  accidente,  ¿pue- 
de acumular  el  beneficio  de  la  acción  de  indem- 
nización de  perjuicios  con  la  indemnización 
del  seguro  colectivo  ó  vice- versa? 
3^  ¿Cuál  es  el  valor  de  la  cláusula  de  los 
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contratos  de  seguro  con  responsabilidad,  en 
que  se  excluyen  las  infracciones  á  las  leyes  y 
reglamentos? 

4P  La  infracción  de  un  comisionista  del  ase- 
gurado ¿acarrea  la  caducidad  del  beneñcio 
del  seguro? 

Tales  son  las  cuatro  cuestiones  que  exami- 
na M.  Demeur.  En  lo  que  se  refiere  á  la  com- 
petencia se  limita  á  señalar  las  divergencias 
que  se  han  producido  en  la  jurisprudencia  de 
las  cortes  y  juzgados:  parece  inclinarse  á  favor 
de  la  competencia  de  los  Tribunales  civiles, 
pero  no  toma  parte  resueltamente  en  este  de- 
bate; por  lo  demás,  la  cuestión  es  de  poco  in- 
terés para  el  lector  francés,  pues,  es  peculiar  á 
Bélgica. 

No  ofrece  duda  que,  en  tesis  general,  puede 
el  obrero  acumular  las  dos  acciones  con  la  re- 
serva, sin  embargo,  de  que  en  ningún  caso  el 
contrato  de  seguro  pueda  ser  fuente  de  lucro 
para  el  que  exige  su  cumplimiento.  Pero,  si 
teóricamente  esta  acumulación  es  permitida, 
el  hecho  es  que  las  pólizas  de  seguro  se  esfuer- 
zan por  impedirla  consignando  numerosas 
cláusulas  restrictivas  de  este  .derecho.  M.  De- 
meur las  estudia  sucesivamente  y  discute  su 
validez  y  sus  efectos. 

Es  innecesario  decir  que  acepta,  de  acuerdo 
con  la  opinión  casi  unánime  de  la  jurispruden- 
cia y  de  la  doctrina,  la  nulidad  de  la  cláusula 
de  opción  que  conmina  con  la  caducidad; 
aprueba  también  la  jurisprudencia  que  consa- 
gra la  validez  de  la  cláusula  de  opción  con 
descargo  de  responsabilidad.  Estudia  en  se- 
guida las  diferentes  condiciones  de  validez  del 
descargo  y  llega  á  preguntarse  si  constituye 
una  transacción  ó  una  renuncia;  si  la  viuda 
de  .la  víctima,  obrando  como  tutora  de  sus 
hijos  menores,  puede  válidamente  dar  un  re- 
cibo de  cancelación  al  asegurador  y  renunciar 
así  á  la  acción  de  responsabilidad.  Sentimos 
que  M.  Demeur  no  se  haya  creído  obligado  á 
profundizar  estas  dos  últimas  cuestiones  que 
son  de  un  interés  práctico  considerable.  Ha' 
bría  sido  tanto  más  interesante  conocer  la 


opinión  de  M.  Demenr  sobre  la  valide  y 
recibo  dado  por  la  madre  tutora,  coacto  .:■ 
esta  cuestión  es  muy  controvertida  en  Fr.- 
cia  y  ha  sido  objeto  en  este  último  úe&pj .: 
disertaciones  y  notas  muy  sabias  ( Ttaa  » 
pecialmente  el  estudio  sobre  la.  adimsc. 
cióa  legal  de  los  bieaes  de  los  mcnom  rr 
Alberto  Wagner,  Rev.  trim.  d5dcr.cÍT..l'/l 
p.  782  y  sigtes.,  nota  de  M.  Wahlenotrii: 
Besan9on,  11  dicbrc.  1898,  S.  1902, 2, 41. 
43.— Nota  de  A.  Tissicr,  S.  1903,  2. 1  y  á- 
especialmente  p.  3.  Cas.  5  enero  l^C  ' 
1903,  1,  78,  D.  1903,  1,  24.) 

La  mayor  parte  de  las  pólizas  prohibe: . 
acumulación  de  las  indemnizadones;e$ta.ir 
hibición  resulta  generalmente  denoadássiL. 
así  concebida:  el  mismo  accidente  oo  por: 
dar  lagar  sino  á  una  sola  indemniMacm.  b 
ta  cláusula  no  impide  al  obrero  TÍctima  .- 
un  accidente  el  pedir  á  la  vez,  el  beoekic 
seguro  y  la  indemnización  de  peijaicios;  pj. 
hacerla  respetar,  basta  que  el  tnbao¿! : 
conceda  al  demandante  el  monto  de  la?  ^ 
indemnizaciones  y,  para  llegará  ese  res^it^ 
do,  los  tribunales  resuelven  generalmente  ..< 
la  demanda  de  indemnización  del  seguro  it- 
quedar  en  suspenso  mientras  no  se  hava  n: 
suelto  la  acción  de  indemnización  de  (k.te 
cios.  M.  Demeur  critica  esta  jurispmdrx- 
porque  obliga  al  obrero  ó  á  sus  causa-habí;: 
tes  á  esperar  el  fin  del  juicio  dcresponsal- 
dad,  para  cobrar  el  monto  del  seguro. 

La  crítica  es  fundada  y  no  lo  es;  porqaf '-' 
Demeur  está  obligado  á  reconocer  que  en  <*^ 
tos  casos  la  indemnización  del  seguro  nops- 
de  concederse  desde  luego  sino  deduocc- 
cierta  suma  que  se  reservará  hasta  la  tón 
nación  del  proceso  de  responsabilidad  ^.^- 
este  temperamento,  podemos  admitir  ela^' 
de  ver  de  M.  Demeur;  hagamos  notar  sin  « 
bargo  que  prácticamente  encontrará  moíb 
dificultades. 

(Concluid 
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De  la  injuria  colectiva.— Pibtro  Vico. 

Jurisprudencia:  Corte  de  Casarióo. 
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Bfetnérides. 
Biblio^afia. 


España 


Estudio    de    Deusto, ^A.ño  III Junio.— 

•8. 

Bl  M.  R.  P.  Luis  Martín. 

[>e  Derecho  Civil.— y.  Ai.  G.  Ocaña,  S.  J. 

La  familia  romana  y  el  cristianismo.— Ar- 

Nio   Izaga. 

^ullum  crimen  nulla  pcena  sinc  lege.— Juan 

lAITUA. 

'^os  accidentes  del  trabajo  y  los  marinos 

tANCisco  Garrido. 

Consultas  y  dictámenes. 

Crónica  legal. 

Concursos. 

N^otas  bibliográficas. 

[ndice  analítico  del  tomo  I. 

Suplemento  de  noticias. 

Portugral 

o  Mundo  Legal  e  /iic/ic/ano.— Lisboa,  10 
:  junio  de  1906.— N^  17. 

Crímenes   de   imprenta.— Derecho    Civil 

:rturbadores  del  orden La  Administración 

Justicia — La  justicia  y  el  foro  en  Nueva 
orle. — Intentos  de  reacción.  —Una  revolución 

el  derecho  criminal Galería  de  los  hom- 

es  del  foro.— Seguro  obrero Las  leyes.— 

bliografía — Revista  de  Revistas  Jurídicas. 
Síntesis  de  legislación.— Consultas  y  res- 
lestas. 

Lisboa,  10  de  julio  de  1906.— N.«*  18  y  19. 
El  anarquismo  y  el  criterio  jurídico.— Dere- 
lo  electoral — Consejo  ó  barrio  donde  debe 
r  inscrito  el  ciudadano.- Representación  de 
s  minorías.— La  Administración  de  Justicia. 
Origen  y  naturaleza  del  fenómeno  jurídico, 

De  las  responsabilidades ^Una  revolución 

i  el  derecho — Galería  de  hombres  del  foro 

onsultas  y  respuestas Revista  de  Revistas 

irídicas. 

Ecuador 

Revista  de  la  Sociedad  Jurídico- Literaria 

¡uito.— Abril  y  mayo  de  1906.— N.<»  46  y  47. 


Conferencia  dada  en  la  Sociedad  por  el  doc- 
tor Francisco  José  Urrütia.— La  propiedad 
en  su  aspecto  sociolójico,  por  Leónidas  Gar- 
cía  Ensayos  sobre  el  individualismo  (conti- 
nuación), ipor  Manuel  Cabeza  de  Vaca._ 
Bibliografía Notas. 

Oosta  Rioa 

E/ Foro.— San  José,  15  de  mayo  de  1906 

¿Cuáles  son  las  reformas  más  importantes  de 
nuestra  legislación  política?— Los  extranjeros. 
—Algo  sobre  legislación.- Estadística  en  ma- 
teria criminal Influencia   de  Juárez   en   la 

emancipación  de  la  mujer.— Colección  de  las 
principales  Constituciones  Políticas  del  mun- 
do: Constitución  Política  de  la  República  de  El 

Salvador Catálogo  de  la  Biblioteca  de  la 

Corte  Suprema  de  Justicia.— Notas. 

San  José,  15  de  junio  de  1906.— El  Derecho 
de  Hábeas  Corpus De  las  penas  y  sus  condi- 
ciones.—Cancelación  de  una  ñanza  de  haz  por 

causa  de  enajenación  mental Colección  de 

las  principales  Constituciones  Políticas  del 
mundo:  Constitución  Política  de  la  República 
de  El  Salvador.— Notas. 

OBRAS 

Belgloa 

(Continuación) 

En  un  estudio  precedente  de  que  se  ha  dado 
cuenta  en  la  Revista  trimestral  de  derecho 
civil,  (1903,  p.  134),  M.  Demeur  examinaba 
ya  los  diferentes  sistemas  que  se  repartían  la 
doctrina  y  la  jurisprudencia  respecto  de  la 
validez  de  la  cláusula  que  excluía  del  seguro 
de  responsabilidad  las  infracciones  á  las  leyes 
y  reglamentos.  Se  habríaresignadoá  acogerse 
al  sistema,  recientemente  adoptado  por  la 
Corte  de  Casación  de  Francia,  que  admite 
que  la  infracción  de  los  artículos  518  y  si- 
guientes del  Código  penal  no  constituye  por 
sí  sola  una  causa  de  caducidad;  es  necesario 
además  que  el  asegurado  haya  violado  una 
ley  ó  un  reglamento  especial  y  preciso  que  ten- 
ga por  objeto  la  seguridad  de  las  personas.  El 
autor  vuelve  atrás  respecto  de  esta  concesión, 
cree  que  la  cláusula  es  nula  y  que  el  asegu- 
rado tendrá  derecho  para  pedirá  lacompa- 
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nía.  la  nulidad  dtl  contrato  de  seguro  üindán- 
dose  en  la  falta  de  causa  de  su  obligación. 

Aceptaríamos  la  manera  de  pensar  de  M. 
Demeur  si  fuera  cierto,  como  pretenden  algu- 
nos» que  1^  cláusula  de  irresponsabilidad  se 
aplica  aún  alas  infracciones  cometidas  por  los 
comisionistas;  en  esa  hipótesis  puede  decirse 
que  en  Bélgica  al  menos,  la  cláusula  de  irres- 
ponsabilidad hace  perder  al  seguro  toda  efica- 
cia. Pero  á  nuestro  parecer^noesel  artículo  11 
de  la  ley  de  10  de  marzo  de  1900  el  que  da  apo- 
yo á  la  opinión  de  M.  Demeur,  porque  esta  dis- 
posición está  desprovista  de  sanción  penal  y  el 
autor  admite  que  la  aplicación  de  la  cláusula 
de   irresponsabilidad  exije  una  condenación 
penal;  invocaríamos  más  bien  en  favor  de 
esta  opinión  el  decreto  real  de  21  de  septiem- 
bre de  1894,  que  impone  á  los  patrones,  bajo 
fuertes  multas,  las  prescripciones  más  minu- 
ciosas en  interés  de  la  seguridad  de  sus  obre- 
ros.   Esta  opinión  no  es  la  de  la  jurispruden- 
cia.  Un  fallo   reciente  de  la  Corte  de  Gante 
resuelve  en  efecto  que  en  el  caso   de   que   se 
trataba  no  se  había  incurrido  en  caducidad, 
porque  el  decreto  real  de  21  de  septiembre  de 
1894  no  preveía  la  imprudencia  que  se  impu- 
taba al  patrón  (falta  de  un  aparato  destina- 
do á  aislar  las  cardadoras).  Contentémonos 
con  hacer  notar  que  el  artículo  11  del  decreto 
real  establece:  **Se  tomarán  las  precauciones 
que  las  circunstancias  indiquen  respecto  de 
las  trasmisiones  de  movimiento,  de  las  piezas 
salientes  i  móviles  de  las  máquinas  cuando  po- 
drían causar  accidentes".  Hay  numerosas  pie- 
zas movibles  en  las  máquinas  cardadoras  y 
la  experiencia  diaria  demuestra  que  esas  má- 
quinas son  muy  peligrosas. 

Sin  embargo  estamos  de  acuerdo  con  M. 
Demeur,  para  admitir  que  la  cláusula  de  ca- 
ducidad no  se  aplica  al  caso  en  que  la  infrac- 
ción de  las  leyes  y  reglamentos  es  imputable 
á  los  comisionistas,  de  manera  que  debe  decir- 
se que  no  acarrea  la  nulidad  del  contrato  de 


seguro  por  falta  de  causa;  puedci  psa^r 
eficaz  en  caso  de  que  el  accidente  baja  s. 
causado  por  un  comisionista. 

Acabamos  de  decirlo,  M.  Demenr  rcsisrr. 
á  favor  de  los  asegurados  la  caarta  caes: 
que  es  objeto  de  su  trabajo;  estima  ({•xit- 
tando  la  precisión  en  la  redacdóa  de  iacL 
sula  de  irresponsabilidad,  la  infracción  de!  • 
comisionistas  está  cubierta,  al  menos  e&tff* 
general;  y  esto  ocurre  espedalmeate  es  b  :s 
se  refiere  al  seguro  colectivo.  En  cnanto  i  se- 
guro individual,  hay  que  tomar  en  caenu^* 
circunstancias  de  hecho;  así  por  ejemplo  r 
el  seguro  de  responsabilidad  de  cabalcrc* 
ches  {chcvaüxvoitures)  es  dificil  sostener  :i 
la  intención  de  las  partes  haya  sido  adcir 
la  caducidad  sólo  en  el  casodeqnelafáiu 
grave  sea  personal  del  asegurado. 

Como  M.  Demeur,  llegamos  á  la  coses 
sión  de  que  debe  acotejarse  á  loa  asegQrft:> 
que  rayen  de  sus  contratos  la  cláusula  ¿¿r 
clusión  en  caso  de  infracción  á  las  lejefj  ^ 
glamentos. 

La  fusión  del  derecho  civil  y  del  dertch' 
mercial  ha  sujeñdo  a  M.  Laarcnt  usa  ts 
interesante  (París,  1903.)  Despnésdcnsat 
seña  histórica  en  que  nos  maestra,  desile; 
derecho  antiguo,  la  tendencia  de  las  rtiJ 
comerciales  á  aplicarse  no  sólo  á  los  c-jar 
cian tes  sino  aun  á  los  no  comerciantes  g^ 
gunas  materias,  el  autor  hace  tct  que  en 
tendencia  se  acentúa  hoy  día  cspcdabn*- 
en  la  ley  de  1*  de  agosto  de  1893  sobresea 
dades  civiles  con  formas  comerciales,  tta 
tercera  parte  de  la  obra  estudia  el  pones-* 
y  cree  que  en  él  se  producirá  la  nnificaciéa  c< 
las  dos  legislaciones;  la  emandpadóo « «'^ 
fundirá  con  la  situación  creada  al  menores 
merciante,  se  unificará  el  derecho  de  las  o:- 
gaciones,  se  efectuará  la  fusión  de  laqoíís^ 
y  del  concurso  y  la  supresión  de  las  jan»" 
ciones  consulares. 
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Estudio  de  M.  G.  Arangio  Rüiz,  sobre  el 
'égimen  de  los  cultos  en  Italia. 

Nota  de  la  Secretaría  relativa  al  tercer  Con- 
greso Internacional  para  la  represión  de  la 
trata  de  blancas. 

Extracto  del  programa  del  Congreso  de  las 
Sociedades  Científicas  en  1907. 

Consejo  de  Dirección Reunión  de  secciones. 

—Crónica  lejislativa Movimiento  legislati- 
vo: Perú;  Suecia.— Obras. 

Bélgica 

Revue  de  Droit  International  et  de  Légis- 
lation  Comparée Bruselas,  1906.— N.*?  5. 

Los  cónsules  en  los  países  que  forman  parte 

de   la  comunidad    internacional.  Admisión, 

exequátur,  privilegios  é  inmunidades,  por  M. 

Camille»  Jordán. 

Las  ideas  del  profesor  C.  F.  (rabba  sobre 

NOTAS 


la  teoría  general  del  derecho  internacional 
privado,  por  M.  Em.  Brusa. 

l»el  valor  )'  del  cumplimiento  de  las  sen- 
tencias según  el  tratado  franco  italiano,  por 
M.  P.  DE  Paepe. 

Reglamentos  é  instrucciones  del  Gobierno 
japonés  sobre  el  tratamiento  de  los  rusos  du- 
rante la  guerra  ruso  japonesa. — Traducción  y 
notas  de  M.  Masanosuké  Akiyama. 

Noticias. — Notas  bibliográficas. 

Italia 

R  i  vista  Pénale  di  Dottrina,  Legislazione  e 
Giurisprudenza. — Roma Fascicolo  IV. — Dis- 
pensa 259.— Octubre  1906. 

La  persona  jurídica  comosugeto  de  respon- 
sabilidad penal Silvio  Longhi. 

De  la  delegación  de  competencia,  (continua- 
ción y  fin).— PiBTRO  Pagani. 

Jurisprudencia.— Corte  de  Casación.— Cor- 
tes, tribunales  y  pretores. 

Legislación  italiana.— Ley  de  28  de  junio 
de  1906»  número  278,  sobre  la  abolición  del 
secuestro  preventivo  de  los  periódicos. 

Crónica.— Efemérides Bibliografía. 

Roma,   Fascicolo  V.— Dispensa   260.— No- 
viembre 1906. 
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La  extradición  pasiva  y  el  progreso  del 
nuevo  Código  de  Procedimiento  Penal.  Gar- 
lo Francksco  Ansaldi. 

Sobre  la  facultad  concedida  al  pretor  por  el 
artículo  341  del  Código  de  Procedimiento 
Penal,  y  especialmente  del  significado  que 
debe  darse  á  las  palabras  *'nuevos  testimo- 
nios'*.—Emilio  BlANCHINl. 

Jurisprudencia:  Corte  de  Casación.— Cor 
tes,  tribunales  y  pretores. 

Crónica.— Efemérides Bibliografía. 

AnnaJi  delJa  Giunsprvaenza  italisna.—Fl- 
renze.  1906.   Fascicolo  V. 

Corte  de  Casación.— Resoluciones  civiles. 

Casación  de  Roma.— Jurisprudencia  espe- 
cial. 

Corte  de  Apelaciones. 

Jurisprudencia  penal. 

Jurisprudencia  administrativa. 

Dízionarío  di  Deñnizione  Giuridice. 

Dispensa  17 Parte  especial  de  Derecho  y 

Procedimiento  Civil.  Contiene  las  voces  com- 
prendidas entre  Alimenti  {Legato  di)  y  Ana- 
logia. 

Dispensa  18. —  Parte  especial  de  Derecho. 
Comercial.   Contiene  las  voces  comprendidas 
entre  Abbreviatura  y  Accettazione  tacita. 

España 

Estudies  de  Deasto Septiembre  de  1906- 

N9  9. 

De  derecho  civil.  J.  M.  G.  Ocaña. 

Hofíman  dibujante.  J.  F.  Lequerica. 

La  Real  Orden  de  27  de  agosto  último  ¿es 
válida?  S.  Bastida. 

Los  marinos  y  los  accidentes  del  trabajo. 
Francisco  Garrido. 

Consultas  y  dictámenes. — Crónica  legal. — 
Notas  bibliográficas.— Suplemento  de  noti- 
cias. 

Revista  General  de  Le,i^islación  y  Jurispru- 
dencia. Madrid.   Septiembre  1906. 

Reformas  que  deben  realizarse  en  la  legisla- 
ción vigente.  Discurso  de  don  Alvaro  dk  Fi- 
Gi'EROA  Torres. 

II]  problema  de  la  colación. —E.nrique  Pé- 
rez Arda. 


La  función  legislativa  y    los  or^ar- 
técnicos  consultivos.— J.  Gascón  Ma»: 
Por  la  teoría  del  contrato  social.-f . ' 

RADO. 

Crónica  Judicial.— Revista  de  RevÍ5:> 
dicas — Noticias  bibliográficas. 

Anales  de  Derecho  Internacional:  E^-: 
cho  Liternacional   Privado,  según  c.  v . 
preliminar  del  Código  Civil  español  nVí: 
— Antonio  db  Castilla  y  Abril 

Madrid,    octubre    1906.  —  Declarav- ':  .- 
quiebra  de  un  comerciante  después  de  «^ 
llecimicnto.   Pedro  Estasén. 

La  criminalidad  infantil  y  juvenil  e:..;. 
nos  países.— Ero KNio  C.  Calón'. 

Estudios  jurídico-socia les.— ViCTORisu?  • 
ta  María. 

Instrucciones  dadas  á  los  Fiscales  ic  • 
Audiencias  por  la  Fiscalía  del  Tribuna  > 
premo. 

Evolución  de  la  pena Jüliusz  Mak\- 

wicz. 

La  Memoria  del   Fiscal  del   Supremo - 
González  del  Alba. 

Revista  de  Revistas  Jurídicas Xoticb  • 

\bliográficas. 

Anales  de  Derecho  Internacional:  Ei .':- 
cho  Internacional   Privado,  según  el  tí- 
preliminar  del  Código   Civil  español  rigr:'- 
(Continuación).    Antonio    dh  Castilu  > 
Abril. 

Portugal 

o  Mundo  Lega)  e  Judiciarío.—UshoíL. ' 
de  septiembre  de  1906.— N^  23. 

La  suprema  iniquidad.— Registro  un-- 

Agentes  provocadores Derecho  Civil.-J-^ 

ticia.— Zola.— Una  revolución  en  el  Der^^ 
Las  sentencias  del  buen  juez  Magnautl-"" 
leríade  hombres  del  foro.— Revista  de  Rea- 
tas jurídicas  portuguesas —Consultas j  re* 
puestas.— Kaleidoscopio.  Reformas  cnproyf 
to.— Un  discurso  infeliz. 

Lisboa,  25  de  septiembre  de  1906.-N'-^ 

Puestos  antropométricos — Registro  C; 
—La  administración  de justicia.-In^t*^>'* 
ción  de  la  paternidad.— Una  revolución  ec  f 
Derecho.— Las  sentencias  del  baen  ju«  ^^P 
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aud.  Delito  de  pesca  y  tentativa  de  corrup- 
ion  de  funcionario.  Absolución.— Galena  de 
otnbres  del  foro.— Revista  de  Revistas  jurí- 
ica.s    portuguesas.— Consultas  y  respuestas. 

Estados  Unidos 

Columhia  Law  i?eF/ew.  —  Noviembre  de 
L906 N<?7. 

Lrimitaciones  constitucionales  á  la  resfla- 
mentación  de  las  corporaciones.— Frhderik 

5^.    COUDERT. 

Constitucionalidad  de  la  ley  que  regula  las 
rarifas  de  los  ferrocarriles  entre  los  Estados. 
— D.  Walter  Brown. 

Admisibilidad  de  las  declaraciones  del  ase- 
gurado contra  el  beneficiario.— Albert  Mar- 
tín Kales. 

Notas.— Fallos  recientes Re  vista  de  obras- 

Harvard  Law  /?eF/ew^.— Noviembre  1906.— 
N^    1. 

El  profesor  Langdell.  —  Un  estudio  de  su 
carrera. — Eugene  Wa m baugh . 

El  profesor  Langdell.— Su  vida  de  estudian- 
te.— Jeremiah  Smith. 

El  profesor  Langdell.— Su  influencia  perso- 
nal  AusTEN  G.  Fox. 

El  profesor  Langdelí Sus  últimos  días  de 

enseñanza.— JosEPH  H.  Bealh. 

El  profesor  Langdell Sus  servicios  en   la 

educación  legal James  Barr  Ames. 

Aceptación  voluntaria  de  riesgos Fran- 
gís H.  BOHLEN. 

Estética  pública. — Wilbur  Larremore. 
Notas Casos  recientes.  —  Obras  y   perió- 
dicos. 
Diciembre  1906.— N*?  2. 

Auptación  voluntaria  de  riesgos Fran- 
gís H.  BoHLEN.                                             • 

Sentencias  ejecutivas  y  legislación  ejecuti- 
va  Edmund  M.  Parker. 

El  poder  del  Congreso  de  dictar  taiifas  de 
ferrocarriles.— Frank  W.  Haekett. 

Notas Casos  recientes Libros  y  perió- 
dicos. 

Costa  Rica 

£7  Foro.— San  José,  15  de  octubre  de  190(5. 
N^6. 


Comunicación  referente  al  "Tratado  de  los 
Bienes".— Bolsas  de  Comercio. — Importante 
informe  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia  so- 
bre el  nuevo  Código  de  Procedimientos  Pena- 
les. —Código  de  Livingston Apuntes  sobre 

la  lección  segunda  de  Derecho  internacional. 
— Colección  de  las  principales  Constituciones 

Políticas  del  mundo Constitución  de  la  Re- 

pública  de  Méjico.— Notas. 

San  José,  15  de  noviembre  Je  1906— N^  7. 

Tratado  délos  bienes.— Formalidades  usua- 
les de  las  compras  en  feria  pública Lesiones 

corporales  y  tormentos  en  la  época  colonial. 

— Jurisprudencia.-Bibliografía Colección  de 

las  principales  Constituciones  Políticas  del 
mundo.— Leves  adicionales  á  la  Constitución 

m 

Política  de  la  República  de  Méjico.— Contes- 
taciones de  "El  Foro" Notas. 

Estados  Unidos  Mejicanos 

Diai  io  de  jurisprudencia.  —  Méjico.  —  N.*^* 
20  á  25  v  32  á  73,  de  24  de  setiembre  á  24  de 
noviembre  de  1906— Jurisprudencia.— Estu- 
dios jurídicos. 

OBRAS 

Francia 

Repertorio  ¡enera!  alfabético  del  derecho 
francés  publicado  porM.  M.  A.  Carpkntikr  y 
G.  Frérejouan  du Saint  (torao  36:  Travaux 
puhlics  Zouaves).—!  volumen,  en  4*;  París, 
L.  Larose  et  Tenin;  1905. 

Los  últimos  meses  del  año  1905  han  visto 
la  terminación  del  Repertorio  jeneral  del  de- 
recho francés.  Esta  obra  inmensa  ha  sido  lle- 
vado á  cabo  en  poco  menos  de  veinte  años. 
Comenzada  bajo  la  dirección  del  lamentado 
Fuzier- Hermán,  con  el  concurso  de  M.  M. 
Carpentier  y  Frérejouan  du  Saint,  ha  sido 
continuada  por  éstos,  después  de  la  muerte 
del  primer  director.  Solo  los  que  han  colabo-  . 
rado  en  la  recopilación  y  han  visto  de  cerca  á 
los  señores  Carpentier  y  du  Saint,  pueden  for- 
marse una  idea  de  la  enorme  suma  de  trabajo  ' 
que  han  tenido  que  gastar  para  edificar  este 
monumento  de  jurisprudencia.  Tienen,  por  lo 
menos,  la  satisfacción  de  haber  proporciona- 
do á  los  hombres  de  ley  (abogados,  magistra- 
dos) un  diccionario  jurídico  de  prímer  orden 
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y  de  haber  adquirido  así  derecho  á  su  recono- 
cimiento. 

El  tomo  36  y  último  comprende  las  pala- 
bras que  van  de:  Travaux  puhlics  á  Zouavcs. 
Aun  cuando  los  anteriores  volúmenes  fuesen  va 
de  un  tamaño  que  sale  de  lo  común,  éste  los 
sobrepasa  en  dimensiones;  tiene  1336  páginas. 
El  concienzudo  editor,  M.  Larose,  ha  hecho 
cuestión  de  honor  el  no  excederse  en  el  núme- 
ro de  volúmenes  que  habia  anunciado  á  los 
suscritores,  y  ha  preferido  aumentar  sensible- 
mente la  importancia  de  los  últimos  tomos, 
y,  por  consiguiente,  los  gastos  de  impresión, 
antes  que  faltar  á  su  palabra. 

Los  principales  artículos,  en  el  tomo  36, es- 
tán consagrados  á  los  trabajos  públicos,  á  la 
tutela,  al  usufructo,  á  la  venta,  á  los  valores 
mobiliarios,  á  la  venta  j  udicial  ó  pública  y  á  los 
acarreadores.  Se  encontrará,  además,  noticias 
bastante  extensas  sobre  un  país  protejido  por 
la  Francia,  Túnez  y  sobre  tres  estados  estran- 
jeros:  Turquía,  República  Oriental  del  Uru- 
guay y  Estados  Unidos  de  Venezuela. 

El  Repertorio  de  Fuzier-Herman  está  con- 
cebido bajo   un  plan  análogo  al  de  otras  pu- 


blicaciones semejantes,  publicadas  con  2S'jt 
rioridad  ó  conjuntamente  con  él;  pero  stéár 
tingue  de  ellas,  y  en  esto  está  sn  onjíiulidat 
por  el  importante  lugar  que  da  á  la  kpsk 
ción  comparada  y  al  derecho  inteniadoe¿ 
privado.  En  la  época  actual,  en  que  ae  BeTai 
tantas  cuestiones  internacionales  ante  1> 
tribunales  franceses,  es  preciso  tener  tamrñc 
á  la  mano  indicaciones  seguras  relatÍTas : 
estas  cuestiones  eminentemente  delicadas  7 
nuevas. 

Una  última  reflección.  Durante  los  véaií 
años  que  ha  durado  la  impresión  delReper: 
rio,  la  legislación  y  la  jurisprudencia  han  a(k- 
lantado.  Ciertas  materias  han  sido  aún  eotr 
ra mente  renovadas.  Se  impone,  pues,  lapo 
blicación  de  un  suplemento;  este  suplemeatc. 
que  no  es  preciso  qué  sea  muy  extenso,  deber- 
formarse  muy  rápidamente,  de  manera  qv 
todos  los  artículos  se  encuentren  preparada 
casi  simultánemente.  Creemos,  por  lo  densas, 
poder  afírmar,  que  el  editor  piensa  en  ello.; 
que  no  tardará  en  satisfacer  al  deseo  que  xL¿r 
nifestaraos.— Fernand  Daguik. 
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Franola 

L»ey  fie  14  de  julio  de  1905  relativa  n  la  amt«ncia 
obligatoria  á  Ion  ancianos,  á  los  inválidos  y  á  tos 
incurables  privados  de  recursos* 

El  Senado  y  la  Cámara  de  Diputados  han  apro- 
bado, 

El  Presidente  de  ]a  República  promulga  la  ley 
cayo  tenor  es  el  siguiente: 

TÍTULO  PRIMERO 

DE    liA   ORGANIZACIÓN   DE    LA  ASISTENCIA 

Artículo  primero.  Todo  francés,  privado  de  re- 
cursos, incapaz  de  subvenir  con  su  trabajo  á  las  ne- 
cesidades de  la  existencia  y  quesea  mayor  de  seten- 
ta afios  ó  esté  atacado  por  una  enfermedad  recono- 
cida incurable,  recibirá,  en  las  condiciones  que  se 
expresarán,  la  asistencia  establecida  por  la  presen- 
te ley. 

Art.  2."  La  asistencia  será  prestada  por  la  co- 
muna en  donde  el  asistido  tenga  su  domicilio  de 
socorro  (1);  á  falta  de  domicilio  de  socorro  comuual, 
por  el  departamento  en  donde  el  asistido  tenga  ku 
domicilio  de  socorro  de|iartamental;  y  á  falta  de 
todo  domicilio  de  socorro,  por  el  Estado. 

La  comuna  y  el  departamento  recibirán,  para  los 
(listos  de  que  están  encargados  por  la  presente  ley, 
las  subvenciones  prevenidas  en  el  título  IV. 

Akt.  3.°  Rl  domicilio  de  socorro,  comunal  6  de- 
partamental, se  adquiere  y  se  pierde  en  las  condi- 
ciones prevenidas  en  los  artículos  6.°  y  7."  de  la  ley 
de  15  de  julio  de  1893;  pero  el  tiempo  requerido 
para  la  adquisición  ó  pérdida  de  este  domicilio  se 
extenderá  á  cinco  anos.  A  contar  desde  los  sesenta 
y  cinco  años,  nadie  podrá  adquirir  un  nuevo  domi- 
cilio de  socorro  ni  perder  el  que  posea. 

Los  niños  asistidos,  inválidos  ó  incurables,  que 
hayan  llegado  á  la  mayor  edad,  tendrán  su  domicilio 
de  socorro  en  el  departamento  á  cuyo  servicio  per- 
tenezcan, hasta  que  hayan  adquirido  otro  domicilio 
de  socorro. 


(l)Domicile  de  lecoun. 


Art.  4.°  La  comuna,  el  departamento  6  el  Esta- 
do que  han  socorrido  en  algunas  de  las  formas 
prevenidas  en  el  título  III  de  la  presente  ley,  á  un 
anciano,  un  inválido  ó  un  incurable,  cuya  asistencia 
no  les  corres|)ondía  en  virtud  de  las  disposiciones 
que  preceden,  tendrá  derecho  al  reembolso  de  sua 
anticipos,  hasta  concurrencia  de  un  año  de  asis- 
tencia. 

La  repetición  de  las  cantidades  así  anticipadas 
podrá  ejercitarse  durante  cinco  años;  pero  la  canti- 
dad que  ha  de  reembolsarse  no  podrá  ser  superior 
al  monto  de  los  gastos  que  habría  exigido  la  asis- 
tencia 81  ella  hubiese  sido  prestada  en  el  domicilio 
de  socorro  pruvisto  en  los  artículos  2.^  y  3.® 

Akt.  [>.^  La  comuna,  el  departamento  6  el  Esta- 
do podrán  siempre  ejercitar  su  acción  si  ésta  es  pro- 
cedente, con  el  beneficio  á  su  favor  de  la  ley  de  10 
de  julio  <1e  1901,  sea  contra  el  asistido,  si  se  com- 
prueba que  tiene  ó  si  adquiere  recursos  suficientes, 
sea  contra  todas  las  personas  ó  sociedades  obligadas 
á  la  asÍ8tencia,  especialmente  contra  los  miembros 
de  la  familia  del  asistido  designados  en  los  artículos 
205,  206,  207  y  212  del  Código  Civil  y  en  los  tér- 
minos del  artículo  208  del  mismo  Código. 

Esta  acción  podrá  ejercitarse  sólo  hasta  la  concu- 
rrencia de  cinco  años  de  socorro. 

Akt.  6.®  El  servicio  de  la  asistencia  á  los  ancia- 
nos, á  los  inválidos  y  á  los  incurables  será  organiza- 
do en  cada  departamento  por  el  Consejo  Central, 
que  deliberará  en  las  condiciones  prevenidas  en  el 
artículo  48  de  la  ley  de  10  de  agosto  de  1871. 

Si  el  Consejo  Creneral  se  niega  á  deliberar  ó  des- 
cuida el  hacerlo  ó  si  si?  deliberación  se  suspende  por 
la  aplicación  del  artículo  49  de  la  ley  de  10  de  agos- 
to de  1871,  podrá  proveerse  á  la  organización  del 
servicio  por  un  decreto  dictado  en  la  forma  de  los 
reglamentos  de  la  administración  pública. 

TÍTULO  n 

DE   LA  ADMISIÓN   A  LA   ASISTENCIA 

Art.  7.°  Cada  año,  un  mes  antes  de  la  primera 
sesión  ordinaria  del  Consejo  Municipal,  la  oficina 
de  asistencia  formará  la  lista  de  los  ancianos,  de  los 
inválidos  y  de  los  incurables  que,  cumpliendo  con 
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las  condiciones  prescritas  en  el  artícnlo  1.^  y  resi- 
diendo en  la  comuna,  han  hecho  valer  en  su  solici- 
tud escrita  sur  títulos  al  servicio  de  asistencia  ins- 
tituido por  la  presente  ley.  Propondrá  al  mismo 
tiempo  la  forma  de  asistencia  que  conviene  A  cada 
uno  de  ellos,  y  si  esta  forma  de  socorro  consiste  en 
la  asistencia  á  domicilio,  indicará  la  cuota  mensual 
que  se  les  pueda  conceder. 

La  lista  preparatoria  así  formada,  se  dividirá  en 
dos  partes:  la  primera  comprenderá  los  ancianos, 
los  inválidos  y  los  incurables  que  tienen  su  domici 
lio  de  socorro  en  la  comuna;  la  secunda,  los  que  tie- 
nen su  domicilio  de  socorro  en  otra  comuna,  6  que 
sólo  tienen  domicilio  de  socorro  departamental,  ó 
que  no  tienen  ningúu  domicilio  de  socorro. 

Se  remitirá  una  copia  de  esta  lista,  acompañada- 
de  las  solicitudes  de  admisión  á  la  asistencia,  al 
Consejo  Municipal  y  otra  al  Prefecto. 

Se  procederá  á  revisar  la  lista  un  mes  antes  de 
cada  una  de  las  otras  tres  sesiones  del  Consejo  Mu- 
nicipal y,  en  caso  necesario,  en  el  curso  del  afío. 

Si  la  ofícina  no  formare  esta  lista,  lo  hará  de  ofi- 
cio el  Conseio  Municipal. 

Art.  S.^  El  Consejo  Municipal,  deliberando  en  se- 
sión secreta  sobre  todas  las  solicitudes  previamente 
sometidas  á  la  oficina  de  asistencia,  sea  que  fi&^uren 
ó  no  en  la  lista  preparatoria,  decidirá  la  admisión  á 
la  asistencia  de  las  personas  que  tengan  su  domicilio 
de  socorro  en  la  comuna,  y  fijará  las  condiciones 
en  que  serán  asistidos,  ya  sea  á  domicilio,  ya  sea 
en  uií  establecimiento  hospitalario. 

Art.  9,**  La  lista  así  formada  por  el  Consejo  Mu- 
nicipal se  depositará  en  la  secretaría  de  la  Alcaldía, 
dándose  aviso  de  este  envío  por  medio  de  carteles 
en  los  lugares  de  costumbre. 

Se  enviará  al  mismo  tiempo  una  copia  de  la  lista 
al  prefecto  del  departamento. 

Durante  un  plazo  de  veinte  días  contados  desde 
el  depósito  de  esta  lista,  todo  anciano,  inválido  ó 
incurable  cuya  solicitud  haya  sido  rechaznda  por  el 
Consejo  Municipal,  puede  presentar  su  reclamación 
á  la  Alcaldía;  y  en  el  mismo  plazo,  todo  habitante  ó 
contribuyente  de  la  comuna  puede  pedir  la  inscrip- 
ción ó  la  supresión  de  las  personas  omitidas  ó  inde- 
bidamente incluidas  en  la  lista. 

Se  concede  el  miemo  derecho  al  Prefecto  y  al  Sub- 
prefecto. 

Art.  10.  Las  decisiones  del  Concejo  Municipal 
relativas  á  la  fijación  de  la  cuota  mensual  son  sus- 
ceptibles de  reclamo  en  las  mismas  condiciones. 

Art.  11.  Estas  reclamaciones  serán  resueltas  en 
el  término  de  un  mes,  por  fallo  motivado,  habien- 
do sido  oídos  ó  debidamente  citados,  el  Alcalde  y  el 
reclamante  por  una  comisión  cantonal  compuesta 
del  Sub- prefecto  áe\ partido  (1),  del  Consejero  Ge- 
neral, de  un  consejero  de  partido  según  el  orden  de 
su  nombramiento,  del  Juez  de  Paz  de  cantón,  de 
una  persona  designada  por  el  Prefecto,  de  un  dele- 
gado de  las  oficinas  de  asistencia  del  cantón,  y  de 
un  delegado  de  las  sociedades  de  socorros  mutuos 
existentes  en  el  cantón. 

La  comisión  será  presidida  por  el  Sub-prefecto,  y 
en  su  defecto,  por  el  Juez  de  Paz. 

£1  Presidente  de  la  Comisión  comunicará  dentro 
de  ocho  días,  las  resoluciones  dictadas  al  Prefecto  y 
al  Alcalde,  quienes  practicarán  en  la  lista  las  adi- 
ciones ó  supresiones  decretadas,  dando  igualmente 
aviso  á  los  interesados. 

Estas  decisiones  pueden  ser   reclamadas  por  toda 

(1)  Arrondissement. 


persona  interesada,  durante  an  plaio  deTúot^  i» 
cantados  desde  la  notificación,  ante  d  Mini*:^  > 
Interior,  quien  da  cuenta  á  la  (-omisión  Cenia :% 
tituida  por  el  artículo  17.  Este  recurso  oo  t*-.- 
pensivo. 

Art.  12.  En  caso  de  que  el  Consejo  Mnrr  . 
rehuse  ó  demore  entrar  en  la  deliberación  prci-r. 
en  el  artículo  8.**,  la  lista  será  formada  de  oír  :  i 
dicación  del  Prefecto,  en  el  término  de  an  n»*,:  • 
la  Comisión  cantonal  mencionada  en  el  a:t 
precedente. 

Si  la  Comisión  cantonal  no  cumpliere  It?  V  . 
gaciones  que  le  impone  la  presente  ley,  deberi:  • 
varse  á  efecto  en  el  término  de  dos  meMs  per  i 
Comisión  Central. 

Art.  13.  Después  de  la  recepción  de  lu  Irt 
mencionadas  en  el  artículo  7.*.  el  Prefecto  lU  a-. 
á  los  consejeros  municipales  de  las  comuDs<  J-r.' 
tengan  los  solicitantes  su  domicilio  desocomv  .-. 
que  resuelvan  respecto  á  ellos  en  las  conici  ^ 
prevenidas  en  los  artículos  8.*»  y  sigoiento. 

Llamará  á  la  Comisión  Departamental  á  mt'xr-. 
conforme  al  artículo  14.  respecto  de  aquellos  \>. 
no  teniendo  domicilio  de  socorro  oomoaai.  kk 
su  domicilio  d4  socorro  en  el  departamento 

Remitirá,  por  último,  á  los  prefectos  de  la*  - 
partamentos  interesados,  junto  con  sudicu?t  ' 
los  documentos  justificativíw,  los  nombre*  i-  * 
solicitantes  que  tengan  su  domicilio,  sea  «in:. 
departamental,  en  otro  departamento; y  al  M;:  •* 
del  Interior  los  nombres  de  los  que  no  ten^a  r- 
gún  domicilio  de  socorro. 

Art.  14.  La  Comisión  Departamental  de  r*-^ 
la  admisión  á  la  asÍ!»tencia  de  los  ancianos.  ^ 
inválidos  y  de  los  incurables  que  tienen  docí 
de  socorro  departamental  y  detenninarí  la?  ft  ^ 
ciones  en  que  serán  asistidos.  Sus  decis'ooeí  vx, 
prcvisionalmente  ejecutorias.  Sin  embarg»\  el '- 
sejo  General  puede  reformarh?. 

En  caso  de  rechazo  de  la  demanda  ó  de  ne.i:n 
para  resolver  en  el  término  de  dos  meses,  n-o 
por  la  Comisión  Departamental  ó  por  el  C  j^^^ 
General,  el  interesado  puede  ocurrir  ante  el  .V> 
tro  del  Interior,  quien  dará  cuenta  á  h  Cox* " 
Central.  El  mismo  derecho  corresponde  al  Prefff^ 

Art.  15.  Son  igualmente  susceptibles  de  reci^ 
las  decisiones  de  la  Comisión  Departamental  y  - 
Consejo  G^eneral  relativas  al  montode]isi:rt: 
ción  mensual. 

Art.  16.  La  admisión  á  la  asistencia  de  Iwist. 
nos,  inválidos  é  incurables  que  carecen  de  do3^  > 
de  socorro,  será  decretada  por  el  Ministro  de^  1-íe; 
rior,  con  el  informe  de  la  Comisión  instituid*  ea  e 
artículo  siguiente.  , 

Art.  17.  Una  Comisión  Central  compoefíi* 
quince  miembros  del  Consejo  Superior  de  ii«*^ 
cia  Pública,  elegidos  por  el  mismo  Const^jyj  «■• 
dos  miembros  del  Co  :Bejo  Superior  de  U  M»'»^ 
dad,  elegido»  por  sus  colegas,  resolverá  dec^'í-^' 
mente  los  recursos  deducidos  en  virtud  de  w  ló- 
culos 1 1 ,  14  y  15  é  informará  respecto  á  U  ido-^ 
á  la  asistencia  del  Estado. 

Art.  18.  Cesará  la  asistencia  desde  qw  »*r* 
rezcan  las  condiciones  que  la  han  moiiTsdo. 

El  retiro  de  la  asistencia  será  decretado,  ^• 
los  casos,  por  el  Consejo  Municipal,  por  1»<<^°^^ 
Departamental  ó  por  el  Ministro  del  loíenor . 
susceptible  de  los  mismos  recursos. 
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TÍTULO  III 

DE    L.\8  FORMAS   DE   ASISTENCIA 

Art.  19.  Los  ancianos,  los  inválidos  y  los  incora- 
les  que  tengan  domicilio  de  socorro  comunal  6  de- 
partamental lecibirán  la  asistencia  á  domicilio.  Los 
[ue  no  puedan  ^er  útilmente  asistidos  á  domicilio, 
eran  colocados,  íi  consienten  en  ello,  en  un  hospi- 
cio público,  6  en  un  establecimiento  privado,  6  en 
»jia8  particulares  6,  por  último,  en  establecimientos 
>úblicos  6  privados  en  que  sólo  se  les  asegure  la 
labitación  independientemente  de  otra  forma  de 
isi»tenoia. 

Lia  forma  de  asistencia  aplicada  á  cada  caso  indi- 
ndual,  no  tienen  carácter  definitivo. 

Art.  20.  La  asistencia  á  domicilio  consiste  en  el 
>ago  de  ana  subvención  mensual. 

El  monto  de  esta  subvención  será  determinado, 
para  cada  comuna,  por  el  Consejo  Municipal,  pero 
estará  subordinado  á  la  aprobación  del  Consejo  Ge 
neral  y  del  Ministro  del  Interior. 

No  podrá  ser  inferior  á  5  francos,  ni  salvo  el  caso 
de  circunstancias  escepcionales,  superior  á  20  fran- 
co». Si  es  superior  á  20  francos  la  deliberación  del 
Consejo  General  se  someterá  á  la  aprobación  del 
Ministro  del  Interior,  que  resolverá  con  el  dictamen 
del  Consejo  Superior  de  Asistencia  Pública. 

En  caso  que  exceda  de  30  francos,  el  exceso  do 
se  tomará  en  cuenta  ni  para  el  cálculo  de  los  reem- 
bolsos que  hay  que  efectuar  en  virtud  del  artículo 
4.°,  ni  para  determinar  la  subvención  del  departa- 
mento y  del  Kstado,  prevenida  en  el  título  IV. 

En  caso  que  la  persona  admitida  á  la  asistencia 
disponga  de  al  faunos  recursos,  se  rebajará  e!  monto 
de  la  subvención  en  la  cantidad  que  importen  estos 
recursos.  Sin  embargo,  los  que  proveuf^an  del  ahorro 
y  en  es^pecial  de  una  pensión  de  retiro  adquirida  le- 
(^almente,  no  se  descontarán  si  no  exceden  de  60 
francos.  Se  elevará  esta  cantidad  de  60  A  120  francos 
para  los  que,  además,  justifiquen  que  han  educado 
á  lo  menos  tres  hijos  hasta  la  edad  de  dieciseis  años. 
En  caso  que  los  recnrRos  excedan  estas  cifrns,  el 
exceso  no  se  descontará  niño  hasta  concurrencia  de 
la  mitad,  sin  que  los  recursos  que  provengan  del 
ahorro  y  de  la  subvención  de  asistencia  puedan 
juntos,  pasar  de  la  suma  de  480  francos. 

Los  recursos  fijos  y  permanentes  que  provengan 
de  la  beneficencia  privada,  sólo  se  descontarán  has- 
ta concurrencia  de  la  mitad  con  el  mismo  límite 
máximo  de  480  francos. 

Art.  21.  El  goce  de  la  subvención  empezará  des- 
de el  día  fijado  por  el  acuerdo  que  resuelve  la  ad- 
misión á  la  asistencia. 

La  oficina  de  beneficencia  ó  de  asistencia  decidirá, 
según  la  situación  del  interesado,  si  la  subvención 
se  le  ha  de  entregar  de  una  vez  ó  por  fracciones;  y 
puede  resolver  que  todo  ó  parte  de  la  subvención 
se  entregue  en  especies. 

La  subvención  es  intransferible  é  inembargable. 
Se  pagará  en  el  lugar  de  la  residencia  del  interesa- 
do, á  él  mismo  ó  en  caso  de  imposición  (1)  de  fami- 
lia, á  una  persona  designada  por  él  y  aceptada  por 
el  alcalde  ó,  por  liltimo,  en  caso  de  socorro  en  es- 
pecies ó  de  fraccionamiento  de  la  mensualidad,  al 
recaudador  de  la  oficina  de  beneficencia  ó  de  asis- 
tencia. El  regís  mentó  de  administi  ación  pública, 
previsto  en  el  artículo  41,  determinará  las  regks  de 
contabihdad  que  habrá  que  aplicar  á  este  servicio. 

(1)  Plaeement. 


Art.  22.  Si  no  hay  hospicio  en  la  oomana,  ó  si 
el  que  existe  es  insuficiente,  los  ancianos,  los  invá- 
lidos y  los  incQ rabies  que  tengan  domicilio  de  so- 
corro común»]  serán  colocados  en  los  hospicios  ó  en 
los  establecimientos  privados  que  elija  el  Consejo 
Municipal,  de  la  lista  formada  por  el  Cousejo  Gene- 
ral en  conformidad  á  los  artículos  siguientes  ó  por 
último  en  casas  particulares. 

Art.  23.  El  Consejo  General  designará  los  hos- 
picios y  los  hospitales-hospicios  que  deberán  recibir 
á  los  ancianos,  inválidos  é  incurables  quo  no  pue* 
dan  ser  asistidos  á  domicilio. 

El  número  de  camas  que  deben  destinarse  á  este 
objeto  en  estos  establecimientos  será  fijado  anual- 
mente por  el  prefecto,  con  audiencia  de  las  comi- 
sioncH  administrativas. 

£1  precio  diario  será  determinado  por  el  prefecto 
á  propuesta  de  las  comisiones  administrativas  y  con 
el  dictamen  del  Consejo  General,  sin  que  puedía  im- 
ponerse un  precio  diario  inferior  al  precio  medio 
líquido,  comprobado  durante  los  últimos  cinco  anos. 
Será  revisado  cada  cinco  años. 

En  caso  que  el  asilado  disponga  de  algunos  recur- 
sos, el  precio  diario  será  debido  por  la  comuna,  el 
departamento  ó  el  Estado,  que  harán  á  su  favor  las 
deducciones  prescritas  por  el  artículo  20. 

Art.  24.  El  Consejo  General  designará  los  esta- 
blecimientos privados  que,  en  caso  de  insuficencia 
de  los  hospicios,  pueden  recibir  á  los  ancianos,  in 
válidos  é  incurables,  y  aprobará  los  contratos  cele- 
brados para  su  mantenimiento. 

La  ejecución  de  los  contratos  será  sometida  á  la 
vigilancia  de  la  autoridad  pública. 

El  Consejo  General  fijará  las  condiciones  genera- 
les para  colocar  á  los  asistidos  en  casas  de  familias 
extrañas. 

Art.  25.  Los  ancianos,  los  inválidos  y  los  incu- 
rables que  carezcan  de  domicilio  de  socorro,  serán 
colocados  en  los  establecimientos  públicos  ó  priva- 
dos que  designp  el  Ministro  del  Interior,  á  menos 
que  el  Prefecto  ó  la  Comisión  Ceuti*al  de  Asistencia 
los  haya  admitido  á  la  asistencia  á  domicilio;  reci- 
birán, en  este  caso,  una  subvención  fijada  dentro  de 
los  límites  indicados  en  el  artículo  20. 

Art.  26.  Los  gastos  de  visita  cau.sados  para  obte- 
ner certificados  médicos  páralos  inválidos  é  incura- 
bles, y  los  gastos  de  trasporte  de  los  asistidos  corres- 
ponderán, si  hay  lugar  á  ello,  á  la  comuna,  al  de- 
partamento ó  al  Estado,  sDgún  que  ellos  tengan  do- 
micilio de  socorro  comunal  ó  departamental,  ó  que 
carezcan  de  domicilio  de  socorro. 

Si  los  asistido'í  no  tienen  su  domicilio  de  socorro 
en  la  comuna  en  que  residen,  ésta  hará  los  anticipos 
para  estos  gastos,  debiendo  reembolsárselos  la  co- 
muna ó  el  departamento  á  quien  corresponde  la 
asistencia,  ó  el  Estado. 

TÍTULO  IV 

DE   LOS  ARBITRIOS  Y  RECUR808 

Art.  27.  Son  obligatorios  paradlas  comunas,  bajo 
las  condiciones  de  los  artículos  136  y  149  de  la  ley 
de  5  de  abril  de  1884,  los  gastos  de  asistencia  que 
les  incumben  por  la  presente  ley. 

Las  comunas  contarán,  para  proveer  á  estos  gas- 
tos: l.o  con  los  recursos  especiales  que  provengan 
de  bis  fundaciones  y  de  las  donaciones  que  se  hagan 
para  la  asistencia  de  los  ancianos,  inválidos  é  incu- 
rables, á  menos  que  las  condiciones  de  dichas  fun- 
daciones ó  donaciones  se  opongan  á  ello;  2.°  con  la 


LEYES,    DECRETOS  ETC. 


participación  eventual  de  la  oficina  de  beneficencia 
y  del  hospicio;  3,®  con  las  entradas  ordinarias;  y  4.® 
en  caso  de  insuficiencia,  con  una  subvención  del  de- 
partamento, calculada  en  conformidad  al  cuadro 
anexo  A,  y  con  una  subvención  directa  y  comple- 
mentaría del  Estado,  calculada  en  conformidad  al 
cuadro  anexo  C,  no  tomando  en  cuenta  para  el  cál- 
culo de  las  subvenciones,  sino  la  porción  de  festón 
cubierta  por  medio  de  los  recursos  provenientes  del 
impuesto,  de  las  multas  ó  contribuciones  cuya  re- 
caudación esté  autorizada  por  las  leyes. 

Art.  28  Son  obligatorios  para  los  departamentos, 
en  las  condiciones  de  los  artículos  60  y  61  de  la  ley 
de  10  de  agosto  de  1871: 

1.®  Los  gastos  de  asistencia  que  les  están  enco- 
mendados por  los  artículos  2.°  y  26 ; 

2.^  Las  subvenciones  que  deben  abonar  á  las  co- 
munas según  el  artículo  precedente;  y 

3.®  Tios  gastos  de  administración  departamental 
del  servicio. 

£n  caso  de  insuficiencia  de  los  recursos  especia- 
les v  de  las  rentas  ordinarias  disponibles,  se  provee- 
rá a  estos  gastos: 

1.°  Oon  las  multas  ó  contribuciones  cuya  recau- 
dación esté  autoi izada  por  las  leyes:  y 

2."  Con  una  subvención  del  Estado,  calcnlsda  ph 
conformidad  al  cuadioanexo  B,  sobre  la  porción  de 
gastos  cubiertos  con  los  recursos  que  provengan  de 
las  rentas  ordinarias  ó  del  impuesto. 

Art.  29,  Independientemente  de  las  subvencio- 
nes que  debe  abonar  en  virtud  de  los  artículos  pre- 
cedentes, serán  de  cargo  del  Estado: 

1.^  Los  gastos  de  asistencia  de  los  ancianos,  de 
los  inválidos  y  de  los  incurables  que  carezcan  de 
domicilio  de  socorro;  y 

2.<|  Los  gabtos  generales  de  administración  yde  vigi- 
lancia  ocasionados  por  la  ejecución  de  la  presente  ley. 
^  Art.  30.  Las  oficinas  de  beneficencia,  los  hospi- 
cios y  los  hospitales- hospicios  que,  en  virtud  de 
fundaciones  ó  donaciones,  posean  bienes  cuya  venta 
esté  afecta  especialmente  á  la  asistencia  á  domicilio 
de  loH  ancianos,  de  los  inválidos  y  de  los  incurables, 
estarán  obligados  á  contribuir  á  la  ejecución  de  la 
presente  ley,  en  conformidad  á  las  condiciones  de 
la  donación,  hasta  concurrencia  de  dicha  renta. 


Art.  31.  Los  hónpidoB  oomonalds  «stird  <*' . 
gados  á  recibir  gratuitamente,  hasta  donde  s?  - 

ÍÚ08  recursos  lo  permitan,  á  los  ancianos,  á  k»[  . 
idos  y  á  los  incurables  que  tengan  so  dciciri'. 
socorro  en  la  comuna  en  que  soté  si  toado  d«cU'- 
cimiento,  y  que  hayan  sido  desif^uLdc*  pan  nfW* 
pedados  en  conformidad  al  artículo  19. 

La  misma  obligación  incumbe  á  kis  iKvpid  *  'i 
tercomnnales  y  cantonales  respecto  de  los  sacien 
inválidos  é  incurables  que  tengan  sn  domioSr  « 
socorro  en  las  comunas  para  cuyo  bene&io  s  be 
fundado  estos  hospicios. 

Art.  32.  El  Estado  contríbnirá,  por  medio  dpi.* 
venciones,  á  ios  gastos  de  constmcción  y  dé  táub 
ción  de  los  hospitales  que  sean  neoesarÍGS  p» : 
ejecución  de  la  presente  ley.  Esta  eontnbeei>5a  v-, 
determinada  en  razón  inversa  del  oéntinio  'le-. 
nal  ó  departamental,  en  rasón  directa  de  lai  ero 
extraordinarías  de  la  comuna  ó  del  departaiariV  - 
en  razón  de  la  importancia  de  loe  trabajoi  qv  *-. 
preciso  ejecutar  en  conformidad  á  las  dispotam 
que  se  establecerán  en  on  reglamento  de  idiBiEsín- 
oión  pública. 

Si  los  trabajos  fueren  emprendidos  por  mt»  á* 
partamentos,  en  conformidad  á  los  articolos  ^ ;  * 
de  la  ley  de  10  de  agosto  de  1871,  6  por  on  snór 
to  de  comunas,  la  subvención  f>erá  fijada  9epin> 
mente  para  cada  uno  de  los  departamento!  j  :n 
cada  una  de  las  comunas  que  eontríboju  i  ^ 
gastos. 

Los  proyectos  deberán  ser  previamente  iprc-h  • 
por  el  Ministro  del  Interior. 

La  ley  de  presupuestos  de  cada  período  deter: 
nará  el  máximum  de  las  subvenciones  qQef«;^ 
den  conceder  durante  el  año. 

Art.  33.  Para  los  tres  años  de  1907.  1^* 
1909,  la  ley  de  presupuestos  de  cada  penodo  érv 
minará  la  suma  que  el  Ministro  del  Interior  v'xi 
autorisado  á  gastar  en  el  pago  de  las  sobTcsf^'V' 
asignadas  á  los  departamentos  y  á  las  oomoDif  s 
cumplimiento  de  la  presente  ley. 


(1)  Céntimo. 


(ConániiH'i 
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TÍTULO  VI 


Li^y  de  14  de  julio  de  1905  relativa  á  la  asistencia 
obligatoria  á  los  ancianos,  á  los  inválidos  y  a  los 
incurables  privados  de  recursos. 

(Conclusión) 


TITULO  V 


DE  LA  COMPETENCIA 

Art.  34.  Las  cuentiones  relativas  al  domicilio  de 
socorro  serán  resueltas  por  el  consejo  de  prefec- 
tura del  departamento  donde  tenga  su  residencia  el 
anciano,  el  inválido  6  el  incurable. 

Art.  35.  Los  desacuerdos  que  se  produzcan  en- 
tre las  comisiones  administrativas  de  los  hospicios 
y  el  prefecto,  ó  entre  las  comisiones  administrativas 
de  las  oficinas  de  beneficencia  y  de  los  hospicios  y 
los  consejos  municipales,  sobre  el  cumplimiento  de 
las  disposiciones  contenidas  en  los  artículos  23,  27, 
30  y  31,  serán  resueltos  por  el  consejo  de  prefectura 
del  departamento  en  que  se  encuentre  el  estableci- 
miento. 

Art.  36.  L<i8  resoluciones  del  consejo  de  prefec- 
tura pueden  ser  reclamadas  ante  el  Consejo  de  Es- 
tado. 

Este  recurso  se  tramitará  libre  de  gastos  sin  que 
se  exija  papel  sellado  ni  ministerio  de  abogado. 


I.RYFS 


DISPOSICIONES   DIVERSAS 

Art.  37;  ün  reglamento  de  administración  pú- 
blica determinará  las  condiciones  de  aplicación  de 
la  presente  ley  á  la  ciudad  de  París,  en  lo  concer. 
niente  á  los  artículos  7,  8,  9^  10,  11,  12,  13,  21,  22, 
23,  30  y  31. 

Art.  38.  Los  certificados,  notificaciones,  senten- 
cias, contratos,  finiquitos  y  otros  actos  ejecutados 
en  virtud  de  la  presente  ley,  y  que  tengan  exclusi- 
vamente por  objeto  eí  servicio  de  asistencia  á  los 
ancianos,  á  los  inválidos  y  á  los  incurables,  estarán 
exentos  del  derecho  de  papel  sellado  y  so  registra- 
rán gratuitamente, cuando  tenga  lugar  la  formalidad 
del  registro. 

Art.  39.  Todo  acusado,  en  los  términos  de  los 
artículos  269, 270,  271  y  274  del  Código  Penal,  que 
pretenda  hacer  valer  sus  títulos  á  la  aaistcncim 
podrá  obtener,  si  ello  procede,  que  se  sobresea  en 
el  procedimiento,  y  ser  posteriormente  absneKo 
según  los  casos,  de  los  fines  de  la  acción. 

Sin  embargo,  no  son  aplicables  las  disposiciones 
de  este  artículo  en  caso  de  reincidencia. 

I 

Art.  40.  No  quedan  derogadas  las  leyes  referen- 
te» á  loM  enagenados. 

Se  derogan  los  artículos  43  de  la  ley  de  29  de 
marzo  de  1897,  61  de  la  ley  de  30  de  marzo  de  1902 
y  todas  las  disposiciones  que  sean  contrarias  á  la 
presente  ley. 

Art.  41.  La  presente  ley  empesará  á  regir  el  K* 
de  enero  de  1907. 

Se  determinará  por  medio  de  reglamentos  de  |id- 
ministración  piíblica,  si  hay  lugar  á  ello,  las  medi- 
das necesarias  paní  asegurar  su  ejecución. 
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La  piefente  ley,  diecatida  y  aprobada  por  el 
Senado  y  por  la  Cámara  de  Diputados,  ae  llevará  a 
efecto  como  ley  del  Estado. 

Dada  en  París  el  14  de  julio  de  1905. — Emilio 

LOUBET. 

Por  el  Presidente  de  )a  República. — Eugefíio 
Etienne,  Ministro  del  Interior. — P.  Merlotí,  Minis- 
tro de  Hacienda. 


Cuadro  B. 

Formulario  para  determinar  la  parte  d€  ps^j^t 
de  asistencia  obligatoria  á  los  ancianos,  iiirjü:^^ 
é  incurables,  que  deben  cubrir  los  departaosüt:^ 
en  las  condiciones  prevenidas  en  el  número  1*3^ 
artículo  28. 


Cuadros  anexos  á  la  Ity  relaJiva  á  ¡a  asistencia  obligato- 
ria á  ¡os'áncianoSy  á  ¡os  inválidos ^  a  los  incurables 
privados  de  recursos. 


Cuadro  A. 

Formulario  para  determinar  la  parte  de  los  gas- 
tos de  asistencia  obligatoria  á  los  ancianos,  á  los 
inválidos  y  á  los  incurables,  que  deben  cubrir  las 

comunas,  en  las  condiciones  prevenidas  en  el  nú- 
mero 4.0  del  artículo  27. 


PORCIÓN  DE   GASTOS  QUE 
DEBEN  CDBRIR 


Valor  del  céntimo  (i)  comu- 
nal en  relación  con  la  po- 
blación. 


Inferiora  0,06 

De  0,061  á  0,08 

De  0,081  á  0,10.... 

De  0,101  á  0,12 

De  0,121  á  0,14.... 
De  0,141  á  0,16  .. 
De  0.161  á  0.18.... 
De  0,1  W  á  0,20.... 
Snperior  á  0,20...... 


Las   comunas  por  medio 
de    los    recursos    provi- 
nientes  del  impuesto. — 
(art.   27  núro.  4.0) 

Los  deparmentos  por  me- 
dio de  sus  propios  re- 
cursos y  de  las  suh  ven- 
ciones   del     Estado    en 
conformidad  al  cuadro  B 

1096 

90% 

15 

85 

20 

80 

25 

• 

75 

30 

70 

40 

60 

.ñO 

50 

60 

40 

70 

30 

PORCIÓN  DB 

ÜAST'.*-  ^r. 

DFBBN  CUBSIK 

§  ¿.i  0 
Valor   del   céntimo  dcparU-  üalg-r 

mental  en  relación  con  la  3  *>  £  ^  m 

población.                            5I.I--S 

e 

¿ 

sss«  s 

^-wC^ 

Do  5  francos  ó  menos.  ..  5^6  í*^  ' 

De  5,01  á  6  francos 8  9^ 

De  6,01  á  7  francos 11  8? 

De  7,01  á  8  francos 14  8^ 

De  8,01  á  9  francos 17  83 

De  9,01  á  10  francos 20  $) 

De  10,01  á  11  francos 25  76 

De  11,01  á  12  francos 30  "») 

De  12,01  á  15  francos 35  fó 

De  15,01  á  18  francos 40  &) 

Su|)erior  á  18  franoon 50  50 

Cuadro  C 

Formulario  para  determinar  la  snbvendoB  ^ÍRC 
ta  y  complementaría  del  Estado  á  laa  eomostf^B 

las  condiciones  prevenidas  en  el  número  4  *  ^ 
artículo  27. 


(1)  Ocntime. 


Cuando  en  una  comana  el  número  de  asistid 
exceda  de  dies  por  cada  mil  habitantes  (10  p.  lA^ 
el  Estado  abonará,  por  este  gasto  suplementsii^ ' 
esta  comuna  una  subvención  directa  por  cada  tfi^ 
tido  de  m4B,  sin  que  la  carga  comunal  pueda  tajtf 


LEYBS,   DECRETOS,   ETC. 


e  una  nnma  inferior  al  diez  por  ciento  (109é)  del 
asto  total,  6  sea: 

Por  un  asistido  por  "mil    sobre  el  diez  por  mil, 
iez  por  ciento  del  gasto  comunal  complementario. 

Por  dos  asistidos  por  mil  sobre  el  diez  por  mil, 
:ice  por  ciento  del  gasto  comunal  complementario. 

Por  tres  asistidos  por  mil  sobre  el  diez  por  mil, 
Loce  por  ciento  del  gasto  oomnnal  complementario. 

Por  cuatro  asistidos  por  mil  sobre  el  diez  por  mil, 
^rece  por  ciento  del  gasto  comnnal  complemen- 
tario. 

Por  cinco  asistidos  por  mil  sobre  el  diez  por  miS 

catorce  por  ciento  del  gasto  comnnal  complemen- 
tario. 

Por  seis  asistidos  por  mil  sobre  el  diez  por  mil, 
quince  por  ciento  del  gasto  comnnal  complemen- 
tario. 

Por  siete  asistidos  por  mil  sobre  el  diez  por  mil* 
«^lieziseis  por  ciento  del  gasto  comnnal  complemen» 
tario. 

Por  ocho  asistidos  por  mil   sobre  el  diez  por  mil, 


diezisiete  por  ciento  del  gasto  comunal  complemen- 
tario. 

Por  nneve  asistidos  por  mil  sobre  diez  por  mil, 
dieziocho  por  ciento  del  gasto  comunal  comple- 
mentario. 

Por  diez  asistidos  por  mil  sobre  el  diez  por  mil, 
diezinueve  por  ciento  del  gasto  comunal  comple> 
men  tario. 

Por  mas  de  diez  asistidos  por  mil  sobre  el  diez 
por  mil,  veinte  por  ciento  del  gasto  comnnal  com- 
plementario. 


Debe  anexarse  á  la  ley  de  14  de  Julio  de  190''>, 
discutida  i  aprobada  por  el  Senado  y  la  Cámara  de 
Di  putados. 

£1  Presidente  de  la  República  Francesa.— Emilb 

LOCBBT. 

Por  el  Presidente  de  la  República  el  Ministro 
del  Interior. — Eugenio  Etienne. 
El  Ministro  de  Hacienda, — P.  Merlou. 


ACCIÓN  POSESORIA 


ACREEDOR  HIl'OTRCARIO 


ACTCAih* 


bargo  contra  el  poseedor  que 
lio  paga  ni  hace  o)  abandono. 
-  O.  A.  4  agosto  1904 II    12 

ACí'lólí  HIPOTECARIA.  -  V.  Hipoteca 

ACCIÓN   PERSONAL 

1.  Autorizaeúhi  marital,       Ac- 
rián    ejectUiva,  -  Hipoteca, - 
Litin'itendfínda.  -  Marido,  - 
Mujer  camtta,  -  Sí  el  acreedor 
hipotecario  entabla    piiniero 
la  acción  personal  contiu  el 
deudor  directo  y  í^n  se<cuida  la 
acción  real  de  aesi^oseimiento 
contra  el  tercer  poseedor,  no 
puede  alegarse  por  este  la  ex- 
cepción do  litis  pendencia  por- 
que estas  acciones  no  se  exclu 
Íren  y  como  tercer  poseedor  do 
a  finca  hipotocaaa  no  tiene 
derecrho  pai-a  exigir  se  persiga 
primero    al    deudor  ciii-ecta- 
mente  obligado.   -   C.    A.  4 
agosto  1904 11    12 

"2.  Acción  hipotecaria,  -  Compe- 
tencia, -  Domicilio,  ~  Hipote- 
ca, -  La  acción  personal  ejecu  - 
tiva  conti-a  el  atudor  directo 
y  la  acción  hi(H>tccaria  contra 

•  el  tercer  poseedor  son  distin- 
tas, se  <lingen  contra  diyei-sas 
pei*8onas,  y  el  deudor  hipóte 
cario  contra  quien  se  dirige  la 
acción  hipote<siriano  necesita 
ni  citarle  ni  intervenir  en  el 
juicio  seguido  contra  el  deu- 
dor personalmente  obligado, 
asi  como  no  puede  exigir  que 
se  persiga  primeramente  á  és- 
te. -  O.  A.  16  agosto  1904 . .  II    39 

ACC'I<'>N  POSESORIA 

1.  Bienes  nacional^»,  -  Conce- 
sión,- Com/rt't&nriu,-  Denun- 
cia. -  Obra  nuera.  -  Prescrip- 
ción -  E/fcto  retroartiro. -láíi 
denuncia    do  <  biu  nueva  se 

,  concede  al  ¡loseedor  para  pe- 
dir que  se  prohiba  toda  obra 
nueva  que  se  trate  de  cons- 
truir sobre  el  suelo  de  que  es- 
tá en  posesión,  ó  las  obras 
que  concluidas  en  el  predio 
sirviente  embaiticen  el  goce 
de  una  sei*vidumbre  constitui- 
da en  él.-  Cas.  21  noviembre 
1905 I    96 

2.  Sobi'e  los  bienes  nacionales 
de  uso  público  no  puede  haber 
acción  posesoria  y,  por  lo  tan- 
to, carecen  de  acción  y  no  son 
legítimos  coiitradictoi*es  los 
denunciantes  de  una  obra 
nueva  que  puerlc  embarazar  ó 
limitar  el  uso  que  éstos  han 
tenido  de  una  chaza  para  el 
uso  del  público.  -  Mismo  fallo. 

.**.  Casación,  -  Df  spojo,  -  Inmue- 
bles, -  Querella,  -  Tfnencia,  - 
La  acción  posesoria  que  con- 
sagra el  articulo  í)28  del  Códi- 
go Civil  y  á  que  dan  el  nom- 
bre de  querella  de  regtable<5i- 
miento los  articules  70(),  716  y 
720   del    Código  de  Procedi- 
miento Civil,  se    concede  al 
que  ha  sido  do:<pojado,  ya  de 
la  posesión,  ya  de  la  mera  te- 
ner sia  de  una  cosa  raíz  ó  de 
un    derecho  real  constituido 
sobro  bienes  raíces,  á  fin  de 
que  Fe  restablezcan  las  cosan 


en  el  estado  en  que  antes  se 
hallaban;  y  no  puede  ejercer- 
se Bobi'O  otra  clase  de  bienet 
ni  para  otros  ñúen  que  los  se- 
fiafados.  -  Cas.    21    octubre 

1905 •..  I  182 

4.  la  acción  posesoria  sumaria 
que  por  re^la  general  oorrea- 
ponoe  únicamente  al  posee- 
dor, la  concede  la  \ey  también 
al  mero  tenedor  sólo  en  el 
caso  de  despojo  violento  de  la 
cosa  ras  ó  de  los  derechos  rea- 
les inmuebles  sobra  los  cuales 
ejercía  su  tenencia;  no  siendo, 
por  lo  tanto,  permitido  al  me- 
ro tenedor  intentar  acciones 
de  esa  especi<;  cuando  el  des- 

Eojo,  aunque  consumado,  no 
aya  sido  violento,  ni  cuando 
sólo  s<^  trate  de  actos  *de  mera 
perturbación,  por  graves  y  pu- 
nibles qi*e  ellos  sean;  ni  tam- 
poco cuando  el  despojo  violen- 
to haya  recaído  exclusivaraen' 
te  sobro  bienes  muebles.  - 
Mismo  fallo. 

5.  Refiriéndose  los  actos  de  des- 
pojo á  la  sustracción  de  ani- 
males, procede  la  querella  res- 

Secto  de  aquellos  que  se  consi- 
cran  inmuebles  por  su  desti- 
nacicD  permanente  al  cultivo 
y  benetioio  del  inmueble.  - 
Mismo  fallo. 

6.  Qnerella,  -  Serviflumbre,  - 
Sobre  las  cosas  que  no  pueden 
ganarse  por  prescripción,  co- 
mo las  servidumbres  ina|)a- 
rentes  y  discontinuas,  no  hay 
acción  posesoria.  En  conse- 
cuencia, no  pro<;cdc  la  que  se 
dirige  á  obtener  oue  no  se 
peHurbe  al  querellante  en  el 
tránsito  por  el  lecho  de  un  es- 
tero que  necesita  para  la  ex- 
plotación de  una  hijuela  de 
terrenos,  con  la  construcción 
de  una  cerca  con  que  el  quere- 
llado impide  ese  tránsito.  - 

C.  A.  6  diciembre  190Í. ...  II    91 

7.  Posesión,  -  Sólo  puede  enta- 
blar una  acción  posesoria  el 
que  ha  estailo  en  posesión  ma- 
terial titinquilamente  y  sin 
interrupción  durante  un  año 
completo.  -  C.  A.  13  enero 
1905 II  120 

8.  Aguas.  -  Estacadas.  -  Quere- 
lla.—^\  que  hiciere  estacadas, 
paredes  ú  otras  labores  que 
tuerzan  la  dirección  de  las 
aguas  corrientes  de  maneiti 
que  se  derramen  sobre  el  sue- 
lo ageno,  estÁ  obligado  á  de- 
moler ó  mollificar  enas  labores 
y  resarcir  los  perjuicios.  Bsta 
presuripción  es  aplicable  aun 
a  una  empresa  de  ferrocaiTil 
que,  con  anuencia  de  la  auto- 
ridad administrativa,  ejecute 
tranques  pai*a  defender  la  li- 
nea férrea  conti*a  un  rio  que 
amenaza  co)*tarla  y  dejar  sin 
comunicación  con  el  puente 
á  las  poblaciones  del  interior. 

-  C.  A.  19  agosto  1905 II  147 

Aceptación  de  herencia.  -  V. 
Herencia 

Acreedor  hipotecario.  -  V 
Hipoteca 


ACTA   DE  remití 

Caducidad,-  DerogaóM.- M' 
na,^  Noti/leaóóm.  -  Paím*. 
"Preteripcián,  -  BewtaU.  -  Lu 
actas  de  remate  de  niu^  ^^ 
no  han  pagado  pateóte  *f'^ 
tienden  ante  el  scciPtirt  : 
juigado.  -  Caá.  17  mayo  I4t ' 

AOTO0   DE  IIBE4  FiirL7i 

1.    Apreciacién,  -    Cimñ<\*^* 
das,  -  /derraméis,  -  ('wu.  *. 
Posetióm,  -  QuerHia.-  .S^i.»* 
da.  -  Ultra-petita.  -  hl  d  rí< 
de  un  predio  lo  es  tam^'i^r  tr 
los  derrames  y  tíltracioof-. 
en  él  se  producen  y,  y^f 
tanto,   puede  difpotier  l.^** 
mente  de  ellos  y  hvr-  '.- 
obras  necesarias  pai  a  rx^*< .  - 
los  dentro  del  nii<nio  *'r 
no  siendo  un  óbice  ^iii  - 
la  circunstancia  de  ki^f 
jado    salir  de  »n   prí-p"-. 
esos  derrames  y  filtra»  i- '  - 
que  se  haya  aprore^-h  :<]  <  i' 
ellos  el   propietario  d  i  i  •  i' 
inferior  por  me«lio  Ae  m. 
ducto  y  boca- torna  c  «n^ín  i 
en  el  cauce  natural  m  qu^  «^  > 
derrames  y  filtracioi  o  ra  -•• 
por  cuanto  esas  cinur.«ír.r    • 
importan  omisión  dea«tai  .: 
mera  facultad  y  nn^ra  tolwi' 
cia  de  actos  de  qite  ro  m-^  - 
gravamen,  oue   no  c«iir:r* 
posesión  ni  dan  fnixlaro  ^tr  < 
prescripción  alginia.  -  ^  *'•  ^  ^. 
noviembre  1905 í' 

2,    Aguas,  -  Comffrar*hltu   > 
rrames.  -■    Orara tnru.  -  i- 
ierjtretacii'n.  -  SerH'iutnh: 
El  propietario  de  m.  '  ' 
puooe  hacer  uso  de  ja  'I  - 
ción  de  agua  de  <'>te  e»  «  « 
gadío  sin  ronsideracü:.  & í't 
sona  detei'minada  ni  liv:'- 
ción  alguna;  y  cualqin>n '  ' 
■ea  el  derecho  que  «  ro:  *^:- 
ya  sobit5  los  derrame^  í  ^  r  * 
de  él  tener  el  alcaní  e  de  Im  •'' 
este  uso  y  goce  de  la  totilí ' 
de  las  a^as  que  los  pr»i'i^ 
dentro  ael  fundo  para  <\  "* 
tivo  y  como  consetucu i <  i- 
restringir  ó  modilwarlo*!  - 
chos  que  al  respecto  le  c  r^ 
penden.    -   C.  A.  3>  aj**'  . 
1904 " 

AcrriBio 

A  udiencia  de  prueba.  -  C^» '« *• 
-  Derechos.  -  Pruehu.  -  -«'«^ 
tor.-Los  servieiosqw**?-/ 
el  articulo  359  del  Codu-oO' 
Procedimiento    Civil  con* 
penden  á  los  receptores «  »* 
audiencias    de   pmeU,  »-' 
pintados  en  el  caricter  di  > 
tuarioe  especiales  y  *  han  * 
parado  de  las  funcione^r- 
corresponden   á  Im  *«''^ 
rioB.  Los  receptor»  de-- ¡y 
ñ^n  estas  f  uncionei  roii»o  ra» 
cionarios  ordinario!,  í^*^ 
defecto  de  los  secretan**' J^ 
los  josgados:  y  tienen  *wtc^ 
4  los  emolnroeiitos  que  «  ^r^ 
oel  asigna  á  los  noq^-^ 
siéndoles  apli>«Mefaid»pff 
don  del  articulo  13  del  Aiw 


ADMINISTRADOR 
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el.  -  Cas.  28  wtícmbre.  1€05  I  142 
üE  1 1  i;  oto.  -  V.  5eí  vi  (lumbre, 

A41UERÜO  MU.MCJPAL. 

Oonirifjurirín,  -  Matudf.ro, 
^f^uwéirTiintlitlud,  -  llmlunia' 
;i<'*>*.  —  iniiiorta  el  «  h  ablcci- 
nieiito  ilu  una  cot  tiil'iK-ión 
lO  aut«»riz;i(Li  )  (ir  ]:i  ley  du  *2Ü 
le  n^vii'ti.lii-cde  U7  «;1  acuer- 
1o  iiiuni':¡iijil  que  irai.i  a  {la- 
zar una  (ieteriiiiii..<la  canti- 
lad  por  la  cor.diucit'n  <k*  re- 
>es  lKiieíiriatir.8  eti  rl  Matade- 
ro fiiei*a  del  JVJetíatlo;  y  es, 
por  lo  t:iiito,  ilt-^íiil.  -V.  A.  25 

¡le  junio  1904 II.      I 

ParOr  apreciar  la  lejiai  <hid  ó 
Llei^lidad  d(>  un  :i(  ucrui»  mu- 
nicipal  no  bc  toui-ui  i-i^  rii<  nta 
la»  iaio<iiKca"i>)ni8  liechai^  cuii 
IHJstoriorid  id    no    ar  ro  adiía 
aún  p<»r  la  Municipalidad.  - 
Mismo  falo. 
a f  ación.  -  MnnirifHílúinti,  - 
I¿*  fia  ttiUritUl.  -\.   Mu  h  iHptt  li- 
dtitt,     iiüuiero    4.  C.    A.   -   3 

cliciiinhic   1004 II.  100 

KxrLni<i,  H,  -  AfHUiri/Hll»  -  A/u- 
nírijutlv/aii.  -  Quorum.  -  AV- 
clnttmrión.  -  DeVie  entonderHe 
que  es  munifipil  "en  ejeici- 
cio"  el  que  se  i  :illa  en  aptitud 
lefral   nara  el  actii:*!  desenipe- 
iio  del  eai  go  -  £»  por  lo  tan- 
to le};al  el  a<*uerdo  de  la  Mu- 
nici{Kilidad  que  por  exclusión 
de   uno  i\v  los  numicípales  y 
por  inhaliil ilación  de  otro  pa- 
ra el  desempeño  de  eartrcs  y 
oticíos  públii-os  por  condena- 
ción j  uuicial .  ha  declarado  que 
es  8Í(*te  el  número  que  se  rc- 
quiore  p:u-a  formar  •'quorum" 
estimando  ndiicido  á  trece  «1 
totíil  de  quince  mienil»  oh  que 
forman  la  coi  poi ación  según 
la  ley.  -C  A.  7  enero  lUO.')... 
II.  140 

ADMlNI^TKADOR 

1 .  CaduridaíL  -  Ca»ación.  -  Pó- 
liza. -  Seguro.  -  El  .set?uro  pue- 
de  ser    contrat.ido  por  toda 
peiBona  liubil   para  obli^^'^t^se 
que  teng^a  al  tiempo  del  con- 
tra to  un  interés  ("eal  en  evitar 
lo8  ries^^rs.  sea  en  calidad  de 
propietario,  co  pai  ticipe.fidei- 
comisario,    UMuf ructuario, 
arreinlatario,  acree<lor  ó  ad- 
ministrador.   En    consecuen- 
cia, el  seguro  coutrativlo  por 
el  jorente  ó  administrador  de 
un   negocio  á  su  propio  nom- 
bre es  válido  y  debo  conside- 
rarse independiente  y  sin  re- 
lación con  el  que  el  propieta- 
rio haya  podido  contratar  por 
su  parto.  -  Cas.  23  septiembre 
1905  I.  139 

2.  La  ciiducidad  de  la  póliza 
fundada  en  la  falta  de  avir;o 
de  la  contratación  de  otro  se- 
guro, no  ds  aiilicable  al  caso 
en  que  el  atlniinistrador  del 
negocio  contrata  un  seguro  á 
BU  nombre  exclusivo.  -  Mismo 
fallo. 

Admisibilidad  del  recurso  de 
casación.  -  V.  Imitrocédencia, 


AORAVioo.  -  V.  Ejcpretián  dé 
agravio». 

AQVAñ 

1.  Actos  da  mera  facultad,  -  Com- 
praventa. -  Derranifs.  -  Gra- 
vamen, -  Int^rpreUtHóv,  -  Ser- 
tidumhre.  -  V,  I  erranies.  n.°  2 

y  $.  C.  A.   20  agosto  1904.  II.      7 

2.  Arritm  ¡tosenoria.  -  Katnradas, 
-  Quf-rflla.  -  V,  EsUteadaa.  - 

C.  A.   19  agosto  líiOj....  II.  147 

ALCOHOLES 

FaUrnte,  -  Plazo.  -  Ija  patente 
para  el  expendio  de  bebidas 
alcohólicas  debe  entenderse 
que  dura  tres  años,  y  en  con- 
socuc>ncia  el  prcio  de  la  su- 
basta corre^ponde  á  este  pe- 
no<lo  <le  tiempo.  -  C.  A.  6  sep- 
tiembre 1900 II.  155 

ALEGATO 

Casaciéti.  -  Comp^lnHcin.  -  Re- 
clnmariM.  -  Ultra -pelita.  - 
Vüda.-'So  cometo  vicio  al- 
guno el  Tribunal  que  no  oye 
al  abogado  que  se  presenta  á 
alep\r  di  spués  de  estar  fallada 
la  causa. -Cas.  12  octubre 
1905 I.  153 

ALIMKNTOá 

1.  Hermano  natural.  -  Hijo  ile- 
gitimo.-Hijo  natural.  En- 
tre las  personas  á  quienes  se 
debe  alimentos  no  figuran  los 
hermanos  naturales.  -  Cas.  16 
abril  19U6 I.  294 

2.  No  pesa  ««obre  los  here<lero8 
la  obligación  de  prestar  ali- 
mentos á  que  no  estábil  obli- 
gado el  testador  por  senten- 
cia judicial  ó  por  instrumento 
autentico,  no  sier.do  bastante 
á  este  efecto  el  rcconreimien- 
to  de  hijo  natural  hecho  por 
el  difunto  en  su  testamento 
que  sólo  viene  a  producir  sus 
efectos  después  de  la  muerte. 
-Mismo  fallo. 

3.  El  articulo  1169  del  Código 
Civil  solo  favorece  al  hijo  ile- 
gitimo declaiado  tal  en  el  tes- 
tamento; pero  no  al  hijo  na- 
tural reconocido  en  acto  del 
mismo  género,  á  quien,  se- 
gún se  desaprende  de  sus  tér- 
minos expresos,  niega  acción 
para  exigir  alimentos  en  tal 
cai-acter  de  los  herc<leros  del 
testador.  -  Mismo  fallo. 

Amparo  querella  de.  -  V.  Qtuc 
rella. 

A  MPLIACIÓN  DE  LA  DEMANDA 

Apreciación,  -  Causales.  -  Dero- 
gación. -  Improcedencia.  - 
OmiaiM,  -  Privilegio  de  pobre- 
za. -  Sentencia,  -  Aunque  la 
petición  formulada  en  la  ré- 
plica sea  caliticAda  de  '*am- 
pliación  de  la  demanda"  por 
el  demandante,  debe  atenaer- 
86  á  su  propio  alcance  pai-a 
aplicarle  los  principios  dd 
cuasi-con  trato  de  litis -contes- 


tación y  estimarla  como  una 
simple  aclaración  del  sentido 
atriouido  por  el  demandante 
á  su  demanda,  si  ella  no  im; 
porta  una  cuestión  nueva  ó 
sin  relación  con  las  peticiones 
de  la  demanda. -Cas.  12  no- 
viembre 1904 I.  370 


APELACIÓN 


1.  Competencia.-  Patente, -Re- 
elanuteión.  -  Pai-a  detei  minar 
los  límites  de  la  competencia 
de  la  autoridad  llamada  á  co- 
nocer de  las  reclamaciones 
deducidas  por  las  persono» 
sujetas  al  impuesto  de  paten- 
tes sobre  industrias  y  pro- 
fesiones que  no  se  conforma- 
ren con  las  clasificaciones  de 
la  matricula,  sólo  debe  aten- 
derse á  los  preceptos  de  las  le- 
yes de  22  de  diciembre  de  1866 
y  de  22  de  diciembre  de  1891 
a  ^ue  se  refieren  las  leyes  pe- 
riódicas de  contribuciones  y 
especialmente  la  de  20  de  ene- 
ro de  1Ü04,  que,  como  ley  pos- 
terior, prevalece  sobre  la  de 
15  de  octubre  de  1875  que  fija 
la  competencia  de  los  jueces 
de  letras  y  el  articulo  final 
del  Código  de  Procedimiento 
Civil  que  derogó  todas  las  le- 
yes anteriores,  dejando  vijen- 
te  dicha  Ley  OrgánicA.  En 
consecuencia,  son  inapelables 
las  resoluciones  que  los  jueces 
de  letras  dicten,  en  los  recla- 
mos de  uatentes.  -  Cas.  30  oc- 
tubre 1905 I.  191 

2.  Deserción.  -  Improcedetécia.  - 
Plazo.  -  La  apelación  del  auto 
de  la  Coi*te  de  Apelaciones 
que  declara  inadmisible  el  re- 
curso de  casación,  no  puede 
declararse  desierta,  porque 
el  recurso  de  casación  debe 
tramitarse  y  fallarse  sin  espe- 
rar la  comparecencia  de  las 
pai-tes.  -  C.  S.  2  diciembre 
190) I.  224 

3.  Casación.  -  Deserción.  -  Em- 
plazamiento. -  Plazo.  -  Cuan- 
do el  Tribunal  de  Alzada  no 
reside  en  el  mismo  departa- 
mento en  que  se  sigue  el  juicio, 
el  plazo  pai-a  comparecer  anU* 
él  á  seguir  la  apelación  es  el 
de  dos  dias  mas  el  aumento 
que  corresponde  al  emplaza- 
miento.-Cas.  11  octubre  1906 
I.  419 

4 .  Nb  puede  dcclaiui'se  desier- 
ta una  apelación,  aunque  el 
día  en  que  se  dicte  la  resolu- 
ción haya  vencido  el  término 
para  comparecer  ante  el  Tri- 
bunal de  Alzada,  si  la  deser- 
ción se  pide  antes  de  espirar 
este  plazo.  -  Mismo  fallo. 

6.  Compf^tencia.  -  Implicancia.  ■- 
Toda  cuestión  de  implicancia 
so  falla,  por  regla  general,  en 
una  sola  instancia  por  el  juez 
á  quien  corresponde  su  cono- 
cimiento, siendo  apelable  su 
resolución   sólo  en  los  casos 

aae  determina  el  artículo  131 
el  Código  de  Procedimiento 
Civil.  -  C.  A.  23  diciembre 
1904 II.    »2 


APRECIACIÓN 


APRECIACIÓN 


APBEClAnON 


Apreciación  de  los  hrohos 
por  el  tribunal  de  casación. 

1.  Convtinio.  -  Cuanta  corriente, 

-  Fallido.  -  Paraonalvlaul.  - 
Prescripción,  -  Quiebra, -'So 
habiéndose  exhibido  en  los 
autos  el  contrato  que  sirve  de 
base  á  la  demanda,  es  nna 
cuestión  de  hecho  la  de  deter- 
minar si  es  ó  no  una  cuenta 
corriente,  y  es  tai  califícación 
correspondo  privativamente  á 
los  jueces  de  la  causa.  -  Cas.  7 
junio  1903 I.      1 

2.  A  rbifrajf!.  -  Efecto  retroanfi- 
no,  -  Estado  civil.  -  Hijo  natu- 
ral. -  Partición.  -  Reconoci- 
miento, -  El  tribunal  senten- 
ciador es  soberano  para  esta- 
blecer lo»  he(:ho.><  de  la  causa, 
siempre  que  no  incurra  en 
error  de  derecho,  y  siendo  la 
prueba  que  aprecia  apta  le- 
ij^almente  ¡xira  comprobar  los 
Hechos  controvertirlos  en  la 
causa.  -  Cas.  %\  septiembi-e 
190;i I.    21 

3.  Entre  los  hechos  de  la  causa 
se  comprende  el  reconocimien- 
to de  hijo  natural  que  deduce 
el  Tribunal,  en  uso  <lc  facul- 
tades que  le  son  propia<4,  de 
otros  antecedentes  conocidos 
úlejralmente  establecidos  por 
la  apreciación  de  la  prueba. 

-  Mismo  fallo. 

4.  Ampliación,  -  CitaciiUi,  -  Com- 
parwencia,  -  tf&rencia.  -  Al 
declarar  el  tribunal  sciitencia- 
<lor  que  se;(ún  el  mérito  de 
autos  ciertas  personas  no  son 
herederos  de  oti-a,  se  ha  con- 
cretado á  hacer  uso  de  una 
Atribución  privativa,  cual  es 
la  de  apreciar  los  hechos  de  la 
(»usa.  -Cas.  30  junio  1905  ..  I    29 

5.  Estado  civil,  -  Prueba,  -  Es- 
tablecida la  adulteración  ó 
falsiíicación  de  una  pai*ttda  de 
nacimiento  por  la  apreciación 
de  la  prueba  rendida  que  hace 
el  tribuna]  de  la  causa,  en  vir- 
tud de  sus  facultades  privati- 
vas, no  procede  la  casación  si 
no  se  infringen  con  ellas  las 
disposiciones  le<;rales  referen- 
tes á  la  admisibilidad  '^e  una 
proeba  determinada  del  esta- 
do civil. -Ca*.  1.»  julio  1905.  I    83 

H.  Acción  ejecutiru.-  Cattación, 
Compensación.  -  Concurso.  - 
Sentencia.  -  Titulo  ejecutivo,  - 
Para  apreciar  la  letra^lidad  de 
la  sentencia  que  decreta  el 
el  concurso  necesario,  sólo  de- 
ben tomarse  en  cuenta  los 
créditos  que  el  tribu n  il  ha  po- 
dido apreciar  en  los  autos;  y 
aunque  existan  otros  créditos 
ejecutivos,  la  sentencia  es  nu- 
la si  en  los  que  aprecia  no 
existe  el  númei*o  y  condicio- 
nes que  la  ley  determina.  - 
Gas.  10  julio  1905  I    40 

7.  Bienes  inmuebles,  -  Casación, 

-  Compraventa.  -  Desisti- 
mimUo,-  Escritura.  -  Intere- 
ses, -  Mora.  -  Prescrifteión,  - 
Reconocimiento.  -  Ultra-peti- 
to.  -  Es  una  cuestión  de  hecho 
que  corresponde  apreciar  so- 
beranamente al  tribunal  sen- 
ienciadordeterminar  si  ha  ha- 
bido buena  ó  mala  fe  en  el  go- 
ce de  unos  fundos  cuya  resti- 


tución se  reclama.  -  Cas.  17 
octubre  1905 I  161 

8.  Escritura,  -  Prfsunciones.  - 
Prueba.  -  Suplantación.  -  El 
ti*ibunal  sentenciador  puede 
dar  por  establecida  la  suplan- 
tación de  persona  en  una  es* 
critura  pública,  apreciando 
con  libertad  de  criterio  la 
prueba  que  se  dosprcnde  de  las 
posiciones  alisucltas  en  el  jui- 
cio, del  cotejo  de  letras  y  de 
las  declaraciones  del  nouirio 
y  testiiíos  i  I istru  mentales,  re- 
ferentes á  bis  circunstancias 
en  que  fué  *>tor^da  1 1  escri- 
tui-a.  Cas.  30  octubre  1ÍK)'>      I  ia3 

9.  PóHiii  -  H^sohinAn.-SffjHTO. 
-Eí-tvblíJi'icMHÍose  rn  la  póliita 
que  el  a*íe;j:iir;nlo  de'  e  dar 
aviso  «lo  J;t  lo  itr  I  ración  de 
otro  seguro  que  tome,  caso 
en  que  la  Ooinpinia  puede 
acep.ar  ó  no  el  luievo  seguro 
entrando  v\\  el  priinc»r  caso  á 
respoiidjr  á  proirati  <K1  si- 
niestro Q'i^ix  \uH  otros  aHi'írui'a- 
dorcs  ó  dovolvi  ndo  en  i*l  se- 
gundo la  p:\rt-.;  eorrciipondien- 
tedel  premio,  la  cuestión  por 
resolver  en  la  causa  qucd<a  re- 
ducid i  ád  tcniiinarKi  la  Com- 
pañía deni  tildada  h:vbia  acep* 
tado  el  segundo  scgino:  y  este 
es  un  punto  de  hecho  que  los 
tribunales  d  - 1 1  causa  deciden 
con  facultiidcs  propias  apre- 
ciando el  mérito  de  la  prueba 
y  dem¡is  antfceilentes  de  au- 
tos.-Cas.  31  octubre  !9a'>  .    I  196 

10.  Causal.  -  hmntiHte.  -  Inca- 
paz. -  ínter'iicniM.  -  Nulidad, 
La  apreciación  de  los  hechos 
de  la  prueba,  según  la  cual  el 
tribunal  dn  la  causa  eshiblece 
que  un  interd.cto  por  demen- 
cia se  encontiiiha  con  s  ir  fa- 
cultades pei*tu liadas  antes  de 
celebrar  uu  contrato  cuya  nu- 
lidad se  flemanda,  anterior  al 
deci>eto  de  interdicción,  es 
bastante  para  aplii^ar  la  dispo- 
sición del  inciso  'i."  del  articu- 
lo 465  del  Código  Civil;  y  di- 
cha apreciación  escapa  á  la 
censura  de  la  Corte  Suprema, 
pues  deben  servir  de  basü  para 
el  pronunciamiento  de  la  sen- 
tencia los  hechos  establecidos 
por  los  jueces  del  fondo.  -  Cas. 

31  octubre  19a> I  201 

11.  Actos  de  mera  facultad,  - 
Considerandos.  -  Derrames,  - 
Omisión,  -  P'isesúín,  -  Quere- 
lla, -  Sentencia.  -  UUra-petita, 
-  Es  materia  de  hecho  que  co- 
rresponde apreciar  soberana- 
mente al  tribunal  sentencia- 
dor el  determinar  si  las  aguas 
á  que  se  rafíero  un  interdicto 
provienen  de  tiltiixciones  y  de- 
rrames del  fundo  de  propie- 
dad del  querellado,  y  esta 
apreciación  debe  ser  aceptadla 
por  el  Tribunal  Supremo  como 
indiscutible  é  inaltoi*ablo.  - 
Cas.  4  noviembre  1905 I  207 

12.  Compra- venta. -Inspección," 
Omisión,  -  Prueba, —  La  apre- 
ciación de  los  hechos  do  la 
causaos  privativa  <lel  tribunal 
sentenciador,  y  dicha  aprecia- 
ción debe  hacerse  con  arreglo 
4  las  leyes  vigentes  á  la  fecha 
en  que  se  dicta  la  sentencia  y 


•    ño  á  leyes  posteriore*  qu<r  . 
tienen   efecto     reti^oa4-tiTo.  - 
Cas.  29  dic'.cnjbre  lííil . .       I  ;• 

13.  Cuando  el  rr<ninso  de  s:\r, 
cióti  en  el   fondo  se  apora* 
la  equivoíridív  a  preci?cion  d- 
los  hechos  más  q-  e  en  la  »•  - . 
nen  aplicación  del  deiecb>  >- 
ind!8|>ensable   demof»trar  >/ 
tal  apr«'ciación  vi«'la  \%>  \-'  > 
regti'adoni:»  did   pcoy^'a! 
zación  de   la-*  prMc'a^^vt' 
ntlciuasen  nra  fo  maítrf-r'  , 

fr  0!*pí*citiea  lo-*  pi e  v-j.t- -^ '."_ 
es    quebrantado:».    -    M'    » 
fallo. 

14.  .nnff^inción.  — fa»»tK9  -I" 
roffifi  *n.  —  A#/i/*'  o«>-.^a  í  r 
Omisión.  —  i' i  iril**j¡n  •/*/.-, 
Zn     Stuff-t/ri    .       L     'Ut    .:■:   ' 
cióu  íle  l.i<  f':iu«*nl.)>  tt-t  n   • 
tirins  eonstitijvf  una  <*.  •: 
cuestió  I  «le   heiT.'O  q'i  •  t-»  ' 
vat.va  tic  bi>  ^ihm»  il'*  la  . 
sa. -Cas.  ]*}  junu»  \*Mí         ' 

15.  Axoriari.ui,  -   (Ui>a  jffyi' 

—  Ituf/roc^f/frfffi  -.   ~    yj'ríi-- - 
Liqai'Utfi  -n.     Prn^Ut.-  A  ' 
que  los  lil»rO"«  ílo   conicri-  - 
gularmcnte  llevado^  <t)>*.' 
yon  ttn  inediD   «le  pu'r. 'S 
lo»  juiclo''  q  le  ¡os  <'>tii-T-.i 
tes  siguen  e  iti-c  st.  o-t*:  r»-».. 
no  obütA  A  la  \y.-e>^  wi.n  A- 
ottOH  medios  pr«»b lt"^j">lTCl> 
nocid•rs  t  nibicn  |ior  li  Ifj.ni 
impiden,  por  <;onsi;finentf.  •'. 
ejeicieio  de   la  facultul  q«ií 
tiene  el  tribunal  seníenriinlor 
de  apreciar  el  nu  rito  pr»>hi!i' 
rio  de  ttKlos   tilo*.  La  aiuu 
ción  de  partida^  de  garto*  «^a 
los  libros,  si  bien  ila  fe  d<fl  k<' 
cho  de  haberse  efectuado  tak^ 
gastos,  no  excluye  que  pn^rb 
juzgarse  sobie  su  lcgalí<ÍAd  •< 
si  corresponden  á  la  iiatura'e 
za  del  negocio  ó  goardiin  pro 
porción  con  el  servicio  «  ot»je- 
to  á  que   se  sui  onen  destina 
dos.   Las  resoluciones  de  lo» 
jueces  de  la  cansí  sobre  «t"* 
respectos  esc!apan  á  la  cpn«Q 
ra  do  la  Corte  «le  Casariín. 
pues  establecen  hechor  de  h 
causa  que  deben  serrir  de  1« 
se  necesaria  al  fallo...  Cas.  '^ 
juniol906 /^ 

16.  iJetnamteión.  -  Estallen- 
do  en  el  contrato  de  carapn 
venta  de  un  retazo  de  t«rreco 
que  la  linea  divisoria  entre  h 
parte  vendida  y  la  que  d  ree 
dedor  se  i^eserva  será  iins  h 
nea  recta  entre  dos  punto»  qoe 
se  deteiminan,  la  controfeni» 
suscitafla  entreoí  denisndan- 
te  que  sostiene  quo  la  Itnes 
marcada  no  es  recta  jr  el  de- 
mandado que  aftmuí  lo  cog- 
trario  y  qne  ale^  que  ella  f» 
traza«la  cíe  común  acuerdo  en- 
tre el  vendedor  y  compisdor 
primitivos,  es  una  cuestioo  df 
necho  que  qneda  1  mitada  eo 
su  resolncion  á  la  sprectaciot 
de  la  prueba  y  calificaHón  de 

•  los  hechos  que  se  estaW«« 
en  el  proceso,  quecorrwpowK 
efectuar  á  loe  jueces  de  b  esa- 
sadentix>  de  las  £aculta<lff  qoe 
les  acuérdala  ley,  siendo  obli- 
gatoria para  el  Tribunal  Si»; 
premo. -Cas.  17 julio  19K    I* 

17.  Casación.  -  CosÍ4»s,  -  Ost« 


ARRENDAMIENTO 


ASIONACIÓN 


AUTO 


unto.  -  Daño.  -  Negligentria, 
-  Reuponsabilidad.  -  La  Corte 
>ui)reina  al  dictar  la  sentencia 
n  la  causa  en  que  ha  dado  lo- 
ar á  la  casación  en  el  fondo 
el  fallo  de  sep^unda  instancia 
o  puede  prescindir  de  loa  he- 
lios establecidos  en  el  fallo 
ainado.  -  Cas.  10  octubre 
906 I  412 

Aranceles.  -  V.  Derechos 
de.  ministro  defn 

akburaje 

Apreaarihh.  -  Efecto  retrofic- 
ico.  Estallo  civil.  -  Hijo  na- 
urul.  -  Partición,  -  Rernnoci- 
licnto.  -  Con  arreglo  al  ar- 
ícalo 176  de  la  ley  de  15  de 
ctubre  de  1S75,  los  asuntos 
slacioníulos  con  la  ptirtición 
e  bienes  deben  ser  resueltos 
or  ár>)itro  y  á  la  justicia  or- 
inaría solo  toca  declarar  el 
ítado  civil  del  rcflaniante.  - 
as.  2.S  septiembre  1905 I    21 

PfcrilOH.  -    Pf:l  juicios.  -    Srf/U- 

9.  -  La  valoi-ízaui«'>n  por  peri- 
)s  de  los  per  inicios  sufridos 
or  las  inercsideria**  aseyura- 
:is,  (le  acuerdo  con  lo  estable- 
ido  (>n  la  póliza,  no  puede 
■)iisifhMarsecoino  el  medio  <le 
rneba  de  que  ti*ata  el  párra- 
>  ultimo  dfl  titulo  10,  libro 
f  del  ('()di¿ío  d<}PiO(?cd¡inien- 
»  Civil,  qm»  se  produce  por  in- 
irme  y  cuya  fuer/a  piobato- 
a  so  aprecia  por  los  trinuna- 
s  en  coTiformidad  á  las  re- 
as de  i:i  sana  critica:  sino 
le  [)or  su  uaturalezH  reviste 
carai-tcr  dti  juicio  arbitral 
ílclic  ajustarse  ''n  su  proce- 
iiiirritd  a  las  d'sposicioucs 
tnblciidas  por  la  lev  al  rcs- 
;cto.  -('.  A.  2  octubre  190^ 
II  ló9 

AKKKNDAMIEXTO 

'a.suri'in.  -  Confusión.  -  ín- 
fnnizít'-ióif.  -  Omisión.  -  Pt^r- 
icios.  Sf  ntfn-in.  -  F^stable- 
lo  el  hf'í'ho'ielarrondamien- 
df  un  fmulo  p<»r  un  término 

Ví'iiciílo,  es  procedente  la 

m:i)i(hi  <lo   restitución  de  la 

opicihid  arremlaíla  y  de  pa- 

de  la  renta  adeudada,  si  no 

jiistitica  que  el  arrenda- 
rlo hiya  adquirido  los  <ie- 
tlios  del  arrendador  y  cfec- 
ádose  asi  la  confusión  i u ve- 
da por  a(juél  ó  que  los  dere- 
o^  (i»'l  arrendador  se  hayan 
tinLrui<lo.  -  C.  A.  Cas.  19 
lyo  l'Mir,    I    12 

0  a"re(lit:indose  los  perjui- 
)s  alenadoH  por  el  arrenda- 
r  cf>n  la  mora  en  la  entre;ra 

1  funflo,  no  procede  la  con- 
iincion  ílol  arrendatario. - 
isnio  fallo. 

isuri »//.  -  Mina.  -  <')misi<'tn. 
h'*  soinrinít.  -  Sf-nffncía.  -  La 
üoQ  o  tiaspaso  de  parte  del 
;itrat(»  <le  arrendamiento, 
cbo  por  el  arrenilatario  con 
"raf'cinn  de  las  condiciones 
ipuladas  para  tal  tnisferen- 
i,  da  luL'ar  á  la  accicui  reso- 
:oria.-  C.  A.  Cas.  7  septiem- 


bre 1905 I  118 

4.  Habiéndose  probaclo  que  to- 
da mejora  queda  á  beneficio 
del  arrendador,  infringe  el 
contrato  el  arrendatario  que 
después  de  hacer  en  una  de 
las  minas  arrendadas  un  cierro 
de  "calamina**  lo  saca  y  colo- 
ca en  otra.  -  Mismo  fallo. 

5.  Compartntiflo,  -  Desahucio.  - 
Improcfulenria  .  -  Número.  - 
Plazo.  -  Poder.  -  Prueba,  - 
Riitificarión.  -  RfclaimiciM.  - 
La  ratificación  posterior  del 
interesado  en  el  desahucio  de 
un  arrendamiento  hecho  á  su 
nombre  por  una  persona  que 
carece  de  poder,  es  bastante 
para  Icíjalizar  lo  obrado  por 
esDa. -Ce».  12  octubre  1905    I  155 

6.  No  procede  en  un  juicio  de 
desahucio  de  arrendamiento 
el  recurso  de  casación  en  la 
forma  que  se  funda  en  haber- 
se reducido  á  dos  el  plazo  de 
cinco  días  fijado  por  la  ley  pa- 
ra el  comparendo,  y  en  haber- 
se omitido  la  prueba  sobre  la 
existencia  de  un  contrnto  de 
arrendamiento  y  la  prórroga 
legal  del  mismo,  por  no  haber- 
se formulado  oportunamente 
las  reclamaciones  del  caso,  no 

Í)udiendo  estimar^e  como  tal 
a  apelación  del  auto  que  acep- 
tó el  desahucio  y  fijó  dia  para 
la  restitución  <lel  predio 
arrendado,  porque  dicha  ape- 
lación mira  al  fondo  del  asun- 
to controvertido.  -  Mismo 
fallo. 

7.  Cona  juzgada.  -  La  sentencia 
que  en  un  juiíáo  anterior  de- 
iie^fó  la  petición  formulada 
por  el  demandante  pam  que 
se  le  pairan  las  i*entas  de 
arrendamiento  del  menaje  (y 
existencias  de  un  hotel,  pro- 
duce cosa  jnzíTvda  en  el  nuevo 
juicio  entablado  entre  los  ce- 
sionarios de  las  pLirtes  y  en  el 
cual  se  demanda  por  la  misma 
causa  de  pedir  una  cuantidad 
determinada  en  raz<')n  de  ren- 
tas insolutas  del  mismo  arren- 
damiento. -  Cas.  19  abril  1900. 
I  337 

8.  Cansa.  -  Seguro. -\j^  estipu- 
lación consi|;nada  en  un  con- 
tiiito  íle  anendaniiento  de 
que  el  arrendatario  podrá ase- 
ífuiTir  '  ontra  ries^^o  de  incen- 
dio los  muebles  que  introduz- 
ca al  almacín  (jue  es  parte  de 
la  cosa  arrendada,  jpero  que 
en  caso  de  siniestro  la  tercera 
parte  del  seíjuro  corresponde- 
rá al  arrendador,  no  carece  de 
causa  y  es,  por  lo  tanto,  per- 
fetítamente  válida.  -  Cas.  21 
septiembre  19  )6 I.  406 

9.  Desahucio.  -  Notilicación.  - 
V.  Noli  refació  n,  número  6.  - 
C.  A.  7  mayo  1906 II.    95 

ABJüJf ACIÓN    TFIJJTAMKNTARIA 

1.  Error.- Hijo  ilegitimo.  -  j'is 
válida  la  institución  de  here- 
dero hecha  por  el  padre  á  fa- 
vor de  una  hija  ilegitima  te- 
nida por  el  testador  en  su  mu- 
jer antes  de  contraer  matri- 
monio, conjuntamente  con 
sus    hijos    legítimos    habidos 


en  dicho  matrimonio.  -  C.  A. 
6  diciembre  1904 IL  122 

2.  El  error  sobre  la  calidad  de 
hijo  legítimo  no  importa  error 
en  la  persona  del  asignatario, 
ni  08  un  error  de  hecho  de 
aquellos  que  segiín  el  ártica-  - 
lo  105S  del  Código  Civil  vicia 
la  disposición.  -  Mi^mo  fallo. 

3.  Nulidad.  -  Testanymto.  - 
Tf'stigos.  -  Son  válidas  las 
asignaciones  testamentarias 
hechas  á  favor  del  cónyu^  ó 
parientes  de  los  testigos  ins- 
trumentales. -  C.  A.  20  sep- 
tiembre 1906 II.  151 

ASISTENCIA   PERSONAL 

Citación.  -  Vista.  -  La  asisten- 
cia persona]  á  los  estrados  del 
Tribunal  en  la  vista  do  la  cau- 
sa inhabilita á  la  p  irte  á  quien 
no  se  ha  notificado  el  decreto 
de  autos  pai-a  formular  recla- 
mación.-Cas.  2  agosto  1905 
1.    79 

ASÓCIACIÓNT 

1,  Apreciación.  -  Cosa  juzgada. 
-Improcedencia.  -  Libros. - 
Liquidación.  -  Prveim.  -  Re- 
suelto por  sentencia  de  térmi- 
no que  un  privilegio  exclusivo 
lertenece  á  dos  personas  y  que 
es  corresponden  |)or  mitad  los 
veneficios  de  la  explotación 
del  invento,  sin  qiie  pue<lan 
afectar  á  una  de  ellas  los  ac- 
tos por  las  cuales  la  otra  ha 
encomendado  esa  explotación 
á  la  socieílad  comercial  de  que 
es  socio,  t»l  resolución  produ- 
ce cosa  juzgada  en  el  juicio  de 
liquidación  arbitral  ie  la  aso- 
ciación ó  cuentis  en  partici- 
pación que  exi*itia  entre  los 
inventores.  -Cas  8  junio 
1906 L  376 

2.  Un  asociado  en  participación, 
lo  mismo  qn(>  un  socio,  no 
Duede  intiOilucir  un  tercero  á 
fa  asociación;  pero  pue<le  aso- 
ciárselo á  si  mismo. -Mismo 
fallo. 

AUniENClA    DE    PRUEBA 

Actuario.  -  Casaci'Ui.'Derfchos. 
Pruefio.  -  Jíert'fif.or.  -  1  OS  ser- 
vicios que  seífiin  el  articulo 
359  del  Códiixo  do  Procedi- 
miento Civil  corresponden  á 
los  re<;optori^s  en  las  audien- 
cias de  prucMa,  son  prestados 
en  el  carácUM  de  actuarios  es- 
peciales V  se  han  separailo  de 
las  funciones  que  cíU'respon- 
den  á  los  se<" retarlos.  Los  re- 
ceptores desempeñan  estas 
funciones  como  funcionarios 
ordinarios  y  no  cu  defec- 
to de  los  secretarios  de  los 
juzgados  y  tienen  <lerecho  á 
los  emolumentos  que  el  aran- 
cel asigna  á  los  recepto»  es,  no 
siéndoles  aplicable  la  disposi- 
ción del  artiriilo  l.'í  del  ai*an- 
ccl.  -Cas.  2S  septiembre  1905 
1.  142 

Ano 

Acción  ejeculiru.  -  (\tsíi  juzgada. 


BIENES  HEREDITARIOS 


BIENES  INMUEBLES 


BIENES  XA^IoS\:^^ 


-D'^micilio.  -  Mcil'nVtH   pré»- 
cautoria»   -  Noirütre.  -  Omi- 
ciófi. — Profexión.  -  íifnt encía, 
-Las  resoluciones  sobre  me- 
didas precautorias  deben   es- 
timarse con  arrejílo  al  articu- 
lo 165  del  CódiíTO  de  Procedi- 
miento Civil  como  simples  au- 
tos y  "son  esencialmente  pro- 
visorias" no  estableciendo  de- 
rechos "permanentes"  á  favor 
de  las  partes,  ni  ifsuelven  so- 
bre tmmites  que  deban  servir 
de  base  á  urja  nentoncia  defi- 
nitiva ó    interlocutoria.  -  En 
consecuencia,  estas  resolucio- 
ciones  no  proílucen  la  acción 
y  la  excepción  de  cosa  juz^- 
da,  que  sólo  la  producen  las 
sentencias  definitivas  ó  inter- 
locutorias    firmes.  -  Cas.    12 
agosto  1905 ..  I. 

AUTORIZACIÓN    JUDICIAL 


90 


1.  Hipoteca.  -  MariOo.  -  Mujer 
casada.  -  Pnrtirion.  -  Sorip- 
dad  ro»!/tjf/al.-Ks  válida  la 
hipoteca  constituida  i>or  el 
marido,  sin  intervención  de  la 
mujer  ni  autorización  de  la 
justicia,  sobn»  una  propiedad 
adquirida  en  remate  hecho  á 
su  nombre,  en  la  sucesión  en 
que  su  mujer  es  heredera,  si 
de  los  antecedentes  aparéele 
que  el  preoio  de  la  adjudica- 
ción no  fué  pairado  con  el  ha- 
ber hereditario  de  la  mujer, 
sino  con  los  haberes  de  la  so- 
ciedad conyu;íal  y  con  el  pro- 
ducto del  préstamo  hipoteca- 
rio contratado  por  el  marido. 

-  Cas.  29  diciembre   '90')...  I.  281 

2.  BifHfft  ininuihles.-  Kmtjena- 
ción.  -  Mai'hlo.  -Muif-r  casa- 
da. -  VA  articido  IT.H  del  Có- 
diíTO  Civil  exit^e  ])ara  que  se 
puedan  enajenar  los  bienes 
raices  ele  la  mujer  que  el  ma- 
rido esté  ó  pueda  estar  obli- 
gado á  restituir  en  especio,  la 
voluntad  de  Ja  mujer  y  la  au- 
torización judicial.  -  C.  A.  31 
diciembre  1ÍK)4   II.  129 

AITORIZACIÓN    MARITAL 

Accúhi  fursotuif.  -  AcHón  cjpnt- 
tira.  -  íiipotf'Cfi.  -  Litis-jtfn- 
dcíwia.  -  Alarido.  -  Aínjrr  ca- 
sada. -  Habiendo  íntervcíiido 
el  marido  directa  y  expiesa- 
mentí*  <mi  el  acto  con  su  nnijer 
y  solicitado  conjuntamente 
con  ella  autorización  judicial 
para  hipotecar  la  propiedad 
de  cst4i.  se  entiende  que  la 
mujc]'  cacada  proccile  C(m  au- 
torizaeión  <lol  marido.  -  C.  A. 
éa-rosto  IvKH II.     12 

AVALi'o  <le  honoi-ario.  -V.  Ho- 
norario. 

B 

BíEX  RS  KM  B.\  ROA  IH).S.  -  V.    Em- 

barfjo. 

HIKNí-S  HKKH>ITARir><í 

J)rjnh'if(t.  -  /'i'st/nf'inn.  —  Princi- 
pio dp  prn*f>fi.  -  Prut'hii.  -  .n»/.v- 
trarrión.  -  La  disposición  del 
articulo  1231  del  Co(li<ío  Civil 


referente  á  la  sustracción  de 
efectos    hereditarios   sólo    es 
aplicable  al  civso  en  que  una 
cosa  sea  apartada,  separada  ó 
extraida  del  lugar  en  que  la 
mantenía  la  (Mirsona  en  cayo 
poder  se  encontraba;  y  no  es 
por  lo  mismo  aplicable  al  ca- 
so en  que  un   heredero  recla- 
me como  suyo  un  depósito  de 
dinero  cuya  boleta  de  depósito 
se  encuentra  entre  los  bienes 
dejados  por  el  difunto,  funda- 
do en  la  circunstsmciade estar 
dicha  boletívá  su  nombi-e  y  de 
ser  esos  dineros  de  su  propie- 
dad y  fruto  de  sus  economías 
y  utilidnrles  de  sus  negocios, 
aunque  se  establezca  la  false- 
dad de  estas  afírmaciones.  - 
Cas.  3  enero  19()6 I.  230 

BIENES  INMUEBLES 

1.  Casacián,  -  Cesión  del  dere- 
cho de  herencia.  - Inscripci/ín, 

—  Tradición .  -  Titalo  prefe- 
rente. -  Kn  la  cesiím  de  un  de- 
recho hereditario  cuotativo  no 
se  enajenan  bienes  determi- 
nados y  no  rigen  respec-to  de 
ellos  las  disposiciones  que  so 
reheren  a  la  ti-ansferencia  de 
inmuebles  y  establecen  que  la 
tradición  ílebo  hacerse  por  la 
inscripción  en  el  Registro  fiel 
Conservador  de  Bienes  Rai- 
ces. -  No  existe  dispos  ción  le- 
gal alguna  que  exija  para  la 
entrega  de  un  derecho  heredi- 
tarios cedido  entre  vivos,  la 
inscripción  referida,  aunque 
en  la  herencia  existan  bienes 
i-aices.  -  Cas.  23  septiembre 
1ÍK)5 ...  I     130 

2.  Apreciación.  -  Caítaci*m.  - 
Comprucfnftt.  -  Detástimiento, 
Esn'ffara.  -  Inlt-rfue^i.  -  Afora. 

—  Prescripri,'>n.  -  ReconoH- 
tnifuto.  -  rttra-pptila.  —  La 
venta  de  bienes  raices,  ya  se 
hagji  en  privado  ó  «'u  publica 
subasta,  no  se  i-epiita  perfec- 
ta ante  la  ley  mientras  no  se 
ha  otorgado  escritum  públi(*a; 
y    cualquiera    de    Ins    partes 

Suede  desistir  ó  i*etí*actarse 
el  contrato  antes  de  ílicho 
otorg-amiento.  -  Cas.  17  octu- 
bre  líK).) I.  161 

3.  A  ce  i  ó  n  posf  sor)  a.  -  Casación- 

—  I>es/toJo.  -  Querella.  -  Tenen- 
cia. -  íja  acción  posesoria  que 
consagra  el  articulo  02S  del 
Ciódigo  Civil  y  á  que  dan  el 
nombre  de  querella  de  resta- 
blecinnento  los  artículos  700, 
7ir)  y  TJO  del  Código  de  Pro- 
cedimiento C'ivil,  se  concede 
al  que  ha  sido  des])ojado,  ya 
de  la  posesión,  ya  de  la  mei*a 
tenencia  <le  una  cosa  i*ai«  ó  de 
un  derecho  real  constituido 
sobre  bienes  raices,  á  fin  de 
que  se  ivstablezcan  las  cosas 
en  el  estado  en  que  antes  se 
hallaban;  y  no  pue<ie  ejercer- 
se sobre  otra  clase  de  bienes 
ni  paní  otros  fines  que  los  se- 
ñalados. -  Cas.  21  octubre 
1905 I.  182 

4.  La  rv'ción  ])ose«oria  sumaria 
que  por  rejxla  jienei-al  corres- 
ponde  únicamente  al  posee- 


-  I 


I 


dor,  la  concede  timbi*'  1. 
al  mero    t«nHor  -mii»  >■• 
caso  de  despojo  viole:.!». 
cosa  raiz  o  de  lo»  d^r-^ 
reales    inmuebles    **j  r 
cuales  ejercía  «lu  tei.«  -fn 
siendo,  por  lo  tanto,  j»  - 
do  al  meit)  tenf^lor  \r-^ 
acciones  de  esa  e<pe>-;<  •  a 
el  dcf pojo,  annqtip  ¡xr » 
do,  no  haya  sido  \!<li' 
cuando  soh)  ¡«e  tn:-  ■:• 
tos  de  mera  perturíia  , 
graves   y  punible*  qu- 
sean;  ni  tampneo  cuy  .r 
despojo  violento  hu.!  «^-i  v 
exclusivamente  ^oln   t.    - 
muebles.  -  Mi<mo  f  i".;. . 

5.  Refií'iéndose  loü  íií-ti-^i  - 
pojo  á  la  í«u«tincfÍMn  •<  w- 
males,  procede  la  quoi» .  .i  ■  ■«■ 
pecto  ae  aquHlo<  qn?  -  : 
sideran  inra nebíes  {««r  <.(;  ' 
tinación  perroannnr^.i 

vo  V  beneficio drl  i:iir  .*-;.- 
Mismo  fallo. 

6.  Autorización  jmlifi'''.   r  ■ 
jenación,  -  Maritfu.  -  "- 
rasada.  -  El  artiiulo  \7A 
Código  Civil  o\i.«*  rir- 

se  puedan  enajenar  1"- '■•  - 
raices  de  la  inajtT  tu*  *■'> '  - 
rido  esté  o  pue-h  ">'ri 
gado  á  restituir  e   '-^ii- 
voluntad  déla  Tni';er\,i 
torización  jiidii-iai.   ('.  1.  •" 
diciembre  lí*;4       .         1' 
No   es   necesario  «í-.i- 
en  la  misma  esíTin.  i  •:     ' 

{)ra\*enta  el  con-w»'  t  m  »<  •  ;- 
a   mujer  para  ••:   ■  •  •    - 
bienes  rau*es.  "^i    lliH 
currido  con  «ii  mr'-"-  -• 
citar  la  autorizaci>n  ;  li 
-  Mismo  fallo. 

t 
BIKNES  MÍT-HP* 

Inrf-nfario.  -  Pnrfl-  /.»,-/'    • 
ha.  -  Deben  cola<i'Tn.r.<r  •  • 
inventario  de  la  '■r^-.' 
una  jiersona  aq»!»-;!-  '-i' 
minio  '*e  acn'dita  «"ii  «'. 
gos.  -  Cas.  9  en«»n>  lí»*»      ' 

BlESE!*NA<iosaí-< 

ArciM  vosesoria.    ''•.»''• 
Conipef*-nria.  -  lh.in% 
Efecto  retr(Míftr<..'  "  '"'<    * 
ra.  -  Prescrifíci  -m.    "^'^  '• 
bienes  na<*ional«''* 'l'">' '  ' 
co  no  puede  hal«'i-  n.^ 
sesoria,  y,  por  lo  t.i  *•  • 
cen  de  arción  y  n«' '  ' 
mos  conti-adic^orc- 1-  -  ' 
ciantes  de  unaobn»  n-»'  • 
puede  embaiazar  •• : '  ' 
uso  que  Mo'*  h.in  J- 
una  chaza  con^tiiii'i'  :  " 
uso  del  público.  -  i"'*-  • 
viembre  19ft'k 

BIENES  Hirr. 4 PO"  i^  *•'■■'' 

Cmnpetenria.  -  i^»"  '"^'     ^  " 
sióneffctira.'SHr^*'^-  ;' 
bienea  situa/lo!»  ♦'n  (  h";  " ' 
sujetos  a  la«  b*>'*^    ' 
aunque  sus  dueños  - 
tranjerosvnore^HÍa'^ 
le.  -  C.  A.  24  octnbr.- . '  •  • 


CADUCIDAD 


CANAL 


CASACIÓN  DE  OFíCIO 


BIKNEM  SOCIALES 

Uniffidón.  -  Libros,  -  Prueba, 
Sot'i^iUtd.  -  El  Bocio  de  una 
K'ie<la(l  colectiva  que  aun 
cycudoüe  autorizano  para 
•tii-ar  la  parte  de  las  utili- 
kIos  que  puede  correspon- 
jrltí  flespué»  de  cada  balan- 
\  a])lica  á  sus  nepocio»  par- 
(.'iiK'ii-es  fondos  comunes,  de- 
L>  llevar  á  la  masa  e^mún  las 
ma lirias  de  los  negocios  en 
uo  invierta  esos  fondos. -C 
..  Cas.  Lt)  octubre  1905. ...  I  104 
Vo  pueden  Hor  cousideitidos 
r»m(>  capitales  particulares  de 
ida  socio  las  utilidades  que 
uedan  arrojar  los  balances. 
Mismo  fallo. 

BILLETKS  FAL>Oa 

(ifa.-¥A  que  intenta  hacer 
í-iO  de  un  billete  adulterado  y 
p«'s;ir  de  hacerle  notar  la 
xl.^ihcución  iuíjiste  en  circu- 
irlo (•<»iiio  bueno,  comete  el 
lelití)  piMKulo  por  los  articu- 
>s  17ÍI  V  4(»7  fiel  Código  Penal. 
-  C..  A.'  15  noviembre  11)04.  II    83 


t*Ai)r<  iDAD 

/jf  sruhriinifritít.  --  Afina.  — 
\if  ///».  -  ¡'i'tjf,  -  U'itijira- 
i-  H  -  Auii(|ne  el  articulo  41 
leí  Cidijío  df  Minería  dispo- 
le  <iue  rse  teii^^a  por  «b^sistido 
ic  su  d«'r<cli()>  al  rcí^istiador 

iir  iu>  labrare  <"1  po/<>  y  no  ra- 
iticnie  su  iv^ii.'^tro.  la  caduci- 
ia«l  tii'\  íli'iH'clio  no  m-  pr<»duce 
M»r  <'!  solo  tríi.Mí'ui-so  de  los 
»la/os  l(>(;ales  fijatios  para 
)i:icti(Mr  aiinella.^  (Iili;;encia3, 
l.'sdf  fine  las  minas  no  se 
)iertK'n  i>or  ei  siinpjt»  abando- 
H)  o  falta  de  trabajo  en  ellas 
r  SI'  liallaii  sujetas  a  las  pres- 
•ripiioiies  (|iie  rÍLTCn  la  pro- 
>it'(lad  iii>^crita  y  <'s  ntceNario 
jue  ''U  iiis('i*ipi'i(iii  se  cancele. 

('a>.  lM  julio  \Wo I     5;^ 

La  coiKcsii.n  miiieía  o  mina 
Kilo  caduca  por  la  falta  de  pa- 
fo  de  la  patente.  -  Misino 
alio. 

A'hii i u /.v ' radítr.  -  (\isitri.'')K  — 
f\li.(i.  -  Sf'jr  yo.  ~  Ij  I  caduci- 
la<l  de  la  pi.li/a  fundada  en  la 
alta  do  aviso  <le  la  contrata- 
•iitn  <lc  otro  sei'uro,  no  es 
iplica^'lc  al  faso  en  que  el  a<l- 
iiini^tiador  d<'l  n'^^^ocio  con- 
trate 1)11  sc;imo  a  sil  nombre 
»\(lusivo.  -  Cas  2.')  setiembre 
ido:» I  139 

Ar'a.  -   Ifcnumcic'U.  -  Mina, 

-  Aofiríciiri,  ¡i.  -  Puf  míe.  - 
í*if .SI  lijjci.  n.  I{  inafc.  -  La 
li»v  ccMu.cdc  u  los  particulares 
la  ]>ro{>ÍL'flad  perpetua  de  las 
minas  a  condición  de  pagar 
lina  imtente  anual,  porditndo- 
stMsa  nropicdad  por  falta  <le 
pitro  íí^'  la  patente  una  voz 
[nacticados  los  tramites  orde- 
na'lo-^  por  los  artículos  KM  y 
lindel  Código  de  Minería. - 
(as.  17  mayo  líKHi .  I  244 

<  iialcjuiera  ípie  sea  el  tiempo 
(pie  se  ha  poseído  una  mina  y 
aunque  bastara  para  la  pres- 
cripción de  su    dominio,    no 


puede  invocarse  en  contra  de 
la  caducidad  de  la  concesión 
que  se  verifica  por  la  adjudi- 
cación en  remate  á  una  terce- 
ra persona  en  caso  de  no  pago 
de  la  patente.  -  Mismo  fallo. 

CAJA  DE  AHORROS  DE  EMPLEA- 
DOS PÚBLICOS 

1.  Emplfadon  públicos.-  Orati- 
I  Jicación.  Jmposiñones.  -  Pro- 
motor flsvat,  -  Su&ldo.  -  Las 
imposiciones  que  los  emplea- 
dos públicoüí  tienen  derecno  á 
efeíítuar  en  la  Caja  <le  Aho- 
rros, deben  calcularse  sobre  el 
sueldo  asignado  á  sus  respcc- 
tivo.s  empleos. -C.  A.  5  agos- 
tol9ü4 II    49 

2.  La  gratifico cíón  que  la  ley  de 
16  de  marzo  de  18ír»  acordó  á 
los  promotores  fiscales  de  Ca- 
ñete y  Traiguén  "á  más  del 
sueldo  fijo",  no  puede  consi- 
derarse como  sinónimo  de 
sueldo  aun  acordada  por  una 
ley'  de  efectos  permanentes.  - 

'  Mismo  fallo. 

CALLE  PÚiSLIOA 

Cuaai-dH'io.  -  Mnniripalidttd.  - 
Jt/'spottstddUdiid.  -  Aunque  Ke- 
giin  lo  prescrito  en  el  numero 
S."  del  articulo  I*,")  de  la  ley  de 
22  de  diciembi-e  de  1S!I1,  co- 
rresponde á  las  municipalida- 
des autorizar  bajo  ciertas  c  n 
diciones  ó  reglas  la  colocación 
de  cañei  ias  en  lavia  pública, 
adoptiindo  naturalmente  las 
mfdidas  que  fuen^i  ne<'esa- 
rias  para  evitar  accidentes  á 
las  ]>ersonaM,  no  les  afecta  res- 
ponsabilidad por  la  destruc- 
ción de  un  automóvil  caido  de 
noche  en  una  zanja  aliieitii 
en  la  mitad  del  ancho  de  una 
calle  por  un  contratista  par- 
ticular, para  conectar  una 
cañena  de  desaj^i'.ede  U'^o  pri- 
vado, accidente  (jue  ha  ocu- 
iTÍdo  cu  parte,  e  imlependien- 
tíMuente  del  descuido  ó  negli- 
gencia del  conductor  del  au- 
tomóvil, por  falta  «le  un  farol 
ó  luz  especial  quví  sirviera  de 
suficiente  avis<  del  jieligro. - 
C.  A.  24  noviembre  19í)4  ...  II     86 

CAMINO 

Conipet&urUt.  —  IrdHfuhnfc.  - 
Rfjtonitdi.mdad.  -  Srrridinn- 
hi'é- -  No  e-'ta  somet.daá  la 
la  decisión  de  los  Tribunales 
de  Justicia  la  acciíUi  en  que 
se  tnita  de  de.iar  sin  efecto 
un  decreto  e\pe<iido  por  el 
Intendente  <le  la  provincia, 
en  (jue  se  ordena  abrir  un  ca- 
mino pi'iblico  (pie  existía  des- 
de años  atrás,  cuando  en  ella 
no  se  persigue  hacer  efectiva 
la  responsabilidad  civil  o  cri- 
minal de  dicho  funcionario 
píu-  los  actos  por  él  ejecuta 
dos,  aunque  se  niegue  la  exis- 
tencia de  la  servidumbre  de 
tránsito.  -  C'.  A.  1."  agosto 
1904 II    31 

í:\    al 

Comunidad.  ~  huprocfídrnria.  - 


Bedamacián,  -  Un  comunero 
de  un  canal  no  puede  levantar 
la  compuerta  de  desagüe  y 
privar  del  agua  á  otro  comu- 
nero 80  pretexto  <le  que  éste 
no  ha  ejecutado  la  limpia  de 
dicho  canal  y  que  su  ^>ropie- 
ílad  puede  sufrir  perjuicios. 
Cas.  16  octubre  190(3 I  425 

CAMERA 

Ampfiro.- Lindaros.  -  Afina. - 
^M^rW/a. -La  explotación  de 
las  piednvs  de  construcción  no 
puedo  ser  objeto  de  una  con- 
cesión mineiu.  -  No  existe  per- 
tenencia mineiu  sin  la  exis- 
tencia <le  criadero  metálico  ó 
de  sustancias  materia  del  Có- 
digo de  Minería.  -  C.  A. -.*U 
agosto  19(J4 II.    43 

CARBÓN 

IntHrnnrirn,  -  Mina.  -  La  per- 
sona que  ha  manifestado  y 
ratificado  el  registro  de  una 
mina  de  carbón  submarino, 
aunque  haya  pagado  la  paten- 
te carece  de  prueba  legal  con- 
tra terceros,  y  por  lo  tanto  de 
la  acción  que  conce<le  el  ar- 
ticulo 64  del  Códigíi  .lo  Mine- 
ría al  minero  colindante. -('. 
A.  -  25  agosto  1ÍK)4 II.    36 

CARRERAS 

Casación.  -  Compptfncia .  -  oJijc- 
to  d frito.  —  (Jmisión.  -  C/fra- 
;W<7a.  -  Importa  el  ejercicio 
'  de  una  accnuí  ordinaria  del 
I  fuero  común  por  cobro  de  pe- 
sos, danos,  perjucios  y  <  ostas, 
la  demanda  en  que  el  propie- 
tíU'io  de  un  caballo  reclama 
del  Club  Hípico  el  pa«;o  de 
ellos,  fundado  en-que,  en  su 
concepto,  su  cat-allo  gano  la 
carrera  y  los  representantes 
de  la  institución  demandada 
infringieroiM'ti  el  '*ni«eting" 
en  que  tuvo  lugar  csi  carrera 
las  prescripciones  re;^'^iamen- 
fcirias  bajo  las  cuales  se  efec- 
tuó. 

L^na  demanda  de  esta  cla^e 
ea  una  controversia  judicial 
del  orden  tempoi'al  cuyo  co- 
nocimiento y  decisií'ju  cíures- 
ponde  exclusivamente  a  los 
tribunales  establecitlos  por  la 
ley  de  1.')  de  octubre  de  187.'), 
tribunales  cuya  cí)ni]»etencia 
y  jurisdicción  no  es  licito  des-  . 
conocer  a  persona  o  corpora- 
ción alguna  ni  aun  á  pretexto 
de  contratos,  cuasi  í;oiitiTi,t(>s 
ó  estipulaciones  de  cualquier 
género.  -  Tales  est  pulacio- 
ues,  caso  de  exi>t¡r,  s'-rian  nu- 
las por  ilicitud  <ie  su  olíjeto, 
en  cuanto  conti-avienen  al  De- 
recho público  chileno.  -  Cas. 
20  diciembre  llíOó 1.  Md 

CASACIÓN    DK    OFICIO 

1.  Coinjiftenria.  -Firma.  -  Onn- 
sión.- lU<'lamarií>n.  -  Sfnttn- 
ría.  -  Si  en  la  sentencia  de  pri- 
mera instincia  falta  la  firma 
del  funcionario  á  í|uien  co- 
rresponde dar  fe  del  a<'to,  el 
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tribunal  de  seg^unda  instancia 
que  revoca  Hemejante  senten- 
cia procede  sin  competencia: 
y  aunque  el  i  ocurrente  no  ha- 
ya reclamado  oportunamente 
de  esta  formalidad  declarada 
esencial  )ior  la  ley,  la  Corte 
Suprema  puedo  invalidar  de 
oficio  el  fallo  en  que  tal  vicio 
aparece  de  manifiesto.  -  Cas. 
12  octubi-e  1905 I.    26 

2.  Alfffato.  -  Competencia,  -  Re- 
clamación. -  Ultra 'petita.  - 
Fúr^a.-Puerle  ser  aeclarada 
de  oficio,  aunque  no  se  haya 
reclamado  oportunamente,  la 
nulidad  en  que  incurre,  fallan- 
do ultra- petita,  el  Tribunal  de 
Alzada  que  se  pronuncia  so- 
bre una  cuestión,  materia  de 
juicio  ordinario,  sobre  la  cual 
no  se  ha  pronunciado  el  Tri- 
bunal de  primera  instancia-  - 
Cas.  12  octubre  1905   I.  153 

3.  CfMón  iU  acecho,  -  Impro- 
cedencia, -  Mención  de  ley  in- 
fringUia,  -  Reclamación.  •-  La 
facultad  que  el  ai-ticulo  949 
del  Código  de  Procedimiento 
Civil  confiere  al  Tribunal  de 
Casación  es  discrecional ,  y 
puede  hacer  ó  nó  uso  de  ella. 

-  Cas.  IS  octubre  1905 I.  158 

4.  Aprecvición,  -  Biéineg  inmue- 
hlee.  -  Compra- renta,  -  Desis- 
timiento. -  Escritura.  -  Inte- 
reses. -  Afora.  -  Prescripción, 

-  Rt- conocimiento.  -  (fitra-pe- 
tita.  -  Haoiéndose  entabla<lü 
la  acción  reivindicatoría  sólo 
como  subsidiaria  de  la  de  de- 
sistimiento de  un  contitito,  y 
habicndoHe  aceptido  esta,  in- 
curre en  ultra- petita  la  sen- 
tencia que  también  da  lugar 
á  dicha  acción  reivindicato- 
ría, y  debe  ser  ¡mulada  en  la 
parte  ¡jertinente.  -  Cas,  17  oc- 
tubre mr> I.  161 

6.  Omijti(hi.  -  Recono  •imifnto.  - 
Es  nula,  por  no  contener  la 
decisión  del  asunto  contro- 
vertiílo.  la  sentencia  que  no 
se  pronuncia  a»*erca  de  las 
dilijfMiciaH  do  re(;onocinii»^nto 
en,  rebeldía  dt*  un  documento 
opuesto  en  compen«*ación  de 
la  deuda  cuyo  pairo  se  deman 
da  «'jecntivamente,  y  que  se 
limita  á  refhaz.ar  la  compen- 
saciíWi  poi*que  ese  documento 
no  (ísta  o\t«íMdido  en  papel 
competa»» «te,  á  pesar  de  lia- 
bersi»  reservado  aquel  pro- 
nunciamiento para  definiti- 
va -  (  'as.  22  mayo  IVIOO. . . .  I.  .S60 

6.  Kri'fpriojics.  -  ,/incio  fjfcuti- 
v'i.  -  O  Misión.  -  Sentencia ,  — 
La  sentencia  que  se  dicte  de- 
claitindo  inadniÍ8ÍV)les  las  ex- 
ce|>ciones  opue*«taH  en  el  jui- 
cio ejecutiv ),  aunque  una  de 
ellas  se;v  la  de  incompetencia, 
delHJ  ordenar  al  mismo  tiem- 
po que  se  lleve  adelante  la 
ejecución  hast;i  hacer  al  aeree- 
dorentero  pa^jode  la  cantidad 
adeudaiia,  intereses  si  los  hu- 
biere y  costas,  sin  lo  cual  es 
nula  por  no  contener  la  deci- 
sión completa  del  asunto  con- 
trovertido.-(/.  A.  24  ajrosto 
1904 :  II.    35 

7.  Juicio  eJH'ntirn.  -  Prueba. - 
Testigos.  -  Es  ilej^al  el  i)roce- 


dimiento  del  juez  <^ue,  en  ^el 

1'uicio  ejecutivo,  recibe  á  prue- 
ba la  causa  en  la  misma  i'eso* 
lución  en  que  declara  admisi- 
bles las  excepciones,  ordenan- 
do prosentar  la  nominado  tes- 
'  tieob  dentro  de  las  cuai*enta  y 
ocho  horas.  -  C.  A.  4  octubre 
1904 II.    47 

8.  Comfmrendo.  -  yotificaeión, 
-  Qun-ella.  -  Es  nula  la  sen- 
tencia que  se  pronuncia  en 
una  querella  en  que  el  juez  no 
señaló  hora  pi-ecisa  y  determi- 
nada para  el  comparendo,  y 
que  aaemás  no  fué  notificada 
al  querellado  en  forma  legal, 
no  bastando  el  hecho  de  darse 
éste  por  notificarlo,  pues  oí 
querellante  debe  saNsr  el  dia 
en  que  la  notificaiMÓn  se  hizo 
para  poder  asistir  con  sus  me- 
dios probatorios  al  comparen- 
do decretado  **^»ara  el  quinto 
dia  hábil  después  de  la  notifi- 
cación."-C.  A.  28  noviembre 
1904 II.    8!) 

9.  Excepción.  •  Omisión,  -  »■  s  nu- 
la, por  infracción  del  número 
6  del  articulo  193  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  'la 
sentencia  que  omite  pronun- 
ciarse sobre  una  excepción 
opuesta  dentro  del  plazo  para 
evacuar  el  tiTislado  de  la  de- 
manda de  tercería  de  dominio 
en  el  juicio  ejecutivo,  á  más 
de  las  que  se  hicieron  valer  en 
la  contcstaiíión.  -  C .  A.  4  sep- 
tiembi-el905 II  158 

CASACIÓN  EN  BL  FONDO 

1.  Cosa  juzgada.  -  Kffct  o  retro- 
activo, -  Querella  -  Fallada  en 
primci'a  instancia  antes  de  la 
vigencia  del  C(')digo  de  Protre- 
dimiento  Civil  una  querella 
de  despojo  violento,  la  de- 
manda que  el  querellado  in- 
terpone haciendo  uso  de  la  re- 
serva de  ílerechos  (lonsigna'la 
en  el  fallo  íIo  dicha  querella 
para  que  éste  se  declare  nulo 
por  ser  falsos  los  hechos  en  que 
se  fundó,  debe  ser  resuelta 
con  arreglo  á  las  leyes  de  en- 
juiciamiento anteriores  al  Có- 
digo de  Pi-oced  i  miento  Civil; 
y  es  nulo  el  fallo  de  se«runda 
instancia  que.  aplicando  las 
disposiciones  de  este  C'í>dÍ!ro, 
rechaza  la  demanda  aceptan- 
do la  excepción  de  cosa  juzga- 
da opuesta  por  el  demandado. 
Fallado:  V.  QuerfUa^  número 
l.-Cas.  23  junio  1905....       I      6 

2.  Caso  fortuito,  -  Cnl/Ki .  -  Por- 
teador. -  RfsponsahUidad.  - 
Trasporte.  -  I  'cbe  anularse  la 
sentencia  del  Tribunal  <le  Al- 
zada que  absuelve  á  un  por- 
teaílorde  responsabilidad  por 
la  pérdida  de  mercaderías 
ocurrida  en  un  incendio,  fun- 
dada en  que  el  incendio  tuvo 
lugar  mientras  estaban  las 
mercaderías  en  poder  del  ter 
cero  á  quien  el  poi^teador  en- 
cargó a  su  vez  la  conducción 
con  conocimiento  del  carga- 
dor, y  en  que  también  acredi- 
tó el  portea<lor  de  unli  mane- 
ra general  haber  empleado 
toda   diligencia  y  cuidado  en 


eltrasporte.  FáUado:  V.  Triy 
porte,  números  l,2y3.-(4r. 
10  julio  lí»tt5 I  ) 

3.  Acción  ejecutiva,   -  AprtrA 
don.-  Conipensttrióm   -  ('« 
curso,  -  S^ni^neia.  -  Tttiál  '.* 
cutivo,  -  I>ebe  anubtrsf  la  «t 
tencia  que  ordena  b  íor-u 
ción  de  concui'so  nec<s&r>  • 
rechaza  la  oposición  del  <i«c 
dor  á  que  se  decrete  d  v^&'j 
curso,  fundada  en  que  «n* 
tendea  ejecuciones  ioi'i<'i>»> 
y  tres  títulos  ejecatiroa  vi»r-. 
ao4,  siendo    qoe  uno  <Í<»  k» 
créditos   tomados  en  ni  1*1 
por  dicha   sentencia  rnt  e<  r 
tulo    bastante  para  fjf^^ur 
por    haber  sido   rpTOcs4)&  k 
ejecución  á  virtud  <le  b^li"^ 
efect"ado  la  corapeoHa'^i.Q. ) 
que  otro  de  los  cn'dito*  P"t^ 
nía  mérito  ejecutivo  fK»r  t- 
haber  sido  notificado  pm-.v 
mente  á  los  herf^Ienn  delJ'-j 
dor  y  poi-que,  prov-nirtulo  «^ 
un  documento  otorgado  .-n  rt 
extranjero  ante  un  Tunvü  ét 
Chile,  no  se  presento  en  pri 
mera  copia,  ni  se  pa«ro  d  11: 
puesto  de  papel  sellado  «^•rr-« 
pendiente.  -  Falladlo:  V.  ím 
lo   ejecutivo^  números  1  >  1 
Cas.  10  julio  1903 I  * 

4.  -  Culpa,  —  iJaño.  -  Ejt^-ut  ibí*. 
-  Embargo.  -   P^rjuint»*. 
Responsahiüdad.  -   T»Tr,r  . 
-Debe  anularHc  la  smí-'   \ 
que  est*\ble<x»  que  la  U'v i"  '» 
ce  respoi»!*al»I**  al  e'y^nXAX'. 
de  los  actos  del  dep*»*  ■  1  c. 
sino  cuando  el  nonibni'l  <  n.» 
haya  sido  de  reconci'ia  r»^ 
ponsabilidad.    desconori- •  I- 
el  principio  de  que  to<lo  dn 
que  pueda  impuUrsea  loví 
cia  ó  ne;;Ugencia  <le  on  i  t*r 
sona    <lel>e  ser  repirMÍn  i»-: 
ésta,     principio   rí'«<p'*«t  •  a' 
cual  no  ha  est-iWe^ido  p\ > t 
ción  para  el  ejeciitant"  ••  '  • 
digo  de  Pi*ocediiu»*»nt  •  <    il 
ya  qtie.  por  el  contra.i".  •»'' 
articulo  48S  se  il<MpnMi»í-  ',1:- 
las  reglas  relaii\.»5*  ui  «I-'* 
culpa  no  eontractuale".  i> 
rentes  á   lo^   htH-ho<«   il»  *»* 
fuentes    de    oblifíion»'"'   o» 
han  sido  nmdificatlav    K»  \ 
do:     V.    EifcnUmU.    T'-.  Jí 
julio  190.-. 1  " 

o.  Cuen*as.  -  L*g**  ***•  '''*"'    *' 
mient.o.  -  Plazo.  -    H^'^  '  *' 
Debe   anularKC   h   viiT-n» 
que    da     |)or   aproliuLi  uw 
cuenta   por  el  ^olo  fni^-uj^- 
del  plazo  concciido  p^n  ^ 
examen  sin  que  se  hayan f«r 
mulado  impu2^ap¡ont^,  y  <?d 
que  se  haya  «leclanulo  pr-ri 
mente  la  í-ebi-ldia  de  la  p«i^ 
na  llamada  á  examinarla. 
Fallado:     V.   />//i:o.  nupirí-* 
4,  5  y  6.   Cas.  2  w'pti.-iihr-; ., 
19Q5 .  .  I  " 

6.  Bienes 'inmtí^hÚf-'''t''*'^ 
derecho  dé  herenna.  -  I>^''f^ 
ciJn.  -  Tradición.  -  r^' 
preferente.  -  Del  e  anulai^*^  I* 
sentencia  que  establee^  nif 
para  la  tradición  de  lo-»  «i-i^ 
chos  hereditario!*  ceíiiHi*  tn- 
tre  vivos  se  requiere  U  ir* 
.cripción  en  el  Registro  .H 
Conservador  de  Bienes  Ka«» 


CASACIÓN  EN  EL  FONDO 


CASACIÓN  EN  LA  FORMA 


CASACIÓN  EN  LA  FORMA 


que  declara  que  un  cesiona- 
lo  de  PS08  derechos  que  había 
iscrito  su  titulo  debe  ser  pra- 
»rido  á  un  cesionario  ante- 
,01*  que  no  había  piucticado 
b  inscripción  pero  que  habia 
itnido  en  posesión  de  los  de- 
jcho"*  ce<lido8  por  haberlos 
itado  ejercíonclo  un  la  partí- 
ón  do  la  herencia.  -  Falla- 
0:  V,  Cfsión  fisl  dere.cho  ciét 
rrenrUif  números  2,  3  y  4. 
a«.  2:]  septieir.bro  1905. ...  I  130 
Adminislrador.  -  Caditri- 
id.  -  Póliza,  -  Seguro.  -  Dc- 
3  anularse  la  sentencia  que 
laclara  cailucado  un  seguro, 
inda<Ia  en  haberse  infriii^i- 
0  una  clsiusida  <le  la  póliza 
Lie  e^tablecia  que  debía  dar- 
>  aviso  al  asogui-ador  de 
lalquier  otro  sef^uro  que  so- 
re  el  mismo  objeto  se  toma- 
k,  por  haberse  celebi-ado  otro 
»^uro  posterior  contratado 
3r  el  arlministradordel  nego- 
o  en  su  nombre  exchisivo 
n  haber  «hido  dicho  avÍHO.  - 
aliado:  V.  Seguro,  niin'eros 
y  2.  -  Cas.  25  setiembre  1905 

I  139 

Arfuario.  Audiencia  de 
nteha,  -  Jjererho».  -  Prueba, 
erejtfor,-  Dele  anulai'se  la 
jiiteiK-ia  que  declara  que  los 
íceptores  que  actúan  en  las 
idiencias  de  prueba  en  con- 
n'niiúad  al  articulo  359  dcl- 
ó<lip:o  de  Procedimiento  Ci- 
¡1  desempeñan  dichas f unció- 
es  en  defecto  de  los  8eci*eta- 
Li'ios  de  los  juzsados,  y  no 
>mo  actuario  especiales  ó 
incionarios  ordinarios ,  y 
ue,  en  consecuencia, los  emo- 
imentoi  á  que  tienen  derc- 
10  son  los  correspondientes 
los  secretarios.  -  Fallado  V. 
W*^p/«r.— Cas.  28  septiembre 

D5 I  142 

icción  ¡tostesoria.  -  Despojo, 
mnuehles,  -  Querella.  -  í>- 
enrin.  -  Deb^  anula i*se  la 
sntencia  que  da  lupir  á  una 
uerella  de  restablecimiento 
indarla  en  actos  de  pertur- 
ación  que  no  importaban  nn 
espojo  violento  y  que  habían 
iicaiuo  sobre  bienes  muebles. 
-  Fallado:  V.  Querella,  míme- 
os 2,  3  y  4.  Cas.  21  octubre 
905 1  182 

Causa.  •-  Cntiftenlimiento,  - 
^uerza.  -  TranHaeciou.  -  Es 
ul«a  la  .sentencia  que  declaiu 
ue  carece  de  causa  real  y  lí- 
iti  la  tí-ansacción  en  que  una 
e  las  partes  se  compromete 

papir  una  cantidad  de  pe- 
os  á  otra  que  se  desiste  de  to- 
ia  acción  ó  reclamación  en  su 
ontra  proveniente  de  un  hur- 
0  de  morca<lerías  que  se  pes- 
luisa  criminalmente,  funda- 
la  en  que  no  habia  resolución 
5Jecutoiia«la  que  hicieiTi  á 
iquél la  responsable  civil  ó  cri- 
ninalmoiite,  y  en  que  ésta  no 
ístiiba  en  posesión  de  los  de- 
•e<;ho9  transigidos  á  la  fecha 
leí  contrato.  -  Fallado:  V. 
duHMa.  -    Trausaccióu.  -  Cas. 

L4  marzo  1 900 I  330 

.  Carrera».-  Compi'fencia,  - 
Objf'fo  ilirlto,  -  Omisión.  -  Ul- 


tra-petita,  -  Debe  anularse  la 
sentencia  que  declara  que  el 
arbitraje  cío  los  comisarios  y 
directorio  del  Club-Hipico  do 
Santiago,  establecido  por  los 
artículos  10, 19,  20  y  212  de  su 
reglamento,  es  obligatorio  pa- 
ra los  dueños  de  caballos  que 
sean  inscritos  pai-a  correr;  y 
que,   por  lo  tanto,  la  justicia 
ordinaria    no  es  competente 
para  conocer  de  una  demanda 
que  tiene  por  objeto  se  esta- 
blezca que  el  orden  de  llega- 
da de  los  caballo»  en  una  ca- 
rrera fué  diverso  del  declaiu 
do  por  los  comisarios  del  Club 
y  que  deben   pagarse  al  de- 
mandante el  premio  de  la  ca- 
rrera, el  valor  de  las  apuestas 
mutuas  correspondientes  y  los 
perjuicios  consiguientes.  -  Fa- 
ilado:  V.  Carreras.  Cas.  20  di- 
ciembre 191)5 I  349 

12.  -  Embargo.  -  Nulidad.  -  Re- 
teneióíi.  -  Debe  anularse  la 
sentencia  que  declaiaque  es 
válida  la  adjudií  ación  que  se 
haga  á  un  acreedor  de  la  boleta 
de  depósito  de  la  cantidad  por 
élemoarj^la,  pin  haberse  al- 
zado previamente  \x  retención 
deci*etada  sobi-e  esa  suma  á 
favor  de  otro  acreedor.  Falla- 
do: V.  Nulidad,  núm.  4.  -  Cas. 

8  agosto  190(5 I.  402 

13.  Apreciación.—  Costas.  -  Cua- 
sidelito. -  Daño,  -  Negligen- 
cia. -  Responsabilidad.  -  Es 
nula  la  sentencia  del  tribunal 
colegiado  que  condena  en  cos- 
tas á  la  parte  que  pierde  la 
cuestión  resuelta,  habiéndo- 
se emitido  al  fallar  la  causa 
algún  voto  favorable  á  ella. 
Fallado:  V.  Cuasidelito,  nú- 
mero 3.  Cas.  10  octubre  19061.  412 

14.  Hijo  adulterino,  -  Hijo  legi- 
timo. -Hijo  ttatural.  -Matri- 
monio. -  Debe  anularse  la  sen- 
tencia que  niega  lugar  á  los 
efectos  civiles  del  matrimonio 
celebrado  ante  La  autoridad 
competente  y  con  los  requisi- 
tos legales,  por  considerar  <^ue 
existia  un  impedimento  diri- 
mente y  que  fué  contraído  de 
mala  fe,  pero  sin  que  haya  ha- 
bido declaración  de  nulidad 
del  matrimonio  pronunciada 
por  sentencia  detinitiva  en  el 
juicio  respectivo.  Fallado.  V. 
Matrimonio  números  1  y  2.  - 
Cas.  24  junio  19(j6 I.  426 


C'.VÍAOIÓ.V  EN  LA  FORMA 

1.  Arrendamiento-  Confe.sihi.  - 
Indemnización.  -  Omisión.  - 
Perjuicios.  -  Sentencia,  -  Es 
nula  la  sentencia  pronuncia- 
da con  omisión  de  líus  consiile- 
i*acioncs  de  hecho  y  dn  dere- 
cho que  lo  sirven  de  funda- 
mento. -  Incurre  en  esto  vicio 
la  sentencia  de  segunda  ins- 
tancia que  al  confirmar  el  fa- 
llo do  primera  instancia  omite 
los  considei-andíKs  que  í-e  re- 
fieren á  la  reconvención  y  deja 
subsistentes  solo  lc)s  relativos 
á  la  demanda.  -  Cas.  19  mayo 
1J)05 I.     12 


2.  Citaciún  para  sentencia.  -  Ex- 
presión de  agrarios,  -Fiama, 
-  Mandato.  -  Multa,  -  Es  nu- 
la la  sentencia  de  segunda  ins- 
tancia pronunciada  sin  noti- 
ficación del  apelante  para  ex- 
presar agravios  y  sin  haberlo 
citado  para  sentencia  defini- 
tiva;   y    existen   estos    vicios 
aunque  en  la  st';;unda  instan- 
tancia  se  haya  presentado  por 
él  un  procuraílor,  si  éste  no 
acompañó    poder,   ni   ofreció 
fianza  de  rato,  ni  se  le  exigió 
por  los  apelados  que  justifica- 
ra su  personería.  -  Cas  21  julio 
1905 I.     57 

3.  Arrentlandfnttt  -  Mina,  - 
Omisión.  -  Rf-solurión.  -  Sen- 
tencia.-Hh  nula,  por  infrin- 
gir el  articulo  1!)'{  del  C«')diiO 
de  Procedimieutí)  Civil,  la 
sentencia  ele  s»';rin.da  ifistan- 
cia  que  al  con  firmar  la  do 
primera  intancia  reduce  á 
k  7.500  los  perjuicios  que  ésta 
fijaba  en  .*5  70. rMK),  sin  expresar 
las  consideracioiiC"!  de  hecho 
ó  de  derecho  que  sirvan  de 
fundamento  á  esta  reducción. 
-Cas.  7  septieniltre  19(}ó  .    I.  118 

4.  Frutos,  -  Reirit/dirariihi.  - 
Sentencia,  -  Uitnt-pefita.  - 
Es  nula  por  fallar  ultra-pcti- 
ta  la  sentencia  que  manda 
abonar  los  frutos  de  la  cosa 
que  se  reivíndini  sin  queso 
haya  form  dado  á  est«  respec- 
to petición  expiesa.  -  No  ha- 
biéndose pedido  Ko  condone 
al  demandado  á  la  restitución 
de  los  frutos  de  la  cosa  que  so 
reivindica,  la  sentencia  sólo 
puede  reconocer  los  derechos 
que  al  abono  de  ellos  pueda 
tener   el    demandante.  -  Cas. 

21  octubre  1905 I.  176 

5.  Citación  para  sentencia.  -  De 
legación,  -  Mandato,  -  Es  nula 
la  sentencia  que  se  dicta  sin 
citación  de  una  parte  para  su 
pronunciamiento,  debido  á 
que  aparece  representada  en 
la  instancia  por  un  delegado 
de  otro  delegado.  -  Cas.  23 
diciembre  1905 I.  277 

6.  Omisión,  -  Sentencia,  -  E>  nu- 
la, por  no  cumplir  con  el  nú- 
mero 5.*  del  articulo  193  del 
Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil, la  sentencia  que  cita  co- 
mo base  de  su  resolución  un 
titulo  de  un  Código  en  <iue  se 
contienen  disposiciones  ae  na- 
turaleza divei-sa,  ya  que  debe 
hacerse  la  citación  concreta  y 
especifica  de  las  disposiciones 
legales  que  le  sirven  de  funda- 
mento, y  no  como  cita  vaga  y 
general  que  no  da  idea  del 
verdadero  principio  legal  en 

?ue  se  apoya. -Cas.   4  enero 
906 I.  287 

7.  Emplazamiento.  -  Notifica- 
ción. -  Es  nula  la  sentencia  in- 
terlocutoria  lUctacia  sin  em- 
plazamiento de  las  partcí»;  y 
í;dta  el  omplazaTuiento'del  ter- 
cero que  es  notificado  sólo  por 
el  estado  del  remn-so  inter- 
puesto por  luia  de  las  partes 
contra  resolución  que  le  afee 
ta.  -  ("as.  4  octubre  liH)G..       I. 

8.  Apelación.  -  Deserción.  -  Km- 
pluzamiento.  -  Plazo.— Es  nu- 
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la  la  sentencia  que  declara  la 
deserción  de  la  apelación, 
aunque  el  dia  en  que  se  dicte 
haya  vencido  el  plazo  para 
comparecer  ante  el  Tribunal 
de  Alzada,  si  la  deserción  ue 
pide  anteÍB  de  vencer  dicho 
plazo. -Cas.  11  octubre  1906 
I.  419 

0A80  FORTQITO 

1.  Casaeién,  -  Culpa,  -  Portsü' 
dor,  -  ReaponsahUidad, 
Trasporta.  -  El  porteador  res- 
ponde hasta  de  la  culpa  levo 
en  el  cumplimiento  de  sus 
obligaciones;  y  se  prenume  que 
la  perdida,  avena  ó  ratardo 
ocurren  por  su  culpa  si  no  jus- 
tifica que  ha  ocunido  un  caso 
fortuito,  no  bastando  que  se 
deje  Mtáblecido  de  un  modo 
va^o  ó  general  que  empleó 
toda  diligencia  y  cuidado  en 
la  conducción.— Cas.  10  julio 
1905 I.    96 

2.  RsspomiahiWiad,  -  Robo.  - 
Trasporte, -"El  robo  de  mer- 
cadeHas  mienti*as  óstas  per- 
manecen en  poder  del  portea- 
dor no  pueaen  estiinarso  en 
derecho  como  un  caso  fortui- 
to. -  Cas.  9  enero  1906 I.  326 

Cauce.  -  V.  Servídufnhrf. 

CAUHA 

1.  Casación.  -  Cons^iti miento.  - 
Fu^rzd.  -  TratisanriOn,  -  El 
contrato  en  que  se  transige 
sobre  la  acción  civil  emanada 
de  un  delito  tiene  causa  licita, 
aunque  la  persona  inculpada 
no  sea  tomada  en  cuenta  en  la 
sentencia,  ó  su  cónyutre  pro- 
ce^Hido  por  e],  su  puesto  delito 
sea  absuelto  de  la  acusación. 

-  Cas.  14  marzo  1906 1.  330 

2.  Arrendamiento,  -  Seguro,  - 
No  carece  de  causa  y  es,  por 
lo  tanto,  perfectamente  váli- 
da, la  estipulación  consignada 
•n  un  contrato  de  ari*enda- 
miento  de  que  el  arrendatario 
podrá  asegurar  contra  riesgos 
de  incendio  los  muebles  que 
introduzca  al  almacén  que  es 
parte  de  la  cosa  arrendada, 
i)ero  que  en  caso  de  siniestro 
la  ternei-a  parte  del  seguro  co- 
rresponderá al  arrenriador.  - 
Cas.  21  setiembre  1906....  I.  406 

Causal  dk  casación.  -  V.  Im- 
procedencia, 

1.  Competencia,  -  Error.—Error 
dé  copia,  -  lÁquidación,  -  Omi- 
sión, -  Rectificación,  -  Socii- 
dad.  -  Transareis.  -  Concu- 
rriendo en  el  rec-ui-so  de  casa- 
ción  interpuesto  las  circuns- 
tancias expresadas  en  el  ar- 
tículo 950  del   Código  de  Pro- 
cedimiento Civil,  no  entra  en 
la  competencia  de  la  Corte  de 
Apelaciones  la  apreciación  de 
la  causal  en  que  uicho  recurso 
se  funda.  -  Cas.   10  octubre 

1905 I.  146 

Apreciación,  -  Demente,  -  In- 
capaz,- Interdicción.  ~  Nuli- 
dad. -  Las  cuestiones  que  no 


han  sido  mateina  de  discu- 
sión en  el  juicio,  no  pueden 
dar  fundamento  á  causales  de 
casación.  -  Cas.  31  octubre 
1905 I.  201 

3.  Colonización.  -  Compraventa, 
Concesión,  -  Las  cuestiones  no 
discutidas  en  la  litis  y  que, 
por  lo  mismo,  no  han  sido  ma- 
teria del  fallo,  no  pueden  sor 
tomadas  en  consideración  en 
el  recui*so  de  casación.  -  Cas. 

22  diciembre  1905 L  256 

4.  Ampliación,  -  Aprsciaciún,  - 
Derogación.  -  Improcedencia, 
-  Omisión.  -  Privilegió  de  po- 
breza .  -  Sentencia ,  -  El  recu r- 
so  do  cas-ición  en  la  forma 
<lebe  fundarse  expresamente 
en  algunas  de  las  causas  taxa- 
tivamente enumeradas  en  el 
ai*ticulo  941  del  Código  de 
Procedimiento  Civil.  -  Cas.  12 
noviembi-e  1904 L  370 

CESIÓN  DE  DiLRECHOd 

1.  Casación  de  oficio,  -  Improce- 
dencia, -  Mención  de  la  ley  in- 
fringida, -  Reclamación.  -  No 
habiéndose  reclamado  opor- 
tunamente contra  el  píxice- 
tlimicnto  seguido  para  resol- 
ver sobre  la  eficacia  legal  de 
una  cesión  de  un  crédito  per- 
s  nal,  en  mzón  del  dominio 
que  sobre  dicho  crédito  pre- 
tendía haber  adquirido  el  deu- 
dor por  compi-a  hecha  por  él 
á  los  primitivos  acreedoi'es, 
quienes  habían  hecho  la  ce- 
sión á  una  teroci'a  persona  in- 
dicada por  el  deudor;  y  aun- 
que dicna  cuestión  es  materia 
de  un  juicio  ordinario,  no 
pueden  las  partes  fundar  en 
esta  ti*amitación  defectuosa 
ó  en  deficiencias  de  la  redac- 
ción de  las  sentencias  de  pri- 
mera ó  de  segunda  instancia 
un  recurso  do  casación  en 
la  forma.  -  Cas.  18  octubre 
1905 L  158 

2.  No  infringe  el  articulo  1905 
del  Código  Civil  el  tribunal 
que,  apreciando  la  prueba  y 
los  antecedentes  del  juicio,  de* 
clara  ineficaz  la  cesión  del 
crédito.  -  Mismo  fallo. 

CESIÓN  DEL  DERECHO  DR  HERENCIA 

1.  Casación.  -  Bienes  inmu^des. 
Inscripción.    --    Tradición.    - 
T/tulo  preferente.  -  El  coasig- 
natario aue  vende  ó  cede  su 
derecho  nercditario  no  trans- 
fiere propiedad  alguna    par- 
ticular sino  su  cuota  en    la 
cosa  ur.ivei'sal  flama«la  heren- 
cia, especialmente  para  que 
el  cesionario  pueda  pedir  la 
^  partición  é  intervenir  en  ella 
a  fin  de  liquidar  esta  cuota  y 
de  que  se  le  entei-e  con  bienes 
singulai*es  ó  con  los  valores 
que  resulten  de  la  realinción 
y  que  podrían  haber  corres- 
pondido á  su  cedente  ó  vende- 
dor.-Cas.  23  septiembre  1905. 1.  130 
2.  En  la  cesión  de  un  derecho 
hereditario  cuotativo    no    se 
enajenan    bienes   determina- 
dos y  no  rigen  respecto    de 


ellos  las  disposiciones  qur  » 
refieren  á  la  transfereocis  <U 
inmuebles  v  eatableoen  qoe  a 
tradición  aebe  hacerse  por  k 
inscripción  en  el  Re|;»tR»  ^, 
Conservaoor  de  Bieon  rL 
ees.  No  existe  dispoñei<-Q  ■« 
gal  alguna  que  exin  mn  a 
entrega  de  un  deredio  h^rei. 
tarío  cedido  entre  tít»  h 
inscripción  referida.  aas^.« 
en  la  herencia  existan  hi«GC9 
raices.  -  Mismo  fallo. 

3.  Para  el  perfecciooainjftts 
del  contrato  de  ccsioo  de!  •ir- 
recho  de  herencia  bait&  t. 
otorgamiento  de  escritnra  pe 
blica:  y  la  entrega  del  áitt 
cho  debe  reputar»^  b^ba 
cuando  los  demás  copan  >í(k« 
reconocen  al  cesionario  n  mf- 
toma  parteen  laadminka 
ción  de  los  bienes  o  en  la  !i 
quidación  de  la  hereiKia.- 
Mismo  fallo. 

4.  Si  alguien  vende  aep^rtnnt 
te  una  misma  cosa  i  ¿o*  p^r 
sonas,  el  comprador  qa«  bu 
entrado  en  posesión  ten  f  k 
ferido  al  otro.  C€di«i<Fi  s  <ln 
personas  los  mismos  den  t  * 
hereditarios,  debe  prem  e*í 
el  titulo  del  cesionarío  <v-e 
primero  entró  en  po?«^  c 
por  haber  tomado  p&rtt  en '.% 
administración  de  loslore* 
ó  en  la  liqnuidación  de  íi  he- 
rencia ó  hsTber  sido  reoMo . 
do  por  los  «lemas  copartuipR>. 
aún  cuando  el  otro  cesiuruirí-' 
haya  inscríto  laescritan  <if 
cesión  en  el  Con?ervaíifr  «i» 
Bienes  Raices.  -  Mismo  fal< 


CIECÜNBTAN'OU  AOBA^ANT» 


Para  apreciar  la  re^pon^h: 
lidad  criminal  no  debe  to'^ir 
se  en  cuenta  una  circiu.<tir 
cia  de  las  que  el  articü!"  1.' 
del  Código  Penal  cúiúcx  <i' 
agravantes,  cuando  elU  » 
inherente  al  delito  p-i»* 
por  la  ley.  En  consectim»  u. 
las  circunstancias  atenuant'^ 
no  deben  compensarsp  w" 
ella.  ~  C.  A.  17  diciemlT* 
1904 IL'» 

CITaCI<')>' 

1.  ffipotectt.  -  Impror«'ifprw-  - 
Remate.  -  Sentencia. -hi^' 
cunstanciade  haber»  renuu- 
do  una  propiedad  pororHta 
judicial  no  basta  parsextic 

fuir  el  dei'echo  de  lo»  atTftr 
ores    hipotecarioe  de  p?í^' 
guir  la  finca  hípotecsd;v, «« 

2uien  fuero  el  que  la  po*»"»  1 
cuali^níer  titulo  que  la  hv*> 
adquirido,  si  no  connjrrp»' 
mismo  tiempo  la  rondicitin « 
haber  sido  citado  peiwftü  ^ 
mente  para  la  subasta    ^^^  ^ 

noviembre  l906 '..         *•  '* 

2.  Competencia.  -  Comtrahcmh 
-  Contradicciones  del  M^' 
Improcedencia.  -  Prmí^^' 
nes.  -  Prtteba.  -  Una  infor 
maciónde  testigos  tomada  roo 
el  carácter  de  reservad»  pw» 


1 


CITACIÓN 


COLONIZACÍÓN 


COMPETENCIA 


11    - 


tablocer  los  hechos  atie  acre- 
taii  un  contrahanao,  i^re- 
t  de  mérito  probatorio  legal 

no  lia  8Ído  tomada  con  ci- 
.ción,  ni  811  agregación  á  los 
ito8  ha  sido  notificada  á  los 
iteresadosy  hecha  oportuna- 
ente  pai*a  poder  ser  tomada 
1  cuenta  por  ellos  en  la  prue- 
x.  -  Cas.  9  diciembre  1905  I.  259 
4  cuerdos  munieijmlftg,  -  Mu- 
icipalidad,  -  Reclamación,  - 
Ok»  Municipalidades  no  pue- 
en  celebrar  sesiones  exti-aoi*- 
inarias  sin  que  preceda  cita- 
ión  pei'ssonal  de  los  nitmici* 
ales,  hecha  con  veinticuatro 
oran  de  anticipación  y  con 
siKK'ifícación  del  asunto  aue 
ei>e  tratai'se  en  ellas.  -  Una 
itación  enviada  por  correo 
o  puede  importar  citación 
crsonal:  ésbi  debe  hacerne 
or  el  secretario  ú  otro  em- 
leado  de  la  Municipalidad 
ue  vaya  li  la  casa  dol  citaclo 

que  deje  la  citación  en  ella, 
n  caso  de  encontrarse  au- 
ente.  -  C.  A.  -  3  diciembre 
904 II.  100 

(;iTACIÓy  DE  TBKCKROá 

Ar.4>j)t(iciM.  -  Aitredacidn.  - 
'Comparecencia,  -  Htnrenria,  - 
So  importa  aceptación  tácita 
le  la  herencia  el  silencio  guar- 
lado  respecto  de  la  citación 
lue  se  haga  al  juicio  al  deman- 
íaílo  como  hei-edero  del  liti- 
gante fallecido,  ni  el  haber  fi- 
furado  en  un  juicio  de  terce- 
•ia  personalmente  ó  c^>mo  apo- 
lenido  (le  otro  de  los  deman- 
iados.  -  Cas.  30  junio  190.")  I.  29 
Nofih'ración.  -  Si  la  acción 
3jercida  por  una  persona  co- 
rresnondiese  también  A  otros, 
2I  demandado  puede  pedir 
que  la  demanda  se  ponga  en 
conocimiento  de  los  que  no 
hubieran  ocurrido  á  entablar- 
la, y  si  f  uesedif  icil  determinar 
la  individualidad  ó  rcHÍden- 
;ia  de  estas  personas  ó  su  nú- 
iiero  diñcultase  considerable- 
nente  la  práctica  de  la  dili- 
gencia, podi*á  hacerse  la  noti- 
icoción  por  medio  de  avisos 
publicados  en  los  diarios  en 
a  forma  determinada  por  el 
ii-ticulo  57  del  Código  de  Pro- 
wUniiento  Civil.  -  C.  A.  25 
iulio  1!)05 II.    16 

CITACIÓN  PARA  8BNTENCIA 

Casación,  -Expresión  df^  a  gra  - 
üio».  -  Fianza,  -  Afandaío, 
"Multa.  -  La  citación  pai-a 
jentencia  hecha  á  un  procui-a- 
ior  que  no  acompañó  poiler 
le  BU  mandante,  ni  ofreció 
ianzade  rato,  ni  se  lo  exigió 
)or  la  pai*te  contraria  que  jus- 
.ifícai-asn  personería,  es  nula, 
'  nula  la  sentencia  dictada 
on  omisión  de  ese  trámite.  - 

;as.  21  julio  iga*! I.    67 

Ásintencia,  -  Vista,  ~  La  aais- 
encia  personal  á  los  estrados 
leí  Tribunal  en  la  vista  de  la 
:ausa  inhabilita  á  la  parte  á 
luien  no  se  ha  notiticado  el 


decreto  de  autos  para  formu- 
lar reclamación.  -  Cas.  2  agos- 
to 1905. I.    79 

3.  Agravio»,  -  Instrumento  pií- 
blico.  -  Parts  agraviada .  -  £1 
recurso  de  casación  debe  in- 
terponerse por  la  parte  agra- 
viada y>  por  lo  tanto,  la  fal- 
ta de  citación  de  la  paHe  con- 
traria y  el  no  habei'se  oido  su 
expresión  do  agravios  no  pue- 
den ser  invocados  por  el  liti- 
gan to  que  fué  nido  y  debida- 
mente citarlo  para  sentencia. 
-Cas.  6  septiembre  1905  ..  I.  161 

4.  Excejycionés,  -  Incidente,  - 
Omisión,  -  'Sitspensúhi,  -  Vista, 
-  El  decreto  de  nti-aslado"  re- 
caído en  un  incidente  no  sus- 
pende por  sí  sólo,  si  el  Tribunal 
no  lo  expresa»  el  decreto  non 
relación"  recaído  en  la  apela- 
ción pendiente;  y  con  el  de- 
creto de  iiautos*'  puesto  en  el 
escrito  en  que  lapirte contra- 
ria responde,  puede  el  Tribu- 
nal pronunciarse  en  una  sola 
vista  sobre  dicho  incidente  y 
la  apelación  pendiente,  sin 
que  por  ello  falte  la  citación 
para  sentencia.  -  Cas.  12  ma- 
yo 1906 L  395 

5.  Casación,  -  Delegación,  - 
Mandato,  -  >¡  o  es  citada  para 
el  pronunciamiento  de  la  sen 
tencia  la  parte  que  aparece  i*c- 
presentarla  en  la  instancia 
por  un  delegado  de  otro  dele- 
gado. -  Cas.  23  diciembre 
1905 I.  277 

CLÁUSULA  PKNaL 

ínter  enes,  -  Mora,  -  La  cláu- 
sula penal  tiene  por  objeto 
asegurar  el  cumplimiento  de 
una  obligación  principal  en  el 
caso  deque  el  deudor  no  ejecú- 
telo pactado  ó  retarde  su  cum- 
plimiento: y  por  lo  tanto  no 
constituye  ncláusula  p-nal"  la 
estipulación  en  que  se  expresa 
que  durante  el  pla/o  que  se 
concede  al  deudor  para  el  pa- 
go de  la  obligación  en  que  re- 
conocía el  capital  primitivo 
con  intereses  capitalizados,  se- 
guií'á  pagando  el  DÍntcrés  pe- 
nal" del  dos  por  ciento  men- 
sual. -  C.  A.  2  octubre  1905  n.  146 

CLAUSUL  V  TE8TAMBNTARTA.-V. 
Testamento, 

COLONIZACIÓN 

Causal,  -  Compraventa,  -  Con- 
cesión. -  Según  las  leyes  de  18 
de  noviembre  de  1845,  4  de  di- 
ciembre de  1866  y  4  de  agosto 
de  1874,  cuyo  objeto  principal 
ha  sido  fomentar  la  coloniza- 
ción manifíestamente  sobre  la 
base  de  la  i;?ualda<l  'le  dere- 
chos oue  confiere  la  ley  común 
á  los  aescendientes  de  un  mis- 
mo jefe  de  familia,  la  conce- 
sión de  hijuelas  que  se  hace 
al  jefe  de  la  familia  á  razón 
de  38  hectáreas  por  si  y  18  hec- 
táreas por  cada  uno  de  los 
otros  miembros  do  la  familia, 
varones  mayores  de  diez  afios, 
debe  entenderse  hecha  en  su 


I 


totalidad  al  jofe  de  familia.  - 
Cas.  22 diciembre  1905....  L  25» 

COMISIÓN 

Instrumento  jtrivado,  -  Princi- 
pio de  prueba,  -  Prueba,  -  Xjba 
cartas  y  telegramas  y  demás 
instrumentos  privados  refe- 
rientes al  depósito  ó  comisión 
paiti  la  venta  de  mercaderías 
que  se  encuentran  en  poder  del 
comerciante  fallido,  no  reco- 
nocidos ni  mandados  tener 
por  reconocidos  en  la  forma 
legal,  carecen  de  mérito  pro- 
bitono  del  depósito  ó  consig- 
nación. Tales  instrumentos 
no  pueden  constituir  tampoco 
un  principio  de  prueba  por  es- 
crito que  h  iga  admisible  la 
prueba  testimonial.  -  C.  A.  8 
marzo  1905 IL  141 

COMiPióiV  examinadora  de  cons- 
criptos. -  V.  Reclutas  y  Ree.m- 
plazos, 

OOMPAKEcEKCíA.  -  V.  Emplaza- 
mietUo, 

Aceptación,  ~  Apreciación.  -  Ci- 
tación. ~  Herencia,  -  V.  Cita- 
ción de  terceros,  número  1- 
Cas.  30  junio  19Ó5 L    29 

COMPARENDO 

1.  Arrendamiento,  -  Deshaucio. 
Improcedeficia,  -  Número,  - 
Plazo.  -  Poder,  -  PrvAm.  - 
Ratificación.  ~  Reclamación.  - 
No  procede  en  un  juicio  de 
deshaucio  de  arrendamiento 
el  recurso  de  casación  en  la 
forma  que  se  funda  en  haber- 
se reducido  á  dos  el  plazo  de 
cinco  dias  fijados  por  la  ley 
para  el  comiiarendo,  por  no 
fial)er8e  foiTnuKxdo  oportuna- 
mente las  reclamaciones  del 
caso,  no  pudiendo  estimarse 
como  t.\l  la  apelación  del  auto 
oue  aceptó  el  deshaucio  y  fijó 
aia  para  la  restitución  del 
predio  arrendado,  porque  di- 
cha apelación  mira  al  fondo 
del  asunto  controvertid (».  - 
Cas.  12  octubre  1905 L  155 

2.  Casación.  -  Notificación.  - 
Querella,  -  El  Juez  delie  seña- 
lar en  la  querella  de  amparo 
hora  precisa  y  determinada 
para  el  comparendo.  -  C.  A. 

&  noviembre  1904 II.    89 

COMPENSACIÓN 

Acción  ejecutiva^  -  Ajrrecia- 
ción,  -  Casaci^tn,"  Concurso,  - 
Sentencia, "Tdulo  ejecutivo,  - 
No  es  bastante  para  ejecutar 
el  crédito  que  ha  dado  lugar 
á  una  ejecución  revocada  por 
haberse  efectuado  la  compen- 
sación.-Cas.  10  julio  1905  1,    40 

COMPETENCIA 

1.  Casact^Ui.  -  Firma,  "Omisión, 
Reclamación,  -  Sentencia,  - 
Procede  sin  competencia  el 
tiibunal  de  segunda  instan- 
cia que  revoca  una  sentencia 
de  primera  instancia  á  la  qus 


u 


COMPETENCIA 


COMPE'l  encía 


COMPRAVENTA 


falta  la  ñrnia  <Iel  funcionario 
á  quien  cori*esponde  dar  f o  del 
acto.  -  Cas.  12  octubre  1905.  í.    26 

2.  Bienes  nacionalfifi.-Coucegión, 
-Denuncia.  -  Efecto  retroitc- 
tivo.  -  Obra  nueva.  -  Pre.tcrip- 
eión.  -  HabiéndoHC  hecho  por 
el  Prcsidonto  do  la  Rppúbuca 
una  «-oncesión  para  construir 
un  nialC'VÓn,  la  autoridad  ju- 
dicial es  incoinpotento  para 
resolverla  petición  formulada 
en  una  dcnufjcia  de  obm  nue- 
va paní  que  se  declare  que  el 
concesionario  no  puede  impe- 
dir con  dichas  obi-as  el  uso  de 
una  chaza  y  de  los  costados 
del  muelle— Cas.  21  noviem- 
bre V.m I.    96 

3.  Fisco.  -  Tnr hitante.  ~  Juicio  de 
Ilarienda.  -  l'romovido  en  uu 
juicio  8obi\í  niensui-a  de  sali- 
treras por  uu  tercero  un  inci- 
dente sobro  cancohicióu  de 
unos  títulnrí  ínvocadoH  por  el 
demandante  en  contra  del  Fis- 
co,  corresponde  la  solución  del 
apunto  en  la  seg^unda  instan- 
tancia  á  la  Coite  de  Apelacio- 
nes que  conoce  en  los  juicios 
dehacier.da.  -  Cas.  13scptieiu- 
bre  1904 I.  123 

4.  Causal  <fe  casac'uhi.- Error, 

-  Error  tle  copia .  -  Liquiíta- 

ción.    -  Omisión.   -   Rectijica- 

ción.  -  Soriefiafi.  -  Transacción, 

-Concurriendo  en  el  recurso 
de  cas-ación  interpuesto  Ins  cir- 
cunstancias expresarles  on  el 
articiüo  950  fiel  Código  de 
Procedimiento  Civil,  no  entra 
en  la  competencia  <lo  la  Corte 
de  Apelaciones  la  apreciación 
dü  la  causal  en  que  dicho  re- 
cur'so  se  funda. -Cas.  10  oc- 
tubre 1903 - I.  146 

5.  Alef/uto.  -  Casación.  -  Recla- 
mación. -  Ultra  petita,  -  Vis- 
ta. -  El  conocimiento  de  uu 
asunto  en  segunda  instancia 
no  se  radica  en  una  Sala  de  la 
Coitc  de  Apelaciones  por  el 
hecho  de  ver  la  causa  una  voz 
^  ordenar  al  Juez  de  primoia 
instancia  que  dicte  alguna  re- 
solución. -  Cas.  12  octubra 
XWA!) X.  1K5 

6.  ApflaciM.  -  Patente-  Reda- 
mación, -  Pai-a  determinar  los 
límites  do  la  comiietencia  de 
la  autoridad]  llamaila  x\  cono- 
cer de  las  reclamaciones  dedu- 
cidas por  las  personas  sujetas 
al  impuesto  de  patentes  sobre 
industrias  y  profesiones  qiie 
no  se  conformaren  en  las  cla- 
sifícaciones  de  la  matricula, 
sólo  debe  atenderse  á  los  pre- 
ceptos de  las  leyes  de  2¿  do 
diciembre  ele  l.S(J()  y  de  22  de 
diciembre  do  1891  d  que  se  re- 
fieren las  leyes   periódicas  de 
contribuciones  y  especialmen- 
te la  de  20  do  enero  <le  19C4, 
qu^',  como  ley   posterior,  pre- 
valece sobre  la  de  If)  de  octu- 
bre de  1S75  que  tija  la  compe- 
tencia de  los  jueces  de  letras 
y  el  articulo  final  del  Código 
de  ProctMlimieuto  Civil,  que 
derogó  todas  las  leyes  antc- 
liores,   dejando  vijonte  dicha 
Ley  Orgánica.  En  constcuen- 
cia,  son  inapi3lables  las  reso- 


luciones que  los  jueces  de  le- 
tras dicten  en  los  reclamos 
de  patentes.  -  Cas.  30  octubre 
1905 I.  m 

7.  Citación,  -  Contrallando.  - 
Contradicciones  del/alio.  -  Im- 
procedencia. -  Presunciones.  - 
Prueba.  -  Con  arreglo  á  la  loy 
de  20  de  enero  do  1897  el  Juez 
que  tenga  ambas  jurisdiccio- 
nes, al  conocer  de  un  juicio  de 
contrabando  puede  imponer  á 
los  demaiulaaos  las  |.enas  le- 
gales correspondientes;  pero 
para  ello  se  requiero  que  al 
mismo  tiempo  que  el  juicio 
civil  de  comiso  se  tnimitc  el 
juicio  criminal,  ya  sea  en  el 
mismo  cuadt  ruó  ó  en  ramo 
separado.  -  Cas.  9  diciembre 
liX.).-) 1.  259 

8.  Jinjjro('f<d(-nria-  -  Inscripcio- 
nes t-leclorults.  -  Municiftali' 
dad.  -  Reclamación  e'ectoral, 
-  Líxs  Coi  tes  de  Apelaciones 
son  competentes  para  conocer 
en  segunda  instancia  de  las 
reclamaciones  coutr.i  las  roso-  . 
luciones  de  lus  Municipaliila- 
des  sóbrela  c.ilificación  de  la 
elección  de  sus   miembros.  - 

C.  S.  14  agosto  1906 I.  304 

9.  Carrera.^,  -  Casación.  -  Objeto 
ilícito,  -  Omisión.  -  Ultra  f*eti- 
ta,  -  Importa  el  ejei-cicio  de 
una  acción  ordinaria  dt-l  fue- 
ro común  por  cobro  de  pesos, 
daños,  perjuicios  y  cosUis,  la 
demanda  en  que  el  propieta- 
rio de  un  caballo  redama  del 
Club-Hípico  el  pago  do  ellos, 
fundado  en  que,  en  su  concep- 
to, 6u  caballo  ganó  la  carrara 
y  los  representantes  de  la  ins- 
titución demandada  infrin- 
geron  en  el  ''moeting*'  en  que 
tuvo    lu^r   esa   carrera    las 

Erescr  pcionch  reglamentarias 
ajo  las  cuales  se  efectuó. 
Una  demanda  de  esta  clase 
es  una  controversia  judicial  del 
orden  temporal  cuyo  conoci- 
miento y  decisión  coiTespon- 
de  exclusivamente  á  los  tribu- 
nales establecidos  por  la  ley 
de  15  de  octubre  de  1875,  tri- 
bunales cuya  competencia  y 
jurisilicción  no  es  licito  desco- 
nocer á  persona  ó  corporación 
alguna  ni  aún  á  pi-etexto  de 
contratos,  cuasi-contratcs  ó 
estipulaciones  de  cualquier 
género.  Tales  estipulacionoj*, 
caso  de  existir,  serian  nulas 
por  la  ilicitud  de  su  objeto,  en 
cuanto  contravienen  al  dere- 
cho público  chileno.  -  Cas.  20 

diciembre  19a=) I.  349 

10.  Camino,-  Intendente, - Res- 
ponsabilidad,  -  Servidumbre, 
-  No  está  sometida  á  la  deci- 
sión de  los  Tribunales  de  Jus- 
ticia la  acción  en  que  se  trata 
de  dejar  sin  efecto  un  decreto 
expedido  por  el  Intendente  de 
la  provincia,  en  que  se  ordena 
abrir  un  camino  público  que 
existia  desde  años  atrás,  cuan- 
do en  ella  no  se  persigue  ha- 
cer efectiva  la  responsabili- 
dad civil  ó  criminal  de  dicho 
funcionario  por  los  actos  por 
él  ejecutados,  aunque  se  nie- 
gue la  existencia  de  la  servi- 


dumbre de  tránsito.  -  C.  A.  1.* 
agostol904 IL 

11.  Acción  permmai.  -  Árciém  Á« 
jtotecaria,  -  I/omicUio^  -  Bi^-^ 
téca.  -   Poseedor^  -  E»   j  -í 
competente  para  ooaocer  <k  b 
acción  hipotecaí  ia  que  *^  din 

feconti-ael  tercer  po(seed*'ir  V 
a  tinc:i  hipotecada,  el  que 
rresponda  según  Ion  pi-iii<  iv  ^ 
generales,  sin  que  ha\a  *. .' 
tomar  en  cuenta  el  <iora'  : 
fijado  por  el  deudor  e^i  el  o  ' 
trato  para  su  curopliiiit»r/\ 
ya  que  esta  oblt^.u-inn    i*  -' 
estimarse    ccirao     roTiamet 
pcrsonil  ó  iiifleijei  dient-    .- 
contmto  accesoi-io  de  hip»!    i 
constituida  por  el  nitioni)  *ir . 
dor  paiu  asegurar  el  Cüinf4:- 
miento  del   priiicipul.  -  C  A 
16  agosto  19ÍH IL    - 

12.  Bienes  situados  en  CLt'*-.- 
Lex  loi-i .  -  Posesión  ^frrt if'^.— 
Sucesi  él,-  -Es  complétente  par^ 
concederla  pouesión  efeit.^^ 
tintándose    de  una   su'^^-'  r. 
abierta  en  en  el  extranjero.  >-'. 
juez  dol  (iomicili«>  do  \o^  h  re- 
deros. El  articulo  221  d^  a 
loy  de  15  de    octubre  il*-  1>T' 
no  tiene   aplicación    en   est. 
caso,   puesto  que  solo  ri^.  ^ 
competencia  entre  losdir^r»^* 
jueces  do  la  República.  -  C  A. 
24  octubi-e  lfl04 IL    * 

13.  Falsijirtición.  -  Pcrsizuieo 
dose  el  uso  malicioso  de  ir*»- 
trumentos  privados  que  «  'ir 
cen  falsitícaulos,  es  juei  rom 
pétente  para  conocer  en  el  jui- 
cio el  del  departamento  doc- 
de  se  hace  dicho  uso,  aun<iiir 
la  denunciada  falsificacíim  ^ 
hubiera  cometido  en  otro  dr 
partamento.  -  C.  A.  18  no- 
viembre 1904 11.  ^ 

14.  Apelacitm.  -  Impíieawña.  - 
De  la  implicancia  de  los  jue 
oes  que  sirven  tribunales  uni- 
personales conocen  ellrs  mia- 
mos; y  si  la  resolución  caass 
ejecutoria,  aunque  al  decís 
rai-se   implicado  el  Joex   n^ 
haya  expresado  la  causa  dr 
inhabilidad,  queda  fijaiia  h 
competencia  del  Jues  llanuéo 
por  la  ley  á  subrofcarío.  -  i\ 
A.  23  diciembre  1901 11.  < 

COMPBAYBNTA 

1.  Apreciación.  -  Bi^nn  inm.* 
bles.  -  Casación,  -  Ihsisíimif^ 
to.  -  Escritura,  -  íni^re»».  - 
Mora.  -  Prsfcripeióm^-IU  •- 
nocimiémio.  -  ÜUra-jtetit*.  - 
La  venta  de  bienes  raice*,  va 
se  haga  en  privado  ó  en  puKii 
ca  subasta,  no  se  reputa  per 
fccta  ante  la  ley  mientras  r^ 
se  ha  otorgado  esci-itura  pn 
blica;  y  cualquiera  de  hM  pnr 
tes  puede  desistir  ó  r^'tfa'tir 
se  del  contrato  antes  de  di»  íi*^ 
otorgamiento.  -  Oaa.  17  ol:.: 
bre  U>05 1-  1*- 

2.  Apreciación,  -  /im/motíh. 
Omisión.  -  Prueba .  -  La  wn:*. 
se  i-eputa  perfecta  de*«le  qf 
las  partes  convienen  en  la  (^-<^ 
y  en  el  precio,  salvo  las  ♦'xt^p 
cienes  légale*,  y  en  cor^ 
cuencia,  no  infringe  e»ta  «i." 


COMPRAVRNTA 


CONCESIÓN 


CONniCIÓN  RESOLUTORIA      13 


MÍrión  la  sentencia  que, 
>recian(io  lo»  hechos  y  aute- 
Kleiites  á'ú  coiiti-ato,  dtíclara 
le  hubo  acuonlo  en  que  la 
$nta  f*e  referisi  á  Uii  rundo 
tr.  exchision  de  ciertos  terre- 
)».  -  Ca».  29  iiciembre  lW)ó  1 .  217 
'a total.  -  (JolonizurLhi-  -  Con- 
ñ>*n.  -Sej^án  l:ia  leyes  de  18 
í  novienil)re  de  184.">,  4  de  di- 
embre  de  iSlJtí  y  4  de  agosto 
5  1874,  euyo  objeto  principal 
V  sido  fomentar  la  (rolonizi- 
ón  manihtístainento  sobre  la 
kse  de  la  ij^naldad  de  dere- 
los  mu»  conrtere  la  ley  común 
los  descendientes  de  un  inis- 

0  jefe  de  familia,  la  conce- 
rn rie  hijuelas  que  se  liace  al 
fe  de  la  familia  á  razón  de 
i  hectáreas  por  si  y  IS  hectá- 
as  por  cicla  uno  de  lus  otros 
iembroM  do  la  familia,  varo- 
w  miyon's  de  tliez  años, 
'be  entenderse  hecha  en  su 
talidad  al  jefe  do  familia, 
n  consecuencia,  la  venta  que 
)s  do  los  miembros  de  la  fa- 
ilia  ha<  6.1  a  un  tercero  de 
H  denchos  que personalmcn- 
,  por  haber  sido  indicados 

1  la  escritura  de  concesión, 
s  correspondan,  importa  ven- 
,  de  cosa  ajena.  -  Cas.  22  di- 

embre  liíOá I,  255 

fijtoff'r  I.  -  TiHitrorflt-ncia.  - 
ora,  -  Midta  -  El  comprador 

le  no  paj^^ne  el  previo  en  el 
azo  estipulado  se  constituye 
I  mora,  am  que  la  propio- 
kd  conipi-a  la  libro  de  ^i*ava- 
en  rcconozfa  una  hipoteca 
le  el  vendedor  delia  cance- 
r.  El  comprador  4lel)e  deno- 
tar el  prc  io  con  antorioad 
i  la  justicia  y  el  vendedor 
incelar  el   gravamen.  -  Cas. 

•octubre  10;)6. I.  421 

irtoü  dn  mura  farulUvl.  -■ 
{fuaa.-  Dfrrani'X.  -  Urana- 
p'ii.  -  Infrrprfftari'm.  -  Servi- 
\iinhi'f.  -  La  enaje'u\'-ión  de 
ts  derrames  de  iina  finca 
cítiíada  con  anierioridid  á 
venta  de  ella,  no  obsta  para 
\r  por  cumplida  la  obliga- 
ón  do  entrenzarla  si  -e  ha  ve- 
Hcaflo  la  entreí;a  l<'^'al  y  ma- 
rial  de  ella.  -  C.   A.  20  atjos- 

.  l'.HH   II.      7 

í¡pt>t(-ra  —  Suhro'jffii'ni  -  T^r- 
rf't.  ■  No  s(»  su^ro^a  en    la 
Mid  i  hi¡)0'.ccaria  i{\w  recono- 
'  la  propiodid,  ci  cotnprador 
le  ia  paiTi  eou  p\rte  d<>l  prc- 
o  por  en*  ir«;o  d»*i  v'iulpdor, 
i)i'in*5  ]rira  que  la   siibro^^a- 
lOMtMiLj»,  lui^ar  es  nt'cesario 
ue  v\  que    f>.i;xa  lo  \\\v¿\.   con 
ieiies   de   su     perttMi-Mieia.  - 
:.  A.  24a;rosto  r.M)4    ....      II.     22 
Miijn-   ais  fia.  -  Xuli-bvi.  - 
iS  nula  la  senterujia  que  de- 
lara  la  ludidad  i\A  conti-ato 
e  compra  de  una  propiedad 
echo  por  una  mu  ¡er  casada, 
n    virtud  de    demanda    del 
iiarido.  fu  miada  en  la  circun.s- 
uieia  de  no  haber  dado  á  su 
nujer,  ni  poderse  presumir  su 
oiisonti miento  para  eonti'aer 
a  dond  i  por  parte  del  precio, 
li  e  tar  separados  de  oienes, 
lin  teñera  la  vista  el  Juez  que 


la  expide  una  escritui*a  públi- 
ca en  que,  con  posterioridad  á 
aquel  contrato,  el  mirido 
acepta  expresamente  el  conve- 
nio que  su  mujer  celebra  con 
el  acreedor  para  el  pas(0  del 
referido  precio  y  ser  falsos  los 
hechos  aleados.  -  C.  A.  ^21 
noviembre  1904 II.    75 

8.  Minas.  -  Tradinión.  -  El  ven- 
dedor es  oblifi^a<lo  :i  la  entrega 
ó  tradición  de  la  cosa  vendi- 
da inmediatamente  después 
del  contrato  ó  en  la  época  pre- 
fijarla en  él;  por  consiguiente 
infringe  el  contrato  el  vende- 
dor de  barras  de  minas  que 
por  no  haber  estado  inscritas 
a  su  nombre  son  rematadiis  en 
juicio  seguido  contra  el  primi- 
tivo dueño.  -  C.  A.  28  diciem- 
brel904 II.  105 

9.  Instruiuffuto  privado.  -  Simu- 
lacián.  -  Un  documento  priva- 
do reconocido  en  que  el  fir- 
mante expresa  haber  recibido 
de  un  tercero  unas  propieda- 
des con  el  objeto  de  venderlas 
y  de  repartirse  de  su  precio 
por  mitad  con  el  primitivo 
dueño,  quien  quo<la  obligado á 
hacer  que  ac^nel  tercero  las 
transfiera  por  escritura  públi- 
ca, explica  el  otorgamiento 
de  la  escrituru  de  compraven- 
ta que  el  tercero  ap  \rece  otor- 
gando con  posterioridad  y  des- 
virtúa la  importancia  de  esta 
pai*a  acreditiir  el  dominio  del 
supuesto  compiador.  -  C.   A. 

21  diciembre  1904 II.  131 


COMUNIDAD 


Improcfdenriu.  -  Reclamación. 
-Un  ccununero  <le  un  canal 
no  puede  levantar  la  com- 
puerta de  desajrüc  y  privar  del 
agua  á  otro  comunero  so  pre- 
texto de  que  éste  no  ha  ejecu- 
tado la  limpia  de  d.cho  canal 
y  que  su  pi'opiedad  puede  su-  * 
frir  perjuicios.  -  Cas.  16 
octubre  1900 I.  425 


COXCKSION 

1.  Arcijn  pasi'.'^ariii.  -  Bifunn  na- 
rionalf.H.  -  ('^<un/>"fci(ri.t.   -  iJf^- 
nuniúa.  -  E/'-r/o  rt  f  ro<i,-tico,  - 
Ohi'íi    jiW'i'tt.      I'rr.i.-ri¡n:¡i>it.  - 
Habiéndosi.'  he'*ho  poi-  el  Pre- 
sidente do  la    Ui'|».il>l¡ra  una 
concesión    para    >oiistruir   un 
malecón,  la  autor'.dad  judicial 
es  ineompoteiue  púa  resolver 
la  petición  forni'ilada  en   una 
denuncia  de  o'.»i\i    nueva  para 
que  se  declaro  (jue  el  eoucesio- 
nario  no  puede    impo<lir  con 
dichas    obras   el   uso   de  una 
chaza  y  de  los  costados  de  un 
muelle.  -  Cas.   21   noviembre 

1905  I.    98 

2.  Caunal.  -  C(floitizariifn-  Com- 
praventa. -Según  las  leyes  do 
18  <le  noviembre  de  1845,  4  de 
diciemV)re  de  1806  y  4  de  agosto 
de  1874,  cuyo  objeto  principal 
ha  ^ido  fomentar  la  coloniza- 
ción manifiestamente  sobre  la 


base  de  la  igualdafl  de  dere- 
chos que  confiere  la  ley  co- 
mún á  los  desceiidientes  ae  un 
mismo  jefe  de  familia,  la  con- 
cesión de  hijuelan  que  se  hace 
al  jefe  de  la  familia  á  razón  de 
38  nectiireas  por  sí  y  18  hectá- 
reas por  cada  uno  de  los  otros 
miembros  de  la  familia,  varo- 
nes mayoi'es  de  diez  años, 
debe  entenderse  hecha  en  su 
totalidafl  al  jefe  de  familia.  - 

Cas.  22  diciembre  19a5 I.  255 

3.  Improcifdé'ncia  -  Ligta  de  tes- 
tigo», -  M  inuta  dtt  prueba. - 
Plazo.  -  Prtieha.  -  Reclama- 
eión.  -  Habiéndose  hecho  la 
concesión  de  un  terreno  fiscal 
para  la  construcción  de  un 
teatro  circo  con  todos  «ns  ac- 
cesorios, con  arreglo  á  planos 
aprobados  por  la  Alcaldía  Mu- 
nicipal, expresándose  que  **la 
construcción  de  las  obras  co- 
menzará antes  de  cuatro  me- 
pcs",  el  concesionario  cumple 
esta  condición  si  somete  los 
planos  á  la  aprobación  de  la 
autoridad  local  rlentro  de  ese 
plazo.  Cas.  11  julio  1906  ...  I.  437 

com;urso 

1.  Acción  ejfcativ  i.    -  Aprecia- 
ción. -  (UixuriÓH.  -   Compt-nsa- 
cii'tn.-Sf.vtniria.  --  Titulo  t^je- 
cutivo.  -  El  concurso  necesa- 
rio no quela  formado  por  el 
simple  decreto  judicial  que  lo 
decktra,  á  menos  de  acepta- 
ción del  deudor,  quien  tiene 
derecho  paiu    oiK>nerse  á  la 
formación  <lel  concurso;  y  su 
oposición  constituyo  una  ins 
tancia  especial  y  previa  á  la 
formación  o  apertui-a  del  con- 
curso, en   la  cual  se  discuten 
conti-adictoriamente  sus  ale- 
gaciones y  se  «licta  sentencia 
que  pone  fin  á  la  instancia,  re- 
solviendo de  un  modo  perma- 
nente la  cuestión  materia  de 
la  contienda  y  decide  sobre  la 
capacidad   civil  del    deudor, 
manteniéndole  en   capacidad 
para  la  administración  de  sus 
oienes  ó  priván<lole  «le  ella  y 
dejándole  sometido  luh  más  á 
otras    inhabilidades    legales. 
Cualquiera  que  sea  el  proce- 
dimiento fijado  Dor  1 1  ley  paiu 
la  tramitación  ae  esta  opc»si- 
ción   del   ílender  y  la  califica- 
ción que  corresponda  á  la  sen- 
tencia que  ladeci<lc,  ella  pone 
fin  á  la  instancia   eo    (pie   re- 
cae. -  Caí?.  11)  julio  1904 ....   I.    40 
2.    Para  de  .retar  el  concurso  ne 
cesario,  se  requi»Me  dos  ejecu- 
ciones  iniciailas  y  tres   crédi-   . 
tos    ejecutivos     vcnciilcs.     - 
Cas.  10  julio  1905 I.     40 

CONblCK')^.  -  V.  (MtUif ación  con- 
dicional. 

CONDICIÓN    RK.-OLUIORIA 

Partición.  -  Resolución.  -  La 
condición  resolutoria  no  va  en- 
vuelta en  los  actos  legales  de 
partición  y  atendidos  los  efec- 
tos que  produce,  es  absoluta- 
mente incompatible  con  lana- 


u 


CONSIDEHANDOS 


CONTRABANÍ'O 


CONTRlBnJnS 


t  uraleza  de  la  partición  y  los 
íines  á  que  ella  está  destinada, 
i*azón  por  la  cual  el  Código  de 
Procedimiento  Civil  no  ha  es- 
tablecido la  acción  resoluto- 
ria, sino  que  pni-a  asegurar  el 
pago  de  los  alf-ances  ha  cons- 
tituido hipoteca  le^^l.  -  Cas. 
29  julio  19<)¿ 1.    66 

CONKK81ÓN 

Bienes  social f>8.  -  Libros.  -  Prue- 
ba .  -  Soríedud .  ~  Los  requisi- 
tos exigidos  poi-  la  ley  para  la 
confesión  judicial  requerida 
por  una  de  las  partes  como 
medio  probatorio,  no  exclu- 
yen las  declaraciones  volunta- 
rias que  las  partos  puedan  ha- 
cer en  sus  escritos  y  que  ira- 
porten  el  i*ec(ín()cimieiito  de 
hechos  que  sirvan  de  base  al 
fallo.  -  Cas.  2()  octubre  1ÍK)5  I.  104 

roNKt.-ióx 

ArrendaiHiéiito.  -  Cnsariíhi.  - 
ÍTulf^tnnizacióN.  -  Omixión.  — 
Perjuicios.  -  Senl&nc.Ut.  -  Esta- 
blecido el  hecho  del  arrenda- 
miento de  un  fundo  por  un 
término  ya  vencido,  es  proce- 
dente la  demanda  de  restitu- 
ción de  la  proi)iedad  arrenda- 
da, 8i  no  se  justifica  que  el 
arrendatario  haya  adquirido 
los  derechos  del  anendador  y 
efectuádose  asi  la  confusión 
invocada  por  aquél  ó  que  los 
derechos  del  arrendador  se 
hayan  extinguido.  O.  A.  - 
Cas.  19  mayo  190.-) I.    12 

CONSENTIMIENTO 

Casación.  -  Causa.  -  Fuerza.  - 
Transarciáu.  -  No  importa 
"fuerza"  en  el  consentimiento 
para  otorgar  una  transacción 
en  ^ue  la  persona  que  alega 
la  violencia  se  compromete  á 
pagar  una  cantidad  de  pesos 
a  oti-a  que  se  rlcsiste  de  toda 
acción  ó  reclamación  en  su 
contra,  proveniente  de  un  hur- 
to de  merca<lerias  que  se  pes* 
auisa  criminalmente,  el  hecho 
de  otorgar  ese  contrato  estan- 
do aquella  detenida  y  habien- 
do salido  de  la  prisión  á  la 
notarla  en  que  se  otorgó  la  es- 
critura bajo  custodia:  ni  la 
amenaza  de  una  prisión  pro- 
longada, ni  de  las  influencias 
de  que  pueda  jactarse  la  per- 
sona con  la  cual  se  celebra  el 
conti-ato.  -  Cus.  li  marzo 
1906 I.  330 

CONSIDERANDOS 

1.  Adas  (U  mera  /acuitad,  - 
A/treciaríiin.  -  /ferramos.  -. 
Omisión,  --  Posesión.  -  Quere- 
lla. -  Sf'nfent'ia.  -  Ultra-peti- 

Ju.-'Sa  falla  "ultra  petita" 
la  sentencia  dictada  en  una 
querella  dirigida  a  obtener 
que  se  deshag:in  las  obi-as  que 
privan  del  beneficio  de  las 
a;í'uas  corriente*»  al  que  tiene 
derecho  á  servirse  do  ellas, 
que  en  su  parte  resolutiva  se 


limita  á  desechar  la  querella, 
aunque  en  los  consirferandos 
establezca  que  no  se  ha  proba- 
do el  dominio  ni  la  posesión 
que  dieron  derecho  al  quere- 
llante á  servirse  de  las  aguas, 
«dejando  además  á  salvo  los 
dei-echos  que  éste  pueda  hacer 
valer.  Los  considerandos  de 
un  fallo  por  si  solos  nada  re- 
suelven y  sólo  son  la  manifes- 
tación del  modo  cómo  se  apre- 
cia la  cuestión  debatida  C.  A« 

-  Cas.  4  noviembre  1905. ...  I.  207 

2.  DoHoriún.  -  ínscriitción,  - 
Omisión,  -  Salitrera.  -  Senten- 
cia -  TrndinVin.  -  Si  la  senten- 
cia comp»  ende  en  su  parte  re- 
solutiva to<las  las  acciones  y 
excepciones  deducidas  y  ale- 
gadas en  el  luicio,  no  incurre 
en  el  vicio  de  nulidad  por  la 
cireunstancia  de  no  naljer 
apreciado  el  juez  en  lo-i  consi- 
derandos todas  las  razones  ó 
fundamentos  en  que  el  de- 
mandante apoya  su  demanda. 

-  C.  A.  (i  de  octubi-e  1904.  II.  113 

3.  El  reeur-so  de  casación  no 
procede  contra  los  conside- 
randos de  la  sentencia,  sino 
conr.i  a  las  declai-aciones  que 
el  fallo  contiene.  -  Mismo  fa- 
llo. 

CoNSJíiNACiÓN  en  el  recurso  de 
casación.  -  V.  Multa. 


(X)N8ULTA 


Mensura.  -  Sentencia.  -  El  auto 
aprobatorio  de  una  mensura 
ó  el  que  manda  ampliar  una 
mensui'a  no  revisten  el  carác- 
ter de  sentencias  definitivas; 
y  no  eran  consultables  antas 
de  la  ley  de  7  de  febrere  de 
1906,  pues  (X)n  arreglo  al  ar- 
ticulo \y^  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil  sólo  ej-an 
consultables  las  sentencias  de- 
unitivas.  -  C.  A.  29  mayo 
1906 II.    96 

CONTRABANDO 

1.  Competencia.  -  Citación.  - 
Contradiciones  del  fallo.  -Im- 
%)rocfdf^ic.ia.  -  Presunciones. 
-Prueba  -Con  arreglo  á  la 
ley  de  20  de  enero  de  1897,  el 
Juez  que  tenga  aml)as  juris- 
dicciones, al  conocer  de  un 
juicio  de  conti-abando  pue<le 
imponer  á  los  demandados  las 
penas  legixles  (jon-espondien- 
tes;  pero  pai*a  ello  se  requiere 
que  al  mismo  tiempo  que  el 
juicio  civil  de  comiso  se  ti-a- 
mite  el  juicio  criminal,  ya  sea 
en  el  mismo  cuaderno  ó  en 
ramo  separa<lo.  -  Cas.  9  di- 
ciembre 1905 I.  259 

2.f'La  existencia  de  un  couti*a- 
bando  puede  ner  establecida 
por  un  conjunto  «le  pre8un(rio- 
nes  gi'a\e8,  precisas  y  concor- 
dantes que  los  jueces  de  la 
causii  desprendan  de  los  ante- 
ccflentes  aci-editados  en  los 
autos.  -  Mismo  fallo. 


OONTRADIOLIONFS  ML  FilU, 


1.  Compé'Unríjt.  -  CiUe^^.  - 
Contrabantlo.  -  /«<//--.. . . , 
rírt,  -  Presunrioíits.  -  ¡ ,  >. 
-  La  casación    fiinHaij 
contradiciones  del  f  :  •    . 
procede  cuando  *^\i-\~. 
dición  no  existe  en  mi«  r««  . 
cienes  sino  entre  la  lai*  - 
positiva  y  la  p  rtc  rw»;  it,.. 
Cas.  9  diciembre  ir«i'i I.  > 

2.  Improcedenria.  -  í>íI.»»  » 
Constando  el  fallo  re  lu-    • 
de  dos   partes  ilixet^Qs  •    » 
prímera  de  las  ciial.-*  >- ' '  ■ 
ta  á  confirmar  las  n  ^- 
nes  de  primera  ii.>t¿)n< :  •  >  '\ 
la  segunda  omit*^  |>i<>r  „■  -.i 
se  sobre  la**  cucvrion  -  p  ■ 
cadas  en  la  alndA.  pt  -  . 
mente    por  no  halnr  h.  f 
ellas    resolución  de  yr-^.    » 
instancia:  la  sentci.'-i^  t  .  i  ü 
materia  de  la  ajWa  -i«n  ■  l 
contiene  resol ucu me?!  i  '  ^  .• 
flictorias.  -  Ca*.  *2l  c-t 
1905 l.> 


Contrato  8iMrL»iM).- V.  ^ 

niulacián  de  roniíaio. 


CONTRIBl-loX 


1.  Acuerdos  munidfxifrt.-  V- 
toldero.    -    Mtttd'  ip  liv-  > '. 
Reclamación.  -  Inijjortu  - '.  ■*' 
table^ñmiento  d«»  mía  «  .nr- 
büción  no  autoriz:ui;i  ,»•:_» 
ley  de  26  de  no\  ieraWrv  il*-  IC 
el     acuerdo    niunii;:.     i* 
manda  pa^r  una  d-t--. ur- 
da cantidad  por  b  •  •  ^  •" 
ción  de  reses  liench.M  .•  r 
el  Matadero  fuera  li»  i  >!''"■- 
do;  y  es,  por  lo  tuit»'.  n-.-i»- 

-  C.  A.  25  junio  lím        11    - 

2.  Derof/acién.  -  Tifato  v  '' 
vo.  -  El  documento  íI»  r¡''  •<* 
otorgue  en  p  pd  ím'II.i'I""'» 
pétente  no  teidra  tn  n.i:" 
caso  mérito  ej«iiitiv(.:  \  :4  » 
ser  presentado  pan»  otr  -^i  • 
tos  ante  U  justicia  u  «tí  » 
tf>ridad  publica il»!  •  ■-  :  -  ' 
la  multa  «letermiimáa  i*r  ^ 
ley.  -  C.  A.  -JM  uoMr"!-* 
1()()4 IL  í 

3.  La  ley  de  ió  de  enero  tk  'i<\ 
que  derogó  el  articulo  X  «'^ 
la  ley  de  l.'^  de  septierabn?.? 
1S74  y  las  dispo^icio  i»^-  •'•^^ 
misma   ley  contnuia."  -•  - 
no   tiutó  s'íbreotrA  m?'-  i 
que  el  aumento  Av  h  'u. '« 
fijada  en  la  ultima  pu"   <-• 
artículo  X" citado, olr^anl  i 
al  veinte  vetees  tani"  '^'';  •' 
puesto  corrcjípendicn'»'  •    'f 
co  por  ciento  del  vai<»r  J-  ^ 
obligación  por  que  -^  "'i' ""^ 
re  el  irapa«'sto  en  1«»-   •»"'* 
que   éste  sea  pro|"»ni  la- * 
cincuenta  veccj»  la  «"1' "* 
ción  si  fuere  de  i-anrMa'P-^ 
terminada;  y  al  ui<-i*'  ^^'^ ' 
debeba<*er8e  la  inutiljoi" 

de  las  ostampilla-í;  <í«í  ™^*" 


CUSA  JUZGADA 


CUASI  DELITO 


CCASI  DELITO 
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liie  no  puede  estimai'se  que 
laya  dero^rado  la  primera 
jarte  ílel  referido  articulo  S." 
m  que  se  quita  el  mérito  eje- 
;utivo  al  documento  que  no 
;e  ha  otoi'ííivdo  en  papel  com- 
Detente.  -  Mismo  fallo. 

CO>VE    lO 

ir^(iitció7i.  -  FiíUülo.  -  Cuen- 
a  rorrifute.  -  PeraonalUlad, 

■Prntci'i/friihi,  -  Quiebra,  - 
m  comerciante  fallido  que  ha 
♦elebrado  eoivenio  con  sus 
icieedores,  aprobado  judicial - 
nente  por  sentencia  pasada 
MI  autoridad  de  cosa  juzga- 
la  (jueda  restituido  en  el  goce 
le  sus  derechos  y  acciones  y 
iiene  personalidad  liastanie 
LKira  eiitiihlar  las  acciones 
l'iti  correspondan   al  caso.- 

'as.  7  junio  1ÍI05 I. 

COSA    JUZUADA 


C a m trian.  -  EjWto  rtlroacii- 
'O,  -  ijuf-rtlia.  -  La  excepción 
ie  co>a  juzj;ada  no  eiu  pioce- 
Jeiite  en  los  juicios  pose^o- 
•'m>  con  ai  rcy:lo  á  lu  ley  1,  ti- 
tilo X.XX1V  libro  Xí  de  la 
S'ovisiuui  lU'copilación,  pues 
ú  carácter  precario  de  la  re- 
^olución  de  un  interdicto  no 
lufre  nio(liH<'aci(>n  por  la  cir- 
umstancia  ota.sional  de  que 
d  querellado  hulú  ra  podido 
ier  oído  en  él.  ya  que  tal  ca- 
•ácter  depende  de  su  natuiit- 
eza  y  de  la  ti.iuiiUición  espe- 
cial a  que  estaba  sometido.  - 

Jas.  2ii  junio  1ÍK)5 I. 

Omiídóu.  -  6eidencia.  Ultra 
iftila.  -  La  sentencia  de  la 
Jorte  8upi*enia  que  en  el  mis- 
no  juicio  anuló  una  sentencia 
interior  ile  la  Corte  de  Apela- 
iones,  por  haberse  pronun- 
■iado  sobre  una  cuestión  no 
ontrovoitida,  no  produce  cosa 
u/trada  i>ara  limitar  las  fa- 
ultades  del  ¿ríbunal  á  (luien 
e  devuelve  el  proceso  para  el 
mevo  fallo.  -  Cas.  23  agosto 

1M).3 L 

La  excepción  de  cosa  juzga- 
la  debe  alegarse  por  escrito  y 
ntes  de  la  vista  de  la  causa. 
-  Mismo  fallo. 

Acrión  HJf'i  utit'ít,  -  Auto.  -  JJo- 
lirilio.  -  Medida»  j/rt^cauto- 
¡an.  -  Nombre.  -  Ortiiifií'tn.  - 
^roú'siún.  -  Sentencia.  -  Sólo 
troducen  la  acción  v  la  excep- 
ión  de  cosa  juzgada  las  sen- 
encias  d»'tínitiva.s  ó  interlo- 
utoria  firmes.  No  tienen  es- 
e  carácter  las  resoluciones 
obre  medidas  precautorias, 
is  cuales  del)en  estimarse 
on  arreglo  al  artículo  165  del 
'ó<ligo  de  Procetlimiento  Ci- 
11  como  Himples  autos  y  "son 
seiiciulmente  provi.sorias.i  no 
>tableciendo  derecho»  "per- 
lanentesi  á  favor  <le  las  par- 
ís, ni  resuelven  sobre  trámi- 
^s  (luo  deban  servir  de  base 
una  sentencia  deñnitiva  ó 
iterlocutoria. -Cas.  12  agos- 
)  líW).-) I 

Itiiprocf^dencia.    -     Medidas 
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83 


90 


precauttrriag,  -  Parte  agra- 
viada, -  RecLunuiciM,  -  Reten- 
ción. -  Xjsx  resolución  que  da 
lugar  á  medidas  precautorias  y 
ordena,  por  ejemplo,  el  depó- 
sito de  la  cantidad  á  que  as- 
ciende una  póliza  de  seguros, 
cuyo  pago  se  litiga,  no  se  opo- 
ne a  que  se  declaro  más  tarde 
caducada  dicha  retención  por 
otra  sentencia  fundada  en  la 
no  existencia  do  la  obligación 
de  pagar  el  seguro.— Cas.  29 
marzo  1905 I  306 

6.  Ár  rent  i  amiento. -\jOk  senten- 
cia que  en  un  juicio  anterior 
denegó  la  petición  formulada 
por  el  demandante  para  que 
se  le  pagaran  las  rentas  de 
arren<famiento  del  menaje  y 
existencias  de  un  hotel,  pro- 
diu^  cosa  juzgada  en  el  nuevo 
juicio  entablado  entre  los  ce- 
sionarios de  las  partes  y  en  el 
cual  se  demanda  por  la  mis- 
ma causa  de  pedir  una  canti- 
dad determinada  en  razón  de 
rentjis  insolutas  del  mismo 
arrendamiento.  -  Cas.  19 abril 
\vm I  337 

7.  Apreciación,  -  Asociación,  - 
Improcedencia.  -  Libros,  ~Li 
f/iiidarifin .  -Prueba.  -Resuelto 
por  í^eritcncia  do  término  que 
la  pro  piedad  de  un  privilegio 
exclusivo  pertenece  a  dos  per- 
sonas y  que  les  corresponden 
{M>r  mitad  los  l^eneticios  de  la 
explota<;ión  del  invento,  sin 
que  puedan  afectar  á  una  de 
ellas  \o>  actos  por  los  cuales 
la  otiii  ha  encomendado  esa 
explotación  á  la  sociedad  (;o- 
niercial  de  que  es  socio,  tal  re- 
solución produce  cosa  juzgada 
en  el  juicio  de  liquidación 
arbititil  de  la  asociación  ó 
cuentas  en  participación  que 
existia  entre  los  inventoi^es.  - 
Cas.  8  junio  1906 I  :í76 

COSTA  8 

Apreciación.  -  Casación  .-Cuasi- 
delito. -  Daño,  -  Negligencia, 
-  Responsabilidad,  -  Si  en  los 
Tribunales  colegiados  se  emi- 
te al  fallar  la  c:ausa  algún  vo- 
to favoi-able  á  la  parte  que 
pierde  la  cuestión  resuelta,  no 
puede  esta  parte  ser  condena- 
da en  costas.  -  Cas.  10  octubre 
1906 I  412 

CÜAfll  DELITO 

1.  Baño.  -  Estado  ciril.  -  Indem- 
nizacu'm.-  Negligencia.  -  Per- 
juicios. -  Presunción,  -  Prtie- 
ba,  -  Responsabilidad.  -  Ut- 
tra-pefita.  -  Tratándose  de 
hacer  efectiva  la  responsabili- 
da<l  civil  resultante  ele  un  cua- 
si delito,  que  es  fuente  de 
ol>ligaciones,  no  hay  para  qué 
tomar  en  cuenta  al  Código 
Penal  y  lo  único  que  debe 
averiguarse  es  si  hubo  negli- 
gencia por  parte  de  la  perso- 
na responsable  de  él.  -  C.  A. 
Cas.  22  septiembre  1905. . . .   I  125 

2.  Importa  negligencia  de  parte 
del  dueño  de  inia  oficina  sali- 
trera ó  de  su  administrador 


el  hecho  de  permitir  ó  no  im- 
pedir que  los  tmbajadores 
transiten  al  lado  de  los  cachu- 
0  h  o  s  de  salitre  hirviendo, 
cuando  estos  no  están  defendi- 
dos por  rejas  protectoras;  y 
esta  negligenc  a  lo  hace  res- 
ponsable del  daño  causado 
á  la  madre  de  un  trabajador 
que  mucre  á  consecuencia  de 
las  quemaduras  que  recibe  al 
caer  en  uno  de  esos  cachu- 
chos. -  Mismo  fallo. 

3.  Ajrreciacúin  -  Casación.  - 
Costas,  -  ÍJaño.  -  Ncgtigeucia. 
Responsufnlidad.  -Toíld  daño 
que  jjueda  imputarse  á  mali- 
cia o  negligencia  de  una  per- 
sona debe  ser  reparado  por 
ella  á  fa  persona  dañada  ó  su 
heredero.  El  propietario  de 
una  oficina  salitrera  responde 
del  daño  que  ocasione  á  una 
madre  la  muerte  de  su  hijo  á 
consecuencia  de  quemad ui*as 
que  éste  recibo  al  caei*  foi-tui- 
tamente  en  un  cachucho  hir- 
viendo, por  carecer  éat«  de 
defensas  que  impidan  el  acci- 
dente.—Cas.  10  octubre  1906. 
I  412 

4.  Cítlle  pftblica.  -  Municipali- 
d  a  d.  -  Responsabilidad.  - 
Aunque  según  lo  p.  escrito  en 
el  número  ^."  del  articulo  25 
de  la  ley  de  22  de  diciembre 
de  1891,  cori'esponde  á  las  mu- 
nicipalidades autorizxir  bajo 
cjeilas  condiciones  ó  reglas 
la  colocación  de  Ciiñerias  en 
la  via  pública,  adoptando  na- 
turalmente las  medidas  que 
fueren  necesarias  para  evitar 
accidentes  á  las  personas,  no 
les  afecta  respou»iabilidad  por 
la  destrucción  de  un  automó- 
vil caído  de  noche  en  una  zan- 
ja abierta  en  la  mitiul  del  an- 
cho de  una  calle  por. un  cún- 
tiutista  particular,  para  co- 
nectar una  cañería  de  desagüe 
de  uso  privado,  a'-cidente  que 
ha  ocurrido  on  parte,  é  inde- 
pendientemente ílel  descuido 
o  negligencia  del  conductor 
del  automóvil,  por  falta  de 
un  farol  ó  luz  especial  que  sir- 
viera de  suficiente  aviso  del 
peligro.  C.  A.  24  noviembre 

JLt^/4 XX      DO 

5.  Negligencia.  -,  Perjuicios.  - 
Responsabilidatl.  -  Taclias,  - 
Testigos, -De  la  negligencia 
de  los  capataces  ó  dependien- 
tes de  una  casa  de  comercio 
en  la  carga  y  descarga  de  sus 
mercaderías  res]>onde  su  amo 
ó  i>atrón.  Responde  por  con- 
siguiente del  (iaño  causado  á 
un  trabajador  que  en  la  ope- 
ración de  descarga  recibe  el 
golpe  de  una  "lingadan  do 
carbón  de  mayor  número  de 
sacos  que  el  acro.stumbrado. 
que  cae  sobre  la  lancha  en 
que  ti*abajal>a  por  haberse 
collado  el  cable  ó  "estrolou 
que  sostenía  la  carga,  cuando 
ésta  se  encontraba  izada  á 
unos  10  metros  de  altura  y 
cuyo  mal  estado  se  había  he- 
cho presente  por  los  lancheros 
ó  cargadores  a  los  empleados 
de  la  bodega  de  dicha  casa  de 
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CULPA 


DELEGAOION 


DENUNCÍA  DE  OBRA  NílTi 


comercio.  -  C.  A.  31  de  diciem- 
bre 19ÍH II  109 

uuenta  coruientk 

Arpeciacián,  -  Conrcnio,  -  [Falli- 
do. "  Personalidad,  -  Pres- 
cripción. -  Quiera.  -  No, cons- 
tituye cuenta  corriente  la 
cuenta  llevadji  por  un  comer- 
ciante á  otro  en  que  lo  carga  el 
valor  de  las  mercaderías  que  le 
vende  y  le  acn-dita  las  sumas 
pagadas  por  pi'ecio  de  las  mis- 
mas mercader  Ji\s,  sino  una  sim- 
ple cuentíi  de  'uleben  y  "ha- 
oern.  Ño  influye  para  la  calift- 
cación  ae  esta  cuenta  la  cir- 
cunstancia de  que  las  partes  la 
hayan  denominado  "cuenta  co- 
rriente,!. -  Ci\8.  7  junio  1905,  I      1 

CUENTAS 

1.  DffTogación,  -  Pago.  -  No 
afectando  las  objeciones  he- 
ch:i8  a  una  cuentii  presentada 
por  el  demand:intG,  a  la  can 
tidad  reconocida  por  el  de- 
mandado, puede  el  Juez  oixle- 
nar  el  pago  de  la  cantidad  no 
disputada  mientras  se  decide 
el  juicio.  -  Ca».  28  octubre 
1905 I.    85 

2.  CasacMn.  -  Leyes  de  procedi- 
miento. -  Plazo.  -  Rebeldía.  - 
El  plazo  de  que,  negún  el  ar- 
ticulo 851  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil  disponga  una 
parte  pai-a  el  examen  de  una 
cuenta,  es  concedido  pruiien- 
cialmente  por  el  Juez,  y,  por 
lo  tanto,  no  es  fatal.  Por  con- 
siguiente, la  impugnación  á 
la  cuenta  presentlula  después 
de  vencido  o\  plazo,  poro  an- 
tes de  estar  acusada  la  rebel- 
día, es  oportuna  y  no  puede 
darse  por  aprobada  la  cuenta. 

-  Cas.  2  septiembre  190"). .  I.  110 

Cuentas  ExV  PARriciPAtjióN.  - 
V.  Asociación. 

CULPA 

1.  Cnsaci'm.  -  Caso  fortuito.  - 
Porteador  -  Ré'spon.sabilidad. 

-  Transporte.  -  El  porteador 
respor.de  hasta  de  la  culpa 
leve  en  el  cuniRj  i  miento  de 
su»  obligaciones;  y  «o  prestnne 
nue  la  i)érdicla, avena  ó  retar- 
«10  ocurren  por  su  culpa  si  no 
justifica  qui?  ha  ocurrido  un 
caso  foi'tnito,  no  bastando  que 
se  deje  ( atablccido  de  un 
modo  vago  ó  jeneral  qiie  em- 
pleó todadilijencia  y  cuidado 
en  la  conducción.  -  Cas.  10 
julio  líK).-) I.     36 

2.  Oasarión,  -  ¡Ja ño.  -  Ejecutan- 
te. -  Kmhftrgo.  -  Perjuicios.  - 
R*sponsnhiÍidaif.    -  Terrería. 

-  Del  articulo  488  de!  ( V)digo 
de  Procedimiento  Civil  sedes- 
prende  que  las  reglas  relati- 
vas al  dolo  ó  culpa  no  contrac- 
tuales inherentes  a  los  hechos 
ilícitos  fuentes  de  oVdigacio- 
nes  no  han  sido  modificadas. 
y  que  la  ley  mnntiene,  respec- 
to del  ejecutante,  el  principio 
general  de  que  todo  daño  que 
puede  imputarse  á  malicia  ó 


negligencia  de  otra  persona 
debe  ser  reparado  por  étta.  - 
Cas.  24  julio  1905 1.    60 


DAÑO 

1.  Casación.  -  CuIjm.  -  Ejecu- 
tante. -  Emharffo.-  Perjuicios 

"Responsabilidad,  -  Tercería. 
-Todo   daño  <|ue  pueda  im- 

Sutarse  á  malicia  ó  negligen- 
e  otri  persona  <lebe  ser  se- 
paitido  por  ésta.  Del  articulo 
488  del  Cóíligo  de  Proj^edi- 
miento  Civil  se  desprendo  que 
las  reglas  relativas  al  dolo  ó 
culpa  no  contractuales,  inhe 
rentes  á  los  hechos  ilicitos 
fuentes  de  obligaciones  no 
han  sido  modificadas,  y  la  ley 
mantiene,  respecto  del  ejecu- 
tante, el  principio  general  de 
la  responsabiliclad.  Kl  ejecu- 
tante que,  á  sabiendas  de  no 
pertenecer  al  deudor,  embar- 
ga animales  do  propiedafl  de 
un  tercero,  de  lo  que  pudo 
cerciorarse  antes  del   embar- 

§o  con  mediana  diligencia, 
ebe  responder  por  las  faltas 
del  ganado  que  "debe  restituir 
al  tercerista  cuyo  dominio  ha 
sido  reconocido  en  el  i-espcc- 
tivo  juicio.  -  Cas.  24  julio 
1905 I.    60 

2.  Cuasi -delito.  -  Estado  cicil.  - 
Indemnización.  -  Negligencia. 
Perjuicios.  -  Presundthi.  - 
P^tiena.  ~  Responsaltilidad.  - 
Ultra¡yetita.  -  Importa  negli  - 
gencia  de  parte  del  dueño  de 
una  oficina  salitrera  ó  de  su 
administrador  el  hecho  de  . 
pemitir  ó  no  impedir  que  loa 
trabajadores  transiten  al  lado 
de  los  cachuchos  de  salitre 
hirviendo,  cuando  éstos  no 
están    defendidos   por    i'ejas 

{>rotectoras;  y  esta  negligencia 
o  hace  responsable  del  daño 
causado  á  la  madre  de  un  tra  - 
baiaflor  que  muere  á  conse- 
cuencia de  las  quemaduras 
que  recibe  al  caer  en  uno  de 
esos  cachuchos.  -  C.  A.  Cas. 
22  setiembre  1905 I.  125 

3.  Apreciación.  —  CasaciMt.    ~ 
Costas.  -  Cuasi-dflito.  -Negli- 

gencia,  -  ResponsabiLidu'i .  - 
Todo  daño  que  pueda  impu- 
tarse á  malicia  ó  negligencia 
de  una  pci-sona  debe  ser  repa- 
rado por  ella  á  la  pei-sona  da- 

'       nada  ó  su   heredero.  El  pro 
pitítario   de   una  oficina  sali- 

I  trcra  responde  ílel  daño  que 
ocasiono  auna  madre  la  muer- 
te de  su  hijo  á  consecuencia 
de  quenin duras  que  éste  reci- 
be al  caer  fortuitamente  en 
un   cachucho  hirviendo,    por 

'  carecer  éstos  de  defensas  que 
impidan  el  aí'cidente.  -  Cas. 
10  octubre.  1900 I.  415 

nELEGAClÓN 

Casación.  -  Citación  para  sen- 
tencia. -  Mantlato .  La'  dele^^ 
ción  del  mandato  judicial  solo 
es  permitida  al  mandatario 
directo.  Li  delegación  que 
efectúa  un  delegado  de  dicho 
mandatario,  no  autorizada 
posteriormente    por  el  man- 


dante, carece  de  valor. -Ci*. 
23  diciembre  liíOS ir 

DELITO 

Fisco,  -  Gobierno   df  h^rk^.  - 
Preseriprián.  -  líetfaitt'otrt. 

-  Las  i*equisi cienes  miiiuin- 
hechas  con  de<:reto*  «WC- 
bernador  y  Coroamlant':-  !* 
Armas  no  ini{K>rta  un  d  ■  —> 
ó  cuasi -delito,  y  por  tanf  ■ : » 
les  es  aplicable  lapre-crpi  - 
del  artículo  2X^2  del  (*-;; 
Civil.— C.  A.  26  agr,^t..r»4. 
II    { 

dkmaRoaCuix 

1.  Efecto  retronrfiro.  -  f^nisit, 
Settteucia.  -  lltra-jt-iii't.  ->'■• 
falla  "ultra- p»'t¡ta«  la  i^'  t--: 
cia  que  resuelve  qucíJí-l*  i»- 
tirarse  un    cierro  y  i»nrii 
para    hacer    coinciílir    iqi-l 
con  la  linea  fijada  en  ';r.  i 
forme  pericial  exp**di(io  •  t 
motivo  de   la  demanda  de- f 
marcación  de  ese  pn-ího    > 
el  vecino.    -    Cas.  *  nri.z 
1906 I    : 

2.  Apreñarián.-EsltíM^Á'^f 
el   contrato  do  cf»rapravtn' 
de  un  retazo  de  terreno  «¡i 
la  linea  divisoria  entre  l^  m 
te  vendida  y  la  que  el  wjJ 
dor  se  reserva  sera  \mi  1     - 
recta  entre  dos  pimto» «(i'  - 
determinan,    procede  Li  *i- 
marcación  de  esa  linea  -i  * 
establece  que  la  exist.-m    ' 
el   terreno  desde  diezi  -  i  < 
años  atrás,  no  es  recta  y  tier.-í 
en  su  extensión  entrafhsj  <a 
lidas  notables.  -  Ca*.  V*]-'' 
1906 I  ~* 

DEMEKTB 

1.  ApreciariM.  -  Causul.  -  h'^ 
paz.  -  Intrrdiriún.  -  3V«''J  •• 
Los  actos  >  .-,*ontratos  e>,^  ;^í 
dos  por  el   demente  int'*"''¡ 
decreto    de  interdicíifrt  >^ 
válidos,  á  menos  »le  prnln" 
que  el  que  los  ejeciitó  o  -M' 
bró  estaba  entonces»  ih^imi  '* 
La  apreciación  de  Imhf^'* 
de  la  prueba,  según  la  «liil- ' 
Tribunal  de  la  cau»  esta'! 
ce  que  el  interdicto  ?*  er""' 
traba  con  sus  fat^ultail»^  \^ 
turbadas  ant^^s  de  cel^^Jíni^ 
el  contrato  cuya  nuHdi«l  - 
demanda,   es    bi'ítant»'  i*^'- 
aplicir   eí»ta  di««r»<wirii*f'  -''^ 
articulo  4<>5  del  (N>dií»>  <  •     . 
Cas.  31  octubre  líVi-i.         }  ■ 

2.  Hay  nulidad  alsr^lnfan  ^^ 
actos  y  contratos  do  1)*  :" 
sonas  absolutamente  inf^-pa 
ees,  como  lo  son  lo^d'"mr.t'- 

-  Mismo  fallo. 

DBN uncía  I>B  obra  N^  »^  * 

1.  Acci¿n  posesoriiK  -  ***«'*  **• 
dónales,  -  ConrrgiJn.  -  ^''•'•¡' 
teneia.  -  ü^ecto  fptroa^*' 
Obra  nueva.-  Pres^ri}^  "  - 
La  denuncia  de  oHni  n  »'^- 
se  concede  al  po-ícedor  [ap 
pedir  que  se  prohiba  i*^ 
obra  nueva  que  «c  t'***t 
construir  sobi*  el  9oeh  ^'■ 
que  esta  en   posesión,  o  » 
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)brs8  que  unnstruidas  en  el 
preíUo  sirviente  cmbaiucen  el 
foce  lie  una  servidiirobra cons- 
tituida en  cl.   -  Cas.  21  no- 

nombre  I9a5 I.    96 

Sobre  los  bienes  nacionales 
ío  iiho  p.iblico  no  puude haber 
icíion  poscKoria  y,  pDr  lo  tan- 
to, carecen  fie  acción  y  no  son 
leg-itinnw  conti-íwlictoruíj  lo*. 
LleiiiinciantcH  de  una  obra  que 
piioílc  embarazar  ó  limitar  el 
u»o  que  éstos  han  tenido  de 
una  chaza  construida  para  el 
uso  público. -Mismo  fallo. 

DENUNCiO   l»E  MINA 

mparn.  -  Mina,  -  Posesión.  - 
(Jufrfllii.  -  El  hecho  sólo  de 
haber  denunciado  y  solicitado 
un  tercero  'Una  pertenencia 
minera  en  el  nii^mo  tv^ireno  de 
oti a  mina  manifestada,  rejis- 
trada  y  adjii«iicadaon  seguida 
eu  remate  público,  no  i m por- 
tal pcrtiu'bici.m  de  la  po:jesión 
del  dueño  de  esta  última  per- 
tenencia, si  no  seacre.lita  que 
el  d»»nuncianto  le  turbo  ó  em- 
bai*ace  en  su  pris-^sión.  -  C.  A. 
14  septiembre  1904 II.     4.1 

1>EP(')-IT(> 

Bi^Héts  hereditarios,  -  Prtfgun- 
cián.  -  Prituñfíio  tU  /tritfht.  - 
PrUf^fta  .  --  Snstrftmyón.  -  i  a 
cuestión  sobre  propiedad  de 
un  depósito  de  dinero  hecho 
en  un  Banco  por  el  hijo  de 
una  persona  que  tenía  deposi- 
tada una  suma  en  otro  Banco 
de  i  na  población  vecina,  el 
mismo  día  en  que  ambos 
acompañados  de  un  tercero 
retiran  los  fondos  de  este 
Banco,  es  susceptible  de  prue- 
ba te)j  timón  ial  aim  cuando  no 
exista  principio  de  prueba  por 
esr.rit<j,  ya  porque  no  se  ti*ata 
<le  acto  o  contrato  que  con- 
tenga la  entrej^  ó  promesa  de 
entreji^ade  una  cosa  que  val]ra 
más  do  $  'iOO,  ya  porque,  dada 
la  Tiaturaleza  de  los  mismos 
hc('h'»8,  no  habría  sido  posible 
la  evistencia  de  una  prueba 
escrita.  -  Cas.  .3  enero  190(5.  I.  2JíO 
.  La  prueba  de  presunciones 
de  que  se  infiere  quo  el  dinero 
dei>ositado  en  un  Banco  per- 
tenece al  padre  del  depositan- 
te, no  estii  prohibida  por  la 
ley  aun  i-especto  de  actos  ó 
conti-atos  que  contengan  la 
entrega  ó  promesa  de  enti-ega 
íle  cosa  que  valga  más  do 
S  200,  aunque  contribuyan  á 
formarla,  (como  a(.'ontecc  ge- 
neralmente), flcclarac  iones 
testimoniales,  siempre  que  es- 
ta* pre^Jiinciones  se  deduzcan 
tAmbit'n  de  hechos  confesados 
por  las  partes  ó  que  constan 
lie  autos.  -  Mismo  fallo. 
.  La  disposición  del  articulo 
ri;-Jl  del  Código  Civil,  referen- 
te á  la  siistiuccióu  de  efectos 
here<lit^irio8,  sólo  es  aplicable 
al  caso  en  que  una  cosa  sea 
apartada,  separada  ó  extiuida 
del  lugar  en  que  la  manten ia 
la  peiHona-  en  cuyo  poder  bc 


encontraba;  y  no  es  por  lo 
mismo  aplicable  al  ca^o  en 
que  un  here<lero  i*eclama  co- 
mo suyo  un  depósito  de  dine- 
10  cuya  boleta  de  depositóse 
encucnti'a  entre  los  bienes  de- 
jarlos por  el  difunto,  fundado 
en  la  circunstancia  de  est^^r 
dicha  boleta  á  su  nombre  y  de 
ser  esos  dineros  de  su  propie- 
darl  y  fruto  ríe  sus  enonomias 
y  utilidades  de  sus  negocios, 
aunque  se  establezca  la  false- 
dad de  estas  afímiactonea.  - 
Mismo  fallo. 

DEP<'>.-rro  JUDICIAL 

ReUnrión.  -  Talaje,  -  Tfirceria. 
-  Si  el  depositario  de  unos 
animales  embargados  en  jui- 
cio ejecutivo  y  que  por  sen- 
tencia de  terminóse  han  man- 
dado entregar  al  tercerista, 
ccleV>i*a  un  contnito  ríe  talaje, 
el  arrendarlor  goxa  del  dei*e- 
cho  de  retencMÓn  sobre  dichos 
animales,  aunque  cl  terceris- 
ta no  haya  intervenido  en  el 
rlepósito,  ni  en  el  otorgamien- 
to del  contmto  de  talajes.  - 
C.  A.  10  agosto  1904 IL    17 

DKKKCHOS  I>f£  MINISTRO  DE  FE 

Actuario.-  AudíiéíncUt  tU  prue- 
ba. -  Casación.  -  Pringa.  -  Re- 
r.f.ptor.  -  Los  servicios  que  se- 
gún el  articulo H.5U  del  Código 
de  Pi*ocedimiento  Civil  corres- 
ponden á  los  receptores  en  las 
audiencias  de  prueba,  son 
prestados  en  el  carácter  de 
actuarios  especiales  y  se  han 
separarlo  de  las  funciones  que 
corresponden  á  los  sec retar ir>s. 
Los  receptores  desempeñan 
estas  funciones  como  funcio- 
narios ordinarios  y  no  en  de- 
fecto de  los  secretarios  de  los 
juzgados;  y  tienen  rlerccho  á 
los  emolumentos  cfue  el  Aran- 
cel asigna  á  los  i-eceptores,  no 
siéndoles  aplicable  la  disposi 
cion  del  articulo  13  del  Anin- 
cel.  -  Cas.  28  septiembre  1905 
1.  142 

DEROGACIÓN 

1.  Cuentas.  -  Paqo.  -  El  articu- 
lo ñnal  del  Código  de  Proce- 
dimiento Civil  ha  dejado  vi- 
gentes las  disposiciones  del 
Código  Civil  y  las  leyes  com- 
plementarias; y  el  articulo 
195  que  bsta'>lece  el  proccrli- 
miento  que  debe  seguií^se  en 
el  caso  ríe  pago  de  la  suma  no 
disputada,  no  contiene  rlispo- 
sición  alguna  contraria  ó  in- 
conciliable (íon  la  del  articulo 
ir,92   del  Código  Civil. -Cas. 

28  octubre  UK).") I.     85 

2.  Contribw'ión.  -  Título  fjfr.uti' 
vo.  -  La  ley  ríe  15  de  enero  de 
1S78,  que  derogó  el  articulo 
.S.*»  de  la  ley  ríe  1."  «le  septiem- 
bre de  1S74  y  las  rlisposieio- 
nes  de  la  misma  ley  contra- 
rias á  ella,  no  trató  sobre 
otra  materia  que  el  aumento 
de  la  multa  tijada  en  la  últi- 
ma imrte  del  art  culo  3.'  cita- 


do, elevándola  al  veinte  veces 
tanto  del  impuesto  cori«spon- 
diente  al  cinco  por  ciento 
del  valor  de  la  obligación 
por  que  so  adeudare  el  im- 
puesto en  los  (^nsos  que  éste 
sea  proporcional,  y  cincuenta 
veces  la  contribución  ti  fuere 
de  cantirlad  determinada:  y 
al  modo  como  debe  hacerse  la 
inutilización  ríe  las  estampi- 
llas: de  modo  que  no  puerle 
estimai*se  que  haya  derogado 
la  primetu  parte  del  referido 
articulo  3.*^  en  que  se  quita  el 
mérito  ejecutivo  al  rlocumen- 
to  que  no  se  ha  otorgarlo  en 
papel  competente-  C  A.  20 
noviembre  1904 I.    98 

3.  Acta,  -  Cadncidad.  -  Min't. 

-  Notificación,  -  Pattmie.  - 
PrtiHcrijtción:-  Ufánate.-  Los 
preceptos  del  Código  de  Minc- 
ha sobra  el  modo  como  deben 
rematarse  las  minas  moro^a8 
no  han  sirio  derogados  por  el 
Código  de  Procedimiento  Ci- 
vil.-Cas.  HmayolOM L  244 

4.  Anifttiacián,  -  Apr^i-iar'ioft, - 
Causales,  -  improcedencia.  - 
Oniisitin.  -  Pririleffió  de  po- 
breza. -  Séinff^teia.  -  Kl  Códi- 
go de  Procerl  i  miento  CHvil  no 
ha  derogado  la  ley  de  24  ríe 
julio  de  1834  que  prescribe 
que  los  ho^naitalcs  y  estableci- 
mientos públicos  de  beneficen- 
cia establecidr>s  r'on  la  auto- 
ridarl  del  Gobierno  deben  ser 
con8Ífleradr>s  como  menores  y 
pobres  de  solemnidad  en 
cuanto  á  los  rlerechos  y  privi- 
legios que  las  leyes  crinceden 
á  esta  clase  de  personas  -  Cas. 

12  noviembre  1904 I.  370 

1>£KRAMK8 

1.  Actos  df  mera  facnU-ad.    - 
Apreeiación,     Consvierandos. 

-  Omisión.  -  Posfifióv.  -  Qufr 
rella.  -Sentencia,  -  Ultra  peti- 
ta.  -  No  probándose  rlominio 
en  aguas  que  procedían  de  fíl 
traciones  y  rierrames  de  un 
fundo  superior,  como  funda- 
mento de  la  acción  dirigirla 
a  obtener  que  se  deshagan  las 
obras  que  impedían  el  aprove- 

.  chamionto  de  esas  aguas,   no 

Euede  invocarse  pjosesión  so- 
redichas  intíltiuciones  y  de- 
rrames basada  en  el  hecho  de 
haberlas  estado  aprovechan- 
do el  ouerellante  en  su  pro- 
piedar!,  porque  el  dueño  de 
ún  predio  lr>  es  también  ríe  los 
derrames  y  filtraciones  que  en 
él  so  pr<xlur;en,  y,  por  lo  tan- 
to, puede  disponer  libremente 
de  ellos  y  hacer  las  obras  ne- 
cesarias paiu  recogerlos  den- 
tro riel  mismo  fundo,  no  sien- 
do un  óbice  pai*a  ello  las  cir- 
cunstancias de  haber  dejado 
salir  rio  su  propierla<l  esos  de- 
ri-ames  y  hltmciones  y  riue  se 
haya  aprovecharlo  de  ellrw  el 
*  propietario  del  fundo  inferior 
por  medio  de  un  acuerlucto  y 
bocatoma  constrnida  en  el 
cauce  natural  á  que  esos  de- 
riumcs  y  filtraciones  caían, 
por  cuanto  esas  circunstancias 
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importan  omisión  de  actos  do 
meitL  facultad  y  mera  toleran- 
cia de  actos  de  que  no  i'esiilta 
irmvamen,  que  no  confieren 
posesión  ni  dan  fundamento 
á  prescripción  alguna  -  Cas. 
4  noviembre  1905 I.  207 

2.  Acto»  de  tnfrra  facultad.  ~ 
Af/uas.  -  Compraventa,  ~  Gra- 
vamen. ~  Intfrjn'atarión.  -  .S'^^r- 
vidumhrfk  -  El  propietario  de 
un  fundo  puede  hncer  uso  de 
la  dotación  de  agua  de  ésto 
en  8u  regadío  sin  considera- 
ción á  pei-sona  determinada 
ni  limitación  alguna;  y  cual- 
quiera que  sea  el  derecho  que 
se  constituya  sobre  los  den-a- 
raes,  no  puede  él  tener  el  al- 
cance de  limitar  este  u&o  y 
goce  de  la  totalidad  de  las 
aguas  que  los  producen  den- 
tro del  fundo  para  su  cuitivo 
y  como  conMCcuencia  de  res- 
tringir ó  modificar  los  dere- 
chos que  al  respecto  le  corres- 
ponden. -  C.  A.  20  agosto 
1904 II.      7 

3.  No  estando  definido  por  la 
ley  lo  que  se  entiende  por  "de- 
ri-anies",  debe  estimai-so  que 
esta  expresión,  tomada  en  el 
sentido  corriente  en  Chile,  se 
refiere  a  las  porciones  de  agua 
más  ó  menos  (ronsiderables 
que,  abandonadas  voluntaria- 
mente por  el  dueño,  corren  y 
salen  libremente  fueiu  de  su 
fundo  ó  caen  en  cauc:es  de  pro- 
piedad ageiKi  ocasional  ó  pe- 
riódicaTiicnte,  sea  que  so  des 
borde  de  los  cauces  propios  ó 
sea  de  la  qne.  empleada  en  los 
riegos,  no  aktivnco  á  ser  ab- 
sorbida por  el  suelo.  -  Mismo 
fallo. 

4.  ÍU  derecho  á  * 'derrames"  no 
constituye  por  lo  tanto  u\\  gra- 
vamen ni  reviste  el  carácter  de 
una    servidumbre  predial.  - 
Mismo  fallo. 

DESAHUCIO 

J.  Arrollamiento.  -  Comparen 
do,  ~  ImprocHihncia,  -  Númn- 
ro,  -  Plazo.  -  Poder.— Prueba. 
HaUjícariihi.  -  Reclamacián. 
La  ratifír^ción  posterior  del 
interesado  en  el  desahucio  de 
un  arrendamiento  hecho  á  su 
nombre  por  una  persona  que 
carece  de  poder,  es  bastante 
paiti  legalizar  lo  obrado  por 
esta. -Cas.   12 octubre  1905  I.  155 

2.  No  procede  en  un  juicio  de 
desahucio  de  arrendamiento 
el  recurso  de  casación  en  la 
forma  que  se  funda  en  haber- 
se redu(;ido  á  dos  el  plazo  de 
cinco  días  fijado  por  la  ley 
para  el  comparendo,  y  en  ha- 
berse omitido  la  prueba  sobre 
la  existencia  de  un  contrato 
de  arrendamiento  y  la  prórro- 
ga legal  del  mismo,  por  no  ha- 
lx!rse  formulado  oportuna- 
mente las  reclamaciones  del 
caso,  no  pudiendo  estimarse 
como  tal  la  apelación  del  aiito 
(jue  .iccptó  d  desahucio  y  fijó 
día  para  la  restitución  del  pre 
dio  arrendado,  porque  «licha 
apelación   mira  al   fondo  del 


asunto  controvertido.  -  Mis- 
mo fallo. 
3.  Arretuiamiento,  -  Notifica- 
ción, -  La  notificación  del  de- 
sahucio puede  hacei-se  al 
arrendatario,  si  bus<:ado  en 
dos  días  distintos  en  su  habi- 
tación ó  en  el  higar  en  que 
ejerce  su  industria,  profesión 
ó  empleo,  no  f  uei-c  habido,  por 
medio  de  cérlula.  aun  cuando 
el  demandado  no  se  encuentre 
en  el  luyar  del  juicio.  -C.  A. 
7  mayo  1906 IL    95 


l»KáCUBRIMlK>"JC 

Caducidad.  -  Afina,  -  Patente,  - 
Plazo.  -  Jiatificaciíhi.  -  Debe 
tenerse  por  descubridor  de 
una  mina  al  primero  que  se 
presentare  á  registrar,  y  los 
que  pretenden  mejor  oerccho 
a  un  descubrimiento  deben 
entablar  la  demanda  dentro 
del  plazo  que  la  ley  señala  al 
descubridor  para  ratificar  su 
registro,  no  debiendo  ser  oidos 
si  80  pi*esentarcn  después.  - 
-  Cas.  21  julio  1905     I.    53 


DÜSEKCION 

1.  Ape.hv.ión.  -  Improcedencia. 
-Plazo.  -  La  apelación  del 
auto  de  la  Corte  de  Apelacio- 
nes que  declaiu  inadmisible 
el  recurso  do  casaniun,  no  pue- 
de declai'arse  desierta,  porque 
el  recui*8o  de  cí\sación  debe 
tramitarse  y  fallarse  sin  espe- 
iiir  Li  comiKirecencia  de  las 
partes.  —  C.  S.  2  diciembre 
1905 L  224 

2.  ApetacióH.  -  Casación.  -  Em- 
plazamiento. -  Plazo.  -  j^o 
puede  declararse  desierta  una 
apelación  aunque  el  dia  en 
que  se  dicte  la  resolución  haya 
vencido  el  plazo  pai'a  compa- 
recer ante  el  Trilnuial  de  Al- 
zada, si  la  deserción  se  pide 
antes  de  espinir  este  plazo.  - 
Cas.  10  octubre  1906 I.  419 

DE^lSTIxMIENTO 


DOLO 

Médico.  -  R4i8risLm.  -  SejurK  - 
TacMas,  -  Testigos.  -  La  iv*r. 
sióii  del    contrato  de  nf- 
sobre  la  vida  sólo  proot-^l.  -t 
el  caso  de  falsas  declaru*  .•  :- 
sobre  el  estado  de  salml  i  . 
a8egui-a4lo,  cuan<lo  «ste  p  ••  • 
dadolosamente,  es  de<rir. 
conocimiento  de  tsafal<*^i.- 
mucho  msis,  si  csa^dcH-hri  - 
nes  son  confi miadas  p<r ri rt 
cultativo     «le     Ui     COinpin. 
quien  pudo  fácilmente  >'\  i>ir 
ciar  el  estado  de  cnfcnu- ;.  '. 
del  asegui'udo  si  era  gra^^. 
C.  A.  22  octubre  1904.        U. 


DliMl<;lLlO 

1.  Arci'in     rjecHtica.  -■  Jw'o. 
CoMi  juzga* la.  -  Muiii.u  f  ■ 
cautiívia».   -  yomhrr.  -  o  , 
gi,m.  -  Pro/rsio».-.^-u**f 

-Las  enimciatñoncs  qu'pi 
viene  el  articulo  l'C?  del  ■ 
digo  de  Procedimiento  ( ¡r 
1       no  son  obligatorias  en  b"  ^^ 
tencias   reí-ai  la»  en  A  jc 
iniciado  antes  de  Ja  lifr^i*  . 
de  dicho   Código.  --  ("a*    lí 
agosto  1905 I- 

2.  Acción  peTítonal,-  Ari'h  '' 
poterarúf,   -  í'«/wi^ir/*^»'-íti.   - 
Hi/ndera   -  Aunque  el  t\ii.''i- 
haya   fijado  domicilio  •>?    -. 
contrato  para  su  cumpií.j.'f 
to,  esta  obligación  debe  «^t. 
marso  mci-ruiient^»  pi  rson  i. 
independiente    del    otr?'?: 
acceasorio    de  hipot  (ti  oi?-** 
tuida  por  el  mismo   «Kt.i -r 
paitk  asegui-ar  el  cumpliroír 
to  del   principal.  -  ('.  A.  1" 
agosto  IU04 II 

3.  Kn  consecuencia,  el  (Iop .>! 
lio  del  temer  po»e«lord    • 
finca  hipotecada  deb»»  dtí-r 
minai-íie  según  los  priinip" 
jenerales  y  sin  tomar  ki\  ci;-: 
ta  lo  que  al  mismo  reípt^í;* 
convino  en  el  contnvtííftl'» 
do  con  el    deudor  diir»  t*^ 
Mismo  fallo. 

DOMCJIÓX 


1.  Apreciación,  -  Bi^nen  Inmite- 
tileg,  -  Casación.  -  Compra-vert- 
ta.-  Escritura.  -  Interesen. - 
Mora,  -  Prescripción.  -  lisco- 
nocimienlo.  -  Ultra  petita,  - 
La  venta  de  bienes  raices,  ya 
se  haga  en  privarlo  ó  en  públi- 
ca subasta,  no  se  i-eputa  per- 
fectti  ant«  la  ley  mienti-as  no 
se  ha  otorgíido  estjritura  pú- 
blica; y  cualquiera  de  las  par- 
tes puede  desistir  ó  i-etmctar- 
se  del  contrato  antes  de  dicho 
otorgamiento.  -  Cas.  17  octu- 
bre 1905 L 

ÜESP().IO 

Acción  posesoria,  -  Casación.  - 
Inmuebles.  -  Querella,  —  Te- 
nencia -  V.  Querella,  núms.  2, 
3  y  4.     Cas.  21  octubre  KKlo  L 

DihOLi't  i«')N  de  sociedad.  -  V. 
Sociedad. 


1 .  Considera  ndi».  -  Insrrifri-  • 
Omisión,  -  Salitrera.  ~  >'*■•■ 
cia.  -  Tra ilición.  •  1-a  «U»»  j 
ción  de  una  cuota  deílere^h"- 
en  una  pampa  salitral  re-ju;- 
re,  paiu  la  atiquisici-^r  '^ 
dominio,  que  la  tradi-nn  * 
efectúe  en  la  forma  <leeí^.; 
rada  por  el  articulo  tWi'M 
Código  Civil,  ó  sea  p*t  !j 
inscripción  en  el  rcgistrtx  '-^ 
sei'vatorio  especial,  p<»rtf. 
tai'se  de  un  derecho  rtal  \ 
no  de  un  derecho  personaUj 

161  ya  tradición  se  efcrtiia  yn  U 

entrega  úel  titulo.  ('.  A  fc 
octubre  1904  ..  ..  .  »• 
l^a  inscripción  de  la  d"'* 
ción  de  una  cuota  de  «W'cb-í» 
I  en  una  pampa  .siditnd  1»»^^^ 
con  TMisterioridad  a  la  raw"^ 

182  del  donante,  no  pue<le  ^r ' 

dicar  á  los  hei^nlero*  «loi-» 
ni  á  los    tírceros   a  l^l^.^:^ 
!       aquellos  ti*asp:isai-oa  su»  «i": 


»> 
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;hoH  con  1»  respectiva  inserí p- 
ñón.  -Mismo  fallo. 


EFECTO  RKTKOAUllVO 

-  CititnrióH.  --  ('osa  juzffuifa.  - 
¿urrt^tln.  -  Fallada  ante»  de  la 
•iírencia  «leí  Código  de  Proce- 
iiniieiito  Civil  una  querella 
le  dospojo  violento,  la  deman- 
la  que  A  querellarlo  interpo- 
lo, haciendo  uso  ue  la  reserva 
ie  derechos*  consignada  en  el 
alio  de  dicha  querella  píira 
|ne  éste  se  declare  nulo  por 
i<M"  falsos  los  hechos  en  que  ko 
un<l<í,  debe  ser  resuelta  con 
a-refílo  á  las  loyes  de  enjui- 
iainiento  anteriores  al  (;;ódi- 
:o  «hi  l'roceflimiento  Civil, 
on  anefflo  al  art.  9  del 
yodi«ro  Civil  y  24  de  la  ley  do 
de   octidíie  de  1861.   Cas.  ¿i 

unió  1110.1 I.      6 

Apt-fciarión.  --  Arbitrojf.- 
':xtutio  t'irif,  -  Hijo  natural.  - 
*(trfiri<fn,  Heronorimit-u/o. 
Con  arreglo  á  la  ley  11  de 
"oro  ó  sea  la  1.»,  titulo  ¿í,  H- 
»ro  X  de  la  Novísima  Recopi- 
licion,  vi;rentH  cuando  empezó 
rcífir  el  (Código  Civil,  se  ad- 
[uina  el  estado  civil  de  hijo 
isitural  "cuando  al  tiempo 
|up  Traticren  o  fueren  coiice- 
•idos.  }íus  padres  podían  casar 
on  sus  madres  justn mente 
iii  dispciií-ación,  con  tal  que 
1  I 'adre  lo  reconozca  por  su 
lijo,  puoí-to  que  no  haya  te- 
liíh)  la  mujer  en  su  casa,  ni 
ea  una  sola".  El  estndo  civil 
dquirido  en  esta  forma  sub- 
iste baio  el  impei'io  del  Códi- 
(»  <'ivil,  probándose  que  los 
ladrea  no  tenían  impedimento 
lyiuio  pura  casarse  y  que  el 
lijo  h;i  sido  reconocido  por  el 
►adre  y  ¡ircscntado  como  tal 
su  familia  y  i-elacioues  an- 
es  y  después  de  la  vigencia 
el  <V>dif;o  Civil.    Ciis.    23  se- 

lembrc  IDO.") I.     21 

Arrittn  ¡Husfxny'ia.  ~  Hien*>s  na- 
ioftulf's.  Conrfjfitin.  -  f-otapf- 
<nria.  -  Itfuuncia,  -  (fhra 
an'a.  Prest:ripiñn,'  ínter 
uesta  una  denuncia  de  obra 
ue\ay  tramitada  con  arre- 
lo  u  la  ley  vigente  en  esa 
poca.  ]Micde  tramitarse  po*<- 
íri(>rinente  con  arreglo  al 
Vxiiijo  de  Protedimieuto  Ci- 
il.  recientemente  promulga- 
o.  -  (  as.  21  noviembre  UK).").  I.  0(5 
ftmixi\in.-Paffo.  -  Prncha. 
fntf-ncia.  -  Ultra  petita.  - 
Iabi("ndose  iniciado  el  .uicio 
ntos  (le  la  vigencia  del  Códi- 
o  di'  ProocHÜmiento  Civil,  no 
iicurre  en  nulidad  la  «enteu- 
ia  <pie  en  su  parte  enuncia- 
iva  se  conforma  al  mérito  de 
utos  y  no  contiene  todas  las 
un- (rincioties  determinadas 
•or  dicho  ("¡ódigo  respecto  del 
onibre,  domicilio  y  profesión 
e  h\s  partes,  no  indicada» 
or   estas.    -    Cas.     8     marzo 

ií<Hi I.  314 

/^fiitarrariht.   -   OniLsiñn.    - 
't'tt/fiiriit.         Lltra    jfffifa.    - 


Habiéndose  iniciado  el  juicio 
antes  de  la  vigencia  del  Códi- 
go de  Procedimiento  Civil, 
no  ea  obligatoria  la  enuncia- 
ción de  la  profesión  ü  oficio 
y  doraioilio  de  las  partes.  - 
«  as.  *36  marzo  19(J6 I.  323 

6.  Etcriíura,  -  Ericcuhi.  -  Fal- 
se^atl.  -Prut-ha.  —  TaMa,  - 
Tratándose  de  invalidar  una 
e|icritui-a  públic  i  por  no  ha>>er 
sido  rr  al  mente  otorgada  por 
la  persona  que  se  supone,  la 
cual  dice  no  haber  estado  en 
el  lugar  del  otorgamiento  en 
la  fecha  de  dicho  instrumento 
ni  después,  se  requiere  según 
el  Código  de  Procedimiento 
Civil,  el  testimonio  de  cinco 
testigos  que  acrediten  la  au- 
sencia en  esa  fecha  y  durante 
lo.-  setenta  dias  subsiguientes. 
Esta  disposición  no  es  aplica- 
ble alas  escrituras  otorgadas 
antes  de  la  vigencia  de  dicho 
Código,  las  cuales  pueden  ser 
invalidadas  con  el  cestímonio 
de  cuati*o  testigos  que  acredi- 
ten la  ausencia  del  hvza.v  el 
día  del   otorgamiento.-  Cas. 

11  octubre  1906 I.  417 

7.  Abatutono  df  la  in»tanna,  - 
Léfy^.»  (is  procedimiento.  -  Las 
dÍ8ix>siciones  contenidas  en 
los  artículos  24  y  25  de  la  ley 
de  7  de  octubre  de  186i  no  son 
aplicables  al  abandono  de  la 
instancia  creado  jíor  el  Có<li- 
go  de  Procedimiento  Civil. - 

C.  A.  %'i  octubre  líKM II,     61 

8.  El  plazo  de  tres  años  qi.e  tija 
el  Código  lie  Procedimiei  io 
Civil  pui-a  que  puedan  pedii-se 
el  abandono  de  la  instancia, 
debe  contarse  desde  el  1."  de 
marzo  de  1903  en  que  el  cho 
Código  entro  en  vigencia, 
porque  de  otro  mrido  se  daría 
efecto  retroactivo  a  sus  dispo- 
siciones. -Mismo  fallo. 

9.  Entudo  dril.  -  Hijo  natural. 
-  Jieconorimiüufo.  -  Test  amen- 
to. -  Las  leyes  que  establecie- 
ren para  la  adquisición  de  un 
estado  civil  condiciones  dife- 
rentes de  las  que  exigía  una 
ley  anterior,  prevalecen  sobre 
éstas;  pero  el  estado  civil  ad- 
quirido conforme  a  la  ley  vi- 
gente á  la  fecha  do  su  consti- 
tución, subsistid»  aouque  ésta 
pierda  después  su  fuerza.  -  C'. 

A.  4  noviembre  1904 II.    6,5 

10.  Los  ai  ticulos  2,S8  y  2:í9  del 
( 'ódigo  Civil  del  Perú  conce- 
den al  p.idre  el  «lerecho  de 
recono(?«ír  como  natmales  á 
los  hijos  concebidos  en  tiem- 
|>o  en  que  el  padre  y  la 
madre  no  teman  impedimen- 
to legal  t)ara  casarse»,  debicii- 
do  hacerse  el  ivconocimiento 
por  el  padre  en  el  registro  de 
nacidos,  ó  en  la  partida  d4> 
bautismo,  ó  en  escritura  pu- 
blica, ó  en  testamentí^:  pero 
el  i'econocimiento  que  se  hi- 
ciere sin  noticia  ni  confesión 
de  la  madre  no  tiene  efecto 
sino  en  cuanto  á  la  paterni- 
dad. En  consecuencia,  un 
hijo  ilegitimo  nacido  en  Tacna 
en  IcSTO  que  no  había  adquiri- 
rlo el  estado  civil  de  hijo  na- 


tural respecto  de  la  madre, 
debe  ser  considerado  como 
simplemente  ilegitimo  bajo 
la  legislación  chilena.  -  Mismo 
fallo. 

EJECUTANTE 

Casación.  -  Culpa.  -  Daño,  - 
Embargo.  -  Perjuicios.  Res- 
jionsaliUidad.  -  Terrería  -  Del 
articulo  488  del  Ctnligo  de 
Procedimiento  Civil  se  des- 
prende que  las  reglas  relati- 
vas al  dolo  ó  culpa  no  con- 
tractuales, injierentes  á  los 
hechos  ilícitos  fuentes  de  obli- 
gacioiftis  na  xan  sido  modifi- 
cadas, y  que  la  ley  mantiene 
respecto  del  ejecutante,  el 
I  principio  genei-al  de  que  todo 
¡  daño  que  pueda  imputarse  á 
malicia  ó  ne^rligencia  de  otra 
persona  rlebe  ser  reparado 
por  ésta.  Por  consiguiente,  el 
ejecutante  que,  á  sabiendas  de 
no  pertenecer  al  deudor,  em- 
barga animales  de  propiedad 
de  un  tercero,  de  lo  que  pudo 
cercioi-ai  se  antes  del  embargo 
con  mediana  dilijencia,  debe 
responder  por  las  faltas  del 
ganado  que  debe  restituir  al 
tercerista  cuyo  dominio  ha 
sido  reconocido  en  el  respec- 
tivo   juicio.  -  Cas.    24    julio 

X •  JlAJ .................       X.      \n f 

KMBARf;0 

\.  Casttcñin.  -  Cufpa.  -  Thnto.  - 
Ejerutanfe  -  Pt-rjuiños,  -  Rf-x- 
ponsahilidad.  -  T^rrerfa.  -  El 
ejecutante  que,  á  sabiendas 
de  no  pertenecer  al  deudor, 
embarfía  animales  de  prope- 
dad  de  un  U'nrero,  de  lo  íjiie 
pudo  cerciorai-se  antes  del 
eml)argo  coa  mediana  dili- 
gencia, deln*  responder  ¡>or 
las  faltas  del  g.inailo  que  debe 
restituir  al  tercerista  cuyo  do- 
minio ha  sido  reconocido  en 
el  respectivo  juicio.  Cas.  24 
julio  ItíOó I.    í)0 

2.  InJieripciún.  ~  Interprefarián. 
Nulidad.  -  Objeto  ilícito.  - 
Prohibición  de  enajfuar.  - 
Hay  objeto  i  I  ir-i  to,  conforn:e 
al  ai*t.iculo  1464  del  Código  Ci- 
vil, en  la  enajenación  rte  las 
cosas  embargadas  por  deci-eto 
iudicial,  á  nien<»s  que  el  juez 
lo  autorice  ó  el  acreedor  con- 
sienta en  ello:  y  el  acto  jurí- 
dico celebrado  con  objeto  ilí- 
cito es  nulo  de  nulidad  abso- 
luta.—Cas.  8  junio  1906...  I.  ;%."> 

3.  En  la  expresión  "oo.sas  em- 
bargada sn  (|ue  emplea  el  ar- 
tículo 14(>4  del  Código  Civil  se 
comprende  los  "bienes  deteni- 
dos, impedidos,  reteñirlos  en 
virtud  <le  mandamiento  de 
juez  comiíetenten.  -  Mismo  fa- 
llo. 

4.  Casación.  -  Nulidad. —  Reten 
ción.-híx  retención  de  dine- 
ros decretada  en  un  juicio  á 
favor  del  acreedor  ejecutante 
no  da  á  éste  derecho  real  de 
prenda  sobre  la  suma  retenidíi. 
En  consecuencia,  ésta  queda 
en  el   patrimonio  del  deudor 
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Sara  el  efecto  de  sev  perseij^i- 
a    y    embargada    por    otro 
acreedor.    -    Ciis.    8    agosto 

1906 I.  402 

5.  Decretada  en  iinu  ejecución 
la  retención  de  una  suma  de 
dinero»  á  favor  de  un  acree- 
dor, la  adjudicación  que  He 
haga  á  otro  acreedor  de  la  bo- 
leta de  depósito  de  la  c:tnti- 
dad  por  él  embargada  sin  ha- 
bei'se  alzado  próv  lamente  la 
retención,  es  nula.  -  Mismo 
fallo. 

EMPLi^Z^UlKNTO 

1.  Ccuiamón.- Notificación,^  £a 
nula  la  sentencia  interlocnto- 
ria  dictada  sin  emplazamien- 
to de  las  partes;  y  falta  el  em- 
plazamiento del  teicero  que 
es  notificado  sólo  por  el  estado 
del  recurso  interpuesto  por 
una  dó  las  partes  contra  reso- 
lución que  le  afecta.  -  Cus.  4 
octubre  19G6 I.  410 

2.  Apelación.-  (lasaciSit.  -  Dn- 
serción.  -  Plazo.  -  Cuando  el 
Tribunal  de  Alzada  no  resido 
en  el  mismo  departamento  en 
que  se  sigue  el  jui(ño,  el  pla^o 
para  comparecer  ante  él  a  se- 
guir la  apelación  es  el  do  tres 
días  con  más  el  aumento  que 
corresponde  al  emplazamien- 
to.-Cas.  11  octubre  19Utí  .    I.  419 

EMPLEADOS    Vl>BLlCOS 

1.  Caja  ds  Ahorros.  -  O ralijtca- 
cián.  -  Imposirdone».  -  SufUlo, 
-  Promotor  Jhrul.  —  Las  impo- 
siciones que  los  empleados  pú- 
blicos tienen  derecho  a  efec- 
tuar en  la  Caja  de  Ahorros, 
deben  calcularse  sobi-e  el  suel- 
do asignado  ú  su.s  respectivos 
empleos  -  C.  A.  .'>  agosto 
1904 II.    49 

2.  La  gi*atificación  que  la  ley  de 
16  de  marzo  de  ISiíó  aconlo  á 
los  promotores  fiscuvles  de  Cu- 
ñete y  I  raiguén  "a  mas  del 
sueldo  fíjon  no  puede  conside- 
rarse como  sinónimo  de  suel- 
do aún  acordada  por  una  ley 
de  efectos  permanentes.  -  Mis- 
rao  fallo. 

ENAJENACKíN 

1.  Autorizaeión  judiríal.  -  Bie- 
nes inmufiOtes,  -  Marido.  - 
Mujer  casada.  -  El  articulo 
1754  del  Código  C/ivil  exige 
para  que  se  puedan  enajenar 
los  bienes  mices  de  la  mujer 
que  el  marido  esté  ó  pueda  es- 
tar obligado  á  restituir  en  es- 
pe<-ie,  la  voluiitvd  d«  la  mujer 
y    la  autorización  judicial. - 

C.  A.  Hl  diciembre  1W4      II.  129 

2,  No  es  necesario  que  conste 
en  la  misma  cscrituiu  de  com- 
praventa el  conscutiínientode 
la  mujer  para  enajenar  sus 
bienes  i*aíces,  si  elU  ha  concu- 
rrido con  su  marido  á  solicitar 
la  autorización  judicial.  - 
Mismo  fallo. 

ERROR 

1.  Aaignación    tcstamf'utaría  - 


£1  error  sobre  la  railidad  de 
hijo  legítimo  no  importa  error 
en  la  pemona  del  aaignatario, 
ni  es  un  error  de  hecho  de 
aquellos  que  según  el  articulo 
10ü8  del  Código  Civil  vicia  la 
disposición.  -  C.  A.  6  diciem- 
b!-el904  II.  122 

2.  Causal  de  rasación.  -  Compe- 
tencia, -  Error  de  copia.  lA, 
quidacióu.  -  Omisión.  -  Récti- 
Jicación.  ~  íiocie'iad»  -  Tran- 
sacción. -  Liquidada  una  so- 
ciedad mercantil,  y  transigi- 
das todas  las  cuestiones  sus- 
citadas entre  los  socios  en  una 
escritura  pública  en  que  de- 
claran los  socios  que  *'es  su 
volunta<l  finiquitar  y  concluir 
todo  asunto  relativo  á  la  so- 
ciedad habida sin  ulte- 
rior responsabilidad  pai:a  na- 
die», qu(.HÍando  á  cargo  de.^ 
algunos  de  los  socios  el  sictivo 
y  pasivo,  quienes  se  dan  por 
recibidos  de  todjis  las  existen- 
cias de  la  sociedad  confoi'me 
á  un  inventario  aprobado  por 
todos  los  socios,  y  retiinindose 
uno  (le  los  soci  )s  en  absoluto, 
no  pueden  aquellos  alterar  lo 
establecido  en  esta  liquida- 
ción, fundándose  en  el  error 
que  suponen  cometido  al  con- 
siderar como  utilidades  una 

.  p:u*tida  do  dinero  aportada 
por  uno  do  los  socios  como 
pai*ticipación  suya  en  un  ne- 
gocio detoi'minado,  pues  ha- 
biendo figurado  esa  partida  en 
el  inventario  que  sirvió  de 
base  á  la  transacción,  los  so- 
cios procedieron  á  sabiendas 
de  la  imputación  ó  abono  aue 
de  esa  partida  se  había  hecho. 
-  C.  A.  Cas.  10  octubi-e 
1905 I.  146 

ERROR  DE  COPIA 

1.  Causal  de  casación.  -  Compe- 
tencia. -  Error  -  Lufuidaci^hi. 
Omisión.  -  Rectificación,  -  So- 
ciedad. -  Transacción.  —  Los 
tribunales  pueden  rcctiticar 
de  oticio,  dentro  de  los  cinco 
días  do  la  notificación  de  la 
sentencia,  los  errores  de  co- 
pia que  se  hayan  cometido, 
no  obstante  la  interposición 
de  recursos  fundados  en  el 
mismo  defecto.  En  consecuen- 
cia, no  procede  el  recurso  de 
casación  contra  una  sentencia 
en  cuyo  encabezamiento  se 
dice:  *  Keproducieuílo  la  par- 
te expositiva  del  cousi demu- 
do 8."  de  la  sentencia  apehi- 
da".  fundado  en  que,  siondo 
la  sentencia  revocatoria,  no 
contiene  exposición  de  los  he- 
chos, si  el  Tribunal,  el  mismo 
dia  de  la  iiiterposiición  del 
recurso,  ha  mandado  reutiti- 
car  como  error  de  copia  la 
palabra  **del'*  y  sustituirla 
por  las  palabras  **y  el"  y  te- 
ner esta  rcctiticación  como 
píirte  integrante  del  fallo.  - 
Cas.  10  octubre  1Ü(JÓ I.  146 

ESCRITURA  PÚBLICA 

1.  AfireciaciJn.  -  Buncs  inmue- 
hles.  -  Casación,  -  ('o::tjn'aveti- 


ta.  ~  Détnstimtenio.  ~  /»'  r» 
ses,  -  Mora.  -  Presrriph  «. 
Reconocimiento  -  tlírn  /►    •. 

-  La  venta  de  bientT*  rx^  -, 
ya  Me  haga  en  privado  <.<»: 
pública    subasta,   no  •<   • 
puta    perfecta    ante  U   -« 
mientras  no  se  ha  ot(jr;r«ii 
escritura  pública;  y  cuJ-,  .- 
ra  de  las  partes  puede  H(-_*v 
ó  retractarse  del  contrat  j 
te  de  dicho  oton^^unli-ut* 
Cas.  17  octubre  15*1"» ..       I. . 

2.  Apreciarifyn  -   Prt^mtri'. 
-Prueba.  —Suplutííarhp.  - 
Entre  los  RiedÍ4><>  ü«  \g\.'  \. 
que  se  pueden  oponer  ¿1  rr. 
rito  de  una  escntuTa  pi.^ : 
sea  para  impugnar  511  di.: 
ticidad,  sea    pam  compí  •: 
una    suplantación.  pn«r-'t 
todos  los  que  las  \^\'^  .«i ' 
rizan     para    ia    pru^'k    . 
fraude.   -  C&a.-  *ÍÜ    oíit 
lííOi I 

3.  E/frto  rértroaetíro.  -  Krir-, 

-  Fals*>dad.  -  }*ru4Hi.  -  T 
bla.  -  Tratando**»  de  im  i:-  ^ 
una  escritura  paMica  )»•!   f 
haber  sido  realmtrnü'  ot  tri- 
da .por  la   persona  qtif   - 
pone,    la  cual  din^co  :.a>; 
estado  en  el  iugu-  <lfl  ut  ,.1 
miento  en  la  fecha  de  <ii  i . 
instrumento  ni    dc^pu?^.  ^ 
requiere,   según  H  r^l  _•  >íe 
Procedimiento  i'i'^'ú,  r.  '  ■<■ 
timonio  de  cinco  te^tip "  < 
acrediten  la  auisencui  cri  -«- 
fecha  y  durante  los  >•'"  '* 
días  subsiguientesw-  (  av  . 
octubr**  19ii« í  » 

4.  Esta  disposición  noi^  :>u 
cable  á  las  escntiir.a  ot.i.í 
das  antes  déla  vistMivii  i. 
dicho  Cóiligo.  las  naV^^  \  .- 
den  ser  invalidoiirj  •  1  ^ 
testimonio  de  coatn»  t*;>ti,. " 
que  acrediten  la  auyemn  - 
lugar  el  d  la  del  otorgaioi^  1 1 

-  Mismo  fallo. 

Ehtablecimibntos  I»8  be^t 
cencía.  -V.  Pririlrgifí  -i' . 
treza, 

EfTAClDlfl 

Acción   posesoria.    -  A'j»'* 
Querelia.  -  El  que  hici«'rr- 
tax»,das,  paredes  u  orr*-»  u**' 
res  que   tuerzan  U  dip'^^" 
de  laa  aguas    cturi»ní**"   : 
manera   que  se  derrain» '  ■ 
bi-e  el  sítelo  ajeno,  e-ta  "f . 
gado  á   demoler  o  nu*l  •"  «f 
esas    labores   y    iv<ir-!    - 
perjuicios.    Ksta  pr.t^.-n^ 
és  aplicalde  aún  a  inn  rr 
sa  ae    ferrocirril    q»'-* 
anuencia  de  la  autoiili ¡  •• 
ministi-ativu.     ejecnti-  t 
ques   para  defender  U  ü'* 
terrea  contra  un  no  «i-i  "'' 
itaziX  c'ortarla  y  óeíA-  *" 
municacion  con  i*i  |«'"'    * 
las  poblaciones  <lel  ir.t»:;'  f^^ 
C.  A.  19  agosto  Ifti.'». 


1: 


1.  Aprecia*-ió».  -  Arf*if''y 
afecto  retriHiríint,    ff^j'  ' 
tural,  -Partición,  -  ^^* 
miente,  ~  Con  ai  r¿:¿i'>  -  ''* 
11  de  Toro  ó  íica  ¡al. 


KSTAIU»  CIVIL 


EXCKiríuNKS 


KXI'KKSION  l»KA(iUAVÍOS     n 


'».  libro  X  de  la  Novísima  Re- 
opilacion,  rií^cute  cuando 
inpe/.o.i  rojíi  •  i'l  (3ó<l¡j;o  Ci 
il,  >o  ailr|nii  la  el  estado  (úvil 
le  lujo  natural  "«Miando  al 
¡(fiiip  >  <|ii(r  nrioioteu  t)  fuonMi 

nc«;b;i|()s,  sris  p.idres  podían 
asar  con  sus  nridre»s  jiista- 
loiito  ííii  dispensación,  con 
iil  que  »*1  padre  lo  i-econozca 
•or  su  hüo,  puesto  que  no 
laya  t-uido  la  inujcr  en  su 
asa.  ni   sea  una  sola".  -  Cas. 

3  sep  ienibre  liK).") I.     21 

Kl  rstado  civil  de  hijo  natu- 
x\  adipiiiido  en  conformidad 
1  la  ley  1 1  de  'l'oro,  ó  st.'a  la 
.*,  tifulo  5.  libro  X  de  la  No- 
isinin  l{e 'Opila  ;i'>n,  vilmente 
u  mdo  «Miipe'ó  a  re.i»:ir  el  Có- 
¡«ío  ("ivil,  siilí'iste  baio  el 
npi.'¡¡o  d-'  istc  prohandosii 
ue  los  pAíln-s  no  tonian  iiu 
e<lÍ!n<Mito  ai;;U!io  pnracMHar- 
f  >  que  id  li  JO  ha  sido  r^wo- 
ocidu  p'jr  el  padre  y  presui- 
itlo  eo!iu)  tai  a  H'i  fnniiilay 
ela«Mo;i<'>  antes  y  <l(;spués  de 
i  vi'jeiicia  ílel   ('ódi<ío  Civil. 

.Mi>Mio  fado. 

ini'4  inii'l  -a.  -  l*nifh<i.  -  V. 
[pr^Thirrnuff  lo9 /i*'choi,  nú- 
lero  .">.  -C  s  1."  juh"  1905  I.  H.í 
('uffíiiff  fi/o.  -  liiifiit^  -  lii- 
'fínniziiri>ni.  -  iVff/lii/é'nria,  - 
'f^rjnifios.     -    Fri^smn-i  'H.   - 

ni  rn  ))i¡'a.  ~  La  diferencia 
eap'ilido  con  <ju(í  tij^uia  el 
resunto  pudre  en  las  parti- 
idaH  dt'  bautismo  y  de  nia- 
'iuionio  no  e.s  un  inconve 
iente  [lam  d  \r  por  estable- 
ida  eon  «lidias  partidas  la 
rueba<iel  estado  civil  de  hi- 
)  leiíititno,  cuando  existen 
nter-edent'^s  p.n*a fundar  una 
lesiniciím  de  jjravtd  id  y 
recision  sutiinente  respecto 
e  la  iilentiílad  de  esas  ¡lerso- 
la^'. -C.  A.  ('as. 'iá   septioni- 

-re  1{)0.">   I.  VIS 

Kp'v.ttt  rrt i'(ni<l ii^o.  "  fíijo  nu- 
urttf.  -  RfroiHH'imienfo.  - 
V.y/'//n////o.  -  Las  leyes  que 
stablecieren  paca  la  udi^uisi- 
ión  de  un  estado  civil  condi- 
iones  «liferontes  de  las  que 
xijíii  una  ley  anterior,  pre- 
iileeen  sobre  éstan;  pero  el 
itado  civil  adcpiirido  confor- 
te á  la  ley  viji^ente  á  la  fecha 
e  su  (ronstitucióíi.  subsiste 
unque  ésta  pierda  después 
1  fuer/a.  -  C.  A.  4  noviembre 

ÍK)4 U.    6-» 

Los  artícidos  2".S  y  *J:M)  del 
"'«•di^o  Civil  del  Peni  conce- 
ien  al  padre  el  «lerecbo  de 
econ<n'<n'  como  naturales  á 
L>s  hijos  concebidos  en  tiem- 
K)  en  que  el  padre  y  la  madre 
lo  tenían  impedimento  lepal 
>ara  cacarse,  debiendo  darse 
I  reconocimiento  por  el  pa- 
re en  el  rríjistro  de  nacidos, 
I  n  líi  pirtula  de  )>autisn)o, 
en  escrituja  pública,  ó  en 
i>tamento;  per(»  el  reconocí - 
liento  que  se  hiciere  sin  no- 
icia  ni  coufe-iión  <le  la  madre 
o  tione  ef»cto>ino  en  cuanto 
la  pit  'rnida<l.  Kn  eonse 
n*>n<*ia,      un     hijo   ile^jitimo 


nacido  en  Tacna  en  1879  que 
no  había  adquirido  el  (*slado 
civil  de  hijo  natural  re.*pecto 
do  la  madre,  ríe  e  ser  con'*i- 
derádo  como  simpltímente 
ilefyitimo  bajo  la  h>  ishicion 
chilena.  -  Mismo  fallo. 

E'»TAKA 

1.  Abuso  fie  row/fV/)/:.í.  -  Come- 
te el  delito  de  estafa  ecn  abu- 
so de  üontíanza  el  empleado 
de  un  Banco  que  en  hu  pues- 
to de  jefe  «lo  cuent  is  corrí  n- 
tes  defrauda  u  la  irstitucion 
girando  cheques  ú  su  cuenta 
que  no  anota  en  los  libros 
asííjnados,  dándoles  por  ano- 
tados en  la  revisión  diaria 
hecha  con  un  empleado  sii- 
balttmo  y  destruyéndolos  en 
seífuida;  y  «[ue  hace  uso  «le 
cheques  pajeados,  had  ndolos 
pajear  de  nuevo.  -  C.  A.  ó  no- 
vi.mbre  1904 IL    71 

2.  BillftfiH  fainos,  -  Kl  que  in- 
tenta hacer  uso  «le  un  billete 
adulttM-iulo  y  a  pesar  de  hacer 
notar  la  falsiticacion  insiste 
en  circularlo  orno  buMio, 
comete  el  delito  penado  p>)r 
los  arti''UÍos  179  v  407  «leí  Có- 
digo Pinial. -C  Á.L")  noviem- 
bre 1904 II.    .s;j 

KST\  TITOS 

/iiaohirióii.  -Jiinla  ilf  acrionls- 
tas.- NiiliiltKl.  -  SocifdaiL  - 
Expiesándose  en  los  estatu- 
tos de  una  soc  edad  anónima 
que  "si  la  soei'»«lad  sufriere 
péididaa  que  absorvieren  el 
fondo  de  reserv  t  y  un  veinte 
por  ciento  «le  capital  suscrito, 
el  directorio  c  uivoc  ira  a  jun- 
ta general  exti-aordioaria  de 
accionistas  para  «lue  resuel 
van  si  se  completa  el  capital 
ó  si  se  proí;eíle  á  liquidar; 
pero  si  la  pénliíla  fuese  de  la 
mitad  del  «japital  suscrito,  la 
liquidación  será  forzosa",  la 
disposición  i)Ost.«írior  según  la 
cual  *'la  disolución  anticipa- 
da .  solamente  podrá  acor- 
darse en  juntt  general  ex- 
traordinaria por  la  mayorí  • 
fijada,  etc.,"  no  contempla  un 
caso  espetrial  de  1  quidación 
sino  el  mismo  ya  ín<lica<l'». 
C.  A.  4  agosto  V.m IL    2<) 

t.virviós 

I'lféíClo  rHroarJiro.  -  Enrrifura. 

-  Fa(.Sf(l(Vl.  -  Pl'Urlt'i,  -   J\lol<t 

-Citado  de  evicídón  el  ven- 
dedor y  8egui«lo  con  el  td  jui- 
cio, es  parte  dir<M!ta:  y  la  cau- 
sa es  bien  anunciada  en  la  ta- 
bla del  Tribunal  <le  Alzada 
Sí>r  los  nombres  del  deman 
ante  y  del  vendedor  cita«lo 
de  evicción,  aunque  no  se  in- 
dique el  del  primitivo  deman- 
dado. -  Cas.  11  o. tubre  1900  I.  417 

EX«>'EPCIONES 

1.  i'ilitrhUí  -  ÍHchffiíttr.  -  <hni- 
xión,  .Suspensión.  -  VirJa.  - 
No  suspende  el   cui*so  de  la 


I   o 


causa  el  incidente  en  que  el 
apelante  pi«le  se  tengati  por 
agrédalas  a  la  apelación  las 
exí^epciont's  dií  tiausacción  y 
cosa  jnz^íada,  sin  expresar  que 
las  o|>one  conu»  do  previo  y 
especial    pronur.camiento.  - 

Cas.  12  mayo  1903 I.  ;í9<5 

CasnrwH.  '■  Juirio   fjfrnlico. 

-  Omisión.  ^- nfcncia.  - 
üpiK'st^iH  exc<'j>c!{)n(ís  en  el 
juicio  ejecuti\o,  «bbe  pronun- 
ciarse senteiK'iailelinit.v.i  o  re- 
cibírsela causa  a  ]».  ueba.  si  las 
excepciones  la  re  juieren.  La 
sentencia  que  .>e  «licte  «lecla- 
rando  ina<lmisililes  la»  excep- 
ciones aumine  una  «le  ellas  ¡-ea 
la  de  incomp«*trnc  a,  debe  or- 
«icuíir  a)  mismo  tiempo  «lue  se 
lleve  a«lelant«;  la  ejecución 
hasta  hacer  ni  a<-!  (!««l<ir  entt'i  o 
pago  «le  la  cant  idail  adi  u«lada, 
iute)*est.»M  si  los  hubiere  y  cos- 
tas, sin  le»  cual  es  Mila  \n)v  no 
contener  la  «lecisión  t;ompleta 
del   asunto    '  (nitrove:  t  do.  - 

C.  A.  24  agrsto  190»  IL    IVí 

3.  (híSitrirn,  (tiíñ.si  u.  -  Ha- 
biéuílose  opU'-to  de  itro  del 
pla/o  pa-a  evacia;  el  trasla- 
do «le  la  di  inamla  de  tvMcei'ía 
de  dominio  en  «•!  juicio  (ejecu- 
tivo, una  e\.c.  |M*:ón  á  m  in  de 
las  que  se  hífíeion  valer  en  la 
contostación,  inflíngela  dís- 
pO>iciou  «leí  n.uneio  O  «hd  ar- 
ticul«>  19!»  del  CodiiTo  de  Pro- 
ce«Uiriiento  (Jivil  li  sentencia 
qiHí  omite  ])roniniciars('  sobre 
ella.     -    C.     A.   4     setiembre 

i9o:) II.  15S 

KXCLUíSI<'»N  I>K  .MI'M(:iP.aLES 

Arufrdo.  -  Afnniripal.  Muiii- 
ri¡mliif(tfl.  -  Qiionnn.  -  H'cla- 
marión.  -\ .  Amfrdft  lunnici- 
pal^  núm.  4. -C.  A.  7  enero 
líM).-) II.  140 

EXPKK.^k'íX    HK    A«íKAVIOH 

L  Cusarión.  -  f'ifarion  fiara  sfH- 
tf liria.-  Fianza.  -  Mautlattt. 

-  Milita.  -  E-!  luda  la  senten- 
cia de  s«'gun<lii  instancia  ]»ro- 
nuucíada  sin  que  una  parte 
haya  sido  legalmtnte  empla- 
zada y  sir.  que  haya  expresado 
agravies,  «lebitlo  á  que  el  pro- 
cura «lor  que  compareció  por 
ella  no  acompañó  potler,  ni 
ofreció  tianzii  de  rato,  ni  .se  le 
exigió  por  la  y)arte  «-ontraria 
qia»  justiticara  su  peí  sonería. 
-Cas.  21  julio  1ÍI05 I.    57 

2.  Citación.  -  Iisfrununfo  ;;//- 
blh'O.  -  Piirli'  it(/raria<la.  -  El 
recurso  «le  casaci«'»n  debo  in- 
terponerse por  la  parte  agra- 
viada y,  por  lo  t  into,  la  falta 
de  ci1a<*íon  de  la  parte  (.ontra- 
ria  y  el  no  haberse  «)ído  su  ex- 
presión de  agriavíos  no  pueden 
ser  invoca«los  por  el  litigante 
que  fué  oído  y  debidamente 
cíta<lo  para  »-enten<ia.  -  ('as. 
5  septiembre  líKKl L  11'» 
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FÍCHAS 


Kl'KiaA 


DííKIEHNO  DE  IIECII  i 


F 

PALUDO 

Apreciación.  ~  Conr  uio.  -  Cttfn- 
ta  corrifitUf,  -  Ptftsfnmliitad.  - 
Preacripción.  -  (Jitifbru.  -  El 
comerciante  falLdo  que  lia  ce- 
lebitulo  convenio  con  bus 
acreedores,  api  o'>ado  judicial- 
mente por  scMiteiK-ia  pascada  en 
autoridad  do  (<>s;i  iuzgada, 
que<la  restituido  en  efffoce  <le 
aus  derechoH  y  nct 'iones  y  tie- 
n*)  perHonalid;ul  I  asíante  pai-a 
entablar  las  aci  iones  qtie  co- 
rrespondan al  raso.  -  Cas.  7 
junio  lÜOü I.      1 

FaL8FI)AD 

1.  Efecto  rt'troiíctiro.  ~  Kítrr  i  fu- 
ra, -  Ecicciñn.  -  J'nuha.  -  Ta- 
bla. -Tratándose  de  invalidar 
una  escritura  p'ii)lica  por  no 
haber  sido  leaiinei.te  otoi-;ra- 
da  por  la  persona  que  se  supo- 
ne, la  cual  diee  no  liaher  es- 
tado en  el  lu^í.ii-  ilel  otoií»a- 
miento  ou  la  fe«ba  de  diíbo 
instrumento  ni  despucH,  ne  re- 
quiere, t.^^ún  el  Cüdi;jo  de 
Procedimiento  C -ivil,  el  testi- 
monio de  cinco  t'\stigo«j  que 
acrediten  la  au>«encii  en  esa 
fecha  y  durante  los  seUMita 
días  Hubsiífuiente}».  -  Cas.  11 
octubre  liK)r>. ...     I.  417 

2.  £$ta  dii^posición  nc  es  nplioa- 
ble  á  las  eMeritur.K  (ttor^^das 
ant  8  de  la  v¡<^eneia  de  dicho 
Código,  líXH  cuales  pueden  ser 
invalidadas  eon  el  te.-t  nionio 
de  cuatro  testigos  (¡ue  acredi- 
ten la  ausencia  del  lu;;ar  el 
día  del  otorgamiento.  -  Mis- 
mo fallo. 

FALSIFICACIÓN 

Competencia  -  Persii  uiénd<»se  el 
uso  malicioso  de  iuntriunentos 
priva<loHquese  dicen  falsiHca- 
<los,  es  juez  compettMite  ¡uira 
conocer  en  el  juicio  el  del  de- 
partamento donde  i<e  hace  di 
cho  uso.  aunque  la  denuncia- 
da falsifieaci(')n  stí  hibii  r  co- 
metido en  litro  d<*p:>.rti mentó. 
C.  A.  18  noviembre  HXM  ..  11.    85 

FJANZ4 

Cataciíht.  ~-  Citar.iM.  -  Expre- 
sión de  agrarios,  -  Afaii'lafo, 
Multa.- Kl  que  comparece  en 
juicio  á  nombre  de  otro  debe 
exhibir  el  titulo  que  acredite 
su  representiuion  ó  lendirá 
fatisfacción  del  Tr¡V»unal  la 
fianza  de  rato  dispnestjt  por  el 
articulo  7."<lel  ('ódi;;o  de  Pro- 
ee<limiento  Civil.  -Cas.  *-íl  ju- 
lio líK),) I.     57 

FK'HAS 

L.is  líchas  emitidas  por  una 
conij>añia  minera  y  en  Ins  que 
se  o\¡)i\*sa  qii"'  el  valor  deela- 
railo»s  '  por  UK'ic  id'Tias...  siu 
in(li<  ar  (píe  se  in  pira  persona 
detoi minada  ni  que  se  dirijan 
al  de^i)aeho  de  l.v  mina,  aun- 


que destinadas  á  darse  oomo 
"socorroM  a  los  empleados  y 
trabajadores,  tienen  el  cai*ic- 
ter  de  circulante  y  obligan  á 
la  com|)añia  aiinei-a  á  conver- 
tirlas o  pingarlas  en  dinero.  - 
C.  5octubi-e  1»U II.    54 

Firma.  -  V.  lifconori miento, 

<\tmtcii'n.  ('nmpfteiicia,-  Omi- 
si,it.  Hería luación.  -  Sutiten- 
cia.  No  puede  reputiU"«e  le- 
galmente  como  sentencia  de 
primera  instancia  aquella  á 
que  falta  la  firma  dt>l  funcio- 
nario á  qui>  n  corresponde  dar 
fe  del  acto.  -  Cas.  12  octubre 
lim I.    26 

Firma  de  sentencia.  -  V.  Sen- 
tencia^ nuni.  1. 

FI&.'O 

1.  i\impttfu<i'(,  -  Inridenle  - 
Jnif'io  df  /tn rienda.  -Vvomo- 
vidoen  un  juicio  sobre  mensu- 
ra do  salitreras  un  incidente 
sobre  eai:c«'lacion  de  uno»»  ti- 
tulos  invo  julos  por  el  deman- 
dante en  contia  del  Fisco,  co- 
rrespcnrle  la  solución  del 
asunto  en  la  segunda  instan- 
cia á  la  Corte  do  AjHílaciones 
que  conoce  en  los  juicios  de 
Hacienda  -Cas.  l^septiembre 
mu  I.  123 

2.  I)elilo.  --  Witfdenw  de  herho.  - 
Pi'fs.'tij/ri'  it,  -  Hequixirione» . 
El  Fisco  es  responsable  por 
las  reqiiisieiones  hechas  con 
decrett)s  del  Gobernador  y 
Comandante  de  Armas  de  un 
do¡)artumtiito  y  debe  pigar  el 
valor  de  ellas.  C.  A.  *2(i  agos- 
to 1ÍK)4 II.      4 

FOkMALiZACioN  del  recurso  de 
casación.  -  V.  Plazo. 

FRUTOS 


CaMicitat.  -  Hfirindiracit'm.  - 
Sentt'ucnt,  -  Ultra-petita.  -No 
habiéndose  pedido  se  condene 
al  demandado  á  la  restitución 
de  los  frutos  de  la  cosa  que  se 
mnvidica.  la  sentencia  sólo 
puede  reco.'iocer  los  derechos 
que  al  abono  de  ellos  pueda 
tener  el  demandante;  y  falla 
ultra-petita  mandando  abo- 
narlos sin  VM^tición  expresa.  - 
Cas.  21  octubre  lí)05 I.  1 


I 
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Uohertiador.  Inleudeute.  -  El 
Inteiwlente  ó  (iobernador  que 
ha  ceva<lo  en  sus  funciones  no 
tiene  fuero:  y  puetle  proceder- 
se  en  su  contra  siu  qm'  el  C^on- 
sejo  de  Estado  ha;;  »  la  det-la- 
ración  de  haber  lu;car  á  forma- 
ción fie  causa.  -  C.  de  Est.  IS 
octubre  líKló I.  ITÍ 

fl'i:k/a 

Ckísariiin .  -  (\iH.sa.  -  Consenfi- 
mirttfo,  -  Tran.sucriÓH.  -  No 
importa  fuerza  en  el  ctuisenti- 
miento  para  otorg-ar  unati-an- 
sacción  en  <|ue  la  ¡Hirsona  que 


alega  la  violencia  se  compio 
mete  á  pagar  una  C4i"tid  :<l  ile 
posos  á  otni  que  se  d  «  sto  ile 
toda  acción  o  i^edam  teiotí  en 
su  contra  provenifut-»  de  un 
hurto  de  mercid-  rr:.s  que  se 
pesquisa  criminal  mi  nr<-.  el  he- 
cho de  otorgir  ese  «-ni  trato 
estando  aquélla  det«Miida  y  ha 
hiendo  salido  d>'  1  prisión  a 
la  notaría  en  que  se  o  <>r;ró  la 
escritura  bajo  eust<H«i:>;  ni  la 
amenaza  de  uní  ]>ri!«.<  n  pro- 
longada, ni  de  las  itiiucncin^ 
deque  pueda  jaí"tír-«-  la  iK-r- 
sona  con  la  cual  se  eele:'>ael 
contitito.  -  Cas.  I4  marzo 
1" 'O • i.  •**' 


ÍJERtMK 

hhjfvoredeticia.  -  M  -ti  l-t-n.  - 
Sentencia.  -  h'\  ;;i*rfi.tt'  «»•?  una 
sociedad  anón  i  m.  I,  nom  •  .ido 
con  arreglo  a  sus  e-^^at  iT«»<. 
tiene  la  representu-it»'!  -ii  h- 
cial  ílo  la  in»»tit«ieión,  co-i  f.i 
culcad  de  constituir  nian«l:iti 
rios  especiales*.  -  C.  *i.  t  ;is. 
7  noviembre  190.3 I.  .1.'» 

<JRAT1FICA»'1«»N 

1.  Caja  de  ahorro*.  -  E nift' ni- 
do» páhliro»,  -  Impoffirioiif-.s.  - 
Promotor  Jigt^al.  -  Sit*-}  lo,  - 
La  gmtificación  que  la  !•  y  de 
16  de  marzo  de  IMíó  ae<»nl">  á 
los  promotores  fiscales  tic  i -a 
fíete  y  Traiguén  "a  mas  dol 
sueldo  fijon,  no  puede  «onsi- 
denirse  como  sinónima  de 
sueldo  aún  aconbifla  pi>r'  una 
ley  de  efectos  permanentes.  - 

C.  A.  5  agosto  líKW II.    4?) 

2.  1  as  imposicicmes  que  lo^  ein- 
pleaíios  públicos  tienen  ilere- 
cho  á  efectuar  en  la  Ca^a  de 
Ahorros,  deben  calculai-se  íw»- 
bre  el  sueldo  asi;ína<lo  a  sus 
respectivos  emple-'S,  y  no  so- 
bro las  gratiticaciont-s.  -  Mis 
mo  fallo. 

tSRAVAMi;N 


Actos  de  mera  facultad,  -  Atj^:af. 
Compraventa.  -  /ferramr,s.  - 
Interpretación.  -  Sfrcidntn- 
bre.  -  V.  Servidumbre,  naiiis. 
2,  3  y  4.  -  C.  A.  'JO  agosto  líXM 
II. 


GOBERNADOR 

Fuero.  -  Intendente.  El  Inten- 
dente ó  Gobeirador  que  ha 
cesado  en  sus  funeiones  no 
tiene  fuero;  y  puede  procrdtT- 
se  en  su  contittsin  que  ti  i'*m- 
sejo  de  Estado  hatra  lid  'la- 
lución  de  haber  lu«:ar  a  for- 
mación de  c:\usi\.  -  C.  de  F>t. 
18  octubre  ISKtt I.  ll'> 

(íDBlKKNO  l>F.  HIXHU 
heliht.     Ei.si'íi.  -  Pratnifii-L  n.  - 

Jlf'^pii.s-irionc.s.  -  Los  ,<;nbi'.  U    I 

(pie  se  suceden  en  1 1  aihiPU"* 
tnu'ión  r»e  un  Estad.»,  stan  <!<• 
hecho  ó  de  deri'cluí.  foun  n 
una  sola  entidad  jund.ca  y  «lo 


HIJO  LFOf TIMO 


HIJO  NATl'RAL 


HIPOTECA 
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ben  i'esponder  de  todas  sus 
oblifvaciones  coiitraidaslegal- 
mente.  -  C.  A.  '26  agosto  l5)4. 
II. 


II 


Hecho?.  -  V.  Aineiiacihi  de.  los 
hechos. 

HEKKNtlA 

A  ct^ptarlén.  -  /( pvf nación .  -  ' Ci- 
iurión,  -  (Jampa  rfcciuna.  -  No 
importa  aceptación  tácita  de 
la  herencia  el  silencio  frnarda- 
do  respecto  de  la  citación  que 
se  haga  al  juicio  al  demanda- 
do como  heredero  del  litigan- 
te fallecido,  ni  el  de  haber  fi- 
gurado en  un  juicio  <le  terce- 
ría perHonalniente  ó  c  o  ni  o 
apoderado  de  otro  de  los  de- 
mandados. -  Cas.  .SO  junio 
19ür> I.    !>U 

H  KKM  A  NO  N  Al  I'  RA  L 

Alimentos.  -  Hijo  iltgfiituo,  - 
Hijo  nafa  ral.  -  Kntre  las  per- 
sonas á  quienes  so  del)e  ali- 
mentos no  fí»r(ii:in  los  herma- 
nos natuitilcH.  -  ('a.s.  U)  abril 
1906 I.  294 

HIJO  A DIT MERINO 

(^asación.  -  Hijo  Ugifiíuo.  -  Hi- 
jo natural.  -  AJafrivuniio,  - 
Debe  reputarse  a«lulurin(»  al 
hijo  que  el  niaritlo  ha  tenido 
de  otra  mujer  durante  »u  ma- 
trimonio putativo  y,  por  lo 
tanto,  carece  de  valor  el  reco- 
nociiniento  que  de  él  hace  co- 
mo natural  en  su  testamento. 
-Cas. 24 junio  1906 1.  42(> 

HUO  ILEUÍTIMO 

1.  Aliniffntoit.  -  Hermano  nata- 
ral,  -  Hijo  natural.  -  El  ar- 
ticulo lli.'9  dt'l  (^ódigo  Civil 
sólo  favorece  al  hijo  ilegíti- 
mo declatadr)  tal  en  el  testa- 
mento; pero  no  al  hijo  natural 
reconocido  en  acto  del  mismo 
género,  á  quien,  según  se  des- 
prende de  sus  términos  expre- 
sos, niega  acción  para  exigir 
alimentos  en  tal  carácter  de 
los  herédelos  del  testador.  - 
Cías.  16  abril  191)6.  - I.  294 

2,  Anignaci/m  te»Uunentaria.  - 
Error.  -  Es  válida  la  institu- 
ción de  heredero  hecha  por  el 
padre  á  favor  de  una  hija  ile- 
gitima tenida  por  el  testador 
en  su  mujer  antes  de  contnier 
matrimonio,  conju  utilmente 
con  sus  hijos  Icgitimos  habi- 
dos en  di''ho  matrimonio.  -  C. 

A.  6  diciembre  1904 II.  122 

HIJO   LEIJÍTIMO 

Cas'icióh.  -  Hijo  adulterino»  - 
Hijo  natural.  -  Afatrimonio.  - 
Es  legitimo  el  hijo  concebido 
dui-anto  el  matrimonio  cele- 
biadoante  la  aiitori(ia<l  com- 
petente y  con  los  requisitos  le- 
g.iles,  aunque  exista  un  impe- 
dimíMito  «lirimente  que  obst^i- 
i*a  á  su  celebración  valida,  si 


no  se  prueba  que  fué  contraí- 
do con  mala  fe  ó  sin  justa 
causa  de  error  de  parte  del 
cónyuge  á  quien  se  opone  la 
nulidad.  -  Cas.  24  junio  190(). 
I.  426 

HIJO    NATURAL 

1.  Efecto  retroactivo.  -  Katado 
riril.- Reconocimiento.  -  Tes- 
tamento. -  Los  artículos  2í^8  y 
2:^9  del  Código  Civil  ílel  Perú 
conceden  al  padre  el  derecho 
de  reconocer  como  natiiiales 
á  los  hijos  concebidos  en  tiem- 
po en  que  el  padre  y  la  madre 
no  tenían  impedimento  legal 
para  casarse,  debiendo  hacer- 
se el  reconociniiciito  por  el  pa- 
dre en  el  registro  de  nacidos, 
ó  en  la  partida  de  bautismo,  ó 
en  escrituiti  publica,  ó  en  tes- 
tamento: pero  el  reconoci- 
miento que  se  hiciere  sin  noti- 
cia ni  confesión  de  la  madre 
no  tiene  efecto  sino  en  cuanto 
á  la  paternida«l.  -  C.  A.  4  no 
vieinbre  19(14  II.    65 

2.  Un  hijo  ilegítimo  nacitlo  en 
Tacna  en  1879  que  no  había 
adquirido  el  estado  civil  de 
hijo  natural  lespecto  de  la  ma- 
dre, debe  sor  consideíaílo  co- 
mo simi'lemente  ilegitimo  ba- 
je la  legislación  chilena.  -  Mis- 
mo fallo. 

3.  El  reconocimiento  fie  un  hijo 
natural  nacido  en  Tacna  he- 
cho por  la  madre  bajo  el  im- 
perio de  la  legislación  chilena 
en  testauícnto  »»  u  1  o  por  la 
omisión  de  las  formalidades 
lejiales,  carece  de  valor.  -  Mis- 
mo fallo. 

4.  Aprecia ci('n.  ~-  Arbitraje.  - 
Efecto  rftroactico.  -  Estado  ci- 
vil. -  Partición.  -  Reconoci- 
miento. -  Con  arreglo  á  la  ley 
11  de  Toro  ó  sea  la  !.•.  título 
ñ,  libro  X  de  la  >  ovísima  Re- 
copilación, vidente  cuando 
empezó  á  regir  el  Código  Ci- 
vil, se  adquiria  el  estado  civil 
do  hijo  natui'al  "cuando  al 
tiempo  que  nacieren  ó  fuei-en 
concebidos,  sus  padres  podían 
í^asar  <ron  sus  madres  justa- 
mente sin  dispensacu')!!,  con 
tal  que  el  padre  lo  reconozca 
por  su  hijo,  puesto  que  no  ha- 
ya tenido  la  mujer  en  su  casa, 
ni  sea  una  sola".  -  Cas.  28  sep- 
tiembre 190.' I.    21 

5.  El  estado  civil  de  hijo  natu- 
i'al  adquirido  en  conformidad 
á  la  lev  11  de  Toro  ó  sea  la  1.* 
titulo  5.  libro  X  de  la  Novísi- 
ma Recopilación,  vigente 
cuando  empezó  á  regir  el  Có- 
digo Civil,  subsiste  bajo  el  im- 
jierio  de  este,  pio))ándose  que 
los  padres  no  tenían  impedi- 
mento alguno  paia  «asarse  y 
que  el  hijo  ha  sido  reconocido 
por  el  padre  y  presen  tildo  co- 
mo tal  á  su  familia  y  relacio- 
nes antes  y  después  tic  la  vi- 
gencia del  ( 'txÜgo  (^vil.  -  Mis- 
mo fallo. 

6.  Alioh-ntoít.  -Hermano  natu- 
ral. Hijo  ilttjKinKf.  -  No  pe- 
sa sobro  los  horederos  la  obli- 
gue óii  de  prostar  alimentos  á 
que  no  estaba  obligado  el  tes- 


tador por  sentencia  judicial  ó 
por  instrumento  auténtico,  no 
siendo  bastante  á  este  efecto 
el  reconocimiento  de  hijo  na- 
tural hecho  por  el  difunto  en 
811  testamento  que  sólo  viene 
á  producir  sus  efectos  des) mes 
de  la  muerte.  -  Cas.  16  abi-il 
1906 I.  2Í14 

7.  El  articulo  IIOh  del  Código 
Civil  sólo  f  »vorece  al  hijo  iie- 
gititno  declarado  tal  on  el  tes- 
tamento; pero  no  al  hijo  na- 
tuial  reconocido  en  acto  clcl 
mismo  género,  á  quien  según 
se  desprende  de  sus  términos 
expresos,  niega  acción  para 
exigir  alimentos  en  tal  carác- 
ter de  los  herederos  del  testa.- 
dor.  -  Mismo  fallo. 

8.  Casaciihi.  -  Hijo  adulterino. 
Hijo  ItgUimo.-  Matríntonio. 
-Debe  reputarse  adulterino 
al  hijo  que  el  marido  ha  teni- 
do de  otra  mujer  durante  su 
matrimonio  putativo  y.  por 
lo  tanto,  carece  de  valor  el  re- 
conocimiento que  de  él  hace 
como  natural  en  su  testamen- 
to.-Cas.  '¿i  junio  1ÍM]6 I.  426 

HlPüTE<^A 

1.  Citacihi,  -  Imvroredencia.  - 
R*uuUe.-  Sentem-ia.  -  La  cir- 
cun:jtancia  de  habeno  rema- 
tado una  propic<Iad  por  oiden 
judicial  no  biista  para  extin- 
guir el  derecho  de  los  acreedo- 
res hipottícarios  do  perseguir 
la  fínca  hipotecada,  sea  quien 
fuere  el  que  la  posea  y  ó  curI- 
quier  titulo  que  lut,  haya  ad  - 
quirido,  si  no  con  une  al  mis 
mo  tiempo  la  condición  de  ha- 
ber sido  citado  personalmente 
para  la  subasta.  -  Cas.  22  no- 
viembre 190^) I.  25;í 

2.  Autorización  judicial.  -  Ma- 
rido. -  Mujer  casada. —  Partí- 
din.  -  Sociedad  conyugal.  -  Es 
válida  la  hipoteca  constituida 
por  el  marido  sin  intervención 
de  la  nuijer  ni  autorización 
de  la  justicia,  sobre  una  pro 

{)iedad  adquirida  en  remate 
lecho  á  su  nombre  en  la  suce- 
sión en  que  su  mujer  es  here- 
dera, si  de  los  antecedentes 
aparece  que  el  precio  de  la  ad- 
judicación no  fué  pagado  con 
el  haber  hereditario  de  la  mu- 
jer, sino  con  los  haberes  de  la 
sociedad  conyugal  y  con  el 
producto  del  préstamo  hipo- 
tecario conti*atiido  por  el  ma- 
rido. -  Cas.  29  diciembre  1905. 
I.  281 

3.  Compra  renta,  -  Improceden- 
cia. -  Mora.  -  Multa,  -  El 
comprador  que  no  paguv3  el 
precio  en  el  plazo  estipulado 
se  constituye  en  mora,  aun- 
que la  propiedad  comprada 
libre  de  gi-avamen  reconozca 
una  hipoteca  que  el  vendedor 
deba  cancelar.  El  comprador 
debe  depositar  el  precio  con 
autoridad  de  la  justicia  y  el 
vendedor  cancelar  el  grava- 
men. -  Cas.  12  octubre  19(M»  I.  421 

4.  Acción   personal.  -  Automa- 
ción marital.  -  Ación  eje.ruti- 
re.  -  Litis-pendencia.  -  Mari 
do.  -  Mujer  rasada.  -  La  ac- 
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ción  hipotecaria síj  dirige  <'on- 
tra  el  poseedor  de  la  íinca 
hipotecada  en  confurniidad  al 
titulo  XX  del  li>  ro  III  del 
Códijíode  PnuMMliniifnto  Ci- 
vil; y  iiotifícado  el  pf»<eedor 
para  que  p.t(>fne  la  deuda  ó 
abandune  la  propio<lad  hipo- 
tecad.i,  el  arree<lor  ejecutan- 
te puede  Holtcitai'  el  manda- 
miento  de  eralnirtco  eoutiu  el 
poseedor  <iii.!  no  inv^ii  ni  hace 
el  abandono.  (3.  A.  4  ajjoH- 
toHKU - íl.     1-2 

i).  Si  el  acicí'ilor  untnlila  prime- 
ro la  acci  <u  p.Nsonal  conti*a 
el  deudor  «Ürotrto  y  en  Magui- 
da la  íiecion  real  ííe  dcsp(>.-<ei- 
niicnto  edhti  ;i  t'l  tercer  posee- 
dor, no  pmdj  ale;íaj*8e  por 
í'Ste  la  e\cepei<»n  de  liti»-pen- 
dentñn  por  jue  c-tiis  aeciones 
no  St!  evíMuyen  y  e«>uíO  tercer 
posctMlor  de  la  tinca  hipoteci- 
da  no  tiene  derecho  p;»ra  exi- 
gir so  persiga  prime  i'o  al  den- 
cíor  ilireet  •mente  obligado.  - 
Mismo  fallo. 

0.  Habiendo  intcrvcni<lo  el  ma- 
rido directa  y  exi)resamente 
en  el  a'jto  con  su  njujer  y  so- 
licitado conjuntamente  con 
ellaaut  riza -ion  judicial  para 
hii)ote  ar  la  nropiedad  de  és- 
ta, SI'  enti-  nde  que  la  mujer 
casada  proceth*  con  antori/ti- 
cion  del  marido.  -  Mismo  fa 
11o. 

7.  Compra  1^^ nía.  -SnhntgacLht. 
TVríVí  ííí. -No  se  subroga  en 
la  deuda  hipotecnria  f|ue  rc- 
cono::eli  propiedad,  el  com 
prador  í|ue  la  pa^^a  con  parte 
del  preciO  por  encargo  del 
vended  o  ,  porque  para  que  la 
subro¿;^íición  tímga  lng;ir  es 
neeesírio  que  el  que  piiga  lo 
haga  co.i  bi  nes  de  su  poite- 
nencia.  -  C.   ^.  24  agosto  1!M)4. 

1  í      •*•» 

8.  At'.ción  ¡tt'i'itítrml.-  ArciiUt  hi- 
pot&.raria.  -  (^mnpffntriu.  - 
Domicilio.  -  i.a  acción  perso- 
nal ejecutiva  contra  el  fleu- 
dor  <lire;'to  y  la  acción  hipo- 
tecaria con.tia  el  t.er»'er  pos*3e- 
dor  son  distintas,  se  dirigen 
contra  <livei  s  is  pei-sonas  y  el 
deudor  hipotecario  contra 
quien  Ho  «lirigí  la  acción    hi- 

f)Ote(!!irÍ!i  no  necesita  ni  citar 
e  ni  intervenir  en  el  juicio 
seguido  <;ontra  el  díMidor  i>er- 
sonalrnente  obligado,  asi  co- 
mo no  puedo  exigir  que  se 
persiga  primeramente  á  este. 
-C.  A.  LH  agosto  l!)í)l    ...  »I.     Sil 

í>.  Aunque  el  deudor  haya  tija- 
do  domicilio  en  el  contrata 
para  su  cumplimiento,  esta 
obligar-ion  debe  estimai-se  me- 
iiimente  personal  é  indepen- 
diente ílel  conti'uto  accesorio 
fie  hipotefta  constituida  por  el 
mismo  deudor  pai-a  asegurar 
el  cnm])1imientodel  principal. 
Mismo  fallo. 

10.  Kn  consecuencia,  el  domi- 
cilio ílel  tercer  poseedor  de  la 
hnca  liip' tccaífa  debe  deter- 
minars»'  st'giin  los  principios 
generales  y  >'\r\  tomaren  «Mu'n- 
U\,  lo  íjur  al  mismo  rt'specto  so 
convino  fii   d   contiato   cele- 


I 


Hospital. 
pobreza. 


V.     Prinletjio    ilf 


S7 


brado  con  el  deudor  directo. 
-  Mismo  fallo. 

HO-N»)RARlO 

7.  ()hfi(j,t  ii'U  ritntiirictifil.  -  l'l- 
tra  ft^li'o.  -  No  habiénílose 
acreditaílo  que  be  han  cum- 
plido todas  las  •  on<liciones  á 
que  e^tlba  '^oniet'd  >  el  p^go 
del  honorario  conv  «nido  i'u- 
tre  laK  partea  por  sc¡vi(-ios  ya 
pre-itud  ts  \,  j,o/  piT^tai-se,  no 
profcdv?  bi  deniand  i  aunque 
el  fleníandado  hnbicri  ht?  ho 
negoc¡a<'ií)Mes  ion  parte  <le 
los  dorc-híis  (pie  era  una  de 
las  coiid'ci<»nes  de  esc  piijo. 
C-.  A.  Cas.  IS  niaví»  r.=0')    ..  I. 

2.Rt'Coni\  U'ióéi.  Tr.itandose  <le 
exigir  el  pago  de  honorario 
proceii(!ntc  <ic  siMvaios  pro- 
fesionales prestados  cu  jui'-io, 
el  acreC(ior  piKMle  í»ptar  eiítre 
el  pi<íce(limi«*iito  ordinario 
que  pi-cci^ptiia  el  titulo  XIV 
libro  111  <l«'l  ('ó  ligo  de  Pro- 
cedimiento Civil.  <)  bien  re- 
clannr  ante  e'  Tribunal  que 
huhicre  cí>no(ádo  ílel  jni«io 
en  primera  instancia,  en  la 
forma  prescrita  para  los  inci- 
dentes.    C.  x .  v^ mayo  llUJo.  II. 

3.  Avalno.  -  SfutcHc.hi.  -La  di- 
ferencia de  avaluó  d»»  lioaora- 
rio  hecho  en  la  sentencia  de 
seguuíla.  instancia  no  consti- 
tituye  una  moditi^ación  del 
fallo  de  primera.  -  <\i*«.  '2S) 
marzo  líXXJ I.  ^1 
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IMPLlCANrlA 

1,  ApfluriÓH.  -  f'otnpffrnria,- 
Toda  cuestión  <le  implicancia 
se  falla,  \Hn'  regla  general,  en 
únasela  instancia  por  el  juez 
á  quien  corresponde  su  cono- 
cimiento, siendo  apelalde  su 
resolucií)!!  sólo  en  los  casos 
oue  determina  el  articulo  \'M 
(lel  ('ódigo  d<'  Procedimiento 
Civil.  -  C.  A.  2'.i  diciembre 
1904  II.    92 

2.  De  la  implicancia  de  los  jue- 
ces que  sirven  tribunales  uni- 
personales conocen  ellos  mis- 
mos; y  si  la  resolución  ciusa 
ejecutoria,  aunque  al  decla- 
i*ai-se  impliea<lo  el  juez  no  ha- 
ya expresado  la  causado  in~ 
habilidtd,  qtieda  fijada  la 
competencia  fiel  juez  llamado 
por  la  ley  á  subrogarlo.  -  Mis- 
mo fallo. 


I.MP08KI0NKS. 

Ahorrox. 


V.    ( Utja    (If 


IMPROCKDKNCÍA  DKL  HKíTRSO 
I)K    CAÜ    CIÓN 

I-  Por  la  naturaleza  de  causa  ó 

sentencia ; 
TI.  Por  defecto  en  el  anuncio: 

III.  Prr  defecto  en  la  formali- 
zatnón; 

IV.  Por  dí'fe-'to  de  la  consij^na 
ción  de  la  multa. 
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a)  Por  tratiii->e  (\v  vam^í  •  ■-  •■ 
i-al 

1.  Comi»*'f' }tf'it{.       J.,s  •• 
e\n't(irol-it.  Muut>,' 

proi*e<Ie  d  UTur:»»  lie 
'        contra  la  sentí -iii-ia  «ii  -r-  ; 
un   juicio   sobre    nit.... 
de  elección  inunieipa..    i  .  \. 
-C.  8.  14  ag.-sto  V.n]  ¡ 

h)  Por  trat-íi'*»*  de  sent.-s:  > 
t«ilocutoria 

2.  fif-reuff.     M'tí!  fn'o.     ^  ,    . 
ei(/.-K]   recurro  de    •• 
sólo     se    co:ic  '  i»*    «•:!   .; 
contra  las  >.Mif»«n  M"  -1    l 
vas.  y  el  «Ir  fí»ima.  jh»    •• 
Clon,   c«»ntr.i    1\<    h-t   -. 
ria**  cu  iixlo  «'ji  1  i  M  ji    •.   I  ' 
tun(  i  t  s!}    di.tíiren  '•iii  ji-.  » 
empla/.aniiento  de  I.  ^  .<     - 

I        agravia«las  o  s'.n  vifn.i    ., 
para  l.i  \ista  de  la  r.ii'i.  .    ; 
consecuencia     e>te  ..It..(.o  •• 

1        improeedente  <'OTitri  tan  m*. 

I        t^ncia  interlíMMitoria -.  -f 

I        da  en  caúsale**  distintió»?'  "sí 
expre^;lf|a«*.         Ci^.    7  i  o  .: 
breUM).!   I 

3.  Ctlilri'tíf,     -  HifHf^rr.l.  -    /''    ••• 

té!.  -  S-oifHfíit.        Eí>  mi;-  •  * 

'        dente  el  ivcni>o  de  ri>. 

contra    la    re«olueion  t      ¡i 

en  la  }>eti»*n»n  del  suKi-t  li* 

de  la  propii'dad   h;|>«»Tí  -«'i    > 

que  fue  reiuatad.i.  sin  c  ^ .    • 

previa  de  los ae.*«'<»don'  \\,\>i- 

Uícaí  ios,  pai-a  que  '«e  c.ir:  •'!  - 

los   gnivani"nes.  j»or;|ii-> '•;r« 

una  sentencia    detirit:\.i.  ^i 

tampoco     interlocntor;.i   tus- 

ponga  término  ai  jin- 1",  p'-» 

no  se  pronuncia  s»»l»rí'  1»  ■  • 

ducidaíl  de  la^  hipóte  -a».  -  ""O 

que  "^e  limit^i  a  manten*';  I-  v 

tuación  que  existía  en  f    •*• 

mentó  <lel    remate.-  Ci".  - 

noviembre  190  >    ...         I 

,•>  por  falta  de  ixH'laraa. :  «n -i 
vicio 

4.  Ai'i'tíi'lmnif'nfo.  -  ^'í./i/''^» 
do.~  Pesuhnrio.  -  Xnmr^'- 
Plazo,  -  Potlrr.  -  Pru^-t.  - 
Ralifi^arión.  -  Ii  -laman  > 
Para  que  pue<!a  ser  a-linit  'if 
un  recurso   de  casíicion  c  b 
forma,   es   ¡nd¡s|)en'*d>lc  q.^ 
el  que  lo  ent;ibla  haya  i»-  •« 
mado  la  falta  ejerciefilo''- r 
tunamente,   y  en  to«i'"  -   • 

ñrados,  los  i'ecur^os  **U  i    : 
os  por  la  ley.    Kn  eoiw^  i-  - 
cía,  no  procede  en  un  .'>    ' 
de  desanucio  <le  arrenHaii':'" 
to  el  que  se  funda  en  ha^^* 
i-e<lucido  á  «los  el  pla^f»  'I'"  •*! 
co  dias  lijai'ios  por  la  ley  pn 
el  comjxu"endo,  y  en  lialt"^ 
omitido  la    prueb»  ^lae  ■* 
existencia  do  u::   (oiirnt'^  •• 
arreuflamiento  y  la  pn^m-. 
legal  del   mismo,  p'>r  v"  ^ » 
berso  fnrmidado  o|»fit"' 
mente  las   reelaiiiaci'»"" '' 
caso,   no   pudn'nd"  e^t »»  '^ 
como  tal  laap<'lari«»n  <itl '»  '' 
que  aceptó  el  desaliiir<»' 
dia  para    la   restituoi.  u  J*-- 
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predio  arreiijjaclo,  porqae  di- 
cHa  apelación  íd'wb,  al  fondo 
ctél   asunto    controvertido,  - 

Cas.  V2  octubre  1902 I..  155 

.    <  ^Uítftt  IM  da  ojicio.  -  Ceitión  dfí 
«If^rerhos.  -  Mención  de  la  Uy 
fíjfringúUi.-  Hf^rUttimciiin. 
N^o  h;ibién<lo!*e  reclamado 
oportunamente  contra  el  pro- 
ce'iimicnto  se^^nuiopara  vc«pl- 
voi    sobre  la  t'íica(íi;i  legal  de 
lili  i  cosii»n  díMiji  crédito  perso- 
nal, en  razón  d.  •!  dominio   que, 
sol)r(»  <iit:)iu  fii'-iito  pretendía 
hnl)ora't(|uir.<ií>  el  deu<lor  por 
compra  Ih'cIkl  pos-  el  ú  los  pri- 
nxítivíis    a-'j-.tMlor'.'s,    «juienes 
hitV)K\n  JK'cho  la  ce-^ion  á  una 
torreni,  [jorsona   indicaíla  por 
el'     (Irudoi*:    y  aunqtie   (Uiíli.i 
í-n"stii;i    es  Hiatcri  i  de  nn  jni- 
<>»dni:irío.  jio  j)iie<icn  las  pir- 
t«'s  ttui'l.ren  tv^t  i  traniitifiíii 
dí'fefíuosí    o  en    tleiicieiii/ias 
<!<'  la  I f  hu-cion  ».1('  lis    senteri- 
<'i;is  íl(*  piiiin;ya  <»  de  secunda 
m^taiui  i  un  r-.-ur^;'»   de  casa- 
1-1)11  ("1  la  foiiiiLi.  -  í  a'í.  IS  oc- 

.  ruhif    ¡í»).-). I.  MS 

*'  /!/'cln,n(i'-ichi..  -  Sciitcnria.  — 
SiMid'.  s  lujil  'ineiit  •  vontirnia- 
t'.ria  la  s.-alchti  i  d»' s  •i^'anda 
iiisrarM'ia .  y  ao  ¡la  >  i  iid(»>v^  r  >- 
('I.Hiiad').  i'it  '  poüitiid  >  ios 
i-iM-tii-:".*»  l.';^a!t'>4.  <lií  la  tríinii- 
tiM'  nn  «1  il  I  a  jii:  iii,  ni  el  d»* 
«•:i*a<-ioii  d'l  f:i.lo  <ic  pi'iniei'a 
iii^taiuai.  lío  pr«:(T(ie  (ai  í-on 
tra  de  .njH"!  a  vi  nvaiiso  á" 
c-;tvití'¡i,ii  en  la  ío:nia  fuiulado 
en  (MM  aU  s  cj[u»'  ]»adioron  de- 
diu'ir'^f'   LMi  («mtia,  (l(^  ésta.    -- 

Cas.  -3)  o(t!il)ie  P.M.") I.  17'J 

7.   A''tit'm  -'o.    -     /ii.srriyri.in, 
i*rt srri¡i  •ion.     I!  chi ,n  iii/>n. 
Sfíihu'iit .         Sf^rri  íu/nhr&.   - 
No  proe.'di»  el  rean^o  ríe  casa- 
ción contra  la  s  aitencia  de  se- 
•^unda  instancia  que  .se  lir.iita 
21  contirniar  la  de  primera, yior 
vicios  o  deftH'tos  que,  caso  de 
existir,  afíí  ta''  a  ésta  y   no 
fueríiu  reclaniailos  en   forma, 
ejereitan<lo  oportunamente  y 
en  todos  .sus  ;,'i'ado8  los  recur- 
sos establecidos   jior  la  lev.  - 

Cas.  4  a^íosto  líM).) '.   I.  224 

S.  Cosa  Junjatld  .  -  Mftfidu^  />»- 
rGHtoria».  -  Partf  aifrariada. 
-  RfclamaviJn.  -  lietfnriim.- 
Lo8  vicios  ú  omisiones  en  que 
incurre  el  fallo  <le  primera  ins- 
tancia no  ])ueden   ser  invoca- 
dos contra  el  fallo  de  sejíinida 
instancia  que  se  limita  a  con- 
fírmur  aquél,  si  no  se  reclama 
de  ellos    en   forma,   interpo- 
nien<lo  el   recurso  de  casacióíi 
en  la  forma.  -  CVis,  'Jlí  marzo 

um I.  :|06 

íl.  (UimiL  -  CoiiiHuiíOtil.  -  ¡{fvla- 
itiiiri*>n.  -  Ks  iinpioccílente  líl 
recurso  de  caSvicio¡i  contra  la 
sentencia  de  sij^unda  instan- 
cia por  defectos  de  tramita- 
ción de  (pie  ad(»lc(e  el  proce- 
dimiento .S''jL;ui<io  y  la  s.-nten- 
cia  de  primera  i'isíanci  i  <i  no 
fi'cron  o|»oitin¡aiu(Mit»^  recla- 
mados.- Cas.  U»  o.  tabre  l'.;íH). 
1.  4-2) 

10.    ('t)iirt .si  '^n.  Listil    (It    tt.sfi 

fj'>fi'    -    Minuta  ilf    pi'Ufha,'- 
Plazo,   -  Pt'n^ha.  -  Hfclama- 


ciáiu,-  No  procede  el  recui-^o 
de  Qjisación  en  la  foiina  contra 
la  sentencia  de  .^gunda  ins- 
tancia por  vicios  deque  puede 
adolecer  el  fallo  de  primera 
instancia  no  reclamados  opor- 
tunamente. -  Cas.  2*2  marzo 

1906.... * I 

d)  Varias. 

11.  Contradicciotif^s  del  fallo. - 
Omisión. -^o  proceíle  el  re- 
curso de  casación  si  la  resoln- 
eióii  que  se  estima  contradic- 
toria con  otra  del  mismo  fa- 
llo, ha  sido  dictada  en  favor 
del  mismo  recurrente.  -  Cas. 
21   octubre  ÜKK") I 

12.  CoinpHfíiKia.  ■  CifariJtt^  -^ 
Contrabando.  -  ('ouínidirrio- 
np.s  dfl  fallo.  Prcstturiitnes. 
Prncha.  -  H  ibien  lo  «^l  Tribu- 
nal de  Ai¿ada  sii^pv.'iidido  lo^i 
efectos  fie  la  sont^Micia  de  pri- 
mera instancia  en  la  parte 
en  qu(?  la  considero  ile^^al,  no 
podría  la  (.'orto  SnpieuKi  por 
medio  d(}  la  casación  rever  ese 
fallo  .  -  Cas.  U  diciembre  11)0."). 
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1,*>.  Amplia '"i  m.  -  Ajirniaritui. 
-  Caa.sdtfS.  -  It.'tO'j  irión.  - 

■  (>tai.^ión.  Pririi  oíd  th  ¡)o- 
hreza.  -  S/ttff--in'i-i.  -  Es  impro 
eedente  el  recurso  de  caíjacion 
e:i  la  forma  fundido  en  c.iu- 
s  il(!s  qu(>  no  sean  dt'  las  taxa- 
tivameiito  enumeradas  en  el 
artunilo  1)41  <lel  ('.kIíj^o  de 
Procedimiento  Civil.'-  Cas. 
12   noviembre  11)04 1. 

14.  A^n'^ridriini  -  Aüoi'iarióii 
(Uisa  juz'jada.  -  Lihvoa.  -  Li- 
i/nidacióa,  -  J'n/rha.  -  El  re- 
curso de  casa<-i<in  solo  proce- 
de! contiu  las  sentencias  ina- 
pelables délas  Cortes  de  Ape- 
laciones o  contra  las  pronun- 
eiatlas  por  jueces  arbitros  de 
segunda  in^tancia  que  cono- 
cen en  negocios  de  la  compe- 
tencia de  aquellas;  en  conse- 
cuencia, es  improcedente  el 
deducido  contra  una  resolu- 
ción arbiti*al  de  primera  ins- 
tancia conti-a  la  que  se  dedu- 
jo oportunamente  apelación. 
-Oas.  8  junio  liX)6 I. 
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15.  Notificación.-- Plazo.  -  Es  im- 
procedente el  recurso  de  ca- 
sación anunciado  fueiu  del 
plazo  de  cinco  días.  -  Cas.  25 
septiembre  11)06 I.  441 

III 

16.  Plazo.  -  Ks  inadmisible  el 
recurso  de  casación  en  la  for- 
ma formalizado  fuera  de  ttr-. 
mino.  -  C.  S.  .S  julio  IIK),")...    I.     34 

17.  CanaviMi  de  onrio.  -  Cénion 
d(^  de.t'trlam.  ~  Mciifiótt  de  I  i 
lf\f/  iajrinniila.  -   ¡tecla macitai. 

El  i'ecnrso  de  ca.sacion  (íu  el 
fondo  del>e  cspe  •iíicar  la  1(\\ 
infrin;L:'ida,  y  lu)  l)ar«ta  n  f e 
rirse  en  téiininos  j^oihumUís  á 
las  <lispos¡cioius  de  un  titulo 
del  C(>di--o  (.'i vil.  -  Cas.  LS 
octubre   lOIi")   I.  158 

18.  Apflii'itUi.        lUit^rriñii. 
Plazo.  -  I  s  inadnn'sible  el  re- 


úui*80  dé  casación  t|ue  se  for- 
maliza  fuera  de  termino. 
Cas.  C.  8.  17  niarse  1906.  I.  22 

IV 

1$).   Mulla,  -  £h  inadmisible  el 
recurso  de  casación  en  que  se 
ha  consignado  una  cantidad 
inferior  á  la  ordenada  por  Itt  ' 
ley.  -  Cas.  28.  pilio  1905. ...  1.    66 

20.  Compra^Vfitt.a.  -  H4 poltra.  - 
Mora.  -  Malta.  -  Demandán- 
ílose  en  capital  e  intereses  una 
suma  suiKírior  ji  8  10.000,  aun- 
que el  ilemajulado  .se  mani- 
tieste  llano  n  pajiar  el  capital 
y  parte  de  los  intereses,  no 
siendo  estjL  ofeit-i  aceptada, 
el  juicio  (b'be  colimarse  de  - 
más  de  •■?  lO.OilO  pura  los  efe<; 
tos  de  la  e- insinuación  de  la 
suma  qiie  la  ley  ex  i. trepara 
aiuineiar  el  recaiiso  d»*  casa- 
ción, y  es  improc<ííieiite  el  re- 
cluso en  (pie  so  lia  consigna- 
do una  ca'ii.idad  correspon- 
diente ú  juiíio  de  niiinos  de 
ese  valor,  -  Cas.  12  oitubre 
llKJi) I.  421 

Impuesto.  -  V.  (Utnirihin ¡ón. 

lN.\I>MISIMLII).vodel  lecursode 
casai'ion.    -    V.    I taprorí dfn 
r.ia. 

Aj)rrr¡(tri.',u.  -  ('dunit.  I>f'- 
ittmh  .  I/étf  rdu:.  i,'if.  -  íV//íí- 
'/u(/.--IIay  nulidad  absoluta 
en  los  actos  y  <*í>t. tratos  d<>  las 
I»eiS')nas  abstdntanuMiíe  inca- 
paces, como  lo  son  los  <l»'- 
mentes.  -  (!as.  lil  octubre  100.1, 
I.  201 

IN(íll>KNTK 

1.  Compftf'nt'ia.  -  Pisro.  -  ./ai- 
rio  líe  harÍH-ada.  -  Promovi- 
do en  un  juicio  sobre  mensu- 
i*a  de  salitn.Mus  ])or  nn  terce- 
ro nn  incidente  sobre  cance- 
lación de  unos  títulos  invoca- 
dos por  el  demart<lante  en 
conti-a  del  Fisco,  corresponde 
la  solución  del  asunto  en  la 
I  segunda  instancia  á  la  Corte 
de  Apelaciones  que  conoce  en 
los  juicios  de  liaeior;da.  -Cas. 

13  septiembre  1ÍK)4 I.  12 

'  2.  Citación.  -  Excf^cionp».  -  Omp- 
I      8i¿n.  -  Sttít/if^ifdtíté.  ~   V'úfta.  - 
\      8ólo  se  suspende  el  curso  de 
,      la  causa  cuando  el  incidente 
es  de  aquellos  sin  cuya  reso- 
lución previa  no  puede  la  cau 
sa  seguirse    tra:::itando.    >o 
tiene  tal  carácter  el  inciden- 
te en  (jue  el   apelante   pide  se 
tenH:an    por    a;fn;4adas    á   la 
aptdacion   las  excepciones  de 
tninsacción   y    cosa     ju/.;4ada 
fin  expresar  que  las  opone  co- 
mo   incidente   de  previo  y  iís- 
pecial     pronunci.i 'iiiento. 
Cas.  12  mayo  lírti.i 1.  395 

iNCOMrKTKX  lA*   -   V.    Compe- 
te aña. 

\  Indemnización  de  peijuicios.     > 
V.  Perjuirioy. 


'   26  ^RIP^IONES 

IKMCEBLEB.-V.  Bitnu  inmué- 
bUi. 

IN80BIFGIÓN 

1,  CinuitUrandoM,  -  DomaciAi,^  ' 
SalUrera.  -  SénUntHa.  -  Tra- 
dirían. -OmUAán,  -  La  dona- 
ción de  una  ctota  de  derechos 
en  una  pampa  salitral  requie- 
re, |iara  la  adquisición  del 
dominio,  que  la  tradición  se 
efectúe  en  la  forma  determi- 
nada en  el  artículo  ^  del 
Oódigo  Civil  y  con  arreglo  á 
lo  prevenido  en  el  Oódigo  de 
Mínerii^,  ó  sea  por  la  inscrip- 
ción en  el  registro  conservato- 
rio especial ,  por  tratarle  de  un 
derecho  real  y  no  de  un  dere- 
cho personal  cuya  tradición 
se  efectúa  por  la  entrega  del 
titulo.  -  O.  A.  6  octubre  1904. 
11.  113 

2.  La  inscripción  do  la  donación 
de  una  cuota  de  derechos  en 
una  pam^  salitral  hecluí  con 
posterioridad  á  la  muerte  del 
donante,  no  puede  perjudicar 
á  los  herederos  de  éste  ni  á 
los  terceras  á  quienes  aquellos 
traspasaron  sus  derechos  con 
la  i'espectiva  inncrípción . — 
~  Mismo  fallo. 

3.  Biensa  inmu^ÍM,  -  CnMación. 

.  -  Céiián  del  ditrécho  dé  heren- 
cia. -  Tra^éiciM.  -  TílulüMpre- 
ferentee.  -  Bu  la  cesión  de  un 
derecho  hereditario  ciiotativo 
no  se  enajenan  bienes  deter- 
minados y  no  rigen  respecto 
de  ellos  las  disposiciones  que 
se  refieren  á  la  transferencia 
de  inmuebloi  y  establecen  que 
la  tradición  debe  hacerse  por 
la  inscripción  en  el  Uegistro 
del  Conservador  de  Bienes 
Raices.  -  No  existe  disposi- 
ción legal  alguna  que  exija 
para  la  entrega  de  un  derecho 
heroditario  cedido  enti*e  vi- 
vos, la  inscripción  i*eferida, 
aunque  en  la  herencia  existan 
bienes  raítres.  -  Cas.  23  sep- 
tiembre 1905 1,  130 

4.  Acueducto.-  Improcedencia, 
PreecripciM.  -  Berlatnación. 
Sentencia.  -  Servidumftre.  - 
Puedo  ser  inscrito  el  derecho 
al  uso  y  goce  de  las  aguas  que 
son  condiicidas  por  un  canal 
artificial  construido  á  expen- 
sa ajena  que  se  adquiere  por 
pi*escrípcion,  y  la  servid  ym- 
bro  de  acueducto  que  queda 
establecida  por  este  mismo 
hecho  en  Iom  terrenos  ocupa- 
dos por  dicho  canal  y  por  la» 
boca-tomas.  -  C.  A.  - «  as.  4 
agosto  1905 I.  224 

5.  Kntbargo.  -  Interpretación,  - 
Nuliilad.  -  Objeto  ilícito, - 
Prohibición  de  enajenar.  ~  No 
ei-a  necesario,  antes  de  la  vi- 
gencia <lel  Código  do  Proce- 
dimiento Civil,  par.i  la  vivli- 
de«  resp»*cto  de  terceros  «le 
una  prohibición  de  enajenar 
y  gi-avar,  que  fties »  inscrita  ó 
anotada  en  el  Registro  del 
Conservador  <le  B'eiies  Rai- 
ces- -  (^aa.  8  junio  lUÜÜ. ...  I.  365 

IN8CRlP(MOXJ53  ELECTORALES 

Com       ficia.  -  Improcedencia, 


]MTK)<DKNT£ 

-  Municipalidad.  -  BÍeclama- 
eián  electoral.-  Mientras  te 
constituye  la  Municipalidad 
de  una  comuna  de  reciente 
creación,  tiene  que  continuar 
ejerciendo  sus  funciones  en  el 
territorio  segregado  para  di- 
cha comuna  la  Municipalidad 
del  territorio  que  lo  compren- 
día: y  entre  estas  funciones, 
la  de  inscripciones  electorales 
y  los  nombramientos  de  las 
mesas  receptoras  que  deben 
funcionar  en  el  territorio  se- 
gregado y  ante  los  cuales  de- 
ben practicarse  la  votación 
para  la  elección  de  los  muni- 
cipales de  la  comuna  de  nue- 
va creación. — C.  A.  -  C.  ^"^ 
li  agosto  1906 ....  I.  304 

IN8PE0CIÓK  PEBfiONAL 

Apreciación,-  Compra-venia. - 
Omisión.  -  Prueba,  -  La  ins- 
pección personal  solicitada  en 
segunda  instancia  constituye 
una  diligencia  probatoria  de 
libre  aceptación  paiti  el  Tri- 
bunal, que  no  necesita  ser  to- 
mada en  cuenta  en  la  parte 
expositiva  ni  en  la  resolutiva 
del  fallo.  -  Cas.  21  mayo  1904. 
1.  217 

INSTRUMENTO  PRIVAIX) 

1.  Compra-o^rda,  -  Simulación. 
-Tienen   valor  de  escritura 

Sública  los  documentos  priva- 
os oue  han  sido  reconocidos 
por  la  parte  contra  quien  se 
oponen  ó  que  se  han  mandado 
tener  por  i-econocidos  en  for- 
ma legal.  -  C.  A.  21  diciembre 
im!^ II.  131 

2.  Comisión.  -  Principio  de  prue- 
ba. -  Prueba.  -  Las  cartas  y  te- 
leginmas  y  demás  instrumen- 
tos privados  i*ef  eren  tes  al  de- 
pósito ó  comisión  para  la  ven- 
ta de  mercaderías  que  se  en- 
cuentran en  poder  del  comer- 
ciante fallido,  no  i*econocida8 
ni  mandadas  tener  por  recono- 
cidas en  la  forma  legal,  care* 
cen  de  mérito  probatorio  del 
depósito  ó  consignación.— C. 

A  8  marzo  1905     IL  141 

3.  Loe  instrumentos  privados  no 
reconocidos  ni  mandados  te- 
ner por  reconocidos  en  la  for- 
ma legal  no  pueden  constituir 
un  principio  de  prueba  por  es- 
crito que  haga  admisible  la 

Íirueba  testimonial.  -  Mismo 
alio. 

INSTRUMENTO  PÚBLICO 

Agravios.  -  Citación.  -  Partf 
agraviada.  -  El  instrumento 

Í)úblico  hace  plena  fé  contra 
os  declaitintes,  en  cuanto  á  la 
verdad  de  las  declaraciones  en 
él  consignadas,  á  menos  que 
se  pruebe  lo  contrario.  -  C.  A. 
-  Cas.  5  septiembre  1905. . .  I.  115 

INTENDENTE 

1,  Fuero.  -  fiobema<ior.  -  El  In- 
tendente ó  Gobernador  que 
ha  cesado  en  su4  funciones  no 

tiene  fuero;  y  puede  proceder 


IirrE85ACK>5 

■e  en  su  cootra  sia  qm  * 
CoDMijo  ffle  Bitado  ha^h^ 
claración  de  haber  lo¿r&f  * 
maci^  de  caa«k.  -  C.  ds  £^ 

18  octubre  1905 1.  fl 

2.  Camino.    -    ComftM^mia, 
RsgpontabUidad.  -  S^mJ** 
bre.  -  No  está  sometids  i  j 
decisión  de  los  Tribai.ale«  > 
Justicia  la  acción  en  qw  x 
trata  de  de  ar  dn  efecto  ir- 
derecho  expedido  por  dh 
tendente  de  la  proffincia.«> 
que  se  ordena  abrir  no  eusiü 
público  q»e  existía  áeaát  a»* 
atrás,    cuando  en  día  m  « 
persiga  hacer  eférlirak''^ 
ponsabilidad  civil  ó  crur*^ 
de  diobo  f uacionaño  por  )* 
actoe  por  él  ejecatarlsB,  tz' 
que  se  niegue  la  exisCenria  «it 
Uk  servidumbre  de  transito. 
C.  A.l.«aflBstoÍ!l04 11 


ÜfTiBMBS 

1.  CUíusula  penaL  -  Mora,-? 
reconocimiento  que  bs/oe  • 
deudor  de  una  nutrva  oUf. 
oión  de  pagar  una  cantida^j  - 
dinero,  cuyo  monto  se  ha  fi}:^ 
do  con  la  suma  del  capitai  «it 
una  pi*imitiva  oblissc  óo  t  I » 
intereses  capítalis  tdoi  Je  .* 
misma,  no  está  oorapre&l  >i 
dentro  de  la  diüpo^tcioQ  «i 
articulo  2210  del  CmIí.o  i  m 

aoe  prohibe  la   »«tipabñü 
e  intereses.  -  C.  A,  2  octoli» 
1906 "-* 

2.  La  cláusula  penal  tieof  p;*' 
objeto    asegurar^  el  ctimp^' 
miento  de  un  oblt^arión  yn: 
cipa]  en  el  caso  ne  que  i*l  (i>  > 
dor  no  ejecute  1<»  |Actulv>> 
retarde  su  cumpliiuiento;  ■ 
por  lo  tanto,  no  cofi>tt 
"cláusula  penal.,  la  estip* 
ción  en   aue  se  exprés  «.i^ 
durante  el  plazo  que  m  cw.  - 
de  al  deudor  pata  el  pap^  i- 
la  obligación  en  que  rpcpi  ■• 
da  el  capital  pri'nitfTO  '-f 
intereses  capitaíictdw.  t\-- 
rá  pagando  el  "iiitiie*  1*"*^ 
del  dos  por  ciento  mensoa. 
Mismo  fallo. 

3.  Siendo  el  ínteres  rome»  U  e 
diez  por  ciento  amia)  i  l^i  f' 
cha  en  que  se  i  stipuló  d  *  *' 
res  del  dos  por  rif  uto  m^'n*  a 
debe  reducirse  á«li«'h"ÍHtc"» 
corriente.  -  Misnn»  failo. 

4.  Durante  la  mora  i«  <\pi^  Pa- 
gando los  interesfSconAe 
nales  reducidos  al  ci^rrin:!» 
si     son    excesivos.  -  Mu«»> 
fallo. 

5.  Apreciación.  -  BifM  ñr»-*' 
bles.  -  Caeación  -  Compnm 
tu,  -  Deeiatimiento.  -  A>-^''- 
ra,  -  Mora.  -  Pr^»rritri  « 
Reconocimiento.  -  ntnn^^' 
ta.  Se  conforma  á  Irwaitx^ 
losl551núni.l.-ylVv»dH 

digo  Civil  la  «enteiiu  •;- 
manda  pagar  int«»re*«^  «^ ' '' 
la  fecha  del  vencimiento  d»  •« 
cróditos  por  hahcr  paío^'. 
pulado  para  el  pago.  -^'''- ;  .^ 
o<;tubre  1905 ' 

INTERNADOS 

Carbón,  -  Jlí¿iui.  -  U  pw«>^ 


JUICIO  DE  H'AGimA 


JUNTA  Dl&AOOlOinSTiS 


LIBROS' 0£OO^SRCIO      97 


de  ha  Tnantftttado  j  ratifica* 

0  el  rejiatro  de  una  mina  de 
brbón  submarino,  aunque 
aya  pa^^ido  la  patente  care- 
B  de  pi'Uúba  \ef¡Sk\  contra  ter- 
eros  y  por  lo  tanto  do  la  ac- 
ión que  (*oncede  el  articulo 

1  del  Có<l¡$co  de  Hineria  al 
linero  colindante. -O.  A.  25 
g08tol9J4 n.    96 

rSRDICCKW  DBL  DBMB9TB. 
^.  Demente, 

interpbktáción 

embargo,  -  Iiufíripeión,  - 
TuliíiatL  -  Objeto  ülrUo.  - 
^rohihir.ión  dé  enajenar,  - 
Sn  la  expresión  "cosas  embar- 
adasii  que  emplea  el  articulo 
464  del  Oódí^o  Civil  se  com- 
prende loM  "bieneü  detenido», 
inuedidoH,  retenido»  en  vir- 
ua  de  mandamiento  de  juez 
lorap.tenteii:  esta  expresión 
lo  ha  sido  defínida  expresa- 
nente  por  el  le^slador,  y  hay 
|ue  darle,  por  lo  tanto,  su 
lifrnifícado  natural  y  obvio, 
legún  el  uso  {(eneial,  conf or- 
ne á  la  regla  de  interpi-eta- 
;ión  del  articulo  2U  del  Códi- 
ro  Civil.  -  Cas.  8  junio  1906  I.  363 
Acto»  de  m^a  facultad.  - 
Aguas,  -  Compra-vnta.  -  De- 
rraniés,  -  Orarunu^i.  -•  Skrvi- 
iunibre.-'So  estando  doñni* 
lo  por  la  ley  lo  que  ne  entien- 
le  por  "derramesii,  debe  esti- 
narae  que  esta  expresión,  to- 
nada en  el  sentido  corriente 
sn  Chile,  se  refiere  á  las  por- 
:iones  de  aguas  más  ó  menos 
L'Onsiderables  que.  abandona- 
ias  voluntariamente  por  el 
iueño,  corren  y  salen  libre- 
mente fuera  de  su  fundo  ó 
Kien  en  cauces  de  propiedad 
ijcna  ocasional  ó  per  i  ód  imá- 
nente, sea  que  se  desborde  de 
OH  cauces  propios  ó  sea  de  la 
jue,  empicada  en  los  riegos,  no 
ilcance  á  ser  absorvidn  por 
si  suelo.  -  C.  A.  *20  agosto 
'i9í)4 II.      7 

INVENTARIO 

mfis  muphtes.  -  PartiniJn.  - 
^nwha,  -  Deben  colacionarse 
íu  el  inventario  de  los  bienes 
nu<>hk*M  de  la  sucesión  de  una 
¡)ersona  aquellos  cuyo  domi- 
lio  se  acredita  con  testigos. 
-Cas.  9  enero  1906 L  320 


J  Ü-UJIO 

iralización.  -  Prp^cripriim, — 
So  habiendo  trascurrido  vein- 
>e  años  de^<le  la  fecha  en  que 
a  <)i)li^i;)()ii  Be  hizo  exi;:^ible 
y  fú  m(mi(;t:to  en  que  se  altíga 
a  prtíscTÍ|»c'i()n,  no  tiene  im- 
)4)rtan('ia  la  p  iralización  del 
uicio  por  mis  de  tres  años.  - 
Iah.  5  a«xo.sto  líMIT) I.     79 

JIUCIO  DfC    HACIENDA 

nipelnu.ia.  -  Fisco,  -  Jucultnh 


<#. -Promo¥Sd<^  eb  un  juicio 
sobre  mensura  de  salitraras  * 
por  im  tercero'  un  incidente 
'  sobre  cancelación  de  unos  ti- 
tules invocados  por  el  deman- 
dante en  contra  del  Fisco,  co- 
Fi*eeponde  la  aoloción  del  asun- 
to en  la  segunda  instancia  á 
la  Corte  de  Apelaciones  que 
conoce  en  los  juicios  deoa- 
oieuda.  ~  Cas.  13  septiembre 
1904 1.123 

JUICIO  EJECUTIVO. -V.  Aerióm 
ijécutiva, 

1.  Casación,"  Kxeepeions9,-Omi- 
sián,-  Stmtémeia,  -  iipuestas 
excepciones  en  el  juicio 
ejecutivo,  debe  pronnnciarse 
sentencia  definitiva  ó  i'ecibir 
la  cauisa  á  prueba  si  las  excep- 
ciones la  requieren.  La  sen- 
tencia que  se  dicte  declarando 
inadmisibles  las  excepciones, 
aunque  una  de  ellas  sea  la  de 
incompetencia,  debe  ordenar 
al  mismo  tiempo  que  se  lleve 
adelante  la  ejecución  hasta 
hacer  al  acreedor  entero  pajB^ 
de  la  cantidad  adeudada,  in- 
tereséis si  los  hubiere  y  costas, 
sin  lo  cual  es  nula  por  no  con- 
tener la  decisión  completa  del 
asunto  controvertido.  -  C.  A. 
Magosto  1904....: II.    35 

2.  CitMcidn.  -  Prueba,-  Testi- 
go», -  Del  escrito  de  oposición 
á  la  ejecución  debe  darse  tras< 
lado  al  ejecutante  para  que 
dentro  de  cuatro  dias  expon- 
ga lo  qne  crea  oportuno,  ven- 
cido cuyo  plazo  se  pronuncia- 
rá el  tribunal  sobre  la  admi- 
sibilidad ó  inadmisibilidad  de 
las  excepciones,  recibiendo  la 
causa  á  prueba  cuando  lo  es- 
timare necesarío  paiu  resol- 
ver. -  C.  A.  4  octubre  1904  II.    47 

3.  La  prueba  en  el  juicio  ejecu- 
tivo debe  rendirse  del  mismo 
modo  que  en  el  juicio  oiflina- 
rio,  expresándose  en  el  fallo 
que  de  lugar  á  ella  los  puntos 
sobre  que  debe  recaer;  y  en 
ÓDien  á  la  testimonial  es  ne- 
cesario pro<:eder  con  arreglo 
al  articulo  361  del  Código  de 
Proce<limiento  Civil  que  or- 
dena á  cada  paHe  presentar 
dentro  de  los  cinco  días  ante- 
riores lista  de  testigos,  y,  por 
lo  mismo,  no  es  necesario  que 
en  el  mismo  auto  que  declai*a 
admisiV)les  las  ex  re  piñonea  se 
reciba  la  causa  á  prueba.  Es 
ilegal  el  pi*ocedimionto  del 
juez  que  recibe  á  prueba  la 
causa  en  la  misma  resolución 
en  que  declara  admisibles  las 
excepciones,  ordenando  pre- 
sentar la  nómina  de  testigos 
dentro  de  las  cuarenta  y  octio 
horas.  -  Mismo  fallo. 

4.  RfitHffía  df  derfrhoit.  -  La  peti- 
ción del  ejecutado  para  qne  se 
hí  reserven  sus  derechos  {lara 
el  juicMo  ordinario  y  se  dé  cau- 
ción por  el  ejecutante,  es  pro- 
«edente. -C.  A.  23  diciembre 
1900 íL  102 

JTNTA  DE  ACCIONISTAS 
Disolución,  -  Eutatutoa,  -  NuU- 


dad,  -  SoeUdad,  -  Ks%  nulo:  el- , 
acuerda  tomado,  en  junta  c?- 
neral  de  accionistas páradi- 
solver  y  liquidar  una  sociedad 
anónima  antes  del  placo  faja-. 
do  para  su  duración,  fuera  de 
los  casos  expresamente  deter- 
minados por  los  estatutos  ó 
sin  que  hajra  concurrido  el 
acnenio  unánime  de  los  so  • 
oioe. -4 agosto  1904.......  IL    26 


LKYE8   DE   PKOOBDIMIIEM  TO 

1.  Casaeián,  -  CutnUas,  *  Plazo, 
-JMmUÍo. -Infrinjo  los  ar- 
tículos 81  y  851  del  Código  de 
Procedimiento  Civil  la  wen- 
tentencia  qne  dá  por  aproba- 
da una  cuenta  por  el  sólo  tras- 
cui  so  del  plazo  concedido  para 
su  examen  sin  que  so  hayan 
formulado  impugnaciones,  y 
sin  que  se  haya  declarado  pre- 
viamente la  rebeldía  de  la 
persona  llamada  á  examinar- 
la. Por  lo  tanto,  debe  darse 
lugar  al  i*ecurso  de  casación 
en  el  fondo  interpuesto  con- 
tra ella. -Cas.  2  septiembre 
1905 L  110 

2.  Abandono  <U  ¡a  instancia,  ~ 
Efecto  retroactivo, -IjM  dis- 
posiciones contenidas  en  los 
articules  24  y  25  de  la  ley  de 
7  de  octubre  de  18H1  no  non 
aplicables  al  abandono  de  la 
instancia  creado  por  el  Códi- 
go de  Prooedimento  Civil.  - 

C.  A.  25  octubre  1904 IL    61 

3.  El  plaso  de  tres  año*  <)ue  fija 
el  Código  de  Procedimiento 
Civil  para  que  pueda  pedirse 
el  abandono  de  la  instancia, 
debe  contarse  desde  el  1.»  de 
marzo  de  lv03  en  que  dicho 
Código  entró  en  vi jencia,  por- 
que de  otro  modo  se  daría 
efecto  retroactivo  á  sus  dispo 
siciones.  -  Mismo  fallo. 


LSX  LOCI 

Bienes  situados  en  Chile,  -  Com- 
petencia, -  Posesión  fffctina,  - 
SueesUm.  -  Es  competente  pa- 
ra conceder  la  posesión  efecti- 
va, tratándose  de  una  sucesión 
abierta  en  el  oxtrenjoro.  el 
juez  del  domicilio  de  los  here- 
deros. El  articulo  221  de  la 
ley  de  15  de  octubre  de  1875 
no  tiene  aplicación  en  este  ca- 
so, puesto  qué  sólo  rige  la 
competencia  entro  los  diver- 
sos jueces  de  la  Kepúblioa.  - 
C.  A.  24  octubre  1904 II.    56 

LIBROS  DR  COMERCIO 

1.  Bienes  sociales,  -  Confesión,  - 
Prueba,  -  Sociedad, -IjOs  li- 
bros de  comercio  constituyen 
un  meilio  de  prueba  en  los 
causas  mercantiles  qne  los 
comerciantes  agitan  entre  si ; 
pero  ese  medio  de  prueba  no 
excluye  la  presentación  de 
otros,  ni  impido  el  ejercicio 
de  la  facultad  que  el  Tribu- 
nal tiene  para  apreciar  su 
mérito  comparativo,  á  fin  de 


ÍH  :UQDIÜACrtK" 


MANDATO 


A.;)CAT£rM0!n4> 


esiabléoer  ;1os  helckoii  que  ce- . . 
sultán  •'  probados  ■  en  la  eauba.  - 

-  Gas.  -j6  octubre  19a5...,  L  104 
2.  ApTéoietci/m. .-  Aitociaeión.  -•    - 

Cosa  jusffada.i  -  Improcéden^ 
cía»  -  lAqüUiación,'- Prueba,  - 
Aunque  los  libros  da  comer- 
cío  regularmente  11  ev  a  do  s 
constituyen  un  medio  de  prue- 
ba en  lus  jilicios  que  los  c€»- 
-mei*ciaute8  signen  entre  si, 
este  medio  no  osbta  á  la  pi*e- 
sentación  de  otros  medios  pro- 
batorios reconociílos  también 
por  la  ley,  ni  impiden  por 
consigui  nte  el  ejercicio  de 
la  facultad  «fue  tiene  el  tribu- 
nal «entcn(^ia<lor  cío  apreriar 
el  mérito  pi  oliatorio  d«í  todos 
ellos.  Lfii  n notación  de  fKirti- 
das  de  pistos  en  los  libros,  si' 
bien  d;i  fe  del  hecho  He  haber- 
se efeutuatlo  t;ilt*s  j^astos,  no 
excluye  que  piiciLi  jie^íarseso- 
bm»  KU  le^^alvlad  ó  si  correa- 
ponde-.á  la  naturaleza  del  nc- 
;íOC¡o  ó  íjuardan  proporción 
con  el  s.M'X'icio  ú  oVjjcto  a  (|ne 
se  suponen  dtístinaílos.  -  Cas. 
S  junio  1!JÍM> .1.  376 

LIN'hí:HOá 

1.  MfusHrn.  ~  Mina,  -  !,a  ac- 
c.iíni  dt?  reposición  de  liiHler<»s 
de  una  mina,  iiuf  con<'ede  i»l 
arti«'uIo.bl2  drl   (  V-dig»)  do  Mi- 

.  ner.;i,  snpon»í  para  »»n  eje!  ci- 
cio  «'i  heclio  di  tjuo  los  linde- 
ros lia>an  "^ido  tlotiuidos  y  el 
de  que  la  <h-:íti"uccioñ  haya 
provenido  de  accidente  ó  caso 
fortuito,  yí  no-ntrncionalmen- 
te  ('.  a".  4n;;o>to  i!Hí4.  ..  II.  3:í 
-.  Ki\  nn.  juicio  solii'o  reposi- 
ción «lo  linderos  n(i  cabe  <lis- 
(Mitir  lo-:  títulos  (jue  pueda  te^ 
nei"  sí»l)re  jm-te  do  la  perte- 
noufia  el  opwitor  á  la  reposi- 
ción, pues  olio  es  propio  de  la 
a<ci<m  de  re<*titic.ición  de 
mon»inu  tjno  .concede  el  ar- 
ticulo 'Ai  del  (Jódlffo  de  Mine- 
ría. -  Mismo  fallo. 

2.  Arnimro.  -  f '(infera.  -  Miiifi. 

-  QitfirflUt  -  Habiéndose  cam- 
biado lo»  lin<leros  de  la  i>erte- 
nencia  roinei-a  en  forma  de 
quedar  comprendida  dentro 
ríe  ellos  una  cantera  anterior- 
mente explotada,  no  procede 
la  querella  de  amparo  contra 
la  persona  que  continúa  la  ex- 
plota(dón    do  la    cantera. 

<  \  A.  31  agosto  1904 II.    43 

LK^riDACIÓN 

1.  Apreciación.  -  Asociación,  - 
Cona  JHZfjiuta.  -  Imftrocftlfn- 
cia .  -  Lihroa* .  -  Vru^ha,  -  Re- 
suelto por  sentencia  de  térmi- 
no que  la  pro])iedad  de  un  pri- 
vilegio exclusivo  p'-rtenece  á 
dos  personas  y- (jue  les  coires- 
]>onden  poi-  mitad  los  beneti 
cios  de  la  rxphítación  fiel  in- 
vento, MU  íjue  puedan  afectar 
a  inia  d«»  ellas  Ins  actos  por 
lo»*  rii;ilcs  iaotrn  ha  eucomen 
dado  esa  r\pl<>ta'-i(»n  á  laso 
<'iedad  c(tnií')c:al  <le  que  «s 
f*ofio,  tal  r('-o!uci()U  produ»»' 
co«.;i  iu/u'.Hla  en  el  íoirio  d»' 
liíjiiid  icii»n  arhitial  d"  la  as'i- 
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oiacidn  Ó  cuentas  en  participa-  : 
don  que  existía  eptre.  los  in- 
ventores.   -     Gas.    8    junio 
1906 I.  376 

2.  Cautil  de  ctuaeií'tti .  -  Comfíf- 
téncia»  -  Error,  -  JSrror  de  cor 
pia.  -  Omiid^tn.  -  Rectifica  ■ 
ción,  -r  Sociedad,  -  Trannac- 
cián,  -  Liquidada  una  socie- 
dad mercantil,  y  transigidas 
todas  las  cuestiones  suscita-' 

^  das  entre  los  socios  en  una 
escritura  pública  en  que  de- 
claian  los  socios  qjie  "es  su 
voluntaíl  finiquitar  y  concluir 
todo  asunto  relativo  á  la  so- 
ciedad h:U)ida sin  ulterior 

res)»onsabilidad  paríi  nadicti, 
quedan*  I  o  a  carg(>  de  algunos 
de  los  socios  el  activo  y  pasivo 
qnienes  se  daii  por  recibid(»s 
de  toflas  las  existencias  de  la 
socie<lad  coi:forine  a  un  in- 
ventario aprobado  por  to«los 
los  socios,  y  r(»tiráníiosL'  uno 
de  los  >ocros  cri  absoluto,  no 
pueden  aquellos  alt«'rar  lo  ea- 
tabl(;ci<lo  ea  e>ta  li.]u¡<ia<Mon, 
ftmdándoseen  el  error  (jue  su- 
ponen roni«'tido  al  considenir 
conu)  utilidades  una  partida 
de  dinero  apoi*t  'da  por  uno 
de  los  socios  como  participa- 
ción suya  en  nn  negocio  ch-ter- 
minado,  pu^'s  hal>iendo  tigu- 
ríido  esa  partida  en  el  inven- 
tario (ju»'  sirvió  de  base  a  la 
tninsaí'cion,  ios  ^ocio^  p;ot*e- 
dieron  a  sabiendas  de  la  im- 
putación ó  abono  que  »le  esa 
partida  se  había  hecho. 
C.  A.  (\is.  11)  octubre  V.m.  I.  146 

LlfTA  1)K  TKSTi(a»i.  -  V.    Ttsti- 

Í/Oit. 

LI118-  PKM»KN('IA 

Acriún  ftf.runnal.  -  Autoriza- 
ciiiu  marital  Arrian  tjfr.uti- 
t'f.  -  HijKtftra,  -  Mando.  - 
Majt'r  rasada.  -  Si  ela<'reedor 
entabla  primero  la  acción  per- 
sonal contiu  el  df  udor  direc- 
to y  en  seguida  la  ac»MÓn  real 
de  flesposeimiento  contra  el 
tercer  posee<lor  de  la  tinta,  hi- 
potecada, no  puede  alegarse 
por  ♦  ste  la  exírepcion  de  litis- 
pendencia,  poique  estas  ac<"io- 
nes  no  se  excluyen  y  como  ter- 
cer poseedor  de  la  linca  hipo- 
tecada no  tiene  derecho  para 
exigir  se  persiga  primero  al 
deudor  directamente  obliga* 
do.  -  e.  A.  4  agosto  1904...  II.    12 

M 

Mandato  ' 

1.  Castarion.  -  Citarii'ti  jMira  sen- 
tencia. -  Ejtpresiihi  de  agra- 
vión, FiuNZ'i,  -^  Multa,  -  VA 
que  comparece  en  juicio  á 
nombi-e  de  otro  debe  exhibir 
el  titulo  que  acredite  su  repre- 
sentación ó  rendí !•  á  satisfac- 
ciiui  del  tribunal  la  fian /a  de 
rato  »lis]»u»'sta  por  el  articulo 
7."  fiel  (\idigo  d<»  Procoilimieii- 

to  Civil.  -Cas.  21  julio  liH).~)  I.     r»7 

2.  Los  actos  (jue  un  tercero  eje- 
cute  eíi    juH'io  á   nombre   de 
otro  sin  exhibir  el  título  <le  su 
r(»present.aci<ui  ni  i-endir  fian- 
za de  lato,  >on  actos  ae  mera 


.  I 


intrusión .  qife  no  oblígaa  il 
supuesto  representado,  rus 
do  no  los  ratifica  expresa  < 
tácitamente,  aunque  exi^üen 
poder  otor^gado  por  éste  j  <)»• 
es  exhibido  despaes  ¡Mr  a 
parte  contraria,  interráditi 
que  se  considere  a  su  ooiitca 
dor  presente  en  el  jnicia  Mj- 
mo  fallo. 

3.  Arrettfiu mi^fUo,  -  i?ouipcr»m 
do,  -  JUsattttriQ.  —    Imfjr*-> 
dntria,  -  NfÍM^ro.    -  P'-az-^ 
Prueha,   -  ISatifiraci^'t^  -  1  - 
da  marión.  ■  ^   La     ratifif-a*!-' 
posterior  del  interesado  -v  -. 
desa  lii;cio  de  un  arretiiUm  -: 
to  liechc  a  su.  noiubn^  \*'T  «-  » 
jiersoiia  quf  c.irfc-  df   ]••  ■! 
es  bisturito   fíaní    bval  z.\t 
obi-ado  por  ésUi.  -  t'a?.  IJ  ■• 
tnbre  l'.M).', I    : 

4,  fJ*'r&id*'.    -    /triprin  f^j*-  •>!. 
Sfidt'm  ia.  —  El  ;.r*'rei  t  •  «t'     .  » 
socieilad   aiic»iiini  i    \\'  :-.  ••    i  • 
con   arie_lo   a   >us    i-t  r  r- 
tien  •    la    ji'pr»  s  'UX  «m  i      .'.i 
cial  de  la  in>tinik-n«n.  ■•  ••    :-- 
cnlt;id  de  foiisMtuii  ni   \  **  \- 
rios   «•>jn'ciub's  -  <  '     A.  * 
novieinbrtí  3ÍIIK"».  I   /, 

r?.   í'attarioit.  -  i'itu'i  u  i-i--'- 
t*-uc\a.      h*-l*tj,*ri   u.  -   1  •.    <: - 
le«r«^ción  ílel  ma'.íiat'»     >  ■ 
sólo  es  poruiitnl  i  ..1    .i  i-  •»  " 
rio  directo.  I^<¡.  :♦-_:;.   n  ; 
efectiKi  ur.  dt.de;:ad«'  d»-   o 
mandatario,      nu     a*i:  • 
posteriorniíMite     jor   •  .    : 
dante.  i-an^re  d-  val»>i.     ' 
2.'{  diciembí  e    li^  l'í     .   / 

MaMFK>iÁ('U,2í.  -  V.  Mtrt    . 
MaKII>0 

1.  Aufnrizan'i'in  jtifii*~i>d.       B 
potoca.   -  Majrr  r,$s<*d*t,      /'   ■ 
tirit>n.  -  StM'iftiatl    n»n//»i|»t    - 
V,  Mujf-t'  rttsadtt,  nunter^-  1  * 
2.  -  Cas.  iH  dicieuihn*  ll»  "i.  I  -^ 

2.  Accii'tí  pé-h'xonal,  -  Arri,  h  ^> 
rtttira.    -   Attforizari.,m    .  >r. 
tal.-  Hipoteca.   -   Lilirf"»*- 
ría.—  Mujf-r  rtt»>t*ia.  -  V.  J* 
torizañun    mariinL   C  A.    4 
agosto  1901 II.     - 

3.  Autorizaríiin  Jtuiirxítl.  -  H>* 
n^s  inmurlUejt.      Knaj^n^t-  >  • . 
Mitjef   cftsad'á.  -  V.  £m*tj*  s. 
ción,  núroeixM  1,   y,  2L  -  C.  X 
31dicierabi-e  1904 IJ.  í 

MATAiiKRO 

Acuerdos  munieipaUs,  -  í'.^»*.-- 
buciÓM .  -  Muniríptilidad.  /.v 
elamncijn.  -V.   í7ow/r»7.«i.-í.  ^. 

-  número  1.  -  C.   A.  i'i  jni  .♦ 
1904 I!.     * 

MATKIHONU» 

1.   Casaciiin.  -  Hijo  adttifi .  * 

-  Hijo   ItfjitiMo.     HfJ**   »  ' 
ral.     El   matrimonio  o  *.»  • 
do  anti»  la  autoridad  c  mj" 
tente   y   con  los  rx.'«ini'"T.»-    • 
líales,  pioducí»  efe."t«>>         '.  * 
ann(|ne  exista  nn  iun>»-*l  :• 
to  dirimente'  que  ol  st.tr; 
cehl «ración   \'uUd.i.  si    ■ 
prueba    que  fue   eoiitraí*' 
mala   fe  «\  sin  ju*ta  «-a  .-t 
error  <le  parte  del   c-  :  •    _ 


MKDIDAS  PRECAUTORIAS 


MINAS 


MINAS 
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quien  se  opone  la  nulidad.  - 
Cas.  24  junio  l^JT) I.  426 

2.  Pnra  que  el  matrimonio  cele- 
brado con  los  requisitos  lega- 
les deje  de  pi*odncir  ofectos 
cía'ÍIos,  so  requiere  la  declaiu- 
ción  do  nulidad  pronunciada 
por  sentencia  deHnitiva  en  el 
juicio  respectivo.  La  sentencia 
absolutoria  de  la  instancia  en 
oljjuicio  criminal  sej^uido  con- 
tra los  c«')nyiifres  por  el  delito 
de  doble  matrimonio  nocsun- 
tcí'edente  bastante  pai-a  esfa- 
blecer  la  mala  fé  de  éstos  y 
poner  ti'rmino  á  los  efectos 
civiles  del  matrimonio  por 
ellos  contitiído.     Mismo  fallo. 

Cí.  Nulif/uf/.  ~  PresrripriiSn.  -  La 
prescripción  rstablorida  para 
las  c»n**nles  do  nulidad  del 
matrimonio  (s  <lo  ínteres  pú- 
>»lico  y  no  puede  ser  renunt-ia- 
da  por  el  cónyu;;e  á  quien  fa- 
vorece. La  prcFcri[)ción  en  es- 
t-e  caNO  pufdc  y  debe  ser  de- 
clarad:! <le  oficio. -C.  A.  16 
agosto  1906 IL  149 

MÉhK'O 

1.  Coniijthm  examinadora.  ~  Bf"' 
datas  if  U^ eai ¡dazas.  -  Los  je- 
fes do  Zona  carecen  de  fa<"ul- 
tad  para  disponer  que  el  ciru- 
jano militar  de  la  comisión 
evaminadora  de  conscriptos, 
que  debe  formarse  on  arrcjrlo 
al  articulo  4.")  del  RoL'lanionto 
íie  Reclutas  y  Reemplazos,  sea 
reemplaza<lo  por  el  módico  de 
ciudad  ó  por  cualquiera  otro 
y  no  afecta  á  1»  responsabili- 
dad del  Fisco  la  desií;nación 
que  hairan.  -  C\  A.  24  agosto 
1904    IL      2 

2.  l)o¡o.  -  Réfrígión.  -  Sfiguru.  - 
Tachas.  -  ffstiyoit.  - 1  a  cir- 
cunstancia de  ser  médico  de 
una  Compañía  «le  Seguros  no 
lo  constituye  en  empleado  de- 
pendiente, tachable  por  esta 
caum  como  testigo.  -  C,  A.  22 
octubre  1901 IL    58 

MEDID  iS  PRECAUTORIAS 

1.  Arción   cj&cufira.  -  Auto,  - 
(^osa  jmyatla.  -  Dominilin,  - 
NnnUn'fí.  -  Omisi&n.  -  Profe- 
sión, -  Srntencia.-ljíi  ejecu- 
ción fundada  en  un  titulo  quo 
la  lleva  aparejada  y  por  una 
suma    ac:tualmcntc    cxiglblc, 
no  piieíle  ser  enervada  en  vir- 
tud de  una  merlida  precauto- 
ria solicitada  por  el  deudor 
en  otro  juicio  contra  su  acree- 
dor, y  no  puede  fundarse  en 
tal  medida,  sobre  todo  cuando 
no  se  halla  aún  ejecutoriadií, 
la  excepción  de  falta  de  exigi- 
bilidad  de  la  deuda.  -  C.  A. 

Cas.  12  agosto  19a5 I.    90 

2.  Sólo  producen  la  acción  y  la 
excepción  de  cosa  juzgada  las 
sentcncia.s  definitivas  ó  iuter- 
locutorias  firmes.  No  tienen 
este  carácter  las  resoluciones 
sobre  medidas  precautorias, 
las  cuales  deben  estimarse  con 
arreglo  al  articulo  165  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil 
romo    simples   autos  y   i.son 


esencialmente  provisorias  '• 
no  estableciendo  der  o  c  h  o  s 
iipermanontes"  á  favor  de  las 
partes,  ni  lesuelven  sobre  tni- 
roites  que  deban  servir  de  bas*) 
á  una  sentencia  definitiva  ó 
interlocutoria.- Mismo  fallo. 
3.  Cosa  juz'jaUa.  -Jinpr(H!edf*n- 
cia.- Parte!  ag cariada.  -  Bf- 
rlamanón.  -  RHf>ncion.  - 
La  resolución  que  da  lugar  á 
medidas  precautorias  y  or- 
dena, por  ejemplo,  el  depósi- 
to de  la  cantidad  á  que  as- 
ciende una  pólim  de  segu- 
ros, cuyo  pago  se  lit  ga,  no  se 
opone  á  que  se  dedire  más 
tarde  caducada  dicha  reten- 
ción por  otiu  sentencia  fun- 
dada en  la  no  e  iistencia  de  la 
obligación  de  pagar  el  segu- 
ro. -  (>as.  2í)  marzo  1906 I.  306 

MK^C1ÓN    DE    LA    LEY    INKBINíJIDA 

Casacióndfi  oficio.  -  Cfs'nUi  dfi  de- 
rechos. - Improrelf'nc.ia.  -  Re- 
clamación.- El  recin-so  de  ca- 
sación on  el  fondo  debe  espe- 
cificar la  ley  infringida,  y  no 
basta  referiise  en  términos 
generales  á  la**  disposiciones 
de  un  titulo  del  Código  Civil. 
-  Cas.   18  octubre  líKi5...  I.  158 

MENSURA 

1.  Lindero.^.  -  Afina.  -  En  un 
juicio  en  que  se  ejercita  la  ac- 
ción de  reposición  de  lindero** 
de  una  mina  que  concede  el 
articulo  62  del  Código  «le  Mi- 
nería, no  cabe  ««iscutir  los  tí 
tulos  que  pueda  tener  sobro 
pai-te  de  la  i)ertenencia  el 
opositor  á  la  reposición,  pues 
ello  es  propio  de  la  acción  do 
rectificación  de  mensura  que 
conceded  articulo  59  del  mis- 
mo Código  -C.  A.  4  agosto 
1904 IL    33 

2.  Consulta.  -  Sfntf>nr.ia,  -  El 
auto  aprobatorio  de  unamen- 
sui*a  ó  el  que  manda  ampliar 
una  mensura  no  revisten  el 
carácter  de  sentencias  defíni- 
tiv  is;  y  no  eran  consultables 
antes  de  la  ley  de  7  de  febre- 
ro de  1906,  pues  con  arreglo 
al  artículo  924  del  Código  de 
Procedimiento  Civil  sóloei-an 
consultables  las  sentencias  de- 
finitivas. -  C.  A.  29  mayo 
1906 IL    96 

MlNA.-V.  Salitrera, 

1.  Caducidad.  -  Desc.uhrimún- 
lo,  -  Patetif*'.  -  Plazo.  -  Rati- 
ficación, -  Del»e  tenei-se  por 
descubridor  de  una  mina  al 
primero  que  se  presentare  á 
registrar,  y  lo^  que  pretenden 
mejor  derecho  á  un  descubri- 
miento deben  entablar  la  <le 
manda  dentro  del   plazo  que 
la  ley  señala  al  descubridor 
paiti  ratificar  su  registro,  no 
debiendo  ser  oídos  si  so  pre- 
sentaren después.  -  Cas  21  ju- 
lio 1905 L    53 

2,  Aunque  el  artículo  41  del  Có- 
digo de   Minería  dispone  que 

I       se  tenga  por   desitido  de  sus 


derechos  al  registrador  gue  no 
labi'are  el  pozo  y  no  ratificare 
su  registro,  Lv  caducidad  del 
derecho  no  se  produce  por  el 
solo  trascurso  ue  los  plazos  le- 
gales fijados  para  practicar 
aquellas  dilijenciasdesde  que 
las  minas  no  se  pierden  por  el 
simple  abandono  ó  falta  de 
trabajo  en  ella^^  y  se  hayan  su- 
jetas á  las  prescripciones  que 
rijen  la  propie<laa  inscrita  y 
as  necesario  que  su  inscrip- 
ción se  cancele.  -  Mismo 
fallo. 

3.  La  concesión  minera  ó  mina 
sólo  caduca  por  la  falta  de 
pago  de  la  patente.  -  Mismo 
fallo. 

4  Arrendamifnto.  Casación, 
-  Omisión.  -  Rftsolución.  - 
Sentfnt'ia.  -  Ia  cesión  ó  tras- 
paso de  ¡jarte  del  contrato  de 
arrendamiento  <le  unas  minas, 
hecho  por  el  arrendatario  con 
infracción  de  las  condiciones 
estipuladas  pai^  tal  transfe- 
rencia, da  lugar  a  la  acción 
resolutoria.  C.  A.  -Cas.  7 sep- 
tiembre Um I.  118 

6.  Habiéndose  probado  que 
í.oda  mejora  queda  á  benefi- 
cio del  arrendador,  infringe 
el    contrato  el    arrendatario 

aue  <lespues  de  hacer  en  una 
e  las  minas  arrendaflas  un 
cierro  de  "calaminan  lo  saca 
y  coloca  en  otra.  -  Mismo 
fallo. 

6.  Acta.  -  (Jad  acida  1 1,— Deroga- 
ciihi.  -  Notific.ari^iu.  ■  Paten- 
te. -  f*resrrip-i  m.  -  Remate.  - 
La  ley  cMíticede  á  l(»s  particu- 
lares la  piopicdaíl  perpetua 
de  lab  minas  á  condición  do 
pagar  una  patento  anual,  per- 
diéndose esa  piopiedad  por 
falta  de  pago  de  la  }>atente, 
una  vez  piactic¿idos  los  trámi- 
tes orden.idos  por  los  artículos 
1:í4  y  i:V)  del  Código  de  Min- 
ría.  -  Cas.  17  mayo  l9íM)..  .  1.  244 

7.  La  ley  no  exige  pai  a  la  subas- 
ta de  la  mina  que  no  ha  p  iga- 
do  lu  patente,  notificación  del 
dueño,  y  sólo  ordena  la  puhli- 
cacíón  de  la  nómina  do  las 

{n'opiedades  mineras  que  v.o 
a  hayan  pagado,  sin  expre- 
sar que  los  avisos  deban  con- 
tener tunbién  la  designación 
de  sus  dueños;  pues  ellos  no 
constituyen  requerimiento  al- 
guno, sino  simplemente    un 
medio  de  publicidad  pai-a  ha- 
cer saber  el  remate  a  todos 
aquellos  que  pudieran  t<Micr 
interés  en  la  subasta.  El  re- 
mate debe  hacei-se  entre  los 
cuarenta  y  los  cincuenta  <lias 
contatlos  desfle  la  primera  pu- 
blicación del  aviso:  y  sería  gf- 
neralmente    imposible    efec 
tuar  la  subasta  en  los  plazos 
señalados,   con  perjuicio  cyi- 
I       dent«  de  los  intereses  del  Es- 
tado, si  fuese  menester  llenar 
I       todas  las  formalidades  de  una 
I       notificación  judicial.  -  Mismo 
fallo. 

'    8.  Los  preceptos  del  Código  do 
I       Minería  sobre  el jnodq  cómo, 
deben     rematarse   la*  minas  ^ 
'       morosas  no  han  sido  deroga- 
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dos  por  el  Código  «le  Procedi- 
miento Civil.  -  Mismo  fallo. 

9.  Cualquiera  que  Fea  el  tiem- 
po qu-«  se  ha  poseído  una 
mina,  y  aun(][U6  bas  ¡ua  para 
la  prescripción  de  su  dominio, 
no  puede  invocarse  en  contra 
de  la  caducidad  de  1:l  conce- 
sión que  se  verifica  por  la  ad- 
judicación en  remate  á  una 
tercei-a  persona  en  caso  de  no 
pago  de  la  patente.  -  Mismo 
fallo. 

10.  El  acta  de  remate  de  minas 
que  no  han  pagado  patente  se 
extiende  ante  el  secretario  de 
Juzgado.  -  Mismo  fallo. 

11.  Linderos,  -  Mf usura.  ~  La 
acción  de  reposición  de  linde- 
ros de  una  mina  que  c  nuede 
el  articulo  0!í  del  Código  de 
Minería,  supone  para  su  ejer- 
cicio el  hecho  de  que  los  lin- 
dei*os  hayan  sido  destruidos  y 
el  de  que  la  destruecan  haya 
provenido  de  accitlente  ó  caso 
foi'tuito  y  no  intenci'-nalmen- 

te.  -  C.  A.  4  agosto  1904  ..  II.    33 

12.  En  un  juicio  de  reposición 
de  linderos  no  Ciihe  discutir 
los  títulos  ((ue  pueda  tener 
sobre  parte  de  la  peii^enencia 
el  opositor  á  la  reposición, 
pues  ello  es  propio  de  la  ac- 
ción  do  rectificación  de  men- 
suiu  que  concede  el  articulo 
59  del  Cóoigo  de  Minería.  - 
Mismo  fallo. 

13.  Carbón-  -  Interna rit'n,  - 
Para  gozar  del  beneficio  que 
la  ley  concede  á  la  pi-opieflad 
perpetua  de  las  minas  bajo  la 
condición  ele  pagar  una  paten- 
te anual,  es  menester  haber 
previamente  constituido  la 
propiedad  de  las  minas  por 
medio  de  la  manifestación,  ra- 
tific  ción  y  mensuiu  de  ella>«. 

O.  A,  25  agosto  1904 II.    36 

14.  La  pei'soua  que  ha  manifes- 
tado y  ratificado  el  registro  de 
una  mina  de  carbón  submari- 
na, aunque  haya  pagado  la 
patente  care(;e  de  prueba  legal 
contra  terceros  y  por  lo  tanto 
de  la  acción  que  concede  el  ar- 
ticulo 64  del  Código  de  Mine- 
ría al  minero  colindante.  - 
Mismo  fallo. 

15.  Amparó.  -  Cantera,  -  Linde- 
ros, -  Querella.  -  Habiéndose 
cambiado  los  linderob  de  la 
pertenencia  roinei*a  en  forma 
de  quedar  comprendida  den- 
tro de  ellos  una  cantera  ante- 
riormente explotada,  no  pro- 
cede la  querella  de  amparo 
contra  la  persona  que  conti- 
nua la  explotación  de  la  can- 
tei-a.  -  C.  A.  31  agosto  19ü4.  II.    43 

16.  La  explot'ición  de  las  pie- 
dras de  construcción  no  pue- 
de ser  objeto  de  una  conce- 
sión minei-a.  No  existe  pei-te- 
nencia  minei-a  sin  la  existen- 
cia de  criadero  metálico  ó  de 
sustancias  materia  del  Código 
de  Minería.  -  Mismo  fallo. 

17.  Amparo.  -  Denuncio.-  Po- 
sesión, -  Querella.  -  No  impor- 
ta perturbación  de  la  pose- 
sión de  una  mina  manifesta- 
da, rejistrada  y  adjudicada 
en  seguida  en  remate  público, 
el  hecho  sólo  de  haber  dennn* 


ciado  y  solicitado  un  tercero 
otra  pei*tenencia  en  el  mismo 
terreno,  si  no  se  acredita  que 
este  último  perturbe  ó  emba- 
race en  su  posesión  al  posee- 
dor de  aquella  pei-tenencia.  - 
C.  A.  14  septiembre  19(U.   II.    45 

18.  Los  títulos  que  acreditan  la 
manifestación  y  ratificación 
del  rejistro  de  una  mina  y  la 
adjudicación  posterior  hecha 
en  remate  por  caducidad  de 
la  concesión  minera,  asi  como 
el  recibo  de  la  patente  paga- 
da por  el  subastador,  no  bas- 
tan por  si  solos  paiti.  compro- 
bar la  posesión  material  del 
suelo,  sobre  todo  no  justifi- 
cándose que  el  subastador  ex- 
píete realmente  la  mina,  ni 
que  haya  extraído  metales  de 
ella,  ni  que  siquiera  los  con- 
tenga. -  Mismí)  fallo. 

19.  Manifestación.  -  Plazo.  — 
Ratiflcaciuti.  -  Registro.  - 
Todo  registrador  de  mina  está 
obligado  á  labrar  el  pozo  y  ra- 
tificar su  registro' en  el  térmi- 
no de  noventa  días;  y  al  que 
no  labrare  el  pozo  y  no  ratifi- 
care su  rejistro  se  le  tendrá 
por  desistido  de  sus  derechos 
y  cualquiera  persona  puede 
ha<*er  manifestación  de  la  mis 
ma  mina  con  el  mismo  nom- 
bi-e  ó  con  otro  distinto.  -  C.  A. 
•24  septiembre  1904 II.    51 

20.  El  plazo  que  la  ley  concede 
al  minero  para  labrar  el  pozo 
y  ratificar  el  registro  no  es  fa- 
tal; pero  la  pi-áctica  tardía  de 
estás  diligencias  sólo  vale  en 
el  caso  de  que  con  ella  no  se 
lesione  un  nerecho  ya  adqui- 
rido por  otra  persona.  -  Mis- 
mo fallo. 

21.  Compraventa.  -  Tradiciótt, 
El  vende<lor  es  obligado  á  la 
entrega  ó  tradición  de  la  cosa 
vendida  inmediatamente  des- 
pués del  contiuto  ó  en  la  épo* 
ca  prefijada  en  él;  por  consi- 
guiente, infringe  el  contiuto 
el  vendedor  de  oarras  de  mi- 
nas que  por  no  haber  estado 
inscritas  á  su  nombre  son  re- 
matadas en  juicio  seguido 
contra  el  primitivo  dueño.  - 
C.  A.  28  diciembre  1904  .  II.  105 

Ministro  de  j-é.  -  V.  Derechos 
de  ministros  dejé. 

MINUTA  DE  PRUEBA 

Conceci'in,  -  Improcedencia,  - 
Lista  de  testigos.  -  Plazo.  -  • 
Prueba,  -  Itectamación.  -  Las 
partes  deben  presentar  la  mi- 
nuta sobre  puntos  de  prueba 
y  la  nómina  de  sub  testigos 
dentro  de  los  cinco  días  de 
que  hablan  los  artículos  .308. 
309  y  361  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil,  de  los  cua- 
les no  aparece  que  este  plazo 
{)ueda  prolon^rse  hasta  que 
a  causa  se  reciba  á  prueba  y 
se  señalan  por  el  Juzgado  los 
puntos  sobre  que  ella  deba  re- 
caer. -  Cas.  11  julio  1906. ...  I.  437 

HORA 

1.  Apreciación' -  Bienes  inmué- 


bies.  -  Casación.  -  Comfr*- 
Venta.  -  l}eti*timi*nío.  -  £.- 
critura.  -  Inieres^ss^-  /'•♦. 
cripción  —  Rercnocimi^niv.  - 
Ultra-petita.  -  Se  oonfor»:*  i 
los  arti<^ulo9  l«ol  nura«ToI.' 
y  \r^^  del  Código  Civil  U  *  r. 
tencía  que  manda  |ia«»r  ib:»- 
roses  d^de  la  fecha  del  ves- 1 
miento  de  lo^:  creditot»  por  ba^ 
ber  plazo  estipulado  jxuu  t^ 
pago.— Cas.  17  octuhn?;  19iV.  L  l^ 

2.  Compraventa.  -  HifuÁ^^.- 
Improceilenria.  -  MÚUtt.  -  ET 
comprador  que  no  pAgn«>  e, 
precio  en  el  plazo  estipuUtí" 
se  constituye  en  mora.  aupqu« 
la  propiedad  comprada  libr-^ 
de  gravamen  reconotzra  ur^ 
hipoteca  qii»*  el  veiwle<l<»r  d»*** 
cancelar.  £1  coroprailor  d*-l» 
depositar  el  precio  con  autorí 
dad  de  la  justicia  y  el  ve&W 
dor  cancelar  el  gra^-ameo.  - 
Cas.  12  octubi-e  1«M5 I.  tí 

3.  Cl  tusula  penal.  -  intenses  - 
Durante  la  mora  se  sig(i«  fu- 
gando los  intereses  con%-enc*it»- 
nales  reflucidos  al  corrí«-iiUr  ñ 
son  excesivo», -'O.  A.  2«x^: 
brel905 11.145 

Muebles.  -  V.  Bienes  mmsUtt. 

MUJKK  CAUSADA 

1.  Autorización  judiciaL-  Ma- 
rido. -  Hipotrctt.  -  Parfiei.  m. 
-Sociedad  eon¡fMffftl. - Ki  re- 
mate hecho  a  su  nombre  por 
el  marido,  de  una  prx>píedA<i 
perteneciente  á  la  sucesión  f  a 
que  BU  mujer  es  hf  redew,  iw- 
porta  una  adquisición  á  titu 
lo  oneroso  que  forma  parte 
del  haber  so<*ial,  si  de  los  an- 
tecedentes aparece  qneel  pre 
cío  de  la  adjudicación  no  foe 
pa^docon  el  haber  heredi- 
tario de  la  mujer,  sino  ron  hA- 
bei*e8  de  la  Svtciedad  conjngaj 
y  con  el  producto  del  presta 
mo  hipotecario  €X>ntrat;ú)o  por 
el  marido.  -  Cas.  29  «liciem^^n» 
1905 LM 

2.  La  hipoteca  <lc  esta  propie- 
dad constituida  por  el  maritio 
sin  intervención  de  la  mujer 
ni  autorización  de  la  justicÍA. 
es  válida.  -  Mi^mo  fallo. 

3.  Acción\  jiersífual.  -  Aut4>rizit- 
ción  marital.  —  Arritm  0JmtíÍ 
va. — Hipoteai.  —  Litis  ftemieu 
tria.  -  Marido.  -  \ .  Autorizn- 
den  nuirUal.  -  C.  A.  4  agn<to 
1fiíl4  n     I** 

4.  Comprarmta.  -  Nulidad.  - 
Ks  nula  la  nent^^nría  que  de- 
clara la  nulidad  <iel  contrAto 
de  compra  de  un-i  propiedad 
hecho  por  una  mu  er  caxads. 
en  viii^ud  ile  <lentanda  dd 
marido,  fundada  en  la  cir- 
cunstancia de  no  hal>er  «lado 
á  su  mujer,  ni  poderse  pr«^i- 
mir  su  consentimiento  pan 
contraer  la  deuda  por  part« 
del  precio,  ni  estar  separador 
de  bienes,  sin  tener  á  la  tívU 
el  juez  que  la  expide  noa  es- 
critura pública  en  que,  coa 
posterioridad  á  aquel  contia- 
to,  el  marido  acep^  expresa- 
mente  el  oonvenio  que  so  no* 
jer  celebra  con  el  acreedor 
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ara  el  jiago  del  referido  pre- 
io  y  ser  falsos  los  hechos  ale- 
ados. -  t  .  A.  21  noviembre 

9()4 11.    75 

Autorizavií'n  jwliciat.  -  Bif- 
tfjf  ininnehlf-s.-  Knajfniívión, 

-  Muritio.  V.  Enajenación.  - 
iiinierc»  1  y  2.  C.  A.  31  di- 
iemhre  1904 II.  129 

MULTA 

Caita  don.  -  Citaríón  para  gen- 
furia.  -  KxprfiniÓN  de  agra- 
dos. -  Fianza,  -  Mandato,  ~ 
!^(>s  asuntos  sobre  nulidad  de 
m  t(>stanicnto  y  petio  ón  de 
íerencia  no  están  sugetos  a 
leterminada  apre<;iatñón  pe- 
-nniaiin;  y  defcen,  por  lo tan- 
<>,  considerarse  como  dr  mé- 
io<?  íUí  $  lO.OílO  paia  los  efeo- 
os de  \:\  ( anti<iad  que  ilebe 
onsifínaiso  paia  interponer 
\  recurso  de  casación.  -  Cas. 

II  julio  UKV> I.    57 

Itnprorfidevcia  -  Es  inadmisi- 
>le  el  recurso  de  casación  en 
|uc  se  ha  consignado  una 
^\ntidad  inferior  á  la  ordena- 
la  por  la  ley.   -  Cas.  28  julio 

mb     I.    60 

Cfmij^rarmta,  -  Hi/tof^ca.  - 
Unprorfdé'ncia.  -  Mora,—l>e- 
nandándose  en  capital  é  in- 
ereses  ana  suma  superior  á 
\  lü.fKX),  aunque  el  demánda- 
lo se  maniñeste  llano  á  pagar 
il  capital  y  parte  de  los  inte- 
eses,  no  sie.  do  esta  oferta 
aceptada,  el  juicio  debe  esti- 
oai  se  de  mas  deS  10.000  para 
os  efectos  de  la  consignación 
le  la  suma  que  la  ley  exige 
íaiTi  ai  unciar  el  recurso  de 
asacíón.  -  Cas.  12  octubre 
90  I.  421 

MUNICIPAL 

uerdo,  -  Exclusión.  -  Aínnici- 
mlidu'i.  -  Quorum.  -  Jtscla- 
narion.  -  Debe  entenderse 
lue  es  municipal  "en  ejerci- 
ñoii  el  que  se  hulla  en  aptitud 
cgal  para  el  actual  desempe- 
ií>  del  cargo.  -  C.  A.  7  enero 
905 II.  140 

MUNICIPALIDAD 

CmnpHenría^  -  Improceden- 
xa.  -  Itucrirxionex electoraUM. 

-  lUclamaciihi  elfctoral.  - 
Hientias  se  constituye  laMu- 
licipalidad  de  una  comuna  de 
vcienttí  creación,  tiene  que 
011  tinuar  ejerciendo  susfun- 
iones  en  el  tei*ritorio  segre- 
::ido  pai'a  dicha  comuna  la 
tlunicipalidad  del  territorio 
|ue  lo  comprendia:  y  entre 
Ktas  funciones  las  de  incrip- 
ione«  eleítoiales  y  los  nom- 
tmmientos  de  las  mesas  re- 
eptoras  que  deben  funcionar 
n  el  territorio  segregado  y 
.nte  las  cuales  debe  practi- 
arse  la  votación  para  la  elac- 
ión de  los  municipales  de  la 
omuna  de  nueva  creación.  - 
).  A.  C.  a.  14  agosto  1906.  I.  384 
Acuerdo»  munieipaU».  -  Con- 
ribucián.  -  Matadero.  •  -  Bé- 


clatnación.  -  V.  Anuidos  mu- 
niripalfs.  mimeroM  1  y  2.  -  C 

A.  25  junio  1904 II.      1 

3.  Calle  ¡niblica.  -  Cuasidelito, 

-  Besponsahilidad,  -Aunque, 
según  lo  presiento  en  el  núme- 
ro 8."  del  articulo  25  de  la  ley 
de  22  de  diciembre  de  1891, 
corresponde  á  las  municipali- 
dades autorizar  bajo  ciertas 
condiciones  ó  regla-i  la  colo- 
cación de  cañerías  en  la  via 
pública,  adoptando  natural- 
mente las  medidas  que  fueren 
necesarias  pai'a  evitar  acci- 
dentes á  las  personas,  no  les 
afecta  i'esponsabilidad  por  la 
destrucción  de  un  automóvil 
caido  de^  noche  en  una  zania 
abierta  en  la  mitad  del  ancho 
de  una  calle  por  un  contratis- 
ta particular,  para  conectar 
una  cañería  de  desagüe  de  uso 
privado,  acci<lente  que  ha 
ocurrido  en  parte,  é  indepen- 
dientemente del  descuido  ó 
negligencia  del  conductor  del 
automóvil,  por  falta  de  un  fa- 
rol ó  lur  especial  que  sirviera 
de  suficiente  aviso  del  peligro. 

-  C.  A.  24  noviembi-c  1904  II.    86 

4.  Acuerdos  municipales,  -  Cita- 
ción,  -  Reclamación.  -  i  as  mu- 
nicipalidades no  pueden  cele- 
brar sesiones  extraordinarias 
sin  Que  preceda  citación  per- 
sonal de  los  municipales  he- 
cha con  veinticuatro  horas  de 
anticipación  y  con  especifica- 
ción del  asunto  oue  debe  tra- 
tarse en  ellas.  Una  citación 
enviada  por  correo  no  puede 
importar  citación  personal: 
éi>ta  debe  hacerse  poi  el  secre- 
tarío  ú  otro  empleado  de  la 
Municipalidad  que  va  va  á  la 
casa  del  citarlo  y  que  deje  la 
citación  en  ella,  en  caso  de 
encontrarse  ausente.—  C.  A. 

3  diciembre  1904 II.  100 

5.  Acuerdo,  -  Exrlusiáti.  -  Afu- 
nici¡ml.  -  Quorum.  -  Reclama- 
ción. -  V.  Acuerdo  municipal, 
número  4.  -  C.  A.  7  enero 
1905 II.  140 
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Neoliobncia.-V.  Cuasi-detito 

Nombre.  -  V.  Sentencia.  -  Omi- 
sión d'e  la  sentencia. 

notipi«;aci<')N 

1.  Acta.  -  Caducidad.  -  Deroga- 
ción. -  Mina,  -  Patente.-  Pres- 
crii/ción.  -  Remate.  -  »  a  ley  no 
exige  paiala  subasta  de  la  mi- 
naque  no  ha  pagado  la  paten- 
te notificación  del  dueño,  y  só- 
lo ordena  la  publicación  de  la 
nómina  de  las  propiedades  mi- 
neras que  no  la  hayan  pagado, 
sin  expresar  que  los  avisos  de- 
ban contener  también  la  de- 
signación de  sus  dueños;  pues 
ellos  no  constituyen  requeri- 
miento alguno,  sino  simple- 
mente un  medio  de  publici- 
dad para  hacer  saber  el  re- 
mate á  todos  aquellos  que  pu- 
dieran tener  interés  en  la  su- 
basta. El  remate  debe  hacerso 


,entre  los  cuai*cnta  y  los  cin- 
cuenta días  contados  dfsde  la 
primei*a  publicación  del  aviso 
y  seria  generalmente  imposi- 
ble efectuar  la  subasta  en  los 
plazos  señalados,  con  perjui- 
cio evidente  de  los  intereses 
del  Estado,  si  fuese  menester 
llenar  todas  las  formalidades 
de  una  notificación  judicial. 
-  Cas.  17  moyo  1906 I.  244 

2.  Casación,  -  Emplaza mif^n lo. 
Las  notificaciones  á  terceros 
que  no  son  parte  directa  en  el 
juicio  se  deben  hacer  perso- 
nalmente ó  por  cédula.  ^  o  es 
emplaza<lo  el  tercero  que  es 
notificado  sólo  por  el  estado 
df]  recui-so  interpuesto  por 
una  de  las  partes  contiti  i'eso- 
lución  que  le  afecta.  -  Cas,  4 
de  octubre  de  1906 I.  410 

3.  Imjtroredenna,  -  Plazo. - 
Una  resolución  debe  suponer- 
se debidamente  notitícada  á 
la  pai*te  en  la  focha  en  que 
ésta  ocurro  ante  el  Tribunal 
que  la  dictó  solicitando  su  re- 
posición, en  conformidad  al 
articulo  58  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil.  —  Cas.  25 
septiembre  1906 I.  441 

4.  Citación  de  terceros.  -  Si  la 
acción  ejercida  por  una  per- 
sona correspondiese  también 
á  otros,  el  demandado  puede 
pedir  que  la  demanda  se  pon- 
ga en  conocimiento  de  los  que 
no  hubieran  o<.'urrido  á  enta- 
blarla, y  si  fuese  difícil  de- 
terminar la  individualidad  ó 
residencia  de  estas  personas  ó 
su  número  dificultase  consi- 
derablemente la  práctica  de 
la  diligencia,  podrá  hacerse 
la  notificación  por  medio  de 
avisos  publicados  en  los  día- 
nos en  la  forma  determinada 

Sor  el  articulo  57  del  Código 
e  Procedimiento    \.  ivil.  -  C. 

A.  25  julio  1905     II.     16 

6.  Casación,  -  Comparendo.  - 
Querella.  -  La  notificación  de 
la  querella  debe  ser  hecha  al 
querellado  en  forma  legal, 
para  que  pueda  celebrarse  el 
comparendo  •■el  quinto  dia 
hábil  después  de  la  notifica- 
ciónií.  El  hecho  de  darse  por 
notificado  el  querellado  no 
bastí,  pues  el  querellante  de- 
be saber  el  dia  en  que  la  noti- 
ficación se  hizo  para  poder 
asistir  al  corapai*endo  con  sus 
medios  probatorios.  -  C.  A. 

28noviembrelH04 II.    89 

6.  Arrendamiento.  -  Desahucio. 
La  notificación  del  desahucio 
puede  hacerse  al  arrendata- 
rio, si  buscado  en  dos  días 
distintos  en  su  habitación  ó 
en  el  lugar  en  que  ejerce  su 
industria,  profesión  ó  em- 
pleo, no  fuere  habido,  por 
me<lio  de  cédula,  aun  cuando 
el  demandado  no  se  encuen- 
tre en  el  lugar  del  juicio.  -  G. 
A.7mayo  1906 IL    95 

NUUDAD.  -  V.  Casación 

1.  Apreciación.-  Causal.-  De- 
mente. -  Incapaz.  -  Interdic- 
ción, -  Hay  nulidad  absoluta 
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en  los  actos  y  conti*atos  de  las 
personas  absolutamente  inca-  ' 
paces,  como  lo  son  los  demen- 
tes.-Cas.  31  octubre  1!)05.  I.  201 

2.  La  acción  de  nulidad  abso- 
luta se  concede  sin  distinguir 
si  se  ha  cumplido  ó  nó  el  acto 
ó  contrato  nulo.  -  Mismo  fa- 
llo. 

3.  Ertiharfjo.  -  Insrripri^n,  - 
JnterffrHariJn.  -  Objfto  ilfcito, 
-  Prohibí rim  tU  enajenar,  - 
Es  nulo  de  nulidad  absoluta 
el  acto  jurídico  celebrado  con 
objeto  ilícito;  y  hay  obje^o 
ilícito,  conforme  al  articulo 
1464  del  Códiíjo  Civil,  en  la 
enajenación  de  las  cosas  em- 
bargad is  por  decreto  judicial, 
á  menos  que  el  ju^z  lo  autori- 
ce ó  el  ¡urreedor  consienta  en 
ello.  -  (Vs.  S  junio  191)6 I.  365 

4.  Casación.-  Kuihaujo.  -  lie- 
ttmcióii.  -  Es  nula  la  adjudica- 
ción que  so  haga  a  un  acree- 
dor de  la  boleta  de  depósito 
de  la  cantidad  por  él  embar- 
gada, sin  haberse  alzado  pre- 
viamente la  retenci(')n  decre- 
tada sobre  esa  suma  á  favor 
de  otro  acreedor. —  Cas.  8 
agosto  19()6 1.  4ÜÍ2 

5.  l)¡9olurión.  -  Estatutos.  - 
Junta  ttf  accionistas.  —  Socie- 
dad. -  ts  nulo  el  acuerdo  to- 
mado en  junta  general  de  ac- 
cionistas para  diso'ver  y  li 
quidar  una  sociedad  anónima 
antes  del  plazo  fijado  para  su 
duración,  fuera  de  los  casos 
expresamente  determinados 
por  los  estatutos  ó  sin  que 
naya  concurrido  el  acuerdo 
unánime  de  los  socios.  -C.  A. 
4aiostol904  il.    26 

6.  Compfaüf.nta.  —  Mujfr  casa- 
da. -  Es  nula  lu  sentencia  que 
declara  la  nulidad  del  contra- 
to do  compra  de  una  propie- 
dad hecho  por  una  mujer  ca- 
sada, en  virtud  de  demanda 
del  marido,  fundado  en  la  cir- 
cunstancia de  no  haber  dado 
á  su  mujer,  ni  porlerse  presu 
mir  9U  consentimiento  para 
contraer  la  detida  por  parte  «lel 
precio,  ni  estar  separados  de 
bienes,  sin  tener  á  le  vista  el 
juez  que  la  expide  una  escri- 
tura pública  en  que,  con  pos- 
terioridad á  aqu^l  contrato, 
el  marido  acepta  expresamen- 
te el  convenio  que  su  mujer 
cclebm  con  el  acreedor  piira 
el  pigo  del  referido  precio  y 
ser  falsos  los  hechon  alejados. 

- C.  A.  21  noviembre  1904  II,    75 

7.  Matrimonio.  -  PrsscripriM, 
-  La  prescripción  cstableoida 
para  las  causales  de  nulida  1 
del  matrimonio  es  de  interés 
público  y  no  puede  ser  renun- 
ciada por  el  cónyuge  á  cjuion 
favorece.  L#a  prcsci'ipcion  en 
este  caso  debe  y  pueiie  ser  de- 
clarada «le  oficio.-  C.  A.  16 
agosto  1«06 II.  149 

8.  Asifínicion  testamentaria, - 
Tfstanifinto.  -  Testigos.  -  No 
son  nulas  las  asignaciones  tes- 
tamentarias hechas  á  favor  de 
los  cónyuges  ó  parientes  de 
los  testigos  instrumentales.  - 

(\  A.  20  septiembre  lílOO.  II.  lól 
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ArrendamierUo.  -  Comparendo. 
-  Desahucio.  -  Improceden- 
cia. -  Plazo.  -  Poder.  -  Prue- 
ba.-  Ratifícación.  -  Reclama- 
ción. -  La  falta  de  asignación 
de  número  á  una  causa  no  im- 
porta un  trámite,  diligencia 
ó  requisito  esencial  por  cuyo 
defecto  las  leyes  prevengan 
expresamente  que  hay  nuli- 
dad.-Cas.  12oLtubre  1905  L  155 


OBJiíTO  iLÍnro 

1.  Carreras.  -  Casación .  -  Com- 
petfinria.-  Oniisi^ín.  —  Ultra - 
petifa.  -  Xo  es  licito  á  pci*sona 
ó  corporación  alguna  dt'scono- 
cer  la  competencíia  y  jurisdic- 
ción de  los  tribunales  estible- 
cidos  por  la  ley  do  lo  de  octu- 
bre de  IvS?.),  ni  aun  á  pretexto 
de  contratos,  cua**i-contratos 
ó  estipulaciones  de  cualquier 
género.  Tales  « stipuhviones 
caso  de  existir,  serian  nulas 
por  la  ilicitud  de  su  objeto,  cu 
cuanto  ronti*avienen  al  dei*e- 
chb  público  chileno.  -  Cas.  2í) 
diciembre  190) I.  349 

2.  Embargo .  -  Insr.riocim.  — //* • 
te^'pr elación.    -    Nulidad.   - 
Prohifdcifin    de     enajenar,  - 
Hay  objeto  ilícito,  conforme 
al    ai*tículo  1464  del   Código 
Civil, en  la  enaienación  délas 
cosas  embargadas  por  deci-eto 
judicial,  á  menos  que  el  jaez 
lo  autorice  ó  el  acreedor  con- 
sienta en  ello;  y  el  acto  jurí- 
dico celebríulo  con  objeto  ilí- 
cito es  nulo  de  nulidad  abso 
InU.- Cas.  8  junio  1906    ..  I.  365 

3.  En  la  expresión  "cosas  em- 
bargadasii  que  emplea  el  ar- 
tículo 14(54  del  Código  Civil, 
se  comprende  los  "bienes  de- 
tenidos, impedidlos,  r  tenidos 
en  virtud  de  mandamiento  de 
juez  competentcii.  -  Mismo 
fallo. 

OBLIOACíÓy  CONDICIONAL 

Honorario.  -  Ultra -peiiía.  - 
No  habiéndose  acreditado 
que  se  han  cumplido  todas  las 
condiciones  á  que  estaba  so- 
metido el  pago  del  honorario 
convenido  éntrelas  partes  por 
servicios  ya  prestados  y  por 
prestai-se,  no  prot^ede  la  de- 
manda aunque  el  dera  indado 
hubieiti  hecho  negociaciones 
con  parte  de  los  derechos  que 
era  una  de  las  condiciones  de 
ese  pago.  -  C.  A.  -  Cas.  18 
mayo  1905     I.    87 

O  BU  A  NUEVA.  -  V.  Denuncia 
de  obra  nueva. 

OMIdI<'>N    DE    LA    SENTENCIA 

a)  Omisión  de  la  designación 
del  nombre,  domicilio  y  pro- 
fesión de  las  partes. 

1.  Acnión  ejf'cntira.  -  Auto.- 
Cosa  juzgada.  -  Domicilio.  - 


Medidas  preeauiorias,  -  v— 
hre.  -  Omisión.  -  Pr)/-«-, 
Sé:nt4'ncLj»  -  Los  enii:  ^ 
nes  oue  preriene  ri  ini 
193  del   Código  de  Pn-- 
miento  Civil  no  Min  • 
torias  en  las  senreni*ia-  r 
das  en  juicio  inicufio  ,  • 
de  la  vi j encía  de  ihchn  t  .. 
go.  -  Cas.  12  .ngoíio  l!ir 

2.  Efecto  refroitrtiro  -  f,- . 
Prueba.  -  S^nt*nri.t. 
petita.  -  Hahiéndo«t'  ir  - 
el  jíiicio anfes  de  \A\\:r' 
del  Código  de  Procciir. 
Civil,    no   incurre  en  n .  - 
la  sentencia  que  f*ii  <>.  -• 
enunciativa  se  cf»n!  r  . 
mérito  de  los  autix  >  -  ■• 
tiene  toílis  la'«e' ii.  ■ 
detcimir.adiftS  porfÍ:.;.t  i 
go  respecto  del  norat-tY.'; 
cilio  y  pi-ofe^ion  «itu.» ;  ir  • 
no  indicad J.M  por  esU'»    <*• 
8  marzo  19;j6      ... 

3.  Demnrracirn.    -    F.ü- 
troaclieo.  -S  nfmeía.-    "• 
jtftita.  -  Habiéndose  .:  •  .. 
el  juicio  antes  ríe  la^;;:-'  . 
del  Código  de  Pn-c-»/!:!     ' 
Civil,   no    *^  ohli{^>ri   i 
•anunciación  de  la  pr-»:»*»  • 
oficio  y  domicilio  (\f  a-  :-. 
tes.  -  Cas.  26  mirzo  \\*^ 

b)  Omisión  d»»  enunciar:  ■• 
attciones  ó  excepciones    -■  ^ 
ó  priucipios  de  e)ui4li>i 

4.  Cosa  juzgada.  -  S*n**n  • ».  - 
67/ ru-p.'í ¿//I. -Uilt  y  n-  •- 
pone  á  jas  Cortes  <le  Af- .. 
nes  la  obligación  dr  fHi-r^ 
en  sus  fallos  las  al(>},':i'  i  ■'- 
medios  de  defensa  qu»» -i 
vista  de  la  causa  bailan  \  ^" 
verbal  mente  las  part»^    -  • 
abogados.   -   C-aa.  2»  a;  •• 
1903 ■ 

5.  Cumpla  con  la  ley  l**^r.-' 
cia  recurrida  que -revr  j  - 

la  parte  expositiva  de  li ' 
tencia  de  primera  ínstip.  * 

-  Mismo  fallo. 

6.  ActoA   de  mera    farnUsi'. 
Apreciación^  -  Consuitri»- 

-  Derrames  -  Posw'^  -  y* 
relia.  -  Senlentia.  -  l'H'y ;-' 
ta  -  Cumplecon  1  w  eti."    -^ 
legales  la  sentencia pnímr  -» 
da  en  un  intcrdiriotliní.»  • 
obtener  que  se  dcsha^'^r    ' 
obras  que  privan  Hw  t-."  ' 
cío  de  Uks  agu  \s  corrifíit  *-  • 

3ue  tiene  derecho»  »rn* 
e  ellas,  si  contien?  U  fc  i 
ciación  completa  de  Uq'-^ 
Ha,  expresando  lo  qufv  i-; 
la  acción  que  se  entii'U » «»' 
razones  en  que  m  apr*;*- 
designación  precia»  <i<''  * 
reliante  y  querellado,  t-  '" 
lesión  y  oficio,  aüDVf  ^ 
contenga  la  defensa  «I» :   - 
i-ellado,  ^ue  propücí  f^ 
es  oído,  sino  citado-' 
pocción  que  deW  pri"  • ' 
en  el  lugar  de  h  c»*^' 
C.   A.  -  Cas.    4   ii«>\'.''  . 

1905 

7.  Apreciaci'tn.  -  rf|..í/'f  "  *. 
-  InsitecrióM.  -  /'•■'"  ^'• 
inspección  pei«^»»al ;'''     • 
en  scgund.1  iiistamii  ^ 
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iiye  una  diligencia  probato- 
ía  de  libre  aceptación  para  el 
^ribtinal,  que  no  nccenita  üer 
amafia  en  cuenta  cu  la  parte 
K positiva  ni  en  la  resolutiva 
el     fallo.  "  Cas.    21    mayo 

IM 'I.  217 

'7<ufarión.  -  Sf-nt^nria,  -  La 
»ntencia  debe  h:i<ei'  la  citíi- 
ión  concreta  y  cüpecifica  de 
18  íli.sposicioiies  loríales  que 
í  sirven  de  fundamento,  y  no 
Drao  cita  v;i<fa  y  «jenenil.  que 
o  da  idta  d  1  verdadero 
rincipio  lej,';il  en  que  se  apo- 
a.  -  No  cu  MI  pie,  por  lo  tanto, 
on  el  niiiiKno  r>."  del  artícu- 
)  líW  del  C'odi;;o  de  Procedi- 
ñento  Oivil,  la  sentencia  que 
ita  como  y>:ise  de  su  re«olu- 
ión  un  titulo  de  un  Código 
u  que  se  contienen  disposi- 
iont»M  de  naturaleza  diversa. 
(Vi«.  4enero  liK)6 I.  'lÁl 

)m)sión  de  fundam>^ntos  de 
echo  y  de  der»'cho. 

\rrfndamÍHnto.  -    CaMari<ht. 

-  (J<nifuM'in  --  Inift^mnizucUm. 

-  Perjuif'ins.  -  Sfulfíirki.  - 
's  nula  la  sentencia  de  MOgun- 
a  instancia  que,  al  confirmar 
!  fallo  de  primera  instancia, 
eja  siibsiitentes  sólo  los  con 
idei-andos  rel;itivo«  á  la  de 
landa.  y  elimina  Ioh  (^ue  se 
L»tieren  á  la  reconvención,  8Ín 
onsignar  otros  fuiida:nentos 
tara  contimar  el  rechazo  de 
sa  reconvención.  -  Cas.  lí> 
layoUKIó I.     12 

Arrftwiamifnto,  -  Casación. 

Mina.  -  Resol nrión.  -  Seti 

^lírm.-La  sentencia  de  se- 
ur.da  instancia  que  al  conñr- 
i\ar  la  de  primei-a  instancia 
educe  a  $  7.000  los  perjuicios 
ueésta  fijaba  en  $  70.ÍJÍIH),  8Ín 
apresar  las  consideraciones 
!e  hecho  ó  de  «lerecho  que 
irvan  de  fundamento  a  esta 
ííducción,  infringe  el  aiüicu- 
j  19.*i  del  Owlijro  de  Procedi- 
liento  Civil,  y  debe  ser  aini 
ida.  -  Cas.  7  septiembre 
n') I.  118 

Ampliariiifi,  -  Apreriueión. 

i'aufíílfis.  -  Derogación, 
mprocfdenria.  -  Pririlffjio  df 
ohrnza.  -  Sent^nnia.  -  Cum- 
ie con  la  ley  la  sentencia  que 
ontiene  los  fundamentos  de 
is  resoluciones,  aunque  ellos 
Midieran  no  guardar  con- 
ruencia  con  la  cuestión  de 
>atida.  -  Cas.  12  noviembre 
í)04  I.  370 

( >misión  de  firma. 

Casarión.  —  Comf)fitenna. 
^Irma,  ~  Reclamación,  -  Snit- 
cnria,-tiO  puede  reputarse 
cgalmente  como  sentencia  de 
irimei'a  instancia  aquella  á 
lue  falta  la  firma  del  funcio- 
lario  á  quien  corresponde  dar 
é  del  acto.  £1  tribunal  de  se 
runda  instancia  c^ue  revocíi 
emejante  sentencia  procede 
lin  competencia;  y  aunque  el 
•ecurrente  no  haya  rec]amad<» 
)I)ortanamente  ae  esta  forma  - 


lidad  declarada  esencial  por 
la  ley,  la  Corte  Suprema  pue- 
de invalidar  de  oticio  el  tallo 
en  que  tal  vicio  aparece  de 
manifiesto.  -  Cas.  12  octubi-e 
1905    I.    38 

é)  Omisión  de  pai*te  expositiva. 

IS.  Cosa  juzgada.  -Sftnt encía.  - 
ÜUra-peíUa.  -  Cumple  con  la 
ley  la  sentencia  recurrida  que 
•'reproduce  la  parte  expositi- 
va de  la  sentencia  de  primera 
instanciaii.  -  Cas.  23  agosto 
190Ó I.     83 

14.  Oansttl  t/e casación.-  (Romper 
f&ncia,  -  Error.  -  Error  de  co- 
pia. "Liquidación.  -  Rertijlca- 
ción.  -  Sociedad.  -  Trans<tc- 
r/í)ft.  -  Ne  procede  el  recurso 
de  casación  contra  una  sen- 
tencia en  cuyo  encabezamien- 
to se  dice:  "Reproduciendo  la 
parte  expositiva  del  conside- 
i-ando  %.°  de  la  sentencia  ape- 
ladati,  fundada  en  que,  siendo 
la  sentencia  revocatoria,  no 
contiene  exposición  de  los  he- 
chos, si  el  Tribunal,  el  mismo 
día  de  la  interposición  del  re- 

-  curso,  ha  mandado  rectificar 
como  eiTor  de  copia  la  pala- 
bttk  "debf  y  sustituirla  por  las 
palabras  *'y  elu  y  tener  esta 
rectificación  como  paite  inte- 
grante del  fallo.-  Cas.  10  oc- 
tubre 1905 I.     146 

/)  Omisión  de  resolución  del 
asunto  controvertido. 

15.  Contradicciones  del  fallo.  - 
Improceiiencia.  -  i<*a11a  la  ma- 
teria de  la  apelación  la  «sen- 
tencia recurrida  que  consta 
de  dos  partes  divei-sas,  en  la 
primera  de  las  cuales  so  limi- 
ta á  confirmar  las  resolucio- 
nes de  prime!*a  instancia  y  en 
la  segunda  omite  pronunciar- 
se sobre  las  cuestiwnes  provo- 
cadas en  la  alzada,  precisa- 
mente por  no  haber  s'ibre  ellas 
resolución  de  primera  instan- 
cia.-Cas.  21  octubre  1905.  I.  188 

16.  Carreras.  -  Casación.  -  Com- 
peUncia.  -  Objeto  ih'cito.—Ul- 
Ira-petita.  -  Kesuelve  prerrisa- 
mente  el  asunto  controverti- 
do la  sentencia  que  declara 
que  es  incompetente  el  juez 
íie  letras  pai-a  conocer  en  la 
demanda  sobre  carrei'as  de 
caballos,  cuando  lo  pedido 
)x>r  el  demandado  es  que  se 
declare  no  estar  obligado  á 
contestar  la  demanda  por  ser 
incompetente  la  justicia  ordi- 
naria para  conocer  en  recria- 
mos relacionados  con  asuntos 
de  esta  natui*aleiBa.  -  Cas.  6 
diciembre  19(H I.  349 

17.  Cagacitin.  -  Reconocimiento, 
—No  contiene  la  decisión  del 
;\sunto  controvertido,  la  sen- 
tencia que  no  se  pronuncia 
ivcerca  de  las  diligencias  de  re 
conocimiento  en  rebeldía  de 
un  documento  opuesto  en 
compensación  de  la  deuda 
cuyo  pago  se  demanda  ejecu- 
ti>«amente,  y  que  se  limita  á 
rechazar  la  compensación  por- 


que ose  documento  no  está  ex- 
tendido en  papel  competente 
á  pesar  de  lialeise  reservado 
aquel  pronunciamiento  para 
definitiva.  -  Cas.  22  mayo 
1906. I.  360 

18.  Citación.  -  Ejrre¡)cion4fs.  -  /n- 
cide.nte.-Susfuiisión.  -  Vista, 

-  No  hay  omisión  en  el  fallo 
8Ísedet>laian  inadmisibles  las 
excepí'iones  opuestas  por  ca- 
recer de  base  legal.  -  Cas.  12 
mayo  lOO.i I.  3íi5 

19.  Casación.   -  K. acepciones.  - 
Juicio  ejecufint.  ~  Sentencia, 

-  La  bcnt^Mutia  que  se  dicte 
en  el  juicio  »'jerutivo  <le(;la- 
rando  inadmisibles  las  excep- 
ciones opuestas,  aunque  uiui 
de  ellas  sea  la  de  incompeten- 
cia, debe  ordenar  al  mismo 
tiempo  que  se  lleve  adelante 
la  ejecución  hasta  hacer  al 
acreedor  enteio  pago  de  la 
cantidad  adeudada,  intereses 
si  los  hubiere  y  costas,  sin  lo 
cual  es  nula  por  no  contener 
la  decisión  cf)mp1eta  del  asun- 
to controvertido. -C.  A.  24 
agosto  1904 lí.    35 

20.  Casación.  -  E^'cepción.  -  Ha- 
biéndose opuesto  dentro  del 

Slazo  para  evacuar  el  trasla- 
o  de  la  demanda  de  terceria 
de  dominio  en  el  juicio  ejecu- 
tivo, una  excepción  á  mas  de 
las  que  se  hicieron  valer  en  la 
contestación,  infringe  la  dis- 
posición del  número  6  del  ar- 
ticulo 193  del  Código  de  Pro- 
cedimiento Civil  la  sentencia 
que  omite  prouunciai*He  sobre 
ella  -  C.  A.  4  septiembre 
1905 Ii.  158 

21.  Cotisiderandos,  -  Donación. 
-Inscri/>ción.  -  Salitrera.  - 
Sentencia,  -  Tradición.  -  >i  la 
sentencia  comprende  en  su 
parte  resolutiva  todas  las  ac- 
ciones y  excepciones  de<luci- 
das  y  alcgjidas  en  el  juicio,  lo 
que  resulta  de  la  resolución 
que  en  tc'rminos  generales  de- 
clara que  "no  ha  lugar  á  la 
demandan  y  acepta  la  exí-ep- 
ción  de  prescripción  opuesta 
por  los  demanaados,  no  in- 
curre en  el  vicio  de  nulidad 
por  la  circunstancia  de  no  ha- 
Der  apreciado  el  juez  en  los 
considerandos  todas  las  razo- 
nes ó  fundamentos  en  que  el 
demandante  apoya  su  deman- 
da. -  C.  A^  6  octubre  1904.  II.  113 

g)  Omisión  de  todas  las  enun- 
ciaciones del  fallo. 

22.  Improcedencia,  -  Resolucio- 
nes contradictorias,  -  Falla  la 
materia  de  la  apelación,  y 
cumple  con  lo  ordena<lo  en  el 
articulo  \9f^  del  (Código  de 
Procedimiento  Civil,  la  sen- 
tencia recurrida  que  consta 
de  dos  i>artes  diversas,  en  la 
primera  de  las  cuales  se  limi- 
ta á  confirmar  las  resolucio- 
nes de  primera  instancia  y  en 
la  segunda  omite  pronunciar- 
se Fobre  las  cuestiones  provo- 
cadas en  la  alzada,  precisa- 
mente por  no  haber  sobre 
ellas  resolución  de    primera 
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PA<íO 

1.  Cu^nfajt.  -  Derofiari,  n.  -  Xo 
afoctámlo  las  ol>jtv;ioi)<'8  he* 
chas  á  una  cuenta  pres(>iita<la 
por  p1  fl(3niandante,  a  l;i  au- 
tidad  reconocida  por  *\  de- 
mandado, puede  el  jncz  orde- 
nar el  paj^o  de  la  cartidad  no 
disputida,  mientras  .-e  d(  ci<lü 
el  juicio.  —  Cas.  líS   o.-tubie 

¿Mn^ ...      !•        ot3 

2.  El  articido  final  del  ('<»<li;ío 
de  Procedimiento  Civil  li;i  <Ít;- 
jado  vi«;pntcs  laHdispdsícioiKís 
del  C'óílijüo  Civil  y  loyt's  com- 
plementarias; y  el  aiticulo 
195  que  estaldece  el  pr<c  di- 
miento que  debe  Me<;uiíso  t;u 
el  C3.SO  de  pago  de  hi  sum  no 
disputíida,  no  eontitMn»  dia- 
posición alfcuna  contiuiia  o 
imonci Hable  con  la  d.l  ar- 
ticulo Viifl  del  Códiíjo  ( 'ivd.  - 
Mismo  fallo. 

S.E/fHv  r&troarfiro.  -  Omisión, 
-  Pru*-l>a,  -  Sfuh'tériit.  -  Ul- 
tra-patita.  -  No  iinpcM  ta  fallo 
"ultia-petitaM  la  re^jolu  ion  en 
que  el  Tribunal  rcch  ./.a  a  de- 
manda de  cobro  de  unas  ac- 
ciones, por  estimar  (je  el 
contrato  celebrado  entro  el 
demandante  y  el  (hMiimd  ido 
respecto  de  dichas  acciones  y 
que  motivó  laentreíf:i  de  ellas 
á  éste,  fué  el  de  ducion  en 
papro  y  no  el  de  comisión,  por- 
que el  rechazo  de  la  demanda 
fundado  en  este  ooncefito  ju- 
rídico no  lleva  necesariamen- 
te envuelt:i  la  dedaiacion  <le 
compensación  ó  de  cancela- 
ción total  de  la  deuda  cuyo 
paj^o  se  demanda,  ni  priva  al 
demandante  del  ílerecbo  de 
pedir  por  otra  vía  la  total  li- 
quidación de  su  endito.  - 
Ca^.  8  marzo  líXXJ  I.  341 

Papel  sellado.  -  V.  Contritm- 
fdOn 

PARALIZACH'íN  DEL  JlIllO 

Juicio.  -  Prfitrripción.  -  Xo  ha- 
biendo trascurrido  veinte  años 
desde  la  fecha  en  que  la  obli- 
l^ación  se  hizo  exi^rible  y  el 
momento  en  que  se  aiHcr;i  la 
prescripción,  no  tiene  im|or- 
tancia  la  panilización  d*l  jui- 
cio por  más  de  ties  anón.  - 
Cas.  5  agosto  1905 I.    79 

PAKTE   AGRAVIA  D.V 

1.  Affrarios,  -  Citacinn.  -  Jns- 
fi'iim^Hto  pi'itdiro,  -  El  i'ccui'so 
lie  casación  debe  interponerse 
por  la  pai'te  a^i-aviada  y,  por 
lo  tanto,  la  falta  íle  cita'ií)n 
de  la  parte  contiui  ia  y  el  no 
habei*se  oído  su  expre  mn  de 
ajíravios  no  pueden  í-e:'  inv(>- 
cados  por  el  liti»ninte  (pie  fué 
oido  y  debidamente cita'b»  pa- 
ra sciitencia.  -  Cas.  ó  septiem 


brelíMM). 


T.  115 


2.  Costa  juzgada.  -  Improceden- 
cia.  -  Metliiias  precautorias.  - 
Rerla  tutción,  -  RetenciSn,  - 
Sólo  la  parte  agraviada  puede 
interponer  el  recurso  de  casa- 
ción por  hal>erse  oroiti<lo  el 
pronunciamiento  sobre  la  ex- 
cepción de  cosa,  juzgada.  - 
Cas.  29  marzo  mñ I.  306 

PARTICIÓN 

1.  Apreriación»  -  Arbitraje,  - 
Efecto  retroactivo,  -  Estado 
ctcii,  -  Hijo  natural.  -  Recono- 
cí minit  o.  ~  Con  arreglo  al  ar- 
ticulo 176  de  la  ley  de  15  de 
octubre  de  1S75,  los  asuntos 
relacionados  con  la  partición 
de  bienes  %  eben  ser  resueltos 
por  arbitros  y  á  la  justicia  or- 
dinaria sólo  toca  declai'ar  el 
estado  civil  del  reclamante.  - 
Cas.  23  septiembre  1905 I.    21 

2.  Condición  resolutoria,  -  Reao- 
htciim.  -  Las  particiones  de 
bienes  son  una  liquidación  u 
op<i-ación  ]xíricial  que  sólo 
produce  sus  efectos  á  virtud 
de  lesolucioncs  dictadas  por 
arbitros  ó  por  los  mismos  in- 
teresados. Las  i)ai'ticicnes  no 
son  contratos,  porque  las  píxr- 
tes  se  hallan  en  ellas  someti- 
das á  trámites  y  rt  soluciones 
legales  obligatorias  y  no  pier- 
den su  carácter  aún  en  el  caso 
de  que  los  interes;idos  la  sus- 
tancien y  resuelvan  ellos  mis- 
mos.- Cas.  29  julio  1905  ..  I.    06 

8.  La  condición  resolutoria  río 
va  envuelta  en  los  actos  lega- 
les fie  iiartición;  y  atendidos 
los  efectos  íjue  produce,  es  ab- 
solutamente incompatible  con 
la  natui*alexa  de  la  partición 
y  los  tines  á  que  ella  está  des- 
tinada, razón  por  la  cual  el 
Código  de  Proce<liraiento  Ci- 
vil no  ha  establecido  laacxrión 
resolutoria,  sino  que  pam  ase- 
gurar el  pa^o  de  los  alcances 
na  constituido  hipoteca  legal. 
-  Mismo  fallo. 
i  4.  Autorización jwlicial.  - HipO' 
I  teca."  Marido.  -  Mujer  casa- 
da .  -  Sociedad  c(íjt yugal.  -  El 
reñíate  hecho  á  su  nomb)*e  por 
el  marido  de  una  propie<lad 
perteneciente  á  la  sucesión  en 
que  su  mujer  es  heredera,  im- 
porta una  a<lauÍ8Íción  ¿  titulo 
oneroso  (pie  torma  paile  del 
haber  social,  si  de  los  antece- 
d»*ntes  aparece  que  el  precio 
de  la  adjudicación  no  fué  pa- 
gado con  el  haber  hereilitano 
de  la  mujer,  sino  con  los  ha- 
beres de  la  socie<lad  conyugal 
y  con  el  producto  del  prí-sta- 
mo  hi(>otecario  contratado 
por  el  marido.  -  Cas.  29  di- 
ciembre 1905 I.  281 

5.  Bienes  mnehles.  -  I n rentar io, 
Prneiin.-  leben  ctolacionarse 
en  el  inventario  de  los  bienes 
muebles  de  la  sucesión  de  una 
pei-sona  aquellos  cuyo  domi- 
nio se  acredita  con  testigos.  - 
Cns.  9  enero  1906 L  390 

6.  E^^  admisible  la  prueba  de 
testigos  en  las  causas  sobre 
partición  «le  bienes,  siempre 
que  se  ti-ate  de  aci*editar  cuá- 


les deben  formar  p&rt-  't*    > 
ventarlo,  y  la  isentefi-.  ii  .. 
fnndiula  en  ella  declara  i^»-- 
I        necer  á  1  l  herencia  )>i< :.  > ,  ~ 

uno  de   los   interesa*!  '^  r*^ 
I        sucesión    ivtiene  en  «•.  i  •.-' 
i        como  d«^  su  propiedail  * 

va,  no    infringe  Iík  a:.     • 
170S  y  signi^iites  d'*!  t»!. 
Civil  que  «e  i-efieren  a  .  i.- 
contnitos  que  del>en    *'-\ 
por  escrito.  -  Mirinio  Lm 


PATB.>ÍTK 

1,  Caittwid(t(f,  —  /tffu'tu. .  ■  ■ 
-  Mint».   -  Plaz"*.   -  i.  ■•- 

cion.  -  Líi  <'Oiicesi»»n  iu    •  . 
mina  solo  caduc:n»>jr  ^i  • 
de  pago  de  la  iiat'/nti^.  -  <  i- 
21  julio  190.") 

2.  A¡>ftacit'>t*.  -  í'oiw/Wr/'  I''. 
Rtctam'frirm.  -  Paiad  f 
nar  los  liin<ti>i  de  U  - 
tencia  «le  la  autorifUd    .i  ^- 
daát'ono.'er  de  la»  '    .  •. 
ciom.^  i le« lucidas  p«>r  la^    » 
sonas  <4u jetas  al  iinpu»' t     - 


r  f 


l\' 


patentes    sobiv  iiidii'^í' 
profesiones  que  n<»  *♦•  ■  ■ 
maren  ««on  Ihm  cla^^ili».' 
de  la  iiiatrictda,    !<-»k» 
atenderse  á  hw  prn^*'-' 
las  leves  de  22  de  «i; 
de  18Í56  v  de  22  de  .1:-  • 
de  IVU  a  que  se  nn- 
leyes  perí(Mli(ras  de  ro 
ciones  y  f»sp«»cialni»M  t»- 
20  de  enero  de  U»>l.  qu<». 
ley  po»t<»rior,  preraí«i^ 
la  de   l."i  de  octniTe  •! 
que  tija  la  <*onijietenn.i  o-  o 
jueces   fie  letras,  y  ti  a  f;  j  ■ 
tinal  del  i  'odigf>  df  l'r  •   . 
miento  Civil  que  tUn.jr  \     - 
las  leyes  anterior»^,  <i    •    ^ 
vigente  <licha  Ley  Or^'-r    . 
l£n  coiise<'ueneia,  «*oii  n.  ^y 
bles  1   s    i-esolncii»re*  «i  i- 
jueces  de  letras  dirtrn  ei  .  * 
reclamos  de  p.\teiites    •  -; 
30  (K'tuVíre  1905    

3.  Arta.  -  Caduridatl.    /'     • 
ción.  -  Mina.  -  Nníiñ^i 
Prescrifirión.  -  RriiMh 
ley  concede  á  lo^  parit 
la  propitMiad  perpetua 
mina>«  u  condición  iU  W- 
una^Kirenteaniuil  p^^n'*   • 
se  esa  propie<iad  por  f.'  ■'  ■  ' 
pago  de  la  patente,  n?.a  ■- 
practicailos  los  tninjit'-  •'■'• 
nados  |w>r  los  arttcnif- l'v» 
l.V»  del  i  Vnligo  de  Mm   u 
Cas.  17  mayo  111)6  ^ 

4.  Cualquiera'  que  iva  el  ti'-r,*. 
que  se   ha  poseuU»  uv%  rci 
y  aunque  1  altara  p-ira  h  "f^- 
criprion   <le  su  dcaní'»'  • 

Í)ue<le  invonirse  en  c» fi 
a  caducidad  de  lanM.^-i 
qii#>  <t' v»»ntica  por  U  »'    • 
cacion  en  remate  a  una  l" 
ra  persona  en  caso  <lr  iv  r.  i 
de  la  piítente.  -  Mi-ín»'»  -  ■ 

5.  Alroholfis.-  Plazo.  -  í^»  J  • 
tente  p;\i-a  el  exp'.'ndio  á*-  - 
bidas  ale-  hóli<'as  deb-  ■ ' '' 
dei-se  que  «him  tre*  ac» «. » 
consecut  noia  el  pni*!"  '*'  ■ 
subasta  rori-espondrar-t»  ?• 

riodo  de  tiempo.  - 0.  A.  »>- 1  . 
tienibre    1906. 
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PLAZO 
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PBLIÍíRO  INMI>ENTK 

f(íint'nfo,  -  Las  «leclai aciones 
e  los  tíístipos  iimtrnmentales 
aniu<los  pava  el  otorgamieii 
o  de  un  testamento  Holeinne 
bifito,  no  pueden  estimai-se 
orno  testamento  verl»al  del 
estiulor  que  fallece  lepenti- 
lamente  durante  su  otoigra- 
niento,  si  no  hay  constancia 
le  que  el  tentador  se  hállala 
!n  inminente  y  manifiesto  pe- 
ifíro  ele  muerte,  <Íe  Uil  suer- 
e  (jue  apareciei"a  que  no  ha- 
>ía  tiempo  paiii  otorjíar  testa- 
neiito  solemne.  -  C  A.  S  no- 
.'ienibi'tí    1ÍW14 II.    81 

PfcKITdS 

hifrajf*.  -  Pf-rjniritts.  -  Sffju- 
o.  -  La  valorización  ]iorptri- 
os  de  los  pei'juifios  sufrid(»a 
jor  las  merca» lonas  as(»jíura- 
las,  <le  acuerdo  con  lo  e>tablt;- 
•ido  en  la  póliza,  n<»  i)uedo 
•oriaidorarse  como  el  medio 
le  proel  a  de  que  trata  el  pii- 
nafo  ultimo  del  tittilo  O  del 
libro  11  del  Códipo  de  Pro- 
i'cdimient;»  Civil,  (jue  se  pro 
'luce  por  informe  ycny.i  fuei- 
¿a  probatoria  st*  aprecia  por 
los  trihuiiak\sen  conformi<lad 
i  las  re<r|as  de  la  í>aua  critica; 
•íiiK»  «lue  por  su  naturaleza  re- 
^'i>te  el  carácter  de  juicio  ar- 
bitral y  debe  ajustarse  en  su 
procedimiento  a  las  disp^si- 
•iones  est:iblecidus  por  la  ley 
il  respecto.  -  C  A.  'J  octubre 
190.3 lí.  159 

PERJUICIOS 

Arrctulauiiento.  -  Caítacúhi.  - 
C(tnfi(,'<i<>n.  -  Indemuizaciim.  - 
Omixh'ii.  —  Sfntfincia.  -  No 
aci editándose  los  perjuicios 
alegados  por  el  arrendador 
con  la  mora  en  la  entrej^u  del 
fúñelo,  no  procede  la  conde- 
nación clel  arrcíiclatario.  -  (*. 
A.  (Jas.  19  mayo  líK)."»  I.     12 

< '(tidtrión.  -  i ■nl/jn.  -  Daño,  — 
Kjhrnhiiitf.  ~  JinifKN'fjo.  -  Rt'S- 
i>()ns(ihi//ilti(/.  l'ei'ceria.  —El 
L'je(Mitant.i*  (jue,  á  s;ibiendas 
íle  no  |)ertenecer  al  deudor, 
pmbar;ra  animales  de  yiropie- 
ilad  de  un  tercero,  de  lo  que 
pudo  cerciorarse  afitcs  del 
embanco i:(>n  medi;ina  dili<?en- 
cias,  debe  rt^sponder  al  ter- 
cerista cnvo  dominio  ha  sido 
reconocido  en  el  respectivo 
juicio  por  lo<<  perjuicios  y  por 
las  faltas  del  panado  quedeV>e 
restituirle.  -  Cas.  'lA  julio  UJ(>5 
L     60 

Cnosi-'hüto,  -  Daño  ■  Híttmio 
<'irif.    -  Int^f^nuiharitiiK  -   Nc- 

iffi'Jt'Hf'UI.       -        l-'rf'H(lífi'Í:>ft.      - 

Pntchiu  —  f{KHp<msahiH(l(t(f.  - 
UUru  -  ¡iftita.  -  Importa  nepli- 
tíem'ia  <le  parte  fiel  dueño  de 
una  oficina  salitrera  ó  de  su 
administi-ador  el  hecho  de 
permitir  ó  no  impedir  (pie  los 
trabajadores  transiten  al  lado 
de  los  cachuchos  de  saliere 
hirviendo,  cuando  éstos  no 
están    defendidos    poi-    rejas 


protectoi-as;  y  esta  negligen- 
cia lo  hace  responsable  del 
daño  causado  á  la  madre  de  un 
ti-abajador  que  muere  a  con- 
8c<ruencia  de  las  quemaduras 
que  recibe  al  caer  en  nno  de 
esos  ííachuchos.  C.  A.  -  Cas. 
2-2 septiembre  1900 L  125 

4.  Cuaiíi-dflifo.  ~  jSegUgencia.  - 
Rfisponsabiliad.  -  Tacha»,  - 
Testigos,  -  La  indemnización 
de  perjuicios  por  el  daíio  su- 
frido por  un  operario  puede 
fijarse  en  una  cantidad  que  le 
asegure  la  renta  nece.saria 
pai-a  vivir  convenient»í  y  mo- 
destamente dentro  del  térmi- 
no aproximado  y  prudente  de 
vida.  -  C.  A.  31  dic.embre 
ly04        IL  109 

5.  Arhitrajf.  -  Peritos.  -  Sega- 
ros. -  La  valorización  por  jie- 
ritos  de  los  perjuicios  sufri- 
dos por  la»  mercaderías  asegu- 
radas, d«-  acuerdo  con  lo  es- 
tablecido en  la  póliz.'i,  no  pue- 
do considerarse  como  el  medio 
de  prueba  de  que  trata  el  pá- 
n-afo  último  del  titulo  10, 
libro  II  <lel  (Código  de  Proce- 
dimiento Civil,  que  se  produce 
por  informe  y  cuya  fuerza  pro- 
natoria  se  aprecia  por  los  tri- 
bunales en  conformidad  á  las 
reglan  do  la  sana  crítica;  sino 
que  por  su  natui-aleza  reviste 
el  íxinicter  de  juicio  arViitral 
y  debe  ajustai-se  en  su  proco- 
di  miento  á  las  dsposiciones 
establecidas  i>or  la  ley  al  res- 
pecto. -  C.  A.  2  octubre 
1905 II.  159 

PKK80NALII>A1) 

Apreciación.  --  (Umn-nio.  ~  Cuen- 
ta corriente,  -  Fallido,  -  Pres- 
cripción, -  Quiebra,  -  t  1  co- 
merciante fallido  que  ha  cele- 
bi-ado  convenio  con  sus  acree- 
dores, aprobado  judicialmen- 
te por  sentencia  pasada  en  au- 
toriílad  de  cosa  juzg-ada,  que- 
da restituido  en  el  goce  de  sus 
derechos  y  acciones  y  tiene 
personalifiad  bastante  paiu 
entablar  la  a*:c¡ones  que 
correspondan  al  caso.  -  Cas. 
7juniol9a5 L      1 

PLAZO 

1.  I tn procedencia.  -  Es  inadmi- 
•   sible  el  recurso  <le  casación  en 

la  forma  formalizado  fuera 
del  término  legal.  -  C.  S.  3 
julio  1905 1,    34 

2.  Caduciilad.  -  Dfscnfirimienfo. 
-  Mina.  -  Patente.  -  It'itijira- 
c.ión.  Los  que  pretenden  me- 
jor derecho  á  un  descubri- 
miento <leben  entablar  la  de- 
manda dentro  del  plazo  que  la 
ley  señala  al  descubridor  para 
lutiticar  su  registro,  no  de- 
biendo ser  oídos  si  se  presen- 
taren después.  -  Cas.  21  julio 
1905     1.    53 

3.  Aunque  el  articulo  41  del  Có- 
digo de  Minería  <lispone  que 
se  tenga  por  desistido  de  sus 
derechos  al  i-egistrador  que  no 
labrare  el  pozo  y  no  ratificare 
su  registro,  la  caducidad  del 


derecho  no  se  produce  por  el 
solo  trascurso  de  los  plazos  le- 
gales fijados  paiu  practicar 
aquellas  digencias,  desde  que 
las  minas  no  se  pierden  por  el 
simple  abandono  ó  f  al  til  de 
trabajo  en  ellas  y  se  hallan 
Bujetas  á  las  prescripciones 
que  rigen  la  propiedad  inscri- 
ta y  es  necesario  que  su  ins- 
cripción se  cancele.  -  Cas.  21 
julio  1905 I    53 

4.  Casación .  -  Cnentas.  -  Leyes 
de  procedimiento.  -  Relteldía. 
-Los  térra  i  no  <  que  se  conce- 
den para  el  cumplimiento  de 
un  acto  judicial  no  tienen  el 
carácter  de  "fatales.,  sino 
cuando  la  ley  los  caliti(*a  de 
tales  ó  expresa  determinada 
mente  que  el  acto  debe  ejecu- 
tarse en  ó  dentro  de  cierto 
término.  -  Cas.  2  setiembie 
1905 I.  110 

5.  Los  términos  que  conceden 
los  tribunales  en  uso  de  sus 
facultades  no  son  fatales,  y  es 
indispensable  un  pronuncia- 
miento judicial  que  establezca 
la  caducidad  del  derecho  para 
cuyo  ejercicio  se  concetlen,  en 
rebeldía  de  la  perdona  que  no 
cumplió  el  acto  para  el  cual 
le  fué  concedido  el  término. 

-  Mismo  fallo. 

6.  El  plazo  <le  que,  según  el  ar- 
ticulo 851  del  Código  de  Pro- 
cedimiento CUvil  disponga  una 
parte  para  el  examen  de  una 
cuenta,  es  concedido  pruden- 
cialmente  i)or  «d  juez  y,  por 
lo  tanto,  no  es  fatal.  Por  con- 
siguiente, la  impugnación  a 
la  cuenta  presentada  después 
de  vencido  el  plazo,  pero  antes 
de  estar  acusada  la  rebeldía, 
es  oportuna  y  no  puede  darse 
por  aprobada  la  cuenta.  -  Mis- 
mo fallo. 

7.  Arrend itniie^nto,  -  Comparen- 
do, -  J desahucio.  ■  -  Improce- 
dencia, y u  mero.  -  Poder,  - 
Pru/fha,  -  Ratifica  I- ion.  -  Jie- 
clamación.  -  No  procede  en  un 
juicio  de  desahucio  de  arren- 
damiento el  recui'so  de  casa- 
ción en  la  forma  que  se  funda 
en  haberse  reducido  á  dos  el 

{)lazo  de  cinco  <lias  fijado  por 
a  ley  para  el  comparendo, 
por  no  habersi;  formula<lo 
oportunamente  las  reclama- 
cianes  del  caso,  no  pudiendo 
estimarse  'omo  tal  la  apela- 
ción del  auto  que  aceptó  el 
desahucio  y  fijo  día  para  la 
restitución  del  predio  arren- 
dado, ponpie  dicha  apelación 
mira  al  fondo  del  asunto  con- 
trovertido. -  Cas.  12  octubre 
1905 I.  155 

8.  Apelación.  Deserción.-  Im- 
procedeucia.  -  Es  inadmisible 
el  recurso  <le  cxs{\ción  que  se 
formaliza   fuera  de  término. 

-  C.  S.  17  marzo  1906 I.  224 

9.  Apelación.  -  Casación,  -  De- 
serción, -  Kmplazf I  miento,  - 
Cuando  el  I  ribunal  de  Alza- 
da no  reside  en  el  mismo  de- 
partamento en  que  se  signo 
el  juicio,  el  plazo  para  compa- 
recer ante  él  á  seguir  la  apela- 
ción es  el  de  tres  días  con 
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Tn.'is  el  aumento  que  corres- 
ponde al  emplaza  miento.  - 
Cas.   11  octubre  190tí 1.419 

10.  Improvedencia.  -  Not\ficu- 
ción.  -  Es  improcedente  el  re- 
i'ui'so  de  casación  anunciado 
fuera  del  plazo  de  cinco  diav>. 
Cas.  25  septiembre  1906  .  I.  441 

11.  Coiicenión.  -  Improrfdfncia. 
Littla  de  testigos,-  Minuta 

de  prueba.—  Prueba.  Recla- 
mación, -  Habiéndose  hecho 
la  concesión  do  un  terreno  fis- 
cal para  la  construcción  de  un 
teati'o-circo  con  todos  sus  ac- 
cesorios, con  arre^sflo  á  pianos 
ap»oi)ado8  por  la  Alcaldía 
Municipal,  expresándose  que 
"la  contruc'ción  de  las  obras 
comenzará  antes  de  cuatro 
niesesii,  el  conresionario  cum- 
ple esta  condición  si  somete 
ios  planos  á  la  aprobación  de 
la  autoridad  local  dentro  de 
ese  plazo.  -  Cas.  11  julio  1906 
I.  437 

12.  Las  partes  deben  presentar 
la  minuta  sobre  puntos  de 
prueba  y  la  nómina  de  sus 
testigos  dentro  «le  los  cinco 
dias  de  que  hablan  los  artícu- 
los 308,  :309  y  :í61  del  Código 
de  Procedimiento  Civil,  délos 
cuales  no  apai*ece  que  este 
plazo  pueda  prolon^rse  hasta 
que  la  causa  se  reciba  á  prue- 
ba y  se  señalen  por  el  juz^do 
los  puntos  sobi'e  que  ella  deba 
recaer.  -  Mismo  fallo. 

13.  La  fatalidad  del  término  ñ- 
jado  á  las  partes  para  presen- 
tar la  minuta  sobre  puntos 
de  prueba  y  la  nómina  de  sus 
testifi;08,  nada  tiene  (jue  ver 
con  la  facultad  privativa  del 
juez  para  determinar  los  he- 
chos sustanciales  sobre  que 
debe  recaer  la  prueba;  ó  para 
ampliar  ésta  siempre  que  ocu- 
rre alj^ún  hecho  nuevo  que 
tenga  relación  estrecha  con  la 
materia  del  debate  ó  de  que 
antes  no  se  tenia  conocimien- 
to. -  Mismo  fallo. 

14.  Manifestación,  -  Mina,  -  Ra- 
tificación, '■  Rfifjisíro.  -  Él  pla- 
zo que  la  ley  concede  al  nune- 
ro  para  labrar  el  pozo  y  ratifí- 
car  el  registro  no  es  fatal;  pe- 
ro la  práctica  tardía  de  esta** 
diligencias  sólo  vale  en  el 
caso  de  que  con  ellas  no  se  le- 
sione un  derecho  ya  adquiri- 
do por  otra  persona.  -  u.  A. 

24  septiembre  1904 IL    51 

15.  Alcoholes,    -  Patente-  -  La 

{>atente  para  el  expendio  de 
>ebidas  alcohólicas  debe  en 
tenderse  que  dui'a  tres  años  v, 
en  consecuencia,  el  precio  de 
la  subasta  coiTesponde  á  este 
periodo  de  tiempo.  -  O.  A.  6 
septiembre  1906 II.  155 

Poder. -V.  Mandato 

PóuzA.  -  V.  Seguro 

Porteador.  -  V.  Transporte 

F0SE81ÓS 

1.  Actos  de  mera  facultad.  - 
Apreciación  -    Consiiiétrandos, 


Derramen,  -  Omisi&n,  -  Quere- 
lla. -  Senteutria.  -  Ultra  petita. 

-  No  probándose  dominio  en 
aguas  que  procedían  de  filtra- 
ciones y  deriumes  de  un  fun- 
do superior,  como  fundamen- 
to de  la  ac>  ion  dirigida  á  ob 
tener  que  se  deshagan  l^s 
obras  que  impedían  el  apl-o- 
vechamiento  de  esas  aguas,  no 

f)uede  invocai'se  posesión  so- 
»re  dichas  infiltiuciones  y  de- 
riumes b-.isada  en  el  hecho  de 
babel  las  estado  aprovechan- 
do el  querellante  en  su  pro- 
pied  d,  porque  el  dueño  do 
un  predio  lo  es  también  de  los 
derrames  y  fíltracioues  que  en 
él  se  producen  y,  por  lo  tanto, 
puede  disponer  libremente  de 
ellos  y  hacer  las  obras  necesa- 
rias para  recogerlos  dentro 
del  mismo  fundo,  no  siendo 
un  óbice  paia  ello  his circuns- 
tancias de  haber  dejado  salir 
de  su  propiedad  esos  derra- 
mes y  liltraciones  y  que  se 
haya  aprovechado  de  ellos  el 
propietiirio  del  fundo  inferior 
por  nie<lio  de  un  acueducto  y 
bocatoma  construida  en  el 
cauce  natural  a  que  esos  de- 
rrames y  hlrraciones  caian, 
por  cuanto  esas  circunstan- 
cias importan  omisión  de  ac- 
tos de  mera  facultad  y  mera 
tolerancia  de  actos  de  que  no 
resulta  gravamen,  que  no  con- 
fieren posesión  ni  dan  funda- 
mento a  prescripción  alguna. 

-  Cas.  4  noviembre    1905..  I. 

2.  Amparo.-  Denumno  -  Mi 
na.  -  Querella.  -  No  impoi*ta 
perturbación  de  la  posesión  de 
una  mina  manifestada,  regis- 
trada y  adjudicada  en  segui- 
da en  i'emate  público,  el  he- 
cho sólo  do  haber  denunciado 
y  solicitado  un  tercero  otra 
pertenencia  en  el  mismo  te- 
rreno, si  no  se  acredita  que 
este  último  perturbe  ó  emba- 
i*ace.  en  su  posesión  al  po- 
seedor de  aquella  pertenen- 
cia. -  C.  A.  14  septiembre 
19(H.... IL 

3.  Los  títulos  que  aci'e<litan  la 
manifestación  y  i'atificación 
del  registro  de  una  mina  y  la 
adjudicación  posterior  hecha 
en  remate  por  caducidad  de 
la  concesión  minera,  asi  como 
el  i>ecibo  de  la  patente  pagada 
por  el  subastador,  no  biwtan 

f>or  si  solos  para  comprobar 
a  posesión  material  del  suelo, 
sobi*e  todo  no  justificándose 
que  el  subastador  explote 
realmente  la  mina,  ni  que  ha- 
ya extraído  metales  ele  ella, 
ni  oue  siquiera  los  contenga. 

-  Mismo  &lIo. 

4.  Accithi  posesoria,  -  Sólo  pue- 
de entablar  una  acción  pose- 
soria el  que  ha  estadofen  pose- 
sión material  tranquilamente 
y  sin  interrupción  durante  un 
año  completo  -  C.  A.  13  ene- 
ro 1905 IL 

POSESIÓN  EFECTIVA 

1.  Bienes  situados  en  Chile.  - 
Competencia.  -  Lej.'  loci.  -  <Sii- 
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cesión.  -  El  decreto  que  coaee- 
de  la  posesión  ^ectirade  '-^ 
herencia  es  requerido  pnr  I^ 
ley  para  que  el  beredn^  o  he- 
rederos puerlan  dL^pooer  lie 
los  inmuebles  hereditari«>«. 
ya  que  la  posesión  legal  de  l^ 
herencia  se  contie*"e  al  her^ 
dero  por  el  solo  mini^terío  «i^? 
la  le>  en  el  momento  <le  útrf *- 
rírsele  aquélla.  -  1\  A.  L'4  r- 

tubre  1904 IL     . 

2.  Ks  comí K^tentf?  para cont-M^^T 
la  posesión  ef**ctiva,  trata^n 
dose  do  niuv  sucesión  abirr  ■. 
en  el   extranjero,  el    ju*^  '!*•. 
domicilio  de  lo*»  heitrdt'rt»,  > 
artículo  'Jrli  de  la  ley  de  !'•  «if 
octubre  de  li»7-*>  no  tif  ne  af*íi 
cación  en   este  ca.<io,    pti-^to 
que  sólo  rige  la  competen:'  -a 
entre  los  diversos  jueces  de  U 
República.  ~  Mismo  fallo. 

PRK;iCRlFn<'>K 

1.  Aprecia rión.    -    CfjnreaitK  ~ 
Cuenta  corrimt*'.  -  FallúitK  - 
Personalidad. —  Qtti^rra.  -   La 
acción  pai-a  el   pago  del  9  itit^ 
de  una  cuenta  simple  no  pa»^ 
cribe    en  el    plazo  de  riin  •» 
años  fijados    pf>r  el  arti-^jJ" 
619  del  Ctniígo  de   Comer» -i- 
para  la  cuenti  coi*rienr*^  mer 
cantil.  -  Cas.  7  junio  19ur»      1.     1 

2.  Juicio,  -  Paral izac¿*m.  La 
prescripción  que  extingue  \&» 
acciones  y  derechos  ajeno<^  '^ 
cuenta  desde  que  la  oliL^- 
cióu  se  ha  hecho  exigibW.  - 
Cas,  5  agosto  1905 I.    T^ 

3.  No  habiendo  traactirridu 
veinte  años  desde  que  la  obli- 
gación se  hizo  exigirle  y  <*i 
moipento  en  que  se  al^ea  H. 
prescripción,  no  tiene  imprv- 
tancia  la  paralización  del  jui- 
cio por  más  de  tre<«  añoik. 
Mismo  fallo. 

4.  Aceita  jMsesf fría.  ~  Bié^nt-s  n*?- 
citínales.-  Concesión,  ~  4\>m 
petencUt,  -  Denuncia.  -  Kf*rítj 
retroaclivo.  -  Ohm  nttrra.  - 
Ija  prescripción  alegada  oorao 
acción,  ó  sea  la  prescripcit^fi 
adquisitiva,  no  puede  alegar 
se  en  cualquier  estado  dé 
juicio;  tanto  la  legisiarioa 
proc  sal  antigua  como  el  Có- 
digo de  Prendimiento  CítÜ 
sólo  permiten  alegar  la  pra^ 
cripción  como  excepción  es 
la  segunda  instancia  del  jui 
ció.  -  Gas.  21  noviembre  19115 
1.  » 

5.  Apreciación.  —  Bienes  íjimic- 
bles.  -  Casacitht.  -    Compr'i 
venta.-  Desisíimiento.  -  i> 
crüura.  -  Intereses.  -  Morn.  ■ 
Reconocimiento.  -  UUra-pMi 
tn.  -  Habiéndose  reconociólo 
por  los  hei*edero8  los  créd'tof 
que  se  demandan  á  la  suc(^ 
sión,  no  puede    oponerle  Ift 

Srescripcion  por  el  cesionari'> 
e  alguno  de  esos  herederm. 
-  Cas.  17  octubre  1903. . .    L  K 

6.  Acueducto.  -  Jmproeed* 


-  InseripciM.  -  Redamadám. 
Sentencia.  -  Serridumbre.  -  Se 
adquiere  por  preacripcióo  d 
uso  y  goce  de  las  aguas  que 
■oo  conducidas  por  un 
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bificial  construido  á  expen- 
ajena;  y  queda  por  este 
ismo  hecno  est.iblecida  la 
rviíUimbie  de  acueducto  en 
3  terrenos  ocupados  por  di- 
o  canal  y  por  las  boai-to- 
as.  -  Kste  derecho  puede  ser 
se  rito.  -  C  .%.  Cas.  4  agosto 

Oó 1.224 

lcí<i.  -  Caduriüad,-  Deroga- 
6n.-  Mina,  -  Notificiición,  - 
átenles.  -  Reñíate,  -  Cual- 
liéra  que  sea  el  tiempo  que 
)  ha  poseído  una  mina,  y 
inque  ba-*tara  para  la  prea- 
•ipeión  de  su  dominio,  no 
uede  invoca»*8e  en  contra  de 
i  caducidad  de  la  concesión 
lie  se  verifica  por  la  adjudi- 
ición  en  i  eraate  á  una  terce- 
X  persona  en  caso  do  no  pxy^o 
e   la  patente.  -  Cas.  17  mayo 

D0(j    1.  244 

Üelifo,  -  Gobierno  dé!  hecho,  - 
'^isco,  —  Jtfqaisiciorufif.  -  La 
trescripción  del  articulo  2^5.32 
leí  Cóaigo  Civil  no  es  aplica- 
lie  á  ias  requisiciones  hechas 
ton  decretos  del  Gobernador 
^  Comandanta  de  Armas  do 
m  dopartaniento,  ya  que  es- 
os actos  no  importan  undeli- 
o  ó  cuasidelito  -  C.   A.  26 

lí^osto  1Ü04 II.      ^ 

Matrimonio,  -  Nulid^id.  - 
La  prescripción  establecida 
para  hut  causales  de  nulidad 
riel  matrimonio  es  de  intei-és 
público  y  no  puede  ser  i*enun- 
c-iada  por  el  cónyuge  á  quien 
favore<:e.  La  prescripción  en 
este  caso  puede  y  debe  ser  de- 
clarada de  oficio.  -  C.  A.  16 

agosto  1906 II.  149 

.  Causi-delUo,  -  Daño.  -  Esta- 
do cípU.  -  IndetniúzacAón,  - 
Negligencia.  -  Perjuicios*    - 
Priinha.  -  lUsiwnsahilidad.  - 
ü'ltra  pf^tita.-  La  difereufia 
<le  apell  do  con   que  fií^ura  ol 
presunto  p:uire  en  las  parti- 
das de   l)autIsmo  y  tie  matri- 
monio poesun  inconveniente 
puuílarpor  estableciíla  con 
<richas  partidas  la  prueba  del 
estado  civil  de   hijo  leíritimo, 
cuantío  exi-ten   antecedentes 
para  fundar   una  presunción 
de  ííi-avetlad  y  precisión  sufi- 
ciente respecto  de  la  identi- 
dad (le  esas  (personas.  C.  ■\.- 
Cas.  2:  septiembre  1905   .  L  125 

PEB:íUX(;ic'>X 

..  Aitreciar.iim.  -  Escritura,  - 
Prnnha.  -  Suplantad  hi.  -  En- 
tre los  medios  de  prueba  que 
se  pueden  oponer  al  mérito  de 
lina  escriturix  públic.i,  sea 
para  irapuornar  su  autentici 
dad,  sea  para  comprobar  una 
suplantación,  proceden  todos 
los  que  las  leyes  autorizan 
paní  la  prueba  del  fraude, 
entre  los  cuales  se  encuenti'an 
las  presunciones.  -  Cas.  30  oc- 
tubre 1905 I.  193 

2.  Bienes  hfyt>ditarios,  -  Deptísi- 
to.-  Principio  de  prueba.  - 
Prueba.  -  Sustracción,  -  La 
prueba  do  presunciones  de 
(jue  !<e  infiero  que  el  dinero 
<íopo3Íta(lo  en  un  banco  perte- 


necía al  padre  del  depositan- 
te, no  está  prohibida  por  la 
ley  aun  respecto  do  aictos  ó 
contratos  que  contengan  la 
entre,¿a  ó  promesa  de  entre- 

ri  <le  cosa  que  valga  más  de 
200,  aunque  contribuyan  á 
formarla,  (como  acontece  ge- 
neralmente), declaracio- 
nes, testimoniales,  siempre 
aue  estas  presunciones  se  de- 
duzcan también  de  hechos 
confesados  por  las  partes  ó 
que  constan  de  autos.  -  Cas.  3 
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3.  Compétsncia,  -  Citación,  - 
Contrabando.  -  Contradiccio- 
nes dH  fallo,  -  Improcmlfincia. 
-  PrueAm,  -  i  a  existencia  dé 
un  conti-abando  puede  ser  es- 
tablecida por  un  conjunto  de 
presunciones  graves,  pi-ecisas 
y  concordantes  que  los  jueces 
de  la  causa  desprendan  de  los 
antecedentes  acreditados  en 
los  autos.  -  Cas.  9  diciembi*e 
1905 L  259 

PRINCIPIO  DB  PRUEBA  POR  B3CRITO 

1.  Bienes  hereditarios.  -  Depósi- 
to. -  Presunción.  -  Prueba,  - 
Sustracción,— i  a  cuestión  so- 
bre propic<lad  de  un  depósito 
de  dinero  hecho  en  un  oauco 
por  el  hijo  de  una  persona 
que  tenia  depositada  una 
suma  en  otro  Banco  de  una 
población  vecina,  el  mismo 
dia  en  que  ambos  acompaña- 
áaa  de  un  tercero  retii'an  los 
fondos  le  este  Banco,  es  sus- 
ceptible de  prueba  testimo- 
nial, aun  cuando  no  exista 
principio  de  prueba  por  es- 
crito, ya  porque  no  se  trata 
de  acto  ó  contrato  que  con- 
tenga la  entrega  ó  promesa 
de  enti  ega  de  una  cosa  que 
valga  más  deis  20(/,  ya  porque 
dada  la  naturaleza  de  los  mis- 
mos hechos  no  ha)>ria  sido 
posible  la  existencia  de  una 
prueba  escrita.  -  Cas.  3  enero 
1900 L1230 

2.  Comisión,  -  Instrumento  irri- 
vado.  — Prueba.-  Los  instru- 
mentos privados  no  reconoci- 
dos ni  mandados  tener  por  re- 
conociílos  en  forma  legal,  no 
pue<len  constituir  un  principio 
de  prueba  por  escrito  que  haga 
admisible  la  prueba  testimo- 
nial. -  C.  A.  8  marzo  1905.  II.  141 

PRWI<'»N 

Recurso  de  amparo.  -  No  pro- 
cede el  recui-so  de  amparo 
por  prisión  decretíida  con  an- 
tecedentes bah tantos  poi*  au- 
toridad que  tiene  facultatl  de 
arrestar.  -  C.  A .  marzo  i9í}5  I.  .303 

2.  Recurso  de  amparo  -  No  exis- 
tiendo antecedente  bastante 
para  decretjir  la  prisión  del 
procesado,  la  prisión  es  ar- 
bitraria. -  C.  S.  14  marzo 
1905 I.  313 

PRIVILfeGíO  DB  POBREZA 

Ampliación.  -  Apreciación.  - 
Causales.  -  Derogación.  -  Im- 


procsdencia,  -  Omisión,  -  Sétn- 
teneia.  -  El  Código  de  Proce- 
dimiento Civil  no  ha  deroga- 
do la  ley  de  *2i  de  julio  de 
1834  que  prescribe  que  los  hos- 
pitales y  establecimientos  pú- 
blicos de  beneficencia  estable- 
cidos con  la  autoridad  del  Go- 
bierno deben  ser  considera- 
dos como  menores  y  pobres 
de  solemnidad  en  cuanto  á  los 
derechos  y  privilegios,  que  las 
leyes  conceden  á  esta  clase  do 
personas;  y  gozan  del  privile- 
gio de  litigar  como  pobres  sin 
necesidad  de  obtener  la  decla- 
ración judicial  de  que  habla 
el  articulo  134  del  mismo  Có- 
digo. -  Cas.  12  noviembre 
1904 I.  3;o 


Procrdbncia  del  recurso  de 
casación.  V.  Casación,  -  Im- 
procedencia, 

Procurador. -V.  Mandato, 


Profesión.  -  V.  Sentencia.  - 
OmisUhi  dé  la  sentencia, 

PROHIBICIÓN    DB    KNAJBNAR 

1.  Embargo.  -  Inscripción,  -  In- 
terpretación, -  Nulidad.  -  Ob- 
jeto ilícito,  -  Decretada  una 
prohibición  de  gravar  y  ena- 
jenar por  autoridad  compe- 
tente, tiene  toda  su  fuerza  y 
eficacia  mientras  no  haya  sido 
modificada  ó  dejada  sin  efec- 
to por  quien  la  decretó,  no 
siendo  necesario  para  su  vali- 
dez respecto  de  terceros,  an- 
tes de  la  vigencia  del  Código 
de  Procedimiento  Civil^  qi.e 
fuese  imcrita  ó  anotada  en  el 
Registro  del  Conservador  de 
Bienes  Raices.  -  Cas.  8  junio 
1906  I.  365 

2.  Hay  objeto  ilí(;ito  conforme 
al  articulo  1464  del  Cóíligo  Ci- 
vil en  la  enajenación  de  las 
cosas  embargadas  por<leei*eto 
judicial,  á  menos  que  el  juez 
lo  autorice  ó  el  acreedor  con- 
siei  ta  en  ello;  y  el  acto  jurí- 
dico celebi-ado  con  objeto  ilí- 
cito es  nulo  de  nulidad  abso- 
luta. En  la  expresión  *'cosas 
embargadasii  que  emplea 
aquel  artículo  se  comprende 
los  '«bienes  detenidos,  impedi- 
dos, reteiiidos  en  virtud  de 
mandamiento  de  juez  compe- 
tenton.  Mismo  fallo. 


PROMOTOR  FISCAL 

Cítja  de  ahorros,  -  Empleados 
públicos.  -  Oralijiracion.  -  Im- 
posiciones. -  I  a  giatificacíón 
que  la  ley  de  16  de  marzo  do 
1ÍJ95  acordó  á  los   promotor«?s 
fiscales  de  Cañete  y  Traiguén 
"á  mas  del  sueldo  fijon  no  pue- 
de considei*arso  (romo  sinóni- 
mo de  sueldo  aun  acordado 
por  una  ley  de  efectos  perma- 
nentes.   -  C.   A.   5  agosto 
1901 IL    49 
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PRUEBA 


PUUEBA 


PRUEBA 


PrüKBA.  -  V.  Apreciación  dti 
los  herhos. 

1.  Bifws  sociaUg,  -  Con/esi'tn.  — 
Libros,  -  Soi'itidad.  -  Los  li- 
bros de  comercio  constituyen 
un    medio  de  prueba  en  las 
causas  mercantiles  que  los  co- 
menriantes    agiten    entre  si; 
pero  ese  me<lio  de  prueba  no 
excluye  la    presento-ción    de 
otros,   ni   impide  el  ejercicio 
de  la  facultad  que  el  tribunal 
tiene  pai-a  apreciar  su  mérito 
comp  rativo,  á  fin  de  estiible- 
cer  \oA  hecíhos  que  reyultAn 
probados  en  la  causa. -Cas. 
26  octubre  1005 I.  104 

2.  Los  requisitos  exigidos  por  la 
ley  para  la  confesión  ju<licial 
requerida  por  una  de  las  par- 
tes como  medio  probatorio, 
no  excluyen  las  declaraciones 
voluntarias  que  las  partes  pue- 
den hicer  en  sus  escritos  y 
que  importen  el  recoiioci- 
micnto  ele  hechos  que  sirvan 
de  base  al  fallo. -Mismo  fa- 
llo. 

3.  Cuasi  (felito.  -  Daño  -  Estado 
Hvil.  -  Iwit^mii'nariSn.  -  Ne- 
glif/fittrm,  -  Perjuicios,  -  Prn- 
sun-iJn.  -  Re^ponsafdUddd.- 
Ullra  -pftita.  -  La  diferencia 
de  apellido  con  que  fiofui-a  el 
presunto  padro  en  las  parti- 
das de  bautismo  y  de  matri- 
monio no  es  uu  incoveniente 
para  dar  por  establecida  con 
dichas  pai'tidas  la  prueba  del 
estado  civil  de  hijo  lojitimo, 
cuando  existen  antecedentes 

)ara  fundar  una  presunción 
le  íjravedad  y    precisión  sufi- 
ciente respecto  de  la  identi- 
dad de  esas  personas.  -C.  A. 
Cas. -22  septiembre  190">.  ..  1.  125 

4.  Actuario.  -  Audiencia  ds 
prueba.  -  Ciis'ición,  —  Dere- 
chos. -  H'cpptor.  -  V.  Audir.n- 
cia  de  prntha.  —  Cas.  25  sep- 
tiembre 190.) I.  142 

5.  Arrendamiento.  -  Comparen- 
do, -  Desahucio.  -  Improce- 
dencia. -  Número.  -  Plazo.  - 
Poder,  -  Ratificación.  -  R«- 
claiiMción,  -  No  procede  en  un 
juicio  de  desahucio  de  arren- 
damiento el  recurso  de  casa- 
ción en  la  forma  aue  se  funda 
en  haberse  omitido  la  prueba 
sobre  la  existencia  de  un  con- 
trato de  arrendamiento  y  la 
prórroj;^  Ic^l  del  mismo, 
por  no  ha^i-se  fornudado 
oportunamente  las  reclama- 
cmnes  del  caso,  no  uudiendo 
estimai-se  como  tal  la  apela- 
ción del  auto  (|ue  aceptó  el 
desahucio  y  fijo  día  para  la 
restitución  del  predio  arren- 
darlo, porque  dícna  apelación 
mira  al  fondo  del  asunto  con- 
trovertido. -  Cas.  12  octubre 
1905 I.  155 

6.  Apreciación,  -  Escritura.  - 
Presunciones.  -  Suplantación, 
-  Enti*e  los  meftios  de  prueba 
que  se  pueden  oponer  a^  ui  '- 
to  de  una  escritura  pu  I  >;,, 
sea  para  impugnar  su  autou- 
ticidad,  sea  para  comprobar 
una  suplantación,  proceden 
todos  los  que  las  leyes  autori- 
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zan  para  la  prueba  del  f  rau<le. 

-  Cas.  ;íO  octubre  1905 I. 

7.  Apreciación.  -  Compracenla, 

-  Inspección,  -  Omisión.  -  La 
inspección  personal  solicitada 
en  segunda  instancia  consti- 
tuye una  diligancia  probato- 
ria de  libre  aceptación  para 
el  Tribunal,  que  no  necesita 
ser  tomada  en  cuenta  en  la 

f>arte  expositiva  ni  en  la  reso- 
utiva    del    fallo.  -  Cas.   21 

mayo  1S04 I.  217 

8.  Bienes  hereditarios,  -  Depósi- 
to. -  Presumrión.  -  Principio 
de  prueba,  -  Sustracción.  -  La 
cuestión  sobre  propiedad  de 
un  depósito  de  dinero  hecho 
en  un  Banco   por  el  hijo  de 
una  pei*sona  que  tenia  depo- 
sitada una  suma  en  otro  Ban- 
co de  una  poblacñóu  vecina,  el 
mismo    día    en    que    ambos 
acompañados  de  un  tercero  i*c- 
tiran  los  fondos  de  este    1  an- 
co, es  susceptible  de  prueba 
testimonial   aun  cuando    no 
exista    principio   de    prueba 
por  escrito,  ya  que  no  se  tiuta 
de  acto  ó  contrato  que  conten- 
ga la  entreg-a  ó  prome  a  de 
entrega  de  una  cosa  que  %'alga 
mas  de  ^  2(í0,  ya  porque  dada 
la  naturaleza  de  los  mismos 
hechos  no  h  <bría  sido  posible 
la  existencia  de  una  prueba 
escrita.  -  Cas.  3  enero  1906.  I. 

9.  La  prueba  de  presunciones 
de  que  se  infiere  que  el  dinero 
depositado  en  un  Hanco  per 
tenecia  al  padre  del  deposi- 
tante no  esta  prohibido  \iov  la 
ley  aun  resf)e(rto  de  actos  ó 
contratos  que  contengan  la 
entrega  ó  promesa  de  entrega 
de  cosa  que  valga  más  de  é  ^, 
aunque  contribuyan  á  formar- 
la, (como  acontece  general- 
mente), declamciones  testimo- 
niales, siempro  que  estas  pre- 
sunciones se  deduzcan'  tam- 
bién de  hechos  confesados  por 
las  partes  ó  que  constan  de 
autos.  -  Mismo  fallo. 

10.  Comj}etem:ia.  -  Citación,- 
Conlrabanlo,  -  Contradiccio- 
nes del  fallo.  -  Improt'edeneia, 
-  Presunciones.  -  Una  infor- 
mación de  testigos  tomada 
con  el  carácter  de  reservada 
pai-a  establecer  los  hechos 
que  acreditan  un  contiuban- 
do,  carece  de  mérito  probato- 
rio legal  si  no  ha  sido  tomarla 
con  citación,  ni  su  agregación 
á  los  autos  ha  sido  notifíoEula 
á  los  interesados  y  hecha  opor- 
tunamente para  poder  ser  to- 
mada en  cuenta  por  ellos  en 
la  prueba. -Cas.  9  diciembre 
1905 L 

11.  La  existencia  de  un  contra- 
bando puede  ser  establecida 
por  un  conjunto  de  presun- 
ciones graves,  precisas  y  con- 
cordantes que  los  jueces  de  la 
causa  desprendan  de  los  ante- 
cedentes acreditados  en  los 
autos.  -  Mismo  fallo. 

12.  Efecto  retroactivo.  -  Omi' 
sitht,  -  Pago.  -  Sentencia.  - 
Ultra  -  ¡tetita.  -  Existiendo 
pruebas  contradictorias  pre- 
sentadas por  la  misma  parte. 
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el  Ti'ibnral  debe   prcftnirl- 
que  crea  más  conformi.'  *^'i  . 
verdad  y  e^tahlecer  las  pre- 
sunciones que  estime  gra^r^^ 
precisas    y    concordant«r-.  - 

Cas.  h  mai-xo  19(J6 I.     ^ 

la.  Bienes  muelUes.    -    /arv».'.' 
rio.  -  Partición.  -  Es  adra  j^: 
ble  la  prtieba  de  t«sti<;ot  t  . 
las  causas  sobre  partición  d 
bieneti.  siempre  que  se  tnt»- 
de  acreditar  ciialrs  debec  fv. 
mar  parte  del  invcnt-i'  io.  t  ü 
sentencia  que  fundada  en  '  L 1 
declara  pertenecer  a  la  her^  . 
cia  bienes  que  uno  íle  lo^  ir  f  * 
resados  en  la  sucesión  r*.t.> 
en  su  poder  como  «le  íu  pt  • 

Íúedarí  exclusiva,  no  infriv^ 
os  artículos  170S  y  sipiift  •  • 
del  Código  Civil  que  «it*  i>  :  - 
i-en  á  actos  ó  contraV»*  «i   ■ 
deben  constar  por  escrit*'. 
Ca».  9  enero  19ÍJ6  .    .,        I  rj 

14.  I  eben    colacionarse   t-r.  t'. 
inventario  do  los  bi>Mies  m  h 
bles  de  la  sucesión  de  un «  p» ; 
soiía  aquello-   <>uyo  dorai'.i  • 
se  acredita  con  testigos.  -  M  * 
mo  fallo. 

15.  Apreciación.  -  As*>Hnrh'n.  - 
Cosa  juzgada,  -  Imprff^  >*■> 
cia,  — Libros.  -  Liqttvtari'tu,  - 
Aunque  los  libi-o»  de  c»ir  r 
cío  regularmente  11  e  v  a  li  >  ^ 
constituyen  uu  medio  de  p  i* 
ba  en  los  juicios  que  lc>^  ^ 
roerciautes    siguen   entre  «- 
este  medio  no  obsta  a  la  pr- 
sentación de  otros  rootlii'?  ( : •> 
batorios  reconocido»  t.im{»  •  ■ 
por  la  ley.   ni  impiden,  y  - 
consiguiente,  el  ejerricio  < 
la  facultad  que  tiene  el  tr;^  i 
nal  sentenciador  de  apre<.-.i' 
el  mérito  probatoño  de  t'^u  - 
ellos.  La  anotación  de  parcí 
das  de  gastos  en  los  libree,  «. 
bien  da  fé  del  becho  de  hu 
berse  efectuado  tales  ga>t<>. 
no  excluye  que  pueda  j  112^1  r^*- 
sobi'e  su  legalidad  ó  si  cwrr— 
penden  á  la  naturaleza  d"' 
negocio  ó  giu&rdan  propone- 1 
con  el  servicio  ú  objeto  a  «V'  = 
se  suponen  destinados.  -  C^*> 
8  junio  1906 I 

16.  ^ecto  retroaHirc.  -  Esrr* 
tura.  -  Evicción.  -  Falstdati, 
Tabla,  -  Tratándose  de  inT:vll 
dar  una  escritura  pública  ^r 
no  haber  sido  realmente  otcr 
gada  por  la  persona  que  «<•  «t 
pone,  la  cual  dice  no  balr- 
estado  en  el  lugar  del  otor^- 
miento  en  la  fecha  de  di<  ^  "> 
instrumento  ni  despuee.  se  n 
quiere,  según  el  Código    if 
Frocedimiento  Ciril,  elte^i 
monio  de  cinco  testigos  qoe 
acrediten  la  ausencia  en  e^ 
fecha  y  durante  los  wt«ct^ 
días  subseguientes,  -  Cas^  1! 
octubre  1W6 I-  *• 

17.  y  ata  disposición  no  es  aph 
cable  á  las  escrituras  otoii^ 
das  antes  de  la  vigencia  de  H: 
cho  Oódi^,  las  cuales  pued<^ 
ser  invalidadas  oon  el  te^ 
monio  de  cuatro  te^igx»  Qje 
acrediten  la  ausencia  del  1-.^ 
gar  el  día  del  otorgamiento.  - 
Mismo  fallo. 

IS    ComiMitin.  -  Improc$d*mñiL 
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QUERELLA 
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■,v/</  fifi  testigos.  -  Minuta 
trucha.  —  Plazo.  -Reclama- 
.  -  Las  partes  deben  pre- 
sar l;i  minuta  sobre  pan- 
de prueba  i  la  nómina  de 
testigos  dentro  de  los  (.«¡n- 
iias  cíe  que  hablan  los  ar- 
ilos   3()S,  3(19  i  :íG1  del  Có- 

0  de  Proredimicnto  Civil, 
los  cuales  no  apartice  que 
3  plazo  pu'^da  prolon^rse 
ta  que  la  causa  se  reciba  á 
leba  y  se  sonalen  por  el 
«íjaílo  los  puntos  sobre  que 
t  deba  recaer. -Cas.  11  Ju- 

19()6 ,..  I.  437 

[j  i  fatalidad  del  término 
lílo  a  las  partes  para  pre- 
itíu*  la   minuta    sobre  pun- 

.  de  prueba  i  la  nómina  de 
H  t"«tigos,  nada  tiene  que 
r  cou  la  facultad  privativa 
\  Juez  para  detenninar  los 
chos  sustanciales  sobre  que 
l>o  recaer  la  prueba;  ó  para 
ipliar  esta  siempre  que 
iirro  alirÚM  herho  nuevo  que 
tij^a  relación  estrecha  con  la 
xteria  del  debate  ó  de  que 
ites  no  se  tema  conocimien- 
-  -  Mismo  fallo. 
Casación.  Juicio  cjtrnfiro. 
3r<^.v//í/o.y. -La  prueba  en  el  • 
icio  ejecutivo  debe  rendirse 
3l  mismo  modo  que  en  el 
licio  ordinario  exprcsán<lose 

1  el  fallo  que  dé  lugar  á  ella 
►s  puntos  sobre  que  debe  re- 
ler;  y  en  orden  á  la  testimo- 
ial  es  necci^ari  •  proojder  con 
rre«?lo  al  articulo  Htíl  del  Có- 
iffo  de  Procedimiento  Civil 
ue  ordena  a  cada  parte  pre- 
entiir  dentro    «le    los    cinco 

ías  anteriores  lista  de  testi- 
>'>f<T  y.  por  lo  mismo,  no  es  ne- 
csario  que  en  el  mismo  auto 
|ue  declara  admisibles  las  ex- 
'cpcionc^  se  reciba  la  causí  á 
)rueba.  Es  ilejcal  el  prooedi- 
niento  del  juez  que  recibo  á 
>rueba  la  causa  en  la  misma 
■esolurión  en  que  declara  ad- 
nisibles  las  excepciones,  orde- 
ian<io  presentar  la  nómina  de 
testigo  denti  o  de  las  cuaren- 
a,  y  ocho  horas.  -  \  as.  4  octu- 
bre ly04 IL    47 

.  -  Puntos  (fe  jtruftba.  -  El  juez 
lebe  fijar  determinadamente 
los  puntos  de  prueba  y  no 
basta  que  se  retieiu  á  los  es- 
critos presentados  por  las 
partes.    C.  A.  13  enero  ltí05. 

II.  122 

.  Comisi/m.  -  Instruni&nto  pri- 
mulo.  -  Principio  de  prueba.  - 
Las  cartas  i  telegramas  y  de- 
más instrumentos  privados  re- 
ferentes al  depósito  ó  comi- 
sión para  la  venta  de  merca- 
ílerias  que  se  encuentran  en 
poder  del  comerciante  falli- 
do, no  reconocidos  ni  manda- 
das tener  por  reconocidas  en 
la  forma  legal,  carecen  de 
mérito  probatorio  del  depó- 
sito ó  consignación.  -  C.  A.  8 

marzo  1905 II.  141 

\.  Los  instrumentos  privados 
no  reconocidos  ni  man(la<los 
tener  por  reconocidos  en  la 
forma  legal  no  pueden  consti- 
tuir un  principio  de  prueba 


por  escrito  que  ha^  admisi- 
ole  la  prueba  testimonial.  - 
Mismo  fallo. 
Puntos  i>r  prueba.  -V.  Prue- 
ha,,— Minuta. 


QUKBELLA 

1.  Castaciíín,  -  Cosa  juzgada.  - 
EffcAo  retroactivo.  -  Fallada 
antes  de  la  vigencia  del  Códi- 
go de  Procedimiento  Civil 
una  querella,  de  despojo  vio- 
lento, la  demanda  que  el  que- 
rella<lo  interpone,  haciendo 
uso  de  la  reserva  de  derechos 
consignada  en  el  fallo  de  di- 
cha querella,  para  que  éste  se 
declare  nulo  por  s'^r  falsos  los 
hechos  en  que  se  fundó,  del>e 
ser  resuelta  con  arreglo  á  las 
leyes  de  enjuiciamiento  ante- 
riores al  Código  do  Procedi- 
miento Civil,  con  arreglo  al 
articulóla  del  Código  Civil  y 
24  do  la  ley  de  7  d<i  octubre  de 
1861.  Y  era  procedente  la  de- 
claración de  false<lad  de  la 
ciuerclla,  justificando  en  el 
juicio  ordinario  la  falsedad 
de  los  hechos  alegados  en  di- 
cha querella  y  que  el  quere- 
llado procedió  eñ  su  carácter 
púldico  á  la  ejecrciói  de  lop 
actos  de  despojo  violento  que 
se  le  atribuían  . -Cas.  23  ju- 
nio líKJ-) L 

2.  Anión  po8fi(oriii.-  Canación. 
-  lJe.tpttjo.  -  Inmueble»^  -  Te- 
nencia. -  La  acción  posesoria 
que  consagra  el  articulo  Í^h28 
del  Cóíligo  Civil  y  á  que  dan 
el  nombre  de  querella  de  res- 
tablecimiento los  artículos 
700,  716  y  720  del  Código  de 
Procedimiento  Civil,  se  con- 
cede al  que  ha  sido  despojado 
ya  de  la  posesión,  ya  de  la 
mera  tenencia  de  una  cosa 
raíz  ó  de  un  derecho  i*eal  cons- 
tituido sobre  bienes  raíces,  á 
fin  de  que  se  restablezcan  las 
cosns  en  el  est  ido  en  que  an- 
tes se  hallaban;  y  no  puedo 
ejercerse  sobre  oti*a  clase  de 
bienes  ni  para  otros  fines  que 
los  señalados.  -  Cas.  21  octu- 
bre liKXí I. 

3.  La  acción  posesoria  sumaria 
que  por  regla  general  corres- 
ponde únicamente  al  posee- 
dor, la  concede  también  la  ley 
al  mero  tenedor  sólo  en  el 
caso  de  despojo  violento  de  la 
cosa  raíz  ó  de  los  derechos 
reales  inmuebles  pobre  los 
cuales  ejercia  su  tenencia,  no 
siendo  por  lo  tanto,  permitido 
al  mei*o  tenedor  intentar  ac- 
ciones de  esa  especie  cuando 
el  despojo,  aunque  consuma- 
do, no  haya  sido  violento,  ni 
cuando  sólo  se  titite  de  actos 
de  mei'a  perturbación  por  gra- 
ves y  punibles  que  ellos  sean; 
ni  tampoco  cuando  el  despojo 
violento  haya  recaído  exclusi- 
vamente sobre  bienes  mue- 
bles. -  Mismo  fallo. 

4  Refiriéndose  los  actos  de  des- 
pojo á  la  sustracción  de  ani- 
males,   procede   la   queralla 


6 


182 


respecto  de  aquellos  que  si 
consiflei-an  inmuebles  por  sit 
destinación  permanente  al 
cultivo  y  beneficio  <iel  inmue- 
ble. -Mismo  fallo. 
5.  Acto»  de  mitra  faruftad.- 
Apreciación.  -  Congirleratuio». 
-Derrames.  -  Omisión.  -Po- 
sesión. -Sentencia.  -  Ultra-pe 
<í/a. -Para  ejercitar  la  ac- 
ción que  conceden  los  artícu- 
los 936  y  937  del  Código  Civil 
para  pedir  que  "si  se  hicieren 
estacadas,  paredes  ú  otras 
labores  que  tuerzan  la  direc- 
ción de  las  aguas  corrientes 
ó  priven  de  su  beneficio  á  los 
predios  que  tienen  derecho  a 
servirse  de  ellasn,  las  tales 
obras  se  deshagan  ó  modifi- 
quen y  se  resarzan  los  perjui- 
.  cios,  se  requiei-e  que  el  quere 
liante  tenga  derecho  á  servir- 
se de  las  aguas  de  que  ha  sido 
privado,  sea  que  ese  derecho 
nazca  de  ía  posesión  ó  del  do- 
min  io.    -   Cas.  4    noviembre 

190.-) L  207 

6.  Ño  probándose  dominio  en 
aguas  que  p:  ocedían  de  filtra- 
ciones y  derrames  de  un  fun- 
do superior,  como  fundamen- 
to de  la  acción  que  concede 
el  artículo  936  del  Código  Ci- 
vil, no  puede  invocarse  pose- 
sión sobre  dichas  intilti'acio 
nts  y  dcritimes  .basada  en  el 
hecho  de  haheilas  estaao 
aprovechando  el  querellante 
eu  su  propiedad,  porque  el 
dueño  de  un  predio  lo  es  tam- 
bién de  lo!*  dcritimes  y  filtra- 
ciones qi  e  en  él  se  producen, 
y,  por  lo  tanto,  puede  dispo- 
ner libremente  de  ellos  y  ha- 
cer 1 1  s  obi'ÁS  necesarias  para 
recogerlos  dentro  del  mismo 
fundo,  no  siendo  un  óbice 
para  ello  las  circunstancias  de 
naber  dejado  salir  de  su  pro- 
piedad esos  derrames  y  filtra- 
ciones y  que  se  haya  aprove- 
chado de  ellos  el  propietario 
del  fundo  inferior  por  medio 
de  un  acueducto  y  boca  toma 
consti'uida  en  el  cauce  natu- 
ral á  que  esos  derrames  y  fil- 
traciones caían,  por  cuanto 
esas  circunstancias  importan 
omisión  de  actos  de  mera  fa- 
cultad y  mera  tolerancia  do 
actos  de  que  no  resulta  gra- 
vamen, que  no  confieren  pose- 
sión ni  dan  fundamento  á 
pi*escripción  alguna.  -  Mismo 
fallo. 

7.  Amparo.  -  Cantera.  -  Linde- 
ros. -  Mina.  -  Habiéndose 
cambiado  los  linderos  de  la 

Sertenencia  minei'a  en  forma 
e  quedar  comprendida  den- 
tro de  ellos  una  cantera  ante- 
riormente explotada,  no  pro- 
cede la  querella  de  amparo 
contra  la  persona  aue  conti- 
núa la  explotación  de  la  can- 
tera. -  C.  A.  31  agosto  1904. 
II.    43 

8.  AnifMro.  -  Denuncio.  -  Mina. 
Posesión,  -  No  importa  pertur- 
turbación  de  la  posesión  de 
una  mina  manifestada,  y  ad- 
judicada en  seguida  en  rema- 
te público,  el  necho  sólo  de 
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haber  denunciado  i  solicitado 
un  tercero  otra  pei-tenencia 
en  el  mismo  terreno,  si  no  se 
acredita  que  este  último  per- 
turbe ó  embarace  en  su  pose- 
sión al  poseedor  de  aquella 
pertenencia.  -  C.  /».  14  bep- 
tiembrel9l>4 II.    45 

9.  Casación  -  Comparando.  - 
NotifirMción,  -  La  notificación 
de  la  querella  debe  ser  hecha 
al  querellado  en  forma  legal 
para  que  pueda  celebrarse  el 
comparendo  "cl  quinto  día  há- 
bil después  déla  notifícacióun. 
El  hecho  de  darse  por  notifi- 
cado el  querellado  no  basta, 
pues  el  quereflante  debe  sa- 
ber el  dia  en  que  la  notifica- 
ción se  hizo  para  poder  asis- 
tir al  comparendo  con  sus  me- 
dios probatorios.  -  C.  A.  28 
noviembre  1904 II.    8S 

10.  Acrión  jxtsesoria.  -  Servi- 
dumbre, -  Sobre  Ixs  cosas  que 
no  pueden  ganarse  por  pres- 
cripción, como  las  servidum- 
bres i  ñaparen  tes  y  disconti- 
nuas, no  hay  acción  posesoria. 
En  consecuencia,  no  procede 
la  que  se  dirijo  á  obtener  que 
no  se  perturbe  al  querellante 
en  el  tránsito  por  el  lecho  de 
un  estero  que  necesita  para  la 
explotación  de  una  hijuela  de 
terrenos,  con  la  construcoióu 
de  una  cerca  con  que  el  que- 
rellado impide  ese  tránsito.  - 

C.  A.  6  diciembre  1904 ....  II.    91 

11.  Acción  poHPBoria,  -  Anuas.  - 
Estacadas.  -  El  que  hiciese  es- 
tacadas, paredes  ú  otitis  labo- 
res que  tuerzan  la  dirección  de 
las  apenas  corrientes  de  manera 

f[ue  se  derramen  sobre  el  sue- 
o  ajeno,  está  obligarlo  á  de- 
moler ó  modificar  esas  labo- 
res y  resarcir  los  perjuicios. 
Esta  prescí  ipción  es  aplicable 
aun  ú  una  empresa  de  ferro- 
carril ano,  c;on  anuencia  de  la 
autoridad  adininisti-ativa,  eje- 
cute tranques  paiu  defender 
la  linea  férrea  conti*a  un  rio 
que  amenaza  cortarla  y  dejar 
sin  comunicación  con  el  puer- 
ro á  hiH  poblaciones  del  inte- 
rior. ~  C.  A.  19  agosto  190.5. 
II.  147 

QUIEBRA 

A/ir^riariJn.  -  Convenio.  -  Cumi- 
ta  covrit-ntf.  -  Fallido.  -  Per- 
sonalidad, -Presn'ipriffn-  El 
comerciante  fallirloquc  ha  ce- 
híbrado "  convenio  con  sus 
acre  «lores,  aprobado  judicial- 
mente por  Hentcncia  pasada 
en  autoridad  ríe  cosa  juzga- 
da, queda  restituido  en  el  go- 
ce de  sus  derechos  y  acciones 
y  tienen  poisonalidad  bast;in- 
tc  para  entablar  las  acciones 
que  coires pendan  al  caso,  i 
Cas.  7  junio  HK)j I.      1 

QUOIirM    MUNK  IPaL 

Acuerdo.  -  Exclasión.  -  Munici- 
pal. •  Mnniñ/taWlad.  -  Recia- 
nwción.  -  V.  Acuerdo  munici- 
pal, número  4.  -  C.  A.  7  enero 
1905 ...  II.  140 


RATIFICAOIÓX 

Arrendamiento.-  Comparendo, 
Desahucio,  -  Improcedencia,  - 
Número,  -  Plazo.  -  Poder.  - 
Prueba.  -  Redamación.-  La 
ratific;ición  posterior  del  inte- 
resado en  el  desahucio  de  un 
arrendamiento  hecho  á  su 
nombre  por  una  pei*sona  que 
cai'ece  de  poder,  es  bastante 
para  legalizar  lo  obrado  por 
ésta.  -  Cas.  VI  octubre  1905  I.  155 

Ratificación  de  mina.  -  V. 
Mina. 

RKBBLDÍA 

Casación.  -  Cuentas.  -  Leyes  de 
procedimiento.  -  Plazo.-  El 

f»lazo  de  que,  según  el  articu- 
o  851  del  Cófligo  de  Prooedi 
miento  Civil,  disponga  una 
parte  pam  el  examen  de  una 
cuenta,  es  concedido  pruden- 
cial mente  por  el  jnei  y,  por 
lo  tanto,  no  es  fatal.  Por  con- 
siguiente, la  impugnación  á  la 
cuenta  presentada  después  de 
vencido  el  plazo,  pero  antes  de 
estar  acusada  la  rebeldía,  es 
oportuna  y  no  puede  darse 
por  aprobada  la  cuenta.  -  Cas. 
2  septiembre  1905 I.  110 

RBP.EPTOR 

Actuario,  -  Audiencia  de  prue- 
ba. I  Casación,  -  Derechos  - 
Pruefta.  -  Los  servicios  qiie 
según  el  articulo  S59  del  Có- 
digo de  Procedimiento  Civil 
corresponilen  á  los  receptores 
en  las  audiencias  de  prueba, 
son  prestados  ou  el  carácter 
de  actu  irios  etfpeciales  y  se 
han  separado  de  las  funciones 
que  corresponden  á  los  secre- 
úi^rios.  Los  receptores  desem- 
peñan estas  funciones  como 
funcionarios  ordinarios  y  no 
en  defecto  de  los  secretarios 
de  los  juzg.idos:  y  tienen  de- 
recho á  los  emolumentos  que 
el  Amncel  asigna  á  los  reccp 
tores,  no  siéndoles  aplic^ible 
la  disposición  del  articulo  13 
del  Ai-ancel.  -  Cas.  28  sep- 
tiembre 1905 I.  142 


rb<;lamal-ión 

1.  Casación.  -  (Jom/fetenria.  - 
Firma.  -  Omixion.  -  Sentrneía, 
-  Aunque  el  recurrente  no 
ha  ya  reclamado  oportuna- 
mente de  una  formalidad  de- 
clai-arla  esencial  por  la  ley, 
como  la  falta  de  la  firma  del 
funcionario  á  quien  .^  corres- 

Sonde  dar  fe  de  uiui  sentencia 
e  primera  instancia,  la  Cor- 
te Suprema  puede  invalidar 
de  oficio  el  fallo  de  la  Coite 
de  Apelaciones  que  revoca 
una  sentencia  en  que  tal  vicio 
aparece  de  manifiesto.  -  Cas. 
12  octubre  1905 I.    26 


2.  Alegato.'  CaMteúfu.-C4>m,^- 
téneia.  -  Ultra,  péttUa.  -  Tur  •. 

-  Puede  ser  declarada  Ae  f--. 
cío,  aunque  no  se  haya  rr\. 
mado  oportunajnente.  la  sal. 
dad  en  que  incurre,  ial]aa¿ 
ultra- petita,  el  Tribunal  de 
AUada  que  Re  pronuuria  «o 
bre  una  cuestión*  mafeem  i^ 
juicio  ordinario,  sobre  la  mau 
no  se  ha  pronunciado  el  Tn 
bu  nal  de  primera  ios  aoca. 
—Cas.  12  octubre  IAOj       .  L  : 

3.  Arrentlamie»to„  —  Compara- 
do, -  Desahucio,  —  imipr*écr- 
dencia.-  Númmro,—  Pia29,- 
Poder,  -  Frusta,  -  Ratiim 
eión,  -  Para  que  pueda  ser  ^i 
mitido  un  recarao  de  ca:^!.  os 
en  la  forma,  es  indispenasHe 

Siio  el  que  lo  entabla  hay:»  r^ 
amado    la  falta  ejemtvAo 
oportunamente,  j  en  t4>i^^  «as 

Srados,  loc§  i^ecorsos  ostaK  «.  - 
os  por  la  ley.  En  consec-iea 
cía,  no  procede  en  un  jatóo 
de  desanucio  de  arrendaraKs- 
to  el  que  se  funda  en  haber» 
reducido  ádos  el  pkusn  d<^  cis- 
co dias  fijado  por  la  l^y  |4-% 
el  comparendo,  y  en  faúi^v^r^ 
omitido  la  prueba  sobre  h 
existencia  de  un  contratóle 
arrendamiento  y  la  pr<irro|E» 
legal  del  mismo,  por  no  la 
berse  formulado  oportaos- 
mente  las  reclamaciones  del 
caso,  no  pudieudo  estiran 
como  tal  la  apelación  d«^l  soto 

Sue  ::ceptó  el  desaha4*io  y  ^y 
ía  pam  la  restitoción  d^i 
predio  arrendado,  porqite  di 
cha  apelación  mira  al  foink 
del  asunto  controvertido.  - 
Cas.  12  octubre  19a'» L  13' 

i.  Casación  d^  oArio,  -  Crsí***  í* 
derechos,  —  Improe^/emfCi*^  - 
Mención  de  la  Uy   iH/rim^i^ 

-  No  habié'ido'se  re  •LubjW/i 
opoi-tunaraente  contra  eí  k^ 
cedimiento  seguido  part  rr 
solver  sobi-e  la  eticact.i  !e^J 
de  una  cesión  de  un  rntlu^ 
pei'sonal,  en  mzon  <Íel«i«'T}i' 
nio  que  sobre  dicho  Civdit« 
pretendía  hab.M*  adquiri«k>  el 
deudor  por  coiuptu  hecha  pv 
él  á  los  primitivos  ac^rtH^iore«, 
quienes  habiaii  hecho  b  ce 
sión  á  una  tercera  pei-socu  in 
dicada  por  r1  deudor.  }  ar- 

3ue  dicha  cut^tión  c^  maten  i 
e  un  juicio  ordinario,  n» 
pnoden  las  (tai^tes  fundar «« 
esta  tramitación  dcfet^tm^uo 
en  deficiencias  de  la  reda'ct'iQ 
de  las  sentencias  de  priiserA 
ó  de  seji^nda  instaucia  un  re 
curso  de  casación  en  li  ftinu- 
Cas.  18  octubre  lííüó  .        1.  ^'^ 

5.  Improcedencia,  -  S^tü^n  -«.i- 
Siendo  simplemente  contirm 
toria  la  sentencia  de  «e'^r^i 
instancia,    y  no    habi«n<Ío*e 
i*ecIamado,  interponiendo  \r* 
recursos  lepóles,  de  la  tr^m: 
tación  dada  al  juicio,  ni  el  d 
casación  del   fallo  de  pniufrí 
instancia,  no  pueden  h  icer;* 
\*aler  en  contr.i  de  ^quf  II  t  b* 
CAUsalcs  que  pudieran  d<>>id 
cii-se  en  contra  de  esta.  -  V^k 
20  octubre  19ü5 «.  •*- 

6.  Apelación,  -    Comitettn'iA,  - 
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por  virios  ó  flcfectoa  que,  caso 
de  oxi^tir,  }ife(  tan  á  cnta  y  no 
fueron  reclamados  en  iornia, 
ejei<Mt:iRcl()  opoittinanientc  y 
eii  tocios  sus  í;rados  los  rccur- 
sos  «'^t;ll)I('(:ic^os  por  la  lev.  - 

Ca>.  4  :.-()bto  11K>.-) ".   I.  224 

i  'osa  j  uz/juiia.  -  Jinjn'ocHft-n- 
citi.  -  Jff"(i(<fi»in'fi<iutofius.- 
J^itrtf  itf/mt'nn/a.  -  Uiteiirión, 
--  j  ns  vicií)f<  n  omisiones  en 
que  iucuiic  el  fallo  de  prinie- 
i-a  iiistuneia  t:o  pueden  ser  in- 
voca» lo-»  <'ontra  ti  fallo  de  se- 
j4;nmi:i  insta  i.ci:v  que  se  limita 
a  c-ontirnuir  aíju'.'!,  si  no  se  re- 
clama de  clics  e.í  forma  inter- 
poniondo  el  reiuiso  d.í  casa- 
ción en   la  forma.  -  Cas.  29 

marzo  1H<)."> I.  306 

,  Citual-  Coiiinniu'ttfL  -  lUrla- 
iniirion  -  Loa  defectos  de  tra- 
mitación de  (|ue  adolece  el 
procetiimiento  seííui<lo  y  la 
sentencia  de  primera  instan- 
cia, no  pueden  dar  margen  al 
recui-so  de  casación  de  la  sen- 
tencia de  segunda  instancia  si 
no  fueron  oportunamento  re- 
clamados. -  Cas.  16  octubre 

ItMMi I.  425 

O.  Cttmcsiou,  -  fmproredfncia, 
-  Lhtn  fie  tc.tlhios.  -  'Minuta 
.  de  ¡truehu.  -  Plazo  -  Pnifha.  - 
>o  procede  el  recurso  de  «-asa- 
cióu  en  la  forma  rrontra  la 
sentencia  dí  sc^'unda  instan- 
cia por  vicios  <le  que  pueile 
adolíícor  el  fallo  <le  primei-a 
instancia  no  reclamados  opor- 
tutiamo  ite.  -  Cas.  22  marzo 
U)()6 I.  437 

11.  Arufr</os  tiinuipale»,-  Con- 
trihuri.'H.  -  Malddfro.-  Mu- 
nU:i¡ntliil<id.  -  V.  Ar.uf.fdox 
inuniíijMdt's,  número  1  y2. - 

C.  A.  2.",  junio  M)(J4 Ii.       I 

12.  Aruf.rdos  niuuiripalfis.  -  Ci- 
tación.- Mnfiii'iptdidad.-  V. 
Mutiiri/mlidotl.   número   4. - 

C.  A.  :í  dic  emhíe  1!K)4  ....   II.  100 

13.  A  raer  do.  -  Exclusión.  -  Mu- 
nici/Mit.  -  Municipalidad.  - 
Quorum.  -  V.  Acué<rd^  muni- 
cipal, número  4.  -  C.  A.  7 
enero  UK)) II.  140 

KEOLAMAUIíVv  KLECTOKAL 

Comp*'t encía.   -  Improced&nña. 
-   luítc.ripcAones  electora  I  f.s,  — 
Municipalidad,  -  Mientras  se 
constituye   la   Municipalidaii 
de  una   comuna   de  reciente 
creación,  tiene  qne  continnar 
ejerci-'ndo  sus  funciones  en  el 
territorio  segr./:ado  para  di- 
cha comuna  Ja  Municipalidad 
dí'l  territorio  que  lo  compren- 
día: y  entre  estas  funciones, 
la  de  in>cripciones  electomles 
y  los  nomltramientos  de   las 
mesas  receptoixis  qne  deben 
funcionaren   el   ten  itorio  se- 
gregado y  ante  los  cuales  de- 
be practicarse  la  votación  p)a- 
ra  la  elección  de  los  munici- 
pales de  la  comuna  de  nueva 
ci'eacion.  En  consecuencia,  no 
procede  la  reclama(!Íon  elec- 
toral que  se  funda  en  esta  cir- 
cunstancia.  -  ('.A.    C.  S.  14 
agosto  JÍKM)   I.  304 
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RtCLUTAS   Y  RKKM PLAZOS 

Comisión  examinadora.  -  iVerfi- 
co. -La  comisión  examinado- 
VQ,  de  conscriptos  debe  formar- 
se con  arreglo  al  nrtículo4o 
del  i^eglamente  de  Keclutasy 
Keeniplazos,  de  un  jefe  «lo 
Ejército,  un  cirujano  militar 

Í^  la  tropa  necesaria;  es,  por 
o  tanto,  esencialmente  mili- 
tar y  los  jefes  de  Zona  c» re- 
cen de  facultad  para  «lisponer 
que  el  cirujano  militar  »&\ 
reemplazado  por  el  medico  do 
ciudad  ó  por  cualquier  otro  y 
no  afecta  á  la  i  esponsaMlidad 
del  Fisco  la  designaci<»n  quo- 
hagan.  -  C.  A.  2o  agosto  l\KA. 
II.      2 

RKCX»K0i;iMIENTO 

1.  Apreciación.  -  Bienes  inmue- 
blett.  -  CüJtación.  -  Comjtraven- 
ta,-  Desiatimiffdo.  -  Escritu- 
ra. -  JiUerexes.  ~  Mora.  -  Pres- 
cripción. -  Ultra  j)étila.  -  Ha- 
biéndose reconocido  por  los 
herederos  los  cré<Uto9  que  so 
demandan  á  la  sucesión,  no 
puede  oponerse  lív  prescrip- 
ción por  el  cesionario  de  algu- 
nos de  esos  heredei  Oi.  -  Cas. 

17  octubre  1900 I.  161 

2.  Casación.  -  Omisión.  -  Ha- 
biéndose reservado  para  deti- 
n i  ti  va  el  pronunciamiento 
acerca  de  las  diligencias  de 
reconocimiento  en  rebuhiia  de 
un    documento    opuesto     en 

.compensación  déla  denda 
cuyo  pago  se  demanda  ejecu- 
tivamente, la  sentencia  debe 
hacer  declaración  expresa  so- 
bre este  punto,  y  no  limitarse 
únicamente á  rechazarla  com- 
pensación porque  ese  docu- 
mento no  estii  extendido  en 
papel  competente.  -  (^as.  22 
mayo  lüOti I.  360 

Renococimiento  de  hijo  natu- 
ral. -  V.  Bijo  natural 

KECONVENCIÓN 

Honorario.  -Tratándose de  exi- 
gir el  pago  de  honorario  pro- 
cedente de  servicios  profesio- 
nales prestados  en  juicio,  el 
acreedor  puede  optar  entre  el 
procedimiento j ordinario  que 

freceptua  el  titulo  XIV, libro 
II  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  o  reclamar  an- 
te el  Tribunal  que  hubiere 
conocido  del  juicio  en  pri- 
mera instancia,  en  la  forma 
prescrita  para,  los  incidijntes. 
^  o  procede,  por  lo  tanto,  la 
tramitación  de  la  reconven- 
ción deducida  por  el  deman- 
dado conjuntamente  con  la 
demanda,  cuando  el  acreedor 
ha  elegido  esta  segunda  via. 
-  C.  A.  8  mayo  lllOb II.    97 

KE(.'T1J'IC*AC1C')N 

Causal  de  casación.  -  Competen- 
cia. -  Error.  -  Error  de  copia. 
Li<¡uidación,  -  Omisión.  -  Sa- 


ri f  dad.  —  Transacción.  -  Los 
tribunales  pueden  rectificar 
de  oticio,  dentro  de  los  cinco 
días  fie  la  notificación  de  la 
sentencia,  los  errores  de  copia 
que  se  hayan  cometido,  no 
obstante  la  interposición  de 
recursos  fundados  en  el  mis- 
mo defecto.  En  consecuencia, 
no  proceilc  el  rccurao  de  casa- 
ción contra  una  sentencia  en 
cuyo  enea bciam lento  .>e  dice: 
"Reproduciendo  la  parte  ex- 
positiva del  considerando  8  " 
de  la  Hentcneia  apelada^,  fun- 
dado en  que,  siendo  lat^enten- 
cia  revocatoria,  no  contiene 
exposición  de  los  hechos,  si  el 
Tiibnnal,  el  mismo  día  déla 
intei'posicion  del  rccuiso,  ha 
mandado  rectitícar  como  error 
de  copia  las  palabras  "deln  y 
sustituirUis  por  las  palabrub 
"y  el  ti  y  tener  esta  rectitiwición 
como  p;irte  integiunte  <íel  fa- 
llo.-Cas  10  octubre  10u.i...  I.  146 

KKlURbO  DB  AMPAKO 

1.  Prisión.-  No  procede  el  re- 
0111*80  de  amparo  por  prisión 
decretada  con  íintecedentcs 
bastantes  por  autoridad  que 
tiene  facult:\d  do  arrestar.  - 

C.  S.  3  marzo  IIK).") I.  .303 

2.  /V;.v/.)n.  -  Coexistiendo  an- 
tecedente bastante  para  de- 
cretar la  prisión  tlel  procesa- 
do, la  prisión  es  arbitraria. — 

C.  S.   14  marzo  190.> I.  313 

RKlVjNDiCALlÓN 

Casaci<>n.  -  Erutos.  -  Sentencia. 
-  Ultra  pftita.  -  Ko  habién- 
dose pediilo  se  condene  al  de- 
mandado a  la  leNtitución  de 
los  tratos  de  la  cosa  que  se 
reivindica,  la  sentencia  sólo 
puede  reconocer  los  derechos 
que  al  abono  de  ellos  pueda 
tener  el  demandante;  y  falla 
ultra  petita  mandando  abo- 
narlos sin  petición  expresa. - 
Cas.  21  octubre  I'JOíj I.  176 

KRGiSThO  de  mina.  -  V.  Mina 

H KM  ATE 

1.  Caducidad.  -  Derogación.  - 
Mina.  -  Notijicacion.  -  Paten- 
te. -  PreHcr}prión.  -   La  ley  no 
exige  para  la  subasta  de  la 
mina  que  no  ha  pagado  paten- 
te, noiificación  del  dueño,  y 
sólo  ordena  la  publii  ación  de   . 
la  nómina  de  las  propiedades 
mineras  que  no  la  hayan  lla- 
gado, sin  expresar  que  los  avi- 
sos deban  contener  también 
ladesigna'^'ión  de  su-i  dueños; 
pues  ellos   no  constituyen  re- 
querimiento alguno,  sino  sim- 
plemente un   medio  de  publi- 
ci<lad  para  hacer  saber  el  re- 
mate a  to<los  aquellos  que  pu- 
dieixin  tener  interés  en  la  su- 
basta. El  remate  debe  hacerse 
entre  los  cuarenta  y  los  cin- 
cuenta dias  contados  desde  la 
primera  publicación  del  aviso; 
y  seria  generalmente  iinposi- 
olc  efectuar  la  subasta  en  los 


42      RESEltVA  DE  DEUEOHOS 


KKSPOXSAKILIDAD 


ItKrKSVlÓN 


plazos  señalados,  con  porjuiíño 
eviflente  de  los  intcivses  del 
Est:ido,  si  fuese  nieno-^tiM-  11<í- 
nar  todas  las  formal  id  idcs  de 
una  notificación  iudi'ñal.  - 
Cas.  17  mayo  1906 I.  244 

2.  Los  preceptos  del  Códv^o  de 
Minería  sobre  el  modo  ccnno 
deben  rematarse  las  minas 
morosas  no  han  sido  dcro^r  i- 
dos  por  el  (^üdi^jo  d<»  I*rí>cedi- 
miento  (Jivil.  -  Mismo  fallo, 

3.  Las  actas  do  remate  do  minas 
que  no  han  pafpvdo  f):i tente  se 
extienden  anto  el  seí-rotcrio 
del  Juzípido.  Mismo  fallo. 

4.  Citación.  -  Hipol'ri.  -  Jm- 
procedencia.  -  Snit/  nrúi.  -  La 
circunst;incia  de  haberse  re- 
mata<lo  un¡i  propiecíid  por  or- 
den jndicinl  no  basta  para  ex- 
tinfíuir  el  derecho  de  los  acree- 
dores hipotecarios  de  pei*se- 
guir  la  tinca  hipotecada,  ."«ca 
quien  fuero  el  que  la  posea  y 
á  cualquier  titulo  que  la  haya 
adquirido,  si  no  conciin'e  al 
mismo  tiempo  la  coiidii-'ón  de 
haber  sido  cita<lo  pí'i-sonal- 
mente  para  la  su  bastí.  -  Cas. 

2-J  noviembre  lWr> I,  253 

REQUISICIÓN  E<i 

1.  Dflito.  -  Finro,  -  ff'o'ti  »'no  fU 
hf.chu.  -  Prex'^ripci'Ui  Ning^ún 
cuerpo  armado  puedíí  hacer 
requisiciones  ni  e\i;íir  nin^ju- 
na  clase  de  auxilio^,  sino  por 
rae<lio  de  las  autoridxios  civi- 
les y  con  tlecroto  de  éstas.     C. 

A.  2t)  a;í08to  1904 II.      4 

2.  Las  re<iuis¡ciom»8  hechas  con 
decretos  del  Gobernador  y 
Comanduite  do  armas  de  un 
depai  tamento,  reúnen  las  con- 
dicionso  losrales  y  nfoftan  la 
responsabilidad  del  Fisco,  que 
debe  pa^'ar" el  valor  de  ellas. 

-Mismo  fallo. 

3.  No   importjindo  las  requisi- 
ciones un  ilelito  ó  cuasidelito, 
no  lesos  aplicable  la  prescrip 
ción  del  articulo  2332  del  Có- 
digo (;íví1.  -  Mismo  fallo. 

RKsri8ií')N 

Dolo. —  Mf'diro.  -  Seguro.  -  Tu- 
rhíiH.  -  TfSf.ifjoít,  -  La  r»»scisi(')n 
ílol  contrato  <h^  soffuro  sobre 
la  vida  sólo  procede  en  el  caso 
de  falsas  declaraciones  sobre 
el  estado  de  salud  del  ase  ju- 
rarlo, ciando  éste  pi-oeode  (lo- 
lo«ianionto,  es  decir,  con  cono- 
cimiento de  esa  falsedad;  mu- 
cho más  si  esas  declaraciones 
son  confirmadas  por  el  facul- 
tativo de  la  r^ompañía.  quien 
pudo  fiicilmente  evidenciar 
el  c^<t.ulr)  do  enfermedaíl  del 
asei;;<rado  si  era  íi'rave.  -C. 
A.  22  octubre  1004 II.    5S 

IJI'.SKRVA   f>K  f)KRK(;HOS 

Juirio  rjffif¡r>.  -  La  pctieii'íii 
del  ejcciit  ido  para  que  se  le 
res  rven  sus  ileivebos  par.i  el 
juicio  o.'dinai-io  y  so  dé  cau- 
ción por  el  ejecutante,  os  pro- 
ce<lente  -('.A.  23  dieionibre 
IIMm II.  102 


RE«or.r.'ioxK<  «o  vtr  a  dicto- 
rus.  -  V .  Co  nh'ml  ircion  "8  dfl 
/tillo. 

RRáOLVíTÓV  I)K  <;OXTRATO 

1.  ArrfiH'la miento.  -  Ca»arv(n,  - 
M'ma.  -  (f.nixi  •«.  -  Sfntfnruí, 
-  La  cesión  ó  t'-aspaso  de  par- 
te del  contrato  de  arrenda- 
mient'>,  hc-ho  por  el  arrenda - 
tari<»  con  infrac?ión  de  las 
condiciones  estipula<laii  paitk 
tal  transferencia,  da  lusrar  á 
la  acción  resolutoria,--  C,  ü- 
Cas.  7  seoMeíubro  100")  ...   I, 

2.  Habiéndole  probado  que  to- 
da meiom  uueda  á  beneficio 
del  arrendador,  infriníje  el 
contrato  el  arrendatario  que 
después  d'  hac'ír  en  una  de 
los  minas  arrendadas  un  (rie- 
rro  de  "cílatnina..  1>  saca  y 
coloca  en  otr  .  y  procede  la 
acción  resolutoria.  -  Mismo 
f.l'c. 

3.  A/trfriari  ''I  -  PtV'na.  -  Sf*i ti- 
ro. -  I>.a  caducidad  ó  resolu- 
c'ón  «iel  p"ÍMit»r  seijuro  contra- 
tado. y)or  motivo  de  la  contra- 
tición  d<»  «♦"4'nros  nostvriores, 
sólo  procede  por  «stipulación 
de  las  partes  consiírnada  en  la 
vo«pe  «tiv»  p/dizi.  -  Cas.  31  oc- 
tubre 1905 I. 

4.  La  falta  de  inserción  en  la 
misma  póliza  del  aviso  déla 
contra  t4ición  de  un  nuevo  se- 
guro no  es  por  si  sola  suficien- 
te para  considerar  cadiu^ada 
la  póliza  v  anulado  el  conti*a- 
to  <le  seícuro,  si  teniendo  el 
aseffurador  conocimiento  del 
nuevo  son-uro  no  «olicitA  la  re- 
solución del  anterior  vijrente, 
ni  devuelvo  la  narte  no  deven- 
gada del  premio.  -  C.  A.  Mis- 
mo fallo. 

RkhOLUíUíW  T)K  PARxK'IÓN.— 
V.  Pai'fi'u'/.n. 

REJap  >?ÍS\BILIDAD.  -  V.  CiHtüi- 
íMito. 

1.  ^asnri'iH.  -  Caso  fortuito.  - 
Cul/Hi.  -  Port"a<¡or.  -  Tran- 
porff.  -■  El  porteador  responde 
h astil  de  la  cal  na  leve  en  el 
cumplimiento  do  sus  obliga- 
ciones; y  so  firesume  que  la 
pérdida,  aveija  ó  ret  mío  0(!u- 
rren  ]>or  su  culpv  si  no  justifi- 
ca quo  ha  í)C'íriMdo  un  caso  for- 
tuito, no  bast.andoque  se  do  je 
establecido  do  un  modo  vacro 
ó  íjonoral  que  einpl(»<')  toda  di- 
lijíoncia  y  cuidado  en  \\  con- 
ducción. -  Cas.  10  julio  lOOl. 


2.  No  so  oxtin^iio  'a  r  ^s[^onsa- 
bilidad  «leí  porteador  ¡)or  el 
hefího  de  conocer  el  «"aríjaílor 
quo  la  ciniduf'íñón  do  las  nior- 
cadcrias  había  sido  confiada 
por  at|uel  á  un  tercero.  -  Mis- 
mo fallo. 

3.  f*(t.<tari'>n.  -  rnffi^i.  -  Daño. 
Kjcrtthtnh .  -  Ein'nifíjo.  -  /Vr- 

JHi'ioH.  -  T  rrarm.  -  El  oicu- 
tante  ([tie,  á  ^abienrl  is  do  no 
pertenecer  alilendor.  (Mn barga 
animales  di»  propiedad  de  un 
tercM-o,  d'.'  lo  (pie  pudí>  cercio- 
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liarse  antes  del  embaído    - 
Tnedi  iiia  dili;;eaeí  I,  úf  .^     , 
ponderal  tíTceii^Li  neo  . 
minio    ha   sido  rero::©-..:   - 
el   resp**ctivo  jniri.»    jn    - 
perjuicios  y  por  I  oí  f.ilt .»  i 
ganado  que  det^*  i\-ít,'i 
-  Cas.  •J4  julio  lua")  ¡.  , 

4.  Caito     forlnito.    -  h  o  • 
TraxtHirt*'.  -  Los   :\^  n:-  .^ 
las  compañías  de  \.i\.\  ^ 
ifcibon  de  estis  li-»  vt  r 
rías  porteada*»,  celeb-i 
los  de?<  ti  na  ti  ríos  tiii  «otr  • 
"de  fa-cto.i   quií  h^s  i»:,!  . 
traspoi-tar     las    niet<-i"í 
desde   la  cubioi-fc\  d«l  '  ¡i :  • 
hasta  entrecrío*  n  W  -u.  - . 
natarios.     Por   coasi-i,  , 
habiendo  nicibido  'n  '  ;  '  i* 
condiciones    un  eaj'.n  ••■     1 
puerto  de  Cahlera.  r'i:i«  .• 
do  á  un  comei-ciante>*n*  • 
pó,  el  a'ront,»  «-s  resi"-!:-. 
de  la  ontr*>ipi  de  dicbo'  . 
8U  cont<'niílo  en  buen  i-«  «u 
ciones.  -  Ca«.  Heaeru  !."    l    . 

5.  Camino,  -  Como'^'  it  ;«i. - 
temtfntf    -  Sf  rritlit.  i  ■'.-  i . 
Itttf'Hdfnff,  númtMO  'J. -1.  \. 
1."  auosto  1904  11.    ' 

Rk^íPON-iaBiLIDaI»  del  Fi*   .- 
V.  Fisro. 

1.  -  Coíta  Jtnaa'iit.  -  Iiuf 
d^nria.   -  Mf-did.tg  ¡-ir.  .r 
rioM.  -  Partf  nffi'nrooit. 
clamar ¿ht.    -   La    n-*--'.'! 
que  da  lu.írar  á  ine^Iiíi.i^  !■  • 
cautoi  ias  y  onieiia,  i-o:  •    > 
pío,  el  dej.M«ito  <hi  la  c  mt  o  » 
á  quo  asci<*n  ie  un:i  pñ  *  • 
seguros,  cuyo  pajro  sí-  i"',  . 
no  so  oi>ono  á  que  so  d     » • 
más  «^arde  ciducwla  til' ")  f 
tención  por  otra  s^iití»nn  i ;  • 
dada  en  la  no  exist-n  i 

la  obligación  de  pau'ar^.J 
guro.  -  Cas.  29  ma.zo  im^    I    ' 

2.  Camrio».  -  EnifKtnjn.  -  .'» - 
dad.  -  La  r»*ieiHÍon  d'  'i '' 
ros  decitítada  en  un  jui  : 
favor  del  .acreedor  e;'-'  i' 
te   no  da  ú  cst4?  do^e'ho^ 
de  prenda  sobre  la  suim  f  * 
nida.    En  consecuenña    ^ 

aucíla   en   el  piUriai  mi»   i 
oudor   para  el  efeeí)  '1'"  - 
I>erseguida  y  emKir^i'l'  { 
otro  aci-oíMlor.—  Cas.  >  .»- ; 
tolíOfí '  ^' 

3.  uecretida  en  unaej-'t:^ 
la   ret ,í  11  ción  do  una  sura;  -I 
dinero  á  favor  de  un  a  iv  I 
la  adjudicación  que  <«•  'la.'*  • 
oti'o  acreedor  de  la  1>«>1*  ^ ' 
depósito  de  la  c^inti(la<l  i-  rj 
einl>argada  sin  h.ilM'r^''»"^*' 
previamonte  h  irt«»!v':oi  <•* 
nula.  -  Mismo  filio. 

4.  D'tt'KHifo.  -  Ttilajf.  -  T'f-  ," 
-El  contrato  de  taU-'<  • 
bi\ulo  por  el  doiHw'iMii"    • 
unos  animales  cnilnr.'ei"    ' 
juicio  o  ioíMiíiivo  yqii'  t)':~* 
ten  da  do  término s'h»n  •  | 
dado    entre'.ru-  al  t.^:^  '-^  • 

ia  ílereídio  do  ivt  «nci  ►»  *  ' 
dichos  animales  al  .v«f  n 
dor,  aunque  el  teicf rpJJ 
haya  inturvenido  en  <?'  «^  í' 
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uto,  iii  en  el  otorg-.imientoílcl 
•ontrato  de  talajes.  -  C  A.  10 
lííostü  1904 II.    17 

iTROAírriviDAí).  -  V.  Eff'to 
•'(^trourfino. 

KOBO 

so  /nrtuitú.  -  RfH}»nnHuhUi- 
fiít/.  -  7U-asfiOt'tc.  —  Kl  robo 
\.\o  iiior<"a(lena«  miontras  éstíw 
periiKiiiccen  en  p  i<ler  del  ])or- 
f  eaclor,  no  puede  estimarse  en 
dorecho  como  un  caso  fortui- 
to, -  Cas.  ;)  enero  19(K5 I.  3*26 


Salitrera 

lusrri ¡trioti.  -  SfiiliHr'm  -  Trn- 
ffiriitn.  -  ihiiiniou.  ■  í^a  ílona- 
C'ión  (le  iinri  cuot.a  de  «lorrclios 
<?n  una  pampí  -alitral  ríquie 
n».  pa:;»  la  íuÍíjuíhícíou  drl  do- 
minio. K\\w.  la  tnidií'ií'iii  s'3 
ofí'.ti;e  <!n  la  fru-iiia  (lt't»*rmi- 
naila  rn  (»1  .-irticuio  K'i!>!C\  del 
('oili;.'()  Civil  y  con  :iii(;ü:"iO  á 
lo  pr.'vonido  v\\  ol  (/'ú'lijj^o  He 
IMiiicna.  ó  siM  por  l-s,  ins'-iip- 
cion  en  el  ivjixtro  conservMto- 
rio  especial,  p'r  tr:»t;irv»»  de 
un  dí'iecho  real  y  no  de  un 
d(!rc<-ho  personal  (Miya  tradi- 
ción s«»  efectúa  píu"  la  cnti'í'jra 
del  título.  -C.  .%.  G  Oituhre 
1ÍU4 II.  113 

HEÍÍÜKO 

Admitii.s'fratior.  -  Ciufur  ffad. 
-  C.t.sariiln.  -  Vólim,  -  Else«íu- 
ropiieiles-^rcíontra tildo  pí)r  to- 
da p"rsonah  ibil para oblifrai-se 
que  ten;;a  al  tiempo  del  cou- 
ti-.ito  un  inteiés  real  en  evitar 
los  riesgos,  sea  en  calidarl  de 
piopicta rio, (!o  participe. fidei- 
coníisarin,  u  s  uf  ructuario, 
arrendatario,  acreedor  ó  ad- 
ininisti"a»lor.  En  <*onsecuencia, 
el  se<,'uro  conlratado  por  el 
jíí'rente  ó  administrador  de  un 
nejrofúo  á  su  profíio  nombre 
es  valido  y  <lpbe  considerarse 
independiente  y  «in  relaci«)n 
con  el  (pie  el  piopiet ario  baya 
podidr)  contratar  por  su  pirte. 

Cas.  2')  seutiombre  19()r>. .   I.  l.-JO 

I>a  ciiduciílad  de    la   póliza  I 

f  ar.<lula  en   la  falta  de  aviso  I 

(le  1:*  contratación  de  otrose- 
l^'uro,  no  es  apli(Ml)le  al  Imso 
en  «pío  (»i  administrador  del 
nt'írn'Mo  contrate  un  sci^uro  á 
su  noinlire  exclusivo.  -Mismo 
fallo. 

A/trí^riarión.  -  P,''Hz'i.  -  Rfso- 
Inr'KtH.-  Si'ffiírn.-  El  artícido 
"ílG  (l(íl  Códiofo  de  Comercio 
no  -señala  entre  las  condicio- 
nes de  validez  de  la  p<)lizíi  la 
de  c(i!i-^¡.uniar  en  fdla  los  se;^u- 
ros  p  »sf"riores  ipio  se  tom»»n 
sohre  ios  mismo**  obíetos,  ya 
<liie,  c  tmo  act  )s  post'M'iores, 
no  roiliz;idosaiiu  al  exten<b*r- 
s;  la  p  )Ii/.a.  s(')!o  podrían  esos 
"<(';rnros  posteriores  producir 
lare-^olución   <>  caíluci<la<l  de 

la  i>(>li/.a  ya  extendida  confor- 


me á  la  ley:  por  el  contrario, 
el  Código  de  Comercio,  per- 
mite asegurar  de  nu^vo  una 
cosa  > a  asegurad":  pero  dis 
pone  que  el  contrato  ó  contra- 
tos anteriores  sei'án  claranien- 
te  descritos  en  la  nueva  p<'>U- 
za,  80  pena  de  nulidsulde  ésta. 
En  consecuencia,  la  caduci- 
dad ó  resolución  del  primer 
seguro  contratado,  por  moti- 
vo do  la  contintaeión  de  se- 
guro» posteriores,  sólo  proce- 
de por  estipnl.vción  «le  las  par- 
tes consignada  en  la  respecti- 
va póliza.  -  Cas.  31  octubre 
1905 I.  196 

4.  La  falta  de  inserción  en  la 
misma  póliza  del  aviso  déla 
contititación  <le  un  nuevo  se- 
guro no  es  por  si  sola  suficien- 
te paiti  consiílerar  caducada 
la  pólix:i  y  anulndo  el  contra- 
to de  seguro,  si  teniendo  el 
aseiíui-ador  conocimiento  del 
nuevo  conti*ato  de  seguro  no 
solicitn  la  resolución  del  ante- 
rior vijenie,  ni  devuelve  la 
parte  no  devengad  v  del  pri- 
mero.- -  í^.  A.  -  Mismo  fallo. 

5.  Arrt^ulinnicnto,  Causa.  - 
La  estipulación  consigr  adaen 
un  contrato  de  arrendamiento 
de  que  el  arrendatario  podrá 
asegurjir  conti*a  riesgo  «le  in' 
cendio  los  nuiebíes  que  intro- 
duzca al  alniMcén  que  es  parte 
de  la  cosa  arreiulada,  pero 
que  en  caso  de  siniestro  la  ter- 
cei*a  parte  dtd  seguro  corres- 
ponderá al  arrendador,  no  ca- 
rece de  causíi  y  es,  por  lo  tan- 
to, perfectamente  válida.  - 
Cas.  Ul  septiembre  19l)H.    .  I.  406 

G.  I)olo.  -'  Af(-(h'ro.  •  Rcscí.híóh.  - 
Tachas.  -  Tcsthjos,  -  í«a  resci- 
sión <lel  conti-ato  de  seguros 
sobre  la  vida  sólo  proce<le  en 
el  caso  de  falsas  declaraciones 
sobre  el  estado  de  salud  del 
as»'gurado,  cuando  éste  proce- 
do dolosamente,  es  decir,  con 
conocimiento  de  esa  falsedad; 
muclio  más  si  esas  declai*acio- 
nes  son  coofírmadas  por  el  fa- 
cultativo de  la  ComiKxñia, 
quién  pufio  fácilmente eviilen- 
ciar  el  «'stado  de  enfermedad 
dj?l  asegurado  si  eiu  grave.  - 
C.  A.  -22  octubre  1ÍI)4 IL    58 

7.  La  circunstíxncia  de  ser  mé- 
di(;o  de  una  Compañía  de  Se- 
guros no  lo  constituye  en  em- 
pleado dependiente,  tachable 
por  esta  causa  como  testigo.  - 
Mismo  fallo. 

8.  Arftifntjt'.  -  Pfriffts.  -  P^rjul- 
(•las.  -  La  valorizaci(')n  ¡lor  pe- 
ritos d»i  los  piu'juicios  sufri- 
dos por  las  mercaderías  íise- 
gu radas,  de  acuirtdo  con  lo 
establecido  en  la  pi>li%a,  no 
pueilt;  considerarse  como  el 
medio  de  prui'ba  de  que  trata 
el  párrafr»  últitnoílel  titulo  lU, 
libn»  II  del  (Jódigo  di*  Proc3- 
dimieuto  Civil,  que  se  jirodu- 
ce  por  informe  y  cuya  fuei-za 
probatoria  se  aprecia  por  los 
trilmualcs  en  conformidad  á 
las  reglas  de  la  saiia  critica; 
sino  que  por  su  naturaleza  re- 
viste el  carácter  de  juicio  ar- 
bitral y  debe  ajustarse  en  su 


procedimiento  á  las  disposi- 
ciones establecidas  por  la  ley 
al  respecto.  -  C.  A.  !2  octubre 
1903 IL  159 

,  8E>TEN(JIA 

1.  CaHurión.  ~  Compt-t furia .  — 
Firma  -  Omisióu.  -  Rtrlama- 
ci-'m.  -  No  puede  repiitai-se  le- 
galmentc  como  sentencia  de 
primeiu  instancia  atpiella  á 
que  falta  la  ti rma  del  funcio- 
nario á  quien  corresponde  dar 
fé  del  acto.  £1  tribunal  de  se- 
gunda instancia  que  resoca, 
semejante  sentencia  procede 
sin  compet^^ncia:  y  aunque  el 
recurrente  no  haya  retdama- 
do  oportunamente  de  esta  for- 
malidiy]  declarafia  esencial 
por  ¡a  ley,  la  Corte  Supiema 
puedcí  invalidar  de  oíi«io  el 
fallo  en  que  tal  vicio  ap.irece 
de  mani tiesto.  -  C.'as.  l!2  octu- 
bre lí)05 I.    -26 

2.  VaHu  Juzf/aUíf.  -  Oinisióti.  - 
Ulfra  -  itftita.  -  La  ley  nr»  im- 
pone a  lis  Cortes  de  Apela- 
ciones la  obligación  de  expre 
sar  en  sus  fallos  las  aleg-.icio- 
nes  ó  medios  de  defensa  que 
en  la  vista  de  la  causa  hagan 
valer  verbal  mente  las  partes 
ó  sus  abogados.  -  Cas.  23  agos- 
to 19(«')     L    83 

3.  Cumple  con  la  ley  la  senten- 
cia recurrida  <|ue  "reproduce 
la  part''  expositiva  de  la  ten- 
tencia  de  primera  instancian. 
-  Mismo  fallo. 

4.  Casación,  -  Frutos.  -  Rfurín- 
diración.  -  Ultra  ttftita.  -  La 
sentencia  debe  guanlar  con- 
formidad con  las  peticiones 
expresamente  hechas  por  las 
partes  en  los  escritos  de  <le- 
mand  i,  contestación,  réplica  • 
y  duplica.-  Cas.  21  octubre 
190.') I.  176 

5.  Actoít  df  mftra  facilitad,  - 
Apreciar  i.  n.  ~  Couxidrrandos. 
-Derramas.  -  Oniiifiúu.-  Po- 
sesii'm.  -  Qué^rHla.  -  Ultra -itfti- 
/«.-('umple  con  las  exigen- 
cias legales  la  sentencia  pro 
nunciada  en  un  interdicto  di- 
rigido a  obtener  que  se  desha- 
gan las  obras  que  privan  del 
beneticio  de  las  aguas  corrien- 
tes al  que  tiene  ílerecho  á  ser- 
virse de  ellas,  si  contiene  la 
enunciación  completa  de  la 
querella,  expresando  lo  que 
se  pide,  la  acción  que  se  en- 
tabla y  las  razones  en  que  se 
apoya,  con  <lesignación  preci- 
sa <íel  querellante  y  querella- 
do, su  profesión  y  oHcio,  auiv- 
que  no  contenga  l-.i.  defensa 
del  querellado,  que  propia- 
mente no  es  oido,  sino  citado 
á  la  ins¡>ecciónque<lebe  prac- 
ticarse en  el  lugar  de  la  cues- 
tión.-C.   A.  Cas.  4    noviem 

^  bre  I90r> I.  2í)7 

6.  Cnsaciitu.  —  Oiniitión.  -  La  sen- 
tencia debe  hacer  la  cita  con- 
ci-eta  y  especíHca  «le  las  dis- 
posiciones legales  que  le  sir- 
ven do  fundamento,  y  no  como 
cita  vaga  y  genei-al  «pie  no  da 
iílea  dbl  verdadero  principio 
legal  en  que  se    apoya.    No 
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cumple,  pí>r  lo  tanto,  con  el 
número  5  del  ai-ticulo  19ÍÍ  del 
Código  de  Procotlimicnto  Ci- 
vil la  sentencia  qnr  cita  como 
base  de  su  resoluíñun  un  titu- 
lo de  un  C6<li¿;oeii  que  se  con- 
tienen disposicione^i  de  natu- 
raleza diversa.  -  Cas.  4  enero 
lílOB I.  287 

7.  Apaliio.  -  Honorario.  -  La  di- 
ferencia de  avalúo  de  honoi-u- 
r.o  hecho  en  la  sentencia  de 
secunda  instancia  no  consti- 
tuye una  mtwUñcíición  del  fallo 
de  priniei  a.  -  Cas.  29  marzo 
1906 I.  301 

8.  Efficio  r&tíoactiro,  -  Omisiióu, 

-  Pago.  -  Pi'Ufba.  -  Ultra-pf 
lita.  -  Habiéndose  .nielado  el 
juicio  antes  de  la  vijencia  del 
Cikligo  de  Procedimiento  C^i- 
vil,  no  incurre  en  nulidad  la 
sentencia  que  en  su  parte 
enunciativa  se  conforma  al  • 
mérito  de  los  autos  y  no  con- 
tiene todas  las  enunciaciones 
determinadas  por  dicho  Códi- 
í?o  respecto  del  nombre,  domi- 
cilio y  profesión  de  las  partc-4, 
no  indicados  por  éstas.  -  Cas. 

8  marzo  1906 I.  314 

9.  Demarcación.  -  Efntto  rr- 
troactiüo."  Omisión.  -  Ultra- 
petila.  -Habiéndose  iniciado 
el  juicio  antes  de  la  vijencia 
del  Cótligo  de  Pro'je<Uniiento 
Civil,  no  es  obligatoria  la 
enunciación  de  la  profi'sión 
ú  oficio  y  domicilio  de  las  par- 
tes. -  Cas.  26  marzo  190ü. ...  I.  323 

10.  Ampliación,  -   Aprfciacion, 

-  Ciiiualfs,  -  Dero't ación.  - 
Improcffdfncia.  -  Onivsum.  - 
FriviUgio  dt*  pohreza.  -  Cum- 
ple con  la  ley  la  sentencia  que 
contiene  los  fundamentos  de 
las  re.'toluciones,  aunque  ellos 
pudieran  no  guardar  con- 
gruencia con  la  cuestión  deba- 
tida. -  Cas.  12  noviembre 
1904 1.  370 

11.  Casarión.  -  Exccprionf»,  - 
Juicio  fj&rtitiro.  -  (hmaithi.  - 
lia  sentencia  que  se  dicte  en 
el  juicio  ejecutivo  declarando 
inadmisibles  las  excepciones 
opuestas,  aunque  una  de  ellas 
sea  la  de  incompetencia,  debe 
ordenar  al  mismo  tiempo  que 
se  lleve  adelante  l\  ejecución 
hasta  hacer  al  acreedor  entero 
])aj;o  de  la  cantidad  adeuda- 
da, intereses  si  los  hubiere  y 
costas,  sin  lo  cual  es  tuila  por 
no  contener  la  decisión  com- 

Sleta  del  asunto  controvertí- 
o.     C.A.24ago8tol904   .  II.    35 

12.  Considftraiuios.  -  Donación. 
-ImtnrijHrión.  -  Salitrfra.    - 

Tradici  m.  -  Omiitión.  -  Si  la 
sentencia  comprende  en  su 
pirte  resolutiva  todas  las  ac- 
ciones y  escepciones  deduci- 
das y  alegadas  en  el  juicio,  lo 
que  resulta  de  la  resolución 
que  en  términos  gen*»i"ales  de- 
clara que  ''no  ha  Tugar  á  la  <le- 
niandaii  y  acepta  la  excepción 
<le  prescripción  opuesta  por 
los  demandados,  no  incuri*e 
en  el  vicio  de  nulidad  uor  la 
<*ircunHt'»ncia  de  no  haber 
apreciado  el  juez  en  los  consi- 
derandos todas  las  ra/.onos  ó 
fundamentos  en  que  el  deman- 


dante apoya  su  demanda.  - 

C.  ^.  6  octubre  1901 II;  113 

BKNTENUIA    C^ONFIKMATOKIA 

1.  ArrencUimi^nto.  -  Casación.  - 
Confuitión.  -  Jtui&mnizaciÓH.  - 
Perjuicios.  ~1jíx  sentencia  de 
secunda  instancia  que  al  con- 
firmar el  fallo  del  juez  de  pri- 
mera instancia  deja  subsis- 
tentes bolo  los  <*on>iderandos 
relativos  á  la  demanda,  y  eli- 
mina los  que  se  retieren  á  la 
reconveuíñón,  sin  consignar 
otros  pai-a  í-onfirmai  el  n»- 
chazo  de  esa  reconvención, 
no  contiene  las  consideracio- 
nes de  hecho  y  <lo  derecho 
que  le  sirven  de  fundamento; 
y  por  lo  tanto  procede  en  su 
contra  el  recurso  de  casación 
en  la  forma.  -  Cus.  19  mayo 
1905 I.     12 

2.  Arrcndamifníito  -  Casariñn.  - 
Mitui.  -  Oiiiüdon.  -  Jifsolnrión. 
-  La  í^entencia  de  segunda 
instivncia  que  al  (*fmfirmar  la 
de  primei*a  instancia  reduce 
á  $  7.500  los  i)erju icios  que 
ésta  ñjaba  en  $  70.000,  sin  ex- 
presar las  coTi^ideraciones  de 
hecho  ó  de  derecho  que  sirvan 
do  fundamento  a  esia  reduc- 
ción, infringe  el  articulo  l^i 
del  Código  de  Procediniiento 
Civil.  -  Cas.  7  heptiembi-e 
1905 I.  118 

3.  lieclamación.  -  S^nt^ncia.  - 
Siendo  simplemente  confirma- 
toria la  sentencia  de  segunda 
instancia,  y  no  habiéndose  re- 
clamado, interponiendo  los 
recuraos  legales,  de  la  trami- 
tación dada  al  juicio,  ni  el  de 
casación  del  fallo  de  primera 
instancia,  no  pueden  hacei*se 
valer  en  contra  de  aquella  las 
causiles  que  pudieron  dedu- 
ciree  en  contm  de  ésta.  -  Cas, 

20  octubre  190") 1.172 

4.  Aetuiducto.  -  Improcedencia. 
Inscri/trióti.  -  Prescripción.  - 
Relamacién.  -  Servidumbre,  - 
No  procede  el  recurso  de  ca- 
sación contra  la  sentencia  de 
segunda  instancia  que  se  limi- 
ta á  confirmar  la  de  primera, 
por  vicios  ó  defecto  que,  cabo 
de  existir,  afectan  á  ésta,  y  no 
fueron  reclamados  en  forma, 
ejercitando  oportunamente  y 
en  todos  sus  grados  los  recur- 
sos establecidos  por  la  ley.  - 
Cas.  4  agosto  1905 I.  224 

8KNTENCIA  DEFINITIVA 

1.  Acción  ejecutiva.  -  Auto,  - 
Cosa  juzgada.  -  Domicilio.  - 
Medidas  precautorias.  ~  Nom- 
bre. -  Omisión.  -  Profesión. — 
Sólo  producen  la  acción  y  la 
la  excepción  de  cosa  juagada 
las  sentencias  deñnitivas  ó  in- 
ttirlocutorias  ñrmes.  No  tie- 
nen este  carácter  las  resolu- 
ciones sobre  medidas  precau- 
torias, las  cuales  deben  esti- 
marse con  arreglo  al  articulo 
165  del  CíWiigo  de  Procedi- 
miento Civil  como  simples  au- 
tos y  "son  esencialmente  pro- 
visorias! no  estableciendo  de- 
rechos "permanentesii  á  favor 


de  las  partes,  ni  resuelven  -  - 
bre  trámites?»  que  del«n  *  •  .r 
de  base  á  una    »H*uteD«-ÍA 'le'. 
-nitiva  ó  inteilocutona.      ka^ 
12  agosto  1?KV»  L 

2.  Las  eiiun<-i:icioiie9   q»»**  ;  - 
viene  eJ  art.c:i!o  15K '!♦--  < 

go  de  HrrK'tHliiniento  í'i'.: 
son   obligatoi  ia»   en    Ii>  -  ' 
tencias  rt»cii<i;»>  en  jun  .• 
ciadoantt•s  «!•-   1:1    VV" •!«:--.  ■  - 
dicho  l\xli;;o-   -  Mi<nio  fa    « 

3.  Consultti.  -  .\ír  usurtM  -  I-  j  ..  . 
to  aprobatorio  <lf  una  m-  •  s* 
ra  ó  v\  tjuí*  manda  .  ■.  ¡ 
una  mensura  n«»  i-«»\:^''r  •. 
caiTiCter  de  s«»nienci:i*  «!»•'. 
tivas:  y  no  e;aii  coi:*'  /:.. t  " 
antes  de  la  !<•>•  de  7  *1"  f- '  -■■ 
ro  íle  l!í()<i.  pue?»  con  ar  'j  < 
al  artirtilo  9_'4  del  C<-i.j«-.i- 
Procediniie'ito  Civil  ^"i  -r-a-, 
consultables  I  a ;«  st-i.:»'  ñ* 
definitivas.  - -C*.  A- ÜÜ  na».». 
1906 IL 

8ENTEXriA     INTl£RLO«  I  lOíJi 

1.  Arción   rjrruiirtt.    -    A/*r"^t- 
rión.—  Ctisariitn..  —   ("o.-mf-H^t 
civn,^  f'onmrjro.—    JV/*i/.«  ._•• 
cu  tiro,  —  La  sentencia  «•uf  ,v- 
rhaxa  la  opoHÍ(-iun  del  *if^^i'  - 
á  la  formación   deJ    ciutour^^i' 
necesario  tiene  el  caii^art*  i   «ir 
detiniva  y  puede  ser   ruat^-  * 
del  rt»cuiso    de   aiAoru'U.  Ll 
concurso   nect.'!<\iio   n<i  q  .t  .¿ 
íormiulo  p'.>r  el  simple  ut-  i^r 
to  judicial   que    )«»   de«-la   i.  s 
menos  «le  a<*eptacion   dci  ü  -  i 
dor,  quien  tiene  <lerecbu  i^^.-x 
oponerse  a  la  fomiaci<.>n  nA 
concurso;  y  su  opunicioii    o:i* 
tituye  una  instancia  e^{'tt-.:J 
y  pi-evia   á    la  foima<i«jn    •• 
apertura  del  concurso,  en  la 
cual  se  discuten  contradKt.' 

r lamente    sus    aiegaci«*ne$  j 
se  dicta  sentencia   que  p*>!<^ 
fin  á  la  instancia,  re»olvK*C4Ío 
de  un   modo    perroanent<f  U 
cuestión   materia    de  la  con- 
tienda y  decide  sóbrela  cupi- 
cidad  civil  del  deudor,  xuar.tí^ 
niéndoIeencv.pacid¿uJ  pira  \i. 
administración   ile  hu«  bier.«> 
ó  privándole  de  ella  y  dejand . 
le  semetido  ademas  a  otras  in- 
habilidadeM  legales.  Cualqa.e- 
raque  sea   «si   prccedimiento 
fijado  por  la  ley   para  la  tra 
roitación  de  ena  opoiiciun  <id 
deudor  y  la  caliticacion  que 
corresponda  á    la    aseoteotij 
que  la  decide,  ella  pone  tm  a 
la  instancia  en  que  recae. 
Cas.  19  julio  1904 I.   • 

2.  Acción  fjeruiim,  -  Ant**,  - 
Cosa  juzgada.  ~  DomúM***.- 
Meditias precamf crias»  - -V»» 
bre-  -  Omisión.  -  Pro/rsüm,  - 
Sólo  producen  la  acción  t  U 
excepción  de  cosa  juzgada  Us 
sentencias  definitivas  o  int^r 
locutorias  filmes.  Mo  tier.eB 
este  carácter  las  resol ucioix-^ 
sobre  medidas  precautoria», 
las  cuales  deben  estimara' c.v 
arreglo  al  artículo  IfiT»  deH  •  - 
digo  de  procedimiento  i\\ií 
Cümo  simples  autos  y  »•^«•r. 
esencialmente  provisoria»-  .••■ 
estab]ec¡on<Io  derechos  -  per 
manentes.1  a  favor  de  las  p^r 
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ti^s,  ni  i-físiielven  schi*©  tjaiiii- 
^es  que  «iobaii  servir  de  base  á 
lina  sentencia  detinitiva  ó  iii- 
"t  erlocutoria.  -  Cas.  12  agosto 

XSK)5 I.    90 

•»-      f^'f-rfuíf.  -  Iinprnreiieuv.id.  - 
^'Mumfato.  -  Kl  recurso  de  ca- 
Síívción  sólo  se  conccíle  en  ge- 
■  loi-al   contia    las    sentenci'ia 
•  Iftinitivíts,  y  el  fie  forma,  por 
oxccpción,  contra  las   interlo- 
cíiitorias  cuando  en  la  «efunda 
iiistanciase dictaren  sin  pievio 
«3niplaz;uniento  de  las   partes 
ivgiiiviadas  ó  sin  aeíialar  dia 
para  la  vist^i  de  la  causa;  y  en 
consecuencia    este   último  es 
improcedente  si   se  funda  en 
cauí*;ile«i  <listinta8  de  las  ex- 
presadas. -  (JuH.  7  noviembre 

V.m 1.  215 

4.  CU  ación.  -  Ilipotera.  -  Itn- 
prnc'tleiiria,  -  Rcnwtc,  -  La 
resolución  recaula  en  la  |)eti- 
ción  del  subastador  de  la  pro- 
piedad liipotecada  y  que  fué 
reinat;ida  sin  citación  previa 
de  los  acreedores  hipoteca 
ríos,  para  que  se  cancelen  los 
¿gravámenes,  no  es  una  senten- 
cia detinitiva,  ni  tampoco  in- 
terlocutoria  que  pon^^a  térmi- 
no al  juicio,  pues  no  se  pro- 
nnn  :ia  sobre  la  ca  lucidad  <le 
las  hipotecas,  sino  que  se  limi- 
ta á  mantener  la  situación 
que  existe  en  el  momento  del 
remate.  -  Cas.  22  noviembre 
liK).3 I.  253 

.SERVIDUMBRE 

1.  Artu'ilnnto.  -  Ihiprorrulfuria. 

-  Jiisrriprion.  -  Pé-fxrripri'/n. 

-  H^-rlauKícióii.  -  Sf  iihuria.  - 
Soad<iuicre  por  prescripciiui 
el  u  o  y  ¡rncc  de  las  a^iuas  que 
son  conducidas  por   un  canal 
artiñ(;ial  «onstruidoa  expeu- 

*  sa  ajena;  y  queda  por  este 
misino  hecho  cstiblecida  la 
servidumbre  de  acueiucto  en 
los  teii(MK»s  ocupados  por  di- 
ch>)  canal  y  por  las  boca- 
tomas. C.  A.  -  Cas.  4  a«^osto 
■'ÍH)5 I.  224 

2.  ylf/o.v  (l/^  mera  /uruUad.  - 
Aijua».  -  Cuuiprarp.ntu.  Df 
miinf-.s.  ~  (fraram&u.  -  Jnhr- 
prcht-iJii,  -  Jíl  propietario  ile 
un  fundo  pui de  hacer  uso  d*? 
la  dotación  de  a^iua  de  éste 
c!í  s  I  rejíadio  sin  considera- 
ción a  persona  dete-minada 
ni  limítiujion  alguna;  y  cual- 
quiera que  sea  el  derecho  que 
SI'  constituya  sobre  los  "(h?rra- 
mcsn  no  puede  él  tener  el  al- 
cance de  limitar  este  uso  y 
goce  de  la  totiilidad  de  las 
aguas  que  los  producen  den- 
tro del  fundo  para  su  cultivo, 
y  como  consecuencia,  ile  res- 
trint^ir  o  modiñt;ar  los  dere- 
chíis  que  al  respecto  le  cor. es- 
j)onden.  -  C.  a.  20  ajjosto 
IW ,....   II.      7 

X  No  estnido  definido  por  la 
ley  lo  (pío  se  cntitMide  por 
"derrames,»,  d(;be  entenderse 
que  est^i  expresión,  tomada  en 
el  sentido  corriente  en  Chile, 
se  retiere  á  las  porciones  de 
af^ua  más  ó  menos  cO»'*''*!*^»"^'- 


bles  que  abandonadas  volun- 
tiiriamente  por  el  dueño  co- 
rren y  salen  libremente  fuera 
de  su  fundo  ó  caen  en  cauces 
de  propiedad  ajena  ocasional 
ó  i>eriodieamente,  sea  que  se 
desboiíle  de  los  cauces  pro- 
pios ó  sea  de  la  que,  emplea- 
da en  los  rieííos,  no  alcance  á 
ser  absorbida  por  el  suelo.  - 
Mismo  fallo. 

4.  El  de.  echo  á  "derramesn  no 
constituye  por  lo  tanto  un 
ífravamen,  ni  reviste  el  carác- 
ter de  una  servidumbre  pre- 
dial. -  Mismo  fallo. 

5.  AcuHlucto.  -  Cduce.  -  Exis- 
tiendo un  canee  en  el  predio 
superior  por  el  cual  se  hacia 
pasar  el  ajíua  necesaria  para 
el  riego  de  los  terrenos  del 
piedio  inferior,  y  aceptando 
el  dueño  del  prtdio  superior 
quecontinúeeste  uso,  no  pue- 
(íe  gravar^e  su  fundo  con  la 
servitlumbre  de  un  nuevo  acue- 
ducto si  no  se  prueba  que  el 
uso  del  canal  existente'  irroga 
al  predio  «lominante  perjuicio 
notable  ó  que  el  nuevo  canal 
permita  aprovechar  una  ex- 
tensión  mayor  de  terrenos.  - 

C.  A.  17  agosto  lí)()4 II.    20 

6.  Cainiíto.  -  Couipetrnria,  -  In- 
té'Udenf.p,  -  Ile.spon.sahilid(uL  - 
V.    Camino,     C.  A.  1."  agosto 

mn 11.  31 

7.  Acción  jmsfsoriít. -Querella, 
-Sobre  las  cosas  que  no  pue- 
<len  ganarsí  por  ijroscripción, 
como  las  s(  rvidumbres  inapa- 
rentes  y  discontinuas,  no  hay 
acción  posesoria.  En  conse- 
cuencia, no  procede  la  que  se 
«lirige  á  obtener  que  no  se  per- 
turbe al  querellan  I  e  en  el  trán- 
sito p  )r  el  lecho  de  un  estero 
que  necesita  para  la  explota- 
ción de  una  hijuela  de  t'.n'i-e- 
nos,  c«ni  la  construcción  de 
una  cerca  con  que  el  querella- 
do impide  e-e  transito.  -  C.  A. 
6di(riembre  11)04 II.    91 

8.  Afttfi  in<:(o.  -  Kl  propietario 
del  fundo  dominante  tiene  de- 
recho para  cambiar  la  direc- 
LMon  del  acueducto  por  donde 
lleva  las  aguas  con  ([ue  lo  rie 
gi  cuando  el  cauce  de  que 
esta  haciendo  uso  en  la  propie- 
dad sirviente,  por  su  hondui-a 
y  mala  calidad  del  terreno  en 
que  esta  construido  se  ti' rrum- 
b  i  y  se  embanca,  impidiendo 
el  curso  de  las  aguas;  y  la  va- 
riación del  cauce  no  ocasiona 
grandes  perjuicios  al  prerlio 
sirvie  t.^  -  C.  A.  14  diciembre 
1004. I.  V2A 

WIMULACÍÓN    DE     CONTRATO 

Compra  renta.  -  Instrumento 
priniili).  -  ITn  <lo(umento  pri- 
vado reconocido  en  que  el  fir- 
mante e\j)resa  haber  recibido 
de  un  tere  ro  ur.as  propie<la 
des  con  el  objeto  de  v  ndtM'las 
y  de  repartir-e  de  su  precio 
por  mitad  con  el  primitivo 
dueño,  quien  queda  obligado 
a  hacer  que  aquel  tercero  las 
transtí(;i-a  po!"  escritura  piibli- 
ca, explica  el  ot(»igamicntode 
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la  escritura  de  compraventa 
que  el  tercero  aparece  otor- 
gando con  posterioridad  y  des- 
virtúa la  importancia  de  ésta 
para  acreditar  el  dominio  del 
supuesto  comprador. -C.  a. 
21  diciembre  1004 II.  13i 

SOCIEDAD 

Causal  <h  cnífaciáti.  -  Competnt 
(Ha.  -  Error.  -  Error  de  copia. 
Lv/nidación.  ~  Ominan.  -  Re*j- 
lijirarián.  -   Transacción.    ~ 
Liquidada  una  sociedad  mer- 
cantil, y  ti-aiisigidas  todas  las 
cuestiones    suscitadas    entre 
los  socios  en    una    escritura 
pública  en  que  declaran  los 
socios  que  "es  su  voluntad  fini- 
qnitiir  y  concluir  todo  asunto 
relativo  á  la  sociedad  habi- 
da ..   sin  ulterior  responsabi- 
lidad para  nad  en,  quedando 
á  cargo  de  algunos  de  los  so 
ciosel  activo  y  pasivo,  quienes 
se  dan  por  recibidos  de  todas 
las  existencias  de  la  sociedad 
conforme    á    un    inventario 
aprobado  por  todos  lo  socios, 
y  retirándose  uno  de  los  so- 
cios en  absoluto,   no  pueden 
aquellos  alterar  lo  estableci- 
do en  esta  liquidación,  fun- 
dán<lose  en  el  err(»r  que  supo- 
nen    cometido  al  considerar 
como  utilidades  una  partida 
de  dinero  n portada  por  uno 
de  los  socios  como  participa-- 
ción  suya  en   un  negocio  de- 
terminado, pues  habiendo 
figunido  esa  partida  en  el  in- 
ventario que  sirvió  do  base  á 
la  transacción,  los  socios  pro- 
cedieron á  sabiendas    de  la 
imputación  ó  abono  que  de 
esa  partida  se  había  hecho.  - 
O.  A.  Cas  10  octubre  1905.  I.  146 

SOCIEDAD    ANÓNIMA 

1.  Disolwrion,  -  Egtatutos,  - 
Junta  fU  accionüitus.  -  iVw/i- 
íí«f/.- Fijado  el  plazo  de  du- 
lución  de  la  sociedad,  solo 
puede  ser  disuelta  con  ante- 
rioridad á  su  vencimiento  por 
el  acuerdo  unánime  de  los  so- 
cios ó  •  n  los  casos  expresa- 
mente determina<los  por  los 
estatutos.  -  C  A.  4  agosto 
1904 II.    28 

2.  Expresándose  en  los  estiitu- 
tos  que  "si  la  socieilad  sufrie 
se  perdidas  que  absolviesen  el 
fondo  de  reserva  y  un  veit.to 
por  ciento  del  capital  suscri- 
to, el  directorio  convocará  á 
junta  general  extraordinaria 
de  accionistas  para  que  re- 
suelvan si  so  completa  el  capi- 
ttvl  ó  si  se  procede  á  liquidar; 
pero  si  la  pérdida  fuese  de  la 
mitad  del  capital  suscrito,  la 
liquidación  será  forzosa",  la 
disposisión  posterior  según  la 
cual  la  <lisolución  anticipa<la 
.  ..  "solamente  podrá  acordar- 
se en  junta  general  extraordi- 
naiia  por  la  mayoría  fijada, 
etc. II,  no  contempla  un  caso 
esjiecial  de  lianidación  sino  el 
mismo  ya  indicado.  -  Mismo 
fallo. 
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SOCIEDAD    COLF.CTIVA 

1.  Bieru-s  social fH.    -  (^onpniJn. 
-  LUn'os,  -  Prut  ha.  -   r  I  socio 

3ue  aun  creyéiMlose  autoiiza- 
o  para  rctiVar  la  parto  de  las 
utilitladcH  que  pueile  concs- 
poiiderle  <lespués  de  cada  ba 
lance,  aplicni  á  sua  nejíocios 
particularcM  fondos  counmes, 
debe  llevar  á  la  masn  común 
laa  ganancias  de  los  nc^íocios 
en  que  invierta  eso«  fondos.  - 
C.  A.  'ib  octubre  líM».') I.  104 

2.  Ño  pueden  ^er  considerados 
como  capitales  particulares  de 
cada  hocio  las  utilidades  que 
puedan  arrojar  los  balances. 
-Mismo  fallo. 

SOCIKDAD    CONYlííAL 

Autorización  jndirial,  -  Hipote- 
ca. -  Marido,  -  MiijfV  ai.sada, 
-Partición.  V  Kl  ronrate  he- 
cho á  i\i  nombre  por  el  mari- 
do de  una  propiedad  pertomí- 
ciente  á  la  sueesion  en  que  si- 
mujer  es  heredera,  imp<»rta 
una  adquisi«-ión  a  titulo  one- 
roso que  forma  paite  del  ha- 
ber social,  si  de  los  anteceden- 
tes apareee  que  el  precio  do 
la  adjudicación  no  fue  p;t<;a- 
do  con  el  ha>)er  hertíditario  <lo 
la  nuijer,  sino  con  los  haberes 
de  la  sociedad  conyuj^al  y  con 
el  producto  del  préstamo  hi- 
potecario contratiulo  por  el 
marido.  -  Cas.  'Á)  diciembre 
19a> I     -í^l 

StJBDELEíiATARlO.      V.    IhUija- 
cián.  -  MauUato. 

SUBKOÜAííIÓN 

Compra rf'itt a.  -  H¡¡ioi*i'a.  -  Tfr- 
cfiría.  -  Para  <jue  la  subro;^^a- 
ción  ten<ia  lu^'ar  c^  necesario 
que  el  (pie  iKi;;a  lo  h  ií;a  con 
bienes  de  su  pertenencia:  y, 
por  lo  tanto,  no  se  subro<ía  eu 
ladeiula  hipouvaria  que  re- 
conoce la  propiedad  el  coai- 
prador  qtíe  la  pau'a  con  parte 
d(l  precio  por  encar;,"»  del 
veníiedor.  -  V.   A.   "24  at;osto 

II.    '22 


19ÍH 


srcKsioN 


Bien^a  sifumloa  cu  C/iih:  -  Coin- 
petcnrin.  -  J.f.i-  loe  i.  Poscsi  u 
fi/f-rfirií.-  Tiatáiidost»  de  una 
sucosit  n  abierta  en  el  extran- 
jero, es  eom]>eteiite  para  con- 
ceder la  p(i9es!on  efectiva  el 
juez  «leí  domicilio  de  los  here- 
deros. El  articulo  -Jiil  de  la 
Ley  de  1.')  de  octubre  de  IhTÓ 
no  tiene  aplicación  eu  este 
caso,  puesto  que  solo  ri^íc  la 
compcK.'ncia  entre  los  diver- 
sos jueces  de  la  Uepublica. - 
C  A.  24  octubre  iyi<4   ...  11.     50 

1.  Citja  dé' ahorras.     EiH}tlnidoit 
pátdiroa.  -  (w'rotifi.ttri.'ti.      Iin- 
}toKÍrioufS.  -   Prot,nttt>r Jiaral. 
-  í>ns  inipo«.j<in!i<  s  que  los  ein- 
pleadü»  pub¡ic««s  tiei.cu  dorc- 


cbo  á  efectuar  on  la  Caja  de 
Ahorros,  Jebon  calcularle  so- 
bre el  sueldo  asij^riado  a  sus 
respectivo-»   empleos.  -  C  A. 

T)  agosto  \\m II.    49 

2.  Ija  ^latificacion  que  la  ley 
«le  10  do  marzo  de  1S9.")  acordó 
á  los  prouu)tores  tihC.iles  de 
(.•anete  y  Tr.n*ruen  "a  más  del 
sueldo  lijo.,  no  puede  couside- 
rars'j  como  «inoninío  «le  suel- 
do a-ui  acoidada  por  uu.i  loy 
de  e  f  o  (;  t  o  s  permanentes.  - 
Misniof  »lío. 

81  eJPENdlÓN'  I)K  LA  CAUSA 

1.  Citarióii.  -  Ejrrpcioiifx,  -  In- 
cidniff.-  íhnisi'hi.-  Vista. - 
Sido  se  sus[)ende  el  curso  de 
la  cau<a  cuando  el  incidente 
es  de  aquí'llos  sin  cuya  resolu- 
ción previa  1  (»  puede  la  causa 
se|juir.-e  tramitando.  No  tiene  | 

tal  earáí'ter  el  incidente  en 
(pie  el  ape'ante  pi<le  se  tendían  , 

por  .i«;ie;;.'das  a  la  apelación 
his  e\e»i)cioiu'»  de  transacion  i 

y   cosa   juzíradi   sin  expresar  1 

que  las  op'Uie  como  iiicidente 
de  previo  y  especial  pronun- 
ciamiento." -  C  a  s.  12  mayo 
liKiti I.  3a') 

2'  El  deci  víU)  de  "transladoii  re- 
caído '  u  un  incidente  no  sus- 
pende por  si  solo,  si  el  Tribu- 
nal no  loe\pre.>a,  el  decreto 
"en  relación. I  recaído  en  la 
apelación  pendiente.  -  Mismo 
falle. 

8rPLAXTAC'I('>N 


Aprfri'K'iin.—  Escritin-a.  -  Pre- 
¡fnn'it)nf.s.  -  Prn>ha.  Entre 
los  medios  de  prueba  que  se 
])ue<l<'n  opouei  al  uierit )  de 
una  <'^critura  publica,  para 
eomproliar  una  suiílant.ieión. 
procede  i    todos  los  cpuí  las  le-  i 

yes  autorizan  ])  ira    1 1  prueba  > 

ilel  frauíle.     Cas.    liO   o.  tubre 
v.m 1.  193 

tíi:KniA('(I('>N  DKKFKCTOS  HKRfi-  ■ 

IUTAU.OS  I 

Bifii fs  /i f  rt  'litar /o.v.  -  íh  pi >sit o. 

-  PrfsHurióii.  -   Prinripio  dfi  I 

prarlni.  -  Prutha.-    Ladispo-  | 

siciou  di'l  articulo  1'2:U  del  Co- 
dicio Civil  reárente  alisas-  ' 
tra«cioM  de  efi'tos  h.-ieuita- 
ri<».H  s(»l<»  es  aplicable  al  caso  ■ 
eu  (pie  utia  cos.\  st«  i  apai'tada, 
separada  o  e\tr;i ida  dfl  lu^íar  | 
un  ipíe  la  maiiteuia  la  persona 
en  cuyo  jioder  se  encontraba; 
y  im  es  por  lo  mismo  a¡)licable 
al  caso  eu  (pie  wn  bere<lero  rc- 
claiu  como  suyo  un  deposito 
de  dinero  cuya  bol»  ta  de  de- 
po•^ito  se  encuentra  i'utre  los 
l)ienes  d.  jados  pt)r  el  difunto, 
fundado  en  la  cireuns  aucia 
de  esiar  dicha  bolea  á  su 
nombre  y  de  ser  e-os  dincr<»s 
de  su  propiedad  v  fru  o  de  sus 
ecíuioniias  y  utilidades  de  sus 
ncíxocios,  aumpu»  se  •  stablez- 
r»  la  falsedad  de  estas  aíiiiua- 
cioiKS.     Cas.  ;i  Cié.  o  J'J.'i.  1.  2jJ 


TABLA 

Effcli»  rf'iroariirtt     -    A-V.-^i'-i   • 
Eri'ti.n.    -/i//      ./rr»/.- /•,••      • 

-  L.i  r-ausa  o?»  i.:«  n  ariu« 
en    la   tabla   <i»  1   Tribuí    . 
Alzada  por    lo^    nurnl  i 
dcniandantf*    y    <bi    \«    • 
citado   tic      »»v¡.-   i'  ij,     1 
no  se  iiidi(](i(^  «*Í  d.'.'  pj  i'i- 
demandado.  -   l.';i«».  11  «ii-. 
1906 .ir 

TACHAS 

1.  ííolo.  -  M*'dirn.  -   /.'-  tris 
Seguro.-   7V.^,'/;/ojf.   -    I 
cunst-aiicia    de   s^t-r  nifi     ■  '• 
una  1 'omp  iiiia    *!»' Se»  ir»  -   r 
lo  constitu\  e  en   ciupJci.    . 
pendiente,    tacbaíde   por    -  t 
cautil  coriit»  test  ip,t».-   í.'.  A  ■.'. 
octub.e  VMi   M.    ' 

2.  Cutixi-itf'lifit.  -   \"íh'i-  u  .  '.  - 
P^r/f'iiio.s.  —  li*  ^j'i.fi.^'i''', 

-  'Jt'fi'i'j'"<.  —    I^í"»  »  jupl-.  e.  ■« 
sueldo  íte  una  ím-^  t  «!»•  •*  n 
ció   son  inhábil- ••<    j»,v».i  'i- 

i*ar  como  test  i- o   en  t 

dicha  ca-sji.  -  (.'.    A.  .*U  dic     t 
brelíWl II.  : 

TALA.fK 

Dfi]»ÓHÍfo  -  Httr'Urt.n,  -    Tt-T'f'-    < 

-■  Kl  contrato  de  talajr-s  c  • 
bracio  por  el   deiMivitario    '- 
unos  uiiimaies  imuimi;.';»!.  s  '' 
juicio  eiecutiv.)  y  qutr  j^^-r  *-  . 
tencia  (le  t*  rmino  <<.*  lian  '.    ' 
dado   entif^ar   ;il    t-en    r.  'i. 
da  derecho  de  letcueii-ii  -i-  ' ' 
dichos    animait'S  al  an-ii.at 
dor,    atnupie    el    t»iiOi  :".v*.i  •  • 
haya  interMMiiflo  en  el  <i-|   -; 
to,  ni  en  el   ««toiuani.  lao» 
contiuto  de  talaje?»,  -  C,  A.  . 
a«jrosto  19i>4 11.    1' 

TEKCBKJA 

1.  Cnsurvi»,- t'idfHt.  -  íkin-t 
Kjfcntant*'.  -   llinhar'jc.  -  /•  •' 
jairioíi.    -   Jtf.'ipiiUJt'tt'iUd'*  • 

El  tereerist  1    eu>o  d«Mnir'      » 
los  animales   t>niba)jradi  <     i 
sido  rcconoci«iotMi  el  re«»f» 
vo  juicio,   tiene  «h-rn-ho  ;     - 
exigir  i ndema¡«ieii»n  de  p 
cios  y  i*estituciiui  de  luí^  l.. 
del  ganado   al  ejeeiitii.*.    ; 
embargo  los   anima  les  de   » ^ 
pi*opied.ul,  a  s.tbienda- «b-  j . 
no   pertene  lan  al  dmd.»..   i- 
lo  (pu>  pudo   cerciorar^'' '.'  *  * 
del  embarco  con  undi.tüa-: 
ligencia.  -    Cas.  '24  julio  1»^*. 
1.   »• 

2.  Acción  ¡iOHrsori  t.      Cajü- •  ••» 

-  Dfspojo.  -  Inmu^hlr»,  -  V" 
relia.-  \.  <Jurt*lla.   nun;  •  •* 
2,  3  y  4.  -  (\s,  21  wiubie  1.» ' 

:    .Liv 

3.  Dfp'isito.-  llftf-nri.n-    7-*  ' 
j^. — Si  el  depositario  d.'  .:   ' 
autmales  emoar^ado*  \    <,  i 
por   sentencia  de   teiini:"  ^ 
han  mándalo  entregar  a!  t< . 
cerista,  celebi-a  unc«mri:at«  ».• 
talaje, .el  arrendador  ut-t.';  I 
derecho  do    retención   s^oik' 

d:chos    animalu;»,    aui.que  u 
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terrorista  no  haya  interveni- 
<lo  en  v\  depósito,  ni  en  el 
otor;:ivniiento  del  contrato  <Ie 
talajes.  -  C.  A.  lüu-íosto  15104. 

II.     17 

^.  ('(onprdrf'Ufíf,  -  Ni  potara.  - 
-S/i/'/of/fí(/V/*.  -  Km  iniproí-o- 
ílonte  la  leiceria  de  pnhición 
<jue  Mc  funtla.  en  liaberse  ><n- 
liro'^ado  bl  tercerista  en  nna 
deuda  hipotecaria  anterior 
que  recojiocia  la  propiedid 
coni]>rada  por  el.  por  habtM-Ja 
|)a;iad(>  al  tienijio  de  la  com- 
|»i  a  con  parte  del  piecií)  por 
CTuar;;*)  d  e  1  ven<l''d<»r.  Ksta 
8ubro«íacion  no  ha  podido 
efectuarse,  j)or'inií  j>ara  que 
ista  ten;rii  lu^ar  es  necesa*  io 
que  el  (]ue  pa^íi  lo  liaLja  con 
bienes  de  su  peit'.'uencia,  -(?. 
A.  24  ajTosto  rJ04 II.    22 

Ti^niMiNO.  -  V.  Plazo. 

TESTAMENTO 

1,  Efirfo  rflrnarfiro,  -  Esfa*lo 
ciril.-  Hijo  natura!,-  Ji^ro- 
nornnintfo.  -  El  roconoci- 
nnent')  de  un  hijo  natni*al  na- 
cido en  Tacna,  hecho  por  la 
niadre  bajo  el  imperio  de  la 
le,risla(!'íH  cliilina  «mi  testa- 
mento n*do  por  la  omisión  d" 
las  <ornialida<les  lc;íales  rare- 
ce  (le  valor.  -  O.  A.  4  noviem- 
bre IÍM)I II.    6.') 

'2, '/*f  li'ji'o  inmiuf'nff'.  -  Las  de- 
chiraeioi  es  de  los  tcsti^^os  ins- 
trumentiles  Ibunados  para  el 
otor;;a miento  de  un  te*ítamen- 
to  solemne  abi'Mto,  no  puedei\ 
estimarse  como  testamento 
veibal  (h'l  testndor  qu(í  falle 
ce  repentinamente  durante  su 
otor^-amento,  si  no  hay  cons- 
tancia de  «jue  el  testador  sií 
liallaia  en  inminente  y  mani- 
fiesto ])eli.y,ro  do  níuerte,  de 
tal  suelte  (pie  ai)areeiera  que 
no  había  tiempo  p\i-a  otori^ar 
t"sl:imento  solemne.  -  C  A.  S 
noviemlire  l*.>t)4 II.    81 

3.  Ai<i<iuarióii  ft-sfaoictifarift.  - 
J\'n/niad.-  T(sf¡(/()s.-  Son  vá- 
liílas  las  asiixnaciones  testa- 
nienraiias  hechas  á  favor  di'l 
cónyuí^e  o  j)arieí>tesde  l«>s  tes- 
tigres  instrnmentahís.  -  C  A. 
2' )  septiembre  líKX) II.  Ifil 

TBSTIGOS 

1.  Coiir/üi'in.  -  Tmprocf'lnif'ia, 
-Lista  (tf>  ttstujfx.-  Minuta 
ilf  Pruff'U.  -  Ptazo.  -  rruc'ta. 
--  ¡ivf'liinaición.  -  Las  partes 
deben  presentar  hi  minntíi  so- 
bre puntos  de  ])rne!»a  y  la  nó- 
mina de  sus  testigos  ílentrode 
los  cinco  «has  de  que  hablan 
los  articulos  oOS.  .10! I  y  :irtl  del 
Codij^'o  de  Proct'diniiento  ('i- 
vil,  de  los  cuales  no  aparece 
que  este  plazo  pueda  prolon- 
;íai*se  hasta  que  la  causa  se  re- 
ciba á  prueba  y  «e  aefralen  por 
el  Jn/íjado  los  puntos  sobre 
que  ella  debo  recaer,  ('as.  11 
julio  1ÍK)!1 1.  437 

2.  (Utuariiin.  -  Juicio  cjevutirn. 
-  Pnwha.- L'd.  prueba  en  el 
juicio  ejecutivo  debe  rendirse 


del  mismo  modo  que  en  el  jui- 
cio or<ltnario  expresándose  en 
él  fallo  q«íe  de  lui^ai  á  ella  los 
puntos  sobre  (|uc  debe  r<'(;aer, 
y  en  oi^den  á  la  te^itimoniíl  es 
m'cesario  proce<ler  con  arre- 
írlo al  articulo  'Mil  del  (^>(Ii^o 
de  l'roccdimiento  Civil  tpio 
ovde'-a  a  cada  parte  piesent  \v 
ílentio  di'  los  cini-o  <ii;is  ante- 
rior» s  lista  de  testii,'0-i,  y,  |)Oi' 
lo  mi«mo,  no  es  nc "es  irlo  (jue 
e*)  el  )iíi  nio  :iuto  (pie  declara 
admisii)irsj  las  excojuiones  se 
reciba  la  causa  a  prueba.  Ks 
ileiril  el  pro*  cdimiento  del 
juez  que  recü  e  ú  pi  ucba  la 
causa  en  la^niiNini  re-olncion 
en  (pie  declara,  .\dmisibles  las 
e\cepcií>nes,  oiflenando  |)re- 
sentar  la  ntMnina  de  testi«ro8 
dentro  de  las  cuarenta  y  ocho 
horas.  -  C  A,  4  octubre 
1ÍK)4 11.    47 

3.  />'>/o.  -  Mt'fliro.  -  Ilesrisión.  - 
Sffjurn.  -  T'écftuH.  -  \j¡\.  cir- 
cunstancia de  ser  médico  do 
una  <  'ora])ania  de  Seiruros  no 
lo  constituye  en  emplea<lo  de- 
pendient**,  ta.  hable  por  esta 
cau"«a  como  testi<;t>.  -  C.  A.  22 
octubre  1!K)Í 11.    08 

4.  Cuasi  iitllto  -  \ffjh'(fi  n^i  t.  ~ 
Prrjit icios.  -  Pe.s/uütsiff'i/i'/atf, 
—  7V//Víí/.v.  -  Los  emph'adoa  á 
sueldo  de  una  casa  de  connn*- 
cio  son  iidiábiles  panx  decla- 
rar como  testii^os  i'u  favor  de 
dicha  casa.  -  C.  A.  31  dicit»m- 
bre  V.m II.  109 

5.  Asi'fntci/n  ttst  rni-nfaria,  - 
NuUiliní.-  T(stanit  nto.  -  Son 
válidas  las  asiírniciones  testa- 
mentarias hcciías  á  favor  del 
cónyuore  ó  parií'ntes  de  los 
testi^ros  instrunu'iitales.   -  i\ 

A.  -JO  sei)tiembre  líMXi II.  lol 

TÍTULO    EIKrUTlVO 

1.  Arción  (¡'f'utict.  -    A/trcci(t' 
ci'U.      ('itsa'i"n.       ('<nn¡)nisa- 
ci  'U,       <  'oncuiso.  -   S<  nt-  n  'itt. 

-  No  es  bastante  pira  eje-u 
tar  el  crédito  cpic  ha  dado  lu- 
jrar  a  una  ejtcucitni  revocada 
por  habcr-ie  efci  ruado  la  com- 
peiisicion.  -  Cas.  10  julio 
líiO.")    ...   I.    40 

2.  No  es  bastante  jiari  ejecutar 
el  <rcditt)  que  debiu  ser  notiíi- 
carlo  previamente  á  los  here- 
deros del  deudor  y  «[ue  proce- 
íle  de  un  «locumento  otorgado* 
en  el  e\tran.Lr<M()  ai»teun  Cón- 
sul de  Chile,  en  que  no  se  ha 
pa«rado  el  impuísto  de  papel 
sellado  coricspoudienfce,  ipie 
no  se  presenta  en  j)rimcra  co- 
pia.    Mismo  fallo. 

3.  *  'riitrittwi'>n.  -  hi  riKiurión.  - 
El  <lo<'umento  «pa«  no  se  otor- 
gue en    papel   sellado  compe- 
tente  no   tendía   en     nin;iún 
caso  mérito  ejecutivo.  -  C   j^, 

29  noviembre  1ÍK)4 IL     9S 

TÍTi:r.O  PREFERENTE 

¡iirnt's  in  niurtili  s.        (^asadiUi.  — - 
Cfsi  n  (trl  ilcfC'hit  tte  hei't  nda. 
-   I nsrciiH'ion.       Tnniiciiin.  - 
1       Si    alguien  vende    seixirada- 
I       mente  una  misma  coi^aádos 


pei^sonas,  el  comprador  que 
naya  entrado  en  posesión  sei-á 
preferido  al  otro.  Cedidos  á 
dos  personas  los  mismos  dere- 
chos here<litiir¡oN,  «lebe  preva- 
lecer el  titulo  del  cesionario 
que  primero  entró  en  }jose- 
«i<)n.  por  haber  tomado  partt» 
en  la  aílministración  de  los 
bienes  o  en  la  litpiitlación  de 
la  lieientaa  <>  haber  sido  reco- 
nocido jior  los  deniiis  coparti 
cipes,  aun  cuando  el  otro  ce- 
sionario haya  inscrito  la  es- 
critma  de  cesión  «;n  el  Conier- 
vador  de  bienes  i-aices.  -Cas. 
23  septiembre  190r> L  1.30 


TRADICIÓN 


1.  Bii^ne»  inmuf-fflfis,  -  Casación, 
-  Cfsis'U  fifi  derecho  de  heren- 
cia. Inscripción.  -  Título 
preferente.  -  En  la  cesión  de 
un  derecho  hereditario  cuota- 
tivo  no  se  enajenan  bienes  de- 
terminados y  no  rijcn  respec- 
to de  ellos  las  disposiciones 
que  so  refieren  á  la  ti-ansfe- 
rencia  de  inmuebles  y  estable- 
cf^'n  que  la  tradición  debe  ha- 
cei'se  poi- la  inscripcií'in  en  el 
Reji^'tro  del  ('on^^ervador  de 
Bioiii  s  líaices  No  existe  dis 
posición  le¿¡fal  aly^iina  que  exi- 
ja para  la  entrega  de  \\\\  dere- 
cho hereditario  cedido  entre 
vivos,  la  in.scrip<'ión  referida, 
atUHiue  en  la  herencia  existan 
bienes  raices.  -  Cas.  23  sep- 
tiembre 100.) I.  i:íü 

2.  Líi  entreíTi»  del  <lerecho  <le 
hert'ncia  cedido  debe  reputar- 
.se  hecha  cuando  los  demás  co- 
partícipes reconocen  al  cesio- 
nario o  éste  loma  parte  en  la 
admií'istraeión  d»*  los  bienes 
ó  en  la  liquidación  de  la  he- 
rencia. -Mismo  fallo. 

3.  Compra ct  nfa.  Mimts.  -  Kl 
vendedor  es  obligado  á  la  en- 
trejra  ó  tradición  tic  la  cosa 
vendida  innicíliatamcnte  des- 
pués del  contrato  <)  en  la  épo- 
ca pretija<la  en  el;  por  consi- 
jruiente,  infringe  el  contrato 
el  vendedor  de  barras  de  mi- 
nas que  poi"  no  haber  estado 
inscritas  a  su  nombre  son  re- 
matidas  en  jtncio  seguitlo 
contra  el  primitivo  dueíio.- 

C.  A.  28  diciembre  1904  ..  IL  105 

4.  Con.siiit  raudos.  ■  J><>naci^n.- 
InsrriiH'ión.     -    Siilifrcrus.    - 
Sf-ntfUi'ia.     Otuision  -La  <Ío- 
nación  <le  una  cuota  de  dere- 
chos en   una  pampa    salitral 
icípíiere,     para    la    adquisi- 
ción del  dominio,   <pie  la  tia- 
dicion   .'•e   efetttuc   en   la   for- 
nui  determinada  en  el  articu- 
lo 0*-6  del  Codito  Civil  y  con 
an  c;ilo  a  h.  prevenido  en   el 
1  ódi;ío  de  Minería,  ó  sea  por 
la   inserí pci('»n   en   el  rejistro 
conservatorio    es|jecial,     por 

¡  tratarse  de  un  derecho  real  y 
I  nó  de  un  derecho  pei-sonal 
I       cuya  traílición  se  efectúa  por 

la  entrega  <lel  titulo.— C.  A. 

6  octubre  1904 IL  1X3 
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TRASPORTE 


I'ITRA-PETITA 


ÜLTRA-PETITA 


TRANflAÍJíloN 

3.  Catisal  dtt  casación.  ~  Compe- 
tftmia.  -  Error,  -  Error  (fu  co- 
pia, -  Lit/HvtariJn,  -  (hmi*ión, 
-  RfctiHcnción  -  Liquifl-ula 
una  8onic<lad  nioicaiitil,  y 
transipfidas  tofins  las  ciicstto 
nes  siiMcitaclaM  entre  lo»  nocios 
en  nna  escritura  pública  en 
que  declaran  los  socios  que 
"ea  su  voluntad  finiquitar  y 
concluir  todo  asunto  relativo 
á  laHociedad  habidv  ...  sin  ul- 
terior rcHponHabili<la<l  par?. 
nadie,H  quedando  á  carfjo  de 
alífunos  de  loa  socios  el  sictivo 
y  pasivo,  quienes  se  dan  por 
i*ecibidos  de  to<ias  la»  existen- 
cias de  la  socicda<l  conformo 
á  un  inventario  aprobado  por 
todos  los  80(>io8,  y  retirándo- 
se uno  de  los  socios  en  abso- 
luto, no  pueblen  aquellos  alte- 
rar lo  establecido  en  est^  li- 
quidación fundáttdose  en  el 
error  que  suponen  cometido 
al  consulerar  como  utilidades 
una  partida  de  dinero  aporta- 
da ])Or  uno  de  los  socios  como 
partir ipación  suya  en  un  ne- 

gocio  (ietermina<lo,  pues  ba- 
icndo  tifirurado  esa  partida 
en  el  inventario  que  sirvió  de 
base  á  la  transacción,  los  socios 
procedieron  á  sabiendas  de  la 
imputación  ó  abono  que  de 
esa  partida  so  babia  hecho.  - 
O.  A,  Cas.  10  octubre  UW)5.  I.  146 
2.  Casación,  -  Causa,  -  Consfnti- 
mif.nto,  -  Fnftrza.  -  El  contra- 
te en  que  so  transige  sobre  la 
acciíui  civil  emanada  de  un 
delito  tiene  cau«ta  lícita,  aun- 
que la  persona  inculpada  no 
sea  tomada  en  cuenta  en  la 
sentencia,  ó  su  cónyu^je  proce- 
síido  por  el  supuesto  cielito  sea 
al)sucIto  de  la  acusación.  - 
Cas.  14  marzo  1006 I.  330 

TRASPORTE 

1.  Casación,  -  Castt  fortuito.  - 
Cutjfa,  -  Porífaiior.  -  R&spon- 
sahilifiatl,  -Celebrado  el  con- 
trato de  tiTLsporte  de  mercade 
rJas  de  una  plaza  á  otra,  la 
conilucción  puede  ser  hecha 
por  el  porteador  mismo  ó  por 
un  tercero  liaio  1.a  responsabi- 
l¡da<l  do  aquel.  -  Cas.  10  julio 
1905 I.    36 

2.  No  so  extinqrue  la  responsabi- 
lidad del  porteador  por  el  he- 
cho de  conocer  el  cargador 
qii»i  la  conducción  de  las  mor- 
caderias  había  sido  confiada 
por  aquel  á  un  tercero.  -  Mis- 
mo fallo. 

3.  El  porteador  res|ion<le  hasta 

de  la  culpa  leve  en  el  cumpli- 

mientf)  de  sus  obli;;acionc»H;  y 

se   presumo   que   ht   pérdida, 

avería  ó  retardo  ocurren  |>or 

su  culpa  si  no  justifíca  que  ha 

ocurrido  un  cas:)  fortuito,  no 

bastando  que  se  deje  eitable- 

cido  de  un  modo  va«ío  ó  gcne- 

r.il  que  empleó  toda<lilí;;cncia 

y  cuida<lo  en  la  conducción.  - 

Mismo  fallo. 

4.  Caso  fortuito,  -  Ji^s¡HmsahUi- 
(lad,  -  Robo.  -  Los  agentes  de 


las  (^Jompañias  do  Vapores  que 
recil»en  de  catas  las  wiercade- 
rina  porttMMlas,  celebran  con 
loa  destinitarios  un  eonti-sito 
'•de  factoii  que  los  obliga  á 
ti-asiíoiiar  las  mercaderías 
dcKílo  la  cubiert  i  dol  buque 
hnst'\«»nt regarlas  á  los  conaig- 
natirios.  Este  contrato  no  es 
de  fletannMito  marítimo  como 
el  que  celebran  las  compafíias 
de  vapores;  y  no  le  son  apli(*a- 
bles  las  disposiciones  que  re- 
glan el  trasporte  marítimo.  - 
Cas.  9  enero  líiOá 1.  ^2fS 

tM,TRA  -  PKTIT  V 

1.  Cosa  juz'tattd.  (hnisión,  - 
SfntMtcia.  -  No  falla  ultra-pe- 
tita  I  «'>  Corte  de  A|M»laciones 
que,  revocando  la  sentencia 
de  primera  instancia,  niega 
lugar  á  la  demanda  aceptada 
por  ésta,  si  en  la  expresión  de 
agravios  el  apelante  pidió  que 
revocánílos<^  la  sentetuña  se 
declai-ai-a  sin  lu^ar  la  deman- 
da y  los  apf'lados  solicitaron 
au  contírmación,  con  costas  - 
Cas.  2;í  agoato I.    83 

2.  Honorario.  ~  Obligad  ht  con- 
dirional.  -  Aunque  en  la  con- 
testación de  la  demanda  haya 
expresjido  el  demandado  que 
delní  ser  deaechada  "con  la 
condición  de  por  ahorau,  no  se 
falla  -ultra  petita  .  la  senten- 
cia que  resuelve  "que  también 
se  desecha  la  demamla.i  cuan- 
do aparece  de  los  consideran- 
dos del  fallo  que  el  Tribunal 
desecha  la  demanda  por  no 
haber  estimado  aún  cumpli- 
das las  condit'íones  estipula- 
d  is  para  eli'iMigo,  lo  que  no  im- 
pide que  el  demandante  ejer- 
cite oportunamente  los  dere- 
chos que  pudiera  alegar  des- 
pués.-Cas.   18  mayo  1ÍI0.\   1.    87 

3.  Cuasi -df  lito.  -  Da  fio,  -  Esta- 
do ciril,  -  /ndé-mniídcitin.  - 
Nfiili(fruci4t.  -  Perjuicios.  - 
Presauci.hi,  -  Prufha.  ••  Jífs- 
pousaldlidad.  -  ?«  o  falla  "ul- 
tra pet  i  tan  la  sentencia  que 
da  lugar  á  una  demanda  de 
indemnización  de  danos  cau- 
Ba<los  por  un  cuasi  d.'lito,  por 
consideraciones  de  dei*echo 
que  no  se  hi(!Íeron  valer  espe- 
cialmente on  ella;  pero  <iuo 
guardan  conformidail  con  la 
acción  entablada.  -  Cas.  *22 
aetiembre  1ÍK)5 I.  125 

4.  Alegato.  -  <\tsacit>n.  -  (^ompf- 
teuria.  -  Rfrl  tmacióu.  -   Visi- 
ta. -  Falla  ultra- iK'tita  el  Tri- 
bunal de  Alzada  que  se  pro- 
nuncia   sobre  una    cuestión, 
materia  de  juicio  oidinario, 
sobre  la  cual  no  se  ha  pronun- 
ciado el  Tribunal  de  nrimera 
instancia;  y  la  nulidau  en  que 
in.jurre  puede  ser  declarada 
de  oficio,  aunqu'í  no  se  haya 
reclamado  ofmrtMnament.e.  - 
Cas.  1-J  octubre  1005 I.  153 

5.  Cftsitci  in.~  Erutos.  -  Rpicin- 
dicfici.'n'  Sfnf enría,  -  No  ha- 
biéndose pedido  se  condeno 
al  demandado  á  la  restitución 
de  los  frutos  de  la  cosa  que  se 


reivindica,  la  sentencia  sólo 
)>uedc  i-econocer  los  derechos 
que  al  abono  de  ellos  pueda 
tener  el  demandante;  y  falla 
ultrapetita  mandanrlo  abo- 
narlos sin  petición  expresa.  - 
Cas.  21  octubre  1905 I.  176 

6.  Aprcciari'at,  -  Bienes   inntut- 
bt&s.  -  CasariiUi.  -  Escritura, 

-  Intereses.  -  Afora.  -  Pr*s- 
cri)ici,m,  -  Hfconocimirnio,  — 
Habiéndose  entablado  la  ac- 
ción rei vindicatoria  sólo  como 
subsidiaria  de  la  de  desisti- 
miento de  un  contristo,  y  ha- 
biéndose aceptado  ésta,  in- 
curre en  nhi-a  [K'tita  la  sen- 
tcn<*ia  que  también  dti  lugar 
a  rlicha  acción  reivindicjito- 
ria.  -  Cas.  17  octubre  19i*5.  I.  161 

7.  Actos  de   m^ra    facultad,   - 
I       Apreciaciñn,     —    (Uinsidrran- 

dos.~  Ihrranws,  -  Owisi.in.- 
Pos*si'Ut.  -  QufrtUa.  -  Senten- 
cia. -  No  falla  "ultra  petita.1 
la  sentencia  di(*tada  en  una 
querella  dirigida  á  obtener 
que  se  deshagan  las  obras  que 
privan  del  beneficio  de  las 
aguas  corrientes  al  cine  tiene 
dere<'ho  á  «ervirse  «le  ellas, 
que  en  sn  ¡wrte  i-e^olutiva  se 
limita  á  desechar  la  querella 
aunque  en  los  conaidera^ndos 
establezca  que  no  se  ha  proba- 
do el  dominio  ni  la  posesión 
que  dieron  derecho  al  quere- 
llante á  servirse  de  las  aguas, 
dejando  a< lernas  á  salvo  los 
derechos  que  éste  puí*da  hacer 
valer.  Los  considerandos  de 
un  fallo  por  si  solos  nada  re 
suelven  y  solo  son  la  manifes- 
tación del  modo  cómo  se  apre- 
cia la  cuestión  debatida.  C.  A. 

-  Cas.  4  noviembre  11Í0.5.,,.  I.  207 
Efecto  retroactivo  -  Omisión, 

"•  -  Pago.  -  Pruelm,  -  Sentencia, 

-  No  importa  fallo  "ultra-pe- 
tita  la  resolución  en  que  el 
Tribunal  rechaza  la  demanda 
de  cobro  <lo  unas  acciones,  por 
estimar  que  el  contrato  cele- 
brado enti-e  el  demandante  y 
el  dcmanda<lo  resiiecto  de  di- 
chas acciones  y  que  motivó  la 
entrega  <le  ellas  á  este,  fué  e! 
de  dación  en  pago  y  ni'>  el  de 
comisión:  porciuo  el   rechazo 
de  la  demanda  fundado    en 
este  concepto  juridico  no  lle- 
va necesariamente  envuelta  la 
declaración  de  compensación 
ó  «le  cancela<'ión  total  de  la 
deuda  cuyo  pago  se  demanda, 
ni   priva  al  demandante    del 
tierecho  de  pedir  por  oti-a  vía 
la  total  liquidación  de  su  cré- 
dito. -  Cas.  8  marzo  1906...  1.  314 

9.  JJemarcación.  -  Efecto  retro- 
activo.  -  (hnisión.  -  Sentencia. 
~  No  falla  "ultra- petitan  la 
sentencia  que  resuelve  que  de- 
be retirarse  un  cierro  y  rama- 
da, para  hacer  coincidir  arpud 
con  la  linea  fijada  en  un  in- 
forme pericial  expedido  con 
nu)tivo  cíe  la  demanda  de  de- 
marcación de  ese  predio  con 
el  vecino.  -  ( -as.  26  marzo  1906 
I.  :«3 

10.  Carreras,  -  Casación.  -  Com- 
petencia,   -     Objeto  ilícito,  - 


VISTA 


VISTA 


VISTA 


49 


(hnÍKÍ(m.  -  No  extientle  su  re- 
solución á  puntos  no  soineti- 
<loa  á  la  decisión  del  Ti'ibunal, 
ni  otor;^  nuÍH  de  lo  pedido 
por  el  «lemandado,  la  senten- 
cia que  resuelvo  que  es  incom- 
petente el  juez  de  letras  paiti 
c'onocrr  en  la  demanda  solare 
carrcnis  de  caballos,  cuando 
lo  pedido  por  el  demandado 
e»  que  se  declare  no  estar 
oMipaílo  á  conte^t•u•  la  de- 
manda por  ser  incompetente 
In  justicia  ordinaria  para  co- 
nocer en  reclamos  rclaciona- 
<lo9  con  asuntos  de  esta  natu- 
i-aleza.  -  Cas.  6  diciembre  1904 
I.  349 


Vk  NTa.  -  V.  Compra  renta. 


Vk.'IOS  no  rfclamado»,  -  V.  Rti- 
clamación, 

VISTA 

1.  A¡thtf*nna  ftersonaL  -  Cita- 
ción. -  La  asistencia  personal 
á  la  vista  de  la  causa  inhabili- 
ta á  la  parte  á  quien  no  se  ha 
not'Hcado  el  decreto  de  autos 
para  formular  reclamación.  - 

Cas.-i  agosto  lOOn  I.    79 

Al&gato.  -  Citación.  -  Compe- 
tencia. -  Reclama  cien.  -  Ul- 
trapetita.  -  El  conocimiento 
de  un  asunto  en  segunda  ins- 
tancia no  seíadicaen  una  Sa- 
la de  la  Corte  <le  Apelaciones 
por  el  ho<'ho  de  ver  la  causa 
una  voz  y  oi*denar  al  Juez  de 
primera  instancia  que  dicte 
nlfcuna  resolución.  -  Cas.  12 
octubre  1905  I.  153 


») 


3.  No  comete  vicio  alguno  el 
Tribunal  que  no  oye  al  abo- 
rdo que  80  presenta  á  alegar 
después  de  estar  fallada  la 
causa.— Mismo  fallo. 

4.  Citación,  -  Excrpcionca.  -  In- 
cidente. -  Omisión.  -  Suspen- 
sión. -  El  decreto  de  "trasla- 
don  recaído  en  un  incidente 
no  suspende  por  sí  solo,  si  el 
Tribunal  no  lo  expresa,  el  de- 
creto "en  relación. I  recaído  en 
la  apelación  pendiente;  y  con 
el  decreto  "de  autoS'.  puesto 
en  el  escrito  en  que  la  parte 
contraria  responde.  pue<ie  el 
Tribunal  pronunciarse  en  una 
sola  vista  sobre  dicho  inciden- 
te y  la  ajjelación  pendiente, 
sin  que  por  ello  falte  la  cita- 
ción para  sentencia.  Cas.  12 
mayo  1906 1.  395 
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f  412 

193 

I  277 

213 

8 

I  277 

159         1 

[I  61 

193  11/ 

•5     I  287 

2'2:< 

22 

II  15 

16.3         1 

[   4) 

193  .. 

1.2,3y4I  :m 

225 

*26 

I  142 

165         ] 

[   $K) 

193  „ 

6     I  .306 

2:«) 

26 

I  370 

lOfi         1 

[  217 

193  ., 

1     I  ;í14 

237 

41 

II  89 

167         I 

[  176 

193  „ 

J     I  323 

2;tó 

43 

II  36 

167         1 

[  207 

lí«  „ 

6     II  113 

251 

43 

II  89 

167         1 

[  2.~.9 

193 

I  .3(10 

251 

46 

II  89 

167         1 

[  306 

193  ., 

4,5y6I  370 

251 

47 

II  95 

167         1 

[  370 

193  „ 

6     II  158 

•254 

53 

I  441 

170         1 

[  417 

193 

I   S7 

255 

54 

I  155 

líK)         1 

[I  75 

195 

I   8) 

•256 

57 

II  15 

193  n.«  4  y  5  I 

[   12 

1Í16 

I  176 

258 

58 

I   79 

193         ] 

[   83 

196 

I  370 

285 

58 

I  441 

193         ] 

[  m 

líH) 

I  412 

287 

59 

I  410 

193         ] 

[I  :tó 

198 

II   6 

288 

(U 

I   26 

193         1 

[  118 

198 

I   60 

291 

67 

I  116 

193  11.0  6     ] 

[  125 

198 

I   í!0 

2Í« 

67 

I  437 

193         1 

[  146 

199 

II   6 

29í) 

70 

I  110 

193  n.  2     ] 

[  172 

200 

II  75 

299 

81 

I  110 

193         1 

[  1S8 

2(K) 

I  2S7 

300 

W 

I  :wy 

193n."l,3y6  ] 

[  207 

2(K) 

I  306 

:m 

m 

II  97 

193  „  5y6   ] 

1  215 

200 

I  X<7 

300 

106 

II  31 

193  „  5y6   ] 

1  217 

202 

I    .3:30 

308 

130  n.o  1 

II  ító 

193         ] 

[  224 

202 

I  426 

308 

131 

II  \r2 

193n.«>l,2y3] 

1  25:} 

204 

I   40 

:m 

146 
146 
40 
419 
115 

()0 

60 

I  12 

172 

176 

:«{ 

419 
419 
370 
410 
36 
:í5 
90 

:U9 

176 

83 

306 
155 

4;s7 

I  1-22 


32:1 
3:a 
:wi 
:«i 

.•ii9 
.342 

:í42 

.v4i) 
.344 
:W  n."  6 

;^i 
374 

37411/4 

:í74 
;<74 
;.74 

375 
37S 

.•fel 
;<8i 

384 
3b7 

3ji8 


!   •>- 


II 

/ 

(1 


!  ' 


I  . 


índice  dk  los  artículos 


53 


:^*9 
X89 

:^i 

392 
41Ü 
411 
427 
42S 
42S 
428 
42H 
42S 
429- 

4:u 

431 

431 

431 

431 

431 

432 

432 

4:í2 

445 

445 

455 

455 

459  n.o  1 

462 

4t>4 

4S5  n.«7 


4S5 
4?>5 
4tS5 
4.S5 
486 
487 
487 
488 
490 
492 
4P4 


»» 


37  y  14 

i 

14 


I  104 

I  398 

I  104 

I  398 

II  -22 

I  104 

II  159 

I  314 

11  22 

I  125 

I  2:^ 

I  259 

I  314 

I  230 

I  193 

I  217 

I  230 

I  259 

I  314 

I  376 

I  19:^ 

I  230 

I  217 

1   26 

1  217 

I   40 

I   iK) 

I  277 

I   40 

I   40 

I   90 

I  215 

I  277 

II  98 

I  3:10 

II  ;« 

II  :í5 

II  47 

I   60 

II  47 

I   90 

II  102 

495 

II  106 

932 

I  12 

941  n.^  9     ] 

L  419 

958        ] 

[   33 

498 

II  12 

9:« 

■• 

I  39 

941  ,.  9     ] 

[  441 

958        ] 

[  104 

516 

I  244 

9's:í 

I  33 

942        ] 

[  215 

958        ] 

í  201 

536 

I  306 

m9 

29 

942        ] 

[  410 

958        ] 

[  207 

5:^9 

I  402 

939 

:^5 

942        ] 

[  419 

958        ] 

[  281 

519 

I  402 

939 

40 

943        ] 

[   35 

958        ] 

[  376 

690 

1   40 

939 

215 

943        ] 

[  224 

958        ] 

[  :^ 

691 

I   40 

939 

25:^ 

943        ] 

[  441 

a)8        ] 

[  412 

6a3 

I   40 

940 

96 

944         1 

[  115 

958        ] 

[  426 

696 

11  17 

941  n 

.05     I 

12 

944         1 

[  188 

966n.«2y3  ] 

I   57 

700  n.»  3 

I  182 

941 

26 

944         1 

[  259 

966  „  4     ] 

[  207 

7a3 

II  43 

941 

:s5 

944         1 

[  :S(iü 

í)66        ] 

[  25ii 

7a3 

11  45 

*>41n 

.*'4,5y9  I 

57 

945         1 

[  104 

966  „  3     ] 

[  301 

703 

I  172 

941  , 

,  4,5yü  I 

8:^ 

945         1 

[  146 

970  ,.  2.5y7] 

[   57 

704 

II  89 

^l   , 

,  4y7   I 

87 

945         1 

[  i:.8 

970        ] 

[   79 

705 

II  89 

941  , 

.  5,  6  y  8  I 

90 

945         1 

[  287 

970  .,  2y6  ] 

[  115 

705 

II  95 

941  , 

,  5     I 

I  .35 

945         1 

[  370 

970  „  6     ] 

[  153 

714 

II  43 

941  . 

.  9     I 

115 

945         1 

[I  158 

970  „  1.5y6] 

[  277 

714 

II  45 

941  , 

.  4y6   I 

118 

iM6         1 

[  :í-> 

970  „  5  y  6  1 

[  395 

716 

II  45 

941  , 

,  1      I 

i>;í 

946         1 

r    4  "^  a» 

970  „  6     1 

[  417 

716 

I  182 

941  , 

.  4y5   I 

125 

946         1 

[    172 

970  ,.  1     1 

[  419 

718 

I  182 

941  , 

,  l,4y»  I 

lf%í 

946         1 

[  217 

971        1 

[   0) 

719 

I  182 

941  , 

.91 

155 

946         1 

[  224 

971        1 

[  421 

720 

I  1S2 

941  . 

.  4     I 

161 

M6         1 

[  :m 

972        1 

[   57 

721 

I   96 

941  , 

.  5y9   I 

172 

946         1 

[  425 

974        ] 

[   65 

727 

II  147 

941  , 

,  l»4y5  I 

176 

946         ] 

[  437 

977        1 

[   21 

72S 

I  207 

941  , 

,  5y  7   I 

i88 

949         1 

[   26 

977        1 

[   33 

733 

I  207 

941  , 

,  4,5y9  I 

207 

94»         1 

[I  35 

977        ] 

[  104 

^:^ti 

I  207 

941 

224 

949         ] 

[1  47 

977 

.  193 

744 

1  417 

941  , 

,  5     I 

2:« 

949         ] 

[  123 

977        1 

[  196 

745 

II  95 

941  , 

,  5  y  9   1 

2*^ 

949         ] 

[  153 

977        1 

[  281 

746 

I  155 

941  . 

,  4a7   I 

259 

949         ] 

[  158 

977        1 

[  376 

749 

I  155 

941  , 

,  6  y  9   I 

277 

949         ] 

[  161 

977        1 

[  398 

751 

I  ir>5 

941  , 

,  T)  y  7   I 

287 

949         1 

1  224 

9S0        1 

[  104 

765 

II  95 

941  , 

,  5  y  9   I 

:^i 

949         ] 

[I  89 

10.->5        ] 

[I  56 

786 

II  159 

941  . 

,  4a7   I 

3í>8 

949         ] 

[  277 

10()2        1 

[I  56 

831 

I  110 

941  , 

.  4  y  5   1 

314 

949         ] 

[I  158 

Alt.  final    ] 

[   8ft 

858 

II  97 

941  , 

,  4y5   I 

'^Zi 

950         ] 

[  146 

Art.  ti  nal    j 

[  191 

<m 

I  K^8 

941  , 

,  4y5   I 

360 

9-)3         ] 

[  146 

Alt.  final    ] 

[  244 

924 

11  96 

941  , 

,  4  y  5   I 

370 

955         ] 

[  224 

Alt.  final    j 

[  370 

931 

II  12 

941  , 

,  5  y  9   I 

395 

957         ] 

[   26 

931 

II  39 

ÍHl  , 

,  9     I 

417 

958         ] 

[   21 

CÓDIGO  DE  COMERCIO 


31 

376 

204 

I  :)26 

464 

II  26 

525 

I  196 

919        1 

[    1 

35 

104 

207 

1   % 

466 

II  26 

526 

I  196   812        ] 

[  230 

:í5 

376 

207 

I  326 

507 

I  376 

528 

I  196 

1005        ] 

[  3-:6 

•i7 

376 

209 

I   36 

508 

I  376 

539 

I  306 

1006        1 

[  326 

43 

376 

214 

I  :í26 

fi09 

I  376 

550 

I  306 

1(K)7        ] 

[  :m 

1(58 

:« 

252 

I  104 

511 

I  376 

556  11.»  1 

II  58 

1364        ] 

[   1 

171 

326 

376 

I  376 

516 

I  196 

557  „  1 

II  58 

1415        ] 

[   26 

199 

3() 

404 

I  104 

517 

I  196 

657 

I  196 

1436        ] 

[   26 

200 

326 

404 

I  376 

518 

I  139 

582 

I  m\ 

1437        ] 

[   26 

201 

36 

427 

II  26 

519 

I  139 

602 

I    1 

1484        ] 

[   ,1 

CÓDIGO  DE  MINERIa 


1 

II  43 

:)3 

II  51 

39 

I  287 

64 

II  36 

83 

II  113 

2 

II  43 

35 

I   53 

41 

I   53 

68 

I  412 

85 

I  12.< 

3 

II  43 

35 

II  51 

41 

II  51 

69 

I  412 

86 

I   53 

12 

II  113 

36 

II  43 

43 

I   53 

81 

I   63 

86 

II  113 

13 

II  ?.6 

37 

II  43 

43 

1  287 

81 

II  51 

100 

II  113 

13 

I  244 

38 

I   53 

47 

I   53 

81 

II  113 

134 

I   63 

27 

I   53 

38 

II  51 

58 

1   53 

82 

I  123 

i:í4 

I  224 

27 

II  51 

39 

I   53 

59 

II  3:^ 

82 

II  113 

136 

I  224 

31 

II  51 

39 

II  36 

62 

II  ;i3 

83 

II  51 

CÓDIGO 

PENAL 

2 

I  412 

24 

I  412 

74 

II  71 

467 

I  259  492 

I  125 

4 

I  412 

29 

II  71 

179 

II  83 

467  n.«  1 

II  1:% 

492 

I  4)2 

Un."  6 

II  71 

;«) 

II  71 

198 

II  85 

468 

I  259 

494  n.»  19 

11  71 

12  „  7 

II  71 

38 

II  140 

467 

II  71 

470  n.»  1 

II  136 

12 

II  136 

67 

II  71 

467 

II  83 

490 

I  412 

13 
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INDTCE  DE  LOS  ARTÍCULOS 


índice  de  las  LEYE5}  ESPECIALES 


LEYES  ESPAÑOLAS 


Partida  3.*,  título  13,  l«y2.a II 


3.», 

13, 

3.\ 

u. 

3.*, 

14. 

3.\ 

14, 

3.% 

14, 

3.\ 

14, 

3.% 

10, 

3.», 

16, 

3.-, 

16. 

3.'. 

10. 

3.*, 

10, 

o.\ 

10. 

3.% 

18, 

M 

3.\ 

it 

18. 

M 

3.», 

II 

32, 

1.» 

1.» 

•23  . 
2i  . 
2^ 
•20. 
•27. 

;«. 

17 
111 

a*. 


II 

71 

II 

im 

21 

201 

3-20 

376 

4-26 

6 

21 

21 

21 

21 

21 

417 

:« 

ÍKi 

Partirla  6.»,  titulo  13,  ley  a* I    : 

7.\     n        2.  M     -26 U   • 

Novísima  Recopilación,  lib.,  10,  tít.    5,  ley  L»  I     : 

,.  „  ..      10.    ..    23.   ..  7.*  I    " 

„  M     ii»,   .,  23.  •  y*  I    " 

II  11  I»      1 1 ,    M      3,   tt  4.*  I 

•  I  11  II  1    I  .11  11.  !•         «i*  I  -• 

11  11  II  llt       ••      •'4,      n     ].*  I 

II  II  II      II,    •!    34.    M  '—•  I 

Ro;;laniento  Consular  «le  9  tl«  aV>ril  de  lí<97. 

187 I     • 

mi .  I     1 

Auto  acordado  de  la  Real  Audiencia  de  25  d^ 

ajfosto  de  1757 I    - ' 


LEYES  PATRIAS 


1834 

Ley  de  24  de 
julios  sobre 
privilejio  de 

{)obrcza  d  e 
os  hospita- 
les y  estable- 
cimientos de 
beneficencia  I 

1837 


370 


Ley  de  l.o  de  mar 
xo,  sobre  el  recurso 
de  nulidad. 


2  n.^  3,  5  y  8  I 
2        1  I 

15  inc.  2.0         I 

16  I 
22  I 


184^ 


Ley  de  caminos  de 
17  de  diciembre. 


•24 

•J8 


II  147 
II  147 
II  147 


1845 


Ley  de  18  de 
novierab  re , 
soV>recoloni- 
za(!Íon I 


1857 

Ri^iíl  imento  de  la 
Oficina  del  Rcí^i^tro 
Censor  V  a  t  o  r  i  o  ílw 
BienoM  Raices,  de  24 
jimio. 


r»3 


I 
I 


1'2:\ 

1J3 


1858 

Auto  acordado 
de  la  Corte 
Suprema,  de 
5  de  abril....  I 

1861 


244 


Ley  de  7  de  octu- 
bre, sobre  el  efecto 
retroactivo  de  las  le- 
yes. 


lar- 

irso 

2 

I      21 

2 

3 

II    a'S 
II    &5 

259 

5 

II    65 

:M)4 

21 

II    65 

25Í) 

22 

I    417 

304 

2;{ 

11*65 

25Í) 

2:í 

I    417 

• 

24 

I        6 

24 

II    61 

25 

II    65 

186^ 


I       Ley  de  ferrocarri- 
!   les,  de  6  de  agosto. 


1 


1865 

Loy  de  Aranceles 
Judiciale!^,  de  21  <lo 
diciembre. 

O  n.o  5  y  10     I    142 
13  I    142 

44  I    244 

1860 

Ley  de  22  de  di- 
cicnibre,  sobre  im- 
puesto de  patentes. 


10 


I    191 


II  147 
II  147  I 


Ley  de  4  de  di- 
ciembre, so- 
bre poblacio- 
nes en  terre- 
nos iudíjenas  I  255 

187S 

Ordenanza  de 
Aduanas,  de  24  do 
diciembre. 


84  n.o  1  y  11 
89  ..   18 


tt 


I    259 
I    259 


1873 

Ley  de  26  de  no- 
viembre, sobre  im- 
puesto de  carnes 
mucrta.s,  á  favor  de 
las  municipalidades. 


1 
3 


II 
II 


1 

1 


1874 


liCy  di?   4   de 

aí^o.sto,  H  o  - 
bre  enajena- 
ción de  te- 
rrenos en  te- 
rritorioarau- 
eano I  2."»5 

Ley  de  l.^^-  de  sep- 
tiembre, sobre  im- 
pue«*to  de  papel  se- 
llado. 


•j 

.3 
6 

S 


10 


Códiíro  ílc  Minería 
de  18  de  noviembre. 


I      40 

1 

II     98 

1 

I      40 

3 

I      40 

;    0 

I      40 

150 
151 


II 
II 


113 
113 


1875 


Ley  de  15  de  octii- 
bi-e,  sobre  i  »r«^nixfi- 
ción  y  atribuciones 
do  los  Tribunales. 


I 

4 

67  n.o  2.0 
1-27 
176 
177 
183 
186 
186 
1Q2 

ia=> 

209 
•212 
212 
213 
•221 

228 

•2:U 
•243 

•260 
•261 
,395 


I  319 

II  il 

I   ru9 

I  -27(5 

II  92 
I  21 
I    349 

I  349 

I   :h9 

II  I.'kO 
I  319 
I     üt 

I  -,7 

II  5(1 

I  :W 

II  S9 
II  56 
II  S."> 
II  S") 
II  ai 

I  MI 

II  02 
II  92 
II  Mi 
I    215 


1878 

Ley  de  15  de  enero, 
sobre  impuesto  de 
papel  sellado. 


I  40 

II  9S 
II    9S 


1884 

Ley  do  matrimonio 
civil,  de  10  de  enero. 


32 

:tl  n.o  2 

34 

37 


lili' 
II  u^ 

I  a 

lí'p 

II  i' 

í  •.* 

I  *.. 


Ley  de  ¿^r*' 
individua!»*^,  ri 
de  siptiem  *rv. 


1 


I 


íHHTy 


Ley  de  líe: 
Interior,  d^»  i.'' 
cicrabre. 


17 

IS 
21 


II 
11 
II 


ÍH90 


Ley  de  E!*^;-  * 
deíNdeap*'". 


92 


I 


1N9I 


Ley  de  5  d*^  di 
rierabn*.  '**^ 
bre  el  ncur 
fodeampM' 


Lev  de  M'.' 
lida<f*^  de  i*  i 
eiembre. 


1-1 

18 
19 

•24n.=»  4 
2.>    ,.    8 
33 
34 


I     ' 

h: 

11  ' 
II  " 

I  :5 


ÍNDICE  DE  UJS  ARTÍCULOS 


5r. 


II     1 

II  100 
II  140 


1805 


1897 


Ley  de  Aduanas, 
de  20  de  enero. 


L«3>'     de  10  de 

iii3.rz<>,  sobre 
í¿:i-iUitic;uíion 
íL  los  promo- 
t-orcs  físi^Ies 
<io  Cañete  y 
Traiguén.    .11  49 


1 
6 

7 


I 
I 
I 


259 
259 
259 


Ley  de  Adua- 
na s,  de  2  do 
febrero I  239 


1SHM> 

Reglamento  sobre 
Reolutas  y  Reempla- 
zos, de  10  de  noviem- 
bre. 


76 
81 


II  155 
lí  155 


Loy  de  28  de  agos- 
to, api'obatoria  del 
Código  de  Procedi- 
miento Civil. 


45 


II 


o 


]  ÍHÍ2 


Ley  de  18  de  ene- 
ro, so>>re  alcoholes. 


5 


I    123 


1904 


Ley  de  22  de 


onei*o,  que 
autoriza  e  1 
cobro  de  las 
contribucio- 
nes   I   191 

1906 

Ley  de  7  de  febre- 
ro, sobre  salitrei-as. 


3 


II    99 


DECKKTUS  sri'KEMOS 


K.eglain»Mito  <lel  ('lul>  Hípico  de  Santiago. 


10 

V.\ 

20 

21J 


I  349 

I  319 

I  349 

I  349 


Decreto  sobre  pólizas  de  aduana  de  ÍM  de  julio  de 
1901. 


6 

7 


I    259 
I    259 


ÍNDICE  ALFABÉTICO 

DE   LOS  NOMBRKS  1)K  LAS  PARTES  LITIGANTES  EN  LAS  RESOLUCIONES  PUBLICADAS 


Este  índice  señala  el  nombre  de  la  parle  (demandante  ó  demandado),  In  fecha  del  fallo, 
la  sección  de  la  nSegunda  Parten  de  la  Revista  y  la  página  de  la  sección. 


A 

Abiid,  2  soptiembre  U)j5 I  110 

Ai^uayí)  Klisa,  11  octubre  1906  I  417 
Afíiíayo  Miguel,  11  octu  bre 

I90Ü I  417 

Abura.ida,  17  octubre  IflOó      I  161 
Alcaldede  Hurtado,  29 diciem- 
bre 1900 I  281 

Alfaro  Hennógenes,  21  octubre 

190.-) I  188 

Alfaro  Hormóffenes,  21  diciem- 
bre 1904 II  131 

Alfaro  Miguel  y  otro,  23  agos- 
to 190.")    I  83 

Alfonso  viuda  de  Silva,  1.°  ju- 
lio 1ÍK}5 I  33 

Allende,  31  agosto  1904  ....   II  43 

Amigo,  17  agosto  19í« II  20 

Aiiinat(su«;.),  19  julio  1904..  I  40 

Anazco,  W  ener..  190') II  120 

Avaria  y  C»,  24  julio  1905...  I  60 
Avaria  Rómulo,  24  agosto 

1904 II  22 

B 

Badilla,  15  noviembre  1904.  II  83 
Baeza  Díaz  Sara,  24  junio 

1906 I    427 

Baeza  Sasso  J  u  1  i  a,  24  j  u  n  i  o 

1906 I    427 

Bahamonde  y  otro.  23  diciem- 
bre UX)4  II      92 

Barría.  13  enero  líK)') II    120 

Barriga,  21  octubi-e  1905 I     182 

IJanco  t\v  Concepción,  4  octu 

brelOOfi I    410 

Banco  Espaíiol-Itiliano  y  otro, 

23  noviembre  1905 I    253 

Banco  San  tiago,  2  agosto 

19IJ5 I      79 

Banco  Santiago,  7  noviembre 

1905 I    215 

Banco  Tai-apará  y  Argentina, 

8a};o-to  19 '6 I     402 

Boazley.OenerolíHK) I    326 

Ueckett,  5  noviembre  19'J4.  II      71 

13 


Benavente,  12  noviembre  1904 

y  19  junio  1906 I  im 

Berney  de  Sangrouber,  22  di- 
ciembre 1905 I  255 

Bozanilla,  31  octubre  1905.  ..  I  196 

Bcihme,  2  octubre  19(J5 II  145 

Boza,  30  octubre  1905 I  193 

Braithwaite,  17  mayo  1906...  I  244 
Briceno  Carmen,  28  julio 

190Ó I  a> 

Briceno  Ramón,  18  octubre 

1905 I  113 

Bruck,  19  abril  1906 I  337 

Bunfrter,  12  agosto  1905 I  90 

C 

Cabrera  Juan  José,  11  octubre 
1906 I    419 

Cabreiti  Jo.sé  (sucesión),  11  oc- 
tubre 1906 I    419 

Cáceres,  24  agosto  1904 II      22 

Caja  de  Ahorros  de  Emplea- 
dos Püblico.s,  5 agosto  1904  II      49 

Caja  de  Crédito  Hipotecario, 
29  diciembre  19a) I    281 

Campo  del,  8  noviembre 
1904 II      81 

Canales,  22  noviembre  1905.  I    253 

Canelo  (sucesión),  28  d  i  c  i  o  m- 
bi-e  1904     II    105 

Carbó  viuda  de  Novoa,  2i  octu- 
bre 1905 I    176 

Carióla,  10  Julio  1905 I      36 

Carmona  (quiebra),  8  marzo 
1905 U    141 

Cariusco  Jerónimo,  28  octubre 
1905 I      85 

Can-asco  y  Zanelli,  6  octubre 
lí)04 II    113 

Carvallo,  19  mayo  1905. I      12 

Castagnotto  Hermanos,  14  mar- 
zo 1906  I    330 

Castex  Hermanos  y  C.*,  10  oc- 
tubre 1905 I    146 

Castillo  Loyton,  31  diciembre 
1904 II    109 

Co^allos  Lorenzo,  22  septiem- 


bre 1905 I    123 

Ceballos  Lorenzo,  10  octubre 
I9()(j j    412 

Cei-da,  3raarzo  1905  ." .'     .  .*.'  I    .303 

Chace,  17  mayo  1905     I    244 

Cistei  nn-8  Moraga,  17  julio 
1900 I    398 

Club  de  la  Democracia,  12  oc- 
tubre 1905 I    1.55 

Club  Hí^ico,  6  diciembre  1904 
y  2 )  diciembre  1905 I    349 

Compañia  CJarbonifera  y  de 
Fundición  Schwager,  25 
agosto  1904 II      m 

Comijania  de  seguros  *'La  Tal- 
cahuano",  4  agosto  1904  ..  II      26 

Compañía  de  Seguros  *'La  Mu- 
tua", 24  agosto  1901 II      a3 

Compañía  de  Seguros  "La  Mu- 
tua". 29  noviembre  1904  ..  II      98 

Compañía  de  Seguros  "La 
Francesa",  25  s  e  p  t  i  e  m  b  r  e 
1905 I    139 

Compañía  do  Seguros  "La  Ibe- 
ria", 31  octubre  1905 I    195 

Compañía  de  S  e  g  u  r  o  s  Hani- 
burgo  Bremcnse,  29  m  a  r  z  o 
1905 I    .306 

Compañía  de  St»guros  "La  Es- 
pañola", 2  octubre  1ÍK)5...  IT     159 

Compañía  E  x  p  1  o  t  a  d  o  r  a  de 
Lota  y  Coronel,  13  enero 
1905 II    122 

Compañía  Inglesa  de  Minas,  5 
octubre  19fH II      54 

Compañía  Internacional  de  Se- 
guros sobre  la  vida  "Sud- 
América", -2  octubre  1904  II      58 

Contardo,  4  agosto  1ÍK)4 II      12 

Contrera**  Canto  Joaquín,  22 
octubre  HK)4 II      58 

Contreras  Luis,  8  junio  \^^  I    376 

Contrenis  de  Mellado  Filome- 
na y  otros,  20  septiembre 
190(3 II    151 

Correa  v  i  u  d  a  de  Irarrñzaval 
Is.ibel,  4  agosto  1905. ...       I    224 

Cofrea  Bravo  Agu.«itin,  lOagos- 


to  19()4 II  39 

Cortés  Monroy,  22  luíiyo  11)06  I  36») 

("oi-tínez,  18  octubre  1JK)5 I  113 

Coudeau,  8  junio  1906 I  376 

D 

Devéscovi  y  otro,  28  dicieiii>>re 
1904 II    105 

Deviiicenci,  4  noviembre 
1904 II      65 

Dickson,  Harker  y  C»,  4  agos- 
to 1904 n      33 

Donoso  Garóes,  3dicienbre 
1904 II    100 

Damas,  4 octubre  1904 II      47 

E 

Eihavarria  y  otro,  26  a  g  o  s  t  o 

to  1904 II        4 

Kchevcrría,  6  diciembre  1ÍK)4  y 

20  diciembre  1905 I    349 

Empresa  del  Ferrocarril  de  ( 'o- 

piapó,  19  agosto  IIK).3 II  147 

Empresa  Trasportes  V n idos, 

10  julio  1905 I  '^ 

Erices,  21  octubre  1905 T  1S2 

Jiscobar  v  otro,  8  noviembre 

IWM...: II  SI 

Espoz  V  otro,  19 agosto  11*05  II  147 

Et  ique";  22  diciembre  1  ÍK)5  ...    I  2.>.-) 

F 

Feria  Aerícola,   10  ajío^to 

1904 II  39 

Fernandez  Moiitalbu,  22  niur- 

zoy  11  julio  líMK)       I  437 

Fi>fUQroa,  19  mayo  1905. ...     I  12 

Fi«co»  25  agosto  1904 II  2 

Fisco,  26 ago:»io  1904  ...     .II  4 

Fisco,  21  octubre  1905 I  18S 

Fisco,  29  mayo  19*36 II  W 

Fisco,  9  fliciembre  1905        .   I  259 
Fisco,  22  marzo  y  II  jiilio 

lí)06 I  437 

Fonteuilla,  20  agosto  1ÍK>4  .  II  7 

Freiré  Valdés.  8  agosto  Um.  I  402 
Fuente  de  la,  23  d  i  c  i  e  m  b  i*  c 

I9aí I  277 

Fuentes  David,  4  agosto 

1904 II  26 

Fuentes,  Josi*  Pascual,  21  no- 
viembre 1?K)  4 II  75 

Fuenzal ida  (sucesión)  12  o(»tu- 

bi-eU:06 I  421 

(i 

(4:i]IoMontt,  14  agosto  1906.  I  304 

(ialté,  25  octubi-o  1904 II  61 

Oandarillas,  20  agosto  1904.  II  7 

Gaiidolfo,  4  noviembre  líKM  II  65 

(lai-ate,  25  ort  .bro  1904 ....  II  61 

(jíaray.  16  oot  dire  1906 I  425 

Oautier  viuda  do  Lecannelier, 

21  septiembre  1ÍK)6 I  406 

(Jibbs  y  C",  21  octubre  ltM)5.  I  176 
(iüdenicister  y  C*.  31  diciem- 
bre 1904 II  109 

(róme/ v>arlos,  21  julio  1905.   I      53 

Gómez  García  Agustín,  2  agos- 
to 1<K)5 I      79 

Gómez  Manuel  y  otros,  24  sep- 
tiembre 1904 II      51 

Gómez  K«Hte>ian,2l  mayo  1904  v 
29  diciembre  1905 I    217 

González  Gabriel,  1.**  julio 
1905 I      ;i3 

González  lielisario  y  otro,  21 
jidio  1905 I      57 

González  Montt  Desiderio  y 
Bai-tolomé  (sucesión),  5 agO"<- 
to  l!HJ.-> I      79 

González  Fi-ancisco,  4  novieni- 


fNDICR  ALFABÉTICO 


bre  1905 I  207 

González,  23  diciembi-e  1904  II  92 
González  Abel,  4  septiembre 

1905 II  158 

<;reen,  12  mayo  1906    I  395 

(^lajardo,  26  marzo  1906. ...  I  323 
Gutiérraz  Nicanor,  25  junio 

1904 II  1 

Gutiérrez  Vega  Rodolfo,  29 

marzo  19(K» I  301 


H 


Hai-an,  26  octubre  1905 I     104 

Hermanos  de  las  Escuelns  ( *r¡s 

tianas,  2.3  diciembre  1905  ..  I    277 
Herrera  Demohlo,  7  septiem- 
bre 1905       I     llí< 

Horr^M-a  .Mnrtiiu-z  Vicente,  31 

octubre  b»05 I    201 

Holzraann,  Sniavo  1906. ...  II  97 
Honnazabal.  2*^  octubre  1905  I  S.') 
Huidobro  viuíla  de   Morel,   5 

septiombr-'  1ÍK)5  I     115 

HíHueres,  25n;rosto  1904.  .11        2 
Hurta<l()  (sucf'-s¡(Mi)  24  octubre 
1ÍH)4 II       5í» 


I 


Ibíunv.,  3  enero  IÍK)6 I    2:W 

Ilnu  ra,  16  agr,>to  lfl06 II     149 


J 


Ja!"a  de  la  (sucesión),  4  octubi*e 
190ii 1    410 

Jeanrontyotros,S  junio  1906  I    365    ' 

Jorquei-a,  21  mayo  1904  y  29  di-  , 

ciombre  1905  ' I    217    | 

Jovani  y  otro,  9  d  i  c  i  o  m  b  v  e 
1905 I    250   ¡ 

Junta  de  Benetícencia  de  (.^on-  ' 

cepción,  12  noviembre  1904  y 
19  junio  1906 I    370 


Labra,  25  septiembre  1906  ..  I  441    i 

Lagos,  12  agosto  1905 I  90 

Lara ,  30  octubre  1905 I  19Í 

Leiva,  18  octubre  1905  I  158 

Le-Meunier,  4  enero  1906.  ..I  287 
León  Tomás,  2.'>  s  e  p  t  i  e  m  b  r  e 

1905  I  130 

León  Muñoz  Rodolfo,  7  enero 

19a5 II  140 

Lillo.  21  julio  1905 I  SA 

Llórente,  21  septiembre  1906  I  406 

López  Moisés,  7  junio  1905.  I  1 

López  José  M. ,  26  marzo  1906  I  323 

Lowey,  12  mayo  1906 I  395 


M 


Mackay,  1.°  agoito  1904. . . .  II  31 

Mahuzier,  18  mayo  1915.  ..  .  I  87 
Mancilla  y  otro,  5  oc  t  u  b  r  e 

1904 II  54 

Manger,  26  octubw  ltXK5 I  104 

Manzano,  30  junio  1905 I  2ÍI 

Marchcsse  (sucesión),  S  enero 

1906 I  314 

Martínez  Ramos,  8  marzo 

líKX) I  314 

Mebus,  23  agosto  1905 I  83 

Merino,  6  septiembre  1906.  II  155 
Meza  V.  de  Merino  Tomasa,  22 

septiembre  1905    I  125 

Me/a  V.  de  Merino  Tomasa,  10 

octubic  190a I  412 

Meza  Pedro  Vicente,  16  agos- 
to 1900 11  149 

Molina  do  Jcanront  Regina, 

S  junio  1906  I  365 

.Molina  Irene,  25  julio  1906.  II  15 


Molina  Marta  J(»«ef  <i.  <«n^ 
síón),  25  julio  IW6  ...         11 

Mon'ero  (sucesión  (,  12  «dut  n* 
1906 .  I   •- 

Montriou,   1  S    n  o  v  i  e  b  (• :  • 

1904   II    » 

Montt  (s  II  c  c  9  í  o  n .1,  5  agto^f' 

1905 I    * 

Morales.  2:<  junio  ]9a>  . .       I 
M«>ixíii*a,  4  novieniltt»*  I?«t'>     !      ' 
Mott^du  Poitiil,  4  octal'f- 

19ÍM :i    • 

Mujica  Juan  Franrisi-o,  4  -  ^í 

tiembrel905 il    .  • 

Mujica  Benigno,  4  a;:--*- 

19u4     II     - 

Mondac  I,  4  agosto  19m  . .     11 
Municipalidad  d«*  Iquiqu«.  '¿i 

noviembre  19^4  II     • 

Municipalidad  <le  S^in  c  Icta 

te,  t>  Hoptiembí^  1906.  Ü 

Municipalidad  d#»  Ran<*^_- 

25  junio  líHH 1  í 

Munita ,  8  mayo  1906 i  f 

Muñoz  Ai"turo,  2i  sefitieiel  " 

1905 I 

Muñoz,  Pt^ílro   Pablo  v  Jt 

(sucesión),  2S  julio  líik5        1 

X 

Navarro,  9  enero  19iB»   ..  I     . 

Nieto  (sucesión),  2  o  r  t  u  íi  i  t 

v.m    1    - 

Niel,  19  abril  lít)6  I    • 

Nuñez,  3  J!;l¡o  1905 I 

O 

Oliveira  de,  21  d  i  <  i  o  lu  I»  r • 

1904 u  : . 

Opase^  V«»rgara,  31  o  et  a  h  1 1 

1905  I   :* : 

Ortiz,  2Í)  iitubre  Í9Í¿  .     .      I  '■ 

Osorio,  18  mayo  1905. I  "* 

Ossa.  29  mayo  1906  ...        H  » 

Ossandón,  22  mayo  1**J6  ...  1  ♦• 

Ovalle,  4  enero  1^16 I  ->* 

P 

Page,  28  septiembiv  19Ü5  .      I   *•"- 
Palacios  Fiancisro  A.,  lüajfe- 

tol904 II      ■ 

Palacios  Manuel  Franri'**',  -í 

noviembra  19 15 I     •^ 

Peña  (s  u  c  e  s  i  ó  nt,  29  in:u-7» 

1906 1    * 

Pei'eira.  10  agosto  1904.  II  - - 
Pérez  Raimundo,  6  dicieinf>rp 

IJXMi n 

Péi-ez  ÍBÍértina.  7  mayo  ÍS4M  II  • 
Péi*ez  Cimicn,  9  enero  IftW  I  '-'' 
Pérez  Ricardo.  8  marzo  l9iV»  H  U. 
Pérez  Serafín,  2  octub;. 

1905 II   1' 

Pero.  12  oitubre  19ir>  I    1 

Petei-sen,  24  noviembn*  l*iM    I 
Piñei'o  v.  de  P  a  s  s  i,  7  ni  u  >  • 

1906 II 

R 

Ramos,  4  agosto  1905  I   --' 

Reyes   Romero  (iuíllermo.  1' 

octubre  1905 1    i 

Reyes  E4lelmim.l6abrill^»'  I  -  ' 
Reyes  José  Pascual  (sucesj*  ti  . 

16abriI1906  1     ' 

Rocba,  30  junio  líHr»  I     - 

KOvO  .N  o r  bo  I- 1  o,  31  a;:o*t" 

1904 11      • 

Roco  Norberto.  14  «H^ptieMilH»- 

1904 11     ' 

Rod  riguez  <  'cnla ,  i\  o «  t  n  1»  r  '• 

19:)4 II  • 


^oj  as,  17  agosto  1904 II      2í) 

-fr^osales  Eiit'emia,  6  dicieml)re 

1ÍMJ4 II    1-23 

B^osales  Matilde,  6  diciembre 

líKM It     123 

lósalo»  José  Idilio,  17  diciem- 
bre líKH  II    136 


S 


fc^;\liis  Lavaqui,  3  enero  1906.  I    2*^ 

i:::::^a.laiiic,  10  octii>)re  lí)05 1    146 

íSanlmeza  Mateo  y  otro  28  no- 

viemhre  líXU II      S9 

>->i»,nhueza  Desiderio, 28  noviem- 

l>re  Um II      S9 

i-?:\iitaiia  V.  de  ( ■ano  y  otro,  2i) 

julio  Ml'i I      66 

í<<'hojííria,  16octu>)re  1ÍM)6.  ..  I     4*i) 
^Si•ll¡avetti  Hermanos  v  C'*.  30 

r»<ítul»re  UMr>     ..         ' 1     191 

«oleni,  2  soptit-nibrc  HK).'). . . .   1     110 
íiiílva  de  Arn'jrni,  2íí  marzo 

liM)ó I     ;^06 

S>iniv»^on  V  otros,  21  noviembre 

1ÍMK-)  ..  ". I       1)6 

Hlonian  v  C' .  ",  24  septiembre 

1!KU   .! II       .■>! 

íSoctí'dad  Jnlia  y  Vir<j¡inia  «le 
I*:iH  Coniles  (el   sindico),  l¿ 

ootíibre  líK).") I      26 

SoK-íiedad  de  Minas  y  Fnndicio- 
iií»s  de  P  u  q  u  i  o  M.  21  jnlio 

1905 I      53 

Sociedad  Comercia    Fianee^a, 

t£ñ  aRoato  1904      II      36 

Socdedad  Coraeicial  Francesa, 

13  enero  19a5 II    122 

Sota  Dávila,  2  octubre  190").  II     145 
Sol  ta  do  la,  25  »  e  p  t  i  e  m  b  r  e 
líK).") I    139 


ÍNDÍCK  ALFAHKTIOO 


Sqnella  Miguel  L.,  20  octubre 
1905 I    172 

Squella  Pruneda  Eduardo,  7 
noviembre  1!I05 I    215 

Stcphen8,2:í  junio  1905 I        6 


T 


Télles  0«sa,  12  octubre  mW  I  15;^ 

Tévere,  14  marzo  1906    I  330 

Tornini  y  C.»  9  enero  1906....  I  327 

Torres,  6  diciembre  1904   ..  Il  91 

Tuftón,  12  octubre  1905 1  153 


U 


Urrutia  Temistocles,  1." agosto 
1901 II      31 

Urrutia  v.  de  Hurtado  Cande- 
laria, 5  septietrbn' 1W5.  ..  I     115 

Urrutia  l.'loiiomiro,  18  octubre 
liNr> .    .  I     158 

T'rrutia  Jacinto,  14  julio  1ÍU)6  I    398 

Uteau,  24  julio  1905   ..  I      60 


Vac(  aro  S  a  n  t  i  «■  í,'  o,  3  j  u  1  i  o 
11N)5 I      35 

Vaccaro,  2  íliciemlne  líK)5  y  17 
marzo  1Í)Ü6 I    224 

Valderi-ama  Carmen  Rosa,  2!í 
diciembre  1905 II     -02 

Valderraraa  José  Maria,  2^  di- 
ciembre 1905 II    102 

Valencia  Manuel,  23  septiem- 
bre 1905 I      21 

1    Valencia  Tránsito,  2:í  septiem- 
bre 1905     I      21 

Valenzuela  Fefleríco  y  otros,  21 
julio  1905 I      57 


5J) 

Valenzuela  2  diciembre  1905  y 

17  Marzo  1906 I 

Valle,  20  septiembre  1906...  II 
Vásquez,  25  septiembre  1906  I 
Vega  (sucesión)  21  noviembre 

1«M II 

VerrluKO,  31  diciembre  1904  II 
Vernal  y  Cuatro,  7  septiembre 

19a5 I 

Vial,  29  julio  1905 I 

Vidanrre,    14   septiembre 

1904 II 

Villanueva,  14  mar/o  1905  ..  I 
Vilú,  5  aífosto  1904 II 

W 

Walbann  y  otro,  IS  noviembre 
1ÍX)4 *I 

Whéelriglit,  13  s  e  p  t  i  e  m  b  r  e 
1004 I 

Wuth,  7  junio  1905 I 

Y 

Yánez,  31  diciembre  lOOí....  II 

Z 

Zanelli  Santia^^o  J.,  24  agosto 
1904 II 

ZuncUi  Santiago  J.,  IS^^eptiem- 
bi-el901 I 

Zanelli  Santiago  J.,  29  noviem- 
bre 1904 II 

Zañartu  Ramón,  14  diciembre 
1904 II 

Zañai*tu  Hipólito,  14  diciem- 
ore  iwt"* XI 

Zapator,  2S  .septiembre  1905.  I 
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